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ENSATO  mSTORIGO-FILOSOFIflO-LEGAL 
SOBRE  EL  DUELO. 


La  severidad  de  las  leyes  represivas  del  duelo  es  y  será  siempre 
úsofidente  para  proscribir  ana  costambre,  qae  fondada  en  un  sen- 
úraeato  de  estimación  personal  está  naturalmente  fovoreeida  por 
los  instintos  y  tendencias  sociales  de  la  época.  La  famosa  pragmática 
Mtee  desafios,  inserta  entre  nuestras  leyes  de  la  Novisima  Recopi^ 
bdoo>  castiga  con  la  muerte,  la  confiscación  y  la  infamia  á  los  due-» 
fictas,  i  les  padrinos  y  á  ^os  los  que  eu  el  duelo  intervienen,  y  tan 
terribles  conminaciones  no  han  producido  sin  embargo  otro  resulta- 
do que  h  completa  impunidad  de  los  que  se  desafían. 

El  duelo  se  defiende  y  se  defeúderá  aun  por  mucho  tiempo  de 
los  patíbulos  levantado^!  en  su  contra  y  de  la  cólera  impotente  de 
los  gobiernos.  Mientras  la  legislación  castiga  á  los  dueKstas,  la  so- 
ciedad boora  á  los  combatientes,  y  condena  al  deshonor  y  al  menos- 
precio ai  hombre  tímido  ó  sensato  que  provocado  á  duelo  no  le  acep- 
ta. El  mismo  legislador  que  escribe  ei  las  tablas  de  la  ley  la  pena 
de  muerte  contra  el  des^e  sebate  en  duelo  al  dia  siguiente ,  y  ei 
severo  escritor  que  le  condena  en  sus  obras  cómo  una  apelación  al 
principio  de  la  fuerza  contra  ei  dereebo^  como  un  acto  de  rebelión 
contra  los  poderes  sociales,  como  un  resto  de  las  costumbres  salva- 
ges  de  otros  tiempos,  responde  seguramenleá  una  provocación,  y  se 
cosdoce  mas  tarde  c<Mno  ion  calavera.    - 

Una  leg^lacion  mas  tolerante,  y  qae  por  lo  mismo  seria  mas  ra- 
anal  y  mas  jasta,  conduciría  eficazmente ;  no  á  estirpar  el  due- 
lo ,  porque  no  es  posible  en  nuestra  edad,  pero  sí  á  disminuir  los 
lanees  personalee,  y  á  hacérmenos  lamentables  sus  consecuencias» 

Mas  para  preparar  esta  reforma  en  la  legislación  es  menester 
destruir  antes  las  preocupaciones  existentes  contra  el  desafío.  No 
escribo  con  la  esperauira  de  que  mis  doelrínas  desde  luego  se  acep- 
ten. Para  obrtf  esteprodigio  se  necesUaria  una  voz  mas  elocuente, 
y  sobre  tod*  una  palabni  mas  autorizada  qae  la  raía;  lo  confieso.  Me 
pfq»Bgo  tmictmeate  protocar  unadiscaMoa  desapasionada,  impar-^ 
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cial,  ea  la  que  otrps  podrán  spguirme  con  mas  fortuna  y  de  seguro 
con  mas  talento. 

I. 

ORIGEN  Y  FUNDAMENTOS  DEL    DUBLO. 

£1  duelo  descansa  en  uá  sentimiento  de  dignidad  individual,  con- 
tra el  cual  luchará  vanamente  la  severidad  de  la  legislación ,  á  lo 
menos  mientras  no  «amblen  los  principios  dominantes  en  la  dvili- 
zacion  de  los  pueblos  mpdentosw 

El  honor  ^  este  sentimiento  vago  y  misterioso  de  la  naturaleza^ 
es  el  instinto  mas  noble,  el  rasgo  mas  caraoterístíco  de  la  raza  huma- 
na. £1  hombre  podrá  estraviarse  en  las  ideas  que  se  forme  acerca 
del  honor;  podrá  suceder  que  los  habitantes  de  distintas  regiones  le 
hagan  consistÍT  ea  motivos  d^rentes,  tal  vez  ea  ana  estravagancia 
ó  en  una  ridiculez,  tal  vez  ea  el  crtmea«  Los  cortesaaos  de  Luis  XIV 
fundaban  el  honor  ea  la  libertad  de  las  costumbres  y  ea  un  e^írita 
altanero  de  servil  lealtad  respecto  de  aquel  monarca ;  los  repiddica- 
nos  franceses  en  alardes  de  impiedad  y  eu'el  mas  insolente  desprecio 
de  la  vida.  Pero  como  qaiera,  el  hombro  obedece  á  la  voz  del  honor 
ea  todas  partes ;  este  seatimieato  se  deja  ver  ea  todas  las  sitaaeio-» 
aes,  ealas:  clases  mas  aitas  de  la  sociedad  y  ea  las  mas  humildes»  ea 
el  hombre  salvage  como  ea  el  civilizado;  tan  instintivo  y  poderoso 
como  el  de  la  religión,  tiene  como  ella  sus  héroes  y  sus  mártires^ 
y  es  que  tiene  su  fundamento  y  su  origen  ea  una  ley  gmieral  de  la 
humanidad,  bn  bl  garáctcr  social  dbl  BOUBaSo 

£q  esta  vida  de  partipacion  y  comunidad  ea  que  vive  la  especie 
humana,  está  la  esplioacíoa  natural  de  este  fen6meao« 

El  honor,  en  todas  partes  yea  todas  épocas»  filadese  en  esta  ó 
en  aquella  razoa,  m  es  mas  que  el  deseo  natural  en  el  individuo  de 
aparecer  superior  á  he  ojos  de  los  demás  y  de  graagearse  por  este 
camino  su  estimaaioa  ó  su  respeto*  Si  pudiera  supoaerse  ua  hombre 
aislado  y  sia  comuaití^íoa  alguna  coa  las  otros ,  este  hombre  seria 
enteramente  estrano  á  las  ideas  del  honor,  ai  las  oompreaderia  si* 
quiera.  Tampoco  el  hoaor  se  coacibe  ea  la  sola  comonicadon  de 
dos  seres.  Dos  iadividuoa  solos  y  aislados  sentíriaa  el  poder  de  las 
inspiraciones  y  de  los  afectos,  mas  no  teadriaa  idea  del  iu)nor;  pero 
añádase  á  estos  dos  seres  uno  mas ,  uno  solamente,  y  ea  esta  coma** 
aicacion  de  tres  el  tea6aeao  aparece  desde  lu^,  priacipia  la  riva« 
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Ma.4  \  \a  (^mpHeCKñft,  éada  ctial  pretende  sei^  superior  á  los  ofífOs 
&<^ ,  j  %  disputaa  la  preferente  consideración  de  sos  compaña'' 

Pero  el  iiiod6  ^  considerar  el  honor  varia  en  cada  edad  segmi 
las  oettsidaées^  de  lo9  tiéftip^,  f  mas  que  todo  segnn  los  principios 
domioantes  en  la  organización  de  la  sociedad. 

Los  griegos  ▼  romanos /que  tan  sensibles  eran  á  las  ideas  del 
honor ,  no  conocieron  sin  embargo  el  dtieio ,  á  lo  menos  bajo  las  íot* 
m§  qne  ha  recibido  de  la  civilizadon  de  las  naciones  modernas.  Los 
combates  parciales  aceptados  á  veces  á  presencia  de  dos  ejércitos 
e&enúgos  para  escasar  el  funesto  trance  de  una  batalla  sangrienta; 
no  tkaen  pareddo  con  el  desafío  de  nuestra  edad.  Los  smtiguos  ni 
siquiera  podían  concebir  esta  costumbre  de  un  combate  individual 
que  nuestra  sociedad  considera  como  el  medio  de  satísfacer  k  un 
agravio  personal  ó  de  vengar  una  injuria  privada;  y  es  que  el  bx^ 
ñor  por  un  efecto  de  las  iiteas  dominantes  en  aqneUa  cíviiizadon  sa 
teda  consfeUr  en  el  heroísmo,  en  una  completa  abnegadon  per^ 
aal.  Régulo  volviendo  á  las  prisiones  de  Gartago  cedía  á  im  sentí*» 
miento  de  honor,  como  Curcio  arrojándose  á  la  sima  abierta  en  la 
plaza  de  Roma,  como  el  soldado  de  las  legiones  que  moria  abraza* 
do  ásns  estandartes  antes  que  volver  al  enemigo  la  espalda;  oomo 
en  dias  mas  previmos  &  los  nuestros  el  veterano  de  la  guardia  impe* 
rml  de  Napolbon  que  perecía  antes  que  abandonar  sa  battdera  ea 
una  derrota  vergonzosa. 

No  es  ^cit  la  esplicacion  de  este  fenómeno.  ' 

Dos  grandes  principios  han  presidido  siempre  á  los  destinos  det 
género  humano:  el  SOCIALISMO  y  el  INDIVIDUALISMO.  Sobtt 
una  de  estas  dbs  buses  ha  descansado  en  todas  épocas  la  organita^ 

(1)  Nos  hemos  detenido  en  la  esplicacion  de  la  teoría  sobre  el  honor  co«> 
mo  nosotros  U  comprendemos,  porque  es  muy  común  decir  que  el  honor  da 
una  cosaiodflfiaíbte,  unaquimefav  como  se  <noe  también  que  son  indeter* 
mifiableslas  mglas  del  gusto,,  oscuras  y  vagas  las  ideas  que  nos  formamos 
d«  li  belleza;  v  esto  que  se  diío  una  vez  á  pesar  de  ser  un  grande  error,  se 
ha  TenkfoM^iilefifdO'  por  muenos  como  una  verdad  que  no  admite  contra*» 
diceioa.  Kl  favaorcomola  heHeza  y  como  el  gusto  no  son  indefinibles.  La 
que  hay  es  que  el  mundo  acepta  muchas  veces  como  verdades  los  errores 
mas  groseros,  porque  aihagamas  á  la  humana  condición  dar  por  averiguada, 
ia  verdad  de  las  cosas  que  descender  á  un  examen  profundo  y  fílosótico  de 
élas.  hk  rasotacion  de  un  problema  compromete  al  entendimiento;  los  dog« 
mas,  las  verdades  reconocidas  seducen  por  su  sencillez,  yUeDoaoaanm 
I  estapoAmso  atractivo  para  la  presunción  y  la  pereza. 
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cioa  de  la  sociedad,  y  es  may  probable  que  estos  dos  principios  se 
disputen  eternamente  el  señorío  del  mundo. 

Así  como  el  individualismo  predomina  hoy  en  todo?  los  estados 
de  Europa  y  tal  vei^  con  exageración,  el  SOCIALIS|IQ  era  el  prin- 
cipio constitutivo  de  los  pueblos  antiguos,  el  rasgo  característico  de 
aquella  edad. 

Es  verdad  que  asi  debía  suceder  en  unas  sociedades  cuyo  estado 
habitual  era  la  guerra ,  y  su  necesidad  permanente  la  conquista.  Las 
luchas  continuas,  ios  azares  de  la  vida  ¡errante  diezm/aban  diaria- 
mente la  población,  y  en  semejante  estado  la  importancia  del  indi- 
viduo desaparecía  ante  la  idea  de  la  patria»  la  gloría  de  su  nombre^ 
el  engrandecimiento  del  Estado.  Un  espartano  no  teni^.  ipas  interés 
ni  mas  honor  que  el  de  Esparta ;  el  orgullo  de  un  ciudadano  de  Ro- 
ma consistía  en  el  bien  de  la  república,  en  su  poder,  ep  Ja  gloria 
de  sus  legiones,  como  la  bandera  de  ua  regimiento  es  el  ídolo  de 
sus  veteranos  (1).  I^a  libertad,  la  vida^.  todo  se  sacrificaba  en  el  al- 
tar de  la  patria;  el  ciudadano  solo  tenía  deberes  qf^t  cumplir,  no 
derechoa ,  y  nada  podía  exigh*  de  su  país  como  no  f  ue$e  el  honor  de 
sacrificarse  en  sus  aras.  ,  i  *  . 

Hoy  que  á  ese  sentimiento  de  heroísmo  y  abnegación  de  los  anti- 
guos ha  sucedido  el  de  la  importancia  y  dignidad  individual,  el 
hombre  obedece  á  un  sentimiento  de  honor,  pero  no.le  concibe  de 
otro  modo  que  batiéndose  en  un  desafío,  y  vengando  ppr  sn  propia 
autoridad  j  por  su  mano  una  ofensa  personal. 

La  ruda  pero  generosa  altivez  de  los  bárbaros,  qup  evadieron  el 
pueblo  romano ,  los  hábitos  de  un  pueblo,  ^isper^o  y  conquistador, 
d  espíritu  4e  independencia  y  la  noble  fiereza  de  aq^ellas  razas 
cambiijíron  naturalmente  las  ideas  que^  tenían  del  hpnoren  la  an- 
tigua civilización,  y  dieron  vida  á  esa  costumbre  de  encomendar  á 
los  azares  de  un  combate  individual  la  decisión  de  todas  las  que- 
rellas. 

El  duelo  sin  embargo  no  es  ya  lo  que  en  los  días  de  su  apari- 
ción. Nuestros  desafíos  no  son  los  de  los  bárbaros,  ni  los  de  la  edad 
-media;  porque  con  el  duelo  ha  sucedido  lo  que  con  todas  las  cosas 
é  instituciones  humanas  sucede,  qué  nacen,  se  desenvuelven,  cre- 


(i)    Ciertamente  la  milicia  es  la  única  iqslilucron  de  los  pueblos  moíior- 
Tnpsjm^  se  asemeja  á  los  Estados  de  la  antigüedad;  porque  fen  ^lía  también 
1a  idea  de)  individuo  desaparece  ante  k  gloria  de  sU3  banderas. 
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cea,  íkffík  á  m  apogeo,  y  al  pasar  por  cada  ano  de  estos  períodos 
se  van  modificaodo  hasta  qim  por  fia  pierdea  su  primitiva  exagera- 
cioo,  T  Tíenea  á  madorar  y  regularizarse. 

EJ  duelo  apareció  en  Europa  importado  por  loa  pueblos  germáni- 
os  con  un  doble  carácter ,  porque  no  solaueate  era  el  medio  de  to- 
nar satisfacción  de  una  injuria  privada,  sino  el  de  terminar  todas  las 
ontieiidas.  En  las  cuestiones  judiciales  era  el  duelo  un  género  de 
jiraeba. 

Nacía  esto  de  varias  causas.  ' 

En  el  desquiciamiento  general  que  produjo  la  caída  del  imperio 
de  los  Césares,  en  aquella  terrible  catástrofe  en  que  estuvo  para  pe- 
recer el  género  humano,  si  no  le  hubiera  salvado  una  ley  de  la  Pro- 
videncia ,  se  perdieron  las  ideas  de  la  justicia  y  del  derecho,  del  go- 
hifinio  y  de  la  autoridad;  no  habia  m^  derecho  que  la  fuerza;  rotos 
lodos  los  vínculos  de  la  subordinación  y  del  respeto,  desechos  todos 
los  ídolos,  casi  dispersa  la  sociedad,  aniquilado  el  principio  de  la 
obediencia,  los  poderes  públicos  debilitados  no  bastaban  para  acudir 
á  la  defensa  y  amparo  de  losi  derechos  individuales,  y  en  tal  estado 
el  hombre  tenia  qirc  salvara  pojr  sus  propios  añadios. 

Las  mismas  leyes  autorizaba  la,  persecución,  y  la  venganza  pri- 
vada; el  delicuenle  ^ra  muchas  vciccsieqtjregado  á  los  rencores  de  la 
perspna  agraviada  y  de  sus  parientes  qm  p<M¡an  heeirlo  ó  matarlo; 
y  solo  traslandándones  á  aquellos  tiempos  jen  que  la  sociedad  abdica- 
ba de  tal  modo  su  poder,  es  cpmapod$niK)s  ju2sgar  de  las  costum- 
bres de  la  edad,  y  como  se  esplica  y  se  concibe  nuestro  derecho  an- 
tiguo en  materia  de  des^íQ^ 

El  duelo  al  fin  es  un  combí|te pewQual ,  pero  ¡ordenado,  solem- 
ne,  que  con  la  intervención  de  padrinos  ó  jueces  y  igualadas  las  ar- 
mas, iguala  también  cuanto  es  posiUe  Ja  condición  de  los  cOmbatiéo- 
les;  y  entre  esas  luchas  sin  tesligos ,  con'arwas,  desj^aalesi,  enqwe 
es  tan  posible  herir  y  matar  sobre  seguro  y- por  la  espalda,  entre 
esos  coaibates  sin  regla  ni  ley ,  y  el, desafío,  la  jrazon  y  los  instínlas 
generosos  y  nobles  sq  ponen  departe,  de  .este  ultimo.  «Ningún  hi- 
«dalgo  mate,  corra,  deshonre  ni  fuerce  4  otro  sin  desafiarse»,  es  la 
feliz  espresion  de  la  ley  1,%  título  3.%  libro  i.^  del  Fuero  Viejo  de 
Castilla.  El  desafío  se  concertará  en  ^resenoiaítelrey,  «é  el  rey  les 
>debe poner  dia,  é  darles  pl^  en, que  lidien^ éj mandar  con  qué  ar- 
omas lidien,  é  ponerios  íceles  que  vean  é  qu^  oigan  lo  que  ficieren, 
»é  que  les  partan  el  campo  y  ^  ^ol^  .soi|  laspalabioaa.testuales  de  la 
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ley  8/,  tfwkv  21,  libro  4/  del  Flwro  ReaL  Todas  ías  leyes  de  imés- 
tros  antigües  Roeros  e^  e»eritas  bajo  este  espíritu  de  nobleía  y 
lealtad.  '       \ 

El  duelo  fué  ^i  pues  V'en  Ibs  dias  de  su  aparicíótí  un  verdadero 
progreso'sociah  ^  iMetattto-eu  las  costumbres  y  un  noble  arranque 
de  dignidad  que  boHra  á  la  especie  humana,  cuyo  destino  no  es  se- 
guramente perségttir^>  y  matarse  en  tina  guerra  salrage  y  desleal. 

Contribuyeron  no  poco  á  generalizar  el  duelo  y  á  justificarle  las 
creencias  religiosas  de  la  época  por  dds  motivos  diferentes. 

Por  una  parte  el  criáttaniértió  egercia  ya  en  las  costumbres  de  los 
pueblos  del  Norte  un  iniBuja  saludable  y  civilizador;  y  una  religión 
que  predicando  el  santo  principio  de  la  igualdad  enaltecía  al  hom- 
bre y  tendia  á  sacar  al  géaero  humano  del  envilecimiento  y  degra- 
dación de  las  edadfes  pasadas,  naturalmente  habia  de  despertar  en 
las  almas  ese  espirita  de  ifidepettdencia,  ese  sentimiento  de  alta  es- 
timación de  uno  propio,  en  que  hemos  dicho  está  el  origen  y  el  fun- 
damento del  desafio. 

Bajo  (4ro  punta  de  vista,  en  el  atraso  de  aquellos  tiempos  se 
creía  que  Dios  no  abandonaría  nunca  la  causa  de  la  justicia ,  y  que 
el  vencedor  en  un  duelo  seria  siempre  el  que  tuviese  de  su  parte  la 
razón.  En  todos  los  casos  en  que  no  era  dable  á  la  inteligencia  hu- 
mana encontrar  la  verdad  por  los  medios  racionales ,  el  duelo  era  una 
especie  de  apelación  á  la  Providencia,  cuya  intervención  se  invoca- 
ba para  que  señalase  con  la  victoria  de  qué  lado  estaba  la  mocencia 
ó  el  derecho. 

Esta  ciega  confianza  en  la  mediación  divina  era  muy  propia  y 
natural  en  aqueHos  tiempoa;^  puede  considerarse  si  en  un  mundo 
«n  que  dominaban  tales  ideas ,  el  encomendar  á  la  suerte  de  las  ar* 
mas  la  decisión  de  todas  las  contiendas  era  una  costumbre  tan  bár- 
bara y  fuera  de  proposito  como  generalmente  se  cree. 

Hoy  que  el  espíritu  humano  ha  descubierto  ya  todos  los  medios 
racionales  de  averiguar  la  verdad  en  los  procesos  y  en  todos  los  ac- 
tos de  la  vida  civil,  hoy  nos  parece  absurdo,  repugnante,  vandálico 
encomendar  á  la  punta  da  lá  espada  (y  lo  seria  seguramente),  la  de- 
cisión de  los  pleitos.  Pero  trasladémonos  á  aquellos  tiempos  y  aun  á 
tiempos  mas  posteriores,  y  dígasenos  imparcialmente  si  no  es  algo 
mas  bárbaro  que  el  duelo,  el  tormento,  la  prueba  del  agua  hirvien- 
do, la  del  hierro  caliente,  etc.,  que  se  han  usado  entre  nosotros  con 
pasmo  general  hasta  una  época  no  muy  lejana.  El  duelo  al  fin  lo 
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nisQdqve  k»  inteios  dfe  Dios,  se  s^ofabá;  en  las  creencias  religio- 
sas, en  ia  íé  viva  q«e  el.homim  tediar  w  ki  Prevkleftcia,  en  la  idea, 
deque  la  caesa  de  la  juslibia  no  pedia  ser  abandonada  por  Dios,  que 
es  la  razón  eterna,  la  jasfio»  misma.  El  dbefo  además  tenia  una  ten* 
denciaá  ennoblecer  la  espeoe  humana^  porqne  paréela  fundarse  en^ 
pe  an  hombre  no  podía  ser  mas  que  otro  en  ana  pelea  lea^  é  i^ua- 
fadas  las  condiciones  de  ioBoombatíeoles:  y  bajo  todos  estos  pnntol 
de  vista  el  duelo  se  recomendaba  en  aquellos  tiempos  en  cuanto  era 
posible  á  sí  propio»  7  quiaieoa  el  cielo  que  esta  costumbre  hubiera  sí- 
do  la  mayor  preocupación*  el  mayor  délos  errores  y  aberraciones  del 
eoteadimiento  humano. 

T  á  la  Índole  particnter  del  duelo,  y  á  los  noUes  motivos  en  que 
podía  fundarse  i  hallar  si  dtseuipa  ó  jnslíflcacion,  hay  que  atribuir 
el  bxoT  de  cpie  por  largo  tiempa  goió  en  la  sociedad  y  aun  en  las 
mismas  leyes.  El  desalio  en  los  días  de  su  apogeo,  no  solo  estuvo  fa^^ 
Torecido  por  ks  costumbres  y  las  ideas,  sino  honrado  por  la  opinión, 
aotorizado  por  las  leyes,  eanobleeido  por  las  solemnidades  y  las 
fiestas  coa  que  atuchas  veces  se  aoompaSaba  el  séquito  de  este  com- 
bate singular*  La  histeria'  nos  4&  oaeata  de  muchos  célebres  desa* 
fíos  áqae  asistieron  los  reyes  y  ios  magnates  para  autorizarlos  con 
su  presencia. 

Poco  tiempo  después,  ó  por  las  coaseoumieias  funestas  que  tu- 
vieron alganoa  lances  personales  *  6  perqué  ios  progresos  del  espiri* 
to  humano  no  toleraban  que  se  dispensase  al  duelo  el  favor  de  épo* 
cas  anteriores,  esta  costumbre  fué  perdiendo  su  importancia. 

Se  llegó  á  conocer,  aunque  algo  tarde,  que  era  una  locura  exigir 
de  la  Providencia  que  repitiese  y  multiplicase  los  milagros  en  cada 
desafio,  é  ikistrada  la  condenoia  piiblieaM  este  orden  de  ideas,  el 
dneb  desapareció  como  era  natural  de  los  IHígios,  encomendándose  á 
la  razón  la  decisión  de  las  cuestiones  forenses. 

la  este  fué  un  nuevo  pcegreso ,  pero  se  necesitaba  hacer  algo 
mas.  á  proporción  que  el  orden  se  fuera  recomponiendo ,  á  propor- 
ción que  la  autoridad  pública,  la  monarquía  y  todos  los  poderes 
constituidos  se  fueran  recobrando  de  su  antigua  debilidad  ó  aniqui- 
lamiento, el  duelo  tenia  que  abandonar  el  campo  y  reducirse  á  mas 
estrechos  límites ,  porque  no  era  cesa  de  permitir  que  se  apelase  á 
la  suerte  de  los  conüíates  en  aquellos  negocios  para  cuya  determí«» 
nadon  la  fuerzapública  y  las  leyes  no  eran  ya  impotentes. 

T  ooa  efecto,  esto  ha  venido  i  soceder;  esta  felis  reacción  se  ha 


Digitized  by 


Google 


verificado  casi  del  todoea  teestrctt^  días. '  Sé  h«ria¡  «in  embargo 
mucha  ilusión  un  gobierod  que  fuisiera  aun  hoy  empeñarse  en  la 
estirpacion  absoluta  del  duelo.  La  sQoiedad  está  ^a  bascóte  ilustra- 
da para  considerar  el  desaffocott»  una  ini({uidad|  como  un  indigno 
abusó  de  la  fuerza,  como  un  acto  de  baratería  ó  salvajismo,  cuando 
se  provoca  por  un  motivo  leve^  y  annque  la  ofeosa  sea  grave,  si 
puede  buscarse  una  reparación  en  Jos  tribunales ;  pero  esta  misma 
sociedad  no  solo  acepta  el  duelo,  sino  <iue  (e  aplaude  cuando  se  ape* 
la  á  él  como  un  medio  de  satisfacer  á  un  aigravio  personal  de  aque- 
llos para  cuya  reparación  los  péderes  públicos  no  bastan. 

Y  la  sociedad  tiene  razón.  Este  modo  de  considerar  el  honor  no 
es  equivocado.  Es|^  el  Contrario  mily- conforme  á  los  sentimientos 
4e  nuestra  edad;  mas  aún  á  se  considera  que  ya  en  el  desafío  no 
decide  la  fuerza  ^ino  el  valor,  porque  el  descubrimieiítb  de  la  pólvo- 
ra y  otros  adelantos  han  igualado  al  débil  con  el  fuér^.  Hagamos 
alto  en  esta  idea,  E^  lo  antiguo^  ique  los  duelos  no  podían  verificar* 
se  n^as  queá  arioa  blanca,,  dectdiá*  siempre  ia  fuerka  física,  y  un 
Jiombre  podi^no  tener  ásifp€fsare8tacaalidad,pormas Sensible  que 
fuera  á  las  ideas  d^l  boaor»  porinas^  se  estímase  i  si  propio.  El 
duelo  reducid^  ¿  una  lucha?  defueraa  no  se  hubiera  diertamente 
mantenido  en  nuestra  edad,  á  pesar  de  esos  sentimientos  de  digni- 
dad individual  que  ec^cella^fH^eivalecenv  Mfts  con  el  descabrimiénto  de 
la  pólvora  el  duelo  se  i^  epttoJ|)lecido  hasta  cierto  punto,  porque 
Cambien  se  baa  cambiado  y  eanobiécido  laf  condidodes  del  valor;  el 
valor  se  ha  hecho  mas  ideal,' y- el  desafió  que  let^sonifiéá;'  no  es 
,;ya  el,síoü>olo  do  la  fuenia.bruia,<  cémoittt  los  ^dias  de'su  aparición, 
como  despees  en  tienipos  posteniores^  sino  la  espresion,  la  fórmula 
de  ese  temple  de  espíciMiy  de:ese;>nior  del  alnia  qae  ín^pífa  el  sen- 
timieínto  de](  propio  deber;  y  q^'n(> 'necesita  estar  auxiKstdo  por  las 
fuerzas  físicas  ni  por  nin^atotrotelementaé      i 
.  .  La  sociedad  de  nuestros  difts.perdoiia  pues  al  hombre  deconstí- 
.tucion  d()t>ilf  porque*  ni  la  fuerza  es  ya  una  ctíaHdadtani  estimable» 
jn  su  falla  es.undeieeto>  que  pueda  nadie  fácíltnente  corregir;  pero 
jio  perdona  del  mismo.modó  ai  hombre  de  ánimo  apocado  y  pusilá- 
Aíme»  que  huye  como  unateujer,'que  se  deja  maltratar  impuaemcu- 
te,  que  no  sabría  morir  por  suipatria  ar^porsus  creencias,  con  quiea 
.por  consiguiente  ni  :lo&  indÍTiduos,nti  los  partidos,  ni  los  'gobiernos, 
ni  las  naciones  pueden  tMAtarpara  nada.  Pat'a  tener  el  valor  que  se 
^cesUa.en  k  actual  soctediul  bastav  m  iet  estráSo  &  las  ideas  de 
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(kcoct^  basílm«i  MDtiBuento  dé  de<)eiieia;  y  cómo  estos  sentimientos 
&t  AeoDcia  y  de  decoro  son  lao  poderosos  en  las  sociedades  mo- 
densas,  á  lo  menos  en  las  clases  acomodadas,  como  lo  era  la  religiotl 
tB  otros  tiempos^  de  abí  qneiel  duelo  se  mantenga,  de  ahí  la  iibpo- 
sbSdad  de  proscrftirlo  en  lodos  hs  casos  y  situaciones,  de  ahí  que 
]io  merezca  tal  como  está  hoy  recibido  la  calificación  de  una^ostum- 
be bárbara,  vandálka  y  rqrogMnte  á  las  leyes  de  la  humanidad, 
pacs  cabalmente  por  saceder  lo  contrario,  por  estar  apoyados  en  los 
ÍBstintos  mas  honrosos  de  la  especie  es  por  lo  que  es  mas  fuerte  que 
hs  leyes. 

En  el  duelo  se  observa  este  fenómeno  moral  en  qne  no  se  ha  fe- 
parado  k>  bástanle.  Las  leyes  le  castigan  con  cmel  severidad,  la 
IsSeáa  le  anatematiza,  y  sin  embargo  el  duelo  se  defiende  en  medio 
délos  anatemas  y  de  los  castigos.  -  La  historia  de  la  humanidad  nos 
dá  caenta  ciertamente  de  muchas  prácticas  y  costumbres  abomina- 
bles, absurdas,  que  han  •  triunfado  largo  tiempo  de  la  razón  y  del 
boen  sentido  de  los  pueblos;  pero  han  estado  defendidas  por  un  es- 
pirita  ciega,  tradicional,,  ó  han  tenido  el  favor  de  las  creencias  reli- 
giosas, de  la  superstición  ó  del  fanatismo;  mas  no  hay  en  la  historia 
de  los  errores  humanos  el  ejemplo- de  ma  preocupación,  que  com- 
batida por  la  religión,  castigada  por  las  leyes,  haya  atravesado  como 
d  duelo  por  los  siglos  Bia  debífitacse  siquiera. 

T  algo  debiera  decir  á  los  adversarios  del  desafío  la  observación 
de  este  fenómeno  moral,  inconcebible,  si  el  duelo  se  fundara  en  on 
falso  punto  de  honor,  si  fo^a  una  laio^ntable  aberración  del  género 
humano,  si  fuera  una  bárbsu:a. preocupación  indigna  de  los  pueblos 
cultos. 

No  es  pues  el  duelo  una  preocupación  de  nuestros  dias,  no  se 
fonda  en  nn  falso  punto  de  honor. 

&  el  gran  principio  constitutivo  de  las  sociedades  modernas,  es 
d  INDIVIDUALISMO,  es  <ri ;  sehtimiento  de  alta  estimación  de  sí 
propio  el  que  mantiene  el  duelo  en  nuestras  costumbres. 

La  preocupación,  el  error/están  de  parte  de  los  que,  animados  de 
ciertas  prevencioBes  ittmti^  el  desafio,  han  querido  condenarle  sin 
meditar  bastante  lo  que  se  deoian.  En  este  error  tienen  su  funda- 
mento y  sn  origen  todos  los  ataques,  todas  las  apasionadas  decía- 
ttjBionofl  gao  oo  hacen  eentra  esta  costumbre.  No  tiene  tampoco  otra 
esplicaiion  la  inoportüia  severidad  dé  hs  leyes  contra  el  desafio. 
Ni  hay  que  buscar  otro  principio  al  impotente  empeño  de  los  gobier- 
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nos  por  pro^óbirlo;  ^o^penp  impotente  úi  fotifmtl  dkido  se  levan^ 
ta  triunfante  (^n  medio  de  taatoa  y  lenlofr  ekoieÉitog  conjarados  en 
sa contra*         •     -,  :■■'•■.  -v»-..  .-•■■.■ 

Ea  ultimo  anájisk,  liien  considenide  ifoda  reepeoto  del  dnelo^ 
pnede.iiaQer;3e  esta,  predieeioa.  liienti»iei  hooér  se  conciba  de  la 
manera  que  hoy  se  cpoisibe»  mieiitiiaA^Mndifidualismédominecoma 
principio  en  lascceencia^  y.  eplaa  inslilu^Qes»  subsistirá  eldesafío, 
y.re$á$tír^  i.to4o^ los  esfp^r^Oí^deJosígoftiernos  para  su  represión. 
Solo  eif  nn  cambio  ooippletp^e  h>aeiepdntDsde.la<  oÍTilizacion  actual, 
soló  pasando  el  mundo  por  una  de  aquellas  trasformaciones  profun- 
da;^ que.^n^lao  )i| bocada  njiagraftrcníolttQioB en  el<¿énera  huma- 
W,  £olo  volviendo  i  dommr  -el  iSOGIALISMO,  desi^arecerá  el 
desafío  moderna  .para  ser  reempiaMdo  por  loa  combates,  por  las  vir- 
tudesi  heroicas  de  la  antigüedad»'  ó  yolyeda  á  t^aér  la  rasa  bumaaa 
eijiel  envílecimípn^i  y,  degradación  4telosjíUimos  dias  de  Rooa. 
.       ,        !  iiSe  eóniinuará.y 

DEL  Ffi|}DÍiLI&^0 
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Al  esponer  la  teoría  feudal  de  nuestro  reino  de  AiagOA^isolo  de 
^  fOj^QSíme  he  ocupado,.f  de  las  doctrinas  que  nuestros  juriseon- 
suUqs  y  comentadores  han  s^tenido  ^  para  esplicar  sus  tendencias, 
tanto  sociales jpomo  políti^.  i.  i  . 

Be^ylstoi  que  en  el  privilegio  general  se  anatematizaba  el  mero  y 
mipi>tai\np(sm;  y  jqoe  |iBsp^0s  de>aseg«rar».qtte  no  habia  existido  ni 
eraposil^le  exi^ti^e  ea  nuestro  r^ioo»  iie  fijaba  al  mis^io  tiempo  la 
signifiícacjifn  ^ue  se  quería  dar  á  este  término  forense;  y  de  todo  be 

<i),  Véiuse  bs  págs,^!  y  447.  del  tomo  i  JUU;  \mbS$,  m  7  ^'^ 
del  tomo  JílV^  y  la  ill  y  229  del  tomo  XY,     .... 
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Reducido,  qoe  8i  la  pot^tad  Aeai  punca  había  6id(^iab0oltl*<  menos 
lo  podo  ser  el  poder  dominical  de  los  Señores  de  vasaliosu 

AJ  Jeer  eómo  nuestras  Cortes  declaraban  que  el  reáio  de  Arae 
goo  coQsistia  60  su  libertad,  y  que  solo  ¿  precio  de  esta  podríaa  so* 
poTttf  ais  moradores  la  pobreza  y^  esterilidad  de  su  .suelo,  heme 
eofifeocido  de  que  la  esclayítud,  esto  0%  el  vasallaje  fMial  no  ca^ 
bia  dentro  de  sus  instituciones,  y  que  en  caso  de  haber  existido  ea 
ei  (etrítorio  aragonés,  debió  ser  en  pueblos  no  poblados  á  Im  .  Fueros 
áil  BáaOf  y  siempre  á  poder  de.abasos  y  usurpaciones,  que  (merced 
á  k  cQitfusiou  de  los  tiempos  y  á  la  prepotencia  de  algunos  podero- 
sos) habrian  prevalecido;  como  mu^bas  veces  prevalece  el  crimen,, 
cofilra  toda  justicia  y  contra  toda.  ley. 

Guiado  por  este  espíritu,  en  mis  eitudios  fendales,  he  ;^i^lo,  en  - 
efecto,  que  el  abuso  de  laeostttmbre«^tevadQ  é  prusba»  baje  el  tí4 
talo  de  inmemorial  franqueó  la  puerta  á  la$  iovasiones  del  feudalís* 
OK),  eosenoreado  ya  de  toda  Eucops^  y  que  sometida  á  ^s  hábitos  y 
resabios  la  Marca-hispana,  consí¿Mó  infiltrarlos  en  el  condado  de 
Bibagorza»  donde  se  levantaron^  coaveflÁtoseniverdadeflOs  feudos^ 
Empero  he  observado  tambi^Or  que  lasdóf  t^»  aragonesas]  se  oca^t 
paron  de  este  contagio;  y  que  tratando  de  poner  coto  4  tales  usur^ 
paciones,  declararon  fuera  de  la  ley  á  los'puebles  que,  por  débiles  ó 
desavisados  se  habian  sometido  á  tan  bárbaro  régimen,  í  Castigo  du- 
ro, pero  merecido,  de  quilpes»  cton  tantos  medios  focales  para  com--' 
batir  este  linaje  de  tiranáa»  a$í  socnmbian  aaleel  primer  amago  det 
la  soberbia  señorial!  !    .;    '      ,      - 

Bastantes  eran  estos  datos  y  Qsta3  doctrinas  constitutivas,  del 

reino  araganés,  para  convencerme^  deque  Jas  íastitucioaes  feudale» 

no  pudieron  compadecerse  con  la  índole  peKtica  de  su  mDnarquia;^ 

pero  al  considerar  ademes  que^su  cocoaa  era  paocionada^,que  nunca 

sus  reyes  ea  sus  mayores  desap(Kleramiea(es  IdjgiaroA  copstituirse 

en  señores  de  vidas  y  haciendas;  qge  nunca  rtawpoco  pudieron  dis* 

poner  de  parte  ninguna  del  reino,' ai  de  cosa  alguna  de  él;  y  cpie  los 

pueblos  de  realeugo,  bbresvde  por  sí,  y  aforados  i  las  franquicias 

generales  del  reino,  noi  podían  oai^í^id^  ociadioion.  porque  pasa* 

seo  á  ningún  Señorío  particular,  i^o.,tttMe,4  malcaso^  soslei»er  que 

el  Feudalismo  era  incoo^tible  con  la  constitución  foral  aragonesa. 

Esto  be  hecho  en  loa  artíQulwiaiiteriófe^,  .nm  «in.silbrme  de  lot 

Fueres,  de  les  Acias  de  iprte  y  de  l^ftrpcedimientea  oficiales  de 

cada  juriedioeioD^  dentro  del  eslédio:^  ^círcakn  de  ^M^  atribuciones.  ^ 
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Smpem'mhay  institución  sin  abasos  que  la  menoscaben  y  aun 
desnaturalicen;  ni  pueblo  alguno  tampoco  en  cuya  historia  no  se  re- 
gistren hechos  que  afean  y  degradan  su  índole  y  su  carácter;  ni  sin 
acontedmientos' lamentables  que  superiores  6n  ñierza  y  en  poder  á 
todo  dique  social,  no  se  hayan  sobrepuesto  á  las  leyes;  por  muy  ro-  , 
busta  que  baya  sido  la  organización  política  del  Estado  donde  tuvie- 
ron lugar.  I  i;  ' 

Si  nanea  suceso  alguno  alcanzase  á  sobreponerse  á  las  prescrip- 
ciones legales  de  un  país;  si  nunca  ta  maldad,  y  mas  aun,  el  fraude 
amulado  y  la  usurpacioii  pudieran  romper  el  freno  de  la  discipli- 
na; nunca  tampoco  el  crimen  hubiera  quedado  impune;  y  sin  la  im- 
punidad, hartos  siglos  hace  que  los  delitos  serian  una  cosa  descono- 
cida en  las  sociedades  civiles.  Dadme  la  inflexibilidad  de  las  leyes,  y 
h  incorrnptitnlidad  de  les  tribunales;  dadme  por  cabo  y  término  de 
ambos  estremos,  la  inelndibilidad  de  la  sanción  penal,  y  os  daré  la 
tierra  purgada  de  todo  detito.  De  otro  nodo,  la  menor  ó  mayor 
frecuencia  con  que  estos  se  cometen,  pero  nunca  su  completa  estir- 
paeion,  será  la  medida,  con  que  pueden  graduársela  escelencia  de 
lais  instituciones  de  un  pueblo,  la  mayor  ó  mejor  bondad  de  sus  cos- 
tumbres públicas. 

En  ningunas  ha  estado  la  potestad  Real  roas  limitada  que  en 
las  de  Aragón,  y  en  ningunas  tampoco  ha  existido  una  serie  tan  con- 
tinuada de  reyes  mas  morigerados,  mas  humanos  y  respetuosos.  In- 
finitos son  los  testimonios  qne  pudieran  aducirse  de  esta  verdad, 
que  muchos  ant^s  que  yo  han  reconocido  y  ensalzado ;  pero  la  his- 
toKa  de  nuestro  reino  no  se  presenta  por  éso  limpia  de  toda  man. 
cha,  ni  la  diadema  de  sus  monarcas  dejé  de  mancillarse  con  actos 
indignos  de  la  magostad  Real. 

Acaso  los  reyes  mas  sbnalados  por  su  tmen  tino  en  el  arte  de 
gobernar,  sean  los  que  en  casos  dados  hayan  caido  en  mas  graves 
prevaricaciones,  eumenos  escusables  atentados.  T  digo  esto,  por- 
que al  fijar  mi  imaginación  en  este  púlalo ,  viéneseme  á  mas  andar 
la  memoria  del  Rey  Católico,  que  en  la  historia  aragonesa  tiene  so- 
bre sí  la  mas  grave  imputación  en  que  haya  incurrido  ningún  otro 
de  los  monarcas  de  nuestro  reiho< 

Y  sin  embargo,  este  que  tenia  á  la  mano  recursos  torales  tíé 
ineludible  eficacia  para  la  potestad üeal,  y  que  los  habla  usado^  an- 
tes, y  los  vino  osando  despees,  con  reyéd  no  menos*  ceMsos  de>  sú^ 
prerogativas  qne  Femando  V,  gnatrdó  süebcie  sobre  tan  gravé'  aten- 
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tuto:  y  h  misma  ciudad  de  Zaragoza ,  que  tantos  escándalos  pro- 
moviera con  su  Pnvilegio  de  veinte  ^  presenció  muda  é  impasible  el 
asesBftIo  de  ano  de  sus  Jurados  á  manos  de  los  oficiales  del  mo- 
narca. 

Xada  he  podido  averiguar  que  esplique  las  causas  de  este  si- 
teado;  porque  la  historia  no  hace  mas  que  referir  el  hecho,  sin  que 
CQoentarísta  alguno  se  haya  tomado  el  trahajo  ni  aun  de  calificar- 
lo. Lo  refieren  con  horror,  é  indican  el  espanto  que  puso  en  el  áni- 
mo de  las  gentes  tan  grave  crimen;  pero  sin  duda  ante  la  impasi- 
bilidad de  los  encargados  de  su  Tindicacion,  entorpecióseles  la  mano 
para  escribir  sus  quejas,  y  hasta  se  les  emhargó  la  voz  en  la  gar- 
ata para  trasmitirlas  á  otra  6dad,  envuelta  en  la  tradición. 

He  querido  con  esto  indicar,  que  al  esponcr  las  doctrinas  políti- 
cas dd  antígnoH*eino  aragonés,  no  pasó  por  mi  ánimo  negar  que  en 
m  historia  no  se  registran  hechos  repugnantes  d  sus  instituciones, 
porque  esto  fuera  demasiado  pretender  en  tan  larga  serie  de  siglos, 
y  en  c\  vaivén  de  las  violentas  vicisitudes,  por  donde  atravesó  su 
paccioaada  monarquía,  sino  que  estos  hechos,  aun  tolerados  en 
circanstancias  dadas,  aun  apoyados  por  el  estravío  con  que  las  ma- 
las pacones  suelen  en  dias  de  turbación  y  desasosiego  torcer  el 
curso  de  las  leyes,  ó  reducirlas  al  silencio,  nada  pueden  probar 
totttra  las  instituciones  de  los  pueblos,  asi  como  la  escepcion  no 
destruye  la  existencia  de  la  regla  general. 

Escepciones  de  esta  índole,  y  bien  graves  de  suyo,  se  citan  y  se 
comentan  en  pro  del  feudalismo  aragonés:  pero  probando  su  ilega- 
lidad, jdstificando  que  fueron  contrarias  al  espíritu  y  letra  de  nues- 
tros foeros,  quedará  probado  y  justificado  también,  que  ni  la  tole- 
rancia de  k>s  monarcas,  ni  el  erróneo  parecer  de  los  jurisconsultos 
en  quienes  se  buscó  apoyo,  alcanzan  á  legalizar  lo  que  dentro  de 
sus  leyes  no  tenga  posible  legitimación. 

Gravísimos  son  algunos  de  los  hechos  que  se  esponen  para  pro- 
bar la  existencia  del  feudalismo  aragonés,  y  esto  en  épocas  en  que 
apenas  existían  restos  feudales,  en  los  demás  reinos  que  constitu- 
yen la  monarquía  española.  Son  tomados  estos  ejemplos  del  prome- 
(Bo  ya  de  la  casa  de  Austria,  y  tan  absurdos  por  si  mismos,  que  es- 
to eabatmenle  debiera  argttir  contra  ellos. 

Parece  que  por  los  anos  1600,  y  á  resultas  de  una  reyerta  pro- 
movida en  la  villa  del  Belchite  entre  varios  de  sus  vecinos,  perso- 
nas de  edidftd  algunos,  y  hasta  deudos  del  conde  de  dicho  nombre» 

TOMO  XVI.  3 
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hubieron  de  venir  á  las  manos  con  el  alcalde  de  dicha  villa,  á  quien 
apalearon,  dándole  además  una  cuchillada. 

Presentes  á  este  caso  se  hallaban  algunos  individuos  de  justicia, 
que  descuidaron  la  defensa  del  maltratado  alcalde,  ó  por  temor  ó 
por  parcialidad  acaso,  ^  porque  huyendo  los  agresores  se  pusieron 
en  cobro,  primero  en  un  monasterio  próximo,  y  después  en  la  ciu- 
dad de  Zaragoza.  Nada  resolvió  el  conde  sobre  este  escándalo, 
cuando  los  testigos  presenciales  fueron  á  darle  cuenta  dd  suceso  á 
la  referida  ciudad;  pero  trasladándose  á  Belchite,  pocos  dias  des- 
pués, tomó  á  su  mano  á  cinco  dellos,  condüjolos  á  la  villa  de  Ijar, 
é  hizo  dar  azotes  á  uno  y  garrote  á  los  cuatro  restantes. 

Ruidoso  escándalo  promovió  en  el  reino  tan  grave  atentado,  que 
á  no  serlo,  pasara  por  desahogo  natural  de  las  iras  señoriales;  y 
esta  insurrección  del  espíritu  público,  contra  tan  rudo  proceder, 
probará  siempre,  que  el  procedimiento  no  debería  estar  muy  de 
acuerdo  con  las  costumbres  y  prácticas  del  reino,  por  que  con  sus 
fueros  de  seguro  que  no  b  estaba. 

Llegó  á  oidas  de  Felipe  III  no  solo  la  gravedad  del  caso,  sino  el 
riesgo  también  de  que  (por  el  desabrimiento  y  enojo  con  que  se  ha- 
bía tomado  en  el  reino  tan  inicuo  proceda)  se.  suscitasen  perturba- 
ciones que  pudieran  alterar  la  paz  de  él,  y  resuelto  el  monarca  á 
poner  remedio  y  eficaz  correctivo  á  tan  insolentes  desmanes,  con* 
sultó  la  manera  de  tomar  la  satisfacción  debida. 

Harto  remiso,  é  irresoluto  y  aun  temeroso  andubo  su  consejo, 
en  darle  el  que  mas  pudiera  corresponder  á  tales  desapoderamien- 
tos;  y  suponiendo  dos  cosas,  en  que  de  buen  grado  no  se  puede 
convenir,  y  son,  que  la  villa  de  Belchite  pertenecía  á  los  pueblos 
desaforados  de  potestad  absoluta^  y  que  el  ejercicio  de  esta  domitiu 
catura  tenia  el  apoyo  de  los  fueros  en  los  señoríos  jurisdiccionales, 
acordóse  por  toda  providencia,  que  se4omasen  informes  sobre  el  ca- 
so, de  quienes  pudieran  darlos  competentemente  con  secreto  y  con 
imparcialidad. 

La  respuesta  del  Consejo  de  Aragón  á  esta  consulta,  que  se  le 
comunicó  después,  fué  declarar  al  conde  de  Belchite  homicida  vo- 
luntario, como  si  hubiese  ejecutado  aquellos  asesinatos  violentamen- 
te con  tiros  de  esxopeta,  ú  otro  género  de  muerte;  pero  desviándose 
de  lo  que  á  la  potestad  Real  competía  contra  los  abusos  de  jurisdic- 
ción cometidos  por  aquel  señor  de  vasallos. 

Dio  por  sentado,  que  el  daño  era  propio  y  connatural  de  las  li- 
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berlad»  de  que  aun  disrrutaba  nuestro  reino  (con  piadosa  intea* 
dou  sin  duda);  y  aconsejó  la  templada  y  liviana  providencia  de  que, 
<e  tragese  á  la  corte  de  Castilla  la  persona  del  conde  para  proceder 
contra  él  como  desobediente  (porque  llamado  antes  desprecié  el 
aviso):  si  bien  preveía  que  de  ello  hablan  de  resultar  por  parte  de. 
1  >  señores  de  Aragón  ruegos,  importunidades  y  embajadas^  fun- 
diíadose  en  que  los  monarcas  sus  predecesores  hablan  tolerado  e$to$ 
íabusos. 

Nótese  en  todo  esto,  que  la  marcada  tendencia  del  Consejo,  en 
esU  manera  capciosa  de  señalar  el  daño  y  ponderarlos  incon ve- 
nientes de  sa  remedio,  no  era  la  rerorma  y  estirpacion  de  estos  des- 
manes, que  solo  calificaba  de  abusivos,  sino  la  de  las  instituciones^ 
contra  cuya  legitimidad  nada  se  podia  alegar ,  si  bien  indicaba  que 
para  ello  era  necesaria  la  intervención  de  las  Cortes. 

A  importantes  reflexiones  podría  abrir  la  puerta  este  dictamen, 
dado  por  jarísconsoltos  de  la  escuela  de  Felipe  II  (pues  de  ella  traían 
su  raíz  las  doctrinas  que  profesaban),  y  que  en  obrar  asi  no  hacíaa 
mas  que  seguir  el  designio  de  su  maestro ,  en  el  punto  de  anular» 
bajo  formas  legales ,  las  libertades  aragonesas,  así  como  habia  desr 
Iruido  80  aoguslo  padre  las  de  Castilla  por  fuerza  de  armas  en  la 
jomada  de  YiUalar. 

P^ra  esta  empresa  contábase,  sin  duda,  con  la  servil  docilidad, 
que  ya  86  habia  ensayado  en  las  Cortes  de  Tarazona,  á  seguida  do 
la  decapitación  de  Lanuza ,  cuya  magistratura  pasó,  por  su  muerte^ 
á  manos  de  oscuros  leguleyos,  educados  al  calor  de  las  doctrinas 
aostriacas. 

En  d  mismo  sentido  de  templanza  respecto  al  conde ,  pero  sia 
locar  el  punto  de  la  reforma  constitucional,  se  halla  escrita  la  carta 
del  abogado  fiscal,  el  doctor  Miravete  de  Blancas  (carta  que  sirvi)& 
de  apoyo  al  informe  del  Consejo),  proponiendo  medidas,  de  difícil 
ejecución  en  su  concepto,  si  para  eludirlas  echaba  mano  el  interesa*^ 
do  del  recorso  privilegiado  de  la  Firma ;  en  virtud  de  lo  cual ,  á 
nada  se  procedió  por  entonces. 

Graves,  muy  graves  de  tolerar,  son  los  errores  que  (en  mi  con- 
4septo)  contiene  el  espediente  instruido  sobre  los  asesinatos  del 
conde  de  Belchite.  Cierto  es  que  los  desafueros  á  que  se  entregaron 
k»  señores  de  vasallos  de  nuestro  reino,  durante  la  dominación  de 
la  casa  de  Austria,  escedieron  á  los  de  épocas  anteriores,  y  que  esta 
xeactíon feodal  tiene  uoa  esplicacion  muy  sencilla;  pero  nunca  lo^ 
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será  que  el  reconocimiento  de  tales  abusos  se  sostuviera  al  apoyo 
de  nuestros  nietos,  sino  al  interés  bastardo  de  tendencias  antí- 
íbrales. 

Una  vez  abatido  el  poder  señorial  de  la  nobleza  por  los  Reyes 
Católicos,  para  robustecer  con  sus  despojos  la  jurisdicción  Real,  co- 
menzáronse á  temer  los  acrecentamientos  populares,  por  los  que  taa 
de  propósito  se  babian  consagrado  al  entronizamiento  del  absolutis- 
mo  monárquico.  Esta  misma  raza  de  jurisconsultos,  tan  avezados 
por  sus  estudios  á  las  doctrinas  del  derecho  romano,  fueron  los  que, 
bajo  aquellos  monarcas,  hablan  declarado  que  el  uso  de  los  remedios 
forale$  no  cabia  en  las  causas  de  fé  instruidas  por  el  Santo-Oficio; 
declaración  que  repitieron  bajo  su  biznieto  Felipe  II,  con  motivo  de 
la  manifestación  de  Antonio  Pérez ,  logrando  falsear  ^sí  las  liberta- 
des públicas  de  aquel  reino ,  y  siendo  este  falseamiento  la  causa  in* 
mediata  y  necesaria  de  su  ruina. 

Sin  embargo ,  semejante  declaración,  era  tan  absurda  con  arre- 
glo, á  los  fueros  de  aquel  reino,  como  contraria  á  las  prácticas  mas 
úitiguas  y  autorizadas ,  en  los  puntos  en  que  la  jurisdicción  foral 
venia  á  rozarse  con  la  eclesiástica. 

!Nb  ¿e  tome,  pues,  á  estrañeza  que  la  escuela  que  entonces 
atentó  tan  derechamente  contra  las  libertades  del  país,  sostuviera 
dos  siglos  después  (cuando  se  hallaba  mas  en  sazón  el  t>royecto  de 
su  ruina)  la  potestad  dominical  de  los  seSores  de  vasallos ,  á  cuyo 
servicio  y  estipendio  vivian,  y  con  cuyos  abusos  medraban. 

Pero  no  por  esto,  ni  por  la  autoridad  que  entonces  alcanzaron 
sus  dictámenes,  deben  pasar  hoy  sin  correctivo  sus  errores  y  nialaii; 
doctrinas^. 

'  Nunca  en  Aragón  fueron  los  señores  jurisdiccionales  señores  de 
potestad  absoluta. 

En  esto  han  convenido  cuantos  escritores  regnícolas  se  hayan 
(de  propósito  ó  por  incidencia)  ocupado  de  este  asunto.  Esos  señores 
feudales  ejercian  su  potestad  dominical  solo  en  pueblos  desaforados^ 
sin  que  nunca  alcanzaran  á  revestir  su  poder  de  forma  alguna  juris- 
diccional. 

Bajo  este  supuesto ,  que  no  espero  sea  desmentido ,  la  villa  de 

Belchite,  pertenecia  al  Honor  del  conde  de  su  nombre,  y  nunca  su 

señorío  pudo  tomarse  como  de  potestad  absoluta.  La  administración 

de  justicia  estaba  en  ella  organizada,  según  los  fueros  del  reino, 

orno  resulta  del  espediente  mismo  instruido  sobre  los  asesinatos  del 
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csade.  Temeates  de  alcalde ,  jurados  y  míaistros  todoe  db  júatíckt 
fueron  las  personas  contra  quienes  se  procedió  por  no  haber  presta- 
do aaiilio  al  alcalde  en  su  conflicto  con  los  deudos  del  conde.    • 

Esto  manifiesta»  que  el  poder  ejercíase  en  Belchite,  como  yer- 
daikfa  jurisdicdon»  ayudándose  de  las  formas  legales  en  sus  pcú« 
cedimientos  de  oficio,  y  esto  basta  para  rechazar  la  condioMi  da 
bisaltos  de  signo  servicio  que  los  jurisconsultos  de  Felipe  III  quW 
dieron  imponer  á  los  vecinos  de  dicha  villa. 

Pero  existe  por  fortuna  un  documento  auténtico,  irrefragable, 
ifie  desautoriza  la  voluntaría  cuanto  errónea  calificacioQ  de  aque- 
llos consejeros.  Tengo  á  la  mano ,  tomándola  de  la  Colectíún  de 
fueros  y  cartas-pueblas  del  académico  Sr.  Muñoz,  la  de  dicha  iviila» 
y  de  ella  resulta,  que  Belchite  ni  fué,  ni  nunca  pudo  .ser  poUacioit 
desaforada,  ni  estar  sometida  á  la  potestad  absoluta  de  aiagan  se- 
Bor  de  vasallos. 

Don  Alonso  el  Batallador ,  á  quien  pertenece  drcho  documento» 
otorgó  en  lii6  á  los  vecinos  de  dicha  villa,  cartade  liberación  laa 
franca,  como  qae  al  declararlos  libres  é  ingenuos^  quiere  que  ea  sus 
causas  usen  de  los  mismos  fueros  concedidos  auteriormento  ,á  la 
ciudad  de  Zaragoza.  Y  no  solo  maaifiesta  que  es  uno  de  sus  pueblos 
de  realengo  y  de  Aonor,  es  decir,  de  señorío  jurisdiccionaJ,  sintk 
que  después  de  declararlos  exentos  de  varios  gravámenes ,  genera-* 
|e^  eatre  los  pueblos  de  su  índole,  manda  que  se  consideren  siem^ 
pre  ingenuos^  libres  y  francos,  ellos  y  sus  hijos,  y  sus  qasas  y -sus 
tierras,  obrando  en  todo  conforme  á  su  voluntad,  salva  solo  la  Gde* 
lidad  al  monarca  otorgante  y  á  sus  sucesores. 

Huelgan  para  sai  propósito  las  demás  cláusulas  de  dicha  ^carta- 
¡meila,  y  omito  por  ello  su  inserción ,  puesto  que  por  ser  no  me« 
nos  notables  pudieran  dar  margen  á  mas  amplias  esplicaciones. 

Libre,  pues,  estaba  de  todo  señorío  dominical  la  villa  de  Bel- 
chite, cuando  el  Batallador  quiso  dar  fomento  y  medros  á  su  vecin- 
dario con  los  privilegios  y  exenciones  de  su  carta^puebla;  y  sus  ve- 
cinos no  pudieron  perder  su  condición  de  ingenuos  cuando  por  al- 
guna regia  merced  pasaron  al  feudo  de  honor  de  su  conde  titular. 
Ignoro  la  época  en  que  esto  aconteció,  y  los  términos  también  en 
que  la  donación  estuviese  redactada,  porque  importa  poco  á  nü 
designio  la  noticia  de  estos  estremos;  pero  como  quiera  que  los  mo* 
narcas  aragoneses  al  repartir  los  honores  de  su  reino  entre  sua 
ricoh'hombres  no  podian  cambiar  ^  índole,  resoltará  siempre  qm 
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k  vüla  de  Beichite  nanea  pudo  someterse  á  señor  algano  de  potes- 
tad «fcsoifito. 

T  mal  podo  tampoco  reconocer  el  (Consejo  de  Aragón  la  legiti* 
mklad  de  los  actos  señoriales  de  su  conde,  aunque  su  término  no 
hubiera  sido  el  de  tan  inicuos  asesinatos:  ni  encarecer  tampoco  la 
dificultad  de  poner  remedio  á  tales  escesos  con  ayuda  de  los  fuero? 
del  reino,  proclamando  además  doctrinas  tan  insostenibles  dentro  de 
nuestro  régimen  foral. 

Ta  tengo  indicado  antes,  la  buena  voluntad  con  que  los  juris- 
consultos de  la  escuela  creada  por  Felipe  I  (de  Castilla  II)  propen- 
dían ¿  conceder  á  los  señores  de  vaialtos  esa  potestad  absoluta  que 
nunca  pudieron  tener  los  de  Aragón  en  los  pueblos  de  sus  honores: 
y  cuánto  creció  la  insolencia  de  estos  régulos  al  calor  con  que  la 
casa  de  Austria  fomentó  sus  desmanes,  para  que  sirvieran  de  re- 
presa á  la  espansion  que  á  la  clase  popular  se  concediera  por  los 
Reyes  Católicos,  cuando  necesitaron  de  su  auxilio  contra  la  prepo- 
I^M^ia  feudal. 

P^o  dado  este  paso,  se  cambió  de  plan  y  de  sistema.  Sometidos 
á  la  jurisdicción  real  los  seooríos  de  toda  especie,  y  viviendo  y  re- 
cibiendo sus  medros  de  la  corona  los  antiguos  rícos-bombres,  mas 
que  sus  rivales,  eran  sus  servidores;  y  de  sus  servicios  y  buena  vo- 
luntad necesitaba  el  trono  austríaco  para  levantar  el  absolutismo 
monárquico  sobre  la  ruina  de  las  libertades  públicas,  plan  que  ini* 
dó  Carlos  I,  y  que,  de^rrollado  mas  resueltamente  por  su  hijo  Fe- 
lipe, pasó  para  su  completo  acrecentamiento  al  primer  vastago  de  la 
tasa  de  Borbon,  que  lo  llevó  á  cabo  con  el  hierro  de  la  conquista. 

Mas  sea  de  esto  lo  que  quiera ,  es  lo  cierto  que  la  villa  de  Bei- 
chite nunca  perteneció,  ni  pudo  pertenecer  á  ningún  señorío  de  po- 
testad absoluta;  y  que  los  escesos  y  desafueros  de  sus  señores  po- 
dían y  debían  someterse  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  y 
de  los  recursos  ferales. 

Sus  condes  nunca  ejercieron  legítimamente  mas  jurisdicción 
qoe  la  foral ,  y  ni  en  sus  mismos  archivos  existen  documentos  que 
acrediten  género  alguno  de  feudalismo  en  su  honor.  Hoy,  después 
del  prolijo  examen  que  de  todos  ellos  se  han  hecho  por  los  señores 
de  vasallos  para  sostener  sus  derechos  señoriales ,  ño  se  conserva 
memoria  de  que  el  conde  de  Beichite  disfrutara  en  lo  antiguo  de 
^tra  prestación  que  dos  séptimos  del  diezmo  de  algunos ,  que  no  to- 
dos los  términos  de  dicha  villa,  y  de  los  privilegios  de  molinos  y 
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bniko,ydel  de  riego  para  una  finca  de  may  corto  valor ,  que  es 
lo  tmco  qoe  actnálmente  posee  en  su  condado. 

De  ¡goal  indde,  aunque  mas  censurable  todavía,  es  el  segundo 
caso  que  se  nos  cita  del  pueblo  de  Calanda,  relativo  al  gravísimo 
atestado  cometido  en  él  por  la  que  se  titulaba  su  señora,  dona  Vio» 
tflrianmentel,  mujer  de  D.  Ibrtin  de  Alagon. 

Era  por  lo  visto  dicha  dama,  que  se  había  educado  en  la  corte 

de  Felipe  III una  verdadera  señora  de  horca  y  cuchillo,  que 

daga  en  doto,  y  pendiente  del  mismo  un  par  de  pistolas,  recorría  su 
Estado,  componiendo  su  cortejo  de  gentes  de  condición  aviesa,  y  ar- 
riscada, de  la  que  por  su  índole  facinerosa,  se  conocían  en  aquellos 
tiempos  con  el  nombre  de  lacayos. 

Decretada  en  España  la  espulsion  de  los  moriscos,  hubo  de  apo- 
derarse de  su^  bienes,  cosa  que  parece  ofrecía  alguna  dificultad  ,  en 
b  villa  de  Calanda,  según  lo  indicaba  su  mismo  alcalde,  y  para  alia- 
mu*  el  camino,  procuró  ganar  á  su  servicio  la  espresada  Pimentel, 
á  na  ta)  Salaverte,  catalán  comarcano,  que  tenia  fama  de  mozo  re- 
solto, y  qne  había  dado  celebridad  á  su  nombre  con  el  terror  que 
in^iiraban  sus  crímenes.  Una  vez  aprovechado  este  auxilio,  los  ve- 
dno6  de  Calanda  principiaron  á  temer,  que  no  teniendo  á  la  ma- 
no moriscos  qoe  atrepellar,  y  desabriéndose  Salaverte  de  no  dar  ali- 
mento á  sos  instintos  facinerosos,  quisiera  ensayarlos  en  los  cristia- 
nos viejos,  y  en  su  virtud  pidieron  á  su  señora  despidiese  del  ve- 
cindario á  tan  temible  huésped. 

Acudió  la  Señora  á  esta  súplica,  espulsando  á  Salaverte  de  la  vi- 
lla, á  quien  por  harto  remiso  en  su  obediencia  conminó  con  la  pena 
de  muerte. 

No  son  de  referir  las  malas  artes  que  puso  en  juego  la  Pimentel 
para  atraerse  la  persona  de  su  antiguo  servidor,  que  se  andaba  algo 
soliviantado  con  d  proceder  de  su  señora ,  ni  la  perfidia  altamente 
alevosa  conque,  habiéndolo  cogido  entre  sus  redes,  lo  hizo  ajusticiar 
piíblicamente. 

Los  medios  de  que  echó  mano  para  conseguir  su  prisión,  esce- 
den por  su  repugnancia  á  todo  encarecimiento;  pero  son  tales,  y 
hasta  tal  punto  envilecian  las  condiciones  de  su  sexo  en  una  dama 
de  su  calidad,  que  mas  que  á  la  estincíon  de  los  moriscos,  debió  ha- 
berse consagrado  el  monarca  á  la  espulsion  de  las  razas  señorialef;, 
que  de  aquella  manera  ejercitaban  sus  pretendidos  derechos. 
Se^  el  espediente  formado  por  la  villa  de  Calanda  en  el  co- 
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jnienzo  del  sigla  spteripr,  ano  1703,  parji  ante  la  cortp  del  Jus- 
ticia mayor  del  reino  á  fin  de  protocolizar  en  debida  formal  su  fuero 
de  población,  resulta,  ^ue  dicha  villa  con  sus  agregados  pertenecía 
á  la  orden  de  Calatrava:  que  en  1602  enajenó  su  señorío  á  dou 
Martin  de  Alagon,  conde  de  Sástago,  y  á  dona  Elvira  Pimenlel  su 
mujer:  que  muerto  dicho  Alagon,  se  rescindió  la  indicada  venta  á 
instancia  de  la  orden  de  Calatrava,  por  falta  de  cumplimiento  á  es- 
ta del  indicado  conde  de  Sástago:  y  que  vuelta  la  villa  de  Sástago 
á  su  anterior  estado,  se  tpmó  posesión  de  su  señorío  por  el  procu- 
rador de  Calatrava  como  consta  por  escritura  pública  de  1626,. 
testificada  por  Manuel  Quirós,  escribano  de  S.  M.  y  oficial  mayor 
de  la  escribanía  de  cámara  de  las  órdenes  de  Calatrava  y  Al- 
cántara. 

Dos  cosas  (entre  otras  muchas),  resultan  de  la  toma  de  pose-» 
sion,  la  una  que  el  señorío  era  jurisdiccional,  y  la  otra  que  los  veci- 
nos de  Calanda  podian  usar  y  gozar  de  todos  los  fueros,  obserysMi' 
cías,  usos,  costumbres,  privilegios,  franquezas  del  reino  de  Aragpp: 
debiendo,  advertir  que  en  esta  carta  puebla  no  se  trata  de  otorgar 
nuevos  derechos  á  los  pobladores  de  aquella  villa,  sino  de  consig- 
nar los  que  siempre  habían  tenido  y  disfrutado* 

Estas  solas  indicaciones  bastarían,  sin  el  apoyo  de  ningunas 
otras,  para  destruir  el  carácter  de  potestad  absohUa  que  se  ha  que- 
rido atribuir  al  señorío  de  Calanda  y  sus  anejos. 

Los  que  pretenden  sostener  tan  falso  dictamen,  no  se  curan  de 
manifestar  si  la  enajenación  del  feudo  de  Calanda  se  hizo  á  favor 
de  la  Pimentel,  estranjera  sin  duda,  según  su  apellido,  ó  á  su  espo- 
so, quien  por  el  suyo  pertenecia  á  una  de  las  casas  de  nuestros  ricos- 
hombres,  que  eran  los  condes  de  Santiago.  Tampoco  espresan  si  la 
tal  Señora  de  vasallos,  lo  era  por  su  marido,  y  viuda  ya,  obraba  en 
virtud  del  usufructo  foral,  ó  si  en  vida  de  aquel  procedió  por  sí  y 
ante  sí  al  crimen  de  que  se  le  acusaba. 

En  uno  y  otro  caso,  viuda  ó  casada,  debió  notarse  una  grande 
irregularidad  en  sus  procedimientos,  por  los  que  intentan  hoy  sos- 
tener su  potestad  feudal;  porque  ni  en  vida  de  su  esposo  podia  ad- 
ministrar ni  gobernar  su  señorío,  ni  en  su  calidad  de  viuda,  podia 
según  nuestros  fueros  usar  de  la  potestad  absoluta,  aunque  Calanda 
hubiese  pertenecido  á  esta  clase  de  señoríos,  ni  sus  vasallos  lo  fue- 
ran servitutis^  ó  de  signo  servicio. 

Pero  hay  mas:  los  pueblos  de  señoríos  pertenecientes  á  iglesias 
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ú  Órdenes  eclesiásticas,  iaclayeiido  ea  e$(9s  las  aiilitai^ei,  m  eatot* 
ban  sujetas  á  ia  potestad  absoluta  de  sus  se^poresa  aiuujiae  fuese  de 
esu  ífflloie  suseaorío;  y  aun  los  que  hubieran  peiteaecido^  4  la  po- 
testad douúiücai,  libertábanse  de  esta  cendicion,  cuMdot  de  poder 
de  sis  seoores  absolutos  pasaban  al  del  monarca,  porque  entonces 
ooavertiáose  ea  pueblos  de  real^ogo^  es  decir,  de  senorio  jiirisdic- 
riosal. 

Constituidos  en  su  nuevo  estado  donde  el  noo^rca  no  tenia  na» 
jurisdicción  que  la  foral,  naal  podia  éste  al  darlos  $u  hmor,  trasmitir 
ai  douaUírio  nos  derechos  que  Ips  que  el  mismo  obtenía  en  los  pue- 
blos sobre  que  recaía  su  donación;  y  esto  hubo  de  acontecer,  cuan- 
d3  el  monarca,  separando  el  pueblo  de  Galanda  del  soiorío  de  laór  * 
den  de  Calatrava,  lo  diéen  honor  4  la Pimenlel  é i  suesposo. 

Eétas  indicaciones,  qua  se  apoyan  en  la  doctrina  común  de  to- 
dos los  escritores  y  jurisconsultos»  que  han  tratado  esta  materia  de 
:ie^ú)s,  son  consecuencia  legílimade  la  aversión  que  se  profesaba 
uü  mie¿l(o  reino  i  las  DoiiiiWfiaUírfu  míorialesy  aversión  que  se 
descubre  distintamente  en  las  mismas  leyes  que  las  autorizan.  Las 
observancias  del  reino  no  señalan  otra  causa  de  legitimidad,  que  la 
costumbre,  pero  costumbre  abusiva,  como  que  se  fundaba,  en  la 
violencia  y  usurpaciones  de  la  jurisdicción  orchnaria,  según  los  mis- 
mos fueros  manifiestan. 

£1  de  Ripacurcia,  al  reconocer  la  existencia  de  los  seSorios  de 
potestad  dominical,  no  solo  dicta  las  disposiciones  convenientes,  pa* 
ra  impedir  su  propagación  en  el  reino,  sino  que  declara  fuera  de 
ley  a  los  pueblos  que  hubieran  consentido  en  semejante  vasallaje:  y - 
el  jurisconsulto  Ramírez,  tipo  entre  los  nuestros,  del  mas  intransi- 
gente ultramontanismo  político,  no  solo  asegura,  que  era  general  el 
odio  que  se  profesaba  á  esta  clase  de  señoríos,  sino  que  supone,  que 
la  potestad  de  tralar  bien  y  mal  á  los  vasallos,  nunca  estuvo  en 
práctica,  siendo  por  el  contrario  la  letra  quo  la  consigna  una  vana 
fórmula,  cuyas  consecuencias  nadie  aceptó  jamás.  Asegura  también 
qm  esta  Potestad  absoluta  traía  su  corriente  del  derecho  de  con- 
qa^ta  sobre  los  infieles,  i  quienes  los  conquistadores  hicieron  mer- 
ced de  la  vida  y  de  sus  propiedades,  de  que  eran  dueños  por  las  le- 
>es  de  la  guerra  bajo  U  condición  del  vasaUíye  de  signo  servicio,  á 
que  los  sarracenos  f^  sometían.  De  tan  vicioso  ejemplo,  supone,  pa- 
só él  abnsa  i  alguna  cartas^pueblas,  que  aceptaron  de  sus  respec- 
tivos sriúoiaa^.los  colonos  que  se  resignaban  á  poblar  las  tierras  de 

lOW)  XVI,  i 

Digitized  by  CjOOQIC 


96  MVIBTA  DI  LEGtSLÁClOlf. 

estos  bajo  tan  dura  eondieion.  Por  lo  demás,  la  anatematiza  como 
bárbara,  y  desde  luego  pnede  deducirse  de  sns  doctrinas,  que  allí 
donde  en  el  fuero  de  población  no  se  haya  estipulado  esta  clase  de 
vasallaje,  allí  donde  el  vasallo  no  lo  ha  aceptado  voluntariamente, 
era  contraria  á  nuestros  fueros  hxpútestaá  dominical. 

De  muy  buen  grado  convengo  en  esta  parte  con  el  jurisconsulto 
Ramirez,  por  que  sobre  sus  doctrinas  vengo  esponiendo  nuestra  teo- 
ría foral,  en  este  punto  dé  los  señoríos  de  Aragón. 

Véase,  pues,  si  con  estos  antecedentes  pudo  el  Sacro-Consejo 
contestar,  en  la  forma  que  lo  hizo  ¿  la  consulta  de  Felipe  III  sobre 
el  asesinato  de  la  Pimental;  y  véase  asimismo  si  los  errores  de  su 
dictamen  pueden  redundar  en  menoscabo  de  unas  instituciones  que 
rechazaron  siempre  los  excesos  y  malos  hábitos  del  feudalismo,  y 
que  sin  embargo,  se  quieren  calificar  de  es^cialmente  feudales. 

Las  bases  que  sirven  de  apoyo  á  esta  opinión,  no  existen  en 
nuestros  fueros,  sino  en  las  malas  tendencias  de  los  sabidores  del 
derecho  bizantino ,  tan  plagado  de  resabios  feudales,  y  que  educa- 
dos además  en  la  escuela  tudesca,  quisieron  traer  á  nuestro  código 
las  doctrinas  absurdas  de  la  esclavitud  romana,  tan  de  todo  punto 
rechazadas  por  nuestra  legislación  foral. 

Pero  la  carta-puebla  de  Galanda  ha  venido  á  reparar  el  silencio, 
que  tan  sospechoso  se  hacia  en  boca  de  los  que ,  tomando  á  empeño 
el  sostener  el  espíritu  feudal  de  la  constitución  aragonesa ,  tan  de 
pasada  procedian  en  el  examen  de  los  dos  casos  citados.  Consta  de 
aquella  que  el  señorío  de  dicha  villa  se  enajenó  á  favor  del  conde  de 
Sástago :  que  dicha  villa  estaba  poblada  á  los  fueros  de  Aragón ,  y 
que  por  consecuencia,  sin  la  necesidad  de  apelar  á  las  doctrinas  fo- 
ndos que  regian  en  nuestro  reino  en  punto  á  la  viudedad  señorial  y 
á  los  señoríos  de  iglesias  y  órdenes  militares,  se  pone  en  descubier- 
to el  grave  error  con  que  procedió  en  su  dictamen,  tanto  el  Sacro 
Consejo  de  Aragón,  como  todos  los  demás  jurisconsultos  que  toma- 
ron parte  en  el  esclarecimiento  de  este  negocio. 

Han  equivocado ,  pues ,  su  camino  los  que  con  la  esposicion  de 
estos  dos  actos  de  verdadero  vandalismo  señorial,  hayanse  propues- 
to  poner  de  relieve  el  espíritu  feudal  de  los  fueros  aragoneses ,  y 
robustecido  mis  indicaciones  sobre  la  manera  con  que  la  casa  de 
Austria  le  dio  medros  y  acrecentamientos,  con  sa  negligencia  unas 
veces,  con  su  asentimiento  otras*  Tanto  Beichite,  como  Calanda, 
fueron  pueblos  dados  en  honor  donde  no  cabía  el  señorío  de  poíesfod 
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átuíliUa,  Y  donde  la  Real  jarísdíccion  pudo  obrar  de  lleoo  contra  \ob 
asainalos  allí  cometidos ,  comenzando  por  privar  de  él  i  los  tales 
seioresde  vassülos.  La  Pimentel,  por  otra  parte,  ann  cuando  el 
seiorío  de  Calaoda  hubiera  sido  irfysoluto,  no  podia  ejercerlo  por  su 
caUad  de  viuda ,  ni  por  la  procedencia  eclesiástica  que  ésta  tenia. 
Cabaliiente,  desde  su  egresión  de  la  orden  de  Galatrava,  hasta  que 
Tohió  i  ser  incorparado  á  la  encomienda  de  la  misma ,  trascurrid 
solo  el  espacio  de  unos  veinte  anos ,  y  mal  pudo  en  tan  corto  trecho 
crearse  eostombre  alguna  que  sirviera  de  asiento  i  tan  vandálicos 
aimsos. 

Hn,  proceder  en  esta  materia  por  albedrío9  y  por  fassañaSy  ne* 
oesitábase  de  mas  tiempo,  sin  que  esta  falca  pudiera  subsanarse  con 
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Esun  requisito  ó  circunstancia  esencial  para  la  validez  délas 
donaciones  que  escedán  de  quinientos  maravedises  de  oro,  esto  es, 
de  25,600  rs.  vn.,  según  unos,  y  de  7,362  rs.  32  maravedises,  se- 
gún otros. 

La  ley  9,  tít.  4,  Partida  3/,  dice  lo  siguiente:  «Si  un  ome  qiii- 
tskre  dar  á  otro,  ó  á  otro  lugar,  puédelo  facer  sin  carta  hasta  500 
«maravedís  de  oro.  Mas  si  quisiere  facer  mayor  donación  de  lo  que 
«es  sobredicho  en  esta  ley,  lo  que  fuere  dado  de  mas,  non  valdria. 
cFueras  ende,  si  lo  (iciese  con  carta  é  con  sabiduría  del  juzgador  de 
•aquel  lugar  dó fiziesse la  donación.» 

Esta  debe  presentarse  al  juez  de  primera  instancia  del  partido 
en  que  se  hubiere  otorgado,  por  el  mismo  donante,  á  fin  de  que,  en- 
terado de  no  haber  mediado  violencia,  dolo  ni  coacción,  se  sirva  in- 
«noarla»  aprobando  y  confirmando  su  liberalidad,  para  que  sea  va* 

(i)  El  número  de  los  capitalistas  de  100,000  duros  está  en  compa- 
ración eoo  los  de  menos  capital,  en  relación  de  i  de  aquel  ios  por  3,085  de 
los  segundos.  Las  lejos  deben  nacerse  en  utilidad  do  los  mas,  para  los  ca^^ 
i08  que  10  presentan  con  frecuencia. 
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ledera  y  estable.  Staeste  requigito  sería  nula,  no  con  respecto  á  toda 
la  cantidad,  sino  en  cuanto  al  esceso  de  los  quinientos  maravedises 
de  oro. 

De  modo  que  el  principal  objeto  de  la  citada  ley ,  concordante 
con  el  derecho  común,  fué  evitar  que  los  donantes  fuesen  víctidias  de 
algún  engaño  ó  seducción,  6  que  por  este  medio  no  destruyesen  su 
patrimonio  coa  donaciones  inmoderadas. 

Mas  en  Cataluña,  al  prescribir  la  ley  la  insinuación,  tova  un  fin 
mas  previsor  y  mas  elevado,  cual  fué  el  de  evitar  los  fraudes  qae  se 
cometian  contra  los  acreedores  en  una  época  en  que  no  podía  darse 
á  aquel  acto  toda  la  publicidad  que  se  requiere,  por  no  hallarse  en- 
tonces  establecido  el  registro  de  hipotecas. 

Bien  claro  lo  dice  la  constitución  i.*,  tít.  9,  libro  8,  volumen  4.* 
de  las  del  Priacipadio  de  Cataluña,  con  estas  terminantes  palabras: 

«Para  evitar  los  fraudes  que  con  frecuencia  se  coineten  en  las 
«donaciones  que  se  hacen,  ordenamos  que  cualquiera  donaciones 
«universales,  ó  de  la  mayor '^rte  del  patrimonio,  ó  que  escedan  de 
«quinientos  florines  (i),  deban  ser  registradas  en  las  curias  (escriba- 
«nias)  de  los  ordinarios  de  la  cabeza  de  la  Veguería  en  la  cual  sehi- 
«cieren  dichas  donaciones,  escribiéndose  el  dia  en  que  dichas  dona- 
aciones  se  anoten  en  el  libro  que  se  titula  de  donaciones  y  hereda- 
amientos,  con  un  índice  que  contenga  los  nombres  y  apellidos  de  los 
«donadores  y  donatarios  y  del  escribano  que  hubiese  autorizado  la 
«donación;  y  si  las  tajes  donaciones  no  fueren  continuadas  diez  dias 
«antes  del  préstamo  ó  contrato,  no  hagan  fuerza  ni  valor  (nótese 
«esto)  en  perjuicio  de  dichos  acreedores  censalistas ,  ni  otros  que 
«tengan  sus  créditos  en  escrituras  ó  vales,  sino  del  día  de  las  conti* 
«nuaciones  de  aquellas  en  adelante.» 

En  presencia  de  la  letra  y  espíritu  de  esta  ley,  puede  muy  bien 
sostenerse  que  en  Cataluña  son  válidas  y  obligatorias  tales  donacio- 
nes, aunque  les  falte  el  espresado  requisito,  cuando  no  han  sido  he- 
chas en  fraude  de  los  acreedores,  que  es  lo  que  se  propuso  evitar  la 
ley,  y  salvas  las  acciones  que  competen  al  donante  para  revocarla, 
anularla  ó  rescindirla,  con  arreglo  á  lo  prescrito  por  el  derecho 
común. 

La  terminante  disposición  de  la  constitución  citada  viene  robus- 

{{)    Cuatrocientas  veinticinco  libras  catalanas,  equivalentes  á  4,$33  rs. 
H  mrs.  Tp. 
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teodainre)  prl&ctpio  de  derecho  de  q«e  la  espresioa  ^  ma  cosa 
es  h  esetasmide  la  otra.  Inebrio  tmius  esí  excltaio  alteriU8.^ 

Sb  ler  ha  prescrito  que  no  tengan  faerza  ni  vigor  tales  dona- 
doMieaperjaieiode  los  acreedores  del  donante,  para  editarlos 
fmiesqae  con  testales  doaadones  se  cometían  en  perjuicio  de  lo& 
misDos,  naturalmente  ha  querido  que  fuesen  eficaces  y  valederas- 
CBandoiM)  media  esta  circunstancia. 

Así  que,  en  nuestra  hnmílde  opinión,  nos  parece  contraria  á  esta 
eoDstitocion  la  jnrisprudencia  que  declara  nilas  en  Cataluña  las  do- 
Badenes  que  carecen  del  espresado  requisito  de  la  insinuación^ 
coaado  no  hao  sido  hechas  en  fraude  de  acreedores. 

Ahora  que  los  traspasos  y  los  graT&menes  de  la  propiedad  se 
hacen  públicos  por  medio  del  registro  de  hipotecas,  podría  muy  bien 
soprímirse  el  requisito  de  la  insinuación,  con  tanto  mas  motivo, 
cnnlo  que  se  ha  llenado  el  objeto  que  se  propuso  la  constitución 
catalana,  al  paso  que  tampoco  se  consigue  el  que  se  propuso  la  ley 
de  Partidas,  supuesto  que  generalmente  el  juez  aprueba  la  donación 
profomada  á  la  simple  solicitud  del  donante,  sin  hacerle  compare* 
cer  á  la  presencia  judicial,  sin  verle  y  sin  interrogarle  sobre  las  cír* 
canstancias  que  han  mediado  para  hacer  la  donación. 

H  célebre  (kncer,  p^rt.  i.',  cap.  S;"",  número  8,  dice  que 
veces,  y  casi  siempre,  la  insinuación  se  hace  sin  conoci- 
miento del  juez,  y  solo  se  loma  razón  por  el  escribano  encargado 
del  registro  de  donaciones* 

Las  hay  que  no  necesitan  insinuarse  aunque  pasen  de  SOO  mará- 
Ti^bses  de  oro,  toles  como  las  remaneraterias,  porque  no  son  sino 
una  compensación  de  los  beneficios  recibidos;  las  del  tercio  y  rema- 
Balite  del  quinto  hecho  á  los  descendienles  legítimos,  porque  hasta 
Ja  moerte  del  donador  no  puede  saberse  si  pasarán  de  dicha  canti- 
dad; las  qoe  se  hacen  por  cansa  de  muerte;  las  que  se  hacen  al  Rey 
ó  por  el  Rey;  las  que  tienen  por  objeto  la  redención  de  cautivos;  la 
reparación  de  casa  derribada  6  cualquiera  otra  obra  pía;  las  que  se 
hacen  por  razón  de  dote  ó  casstmiento,  y  las  domciones  prop¿^  nup^ 
Uas;  las  rec^[Mrocas  y  algunas  otras.  Véasei  Escriche,  en  su  Dicdo- 
%mo  raimado  de  Legislación  y  Jurisprudencia^  tomo  2.®,  página 
i*4;  á  Molina,  Deprímogenituris,  lib.  9.^,  cap.  8.^,  n4m.  15;  Julius 
eiarns,  lib.  4,  sentencia  8.^  Dmatio,  9,  %  nám.  2,  et  9;  16, 
núm.  6;  y  Antonio  Gómez ,  tomo  2*"*,  Vm\  res.,  cap.  4.** ,  núme- 
ro 10. 
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Sí  l9A  esposadas  donadones  no  neceutan  de  la  insímiadoa  6 
aprobación  del  juez,  según  el  derecho  coman  y  la  respetable  opinión 
del  gran  número  de  autores  que  hemos  citado,  no  se  alcanza  la  ra- 
zón por  qué  ha  de  exigirse  este  requisito  en  las  demás,  supuesto  que 
en  estas,  lo  mismo  que  en  aquellas,  puede  haber  mediado  violencta, 
dolo  ó  coacción. 

Opinamos,  pues,  que  la  ley  no  debería  exigir  el  espresado  re- 
quisito, asi  por  las  razones  espuestas,  como  porque  cuando  la  dona- 
ción adoleciere  de  alguno  de  ios  espresados  vicios  ó  defectos,  las 
mismas  leyes  conceden  facultad  al  donante  para  anularla,  rescindir* 
la  ó  revocarla,  como  se  hace  con  los  dcnás  contratos,  y  lo  hemos 
sostenido  con  buen  éxito  algunas  veces  ante  los  Tribunales. 

En  Cataluña  es  una  cuestión  ardua  si  la  donación  roborada  con 
juramento  necesita  de  insinuación.  Cáncer,  Var.  i,  cap.  8,  núm.  4, 
y  otros  célebres  tratadistas  del  Derecho  municipal,  dicen  que  no, 
porque  el  juramento  suple  la  insinuación,  entendiéndose  esto  en 
perjuicio  del  donador  quejuró;  mas  no  de  un  tercero,  como  por 
ejemplo,  de  un  acreedor  del  donante.  La  razón  es  porque  el  juramen- 
to confirmatorio  de  un  contrato  no  produce  ningún  efecto  para  la 
confirmación  de  este,  ó  para  otro  objeto,  en  perjuicio  de  un  tercero 
que  no  contrae  ni  Jura,  pues  el  juramento  de  uno  no  puede  ser  da- 
uoso  á  otro. 

Hay  también  otro  caso  en  que  valdrá  la  donación,  aunque  esce- 
da de  500  maravedises  de  oro  y  no  esté  insinuada,  como  por  ejem- 
plo, si  el  donador  hubiese  impuesto  al  donatario  la  obligación  de  te- 
ner que  mantenerle  durante  su  vida,  ó  de  pagar  ciertas  obligaciones 
ó  legados  que  disminuyan  considerablemente  el  valor  de  los  bienes 
donados  ó  el  importe  de  la  donación,  hasta  el  punto  de  no  resultar 
líquida  para  el  donatario  la  suma  de  los  500  maravedises  de  oro . 

Así  lo  declaró  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia  en  sentencia  pro- 
ferida sobre  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  el  presbítero  D.  José 
González  de  la  dictada  por  la  Audiencia  de  Burgos  en  el  pleito  con 
Casilda  Pérez,  en  21  de  noviembre  de  1846,  publicada  en  la  Gor 
ceta  del  27  de  didio  mes  y  ano,  que  se  halla  en  el  tomo  1.*"  de  la 
Colección  publicada  por  la  Empresa  de  la  Revista,  pág.  67;  fundán- 
dola el  Tribunal  en  el  siguiente  considerando: 

>^Que  no  habia  términos  hábiles  para  fijar  desde  luego  el  líquido 
tvalor  de  la  donación  y  la  consiguiente  necesidad  de  insinuarla  si 
«escediade  la  cuota  legal,  puesto  que  la  prolongación  incierta  de  la 
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»Tiia  dri  doaante(á  qoieoes  debía  manteaer  el  donatario)  podría 
«redodria  4  la  aalidad,  y  aaa  convertirla  en  gravosa.» 

Bay  otro  caso,  ea  que  creemos  ha  de  valer  la  donación  aunque 
no  baja  sido  iasinoada»  y  eB  cuando  el  donante  ba  fallecido  si  o  re- 
vocifla,  ó  sin  alegar  contra  ella  ninguno  de  los  vicios  ó  defectos  ca- 
pares de  invalidarla;  porqne  en  este  caso  concurre  la  razón  de  la 
lev  4  tít.  li.  Partida  4/,  que  prohibe  las  donaciones  entre  marido 
y  niQjer:  «Fueras  ende  (dice),  si  aquel  que  fiziere  la  donaciou  non  la 
«revocase,  nin  la  desfiziese  en  vida:  Ca  entonces  fincaría  valedera. i> 

Esta  misma  razón  concurre  en  el  caso  propuesto,  y  por  cónsi- 
^^eate,  donde  hay  identidad  de  razón,  debe  haber  identidad  de  de- 
cisión. Ubi  eadem  ratio,  ibi  idemjus  debetesae. 

Lo  mismo  sucede  con  la  donación  hecha  por  el  padre  á  favor  del 
hijo  que  está  bajo  la  patria  potestad;  pues  aunque  según  el  derecho 
Tomaao  no  es  válida  por  reputarse  ambos  una  núsoia  persona,  se 
cooñrma  con  la  muerte  del  padre  si  no  la  ha  revocado. 

Cuando  el  donante  no  ha  revocado  ni  venido  contra  la  donación 
durante  su  vida,  ha  manifestado  su  voluntad  constante  de  que  sub- 
sistiese después  de  su  muerte,  y  seria  contrariar  esta  misma  volun- 
tad el  declararla  nula,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  ser  este  el  espíri- 
tu de  la  ley  9,  tít.  4.^,  Partida  5/,  que  ordena  la  insinuación  para 
que  el  donante  no  sea  víctima  de  alguna  violencia,  intimidación  ó 
enga&. 

Si  hay  razón  para  que  valgan  las  donaciones  hechas  entre  marido 
y  mojer  y  entre  padre  é  hijo  en  los  casos  prescritos  por  el  derecho, 
no  la  hay  menos  para  que  valga  la  que  esceda  de  quinientos  florines 
muriendo  el  donante  sin  haberla  revocado. 

Si  esta  opinión  pudiese  ofrecer  alguna  duda,  se  esplicaría  satis* 
factoriamente  por  la  citada  ley  4,  tít.  H,  Partida  4.*,  y  por  las  es- 
presadas  disposiciones  del  derecho  común;  porque  las  contrariedades 
que  se  observan  en  ciertas  leyes  deben  esplicarse  por  los  principios 
que  se  encuentran  en  otras.  Leges  legWus  concordare  promptum  est. 
Lex  unk.  Cod.  de  inoff,  testam. 

Es  preciso  no  olvidar  jam^,  que  en  ninguna  ciencia  se  hacen 
mas  indispensables  y  necesarias  las  reglas  de  la  crítica  y  de  la  in- 
terpretación, qne  en  la  de  la  aplicación  de  las  leyes,  en  aquellos  ne^ 
godos  de  grande  interés  y  en  los  que  se  disputan  cuantiosos  dere« 
chos. 

La  ci^cia  consiste,  como  ha  dicho  un  célebre  magistrado,  en  la 
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médula  de  la  razón ,  no  en  la  oorteEa  de  lo  eiscrHo.  Este  principio, 
que  ha  sido  también  controvertido,  qoé  ha  sido  hadta  negado  por 
los  inconvenientes  desa  abitso,  hijo  por  lo  C0mun  ée  falta  de  recti- 
tud ó  de  inteligencia,  es  imo  de  los  fundamentos  de  nuisstra  legisla- 
ción ;  pues  como  dice  una  lev  de  Partida,  d  S(éer  loé  leyes  non  es 
tan  solamente  el  aprender  é  decorar  las  tetras  de  ellas,  mas  el  ver^ 
dadero  entendimienío  de  eUas.  De  poco  ó  nada  le  serviría  á  uno  el 
saber  de  memoria  todos  los  códigos  si  ignorase  el  espíritu  de  sus 
leyes. 

Nos  hemos  estendido  tanto  sobre  esta  materia,  por  ser  de  las  mas 
difíciles  y  de  mayor  importancia  y  trascendencia»  y  que  con  mucha 
frecuencia  ocupa  la  atención  de  los  Tribunales. 

Si  no  hemos  acertado  en  nuestra  opinión,  esperamos  se  nos  haga 
la  justicia  de  creer  que  la  hemos  espuesto  con  el  laudable  fia  de 
prestar  un  servicio  á  la  ciencia,  que  es  el  fin  que  nos  hemos  pro- 
puesto en  todos  nuestros  artículos  y  trabajos  jurídicos  durante  una 
serie  de  aiíos. 

Francisco  de  Poa« 
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Non  se  deben  facer  las  leyes  si  non  sobre  las  co« 
sas  que  suelen  acaescer  amenudo 

En  las  que  se  facen  de  nuevo  debe  ser  catado  en 
cierto  la  pro  que  sale  dellas  ante  que  partan  de  las 
otras  que  fueron  antiguamente  tenidas  por  buenas 
et  por  derechas.  Ley  13,  tít.  33,  Part.  7.* 

Después  de  quince  anos  de  una  destitución  inmerecida,  debo  al 
Gobierno  actual  de  la  nación  mi  regreso  á  la  carrera  del  profesorado 
español. 

Vuelvo,  poes,  á  los  estudio?  predilectos  de  mi  juventud,  sino 
eoo  mas  caudal  de  conocimientos,  con  menos  pasión  por  cierto,  y  por 
consignieate  con  mas  imparcialidad;  pagando  de  esta  manera  á  mi 
paisy  á  su  Gobierno  nna  muy  pequeña  parte  de  la  deuda  de  grati- 
tod  qne  sobre  mi  pesa. 

Una  de  las  cuestiones  mas  importantes  para  el  porvenir  de  mi 
patria,  y  mucho  mas  para  algunas  de  las  provincias  de  la  Monarquía, 


(!)  El  Sr.  D.  Francisco  Castañs,  autor  de  este  artículo,  fué  por  espa- 
do de  muchos  años  profesor  de  derecho  en  la  Universidad  de  Barcelona. 
La  intolerancia  de  sus  adversarios  políticos  le  separó  del  profesorado  que 
había  desempeñado  con  general  aceptación.  Restituido  á  la  enseñanza  des- 

Cde  mucho  tiempo,  fué  nombraao  catedrático  de  la  Universidad  de  Sa- 
nca. Apenas  se  nabia  posesionado  de  la  cátedra,  una  muerte  repentina 
¡e  há  arrancado  á  su  familia,  á  sus  amigos  y  á  la  ciencia.  Deseando  contri- 
buir al  esclarecimiento  de  las  cuestiones  á  que  dá  lugar  et  proyecto  de  Có- 
digo dvil,  habia  ofrecido  á  la  Dirección  de  la  Revista  escribir  alguaos  ar- 
ticules, respecto  al  sistema  del  derecho  catalán.  Cumpliendo  su  promesa^ 
pocos  dias  antes  de  su  prematura  é  inesperada  muerte  remitió  este  artícu- 
lo preliminar  de  otros  con  que  pensaba  favorecer  nuestras  páginas.  En  él 
aboga  por  la  conservación  del  derecho  catalán,  en  lo  que  á  ia  cuestión  de 
legítimas  se  reíiere  é  impugna  á  nuestro  celoso  é  ilustrado  colaborador  Don 
Francisco  de  Pou.  Para  dar  una  muestra  de  que  en  nuestra  Revista  caben 
todas  las  opiniones  que  en  el  terreno  cioBtífico  se  ventilan,  y  un  tributo  de 
aprecio  á  la  buena  memoria  del  Sr.  Castañs,  damos  lugar  á  este  fracmeuto* 
Si  se  dispertara  en  todas  partes  el  deseo  de  hacer  juicios  comparativos  enlre 
las  legislaciones  ferales  y  la  de  Castilla,  se  vendría  mas  en  conocimiento 
délas  ventajas  é  inconvenientes  de  la  uniformidad  del  derecho  civil  en  to* 
da  la  Monarquía,  se  ayudaría  al  legislador  en  sus  reformas,  se  ilustraría  la 
opíoioo,  y  el  nuevo  Codito  civil  saldría  en  su  dia  con  todas  las  prendas  de 
adhesión,  de  convenieacu  y  de  prestigio.— «Los  DiREcrmES  db  la  Revista^ 
TOMO  xyu  5 
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es  la  que  se  presenta  como  resuelta  por  el  art.  642  del  proyecto  de 
Código  civil,  establecieado  la  sucesión  forzosa  y  limitando  la  esten- 
síon  de  la  facnltad  de  testar:  cuestión  que  antes  de  resolverse  ha 
sido  indudablemente  tan  meditada  y  discutida  por  los  ilustrados 
miembros  de  la  comisión  de  Códigos;  como,  según  parece,  combati- 
do y  defendido  después  su  acuerdo  por  celosos  y  apasionados  juris- 
consultos y  escritores  del  país. 

Sin  embargo,  y  á  pesar  de  no  tener  á  la  vista  mas  que  la  esta- 
dística oficial,  las  disposiciones  del  proyecto  referido  y  los  escritos 
publicados  por  mi  paisano  D.  Francisco  de  Pou,  no  titubeo  un  ins- 
tante en  emitir  mis  observaciones  y  juicios  contrarios  á  uno  y  otros; 
no  aspirando  al  par  qae  aquellos  á  otro  objeto  que  el  de  la  felicidad 
general. 

Si  como  catatan  puede  algano  atribuir  mis  opiniones  á  ciego  ca- 
rino hacia  las  institncíoáes  de  mi  pafe  natal,  áese  sentimiento  tierno 
que  nace  con  el  hombre  y  se  desarrolla  con  él,  sentimiento  justo  mu- 
chas veces  y  no  pocas  motejado  con  la  calificación  de  espíritu  de 
provincialismo;  mi  calidad  de  hijo  segundo-géníto,  y  la  circunstan- 
cia de  no  haber  recibido  ni  antes  m  después  del  fallecimiento  de  mis 
padres,  ni  siquiera  ia  legttima  correspondiente,  deberá  convencerle 
de  su  equivocada  apreciación;  y  de  que  solo  un  convencimiento  pro- 
fundo de  la  bondad  y  utilidad  general  de  aquellas  antiguas  y  vene- 
randas instituciones,  es  el  que  guia  mi  pluma,  escribiendo  contra 
los  intereses  y  derechos  aparentes  de  esa  clase  á  que  pertenezco,  y 
que  algunos  con  mas  sentimiento  que  razón  creen  postergada  é  in- 
justamente  desatendida. 

El  Sr.  de  Pou  está  sin  duda  libre  de  todo  compromiso:  no  es  la 
parcialidad,  no  el  antagonismo  provincial  los  que  guian  su  pluma; 
I  i  concreta  sns  observaciones  contra  la  legislación  catalana  y  la  de- 
fensa de  los  hijos  segundo-génitos  de  aquel  país,  cuando  en  otras 
provincias  limítrofes  y  no  limítrofes  de  Cataluña  está  vigente  una 
legislación  mucho  mas  dura  (según  los  principios  del  Sr.  de  Pou), 
y  que  atiende  mucho  meaos  á  la  suerte  y  bienestar  de  los  hijos  se« 
gundo-génítos  de  las  mismas,  es  porque  se  ha  propuesto  sola  y  es- 
clusivamente  hablar  de  la  legislación  especial  del  país  á  que  debe  el 
Jér  y  en  que  se  halla  establecido.  Pero  no  es  porqae  paeda  desco- 
nocer esta  verdad:  para  demostrarla  basta  recordar  la  legislación 
foral  de  Navarra  y  de  Vizcaya,  de  Aragón  y  de  Valencia,  y  com- 
parar sus  disposiciones  con  las  del  Código  catalán. 
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VkiUas  qae  en  CaUüa&a  la  hj  ha  fijado  para  legitimade  los  U* 
}os  b  coarta  parte  de  los  bienes  del  padre  testador  (1) ,  ea  Nararm 
por  pttoto  general ,  cample  con  dejarle  una  robada  de  tierra  ei\  hi 
fmk%  comunes  y  la  cantidad  de  cinco  sueldos  (1);  en  Vizcaya,  al- 
gaa  tanto  de  tierra,  poco  ó  mucho  (5);  en  Aragón,  solo  cinco  suel- 
dos por  iHenes  raiees  y  otros  tantos  por  bienes  muebles  (4) ;  y  en 
Váüenda  la  parle  que  quisieren  (5). 

Mientras  qae  en  Cataluña  no  ¡mede  el  padre  desheredar  á  sns 
bijos  sm  espresar  una  causa  legítima,  y  obligando  al  heredero  i 
justificar  que  es  verdadera;  en  Navarra,  por  regla  general,  no  hay 
ittcesidad  de  alegarla  siquiera,  mientras  quede  salva  al  hijo  ó  hijos 
lamendonaila  legftnna  foral. 

Mientras,  por  fin,  debe  el  heredero  en  Cataluña  describir  in^ 
Teatarío  de  los  bienes  y  derechos  del  difunto  ante  escribano  y  dos 
testigos ,  bajo  pena  de  ser  responsable  con  sus  bienes  propios-de 
pagar  \as  cargas  todas  de  la  misma;  puede  en  Aragón  prescindir  dé 
estafofinalidad,  sin  que  esté  obligado  mas  que  á  lo  que  alcances 
ios  bienes  hereditarios  (6). 

Tsm  embargo,  no  se  ocupa  el  Sr.  de  Pon  de  aquellos  pobret 
desheredados  de  estas  provincias  aforadas ;  ni  cita  en  sus  difieren* 
tes  escritos,  ni  conozco  yo  jurisconsulto  ni  publicista  alguno  de  las 
Búsmas  que  haya  probado  con  razones  convincentes  y  con  datos 
inequívocos,  ni  lo  injusto  y  perjudicial  de  su  legislación,  ni  la  neee^ 
ádad  de  su  reforma,  ni  la  conveniencia  de  la  proyectada  por  elC<^ 
digo dvil; como,  en  mi  humilde  opinión,  tampoco  lo  ha  justificada 
él  por  lo  que  respecta  á  la  legislación  catalana,  ni  lo  creo  posible» 
cuando  datos  inequívocos,  documentos  oficiales ,  la  historia  y  ia 
ló^ca  demuestran  lo  contrario. 

En  la  convicción  de  que  el  Sr.  de  Pon  nadaba  omitido  de  cuánto 
conducirle  pudiera  i  su  objeto,  y  habiendo  yo  suplido  su  silencio  en 
k)  que  mira  á  la  legislación  foral  de  Navarra  y  Vizcaya,  Aragón  y 
Talenda,  paso  á  ocuparme  detenida  y  ordenadamente  de  todos  los 

(1)  Lib.  6.*,  tít.  5,  const.  seg. 

(2)  lib.  3.',  «ft  13,  ley  16  de  la  Na?.  Hac.  de  Nararra.  La  robada  do 
tierra  asmas  demedia  faneca,  y  equivale  á  400  varas  cuadradas  de  Na-> 
varra,  que  admite  un  robo  de  sembradura. 

3)  Ley  II,  tit.  20  de  los  fueros  de  Vizcaya. 

(4)  Piar.  ún.  d$  iestam.  noU.:  fuer.  ún.  de  ietlatn,  dvium^ 

15)  GoQst  42  de  Jaime  V. 

(6)  Ofaserv.  3.*,  y  ley  12  de  tesUm. 
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asertos  y  razonamientos  que  ha  aducido;  esperando  probar  comple- 
tamente y  de  una  manera  incontrovertible  la  inexactitud  de  aquellos 
y  la  incongruencia  de  estos:  y  como  consecuencia  legítima  y  definí-» 
tiva,  cque  no  solo  es  justa,  útil  y  necesaria  la  conservación  del  fue* 
tro  catalán  y  de  las  otras  provincias  forales;  sino  también  que  puede 
«ser  conveniente  elevarlo  á  la  categoría  de  ley  geneiU  de  la  Na- 
«cion;»  si  es  que  se  cree  de  tanta  urgencia  y  de  tan  indispensable 
cumplimiento  el  precepto  constitucional  relativo  á  la  uniformidad  de 
la  legislación* 

L 

Los  defectos  que  se  imputan  al  fu^o  catalán,  y  por  razón  de 
congru^cia,  al  de  las  demás  provincias  citadas,  son  los  siguientes: 

4."^    Que  su  disposición  es  contraria  al  derecho  natural. 

2.^  Que  contribuye  poderosamente  al  celibato,  disminuye  en 
consecuencia  el  número  de  matrimonios,  y  por  lo  mismo  la  pobla- 
ción y  riqueza  pública. 

3.^  Que  es  una  de  las  causas  de  la  emigración  al  Nuevo-Mundo, 
aumenta  la  empleo-manía,  y  el  número  de  profesores  en  las  carre- 
ras científicas  de  una  manera  superabundante. 

4.^  Que  el  fuero  catalán  vincula  la  propiedad  en  un  corto  núme- 
ro de  individuos,  que  generalmente  hablando,  se  dedican  al  ocio  y 
¿  los  placeres;  entrando  tan  solo  en  la  circulación  una  cuarta  parte 
de  la  riqueza  provincial;  y  que  sus  efectos  son  muy  parecidos  á  losr 
xesultados  que  han  dado  los  mayorazgos  en  Castilla. 

5.^  Que  el  fuero  catalán  como  vinculador  ha  impedido  la  diví- 
visión  de  la  propiedad  en  perjuicio  de  la  agricultura  y  de  la  riqueza 
nacional. 

6.®  Que  el  fuero  catalán  introduce  la  probreza  y  el  desaliento^ 
fomenta  las  semillas  del  mal  moral,  turba  la  armonía  y  la  concordia 
de  las  familias,  abre  ancho  campo  á  los  pleitos  y  deja  sin  ocupación 
una  masa  enorme  de  individuos  con  grave  riesgo  de  la  pública  tranr 
quilidad. 

Estos  son  los  puntos  que  he  visto  descollar  en  los  escritos  del 
Sr.  de  Pou.  Si  alguno  he  omitido,  le  suplico  se  digne  recordármelo; 
protestándole  que  habrá  sido  contra  mi  voluntad ,  y  que  como  los 
anteriores  no  quedará  sin  la  debida  refutación. 

Para  proceder  con  la  claridad  debida  examinaré  por  su  orden  cada 
uno  de  los  citados  puntos;  haciéndome  cargo  de  los  asertos  en  que 
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aquelos «  apoyan,  y  de  las  consecaencias  ó  ilegítimas  6  equivoca- 
lis  que  se  hayan  dedacido. 

CUBSTIOIf  1.' 
¿El  fuero  catalán  es  contrarío  al  derecho  natúraU 

No  seguiré  al  Sr.  de  Pou  en  la  escnrsion  que  ha  hecho  por  el 
cmpo  histórico  de  la  legislación  de  Castilla  y  de  CataloSa;  qae  si 
iá  una  maestra  de  sa  erudición,  nada  prueba  á  su  objeto,  y  antes  lo 
contrario;  como  en  ocasión  mas  oportuna  me  hago  un  deber  de  evi- 
denciar. 

Para  resolver  pues  la  cuestión  propuesta,  es  conveniente  el  ex4- 
fioen  previo  de  si  la  facultad  de  testar  es  permitida  por  el  derecha 
natonl  y  si  existe  en  lucha  ó  en  armonía  con  el  derecho  civil.  Al 
efecto  es  preciso  definirlos. 

Por  derecho  natural  entiendo  yo  el  conjunto  de  prescripciones 
permisivas  y  negativas  escritas  por  el  dedo  eterno  de  la  Providencia 
en  la  conciencia  humana,  y  que  no  tienen  ni  paeden  tener  mas  oh-- 
jeto  que  la  conservación  y  perfección  del  hombre  en  el  orden  fisícq» 
moral  é  intelectual:  y  por  derecho  civil  el  conjunto  de  leyes  escritas 
y  promulgadas  que,  basadas  en  las  eternas  prescripciones  del  dere* 
dio  nataral  y  qne  regulando  las  relaciones  del  individuo  con  la  fia- 
miha  y  del  ciudadano  con  el  ciudadano,  deben  tener  por  objeto  la  con 
servacíon  y  perfección  de  la  sociedad  en  todas  sus  partes. 

Es  visto  pues  que  el  derecho  civil  no  puede  estar  en  lucha  con 
d  derecho  natural,  cuando  aquel  es  la  manifestación  práctica  de 
este,  y  cuando  uno  mismo  ó  idéntico  es  su  objeto  final. 

Ahora  bien;  la  facultad  de  testar  considerada  en  abstracto,  la 
facultad  de  disponer  hoy  del  destino  que  debe  darse  mañana  ¿  las 
cosas  qne  nos  pertenecen;  la  facultad,  ó  mejor  el  deber  de  prevenir 
io  conveniente  para  nuestra  conservación  y  perfección  futura,  para 
la  conservación  y  perfección  futura  de  la  familia  que  es  nuestra 
emanación  y  la  reproducción  nuestra;  para  la  conservación  y  per- 
fección de  la  sociedad  que  constityimos,  y  de  que  en  bienes  y  en  ma- 
les somos  solidarios;  es  una  de  esas  prescripciones  eternas,  positivas 
en  la  esencia,  permisivas  en  la  forma,  escritas  por  la  mano  de  Dioa 
en  la  conciencia  de  la  humanidad  y  reveladas  por  toda  la  creación» 
Luego  la  facultad  de  testar»  independiente  de  la  forma,  es  de  de- 
recho natural. 
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^  Sa  úla  desfilo,  y  á  pesar  de  los  elogios  que  al  Sr.  de  Pou  m^ 
rece  Mr.  Linguet,  yo  me  creo  dispensado  de  refutar  las.  opiaioaes  del 
tscrítor  qae  sienta  de  un  modo  absoluto  «que  del  verdadero  derecha 
tnatural  no  existe  el  menor  vestigio  en  la  sociedad,  que  es  incompa- 
»tible  con  ella  y  que  lleva  necesariamente  consigo  la  destrucción 
•del  derecho  civil.  Que  la  esencia  del  derecho  natural  es  una  liber- 
itad  indefiniáa;  y  que  la  del  derecho  civil  es  la  pmaám  absoluta 
»de  esta  libertad.» 

¡Desgraciada  ki  Sociedad  cuyas  leyes  no  estén  basadas  en  los 
eternos  principios  del  derecho  natural! 

La  facultad  de  testar  no  es  indefinida,  sino  limitada  por  el  dere^ 
cho  naloral  por  cuanto  el  hombre  no  debe  disponer  de  sus  cosas  de 
una  manera  contraria  á  su  conservación  y  perfección;  á  la  conserva- 
ción y  perfección  de  su  familia  y  de  la  sociedad. 

Así  es  que  la  facultad  de  testar,  reconocida  por  el  derecho  civil 
de  todas  las  naciones  cultas,  no  debe  sufrir  mas  restricción  que  la 
indispensable  para  conservar  y  perfeccionar  la  sociedad,  objeto  prin- 
cipal por  el  que  el  hombre  está  enlazado  con  ella,  habiendo  indicado 
en  parte  la  aplicación  por  sí  mismo  del  derecho  natural  y  sujetada 
su  criterio  individual  al  criterio  del  legislador. 

De  ahí  la  variedad  del  derecho  civil  en  lo  relativo  á  los  testa- 
mentos y  sucesiones  en  todas  las  naciones,  y  aun  en  diferentes  pue- 
MoB  de  una  misma  nación.  Admitido  por  todas  el  prmcipio,  se  hallan 
divergentes  en  la  aplicación. 

De  ahí  las  diferencias  entre  los  faeros  de  Cataluña ,  Navarra  y 
Vizcaya,  Aragón  y  Valencia  con  la  legislación  de  Castilla. 

Aquellos,  teniendo  por  objeto  la  conservación  y  perfección  de  la 
fkmHia,  reconocieron  en  el  padre  al  legislador  casi  absoluto  de  sus 
bienes,  permitiéndole  disponer  en  su  última  voluntad  de  las  tres 
cuartas  partes  de  ellos  á  favor  de  cualquiera  de  sus  hijos,  y  aun  en 
favor  de  estraSos  á  la  familia,  quedando  reservada  á  los  hijos  todos 
legítimos  la  otra  cuarta  parte  de  la  que,  solo  en  determinados  casos 
pueden  ser  privados. 

La  legislación  de  Castilla,  atendiendo  al  mdivíduo  mas  que  á  la 
familia,  al  hijo  mas  que  al  padre,  limitando  el  círculo  de  la  autori- 
dad de  este,  desconfiando  de  su  inteligencia,  y  sentimientos,  le  per- 
mite disponer  solamente  del  quinto  de  sus  bienes  para  satisfacer  á 
sus  sentimientos  religiosos,  ó  de  justa  gratitud  ó  por  otro  motivo,  y 
del  tercio  á  favor  de  uno  ó  mas  de  sus  hijos  y  descendientes,  reser- 
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Los  Auras  meiicioiíados  lo  fiaron  casi  todo  al  cariSo  previsor,  á 
laiBldigeBcia  yinstieiadel  padre,  i  qoieo  queda  libertad  bastante, 
ja  para  satisfacer  engeneiaft  del  alma^  y  afectos  del  corazón,  ya 
tüÉioa  pan  evitar  en  lo  pcaUe  las  confleenencias  de  la  desigual- 
M  finca,  noral  ó  inteieetoal  de  ins  bijos:  libertad  cpie  qneda  muy 
/«ÉKida,  por  do  decnr  nnla,  por  las  leyes  de  CastíHa. 

Sentados  estos  precedentes,  entremos  de  lleno  en  la  coestíon. 

Les  derechos  y  deberes  son  correlaüvos  y  nacen  de  la  diferen- 
te eoDdidQn  del  hombre*  En  el  estado  ó  oondicion  de  familia ,  lo 
qse  es  OH  deber  en  el  padre  es  na  dcreeko  para  el  hijo,  y  vice- 


La  condición  de  padre  le  constituye  en  el  deber  de  conservar  y 
perÜBodonar  la  existencia  física,  moral  é  inlelectiial  de  sos  hijos;  y 
de  este  deber  natural  nace  el  derecho  de  estos  á  los  alimentos  y  á 
laeiacaebn:  derecho  sancionado  por  la  legislación  foral  de  una  ma- 
nen conveniente  y  racional  para  la  época  mas  importante  de  la 
vida,  para  la  época  de  debilidad  y  de  ignorancia,  de  sensaciones  y 
sentimientos  diversos  y  encontrados,  y  dmradero  hasta  que  pueda 
dirigirse  por  sn  inteligencia  y  sentimientos,  hasta  qne  pueda  bas- 
tsne  por  su  fnerza  corporal. 

¿A  qié  otra  cosa  tienen  derecho  los  hijos,  además  de  tos  alimen- 
tos y  déla  edncacion?  ¿Pueden  aspirar  por  solo  la  condición  de  hi- 
jos á  los  bienes  que  libremente  heredados,  adquiridos  y  conservados 
por  el  padre  deja  después  de  sn  muerte,  impidiéndole  disponer  de 
ellos?  Por  derecho  natural,  no;  porque  esto  sería  neg»r  al  padre  ú 
derecho  de  d<miinio,  el  derecho  que  tienen  los  mismos  hijos  sobre  sus 
cosas;  porqne  seria  perpetuar  la  desigualdad  que  la  organización,  ó 
Ja  Ma  de  educación  ha  producido  entre  los  hombres,  cuando  la  as- 
pínu^n  de  la  humanidad  es  hacía  la  igualdad  perfecta ;  seria  con- 
ceder á  la  ciega  casualidad  lo  que  n^ría  á  la  inteligencia,  previ- 
sión, carino  y  justicia  del  padre;  cuando  este  en  la  distribución  de 
sus  bienes  no  debe  prescindir  de  que  todos  sus  hijos  se  hallan  en 
distinta  condición  y  en  diferentes  necesidades  por  su  edad  y  consti^ 
tucion  física,  por  su  estado  normal,  por  el  desarrollo  de  su  inteligen- 
cia, por  m  posición  y  relaciones  con  la  sociedad. 

¿T  qnién  puede  apreciar  con  mas  justicia  y  mejor  criterio  que  el 
padre  fas  defectos,  virtudes,  necesidades  y  demás  circunstancias  de 
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SUS  hijos?  ¿Quién  m^r  qae  él  está  ea  el  caso  de  conocer  y  querer 
suplir  las  consecuencias  de  semejante  desigualdad? 

La  ley  no  puede  descender  á  esos  pormenores  y  menos  preve- 
lürlos.  Por  consiguiente  la  legislación  que  menos  limite  la  facultad 
de  testar,  es  la  mas  conforme  al  derecho  natural. 

Por  consiguiente  la  legislación  forai  relativa  á  esta  cuestión, 
no  solo  no  es  contraría  al  derecho  natural,  sino  que  sus  prescripcio- 
nes son  mas  conformes  i  él  que  la  legislación  castellana  y  la  pro- 
yectada reforma. 

Pero  se  dice  con  mas  sentimiento  que  verdad  «que  los  padres 
«abusan  ó  pueden  abusar  de  semejante  derecho;  que  pueden  dar  á 
«un  estraao  las  tres  cuartas  partes  de  los  bienes  con  postergación  de 
los  hijos;  y  que  la  ley  civil  debe  preverlo  é  impedirlo.»  ¿Y  es  cierto 
que  en  Cataluña,  ó  en  las  demás  provincias  ferales  hayan  abusado  ó 
abusen  los  padres  de  semejante  facultad?  To  no  lo  creo,  ni  lo  temo 
posible. 

Sin  embargo,  el  Sr.  de  Pon  lo  afirma;  dá  las  razones  en  que  se 
apoya,  razones á  mi  juicio,  insuficientes  é  insostenibles.  ¿Después 
de  cinco  siglos  de  existencia  que  cuenta  el  fuero  catalán  ¿se  conoce 
algún  caso  en  que  el  padre  sin  grandes  motivos  haya  dejado  á  un 
estrano  las  tres  cuartas  partes  de  los  bienes,  y  solamente  una  cuarta 
á  la  totalidad  de  sus  hijos?  To  no  lo  creo;  porque  á  ser  asi,  no  habría 
el  Sr.  de  Pou  dejado  de  hacer  valer  este  argumento,  cuando  concre- 
tando  los  hechos,  el  principal  fundamento  de  su  discurso  es  el  de  que 
«los  padres  por  lo  común  instituyen  heredero  al  hijo  primogénito 
«quedando  para  todos  los  demás  solo  la  cuarta  parte  de  los  bienes; 
«de  manera  que  por  la  ley  recibe  aquel  una  porción  igual  á  los  de- 
«más  como  á  hijo;  y  por  el  padre  las  restantes  tres  cuartas  partes 
«como  á  heredero.»  T  para  presentar  de  mayor  bulto  la  desigualdad 
que  semejante  proceder  á  primera  vista  introduce  entre  los  herma- 
nos, hace  la  siguiente  deducción. 

«De  modo  que  un  padre  que  tenga  ocho  hijos  y  un  patrimonio  de 
100,000  duros  de  capital,  corresponden  al  heredero  75,000  por  di- 
«cho  concepto  y  los  restantes  25^000  repartidos  entre  todos  los  hijos, 
«corresponden  312S  á  cada  uno  de  ellos.  De  modo  que  el  heredero 
«(que  es  casi  siempre  el  hijo  primogénito)  se  lleva  78,12S  duros, 
acuando  á  sus  infelices  hermanos  solo  les  corresponden  3125.'» 

£ste  es  el  principal  argumento  y  la  base  de  la  opinión  del  señor 
de  Pou,  cuya  inexactitud  paso  á  probar  con  datos  y  documentos. 
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4.°  Qoe  son  mny  pocos  los  padres  que  ea  las  proTÍncias  forales 
dqen  al  norir  un  capital  liquido  de  400,000  duros. 

S.""  Qoe  es  may  raro  y  escepciooal  el  caso  en  que  le  sobrevitau 
ocho  ¡¿jos  (4). 

5.'  Que  en  Cataluña  el  padre  coando  instituye  heredero  á  su 
Aijoprímogéaito»  no  le  dá,  sino  que  le  restituye  hasta  cierto  punto 
naos  bieses  cuya  conservación  y  aumento  algunas  veces  se  debe  solo 
á  SQ  hboríosidad  y  economía. 

iJ*  Qoe  no  es  exacto  por  punto  general  que  á  los  segundo-gé- 
mtm  se  les  deje  solo  la  cuarta  parte  de  los  bienes. 

íio  se  ocalta  ai  Sr.  de  Pon  en  su  ilustración  que  no  deben  ha- 
cerse leyes  sino  para  los  casos  que  con  mas  frecuencia  ocurren,  que 
deben  ledandaren  beneficio  de  los  mas;  y  que  el  hacerlas  en  bene- 
ficio de  los  menos,  no  debieran  llamarse  leyes,  sino  privilegios. 

Ahora  bien;  ¿por  qué  en  corroboración  de  sus  opiniones  aduce 
el  ejemplo  del  padre  que  deja  á  su  fallecimiento  un  cantal  de  cien 
mil  duros  y  no  el  de  centenares  de  millares  que  dejan  solo  mil,  ó 

meBos^  énada? 

£n  efecto,  ninguno  que  recórrelas  provincias  catalanas,  y  espe- 
ciahnente  sos  pueblos  mas  importantes ,  y  fija  su  atención  en  este 
partioilar,  nadie  difícilmente  podrá  afirmar  que  el  número  de  los  que 
poseen  un  capital  de  100,000  duros  llegue  á  un  cinco  por  ciento,  no 
de  lapoblacion,  sino  ni  del  total  de  los  contribuyentes:  pero  si  á  mas 
de  su  esperíencia  y  observaciones  examina  la  Estadística  oficial,  se 
convencerá  que  su  importancia  es  casi  nula,  y  que  sin  otras  conside* 
nM^nes  no  merece  la  atención  del  Legislador.  Examinemos,  pues 
ese  documento  oficial. 

iCoál  es  la  población  de  Cataluña,  Aragón  y  Valencia?  (2) 
¿Cuántos  de  sus  habitantes  contribuyen  al  Tesoro  para  su  pro- 
piedad rústica,  urbana  ó  pecuaria? 
¿Cuántos  por  su  industria  y  comercio? 
¿  Cuántos  pagan  una  contribución  que  suponga  un  capital  de  cien 
mil  duros? 

El  ^guíente  estado  responde  oficialmente. 


ÍB 


Tes  mas  raro  todavía  en  una  familia  opulenta. 
,   La  estadística  oficial  no  comprende  á  Navarra  y  provmcias  Vascon- 
das;  por  esta  razón  no  las  incluyo  en  mis  cálculos,  á  pesar  de  ser  proTincias 
rafes  y  ser  su  legislación  tan  parecida  á  la  de  Cataluña. 

TOMO  XVI.  6 
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Bexinei  éel  estado  anlemr  arroja  por  reidi^ 
oontnbQjeates  propietarios »  industriales  ó  comerciantes ,  de  lo9 
cyalessolo  899  lo  sob  por  cuotas  de  6,000  rs.  vn.  en  adelante,  que 
svipaoeo  por  témüiio  inedio  un  capital  de  800,000  duros. 

La  buena  fé  que  guia  mi  pluma  no  me  permite  caUar  que  nuestra 
fsliífelifa  administrativa  no  es  tan  perfecta  ni  tan  precisa  que  no 
deje  logar  i  dada:  creo,  pues,  que  hay  contribuyentes  que  lo  son 
á  h  vei  por  propiedad ,  industria  ó  comercio ;  y  qne  si  bien  no  fi- 
guaa  por  la  cuota  espresada,  coatribayen  ^  no  obstante ,  por  estos 
oMoeptos  en  la  misma  ó  en  distintas  provincias  por  cantidades  me- 
Mres,  que  acomuladas,  les  constituyen  en  ht  categoría  de  capita* 
late  de  100,000  duros;  y  por  lo  mismo  que  es  mayor  su  número 
de  lo  que  parece  (1). 

Fm  téngase  presente  también  qne  si  no  me  hago  cargo  de  ese 
aamenlo,  porque  careaco  de  datos  oficiales,  por  la  misma  razón  y 
para  ampensarlo  dejo  de  rebajar  casi  todas  las  cargas  que  deben 
dedncme  para  la  regulación  de  la  legítima,  y  que  tal  vez  son  de 
mayor  importancia  que  aquel ;  tales  como  el  capital  de  los  censos  y 
coisales  con  que  está  gravada  Ja  propiedad,  el  2  por  100  del  dere- 
cho de  hipotecas,  el  importe  desde  el  2  hasta  el  10  y  mas  por  100 
en  los  laudemios,  la  diferencia  de  valor  de  una  finca  en  renta  ó  en 
venta,  etc.,  etc.;  y  que  además  de  esto  hay  bastantes  de  esos  mis- 
mos contribuyentes  indubitados  que  ó  no  deben  legítima ,  ó  no  de- 
ben regirse  por  la  legislación  catalana  (2). 

En  vista  de  esto  ¿tienen  alguna  significación  299  contribuyentes 
por  un  capital  de  100,000  duros  en  contraposición  á  los  intereses 
de  los  restantes  942,471  que  representan  un  capital  mil  veces  ma« 


(t)  Li  estadística  oficial  no  arroja  datos  bastantes  para  apreciar  su  im- 
portancia. Uno ,  sin  embargo ,  ofrece  <pág.  82  á  86),  que  hace  mucho  á  mi 
objeto. -j  es  el  siguiente  : 

Agiomerando  las  cuotas  de  conlribucion  desde  1,000  rs.  arriba,  resulta 
qtw  53  contribuyentes  pagan  por  sus  propiedades  et  que  menos  50,782  rs.; 
7  que  nineuno  de  ellos  es  cataUín. 

¡Qoé  buen  ejemplo  de  la  división  de  la  propiedad  en  Castilla ! 

(!)  Entre  los  primeros  deben  contarse  los  bancos  y  cajos  de  crédito,  las 
flocieáides  industriales  y  mercantiles,  teatros,  liceos,  circos,  célibes ,  etc.; 
7  entre  los  segundos  los  que  nacidos  y  habitantes  en  Castilla  se  rigen  por 
US  leyes  de  este  pais,  entre  oíros  puede  citarse  al  Excmo.  Sr.  Duque  do 
^-^ — -^^  qoe  coatriboye  en  Barceíooa  con  la  cuoU  de  34,37»  rs.  vn. 
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yor  y  estr^aiadamente  dividido,  y  derechos  de  una  cuantía  inapre- 
ciables? (i). 

¿Dcnide  están  pues  los  términos  hábiles  de  la  comparación  del 
Sr.  de  Pou,  cuando  el  mas  descollante  dista  tanto  de  la  exactitud? 

De  esta  misma  falta  adolece  el  otro  término  de  aquella,  cuando 
supone  una  familia  de  ocho  hijos,  caso  que  ocurre  con  la  misma,  si- 
no mayor  rareza  que  aquel. 

Ábranse  sino  las  páginas  del  último  censo  (el  estado  anterior)  y 
comparando  el  número  de  habitantes  con  el  de  las  cédulas  ó  fami- 
lias, se  Verá  que,  por  término  medio,  constan  estas  de  cinco  indivi- 
duos, inclusos  los  padres:  por  consiguiente,  es  mucho  conceder  si 
por  regla  general  se  fija  de  tres  á  cuatro  el  número  de  los  hijos  le- 
gítimos. 

Son  por  lo  mismo  evidentes  las  dos  equivocaciones  del  Sr.  de 
Pou,  al  hacer  la  indicada  comparación  y  demostrados  con  datos  ofi- 
ciales mis  dos  primeros  asertos. 

Paso  pues,  al  tercero,  para  cuya  purificación  me  servirá  tam- 
bién la  estadística  oficial  y  la  historia. 

Frandse»  Gastáis. 


DE  LOS  INTERESES  M  EL  CONTRATO  DE  PRÍSTilO. 


iHay  en  el  dia  términos  hábiles  para  una  demanda  judicial 
sobre  reducción  de  intereses  en  el  contrato  de  préstamol 

Yo  entiendo  que  sí ,  aun  cuando  parezca  no  avenirse  muy  bien 
con  semejante  dictamen  la  ley  de  14  de  marzo  de  1856 ,  que  auto- 
rizó, como  es  sabido,  la  libre  contratación  ea  esta  materia.  Para  mi 
es  cosa  evidente  que  estipulándose  un  interés  tan  crecido,  que  es« 
ceda  eu  mucho  ó  en  algo  de  una  mitad  sobre  el  tipo  ordinario,  sobre 
el  tipo  comunmente  usado  donde  esta  especulación  se  conozca, 
sobre  el  tipo  económicamente  presumible  donde  no  se  conozca; 
para  mí,  digo ,  es  indudable  que  habrá  lugar  en  estos  casos  al  re- 
curso ordinario  de  lesión  enormísima  ó  enorme,  ya  para  la  rescisión 
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dd contrato,  ya  para  la  reduocioQ  de  intereaes  4  sa  jasto  limite^ 
8e¿a&  d  prestamista  eligiere. 

EieetiTameiite:  la  abolicioo  de  la  tasa,  que  faé  lo  único  que  sir 
bomaite  ord^ió  la  ley  meacionada ,  no  lleva  consigo  la  sopresion 
de  bs  demás  garantías  que  á  dicho  contrato  son  inherentes  por  sa 
ooKÍderacion  general  de  oneroso ;  en  cayo  supaesto ,  dándose  tales 
acdoaesen  todos  los  de  esa  especie,  con  arreglo  á  las  leyes  3/ 
j3,\  tíL  1.^,  lib.  10  de  la  Noy.  Recop.,  no  encuentro  razón  alguna 
para  que  d  contrato  de  préstamo,  mediando  interés,  deje  de  subor- 
dinarse á  las  condiciones  y  requisitos  jurídicos  que  regulan  en  ge- 
neral la  contratación  onerosa. 

La  abolición  de  la  tasa,  repito,  no  fué  mas  que  la  supresión  de 
«na  especialidad  en  el  contrato  de  préstamo :  la  ley  no  hizo  otra 
co»  que  desencarcelarlo  del  estrecho  círculo  en  que  estaba  encer- 
Tido,  dándole  la  espansion  y  la  holgura  que  sin  perjuicio  de  la  mo- 
ral, y  sin  aatorizar  el  esceso  y  el  fraude,  estaba  de  muy  antes  de- 
mandando la  ciencia  económica,  y  que  es,  á  no  dudar,  el  freno  mas 
poderoso  contra  las  demasías  de  una  especulación  insolente ,  sin  rí« 
TaUdad  y  sin  competencia. 

Mas  al  decretar  la  ley  la  abolición  mencionada,  dejó  subsistentes 
tas  garantías  comune3  del  derecho  civil ;  borró ,  por  decirlo  así ,  el 
circulo  mínimo  del  contrato  de  préstamo  sin   tocar  al  círculo 
máiimo  de  la  contratación  general.  ¿Por  qué ,  pues ,  al  pactar 
intereses ,  habremos  de  pisar  esta  línea?  En  el  orden  legal ,  en 
él  derecho  constituido,  no  es  ciertamente  una  omnímoda  libertad  el 
resultado  contrapuesto  á  la  tasa,  para  que  de  su  estincion  se  deduzca 
la  absoluta  carencia  de  límite  en  la  estipulación  de  intereses.  El  ar- 
rendamiento, la  compra-venta,  y  demás  actos  de  contratación  one- 
rosa, no  están  sujetos  á  tasa,  y  sin  embargo  no  se  pacta  impune- 
mente el  precio  indiscreto  que  constituye  las  citadas  lesiones.  Para 
escluir,  pues,  de  la  sanción  civil  de  las  mismas  al  préstamo  no  gra- 
tuito, era  preciso  que  de  un  modo  terminante  lo  hubiera  declarado 
la  ley ,  no  bastando  al  efecto  la  sola  enunciativa  (art.  i."*)  de  que 
•podrá  pactarse  convencionalmente  interés  en  el  simple  préstamo. » 
Isi  se  pactan  los  precios  y  rentas  en  los  ya  citados  casos  de  com- 
pras y  arriendos,  y,  á  pesar  de  ello,  hay  lesión  enorme  y  enormísi- 
ma en  tales  contratos ,  con  las  acciones  consiguientes  para  remedio 
del  mal. 

£n  suma:  el  préstamo  á  interés  quedó ;  sí ,  exonerado  de  su  an- 
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tigna  restriccioii  peculiar;  pero  no  relajadas  6  modificadas  ea  eoa- 
cepto  alguno  las  condiciones  y  garantías  comunes  de  la  contratacioii 
onerosa ,  á  la  cual  corresponik  el  citado  convenio ;  esas  garantías  y 
condiciones  le  afectarán  hoy  como  á  los  demás  de  su  clase,  y  for- 
marán, digámoslo  así,  su  circunscripción  y  horizonte  legal. 

Creo,  por  lo  mismo,  que  es  admisible  en  el  dia,  legal  y  oportuna 
en  su  caso,  una  reclamación  judicial  sobre  reducción  de  intereses 
en  el  contrato  de  préstamo. 

José  Arias  Bríme. 


DERE€no  INTERNACIOML  PRIVADO. 


iSerá  válido  y  produeirá  efectos  legales  en  España  el  mcUrinuh' 
nio  civil  ceiUraido  por  dos  españoles  residentes  en  Francia,  obser^ 
mndo  las  formalidades  que  aUí  se  exigen  para  la  legitimidad  del 
matrimonio  (1)? 

artículo  2.^ 

^egUMk  el  derecho  espaftol. 

I. 

Examinando  esta  importantísima  cuestión,  según  el  derecho  in- 
ternacional, hemos  descubierto  la  ley  de  civilización  y  de  progreso 
<iue  habia  hecho  prevalecer  en  los  Estados  de  Europa,  á  despecho 
del  principio  absoluto  de  su  soberanía,  el  derecho  internacional  pri- 
vado, para  resolver  los  conflictos  que  hacen  frecuentes  la  discordan- 
cia de  legislaciones,  y  las  relaciones  hoy  tan  continuas  entre  unos  y 
otros  pueblos,  que  parece  que  aspiran  á  formar  uno  solo  en  lo  por- 
venir. 

^    Tócanos  hoy  estudiar  esta  misma  cuestión  bajo  el  punto  de  vis- 
ta puramente  español. 


(1)    Téaseiapég.  133deltomoXV. 
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No  deoonoceiBos,  m  embargo,  que  bieii  podiaiBos  en  rigor 
presándir  de  hacerlo,  después  de  haber  demostrado  qne  el  derecho 
mtenadeaat  privado  de  Europa  proclama  en  todas  partes  la  legiti- 
wdad  dd  malrimonia  cítíI  contraído  en  Francia  por  dos  estranjeros 
000  completa  observancia  de  las  fbrmalidades  establecidas  en  el  Có- 
digo de  Napoleón.  Porque  España,  que  en  la  asamblea  de  las  na- 
ciooes  caltas  ocupa  un  lugar  distinguido,  no  ha  podido  menos  de 
s^uúr  lo  mismo  que  las  demás,  sus  hermanas,  la  necesidad  de  bus- 
<ar  una  regla  universal,  un  supremo  criterio  para  poner  en  armo»- 
lía  la  discordancia  de  su  derecho  con  el  derecho  de  otros  Estados, 
o»  esta  discordancia  ocasione  la  residencia  en  su  territorio  de  súb- 
étos  estranjeros,  ora  nazca  de  actos  lícitos  celebrados  en  pato  es- 
traSo  por  sus  propios  hijos. 

Así  es,  que  nos  proponemos,  al  escribir  este  artículo,  no  t^to 
éeiBOftrar  que  no  rechaza  nuestro  derecho  lo  que  la  Europa  procla- 
Da,  no  tanto  allegar  nuevas  razones  que  robustezcan  la  tesis  que 
sosientamos — la  legitimidad  del  matrimonio  cítü  celebrado  en  Fraa- 
cta  por  dos  españoles— como  Peivindicar  para  nuestra  patria  la  glo- 
ría  de  haber  ¿do  la  primera  entre  las  naciones  de  Europa  que,  en 
medio  de  la  ignorancia,  del  estrépito  de  las  amas  7  del  aislamiento 
en  qie  viiian  los  individuos  y  los  pueblos  en  la  edad  media,  per- 
cibió la  dirección  á  la  unidad  del  espíritu  humane,  que  impele  á  los 
fueblos  i  multiplicar  sus  relacioaes,  á  fomentar  unos  mismos  inte« 
teses,  á  adq>tar  unas  mismas  costumbres,  á  observar  un  mismo  dere- 
dio,  i  regirse  por  unos  mismos  principios,  y  á  vivir  una  mkma  vi«> 
da.  Con  este  motivo  tendremos  oportuna  ocasión  de  admirar  una 
vez  mas  la  inmortal  obra  del  Rey  Sabio. 

n. 

£1  doecho  debe  ser  la  justida. 

Esta  es  una  de  esas  ideas  fundamentales  que  constituyen  é  ilu* 
misan  la  conciencia  de  todos  los  hombres,  y  que  es  de  desear  que  & 
la  Tez  constituyan  ó  iluminen  la  conciencia  de  todos  los  pueblos. 

Eminentemente  práctico  aquel  supremo  fin-— la  justicia— no  se 
ha  de  realizar  estudiando  á  piiori  la  naturaleza  humana  y  constru- 
yendo el  derecho  positivo  con  arreglo  al  resultado  de  esta  íntima, 
antropológica  observación.  La  inflexibilidad  de  los  principios  ajús- 
tate mal  frecuentemente  con  las  necesidades  presentes  <k  la  vida 
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civil;  y  el  saber  y  la  razoá  de  la  haaiaiiidad,  que  es  la  historia , 
ofrece  garantías  de  aderto,  que  bo  siempre  se  eacuentran  en  las  mas 
sublimes  especulaciones  de  la  filosofía,  tos  hechos,  las  necesidades 
sociales»  las  costumbres  y  hasta  las  preocupaciones  de  los  pueblos, 
señalan  al  legislador,  no  menos  imperiosamente  que  los  principios 
puramente  racionales,  el  camino  que  debe  seguir  al  dictar  y  al  re* 
formar  el  derecho.  Las  leyes  son  impotentes,  lo  mismo  cuando  lasti- 
man los  primitivos  derechos  del  hombre,  que  cuando  desconocen  las 
grandes  necesidades  sociales. 

El  carácter  mismo  del  hombre,  eminentemente  social,  sus  múl- 
tiples inclinaciones,  sus  incesantes  deseos,  su  incansable  actividad  y 
hasta  sus  mismas  pasiones  continuamente  le  incitan  á  establecer 
nuevas  relaciones  con  otros  hombres,  ora  sean  hijos  de  su  propio 
país,  ora  estranjeros,  ensanchando  así  de  dia  en  dia  la  esfera  de  su 
actividad  y  desarrollo.  £1  derecho  no  jíuede  prescindir  de  este  es- 
píritu ni  dejar  de  seguir  este  civilizador  impulso.  De  otro  modo 
-pesarla  con  insoportable  tiranía  sobre  los  ciudadanos,  y  sus  dispo- 
siciones serian  primero  eludidas  y  después  destruidas  por  la  gran 
corriente  de  las  ideas  y  por  la  suprema  ley  de  la  necesidad. 

Nuestra  propia  historia  lo  demuestra. 

Después  de  la  gran  ruina  del  imperio  romano  occidental ,  dos 
razas,  mejor  dicho,  dos  pueblos  ocupaban  nuestra  Península:  el  vi- 
sigodo vencedor  y  el  romano-hispano  vencido.  La  altivez  y  valor 
éá  fiero  conquistador  le  hacia  mirar  con  desprecio  al  subyugado 
español,  que  á  su  vez,  incomparablemente  mas  civilizado ,  juzgába- 
se, aunque  vencido,  superior  á  sus  dominadores.  £1  recelo,  el  anta- 
gonismo, el  odio  entre  ambos  pueblos  era  natural,  y  común  el  deseo 
de  levantar  entre  ellos  insuperable  barrera.  De  aquí  la  ley  de  razas, 
y  el  Código  de  Eurico,  ley  de  los  godos,  y  el  Breviario  de  Aniano, 
ley  de  los  romanos. 

Todo  esto,  sin  embargo,  fué  inútil.  Los  dos  pueblos  vivian  den- 
tro de  un  mismo  territorfo ,  y  esto  bastó  para  que  el  espíritu  social; 
que  lleva  siempre  el  hombre  hacia  el  hombre,  aniquilad  sucesiva- 
mente todos  los  obstáculos  que  á  uno  de  otro  separaban.  El  tiempo 
se  encargó  de  la  obra,  y  amortiguáronse  las  antipatías ,  y  estrechá- 
ronse las  distancias,  y  comenzaron  las  relaciones;  y  aquellas  dos 
razas,  tan  enemigas  y  antipáticas,  mezclaron  y  confundieron  sus 
glorias  y  sus  dolores  en  una  misma  vida  y  en  una  misma  historia, 
formando  un  solo  pueblo,  como  dice  un  distinguido  publicista,  en  el 
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twpb,  en  el  foro  7  en  6l  hogar  (1).  Los  siglos  dictaron  la  ley  al 
tegÍEtefer.  T  los  siglos  ladictaiáa,  díempre  que  exista  sia  satisfacer 
una  giao  necesidad  social . 

HI. 

En  el  príiaer  periodo  de  nnestra  reconquista  pocos  serian  lo» 
e^lnqeros  que  mieram  ai  saek>  español ,  por  todas  partes  afligido 
j  prafondamente  turbado  por  el  rápido  trionro  de  las  armas  árabes. 
liños  aemn  todavía  los  españoles  qne  pasaran  el  Pirineo  conser- 
Tando  vincolos  poUticos  ó  civiles  consn  patria:  Los  habría,  sin  da- 
da alguna,  qoe  bnyetido.de  los  azares  y  males  de  la  goerra  busca- 
lan  ^  estFaaa  tierra  seguridad  y  protección  para  su  persona  y  bie- 
nes, ya  que  ni  una  ni  otea  cosa  encontraban  en  la  propia.  Pero  I09 
pe  así  cobardemente  abandonaban  la  madre  patna,  Cnaado  tenia 
lecesidad  del  valor  y  esfiíerzo  de  todos  sus  hijos  ^  roapian  de  una 
veK  y  para  siempre  todos  los  lazos  que  á  ella  les  unian,  y  perdian, 
p(ff  este  solo  hecho,  sa  primitiva  nacionalidad»  En  aqueUostristísi- 
nos,  pero  gloriosos  dias,  1^  razón  y  la  historia  convienen  en  que  no^ 
había  man  esfumóles  qne  los  que  con  hs  armas  en  la  mano  diputa* 
han  el  territorio  á  los  soldados  del  Profeta. 

^  embargo,  bastante  tiempo  después,  cuando  nuestras  glorio- 
sas monarquias  comienzan  á  engrandecerse  y  estienden^  por  tierra 
de  moros  anehamente  sus  tonteras,  nobles  y  principes  estranjercs , 
sobre  todo  en  el  si^o  XU,  conducidos  por  el  deseofde  adquirir  glo- 
ria y  TÍqUOBas,  ó  impelidos  por  el  espirita  reUgiose  y  caballeresco, 
onaeieristíoa  de  la  época,  vinieron  á  nuestro  psfeá  tomar  parte  en 
la  campana  de  síele  siglos  que  contra  la  media  luna  abrieron  tan 
Ittréioamenle  nuestros  padres  en  Govadooga. 
*  km  vez-es peobable  qi^e  las  mismas  condidones  délos  tiempos 
fleraran  también  á.los  españoles  i  las  naciones  eatranjeras,  ya  para, 
intervenir  en  cuestiones  políticas  y  alianzas. dq>lomáticas,  ya  para 
arreglar  asuntos  de  conercio>  ya  también  para  probar  afortuna  en 
entiesas  guerreras^  qne  ofrecian  tanto*  nu^iMn  alidente  á  aquellos 
e^iritos  aventureros  cuanto  mas  díQciles  y  estraordinarias  pare* 


(f)  Vvámo^^Dé  la  MonarquUívi^góda'y  de  su  Código  el  libro  de  los 
jmeesáFúeffOÍwgo. 
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De  6st6  nodo,  la  razón  »dica  que  debieron  naoer  en  Europa  ha 
ocHumicacionefl  entre  nnos  y  otros  pneblos^  y  la  historia  a^edita 
que  así  efectivamente  sucedió. 

Estos  hechos  y  esto  estado  de  cosas  ofrecia  desde  luego  al  de« 
recho  una  intoresante  cuestión  que  resolver;  á  saber,  á  qué  ley 
deberían  arreglarse  los  actos  que  verificaban  los  subditos  de  un  pais 
en  el  territorio  de  otra  nación;  cuestión  delicada  que  decidieron  con 
admirable  espíritu  nuestras  leyes  de  Partida  á  favor  del  país  en 
que  los  actos  ociirrian,  de  la  misma  manera  que  habia  sido  resnel* 
ta  antes  por  tas  grandes  jurisconsultos  de  Roma,  de  la  misma  mar- 
nera  que  ha  nido  vesueka  después  por  la  Europa  entera. 

En  el  famoso  título  1.^  de  la  Partida  1.^  el  gran  legislador  de 
Castilla  espHca  ea  la  ley  dS  el  modo  cmno  áebtm  obedecer  las  leyes 
y  juzgarse  por  ellas.  Allí,  después  de  «onsignar  el  general  principia 
de  que  loe  subditos  del  legislador  están  obligtdos  4  obedecer  las  ton- 
yes, añade  las  siguientes  importantíBimas  palabras.  «E  eso  mismo 
deeimos  de  los  otros  que  foecen  de  otro  señorío^  que  fidesen  el  pld* 
to,  apostara,  d  yeno  en  la  tierra  do  se  juagase  por  las  leyes:  oi 
maguer  sean  ^  otro  logar  nom  puedemser  eseusadosde  estar  á 
mmdamiento  dellas^  pues  que  él  yerro  fieiesen  onde  ellas  han>  poder: 
é  aunque  sean  de  otro  señorío^  nompuedem$er  eseumidot  áesejwh 
gar  per  Uu  leyes  deaqud  tenorio^  en  cuya  tierru  09ieien  feebe  oí- 
gunade'e$ta^€úém.   • 

Así,  en  el  siglo  Un,  el  sabio  ftey  D.  Alfonso,  parece  un  prodi- 
gio, asentaba  losiondamontoi  del  derecho  internacional  privado,  que 
han  sido  es  nuestos  días  objeto  de  tan  serios  y  coneienEudos  traba* 
jos;  y  flobreponiénáoee  á  la  ignorancia  de  su  época  enseiaba  al  nmn^ 
do  qim  los  principios,  eternos  de  derecho  y  de  justicia  no  tieaen  por 
término  las  arbitrariasdivisiones  del  torritorio;  y  que  lo  que  es 
justo  y  legftinío  «n  el  país  en  que  sucede,  no  puede  ser  considerado 
como  injusto  ni  ilegítimo  en  <^ras  regkmes  de  la  tierra  donde  brilla 
el  sol  de  la  civíliiaeion. 

jQué  diria  la  IMsteript  sí  nuestros  misioneros  al  4lev«r  i  las  tri^ 
bus  idólatras  la  lun  del  Evangelio,  y  al  esparcir  entre  ellas  la  nio« 
ral  purificada,  en  eljctispl^  cristianismo  predicaran  é  consintieran 
como  buena  la  doctrina  de  que  al  convertirse  á  la  fé  cristiana  deja 
ban  los  infieles  de  ^OL^sposos^padres  legítimQS,..pQrqua..su  unian 
no  habia  siijio  bendecida  por  la  Iglesia!  ¡Qué  diria  la  Europa  si  hoy 
se  diera  aquí  el  espectáculo  de  considerar  4  todos  los  ospmles,  que . 
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tal  eoBtMd»  mairiDMmio  en  les  países  á  qoe  la  forttmi  6  te  áts^ 
¿rada  loi  ha  llevado,  sujeCáiidMe  á  lad  formas  allí  estídileeidas^  co- 
BM>  esposos  ilegítímos,  y  oomo  ilegitímos  se  cokisideráran  tanAieti- 
tas  hijos!  iQoé  dkía  el  noiido  si  se  declarará  manceba  i  la  espa* 
Bolaqne  contrajo  matrimonio  con  un  esCranJero,  qne  no  siendo  ca-*^ 
tólioo»  ó  siéBdolo  no  qniso  sujetarse  á  recibir  la  bendición  eclesiástí^ 
ea,  despaes  de  haber  contr¿do  el  matrimonio  civil,  en  nn  país  en 
dsiide  este  ebse  de  Matrimonio  fuera  la  forma  legal  del  contrato! 

Semelaate  absurdo,  tal  inmoralidad,  tanta  ignomiida  no  es« 
taUeoe,  no  ta  ha  podido  establecer  nuestro  derecho.  Al  oenlrario, 
«as  Teoes  oon  sn  silencio,  otras,  <xmo  en  las  Partidas,  .con  ténúnoo  - 
espresos  ha  proclamado  siempre  legíthnos  todos  los  actos  civiles,  y; 
por  conseeoeieia  el  matrimonio  también»  c^ebrados  en  el  eüri^o- 
roeon  anegloá  tes  leyes  tíM  vigentes. 

IV. 

No  ent  posible,  atendida  su  ilustración,  qne  desconocimoi  eUt 
^actrida  los  distinguidos  jurisconsultos  ^ine  intervinieron  en  te  Car* 
madoa  del  proyeelo  del  Código  civil  espafiol,  que  hoy  está  sujeta 
i  la  oensura  p¿>lica.  T  asi  es  que  adoptando  lo  que  de  hecho  ve» 
ma  rigiendo  en  España,  lo  que  se  ha  elevado  á  te  categoria  de  de* 
lecho  mtemaeioBal  europeo,  lo  que  está  en  te  moral,  en  te  condena 
da  de  lados  los  hossbres  jautos,  en  el  interés  de  las  fiunflias,  det 
Estado  7  de  la  sociedad  misma,  dijeron  en  el  artfoulo  8(h  tEl  ma>* 
Mmotto  contraído  en  el  estmnjero,  siendo  los  dos  contrayentes  4^ 
iBo  de  «Has  espaad,  se  regirá  por  las  leyes  de  España,  en' cnanto  ü ' 
b<»pacidad  é  impedimeatos  <tírimentes  del  español:  salvo  qietf 
na  se  bobieaB  eeiehrado  en  presenda  del  párroco  y  dos  testigos,  f 
los  contrayentes  vhiieren  al  reteo,  lo  ratifiquen  álos  dos  meses  de  M 
venida,  debiaido  estenderse  lacorrespontienM  partidn  en  d  libro  da 
matrimonios.» 

T  en  verdad  que  tí  sbMMecer  eéCos  prindpios  no  rmnpian  los 
autores  dd  proyecto  la  historia  de  nuestro  derecho;  Iqos  de  eso,  n^ 
bji(ían  en  te  primera  p^te  del  artículo  mas  que  aplicar  al  caso  del 
matrimonio  lo  que  para  todos  los  actos  de  la  vida  civil  habian  orde- 
aado  en  general,  como  hemos  visto,  las  leyes  de  Partida.  No  eran 
dtttamente  innovadores  atrevidos,  sino  escrupulosos  conservadores* 

Descúbrese  estopat^itemente  di  einanniur  d  oomentafio  dd  se* 
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Sor.  Q^rií^ü^  Geyena,  referente  áeste  «rtioulo»  en  donde,  lejos  de^ 
dar  rs^pifes  para  cambiar  el  derecho  aatíguo,  todo  lo  que  dice  es  lo* 
mismo  que  nosotros  venimos  sosteniendo  con.  arreglo  al  derecho  ac* 
tnal,^  ^b|er;  que  la  faz  de  U  Iglesia  no  es  en  rigor  mas  qne  una 
solemnidad  del  aoto;  que  el  párroco  no  es  mas  que  un  testigo  califi* 
cado  (1);  y  que  las  formas  y  soiemnidades  de  los  actos  se  rigen  por 
las  ley  es.  del  país  en  que  tuvieron  lugar. 

No  necesitamos  encarecer  la  gran  autoridad  dd  distinguido  ju- 
¥Íscoiii9iiUo  que  acabamos  de  citar.  De  él  dijo  al  GobierAo  el  digno 
pjDeBideQte.de/la,  comisión  del  Código  civil,  qne  su  interpreCacion  y 
reaofaicioies  podían  considerarse  como  auténticas,  por  haberse  hecho 
previa  discusión  y  xx)n  aprobadon  de  la  sección* 

'.  Tao^ien  merece  elogio  la  escrupulosa  diligencia  que,  en  el  arj 
tículo  que  hemos  trascrito,  puso  la  comisión  en  separar  lo  que  per- 
tenecia  al  estatuto  personal  de  lo  que  correspondia  al  estatuto  for- 
mal. En  todo  lo  que  del  primero  es  propio,  sujeta  al  español  á  la 
ley  de  su  país.  En  lo  que  es  propio  del  segundo  á  la  del  país  en 
^pe  se  eelebca  el  matrimoiüo;  dando  este  nuevo  tributp  ala  san- 
tidad de  los  principios,  á  la  conciencia  pública,  al  hiende  la  £amilíí^^ 
á«Ift.pecesidad  social.  S^gun  esto,  si  un  Esp^ol  contrae  matrimonio. 
eaFcaMia^  por  ejemplo,  con  una  prima  suya  sin  dispensa,  aunque 
el'  matrimonio  en  iguales  circunstancias  seria  válido  y  .subsistente 
entre  fjranoeses,  porque  el  parentesco  mas  allá  del  grado  tercero  no» 
es  allí  obstáculo  paiB  la  cel^HraoiQn.  del  contrato  (2),  sin  embargo,, 
siendo,  ^mo  h^nos  dicho,  uno  de  los  contrayentes  espanel  no  seria^ 
iQlJidQ,  porque  en  España  el  impedimento  llega  hasta  el  octav»  gra- 
do, y  el  que  se  casa  prescindiendo  de  esta  disposición  infringe,  en 
cualquiera:  punto  en  ^ue  se  encuentra,  una  ley  que  se  refiere  á  su 
estatutOi  personal,  es  decir,  en  el  caso  presente  á  su  capacidad.  £m* 
pero  si  el  matrimonio  se  ha  de  celebrar  ante  laiglesia  ó  ante  la  au- 
toridad civil»  á  la  ley  del  país  en  que  el  acto  tiene  lugar  es  á  la  que 
toca  decirlo. 

Ha  venido  á  sancionas  también  estos  pmcipios  fudamentales 
de  derecho  una  disposición  moderna:  el  Real  decreto  de  17  de  octu-^ 


(1)    Las  ratones  en  oue  nos  jundamos  para  sostener  estas  proposicionea 
las  espondremos  con  toda  ostensión  en  el  siguiente  articulo,  cuando  trate* 
mo»  la  Jeúe^tién  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  canónico. 
.  (2) :  iáit9.  m  iMl  dalCMigo  dvU  firanoés^ 
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bre  de  i8Si.  Este  decreto  declara  que  son  yálídosí  y  causaii  aíite  los 
iríbanales  españoles  los  efectos  que  proceden  en  justicia,  todos  los 
contratos  7  dtemás  actos  públicos  notariados  en  Francia  ó  en  otro 
cualquiera  país  estranjero,  siempre  que  concurran  en  ellos  la  cír- 
canstanda  de  que  el  asunto  materia  del  acto  ó  contrato  sea  lícito  y 
permitido  por  las  leyes  de  España,  que  los  otorgantes  tengan  apti- 
tud ó  capacidad  legal  para  obligarse  con  arreglo  á  la  ley  de  su  país, 
que  en  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  formas  eslabtecidas 
en  el  país  donde  se  hayan  verificado  los  actos  ó  éontratos,  y  qué  eñ  el 
del  otorgamiento  se  conceda  igual  eficacia  y  validez  á  los  actos  cele- 
brados en  territorios  de  los  dominios  españoles. 

Esta  sanción  moderna  de  los  principios  que  sostenemos,  esta  con- 
sagración nueva  de  las  disposiciones  emitidas  en  las  leyes  de  Parti- 
da, este  reciente  tributo  rendido  en  España  á  la  causa  de  la  civiliza- 
ción del  género  humano,  hace  insostenible,  al  menos  en  nuestro  con- 
cepto, la  opimon  que,  á  primera  vista  y  sin  profundizar  la  materia, 
pudiera  alguno  sustentar  contraria  á  la  legitimidad  en  España  del 
matrimonio  dvil  contraido  en  Francia  por  dos  españoles  qué  teoian 
alif  sn  residencia.  T  debe  tomarse  en  cuenta  que  las  disposicio- 
nes que  constituyen  el  mencionado  Real  decreto  fueron  adoptadas 
despees  de  una  detenida  deliberación,  en  la  cual  sé  oyeron  á  los  mas 
autorizados  cuerpos  del  Estado,  entre  ellos,  al  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  y  al  Consejo  Real.  De  modo,  que  los  principios  en  él  consig- 
nados no  solo  tienen  la  autoridad  legal  que  les  corresponde  como  par- 
te de  nuestro  derecho  escrito,  sino  que  llevan  en  si  la  gran  autoridad 
tíentffica  y  moral  de  que  disfrutan  los  individuos  que  componen 
aquellas  attisimas  corporaciones. 


Acabamos  de  ver  que  nuestro  antiguo  y  novísimo  derecho  dá 
torza  legal  en  España  al  matrimonio  contraido  por  los  españoles  en 
el  estranjero,  siempre  que  teniendo  capacidad  para  hacerlo  según 
la  ley  de  su  origen,  se  atienen  en  su  celebración  á  la  del  país  de  su 
residencia. 

T  para  terminar  nuestra  tarea  cúmplenos  ahora  hacer  ver  que, 
aon  cuando  no  hubiera  declarado  espresamente  la  validez  de  esta 
dase  de  matrimonio,  tendríamos  sin  embargo  que  convenir  en  ella 
y  feconocer  sos  efectos  legales. 


Digitized  by 


Google 


84  UTUTA  U  LB«$UC|0|f. 

Qay  principios  tan  cardinales,  tan  nuUipentarío^  4e  defechD 
que  las  leyes  no  pneden  desconocer;  antes  siempre  en  ellas  ae  pre«- 
suponen»  Negar  esta  verdad,  seria  arrancar  del  derecho  la  mo* 
ndidad. 

Por  el  contrario,  hay  doctrinas  tan  funestas  y  tan  absurdas,  que 
no  es  necesario  que  la  ley  las  rechace  con  claros  térininos  para  con* 
denarlas.  Negar  esta  verdad,  seria  convenir  en  que  el  objeto  del  de* 
recho  podria  ser  en  algún  caso  degradar  al  hombre,  destruir  la  fo- 
milia  y  perturbar  el  Estado. 

Entre  estos  principios,  que  es  necesario  siempre  aofUar ,  ninguno 
quizá  es  mas  interesante ,  mas  fundamental,  mas  universal ,  que 
.  aquel  que  proclama  que  el  estado  civil  de  las  personas  es  indivisible. 
Su  olvido  implica  los  mas  grandes  errores,  las  mas  trastornadoras 
consecuencias.  El  que  es  padre  de  fáoiUia,  en  Francia,  el  que  es 
hijo  legítimo  en  Italia,  el  que  es  soltero  en  Bélgica,  el  que  es  casa* 
do  en  Inglaterra,  como  padre  de  familias  debe  ser  considerado,  6 
como  hijo  legítimo,  ó  como  soltero,  ó  como  casado  en  España  y  eft 
todo  el  mundo.  Esta  es  una  doctrina  general,  dedereobo  natural,  de 
sentido  común.  La  existencia  de  un  individuo  que  sea  á  la  vez  can- 
sado y  soltero,  legítimo  ¿  ilegítimo,  mayor  y  menor  de  edad>  es  un 
absurdo  incalificable,  un  imposible  moral,  una  idea  que  persigue  j 
no  alcanza  á  comprender  la  mas  perspicaz  inteligencia. 

Ahora  bien,  sostener  que  nuestro  di^echo  niega  fuerza  legal  4 
todo  matrimonio  celebrado  en  el  estranjero,  que  no  sea  oontraido 
ante  el  párroco  y  testigos  en  la  forma  establecida  en  el  Gooisílio  de 
Trente,  es  injuriar  á  nuestro  país,,  suponiendo  que  nuestras  l^es  san* 
cieñan  el  conjunto  de  despropósitos  jurídicos  que  acabamos  de  cen- 
surar. 

T  no  se  crean  exajeradas  nuestras  palabras,  porque,  sin  remon- 
tamos á  teorías,  concretándonos  solo  al  terreno  de  la  práctica,  te- 
nemos en  nuestra  mana  el  hacer  ver  á  los  que  tal  pensái:an,  que 
desde  el  momento  en  que  semejante  idea  prevalezca,  la  familia  se 
djestruye,  la  poligamia  empieza,  }a  moralidad  concluye  y  el  £stado^ 
se  aniquila. 

En  efecto:  hemos  visto  que,  según  el  Código  francés,  el  matrimo- 
nio civil  contraido  por  dos  españoles  en  Francia  es  allí  válido  y  le- 
gítimo: legítima  llama  la. ley  francesa  á  la  esposa,  y  legítimos  á  los 
hijos.  Ahora  bien,  ¿el  derecho  español  rechaza  .este  matrimonio? 
Pues  entonces  aquellos  contrayentes  pueden  venir  á  IJspaSa  y  ca- 
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MnenitqiikBMBielorlesplazoa,  según  la  forma  de  la  ley  espsSo" 
h.J,á  semejante  doctrina  no  fuera  condenada  por  todos  los  pneUof 
mÜK,  sooesivaBeiile  recorriendo  países  la  mujer  podria  tener  tan- 
ta ■niéos  bgftkMs,  y  ei  marido  tantas  mujeres  legitimas,  y  los  dos 
tufas  ciases  de  liijoB  legítimos  ó  ilegítimos  otumtas  f oeraa  las  na* 
cíoDesqae  nsüasea»  toda  res  que  en  todas  poériaa  casarsesegun  te 
foma  de  809  leyes,  p«es  no  reconoeerian  eslasila  eficacia  de  los  an- 
teriores enlaces,  en  la  hqiótesis  que  dejaÉM»  establecida* 

A  tales  absurdos  conduce  derechamente  el  no  reconocer  que  lo 
que  es  legftimo  en  el  país  en  que  sucede  es  legitiuNí  en  todas  partes* 
A  tan  trastomadores  y  disolventes  resultados  Uera  el  negar  la  indi- 
visibilidad del  estado  civil  de  las  personas.  Tanta  inmoralidad  y 
vergOenaa  podria  caer  sobre  nuestro  derecho  si  rechaoára,  tratan* 
dose  déla  fonna  de  la  celebración  del  matrimonio,  el  principio  adop* 
tado  por  toda  Europa:  locus  regü  actum. 

Afortunadamente  dqamos  demostrado  que  tanto  las  leyes  de 
Parúda,  como nieslro  dere^o  moderas  estaUecen  lo  contrario.  El 
Aírica  no  comienza  en  los  Pirineos. 

Ali|Hi4ro  <ir«íziri 
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iQue valor  y  fé  deben  tener  en  E^ftma  los  instrumentos  otorga- 
dos por  súbdUoi  estranjeros  ante  los  cónsules  españoles  ? 

Está  generalmente  admitida  como  regla  dé  derecho  internacioaal 
que  los  cónsules  y  demás  ajenies  comerciales  tienen  fé  pública  para 
autorizar  contratos,  testamentos  y  toda  ciasedeinsirunientes  públi- 
oos  que  hayan  de  produck  efecto  en  la  nación  á  que  aquellos  perte-' 
neoen;  pero  algunos  limitan  esta  facultad  á  los  actos  otorgados  por 
subditos  de  la  misma  nación,  y  en  este  sentido  parece  hallarse  re- 
dactado el  art.  S.""  de  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  i827,  según  el 
cual  qúngan  cóasul  jü  vicercónsul  estraiyero  será,  interrumpido  por 
las  aatoridades  locales  en  recibir  y  legaliza^  protestas  de  averías^ 
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m  ea  otras  fElnciones  estrajudiciales  aaejas  asa  empleo  qae  desem* 
ftSeaeon  subditos  de  m  nadan.*  >   ^  .; 

Por  el  principio  de  reciprocidad  á  esto  beberían  limitarse  tam- 
bién los  cónsules  espwoles  en  el^ti'aiijero,  re^^peoto  del  ponto  de: 
^e  tratamos.  iSin  embargo ,  en  el  art.  22  del  Real  deereto  de  29^  de 
setiembre  d&  1848,  se  dispuso  lo  siguientec  «Los  cancilleres  de  los 
consulados,  mientras  lo  son ^  se  repntan  notarios  con  fé  pública  en 
lo  judicial  y  escriturario  dentro  del  distrito  de  aquellos.  Los  dooumen^ 
tos  que  autorizaren  harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  ^1  en  la  demarca- 
ción del  consulado,  y  legalizados  por  el  cónsul ,  en  todo  d  reino.» 

No  obstante  lo  genérico  de  esta  disposición  que  se  refiere  á  toda 
clase  de  documentos,  sin  distinguir  si  han  sido  otorgados  |»or  natu- 
rales ó  estranjeros,  algunos  letrados  han  creido  que  debía  entender'* 
se  con  la  limitación  antes  indicada  de  que  los  documentos  sean  otor* 
gados  por  subditos  españoles.  Esto  ha  dado  lugar  á  varias  reclama- 
ciones, siendo  una  de  ellas  la  que  en  1887  elevó  al  Ministerio  de  Es- 
tado el  Cónsul  de  España  en  Iktrdeos  por  haberse  negado  los  Abo-» 
gados  de  Zaragoza  á  bastantear  un  poder  que  ante  él  había  otofga<^ 
do  un  subdito  francés.  Con  el  fin  de  adoptar  una  disposición  general 
relativa  á  este  asunto,  se  pidió  informe  al  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia; y  pasado  el  espediente  al  Ministerio  fiscal ,  éste ,  con  fecha  4 
de  diciembre  de  dicho  ano  de  1857,  emitió  el  siguiente  dictamen, 
para  cuya  publicación  estamos  autorizados. 

«El  Fiscal  áiott  Que  con  Real  orden  de  9  del  mes  próximo  pasa- 
do, se  remitió  á  consulta  de  este  Tribunal  la  comunicación  que  el 
Ministerio  de  Estado  dirigió  al  de  Gracia  y  Justicia  con  fecha  de 
29  del  mes  anterior,  encareciendo  la  necesidad  de  que  se  adopte 
una  disposición  general  relativa  á  la  fé  que  deban  merecer  los  ins- 
trumentos otorgados  por  subditos  estranjeros  ante  los  cónsules 
españoles. 

Motivó  dicha  comunicación  laque,  en  17  del  mes  últimamente  ci- 
tado, elevó  el  cónsul  de  S.  M.  en  Burdeos  al  Mínisteriode  Estado;,  en 
que  manifestaba  que  cuando  se  hizo  cargo  delconsulado  tuvo  ocasión 
de  enterarse  de  que  por  práctica  de  antiguo  observada,  los  vecinos  de 
Burdeos  y  de  su  distrito  otorgaban  poderes  ante  los  cónsules  españo- 
les, para  que  produjeran  su  efecto  en  nuestros  tribunales,  tanto  de  la 
Península  como  de  ultramar.  Que  siguiendo  esta  jurisprudencia  cen- 
tra la  cual  nunca  ni  en  ningún  caso  se  ofreciera  la  menor  dificottad 
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«aUráó  escritura»  4e  Ja*  «pieiaji  ^lase  ¡Mm  ser  presentadas  en 
Ealenda,  Bt^MMvl^attpiooBv  Talofla;  Batoaa,  Sanihgo  de  €«ba  y 
Guáyame,  y  que  en  marzo  y  julio  últimea  Mr/ MíD' Bautista  Doma^ 
dieu  de  aqtel  ooaercie^  otorgó  ptdete»  ante*  el  mismo  con  objeto  de 
promover  derlas  roo^uiiadoÉeaánle  laa  jo^gadosl  de  Bilbao,  Pam- 
plona y  Zanaetrnij  lo»oaakB,>  amqui^'adttítidosieii  los  dos  primeros 
puntos,  Bo  fueron  aotiptados|K)rJol^abo9ado9  deioiltimo,  qitieBes  se 
negaron  á  basianlearks pol ser  eMraajereel  interesado. 

Considera  dicho  cónsul  errónea  semejante  ^doctrina,  puesto  c[ue 
se  halla  en  oontradioeion  abierta  coa  la  práotiea  observada  en  los 
tribonalee  de  Espefia  y  Ultmariar  de¿^  lieae  conocimiento,  á  te- 
Hor  de  loa  antecedenlea  índioadoa,  y  leclamaqne  se  d^  la  oportuna 
disposición  pva  eñtar  d^saenerdas  ito  ert»  espade,  si  ae  juzgase 
conrmente;.  llamando  á  la  vez  la  atamiott  de  ía  superioridad  hacia 
otro  eonospto,  erróneo  afañniaiio,  qát  lientan  los  abogados  de  Za-^ 
ragoza,  r^ucido  i  que  ios  cónsules  españafeSíSampeoo  pueden  auto- 
rizar poderes  otorgados  por> subditos  de  mestra  nación  cuando  los 
notarios  ó  escríbanos  del  país  eb  qbe  residen  eatieiiden  noestro- 
idionuL  • .  !>  . 

El  MinisCerio  de  Eatado.al  acompa&ac  esta  e^naieiqn,  no  sola- 
mente significa  sa  confetmidad  con  lo  manifestado  en  eUa,  sine  que 
la  apoya,  añadiendo  que  en  su  conoripto  sa.inoorriria  en  la  eontradic* 
don  mas  manifiesta,  si  se  aceptase' )a  ÜÓjpáhliQaíde  los  ctasules  para 
legalizar  1m  doeumentos  otot gados  én  el  |)aí8de  sn  vesidencia,  y  se 
les  negase  paraa«t<Nriaarloa  par  sí  mismo. 

Estos  precedentes  fijan  con  toda  hicidez  los  términos  de  la  cues- 
tión que  determina  la  consulta,  y  una  vez  conocidos,  bastará  en 
sentir  del  Fiscal,^  una  brete  resena  de  Ibs  d^osieiones  legales  refe<^ 
rentes  i  la  materia  para  concluid  xon  aendllas  dedtiedones  ¿  que  el 
dictamen  de  los  abogados  de  Zaragoaa,  qie  con  sobrada  razón  com- 
bate el  cónsul  de  Burdeos,  está  debtitaido.detodo  fundamento,  así 
endórdenlegalcomoeneld&la'conveníeneia  póbiioa. 

En  1836  algunos  abogado»  de  Barcelona  devolvieron  á  varios 
particulares  de  Marsella  poderes  otorgados  ante  la  cancillería  dd 
consulado  español  de  dicha  última  dudad,  bajo^  el  concepto  de  que 
no  hadan  fé  en  nuestros  tr ibunat^s*  Dada  dn  duda  la  oportuna 
<pieja,  se  comunicó  al  Regente  tkaqadla  Audiencia  una  Real  or- 
den, sttfedia  de  39  de  dideabre  dd  mismo  aio,  en  que  se  pres^ 
^y^ió  que  en  Catduii^  tesen  aoepcados  eon  arreglo  á  las  dtsposi- 
lonoxvi.  8 
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dones  YjgeBtM,  ke  |iodei66  y  dmás  ÚBtraimitoB  públicos  ^fw 
seolorgaaeatnIeloscéiisaleBdelaBacíoaeÉot  estnajeco,  oortii- 
doM  perjuoios  á  loo-iatnrosadoo. 

Tambioa  <lebe  diarae  coa  el  ttísmo  propósito  qoe  la  Real  orden 
anterior,  la  de  la  Regeneia  del  reÍAO  die9  de  joniode  1842,  por  la 
que  se  manda  i  loa  IriboBales  qoe  ao  admitan  dootuaentos  proce- 
dentes del  estranjero,  que  so  estén  antorisados  6  legalisados  por 
los  cónsules  ó  ajentes  consolares  de  Sili»,  acreditados  en  el  país  de 
que  aqaeilos  proeedierea. 

Tampoco  debe  olvidarse  en  la  presente  inTestigadon  una  de  las 
disposicioiies  que  contiene  elAeal  decreto  de  S9de  setiembre  de 
1848  dado,  según  se  lee  en  «n  preámbulo^  con  el  objeto  de  adoptar 
las  meadas  necesarias  reteenies  al  érden  Judicial  de  los  consulados 
de  España  en  los  países  estraqevos,  y  *eQ  especial  en  los  puntos  de 
Lerante  y  oostas  de  Berborüu  fin  sucriícalo  S3  se  dá  á  los  canci- 
lleres de  los  consulados  la  fé  púbKca,  así  para  to  judicial  ootto  pa- 
ñi lo  esaíturario,  tenioido  taüdez  tes  doenmeatos  que  autorisan 
en  todo  el  reino,  cifuepea  legalixados  por  los  cóisules  respectivos. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  art.  282  determina  de 
otra  parte,  que  ^^instrumentos  otorgados  «n  el  estranjero  tendrán 
validez. ante  nuestros  tribonale»  cuando  reúnan  los  requistos  pre^ 
venidos  en  el  pais  de  que  proceden,  ó  los  que  requiéranlas  leye» 
españolas  para  su  auieatiddad;  precepto  que,  lejos  de  oponerse  ár 
la^  práctica  reeoDdada  y-á  las  fieales  órdenes  anteriores,  las  com- 
prende sin  la  menor  duda  en  su^inlimo  pensanúento^ 

Por  dltmio,  ka  Reales  decretos  de  17  de  oct)riMre  de  1881  y  de 
17  de  noviembre  de  1852  que  puntualiían  los  indicados  requisitos, 
no  hacen  mérito  especiad  de  la  calidad  de  lasperaooas  autorizantes, 
de  modo  que  así  pueden  referirse  á  loa  notarios  ó  tmidonaríos  que 
tienen  fé  pública -en  el  estranjero  como  á.  nuestros  cénsales. 

De  esta  tan  breve  como  sucinta  reseia  se  desprende  un  princi- 
pio, que  nunca  debe  perderse  en  las  cuestiones  de  derecho  interna^ 
donal  privado  que  se  rosan  concias  facultades  de  nuestros  ajentes 
consolares  en  el  estranjero.  Este  principio  es,  que  los  cónsules,  vi-* 
oe*cónsules  espaioks.,  y  hasta  los  candHeres  en  su  caso,  son  conM- 
dorados  como  notarios  púUioos,  y  que  en  consecuencia  los  actoa 
que  ante  ellos  pasan  Biordistinc^on^^e  perstmas  respeoto^de  tosotor*^ 
gantes,  deben  aer  aceptadasi  por  aaestaeslnbunates,  cotto  por  lo  ge* 
neraljq  han  sido  siottpr^»  segn  «un.  sohcada  razón  lo  aduce  el 
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T  á  este  principio  acompaSa  ana  conaideracios,  ^  no  es  de 
pm  pao,  peto  reiamiteá  ks  casas  eoamlaras,  lasowrie^porel 
hed»  do  tener  en  ellas  se»  laoradas  y  OleíBas  los  representante» 
de meslniíadon  en  el estranjero se  reputan  oomo  parte  de  ella, 
espedabnente  respecto  de  k»  actos  qne  en  las  mismas  tienen  lugar. 

Sí  fnera  necesario  adocír  ejemplos  de  las  aserciones  del  consol 
deBordeos,  qne  deben  mirarse  como  nna  dedacdon  legítima  déla 
legia  qne  acaba  de  nsenCarse  ^  nnobes  en  verdad  se  pudieran  citar; 
pues  es  cosa  sabida,  que ,  tanto  ahora  como  antes,  se  han  admitida 
gestiones  en  tos  tribuñaies  en  virtud  de  representación  fundada  en 
escritaras  de  poder,  autorizadas  en  el  estrmi|em  por  funcionarios  de 
aquefla  dase;  7  sí  b  legislación  moderna  no  rechaza  dicha  autori  - 
xacíon,  antes  bien  tiende  con  continuos  esAierzos  á  dilatar  su  e^ 
iéra;  si  procura  constantemente  estrechar  las  relaciones  de  familia 
entre  las  nadónos  civilizadas  é  indepeBdientes;  si  ari  conviene  al 
interés  de  todos  los  países  y  decada  uno  de  eHos,  ¡neouTeniente 
fuera,  y  aun  ilegal  sí  cabe,  retirar  i  nuestros  cónsules  una  facultad 
lecooodda  por  inconcusa  práctica  y  fundada  en  declaraciones  ter- 
minantes. 

Es,  sin  embargo,  muy  <Bgno  de  observarse  al  tratar  de  esta 
cuestión,  que  entre  EspaSa  y  algunas  naciones  estas  reglas  mterna*- 
dónales  se  han  llevado  á  la  perfección  por  medio  de  tratados  con^ 
suhres;  mas  i  pesar  de  esto^  no  ponfBO  asf  se  haya  estipulado  par^ 
dalmente,  se  deduce  que  la  regla  general  qne  emana  de  aquel  prin- 
ripio  haya  caducado,  puesto  que  en  todos  icasos  es  indudable  la 
validez  de  bs  instrumentos  otorgados  ante  los  ctasules  españoles  en 
el  estranj^o,  sin  consideración  alguna  A  las  fisuliades  que  adornan 
á  los  cónsdes  estranjeros  en  nuestro  pais» 

Dicha  regla  general  viene  observándose  en  EspaSa  sin  depender 
de  los  convenios  consulares,  toda  vez  que  es  anterior  ¿  estos,  y 
no  nadó  de  sus  estipulndones.  Estos  convenios  la  perfeccionan ,  la 
ratífiean  y  estienden  sus  beuefidos  á  las  naoíones  qu^  los  celebran; 
pero  no  ej^een  kifluenoia  alguna  respecto  i  aquellos  países  que 
todavía  no  loe  han  asustad»  oü  Sspcffiíi:  y  en  tantoes  asi,  en 
cnanto  las  reglas  y  preceptos  que  comprentei  el  derecho  de  gen* 
les ,  poeslo  que  se  dirigen  4  la*  prosperidad  y  bienestar  del  mondo 
dvliaado,  ton  de  temaUe  imerpietnoD;  4e  ánodo  que  la  con^ 
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<iuistaxnie  luceb<Hk  na  panto ,  m»y  prtsto  se  comuniiá  i^otroe  y  <80 
generaliza;  las  ventajas  qne  consiguen  dos  naciones,  pronto.laa  rer 
claman  la»  éemás.    ....  .  ^ 

%t7e  otros  coaveiüos!  de  que  tiene  conocúniento  d  Fiscal,  citará 
á  propósito  fl^ajodtado  .«Atre  JCspaSa  y  Gerdeia  on  3  de  abril  del 
aSo  último „ep  elfcoal  y  en  su  art.  Q.""  3e  dispone  que  los  cóosides 
generales t  cóá9ules.,¡  vioerroóosule»  de  ambas  naciones  tienen  el.de- 
recbo  de  recibir  fia  sos  cwciUeria^r  en  el  domidlio  de.  las  pactes  y 
Á  bordo  desloa  buques  de  su^fAís  Jas  dedariicMNies  que  los  capitanee 
4ripul2^ates«  pasajqriOBrACfi^ciM^.y'CW^ 
quieraAbapor^  incluís  los  «teatameatos  y  últimas  voluntades  y  to- 
dos los  demás  actos  notariados,  sin.  esceptuar  los  que  llev^  por 
objeto  e9tabtecer  bipot^^as :  qpie  tambie^  tienen  el  derecbo  de  re- 
cibir en  sus  cancUieriHs  todos  lo^, actos  oonvonpionados  entre  uno  ó 
mas  de  sus  con^palriottas  y.otr^  pmonas  del^país  en  que  residen; 
asi  como  todos  los acto^conyencionados, relativos esclusivamente  á 
los  ciudadanos  del  país  de.  su  xesid^ncia,  con  tal  que  se  refieran  á 
bienes  situados  ó  i  n^gpciqs  qpe  debau  trs^tarse  en  el  territorio  de 
ia  nación  á  que. pertenezca  el  c(]|nsal  ó  ajonte^  ante  el  cual  se  ce- ' 
lebren. 

A  este  grado  de  perfección  deberá  llegarse  antes  de  mucbo  tiem- 
po, respecto  de  otras  nadone&Qcm  las  oualea  se  están  fijando  laa  ba- 
ses para  iguales  iratados,  cuyoefecto  será  que  se  bagan  ostensivas 
á  los  ajantes  codsularea  dejos .  respectivos  pelses  la^  facultades  y 
preeminencias  de  que  esUm  revesüdoa  (os, nuestros,  por  virtud  de  la 
jurisprudencia  y  diapoaicioiies  al  principio  indicadas. 

£n  todo  caso  no  puede  suscitarse  par^  nosotros  dificultad  de 
ningún  género,  porque,  se  trata  del  efecto  que  deben  producir  en 
Espaaa  tales  documenlos,  acerca  de  lo  cual,  si  rigurosamente  se  con- 
sidera, ninguna  combinación  conxeglas  y  leyes  estrenas  se  necesi- 
ta, mucbo  mas  cuando  el  principio  absoluto  de  reciprocidad  que  es- 
tablecían los  decretos  de  17  de  octubre  de  1881  y  de  17  de  noviem- 
bre de  18S2,  no  lo  reproduce  espUcítamente  la  ley  vigente  ide  En- 
juiciamiento, que  previene  tan  solo,  cono  queda  diobo,  que  los  ins- 
trumentos procedentes  de  pafees  estranjeros  tengan  las  formas  en, 
ellos  establecidas  y  los  requisitos  qne  paca  m  autenticidad  requie- 
ran las  leyes  españolea. 

£1  Fiscal  cree  suficiente  Iq  espuesto  para  conchdr  que,  si  les 
instrumentos  á  que  se  lefieie  ^consulta  pendiente,  prpoedende 
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ügask  pife  ocm  el  eaal  se  hayan  celebrado  conyenios  consulares  ú 
otros  de  sa  espetif  ^¿^r|n1i^i;ll|«M^{fBf[a^  |^1|  lo  convenido 
ea  estos:  en  tales  casos  ádi^erk  estarse  á  lo  esüpulado  en  los  trata- 
dos. Qoe  los  procedentes  de  los  demás  países  por  el  hecho  de  ser 
antmzados  ó  legaUzadi»  por  nofs^.  csfingides,  también  han  de  ser 
admitidos  como  válidos,  en  virtud  del  principio,  práctica  y  disposi* 
ckmes  de  que  se  ha  hecho  méptoj  ,fj^  convendrá  hacerlo  enten* 
der  así  á  quien  corresponda,  para  evitar  quejas  de  los  ajentes  con- 
sulares 7  peqoieios  á  los  interesados.  . 

Eb  ^ie  concepto,  entiende  el  que  susoribe  podrá  evacuarse  el 
infinrme  redamado  por  la  Real  orden  citada  steteriomente,  ó  de 
aquel  otro  modo  que  al  Tribunal  pareciere  mejor.  > 

Si  no  estamos  mal  informados,  el  Tributial  STúprémo  de  Justicia 
evacuó  stf  informe  en  los  téríninos  proptfeátós  por  él  Ministerio  fis- 
cal. No  tenemos  noticia  de  que  el  Gobierno  haya  publicado  resohi- 
don  alguna  sobre  este  asunto  ;'perclén  vista  de  las  razones  y  funda- 
mentos legales  en  que  se  apoya  el  Itíniinoso  dictámení fiscal,  que  pre- 
cede, y  déla  autoridad  que  le  dá  la  conformidad  del  Tribunal ,  es 
de  e^rar  que,  luego  que  sea  conocido,  se  fije  la  jurisprudencia  en 
ú  ffíDÁáo  que  en  el  núsmo  se  espresa.  '  , 

i«s  Díreietores  4e  la  BeTisU* 
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lEn  los  juicios  ^eeuHvos,  vi$ne  cbHfado  él  reo  efeoatédo  á  \ 
merar  ksheckosy  fwiáwmnUmdáéeriBoho  m  dc&crito  m  que  de- 
gue  sus  e$c€pci0nest 

Comenzamos  por  indicar  que  abrigamos  la  convicción  de  qae 
la  Ley  ^e  Enjuiciamiento  oiyi^  no  iD|ipone  semejante  obligación^  Se 
ofrece,  sin  anbargo,  estaxuestion  en  un  caso  práctico;  y  nos  parece 
conveniente  ocuparnos  en  el  análisis  de  los  preceptos  de  dicha  ^y 
relativos  á  este  particular,  como  medio  dé  Qjar  nuestras  ideas,  tra- 
tándose, como  se  trata^  de  un  punto  de  procedimiento  q^e  desde 
luego  reconocemos  puede  sustentarse  con  copia  de  razonas  por 
uno  y  otro  lado.  , 

Preciso  nos  es  reconocer  ante  todo  que,  en  general»  la  L^.de 
enjuiciar  que  nos  rige  ha  dado  un  paso  muy  avanzado  eH  pro  de  la 
lealtad  y  franqueza  en  los  debates  del  foro,  cuando  ha  establecido 
al  tratar  de  Ia$  demandas  ondiharras,  la  indecUnable  obligación  de 
numerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  vienen  á  formar 
la  base  de  las  acciones.  Con  semejante  precepto  se  evitan  las  diva- 
gaciones, se  metodizad  juicio,  se  auxilia  grandemente  al  juzgador» 
y  se  cierra  por  otra  parte  le  puerta  á  toda  táctica  insidiosa. 

Y  esta  es  la  razón  en  que  muy  bien  puede  apoyarse  la  opinión 
que  se  pronuncia  por  la  ^ligaríftn  f  n  qilP  el  reo  ejecutado  está  de 
enumerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  en  su  escrito  de 
escepciones,  auxiliada  de  otro  lado  por  el  silencio  de  la  ley  sobre 
este  punto. 

Reconocemos  verdaderamente  que  todo  esto  tiene  mucha  fuerza; 
pero  nos  parece  que  la  tienen  mucho  mayor  las  razones  que  de 
contrarío  pueden  alegarse  en  apoyo  de  la  opinión  que  arriba  deja- 
mos indicada.  Directamente  contribuye  á  nuestro  intento  no  perder 
de  vista  la  índole  y  naturaleza  del  juicio  ejecutivo.  En  él,  con  efec- 
to, no  se  trata  de  hacer  declaración  alguna,  sino  de  asegurar  la  ia- 
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ide  fefMTftMÜtene  por  9tMimUm&Bát  Husa^ 
úáo  y  deditAducB  Tkiad  de  iiiMt»«8Ciiitura  pAbKca  ó  de  ana  confe^' 
moa  '¡müáák  J  de  iqot.  Jas  vanantes  del  BMde  de  aefimr  en  esta 
clase  de  juicios,  relatiyamente  al  jiáob  civil  ordínarío,  y  la  neoe^ 
aidad  de estat  ila leltnt  de^kiiey  encnuHe coteferne á  ias  fennas 
dd  proeedíBienlo. 

Unadeaaaa  Tañantes  en  ^edriMMS  jarnos  preclsanenle, 
|Nin|ie  ea  de^deade  tonüoios  el  fandamenla  para  asentar  qee  et  reo 
ejecntado  no  viene  <d)ligndoála  aunaraeion  en  nn  escrito  de  es« 
cepcíonea,  es  la  que  niíta>  lespedo  i  la  fonna  de  demandar  y  con- 
tolar.  En  el  tftnlo  del  jnício  ardinarío  se  leen  des  srtioalos  espre* 
sos,  son  los  3S4  y  Í53,  qne  previenen  de  nna  manera  terminante 
^oe  la  demanda  yoantestacion  íespeetivamente  se  fonnnlen  espo^ 
nienAa  snrintatntey  nmner«a<¿  laskediosy  ftandamentos  de 
dofeeho. 

¿Es  aeasa  lo  ansaMi  lo  ipa  en  las  ejeeadones  tiene  díspneste  hr 
Ley  da  eniniciar?  Bsjo  ningín  cancepto.  Etiste  si  nn  artíenio, 
el94S,qne  prescribe  qne  la  demanda  ejeentivase  fórmale  en  l09 
ttaninoB  prevenidas  para  la  aidínaria;  pera  cuando  se  dispone 
aserca  de  la  opasicion  yabgato  del  Rutada,  la  ley  guarda  un 
profiondo  silencio^  qnemUen  antOB  hemos  reeenocido  que  puede 
favorecer  i  una  con  la  raaon  general  de  tai  ley,  la  opinien  que  ha 
Uevado  ilaviesoitaeien  práoticadel  casoy  en  contrario  á  ia  spiaion 
que  aostenernoa»  bvarece  mncbamu  &  faireaoluoion  negativa  de In 
pfegunmsobie  la  qae  nos  hallamos •escrihíendo.  Ello  es  cierto  que 
b  ley  faé  cn^esltemo  eqiUoita  al  cñEtcmucribir  las  formas  de  la  de* 
manda  y  de  la  oonteataden  nn  ka  juieiaB  oféínarios:  también  es 
verdad,  qne  igoal  soUcilnd  de  espresion  se  liaHa  al  ocuparse  de 
las  demandas  en  las  ejecudones :  luego  ea  charo,  á  nuestro  en- 
tender y  oaaw  csoiecnflndaindqcltnahle^. semejantes-  espresas 
pfesecq)cíoofis,  que  cuando  ha  callado  al  haUar  de  hi  contesta* 
cían  en  esta  claae  de  procedkaíeoto,  6  sea  del  escrito  de  escepdo* 
ñas»  ss  silendono  fmede  ni  debe  suponerse  casual,  ni  suptirse 
por  una  rnterpnetadon,  que  muy  bien  se  confiandiria  can  una  acte* 
«aaíon  de  la  ky^  atribuyéndose  aof  al  peder  jadmial  facultades  que, 
propia  y  kgaihkiente  hablando^  sony  eonsespaaden  al  unaaio  le» 
¿isladoT.  Ese  silencio  no^  inmotivado,  ni  ptñde  atribuirse  á  des* 
cuido  del  autor  de  la  Ley  dé  Enjuiciamiento,  que  en  la  materia  de 
qie  nap  vapumioeapando  jiaaido«estremada«ente  ando  al  seialar 
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las  formas  del  proodéimiei^te;  BB^ilendir  eé  i^múUflbm  lúi]^' 
cepto  mudo  del  legblador»  cjueha  querido»  .ioaHaiidQí^>dc|ar  al  libre 
arbitrio  de  todo  ejeouladola  Üaeuitad  de  Atimerar  éla  de  akgar  sus 
escepciones á la antiguausaua.  <>  '    .  i.i  .'¡i  i  i    - 

Creemos  ?er  para  ealoaMclias/rafcoÉeik  di^cpK»  andándose  en 
las  ejecucioaes  discusión  propiamente  dicha,  falta  ^mottvo  deter^ 
minaAte^Mura  precisar lastfisrbiteda  eBJtitfiariii  laiBÚmá  ideática 
nu^ebadeljuido  erdiflafit:.:S.^qae,>  siendo  > el  prdcedimieuto  ea 
las  ejeaicioiies  de  (toda  pu&tot' singular  en.  su  xomieiizo  7  sncesiyo 
tracto^  las  (ormas  «dopladasidebea^aer  isadas' y*  guardadas  así  co- 
mo las  ba  presento.  I¡^  ley  y^ño  dé»  aira  infiaéto;  ptésko  <qie  estas 
fornms  soB  una  e^icepciioiii  deilas  ds)  j^sío*  i^dineúrior  5;*^  -que, 
acortado  grandemente,  el  tófmMi»  de  da:  alegaden  per  parte  del  teú 
ejecutado,  y  re^uoido  tiado;¿|uiJÍmple.  escrito  por  cada  parte,  no 
cabe  enmienda  de  un  error  padecido  en  los  hechos,  como'tobay 
09  los  juiaiosordiniffiosieoil'elrOtQrgamfento»deilaB  réplk»8,  de  las 
d]iplica^  y;4e  .Jos.|2SQr|to3dp  ampliación;  y  cdmo  pudiera  suceder 
con  .la  may^HT.  laoilidad  -que>ese.)Sir«rée  idieri^  per  partei  del  lejeduta-' 
do,  viaíendo¡así  á  padoeer  un  detrimentb  1»  fardad,  q<ie  ep  el  blanco 
de  todo  prooedimieQto^  dotaquíllá  necesidad  deiqne  'qiiedet>  al  libt6 
arbitrio  de  aquel,  aobne  el'caalpesa  la  déiíAnda  ejecutiva,  elnume-* 
rar  ó  no.  los  hechos  .que  bitsan  laiesoepoion;.'  *    <  11. 

Coa e9ita.potestad seiíN>noyia todo,*pues>qie ala  yez^queel eje^ 
cutado.no  vjene.eapuesto^'áer  vkáMtdedaeiecicioB^que etq«e  la 
incoa  ha  tenido  un /tiempbilkiiitado^NMra'preparar,  no  deja  de  ver- 
s^  sufdido  en  esta  ocasión  pea.  la  Jey  anisihii  el  jnslo  iionenaje  i  hi 
firanqueza  del  prooedhnienloi  jen<¡lartdetenninaoi(m  que  hace  de  las 
únicas  esoepciones  admisibles,  y  «n  U  fafeottad  desordenar  jas  pruO'- 
has  que  atribuye  al  Juezi'.  :tí  :-      ;>t'>  ; 

Por  laespuefito^  pues,' seTéqueiási.oomo  el  prooedNDÍeito ci^l 
ordinario  hai  sufrido  «autiendá  ehi  deniaiÉLas  y  respuestas  y  tambieob 
el  procedimiento  ejecutivo  eoñrelitcíodár  las  demandas,  no  se  ha  in- 
troducido variante  algunaffelaftivamente  á*la<{arma  de  la  contesto»* 
cion  del  ejeentadOi  que  poc  lo  mísmo/ie  yepuos  con  la  libre  faeultad 
de  numerar  ó  no  su  alsgatodeeseepcieaes,  según  los  casos  y  címuns- 
tancias,  y  la  conventenoia  At  surderecho«*t-^MAinnEL  Bmulla* 

,    Centéstacionf,       ,    ... 
fiespotamos  la  opinieaidel  Sn  BntaUatn>la4Hie8tienqaepiop(^ 
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ne;  pero  no  pódanos  dejar  de  manifestur  con  firanqneza  que  profe- 
samos otra  muy  distinta. 

La  locQckm  de  la  nneva  Ley  de  Enjuiciamento  civil  es,  por  punto 
general,  clara  y  precisa,  de  modo  que  está  al  alcance  de  todas  las 
ioteligencias;  y  aunque  no  puede  negarse  qne,  en  algunas  ocasio- 
nes, ofrece  motiro  á  dudas  con  su  silencio,  en  medio  de  esa  oscu- 
ridad, no  es  diffcil  conocer  su  espíritu,  estudiando  su  objeto  y  sus 
tendencias  en  la  totalidad  de  sus  disposiciones. 

Izándonos  en  los  artículos  que  tienen  relación  con  la  pregunta, 
observamos,  con  efecto,  que  la  Ley,  al  dictar  reglas  para  la  trami- 
tación del  juicio  ejecutivo,  guarda  silencio  acerca  de  un  punto  que 
pndo  tener  presente  el  legislador,  porque  precisamente  conduce  á 
su  sistema  de  reforma.  Después  de  establecer  los  trámites  del  juicio 
en  la  parte  que  concierne  al  actor  ejecutante,  y  previendo  el  caso 
de  oposición  del  ejecutado,  dispone  en  el  articulo  962,  que  se  entre- 
guen los  antos  á  su  procurador  por  término  de  cuatro  dias  para  que 
dentro  de  ellos  alegue  sus  escepeiones;  y  pasando  á  declarar  cuáles 
deben  ser  estas,  como  únicas  admisibles,  nada  prescribe  respecto  de 
los  requisitos  que  ha  de  contener  el  escrito  de  oposición.  De  aquí  na- 
ce la  duda  de  si  el  ejecutado  tendrá  obligación,  al  formularla,  de 
numerar  los  hechos  que  refiere  y  los  fundamentos  del  derecho  que 
alega  en  su  favor. 

Aunque  la  Ley  no  fija  estos  requisitos  para  la  oposición  del  eje- 
cutado, es  preciso  suponer  qiie  exige  todos  aquellos  que  sean  nece« 
sarios  para  la  claridad  y  buen  orden  del  juicio,  como  los  tiene  pre- 
venidos terminantemente  respecto  de  otros  escritos  de  igual  natura- 
leza. En  el  art.  324,  al  tratar  del  juicio  ordinario,  determina  las 
formalidades  que  deben  observarse  en  la  redacción  de  ia  demanda; 
y  después  en  el  226,  preceptúa  que  los  Jueces  repelan  de  oficio  to- 
das las  que  no  se  hubiesen  acomodado  á  las  reglas  prescritas.  Esta» 
aposiciones  tienen  por  objeto  establecer  la  sencillez  y  claridad  en 
las  peticiones  de  los  litigantes,  de  modo  que  se  conozca  perfecta- 
mente la  persona  del  demandante  y  la  del  demandado,  el  Juez  ante 
quien  se  pide,  la  cosa  que  se  reclama,  el  deredio  que  se  ejercita,  y 
los  hechos  de  que  este  se  deriva.  T  como  todos  estos  puntos  son  cor 
muñes  á  ambos  litigantes,  porque  uno  y  otro  ^teducen  sus  preten* 
siones  para  conseguir  el  fin  que  respectivamente  se  proponen;  no 
podía  la  Ley  dejar  de  esteader  su  precepto  al  demandado,  cuyo 
derecho  interesa  conocer  del  mismo  modo.  Asi  es  que,  ocupándose 

TOMO  XVI.  9 
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de  la  coQstestacíon  ea  el  art.  253,  dispoae  que  se  formule  eu  los 
mismos  términos  prevenidos  para  la  demanda.  Mas  todavía,  siendo 
consecuente  en  sus  prescripciones,  comprende  también  en  ellas  la 
demanda  ejecutiva,  mandando  en  el  art.  945,  que  se  observen  las 
mismas  solemnidades  en  su  redacción. 

Ahora  bien;  si  el  espíritu  que  domina  en  todos  estos  preceptos 
es,  como  se  comprende,  regularizar  y  simplificar  las  peticiones  de 
las  personas  que  litigan,  ya  demandando,  ó  ya  defendiéndose,  ¿qué 
razón  hay  para  desconocer  ese  mismo  objeto,  ese .  mismo  interés, 
cuando  se  trata  del  demandado  en  el  juicio  ejecutivo?  Ciertamente 
que  la  Ley  ha  guardado  silencio  al  ocuparse  de  su  oposición  relati- 
vamente á  los  requitos  que  debe  contener;  pero  de  este  silencio  no 
puede  deducirse  que  no  los  exige,  porque  equivaldría  á  permitir  la 
confusión  y  el  desorden  que  se  oponen  á  las  buenas  prácticas.  La  Ley 
ha  prescindido  de  las  formalidades  que  deben  observarse  en  la  opo* 
sicion  del  ejecutado;  pero  esto  nunca  puede  autorízar  para  creer 
que  permite  un  escrito  desreglado,  sin  designación  de  las  personas 
que  intervienen  en  el  juicio,  sin  espresion  de  lo  que  se  pide,  y  sin 
concierto  en  los  razonamientos,  que  son  requisitos  de  que  ninguna 
ley  ha  dispensado  jamás.  Si,  pues,  estas  solemnidades  han  sido  siem- 
pre obligatorias  y  se  consideran  también  ahora,  á  pesar  del  silen- 
cio de  la  nueva  Ley,  no  puede  aprovechar  este  mismo  silencio  para 
suponer  que  el  demandado  en  el  juicio  ejecutivo  está  fuera  de  la  re- 
gla general  establecida  en  cuanto  á  la  esposicion  y  numeración  de 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  que  es  un  principio  adoptado 
por  la  Ley  misma. 

En  nuestro  concepto,  sea  cual  fuere  la  naturaleza  del  juicio,  es 
obligatorio,  tanto  al  demandante  como  al  demandado,  esponer  con 
claridad  y  numerar  además  los  hechos  y  los  fundamentos  de  dere- 
cho en  todos  los  escritos  que  afectan  á  la  esencia  del  negocio,  como 
son:  la  demanda,  contestación,  réplica,  duplica  y  alegatos,  sin  es- 
cluir,  por  consiguiente»  el  escrito  de  oposición  en  el  juicio  ejecuti- 
vo. Este  sistema  tan  recomendado  por  los  resultados  que  ha  produ* 
cido  en  los  tribunales  administrativos,  facilita  la  resolución  de  los 
pleitos,  dando  á  los  Jueces  antecedentes  bien  ordenados  para  pro- 
nunciar sos  fallos  con  acierto. 

Hemeiegild*  Htfía  Riix» 
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Im  españoles  menores  de  edad,  residentes  en  territorio  estran^ 
jero,  en  Méjico,  por  ejemplo,  ¿pueden  nombrar  curador,  con  arreglo 
á  los  arts.  1237  y  tíoS  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para 
que  los  represente  en  los  juicios  voluntarios  de  testamentaría  que  se 
verifiquen  en  la  Península ,  ó  quedan  sujetos  á  lo  que  disponen  los 
artículos  416,  417  y  US  déla  misma  leyl 

Creemos  fuera  de  toda  dada  que  los  espimoles ,  menores  de  edad  > 
residentes  en  territorios  estraojeros  pueden  nombrar  curador  con 
arreglo  á  los  arts.  1¿37  y  1258  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
pues  mientras  no  pierdan  su  nacionalidad  están  sujetos  á  las  leyes 
que  rigen  en  España,  en  cuanto  se  reüera  á  su  estado  y  capacidad. 
De  aquí,  que  están  obligados  á  hacer  el  nombramiento  de  curadores, 
si  bien,  en  cuanto  á  la  forma,  habrán  de  atenerse  á  lo  dispuesto  en 
los  tratados  de  relaciones  judiciales  con  la  nación  en  donde  los  me* 
ñores  tengan  su  domicilio,  ante  cuya  autoridad  judicial  deberán  ha- 
cer nombramiento  y  remitir  las  diligencias,  para  mayor  autentici* 
dad,  al  Juez  que  conozca  del  juicio  voluntario  de  testamentaría» 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  34  del  Real  decreto  de  17  de  no- 
viembre de  1852  sobre  Estranjería.  No  veo,  pues,  contradicción  en- 
tre los  artículos  de  que  llevo  hecho  mérito,  y  los  de  la  misma  ley 
416,  417  y  418 ;  y  por  consiguiente  creo  que  unos  y  otros  pueden 
aplicarse  en  sus  respectivos  casos. 

Tal  es  mi  dictamen,  ^  desearía  sirviese  de  motivo  para  que  VV. 
ocupen  las  páginas  de  la  Rbvista  esponiendo  el  ilustrado  de  sus  au- 
torizados Directores.— B.  D.  R. 

Contestación. 

Estamos  conformes  con  el  bien  pensado  dictamen  que  antecede, 
ensn  parte  sustancial.  Solo  nos  separamos  de  él  en  un  punto,  y  á  la 
verdad  el  menos  importante.  El  art.  34  del  Real  decreto  de  183i 
Mbre  estranjería,  se  refiere  á  los  eihortos  de  los  jueces  estraojeros^ 


Digitized  by 


Google 


68  REVISTA  DK  LEGISLACIÓN. 

no  á  las  diligencias  que  como  actos  de  jurisdicción  voluntaria  se 
practican  ante  ellos  y  que  se  entregan  á  las  pactes»  ya  originales,  ya 
en  compulsa,  ya  en  otra  forma.  Estos  documentos  se  legalizan  en  la 
forma  que  las  leyes  previenen,  por  regla  general,  respecto  á  los  do- 
cumentos estranjeros,  y  así  kacen  fé  en  juicio. 

Los  Directores  ie  Ii  ReTísta. 


m  mm  voldntari»  vb  iWAnaíTiiüA. 


El  art.  414  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordena,  que 
para  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaria,  se  presente  la 
partida  de  defunción  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate  y  el 
testamento  del  difunto. 

El  art.  351  dispone  que  el  juicio  de  ab-intestato  no  pueda  pre- 
venirse sino  en  el  caso  de  que  no  conste  la  existencia  de  disposi- 
ción testamentaria  y  el  finado  carezca  de  descendientes,  ascendien- 
tes, 6  colaterales  dentro  del  4.°  grado. 

El  art.  376  previene,  que  terminados  los  pleitos  cuyo  objeto  es 
declarar  quiénes  son  los  herederos,  se  arregle  la  tramitación  á  lo 
establecido  para  el  juicio  de  testamentaría. 

En  vista  de  estas  disposiciones  legales  se  pregunta*  iMuerto  tn- 
testado  un  sugeto  sin  dejar  descendientes  ,  pero  si  ascendientes,  po- 
drá  la  viuda  acudir  á  los  tribunales  pidiendo  la  formación  deljui^ 
cío  voluntario  de  testamentarla  con  objeto  de  resolver  las  cuestiones 
que  produce  naturalmente  la  disolución  de  la  sociedad  conyugal? 
En  caso  negativo ,  ¿qué  clase  de  juicio  deberá  provocarse? 

El  que  suscribe  es  de  opinión,  que  no  pudiendo  tener  cabida  el 
juicio  de  ab-intestato,  toda  vez  que  la  ley  lo  escluye  cuando  existen 
ascendientes,  descendientes  ó  colaterales  dentro  del  4.^  grado,  por- 
que supone  que  en  este  caso  se  ha  llegado  desde  luego  sin  necesi- 
dad de  controversia  al  estado  que  marca  el  art.  576,  6  sea  el  de  ser 
conocidos  los  legítimos  herederos,  debia  entablarse  el  juicio  volun- 
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Uno  de  testamentaría,  acomodáadose  á  la  tramitacioQ  marcada  pa* 
ra  el  mismo;  pero  habi&utose  en  la  práctica  contradicho  esta  opi- 
nión, negándose  la  pretensión  aducida,  sin  otro  fundamento  que  la 
de  no  presentarse  el  testamento  del  difunto,  como  dispone  el  artícu- 
Jo  414  de  la  ley,  acude  á  ustedes  rogándoles  que  con  su  superior 
üostracioii  se  sirvan  ocuparse  de  esta  cuestión  en  su  aprecible  pe- 
riódico; pues  siendo  muy  frecnente  en  la  práctica,  conviene  quede 
diluddada  hasta  el  punto  que  sea  posible.—!.  Lopiz  Soiulo. 

Contestación. 

Xceptamos  como  nuestro  el  dictamen  que  precede,  si  bien  ha- 
táendo  una  modificación,  no  en  el  fondo,  sino  en  alguna  de  las  fra- 
ses qne  contiene,  y  aun  creemos  que  en  ello  estará  conforme  el  con- 
sultante. Esta  modificación  se  reduce  á  que  en  lugar  de  considerar 
que  en  el  caso  propuesto  en  que  el  finado  tenia  ascendiente  hay  lu- 
gar al  juido  voluntario  de  testamentaría,  creemos  que  hay  un  juí- 
ció  alHntestato  si  bien  adoptando  las  formas  y  los  trámites  establecidos 
ea  el  juicio  de  testamentaría,  por  haber  herederos  conocidos.  Así 
lo  deducimos  del  articulo  576  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cv^jido  dice  tratando  del  juicio  ab-'iotestato  que  declarados  quienet 
$on  los  herederos^  se  acomodará  d  juicio  á  los  trámites  establecidos 
para  el  de  testamentaria.  No  sirve  citar  contra  esta  nomenclatura 
el  art.  351  de  la  misma  ley,  porque  este  no  dice  que  no  haya  juicio 
ab-intestato,  cuando  existan  descendientes,  ascendientes  ó  colate- 
rales dentro  del  cuarto  grado,  sino  que  se  limita  á  decir  que  el  juez 
no  pueda  prevenirlo.  £1  fin  de  la  ley  en  este  artículo  fué  evitar  qne 
se  convirtieran  de  oficio  en  judiciales  los  ab-intestatos  que,  por  ha- 
ber herederos  conocidos,  no  debían  diferenciarse  de  los  casos  en  que 
el  íínado  habia  dejado  testamento;  recordaba  antiguos  abusos  y  que- 
ría  corregirlos.  Por  lo  demás,  escusado  es  indicar  qne  cuando  los 
descendientes,  ascendientes  ó  colaterales  dentro  del  cuarto  grado  no 
aceptan  la  herencia,  entonces  la  autoridad  judicial  no  podrá  escu- 
sacse  de  preyenir  el  ab-intestato. 

Ias  Bireetores  ie  li  ReTisti. 
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PROCEDIirENTO  CRIMINAL. 


COMS1JI.TA. 

¿Há  lugar  á  la  prisión  del  que  fingiéndole  dueño  de  una  cosa  la 
enajena ,  arrienda ,  grava  ó  empeña;  delito  que  tiene  señalada  en  el 
Código  una  pena  pecuniaria  en  toda  su  egUnsionl  {art.  455.) 

Contetíacion. 

No  dudamos  responder  negativamente.  Para  ello  nos  fundamos: 

1.®  En  que  la  privación  de  la  libertad  de  los  procesados ,  que  no 
es  nunca  una  pena  según  terminantemente  lo  reconoce  el  art.  22 
úd  Código,  no  puede  tampoco  tener  efecto  sino  en  aquellos  casos 
en  que  esta  medida  es  conveniente  á  la  administración  de  justicia^ 
con  arreglo  á  las  disposiciones  legales,  para  que  no  quede  eludido 
por  la  fuga  el  cumplimiento  de  la  sentencia. 

2.^  Porque  aun  cuando  el  delito  sea  calificado  con  el  nombre  de 
estafa  y  no  con  el  de  engaño,  diferente  de  la  estafa  propiamente  di- 
día,  títulos  ambos  que  usa  en  el  Código  el  epígrafe  de  la  sección 
2.^,  cap.  4.^,  tít.  i4;  lib.  2.^  en  que  está  comprendido,  laescepcion 
que  establece  el  art.  5.^  del  Real  decreto  de  30  de  setiembre  de  1853, 
no  puede  sin  embargo  ser  aplicable  á  este  caso ,  pues  lo  contrario  se- 
ria sacrificar  á  su  letra  el  espíritu  de  esa  misma  di^>osicíon  legal, 
que  tiende  marcadamente  á  reducir  los  autos  de  prisión  prodigados 
antes  sin  conveniencia  alguna  pública  y  sin  necesidad  suficiente;  sig* 
nificacion  que  claramente  revela  la  esposicion  de  motivos  que  pre- 
cede á  dicho  Real  decreto. 

3.^  Porque  en  tales  casos  no  hay  que  asegurar  el  cumplimiento 
de  penas  personales,  sino  el  embargo  de  bienes  bastantes. 

4.^  Porque  es  anómalo  y  absurdo,  que  lo  que  no  puede  hacerse 
nunca  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria,  como  es  en  este  caso  el  pri- 
var de  su  libertad  al  procesado,  tenga  efecto  durante  la  sustancia- 
cibn  de  la  causa  sin  motivo  ni  razón  que  lo  justifique.  Esto  que  pa- 
rece podria  ser  aplicable  á  otros  casos ,  como  por  ejemplo  al  reo 
menor  de  i8  anos  que  comete  un  hurto  por  valor  que  no  llega  á 
cinco  duros,  porque  entonces  la  pena  es  de  multa,  no  lo  es,  sin  em- 
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bargo,  puesto  que  en  tal  caso,  á  diferencia  del  propaesto ,  la  pena 
señalada  al  delito  es  personal,  y  hasta  la  sentencia  definitiva  no  se 
aprecian  las  circunstancias  que  hacen  rebajarla  ano  ó  mas  grados. 

3/  Porque  el  acordar  la  prisión  del  reo 'seria  ^opuesto  d  la  ra* 
2on,  depresivo  de  los  derechos  de  segwidad  individual  y  altamente 
penúdoso  por  sus  consecuencias,^  palabras  que  se  asan  en  el  preám- 
bulo del  Real  decreto  de  30  de  setiembre  de  i853  para  motivar  sus 
dispoáciones  en  el  sentido  de  restringir  los  antos  de  prisión  que  an- 
teriormente se  prodigaban  sin  motivo. 

Los  Directores  ie  la  ReTíski. 


DB  U  mmdi  DE  CINCO  lAGISTRADOS 

PARA  LA  VISTA  T  FALLO  DE  GIEBTA8  CAUBAS. 


Dige  en  mi  articulo  sobre  sustanciacion  de  causas  criminales  (t)^ 
qae  me  ocuparía  de  lasque  se  siguen  contra  ausentes;  sin  renunciar 
á  mi  propósito,  me  parece  conveniente  iniciar  la  siguiente  cuestión. 

¡^rá  necesaria  la  asistencia  de  dnco  magistrados  para  ver  y  fa- 
llar las  causas  por  delitos  á  que  la  ley  impone  como  principal  una 
pena  temporal ,  y  como  accesoria  una  perpetua? 

Bé  aqni  una  cuestión  en  mi  juicio  de  mucha  importancia,  de 
graades  consecuencias,  porque  su  resolución  podrá  causar  una  gra- 
vísima novedad  en  los  tribunales  colegiados;  principiaré  mis  obser- 
vaciones deseando  verlas  combatidas  para  ilustrarme,  ó  apoyadas 
para  convencerme;  ojalá  se  discutiesen  todas  las  cuestiones  solo  an- 
te la  razón,  ante  la  lógica:  de  la  discusión  en  esta  forma  brota  la 
luz,  de  la  discusión  apasionada  sale  por  lo  común  la  confusión,  el 
error,  raras  veces  la  verdad. 

La  regla  42  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  de  las  dispo- 
siciones del  Código  penal  dice:  c£l  número  de  cinco  magistrados 
es  únicamente  necesario:  1.°  para  ver  y  fallar  aquellos  procesos  en 
que  el  juez  haya  impuesto,  ó  pedido  el  fiscal  de  S.  M.  la  pena  de 
muerte,  ó  alguna  de  las  perpetuas. 2>  Aquí  debo  observar  que  el  juez 
ha  de  imponer  la  pena  principal  después  de  calificar  el  delito  y  apre- 

(i)    Véase  la  página  393  y  siguientes  del  tomo  XIIT  de  esta  Revista. 
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ciar  las  pruebas;  pero  ea  cuanto  á  la  accesoria  no  cabe  error,  siem- 
pre ha  de  ser  la  designada  por  la  ley:  en  la  primera  cabe  gradua- 
ción, en  la  segunda  no;  podrá,  repito,  haber  error  en  la  aplicación 
de  la  principal,  pero  es  imposible  en  la  accesoria. 

Veo  una  ley,  la  acato;  sin  embargo ,  como  se  trata  de  reforma, 
deseo  contribuir  por  mi  parte  á  que  se  haga  con  perfección.  ¿Será 
conveniente  y  justo  que  la  pena  accesoria  sea  mas  grave  que  la 
principal?  ¿Será  conveniente  y  justo  que  el  juez  y  los  tribunales 
obligados  á  recorrer  tres  grados  para  la  pena  principal,  no  puedan 
recorrer  estos  mismos  grados  para  la  accesoria?  Supongamos,  lo  que 
es  muy  frecuente,  ^ue  se  sigue  una  ctusa  contra  cuatro  ó  mas  pro. 
cesados  y  que  á  uno  de  ellos  se  deben  imponer  veinte  anos  de  ca. 
dena,  á  otro  quince  y  á  otro  doce,  pnes  todos  tres  han  de  sufrir  la 
misma  pena  accesoria  que  es  perpetua;  supongamos  que  á  otro  pro- 
cesado en  la  misma  causa  se  le  debe  con  arreglo  al  artículo  74  re- 
bajar la  pena  al  ^rado  inferior  y  se  le  imponen  siete  lü  ocho  4tnos  de 
presidio  mayor;  sin  embargo  de  haber  variado  la  naturaleza,  la  in- 
tensidad y  la  duración  de  las  penas  principales,  las  accesorias  son 
siempre  perpetuas  (arts.  S^  y  56). 

Si  la  ley  hubiese  querido  que  se  vieran  por  cinco  Magistrados 
las  causas  en  que  se  ha  de  imponer  pena  perpetua,  aunque  fuese  ac- 
cesoria, es  para  mí  seguro  que  hubiese  establecido  que  se  vieran 
por  este  número  aquellas  en  que  se  hubiese  de  imponer,  ó  cadena 
temporal,  ó  presidio  mayor:  pasemos  al  segundo  caso  de  la  regla  tí. 

Cuando  la  Sala  crea  que  el  reo  merece  alguna  de  dichas  penas 
perpetua:,  aunque  el  juez  inferior  no  Ja  haya  impuesto,  ni  pedido 
el  fiscal  de  S.  M.,  yo,  en  vista  de  esta  disposición  terminante,  pre- 
gunto: ¿es  posible  que  las  salas  de  justicia  crean  nunca  que  el  reo 
merece  distinta  pena  accesoria  de  la  que  la  ley  señala?  No ,  esto  no 
es  posible;  luego  lo  que  la  ley  ha  querido  es  que  se  vean  por  cinco 
Magistrados  las  causas  en  que  pueda  caber  error  en  la  imposición 
de  una  pena  perpetua:  solo  así  se  concibe  el  caso  2."^ 

Es  pequeño  el  número  de  causas  á  cuya  vista  hayan  de  concur- 
rir cinco  Magistrados;  pero  si  se  adoptase  la  opinión  de  que  era  ne- 
cesaria la  asistencia  de  este  número  para  todas  las  causas  en  que 
haya  de  imponerse  ó  cadena  temporal,  ó  presidio  mayor,  se  notaría 
un  gran  retraso  en  el  despacho  ó  se  habia  de  aumentar  notablemen- 
te el  personal  de  muchas  Audiencias. 

Mi  opinión  es  que  la  asistencia  de  cinco  magistrados  es  solo  ne- 
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oesirít  psra  ver  7  fallar  las  cansas,  en  que  se  haya  de  imponer  como 
principal  ana  pena  perpétna;  doseo  oir  la  ÜQitrada  opinión  de  otras 
personas  para  rectificar  mi  opinión  ó  para  afirmarme  en  un  juicio. 

Benvio  Lttorre. 


ORGMiziooN  mmi. 


lEljw%depíuqne$e  halla  iesempeOmido  ia$  flmmñ^  de  juez 
dé  primera  instancia  por  mfermedaá  ó  amencia  del  de  parMo, 
fuede  continuar  detempeñando  simuUrineaments  el  jungado  de  pua^? 

Contestación. 

Poco  dodoso  es  para  nosotros  qoe  nadie  i  un  mismo  tiempo 
poede  desempeñar  las  fondones  de  jue^  de  paa  y  de  jaez  de  pri* 
mera  instancia.  Estas  son  incompatibles  entre  si:  no  se  concibe  que 
el  que  juzga  de  ciertos  negocios  en  la  primera  instancia  tenga  en  los 
nusmos  el  carácter  de  juez  de  apelación :  esta  es  utfa  de  aquellas 
incompatibilidades  que  aunque  no  están  escritas  en  las  leyes,  son  de 
buen  sentido.  No  todo  ha  de  escribirse  por  el  legisbdor :  muchas 
cosas  que  omite  se  supomen:  la  ley  solo  formula  los  principios  y  las  ^ 
reglas  generales^  todo  lo  demás  lo  hace  la  jurisprudencia^  que  es 
la  que  completa  lo  que  en  su  carácter  de  abstracción  la  ley  no  ha 
escrito.  Respecto  al  punto  consultado  4iioguna  duda  ha  habido  en 
Madrid:  cuando  los  jueces  de  paz  son  llamados  á  desempeñar  un 
juzgado  de  primera  instancia»  son  reemplazados  en  el  juzgado  de 
paz  por  sus  suplentes :  esto  es  lo  que  ereemos  que  debe  hacerse: 
cualquiera  otra  práctica  nos  parece  viciosa  y  dignado  oensura. 

Lm  DireeUrM  k  li  Rfiíuta* 

tono  XVI,  10 
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DERECHO  CIVIL. 


<l#ll0irLVA. 


lEsti  vigente  la  ley  que  prohibe  i  lo$  labradores  ser  fiadores  sino 
entre  sí  mismosl 

Contestación. 

No  creemos  qoe  la  ley  7/tft.  XI,  fib.  X  de  la  Novísima  Recopi- 
lación que  prohibe  á  los  labradores  ser  fiadores,  á  no  ser  entre  sí, 
sea  beneficiosa  ni  á  ellos  mismos  ni  al  Estado.  Creemos  mas,  que  le- 
jos de  favorecerles,  les  perjudica;  porque  á  falta  de  este  medio  tie- 
nen á  las  veces  que  obligarse  como  pagadores  principales  por  otras 
personas,  cuando  á  no  ser  por  la  ley  prohibitiva  su  fianza  sola  bas- 
taría, viniendo  á  resultar  así,  que  contraigan  una  obligación  princi- 
pal en  lugar  de  una  accesoria,  y  que  queden  privados  de  los  bene- 
ficios que  la  ley  concede  á  los  que  solo  subsidiariamente  se  hallan 
obligados.  T  es  que  con  frecuencia  sucede  que  los  beneficios  de  ley 
ó  derechos  singulares  introducidos  á  favor  de  una  clase  por  un  le- 
gislador bien  intencionado,  pero  poco  previsor,  se  conviertan  con- 
tra aquellos  á  quienes  se  ha  querido  favorecer.  La  ley  no  debe  te- 
ner la  pretensión  de  conservar  en  perpetua  tutela  á  las  personas: 
cuando  estas  tienen  toda  la  inteligencia  necesaria  para  com- 
prender la  índole  y  la  ostensión  de  sus  obligaciones,  no  es  conve- 
niente que  se  les  coarte  la  libre  facultad  de  contratar:  nada  hay 
que  justifique  esa  suposición  de  ignorancia  y  de  poca  previsión  de 
los  labradores,  que  no  se  considera  en  otras  clases  de  la  sociedad 
menos  favorecidas.  Esta  prohibición  no  está  en  los  códigos  civiles 
modernos,  ni  tampoco  en  el  Proyecto  del  español;  ni  es  de  creer 
(]ue  subsista  cuando  ^  reforme  nuestra  legislación  en  esta  mate- 
ria. Pero  mientras  esto  no  suceda,  nada  hay  á  nuestro  juicio  que 
autorice  á  considerar  como  no  vigente  la  prohibición,  ni  como  váli- 
das las  fianzas  que  con  inftraocion  de  la  ley  se  presten.  Por  esto  cree- 
mos, que  los  tribunales  no  dejarían  de  aplicar  la  ley  recopilada. 

Los  Directores  de  It  Revisli* 
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Tal  es  el  Iftido  de  una  fainosa  obra  de  Derecho  que  no  será  des* 
conocida  ni  estrana  para  cuantos  se  hatlea  medianamente  versado» 
en  el  esliidio*de  sos  antigüedades.  El  crédito  de  qae  ha  gozado  es 
tan  oonsidenMe,  qne  no  será  perdido  el  tiempo  empleado  en  presen- 
tar una  Yvreve  noticia  de  ella  y  de  su  antor* 

Llámasele  Toigarmente  Durando»  6  por  ser  este  su  verdadero  nom* 
hre,  ó  por  acomodarse  menos  al  castellano  el  de  Darantis  ó  Daranti, 
con  qne  le  designan  los  críticos  en  obras  mas  modernas.  Fué  de  orí* 
gen  francés ,  nacido  en  Puimisson,  pueblo  insignificante  del  LangUe- 
doc.  Corso  el  derecho  en  Bolonia  bajo  la  dirección  de  Bernardo  Par- 
mense  6  Parmensano  al  dedr  d^  algún  historiador,  pues  en  esto  hay 
diferencia;  en  la  biografía  que  precede  á  una  de  las  ediciones  de 
su  obra,  se  afirma  que  fué  discípulo  del  Ho^tiense,  cosa  en  verdad 
harto  indiferente,  como  no  sea  por  el  honor  que  resulte  á  sus  maes* 
tros  de  haber  tenido  un  alumno  que  tan  bien  aprovechara  sus  lec- 
eiones.  Por  el  siguiente  testo,  deducido  de  sus  escritos,  lib.  iftlt.  de 
More,  par.  5.°,  licet  contraríum  servaretur  Malina  eo  tempore  quo 
iUtn  Duretis  Ugebam^  se  vé  qne  esplicó  derecho  canónico  en  Mó- 
dena.  Persona  sumamente  apreciaUe  por  su  ingenio  y  la  precocidad 
de  sus  talentos.  Dorando  obtuvo  elevados  cargos  y  fué  favorecido 
con  graves  y  honoríficas  distinciones.  Siendo  de  muy  corta  edad  en- 
tró al  servicio  del  Papa ,  y  en  1274  acompañó  á  Gregorio  X  en  ca- 
lidad de  Secretario  al  concilio  de  León. 

Mayores  pruebas  de  deferencia,  si  así  puede  decirse,  recibió  de 
Niodis  ni:  como  lugarteniente  espiritual  y  temporal  de  este  Pontí- 
fice, tomó  posesión  de  Bolonia  y  de  la  Romanía,  y  recibió  el  jura* 
mente  de  obediencia.  Martino  Y  hizo  mas;  le  nombró  en  1281  vica- 
rio espiritual ,  y  en  1286  lugarteniente  de  estas  provincias ,  conser- 
vándole Honorio  IV  en  las  mismas  funciones ,  que  desempeñó  hasta 
fin  del  ano  1288.  Tampoco  este  hecho  puede  ponerse  en  duda,  pues 
ae haUaotMtfirmadopor  otro  pasaje  de  sus  obras,  que  orno  de  sua 
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biógrafos  ha  tenido  el  caidado  de  citar.  Lib.  i.^»  ÜLdejurísd.  amn. 
judie,  y  p.  1.%  núm.  36,  díoe:  tProut  in  plerisque  locis  B.  Peíri 
invenimus  factum  e$se ,  dum  eramusibi  rector  et  capitaneas  gene^ 
ralis,  vel  etiam  m  provincia  rumaniolcey  dum  essemus  ibi,  et  in  ei- 
vitatibus  Romanice ,  Urbini  et  Massm  Trabarice  comes  et  rector  ge^ 
íieralis.9  kntíqat  noni^rado  obispo  de  Meada  en  LangUedoeel  1283, 
no  tomó  posesión  hasta  el  1291 :  el  arzobispado  de  Rávena ,  para 
el  que  también  fué  elegido  en  1295  por  Bonifacio  VIII  no  le  admitió 
por  desempeñar  nms  delicadas  Amciones  en  la  Romana  y  la  Marca 
de  Ancolia ;  pero  el  partido  de  los  Crtbeiisos ,  que  era  allí  prefmten^ 
te  ,  hacia  tan  cruda  ¿nerra ,  que  al  cabo  de  dos  smos  de  edte  penoso 
servicio,  velrió  á  Roma,  donde  mnríó  el  1.^  de  noviembre  de  1396. 
Otras  particularidades ,  y  hasta  fábulas  se  refieren  de  su  vida ,  que 
han  merecido,  por  lo  menos  las  últimas,  el  desprecio  de  los  auto- 
res ;  pero  no  entra  en  el  plan  de  este  artículo  ocuparse  de  unas  ni 
otras.  Estos  ligeros  apuntes  se  prestan  por  sí  solos  á  una  considera- 
ción, aunque  sencilla,  de  mayor  inter^. 

Durando  dejó  escritas  á  su  muerte  varias  obras :  el  día  en  que 
ocurrió  tan  lamentaUe  suceso ,  no  puede  ser  otro  que  el  citado ; 
pues  su  epitafio,  que  Savigny  ha  copiado  de  Sarti,  y  que  os  un  re- 
sumen  de  su  vida,  consagra  á  este  particular  el  siguiente  dístico: 
Et  Romam  rédiit  Domini  sub  mille  trecentis-quator  am(^  annis 
íumulante  Minerva-subripit  hunc  festiva  dies  et  prima  Navembri^^ 
Pues  aunque  esto  sea;  aunque  no  muriese,  como  en  alguna  biogra* 
fía  se  lee,  poco  tiempo  después  de  publicado  el  Speculum,  que  le 
acabó  el  autor  el  ano  de  1271 ,  en  cuya  época  tenia  solo  treinta  y 
cuatro  anos,  ¿quién  se  dá  idea  de  su  facilidad?  ¿quién  no  se  asom- 
bra al  mirar  su  aplicación  y  su  constancia?  Se  le  ha  vis^o  desem- 
peñando cargos  importantes,  pasando  de  una  provincia  á  otra,  te- 
niendo que  ejercer  una  autoridad  penosa  de  suyo,  y  mas  per  las 
complicaciones  de  los  tiempos.  Necesitaba  compartir  su  atencioa 
ontre  las  comisiones  especiales  y  el  deber  del  ministerio  pastoral 
que  habia  de  cumplir  de  algún  modo.  Auditor  de  palacio ,  y  obispo 
y  lugarteniente  y  gobernador,  apenas  debia  quedarle  tiempo  para 
ejercer  tan  honorífioos  destinos;  ¿cuándo  le  tuvo,  de  dónde  le  sacó, 
para  no  abandonar  el  estudio,  para  dejar  escritos  varios  Kbros?  fisto 
honra  su  laboriosidad,  y  habla  muy  alto  en  favor  de  los  tiempos  en 
que  se  realizaban  tales  milagros  literarios.  La  generación  actual, 
superior  en  otras  cosas,  tiene  que  avergonzarse  de  no  presentar 
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muchos  de  estos  ejemplos;  y  decimos  machos,  porque  Dorando  es 
sa  tiempo  taro  imitadores.  O  el  género  de  vida,  ó  las  necesidades 
del  siglo,  ó  h  especial  tendencia  de  los  estadios,  contribayen  á  que 
estos  sean  mas  brillantes,  si  se  quiere,  pero  en  general  menos  só- 
lidos. Falta  el  tiempo,  Taita  la  calma,  ó  tal  Tez  sobra  la  pereza  pars 
enterrarse  en  los  archivos  y  bibliotecas,  entregarse  á  la  contempla* 
ckm  de  autores,  de  los  cuales  solo  una  hoja  cuesta  un  dia  de  lectu- 
ra, y  revolver  antiguos  é  ignorados  manuscritos.  Si  hay  hombres  que 
aun  en  la  actaali(!bul  se  distinguen  por  este  género  de  trabajos,  Ift 
verdad  es  que  no  son  en  gran  ndmero:  consiste  acaso  en  que  hay 
estensos  horizontes  abiertos  á  la  ambición  por  la  prensa  periódica, 
por  ta  política,  mientras  que  por  el  otro  camino  se  alcanzan,  sí,  aN 
ganos,  se  divisan  los  de  la  inmortalidad;  pero  la  inmortalidad  $irt 
provecho. 

El  título  de  afganas  de  las  obras  de  este  autor  servirá  para  co<^ 
nocer  su  objeto  y  tal  vez  su  nnportancia.  Repertorium  aureum  que 
es  una  colección  de  Decretales  por  orden  de  títulos  con  espresion  de 
las  cuestiones  principales  y  comentarios  en  que  han  sido  tratadas* 
Commentarium  in  concüium  Jugdunense;  6  sea  comentario  á  las 
Decretales  de  este  concilio,  el  cual  ofrece  naturalmente  mayor  mte* 
Tés  por  la  circunstancia  de  haber  sido  redactor  de  ellas.  Speculum 
legatorum  ó  tratado  sobre  los  deberes  de  los  legados.  Rationale  dir 
vinarum  ofílciorum  que  es  un  tratado  de  liturgia.  T  el  PorUifieale 
que  lo  es  de  los  deberes  de  los  obispos. 

Pero  entre  todos  estos  libros  ninguno  ni  tan  lato  ni  tan  notable 
como  el  Speculum,  que  fué  puede  decirse,  la  bandera  de  una  escue- 
la, nombre  por  el  cual  se  conoce  á  Durando  bajo  el  solo  epfteto  de 
Speculador,  que  han  llevado  después  muchos  de  sus  discípulos;  el 
Speadum  en  prueba  de  cuya  celebridad  bastará  con  decir  que  des- 
de el  ano  1473  al  1678  se  han  hecho  de  él  treinta  y  ocho  edi- 
ciones. 

Convendrá  dar  idea  de  este  libro  como  base  de  algunas  reflexio- 
nes. Examinado  en  su  estructura  se  vé  que  es  sencilla  y  natural: 
consta  de  cuatro  libros  que  se  dividen  en  varias  partes  y  estas  en 
títulos.  El  primero  que  trata  de  los  jueces,  abogados,  etc.,  tiene  los 
siguientes  títulos:  De  judice  delegato;  de  legato,  de  dispensatíofii' 
his:  de  arbitro,  de  arintratore:  de  jurisdictione  judieum:  de  recu- 
satione:  de  actore:  de  aecuBatore:  deprocuratore:  de  sindico:  de  ac- 
tore  conUüuto:  de  Uüore:  de  euratore:  de  a!(H>cato:  de  esmdiis  et 
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aretigis:  de  teste:  de  salarw.  El  seguodo  libro  comprende  el  pro- 
cediinieoto  civil  y  los  titulo»  de  esta  parte  de  lo  obra  son:  de 
aclione  seu  petUione:  de  cessione  jum  eí  actionis:  decampa» 
rentia  juris:  de  rescripti  preseníatione:  de  cUatione:  de  contumatia: 
de  pimo,  de  secundo  decreto:  de  dilalioníbusy  de  feriis:  de  excep- 
cioníbus  et  replicis:  de  satiadationíbus,  de  reconveiUione:  de  petito 
et  po9seso:  de  lilis  contestatiofie:  de  juramento  calumnice:  deposi- 
tionibus,  confessionibus,  probationibus,  de  imtrumentomm  editioni- 
bus;  de  prcesuntionibuSr  de  juramentidelationibus:  de  dispuUüione 
et  alegatioae  advocatorum,  de  renuntiatione  et  conclusione:  de  re- 
quisitione  consilií:  de  remissionibus,  de  sententia,  de  excuUone  sen- 
tentuZf  de  adpelationibus:  de  restitutione  in  integrum,  de  expensis: 
de  fructibus:  de  poena  temeré  lUigantium.  £1  tercer  libro  contiene 
escasos  tratados  de  procedimiento  criminal,  á  saber:  de  accusatione, 
de  inquisitione:  de  notorio  crimim:  de  abolitione  et  purgatione:  de 
libelainím  conceptione  y  otros.  £1  cuarto  mas  nutrido  envuelve  la 
.  aplicación  práctica  del  derecho  y  de  la  parte  de  contratación:  sus 
títulos  mas  principales  son  de  commodafi),  venditionibus,  emphiteu- 
si  cemibuSf  de  fidejussoríbus^  de  obligatione  et  solutione,  testamentis^ 
sucessionibus,  sepulturís:  de  statu  monachi,  jure  patronati,  sponsa, 
liis  et  matrimoniis,  consangmneis:  qui  filii  sinl  legitimi,  de  divortüs: 
de  secundis  nuptiis,  etc.  La  obra  acaba  con  un  repertorio  que  con- 
tiene todas  las  materias  de  los  textos  del  Decreto  y  Decretales  y  el 
índice. 

£n  cuanto  ásu  mérito  intrínseco,  es  posible  que  no  corresponda 
i  toda  la  celebridad  y  al  favor  que  ha  venido  disfrutando.  £1  autor, 
según  observa  Savigni,  sin  descuidar  la  teoría,  supo  aprovechar  los 
frutos  de  su  larga  esperiencia,  con  lo  cual  puede  mirarse  su  obra 
€omo  una  de  las  mejores  fuentes  para  hacer  el  estudio  de  la  historia 
dogmática  del  derecho.  Sin  embargo,  como  le  escribió  aprovechan- 
do las  noticias  de  los  escritores  que  le  hablan  precedido,  entresacan- 
do pasajes  enteros  sin  citarlos;  y  como  tiene  por  costumbre  esponer 
«jenas  opiniones  y  reservarse  la  suya,  la  obra  carece  de  originali- 
dad, el  autor  tiene  en  parte  merecido  el  concepto  de  plagiario  que 
Juan  Andrés  llegó  á  formar  de  él.  Joannes  Andre.  in  Spec.  Lib.  i, 
TU.  de  off.  omn.  jud.  p.  8:  hoc  exportando  conjwixU  Guiliemus  dúo 
furta.  Pero  el  mejor  ó  peor  método  seguido  en  la  redacción  será  un 
defecto  que  haga  desmerecer,  no  que  invalide,  que  anule  el  interés 
4le  la  obra.  Del  mismo  s^  han  tachado  las  de  casi  todos  los  colecto- 
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res:  ea  él  iocnrrió  Graciano,  y  no  por  eso,  su  Deoreto  dejó  de  prestar 
boenos  sericíos,  de  merecer  por  su  importancia  el  que  de  orden 
pontificia,  una  comisión  ilustrada  se  ewargase  de  rectificar  sus  enro- 
léis de  salTar  sus  anacronisinos,  de  poner  en  armenia  doctrinas  al 
parecer  discordantes.  Los  tiempos  cambian;  y  en  comparación  con 
las  de  aquellos,  el  Durando  como  tesoro  de  doctrina,  tiene  lo  que 
todas  y  es  superior  4  machas.  Hay  una  sola  que  no  admite  compara- 
ración,  conocidamente  superior  en  el  fondo  y  en  la  forma,  y  esa 
obra,  sobre  cuya  autoridad  se  ha  disputado,  que  la  opinión  de  los 
autores  no  ha  podido  concordarse  acerca  de  si  fué  un  verdadero 
Código  ó  un  libro  doctrinal,  es  nuestra,  es  el  Código  de  las  Par- 
tidas; monumento  el  mas  grandioso  que  pueden  presentar  los 
sig|k>s  de  leg^lacioQ  y  de  ciencia.  Los  que  con  imprudente  des- 
caro se  atreven  á  descubrir  sus  faltas,  no  ban  considerado  las 
de  los  libros  tenidos  por  mejores  en  los  tiempos  de  su  publicación: 
coincidía  en  formación  con  la  del  SpéciúOy  aunque  se  publicaron  anos 
antes,  y  que  se  vea  la  Diferencia  entre  el  Código  que  se  impugna  y 
el  Speculum  que  tal  vez  se  aplaude.  Los  dos  son  el  resumen  de  lo 
mejor  y  mas  selecto  en  materia  de  derecbo,  pero  hay  entre  el  Specu- 
lum y  las  leyes  de  Partida  la  inmensa  diferencia  de  que  mientras 
aquel  carecía  de  originalidad,  sino  por  las  doctrinas,  por  la  especial 
aplicación  de  ellas,  no  es  sino  muy  original  el  Código  de  las  Parti- 
das; mientras  aquel  se  formaba  de  las  opiniones  descosidas  de  cien 
autora,  bay  en  este  tal  unidad  de  doctrinas  que  se  duda  si  fué  uno 
el  autor;  mientras  la  disposición  del  uno  carece  de  artificio,  admira 
ver  en  el  otro  el  orden  verdaderamente  artístico,  sin  dejar  de  tener 
la  sencillez  del  natural;  mientras  el  estilo  del  primero  se  resiente  de 
falta  de  homogeneidad,  es  desigual ,  y  á  veces  basta  incorrecto, 
agrada  ver  el  estilo  del  segundo  que  aun  en  nuestros  mismos  días 
podia  ser  modelo  de  lenguaje;  mientras  en  aquel,  que  es  en  algunas 
partes  completo,  faltan  muchas  cosas,  este  lo  contiene  todo, 
ea  este  nada  falta  desde  las  materias  religiosas  y  canónicas  por 
lasque  principia  la  Partida  1.^  hasta  el  derecho  criminal  difusa- 
mente tratado  en  la  7.^,  y  con  la  circunstancia  deque,  en  medio  de 
sus  errores,  de  vicios  y  falsos  principios  sostenidos  por  las  preocupa- 
ciones de  la  época,  para  anatematizarle»  para  rechazarle  como  bár- 
baro, es  necesario  no  haberle  leido,  no  haber  apreciado  lo  que  vale 
su  filosofia.  Cuidado  que  no  habrá  escritort  por  amante  que  sea  de 
as  glorias  nacionales,  por  muy  .apanonado  que  sea  de  este  Código 
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que  haya  diaiiiiulado  ras  defeetos.  Desde  Floranes  y  otros  académt* 
eos  dísüaguidosque  ihistraron  esta  materia»  iniciando  las  primeras 
cuestiones,  siguiendo  por  Sempere  y  por  Blarína  que  se  habrán  es- 
cedMo  de  justos  pero  no  de  parciales^  hasta  venir  á  parar  al  autor— 
eayo  nombre  por  delicadem  se  calla—de  cierta  intradnccion  célebre 
á  este  Código,  publicada  en  una  dUdon  moderna,  en  la  cual  se  han 
apurada  todas  las  dudas,  desatado  todas  las  cuestiones,  reunido  los 
mas  eruditos  antecedentes  y  hecho  su  mas  escrupuloso  análisis,^ 
todos  los  historiadores,  todos  los  críticos  han  sido  severos  jueces  de 
este  libro,  sin  perdonar  á  sus  autores  b  falta  de  oportunidad,  la  re* 
dundancia  y  hiBta  el  servilismo. 

Pero  hiüirian  sido  injwtos,  si  á  pesar  de  eso  no  le  hubieran  colo- 
cado d  primera  entre  los  oódigos  de  los  pueblos  civilisados;  si  hu* 
hieran  sido  capaces  de  sospechar,  aúnele  por  patriotismo  no  lo  ha» 
yan  dicho  que  el  Speeiüü,  cuakpiíera  que  sea  por  otra  parte  su  mé* 
rito,  merezca  la  preferencia. 

Esto  es  k)  que  hemos  querido  que  se  tenga  presente:  solo  con  es- 
te objeto  nos  ha  podido  ocuirir  el  ligero  estudio  de  la  obra  de  Du- 
rando. No  fué  el  modelo  que  pudieron  tener  i  la  vista  los  autores 
de  las  Partidas,  porque  aunque  se  formara  por  los  mismos  dias,  el 
SpeailMm  se  publicó  algunos  aios  después:  no  puede  tampoco  po- 
nérsele en  parangón,  no  hay  términos  hábiles  para  comparar  el  Spe- 
eulo,  esta  obra  plagiada,  y  el  Código  de  las  Partidas,  verdadero 
original  que  la  España  tiene  el  orguHo  de  ofrecer  á  los  buenos  le* 
gisladeres. 

BtníU  fiotierrez* 
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DE  LA  REmNDia4GI0N  DE  LOS  EFECTOS  PCBUGOS  AL  PORTADOR, 
SEftUM  EL  DERECHO  CONSTITUIDO  (a). 


lairo4a««ion« 

Tiempo  hace  que  tenia  casi  concluida  la  redacción  del  sigaienle 
trabajo  sobre  la  reivindicación  de  los  efectos  públicos  al  portador, 
segQQ  \a  legislación  hoy  vigente  en  España,  con  el  propósito  de  pu- 
blicarlo é  ilustrar  la  opinión,  en  mi  concepto,  lastimosamente  estra- 
viada:  sin  embargo,  no  habría  probablemente  visto  la  luz  pública, 
merced  á  lo^mconciliable  de  este  género  de  escritos  con  mis  tareas 
profesionales,  sino  hubiese  leidonn  folleto  titulado  «GonsidetacioDes 
sobre  la  improcedencia  de  la  reivindicación  de  los  títulos  al  por- 
tador.» 

Lo  que  me  decidü  á  hacer  esta  publicación  no  fueron  las  contra^ 
dicciones  observadas  en  dicho  folleto  (1),  ni  tampoco  el  deseo  de  re* 

(a)    Abiertas  las  páginas  de  la  Revista  á  todas  las  opiniones  que  se  de- 


fiendan con  copia  de  erudición  y  con  talento,  damos  cabida  al  concienzudo 
trabajo  oue  sobre  la  reivindicación  de  los  efectos  públicos  al  portador  ha 
Qscriio  el  Sr.  D.  Domingo  Rivera ,  distinguido  abogado  del  ilustre  Colegio 
de  Madrid.  Examinando  la  cuestión  solamente  bajo  el  aspecto  del  derecho 
constituido,  sostiene  la  opinión  que  en  repetidos  fallos  de  esta  Audiencia 
territorial  ha  prevalecido,  d^ando  á  la  apreciación  de  los  p>deres  públicos 
la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  la  reforma  de  nuestro  derecho  en  pun- 
to tao  grave  y  de  consecuencias  tan  trascendentales.  Reconocemos  la|  ur- 
gencia de  que  una  medida  legislativa  venga  con  su  autoridad  soberana  a  po- 
ner término  á  una  cuestión  que  ha  lomado  grandes  proporción  h  ,  y  que 
examinada  bajo  el  punto  de  vista  de  la  legalidad  existente  trae  un  dividi- 
dos á  los  letrados,  y  pudiera  con  el  tiempo  dar  lugar  á  fallos  encontrados, 
con  desprestigio  de  la  administración  de  justicia.  De  todos  modos,  la  Au- 
dieocia  de  Madrid  ha  encontrado  en  D.  DÍomingo  Rivera  un  defensor  ilus- 
trado, que  ha  sabido  esponer  con  lucidez^  con  buen  juicio,  y  con  interesan- 
tes datos  los  fundamentos  de  sus  sentencias.  Amigos  de  la  discusión  ám- 
^ia,  daremos  cabida  en  la  Revista  á  cualquier  escrito  en  que  con  bueoas 
lormas  y  con  razones  cíenlíOcas  ó  legales  se  sostenga  una  opinión  diferen- 
te.—Lo»  Directores  de  la  Revista. 

(1)    Eo  la  página  3,  plantea  la  cuestión  sobre  reiviudicacion  de  los 
títulos  al  portador,  y  asegura  ser  una  de  las  mas  importantes  que  pueden 
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fular  una  tras  otra  sus  observacioaes,  pues  para  ello  habría  sido 
preciso  redactar  de  nuevo  las  mias:  me  impulsó  con  especialidad  las 
formas  duras  é  inconvenientes,  en  mi  juicio,  con  que  se  aprecian  y 
califican  los  fallos  ejecutorios  pronunciados  por  la  Real  Audiencia  de 
Madrid  ajustados  á  la  legalidad  existente. 

Calificar  las  sentencias  de  un  Tribunal  superior  de  ataques  á  la 
ley  y  de  espoliacion  (pág.  6);  atribuir  estas  sentencias  á  la  falta  de  co- 
nocimientos especiales  en  los  magistrados  (pág  13);  decir  que  la 
responsabilidad  de  los  tenedores  de  títulos  al  portador  se  trae  como 
por  los  cabeUos,  y  que  cada  una  de  estas  sentencias  producen  una 
alarma  (págs.  14  y  16);  afirmar  que  el  poder  judicial,  sin  hacer  el 
menor  caso  de  que  su  misión  no  es  otra  que  aplicar  la  ley  buena  ó 
mala se  ha  colocado  por  una  mala  inteligencia  en  abierta  con- 
tradicción, no  solo  con  la  letra  y  espíritu  de  la  ley,  sino  hasta  con 
el  mismo  país  (pág.  17);  y  concluir  repitiendo  (págs.  19,  21  y  23) 

■  I  ■  i j    ■  ■  '     '. ' " , 

debatirse  en  este  momento  por  la  errénea  iñterpr^a^on  que  se  está  dando 
ala  ley,  y  por  la  aplicación  equivocada  que  de  la  misma  se  está  usando 
en  los  trihunales.^Pero  en  la  siguiente  linea  dice,  que  no  parecerá  estre- 
no á  los  lectores  que  so  ocupe  de  esclarecer  esta  importantísima  cuestión^ 
£<e  e$  una  de  leu  que  están  reclamando  una  reforma  indispensable  ya  en 
legislación  que  rige  sobre  la  materia, — En  que  quedamos  ¿el  mal  de  que 
se  lamenta  el  a^tor  del  folleto,  está  en  que  la  ley  órnala,  á  su  juicio,  ó  en 
que  se  aplica  erróneamente  por  los  tribunales? 

En  la  página  6,  al  final,  dice  que  pudiera  citar  infinidad  de  sentencias 
judiciales  (desearíamos  que  se  thibiese  hecho  esta  cita,  pues  no  tenemos 
noticia  de  ninguna),  en  que  aplicando  la  no  reivindicación  de  los  títulos  al 
portador...  vienen  formando  la  jurisprudencia  práctica  en  esta  cuestión— 
Pero  al  folio  i7  añade  que,  el  poder  judicial,  sin  ha€er  el  menor  caso  de 
que  su  misión  en  todo  rigor,  ni  es  ni  puede  ser  otra  que  aplicar  la  ley 
buena  ó  mala...;  se  ha  colocado  por  una  mala  inteligencia  en  abierta  con- 
tradicción, no  solo  con  la  tetra  y  espíritu  de  la  ley,  sino  basta  coa  el  mis* 
roo  país. 

Para  convencer  que  los  tribnnales  están  en  contradicción  con  el  país 
sobre  esta  cuestión,  pregunta  el  autor  del  folleto  (pág.  il)  ¿Qafénes  el  re- 
presentante de  la  nación?  El  Gobierno.  ¿Qué  ha  aicho  el  Gobierno  cuando 
na  sido  interpelado  en  5  de  abril  de  i 856  y  48  de  abril  de  i 858  por  la  apli- 
cación que  hacía  el  poder  judicial  de  la  ley  en  las  cuestiones  de  los  lítulos 
al  portador?  Ha  dicho  bien  claramente  que  el  modo  de  obrar  del  poder  ju- 
dicial, estaba  en  contradicción  con  lo  que  el  Gobierno  entendía  que  debía 
hacerse.» — Mas  en  las  páginas  49  y  20,  el  autor  del  folteto  cita  varias  ór- 
denes de  ministros  mandando  no  pagar  unos  tftulos  entregados  á  una  casa 
de  París  que  quebró;  expropiar  y  prender  á  otros  poseedores  de  títulos  sus- 
traídos del  correo;  formar  causa  y  no  pagar  otros  lítulos  dados  eu  gafan* 
tía,  eU.,  etc.  ¿Qué  Gobiernos  son  los  representan  les  del  país,  tos  interpela- 
dos, ó  los  que  itutorizairon  Heales  órdenes  y  decretos  mandando  proceder  á 
la  retenciun  y  suspenition de  p«go  de  los  títulos  robados,  etc.?...; 


Digitized  by 


Google 


DI  LA  RBITINDICACIOfr  BI  LOS  XFBGTOS  PÚBLICOS.  18 

qae  sería  nunca  acabar  referir  la  €nar(fitía,  h  arbitrarieiai  y  con- 
tradiecioues  de  toda  género  qnc  se  hallan  en  los  fallos  de  los  triba* 
nales  sobre  títulos  al  portador:  todo  esto  me  cansó  proftinda  sorprot 
sa,  y  por  respeto  á  la  institución,  y  ann  si  se  quiere,  estiaralado  po^ 
el  deseo  de  vindicar  opiniones  que  he  sustentado  con  éxito  ante  loa 
tribunales  de  la  corte,  me  decidí  i  oonduir  y  dar  la  úllima  man* 
á  BU  escrito. 

Por  fortuna,  los  fallos  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid  iqied 
folleto  alude,  nada  deben  temer  del  examen  ilustrado  q&t  se  haga 
de  ellos,  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  constituido,  y  para  coa* 
batirlos,  el  autor  de  dicho  folleto  ha  supuesto  (pág*  7)  qae  én  kt^ 
considerandos  de  la  sentencia  á  que  alude  (2)  se  sientan  como  sus 
bases  principales,  que  la  ley  de  Bolsa  exige  para  que  se  pueda  ad- 
quirir la  pr<4>iedad  de  los  títulos  al  portador:  i.^  que  las  personías 
sean  comerciantes;  y  S.^,  que  los  títulos  no  estén  presoriptos.  ¿Pei% 
«de  dónde  ha  sacado  el  autor  del  folleto  tan  estnooa  fatufauB^entóM 
Mos  inclinamos  á  creer  que,  de  la  mala  inteligencia  de  los  consi- 
derandos que  haya  leid^-  qmá  porno estar  redactados  con  la  pers- 
picuidad que  seria  de  desear  en  asuntos  de  esta  importancia. 

Redactados  unos  mejor  que  otros,  la  parte  dispositiva  de  los  fa- 
llos que  conocemos  está  sustancialmente  conforme  con  el  espíritu  de 
las  leyes  reguladoras  de  la  propiedad  mueble,  dentro  de  heüal  se 
comprenden  los  efectos  al  portador.  Los  tribunales  tienen  circtins- 
critas  sus  funciones  á  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,  y 
ni  á  ellos,  ni  al  que  deBende  la  legalidad  de  sus  actos,  les  incumbo 
analizar,  si  los  efectos  públicos  al  portador  exigen  ó  no  por  su  na- 
turaleza una  legislación  especial:  tal  vez  una  parte  de  los  magistra- 
dos que  fallaron  ea  sentido  favorable  á  la  reivindicación,  profesea 
Ja  creencia  de  que  estos  valores  debieran  ser  írreivindicables. 

Como  quiera  que  esto  sea,  si  la  opinión  del  país  es  tan  unifor^ 
inemente  favorable  á  la  reivindicación,  como  el  autor  del  folleto  su- 
pone; si  el  Gobierno,  las  Cortes,  el  Consejo  Real,  la  Caja  de  amor- 
tización, el  Banco  de  España,  la  Junta  de  comercio,  etc.  etc.,  están 
conformes  en  la  no  reivindicación,  ¿por  qué  no  se  presenta  un  pro- 
yecto de  ley,  6  se  dicta  un  Real  decreto,  declarando  la  irreivindica- 
GÍon  de  los  eCectoa  púbJlicos,  ó  cuando  menos,  que  está  vigente  el 
articulo  7.^  del  Real  decreto  de  10  dese^iembre  de  1831,  que  creeu 

I    ■  "> , ,1       ,      .     III I  iiiifc 
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derogado  los  tribunales  de  justicia?...  Si  mis  noticias  son  ciertas^ 
hace  mas  de  ub  ano  que  el  Gobierno  de  S.  M.  tiene  en  su  poder  un 
proyecto  deJey,  y  por  cierto  con  poquísimos  artículos,  favorable  á 
ia  no  reivindicación  ¿Tpor  qué  no  le  ha  preseptado  para  su  discu- 
sión y  sanción?  [Preciso  es  reconocerlo!  JBxaminada  la  cuestión  su- 
perficialmente,' su.  resolución  pareoe  Cacilisima»  ma^  quien  la  pro- 
fundice auxiliado  de  la  ciencia,  acaso  encuentre  infinitas  dificultades 
capaces  dé  hacerle  retroceder  con  espanto. 

Por  boy  mi  tarea  es  mas  sencilla;  no  intento  examina  el  asunto 
como  economista,  ni  legislador:  voy  solo  á  tratarlo  como  espositor 
-del  derecho  constituido. 

lS<m  irreivmdicables  los  efectos  públicos  al  portador!  ¿Son  (¿i- 
<hoB  efectos  semejantes  á  la  moneda,  y  por  lo  mismo,  pueden  recir 
tirse  sin  averiguar  su  prodedencia,  bastando  lasbfiple  entrega  de 
éUoSpparatrasferir  su  dominio  de  wia  manera  irrevocable? 

Primera  parto. 

SUMARIO. 

Sec.  I.  S*  1.^  Gt*n  intarésde  actualidad  de  la  anterior  cuestión.  SJ.  2.^ 
y  3.^  Escaso  número  de  asuntos  de  esta  especie  ocurridos,  y  jurisprud^epcia 
formada  por  la  Real  Audiencia  de  Madrid. — 11.  §§.  l^,  2.^  y  3.®  Interpelación 
de  un  diputado  al  Gobierno  sobre  la  oscuridad  de  la  legislación  relativa  á 
estos  valores,  y  sus  opiniones  sobre  la  materia,  creyendo  que  los  vaíores  al 
portador  están  en  el  mismo  caso  que  la  moneda.  §$.  4."  y  5.^  Refiere  lo  que 
sucede  en  Francia é  Inglaterra  sobre  estos  valores.  S§.  ^.*  y  7.*  Pide  un  di- 
putado que  se  observe  el  art.  78  de  la  Conslitucion  soVfe  la  garantía  nacio- 
nal de  la  Deuda  pública,  y  que  el  Gobierno  declare  subsistente  el  Real  de* 
<:rsto  de  10  de  setiembre  de  1831»  pues  asta  era  la  cao^  de  hacerse  loiem- 
^préstitos  en  España  al  38  por  100.— 111.$$ •  ^-^t  ^.'^  y  a""  Otro  diput,ado  apo- 
ya la  interpelación,  y  dijo  que  está  hundido  el  crédít^  si  se  sujeta  el  pap^ 
moneda  á  la  reivindicación.  §|.  4.®  y  5.®  Que  los  títulos  al  portador  no  son 
aun  propiedad  como  otra  cualquiera ,  no  debiendo  crecerse  otro  ducño^ 
sino  quien  los  presenta.— IV.  §§.  1.^2.*  y  3.®  Los  M^istros  de  Fomento  y 
Gracia  y  Justicia  que  contestaron  á  los  interpelantes  estuvieron  poco  feli* 
cesy  desconociendo  al  parecer  la  cuestión  legal  provo4ada,  y  haciendo  con- 
eetíones  ¡Bconvenientes.*-^V.  §.  1.^  Dónde  esta  cuestión  se  ha  tratado  á  su 
•liiira  faaaido  en  el  foro  de  Madrid,  hadándose  eo  ooitradieeíoo  ios  repre-^ 
MÉUaiMMlliniitflriofaeal.H*  S.^yS.^'  AUÍieb  rnteoidoquesegmi 
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h  le0fel»ckNi  espeoii}  y  genera)  vigeiiM^  Iés  eMétoé  íI  pévttéor  ton  inei*' 
TJwiciéiuii^  |.  9/  Y  que éootemÍBJtiilee  ti  ánero.-^YI.  1. 1;*  Lt  ekmnm* 
cá de on  jnrttcoMalto  diÉUnguide  bífta  Tieilirel  juioio  (U  UDt* SaIi  dt  la 
Rnl  Audieoda  de  Ifadrid.  f {.  2.^  y  3."*  Ealoaeei  peqsé  publicar  6fte  et^ 
«rito  y  ootíYoeque  lo  impidieroa. 

I. 

i.""  Hé  aquí  una  cuestión  de  gran  interés  de  actualidad  en  los 
Tribunales,  por  la  magnitud  y  trascendencia  de  la  materia»  por  el 
merecido  renombre  de  algún  jurisconsulto  iniciador  en  el  foro  de  la 
contradictoria  que  viene  debatiéndose ,  y  por  la  celebridad  dada  al 
asunto,  con  motivo  de  una  interpelación  dirigida  al  Gobierno 
de  S.  M.,  sobre  la  jurisprudencia  que  los  Tribunales  venian  confir- 
mando acerca  del  dominio  de  los  efectos  públicos  al  portador. 

iJ"  Hasta  la  representación  de  esta  última  escena,  la  cuestión 
formulada  como  epígrafe  de  este  artículo  venia  agitándose  mera- 
mente en  el  augusto  á  la  par  que  modesto  y  silencioso  recinto  de 
Jos  Tribunales.  No  son  muy  frecuentes ,  si  nuestras  noticias  son 
ciertas ,  los  procesos  instruidos  con  motivo  de  robos,  hurtos  ó  esta- 
fas de  efectos  públicos  al  portador ,  y  este  dato  estadístico  revela 
ser  el  mal  supuesto  de  la  reivindicación  menos  grave  de  lo  que  se 
exajera;  pero  sea  cualquiera  el  número  de  aquellos  procesos,  es  in- 
dudable la  jurisprudencia  uniforme  de  las  tres  Salas  de  justicia  de 
la  Audiencia  del  territorio  de  esta  corte,  Ibimada  á  entender  de  esta 
clase  de  asuntos,  por  cuanto  en  la  Bolsa  de  Madrid  es  donde  se  ne- 
gocian principalmente  esta  especie  de  valores. 

3.^  En  las  diferentes  decisiones  llegadas  á  nuestra  noticia ,  la 
Real  Audiencia  de  Madrid  ha  reconocido  uniformemente  la  proceden- 
cia de  la  acción  reivmdícatoria  de  los  efectos  públicos  salidos  de  ma- 
nos de  su  legítimo  dueño  por  medio  de  un  delito  (3) ;  declarando  ser 


(3)  El  primer  asunto  de  esta  especie,  de  que  tenemos  noticia ,  fué  Calla- 
do por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid  en  27  de  octubre 
üt  1855,  en  causa  contra  D.  Andrés  Vizcayno  y  consortes ,  sobre  sustrae* 
cioD  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda  de  3.080,085  rs.  nominales  en  tí- 
tak»  al  portador.  Los  considerandos  de  dicha  sentencia  no  contienen  la  ra- 
zón legal  del  fallo;  pero  la  Sala  sentenciadora  juzgó  la  procedencia  de  la 
rei?ÍQdicaciony  pues  decretó  la  restitución  á  la  Dirección  general  de  la 
Deuda  pública  oe  los  títulos  que  procedentes  de  la  sustracción  habían  sido 
retenidos,  sin  perjuicio  de  la  acción  civil  que  pudiera  eorresponder  á  la  H»- 


Digitized  by 


Google 


tata  la  legalidad  eiíBleiile»  oía  k»  título»  le  hallea  oa  poder  do  im 
tercero  adqaiiente  por  aa  Biedíolegal,ora  los  detente  por  na  titsb 
demtrfo  de  las  formas  legalest  solo  distingae  la  s«erte  de  los  ter- 
ceros poseedores ,  reservando  á  los  primeros  sn  repetición  contra 
quien  les  corresponda,  y  negando  este  beneficio  á  los  segundos. 

cienda  para  reintegrarse  del  valor  de  ios  demls,  y  reservando  su  derecho  é 
J),  Joaquín  Ángel  Echarri^  respecto  á  los  que  se  le  ocuparon,  para  repetir 
tu  importe  contra  quien  corresponda, — E\  segundo  rallo  que  conocemos 
fué  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la  misma  Real  Audiencia  de  Madrid;  en 
causa  sobre  sustracción  del  correo  dé  900»000  rs.  en  títulos  al  portador  áti 
3  por  f  00,  remitidos  en  dos  pliejjos  á  Barcelona ,  y  los  considerandos  refe- 
rentes al  punto  de  la  reivindicación  dicen  así:  «Considerando  que  si  por  la 
ley  de  Bolsa  de  10  de  setiembre  de  1831  se  determinaba  que  los  efectos  pú- 
blicos vendidos  en  Bolsa  no  estaban  sujetos  á  reiviniiicucion,  y  su  adjudica- 
ción era  TáUda  y  subástente,  consumado  que  fuese  el  contrato ,  aunque  el 
poseedor  fuese  de  mala  fó ,  después  por  ia  orgánica  provisional  mandada 
cumplir  por  decreto  de  5  de  abril  de  1846,  nada  se  dispuso  sobre  la  reivin- 
dicación, y  en  su  art.  113  se  manda  queden  derogadas  y  sin  efecto  las  le- 
yes, decretos,  reglamentos  y  demás  nue  hasta  entonces  regían  acerca  de 
esta  materia,  y  que  la  de  igual  naturaleza  de  provisional  publicada  por  otro 
decreto  de  8  de  febrero  de  1854,  tampoco  dispuso  cosa  alguna  sobre  la  rei- 
vindicación. Considerando  que  aun  cuando  la  adquisición  liecha  de  parte  de 
loF  liiulos  por  la  casa  de  W.  fuese  en  BoUu  y  por  medio  de  un  ájente ,  cou 
sujeción  al  art.  15  de  dicha  ley  de  183^,  que  previene  se  hagan  siempre 
con  intervención  de  ellos,  no  le  dá  derecho  á  estimarlos  como  propios,  toda 
vez  que  fueron  producto  de  un  robo,  y  pertenecen  á  la  viuda  do  B.  y  B., 
como  verdaderos  dueños  de  ellos,  no  siendo  aplicable  el  párrafo  3.^  del  ar- 
tículo 116  del  Código  penal,  por  no  hallarse  prescriti  la  cosa,  con  arreglo 
á  lo  establecido  en  las  leyes  de  Bolsa  vigente.  Considerando  que  menos 
puede  acogerse  á  estas,  para  reclamar  la  pertenencia  de  otros  títulos,  D.  E. 
de  M.,  por  no  haberse  sujetado  en  las  compras  que  hizo  á  ninguna  de  las  ci- 
tadas prescripciones.— Vistos  los  arts.  7,  11,  14,  15,  115  y  116  del  Código- 
penal  y  las  leyes  de  Bolsa  de  que  se  ha  hecho  mención ;  fallamos que  se 

entreguen  á  la  viuda  de  B.  y  B.  los  títulos  que  le  fueron  remitidos,  y  cuyas 

seríes  y  numeración  resultan  testimoniadas  en  la  causa reservando  su 

derecho  á  la  casa  de  W.  para  ejetcilarlo  contra  el  vendedor  de  los  títulos 

— En  causa  seguida  contra  D.  J.  N.  de  F.  con  motivo  de  haber  enajenado 
unas  acciones  de  carreteras  entregadas  por  su  dueño  con  el  solo  objeto  de 
constituir  con  ellas  una  fianza  para  responder  de  cierto  cargo ,  el  Juez  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Barquillo  de  esta  corte,  üictd  sentencia 
confirmada  por  otra  de  14  de  abril  de  1859,  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Real  Audiencia  de  Madrid,  en  la  cual  se  apuntó  el  siguiente  Conside- 
rando: que  ann  cuando  G.  comprara  de  buena  lé  lan  acciones  de  carreteras, 
siendo  un  hecho  indudable  que  al  venderlas  O.  P.  dispuso  de  cosa  ajena  f 
consumó  el  delito  de  estafa  .  es  indudable  también  que  aquel  no  pudo  ad* 
cuirírlas,  porque  según  las  leyes  civiles,  y  especialmente  el  art.  116  del  Có- 


digo penal,  donde  quiera  que  esté  la  cosa  allí  clama  por  su  dueño,  y  cuando 
ha  salido  de  poder  de  éste  por  efecto  de  un  delito,  debe  serle  restituida  con 

poder  de  un 

/Google 


rtsarcimiento  de  daños  v  perjuicios,  aun  cuando  se  halle  en  poder  de  un 
levcero  no  responsable  del  delito., 
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1/  En  la  sesioa  pnUkm  celebrada  por  el  Cengress  de  los  DK 
|Nitado6  el  dk  S3  de  abril  del  aoo  pasado  de  1888 ,  cierto  orador 
ainmdó  ana  niterpehcioii,  90bre  un  t^egoeio  que  creía  urgente,  y 
que  podía  traer  fatalei  consecuencias  id  crédito  del  Estado :  preci- 
sando sn  objeto»  dqo  ser  la  completa  oscuridad  que  encontraba  en 
la  legisiadon  de  España  sobre  los  valores  al  portador,  poes  al  mismo 
tiempo  qne  están  autorizados  por  el  Gobierno ,  no  bay  legislación 
sobre  ellos,  y  paeden  snfrir  graves  perjnicios  los  tenedores  de  nna 
propiedad  tan  respetable. 

i/^  Esptanando  su  idea  el  orador  aludido,  en  la  sesión  del  si- 
gnientedSa  28,  reseñó  la  importancia  del  crédito  y  la  creación  de 
los  valores  al  portador  declarados  irreiviodicables  por  ^  art.  T."*  del 

Beal  decreto  de  iO  de  setiembre  de  483i y  que,  sin  embargo, 

anos  titolos  fueron  robados,  un  agente  los  vendió  á  nn  comerciante, 
y  poseyéndolos  éste  de  buena  fé,  se  encontró  con  un  auto  judicial 
deteaiéndoios ,  por  haber  parecido  su  propietario.  Por  manera, 
abdíó,  que  se  aplica  á  estos  valores  la  ley  de  Partida,  según  la 
caal ,  la  cosa  robada  vuelve  á  su  legítimo  dueño.  Aplicada  la  ley  á 
la  reivindicación  de  estos  valores ,  ¿quiéa  seria  el  qae  depositase 
ea  ellos  su  fortuna?  ¿Qué  padre  de  familia  se  atrevería  á  dejar  en 
ellos  la  fortuna  á  sus  hijos? 

3.^    Los  valores  al  portador,  continuó,  están  en  el  mismo  caso 

que  la  m<neda  y  deben  aplicárseles  los  mismos  principios Re* 

fiere  la  obligación  del  depositario  de  dinero,  el  cual  solo  es  deudor 
de  cantidad ,  mas  no  de  las  mismas  monedas,  y  deduce  lo  propio  de 
los  títulos  al  portador :  estos  títulos  son  de  quien  los  adquiera  de 
buena  fé.  ¿Pero  fueron  á  poder  del  que  los  vendió  por  un  crimen? 
Pues  castigúese  el  crimen,  y  los  títulos  queden  en  quien  los  adqui- 
rió de  buena  fé Esta  misma  aclaración  pidió  para  los  billetes  de 

Banco,  acerca  de  los  cuales  no  ha  mucho  se  dictó  un  auto  judicial 
dejando  ciertos  números  fpera  de  circulación 

4.®  Como  por  vía  de  contraste  entre  las  sentencias  de  nuestros 
Tribunales  y  las  de  los  Tribunales  del  vecino  imperio,  ese  mismo 
oíador  refirió  al  Congreso  que  la  propia  casa  á  quien  se  intervenía 
esos  valores,  habia  pasado  por  una  situación  análoga  en  Francia; 
pero  para  que  se  vea  hasta  dónde  se  llevan  en  aquel  4>aís  las  ideas 
de  re^wto  á  esa  propiedad,  esa  misma  casa  fué  defraudada  en  la;; 
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cajas  por  uno  de  sos  dependientes,  que  se  fogó  con  cinco  millones 

de  francos  en  acciones  de  ferro-carriles El  cajero  que  hizo  ese 

hurto  dejó  la  Francia,  y  se  fué  á  los  Estados-Unidos;  pero  mas  tarde 
puso  en  circulación  esos  valores,  y  á  nadie  se  le  ocurrió  la  ittea  de 
poner  interdicto  á  esas  acciones :  se  persiguió  al  criminal ,  pero  los 
documentos  están  en  circulación 

S.""  Circunscribiéndose  á  los  billetes  de  Banco,  dijo  ser  común  en 
Inglaterra  su  falsificación;  pero  en  el  momento  en  que  se  advierte 
se  cambia  el  timbre,  sin  dejar  por  eso  de  pagar  los  billetes  falsifi- 
cados :  hasta  tal  punto  se  lleva  allí  el  respeto  al  papel  del  Estado. 

6.^  DenJtro  de  la  propia  sesión,  el  mismo  orador  protestó  no  ser 
su  ánimo  poner  el  peso  de  su  opinión  en  contra  de  una  sentencia  de 

los  tribunales io  he  citado,  deda,  un  caso  especial,  para  hacer 

ver  que  habia  una  falta  en  la  legislación para  pedir  que  se  apli- 
que el  art.  78  de  la  Constitución  que  pone  la  deuda  pública  bajo  la 
salvaguardia  especial  de  la  nación ,  lo  cual  no  se  consigue ,  si  los  tí- 
tulos al  portador  no  son  libres  como  el  aire 

7.""  Resumiendo  su  interpelación,  pidió  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  que  se  declarase  subsistente  el  art.  7.^  del  Real  Decreto 
de  i  O  de  setiembre  de  i831,  que  el  interpelante  creía  vigente,  y  sin 
embargo  los  tribunales  fallaban  en  sentido  contrario;  que  el  mal 
existia  hacía  mucho  tiempo  y  no  se  remediaba ,  siendo  esta  la  causa 
por  que  los  empréstitos  se  hacian  en  España  al  38  por  Ve ,  en  vez 
del  60,  ú  80,  como  en  otros  países.  Que  el  caso  era  que  habia  una 
sentencia  dada...  que  era  contraria  al  crédito ,  era  contraría  á  estos 
valores  al  portador...  y  si  hay  y  ha  de  haber  valores  al  portador,  es 
preciso  que  haya  legislación  que  los  garantice \ 

IIL 

1.®  Llegó  su  turno  á  otro  orador,  y  refiriéndose  á  las  providen- 
cias judiciales  anteriormente  aludidas ,  dijo  que  el  ci*¿düo  estaba  he- 
rtdo»...  Hubo  un  tiempo ,  anadió ,  en  que  la  circulación  y  el  cambio 
estaban  sujetos  al  principio  de  reivindicación;  mas  fué  en  edad  re* 
mota ,  en  los  albores  de  la  civilización.— Entonces  no  existía  el  cré- 
dito, no  existían  los  billetes  de  banco,  no  existían  los  títulos  al  por- 
tador, no  habia  ni  siquiera  moneda ,  no  habia  pecunia  sino  pecas... 
Regía  entonces,  como  no  pedia  menos,  y  de  un  modo  absoluto,  el 
principio  de  la  reivindicación,  y  todas  las  transacciones  estaban  bajo 
su  influencia;  pero  corrieron  los  tiempos,  se  acabó  la  permuta  y  na- 
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«ky  la  Tenia,  Tino  la  moneda»  y  desdo  entóneos  peidi4:ese  inrincifito 
gran  parte  de  sn  poderío.... 

S.""  Se  ci*e6  despaes  t\  papel  moneda»  <ine  renne  maiores  Tenta- 
jas  qne  el  oMtálico;  mas  todas  la»  Tá  i'perder  si  se  le  snjela  ¿  la  rei^ 
Tittdicacion. . .  Es  deeir,  qoe  para  aeeplar  mi  miserable  billete  de  dofw 
cHmiee  reales,  sería  menester  tener  á  la  vista  la  larga  historia  de  es« 
te  billete.... 

S.""  He  demostrado ,  continnó,  la  incompatibilidad  <le  esta  clase 
de  valores  con  la  reivindicación...  para  lo  cual  no  hay  necesidad  de 
recordar  lo  qne  se  hizo  en  tiempo  de  Baliesleros,  ni  necesidad  de 
recurrir  á  las  legislaciones  especiales...  La  cuestión  está  ya  resuelta 
en  nuestras  leyes  seculares,  por  que  es  cuestión  de  derecho  co- 
man...,  pues  aunque  el  autor  de  las  Partidas  no  leyó  en  las  estrellas 
el  advem'mienlo  del  crédito...,  pero  consignó  en  aquel  Código  los 
principios  eternos  de  la  justicia % 

4.^  Los  títulos  al  portador,  continuó  diciendo  este  elegante  y 
poético  orador,  no  son  una  propiedad  como  otra  cualquiera;  si  fue- 
ran una  propiedad,  se  aplicaría  el  principio  de  la  reivindicación.  ¿Pe- 
ro á  quien  se  le  ocurre  reivindicar  «na  escritura  librada  por  un  Es- 
cribano, ¿  títuto  de  ser  propio  el  papel  en  que  está  escrita?...  Pues 
el  papel  de  crédito  está  en  el  mismo  caso.... 

5.^  El  papel  de  crédito  es  del  portador...,  dijo  en  conclusión  el 
orador  aiudiklo;  pues  la  ley  dice  que  de  cualquier  manera  que  el  hom- 
bre quiera  obligarse  queda  obligado:  por  consecuencia,  los  billetes 
de  banco,  y  en  general  los  títulos  al  portador,  deben  pagarse  al  que 
los  presente,  y  s<rio  á  él,  como  quiera  que  á  él  solo  fué  hecha  la  pro- 
mesa.... Si  desgraciadamente  fué  un  ladrón  que  robó  el  billete,  an- 
ticípese la  justicia  y  arrebátele  el  billete  de  las  manos,  porque  si  de 
él  llega  á  desprenderse,  el  mal  no  tiene  remedio. 

IV. 

i.^  ¡Qué  ocasión  tan  brillante  ofrecieron  aquellos  mas  fáciles 
que,  histérica  y  jurídicamente,  etactos  oradores,  si  en  la  sesión 
del  28  de  abril  hubiese  tocado  el  uso  de  la  palabra  á  algún  diputa- 
do competente  para  tratar  los  puntos  históricos  y  de  legislación  allí 
lastimosamente  mal  parados!...  Mas  no  sucedió  así,  por  desgracia: 
aun  los  Ministros  de  Fomento  y  de  Gracia  y  Justicia ,  advertidos  pre- 
viamente de  la  escena  que  debia  r^uresenturse,  esUivieron  menos 
TOMO  xvi,  i  2 
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Míeetáe  loqMhif  deraoh»  á«xigir4e  Im  jefioi  de  estos  áeparta-* 
■eoU». 

1.*  El  primero  0e  eífODnflefiM  MoMmeiakBetMe  á  decirlo  ocar- 
ride  en  ueelra  Bolit,  regida  :SÍem|Mre  por  «na  «¿ríe  d»  proyectos 
planteados  por  deereloSü  Siguió  haoieade  si  enamemcion»  y  luego 
concinyé  en  estos  térmiaoe.  «No  hay  dada,  q«e  los  títnlos  al  porta- 
dor y  los  billetes  de  banco  tienen  condiciones  de  moneda»  y  como  tai 
deben  disfrolar  de  la  consideración  de  lilMre  curso,  cenío  moneday 
no  como  cosa:  estoes  en  tesis  general  ^  y  sin  que  yo  descienda  á  ca- 
sas partícolares.  Gonseoneate  oon  Mo^  el  Gabiemo  presentará  el 
remedio  para  este  Yació,  ora  por  un  Real  decreto,  ora  por  un  pro- 
yecto de  ley...,  porque  todavia  no  ba  decidido... ;  pero  sí  qne  pon- 
drá remedio  á  este  mal. » 

3.^  El  Ministro  de  la  Justicia  empezó  mencionando  los  dos  pro- 
cesos criminales  pendientes  de  sustanciacion  y  decisión,  sobre  sus^ 
tracción  de  efectos  públicos;  y  si  por  desgracia,  anadió,  la  ley  fue- 
se, como  no  espero,  interpretada  de  una  manera  incouTeniente  ó 
perjudicial  al  crédito,  el  Gobierno  adoptará  las  disposiciones  conve- 
nientes para  evitar  estos  eoniictos  en  lo  aucesivo...  Es  mas:  si  por 
consecuencia  de  una  mala  interpretación  el  Gobierno  necesita  acla- 
rar la  ley,  no  solo  la  aclarará,  sino  que  procurará  sean  ifidemniza" 
dos  aquellos  que  resultasen  perjudicados  por  urna  providencia  in- 
justa,  adoptando  las  aiedidas  necesarias  para  que  eso  se  verifique. 
El  Jefe  de  la  magistratura  concluyó  su  peroracim  €on  estas  inolvi* 
dables  palabras:  «Lo  que  puedo  decir  es,  que  los  compradores  de 
buena  fé  pueden  tener  la  seguridad  de  que  no  serán  perjudicados 
en  sus  intereses ;  que  esos  créditos  ddfen  eetar  libres  en  la  circu- 
lación; que  no  serán  lastimados  ni  perjudicados  nunca;  antes  bien 
tondrán  el  apoyo  y  protección  del  Gobierno ,  amparo  justo  y  tu- 
telar que  no  puede  negarles  jamás.  > 

V. 

1.^  Las  opiniones  sustentadas  por  tos  intorpelanles,  y  en  cierto 
modo  patrocinadas  por  quien  á  la  sazón  era  Ministro  de  la  Justicia, 
han  tonido  en  el  foro  el  apoyo  de  voces  mas  autorizadas;  á  cuyo  ac- 
cidente es  debido ,  en  mi  juicio ,  la  celebridad  adquirida  por  esta 
cuestión,  y  la  contradicción  lamentable  en  que  acerca  de  ella  se  ha* 
Jla  el  ministerio  fiscal,  sosteniendo  el  de  fuero  civil  la  irreivindica- 
cion  de  los  efectos  públicos,  mientras  el  fiscal  eq[iecial  de  Bacienda 
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iJ"    ÍM  eléeloa  públicos  al  portador,  dicon  los  maoteiiodores,  eo 
el  foro,  de  las  opiniones  de  los  iglerfi^laali^s  en  el  Goocreso  de  los- 

' 

(4)  El  fifioal  especial  de  Hacienda  cerca  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid 
dijo  en  su  censara  relativa  á  la  causa  contra  D.  Andrés  Vizcaíno  y  consor- 
tes sobre  sQstraeciOQ  de  k»  3.086,085  rs.  mensuales  mencionados  en  el 
primar  lo§v  de  la  Mteríof  neta:  «No  tleoM  8fn<  emburgo,  derecho  h» 
citados  herederos  á  qi^  se  les  entregue,  según  han  pretendido,  los  títulos 
que  como  procedentes  de  la  sustracción  fueron  ocupados  á  sus  causantes,  y 
M  cotíes  deben  restiluirse  á  la  Direceioa  tfonerai  de  la  Deuda  p6bKca, 
cao  arreglo  á  lo  eelablecidaea  el  art.  ilS  del  Código,  salva  la  repetición 
ptra  reintegrarse  de  so  importe  contra  D.  G.  G,,  ó  contra  quien  corres- 
pooda.B  La  disposición  que  en  apoyo  de  su  ^cilnd  invocan,  del  articu- 
le 7.*  del  Real  decreto  de  16  de  setiembre  de  I83Í,  espresiva  de  que  «los 
efectos  públicos  veadidos  oii  Bolsa,  ya  sea  que  estén  emitidos  al  portador,  (^ 
ya  lo  estén  i  favor  de  persona  determinada,  no  están  sujetos  á  reivindica- 
cioD,  y  su  enajenación  será  válida  y  subsistente  consumado  que  sea  el  con- 
trato, toa  cuando  el  vendedor  los  poseyera  de  Mak  fó...»  no  tiene  ningu- 
aa  aplicación  al  caso  presente,  i^  solo  porque  ep  él  no  se  trata  de  efectos 
páMicos  vendidos  en  Bolsa,  sino  también  por  que  el  indicado  Real  decreto 
se  derogó  por  el  de  5  de  abril  de  1846,  que  después  de  haber  sido  dero- 

fb  á  aa  vei,  fué  restablecido  en  todas  sus  partes  por  el  de  24  de  marza 
i848,  y  es  el  que  se  halla  vigente  en  la  actualidad. 
En  comprobación  de  que  el  fiscal  de  Hacienda  está  conforme  con  loe 
aetos  oficiales  del  Gobierno,  reoomeadamos  la  lectura  del  Real  decreto  de 
%{  de  agosto  de  1857,  inserto  en  la  Gaceta  de  Madrid  de 27  del  propio  mes. 
Allí  se  verá  que,  autorizado  el  Gobierno  por  la  ley  de  23  de  febrero  de  i855, 

Cra  dar  en  garantía  de  las  operaciones  de  crédito  que  hiciera  el  Tesoro,, 
t  tftakM  del  3  por  40(),  cnya  emisión  se  aiptorizó  por  la  misma  ley,  se  ve<- 
liieó  mu  negociación  de  5.600,000  rs.  eo  oanatia  de  la  cual  se  entre- 
garon al  acreeilor  23.332,000  rs.  que  se  obligo  á  devolver  cuando  se  hicie* 
jea  efectivos  los  pagarés ;  pero  este  murió  antes  del  vencimiento ,  y  de  la» 
díligeiicias  practicadas  por  el  juzgado  que  previno  la  testamentaria  resultó 
(ne  uoa  gran  parte  de  aquellos  títulos  habían  pasado  á  terceros  poseedores. 
Sin  embargo,  considerando  el  Gobierno  que  el  Tesoro  tenía  un  derecho 
evidente  á  recoger,  llegada  la  época  del  vencimiento  y  pago  de  los  pagarés, 
los  tíloloe  eolregados  en  garantía,  escita  <U  Tribunal  que  entendía  en  la 
teaamefUaria  á  que  requiriera  á  los  tenedores  conocidos  de  los  titules  pa- 
ra que  toe  entregaran,  previo  el  oportuno  resguardo,  y  seles  diese  ingre* 
m  em  la  í>e^  general  de  depótítos  hasta  la  temdnaoion  de  aqueUa.Si  el 
Gobierno  hubiera  creído  irreivindicubles  los  efectos  públicos  al  portador,  de 
s^uro  no  habría  escitado,  ni  el  Tribunaf  habría  decretado  aquella  retención. 
— ^Verdad  es  que  en  el  artículo  í.®  mandó  pagar  los  cupones  de  dichos  tl- 
talos  per  It  tesorería  de  Hacienda  péMioa,  ó  por  la  GomisíDn  de  Hacienda 
en  Pajis;  pero  esta  paga  no  puede  demorarse  sin  faltar  á  la  obligación  con- 
traída á  fovor  del  tenedor  del  título,  mas  esto  nada  prejuzga,  por  que  si  des- 
pués en  el  juicio  sobre  propiedad  se  declara  la  restitacion  de  los  títulos,  di- 
cha restitución  se  efectuará  con  los  cupones  ó  intereses  vencidos  y  pagados: 
concílíándose  de  esta  suerte  los  derechos  del  tenedor  que  se  presume  due- 
ño, eolMaeto  qoe  una  ejeeotoria  no  declare  otra  cosí. 
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diputados  (H  f  HI),  9o«  trteivtnÜU^Ies  coando  se  adqoiéréá  con 
bueoa  fé,  segan  el  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831;  vea 
todas  tas  dispoáicioiies  posteriores  de  Bolsa ,  se  establece  el  mismo 
principio  con  estas  6  las  ofMA  friñes;.. 

o«  Jan  ei  acto  de  abonarse  sn  preeiOy  el '  domímo  de  los  efeolos 
públicos  isetrasfiere  al  comprador  de  tina  manera  irrevocable ,  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  á  estos  actos  vá  jmida  la  prescripción  de  las  ac- 
ciones que  contra  el  comprailor  padieran  dirigirse.  Es  ciertamente 
anómala  esta  disposición,  si  se  considera  con  arreglo  á  los  princi- 
pios de  la  legislación  común;  pero  deja  de  tener  este  carácter ,  sí 
se  aprecian  las  c(msecttencias  que  la  naturaleza  de  los  efectos  al 
portador  debe  producir. . . . . 

4.^  La  prescripción  legal  existe  y  se  encuentra  consignada  en 
las  leyes  posteriores  al  decreto  de  1831,  y  ni  las  leyes  comunes  ci- 
viles, ni  la  restitución  del  art.  116  del  Código  penal  son  aplicables 
al  presente  caso,  sino  al  párrafo  Z.^  de  dicho  artículo  que  habla  de 
la  prescripción  de  la  cosa  con  arreglo  á  las  leyes  civiles... 

5.^  Los  efectos  públicos  al  portador,  se  dice  por  último,  son  se- 
mejantes al  dinero,  y  por  lo  mismo,  pueden  recibirse  de  cualquiera 
sin  averiguar  su  procedencia,  bastando  la  simple  entrega  de  ellos 
para  trasferir  su  domiqio  de  una  manera  irrevocable. 

VI. 

1  ."^  Cuando  el  28  de  abril  de  1858  se  representó  en  el  Congreso 
de  los  diputados  la  escena  ligeramente  resenada  (II,  III  y  IV),  tenia 
estudiada  y  resuelta  en  conciencia  la  cuestión  objeto  de  la  misma;  y 
tanto,  que  me  lisongeo  de  haber  contribuido  ¿  fijar  el  juicio  vacüan-r 
te  de  quianpodia  contribuirá  establecer  jurisprudencia.  Las  teorías 
de  un  {pifTesor  distinguidísimo ,  mas  que  por  su  ciencia,  y  cuenta 
que  no  es  poca,  por  su  busto  fascinador,  por  sn  habla  persuasiva  y 
por  su  autoridad  avasalladora,  consiguieron  dejar  perplejos  los  jui- 
cios deliberantes.  Entonces  observé  que,  la  cuestión  sobre  reivia* 
«dicacion  de  los  efectos  públicos  al  portador  no  debía  tratarse  en  la 
región  de  los  principios,  como  economistas  ni  como  legisladores, 
sino  encerrarla  dentro  de  los  limites  de  la  legalidad  existente  en  Es^ 
pana:  este  es  el  atributo  del  orden  judicial,  aplicar  las  leyes  á  los 
pleitos  civiles  y  criminales  (3). 

(5)    A  los  tribunales  y  juzgados  pertenece  escluairamente  k  potestad  de 
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2.^  Por  eso  Hie  causó  gran  Mrpresa  la  lectora  de  los  discursos 
piMMUiciaáos  eOB  moitro  de  la  iaterpetadon  atedida  ,  y  segura*- 
Dente  babria  pabiieado  entooces  estas  modestísimas  reflexiones ,  si 
ctsl  súnnltáneas  y  personales  affiecíones  no  hubieran  tenido  arro* 
lodo  mi  espfrilu.  To  creía,  y  sigo  boy  cre'yétado,  en  la  reÍTindicacion 
de  los  efectos  públicos  al  portador,  según  lá  legislación  española, 
cuando  salen  de  su  legítimo  dueño  por  medio  de  un  delito;  me  com- 
idacia  la  noticia  de  baber  rectamente  aplicado  la  Real  Audiencia  de 
esta  corte  las  prescripciones  soberana  vigentes  sobre  la  materia ,  y 
los  díscofsog  parlamentarios  pronunciados  m  contrario  sentido  me 
caisareii  malísimo  efecto. 

3/  ¿T  otaio  ao  sufrir  esta  impresien,  después  del  rudo  ataque 
dado  &  la  ÍB8títuci<m  secular  hmm  venerable,  acusada  de  sacrilegio 
contra  uno  de  los  mas  renerados  dioses  del  uñero  olimpo,  sin  que  se 
levantase  voz  alguna  á  vindicar  satisbctoriamente  los  ultrajes  infe- 
ridos al  numen  verdadero? 

Seg^imda  ¡parte: 

SUMARIO. 

VIL  i.  1.^  No  es  cierto  que  los  títulos  al  portador  exijan  que  su  domi- 
nio sea  de  quien  los  detenta.  §.  2/  Son  origen  de  fraudes.  {.  3.^  Por  eso  los 
prohibieron  nuestros  legisladores.  $$.4.^  y  oJ*  Su  historia  en  Francia.  $.  6/ 
último  estado:  los  admitieron  casi  todas  las  legislaciones,  y  los  Gobiernos 
los  prefirieron  para  representar  su  deuda. — YIII.  En  los  efectos  al  portador 
se  disCioguen  dos  relaciones  distintas,  la  una  entre  el  librador  y  el  título,  y 
la  s^njuada,  entre  el  crédito  ó  derecho  que  el  título  representa  y  las  leyes 
reguladoras  del  dominio  sobre  los  bienes  muebles.— K.  §.  1«^  Los  dos  obje^ 
tos  eaeneiales  de  los  efectos  ^í  portador  soo^  ¡^  iácU  drcuUcion,  y  no  cui- 
darse el  Hbnd(Hr  del  tracto  sucesivo  del  título.  ^  2*^  Se  sigua  de  aquí,  que 
k  obligación  del  librador  está  solo  relacionada  con  el  tltulo.»X.  §.1.^  No 
obstante  la  obligación  al  título,  puede  judicialmente  interdecirse  por  un  ter- 
cero que  se  crea  dueño,  como  sucede  con  los  valores  nominativos.  § .  2.^  Na* 
da  hay  eo  los  títulos  al  portador  que  demande  el  sacrificio  de  las  leyes  re- 
gnladoms  de  la  propiedad.  }.  3.^  Dichos  títulos  representan  una  cosa,  un 
crédito,  un  derecho  relacionados  con  las  leyes  sobre  el  dominio.  {•  4.*  Dedu- 
eléndose  que  la  propiedad  de  estos  valores  se  presume  á  íkvor  del  detenta- 


aplicar  las  leyes  en  los  raidos  dviles  ycrimHMJes  sin  oue  puedan  ejercer 

otras  íuoeioBes  que  las  de ' 

laMdelaCenffitnotet). 
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^or;  pero  üo  peijuiéio  4e  qaé  se  praebe  la  oontnirío,-»Xl.  t .  i  .*  Bs  inopor- 
tuno iofoctr  el  arUcuto  78  de  la  GooBütuoioii.  §.  %.^  Los  docmnentos  p6bli- 
'COs  ó  privados  son  la  prueba  de  an  derectio»  mas  no  el  derecho  misnio. 
|.  3J*  Gonfirmacioa  de  esta  aserto  con  las  leyes»  decretos  y  Reales  árdenes 
sobre  la  forma  de  espedir  duplicados  de  títulos  al  portador ,  ea  casos  de  ro-* 
ho,  sustracción  y  pérdida  de  los  primitivos.— Xü.  §{.  1/  y  2/  RefutadoQ 
de  la  idea  consistente  en  que  en  España  se  hacen  los  empréstitos  al  38  por 
iOO  por  causa  de  la  reivindicación.— XUI.  §.  1.^  Las  causas  influyentes  á 
favor  del  crédito  se  encierran  en  dos,  cOnGanza  en  la  buena  fé  del  deudor, 
y  seguridad  de  que  sucesos  estemos  nb  ie  Torzarán  i  faltar  á  sus  obligacloties. 
1  §.  2.*  f  3.*  L^  descottfiattta  es  el  instruraenio  dispuesto  siempre  á  herir  el 
crédito,  sea  cualquiera  el  ájente  que  la  impulse.— XIY.  |}.  i/  y  2/  Hay 
'uniformidad  de  opiniones  obre  que  ta  desoeoGanza  es  perjudicial  ai  crédito 
^1  deudor;  fem  hay  divergeileia  deofteioees  aeeroa  de  1»  reivijidfoicíofi 
de  los  títulos  al  porudor*  (f-  ^-^  J  ^«^  S0«giUu  (res  opiniunmsyjftabsetou» 
4e  los  interpelantes,  1^  Umitada  de  los  moderaos  reformadores,  y  laxeiviH' 
dicacion  constante  de  la  escuela  romana.  §.  5^**  Lo  opinable  no  puede  hesrir 
al  crédito.  §.  6.**  Deduciéndose  de  todo  que  la  reivindicación  no  puede  ser 
<ausade  la  depreciación  de.  pq^estücos^  valores» 

VIL 

1.**  No  tengo  la  creencia  de  exigir  la  índole  y  carácter  de  los 
afectos  al  portador,  que  su  dominio  sea  de  quien  ios  detenta,  possi-- 
deoy  quia  possideo:  ea  nú  juicio,  quien  así  se  espresa  discurre  sin 
ilustrado  criterio,  y  sin  eonocimienio  ^lacto  de  las  leyes  de  los  pue- 
blos mas  civilizados  de  laJSuropa. 

S.""  Los  efectos  al  portador  son  origen  de  infinitos  fraudofli  y 
muy  ocasiooadosá  procesos  civiles  y  criminales:  bajo  de  este  aspec- 
to, son  incuestionablemente  preferibles  los  nominativos. 

3.^  Convencidos  de  aqueHa  funesta  propensión,  nuestros  legis- 
Jadores  los  prohibieron  csnstántemente.  En  las  famosas  Ordenanzas 
de  Bilbao,  comprensivas  de  la  legislación  mercantil  vigente  en  la 
mayor  parte  del  reino,  hasta  la  publicación  del  Código  de  Comercio 
sancionado  en  (850,  se  ordenó  que  en  los  vales  por  dinero  prestado 
se  espresase,  entre  otros  requisitos,  la  persoaa  á  quien  debia  hacer- 
se la  paga.  Todavía  fué  mas  esplícítoel  Código  deComerdode  1830, 
pues  declaró  ioeficac^  m ,  juicio.los  pagarés  en  favor  delportaáv 
sin  espresion  de  persona  determinada  <6)* 

r*        ■    í    '      I    I,  II    ^iM^i    mi    i^if  !■   > i>     I      ji  I        Pili      ■ iji     III  n     <w 

(6)  Porque  se  praetiei\  entren  vomeocfiantes  liacer  vales  por  dinero  pres^ 
4ido y  en  su  formación  ha  habido  algunas  variefMes>  aoéae  y  cKmvih* 
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4.*  Igoal  soerte  capo  íágan  tiempo  en  Fnmeia  á  esta  espeeie  de 
▼alores.  Sa  prínera  fonaa  coosfelía,  dice  oa  distiaguido  escri- 
tor (7),  enimbilleledepagodeeienaninia»  ifavor  deanapersoaa 
cuyo  noiabre  quedaba  ea  blaaoo»  saeedíeQdo  freeaeatemeateqae  se 
tcansiaítian  por  iafioitas  manos  sia  4|iiadar  haella  de  niagaoa  de 
eUas;  mas  el  Pnlramitode  Faris  los  prohibió  por  demiobes  de  7  de 
jonio  de  i6il  y  2&de  matzo  de  iei4,  motífadas  ea  la  fonesta  pro- 
peosioa  indicada. 

5/  Para  reempbaaresla  especie  4a  Talores.iAule  el  mimo  es** 
crílor,  se  idearon  los  billetes  al  portador»  pagaderos  i  la  persona 
que  los  posee  á  la  fecha  de  sn  vencimiento;  pero  estos  billetes  faeron 
prohibid  üomo  tos  anteriores,  por  deereto  de  mayo  de  1746,  y  res* 
tabtecidos  posteriomeaCe:  eaoerrftadoM  la  jttrisprndeneia  de  los 
tríbttoales  del  veeino  imperio,  sobre  esia^especie  de  ▼  alores,  en  las 
doo^oieirtes  coadosionesr  1.^  qae  los  bitteles  at  portador,  lejos  de 
esfar  prohibidos  por  las  nnevas'ieyes,  están  anforníados  por  la  de 
45  therraidor,  aio  3.*  y  qse  las  disposkiones  del  Código  citH  qué 
reqvmren  en  toda  obllgacíoa  el  noa^re  del  acreedor,  son  aqaf  ina- 
pUcabies;  y  4.^  qne  la  oMigacíoa  al  portador  otorgada  por  ante 
notario,  no  ^tá  prohibid  por  ningana  iey,  y  dá  al  portador  la  fa« 
adtad  de  proceder  ^otrrÉttente  centra  el  dendor. 

6.^  La  yaria  suerte  de  loé  bflletes  al  portador  en  EspaSa  y  Fran^ 
cá  cabria  probablemente  á  esta  especie  de  ral  ores  en  los  demás 
pafses;  mas  sea  de  esto  lo  qae  qtaiera,  el  hecho  cierto  es  que,  la  ge- 
neralidad de  los  códigos  mer^cantilés  sancionados,  en  los  diferentes 
Estados  de  Enropa,  reconocieron  eficacia  civil  á  los  efectos  al  porta- 
dor, y  qne  alganos  Gobiernos  prefirieron  esa  (arma  en  los  docn- 
mentos  representativos  de  las  snmasqae  toman  prestadas  y  coastita* 
yeaoi  la  drada  pública* 

Yin. 

n  etimaa  juicioso  de  la  íadole  y  natvraleza  de  las  obligaciones 

■■  ll  I  H I  I         MÍ         i 

cías,  se  previene  y  ordena  que  en  losóles  vales  se  ha  de  espresar  la  can* 
tidad,  dónde  se  ha  de  bacer  la  paga-,  en  qué  término  y  á  quién,  con  la  fe* 
cha  y  firma  entera;  núm.  \,  cap.  Ú  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao.— Los  pa«* 
gires  eaiivor  del  (Mltador,  sin  opresión  de  persona  determiseda,  no  pro- 
Aseen  ebligacáou  wi^  ni  ^c(Sioaen  ¡mdo.  Géiligo  de  pom.,  art.  .571. 

(7)  M.  D.  Dalloz  Aiiiéj  Repertoire  methodique  et  alphabetique  de  legii^ 
laáon,  de  doUrine  et  dejurispriidehoe ,  verb.  effels  de  comerce,  námeros 
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y  derechos  de  lo$  efectos  alportudor,  feqoiere  dístmgiiireadllos  dos 
relaoioi»es  distiatas.  La  4Uia,  la  especialidad  de  las  obligaciones  y 
derecbos  oonsütiiidos  entre  el  libradoc  del  título  al  portador  y  el  ti- 
tulo mismo,  y  laolra,  la*  rekuMoadel  crédito  representado  por  ese 
mismo  titulo  ai  portador ¿  coa  bateyes  reguladoras  del  dominio  sobre 
les  bienes  muebles,  en  los  países  donde  están  admitidos  los  efectos 
comerciales  ó  piMioos  aLpert^dor:  gran  parte  de  los  errores  come- 
tidos en  la  materia  proceden,  en  mi  juicio,  de  no  haber  alcanzado  á 
percibir,  ó  establecer,  esta  imporlantisima  distinción. 

II. 

1.^  Cuando  el  Gobierno  de  un  Estado,  de  una  sociedad  mercan- 
til, ó  un  particular  emiten  obligaciones  escritas  en  un  documento  al 
portador,  se  proponen  evideatemante  dos  ol^etos.  esenciales,  incon- 
ciliables coa  las.  obligaoMMias  aomiaatiTaSf  ¿  saber:  facilitar  la  cir- 
cnlacion  de  estos  valores,  y  eximirae  de  toda  responsabilidad  en  las 
contieadas  que  puedan  soscitarse  con  ocaaioa  del  tracto  sucesivo,  de 
una  en  otras  manos,  sobre  el  dominia  de  los  créditos  xe^pcesantados 
por  dichos  títulos:  comparadas  las  ventajas  é.inconvenieates  de  los 
títulos  nominativos  y  al  portadori  cualquier  hombre  de  negocios  de 
regular  criterio  se  persuadirá  de  ser  aquellas  dos  condiciones  las  es- 
celencias  que  recomiendaa  los  efectos  al  portador,  y  los  hacen  acep- 
tables, no  obstantestts  reconocidos  inconvenientes (VII.  §§.2.^y  S."*)* 

i.^  Pues  si  la  fácil  é  irrespqnsabletrasmision,  son  las  condicio- 
nes especiales  de  esta  especie  de  valores,  su  aceptación  supone  ne- 
cesariamente la  obligación  directa  del  emitente  á  favor  del  titulo 
emitido:  cualquiera  que  presenta  á  su  vencimiento  el  efecto  al  por- 
Xador,  ese  tiene  personalidad  para  requerir  la  paga,  y  si  se  hace, 
queda  bien  é  irresponsablemente  consumada.  Porque  el  librador  no 
puede  negarse,  sin  lastimar  su  crédito,  á  realizar  una  obligacioa 
relacionada  solo  con  el  título  que  se  le  presenta,  así  como  tampoco 
puede  negarse  al  pago  de  un  erédito  nominativo,  después  de  iden- 
tificada la  persona  á  cuyo  nombre  fué  espedido. 

X.'  ' 

1.^  Al  modo  que  un  vale  á  la  orden  de  persona  determinada  es 
eficaz  civilmente  desde  el  punto  mismo  en  que  vencido  el  plazo  se 
presenta  identificado  el  acreedor,  y  esto  no  obstante ,  las  leyes  ci- 
viles y  de  procedimientos  sancionan  remedios  oenservadores  de  los 
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derechos  de  un  tercero,  por  virtud  de  los  cuales  se  interdice  ó  sus- 
pende la  paga  sin  lastimar  el  crédito  del  librador ,  ajeno  absoluta- 
mente al  motivo  de  la  interdicción  (8),  del  propio  modo,  la  condi- 
ción especial  del  vale  pagadero  al  portador,  es  también  sin  perjui- 
cio de  que  el  tercero  asistido  de  algún  derecho  lo  ejercite  ante  lo9 
tribunales:  es  absurdo  creer  que  pueden  circular  libres  como  ef 
viento  (II,  §.  6.^,  unos  valores  sujetos  i  las  condiciones  legales  de 
la  riqueza  mueble,  siendo  esta  su  segunda  relación  antes  menciona* 
da(VUI). 

2.^  Si  la  índole  y  naturaleza  de  k»  efectos  al  portador  requie  • 
ren  que  el  emitente  reconozca  como  acreedor  solo  al  poseedor 
del  titulo,  nada  hay  en  ellos  que  demande  el  sacrificio  de  los  prínci- 
]^os  de  justicia  que  cada  pueblo  ha  creido  conveniente  sancionar  en 
sus  legialacioBes  conranes ,  acerca  del  dominio  de  las  cosas ;  y  aun 
cuando  io  demandase,  debería  desecharse  como  perniciosa  una  ins- 
titución inconciliable  con  los  sagrados  derechos  de  la  propiedad. 

S.""  En  buen  hora  que  el  emitente  de  un  efecto  al  portador  esté 
solo  obligado  al  título:  esto  mismo  sucede  con  los  billetes  de  lotería 
pagaderos  al  portador,  aun  cuando  carezcan  de  esta  espresion.  Mas 
juntamente  con  la  relación  entre  el  portador  del  titulo  mismo  y  el 
librador,  ese  título  representa  una  cosa,  un  crédito,  un  derecho; 
ese  derecho  está  regulado  y  relacionado  por  las  leyes  protectoras 
dd  dominio  sobre  las  cosas  muebles;  esas  leyes  prescriben  el  modo 
y  forma  de  adquirir  y  perder  el  dominio ,  y  ciertamente  serian  inú- 
tiles todas  estas  soberanas  prescripciones,  envolverían  una  redun- 
dancia censurable,  si  frente  á  frente  de  esas  mismas  prescripciones 
se  escribiesen  otras,  ordenando  que  la  circulación  de  los  efectos  al 
portador  fuese  libre  como  el  viento;  que  contra  ellos  no  se  diese  ac-^ 
cion  reivindicatoria,  y  que  pueden  recibirse  de  cualquiera  sin  ave- 
riguar 8U  procedencia,  bastando  la  simple  entrega  de  ellos  par» 
trasferir  su  dominio  de  una  manera  irrevocable.  Los  billetes  de  lo- 
tera son  siempre  al  portador:  ¿y  quién  ha  negado  jamás  que  esos 


(8)  El  embargo  del  valor  de  una  letra  solo  puede  proveerse  en  los  casos 
de  pérdida  ó  robo  de  la  letra,  ó  de  haber  queorado  el  tenedor  (Cód,  de 
dm.y  art.  497). — Siempre  que  por  persona  conocida  se  solicite  ael  paga- 
dsr  de  una  letra  la  retención  de  su  inmorte.  por  alguna  de  las  caucas  que 
se  refieren  en  el  artículo  precedente,  nebe  detener  su  entrega  por  lo  res- 
tante del  diu  de  su  presentación;  y  si  dentro  de  él  no  le  fuese  notificado  el 
embargo  formal,  procederá  á  su  pago  {Id,,  49S). 

TOMO  XVI.  13 
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billetes  pueden  ser  objeto  de  retenciones  provisionales,  de  acciones 
reivindicatorías,  y  de  cualesquier  otros  preceptos  judiciales  protec- 
tores de  la  propiedad? 

4.^  Del  respeto  que  recíprocamente  es  debido  á  las  dos  condi- 
ciones distintas  existentes  en  los  efectos  al  portador  (VIU),  se  dedu- 
ce que  la  propiedad  de  estos  valores  se  presume  á  favor  del  posee- 
dor;  pero  que  esta  presunción  no  es  irrevocable,  sino  dependiente 
del  éxito  de  las  pruebas  judiciales  suministradas  para  convencer  ser 
otro,  y  no  el  deteotador,  el  legítimo  dueño.  Entre  tanto  que  no  exis- 
ta un  decreto  judicial  provisional  ó  definitivo,  el  poseedor  de  un 
efecto  al  portador  es  el  único  acreedor  del  librador:  esto  solo  exige 
la  índole  especial  de  la  obligación  al  portador,  la  cual  queda  estin- 
guida  desde  el  puní^  mismo  de  recogerla  el  obligado.  Has  si  se 
contiende  en  los  tribunales  sobre  la  propiedad  de  uno  de  esos  valo- 
res; si  en  el  curso  del  litigio,  ó  en  la  ejecutoría,  se  decreta  la  inter- 
dicción de  un  efecto  al  portador,  ó  la  restitución  á  su  verdadero 
dueño,  y  en  ambos  casos  es  formalmente  requerido  el  librador',  el 
punto  referente  i  su  obligación  queda  intacto;  la  contienda  es  pura- 
mente de  dominio,  y  por  tanto  ajena  ad  crédito  del  Gobierno ,  de 
la  empresa  ó  del  parlii^ular  obligados. 

XI. 

1.^  Supuestas  las  anteriores  observaciones ,  fácil  es  comprender 
la  inoportunidad  con  que  se  invoca  el  art.  78  de  la  Constitución  po- 
lítica, el  cual  pone  la  deuda  pública  bajo  la  salvaguardia  de  la  na- 
ción (II.  §•  &^):  esta  invocación  seria  oportunísima,  si  el  Gobierno 
descuidase  el  pago  de  sus  obligaciones  al  vencimiento  de  un  efecto 
al  portador;  mas  carece  de  aplicación  racional  cuando  no  se  trata 
de  la  relación  entre  el  título  y  el  librador ,  sino  de  un  litigio  sus- 
tentado entre  dQs  personas  que  pretenden  ser  dueños  del  crédito 
ó  derecho  repoesentado  por  ese  mismo  título.  Volvemos  á  repetirlo; 
esta  no  es  cuestión  de  crédito »  sino  una  contienda  sobre  el  dominio 
de  un  mueble  sometido  á  las  leyes  reguladoras  de  esta  especie  de 
propiedad,  según  las  respectivas  leyes  de  cada  país. 

2.^  Demostrado,  en  tai  juicio ,  que  el  poseedor  de  un  efecto  al 
portador  se  presume  ser  dueño  de  él  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trarío (X.  §.  4.'*),  que  la  obligación  del  librador  de  dicho  efecto  es 
directa  al  título  (fíi.  §.  2.^),  que  esta  obligación  se  estingue  desde  el 
punto  mismo  de  recoger  el  título  al  portador  el  obUgade  (X.  §.  A.% 
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y  qae  la  fndole  especial  de  estos  vafores  requiere  dejar  absoIoUt* 
mente  exento  al  librador  del  resultado  de  las  contiendas  que  pudíe<> 
ran  suscitarse  con  ocasión  del  tracto  sucesivo ,  de  una  en  otras  ma* 
DOS ,  sobre  el  dominio  de  los  créditos  representados  por  los  efectos 
al  portador  (IX.  §.  l.'O,  todavía  se  ofrece  al  examen  un  punto  im- 
portantísimo de  derecho  resuelto  por  las  leyes  comunes ,  según  las 
cuales  deben  resolverse  todos  los  casos  semejantes  ó  análogos,  miea* 
tras  una  ley  especial  no  limite  su  uso.  Los  documentos  públicos  4 
privados  lío  son  otra  cosa  sino  la  prueba  de  un  derecho,  mas  no  el 
derecho  mismo ,  y  en  el  sentimiento  universal  está  que  no  se  pierde 
el  derecho  á  un  inmueble ,  ó  á  un  crédito,  si  el  dueño  ha  perdido 
ó  le  han  sustraído  la  escritura  d  el  vale  justificativo  de  sus  dere- 
chos. Existen  medios  legales  de  subsanar  la  pérdida  de  un  protocolo» 
7  los  vales  al  portador  se  subsanan  por  otros  cuando  perecieron  6 
fueroD  robados ,  sustraidos ,  etc. 

3.*  En  confirmación  de  este  aserto ,  invocaremos  el  texto  de  di- 
ferentes soberanas  disposiciones  dictadas  desde  1837  hasta  el  dia, 
mandando  espedir  duplicados  de  los  documentos  de  créditos  estra*^ 
víados ,  destruidos  ó  robados ,  sea  en  poder  de  personas  partícula- 
res,  ó  ea  el  curso  ordinario  de  las  oficinas  del  Estado ,  préviai»  las 
formalidades  establecidas  al  efecto  (9);  cuyo  duplicado  no  se  daría. 

(9)  Por  Realóodeo  de  20  da  setiembre  1827,  te  mandó,  de  coirforiuá- 
du  con  el  parecer  del  Gonseie  de  Ilaetembí,  facilitar  á  los  iotansado-i  el . 
do^ieado  del  crédko  allí  indicado,  y  que  se  sigoteae  la  práctica  que  eu  sen 
mejantes  casos  obf enraban  los  estableeiraientos  del.  Baiieo  de  San  Garlos  y 
€áíoo  Gremios  liiay<ves  áñ  Madrid;  de  obligar  á  los  interesados  á  que  aou* 
4an  ante  na  jaea,  quién  penetrado  de  las  causas  del  estravío  del  documoi^- 
to,  prwideiieia  y  pasa  ef  correspondiente  oflcío  para  que  se  espida  otro  por 
la  o&dna  correapondienle,  aoompañando  copia  ó  tetünumio  de  la  Miga- ; 
€üm  ó  fiaium  de  mefor  derecho  ifue  debe  preceder,  Bsto  mismo  se  ordiínu 

£r  Real  éréen  de  18  de  jnlie  de  1830,  respecto  da  los  docuraentes  de  cró^ 
lo  6  vales  lealesque  hubiesen  padecido  esiravío,  sea  en  poder  de  persa-* 
na»  particiilares,  6  en  el  cunto  ordinario  de  las  oGcinas  de  Haoienda.  Por 
olta  Real  orden  de  26  de  junio  de  1837,  se  mandó  que  contuviese  hipotecit 
^especial  la  eeerttttra  de  fianaa  que  se  otorgase  pora  raet'Mr  oréditoe  de  Uk 
demda  del  Seleuio  en  equivalencia  de  otros  estraviados;  y  en  1.®  de  octubre 
ligirieate,  las  Corles  autoriiaron  al  Gobierno,  para  que  á  favor  de  los  diia« 
ñoa  de  litólos  at  portador,  quemados  con  la  correspondencia  piblka;  se  es- 
pidiese oireiUMlo  de  inserfpcioo,  con  k  espresion  de  no  negociable  hasta 
u  pvóiiaia  nnovacfon  de  los  títulos,  satisfaciéndose  entre  tanto  á  los  mia^ 
mea  Uaadores  del  papel  los  iolereses ,  previa  una  fianza  á  satisíaocion  de 
las  ofidMs  del  Gobierno ;  enbeadiéndose  esta  roe<fida  mientras  durasen 
aqoilias  cirofiiiaUncias*  Por  último ,  en  10  de  mayo  de  1852  se  dictó  un%< 
lUal  érdeo  mandando  espedir  duplicados  de  varioa  Ütuios  sustraidoa  da  te. 
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si,  como  algonoe  soponen ,  documento  olptHrtador  quisiese  decir  que 
es  solo  de  quien  le  detenta:  por  que  ni  el  robo,  ni  la  sustracción, 
ni  la  pérdida  suponen  la  destrucción  del  título  primitivo,  y  sin  em- 
Iwrgo  en  todos  estos  casos  se  entrega  un  duplicado*  De  donde  se  si* 
gue  que ,  si  al  siguiente  dia  de  librarse  dicho  duplicado  con  las  for- 
malidades prevenidas,  se  presentase  el  portador  del  título  primitivo, 
se  trabaría  un  litigio,  sobre  el  dominio  del  crédito  ó  derecho  repre* 
sentado  por  esos  mismos  títulos,  de  la  competencia  esclusiva  de  los 
tríbunale;^  de  justicia.  Entre  tanto,  el  librador  permanecería  estrana 
á  e^  misma  cuestión ,  esperando  la  declaración  de  quien  era  su  le- 
gitimo acreedor  con  arreglo  á  las  leyes,  y  garantizado  con  la  fianza, 
de  acreedor  de  vMior  derecho,  si  obtuviese  favorablemente  en  la  con*^ 


oficinas  de  Burgos,  Barcelona ,  Coruña  y  Zaragoza ,  añadiendo  qao  cuando^ 
ocurran  sustracciones  de  igual  naturaleza ,  Ja  Junta  de  la  Deuda  consulte  ti 
Gd)ierno  lo  que  en  cada  caso  considere  mas  conveniente. — Además  de  estas 
disposiciones  generales,  ilustraremos  este  ponto  con  algunos  casos partlcu^ 
lares  resueKds  por  la  adminiAtracioo  pública  y  ñor  los  tribunales  de  justi* 
cip.  En  la  Gaceta  de  Madrid  de  29  de  julio  de  1857  circuló  la  Dirección  ge- 
nera del  Tesoro  público .  que  habiendo  sido  quemados  con  la  corresponden- 
cia de  Málaga  los  28  billetes  del  anticipo  de  230  millones ,  cuya  numera-^ 
don  se  espreaa ,  la  Dirección  había  acordado  ponerlo  en  conocimiento  del. 
público  y  para  que  sí  se  presentase  alguno  con  la  misma  numeración  sean 
tenidos  desde  luego  por  itegitimos.  En  causa  seguida  en  el  Juzgado  deitt» 
vap^s  de  esta  corte  contra  D.  J.  S.  y  S.,  conductor  de  correos  por  sustrae* 
don  de  i3  documentos  de  la  Deuda  del  Estado ,  importantes  i71,042  rs.,. 
remitidos  por  D.  Pedro  Pascual  Vela ,  desde  Cádiz,  á  \%  de  marzo  de  1852, 
á  su  hermano  D.  Ifanuel ,  residente  en  esta  corte,  resulta  al  folio  214 :  que 
en'el  juzgado  de  Hacienda  se  babia  seguido*  espediente  á  instandi  del  Dea 
Manuel  Pascual,  sobre  espedicion  de  duplicado  de  los  43  doeumeolos  de  la 
deuda  del  5  por  100  que  se  hablan  estraviado;  cuyo  espediente  termiod 
mandando  espedir  el  duplicado  de  dichos  documentos ,  previa  la  oportuna 
fianza.  En  la  Gaceta  del  lunes  17  de  octubre  de  1859  se  publioó  esta  sea* 
lencia:  «En  loe  autos  seguidos  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Prado  de  esla 

corle.. ..  entre  D.  J.  P.  Sm  como  apoderado  de ,  y  el  Director  gerente 

de  In  sociedad  del  ferro-carril  de  Langreo »  sobre  que  por  ésta  se  espidan 
nuevas  inscripciones  de  1 5  acciones  al  portador ,  nums.  1 1 40  ai  1 1 54 ,  que 

se  estratiaron  en  la  noche  del  17  de  julio  de  1854 ,  se  ha  dictado  auto 

en  vista  mandando  que  la  duda  sociedad  espida  las  nuevas  ¡nacripctoDes  a^ 

portador  por  las  referidas  15  acciones  núms.  1140  ai  1154 presentan* 

dolas  al  Juzgado  para  trasladarlas  á  la  Caja  general  de  depósitos ,  de  donde 

no  podrán  ser  extraídas  hasta  pasados  cuatro  años ,  y  que  se  publique 

esta  determinación  en  los  periódicos  oficiales  de  París»  Londres  v  de  estt 
corte;  apercibiendo  á  cualesauiera  personas  que  pudieran  tener  derecho  4 
aquellas ,  que  pasado  dicho  término  ski  haberse  presentado  á  deducirlo»  s^l 
entregarán  á  lá  testamentaría .  no  admititodose  redamación  alguna  en  coa** 
trario  hecha  con  posterícridad.» 
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'tienda  el  portador  del  titulo  primKivo  (iO).  Bsta  doctrina,  y  las  noti« 
das  que  ta  ilustran ,  convencerán  á  los  sustentadores  de  la  no  rei- 
viiidBcacion  de  los  documentos  al  portador ,  de  que  estos  no  son  así 
Uamados  por  que  lleven  consigo  la  promesa  formal  de  no  reconocer 
-otro  áutík>  que  él  que  le  tenga  en  su  poder;  sino  en  contraposición 
á  los  títulos  nominativos ,  los  cuales  llevan  inscritos  el  nombre  de  la 
fefsona  á  cuyo  favor  están  espedidos. 

1.^  Aun  produce  mayor  sorpresa  el  oír  al  orador  interpelante 
«tribuir  la  depreciación  relativa  de  los  efectos  públicos  de  Espa- 
ña ,  á  existir  de  mucho  tiempo  el  mal  de  la  reivindicación  de  estos 
-valores:  los  tribunales ,  decia,  fallan  en  sentido  favorable  á  la  rei- 
vindicación ;  el  mal  existe  hace  mucho  tiempo ,  y  no  se  remedia, 
«íendo  esta  la  causa  porque  los  empréstitos  se  hacen  en  EspaSa  al  38 
por  iOO ,  en  vez  del  60  ú  80 ,  como  en  otros  países  (II.  §.  7.^). 

iJ^  Desde  luego  se  convence  á  primera  vista  la  exajeracion  de 
aquel  aserto,  recordando  el  exiguo  número  de  casos  de  reivindica-» 
<¡on  de  títulos  de  la  Deuda  pública  ocurridos  en  la  Real  Audiencia 
óe  Madrid ,  llamada  casi  escluávamente  al  conocimiento  de  este 

(10)  Para  oue  los  Diputados  interpelantes  y  el  autor  del  folleto  á  que  an* 
tes  hemos  aludido  no  crean  que  estas  doctrinas  son  contrarias  al  crédito  de 
los  títulos  al  portador,  nos  permitiremos  traducir  algunas  ideas  de  las  que 
coasigna  Mr.  Dalloz  en  su  Repertorio  de  íegislacion ,  doctrina  yjurispru'» 
denciOf  palabra  e/ectos  o/ portador,  nüm.  025.  Uno, de  los  medios  de  cré- 
dito mas  seguros ,  dice ,  es  evidentemente  el  de  prevenir  á  los  poseedores 
de  acciones  al  portador  ^ en  cuanto  sea  posible ,  contra  los  rie^M^os  de  robo 
^  de  pérdida,  i  Qoé  daño  puede  resultar  de  esto  á  las  compañías  ,  si  ellas 
obtienen  garantías  suficientes ,  para  el  caso  en  que  las  acciones  perdidas  á 
robadas  vmiesen  á  ser  presentadas  por  un  tercer  portador?  Ellas  no  pueden 
temer  ser  mezcladas  en  los  procesos  c]ue  se  agiten  entre  el  portador  y  el 
-que  se  dice  legitimo  propietario,  limitándose  i  consignar  los  dividendos 
róíerentes  á  las  acciones  legítimas El  autor  citado  cree  que  para  ne- 
garse á  dar  el  duplicado  serian  precisas  algunas  estipulaciones ,  y  sobre 
lodo  que  fuese  imposible  identificar  los  valores  perdidos  ó  robados,  porque 
éstos  no  tuviesen  ningún  signo  propio  á  reconocerlos ,  citando  como  ejem- 
plo los  billetes  del  Banco  de  Francia ,  y  luego  concluye :  Nos  parece ,  ea 
oousecueocia ,  que  por  analogía  con  los  arts.  152  y  siguientes  del  Código  de 
Comercio ,  se  debería  autorizar  al  propietario  de  una  acción  perdida,  para 
exi^r  el  pago  en  virtud  de  mandato  judicial  y  previa  caución.  Así  fué  de-» 
ddido  en  un  caso  de  pérdida  de  acciones  al  portador ,  por  consecuencia  da 
un  robo  comprobado  judicialmente ;  declarándose  que  el  propietario  tiene 
al  derecho  de  obtener  nuevos  títulos  ñor  la  compañía»  previas  las  garantf  at 
suficientes.  Contra  esta  decisión  se  interpuso  recurso  de  casación ,  y  fu4 
desestimado. 


Digitized  by 


Google 


102  ^YISTA  M-  LiftlgLiCiaK. 

género  de  cuestiones ,  por  ser  la  Aoba  de  la  corte  el  üaico  mercado 
\londe  tienen  cotización  oficial  esos  valores ;  mas  como  si  la  hanca 
entera  de  la  corte  de  España  hubiese  querido  protestar  contra  la 
teoría  sustentada  por  el  orador  aludido  ^  mientras  bajo  las  bóvedas 
del  Congreso  de  los.  Diputados  se  cantaba  el  salmo  de  pro/Uudií  á. 
la  muerte  del  crédito ,  por  haberse  fallado  la  restitución  á  su  legíti- 
mo dueño  de  los  títulos  que  le  fueron  robados  al  ser, conducidos  por 
el  correo,  resonaba  el  hosmnaen  los  círculos  de  la  Bolsa:  pues  coti-^ 
zados  el  dia  27  el  consolidado  á  39-30  y  el  diferido  á  27-20,  el  28, 
dia  de  la  interpelación ,  mejoraron  5  cents,  cada  uno  de  dichos  va- 
lores ,  y  el  dia  29  el  3  por  100  consolidado  subió  á  39-40  céats.,  sí 
bien  el  diferido  qu^dó  á  27-20.  Estos  datos,  tomados  de  las  cotiza- 
ciones oficiales  de  aquellos  dias ,  á  las  coales  nos  referimos ,  con* 
Vencen  la  exajeracion  é  inaxactitud  de  las  opiniones  de  los  interpe- 
lantes y  sus  secuaces ,  sobre  los  motivos  de  depreciación  relativa  de 
nuestro  crédito.  Si  la  opinión  general  temiese  los  efectos  de  la  rei- 
vindicación de  los  valores  públicos  al  portador,  ese  temor  habría  in- 
fluido instantáneamente  en  los  cambios  realizados  en  el  mercado: 
porque  nada  hay  mas  suspicaz  ni  receloso  que  el  interés  privado.  A 
semejanza  del  barómetro,  antes  de  asonoiar  una  nubecHIa  por  los 
horizontes  financiero,  diplomático  ó  político,  su  aparición  se  anuncia,, 
con  horas  ó  minutos  de  antelación,  en  las  columnas  de  la  Bolsa. 

xin. 

1.^  Las  causas  influyentes  en  la  conservación  y  fomento  del  cré- 
dito son  infinitas;  pero  todas  ellas  pueden  reducirse  á  dos^  á  saber: 
el  juicio  ventajoso  que  forma  el  acreedor  de  la  conciencia  del  deu* 
dor,  con  relación  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  y  2.^  La  con- 
fianza, la  seguridad  que  tiene  ese  mismo  acreedor  de  que  no  se  al- 
terará el  orden  moral  y  material,  dentro  y  fuera  del  reino,  en  tér- 
minos de  forzar  á  su  deudor  á  suspender  el  pago  de  sus  propias  obli- 
gaciones: difícilmente  existirá  una  causa  ii^uyente  en  |la  deprecia- 
ción del  crédito,  que  no  esté  encerrada  en  una  de  aquellas  dos  cla- 
sificaciones. 

2.''  ün  deudor  que  descuida  sistemáticamente  sus  obligaciones; 
^e  en  períodos  mas  ó  menos  regulares  lleva  forzados  á  sus  acreedo- 
tes  á  un  concurso,  donde  irremisiblemente  tienen  que  optar  enXre 
perder  el  todo,  ó  la  mitad ,  tercera  ó  dos  terceras  partes  de  sus  eré- 
ditos;  un  deudor  que  gasta  notoriamente  mas  de  sus  ordinarios  in- 
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gresos,  y  eslo  no  obstante  suprime  rccnrsos  permanentes  y  los  reem- 
plaza ooQ  el  eventual  y  pernicioso  de  auraenlar  so  pasivo ;  nn  áeuáar 
fp»  señala  ciertos  predactos  para  cubrir  el  todo  ó  parte  de  sus  obli- 
gaciones, y  luego  los  distrae  consultando  solo  su  voluntad  ó  caprí- 
dio;  un  deudor  de  semejante  especie,  ora  sea  el  ente  moral  Gobier- 
no, ora  una  empresa,  ora  nn  particular,  propietario,  industrial, 
banquero  ú  comerciante,  ese  deudor  hace  por  su  parte  todo  lo  posi- 
ble para  desconceptuarse,  y  de  seguro  sufrirán  sus  obligaciones  una 
gran  depreciación  en  el  mercado.  La  demostración  práctica  de  la 
realidad  de  las  cansas  enumeradas  y  otras  semejantes,  las  hallará  el 
lector  en  el  catálogo  de  sus  propias  esperiendas ,  sin  necesidad  de 
producirla  aquí  por  medio  de  ejemplos  tal  vez  inconvenientes. 

3.*^  Mas  á  veces  vienen  causas  esternas  á  forzar  ht  situación  del 
deudor ,  obligándole  á  desmentir  el  ventajoso  concepto  que  de  él  se 
tiene.  Las  agitaciones  y  revueltas  políticas,  tan  frecuentes  en  estos 
tiempos,  en  casi  todos  los  Estados  del  mundo;  loa  preludios  de  una 
disensión  diplomática;  los  rigores  de  una  guerra  entre  algunas  de  las 
principales  potencias,  y  los  temores  de  que  la  lucha  pueda  ser  gene- 
ral; las  consecuencias  funestas  del  abuso  que  se  hace  universalmen- 
te  del  crédito:  estas  y  otras  causas,  mas  ó  menos  secundarias ,  vienen - 
de  vez  en  cuando  á  despertar  la  desconfianza ,  instrumento  dispues- 
to siempre  á  herir  el  crédito,  sea  cualquiera  el  ájente  que  le  impulse. 

X1,V. 

1.^  Mas  esta  desconfianza,  enemiga  irreconciliable  del  crédito, 
se  refiere  siempre  al  concepto  bueno  ó  malo  del  deudor:  no  ha  exis- 
tido, no  e&iste  ni  puede  existir  controversia  racional,  sobre  ser  favo* 
rabie  al  crédito  el  concepto  ventajoso  que  se  tiene  del  deudor,  y  des- 
ventajoso ,  el  concepto  desfavorable  que  inspira  ese  mismo  deudor. 
£1  crédito  crece  ó  disminuye,  según  la  facilidad  con  que  el  deudor 
realiza  sus  obligaciones:  esta  es  una  verdad  incuestionable  é  incues- 
tionada. 

2.^  No  existe  igual  uniformidad  de  opiniones  acerca  de  la  con- 
vemencia  ó  inconveniencia  de  sujetar  los  efectos  públicos  á  la  acción 
reiviMücatoria  derivada  del  dominio  de  una  persona,  sobre  los  bie- 
nes muebles  ó  inmuebles.  No  busquemos  sustentadores  de  exagera- 
done»  semejantes  á  la  de  comparar  la  circulación  de  los  valores  al 
portador  con  la  del  aire,  porque  ciertamente  no  hallariamos  muchos 
sectarios  de  esta  doctrina:  la  divergencia  formal  de  opiniones  existe 
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entre  los  sustentadores  de  la  ilimitada  reivindicación  de  los  efectos 
al  portador,  y  los  que  circunscriben  esta  acción  al  caso  de  haberlos 
adquirido  sin  las  formalidades  prescriptas  para  las  enajenaciones  de 
los  muebles. 

o.*"  Séanos  permitido,  sin  embargo,  observar  que,  si  los  valores 
al  portador  pierden  todas  sus  ventajas  desde  el  punto  mismo  de  so- 
meterles á  la  reivindicación;  si  esta  dase  de  valores  son  incompati- 
bles con  la  reimiidicacion,  como  con  mas  arrogancia  que  criterio 
pronunció  uno  de  los  partidarios  de  la  circulación  délos  títulos,  libre 
como  el  aire  (ül.  §§.  S."",  Z.""  y  4."");  entonces,  en  todas  las  naciones 
se  ofende  mas  ó  menos  el  crédito,  tai  como  le  entienden  los  susten- 
tadores de  aquellas  opiniones;  porque  ni  en  Francia,  ni  en  Inglater- 
ra, ni  en  Wurtemberg,  ni  en  Badén,  ni  en  los  Estados  Unidos,  ni  en 
legislación  alguna  de  las  consultadas  existen  los  valores  al  portador 
de  la  manera  escepcional  supuesta.  En  dichas  legislaciones,  esos  va- 
lores están  comprendidos  entre  la  riqueza  mueble,  y  siguen  mas  6 
menos  la  suerte  deparada  á  esta  especie  de  bienes:  de  donde  se  si- 
gue, que  en  ninguno  de  los  pueblos  citados  se  tiene  la  creencia  de 
ser  incompatible  la  acción  reivindicatoría  con  las  condiciones  espe- 
ciales de  los  efectos  al  portador. 

4.°  Sea  de  esto  lo  que  quiera,  el  hecho  cierto  es  que,  sobre  el 
punto  referente  á  la  reivindicación  de  los  efectos  al  portador,  no 
existe  la  unidad  de  opiniones  observada  acerca  de  los  motivos  de- 
primentes del  crédito  del  librador.  Hay  quienes  opinan  que  su  cir- 
culación debe  ser  libre  como  el  aire,  siendo  incompatibles  con  la 
acción  reivindicatoría  esta  especie  de  valores,  y  á  este  número  per- 
ten^n  los  interpelantes.  Hay  también  quienes  opinan  que  los  valo* 
res  al  portador  están  comprendidos  dentro  de  la  riqueza  mueble,  y 
que  respecto  de  los  muebles,  laposerion  es  título  cuando  son  adqui- 
ridos en  la  forma  legal,  y  de  esta  escuela  son  muchos  de  los  moder- 
nos reformadores;  y  hay  en  fin  quienes,  sin  distinguir  la  propiedad 
mueble  de  la  inmueble,  exigen  siempre  el  dominio  en  el  tradictor, 
otorgando,  sin  distinción  de  casos,  la  acción  reivindicatoría  al  ver- 
dadero dueño  contra  cualquier  detentador  de  la  cosa:  esta  última  es- 
cuela es  la  romana  prevaleciente  donde,  como  en  España,  aun  ren- 
dimos culto  á  los  príncipios  de  aquella  sapientísima  legislación. 

8.^  Conste,  pues,  la  divergencia  de  opiniones  acerca  de  los  va- 
lores al  portador,  existiendo  quiénes  los  creen  incompatibles  con  la 
reivindicación,  quiénes  la  limitan,  al  caso  de  haberlos  adquirido  sin 
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fonaa  legal,  y  quíéiies  la  estienden  á  todos  los  casos  en  qae  salie-* 
ron  de  poder  de  sn  dueño  por  medio  de  un  delito.  Esta  divergencia 
«ipone  e!  ponto  opinable,  ¡a  existencia  de  razones  en  pro  y  en  con- 
tra, y  lo  que  es  opinable  y  discutible  no  puede  racionalmente  creerse 
contrario  al  crédito.  Los  partidarios  de  la  libérrima  circulación  de  los 
efectos  al  portador  creen  que  aplicándoles  la  reivindicación  no  habrá 
qoi^  deposite  en  ellos  su  fortuna  (II.  §.2.^);  pero  yo  tengo  la  creen- 
cia de  que  será  muchísimo  mayor  el  número  de  padres  de  familia 
que  reusarfan  dejar  á  sus  hijos  su  fortuna  en  efectos  al  portador,  si 
se  sancionase  la  doctrina  absokUa  de  que  su  posesión  es  título,  y  que 
no  podrían  reivindicarlos ,  aun  cuando  hubiesen  salido  de  su  poder 
por  medio  de  un  robo,  y  se  hubiesen  comprado  clandestinamente. 

6.^  De  todo  se  deduce,  que  la  legislación  y  jurisprudencia  de  los 
tribunales  españoles  favorable  á  la  reivindicación  no  es  ni  puede  ser 
la  causa  de  que  los  empréstitos  se  bagan  en  España  al  38  por  100, 
en  vez  del  60  li  80,  como  en  otros  países.  Entre  diversas  causas 
mas  ó  menos  secundarias,  la  principal  de  esta  diferencia  consiste  en 
el  mayor  valor  del  dinero  en  España.  El  interés  menor  exigido  en 
Madrid,  plaza  quizá  la  mas  concurrida  de  capitales  de  España,  es 
del  6  y  7  por  iOO  con  garantía  saneada,  y  aun  son  muy  frecuentes 
los  préstamos  al  8  y  al  10  por  100  con  esa  misma  garantía.  Por  esto, 
los  valores  de  los  efectos  públicos  tienden  todos  á  nivelarse,  yla  ni- 
velación está  en  un  7  por  100,  término  medio  del  interés  del  dinero 
en  la  capital  de  España,  y  mientras  este  fenómeno  subsista,  el  Go- 
bierno continuará  haciendo  sus  empréstitos  al  38  ó  40  por  100,  eur 
tretanto  que  otros  Gobiernos  colocarán  los  suyos  al  60  ú  80,  por  ser 
ordinariamente  el  3  ó  4  por  100  el  interés  del  dinero  en  sus  respec- 
tivos países.  No  es,  pues,  la  existencia  de  la  acción  reivindicatoría  la 
causa  de  la  depreciación  de  los  efectos  públicos  españoles-,  si  esta 
fuese,  k)  propio  sucedería  en  todos  los  mercados  del  mundo:  porque 
en  todos  ellos  son  mas  ó  menos  reivindicables  esta  especie  de  valo- 
res, cuando  han  salido  de  poder  desn  dueño  por  medio  de  un  deli- 
to, y  se  han  adquirido  m  la  forma  legal. 

Tercera  parte. 

SUMARIO. 

XY.  }.  1.^  En  ningún  pafseiisten  leyes  especiales  reguladoras  del  domi- 
nio sobre  los  eÜBCtos  públicos  al  portidor.  §.  2.®  Las  mismas  ratones  invo- 
cadas á  favor  de  los  efectos  públicos  al  portador,  existen  á  favor  de  cual- 
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cpilera  imiebla  bo  iodiridttaUuido.  J.  a.*"  La  verdad  es  ^ue,  al  resolver  el 
iegislador  este  panto,  opta  entre  dos  iocooTenieoles  de  gran  moQta.-^XVI. 
SS-  i«%  2/'  y  3.*^  Basas  de  Jas  legislaciones  romana  y  canónica  «obre  la  pro- 
piedad.—XYÜ.  J.  i.®  Nuestros  legisladores  siguieron  la  doctrina  romana. 
S§.  2.',  3.®  y  4.**  Examen  del  Fuero  Real  y  de  las  leyes  de  Partida.  §§.  5.% 
y  6/  Conformidad  del  trt.  ii6  del  Código  penal  con  las  leyes  anteriores. 
$.  7.*  Esta  congruencia  supone  que  los  redactores  del  Código  penal  no  cre- 
yeron que  tos  títulos  al  portador  exigfan  disposiciones  especiales. — XVIfl. 
$.  4.^  Al  frente  de  la  escuela  romana  se  ha  alzado  la  germánica  proclaman- 
do qui9  la  posesión  es  titulo  en  los  muebles.  S*  2.®  El  Código  Napoleón  si- 
guió este  prineipío.  J.  3.*  Pero  varios  reformadores  siguieron  el  romano. 
|.  4.^  Otros  siguwrea  el  Código  fcmcés  por  respeto  al  comercio  y  á  las 
subastas  publicas.  §.  5.®  Pero  esta  docttíoa  está  ea  contradicción  con  las 
legislaciones  romana  y  española.— XIX.  §.  l^^Real  decreto  de  iOde  setiem- 
bre de  i83i^  creando  la  Bolsa  de  Madrid.  §.  2.**  Su  objeto  principal.  §§.  3.^ 
y  4.**  Medios  indirectos  de  conseguir  que  los  efectos  públicos  se  vendiesen 
en  Bolsa,  y  efectos  legales  de  estas  ventas.— XX.  §§.  i.*  y  2.**  El  Real  de- 
creto de  40  de  setiembre  de  4834  está  derogado  en  todas  sus  disposiciones. 
—XXI.  §§.  4.*  y  2.*  Argumentos  de  los  que  sustentan  que  el  art.  7.**  de 
dicho  Real  decreto  no  está  derogado.  |$.  3.^,  4.®,  5.*  y  e.""  Refutación  de 
los  anteriores  argumentos.  §§.  7.*,  8."  y  9/  Si  la  ley  de  4846  calló  sobre 
la  reivindicación,  fué  para  dejar  sometíde  este  punto  á  la  legislación  co^ 
mun,  imitando  el  sislieiiía  de  las  Bolsas  de  París  y  Londres.— XXII.  J§.  4.* 
2.^,  3.®  y  4.®  Las  disposioionee  del  Código  penal,  derogan  tácitamente  el 
articulo  7.^  del  Real  decreto  de  4834.  §{.  5.^  y  6  ^  Principios  contrarios 
de  que  partieron  dicho  art.  7.®  y  el  446  del  Código  penal.— XXIII.  4.%  2.* 
y  3.°  Impugnación  de  las  opiniones  de  los  que  sustentan  que  los  títulos  al 
portador  se  prescriben  tan  luego  como  se  pagan.— XXIV.  §§.  4.*,  2.°  y  3."^ 
Que  aun  cuando  los  títulos  al  portador  estuviesen  equiparados  á  la  moneda 
robada,  etc.,  su  restitución  procedería.— XXY.  §§.  4.',  2.*,  3.*,  4.®  y  5.*^ 
Lo  propio  sucede  con  los  billetes  de  Banco.  §.  6.^  Medios  de  remediar  la 
idarma  coneigiiiente  é  estos  sucesos.— XXVI.  Conclusión. 

1.^  No  66  cierto  qae  k»  derechos  representados  por  los  efectos 
públicos  al  portador  constituyan  una  propiedad  singular,  la  cual  re- 
quiere una  legislación  especial.  Ni  en  E^na,  ni  en  Francia,  ni  en 
parte  alguna,  que  sepamos,  existen  leyes  especiales  reguladoras  de 
los  derechos  sobre  los  efectos  públicos  al  portador;  estos  se  rigen 
por  las  prescripciones  del  derecho  civil  sobre  los  bienes  muebles,  y 
por  consiguiente,  siguen  la  suerte  generalmente  trazada  á  esta  es- 
pecie de  riqueza. 
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2.^  Y  pensando  juidosamettle  ¿por  qué  se  ha  de  peimiür  reivkr- 
dicar  un  relox,  uaacadenai  un  alfiler  ú  o4ra  coalqpiier  alhaja  gods- 
tmida  sio  niogan  signo  que  las  indivídualke»  aun  ciando  se  baUen 
en  un  tercero  adquireiMe  de  buena  fé^  y  no  se  bade  otorgar  ignal 
reivindicación  re^^to  de  un  efecto  pilblico  ó  meioantil  robado?  Se 
contesU  (III.  §.  a.""),  por  que  al  aceptar  un  billete  de  200  rs.,  seria 
menester  tener  á  la  vista  la  historia  larga  de  este  billete;  pues  al 
comprar  ó  permutar  una  cadena  de  ciento,  seria  igualmente  preciso 
traer  su  historia,  y  si  injusto  es  privar  al  comprador  de  un  efecto 
público  porque  lo  adquirió  de  quien  lo  había  robado,  no  habría 
menos  injusticia  en  privar  de  un  alfiler,  relox  ó  cadena  á  quien  los 
adquirió  con  ignal  bi^na  íé,  de  quieu  no  era  su  dueño. 

3.^  La  verdad  es  que,  al  resolver  sobre  este  y  otros  puntos  de 
legislación  civil  y  penal,  el  Icjgislador  opta  entre  dos  inconvenientes 
de  grandéiina  monta.  De  un  lado  vé  la  causa  del  legítimo  dueño  de 
un  objeto  mueble,  invocando  sus  derechos  robados,  y  de  ta  otra  se 
halla  quizá  con  un  compridor  de  buena  fé,  invocando  ásu  favor  sus 
respelabilisiinos  títulos.  ¿Qué  hacer  en  semejante  conflicto?...  Los 
legisladores  de  ciertos  pueblos  tmn  preferido  la  condición  del  du^ 
en  todos  loe  casos,  mientras  que  ciertos  otros  liautaron  la  preferen- 
cia del  anterior  dueño  al  caso  en  que  la  cosa  mueble  se  hubiese 
vendido  sin  las  formas  legales;  pero  sigveron  la  suerte  del  compra- 
dor,  si  este  la  adquirió  con  sujeción  i  las  formalidades  de  antema- 
no establecidas. 

XVI. 

1.^  La  legislación  romana  cimentó  la  propiedad  sobre  bases  soli- 
dísimas; k)  mismo  hizo  con  la  fa^iilia:  ambos  son  grandes  elementos 
de  estabilidad  y  reposo  de  las  naciones.  Por  eso  el  instinto  revolu- 
cionario tknde  siempre  á  relajar  las  leyes,  especiahnente,  en  sus  re- 
laciones con  la  propiedad:  las  revoluciones  sociales  necesitan  un  in- 
terés para  consolidarse,  y  el  mayor  de  todos  los  intereses  es  variar 
la  forma  de  la  propiedad. 

2.*  Era  una  base  de  la  propiedad  entre  los  romanos,  qué  donde 
quiera  estuviese  la  cosa  allí  clamaba  por  su  dueño.  Así,  pues,  si  el 
vendedor  disponía  de  bienes  del  dominio  de  un  tercero,  solo  queda- 
ba al  comprador  acción  par^  reclamarle  su  estim^ion  con  los  da- 
nos y  perjuicios;  puea  el  verdadero  dueño  podia  reivindioar  la  cosa 
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tdel  comprador,  á  no  ser  qne  este  la  hubiese  asncapido  (11). 

3/  El  deredio  canóoico  sancionó  también  la  doctrina  de  la  legis  - 
lacion  romana  acerca  de  las  inflexibles  consecuencias  del  derecho 
de  propiedad;  pues  según  la  i-egla  79  de  las  sancionadas  como  pre- 
ceptos generales,  nemo  potestpim  jurfstramferre  ín  aliam,  quam 
sWi  competeré  dignoscatur. 

XVII. 

i."*  Imbuidos  en  estas  doctrinas,  nuestros  legisladores  recono- 
t^ierón  unánimemente  la  conveniencia  de  sancionarlas  en  nuestros 
cuerpos  legales,  y  esa  sanción  existe  en  el  Fuero  Real,  en  las  Siete 
Partidas,  y  en  el  Código  penal  hoy  vigente:  no  obstante  la  distancia 
que  separa  los  tiempos  en  que  vieron  la  luz  aquellos  cuerpos  lega- 
les, sus  autores  rindieron  ^empre  culto  á  los  sabios,  á  la  par  que 
fecundos  principios  de  la  legislación  romana. 

2.®  El  Fuero  Real,  primer  cuerpo  de  leyes  concebido  por  el 
Santo  Rey  Fernando,  y  publicado  por  D.  Alfonso  el  Sabio,  con  el 
ostensible  propósito  de  darlo  como  fuero  municipal  y  de  esta  suerte 
ir  introduciendo  la  unidad  en  el  caos  del  elemento  local  á  la  sazón 
dominante;  este  importantísimo  fuero  declaró  la  suerte  del  que  com- 
prare lo  ageno  non  lo  sabiendo,  y  la  nulidad  del  acto  de  vender  lo 
ageno  sin  mandado  de  sn  dueño.  El  comprador  de  buena  fé  no  incur- 
riría en  pena,  si  alguno  le  vendia  cosa  agena;  pero  estaba  obligado 
á  restituir  á  su  dueño  la  cosa  comprada,  repitiendo  contra  el  vende- 
dor ei  precio,  las  despensas  que  hubiese  hecho  en  la  cosa  vendida, 
y  los  perjuicios  sufridos.  Esto  mismo  se  disponía  para  las  donacio- 
nes y  permutas;  pero  si  el  comprador  sabia  que  el  vendedor  no  era 
<lueño  de  la  cosa  vendida,  no  solo  estaba  obligado  á  la  restitución, 
oon  todos  sus  frutos  é  intereses,  sino  también  á  la  pena  del  duplo 
impuesta  al  vendedor  (12). 

3.^  Conformes  en  su  fondo  con  el  Fuero  Real,  las  leyes  de  Par- 
tida son  mas  espUcitas  con  relación  á  la  materia  que  nos  ocupa.  Sí 
uno  vendia  á  otro  la  cosa  de  un  tercero  en  nombre  de  este,  y  el  ter- 
cero después  confirmaba  la  venta,  el  contrato  se  convalidaba;  pero 
si  la  venta  de  cosa  ajena  se  hacía  á  nombre  de  quien  no  era  su 

(II)    Ley  30,  §.  I,  D.  de  act.  empí.— Cód.  líb.  IV ,  tít.  LlI ,  §.  5.*— Cod, 

lib:  VIH.  tlU  xLv,  §.  25 

(i2)    Uyes  6.*  y  9.%  tít.  iO,  lib.  3,  d«l  fuero  ReaU 
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dn^o,  debia  distiiigaine  si  el  comprador  «abit  ó  ignoraba  ftie  nm 
^  2a  casa  de  aquel  que  ge  la  vende.  En  el  primer  caso,  es  decir,  ú 
dcomprador  era  de  mala  fé,  na  solo  estaba  obligado  á  restituir  la 
cosa  á  sa  dueño,  sino  que  no  podia  prescribirla,  y  generalmente,  ni 
aon  demandar  el  precio  dado  al  Vendedor;  pero  en  el  caso  seguiulo^^ 
estoes,  si  el  conq>rador  creia  de  bi^ena  fé  al  vendedor  dneno  de  la 
cosa,  entonces  puede  prescribirla,  y.  demandar  en  todas  guisas  el 
predo  dado  por  la  cosa  injustamente  vendida  (1^. 

4.''   Las  prescripciones  mencionadas  del  Fuero  Real  y  las  Siete: 
Partidas  son  generales;  ninguna  limitación  contienen  á  favor  de  de- 
terminada especie  de  valores,  y  por  lo. mismo,  sa  eficacia  es  incues- 
tionable para  todas  las  cosas  que  constituyen  la  riqueza  mueble  ó* 
inmueble.  Convencidos  de  esta  idea,  nos  sorprendió  oir  á  uno  de  Ios- 
oradores  aludidos,  que  para  convencer  la  incompatibilidad  de  la  rei- 
vindicación con  ios  efectos  al  portar  (IIL  (.  3«^),  no  babia  necesi- 
dad de  recordar  lo  que  se  hizo  en  tiempo  de  Ballesteros ,  ni  necesi- 
dad  de  recurrir  á  las  legislaciones  especiales.  «La  cuestión  está  ya 
resuelta,  anadió,  en  nuestras  leyes  seculares»  porque  es  cuestión  de^ 
derecho  común...  pues  aunque  el  autor  de  lasPartidas  noleyó  en  laa 
estrellas  el  advenimiento  del  crédito....  pero  consignó  en  aquel  có- 
digo los  principios  eternos  de  la  justicia»...  Al  leer  este  periodo,  ca- 
ú  testnaimente  trascrito,  cual^quiera  creería  que,  en  el  Código  mara- 
villoso que  dio  á  su  autor  el  renombre  de  sibio,  existiría  precepto  al- 
guno favorable  á  la  irreiviodicacion  de  los  efectos  muebles  ó  de  los^ 
derechos  comprendidos  en  documei^tofi  ¿  fayor  de  incierta  ó  de  de* 
terminada  persona;  pero  nada  m^^[U>s.que  esq.  Las  kyes  seculares  de 
España  no  resuelven  la  cuestión  eu  el  sen^^o  supuesto  por  el  orador 
aludido:  la  resokicion  es  contraria,  según  q^eda  plenamente  demos- 
Irado.  í.  '  : 

5.^  JMas  aun,  el  Código  peqal  fué  r^dentemeotie  redactado  y  san- 
donado,  y  su  artículo  116  es  la  síntesis  fiel.de  la  doctrina  apoyada 
constantemente  en  la  legislación  secular  de  España.  Dicho  artículo 
declara  que,  la  restitución  de  la  cffft/)^jeto  de  un  delito  deberá  ha* 
cerse  siempre  que  sea  posible,  aunque  se  halle  en  poder  de  un  ter- 
cero, y  este  la  haya  adquindo^por  i^ied^q  1^^  sal^  su  repetición 
contra  quien  le  corresponda:  solo  tiene  ^m^  escepcion  esta  r^;. 
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ciMtndad  tercemfeaptcscriptó  la  coíá,  con  arregló  á  las  leycd  ci* 
viles*  i 

^."^  I.tisle,  trae$,  lá  maé  t>«rf&cta  arinoiría  eotí^  la  legi^ílácion 
<;i?}l  y  penal  de  España,  no  obstante  que  entre  aquella  y  eáta  media 
mi  espacio  de  siglos,  y  no  obstante  tánibieú  que,  sí  D.  Alfonso  el 
Sabio,  y  losjurisfconsttltosr  qtte'  lé  auxiliaron  ed  su  famosa  empresa, 
no  vieron  en  las  estrelks  el  adyemoiiénto  del  crédito,  los  redactores 
<lel  Código  penal  vigentef  le  vieron,  reconocieron  y  apreciaron  bajo 
todas  sus  actuales  formas  y  coftdleiotiés,  y  ^in  embargo  nada  inno* 
^aron.  Las  leyes  del  PAero  y  delái' Partidas  declaran  la  obligación 
de  restitnir  á  su  dueño  kt  cosa  vétaffiAa  por  quien  no  lo  era ,  y  esta 
«nisma  obligación  está  sancionada  en  éi  Código  penal.  Las  primeras, 
reservan  su  derecho  al  (^>biprador  de  buena  f¿  para  repetir  el  precio, 
daios  y  peiíuicios  contra  el  Vehdédor;  y  et  segundo  otorga  igual 
derecho  á  quien  hubiere  adquiridora  cosa  por  medio  legal.  Aqueflas 
declaran  que  «I  comprador  de  buenkfá' puede  adquirir  por  tiempo  el 
dominio  de  la  cosa  vendida  ptyt  quien  no  era  su  dueño,  y  este  ex- 
ceptúa de  ladblfgacion  de  re^ituír,  altercero  qUe  prescribió  la  cosa 
con  arregló  á  lías  leyes  civiles. '  ' 

7.°  Esta  cougrnencia  entte  lasiégisTacionbs  antigua  y  módertaa, 
civfl  y  penal,  supone  rüclénahhteúté  qué  éí  advenimiento  del  crédito, 
bajo  la  forma  artística  coo  qué  hoy  es  ooáocldo,  no  constituye,  á  Tos 
ojos  de  nuestros  legisladores,'  Uli  se^' de  organización  singufar  y  Cu- 
ya existencia  requiera  fot^saménté  M'  libro  esclusivo  en  nuestros 
códigos.  La  opinión  contraría  "enviiélve  un  agravio  á  los  redactores 
del  Código  penal  vígeMe,'entré  ló^y^iAlés  se  hallaban  la  m^or  y  mas 
granada  parte  dé  nuestros  juHsconstftos'.  ¿Qién  les  hará  la  injusticia 
4e  suponer  que,  por  impretision  ó  igitórancia,  no  eseeptuaron  de  la 
restitución  general  del  artículo  116  del  Código  penal,  á  los  tercéro<( 
que  hubiesen  adquiridóefébtos'ál  portador  por  medio  legal?  Eisáomi* 
^ion  tiene  esplicación  ¿atisfacitoria:  ramos  luego  á  darla. 

Ivm. 

l."*  Al  flreflte  de* la e^enélá  tóoiaáafque  reeonoeecomó  prindpío, 
res  tt^un^eire  ^  pn>  áiMhíoiüA  dümoiy  se  ha  levantado  otra  es- 
cuela que  esqeptúa  las  cosas  muebl^^.ajiquiridas  en  forma  legal;  á 
cuya  escuela  pertenecen  muchos  de  los  modernos  reformadores,  sí 
bien  algunos  exageraron  mas  que  otroá  sii^eonsectiendte  nn-escrí^ 
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tor  dbtíttgitido  denmestn  ei  origet  germánico  de  esU  doctnoa  (14). 

i."*  El  Código  Nupoleen  declara  qae,  en  caanto  á  los  bienes  mue- 
bles, la  posesión  es  títnto:  ponido»^  ifuia  pouUe^^  No  obstante,  si 
la  cosa  moeble  fué  perdida  ó  roliada,  sa  daeSo  puede  reÍTÍndicarla 
durante  tres  ams  contados  desde  el  dia  de  la  pérdida  ó  del  robo, 
costra  aquel  en  cayo  poder  se  haUe,  salvo  la  acción  de  este  para  re* 
petir  su  indenaizacion  de  quien  la  bubo.  Esta  regla  tiene  sus  escep* 
ciones,  á  saber,  cuaado  el  comprador  adquirió  la  cosa  robada  ó  per- 
dida en  feria,  mercado^  en  subasta  piUrfioa  ó  de  mercader  dedicado 
i  Testas  de  eoeas  semejantes;  en  cuyos  cases^  el  dueño  originario 
no  tiene  acción  reivindicatoria,  sino  pagando  al  poseedor  el  predo 
de  adqui^ion  (ItQ. 

S.**  El  principio  Germánico  jNwsttbo^  quia  poédáeo^  saucionado 
por  el  Gódi^  francés  con  relación  á  los  Inenea  muebles,  no  está  ad- 
mitido por  todas  las  modernas  legislaciones*  Muchas  siguen  la  Roma- 
na, que  reqoeria  tres  anos  para  la  presoripcion  de  los  muebles  (16),  y 
en  este  número  se  cuentan  loa  códigos  de  Baviera,  Bolina,  Panaa  y 
Hódena,  del  caatou  de  Fribouig^  de  Senria  y  de  Austria;  esle  últi- 
mo Código  exige  la  prescripción  de  oeis  aios  cuando  la  cosa  se  ha 
comprado  de  un  desconocí<k»  ó  de  un  poae«ior  de  mala  fé.  Los  mis- 
moa  tres  aSos  exigea  las  tegisiacioaes  de  Portugal,  de  la  Luisiana, 
dd  Cantón  del  Tesino  y  de  Zurich;  pero  en  case  do  amia  fé>  en  Por- 
togal  se  lequieren  treinta  anos,  y  en  laJLuisiana  y  en  el  Tesino  diez. 
EaSftjonia,  laprescrípeion  de  las  cosas  muebles  dura  un  ano,  seis 
sananas  y  tres  dias,  y  en  Basílea  y  es  Soutera^  diez  anos  (17). 

4.*  La  seguridad  necesaria  al  comercio  y  el  respeto  debido  á  las 
sofenmidades  con  que  ae  Reculan  las  subastas  públicas,  aeonsejaron 
ciertamente  la  prescripdondel  artkiila  9280  del  Código  franca,  se- 
gún el  cual,  el  compntdor  de  bienes  muebles  por  alguno  délos  títu-» 
los  que  menciona,  no  pedia  ser  privado  de  ellos,  aun  cuando  fuesen 
robados,  sino  previa  indemnización  del  dueño  originario;  y  aun 
cmmiú  esta  disposición  no  la  hayan  aceptado  todos  los  reformado- 
res» fué  sancionada  en  los  códigos  de  la  Luisiana  (18);  en  el  Ñapo* 

(14)  Del  elemento  germánico  en  el  Código  Napoleón,  por  Mr.  Zoepff 
{Rmme  Urangére  et  firangaise  de  legislaron,  tomo  IX,  pág.  I79.>. 

(i5)    Código  Napoleón,  arts.  2279  y  2280. 

he)    Inst,,  título  VI,  lib.  lí. 

1 17)  Concordano$  eMre  les  oodsB  üiinis  ^rtmgm  el  le  eode  JfctpoÍMi: 
DttHÓemeedittan.  París,  1855. 

(18)    Artículos  2473  y  3474, 
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Utano  (10);  en  el  Sardo  (90);  en  el  del  Cantón  de  Yaad  (21 );  en  et 
de  Austria  (22),  y  en  algunos  otros  de  oayas  disposiciones  no  pode- 
mos responder  exactamente.  El  proyecto  de  Código  civil  español, 
publicado  en  18S2  de  orden  del  (vobiemo,  introduce  en  este  punto 
la  doctrina  del  Código  francés,  pues  establece  la  prescripción  de  tres 
anos  con  justo  titulo  y  buena  fé  respecto  de  la  propiedad  de  los  bie- 
nes muebles,  y  de  seis  anos  cuando  dichos  bienes  fueron  hurtados  6 
perdidos,  y  luego  añade:  cpero  si  hubiesen  sido  comprados  en  feria, 
mercado,  subasta  pública,  ó  de  comerciante  que  vendía  efectos  pa- 
recidos, el  dueño  que  los  reclama  antes  de  la  prescripción  deberá 
indemnizar  al  poseedor  el  precio  que  pagó  por  ellos  (23). 

8.^  Tales  son  las  reformas  radicales  introducidas  en  las  moder- 
nas legislaciones.  La  posesión  equivale  i  título  en  cuanto  á  los  bie- 
nes muebles,  han  dicho  unos,  y  solo  se  requiere  la  prescripcio» 
cuando  dichos  bienes  fueron  perdidoso  robados.  Otros  creyeron  pe- 
ligrosa esta  doctrina  y  se  limitaron  á  acortar  el  tiempo  de  posesión 
necesario  para  prescribirlos  bienes  muebles,  duplicando  dicho  tiem- 
po cuando  traían  un  bastardo  erigen;  y  aun  muchos  legisladores  que 
desecharon  en  tesis  general  el  principio  de  la  posesión  ei  Mulo,  W 
aceptaron  cuando  la  cosa  mueble  fué  comprada  en  feria,  mercado, 
subasta  pública  ó  de  comerciante  que  vendía  efectos  parecidos:  re- 
formas todas  contrariase  las  prescripciones  de  las  legislaciones  ro- 
mana y  espaiola,  según  las  cuales,  las  cosas  muebles  se  prescribeír 
á  k)6  tres  aSos  con  justo  título  y  buena  fé  (24);  pero  si  traen  un 
origen  vicioso,  el  poseedor  de  buena  fé  necesita  treinta  anos  para 
prescribirlas  (28),yelde  malafénolasprescribe  jamás(XyiL§.3/). 
Estas  son  las  razones  de  diferencia  entre  las  leyes  españolas  y  las 
estranjeras  sobre  la  riqueza  mueble,  en  la  cual  se  comprenden  los 
títulos  al  portador. 

XIX. 
I.""    Después  de  establecido  el  CMUgo  de  (Comercio  promulgadoi^ 

I  I I     I     il      i  I  11  » 

(iO)  Articula  %\%%. 

<20)  Artículo  2412. 

h{)  Artículo  i6S2. 

(22)  Arlículos  367  y  368. 

(23)  Artículo  «962, 

(24)  /nstthito,  tít.  VI,  lib.  II,  y  ley  9,  Ut«  29,  p.  III. 

(25)  /fwíttuta,  tíu  VI,  lib.  U.— Ley  8,  {.  I.*,  til.  39,  lib.  7  del  God.— Y. 
leyes  9  y  21,  título  29,  P.  UI. 
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en  30  de  mayo  de  1829,  el  ilustrado  Gobierno  español  de  aquella 
época  creyó  oonTeoiente  erigir  en  la  corte  una  Bolsa  ó  Lonja  de 
contratación  pública,  en  que  facilitándose  con  la  reunión  periódica 
de  las  personas  que  ejercen  el  tráfico,  la  comunicación  de  las  espe- 
culaciones que  combinase  el  interés  individual  de  cada  uno,  pudieran . 
estas  ejecutarse  con  suma  facilidad,  así  como  también  can  la  regula^ 
ridad  perfecta  que  no  puede  faltar  en  las  operaciones  que  se  hacen 
bajo  la  gar<mlia  de  la  publicidad,  y  de  ajenies  intermedíanos  que 
tienen  una  responsabilidad  directa  en  que  se  guarden  y  observen 
fielmente  las  formalidades  legales*,  el  Real  decreto  erigiendo  la  Bolsa 
de  Madrid  tiene  la  fecha  de  10  de  setiembre  de  1831. 

2.''    En  dicho  Real  decreto  se  declaró  ser  objetos  especiales  de  la 
Bo\sa:  i.""  la  negociación  de  los  efectos  públicos,  y  2.^  los  valores, 
mercancías  y  contratos  de  comercio  (26):  entendiéndose  legalmente 
bajo  la  denominación  de  efectos  públicos,  no  solo  los  emitidos  por  el 
Gobierno  espsmol  y  los  gobiernos  estranjeros,  consignando  el  pago 
sobre  sus  cajas  respectivas,  sino  también  los  pertenecientes  á  algún 
establecimiento  ó  particular  á  quien  se  hubiese  concedido  Real  au- 
torización para  ello.  Se  prohibió  la  celebración  4e  reuniones  públi- 
cas ni  secretas  para  ocuparse  en  negociaciones  de  tráfico,  todas  las 
coales  debían  celebrarse  en  la  Bolsa,  conminando  con  dertas  penas 
á  los  contraventores;  pero  se  autorizó  á  los  comerciantes  para  cele- 
bm  reuniones  privadas  en  sus  casas,  escritorios  y  almacenes,  pu«- 
diendo  contratar  por  sí  mismos  ó  con  intervención  de  corredores, 
salvo  las  operaciones  de  efectos  públicos  que  no  se  realicen  integra- 
mente de  eontado,  las  cuales  se  verificarían  indispensablemente  en 
la  Bolsa  y  con  intervención  de  sus  ajentes,  bajo  pena  de  nuli- 
dad (27).  Los  efectos  públicos  podian,  pues,  negociarse  entre  comer- 
ciantes dentro  y  fuera  de  la  Bolsa;  salvo  las  operaciones  á  plazo,  ó 
no  realizadas  Integramente  de  contado f  las  cuales  debían  verificarse 
indispensablemente  en  la  Bolsa  y  con  intervención  de  ájente  pú- 
blico. 

ZJ*  Si  el  legislador  no  quiso ,  por  entonces »  prohibir  á  los  co- 
merciantes la  contratación  á  domicilio  sobre  efectos  públicos ,  como 
lo  aconsejaba  la  conveniencia  pública,  como  se  practicaba  en  otros 
países,  y  como  mas  adelante  se  dispuso  en  el  nuestro,  con  todo, 

(26)  Artículo  S.""  del  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831. 

(27)  Articulo  6.*,  Ídem. 
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favoreció  la$  operaciones  ejecutadas  dentro  de  la  Bolsa,  declarando 
que  los  ajentes  eran  responsables  civilmente  de  la  legitimidad  de 
los  efectos  públicos  al  portador  negociados  en  ella,  quedándo- 
les á  salvo  su  derecho  contra  la  persona  por  cuya  cuenta  los  hubie- 
sen enajenado;  cuya  responsabilidad  ao  existia  en  los  contratos  ce* 
'  lehrados  fuera  de  la  Bolsa  (^);  pero  el  principal  estímulo  para  incli- 
nar las  voluntades  á  favor  de  la  contratación  dentro  de  la  Bolsa 
consistió  en  declarar  que  los  efectos  públicos  vendidos  en  ella ,  ya 
sea  que  estuviesen  emitidos  al  portador,  ó  ya  á  favor  de  persona 
determinada,  no  estaban  sujetos  á  reivindicación,  y  su  enajenación 
seria  válida  y  subsistente  aun  cuando  el  vendedor  los  poseyera  d% 
mala  fé,  salva  la  acción  del  legitimo  propietario  contra  el  mismo 
vendedor  ú  otras  personas  que  tuviesen  responsabilidad  legal  en  los 
actos  con  que  huÜese  sido  desposeído  de  los  efectos  ó  defraudada  su 
propiedad  (39). 

4.^  En  resumen ,  el  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  iSSi 
supone  virtualmenle  que  los  efectos  públicos  nominativos  ó  al  por- 
tador estaban  sometidos  á  las  disposiciones  generales  del  derecho 
sobre  reivindicaciot  de  la  riqueza  mueble ;  pero  introdujo  una  es- 
cepcion  á  favor  de  los  vendidos  en  BoUa,  y  esta  escepcion  se  íntro* 
dujo  en  la  creencia  de  que  no  debian  quedar  burlados  los  derechos 
adquiridos  bajo  la  garantía  de  la  pobUcidad  y  de  ajentes  interme^ 
diarios  responsables  directamente  de  la  leg[itimidad  de  los  títulos, 
de  la  idoneidad  é  identidad  de  los  contratantes:  siguiendo  de  esta 
suerte  el  principio  germánico  de  que  la  posesión  es  títnlo  en  los 
muebles,  y  que  estos  son  irreivindícables  cuando  fueron  vendidos 
en  mercado,  subasta  pública,  etc.  (XVUI.  §§.  1.*  al  K."") 

XX. 

4.^  Empero  el  Real  decreto  de  iO  de  setiembre  de  1831  está 
derogado  en  todas  sus  disposiciones  por  la  ley  provisional  de  Bolsa 
de  8  de  abril  de  1846,  y  aun  cuando  así  no  fuese ,  el  art.  7.^  de 
dicho  Real  decreto  declarando  la  irreivindicacion  de  los  efectos  pú- 
blicos vendidos  en  Bolsa,  lo  habría  quedado  desde  que  adquirió  ca- 
rácter de  ley  el  art»  116  del  Código  penal  vigente. 

2.^    La  ley  provisional  dijo  así  en  su  última  disposición  general: 


(28)    Arts.  ií2yii3¡d. 
(2^)    Art.  Vid. 
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quedan dejrogadas  y  sin  efecto  las  leyes,  Beales  deorelts,  iislrac- 
cioDes,  reglameotos  y  demás  disposiciaiies  qoe  hasU  aquí  regiaa 
sobre  las  materias  contenidas  en  la  presente  ley  (80).  Esta  locndon 
general ,  absoluta ,  sin  limitación  de  especie  aigHna,  no  permite  es« 
taUecer  distinciones  sobre  si  la  derogación  ftté  total.ó  parcial:  las 
derogaciones  espresas  son  siempre  generales,  á  diferencia  de  las 
tácitas,  llamadas  así  porque  se  derivan  de  una  ley  posterior  contra* 
ria  al  texto  de  otra  aaterior.  Si  la  ley  provisional  de  Boba  de  I  da 
abril  de  1846  hubiese  callado  sobre  la  suerte  de  las  disposicioaes 
¿riberanas  anteriores;  si  al  meaos  se  hubiese  limitado  i  derogarte 
en  cuanto  fuesen  eontf  arias  á  io  por  ella  preceptuado ,  con»  svehí 
frecuentemente  declararse ,  y  como  declaró ,  coa  mas  ó  meftos  pro** 
cinon,  el  articulo  aáiciosal  de  la  ley  anterior  de  20  do  JMÍo 
de  1845  (31),  entonces  estarían  en  su  lugar  los  que  susleataa  ester 
rigente  el  art.  7."*  del  Aeal  decreto  de  10  de  setiembre  do  1834; 
porque  ningiaBa  dispoaioioB  existe  en  los  artkvlos  de  las  leyendo 
Bolsa  posteriores,  que  declare  la  doctrina  Cavosabie  á  la  ffeiviodioa» 
cion.  Mas  esta  derogación  nacida  de  un  texto  de  ley  posterior  ,  cm^ 
trarío  á  otio  anteiior ,  es  innecesaria  cuando  la  ley  posteriormente 
publicada  contiene  una  disposición  final  que  deroga  todos  las  leyes, 
Beales  decretos ,  instruocioBes  y  reglaménios  qno  Tema»  rigieüdo 
hasta  entonces  sobre  la  maleria  objeto  de  la  misma. 

I.""  No  obstante  lo  inocmcnso,  en  mí  juicio,  de  laa  doelriías  aii^ 
tenores  sobre  los  efectos  de  las  derogaciones  espresas  ó  tácitas^ 
hay  quienes  sustentan  que  el  art.  113  de  la  ley  provisional  de  8  de 
abril  de  1846  derogaba  solo  las  leyes  anteriores  en  lo  que  fneían  á 
ella  contrarias,  mas  no  en  lo  que  no  estuviese  por  eUa  tratado  ai 
díspoesto;  en  cuyo  último  caso  se  encuentra  el  art  7."*  del  Real  é^ 
creto  de  10  de  setiembre  de  1831.  Después  de  lo  dicho  (XX)  aceroa 
de  las  derogaciones  espresas  y  tácitas  de  las  leyes  por  eirts  poste» 
riormente  proomlgadas,  paceceria  eseusado  insistir  sobre  el  mismo 
punto ,  si  no  tuviésemos  que  refutar  argumentos  de  índole  distinta: 

^m^m^mm'immmm^mm^mmmmám^m^ iw*^í**"í»*— *■ >——<—— ■«■mí      ,    i 

m)    Leyproví8ÍOMlde5deabrildei8l0,art.  113. 

(31)  Ley  provisionaJ  para  la  Baba  de  Madrid,  su  fecha  20  de  junio 
de  1845.  Ariiculo  adicional.  La  presente  ley  tendrá  su  cumplimiento  á  loa 
sesenta  día»  de  su  publicación,  quedando  desde  entonces  derogadas  r    '- 
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estos  argumentos  se  toman  del  objeto  de  las  leyes  posteriores  al 
Real  decreto  de  i831 ,  espresado  en  los  preámbulos  de  las  mismas. 
2.^  cCo vencida  la  Reina,  dice  el  de  la  ley  provisional  de  23  de 
jnnío  de  i845,  de  la  necesidad  de  poner  un  eficaz  remedio  á  los  ma- 
les que  se  advierten  en  las  negociaciones  de  efectos  públicos  á  pla- 
co, que  se  hacen  en  la  Bolsa  de  Madrid ,  dispuso  que  se  sometiese  á 
las  Cortes  un  proyecto  de  ley,  por  el  cual  se  reformaba  la  que  hoy 
rige  en  aquellos  puntos  que  la  esperiencia  ha  demostrado  era  preci- 
so ,  para  poner  á  cubierto  los  intereses  generales  y  particulares.. ..o 
Esta  soberana  disposición,  se  arguye,  no  derogó  el  Real  Decreta 
de  1831,  si  no  en  cuanto  fuesen  contrarias  sus  disposiciones ,  y  es- 
tas se  refirieron  solo  á  modificar  las  jugadas  á  plazo ,  y  las  garantías, 
mhnero  y  responsabilidad  de  los  ajentes  de  cambio.  Hasta  aquí  esta- 
mos conformes  con  nuestros  adversarios ;  la  ley  provisional  de  184^ 
no  derogó,  sino  que  reformó  el  Real  decreto  de  1831,  y  esta  idea 
indicada  en  el  preámbulo ,  se  sancionó  en  el  articulo  adiccional  cita- 
do: quedando  derogadas,  así  dice,  cualesquiera  disposiciones  en 
contrario. 

3.^  Pero  los  niales  nacidos  de  las  jugadas  á  plazo  continuaron, 
añaden  los  sustentantes  délas  opiniones  contrarias  á  la  reivindicación,^ 
y  la  ley  plrovisional  de  5  de  abril  de  1846  cortó  por  lo  sano  en  pun- 
to á  jugadas  ápla%o....  cHabiendo  acreditado  la  esperiencia,  dice  el 
preámbulo  de  esta  ley,  que  las  operaciones  á  plazo  sobre  los  efectos 
públicos,  autorizados  por  la  ley  de  10  de  setiembre  de  1831 ,  lejos 
de  contribuir  al  fomento  de  las  relaciones  comerciales ,  y  á  promover 
la  circulación  de  los  valores  del  Estado,  se  han  convertido  en  un 
igio  inmoral,  contrario  á  las  leyes  y  perjudical  así  al  comercio  co- 
mo al  crédito  de  aquellos  mismos  valores,  y  no  habiendo  sido  sufi-^ 
denles  para  refrenar  estos  deplorables  abusos  las  disposiciones  dic- 
tadas ;  siendo  ya  indispensable  dictar  las  medidas  severas  que  recla- 
man el  buen  orden  de  la  contratación  de  la  Bolsa  para  que  en  ella 
se  observoi  las  condiciones  esenciales  que  se  requieren  en  todo  gé- 
nero de  contrato  legítimo...  vengo  en  mandar  se  observe  el  siguien- 
te proyecto  de  ley.» 

4.^  Basta  leer  atentamente  el  preámbulo  anterior  y  compararlo 
con  el  de  la  ley  provisional  de  1845,  para  convencerse  de  la  notable 
diferencia  que  los  distingue.  En  el  de  1845  se  indica  solo  una  refor^ 
má  sobre  las  jugadas  á  plazo ,  y  en  el  de  1846  no  se  indica  el  pen- 
samiento de  reformar  conservando,  si  ao  el  de  suprimir  dichas  jugan 
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dis,  y  de  establecer  medidas  severas  para  que  $e  observen  las  c9ih 
dieUmes  esenciales  requeridas  en  todo  género  de  contrato  legUifno; 
La  ley  de  4846  se  proposo  un  objeto  mas  amplio  que  el  de  la  de  1845. 
pero  este  coaveocímiento  es  mayor  después  de  observar  en  dicha  ley 
de  1846  todo  un  sistema  contrario  al  ensayado  ea  el  Real  Decreto 
de  1831:  exaoiínemos  y  comparemos  algunas  de  sus  principales 
i)ases. 

^^  El  artículo  20  de  la  ley  provisional  de  5  de  abril  de  1846 
preceptuó  que  todas  las  negociaciones  de  efectos  públicos  serian  al 
cootado,  cuya  base  es  contraria  á  la  sancionada  en  el  art.  38  del 
Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831:  con  esto  se  acudía  á  una 
de  las  necesidades  espresadas  en  el  preámbulo  de  la  ley  derogatoria. 
El  Real  decreto  citado  prohibía  bajo  ciertas  penas  las  reuniones  ilí- 
citas para  ocuparse  de  negocios;  pero  autorizaba  á  los  comerciantes 
para  celebrar  en  sus  casas,  escritorios  y  almacenes  los  contratos  y 
negocios  que  les  conviniesen,  sin  otra  limitación  que  las  jugadas  á 
pUao  sobre  efectos  públicos  (XIX.  §.  2.''),  y  la  ley  de  1846  estable- 
ció la  forma  de  contratar  dichos  valores  dentro  del  local  de  la  Bolsa, 
pues  declaraba  su  nulidad  si  no  se  pasaba  una  nota  de  cada' opera- 
ción ,  y  si  ésta  no  se  publicaba  en  seguida  por  la  voz  del  anunciador 
de  la  Bolsa(32).  La  libre  contratación  délos  comerciantes  quedó  cir- 
cunscrita por  la  nueva  ley  á  los  valores  y  efectos  de  comercio;  pero 
los  efectos  públicos  debían  necesariamente  negociarse  en  la  Bolsa, 
con  los  pormenores  establecidos  con  dicho  objeto,  y  esta  innovación, 
aconsejada  por  altos  motivos  de  conveniencia  pública,  fué  introdu- 
cida por  la  ley  derogatoria.  Igual  alteración  se  hizo  respecto  de  la 
facultad  de  contratar  privadamente  los  comerciantes,  concedida  por 
el  Real  decreto  de  1831 ,  pues  la  ley  de  1846  ordenó  que  todas  las 
operaciones  sobre  efectos  públicos  se  hiciesen  precisamente  con  in- 
tervención esclusiva  de  los  ajentes  de  cambio  (33). 

6.^  Verdad  es  que  en  otros  puntos,  mas  ó  menos  secundarios,  la 
ley  provisional  de  Bolsa  de  1846  siguió  el  espíritu  del  Real  decreto 
de  1831 ;  pero  á  poco  de  meditar  sobre  los  113  artículos  de  la  pri- 
mera ,  se  convence  que  comprende  todo  un  sistema  de  contrata- 
don  en  la  Bolsa ;  cuyo  sistema  está  vaciado  en  el  molde  de  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  Boba  de  París ,  salvo  entre  otros  el  punto 

(32)  Ley  provisional  de  5  de  abril  de  i846.  arts.  20, 21, 22,  23  y  36. 

(33)  Id.,  arts.  20  y  46. 
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Kfereafe  á  la  profaibidoii  de  las  jogadas  á  plaao.  El  pensamietito  de 
los  aatores  de  la  ley  de  8  de  abril,  no  fué  reformar  d  Real  decreto* 
de  tO  de  setiembre,  si  no  derogarlo  en  todas  sus  partes.  Por  eso  re^ 
produjeron  sos  disposiciones  en  lo  que  no  eran  contrarias  al  nuevo 
sistema  ensayado,  y  por  eso  también  su  artículo  final  eonturo  una 
derogación  espresa:  porque  se  quiso  no  dejar  subsistentes  olra^^ 
prescripciones  sobre  contratación  de  efectos  públicos,  que  las  con- 
tenidas dentro  de  la  misma  ley  provisional  de  184&. 

7.^  La  irreivindicacion  de  los  efectos  públicos  vendidos  en  Bolsa 
no  fué  reproducida  ni  espresamente  derogada,  siendo  en  realidad 
caso  omiso;  mas  ai  obrar  asi,  los  autores  de  la  ley  provisional  men- 
cionada siguieron  también  la  legislación  de  la  Bolsa  de  París,  que 
tampoco  menciona  este  punto,  dejándolo  sometido  á  las  prescripcio- 
nes del  derecho  común,  como  sucede  en  la  generalidad  de  los  de- 
más países  (XIV.  §.  3.^).  Siguiendo  este  sistema,  allí  donde  la  po- 
sesión es  título  con  respeoto  á  los  bienes  muebles,  los  efectos  pú- 
blicos al  portador  vendidos  en  Bolsa  serán  irreivindicables  (XVIU. 
§§.  2.^  y  4.^);  pero  donde  por  el  contrarío ,  la  legislación  común 
sigue  el  principio  romano  de  que  donde  quiera  que  está  la  cosa  allí 
clama  por  su  dueño,  la  reivindicación  de  los  efectos  públicos  al  por- 
tador vendidos  en  Bolsa  es  incuestionable  (XVII):  tal  es  la  situación 
legal  entre  nosotros,  desde  la  derogación  absoluta,  incondicional, 
ilimitada  de  las  leyes,  Reales  decretos,  instrucciones,  reglamentos 
y  demás  disposiciones  antei^iores,  contenida  en  el  art.  113  de  la  ley 
provisional  de  5  de  abril  de  1846  (XX). 

8.^  Si  en  Francia  no  son  reivindicables  los  efectos  públicos  ven- 
didos en  Bolsa  y  con  intervención  de  ájente  público,  no  es  porque 
allí  exista  disposición  alguna  especial  que  así  lo  declare;  sino  por- 
que según  el  art.  2280  del  Código  Napoleón,  el  dueño  anterior  de 
un  mueble  perdido,  robado  ó  sustraido,  no  tiene  acción  para  rei- 
vindicarlo, si  el  poseedor  actual  lo  compró  en  feria,  mercado,  etc.; 
pero  si  dicha  compra  la  hubiese  hecho  sin  las  formalidades  legales, 
es  decir,  fuera  de  Bolsa,  y  sin  intervención  de  ájente  de  cambio,  en 
Francia  como  en  Espacia,  el  dueño  de  un  documento  al  portador 
robado  tiene  acción  para  demandarle  contra  quien  le  posee  sin  título 
legal,  según  esta  regla  de  derecho:  qui  contra  jura  mereahir ,  bo- 
nam  fidem  presumitur  non  habere. 

9.^  En  Inglaterra  tampoco  existen  disposiciones  especiales  con 
relación  á  los  efectos  públicos  al  portador,  los  cuales  están  someti- 
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dos  á  lis  prescrtpdones  regohuloras  de  la  propiedad  mueble.  Segon 
ellas,  todo  contrato  de  venta  celebrado  en  las  ferias  y  mercados, 
obliga,  no  solo  á  los  contratantes,  sino  también  á  los  que  tienen  un 
deredio  de  propiedad  sobre  la  cosa  Tendida.  En  la  generalidad  de 
las  cíadades  del  Reino-Unido,  los  mercados  se  celebran  en  cierta? 
épocas  del  ano  y  eoa  sujeción  á  sus  reglamentos;  pero  la  ciudad  de 
Londres  está  declarada  mercado  permanente,  escepto  los  domingos, 
de  suerte  que,  las  transacciones  en  ella  consumadas  están  exentas 
de  la  reivindicación:  solo  los  caballos  no  pueden  cambiar  de  mano, 
sin  que  la  venta  esté  espresamente  consentida  por  el  propietario  (34). 

xxn. 

4.*^  Si  alguna  duda  pudiese  quedar  acerca  de  la  derogación  del 
articulo  7.^  del  Real  decreto  de  iO  de  setiembre  de  1831,  por  el  113 
de  la  ley  de  5  de  abril  citada,  desaparecerla  completamente  después 
de  sancionado  el  Código  penal  vigente  desde  19  de  marzo  de  1848. 
Según  él,  toda  persona  responsable  criminalmeole  de  un  delito  lo  es 
taoibien  civilmente  (38) ,  y  la  responsabilidad  civil  comprende  en 
primer  lugar,  la  restitución ,  en  segundo ,  la  reparación  del  daao 
causado  y  en  tercero,  la  indemnización  de  perjuicios  (36).  La  resti- 
tución deberá  hacerse  de  la  misma  cosa,  continúa  el  propio  Código, 
siempre  que  sea  posible,  con  abono  de  deterioros  ó  menoscabos  á 
regulación  del  Tribunal.  Se  hará  la  restitución,  aunque  la  cosa  se 
halle  en  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adquirido  por  medio 
legal,  salva  su  repetición  contra  quien  le  corresponda.— Esta  dis- 
posición no  es  aplicable  al  caso  en  que  el  tercero  haya  prescripto  la 
cosa,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  las  leyes  civiles  (37). 

4.**  La  restitución  deberá  hacerse  de  la  misma  cosa,  siempre  que 
sea  posible,  aunque  la  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y  este 
la  haga  adquirido  por  medio  legal:  es  importantísimo  este  legal 
precepto.  Su  signiGcado  general,  absoluto,  no  permite  racionalmen- 
te dudar  sobre  si  compreode  lo  mismo  á  las  cosas  robadas ,  á  las 
hurtadas  que  á  las  estafadas.  Si  los  redactores  del  Código  r^  Hido 
hubiesen  querido  poner  alguna  limitación  á  la  restitución  de  la  cosa, 


(34)  Uya ,  Droit  Anglais,  Üt.  IH,  cap.  I,  §f .  2.*»  y  3.* 

'35)  Código  penaly  art.  15. 

36)  Id.,  arl.  115. 

37)  Id.,  id.,  116. 
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la  habrían  escrito  ¿  contmiíacioa  de  aquella  regla  general;  pero  no 
habiéndola  establecido,  el  juzgador  entendido  y  recto  no  debe  oir 
otro  consejo  que  el  del  legislador  que  le  dice:  «donde  quiera  que  por 
medio  de  un  delito  se  ha  privado  á  uno  de  la  cosa  cuyo  dominio  le 
pertenece,  allí  decretarás  su  restitución  st^mpre  que  sea  posibk, 
aunque  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adquirido  por 
medio  legal». 

3."  Del  precepto  absoluto  del  articulo  aludido  del  Código  penal 
se  deduce  otra  consecuencia,  á  saber,  que  la  restitución  de  la  cosa 
procede  siempre  que  sea  posible,  ora  verse  el  delito  sobre  un  semo- 
viente ,  sobre  una  alhaja,  sobre  un  efecto  al  portador  ó  sobre  una 
moneda.  Si  la  intención  de  los  redactores  del  Código  penal  hubiese 
sido  escluir  de  la  ley  común  la  moneda,  el  papel-moneda,  ó  los  va- 
lores piiblicos  al  portador,  lo  habrían  espresado  de  una  manera  in- 
dubitada, estableciendo  una  escepcion  á  favor  de  estos  efectos,  ma- 
yormente cuando  á  la  sabiduría  de  aquellos,  en  su  mayor  parte  es- 
clarecidos jurisconsultos,  no  podia  oscurecerse  el  significado  latísi- 
mo de  la  palabra  cosa  en  el  diccionario  jurídico  (38).  £1  párrafo  ter- 
cero del  artículo  referente  á  la  restitución  de  la  cosa  siempre  que 
sea  posible,  esceptúa  el  caso  en  que  el  tercero  haya  prescrito  la  cosa 
can  arreglo  á  las  leyes  civiles;  pues  del  propio  modo  se  habrían  es- 
cluido  del  precepto  general  la  moneda,  ó  los  efectos  públicos  al  por- 
tador, si  los  redactores  del  Código  hubiesen  creído  conveaiente  esta 
esclusion.  No  la  establecieron;  al  decretar  la  restitución,  usaron  la 
frase  mas  general,  siempre  que  sea  posible,  y  los  tribunales  de  jus- 
ticia no  pueden  prescindir  del  cumplimiento  de  este  general  precep- 
to, si  quieren  obrar  dentro  del  límite  de  sus  atribuciones ,  circuns- 
critas á  aplicar  rectamente  las  leyes  á  los  pleitos  civiles  y  crimi- 
nales. 

4.''  Siguiendo  el  sentido  recto  del  precepto  legal  que  ordena  la 
restitución  de  la  misma  cosa  á  su  dueño,  siempre  que  sea  posible, 
aunque  la  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adqui- 
rido por  título  legal,  parece  racionalmente  imposible  que  haya  quien 
sostenga  la  irrelvindicacion  de  los  efectos  públicos  al  portador  ven- 

(38)  Las  cosas  son  el  segundo  objeto  del  derecho.  El  nombre  cosa  es  ge* 
neralísinio,  pues  comprende  á  cuunto  hay  en  el  mundo;  pero  aquí  se  toma 
por  «nauello  que  no  siendo  persona  ni  uccion  puede  ser  de  algún  útil  ó  co- 
modidad al  hombro.  Ilustración  del  Derecho  Real  de  Españi ,  por  D.  Juan 
Sala,Ub.  II,  tít.I,S.  1.0 
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dídos  en  Bolsa,  declarada  por  el  art.  T.**  del  Real  decreto  de  10  de 
setiembre  de  1831.  Aun  en  la  hipótesis,  por  mí  combatida,  de 
qm  dicho  artículo  no  estuviese  derogado  por  el  113  de  la  ley  provi- 
sional de  3  de  abril  de  1846  (XX  y  XXI),  su  derogación  tácita  seria 
incuestionable  después  de  la  publicación  del  Código  penal  vigente; 
pues  su  art.  116  sanciona  una  doctrina  contraría. 

5.*  T  la  contradicción  entre  el  art.  7.®  del  Real  decreto  de  10 
de  setiembre  de  1831,  y  el  116  del  Código  penal  sancionado  en  19 
de  marzo  de  1848  es  evidentísima.  En  el  primero  se  erige  en  título 
la  posesión  de  los  efectos  públicos,  aun  cuando  se  hayan  adquirido 
del  poseedor  de  mala  fé ,  salva  la  acríon  al  legitimo  propietario 
contra  el  vendedor  y  demás  personas  responsables  de  los  actos  de 
desposesion  ó  defraudación  de  su  propiedad;  mientras  que  en  el  se- 
gando se  favorece  al  propietario  desposeido  ó  defraudado  en  sus  de- 
rechos de  cualquiera  clase,  reservando  al  poseedor  de  !a  cosa  su  re- 
petición contra  quien  corresponda,  aun  cuando  la  haya  adquirido 
por  medio  legal.  Los  autores  del  Real  decreto  de  1831  siguieron  el 
principio  germánico,  la  posesión  es  título  en  cuanto  á  los  efectos 
públicos  vendidos  en  Bolsa,  y  los  redactores  del  Código  penal  acep- 
taron rigorosamente  el  romano,  según  el  cual  la  cosa  clama  por  su 
dueño  donde  quiera  que  se  halle,  sin  otra  escepcion  que  la  nacida 
de  la  prescripción  conforme  á  las  leyes  civiles.  Entre  el  legítimo 
dueño  que  invoca  sus  derechos  robados  ó  defraudados,  y  el  com- 
prador de  buena  fé  invocando  en  su  favor  este  legítimo  título,  el 
Código  penal  optó  por  el  primero,  y  el  Real  decreto  de  10  de  se- 
tiembre de  1831,  por  el  segundo. 

xxm. 

1,**  A  juzgartes  por  su  conducta,  los  sustentadores  de  las  opi- 
niones, favorables  á  la  irrei vindicación  de  los  efectos  al  portador,  es- 
tán igualmente  convencidos  de  la  derogación  tácita  del  art.  7.°  del 
Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831,  por  el  116  del  Código 
penal;  pues  entre  sus  razonamientos,  ninguno  se  encamina  á  per- 
suadir que  dentro  de  la  prescripción  general  del  segundo,  no  están 
comprendidos  los  efectos  de  que  habla  el  primero.  Verdad  es  que 
seria  dificilísima  empresa,  por  no  decir  imposible,  la  de  persuadir 
que  están  escluidos  los  efectos  al  portador  robados,  del  precepto 
penal  que  ordena  restituir  la  misma  cosa  siempre  que  sea  posible, 

TOMO  XVI.  16 
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aun  cuando  se  halle  ea  poder  de  un  tercero*  y  este  la  baya  adqui- 
rido por  medio  legal. 

2.*  Cuando  llegan  ¿  este  punto,  los  partidarios  de  la  irreivin- 
dicacíon  se  defienden  con  este  argumento:  cen  el  acto  de  abonarse 
su  precio,  el  dominio  de  los  efectos  públicos  se  trasfiere  al  compra- 
dor de  una  manera  irrevocable,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  á  estos  actos 
vá  unida  la  prescripción  de  las  acciones  que  contra  el  comprador 
pudieran  dirigirse.  Es  ciertamente  anómala  esta  disposición,  si  se 
considera  con  arreglo  á  los  principios  de  la  legislación  común;  pero 
deja  de  tener  este  carácter,  si  se  aprecian  las  consecuencias  que  la 
naturaleza  de  los  efectos  al  portador  deben  producir  (Y.  §.  5.%  «La 
prescripción  legal  existe,  anadia  otro  vigoroso  defensor  de  la  irrei- 
vindicación,  y  se  encuentra  consignada  en  las  leyes  posteriores  al 
Real  decreto  de  1831;  pues  el  articulo  116  del  Código  penal  no  es 
aplicable  al  presente  caso,  sino  el  párrafo  3.^  de  dicho  artículo  que 
habla  de  la  prescripción  de  la  cosa  con  arreglo  á  las  leyes  civi 
les »  (V.  §.  V)  (39), 

3.^  ¡Que  la  prescripción  legal  existe  desde  el  punto  mismo  que 
se  abona  el  precio  de  los  efectos  públicos  vendidos! Para  espre- 
sarse en  este  sentido,  es  preciso  desconocer  ü  olvidar  el  significado 
jurídico  de  la  palabra  prescripción:  solo  asi  se  concibe  dar  una  taB 
violenta  inteligencia  al  párrafo  tercero  del  art.  116  del  Código  pe- 
nal. Usucapión  ú  prescripción,  palabras  sinónimas  en  derecho,  por 
mas  que  se  diferenciasen  en  lo  antiguo,  es  la  adquisición  de  dominio 
por  continuación  de  posesión  por  el  tiempo  definido  por  la  ley.  Usu- 
capió, es  decir,  adquirir  por  el  uso,  ganar  por  el  uso  el  dominio  de 
alguna  cosa,  y  la  base  de  este  modo  singular  de  adquirir  consiste, 
según  un  distinguido  escritor  (40),  ea  que  no  reivindicando  el  dueño 
su  cosa,  en  el  término  de  la  ley,  se  presume  que  la  renuncia  á  favor 
del  poseedor.  Si,  pues,  este  es  el  sentido  legal  y  científico,  de  la  pa- 
labra prescripción,  es  caprichoso  suponer  la  existencia  de  dicha 
prescripción  desde  el  acto  mismo  de  abonarse  el  precio  de  los  efec- 
^)s  públicos  vendidos.  Cuando  el  párrafo  3.''  del  art.  116  del  Códi. 


(39)  Estas  (üeron  las  opiniones  del  Fiscal  de  S.  M.  en  su  censura  emiti- 
da en  el  proceso  de  que  hemos  hablado  en  el  torcer  lugar  de  la  nota  nú- 
mero i.°:  compárense  con  las  opiniones  del  fiscal  especial  de  Hacienda  en 
ia  misma  Real  Audiencia,  apuntadas  en  la  nota  (núm.  2.^)  y  se  verá  la  dis- 
cordancia existente  entre  los  ajentes  del  Gobierno. 

(40)  Grottius,  de  jur.  bel,  ac  pac,  líb.  II,  §.  di8  y  siguientes... 
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go  pena]  esceplaó  de  la  restitución  de  la  misma  cosa  objeto  de  un 
delito,  el  caso  en  que  dicha  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y 
esle  la  haya  prescrito  con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  aludió  á  la  po- 
sesión requerida  para  ganar  por  tiempo  las  cosas  (XVIII.  §•  8."^).  Si  el 
comprador  de  unos  efectos  públicos  robados  los  posee  durante  trein- 
ta anos,  en  la  creencia  de  que  los  adquirió  de  su  legítioio  dueno^ 
ese  comprador  hace  suyos  los  títulos  por  la  prescripción,  y  no  pue* 
de  ser  condenado  á  restituirlos:  esto  es  lo  que  dice  el  párrafo  terce- 
ro del  articulo  citado.  Pero  de  esto,  á  suponer  que  la  prescripción 
se  realiza  sin  necesidad  de  tiempo,  por  el  solo  acto  de  la  entrega 
dd  precio,  hay  un  espacio  inmenso  que  parece  increíble  pase  des- 
apercibido á  los  ojos  de  personas  peritas  en  derecho* 

IXIV- 

1/  Igaal  juicio  nos  merece  otro  argumento  utilizado  por  los 
sustentadores  de  las  opiniones  contrarias  á  la  reivindicación,  y  por 
cierto  que  es  el  mas  generalizado  entre  el  vulgo  que  repite  á  coro 
803  ecos.  cLos  títulos  al  portador,  dicen,  se  hallan  equiparados  á  la 
moneda,  pudiendo  recibirse  de  cualquiera  sin  averiguar  su  proce- 
dencia, bastando  la  simple  entrega  de  ellos  para  trasferir  su  domi- 
nio de  una  manera  irrevocable  (V.  §.  5.^).>  ¿T  en  qué  Código,  ley  ó 
reglamento  apoyan  su  aserto  los  sustentadores  de  semejante  equipa- 
ración? Confieso  francamente  no  haber  hallado  precepto  alguno  que 
lo  justifique,  antes  bien  existen  signos  y  prescripciones  convincen- 
tes de  la  desemejanza  entre  la  moneda  verdadera,  y  los  títulos  al 
portador. 

2.^  Los  efectos  públicos  al  portador  tienen  dos  signos  estemos 
que  los  individualizan,  á  saber:  la  serie  y  el  número  de  orden;  la 
moneda  carece  de  dichos  signos,  y  esta  es  la  primera  y  mas  sustan- 
cial distinción.  El  efecto,  al  portador  no  lleva  en  su  sustancia  el  va- 
lor que  simboliza,  sino  que  es  meramente  el  título  representativo 
de  ese  mismo  valor,  á  la  manera  que  la  copia  de  la  escritura  simbo- 
liza la  cosa  comprada;  pero  la  moneda  no  es  el  título,  sino  el  pro- 
pio valor  específico  que  desaparece  si  se  pierde  ó  es  robada.  De  es- 
ta segunda  diferencia  se  sigue  la  tercera,  á  saber:  que  si  una  ó  ma 
monedas  son  perdidas,  ó  robadas,  al  perjudicado  no  le  queda  casi 
recurso  alguno  de  reintegro,  mientras  que  el  dueño  de  efectos  pú- 
blicos al  portador  que  justifica  plenamente  su  destrucción ,  ro- 
bo, etc.,  solicita  y  obtiene  un  duplicado  de  esos  mismos  títulos,  coa 
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sujeción  á  las  formalidades  establecidas  al  efecto  (XI.  §.  3.^).  Las 
Reales  órdenes  de  31  de  julio  de  1847  y  28  de  octubre  de  18S0  es- 
tablecen la  forma  de  certificar  los  pliegos  comprensivos  de  efectos 
de  la  Deuda  pública,  y  el  objeto  de  estos  certificados  es  que,  en  caso 
lie  sustracción  ó  estravío,  se  den  los  duplicados  á  los  dueños  de  los 
títulos  certificados  y  estraviados,  como  lo  vemos  comprobado  con 
ejemplos  (41).  Además  de  estas  diferencias  sustanciales,  existen  otras 
accidentales  que  resisten  la  equiparación  entre  los  efectos  públicos 
al  portador  y  la  moneda;  porque  los  primeros  no  pueden  negociar- 
se sino  con  la  intervención  de  tos  ajentes  de  cambio,  y  en  la  Bolsa, 
según  las  prescripciones  de  la  ley  vigente  (42):  prescripciones  fun- 
dadas en  altos  motivos  de  conveniencia  pública  (43),  sin  uso  alguno 
con  relación  á  la  moneda. 

3.^  Pera  aun  en  la  hipótesis  de  que  los  títulos  al  portador  se 
hallasen  equiparados  á  la  moneda,  todavía  sostendríamos  que,  pro- 
bado haber  sido  tales  títulos  ó  monedas  objeto  de  un  hurto  ú  robo, 
deberia  decretarse  su  restitución  al  robado,  ni  mas  ni  menos  que  si 

(41)  Véase  ia  nota  7. 

(42)  Ley  provisional  de  8  de  Tebrero  de  1854:  artículos  i  5, 31  y  sus  con- 
cordantes. Hay  quienes  creen  que  los  comerciantes  pueden  contratar  á  do 
raicilio  sobre  efectos  públicos;  pero  este  es  un  error:  el  art.  9  •  solo  autori- 
za á  los  comerciantes  para  contratar  sobre  efectos  mercantiles,  mas  no  so- 
bre efectos  públicos. 

(43)  En  buenos  principios,  todos  los  comerciantes  deben  estar  autoriza- 
dos para  tratar  entre  sí  en  asuntos  mercantiles,  sin  necesidad  de  ájente  in- 
t<3r(nediario;  pero  altos  motivos  de  conveniencia  pública  aconsejan  que  todas 
las  operaciones  sobre  efectos  públicos  se  hagan  forzosamente  con  interven- 
cion  de  tnjentes  de  cambio:  esta  forma  de  contratación  ofrece  ventajas  al 
Gobierno  y  ú  los  particulares. — Al  Gobierno,  porque  siendo  tan  inmensa  ia 
masa  de  su  deuda,  seria  muy  fácil  introducir  en  el  mercado  una  porción 
crecida  de  títulos  falsos  que  comprometiesen  su  crédito;  lo  cual  se  aleja  exi- 
giendo que  en  estas  operaciones  intervengan  oficiales  familiarizados  con 
los  efectos  públicos,  é  interesados  en  descubrir  las  falsiQcaciones«  por  ia 
responsabilidad  que  se  les  impone. — Y  es  también  favorable  á  los  particu- 
lares, porque  se  evitan  muchos  riesgos  personales  y  pecuniarios  contratan- 
do por  ante  un  ájente  que  garantiza  la  legitimidad  de  ios  títulos,  la  per- 
sonalidad do  contratantes  y  la  eUcacia  de  la  obligación.  Gasi  todos  los  pro- 
cesos conocidos  sobre  sustracción  de  títulos  proceden  de  ad(^uisiciones 
liechas  sin  intervención  de  ájente:  los  ladrones  no  se  atreven  fácilmente  á 
proponer  una  venta  de  efectos  robados  á  un  oficial  público.  Sin  embargo,  es 
tal  la  fuerza  de  los  hábitos  arbitrarios  arraigados  entre  nosotros,  que  son 
rarísimas  las  operaciones  al  contado  consumadas  con  intervención  de  ájente 
(le  cambio:  intervienen  ajentes  intrusos,  vulgo  Zurupetos,  quienes  cobran 
su  corretaje  como  ajentes  públicos,  y  si  alguno  reusa  su  intervención,  lle- 
van su  osadía  hasta  el  punto  de  censurarle  duramente,  como  sucedió  algu- 
na vez  á  mi  presencia. 
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se  tratase  de  un  caballo,  de  cierta  cantidad  de  trigo,  etc.,  etc.  Por 
que  volvemos  á  repetirlo,  el  artículo  116  del  Código  penal  contiene 
on  precepto  absoluto:  «la  restitución  deberá  hacerse  de  la  misma 
cosa  siempre  que  sea  posible...  aunque  la  cosa  se  halle  en  poder  de 
un  tercero,  y  este  la  haya  adquirido  por  medio  legal,  salva  su  repe- 
tición contra  quien  le  corresponda: j»  por  consiguiente,  su  aplica- 
ción procede  en  todo  caso,  entretanto  que  un  precepto  especial  no 
lo  modifique.  ¿Y  existe  alguna  exención  á  favor  de  la  moneda  roba- 
da?... No:  la  sola  diferencia  existente  á  su  favor,  nace  de  su  natura- 
leza misma,  es  decir,  de  la  dificultad  casi  invencible  de  comprobar 
que  (ales  monedas  son  las  mismas  que  fueron  robadas.  Porque  las 
monedas  son  iguales;  no  tienen  serie  ni  numeración ;  llevan  solo  el 
año  de  su  acuñación ,  y  dentro  de  este  ano  y  con  los  mismos  tro* 
qneles  pueden  haberse  acunado  millones  de  ellas.  De  aquí ,  y  solo 
de  aquí^  nace  la  dificultad  de  identificarlas;  pero  si  así  y  todo,  es- 
tas dificultades  se  vencieran  en  un  caso  dado ,  y  se  comprobase  que 
tales  monedas  halladas  en  poder  de  un  tercero  fueron  las  hurtadas 
6  robadas,  los  Tribunales  de  justicia,  cuyas  atribuciqpes  están  cir- 
cunscritas á  ejecutar  la  ley,  á  juzgar  según  ella ,  y  hacer  que  se 
ejecute  lo  juzgado ,  decretarían  la  restitución  ó  devolución  de  las 
monedas  robadas ,  como  pena  accesoria,  necesaria  del  delito  perse- 
guido (XXn.  §§.  2.^  y  3.«). 

XXV. 

i.^  Demostrada,  en  mi  juicio,  la  derogación  del  art.  7.^  del 
Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831 ,  y  la  sumisión  de  los 
efectos  públicos  al  portador  á  las  leyes  reguladoras  de  la  propiedad 
mueble  (XXII.  §§.  3.°,  4.^  y  6.**),  y  demostrado  también  que,  aun 
en  la  hipótesis  de  ser  dichos  efectos  semejantes  á  la  moneda ,  dado 
el  caso  de  estar  plenamente  probado  que  determinadas  monedas 
fueron  robadas ,  su  restitución  procedería  con  arreglo  á  las  leyes 
civiles  y  al  art.  116  del  Código  penal  con  ellas  concordante,  ya  no 
es  de  estrañar  que  los  Tribunales  dicten  providencias  mandando  re- 
tener ciertos  billetes  del  Banco  de  España,  y  noticiarlo  á  la  Direc- 
ción de  dicho  establecimiento  para  la  ejecución  de  este  precepto; 
porque  con  arreglo  al  art.  SI  del  reglamento  provisional  para  la 
administración  de  justicia,  uno  de  los  primeros  deberes  del  Juez 
instructor  de  un  proceso ,  es  asegurar  los  efectos  en  que  consiste  el 
Mito,  ó  lo  que  es  igual ,  los  billetes  ó  efectos  al  portador,  cuando 
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es  indadable  t\  robo  de  ciertos  números  determinados  de  ellos:  el 
Oobierno  mismo  ordenó  este  procedimiento  con  ocasión  de  haber 
<)¡spuesto  cierto  acreedor  pignoraticio  de  nn  crecido  número  de  tí* 
tolos  del  3  por  100  (44). 

2.^  Por  fortuna  son  rarísimos  los  ejemplos  de  retenciones  de 
números  determinados  de  billetes  del  Banco,  no  recordando  sino  el 
mencionado  anteriormente  (II.  §.  3."^) ;  mas  pudieran  multiplicarse, 
y  el  remedio  no  puede  venir  de  la  justicia,  sino  del  poder  legislati- 
To  ó  de  la  administración  del  propio  Banco.  A.un  cuando  sus  billetes 
43e  direrencian  de  la  moneda,  lo  cierto  es  que  circulan  como  tal,  y 
hacen  sus  veces  entre  comerciantes  y  particulares:  cuando  se  entre- 
ga ó  recibe  una  suma,  nadie  repara  el  número  de  los  billetes  ,  sino 
las  cantidades  que  representan.  Lo  propio  sucede  en  los  depósitos 
hechos  en  manos  de  particulares  ó  en  las  cajas  de  los  estableci- 
mientos públicos:  si  se  constituyen  con  billetes  del  Banco  de  España, 
el  documento  que  lo  acredita  solo  menciona  la  cantidad ,  á  diferen- 
cia de  los  depósitos  consistentes  en  efectos  de  la  Deuda  pública,  los 
euales  se  redactan  con  espresion  de  la  serie  y  numeración,  de  los 
mismos  efectos  depositados.  De  esta  diversa  costumbre  en  la  cons- 
titución de  los  depósitos  se  sigue  que,  en  el  primer  caso,  el  deposi- 
tario solo  es  deudor  de  cantidad,  y  en  el  segando,  de  especie :  esta 
es  la  razón  porque  son  mas  raros  los  casos  de  restitución  de  billetes 
del  Banco,  que  los  de  efectos  públkns  al  portador.  Mas  supongamos 
la  existencia  de  un  depósito  con  espresion  del  número  de  loa  billetes 
^ue  le  constituyen,  y  que  estos  son  sustraídos.  ¿Pueden  legalmenta 
proveer  los  Tribunales  su  retención,  si  fueren  hallados?  ¿Podrían, 
en  su  casoí  decretar  la  restitución  de  esos  mismos  billetes,  si  fuesen 
<x)n  oportunidad  retenidos?  To  resuelvo  afirmativamente  ambas 
•cuestiones,  y  me  fundo  en  los  mismos  argumentos  utilizados  al  ha- 
hlar  de  los  efectos  públicos  y  de  la  moneda:  en  España  no  hay  ley 
especial  que  saque  estos  valores  del  círculo  de  la  riqueza  mueble,  y 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  cuanto  se  diga  contra  la  res  ti  • 
tucion  de  dichos  valores  son  declamaciones  desprovistas  de  leg^aL 
apoyo. 

3.^  Verdad  es  que  semejantes  providencias  de  los  tribunales  na 
lisonjean  el  interés  del  Banco  de  España;  no  porque  lastimen  su  cré- 
dito como  alguno  afirma:  el  crédito  es  ajeno  á  los  preceptQ3  jadicia- 


(44)    Véat^e  la  oou  num.  2,  párrafo  segundo. 
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'espreTestívoe  ó  restitutoríos  de  nnos  billetes  robados,  como  es  tam- 
bién ajeno  del  crédito  del  aceptante,  la  providencia  que  manda  sus- 
pender el  pago  de  una  letra  robada.  Lo  que  se  mortifica  realmente  es 
el  interés  del  Banco ,  pues  si  menudeasen  semejantes  providencias 
judiciales,  muchas  personas  reusarian  aceptar  un  papel-moneda  es- 
puesto á  tales  contingencias.  ¿Mas  es  solo  este  el  riesgo  que  corren 
el  Banco  de  España  y  los  tenedores  de  sus  billetes?  ¿No  corren  ries- 
gos mayores  y  mas  frecuentes  con  ocasión  de  las  falsificaciones  de 
dichos  billetes?  T  en  semejantes  casos ,  ¿  qué  se  hace  para  obtener 
délos  tribunales  la  comprobación  del  crimen  y  el  castigo  de  sus  au- 
tores? Refleúonemos  sobre  estas  preguntas,  porque  cuantos  medios 
utilice  el  Banco  y  los  tribunales  para  comprobar  los  autores  de  la 
Eadsedad,  otros  tantos  pueden  emplearse  para  convencer  el  robo  de 
unos  billetes  determinados. 

4/  Sepongamos  que  se  presenta  en  la  Caja  del  Banco  de  Espa- 
ña una  persona  portadora  de  cien  mil  reales  en  billetes,  de  los  cua- 
les son  folsos  la  mitad.  ¿Cuál  seria  la  conducta  del  Banco  en  pre- 
sesda  de  un  suceso  de  esta  especie  ?  El  Diputado  interpelante  dijo 
ser  coman  en  Inglaterra  la  falsificación  de  los  billetes  del  Banco; 
peroqae  en  el  momento  que  se  advierte  se  cambia  el  timbre,  sin  de* 
jar  por  eso  de  pagar  los  billetes  falsificados (11.  §.  6°.)-  Ignoro  si  es  ó 
no  cierta  esta  costumbre,  aun  cuando  nada  veo  en  ella  de  estraordi* 
nano;  pues  si  la  eventualidad  de  una  falsificación  supone  la  pérdida 
ét  una  crecida  suma,  harto  está  compensada  con  la  facultad  de  emi* 
tir  un  capital  en  papel  muy  superior  á  su  activo,  y  con  la  inmensa 
ganancia  que  suponen  los  diversos  medios  de  destrucción  de  sus  bi- 
lletes. Sume  el  Banco  de  España  cada  ano  el  importe  de  estas  ven- 
tajas, y  seguramente  obtendrá  nn  hiero  inmenso ;  pues  lo  racional 
sería  que,  en  compensación  de  esas  mismas  ventajas ,  cargase  con 
el  inconveniente  de  indemnizar  al  portador  de  buena  fé  de  uno  ó 
nas  billetes  falsos:  porqne  casi  h  totalidad  de  las  personas  entre 
quienes  drculan  estos  valores  desconocen  sus  signos  distintivos ,  y 
Á  alguna  vez  fueren  engañados,  resistirían  en  lo  sucesivo  esta  es- 
pede  de  papel-moneda.  ¿Procede  el  Banco  de  esta  suerte?  Si  su  con- 
ducta es  afirmativa,  la  misma  razón  de  allanar  la  circulación  de  sus 
hflletes  aconseja  que  indemnice  del  propio  modo  á  quienes  los  reci- 
ñeron ignorando  su  vicioso  origen;  pero  si  el  Banco  de  España  no  in- 
demniza á  los  portadores  de  buena  fé  de  billetes  falsos,  no  tiene  ni 
MI  pretesto  p«a  entorpecer  la  aocioii  de  la  Justicia,  cuando  esta  Ic 
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manda  retener  uno  ó  mas  billetes  robados:  porque  la  retención  y 
pérdida  de  los  billetes  falsos  declarada  legal  á  favor  del  Banco,  no 
puede  calificarse  de  ilegal  cuando  se  decretan  por  virtud  de  un  robo 
contra  un  particular ,  á  quien  fueron  violenta  ó  clandestinamente 
sustraídos. 

8.^    Ora  pague  ó  no  el  Banco  los  billetes  falsos  presentados  en  su 
caja.  {Qué  hace  con  el  portador  de  esos  mismos  billetes?  ¿Lo  deja 
ir  sin  someterle  á  pesquisa  alguna,  ó  lo  detiene,  ó  cuando  menos  dá 
parte  al  juez  competente,  con  espresion  de  la  persona  y  domicilio 
dd  portador?  Si  el  Banco  indemniza  al  portador  del  billete  falso  y 
le  exime  de  toda  pesquisa  judicial,  es  consecuente  al  resistir  la  de- 
tención de  un  billete  robado,  y  del  portador  del  mismo.  Mas,  si  no 
estoy  equivocado,  el  Banco  no  ha  procedido  de  esta  suerte,  ni  pro- 
cederia  en  lo  sucesivo,  si  se  repitiesen  las  falsificaciones  de  sus  bi- 
lletes. Esto  equivaldría  á  dejar  impune  un  crimen  gravísimo,  de 
funestas  consecuencias  para  el  Banco  y  para  los  particulares  entre 
quienes  circulan  sus  billetes.  ¿Qué  medio  mas  racional  de  buscar  los 
autores  de  la  falsedad,  qqeel  de  interrogar  al  portador  ó  portado- 
res de  los  efectos  falsos?  En  buen  hora  que  no  se  moleste  al  inqui- 
rido sino  dá  razón  de  quién  se  lo  entregó,  y  si  por  las  circunstancias 
que  en  él  concurren  aleja  de  sí  la  sospecha  de  criminalidad;  mas 
persona  alguna  medianamente  conocedora  de  las  formas  del  enjui- 
ciamiento criminal  puede  ignorar  que,  denunciados  como  falsos  unos 
billetes  del  Banco,  la  primera  actuación  del  Juez  seria  inquirir  de  la 
persona  en  cuyo  poder  se  hallaron,  el  nombre  de  aquella  de  quien 
los  hubo;  de  suerte  que,  ó  el  Banco  omite  denunciar  la  falsificación, 
cuando  menos  sigila  los  nombres  de  las  personas  que  presentaron  en 
su  caja  los  billetes  falsos,  ó  no  hay  medio  de  escusar  á  estas  perso- 
nas la  vejación  de  ser  judicialmente  inquiridos:  porque  los  jueces  y 
tribunales  tienen  el  deber  de  convencer  la  existencia  de  los  delitos 
y  sus  autores  por  todos  los  medios  que  su  inteligencia  y  celo  les^ 
dicte,  y  uno  de  los  medios  mas  racionales  de  averiguar  el  origen  de 
un  documento  falso,  es  el  de  interrogar  á  la  persona  en  cuyo  poder 
se  halla,  por  el  nombre  de  la  que  se  lo  entregó. 

QJ"  Si  mis  noticias  son  ciertas,  el  proyecto  de  ley  preparado  por 
el  Gobierno,  sobre  restablecimiento  del  art.  T.""  del  Real  decreto  de 
iO  de  setiembre  de  1831,  contiene  algunos  artículos  que  pondrán 
remedio  á  la  alarma  consiguiente  á  dojar  fuera  de  circulación  los  bi- 
lletes del  Banco  de  España  que  hubiesen  sido  robados,  y  nadie  mas 
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interesado  que  el  Banco  eo  que  dicho  proyecto  obtenga  la  sanción 
de  los  poderes  conslitacionales;  pero  auo  podría  hacer  el  Banco  algo 
mas  por  sí  mismo.  Con  la  legislación  vigente  en  España  sobre  la  rei- 
vindicación de  la  riqueza  mueble,  no  hay  memoria  de  que  un  Tri- 
bunal haya  mandado  restituir  unas  monedas  de  oro  ó  plata  que  hu- 
biesen sido  robadas,  de  las  que  tienen  curso  legal  (45),  cuando  fue- 
ron halladas  en  poder  de  on  tercero,  y  esta  carencia  de  ejemplos  solo 
es  debida  á  la  casi  imposibilidad  de  identificarlas.  Pues  estudie  la 
administración  det  Banco  si  es  conciliable  suprimir  en  sus  billetes  la 
nom^^on,  único  signo  que  los  individualiza;  y  si  esta  cuestión 
puede  resolverse  afirmativamente,  quedarán  removidos  los  íu  on- 
venieiles  de  la  comprobación  de  los  efectos  robados. 

XXVI. 

COMGLUSION. 

En  resumen,  mi  opinión  es  que  la  jurisprudencia  sentada  por  la 
Real  Audiencia  de  Madrid  favorable  á  ¡a  reivindicación  de  los  efectos 
pdblicos  al  portador  es  conforme  al  espíritu  y  letra  de  la  legislación 
vigente^  y  que  supuesta  la  convicción  plena,  legal,  evidente  dé  que 
determinados  efectos  de  la  deuda  pública,  determinados  billetes  deL 
Banco  de  España,  ó  determinadas  monedas  fueron  hurtadas  ó  roba- 
das, la  justicia  no  puede  prescindir  de  acordar  su  retención  y  en  su 
caso  decretar  su  restitución  $iempre  que  sea  posible:  siendo  solo 
atributo  del  poder  legislativo  alterar  esta  situación  de  las  cosas,  sí 
fuese  realmente  contraria  al  crédito  déla  nación,  y  de  los  estableci- 
mientos públicos  autorizados  para  emitir  billetes  equivalentes  á  la 
moneda. 

DomíBgo  Rírerat 


(4o)  Durante  la  última  guerra  dinástica,  un  ájente  diplomático  estranje- 
ro  fué  robado  en  la  Mancha,  y  entre  los  objetos  robados,  eiistian  unas  mo- 
nadas sin  curso  legal  en  España.  Se  instruyó  un  proceso,  y  en  é!  se  man- 
daron reslituir  las  monedas  halladas;  cuyo  precepto  se  pudo  cumplir  porque 
semejantes  monedas  no  podían  confundirse  con  otras  seraejentes:  si  las  mo- 
nedas hubiesen  sido  francesas  ó  españolas,  la  restitución  habría  sido  pro- 
babiemeoie  imposible. 

TOMO   XVI.  17 
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ARTÍCULO  1.** 

En  la  profanda  y  filosófica  didcucion  de  que  al  comeazar  esta 
centuria,  fueron  objeto  todas  las  mstitackmes  jurídicas,  vióse  alzar 
la  voz  de  emineutísimos  jurisconsultos  que  con  noble  ardor,  con  ge- 
neroso entusiasmo,  con  elevado  espíritu  de  josticía  y  con  verdade* 
ro  celo  por  la  felicidad  de  los  pueblos,  sometieron  al  debate  todos 
los  principios  en  que  descansa  el  derecho  privado  de  las  naciones, 
derecho  creador  de  ese  orden  magnífico,  portentoso,  maravilloso  de 
relaciones  que  estrechan  íntimamente  al  individuo  con  el  individuo 
en  la  vida  social.  Todo  fué  sabiamente  discutido,  todo  fué  sabia- 
mente depurado  por  los  hombres  que,  forzoso  es  decirlo,  llevan  la 
primacía  de  la  reforma,  al  par  que  de  la  ciencia  y  el  talento.  Lo9 
jurisconsultos  franceses,  han  legado  á  el  mundo  un  riquísimo  tesoro 
de  legislación  que,  lejos  de  ser  estéril, i  ha  servido  para  modelar  la 
mayor  parte  de  los  códigos  civiles  de  Europa. 

En  tan  elevada  tarea,  en  tan  gigantesca  empresa,  inútil  es  de- 
cir que  figuró  dignamente  la  familia,  savia  fecunda  de  la  sociedad, 
verdadera  arca  santa  donde  se  encierra  todo  lo  grande  y  magestuo- 
so,  que  viene  á  terminar  el  no  menos  magestuoso  y  grande  edificio 
social;  objeto  indispensable  de  la  reforma,  si  hubiese  de  rendir  á  la 
civilización  el  primer  tributo  de  respeto  que  se  la  debe,  el  desen- 
volvimiento moral  y  justo  de  los  muchos  y  complicados  derechos  que 
la  constituyen.  Pero  en  la  familia  lo  primero,  lo  esencial  era  sentar 
las  bases  de  su  legitimidad;  era  fijar  las  reglas  que  determinen  la 
pureza  ó  impureza  de  su  origen.  Prescindir  de  la  legitimidad,  ol- 
vidar ese  atestado  de  pureza,  es  dar  lugar  á  que  los  derechos 
vacilen,  se  confundan,  se  debiliten,  se  ofrezcan  velados  por  la  du- 
da que  es  muchas  veces  su  verdadera  negación.  Para  fijar  esa  su- 
blime condición  de  vida  de  la  familia,  la  legitimidad,  era  preciso 
acudir  ante  todo  á  un  hecho  consagrado  por  la  naturaleza  y  santifi- 
cado por  la  ley  universal,  el  matrimonio,  que  bajo  el  sello  religioso 
y  bajo  el  amparo  de  la  ley,  debia  de  ser  forzosamente  el  origen 
puro  de  donde  se  viera  descender  á  la  familia.  Fuera  de  él,  el  rigor 
de  la  moral,  el  esclusivismo  de  ciertos  principios,  parece  que  acon- 
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sejaban  no  reconocer  otra  procedencia,  no  recoiiooer  otra  dase  (h^^ 
«nkmes  ni  en  sí  mismas,  ni  en  sos  consecuencias.  Pero  la  sociedad. « 
marcha  de  distinto  modo;  el  hombre  para  qnien  se  hace  la  I^y,  hOm 
sigue  siempre  la  recta^  porque  lo?  impulsos  del  corazón,  porque  los, 
estraviOB  de  las  pasiones»  le  han  hechosiempre  andar  el  camino  mas  . 
costoso  y  mas  largo:  el  legislador  tiene  que  seguirle  porque  su  obra 
es  para  esle  imuido;  él  mas  allá  tiene  quien  le  rija  soberanamente 
7  quien  le  exija  la  responsabilidad  de  sus  acciones.  Por  esto  si  no 
había  que  sancioAar  ciertas  uniones  ilícitas,  ha|)ia  por  lo  menos  qup 
Usosigír  con  ellas  {>ara  no  dejar  sus  frutos  abandonados  á  la  incle* 
meacia  de  la  injusticia;  había  que  reconocer  como  necesaria  la  crea^ 
eioQ  de  un  medio  conque  se  pudiera  elevar  á  la  esfera  de  la  legítí-  , 
imdad  á  lo  que  había  nacido  fuera  de  ella.  Esto  ciertamente  ni  po- 
^  esteaderse  ¿  toda  dase  de  uniones  ni  i  todo  género  de  descen- 
dencia; hubiera  sido  consagrar  el  escándalo:  por  eso  se  limitó  á  las 
conocidas  can  el  nombre  de  concubinato,  que  reciamente  entendido, 
no  supone  mas  que  el  comercio  carnal  de  dos  personas  que  pueden  . 
unirse  por  el  matrimonio.  Vino  como  por  la  mano  la  obra  del  em*  . 
f>erador  Constantino:  una  ticcion  de  derecho  que  dá  á  los  hijos  na- 
turales todas  las  condiciones  de  legítimos,  la  legitimadonpor  el  ma- 
trimonio subsiguiente.  Este  medio  que  á  primer  golpe  de  yista  pa-  , 
rece  tan  racional  y  tan  justo,  á  pesar  del  anatema  de  Justino  y  de^ 
silencio  de  la  legislación  inglesa,  ha  sido  puesto  ea  tela  de  juicio, 
coosiderindose  por  unos  como  elemento  fecundo  de  moralidad  ;  de 
orden  social,  y  por  otros  como  inagotable  germen  del  concubinatq« 
En  esta  situación,  ¿qué  partido  adoptar?  Este  es  d  primer  punta 
que  nos  toca  diluddar  y  resolver. 

Sombres  eminentes,  jurisconsultos  profundos  y  sabios  legisla- 
dores como  D'Aguesseau,  Portalis,  Tronchet  y  otros  no  menos  res- 
petables, han  impugnado  esa  legitimación  cook)  inmoral,  á.  pesar  de 
que  la  historia  la  ha  sancionado  y  los  legisladores  modernos  la  han 
reservado  un  lugar  en  los  cádigos. 

•  Si  se  ha4e  conservar  la  bella  armonía  de  la  ley  moral,  si  la  fa- 
milia ha  de  hallarse  basada  en  un  hecho  decente  y  decoroso,  no  de- 
be reconocerse  otra  causa  que  la  debida,  que  el  matrimonio.  Salir  de 
aquí,  traspasar  este  límite  legal  y  nM>ral,  reconocer  para  ella  otro 
origen,  es  transigir  con  pasiones  funestas,  fomentarlas  y  dar  á  la 
sociedad  un  escándalo,  mas  grave  que  ninguno  otro  porque  procede 
de  la  ley.  1^  á  la  moral  interesa  y  prescribe  que  el  comercio  de  kn 
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dos  sexos  se  verifique  dentro  del  matrimonio,  toda  otra  uqíoq,  todo^ 
otro  comercio  que  fuera  de  él  se  realice,  es  ilícito,  pecaminoso,  in» 
moral,  y  nunca  por  ningún  motivo  deben  sus  frutos  ser  elevados  i* 
la  esfera  de  la  legitimidad.  Es  una  necesidad  imperiosa  la  de  esti- 
mular al  matrimonio  cohibiendo  indirectamente  las  uniones  ilícitas, 
con  la  negación  de  los  derechos  de  legitimidad  á  los  hijos  que  de- 
ellos  nazcan;  es  preciso  que  los  que  legalmente  pueden  estrecharse* 
por  el  santo  vínculo  no  confundan  sus  corazones  sino  después  de  ha* 
berlo  hecho,  ya  que  ningún  obstáculo  formal  se  lo  impide;  es  preci* 
so  que  sepan  los  concubinarios  que  van  á  condenar  á  sus  hijos  ¿  la 
desgracia,  pues  con  evidente  mala  fé  y  con  conciencia  de  la  inmora* 
lidad  del  acto  que  consuman,  debe  levantárseles  una  barrera  que 
les  detenga  en  la  senda  de  sus  estravíos.  El  matrimonio  que  es  una: 
necesidad  material  de  la  especie  humana,  es  al  mismo  tiempo  una 
necesidad  moral  que  raramente  se  satisface  si  antes  de  contraerle  se 
apura  la  ilusión  que  constantemente  le  produce;  santo  y  moral  de 
suyo,  no  debe  servir  nunca  para  confirmar  otra  unión  reprobada  nr 
aun  en  sus  mas  grandes  consecuencias;  es  necesario  también  que  de 
la  ley  no  salga  una  confesión  franca  y  esplícita  de  las  pasiones  hu- 
manas. El  mismo  Constantino  á  quien  se  debe  la  legitimación  de 
que  ahora  tratamos,  reconoció  tácitamente  todos  estos  males  cuan- 
do no  se  atrevió  á  estenderla  para  el  porvenir,  sino  que  la  limitó  ár 
los  hijos  naturales  engendrados  al  tiempo  de  la  promulgación  de  la 
ley.  uno  de  sus  sucesores  en  el  imperio,  Justino,  la  proscribió  coa 
estas  palabras :  in  posterun  vero  sciant  omnes  legitimis  matrinuh 
niislegitimam  sibi  posUritatem  qucsrendum;  injusta  nanque  libidi^ 
num  dmderia  rmlla  de  ccetero  defendü;  y  en  fin  la  le^slacioa 
de  la  Gran  Bretaña  no  la  ha  dado  cabida  entro  los  medios  de  cons- 
tituir la  patria  potestad.  Como  si  esto  no  fuera  bastante,  la  legitima- 
ción por  subsiguiente  matrimonio  puede  dar  lugar  á  fraudes  de  la-^ 
mentables  consecuencias,  haciendo  legítimo  á  un  hijo  que  ni  siquie- 
ra fuera  natural.  Bé  aquí  cuanto  pudiera  decirse  por  los  enemigos; 
mas  francos  de  ella;  pero  ni  estas  consideraciones  ni  otras  que  pu- 
dieran alegarse,  serán  nunca  suficientes  para  proscribir  de  los  có- 
digos la  legitimación  de  que  tratamos. 

Cuando  las  cuestiones  de  moralidad  han  de  resolverse  en  el  vas- 
to campo  de  la  legislación,  hay  que  ver  en  ellas  una  espada  de  dos 
filos  que  puede  herir  al  mismo  tiempo  á  la  justicia  y  á  la  moral  pd» 
blica  que  á  la  moral  individual;  hay  que  colocarse  en  la  peligrosa 
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ffltaickHi  de  elegir  entre  doe  males,  el  udo  de  suma  gravedad,  de 
mayor  trascendencia,  porque  yá  á  afectar  al  cuerpo  general  de  la 
sociedad;  el  otro  mas  téaue,  aunque  cierto,  que  afecta  directamente 
al  inc&vidna.  En  tal  conflicto,  si  es  que  confliclo  puede  llamarse, 
¿qué  ruta  habrá  de  seguir  el  legislador?  No  veo  que  la  elección  sea 
dudosa,  evitar  siempre  el  mal  mayor*  Esto  es  lo  que  se  hace  sancio- 
nando la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio. 

Confieso  con  lealtad  y  paladinamente,  que  toda  unión,  que  todo 
comercio  camal  consumado  fuera  del  matrimonio,  por  personas  que 
00  tenían  impedimento  ninguno  para  casarse  cuando  delinquieron, 
es  un  hecho  inmoral,  ilícito,  y  por  consiguiente  reprobado,  (¡onfieso 
también,  la  mala  fé  que  existe  entre  los  que  le  realizan;  finalmente 
confieso  que  la  sociedad  está  altamente  interesada  en  fomentar  el 
matrimonio,  aniquilando,  si  es  posible,  la  barraganía.  ¿Pero  será  el 
medio  seguro  de  conseguirlo  imprimir  en  la  fuente  de  la  descenden- 
cia el  estigma  de  la  reprobación  legal,  ó  el  sello  de  la  legitimidad? 
Para  mí  es  concluyeme  que  debe  adoptase  el  segundo  medio . 

Mal  es  y  muy  grave  el  que  producen  las  uniones  ilícitas ;  pero 
desgraciadamente  son  un  hecho  positivo  que  se  presenta  realizado 
en  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  pueblos,  en  mayor  ó  en  menor 
escala  por  todas  las  clases  de  la  sociedad.  La  ley  ha  sido  impotente 
por  do  quiera  para  evitarle ;  es  mas,  alguna  vez  le  ha  sancionado 
terminantemente;  y  no  es  que  ese  hecho  encuentre  apoyo  en  la  opi- 
nión pública,  como  sucede  con  el  duelo,  lo  que  coa  tanta  constancia 
(e  haya  sostenido;  es  que  procede  de  la  mas  impetuosa  y  violenta  de 
las  pasiones  humanas  que  se  sobrepone  en  su  fabuloso  desarrollo,  á 
los  desdenes  de  la  opinión  pública  y  á  los  preceptos  de  la  ley.  El 
correctivo,  si  es  posible,  ha  de  salir  del  santuario  de  la  familia,  de 
una  educación  moral  y  prudente  que  haga  superior  á  la  inteligencia 
sobre  el  corazón  y  preste  á  la  conciencia  la  actividad  y  la  sensibili- 
dad esquisita  que  requiere  para  llenar  cumplidamente  las  funci(mes 
de  su  sublime  y  severa  magistratura.  Pero  hasta  aquí,  no  vemos 
mas  que  ese  acto  simple,  aislado,  sin  consecuencias,  que  es  como  le 
consideran  siempre  los  impugnadores  de  la  legithnacion,  porque  de 
otro  modo  ni  siquiera  un  momento  se  concibe  que  la  reprobasen. 
OescendaoM»  á  sus  consecuencias,  y  la  mas  capital  de  todas  es  pro- 
ducir un  individuo,  un  hombre  ^quien  la  ley  le  dá  los  derechos  y 
consideraciones  de  tal,  si  ha  vivido  el  tiempo  y  reunido  las  demás 
condiciones  que  exije;  seria  preciso  incurrir  en  el  absurdo  para  su* 
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po&elr  qae  el  resultado  de  esta  aeckm  es  puniUe  eoiÉo  h  acoioii 
mbma.  El  hijo  que  nace,  nace  tan  puro  é  inocente  etmio  el  que  fué 
concebido  dentro  del  matrimonio;  ¿por  qué  condenarte  á  la  orfan- 
dad y  á  la  vergüenza  perpetua?  ¿Por  qué  hacerle  responsable  de  un 
liecho  completamente  estrano  á  él?  ¿Ha  delinquido  en  algo?  ¿Tiene 
por  ventura  otro  pecado  que  el  pe  cado  original  que  borrará  como 
todos  al  fijar  su  tierna  planta  en  los  umbrales  de  la  Iglesia?  Pero 
vemos  venir  en  cima  un  argumento  que  ciertamente  ni  nos  asusta 
ni  debilita  nuestras  proAindas  convicciones:  en  ese  caso,  se  dirá, 
sanciónese  la  legitimación  de  los  hijos  de  toda  dase  de  uniones;  si  su 
inculpabilidad  les  dá  el  derecho,  su  inculpabilidad  es  siempre  la 
nmma  y  el  derecho  debe  serlo  también;  pero  esta  objeción  cae  por 
su  base  al  considerar  que  fuera  de  aquella  unión  que  supone  siem- 
pre la  posibilidad  de  contraer  matrimonió  al  tiempo  de  laconcep-* 
cion  de  los  hijos,  que  fuera  de  los  hijos  verdaderamente  tiaturales^ 
la  legitimación  no  es  posible,  ó  por  que  hay  un  vínculo  anterior 
que  impide  absolutamente  el  matrimonio,  ó  porque  bay  un  escánda- 
lo monstruoso  que  evitar,  escándalo  superior  á  todas  las  ventajas  de 
esta  legitimación. 

La  sociedad  está  interesada  en  dar  á  los  hijos  la  legitimidad 
siempre  que  no  resulte  una  lesión  profunda  é  irreparable  de  los 
eternos  cánones  de  la  moral;  por  eso  en  buenos  principios,  ni  se  ha 
consentido  ni  debe  consentirse  que  el  matrimonio  pueda  legitimar 
otros  hijos  que  los  verdaderamente  naturales;  es  decir,  los  habidos 
de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción,  y  solo  entonces,  podian 
casarse  justamente  y  sin  la  venia  legal. 

No  es  cierto  tampoco  que  esta  legitimación  fomente  el  concubina* 
to;  no  he  visto  todavía  que  ninguno  de  los  autores  que  ha  presenta- 
do este  argumento  como  decisivo,  se  haya  tomado  la  molestia  de 
desenvolverie  para  probar  su  fuerza  aparente.  No,  los  concubina- 
rios  no  piensan  en  tal  legitimación  cuando  consuman  el  acto  que 
tes  dá  ese  nombre;  no  se  pretenda  comparar  este  hecho  con  otros 
delitos  que  se  cometen  ordinariamente,  en  los  que  la  fria  refleiiion 
de  los  delincuentes  puede  recaer  sobre  la  mayor  ó  menor  responsa- 
bilidad, ó  sobre  la  impunidad  acaso  que  les  ofrezca  la  ley;  son  cir- 
cunstancias completamente  distintas  las  en  que  se  comete  aquel  y 
estos,  circunstancias  que  no  nos  detenemos  á  esplicar  porque  se  co- 
nocen á  príori  por  todas  las  inteligencias,  desde  la  mas  eminente 
hasta  la  mas  vulgar;  anunciamos  esta  idea  para  hacer  comprender 
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que  h  legkiiiiAdM  oo  es  un  estímulo  del  concubífiato,  es  por  el  con- 
trario ua  iBotÍTO  impulsivo  á  la  celebración  del  matrimonio.  Si  des- 
«ewfiéraoM»  4  exaoÚBar  las  distintas  causas  que  en  la  serie  de  los 
tíeapee  baa  fomeotado  y  fomenian  el  conciÜMnato,  veriamosque 
mas  veces  provenia  directamente  de  la  ley,  como  sncedia  entre  los 
roMHMs,  como  sueedió  posteriormenle  en  la  edad  media  y  como 
acontece  boy  en  algitnos  pueblos  de  Europa,  y  veremos  otras  influ- 
yendo indirectamente  en  la  relajación  general  de  la  sociedad,  hija 
de  infinitas  y  de  complicadas  causas;  pero  atribuirle  á  la  legítima- 
áom,  es  confundir  el  mal  con  el  correctivo,  es  confundir  el  medica- 
aKnto  con  U  enfermedad. 

Los  que  se  unen  fuera  del  mairimonio,  si  lo  hacen  en  un  mo- 
suato  de  estravío,  no  hay  razón  para  suponerles  siempre  |estravia- 
do6,  no  hay  razón  para  creer  que  esa  especie  de  locura  no  tendrá 
an  intervalo  lúcido  en  el  que  brillará  su  inteligencia  vivamente  he- 
rida por  la  dulcísima  impre^on  que  por  necesidad  les  ha  de  produ- 
cir la  aparición  del  fruto  de  sus  entrañas;  si  una  pasión  los  estra- 
vio,  un  sentimiento  innato  y  mas  fuerte  que  aquella,  el  amor  á  la 
descendencia,  el  carino  paternal,  les  impulsará  irresistiblemente  á 
repflurar  aquella  falta^  confundiendo  sus  corazones  con  el  vinculo  del 
matriflionio,  y  dando  á  sus  hijos  cuantas  ventajas  y  derechos  les  otor- 
ga este,  y  los  cuales  se  reasumen  en  la  legitimidad;  otro  sentimiento, 
el  del  honor,  les  hará  avanzar  con  paso  precipitado  á  tomar  su  posi- 
ción legal  que  los  libra  de  una  mala  nota  y  salva  á  sus  hijos  de  las 
desdeñosas  murmuraciones  de  la  opinión ;  otro  sentimiento,  el  del 
amor  así  mismos  les  abrirá  el  camino  ítsa^cxi  para  estrecharse  en  in- 
timidad santa  en  lugar  de  cansarse  de  su  violenta  situación  y  de 
abandonarse  mutuamente  por  su  propia  vergüenza.  ¿Qué  aliciente 
poderoso  encontrarían  ,  si  no  se  les  ofreciera  la  legitimidad?  ¿Cómo 
aiMuzarían  el  matrimonio  para  presenciar  el  espectáculo  que  ofrecen 
los  hijos  naturales  al  frente  de  los  hijos  legítimos?  Cómo  evitarían 
las  rivalidades  que  entre  estos  produciria  la  desigualdad  de  sus  de- 
rechos? ¿Cómo  se  conformarían  á  tener  ante  sus  hojos  el  testimonio 
constante  de  su  estravio?  ¿Cómo  podría  la  madre  hacer  la  noble  os- 
tentación de  su  pudor,  que  es  la  virtud  y  el  tesoro  mas  precioso  de 
la  mujer?  ¿Cómo  podrían  los  hijos  reverenciar  debidamente  á  aque- 
llos padres  que  les  habían  condenado  á  la  vergüenza?  ¿Cómo  se  de- 
sarroUaria  en  ellos  el  honor  y  la  dignidad  al  verse  menguados  en 
sus  derechos  desde  el  día  en  que  salieron  á  el  mundo?  ¿Qué  gratitud 


Digitized  by 


Google 


i56  REVISTA  DS  lE^ftLAClOIf. 

sentirían  hacia  sus  padres?  Qué  carino  hacia  sus  hermanoi?  ¿Qué  in- 
terés finalmente  por  la  familia?  Tampoco  es  raro  ver  que  dos  per- 
sonas que  han  vivido  largos  anos  en  concubinato,  al  acercarse  el  dia 
de  la  muerte  del  uno  de  ellos,  contredgsm  el  matrimonio  que  los  ju- 
risconsultos llaman  in  extremis:  en  aquel  terrible  momento  la  vos  de 
la  conciencia  hiere  mas  poderosamente  que  nunca  los  tímpanos  del 
moribundo,  los  remordimientos  se  presentan  bajo  su  mas  terrible  as  - 
pecto,  y  si  la  gracia  de  los  sacramentos  les  aplaca ,  abre  al  mismo 
tiempo  los  ojos  del  alma ,  escita  el  sentimiento  de  la  justicia ,  y  el 
que  se  halla  postrado  en  el  lecho  del  dolor,  fija  los  ojos  en  el  pecado, 
contempla  una  mujer  deshonrada,  á  sus  hijos  abandonados  y  se  apre- 
sura á  reparar  sus  faltas  celebrando  el  matrimonio ,  que  borra  todo 
recuerdo  ingrato,  en  cuanto  á  los  efectos  legales.  ¿Presenciaríamos 
estos  ejemplos  de  piedad  y  arrepentimiento,  si  ese  padre  ó  esa  madre 
que  van  á  exhalar  el  último  suspiro,  no  encontraran  en  la  legitima- 
ción el  medio  de  dar  á  sus  hijos  lo  que  les  faltó  por  no  haber  seguido 
las  prescripciones  de  la  moral? 

Mas  no  paran  aquí  todavía  las  consecuencias  de  no  admitir  la  le- 
gitimación: los  hijos  naturales  que  no  pueden  sustentar  el  apellido  de 
su  padre,  encontrarían  mil  dificultades  para  realizar  un  matrimonio 
medianamente  ventajoso,  porque  no  somos  todavía  tan  despreocupa- 
dos que  al  pensar  en  una  persona  para  compartir  con  ella  los  pocos 
placeres  y  las  muchas  amarguras  de  la  vida ,  no  nos  retraiga  la 
impureza  de  su  origen,  cuyos  resultados,  si  bien  se  miran,  han  de 
afectar  en  algo  á  los  descendientes:  y  la  legitimación  por  el  subsi  - 
guiente  matrimonio,  es  el  velo  con  que  la  ley  oculta  la  nota  depresi- 
va de  los  padres  y  de  los  hijos. 

La  legitimación  es  además  en  la  sociedad  un  medio  preventivo 
contra  los  infanticidios.  Grande  es  el  amor  maternal,  immenso,  com- 
prensible solo  para  el  que  le  abriga  en  su  corazón ;  pero  es  mayor 
todavía  el  celo  de  la  mujer  para  ostentar  su  pureza  á  los  ojos  de 
los  demás;  quítenla  la  esperanza  de  conservar  esa  estimación,  prí* 
vesela  de  legitimar  á  sus  hijos  por  medio  del  matrimonio  y  de  apa- 
recer tan  digna  esposa  como  la  mejor,  y  en  tan  terrible  lucha  que 
entabla  con  el  honor  y  el  carino  de  sus  hijos,  es  muy  posible  que 
triunfe  el  primero  por  el  momento ,  por  mas  que  después  llore  con 
lágrimas  de  sangre  la  irreparable  pérdida  de  ambos  tesoros. 

Si  en  el  orden  moral  apoyan  la  legitimación  consideraciones  t«i 
trascendentales,  no  son  menos  importantes  en  el  orden  l^;aK  La  le- 
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f^tinaidad  es  una  drounstaiieia  eseneial  en  la  faniíKa;  asegurarla  es 
la  obra  maestra  del  legislador:  coi  eHa  se  consigna  la  fijeza  y  uni- 
dad de  ios  derechos  y  se  garantiza  ia  justicia  en  su  distribución; 
créase  un  punto  de  partida,  el  único  á  que  se  ha  de  atener  el  legis- 
lador, ios  padres  y  los  hijos  en  ta  regulación  y  en  el  ejercicio  de 
aquellos;  se  establece  una  salida  base  en  que  se  asientan  con  toda 
firmeza » y  cuyas  consecuencias  se  ven  estender  i  las  generacio- 
nes sucesiyas ;  se  consigue  el  orden  de  la  familia  y  se  adelanta 
macho  para  obtener  el  orden  social;  el  sello  de  la  ley  se  vé  impreso 
en  ei  bogar  doméstico  y  ofrece  á  su  jefe  natural,  que  es  el  padre, 
suma  focitidad  para  ejercer  su  magistratura  con  decoro,  con  digni- 
dad y  con  felices  resultados;  en  suma,  la  legitimidad  es  á  la  familia, 
lo  que  la  brújala  al  navegante. 

El  derecho  canónico  que  en  esta  materia  nadie  considerará  como 
aoforídad  sospechosa,  ha  ido  mucho  mas  allá  que  todas  las  legisla- 
ciones antiguas  y  modernas,  consignando  el  principio  de  que  la  le- 
githnacion  es  una  consecuencia  del  matrimonio.  En  virtud  de  todas 
^stas  consideraciones,  creemos  que  ni  un  solo  momento  puede  vaci- 
larse en  adoptarla;  creemos  en  fin,  que  es  una  de  esas  instituciones 
á  que  solo  se  podría  renunciar  cuando  desaparecieran  del  mundo  los 
hijos  naturales. 

11. 

Justificada  la  necesidad  absoluta  de  esta  legitimación,  vamos  á 
examinar  si  es  una  consecuencia  del  matrimonio  mismo ,  ó  es  hija 
de  la  ley;  cuestión  que  aunque  no  de  tanta  importancia  como  la 
anterior,  es  sin  embargo  de  grande  interés  cíentíHcamente  consi- 
derada. 

En  este  punto,  como  en  todos  aquellos  que  ofrecen  alguna  duda, 
no  ha  sido  una  sola  la  opinión  presentada  y  sostenida.  Algunos  ju- 
risconsultos han  creido  que  el  matrimonio  por  sí  solo  tiene  tal  vir- 
tud, tal  poderío,  que  es  bastante  para  producir  la  legitimación  de 
los  hijos  naturales,  aunque  no  se  haya  establecido  por  la  ley.  Otros, 
cuyo  dictamen  nos  parece  mas  acertado,  han  pen^o  que  si  la  ley 
no  la  establece,  el  matrimonio  no  será  bastante  para  producirla. 

En  efecto,  por  mas  que  del  matrimonio  nazcan  machos  y  mny 
considerables  derechos;  por  mas  que  él  solo  sea  la  base  de  la  fami- 
lia; por  mas  que  sea  preciso  considerarlo  como  una  gran  causa  pro- 
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dlnetora  de  grtades  efecies;  p<Mr  mas  ^e  Us  leyes  lo  hayan  protegi- 
do á  porfía  y  procurado  fomentarlo  rodeándole  de  honores  y  prero- 
gativas;  por  masque  en  si  mismo  como  contrato  y  sacramento  tenga 
la  fuerza  y  estabilidad  de  que  carecen  otros  actos  juridices;  por  mas 
que  sea  un  hecho  $ui  generíSt  espeoiaMsimo  que  fija  el  estado  y  el 
deslino  del  hombre  y  de  la  mujer  en  la  vida;  por  mas  que  la  legiti- 
midad de  la  descendencia  sea  una  circoastancia  tan  aprecíable  y  tan 
atendible  á  los  ojos  del  legislador;  por  mas  que  el  matrimonio  tenga 
tanta  influencia  en  el  orden  social^  es  ilógico  y  absurdo,  suponer 
que  por  si  mismo»  sin  la  intervención  de  la  ley»  puede  dar  el  carác- 
ter de  legítimos  á  los  hijos  que  nacieron  fuera  de  él.  Su  carácter 
distintivo  de  las  demás  acciones,  su  naturaleza  esencial»  consiste  en 
constituir  un  estado  legítimo  en  el  que  se  realice  la  ley  natural  de 
la  procreación;  esta  que  es  su  fin  principal»  debe  comenzar  en  él, 
como  quiso  Jesucristo  al  establecerlo  y  los  legisladores  al  sancionar- 
lo; para  que  podamos  decir  que  un  hecho  es  efecto  suyo,  es  necesa- 
rio que  realmente  de  él  y  solo  de  él  provenga.  Los  hijos  concebidos 
con  antelación,  no  pueden  ser  nunca  mas  que  ilegítimos  si  la  ley  no 
k  otorga  la  fuerza  para  legitimarlos,  porque  teniendo  un  origen  im- 
puro, vicioso  ó  inmoral,  es  hnposible  que  el  matrimonio  establecido 
para  legitimar  y  santificar  el  comercio  de  los  dos  sexos  y  la  descen- 
dencia que  de  él  proviene,  pueda  por  sí  solo  dar  el  estaído  de  legiti- 
midad á  una  cosa  que  no  le  pertenece,  que  le  es  completamente  es- 
trana,  que  tiene  por  causa  una  causa  inmoral  é  ilícita,  cuando  ét 
por  su  institución  es  eminentemente  lícito  y  moral,  cuando  está  es- 
tablecido para  crear,  para  producir  y  no  para  dar  fuerza  á  lo  creado 
y  producido  antes. 

Si  le  consideramos  solo  como  sacramento,  es  necesario  reconocer 
forzosamente  su  impotencia  para  dar  fuerza  á  lo  que  nació  antes  de 
él;  la  gracia  divina  que  presta,  no  es  para  remitir»  no  es  para  per- 
donar lo  que  antes  se  hizo  contra  la  moral  y  coaira  él,  sino  que  es 
para  que  después  de  celebrado  disfruten  de  ella  los  cónyuges  en  su 
vida  común,  y  con  ella  y  por  ella  contribuyan  ala  multiplicación  de 
la  especie,  p^ro  de  ninguna  manera  para  que  este  sacramento,  san- 
to y  moral  como  todos,  pueda  dar  fuerza  á  lo  que  no  fué  ni  moral» 
ni  santo.  En  este  ierreno  tan  estrecho,  ai  pueden  suponerse  ficcio- 
nes, ni  puede  andarse  un  poco  mas  de  lo  que  consienta  el  dogma 
católico,  y  si  el  matrimonio  fué  instituido  para  dar  á  los  hijos  dentro 
de  él  procreados  el  carácter  moral  y  religioso»  asi  como  para  hacer 
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rdigiosa  y  tKNral  la  imioi  4e  «a%  pudres,  do  puadenmica  toponene 
<Iiie  ota  MKMi  TeaÜBuda  antes  de  él»  que  otres  Mjos  ames  die  él  ea- 
geadradospaedan  tener  eso»  caiacténes.  Si  le  oonsideraiiiM  solo  ce- 
ns  contrato,  aunque  saponganoe  sieoipre  en  los  eonliayentes  el 
deseo  de  legilioar  á  sos  bqos,  la  ¥elMlad  de  verificarlo;  aunqne 
sapengamoe  mas»  aunqne  sopoogamos  qne  las  partes  pactan  tácita  6 
espresamente  esa  legitfanacion,  ese  pacto  cae  por  su  base,  porqne  la 
^oínatad  del  indivídao  por  sisóla  en  los  diversos  giros  que  toma,  en 
k»  distintos  modos  can  qoe  ge  manifiesta,  es  incapaz  para  crear  de- 
rechos qae  pnedan  afeotar>  no  7a  á'terceras  personas,  sino  á  la  mo- 
ral püMíca  y  al  orden  social;  en  esta  materia,  l^es  de  ser  ley  la  yo* 
Instad  de  Vos  contrayentes,  ha  sida  y  debe  ser  siempre  esclava  de  la 
ley.  Podrá  argHirse  tal  vesiqveel  reconocimiento  de  los  hijos  nata- 
riles,  es  hijo  preoísanente  dé  la  vohintad  de  las  partes,  qne  al  ve- 
rdearle crea  derechos  que  pueden  afectar  á  terceras  personas;  pero 
á  esto  se  oontestaque  en  veade  desirnir,  afirma  el  orden  social,  tan- 
to qne  machas  veces  las  leyes  le  hacen  obligatorio.  El  mismo  nom- 
bre del  acto  que  nos  ocupa,  el  sustantivo  legiHmaeion  hace  conocer 
positivamente  qne  no  procede  del  matrimonio,  sino  de  la  ley  qne  la 
ha  establecido.  Si  otra  cosa  ftaese  ¿no  la  hubiera  cooocido  la  Iglesia 
y  establecido  antes  que  las  leyes  civiles?  Cuando  Constantino  la  es- 
tableció ¿habia  ningún  precedente  de  elb?  La  Iglesia  ¿no  ha  conde- 
nado siempre  toda  nníon  habida  faera  del  matrimonio,  incluso  el 
eoncabinato? 

La  ley  y  solo  la  ley  civil  es  laque  ha  podido  dar  vida  á  esta  iosti- 
toeion.  Encargada  de  regularel  matrimonio,  como  contrato,  en  todo 
aquello  qne  tiende  afijar  elórden  y  los  derechos  delafamilia,  ha  creido 
conveniente  y  necesario  que  aquel  sea  un  medio  de  legitimar  á  los 
hijos  natnrales,  es  decir,  un  medio  de  darles  los  derechos  civiles 
que  tienen  los  legitimes,  porque  en  esto  consiste  precisamente  la  le- 
gitimación; razan  mas  para  <pie  no  se  la  considere  efecto  del  matri- 
monio, sino  de  la  ley  civil,  porque  como  sacramento,  no  es  mas  que 
un  medio  espiritual  que  nopuede  producir  por  sí  mismo  derechos 
civiles,  y  como  contrato  es  un  medio  temporal  que  producirá  los  que 
previamente  determine  la  ley.  Si  asi  no  fuese,  si  el  matrimonio  pro- 
dujera por  si  mismo  la  legitimación,  si  en  virtud  de  su  propia  fuerza 
se  convirtiera  en  legítimo  lo  ilegítimo,  ¿por  qué  no  se  había  do  es- 
tender  á  toda^olase  de  hijos  ilegitiroos,  siempre  que  de  la  unión  no 
resnJtara  un  impedimento  indi$pen3ai>le  para  contraer  el  matrimo- 
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nio?  ¿Porqué  no  había  de  legiüiriará  los  hijos  de  simple  y  aun  de 
doble  adulterio,  taa  luego  como  se  feaiÍ2asei)or  haber  desaparecido 
de  la  escena  el  cónyuge  é  cónyuge»  inocentes?  ¿Por  qué  no  á  los 
incestuosos,  previa  la  dispensa  del  ÍBipediinento,en.los  casos  en  que 
€sta  fuera  posible?  ¿Por  qué  no  á  los  manceres,  cuando  ni  siquiera 
se  prohibe  celebrar  matrimonio  á  sus  padres?  Es  evidente;  si  la  le- 
gitimación fuera  un  efecto  necesario  del  matrimonio » se  verificaría 
«íempre  que  el  matrimonio  pudiera  verificarse.  La  célebre  Decretal 
de  iJejendro  lU,  en  que  se  apoyan  los  partidarios  de  la  opinión  con- 
traria, Decretal  copiada  literalmente  en  las  leyes  de  Partida,  habla 
en  términos  generales  cuando  dice  tanta  e$t  vU  matrimonH  ut  qui 
antea  iunt  g&niti,  po$t  eontraetun  nuUrimonmm  legUimi  habeanimr. 
Véase  aquí,  que  al  decir  el  Pontífice  y  jurisconsultos,  tU  qui  antea 
sunt  gcnüi  se  espresa  de  una  manera  4an  general ,  que  comprende  á. 
iodos  los  hijos  ilegítimos,  y  no  es  de  creer  que  el  jefede  la  Iglesia  ca- 
tólica diese  un  golpe  tan  rudo  ¿  la  moral  cuyo  sagrado  depósito  le 
está  encomendado.  Mas  suponiendo  que  en  esos  términos  generales 
quiso  referirse  esclusivamente  á  los  hijos  naturales,  ¿habremos  de 
entender  que  al  usar  Alejandro  lü  de  las  palabras  tonía  est  vis  ma- 
trimonii,  quiso  hacer  depender  de  este  la  legitimación  como  uno  de 
los  peculiares  efectos?  Imposible.  Alejandro  III  era  un  notable  ju- 
risconsulto y  DO  podia  desconocer  que  hay  efectos  jurídicos  que  si 
bien  nacen  ipso  facto  á  consecuencia  de  un  hecho,  es  porque  la  ley 
previamente  ha  declarado  que  los  producirá;  y  entonces  se  dice  que 
es  tal  la  fuerza  del  hecho,  que  su  sola  realización  produce  inmedia- 
mente  tales  ó  cuales  consecuencias,  pero  sin  perder  de  yista  que  la 
ley  las  ha  determinado  antes.  Asi  por  ejemplo ,  en  las  instituciones 
de  heredero  condicionales  se  dice  que  el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción tiene  tal  fuerza  que  retrotrae  los  efectos  jurídicos  al  dia  de  la 
muerte  del  testador,  pero  esa  virtud  no  procede  del  hecho  mismo, 
sino  de  la  ley  que  se  la  ha  dado  y  se  la  puede  quitar. 

Tan  exacta  me  parece  la  interpretación  que  he  dado  á  esta  De- 
cretal, que  en  otra,  muy  próxima  á  ella  por  cierto  (1),  se  dice  ter- 
minantemente que  el  romano  Pontífice  puede  legitimar  en  sus  terri- 
torios, pero  que  en  los  ajenos  no  puede  hacerlo,  sii^o  por  causas 
muy  graves  y  para  los  efectos  espirituales ,  ntsi  in  spüitualibuSf  lo 
que  prueba  que  ni  el  matrimonio  por  sí  solo  produce  la  legitimación, 

<i)    Cap.  XIII,  tu.  XVII,  lib.  IV.  de  las  Decretates. 
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ni  nunca  te  le  ha  qoerido  dar  esa  fuerza  por  los  Romanos  Pontí- 
fices. 

Es  muy  frecuente  ver  sin  embargo»  que  los  que  defienden  la  le- 
gitínncN»  como  justa  7  necesaria»  la  consideran  al  mismo  tiem- 
po como  conseeuemcia  del  matrimonio.  To  no  creo  que  sea  ne- 
cesario ir  tan  allá;  no  creo  que  para  sostener  la  primera  opinión»  sea 
piedso  abrazar  la  segunda;  esto  valdría  tanto  como  ba^ir  la  ver- 
dad en  fü  error,  coando  reaimente  es  forzoso  separarles.  La  legitima- 
áMy  que  no  es  resultado  del  matrimonio,  debe  serlo  sin  embargo  de 
la  ley  civil,  cuya  misión  es  darle  aquellos  efectos  que  reclamen  la 
moral  y  el  orden  publico,  pues  suponer  otra  cosa  sería  como  negar 
ilaleydvüla  potestad  de'estabtecer  cualesquiera  reglas  sobre  el 
contratoque  es  de  su  misión  esclusivamente.  La  misma  Iglesia  ha 
dado  el  ejemplo  exigiendo  la  dispensa  pontificia  para  que  se  verifi- 
que la  kgitioncioD,  según  se  vé  por  la  Decretal  últimamente  citada. 

(Se  continuará,) 

(iiyetMt  P«kl«Mi  y  FennicL 
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lavamos  á  escribir  un  tratado  completo  sobre  esta  importante 
materia,  como  comprenderán  nuestros  lectores,  sino  á  esponer  su- 
cintamenle  el  deredio  particular  que  rige  sobre  esta  clase  de  suce- 
siones en  el  antiguo  Principado  de  Cataluña. 

Deben  regirse  generalmente  por  el  derecho  romano,  que  se  ba- 
Ba  vigente  en  dicho  Principado ,  se^n  el  Real  decreto  llamado  de 
Nue^  Planta  y  diferentes  decisiones  del  Supremo  Tribunal  de  Jus- 
ticia en  que  así  se  ha  dedarado«  Bl  citado  Real  decreto  fué  publica- 
do por  Felipe  Y  en  i716. 

Lss  mismas  solemnidades  en  la  formación  de  los  testamentos; 
las  mismas  reglas  acerca  de  la  capacidad  legal  de  los  testadores;  el 
mismo  Mm  en  las  sucesiones^  y  todo  cuanto  está  prescrito  por  ei 
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derecho  coiuuii  romano,  aoerca  d&tste  imfmílaiHe  iiia4^rtft^>se  ob-^ 
serva  en  este  antiguo  Principado,  salvas  las  variaciones  que  se  hfta 
introducido  por  las  leyes  posteriores  al  citado  Real  decrela  y  por 
el  fuero  municipal  de  este  país;  pues  aosque  ^1  derecho  román»  se 
<d[)fiervaenGata]uSa,  como  supletorio  del  nmnicipair  con  preferenr 
^ia  al  derecho  patrio,  y  seSaladanente  á  las  leyes  de  Toro,  esto  ha 
de  entenderse  en  cuanto  á  la  leigislacioa  antevior  al  citedo  Real  de* 
creto,  pues  que  las  leyes  posterioreg  ti^Oi  con  prefereoeia  al  deqe* 
che  romaao  y  canónico,  y  hastael  mumeitMd'se  entienda  por  elhiB 
derogado. 

La  absoluta  potestad  qie  con  la  ley  de  las  Doce  Tablas^  se  con* 
cedió  á  los  Mmanos  de  disponer  áttpltamente  de  sus  bienes  pam 
después  de  su.  muerte,  tiempo  en  que  ee  había  perdido  su  derntino^ 
era  en  cierto  modo  ejercer  una  aafarídad)siif»ema  ó  legislativa.  P^ 
esto  los  testamentos  tuvieron  en  ciettas^épocaft  tedo  el  apáralo  de* 
una  ley;  y  ningún  legislador  dejó  de  prescribir  para  otorgarlos  muy 
seguras  y  solemnes  formalidades  ¿  los  testadores  en  la  forma  y  mo- 
do de  t^tar  y  en  las  casas  qoe  debían  «nNaprender  necesariamente 
los  testamentos.  Mas  en  Cataluña  han  dejado  de  observarse  algunas 
de  estas  formalidades  en  virtud  de  disposiciones  posteriores  al  Real 
decreto  de  Nueva  Planta,  y  seSaladaménte  desde  que  se  public($  la 
Real  cédula  de  13  de  marzo  de  175S,  que  forma  la  ley  28,  tít.  15, 
libro  7  de  la  Nov.  Rec.,  por  lasque  fué  derogado  el  privilegio  lla- 
mado Recognoverunt  proceres;  la  constitucidii^4.*  del  tít.  13  de  los 
notarios  y  esodhanQS,  y  toda?  }es  doais  ^qud  activaron  ó  pudiaron 
influir  en  las  escepciones  puestas,  á  los  escríbanos  colegiados  en  el 
reglamento  de  1736,  las  cuales  se  mandaron  quitar  con  la  misma  ley. 

Se  ordenó  porcia  que  todos  loe  escribanos  del  Prúmpado  de 
Cataluña,  y  seSaladamente  los^de  la.  ciudad  de  Baroekma,  sindis^* 
tinción  de  colegiados  niño  colegiados^  gvarden  y  cumplan  lo  pre« 
venido  en  el  citado  reglamento  deliS&en  todos  sus  capitules,  y  que 
observen  además  inviolaMemenie  las  reglas  estaUeddas  por  la  tita- 
da  ley  sobre  toda  ^pecie  de  testamentos  y  contrales. 

Seguael  artículo  3."^  de  esta  ley,  deben  loe  escribaaos  ^(tender' 
y  formalizar  en  los  Mannale&Jos  ¡testamentos  ntincupati<vo8,  desde' 
luego  que  se  hayan  otorgado,  sin  esperar  la  muerte  del  testador. 

En  cuanto  al  testamento  cerrado,  en*  el  acto  de  la  entrega  que 
de  él  hace  el  testador  al  escribano^  debe  firmar  este  y  el  mismo  tes^* 
(ador,  con  los  dos  testigos  inslnonentales»  sabré  la  oubierta  ó  car»' 
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peto  dd  testtnMKi,  qae  se  ettieode  en  mcdb  püego  del  seHo  4.'' 
De  moda  que  baston  dos  tesiigos  para  este  acto. 

£n  etia  Keal  cédala  de  9»  de  iiov¡eiri[)ie  de  1736,  se  establece, 
que  los  Ciras  párroees  ó  sus  temates  paedea  recibir  testameatos  6 
áitíiMs  Tofantades,  cada  ano  easu  terrílorioó  feligres(a»  no  ha- 
bieado  ai  eUa  escríbaao  real  ó  nonerario»  debiendo  haeetio  en  el 
papel  sellado  qat  corresponda.  Pero  se  oksenra  que  los  reciben  di- 
chos eclesiásticos  no  solo  en  donde  no  hay  escribano,  si  que  también 
en  las  villas  y  cindades  en  caso  de  epidemia,  coom  ha  sucedido  mu- 
chas veees  en  Barcelona  en  tiempo  del  cólera. y  de  otras  epidemias. 

En  todas  las  parroquias  hay  un  libro  Hamado  de  testamentos 
en  el  que  se  e^ieoden  el  uno  á  continiiacion  del  otro  los  que  reci- 
ben loa  {kárrocos.  Cada  uno  de  estos  Mbroa  suele  comprender,  trein- 
ta, caarenta,  cincnenta  á  mas  número  de  aDos«  según  su  volumen. 
T  cuando  se  ha  de  sacar  de  aquel  libro  algún  testaaemo,  lo  verifi- 
ca un  escribano  con  el  papel  seUado  correspondiente. 

En  orden  al  testamento  del  ciego  no  se  ha  hecho  novedad  y  se 
observan  las  mismas  formalidades  prescritas  por  el  §.  4  de  la  InsH- 
Juta,  tit.  Qmbus  nmest  permmum  faeere  tesUmentum,  y  la  kiy  8^ 
Cod.  tít.  S2,  L.  &  Segnn  estas  leyes,  además  del  escribano  deben 
intervenir  siete  testigos,  y  en  su  presencia  debe  el  testador  esplicar 
con  claridad  á  quien  nombra  por  heredero,  así  como  los  legados  y 
demás  que  qukieradbponer. 

Luego  de  escrito  y  leído  el  testamento  y  estando  conforme  el 
testador  con  sn  contenido,  debe  signarlo  el  escribano  y  firmarlo 
junto  con  los  siete  testigos  presencialet. 

Hay  otro  testamento  llamado  oonidéncíal  ó  sacramental,  que  es 
aquel  en  que  un  vecíno]de  Barcelona  á  presencia  de  dos  6  tres  tes- 
tigos, aunque  no  esisia  esoribann,  eq)re6a  su  última  voluntad»  por 
escrito  6  de  palabra,  en  el  mar  ó  en  la  tierra. 

£n  todo  testamento  es  necesaria  la  instituoion  de  heredero  para 
su  validez,  menos  en  Baroetona  y  demás  ciudades  que  gozan  del 
privilegio  concedido  por  la  ley  única,  tít.  1,  lib.  6  del  volumen  2. 
La  ley  i."",  tit.  8,  lib.  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  que  autoriza 
el  que  uno  pieda  morir  en  parte  con  testamento  y  en  parte  sin  él, 
no  rige  en  Cataluña  por  ser  anterior  al  Real  decreto  de  Nueva  Plan* 
ta.  Sin  embargo,  por  medio  déla  cláusula codicilar,  se  sostienen  los 
legados,  aunque  se  invalide  ó  anule  el  testamento  por  faltarle  la 
institución  de  lieredero. 


Digitized  by 


Google 


144  RIVISfA  M  IJMtt8t.Ai0iOlk 

A  pesar  de  qoe  por  derecho  oanánioo  y  eivíl  vigentes  en  Cataluña 
se  halla  prohibido  el  nombramiento  de  heredero  en  una  persona  in- 
cierta, ó  con  dependencia  de  la  voluntad  de  un  tercero,  se  ha  sos- 
tenido siempre  laimslilucíon  de  heredero  de  confianza,  ó  de  una 
persona  á  quien  el  testador  ha  comunicado  coofidenctalmente  su 
vQluntad  para  que  la  cumpla  y  ejecute,  sin  tener  comunmente  que 
dar  cuenta  ni  razón  á  nadie  de  sus  operaciones,  ni  estar  obligado  á 
declarar  ht  confianza. 

Estamos  opuestos  é  esta  dase  de  institución  de  heredero ,  que 
dá  lugar  á  graves  abusos  y  monopolios  y  ¿  un  gran  número  de  plei- 
tos, porque  hay  muchas  personas  que  van  á  caza  de  estas  herencias 
con  notorio  menoscabo  de  los  intereses  de  los  parientes  del  testador 
á  quienes  comunmente  se  posterga  á  una  persona  estrana:  y  no  solo 
se  hace  esto  con  los  parientes  del  difunto,  sino  algunas  veces  hasta 
con  su  esposa,  con  sus  hermanos  y  con  los  propios  hijos  del  testa- 
dor, á  quienes  solo  se  di  aquello  que  no  puede  quitárseles  y  que  les 
corresponde  por  la  ley. 

Son  tantos  y  tan  grandes  los  abusos  que  en  esto  se  cometen, 
que  hasta  hemos  visto  testamentos  cerrados  escritos  todos  de  letra 
y  puno  del  mismo  heredero  de  confianza,  cuando  el  derecho  civil 
prohibe  muy  acertadamente  que  el  heredero  pueda  escribir  el  tes- 
tamento. 

Se  dirá,  quizás,  que  el  heredero  de  confianza  no  adquiere  para 
sí  la  herencia,  y  que  el  caso  es  diferente,  pero  creo  que  no  hay  mu- 
cha diferencia,  si  se  atiende  áque  puede  llegar  á  abusar  de  la  con- 
fianza y  quedarse  con  la  herencia. 

Los  autores  catalanes  están  conformes  en  que  el  hijo  de  familia 
no  puede  otorgar  testamento  sino  en  cuanto  á  su  peculio  castrense 
ó  cuasi  castrense,  pues  que  en  cuanto  á  ellos  se  considera  como  pa- 
dre de  familias.  De  los  demás  bienes  no  puede  testar  sino  está  eman- 
cipado ó  fuera  de  la  patria  potestad. 

La  ley  4,  tí.  18,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec,  que  autoriza  al  hijo  de 
familia  para  testar,  no  está  vigente  en  Cataluña,  por  ser  anterior  al 
Real  decreto  de  Nueva  Planta.  Puede  no  obstante  hacer  donacionu 
por  derecho  ó  fuero  de  Cataluña :  pero  siendo  menor  de  23  anos  no- 
puede  dar  á  aquella  persona  bajo  cuya  potestad  se  halla,  á  no  ser 
que  precedan  ciertas  formalidades. 

Deben  consentir  ó  aprobar  la  donación  tres  personas ,  las  mas 
allegadas;  ó  mas  íntimos  amigos  del  donante  ^  declarándolo  éste  así 
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^  la^critora  con  jurameato,  ¿  intervcDÍr  decreto  ó  aprobación 
del  Juez  (1). 

Segno  esta  misma  constitución,  no  vale  la  donación  hecha  por 
el  menor  á  favor  de  aquellos  con  quienes  habita  ó  mora  como  súb-. 
dito  ó  dependiente,  porque  se  presume  hecha  con  dolo ,  ó  que  el 
donaste  ha  sido  reducido  por  aquel  ¿  quien  debe  su  subsistencia.    . 

Sin  embargo  de  que  la  donación  inoficiosa  no  es  válida  por  el 
derecho  común ,  porque  priva  al  hijo  de  la  legítima,  se  sostiene 
por  derecho  especial  de  Cataluña,  sin  que  puedan  los  hijos  revocar- 
la sino  hasta  el  importe  de  su  legítima  (2). 

Se  halla  vigente  en  Cataluña  la  famosa  Auténtica  hec,  inter,, 
Cód,  delesl.,  que  dispone,  que  el  testamento  hecho  á  favor  de  los 
h'\io6,  no  se  considera  revocado  por  otro  en  que  se  instituye  algún 
estraño,  aunque  el  testador  diga  que  su  voluntad  es  que  valga  el 
último,  no  obstante  cualquier  otro  que  hubiere  hecho  antes;  á  menos 
que  añadiere,  auna  favor  delQS  hijos,  por  no  ser  presumible  que. 
el  testador  quisiese  preferir  para  la  sucesión  de  sus  bienes  personas 
estraBas  á  sus  propios  hijos. 

^ío  trataremos  aquí  de  las  cláusulas  llamadas  derogatorias  que 
suelen  ponerse  en  los  testamentos,  porque  ya  hemos  dicho  lo  bas- 
tante al  tratar  ex^profeso  de  esta  materia  en  el .  artículo  publicado 
en  esta  Revista,  tomo  XIII,  pág.  461,  con  cuya  ocasión  tributamos 
las  mas  espresivas  gracias  al  profundo  jurisconsulto  Sr.  D.  Pedro 
Gómez  de  la  Serna,  por  la  recomendación  que  ha  hecho  del  citado 
artículo  en  el  tomo  XIV,  pág.  244. 

Es  para  mí  muy  lisonjera  esta  recomendación ,  y  me  anima  á 
escribir  con  mas  ardor  sobre  una  ciencia  á  la  que  profeso  particu- 
tor  carino,  y  ¿  la  que  he  dedicado  los  mejores  anos  de  mi  juventud. 

En  Cataluña  está  vigente  la  ley  Bao  edictali,  Cód.,  De  secun- 
dis  nuptiis,  que  es  la  6,  tít;  9,  lib.  5,  Cód.,  que  prohibe  al  cónyuje 
aobrevivieote  dejar  al  segundo  consorte  mas  de  lo  que  haya  dejado 
4  aquel  hijo  del  anterior  matrimonio  á  quien  haya  dejado  menos. 
Esta  disposición  es  justa  y  previsora  para  evitar  que  los  halagos, 
las  caricias,  las  seducciones  ó  las  amenazas  del  segundo  consorte 
arranquen  del  otro  una  disposición  ó  liberalidad  en  perjuicio  de  los 
hyos  del  primer  matrimonio. 

i)    Const.  S,  lib.  5,  Ut.  4,  De  tutars. 

y  ComU.  úniea,  tih^B,  iit.  a,  /^  doiMMÍOfW,  Gáneer.,  Ver,  I,  cap.  S, 
íeelnám.  119  al  125. 

TOMO  XVI.  19 
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Encastilla,  que  la  sucesión  forzosa  está  mas  bien  arreglada 
que  en  Cataluña,  no  se  necesita  de  esta  ley  para  poner  un  justo  y 
razonable  límite  á  estas  liberalidades  en  perjuicio  de  los  hijos ,  por- 
que  como  el  padre  debe  disponer  de  cuatro  quintas  partes  de  la  he- 
rencia á  favor  de  los  mismos,  y  de  la  restante  quinta  parte  aun  ha 
de  pagarse  los  funerales  y  demás  legados,  difícilmente  puede  llegar 
el  caso  de  que  el  segundo  consorte  sea  mas  favorecido  que  ninguno 
de  los  citados  hijos;  mientras  que  en  Cataluña  sino  se  observase  la 
espresada  ley ,  podría  el  segundo  consorte  llegar  á  tener  tres  cuar- 
tas partes  de  la  herencia,  por  ser  solo  la  cuarta  parte  la  legítima  de 
los  hijos,  aunque  sean  muchos. 

Por  eso  hemos  declamado  tanto  contra  el  vicioso  sistema  de  su- 
cesión forzosa  que  rige  en  Cataluña,  y  no  cesaremos  en  nuestras 
justas  quejas  hasta  que  hayamos  conseguido  algún  alivio  en  favor 
de  esos  hijos  desgraciados,  que  son  el  mayor  número,  á  pesar  de 
los  poderosos  enemigos  que  esto  nos  ha  acarreado  y  de  los  grandes 
compromisos  que  nos  ha  traido.  Lucharemos  contra  los  poderosos, 
contra  las  Academias  y  contra  todo  el  mundo;  porque  con  la  auto-' 
ridad  de  la  naturaleza,  de  la  razón  y  de  la  justicia ,  nos  creemos 
invencibles  y  no  nos  arredran  dificultades  de  ningún  género. 

La  legítima  no  debe  en  Cataluña  dejarse  precisamente  por  dere- 
cho de  institución ,  como  entre  los  romanos ,  sioo  que  basta  para 
satisfacer  esta  obligación  el  dejarla  por  vía  de  legado ,  fideicomiso 
ú  otro  cualquier  título;  de  modo  que  no  se  puede  pretender  por  esto 
la  nulidad  del  testamento  (i). 

Antes  de  publicarse  la  citada  ley  se  habia  concedido  lo  mismo  i 
los  vecinos  de  Perpiñan  en  un  privilegio  de  4  de  los  idus  de  no- 
viembre de  1348  y  otros  anteriores.  Por  estos  privilegios  podiaa 
dejar  en  su  testamento  por  legítima  á  sus  hijos  cinco  sueldos,  sin 
que  aquellos  pudieran  romperlo. 

De  esto  dimana,  sin  duda,  que  se  ven  muchos  testamentos  en 
que  los  padres  dejan  á  sus  hijos  esta  cantidad ,  que  es  la  de  2  rea- 
les 22  maravedís  vellón  por  razón  de  legítima.  Esto  es  muy  común; 
pero  no  se  entiende  que  los  padres  deban  dejar  esta  cantidad  para 
que  su  testamento  sea  válido ,  ni  que  los  hijos  deban  contentarse 
con  ella,  sino  que  basta  que  les  dejen  mas  ó  menos  con  tal  que  ha- 
gan mención  de  ellos  dejándoles  alguna  cosa,  ó  digan  que  no  les 

(I)    Ley  a,  Üt.  2,  lib.  6,  vol.  !.• 
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ilejtn  nada,  porque  les  haa  satisfecho  ya  la  legítima  ó  dotado  com- 
petentemeDte. 

La  cantidad  qae  dejan  los  padres  á  sas  hijos  á  título  de  legíti- 
ma ,  DO  impide  qae  estos  puedan  pedir ,  como  sucede  todos  los  dias, 
la  mayor  cantidad  que  les  corresponda  por  la  ley  hasta  el  cumpli- 
miento de  dicha  legitima,  en  fuerza  de  la  ley  30,  Cód.  De  inoff. 
teskm.^  y  el  párrafo  3,  Inst.  eod. ,  que  están  en  Cataluña  en  la 
mayor  observancia  (i). 

Sin  embargo  de  que  la  legítima  no  se  debe  sino  después  de  la 
muerte  del  padre,  sucede  con  alguna  frecuencia,  que  los  padres  la 
pegan  á  los  hijos  por  causa  de  matrimonio ,  y  algunas  yeces  en  es- 
lado  de  solteros,  con  e\  fin  de  obtener  de  ellos  la  correspondiente 
renuncia  para  que  no  puedan  pedir  nada  al  heredero  después  de 
la  nraerte  del  padre. 

No  leñónos  inconveniente  en  afirmar,  que  en  nuestro  concepto 
son  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  renuncias  que  se  hacen 
por  los  hijos  á  favor  de  los  padres,  no  siendo  por  causa  de  matri- 
monio y  núeotras  permanecen  bajo  la  patria  pote^ad ,  pof  reputar* 
se  &k  este  caso  por  una  misma  persona  con  el  padre ,  según  el  de-* 
recho  romano. 

Encuantoá  los  padres,  dispone  la  constitución  l.\  tít.  3,  li* 
bro  6,  vol.  1,  que  aunque  en  el  testamento  del  hijo  no  se  hiciere 
mención  de  ellos  ó  de  otros  ascendientes,  por  derecho  de  instituctoni 
sea  válido  y  firme  el  testamento,  quedándoles  salva  la  legítima  que 
les  corresponde  en  el  caso  de  no  existir  descendientes. 

En  cuanto  á  la  ciudad  de  Barcelona  y  lugares  que  gozan  de  sus 
privilegios,  es  válido  el  testamento  y  cualquiera  otra  especie  de  úl* 
toA  voluntad,  aunque  se  hayan  omitido  las  personas  que  deben  ins- 
tituirse en  cuanto  á  su  legítima ,  ó  de  que  debe  hacerse  mención 
pues  les  queda  salvo  el  derecho  para  pedirla,  á  no  ser  que  fuesen 
justameale  preteridos  ó  desheredados  (2). 

En  virtud  de  esta  constitución  se  sostiene  el  testamento  ó  últi-» 
ma  vohintad,  aunque  se  hubiese  omitido  alguna  solemnidad  de  de^ 
lechoy  mientras  que  hayan  intervenido  dos  testigos,  aunque  no  sean 
rogados  y  que  sea  hecho  ó  hecha  en  pública  forma. 

(i)    Cáncer.^  párr.  1,  cap.  3,  n.  16;  Fontanella^  ciáus.   5,  glos.  8^ 
part.  2,  oto.  52  y  sig. 
(2)   dmsHtucUm  ¿mea  del  tiU  1,  lib.  6,  vol.  2. 
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Sucedía  antígaameafie  en  Cataluña,  que  los  padres  ú  otras  per- 
sonas, para  que  los  hijos,  amigos  ó  parientes  pudiesen  contraer  en- 
laces mas  ventajosos  ó  conseguir  mayores  dotes,  bacian  heredamien- 
tos ó  donaciones  de  gran  cuantía  á  favor  de  dichos  sugietos ,  con  la 
inteligencia  que  entre  ellos  mediaba  de  que  verificándose  el  matri- 
monio retrodonarían  el  marido  á  su  padre  ó  al  donante,  lo  que  este 
le  htihiese  <áado,  ó  harían  otros  actos  para  hacer  ilusoria  en  todo  6 
en  parte  la  donación.  Para  evitar  estos  fraudes  se  promulgó  la  ley 
ünica,  titulo  2,  libro  5  de  las  Constituciones  de  Cataluña ,  que 
dice  así: 

<tPar£^  evitar  los  fraudes  que  con  frecuencia  se  cometen  en  lai 
loosas  abajo  escritas,  ordenamos  y  determinamos,  que  si  se  hiciere 
>algun  instrumento  por  los  hijos  á  favor  de  los  padres,  ó  por  cuaK 
»quiera  otra  persona,  en  disminución,  derogación  ó  perjuicio  del 
j»beredamiento  ó  donación  hecha,  ó  para  hacer  por  aquellos  padres  y 
^cualesquiera  otros  á  sus  hijos,  ó  á  cualesquiera  otros  en  tiempo  de 
Ybodas,  el  tal  instrumento  sea  nulo,  de  ningún  valor ,  é  irrUo  ipsú 
:bjure,  sin  que  se  le  dé  fé  en  juicio  ni  ñiera  de  él  en  modo  alguno, 
iprohibiendo  á  tddos  los  escribanos  de  nuestros  dominios  que  reci- 
3>ban  tales  instrumentos  (1).  > 

Esta  ley  contiene  un  precepto  de  moralidad  y  de  justicia  dignos 
de  figurar  en  el  «Código  civil  espanoU  por  los  fraudes  que  con  ella 
se  evitan;  y  esta  es  la  razón  porque  la  hemos  transcrito  integra- 
mente. En  el  Fuero  Municipal  de  Cataluña  hay  algunas  disposición 
nes  dignas  de  reformarse  por  haber  cambiado  las  drcunstancias  que 
las  motivaron;  pero  generalmente  hay  muchas  buenas  y  dignas  de 
ser  imitadas. 

Es  sabido  que  el  pupilo  no  puede  hacer  testamento  por  falta  de 
edad.  Por  eso  se  estableció  la  sustitución  pupilar,  por  medio  de  la 
eual  dispone  por  el  pupilo  el  padre  y  no  la  madre,  porque  esta  susti- 
tución se  inventó  por  el  derecho  de  patria  potestad.  De  los  bienes 
que  el  pupilo  hubiese  adquirido  por  sucesión  de  su  madre,  solo  pue- 
de el  padre  disponer  por  medio  de  esta  sustitucioQ  entre  los  her^ 
manos  lt  tetros  parientes  de  la  misma  madre  hasta  el  cuarto  grado, 
según  el  orden  de  derecho  romano  (2). 

Es  original  el  orden  trazado  por  la  constitución  2,  tít.  2,  lib.  6» 

Íl)    D.  Pedro  III,  en  las  Cortes  de  Perpiñan  en  1351,  cnp.  26. 
2)    Const.  última,  de  pupitlars  y  aUr$$  $u6stUuoion$. 
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iFoL  1/  pan  k  snoesion  de  los  bienes  de  los  impáberos  fallecidoá 
ib-ifllesUto,  ó  á  quieoee  el  padre  no  hadado  sustituto.  Losbieiies 
qae  el  pupilo  babie^  heredado  de  su  padre  ó  madre,  deducida  la  le 
gÜiiDa  qnt  corresponde  á  los  ascendientes,  se  reparten  respectiva- 
mente  entre  los  mas  próximos  parientes  de  la  linea  del  padre  ó  ma 
dre  {ffemuerto  de  que  procedan  lo$  bienes,  con  esclusion  del  con yti<^ 
je  sobreviviente,  salva  la  legítima  que  le  corresponde  sobre  los 
núsBos  bienes,  sin  embargo  de  que  por  las  reglas  generales  de  la  su- 
cesión intestada,  de  qoe  vamos  i  tratar,  le  corresponderían  dichos 
bienes  en  mayor  cantidad. 

Lo  dispuesto  en  la  citada  constitución  solo  tiene  lugar  cuando 
existea  parientes  de  la  línea  paterna  ó  materna  hasta  el  cuarto  gra* 
do;  puesto  que  no  habiéndolos  hasta  dicho  grado,  que  deban  heredar 
ai  impul)er,  sucederá  á  todos  sus  bienes  el  padre  ó  madre  que  le  so* 
breviva,  sin  distinción  de  bienes  paternos  y  maternos. 

Cáncer,  par.  i,  cap.  i,  nüm.  37,  propone  el  caso  de  sí  cuando 
el  pupilo  deja  un  hermano,  hijos  ambos  de  unos  mismos  padres,  y 
hay  otro  hijo  de  un  mismo  padre,  pero  de  diferente  madre,  deben 
sttceder  andios  hermanos  á  los  bienes  que  el  pupilo  habia  heredado 
de  su  padre,  y  afirma  que  deben  suceder  ambos»  porque  según  la  ci« 
tada  ley  se  atiende  al  origen  de  donde  proceden  los  bienes  y  no  i 
la  tnion  de  grados. 

Sin  embargo  de  esta  respetable  opinión  otros  autores  sostienen 
lo  contrarío,  diciendo  que  debería  suceder  el  hermano  hijo  de  un 
mismo  padre  y  madre,  con  esclusion  del  otro  hermano,  porque  la 
misma  ley  dice,  que  deben  suceder  al  pupilo  los  parientes  mas  iaiue- 
diatos,  guardando  entte  ellos  el  orden  de  derecho  romano. 

Mas  el  célebre  Mieras,  al  tratar  de  esta  cuestión  en  la  obra  que 
escribió  sobre  el  derecho  municipal;,  núm.  103,  se  hace  cargo  de  las 
razones  alegadas  en  pro  y  en  contra  de  una  y  otra  opinión,  y  se  in- 
clina á  favor  de  Cáncer,  fundándose  en  que  las  palabras  guarda^ido 
entre  eüos  el  orden  de  derecho  romano ,  deben  entenderse  en  cuanto 
á  la  prioridad  y  diferencia  de  grados,  á  saber,  que  los  hermanos  sean 
preferidos  á  los  sobrinos,  y  así  sucesivamente. 

La  sucesión  legítima  ó  ab^iotestato  tiene  lugar  siempre  que  el  di- 
funto no  ha  hecho  disposición  alguna  de  sus  bienes,  ó  cuando  la 
disposición  que  hubiese  hecho  ha  sido  invalidada  ó  declarada  nula. 

En  nuestro  Código  municipal,  fuera  de  la  citada  constitución 
papilar,  no  existe  disposición  alguna  sobre  esb^  importante  materia. 
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SI  título  4.  iib.  6,  vol.  i,  solo  habla  de  las  snoesiones  ab«ÍQtestato 
de  bieoes  feudales,  los  que  han  dejado  de  existir  en  toda  la  nacioD 
en  virtud  de  las  leyes  que  se  han  publicado  sobre  senorfos. 

Así  es,  que  estando  vigente  en  Cataluña  el  derecho  romano,, 
eomo  supletorio,  este  es  el  que  se  sigue  y  observa  estrictamente  so- 
bre la  sucesión  intestada,  salvas  las  modificaciones  hechas  por  la 
citada  constitución  pupilar  y  por  la  ley  de  16  de  mayo  de  1835. 

Entre  los  romanos  se  sucedía  antiguamente  bajo  los  principios 
de  agnación  rigorosa;  pero  los  Pretores  hicieron  varias  innovaciones 
ó  mudanzas  so  protesto  de  equidad,  que  era  la  que  se  tomaba  por 
base  de  todas  sus  decisiones,  hasta  que  el  célebre  Justiniano  varió 
todos  aquellos  modos  de  suceder  con  la  novela  118.  Siguió  con  ella 
los  impulsos  del  corazón  y  los  designios  de  la  naturaleza,  ordenando 
la  sucesión  de  descendientes,  ascendientes  y  colaterales  en  el  modo 
siguiente: 

Los  descendientes  ocupan  el  primer  orden  en  las  sucesiones  le- 
gítimas, pues  suceden  en  primer  lugar  á  sus  ascendientes  fallecidos 
ab-intestato.  Pero  la  existencia  legal  de  los  descendientes  se  atiende 
á  lo  dispuesto  en  la  ley  3,  Cod.  de  posthum.  hoered.  inst.  vel  exhc^ 
red.  y  por  lo  que  se  consideran  existentes  todos  los  que  nacen  vivos 
y  no  son  monstruosos,  prescindiendo  de  las  circunstancias  que  exi- 
ge la  ley  2,  tít/8,  Iib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  ser  bau- 
tizados, nacidos  vivos  y  haber  vivido  24  horas. 

Los  descendientes  suceden  in  capita  k  la  herencia  del  difunto» 
Sí  su  padre  ó  ascendiente  hubiese  premuerto,  sucederán  sus  hijos  6 
descendientes  in  stirpes  á  la  porción  que  correspondería  á  aquel  si 
viviere,  tanto  si  concurren  ó  no  con  personas  de  anterior  grado« 
Esto  concuerda  con  la  ley  3.',  tít.  13,  Part.  6.',  por  lo  que  respecta 
á  los  descendientes  legítimos  y  legitimados. 

En  cuanto  á  los  ilegítimos,  son  naturales,  espúreos  ó  de  punible 
unión.  Si  son  naturales  y  suceden  al  padre,  tendrán  una  sesta  parte 
de  su  herencia,  que  partirán  con  su  madre,  si  no  hay  mujer  legíti- 
raa,?contraIo  que  dispone  la  ley  9,  tít.  13,  Part.  6.',  que  la  admite 
aunque  la  haya. 

Sí  son  naturales,  ó  espúreos,  suceden  del  mismo  modo  que  los  le- 
gítimos á  la  herencia  de  la  madre,  á  menos  que  esta  fuese  ilustre. 
L,  2,  Dig.  ad  senat.  OrfUianum  et  L  5,  Cod.  eod. 

Los  de  unión  punible  y  dañada  están  escluidos  de  la  sucesión,  ni 
les  corresponden  á  estos  desgraciados  otros  alimentos  que  los  que  se 
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les  deben  por  la  equidad  nataral  y  disposicioaes  canóaicas.  Novela 
89,  cap.  último. 

La  sucesión  materna  de  los  hijos  naturales,  ó  espúreos  es  distin- 
ta de  la  trazada  por  la  ley  5,  tít.  20,  lib.  10  de  la  Novísima  Reco- 
l»laeion. 

El  segando  orden  de  sucesión  es  el  de  los  ascendientes.  Cuando 
el  difonto  no  deja  descendientes,  la  ley  llama  i  los  ascendientes  á  la 
sncesion  de  sus  bienes.  Los  mas  próximos  escluyen  también  ¿  los 
mas  remotos.  £1  padre;  por  ejemplo,  escluye  al  abuelo  y  demás  as- 
cendientes* No  tiene  lugar  aquí  el  derecho  de  representación. 

Cuando  hay  varios  ascendientes  de  un  mismo  ó  igual  grado,  su- 
ceden por  lineas  sin  hacer  distinción  de  bienes  paternos  y  maternos, 
porque  no  la  hace  la  Novela  118,  cap.  2,  contra  lo  que  dicen  Barto  • 
lo  y  Cáncer  en  su  esposicion  á  la  ley  3,  Cód.  de  bonis  qux  liberü,  etc. 

Cuando  existen  ascendientes  de  primer  grado  y  hermanos  del 
difunto,  concurrirán  con  estos  á  la  sucesión  de  su  herencia,  que  se 
dividirá,  m  capUa  entre  ellos,  según  la  disposición  de  la  citada  ley, 
contra  lo  que  prescriben  las  leyes  1  y  2.  tít.  20,  lib.  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  que  en  esta  parte  derogaron  la  ley  4,  tít.  15,  Par- 
tida 6,  que  estaba  conforme  con  el  derecho  romano. 

La  sucesión  de  los  hermanos  con  los  ascendientes  del  difunto  de 
primer  grado  se  estiende  á  los  hijos  de  los  hermanos  que  han  falle- 
cido, por  derecho  de  representación.  En  este  caso  suceden  in  stir- 
pes.  Si  no  concurren  con  algún  tio  podrán  los  ascendientes  pretender 
su  total  esclusion  por  la  omisión  que  se  observa  en  la  Novela  127, 
á  pesar  de  ser  esto  contrario  á  la  equidad. 

El  tercer  orden  de  sucesión  legítima  es  el  de  los  colaterales.  Esta 
solo  puede  teneriugará  falta  de  descendientes  y  ascendientes,  cuan- 
do no  concurren  con  estos  á  la  sucesión  del  difunto,  como  se  ha  di- 
cho anteriormente.  No  concurriendo  ascendientes,  y  sí  solo  herma- 
nos del  difunto  por  ambas  líneas,  sucederán  estos  in  capUa.  Los 
hijos  de  los  premuertos  sucederán  in  slirpes. 

La  Novela  127  no  habla  en  este  caso  de  los  nietos  de  los  herma- 
nos que  hubiesen  fallecido.  De  modo  que  según  ella  estos  se  coosi- 
deran  escluidos  de  la  sucesión  por  los  hermanos  y  sobrinos  del  di- 
funto. Si  no  existiese  niogun  hermano  y  solo  hubiese  hijos  de  her- 
manos, en  este  caso  en  vez  de  suceder  in  stirpes  6  en  representación 
de  sus  padres  premuertos,  sucederán  in  capita  ó  por  iguales  partes. 

Si  no  existiesen  hermanos  por  ambas  Jíneas,  ni  hijos  de  estos,  ten- 
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drá  lugar  la  sucesión  de  los  hermaaos  unilaterales  con  los  hijos  de 
estos,  que  hubiesen  fallecido,  observándose  en  este  caso  las  mismas 
reglas  trazadas  para  la  sucesión  de  los  hermanos  germanos.  Si  hu- 
biese solo  hijos  délos  hermanos  unilaterales  del  difunto,  serán  pre- 
feridos á  los  tíos  de  este. 

Faltando  todas  las  personas  que  se  han  referido  entran  los  demás 
parientes  que  se  hallen  en  igual  y  mas  próximo  grado  tlel  difunto 
hasta  el  décimo  inclusive,  prefiriéndose  después  del  cuarto  grado, 
en  virtud  de  la  ley  de  i6  de  mayo  de  i835,  á  las  personas  si- 
guientes: 

Primero;  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y  sus  des- 
cendientes, por  lo  que  respecta  á  la  sucesión  del  padre,  sin  perjuicio 
del  derecho  preferente  que  tienen  los  mismos  para  la  sucesión  de  la 
madre. 

Segundo;  el  cónyuje  no  separado  por  demanda  de  divorcio  con- 
testada al  tiempo  del  fallecimiento,  entendiéndose  que  á  su  muerte 
deberán  volver  los  bienes  raices  de  abolengo  á  los  colaterales  del 
quinto  hasta  el  décimo  grado  inclusive,  computados  civilmente  al 
tiempo  de  abrirse  la  sucesión.  A  falta  de  estas  personas  sucederá  el 
Estado,  con  arreglo  á  la  citada  ley. 

Para, los  efectos  espresados  se  verifica  la  computación  délos  gra- 
dos en  la  línea  oblicua  sacando  los  que  cada  uno  de  los  parientes 
dista  del  tronco  común.  Los  hermanos,  pues,  se  hallan  en  segundo 
grado,  el  tio  y  sobrino  en  tercero,  los  primos  hermanos  en  cuarto  y 
así  sucesivamente. 

Este  es  el  orden  y  estas  son  las  reglas  que  se  observan  en  Cata^ 
Iu5a  en  la  sucesión  testamentaria  y  en  la  legítima  óab-intestato. 

En  cuanto  á  los  derechos  de  hipotecas  que  se  devengan  por  di- 
chas sucesiones  en  todos  los  casos  y  en  toda  la  naóion,  puede  verse 
el  «Sistema  hipotecario»,  publicado  poi*  el  autor  de  esta  memoria. 

Francisco  de  Poa« 
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TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

DICTAMEN  FISCAL 

acerca  de  cüól  sea  d  tribunal  competente  para  conocer  de  las  de- 
mandas contra  el  Estado ,  sobre  reintegro  é  indemnización  de 
freúadones  suprimidas  por  la  leg  de  señoríos. 

El  Fiscal  dice:  Qae  ba  examinado  la  coiisalta  qne  por  C/onducto 
de  esle  Soprano  Tríbanal,  eleva  á  S.  M.  la  Sala  de  gobierno  de  la 
Reá¡  AiHÜeocia  de  Valencia,  sobre  si  es  competente  para  conocer  en 
primera  iostancia  de  la  demanda  ante  ella  deducida  por  D.  Pedro  Pi* 
ton  y  Tobalina  y  otros  consortes,  redamando  el  reintegro  de  ciertas 
prestactones  comprendidas  en  la  encomienda  de  Torrente  qne  queda- 
ron suprimidas  al  pablicarse  las  leyes  de  señoríos. 

Tanto  para  conocer  la  naturaleza  de  la  acción  ejercitada  por  los 
demandantes  como  para  resolver  con  acierto  la  cuestión  que  formu- 
la la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  es  oportuno,  ante  todo ,  re- 
cordar, como  punto  de  partida,  qne  las  Cortes  al  declarar ,  por  su 
decrdo  de  6  de  agosto  de  1811  incorporados  á  la  nación  todos  los 
señoríos  inrisdiccionales  y  al  abolir  las  prestaciones  y  privilegios 
^ned  mi^no  origen  tenian,  al  propio  tiempo  estatoyeron  que  aque- 
llas personas  qne  los  bnbieran  obtenido  por  título  oneroso  serían 
reintegradas  del  capital  que  resultare  de  los  títulos  de  adquisición,  y 
i»8  qne  por  recompensa  de  grandes  servicios  reconocidos,  indemni- 
néos  de  otro  modo- 
Sucesores  D.  Pedro  Pilón  y  Tobalina  y  los  demás  recurrentes  en 
los  derechos  adquiridos  por  D.  jtfanuel  Sisto  Espinosa  en  virtud  de 
la  esoritwa  de  venta  de  la  Encomienda  de  Torrente  otorgada  á  su 
favor,  en  9  de  febrero  de  1808,  por  el  señor  O.  Carlos  IV,  han  creí- 
do qne  suprimidas  las  prestaciones  inherentes  á  la  misma»  en  su  de- 
recho estaban  ejecutando  ante  la  Audiencia  de  Valencia  la  acción  de 
reintegro  que  el  decreto  de  6  de  agosto  concede  á  los.que  percíbian 
rentas  jnrísdiocionales  por  titulo  oneroso  adquiridas. 

No  pareció  á  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  á  la  que  se  dio 
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cuenta  de  esta  petición,  tan  clara  sa  competencia  para  conocer  de 
ella  en  primera  instancia,  y  pasó  sencillamente  la  demanda  al  Fis- 
cal sin  darle  de  ella  traslado. 

Este  digno  funcionario  del  ministerio  público  desde  luego  estimó 
que  la  cuestión  era  por  lo  menos  dudosa.  El  testo  terminante  del 
mencionado  decreto  sujeta  el  juicio  de  reintegro  al  conocimiento  en 
primera  instancia  de  las  Audiencias;  mas  una  serie  de  disposiciones 
posteriores,  que  la  Sala  conoce  perfectamente,  someten  al  de  los 
Jueces  de  partido  todos  los  juicios  en  primera  instancia. 

En  la  duda  de  si  estas  disposiciones  generales  derogaban  aquella 
disposición  especial,  creyó  de  su  deber  acudir  al  que  suscribe  espo- 
niéndole la  situación  en  que  se  encontraba  y  preguntándole  cuál 
era  el  camino  que  le  correspondía  seguir. 

Esta  Fiscalía,  enterada  de  la  consulta,  no  tuvo  inconveniente  en 
manifestarle  su  opinión  favorable  á  la  competencia  del  Juzgado.  Has 
no  desconociendo  los  fundamentos  que  podian  alegarse  en  favor  de 
la  opinión  contraria,  indicó  al  Fiscal  que,  si  su  inteligencia  y  con* 
ciencia  se  lo  dictaban,  podia  usar  del  beneficio  que  concede  el  art.  i  5 
de  dicho  decreto  de  i8ii,  provocando  la  consulta  en  la  forma  que 
previene  el  Reglamento  provisional  para  la  administración  de  jus- 
ticia. 

Asi  efectivamente  lo  ha  hecho,  y  pasándose  los  autos  por  la  Sa- 
la de  justicia  á  la  de  gobierno  de  aquella  Audiencia ,  esta  ha  ele- 
vado la  consulta  á  S.  M.  conviniendo  con  su  Fiscal  en  que  la 
cuestión  es  dudosa,  pero  disintiendo  en  el  modo  con  que  debe  re- 
solverse, pues  que  en  tanto  que  este  se  inclina  á  sostener  la  compe- 
tencia del  Tribunal  Superior,  la  Sala  de  Gobierno  opina  por  la  dei 
Juzgado  de  primera  instancia. 

Indicado  ya  acerca  de  este  punto  el  parecer  de  esta  Fiscalía, 
con  satisfacción  añade  que  en  él  le  afirma  el  ilustrado  dictamen  de 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  en  que  con  tanto  acierto  se  ha- 
cen resaltar  las  razones  que  existen  para  negar  á  la  Audiencia  la 
facultad  de  conocer  en  primera  instancia  de  la  demanda  que  ha  da^ 
do  origen  al  espediente  que  motiva  este  informe. 

Sin  embargo,  aunque  ligeramente  espondrá  algunas  considera* 
cienes  que  le  inducen  á  opinar  de  este  modo. 

La  primera  y  capital  consiste  en  creer  que  el  punto  de  parti- 
da y  el  cardinal  criterio  para  resolver  toda  cuestión  de  procedimien- 
to, como  toda  cuestión  de  competencia,  debe  ser  en  principio  la 
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Ley  de  EnJQiciaiiiieiito  áf\\,  Boroia  general  y  regla  i  qae  deben 
ajnslarse  la  forma  y  la  rítoalidad  de  loa  jaieioa.  No  es  otra  cosa  lo 
que  ba  qnerido  el  legislador  al  declarar  en  so  art.  14iB  derogada» 
todas  tes  leyes.  Reales  deeretos.  Reglamentos,  órdenes  y  fueros  en 
que  se  hayan  dictado  reglas  para  el  Eojoiciamiente  civil. 

iLhora  bien:  esta  ley  de  Enjuiciamiento  no  admite  mas  compe- 
tencia que  la  de  los  Juzgados  para  conocer  en  primera  instancia. 
Sobre  este  prindpio  están  calcados  todos  los  artícalosdel  titnlo  pri- 
mero que  tratan  de  las  coestiones  de  competencia,  y  este  mismo 
príocípío  ha  sido  proclamado,  annqne  de  una  manera  indirecta,  en 
el  título  17,  pues  si  se  examina  su  articulado  se  adquiere  una  com- 
pleta certidumbre  de  que  no  pueden  entender,  mas  que  por  v¿i  de 
apelación,  las  Audiencias  en  los  negocios  cirUes. 

El  hecho  de  no  haber  establecido  la  ley  un  procedimiento  espe- 
dai  para  qae  los  Tribunales  superiores  conozcan  en  primera  ins- 
tancia, demuestra  por  sí  solo  que  aquella  regla  es  inflexible  y  que 
contra  ella  no  se  admite  escepcion. 

Está,  pues,  derogado  el  art.  9."*  del  decreto  de  6  de  agosto 
de  1811  por  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  resuelta  por 
lo  tanto  en  ella  la  cuestión  de  competencia  á  favor  del  Juzgado. 
Pero  también  es  preciso  reconocer  que  esta  cuestión  venia  ya 
anterionnente  resuelta  en  el  mismo  sentido,  nada  menos  que  desde 
la  publicación  de  la  Constitución  de  1812,  es  decir,  un  ano  después 
de  publicado  el  decreto  que  atribuye  el  conocimiento  de  las  deman- 
das de  indemnización  á  las  Audiencias. 
No  es  difícil  demostrarlo. 

La  reforma  general  que  querían  llevar  á  cabo  los  legisladores 
ramidos  en  Cádiz  no  podia  realizarse  de  una  vez.  A  ello  se  opo- 
nía su  misma  importancia  y  grandes  intereses  creados  al  abri- 
go de)  antiguo  sistema,  en  abierta  pugna  con  las  ideas  entonces  do- 
minantes. No  se  destruyen  en  un  dia  obras  de  siglos,  ni  en  un  dia  es 
posible  variar  el  modo  de  ser  de  una  nación;  y  nada  menos  que  á 
una  y  otra  cosa  aspiraban  las  Cortes  de  Cádiz.  Sabían  esto  aquellos 
legisladores,  y  por  lo  mismo,  en  tanto  que  preparaban  la  reforma 
política,  base  en  que  había  de  descansar  la  administrativa  de  todos 
ramos  que  también  entraba  en  sus  miras,  se  dedicaron  á  las  de  in- 
tereses materiales,  y  entre  estas  con  especial  predilección  á  la  de 
senorfos,  simpática  á  los  pueblos,  y  que  afectaba  muchos  intereses 
creados  en  su  perjuicio  á  la  sombra  de  las  antiguas  instituciottes. 
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Anterior  el  decreto  de  6  de  agoito,  suprimiendo  Jos  señoríos  ja-» 
risdÍGCiionfties  á  la  reforma  jadiciaU  necesariamente  tuvo  que  aleras 
perarse  á  la  érganísaeion  que  al  tiempo  de  sa  pablícaoÍQn, tenían 
nnestros  Tribunales.  Beseansaba  esta  en  el  principia  de  que  la  plof 
nitud  de  la  jurisdicción  estaba  en  las  Audiencias,  Chanciilerias  y 
Consejos,  lo6  cuales  cmiocían  en  primera  instancia  de  muchos  asun- 
tos por  caso  de  corte.  Entre  los  privilegiados  cont&banise  los  juicios 
de  reversión  é  incorporación  á  la  Corona.  De  ellos  conocía  el  Con^ 
sejo  ante  ek  cual  se  examinaba  la  legitimidad  de  las  mercedes  y  dof 
naciones  Reales,  y  se  fijábala  estension  que  á  sus  cláusulas  debía 

De  este  principio  hubo  pues  que  partir,  y  esta  es  la  razón  por? 
que  en  su  art.  9.®  dispuso  que  las  cuestiones  de  reintegro  y  de  íht 
denuiizacion  se  ventilasen  en  primera  y  segunda  instancia  en  las 
Audiencias;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  fuesen  casos  de  corte»  toda 
ve^  que  participaban  mucbo  de  la  naturaleza  de  los  juicios  de  rer 
version  é  incorporación. 

Pero  publícase  la  Coosütuotoa  de  i812  y  todo  esto  varía :  en  su 
título  6.^,  hoy  vigente,  establécense  naevas  bases  de  la  admmistrar 
cion  de  justicia;  en  él  se  señalan  las  facultades  de  las  Audiencias^ 
y  se  consigna  terminantemente  que  deben  conocer  de  todas  las 
causas  civiles  de  los  Juagados  inferiores  de  su  demarcación  en  s^ 
gunda  y  tercera  instwieia ,  y  no  se  les  confiere  en  ningún  caso  de 
competencia  para  conoce  en  primera. 

Los  casos  de  corte  quedan  suprimidos  y  el  art.  9."*  del  decFeH> 
de  6  de  agosto  perfectamente  derogado  por  la  ley  fundamental. 

Si  en  un  principio  alguna  duda  pudo  suscitarse  acerca  de  este 
punto,  desvanecerse  debió  al  publicarse  el  Reglamento  de  las 
Audiencias  y  Juzgados  de  9  de  octubre  de  1812.  En  su  art.,  13  se 
dice  terminantemente  que  las  facultades  de  las  Audiendas  serán 
conocer  en  s^unda  y  tercera  instancia  de  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  se  les  remitan  por  los  Jueces  de  primera  instancia  en 
apelación  ó  en  los  casos  que  previene  la  ley.  En  el  art.  63,  se  dis- 
pone lo  conveniente  respecto  aquellos  negocios  ya  incoados  ante 
las  Audiencias  en  primera  instancia  al  publicarse  la  ley.  £n  el  10 
del  capítulo  2.^  se  establece  que  todos  los  demás  pleitos  (se  escep- 
lúan  los  juicios  verbales  y  causas  cúviles  y  criminales  de  cualquieoa 
clase  y  naturaleza  que  ocurran  en  el  partido  entre  cualesquiera 
personas)  se  entablarán  y  segairán  precisamente  ante  el  Juez  letra- 
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lio  del  mnim  en  primera  íast&iicút,  escepUándose  los  casos  en  que 

los  ectesiásticos  y  milttares  deban  gozar  de  fuero  coa  arreglo  á  la 

ConstiUKáoQ  y  de  loa  que  segua  aquella  misma  ley  puedan  6  deban 

tonocer  loe  alcaldes  de  los  poeblos  7  los  que  se  reserren  á  tribuna^ 

AhomUeo,  no  estando  entre  estas  eseepckmes  el  jnicío  de  in-^ 

tenmcaáon  de  que  habla  el  deerelo  de  6  de  agosto,  este  juicio^ 

como  todos  los  no  esceptuados,  qaedaron  por  esta  ley  preeUament$ 

SQieU»  á  los  Juzgados.  La  Andieneia  desdo  aquel  día  quedó  mu  )u»- 

xisdiccion  para  conocer  de  ellas  en  primera  instancia. 

Ea  esta  misma  idea  abunda  el  Reglamento  ptorisional  paia  la 
admiftistimdeQ  de  justicia.  Los  jaeces  letrados  de  primera  instancia 
son»  según  su  art.  36,  los  único9  á  quienes  compete  conocer  en  la 
ttisma  instancia  de  todas  las  cansas  civiles  y  criminales  oorrespon- 
d^entes  á  la  Real  jnrisdicdon  ordinaria,  iaclusaa  las  que  hasta  en- 
ümees  bolMM  sido  casos  de  corte.  Entre  las  escepcionesqne  de  esta 
fegla  admite,  no  comprende  el  juieio  de  indemnizacien.  Por  últioM, 
en  el  capítulo  que  habla  de  las  Audiencias,  no  se  les  reconoce  fa^ 
cvftad  en  ningún  caso  para  entender  en  primera  instancia  en  nego« 
óoa  civiles. 

El  Reglanenlo  pro?kioaal  para  la  administración  de  justicia 
^ñno  por  lo  tanto  á  derogar  una  Tez  mas  el  art.  9.^  del  tantas  veces 
menbrado  decreto  de  6  de  agosto  de  1814. 

Lo  mismo  hizo  el  Real  decreto  de  20  de  junio  de  188S ,  que  ar* 
leg^ó  la  jurisdicción  en  los  negocios  de  Hacienda.  Su  art.  3.^  ter* 
■únantemeate  dispone  qne  el  conocimiento  de  los  negocios  judiciales 
de  Hadeada  corresponde  en  primera  instancia  á  los  Jueces  de  par- 
tido de  su  respectiva  capital;  y  si  se  examina  el  capitulo  5.^,  se  en^^ 
coentra  qne  á  las  Audiencias  solo  corresponde  conocer  de  los  mis- 
mos  en  segunda  6  tercera  instancia,  pera  nunca  en  primera* 

No  niega  el  Fiscal  que  hubiera  sido  conveniente  que  al  resta- 
Mecerse  ea  1833  y  en  183?  este  decreto  se  hubiera  espresamente 
derogado  aquel  arttcnlo ;  mas  no  puede  convenir  ten  que  fuese  ab- 
aolatameale  necesaria  esta  espresa  declaración,  una  vez  destriida 
la  antigua  organización  judicial  que  autorizaba  los  casos  de  corte. 

Las  mismas  leyes  de  señoríos  de  3  de  mayo  de  1833  y  de  36  da 
agosto  de  1837  corroboran  este  juicio,  pues  mas  ó  meaos  esplícita* 
líente  vioicroa  á  proclamar  la  competencia  de  te  Jmgados  para  co^ 
laoer  de  las  arnterias^i  qne  se  relerimi. 
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El  artícalo  4."*  de  la  primera  de  estas  dos  leyes  termitaotemeate 
dedara  que  los  poseedores  que  pretendan  que  sus  señoríos  territo- 
riales son  de  los  qne  deben  considerarse  como  propiedad  particular, 
presenten  ante  los  Jueces  respectivos  de  primera  instancia  los  títulos 
de  adquisición.  T  mas  esplfcita  la  segunda,  no  solo  cofirma  este  pre- 
cepto ,  sino  que  ordena  terminantemente  en  su  articulo  13  que  en  to- 
dos los  pleitos  que  se  instauren  á  consecuencia  y  para  el  cumplimien* 
io  de  lo  qne  deja  establecido,  serán  parte  los  respectivos  Promotores 
Fiscales  de  los  Jmgados  defrímera  instancia  y  los  Fiscales  de  las 
Audiencias. 

Palabras  que  demuestran  qne  según  el  espíritu  de  las  mismas  le- 
yes de  señoríos  el  artícuto  9.^  del  decreto  de  6  de  agosto  había  de- 
jado de  existir  con  la  antigua  organización  judicial. 

Aun  cuando  así  no  fuera,  otras  consideraciones  que  el  Fiscal  na 
puede  menos  de  indicar  serian  bastantes  para  iq|ne  no  comenzase  el 
juicio  ante  el  Tribunal  Superior.  Inútil  es  en  jurisprudencia  consiga 
nar  un  derecho,  si  la  ley  no  fija  el  modo  y  la  forma  de  ejercitar  eev 
mismo  derecho.  Los  Tribunales  deben  limitarse  á  juzgar  y  á  ejeca* 
tar  lo  juzgado:  no  pueden  en  caso  alguno  inventar  procedimientos, 
porque  esto  seria  invadir  las  atribuciones  del  poder  legislativo.  De  lo 
cual  se  deduce  que,  aun  cuando  se  considerara  vigente  el  mencio- 
nado artículo  9^,  no  seria  posible  sustanciar  ante  la  Audiencia,  por 
falta  de  procedimiento  especial,  el  pleito  instaurado  ante  la  misma 
por  D.  Pedro  Pikm  y  Tobalina. 

Perniciosa  consecuencia  seria  también  de  la  opinión  que  el  Fis- 
cal impugna,  que  no  habría  lugar  en  el  presente  caso  á  utilizar  nin* 
guno  de  los  remedios  estraordinarios,  que  la  ley  pone  en  manos  de 
los  litigantes  para  reparar  les  danos  que  puedan  causar  en  sus  de- 
rechos los  Tribunales  Superiores  con  sus  fallos;  observación  que 
debe  tenerse  muy  en  cuenta,  tratándose  de  un  asunto  en  que  tan 
directamente  está  interesado  el  Estado.  No  procederían  los  recursos 
de  injusticia  notoria  y  segunda  suplicación,  pues  solo  tienen  lugar 
según  d  artículo  I.**  del  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  en 
aquellos  negocios  pendientes  de  las  Audiencias^  Trümnales  de  Co^ 
merdo  y  ordinarios  antes  del  13  de  of^osto  de  1836.  No  cabria  el  de 
nulidad  porque  es  imposible  en  aquellos  pleitos  que  no  comenzaron 
antes  del  primero  de  enero  de  18S6  en  que  prüicipió  á  regir  la  nue- 
va Ley  de  EnjuiciamieoAo  civil.  Por  último,  no  podría  utilizarse  el 
decasadon  que  esta  misma  Ley  de  Ei^^úciamiento  civil  estabiect 
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ooQlr&lasflenteiidas  de  tmU»  porque  no  adraitíeiido  ea  ningan  caso 
que  bs  AudieiiGias  coBozcan  en  revista,  sería  absurdo  q|ie  prospe- 
rara un  recurso  contra  una  ejecutoria  dictada  en  revista,  como  ten- 
dría que  suceder  en  la  hipótesis  que  el  Fiscal  viene  examinando  de 
estar  vigente  el  artículo  9."^  del  decreto  de  6  de  agosto,  y  con  arre- 
glo á  sus  disposiciones  tenerse  que  fallar  el  juicio  de  indemnización 
promovido. 

Resulta  de  lo  espuesto  en  concepto  del  Fiscal  que  la  Taita  de  un 
procedimiento  especial,  la  Constitución  de  1812^  el  decreto  do  9  de 
octubre  del  misoM)  ano,  el  reglamento  provisional^para  la  adminís* 
tracJon  de  justicia,  el  Real  decreto  de  20  de  junio  sobre  la  jurisdic- 
doii  de  Hacienda,  las  mismas  leyes  de  S^oríos  y  sobre  todo  la  Ley 
de  Enjiúcianáeato  civiU  resuelven  la  cuestión  objeto  de  la  consulta 
en  fovor  de  la  competencia  del  Juzgado  especial  de  Hacienda.  Si 
T.  A.  fuera  de  esta  misma  opinión,  cree  el  Fiscal  que  debería  ma- 
nifestarlo así  al  Gobierno  de  S*  M.  al  dar  curso  á  la  consulta  que 
motiváoste  informe. 

Sin  embargo  la  Sala  como  siempre  resolverá  lo  que  mejor  estime . 

Hadríd  17  de  marzo  de  1889(1). 
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imitído  m  un  espediente  sobre  declaración  de  categorías  en  la  car- 
rera judicial.  ^ 

El  Fiscal  dice:  Que  con  motivo  de  dos  comunicaciones  de  los 
Fiscales  de  las  Audiencias  de  Albacete  y  Yalladolíd,  relativas  á  que 

Íl)  El  Tribunal  Supremo  de-JosUcia  evacuó  la  consulta  de  acuerda  con 
lictámen  del  Sr.  Fiscal,  y  elevada  al  Gobierno,  se  dictó  la  Real  orden 
de  3  de  janb  de  1839,  que  se  publicó  en  el  tomo  X  de  nuestro  Boletín.— 
L9$  JHrsckre$  de  la  Revista. 
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que  se  les  guardaran  las  preemineiiGias  y  consideraciones  de  Presi- 
dentes de  Sala  á  que  se  creían  con  derecho,  acudió  este  miaisterío 
á  S.  M. ,  encareciendo  cuan  neeesario  era  que  se  dictara  ana  medi- 
da  que  cortase  conflictos  que  solo  la  prudencia  habia  podido  eritar . 
El  Gobierno ,  que  habia  fijado  su  atención  sobre  las  muchas  solici- 
tudes que  se  presentan  pidiendo  declaraciones  de  categorías ,  títulos 
de  los  empleos,  cuya  categoría  se  pretendia,  y  hasta  antigüedades  en 
k  carrera  desde  la  Techa  de  los  mismos  títulos ,  encarga  á  este  Tri- 
bunal que  manifieste  su  dictamen.  Al  efecto  le  previene  que  indique 
las  reglas  que  deben  obsen^urse  para  desterrar  los  abusos  introducid- 
dos,  no  lastimar  los  derechos  adquiridos,  aun  cuando  lo  sean  por  una 
interpretación  abusiva ,  y  conseguir  que  sea  una  verdad  de  heebo 
la  prohibición  de  los  honores  de  la  toga  y  de  las  distinciones  hono- 
ríficas de  un  empleo  superior  alqne  'se  desempeñe. 

Que  el  mal  es  grave  y  que  requiere  un  remedio  radical,  no  pilede 
|M>nerse  en  duda.  Á  los  antiguos  honores  que  destruyen  el  órd^  ge- 
rárquico,  y  rebajan  los  grados  superiores  de  la  carrera  judicial  y  fis^ 
cal  para  elevar  loa  inferiores,  se  ha  aSadMo  una  cosa  mucho  peor, 
la  de  las  categorías,  que ,  según  la  interpretación  que  se  les  hada- 
do, van  mas  allíuque  (os  honores.  Consecuencia  de  esto  es  que  na- 
die se  contenta  con  ser  lo  que  en  la  realidad  es :  que  haya  magistra- 
dos de  Audiencias  con  honores  del  Tribunal  Supremo ,  magistrados 
con  categoría  de  Regentes ,  magistrados  ;  fiscales  con  la  de  Presi- 
dentes de  Sala«  tenientes  .fiscales^  jueces,  abogados  y  relatores  con 
la  de  magistrados ,  tenientes  fiscales  y  relatores  con  la  de  jueces  de 
término ,  y  que  se  haya  llegado  al  caso  de  que  sea  difícil  el  se- 
ñalar el  lugar  que  á  cada  uno  le  corresponde  en  el  érden  judicial* 
En  prueba  de  ello ,  varios  son  los  casos  en  que  se  ha  visto  prácti- 
camente la  dificultad;  se  UmÜKfá  el  Yisoal  á  indicar  aquí  el  de  haber-- 
un  auditor  de  guerra  disputado  la  preferencia  á  los  presidentes  de 
Sala ,  y  haberse  resuelto  así  providencialmente  por  la  Andíeneía' 
hasla  que  S.  M. ,  conformándose  con  el  dictamen  de  Y.  A.,  corrigió 
este  abuso ,  y  esa  subversión  del  orden  gerárquico  de  la  magistra- 
tura. Pero  uo  se  pueden  pasar  en  silencio  por  lo  conocidas  que'  soa 
las  graves  dificultades  á  que  dio  lugar  en  la  última  apertura  del  Tri- 
bunal la  colocación  que  debían  ocupar  tos  diferentes  funcionarlos  de 
la  escala  judicial. 

Si  tuviera  que  resolverse  la  cuestión  en  principios ,  una  sola  re^ 
^  bastaría  para  terminarla:  con  ordenar  que  cada  uno  fuera  loque 
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es,  estaría  tennioado  tan  enojosísimo  negocio.  De  esle  modo,  ade- 
más de  introducir  eo  la  administración  de  justicia  las  buenas  doc- 
trinas ,  no  se  daría  naevo  pábulo  á  ese  prurito  de  honores  y  distin- 
ciones á  que  pocas  veces  son  acreedores  los  que  con  mas  empeño 
las  solicitan.  Pero,  ¿consultarla  esta  resolución  á  los  derechos  ad- 
qnirídos? 

Varías  son  las  disposicioines  que  mas  ó  menos  directamente  haa 
dado  lagar  á  la  anarquía  de  que  el  Fiscal  se  lamenta. 

Puede  considerarse  como  la  primera  el  Real  decreto  de  7  de 
marzo  de  i8M.  Al  establecerse  en  él  las  reglas  que  debian  seguirse 
en  ia  provisioQ  de  las  plazas  del  orden  judicial,  se  estableció  la  di- 
visión de  categorías.  Esta  división  solo  tenia  por  objeto,  como  es- 
presamoite  lo  dijo  el  art.  4.^,  faoUUar  la  ejecución  del  decreto  y 
el  seto  objeto  de  que  pudiera  servir  de  guia  al  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  para  hacer  las  propue^as  correspondientes.  Lejos  estuvo, 
pues,  de  ia  iatenctoii  del  Gobierno  que  lo  que  se  hada  para  llevar 
á efecto  un  orden  re^;iilar  de  promociones,  sirviese  de  protesto  al 
ataso  lamcptáMe  que  se  intro<tajo ,  abuso  que  te  traló  de  impedir 
al  negar  á  las  categorías  mas  significación  que  la  que  espresamente 
les  concedía  el  decreto.  T  es  que  los  malos  hábitos  difteilmente  se 
desarraigan  ,  y  que  la  carrera  judicial ,  en  que  deben  ser  mas  mo- 
destas que  en  ninguna  otra  las  aspiraciones ,  se  ha  resentido  tam- 
bién de  lo  que  en  otras  carreras  acontece ,  creyendo  algunos  que 
así  como  en  la  milicia  hay  capitanes  con  grado  de  comandantes, 
debe  haber  en  la  toga  jaeces  con  grado  de  magistrados. 

Debió  fortificar  esta  opinión ,  y  aun  dá  lugar  á  creer  que  era  la 
ofidal,  la  Real  orden  de  23  de  diciembre  de  18M ,  espedida  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  cuyo  art.  3.°  se  decía  que  era 
necesario  título  para  el  uso  de  honores,  gracias  y  condecoraciones 
Vqoe  se  otorgaran  por  dicho  Ministerio,  pues  si  Úen  espresamente 
no  hablaba  de  las  categorías,  el  hecho  es  que  empezaron  á  espedirse 
títulos  á  los  comprendidos  en  ellas ,  del  mismo  modo  que  se  hacia 
antigoamente  con  los  que  obtenían  honores  de  magistrados.  La  in- 
terpretación ,  pues,  del  Gobierno  fué  favorable  á  los  que  daban 
al  Real  decreto  de  categorías  una  significación  que  no  tenia. 

Mas  esplícito  estuvo  otro  Real  decreto  que  tiene  también  la  fe- 
cha de  7  de  marzo  de  1851.  En  su  art.  2.^  ordena  que  al  conceder- 
se la  julMlacion  á  los  magistrados  y  jueces  pueden  obtener  los  hono- 
res de  la  categoría  superior  inmediata,  y  en  el  3."^  que  los  abogados 
TOMO  xiu  21 
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y  catedráticos  de  jarísprudencia  que  se  hayan  *distÍDgaido,  cuando 
se  retiren  del  foro  ó  del  profesorado,  puedan  obtener  los  honores  de 
cualquier  empleo  judicial,  para  cuya  obtención  en  propiedad  tengan 
aptitud  legal.  Asi  se  barrenó  el  Real  decreto  de  i5  de  setiembre 
de  i848  á  que  ya  habia  abierto  un  partillo  otra  Real  orden  de  14 
de  diciembre  de  1848,  concediendo  á  los  Decanos  de  los  colegios  de 
abogados  los  honores  de  la  toga  mientras  ejercieran  aquel  cargo,  y 
personalmente  si  habían  desempeñado  tres  veces  el  decanato.  T  esta 
disposición  que  se  comprende  hablando  de  los  Decanos  de  los  oole- 
gios  de  las  poblaciones  en  que  hay  Audiencia,  tal  como  está  reda^ 
lada»  es  ostensiva  á  todas  las  pobhcionesenqQehayeolegio«sa- 
cediendo  por  lo  tanto  que  en  un  partido  en  que  el  Jnei  es  solo  de  en* 
Irada,  el  decano  del  colegio  y  los  que  lo  hayan  sido  tres  veces,  lea* 
gan  los  honores  de  magistrados.  Presume  el  Fiscal  que  la  aplicadoa 
práctica  de  esta  Real  orden  se  habrá  limkado  á  los  colegios  de  las 
capitales  ea  qoe  baya  Audiencia,  y  no  desconoce  que  el  art  4.^  del 
Beal  decreto  de  7  de  marzo  de  18S1  ha  linilado  coasiderablenenlt 
«US  efectos:  pero  de  todos  modos  aparece  claramente  que  antea 
de  1881  ya  se  habia  echado  en  parte  por  tierra  la  Real  orden  de  M^ 
4e  setieaibre. 

En  22  de  dfoiembre  de  1853  de  nnevo  se  quebrantó  la  prohibí^ 
•don  de  ooneeder  honores  y  categorías,  pues  que  se  dio  categorías 
^e  magbtrádos  y  Escales  á  los  relatores  de  este  Supremo  Tribunal 
y  de  las  Audiencias. 

Loables  sia  dada  fueron  las  intenciones  de  los  que  creyeron  que 
4ebian  aconsejar  á  la  Corona  estas  deviaciones  del  principio  sabida- 
ble  que  habia  llegado  á  prevalecer:  pero  no  caicularon  por  desgra- 
cia los  males  que  originaban  tales  escepciones.  JustOy  muy  justo  es 
que  los  que  han  empleado  sus  mejores  anos  en  servir  al  Estado  en  la 
carrera  de  la  magistratura  y  judicatura  encuentren  la  recompensa  V 
de  pasar  los  últimos  dias  de  su  vida  en  el  descanso,  y  rodeados  de 
lia  consideración  y  honores  que  tenían  cuando  estabcm  en  servicio 
activo:  pero  no  es  fácil  demostrar  que  sea  útil  ni  conveniente  al  bien 
del  país  dar  al  que  sale  del  servicio  mayor  consideración  que  al  que 
«n  el  servicio  continúa.  Justo  es  también  que  al  catedrático  distin- 
guido se  le  den  muestras  de  la  consideración  y  aprecio  del  país,  pe- 
ro del  mismo  modo  que  á  un  juez  ó  á  un  magistrado  por  importantes 
que  sean  sus  servicios ,  ó  por  grande  que  sea  su  saber,  no  se  le  dá 
el  título  de  doctor  si  académicamente  no  le  obtuvo,  ni  los  honores  y 
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categoría  de  catedrático,  no  debe  darse  tampoco  al  catedrático  la 
categoría  de  magísirado.  £t  magistrado,  el  catedrático,  el  jues,  el 
aiiogado,  el  relator,  todos  sirven  al  Estado,  á  todos  los  cobre  la  to- 
ga: esfa  es  el  distintivo  profeaonal,  esta  es  el  vínculo  común  que 
uoe  á  los  juristas  que  se  ban  dedicado  ¿  la  práctica  eo  sus  diferea* 
tes  ramos,  y  á  los  que  se  han  consagrado  á  las  especulaciones  lie  la 
deatía.  Nadie  debe  desdeñarse  de  ser  lo  que  es,  nadie  debe  Ipoer 
la  preteasioo  de  sacrificar  á  una  vanidad  pueril  intereses  perpétuoa 

de  laadffliaistiaeíoB  de  justicia No  por  esto  dirá  elFisod  que  loa 

decanos  de  los  colegies»  dejen  de  tener  las  consideracioneaque  ao- 
lualmente  disfrutao.  Esta  distiocion  no  es  á  la  persona,  es  á  la 
nobiÜMma  profesión  del  foro. 

Por  estas  consideradones,  y  con  el  £n  de  satisfacer  los  deseos 
del  Gobierno,  de  no  lastimar  derechos  adquiridos  aun  cuando  lo  sean 
por  una  int^pretacion  abusiva  de  las  4isposiciones  vigentes,  el  Fis- 
cal propone: 

1.^  Que  se  restablezca  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  Real  decreto 
de  19  de  setiembre  de  184ÍL 

3.^  Que  en  su  virtud  no  se  concedan  á  nadie  en  adelante  bono- 
res  de  magistrados  ó  jaeces»  ni  se  dedaro'  que  servicies  prestados 
ea  un  destino  de  la  carrera  judicial  ó  fiscal  se  entibndaá  hechos  en 
destino  de  mayor  categoría. 

Z.""  Que  se  abroguen  los  artículos  iJ"  y  ZJ"  del  Beal  decreto  de 
7  de  marzo  de  1851  relativos  á  los  honoresjde  la:carrera  judicial  y 
la  Beal  orden  de  2S  de  diciembre  de  1853. 

4."^  Que  se  declare  espresamente  que  el  Real  decreto  de  7  de 
marzo  de  1851,  que  fija  las  circunstancias  para  obtener  destinos  en 
la  carrera  judicial,  servirá  en  lo'sucesivo  en  conformidad  de  lo  que 
dice  su  articulo  4.^,  solo  para  facilitar  que  se  hagan  con  acierto  las 
pRq[Niestas  de  promociones.  • 

5.""  Que  á  los  que  están  sirviendo  ea  la  actualidad  cargos  que 
por  consecuencia  de  la  interpretación  que  se  ha  dado  á  dicho  Real 
decreto,  son  considerados  como  de  categoría  superior  á  los  em* 
pieos  que  obtienen,  continúen  con  los  derechos  en  cuya  posesión  se 
ha&an. 

6.^  Que  los  que  sirven  actualmente  cargos  que,  pasado  cierto 
número  de  anos,  dan  derecho  á  una  categoría  superior,  sean  con* 
servados  en  este  derecho. 

Para  concluir  esta  consulta  folla  al  Fiscal  hablar  de  la  causa 
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que  la  ha  promovido,  á  saber  las  reclamaciones  de  dos  fiscales  acer^ 
ca  del  lugar  que  debian  ocupar  cuando  fueran  llamados  i  suplir  á 
otros  magistrados.  El  Fiscal  cree  que  la  justicia  exige  que  ocupen 
su  lugar  por  antigüedad  entre  los  demás  magistrados,  si  bien  aun* 
que  tengan  la  categoría  de  presidentes  de  Sala,  nunca  en  la  vista  de* 
los  pleitos  deban  anteponerse  al  Presidente  de  la  Sala,  porque  dése 
toda  la  fuerza  qué  se  quiera  á  una  ficción,  no  puede  llevarse  á  tér- 
minos que  destruya  la  verdad.  No  por  esto  debe  considerarse  dero- 
gada la  Real  orden  de  i6  de  marzo,  ni  obsta  esto  para  que  en  los 
actos  de  pura  ceremonia  se  les  dé  el  lugar  que  les  corresponda  en- 
tre los  presidentes  según  la  antigüedad  que  cuenten  en  esta  catego- 
ría, conforme  prescribe  la  Real  orden  citada  de  16  de  marzo. 

Así  podrá  consultarlo  el  Tribunal  ó  como  estime  mas  acertado» 
—Madrid  4  de  febrero  de  1856. 

Gómez  de  la  Sena. 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


€01i9in«TA. 

En  un  asunto  dvil  ordinario,  íes  indispensable  proponer  ío* 
prueba  dentro  del  plazo  que  para  ello  concede  el  art.  273  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  tf  podrá  el  litigante  que  durante  él  no  hagíf 
la  propuesta,  hacerla  en  el  resto  del  término? 

En  la  Revista  general  de  Legislación  y  Jurisprudencia  no  he 
visto  tocada  esta  cuestión,  que  prácticamente  me  ha  ocurrido  ya 
algunas  veces.  Me  consta,  ya  por  estos  casos  prácticos,  ya  por  re- 
lación de  letrados  respetables  de  la  ciudad  de  Valencia,  que  la  Au- 
diencia del  territorio  ha  adoptado  la  jurisprudencia  de  no  mirar 
como  preciso  que  el  litigante  proponga  prueba  alguna  durante  el 
término  para  ello  marcado  por  el  citado  art.  273,  teniendo  así  como 
plazo  útil  para  proponerla  todo  el  término  de  prueba.  Ya  que  no  me 
sea  dado  sostener  mi  opinión  en  el  terreno  de  la  práctica,  por  ser 
contraria  la  del  tribunal  de  apelación,  que  en  definitiva  hade  deci- 
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ilir  las  cuestiones  que  en  el  particular  se  susciten»  quisiera  ver  tra- 
tada la  cuestión  en  el  de  la  ciencia  dirigiéndome  á  ese  periódico,  i 
fin  de  que  sus  ilustrados  redactores  tengan  á  bien  evacuar  mí  con- 
sulta, después  de  tener  la  paciencia  de  leer  los  fundamentos  en  que 
apoyo  mi  pobre  opinión. 

Se  vé  claramente  que  la  nueva  ley  ha  querido,  en  cuanto  á 
pruebas,  introducir  la  novedad  de  dividir  en  dos  el  término  de  la 
4ramUacion  antigua,  y  así  como  en  ésta  durante  todo  él  podía  pro- 
tponerse  y  hacerse  la  prueba,  quiere  que  haya  un  término  para 
4)roponerla  y  otro  distinto  para  practicarla.  Esta  idea  la  vemos  ter- 
jninantemenle  consignada  en  el  juicio  de  menor  cuantía,  pues  que 
^nel  art.  4143  dispone  que  pasado  el  término  de  los  tres  días  que 
.señala  para  la  propuesta  de  prueba ,  no  podrá  esta  proponerse  ni 
adicionarse  la  propuesta;  y  aun  en  el  juicio  ordinario,  si  no  tan 
espresamente,  vemos  que  el  artículo  273  marca  el  término  para 
proponer  al  decir  «que  recibidos  los  autos  .á  prueba  se  entreguen  por 
seis  dias  á  cada  una  de  las  partes  sucesivamente  para  que  propon- 
gan lo  que  les  convenga» ;  con  lo  que  tenemos  señalado  el  término 
de  doce  dias  para  proponer  la  prueba,  y  el  de  cuarenta  y  ocho, 
que  son  los  que  restan  hasta  los  sesenta  de  término  general  de 
prueba,  para  ejecutarla.  Esto  equivale  á  decir  que  el  término  se 
subdivide  en  dos  períodos ,  una  quinta  parte  de  su  totalidad  para  la 
propuesta,  y  las  cuatro  quintas  restantes  para  la  ejecución. 

Verdad  es  que  el  final  del  citado  art.  273  es  contrario  á  esta 
subdivisión  de  propuesta  y  ejecución  al  disponer  que  en  el  resto  del 
término  pueda  solicitarse  cualquiera  otra  prueba ,  porque  corta  el 
deslinde  de  los  dos  plazos.  Pero  esta  añadidura  incongruente,  de- 
bida es,  al  parecer,  á  que  el  juicio  ordinario  se  mira  como  de  mucha 
mas  entidad  que  el  de  menor  cuantía,  y  á  que  se  ha  creido  que 
•pueden  sobrevenir  en  él  mil  accidentes  que  den  lugar  á  tener  que 
echar  mano  de  varios  medios  de  prueba,  para  cuya  propuesta  no  sea 
en  muchos  casos  suficiente  el  término  concedido  por  el  art.  275. 
Este  circunscribe  la  obligación  de  proponer  en  los  seis  dias,  si  no 
toda,  la  mayor  parte  de  la  prueba,  cuando  dice  ^sin  perjuicio  de 
qoe  en  el  resto  del  término  puedan  solicitar  cualquiera  otra,^  pues 
que  este  pronombre,  de  relación  como  todos  ellos,  no  puede  refe- 
rirse mas  que  á  la  prueba  que  se  haya  propuesto  durante  el  plazo 
concedido  por  el  art.  273 ,  y  el  decir  sea  otra  la  que  se  puede  soli- 
citar, no  deja  duda  en  que  la  ley  ha  querido  que  durante  aquel 
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plazo  se  proponga  algima,  y  no  haciéndolo  es  claro  que  no  podríi 
admitirse  picado  el  plazo,  porque  entonces  no  debería  nunca  lia- 
filarse  con  propiedad  otra. 

Los  partidarios  de  la  opinión  contraria  sostienen  que  el  objet<> 
del  art.  273,  no  ha  sido  otro  que  el  de  que  cada  litigante  tenga  en 
su  poder  los  autos  por  seis  días  por  via  de  instrucción  para  hacer  la 
propuesta  de  prueba,  que  ño  es  preciso  así  que  tenga  lugar  dentro 
de  los  seis  dias,  cuando  el  término  de  prueba  es  para  proponerla  y 
practicarla,  y  que  el  objeto  del  precepto  del  citado  art.  273  es  la 
entrega  de  los  autos,  y  el  fin  de  esta  la  propuesta  de  prueba.  Se- 
mejante interpretación,  sino  falta  de  ingenio,  lo  está  en  mi  concepto 
de  apoyo  en  la  letra  del  precepto,  que  es  tan  elaro  que  no  permite 
interpretación  alguna,  al  decirse  entreguen  los  autos  por  seis  dias 
á  cada  una  de  las  partes  para  que  propongan  la  prueba,  pues  que 
á  haber  querido  otra  cosa  distinta  de  lo  que  estas  terminantes  pala* 
bras  espresan,  no  es  tan  pobre  nuestro  idioma  que  no  permitiera 
espresarlo  fácilmente  ^n  solo  decir,  para  que  se  enteren  de  ellos 
y  puedan  durante  el  término  de  prueba  proponer  y  hacer  la  que  le& 
convenga. 

Estoy  conforme  en  que  el  término  para  proponer  la  pruba  se  mi- 
re como  común,  y  que  así  tenga  derecho  el  demandado  á  hacer  la 
propuesta  durante  los  seis  dias  en  que  se  le  comunican  los  autos  para 
ello,  como  durante  los  seis  en  que  antes  estuvieron  en  poder  del  ac- 
tor, y  que  este  lo  tenga  así  durante  los  seis  dias  enque  los  ocupa,  co- 
mo durante  los  seis  en  que  los  tiene  el  demandado.  Convengo  en  que 
este  término  de  la  propuesta  se  mire  como  de  los  prorogables,  y 
que  así  en  el  caso  de  devolver  uno  ú  otro  de  los  litigantes  los  autos 
pasados  los  seis  dias,  bien  en  virtud  de  apremio,  bien  sin  él,  y  á 
ellos  acompáñela  propuesta  de  prueba,  deba  admitírsele,  y  seguir 
adelante  la  sustanciacion  de  aquellos  según  su  estado,  que  en  este 
caso  no  es  otro  que  el  de  practicar  la  prueba  propuesta,  con  la  fa- 
cultad en  los  litigantes  de  solicitar  cualquiera  otra  en  el  resto  det 
término.  Pero  de  ningún  modo  creo  que  quede  en  facultad  del  liti- 
gante proponer  prueba  en  el  resto  del  término,  sino  la  ha  propuesto 
durante  el  plazo  para  ello  señalado,  porque  en  este  caso  podemos 
decir  como  el  Sr.  D.  Francisco  Paiau,  ilustrado  abogado  de  Valencia^ 
en  un  artículo  que  sobre  la  materia  publicó  en  El  Foro  Valenciana 
¿de  qué  sirve  el  art.  273  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil? 

losiRiiQ. 
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Contestación. 

No  estemos  conformes  coq  la  opinioQ  de  nuestro  ilustrado  sus* 
críter.  Creemos  por  el  coatrario  que  aunque  no  se  haya  propuesto 
la  prueba  dentro  del  plazo  en  que  las  partes  deben  devolver  los  au- 
tos, se  ha  de  admitir  la  que  después  se  proponga  dentro  del  térmi- 
Bo  probatorio.  Daremos  los  fundamentos  de  nuestra  opinión. 

Al  ordenar  el  art.  273  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se 
entreguen  los  autos  por  seis  dias  á  cada  una  de  las  partes  respecti- 
vamente para  que  propongan  lo  que  les  convenga,  quiso  resolver  las 
antiguas  dudas  que  exú^tian  antes  sobre  el  tiempo  por  que  cada  uno 
de  los  litigantes  debia  tener  ios  autos  en  su  poder:  quiso  también 
evitar  los  abusos  que  de  antiguo  venían  practicándose,  retenien* 
do  los  autos  el  que  primero  los  tomaba,  y  reteniendo  su  devolu- 
ción, á  pesar  de  apremios  y  recogidas  por  mas  término  que  su 
contrarío.  El  dejar  esto  á  la  prudente  discreción  del  Juez  estaba 
ya  desacreditado  por  la  esperiencia,  y  daba  lugar  k  las  veces  á 
que  se  creyera  parcialidad  en  el  juzgador  por  actos  en  que  real- 
mente no  la  tenia.  Los  autos  se  entregan  para  que  los  interesados 
puedan  examinarlos  con  el  detenimiento  necesario  y  presentar  las 
pruebas  que  sean  mas  conducentes  al  objeto  de  las  respectivas  pre- 
tensiones. Se  corrigió  el  derecho  antiguo,  porque  además  de  la  ra- 
zón espuesla  habia  en  él  una  notable  desigualdad  entre  los  litigan- 
tes, puesto  que  el  uno  tenia  por  lo  menos  doble  término  que  el  otro 
para  preparar  y  hacer  su  prueba;  pero  no  se  negó  el  derecho  de  ha- 
cerla en  todo  el  término  probatorio.  Ahora  el  que  tome  antes  los 
autos,  solo  tendrá  seis  dias  de  ventaja  sobre  su  contrario,  lo  que  si 
bien  no  los  constituye  en  una  igualdad  absoluta,  al  menos  se  aproxi- 
ma en  lo  posible  á  ella  disminuyendo  considerablemente  la  desi- 
gualdad antigua. 

Mas,  lejos  de  exigir  la  ley  que  la  prueba  se  presente  dentro  del 
término  de  los  seis  dias  ó  al  terminarse  y  devolverse  los  autos,  nada 
dice,  y  ni  una  sola  frase  emplea  de  que  esto  pueda  inferirse:  deja 
por  el  contrario  en  el  libre  arbitrio  de  las  partes  presentarla  enton- 
ces ó  después  con  tal  que  sea  en  el  término  de  prueba,  si  bien  te- 
niendo en  cuenta  que  seria  muy  frecuente  y  aun  lo  común  ofrecerla 
al  devolverse  los  autos,  añade  que  esto  es  sin  perjuicio  de  que  en 
el  resto  del  término  puedan  solicitar  cualquiera  otra.  A  nuestro 
modo  de  entender,  esta  es  la  verdadera  interpretación  déla  ley,  que 
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si  se  separó  en  algo  de  la  regla  que  habia  adoptado  para  los  nego- 
cios de  menor  cuantía,  como  efectivamente  lo  hizo,  sería  tal  vez 
por  la  consideración  de  que  en  estos  la  prueba  generalmente  es  sen- 
cilla y  sobre  hechos  recientes,  lo  que  no  sucede  siempre  en  los  demá» 
negocios  cuyas  pruebas  suelen  ser  complicadas  y  á  las  veces  se  re- 
fieren á  hechos  que  han  tenido  lugar  en  tiempos  muy  antiguos. 

Los  Directores  de  la  Revista» 
DERECHO  PENAL. 


i  Debe  comidei*arse  siempre  como  circunstancia  atenuante  la 
i^ifesion  del  reo ,  ó  es  preciso  que  concurran  en  ella  ciertos  y  detei*- 
minados  requisitos? 

He  aquí  una  cuestión  que  se  está  debatiendo  todos  los  dias  en  los 
Tribunales  y  sobre  la  que  es  diversa  la  opinión  de  algunas  Audien- 
cias. 

Es  innegable  que  debe  de  servir  en  ciertos  casos  como  motivo  de 
atenuación  esa  prueba  de  arrepentimiento  que  dá  el  reo  con  la  con- 
fesión y  que  tanto  sirve  para  la  celeridad  del  procedimiento  como 
para  castigo  del  culpable;  pero  también  lo  es  que  no  debe  de  dejar- 
se siempre  en  manos  del  delincuente  la  facultad  de  librarse  de  una 
pena  á  que  se  haya  hecho  acreedor  por  sus  escesos. 

Debe  darse,  sí,  cierto  aliciente  á  los  reos  para  lograr  sus  confesio- 
nes, pero  es  preciso  ser  muy  cauto  y  circunspecto  en  concedérsele, 
porque  de  otro  modo  seria  dejar  siempre  en  su  poder  un  arma  de 
que  podían  hacer  uso  según  mejor  les  conviniese. 

Nuestras  antiguas  leyes,  demasiado  severas,  no  consideraron 
nunca  á la  confesión,  como  causa  atenuante  del  delito,  y  á pesar  de 
apelat*  al  tormento  para  arrancarla ,  no  creyeron  conveniente  dar 
ningún  estímulo  para  conseguirla  voluntariamente. 

Así  se  vé  que  el  Fuero  Real  y  las  Partidas,  después  de  enumerar 
varias  clases  de  conoscencias,  no  dan  ningún  favor  á  la  confesión  es- 
pontánea que  hace  el  reo  de  su  crimen,  y  solo  ordenan  que  se  ratifi- 
que la  dada  por  este  en  el  tormento  y  que  no  tenga  ninguna  fuerza 
la  prestada  por  miedo  de  muerte  ó  por  deshonra. 
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Este  precepto  sm  embargo  pareció  demasiado  doro,  y  ya  en  1754, 
habiendo  habido  un  reo  qae  tenia  varios  cómplices  y  qae  se  trataban 
de  descabrir ,  se  creyó  oportuno  por  la  Sala  de  Alcaides  el  ofrecerle 
la  minoración  de  la  pena  si  los  declaraba  y  consultar  sobre  ello 
i  S.  M.  que  después  resolvió  lo  siguiente: 

tY^go  en  conceder  la  facultad  que  solicita  la  Sala  para  proce- 
^der  en  la  causa  de  N.  cumpliendo  lo  ofrecido,  pero  en  lo  sucesivo 
•antes  de  prometer  á  los  reos  en  casos  de  esta  naturaleza  impuni- 
«dades  ó  minoración  de  penas,  me  lo  consultará  la  Sala»  (i). 

Mas  á  pesar  de  un  mandato  tan  esplicito ,  la  práctica  encargada 
de  reformar  y  supKr  los  actos  de  legislación  fué  poco  á  poco  conce- 
diendo cierta  compasión  hacia  los  reos  confesos ,  é  insensiblemente 
adnúüó  en  ella  una  causa  de  atenuación  de  la  penalidad. 

Sin  embargo ,  el  nuevo  Código ,  conociendo  que  era  arriesgado 
el  establecerla  en  principio ,  no  se  atrevió  á  determinarla  de  una 
manera  fija  é  invariable ,  sino  que  solo  la  apreció  para  ciertos  casos, 
y  con  especiales  requisitos. 

Es  verdad  que  en  los  mas  de  los  casos  en  que  por  el  Código  se 
aprecia  la  confesión,  no  es  solo  como  un  motivo  de  atenuación,  sino 
de  absoluta  disculpa ;  pero  también  lo  es  que  aun  ampliándola  á 
otros ,  en  conformidad  con  las  reglas  en  ellos  establecidas,  siempre 
se  encuentra  limitada  y  circunscrita. 

Por  regla  general ,  la  confesión  de  un  seo  no  es  ni  puede  ser 
circunstancia  atenuante  de  su  delincuencia ,  por  no  haberla  deter- 
minado la  ley  de  una  manera  absoluta  y  abstracta,  y  solo  puede  ad- 
mitirse como  tal  cuando  concurran  en  ella  los  requisitos  que  de 
aquella  se  desprenden. 

La  ley ,  empapada  todavía  en  los  antiguos  principios,  y  no  atre- 
viéndose justamente  á  dar  un  gran  salto,  solo  aprecia  la  confesión 
para  el  objeto  de  minorar  la  pena  en  los  delitos  no  consumados. 

Basta  para  convencerse  de  esta  opinión  lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo 4.**  del  arl.  4.®  para  los  delitos  de  proposición  y  conspiración; 
en  el  209  para  el  de  sociedades  secretas ,  y  en  el  239  para  los  de 
falsificación ,  en  que  requiere  la  circunstancia  indispensable  de  que 
se  haga  antes  de  la  emisión  de  la  moneda  ó  documentos. 

De  todos  estos  artículos ,  pues,  se  deduce ,  que  la  confesión  solo 


(I)    Salazar  y  NoHeias  dd  Consejo, 

TOMO  XVI.  Í2 
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paede  aprovechar  al  reo  cuando  por  el  delito  aun  no  se  ha  causado 
ninguD  perjuicio,  y  esoomo  uoa  prueba  de  voluntario  deaisUmienio* 

Otra  de  las  coudidoiies  que,  según  dichos  artículos,  debe  de  te* 
ner  la  confesión,  es  que  seb^^  antes  de  incohar$e  el  procedimieiitfir 
y  sea  como  una  delación  que  se  hace  el  culpable  i  sí  mismo. 

Digno  de  toda  consideración  debe  ser  el  delincuente  que  des- 
pués de  haber  cometido  un  acto  criminal  se  entrega  vduntariamen* 
te  ¿  la  espada  vejiigadora4e  la  justicia ,  y  la  ley»  demasiado  s^bia» 
no  ha  podido  menos  de  participar  de  esto  sentimiento,  y  de  ver  ea 
aquel  hecho  un  motivo  de  atenuación. 

También  se  deduce  de  los  arts.  i63  y  209 ,  que  la  confesión  se 
verifique  antes  de  que  el  tribunal  tenga  conocimiknto  dbl  bq^ito 
ó  una  PRUEBA  PLENA  do  SU  existencia  y  de  la  del  delincuente. 

El  art.  163  obliga  i  todos  ejercer  un  justo  espionaje  para  la 
conservación  de  la  sagrada  vida  del  Rey  y  de  su  inmediato  sucesor, 
y  de  él  se  desprende  naturalmente  que  la  confesión  ha  de  ser  el 
descubrimiento  de  un  proyecto  de  que  la  autoridad  no  tenia  noticia, 
para  de  este  modo  evitar  que  los  conspiradores  lleven  á  efecto  su$ 
diabólicos  planes. 

.  Se  confirma  aun  mas  esta  opinión  con  lo  dispuesto  en  el  art.  259 
en.qne  se  dice:  que  los  culpables  de  falsificación  que  se  delataren  ¿ 
la  autoridad  antes  de  comenzar  el  procedimiento,  quedarán  exentos 
de  pena.  La  ley,  si  bi^n  ha  querido  fevoreoer  al  reo  que  con  su  con- 
fesión además  de  acelerar  el  procedimiento ,  quita  todas  las  dudas 
sobre  el  delito  y  el  delincuente,  no  ha  podido  sin  embargo  premiar 
á  aquel  que,  sabiendo  existe  una  prueba  completa  de  su  críminali» 
dad,  no  sé  obstina  en  una  negativa  inft'uctuosa. 

T  por  último  otro  de  los  requisitos  que  debe  reunir  la  confesión 
del  reo,  según  los  arts.  4.^,  209  y  239  del  Código  penal,  es  que  sea 
una  verdadera  revelación  del  delito  y  de  sus  circunstancias,  y  no 
una  narración  inexacta  de  él  y  de  sus  accidentes,  que  destruya  ea 
parte  su  gravedad;  porque  entonces  en  vez  de  dar  con  ella  el  crimi- 
nal una  prueba  de  arrepentimiento,  no  ha  hecho  mas  que  distraer 
el  ánimo  judicial  y  entorpecer  la  causa  con  hipótesis  que  siendo 
falsas  es  preciso  después  tratar  de  rebatir. 

Se  vé  pues  de  los  artículos  que  hemos  enumerado,  que  para  que 
la  confesión  se  aprecie  por  los  tribunales  como  causa  de  disculpa  de 
la  delincuencia,  es  preciso:  1.^,  que  el  delito  no  sea  consumado: 
2.^,  que  no  se  haya  comenzado  el  procedimiento:  S."",  que  laautori- 
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dad  no  tenga  ninguna  noticia  del  delito  ni  del  delincuente ;  y 
4.^  que  sea  una  verdadera  revelación  del  hecho  y  de  sus  circuns* 
tandas. 

Ahora  bien  ¿será  necesario  que  concurran  conjuntamente  todos 
estos  requisitos  para  que  la  confesión  del  reo  sea  una  causa  atenúan* 
te  de  su  delincuencia? 

E\  AS61STIMICNT0  dc  quo  trata  el  párrafo  i.""  del  art.  4."^:  el  is- 
poiTTANEÁMiENTo  del  209;  y  la  dblíuuon  del  239,  hacen  creerlo  asi, 
y  manifiestan  que  la  confesión  no  produciría  el  efecto  de  eximir  de 
responsabilidad  al  reo  de  cualquiera  de  estos  delitos,  si  no  concur- 
rían en  ella  todas  las  circustancias  de  que  hemos  hecho  méríto. 

Pero  considerando  á  la  confesión  solo  como  motivo  de  atenuación^ 
y  aplicando  á  ella  las  demás  disposiciones  del  Código,  la  cuestión  no 
puede  resolverse  del  mismo  modo. 

La  r^gia  i/  del  art.  9.^  del  Código  penal  dice  que  serán  circuns- 
tancias atenuantes  todas  aquellas  en  que  no  concurran  todos  los  re- 
quisitos necesarios  para  eximir  de  responsabilidad,  y  por  consiguien- 
te aplicando  esta  máxima  al  caso  actual,  es  indudable  que  aunque 
falte  alguno  de  ellos,  no  por  eso  dejará  de  ser  la  confesión  causa  has- 
tante  para  la  disminución  de  la  pena,  siempre  que  no  sea  de  aquellos 
que  la  dan  su  valor  intrínseco  como  son  el  tercero  y  cuarto  de  los 
que  hemos  designado. 

Es  verdad  que  la  ley  ha  hablado  de  la  confesión  de  una  manera 
taxativa,  y  que  por  lo  tanto  no  debe  estenderse  á  otros  casos  que 
á  los  que  ella  tiene  apreciados  con  anterioridad ,  pero  si  esto  es 
cierto  para  considerarla  como  causa  de  exención  de  responsabilidad, 
no  es  lo  mismo  para  tenerla  como  motivo  de  atenuación,  porque 
además  de  ser  una  regla  de  derecho  que  debe  ampliarse  lo  favora- 
ble y  restringirse  lo  odioso,  el  precepto  que  se  establece  en  la  re- 
gla 8.^  del  art.  9.''  del  Código  penal,  justifica  de  una  manera  sufi- 
ciente el  que  se  aplique  á  ella  una  interpretación  estensiva. 

Así  pues  creemos  que  la  coafesion  solo  será  circunstancia  ate- 
nuante cuando  concurran  la  mayor  parte  de  los  requisitos  que  hemos 
designado,  y  de  ningún  modo  cuando  independiente  de  la  confesión 
del  reo  hay  en  autos  una  prueba  plena  de  su  delincuencia,  y  también 
cuando  no  es  una  revelación  exacta  del  delito  y  de  sus  circunstan- 
das  porque  entonces  faltan  los  principales  fundamentos  de  que  se 
deriva. 

Telesfero  (lemez  Rodrigaez. 
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¿Tiene  la  mujer  capacidad  para  ser  nombrada  curadora  ^eni' 
piar  de  su  hermana  ó  hermanol 

Cmlestacian. 

Con  arreglo  á  ios  principios  de  nuestro  derecho  anterior  á  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  tenia  la  mujer  capacidad  para  ser  nom- 
brada curadora  como  no  fuera  de  su  hijo  ó  de  su  nieto.  Es  verdad 
que  las  leyes  de  Partida  solamente  imponen  esta  prohibición  á  las 
mujeres  respecto  á  la  tutela,  pero  nunca  se  dudó  que  su  espíritu  era 
estensivo  á  la  curadoría.  Sucede  aquí  lo  que  en  otras  parles  del  de- 
recho en  que  las  doctrinas  que  se  adoptan  en  un  punto  determinado 
por  identidad  de  razón  se  aplican  á  otros.  ¥  esto  no  sucede  solamen- 
te en  nuestro  derecho,  tuvo  también  lugar  en  el  romano.  Formado 
este  derecho  como  se  ha  dicho  oportunamente,  por  aluvión,  conjunto 
de  reglas  adoptadas  lenta  y  sucesivamente,  no  podía  tener  en  su 
compilación  esa  precisión,  ese  carácter  generalizador,  ese  método 
que  separando  las  dispo>iciones  comunes  á  dos  ó  mas  materias  de  las 
especiales  á  cada  una,  brilla  en  los  Códigos  modernos.  Por  eso,  tra- 
tando de  la  estipulación  comprendió  muchas  reglas  que  habian  de 
ser  aplicables  á  todos  los  contratos  por  titulo  lucrativo ,  como  tra- 
tando del  contrato  de  compra  y  venta,  fijó  con  relación  i  él  muchos 
'  preceptos  comunes  á  todos  los  contratos  onerosos;  del  mismo  modo 
al  organnizar  la  tutela,  comprendió  muchas  disposiciones  que  eran 
aplicables  á  la  curadoría  y  al  tratar  de  la  curadoría  de  los  menores 
muchas  que  se  referían  también  á  la  curadoría  ejemplar.  Las  Parti- 
das, á  pesar  de  su  mérito  indisputable,  no  hicieron  esta  separacioa 
rigorosa:  siguieron  el  ejemplo  del  derecho  romano  también  en  el  par- 
ticular; pero  sucedió  lo  mismo  que  en  Roma;  nadie  dudó  de  la  inter- 
pretación que  debia  dárseles,  y  respecto  á  la  curadoría  nunca  se 
puso  en  cuestión  que  según  la  ley  solo  estaban  admitidas  á  desem- 
peñarla la  abuela  y  la  madre,  con  esclusion  de  todas  las  demás  mu- 
jeres. 
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Preyaleció  por  la  tanto  con  esa  sola  escepdon  el  principio  de  que- 
la  tutela  y  oiradoría  eran  cargos  públicos  y  viriles;  y  esta  regla 
ha  venido  rigiendo  en  nuestra  sociedad  hasta  tiempo»  may  re- 
cientes. 

Has»  á  pesar  de  la  ley  observada  siempre  respecto  á  la  tutela  y 
curadoría  de  los  menores»  empezó  á  introducirse  modernamente  una». 
práctica  favorable  á  los  incapacitados,  que  sí  bien  contrariaba  al  de- 
recho escrito,  satisfacía  á  necesidades  de  un  orden  mas  elevado  que 
el  empeño  de  sostener  en  toda  su  fuerza  un  principio  que  desde  an- 
t^o  venia  establecido.  Empezóse  á  dar  á  los  que  se  incapacitaban 
como  caradoras  ejemplares  á  sus  mujeres»  si  tenian  circunstancias 
adecuadas  para  desempeñar  el  cargo;  práctica  que  conñando  la 
guarda  dgX  incapacitado,  á  quien,  cualf  uiera  que  fuese  la  disposición 
de  la  ley,  realmente  la  desempeñaba  casi  siempre,  á  quien  mas  ca- 
rino y  mas  interés  tenia  por  el  infeliz  privado  de  razón,  y  á  quien 
mas  había  de  mirar  por  elhiaa-de(adala  familia,  señaló  al  legisl?i- 
dor  el  camino  que  debia  adoptar  para  la  reforma.  Pero  esta  prác- 
tiea  no  era  general,  y  casi  siempre  prey^lecia  sobre  ella  el  precepto 
escrito  por  el  legislador. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  realmente  no  tenia  la  misión  de 
corregir  al  derecho  civil  en  el  sentido  estricto  de  esta  frase,  ó  como 
se  diría  ahora  en  la  nomenclatura  que  adoptan  algunos ,  las  leyes 
sustantivas:  su  objeto  eran  solo  las  leyes  que  se  referían  al  procedí - 
flúento  en  los  negocios  civiles:  sin  embargo,  muchas  veces  hizo  es* 
corsiones  á  aquel  terreno,  y  especialmente  en  I09  puntos  ligados  mas 
inmediatamente  con  el  procedimiento.  No  fué  el  punto  á  que  en  el 
particular  alcanzó  menos  la  curadoría  ejemplar,  en  la  que  hizo  cam- 
bios importantes.  Fué  el  primero  destruir  el  antiguo  principio  de  que 
toda  curadoría  era  dativa;  la  del  incapacitado  debía  ser  en  adelante 
legítima  primero,  y  solo  á  falta  de  la  legítima,  podía  la  dativa  tener 
lugar.  Admitió  además  y  dio  fuerza  de  ley  á  la  práctica  racional  de 
que  las  casadas  con  el  incapacitado  fueran  llamadas  á  la  curadoría 
ejemplar,  y  la  estendió  á  las  parientas  que  estuvieran  dentro  del 
segundo  grado,  si  bien  anteponiendo  siempre  al  padre  y  á  los  hijor 
varones.  Solo  en  defecto  de  estos  curadores  legítimos  ó  en  el  caso 
dé  no  tener  la  capacidad  necesaria  para  el  desempeño  de  su  cargo 
6  de  escQsarse  legítimamente,  es  cuando  entra  la  curadoría  dativa. 
La  ley  ha  esperado  y  con  razón  mas  del  amor,  de  la  ternura  de  la 
mojer,  de  las  hijas  y  délas  hermanas  que  de  parientes  varones  mas 
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lejanos  ^  de  anrigos  y  de  personas  absolutamente  estrenas  á  la  fa- 
milia. 

T  qae  el  artíctrto  1948  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  bajo  la 
denominación  de  hijos  y  hermanoi  compraidió  i  las  bijas  y  á  las  her- 
manas» no  puede  ponerse  en  duda,  porque  as(  lo  esplica  el  artículo 
1246  cuando  dice  que  si  bay  varios  hijos  ó  hermanos  sean  preferidos 
los  varones  á  las  hembras. 

Mas  la  ley  que  hizo  este  importantísimo  cambio,  admitiendo  en 
la  curadoría  ejemplar  á  mujeres  á  quienes  el  derecho  antes  recha  • 
zaba,  no  es  aplicable  ni  á  la  tutela  ni  á  la  curadoría  para  bienes:  en 
<•!  orden  de  llamamiento  ninguna  alteración  hizo  para  estos  cargos. 

Lm  DíreeUres  í%  Ii  Seri^. 


iTiene  el  paire  facuUai  para  Mpoteear  los  bienes  que  él  hijo 
herede  de  su  madrel 

mcTÁi^Dr. 

A  no  asegurársenos  que  en  alguna  parte  pasa  como  doctrina 
corriente  que  el  padre  está  autorizado  para  hipotecar  y  aun  para 
vender  los  bienes  que  al  hijo  han  correspondido  de  la  herencia 
materna,  no  creeriamos  que  podia  estar  sujeto  á  dudas.  Las  leyes 
de  Partida  no  dan  lugar,  á  nuestro  juicio,  á  cuestiones  sobre  este 
punto.  La  8  del  tít.  XVII  de  la  Part.  IV,  al  establecer  cuáles 
son  los  bienes  adventicios,  ó  el  peculio  adventicio  de  los  hijos,  pone 
como  uno  de  los  ejemplos  el  de  la  herencia  de  la  madre,  y  añade 
que  la  propiedad  pertenece  al  hijo  y  el  usufructo  al  padre.  La  ley 
18  del  tít.  XVm  de  la  misma  Partida  solo  dá  al  padre  cuando 
emancipe  al  hijo  el  derecho  de  reservarse  la  mitad  del  usufructo  x 
la  ley  48  de  Toro  (3  del  tít.  V  del  lib.  X  de  la  Nov.  Rec.)  ordena  que 
el  padre  restituya  los  bienes  adventicios  al  hijo  ó  hija  que  se  case 
y  velC;  sin  que  le  quede  parte  alguna  del  usufructo  de  ellos.  £s 
claro,  pues,  que  los  bienes  correspondientes  á  los  hijos  por  hereih- 
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da  de  h  madre,  no  son  del  padre,  sino  de  los  hijos,  qae  este  debe 
consenrarios,  restituirlos  en  sa  día,  y  que  por  lo  tanto  no  está  fa* 
cuitado  para  enajenarlos,  porque  nadie  puede  enajenar  lo  que  no 
es  suyo,  ni  loque  esli  sujeto  por  la  ley  ó  por  cualquier  acto  civil  á 
restitución. 

Ni  tttupooo  pneée  hipotecar  k»  bienes  adventicios,  porque  co- 
mo dice  h  ley  7  del  tft.  XIII  de  la  Partida  Y,  solo  pueden  hipotecar 
k»  que  son  du^os  ó  los  que  tienen  un  derecho  en  la  cosa,  es  decir, 
que  nadfe  puede  empeSar  ni  hipotecar,  mas  que  aquello  que  le 
correqxMíde.  En  el  caso  propuesto^  al  padre  no  le  corresponde  la 
propiedad;  luego  es  claro  que  no  puede  hipotecarla.  Mas  como  tiene 
un  derecho  en  la  cosa,  que  es  el  usufructo,  este  derecho,  y  no  mas, 
es  lo  que  podrá  dar  en  garantía  como  hipoteca;  pero  solo  en  cuanto 
i  él  le  corre^onde,  con  arreglo  á  las  leyes,  y  por  lo  tanto,  tan 
>oego  cofuo  ellDJo  ó  hija  se  casen,  como  el  padre  pierde  el  usufruc- 
to, ooudoirá  dd  todo  la  hipoteca,  y  concluirá  solo  en  la  mitad,  en 
d  caso  de  mut  emandpadon  voluntaria  yno  legal. 

Lm  MncInm  4e  li  IitbU» 


^  a  — 


UfiBLldON  IlffOTICiaU. 


i/  Edando  dentro  de  lo$  iS  Has  del  alargamiento  de  «na  es- 
erííurade  adjudieaehn  debiene$  de  una  herencia,  ihabrá  tugará  la 
mato  deltporiWi  que  parece  serlo  que  exige  un  eaniadarde  Ai* 
potecasl 

S/  Habiendo  tre$  intere$ado$  en  la  adjudicación  ¿podrá  eom* 
prenderse  la  de  todos  tres,  bajo  de  un  solo  testimonio,  ó  habrá  lugar 
al  reintegro  de  un  pliego  de  papel  de  ilustres  por  cada  uno ,  como 
exige  el  mismo  contadorl 

3/  iPuede  negarse  el  contador  de  hipotecas  á  poner  en  el  testi- 
monio, nota  dddiaenquesele  presentól 

4.*  ¿Puede  negarse  á  dar  certificación  de  esta  negativa  y  de  la 
de  toma  deraxonl 
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Contestaré  á  las  cuatro  cuestioaes:  en  sentido  negativo  á  las 
dos  primeras;  y  en  sentido  afirmativo  á  las  dos  segundas. 

1/  Estando  dentro  de  los  auince  dias  después  de  otorgada  la 
escritura  de  adjudicación,  se  est4  en  tiempo  háoü  de  Iz,  toma  de  ra- 
zón; porque  los  13  dias  marcados  por  el  art.  8."^  del  Real  decreto 
de  26  de  noviembre  de  1852,  deben  contarse,  cuando  bay  partición, 
desde  la  fecha  esclusiye  de  la.^judicacion;  y  por  consiguiente  no 
hay  lugar  á  la  multa.    . 

2/  El  haber  y  adjudicación  de  los  tres  interesados  en  U  heren* 
cia ,  no  puede  comprjuiderse.bajo  un  solo  testimonio.,  porque  cada, 
uno  de  los  partícipes  en  ella  flehe  tene^  vlji  tiítulo  de .  pertenencia 
para  acreditar  siempre  su  procedencia,  que  es  la  adjudicacioa;  y  coa 
él  presentarse  cs^da  cual  á  la  toma  de  raa^o^^  dentro  de  los  1^  dias 
espresados :  disposición  macc^  en  nyestras  anüg^ia^  leyes»  y  ca 
la  Novísima  de  Enjuíciamiehte  civil,  art.  491;  además  de  ^ue  el 
comprendtf  bol  adju^ioadifitoff  Uajo  %n  solo  testimonio ,  seria  lo 
mismo  que  estender  tres  instrumentos  bajo  un  solo  pliego  de  papel, 
en  contravención  al  art.  63Jlel  Roa}  decreto  de  8  de  agosto  de  1851; 
no  pudíendo  subsanarse  esto  con  el  reintegro  del  papel  que  se  exi- 
ge, porque  aunque  la  Hacienda  quedaría  indemnizada  en  parte,  re- 
sultarían los  interesados  prífa¿os.defm'tilal«leipecial  y  respectivo 
á  cada  uno  por  su  haber  y  adjudicación. 

3.^  El  contador  puede  negarse,  en  el  caso  supuesto,  á  poner  la 
nota  que  se  exige,  por  no  sef  'un  dociñnento  hábil  para  tomar  la 
razón  de  tres  adjudicaciones  en  un  solo  pliego. 

4/  Asimismo  puede  negarse  á  espedir  la  certificación  que  se 
pide,  porque  no  hay  abuso  de  la  resistencia  á  la  toma  de  razón; 
pero  no  cuando  hubiera  arbitrariedad  en  negar  la  certificación,  d 
fuera  la  negativa  sobre  abuso  cometido  por  el  contador  (1). 

MaDoel  Golierrez  Sedano. 


(i)  Los  Directores  de  la  Revista  están  conformes  con  las  opiniones  que 
se  emiten»  si  bien  creen  respecto  al  punto  cuarto,  que  aunque  no  puede 
decirse  que  hay  falta  en  el  Contador  que  se  niega  a  dar  cerliñcacíon,  es 
mas  decoroso  para  él,  y  mas  imparcial  el  espedirla,  espresando  las  causas  por 
que  no  ha  lomado  razón. 
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(Continmoiqn^J 

n. 

IL  miBLO  «KáKRIADO  i  LA  LOZM  I.JI0  TBORUs  ML  URBOHO  PEfffAL. 

La  JcgiflbciMi  nq  toie^Mo  siempre  de  ac^^erdo  en  el  modo  de 
«msídeRirel  desafío;  bobo  lua  tiei^po^ea^nie  (aé  up  acto  indifereot^ 
pamd  podMT;  goiá  jde  .i^to  favor  aa  la  edad-^aedia,  y  ea  el  si- 
^  XVni  las  leyes  han  Uegadi^áicas^igai:  í  los  duelista  con  la  ia- 
Cuma,  la  GoafiscadoiL  y  la  oB^ierie ;  luer^d  4 1^  ten^l^mcias  pacíficas 
de  una  genecacioQ  profHAdaa^te  pief^ora  y  agitada  por  las  coa- 
troTtnias  de  k  «aouela* 

¡fixéí  4e  jeatas  l^lftpim^  sefá  j»  n^jor,  la  qpe  tolera  el  duelo 
considerándole  siempre  como  un  acto  indiferente  parala  justicia,  é 
h.  j^fmwmft^M.fwmi^  C9mD.p]|.grave,deUfii^,?Ni|)g)Wt  de  las 


.En  el  duelo  hay  que  ^pupideífE  d«^  cmi^'^  de  Rn  lado  el  acto  en 
8ÍiiigBMi^lla4Ílll|ri^|^iKHffH)acÁon,i  d|^^  el  hecho 

ide  httine  «kL>r«ci4tado;.44|9tMl9a,coQ«í^n)^  de  osr 

laJi^hD,  laaii^pidaPr  lap «Mif^rde^^q^f»  á  Te^f^^^lt^n,  y  que  á  par.- 
^étl  dotlO'fpmdfiB  aettOir^taa^at^eohqsL  ji^ticia|>l^. 
'  Ki  en  eftilerfeo^  delpod^F»  ^i  1^  ^  de  )|^  pt^ofíia ,  dobe  prescin- 
idineida.fisla'diatla(i09éíPaV9M  nm^  pjii^dedcyar^  de  distinguir  Ip 
(fuea  diwnotMel^rdfiadeiaBatiirsJíe^  ,y  dife^eocia hay  á  la 
nreodaéwtiieJt  piMO^at^íoa^  desafío  y, f»i»acAptacÍQa,  entre  un  dui^- 
loeMtttrtado7iotr(^Udviida{Ái>S9!t^a(9,;^^    el  duelo  que,  no 

ÚQKiÉigiifticiBiiltaáaiMal  9eL4^ 

eombaliaBlés..  .  ""i»  't   .{.  m.    ..>,.,  ,,.< , 
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No  hay  pues  que  confundir  el  duelo  con  sus  consecuencias. 
Bajo  este  último  puntó  de  Vista  el  duelp.ei  un  mal,  un  suceso  la- 
mentable siempre;  pero  un  mal  ^  también  la  guerra»  aunque  se  ha- 
ga con  derecho,  un  mal  es  el  suicidio,  aunque  proceda  de  un  acto 
de  demencia ;JánfentaUe  es. to^ladesgr^Lcig  auní|ae^sea  producida 
por  el  acaso.  Se  dispara  el  arma  de  un  cazador,  y  hiere  ó  mata  á  un 
companero  que  ha  cometido  la  imprudencia  (te  s^irse  de  su  puesto, 
y  colocarse  en  una  dirección  peligrosa ;  hé  aquí  un  mal  material, 
ima  catástrofe;  perecen  en  el  hundimiento  de  un  terreno  los  traba^- 
jadores  que  practicaban  su  escavacíon;  un  enfermo  en  el  delirio  de 
de  la  fiebre  comete  un  homicidio^  lodo  el  mundo  vé  en  estos  sucesos 
una  desgracia  lamentable,  una  terrible  fatalidad ,  pero  no  un  cri- 
men; la  conciencia  humana  compadece  ¿  k^  víctím^^  ^ro  no^coa- 
dena  á*  nadie. 

No  insistiremos  mas  sobreesté  panto,  porque  esta  doctrinal  cor- 
re ya  en  el  mundo  site  nk^n  género  de*  cokitradicción  d  de  duda^ 
y  porque  además  la  cuestión  es,  -si  aunque  bo  resalten  heridas:  j^ 
muertes  hay  en  el  duelo  un  delito;  si  en^la  simple  prb?ocacipti¿  de- 
safío, si  en  su  aceptación,  si  en  el  hecho  solo  de  batirse  hay  usa  re- 
belión contra  los  poderes  sociales,  ima  apeiacioa  á  la  fuer^,  una 
subversión  de  los  principios  de  justicia,  la  fifusfituoioA  tLkíttujl  de 
la  pro[!^ia  autoridad  y  de  los  medios  indilidttates  á  la  attioridad  pú- . 
blica.  :       . 

No  hay  para  qué  negar  que  esta  cuestión  se  resuelre  «firmatíw- 
mente  casi  por  todos  los  escritores;  pero  no  somos  de  esta  opinioQ, 
aunque  sea  la  mas  genferalméúte^écífciaa.' '"  ,      .  ^  i  •..•  '    .. 

El  duelo  en  nuestra  opinión  no  es  siemplre  un  djcdito.  Lo 'Sorá  en 
mas  de  una  ocasión;  lo  será  siembre  ^ue  no;^  Ainderea  mi  motivo 
legítimo,  porque  h apticacioti dé.este mdNoseria enlónoés injuBtü^ 
cable,  abusiva,  7  él  abuso  es  sieminre  un  (ieóbe  eriíníMl;  aonc^sHi 
en  el  ejercicio  de  un  dereehé  el  mas  santo  f  reBpetcblé.  Lícita  es 
la  propia  defensa  contra  una  agresiontínjMa;  teiibre  máflifidbtaddn 
de  las  ideas  por  medio  de  la  iAiprenb  es  üidéreehotemisticiicioaill; 
;pero  sí  lá  defensa  se  lleva  mas  allá  de  los  término$  tkcMniési-  ó  .n 
el  escritor  público  prostituye  su  pluma  p»ra'eál^mm«^lllfillln■Mntfe 
i  los  déiíiás,  descendiendo  al  terreno  ndéáié  4e  JáaJMtonciaÉtié'de 
la  vida  privada,  ni  uno  ni  otro  usan  de  un  derecho,.a]É«áy  y  ae 
liacen  reos  de  un  delito  que  será  mas^  menos  grave^  según  sus  ac- 
<ádentes.  Lo  mismo  sao^e  en  el  dttMdi  y  et  (audmieBtade  ^st$  opi 
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Aion  creemos  bailarle  en  Is^  t^r^  de  la  penalidad,  m.  lo» pciiw* 
píos  inalterables  de  la  justicia,  de  la  moral  y  de  la  cieiigi^M    ^  /.. 

fiogamqs  á  los  qi|e  ao  pii&9jesQ  como  nosotros. flpie  no  £e.efcaii- 
•daliceQ,  y  que  agiárdea  á  juzgarlos  después  de  haber  pido,  todo  lo 
<{ueteneiiK^  que  decir. 

ExafflineaM)s  esta  euestioa  Uto  proru^dameiUe  como,  merece. 

Que  el  duelo  no  tien^  tpdos  los.caractéres^del  delito,  es.evidea- 
te  para  todo  eji  que  cerrando  Ip^  pjos  á  1^  luz  po  quiera  descooa- 
^r  los  elementos  que .  cqo^tituyea  la  naturaleza  ^  esle  hecho 
moral.  ••''■,<  .j¡-, 

Primeramente  Ja  eoi^^iencía  humana  po  ha  estado  siémpi^e  de 
acuerdo  en  condenar  al,  d^el0;  y  ha  condenado  siempre  a)  robo ,  la. 
violación,  el  ase^jjoato,  el  ingendío  y  todos  Jos  hechos  que  se  les  jia- 
xecen.  ¿Y  por  qué  han  ropugnado  sie^mpre  al  género  humanó 'el' roba 
y  otros  hechos?  Porque  este  es  eí  privilegio  del  críipen. 

Hagamos  alto  en  esta  investigación,  de  las  leyes  de  la  moráK    ' 
Toda  acción  prohihída  por  las  leyes  penales  de  un  i)uéblo' será 
ciertamente  un  delito  legal,  y  eneste  ór(}en  de  ideas  e¡  duelo  es'tlu 
delito  en  donde  quieraquelas  leyes  le  castigan.  Pero  la  ley*  áo  ¿tíé- 
da  coiiverti^r  en  delitos  los  hechos  que  no  lo  son,  con\o  ¿p  j[)()dria'ab* 
solver  como  inocentes  el  robo  y  el  asesinato.  Si  no  ha  de  ser  impo- 
tente la  le^lacion  en  ésta  materia,  tiene  que  seglar  los  instintos  de^ 
Ja  conciencia  humana.  J)eclare  la  ley  que  fa  p^opiiá  deíensa  es  irn. 
crimen,  ó  que  el  robo  es  un  acto  inocente;  el  ^obp  será  a  pe4r  de^ 
esta  declaración  un  delito,  la  propia  defensa  up  d^rech'o^  Lakíéyé*^ 
en  materia  penal  no  son  6  no  deben  ser  ptra  cqsa  que  ía  espresioa^ 
de  lo  que  siente  la  humanidad  sobre  íps  hechos  que  sirven  áe  ma(!é- 
jía  á  sus  declaraciones.  4^a  moral  coú4p£^  como  u¿  deiitp  él  íi^ébi^ 
naio,  y  la  ley  que  lo  declara  tal  y  ^ue  ío  pena ,' no  hace  inás  (^ 
reconocer  este  hecho  preexistente,  y¡  añadir  su  sanción  d  las  saitótó^ 
nes  de  la  justipia  púiipa,  que  esta^n  en  la  reprobacirin  ¿eheral;  ^ 
Jas  sanción^  de  la  conciencia  y  <fe  la  mpral,  que  estáíi  en  el  pésfr 
j  en  los  ren^ordimientos.  'í  ■  *  :    r», ,  ^  ,j. 

La  exislencijEÍ  dei  crimen  ^a  un  hecho  que  no  rppu^e  á  la  efi- 
ciencia humanales  una  idea  de  que  no  sabemos  darnos  és'ptliJíícró5 
porque  |a  j»or^  no  es  mas  qup  la  ley  del  espíritu  humaho?  AúM- 
HM»  en  esle  punto  á  losj)nnc¡pios  y  doctrinas  r¿jouocidai' bdr  to- 
llas la»  sectas  íy?[sPücas,,  por  todas  ías  escuelas  4el  derecho.  Lb> 
utilitario^  |o.  mismo  que  los  qi^e  íunclaA  el  derecho  de  castigar  ^ 
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él'^eiitiim¡éiitod6Qiia  jtsticia  primitiva,  todos  co&vieaen  cuesta 
idea  capütál.  ' 

La'teoriá  es  esta.  No  todos  los  actos  qae  condenan  la  moral  y  la 
conciencia  son  nn  delito,  pero  tampoco  puede  haber  defito  en  nn 
hecho  inocente  para  la  conciencia  y  la  moral.  Por  el  ooiítrario ,  los 
Ifmríesd^  la  justicia  humana  Son  mas  estrechos;  la  moral  y  la  reír- 
gitttí  sé  mueven  en  mas  ancha  esfera,  y  así  es  que  la  justicia  social 
no  sólo  puede  ni  debe  condenar  loque  la  moral  no  condena,  sino 
qué'hay  muchos  hechos  reprobados  por  la  moral  que  las  leyes  no 

deben  perseguir  criminalmente. 

Pues  esta  es  cabalmente  la  primera  especialidad  del  duelo.  Pre- 

'glintadíita.  conciencia  délos  duelistas  siles  persigue  el  remordi- 
miento cuando  han  tenido  de  su  parte  la  razón,  cuando  han  provo- 
cado 6  aceptado  el  desafío  fundados  en  un  motivo  legítimo.  Habrán 
espeTifPpntado  el  pesar,  el  disgusto  que  produce  siempre  una  situa- 
cÍQi^  comprometida,  y  si  el  duelo  ha  tenido  un  término  fatal,  les  ha- 
hri,  quedado  ia  amargura  de  un  suceso  doloroso,  pero  inevitable, 
'  por  un  compromiso  que  ellos  no  huhierati  deseado  jamás,  mas  el  pe- 
^r  dQ  Í9S  remordimientos  nunca.  Interrogad  ála  sociedad,  á  la  opi- 
nión piililica,  intérpuete  de  la  conciencia  común,  respecto  de  un  des- 
afíp  de  ios  que  la  opinión  misn[ia  califica  dé  inevitables  por  sus  mo- 
¿vos,  y  la  sociedad  ábsiíelve  y  sanciona  este  hecho  de  honor. 

Y  no  hay  que  de(|ir  que' el -duelo  en  general  es  reprobado  por  la 
socifBíJjad  ufisma.EnW  mas  de  los  casos  esto  es  verdad,  porque  tam- 
bien  son  pqcos  los  áuelos  que  se  fundan  en  un  motivo  grave  y  ra- 
cionaí.lpsxnas'sonhijc  '  á  calaverada  6  de  una  imprudencia,  y 
en  tal  caso  toque  la  s(  reprueba  no  es  el  principio,  sino  sa 

¿tófflwacionVes  ¿i  kliu¿  elo;  porgue  lá  razón  pública  no  puede 

3S^^  la  3  ^  de  este  medio  por  una  causa  frívo- 

r^T ilícita,  no  puede  i  le  reprobar  el  tlesáfío  por  moda,  las 

MOYOcaciones  ^e  un  baratero ;ó  de  un.espadachin.  la  mofa  insolente 
írundueliltadeofíciori^eroy  otra  vez;  no  hay 

aue  confundir  el  abuso  del  desafío  con  el  desafio  misitio,  como  no 
5Jy  ^ijp  con^^^  lamentables  dé  úti  duelo  con  el 

Podrá  oponerse  alrázoníamiéntó  que  vaníos  haciérfdo  que  el 
mnnío  se  formVá  veces  íde^^^^  acerca  dé^  la  moral  por 

«ativ¿8  supersíicíosis  6  poir^fanátisrao,  y  por  consiguiente  (Jue  ftt 
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Esto  es  Yeldad  limitándolo  en  su  aplicación  á  épqcaa  ;  pui?|Nk>(S  * 
delermioados.  Las  mujeres  persas  que  tienen  la  de^g^ii^  de  jperder 
i  sa  marido  se  arrojan  á  la  hoguera  para;  segairle 
tan  fuerte  allí  esta  terrible  preocupación,  que  h 
Tíctima  y  el  pueblo  asisten  á  este  tremendo  e^pec 
solemaidadj  á  una  fiesta.  Los  autos  de  íé  que  or 
cion  para  fuemar  á  centenares  ios  hereges  fueron 
entre  nosotros  espectáculos  solemnes  á  que  asistí 
ohisposy  yuB  pueblo  alborozado  que  se  gozaba 
las  irta(¡mas,  sin  que  la  suerte  de  los  desgraciados 
suplicio  arrancasen  á  la  muchedumbre  fanatizada 
compasión,  ni  ana  lágrima  de  dolor.  Las  turbas  < 
leYolacion  francesa  empapábanlos  pañuelos  en  la 
morian  en  el  patíbulo  de  los  risvolucionario3,  y  di 
tina;  pero  estas  locaras  de  la  razpn  humana»  6  hai 
ración,  ó  han  vivido  en  cortos  períodos,  ó  han  ( 
por  el  fanatismo  político  ó  religioso,  que.es  el  pati 
titod  y  de  1^  masas,  y  ^ing^na  de  estas  ciscunsts 
el  desaOo.  <,  .       -. 

Primeramenteno  es  el  vulgo,  no  es  una  muchedpmbre,  supersti- 
ciosa "j  fanatizada  la  que  aplaude  y  mantiene  esta  costumbre:  es  la! 
parle  inteligente  y  pensadora  de  la  sociedad  la  que  se, desafia,  son . 
las  clases  altas  y  acomodadas,  son  el  filósofo  y  el  moralista  que  le 
condenan  eii  el  retiro  de  su  gabinete,  es  el  mismo  úgísladorqu^  le 
castiga,  tal  es  su  poder,  tal  su  prestigio.  .  : 

Por  otra  parte  la  religión  le  condena,  los  gobiernos  le  persiguen;,^ 
y  sin  embargo  el  du^lo„i(pie  nació  con  la  invasipn  ^e  los  ^rbacos,^ 
ba  seguido  todas  las  vicisiludes  yrevolmciojnes  dé^uropa,  na  sot)ré- 
vivido  ¿los  gigantes  acontecimientos  por, que  ha  p^do  esta  p,árte 
del  mundo,  y  oompafiero  de  su.  civilización  en  su  iafancía'  como  e;i, 
su  viríUdad».  viveaplaudidd^y  triun&mte.despues  de  muchos.  ^^s\9^ 

No  es  por  consiguiente  la  superstición,  piatri 
dnmbre^  Ia  VM(  qwOieqe  ejl .  duelos, ,  porque  la  n 
desaQa;  noson  Iw  ideas  equivocadas  acerca  de  J 
idmdo  este,prodigio,  nile  hsA  dado  esa  inmens 
lis  penefucíoiic^^  en  nombre  de  la  fé,  pasó  la  b 
fOlítíioos(:pmcaia^  aberqUfiones  del  enl<^idimiei 
mk  tal  Ibvor  y  tale^  triimfos;  es^  es  e|  priyileg 
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';  T  di  ef  duelo  hay  que  faaéer  *otra  obserracion.  No  sdiámento  á(^ 
le  fe^raeba  la  Coiiciéhcíader  género  hnnianb,  oaando  sefAnda  eo^ 
motivos^ legítimos,  no  solamente  le  exige  y  le  aplaúdela  sociedad, 
sfnó  qtae!  és  un  motivo  de  merecimiento. 

"Antes  hemos  hecho  notar  que  ninguno  que  sustenta  un  •desafto- 
cuándo^ia  razón  está  de^  parte,  esperimenta  pasado^d  láncela 
amargura  ddl  remordimiento  por  su  conduela. '  Ahora  haremos  ob- 
servar (|ué  al  contrario  es  una  de  las  acciones  honrosas  de  la- vida, 
es  un  tlítulo  que  le  recomienda  á  los  ojos  de  los  demás,  y  ese  misma 
hotnbré  que  se  avergonzaría  de  haber  mentido  una  sola  vez,  que  no 
querría  qué  se  hiciesen  piibiicas  sus  debilidades,  por  ejemplo  con  una 
müjtr,  ü  otras  flaquezas  de  sü  vida,  no  se  ruboriza  de  que  se  haga 
público  lin  desafío,  sino  que  si  buscó  por  tal  medio  larepat^cíon  d& 
un  ultraje  irrep'arable  de  otro  modo,  lo  cuenta  él  mi^mo  con  tina 
noble  altivez. 

Otra  especialidad  hay  en  el  duelo.  El  elemento  generador  del 
cielito  es  erpríncipió  del  mal;  y  no  es  el  principio  del  mal  el  que 
conduce  al  desafío.  No  es  un  principio  de  perversidad,  no  es  un  ín- 
terin corruptor,  no  son  las  malas  pasiones  el  principio  generador  del 
duefo.  Él  ^hombre  de  mafa  índole  nó  se  bate;  asesina,  se  vengít;  se 
ba(e  et  que  sé  estima  á  sí  propio,  el  que  es'rnéapaz  de  cometer  una. 
villanía,  una  mala  acción.  ¿Y  cómo  ha  de  set*  culpable  y  reprofcado 
per  la  moral  un  hecho  producido  por  un  sentimiento  de  Virtud,  por 
las  pasiones  mas  generosas?  Porque  no  hay  que  dudarlo;  para  batir- 
se eú  desafío  sé  necesita  mas  que  valoi*  el  sentimiento  de  lá'virtud. 
Nbíiay  tiii  hombre  ¿jue  provoque  6  acepté  üh  lance  de  esta  espeeíe,, 
coino  nó'sea  un  baratero  6  duelista  de  oficio,  qvíe  no  ^perimente^ 
disgustó  y  grave  pesar  por  su  situación;  se  bate,  espóne  isa  Vida, 
sé  conduce  valerosamente,  pero  éste  es  un  acto  de  theroi^mo;  esuíia 
^        '  "  ifica  &  sí  propia  enfaomenaje  ¿laseostbmbres  de 

1  Sí  lo  exige.  '  .  . 

á'  las  ób^rvacíonés  que  puedaÉ  hitóéí^enós,  no- 
i  esté'  punto^sin  hacernos  cargo  de  uü  argutoeift* 

i  í  un  artículo  sobíre  el  tlo^  ptíblicádo  en  la  Bb-^ 

I  tgtÉlácion  y  Jurisphidendtt  dfel  aSo  de  '-t844.  En? 

i  )  sin  duda  con  taleiíto,  aunqtie  bájo  el  itaperio  d«i 

i  éxistetites  contra  el  duelo,  hay  este  p&f  rálb '  m^ 

A  íiitóetiqáfefetin  htréofií^qQe  tkffá  batirse  enfrea^ 
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•teuModeloIro^  mq  enaiido  «I  dtüto  no  se  ha  ooasiimad^  ni  aan^ 
yerapezadoá  ejeotitar,  iny  ya  sia  embargo  imo^de  los  .elementos 
>coii0ütati?es  de  toda  iritenaioa  cníuiíial»  la  íamoralidad  del  agen- 
cie; inaiorabdad  per  el  objeto  ó  fin:  este  elemeato  no  puede  variarse 
»ó  Taria  eon  mueha  difiooUad  tn  el  desafio.  Lo  que  si  es  variable 
99&Ú  ddpeligro  social^  siendo  ciccunstluicía  mas  ó  menos  agravan^ 
>leipnL  la  imposición  de  la  pena,  .segon  que  se .  haya  logrado  el 
i»ol^jelo  ya  en  todo,  ya«n  parle.  En  otro  delito  cualquiera,  el  hom- 
>bre  qnehiere,  manifiesta  mayen  perversidad  que  el  qne  mata;  por- 
Hfoe  por  r^ila  general  no  lleva  en  nao  y  en  otrocaso  la  misma  in^ 
vtendoii.  Peroen  el  desafío  todos  los^  resnltadosque  pueda  este  tener, 
«heridas  n  homicidio,  preexisten  ya  en  el  designio  premedüado, 
»mi  el  peligro  y  azares  que  andiosoontendienlea  aoeplarcm.  Guando 
•llegan  al  sitio  oofivenidov  y  elegidas  armas  de  fu^  dispara  el  uno 
»eiatra  el  o^,  ¿hay  en  realidad  alguna  diferencia  para  apreciar  la 
venminalidad  de  la  aedon  entre  que  se  maten,  se  hieran,  é  se  li« 
>sien?  No,  porque  la  intención  efa  la  misma.» 
'    A  joEgar  por  lo  qne  ^e^ednee  ie  «ete párrafo,  apaote  de  las  con* 
sideradoies  á  que  dan  tugar  los  que  kí  preceden,  se  vé  claramente, 
qne  as  autor  se  jaropóse  demostrar  ^ué  en  el  desafío  por  lo  menos 
hay  un  fin  inmoral,  porque  hay  intención  de  matar,  y  esta  no  pue- 
de ser  nunfa  legítinuí;  le  oaal  no  dqa  de  ser  una^nde  eqnivoca- 
eíoB.  La  ÍBtenQÍon.de  matar  no  puede  eaUfioaree  de  inmoral  por  sí 
sola,  porqae  no  lo  es  en  sí  núksm,  del  mismo  modo  que  el  acto  de 
malar  k  otro,  el  homícidie  consumado  pnede  ser  un  acto  inocente, 
imendon  de  matar  tiéna  el  soldado  de. una  batalla;  intención  de. 
matar  tiene  sin  duda  el  piopielario  que  defiende  á  escopetazos  su. 
oasa  contra  les'jmaihechoreJB  qne  la asídtan,  y  é  fé  que nocometen 
un  acto  inmorak  Para.qne  haya  petrersídad  en  |a  gente,  para  que 
haya  inmoralidad  eá  laateieii^  [tara  que  exisla  este  primer  elemen- 
to emistitutivo4el  crímmi  no  bñtala  inleneion  de  matar  ábti'o;  es 
flKiieater  qne  la  kiiéncion  éa  tí  misn^at  sea  inmoral* por  sus  motivos, . 
per SB- objeto."  •,  k    ..  t.--  •......-..-...    '  » 

Iten-de^^pef  ao  esfdetto  que  en  él  tdeiaflo  haya  inteüdon  de. 
matar¿Lat«)aa8pnedehi.tener  «Bte  témriaO)  poro  n^eseste  sn 
prineipal qbjeto;  4«fin ee  1^ deemsay  laieparadon Jet  honm^,  y 
aii«fr<pmj^lÉ^quMitle8pnk9<d^ialMbÉho  este,ani^ 
de  batirse,  no  alargue  generosamente  la  mam^  A'  su  rival,  y  np  se- 
felieiteide^ne  ehdesnb^  mrJiaif»4eilidBotm  reaulcür.  ^Oiim  pAie- 
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ba  BNüB  de  que  «o  es  la  vengansa,  lio  es  esta»  nala  futakiii  ki(pt& 
motiva  el  doelo.  Mas  adelante  -velverémos  sobre  esta  idea« 

Paes  todas  estas  sngulavidades  tiene  el  duelo  en  sa*  aboBo^y 
estas  sifig«iandades  se  ^eben  á  algo;  Tote  éstas  dife^tuoias  entm 
el  desafio  y  los  otros  delitos  sdn  feBómenos  dignos  de  observarse  y 
de  que  ia  filosoAa  se  oevpe  de  esplicarlos.  Es  tiempo  de-  ffÉt  oc»  ^» 
éondene  el 4irelo  porqqe  otros  le  han  coDdenado,  dei,q«e laícieiieía 
deje  de  ser  pnetíl  y  raÜDária^  y  de  qte  se  medite  algo  mas  do  que 
se  dice  sobre  está  matetía.  En  el  mnndo  las-cosas  no  suceden  psr 
milagro.  Todo  lo  qoe  en  él  pasn  es  porque  no^  puede. menos  de  pa^ 
sar  conforme  ak  orden  inmutable  d&  la  creación,  por  mdsqae]NB< 
parezca  un  fenómeno,  y  fats<  especialidades  del  duelo  tienen  siki  du^ 
da  su  razón  «n  alguna  ley  del  mundo  moral,  qoe  m)  se  ha  aoeártadc^ 
á  descubrir,  porqjoe  se  le  ha  juzgado  siempre  con  prevención. 

Resueltos  á  decir  nuestra  opinión,  aun  á  /riesgo  de  atraernos  Jasi 
censuras  mas  amargas,  nosotros  atribuimos  todos  estos  fenómeno» 
¿que  el  duelo  en  pamoipioaoíie.pnede  oalidedaffu;fistft.e^{iorlo 
menos miestra firme  oonvipcion.  Cuando  se proroca  poruña» deesas 
ofensas  que  á»  otro  modo  »  tan  opiníoB  no  ádnriten.  desagrario^  el- 
desafio  es  tam  legítimo  como  el  derecho  de  propia  defensii.  Vaamon 
de  probar  este  aserto;  •     •    ** 

Todas  las  legislaciones  recoñoeenioomoí  [ffincipb  qne  el  qjBut 
causa  un  mal  en  definua  de  su  persona  y  derechos  no  comete  wm*' 
gun  defito,  y  no  hace  mas  que  usar  de  un  derecho  suyo,  fia  eÉto 
están  conformes  ésdos  los  códigos  antiguos  y  modernos,  elFuero- 
Juzgo,  las  Paírtidais,  lo^  oédigos  estiianjéros.  La  propia  defensa  no 
es  solo  un  motWo  de  escusa,  es  una  causa  detoompieta;esoulpaGÍOD* 
£1  viajero  que  defendiéndose  de  un  bandido  he  hk/te-^  toimata,  M 
es  ()eIÍBcaente  ni  :poco  ni  nnicbi^  á  p^ar  [deises  heridas'  é  de  te 
muerte/  no  es  reo  de  beridas  ni  de  homíaidío.  (í  porqué  ia  t^sia*- 
cion  dedwi  que  aun  el  matar  á  otro  én  defensa  pro^a>  «a  un  acto< 
legítimo  éinoooote?  Porque  el  poder  de  la  sododád^  ni  el.de  las  le- 
yes bastan  en  el  caso  de  tina  injusta  y  repentina  agresión ^parA-de*^ 
fender  al  individuó  a^opdlaldopy  á>(^nde>ia«MÍadad]y  Ibspocféres 
pdblioQa  no  aioanzan>  nad»  mas  eonformeiá  Jafc  bupnaodootrinas,  é 
la  moral  y  i  la  juMioíaifneiáutoiizar  Ib  plropinodefernti^  piioa  «traií 
cosa  seria ^obwda»  serialhttQlrrmejDr  la  ooAdioíoq  del  i^a84Q)agro-* 
sorque.la'desu  víctima^  ,.   .  .  » 

Lif  teodn  sÉctal  tti  csta«>Kh  la  sodedadHtembrio  Botenlní>d^ 
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ser  d  juez  en  sa  eatim;  el  hombi«  no  tenga  sus  ofépsas  por  su  má'^ 
no,  ni  se  hace  justicia  de  propia  autoridad*  La  sociedad  toma  por 
sacnentasudesagrafto,  seapoderadeioé  hechos,  decide,  juzga, 
7  satisfiMé  á  Ici  justicia,  no  á  la'iMgánza:  De  otro  modo  pata  nada 
^rvirian  los  poderes  péMicos;  esta  e?  la  diferencta  entre  el  estAdo 
sattaje  y  e(  estado  bocM,  perro  esto  no  estorba  para  qne  allí  donde 
Bo  basta  el  poder  de  iad  leye^  y  de  la  sociedad  para  defender  á  \m 
indiridno^,  el  hombre  se  defienda  por  ri  propio.  En  suma  el  deré-' 
cho  de  defensaW-liene  otra  razón  ni  otra  esplicacion  que  la  im- 
potencia de  las  leyes-para  protéjer  á  ios  asociados  en*  todos  les  ca« 
sos  posiMeB«'Si  el  poder  pudiei»4ttllaff«e  en  todas  partes,  en  todos 
loÉ  mdfiieMes  y  en  tedad  las  fiAlttttdéne^  para  defender  la  persona 
dd  iMMbre  h  sa  forinba,-  la  propia  defensa  n6  seria  lícita,  y  así  es 
que  «j  misino  <|ue  se  defiende  de  an  ladnm  y  puede  matarle  en  el 
aclo,  BO  le  e^  Ifoito  t(k»rté  ni  herirle  déMe  el  momento  en  que  in-  ^ 
tervíene  lafnerta  pública,  para  loa  golpes  del  agresor,  4  aseara 
su  persona. 

Has  un  poder  pAbUdé,  un  gobierdo  q^e  pueda  défcndél-  átof» 
asociailds  «n  iodos  k^  momentos  yen  todas  laa  ocasiones  no  eB  po- 
MMe;  seria  menester  tina  escolon  paríi  cada  individua  y  muchas 
TCoes^Bo  bastaría.  Conbíbade^^  goMemo  mejor,  el  país  mejor  ad^ 
ministrado,  en  donde  la  seguridad  iMitidual  tenga  mas  garantMs; 
figlimánioios  quo  los  i^eiites  KleA  poder  sé  estienden  por  todas  partes 
como  nm  campamento  sobre  %1  mkmo;  todáíVía  los  iidi  vf  dúos  se  e»* ' 
oootraráii  mnehaa  tteoes'én  ti  ciso  der  io  coiitar  para  su  defensa- 
Basque  oob  loamedioa  pro)^i'De  aquí  elquerlits  ^yés,  dé  acuer^- 
deeon  ia  mmial,  qoermahda!  al  tMmíbre  como^nn  deber  su  consér-* 
ifteion,  ekifen  é;la*^tegof<a  de  tos  derechos  humanos  la  defenMr 
iiidWdoal,  »iei*pit  ytt  no  §ea<Hlable  Itt  apelMíott  á  la  fuenea  pA- 

Hagmiioo  la  apiicaolotí  éeieUM^^priliélpiés  k  la  odé^t}^  que  nos 
oettpa.  llfMmlmilbeisvÉfskrpHJfilÉMH^  y  ffeieo,  esrun 

9»  fétí&odé'MWV^ttm,  ea  adem&stUí'  s%f  ^torbral,  *  y  eáta  tOtfaiía 
condición  es  la  que  mas  te  ennoblece  y  le  disfi^he.  Et'lMÉibrél  por 
cterigttieiMí  piéde  ser  oféMRBé  fMcaménte  étt'istt  pei^Uia  i  mo- 
ttínMibm  su^iepufÉMbÉi;  'f  si  {iette>  ééHebho  j^ra  defender  ^ 
peraaaa yn» iiioaeaeottwítiii tiijisia  afifreikm'de^qde  no btt«* 
le  á  deioideileel^ podeif  soeMi^pdr  qui^iKhlíá ^' serle*  Ifeite  de 
Uador  sé  fírapfa  aií;atdaai^eMli[Wicte      gMeid' «e  «Itrajeti^  et» 
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que  DO  hay  (foe  espías  el  dettigr^via  fie  la  defensa  de  las  leyeil 
P^fa  un  tombre  |i$nraclo  .e^.ma^e^tJmabile  bu  repiUtacjioaque 
su  fortuna,  y  mas  qqe^^u  vida^  si  esta. hade  «OQ^rvarsesin  4igoH, 
dad,  á  precio  de  humillaciones  ;  d^;afr^tas.  La  fo^rtuos^  puede  re- 
paorarse,  la  vida  puede  peiderse  glorios^wnte  imurieado  cpmo^  io& 
mártires  ó  cobm)  los  b^ri^es;  pero  «ei  hombre  desb^nradoy  e^vile^id^^ 
que  una  vez  consiente  en  su  degradai^íMij  no  pe  ¡rehibilila  diunea» 
£1  primer  deber  moral  y  religiosa  d^l  hombre  es.el  de  ^  cooser^ira-^ , 
cion;  pero  -un  deber  mas  alto  e^  el  4^  defender  .ia^digoidad  de  sa 
s^,  si  ha  de  responder  ¿  Jos  altos  lui^^et^iProvidenpia. 

Una  vez  que  esto  no  pueda  peg^Rseoos»  á  terireno  de  h  discur . 
síon  se  estrecha  de  raciocinio  ei»  rapioeinio;  y  la  jcuestioii  queda  re- 
ducida á  estos  breyes  y  sencillas  términos :  ¿Aíloauza  ki<  jppDan  e<h 

GUL  Á  DB?KN(^£a  LA  DIGNIUAn  BUIIANAJUI  TO0O8  I*OS  CASOS?  No  ciec*: 

tamente,  como  no  ak^anza  e^  todos  )osi  momentos  y  en  todaa  .Ia& 
filiaciones  á  defender  la  persona;  del  hombre  y  sus  bienes*  Una 
buena  ley  de  injurias,  que  es  eí  desidercaum  de  los  adve/^rios  del 
duelo,  no  bastiera  iHUua  4  este,  pni^pf^^tcPodri  contribuir  á  hacer 
menos  frecuentes  los  lances  personales  una  legis}acíoii  q^e  sea  ea 
esta  parte;  seyeiia  y  ^(osófic^,  ^rb  hay  injurias  que  arr<>ían  w» 
mancha  indeleble  sobre  el  hpmbre  quelas  sufre»  y: que  no  bastea 
rían  4  borrar  los  eastigps  miEusiíseveroB. 

X  ESVA  ES  M  .4»»STI0N  PliA^TfADA'SN  |^  VEROADilRO '  TBaBUO» 

Como  no  se  pqs.  pruebe  que^el  bombnspuade  Jiailar  en  los  tribuna^ 
lestsatiplaiccion  para  todosrjps  ultrajes  |pM>sibles;  mienAraSino  se  nos 
coAvenza;de  que  la  iSOQÍedMi'  quemo  basta  á  ^defender  al  hombre^ 
matfifial  en  tod^s  los  ^^>mento6  y  en  todaa  iaSiSituacioJies^  atcanza»» 
sin.embarfo,  á  defender* al  hombre  moml»  el <]ue  para  defender  sol 
dignidad  y  su  jhqngir  apela  al  duelc^inobace  m^Kfn^  Asar  de)  dese- 
cho de  propia  defensa,  como  el  que.re()bA%ando-á-un.asewo  qiie  fe 
amen^aa oop u^.pupMl  le idiipa^Mii pi^^qielaiso, alcoraaop.    . 

Pues  á  decir  «vei^dad-  po  «^oopcemos  ni^fuña  legislfH^ioa  i^ie  tenn 
g^  su$cientes;ne4ips  decep^iar  cieiM  genero  de^HUcajea»jkíorée*t 
«wqw,lW<)íhabei[|;i.. .  ^  .  .1.  .  .  ,  .  í  .  m:  ;  . 
.,  SiipóM^ase  un  ji^ide,  i  üuien  i se^  ítita^a^e  de  rídicjuj^zací  pvibU<?<i^ 
ipenteponiepido.en  ^H4^b|»fi4eM4^  de  s^.ipjyá^r*  liSiiLvaiPiaM  deil- 
honor  a^udif^ndo  4  un^tjíbuMljde  JM9tÍQÍa;pa«a4|«e  $e.OQndewM«l^ 
iq^pM  pf^ocffdQrtá<i|ue,^^te§4igl9n^4lí.4on,  q«é.;peM  cantiga*- 
ría  laley  3jaficpenteivia«te,fM  {>K^  fil  maÁdo 
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que  talfaioiese  a&.bftiia  para  loe  deaiás  im  »ob|eU>  de  iíi^M)6pii6cio,') 
mereoeiia  m  deshoora  y  teadria  qne  abandouap  «na  sociedad '  que' 
DO  lé  perdoiMTia  su  cobarde  oondocta,  6.  las  bQrb9.pican(ei3  y  ma^ 
ligua  (foe  habría  ^  isofrir»  porque  toda»  se  le  aUevertan»  acaba-^^ 
iian|Mr  oaodeAarle  á  Ja  desesperacioii  ó  al  aklamienlo¿/ngarémo- 
iH»lAmhi¿n  1^l  raliUr  i  qiliea  se  4eprovacaaeUattá««lola  cobarde  y 
dándole  públicamente  una  bofetada.  Y  estos  son  agravios  bien  co- 
munes.  Beeordaoiioa  un  juicio  por  íiquriaB  en  «1  que  un  hombre  que 
habiá  lenido  la^MdoleuQÍa  de  ultrajar  i  «na  joven  soltera,  ^  atre-> 
Ti6  ^sosleoer  delaiite  de  un  ju)3s  k  veidad  de  sus  diehos,  anadien^ 
da.  para  probarlos  toda»  las  circunstanciad  que  podiaa  dar  á  lo9 
haohoa  maa  apañendas  -  de  Verosimilitud.  Becordamo3«  otro  suceso 
mas;  grave  I6davia.  Una  persona  de  calidad  deUa  casarse  con  linai 
jóveftde^sná  distingiaida  femiliav  y  cuando  estab^  para  ajastarso 
defim'tivBsieote  la  boda»  hubo  quien  ea  medio  de  un  café  se  atrevió 
á  decirle  que  so  prometida  esposa  babia  tenido  ya  el ,  honor  de  ser 
nndie.(T  qt^vemos  que  se  nos.  responda  si  hay  suficieiite  poder  ea 
larlieyes  para  deCender  el  honor  contra  catamiias  de  esta  indrie; 
CoosMérense  las  eonseeuencias  de  un  juioio  en '  el  que  un  joven  ia« 
solente  tiene  la  audacia  de  sustentar  que  él  mi^mo  ha  recibido  los 
úUtBMB  favores  de  una  mqjeri  y:  calcúlese  tainhíen  la  vindicación, 
hi  defensa  que  puede  hallarse  en  Jas  léyea'  contra  la  última  ínfamiar 
qio  baÉOB  leíeridoj/ 

Coso  losfcasoB  propuestos  hay  mil  posible»,  y  en  todo»  la  fegis^ 
lacm^  loe  tribunales  y  los  pbdiires  públicos  reunidos  son  nulos  para 
el  btea,  hnpoténtés^para  ia  defoiáa  y  reparación  del  honor  ultraja^ 
d0,  mnulo8faaapa|a<bsiri«r'1a9  consecuencias  del  mal  inferido 
pwr  hímdodkqaciaé  ia  calumnia.  Laeaeslioni  pues,  está  resuelta; 

AfMMia  É&  POAn  SOOIáL  HÚ  ÁLCAÉ^  TAftA  nBittNDga  LA.  mONIDAO 

mnMifA^  hJk  aBFknsAunnitlbüÁL)  lió /Bs:  SOLO  LkrrA,^  sma  gfUB  is  u; 
ujo  aa  «V  aBaiGBCv  No  puede  ^lonttalai^  Ja*  verdad  de  esta  teoria^ 
'  ál'Hegar  á  eétepu^^  3in  embargo,  noslsale  al  paso  otraoue»^ 
üoa  qoemeoetítafaiooreselver,  síiuo  ha  de'aer  tiempo  perdido  ^1  que 
henos  ea^leadoei|i  tan  4ftiD09ttocibn  doinuestrdapriaéipsos;  ponqué 
paedB'lieegiuitársenqs  i^qliióa. asegura  que d  dtielo  eé  el  i medio  á 
pio^ósMé delavartel'fconar en Éodoa.hsicasosy  do Jeparar  los  ni-* 
taq»  |mr<énTOtdésagraró<oei^  meficfiala  iegUacíoáy'éeaa  impo*^ 
lai¿«ilos*podoreepúblicoB^nii.  r^-^'  -  -  mh  a\*  ^  '«!'.;.-< 
ftocoel  absucdb^ieit  tféi^>  qñb  sé  ttociniiicfl(de4Iapiintade  ana 
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espada*  «I  disparo  de  una  pistola  la  defensa  ¿d  honor^yidé  ladigM 
nidad'humaiui,  porque  al  témriiio  del  eombale,  después  de  Mo^  ee 
nos  dirá»  no  será  nenós^nradoi  el  vencedor,  ni  será^nenOsiipnra'^ 
do  el  venddo,  7  la  raaon  esláfd  del  mismo  lado  que  aiités  de  haiiw' 
comenssadó  la  tacha.  AceptamMíeste  argumento  de  los  «dversMÍWi 
del  daeb  sin  debilitarle,  y  yamob  á  darte  la  vbM  eomplidn  eotttei» 
tacioQ.      ■     '  .'  .  .'        .1.  •'".■!' 

Sería  respuesta  cumplid*  deeín  si  quisiémnos  ahorrürnos  ti 
trabajo  de  una  discusión  hm  «mp^aida,  qoe  el  mundo  por  lo  m^i 
nos  cree  que  éi  duek)  «s  el  ivicomedio  de  borrs^  «roa  alirenia  j  d& 
salvar  et  bonor  mamciltadOv  y  que  por  errada  qué  sea  esta^oreeaeis» 
basta'qurta  opíoion  se  báyá  pronunciado  en  eslcf' sentido'  para  que' 
no  pued^i  salvarse  de  otro  liiddo,  paraque  up  pueda  ni-  débarapektw 
se  i  otfó  medio,  pues  larefivtacioa  diepende  >del  juicio  deilos  •Aemte^ 
y  mientras  la  sociedad  oblonga  olra^  idéaá  aoérca^  del  hionor  j  sil 
juicio  no.viarié,  (^  hay  mas  qtíer  someterse  é'  su  iosperio^*  Plnro  no. 
quereáios  attrittcíberarnós  en  este  argumeolOy  ainembor^deíser 
todo  podck:oso,:pefqae  M  peor  de  toéoes  quo'i»«sociedaditi0ne> m*- 
zoo,  7  que  su  opinión  en  esta  materia,  su  moito  d&  juzgwr  eseimas 
natural,  el  mas'  pcopio  dé  mieettns:  oOstumbres*  <     : 

Ciertamente  epianilo'e)  desdffo  tenia  por  objetb  te:  dotisiaii¡d» 
vna  querdia  coBío  entre»  las  bárbaros,  ki>  terhititaoimí  do  ruñaieOne 
tienda  judicial  como  en  la  edad  medía,  tenia  algo^'deabsurdo^  |>oih 
que  DO  es^&' estocadas  cotn^séencaentraJn'viad^nilafázoiQípero 
el  duelo  en  nuest^  edad  ha  cimilHaétí  do  eohdioiolk,  -  como  Jum  fCatoH 
biado  lasioendíciones  del  valor  /yfia8tOdndicioBeB4&'loS(tiempos;.£|f. 
iesafh  só  ha  dttt/ísadsi.  Ifo^  ya-  mr  ofaietojpiqhof  quiénitione  rnt 
zon  en  na  juicio,  ni  ladeeision  b  estocadas  de  una  quetAHouNOnO» 
tampoco  su>objeto  la  venflanza^  bi  satisbccitn>de  tsta^4nala  paeion^ 
¿Se  quiero  naa  prueba  de  esta  verdad!^  Obsiwese  la  felia  tenDÍtta«T 
cion  que  tienen  hs  duelos.  A»n  tH  los  desiifioá  qneno  acabaife  sn*i 
üsbetMÉtmente  bntes  de  llegará  batirse,  ponme  él  encarnUlatriien- 
ID  délos  ci)Blntí^tf^,.écitcná9taadas  desgraoíndasifaaDoninfpiaH 
Me  un laceaifdaniieBtotanterior,  fsnoede  sienipr»  qao  teáHat^priaiei' 
las  cnshiltadas^  á  los  {Nwprns 'disparos*  de  la^fRSloiatnoijet^iídinnv 
el  honbDoeconsideía^ealbféiiiO'f  id  «sonto *4uB^  coHohiidÉtnl.oi 
qne en •idesafiíOittOdeniQr.loKqné « pwponen  «HqnoiiC'.prpfOQit 
como  el  que  le  acepta,  no  es  matarse  unoá'ntrtHMjottfafMl  bMpo 
leboása»  lasihlsatiÉfaiiiinniée  te  dignidad  ofanÚda,;  eá  te  napbra- 
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tífíñ  4e  vt  éfrenta  que  Mria  irrej^aiable  de  otro  mod»  ovb  acre- 

HITAIOOIL  AftmAVUDO  KWinf  LAMCC  VBMONAL  QtHE  IfO  lORCeE  LA  HD* 
■ILLAOiOir  POE  QUE  BE  LE  ODIEEE  SACBR^ABAR,  PUESTO  QUE  TIENE  VA- 
10»  FAHA  AAROSTlAtl  LA  MUERTE  AlfTES  QUE  VALTARBE  Á  SÍ  FROHO, 
^AKTBB  QUE  TOLERAR  COBARDEKBIITE  EL  IlfBUtTO  y  LA  DBBRORRA. 

T«R  este  eentiáo  el  desafío  isodenio  llena  onmpKdamente  m 

«Iqeto.  ¿Qttéotmpnieba»  cpsé  otro  medio  queda,  al  cahiRiniado  de 

barrar  las  «laBclMB  qme  la  ealamnía  ha  ecAfado  sokre  su  frente?  Mo- 

tuÉMÉle  magma  qte  sea  tan  satísraeteria  como  el  duelo  para  la 

aaeíadad  j  para  {a^^acon,  porque  el  mundo  se  hace  bl  stguientc 

aAao«n«Ow  Etlumibreicalamniado  que  sufre  con  paciencia  la  inju^ 

ria  y  q^  no  contesla  6  caatiga  con  .su  mano  al  ofensor,  parece  qne 

«Revece  $a  tehoshi»  puM  quien  eu  tai  ocasión  se  porta  de  tal  modo, 

moeaestiMoqiieM'Supaogaquenose  habrá  conducido  mejoren 

tal  otnu  Por  el  contrario  quien  se  ofende  vivamente/  el  que  se  mues- 

«Ri^iefaM  del4a  estímaoio»  de  los^ ternes,  y  de  espone  é  un  pistole- 

^za  en  el  ooraidn  ff»  eonservarlai  de  tie^iro  la  tiene  y  la  merece; 

jpor  lo  menos  pone  desu  lado'todas^las  presunciones,  y  su  conducta 

en  moaso  dadoy  pitieba  bastante  á>su  favor  que  no  es  mi  hombre 

lothi  cqnz  detaa  vMlattfaB  que  se  le  aftribuyen. 

¿tatas  bl  principal  t^íHud  del  desafia  moderno;  esta  es  la  difb- 
nnioia  que-ki^  «iilfeel>4uelo  en  «uestrosidias  y  el  duelo  entre  los 
báiba90Sv  y  en-h^daétroedia;  y  ya  foibemo»  diobo  otra  ^ttz ,  la  so- 
ciedad «n¿ina^«ittriaoiicpieih  hombre  se  aVenUjase  en  cualida* 
de mtiwc^ns  ponqué vé>Bu yesar  podianfliltgrie;  pei^  lo  qué  es  im- 
perdonable es  que  le  falte  valor viesaifartaileea  4é  4m«m,  esa  auda- 
cia natural  de  su  sexo  que  establecen  su  superioridad  y  su  destino 
en  la  naturaleza.  Queremos  que'Je  nos  entienda  bien.  No  es  ese  va- 
lor temerado  d^.  las  Jfí^tallas ,  ^^e  ^e,enq¡ep4e  99a jel  ^u^ao  de  la  pól- 
vora, entre  el  pidlvo  ¿é  las  evoluciones  y  él  estrepitoso  estruendo 
de;lB4Nteu^ del^que  aqiii,hablam09,  ndea  tafaipoeé^el  valor  del  fu- 
fürA  de  4a  |ra^  bIbo i^  vahr  concitMileeott  la  pvudendá'  y  aun  t^oh 
el  iMd9>dÍBÍiinlado;  que  nacerle <uieeaeti^iettto*de>pudor  y  de  di^- 
>iátedv^  d  eotf  el  hémbre  i^ria;aiuip  pamla  virtud ,  nulo  para  las 
paaíDBea'getimmlB;* -nido  paia^M  patria |i|]forqnéttír ^né iHJ'ée estl^ 
ab  4  éammo^^X^^  pnetcinda'dé  la^opíirioÉiqde  de  élfbrmen  loer 
demás,  y  en  un  momento  critico  de  su  vida  seeéUduce  eomoúti 

foÉD  ■vcftiUfttenMMiitaMu  JíSiAki^      Mbiartd'^mHtt'tá- 
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El  valoff' eOi este  seatidoes teriníaa ^l4a oondioioiiibiUMmfli, csila 
.Cuente  de. todas  las  virtudes  y  de  todas  laa  grandes accjoosa/ Nada 
ba  habido  grande  y  geueroso  eu  el  nmiido  que  no  se  debaú^oe  sea- 
^tiaúei^to  íiitimo4^  pudor  y  de  decoro  que  es  instiotivoeo  djbombre, 
que^o.^táeuvileoidi^y  degradado  por  bajas  y  malas  paaiouies^El 
valor  de>est^.ebse  en  el  biiHnbre/es  couio  el  pudor  eu  ^ma  niujfr ;  el 
£er  de^raf  iado  que  ^rece  deesiacaalkl^Ml  es  una  degenera^ipu  de 
su especi€|. MáuÁ^se i im bombris. detesta clas^ badirse'y  mmr por 
.^u  patria^  paáodesele.que  á  imitacioa  de  los  senadores  deifidmaifim- 
^  el  valor  cívico  de  su  pue^  y  responda  con  ubil  impotente  dlgm- 
dad  á  la  insolencia  de  losólos;  mándesete  que  se  conduzca  cooio 
£AILLI  en  el  famoso  juegoi  d^  peloita.  El  sentimiento  del  propio  ide- 
ber  es  el  ünico  que  puede  prpduisir  el  valor  de  esta  clase ,  y  el  desa- 
fío es  bijo  siempre  de  este' sentimiento»  cuando  se  provoca  ó  acepta 
coa  justa  cau^^  ;  ,    \    .        '  *  !  i 

Dedúcese  de  todo  lo  dicho  que  o)  duela  puedd  «er  alguna  t^  .tan 
legiümo  eomo  el.defecbo  de  defeasa''Mietttra^  no  bastea  las-leyes  ¿ 
j^efendeTial  bombre  de  todos  Jos  agravios,  el  duelo  no  es  mas  que  la 
defensa,  del  honiOr;  basta  donde  el  poder  de  las  leyes  alcanoe  /el 
duelo  es  ilegítimo,  es  giaa,  ^  un  resto  de  salvajismo  y  de  barbarie; 
á  donde  el^poderdie  las  leyj^  na  baste,  el  duelo  es  un!  derecU  que 
Sko  es^  cierto  que  condefae  la  moiral  ^  que  jto  deben  castij^r  las  leyes . 
lio  se  confunda  el  duelo  coa  1^9  abusos  del  dAelo ;  tnmbien  se  abu^ 
4et  derecho  de  idefensa;  todos  los  principios  llevados  á  la  exa^era- 
cíoa  soA  un  mal,  Ifi  libertad  es  una  licencia,  laobedíenpia>pnod&ser 
una  degradación»  un  envüecimieAto;  ' 

,■    í    .'•:,'     ,:  ^^      "    '    '    ';•  ''"  ..  .' 

INFLUSNCU  DBL  DUÉI^O  SOBRft  ÍpÁ8.  CiOSTUEBaiS.     '       ^' 

Uemos  considerado;  eí  duelo^  en  su  origen  y  ^  sus  6mdaflieilteB; 
ie  hemos^cqiasiderado  en  sus  rotaciones,  doa  la  jasficia  j  lá  Isg^isla- 
ciofi ;  nos  falta  juzgarle  en  sui  relacioa¡  eop  laá  cbsHimbrtó.  Sí!al 
4uelo  se  reopmi^4a b>)o  el  primer  punto  de  viM;  ü  reduiúdoá 
fios  justos  y  naitaraks  Uo^Ue^ea  omcIms  vetes  justéfieablebajo  el  ae- 
gundo,  b^>o  et  último  aspecto  elkiudloies  an  proi^Otau»al  délas 
liemposmoderjaos^,.  i      i    .  ..,      .  r',/ 

Utseveridad'de  laai  costumbres  leaire^B  antiguos  se  auuileaia 
j^tcüfflWt^porlM  íáaeiiMaapriacyMoa4iiaaiittuiB^eaea  4^ 
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<aiifiibt  la  oigaiuzackm  de  aqttdb  tMedad.  Eq  fispai'ta,  y  aun  en 
HofDa  bastaba  para  mantener  las  oostumhros  laconflituoion  éfidaá 
la  pro/nedad  y  ala  famüiai;  en  la^Mlriioeioa  del  mperio  elw^fkno 
saUidabk  y  á9Üi£aí¡or  del^TiatidnitínDf  y  U  tuda  pero  hoblcaUi' 
ves  de  los  pnebk»  qua  se  aharea  sobre  aus  ruiias ;  ea  la  edafl  míe- 
día  el  espirUu  oabaUfine9e&yla.fu€rMM  mUüsiasmo  religioso;  y  en 
días  mas  próximos  á  los  nuestros  ese  mismo  espírüu  religioso  por 
«na  parte,  y  por  otra  la  fuerte^  organización  deLpoder  públieo: 

Hoy  todos  estos  elementos  baa  desaparecido*  Al  principio  de 
autoridad  y  de  fó  ha  reemplasiulo  el  espirita  de  discusión  y  de  da- 
-da,  ¡^  creencias  religiíQsas  se  haa  debilitado >  ei  entusiasmo  y  ias 
pasmes  generosas  baa  cedido  su  puesto  al  iolerés ,  4  io^  goce^  jaia- 
teriaka ,  al  positiyisino ;  y  los  jBiaravillas«s  a()elanto8  en  las  ciencias 
físicas^  ka  pro^ios«s  inyeocione^  dal  espirita  humana,  los  vapo- 
res ,  Jos  caminos  de  hierro  >  laa:  sociedades  mercantíies ,  ese  estado 
de  comunicación  ea  qoe  yijfm  todos,  los  pueblos ,  han  pcoducido  tal 
confusioa  y  mezcla  én  las  id^as.^  qu^  unido  todo  á  la  nivelación  de 
ias  dases  por  el  ensanche  que  se  M  dado  al  círculo  de  Jos  derechos 
poUticos ,  el  mundo  parece  marchar  ¿  convertirse  en  una  nueva  Ba- 
bel >  en  qoe  pereei|9can  todos  lo^  estímulos  de  ia  virtud,  tiodos.Jos 
aeiitimient4)s  generosos,  si  at  buadif^jla  antigua  sociedad  con  todas 
eos  institacieoeí»  no  bobieran  aparpcid^iComo  un  fenómeno  salvador 
«m  instinto  de  pudor  y.  de  decoro  propio  y  esclusivo  de  nuestros 
4ias.  A  falta  de  la  seyeridiid  d^  la^  ^ntigus^  repúblicas,  á  falta  del 
Jkeroisaio.  y  abaegacioft  de  los  tiemipos  primitivos  ^  en  la  d^lidad  de 
las  creencias  religiosas»  en  el  auiqaUamieqto  del  principio  de  unto* 
ódad,  á faUa.,  en  fia t  del  f^iritu  caballeresi^o  de  otras  edades, 
<loaiina  en  ias  soei^dade^  moderui^  09  semtimieAto  de  decencia ,  de 
digiUdad  y  de  orgullo  individual ,  que  es  el  genio  bienhechor ^  la  ley 
provideneiúl  de  tmesíro  ie^  Si  ^  los  peeblos  moderaos  (dice  un 
aveoUvado  escritor)  «hay  los  qii^^ios  vicios  y  debilidades  que: eft 
jotroa  tieflifOSii  s^encubrep  9I  «ü^oos^bsjo  el  velo  del  pudor  y  del 
*éecpr«w>.-    .  Í-.  .1 

Asá»  pm,  la  grande  ^n dalps/gobiernos  del^e ser  mantoner  ti- 
vos  eilos  senlimientos  ds^  nuestra  e4ad »  y  no  prpaoribir  4ibaolate- 
aMiMeldueio«iiil^dp!n^  (^p^rjip  qQ0.e,aeUo0jie  fundan, 
aiDo  dirigirlas  f  regulariav^l^  ^  pprcpie.si  \¿w  convide  contener  el 
prindpípettsadesbordi^jWsa^agiaicion,  no  el  aniquilada  de 
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Tdos^obieFiioseiiddUoiMra  lo  deben  deteneóe  por  la  fesbMi- 
da  qae  en  ua  príidpio  podieran  oponer  vulgares  preocupaciones, 
povqne  la  opiníoQ  ihtstrada  desjjMies  Tendría  á  hacerles  jostkia.  Ni 
es  ianto  lo  que  puede  iener  elduelo  de  repugnante  en  ana  sociedad, 
que  por  una  parte  le  aooge  y  le  exige  imponiendo  de  hecho  este 
sacrificio  i  sus  individuos,  y  por  otra  parece  reprobarle  en  sus  leyes 
y  en  sus  libres. 

Fuera  de  que  ^asinstítucionts  mas  repugnantes  al  parecer  y  mas 
inicuas  constüuyen  i  ve^es  toda  la  fuersa  de  la  sociedad  y  de  los 
poderes  pábitoos.  Bl  derecho  de  vida  y, muerte  qne  tenian  los  ro«- 
Manos  «obre  sus  Ujos;  la  omnipotente  autoridad  del  jefe  de  la  íamí^ 
üa,  la  perpetua  tutefat  de  sus  mujeres,  la  iisotente  alti^s  del  p«* 
Iridado,  la  esdavitud  misma,  le»  detirios  de  sus  filósofos,  todas  estas 
institudones  y  costumbres  que  nos  pareoen  boyian  itibaas,  eran 
los  fuertes  deíaientos  «oa  que  aquella^odedad  defendía  sn&costam- 
bres  contra  el  influjo  maléfico  <le  una  religión^  que  d  por  una  parle 
era  á  propósito  para  produdr  IO0  guerrerds  y  los  béroe$^  no  hacía 
cODcebiflaideadela  dtvioidad,  sino  por  la  exageradoa  de-las  matas 
pasiones  y  porcias  fábulas  torpes  del  paganismo  y  iamildogia;  cok- 
Ira  el  influ)^  maléfico  de  unafdigion,  que  sinaqttellocí  elementos  de 
resistencia 'habla  de  produdr  necesariamente,  como  sucedió  ma» 
tarde,  los  monstruos  de  iocunb  y  de  feroddad  qme  mancharon  lapúr^ 
pura  y  que  á  manera  de  grandes  figuráis  nos  revelan  el  inoencebibte 
cÍDfsme  de  una  generación  que  partía  su  vida  enire  el  drco'4e  tos 
gladiadores,  y  las  liviandades  de  fas  cortesaáas  y-de  los.príndpea. 

filMMlB  LA  DEGRADAGIOir  OIL  OáKBao  AUMAiVO  Sa  SDdBM  11  LOS 
PUEBLOS  A  LA  mmOIUA  DB  LAS  GÓSTUlfBáBS  BUAMTAS^é  lÉÜLAS-QVÉ  MA^ 
eURON  CON  «tí  ClVlLIZACtOI^,  t  QüÉ  SC' Bf ÁÑTÜVlBHOlf  T  AtaAVMSAMIl 
OÓNniLA  LOS  SIGLOS.  .    -  '  ''  ' 

Que  los  hombres^  pierdan  en  aneara  edadese  'éentiteíento  de  pn^ 
dor  y  i  de  deóoro  que  Íes  hace  bUscar  una  ^isfáooíén  en  el^desaíliH 
que  ^Iduélo  y ^tras  céstumbres  que  ée  le  ptetrecen,  i>arfae  tienen  el 
mismo  fundamento  y  origen,  desaparezcan  enteramente,  que* la  le- 
-gistadon  consiga'pmséfíbi^lasrrquis'  k^dédad  :sie  defienda'  des^ 
•paeseoatra'ntíatlMiliitadon^sta,  ééntra'uá*  dglade  desdftoraii^ 
xadoa  y  de  4iierré;c(Mtt^la  disperdon  dé  la  ftttüsMa^  eoatra  eaa<tifw 
'Venteiiiv'elsMhA'  que  i^éírécé  anegaral  mündd^  ^ae'se^haga'dispoia 
tin  Usmaaáenco  á  tos  d«dádaiMe()ai^'défeáéér4a«lMMriad<f  ibipáh 
tria;  que  se  hable  á  nuestra  generadon  de  entusiasmo,  •4é4Ni|ci(taMh 
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IMad  y  de  independencia ;  la  imaginación  se  pierde  en  la  contem- 
plación del  porvenir  si  tal  sucediera.  Por  fortuna  el  mundo  se  ha 
salvado  siea^kre  por  sus  instintos,  á  pesar  de  los  errores  de  los  go- 
biernos y  de  las  declamaciones  de  una  filosofía  limitada  y  mezquina 
en  sos  iendeíicias  como  en  su  espíritu. 

T  si  prescindiendo  de  tan  altas  consideraciones  examinamos  la 
OEMtion  en  un  terreno  menos  elevado,  tendremos  lugar  de  observar 
que  el  iafiíqo  benéfico  del  duelo  se  hace  sentir  de  tal  modo  en  nues- 
tra sociedad,  que  él  podrá  ser  una  preocupación,  una  at^rracion 
del  entendimiento,  pero  es  una  preocupación  que  los  gobiernos  no 
deben  condenar  apasionadamente  y  sin  eximen. 

La  desaparición  de  esta  costumbre  produciría  desde  luego  un 
grave  mal,  d  de  volver  su  imperio  á  la  fuerza  bruta  á  espensas  de 
las  personas  de  físico  débil,  pero  no  de  cobarde  y  apocada  condición, 
que  es  la  diferencia  entre  el  salvaje  y  el  hombre  civilizado ;  y  esto 
significarja  el  retroceso  del  género  humano  y  una  verdadera  reac- 
ción en  las  costumbres  de  la  Europa.  Los  individuos  dotados  de 
grandes  fuerzas  suelen  ser  insolentes  y  audaces.  Su  misma  supe- 
rioridad en  esta  parte  les  inspira  cierta  altivez ,  cierto  desprecio 
hada  loe  demás  que  les  coaduce  fácilmente  á  abusar  de  estas  ven- 
tajas; y  como  es  muy  débil  /^l  freno  que  las  leyes  pueden  oponer  á 
tales  violencias  en  que  no  suele  correr  la  sangre,  solo  el  temor  de 
QB  dfóaCio  puede  contener  estos. ímpetus  de  la  ira  y  del  carácter  (1). 

Si  el  duelo  desapareciera  de  nuestras  costumbres ,  no  es  fácil 
calcular  lo  que  sucedería  en  una  sociedad  que  vive  ^  medio  de  los 
espectáculos^  de  los  saraos  y  las  Gestas,  en  donde  el  refinamiento  de 
la  civilización  hace  tan  n^cesarioa  los  buenos  mo4os,  los  mira- 
mientos hacia  los  demás,  los  mátuos  y  recíprocos  respetos,  en 
donde  una  falta  ligera,  una  chanza  puede  convertirse  en  un  grave 
insulto,  ó  tomac  las  farma^  y  el  aire  de  una  desvergüenza.  Figuré- 
monos hallamos  en  una  de  esas  grandes  reuniones  que  son  el  entu- 
siasmo y  la  delicia  de  las  clases  ricas  y  acQimpdadas ;  en  esas  reu- 
niones que  tienen  por  principal  objeto  la  satisfacción  de  la  vanidad 
por  medio  del  lujo  y  la  tslentacion  4e  todos, géneros»,  á  las  que  coa- 

■  ■ "  ,^    Pf)  ■'  '   f  "■     ■    '■  ■" '     ;>"  .    

(1)  Gentes  hay  que  á  la  menor coutmrt ¡Ocian jcont^taa. con  una  bofeta- 
da* Alguoa  persona,  conocemos  que  I^a  teni  lo  miilances  de  esta  especie;  y 
et  solo  aitfágo^  el  óomprorníso  de  un  ((ueto  que  no  se  llegó  á  realizar  pro- 
óflf^ en  iá  m  eiéclOy^que  imf  es  un  liorabre  pruiieaté»  y  nci^nal ;  puede  á^- 
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curren  personas  de  uno  y  ofrio  ^exo ,  y  gentes  de  toda  edad,  la  jn- 
retitud  inconsiderada,  e!  hombre  de  mundo  y  de  negocios,  el  miliiar 
y  el  capitalista,  el  tribuno  ambicioso  y  el  hombre  de  gobierno;  y  en 
las  que  por  consiguiente  la  galantería ,  las  inirigas  anM'osasy  las 
burlas,  las  rivalidades  de  toda  especie  y  hasta  las  pasiones  políticas 
tienen  su  entrada  y  su  puesto.  ¡Cuántos  lances  desagradables,  cuán- 
tas palabras  irtiprudentes  y  atrevidas  vendrían  á  turbar  estas  fies- 
fas,  si  en  el  choque  de  tantos  gefnios  tttas  ó  menos  turbulentos ,  de 
tantos  intereses  y  pasiones,  el  temor  de  provocar  un  desafío  no  fuera 
un  poderoso  retrayen te! 

Contribuyen  mudho,  es  vlírdád,  á  que  esto  no  suceda  otros  mo- 
tivos de  gran  peso;  no  queremos  atribuir  solo  al  duelo  la  virtnd  de 
mantener  el  órflen  en  esas  reuniones  de^  la  alta  y  buena  sociedad, 
porque  no  estanfiOB  tan  ciegamente  apasionados  por  esta  costumbre 
como  otros  lo  están  en  su  contra;  contribuyen  muy  principalmente 
el  carácter  y  la  educación  de  las  personas  que  ooncurrená  tales 
fiestas,  contribuyen  los  hábitos  de  cortesanía,  esas  fórmulas  delica- 
das de  la  etiquista,  que  las  gentes  vulgares  suelen  apreciar  en  poco 
porque  no  las  óomprenden;  contribuya  mas  que  todo  el  sentimiento 
de  reprobación  general  de  que  se  hace  objeto  ia  persona  que  por 
desgracia  incurre  en  una  inconsideración,  en  la  menor  frita  <te  mira- 
miento, pero  no  contiene  menos  el  dudo. 

La  seguridad  de  esponerse  k  pasar  por  on  lance  en  que  es  posi- 
bre  recibir  un  pistoletazo  ó  una  estocada,  es  el  contentivo  mas  po- 
deroso para  los  hombres  de  violenta  y  altiva  condición.  A  no  ser  por 
este  temor  los  escándalos  de  esta  clase  serían  frecaentescomo  lo  son 
por  desgracia  en  las  reuniones  de  la  muGheduhilrt<e  íqae  no  tiene  el 
hábito  del  desafío,  ni  slqiíiera  comprende  los  tontimientos  de  qoe 
este  procede.  Asi  se  vé  que  en  las  ferias,  én  las  romerías,  en  las  ta- 
bernas, en  donde  quiera  que  se  agrupa  y  renne  la  multitud,  las 
gentes  se  insultan  y*  mortifican  de  mil  modos,  ^  tiaeenlas  alusiones 
mas  picantes,  se  cruzan  las  chanzas  mas  grosérais ,  y  si  á  pesar  de 
eso  algutifa  Tez  las  cosas  no  pasan  de  aquí,  porque  todo  se  atri- 
buye á  una  ruda'  y  natnral  franqueza,  )o  coámn  es  ^e  estas  funcio- 
nes acaban  por  navajadas,  por  asesínalos  y  otros  esceses ,  t{tfe  por 
cierto  no  son  mejores  qie  el  dneAo. 

Y  no  es  solo  en  estos  lugares  de  recreo  en  donde  el  temor  de  un 
desafío  posible  sirve  de  contentivo  y  de  freno.  £n  el  ancho  campo ' 
de  las  instituciones,  en  las  mismas  regiéné»  del  poder  eontrittuye  á 
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iBAntener  él  éeeoco  7  el  n»peto.  El  daeh>  0^  yÍBMratUa  la 
preosa,  7  luiceqoe  sesoí  mesos  Tioleolag  las  lides  de  los  pariaamh 
toe;  7  esto  solo  fmédo  apreciarlo  qkieá  haya  sido  periodtota  ó  dlp«i 
cado  algQM'ver,  ó  qükmooHsidefie  basta  ^né  pafttd  ciegan  i  lo^ 
hombres  políticos  el  espíritu  de  partido,  el  calor  de  las  discusiones^ 
el xtiwkto i  ladénrotadte una totaoíMi*, eaque tá empefiada  la saerte 
4e una  banáerfaóde v»  rainisterío'. 

El  ioelo  ti0Da  por  liltinM  la  Virtud  4e  amiqttHar  el  espíritu  ét 
veaganca  ydaapagiár  Codos  los  ¿dios.  Por  gf^ft  que  haya  sido  la 
ofensa  recibida,  los  que  se  bateo  en  na  desafto  se  largan  generosa^ 
mente  lainMlo  al  cbiik^hárse  1á  Inéha/y  liéspaes  del  oonbate  q6  sa- 
lten ad>orrecerse,  por^e  «n  este  momento  grate  y  solemne  para 
ambos  ha  encontrad!»  «adaioual'mejDr  á^  contrario,  han  aprendiz 
do  á  esimfBe ,  y  se  Jtan  rielo  nno^y  otro  dignos  de  sí  mismos. 
P^iegnntid  á  tes  dos  hoiabres  nm  implacabtes'qne  hayan  desaho- 
igado  BH  fttwr y  sitt  iras  <eniin  du^,  y  aunque  sis  iiayan  heríéhv» 
w»qw^  haya  estado  en  gravepeligro  laetistencla  de  uno  de  t^Ués, 
el  mismo  furor  del  combate  hace  mas  íntima  su  «nlon  y  sn  amisMt 
al  otro  dia.  ¿Será  el  desafío  tan  inmoral  y  tan  malo  cuando  inspira 
«sa  nobleza  de  sentimientos,  y  así  eleva  el  alma  sobre  las  pasiones 
mas  ruines? 

Por  el  contrario  los  odios  se  perpetúan  entre  dos  rivales  que  na 
«e  jan  batido,  i  Por  iasiginiioaale  que  f«a  el  motivo  de  nna  desazoa 
ó  de  nna  incomodidad  txm  da  individuo,  cuando  por  medio  del  dae- 
fe  no  se  ha  llegado  á  noa  decorosa  satisCaccion,' queda  siempre  «oi 
amargo  mcierdo  dé  la  ofensa  ,  que  se  renueva  cada  vea  que  iaa 
^bsperaanafvnieivená  verse,  y  lo  peor  es  que  se  perpetúa  y  pare- 
ce crecer  eon  ta  distaúda  del  üeapo^  á  propercioa  que  el  diadet 
agravio  se  al^a.  Pocas  p0rBOins'>hay  qie  no  tei^ait  un  testimonia 
de  esta  verdad  en  su  conciencia.  Pocos  son  tan  felices  en  laamta^ 
tad,  en  lasrtlaoiones  del  fmitía  y  en  iodos  los  segednos  de  la  vida 
<iue  no  pasen  for  alguno  ide  esot  ratoa  amalaos  que  soa  isiempre  el 
remrttadt  fle'^una  ceüteétaeiott  taeateraria  é  imprtidiBle.  !SI  han  lie- 
'^d9iá  las  manos  ó'^han  eMada/á  pimtoile  batiirse,  estos  disgastos 
pasan  sin  dejar  rastro  ni  huella  pamlo  venidero,  y  k  amistadle 
airma  y  repiveneo^  pero'Si  lai  oosaakan- sucedido  y  no  ha  media- 
do mía  satisfacción  decerom»  la  Mensa  mas  pcftpieiaae  eeimíene 
^  e^^  y  <Mic6  el  eipíDtn  de  Tengamm,  y  tai  veteeHega  á  otia 
erímen  ^pia  satisfacer  c8lalaala'pa0Mau 
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Las  BMtjeres  que  ríneft  una  vez,  aanqne  sea  por  nada,  se  abor^ 
leeen  perpétoameale.  Ea  las  aldeas  y  en  las  clases  últimas  de  la 
sociedad  que  no  se  conoce  el  duelo,  se  observa  el  mismo  fenómeno, 
y  de  aquí  las  heridas  en  qnímera,  el  asesinato,  el  envenenamiento, 
el  incendio  de  mieses,  etc. 

Los  anales  del  foro  nos  confirman  m  esta  opinión.  En  la  edad 
media,  qne  el  duelo  era  frecuente,  d  envenenamiento  y  la  alevosía 
ocupaban  rara  vez  á  los  tribunales,  mientras  que  en  la  Italia  mo- 
deroa,  en  la  Francia  de  nuestros  dias  se  suceden  y  multiplican  con 
horror  los  crímenes  de  esta  especie. 

T  los  gobiernos  no  deben  perder  de  vista  todas  estas  considenr* 
dones.  A  los  hombres  hay  que  juzgarlos  como  son,  con  sus  pasio^ 
nes  buenas  y  malas.  El  duelo  será  una  costumbre  tan  malaé  inmo- 
ral como  se  quiera,  pero  hay  que  escojer  entre  él  y  el  asesinato,  las 
muertes  en  quimera,  el  envenenamiento,  eto.;  hay  que  escojer  entre 
estos  crímenes  que  personifican  la  fuerza  brutal  ó  la  alevosía,  y  el 
duelo,  que  aunque  no  sea  un  bi^,  tiene  su  fundamento  en  instintos 
mas  nobles  y  elevados. 

IV. 

RBSÚMKlf. 

Se  condenad  duelo  como  una  preocupación,  y  no  se  repara  en 
que  es  mayor  preocupación  todavía  condenarle  dogamente.  Se  es- 
cribe contra  el  desafío  bajo  el  imperio  de  las  impresiones  dolorosas 
que  producen  las  herídae,  las  muertes,  que  algunas  veces  son  el 
término  deplorable  de  este  combate  personal;  se  cuentan  estos  lan- 
ces desgraciados,  y  no  se  tienen  presentes  los  crímenes  que  evita  el 
inflnjo'benéfioo  queej^ceen  las  costumbres  de  las  sodedades  mo- 
demas« 

Mis>conviccioBes  sdire  la  materm  son  ha  siguientes: 
i.^    £1  duelo  fué  un  progreso  en  los  dias  de  su  aparición^ 
S.*"    £1  dudo  descansa  en  nn  sentimiento  de  di^iidad  individuat 
ñas  poderoso  que  las  leyes  represivasi  mientras  no  cambienlos  ele- 
mentos de  la  actual  civilización. 

3.^  •  El  duelo  es  un  suce^  lameniable  siempre,  pero  na  siempre 
es  un  delito;  muchas  vieoes  esd  de^gravío*  posible  y  legitimo  de 
cierto  génctro  de  ultrajes .que.d  htmet  no  permite  perdonar  y  en  cu- 
ya reparación  las  leyes  se  mostrarían  abrardas  ^impotentes. 
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4/  El  daelo  en  nuestra  edad,  á  falta  del  entusiasmo  generoso  y 
4eIos  instiiilos  heroicos  de  otras  épocas,  es  un  {urogreso  moral  que 
defiende  á  las  sociedades  y  las  costumbres  contra  una  ciyilizacioa 
egoísta,  y  que  contrítmye  á  impedir  la  completa  degradación  del 
género  humano  en  este  siglo  sin  grandes  virtudes  y  vadlante  en  sus 
ereemias. 

Por  dhímo,  no  pretendemos  que  el  duelo  se  santifique.  La  reli- 
^on  le  condena,  la  Iglesia  le  anatematiza,  y  nosotros  no  solo  acep* 
taraos  su  fallo,  sino  que  nos  sometemos  á  él  en  esta  parte;  pero  la 
moral  y  la  conciencia  religiosa  son  mas  severas  que  la  moral  natu- 
ral y  la  legislación.  La  relicion  exige  del  hombre  una  abnegación  sin 
Kmíles,  el  sacrificio  de  sus  buenas  y  malas  pasiones,  una  penitente 
teñgnmoD,  el  heroísmo,  el  martirio,  porque  sus  fundamentos  son 
laespiacimí,  una  virtud  austera  y  absoluta  y  la  bienaventuran- 
xa;  y  no  es  este  el  terreno  de  la  legislación  y  de  la  ciencia,  ni  la  mo- 
ral natural,  ni  las  leyes,  y  menos  estas  últimas  descansan  en  igua- 
les principios.  En  buen  hora  que  la  legislación  no  eleve  el  desafio 
i  la  categoría  de  un  derecho  humano;  no  pretendemos  tanto;  pre- 
tendemos tan  solo  que  los  moralistas  y  filósofos  no  le  condenen  ru- 
tinariamenle,  que  la  legislación  y  losgobiernos  no  le  proscriban  sin 
criterio  ni  resultado,  pedimos  que  las  leyes  le  toleren  en  cuanta 
son  impotentes  para  estirparlo.-H[&  eandubrá.) 

GíriUAlTartL 
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TRIBUMAL  tUMUUriO  OC  JUSTICliU 

tn  que  se  deslindan  tos  actos  de  los  eclesiásticos  que  son  justiciables  ^ 
porlajurisdicc^n  ciinl'f  de  los  gue  no  pueden  caer  bajo  la  potes- 
tad de  ésta  (i). 

filFHcal  dice:  Qtre  ptiMicada  la  fey  de  4.^  de  mayo  de  WS» 
poniendo  en  vetita  laspropíieidadés del  clero,  afganos Teeiiros  de  A;..; 
eomo  los  de  otros  muchos  pueblos,  procedieron,  ya  á remata  en 
subasta  fas  fincas,  ya  á  redimir  censos  que  gravitaban  sobre' sus 
propiedades.  Nuestro  Episcopado,  en  esta  ocasión ,  domo  en  otras» 
(Btinn'ejémptó inéigne  déi  espíírftu etatigélico qüele  aftiñia,  y  des- 
pue»  de'haber  acudido  ai  poder  temporal  manifestándola»  dfeposi* 
cionés  canánicas  en  la  materia,  y  los  deberes  que  estas"  le  intponiaa 
de  levantar  su  Voz  para  defenderlos  derechos  dfe^  te  Iglesia  y  b  iti- 
Itegridad'dé  su  propiedad;  ciAndo'  kttey  se  acordó,  á  pesar  de  stis? 
protestas,  solo  se  ocü^-de  prevenir  y  dfef  alejar codflfctospfellgro^ 
sos,  de  evitar  cuanto  pudiera  afectar  al  orden  público,  y  de  cubrir 
con  su  manto  de.carida^  á  aquellos  mismos  que  entrasen  i  ocupar 
los  bienes  eclesiásticas  de  que  así  se  disponia.  A  este  fin  los  Obis- 

(1)  Publicamos  el  dictamen  evacuado  por  él  Sr.  Fiscal  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  en  una  cuestión  de  deslinde  de  jurisdicción  entre  la 
autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  como  lo  hacemos  después  de  otro  dictamen, 
emitido  antes  por  la  misma  Fiscalía,  á  que  dieron  lugar  causas  parecidas  a 
las  que  promoYieron  el  espediente  A^tpe  hace  relación  este  informe.  Aun- 
oue en  la  Revista  daumu  wéiIAí  Í teyfellffuululuues,  y  mucho  mas  cuan- 
do proceden  de  un  jurisconsulto  tan  autorizaao  por  su  ciencia  y  posición 
en  el  orden  judicial,  como  es  el  Sr.  Seijas  Lozano ,  no  lo  hemos  insertado 
antes,  como  tampoco  el  que  ponemos  á  continuación ,  porque  se  rozaban 
con  la  política  de  actualidad.',  de  que  huimos  siempre  en  nuestra  publica- 
ción, consagrada  solo  á  los  intereses  permanentes  de  la  ciencia.  La  cele- 
bración del  último  Concordato,  ha  hecho  que  los  puntos  de  aue  en  el  infor- 
me se  trata  pertenezcan  á  la  historia,  <)ue  no  sean  motivo  de  nuevas  alar- 
mas ni  den  lugar  á  los  tristísimos  conflictos  que  hemos  presenciado:  solo 
son  cuestiones  de  la  ciencia,  las  que  siempre  caben  en  nuestra  Revista, 
hecha  absirüccion  de  las  opiniones  individuales  délos  que  la  dirigen.— Lo» 
Directores  de  la  Revista. 
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pos  se  dirigftecoQ  k  la  SapU  Sede  qoa.ia  reserva  qoe  el  caso  á  1% 
sazón  exigía,  pidieivio  por  Peoitenciara  iaduI(o  páralos  compra- 
dores ,  á  fia  de  poder  absol'verlos  ea  el. sacramento  de  la  Penitencia 
de  las  oensoras  eolesüsticas,  y  de  qw^  volyie;»en  al  redil  de  la  Iglesia 
las  ovejas  sotee  quienes  ?que¡t^  pesisübai^y  sia  tenerlas  indeñoida- 
mente  apartadas  del.  rebano  de  Jesucristo.  Rpma  escuchó  benévola 
sos  sáplkas,  aplatufiendo  el  católi(:^  ipelo  y  cristianos  sentimientos 
de  los  prelados  españoles,  y  }e&  psQyeyó  de  las  faoultades  solicita- 
das, exigiendo»  con  arreglo  Á,  los  prin/cípios  fundamentales  en  mate- 
ria de  sacramenlos,  que  Ips.que  los  pidiesen  habian  de  prome- 
ter en  señal  de  reqonoqimientp  de  su  falta  y  de  la  autoridad  de 
la  Iglesia,  qi|e  habiaoide  eMar  i  lo  que  en  la  materia  se  resolviese 
definUivameiftte  por  la  misma.  De  este  modo  el  sacerdocio  podia^  no 
solo  cumplir ,  'Como  cumplió «  gqa  lo  que  debia  á  Dios  y  con  lo  que 
debia  á  la  potestad  temporat»^inQ  ii^trar.  y  practicar  su  caridad 
eT^gélica,  luioieadp^paj^tícipes.  de  las, pacías  y  bienes  espirituales 
de  la  Iglesia  á  los  qu^  por  los  dfu^etos.de  e^tit.estaban  apartados  de 
lasnusmas.  ., 

Pero  cqndicioi^  iAt)erj$)U^  e^.de  Ips  trastoroos  que  de  esta  índole 
se  realizan  ^.lAS(9^iiO{^,  y  mas  cuandp  las  ideas  ei)L,  materia  de 
religión.  ban,su{{pid(4L9#iefit^s^^  estravios^  que  los  mismos  beneG- 
cios  que  e^  dispensa  se.  v^dt^irpceten  ^niestra  y  malignamente ,  de- 
volviéndeseMpersf^cione&.eni^df  g|^itu4.P9ir.  íos.bienes  re^ibi* 
dos*  Así  fué  que  desde lue|g[>.  y  ^  Iqs.pijimeros  actos  de  Ips  párrocos 
que  proceda  por  in^^fi^io^esdesus.pceíados  en  dicho  sentido» 
principiaron  á  prpdi}cir^.f)UeJaS|  á  las  que  se  siguierpn  causas  cri- 
minales ^querj^flips^^b^t^  peivffrfM*  en,  el  in^rior  de  la  administra- 
ción de/9s-.^)un|^^s,  y  ^Ixuxlin,^  1^,  potestad  espiritual  de  la 
Iglesia,  en  ló  que  á  nadie  sino  js^.s^s  pastores  es  lipito  eotrometersei. 
á la  poleistad  cítü ,,<ffifi  es  y  debe  ser  su  gua^c^a, y  protectora. 

Uno  de.e^tos  laqieJD(a|]|l^.he/chos  fué  el  qqe.dió/si,  no  ocasión, 
pretestQ  p^ü  la  foiwiiicion  de  es|ta  ca^sa.  Vn  vecino  d^  A...,  á  quien 
el  Fiscal  no-se  q^  en  el  caso  siquiera  de  poder  nombrar,  habia  re- 
dimida on  censoí  que  gravitaba  en  fin^a  suya  eu  favof  dp  la  Iglesia, 
usando  de  la  fi^ltad  q^  la  citada  ley  le  concedía;  y  llegada  la 
^fOf^  deii^fi^pUmíento  del.priecepto  pascual  de  i856,  fué  á  confe- 
sarse con  eLpirroco  del  pueblo  p,  F.  S.  Según  aquel  propaló,  dicho 
cura  Je  exjg^ió  qu^  se  nu>strase  arrepentido  de  haber  quebrantado  los 
precqOtos.ó  dispp^cíopes  dc;.^  Igjes^-qblig^dose  á  estar  y  ejecu- 
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tar  lo  que  esta  resolviese  en  la  materia.  Conferme  ett  ello  el  peai- 
tente,  hizo  solicitud,  qae  estendió  el  cura,  para  que  el  prelado  le 
absolviese  de  las  censuras  eclesiásticas ,  lo  cual  parece  tuvo  efecto; 
pero  estendida  la  voz  por  el  pueblo,  é  interpretándose  malígnaiAen- 
te ,  el  párroco  creyó  de  su  deber  manifestar  á  los  feligreses  la  rec- 
titud de  su  proceder ,  y  lo  hizo  desde  el  altar,  celebrando  el  sanio 
sacrificio  de  la  misa,  diciéndbles  que  aquella  exigencia  no  nada  de 
él,  sino  de  los  preceptos  eclesíásticod  y  de  sü  prelado,  en  oampli- 
miento  de  ellos,  y  sin  serle  potestativo  quebrantarlos,  poes  si  le 
fuera  dado  diq[>ensarlo  lo  haría,  como  daría  su  vida  por  los  fdigre* 
ses  que  le  estaban  encomendados.  No  acallé  esta  manifestación  á  los 
que  deseaban,  sin  duda  por  igoerancia,  que  la  Iglesia  obedeciera  cié* 
gamente  á  la  potestad  civil  en  materias  eclesiásticas,  sin  distinguir  las 
dos  esferas  distintas  de  su  respectiva  acción,  y  acudieron  al  juez  de... 
denunciando  el  hecho ,  pidiendo  se  procediese  contra  el  párroco. 

También  ocurrió  que  habiéndose  presentado  otro  vecino  de  A... 
á  dicho  cura  para  que  bantizase  á  una  hija  suya,  preguntándole  éste 
por  el  nombre  del  que  habia  de  ser  padrino  de  la  bautizada,  como 
le  designase  otro  sugeto  de  quien  públicamente  se  sabia  que  tam- 
bien  habia  redimido  censos  eclesiásticos,  procoró  disnadirie  inclí- 
Dándole  á  que  eligiese  á  otro  para  evitarle  un  conflicto;  encargán- 
dole la  reserva,  pues  tenia  un  impedimento  ectesiáitico.  fieconocio- 
lo  el  padre ;  pero  su  mujer  y  d  elegido  insistieroD,  lo  puMicarotí  y 
negáronse  á  que  se  bautizara  la  nüa  con  otro  padrino ,  demorando 
el  bautizo,  sin  que  el  cura  instase  ni  gestionara;  pero  al  fin  cedie- 
ron aquellos,  y  el  sacramento  se  administró  asistiendo  otro  padrino, 
en  cumplimiento  á  lo  que  en  esta  parte  dispone  el  Ritual  Romano. 
También  este  hecho  produjo  otra  denuncia  contra  el  espresado  pár- 
roco, que  se  acumuló  á  la  ya  referida. 

Instruido  el  sumario,  se  acordó  la  indagatoria  del  cura,  quien 
se  escnsó  á  prestaría  á  no  impartirse  el  auxilio  de  su  juez  propio,  y 

acudió  al  provisor  juez  eclesiástico  de para  qué  le  amparase  en 

su  fuero.  El  eclesiástico  exhortó  al  juez  de redamándole  el  co- 
nocimiento y  denunciándole  la  competencia,  j  oido  el  promotor, 
conforme  con  su  petición ,  acordó  dicho  Juez  su  inhibición  por  oo 
ser  causa  de  desafuero ,  mandando  que  se  consultase  para  la  apro^ 

bacion  á  la  Audiencia  de Radicó  el  negocio  en  la  Sala de 

esU,  que  oyó  al  Ministerio  Fiscal ,  el  cual  pidió  la  aprobación  de 
la  inhibición.  Pero  la  Sala,  olvidando  que  la  jurisdicción  estaba  dis- 
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potada,  7  limitada  también  lá  ^ya  ¿  resolver  ADicamente  sobre  el 
ponto  de  la  iohibicioD ,  decretó  que  se  Klnrase  orden  al  Jaez  para 
qoe  intímase  al  citado  cora  ijtít  manifestase  si  había  procedido  por 
orden  superior ,  y  qne  en  este  caso  la  exhibiera  7  se  testimoníase; 
Bízose  todo  así,  7  el  párroco  mostró  las  órdenes  qoe  Umia  del  rere- 

rendo  Obispo  de ,  ¿  consalta  saya,  previniéndole  qoe  respecto  i 

la  administfacton  del  Sacramento  de  la  Penitenoít  se  atnyiese  á  lo 
qoe  prescribe  el  cap.  9.^  dé  la  seébon  te  del  Coneiiio  de  Trento ,  7 
respecto  al  del  baatismo,  i  lo  qoe  disponen  el  Mtual  romano  7  G¿ 
nones  de  la  Iglesia. 

Con  este  dato  se  volvió  á  oír  al  IBnisterb  Fiscal,  qoe  conse- 
coaite  en  los  principios  constantemente  consignados  por  el  mismo 
en  esta  cansa,  espaso  qoe  la  aprecfaleion  de  la  oirennatancia  qoe 
determinaba  dicha  orden,  solo  podia  hacerla  el  Jnes  competente 
qoe  era  el  eclesiástico,  7  por  lo  Éámo  reprodida  so  anterior  res- 
puesta. Por  na  otro^  ¡ridió  qoe  para  qoe  et  CMiemode  S*  M.  po- 
diera  acordar  lo  conveniente  respecto  á  los  hechos  qoe  eran  objeto 
de  la  cansa,  se  estendiera  testimonio  de  to  necesario,  7  se  remitiera 
al  Hinisterío  de  Gracia  7  Joscida  por  condooto  del  R^genCe,  Pero 
fa  Sala  en  7  de  enero  Altimo  proveyó  aoio  estoMeciendo  diversos 
connderandos,  fondada  ea4os:qo«revooó  el  a«ia  de  inhibición  con- 
saltado,  mas  no  devoivié  la  joriidiaekNi  al  liriérior,  sino  qoe  ejer* 
AíéAdob  en  primera  instaiicia^  sobreseyó  en  la  caosa  en  coanto  á 
dicbo  párroco,  declaró 'éiinto  de  responsabilidad  ai  misaio  7  las 
costas  de  oficio;  7  mandó  «Mar  leatiflMHüo  de  ios  aetoaeiones,  7  qoe 
seremitíesen  i  este  Sopremo  Tribual  conforme  á  lo  dispoesto  en 
el  art.  90  del  BeglamenioproviBJoniri  fMura  la  administración  de  jo»- 
tida,  i  Un  de  qoe  y.  A.  «eüeMlv  lo  qoe  estime  en  so  alta  jostifica- 
eioo.  Gomoendioho  art.  90  W^  sé  odntíekie  son  lasfbcoitades  de 
este  Sopremo  Tribunal,  7  eb  la  seronda  se  ^^  que  conocerá  de  las 
cansas  qoe  por  delüos  comonés  sea  meiMster  formar  cmitra  los 
M.  RR.  Araobispos  ó  RR.  Obispos,  no  habiando  en  dicho  articulo 
otra  dlisposiciott  aplicable  alocase  presédtei  no  cabe  doda  acerca  del 
objeto  con  que  d  testhnohio  se  ha  remitido  al  nrismo. 

El  Fiscal  prescindirá  ttí  este  espediente  del  óhlón  con  que  se  ha 
proceM^M  la  causo  qdef  i^AHMIvá,  pnesMo  que  sobre  este  punto 
se  está  instroyendo  otro  en  d  THboiml  pleno,  al  qoe  por  la  ley  cor« 
responded  conocimiento  en  su  primer  período,  7  la  dedaracion  dt 
lo  qoe  por  áns  Meditado^  coAMspoádüV  Habrá;  ^es,  4e  concitarse 
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al  exmen  4e  sí^(it.  lo  qnp  ol;  tes^moni^  de  h  ref^rida^ií^u^a  ofro^e 
ha^Y  ó  UQ  lugar  ¿  foro^upi^  atB^  O^iapa  |de. .,-  por  las  ócden^  é 

iastruc(iAiie8  qi)d.«HHnjiiaip^.al  b^í^^         *  relativas  i  la,ad- 

miiuMr,9ifCÍ<mide  Sacj^^iOí^Rtps,  »é  sti}i)[it^vei;^Qia  e^  ellos  á  (p&.qu^ 
adquirieron  bii9m)S  eclos^cq^  <^  víítM  4^  1^  ley,  de;  1/  dd  m^f. 
delSfiS.        .       :, 

Tal  y.^  lamM^teieqel  estibio  qn&J;^  ide^s  han  su^^  e^, 
iMiestria49sgraoiad^  pétri|^,i4^I)Ml|^4^1f>P  Mrastaroos  ppliü^squ^  taa 
repetid^tfsimte,  mbm sm6¿9^m^l^ i^lli^a media ce^t^na,. y  ¿. 
los  no  menos  funestos  ejemplos  que  nos  han  dado  algupa»  otras, 
n^fijones»  que  el  ^rre^se  ooffufda.Cr^ciioat^eDte  coin  i^  yjsitáfid, 
y. apenas  ac^riamará.di^Beiiraqfieljde  esta*  Tan  cierto  es,  fi\\(^ 
QQse  arroja* ífo^oaeMeateiarioala  ^^la.4  la,  tierra  sin  que  la  fp^^^ 
vierta  y jB»aligiúae.  .  > .  - ..  '¡  -. .  ...i ,.  .    . 

Esuna,  vendad  Jto.tfi4e«íiiWíi9P09qu^;qHe  las. o^^  eff, 
momentoe  diíkOmémiim  Ai^e^^Á'.  m^^.  Qa  q^p  4  di^q^bo  no^ 
ea sieoipeer^iQelado^ft  tod^ «i  pieu^tud,  yá  para. ^vjt^ p^igros 
mayorea^  ya  ps^i jNmHHr9ffs«rJ^;p^.(l^i;i^  ó.  la.ooasecv^u 4e), 
Arden  púMieOí  $iipfe9lA  0Ooe^ft(Í4l^i^?  ^i«tt*s,  y  4  ppiy^  WP^r 
QifliieíaDyá  tti|id0^0ii.in«iolips.iQ9^m«el  dei.lo^in^  í|| tos. intereses; 
del  EsUidou  Fero,auiMi(jb>:e^eiiflede^.y  ^m  ai^A  ^1  agmiM  iiU^- 
reses  afectan ^eie^bú»  ó  4iriBoipi(9i^4i^it«i^^ 
como  lo.eft  la  Igl^ia;  aii  eati-eft  las  j4nífauoioi»o&  d^  pod^  .w^A 
anular  .Qi^iuliari(iaQ*i«ia«Qkia»4e'f»titd(^^  8¡u  ^^r^^ii,  ^^fk 
peaekv  m  ia  oMeíaincia  do  iioiiKiiidada«(W  tmi^  deleraóiaiiisuft  a^** 
tos libpen,  en  iaoto^ei»  a(MiijM,4l .#dM púJilipo^  J^adOi^d^ 
moctimQioaiDÍladai.aai  «iqitiJfiid^Hl&.de-.fWil  «de  18AQ,  .en.cuíB^tf> 
á,lofi;bieifiea  «cjesiáitiim»  M  *nnoíde  4SíK»»aQgnMciiwie4|os,  ff  i^a,  iiip 
dolo»  ^ymetáresiy.oiroiHMtiiiioias  a^.baytiecmdad  d^^.d^tj^míi^. 
pHestOique  4  eUoa  j^«itóa  lkma4oa  W  iTrit^u^^h^  dq  ju^Mi^  JB^^*. 
tiaadíspQsif¿mi$caiiiiaiím.egi<M)atraff^i.^  pppiedaK^ 

de  la>  Iglembajo  p^Aa4jeqle9ÍMK^;^^9ms„  m9fÑA^f^^  ^ 
BmlQ  CoaGÁliO'4$i  Tfooio^  Jll^liMdlanc(Hi)9«4ra^ 
acordó  la  desanKirtíiH^a  4^^pa|eí^KÍai^  .no  s^iuda  dado  i  ios  Tri-* 
banales  exfgi^aaf  las  cazones tquiehi||ia  para  pceseiaiir  dee^^dis- 
posiciones*  Pei^o  por,  eelA;t«^  1^/Qi.w«|)6lió  i  i^ei  €0l)9|m^^  ni 
declaró  \»i  H«itifaidad  oaAH^i^.i^-itld^  ^^iOM^aci^^Q^^»  :ú ,  l^]KaM¿ 
I^s  (^asuras  eclfsi¿9tcasr'UÍMW'^<í>^l>^^^  las  faouUadea 

d^  los  Pastorea  de,b(  Ig^i%  ein  .}9,  toq«te  4  m  ^^to  ^n^terip^  ^ 
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pnohibii  qm  cada  cnri.erAyeie  ea  e»i^  piioto  Jo  que  sg  coopieocia 
le  <liclase,  para  nada  de  lo  cual  ^  poder  kmppral  teoia  poíestad. 
Acordada  por  I4  lay  civil  Ueaajofi^iQa^  ^  efepl^as^  iimitabaa 
á  la  i^iiaüdadeíTÜ»  pvra.y  úavlemente  civil ^  j:  «gto  debieroa 
tenorio  emendido  los  compradoras,  ia  pret^Qsioa.de.qjfp.por  esto 
la  Iglesia  babiade  babee  y  t^er  por  derog^da^  s^^  pr^Vi^M  di^po»i- 
cionea»  de  que  loo  einooes  babiaade-neputan^  abolidosáeOe ef^otA/* 
de  leoftis&por  levaaiadas  sup  4)eapiMa$r  y  ^ue  losjQfractQcei  ^ 
eU06  pudiecaacootiauAr  pailÁeipaadQdidU».  gracias  de  i|t  misma 
telesi^  desas  saccamei^y/deméK  bi^oes  eq[Hritual#s  áp  ella,,  sin. 
la  rBcoftdliacion  ,prcf i»  coa  UiWiAi^a,  rpcfiiMKiieQda  su  poder  y  s^fi*, 
toiidad  s  sooftetiéodoso  á  la^  reg||aa^ae  6)919^  ^  P^tores,  es  ta» 
absufdo  que  ai  aan  morisce  reiuiarsf^  -  SplPilaisforaMpia  puede  c;a 
cierta  oMo.  dispalpar  1^  estraM^,g^Uo4My»  4»  iQ»  .4^fafi^i;e» 
del  cara  párroco  da  A.^,.     , 

lavocabíui  incalifioablemeiifce  «»U»ht  dím^  ^^oa  .quii  k  citada 
le;  iemioa,  qae  ea  la  (^m/fd  if.eoiMHi  4  tiodas^  pre^f^ribieado  ^ 
obsenrama»  ea  bqiia.s^ nmda^'todf^iafk  iy^(«rid»de« asi. civiles 
coiDo  müiimtt»  y  eoiesf«^í«esi:  qúo/la  gu^rd^  y  iio£^  g^^nl^^ 
eaiapür  y  ^eeuMr^  a(c<,  dodwwda  ^i  f^  9ue.pf)r  esto  ao  era 
dado  á  las  edeamücM  i4^a»  sücfmtDa*  j  wie  lal  /erai^dejar  de  loa 
saonmeatoa  á  lastCOoipridaMMe  eios  bíofi^  Qiaetttp$drie.  eo  bl^sMi 
cierto  pMlo  ea  qiueaas:iiof  tk/M^^klitmm*^  coapc^i  el  deceeb^ 
qiMi  secoafoadieía  á  Ji»¡a«tQiidade$fq)ie.Mii4i^ 
tioo  qeroen  fa«isiQfm.  ^ma^MMiii^  da  4eÍ0igeQ¡O9  ,címí1>C4Q  i#^ 
pariAMiaeolosióstHii^,qBe  bw.fJiaeibidi^  daOiiis,,^  sa  'PP4^ 
ospíritaal  f  sabffti .«ye-^jeBeicie;  I»  tpot^wi^id  i^sipporal  ao  Jea 
puede  mandar,  ni  entrometerse,  8ií|)it>8M:iaapoccioi|.par/»  editar  p) 
abosaj  velar.ppr  el  <Mw  i<tWw*  *JI^^W^  ,^ic$m^  al 

mma-JAMB^l  fiercicio  do  latppteftpd^d^.  ab^^r  y.  covd^oaf ,  qm 
Jeaaoñito  le^soimdtó,  pat9egÁMol«Stl^.llilYeii  deJb^cielo^,  90 
tienta  qof^^  ifneota-á  la.pQl¿MuL^vÍl4el  uapiquf^tbASftii  ^  ^4^^* 
Íia.famka4pm^!aí  aiiaA¡fiW|náf«m^Mipf»rioreB,  por^fue  ao  los  tie^ 
aa  A  sacaidMe  <paal|ita|do  ^  tríbiW  de^  t^  Peniheacia,  y  aaí  ap 
se  osBCíba  siqaieíaii  qo^  pudieni  i^loiM^r^  ta)  deaim^^  y  menos 
ante  los  tribunales  seculares. 

AeepeetoálaaoMwisi^^.dal  pai|fiao,p9m,aLbaatw»  tpq[K)co 
puede  la  potestad  temporal  entron)e(lep9e.6a.  todos  loesi  ritos-  4e  la 
Iglesia,  ni  ejijlf^^írounstancias  que  esta  requiera  en  los  que  ban  de 
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intervenir  en  ellos,  y  menos  en  sus  Sacramentos.  Estos  son  actos 
esencialmente  espirituales  y  ajenos  á  toda  ánbordinacion  civiL  Aun 
dado  caso  de  que  eanno  ü  otro  acto  hobiera  podido  haber  abaso» 
que  no  hubo  mas  qne  el  cnmptimjénto  de  disposiciones  canónicas  y 
del  Ritual  Romano,  no  sería  á  los  tríbanales  seculares  á  los  que  cor* 
respondértela  represión  y  conodimiento,  sino  á  los  eclesiásticos.  La 
materia  es  pora  y  esencialmente  eclesiástica;  y  como  tal  del  escla- 
airo  conochniento  y  competencia  de  la  IglesM,  y  de  sos  tribunales. 

Siendo  esto  así,  y  no  pudlendo  caber  siquiera  la  mas  ligera  da- 
da,  no  se  alcansa  cómo^  la  Sala  de  la  Audiencia  de»....  pudo  creer 
que  los  hechos  que  dieron  lugar  6  protesto  á  dicho  proceso  podian 
caerbajo  la  jurisdicción  de  este  Supremo  Tribunal,  para  proceder 

por  ellos  contra  el  Prelado  que  <N6  sus  órdenes  al  párroco  de  A 

dentro  de  las  prescripciones  canónicas.  Su  error  ya  lo  demostró  en 
declarar  inculpable  al  Párroco  solo  porque  procedió  á  virtud  deobe- 
diencia debida,  cuando  loera  porque  sus  actos  estaban  ajustados  á  los 
cánones,  y  nunca  po(fian  ser fustíclaMespor  los  tribunales  seculares. 

Este  Supremo  lo  ha  declarado  ya  asi  en  otro  caso  enteramente 
igual  procedente  de  la  misma  Audiencia,  habiéndose  remitido  tes- 
timonio en  la  propia  forma  y  para  el  mismo  objeto,  con  motivo  de 
órdenes  comunicadas  con  igiml  fia  por  el  M.  R.  Anobispo  de  aque- 
lla Metrópoli;  pero  oomo  por  este  Tribunal  Supremo  no  se  acordó 
qoe  se  hiciera  saber  te  resoiocioaá^MiaAadíei^ía,  y  aunque  de  no 
habérsele  comunicado  alguna,  ni  teoMte  resultas  su  gestión,  parecía 
que  debte  inferir  te  resotuciea  que  había  recaído,  no  puede  fundar- 
ae  en  esta  presunción  una  ceaaora»  antes  sí  podrte  creerse  que  aquel 
precedente  la  inclinaba  á  guardar  consecuencia  en  sus  resolacioaes 
mienttas  no  le  constare  otit  casÉ. 

Por  ello  el  Fiscal  opina  que  te  Sáte  podria  decterar  que  no  hay 
méritos  para  proceder  contra  el  R.  Obispo  de...  por  las  instraccio- 
aesque  comunicó  al  párroco  de  A...,  y  á  los  demás  de  su  obispado, 
relativas  á  te  adteinistracioíi  de  los  Sanios  Sacrmnentes,  materia 
que  esclusivamente  le  está  sometida,  poniéndose  te  resohicioa  qie 
recaiga  con  esta  censad  fiscal  en  t^onocimiento  del  Ministerio  de 
Chrada  y  Jufslícia  y  de  te  misma  Aüdietaoia,  á  los  electos  coave* 
aientes. 

Así  podrá  acordarlo  te  Sala,  6  éomo  té  parezca  mas  acertado. 

Madrid  17  de  mayo  de  nm. 

8#a. 
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mCTAMEN  mCAL 

ffi  el  espediente  formado  i  eonseóueneia  de  una  Real  orden  para 
que  el  Tribunal  Supremo  de  Ju$lieia  emitiera  su  dictamen  sobre 
la  impetraeion  y  efecueion  de  un  rescripto  de  la  Sagrada  Peni- 
tendaria  referente  á  bienes  nacionales  sin  el  Regium  exequá- 
tur, ¡f  sobre  negarse  la  absoluelon  i  ecmpradores  de  los  mismos 
bienes. 

El  Fiscal  ha  visto  la  Real  orden  de  SQde  este  mes  que  remite 
ooQ  urgencia  á  inforuie  de  Y.  A.  una  esposiciou  documentada  del 

Juez  de  primera  instancia  del  distrito  delf de  la  ciudad  de , 

rdaliva  á  la  causa  criminal  foroiada  contra  D.  Francisco  de  Pau- 
la A. ,  por  haber  impetrado  y  ejecutado  un  rescripto  de  la  Sagra- 
da Penitenciaria  y  una  comunicación  del  Sr^  Ministro  de  la  Gober- 

lacion  del  Reino ,  en  que,  con  referencia  al  R*  O.  de ,  participa 

la  oposición  de  algunos  párrocos  4  ta  ley  de  desamortizacíou  ,  su- 
poniéndose que  en  esto  cumplen  con  un.  mandato  espreso  de  la  San- 
ta Sede. 

Creyendo  el  Fiscal  que  los  motivos  que  habrán  impulsado  al  Go- 
bierno de  S.  M.  al  pedir  informe  4  Y*  A.  se  refieren  solo  á  la  bue- 
na administraron  ád  justicia ,  y  op  al  ewmen  de  una  cuestión  deli- 
cada bajo  su  aspecto  político  é  internacional ,  emitirá  su  dictamen 
en  este  concepto,  sin  salirse  #  ^1  jino  en  ouanto^sea  absolutamente 
necesario  para  presentar  los  hechos  y  el  derecho  bajo  su  verdadero 
y  legítimo  aspecto.  De  esta  manera  pí^priMrár  por  su  parte  apartar 
del  Tribunal  discusiones,  que  no  secóp^^decen  bien  con  el  carácter 
é  Índole  que  el  poder  judicial  tiene  con  arreglo  á  nuestras  leyes. 

Dos  son  los  puntos  qui^  comprende  l^jieal  orden  de  26  de  abril: 
cada  uno  de  ellos  debe  ser  sQ>ar9dament^  ^xaininado. 

Refiere  el  primero  la  cai^  for^i^fia  á  D,«  Francisco  de  Paula  A. 
Dio  lugar  á  ella  lo  siguiente.  O*.  J^r^ozí^i  A..*-,  coo^ró  al  Go- 
bierno algunos  bienes  nacionales.  pei;^;n.ecientes  4:regi|lares:  hfL- 
bieado  muerto  ab-intestalo ,  fuef:o^  su^héfed^os  los  primos  ^^na- 
les  que  tenia,  entre  ellos  D.  FrajQ/pi^  d^ JP^a.  Debiend9  precederse 
á  la  división  y  venta  de  hme^,  p.  ^/ra^f^is^  j99n§ultó  ASu  &^^l^ 
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si  con  seguridad  de  conciencia  podría  acceder  ó  consentir  en  la  venta 
de  dichas  fincag  y  Rrmar,  tanto  élicómciáUI  tres;bérittlBLnoi3«,'Ninguna 
mención  hizo  de  los  primos  caraale»por  parte  de  madre.  Las  preces 
<iue  al  efecto  elevó  á  Su  Sant|d^  no  ti^ifen,m  firma,  ni  fecha;  él,  sin 
•embargedlas  ha  reconocido  como  suyas.  A.  continuación  de  ellas  está 
un  rescripta  espedido,  por  Penitenciaria,  en.ques^{)eraiitela  enaje-, 
nación  bs^o  Jaa  cuatro  coadicionas  aig^eates:  1./,  que  sq  retengan 
los  bienes  á  arbitrio  de  la  Iglew,  .y  Qbe4eciendo  ¿  io  que  w  con- 
seouei^cia  mandi^re:  %\  que  los  lúenes  3e  conserven  y  se  mejoren: 
3.^,  que  se  satisfagan  las  cargsis  piadosas  4  que  estén  afectos:  4.'',  que 
«e  haga  saber  esta  determinación  á  los  herederos,  por  escrito,  para 
que  sepan  á  qué  atenerse.  El  rescripto  lleva  la  fecha  de  16  de  di- 
<!iembre  de  1854J  Leyó'D.írtíácfeootel  reserípwyen  ttaa  reuttfon  que 
tttvierotilos  herederos  qué  cenáúráro^  la  irregularidad  de  ta  couduc* 
ta  del  que  habia  dirigido  las  preces  á  Su  Santidad,  y  se  opusieron  k 
cumplir  lo  preceptuado  por  la  Penitenciaría.  De  notar  es  que  Don 
Francisco  no  había Tpartiéipado 4  ninguno  de  los  co-herederos  loque 
pensaba  hacer.  Noticioso  él  <}obierno  de  S.  M.,  á  quien'  dio  parte  áü 
hecho  el  Goberilador  de  la  pro^rmcia,  mandó 'recoger  el  rescripto  y 
proceder  áiot^e  hubiera  lugar  fcofl  arreglo  á  derecho.  Siguióse  la 
causa,  en  la  que  hál^ndio  éido  recusado  el  Juez  del  distrito  de 
San  B ,  tomó  por  acompañado  al  del  distrito  del  P ,  y  no  es- 
tando conformes  en  la  sedtencia,' fallaron  por  separado.  La  Sala 
primera  de  1^  Audiencia  revocó  el  definitivo ,  pronunciado  i>or  el 
Juez  de  San  B......  y  cóetfimtó  la  del  áeoínpa&db. 

El  punto  capital  de  divergencia  eátre  las  dos  sett[teneías  consista 
«nque  al  paso  que  el  Juezde'San  II... ..  cree  que  el  hecho  por 

que  se  ha  procedido  eátá  eomprendido  como  delito  en  el  Código  pe- 
nal, y  en  su  cónáecuetíciá  impone  al  qile  lo  perpetró  la  petta  áb 
quince  anos  de  éstraSamiente  temporal, Inhabilitación  absoluta  para 
cargos  y  derechos  políticos ,  sujeción á la  vigilaticía de laaatoridad 
durante  el  tiempo  die  lá  condena,  y  otro  tanto  mas  y  pago  tle  las 
costas  y  gastos  tfel  juicio,  el  hitz  del  dísti-ito  del  P y  la  Audien- 
cia dicen  que,  aittvqtieel  hedibes  digno  dé  represión ,  no  está  pe- 
nado por  et Código,  jr  p^r  lo  tanto  déólaracn^  que  deben  ábseenersie 
de  todo  procedümlcMo ,  y  éütíiaftttí  tnettwtér'ics,  ab^ítelven'Rbre- 

toenie  y  ^in  nota  á  D.  Francisco  de  l^ada  A ,  siendo  de  ofició 

las  costar  y' gastos  dctfuldo ,  y  tentftíeüdó  tí  Gobierno  é!  res<^pto^ 
leáttttióníQíeti  teladbnyte  te  dili¿eac2«s/^1á  e^áüiou'de  tes  ra- 
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zones  que  asisten  al  Juzgttdopatft  cré^r  ^  ú^hhíükñt  objeto  de^ 
sanción  penal  la  publicidad  y  ejeeotioii  del  rescripto  referido; 

Desde  luego  aparece  a()tti  utf  hecho'gratfsimo,  (}ue  rio  debe  exa- 
minar  el  Fiscal,  pofqne  silotriótefav  fUtárla á la  línea  de  conducta 
que  ge  fea  propuesto,  entrando  éntína'coeslíott'  política  y  de  gobiér-' 
no,  que  debe  quedar  del  todó^ (alegra'  para  ei  poder  ejecutivo,'  6  para 
las  eorporadOttes  6  autoridades  que  m^en^  de  él  sean  ^$pecialment« 
consultadas.  En  efecto ,  cuando  e^ba  en  sd  plena  fuerza  el  Con- 
corito  de  i6  de  marzo  dé  tiSSf ,  cuando  aun  no  había  surgido  nin- 
guna de  las  Gonte<$taei6nesque  aé^car^él  filoAiatofi  después ,  cuan- 
do ninguna  de  las  altas  partes  eontratailtes  hábia  puesto  en  duda  su 
foersa  y  eficacia,  en  4854*se  espedian  por  la  Pemlendiaria  rescrip- 
tos abiertamente  opuestos  al  CdnoMrdato ,  y  se  presentaba  al  Ponti-^ 
flce  Romano  en  lucha  y  en  contradicción  consigo  mismo.  En  el  art.  41 
dei  Concordato  Su  Santitod  dMf^ta^  déekra  ipse  l0S  ijne durante 
las  pasadas  drcunstanáas  hMetstt  emigrado  m  los  dmfiinios  de 
España  bienes  edesiásticosial  ieifiwúe  las  áisposieiones  miles  á  la 
sa:sm^  vigeitíes,  y  esün  en  púse9kn^áhs,fk»  que  hayansweediáú 
ó  sucedan  en  sus  deteehosádichos  cmifradares,  no  serán  molestados 
en  ningtm  tiempo  ni  manera  por  S.  S.  mi  par  los  Sumes  Ponti^ces 
sus  sucesores ;  antes  bien  cUos,*  como  sus  amsa'hábientes ,  áisfru* 
taran  segura  y  padfieameMe  la  propiedad  de  Mehos  bienes  ,  y  sus 
emoltmentos  y  productos,  CoAipárefie  <estb  con  to  que  dice  el  res- 
cripto de  la  Penitenciaria :  réanse  las  cláusulas  irritantes  que  con- 
tiene, y  no  podrá  menos  de  conocerse  la>  contradicción  manifiesta 
entre  el  Papa  concordando,  y  la  Penitenciaria  decidiendo. 

No  se  crea  por  esto  que  el  Mttoíslerio  fiscal  vá  á  entrar  en  la 
cuestión  polftica  é  internacional»  que  deja  del  todo  intacta,  y  que 
en  sa  concepto  debe  el  Tribunal  también  dejar  intacta  al  Gobierno 
de  S.  M.:  si  ha  citado  el  Concordato,  si  ha  puesto  de  manifiesto  la 
contradicción  entre  el  Concordato  y  el  rescripto,  es  porque  de  esta 
tíMitrarficcion  infiere  consecuencias  en  el  orden  legal  que  espondrá 
en  este  dictamen. 

Pasando  al  examen  de  las  rae^Mies  que  ha  habido  para  la  diver- 
gencia de  díetámeoes  entrts  los  qw  han  juzgado  de  este  negocio» 

de^ben  espresarse  las  de  cada  ano.  Et  lúea  del  distrito  de  San  B 

ttée  que  el  hecho  está  'penado  en  el  nrt.  i45  del  Código  penal: 
fihidase  para  ello  en  que  el  rescripto  se  refiere  al  fuero  eviterno,  y 
queporloluitono^stáexéBtodelpaBe^piMikto  qitep^r  elárt.9do 
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la  ley  9»  tít.  m,  libro  U  de  la  jNovtokna  Recopilaeion ,  en  tanto  no 
necesitan  los  breves  de  Peoitenotaría  el  Régium  exequátur  en  cuanto 
se  dirigen  al  fuero  interno  t  de  loque  es  consecuencia  que  estén  sn* 
jetos  á  él  los  que  hacen  relación  al  fuero  esterno.  Por  el  contrarío, 

el  juez  del  P y  laAndieneia  sefuadm  en  que  los  breves  de  Peni- 

tencíaria»  como  dirigidos  al  fnero  interno,  están  exentos  de  toda 
presentación,  y  en  que  aun  en  el  caso  de  que  la  Penitenciaria  estrali-» 
mite  sus  funciones,  no  por  eso  sus  breves  dejan  de  e^  compren- 
didos en  la  escepcioa.de  la  expresada  ley  recopilada.  Pero  creyendo 
tanto  el  juez  como  la  Audiencia,  qae  siempre  que  estos  salgan  del 
sigilo  de  la  confesión»  y  contengan  preceptos  ó  consejos  contrarios 
i  las  leyes  del  reino ,  deben  ser  obj^  de  sanción  penal ,  lo  maní* 
fiesta  el  Gobierno  en  cumplimienio  de  lo  que  ordena  el  párrafo  3«^ 
del  art.  a.""  del  €ódigQ. 

Lo  que  aquí ,  pues ,  debe  ante  todo  examinarse  es,  si  los  breves 
ó  rescriptos  de  Penitenciaiia,  cuando  no  se  refieren  á  la  confesión, 
cuando  obtienen  publicidad ,  cuando  comprenden  á  personas  que  no 
los  han  solicitado ,  cuando  sM  impelrados  *por  uno  para  imponer  su 
conciencia  á  otros  que  no  tienen  motivos  ni  escrúpulos  para  creer 
pecado  el  hecho  de  que  ae  trata ,  cuando  han  de  tener  ejecución  y 
son  ejecutados  euvel  fuero  esterno,  cuando  desvirtúan  y  despresti- 
gian las  leyes  del  reino ,  cuando  parten  del  supuesto  de  no  ser  su* 
ficientes  las  concordias  celebradas  entre  la  potestad  espiritual  y  tem- 
poral para  el  arreglo 4e  las  cosas  eclesiásticas,  y  cuando  por  último 
atenían  á  la  soberanía  é  independencia  del  Estado ,  están  sujetos  al 
pase. 

T  el  Fiscal  lo  dice  con  franquélmrno  duda  ni  por  un  solo  mo- 
mento que  lo  necesitan,  y  esto,  atendida  la  letra  y  el  espíritu  de 
nuestro  derecho.  Cree  mas:  que  no  es  necearía  declaxacion,  por- 
que las  leyes  actuales  no  admiten»  !en  su  concepto,  la  torcida  inter- 
pretación que  les  han  dado  el  [juez  del  P....*  y  la  Audiencia  de 

De  lamentar  es  que  no  haya  aun  jtecursos  de.casacipn  en  materia 
criminal :  estos  serian  el  mejor  correctivo  de  la  mala  inteligencia  de 
las  leyes:  estos  evitarían  el.escáadalo  de  absolverse  en  unas  Audien- 
cias, 6  tal  vez  en  .una  Sala  lo  que.  en:  otra:  de  la  misma  AniUencia 
se  cwidena::  estos  penddan  dei  manélesfo  los<;asos  en  que  hay  ne* 
oesid^  de  pedir  quejas  Jeye^  penales  sean  completadas :  e&tos,  poc 
último,  evitariah  la  impunidad  «debeobo^  que  atacan  ala  indepen- 
dencia y  soberanía  del JBfttado^iniata^  bastante  rüpriividos  pa^- 
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teslejM.  ElFnctlnodioeqaeeQ  la  ioterpvetooioA  dada  á  aae»- 

Iro  imAo  por  el  juex  del  P y  la  Asdieiicia  de.....  se  haya 

proeedídide  Mala  fé:  por  esto  ao  pide  desde  laego  qoe  se  les  exija 
laiMpoBsakiltdad;  pero,  lo  repíle,  ea  sa  oonceplo  la  letra  y  el  es- 
pfrita  de  BOtttraa  k^es  eaigjaa  otra  eosa:  el  Fiscal ,  al  laenos ,  de 
aCiD  nodo  las  oonpreade. 

El  art.  14S  del  Código  peaal  díee  literalmeiUe:  £1  fue  sin  los 
«equisíías  9uc  prescriben  las  leyes  ejeeiUare  en  el  reino  bulas,  bre- 
4Mf  reserifiee  ó  despachos  de  la  carie  pantiíieia,  á  les  diere  curso, 
óioepséiieeure,  será  easti§ado  con  la»  penas  de  pncion  coreeáonal 
fmuUade  300  i  3^000  daros.  Si  él  dctineuenie  fuere  edeeiástico, 
hkpenascridc  estrañamcnío  temporal;  y  en  caso  de  reincidencia, 
to  dc  estrañamicnto  pcrptím.  Lo  que  dísbe,  pues»  discutirse  es  si 
d  rescriplo  de  que  se  trata  estaba  ó  no  sujeto  al  pace ;  porque  es- 
lándolo^  aeiuüla  fuera  de  duda  que  su  puUíeacíou  y  curso  están 
pesados  por  el  Cédígo. 

T  esto  es  poeo  dudoso  en  concepto  del  Fiscal:  d  articulo  segunda 
4a  la  ley  d,  tít.  lU»  lib*  11  déla  Nov.Bec.  dice  que  tan^ien  se  pre- 
unUncaeiecquieira  bulas,  breves,  ó  rescritos,  aunque  sean  dc  por* 
aculares,  que  contuvieren  derogación  directaf  ó  indirecta  dd  Santo 
ConciUode  TreníOf  dicciflina  recibida  en  el  Reino  jf  concordatos  de 
wi  Corte  con  la  de  ñoña,  lo»N0taríatoSpgrados,tUulosdehonor,á 
loe  que  pudieren  oponerse  á  los  primkgios,  ó  regallofidemi  Corona, 
patrontÉ^ée  leyes,, etc.  Tal  es  el  testo  de  la  ley.  Y  debiendo  según 
eila  todo  nsoripto  de  derogación  directa  é  indireota  de  coiy»rdatos  ser 
ptesealaio  al  pa^e,  es  claro  que  lo  debió  ser  el  obtenido  por  D.  Fran- 
tásoo  de  ffwla  A.,  por  cuanto  en  él  se  hiere  al  Concordato  en  unio 
de  sus  puntea  capitales.  Ni  puede  ser  obstáoulo  el  artículo  9  de  la 
ñusna  ley  recopilada  que  dice:  losbreves  dc  Penitenciaria  como  di- 
rigídcc  al,  fuero  interno  quedan ^xcntM  de  toda, presentación;  por- 
que de  él  BÍflaMkSQ  infiere  quecuando  los  breves  ó  rescriptos  se  diri- 
gen sola  al  fuero  eslerno  no  se  libertan  del  pase.  Testóos  tanto  mas 
dígM  de  atención,  cuando  en  el  caso  de  que  se  trata,  no  se  pide  ab-* 
setueioiide  un  pecado  propio,  no  la  tranquilidad  de  la  conciencia  d^l 
esponente,  no  una  cosa  que  debiera  quedar  entre  la  Penitenciaria  y 
el  supüeante  y  á  lo  auno  el  ooafesor;  muy  al  contrario,  el  que  pide, 
lo  hace  para  si  y  para  otros  de  quienes  no  tiene  misión,  y  que  lo 
k)  hice  sin  necesidad  de  tranquilizar  su  conciencia,  que 
[  quedaría  si  la  Penitenciaria  se  hubiera  limitado  á  sus  f^* 

lOMO  XfU  27 


Digitized  by 


Google 


4iO  ICETmTA  D8  LE6»LAGK)lf. 

€Íones,  y  mas  aan  si  é(  hubiera  renunciado  á  la  herencia'»  ya  que  tema 
-escrúpulos  pata  adqtiirMct;  lo  hace  no  para  que  quede  oculto,  ^oo 
bajo  sigilo  sacramental^  sino  para  que  pase  i  ser  un  hecho  ostensible 
y  pübUco;  lo  hace  para  q«ie  5irva  de  base  en  el  modo  de  distribuir 
una  testamentaría,  y  con  la  cláusula  de  que  por  escrito  firnlado  se 
notifique  á  todos  los  herederos  para  que  sepan  á  (fué  ati&nerse.<No; 
Bo  es  para  estos  rescriptos  la  e^cepcioii  de  la  ley:  es  <  solo  para  ios 
dirigidos  al  fuero  interno;  que  son  los  únicos  esceptuados,  y  con  ra^ 
zon,  porque  de  otro  modo  se  comprometerían  Iqs  secretos  de  la  con- 
ciencia. Y  el  juez  del  P al  elerar  su  consulta  debió  conocer  eaál 

era  el  verdadero  espíritu  délas  leyes  recopiladas,  cuando  para  apo- 
yar loque  espone,  cita  la  nota  i3  del  tít.  Ilf  del  lib:  II  de  la  Noy.  Re- 
copilación, en  que  se  declara  que  los  breves  de  secularízaden,  pe- 
didos y  obtenidos  por  Penitenciaría,  no  están  eximidos  del  pase,  por 
no  corresponder  según  su  naturaleza  su  espedicíon  á  la  Peniceaeia* 
ria.  Así  se  hizo  en  tiempo  del  Sr.  D.  Carlos  IV,  en  un  punto  que'ora 
de  infinita  menor  trascendencia  que  el  gravísimo  que  en  mengua  de 
nuestras  leyes  y  de  la  independencia  de  la  soberanía  y  de  la  digni- 
dad de  nuestro  paíd,  se  ha  permitido  la  sagrada  Penitenciaria.  Claro 
es,  pues,  y  conocido  debe  ser  á  todos  el  espírítu  de  nuestras  leyes^ 
como  clarees  en  concepto  de  este  ministerio  su  tenor  literal. 

Por  estas  consideraciones  no  se  está ,  en  opinión  del  Fiscal , .  en  el 
caso  del  art.  3.^  del  Código  penal,  por  mas  que  así  hayan  opinado  el 

juez  del  P y  tma  Sala  de  la  Audiencia  de poco  impregnados 

4et  espíritu  de  nuestro  derecho,  é  interpretandoinalamente  su  letra. 

Dióho  lo  conveniente  acerca  de  este  punto,  pasa  el  Fiscal  i  la 

comunicacioií  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  del  Reino:  Dícese 

en  ella  que  el  Gobernador  déla  provincia  de  L le  participa 

con  refet'eocia  al  alcalde  de  P......  la  oposidoft  de  algunos  pár- 
rocos á  la  ley  de  desamortizacioin  y  la  funesta  coacción  que  ejercen 
en  la  conciencia  de  los  fieles  á  quienes  se  niega  la^bs^lucion,  y  se 
les  amenaza  con  negarles  sepultura  eclesiástica.  Añádese  qae^el  ci* 
tado  alcalde  afirma,  que  al  obrar  así  el  clero  cumple  con  unmaada- 
to  espreso  de  la  Santa  Sede,  cipcunstancia  que  la  Reina  desea  que 
se  tenga  muy  presente  por  el  Ministerío  de  Gracia  y  Justicia,  al  dic  - 
tar  las  medidas  que  convengan  para  afiantatel  cumplimientOide  la 
ley  de  I.""  de  mayo  de  1855. 

Esta  simple  indicación  basta  para  conocer  que  dos  clases  de  ine- 
didas  puede  baber  que  contnbuyan  á  llevar  &  efecto  los  justos  de« 
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seos  de  S«  M.  Uaai  del.órdei^  político  y  admifistr^tivQ,  oediilaft  4e 
gobierno,  medidas  de  administración,  que  no  son  sin  duda  del  resor- 
te de  este  tribunal,  y  acerca  de  las  cque'  np  e$  4e  crees  que  sea  con- 
sultado. El^ot^eroo  espidjendo  circulares,  dando  instrucciones,  re- 
moviendo los  obstáculos  qne  en  la  ejecución  práctica  de  la  ley  de 
I.**  de  mayo  se  encuentren, x^iíP^íl^  li  acción  de  lodos  los  Minis- 
terios para  este  fin,  sabrá  sin  duda  sobreponerse  á  las  dificultades 
que  algunos  poco  resp^tuo^ps  á,la^  Jeyes  3e^  atrevan  á  suscitarle. 
Poderosamente  podra  cohlrtlmir^á-éHo  él  ifimslerio  de  la  Goberna* 
don,  ayudando  á  descubrir  por  medio- de  sus  ajenies  los  delitos  y  ac- 
los  punibles  de  los  que  hagan  una  resistencia  criminal.  Aun  la  par* 
le  que  en  este  camino  puedéloWsfré!  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
<^ia  por  ro^dio  de  disposiciones  generales  de  administración,  no  es 
propia  de  la  consulta  del  tribunal  que  debe  limitarse  á  lo  que  se  re- 
fiere á  la  justicia.  ,. 

El  Fiscal  que  suscribe  ha  tenido  ya  mas  de  una  vez  ocasión  ¿le 
decir  oficialmente  su  parecer  á  algunos  fiscales  de  las  Audiencias* 


Digitized  by 


Google 


m  «BYHTA  »l  UfinLACml. 

forme  pedido.  V.  A.  no  olwtanle  lesblveri  lo  qae  estime  ma» 

jIBtO. 

Madrid  S9  de  abril  de  i888. 

Gnim  ie  li  Sena» 
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lE$  battanie  la  autoridad  que  ejercen  los  Jueeee  de  paz,  para 
que  puedan  cometerte  contra  elloe  los  deUtoi  de  atentado  y  deiaca^ 
tode  que  tratan  lo$  articulo$  189  y  192  del  Código  penalt  Ca$o 
afimudivo,  ¡gué  Tribunales  conocerán  delaicau$a$dee9taeipeciet 

Eq  el  dia  qué  el  Gobierno  con  sm  disposiciones  trata  de  enal* 
tecer  cnanto  sea  posible  la  nueva  instítocion  de  los  Jueces  de  paz, 
creemos  hacer  un  servicio  i  los  suscrítores  á  la  Rituta  y  al  pú- 
blico, poniendo  i  discusión  todos  los  puntos  en  que  no  existen  re* 
soluciones  espUcitas  j  terminantes,  siendo  por  lo  tanto  de  pura  in- 
terpretación lasconsideraciones  y  preeminencias  que  de  la  legislación 
dictada  basta  ahora  sobre  los  Jueces  de  paz  puedan  desprenderse, 
con  objeto  de  desvanecer  las  dudas  que  en  lo  sucesivo  quizá  ocurran 
acerca  del  carácter  con  que  la  ley  ha  investido  á  aquellos  funciona- 
rios. El  epígrafe  que  encabeza  estas  Uneas,  creemos  ocurre  perfec- 
tamente á  nuestro  propósito,  pues  que  solo  la  estension  de  la  auto- 
ridad que  ejercen  los  Jueces  de  paz,  es  la  que  puede  con  facilidad 
dejar  de  comprenderse,  á  causa  de  no  concederles  la  ley  atribucio- 
nes de  ningún  género  en  la  parte  penal  de  nuestro  derecho,  cuyo» 
solo  motivo,  sin  que  hubiera  otros,  bastarla  por  sí  para  hacer  des- 
conocer su  verdadera  autoridad  é  importancia.  Hechas  estas  breve» 
indicaciones,  entremos  en  la  esplanacion  de  la  materia  que  nos 
ocupa. 

iPueden  cometerse  los  delitos  de  atentado  y  desacato  contra  un 
Juez  de  paz  en  todo  caso  y  circunstancias,  ó  soto  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones?  Sobre  ambos  puntos  versarán  nuestras  observaciones 
sucesivas.  El  Real  decreto  de  22  de  octubre  de  1855  en  que  se  era» 
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los  laeoes  de  ptz^  establece  en  su  %ti.  3/  que  dichos  fonciontrioi 
fSfomñ  de  la  misma  oonsideradoa  y  exenciones  qae  los  Alcaides 
de  los  pueblos,  como  quiera  que  estos  por  la  CoastítocioB  y  las  le« 
yes  sean  la  primera  y  principal  autoridad,  donde  no  las  bay  supe- 
riores, de  aquí  que  de  la  citada  disposición  relativa  ¿  los  Jueces  de 
paz  se  desprenda  naturalmente  bailarse  unos  y  otros  en  la  misma  lí- 
nea de  consideración  é  importancia,  por  mas  que  sean  distintas  sus 
atribudones.  El  pensamiento  y  espíritu  que  encierran  las  palabras 
del  Real  decreto  citado,  no  pueden  sin  violencia  referirse  á  otra  cosa 
que  al  rango  y  superioridad  nacidos  del  cargo  que  desempeñan  los 
Jueces  de  paz,  y  como  quiera  que  la  principal  exención  de  que  go- 
zan los  Akaldes  de  los  pueblos  sea  el  considerárseles  como  autori- 
dad en  todo  caso  y  circunstancias  para.poder  bacer  uso  de  ella  siem- 
pre y  cuando  convenga,  ya  al  servicio  y  tn^iquilídad  piiblícos  de 
qoe  eipecialmente  se  kaUan  encargados»  ya  á  la  misma  autoridad  ó 
poder  que  representa^,  cuando  de  cualquier  modo  la  vieren  ultraja- 
da ó  escarnecida,  de  aquí  t^uvünen  que  la  antedicha  disposición  al 
tratar  de  los  Jueces  de  paz,  noba  podido  referirse  á  otras  exencio- 
nes que  las  que  van  apioladas ,  pues  que  no  bay  paridad  ni  aun 
remota  en  las  facultades  de  unos  y  otros  funcionarios,  pudiendo  por 
lo  tanto  dedudrse  con  fundamento  que  lo  mismo  los  Alcaldes  que  los 
Jueces  de  paz  son  autoridades  de  fupciones  permanentes  y  que  con- 
tra nnos  y  otros  pueden  cometerse  los  delitos  de  atentado  y  desaca- 
to. Con  todo,  si  no  bastasen  estas  condiciones,  vendrían  á  corrobo- 
nrlas  la  facultad  concedida  á  los  Jueces  de  paz  de  las  cabezas  de 
partido  por  el  Real  decreto  de  28  de  noviembre  de  1856,  de  susti- 
tuir en  ausencias,  enfermedades  y  vacantes  los  Juzgados  de  primera 
instancia,  el  uso  de  sellos  de  franqueo  en  la  correspondencia  ide 
oficio  para  que  les  autoriza  la  Real  orden  de  19  de  marzo  de  1857, 
concesión  que  si  bien  de  poca  importancia,  no  deja  de  demostrar  la 
tendencia  de  equiparar  los  Jueces  de  paz,  en  cuanto  sea  posible, 
con  las  demás  autoridades  del  Estado,  y  finalmente  el  uso  de  bastón 
eon  borlas  igual  al  de  los  alcaldes,  concedido  por  1^  Real  orden  de 
16deabril  dei897^  que  fija,  en  toda  su  esteosion  la  real,  efectiva 
é  irrecusable  autoridad  que  ejercen  los  funcionarios  de  que  vamos 
hablando. 

Siempre,  desde  la  m^  reippta  antigüedad,  se  ha  establecido  en 
enantes  reglamentos,  leyes  y  Códigos  ban  tratado  de  los  Tribunales 
y  penQú9^Jwe»tff(Í9$  de  cimpopier  los  mismos,  el  distintivo  que 
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liáyan  de  usar,  á  fin  de  ser  reconocidos  y  respetados  en:  todas  partes ' 
de  una  manera  conveniente,  coa  objeto  de  que  bajo  nin^n  pretesto 
pudiera  etopanarsc  ni  inancillai'  el  lustre  y  prestigio  (pie  debe  acom- 
pasar á  todo  ihdivíduo  ó  indiTfduos  encargados  de  velar  por  el  ór* 
den  socia!  'y  distribuir  la  jusficia  entre  sus  conciudadanos,  adOptán-^ ' 
dose  en  todos  los  casos,  con  muy  raras  escepciones,  el  uso  de!  bais- 
lon  como  signo  tierio,  visible  y  universalmente  reconocido  de  juris- 
dicción; aunque  acompasado  de  algún  Requisito  dirigido  á  etitar  su 
confusión  con  el  usado  por  los  particulares.  Siguiendo  él  Gobierne 
este  sistema,  y  al  crear  la  institución  de  los  Jueces  de  paz,  tan  con- 
veniente y  útil  por  cuantos  conceptos  sé  la  mire,  procuró  revestirla 
de  un  signo  demostrativo  de  autoridad  y  armonizarla,  en  cuanta 
fuera  posible,  con  la  de  los  Alcaldes  de  los  pueblos;  á  quienes  ha- 
1)ian  aquellos  de  sustituir  en  la  mayor  piarte  de  los  negocios  judiciales 
que  la  antigua  legislación  les  tenia  encomendados,  disponiendo  af 
efecto  que  los  Jueces  de  paz,  para  ser  en  todo  caso  reconocidos  y 
poder  darse  á  conocer  como  tales,  usasen  el  misnto  bastón  con  bor- 
las que  los  alcaldes,  con  objeto  de  hacer  valer  la  autoridad  que 
ejercen,  siempre  que  el  servicio  público  lo  reclamase,  como  repre- 
sentantes de  la  primera  autoridad  del  Estado  é  inmediatamente  en- 
cargados de  interponerla  en  los  casos  establecidos  por  la  ley.  Queda 
pues  demostrado  también  con  lo  dicho  sobre  el  uso  del  bastón,  que 
los  Jueces  de  paz  son  autoridades  de  funciones  permanentes  ó  lla- 
mados á  ejercerlas  en  todo  caso  y  circunstancias  del  mismo  mo- 
do que  los  Alcaldes,  pudiendo  por  lo  tanto  ser  desacatados  j 
atontarse  contra  ellos.  Una  vez  espuestos  los  ftmdamentos  legales 
en  que  se  apoya  la  opinión  afirmativa  que  sustentamos  acerca  dé  la 
autoridad  que  ejercen  los  Jueces  de  paz,  y  patentizado  que  la  mis- 
ma vá  inherente  á  ellos  siempre  y  en  todo  caso,  queda  bastante 
contestada  la  pregunta  que  antes  hacemos  de  si  podian  cometerse 
los  delitos  espresados,  estando  aquellos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. En  atención  á  ser  el  Juzgado  de  paz  uno  de  los  Tribunales 
establecidos  por  la  ley  con  atribuciones  propias,  cuales  son  las  con- 
signadas en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil)  no  puede  ponerse  entela 
de  juicio  que  las  reglas  del  derecho  común  aplicables  &  los  demás 
Tribunales,  las  mismas  son  referentes  á  los  Juzgados  de  paz  én^ 
cuanto  bacen  relación  á  la  policía,  buen  orden  y  medios  de  repre- 
sión y  castigo;  contra  los  que  turbasen  4le  algún  modo  ó  hnpidiesen 
el  libre  ejercicio  de  su  mimsterio.  Reasumiendo  fas  r<^tiones  es- 
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puestas,  resolta  que  los  delitos  de  atentado  y  desacato  descritos  y 
penados  eo  los  artículos  i89  y  i93del  CMigo^  pueden  lo  mismo  co- 
meterse contra  los  Jueces  de  paz,  que  contra  las  demás  autoridades 
reconocidas  hasta  ahora  como  tales  para  este  efecto,  por  reunir 
coantas  circonstancias  se  exigen  por  la  ley  para  ser  considerados 
como  de  facciones  permanentes  ¿  llamados  á  ejercerlas  cln  todo  caso 
y  drconstaocias.  Para  terminar  nuestro  trabajo,  solo  nos  resta  ha- 
blar de  los  Tribonales  qoe  deben  conocer  en  los  delitos  de  este  6r- 
den  cometidos  contra  los  Jueces  de  paz.  Estos  no  poeden  ser  otros 
qac  Jos  del  foero  comon,  ante  los  cuales  el  Juez  de  paz  contra  quien 
se  kibiese  cometido  el  hecho  punible  de  esta  especie,  puede  y  debe 
producir  la  oportona  querella,  siguiendo  después  el  negocio  la  ^a-» 
milacion  ordinaria,  como  si  se  tratase  de  uno  de  los  delitos  cóma- 
nos de  qoe  continuamente  conocen  dichos  Tribonales^ 

Jamás  el  punto  qoe  abraza  esta  oonsolta  ha  oft'eoido  género  al- 
gono  de  duda  al  qoe  soscribe,  mas  en  primer  lugar,  el  haberlo  visto 
^gnna  vez  impognado  y  contradieho  basta  con  calor,  y  en  segundo 
el  deseo  de  que  se  consignen  opiniones  autorizadas  en  un  caso  en^ 
terzmente  nuevo  y  de  continua  aplicación,  especialmente  en  los 
pueblos,  le  han  movido  á  esplanar  las  razones  en  qoe  funda  so 
opinión  favorable  á  la  verdadera  y  conq)leta  autoridad  de  los  Jueces 
de  paz  (d). 

Pedro  dehando  Ghanillas. 

(!)  No  cabe  nío^n  género  de  duda,  en  nuestro  concepto,  que  los  Jue- 
ces de  paz  son  autoridadAS  permanentes,  y  que  por  lo  tanto  los  atentado)  6 
desacatos  que  se  cometan  contra  ellos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  caen 
baío  la  penalidad  con  que  el  Código  castiga  tales  delitos.  Los  Jueces  que 
deben  entender  en  estas  causas  son  los  que  entienden  de  los  demás  atenta- 
dos Y  desacatos  contra  las  autoridades  del  orden  oifil  judicial»  de  las  que 
respecto  al  particular  en  nada  se  diferencian:  no  creemos  que  sea  necesaria 
querella  en  T^rmia  para  que  comience  el  procedimiento  el  Juez  competente; 
bastará  solo  que  reciba  una  comunicación  del  atentado  6  (tesacato,  porque 
está  obligado  á  perseguirlo  de  oficio.— Xot  Dir^cU>re9  de  la  Revista. 
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DEL  CONTRATO  Á  LA  GRUESA. 

iPuede  el  capitán  eoMümrle  alguna  vm  setire  la$  mereadería$ 
queomducc  á  bardo  del  buque  de  su  mandet-^Yeilaprdkibioimt 
llegase  á  ser  perjuákial  al  cargador,  ¿qué  condmeía  á¿e  observar 
aquel  mandatario  procurando  por  los  intereses  del  dneñodelcarga^ 
mental 

La  responsabiUcUul  de  los  capitaMs  de  loa  baques  mereatles 
con  los  navieros  y  los  cargadores,  debe  medirse»  y  se  mide»  por  la 
alta  importancia  de  sa  cometido.  Hoftra,  vidas»  caudales»  los  teso- 
ros de  la  industria»  todo  esto  se  conOa  &  la  probidad  é  inteligencia 
del  navegante  que  atraviesa  animoso  ios  mares.  Problemátioo  es  si 
el  Código  espaSol  de  Comercb»  como  el  del  vecino  imperio ,  ext-* 
gen  de  este  mandatario  mayor  diligencia  que  la  correspondiente  i 
la  prestación  de  lo  que  se  llama  culpa  leve.  En  su  solicitud  por  que 
la  nave  llegue  cuanto  antes  á  su  destino»  sobreviene  con  frecuencia 
la  necesidad  de  tener  que  arribar  it  otro  puerto»  y  la  de  reparar  el 
buque  para  proseguir  el  viaje.  También  ocurre  de  continuo  que» 
ausentes  el  naviero  y  los  interesados  en  la  carga»  por  falta  de  cor* 
responsales  del  armador  en  el  puerto  de  la  arribada»  y  «n  fondos 
el  capitán  en  país  estranjero  ó  en  apartadas  regiones»  no  puede 
reparar»  rehabilitar  ni  aprovisionar  la  nave.  En  íntimas  relaciones 
boy  todas  las  partes  del  globo  por  el  lazo  fraternal  del  comercio» 
aquel  administrador  encuentra  modo  de  salir  del  grave  conflicto  en 
que  le  pone  fuerza  mayor  insuperable»  acudiendo  al  esoelente  re* 
curso  del  préstamo  á  riesgo  martttmo. 

Este  contrato  aleatorio,  que  guarda  mucha  analogía  con  el  de 
seguros,  porque  los  riesgos  marítimos  son  el  objeto  de  uno  y  otro, 
ha  contribuido  poderosamente  al  desarrollo  de  la  navegación  y  el 
comercio.  Poco  conocidos  los  seguros  entre  los  antiguos»  acudían 
frecuentemente  al  medio  del  préstamo  á  la  gruesa  ventura  que  em- 
plearon los  Rodhios»  y  de  que  se  trata  en  el  título  2,  libro  22  del 
Digeslo,  y  en  el  33»  libro  4.^  del  Código  repetitm  pralectíonis.  No 
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haoeiinmtioMlMlaexMiiÍA«rsie8leeoii(ailo68  real  dedtreeho 
de  g€$Ue$  ó  consensúala  ooaa  úm  ealnv  ea  vasis  «pUcaiáoDei  sobre 
esU  deaooiiueMMi»  le  kitiUda  Mr.  Posget  ea  aot  Principes  de  Droü 
marüime,  publicados  en  1858*  Este  jurUconaalto  califica  después  el 
cambio  maríUmo ,  no  de  coBteato  smala§mtíieo  imperfcclo,  sino  de 
mUalcral,  como  lo  hko  ea  m  tiempo  Mr*  Pothier.  Paréceaos,  sí, 
notable  en  un  escritor  de  tanta  etenoia  cosm)  Eoierigon ,  d  lenguaje 
que  emplea  diciendo  que  el  contrato  del  piréslamo  marítimo  es  mas 
real  que  pcrsoml»  Cualqniera  qae  sea  la  ei»ctitod  cimtífica  y  tec- 
m\A¿es  que  haya  en  estas  ealifioaeioaes,  siempre  resultará  que  el 
préstamo  marítimo  difiere  considerablemente  del  préstamo  oomun 
7  dd  mercantil  terrestre.  Prodaeiendo  aqnel  contrato»  ora  real,  ora 
consensual ,  uq  crédito  priviiegmdoy  y  mediando  inferes  de  gran 
coantia  ante  la  perspecttra  de  riesgos  marltíinos ,  en  qae  no  parar 
ran  míenlas  sos  rígidas  ú^pngnadúreSk  debían  pnevenírse  lamenta* 
bles aboeosy  y  adt^ilarse  preeaneiones  sensatas  en  favor  de  la  mor- 
ral y  de  la  bnena  fé  mercantil.  Esto  és  lo^pie  ka  hecbo  nuestra  ley, 
exígiaido  para  qie  el  contrato  á  la  ^rtMa  aorta  los  efectos  que  se 
proposíeran  les  contrayentes,  la  preaeocía  de  «n  riesgo  indubitable. 
De  olea  suerte  se  convertiría  en  una  m^a  apmsla,  según  la  espre- 
sion  de  Mr.  Corvetto,  sosteniendo  el  prestador  que  el  buque  termi- 
nará Mizmente  su  viaje,  y  lo  conCtarid  el  tomador  deü  dinero.  No 
hay  que  perder  de  vista  que  aquel  aceptó  el  riesgo  de  que  se  trata, 
y  que  solb  mediante  esta  obKgaeion  puede  jintifiearse  el  interés 
náutico,  elevado  por  lo  geUeM^  gravoso  de  continuo,  y  superior 
siempre  d  de  los  demás  céntralos.  DMlgnáronse  también  clara  y 
temráantemente  las  cosas  que  poMían  hipotecarse  al  pago  del  capital 
7  réditos,  salvo  empero  el  dereciio  del  prestador  á  asurar  median- 
te el  contrato  análogo  que  hemos  fnrtieado  antes,  el  importe  de  las 
cantidades  que  se  espone  éperdet  por  él  riesgo  que  tomara  á  su  car- 
go. No  le  parecié  botante  al  legisháor  hacer  esta  designación ,  no 
le  pareció  bastante  que  seemnidetasén  esduidos  de  la  responsabiK'- 
daá  UpoUcarbhniatiea,  los  muebles  que  no  se  inchiyea  en  su  catá- 
logo ,  ó  en  su  lista.  Por  esto,  para  evitar  toda  "suerte  de  dudas  hubo 
de  prohibir  absohitamente  que  se  tomase  dinero  á  la  gruesa  sobre  los 
fletes  no  devengadtis  de  las  naves  -,  ni  sobre  las  ganancias  que  se  es- 
peraran dd  cargamento ,  ni  sobre  los  sabríos  de  les  marineros  bajo 
la  pérdida  de  toda  dase  de  premio ,  siendo  asi  mas  completo  y  daro 
el  derecho  prohRntivo  que  como  estaba  consignado  en  d  capítulo  dS 
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de  ¡as  Ordebai^zas  áé  m\ko  de  i73?.  iazoiM»  póderoBas  áboaa»  es- 
tas importantes  medidas;  ún  las  cuates' podría  atasarse  cod>  &cili- 
dad  de  la  igaoraticia  y  miseria  de  personas  desvalidas  /  oonteniéi* 
dose  también  en  les  lífaHe^  de  la  pnideacia ,  al  cfue  sonando  ganan* 
cias  coantiosas  quiere  espoíierse  ¿  tma  ruina  probable  por  lo  menos. 
La  ley  ha  proclamado  finalmente  de  nna  manera  absoluta^  que  e) 
riesgo  marítimo  es  condldos  y  fundamettto  esencial  é  indispensable 
del  contrato  de  gruesa  venüirai 

Pero  volvamos  al  capManque^ntra'de  arribada  en  un  puerta 
con  averias  consíden^es  en  el  buque  de  su  mando,  y  carece  de 
fondos  y  de  crédito  para  reparar,  pararehabilitar,  para  aprovisionar 
la  nave  y  lievaria  á  su  destikio»  cumpliendo  religiosamente  el  con- 
trato de  fletamento.  El  $abe  que  pve4e  tomar  á  préstamo  las  canti- 
dades necesarias  para  diokas  atenciones  y  que  tiene  el  deber  deba- 
cerlo,  como  ánico  medio  kpk  que  Isscireunstancias  le  deparan  para 
surgir  cuanto  antes  en  el  puerto  i  que  se  dirige  I4  éspedicion.  Pide 
en  efecto  apréstame  la  caítidad  que^  segün  presupueslo,  cuestan 
las  obras  de  la  reparación,  rehabiiitacioff  y  aprovisionamíanto  d&  ia 
nave,  sin  las  cuales  es  nnposibie  darla  vela  en  vuelta  de  sudestino^ 
hipotecando  para  ello  las  tres  euartas  parles  del  cuerpo  y  quilla  del 
buque  siniestrado. 

Estos  objetos  no  bastan  sin  embargo  para  indemnizar  al  presta- 
dor del  capital  y  del  interés  náutico^  ya  que  prescinda  del  ordinario 
que  aquel  devengue  en  la  eventualidiMide  mora  ó  negligencia»  por 
que  respecto  á  su  p^go  hay.una  acción  personal  común.  Ocúrresele 
así  las  cosas  al  capitan  qjue  puede.constíbuirseel  préstamo á  la  gruesa 
conjunta  ó  separadamente»  sobre  el  barco,  veláuien,  ai'mam^nto, 
vituallas  y  mercaderías;  y  us^nda  d^  Ja  facultad  consignada  en  el 
artículo  817  del  Código  de  Comercio,  ofrece  -también  esta  última  ga- 
rantía al  prestador,  en  la  initeUgencia  de  qua  procura  por  los  inte-  . 
reses  délos  cargadores.  Pero^  á  no  sapf^feeciona  el  contrata  ¿  la 
gruesa,  porque  reparan  las  parces  <^p  trayentes^  la  prohibición  res- 
pectiva del  otro  artículo  631  del  QkUg9», prolongándose  el  críticO' 
estado  de  Is^.espedicion,  6,  se  espopQ  el  prestador  á  qup  su  póliza  na 
produzca. oportunamei^te fuerza cj^utiva  paratrab^r  embargo  en 
las  mercaderías»  de  lo  que  suministra  acunas  lecciones  la  esperien- 
cía.  Cuando  aludimos  lá  doloposos.de^engáuost  pra^§s  de  que  hay 
tal  cual  vez  equivocai^íon  ó  error,  siquiera  indiscuipable,  en  iai^i- 
teligenci^  de  Ws  ar.ticulo3  671  y.8i7  del  ¿ódigo^ .  Veamos  ajiora  .si ; 
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eiciste  en  eMós  hattthtomia.ócoQtvadioiebB  quit  atgtfaos  suponen  si» 
motivo,  ea  nneslro  sentir,  y  iacoadaoia'qae  debe  observar  ei  capí*, 
tan  en  el  eslranjero  ó  en-climá»  remeto»,  ciando  el  cáseo,  aparejos:, 
TeUniea,  armaineato  y  vitaallas  dél'biMiae  nogimatioen  saficiente- 
mente  la  cantidad  que  solióHa  á  próstame,  y  e(  ialerés  ó  premio  del 
riesgo  marítima. 

En  la  Ubre  disposición  que  de  sas  cosas  compete  al  da^>  se 
comprende  el  derecho  deshipotecarlas  y  darlas  en  preada  por  su 
propia  conveniencia.  Ordinariamente  ningtiaa'otra  persona  está  fá- 
cuitada  para  imponer  tales  ^rarvimenes  ekila  propiedad  ajena,  y 
dedmoa  qiie  ordinariamente,  para  satvár  los  vasos  en  que  la  ley 
supone  un  poder  gresnnto  del  dueSo,^  sKorg^nde  ella  misma  esta  au* 
tortzackm.  El  articulo  8i7  concede  qvm  paeda  constituirse  el  prés- 
tamo á  la  gruesa  sobre  el  baq[«e,  velamen^  anpamento,  vituallas  y 
mercaderías  cargadas;  pero  como- toda  suposición  para  que  sea  ra- 
zoi»Ue  ha  de  tener  términos  hábiles,  sigúese  necesariamente  que 
aquella  bcultad  se  refiere  al  dueio  de  los  objetos  muebles  que  se 
quieren  hipotecar ,  6  ai  .administrador  ó  encargado  á  quien  la  ley 
otorga  este  derecho  en  interés  de  personas  aueentps.  El  capitán  es  6 
DO  propietario  de  las  mercaderías  tjae  se  haBan  á  bordo.  En  el  pri- 
m^  caso,  por  esta  oonsideraciGa  ó  por  la  de  apoderado  del  carga- 
dor, si  tiene  aukMrizacion  especial  sayí!,  constituye  válidamente  el 
préstamo  á  la  gruesa  sd)re  los  efectos  de  que  tratamos:  pero  en  el 
segundo  bo  puede  hacerlo,  porque  carece  de  poder  del  du€»o,  ora 
espreso,  ora  presunto  en  virtud  de  dispoéicion  legal;  y  si  lo  hiciese, 
nula  la  hipoteca,  carecería  el  prestador  de  la  acción  que  le  compe- 
tiera si  DO  adoleciese  de  este  tícío  el  gravamen  inpuesto.  El  capi- 
tán está  facultado  por  la  ley  par»  tomar  dinero  i  la  gruesa  so- 
bre el  casco,  quilla  y  aparejos  desboque,  porque  tiene  interés  en 
ello  el  naviero,  y  porque  es  obligación  suya  derivada  del  contrato 
de  fletametato,  procurar  i  todo  trance  que  la  espedicion  Hegue  á  buen 
puerta,  y  se  entreguen  las  mercalderiasiá  sus  doe&os,  é  consignata- 
rios. T  para  en  et  caso  de  que  no  sattiese  efecto  el  arbitrio  propues* 
todd  préstamo  á  la  gruesa  ventura,'  s^  le  antoría  por  el  misino 
artfculo644del  Código,  á  eobaroano  de  ia  parte  del  cargamen- 
to que  baste  á  cabrir  las  necesidades  H|as  apremiantes.  Según  esta 
disposición  y  k»  principios'  de  derecho,»  esúederia  visífotemente  el 
capitán  de  sua  alribucioDes^  tomando  á  préstame  á  riesgo  marítimo 
sobre  las  mercaderías  cargaéasv  siéq«e  pndiqra  trabarse  ^eoucioa 
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en  ellas  por  Tirtnd  de  la  aocioft  feal  6  hipotecarMHBolritína  y  m 
que  resultase  tanpoco  obligado  el  lúiviero,  ó  aroiador  por  la  abusi- 
va coDdttota  de  sa  mandatario.  Los  artkiilos  38  y  39,  eapftato  94 
de  las  Ordenanzas  de  Bilbao  de  i  737,  establecieron  sostanciafaMBle 
el  mismo  derecho  qne  el  consignado  ea  el  644  del  €ódigo.  Nada  se 
dispaso  sobre  esta  materia  en  el  célebre  Libro  del  Consulado  qne 
elogiaron,  no  sin  raion  y  sin  juslicía»  Grocío,  Vinnio  y  o^os  pibli* 
cistas  y  lorisconsiiltos,  parque  alU  no  se  Irafta  de  verdaderos  oambioB 
marítimos;  sino  de  contraías  oomones  qne  deparan  contra  d  presta* 
dor,  acciones  mistas  que  pueden  ^eicitarse  después  de  la  pérdida 
de  los  objetos  hipotecados.  Pero  nooea  antes  de  la  codificación  mer-- 
cantil  de  1829,  se  creyó  que  en  la  facultad  concedida  al  capitán  pa^ 
ra  enajenar  las  mercaderías  de  á  bordo  eo  momentos  supreiuos,  se 
comprendiese  la  de  hipotecarlas  alcumplienienlo  de  los  oonlratos  á 
la  gruesa.  El  mismo  derecho  creemos  introducido  por  los  artículos 
934  y  236  del  Código  det  veekio  Imperio,  pues  la  Tacuiiad  de  empe- 
ñar y  vender  las  mercaderüís  eeocedida  disyuntivamente  al  capitán, 
no  equivale  á  la  de  constituir  sobre  ellas  préstanms  á  fai  gruesa. 
Nuestra  ley  se  propuso,  sin  embarga  evitar  todo  Unage  de  dudas 
é  interpretaciones,  prohibiendo  á  los  capitanes  por  el  Mtículo  671 
hipotecar  el  cargamento  á  la  seguridad  de  estos  contratos  aleato* 
rios,  y  declarándolos  nulos  respecto  á  las  mercaderías. 

Por  el  817  se  espresaa  las  oosas  muebles  sobre  que  puede  pres* 
tarse  á  la  gruesa;  per  el  644  las  faonllades  del  capitán  en  ciertas 
casos  para  enajenar  parte  de  aquellos  objetes.  Últimamente  sí  por 
la  importancia  de  esta  atribacioa  pudiera  creerse  comprendida  en 
ella  la  de  tomar  dinereá  la  gruesa  sobre  las  mercaderiasf  estas  da* 
das  deben  desaparecer  éompletamente  ante  el  testo  del  referido  ar* 
tículo  67i.  No  puede  ti  e§pikm  ímnOif  dM0ro  á  lagmeña  sobre  d  car* 
gametUOf  y  éa»o  de  haéerlo  teráinefiem  eleoiUraUy  con  reepeeto  á  eis- 
te.  No  cabe  uiaprohibicioo  mas  terminante  queesohiye  todo  débale 
en  orden  al  art.  8i7,  y  evita  acodir  &  los  principios  que  dominan 
la  materia^  para  poner  eniarmonk  dos  lugares  lej^les  que  lejos  de 
contradecirse  se  distinguen  por  sn  darídad.  En  nuestro  dietánum 
no  admite  duda  lo  que  vamos  eq^oniendo,  por  mas  qne  ocurran 
préstamos  ala  gruesa  hechos  per  el  capítaa  sin  caráotor  de  sobre- 
cargo  ni  apoderado  de  los  interesados  m  las  mercaderías,  sóbrelos 
objetos  de  la  lista  éá  ui.  817..  Bates  cases  no  probarán  mas^  síiia 
que  hay  actnsqueno  pdaduoenoUigaeien  dril  ni  natnml,  »ií  em- 
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Inrgo  de  haberse  propaesUy  de  buena  fé  las  partes  contratantes  Tor- 
malizar  un  contrato  ^Kdo  J  eficaz. 

Reparando  y  habilitando  el  capitán  el  baqne  de  sn  mando,  ó 
propoñnonándcoe  fondos  para  ocurrir  i  estas  indispensables  obras 
sin  traspasar  los  límites  qne  el  derecho  le  prescribe,  desempeña  un 
deber  inehidible  y  consulta  los  ratereses  del  naf  iero  que,  noticioso 
del  snúestro,  harn  como  persona  prudente,  lo  mismo  que  cumple 
hacer  &  su  mandatario  en  las  espresadas  criticas  circunstancias.  El 
contrato  de  fletamento  impone  i  entrambos  la  obligación  de  tras- 
portar las  menaderias  al  punto  convenido  del  globo ,  así  como  al 
fletador  b  de  satisfacer  exactamente  el  precio  pactado.  Fué  preciso 
que  tiniese  Colón  á  prolongar  los  limites  del  mundo,  para  que  se 
desarrollara  y  trasformase  el  comercio  marítimo;  pero  ni  fué  muy 
apremiante  ni  se  sintió  la  necesidad  de  leyes  especiales  en  los  prí* 
meros  tiempos  de  aquel  célebre  soceso.  La  TI,  título  18,  Pa^ti* 
da  3.\  contiene  un  elegante  moddo  de  pólizas  de  fletamento  que 
pnede  acomodarse  á  los  menesteres  iel  comercio  que  se  emprende 
por  medio  de  la  navegación  de  altura.  Los  puertos  de  Lisftana,  Atoa- 
dlo, Cofttfia,  Santander  y  Sevilla  son  los  que  ae  le  ocurrieron  po* 
ner  al  augusto  hijo  del  Santo  Rey  de  CafstBIa  como  ejemplo  de  los 
viajes  de  su  siglo  por  los  mares  del  Océano.  T  volviendo  k  nuestro 
asunte,  pcnr  lo  mismo  que  incumbe  al  locador  ó  fletante  evitar  la  in- 
navegabilidad  del  buque,  ó  buscar  otro  que  reciba  h  carga  y  la 
portee  4  su  destino,  si  no  pudiese  continuar  el  viaje  la  nave  fletada, 
se  justifica  grandemente,  no  soló  la  conveniencia,  sino  la  necesidad 
en  que  está  el  capitán  de  reparar  y  habilitar  el  barco  siniestrado,  to* 
mando  á  la  gruesa  sobre  el  mismo,  el  dinero  ó  los  valores  que  recla- 
men estas  obras.  Seria  injü^  que  averías  que  sobrevienen  al  casco, 
aparejos,  arreos  y  pertrechos  por  fuerza  mayor  insuperable,  ó  por 
vicio  propio  de  estos  objeto^  se  comunicasen  á  las  mercaderías,  por 
cuya  conducción  ó  trasporte  hay  que  pagar  el  flete  estipulado.  Se- 
mejante jurisprudencia,  introduciendo  el  desorden,  la  confusión  y 
la  ineertidumbre,  aniquilarían  toda  suerte  de  comercio  marítimo. 
Cada  palo' aguante  su  Vela,  es  una  especie  de  reirán  náutico,  de- 
biendo reputarse  como  la  sihtesls  dt  parte  de  un  tratado  jurídico 
sobre  responsabilidad  por  perjuicios  sufridos  en  las  cosas.  Claro  es 
que  hacemos  ahora  compteta  abstracción  dé  las  obligaciones  y  de- 
rechos que  nacen  de  la  naturaleza  de  láa  averías  sufridas  por  las 
WftB-Si  optracmes  maiiiiera»  tmftiimúUB,  6  onai^ribada  tbv- 
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zo^  ó  $iiuestro3  ocurridos  ea  d  buque  y  sus  acce«ofÍQ8^  quostitu- 
yea  avería  gruesa  ó  común,  puntos, soa  estoa  que  habrán  d§  discu- 
tirse y  resolverse  en  ti^qipo,  forma  y  tribunal  competentes. 

.3e  objetará  queja  lacultad^de  venderla  parte  oecess^ria  del  car- 
^amepto  en  el  caso  espres^do  al  reipate  del  jart  644  del  Código ,  es 
jnas  cofisiderable  ,q)i^  la  d^  ^vm  i,  préstamo  á.  riesgo  marítimo 
sobre  Is^.mercafle^as,  ^^  <^ncl|iir  que  llegan^  este  supremo 
^so,  puede  el  capiUo  bipotec^la^  al  cumplimiento,  del  «contrato 
especial. rifo. es  fipl^c£Ü)l3..^  mi^st^o .^untp  )a  regla  de. derecho  de 
<ínqn  deket  cui  plus  iktí, ,  qfii^d  miims^nofi  licere,j>  porque  el  juris- 
«pasulto  Ulpiano-,  (>,  )^.l^y,d€j  DigQs^,  Suponen  la  ausencia  de  una 
prohibición  fílosóticá  y.teri]¡iinaate,  coinq  la  del  art.  071  del  Código 
4^ Comercio,  Por  x^tr.^.parte  pued&.n^egf r^e  que  se^^  ipas  ardua  por 
regl9.geperallafa^ult94;de.yptdVr.^.carg^mento^  que  el  tomar 
presiado  spbre:el  imsmp  á,la  gruesa  ventura.  Enajeoaidas  las  mer- 
caderías para  sij^bve9ir  á,la$  necesidades  del  buque  ^  el  propietario 
.«s  un.apreedor,  del  Kia^yÁ^roj^e. debe  pagarle  inescjusablemente  el 
precio  que  lografiftnjkquell^srenel.puertQ  de  la  descarga.  Constre- 
.  aído  el  du^nq  d^  Is^  meroadQrí^s  i  ir  ^  socorro  de  la  propiedad  del 
4et2(ntevtan  in justo. serjéjipi^  ef^aje«i^das  aquellas  corriera  el  carga- 
dor el  de^gp  de. Id  pérdida  (4elbuque^  cpmo  que  llegando '  éste  á 
t)iuen  puerto,, tuvf era  qu^  pagar  ii^tere^es  crecidos  por  préstamos 
.  hechos  en  beneficio  dC;  la  naye.^^i  con  |psxontrat06  4  ii. gruesa,  ni 
*8in  los  ^i^  seguros  Y^  mejorados  a4(uiral^lemente^  po4ria  sostenerse 
hpy  un  vasto.comercio,  Pqc  últiqío,,  d^eel  momento  de  ía  en^e- 
uapipn  de  las  merq^d^ri^s ,  deyan  de  estar,  ella^  en  ríesgjo ,  faltando 
asi  la  basje  en  que  descansa  lesencial/neate  el  préstamo  marítimo. 
Los  comentadores  de  la. Ordenanza  francesa  de  i 681,  discurriendo 
por  estos  priucjpios ,  sost/enjan  qde  ^1  cargamento  vendido  por  el 
oápitan  era  ot^eto  de  un, contrato  forzoso  i  la  gruesa;  pero  distin- 
guidos joriscpn^ultoadel  mismo  país  s>e  encargaron  de  demostrar, 
y  demostraron  ^üí  el  siglo  pasado,  .el  graye  error  en  que  incurrierau 
aquellos  renombrados  esQríjtor^a. .; 

Ni  hay  coníradiíjqioíi.pptrf  \(^  ajrís.  ^§17  y  4^4  y  671  del  Cíidi^o, 
Ai  puede  negarse  qi^^e  M^  ¿spi:esamep(e  prohibidp  al  capitán  tomar 
dinero  á  la  grues^,§pbre  jíi^  n^ejrcaderias  que  lleve  á  bordo  de  jsu 
buque.  Si  lo  IMoiese^  4<^^^$^^íf^iHü.P  pot  lo  tocante  ^1  carga- 
mento que  no  qgi^Jíip9|e<^doj  ni  a,líí^go  de  i/jtereses  náuticos  ü 
oxdinarip^^  P4  ^l  d^.p^rA^.i^l^ij^  4s(¡^ftal,  C^lpable$.el  pr^^or 
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y  d  URmáaF,  qae  saben  eiirMibca|fi.probiMcioad^laJey^  w  puede 
«xigir  el  primero  a|  capitaa  ísm  que  l»r4av9tucioQ  del  pfiíicipal  m^ 
preoiio  ó  rédito  aigUQO.  Cierto  que  el  lomador  se  1^  utilizado  de  la 
M»Dlídad  recibida ,  «y  que  el  «si^Q  afeMCta  tan  solo  á  nao  de  los  cul- 
pables; pero  no  hay  otro  medio  de  oool6aer:á. los  prestadores  ea  el 
coto  ó  Iteile  trazado  por  el  d6r«oho,  f  $i  el  capita.a  fuese  iasolveor 
te»  DO  hay  accton  coat^a  elxllieSode.ja  aar^poc  virtud  de  los  actos 
de  acpiel  Hiandatano  ^  debieQdp  imputarse  á  sí  mismo  el  prestador 
bs  cooseciiencias  do  su  ligei^2^.é,kregular  oouduota.  Eu  los  artícu- 
los 621,  6á3 ,  6^  y  624  del  Código  está  híaa  determinada  la  aatu- 
nteza  de  la  acdoa  que  ilega  é  omestrps  dias^coa  el  c|oqocido  uooibre 
dé  exercUoiia.  Ni  euaado  ella  se  jatr^ujo  quedaban  obligados  los 
narkroB ,  ni  ahora  en  nuestra  éfiH^  tampoco  r  siempre^  que  los  ea- 
pitánes  se  escediesen  de.susi  Aaluiiales.atribtteioaes.'  Las  clases  pa- 
tricias y  de  cabailecos  romanos  elufii^n  la  ky  qnaia^  prohibiera  de- 
dicarse á  toda  suerte  de.  coioer^,  prienda  al  frente  de  sus  esta- 
bfecimienlos  terrestres  ó* m^rítioMu,,  individuos  suj/stos  al  dominio 
de  aquellos  seSores/  cap.  1^  nombras  d^  imtUor  ó  $xercitor ;  pero 
habiendo  conquistado  esta  proresii^  |a. importancia  y  el  lustre  que 
la  oorrespondeo.deider^cbo»  y  f^om  de  coatí nuo.  en  nuestra  socie- 
dad aristocracias  legttimas,  porque,  proceden  del  trabajo  y  del  ta- 
lento, elorígendelaaccionnáttticaiy  de  la  terrestre  á  que  aludi- 
mos, ha  quedado  6olo  para  sati^Cacer.  iina*  curiosidad  puramente 
faÍBlórica,  y  discurrir  sobre  Ja  oiviliz^ion  paral^a,  digámoslo  asi, 
de  las  diversas  edades^  Ix»  efectos  de  laaodon  ex^rcUonc^  son  Ips 
flásmofi  hoy  que  surcan  los  marea  buques  magníficos  de  vela  y  de 
vapor,  que  cuando  ceñíais  las  costas  del  1 0céano  aquellos  navios 
que  el  Bey  ^iibio.de  Castilla  compara  en  la  ley  8.%  ti4,.  24,  Parti- 
da í  2,  «í  caballo  lumgQé^d^ado  i  bicth^e^ho,  y  también  cuando 
desconocido  este  mar,  para  .^l.QOfv^rcip^  1^  naves  tirias,  chodias.y 
ranaaafi  cruzaban  solamente  el  JMediterrái^eo. 

Heaos  llegado  al  #a^  an^  f  rppi^to  de  que  no  sean  bastante 
ganmtía  para  el  pr^i^tador ,,  el  .i^^isco.^,  ftpar^os  y  demás  que  el  ca- 
pitán puede  hipotecar  .ái  la  sc^gitridad  del  p^f  de  la  suerte  principal 
y  del  intefés  oá^úco^  Él  ^rt.  644  del  C6di¿o  le  depara  el  medio  de 
«nbrir  la»aecesidades  da  abso.^tt^urge^tCiaijiQícIji^jendo  nosotros  en 
«slacnentalasgMosindispieAsableá  para  qo^  puedft  continuar  el 
boque  la  vuelta  de  su  destino*  Gonsi^t^.el  enunciado  arbitrio  en  la 
TOBla  de  JaparteÍAdifipens^le  d^l  oargamppto,. debiendo  verificar- 
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96  eo  [Hiblica  subilla  eon  autorinMft  j«ficiil.  Pireceqae  el  oapi^^ 
tm  tiene  trazada  asi  la  Utea  de  eondecla  qoe  debe  obscarrar  e&  Uh 
das  las  e?ealaaKdades,  y  sin  endiarge  es  inoaestíonaUeqoe  surgen 
frecoentemente  dadas  sebre  el  moda  de  oonsnltar  y  proeniar  aqnel 
mandatario,  por  los  intereses  que  le  están  enoomendaidos.  Una  mala 
Tenta  de  las  mercaderías,  6  la  renuncia  de  un  precio  ventejosa  en 
el  mercado  á  que  se  dirige  la  espedicien ,  ocasionaria  ¿  yeces  al 
propietario  mas  perjuicios  que  el  lomarse  prestado  i  la  gruesa  sobre 
su  cargamento.  Aserrándose  casi  siempre  los  capitries  de  estos  con- 
tratos marítimos,  hay  ocasienefren  que  el  estado  de  los  negocios 
mercantiles  de  las  plaxas  permite  lograr  el  dinero  6  los  valores  aeoe- 
sarios  á  un  predo  6  iMerés  muy  cómodo.  Pw el  art.  109,  tít.  1/» 
libro  2dd  Código  de  Comereío  del  vecino  imperio,  se  debe  al  dauo 
de  las  mercaderías  vendidas  el  precio  que  tendrían  otras  de  fat 
mikna  clase  en  el  puerto  de  la  descarga ,  y  si  naufragase  el  buque, 
el  que  lograran  en  el  de  la  arribada.  Gen  esle  derecho  no  sofreel 
cargador  lesión  alguna  en  sus  intereses,  porque  si  bien  ea  cierto  que 
perdiéndose  el  buque  no  tendría  que  salisAicer  nada  por  el  capital 
y  premios  del  préstamo  marítimo,  log^  ahora  que,  vendidas  las 
mercaderías ,  se  le  pague  por  el  naviero  el  predoque  aquellas  con- 
siguieron  en  el  puerto  de  la  arribada.  Llegando  al  de  su  destino,  se 
libra  también  de  los  intereses  náutieos,  y  consigue  por  la  parte  ena- 
jenada del  cargamento,  el  valor  que  aleancase  en  el  puerto  á  que 
se  dirige  la  espedicien*  No  es  esto  lo  que  se  establece  en  nuestro 
Código ,  superior  al  firancés ,  según  opiéiones  muy  autorizadas.  El 
art.  93S  declara  averia  nimpl»  ó  partiaUai'  el  menor  valor  que  ba« 
yan  producido  los  géneros  vendidos  porel  capitán  en  una  arribada 
forzosa  para  pago  de  alimentos  y  salvarse  la  tripulación ,  ó  pan 
cubrir  cualquiera  délas  necesidades  que  ocurran  en  el  buque.  T  por 
01*986  se  considera  pvesaé  común  ti  mecoscabo  que  resultare  en 
el  valor  de  los  géneros  que  fuese  preciso  Tender  en  dicha  arribada  á 
precios  bajos ,  para  reparar  tí  buque  del  daSo  recibido  por  cual- 
quiera accidente  que  pMenezca  á  la  clase  de  averías  gruesas.  Tales 
son  para  el  cargador  las  consecuencias  de  la  venta  de  las  mercade- 
rías que  el  capitán  puede  hacer ,  en  uso  de  la  facultad  de  la  segun- 
da parte  del  art.  644  de  nuestro  Código.  No  nos  proponemos  ahora,, 
ni  examinar  la  conveniencia  de  la  decoración  del  art.  935,  ni  com- 
parar estas  disposiciones  con  lad  citadas  del  derecho  francés.  Sola- 
mente observaremos  que  puede  hidier  mochos  easós  eaqueseafur». 
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ferible  a)  propierarío  de  las  mer candas  que  se  tome  dinero  á  la 
gruesa  sobre  ellas ,  que  sufrir  el  perjuicio  del  menor  ralor  de  las 
mismas,  ya  por  sí  solo,  6  con  los  demás  interesados  en  la  nave  y 
cargamento.  No  se  pierda  de  vista  que  hasta  el  rédito  ó  premio  náu- 
tico ,  si  procediese  la  hipoteca  de  que  tratamos ,  deberia  ser  en  al- 
gunas ocasiones  de  cargo  de  dichos  partícipes  ó  interesados  como 
ovctící  gruc$a  6  cornutn. 

Parécenos  que  al  acudir  el  capitán  al  Tribunal  del  puerto  de  la 
arribada  en  e)  caso  de  la  segunda  parte  del  art.  644,  debe  esponer 
su  juicio  acerca  de  si  seria  ó  no  mas  conveniente  al  propietario,  to- 
mar dinero  á  la  gruesa  sobré  la  parte  necesaria  del  cargamento  que 
enajenarla  ó  venderla  en  pública  subasta.  Opinando  en  aquel  senti- 
do, se  obtendría  que  el  Tribunal  proveyese  de  defensor  al  ausente 
propietario  de  las  mercaderías,  y  que  á  solicitud  suya,  y,  previa  la 
oportuna  justificación,  se  le  autorizase  para  adoptar,  como  mas  ven- 
tajoso el  primero  de  dichos  dos  espedientes.  Lejos  de  infringirse  la 
ley,  se  atacarían  "y  practicarían  así  los  principios  dé  justicia  y  de 
derecho.  Quizá  se  diga  que  no  hay  establecido  un  procedimiento,  á 
que  pueda  sujetar  la  instrucción  de  las  diligencias  que  entonces  sur- 
girían; pero  lo  mismo  sucede  relativamente  á  las  también  judiciales, 
que  tienen  lugar  de  continuo,  según  mas  de  veinte  artículos  del  li- 
bro 3.^  del  Código  que  trata  del  derecho  marítimo.  Aquellas  como 
éstas  se  practicarían  conforme  á  la  jurisprudencia  en  la  actualidad 
vigente,  dado  que  no  es  uniforma  en  los  Tribunales  de  comercio,  y 
en  los  Juzgados  de  primera  instancia  del  litoral,  cuando  conocen  de 
los  negocios  de  aquel  fuero.  Casi  todas  éstas  actuaciones  pertenecen 
á  la  jarisdiccioa  vohintaria»  en  orden  á  la  cual  guarda  completo  si- 
lencio la  Ley  de  Enjuiciamiento  niercantil.  Materia  es  la  que  aca- 
bamos de  eounciar,  y  la  de  la  organización  de  estos  Tribunales  que 
reclaman  nuevas  disposiciones^en  consonancia  con  los  progresos  de 
la  época  y  lo  que  nos  ensena  la  esperiencia.  Para  tomarla,  se  nece- 
sita ensordecer  á  pretensiones  de  clase  que,  trascendiendo  á  goticis- 
mo, se  entablan  á  vueltas  de  protestas  ó  poco  sinceras,  ó  escasas  d6 
)5gica.  La  jurísdiccion  asesorada,  ó  tos  jiíeces  legos  de  derecho  no 
pueden  defenderse  hoy  con  razones  propiamente  dichas.  Son  prefe- 
ribles ]o^  juzgadores  puestos  en  los  puertos  ó  en  los  oíros  lugares 
queMH  ribera  del  mar,  ante  quien  vienen  lot  navieros  en  pfd* 
to,  etc.  álo9  Priores  y  Cónsules  y  el  Tribunal  de  alzadas  creados  en 
Burgos  por  los  Reyes  Católicos  al  finar  del  siglo  XV.  Introducida  la 
TOMO  XVI.  29 
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jurisdicción  consular  en  esta  otra  Corona,  á  vueltas  de  injustas  im- 
putaciones  á  una  clase  importante  y  noble,  que  no  era  responsable 
del  defecto  de  las  leyes  del  procedimiento,  se  autorizó  á  los  Magis- 
trados mercantiles  de  la  insigne  ciudad  de  los  Jueces  de  Castilla, 
para  conocer  de  los  fletamentos  de  los  buques  que  salían  de  los  puer- 
tos de  Vizcaya  y  Guipúzcoa  y  délas  villas  de  la  costa  y  merindad 
de  Trasmiera,  pero  asunto  es  éste  que  reclama  artículo  aparte. 

RaoM  4e  Stluí  Alveir. 


DERECHO  CIVIL. 


ARTÍCULO  8.* 

aLos  derechos  de  la  sangre  no  pue  • 
nden  destruirse  por  ningún  derecho 
Dcivil.» 

LeySfff.  dereg.jur. 

«Es  principio  cierto,  que  la  felici- 
»dad  de  un  Estado  consiste  en  que  los 
nparticulares  oo  sean  muy  ricos,  por- 
»que  los  demás  se  reducen  á  jornale- 
»ros  suyos,  mendi^,  no  se  casan  y 
»el  Estado  se  disminuye ,  mientras  los 
»ricos  se  enervan  con  la  disipación, 
Dcon  la  gula  j  otros  ?idos.»Gampoma- 
nes ,  TrataJo  de  la  regalia  de  amor^ 
Hsadon, 

Si  es  generalmente  sentida  la  muerte  del  sabio,  lo  es  doblemen- 
te para  mí  la  del  catedrático  de  Salamanca  D.  Francisco  Gastans, 
porque  me  ha  privado  del  placer  que  hubiera  tenido  en  ver  conclni- 
da  la  impugnación  que  se  proponía  hacer  de  mis  escritos  sobre  ^ta 
importante  materia. 


(1)    Véanse  las  págs.  57  y  i9S  del  tomo  XIU,  154  y  419  del  temo  XIY, 
23  y  241  del  tomo  XY^  23  de  este  tomo  de  Revista. 
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^  embargo  de  que  sus  ideas  eran  contrarias  ¿  las  mias,  hubie- 
ra tenido  un  particalar  gusto  en  verlas  controvertidas  en  el  campo 
de  nna  ilustrada  y  rasonada  disensión,  porque  esta  es  la  mejor  ga» 
rantiá  del  acierto.  Nunca  me  han  disgustado  las  inpugnaciones, 
porque  estoy  en  la  idea  de  que  el  escritor  que  no  tiene  ánimo  para 
sufrir  la  crítica  6  la  censura  de  sus  obras,  debe  tirar  la  pluma,  por- 
que nunca  hará  cosa  buena. 

Debo  ante  todo  manifestar  mi  agradecimiento  por  la  moderación 
y  la  templanza  con  que  ha  combatido  mis  ideas  el  señor  Castañs» 
y  sobre  todo  por  la  justicia  que  ha  hecho  á  mi  posición  y  á  la  inde^ 
pendencia  de  mi  carácter,  creyendo  que  son  hijas  del  convencimien- 
to y  que  no  llevan  otro  objeto  que  el  de  la  felicidad  general. 

El  ejemplo  que  nos  ha  citado  de  las  provincias  de  Navarra,  Viz- 
^ya,  Aragón  y  Valencia,  si  algo  prueba,  es  que  en  aquellas  pro- 
vincias los  bqos  segundos  son  tanto  ó  mas  desgraciados  aunque  en 
Catalana,  y  que  su  legislación  foral  en  materia  de  sucesión  forzosa 
necesita  de  ser  reformada  con  arreglo  al  «Proyecto  de  Código  civil 
espand»  en  beneficio  de  aquellos  desgraciados,  que  forman  la  gran 
masa  de  la  nación. 

Se  nos  cita  la  ley  16,  tít.  13,  lib.  3  de  la  Recopilación  de  Na- 
varra, que  dice  que  cumple  el  padre  con  dejar  al  hijo  una  robada 
4e  tierra  en  los  montes  comunes  j  la  cantidad  de  cinco  sueldos;  pera 
se  ha  omitido  decir  que  esta  ley  no  invoca  para  ello  capítulo  alguno 
del  fuero  general,  sino  el  uso,  estüo  y  costumbre  meoncusa  é  inviV 
lablemente  observada  de  tiempo  inmemorial;  y  que  el  fuero^  por  el 
icontriúrio,  en  su  capítulo  8,  tít.  4,  lib.  2,  establece  solamente  cuatro 
causas  de  desheredación. 

Es  verdad  que  en  Vizcaya  y  pueblos  de  Álava,  comprendidos  en 
Ja  tierra  de  Ayala,  Llodio  y  Aramayona,  pueden  los  padres  desherQ- 
dar  libremente  á  los  h^jos,  eligiendo  para  la  sucesión  al  que  mejor  le 
parezca,  separando  á  los  demás  con  el  mueble  y  raíz  mas  despre- 
ciable; pero  han  de  disponer  forzosamente  de  la  herencia  á  favor  de 
Jos  descradientes,  caso  de  haberlos. 

Es  cierto  que  en  Aragón  el  padre  es  arbitro  de  fijar  la  leg(ti« 
ma  de  los  hijos  y  en  instituir  heredero  á  uno  solo  de  ellos.  La  legi- 
tima por  práctica  y  costumbre  es  de  diez  sueldos  jaqueses,  cinco  por 
bienes  sitios  ó  raices  y  cinco  por  los  mnd)les,  pero  los  tribunales 
conceden  suplemento  de  legítima  á  los  hijos  cuando  lo  que  se  le& 
4Íeja  no  guarda  proporción  con  los  bienes  del  padre. 
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En  un  tiempo  se  introdujo  It  práctioa  en  aquel  reine  de  que  et 
padre  pudiese  instituir  heredero  aun  estrano,  dejando  á  los  hijos los^ 
diez  sueldos  por  legitima;  pero  se  desterré  como  contraria  al  fuero» 
por  el  que  está  el  padre  obligado  á  dejar  la  herencia  á  los  hijos,  6 
por  lo  menos  á  uno  de  eUos. 

¿El  fuero  catalán  es  contrario  al  derecho  natural?  Esta  es  la  pri* 
mera  cuestión  que  nos  presenta  el  seior  Castans  en  su  citada  im- 
pugnacioQ,  y  al  resolvería  negativamente  no  ha  tenido  en  cuenta  la 
historia,  la  legislación  y  los  principios  humanitarios  y  benéficos  de 
que  tanto  abundan  nuestros  escritos.  Por  eso  dice  en  la  página  37, 
al  emprender  su  impugnación,  «no  seguiré  al  señor  de  Pou  en  la 
»escursion  que  ha  hecho  en  el  campo  tnsiórico  de  la  legiBladan  de 
1^  Castilla  y  Cataluña,  y) 

Respeto  mucho  la  opinión  de  mi  ilustrado  compañero,  pero  se 
me  permitirá  que  haga  observar,  que  si  en  alguna  ciencia  es  nece^ 
sario  el  estudio  de  la  historia,  en  ninguna  lo  es  tanto  como  en  la  ju- 
risprudencia. «No  puede  formarse  una  idea  exacta  de  la  legislación 
»de  un  país  el  que  no  sabe  su  historia  (!)•> 

Para  resolver  la  cuestión  propuesta,  se  dice  que  es  conveniente 
el  examen  previo  de  si  la  facultad  de  testar  es  permitida  por  dere- 
cho natural  y  si  está  en  lucha  ó  en  armonía  con  el  derecho  <;ivil. 

La  primera  parte  de  esta  proposición  creo  que  ha  quedado  com- 
pletamente demostrada  de  un  modo  contrario  á  las  ideas  y  á  las  as* 
piraciones  del  señor  Castans  en  las  primeras  páginas  de  la  Memoria 
sobre  la  conveniencia  y  utttidad  de  to  suoesim  forzosa,  que  publiqué 
en  Barcelona  en  el  ano  de  1857. 

loTal  es,  decía,  la  respetable  opinión  de  este  profundo  juriscon- 
sulto (LingueC)  sobre  la  libertad  de  testar,  y  en  d  dia  apenas  hay 
ninguno  que  no  tenga  la  testamentificacion  por  derecho  puramente 
civil,  ni  gobierno  que  no  reconozca  en  sí  la  competente  autoridad 
para  suspenderla,  ampliarla  ó  restringirla»  (^). 

«La  historia,  que  enseña  mas  que  todas  las  opiniones  de  los  ja- 

(i)  Memoria  sobre  los  derechos  y  privilegios  de  las  mítjeres  casadas  y 
de  las  viudas  en  Cataluña,  por  el  autor  de  este  artículo,  inserta  en  el  to*- 
mo  XV,  pá^.  121  de  esta  RsVistA. 

{t¡  PufTendorf,  de  dejur.  nal.  et  genf.,  líb.  4,  ca|),  10  et  ti.  Hcinec- 
cius,  Elem.  jur.  nat.  et  gent.,  lib.  1,  cap.  íi.Et  in  disset.  de  testamen-^ . 
tifac. 
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rislas,  demaestra  que  la  mayor  parte  del  gé&ero  hamaoo  no  ha  eo» 
nocido  los  testamentos.  En  Grecia  no  los  hubo  antes  de  Solón  y 
Epitáteo  (1).  T  Platón  después  de  ponderar  los  incon?enientes  de 
la  testameatlficacion  en  el  estado  de  vejez  ó  enfermedad,  aconse- 
jaba que  se  coartase  la  libertad  de  testar  (2). 

En  el  reino  de  Siam  los  bienes  de  los  difuntos  se  dividían  en  tres 
pactes;  una  para  el  Rey^  otra  para  tos  sacerdotes  y  otra  para  los 
hijos  (3). 

Entre  los  Etíopes  son  preferidos  á  estos  en  fa»  herencias  los  pa- 
ríaites  del  padre  y  de  la  madre  (4).  Entre  los  Armenios  no  heredan 
las  mujeres  (S).  En  algunas  provincias  hereda  el  isoo  á  k»  eatran- 
jeros  (6).  En  otras  no  paede»i  testar  los  menores  de  2S  años.  En 
otras  ningún  soltero. 

Sí  en  el  estado  de  la  naturaleza»  en  el  odgen  de  las  sociedades 
no  se  conoció  el  dominin,  sí  nadie  tenia  la  propiedad  de  las  cosas, 
si  estas  pertenecían  al  mas  fuerte  ó  al  primer  ocupante,  ¿en  dónde 
estaba  el  derecho  de  hacer  testamento? 

Este  derecho,  ó  la  facultad  de  disponer  de  nuestros  bienes  para 
un  tiempo  en  que  ya  no  existiremos,  no  nos  viene  por  cierto  de  la 
naturaleza  (7),  pues  en  el  derecho  natural,  el  hombre  muere,  sus 
bienes  quedan  vacantes  y  se  apodera  de  ellos  el  primero  que  llega: 
mas  las  leyes  civiles  en  todas  las  naciones,  después  de  iyar  el  de- 
recho de  propiedad  y  de  hacerle  comunicable  mediante  los  contra- 
tos, le  hicieroa  también  trasmisible  en  el  instante  de  la  muerte, 
abriendo  asi  la  puerta  4  los  testamentos  y  sucesiones. 

Los  griegos  antes  de  la  guerra  de  Troya,  vivian  de  la  rapiña: 
y  el  que  coteje  la  descripción  que  hace  Tucidides  de  las  antiquísi- 
mas costumbres  de  Grrecia,  con  las  que  hacen  César,  Mela,  Tácito 
y  EstraboQ  de  los  antiguos  alemanes,  hallará  una  semejanza  común 
á  todas  las  naciones  bárbaros  del  mundo.  El  uso  de  las  naves,  es 
decir,  el  oomercio  marítimo,  hizo  civilizados  á  los  grieg^:  nacieron 
las  artes,  se  inventaron  las  ciencias,  se  formaron  las  leyes,  se  eri- 


PÍQtarcu9,tn  Solone,  el  in  Egid,  Arist.  Polü.^  lib.  2.  cap.  9. 

Dekg.\Íb,díi,Dia.iL 

Scüouten,  a().  Pufiendorf,  loe.  úU. 

PulIéndoiC,.i¿L 

Heioeeciui.  Ekmmi.jwr,  gtrman,,  lib*  S,  tít.  9. 

Heineccius,  ib, 

Antonio  Gómez,  á  la  ley  3  de  Toro. 
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gieroQ  los  tribunales  y  hallaron  los  ciudadanos  el  modo  de  vivir  ei» 
la  necesidad  mütaa  de  cada  ano. 

Así  es  que  en  el  estado  de  la  naturaleza  no  se  conocían  los  tes- 
tamentos. La  facultad,  pues,  de  testar  ó  de  disponer  de  nuestras^ 
cosas  para  un  tiempo  en  que  ya  no  existiremos  no  es  de  derecho- 
natural.  Queda,  pues,  con  esto  probado  la  primera  parte  de  la  pro- 
posición de  un  modo  contrario  á  las  ideas  de  mi  contrincante. 

El  derecho  civil,  por  el  que  se  ha  consignado  en  los  códigos  de 
todas  las  naciones  cidtas  la  facultad  de  hacer  testamento,  como  lo 
reconoce  mi  adversario,  lleva  necesariamente  consigo  la  regula- 
cion  del  derecho  natural  de  que  habla  el  célebre  Linguet  en  el  lu- 
gar citado  en  mi  Memoria  sobre  la  conveniencia  y  utilidad  déla  su- 
cesión forzosa  (1). 

La  esencia  del  derecho  natural  es  la  libertad  indefinida,  como 
ha  dicho  este  profundo  jurisconsulto.  De  este  derecho  no  existe  ef 
menor  vestigio  en  la  sociedad,  porque  el  derecho  civil  es  la  priva- 
ción absoluta  de  esta  libertad. 

El  pretendido  derecho  natural  que  subsiste  entre  nosotros,  es 
como  dice  el  mismo  Linguet,  una  producción  facticia,  absolutamen- 
te estrana  á  la  naturaleza  y  obra  solo  del  arte  que  le  ha  dado- 
origen. 

aEste  derecho  (como  dice  Burlamaqui),  considerado  como  una 
facultad,  como  una  potestad,  ó  como  un  poder  de  obrar,  no  es 
otra  cosa  que  el  poder  que  tiene  el  hombre  de  servirse  de  su  liber- 
tad y  de  sus  fuerzas  naturales  con  respecto  á  los  hombres;  siempre 
que  la  razón  apruebe  este  ejercido  de  sus  fuerzas  y  de  su  li- 
bertad» (9). 

El  derecho  tomado  en  este  sentido  (prosigue  el  autor  citado)  tie- 
ne por  opuesto  á  la  obligación,  que  no  es  masque  una  reducción,  ó 
una  limitación  de  la  libertad  natural,  producida  por  la  razón,  mien- 
tras esta  no  nos  permite  resistir  á  los  que  usan  de  su  derecho  con' 
respecto  á  nosotros. 

Tal  es  el  pretendido  derecho  natural  que  subsiste  entre  nosotros, 
según  la  definición  de  este  sabio  escritor,  absolutamente  estrano  á 
la  naturaleza  y  obra  solo  del  arte  que  Ifc  ha  dado  su  origen,  com» 
ha  dicho  Linguet  con  tanta  oportunidad. 

(1)  Vénse  las  págs.  224  y  463  del  tomo  XU  de  6sta  Rkvista,  donde  la 
hemos  publicado. 

(2)  Elementos  del  derecho  natural. 
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Pero  este  derecho,  repito,  que  no  es  el  primitivo  derecho  de  la 
naturaleza,  por  el  coal  disponía  el  hombre  arbitrariamente  de  sus 
cosas  y  basta  de  ana  manera  contraria  á  su  conservación  y  perfec- 
ción, y  á  la  conservación  y  perfección  de  su  familia,  y  de  una  so- 
ciedad civil  que  no  eiistiaen  el  estado  natural.  Véase,  pues,  cómo  son 
inoportunas  las  consideraciones  aducidas  por  mi  competidor  para 
destruir  la  respetable  opinión  de  Linguet. 

Una  vez  establecida  la  sociedad  civil  y  natural,  cualquiera  que 
sea  su  gobierno,  está  obligada  por  derecho  natural  á  conservar  y 
protejer  á  todos  los  que  nacen  en  ella,  y  por  lo  mismo  debe  mirar 
con  igual  favor  y  predilección  al  hijo  segundo  que  al  primogénito. 
Por  derecho  natural  nacen  los  miembros  del  Estado  sujetos  á  las 
leyes  de  la  sociedad  donde  reciben  la  vida.  Esta  obligación  nace  de 
la  naturaleza  misma  de  la  sociedad  y  del  fin  potque  fué  esta  esta- 
blecida. 

El  Gobierno,  pues,  cualquiera  que  sea  su  forma,  no  solo  debe 
proteger  á  todos  los  individuos,  sino  que  debe  procurar,  por  medio 
de  leyes  jostas  y  benéficas  establecer  entre  ellos  la  igualdad  de  de- 
rechos que  sea  compatible  con  el  orden  natural  y  civil. 

Las  leyes  que  tienden  á  destruir  esta  igualdad,  permitiendo, 
como  la  Constitución  catalana  y  la  legislación  foral,  que  el  padre 
poeda  establecer  una  notable  desigualdad  en  los  bienes  y  fortunas 
de  los  hijos,  hasta  el  punto  de  hacer  rico  al  uno  y  dejar  á  los  de- 
más reducidos  á  la  indigencia,  son  contrarias  á  este  mismo  derecho 
natural  que  se  invoca  por  nuestros  adversarios. 

Si  es  un  deber  natural  del  padre  el  criar,  alimentar  y  educar  á 
aquellos  á  quienes  ha  dado  el  ser,  no  lo  es  menos  el  proporcionarles 
una  decorosa  subsistencia,  ó  el  darles  una  porción  razonable  de  sus 
bienes  al  tiempo  de  su  muerte.  Este  es  un  deber  que  la  naturaleza 
y  la  ley  le  imponen  de  consuno.  El  padre  no  tiene  ya  sobre  sus  hí-^ 
jos  un  poder  arbitrario;  no  es  dueño  ó  señor  de  vida  ó  muerte  como 
en  los  primeros  tiempos  de  Roma,  y  debe  por  lo  tanto,  no  solo  ali^ 
mentarlos  y  educarlos,  sino  que  no  puede  hacerles  desgraciados  nt 
quitarles  la  parte  de  bienes  ó  fortuna  que  racionalmente  les  corres- 
ponde después  de  su  muerte,  por  su  calidad  de  herederos  forzosos 
del  mismo. 

Si  el  padre  es  rico  y  opulento  al  tiempo  de  su  muerte,  no  puede 
tolerar  la  naturaleza  ni  permitir  las  leyes  de  ningún  país  civilizado 
que  los  hijos  se  vean  reducidos  á  la  indigencia»  ni  que  entre  ellos 
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se  establezcan  distinciones  6  desigualdades  odiosas  y  desproporcio- 
nadas hasta  el  punto  de  que  el  uno  se  quede  con  toda  la  herencia, 
con  todos  ios  bienes,  con  toda  la  fortuna  y  que  los  otros  no  tengan 
muchas  veces  donde  guarecerse  ni  de  qué  cooier. 

Esto,  en  vez  de  producir  los  beneficios  que  se  proponen  los 
apologistas  del  sistema  feral,  ha  dado  lugar  á  todos  los  males  que 
hemos  enumerado  en  nnestros  escritos.  Testigo  presencial  el  Esoe- 
lentísimo  Sr.  D.  PasQual  Madoz  de  los  pleitos,  odios  y  rivalidades 
que  engendra  este  sistema  entre  las  familias  catalanas,  en  el  acto 
de  recibir  á  una  comisión  de  los  hijos  segundos  de  Catalana ,  que  se 
le  presentó  demandándole  su  apoyo  y  protección  ,en  el  Congreso, 
pronunció  el  discurso  siguiente: 

«Yo  les  prometo  hacer  todo  lo  que  pueda  en  favor  de  su  peti- 
ción, porque  la  considero  justa,  y  ademis  está  en  mis  convicciones. 
Señores,  ¿no  hemos  quitado  los  mayorazgos  y  las  vinculaisioBes? 
¿Por  qué  se  ha  de  permitir  que  en  Cataluña  se  vincule  bajo  un  fri- 
volo protesto?  ¿No  hemos  mejorado  la  suerte  de  los  hijos  segundos 
y  terceros  de  la  grandeza  de  toda  España^  ¿  por  qué  no  se  ha  de 
mejorar  también  la  de  los  hijos  segnndos  catalanes?  Esta  tolerancia 
es  un  contrasentido  de  las  leyes  del  ano  12  y  37.  Yo  me  ocuparé 
de  esto,  porque  en  las  reformas  no  se  ha  de  cejar  ni  un  solo  dia 
basta  verlas  terminadas;  cuanto  mayores  sean  las  dificultades,  ma- 
yor debe  ser  la  constancia  en  vencerlas. 

«Por  otra  parte,  e^ta  ley  catalana  no  ha  logrado  ni  puede  logcar 
el  objeto  que  se  propone,  cual  es  la  gratüud  de  los  hijos  hacia  sus 
padres,  porque  do^de  no  hay  amor  no  hay  gratitud,  en  donde  hay 
amor  no  hay  distinciones,  en  donde  hay  distinciones  se  crean  ene- 
mistades y  odios  CAtre  el  hijo  primogénito  y  sus  hermanos,  y  eUa 
es  la  causa  de  que  mningumpr4mncia  de  España  h$y  tantos  pUei- 
tos  como  en  Cataluña.T^ 

€En  los  pocos  dias  (p¡Lñ  estoy  en  ella  y  en  todas  partes  se  me  han 
pedido,  y  he  negado,  recomendaciones  par^i  los  jueces  y  Sr.  Regente 
de  esta  AudieiM^ia,  por  los  pleitos  que  tienen  pendientes  los  hijos 
contra  sus  padres,  los  padres  contra  sus  hijos,  los  hermanos  conten 
sus  hermanos;  de  modo  que  esta  ley  lejos.de  logiar,  como  be  dicho, 
el  objeto  que  se  propuso,  ha  sido  y  es  la  desunión,  la  discariia  y 
la  perdición  de  las  /amílíos.»  (1) 

(1)  Véase  «La  Corona»,  periódico  de  Barcelona  de  1.^  de  diciembre 
de  1859,  y  el  Bouinr  de  lo  RBViadA,  tomoJX. 
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Nada  podríamos  aoadir  nosotros  al  vivo  relato  que  ha  hecho  con 
esta  elocuente  manifestación,  una  persona  tan  digna,  tan  compe- 
tente, tan  autorizada  j  tan  conocedera  del  país  y  de  la  familia  ca- 
tadana  como  el  Sr.  Madoz. 

Don  Pedro  Nolasco  Vives,  decano  del  Dustre  colegio  de 
Abogados  de  Barcelona;  uno  de  los  mas  celebrados  escritores  mi>- 
demos  dd  derecho  catalán»  y  cuya  opmion  no  podrá  ser  sospe- 
chosa á  nuestros  antagonistas ,  al  tratar  de  esta  materia  se  espre- 
sa así: 

caíganos  han  criticado  la  disposición  de  esta  ley  (la  constitución 
que  señala  la  legítima  de  los  hijos)  bajo  dos  aspectos:  el  primero, 
porque  quiso  limitar  en  tanta  manera  la  tegftima  de  los  hijos,  que 
deben  contentarse  con  solo  la  cuarta  parte  de  la  herencia,  por  mu* 
cho  que  sea  su  numero;  y  el  segundo,  porque  en  dicha  ley  se  faculta 
á  los  herederos  para  pagar  la  legítima  en  dinero  ó  en  cuerpos  here- 
ditarios. £n  cnanto  á  lo  primero,  creen  que  fué^  mas  razonable  de^ 
rogar  la  ley  gótica ,  que  la  costumbre  segunda  que  se  dice  ha- 
berse observado  en  algunos  distritos,  porque  limita  demasia- 
do la  libertad  del  padre;  pero  al  mismo  tiempo  dicen  que  de- 
bía dejarse  en  observancia  la  costumbre  primera,  ó  mejor  la  ley 
romana  que  en  ella  se  cita,  que  es  la  novela  i8,  capítulo  1.®,  en 
la  que  se  señala  la  tercera  parte  de  ta  legítima  si  los  hijos  no  pasan 
del  número  de  cuatro,  y  la  mitad  si  esceden  de  dicho  número.  Re- 
cuerdan que  Cataluña  estuvo  en  un  estado  mas  florecienie  en  los  si- 
glos XIV  y  XV  en  que  se  observaba  generalmente  la  oostumbre  pri- 
mera, que  no  después  de  1S85  en  que  se  prefirió  la  ley  2  de  este 
título.  En  efecto,  fueron  fune$to$  los  efectos  de  esta  ley,  pues  el 
grande  prurito  de  yincidar,  que  se  estendíó  con  tanta  vehemencia 
en  aquella  época,  encontró  mae  materia  en  que  cebarse;  y  libres  los 
padres  en  la  disposición  de  las  tres^  cuartas  partes,  y  pudiéndose 
salísfaeer  en  dinero  la  otra  cuarto  parte,  se  estancó  la  propiedad,  y 
casi  no  había  podido  adquirirse  una  sola  finca,  sino  ¿  beneficio  de 
lo  que  se  ha  espresado  en  la  página  308  de  este  lomo.  De  otra  parte 
los  hijos  segundos,  viéndose  reducidos  i  una  legitima  tan  mezquina , 
y  no  habiéndose  acostumbrado  aun  á  negociar  el  dinero  que  se  les 
entregaba,  se  vieron  casi  condenados  al  celibato,  y  resultó  un  efecto 
contrario  al  que  se  propusieron  los  autores  de  la  ley,  pues  no  ca- 
sándose los  hijos  segundos  de  las  casas  principales  en  aquella  época 
en  que  la  milicia  no  ocupaba  tanta  gente,  se  peídienm  ínmUsimas 

TOMO  XVI.  30 
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de  aquellas  casas  principales,  para  cuya  conservación  se  hizo  pre- 
cisamente esta  ley.T^  (1) 

Esto  prueba  con  evidencia  los  males  que  ha  producido  en  Cata- 
luña la  ley  de  sucesión,  y  que  desde  remotos  tiempos  ha  sido  ob^ 
jeto  de  la  crítica  y  de  la  censura  de  autores  catalanes  muy  res- 
petables. 

No  pretendo  que  se  establezca  entre  los  hijos  una  absoluta  iguat- 
dad,  ó  que  los  bienes  del  padre  al  tiempo  de  su  muerte  se  repartaá 
entre  ellos  por  partes  iguales,  como  algunos  han  pretendido.  Nada 
de  esto.  Estoy  enteramente  opuesto  áesta  igualdad,  pues  quiero 
qne  se  deje  al  padre  la  facultad  de  mejorar  á  alguno  de  sus  hijos, 
como  se  hace  por  medio  del  artículo  642  del  Proyecto  del  Código 
civil  español. 

Esta  facultad  (como  decía  en  mi  citada  Memoria)  que  la  ley  con- 
cede á  los  asendientes,  nos  parece  muy  conforme  por  estar  acorde 
con  la  justicia  y  con  los  sentimientos  de  la  naturaleza.  Si  se  prohi- 
biese toda  mejora  en  fovor  de  los  herederos  forzosos,  es  cierto  que 
se  estaUeceria  entre  ellos  una  rigurosa  igualdad,  como  ha  dicho  uit 
ilustrado  jurisconsulto.  ¿Mas  esta  igualdad,  este  nivel  perfecto,  esté 
absoluto  equilibrio  entre  los  hijos  de  un  mismo  padre,  sería  siempre 
justo,  correspondería  siempre  á  los  sentimientos  del  corazón  y  á  los 
designios  de  la  naturaleza?  ¿  Cómo  la  naturaleza  ha  podido  otorgar 
derechos  iguales  á  los  que  de  tan  diverso  modo  ha  tratado?  ¿Dónde 
encontrar  una  familia  en  que  todos  los  individuos  tengan  una  fuerza 
física  igual,  inteligencia  igual,  una  fortuna  igual,  y  en  la  que  nin- 
guno ha  tenido  desgracias  y  sufrido  enfermedades  que  no  han  te- 
nido ni  sufrido  los  demás  de  ella?  Necesario  es  haber  perdido  de  vis- 
ta esas  desgracias  y  esas  diferencias ,  que  generalmente  hay  en  las 
familias,  para  querer  proporcionar  á  todos  sus  individuos  una  igual- 
dad absoluta  de  la  herencia  paterna. 

Si  la  ley  prohibiese  al  gefe  de  la  familia  socorrer  al  individuo 
que  está  mas  necesitado;  si  no  pudiese  levantar  al  mas  desvalido  ó 
al  menos  protegido  por  la  fortuna;  si  tuviese  atadas  las  manos  para 
socorrer  los  males  que  está  llamado  á  presenciar;  si  no  pudiese  ha- 
cer cesar  ciertas  desgracias  entre  los  individuos  de  la  familia,  que 
quisiera  que  fuesen  tati  feKces  como  los  demás;  en  una  palabra,  si 
careciese  el  padre  de  toda  facultad  é  intervención  benéfica,  se  ve- 

(I)    (lUsages  y  demiá  derechos  de  Gatalima,»  tomo  2,  págs.  346  j  347. 
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Tía  pmado  del  principal  medio  de  hacer  respeter  sa  aatorídad  tan 
necesaria  para  mantener  el  equilibrio  y  sostener  el  orden  en  la  fa- 
luba,  y  de  ser  justiciero,  directivo  y  tutelar. 

Véase,  pu^,  como  en  este  punto  estamos  acordes  con  el  Señor 
Gastáis,  con  la  diferencia  que  él  quiere  que  las  facultades  del  pa- 
dre sobre  esta  importante  materia  sean  muy  latas,  mientras  que  nos- 
otros sostenemos  que  deben  ser  justas  y  razonables  y  en  un  todo 
conformes  á  los  sentimientos  del  corazón  y  ¿  los  designios  de  la  na- 
turaleza. 

Así  es  qoe  la  legislación  que  encierra  dentro  de  estos  límites  la 
facultad  de  testar  es  la  mas  conforme  á  la  naturaleza  y  á  lo  que  se 
halla  establecido  en  los  códigos  de  todos  los  países  civilizados. 

No  cree  mi  coatrincante  que  el  padre  pueda  llegar  á  abusar  de 
la  facultad  que  le  dá  la  constitución  catalana,  permitiéndole  dejar 
á  un  eslraño  las  tres  cuartas  partes  de  la  herencia,  y  dice  que  á  su 
juicio  son  insuficientes  las  razones  en  que  me  apoyo  para  demos* 
traurlo.  Después  de  cinco  siglos  de  existencia  (dice)  que  cuenta  el 
fuero  catalán,  ¿se  conoce  algún  caso  en  que  el  padre,  sin  grandes 
motivos,  baya  dejado  á  un  estraño  las  tres  cuartas  partes  de  los 
bienes  y  solamente  una  cuarta  á  la  totalidad  de  sus  hijos? 

Se  conocen  muchísimos  casos  hasta  el  punto  de  ser  una  costum- 
bre generalmente  observada  desde  tiempo  inmemorial,  el  dejar  el 
padre  las  tres  cuartas  partes  de  su  herencia  al  hijo  primogénito,  en 
perjuicio  de  los  demás,  quienes  se  ven  muchas  veces  reducidos  á  la 
indigencia;  y  podríamos  citar  también  algunos  casos  en  que  el  pa- 
dre ha  dispuesto  de  la  mayor  parte  de  su  herencia  á  favor  de  su  se- 
gunda consorte,  lo  que  ha  dado  lugar  á  muchos  pleitos  que  existen 
en  el  Archivo  de  la  Audiencia;  y  estas  disposiciones  serian  sin  duda 
nuoho  mas  frecuentes,  si  las  facultades  del  padre  no  se  hallaren  en 
este  punto  limitadas  por  la  famosa  ley  romana  Hac  edktali,  Cod.^  de 
ieeundis  ntipHis,  vigente  en  Cataluña,  que  prohibe  al  cónyuje  so-^ 
bievÍTÍeate  dejar  al  segundo  consorte  mas  de  lo  que  haya  dejado  á 
aquel  hijo  del  anterior  matrimonio  á  quien  haya  dejado  menos.  Na 
dejaría  de  tener  noticia  el  Sr.  Castañs  de  algunos  testadores  que 
han  nombrado  por  heredero  á  Dios  y  á  su  alma»  y  de  otros  que  han. 
elegido  por  herederos  de  confianza  i  personas  estranas  que  se  han> 
quedado  con  las  tres  cuartas  partes  de  la  herencia.  Estos  casos  baa 
sido  bastante  frecuentes  en  Cataluña.  Pero  basta  en  fin  que  el  pa- 
dre abuse  de  esta  facultad  de  un  modo  tan  patente  á  favor  del  hijo 
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primogénito  y  en  perjaieio  de  todos  los  demás,  hasta  el  punto  de  ha- 
berse establecido  sobre  ello  una  costumbre  constante  é  inviolaMe, 
para  que  se  ponga  un  justo  y  razonable  límite  á  esta  omnímoda  fa- 
cultad. 

El  Sr.  CastaSs  ha  creído  hallar  en  mis  escritos  dos  equivocaci^ 
nes,  y  se  ha  tomado  un  trabajo  bien  inútil,  trayendo  á  colación  lo9 
datos  estadísticos  para  demostrarlas.  Kce  en  primer  lugar  que  fA 
principal  argumento  y  la  base  de  mi  opinión  consiste  en  el  ^mplo 
que  puse  en  mi  citada  Memoria,  sobre  la  sucesión  forzosa,  de  un 
padre  que  tenga  ocha  hijos  y  ui  patrimonio  de  cien  mil  duros  de 
capital,  correspondan  al  heredero  75,000  duros  por  dicho  concepto, 
y  los  restantes  28,000  repartidos  entre  todos  los  hijos,  correspon- 
den 3,128  á  cada  uno  de  ellos.  De  modo  que  el  heredero  (que  es 
casi  siempre  el  hijo  primogénito)  se  lleva  78,428  duros  cuando  á  sus 
infelices  hermanos  solo  les  corresponden  3,128. 

¿En  dónde  están  las  equivocaciones  ó  la  inexactitud  de  esta  de- 
mostración? El  Sr.  Gastans  ha  creído  hallarlas  en  los  hechos  si- 
guientes: 

cl.^  Que  son  muy  pocos  los  padres  que  en  las  provincias  fora- 
»les  dqen  al  morir  un  capital  líquido  de  100,000  duros. » 

Luego  hay  algunos,  como  lo  ha  demostrado  el  mismo  Sr.  Gastáis. 

«2.^  Que  es  muy  raro  y  escepcional  el  caso  en  que  le  sobrevi- 
i  van  ocho  hijos.» 

No  es  tan  raro  como  le  parece  ¿  dicho  seior.  Esto  está  en  ú  6r^ 
den  de  la  naturaleza,  y  creo  que  de  ello  se  ven  en  todas  partes 
flittchos  ejemplos. 

,c3.''  Qae  en  Cataluña  el  padre  cuando  instituye  heredero  á  su 
hijo  primogénito,  no  le  dá,  sino  que  le  restituye  hasta  cierto  punto 
unos  bienes,  coya  contorvacion  y  aumento  dgunas  treces  se  debe 
solo  á  su  laboriosidad  y  economía. » 

Esto  no  es  mas  que  un  dicho  del  Sr.  Castsms,  y  si  algunas  veees 
sucede  lo  que  él  dice,  no  se  nos  negará  que  muchas  otras  el  hijo 
primc^níto  ha  causado  la  ruina  del  patrimonio  de  su  padre,  lo  que 
es  muy  fácil  que  suceda  por  lo  que  dice  el  célebre  Gampomanes  en 
d  párrafo  transcrito  en  el  epígrafe  de  este  artículo.  Este  hecho, 
pues,  nada  prueba  por  su  vaguedad  y  poca  exactitud. 

€4.''  Que  00  es  exacto,  por  pmHo  general ,  que  á  los  ségundb- 
«génftos  se  les  deje  solo  la  cuarta  parte  de  loa  bienes.» 
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En  tanto  os  exacto,  eamo  que  goa  iafinÉtos  kvs  casos  ea  que  se 
les  de)a;aun  meaos  de  estacaarta  parte,  que  es  lo  que  les  correspon* 
de  por  la  ley.  Apelo  sobre  esto  ú  voto  de  los  Jueces  y  Tribunales» 
paas  ae  batiri  odo  solo  q^  diga  que  ao  baya  teaido  muchos  pleitoa 
»  deowuia  de  sopiemeato  de  legitima  par  no  haberse  dado  por  los 
padres  á  sus  hijos  seguado-géaitos.  lo  poco  que  les  c^rrespoadia  por 
la  ley.  De  modo^que  en  Cataluaa  estos  pleitos  son  y  han  sido  siem- 
pre los  mas  frecuentes,  como  puede  verse  en  las  escribanías  y  en  el 
archivo  de  la  Audiencia  del  territorio,  y  como  bien  claramente  lo 
dice  en  el  lugar  citado  el  respetable  Sr.  D.  Pascual  Madoz.  De  mo- 
do que  me  admira  que  el  Sr.  Castans,  que  por  tantos  años  habia 
ejercido  la  abogacía  en  este  Principado,  haya  sentado  un  hecho  se- 
mejante. 

Los  cuatro  bedios,  pues,  sentados  por  dicho  señor,  aparte  de  su 
inexactitud,  no  prueba  ni  probarían,  aunque  fuesen  ciertos,  las  dos 
equifacaotanes  que  me  atribuye  en  el  citado  ejemplo,  porque  es  im- 
posible destruir  ni  negar  las  premisas  en  que  está  basado,  que  se 
fundan  en  la  ley  de  sucesión  que  rige  en  Cataluña,  y  siendo  ciertas 
las  preaiisas  debe  ser  legítimo  et  argumento  ó  la  consecuencia. 

Aquel  ej^aplo  es  de  mayor  á  menor;  pero  si  se  pone  vice-versa 
lesaftará  le  mismo.  Supongamos  que  un  padre  posee  un  patrimonio 
de  20,000  duros  de  caipítal,  y  que  deja  cuatro  hijos  al  tiempo  de 
81  maerte,  resuHará  que  et  heredero,  que  es  por  regla  general  el 
práMgéníto,  coaio  no  le  ha  podido  negar  el  Sr.  Gastáis,  se  llevará 
quince  mfl  por  dicho  concepto,  mientras  que  los  cinco  mil  restantes 
teñeran  qoe  repartirse  entre  los  demás  hijos,  y  aun  entrará  el  here- 
dero en  esta  repartición  por  una  parte  igual  á  los  demás;  de  manera 
que  á  cada  uno  de  estos  solo  les  corresponderá  i,2M  daros,  en 
tanto  que  el  heredero  tendrá  f  6,280.  Véase,  pves,  c¿mo  resalta  la 
misma  deepropopcien,  qa6napodtá  nanea  destruirse  por  ninguna 
estadística  oficial.  Asi  es  que  no  seguiré  al  Sr.  Casteñs  en  la  escur- 
sioB  qae  ha  hecho  á  la  estadfetíbi  de  Catalana,  porque  desde  lue- 
go se  observa  que  loe  dalos  aducidos  no  destruyen  ni  podrían  des- 
tnúr,  «QBCpie  fuesen  exactas,  mis  argamentos,*  fundados  en  la  des- 
ignridad  qoe  se  observa  entregos  Mjos  en  la  herencia  paterna. 
Repito  que  celebro  que  el  Sr.  Castañs  me  haya  proporcionado 

#afi^  hpJla  nff^fftfi  Hft   dÜOCidaC.  UUa  r.iiftfition    tan  i m portan  t^.   para 

Catalims^  y  provincias  ferales,  y  hubiera  deseado  que  el  digno  se- 
ñor D.  Ranum  Roig  y  Rey,  ptesideate  de  la  Academia  de  JurispiriV 
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dencia  y  Legislación  de  Barcelona  hubiera  hecho  lo  mistno»  porque 
como  dije  en  la  contestación  á  su  discurso  leido  en  la  Academ», 
que  aun  se  mejoraría  en  caso  de  república.  Lejos  de  rehuir  las  po- 
lémicas desearía  sostener  una  lucha  con  todos  mis  adversaríos» 
puesto  que  la  razón,  la  naturaleza  y  la  justicia  me  facilitan  datos 
para  vencerios  ¿  todos  en  el  campo  de  la  discusión. 

FriMÍSM  de  P«i. 


-«•QH 


DE  LOS  INTERESES  EN  EL  (lONTRiTO  DE  PRfiSTilO. 


iHay  enddia  términos  hábüe$  para  una  demanda  judicial  w- 
bre  reducción  de  intereses  en  él  contrato  de  préstamof 

Nuestro  ilustrado  compañero  el  Sr,  Arías  Bríme  ha  resuelto 
esta  cuestión  afirmati?amente  (1),  y  nosotros,  deseando  ilustrar  un 
punto  tan  importante  de  nuestro  derecho,  vamos  á  esponer  las  ra- 
zones que  tenemos  para  ser  de  la  opinión  opuesta. 

Para  demostrar  que  el  contrato  de  préstamo  á  interés  no  ha  sido 
modificado  por  la  ley  de  1856,  cómoda  á  entender  el  Sr.  Aiiag, 
sino  absolutamente  creado  por  ella,  vamos  á  hacer  una  ligera  es- 
cursion  por  nuestros  Códigos  y  presentar  su  verdadero  desenvolvi- 
miento. 

El  Fuero  Juzgo,  aceptando  los  principios  de  la  legísladon  ro- 
mana, establece  la  tasa  del  interés  en  la  ley  8.^,  tít.  S."",  lib.  5.'' 
El  Fuero  Real,  publicado  por  el  hqo  de  un  Rey  célebre  por  su  odio 
á  los  judios,  trató,  como  era  natunü,  de  aumentar  tratas  ¿  la] in- 
dustria de  estos  miserables,  que  como  dice  Blanqui  se  desquitaban 
eon  el  culto  del  oro  de  las  afrentas  reciindasdsiis  creencias,  y  en  la 
ley  6.*,  tít.  4.'',  lib.  4."*  restableció  la  tasa  de  tres  maravedís  por 
cuatro  por  todo  el  año,  bajo  pena  de*nulidad  y  de  tomar  lo  doblado 
áaquelquelo  tomó. 


(I)   RitisTA  «ratiip  M  Lmisugion  t  Jousmummui  pág.  II  de  este 
tono* 
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Las  Partidas  escrüas  bajo  la  inflaeDcia  del  derecho  caaónico,  qae 
en  los  Concilios  de  Nicea  y  de  Gartago  habia  prohibido  el  préstamo 
á  interés ,  adopiaroa  tamben  este  sistema  y  le  copiaron  en  las  leyes 
3i  y  40,  til.  4.%  Partida  5.' 

La  ^esia  cada  vez  mas  poderosa  renueva  los  ataques  que  los 
Saotos  Padres  habian  dirigido  contra  la  usura ,  y  hace  que  Enrí* 
que  ni  por  sertrir  á  Dios  no  solo  prohibiese  el  préstamo  á  interés, 
sino  que  unpusiere  á  sus  contraventores  la  pena  de  escomuniou  y  la 
pérdida  de  oficio  al  escribano  que  otorgare  el  contrato.  Leyes  1/, 
2.*  y  3/  tít.  22,  lib.  12  de  la  Nov.  Recop. 

No  vamos  á  demostrar  aquí  el  error  ád  los  solialistas  al  creer  que 
los  Santos  Padres  habian  combatido  la  propiedad  en  los  ataques  diri- 
jidos  contra  la  usura,  porque  además  de  no  conducir  á  nada  para  la 
solución  que  debatimos,  es  imposible  creer,  como  dice  Mr.  Laurier(l) 
que  San  Basilio  pueda  ser  el  precusor  de  Luis  Blanc. 
.  Lo  qae  si  es  necesario  tener  presente,  que  el  préstamo  á  interés 
estaba  abolido  de  derecho,  y  que  si  bien  por  las  leyes  14,  17,  18  y 
21,  tít.  13,  libro  10,  déla  Novísima,  parece  que  estaba  permitido 
un  6  por  100  entre  mercaderes  y  comerciantes;  sin  embargo  esto 
no  fué  sino  taxativo  y  limitado  para  los  estractores  de  lanas,  y  con 
el  objeto  de  que  no  sufriesen  perjuicio  con  el  tanteo  que  estaba  con- 
cedido á  los  fabricantes. 

El  Código  de  Comercio  vino  á  hacer  mas  ostensiva  esta  determi- 
nación, y  en  los  artículos  397  y  398,  dispuso  que  el  rédito  que  los 
cooierdantes  estableciesen  en  sus  préstamos  no  podría  esceder  de 
un  6  por  100. 

A  pesar  de  las  prohidciones  de  nuestras  leyes ,  nació,  como  di* 
ce  el  notable  jurisconsulto  Sr.  Gómez  it  la  Serna,  «una  costumbre 
«arraigada avista,  ciencia  y  paciencia  del  legislador,  y  admitida. 
>por  loe  Tribunales  que  estendia  á  toda  clase  de  préstamos  el  inte* 
»rés  que  entre  comerciantes  estableció  el  Código  de  Comercio  (2).» 

De  este  modo  la  opinión  se  sobrepuso  á  los  preceptos  legales,  y 
i  la  prohibición  absoluta  del  préstamo  sucedió  la  antigua  tasa  le- 
gal ,  autorizada  por  nuestros  primeros  Códigos,  aunque  en  diversa 
escala. 

Sin  embargo  las  penas  y  las  censuras  estaban  vigentes ,  y  eslo 


<l)    U  liberté  de  fargeut. 
(2)    GuEfo  de  derecho  romaoo. 
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además  de  los  inconvenieotes  de  ht  tasa ,  hada  qae  el  contrate  de 
píntame  faese  mas  usarario  y  mas  difídl ,  y  el  Código  Penal  de 
184d  para  hacer  desaparecer  algnno  de  aquellos  obstáculos  elimi* 
nó  la  usura  de  la  escala  de  los  delitos. 

Mas  esto  no  era  bastante  para  atraer  al  mercado  un  numero  con- 
siderable de  valores  que  se  hallaban  retraidos,  y  favorecer  la  con* 
currencia  para  la  baja  de  la  usura ,  porque  estando  aun  vigentes  las 
leyes  que  declaraban  nulo  el  contrato  en  que  interviniesen  usuras,  se 
daba  lugar  al  neaparamiento  ó  monopolio  de  estas  negociaciones  por 
los  mas  audaces  que  se  haeian  pagar  bien  caro  su  esposicion. 

Entonces  se  publicó  la  ley  de  14  de  marzo  de  1856,  en  cuyo  ar- 
tículo 1.®  y  2.^  se  dispuso  que  quedaba  abolida  la  tasa  del  interés 
del  capital  dado  á  préstamo ,  y  sujeto  únicamente  á  la  convención 
que  los  particulares  pactasen  por  escrito. 

.  Por  el  examen  de  las  leyes  que  hemos  enumerado  se  demuestra 
k)  que  digimos  al  principio,  y  es,  que  e(  objeto  de  la  ley  de  1856  no 
fué  el  suprimir  una  especialidad  en  el  contrato  de  préstamo,  como 
pretende  el  Sr.  Arias  Brtme,  sino  darle  una  nueva  forma  y  una  crea- 
eUm  especial. 

La  ley  de  1856  vino  á  dar  valor  al  contrato  de  préstamo  que 
de  derecho  estaba  prohibido,  y  á  quit^  la  tasa  que  la  práctica  ha- 
bía admitido  y  que  la  ciencia  habia  demostrado  era  tan  perjudicial 
á  los  tomaáore»  como  á  la  riqueza  pública  en  general. 

De  tal  modo  es  esto  cierto ,  que  en  dicha  ley  se  encuentran  de- 
terminados, no  solo  los  requisitos  necesarios  para  su  validez,  sino 
la  solución  de  las  cuestiones  que  de  él  pueden  nacer,  y  que  no  de- 
ben resolverse  por  las  reglas  ordinarias  de  los  demás  contratos. 

La  ley  que  habia  dado  vida  á  una  nueva  contratación ,  se  encar- 
gaba de  regularizaría  y  de  hemiaria  la  esfera  en  que  legítimamente 
podía  girar;  así  es,  que  después  de  determinar  en  el  art.  1.^  que 
quedaba  abolida  la  tasa  del  interés ,  se  ocupa  en  los  siguientes  de 
designar  lo  que  se  entiende  por  éste;  de  marcar  la  unidad  de  tiem- 
po á^pie  hay  que  atender  para  exigirle ;  de  manifestar  las  cosas  en 
que  puede  consistir;  el  modo  de  verífiearse  y  estínguirse ,  y  por  úl- 
timo, de  señalar  el  interés  que  debe  pagarse  cuando  no  se  ha  pac- 
tado espresamente. 

£$te  eontcata  sa encuentra,  complatamente  oireuBBcrito  en  k 
órbita  que  le  marcó  la  ley  que  le  dio  origen ,  y  en  ella  únicamente 
hay  que  buscar  la  solución  de  las  cuestiones  á  que  dé  lugar. 
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JUioia  bieii^  ¿4ftl contesto  y  espirita  de  lo^^arte.  L*"  y  S.*"  puede 
dedodrae  pe  hay  focaUad  para  reclamar  la  EedoDoioa  del  inleréf 
por  Jeskm  ó  por  otra  causa? 

Nosotros  creemoe  que  no,  porque  eu  elles  no  «e  establece  o^ 
diqne  qoe  la  coA?eiickm  de  los  contratantes»  y  pínt  cenaígiMeQte  ^m 
es  legitimo  y  valedero  todo  cnanto  ellos  espontáneamente  deter* 
minen. 

Si  la  ley  Zahiera  querido  dar  cabida  ¿  la  lemon^habria  redactar 
do  el  aticnlo  8/  de  otro  modQ,  y  en  vez  de  decir  que  al  principio 
de  cada  ano  fijaría  el  Gobierno  el  interés  que  debia  pagar  el  deu- 
dor constituido  en  mora  cuando  no  se  hubiese  pactado  con  anterio- 
ridad, establecería,  por  eleoatraríot  una  regla  general  y  absoluta 
para  apreciar  les  daños  que  por  este  contrato  se  podian  originar.  Es 
decir  que  á  la  tasa  inmóbilderFuero  Juzgo  y  Fuero  Real  habria  sus- 
tituido otra  de  una  escala  móvil  anual. 

La  doinictoa  4el  interés  que  dá  el  art.  SJ^  ooirobora  aun  mas  la 
opinión  que  sustentamos,  puesto  que  en  el  mero  hecho  de  decir  que 
aquel  es  toda  prestaciati  pactada  en  favor  de  un  acreedor,  ha  destrui- 
do por  completo  el  l^gro  i  las  muras  de  nuestros  antiguos  Códigos, 
y  considerado  legitimo  todo  rédito  que  baya  sido  convenido  por  Í09 
contratantes. 

La  lesión  además  de  ser  contraria  á  la  libre  evolución  económi*- 
ca  de  los  cambios,  es  muy  difícil  de  justificar,  porque  el  contrato 
de  préstamo  depende  de  circunstancias  anómalas  y  variables,  de  que 
las  mas  de  las  veces  solo  tienen  nolieta  los  oontratantes ;  asi  es  que 
QQ  Bocbae  ocasiones  y  por  eirciinstancias  particulares  coaviene  to* 
mu  al  doee,  io  que  enépoeas  moy  ordinarias  no  se  querría  al  seis; 
olrae  se  dá  al  veinte  porque  se  abandona  una  ■egooiacion  segura 
que  el  tomador  tiene  que  indemnizar,  y  otras  en  fin  se  hace  pa« 
.gar  d  riesgo  que  se  sufte  con  entregarlo  á  una  persona  sin  ga- 
lanCk. 

En  el  piéstaMo,  pues,  no  puede  haber  esa  fijeaa  de  los  demás  con« 
Halos,  y  el  de  de  esta  clase  que  parezca  mas  inmoral  atendiendo  al 
piecio  ordinario  puede  ser  el  de  mas  utilidad  para  aquel  á  quien 
se  crea  dañoso,  y  si  se  le  permitiese  después  la  reclamación  de  re* 
duocion  del  interés  por  haber  sido  perjudicado,  seria  dejar  en  sue 
manos  un  anna  de  dos  filos  de  que  pedia  hacer  uso  según  las  cir^ 
ennstandas. 

El  objeto  de  los  legisladores  de  i8S6  fué  bstit  de  muerte  á  kt 

TOMO  XVI.  31 
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Asura  facilitancío  la  concurrencia  y  la  libertad  del  cambio,  y  esto  no 
se  consigue  permitiendo  en  el  contrato  de  préstamo  la  reducción  del 
interés  por  lesión  ó  por  otra  causa  análoga,  porque  entonces  es  lo 
mismo  que  sustituir  á  la  tasa  de  derecho  otra  de  hecho  mucho  mas 
))erjudicial  é  insegura,  por  lo  mismo  que  no  puede  ser  tan  uniforme 
tomo  aquella. 

Autorícese  la  reducción  del  interés  y  la  obra  de  los  legisladores 
de  1856  está  destruida. 

Telesforo  Gómez  Roérignez. 


ENJIIIGIAHIENTO  CIVIL. 


DEL  NOlBRAMlENtO  DK  CURADOR  EJEMPLAR. 

COMSUIíTA. 

'  Recibidala justificación  que  exige  el  art.  1244  de  la  ley  de  Enjui- 
Sarniento  civil,  y  hecho  el  nowiramiento  de  curador  ejemplar, 
¿puede  el  declarado  incapacitado,  presentar  contra-justificación  para 
probar  su  capacidad!  En  caso  afirmativo  ¿qué  tramitación  deberá 
darse  á  estas  nuevas  actuadonest 

Conforme  con  la  contestación  dada  á  la  consulta  16,  página  318 
del  tom  3  8.**  de  laRcvisTA  gbh sral  dc  legislacioii  y  nmispRDDcifGU^ 
creo  que  el  nombramiento  de  curador  ejemplar  debe  pretenderse^ 
no  en  juicio  civil  ordinarioi  como  algunos  opinan,  sino  por  la  vía  vo- 
luntaria. Terminante  está  la  sección  5.*  del  título  S.""  de  la  parte 
2/,  en  la  cual  se  fija  la  tüamitaciouique  debe  darse  á  estos  nombra- 
mientos; mas  como  en  ella  nada  se  dice  respecto  al  caso  que  se 
consultay  puede  suceder  muy  fácilmente,  que  personas  muy  capaces 
se  vean  privadas  de  tan  importantísimos  derechos,  por  consecuencia 
de  una  justificación  hecha  á  sus  espaldas,  no  encuentro  razón  para 
que  se  les  prive  la  intervención  en  un  acto  de  tuita  importancia,'  y 
creo  que  en  el  silencio  de  la  ley,  no  puede  dárseles  otra  que  la  de 
admitirles  una  contra-justificación  á  la  dada  para  su  declaradon  de 
incapacidad,  la  cual  deberá  sustanciarse  en  la  misma  vía  voluntaria. 
,9lN:ar  de  otra  manera,  seria  esponerse  i  los  abusos  que  la  ley  pa- 


Digitized  by 


Google 


»IL  NOMBRAlIIINtÓ  01  (¡VaADOH  EJIMPLÁA.  t43 

Yece  qoe  quiere  precaver  con  la  jastificacion  que  exige  en  su  airtf« 
culo  1244  ya  citado,  y  privar  á  una  persona  contra  su  voluntad,  y 
sin  ser  oida,  de  infinidad  de  derechos  de  soma  trascendencia.  Ife 
limito  á  estas  ligeras  observaciones,  por  creer  que  son  lo  bastante 
para  que  los  Directores  de  la  Rvvista  puedan  emitir  su  autorizada 
opinión,  la  cual  deseo  ver  consignada  en  las  páginas  de  la  Revista^ 

Contestación» 

No  puede  dudarse,  á  nuestro  entender,  que  á  la  persona,  cuya 
incapacidad  se  solicita,  deben  admitínsele  las  justificaciones  que  sean 
conducentes  para  demostrar  su  capacidad.  Esta  es  la  única  inteli- 
gencia que  debe  darse  al  artículo  1244  de  la  Ley  de  Enjuiciamienta 
civil.  No  se  contenta  este  con  pedir  que  se  haga  una  informacioii 
previa  al  nombramiento  de  carador  ejemplar :  exige  que  i  este  acia 
íprec^a  justiflcacioh  cumpUáa  de  la  mcapadéad.  Las  informaciones 
^e  testigos  por  s(  no  son  suficientes:  es  indispensable  que  el  Juzg^ 
do  adopte  todos  los  demás  medios  que  su  esperienda  y  su  concien* 
Giia  le  aconsejen  para  enterarse  á  fondo  del  estado  de  la  persona  da 
cuya  integridad  intelectual  se  dude.  Los  reconocimieAtos  de  facul- 
lativos,  la  observación,,  el  examen  minucioso  de  los  actos  que  hagan 
conocer  le  incapacidad,  la  acumulación  de  cuanto  puede  conducir 
al  esclarecimiento  de  la  verdad,  todo  debe  emplearse  para  venir  en 
-cumplido  conocimiento  del  verdadero  estado  de  la  cuestión  objeta 
del  espediente.  A  este  propósito,  uno  de  los  Directores  de  URevista 
"dice  en  los  Motivos  de  la  ley  de  Enjuitíamiento  civil:  c£s  necesaria 
iiprecaver  los  abusos  que  pueden  cometerse  á  la  sombrado  esta  pro- 
^teccíon  indispensable.  La  esperiefncia  desgraciadamente  ha  presen* 
^tado  repetidos  ejemplares  de  personas  como  dementes,  estando  en 
YCl  pleno  goce  de  su  razón :  no  se  podia  dejar  de  poner  coto  al  ódio^ 
9á  la  avaricia  y  á  otras  pasiones  mezquinas,  impidiendo  que  por  sov^ 
>presa  arrancaran  á  los  jueces  una  declaración  que,  comenzanda 
>por  privar  al  hombre  de  su  libertad  natural,  le  arrebatara  |a  admi'^ 
vntstracion  de  los  bienes,  y  por  la  desesperación  lo  llevara  verdades 
trámente  á  la  demencia.  Por  esto,  ajustándose  la  Comisión  á  lo  que  sa 
Shada  siempre  que  judicialmente  se  proveía  de  curador  á  los  inca- 
'vpacitados,  propuso  que  precediera  justificación  cumplida  de  Ja 
^íne^acidad.»  Esto  supuesto  ¿con  qué  derecho  ppdrian  escluir^ 
1i9  pruebas  que  ofrece  la  persona  de  euy^  integridad  intelectual  s|a 
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éaéi,  éqattúvezsiMep»  haya  jaah»  motivos  de  duda  s»  promua.- 
>e  «fila  por  qmen  tiene  un  «teres  enq«e  se  declare  sio  w>rapuüzar 
«B  la  decaen  de  los  medies  para  el  logro  do  su  intento?  ¿Con  qué 
derecho  había  despediente  de  dar  cabida  i  loque  condiyese  ¿  la- 
■íeclaraelon  de  incapacidad  y  «achiir  «1  propio  Iwmpp  ío  que  demos- 
trora  la  claridad?  .   .    ^    ^   .      • 

Pero  además  de  estas  razones  generales  y  derivadas  de  la  misma 
naturaleza  de  las  cosas  deben  tener»  «n  cuenta  consideraciones  es- 
peciales á  esta  clase  de  curadoría.  El  hecho  que  en  él  se  traU  de 
poner  en  éta»  «s  complejo  y  de  ddieadísima  apreciación  en  algu- 
nos  casos;  no  sucede  le  que  en  la  tutela  y  curadoría  de  los  menores 
en  que  la  causa  que  dá  lugar  ¿  eHas  es  sendüa,  la  menor  edad 
hecho  ftc»  o>«  siempre  de  demostrar,  y  que  no  suele  ser  contradi- 
cho Trátese  además  de  una  pecsoaa  que  está  en  el  pleno  goce  de 
«os  "derechos  eíTÜes,  á  quien  se  pretende  privar  del  ejercicio  direc- 
to de  ellos,  de  «ujelaf  su  pecsonaá  una  autoridad  inmediaU,  de 
boartar ,  6  tal  vez  privarle  dd  todo  de  la  libertad ,  de  ponerle  una 
Interdlceien  en  el  manejo  de  sus  bienes,  de  incapacitarla  para  muchos 
actos  de  la  vida  civil,  entre  otros,  el  de  la  celebraoion  delmatrimonio, 
ae  la  dirección  de  su  fiímilia  y  de  la  facultad  de  testar ,  y  de  con- 
iteer,  de  privarle  dd  ejercido  de  algunos  y  muy  importontes  dere- 
dio8'politíeos,4e  defenderse  «juicio,  y  de  considerarla  inhabiü- 
tada  hasta  de  poder  partidpar  de  algunas  gracias  e^ituales  como 
de  los  Sacramentos  de  la  Eucaristía,  Orden  y  matrimonio.  No  deben 
ser  atropellados  tantos  derechos  ligeramente;  no  debe  imponerse  so- 
lirc  una  frente  la  noto  de  incapacidad  sin  estar  bien  demostrada ;  no 
se  debe  hacer  d  mayor  de  edad  de  peor  coadicion  que  a(  menor  sin 
que  se  apure  todo  k»  que  conduzca  al  esclarecimiento  dd  verdadera 
estado  de  la  persona,  cuyos  deredios  tanto  se  van  á  cercenar ,  «ya 
opinión  tanto  se  vá  á  rebajar,  cuyos  intereses  tanto  pueden  padecer, 
la  ley,  pues,  no  sd©  admite,  sino  que  hace  nepesairó  examinar 
todos  los  medios  de  justificadon  que  ofrezca  la  persona  acerca  de 
cuyas  facdtadcs  intdectudes  esté  abierto  U  investigadan. 

Pasamos  aun  mas  adelante  en  esto  cuestión:  creemos  q/M  siem- 
pre que  se  trate  de  la  curadoría  ejemplar  de  «na  persona  que  n» 
aparezca  con  claridad  mcapaqitada  intdectudmente,  y  mas  cnand» 
haya  oposición  por  parte  de  él,  lo  que  antes  era  acto  de  jurisdicción 
"voluntaria  pasa  á  tomar  el  carácter  de  juicio  oontencioso.  I40  eon- 
mrio  seria  privar  áunapenona  que  tienede  deiechelapramaciii 
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ík  ser  capaz  del  ejercicio  activo  de  sos  derechos  shi  oirit;  aerit  daf 
contra  elb  un  auto  desaforado  qfie  las  leyes  no  aolorizan.  A  eslo  m 
se  opone  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cíyU:  antes  bien  está  may  ooa«# 
forme  con  todo  su  espíritu,  y  con  los  principios  en  qne  se  boda  ea 
€uanto  á  la  jurisdicción  voluntaría  y  contenciosa  se  refiere. 

Los  Direetores  de  la  RevisU. 


DE  LOS  AUMENTOS  PBOTRIOIVILES. 


€OM«III<TA. 

Cmimá$  tma  fmger  c§Mda  emge  de  m  marido  álm$tfUo$pwi*^ 
áOMie»,  itendrá  ueceMad  de  acotnfañar  i  su  toHeitud eMifioado^ 
dekabm'$idoineoadau<idmiMalAdefwndadedww  ód^erétk 
deereiarse  par  el  Jue%  ai»  que  aparezca  iemejanU  r^quiéUoí 

Parécenos  conveniente  y  oportuno  prevenir  el  ánimo  de  los  lec- 
tores, asentando  desde  luego  y  con  lisura  que,  en  nuestra  opitíon» 
no  es  de  necesidad  aquel  requisito ,  y  que  nos  estimiüa  á  ocuparaoe 
en  la  dilucidación  de  esta  materia  la  circunstancia  de  haberse  ite» 
gado,  en  negocio  que  corría  bajo  nuestra  dirección,  la  oonoesion  dé 
alimentos  provisionales,  mientras  no  viniera  al  espediente  certifica- 
cíon  de  aquellos  dos  estremos ,  á  saber ,  de  haberse  iticoado  la  de* 
manda  de  divorcio,  y  de  haber  sido  admitida. 

No  creemos  que  puedan  existir  muchas  opiniones  en  el  sentíM 
de  que  el  decreto  de  alimentos  provisionales  pueda  aplazarse  hasta 
el  momento  de  ser  admitida  ta  demanda  de  divorch).  La  rasen  ea 
clara:  siempre  media  un  largo  espacio  de  tiempo,  atendida  la  forma 
eclesiástica  (fe  enjuiciar  entre  la  incoación  y  admisión  de  la  deman* 
da,  aun  dado  caso  de  que  los  hechos  de  la  información,  que  siempre 
la  ha  de  preceder,  se  den  por  bastantes  y  justificados,  atergánitosQ 
mucho  mas  ese  espacio  cuando  la  información  ha  de  ser  ampliada  1 
escitacion  del  Ministerio  fiscal,  ó  porque  de  todos  modos  lo  haya  asf 
eslimado  de  necesidad  el  que  juzga.  T  como  quiera  que  la  cuestión 
alimenticia  sea  por  su  naturaleza  urgente,  como  lo  son  pf»*  regla 
general,  y  casi  sin  escepdon,  todos  los  asuntos  que  fytmñ  el  ob- 
jeto de  la  jurisdicción  voluntaria ,  venimos  á  parar ,  según  nuestraa 
convíeeiones,  en  que  nunca  debe  ser  de  necesidad  la  certificaeioii 
de  haber  sidó  admítMa  la  demanda  pna  la  concesión  de  alimenMi 
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froviskHiales^  p»r  la  calidad  que  tienen  de  naturales  7  por  la  pre>^ 
Hura  que  ha  establecido  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  todas  las  dis* 
posiciones  que  les  ccmciernen. 

:  Mas  apariencia  de  razón  presenta  la  opinión  que  para  la  conce^ 
sion  de  alimentos  provisionales  supone  la  necesidad  del  certificada 
de  haber  sido  incoada  simplemente  la  demanda;  pero  aun  á  pesar 
de  esa  apariencia,  creemos  que  semejante  obligación  en  el  que  so- 
licita los  alimentos  está  fuera  de  la  ley.  Fundámonos  para  ello  en 
que  el  marido  debe  siempre  á  la  mujer  los  alimentos ,  ya  vivan  uni- 
dos, ya  se  hallen  separados,  inclinándose  de  consiguiente  lapre* 
suncion  legal  hacia  el  lado  de  que  esos  alimentos  provisionales  se 
exigen  con  derecho. 

Puédese,  sin  embargo,  prescindir  de  semejante  presunción, 
puestol^e  la  ley  se  ha  dado  en  beneficio,  no  de  los  que  eiigen  co» 
derecho,  sino  de  los  que  tengan  derecho  á  exigir  los  alimentos  (ar* 
ticulo  i240):  frases  que  signffican  conceptos  muy  diferentes  en  núes* 
tro  sentir.  T  con  efecto:  exigir  con  derecho,  es  lo  mismo  que  jus- 
tificar cumplidamente  la  acción  alimenticia,  el  hecho  sobre  que  des* 
oansa  la  obligación  de  prestar  alimentos;  tener  derecho  á  exigir,  es 
la  misÉio  que  acreditar  la  calidad  simple ,  la  personalidad  del  peti- 
oionarío,  del  que  se  apellida  marido,  mujer,  padre,  hijo,  her- 
mano^'etc. 

.  Tenemos  por  muy  meditada  la  ley  y  no  creemos  por  lo  mismo 
que  se  haya  espresado  al  acaso,  aceptando  con  indiferencia  y  con- 
iHndiendo  en  uno  tan  diferentes  conceptos.  Prueba  de  esa  medita- 
cioB,  razón  ineludible  de  que  la  ley  ha  espresado  su  intención  y 
qne  ba  querido  atribuir  á  sus  palabras  el  sentido  que  les  damos  y 
no  otro,  es  que  después  en  el  art.  1218,  ha  ordenado  que  en  estos 
espedientes  (los  de  alimentos  provisionales  precisamente)  no  se  per- 
mita ninguna  discusión  ni  sobre  el  derecho  á  percibir  los  alimentos,, 
ni  sobre  su  entidad;  de  donde  deducimos  la  consecuencia  eminente- 
mente lógica  de  que  al  marcar  el  artículo  1210  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento los  requisitos  para  decretar  alimentos  provisionales,  y  por 
lo  tanto  para  pedirlos,  ha  querido  referirse  simplemente  á  la  per- 
sona del  peticionario  y  no  á  la  razón  de  pedir.  De  otro  modo  resul- 
laria  ui|a  contradicción  palpitante  entre  ese  artículo  y  el  1218  an- 
tes mencionado. 

•    Supóngase  sino  que  tener  derecho  á  exigir,  que  es  en  lo  que. 
insiste  ta  letra  actual  de  la  ley,  es  lo  mismo  idénticamaite  qne. 
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jpedir  coa  derecho.  iCuál  será  el  íesaUado?  Qae  habrá  una  necesi- 
dad ineYítabie  de  acreditar  ese  derecho,  qae  aio  qae  ese  misoio  de- 
recha se  jostiíiqae  cumplidameate  el  jaez  nada  podrá  decreiar:  y 
de  ana  ea  otra  indaccioa  vendremos  á  parar,  en  la:generalidad  de 
los  caaos,  á  la  necesidad  áñ  la  discusión  como  úoico  medio  de  acredi- 
tar el  derecho  con  que  se  pide. 

Quizá  se  replique  que  la  nueva  presentación  de  loa  títulos  basta 
al  efecto,  aunque  no  sean  eficaces:  pero  en  esta  suposición,  la  pre- 
sentación se  confunde  con  la  alegación  simple,  que  es  la  que  noso* 
tros  queremos  con  la  calidad  de  la  persona  y  no  mas,  dejando  para 
el  juicio  abierta  la  discusión  de  la  verdad  ó  étisedad  de  esas  mismas 
alegaciones.  Pretender  que  la  simple  manifestación  del  derecho 
basta,  es  hacer  á  la  ley  contradictoria  consigo  misma,  queriendo  y 
BO  queriendo  á  la  vez. 

Concretando,  pues,  el  concepto  legal  al  üaíco  sentido  en  que 
puede  y  debe  tomarse,  veamos  ahora  qué  requisitos  exige  para  que 
sean  decretados  los  alimentos  provisionales,  el  art.  1210  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento.  Que  se  pidan  por  escrito  es  el  primero  de  esos 
requisitos,  dentro  de  cuyo  precepto  hallamos  ya  una  nueva  razón 
para  esplicar  la  inteligencia  de  la  letra  y  la  razón  de  la  ley,  atendió- 
da  la  sencillez  de  esta  clase  de  negocios.  Nada  en  efecto  mas  senci- 
llo que  la  primera  fórmula,  pedir  por  escrito;  al  ordenar  esto  la  ley 
solo  exige á  nuestro  parecer  algo  mas  que  la  reclamación  verbal,  pero 
no  que  se  funde  la  petición,  cosa  ajena  por  cierto  á  unas  diligen- 
das  que  la  ley  apellida  espediente,  y  no  mas.  Que  se  acredite  cum- 
plidaniente  el  título  en  cuya  virtud  se  pidan  los  alimentos,  es  el  se- 
gundo requisito  que  la  ley  exige,  para  que  esos  alimentos  se  decre- 
ten; en  esto  creerán  algunos  ver  con  claridad  la  necesidad  de  la  cer- 
tificación de  haberse  intentado  el  divorcio,  opinando  que  no  de  otro 
modo  se  satisface  al  terminante  precepto  legal  que  exígela  justifica- 
ción cumplida  del  título  de  pedir.  Nosotros,  por  el  contrario,  encon- 
tramos motivos  para  opinar  de  distinto  modo  en  el  advervio  cun^H-^ 
damciUe  que  usa  la  ley,  deduciendo  de  él  mismo,  que  el  titulo  á 
que  se  refiere,  es  precisamente  el  de  la  calidad  de  la  persona.  I  á  la 
verdad:  si  el  título  se  ha  de  justificar  cumplidamente,  ó  ese  título  se 
ha  de  referir  al  fundamento  del  derecho ,  ó  ese  fundamento  re- 
quiere la  mayor  parte  de  las  veces  seria  indagación:  si  la  discusión 
no  se  admite  aquí,  y  si  por  fin,  sin  la  discusión  no  puede  venir  la 
justíficadoii  cumplida  que  la  ley  ordena,  es  muy  claro  que  el  título 
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de  que  habla  el  art.  1210  qne  analizamos,  se  refiere  precisamente  k 
la  mera  personalidad  del  peticionario. 

De  otro  modo  la  ley  se  hubiera  espresado  á  nuestro  entender  de 
manera  may  diferente,  poes  qne  hasta  la  misma  voz  título  nsa<> 
da  simplemente  en  sá  propia  y  verdadera  intetigencia,  no  significa 
otra  cosa  que  una  señal  esterior  por  la  cual  se  viene  en  conocimíen^ 
to  de  lo  qne  en  el  interior  acontece. 

El  tercer  requisito  de  los  apetecidos  por  la  ley  para  decretar 
alimentos  provisionales,  ningona  relación  guarda  con  el  punto  que 
estamos  analizando;  basta  por  lo  mismo  anunciar  que  requiere  la 
justificación  aproximada  del  candaldel  que  debe  dar  los  alimentos, 
para  deducir  una  vez  mas  de  todos  estos  requisitos  en  conjunto, 
que  pues  nada  hay  en  ellos  que  esprese  de  una  manera  temd'» 
nante  la  necesidad  de  justificar  mas  de  lo  que  sostenemos,  y  que  de  « 
todo  el  lenguaje  legal  se  infiere  la  sencillez  y  premura  en  la  sus- 
tanciacion  de  estás  solicitudes,  y  el  peticionario  habrá  cumplido  coa 
pedir  por  escrito,  acreditando  la  simple  calidad  de  su  persona,  y 
con  aproximación  el  caudal  de  aquel  de  quien  reclame  hs  alimentos 
provisionales. 

Todo  d  contesto  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  la  parte  refe-^ 
rente  á  la  jurisdicción  voluntaría,  y  especialmente  en  lo  que  con- 
cierne á  los  aRmentos  provisionales,  está  demostrando  la  perento- 
riedad con  ((ue  desea  que  se  proceda  en  asunto  tan  urgente  de  suyo, 
razón  también  en  que  nos  fundamos  para  creer,  como  creemos,  qne 
la  mujer  en  nuestro  caso  no  viene  obligada  á  presentar  certificación 
alguna  que  se  refiera  á  la  incoación  del  divorcio,  y  mucho  menos 
de  que  su  demanda  haya  sido  admitida,  debiendo  por  consiguiente 
los  Tribunales  decretar  los  alimentos  provisionales,  una  vez  averi- 
guada la  calidad  de  la  persona,  y  cuando  esta  figure  entre  aquellas 
á  quienes  la  ley  otorga  el  derecho  á  exigh*los,  no  pudiéndose  en  caso 
alguno  esperar  á  la  admisión  de  las  demandas  de  divorcio  para  acor- 
dar la  concesión  de  que  estam(»  tratando. 

Una  vez  mas  consignamos  aquí,  qne  soló  deseamos  que  otras 
personas  mas  autorizadas  examinen  esta  cuestión,  contribuyendo 
asf  á  uniformar  la  jnrfsprndencia  vacüaniM:  y  díscottfonne  en  d  es- 
tremo que  hemos  analissado.^SLuvüst  BhnAtLA. 

QmUstacion. 
8iñereerm)sttagMtof¡aad6sqQaeliÍQslmdo  anerilor  qnebt- 


Digitized  by 


Google 


ráitído  el  dktámen  que  anteeede,  Tamos  á  manifestar  naestra  opí^ 
moa  respecto  á  la  cuestión  que  en  él  se  examina.  Annqne  no  déja- 
nos de  estar  conformes  con  algunas  de  las  apreciaciones  qae  se  es- 
ponen, no  lo  estamos  en  el  modo  de  resolver  la  consulta.  Trátase  en 
ella  de  una  mujer  casada,  que  ó  ha  entablado  6  piensa  entablar  de- 
manda de  divorcio,  y  de  examinar  si  es  necesario,  para  que  el  Juet 
HHttde  darle  los  alimentos  prorisionales  que  solicita,  que  se  acredite 
tiaberse  ya  incoado  y  admitido  la  demanda  de  divorcio.  A  este  caso, 
pues,  y  no  i  ningún  otro  de  aquellos  en  que  la  mujer  casada  puede 
pedir  alimentos,  se  refiere  la  consulta. 

Esto  snpvesto,  no  nos  parece  que  la  cuestisn  está  tan  bien  plan^ 
t^tdacoino  es  conveniente  para  su  mas  acertada  resolución.  Nos 


OMigadon  es  shi  duda  del  marido,  como  jefe  de  la  familia, 
sostener  á  su  mujer  con  las  condiciones  de  decencia  y  bienestar  que 
correspondan  á  su  clase,  fortuna  y  circunstancias.  Esto  no  puede: 
ser  puesto  en  duda,  pero  tampoco  lo  puede  ser  que,  mientras  viven 
los  cónyuge»  de  ccmimo,  esta  obfigacíon  se  limita  á  la  manutención 
de  la  mujer  en  la  casa  maritaL  Para  estar  obligado  el  marido  á  dar  á 
la  mojer  los  alimentos  fuera  del  hogar  déla  familia»  necesario  es  que 
haya  una  causa  que  autbrice  á  esta  á  vivir  ftiera  de  él,  ó  al  me- 
nos separada  de  su  jefe.  La  ciastÍM,  pues,  de  alimentos,  no  depen- 
de de  la  de  baber  intentado  ó  de  haberse  admitido  ó  no  la  demanda 
de  divorcio  que  la  mujer  casada  se  cree  en  el  caso  de  promover,  sino 
de  su  continuación  ó  de  su  salida  de  la  casa  del  marido.  Si  continúa 
en  la  casa  del  marido»  caso  no  muy  frecuente,  pero  que  no  deja  á 
veces  de  presentarse,  no  tendrá  la  mujer  derecho  á  pedir  alimentos 
provisionales,  pero  si  á  ser  mantenida  por  el  marido  en  la  forma  que 
notes  queda  indicada.  S(  ya  no  tonümia  en  la  easa  del  marido,  sino 
que  0S¿i  fuera  de  ella  légahnente,  dníeo  supuesto  que  admitimos, 
por  baber  pedi(l»  y  obtenida  el  depósito,  aunque  sea  provisional  en 
los  términos  que  al  efecto  estaMeoe  la  ley  de  Bnjuiciamionto  civil, 
entonces  tiene  íododabtemente  (fereeho  á  que  se  le  s^alen  aumen- 
tos, y  para  conseguirio  basCft  que  haga  oensMr  la  eircunstancia  de 
estar  depositada  por  auto  judieial.  En  este  cno  el  testimonio  de  la 
proviáetteía  jndícial,  (fecrc^ndo  el  depósito,  meét  el  titulo  que  para 
el  sdMamiento  de  alimentos  f»  requiere  con  «rteglo  al  art.  12iO  de 
la  espresftda  ley,  y  aun  la  prosenfaeion  déosle  tflulo*no  será  neces»* 
ría  en  los  casos  en  que  la  mujer  casada  pretenda  los  aumentos  ame 
TOMO  xn.  32 
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fil  mí^fflo  Juez  que  dcoretii  el  depósitp,  si  biea,  ja  caesiion  de  alt>» 
^mantos  con  arreglo  al  art.  1294  de  la  ley  en  su  segunda  parte  se 
sustanciará  del  modo  establecido  por  regla  geueral  para  toda  clase 
de  alimentos  provisionales. 

En  resumen,  nuestra  opinión  es  que  la  mujer  casada,  para  pe^ 
dir  y  obtener  alimentos  debe  acreditar,  cuando  no  consta  ya  en  el 
Juzgado,  que  está  depositada,  aunque  solo  sea  provisionalmente; 
que  no  es  necesario  por  lo  tanto  que  baya  entablado  la  demanda  de 
divorcio,  y  menos  que  esta  le  haya  sido  admitida,  porque  según  el 
art.  1277  de  la  ley  referida,  basta  que  la  mujer  se  proponga  inten- 
tar la  demanda  para  que  el  Juez  pueda  decretar  su  depósito  provi- 
sional, depósito  que  es  necesario  ratificar  en  tiempo  para  que  la 
mujer  no  sea  restituida  á  la  morada  de  su  marido,  en  la  inteligen- 
cia, que  si  llega  este  caso,  cesarán  los  alimentos  que  se  le  hayap  se- 
ñalado. De  este  modo  entendemos  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y 
no  creemos  que  haya  contradicción  en  las  disposiciones  que  á  este 
punto  se  refieren. 

Us  Directores  de  la  Reyista» 
DKL  INTERDICTO  DK  OBRA  NVEVi 

«  ¿Procede  el  üüerdicto  de  obra  nueva,  cuando  se  ha  causado  per- 
juicio d  un  vecino^  agujereándole  hasta  el  interior  de  sus  habitado^ 
nes  la  pared  de  su  casa,  con  ocasión  de  obras  ejecutadas  en  otra 
su  contigua,  mbiendo,  bajando  ó  variando  tos  pisos,  ó  haciendo 
otras  obras  interiores! 

La  ley  I.*",  tit.  32,  Partida  3.^  al  definir  lo  que  es  obra  nueva, 
se  espresa  en  los  términos  siguientes:  labor  nueva  es  toda  obra  que 
sea  fecha  é  affuntada  por  cimiento  nuevamente  en  suelo  de  tierra,  ó 
que  sea  comenzada  de  nuevo  sobre  cimiento.ó  muro,  ú  otro  edificio 
antiguo,  por  la  cual  labor  se  muda  la  forma  é  ia  faetón  de  como, 
ante  estaba :  si  atendemos  única  y  esclusivamente  al  sentido  senci- 
llo y  material  de  las  palabras  parece  que  significan  que  no  hay  labor 
nueva  donde  no  se  muda  la  forma  é  la  facion,  ó  lo  que  es  igual, 
según  algunos  la  entienden ,  donde  no  se  modifica  ó  varia  la  facha- 
dia  ó  forma  esterior  de  la  casa  ó  cosa  que  se  reedifica,  m^ora  ó  muda 
{paciendo  obra. 
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No  es  fidl  ^pie  la  ley  quisiera  seoaltr  ix>q  sos  ^. palabra^ 
fanna  é  la  faetón  ua  mismo  eoncepto ,  como  no  es  tampoco  seguro 
ni  justo  que  fuera  la  iutenciou  del  legislador,  ni  el  espíritu  y  razón 
de  la  ley  que  nos  ocupa  y  demás  que  forman  el  mismo  titulo»  hacer 
depender  precisamente  de  la  variación  de  la  faclujula  esterior,  y  f^ 
redes  que  se  ven,  la  procedencia  del  interdicto  de  obra  nueva. 

Por  el  contrario ,  suponemos  mas  probable  que  el  Rey  Sabio  al 
osar  de  las  palabras  referidas,  quisiera  comprender  dos  pensamien* 
tos  completamente  distintos;  quisiera  manifestar  que  el  interdicto 
procedía^  tanto  quitando,  añadiendo  ó  mudando  en  la  forma  é  la 
bcioü  esterior,  como  hacieiido  obras  interiormente,  con  las  cuales 
obras  se  varían  aquellas,  no  ya  esteriormente,  sino  por  dentro, 
trastomaiido ,  subiendo  ó  bajando  pisos,  ó  haciendo  otras  operacio- 
nes ó  mudanzas  de  importancia ,  ostensión  é  interés  en  el  centro  d^ 
la  casa  ó  en  las  paredes  contiguas  á  la  ajena,  siempre  de  mas  tras- 
cendencia y  mas  ocasionadas  ¿  dañar  que  las  hechas  esteriormente« 

Debíamos  hacernos  cargo  y  estudiar  la  clase  de  pared  agujerea* 
da,  pues  sabido  es  que  según  sea  esta,  asi  también  tienen  mas  ó  me- 
nos derecho  los  dueños  de  ella  para  hacer  obra ;  pero  para  resolver 
la  cuestión  que  sometemos  al  superior  é  ilustrado  juicio  de  VV.,  casi 
DOS  es  indiferente  que  la  pared  sea  independiente ,  libre ,  ó  de  uno 
8oio,  que  en  ella  se  tenga  servidumbre,  ó  que  sea  medianera  ó  co- 
mún. En  ningún  caso  damos  ¿  uno  solo  la  libertad  de  obrar  absoluta 
é  inconsideradamente  perjudicando  al  otro  ó  á  su  propiedad ;  en 
ninguno  creemos,  como  algunos,  que  cumple  la  obligación  el  que 
daña  sin  mas  que  volver  las  cosas  á  su  primitivo  estado,  tapando  el 
agujero  hecho,  ó  componiendo  lo  que  descompuso. 

Siendo  medianera,  esta  palabra  indica  las  ^ibuciones  y  facul- 
tades que  en  ella  tienen  los  dueños,  pero  de  ningún  modo  podemos 
estenderlas  hasta  perjudicar  la  propiedad  ó  ios  derechos  del  uno  con 
obras  hechas  por  el  otro:  la  misma  espresion  (común  ó  medianera), 
parece  que  marca  los  límites  de  cada  uno  de  los  dueños ,  no  obstante 
deser  indivisible  el  dominio  que  en  ella  tuvieran,  pues  sirviendo  una 
pared  para  dos  casas  y  constituyendo  parte  de  ambas,  con  su  posi- 
ción, viene  á  smlar  lo  que  á  caída  uno  corresponde,  esto  es,  mitad 
partiendo  del  centro  hasta  una  de  las  casas  de  un  dueño,  mitad 
desde  igual  punto  hasta  la  otra  del  otro  dueño.  Estondidas  ¿  mas  las 
respectivas  tikcultadeg,  y  dando  al  que  obra  Ubertad  para  hacerlo  sin 
iqtaro^  ni  inconveniente,  y  sin  embargo  de  perjudicar  al  otro  la  ree- 
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Wficacitti,  por^emplo,  de  ana  casa,  lleva  consigo  lareediBcacion  ó 
Teposicion  á  la  faerza  y  en  parte,  de  las  paredes  de  la  del  vecino 
eondaoQÍo.  Atacado  así  el  sagrado  derecho  de  propiedad  con  un  he- 
cho que  daSa  y  molesta,  y  mermados  y  hasta  usurpados  derechos 
reales,  es  el  rusultado  de  aquella  libertad  y  teoría,  no  quedar  mas 
recurso  que  sufrir  las  consecuencias  de  una  obra. 

Si  la  pared  está  sujeta  á  servidumbre,  no  puede  negarse  que 
aquel  m  cuyo  favor  se  halla  constituida,  tiene  derecho  á  usarla  y 
disfrutarla  libremente,  tal  cual  está;  pero  supongamos  que  dicha 
carga  ó  servidumbre  coasista  en  fijar  en  pared  ajena  los  pisos  de  ca- 
sa contigua  ó  vecina,  demos  por  seguro  que  estos  se  variau  levan- 
tando donde  es  dudoso  saber  si  grava  mas  al  que  la  sufre;  ¿tiene 
«sto  restricciones?  ¿puede  mudarse  la  servidumbre  á  capricho  6  por 
atilidad  del  que  la  goza? 

Cuando  fuere  la  pamd  de  uno  solo,  comprendido  estk:  obra  en 
«lia  como  qniere :  mas  si  con  motivo  de  los  trabajos  d  obras  perju- 
dica y  agujerea  la  del  vecino,  juzgamos  estará  en  su  lugar  el  daña- 
do denunciándola  y  pidiendo  la  suspensión. 

Los  Romanos  en  la  denuncia  de  nueva  obra  (nunciatio  navi  ope- 
ris)  no  dan  su  definición,  y  la  conceden  á  todo  el  que  se  cree  perju- 
dicado, ya  por  un  hecho,  ya  por  daños  sufridos  en  su  propiedad,  ó  ya 
por  haberse  menoscabado  algan  otro  derecho  real;  con  razón  6  sin 
ella  pedian  la  suspensión  de  los  trabajos,  y  el  pretor  decretaba  in- 
mediatamente y  como  tenia  ordenado.  Verdad  es  que  sus  decretos  4 
disposiciones  prohibían  edificar,  no  guardando  cierta  distancia,  sien- 
do por  lo  tanto  desconocida  para  ellos  la  servidumbre  de  mediane- 
ría. Nuestras  leyes  nada  dicen  respecto  á  la  misma,  y  este  vacío  dá 
lugar  á  machos  pleitos  y  di^urbios. 

No  se  aos  oculta  que  los  iatertHctos  deben  tener  interpretación 
restrictiva;  pero  tampoco  podemos  olvidar  que  iatroducidos  con  el 
fin  de  protejer  la  seguridad  amenazada  de  las  personas,  de  sns  co- 
sas, derechos  y  el  orden  público,  y  con  el  dé  evitar,  precaver  y  sus- 
pender un  hecho  que  nos  perjudica,  mal  podrá  cumplirse  aquel,  si 
solo  damos  á  la  ley  h  estension  y  aplicación  que  combatitnos. 

Nada  mas  fácil  qoe  burlar  sn  rigUaneia  f  garanlfa,  nada  mas 
senciflb  qoe  molestar,  vejar  y  perjndtear  coft  obras  nuevas,  si  solo 
puede  mterponerse  el  interdicto  cuando  fteere  mudada  la  forma  é  la 
fáciott  estterior.  Casi  vendría  á  ^r  infttit  e^  tecmrso  suftiarísiiiio, 
cm  solo  cuidar  los  dnéSos  de  abne  nuevas^  dfe  no  dafiar  al  haoer  ba  * 
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jwed^qitseTea,  ópeijudicar  »ia  tocarlas,  ttabivaado  interior- 
meqie;  hecha  esto,  seguros  estariaa  de  que  sos  obras  no  se  snspeo- 
denan*  Cierto  es  que  hay  otros  remedios  para  consegoir  justicia  ^  j 
qoe  podría  eotahlarseotm  accioa  para  lograr  la  viodicacioa  de  dere* 
dios  menoscabadosj  ó  de  la  propiedad  desmemhfada;  mas  uo  es  me* 
nos  cierto  qfie  estos  remedios,  muchas  veces,  sino  todas,  serian  insu^ 
ficiente»,  principalmente  coando  con  la  no  suspensión  el  mal  conti^ 
macia,  d  peijnicío  seria  cada  vez  mayor,  y  la  esposícion  de  las  per*- 
sonas,  de  su  propiedad,  y  (fmá  del  órdenfpúhlico  mas  grande  é  irre*^ 
mediable.  £1  no  prohibirse  por  las  leyes  del  mismo  tilolo  y  Partida,, 
y  eqiecialmente  por  la  última,  como  lo  hace  coa  las  (jue  designa» 
intratar  el  leferiído  inteniicto  cuando  se  hacen  obras  en  lo  interior 
de  las  casas,  ya  ^  sus  paredes,  ya  ^  sus  pisos  ó  forma  viene  en 
^yo  de  la  mterpretacion  que  damos.  Hay  mas,  sí  forma,  significa 
k>  mismo  que  tidon,  ó  lo  que  es  igual,  híschnra,  rostro  ó  aara  es« 
teríor,  tenemos  en  la  ley  redundancia. 

Sin  emha^  de  las  palabras  de  la  ley,  que  están  en  contra  d^ 
nuestra  <qpinioB,  nos  hemos  av^turado  á  indicar  nuestro  parecer^ 
por  el  deseo  de  dar  ocasión  á  saber  el  ilustrado  de  los  Directores 
de  la  BxvisTA.— L  Z. 

CünPsstadon, 

Hasta  que  punto  las  leyes  de  Partidas  siguieron  á  las  romanas 
al  definir  la  obra  nueva,  se  comprende  con  solo  leer  las  palabras  co- 
piadas de  la  1/  del  título  XXIII  de  la  Partida  III,  y  compararlas 
con  lasque  tomadas  dd  jurisconsulto  Ulpiano,  están  escritas  en  los 
párrafos  11  y  12  de  lal^y  1.%  del  título  1.%  del  libro  XXXIX  del  Di- 
gesto. Dice  d§.  11  Opus  iiovurn  faceré  videtur,  qui  aut  o^ificanda 
aut  detrakendo  aliquád,  prUtinam  faciem  operis  mutat,  y  el  12:  Hoe 
mdem  Edictum  non  amnia  opera  complectüur:  sed  ea  sola,  quoí  solo 
eooimdB  mnt,  quorum  cedilicatio  veldemolUio  videturopusnovun 
urntinerA.  k  pesar  pues  de  la  sem^anza  de  la  definición,  á  pesar  de 
usar  la  ley  romanado  la  palabra  fac%e$,  que  parece  indicar  el  aspecto 
eslerior  del  edificio,  y  que  la  ley  de  Partida  tradujo  con  la  de  faoion^ 
vemos  que  poco  dc^ues  en  la  ley  5/  del  mismo  titulo  del  Digesto, 
$.9,80  oopia  otro  testo  del  mismo  Dlpiano  tomado  como  el  anterior  de 
su  libro  Si  ai  Edictum^  en  que  alabando  y  adoptando  la  triple  divi- 
áon  que  hizo  Sesto  Pecio,  de  las  causas  de  la  denuncia  de  obra 
ms^k  en  nabíLraly  BíU>Uca  ¿  impositicia  dice  que  te  causa  natural  os 
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cuando  se  introduce  alguna  cosa  en  nuestra  casa;  ó  se  edifica  en  cosa 
nuestra,  cum  in  nostrás  cedes  qtíid  inmitüur,  aut  (edifieatur  in  nos- 
tro.  No  puede  pues  dudarse  que  según  el  derecho  romano,  ladenun» 
cia  de  obra  nueva  tenia  lugar  en  el  caso  de  la  cuestión  propuesta, 
siempre  que  se  taladrara  una  pared  para  introducir  en  ella  alguna 
cosa,  y  por  lo  tanto  con  mayor  motivo  si  solo  tenia  por  objeto  causar 
una  vejación  que  podia  escusarse.  Esto  exactamente  nos  parece  apli- 
cable á  nuestro  derecho  en  que  la  palabra /(idon  no  puede  significar 
l&as  el  aspecto  esterior  del  edificio  ó  de  la  obra  que  la  de  facie$  que 
adoptáronlos  Romanos  al  definir  lo  que  por  obra  nueva  debía  com- 
prenderse, porque  bajo  la  denominación  fades  en  su  sentido  propio 
solo  puede  comprenderse  por  regla  general  la  forma,  el  aspecto  de 
la  cosa,  si  bien  es  mucho  mayor  su  alcance  en  sentido  figurado,  y  bajo 
la  denominación  antigua  de  fadon  se  comprende  toda  hechura,  bien 
fuera  esterior  ó  interior.  No  nos  parece  por  lo  tanto  que  la  interpre- 
tación de  la  palabra  facioiiy  tal  como  se  hace,  pueda  ser  causa  de  que 
la  ley  no  sé  entienda  del  modo  que  la  comprende  nuestro  ilustrado 
súscritor.  Esta  es  la  doctrina  general.  Pasemos  á  la  de  la  pared  me- 
dianera. 

Aunque  la  opinión  general  es  que  los  Romanos  no  conocieron  la¿ 
medianerías  ó  paredes  medianeras  y  que  solo  admitieron  por  pactos 
ó  últimas  voluntades  la  comunión  de  paredes,  no  nos  parece  tan  exac- 
ta esta  aserción.  La  ley  8,  del  tit.  II  del  lib.  Mil  del  Digesto  copia 
un  fracmento  de  Gayo  ad  Edictum  provindale,  en  que  se  hablaí 
de  la  pared  que.es  común  por  razón  natural,  parietem  qui  naturáli 
iratiom  communis  est,  diciendo  que  ninguno  de  los  dueños  tiene  el  de- 
recho  de  repararla  ni  de  demolerla,  porque  no  es  el  único  dueño  de 
•ella,  lo  que  según  muchos  jurisconsultos  debe  entenderse  del  caso 
én  que  la  reparación  no  sea  necesaria:  i  esta  pared  se  le  denomina- 
ba partes  intergerinus  ó  intergerivus  como  puede  demostrarse  en  la 
primera  denominación  con  la  autoridad  de  \^truvio,  y  en  la  segun^ 
da  con  la  de  Plinio.  La  ley  4  del  tít.  m  del  lib.  XXim.  del  mismoi 
Digesto  trata  de  la  pared  intermedia  entre  dos  casas,  medius  pariet 
qui  utrasque  (edes  distinguat.  Baste  esto  para  emitir  nuestra  opi- 
nión en  una  materia  en  que  somos  de  los  que  están  en  minoría.  Mas 
¿tejando  aparte  esta  cuestión  que  mas  tiene  un  carácter  histérico 
^e  actual,  hagámonos  cargo  del  derecho  del  condueño  de  la  parecf 
medianera  para  hacer  obras  en  ella.  A  nuestro  modo  de  entender,  ení 
asilencio  de  las  leyes  debe  estarse  á  las  costombres  locales,  y  coa 
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arreglo  á  ellas  esteoderse  ó  disminuir  los  derechos  de  los  dueños  me- 
dianeros: en  e^U  clase  de  servidumbres  no  puede  menos  de  estarse  á 
las  ordenanzas  locales  y  alas  prácticas  del  punto  en  que  está  sita  la 
finca,  á  lasque  es  de  suponer  que  todos  hanquerido  someterse  mientras 
espresamente  no  hayan  pactado  lo  contrario,  creándose  así  una  es- 
pede de  presunción  de  ley  para  esplicar  los  derechos  respectivos. 
A  falta  de  disposiciones  municipales  hay  ciertas  reglas  de  equidad 
general  que  arreglan  los  derechos  de  los  dueños  medianeros:  limi- 
tándonos al  caso  actual,  diremos  que  el  co-propietario  de  una  pared 
medianera,  no  puede  á  nuestro  entender  usar  de  ella  mas  que  ea 
proporción  á  la  parte  de  su  dominio,  y  por  lo  tanto  solo  cargar  ó 
introducir  vigas  hasta  la  mitad  del  espesor,  con  tal  que  no  impida  e( 
uso  respectivo  de  los  demás  medianeros;  que  para  usar  de  este  de- 
recho debe  ponerse  antes  de  lacuerdo,  con  los  co-propietarios  de  la 
pared,  y  que  si  no  hay  este  acuerdo  ha  de  acudir  á  la  autoridad  ju- 
dicial para  que  se  pongan  en  armonía  los  derechos  de  todos:  que  si 
ise  desentiende  de  estas  reglas,  si  contra  la  voluntad  del  medianero 
abre  agujeros  en  la  casa,  habrá  lugar  al  interdicto.  Notable  es  acerca 
-de  este  particular  un  fracmento  de  Papiniano  (ley  28  del  tít.  III  del 
lib.  X  del  Dig.)  en  que  con  relación  al  jurisconsulto  Sabino  dice: 
In  re  communi  nemimen  daminorum  Jure  faceré  quidquam,  invito 
ídtero  posse:  ünde  manifestum  est  prohibendi  jus  es$e:  y  después 
de  espresar  la  ley  que  la  causa  de  esto  es  que  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias es  mejor  la  condición  del  que  prohibe,  establece  con 
el^nte  concisión  cuatro  casos,  á  saber;  el  en  que  el  comunero  se 
oponga  ala  obra,  el  en  que  la  tolere  callando,  el  en  que  la  consien- 
ta y  el  en  que  la  ignore:  en  el  primero  habrá  lugar  ala  destrucción 
de  lo  edificado;  en  el  segundo  podrá  el  perjudicado  reclamar  danog 
é  intereses  por  la  acción  eammuni  divicbindo:  en  el  tercero  no  haj 
acción  alguna:  en  el  cuarto  hay  que  demoler  todo  lo  que  perjudi- 
que al  condueño.  En  defecto,  pues,  de  leyes  generales,  de  ordenan* 
zas  locales  y  de  derecho  consuetudinario,  nos  parece  que  estos  prin-. 
cipios  que  son  de  equidad  y  justicia  generalmente  reconocida  pue- 
den servir  de  regla  á  los  juz^ores. 

Los  DíreeUres  de  h  Revistad 
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DERECHO  AraiNlSTRüTlVO 


DE  LA  ispRiniM  m  m&k  db  miDiD  vmM. 

lElquepor  causa  de  utilidaA  pública  ha  tído  e$propiadQ  dfi  una 
finca ,  tiene  derecho  para  recobrarla  en  el  caso  de  que  la  obra  pro- 
yectada causa  de  la  e^ropiacion  no  se  ^cme^ 

DICTÁMKN. 

.  Consideramos  la  cueatioa  que  8epro|)oiie,  sola  y  esclasivamente 
éQ  el  supuesto  de  que  la  espropiacion  se  haya  hecho  en  defecto  de 
avenencia  de  los  particulares,  en  los  términos  que  la  ley  de  17  de 
julio  de  1856  tiene  establecidos.  En  este  supuesto  creemos  resuelta 
la  pregunta  en  el  art.  9.^  de  la  ley :  según  él ,  en  el  caso  de  no  eje* 
cutarse  la  obra,  si  el  Gobierno  ó  el  empresario  resuelven  deshacerse 
del  todo  ó  parte  de  la  finca  cedida,  el  dueño  antiguo  será  preferido^ 
en  igualdad  de  precio ,  á  cualquier  otro  comprador.  De  aquí  se  in* 
fiere: 

l.'^  Que  no  tiene  el  antiguo  dueño  derecho  para  recobrar  el  ter- 
reno, mientras  éste  no  se  enajene  de  nuevo  por  el  adquirente. 

2.^  Que  el  adquirenle,  ya  sea  el  Estado,  ya  un  empresario^ 
pueden  conservar  la  finca  indefinidamente  sin  ser  compelidos  á  per- 
cibir en  su  lugar  el  precio  por  que  la  compraron. 

3.^    Que  el  antiguo  dueño  solo  tiene  un  derecho  de  tanteo. 

4.^  Que  en  el  caso  de  usar  éste  del  derecho  que  la  ley  le  con- 
fiere, tiene  que  sujetarse  al  nuevo  precio  que  se  dé  por  la  cosa ,  no 
al  que  él  recibió ;  y  esto  aunque  sea  moderna  la  espropiacion. 

Los  Directores  de  la  RevisUt 
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sosal  u 

RECURSO  DE  CiSACION  EN  ESPAÑA. 


I. 

Baiqíi  de  «tUi  obtervaoíonet, 

EmpexáiNuiios  a  osoribír ,  para  los  Countamos  que  estamos  pu- 
Uicaado  á  la  Lby  m  JEn/ukuaiiisnto  civa,  el  del  tíUilo  H,  que  tra- 
ía de  los  recur$Q&  4e  cawHon ,  cuando  yí6  la  luz  pública  el  impor- 
tante y  erudito  dictamen  del  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  4e  Justi- 
jcia,  Sr.  Seqas  Losaoo,  jemitido«u,el  espediente  consultivo^  formado 
iUL  dicho  Tribunal,  c^n  motivo  del  progresivo  recargo  en  asuntos  de 
casación,  fin  vista  de  este  concienzudo  escrito,  y  del  erudito  tam- 
Jiien  é  importante,  que  ppcos  meses  antes  babia  publicado  sobre  el 
mismo  asunto,  b^jo  el  titulo  de  i^Kxámeu  del  recurso  de  Casación  en 
.&pmla,B  el  Sr,  Marqués  de  Gerona,  Presidente,  que  ha  sido,  de  la 
Saia  primera  del  propio  Tribunal,  nos  creimos  en  el  deber.de  hacer 
.im  trabajo  mas  deteiiido  sobre  esta  parte  de  nuestra  obra ,  aunque 
nos  estraiimitásemos  algún  tanto  de  su  principal  olqeto.  £1  concre- 
tamos i  lo  puramente  práctico,  ó  sea  &  la  simple  psposicion  de  las 
disposiciones  relativas  á  dicho  recurso,  hubiera 3Ído ,  en  las  actuales 
drcunstancias ,  de  eacasa.  utilidad  para  nuestros  lectores. 

Y  con  deeto,  era  de  notar  que,  aunque  dichos, dos  escritos  di- 
fieren en  puntos  esenciales,  están  conformes  en  uno  muy  capital, 
cual  es,  la  necesidad  de  que  se  reforme  el  titulo  31  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  para  que  sea  practicable  la  casación  en  España. 
Es  muy  atendible  esta  opinión  nn&nime  de  jurisconsultos  tan  distin- 
guidos y  competentes ,  por  cuanto  ¿  su  notoria  ilustración  reúnen  los 
conocimientos  prácticos  que  han  adquirido,  como  Fiscal  el  uno,  y 
Presidente  de  la  Sala  primera  el  otro,  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia. 

Por  otra  parte,  el  retraso  y  progresivo  recargo,  que  se  viene  es- 
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perÍDientando  en  el  despacho  de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo, 
por  no  poder  dicha  Sala  primera ,  única  competente  para  conocer  de 
ellos,  dar  vado  á  todos  los  que  se  interponen,  es  ya  un  hecho  que  ha 
llamado  altamente  la  atención  del  Tribunal  Supremo,  y  con  razón 
llama  también  la  de  las  personas  que  se  dedican  al  foro,  y  princi- 
palmente la  de  quien  tiene  el  deber  de  examinar  si  es  real  y  efectivo 
el  mal  que  se  lamenta,  para  aplicarle  el  oportuno  remedio. 

Siendo,  pues,  de  actualidad,  y  tan  importante  esta  materia,  hu- 
biéramos faltado  á  un  deber,  que  creemos  indeclinable  en  el  que  escri- 
be para  el  público,  habiendo  prescindido  de  su  examen,  y  de  emitir 
nuestra  opinión,  aunque  poco  autorizada,  sobre  las  principales  cues- 
tiones que  con  tal  motivo  se  suscitan ,  y  sobre  las  reformas  que  aca- 
so debaa  iatroducirse  en  dicha  Ley.  Al  verificarlo ,  no  lo  hemos  he- 
cho con  la  presunción  del  acierto;  pero  sí  con  lealtad  y  conciencia* 
No  será  estéril  nuestro  trabajo,  si  personas  mas  competentes,  llama- 
das á  estudiar  esta  materia,  encuentran  en  él  alguna  idea  útil,  ó  dig- 
va  de  tomarse  eñ  consideración. 

La  misma  razón  que  tuvimos  para  dar  la  estension  antedicha  á 
nuestros  Comentarios  sobre  la  casación,  nos  ha  decidido  á  publicar 
la  parte  mas  principal  de  ellos  en  las  columnas  de  la  Revista  de  Le- 
gislación T  JoaispRUDENGu,  CU  las  que  vieron  también  la  luz  pública 
los  dos  importantes  escritos  antes  mencionados  (1).  Reproduciremos, 
pues,  en  estas  Observaciones  lo  que  allí  hemos  dicho  acerca  de  las 
bases,  bajo  las  cuales  ha  sido  constituida  la  casación ;  causas  del 
progresivo  aumento  y  recargo  que  se  esperimenta  en  cuanto  ¿  los 
recursos  en  el  fondo;  medios  de  evitar  este  mal ,  y  reformas  que ,  en 
nuestro  concepto,  merecen  algunos  artículos  del  título  21  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

T  siendo,  como  es,  este  trabajo,  según  acabamos  de  indicar, 
nna  reproducción  literal  de  lo  que  hemos  escrito  para  dicha  obra, 
nos  ha  parecido  conveniente  no  alterar  el  orden  que  en  ella  hemos 
seguido,  que  es  el  que  exigia  la  misma  Ley ,  en  la  espoaicion  de  los 
puntos  indicados,  y  hacer,  en  los  epígrafes  de  cada  párrafo,  las 
oportunas  referencias  á  la  misma.  Advertimos  esto,  por  si,  atendi- 
da la  índole  de  este  escrito,  se  echase  de  ver  algún  defecto  en  su 
forma ,  ó  impropiedad  en  el  método. 

{{)  Véa^e  el  del  Sr.  Marqués  de  Gerona  en  las  oágs.  345  y  sigu¡enta<« 
del  lomo  XIII  de  la  Revista,  y  el  dictamen  del  Sr.  SBÍjas  Lozano  en  las  332 
y  siguientes  del  tomo  XY. 
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n. 

^ommIm. — Oljelo  de  U  Gammíoo.— fc  or%ai  en  Efp«2«  {{), 

Dd  verbo  latino  cassOt  cassas,  eauare,  qne  significa  quebran- 
t^i  annlar,  y  figuradamente  abrogar  ó  dero^r,  se  deriró  el  verbo 
castellano  casar,  nsado  solo  en  lo  forense  con  iguales  significacio- 
nes, y  el  nombre  casación  que,  según  el  Diccionario  de  la  Acade- 
mia, es  €la  acción  de  anular  y  declarar  por  de  ningún  valor  6  efec- 
to algún  instrumento.»  No  es  esta,  sin  embargo,  la  significación  con* 
creta  que  hoy  se  dá  á  dicha  palabra:  aplícase  por  la  jurisprudencia 
universal,  y  aplícala  también  la  nueva  Ley,  al  acto  y  remedio  supre- 
mo de  dejar  sin  efecto  las  sentencias  ejecutorias  de  los  Tribunales 
superiores  en  que  haya  violación,  falsa  interpretación  ó  mala  inteli- 
gencia de  la  ley.  . 

De^aquí  se  deduce  que  por  recurso  de  casación  se  entiende  elie- 
medio  supremo  y  estraordinarío  que  concede  la  ley  contra  las  ^- 
<*utoriasde  los  Tribunales  Superiores,  para  enmendar  el  abuso,  es- 
ceso ó  agravio  por  ellas  inferido,  cuando  han  sido  dictadas  contra 
ley  ó  doctrina  legal,  ó  con  infracción  de  los  trámites  y  formas  mas 
«ustanciales  del  juicio.  En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  el  re- 
curso se  funda  en  que  la  ejecutoria  es  contra  ley  ó  contra  doctri- 
na admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  se  ha  conveni- 
do en  llamarle  recurso  de  casación  en  el  fondo,  por  que  versa  so- 
bre el  fondo  de  la  ejecutoria,  esto  es,  sobre  si  ha  sido  fallada  con- 
forme á  la  ley  la  cuestión  debatida  en  el  pleito;  y  ^  (a  forma,  cuan- 
do se  funda  en  defectos  sustanciales  del  procedimiento,  6  sea  en  la 
infracción  de  las  leyes  que  arreglan  la  forma  del  juicio. 

Estos  recursos  son  los  mismos  que  hasta  ahora  se  han  denomi- 
nado entre  nosotros  recursos  de  nulidad:  en  la  nueva  Ley  se  ha  sus- 
tituido á  esta  palabra  la  de  casación,  sin  duda  por  considerarla  mas 
concreta  y  técnica ,  y  por  ser  de  uso  general  en  el  foro  de  toda  Eu- 
ropa. Lo  creemos  por  tanto  conveniente,  y  mas  cuando  ya  se 
había  adoptado  esta  denominación,  para  espresar  igual  recurso, 
en  el  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1882  sobre  procedimiento  en 
los  delitos  de  contrabando  y  defraudación  á  la  Hacienda  pública ,  y 

<l)  Introducción  de  nuestro  coment.  al  tit.  2i  de  It  Ley  de  Enjuic. 
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«n  la  Real  cédala  de  30  de  enero  de  188S ,  relativa  i  la  administra- 
ción de  justicia  en  las  provinciasíde  ultramar. 

El  establecimiento  en  España  de  este  remedio  estraordinario 
tiene  su  origen  en  la  Constitución  política  de  4812 ,  jtues  aunque 
las  leyes  de  Partida  y  recopiladas  hablan  de  la  nulidad  de  las  sen- 
tencias, es  en  sentido.bien  diferente  de  lo  que  hoy  significa  dicho' 
remedio:  víase,  sino,  entre  otras,  la  ley  2/,  tít.  18,  lib.  11  de  la 
Novísima  Becopilacion,  según  la  cual  nopodia  objetarse  ni  adflútirse 
Ja  nulidad  de  una  sentenojia  en  los  casos  en  que  no  procedía  contra 
ella  el  recurso  de  súplica.  I  aunque  tiene  alguna  sen^janza  con  los 
antiguos  recursos  de  s$gunda  $iiiplicacion  y  de  üymticianotoriat  por 
cuanto  estos  se  admitianr  como  aquellos,  contra  los  fallos  ejecutorios 
de  las  Audiencias  para  ante  el  primer  tribunal  de  la  nación ,  cual 
era  entonces  el  Consejo  de  Castilla,  el  que  reparaba  la  injusticia, 
ilegalidad  ó  agravio  cometido  en  la  ejecutoria;  se  diferencian,  sin 
embargo,  por  su  naturaleza  y  objeto.  En  estos  recursos  se  entraba 
ile  lleno  en  el  examen  de  los  autos,  calificando  las  pruebas,  apre- 
ciando los  hechos,  y  decidiendo  del  derecho  de  las  partes  en  aquel 
litigio,  como  se  hace  en  una  última  instancia,  sin  otra  trascendencia 
para  el  orden  público:  no  así  en  los  recursos  de  casación»  cuyo  obje- 
to es  mas  elevado  y  trascendental. 

Y  con  efecto:  la  casación  es  un  remedio  de  interés  general  y  de 
orden  público.  Su  objeto,  como  dice  un  notable  jurisconsulto  espa- 
Sol,  es  contener  á  todos  los  tribunales  y  jueces  en  la  estricta  obser- 
vancia de  la  ley ,  é  impedir  toda  falsa  aplicación  de  esta,  y  su  erré- 
nea  interpretación,  á  la  vez  que  uniformar  la  jurisprudencia;  asi  es 
que  ha  sido  introducida,  mas  bien  por  mterés  de  la  sociedad,  que  en 
beneficio  de  los  litigantes. 

Ya  hemos  dicho  que  trae  su  origen  de  la  Constitucion.de  1812. 
Una  de  las  atribuciones  que  el  art.  261  de  la  misma  conferia  al  Tri- 
bunal  Supremo  de  Justicia^  era  la  de  conocer  de  los  recursos  de  nuli- 
dad que  se  interpusieran  contra  las  sentencias  dadas  en  última  ins- 
tancia; pero  solo  para  el  preciso  efecto  de  reponer  el  proceso^  devol- 
viéndolo,  y  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  magistrados  que 
hubieren  infrigUo  las  leyes  del  procedimiento.  La  ley  de  9  de  octu- 
bre del  mismo  año  desenvolvió  el  precepto  constitucional,  dando  for- 
ma á  estos  recursos,  y  determinando  el  modo  de  interponerlos  y 
sustanciarlos.  Después  el  Reglamento  provisional  de  183S,  en  su 
artículo  90,  designó  también  entre  las  atribuciones  del  '^ribu- 
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tM  StopfMD^  de  Joslicia  la  de  cconocer  de  los  recaraos  de  nididad^'^ 
que  segim  lo  que  establezcan  las  leyes,  se  interpiisierea  de  las  sen- 
(endas  ejeeotorías  dadas  por  las  Aadtendas.»  En  13  de  agosta 
de  1836  se  restableció  la  Constitución  de  i812;  pero  no  la  ley  de  9 
de  odibre;  y  en  sn  lugar  se  pnblioó  después  el  Beal  decreto  de  4^ 
de  noviembre  de  1838,  cuyas  disposiciones  sobre  esta  materia  kan 
regido  hasta  la  nuera  Ley  de  Enjuiciamiento. 

Esta  Ley ,  lefermando ,  ó  mas  bien  derogando  dicho  decreto ,  ha 
establecido  el  recurso  de  casación  sobre  bases  mas  aceptables  r 
conformes  á  los  adelantos  de  la  ciencia  jurídica.  Pero  ¿lo  ha  esta- 
bleado en  sus  justos  limites?  ¿Ha  determinado  bien  las  condicionen 
inlrinaecas  y  estrínsecas  del  recurso,  para  que  sea  loque  debe  ser,  se- 
gún la  doctrina ,  y  que  corresponda  á  su  objeto?  Cuestiones  son  es- 
tas saniamente  graves,  y  de  las  que  por  necesidad  habrán  de  ocu- 
parse desde  luego  los  jurisconsultos  competentes,  y  hasta  el  Gobierno 
de  S.  M. 

in. 


ttmaoé  dicho  que  hasta  el  Gobierno  de  S.  If .  habrá  de  ocuparse 
de  cBla  nateria^,  porque  la  esperiencia  ha  venido  á  demostrar  en  d 
corlo  peitedo'  de  cuatro  anos ,  en  que  está  rigiendo  la  nueva  Ley; 
que  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo ,  única  que  conoce  de  los 
reeufsos  de  easaeion  en  el  fbndo,  no  puede  dar  vado  á  todos  los  que 
se  interponen,  y  al  Gobierno  corresponde  procurar  el  remedio  de 
esteaal. 

b  todo  el  aao  de  1836,  en  que  prii)p¡pió  á  regir  la  nueva  Ley, 
ingresaren  en  el  Tribraal  Supremo  de  Justicia,  y  se  repartieron  á 
sos  Salas  respectivas,  6  reeirsos  de  casación ,  y  2  apeladones  por 
haberse  denegado  la  admisión  del  recurso :  72  recursos  y  14  apela- 
donesen  1637:  130  recufsos  y  29 apelaciones  en  1888;  y  282  re- 
cursosy  34  apelamones  en  todo  el  ano  de  1889 :  de  bkmIo  que  en 
los  cuatee  aioa  componen  un  total  de  460  recursos  y  79  apelada 
nei ,  quedando  además  sin  repartir,  por  no  haber  comparecido  nio- 
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gana  de  las  partes,  26  recursos  y  4  apebtcioBes.  Nótese  el  ajoaiwik^ 
progresivo  que  se  viene  esperímentaodo  en  cada  aSo,  y  que  aun 
debe  continuar :  compárense  estos  guarismos  con  ios  de  166  recursos 
de  nulidad  y  137  apelaciones,  que  ingresaron  en  el  propio  Tri- 
I)unal  Supremo  en  los  diez  y  siete  años  que  han  mediado,  desde  que 
se  publicó  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  basta  ^1.^ 
de  enero  de  1886 ,  en  que  ha  empezado  á  regir  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento f  y  se  verá  prácticamente  cuanto  se  ha  facilitado  en  ésta  el 
acceso  á  la  casación. 

.  De  los  totales  antedichos  han  correspondido  á  la  Sala  1/,  con 
arreglo  á  los  arts«  1018  y  1073  de  la  Ley,  por  tratarse  de  la  casa- 
ción en  el  fondo ,  417  recursos  y  39  apelaciones ;  y  á  la  Sala  2/, 
por  versar  sobre  la  forma,  43  recursos  y  40  apelaciones.  Esta  nota- 
ble y  estraordinaria  diferencia ,  y  el  no  seguir  el  aumento  de  estos< 
recursos  en  la  misma  proporción  que  el  de  aquellos ,  tiene  una  es- 
plicacion  muy  obvia  y  natural.  La  casación  sobre  el  fondo  tiene  un«jL 
esfera  indefinida ,  pues  procede  el  recurso  siempre  que  se  cite  como 
infringida  en  la  ejecutoria  una  ley ,  ó  una  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia ;  al  paso  que  la  casación  en  la  forma  está  limitada 
taxativamente  á  las  nueve  causas  espresadas  en  el  art*  1013,  siendo 
por  lo  tanto  mas  fácil  que  con  los  fallos  del  Tribunal  Supremo  se 
tíje  la  jurisprudencia ,  y  se  evite  lá  interposición  del  recurso  en  otros 
casos  iguales  ó  análogos.  Por  éste  motivo  no  es  de  temer  que  emba- 
race la  casación  en  la  forma ,  y  debamos  concretar  estas  observa- 
ciones á  la  que  versa  sobre  el  fondo. 

De  los  417  recursos  y  39  apelaciones  que,  como  hemos  dicho, 
han  correspondido  en  los  cuatro  aSos  á  la  Sala  1.^,  por  ser  la  ca- 
sadon  sobre  el  fondo,  han  ingresado  en  el  último  ano  de  1889,  230 
recursos  y  19  apelaciones ;;,  y  á  pesar  de  la  incansable  laboriosidad 
del  Presidente  y  Ministros  que  componen  dicha  Sala,  y  de  los  es- 
traordinarios  esfuerzos  que  están  haciendo ,  auiUiados  por  el  Presi- 
dente del  Tribunal ,  para  activar  el  despacho,  como  lo  demuestra 
el  haber  terminado  en  dicho  ano  108  recursos  y  16  apelaciones, 
además  de  otros  varios  negocios  no  menos  graves,  todavía  han  que-^ 
4ado  pendientes  para  1860,  232  recursos  y  13  apelaciones;  62  de 
Ruellos,  y  3  de  estas,  conclusos  para  la  vista,  y  los  demás  en.  sus^ 
tanciacion:  número  masque  suficiente  para  el  despacho  de  dos 
anos,  atendida  la  índole  y  gravedad  de  estos  trabajos.  I  si  á  ellos 
se  agregan  los  recursos  que  entraurán  en  el  ano  inmediato,  con  el 
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aomeiito  progresivo  que  se  viene  notando,  y  que  cootinnará,  segas 
todas  las  prcriutbilidades,  calcúlese  hasta  qué  punto  podrá  llegar  el 
retraso,  con  mengua  de  la  administración  de  justicia  y  considera- 
bles perjuicios  para  los  litigantes. 

¿Procederá  este  mal  de  que  la  casación  no  se  ba  reducido  á  su 
justo  limite ,  traspasando  sus  naturales  condiciones  intrinsecas;  ó 
de  que  no  se  ha  establecido  bajo  las  reglas  y  condiciones  estrinsecas, 
que  son  necesarias  para  hacerla  ejecutable?  Aunque  ambas  causas 
podrán  contribuir,  y  contribuyen  en  efecto,  creemos  que  procede 
mas  bien  de  la  segunda,  que  de  la  primera. 


IV. 


€mim0  del  •niMinto  de  reounot  y  tt/trmao  en  el  defpeoho.— FáoU  ecoew. — 
Infiraecíoa  de  dootrina.— FeUo  en  el  fondo. — Joioio  lobre  eitei  oanses  (i). 

En  cuanto  á  no  haberse  reducido  la  casación  á  su  justo  límite, 
traq)asando  sus  condiciones  intrínsecas,  es  indudable  que  la  nueva 
Ley  ha  facilitado  estraordínariamente  el  acceso  al  recurso ,  permi- 
tiéndolo en  una  multitud  de  casos  en  que  antes  ni  aun  la  súplica 
era  procedente.  Pero  ¿la  ha  sacado  por  esto  de  su  justo  limite?  Cier- 
tamente que  no,  si  se  atiende  al  rigor  de  los  principios.  ¿Existe  una 
sentencia  ejecutoria,  en  la  que  se  ha  infringido,  ó  interpretado  erró- 
neamente la  ley?  Pues  allí  debe  apUcarse  el  remedio  de  la  casación, 
sin  tener  en  cuenta  el  valor  de  la  cosa  litigiosa:  sobre  él  está  el 
interés  de  la  sociedad.  Esto  dicen  los  partidarios  de  dicha  innova- 
ción, y  es  preciso  reconocer  la  lógica  de  su  argumento. 

Sin  embargo,  es  muy  frecuente  en  jurisprudencia  relajar  el  ri- 
gor de  los  principios  en  consideración  ad  interés  público  ó  privado, 
de  que  no  es  posible  desentenderse ,  y  creemos  que  no  hubiera  sido 
mconveniente  haberlo  hecho  así  en  el  presente  caso.  ¿No  se  ha  re- 
lajado respecto  de  los  juicios  verbales  y  de  menor  cuantía?  Pues  si 
en  ellos  no  se  permite  en  ningún  caso  el  recurso  de  casación  (articu- 
lo 10i4,  §.  i.%  sin  duda  por  la  poca  entidad  de  la  cosa  litigiosa, 
por  igual  razón  pudiera  haberse  prohibido  en  los  pleitos,  cuya  cuan- 
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tía  no  esceda  de  dieií  mil  reales ,  por  ejemplo,  para  evitar  el  grave 
mal  de  que  asciendan  las  costas  á  tanto  ó  mas  de  lo  qoe  se  litiga.  El 
inconveiaeifle  que  resultaría  de  esta  limitación,  podría  superarse,  ai 
nuestro  concepto,  con  una  buena  ley  de  responsabilidad  judicial.  ¥ 
sobre  todo,  ó  aplíqu^e  el  principio  en  toda  su  estensión,  ó  restrín- 
jase cuanto  sea  conveniente:  esto  es  lo  ló^o» 

Tambiéte  opinan  notables  jurisconsultos  que  se  ha  estableddo  la 
casación  fséra  de  sud  justos  limites  y  de  sus  naturales  con&'tíones 
iatrjbsécas^  con  permitirse  "el  recurso  por  infracción  de  la  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia,  y  con  haberse  cometido  al  TVibnnal 
Supremo  la  facultad  de  fallar  en  el  fondo.  En  cuanto  á  lo  primero, 
es  indudable  que ,  por  no  haber  definido  convenientemente  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  lo  que  haya  de  entenderse  por  doctrina  admitida 
par  la  jurisprudencia  de  los  tribunaleSy  se  dá  ocasión  á  que  se'  abu- 
se de  este  remedio,  pues  basta  dtar  como  infringida  cuafqmer  doc- 
trina, para  que  proceda  la  admisión  del  i^ecurso,  por  mas  que  luego 
sea  desestimado.  Véase  lo  que  decimos  sobre  este  particular  en  el 
comentario  del  art.  1012  (§.  YI  de  estas  OBsanVACioffies); 

El  otro  estremo  comprende'  una  cuestión ,  quizá  la  mas  ^ve 
que  se  suscita  en  esta  materia,  y  que  tiene  divididos  á  eminentes 
jurisconsultos.  Los  que  sostienen  que  el  Tribunal  de  Casación  no 
debe  fallar  sobre  el  fondo  del  negocio ,  afirman  que  el  sistema  con* 
trario  desvirtúa  y  vicia  la  institudon ,  convirtiendo  este  remedio 
supremo  en  una  tercera  instancia,  contra  su  índole  y  naturaleza ,  y 
aducen  en  su  apoyo  la  opinión  de  los  jurisconsultos  mas  notables  de 
Francia,  cuHa  de  esta  institudon,  y  la  legisladon  de  aquel  pafe,  á  la 
que  entre  nosotros  siguió  sobre  este  punto,  aunque  incompletamen- 
te, el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838. 

Nonegarémosque,  si  ba  de  estarse  al  rigorismo  doctrinal,  el 
Tribunal  de  Casación ,  cuyo  instituto  es  cuidar  de  la  observancia  y 
recta  aplicación  de  la  ley,  debiera  conciretatse  á  resolver  si  esta  ha 
sido  ó  no  infringida,  ó  sea  á  decidir  en  casación,  y  nada  mas ;  pero 
ya  hemos  dicho  que  es  frecuentieen  jurisprudencia  prescindir  de  ese 
rigor,  y  se  prescinde  en  efecto  cuando  pviede  adop¿irse  otro  sistema 
mas  ventajoso  al  interés  público  y  privado,  cuya  convenienda,  mas 
bien  que  los  principios  de  escuela  >  debe  consultar  el  legislador 
en  todo  c^so.  ¿T  cómo  puede  desconocerse  que  el  sistema  adoptado 
por  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  lleva  sobre  este  punto  grandes 
ventajas  al  francés? 
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Casando  y  faUaodo  en  el  fondo  el  Tribunal  Soprano,  o(mio  or- 
dena la  Ley  en  el  art.  IO6O1  se  etitan  dilaciones  y  gastos  ¿  las  par- 
les, y  el  graye  inconveniente»  á  que  daba  lugar  el  art.  i8  del  Real 
decreto  dtsdo  de  4  de  noviembre,  de  que  la  Andíencia,  al  fallar  de 
nnevo  el  pleito,  pueda  desairar  la  d€k;¡sion  del  tribunal  Supremo, 
escítando  rivalidades  y  destruyendo  el  orden  gerárquico  de  los  trí- 
bimal». 

Para  salvar  este  inconveniento  ba  determinado  últimamente  la 
legislación  francesa,  por  una  ley  de  i.^  de  abril  de  1837,  despuea 
de  baber  ensayado  otros  medios,  que  si  el  Tribunal,  ¿  quien  se  remi<« 
ten  los  autos  después  de  casada  la  sentencia,  insisto  en  el  primer 
fallo,  pueda  interponerse  segunda  vez  el  recurso,  el  que  será  deci- 
dido por  el  Tribunal  de  Casación  en  pleno;  y  si  ^te  casa  otra  ves  ta 
sentencia,  el  Tribunal,  á  quien  se  remitan  lo»  autos  de  nuevo,  de* 
be  conformarse  á  la  decisión  de  aquel  en  cuanto  al  punto  de  dere* 
cho,  juzgado  por  el  mismo. 

Es  verdad  que  así  se  salva  el  inconveniento  indicado  de  que  et 
fallo  de  un  Tribunal  Superior  se  sobreponga  al  del  Supremo;  pero 
¿se  salva  también  el  principio?  Creemos  que  no.  ¿Qué  es  esto  en  rea- 
lidad sino  una  ficción  y  una  mera  fórmula?  Si  en  último  término  la 
Audiencia  ha  de  conformarse  é  lo  que  haya  decidido  el  Tribunal  S^ 
pr^mo,  éste,  y  no  aquella,  es  quien  de  hecho  y  realmente  falla  el  ne« 
gocio  en  cuanto  al  fondo.  ¿Por  qué,  pues,  no  facultarle  para  que  lo 
haga  de  derecho,  y  desde  el  primer  fallo  en  casación?  Así  se  evita- 
rán gastos,  dilaciones  y  conflictos,  y  el  grave  inconveniento  de  obli- 
gar á  un  Tribunal  Superior  ¿  que  faUe  quizá  contra  su  conciencia, 
so  pena  de  dar  á  lá  decisión  del  Supremo  el  earácter  y  fuerza  de 
interpretación  auténtica  de  la  ley,  con  efecto  retroactivo,  lo  cual 
no  es  Bostenible. 

Por  estas  consideraciones  nos  parece  conveniente  que  el  Tribu- 
nal de  Casación  falle  también  en  el  fondo.  No  desconocemos  que  el 
sistema  contrario  desembarazaría  algo  al  Tribunal;  pero  no  tanto 
que  sea  motivo  suficiente  para  adoptarlo:  el  recargo  que  puede 
produdr,  queda  debidamente  compensado  con  las  ventajas  que 
proporciona.  Bicho  recargo  debe,  en  nuestro  concepto,  atribuir- 
se mas  bien,  como  ya  hemos  indicado,  á  las  condiciones  estrínsecas, 
bajo  las  cuales  se  ha  establecido  la  casación,  según  vamos  á  de- 
mostrar. 
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Mas  lolire  el  nÚMBO  «tunto. — ^TémiÍBo  patm  mtavponer  el  reoimo.-^-Depó. 

iilo. — CelifinaoJon  prMa. — ^Námefo  de  Mímttrof.— Copie  del  epimta-. 

^'  miento.  — Andienoie  fisoel,— Jitioio  lobre  estes  eoodioioiies  estrinieoe»  ( 1 )  - 

En  primer  logar,  el  término  de  diez  dias  improrogables,  que  se- 
ñala el  art.  1022,  para  interponer  el  recurso,  es  sumamente  corto: 
en  muchos  casos  ni  tiempo  tendrá  el  defensor  para  consultar  la  vo- 
luntad de  su  cliente,  y  en  la  duda»  y  para  salvar  el  procurador  su 
responsabilidad,  en  razón  á  que  no  se  necesita  poder  especial  (ar- 
tículo 1023),  interpone  siempre  el  recurso.  Mucho  menos  lo  tiene 
eí  interesado  para  consultar  el  dictamen  de  otros  letrados,  ni  para 
deliberar  con  calma,  y  sin  la  oscitación  que,  por  de  pronto  produce 
un  fallo  desfavorable.  Tres  meses  concede  la  legislación  francesa: 
fíjese  un  término  semejante,  al  menos  el  de  cuarenta  dias ,  y  se  in- 
terpondrán menos  recui*sos  de  casación.  Esto  lo  prueba  el  hecho  de 
que  ascienden  próximamente  á  un  16  por  100  los  recursos  en  que 
se  separa  el  recurrente,  ó  se  declaran  desiertos  por  no  haber  compa- 
recido; pero  siempre  después  de  haber  ocupado  la  atención  del  Tri- 
bunal, y  turbado  la  acción  de  la  cosa  juzgada,  que  al  cabo  viene  á 
reconocerse  que  merecía  el  concepto  de  tal. 

En  segundo  lugar,  el  depósito  que  exigen  los  arts.  1027,  10¿8 
y  1029,  es  insuficiente  para  su  objeto,  é  ineficaz  como  pena,  ni  como 
medió  de  represión;  á  lo  que  hay  que  agregar  que  se  dispensa  de 
él  en  muchos  casos.  Recurso  ha  subido  al  Tribunal  Supremo  con 
270  rs.  de  depósito.  Esta  suma,  y  aun  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos la  de  4,000  rs.,  que  es  el  máximum,  no  basta  para  indemnizar 
con  la  mitad  á  la  parte  contraria  los  perjuicios  ocasionados  con  un 
recurso  infundado,  ni  la  otra  mitad  es  pena  proporcionada  á  la  ofen- 
sa inferida  al  Tribunal  sentenciador.  Auméntese  el  depósito;  exíja- 
se en  todo  caso,  y  de  seguro  disminuirán  los  recursos.  Por  si  la  falta 
de  metálico  pudiera  ser  un  obstáculo,  permítase  la  fianza,  como  la 
permitía  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre.  Pero  como  todos  los  ca- 
sos no  son  iguales,  seria  justo  que  el  Tribunal  Supremo  estuvie- 
ra facultado  para  fijar,  dentro  del  máximum  de  aquel,  la  canti- 
dad, á  cuya  pérdida  deba  ser  condenado  el  recurrente,  según  la  ma> 
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}V  6  menor  temeridad  con  qae  haya  entablado  el  recurso;  y  aun 
tüBlMeii  para  absírfverle  de  sa  pérdida,  en  la  parte  que  sirve  de 
■nlta,  7  hasta  para  impoDer  ea  ua  caso  de  estremada  temeridad» 
qae  los  hay  sin  da^a,  la  prisión  subsidiaria  á  los  que  litiguen  como 
pobres,  toda  vez  qne  la  pérdida  del  depósito  se  impone  por  vía  de 
Hmlta,  y  de  indemnización  de  perjuicios.  Esta  facultad  discrecional^ 
«mferida  k  la  Sala  de  Casación,  seria  muy  conveniente  para  re- 
piinúr  los  abusos  á  que  se  presta  el  remedio. 
.  Además,  la  calificación  previa,  hecha  por  una  Sala  del  propia 
Tríbanal  Sopremo,  la  cual  desestimase  de  plano  los  recursos  notoria- 
mente infundados,  seria  el  medio  mas  espeditivo  que  pudiera  adop- 
tarse.' Sin  la  Chambre  des  requetes  que  tiene  estas  atribuciones, 
¿cómo  podrian  despacharse  en  Francia  sobre  700  recursos,  que  por 
término  medio  se  interpone  en  cada  año?  T  no  seria  estraSo,  antes 
Uen  es  prohaUe,  que  en  Espña  lleguen  á  aproximarse  á  este  núme- 
ro, si  se  tiene  en  cuenta  el  aumento  progresivo  que  viene  notándose» 
y  que  las  qnince  Andieoeias  de  la  Península  é  islas  adyacentes  fa- 
Uau  sobre  dnco  mil  pleitos  en  cada  ano  (1). 

£1  estabteeimiento  de  dicha  Sala  de  calificación  es  mas  necesario 
entre  nosotros,  qne  en  Francia,  por  la  circunstancia  de  que  no  tene^ 
Bws,  como  allí  tienen,  un  colegio  especial  de  abogados  para  el  Tri- 
bunal de  Casación,  organizados  oonveni^temente,  los  cuales  con  su 
esperienaia  y  práctica  especial  contribuyen  á  facilitar  el  despacho. 
For  falta  de  esta  circunstancia,  y  por  ser  nueva  la  institución,  no  es 
de  estráñar  se  citen  con  frecuenda,  para  fundar  los  recursos,  doctri- 
nas ImpertíneQtes,  y  leyes  qne  no  han  sido  mfringidas  ó  que  no  cou- 
dnoen  al  caso.  Becurso  ha  subido  al  Tribunal  Supremo,  en  que  se 
citaban,  como  infringidas,  diez  y  ocho  leyes,  y  hasta  todas  las  de 
an  título  de  nuestros  códigos,  versando  los  informes  de  los  letrados 
sobre  todas  ellas,  y  viéndose  la  Sala  de  Casación  obligada  á  exami- 
narlas ima  por  nna  para  dictar  su  fallo.  La  Sala  de  calificación  hu- 
biera en  tales  casos  desechado  de  plam)  las  notoriamente  impertí- 
entes,  ^ando  los  puntos  que  debiau  debatirse,  con  la  grande  eco- 
nomía die  tiempo  que  es  consiguiente. 

También  el  número  de  ministros,  de  que  se  componen  las  Salas 
del  Tribunal  Supremo,  es  un  obstáoilo  muy  considerable  para  el 


(i)   En  d  año  último  de  1858  bao  despachado  SSOO.'pleitos. 
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despacho,  y  hasta  para  la  unidad  de  la  jurisprideiicíA.  Oa  útlto^nmf 
mstros  86  compone  eada  Sala,  y  este  mismo  númaro  es.  el  que  étími 
concorrir  á  la  vista  de  ios  recursos  de  que  tratamos.  Además  deswf 
dicho  número  insuficiente  para  fallos  de  esta  clase,  cmno  demo8ti»4> 
remos  en  el  comentario  al  art.  1054,  resalta  que,  cuando  por  i 
medad  ú  otra  causa  justa  deja  de  asistir  un  minislro ,  tiene  qne  i 
penderse  la  vista,  ó  suplir  la  falta  oira  de  otra  Sala ,  lo  cual  mm 
siempre  es  posible,  y  queda  adunas  defraudado  el  objeto  qm  88| 
propuso  la  Ley,  al  a^aríiuna  Sala  todos  los  recursos  en  el  (oádo. 

Otro  de  lois  medios  que  contiíbuirían  también  á  la  espedjekm  en 
el  despa(^,  sería  el  entregar  copia  del  apimtamiento  á  cada  wm 
de  los  ministros  de  la  Sala  antes  del  día  sMíalado  para  h  vista.  Do 
este  modo,  al  tiempo  de  verse  el  negocio,  estarían  yac  enterados  de 
la  cuestión,  y  tendrian  consultadas  las  leyes  qne  se  dten  como  in-^ 
fringidas:  podrían,  de  consiguiente,  apreciar  con  mas  coDodmienta 
de  causa  las  razones  que  expongan  los  letrados  en  sus  informes:  se 
evitarla,  fuera  de  algún  caso  estraordinario ,  el  tener  que  pasar  los 
autos ,  después  de  la  vista ,  al  estudio  de  cada  uno  de  loe  adnístros^ 
como  boy  se  hace  encasi  todos  los  negocios,  y  es  de  necesidad  para 
poder  emitir  su  voto  con  la  reflexíoo,  oK^en  detenido,  juetificacioii 
y  acierto  que  revelan  los  fallos  dd  Tribunal :  se  eccmomnaría  el 
tiempo  que  en  esto  se  invierte;  y  por  último,  se  podria  las  mae  ve^ 
oes  proceder  á  la  votación  y  fallo  del  negocio  acto  contánuo  de  hi 
vista,  teniendo  por  tanto  mas  tiempo  el  ponente  para  redactar  la 
sentencia,  y  publicarla  dentro  del  término  legal* 

Adicho  fin,  y  para  faeüitaF  ata  mas  el  despacho,  seria  oeaveT 
niente  la  impresión  del  apuntamiento,  después  de  haber  manifestada 
las  partes  su  conformidad  con  él,  ó  de  haberse  hecho  laA  reformas  y 
adiciones  que  se  estimen  procedentes.  Por  término  medio  pnedeo 
calcularse  en  unos  den  reales  los  gastos  de  la  impresión;  ctfitidad 
bien  insignfficante ,  y  mas  si  se  compara  con  las  venteas  antes  m* 
dicadas:  poco  menos  costará  A  los  Ktigaates  la  copia  del  apunta? 
miento,  que  el  procurador  saca  para  el  letrado.  Estos  gastos  debe^ 
rian  reputarse  como  costas  del  juido,  y  pagarse  baja  tal  ODuoepta 
por  bs  interesados  en  el  pleito;  y  cuanck)  estos  sean  pobtes^  podrían 
suphrse,  á  calidad  de  rdntegro,  de  los  fondos  preoedenles  d^  Ut 
mitad  de  los  depósitos,  cuya  pérdida  ha  sido  declarada,  que  quedan 
detenidos  á  disposición  del  TríEunal,  como  se  pagan  las  costas  de 
que  habla  el  art.  M0B.' 
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^  -llv  ítáni»;  «fKk4e  Idaddécftéa  tiM  iioMkto,  <|«d  se  eoMiatrM 
«Ja  iliie»vaLrf  4e'  EBJánmkñ^,  ea  el  de  no  haber  dado  iiiter«- 
yeaam  al  Umslarío  fisoal  en  la  si^taackoion  de  c^to»  reoorsos: 
MndMse  siempre  en  infraoiion  de  ley  ó  de  doelrina  legal;  y»  segon 
ya  tenes  ifebo,  sn  objete  es  impedir  toda  iaka  a{riioaeioQ.dela  ley 
y  sn  enteeatiiUéfpretaieion,  ¿  la  yex  que  uaiformar  la  jvispnideD- 
cía:  de  HM>do  qne,  ana  eisado  les  tilintes  se  apnevechan  inmediaí- 
da  sas  efectos ,  estos  son  taübien  de  érden  páblicó  y  en 
áe  k  sociedad  en  feneral.  hidiehin  >  srismás  /  ooncnrrir  ta- 
les eironnstendis,  qae  bnbiese  motivos. pera  lepntar  la  ínfnieciott 
ds  Jey^wnÉdaá  sabtendas/ó  eenmalioiav'ypara.eiigir  por  tanto 
la  lasponsidniidád  ¿  Josimagistrades  que  diotan»  la  semencia.  Bajo 
eoalqaiera  de  estos  aspectos  qne  se  coosidereti  lOs  ireoursos  de  casa- 
cionv^eameeesÉria  )a  inteivenolen  en  ellos  del  Minislerio  i^úblico; 
•a  para  Caronser  ai  coadyuvar  Jos  intereses  de  ana  de  las  parte?, 
na  para  sostener  ks^  laeíros  de  laj^  y  de  la  cansa  pública,  de  ti^ 
^  es  legítimo  representante  y  defeneor.  Esto  está  en  armonía  con 
les  ipiuáfios  qne  rigen  en  nuestro  procedimiento,  consignados  ya 
«el  Aegkmento  provisional:  de  I83S  para  la  administración  de 
jvtícía»  s^ganel  Gaal(arts.'70, 86  y  4dl)  debe  oirse  i  dicho  Mi- 
■Bterío  en  les^negecios  civiles»  coando  interesen  á  la  cansa  pública, 
y sieaspre qne  ocurra  alguna  dudado  ley. 

Per  eslaa  coottderaciones  creemos  que  se  Jba  fidtado  &  una  de  las 
mudií^ioníyT^  aaSniales,  .y  sin  duda  de  las  mas  espeditivas  del  recur- 
so,  «OB  aa  haber  dado  intervención  al  Ministerio  iscal.  Siempre  se 
ha  conferido  este  cargo  en  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  á  los  ju- 
noonsnllos  dms  eminíeirtes ,  lo  cuál  es  otra  garantía  de  acierto.  El 
fiscal,  *por  tanto,  examinando  la  cuwtíon  con  la  imparcialidad 
yropMdesnminnterio,  y  sm  la  pasión  de  los  interesados,  coatri- 
Mtfa  poderosameote  con  sn  ihistrado  concurso  á  fijar  bt  verdadera 
áMUgencía  de  la  ley,  y  á  facilitar  el  faHo  del  Tribunal. 

VI. 


Según  á  art.  i012,  que  se  refiere  á  los  recursos  de  casación  en 
el  fondo,  estos  pueden  fundarse  «en  que,  la  sentencia  sea  contra  let/f 

U)  AmiDt..aUft.  i««2  dtteJLer. 
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A  contra  dodrim  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribuíales.» 
Debe  entenderse,  conformé  á  lo  preceptuado  en  los  dos  artículos  an- 
teriores, que  la  sentencia  ha  de  ser  ejecutoria,  6  sobre  definitiva,  y 
dictada  por  un  Tribunal  Superior.  En  cualquiera  de  dichas  dos  caur 
«US  que  se  funde  el  recurso,  vá  dirigido  i  atacar  la  ejecutoria  en  el 
fondo,  ó  en  su  esencia;  á  demostrar  que  ha  sido  yiolada,  6  interpre*: 
4ada  7  aplicada  erróneamente  la  ley  en  la  deci«on  de  la  contieoda, 
y  á  obtener  la  reparación  de  la  injusticia  causada  con  tal  moti?o. 
Esto  en  cuanto  al  interés  de  las  partes;  que  si  se  atiende  al  interés 
público,  objeto  preferente  de  estos  recursos,  es  mantener  en  toda 
-su  pureza  la  ley,  y  fijar  su  verdadera  inteligencia  para  que  sirva 
^e  regla  en  los  demás  casos  que  requieran  su  aplicación,  unübr* 
mando  así  la  jurisprudencia. 

El  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  i838,  exigia  en  su  ar- 
tículo 3."^,  para  que  hubiese  lugar  al  recurso,  la  infracción  de  Iqf 
clara  y  terminante.  Si  la  ley  tiene  esta  cualidad  en  su  relación  oob 
«I  caso  á  que  se  aplica»  no  debe  temerse  que  sea  infringida ,  ni  mal 
interpretaái;  y  si  lo  fuese,  mas  bien  que  el  recurso  de  casación,  de- 
bería entablarse  el  de  responsabilidad:  así  es  que  en  la  práctica  no  se 
estimaba  literalmente  tal  calificación,  y  se  admitia  el  recurso  siem-* 
4)re  que  se  citaba  como  infringida  una  ley,  sin  atender  i  si  era  6  no 
clara  y  terminante.  Esto  mismo  es  lo  que  ha  sancionado  la  nueva 
Ley  de  Enjuiciamiento  por  el  artículo  que  estamos  comentando.  Si 
el  objeto  de  este  recurso  es,  como  hemos  dicho,  uniformar  la  jnrís^ 
prudencia,  nunca  puede  ser  mas  útil  la  casación  que  cuando  versa 
^bre  una  ley  oscura  ó  dudosa. 

Que  la  casación  está  dentro  de  sus  condiciones  naturales  cuan*- 
do  se  funda  en  la  infracción  de  una  ley,  es  un  punto  respecto  del 
cual  no  hay  divergencia  de  opiniones:  no  así  cuando  se  permite 
fundarla  ea  la  infracción  de  la  doctrina.  Sí  á  bis  palabras  del  ar* 
tículo  lOli  tdoctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  trilmr 
nalesi^  se  diese  la  interpretación  lata  i  que  se  prestan;  si  por  esa 
doctrina  se  entendiera  la  opinión  espresada  ó  admitida  por  cualquier 
tribunal  sobre  un  punto  de  derecho,  no  determinado  en  la  ley,  es 
indudable  que  se  habria  establecido  la  casación  fuera  de  sus  justos 
límites,  desnaturalizando  el  remedio.  A  una  doctrina  de  tales  con* 
díciones  no  puede  darse  el  carácter  de  jurisprudencia ,  ni  el  valor 
y  autoridad  que  tiene  la  ley:  al  lado  de  ella  puede  presentarse 
4  establecerse  otra  doctrina  contraria ,  y  conduciría  ai  absurdo  el 
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jjeroiitir  el  recurso  por  infracción  de  nna  doctrina,  qae  no  es  maá 
<iue  la  opinkm  particular  de  un  Tribonal  superior ,  en  contradicción 
acaso  cMi  la  de  otro,  y  ann  con  la  de  otra  Sala  del  propio  Tribunal, 
pues  no  es  raro  ver  que  cada  Sala  de  nna  misma  Audiencia  opine 
de  diferente  modo,  y  tenga  su  jurisprudencia  particular. 

No  puede,  ni  debe  entenderse,  en  nuestro  concepto,  con  esa  la* 
tUud  el  articulo  que  comentamos.  ¿Cómo  ha  de  suponerse  que  se  ha 
querido  dar  fuerza  y  valor  de  ley  i  cualquier  doctrina.admitída  por 
un  tribunal,  que  no  reúne  las  condiciones  necesarias  para  formar 
jurisprudenda?  La  doctrina,  á  que  se  refiere  la  Ley,  es  sin  duda  ai- 
gana  ia  doctrina  legal,  de  cuya  locución,  como  sinónima  de  aque- 
lla, se  usa  en  los  arts.  i014,  Í0i6,  i02S  y  en  otros;  y  por  doctrina 
legal  áAñ  entenderse  la  que  tiene,  mas  ó  menos  esplícitamente,  su 
fundamento  y  apoyo  en  la  ley,  ó  en  las  reglas  del  derecho;  la  que  se 
deriva  de  estas  ó  de  aquella,  como  consecuencia  legítima  de  sus 
priacipios,  7  bajo  tal  concepto  está  admitida  generalmente  en  el  fo- 
ro, y  ha  llegado  á  constituir  lo  que  se  llama  jurüprudeneia. 

La  nueva  Ley  no  ha  hecho  mas  que  sancionar  lo  que  sobre  este 
punto  estaba  ya  admitido  en  la  práctica.  El  Real  decreto  de  4  de 
noviembre  de  1838,  aunque  en  su  artículo  3.^  declaraba  que  solo 
hubiese  lugar  al  recurso,  respecto  de  la  nulidad  ó  casación  en  el  fon- 
do, por  mfraccion  de  ley  clara  y  terminante,  después  en  el  art.  7.**, 
al  determmar  la  forma  para  interponerlo,  decia,  que  esto  se  hiciera 
por  escrito  con  firma  de  letrado,  en  que  se  citasen  la  ley  ó  doctrina 
legal  infringida;  de  modo  que  vino  á  equiparar  una  y  otra  causa,  y 
por  ambas  se  admitia  el  recurso  (1).  También  lo  permite  perlas  dos 
la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1885,  sobre  administración  de  jus- 
ticia en  Ultramar:  «habrá  lugar,  dice  en  su  art.  194 ,  al  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley  espresa  y  vigente  en  Indias,  ó  de  una 
doctrina  legal  reríbida  á  falta  de  ley  por  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales.i^  Como  se  vé,  concreta  mas  el  concepto;  pero  el  pensa- 
miento es  el  mismo. 

En  este  sentido,  pues,  habrá  de  entenderse  el  art.  lOlS  que 
estamos  comentando,  y  asi  lo  viene  aplicando  también  el  Tribunal 
Siq;>remo  de  Justicia,  como  puede  verse  en  varias  de  sus  decisiones 
en  casacioa.  La  doctrina  infringida  ha  de  derivarse  de  la  ley,  ó  de 

<i>    Puede  terse,  entre  otras,  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  hxa* 
ticiai  60  reeono  de  nulidad,  de  17  de  octubre  de  1854. 
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IriaUao^se  legal; 
Qente  por  la  jaris- 
iQ  partiealar  de  al- 
uiido  con  ^ta  res- 
eptoy  y  <iue  no  hay 
ra  de  sus  justos  li- 
la interpretación  ó 
3,  mas  ¿menos  di- 
su  letra,  al  menos 
ación  que  en  estos 
paca  conservar  en 
eyes ,  ó  ep  las  re- 
aprudencia, 
octrina  legal,  adú- 
[el  estado  de  nnes- 
ompletas  de  leyes 
Qoaía  ni  concierto, 
ly  fáciles  de  conci- 
liar ,  siendo  por  tanto  necesario  en  muchos  casos  resolver  las  cues- 
flionesde  derec^ocon  nri^glo  á  la  doctrina  admitida  por  la  jurisiura- 
dencia.  Pero  aunque  disminuiría  notahlemenite  esta  necesidad  con  la 
pnhlicacion  de  un  h|ien  Código  civil ,, no  por  esto  4ciaria  de  existir 
por  completo  hasta  el  punto  de  hacer  innecesaria  la  casación  por  di- 
cha causa.  Por  mas  perfecta  que  sea  una  legislación,  es  imposible 
haya  previsto  todos  los  casos ;  y  ot^ügados  los  tribunales  á  juzgar  y 
fallar  cuantas  contiendas  ante  ellos  se  dedu^scan ,  se  verán  siempre 
en  la  necesidad  de  apelar  muchas  veces  á  la  doctrina  legal.  ¿Y  no 
es  notoria  la  conveniencia  de  la  casación,  cuando  esta  doctrina  sea 
infrii^gida,  para  impedir  la  violación  de  los  principios  del  derecho,  ó 
la  errónea  interpretación  4e  la  ley,  en, que  por  analogía  ó  por  de- 
ducción busque  aquella  su  apoyo?  En  esto  precisamente  se  diferen- 
cian los  negocios  civiles  de  los  penales :  aquellos,  son  siempre  justi- 
piables,  aunque  np  exista  ley  apresa  para  el  caso ;  pero  en  lo  pe- 
nal, por  mas  reprensible  que  sea  un  hecho ,  no  es  justiciable,  si  la 
ley  no  lo  ha  definido  y,  pecado  como  delito  ó  como  falta,  y  por 


{{)  Véanse,  entre  otras ,  las  sentencias  de!  Tribunal  Supremo  de  Jusli- 
j(úa ,  en  recursos  de  casación ,  de  30  de  noviembre  do  1^58 ,  20  de  enero  y 
5  de  febrero  de  18.^. 
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f^esto  ^  Bs  admi^le  la  casación  sino  por  iviol^ipion  ,dc  ley  es- 
iPWBa. 

Créenos  haber  demostrado  la  conveniencia  de  que  se  permita  la 
casación  en  lo  civil  por  violación  de  la  dQctrim^  siempre  qne  esta 
psca  U¡(U,  esto  es»  que  se  derive  mas  ó  menos  directamente  ¿e  la  ley, 
ó.de.lo9, principias  y  reglas  del  derecho,  y  que  se  halle  generalmente 
recibida ,  ó  autorizada ,  como  arriba  espresamos.  A  esta  doctrina  es 
cá.la  qaese  refiere  sin  dqda  el  art.  iOiS  de  la  Ley.  JMÍas,  por  no  ba- 
rbería definido  convenientemente,  se  ba  d^  ocasión,  como  hemos 
indicado  en  el  párrafo  lY ,  al  abuso  de  fundjar  algún  recurso  en  Ja 
,.JDÍraccion  de  doctrinas,  que  no  tieujen  otro  apoyo  que  la  opinión  de 
t,m  Tribunal  Sjoperior,  ó  la  de  algún  comentarista,  cuyo  pombre  y 
rte9io  se  ha  citado  en  el  escrito:  el  Tribunal  Supremo  ha, desestima- 
do, con  razón,  .tales  recursos,  por  no  ser  legal,  ni  considerarse 
devada  ¿  jurisprudencia,  la  doctrina  que  se  citaba  como  infrin- 
,íida(lj. 

Vil. 

ím  li«)li(M.--^¿P«9de  hmnU  «I  TribuBAl  iktpnmo  (2)? 


Lain)iiBtíoia.deunaejecntoria)puedeinfacer,  ó  de  la  (álsaapre- 
.  fciieioa  délos  hechos,  ó  de.  la  aplicación  errónea  del  4ere<;iio.  ¿Pro- 
cederá enaaibos<asos  el  recurso  de  casación  en  el  fondo?  ¿Puede 
i  el  Tribuoal  Sjupremo  deliberar  y  juzgar  sobre  la  apreciaron  de  los 
f.  hachos ;  ó  habrá  de  atenerse  á  3a  cajificacíon  que  de  ellos  haya  hecho 
el  TríbttnaL4  quol  Héaqul  una  de  las.cueationes  mas  importajites, 
qae  la  nueva  Ley  no  ha.  decidido  apresamente,  á  pesar  de  haberlo 
. » jiecho.  Ja  Aeal  cédula  de  30  de  enera  4^  185{l¡  para  los  negocios  de  Ul* 
Iraoiar.  Esta,  después  de  haber  ordeq^o  en  el  art.  198 ,  que  no 
Jiepe Jugar  etrecuiso  de  casación ,  «si  conformes  las  partes enel 
derecho,  versase  la  cuestión  sobre  hechos, »  dice  en  el  211  que  «res- 
.  peOo  á  los  hechos,  la  Sala  de  Indias  habrá  de  atenerse  en  la  deter- 
minación del  recurso  á  la  calificación  de  aquellos ,  en  que  se  haya 


(i)   Véanse  las  sentencias  de  21  de  diciembre  de  1858 ,  23  de  febrero 
de  1859  7  otras. 
(2)   Del  mismo  coment.  al  art.  1012. 

TOMO  XVI.  55 
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fundado  el  Tribunal  á  quo.í>  Siendo,  como  son  de  un  mismo aSo 
ambas  disposiciones ,  y  aquella  posterior  á  esta ,  parece  que  haya 
sido  intencional  su  silencio.  Sin  duda  se  ha  creído  que  bastaba  el 
precepto  del  art.  1012,  que  estamos  comentando. 

T  con  efecto,  ese  silencio  sobre  este  punto ,  que  guardó  también 
el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838 ,  no  ha  sido  obstáculo 
para  que  el  Tribunal  Supremo ,  sin  separarse  de  lo  que  ordena  di^ 
cho  artículo,  haya  fijado  su  jurisprudencia  conforme  i  la  doctrina 
mas  aceptable.  El  Tribunal,  al  decidir  en  casación,  no  juzga  sobre 
la  certeza  de  los  hechos ,  ni  de  consiguiente  sobre  el  valor  de  las 
pruebas:  esto  lo  verifica,  como  debe  verificarlo ,  para  dictar *su  fallo 
sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  cuando  ha  sido  casada  la  ejecutoria 
(art.  1060);  de  modo  que  por  regla  general  en  la  primera  decisión 
se  atempera  á  la  calificación  hecha  por  el  Tribunal  á  qtio  (1). 

Mas  no  por  esto  se  abstiene  de  examinar  los  hechos:  como  el  de* 
recho  es  la  consecuencia  del  hecho,  los  examina  para  ver  si  en  la 
aplicación  del  derecho  se  ha  infringido  la  ley,  y  ¿  este  fin  los  esta- 
blece en  la  sentencia,  según  lo  previene  el  art.  1088.  También  los 
examina,  como  es  de  necesidad,  para  ver  si  la  apreciación,  que  de 
ellos  ha  hecho  la  Audiencia,  está  ajustada  á  la  ley,  cuando  el  recur- 
so se  funda  en  la  violación  de  ley  sobre  este  punto.  En  una  palabra, 
al  decidir  en  casación  el  Tribunal  Supremo,  solo  examina  y  aprecia 
los  hechos,  en  cuanto  es  necesario  para  determinar  si  se  ha  cometi- 
do ó  no  la  infracción  de  ley,  en  que  se  funda  el  recurso;  y  si  existe 
esta  infracción,  casa  la  ejecutoria,  ora  se  refiera  la  ley  violada  á  la 
apreciación  de  los  hechos,  ya  á  la  determinación  del  derecho.  Pero 
si  no  se  ha  infringido  ley  alguna  en  la  calificación  de  los  hechos, 
entonces  la  decisión  de  la  Audiencia  sobre  este  punto  es  soberana  6 
irrevocable,  y  á  ella  se  atempera  el  Tribunal  Supremo  para  la  de- 
terminación del  recurso.  Así  sucede  siempre  que  se  trata  de  la  prue- 
ba de  testigos,  en  razón  á  que  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  deja  su  apreciación  al  criterio  judicial  (2). 

Lo  espuesto  se  deduce  de  la  doctrina  consignada  por  el  mismo 


(i)  Véasela  doctrina  consignada  en  los  eonsiderandos  de  las  senten- 
cias del  propio  Tribunal  Supremo,  en  recursos  de  casación ,  de^ia  de  octu- 
bre t  6  de  diciembre  de  1856. 

(2)  Sentencias  de  9  de  marzo  y  26  de  octubre  de  1857,  213  de  febrero 
y  12  de  octubre  de  1858,  y  otras  muchas. 
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Tribanal  Sapremo  de  Justicia  en  ranas  de  sus  sentencias  en  casa* 
cion.  También  lo  vemos  confirmado  por  el  Sr.  Marqués  de  Gerona 
en  un  importante  escrito,  que  ha  publicado  recientemente  (i).  La 
circunstancia  de  haber  contribuido  A  establecer  esta  jurispruden- 
cia^ conveniente  en  nuestro  concepto,  como  Presidente,  que  ha 
sido,  de  la  Sala  primera  de  dicho  Tribunal  Supremo,  dá  tanta  au- 
toridad á  sus  palabras,  que  creemos  muy  del  caso  el  trascribirlas. 
Dice  asi  este  (Ústinguido  jurisconsulto  (2): 

«La  Sala  primera  admite  y  declara  la  casación  donde  quiera 
que  encuentra  infringida  una  ley  espresa,  aun  cuando  esta  ley  sea 
reguladora  de  la  prueba  legal  de  los  hechos. 

«La  Sala  no  admite  ni  declara  la  casación  donde  la  ley  deja  al 
arbitrio  6  discreción  de  los  tribunales  la  apreciación  de  las  pruebas 
sobre  el  hecho  mismo. 

»La  Sala  sé  abstiene  cuidadosamente,  en  virtud  de  las  citadas 
disposiciones  del  artículo  317,  de  juzgar  sobre  los  hechos  compro- 
bados únicamente  por  medio  de  testigos;  hechos,  cuya  calificación 
queda  hoy  mas  encomendada  á  la  sana  crítica  de  nuestros  jueces 
y  magistrados.  No  habiendo  ya  ley  civil  que  regule  casuístícamento 
su  criterio,  tampoco  puede  existir  infracción  alguna  de  e^^ta  clase 
en  sus  sentencias. 

•La  Sala  admite  y  declara  la  casación  por  infracción  ó  mala  in^ 
teligencia  notoria  de  cláusula  espresa  y  terminante,  ó  sea  por  vio- 
lación de  la  ley  del  contrato,  según  la  tecnología  francesa. 

•La  admite  asimismo  cuando  hay  error,  no  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  sino  en  la  calificación  del  acto  ó  del  hecho,  á  que  se  re- 
fiere, en  sus  relaciones  con  la  misma  ley,  como  v.  g.;  cuando  una 
Audiencia  declara  la  existencia  de  un  contrato  de  arrendamiento 
sobre  hechos  ó  pactos,  á  que  la  ley  atribuye  el  carácter  de  usu- 
fructo.» 

T  concluye  manifestando  que  «á  estas  cuatro  reglas  de  doctrina 
pueden  reducirse  las  bases  cardinales  de  la  jurisprudencia  ,  hasta 
faoy  admitida  en  nuestra  casación; »  reglas  que  están  conformes  con 
lo  que  antes  hemos  espuesto. 


0)   Nos  referimos  al  folleto  titulado:  Esoámen  del  reouno  de  Casadera. 
m  España. 
(2j    Pág.  23  y  s¡gttiei\te$  de  dicho  folleto. 
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VIH. 

Poco  tendriamos  que  decir  respecto  de  estos  artículos,  si  nos 
concretárapios  á  esponer  su  parte  dispositiva.  Esta  es  clara  y  ter* 
minante.  De  un  presidente  y  seis  ministros  se  compone  boy 
cada  una  de  las  Salas  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia;  y  según 
dichos  artículos,  los  siete  deben  concurrir  á  la  vista  de  los  recursos 
de  casación,  desempeoando  el  cargo  de  ponente  uno  de  los  minis- 
tros, cuyo  servicio  deben  prestar  por  rigoroso  turno,  conforme  á  lo 
ordenado  en  el  art.  36.  Podrá  suceder,  y  sucede  con  frecuencia, 
que  por  enfermedad  ú  otra  causa  no  pueda  concurrir  alguno  de 
ellos:  en  tal  ciiso  los  ministros  son  reemplazados  por*los  de  las  otras 
Salas,  inclusa  la  de  Indias,  también  por  turno  rigoroso,  principian- 
,dp  por  los  mas  antiguos;  y  los  presidentes  de  Sala  lo  son  por  el 
Presidente  del  Tribunal,  ó  por  los  de  las  otras  Salas;  éstos  por  tur- 
Qo  en  igual  forma. 

Esto  es  lo  que  ordenan  dichos  tres  artículos,  habiéndose  olvi- 
dado el  1056  de  que  por  el  56  se  habia  maodado  que,  en  caso  de 
.discordia,  «uno  de  los  dirimentes  será  siempre  el  Presidente  en  el 
Tribunal  Supremo. »  Si  se  ha  de  reservar  para  dirimir  las  discor- 
dias, puesto  que  ha  de  ser  nempre  uno  de  los  dirimentes,  ¿cómo  ha 
de  suplir  en  las  vistas  á  los  presidentes  de  Sala?  Gomo  el  objeto  de 
la  Ley  no  puede  ser  otro  que  atender  al  mas  espedíto  despacho  en 
la  administración  de  justicia,  interpretándola  bajo  este  concepto,  se 
eoncilian  en  la  práctica  esas  dos  disposiciones  contradictorias,  su- 
>pl¡endo  el  Presidente  del  Tribunal  á  los  presidentes  de  Sala  solo  en 
tsasos  de  absoluta  necesidad,  cuando  no  pueden  ser  reemplazados 
por  los  otros  presidentes  de  Sala  sin  que  quede  desatendido  el 
¿servicio. 

Aquí  terminaríamos  este  comentario,  si  nos  limitásemos  á  espo- 
Her  el  procedimiento  constituido  por  los  tres  artículos  de  que  tra- 
tamos; pero  en  la  iotroduccion  del  presente  título  (véase  el  §.  T) 
preservamos  para  ^ste  lugar  el  demostrar  que  no  bastan  siete  mi- 
nistros  para  fallos  de  esta  clase,  y  nos  creemos  en  el  deber  de  exa- 
minar este  punto  importantísimo. 

(i)    €k>ment.  de  ios  arts.  1054,  Í055  y  1056. 
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la  iguilÉs  coAdiciMies^  la  garantía  de  acierto  e0(4  en.el  migror 
ñtaiero  de^tos:  aaí  está  consUtoida  la  hamanídad,'  y  se  tendría  por 
miósa  é  ineonveniente  coalquiera  organización  de  tribunales ,  que 
9»  deseansara  en  esta  base.  Bs  indispensable,  por  tanto,  qne  toda 
iaUo  de  levisioii  sea  dictado  por  mayor  número  de  votps  de  loa  que 
pmákteneí  ^  $a  CaTor  el  fallo  revisado:  de  otro  modo  la  opinicrn 
ée  las  neaog  prevaleoeria  sobre  la  de  los  mas,  contra  lo  cual  se 
soUeia  el  sentido  común.  SenúMe  nos  es  decirlo;  pero^i  esto  puede 
dar  lagar  la  deposición  del  art«  1054. 

¥  QOQ  efiocto;  concurriendo  siete  ministros  ¿  la  vista  d^  estos  re- 
cunm,  cuatro  velos  conformes  forman  sentencij^;:  pueble  suceder, 
por  Canto,  que  se  case  y  anule  usa  ejecutoria  por  ^niatro  yo(o& 
coQtia  tKs  de  igual  categoría^  y  autoridad,  que  estab^m  conformes 
ooa  loade  los  magisOradoaque  dictaron  1^  ejecutoi^ia,  los  cuales  se- 
rán Ires  por  lo  meaos,  y*  aun  podrán  ser  qui^^co  ó  cinco,  y  ^aso 
tamMen  con  al  <)al  ju^  da  primera  iustapoia;  resultando  qne  la 
opinioo  da  epatea  preiralece  spbre  la  de  seis,  y  en  a|gw  caso  tam- 
bién sobre  la  de  niievA.  ¿Qué  autoridad  moral  puedi^.  llevar  ei^  s/i  un 
fallo  de  esta  clase,  para  que  sea  considerado  con  todo  el  respeto  que 
se  merece  por  su  naturaleza,  y  por  los  efectos  que  produce? 

Sí  en  apoyo  de  la  disposición  que  combatimos  quiere  alegarse 
el  precedente  establecido  por  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de 
i838,  que  también  señaló  siete  ministros  para  la  vista  y  determina- 
cioA  ^  lo?  Tf(Címo9  de  nol^lad,  taremos  notar  que  dicho*  Real  de- 
creto no  CQ^Ksedíia  e^te  recur^  sino  contra  las  sei^tencias  de  revista, 
cjiíe  no  eiijín  con|br^l)es  con,  las  de  vista;  de  modo  que,  al  voto  de  la 
mayoría  del  Tribunal  Supremp,  se  reunía  el  de  los  magistrados  que 
dictaron  una  de  )a^  dos  sei^tencias  de  vist^  ó  de  revista,  lo  cual  no 
puede  suceder  en  los  recursos  ¿e  casación  poi;  haberse  supripiido  la 
tercera  instancia.  T  si  j^recedentes  quieren  buscarse,  citaremos  los 
trecursos  de  segunda  suplicación,  y  de  injusticia  notori^  en  asuntos 
ordinarios  y  en  los  de  c^meccip,  que  no  podían  verse  por  menos  de 
nu^ve  mii^^rfii  (i).  Tambi|sn  debemos  citar  la  legislación  francesa, 
la  ci^l^ig^  p^  Ja  decisjion  ^e  estos  recursos  la  concurrencia  de 
once  ni^amtf*^^  de  I9S  diez  y  seis  de  que  se  compone  cada  una  de 
las  tres  Saj^ss  del  Tribunal  de  Casación. 


O)   Aii.  97  del  Reglam.  wWh  tW  ^  f4miof|tnicion  de  justici^ 
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Basta  lo  dicho  para  comprender  la  necesidad  de  reformar  el  ar* 
tículo  40B4  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  dar  una  orj^- 
nizacion  adecuada  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  Si  no  todas  la^ 
Satas,  al  menos  la  primera,  que  es  la  que  conoce  de  ios  recursos  de 
casación  en  el  fondk>,  debiera  componerse  de  once  ministros,  bas- 
tando nueve  para  la  vista  y  decisión  de  los  recursos;  pero  sin  que 
pueda  declararse  la  casación  sino  por  seis  votos  conformes.  Este 
número»  unido  á  la  calidad  de  los  votos,  ofrece  la  garantía  necesa- 
ria para  el  acierto,  sin  que  pueda  desvirtuarse  la  fuerza  moral  del 
fallo  por  los  votos  que  resulten  en  sentido  contrario.  Asi  también, 
con  dos  ministros  de  esceso,  se  evitaría  el  auxilio  de  las  otras  Salas, 
con  ventaja  para  la  uniformidad  de  la  jurisprudencia,  y  se  facilita» 
ria  el  despacho  de  las  ponencias,  y  con  él  el  de  los  muchos  recursos 
de  que  se  vi  recargando  dicha  Sala  pf  ímera.  Quizá  se  opougan  á 
esta  reforma  razones  de  economía,  únicas  que  en  nuestro  concepto 
pueden  objetarse;  pero  ¿qué  significa  ese  pequeño  aumento  en  el 
presupuesto  del  Estado,  comparado  con  las  grandes  ventajas  que* 
ha  de  proporcionar  á  la  administración  de  justicia? 

IX. 

Fallot  9m  «MMMMNi.— SoliM  U  wulMioiaoion  posterior  de  Um  «vtot,  cuando 
•e  dA  logar  al  reouno  en  la  forma, — Sfat  tofare  el  fallo  en  el  fondo  (4). 

Después  de  baber  establecido  el  art.  1058  la  forma  en  que  deben 
redactarse  las  sentencias  resolutorias  de  los  recursos  de  casación, 
pasa  la  Ley  ¿  determinar  en  el  10S9  y  siguientes,  las  declaraciones 
que  por  ellas  han  de  hacerse ,  en  cada  uno  de  los  diferentes  casos 
que  pueden  ocurrir.  La  declaración  capital,  que  deben  contener  es- 
tas sentencias,  es  la  de  haber,  ó  no  haber  lugar  al  recurso:  las  de- 
más declaraciones  son  accesorias,  y  como  una  consecuencia  precisa 
é  indeclinable  de  aquella. 

El  Tribunal  Supremo  declarará  haber  lugar  al  recurso,  siempre 
que  estime  que  la  ejecutoria  ha  sido  dictada  contra  la  ley  ó  lá  doc- 
trina legal,  citadas  oportunamente,  oque  en  el  procedimiento  se 
ha  cometido  la  falta  alegada  como  fundamento  del  recurso,  con  tal 
que  sea  alguna  de  las  espresadas  en  el  art.  1013;  y  en  otro  caso 
debe  declarar  no  haber  lugar  á  ü  (arts.  1089  y  1062).  Para  hacer 

(O    Goment.  i  los  arts.  4059  á  1003  ine.  / 
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cbUs  declaraciones  ha  de  atender  á  la  resultancia,  que  ofrecían  los 
autos  coando  se  dictó  la  ejecutoría.  También  ha  de  tomar  en  consi- 
deración única  y  esdusivamente  la  ley,  ó  doctrina  legal,  ó  regla  del 
procedimiento»  que  se  hayan  Qitado  oportunamente  como  infringidas; 
de  modo  que^aun  cuando  el  Tribunal  Supremo  estime  que  han  sido 
infringidas  otras  leyes  ó  reglas  del  procedimiento,  no  puede  apoyar- 
se en  ellas  para  casar  y  anular  la  ejecutoria,  si  la  parte  interesada 
no  las^  ba  alegado  oportunamente  como  fundamento  del  recurso. 
la  hemos  dicho  que  el  remedio  de  la  casación  solo  es  aplicable  á  las 
violaciones  en  el  fondo  ó  en  la  forma,  que  se  hayan  alegado  y  recla- 
mado en  tiempo  oportuno.  En  el  comentario  del  art.  1049  hemos  in- 
dicado la  razón  de  esta  doctrina,  universalmente  admitida. 

Si  el  Tríbonal  estima  improcedente  el  recurso,  al  declarar  no  ha- 
ber lugar  á  él,  debe  condenar  en  las  costas  al  que  lo  hubiere  inter- 
puesto, en  pena  de  su  temeridad,  y  además  á  la  pérdida  del  depósi- 
to,  en  ios-casos  en  que  se  haya  constituido  (art.  1062).  Guando  el  re- 
currente haya  prestado  caución,  por  estar  .declarado  pobre,  se  le 
impondrán  estas  condenas,  con  espresion  de  que  se  entiendan  para. 
cuando  llegue  á  mejor  fortuna  (art.  1032).  En  tales  casos  hade  man- 
darse también,  que  la  mitad  del  depósito  se  entregue  al  que  hubie- 
re sostenido  la  ejecutoria,  como  indemnización  de  perjuicios ,  y  que 
se  conserre  la  otra  mitad  en  el  Banco  á  disposición  del  Tribunal, 
para  cobrff  las  atenciones  que  se  espresan  en  el  art.  1098,  y  que  es- 
pondrémos  en  su  comentario  (art.  1063);  devolviéndose  los  autos  del 
modo  que  previene  el  1067.  Téngase  presente  que  el  Tribunal  Su- 
jfxemo  no  puede  prescindir  en  estos  casos  de  condenar  al  recurrente 
en  la  pérdida  de  todo  el  depósito.  El  art.  217  de  la  Real  cédula  ya 
citada  de  50  de  enero  de  1855,  deja  al  prudente  arbitrío  de  dicho 
Tríbonal  el  imponer  ó  no  esta  condenación,  cuando  el  principal  fun- 
damento del  recurso  sea  la  infracción,  no  de  ley,  sino  de  la  doctrina 
legal.  Por  razones  bien  obvias  es  esto  muy  justo,  racional  y  conve* 
niente,  y  sentimos  no  ver  igual  disposición  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  Véase  también  loque  hemos  dicho  sobre  el  depósito  en 
al  §.  Y  de  estas  Observaciones. 

Y  cnando  el  Tribunal  Supremo  estime  y  declare  haber  lugar  al 
recurso,  debe  al  propio  tiempo  casar  y  anular  la  ejecutoria,  como  es 
consigniente,  mandando  devolver  al  recurrente  el  depósito,  si  se  hu-^ 
hiere  constituido  (art.  1059),  ó  la  cancelación  de  la  fianza  en  su  ca- 
so; pues  aunque  respecto  de  esta  nada  dice  la  Ley,  basta  considerar 
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que  ocapa  et  lugar  del  depósito,  para  que,  siguiendo  el  espfritu  de 
la  misma  Ley  y  las  reglas  del  derecho,  se  Kbre  de  tal  gravamen  al 
recurrente  cancelando  la  fianza,  como  se  practica.  En  estas  senten* 
das  no  procede  la  condenación  en  costas,  en  razón  á  que  no  puede 
suponerse  temeridad  en  el  litigante  que,  sosteniendo  la  eje()utoria, 
es  vencido  en  el  recurso;  por  esto,  sin  duda,  hace  caso  omiso  de 
ellas  el  artículo  antes  citado. 

Respecto  dé  lo  demás  que  ha  de  mandarse  en  dicha  sentencia, 
es  necesarío  distinguir,  si  el  vetüTso  ensobre  el  fondo,  6  ^i  versa  s^ 
bre  la  forma.  En  este  segundo  caso,  en  el  mismo  fallo,  en  qne  se 
case  y  anule  la  ejecutoria,  debe  mandar  el  Tribunal  Supremo,^  concy 
previene  ef  att.  iMl,  que  se  devuelvan  los  autos  al  Tríbnnd  de 
que  procedan,  para  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenían  euttido 
se  cometió  la'falta  que  haya  dado  motivo  á  la  casación,  los  sustan- 
cie y  determine  por  sí  mismo,  si  aquella  tuvo  hgár  en  h  segtmda 
instancia;  ó  los  haga  sustáhóiar  y  deteroSnar  por  el  joez  Mtñet- 
con  arreglo  4  derecho,  si  se  hubiese  cometido  en  la  primera.  Yfiase 
k)  que  heníios  dicho  sobre  este  particular  al  comentar  cada  una  dé 
las  causas  del  art.  1013. 

Para  el  caso  de  que  tratamos  ordenaba  también  ei  ftlsal  decrete' 
dé  4  de  noviembre  de  1838,  en  su  art.  19,  que  se  devolviesen  los* 
autos  al  tribunal  d  quo,  para  qué,  reponiendo  el  plroceso  al  estadb 
que  tuviera  antes  de  cometerse  la  nulidad,  lo  sustanciase  y  deter- 
minase con  arreglo  á  las  leyes;  pero  añadiendo ,  que  esto  se  hieie* 
rá  por  ministros  diferentes  de  los  que  turnaron  parte  en  los  ftíüos  an-- 
teriores.  Igual  disposición  contiene  la  fteal  cédula  de  30  de  enero* 
de  18S5  en  su  art.  21S ,  si  bien  con  la  modificación  de  que  los  mi- 
nistros sean ,  no  todos,  sino  en  su  mayor  parte,  diferentes  de  los  que' 
intervinieron  en  el  fallo  anulado.  La  nueva  Ley  no  ha  seguido  estos 
precedentes;  no  ha  tomado  e^tas  precauciones,  dictadas  por  la  pru*- 
dencia,  como  garantía  de  acierto,  y  para  alejar  toda  prevención: 
desfavorable.  Del  art.  1061  se  deduce  que  los  autos  han  de  sustan- 
ciarse y  determinarse  dé  nuevo  por  los  magistrados  que  compongan 
la  misma  Sala  que  dictó  el  fallo  anulado,  y  que  desestimó  la  subsar- 
íiacion  de  la  falta  qUe  há  producido  la  nulidad ,  los  cuales  podrán 
ser  los  mismos  que  habían  incurrido  en  ella,  ó  la  habían  autorhtado. 
Sin  duda  ^  habrá  considerado  qué  la  o^itlíon,  qtté  tuvieran  dichwr 
magistrados  respecto  de  la  diligencia  anulada,  no  puede  ser  tras- 
cendental al  íállo  definitivo  del  üegíocio.  Así  lo  creemos  i^bíett; 
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atenfida  h  honradez  7  rectitiid  de  nuestra  magistrttiira;  pero  mejor 
htAñera  sido ,  en  nuestro  concepto,  seguirél  sisteaia  del  Real  decrete 
citado,  que  ^ja,  como  hemos  dicho,  todo  motíYo  de  preveactoa  y 
de  desconfianza,  7  ofrece  por  tanto  mayores  garantías  de  acierto. 

Restaños  examinar  lo  que  ha  de  hacerse  cuaada  se  case  y  anule 
la  ejecutoria  por  haber  sido  dictada  cMtra  ley,  ó  contra  doctrina  lo* 
gA  M  determinarlo  el  art.  1000,  ha  resuelto  una  cuestión  de  las 
mas  graves  é  importantes  que  se  sus(átatt  sobre  esta  materia,  á  sa- 
ber: luna  vez  espada  la  ejecutoria ,  quién  debe  hilar  sobie  el  fondo 
del  pleito?  ¿el  mismo  Tribunal  de  casación ;  ó  el  Tribunal  á  qual 
Btr  b  introducción  del  presente  Mtolo  (véase  el  §•  IV)  henos  exa- 
mihado  7a  esta  cuestión,  demostrando  la  conveniencia  de  que  sea 
el  nHsmo  Tribunat  Supremo  quien  falle  sobre  el  fondo ,  como  lo  or» 
daur  el  artículo  antes  citado. 

Esto  nipuesto,  pueden  adoptarse  para  su  ejecución  tres  sistemas, 
diferentes:  i.**,  qae  falle  sobre  el  fondo  la  misma  Sala  que  haya  de- 
ddtdo  m  casación ,  acto  continuo  y  sinnievar  vista:  3.^,  que  sea  la 
mlMua  Sttia;  pero  en  diferente  acto,  y  con  nueva  vista:  3^^,  que  dio- 
te  dicho  faBo  otra  Sala  del  propio  Tribunal  Supremo.  Loa  tres  siste* 
mas  se  eistán  ensayando  actuaímenle  entre  nosotros:  el  primero  coa 
iftegb  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil:  el  segundo  en  los  negados 
de  ükramar,  conforme  al  art.  S44  de  la  Real  cédala,  tantas  veces 
éícada,  de  30  de  enero  de  tftSS;  y  el  tereero,  en  las  causas  por  ded- 
illos contal  la  Hacienda  pública,  con  arregh)  al  art.  108  y  siga,  del 
Mea  decreto  de  SO'  de^  junio  de  1809.  Veamoacuál  de  ellos  es  el  mas 
conveniente. 

n  ultime,  ademiede  no  ser  oonfeirmeálos  principios  que  rigen 
ai  eaca  materia,  no  ofrece  economías  ni  v^ti^as  de  níagun  ^nena, 
jét  logar  al  peligro,  que  siempre  debe  evitarse,  de  que  puedan 
ponerse  en  contradicción  diM  Salas  de  un  mismo  Tribunal:  inconver 
nienie  grafve,  que  nos  hace  considerar  este  sistema  como  el  mas 
despventajoso  de  todos.  Los  otros  dos  no  ofrecen  este  peligro,  pues^- 
la  q[«e  una  misma  Sala  es  bif  que  fhlla  en  casacioa,  y  sobre  el  bodoc 
son,  por  tanto,  los  mas  aceptables. 

Bl  prinrero  de  estos  tiene  la  ventaja  para  los  litigantes  de  ser 
menos  dispend¡oso>  y  mas  breve  la  tetminacion  del  pleito,  en  todos 
lo^  casasen  que  se  declare  haber  tugar  al  recurso,  pues  se  evitan 
ii6  dihdones  y  gastos  de  la  nueva  vista  que,  según  el  segundo  sis^ 
letita^esflecesarmpanflillarsobreel  fondo.Pero  se  le  objetan  gva* 
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▼es  inconvenientes.  Como  el  examen  de  los  autos  én  tal  caso  es  para 
decidir  á  la  vez  en  casación  y  sobre  el  fondo,  es  indispensable  qae  el 
relator  se  estienda  en  el  apuntamiento,  y  los  letrados  en  sus  infor- 
mes, á  todos  los  hechos  y  razones  que  se  reGeran  al  fondo,  cuando 
en  otro  caso  se  concretarian  pura  y  simplemente  á  lo  relativo  ¿  la 
infracción  de  la  ley  ó  de  la  doctrina;  resultando  de  ello,  según  los 
que  impugnan  dicho  sistema,  mas  largas  y  complicadas  las  vistas, 
con  inutilidad  notoria,  siempre  que  se  declare  no  haber  lugar  al  re- 
curso, lo  cual  sucede  próiioiamente  en  cuatro  quintas  partes  de  los^ 
que  se  entablan. 

Creemos,  sin  endMirgo,  que  este  inconveniente  no  es  tan  grave 
como  á  primera  vista  parece,  ni  tiene  la  importancia  que  quiere 
dársele.  Gomo  el  derecho  es  la  consecuencia  de  los  hechos,  según 
ya  hemos  dicho,  raro  será  el  caso  en  que  no  sea  necesario  entrar 
en  el  examen  de  estos,  y  del  fondo  del  negocio,  para  decidir  st  ha 
sido,  ó  no,  infringida  la  ley  ó  la  doctrina  legal,  que  se  hayan  citado 
para  fundar  el  recurso.  Tenemos  el  convencimiento  de  que,  salvo 
muy  rara  escepeion,  la  misma  estension  darian  los  letrados  i  sos 
informes  en  lino  que  en  otro  caso,  y  así  lo  confirma  la  esperienoia. 
T  no  puede  ser  otra  cosa:  si  es  injusta  la  ejecutoria  porque  se  ha 
infringido  la  ley,  para  probar  esta  infracción  es  necesario  demos- 
trar la  injusticia;  es  indispensable  hacer  ver  que  ha  sido  vulnerado 
el  derecho  de  la  parte,  lo  mismo  que  para  obtener  la  revocación  y 
enmienda  en  el  fondo.  Solo  prohibiendo  absolutamente  toda  apre- 
ciación y  discusión  sobre  los  hechos,  es  como  podria  cons^uirae 
alguna  brevedad  en  los  informes. 

Pero  aun  cuando,  reservando  para  la  nueva  vista  todo  lo  relati- 
vo al  fondo,  pudiera  obtenerse  en  la  primera  alguna  ventaja  bajo  el 
concepto  antedicho,  no  es  bastante,  en  nuestro  concepto,  para  adop- 
tar este  sistema.  A  los  gastos  y  dilaciones  de  la  nueva  vista,  en  la 
que  de  seguro  se  reproducirían  y  esforzarian  las  razones  alegada^ 
en  la  primera,  hay  que  agregar  el  inconveniente  de  que  es  posibte 
no  puedan  concurrir  á  la  segunda  vista  los  mismos  ministros  que 
asistieron  á  la  primera,  y  se  corre  el  peligro  de  que  no  sean  acordes 
los  fallos.  Creemos  á  esto  preferible  el  que  se  devuelvan  los  auto» 
al  Tribunal  d  quo,  para  que  falle  sobre  el  fondo. 

Por  todo  lo  espuesto  nos  parece  muy  conveniente  la  di^[K)sicion 
del  art.  1060,  según  el  cual,  «si  el  recurso  se  hubiere  fundado  en 
infracción  de  ley  ó  de  doctrina  admitida  por  la  jurisprudeneia,  dicta* 
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ri  el  Tribanal  Sopremo  á  conWmacion,  pero  scparadamenU,  sobre 
la  cuestioB  objeto  del  pleito,  la  sentencia  que  crea  conforme  á  los  mé- 
ritos de  los  autos,  yá  k)  que  exigieren  la  ley  ó  doctrina  quebrantada» 
en  la  ejecntoría.»  En  el  párrafo  siguiente  espondremos  la  ra^n 
que  se  ha  tenido  para  ordenar,  que  esta  sentencia  se  dicte  separada- 
mente, annqoe  á  continuación  de  la  primera  en  que  se  hubiere  de 
daiado  haber  lugar  al  recurso. 


de  la»  Matt»oi>t.^-Ccpv<ttíwM»a  de  «Boletm  de  curación  (<)> 

£1  objeto  y  fin  de  los  recursos  de  que  tratamos,  reclamaban  la 
adopción  de  lo  que  dispone  el  art.  1064.  Ta  hemos  dicho  que 
han  sido  establecidos  para  impedir  toda  violación  de  ley  y  su  erró- 
nea interpretación,  y  para  fijar  y  uniformar  la  jurisprudencia;  de 
modo  que  el  objeto  de  la  casación,  no  solo  es  aplicar  rectamente  la 
ley  al  caso  particular  que  motiva  el  recurso,  sino  también  interpre- 
tarla doctrinalmente,  y  fijar  la  jurisprudencia  para  los  demás  casos 
análogos  que  puedan  ocurrir.  A  este  fin  es  necesario  publicar  ofi- 
cialmente las  decisiones  en  casación,  para  que  de  todos  sean  cono- 
<ádas,  y  así  lo  ordena  el  artículo  que  comentamos:  de  otro  modo 
sería  ilusorio  el  principal  objeto  c|e  este  remedio. 

Pero  como  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  en  estos  recur- 
sos tienen  un  doble  interés,  según  hemos  indicado,  dicha  publica- 
ción debe  limitarse  á  lo  que  es  de  interés  general;  á  la  parte  en  que 
se  esplica  é  mterpreta  la  ley,  decidiendo  si  ha  sido  ó  no  infringida,  . 
ó  en  que  se  define  y  establece  la  doctrina;  que  es  lo  que  forma  ju* 
jispmdencia  sobre  la  cuestión  legal  discutida  en  el  pleito.  El  fallo 
sobre  el  fondo  de  la  cuestión,  objeto  del  litigio,  es  ya  una  conse- 
cuencia del  fallo  en  casación;  es  la  aplicación  recta  de  la  ley  ó  de 
Ja  doctrina  legal,  en  los  términos  que  han  sido  definidas,  al  caso 
particular  que  se  debate;  y  como  de  interés  iberamente  privado,  no 
d^  publicarse. 

Para  realizar  este  pensamiento,  tan  fecundo  en  buenos  resulta- 
doB,  y  necesario  á  la  vez  para  el  objeto  de  la  casación,  se  dispuso 
por  el  art.  1060,  que  cuando  se  estime  procedente  el  recurso  funda- 
do en  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal»  se  dicten  dos  senten- 

(I)   Onsent-delart.  IM4. 
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>das,  si  bien  á  oontinnaeioii  la  ana  de  la  otra:  en  la  primera  9e  4&> 
dará  haber  logar  al  recurso,  casando  y  anulando  la  ^iecoloria,  ; 
mandando  en  su  caso  la  devohicion  del  depósito,  ó  que  se  cancela* 
la  caución;  y  en  la  segunda  se  folla  la  cuestiim,  objeto  del  pleito 
conforme  á  k»  méritos  de  los  autos,  y  ¿  lo  que  exigieren  la  ley  4< 
doctrina  quebrantadas  en  la  ejecutana.  Y  ahora,  por  el  articulo  quit 
comentamos,  se  ordena  que  la  primemide  estas  dos  sentrnáa^,^ 
como  igualmente  las  que  se  dicten  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
<;urso  en  el  fondo,  y  decidiendo  en  cualquier  sentido  los  recursos 
sobre  la  forma,  ó  sea  los  que  se  funden  en  alguna  de  las  causas 
'cspresadas  en  el  art.  If^lS;  se  publiquen  en  la  Goeela  és  ¡bukid, 
'é  inserten  en  la  Colección  Ugülativa.  De  este  modo  reciben  la  pu- 
blicidad y  autorización  convenientes.  La  naturaleza  y  carácter  de 
4iclu^  sentencias,  y  el  objeto  de  su  publicación,  e^gen  que  esta 
se  haga  de  oficio,  y  en  la  parte  oficial  de  la  Gaceta,  como  se  prac- 
tica, pues  siendo  en  interés  público,  no  seria  justo  obligar  á  los  li- 
tigantes á  que  pagasen  los  gastos  de  la  inserción  en  dichas  publi- 
<;aciones  oficiales. 

En  el  Real  decreto  de  4  de  noviepibre  de  4838  ya  se  mandó  que 
se  publicasen  en  h  Gaceta  del  Gobierno  los  fallos  del  Tribunal  Su- 
premo sobre  recursos  de  nulidad.  La  misma  disposición  han  re- 
producido el  Real  decreto  de  1882  relativo  á  la  jurisdicción  de  la 
Hacienda  pública,  y  la  Real  cédula,  de  1855  sobre  administración 
de  justicia  en  ultramar.  La  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  ha  orde- 
nado, como  hemos  visto,  que  ademas  se  publiquen  en  la  Colección 
legislativay  que  es  el  libro  de  las  leyes  y  do  las  disposiciones  oficia- 
les, de  igual  autenticidad  que  aquella;  pero  de  mas  permanencia,  y 
mas  fácil  de  manejar  por  su  forma. 

Aplaudimos  esta  disposición:  quisiéramos,  no  obstante,  se  hi- 
ciera en  ella  una  reforma,  que  nos  parece  muy  conveniente.  Ni  la 
Colección  legislativa  está  al  alcance  de  todas  las  fortunas,  ni  la  for- 
ma, en  que  se  publicap  en  ella  estas  sentencias,  es  la  masa  propó^ 
sito  para  facilitar  su  consulta:  salen  además  con  erratas  notables, 
unas  de  imprenta,  y  otras  acaso  de  copia.  Todos  estos  inconvenien- 
tes se  salvarían  publicándose  en  colección  separada,  con  buenos  ín- 
dices alfabéticos  de  materias,  autorizando  la  publicación  el  MfniftteriD 
de  Gracia  y  Justicia  para  que  lleve  esta  sanción  oficial;  pero  bajo  ht 
inspección  del  propio  Tribunal  Supremo.  Que  esto  es  ya  una  nece- 
sidad, lo  demuestra  el  que  empresas  paitmilares  están  prestwdo 
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«MeíttpÉirtÉÉle'ser^k>«>Bg«Heril tu;ép«ae^ (i), i pesftr 4e  que 
tío  ■!&¥&  ia  attleiitid(bd<t|W  les  dam  k  poblÚBeioii  oficial,  y  f«e 
están  neceflam  en  docmniHos  deesa  dase.  Bq  Francia  se  (mUica 
een  esto'objelo  nn  Baleibi  deCataeion:  nosotros  le  darkimos  el 
nombre  d^  Cokedfm  ée  smtenem  id  Tribunal  Siiprmño  ie  /ns- 
titía,  ú  otro  equivalente,  para  comprender  en  ella,  no  solo  las  pro- 
noneiadaBsobre-Gasadoli,  sino  inmbion sobre  oompetenoias, 7  de- 
más que  deben  pnblicarise  según  las  dtsposíeíones  yigDotes.  Con 
todas  estas  Sentencias,  ^f«e  son  nn  precioso  repertorio  de  jurispm- 
'éeñeta,  (mede  yn  fiHTuayse  «n  groeso  Toldmen  en  cada  ano,  á  pesar 
déte'e^Cnr  estableeída^odaffa  la  cnsacíon  en  lo  criminal. 

«I. 

mwmMtmhmim  (i). 

'  Chailqniera  que  sea  ia^sentensia4iue  se(ficte  por  el  Tribunal  Su- 
ft^Bío  de  Justicia,  ha  de  acordarse,  sin  necesidad  de  petición  de 
parte,  que  se  devuelvan  los  autos  á  fat  Audiencia  de  que  procedan, 
á  costa  det  qne  interpaso  el  recurso,  con  la  certificación  correspon- 
diente  para  ia  ejecución  de  lo.  juzgado.  Esta  certificación  ha  de  con- 
tener la  ientenciad  sentencia*  pronimciadsts  con  arreglo  á  los  ar- 
tíddoB  4059  y  siguientes,  y  además  la  tasación  de  costas,  cuando 
baya  habido  condena  especial  de  ellas.  Así  io  ordena  elart.  1067  que 
comentamos ,  debiendo  tenerse  presente  que  dicha  tasación  de  cos- 
ías ha  dd  practicarse  yaprobane  con  arr^o  á  lo  que  prescriben 
Jos  arCs.  78  á  81  inclusive. 

P6r  la  disposición  qne  comentamos,  lo  mismo  que  por  el  artícu- 
lo 886,  á  la  antigua  y  solemne  fórmula  de  Reales  provisiones  ó  car- 
las  ejecutorias,  se  ha  sustituido  la  de  una  simple  certificación,  libra- 
da por  el  escribano  de  cámara.  Sin  duda  se  habrá  dispuesto  así  por 
laaon  de  economía,  para  evitar  gastos  á  las  partes:  no  nos  parece, 
sin  embargo,  raaon  suficiente  de  novedad  tan  importante.  Si  se  co- 
metianabusos  en  la  ostensión  de  las  Reales  cartas  ejecutorias;  si  no- 


(i)   Véase  nuestra  Colección  de  la  JuRispaoosncu  aviL,  que  consta  de 
tres  tomos.^D.  db  la  R. 
'(t)   arnont  del  arl.  1001. 
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se  consideraba  snfioienté  la  limitación,  que  para  eyitarios  les  poso 
•el  art.  S.''  del  Real  decreto  dé  Sfáe  enero  de  1844,  que  se  hubieee 
mandado  no  contuvieran  otros  insertos  que  la  sentencia  y  la  tasa- 
ción de  costas  en  sn  caso,  como  se  previene  respecto <ie  Jas  certiti- 
t^aciones;  pero  no  introducir  esa  novedad,  contraria  á  nuestrasí  prác- 
ticas, y  á  las  de  todas  las  naciones. 

La  justicia  se  administra  en  nombife  del  Rey,  según  la  Ccmstita- 
<Mon  del  Estado,  y  en  su  nombre  por  tanto  deben  librarse  las  car- 
las  ejecutorías,  como  se  han  librado  siei^pre.  Además ,  una  ejecm* 
loria  es  una  ley  para  los  litigantes  y  sus  sucesores;  y  ley  de  tal  na- 
turaleza, que  no  puede  ser  modificada  ni  derc^da  ^  como  las  gene- 
rales, por  el  mismo  poder  que  las  dicta:  por  esta  razón  el  documen- 
to que  la  contenga,  debe  estar  .coTicebido  en  forma  preceptiva,  la  que 
no  puede  darse  á  las  certificaciones.  Por  otra  parte,  éstas  carecen 
del  sello  real,  y  de  las  solemnidades  que  dan  á  las  antiguas  ejecuto- 
rias mayor  autenticidad  para«l  presente  y  el  porvenir.  ¿T  no  es  in- 
conveniente é  injustificado  que  á  un  documento  de  tanta  importan- 
^a ,  que  encierra  declaraciones  tan  trascendentales  para  la  propie- 
dad y  para  la  familia,  se  le  baya  despojado  de  solemnidades  que 
aumentaban  su  prestigio  y  su  autenticidad? 

Es  de  notar  también  que,  respecto  de  las  certificaciones  de  que 
tratamos,  no  se  ha  impuesto  la  obligación  de  tomarse  razón  de  eUas 
«n  la  Cancillería  del  Tribunal;  omisión  muy  notable  y  de  trascen- 
dentales consecuencias,  pues  además  de  faltarle  esta  solemnidad  ,al 
^ocamento  que  contiene  una  ejecutoria  pronunciada  por  el  primer 
Tribunal  de  la  nación,  y  contra  la  cual  no  es  posible  recurso  alga- 
no,  queda  sin  la  garantía  que  para  cualquier  evento  se  tenia  antes 
en  el  registro  de  la  Cancillería,  que  hace  tanta  fé  cómo  las  sent^- 
cias  oríginales.  I  es  todavía  mas  notable  dicha  omisión ,  por  cuan- 
to no  se  ha  incurrido  en  ella  al  tratar  de  las  ejecutorias  de  las  Au- 
diencias: véase,  sino,  el  art.  887,  según  el  cual  ha  de  tomarse  ra- 
zón en  la  Cancillería  de  la  Audiencia,  quedando  copia  literal,  de  to- 
da certificación  con  que  se  devuelvan  autos  para  la  ejecución  de  lo 
juzgado;  de  modo  que  se  han  revestido  de  mayores  solemnidades  y 
garantías  las  certificaciones  comprensivas  de  estas  ejecutorias  de  los 
Tribunales  Superiores,  que  las  que  contienen  las  dictadas  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Por  todas  estas  consideraciones  creemos  conveniente,  y  aun  i^- 
cesaría,  la  reforma  del  art.  1067,  y  que  se  restablezca  la  antigua 
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práctica  de  librar  Reales  cartas  ejecutorias,  en  nombre  4el  Rey,  fir- 
madas por  el  Presidente  del  Tribanal,  el  que  lo  sea  de  la  Sala  y  doi 
Hittstros  de  la  misma,  registradas  y  selladas  por  Caocilleria,  y  con 
las  demás  formalidades  que  preyienen  los  arts.  14,  72,  73,  80  á  83 
íDclosire  del  Reglamento  del  propio  Tribunal. 

idelaleyO). 


Los  tres  últimos  artículos  del  titulo  21  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento tratan  de  la  casación  en  irUerés.de  la  ley.  Se  le  dá  este  nom- 
bre ,  no  porque  no  sean  también  en  interés  de  la  ley  los  recursos 
promoiridos  por  las  partes,  pues  ya  hemos  dicho  que  la  casación 
ha  sido  introducida  principalmente  en  interés  piíblico ,  siendo  el  in- 
terés privado  su  objeto  secundario ;  sino  porque  el  recurso,  de  que 
vamos  á  tratar,  ha  sido  establecido  única  y  esclusivamente  en  inte- 
rés de  la  ley,  sin  que  sus  efectos  puedan  alcanzar  en  ningún  caso  k 
los  interesados  en  el  pleito. 

Puede  suceder  que,  á  pesar  de  haber  sido  dictada  contra  ley  ó 
contra  doctrina  legal  una  ejecutoria,  se  aquieten  con  ella  las  partes 
por  no  esponerse  á  los  gastos  y  resultados  del  recurso  de  casación, 
ó  porque,  por  cualquier  otro  motivo,  así  convenga  á  sus  intereses. 
£tt  tal  caso  la  ejecutoria  debe  producir  todos  sus  efectos  entre  los 
litigantes,  puesto  que  se  conformaron  con  ella;  pero  al  orden  públi- 
co interesa  que  se  conserve  en  toda  su  pureza  la  recta  inteligencia 
de  la  ley,  que  no  se  altere  su  genuino  sentido  con  interpretaciones 
arbitrarias,  que  se  fije  la  doctrina,  y  se  uniforme  la  jurisprudencia. 
En  tan  poderosas  y  atendibles  consideraciones  se  fundan  los  ar- 
tículos que  comentamos  para  ordenar,  siguiendo  el  ejemplo  de 
otras  naciones,  que  en  tales  casos  pueda  el  Ministerio  fiscal  inter- 
poner recurso  de  casación ,  no  para  que  se  anule  ni  altere  la  ejecu- 
toría en  lo  mas  mínimo;  sino  para  formar  jurisprudencia  sobre  la 
cuestión  legal,  qiíe  baya  sido  discutida  y  resuelta  en  el  pleito. 

Contrayéndonos  á  la  teoría  y  al  derecho  constituyente,  acepta- 
mos como  bueno  el  principio;  pero,  salvo  el  respeto  que  nos  merece 
la  Le; ,  no  nos  parece  conveniente  la  forjoiia  en  que  ha  sido  desen- 
vuelto. 


(O    Cwnent.  á  ios  arts.  HOO,  HOl  y  H02.  ' 
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Eft  príner  logftr ,  «rdena  el  art.  1101 ,  que  testos  seciirfios  pue- 
den iaterpenerse  611  cii«l9tM^lt0tt|K»»»  de  modo  Apie  el  Ministerio 
iftcal  estará  eii«u  deoeeiíaiiilerpoDiéndolos  inmedíatanente.des|Mies 
(^^tíblUadaJa  ijeciiloiáa,>y  «n  esperar  á  queitrasounra  el  térínuo 
concedido  á  las  partea  ^Mira  iBar  de  este  rremediOy  lo  ooal  es  con- 
trario á  la  esencia  de  dichos  recursos,  y  á  los  principios  que  rigen 
en  naestro  procedimiento  civil.  En  negocios  civiles  contenciosos  ^  la 
acción  fiscal  no  debe  ejercerse  nunca  en  beneficio  de  uno  de  los  li- 
tigantes ,  sino  única  yesdtf^vaniente^en  ialerés  de  la  ley ;  de  otro 
modo  seria  desigual  la  condición  de  aquellos.  Que  en  el  caso  sa- 
puesto  la  gestión  fiscal  favorecerla  al  que  fué  vencido  en  la  ejecuto- 
ria, haciéndole  de  mejor  condición  que  á  su  contrarío ,  es  cosa  qne 
no  puede  ponerse  en  duda;  porque  ¿quién  puede  desconocer  la  in- 
mensa ventaja  que  llevaría  en'  la  contienda  el  que  eontase  eon  ^1 
poderoso  auxilio  del  Ministerio  público?  T  no  se  diga  que  esta  doc- 
trina es  contraria  á  ia  que  hemos  sostenido  en  el  párrufo  Y  de  es- 
tas Observaciones  acerca  de  que  el  Ministerio  fiscal  debe  intervenir 
en  los  reenírsos  de  casación,  pues  no  es  lo  mismo  dar  su  dictamen 
desinteresado  é  imparcial  en  una  cuestión  promovida  y  sostenida 
por  las  partes  interesadas ,  que  constituirse  en  actor  y  ájente  prin- 
cipal de  la  contienda  jurídica. 

Por  todas  estas  razones,  y  también  para  evitar  abusos,  hulnera 
sido  sin  duda  muy  conveniente  que,  después  de  ordenar  el  art.  1161 
que  cestos  recursos  puedan  interponerse  en  cualquier  tiempo, 9  se 
hubiese  añadido:  «cuando  las  partes  no  los  hayan  utilizado,  y  des- 
pués de  haber  quedado  firme  la  ejecutoria.  2>  La  legislación  francesa 
no  permite  que  el  Ministerio  público  interponga  estos  recursos  sino 
después  dé  tfes  meses  de  haber  quedado  ejecutoriado  el  fallo.  Tene- 
mos el  convencimiento  de  que,  no  obstante  la  omisión  de  la  Ley,  «n 
este  sentido  obrará  el  Mioisterio  físóál  en  España,  como  es  de  espe- 
rar de  su  ilustración  7  prudencia. 

En  segundo  lugar,  ordena  también  el  artículo  antes  citado  que 
estos  recursos  se  sustancien  y  decidan  sin  citar  ni  emplazar  á  nin- 
guno de  los  litigantes;  pero  que  se  les  oiga  y  si  se  presen! asen ,  m^ 
tregindoles  los  autos  para  instrucción  y  citándoles  para  la  vista.  No 
pudiendo  anularse  ni  alterarse  en  lo  mas  mínimo  la  ejecutoria;  ^^no 
podiendo,  como  no  puede  afectarles  el  resultado  de  estos  recursos, 
según  lo  declara  con  razón  el  art.  1102,  no  se  justifica  el  objeto 
de  esta  audiencia:  la  misma  razón  habría  para  concederla  ii  cual- 
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quiera  que  quisiese  tomar  parte  eo  tales  procedimientos.  La  cuestión 
legal  está  ya  decidida  irrevocablemente  para  los  que  litigaron;  nada, 
pues,  les  interesa  el  resultado  del  recurso,  el  cual  se  dirije  única- 
mente á  formar  y  fijar  la  jurisprudencia  para  los  demás  casos  que 
puedan  ocurrir;  y  no  interesándoles,  no  hay  razón  que  justifique  la 
Asposicion  de  que  tratamos. 

Consideramos,  además,  inconveniente  esa  audiencia  de  los  que 
fueron  parte  en  el  pleito.  Con  ella  se  despoja  á  estos  debates  del 
carácter  imparcial  y  desinteresado  que  deben  tener:  se  fomentan  las 
malas  pasiones,  dando  ocasión  á  que  se  renueven  y  prolonguen  los 
resentimientos,  disgustos  y  rivalidades  de  familias,  que  suelen  pro- 
ducir ios  pleitos;  y  hasta  podrá  introducirse  la  perturbación  en  las 
conciencias.  Supongamos  que  el  Tribunal  Supremo  declara  haber 
lugar  al  recurso:  habiendo  tomado  parte,  ó.pudiendo  tomarla,  en 
esta  contienda  el  que  obtuvo  á  su  favor  la  ejecutoria,  para  esponer 
cuantas  razones  crea  oportunas  á  fin  de  demostrar  que  fué  vence- 
dor con  derecho,  y  no  por  error  de  los  juzgadores,  ¿podrá,  después 
del  respetable  fallo  del  Tribunal  Supremo,  gozar  con  tranquilidad  de 
conciencia  del  derecho  ó  cosa,  que  por  aquella  le  fué  otorgado?  No 
así  cuando  no  se  le  permita  tomar  parte,  pues  entonces  el  fallo  en 
casación  es  para  él  como  una  nueva  ley,  que  en  nada  puede  afectar 
las  declaraciones  anteriores.  Y  en  cuanto  al  que  fué  vencido  en  el 
pleito,  es  tanto  como  permitirle  ir  contra  sus  propios  hechos,  puesto 
que  se  le  permite  atacar  una  ejecutoria,  que  él  mismo  consintió  no 
interponiendo  el  recurso  de  casación  en  tiempo  oportuno.  Por  todo 
ello  creemos  inconveniente,  y  contraria  á  la  índole  y  naturaleza  de 
estos  recursos,  la  audiencia  que  el  art.  1101  concede  á  los  que  fue- 
ron parte  en  el  pleito. 

T  por  último,  ofrece  también,  en  nuestro  concepto,  graves  in«- 
convenientes  el  que  el  Tribunal  Supremo  haya  de  decidir  en  todo 
caso  la  cuestión  legal  debatida  en  el  recurso,  como  se  deduce  del 
artículo  1102,  sin  dejarle  en  libertad  para  abstenerse  de  fallar 
sobre  ella,  y  consultar  á  S.  M.,  cuando  el  caso  lo  requiera.  Su- 
pongamos que  el  ministerio  fiscal  ha  interpuesto  el  recurso  con- 
tra una  ejecutoria,  en  la  que  se  ha  decidido  de  un  modo  incon- 
Teniente  y  contrario  á  la  razón  natural  una  cuestión,  respecto  de  la 
que  DO  existe  ley  espresa,  ni  jurisprudencia  establecida;  ó  en  que 
la  decisión  ha  sido  conforme  á  una  ley  antigua,  en  desuso,  que  aun- 
que no  derogada  espresamente,  está  eñ  contradicción  con  losprinci- 

TOMO  XVI.  37 
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píos  que  hoy  rigen  en  el  derecho;  ó  que  se  ba  hecho  apUeack»  de 
una  ley,  que  se  presta  fundadamente  ¿  interpretaciones  contrariaa. 
^Qué  debería  hacer  en  tales  casos  el  Tribunal  Supremo?  ¿Declanr 
haber  lugar  al  recurso?  No ;  porque  realmente  no  hay  ley  ni  doce- 
na' legal  infringidas.  ¿Desestimar  el  recurso?  Tampoco;  porque  esla 
sería  sancionar  y  establecer  una  jurisprudencia  absurda  ó  iiioony#- 
niente.  No  queda,  pues»  otro  camino  que  elevar  á  S.  H.  la  oportuna 
consulta  para  que  por  quien  corresponda  se  aclare  é  interprete  au- 
téntican^ente  la  ley,  ó  se  decrete  lo  conveniente  para  lo  sucesivo. 

Esto  es  lo  que  dicta  la  razón  natural,  y  lo  que  está  en  nuestras 
tradiciones.  Siempre  nuestros  tribunales  han.  tenido  la  facultad,  y 
aun  el  deber  de  -consultar  á  S.  M.  las  dudas,  reformas  y  proyectos  de 
ley  que  les  han  ocurrido,  teniendo  marcados  los  trámites  qae  debea 
dar  á  estos  espedientes  (i).  Cuando  está  pendiente  el  pleito,  es  apre^ 
miante  la  necesidad  de  dictar  el  fallo  definitivo,  para  que  no  queden 
en  incierto  indefinidamente  los  derechos  de  las  partes,  y  por  esta 
los  tribunales  no  pueden  abstenerse  de  juzgar,  sin  incurrir  en  res- 
ponsabilidad. Además,  según  los  principios  que  hoy  rigen,  no  puedo 
consultarse  á  S.  M.  la  resolución  que  haya  de  dictarse  en  ninpm 
pleito  pendiente.  Pero  es  muy  distinto  el  caso  de  que  tratamos:  aquí 
ya  no  hay  pleito  pendiente;  bien  6  mal,  ya  ha  sido  decidida  ejecuto- 
riamente la  cuestión  debatida  entre  los  litigantes^  y  solo  se  trata  da 
fijar  ó  establecer  la  jurisprudencia  para  los  casoa  que  ocurran  en  la 
sucesivo.  No  hay,  pues,. inconveniente  ni  peligro  algoao  en  reciicríi^ 
á  lainteppretacionauténtica,  ó  al  poder  legislativo;  y  antes,  por  el 
contrario ,  se  cQrr&  el  riesgo  de  que  el  Tribunal  Supremo  ppsda  mj 
yadir  las  atrihijKionei;^  de  dicho  p<HÍer,  si  ha  de  estar  oUigitdO'ea 
todo  caso  á  dictar  sentencia  resolutoria  en  los  recursos  de  qoa  tea* 
tamos^ 

No  abrigamos»  sin  embargo,  temor  algfina  de  qie  ealo  suceda; 
nos  consta  el  celo  y  cuidado  de  dicho  Tribunal  para  na  estcalimitar- 
ae  desús  atribuciones^  Con  la  fórmula  de  tNo  há. lugar  al  recuna» 
7  lo  acordado ^r^^  lo  cual  será  que  se.eleve  á  S.  M*  la  oportuna. con- 
sulta coa, el  objeto  antedicho ,  podrá  oonciliacse  el  cumplimiento  del 
art.  1102 ,  que  ^0  prohibe  dicha  joonsulta»  conlorque  exig^  la  na-i 
I  ■  ■  ^  ■ .       ■  .  -   ■ 

(I)  Léye»  ti.  ttl.  ftt ,  Plrt.  í.*;  I  y  T,  til.  i,  Bb*  3,  Nov. Rec. ,  y oCns; 
y  el  art.  8S,  y  facultad  14  del  00,  del  Reglanento  provisionat  part^  ta  ad^ 
npislraclon  de  justicia»  de  26  de  setiembre  de  i33S. 
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taralmLespecial  M  caso  sapuesto ,  que  es  muy  posible,  atendido  el 
estado  de  naestra  législacioQ.  Con  códigos  completos  y  bien  orde- 
nados podría  desaparecer  esta  posibilidad ,  no  ofreciendo  quizá  en* 
tonces  Ja  disposición  de  dicho  artículo  los  inconvenientes  indicados. 
Pero  annqne  pneda  adoptarse  esa  fórmula,  creemos  oonvenien^ 
te  que  se  modifique  el  art.  HOÍ  en  el  sentido  antedicho.  Cuando 
el  Tribunal  Supremo  comprenda  que  una  ley  espresa  ha  sido  in- 
frinpda  ó  mal  interpretada,  es  bueno  que  haga  la  declaración  opor- 
tuna para  fijar  bien  la  jurisprudencia,  y  que  no  se  incurra  en  lo  su- 
cesivo en  error  semejante;  pero  cuando  no  exista  ley,  ó  esta  sea  tan 
escora  y  dudosa  que  se  preste  fundadamente  á  interpretaciones  con- 
trarías, es  sin  duda  lo  mas  conveniente  que  esté  facultado  para  abs- 
tenerse de  fallar  el  recorso  interpuesto  en  interés  de  la  ley,  declai* 
raudo  no  haber  lugar  á  decidirlo,  y  promover  la  interpretación  a<^< 
téntica,  como  la  ordena  el  art.  200  de  la  Real  cédula  de  30  de  epe- 
ro  de  Í8S5  para  los  negocios  de  Ultramar.  Coa  la  reforma  en  este 
sentido  del  art.  1102,  y  las  dos  que  hemos  indicado  antes  respecto, 
de  k>  dispuesto  en  el  1101,  creemos  quedarian  convenientemente  es- , 
tableados,  y  con  arreglo  á.  s«  mituraleza,  los  recursos  de  casación  en 
interés  de  la  ley. 

Hemos  emitido  sencillamente  y  con  franqimtt  nmslro  hMMc 
Íiifi¡o^acercadelaJarmaenqne.laLey  de  Enjuiciamiento  civil  ha 
#rgan¡zado  el  recurso  d&ttasiciaih  Aianqoe  creenos'  eonveaienle  la 
jBiodificacion  de  algunas  de  sus  disposiciones,  en  tesis  general  acep- 
tamos como  bueno  su  sistema.  El  méríto  de  esta  parte  de  la  Ley 
ba  corrasppndído«in  4Qda.lilginaiá  la  justa  reputación  de  los  dis- 
tinguidos jurisconsultos  que  la  redactaron.  Pero  se  trata  de  una  ins- 
tjitncioQ  casi  nueva  entre  nosotros ,  importantísima  por  su  objeto,  y 
fificil  por  las  graves  cuestiones  de  principios  á  que  se  presta:  ¿qué 
estrano es,  pues,  que  la  pifidduifeto^pia  da  la  esperiencia  haya 
puesto  en  duda  lo  mas  ó  menos  adecuado  de  algunas  de  sus  dbpo- 
sidones,  ó  hecho  conocer  la  conveniencia  de  su  reforma? 

Debemos  también  advertir,  que  al  indicar  las  medidas  que  pu- 
dieran contribuir  en  nuestro  concepto  i  evitar  el  retraso  y  consi- 
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guíente  recargo  qne,  á  pesar  del  celo  y  laboriosidad  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo,  viene  esperimentándose  en  el  despacho 
de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo,  no  lo  hemos  hecho  con  la. 
pretensión  de  que  sea  necesario  adoptarlas  todas  á  la  vez.  Algunas 
de  ellas,  acaso  de  las  que  pueden  llevarse  á  efecto  sin  necesidad  de 
esperar  á  la  reforma  de  la  Ley,  bastarían  sin  duda  para  corregir  el 
mal  que  se  lamenta,  ó  al  menos  disminuirlo. 

Tampoco  pretendemos  que  no  puedan  adoptarse  otros  medios 
espeditivos.  Tenemos  entendido  que  un  distinguido  jurisconsulto, 
que  desempeñó  no  hace  mucho  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia  con 
merecida  reputación  (1),  para  poner  remedio  á  dicho  mal,  que  ya  en- 
tonces se  presentia,  tuvo  el  pensamiento  de  crear,  en  cada  Sala  del 
Tribunal  Supremo,  un  número  determinado  de  Ponentes,  relevados 
de  todo  otro  servicio  que  no  fuese  el  de  asistir  á  las  vistas,  y  atender 
al  despacho  de  tan  penoso  como  importante  cargo.  Inconvenientes, 
aunque  no  insuperables,  ofrece  este  medio,  que  no  eran  descono- 
cidos del  ilustrado  autor  del  proyecto;  pecó  es  mas  que  probable, 
que  hubiera  bastado  para  desembarazar  á  la  Sala  primera,  dando 
pronta  salida  á  todos  los  recursos ,  sin  retraso  en  la  administración 
de  justicia. 

El  hecho  indudable  es  que  existe  el  mal ,  y  que  necesita  de  un 
pronto  y  eficaz  remedio.  El  Tribunal  Supremo  ha  llenado  su  deber 
haciéndolo  presente  á  S.  M.:  sin  duda  que  el  Gobierno  llenará  tam- 
bién el  suyo,  como  es  de  esperar  del  celo,  laboriosidad  é  inteligen- 
cia del  digno  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  aconsejando  á  S.  M. 
la  resolución  mas  conveniente. 


(i)    Nos  referimos  al  Sn  Fernandez  de  la  Hoz. 

José  I.  luresa  y  Navirro. 
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DE  U  EJECUCIÓN  DE  LAS  SENTENCIAS 
MCr ADAS  POR  nUBIINALKS  SSTRANMOS. 


TRIBUNAL    SUPREMO    DE    JUSTICIA. 

DIGTÁBIElf  FIBGAL 

emUido  m  d  espediente  formado  á  consecuencia  de  una  moeian  del 
Sr.  Presidente,  relativa  á  las  ejecutorias  de  tribunales  estran- 
jeras. 

El  Fiscal  dice:  Qae  el  Sr.  Presidente  guiado  por  el  celo  que  le 
distingue,  y  animado  del  laudable  deseo  de  que  las  peticiones  que 
se  instauren  en  este  Supremo  Tribunal  para  obtener  la  autorización 
exigida  por  la  ley  respecto  á  las  ejecutorias  dictadas  por  Tribuna- 
les estranjeros  para  su  ejecución  en  España,  sigan  un  curso  regular 
y  uniforme,  ha  hecho  una  moción  en  Sala  de  Gobierno  proponiendo 
ciertas  reglas  para  que  examinadas  se  sometan  á  la  aprobación  del 
Tribunal  pleno.  A  este  fin  propone:  1.^  Si  las  solicitudes  de  ejecu- 
ción de  sentencias  dictadas  en  el  estranjero  irán  desde  luego  á  re- 
partimiento como  los  demás  asuntos  contenciosos  ordinarios,  ó  si 
por  el  contrario  se  dará  antes  cuenta  de  ellas  en  Tribunal  pleno, 
y  en  este  caso  para  qué  fines.  T  i.°  Que  deberá  practicarse  en  igua- 
les casos  respecto  á  las  solicitudes  de  ejecución  ó  de  cumplimiento 
no  de  sentencias  dictadas  en  Tribunales  estranjeros,  sino  de  actas, 
cédulas  ó  despachos  de  Índole  judicial  espedidos  por  los  mismos, 
amo  por  ejemplo»  para  citación  de  un  subdito  español,  embargo 
preveativo  de  bienes,  depósito  y  asuntos  análogos,  sin  duda  no  com- 
prendidos en  el  testo  de  los  arts.  922  y  siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Acogida  la  moción,  acordó  la  Sala  que  se  instru- 
yese espediente  y  que  pasado  al  que  suscribe,  con  lo  que  espusiera 
se  trajese  al  pleno  para  resolución. 

El  Fiscal  tratará  de  ambas  cuestiones  con  separación,  permitién- 
dose hacerlo  previamente  de  la  materia  en  general  con  alguna  es- 
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tensión,  ya  por  sa  gravedad  y  trascendencia,  ya  por  la  novedad  que 
en  ella  Jia  intcoduado  la  nueva  ley  de  Enjuioíamiento  eivil  respecto 
i  la  admisión  y  corso  de  las  ejecutorias  do  países  estranjeros.  Sabido 
es  que  en  todos  los  pantos  que  caen  en  la  esfera  de  la  legislación  ci* 
vil  ydeprocedimientos ninguno  hay  tan  arduo,  lan'dificil.m  de 
mas  trascendentales  consecuencias  que  el  de  la  determinación  de 
los  efectos  que  puedan^  producir  en  un  pafe  las  ejecutorías  de  Tribu- 
nales estranjeros;  ora  se  refieran  estas  á  naturales  de  la  nación  en 
que  la  ejecución  se  pida,  ora  se  trate  acerca  del  valor  y  efectos  de 
sus  decisiones  respecto  á  la  propiedad  inmueble,  ora  en  fin  se  refie- 
ran á  personas  que,  aunque  sean  subditos  de  la  nación  misma  en 
que  se  hayan  pronunciado  las  ejecutorias,  ó  de  otras  potencias,  es- 
tén bajo  la  sidvaguahita  de  las  teyes  del  país  en  que  se  pida  él  o«n^ 
pKmíento  de  aquellas.  Esta  materia  se  roza  esencial  y  necesariamen- 
te con  el  derecho  público,  con  el  internacional  y  el  de  gentes  y  bas«- 
ta  con  el  privado  de  cada  país,  circunstancia  que.  por  si  sola  basta 
para  reconocer  su  gravedad. 

No  es  estraño,  pues,  y  si  altamente  laudable,  que  materia  tan 
ardua  que  no  solo  puede  afectar  las  relaciones  internacionales  de  Es- 
pana  con  otras  Potencias,  sino  también  el  nombre  del  Tribunal  Su- 
premo del  Reino  dentro  y  fuera  de  él,  baya  fijado  la  atención  de  su 
digno  Presidente  para  llamar  la  del  tribunal  sobre  este  punto.  Su 
moción,  mas  que  á  otra  cosa,  se  encamina  á  que  se  adopte  una  mar- 
cha segura  y  fija  en  la  prosecución  y  curso  de  estos  delicados  nego- 
cios, máxime  cuando  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  sido  en  este 
punto  harto  concisa.  Por  lo  mismo  cree  el  Fiscal  que  aunque  la  su- 
perior ilustración  de  V.  A.  no  necesita  recordarle  lo  que  mas  pro- 
fundamente que  el  Fiscal  conoce,  no  será  del  todo  mfructuoso  pre- 
sentar la  cuestión  con  sus  fundamentos  histórico-jurídicos,  y  en  sus 
relaciones  con  el  derecho  internacional,  á  fin  de  que  la  resolución  se 
asiente  como  todas  las  del  Tribunal  en  bases  seguras. 

Si  la  jurisdicción  no  es  otra  cosa  que  una  parte  del  poder  Sobe- 
rano, ó  este  mismo  poder  ejercido  por  los  Tribunales  en  quienes 
aquel  delega,  conforme  á  las^  leyes,  para  dirimir  las  contiendas  ju- 
diciales con  arreglo  á  las  mismas,  y  hacer  ejecutar,  y  cumplir  sus  de* 
cisiones,  no  cabe  duda  en  que  ese  poder  tiene  por  limites  el  territo- 
rio de  cada  pais,  los  subditos  que  del  n^ismo  poder  dependen  y  los 
residentes  en  ese  territorio  en  lo  que  permite  el  derecho  Je  gentejs, 
esto  es,  todo  lo  que  constituye  la  esfera  de  acción  de  cada  soberano. 
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fmdáiidMe  en  este  principio  ineoncoso,  desde  qne  la  ciencia  del 
ikreeha  pAbUco  y  de  gentes  apareció  con  sos  primeros  albores,  se 
-neeoMcíé  qne  las  ejecntorias  de  los  Tribnnfldes  no  podían  tener  vnior 
legal  en  ana  naden  eslraia  ni  haberse  como  preceptos  obligatorios 
en  ella,  pnes  esto  equivaldría  á  reconocer  en  on  Principe  estranje- 
10,  en  el  qne  trasmitió  la  potestad  al  Trümnal  que  faüó,  el  ejercicio 
de  la  sobcmnia  en  el  país  en  que  hubiera  de  ejecutarse  la  senten- 
eia,  no  estando  este  sujeto  á  él,  lo  cual  como  abiertamente  contrarío 
á  loa  príndpfos  fundamentales  del  derecho  péMioo  seria  completa- 
mente absurdo. 

De  aquí  el  absohito  silencio  que  guardaron  en  esta  materia  te- 
das las  le^daciones  antiguas,  creyéndose  innecesaria  una  disposi- 
ción espresa  para  consignar  un  principio  elemental  del  derecho.  La 
nnestra,  como  todas  las  de  Europa,  nada  estatuyó  sobre  este  punte, 
habido  es  que  el  crecimiento  del  poder  central,  tuvo  en  todas  las 
«aciones  el  propio  origen,  y  que  también  se  llegó  á  este  fhi  por  los 
nisnM»  bmÁos  como  annnciados  por  la  razón,  determinados  por 
igual  necesidad,  é  hnpulsades  por  las  mismas  ideas,  hijas  todas  de 
los  adelantos  de  la  civilización  eurc^ea.  Por  ello  el  suceso  fué  casi 
coetáneo.  Reprimir,  moderar  y  aun  estinguir  el  sistema  feudal  de- 
sarfoUado  i  b  sombra  de  guerras  permanentes  y  de  la  ignorancia 
difundida,  coneentrando  las  fuerzas  sociales  al  ródedor  del  Trono, 
faé  el  objeto,  y  que  la  buena  y  recta  administración  de  justicia  al- 
canzase lo  nrisnM  al  fuerte  que  al  débil,  al  poderoso  que  al  misera- 
ble, fué  el  principal  medio,  el  punto  que  fijó  las  opiniones,  la  palan- 
ca poderosa  que  reunió  ^  mas  opuestos  intereses.  Consecuencia 
fimosa  de  este  hecho  fué  la  concesión  de  la  jurisdicción  suprema 
ó  sobenoa  á  los  tribunales  llamados  Reales,  todos  los  cuales  tenían 
el  cafácter  y  (^mitades  de  los  denominados  de  corte  en  Castilla  y 
coBoeidofi  en  el  derecho  europeo  por  el  genérico  de  Auto  regis. 

Ta  fuese  por  esta  cirounstMicia,  ya  porque  faltando  á  las  sen- 
tencias de  los  tribunales  estranjeros  la  autoridad  de  la  jurisdicción 
fara  wér  ejeontabfes,  se  creyese  que  prestándosela  los  tribunales 
vegnfeobs  que  la  tienen  pata  hacer  ejecutorias  sus  decisiones,  bas- 
taba para  que  fuesen  aquellas  eficaces,  es  lo  cierto  que  en  toda 
Europa  esa  potestad  la  ejercieron  los  tribunales  superiores,  depar- 
tamentales ó  territoriales,  negando,  que  era  lo  general,  ó  conce- 
diendo ta  autorización  á  las  ejecutorias  de  tribunales  estranjevas 
que  se  les  presentaban,  ya  para  su  ejecución  en  su  territorio,  ya  par 
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ra  oponer  la  escepcioa  de  cosa  juzgada  previo  espediente  y  examen. 

Reputóse^  aunque  erróneamente,  que  esta  era  una  especie  de  re- 
galía ó  de  derecho  propio  del  que  se  disponía  á  voluntad  de  los  tri- 
bunales, ó  al  menos  sin  reglas  fijas  y  determinadas  por  los  altos  po- 
deres del  Estado. 

Esta  práctica  fué  general  en  Europa  y  llegó  á  constituir  juris- 
prudencia universal.  Ella  subsiste  todavia  en  Inglaterra,  en  varios 
Estados  de  Alemania,  de  Italia  y  del  Norte.  Que  en  ello  han  cabido 
abusos,  no  puede  ponerse  en  duda:  que  en  algunos  y  aun  en  muchos 
se  ha  podido  decidir  contra  las  miras  diplomáticas  ó  políticas  de  los 
gobiernos  y  aun  comprometiéndose  altos  intereses,  no  es  cuestiona- 
ble siquiera;  pero  entre  estos  y  otros  escollos  mayores  quizá,  el  mas 
peligroso  era  el  de  la  falta  de  reglas  seguras  de  jurisprudencia  cier- 
ta, de  principios  fijos  á  que  atenerse. 

De  muy  antiguo  se  reconocieron  en  Francia  estos  inconvenien- 
tes, y  para  remediarlos  se  dictaron  reglas  en  la  ordenanza  de  1629, 
á  fin  de  limitar  los  casos  de  concesión  de  estas  autorizaciones,  lla- 
madas allí  ó  conocidas  con  el  nombre  de  pdoreatis.  En  el  art.  121  de 
dicha  ordenanza  se  dispuso  que  las  ejecutorias,  contratos  ú  obliga- 
ciones recibidos  de  los  reinos  y  soberanos  estranjeros,  por  cualquier 
motivo  no  causaran  hipoteca  ni  ejecución  en  dicho  reino;  pero  se 
diera  á  los  contratos  el  lugar  ó  valor  de  simples  promesas,  y  no  obs- 
tante las  ejecutorias  recaidas,  los  subditos  franceses  contra  los  cua- 
les aquellas  se  hubiesen  pronunciado,  podrán  de  nuevo  debatir  sos 
derechos,  cual  estando  íntegros,  ante  los  jueces  del  país.  Por  la  de- 
bilidad del  poder  central  y  anarquía  de  los  parlamentos,  algunos  de 
estos  negaron  el  pase  á  esta  ordenanza,  pero  por  Real  declaración 
de  1747,  se  reconoció  como  de  derecho  común  de  la  Francia,  y  sub- 
siste hoy  no  obstante  las  disposiciones  del  Código  civil  y  de  proce- 
dimientos que  no  se  han  creído  derogatorias  de  aquel  principio. 
Quizá  llevado  este  á  mayor  exageración  rige  en  Holanda  y  Bélgica, 
en  donde  se  aceptaron  los  códigos  franceses. 

En  España  la  legislación  antigua  guardó  un  profundo  silencio  ea 
la  materia,  pero  las  nociones  que  consigna  sobre  la  jurisdicción,  ao 
alejan  duda  alguna  sobre  ese  principio.  La  práctica  de  acuerdo  con  la 
jurisprudencia  fué  la  misma  que  en  Francia,  y  en  los  demás  países 
de  Europa,  ó  por  lo  menos  el  Fiscal,  á  pesar  de  la  diligencia  que  ha 
puesto  en  el  escaso  tiempo  que  ha  tenido,  no  ha  encontrado  dato 
alguno  en  contrario. 
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En  los  tiempos  modernos,  muy  poco  antes  de  la  publicación  de 
la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  es  cuando  ya  por  tratados,  ya  por 
disposiciones  generales,  se  han  dictado  algunas  reglas  en  la  materia, 
Tjéndose  ya  aparecer  otro  espíritu,  otra  tendencia  que  el  Fiscal  se 
cree  en  el  caso  de  indicar  para  que  el  Tribunal  con  su  mayor  ilus- 
tración pueda  apreciarlas  al  tiempo  de  resolver  esta  cuestión. 

Es  indudable  que  la  facilidad  maravillosa  de  las  comunicaciones 
entre  las  diferentes  Potencias  en  los  tiempos  modernos ,  estrecha 
y  multiplica  las  relaciones  de  las  mismas  y  de  sus  individuos.  Esto, 
al  paso  que  disipa  antipatías  y  estingue  el  espíritu  de  aislamiento, 
congrio  á  la  civilización  moderna,  y  hasta  á  las  condiciones  de  la 
sociedad  actual,  aumenta  forzosamente  las  transacciones  entre  los 
ciudadanos  de  los  diferentes  países,  modificando  las  relaciones  di- 
plomáticas y  aun  jurídicas  de  los  pueblos.  Los  jurisconsultos  y  pu- 
Uicislas  de  todas  las  naciones  se  han  dividido  precisamente  sobre 
este  ponto  interesantísimo.  Quienes  opinan  que  estas' mismas  circuns- 
tandas  requieren  mayor  precaución  respecto  á  las  relaciones  jurí- 
dicas de  países  diversos  y  mas  severidad  todavía  en  la  concesión  de 
los  pases  para  no  dañar  la  soberanía  de  cada  uno,  y  cuéntese  que 
en  este  número  hay  que  incluir  á  las  naciones  que  figuran  en  pri- 
mera linea  entre  los  pueblos  civilizados.  Los  otros,  por  el  contrario, 
sostienen  que  aquellas  circunstancias  demandan  mayor  latitud  y 
menos  rigorismo,  á  fin  de  que  la  efectividad  délos  derechos  que  de- 
terminen los  actos  que  pueden  producirlos,  multipliquen  las  transac- 
ciones, to  que  es  generalmente  un  beneficio.  Este  encuentro  de  opi- 
luones,  ejerce  necesariamente  su  influjo  en  las  disposiciones  legales 
sobre  la  materia,  y  hasta  en  la  jurisprudencia  de  los  respectivos 
países. 

Pero  algo  mas,  mucho  mas,  que  la  sola  doctrina  y  que  los  priu'- 
cipios  jurídicos  y  de  derecho  público,  vemos  que  se  tiene  en  cuenta 
por  esas  naciones  previsoras  que  han  estatuido  en  este  punto.  Han 
tenido  presente  para  ser  mas  ó  menos  latas,  en  la  concesión,  la 
proximidad,  la  importancia  relativa  de  las  naciones,  su  población  y 
desarrollo  fabril  y  mercantil,  la  entidad  y  condiciones  de  las  tran- 
sacciones recíprocas  mas  frecuentes,  la  residencia  mas  común  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  y  la  influencia  que  en  el  propio 
país  podrían  ejercer  las  ejecutorias  de  otra  nación.  Asi,  por  ejemplo. 
Bélgica  es  mas  estricta  con  Francia  que  con  los  otros  pueblos,  y 
ai  la  redprocidad  le  satisface,  como  sucede  también  en  algunos  can- 
Toxo  XVI.  58 
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tones  suizos.  Esto  se  esplica  perfectamente  y  revela  la  previsión  de 
sos  gobernantes.  Nada  reclama  tanta  precancion  como  las  disposi- 
ciones que  determinan  los  efectos  délas  transacciones  entre  indivi- 
duos de  distintos  países.  Nuestro  Código  de  Comercio,  por  ejemplo,  re- 
quiere dos  protestos  en  las  letras  de  cambio  para  que  sea  eficaz  la 
acción  contra  el  librador  ó  endosantes,  el  de  falta  de  aceptación  y  el 
de  pago.  Las  leyes  francesas  y  de  otras  naciones,  las  mas  quizá  de 
las  europeas,  exigen  uno  solo;  y  de  aquí  resulta  que  en  caso  de  in- 
solvencia del  pagador,  el  comerciante  español  es  siempre  el  perju- 
dicado. El  propio  riesgo  hay  en  la  concesión  de  autorizaciones  de 
ejecutorias  de  Tribunales  estráojeros,  cuando  no  se  somete  á  reglas 
previsoras  y  prudentemente  calculadas. 

Véase  por  qué  después  que  la  legislación  francesa  se  estendió  á 
diferentes  reinos,  y  se  conocieron  sus  efectos,  tanto  los  países  em 
que  aquellas  rigieron  como  otros  en  que  se  percibieron  sus  conse- 
cuencias, se  apresuraron  á  estatuir  sobre  este  punto  lo  que  conve- 
nía á  sus  intereses,  atendidas  las  circunstancias  de  cada  nación. 

Como  la  materia  es  esencialmente  de  derecho  misto,  conviene 
apuntar  siquiera  en  este  tugar  lo  que  relativamente  á  este  punto  es- 
table<^n  las  legislaciones  estranjeras  que  no  se  han  mantenido  en  su 
antiguo  principio,  y  han  estatuido  espresamente  disposiciones  en 
esta  parte  del  derecho  internacional. 

En  todas  ellas  sin  escepcion,  se  ha  cometido  la  facultad  de  dar 
ó  denegar  el  carácter  ejecutorio  á  las  sentencias  de  Tribunales  es  - 
tranjeros  á  los  Tribunales  territoriales  ó  departamentales.  El  Có- 
digo civil  de  Francia,  en  su  articulo  2123,  después  de  estatuir  la  hi- 
poteca judicial,  ó  sea  la  que  tácita  y  legalmente  nace  de  la  ejecuto- 
ria sobre  los  bienes  inmuebles  del  condenado  por  ella,  dice  así:  tía 
hipoteca  no  puede  del  propio  modo  nacer  de  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  pais  estranjero,  sino  después  que  hayan  sido  declaradas 
ejecutorias  por  un  Tribunal  francés,  sin  perjuicio  délas  disposicio- 
nes que  en  contrario  establezcan  las  leyes  políticas  ó  los  tratados. » 
Con  esta  disposición  está  conforme  el  art.  546  del  Código  de  pro- 
cedimientos en  lo  civil.  Únicamente  se  exije  que  sea  declarada  eje- 
cutoria por  un  Tribunal  que  tenga  facultad  de  pronunciar  eje- 
cutorias. 

En  el  Código  de  procedimientos  de  Holanda  corresponden  á  estos 
los  arts.  431  y  432,  siendo  conformes  sus  disposiciones. 

En  Bélgica  se  comete  también  esU  atribución  á  los  tribunales 
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fleÍKles,  amqQé  cmx  la»  restríeciottes  casi  absohites  páralos  pases 
^e  <»Mi?o  el  decreto  de  9  de  setiembre  de  1814  y  que  negó  esta 
potestad  respecto  á  las  sentencias  de  los  tríbanaies  franceses,  así 
mno  para  los  actos  notariados  pasados  en  Francia;  y  ann  segnn  la 
deeidon  del  Tribmial.de  Casación  de  báselas  de  Sl&áe  juKo  de  1821 
aquellos  tribnnales  no  poeden  conceder  el  pase  á  las  senlendas  de 
los  de  Francia,  ni  aan  después  de  haber  oído  contradictoriamente  é 
tejarles  con  los  medios  respectivos. 

Por  este  nrismo  principio  se  rigen  todas  las  naciones  de  Europa, 
pediendo  decirse  que  es  ds  derecho  pibfico  europeo,  sino  nniyersaU 
et  de  que  las  ejecutorias  obtenidas  en  un  país  no  tienen  fuerza  al* 
gma  en  otro,  sino  la  reciben  por  una  declaración  jurídica,  con  co- 
Mcnniento  de  cansa,  por  un  Tribunal  Superior  territorial  del  pa(s 
ea  qse  se  bandeqecutar,  salvólo  qse  dispongan  los  tratados  espe^ 
cíales. 

AilCilégíco  parecerá  tal  vez  á  algunos  que  en  esas  naciones  que  tan 
celosaB  se  muestran,  y  con  razón,  de  su  independencia  y  respectiva 
soberanfe,  no  queriendo  que  aparezca  ni  aun  la  sombra  de  su  «jer- 
cicio  por  otras,  se  cometa  el  examen  y  pase  de  las  ejecutorias  de 
trflmnales  estranjeros  á  los  departamentales  ó  territoriales,  y  no  sd 
Suprema  de  cada  una,  el  cual  ofrecería  todas  las  garantías  del  acierto 
en  la  defensa  de  la  jurisdicción  del  país,  y  de  los  derechos  de  los 
emdadanos.  Pero  á  esta  objeción  contesta  cumplidamente  la  decisión 
del  Tribunal  de  casación  de  Francia,  de  19  de  abril  de  1819,  que  re- 
solvió ser  de  necesidad  que  los  tríbnnales  á  quienes  se  somete  una 
ejecntom  «btttridaen  país  estranjero  revean  esta  y  llenen  en  cierto 
iBodo  las  funciones  de  un  Tribunal  de  apelación  sobre  el  que  dictó 
Ui'qecatoria  pronunciando  una  nueva  sentencia  y  no  dando  una 
simple  ordenanza  de  Rucien.  Siendo  pues  la  cuestión  del  pase  un 
"verdadero  juicio  de  revisión,  y  como  en  apelación,  del  ráHo  pronun- 
ciado por  el  tribunal  estranjero,  no  solo  es  procedente  la  jurisdic- 
cm  di&los  tributtdes  territoriales,  sino  que  no  habia  posibilidad  de 
Biicomeifdaila  á  otros.  En  efecto;  en  todos  esos  países,  la  facultad 
4e  casar  ó  anubr  los  fallos  no  puede  correr  unida  con  la  de  decidnr 
en  el  fondo  las  cuestiones  que  ¡as  motivan.  Así  en  el  caso  propuesto 
foRonsie&te  debía  cometerse  la  potestad  de  reveer  eátos  juicios  á 
tos  tribunales  que  la  tienen  para  deddír  en  el  fondo  las  cuestiones 
jodíemles,  si  Ixen  con  el  renndio  dé  la  casación  como  todos  los  fallos 
definúvos. 
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Veamos  ahora  lo  establecido  en  EspaSa.  La  primera  disposkúoil 
qae  se  dictó  en  la  materia,  aunque  no  general,  sino  partidüar,  fué 
la  del  Tratado  celebrado  con  Cerdeña  en  30  de  junio  de  1831.  En 
él  todas  las  condiciones  fueron  reciprocas,  teniendo  por  base  que  las 
ejecutorías  y  contratos  celebrados  en  cada  uno  de  los  dos  países  se* 
rían  admitidos  y  cumplimentados  en  el  otro  bajo  las  condiciones 
que  se  capitularon,  Una  de  estas  (art.  30)  cfué  la  de  que  para  que 
puedan  cumplimentarse  por  los  Juzgados  ó  Tribunales  competentes 
de  cada  país  las  sentencias  ó  acuerdos  de  los  del  otro»  deberán  ser 
declarados  previamente  ejecutivos  por  el  Tribunal  Superior  en  cuya 
jurisdicción  ó  territorio  haya  de  tener  lugar  el  cumplimiento.»  Cual 
se  vé  por  esta  disposición  se  cometió  á  los  tribunales  superiores  ter- 
ritoriales de  la  respectiva  competencia  el  examen  de  las  ejecutorias 
de  los  de  Cerdeña  que  hubiesen  de  cumplimentarse  en  España,  sin 
intervención  alguna  de  este  Supremo  Tribunal. 

Después  se  publicó  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  3  de  octu- 
bre de  1833  cuya  sección  2.^  del  título  18,  part.  I."",  comprende  to- 
do lo  relativo  á  esta  materia.  Como  nuestras  leyes  civiles  nada  ha- 
bian  estatuido  anteriormente  sobre  este  importante  ramoi  siendo 
«ada  dia  mas  necesario  determinar  nuestro  derecho  sobre  él,  puesto 
que  la  frecuencia  de  transacciones  entre  España  y  los  otros  países 
crece  progresivamente,  tuvieron  que  consignarse  ea  esta  ley  los 
principios  generales  por  que  se  babia  de  regir  este  punto  ateníén-- 
dose  al  principio  de  la  reciprocidad  y  dejando  salvos  los  tratados 
celebrados  ó  que  se  celebren.  Después  de  estas  disposiciones  gene- 
rales que  constituyen  los  primeros  artículos  de  dicha  sección,  se  de- 
termina la  forma  en  que  deben  instruirse  estos  negocios,  estable- 
ciéndose en  el  art.  926  que  la  ejecución  de  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  naciones  estranjeras  se  pedirá  ante  el  Supremo  Tribunal 
de  Justicia  el  que,  previa  la  traducción  de  la  ejecutoria  hecha  con 
arreglo  á  derecho,  y  después  de  oir  á  la  parte  contra  que  se  dirija  y 
al  Fiscal,  declarará  aquel  sí  debe  ó  no  dársele  cumpUmiento.  Los  ar- 
tfeulos  siguientes  de  dicha  sección  señalan  los  trámites  sucesivos  dis- 
poniendo el  928  que  de  la  providencia  que  pronuncie  el  Tribunal 
Supremo  no  habrá  ulterior  recurso. 

Lo  primero  que  ocurre  al  examinar  estas  disposiciones  es  el  fijar 
la  razón  legal  que  ha  habido  entre  nosotros  para  separamos  en  esta 
ley  del  derecho  público  europeo,  que  comete  el  conocimiento  de 
estos  negocios  á  los  tribunales  territoriales,  derecho  reconocido  ei^ 
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el  tratado  con  Gerdeña,  en  el  caal  se  establece  también  este  prin- 
cipio. En  sentir  del  Fiscal ,  los  aotores  de  la  ley  al  formnlarla  y  el 
Gobierno  de  S.  M.  al  aceptarla ,  á  virtnd  de  la  autorización  que  le 
fñé  concedida,  tayieron  en  cuenta  razones  de  gran  peso.  En  primer 
lagar ,  en  España  existen  diferentes  jurisdicciones  especiales ,  tan 
esfensas  y  sin  trabazón  ni  vínculo  algnno  con  la  coman  central, 
foente  de  todas  ellas,  lo  que  en  esos  países  no  sucede,  y  macho 
menos  en  materia  civil;  que  de  adoptarse  entre  nosotros  aquel 
principio  resultaria  que  por  un  tribunal  especial  hiera  éste  eclesiás- 
tico,  de  guerra  ó  de  otra  clase,  tendría  que  resolverse  la  cuestión 
internacional  y  de  tuición  de  la  jurisdisdiccion  soberana  del  país 
con  olvido  de  todos  lo^  principios  y  mengua  de  nuestro  nombre  en 
Europa.  T  esto  sería  tanto  mas  peligroso,  cuanto  que  por  efecto  de 
nuestras  circunstancias  interiores,  creado  el  fuero  de  estranjeria 
por  concesiones  impremeditadas  y  por  tratados  que  después  no  han 
cumplido,  ni  podían  cumplir,  las  naciones  con  quienes  se  pactaron, 
habiéndose  adscrito  aquel  á  los  tribunales  y  juzgados  de  guerra,  no 
solo  se  conserva  sin  la  reciprocidad  capitulada,  sino  que  se  ha  hecho 
eslensivo  á  los  subditos  de  todas  las  Daciones ,  aunque  con  ellas  no 
haya  tratados.  De  esto  resultaria  que  los  pases  á  las  ejecutorías  es- 
tranjeras  se  acordarían  por  los  mismos  tribunales  protectores  de  los 
esiranjeros  en  la  mayor  parte  de  los  casos  sin  intervención  ni  de- 
fensa de  la  jurísdiccion  común  del  país,  podiendo  V.  A.  calcular  sus 
consecuencias. 

En  segundo  lugar,  ésas  jurisdicciones  especiales,  y  señalada- 
mente las  de  guerra,  que  han  absorbido  la  de  estranjeria,  no  están 
sujetas  al  remedio  de  la  casación,  aunque  éste  en  su  esencia  sea 
general,  y  por  consiguiente  cometido  que  fuese  el  conocimiento  de 
estos  astmtos  á  los  tribunales  territoriales  en  sus  distintas  jurisdic^ 
ciones,  no  habiendo  casación  contra  sus  decisiones,  no  podría  nunca 
formarse  jurisprudencia  cierta  y  uniforme  mas  necesaria  en  los  ne- 
gocios de  derecho  internacional  que  en  ningunos  otros.  Radicado 
por  especialidad  el  conocimiento  de  ellos  en  este  Supremo  Tribunal 
desaparece  este  gravísimo  inconveniente. 

En  tercero  y  dltimo  lugar ,  no  habiendo  separado  la  ley  de  En- 
jtticiamiento  civil,  ni  las  otras  especiales  que  admiten  el  remedio  de 
la  casación,  de  nn  modo  absoluto  la  potestad  de  casar  y  anular  las 
sentencias  de  la  facultad  de  decidir  en  el  fondo  como  sucede  en  los 
otroa  f9kit$,  en  nosotios  podía  cometerte  al  Tribunal  Supremo 
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esa  reráioii  <ie  hs  ejeootoriag  estranjeras  síq  qnebranUcse'^  pirÍQn 
cípk)  d^la  aegregaeion  de  estg  dos  airíbacíones.  Lo  tbiico  qaesar 
€ederi  es  que  ea  lagar  de  semejarse  este  remedio  eulre  nosotros  á 
la  revisioÉ  propia  de  los  tribunales  de  apelaeion,  coiao  dedaró  el 
de  c^isaoion  de  Fraaeía,  será  un  remedio  supremo  semejante  i  la 
casaeioQ ,  y  quizá  oon  menos  impropiedad  y  mas  espedito  cooso 
aparte  4e  otras  ventajas  que  no  hay  para  qué  detallar. 

El  Fiseal  ha  creído,  si  no  necesario,  muy  oonveniente  eatrají 
en  este  eiámen,  cuyos  datos  pueden  y  deben  considerarse  craio 
preliminares  para  resolver  la  cuestión  propuesta  por  el  Sr.  Preát 
dente  y  también  para  iniciar  la  jurisprudencia  que  ha  de  crear  Y,  A; 
en  la  materia  de  maa  gravedad  quizá  en  el  derecho  intemacíoiiat 
privado. 

Ya  se  atienda,  4  la  naUraleza  de  las  coestioiies  que  versan  sobre 
$i  una  sentencia  diotada  por  un  tribunal  estranjer^^  debe  ejeentacs^ 
en  Espsma  y  prodocir  los  efectos  legales  de  una  ejecutoria ,  ailec<^ 
tando  deiiechos  y  estatuyendo  obUgacioiies;  ya  se  considere  el  logai 
que  en  la' ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  ha  dado  á  éste  procedUn 
miento  especial  que  es  ea  el  que  se  trata  esclusivameote  de  la  jo^ 
risdicdon  ccmtenciosa  de  los  tribunales ;  ya  se  consaltea  les^  tráioL* 
tes  que  lamísma  señala  ó  indica  y  los  efectos  del  fallo,  que. ha- de^ 
xecsLtf;  ya^  en  fia,  se  tenga  en  cuenta  la  jurisprudencia  uaivenat 
adoptada  ea  la  mateda,  es  forzoso  convenir  en  que  las  cuestionoa 
mencionadas  son  absoluta  y  esencialmente  contenciosas,  y  porl^ 
lanta  su  conocimiento  ha  de  corresponder  nooesaria  y  escloaíva- 
mente  á^SaJa  de  justicia*  Esto  mi^no  se  reconoce  por  el  Sr.  Preair 
dente;  pero  su  dada  está  ea  si  antes  de  abrirse  la  disausion  con? 
tenciosa  debe  datBe  oaeata  de  las  solicitudea  que  se  preseitea  al 
iribunal  pleno ,  y  en  este  ^^aso  para  qué;  fines.  Ciertamente  de  lo^ 
dos  casos  que  hasta  ahoiiathaa*  ocurrido  de  esta,  naUualez&,  se  ha 
dada  cuenta  al.pleno ,  (|ie  ha  acordado  su  pase  á  Sala  de  justicia. 
Pero  en  sentir  ^1  Fisc4  este  ha  suaedida,  m  ppvque  el  trUMUial 
lyi^a  creido  necesaria,  la  iatenrendoii  del  pleao^  sino  pqrqw  dieada 
esta  novedad  introducida  par  la  ley  de  Seíuicíamíeato  civil  no  haJÑa 
ae&alado4ttrBio  pealas  Salas  de  justicia ,  y  par  ooasigpjeAte.  vinie- 
ra al  pleiM>  paraje  Me  aaordarael  curso  q^e  debieran  segWf* 
Por  eliia^n^(kida4aaieoioa4el  Sr.  Presídeale,  cuyos  términos «lisj* 
nos. resuelven  la^ouesUenquer  al  paibcet  preeeata.  JBn-eCecto»  dice 
^  S«  qu^  seacneidQji  i9taaaoiíciitwtof  iJMwir^wr  ssm^mm 


Digitized  by 


Google 


DI  LA  KJSCUGIOlf  DE  LAS  SCNTINCUS.  503 

ai  pleno»  y  en  este  caso  para  qué  fioes.  Bien  conoce  el  Tribonal  que 
habiendo  marcado  la  ley  de  EnjníciamieQto  los  puntos  que  se  han 
de  Feotílar  y  decidir  en  estos  negocios,  todos  contenciosos  y  de 
efectos  en  josticia,  para  ningún  fin  útil  pueden  venir  ellos  al  pleno 
que  carece  de  potestad  en  materia  contenciosa,  salvo  los  muy  espe- 
ciales casos  en  que  la  ley  se  la  atribuye.  Es,  pues,  un  acto  estéril 
que  retrasa  el  curso  y  resolución  que  en  algún  caso  pudiera  ser  de 
trascendentales  consecuencias.  En  sentir  del  Fiscal,  pues,  estos  ne- 
gocios deben  pasar  desde  luego  i  Sala  de  justicia. 

Escasas  son  las  naciones  que  han  consignado  en  su  legislación 
reglaspara  proceder  en  esta  malcría,  y  las  que  lo  han  hecho,  ha 
sido  con  tal  detenimiento  y  circunspección,  con  tan  estudiada  so- 
briedad, que  no  han  hecho  mas  que  consignar  el  principio  de  la  por 
sibítidaddel  pase,  y  los  Tribunales  i  quienes  cometen  esta  potes- 
tad. Censúrase  generalmente  la  escasez  de  disposiciones  de  nuestra 
ley  de  Enjuiciamiento  acercado  la  materia  que  nos  ocupa,  y  sin  em- 
bargo, puede  asegurarse  con  toda  certeza  que  es  la  ley  mas  amplia^ 
mas  egresa,  mas  llena  de  detalles  que  se  ha  publicado  en  nación 
algiina,  quizá  con  no  escasos  inoonnienientes.  La  materia  es  por  su 
naturaleza  propia  y  peculiar  de  la  jurisprudencia,  y  á  ella,  no  sin 
razones  de  gran  cuenta»  la  encomendaron  los  antiguos  legisladores 
y  iurisconanltos.  Pero  la  jurisprudencia^  que  carece  de  unidad  y  de 
estabilidad»,  deja  de  serlo,  y  por  lo  mismo  deben  procurarse  aque- 
llas dos  circunstancias  en  toda  jurisprudencia,  y  mas  particular- 
mente en  este  ramo^  en  el  que  de  la  adoptada  en  España  depende 
que  sean  consideradas  las  sentencias  de  nuestros  Tribunales  en  los 
otros  paises  y  efectivos  en  elbs  los  derechos  de  los  españoles. 

El  medio  único,  en  sentir  del  Fiscal,  de  conseguir  tan  importaos 
te  ol^to,.  seria  el  de  atribuir  el  conocimiento  de  estos  negocios  á 
«najóla  Sala.de  las  de  España,  cuando  las  ejecutorías  hayan  da 
cumplirse  -en  la  Península  é  Islas  adyacentes,  y  ¿  la  de  Indias  cuaa« 
do  hayan  de  ejecutarse  en  Ultramar,  y  no  someterlos  á  repartimieoic 
lo¿  lo  cwilki  lejos  de  s^  opuesto  al  espíritu  de  h,  ley  de  £njuicía/r 
miento,  está,  dentro  de  él  y  asi  se  deduce  de  sos  disposiciones.  MI, 
Fiscal.cree  que  este  acuerdo,  como  de  economía  y  orden  interior,, 
]m^  dert»  aspecito^  pudiera  adoptarlo  el  Tríbnnal,  deduciéndose  así 
éa  lo  dispuesto  en  los  artículos  47  y  86  de  su  reglamento;  pero 
coasiderada  la  .importancia  de  la  materia  se  inclina  ¿  que  V.  A.  lo 
^^pieta  presamente  i  la  a^bacion  del  Gobierao.  Por  ^te  medía 
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se  conseguiría  el  objeto  sío  inconveniente  alguno  legal,  y  d  Go- 
bierno tendría  para  resolver  todas  las  cnestiones  internacionales  de 
su  competencia  que  ocurrir  puedan,  un  camino  fácil  y  seguro  para 
conocer  la  jurisprudencia  admitida  respecto  á  cada  una  de  las  na- 
ciones. 

Sin  embargo;  como  adoptado  este  temperamento  seria  necesa- 
rio proveer  lo  conveniente  hasta  la  resolución  de  S.  M.,  el  Fiscal 
opina  que  ínterin  esta  recae  la  Sala  de  Indias  conozca  del  pase  de 
las  ejecutorías  que  se  presenten  al  Tribunal  para  su  ejecución  en 
Ultramar,  pues  respecto  á  ella  no  puede  haber  duda  en  su  esclusi- 
va  competencia,  y  respecto  á  las  de  que  se  pida  el  pase  para  la  eje- 
cución en  la  Península  é  Islas  adyacentes  se  repartan  por  tumo  en- 
tre las  dos  Salas  de  España. 

Sobre  la  segunda  cuestión  que  comprende  la  moción  del  sAor 
Presidente,  el  Fiscal  será  muy  sobrio.  Los  Tribunales  de  naciones 
diferentes  pueden  exhortarse  entre  sí  para  la  práctica  de  actua- 
ciones que  hayan  de  tener  lugar  en  aquella  á  que  no  comprenda  el 
Tribunal  exhortante  como  pueden  hacerío  las  autoridades  guberna- 
tivas ó  de  otro  orden,  reclamando  el  auxilio  que  debe  prestarse  á  la 
justicia  siempre  que  ni  se  infrinjan  en  ello  las  disposiciones  legales 
del  país,  ni  se  lastimen  los  derechos  de  los  ciudadanos.  En  este 
punto  la  ley  de  Enjuiciamiento  nada  ha  innovado  de  la  jurispru- 
dencia antigua,  ni  ha  estatuido  cosa  alguna,  ni  por  lo  tanto  ha  co- 
metido á  este  Supremo  Tribunal  el  pase  de  tales  actas.  Así  lo  ha 
reconocido  V.  \.  en  el  espediente  instado  por  el  Marqués  del  Due- 
ro sobre  un  exhorto  librado  por  un  Tribunal  de  Francia  al  Iue2  de 
Estepona  recientemente.  Por  lo  mismo  bastará  estar  á  la  jurispru- 
dencia recibida  en  la  materia. 

'  El  Fiscal,  antes  de  terminar  este  informe,  dirá  que  cree  también 
de  su  deber  llamar  la  atención  de  V.  A.,  sobre  un  punto  de  grande 
interés.  Ya  lleva  dicho  que  en  el  Tratado  celebrado  con  Cerdena  se 
consignó  el  principio  de  que  las  ejecutorias  de  ambas  naciones, 
para  que  puedan  cumplimentarse  por  los  Juzgados  ó  Tribunales 
competentes  de  cada  país,  deberian  ser  declaradas  previamente 
ejecutivas  por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio 
hayade  tener  lugar  el  cumplimiento.  Espuestos  lleva  el  Fiscal  los 
inconvenientes  de  esta  medida  en  España  por  la  multiplicación  de 
fueros  especiales,  lo  cual  hace  que  esta  capitulación  de  sencilla  eje- 
cudon  en  Cerdená  no  lo  sea  en  España:  i.^  Por  la  duda  que  surgirir 
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•ettilíaidB dd  fiera  del  Jees  é Tf ibaeai  <|Be  b&fn de pnestar el 
«■pifliieftte:  y^i""  ponfae  w  esMoyende'  nuesli»»^  ley  de  Eiijiii- 
tíMwmwio  d  reeoBse  dr otsackm  pira  eetet  case»  ai  reeotociéndoleB 
en  ningano  los  fueros  especiaie»  iadependíeiiteB^de  lajorteKedeti 
eoBUiv  jan^'iiabmi  JMflpnide^  reeoogoiéi  y  miifMiie,  ni  se- 
«oridldde quedar  gawntidi.la.  jinadiooion  aoberÉnardiA paig. 

AtomBadaraeHe loe efapoaaos^per qa^ee^  a}asté'diclK> tratado 
kaa  iTMiiwiidoL  jk^  y  el  Gobierno  esü  e»  litterladF^  ee«pletli  para 
anunciar  su  terminación  ó  proponer  modificaciones  en  él  (  La  de  que 
éiBM  palafaóis'dekasláaiib  inÜmúHimm  qecmimiB,  ee  lAadbn  las  de 
tpiNT  d  lübitfuil  Si^remeidelnstíBia  ea  fispana,  y  én»  GerdeBa  sé- 
IPiíeoB  «especlívaa  leye&«ir  eBdeiabadota  aaeesidad,  si  eüe  Trat»- 
-éaiiade'eiiar«i<Qan80Baiioia<omme9tra  le^UaeíonipiiteriDr  ¿  éí, 
y  fundada  eniaa paftíoriarai-eiMnstaneias  del püsi 

I  oMMKanai»d0  paamilgane  Ja  ley  de  BojaieüuiiieHlo  civU  se 
i&aimTé  lamMea  el:  espedítele  es  ^pi»  Aié  oido  eete  Tribunat  Sapte- 
moyattCormac im.iMddO'0Hiecaljd.qBe seajaslasea  los  tntades 
aioesbes  sobre. e&iit.  materia^  y  par»  él  np  podia  tenerse  ea  caeata 
nna  ley  aun  no  formada,  conrendria  que  por  el  Mínisterio^defihpada 
y Joatída-saeíaitáse aldefiatada^  a^selo'paea qoe se profocase  la 
vloma  delarb.  i.""  asi  Jiatebeon)  Gardena>  en  les  tánnnoe  pro- 
puestos, si  no  para  que  se  tuviese  presente  lo  espaetto  en  los  de- 
Aée4wse<Q«teb«M^iá.fio:de<(|aerfle  apisi»aqaelladÍBposiaíoii  á  lo 
establecido  en  la  ley  de  EnjuiciamientbicviFB^  reepoeto  al  TribaMd  ¿ 
que  corresponde  conceder  ó  denegar<il»paas.á.dioliü  cjeoilDrlAs. 

ReasumiendQ.pnas  el  Fiscal,  opina: 

i.^  Que  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  asuntos  de  que 
se  trata  son  esencialmente  contenciosos,  debiendo  por  lo  tanto  en- 
tender de  ellos  esclusivamente  las  Salas  de  justicia  sin  necesidad  de 
remi»on  á  ellas  por  el  Tribunal  pleno. 

2.^  Que  para  la  unidad,  uniformidad  y  consistencia  de  la  juris- 
prudencia, tan  nectmaiiiis  pan  teefcetividnd  de  los  derechos  de  los 
españoles  en  otros  países  y  para  facilitar  al  Gobierno  de  S.  M.  la 
soiocion  en  las  cuestiones  que  pudieran  surgir  de  índole  internacio- 
nal sobre  esta  materia,  no  solo  es  conveniente,  sino  necesario,  que 
de  estos  negocios  conozca  nna  Sala  sola  de  este  Supremo  Tribunal, 
respecto  á  las  sentencias  que  hayan  de  ejecutarse  en  la  Península  é 
Islas  adyacentes,  y  la  de  Indias  para  las  que  se  refieran  á  Ultramar. 
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oJ"  Qae  el  Tribanal  podría  señalar  la  Sala  de  Espaia  qae^  deba 
conocer  de  dichos  negocios,  y  aunque  no  seria  una  traslimítacion  de 
facultades,  según  lasque  le  atribuyen  los  arts.  47  y  86  de  su  regla- 
mento el  acordarlo  por  sí,  convendrá  lo  someta  á  la  aprobación  del 
Gobierno  por  la  graredad  de  la  materia. 

4.''  Que  sin  perjuicio,  y  en  el  ínterin  se  decide  el  pwto  por  et 
Gobierno  de S.  UL,  se  haga  el  repartimiento  señalando  ala  Salado 
indias  todos  los  asuntos  de  esta  ciase  que  se  refieran  á  Ultramar,  y 
A  las  de  España  por  turno  las  que  se  reOeran  á  la  Península  é  Islas 
adyacentes. 

5."*  Que  se  escite  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
lo  haga  al  de  Estado,  á  fin  de  que  se  reforme  el  art.  SL*del  Tratado 
con  Cerdená  en  los  términos  que  lleva  propuestos,  4  fin  de  anumi- 
zar  aquel  con  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  enobviadoo  de  loscon- 
flictos  que  han  de  surgir  de  no  hacerse  esta  variante. 

Q.""  Que  dicha  oscitación  se  estiemla  á  que  la  reforma  propuesta 
para  dicho  Tratado  se  tenga  presente  al  celebrarse  otros,  á  fin  de 
que  materia  lan  grave,  esté  regida  por  una  sola  regla  y  subordina* 
da  á  un  solo  principio,  que  es  el  ^'ado  por  dicha  ley  de  Enjui- 
ciamiento. 

7 .''  T  últimamente  que  respecto  á  exhortes  y  demás  actos  de  Tri- 
bunales estranjeros  que  no  sean  ejecutorias,  se  continúe  la  jurispru- 
dencia admitida. 

El  Tribunal,  sin  embargo,  con  su  mayor  ilustración  resolverá» 
como  siempre,  lo  mas  acertado. 

Madrid  12  de  abril  de  4869. 

Seijts. 
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contraído  en  FRANCIA  POR  DOS  ESPAÜOLES. 


iSerá  válido  y  producirá  efectos  legales  en  España  el  matrimo- 
rúo  dvil  contraído  por  dos  españoles  residentes  en  Francia,  obscr^ 
vando  las  formalidades  que  allí  se  exigen  para  la  legitimidad  dd 
matrimonio  (1)? 

ABTÍGULO  3.^ 

Sei^nii  el  derecho  eanónieo. 

í. 

Conocemos  ya  como  responden  á  esta  pregunta  el  derecho  in« 
lemacional  y  nuestras  propias  leyes. 

Veamos  como  responde  el  derecho  canónico. 

Inmediatamente  que  de  un  principio,  de  una  ley,  de  una  doctrí^ 
na  se  deduce  una  consecuencia  inmoral,  debe  afirmarse  que  e^c  príiH 
€ipio,  esaley  ó  esa  doctrina^  no  lo  son  reah&ente  de  la  Iglesia  cató- 
lica. 

La  in&Kbilidad  de  este  superior  criterio  se  siente  á  medida  quo 
se  profundiza  en  el  estudio  del  derecho  canónico  y  en  el  de  ia  ñlor 
^Da  de  la  historia. 

La  Iglesia,  depositaría  y  propagadora  de  la  doctrina  y  de  la  m^ 
ral  pursimadel  cristianismo;  la  Iglesia,  asilo  de  tes  letras  y  de  las 
ciencias  en  la  edad  media;  la  Iglesia,  que  ha  inoculado  en  la  vida  de 
los  pueblos  los  principios  de  nuestra  gran  civilización  y  los  germen 
nes  de  su  futuro  desarrollo;  la  Iglesia,  que,  por  medio  del  amor,  hsk 
alcanzado  lo  que  apenas  pudo  conseguir  la  poderosa  Roma,  con  ^ 
rigor  de  su  derecho  estrícto^la  unidad  de  ios  individuos  ea  la  far 
milía; — la  Iglesia,  que  ha  ennobleciendo  á  la  mujer,  condenando  tá 
libertinage  y  anatematizando  la  bigamia;  la  Iglesia,  que  ha  procurah 
dó  siempre  hacer  prevalecer  en  el  tiempo  el  principio  de  familia  so- 
bre el  principio  individual  y  el  interés  universal  sobre  el  interés  nar 

(I)   Yóase  las  páginas  i 33  del  tomo  KV  y  46  del  presente. 
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t^ioaal,  no  ha  admitido,  ni  admitirá  ciertamente  Jamás  doctrina  con- 
traria á  bmoral;  porqpie  «b  Ih  mofal,  l^infifble  base  sobre  que  pesa 
y  pesará  hasta  la  consumación  de  los  siglos  su  grandeza  divina* 

EMr#»^«^  rm>  OMVCotteizf^  á^tiulitr  e9t^«ii()itmi  ^i^  ter- 
reno del  derecho  canónico. 

Y  si  un  principio  universal  de  justicia,  si  un  supremo  interés  de 
civilifu^QB,  átvm  gran*  dmeoh  Biml-*H)oaiobeiQ08  tiMo^^-^ll  obli- 
.gado  á  los  K^tff^ofi  á.proQlM9tr  te  vaUdei  de  k^  natríMoi^  omi- 
traid^  por  Qgtraflij«raB  uiffm  las  fbnmdtdadbo  eftiabbcidas  en  tt 
país  en  que  residen,  aseguremos  sin  temor  de  eqqjñiocatws  desde 
luego  que  esta  es  también  la  doctrina  de  la  Iglesia,  que  abundancia 
de  razones  y  de  autoridades  no  toi  de  faltamos  para  sustentar  esta, 
tesis. 

«. 

El  estado  ^iffiíltte  te  pen(ma§  110  depende  en  Prai^ 
gion  que  profesan;  ni  la  fuerzs^detmaitriffionio  dst  SacrameM),  si«o 
del  contrato. 

La  ley  de  20^  de*setiembve  de  i79t;  ley  qon  ba  sido  siempm  allí 
jpespetada,  bmisBoen  lo^diaslorlMitoatos  de  la  revoIticiMí  que  ea 
los  gloriosos  del  oonMdado  y  del'  Imperio,  así  en  la  restmmcion  de 
i814  como  bajo  la  dinastía  de  1830,  tanto  durante  la  República  de 
4648  como  bajo  fi  aotaal  Imperio,  seentarisando  el*dere^  rompió 
el  estrecho  lazo  que  uníanlas  ibstitucimies  cMles>y  religiosas. 

Desde  entonces  la  forma  del  matrimonio  en  Praneía  es  la  forma 
del  contrato  cix^il.  T  la  Iglesia  misma  ha  aprobado  esta  sducíffi. 

Cuando  el  cuito  catóüeo  se  restableeió  y  se  fijaron  de  nuevo  \mb 
relaciones  éntrela  Iglesia  ycd  Estadio^  cuando  el  gdnio  qoe  presidia 
entonces  tos  destinos  del  pueblo  fVancés  celebró  tíí  eoneofdato,  la 
cuestión  del  matrimonio,  comocuesDion  mieta  e»  q«e  estalMín  inte- 
Tesados  la  Iglesia  y  el  Estads^baje  distintos  aspectos,  fué  oonsideca* 
da  como  una  de  las  que  debían  resolverse  poniéndose  de  aouendoam*^ 
bas  potestades.  La  teyoivil  que  seeularízóei  matrisenio  alcanzó  en* 
toncos  una  confirmación  espresa  por  parte  de  la  Iglesia.  En  efecto  el 
artículo  54  del  conoordato  vino  en  admitir  qie  tos  pirrocot  no  dar 
rian  labendieUm nupcúd  álosquenojuitiíkaímenlmma  y  debida 
forma  Aoftercontroúio  matrimonio  ante  el  oficial  del  estado  cimi.  De 
modo  que  matrimonio  y  matrimonio  celebrado  en  debida  forma  es,. 
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segntleoDdovdatoettípakidoeiilreS.  &  Pi6  VII 7  el  edq^istvdor 
JNapolemí,  el  contraído  ea  Frauda  cmlneate. 

.  Ca  ilustre  juriscoDsiilto,  &  qnieo  ya  bemo»  €íla4e#  PerlaUs,  que 
laata  íúfliieteia  tuvo  en  aqoella  épooa,  en  la  érgaaufetcíeii  eívil  y 
^lesiástica  de  la  Francia,  eomo  consexere  de  Atado  y  orador  dei 
Gabieme  defeaéó  el  frioGÍpio  de  que  á  la  sociedad  correipoildia 
arreglbr  loe  matrmioiiieB;  qnecta  un  derecho  de  todoe  los  poeUts 
y  de  todos  los  gobiernos,  que  este  derecho  les  era  cflaMisI  é  inhe- 
Tente$7  qoe  aaiiqieel natrimonia  no  era  ajeno  ¿  la  religioft,  que 
lo  dirigia  ppt"Himoral  y  lo  bendecía  por  su  sacrainenla^  fa^reglas 
de  la  moni  cristiana  no  eian  un  principio  de  jnrils^UiMásn  para  la 
Iglesia»  porqvaáserlo,  terianeoeeario  decir  q«e  la  Iglesia  ten* el 
derecho  de  goberaarlD  todo,  poes  que  tiene  «na  mopsl  umversal  que 
áledoeiseiesMende,  y  paia  laque  lingiHik de  las aooíÉnesliaBiaaas 
<es  indiferentes 

Sfíngnna  eposicMn»  sin  esbargo,  hizo  el  Papa  áestas  dobtrinas: 
respecto  al  malrimonio»  sueleas  observaciones  se  reCsriaU  aqueje 
sopriúse  ti  diTorcio.  T  no  se  crea  qoe  Boma  cedió  mt<aces  &  la 
{iresíoB  de  kecirennstaBciae,  porque  si  así  bnbiesasido^  otíasicines 
ha  tenido  despnes  para  obtener  una  reforma  favorable  á  sos  ttiraa. 
Además^  de^e  no  es  en  Francia  solo  en  dondahad^^  prevalecer 
kt  sBwhnraciim  del  matrimonio,  sino  tambiem  en  Bólgíca,  en  Pra* 
sía,  en  las  previiiGias  del  Rhin  y  en  Ayusttia  hasta  queseoelebréel 
últinM<oon0(ffdato* 

Beaallade  loespnesto  que  el  natrimssiio  oanéüco  que  onFr^nr 
esa  ae«eiebi%  Insn  sea  entre  nacionales  ó  bien  entre  estra^eíosi  «^ 
pnedeprodaeir  efectos  civUesc  ea  una  deoda  que  ios  oQMrsyenlea 
debenálaialigioa^persnoálaleyíi  Tcoaceoiienciadisestoesqai» 
las  fimcsMias  de  lospicrssoa  son  paramente  sa6ej:dotale0y  4Ue  no 
pMdea  espedir  dooomeatiSs  fehacientes  de  ks  matrúpoittos  en  que 
intervienen  y. qne loa ilgisMs  del  oslado  oiivU  wm  loatoieosque 
sirven  de  prueba  de  los  matrimonios  contraidos.  La  Asamblea  cons- 
tituyente consignó  este  principio  ^  los  términos  siguientes:  el  po- 
4er  legislativo  establece  para  todos  los  habitantes  m  diitincUm  el 
aodede  hiceii  «oostár  k»  aMrwonies^  naeimieatos  y  defanoíoiies 
y  desi^oaálos  oficiales  jpúblíoosqiie leoiben y  cuslodiaa  Jas  actas». 
Ssla  dispaskáoa  Cae  eampletiula  por  el  decr^de  la  isamUea  legis<* 
latirá  de  90 de  setiembre  de  lliHp  que  lleva  por  c^grafe  liy  sobr^i 
dw0db  é^kam  Mitkir  4letí0d0  €Míl4^  i$s<MU^ 
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^prohibió  de  nn  modo  termiaante  Herar  otra  clase  de  registros, 
quedando  desde  entonces  para  este  fin  legahnente  incapacitados  los* 
párrocos;  y  paraqoeno  cupiera  lamenorduda  acercadel  particular, 
vino  después  la  ley  de  7  de  vendimiarlo  del  año  IV  prohibiendo, 
bajo  severas  penas,  dar  el  menor  crédito  á  sus  atestados. 

Es,  pues,  indudable  que  la  Iglesia  espresamente  ha  venido  ¿  re- 
conocer  la  fuerza  y  eficacia  del  matrimonio  civil  que  en  Francia  ce- 
lebran nacionales  y  estraajeros. 

Si  esta  doctrina  se  impugna,  y  la  legitimidad  del  matrimonio 
civil  allí  celebrado  por  los  españoles  se  niega  ¿qué  medio  quedaría 
á  los  esposos  de  borrar  la  fea  nota  de  amancebados  que  imprimiría 
entonces  sobre  su  frente  el  derecho  patrio?  Triste  é  inaudito  es  de- 
cirlo, ninguno.  En  vano  seria  que  después  del  contrato  civil  tuvieran 
la  precaución  de  recibir  la  bendición  religiosa,  porque  los  tribunales 
españoles,— en  la  hipótesis  que  examinamos— no  podrían  admitir  la 
vfididez  de  su  enlace.  Los  documentos  que  ante  los  mismos  presenta- 
ran espedidos  por  los  oficiales  del  estado  civil  para  acreditar  la  cele- 
bración del  matrimonio,  inútiles  son  desde  el  momento  que  se  nie^a 
en  España  la  validez  del  contrato.  Las  certificaciones  y  los  atestados 
que  contra  la  ley,  y  sin  autoridad  de  la  ley  los  párrocos  franceses 
pudieran  suministrarles,  los  principios  rudimentarios  del  derecho, 
las  leyes  de  la  lógica  y  la  misma  razón  natural  condenan  que  puedan 
servir  para  probar  en  España  lo  que  no  sirven  para  probar  en  eí 
país  en  que  han  sido  espedidos.  De  modo  que  los  españoles  casados 
en  Francia,  tanto  los  que  solo  han  contraído  matrimonio  civil,  como 
aquellos  que  han  recibido  la  bendición  eclesiástica— según  la  doctrina 
que  combatimos— no  serán  considerados  nunca  como  esposos  legíti- 
mos en  España,  los  primeros  por  nulidad  intrínseca  del  contrato 
civil;  los  segundos,  por  falta  de  prueba  del  matrimonio  canónico. 

A  tal  estremo  conduce  el  negar  la  validez  en  España  de  un  ma-* 
trimonio  cuya  legitimidad  declaran  las  leyes  francesas. 

ffl. 

Los  escritores  de  derecho  internacional,  ñguiendo  las  huellas 
de  los  juriconsultos  romanos,  distinguen  en  los  actos  civiles,  la  sus- 
tancia y  la  forma,  y  dividen  las  solemnidades  en  intema$  y  etíemas 
ó  wírínseca$  y  etírinsecas.  Las  internas  ó  intrínsecas  son  las  que 
pertenecen  á  la  esencia  de  los  actos  y  comprenden  la  capacidad  de 
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hs^Murles  y  su  conaentímiéQto  y  el  objeto  y  los  efectos  de  los  mis- 
inos actos:  se  refieren  al  estatuto  real  y  personal ,  de  modo  que  el 
acto  en  que  estos  estatutos  se  hayan  cumplido  podrá  considerarse 
perfecto  con  arreglo  á  las  solemnidades  intrínsecas. 

Las  solemnidades  esternas  ó  estrinsecas  se  refieren  por  el  con-* 
trarío  al  estainto  formal  y  ordenan-las  fomms  que  sirven  de  garan- 
tía á  todos  los  actos  de  la  vida  civil  de  los  hombres.  Estas  solemní  - 
dades  es  im  principio  incuestionable  de  derecho  que  se  rijan  por  las 
leyes  del  país  en  que  han  pasado  los  actos  á  que  se  refieren,  y  así 
son  auténticos  y  tienen  fuerza  en  todas  partes,  aun  en  los  mismos 
Estados  en  que  para  esos  actos  hay  establecidas  formas  diferentes. 

En  Espsttla  la  forma  del  matrimonio  es  la  canónica,  esto  es,  debe 
aerificarse  ante  el  párroco  y  testigos.  De  aquí  la  importancia— que 
no  tratamos  de  disminuir— -de  la  cuestión  siguiente. 

La  bendición  del  párroco  en  el  matrimonio  celebrado  entre  ca- 
tólieos  ¿constituye  la  esencia  del  matrimonio?  £n  otros  términos  ¿es 
una  solemnidad  interna  ó  esterna,  intrínseca  ó  estrínseca?  O  lo  que 
es  k)  mismo,  adoptando  la  forma  escolástica  ¿es  el  párroco  ó  son  los 
contrayentes  el  ministro  del  Sacramento? 

ApresQrémonos  desde  luego  á  consignar  que  la  Iglesia  nada  ha 
resuelto  acerca  de  esto  punto.  Jam  quod  specUU  ad  materiam,  for- 
mam  et  Mmistrum  sacrameHtinuUrmafHi,  theologidigputantf  Ecle- 
sia  süetf  dice  Domingo  Caballari.  Y  asi  ha  sido  en  efecto.  Benedicto 
XIV  en  ti  capüulo  13  de  Sínodo  dioceeMuá  espresamento  manifiesta 
que  esponia  los  fundamentos  de  las  opiniones  que  existían  acerca  de 
si  los  contrayentes  ó  el  párroco  eran  ministros  del  Sacramento,  no 
con  ánimo  de  que  se  adoptase  la  una  ó  la  otra,  sino  para  que  los 
Obispos  se  persuadiesen  que  las  dos  eran  probables  y  conociesen  la 
autoridad  de  que  gozaban  sus  patronos,  y  añade  at^  inde  non  di^ 
eerediscant  ut  ipm  judiéis  partes  assumant,  quoRStionemque  defi- 
niant,  de  quá  Eclesia  nihü  hactenús  pronunciavü,  sed  theologorum 
dispuíaliones  permisit. 

La  Iglesia,  pues,  los  cánones  y  los  concilios  nada  han  resuelto 
espresamente  acerca  de  la  materia:  no  han  declarado  si  el  párroco 
ó  los  contrayentes  son  los  ministros  del  Sacramento,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  su  esencia:  la  cuestión,  no  es  por  lo  tanto  de  derecho  cons* 
tituido:  no  se  trata  de  fijar  y  aplicar  el  testo  de  los  cánones,  sino  de 
pesar  y  apreciar  las  razones  que  en  pré  de  una  y  otra  opinión  se 
alegan,  y  el  número  y  calidad  de  los  escritores  que  á  uno  y  otra 
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IdAo  se  indiniQ;  no  es  una  eueslicm  exqgétiea»  «¡no  pcrameite'iia 
cuestión  de  crítica. 

Exaflúiánoda  ^9^  estepunto  de  vista. 

El  mas  distingiiido  de  los  teólogos  que  sostienen  que  el  párroco 
^^minístiO)ddSfabcramento,e8  9Íadiidai|frtolior  6ra  y-sin-em- 
bargo,  BO  pnede  menos  4e  oonfesarque  la  Opinión  oentiMtna  es  la 
generalmente  seguida^  la  que  g<Msa  mas  aitorfdad  y  la  que  otenta 
en  su  apojco  dnún^eio  mayor  4e  espositore».  Si  ex  uu€t$ritato^ 
áicñ^-et^Hímemuhel^slMOfwn'piignaniumUc  foreíynimodfeíhmtá 
duba  oppoiUasmleníiai. 

Este  miaBo  lieaho  y  la  easí  unanimidad  de  los  oomentedorea 
dddeceeho-canánieo  ten  negar  que  la  presenoia  del  párroeo  es  la 
esencia  del  matfimonio^  lo  ha  reconocido  tatmbien  la  Santidai  de 
Benedicto  XIV.  Bn  la  misma  obm  que  antes  hemos  citado  á  este 
propósito^  dioe:  dotírma  á  VigorwfropésUa  (la  de  que  ei  pármoo 
es  ministi»  del  Sacramento)  paucos  habuü  wM^fe^  y  luego  Made» 
mtJM  tn/MoMiír  mmimum^nm  esss  canirarimn  aKonMi  opMUh 
nem^  qui  emsttmt&r  dt^fendtM  soIm  cm^ttahentós  Me  minUtfm 
sacramerUi  matrimoniif  quoi  pr$inie  neóesariá^k  iUtt<Mm/M^-^ 
cent,  »imid€Uímlidtm  itUer  u  vuewúcmjuí^  cmávm:ii9mit)% 

Si  le  atiende  al  námero  y  i  la  autoridad  de  los  esorítores»  ta 
eutetion,  «ome  acabamos  de^ver,  est&  resuelta. 

Preseatmnoe  ahora  íaerateenes  enqve  apeyaa  se  diot&men  los 
autores  cctados.  AfortUBadamente  la  tarea  es  fácil^porque  ui  disiía^ 
guido  teélogo  y  canenieta,  el  (Bdfe  jesuíta  Tenas  Sánchez, -^ue  eolo 
sobredi  matramonio  escribió  tres  tomos  en  folio,  en  los  que  se  en^ 
caentna  eq^sta»  todas  las  opiniones  y  disputas  que  se  han  erigid 
nado  acerca  ^de  este  eacramento^-^tesha  oondettsadomagisHralmeBte 
en  su  enidíla  obra. 

afiebet«ierBeeomo  asentado^Hüce  este  ihistre  teólógo-*^e  nunca 
el  párroeo  Alé»  m^wtjfcSfwesiM  eoii^iiitio  TriienUM,  ministro  del 
Sacramento  del  matrimonio,  sino  que  los  misHMM  cofltmyenles  $oii' 
los  minlstroiqualo  <;elebran,  por  k>  tfae  amtes  de  aquel  eonciliov  el 
roatrtmoniocfondedlinoftié'vepdadero^acvaMienlo.  T  esle^wprtn^ 


i«MHiAMMétad^«4»tete^iAMMA.Bdk*^h«*A.M*X^i*«* 


(O  VazouM,  BMéheE,  Teófilo  l^ínáud,  IVassén,  Lamret,  GÓttus, 
¥v)^«flpep>  SigaaaeVtoacai*  M?rbeiaes^  PontniLBebiMino^  Sirarez»  Ser 
rjquez,  Bartolomé  Ledesnia,  Pedro  (.edesma,  Luis  López,  Veisa  YÍTaldo  y 
Manuel  Pérez,  sortienett  qué  los  contrayentes  son  los  ministros  del  Sa- 
erámento. 
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n»  mmló  JesaorÍBto,  íím  que  tan  sato  «levó  4  Sacramento,  signe  ta 
nataraleaade  los  dcanri»  eontmtos,  ^  sonaste  en  qoe  los  ooitim>- 
yantes  se  ügasn  por  el  mittao  ososeQtlni»!!»,  «ii  «{aeotre  foent  4e 
ellos  Busont  haga  el  contrato. 

iJ"  PoDfoe  «ates  del  ooqcMío  Trideniina ,  los  nalriniofíios  ctain- 
dei^M»  e»a  fdvdaderas  nnifri«snio»wiips,  gomólos deftse  d  misiao 
OOBCÍU0  tnlasfliíoii  24,  oipUido i.^ (kiMíriiiumio^  y  poroensi- 
giieate  vepdadiMraa  Sacraaeatos;  porto  qoe  olnel  eapiénlo4.^  de  di* 
YOfísiOf  Hiátak>)Wm$inMñm0nimhw^^  Honarito  el  eantraido 
por  infieles  porque  no  es  Sacramento. 

S.^  Porqne  fas  palabras  dU  parrad»  no  wntotsetaoia  del  matri- 
memia»  ai  casl«áste aaa  mméíét  aquellos»  y  por  cdnsignenle^l 
p&craoadeaingta  oíaiieraesaniialMi,  pmpn  el  qoe  lo  sea  por 
naoesidadiíade  ptofarir  a^;aDas  palablas  per  Jaa  caales  al  Saaia* 
maiUo  «a  confiera» 

4.^  f apque  en  ^k«  üempo  la  Xgtotf a  oonodia  dt  los  rmatoimoai» 
olaadaAiiofr^  y  este  praéba  queaian  Samnnaatds ;  porqae  si  fuá- 
lan  aaatratas  pvafanos,  conocína:  de 'alisad  jnaz  aeg^* 

BJ"  P«qae  el  Conoífio  Tridentiaa,  al  Imblaar  de  SaotamenlDs  y 
toiamatde  aspHcar  tos  laímsirQa  da  otiof  Saeramealos ,  üaHa  al  del 
matrimonio.  > 

Laaanmltez,  claadad»€iBfll8Íon>  oré»  7  faena  da  asías  ttzo- 
,  iaaaoesMria  aa  «aascsa  ooocaplo  lada  ampfiadon. 


LaeoeslioA  que  aaabamoade  aaaminar»  aeerca  de  la  cnat  nada 
espnsaasaate  tiene  ealableoida  tat  iglesia,  la  lia  resuelto,  sin  e»-* 
basga,  eiid  tarima  prietiaa  4  faiw  da  hofMídn  per  nosotras  sas- 
pues  que  asplfeitameata  ha  «declarado  válidos  diteremes 
iadeiMiados<Mlta  la  atontad  étí  <párraea,  y  aan  sia 
áa^prasenaia. 

Entre  los  diferentes  casos  «que  aan  asteiüMiTO  padténtflKis  ^itar, 
tiunjüi<sasy  sotomenle  algunaa,  pat  ao  düalMP  demasiado  esle  tra- 
bajo. 

Desde laago  deba  mareoeir  naestm  tAretaraaeía,  porque,  es  sama- 
meaCei  pMpdeilo  para  damoati«r  ifae  la  pMseada  M  párroco  cor* 
raq^anda  ala  alase  d^  las  aaiQstorBttlei<tol  mairíttanio^áabecfta 
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que  se  ba  repetido  en  los  paáses  donde  elConcflio  de  Tr^to  sé  ba 
promulgado»  y  que  ka  dado  iBoiivo  á  diferentes  declaraciones  de  la 
Congregación  de  Cardenales  de  interpretación  de  dicho  Concilio.  Ala* 
dimos  al  acto  de  sorprender  al  párroco  los  contrayentes  en  presen- 
cia de  testigos,  y  allí  manifestar  su  intención  de  contraer  matrimonio. 
Si  esto  sucede,  aun  cuando  el  sacei^dote  permanezca  silencioso,  aun 
cuando  manifieste  que  se  opone,  aon  cuando  proteste  que  noqme* 
re  celebrar  semejante  enlace,  siempre  qne  los  testigos  oigan  las  pa- 
labras de  los  contrayentes,  que  eq[)resan  su  voluntad  de  ser  espo- 
sos, y  el  párroco  'esté  presente,  d  matrimonio,  canónicamente 
considerado ,  queda  perfecto. 

¿Cómo  puede  esplioarse  esta  doctrina,  inoaestionablemente  re- 
cibida por  la  Iglesia ,  sin  convenir  en  qae  el  párroco  no  es  el  minis^ 
tro  del  Sacramento,  ni  es  su  bendición  lo  que  constituye  la  esencia 
del  contrato?  ¿Es  posible  sostener  qne  contra  la  voluntad  del  párro- 
co,  y  á  pesar  de  sus  protestas ,  el  matrimonio  se  verifica,  y  al  pro- 
pio tiempo  que  la  bendición  y  las  palabras  sacerdotales  son  la  esen- 
cia del  matrimonio?  La  razón  natural  por  sí  sola  dicta  que  estas  dos 
proposiciones  son  antinómicas.  Es  preciso  decidirse  por  la  una  ó  por 
la  otra,  ó  afirmar  que  el  matrimonio  celebado  sorprendiendo  al  pár- 
roco es  nulo,  ó  que  el  párroco  no  es  el  ministro  del  Sacramento.  Las 
dos  no  pueden  armonizarse. 

Ahora  bien,  en  tanto  que ,  como  hemos  visto,  la  Iglesia  ha  calla- 
do quién  es  el  ministro  del  Sacramento,  ha  »do  esplídta  en  decla- 
rar que  son  válidos  los  matrimonios  contraidos  sorprendiendo  al  pár- 
roco. Así  lo  ha  manifestado,  según  consta  de  las  anotaciones  de  Ga- 
llemart,  la  Congregación  de  Cardenales  para  la  interpretación  del 
Concilio:  ^Congregatío  Conoilü  cenmtU  matrimonium  coram  paro- 
chó  et  testibm  contractum,  nisi  aliudobstet,  validum  esse^  quamois 
parochus  invitus  interfuerit  et  alia  de  causa  quam  tU  matrimonio 
interesset  á  contrahentibus  accesiíus  fuerit,  eüm  tamén  ad  ae^tm 
matrimonii  veri  et  formalüer  fuerit  adkUritus.»  De  esta  manera  la 
Iglesia  ha  venido  á  resolver  prácticamente  una  cuestión  que  ha  que* 
rido  dejar  intacta  en  el  lereno  doctrinal. 

Mayor  importancia  tiene,  á  nuestro  propósito,  otra  ini^reta* 
cion  de  la  misma  Congregación,  en  la  que  se  declara  que  en  loa 
mismos  países  en  donde  se  observad  Concilio  de  Trente  puede  ha- 
ber casos  en  que  valga  el  matrinonk)  sin  la  asistencia  del  párroco. 
«Si  veril  poiToqim  in  quá  fuit  atiquandd  observatum  deerelum^ 
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jnvj^  forochd  careatj  tt  Cathedralis  itidém  Episcopo  el  capUulo^ 
babentibuiáeoneUió  facuUatem  alium  sacerdokm  ad  id  díligendir 
múlwque  aüus  ibi  Ht,  qui  vices  parochij  aut  Episcopi  mppleát,  ma-^ 
trimonUim  valet  absque  pneserUia  parochi ,  senaJtá  tamen  m  eo,  in 
quofiotest  forma  eoncüii^  fiempé  adhíbUis  $altem  duobus  testUms.i^ 
Por  úlUmo,  dos  infieles  contraen  matrimonio  oon  arreglo  á  la  ley 
de  sapais  y  sus  ritos  religiosos :  mas  tarde  se  convierten.  ¿La  Igle* 
sia  declara  nalo  so  matrimonio?  ¿Les  d>Iiga  á  casarse  segnn  la  forma 
del  Concilio?  Ni  lo  uno  ni  Jo  otro.  Al  contrario»  el  respeto  i  los  vin^ 
calos  contraidos,  á  la  legalidad  y  validez  de  los  matrimonios  cele- 
brados con  boena  fé  y  con  las  legales  formas  que  se  observan  en  lo» 
pueblos,  aunque  sean  infieles,  lo  ha  llevado  la  Iglesia  tan  allá,  que 
mudios  y  distinguidos  teólogos  sostienen,  que  en  el  acto  de  recibir 
el  bautismo  los  esposos  infieles ,  el  contrato  anti^o  es  elevado  á  la 
dignidad  de  Sacramento.  Si  la  esencia  del  matrimonio  canónico  fue- 
ra la  presencia  del  párroco ,  ¿podrían  nunca  ser  válidos  esta  clase 
de  matrimonios?  Ciertamente  que  no.  Por  eso  repetimos  que  prácti* 
camente  ha  prevalecido  en  la  Iglesia  la  doctrina  de  que  el  párroco 
no  es  el  ministro  del  Sacramento ,  sino  un  testigo  calificado. 

Y. 

Eü  cuantos  libros  de  derecho  canónico  se  habla  de  matrimonio^ 
se  encuentran  poco  mas  ó  menos  estas  palabras :  dividüw  nuUrinuh 
nium  in  Ugüimum,  ratum  elconsumatum.  T  á  continuación  de  ellas 
se  esplican  estas  tres  especies  de  matrimonio.  Es  legítimo,  y  llama 
legítimo  por  antonomasia  la  Iglesia  el  que  se  contrae  con  arreglo  á 
las  leyes  de  un  pais,  pero  sin  intervención  eclesiástica.  Securubim 
gentium  leges  eantrahüur  cum  solo  natürdi  eonsemUf  oaret  Eclesia^ 
audarüaíe;  que  dice  Devoti,  autor  ultramontano,  cuyas  doctrinas 
no  pueden  parecer  sospechosas  en  la  materia. 

Es  rato,  el  celebrado  según  las  reglas  de  la  Iglesia  cuando  ana 
no.se  ha  verificado  la  unión  de  los  cuerpos.  Qtwd  corUrahurU  fideka 
ex  regulis  ChrUt'umce  rdigiotiU;  et  e$t  quidém  raíum ,  dcnec  eoi^ 
jugum  eorpora  commixta  non  sunt. 

Se  díceel  matrimonio  consumado  cuando  esta  unión  tiene  lugar: 
Cum  hac  accesnt  marüalis  coníuctio  matrímonium  conmmatum 
effícaur^  ac  significcU  conjunctionem  Chri^  cum  Eclesiat  cujus  con- 
junctionis  causa  perfedum  et  consumatum  dicitur. 
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Deestá  dmnoiidé  la  materia  Hiatrimonial  sededfiée  que  kigjb* 
sia  para  Hamar  y  declarar  nulo  un  matrimonio,  neoeaita  que  no  soa 
ni  legüima^  m  ratOf  nicaimunado.  Todo  el  que  reina  uno  de  estos 
Ires.caractéiresy  que  Ueye  con  propiedad  uno  de  estos  tres  nombcea, 
«s  para  Wla  un  verdadero,  un  válido  matrioiomo.  Eeootece  caerta» 
mente  diferencia  entre  ellos,  pero  los  igoala  en  la  fueria  qna  Hs 
concede  y  en  los  efectos  dirües  que  producen.  La  Iglesia  ha  nacido 
•dentro  del  Estado,  no  el  Estado  daátro^  la  Iglesia;  y  de  aqot  que 
no  pueda  menosde  aclamar  como  legftimoa,  yáiidos,  verdadera  y  dk 
▼ilmente  perfectos  los  matrnnooios  qae  sH  contraen  según  las  leyes 
oiviíes  de  los  pueblos,  aunque  en  d  aelo  m  inlerv^a^s  anioñdad 
alguna  eclesiáslica.  La  ddotrina  coulraiia  pone  en  pugna  abierta  al 
derecho  pidbiioo  con  el  derecho  canónico,  arma  al  Estado  oontrli  U 
Iglesia^  ttova.una  perSuriNwion  profunda  á  la  bmüíay  i  la  sk 
ciedad. 

El  atilendimiento  humano  m  condbe  bien  todo  el  escándalo  que 
se  produMriasí  en  un  país  autorizase  ia  ley  la  celebración  de  cierta 
dase  de  matrimonios,  oonfbriaeeon  los  princ^os  del  derecho  na^ 
tural,  y  eslosmatrimoBíos  se  verificasen  bajo  sit  salfagMnyv  y 
luego  la  Iglesia  los  declarase  nulos,  viniendo  así  arrebatar  i  los  con- 
yujcs  la  honra  y  á  los  hijos  una  legitimidad,  que  es  un  efecto  civil, 
que  hablan  adquirido  en  virtud  de  las  leyes  de  su  patria.  Absurdo 
semejante,  ni  lo  ha^oétanido  la  igiesífc,  ni  avnntvado  escolar  al- 
guno pisdosiK 

W. 

Cn  iUstingttido  canonista  contemporáneo  espanoly  en  un  libro  que 
^mo  testo  se  esmdia  en  casi  todas  nuestras  DniversidadQs^  hablan- 
dode  la cdebVftcion dd  matrimaaikK  dice<i)  q«a  «la  soioauíidad 
prescrita  en  el  Concilio  de  Trento,  no  ^  necesaria  «n  tos  refasos  en 
que  no  estt  adhiÉítitto,  pero  qne  serán  nulos  los  matrimonioi  da  las 
personas  que  viviendo  en  país  «n  que  los  matrimonios  se  cilébfam 
s^niasforittaHáadesporél«stahleGÍdsa,  se  Iraaladea  á  otMi  para 
eximirse  de  ellas.» 

No  admitido  M  Fhmda  d  CsÉciía,  y  MMetáildosé  la  toaslion 

' "■'■  ■"' " ->^**>>  ^^.^^^  ...^  — ^^   ^>. 

(1)    Agaifw,  Cumo  de  dUcipÜrtít  edeitáMóü  ^éma  y  pmiimW  ífr 
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f>e  ymMmB  eiariatnifo  á  eyg»l»  gro  d»  éaiBaabo.  m  Fcáncb 
WüMhtt»  m  MV  SQ  á&ítto  ál  tasUane  Má  eákáts^  át  cÉntpIir 
Mi  Jfts^orMüdades  trideiiliíaB  en  la  eslebcaoien  de  m  matrimo- 
tto.  dii^M  eüA  que  la  ipaiídes  áel antráiiMia  mü  qo» défende- 
not,  Gawca  laarinea  en  f&apey4i  om  la  opmiiHL  del  ioaBODBtá  es- 
|Mfiét  mas  eitodiado  oi  mieelm  dkÉ. 

•poüno  lagac  eaeete,  jaqoe  •adftdihttjdargitBasaiÉeate-Hiiie 
Bo  lo  permite  lateMé^  de  em  tetb^SH^  pintear  abomoaolra 
cuestión  canónica,  ¿  qne  di  ocasión  la  circunstancia  que  acabamos 
de  consignar,  de  no  haber  sido  recibido  en  Francia  el  Concilio  de 
Trento. 

1UiÉ^1»j»d%  la  Igl^ía,  Ib^wnio que  la»dft  loa  Bstades s^  de- 
YogflE  por  la  proRMilgaciOD  deotaui  le^qoe  dispracn  lo  conMno 
qwe  ta»  primen»,  ó^  qne  las  BodífibaÉ-. 

lAMckMktíeasttKiMDí,  «i»«ailifti9»,  la  espseíalidul^teqoe.pafft 
que  MígtLm  en  «&p«(s«ft  Moosariael  oanseMiimttite  d  ptíe  de  ia 
auteri&d' temporal  y  su  ofidptl  proMulgAeioii  «p  las  diócesis.  Esle 
consentimiento,  pase  ó  regium  exequátur  y  la  oficialípromulgacíonei 
ks^l^Mas,  6s>lo  qpe  no-  ha^ldgmdo  aloanaar  en  Francia  el  Concilio 
THitoCínD.  Bi&  aquí  qne  cnaalo  dispone  acerca  del  malrimonio  no 
tiene allíexistemáa k^,  de  aqní que elC!oncilío  de  TrcBto  no  m 
h  dndplina  de  la  Iglesia  francesa,  de  aquí  que  na  hayan  sido  de^- 
Togados  en  Irancía  los  antiguos  cáneaes  sobre  ei  matrimonio,  y  de 
aquí  que  con  iffi^gio  á  fñhs^  y  no  oon  arregto  al  Concilio ,  debería 
en  su  easo^  eicamittarse  la  fMTEa  deA' natrímonie  de-que  tratáis 
ef  aspecto  pura  y  esclusivainente  canAnica-*en  ia  hipótesis  que  ne^ 
gamos, --que  bajo  este  aspecto  hubiera  de  resolvene  lacueseíon. 

Los  esponsales,  según  la  antigua  disciplina,  que  deiDgé  en  los 
patRs  en  quefeé  admitido  et  Coneilv»  de  Trento,  pavo- que  hoy  seria, 
encaso,  la  única  canónfeavi|genl&  en  Francia,  donde  no  Cué  admi^ 
tide,  pasaÉi  perla  cópula  á  hacerse  matrimonio  consumado,  en  tanto 
grado  que  no  puede  disolverse  pos  la  profesión  religiosa.  Así  fué 
declarado  por  los  Pontífiees  Ale|andffQ  III  y  Qvegodo  VII  en  el  ca^ 
pUiúc  iS  y  30  de  sponsatibm  y  en  el  &^  de  dispensaíkme  mpube-* 
nm,  y  asi  resulta,  también  de  los  eapíMos  7.^  y  14.''  de  las  decretad- 
les ét  c(Hwer9ione  cor^ugum.  Ahora  bien,  ¿qnén  se*  atrererfc  ¿  ne^ 
gar  al  flMArimonio  cífil  ta  foerza  -^cuando  menos-^e  un  contrato  de 
esponsales?  Parala  ciencia  del  derecho  internacional  privado,  pasa 
lodos  los  J«ti<$oii6ailos  y  pttUicfstaB  módaMs>  para  lo»  Estados 
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^e  Europa;  el  tnairinióiiío  civH'es  un  verdadero  matriouMÜo  ¿para 
ia  Iglesia;  oo  tendrá  siquiera  el  caráóter  de  una  promesa  de  Aitacas 
nupcias?  Pues  entonces— s^un  lo  que  dejamos  consigaado— siempre 
-que  al  matrimonio  cítíI  se  siga  la  consumadíoni  con  arreglo  al  de- 
recho oaoánico  vigente  en  Francia,  será  válido  y  perfecto»  toda  vez 
que  los  cónyuges  hicieron  vida  común,  y  que  coiifonne  á  las  doc- 
trinas de  la  Iglesia,  aquel  matrimonio  civil  pasó  por  la  cópula  á  ha- 
^rse  verdadero  y  consumado  matrimonio  eclesiástico. 

vn. 

No  eSf  sin  embargo,  este  el  aqpectó  bajo  el  cual  el  derecho  ca- 
aóiüco,  los  teólogos  y  la  Iglesia  juzgarían  el  matrimonio^  cuya  fuerza 
aspiramos  á  conocer.  Sí  en  esle  terreno  hemos  colocado  la  cii^stion 
iia  sido  mas  bien  con  el  ánimo  de  hacer  ver  que  por  todas  partes  se 
presentan  razones,  doctrinas  y  autoridades  que  abonan  la  virtual!  • 
dad  de  la  doctrina  que  sustentamos,  que  corroboran  la  fuerza  del 
matrimonio  civil. 

Hemos  visto  que  el  derecho  canónico  llama  por  antonomasia  le- 
gitimo el  matrimonio  que  se  celebra  con  arreglo  á  la  ley  civil  sin  in- 
tervención de  la  autoridM  eclesiástica»  y  ahora  para  completar  esta 
materia,  para  que  se  conozca  hasta  qué  punto  ha  llevado  la  Iglesia 
su  respeto  al  derecho  constituidode  los  pueblos,  para  que  se  aprecie 
svL  tolerante  y  civilizador  espíritu,  para  que  tenga  conGrmacioa  lo 
que  al  comenzar  esto  artículo  decíamos,  nos  proponemos  demostrar — 
á  algunos  ha  de  parecer  difícil— que  en  los  países  donde  el  Concilio 
de  Trente  no  ha  sido  recibido,  como  sucede  en  Francia,  el  matri- 
monio civil,  el  matrimonio  clandestino,  no  solamente  es  para  la 
Iglesia  un  legítimo  contrato,  sino  lo  que  es  mucho  mas,  un  matri- 
monio ratOf  un  verdadero  matrimonio  canónico. 

Muchas  y  respetables  autoridades  pudiéramos  citar  en  apoyo  de 
esta  doctrina,  clásica  entre  los  mas  distinguidos  canonistas  y  teólo- 
gos ,  encarecida  por  aquellos  que  han  exagerado  la  supremacía  de 
los  cánones  sobre  las  leyes,  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado,  y  del 
Pontífice  sobre  la  Iglesia.  Una  sola  invocaremos,  que  vale  por  todas, 
la  del  P.  Sánchez ,  porque  en  su  tratado  de  matrimonio  cita  los 
nombres  y  las  obras  de  todos  los  autores  que  se  han  ocupado  en  tan 
interesante  punto. 

iEl  matrimonio  c<mtraido  sin  la  asistencia  del  párroco  y  testigos 
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.  BU.  «AiuMifio  eiT&;  i3i9 

-en  los  ftíses  dande  no  lige  el  Goncítb  do  Treito  po^  los  moradores 
de  otros  pafaea  en  qae  obbga,  e»  válido  (i)? 

Así  formula  la  coesCioa  el  ihistre  jesotta. 

Veamos.  e6mo  la  resoelJire: 

En  sa  cbnoepto,  la  sidacbn  deeslií  düeitlud  depende  del  modo 
de  plantear,  enflsnder  y  resolTer  la  sigoiente  cuestión  preliminar: 
¿están  obligados  los  estrai^rto  4  observar  las  iéyes  y  las  costom- 
bres  de  aquellos  lagares  pbr  dmide  transitan?  Una  maltitad  de  teó- 
logos, eancMBMaay  jnrisoensaRos,  e^yos  nombres  dta  d  P.  Sánchez, 
responden  afiímativamente.  Qkia  biíiam  einUatís  puUicum  poUulat 
Mi  umuscujttíque  oppidi  etimúduUneB  ^InervcíOur ,  íam  ab  úio^iís 
quam  á  peregrtfttó/dttfir.M  #01  witt.:  Varios  pasajes  de  San  Agua- 
tin,  adagios  fintiases  y  algnnanteyea  del  Dígesto  y  de  las  Partidas 
son  el  fnndamenlo  de  sos  doctrinas.  Vmlad  es  que  hay  otros  escri- 
tores, que  el  P«  Sanchiez  tambitain  entmídra,  que  por  el  contrario  sos- 
tienen qoe  ios  extranjeros  no  ealéa'  oUigados  á  observar  las  leyes 
del  pate  por  donde  patói«  Pero; aun  entre  los  que  así  opinan,  esta 
regla  general  tiene  varias  escq^cioMs,  y  una  de  ellas  es  que  en 
cuanto  á  Uu  sol0mmdade$  de  ios  üoÉ^s.deben  syustarse  siempre  los 
estranjeros  á  las  leyes  del  país  donde,  se  «ncuentran:  tHcee  senten- 
tia,  utfwn  tmeaném'  pereffini  Usgíhu^ €t  cimtuetuMnibus  lod  per 
quem  trameimí,  triplicem  ,patiku'^eicqftó(mem.  Prima  eü  quod  ad 
cantratíuim  sotem^fémi^  tiamfUkMnigtfa  forenses  et  peregríni 
tenenhtr  servare  sokmnUates  m  contraUu$  requisitas  ügWus  et 
comuetudiníbus  oppidi  inqua  cantra/wnt:  roHom  enim  eontractm 
qmlibetf(nwi$sarlUurin1mac(naraetus. 

De  manera  que  tanto  los  autores  que  sostienen  que  los  estranje- 
ros están  sujetos  á  las  leyes  del  país  por  donde  viajan,  como  loa 
que  llevan  \k  doctrina  contraria,  por  las  escepciones  que  hacen  do 
la  regla  general,  vienen  á  convenir  en  que  el  matrimonio  civil  con- 
traído por  españoles  residentes  en  Francia,  con  arreglo  á  lo  que 
dispone  el  Código  Napoleón,  es  válido,  y  firme  bajo  el  punto  de  vis- 
ta del  derecho  canónico. 

fisto,  entre  otras  cosas ,  demuestra  que  el  derecho  internacional 
privado  no  es  tan  moderno  como  algunos  se  figuran.  Hijo  de  una 
necesidad  social,  ha  existido  desde  que  ha  habido  relaciones  entre 


(1)   CnestionXVRi,  lib*  Z/",  D9  con^Auu  okuMfottdM. 

Digitized  by  CjOOQIC 


taB>j^nbbtriali«pl«iit^tatbiAmvftd  doKibie  i|«»'st»  'piiBoipios 
han  sido  aplicados  en  les  ÜHoposf  aoti^ms  ;  e»:  b  «d¿d  üedift. 
Nosotros  hemos  reanido^MB^eieaiMtosi;  cstiidiftdo^  sa9  leyesi  y  for- 
mado un  cuerpo  de  doctrina;  pero  el'iteneho  éxifltÉBi,  tMÁ  vida 
I^NfDá  jr  eto  nsjpdliAiJfíH^  loto  páiUeft  úlesi  de  qw  la  eieneia  le 
jflupmmem  mcavécter^  bo^  «tra^  iMBera/  qué  el)  dtnecbo  natural 
«BDKtía  aiMs  fue  ^ooíD  ji.  Buflteéorili)»  esplieatatt.  Sa  formA  es 
mefa;  pes^ sin ímtkrimméuá  ihtk»  s^obi 

L&  Iglesia»  p«r  le-aMusHneiMct^^^inatniíqinpv  ebira,  espuoiai 
teminaiitemeAtev  dMieielingU'SDi «.:  ha^  arioptadOiei  prteeipío  ia^ 
«Mmcusode  dtreoh»  iitartotcíonál  ^plíviaia):  kcw*  r^  Mm^  hm 
Becietalcs  de  firegoria  £&  mi  41  JInq»  de  SpomaUbfUke^íiuOrinvmto 
fanen  como  p^i9le^  caftítaié  ni¿4iipwMaf)c  omeitíap  (fue  «eidade^ 
lamente  na  tieQe'preáoi|H^l3s.iipie^osteQtnos  ht*  ▼aiidftz  en  toAm 
tenreaos  dei  nurtmiqoH^  oivik  ir  fiUima  deif  eapftulb  por  s(  soM^ 
JfatrtfiMntem  omsimm^aMMilMr,  me  4fmt¡tUai9r  ai  mmsuelttio 
p(ÉrimMm\$en»tur,  reveiaJet^esfírilude  laOecretal':!  sos  térmwM; 
son  tan  knpertiuites  qnt  no  p^awp>  vesistír  al  deaeo  de  insertarta 
tetegrai  De  Framia^  quídam  f^MImn  mMtíenmr  ée  Sammis,  lége 
Soicwmm  diucit  in  imwm»  tifenm  ^qniéWfn  ais^atit  íUuntiír  Ugibm 
Saaom$  eP  Ftxmmgene^  emmtémií^  atfvQvcMt  emn^  mu-  iua,  id  ^ 
Fronooriim  to;^  déapMotWfitf  Umifiay 

qm  iUa  (ri^iüm  mimráitícUi  ülspo^inií  wfor  hoe  Sania  Sgnoáu$  ut 
Ule  tran»grem*'ewm§elkmieiié^9ubjMati^  p^mUentim e^é^ewnda 

Este  caso  es  igual  al  que^motíVft^^leB  artíoukMsr  el  Concniode*- 
eMbó  hi  oueiftm  pov  el  prtnoipio'iootoreí^  atímm:  reoható  la  doc- 
trina de  qoe  pana  la  ocMnuMoftdel^iÉalriicimib'debia  pie^«leoer el 
éMatuto  per^oncd :  dectapó^que  el  qnehabia  caatraidb  matrimonieu 
BO'Oon  aFre^toal  dereoho oanénioa,  sího iil>derecho>oi^  de  los S»* 
joaess  estaba  legitimamaote  casado,  j que' la  Iglesia  tenia  por  Tá* 
}fdo  su  matrinonio';  y  ^«lóno  en  ^0  el  qyie,  ean  preteslo  de 
no  haber  celebrado  el  primer  enlace  con  arreglo  k  los< cánones,  pa^ 
aaha  á  segundo  maitírtniomo,  cvabigaaiD/ y  que  para  ejemplo  de  los 
oristianos  debia  liaoer  penüeacia.,  y  para  siAÚacer  á  la  moral ,  á  la 
santidad  del  malrimomo  y  á  la?  leyeaidimas  y  Iramam» ,  ser  eepai* 
rado  de  la  segunda  mujer  y  hacer  vida  conyugal  con  la  primera. 

¡Hasta  este  punto,  hasta  dar  preferencia  al  matrimonio  civil 
sobre  el  matrimoMoedeaifetba,-  sieddo  aquel  ^uüeoier,  ha:lleya|da 
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la  I^ia  su  gran  espíritu ,  su  respeto  á  la  moral  uoÍTersal ,  su  coa- 
á^oraem  álasi^yep  n^ipiiales! 

Por  último,  todavía  es  mas  notable,  porque  sieado  posterior  al 
Concilio  de  Trento,  debe  sellar  los  labios  á  todo  el  que  impugne  la 
kgítimid^  del  puatriqíovio  civil  contraído  et^  Francia ,  j  aun  al  que 
pretenda  negar  al  mismo  el  carácter  de  roío,  es^ieoir,  de  matri- 
monio eclesiástico,  la  declaración  pontifica  de  Benedicto  XIV,  que 
consigna  que  en  los  países  en  donde  el  Concilio  de  Trente  no  ha 
úAo  jyoi9fi)giiiííi0^  Ips  matrimonios  clan4e9^iaos  ^n  ¡patrimonios 
verdaderos  y  ratos :  Matrimonia  clandestvia  vera  ac  rata  esse  in 
locisin  quMs  pnfedfetum  decretuufinunquam  fmt  protmtlgatum. 

Eflla  es  la  tey  de  la  Iglesia  católica,  esta  su  suMine  moral.  Uw 
^  «Ira  demnestian  que  el  Biatrlmomo  civil  celebrado  por  dos  espa- 
ñoles reside&tes.  en  Fraada,  obs&vando  las  sefeBUÜdadeB  qne^JJí 
se  exigen  pora  la  validez  del  contrato,  eonaiderfMlo  con  absoluta 
^bstraceíoQ  de  lo6  tratados  y  de  las  doctrÍBas  de  los  eseritores  de 
derecho  inienuciMial  privado,  y  de  las  layas  dviles  españolas  y 
-francesas,,  y  solo  apreciado  bajo  un  panto  de  vista  jeaclasivameAt^ 
canónieOí  es  un  maUinonío  verdadero,  iegítioo  y  rote. 


Ahjttin  6t9tiMÍ. 
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322  axTurTA  de  legislación. 

DERECHO  ADMINISTRATIVO  Y  €ANÓN1€0. 


DE  LA  PRITAGION  DE  SEPULTURA  ECLESUSnOA. 

DICTAMEN. 

emUido  por  el  Fiscal  de  la  Cámara  del  Real  Patronato. 

El  Ministro  fiscal  dice:  Qae  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jostí* 
tía  se  pide  con  urgencia  informe  i  la  Cámara  con  motiyo  de  una 
comunicación  del  Ministerio  de  laGobemacion  del  Reino  remitiendo 

un  espediente  en  que  aparece  que  ^1  párroco  de....,  diócesisde ^ 

se  negó  á  dar  sepultura  eclesiástica  al  cadáver  de  D.  B.  L.  C. 

Ante  todas  cosas,  conviene  fijar  con  claridad  y  precisión  los  he* 
chos  tales  como  constan  en  el  espediente.  D.  B.  L.  G.  falleció  el 

dia  23  del  último  febrero,  según  dice  el  alcalde  de en  comuni* 

cacion  que  en  el  mismo  dia  dirigió  al  Gobernador  de  la  provincia. 
En  ella  dice,  que  cuando  se  participó  al  párroco  el  fallecimiento» 
contestó  que  no  podia  dar  sepultura  eclesiástica  al  finado  sin  per- 
viso  dd  diocesano,  y  que  igual  contestación  dio  de  palabra  al 
que  le  entregó  un  oficio  que  el  mismo  alcalde  le  dirigió  acerca  del 
particular.  Anadia  que  las  razones  en  que  podría  fundarse  el  párro- 
co eran  que  hacia  anos  que  D.  B.  L.  C.  no  cumplia  con  los  precq^- 
tos  de  la  Iglesia,  y  que  como  podia  suceder  que  el  Prelado  con- 
firmase la  denegación  de  sepultura,  consultaba  al  Gobernador 
esperando  su  resolución  que  sería  muy  conducente  para  evitar 
que  los  numerosos  parientes  del  difunto,  que  son  los  principales 
de  la  villa ,  se  concitaran  contra  el  cura  produciendo  funestos  re- 
sultados. El  Gobernador  con  fecha  del  25  contestó  al  alcalde  que 
si  al  recibo  de  la  orden  no  hubiese  tenido  lugar  el  enterran^iento, 
invitara  al  párroco  en  nombre  de  su  superior  autoridad  á  que  lo  hi- 
ciera; pero  en  el  caso  poco  probable  de  persistir  en  la  negativa, 
dispusiera  que  sin  demora  se  verificara  el  enterramiento  en  el  sitio 
en  que  lo  reciben  los  demás  fieles,  y  que  si  por  un  lamentable  in- 
cidente lo  hubiera  sido  en  otro  lugar,  se  exhumara  el  cadáver  con 
las  formalidades  necesarias  y  se  trasladara  al  cementerio  común. 
Ordenaba  al  propio  tiempo  el  Gobernador  al  alcalde  que  en  el  caso 
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tle  insistir  el  párroco  en  sa  negativa  instruyera  y  remitiera  el  opor- 
tuno espediente  gubernativo  en  que  se  consignaran  y  jostíficaran 
los  hechos. 

Con  la  misma  fecha  se  dirigió  el  Gobernador  al  R.  Obispo 

de ,  trasladándole  el  oficio  del  alcalde  y  la  contestación  que  le 

tlaba,  añadiendo  que  confiaba  en  su  ilustración  y  sentimientos  reli- 
giosos que  diera  al  insólito  proceder  del  párroco  de la  apre- 
ciación que  merecia,  no  solo  en  si  misma,  sino  por  la  deplorable 
trascendencia  que  podían  tener  hechos  de  esta  naturaleza,  en 
concepto  de  que  si  bien  prevenía:  la  formación  de  un  espediente  gu- 
l^ematívo  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  no  por  esta  circuns- 
tancia escluia  la  reparación  pastoral  que  competía  al  Prelado,  y 
que  siendo  satisfactoria  miraría  como  el  dnico  remedio* 

El  Prelado  en  el  día  26  contestó  á  la  comunicación  de  que  aca- 
l>a  de  hacerse  referencia,  remitiendo  copias  de  la  comunicación  que 

tabía  recibido  con  fecha  23  del  cqra  de ,  y  la  contestacioa 

que  en  el  dia  siguiente  24  le  habia  dado.  La  comunicación  del  par- 
TOCO  decía  que  se  habia  puesto  en  su  noticia  por  el  alcalde  el  fa- 
llecimiento de  D.  B.  L.  C. ,  sin  decir  cuándo  ni  de  qué  manerü^ 
pues  nadie  entraba  en  su  casa;  que  en  los  22  anos  que  residía  él 
en  la  villa  no  habia  el  finado  dado  muestras  nmgunas  de  cristíi^- 
no,  porque  ni  habia  asistido  á  la  Iglesia,  ni  habia  cumplido  cot 
^1  precepto  pascual,  y  que  era  público  que  estaba  siempre  vertien- 
do doctrinas  impías  é  irreligiosas ,  según  todo  el  pueblo  deponía 
unánimemente.  Concluía  diciendo  que  por  lo  madfestado  y  mu- 
chísimo mas  que  pudiera  añadir  nada  podia  resolver  en  cuanto 
á  entierro  y  sepultura  eclesiástica,  hasta  que  el  Prelado  decidiera 
sobre  el  particular.  La  contestación  que  dio  el  diocesano  á  esta  oo* 
municacion  fué  que  siempre  que  el  cura  le  hubiese  amonestado  al- 
guna vez  á  cumpHr  con  los  deberé»  de  cristiano,  y  por  otra  parte 
no  le  constara  que  antes  de  morir  hubiese  dado  señales  dé  arrepen*^ 
timiento  y  manifestado  deseos  de  recibir  los  Santos  Sacramen« 
tos  como  cristiano ,  se  estaba  en  el  caso  de  negarle  la  sepultura 
eclesiástica,  pues  la  Iglesia  solo  concede  este  derecho  dios  que  mue^ 
ren  como  tajos  suyos.  En  la  citada  comunicación  dé  iff  de  febrero) 
incluía  el  Prelado  diciendo'  al  Gobernador,,  que  el  párroco  de..... 
hao  podia  obrar  de"  otra  manera,  y  que  él  tomaba  sobre  sí  la  res- 
*ponsabih'dad  como  de  cualquier  otro  incidente  de  la  misma  natu- 
lalezar  que  pudiera  ocurrir,  como  ocurrirían  con  mayor  frecuencia 
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^el  npúiisterio  pastoral  fuera  contrariado  en  vez  de  ser  protegid(^ 
^r  las  ap^ridades  públicaj^. 

Con  fecha  del  2S  el  alcalde  de ofició  de  nuevo  al  Giobema- 

dor  de  .b  proviaicia^  dii^ado  que  estrajudicialmente  sabia  la  ne- 
gatíva  dol  diocesana,  y  que  por  esto  causa  6  pqr  otra  los  pariea- 
les  del  difunto  le  reclamaban  el  cadáver  para  sepultarlo  en  una 
.  finca  délos  niisQiQft  y  erigir  en  ella  un  monumento  que  sirviera  de 
'Sepulcro  á  ia-jorentela  qioe  le  costeaba  con  un  epitafio  alusivo  por 
^diora  á  las  reconocidas  virtudes  del  primero  quQ  lo  iba  á  ocupar. 
.  Aiadia  el  alcalde  que  como  medida  sapitana  se  habia  trasladado  el 
4ttdáver  ^  una  casa  de  campo  á  corto  distancia  de^  pueblo,  y  pedia^ 
instruooÍQqss  por  ser  este  un  caso  enteramente  nuevo. 

El  Gfobecpfidor  de  la.  provÍAcia  en  upa  luminosa  comunicación 
fechada  en  S8  de  febrero  contesto  i  la  qiie  el  dioc^no  le  dirigió 
^  el  dia  Wi  en  ella  defendia  y  sostenja  sus  providencias  con  copia 
4le  razones  y  se  reservaba  poner  em  conocimiento  del  Gobierno  este 
Jiegocio,  si  el  Obispo  insistía  en  su  negativa. 

En  el  mismo  dia  S8  ordenó  el  Gobernador  al  alcalde  que  si  np 
.babia  llevado  á  efecto  lo  que  le  babia  prevenida  en  la  comunicación 
.primera  qqe  le  dirigió  en  el  2S  lo  verificase  desde  luego. 

La  conducto  del  Gobernador  esto  aprob^a  por  Real  orden  de 
üyer. 

Estos  soA  los  anteoedentes  eslractodos  con  fidelidad  en  la  parte^ 
ffoe  es  interesante.para  la  fijación  exacto  de  los  hechos. 

El  Qiseal  antes  de  emitir  su  dictomen  acerca  de  la  conducto  ob- 

Mrvada  respectivamente  ppr  el  R.  Obispo  de ,  porelGober- 

wdor  de  la  provincia  de.....  y  por  el  alcalde  y  párroco  de « 

.^ree  que  debe  fijar  los  principios  que  han  de  servir  de  regla  para 
Jf^  resolución.  Y  siente  mucho  tener  que  despachar  este  negocio  coi^ 
la  urgencia  que  reclama  el  Gobierno  de  S.  M.,  porque  así  no  po* 
drá  dar  al  dictomen  to  ostensión  que  deseara,  y  que  sería  conve- 
liente en  punto  de  tanto  gravedad. 

El  Gobernador  de en  su  comunicación  dírí^^  al  díoce-^ 

sano  de en  el  dia  28  de  febrero,  comunicación  que  bien  mere- 
ce ser  leída,  porque  trato  con  tino  las  cuestiones  á  que  dá  lugar  es- 
te desgraciadísimo  espediente,  reconoce  de  buen  grado  que  corres- 
ponde i  la  autoridad  eclesiástica,  decidir  si  un  cadáver  debe  ó  no 
recibir  sepultura  en  lugar  sagrado.  Esto  en  el  terreno  del  derecho 
constituido  no  puede  ponerse  en  duda,  y  solo  en  el  terreno  del  dore- 
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kho  constítaklo,  es  como  el  Fiscal  considerará  la  caestion,  porque 
no  es  llamado  á  dar  su  dictamen  bajo  un  aspecto  diferente.  Ni  h 
aprobación  de  la  base  eclesiástica  para  la  futura  Constitución  puede 
ser  obstáculo  á  considerar  la  cuestión  de  esta  manera,  porque  sin 
entrar  por  ahora  en  semejante  examen,  basta  decir  que  los  hechos 
de  que  se  trata  tuvioeron  lugar  antes  de  aprobarse  la  base,  para  que 
se  convenga  en  que  ninguna  influencia  debe  tener  en  la  resolucioQ 
del  espediente. 

Pero  en  el  supuesto  de  ser  la  concesión  ó  negación  de  sepultura 
eclesiástica  un  derecho  propio  de  la  Iglesia,  ¿debe  permanecer  la 
potestad  temporal  desarmada  y  obligada  á  presenciar  impasible- 
mente los  abusos  que  las  autoridades  eclesiásticas  pueden  cometer? 
I(o  cree  el  Fiscal  que  &aya  uü  sólo  hoibbre  de  buena  fé  qflé  seatre* 
va  á  contestar  afirmativamente  á  semejante  pregunta. 

No  es  un  derecho,  es  un  deber  de  la  potestad  temporal  defefider 
y  protejer  á  los  ciu&danos  de  los  abusos  cometidos  por  las  attorn 
dades  eclesiásticas.  Asi  dicen  los  escritores  regnícolas  mas  piadosos 
y  autorizados  que  no  puede  desprenderse  el  Gobierno  de  esta  rega- 
lía sin  renunciar  á  una  parte  de  su  independencia,  sin  dividir  el  ioh 
pérío,  y  sin  faltar  á  su  obligación  mas  esencial.  Los  recursos  éé  fuer- 
za, los  recursos  de  protección  no  tienen  otro  fundamento.  Y  no  hay 
acto  abusivo  de  un  eclesiástico  de  que  no  pueda  libertarse  el  perju-^ 
<iícado:  por  el  recdtso  de  ñierza  si  se  trata  de  providencias  dimana* 
das  de  la  jurisdicción  coáteuciosa;  por  él  recurso  de  protección,^ 
se  trata  de  t>rovidenc¡as  gubernativas,  contra  las  que  tambieft  ha 
sido  lícito  entablar  recttrsos  de  fuerza.  Ofendería  la  itustratíon  de  la 
Cámara  si  me  detuviera  más  acerca  de  este  punto. 

El  Rey,  pues»  por  medio  de  sus  tribunales  y  altos  funcionarios,  é 
4^scitado,  6  Jtiotu  propio  en  los  negocios  en  que  se  interesa  el  biet 
público,  puede  corregir  los  abusos  cometidos  por  los  eclesiásticos,  ve- 
lando por  él  cumplimiento  de  las  leyes  y  de  los  eánoues  de  que  no 
en  vano  es  protectora  la  Corona. 

Sentado  esto,  veamos  cuál  es  el  derecho  respecto  á  la  sepultura 
de  los  que  fattecen  sin  haber  cumplido  con  sus  deberes  de  cristianos. 

Dos  eatisas  son  las  que  espresó  et  párroco  de en  sü  co- 
municación del  23  de  febrero.  Era  la  prhnera,  la  no  asistencia  de 
ft.  L.  C.  á  la  Iglesia  y  la  falta  de  cumplimiento  con  el  precepto 
pascual  por  espacio  de  muchos  años:  la  segunda  consistía  en  atri-^ 
iHiirle  yetttít  dodtriúla^  impías  é  íiteligiosas.  Prescindiendo' de  hi  ta^ 
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gaedad  de  esta  denuncia,  porque  denuncia  y  no  otra  cosa  es  la  que 
hizo  el  párroco,  basta  al  proposito  del  que  suscribe  decir  que  no  hay 
ningún  canon  ni  ninguna  ley  en  virtud  de  la  cual  el  que  yierte  tales 
doctrinas  deba  ser  privado  de  la  sepultura  eclesiástica,  para  que  so- 
lo quede  subsistente  la  primera  causa.  Aun  de  esta  solo  queda  la  de 
no  recibir  los  Sacramentos,  que  es  la  única  de  que  hablan  las  dispo- 
siciones de  la  Iglesia. 

Examinemos  este  punto.  Por  muchos  siglos  no  ostentó  la  Iglesia 
el  rigor  que  prevaleció  después  con  los  que  estaban  separados  de  su 
senor  En  las  leyes  del  Código  repetUmprxlectionis  encontramos  una 
atribuida  al  Emperador  Marciano,  que  dice:  BxreÜci  legitimo  mo- 
do, ut  atíeri  sepeliuntur. 

Guando  en  el  Concilio  IV  lateranense  se  ordenó  que  los  fieles 
confesaran  al  menos  una  vez  al  ano  y  recibieran  la  Eucaristía  por  la 
Pascua,  se  escomulgó  á  los  que  faltaran  i  este  precepto:  alioqum  et 
vivem  ab  ingressu  edesicB  arcealvr^  et  morieru  christianá  careat  se- 
ptiUurá.  Pero  en  el  mismo  canon  se  ordenaba  que  esta  disposición, 
se  publicara  frecuentemente  en  las  iglesias  para  que  no  pudiera 
alegarse  su  ignorancia,  cosa  que  no  se  sabe  se  verificara  en 

Esto  es  todo  lo  que  en  el  particular  qos  dice  el  derecho  canóni- 
co: el  civil  es  mucho  mas  escaso,  ó  por  mejor  decir  del  todo  deficien- 
te, pues  á  pesar  de  que  las  leyes  de  Partida  toman  diferentes  dispo- 
siciones del  derecho  canónico  respecto  ¿  la  privación  de  sepultura^ 
nada  dicen  de  los  que  omiten  recibir  los  Sacramentos. 

En  vista  de  esto  podrá  preguntarse:  ¿está  vigente  en  España  eL 
canon  que  niega  la  sepultura  eclesiástica  á  los  que  no  cumplen  con 
el  precepto  pascual?  Muchos  son  de^raciadamente  los  que  en  la 
afirmativa  deberian  ser  de  esta  manera  castigados,  y  pocos  felizmen- 
te los  escándalos  que  presenciamos  semejantes  al  que  ha  promovida 
este  espediente.  Hé  aquí  una  prueba  de  que  los  RR.  Obispos  han  ca- 
minado con  tino  en  esta  materia  delicada,  conociendo  sin  duda  los 
gravísimos  inconvenientes  con  que  se  iba  á  tropezar.  El  Fiscal  pue- 
de decir  que  á  pesar  de  ser  varias  las  causas  por  las  cuales  según  los 
cánones  y  las  antiguas  leyes  se  puede  privar  de  la  sepultura  eclesiásti- 
ca, no  las  ha  visto  reducidas  á  práctica,  ni  sabe  que  se  haya  dispu- 
tado respecto  de  enterramiento  de  los  usureros,  clase  de  hombres 
muy  abundantes  ahora,  ni  de  los  monjes  que  tenian  peculio ,  ni  de 
los  toreros,  ni  de  los  duelistas,  ni  de  los  ladrones  y  salteadores  que 
murieron  en  su  crimen.  Respecto  á  los  suicidas  de  que  habla  el  6o « 
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bernador  de ,  ana  ficokm  piadosa  los  c(«sklera  como  locos,  y 

kasta  ahora  han  sido  y  son  UoTados  á  los  cementerios  en  donde 
descansan  con  sos  hermanos  que  han  muerto  en  la  comunión  de  1^ 
Iglesia. 

Véase,  pues,  si  hay  justos  motivos  para  dudar  si  el  canon  del 
Concilio  lateranense  se  halla  en  observancia  en  España,  y  si  no  es 
mas  legal,  mas  conforme  con  nuestra  disciplina,  con  nuestras  eos-» 
tambres  y  con  nuestras  tradiciones  seguir  teniendo  la  prudente  tole- 
rancia que  los  celosísimos  prelados  déla  Iglesia  españolaban  acos^ 
tumbrado  á  usar  en  esta  clase  de  materias. 

T  esto  es  muy  conforme  al  espíritu  de  la  Iglesia  que  llena  de 
dulzura  no  propende  á  abrumar  de  aflicción  á  familias  inocentes,  ni 
considera  que  á  la  muerte  se  hallan  separados  de  su  seno  los  hijos 
que,  aunque  estraviados,  han  podido  tener  un  momento  de  contri- 
ción en  los  últimos  de  su  vida.  ¿Y  qué  Prelado  se  atreve,  y  menos 
con  la  Ugereza  que  se  ha  hecho  en  el  presente  caso,  á  considerar  co- 
mo separado  de  la  Iglesia,  como  reprobo,  como  condenado  á  las  pe- 
nas del  infierno  á  uno  que  recibió  el  bautismo,  y  que  después  se  se- 
paró dd  cumplimiento  de  sus  deberes,  pero  sin  entrar  en  otra  reli- 
gión y  sin  hacer  abjuración  solemne  de  la  católica?  ¿Quién  á  escu- 
driñar de  este  modelos  altos  juicios  de  Dios?  De  seguro  que  si  el 

Beverendo  Obispo  de hubiera  reflexionado  sobre  este  punto, 

balnría  procedido  de  manera  diferente. 

Pero  supongamos  por  un  momento  que  el  canon  del  Concilio  la- 
taanense'esté  vigente  en  España;  supóngase  que  sin  inconveniente 
alguno  puede  ejecutarse;  que  el  Prelado  ha  recibido  del  cielo  el  don, 
de  saber  si  el  pecador  hizo  ó  no  en  los  últimos  momentos  de  la  vida 
un  acto  de  contrición,  ¿podrá  hacerse  lo  que  en  este  caso  se  ha  prac- 
ticado? El  Ministro  Fiscal  no  lo  cree:  siguiendo  las  buenas  doctrina^ 
canónicas  sostiene  que  los  Prelados  eclesiásticos  no  pueden  imponéis 
gubernativamente  penas  que  priven  para  siempre  de  los  derecho:^ 
de  la  sociedad  cristiana,  que  para  eso  hay  vía  contenciosa,  que  en 
eUa  han  de  quedar  francos  á  las  partes  los  recursos  de  fuerza,  y  que 
de  este  modo  viene  la  sociedad  civil  en  auxilio  de  sus  subditos  cuan-* 
do  no  se  guarda  la  ritualidad  de  los  juicios  y  se  les  atrepella  injus- 
tamente. 

Y  si  entramos  en  la  misma  cuestión  ¿qué  triste  idea  se  forma  de 
todo  este  negocio?  Al  Reverendo  Obispo,  le  bastó  que  un  párroco 
hiciera  una  denuncia  para  pronunciar  el  mas  terrible  de  los  fallos 
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ifat  pronuncia  1&  Iglesia;  se  olvidó  de  que  no  había  amonestado  ¿ 
C.,  y  que  no  dabia  tampoco  si  lo  había  hecho  ei  párroco;  no 
tuvo  en  cuente  que  sin  audiencia  lanzaba  una  pena  terrible;  no  re« 
paró  en  que  con  justicia  se  le  podía  hacer  el  cargo  de  que  se  enaán* 
gretaba  con  las  ceiiizáis  de  uno  á  quSbn  no  había  j^ocufado  sadaf*  de 
sus  errores  y  de  su  iM  cainitio  durante  la  vida.  Si  el  -Reverendo» 
Obispo  hubtera  considerado  todas  estas  cosas,  si  hubiera  tomatio  en- 
euenta  que  supreóipitada  resolución  imponía  una  nota  infamanie  á 
toda  una  fainíBa,  si  hubiera  parado  la  atención  en  las  cotise<^ueiicias 
probables  de  lo  que  hacia,  de  seguro  qué  se  hubiera  abstehído  dé  peim 
tan  impremédítedo,  f  tan  poco  disculpable.  T  de  notar  es  que  en 
la  misma  comunicación  en  que  el  párroco  daba  cuente  del  caso  y 
pedía  instrucciones  decía  con  ¿andidé2  que  no  sabía  cuándo  ni 
cómo  C.  habiá  muerto,  porque  nadie  entraba  en  la  ca^a;  es  decir, 
que  ignoraba  si  había  muerto  contrito ,  si  deseaba  ó  no  redbir  lod 
auxilios  de  lá  Iglesia,  si  quería  reconciliarle  con  ella,  si  dabtt 
muestras  de  piedad  y  arrepentimiento.  Y  el  Prelado  que  nada  de  esto* 
sabia,  pronunciaba  ihiplfcitemente  una  escomunión  condicional;  por 
inducciones  infería  que  el  finado  se  había  querido  separar  de  ialgli^ 
sia;  hablaba  de  sus  doctrinas  irreligiosas  sin  saber  cuáles  eran,  y  ü 
estaban  bien  ó  ihal  óalíficadas  póir  el  j[>árroco,  apreciacton  bien  so^-" 
pechosa  para  este  Ministerio;  incluía  entre  las  causas  para  privar  dé 
sepultura  algunas  que  no  son  canónicas,  y  en  lugar  de  ordenar  enss 
caso  que  constendo  haber  muerto  en  la  impiedad  se  le  negase  ü  se- 
pultura, décia  que  esto  se  hiciese  ndientras  no  constere  que  antes  dé 
morir  hábia  dadoséfi^Ies  deái^repentimientb.  Baste  lo  dicho  para  qM 
la  Cámara  se  convenza  de  la  irregular  conducta  ot>áervada  por  e! 

rte verendo  Obis^  de en  todo  este  negocio,  sin  que  de  su  coto* 

testación  al  (jobeniádor  de  la  provincia  ^ueda  inferirse  nada  en  ^ 
disculpa 

La  conducte  del  párroco  es  asimismo  bietí  ^oco  prudente:  gran- 
de responsabilidad  ante  Dios  ha  contraído  si  oportunamente  no  pro- 
curó con  su  influencia  paternal  traer  á  mejor  camino  á  su  feligrés  á 
quien  creía  tan  estrárt^iadó.  T  de  presutóir  éé  (jfile  nó  lohiciertí,  cuan- 
do nada  dijo  ál  díófcésano  en  áu  laiiias  ^íís  mcnclohada  comunica^ 
cíon.  El  párroco  es  el  que  con  su  indiscreción  ha  comprotíietido 
principalmente  al  Prelado. 

Respecto  al  Alcaldfe  y  Gobernador,  necesario  es  decir  en  honor 
de  la  verdad  que  han  comprendido  pertectemente  sus  deberes,  ¿i 
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ühimo  ha  dado  pruebas  de  tacto,  de  saber  y  de  firmeza  en  este  nef- 
gocio  delicado:  digna  es  sa  conducta  de  laq^robacion  que  el  Gobier- 
no se  ha  apresurado  á  dar;. 

Réstame  solo,  en  virtud  de  lo  espuesto,  manifestar  como  creo 
q«e  debe  terminar  este  espediente.  ])e  suponer  es,  que  D.  B.  L.  C, 
habrá  sido  enterrado  en  el  cementerio  con  los  demás  fieles  en  justa 
obediencia  de  las  disposiciones  del  Gobernador  de  la  provincia.  Si  no 
to  fuere,  lo  primero  es  que  se  cumpla  lo  que  acordó,  á  cuyo  efecto  si 
fuere  necesario,  debe  ir  el  Gobernador  á  ejecutarlo. 

De  presumir  es  también  que  en  vista  de  la  comunicación  última 
del  Gobernador  al  Diocesano,  éste  habrá  desistido  por  su  parte.  Bajo 
tal  supuesto,  el  Fiscal  cree  que  bastará  que  se  le  haga  una  severa 
amonestación  por  conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Pero 
si  no  hubiere  desistido,  si  aun  continuase  en  él  mal  camino  comen- 
aado,  cree  el  Fiscal  que  el  Gobierno  en  vista  délo  que  ocurra  ó  haya 
oeorrido  debe  reservarse  la  ad^ion  de  otras  medidas  mas  eficaces. 

Al  párroco  convendrá  también  que  sé  le  haga  una  demostración 
parecida  por  medio  del  Gobernador  de  la  proviücia. 

Por  último,  para  evitar  la  reproducción  de  hechos  semejante, 
que  pueden  tomar  mayores  proporciones  que  ésto,  seria  conducente 
indicar  al  Gobierno  la  conveniencia  de  dar  una  circular  con  el  ca^ 
ráctor  de  reservada  á  los  Prelados  para  que  por  medios  conciliador 
res  y  prudentes  procuren  evitar  la  repetición  de  conflictos  como  esto. 
La  Cámara,  úñ  embargo  to  dicho,  acordará  como  siempre  lo  que  me- 
jor estime. 

Madrid  3  de  marzo  de  18K& 

(¡oiBez  de  la  Sem. 


No  tenemos  noticia  de  que  por  entonces  se  dictara  la  circulat 
que  creía  conducente  el  Fiscal  de  la  Cámara;  mas  á  consecuencia 
de  un  nuevo  conflicto,  y  previo  informe  del  Cétisejo  de  Estado ,  se 
CDmunicó  al  Gobernador  de  la  Coruna  en  6  de  octubre  de  18S9  la 
siguióte  Real  orden  que  ha  publicado  el  Baletin  judiml  de  Ga- 
licia. 

Dice  asi: 

«Remitido  á  informe  de  las  secciones  reunidas  de  Gobernación,  Fomen^ 
t»,  ¥ktaó(f,  Gracia  v  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  el  espediente  instruido 
á  coosecaencia  do  haberse  negado  en  ol  concejo  de  Gangas  de  Oais  la  se^ 

TOMO  XVI.  42 
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pultura  eclesiástica  al  cadáver  de  Bárbara  Alvares  con  fecha  13  de  julio  úl- 
timo, lo  ban  evacuado  del  modo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Cumpliendo  estas  seccioDes  con  lo  que  se  las  previene  eo 
Real  orden  fecbada  en  26  de  marzo  último,  relativa  á  la  comunicación  del 
Hinisterio  de  Gracia  y  Justiciaren  la  cual  manifiesta  el  Rdo.  Obispo  de  Ovie- 
do las  causas  de  no  haberse  dado  sepultura  eclesiástica  en  Gangas  de  Oois 
á  Bárbara  Alvarez,  á  fin  de  que  este  Consejo  informe  en  secciones  de  Gra- 
cia 7  Justicia  y  Gobernación  loque  se  le  ofrezca  y  parezca  acerca  de  la  me- 
dida geperal  que  pudiera  adoptarse  para  dar  interinamente  sepultura  á  los 
cadáveres  que  las  autoridades  eclesiásticas  sometan  á  entredicho. 

))Do8  son  las  cuestiones  aue  aparecen  en  esta  Real  disposición:  una  de 
derecho  canónico  y  de  discipuna  general  de  la  Iglesia;  y  otra  de  policía  aa-* 
oitarla  y  de  higiene  pública. 

)>Si  no  se  hubiera  remitido  á  ambas  secciones  la  comunicación  original 
del  Prelado,  parece  que  no  estaban  llamadas  á  emitir  su  parecer  sino  sobre 
una  simple  cuestión  de  policía  sanitaria;  mas  teniendo  presente  aquella  cir- 
cunstancia y  la  gravedaa  del  hecho,  que  adquiere  un  carácter  roas  deter- 
minado por  haber  aprobado  el  reverendo  Obispo  la  conducta  del  ecónomo, 
procederán  aquellas,  por  lo  tanto,  á  su  mas  detenido  examen.  En  la  comu« 
nicacion  adjunta  dice  el  Rdo.  Ooispo  al  Ministro  de  Gracia  v  Justicia,  que 

Srecisado  á  informar  en  virtud  de  Real  orden  sobre  el  hecho  denunciado  por 
1  prensa  periódica,  ocurrido  en  la  parroauia  de  Mamia,  próxima  á  Cangas 
de  Onís,  en  la  que  se  hallaba  depositado  nacía  doscientas  ocho  horas  el  ca- 
dáver de  una  muger.  por  haberse  negado  el  párraco  á  darle  sepultura,  y  no 
atreverse  tampoco  á  hacerlo  el  alcalde,  por  roas  que  en  unión  del  médico  i 
cirujano  dispuso  se  le  condujera  á  la  iglesia. 

»Asegura  el  Prelado  ser  cierto  el  hecho  en  la  parte  relativa  á  haberse 
negado  el  cura  econóroo  de  Santa  Eulalia  de  Mamia,  en  el  concejo  de  Can- 
gas de  Onis,  á  dar  sepultura  eclesiástica  al  cadáver  de  Bárbara  Alvarez,  que 
falleció  úñ  recibir  los  sacramentos,  y  que  el  ecónomo  obró  por  no  haber  la 
difunta,  á  pesar  de  sus  repetidas  exhortaciones^^  cumplido  con  el  precepto 
de  la  confesión  y  comunión  pascual  en  muchos  anos  que  la  desgraciada  pasó 
entregada  al  vicio  de  la  embriaguez,  lo  que  la  produjo  la  muerte.  El  ecóno- 
mo dio  cuenta  del  hecho  y  de  su  conducta  al  Prelado,  y  este  remitió  al  ar- 
cipreste del  partido  comisión  para  que  recibiera  una  información  testifícal 
sobre  los  hechos  manifestados  por  el  ecónomo.  Ed  ella  se  justificaron,  y 
tuvo  el  sentimiento,  dice,  de  aprobar  la  conducta  del  ecónomo,  declarando 
que  al  dicho  cadáver  no  podía  darse  sepultura  eclesiástica,  y  mandando  que 
se  pasara  oficio  al  Gobernador  de  la  provincia,  á  fin  de  que  se  sirviera  dic- 
tar las  órdenes  oportunas  para  que  se  le  enterrase  en  un  lugar  decente  sin 
pompa  ni  ceremonia  eclesiástica  de  ninguna  clase.  Que  de  la  providencia 
gubernativa  que  dictó  no  se  alzaron  de  ella  por  la  vía  contenciosa  los  he- 
rederos de  la  difunta,  que  se  creyesen  lastimados  por  aquelU,  diotada  en 
una  información  sumaria, 

x)Hastá  aquí  los  hechos;  mas  ahora  las  secciones,  reconociendo,  como 
reooDOceo,  que  son  aquellos  del  dominio  esclusivo  de  la  potestad  eclesiás- 
tica, examioaríin,  sin  embargo,  la  doctrina  proclamada  en  los  Coucilios  y 
sostenida  por  los  tratadistas,  relativa  á  la  privación  de  sepultura  eclesiás- 
tica, no  al  entredicho,  en  cuyo  caso  no  nos  hallamos  actualmente,  sin  em- 
bargo de  calificarse  así;  pues  sabido  es  que  el  entredicho  es  la  probiblcioo 
de  participar  de  ciertos  actos  del  culto,  conservando,  no  obstante,  la  uoion 
con  la  comunidad,  pena  eclesiástica  de  la  que  se  abusó  en  la  Edad  Medie 
y  á  la  que  se  sujetó  á  pueblos  enteros  y  auu  á  reinos. 
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bLi  prífadoo  de  sepultara  eclesiástica  es  una  pena  muy  grave,  que  solo 
poede  impooerse  por  bs  Prelados  eclesiásticos.  Bstos  nuuca  puedeo  proce- 
oer  gab¿oalivaroenle  cuando  se  trate  de  imponer  las  penas  que  privau 
jpan  siempre  de  los  derechos  de  la  sociedad  cristiana. 

]»La  privación  de  sepultura  como  segregación  de  la  comunión  ó  grey 
cristiana,  corresponde  á  la  pena  de  escomunion  menor,  y  no  puede,  por  U> 
Unlo,  imponerse  sino  por  el  Prelado  bajo  Us  prescripciones  señaladas  por 
Jas  Decretales.  Así,  pues,  el  Prelado  debe  ser  el  átiico  juez  que  imponga  esta 
pena,  no  gubernativa,  sino  canónicamente;  y  no  debe  dejarse  su  aplicacioa 
%  los  párrocos  ecónomos,  pues  según  los  cánones  y  Ck)ncilio  de  Trente,  los 
párrocos  no  tienen  mas  atribuciones  que  las  de  administrar  los  sacramen- 
tos, la  de  instruir  á  sus  feligreses  en  la  ley  divina,  y  la  de  vigilar  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  todos  los  acólitos  y  servidores  de  la  iglesia. 

«Algunas  sinodales  determinan  que  los  párrocos  procedan  con  suma  pru- 
«ieocia  y  gran  discreción  á  aplicarla  preventivamente,  dando  cuenta  á  su 
Prelado,  para  que  este,  previo  examen,  la  fulmine  en  la  forma  legal  y  canó- 
nica; mas  corresponde  esta  atribución  á  las  que  les  señala  el  u)ncilio  de 
Trento.  ¿No  es  de  temer,  como  tía  acontecido  en  este  caso,  el  uso  poco  pru- 
dente y  discreto  de  tan  grave  censura  aplicada  por  un  cura  ecónomo,  clase 
en  lo  general  no  muy  ilustrada?  El  santo  Concilio  de  Trento,  teniendo  pre- 
sente esto  mismo  en  la  sesión  23,  cánones  1,2,  3,  4,  5,  6,  7  y  8«  señaló 
ias  causas  fijas  y  determinadas  para  imponerse  la  pena  de  escomunion,  y 
todas  las  que  especíGcó  son  relativas  á  los  que  niegan  abiertamente  la  creen- 
cid  del  dogma  y  la  potestad  de  la  consagración,  confesión  y  predicación.  La 
razoQ  que  tuvo  para  ello  fué  el  abuso  que  en  épocas  dadas  se  hizo  por  algu- 
nos Prelados,  p(K>o  discretos,  de  las  censuras  mayores  de  la  Iglesia. 

»Gomo  el  espíritu  verdadero  de  esta  es  la  amorosa  caridad  y  la  inago* 
table  piedad,  los  Padres  del  Concilio  estatuyeron  que  fuera  preciso  para 
imponer  dichas  censuras  la  rebelión  abierta  contra  la  doctrina  dogmática 
de  la  Iglesia,  el  hecho  de  reprobarla,  escarnecerla  y  despreciarla  pú* 
feamente. 

»£s  cierto  que  los  cánones  del  Concilio  Lateranense  4.^  prescribieron  la 
esdusiou  del  lugar  sagrado,  motivada  en  la  impenitencia  á  la  hora  de  la 
muerte,  ó  bien  en  la  falta  de  cumplimiento  de  los  mandamientos  de  la  Isle- 
ña; mas  por  ser  demasiado  lato  este  principio  y  mas  lata  aun  su  aplicación, 
lus  Padres  del  Concilio  de  Trento  lo  reformaron,  y  declararon  tan  snbia 
doctríiia.  que  es  conforme  con  el  espíritu  de  mansedumbre  y  de  divina  ca- 
ridad del  Evangelio. 

i>La  comunión  cristiana  parece,  pues,  que  no  debe  rechazar  de  su  seno 
al  hereje,  al  reprobo,  al  que  se  pone  voluntaria  y  premeditadamente  fuera 
de  su  grey. 

«¿Hállase  en  este  caso  la  desdichada  muger  que  ha  dado  lugar,  por  su 
fallecimiento  y  prohibición  de  sepultura  cristiana,  á  tan  deplorable  acon- 
tecimiento? 

vLas  secciones  creen  que  no,  y  lo  propio  acontece  al  referido  Prelado, 
pues  en  su  comunicación  atribuyo  al  vicio  de  la  embriaguez  la  única  causa 
de  no  frecuentar  los  sacramentos,  y  en  cuyo  deplorable  estado  fué  sorpren- 
dida por  la  muerte.  ¿Pudo,  pues,  tener  ánimo  libre  y  detrminado  para  no 
admitirlos,  para  rechazarlos,  para  ponerse  voluntariamente  fuera  de  la  co- 
wonidad  cnstiana?  ¿La  indolencia  ó  tibieza  religiosa,  la  embriaguez  de  los 
eentidos  son  causas  de  escomunion? 

»Tambien  reconoce  el  Rdo.  Obispo  que  tan  grave  pena  fué  impuesta  ^u- 
))ernatiTamente  en  vista  de  una  sumaria  información,  no  teniendo  quizás 
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t)reseQte  lo  que  presdribe  los  Decretales  y  el  art.  9.^  de  la  Gonstitucioh  dt 
a  monarquía,  que  declara  que  ningún  español  puede  ser  procesado  ni  sen^ 
tenciado  sino  por  Tribunal  compelenle,  en  la  forma  que  prescriban  las  leyes: 
Mas  á  las  secciones  no  las  incumbe,  por  ahora,  sino  reseñar  el  hecho  y  It 
doctrina;  á  fin  de  que  por  el  Ministerio  de  Gracia  v  Justicia  se  dicten  las 
disposiciones  que  crea  mas  conformes  con  el  espíritu  del  Evangelio  jr  el 
del  siglo  en  que  vivimos ,  y  que  sé  hacen  cada  aia  mas  necesarias.  Esto 
mismo  se  es^uso  en  la  consulta  elevada  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jnsticit 
por  el  Consejo  Real  en  2  de  setiembre  de  1851^  con  motivo  de  un  hecho 
análogo  á  este,  ocurrido  en  la  diócesis  de  Jaca,  en  la  que  se  significó  lo 
siguiente: 

«El  Consejo,  al  mismo  tiempo,  deseando  prevenir  todos  los  casos  y  te^ 
niendo  presente  que  podrían  sobrevenir  circunstancias  graves,  en  las  cua* 
les  pudiera  verse  la  autoridad  eclesiaistica  precisada  á  hacer  uso  de  la  facul- 
tad concedida  por  los  cánones  en  toda  su  olenitud,  y  con  la  mira  de  evitar 
conñictos  desagradables  y  contrarios  ai  espíritu  de  armonía  que  debe  reinar 
entre  las  autoridades  de  las  dos  potestaaes  civil  y  eclesiástica,  así  eomó 
también  todo  daño  en  la  salubridad  pública,  que  pudiera  ser  comprome- 
tida por  cualquier  tardanza  en  la  inhumación,  fácil  por  otra  parte  de  pre- 
venir en  cualquier  caso,  ha  creido  que  debe  proponer  á  V.  E.  se  comuni- 
que orden  á  los  Gobernadores  de  las  provincias  para  que  procuren  por  to- 
dos los  medios  que  les  supera  su  celo,  no  se  niegue  la  sepultura  en  los  ce- 
menterios por  causas  leves,  evitando  los  conflictos  con  la  autoridad  eclesiás- 
tica en  cuanto  sea  posible;  pero  que  si  los  medios  de  conciliación  no  fuesen 
estantes  y  un  párroco  negase  la  sepultura  eclesiástica  á  un  cadáver,  se 
hayan  de  dirigir  los  Interesados  al  Prelado  de  la  diócesis,  á  fin  de  que, 
instruyendo  el  oportuno  espediente,  tome  la  resolución  que  estime  justa: 
que  entretanto  se  proceda  en  el  tórmino  acostumbrado  á  dar  sepultura  al 
cadáver  en  un  lu^r  que  reúna  las  condiciones  apetecibles  al  efecto,  sin 
perjuicio  de  que  si  instruido  el  espediente  mencionado  recayese  sentencia 
favorable ,  se  proceda  á  la  exhumación  y  traslación  á  sagrado,  con  las  ptB«^ 
<»uciones  oue  marcan  las  dísposicianeá  vigentes,  dejando  en  estos  casos  li- 
bre y  espedita  la  acción  de  la  autoridad  eclesiástica,  sin  perjuicio  de  qtüé 
«leven  sus  quejas  y  reclamaciones  al  Gobierno  de  S.  M.  cuando  creyesen 
que  aquellas  se  hubiesen  escedido  del  límite  de  sus  atribuciones.  Asimismo 
cree  el  Consejo  que,  atendida  la  frecuecia  con  que  ocurren  casos  de  esta 
naturaleza,  convendría  que  se  circulase  por  la  vía  reservada  esta  medida 
como  regla  general  y  con  inserción  del  presente  dictamen.» 

((Por  lo  tanto,  si  este  parecer  fué  adoptado  por  S.  M.  y  cii^tilado  jpor 
!a  vía  reservada,  queda  señalado  como  medida  ó  regla  genertil  para  evitar 
ó  aminorar  en  lo  posible  casos  que  la  sección  se  lisonjea  en  reconocer  que 
no  serán  frecuentes  en  una  nación  esencialmente  cristiana  como  la  nuestra. 

«Sin  embargo,  el  Consejó  Real  volvió  á  ocuparse,  en  virtud  de  Real  ór* 
den  fecha  4  de  mayo  de  1858,  comunicada  á  la  sección  de  Gracia  y  hisú^ 
cía  por  el  Ministerio  de  aquel  ramo,  de  otro  acontecimiento  de  la  riiisma  na- 
turaleza ocurrido  en  el  pueblo  de  Torija,  diócesis  de  Toledo,  y  propaso  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  que,  teniendo  presentes  los  anteceoeir^es  re- 
lativos á  aquel  suceso,  se  elevara  sü  parecer  con  copia  literal  de  hi  cbhsnita 
de  2  de  setiembre  de  1851. 

«Así,  pues,  las  secciones  creen  que  respecto  al  asunto  canónico,  deben 
reproducir  cuanto  se  espuso  en  2  de  setiembre  de  1851,  y  lo  que  se  man{-< 
fiesta  al  presente,  á  fia  de  evitar  que  los  prelados,  por  causas  leves  v  no 
prescritas  en  el  santo  Concilio  de  Trente,  fulminen  las  censuras  de  la  IglestH 
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f(n  un  6CC680  de  celo  poco  prudeole  y  dUcreto,  que  puede  ocasionar  inalefi 
mxJLj  mies  á  la  misma. 

«Mas  la  Real  orden  de  26  de  marzo  de  iS58  previene  adetuáB  aue  las 
aeccíones  informen  lo  que  se  las  ofrezca  y  prezca  acerca  de  la  medida  ge- 
jMsral  que  pudiera  adoptarse  para  dar  interinamente  sepultura  á  los  cadáve- 
res á  aue  la  autoridad  eclesiástica  niegue  la  sepultura  cristiana. 

aGomo  cuestión  de  policía  sanitaria,  higiene  y  salubridad  páblica,  es 
como  juzgan  deber  igualmoote  tratarlo:  asi  se  acord^j»  que  convenia  previa- 
mente tener  presente  ei  parecer  del  coQ36|io  de  sanidad,  tan  competente 
ea  esta  materia. 

fiBsle,  con  fecha  19  de  ectubre  de  f  858,  dice:  «Hecha  cargo  del  asunto 
la  sección  primera,  no  puede  menos  de  reconocer,  como  advirtió  sin  duda 
la  mencionada  sección  del  Consejo  de  Estado,  que  una  vez  inhumado  un 
cadáver  j  después  que  ha  trascurrido  tiempo  suGciente  para  que  entre  en 
yólreiaccion,  ofrece  su  exhumación  íoripales  neligros  para  la  salud  pública 
labre  todo  cuando  ese  cadáver  putrefacto  ha  de  coi\ducirse  á  un  camposanv- 
to  para  inhumarse  de  nuevo.» 

«Bailase  tan  bien  compit>bada  y  lan  generalmente  reconocida  la  calidad 
iMetérea  de  las  emanaciones  cadavéricas:  son  tantos  los  hechos  de  enfer- 
medades graves  y  hasta  de  epidémicas  que  han  tenido  por  origen  las  ezbu^ 
maciones  de  los  restos  cadavéricos,  que  considera  ocioso  emitir  aquí  doctri- 
nas ni  ejemplos  para  probarlo  una  vez  mas,  sobre  todo  cuando  el  convenci- 
miento es  tan  general,  míe  se  estiende  bi^ta  el  vulgo: 

«Fhora,  pues,  una  disposición  claramente  contraria  á  las  mejor  sentadas^ 
reglas  higiénicas  la  de  exhumar  un  cadáver  provisionalmente  sepultado, 
para  trasladarle  al  lugar  sagrado  y  haoermaa  nueva  inhumación. 

«Por  lo  tanto,  supuesta  la  necesidad  indispensable  de  sepultar,  luego 
que  pasan  veinticuatro  horas  desde  que  ocurrió  el  fallecimiento  de  los  ca- 
dávereft  4e  aquellas  persofas  (rae  m  avWridedea  eoleaiáeticae  sometan  á 
entredicho,  es  la  sección  dé  dlnámen  oue  aun  cuando  este  se  levante  por 
el  prelado  correspondiente,  no  se  haga  la  exhumación  hasta  aue  se  cumpla 
el  tiempo  y  se  llenen  las  condiciones  que  determina  la  Real  orden  de  19  de 
inaizo  de  1858.» 

«Lassecdonet  no  puedea  menos  á^  reoooeoer  los  senos  prineipíos  qm 
aconsejan  la  ciencia  y  que  el  consejo  de  sanidad  espone  en  su  razonado  infor- 
me: asi  pues,  tomando  en  consideración  tan  útil  como  provechosa  doctrina^ 
Bwla  tes  queda  que  afiadir  sino  la  necesidad,  la  oonveoieiieia  y  la  obligación 
eo  qae  se  halla  la  gobernación  del  E8lp4o  de  i^irar  y  procurar  ante  todo  por 
.  la  conservación  de  la  salud  pública. 

«Teniendo  presentes  tan  sólidos  principios,  no  puede  tomarse  en  cuenta 
lo  que  propone  el  reverendo  obispo  de  Oviedo,  relativo  á  exhumar  el  cadá- 
ver luego  que  pronuncie  el  fallo  lavorable  y\á  darle  sepultura  cristiana  en  el 
cementerio,  lo  que  podría  producir  los  males  que  se  indican  y  que  es  forzo- 
so evitar  por  medio  de  la  saludable  medida  que  prescribe  la  ley ,  y  á  cuyo 
r  estríela  eomplimlenCo  deberá  estarse. 

«Cscogítarase,  sin  embargo,  un  medio  que  coocilie  en  lo  posible  el  resp^- 
'  to  que  merece  la  honra  cristiana  de  un  finado  con  el  que  se  debe  á  la  ley 
'de  exhumación  de  cadáveres. 

«Las  secciones  son,  por  \o  tanto,  ée  parecer  que  se  prevenga  á  los  Go<- 
bemadores  de  las  provincias  que^  en  casos  análogos  á  este,  los  alcaldes  dis- 
pongan del  entierro  preventivamente  en  lu^r  decente,  contiguo  al  cemen- 
lerío  cercado»  aunque  no  sagrado,  cuando  sm  rieego  de  la  salud  pública  t» 
.pueda  esperarse  la  resolución  definitiva  del  prelado;  mas  llevada  ya  á  cabo 
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la  inbumacíoil,  d  el  diocesano  declara  el  derecho  de  sepultura  cristíaua  en 
favor  del  fallecido,  deberá»  sin  embargo,  estarse  á  lo  prescrito  para  la  exha* 
Tn  ación  en  Real  orden  de  27  de  mayo  de  1845,  á  fin  de  evitar  Í09  males  que 
pudieran  sobrevenir  á  la  salud  é  higiene  pública. 

«Pero  como  la  censura  impuesta  es  una  pena  eclesiástica  sumamente  grá- 
Te,  que  afecta  la  honra  cristiana  del  fallecido  y  su  familia,  y  le  priva  á  aquel 
del  beneGcio  de  las  preces  de  la  Iglesia,  seria  justo  y  conveniente  que  se  pu« 
l)lícara  en  la  parroquia  el  primer  dia  festivo  la  absofucion  del  Prelado,  y  este 
mandara  que  en  ella  se  hiciese  inmediatamente  el  funeral,  mucho  mas  si 
fuera  pobre  el  fallecido,  y  que  se  recitaran  las  preces  y  responsos  y  se  apli- 
<;aran  por  su  eterno  descanso  según  el  ritual.  Asi  se  conciliaria  el  respeto 
i]ue  merece  la  honra  de  los  finados  y  la  oblisacion  de  conservar  la  salud  pú« 
biica,  á  que  está  atenida  la  gobernación  del  Estado. 

«En  esta  forma  se  podría  contestar  al  Ministerio  de  Gracia  Y  Justicia,  si 
y.  E.  lo  juzga  oportuno,  á  fin  de  que  resolviera  sobre  este  particular  lo  que 
crea  mas  conveniente,  y  en  respuesta  á  su  comunicación  de  i  9  de  marzo 
de  1858.» 

Y  habiéndose  dignado  acordar  S.  M.,  de  conformidad  con  el  preinserto 
dictamen  consultado,  de  su  Real  orden  lo  traslado  á  V.  S.  como  regla  ge  - 
neraí  para  la  resolución  de  casos  análogos. 

Pwcojpia^ 

Lis  Kreetores  de  It  Reyí8U« 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL  Y  MERCANTIL. 


AELOS  JOKNS  SR  GONOLUGION  SOBRE  NRfiOGIOS  DE  COIERGIO. 

Para  la  competencia  en  los  juicios  de  concUiaeion  soln^e  negó- 
dos  de  comercio ,  iregird  el  art.  7.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
mercantil,  ó  habrá  de  estarse  á  lo  dispuesto  en  eliOidela  dvitf 

Contestaríon. 

Al  resolver  por  el  decreto  de  las  Cortes  aprobado  en  28  de  mayo 
de  1837,  círcnlado  en  Real  orden  del  dia  29,  que  los  alcaldes  cons- 
titucionales debían  ejercer  el  oGcio  de  conciliadores  en  los  asuntos 
mercantiles,  conforme  al  art.  282  de  la  Constítacion  de  1812,  hu* 
l>iera  sido  muy  conveniente  espresar  qué  artículos  de  la  ley  mer^ 
cantil  quedaban  derogados  en  virtud  de  esta  innovación  ,  y  así  se 
faubieraa  evitado  los  conflictos  &  que  se  ha  dado  logar  ea  algunos 
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casos ,  y  inas  ahora  con  la  publicación  del  Código  de  procedimientos 
civiles.  Pero  en  el  silencio  de  la  ley,  preciso  será  buscar  en  su  mis- 
mo contesto  cuál  ha  sido  el  pensamiento  y  objeto  que  se  ha  propues- 
to ,  y  aclarar  por  este  medio  las  dudas  que  con  frecuencia  se  pre- 
sentan hasta  conseguir  con  la  discusión ,  si  es  posible,  fijar  los  pa- 
receres que  hoy  andan  discordes. 

Si  estudiamos  bien  el  testo  del  citado  decreto,  nos  parece  poder 
descubrir  en  él  cuál  es  la  estension  ó  límite  fijado  en  esta  innova- 
tíon.  «Estando  vigente,  dice ,  el  art.  282  de  ía  Constitución  de  1813, 
»no  había  duda  en  que  los  alcaldes  constitucionales  debian  ejercer 
>el  oficio  de  conciliadores  en  los  negocios  mercantiles,  como  lo  eje^ 
iteiUaban  en  los  demás ,  en  virtud  del  espresado  articulo. »  Luego 
los  alcaldes  6  jueces  de  paz  deben  proceder  en  la  celebración  de  los 
joicíos  mercantiles  lo  mismp  que  en  los  de  los  negocios  comunes; 
por  manera  que ,  según  se  desprende  de  esta  disposición ,  lo  único 
que  se  ha  querido  es  uniformar  las  solemnidades  del  juicio  de  con-* 
dKacion ,  porque  hubiera  sido  muy  estrano  en  verdad  que  un  mismo 
Juez  siguiera  una  tramitación  distinta  para  la  celebración  de  actos 
iguales ,  teniendo  en  muchos  casos  que  resolver  por.  si ,  y  hasta  sin 
escitacion  de  las  partes,  si  el  negocio  era  mercantil  ó  común;  y  aun 
pudiera  luego  darse  lugar  á  nulidades,  si  resolviendo  mal  el  alcalde, 
se  habían  equivocado  los  trámites.  Esto  es  lo  que  parece  deducirse 
del  testo  de  la  ley,  en  cuya  doctrina  están  conformes  personas  que 
antes  se  han  ocupado  de  este  asunto,  y  á  quienes  con  gusto  recono- 
cemos como  autoridades  en  la  materia. 

Con  arreglo  á  lo  espuesto ,  creemos  poder  fijar  ya  el  principio  de 
que  los  jueces  de  paz  han  de  sujetarse  á  unas  mismas  solemnidades 
7  tramitación  para  las  citaciones  y  estension  del  acto  conciliatorio» 
sin  diferencia  alguna  de  negocios  comunes  ó  mercantiles;  y  en  su 
consecuencia  deberán  entenderse  derogados  todos  los  artículos  de 
la  ley  mercantil  que  traten  de  estos  particulares,  rigiendo  tan  solo 
los  de  la  civil. 

Ahora  bien;  el  art.  7.^  dé  la  mercantfl  ¿queda,  ó  no  vigente? 
En  nuestro  humilde  parecer,  creemos  que  rige  todavía,  y  asi  lo  he- 
mos visto  practicar  en  los  casos  de  que  tenemos  noticia,  aunque 
sentimos  no  opinen  como  nosotros  personas  muy  respetables  por 
muchos  conceptos.  Si  la  innovación  solo  se  ha  limitado  á  las  perso- 
nas que  hablan  de  reemplazar  á  los  jueces  avenidores  y  á  las  fór- 
mulas ó  solemnidades  del  juicio ,  el  art.  7.^  debe  en  su  esencia  que- 
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4ar  vigeate ,  puesto  que  no  contradjjce  ni  uno  dí  otro  estremo. 

Tal  vez  se  crea  que  incurrimos  en  contradiccioa  al  pretender  la 
observancia  del  art.  7/,  toda  vez  que  eo  él  se  habla  de  la  compe- 
tm^h  de  los  jueces  avenidores;  pero  no  es  así,  porque  derogado  el 
art.  1206  del  C6(li£0,  obtendremos  también  eista  deroga^cion  á  todo 
lo  que  haga  referencia  á  los  jueces  avenidores,  y  si  queremos  qn^ 
.subsista  dicho  artículo,  es,  eomo  aates  hemos  dicho ,  en  su  esencia 
t^  solo.  En  efecto ,  en  él  no  se  trata  de  designar  ante  quiénes  ha- 
yan de  celebrarse  los  juicios  de  avenencia ,  porque  este  p^ecepta 
igüedo  ya  fijado  en  los  arls.  120S  y  1296  del  Código,  sino  de  estable- 
sev  cuál  de  ellos  es  el  competente ;  y  como  esto  no  contradice  en  lo 
;mas  minuno  la  facultad  concedida  á  los  alcaldes  y  luego  i  los  jue- 
.qes  de  paz,  ni  afecta  í  las  solemnidades  ó  tramitación  de  los  jui- 
4^s  de  conciliación,  por  esonp  vemos  inconveniente  alguno  en  qne 
subsista  la  disposición  de  dicho  artículo »  solo  que  en  vez  de  leerse 
isomo  ahora  está  escrito.,  deberá  entenderse  del. modo  siguiente: 

«Las  comparffiencias  se  celebrarán  ante  los  jueces  de  paz  del 
Impartido  judicial  delTribuAal  d^  Comercio  ó  del  juzgado  de  primera 
»in^tanoia  á  que  corresponda  conocer.del  negocio  sobre  que  versen.» 

La  resolución  de  este  punto  la  consideramos  de  la  mayor  impor- 
tancia, porque  |iara  los  negocios  de  oomercio  no  puede  ser  ind^* 
jtente  la  observancia  del  art.  7.^  de  Ift  l^j  mercantil  ó  del  204  de  U 
wíiU  qvie  dispone  cosas  contrarias;  y  á  maa  de  las  razones  que  he- 
mos espvesto,  consideramos  mas  conforme  á  la  índole  de  los  nega- 
cios  mercantiles  la  disposición  del  primero,  porque  así  se  evitan  di^ 
laciones  y  perjiMcios  ^i^e  en  muchos  casos  podrán  ser  de  en- 
tidad. 

El  origen  ^  causa  de  ca^i  todos  los.pleitos  mercantiles  es  la  ma- 
peracomo  han  de  e|e(mtarse  los  cointcatos,  y  cuando  estos  hayan 
de  cumplirse  en  el  domipilio  del  demandado,  como  allí  ha  de  seguirse^ 
^mbien  el  juicio,  no  se  presenta  entonces  dificultad  ninguna;  oftas 
cuando  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  se  ha  señalado  un 
{)unto  distinto  del  domicilio  del  deudor,  como  allí  habrá  de  segnirse 
el  juicio,  el  juez  de  pzz  de  aquel  punto  será  el  competente  p^ra  la 
celebración  del  acto  de  conciliación,  y  ante  él  podrá  ser  cits^o  el 
demandado.  De  otra  manera,  el  comerciante  que  al  celebrar  el  con- 
trato creía  que  podría  exigir  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  el 
punto  donde  ambas  partes  hubieren  convenido,  tendría  que  ir  ár 
buscar  al  otro  contratante  i  puncos  quja^  i^uy  lejanos  para  venir 
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luego  á  demandarle  en  el  lugar  concertado;  lo  que  seria  muy  moles- 
to para  el  demandante,  con  bien  poca  ventaja  para  el  demandado 
porque  luego  ha  de  comparecer  á  contestar  la  demanda  en  el  punto 
donde  ofreció  cumplir  el  contrato. 

Si  admitimos  que  el  art.  7.""  está  vigente,  debemos  por  las  mis^ 
maá  razones  opinar  que  el  8.^  lo  está  ígualmeate,  como  que  solo  es 
una  consecuencia  de  aquel,  ó  mas  bien  una  conGrmacioncon  un  de- 
recho de  elección  en  el  demandante  y  que  puede  en  algunos  casos 
favorecer  también  los  intereses  del  demandado. 

Prevaleciendo  nuestra  opinión,  un  vacío  queda  siempre  eu  la  ley 
con  la  supresión  de  los  juzgados  de  avenencia;  porque  habiendo 
uno  solo  en  cada  partido,  conforme  al  art.  1206  del  Código,  el  7.^ 
de  la  ley  estaba  en  armonía  con  aquella  disposición;  mas  ahora, 
¿ante  qaé  Jaez  de  paz  deberá  celebrarse  la  avenencia?  Si  los  alcal- 
des de  las  cabezas  de  partido  hubieran  reemplazado  á  los  jueces 
avenidores,  ninguna  dificultad  se  ofrecia;  pero  en  la  innovación  se 
ha  dicho  solo  que  los  alcaldes;  luego,  conforme  con  los  buenos  prin-  * 
cipios  y  reglas  de  suslanciacion,  la  facultad  de  los  jueces  avenido- 
res debe  entenderse  repartida  entre  los  alcaldes  ó  jueces  de  paz  del 
partido,  puesto  que  todos  ellos  están  comprendidos  en  el  territorio 
del  Tribunal  ó  Juzgado  que  ha  de  conocer  del  negocio;  y  en  este 
caso  será  competente  el  del  domicilio  del  demandado;  mas  si  no  es- 
tuviere domiciliado  en  ninguno  de  los  pueblos  del  partido  entende- 
mos que  entonces,  como  no  hay  domicilio  que  sirva  de  regla,  deberá 
celebrarse  la  coriaparecencia  anle  el  Juez  de  paz  de  la  cabeza  del 
partido,  que  es  el  lugar  donde  verdaderamente  ha  de  seguirse  el 
juicio. 

Una  observación  acabará  de  demostrar  la  conveniencia  y  hasta 
necesidad  de  seguir  la  opinión  que  sostenemos.  La  ley  civil  en  el 
art.  204  ha  fijado  como  fuero  competente  el  del  lugar  del  domici- 
lio ó  residencia  del  demandado,  y  para  evitar  los  perjuicios  y  dila- 
ciones que  en  algunos  casos  se  seguirían  al  actor  con  la  aplicación 
de  esta  regla,  ha  tenido  buen  cuidado  de  dispensar,  por  el  artícufo 
SOI,  la  celebración  de  la  avenencia  cuando  el  demandado  no  tenga 
residencia  conocida,  ó  resida  fuera  del  territorio  de  la  Audiencia  á 
que  corresponda  el  Juzgado  en  que  deba  entablarse  la  demanda. 
Esta  escepcion  de  la  regla  general  no  puede  aplicarse  en  los  nego- 
cios mercantiles,  porque  en  el  art.  1205  del  Código  y  I."*  y  2."*  de 
stt  ley  de  procedimientos  se  prescribe"  la  conciliación  en  todos  los 
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casos  bajo  pesa  de  nulidad  y  una  multa  al  Juez  y  escribano  que  con- 
travinieren  á  esta  disposición. 

Los  negocios  mercantiles^  por  su  índole  especial,  deben  tener  trá- 
mites muy  breves  y  sencillos,  porque  las  dilaciones  entorpecen  meoH 
pre  ks  operaciones  del  comerciante;  y  así  vmnos  que  el  Código  para 
la  prescripción  de  las  acciones  fija  plazos  mucho  mas  cortos  que  los 
jsenalados  por  la  ley  común;  por  lo  tanto,  si  la  cuestión  prepuesta  se 
resolviera  en  favor  del  art.  204  de  la  ley  civil,  sobre  tener  el  co- 
merciante que  celebrar  la  avenencia  en  todos  los  casos,  aun  cuando  U 
acción  se  dirigiera  contra  menores,  sufrida  el  perjuicio  consiguiente 
i  la  dilación  de  tener  que  buscar  al  demandado  en  su  domicilia» 
faltándose  al  principio  de  brevedad  que  el  mismo  Código  establece^ 

Fraídseo  F«ner. 


ENJlllClAHIE^O  CIVIL. 


HL  TfiftlINO  PARA  U»  BKTRAOfM. 

iDesde  cuándo  empieza  i  contarse  el  término  parala  interpoH' 
cion  del  retracto  en  las  ventas  judiciales^ 

Parece  que  después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
no  se  debía  proponer  esta  cuestión,  pues  que  el  artículo  674  de  la 
misma,  número  1.^,  dice  que  se  interpon^  el  retracto,  dentro  de 
nueve  dias  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escrOura  de  venta 
sin  hacer  distinción  entre  las  ventas  ordinarias  y  bis^  que  se  hacen  en 
púUica  licitación.  Sin  embavgo,  los  precedentes  de  nuestro  derecho 
sobre  este  punto  y  la  circunstancia  de  ne  estar  conformes  siempce 
las  opiniones  de  los  letrados ,  me  hm  hecho  tomar  la  pluma  para 
emitir  mi  pobre  opinión  y  dar  lugar  á  que  otras  personas  mas  ilustim- 
das  la  diluciden  por  completo. 

El  antiguo  derecho  lo  estaba  tan  espMcito  como  hubiera  sido 
de  desear,  en  cuanto  al  término  para  inteiponer  el  retracto  en  las 
Tontas  ordinarias*  La  Ley  Recopilada  que  fijaba  el  de  nueve  dias, 
dio  origen  4  que  los  jurisconsultos  discurrieran  largamente  sobre  sí 
ese  término  debia  contarse  desde  la  celebración  de  la  venia»  desde 
la  perfección  del  contrato^  ó  desde  su  consumación.  Cno$  y  etres 
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sostenían  sus  diferentes  opiniones,  apoyados  en  disposiciones  legales 
qoe  citaban  con  mas  ó  menos  oportunidad.  Estas  cuestiones  pro- 
ducían un  número  indefinido  de  pleitos»  qne  los  autores  de  la  nue- 
ra Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  quisieron  cortar,  como  lo  hicieron 
fistableciendo  en  el  art.  674,  que  para  que  pueda  darse  curso  á  las 

demandas  de  retracto,  se  requiere  que  se  interpongan dentro 

de  nueve  dias  contados  desde  d  otorgamiento  de  la  escritura  de 
tersta.  Que  tal  fué  su  intención  se  demuestra,  con  leer  las  siguien- 
tes palabras,  de  una  obra  (1)  publicada  recientemente  por  uno  de 
dios. 

«Disputaban  nuestros  jurisconsultos,  silos  diasque  se  daban  para 
e\  retracto,  corrían  desde  la  perfección  del  contrato ,  ó  desde  el  de 
su  consumación  y  si  debían  contarse  de  diaá  día  ó  de  momento  amo- 

mentó y  todos  se  fundaban  en  textos  legales  que  interpretaban 

á  su  duanera.  La  Comisión  debía  destruir  esta  Incertidumbre:  así  lo 
hizo,  ordenando  que  el  término  se  contara  desde  el  otorgamiento  de 

la  escritura Lo  pretirió  por  su  certidumbre  y  por  estar  espuesto 

k  menos  fraudes,  y  á  menores  ocultaciones....  En  la  necesidad  de  re- 
solver las  dudas  antiguas,  creyó  la  comisión  que  ante  todo  debía  bus* 
car  la  certidumbre,  difícil  de  encontrar  de  otra  manera,  y  cerrar 
la  puerta  á  los  fraudes  que,  tomando  otro  punto  de  partida,  serian 
inevitables.»  Vemos  pues  por  el  precepto  del  artículo  y  la  espfica- 
cion  que  de  ¿1  hace  uno  de  los  jurisconsultos  de  la  comisión,  que  el 
deseo  de  esta,  no  fué  otro,  que  cortar  esa  porción  de  dudas  y  cues- 
tiones que  tan  difíciles  hacían  los  pleitos,  y  que  tanto  embarazaban 
á  los  tribunales.  Pero  esto,  como  saben  nuestros  lectores,  no  sucedía 
i&as  que  respecto  del  término  de  las  ventas  ordinarias,  porque  en 
cuanto  á  las  hechas  en  pdi)líca  subasta  ó  licitación,  la  ley  70  de 
Toro,  queriendo  evítaV  cuestiones,  dijo:  i  y  los  nueve  dias  que  di$- 
pone  la  Ley  del  Fuero  se  cuenten  en  este  caso  desde  el  dia  del  rema^ 
¿¿,»  tá  die  venditianisy*  huyendo  de  esta  manera  dequelos  junV 
consultos  se  molestasen  en  buscar  un  tiempo  desde  el  cual  el  termina 
dá^iera  empezar  á  contarse.  Ahora  bien;  vista  esta  notable  diferen- 
cia de  lo  que  sucedía  en  unas  y  otras  ventas,  ocurre  pr^untan: 
Cfáüíidó  ei  articulo  674  de  la  Ley  dice  que  para  que  pueda  darse 
hírso  á  las  demandas  de  retracto,  ae  requiere  que  se  interpongan...^ 

'  lililí  nh 

.  (I)  MotiwmdelmUyéé  Bv9lk»mamient^<nvUipoít.B.  IMh  CtoÜek 
4eUSemá,pág.a.  '^ 


Digitized  by 


*y<^oogle 


540  RETISTA  DE  LIGISLACIOIf. 

iüntro  de  nueve  dios  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura^ 
¿habla  de  las  ventas  ordinarias  y  de  las  judiciales,  ó  solo  de  laspri- 
'meras?  Mas  claro,  está  derogada  por  el  artículo  674  la  ley  70  de 
Toro,  en  cuanto  manda  que  el  término  para  interponer  el  retracto 
se  cuente  desde  el  dia  del  remate?  Hé  aquí  la  dificultad  que  nos  pro» 
ponemos  resolver. 

Con  ingenuidad  lo  decimos;  cualquiera  opinión  que  se  adopte, 
lejos  de  ser  absurda,  encontrará  respetables  razones  en  que  apo- 
yarse. Es  este  uno  de  los  puntos  en  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  tiene  mas  una  claridad  aparente,  que  positiva,  porque  dentro 
de  su  letra  y  de  su  espíritu  caben  sin  violencia  una  y  otra  opinión. 
Nosotros,  sin  embargo,  después  de  haber  meditado  mucho  la  difi- 
cultad, no  hemos  hallado  inconveniente  en  decidirnos  por  creer  y 
sostener,  que  el  art.  674  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  dero- 
gado la  ley  70  de  Toro,  en  cuanto  dispone  que  en  las  ventas  he- 
chas en  pública  almoneda,  el  término  para  la  interposición  del  re- 
tracto se  cuente  desde  el  dia  del  remate. 

El  art.  674  citado,  dice  así:  Para  que  pueda  darse  curso  á  las 
demandas  de  retracto,  se  requiere:  i.""  que  se  interpongan  en  juz- 
gado competente  dentro  de  nueve  dias  contados  desde  el  otorga- 

miento  de  la  escritura  de  venta Esta  disposición,  como  se  vé, 

es  general;  en  ella  ni  se  distingue  de  retractos  ni  de  ventas,  y  fiel- 
mente traducida  no  significa  mas  que  no  podrá  darse  curso  á  las 
demandas  de  retracto,  sino  cuando  se  interponen  en  juzgado  com- 
petente, dentro  de  los  nueve  dias  contados  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  venta,  y  llenándose  los  demás  requisitos  que  el  ar- 
tículo exige  y  que  no  son  de  este  lugar.  No  habiendo  la  ley  hecho 
distinciones  entre  las  ventas  ordinarias  y  públicas,  habiendo  fijado 
un  solo  término  para  todas,  el  de  nueve  dias,  y  en  fin,  habiendo  di- 
cho que  este  término  se  cuente  desde  el  otorgamiento  de  la  escritu- 
ra de  venta,  parece  á  primera  vista  indudable,  que  el  artículo  674 
lia  derogado  terminantemente  la  ley  70  de  Toro ,  que  mandaba  con- 
tar el  término  desde  el  dia  del  remate.  Los  autores  de  la  nueva  ley 
no  podían  ignorar  que  el  derecho  antiguo  era  .distinto  en  las  ven- 
tas privadas  y  en  las  públicas;  que  respecto  de  aquellas,  habia  cues- 
tiones sobre  desde  cuando  se  había  de  contar  el  término,  y  respecto 
^  estas,  la  ley  70  de  Toro  habia  fijado  con  claridad  para  evitar  du- 
4a6|  el  dia  del  remate.  De  donde  se  infiere,  que  si  la  ley  que  cono- 
eia  todos,  estos  precedentes,  que  ni  remotamente  puede  presumirse 
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que  los  ignorase,  no  hizo  distinciones,  no  creemos  á  nadie  autoriza- 
do para  hacerlas,  y  producir  mas  dificultades  que  las  que  se  quisie- 
ron evitar.  Preténdese  destruir  este  argumento  de  autoridad  con  un 
argumento  de  razón,  diciendo  que  si  en  la  letra  del  artículo  674  no 
hay  distinción  ninguna  en  favor  de  las  ventas  públicas,  esa  distinción 
se^ncuentra  por  necesidad  en  el  espíritu  del  mismo  artículo,  porque 
si  el  motivo  de  la  reforma  en  él  contenida,  no  fué  otro  que  cortar  las 
cuestiones  que  se  suscitaban  acerca  del  dia  desde  que  debia  contarse 
e\  término  para  la  interposición  del  retracto  en  las  ventas  simples  ú 
ordinarias,  no  sucedía  eso  mismo  en  cuanto  á  las  públicas,  pues  que 
Ja  ley  70  de  Toro  fijaba  claramente  el  dia^el  remate.  Pero  por  mas 
que  el  hecho  en  que  se  apoya  este  argumento  sea  cierto,  no  es  lógica 
ni  admisible  la  consecuencia  que  quiere  sacarse  de  él.  En  efecto, 
aunque  las  dificultades  no  existiesen  mas  que  respecto  del  término 
en  hs  ventas  simples,  esto  no  obsta  para  que  el  legislador  díc- 
tase una  regla  general  que  las  comprendiera  todas,  fijando  como  día 
para  contar  el  término,  el  del  otorgamiento  de  la  escritura.  Había 
por  otra  parte  razones  para  que  ese  dia  fuese  el  mismo  en  unas 
ventas  que  en  otras.  La  hecha  en  pública  licitación,  sitien  mas 
pública  y  notoria  que  la  venta  ordinaria,  y  menos  susceptible  de 
írandes  y  ocultaciones  que  esta,  ofrecía  por  su  naturaleza  tres  tiem- 
pos distintos  desde  los  que  podía  contarse  el  término  de  los  nueve 
diaspara  la  interposición  del  retracto:  el  de  la  venta,  el  de  la  apro- 
bación del  remate  y  el  del  otorgamiento  de  la  escritura.  El  prime- 
ro no  debia  aceptarse,  porque  respetando  lo  dispuesto  en  la  ley  70 
de  Toro,  la  venta  pública  no  puede  considerarse  tal  hasta  tanto 
qoe  sobre  ella  ha  venido  la  aprobación  judicial.  Esta  no  debía  de 
servir  tampoco  de  punto  de  partida,  porque  en  los  contratos  que 
tienen  por  objeto  la  traslación  del  dominio  de  bienes  raices,  se  ha 
hecho  necesario  por  las  leyes  hipotecarias  la  reducción  á  escritura 
pública,  para  que  se  verifique  el  requisito  indispensable  de  la  ins* 
cripdon  en  el  registro,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  la  toma  de  razón, 
y  no  estando  por  consiguiente  terminado  el  contrato  hasta  qne  se 
otorgue  la  escritura  pública,  no  era  prudente  mandar  queel  tér- 
mino para  la  interposición  del  retracto,  se  empezase  á  contar  desde 
el  dia  de  la  celebración  del  remate,  como  lo  dispone  la  ley  70  de 
Toro,  ó  desde  la  aprobación  judicial,  sino  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  venta.  Otorgada  esta,  ya  no  hay  el  peligro  de  qiie 
el  remate  no  se  apmebe,  ó  de  que.aprobado  qne  sea,  el  vendedor  d ' 
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obligaciones  ocasionando  un  litigio.  Así  se  evita  también  que  se 
interponga  el  retracto  contra  una  venta  de  bienes  i^e  está  pem* 
diente  de  la  aprobación  judicial  6  del  otorgamiento  de  la  eseriUm^ 
y  que  por  consiguiente  no  es  verdadera  venta  hasta  qoe  este  se  ve- 
rifica. ¡A  qué  conduciría  una  demanda  de  retracto  sobre  una  ve»l» 
á  la  que  se  hMtuera  negado  la  aprobación  judicial,  é  conoedida  esta, 
se  negase  una  de  las  partes  á  llevarla  á  cabo  y  reducirla  i  escrita-  > 
ra  pública?  Espérese»  pues,  i  que  hk  venta  sea  una  ver^dad*  á  qoe 
se  baya  otorga  la  escritura,  y  desde  que  exista  esta,  corran  los 
nueve  dias  para  la  interposición  del  retracto.  He  aquí  oomo  si  la 
nueva  ley  «o  tenia  en  las  ventas  púbUcas  que  evitar  las  cuestiones 
que  habían  ocurrido  en  ka  ordinarias  ^  simples,  tenia  sin  embargo, 
razones  de  gran  consideración  para  hacer  esteosivo  á  aquellas,  que 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  se  empezase  á  contar  el  tér- 
mino para  la  interposición  del  retracto. 

Pm)  no  basta  esto  se  dice;  no  basta  que  haya  una  raion  para 
suponer  <^e  la  ley  ha  estendido  la  reforma  á  las  ventas  públicas;  e& 
preciso  no  olvidar  qie  hablamos  de  retractos,  y  que  estos  eomo  ma- 
teria odiosa  deben  restringirse,  y  con  la  interpretación  que  se  dá  al 
artículo  674,  se  favorece  á  los  retrayeates  en  términos  de  dejarles 
tiempo  para  interponer  la  demanda,  basta  nueve  dias  después  de 
otorgada  la  escritura  de  venta,  cuando  mucho  antes  pudieron  y  jde- 
bieron  tener  conocimiento  de  esta  por  haberse  verífiíñdo  la  pública 
licitación.  Aunque  este  principio  es  cierto  y  le  admitimos  hasta  el 
punto  de  desear  que  se  alMliesen  ó  restringiesen  cuando  menos  no- 
tablemente los  retractos,  no  podemos  aceptar  la  consecuencia  que 
se  deduce»  en  el  caso  en  cuestión^  Los  retractos  epme  odio^oa  deben 
restringirse,  ¿pero  qué  se  adelantarfai  con  hacerlo  en  el  acto  de  que 
tratamos,  si  quedaba  en  su  lugar  la  incertidumbre,  y  la  facilidad  de 
aumentarse  el  número  de  pleitos?  La  incertidumbre  es  lo  qoe  ha 
querido  evitar  la  ley  en  esta  materia,  como  se  dice  por  el  Sr.  fio- 
mez  de  la  Sema  en  el  pasaje  de  su  obra  citada.  T  por  evitar  este 
nial,  la  incertidumbre,  ha  arrostrado  el  menor  peli^  dt  ampUar 
algo  en  vez  de  restringir  el  derecho  de  retracto.  Fior  otra  parte,  es 
necesario  no  olvidar,  que  esta  materia  tiene  una  intima  relación  con 
el  derecho  civil,  y  que  mientfas  este  no  se  arregle  y  no  se  fijen  las 
bases  sobre  las  que  se  desarrolla  el  procedimiento  no  pnede  ser 
completOMda  de  lo  qie  sehaga;  por  eso  la  Ley  de  Eojuidamienlo,. 
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I  tñ  BMflIro  ooficepto  en  este  punto,  eonio  en  otrM  q«ie 
se  letaeii  at  devedio  civS,  qaíso  evHar  el  mal  mayor  por  el  mo- 
neoto,  hasU  que  hecha  la  refema  ea  todas  sas  parles,  se  paedan 
entar  todos.  P^  ealre  tanto,  era  mas  digaa  de  aleocioa  ht  iaoer- 
tidoBibie,  que  el  priaoipio  qae  se  iavoca  en  contra  de  la  interpre- 
taciaa  qoe  damos  i  la  ley. 

Tampoco  es  pradeate  sapoaer,  qae  na  código  proeesal,  cayo 
priflwr  objeto  es  sacar  la  legislación  del  caos  en  qae  se  encontraba, 
se  ]^p«úeim  dejar  irigeates  uaas  leyes  sí,  y  otras  nó,  aumentando 
de  esta  aiaaera  el  desórdea  y  haciendo  qae  sea  una  verdad  lo  que 
desgnuMdamrate  sacede  en  la  historia  de  naestro  deijecho;  qae  ape- 
sar  de  hiüier  sido  maehas  las  veces  que  el  legislador  ha  presentado 
aaa  naeva  obra  al  país,  otras  tantas  ha  tenido  á  bien  dejar  subsis- 
teatea  á  la  vez  las  oiNras  de  sus  antecesores,  y  de  este  modo  jamás 
se  podrá  enleader  el  derecho  de  un  pueblo. 

ftro  se  dice  por  los  partidarios  de  la  opinión  contraria,  qae  el 
articala  674,  ao  ha  podido  derogar  k)  dispoesto  en  la  ley  70  de  To- 
do, por  ser  esle  aa  panto  de  mero  derecho  civil.  Este  argumento, 
sin  embargo,  tiene  dos  vicios  que  le  destrayen;  porque  sino  pudo 
derogar  el  4ereoho  antiguo  ea  caaato  á  las  ventas  públicas,  tampo- 
co paéo  derogarie  en  caaato  á  las  veatas  ordinarias  ó  privadas,  y 
es  eoasigaíeate,  que  de  admitir  la  derogación  en  este  estremo,  hay 
qae  admitirla  tambiea  en  el  otro,  si  no  se  qaiere  que  el  priacipi)  de 
derecho  que  se  invoca  quede  anulado  por  una  coatradicoion.  Por 
otra  parte,  si  hubiéramos  de  admitir  este  argumento,  sería  preciso 
aapriaúr  aa  eoasiderable  námero  de  artículos  de  la  Ley  de  Enjui- 
oiaBiimito  que  regalan  punios  de  derecho  civil,  y  hay  que  conside- 
rar qae  el  legislador  ao  puede  prescindir  de  incurrir  en  estos  defec- 
tos,  cuando  las  drcaastaacias  de  ua  país  ü  otro  cualquier  motivo, 
hacea  que  las  reformas  legislativas  empiecen  por  donde  debieran 
ooaelair.  Por  esto  caaado  hemos  hecho  una  Ley  de  Enjuiciamiento, 
sin  teoí^  aates  aa  código  civil,  hemos  tenido  que  incurrir  en  estos 
defectos.  Pero  esto  podrá  ser  del  dominio  del  legislador,  mas  nunca 
del  de  el  jurisconsulto  y  del  de  los  tribunales,  cuya  misión  no  es  de- 
liberar sobre  lo  que  se  delaó  hacer,  sino  entender  lo  que  se  hizo  y 
cumplirlo. 

Es  tamlnen  muy  eslraño,  que  habiéndose  establecido  en  el  títu- 
lo Xin  de  la  Ley  de  Enjuictamieato  civil,  y  especialmente  en  el 
artíeitlo  674,  todos  los  requisitos  necesarios  para  ser  admitida  y  sus- 
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ttmciada  una  demanda  de  retracto,  no  se  acordase  el  legislador;  de 
que  la  ley  70  de  Toro  había  establecido  una  cosa  distinta,  que  po- 
día dar  hoy  lugar  á  nuevas  dificultades.  T  no  se  diga  que  si  se  hu- 
biera querido  derogar  la  ley  70  citada,  se  hubiera  espresado  así, 
porque  sobre  no  ser  esta  la  conducta  seguida  por  los  legisladores,  al 
redactar  los  demás  artículos,  que  contienen  reformas  del  antiguo 
derecho,  debiera  haberse  hecho  lo  mismo,  respecto  de  la  Ley  Reco- 
pilada que  hablaba  del  término  del  retracto  en  las  ventas  ordina- 
rias; y  sin  embargo,  vemos  que  no  se  ha  hecho  así.  El  artículo  674 
que  establece  una  regla  general,  ha  usado  también  términos  gene- 
rales, y  si  hubiera  querido  hacer  distinciones,  lo  hubiera  hecho. 

No  tenemos  noticia,  de  que  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha- 
ya dictado  fallo  alguno  sobre  el  mismo  caso  de  que  se  trata,  y  sen- 
timos por  tanto  no  poder  confirmar  nuestra  opinión,  con  la  respeta- 
bilísima de  ese  Tribunal.  Pero  entretanto  que  esto  suceda,  ó  el  ar- 
tículo 674  sea  objeto  de  una  declaración  legislativa,  y  sin  desco- 
nocer que  la  cuestión  ofrece  graves  dificultades,  creemos  que  ese 
artículo  ha  derogado  la  ley  70  de  Toro  en  la  parte  que  se  refiere  al 
caso  que  nos  ocupa,  y  que  el  término  de  nueve  dias  para  interpo- 
ner toda  clase  de  demandas  de  retracto,  debe  contarse  desde  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  venta;  haya  sido  esta  pública,  ó  simple, 
lí  ordinaria.  Desearíamos,  sin  embargo,  oir  en  esta  cuestión,  la  ilus- 
trada opinión  de  los  directores  de  la  Revista.-— Cayetano  Pobla- 
ción Y  Fernandez. 

CoíUestaeian. 

No  desconocemos  la  importancia  de  la  cuestión  que  precede,  ni 
tratamos  de  negar  la  fuerza  que  tienen  los  argumentos  que  se  ale- 
gan por  una  y  otra  parte.  Pero  no  por  esto  debemos  dejar  de  emitir 
nuestra  opinión,  sino  con  acierto,  al  menos  con  profundo  convenci- 
miento. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  debia  limitarse  en  rigor  á  los  pro- 
cedimientos judiciales  para  obtener  los  derechos  que  tienen  su  de- 
claración en  el  Código  civil.  Si  este,  ó  para  valemos  de  la  significa- 
tiva espresion  de  Rentham,.si  la  ley  sustantiva  hubiera  precedido  á 
la  adjetiva,  ó  lo  que  es  lo  mismo  á  la  de  tramitación  de  los  negocios 
judiciales  y  de  medios  para  hacer  eficaces  los  derechos,  induda- 
blemente que  muchas  de  las  disposiciones  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  establece,  no  se  hallarian  en  sus  artículos,  sino  que 
huUeran  tenido  mejor  colocación  en  el  Código  civil.  Pero  retar* 
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dada  la  redaccioo  definitiva  de  este,  aplazada  sin  determinación 
de  tiempo,  conocidas  generalmente  las  causas  de  esta  parali- 
zación 7  lo  qne  es  mas  la  dificultad  de  removerlas,  se  vio  la  Co- 
flusion  que  formuló  el  proyecto  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  en 
uaa  situación  anómala,  porque  encontraba  al  articularlo  muchas  di- 
ficultades, por  no  estar  siempre  bien  determinadas  nuestras  leyes, 
y  por  ser  objeto  de  eternas  cuestiones  entre  los  jurisconsultos,  y  de 
diferente  aplicación  en  la  práctica  muchos  puntos  que  debian  haber 
sido  resuellos  antes.  Para  salir  de  esta  embarazosa  posición,  le  pa- 
reció qne  el  mejor  servicio  que  podia  hacer  al  país,  era  resolverlas, 
aunque  íncidentalmente,  en  el  sentido  que  después  de  maduro  exa- 
men pareciera  mejor,  no  dudando  que  mereciera  lo  que  ahora  se  con- 
údera  por  algunos  como  una  invasión ,  el  asentimiento  de  los  pode- 
res públicos  y  la  aceptación  general.  T  asi  fué:  las  Cortes  Constitu- 
yentes estaban  reunidas,  como  lo  estuvieron  sin  intermisión  por  es- 
pacio de  mas  de  ocho  meses  después  de  publicada  la  ley,  y  seis  me- 
ses después  de  hallarse  en  observancia,  y  sin  embargo,  á  pesar  de 
que  en  ellas  se  trataron  cuestiones  que  tenian  relación  bastante  in- 
mediata con  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  una  sola  voz  se  alzó 
atribuyendo  á  la  Comisión  esceso  en  este  punto.  Tan  general  era  la 
idea  de  que  habia  entendido  bien  la  ley  de  autorización  otorgada  al 
GobiernOy  y  de  que  el  trabajo  no  se  concebia  si  no  habia  de  dar  uni- 
formidad y  fijeza  á  las  leyes,  en  todo  lo  que  inmediatamente  estu- 
viera enlazado  con  el  procedimiento. 

Esto  supuesto,  uno  de  los  puntos  que  al  tratar  del  juicio  de  re- 
tracto debia  comprender  la  Comisión  era  la  fijación  del  día  desde  el 
cual  empezaba  á  correr  el  término  para  retraer.  T  esto  si  bien  puede 
decirse  que  corresponde  al  Código  civil  ó  á  la  ley  sustantiva  en 
cuanto  declara  un  derecho,  no  es  tan  estraño  que  el  Código  de  pro- 
cedimientos fije  el  término  preciso,  fatal,  improrogable,  dentro  del 
que  debe  entablarse  la  demanda  de  retracto  saliendo  al  encuentro  de 
opiniones  diametrahnente  encontradas  y  de  prácticas  locales  é  incier- 
tas, que  al  grave  inconveniente  de  la  desigualdad  de  derecho  que 
llevan  consigo,  ceden  en  desprestigio  de  la  administración  de  justi- 
cia, cuyo  crédito  no  queda  muy  bien  parado  cuando  en  un  punto  se 
rechaaa  por  tardíamente  entablada  la  demanda  que  en  otro  se  ad- 
mite sin  dificultad  como  presentada  dentro  del  término  legítimo. 

Fíjese  la  atención  en  lo  que  sucedía  antes  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  respecto  á  este  punto,   tanto  respecto  alas  ventas 
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cwveacioiíales,  como  i  1m  que  se  kaoen  m  púUüeft  UeitiCM. 

Respecto  á  las  primeras,  las  opinÍMies  estabaa  muy  üsiiiá^» 
en  lo  tocante  al  dia  desde  que  habían  de  empeiar  á  oorter  los  nseve 
concedidos  paca  relra»r.  La  generalidad  de  los  jnrtsoomnMes,  y 
entre  ellos  el  oélebre  GovarcuUas ,  Gnlierrez ,  Aoevdb  y  Maikmio, 
sostenian  qne  debian  contarse  d^sde  U  «onveacíaQ,  fnndáAdose  en 
la  interpretación  literal  de  las  leyes ;  pero  centra  ellos  se  leyattlaba 
la  respetable  autoridad  de  Amonio  Gómez,  que  pretendiepdo  qne  el 
espíritu  de  las  leyes  se  sobreposiera  á  las  palabras  con  que  habían 
sido  redactadas,  sostenía  que  debian  los  nueve  dias  contarse  desde 
la  tradición ,  y  defendía  su  opinión  con  vigor  y  energía  contra  ht 
práctica  y  contra  la  mayor  parte  de  los  doctores  <le  la  ünifotaidnd 
de  Salamanca. 

Respecto  á  las  ventas  hechas  en  piU>lica  licitación,  es  derio  que 
la  ley  70  de  Toro  ordenó  que  los  nueve  días  se  contaran  desde  el 
del  remate,  pero  no  por  eso  dejaba  de  ser  objeto  de  eontrover^ 
entre  los  jurisconsultos*  Pretenden  algunos,  como  Castillo  y  Ma- 
tienzo ,  que  los  nueve  días  otor^os  para  retraer  debian  contarse 
después  de  pasados  los  nueve  que  por  práctica  se  concedían  al  deu- 
dor para  retraer  por  el  tanto  los  hieaes  inmuebles  vendidos  en  al- 
moneda pública ;  práctica  que  atestignan  Covarrubias,  Diego  Pérez 
y  Gutiérrez,  y  en  los  tiempos  modernos  Febrero  con  sus  adiciona- 
dores  y  continuadores ,  y  Llamas  y  Molina ,  en  cuyo  caso  el  lérmi^ 
no  para  retraer  no  seria  de  nueve  sino  de  diez  y  ocho  dias  contador; 
desde  el  remate;  y  no  dejaban  de  alegar  Malíenzo  y  Castillo  razo* 
nes  en  apoyo  de  su  opinión ,  que  si  bien  no  decisivas,  á  nuestro 
juicio,  tenían  sin  embargo  fundamentos  no  despreciables,  pues  que 
decían  que  hasta  pasados  los  nueve  dias  que  tenía  el  deudor  para  el 
tanteo  no  podía  reputarse  la  cosa  como  vendida,  puesto  que  pendía 
del  cumplimiento  de  una  condición  resohitoría  y  en  que  se  segniria 
perjuicio  al  deudor  que  dentro  de  los  nueve  dias  quisiera  retraer  si 
concurriera  un  pariente  á  litigar  sobre  el  retracto. 

Pero  además  suscitaban  los  jurisconsultos  otras  euestíenes  que 
comprendían  tanto  á  las  ventas  privadas  como  las  hechas  en  publica 
licitación ,  á  saber  sí  los  nueve  días  debían  contarse  de  día  á  din ,  d 
de  momento  á  momento,  fundándose  unos  en  las  leyes  que  habUbnn 
del  tiempo  y  otros  del  <Ua  desde  que  se  concedía  e\  retracto.  Esta 
cuestión  la  examinan  Gutiérrez,  Antonio  Gómez,  Diego  Pérez,  Gre- 
gorio López,  y  Palacios  Ruhíosf,  que  fué  uno  de  los  que  asistieron  á 


Digitized  by 


Google 


BEL  riuMWO  PAftA  LOS  1UITM<^8«  347 

las  Cásteft de  TiOro,  y  Llaaias,  de  los  cuales  alguao  diacordó  de  lo» 
otros,  de  modo  qae  no  Ileg6  ¿  rormarse  uoa  opinión  ^le  pasara  en 
la  fti^ücsL  como  inoontroverlible.  En  prueba  4e  las  dadas  ¿  que 
dsfy^  logar  aun  en  ¡o$  tiempos  modernos  esta  cuestión,  tenemos  el 
ejemplo  del  candoroso  y  recto  jurisconsulto  cuya  o))ra  de  derechi^ 
español  es  la  primera  que  entra  en  nuestras  manos  cuando  em- 
pegamos á  estudiar  el  derecho  patrio:  este  jurisconsulto  es  D.  Juan 
Sala,  que  declaró  que  amibas  opiniones  eran  igualmente  prolmbles^ 
y  qi^e  habiéndose  inclinado  en  el  apéndice  de  reiracUbm  de  sus 
butítmione$  romano-hispanas  á  la  opinión  de  que  debia  el  término 
contarse  de  momento  á  momento,  con  lealtad  y  buena  lé  adoptó  la 
segunda  en  su  Ilustradan  del  derecho  real  de  España. 

Pero  aun  Cuera  de  las  cuestiones  debatidas  por  los  jurisconsultos^ 
naturalmente  se  snscitaJban  otras,  que  no  podian  ocultarse  á  la  Co- 
misión. Desde  luego  se  debe  tomar  en  cuenta  que  hay  tres  clases  de 
ventas  en  pública  subasta:  unas  que  se  hacen  espontáneamente  por 
los  interesados  que  quieren  hacerlas  ó  bien  por  si,  ó  bien  para  darles 
mas  solemnidad  é  importancia  al  mismo  tiempo  que  mayores  garan- 
tías acuden  al  juez;  otras  que  son  actos  de  jurisdicción  voluntaria 
aunque  necesarios  por  la  ley  para  la  enajenación ,  como  sucede  con 
ios  bienes  inmuebles  de  los  menores  é  incapacitados,  y  otras  que  son 
el  lesultado  de  un  procedimiento  de  apremio,  bien  provenga  de  un 
juido  ejecutivo,  bien  de  una  condenación  criminal.  Respecto  ¿  las 
enajenaciones  de  las  dos  primeras  clases  no  habia  dificultad:  pero  sí 
respecto  á  las  de  la  tercera  clase.  En  estas,  según  la  jurisprudencia 
anterior  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  remate  debia  ser  acep- 
tada por  el  postor :  después  se  conferia  de  él  traslado  al  deudor  y 
acreedores;  si  nada  decian  dentro  de  tercero  dia,  acusada  la  rebeldía 
por  el  postor  á  petición  de  éste  se  aprobaba  el  remate,  se  mandcd>a 
entregar  los  títulos  de  las  fincas  vendidas  y  liquidadas  sus  cargas, 
liquidación  que  debia  ser.  aprobada  por  el  juez  después  de  oir  nue- 
vamente al  deudor,  acreedores  y  postor,  depositaba  este  el  precio  del 
remate,  pedia  posesión,  se  le  mandaba  dar  y  entonces  era  cuando  el 
jnez  procedia  al  otorgamiento  de  la  escritura.  Esto  supuesto  pre- 
guntamos ahora  ¿debian  contarse  los  nueve  dias  desde  el  remate  an- 
tes de  aceptarse  por  el  comprador,  antes  de  oir  sobre  él  á  los  que 
debian  ser  oidos,  antes  de  que  el  juez  lo  aprobara,  antes  de  que  se 
examinaran  los  títulos,  antes  de  que  se  liquidaban  las  cargas,  antes 
de  que  pudiera  el  postor  pedir  la  posesión,  an^s  de  que  el  juez  es 
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taviera  autorizado  para  otorgar  la  escritura?  De  seguro  que  encou- 
trarán  de  difícü  resolución  estas  preguntas  aun  los  que  creen  que 
por  la  ley  de  Toro  debe  entenderse  literalmente  el  término  desde 
el  día  del  remate,  porque  antes  de  la  aceptación  se  consideraba  no 
perfeccionado  el  remate  por  mas  que  esto  fuera  una  mala  práctica,  y 
sino  sería  ocioso  este  trámite;  porque  antes  de  la  aprobación  judi- 
cial, el  remate  no  era  subsistente  roas  que  por  una  de  las  partes; 
porque  antes  de  la  exhibición  de  titules  no  estaba  acreditada  la  per- 
tenencia de  los  bienesrporque  antes  de  la  liquidación  no  habia  pre- 
cio verdadero  que  pudiera  ser  consignado,  ni  comprador  á  quien 
entregárselo,  pues  que  todavía  no  lo  habria  satisfecho  y  mal  podía 
recibir  el  precio  que  él  no  habia  entregado ;  porque  no  habia  cosa 
que  entregar  al  retrayente,  pues  que  pendientes  las  diligencias  judi- 
ciales no  se  sabia  aun  si  quedaría  ó  no  firme  la  venta,  cuando  la 
esperiencía  ensena,  qiie  por  lo  defectuoso  de  la  titulación  de  las  fin- 
cas, quedaban  muchas  veces  sin  ser  efectivas  las  ventas  hechas  en 
remate.  Basten  estos  argumentos  para  manifestar  las  dificultades 
que  en  las  condiciones  de  nuestra  legislación  anterior  encontraba  la 
prescripción  de  la  ley  de  Toro  en  su  ejecución  práctica. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  reformado  mucho  estos  trámi- 
tes :  como  innecesaria  ha  omitido  la  aceptación  del  comprador;  ha 
mandado  que  en  el  acto  el  juez  apruebe  el  remate  y  que  disponga  la 
entrega  de  los  títulos  de  pertenencia  al  comprador  para  su  reconoci- 
miento y  le  señale  el  término  que  requiera  su  estension,  y  solo  des- 
pués de  esto  y  cuando  están  suplidos  los  defectos  de  la  titalacion,  es 
cuando  se  admite  la  consignación  del  pago  y  el  deudor  ó  el  Juez 
otorgan  la  escritura.  Esta  sola  indicación  basta  para  que  se  conoz- 
can los  inconvenientes,  sino  en  tanta  escala,  como  en  el  antiguo 
sistema,  de  importancia  al  menos  para  considerar  que  no  podía  re- 
traerse la  cosa,  cuando  aun  podía  admitirse  el  precio  al  que  como 
comprador  habia  adquirido  la  cosa  en  el  remate. 

Y  por  otra  parte  ¿seria  prudente  establecer  reglas  diferentes  para 
cada  clase  de  ventas?  No  nos  parece  así:  una  regla  general  nueva 
y  uniforme  á  la  vez  que  concluía  con  todas  las  antiguas  cuestiones 
nivelaba  la  jurisprudencia  y  hacía  practicable  lo  que  como  antes  es- 
taba escrito  se  hacia  frecuentemente  imposible,  salvaba  todas  las 
dificultades.  Esto  es  lo  que  creemos  que  dominaría  en  la  Comisión, 
sin  que  para  decirlo,  tengamos  otros  títulos  que  los  que  nos  sugieren 
las  razones  que  dejamos  espuestás. 
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Ni  dejó  de  manifestarse  ea  el  mismo  artículo  674  de  la  ley  el  es^ 
pirita  reformador  de  la  Comísioa  que  introdujo  en  él  otras  ianova- 
dones  no  menos  graves  que  la  que  ha  dado  lugar  á  esta  cuestión  de 
las  que  por  iguales  motivos  podriá  decirse  que  correspondían  al  Có- 
digo clvfl.  Los  requisitos  4.®,  8.^  y  6.^  bastan  á  demostrarlo.  Hasta 
la  ley  ni  tenia  el  que  retraía  la  finca  gentilicia  la  obligación  de  com- 
prometerse á  conservarla  por  el  espacio  de  dos  anos,  ni  por  cuatro  el 
retrayente  condueño,  ni  por  seis  el  retrayente  que  obteniendo  ya  el 
dominio  directo  ó  el  útil  quería  consolidarlos.  El  artículo  674  es  sia 
duda  uno  de  los  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  mas  modifican  el 
ant^o  derecho  civil:  no  debe  pues  cstranarse  que  entre  sus  modi- 
ficaciones se  comprenda  también  la  déla  igualación  de  todas  las  ven- 
tas para  el  efecto  del  retracto,  señalando  como  término  desde  que 
debe  comenzar  el  concedido  para  retraer  el  otorgamiento  de  la  es- 
critura. Por  estas  consideraciones  nos  inclinamos  á  la  opinión  del 
suscritor  que  dá  su  dictamen  en  el  artículo  que  antecede.    . 

Los  Directores  de  la  Revista* 
DE  LOS  OHIPRONISOS  DE  SUPLE  PALABRl. 

CIJESTIOMES. 

i.*  — ¿Es  válido  un  compromiso  celebrado  de  simple  palabra 
atUes  de  i.''  de  enero  de  1856,  dia  en  que  empezad  regir  la  nueva 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil! 

2/ — En  caso  negativo,  iquedaron  ó  no  obligadas  las  partes  com- 
promit&Ues  áponei*  sus  pleitos  en  manos  de  avenidores,  al  tenor  de 
lo  acordado  en  la  estipulación  arbitral,  y  en  conformidad  á  la^ 
ley  i/,  íft.  1.*",  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilacionl 

DlGTÁMBir. 

La  primera  de  las  antecedentes  consultas  se  halla  ya  contestada 
negativamente  en  el  tomo  10,  pág.  82  de  la  Rbvista,  con  la  luci- 
dez y  copia  de  razones  propias  de  jurisconsultos  tan  distinguí» 
dos,  pero  de  una  manera  equivocada,  en  mi  humilde  concepto,  con 
respecto  á  este  Principado  de  Cataluña,  donde  no  se  hallan  en  ob- 
servancia de  la  legislación  común  de  Castilla  otras  disposiciones^ 
que  las  posteriores  al  Real  decreto  de  Nueva  Planta  del  Señor  Rey 
D.  Felipe  V,  de  15  de  enero  de  1716,  por  el  cual  fueron  de  nuevo 
restablecidas  las  Constituciones  que  antes  habia  en  Cataluña,  y  «se 
las  concedió  la  misma  fuerza  y  vigor  que  lo  individual  mandado  en 


Digitized  by 


Google 


f  > 


3S0  REVISTA     DE  LEGISLACIÓN. 

éU  (cap-  56  de  dicho  decreto,  ley  1.',  til.  9.",  lib.  5.*  de  la  Novísi. 
na  Recopilación,  cap.  tí). 

Sentados  estos  preliminares,  examinemos  ahora  si  nuestras 
Constiuciones  resuelven  la  1.*  cuestión  propuesta.  Ya  confiesan  VT. 
al  final  de  la  pág.  83  del  citado  tomo  10  de  la  Revista,  que  ni  las 
Constituciones  1/  y  2.',  ni  mucho  menos  las  restantes  del  tít.  13, 
libro  2.*,  determinan  la  forma  como  debe  constituirse  el  acto  del 
compromiso,  infiriendo  de  esto  que  en  su  silencio  debe  recurrirse  ¿ 
la  legislación  común  de  Castilla,  ó  sea  á  la  ley  23,  tít.  4  de  la  Par- 
tida 3.*,  terminante  en  este  punto ,  y  aquí  está  la  equivocación  á 
mi  modo  de  ver. 

Después  de  publicado  el  referido  decreto  de  Nueva  Planta,  no  es 
•el  derecho  de  las  Siete  Partidas  el  supletorio  del  nuestro  municipal, 
sino  el  canónico  y  romano  como  esplícitamente  se  ordena  en  la 
Constitución  única,  tít.  30,  lib.  1.^  de  los  Csages  y  otros  derechos 
<le  Cataluña,  que  dice  así:  cA.xi  be.manam  y  ordenam  ab  loació  y 
aprobaeió  4e  lapreseat  Cort  que  tos  Dbctors  del  real  consell  bajan 
de  decidir  y  votar  las  causes  qües  portaren  en  la  real  Audiencia,  con- 
forme y  segotts  la  éisposioié  deU  Usatges,  Gonstitucíons  y  Capítols 
<le  Cort  y  altres  drers  del  present  Principal,  y  Contáis  de  Roselló  y 
Cerdanya,  y  en  los  casos  que  dits  Csatges,  Constitucions  y  altres 
drets  faltarán ,  bajan  de  decidir  las  dites  causes  segons  la  disposi* 
ció  del  dret  Canonic ;  ya  quest  faltan  del  Civil  y  doctrines  deis  Doc- 
tors;  y  que  no  las  pugnen  decidir  ni  declarar  per  equitat,  sino  que 
^ie  regulada,  y  conforme  á  las  regles  del  dret  comú,  y  que  aportan 
los  Doctors  sobre  materia  de  equitat.» 

Por  consiguiente  la  validez  ó  nulidad  de  un  compromiso  verbal 
otorgado  en  Cataluña  antes  de  regir  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
lia  de  declararse  precisamente  con  sujeción  á  las  disposiciones  del 
derecho  canónico  y  romano,  toda  vez  que  ef  nuestro  municipal 
guarda  completo  silencio  en  esta  parte,  como  acertadamente  VV.  re- 
conocen en  la  mencionada  página  83.  Muchos  son  los  testos  dl3  am- 
ínis  legislaciones  que  sancionan  la  validez  del  compromiso  verbal, 
aunque  no  haya  mediado  estipulación  solemne,  como  efectivamente 
medió  en  el  que  ahora  se  ventila  en  los  tribunales  de  justicia,  sino 
un  mero  nudo  pacto;  pero  me  limitaré  á  citar  los  que  ni  siqniera 
^tdmiten  interpretación. 

En  los  capítulos  6  y  9  de  las  ístravagaotea  se  lee:  Bit  odio  m 
jfaOum  ai  sent^Ut  executionem,  tí  exeptio  Btatim  datur,  etiamd 
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nudo  pacto  compromssum  sit.  Ett  la  ley  11/,  párrafo  3:^  del  Di- 
gesto, de  Becep.  (pA  arbirt.  el  jurísconsalto  Ulpiano  dice  lo  si- 
gmenlé :  fnterdum  {uti  Pomponius  scribU)  recle  nudo  pacto  fiet 
eompremfáium.  El  emperador  Justiniano  al  principio  de  la  ley  5/ 
del  Código,  de  Receptis  arbitrü,  se  espresa  en  estos  términos:  San- 
cinms  in  eos  arbitros,  qaos  prcediximus,  et  quos  tális  consensus  ele- 
gerit  $nb  eo  pat^,  vel  in  seriplis  v¿l  non  in  scriptis  habito,  ut  eo- 
rvm  definitioni  stetur.  Se  vé,  pues,  qae  la  primera  consulta  debe 
contestarse  afirmativameate  por  lo  qne  atañe  á  las  cuatro  provin- 
cias de  Catalunat  y  negativamente  respecto  á  las  demás  del  reino, 
^ese  rijan  por  las  disposiciones  del  Código  Alfonsino. 

La  segunda  también  opino  ha  de  resolverse  afirmativamente  y 
^  dfetincion  de  provincias,  porque  la  indicada  célebre  ley  del  Or- 
denamiento que  ha  venido  á  formar  la  i.%  tít.  1/,  lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  es  obligatoria  á  todos  los  espamoles.-^FaAii- 
<:isco  Sulla  y  de  Motes. 

Contestación. 

Los  Directores  de  la  Revista  no  toman  por  regla  general  sobre 
si  la  responsabilidad  de  las  opiniones  que  se  emiten  en  los  diferen- 
tes artículos  que  injertan.  Las  firmas  puestas  al  pié  de  cada  uno  asi 
lo  indican,  y  frecuentemente  sucede  que  se  publican  opiniones  en- 
contradas, porque  en  la  Revista  caben  todas  las  doctrinas  jurídi- 
cas que  se  tratan  convenientemente  en  el  terreno  de  la  ciencia.  En 
et  artfótilo  á  que  se  refiere  el  dictamen  que  antecede  hay  la  circuns- 
tantia  particular  de  que  se  hallaba  suscrito  por  un  individuo  de  la 
Dirección,  ar^batado  en  su  juventud  i  la  ciencia  y  á  sus  amigos. 
So  opinión  fué  la  que  se  estampó;  su  firma  la  que  autorizó  el  ar- 
ticulo. Desearía  la  actual  Dirección  defender  lo  que  estaba  escrito 
por  su  apredable  companero  y  aprovechar  esta  ocasión  mas  de  dar- 
fe  e)  respeto  que  merece  su  memoria.  Pero  está  convencida  de  que 
si  httbiier^  tenido  presente  su  ilustrado  colega  que  en  Cataluña  has- 
ta el  Decreto  de  Nueva  planta  no  es  el  derecho  de  Castilla,  y  por  lo 
tanto  fattípoco  son  tas  Partidas  las  que  suplen  al  derecho  muni- 
cipal, sino  et  derecho  canónico  y  romano  con  arreglo  á  sus  Gons- 
titQciOftes,  faabria  escrito  en  otros  términos  el  último  párrafo  del 
aAMdo  que  ha  dado  lugar  á  estas  observaciones.  Creen  mas:  que 
ádvtsttiflb  de  la  equivocaícion,  en  su  buena  fé,  en  su  lealtad  reco- 
nocida se  hubiera  apresurado  k  rectificar  lo  que  había  escrito:  es- 
to, lej09  de  rvbi^r  su  buen  noitobre,  lo  enaltecería.  Asi  los  Directa- 
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res  de  la  Rstista  al  paso  que  cumplen  coa  el  deber  de  emitir  sn  opi- 
nión en  el  punto  acerca  de  que  se  les  pregunta,  lo  que  creen  necesa- 
rio,  atendida  )a  misión  que  voluntariamente  se  han  impuesto,  están 
en  la  inteligencia  de  que  interpretan  fielmente  los  sentimientos  que 
constantemente  animaron  á  su  malogrado  compañero  rectificando  lo 
que,  á  vivir  él,  habria  sin  duda  corregido. 

Los  Directores  de  la  RevísU. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO. 

iLos  Consejos  provinciales  pueden  reformar  su  resolución  una 
vez  dictada  en  asuntos  de  quintasl 

Contestamos  negativamente  á  la  consulta  que  antecede.  Fundá- 
monos para  ello  en  las  consideraciones  siguientes: 

i.^  Porque  ningún  acto  de  una  autoridad  ique  causa  estado 
atribuyendo  derechos  ó  negándolos,  es  reformable  por  ella  misma. 

2/  Porque  sostener  lo  contrario  equivale  á  tener  en  incierto  de- 
rechos que  ya  definitivamente  se  hallan  declarados,  y  que  si  bien 
no  puede  decirse  que  hay  ejecutorias  en  la  materia  de  que  se  trata, 
existen  en  realidad  decisiones  que  por  haber  llegado  á  ser  irrevoca- 
bles se  asemejan  á  ellas. 

3.*  Porque  de  establecerse  que  en  decisiones  referentes  á  quin- 
tas pudieran  dejarse  sin  efecto  las  que  antes  estaban  acordadas,  se 
seguiria  una  gran  perturbación  en  el  servicio  publico^  en  los  dere- 
chos de  los  particulares,  y  se  abriría  una  ancha  puerta  ala  arbitra- 
riedad y  á  los  abusos. 

4.*  Porque  con  arreglo  á  los  artículos  429  y  136  de  la  ley  de 
reemplazos  vigente,  de  las  resoluciones  adoptadas  por  las  Diputacio- 
nes provinciales,  á  que  en  este  punto  han  reemplazado  los  Consejos 
de  prQvincia,  solo  hay  recurso  para  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
que  según  el  art.  438  debe  decidir  definitivamente»  pero  después  de 
oir  al  Consejo  de  Estado. 

5.^  Porque  en  un  caso  no  igual,  pero  sí  análogo,  á  saber,  res- 
pecto á  los  fallos  de  los  Consejos  de  provincia  en  los  asuntos  conten- 
cioso-administrativos,  dice  la  ley  orgánica  de  estos  cuerpos  en  su 
artículo  18  que  no  podrán  reformar  sus  sentencias,  disposición  que 
parece  debe  hacerse  estensi  va  por  igualdad  de  razón  á  lasresola- 
ciones  en  cuestiones  de  quintas. 

Los  Direetores  de  la  Revista» 
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\. 
íwha  vwhiWBWAt'  díl  duiU. 

El  dudó  en  ]a  época  dé  sa  aparición  y  en  la  edad  media  ta?o  su 
jMOnÁ  defeDsa  en  la  legislación  y  en  las  costumbres.  Había  de  lle- 
gar on  dia  en  qne  perdiese  en  macha  parte  sa  favor,  y.este  día  babia 
dé  ser  natitralment^  aquel  én  que  robustecido  el  principio  de  la  au- 
toridad piblica,  el  poder  se  sintié^  bastante  fuerte  para<  desarmar 
¿  )a  yenganza  privada,  y  tomar  sobre  si  la  defensa  de  todos  los  ioh 
lereses.  L09  Keyes  Católicos  fueron  los  primeros  que  entre  nosotros 
acometieron  la  empfesa  de  proscribir  el  desafio,  y  seguramente  la 
ocasión  no  pudo  ser  mejor  elegida.  Los  gobiernos  para  entonces  n^ 
Qocetitaban  tener  ya  con  el  duelo  las  contemplaciones  que  en  tiem- 
pos anteriores,  pero  por  desgracia  se  hicieron  la  ilusión  de  que  po- 
dían desterrar  ésta  costumbre  en  una  horay  casti^ndo  á  los  duelis; 
tas  con  la  pena  de  muerte  y  el  perdimiento  de  sus  bienes;  y  la  fa^ 
mosa  ley.de  Toledo  cayó  en  coihpleta  inobservancia  y  desuso  cabal- 
mente por  demasiado  severa. 

Si  se  hubiera  meditado  un  jpoco  sobre  este  resultado;  si  se  hubie- 
ra tenido  presente' qué  el  duelo  era  una  costuníbre  arraigada  en  los 
hábitos  del  pais  después  de  muchos  siglos^  y  que  nadie  es  bastante 
podert>so  pata  romper  con  lo  pasado  y  con  el  espíritu  de  la  edad  en 
un  solo  dia,  no  se  habria  dictado  mas  tard^  por  Felipe  V  otra  ley 
en  el  mismo  sentido,  y  inas  severa  aún,  y  por  lo  mismo  mas  absur- 
da. Pero  el  poder  tiene  también  su' amor  propio,  y  una  vez  empeña- 
da m  vanidad  quiso  mostrarse  fiero,  inexorable,  publicando  la  far 
mosa  pragmática  de  desafíos,  que  es  la  ley  2.*,  tit.  20 ,  lib.  12  de 
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la  Novísima  Recopilación,  en  coyas  disposiciones  se  revelan  bien  la 
ira  del  legislador  y  el  sentimiento  que  tenia  de  sn  debilidad  en  fren- 
te de  los  obstácalos  de  todos  géneros  qae  le  oponían  los  instintos 
públicos.  ¡  Error  grave  ciertamente  imaginarse  que  con  nn  rigor 
exagerado  se  habia  de  llegar  á  conseguir  lo  que  todo  el  poder  de 
las  ideas  religiosas  en  una  sociedad  fanatizada,  y  los  anatemas  y 
maldiciones  de  la  Iglesia  no  hablan  conseguido!  ¡Error  grave  y  pue- 
ril creer  que  calificando  al  desafio  de  uso  detestable ,  con  otras 
odiosas  denominaciones,  la  sociedad  había  de  cambiar  en  un  mo- 
mento de  tendencias  y  de  ideas!  Bien  puede  afirmarse  que  ni  un  so- 
lo duelo  dejó  de  llevarse  á  efecto  por  miedo  i  la  severidad  de  las 
penas  con  que  le  castigaba  la  legislación  existente.  Las  leyes  dic- 
tadas contra  el  desafio  en  el  enqjo  y  despecho  de  los  gobiernos  se- 
rán siempre  ineficaces  para  su  represión,  y  en  esta  parte  la  legisla- 
ción necesita  una  riforiu  gomplita,  fundamental  ,  grande  y  ge- 
nerosa en  sus  tendencias. 

Al  ocuparse  de  esta  reforma,  la  primera  cuestión  que  hay  que 
resolver  en  el  orden  lógico  con  que  las  ideas  se  anuncian  al  enten- 
dimiento humano  en  esta  materia,  es  si  se  ha  de  comprender  el  due- 
lo en  las  decisiones  de  derecho  común  respecto  del  delito  de  heridas 
ó  de  homicidio,  ó  si  deberá  ser  objeto  de  una  ley  especial. 

No  hay  que  confundir  con  esta  idea  la  anunciada  por  algunos  de 
que  el  duelo  debe  ser  juzgado  por  una  legislación  privilegiada,  y  cas- 
tigado con  penas  que  tuvieran  hasta  cierto  punt6  este  mismo  carác* 
ter.  No  queremos  para  el  duelo  una  legislación  de  privilegio ,  como 
no  la  queremos  para  nada.  Las  leyes  no  deben  mimar  al  desafío, 
pero  si  deseamos  una  legislación  imparcial,  oportunamente  severa^ 
pero  justa,  una  legislación  en  que  se  atienda  al  carácter  especial 
de  este  delito  para  que  no  se  le  confunda  con  las  heridas  causadas 
i  traición  y  sobre  seguro ,  ni  con  el  asesinato ,  ni  con  el  homicidio 
en  quimera. 

En  este  sentido  el  duelo  necesita  una  legislación  especial  por  la 
sola  razón  de  que  es  un  delito  especial,  que  se  diferencia  de  los  de- 
litos comunes  en  su  origen,  en  sus  motivos,  en  los  medios  de  eje- 
cución, por  todos  sus  caracteres  y  circunstancias;  y  en  que  se  con- 
sulten estas  diferencias,  en  que  se  determinen  por  ellas  las  reglas 
de  la  penalidad,  no  hay  privilegio,  no  hay  odiosas  escepciones ,  no 
hay  honor  para  el  desafío,  así  como  no  hay  ninguna  de  estas  cosa? 
cuando  se  pena  el  robo  de  diferente  numera  que  el  harto»  cwir 


Digitized  by 


Google 


nlMDr  msTÓBico-nLosónco-uusAL  soiti  il  püilo.    3B8  , 
do  se  castigan  los  delitos  políticos  de  distinto  modo  que  bsdemáfl^ 

Un  principio  es  de  derecho  común  que  la  tentativa  de  delito, 
cuando  no  se  ha  dado  principio  á  su  ejecución ,  no  es  un  hecho  jusr 
Ijciable;  y  asi  el  que  intenta  cometer  un  robo  ó  un  homicidio ,  y 
prepara  los  medios,  pero  no  pasa  de  aquí,  no  es  castigado  como 
ladrón  ni  como  homicida.  Sin  embargo,  todas  las  legislaciones  hacei^ 
escepdones  importantes  en  la  aplicación  de  esta  teoría  i  los  delitos 
que  pueden  afectar  la  seguridad  del  Estado.  En  estos  crímenes,  la 
tentativa  por  sí  sola  es  un  delito  especial.  Una  conspiración  para 
trastornar  el  orden  público  cuando  los  planes  de  los  omjuhulos  no 
ban  salido  de  su  gabinete,  no  es  mas  que  la  tentativa  lejana  de 
aquel  crimen;  y  á  pesar  de  eso  no  hay  un  código  p^al  en  que  no 
se  declare  que  la  simple  conspiración  es  un  delito  sui  generis.  ¿T 
por  qué  se  apartan  las  leyes  en  este  punto  de  las  teorías  generales 
de  la  penalidad?  Por  la  misma  especialidad  de  los  hechos,  por  si| 
carácter  peculiar,  por  las  circunstancias  que  distinguen  á  los  delitos 
políticos  de  los  demás,  que  es  cabalmente  lo  que  sucede  con  el 
duelo*  Distinguiéndose  este  delito  de  todos  los  otros  por  muchas  y 
muy  singulares  circunstancias ,  la  justicia  exige  igualmente  que  se 
]é  persiga  y  se  le  pene  conforme  á  su  índole. 

Fundados  en  este  principio ,  creemos  que  no  tienen  razón  los 
que  sustentan  que  en  un  código  penal  no  debe  hacerse  mención  es* 
pecial  del  desafio,  sino  que  comprendiéndole  en  las  decisiones  del 
derecho  común  respecto  del  homicidio  y  las  heridas,  se  le  debe 
juzgar  como  un  homicidio  común,  ó  como  una  herida  en  el  caso  que 
tenga  este  resultado.  Seria  monstruoso  y  hasta  inicuo  confundir  de-, 
utos  tan  diferentes. 

En  el  duelo  (ya  lo  hemos  dicho  antes  de  ahora)  hay  que  distin- 
guir siempre  entre  el  que  lo  provoca  y  el  que  lo  acepta,  entre  el 
que  es  arrastrado  á  él  por  un  motivo  ligero  y  el  que  lo  ha  sido  por 
una  causa  gravísima,  entre  el  que  ha  dado  motivo  para  esta  provo^ 
cacion  y  entre  el  que  no  ha  hecho  mas  que  resignarse  á  un  sacrífi- 
do  que  él  hubiera  querido  evitar;  hay  que  distinguir  entre  la  sim- 
ple provocación  y  aceptación  del  duelo  y  entre  el  duelo  concertado, 
entre  éste  y  el  que  se  ha  llevado  á  su  término ,  entre  el  que  no  ha 
tenido  ningún  resultado,  y  entre  el  que  ha  producido  las  heridas  ó 
lá  muerte  de  alguno  de  los  combatientes. 

Pues  supongamos  un  código  penal  en  que  no  se  hiciera  mención 
especial  del  desafío,  y  resultaría  en  muchos  casos  una  monstruosa 
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penalidaid.  En  el  silencio  de  la  legislación,  la  jarisprudencia  de  los 
4i^Qiíate9  tendría  que  esiaUecer  como  principio,  ó  qoe  el  de3afio 
«re  una  circunstancia  de  agravación  en  los  delites  de  heridas  y  ho- 
micidio, ó  qne  débia  considerársele  siempre  comp  una  cau^  ate- 
ummte,  6  corito  un  motivo  de  completa  esculpacion  y  de  escusa. 
Condenara  Ids  düefittas  en  todo  caso  y  sin  dí^tincipn  como  reos  de 
lieridas  6  de  iKitnBicidio  con  circunstancias  a^avantes ,  ya  se  vé  que 
serta  preschHÜlr  de  todbs  los  principios  de  justicia,  porque  el  duela 
podrá  ser  tin  motivo  de  ap;ravacion,  cuando  se  trate  del  que  le  haya 
provcfeado  éa  niugun  JTundámento^  de  un  esp^dachin,  de  un  barate^ 
to;  pero  esta  doctrina  es  inapficaUe  al  hombre  honrado  y  pondono* 
roso  que  acepta  un  desaflb  á  su  pesar,  y  que  tiei^e  la  suerte  de  mai» 
lar  ó  herir  á  su  contrario. 

Los  nu^nos  inconvenientes,  la  misma  desigu^dad  é  injusticia  re* 
sultarian  de  comprender  d  desafft)  por  re^a  gei^eral  entre  las  cirr 
cunstancias  atenuantes.  T  absolver  á  los  dueiitas,  absolverles  siem* 
|Hre,  comprendiendo  d  dudo  entre  las  causas  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad; cómo  la  locura,  la  propia  defensa,  etc.,  seria  retro*^ 
óeder  á  los  tiempos  de  barbarie,  y  dar  un  testimonio  de  demencia 
eontra  d  cual  se^ubtevaria  el  espíritu  público.  Porque  en  efecto  el 
duelo  en  algunos  casos  es  en  nuestra  opinión  tan  legítimo  como  d 
derecho  de  propia  defensa,  cuando  s0  acepta  como  el  desagravio 
posible  de  ultrajes,  para  cuya  reparación  no  hay  defensa  en.  las  le** 
yes  ni  en  la  autoridad  pública;  pero  fuQra  de  estos  casos  es  unfi 
verdadera  iniquidad,  y  ya  lo  hemos  dicho  otra  vez,  para  nosotros 
eomo  para  todos  es  un  acto  de  baratería  y  de  salvagismo.  En  esta 
suposición  ¿qué  medio  queda  para  repriáir  el  duelo  en  lo  que  es 
justo  reprimirle,  y  al  propio  tiempo  h^^^r  respecto  de  él  la^  escep- 
cienes  que  redaman  de  común  acuerdo  1^  razof  y  una  severa  jus- 
ticia? 

No  le  hay  á  kraestro  entender  como  no  sea  d  de  formar  una  liy 
■sMcuL  en  que,  atendiéndose  á  la  índole  particular  de  este  he- 
cho, se  dieten  tos  preceptos  y  prescripdones  que  reclama  la  misma. 

A  no  ser  que  se  prefiere  establecer  entre  nosotros  la  njaispRunsii- 
ODins LOS  TRiBDi?Á£Ks  PRANGESEs,  jurisprudcucia quc  si  es  aceptable 
en  un  país  en  que  la  legisladon  guarda  un  profundo  silencio  sobre 
d  desafio,  no  es  pare  imitarla  como  modelo,  porque  lleva  muchas 
veces  á  los  tribunales  de  justicia  á  h  contradicción,  al  absurdo. 

Bnei  Código  pend  francés  no  se  habla  dd  duelo  ni  una  sola. 
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Vez,  ni  por  incidencia  siquiera;  ni  se  le  considera  como  cirouslia* 
da  agravante,  ni  como  motivo  de  atenuación,  ni  como  causa  de  es- 
cusa. Este  silencio  de  la  ley  ha  dadoi  lugar  á  graves  escándalos  y 
controversias,  y  á  dos  jurisprudencias  é  interpretaciones  distintas» 
porque  algunos  jurisconsultosr  creían  que  los  legisladores  no  I^bian 
querido  comprender  el  duelo  entre  los  delitos  y  que  por  cense- 
amencia  estaba  admitido  y  tolerado  de  todo  punto;  otros  opinabaa 
por  el  contrario  que  en  el  Código  p^ial  no  se  hablaba  del  d^elopor 
considerarle  comprendido  en  las  decisiones  del  derecho  común  res- 
pecto del  homicidio  y  de  las  heridas. 

Triunfó  por  6n  esta  última  opinión,  aunque  al  través  de  gra- 
ves dificultades,  y  esta  es  la  jurisprudencia  establecida  por  los  fa- 
llos del  Tribunal  de  Casación,  gracias  á  los  esfuerzos  de  un  eminen- 
te jurisconsulto,  el  célebre  Mr.  DUPIN,  que  sopo  comunicar  i  la^ 
decisiones  de  aquel  cuerpo  en  esta  materia  toda  la  energía  de  su 
carácter  severo  é  inflexible. 

Pero  esta  jurisprudencia  que  en  el  absoluto  silencio  de  la  ley 
nos  parece  racional  y  aceptable,  tiene  el  inoonveniente  de  haber 
producido  en  Francia  grandes  escándalos  para  la  justicia,  enérgi- 
cas reclamaciones  contra  el  poder;  todo  por  no  haber  hecho  en  el 
código  mención  especial  del  desafio,  y  haber  determinado  en  unos 
pocos  artículos  las  reglas  de  su  penalidad  en  todas  las  suposiciones 
posibles. 

£n  Francia  sucede  después  de  la  jurisprudencia  establecida  por 
el  Tribunal  de  Casación  que  los  tribunales  absuelven  á  los  duelis- 
tas siempre  que  del  duelo  ha  resultado  la  muerte  de  uno  de  los' 
combatientes,  á  lo  menos  mientras  no  aparecen  graves  cargos  de 
provocación,  ó  de  deslealtad  contra  el  homicida,  por  el  j 
de  que  pudiera  aplicársele  la  última  pena,  la  pena  del  ai 
contrario  cuando  uno  de  los  combatiíentes  ha  salido  splai 
do  con  mas  ó  menos  gravedad,  los  tribunales  condenan 
de  donde  resulta  que  si  el  duelista  tiene  la  suerte  de 
contrarío  queda  completamente  impune,  y  desafía  á  la  ^ 

y  á  pesar  de  Mr.  JDupin  se  burla  de  la  justicia;  y  si  no  hi  ^ 

que  herirle  es  condenado  á  la  pena  de  prisión  ó  á  la  ( 
Contradicción  inaudita,  que  hace  poco  honor  á  la  cíviliz 
Francia,  á  la  dignidad  del  gobierno  y  de  la  magistmtara;  pero  con- 
tradicción inevitable,  porqpie  mas  repugnante  seria  el  espectáculo 
éd  un  patíbulo  levantado  contra  un  hombre,  que  arrastrado  por  la 
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faetza  de  las  Ideas  y  de  las  costumbres  ¿  aceptar  apesar  suyo  un 
lance  personal,  hubiera  tenido  la  suerte  de  matar  en  él  ¿  su  ene- 
migo. 

Contra  esta  imprevisión  del  legislador  reclaman  enérgicamente 
la  razón  y  la  conciencia  pública,  y  ya  en  1848  los  diputados  Mr. 
Táillander  y  Mr.  Ducon  presentaron  en  la  cámara  un  proyecto  de 
ley  que  no  se  tomó  en  consideración,  pero  que  produjo  una  discu- 
sión interesante  en  la  que  tomaron  parte  sus  autores  para  apoyar- 
le, Mr.  Güizot,  el  Ministro  de  la  Justicia,  y  por  último  el  célebre 
Mr.  Dupin.  Las  razones  aducidas  por  los  autores  de  la  proposición 
fueron  las  que  hemos  indicado.  El  genio  atrevido  de  Mr.  Guizot  diá 
interés  al  debate,  pues  que  elevándose  á  mas  altas  consideraciones» 
y,  sacando  la  cuestión  del  terreno  estrecho  de  la  jurisprudencia  lle- 
gó á  deóir  que  el  desafío  np  era  una  preocupación,  sino  un  progre- 
so de  la  civilacion  y  de  las  costumbres,  porque  hay  intereses  y  sen- 
timientos en  el  hombre  que  solo  el  duelo  puede  proteger  con  eficacia. 

£1  Ministro  de  la  Justicia  que  habló  en  contra  del  proyecto  in- 
tentó demostrar  que  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal 
de  Casación  había  producido  escelentes  resultados,  pues  que  según 
los  datos  estadísticos  desde  1836  que  se  habia  logrado  uniformar  la 
jurisprudencia  en  esta  parte  del  derecho,  los  duelos  se  habian  dis- 
minuido considerablemente. 

No  probaba  mucho  á  la  verdad  este  argumento,  porque  no  bas- 
ta que  en  cierto  número  de  años,  en  un  corto  período  haya  sido  me- 
nos frecuente  el  uso  del  desafío,  si  no  se  principia  por  demostrar  que 
esto  se  debe  á  la  bondad  de  la  jurisprudencia  establecida,  y  no  á 
Airas  causas  mas  generales.  En  la  Francia  de  1827  á  1836  no  tiene 
nada  de  estráno  que  el  número  de  desafíos  fuese  mayor  que  en  los 
aSos  posteriores.  Por  una  parte  las  tendencias  del  gobierno  de  la 
restauración  mas  inclinadas  al  espíritu  caballeresco  de  la  antigua 
áociedad  que  á  las  costumbres  de  los  pueblos  modernos,  los  princi- 
pios en  que  descansaba  la  organización  política  del  país,  la  agita- 
don  de  las  pasiones  mal  reprimidas,'  los  escritos  de  Chateaubriand, 
la  escuela  i'omántica  apoderada  del  teatro;  y  por  último,  la  revolu* 
Cion  de  julio,  los  sentimientos  é  ideas  que  esta  despertó,  las  sectas 
fllos^cas,  la  lucha  de  los  partidos  y  de  los  principios,  el  desencade- 
namiento de  la  democracia,  esplican  perfectamente  aquel  fenómeno.. 

Ta  en  1887  habian  desaparecido  todos  estos  motivos.  El  herois- 
SK)  y  entusiasmo  de  los  primeros  dias  de  la  revolución  iban  estin- 
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goiáidoee,  los  partidos  políticos  habian  tenido  dias  de  prueba,  y  las 
Tirtodes  cívicas  iban  cediendo  sa  puesto  al  positivismo,  á  la  codicia; 
ya  no  sonaba  el  eco  de  guerra  que  partia  de  la  altura  del  gobierno 
cuando  la  revolución  y  la  dinastía  temblaban  por  su  seguridad;  las 
costumbres  se  habian  dulcificado,  y  la  sociedad  se  había  hecho  más 
egoísta,  mas  inmoral  y  corrompida,  pero  también  menos  turbu- 
lenta. 

A  la  verdad,  muy  débil  era  la  demostración  que  el  Ministro  de 
k  Justicia  quería  hacer  con  los  datos  de  la  estadística  criminal. 
Apelando  á  estos  mismos  datos  los  autores  del  proyecto  hubieran 
podido  désmostrarle  que  desde  aquella  época  las  causas  de  envena- 
miento  y  los  desórdenes  de  familia  se  han  multiplicado  en  Francia 
de  tal  modo,  que  no  hay  quien  no  se  estremezca  por  su  seguridad 
ana  en  el  asilo  doméstico,  sin  que  la  legislación  antes  ó  después 
haya  sido  ni  mas  ni  menos  severa  contra  estos  delitos,  sin  que  haya 
cambúdo  la  jurisprudencia  establecida  respecto  de  ellos;  lo  cual 
prndia  que  no  son  estos  cambios,  sino  la  modificación  de  las  ideas  y 
de  las  costumbres  y  otras  causas  generales  por  las  que  hay  que  es- 
plicar  las  alteraciones  de  la  estadística  criminal,  si  han  de  esplicarse 
filosóficamente. 

Otra  cosa  es  que  el  Ministro  de  la  justicia  tuviera  razón  en  com- 
batir el  proyecto  de  ley  presentado  á  la  deliberación  de  la  Cámara. 
Mala  como  nos  parece  la  jurisprudencia  establecida  en  Francia,  es 
preferible  lo  que  hay  á  lo  que  queria  sustituirse.  Establer  una  legis- 
lación privilegiada  sobre  el  desafío,  castigario  en  el  caso  mas  grave 
con  penas  correccionales,  no  hacer  ninguna  distinción  importante 
entre  el  que  provoca  un  duelo  y  el  que  lo  acepta,  no  distinguir  tam- 
poco el  duelo  provocado  por  causas  gravísimas  del  que  lo  es  por  un 
motivo  leve,  confundir  en  la  penalidad  á  un  baratero  con  un  hombre 
honrado  y  pundonoroso,  hubiera  sido  canonizar  un  conjunto  de  ab- 
surdos y  dispensar  al  desafío  un  honor  que  no  todas  las  veces  mere- 
ce (1). 

(1)  La  proposición  de  los  Diputados  Taillander  y  Ducon  estaba  concebida 
en  estos  términos: 

Anfeulo  1.*  Al  que  provoque  un  desafío  se  le  impondrá  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  una  multa  de  i6  á  500  francos. 

Art.  2.^  Ai  que  se  batiere  en  desafio,  3  meses  á  2  anos  y  uoa  multa  de 
300  á  i,000  francos. 

Art.  3.^  Si  del  desafío  resuUAse  alguno  heiido  ó  quedase  imposibilitado 
de  trabajar  toitro  de  los  veinte  días  de  haberlas  recibido,  se  impondrá  al 
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inte  perjOf  ación  condenó  Mr.  Dupin  Unios  los  eno*' 
)y  y  alzó  también  su  voz  contra  las  palabras  prwum- 
joizot  favorables  a)  duelo.  Por  nmcho,  r^qpeto  .qoe, 
s,  opiniones  de  tan  célebre  magistrado,,  ^^adi^^- 
ídeas  ^ue  no  podemos  dejar  pasar  aí^  correctivo,  $i, 
ider  4  tydps  los  ataques  qni^  C9üf^]f^  dQptf^njS^  jpe . 
lieran  nacerse. 


tolera  pacientemente  cierto  genero  de  insultos,  si.b^tan,  á  dosvape- 
cér  las  pi;esunciones  de  la  malevolencia  y  la  malicia;  el  c^  eaave- , 
riguar  si  el  honor,  la  digmdad  del  hombre  eatá  bi^n,  (j¡e(¡p|ididjt  y 
amparada  por  esas  leyes  (}ue  todo  lo  castigan* 

Otro  error  padeció  Mr.  Dupin  al  suponer  qu/e  el  obje^pi.delo^  ^ 
que  se  desafían  es  siempre  derramigür  la  sangre  de}  contrario  ^  parik 
deducir  de  aquí  que  la  pena  de  muerta  qiie  se  imponen  los  que  tal 
hacen  por  una  ofensa  al  amor  propio » por  un^idísp^  4^  café ,  por  ^ 

I  IHI     I       I       I        I  III  I  lili  II- 

que  lash^ya  caucado,  la  pana  de  i  á  3  anos  de  pr^ioi^  y  upa  mulla  d*  $0Q 
á  á,000  francos.' 

Art.  4.°    Si  á  consecuencia  del  desafío  muriere  alguno  de  los  conten « 
dientes,  el  culpable Sjsrá  castigo  con  la  pena  da  2 i  Sanea  de piíiion. 

Art.  5.^    En  caso  d^  reipcidencia  la  prisión  ^á  por  i(,.anos,  p(j|dieiido 
aumentarse  hasta  el  doble. 

Art.  6.®    Ademas  ^e  estas,  pena^  los  trlbqn^le^  podrán  prohibir  al  deUn- 
cuente  el  usó  de  derechos  mencionadQs  ei)  el  árt.  42  del  GócUgo  penal. 

Art.  7.^    Los  artfciil9s  2, 59  y  60  de  este  mí^mo  Código,  relativos  ¿  la 
tentativa  Y  complicidad,  ^ráo  aplicables  á  los  hechos  prenotas  por  e^íta  |ef. 

Art.  8.^    Si  conociesen  los  meces  que  ea  el  delito  existen  circunsMmciis 
atenuantes,  podrán  aplicar  (a  disposición  del  art.  463  del  Código  pefiai. 
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walUicia»  w d  j«e0o ,  é p«r eiestkiaes  de snjeres  púbKeas,  w 
to4a  It  JBsIida  ^  paede  eaiienrae  dd  dudo* 

la  beiBos  dunestrado  aulea  áBAfaora  qie  ao  es  matase  lo  ifue 
se'prepoAen  kB  daelístas ,  que  es  eirá  o»sa  ia  cpie  seboecaeo  m 
laaeepeMnttl,  y  el  din  ^úmeto  da^deüfies  que  oeaclayen  sin  que 
loB coiafcatiraies  se ioalea,  prueba ¿lifof  de  «sestea doetrint.  Es 
no  CMifirender  el  desaSomedexnoi  jn^garie  hqo  este  ^nto  de  vis- 
ta, y  e»  apdec  á  malas  artes  y  oonfisar  qoe  no  se  t«ae  confianza 
ea  )a  cansa  qoe  se  deiende ,  combatir  Jas  ppiaione9>eniHnciadas  por 
Mr.  CHvaot  lefiriéndose  i  las  desafios  por  dispMts  de  café  ó  alter- 
cados de  mujeres.  Ni  esle  honi^  célebre ,  ni  nadie  ha  podido  de- 
cir ii«ipa<pie  cd  dado  úcadonaria  per  nn  molivoieTe  é  inmoral  sea 
una  cosa  heroica,  ni  inocente ,  ni  lícita:  t  Hay  «ierlos  iaiereses  y* 
neaümianltis  «i^l  hotafare»  qne  asió  el  duelo  poeée  protejer,  dijo 
Mr.  Goizot  en  la  Cámara  francesa,»  y  al  babüur  asi ,  septraoMate 
no^Aié^JnleneiiAreceaiendaf  el  desafio  per  nna  rnojer  pública, 
ní-por  les  meiivos  inmorales  dd  joegp.  CMros  sentiiÚMtos  mas  re^ 
peáablesseiiropn8odefender,y  tealáidosededlos,  no  nos  asusta 
d  aigom^tfo  de  que  los  dadistas  «ebtecn  justicia  así  mismos  íph 
poniéndose  la  pena  de  nmerte.  Timbien  el  que  se  defiesde  de  «n 
hdraÉ  pnede  llegar  á  matarlo  por  solo  salvar  30  rs.  quelfeve  end 
bddUo  de  su  chaleoo.  La  taaralidad  de  jas  aoeiMes  no  se  mide  por* 
sapai4elaqieataMe  ,  siso  par  siiüdMe. 

Hm  verdad  amarga  sedadnoe  de  todo  lo  xlicho  basta  abora,  y 
ee.qtie  no  exisle  en  parte  «algua  qna  buena  legislación  sobre  d 
dadp ,  y  que  todos  ]m  sistemas  ideados ,  ó  sea  ineñeaces  ó  íaoofr- 
yeBíeales.  Las  leye»  demasiado  sevetM  encnentean  fuertes  reiisten- 
cítfs  en  la  opinión  piiUica  y  en  laconcievcia  de  los  magistrados ,  y 
naseaplioM  nanea;  Jefes  privilegiadas  ,  igualmente  indulgentes 
para  todas  loe  oasos  del  desaino,  canu)  la  qae  se  propuso  á  la  Gama- 
rafranoesAy  comola  ley  bdga,  chooan  de  frente  con  la  razón  y  d 
bu^  sentido ,  porque  cuando  menos ,  tienen  el  inconvenmte  de 
ne  ealar  aoQMdadbie  á  tos  buano»  principios  de  la  ciencia ;  com- 
peeader  el  desafio  en  lasdedsbae»  ddderedM  oommi  respecto  del 
hoBflácidio  y  las  beridas ,  es  presdadir  de  la  índole  espedal  de  los 
beabas ;  gnardar  un  absobtia  9Umem  en  la  legislación  sobre  el  de- 
saftoMdar  lugar  ácontroTersíasr y  escándalos  entre  los  mismos  tri* 
bañaba, «y  eon^ffcnelerse  eeoM  en  Francia  á  aceptar  ana  juris-^ 
Pudenda»  qae  en  tal  caso  es  aceptable,  pero  que  no  por  eso  d^ 
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de  condadr  á  oontiadkckmes  vergonzosas  que  desacreditaii  á  tt 
justicia ,  y  que  rebajan  á  ios  ojos  del  Iraen  aentído  populair  la  díg* 
nidad  de  los  encargados  de  adnÉBSlMrla.  T  esto  es  peor  que  lo  que 
parece,  porque  la  justícm  no  meo  es  buena  ni  malaponfie  se  ad- 
ministre con  mas  ó  m^os  aderto,  como  porque  los  pueblos  lo  ccean; 
la  virtud  de  esta  institución  está  en  la  creencia  ^  en  la  fé  general. 

Si  se  desea  de  veras  una  buena  ley  sobre  el  desafio,  es  precisa 
no  ser  ciegos  admiradores  de  esta  costumbre ,  ni  tampoco  preocu* 
parse  en  su  contra ;  hay  que  despojarse  de  todo  género  de  preven- 
ciones ;  condenar  el  duelo  en  su  exageradon ,  nunca  satisfacerle; 
pero  si  absolverle  alguna  vez ,  aunque  esta  sea  rara ,  y  entonces 
podrá  formularse  una  ley  que  no  tenga  los  inconvenientes  que  los 
ensayos  hechos  hasta  ahora. 

Ihgamos  la  prueba,  y  discurramos  en  todas  las  hipótisis  que 
en  esta  materia  caben. 

1/  Hipótesis.  Un  nmcLO  paovocAoo  t  no  agiptam).— La  sim- 
ple provocación  de  un  desafio,  cuando  éste  no  se  acepta,  claro  es 
que  no  merece  penarse.  A  lo  menos  el  legislador  no  debe  hacerse 
cargo  de  este  hecho  en  la  legislación  especial  sobre  el  duelo ,  por- 
que una  de  dos  cosas  ha  de  suceder  necesariamente.  O  la  provoca* 
cíon  se  ha  hecho  en  términos  injuriosos,  y  entonces  será  una  injuria 
como  otra  cualquiera^que  el  provocado  podrá  llevar  á  los  tribunales, 
ó  éste  se  contenta  con  responder  con  un  desdeñoso  desprecio  á  la 
proposición  de  desafio ,  sea  ó  no  ésta  motivada.  De  cualquier  modo, 
si  las  cosas  no  han  pasado  de  aqui,  no  hay  ningún  motivo  de  alar- 
ma para  la  sociedad,  no  hay  ningún  interés  legitimo  ofendido,  et 
orden  público  no  se  ha  perturbado ,  y  por  último,  y  esto  es  lo  mas 
convincente ,  la  ley  nunca  podria  castigar  la  simple  provocación  de 
un  duelo  mas  severapiente  que  lo  que  queda  castigada  con  el  des- 
precio del  que  no  le  acepta ,  ó  con  la  pena  que  le  impondrá  el  tri- 
bunal, cuando  el  provoóido ,  oonsider^idolo  como  una  injuria ,  de* 
mande  al  provocador. 

2.*  Hipótesis.  Un  mielo  provocado  t  agbptado.— Nmgun  interés 
sodal  ni  privado  reclama  tampoco  que  la  ley  persiga  y  castigue  la 
provocación  y  aceptación  del  desafio  cuando  no  llega  á  verificarse, 
porque  los  dos  rivales  vienen  á  un  acomodamiento  antes  de  concer- 
tarie  definitivamente ,  ó  porque  el  lance  pasó  en  un  momento  dé 
calor  y  después  no  volvieron  á  acordarse,  i  Qué  mas  se  puede  de- 
sear que  el  que  el  desafiío  no  se  haya  llevadoá  cabo  por  un  avNÚ- 
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iQtelo  de  las  partes  ?  ¿ A  qné  nms  paede  aspirar  la  ley?  Si  en  la 
flmple  profocacioQ  y  aceptación  del  doelo  hay  un  mal ,  la  ley  no  le 
poede  reparar  de  nn  modo  mas  eficaz  que  el  aveBimiento  de  los  in* 
leresados.  Éste  arreglo  amistoso  satisface  á  todos  los  intereses ,  á 
los  intereses  morales ,  ¿  los  de  la  sociedad,  á  los  intereses  privados; 
y  d  inal  resultaria  de  qne  la  justicia  viniera  eon  su  intervención  y 
so  aparato  i  turbar  la  paz  acordada. 

.  3/  Hipótem,  Un  duelo  cimcBETADO  DBFimTiVÁifEifTB.— En  la 
sDpoeidoQ  de  un  duelo  concertado  definitivamente  con  intervención 
de  padrinos  ó  jueces  que  hayan  señalado  el  lugar  del  combate ,  la 
hora ,  /as  condiciones^  las  armas ,  tampoco  hay  un  hecho  justiciable 
para  la  ley ,  si  en  el  momento  de  ir  á  batirse ,  ó  por  propia  inspira- 
ción, ó  por  los  consejos  y  amonestaciones  de  los  amigos,  el  com- 
bale  se  suspende ,  los  interesados  se  dan  una  satisfacción  y  se  alar- 
gan la  mano.  Perseguirles  después  de  todo ,  seria  ponerles  en  el 
caso  de  acudir  á  la  mentira  ó  á  otros  medios  para  que  los  hedios  no 
se  averiguaran ,  y  mas  moral  es  no  oponer  ningún  obstáculo  para 
que  ellos  mismos  puedan  hacer  pública  la  feliz  terminación  de  sua 
diferencias,  aplaudiéndose  por  ello ;  mas  moral  es  también  dejar  á 
los  padrinos  que  se  honren  y  gloríen  de  haber  llevado  las  cosas  á 
tan  buen  término  por  su  mediación ,  y  de  haberse  conducido  G<m  tal 
prudencia  y  tal  tino,  evitando  á  dos  personas  estimables  un  lance 
sensible  por  un  medio  igualmente  decoroso  para  ambas. 

4.'  Hipátem.  Un  duelo  llevado  k  su  tírmino  ,  pero  sin  conse- 
cuencias LAMENTABLES.— Ni  auu  ou  ol  caso  do  haberso  batido  los 
contendientes,  comprendemos  qué  intorés  pueda  tener  la  sociedad 
en  perseguir  el  desafío,  mientras  éste  no  haya  tenido  consecuencias 
Das  ó  menos  lamentables. 

La  única  intervención  que  radonalmente  puede  concederse  á  la 
autoridad  en  los  diversos  casos  de  un  duelo  que  no  haya  concluido 
por  la  herUa  ni  la  muerte  de  ninguno  de  los  combatientes ,  es  para 
estori^  su  realización.  No  negaremos  á  un  Jefe  polítitico  ,  á  un 
Jaez ,  aun  jefe  militar  ni  al  alcalde  de  un  pueblo  el  derecho  de  in- 
tervenir ,  cuando  sepan  que  un  desafio  se  está  concertando ,  para 
impedir  que  se  lleve  á  efecto.  No  negaremos  á  un  jefe  militar  el  de« 
recho  de  poner  arrestado  á  un  subordinado  suyo  con  este  fin,  ni  á 
un  Jefe  político  ni  á  un  alcalde  el  de  apoderarse  de  las  personas  de 
los  duelistas,  el  de  amonestarios  y  entregarlos  á  sus  Cunilias  para 
9ie  les  bagan  renunciar  á  un  proyecto  que  pudiera  traer  su  perdí- 
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ckm  7  liide  los  rayos.  Raro  será  el  duelista  pertinaz  qne  semtstn 
4  ias  recmrreftdmies  de  hr  autoridad ,  á  la  mediacSoQ  de  los  amigos, 
4 Usláigrimas  de  sos  hijos ,  y  á  los  megos  de  sus  parientes»  y  qae 
espiado  por  todos  i  la  ve^,  pueda  llevar  adelante  un  proyecto  qfue 
ya  se  ha  hecho  pilblico.  Estos  medios  serán  siempre  eficaces,  y  en 
iodo  €W0  ala  autoridad  no  puede  negarse  esa  tlj^lancia  superior 
para  impedir  todos  los  hechos  que  podrían  terminar  por  un  deHtSo 
más^d  meaos  gfam.  Pero  otra*  cosa  -es  la  inteirv^cion  de  lo»  tribu- 
nales ;  «stos  no  tienen  tma  autoridad  prerentiva ;  la  justicia  juzga 
y  decide ,  y  solo  cMndo  el  duelo  se  consuma  resultando  la  herida  6 
laiMertede  los  daelisMs,  es  cuando  puede  ser  objeto  de  un  juicio 
criminal. 

8.*  Bipók$i$.  Un  DuiLO^  atm  bata  mnao  tustbs  eisoltabos.— 
Llegado  este  caso  es  ya  legítima  y  necesaria  la  intervención  de  los 
tribunales,  porque  ya  hay  im  hecho  que  puede  ser  justiciable.  La 
i^gísiacma  especial  sobne  desaflbs  d^  partir  de  este  supuesto.  Des- 
cartados lodos  los  hechos  s(A>re  que  hasta  aquí  hemos  discurrido, 
las  prescripciones  de  laley  del»en  descansar  en  esta  base ,  en  la  su- 
posicioD  de  un  dudo  realizado  con  oonsecuencías  lamentables.  A 
"iMurtir  de  este  principio,  ¿por  dónde  deberá  comenzar  una  ley  espe- 
<^  sobre  desafios ?  ¿y  qué  deberá  comprender ,  ouá!  deberá ^r  su 
pensamieQio? 

La  primera dedaraeionde  ttia  tey  sobre  el  duelo  deberá stt  de- 
finirie  y  caracterizarle. 

Uá  combate  personal'ooncertado  por  h>s  mismos  conMitientes  f 
verificado  sin  ¡ntervencioa  de  testigos  ó  padrinos,  aunque  se  haya 
llevado  á  cabo  con  lealtad,  no  es  un  duelo.  Las  leyes  no  deben  re- 
conocer el  desafío,  sino  cuando  este  se  concierta  por  los  padrftios, 
y  se  verifiba  con  su  asistencia.  En  otro  caso  los  combatientes  deben 
s«r  considerados  como  reos  del  deHto  de  lesiones  ú  homicidio  con 
ciroonstaadas  mas  é  menos  agravantes,  sin  ninguna  coOtemplacion 
al  desafio. 

A  los  padrinos,  á  estas  personas  desapasionadaís  cOife^ponde 
también  el  concierto  de  las  condtCiones,  así  como  es  de  su  útíbat  d 
procurar  reconciliar  á  los  desafiados  por  cuantos  medios  les  sugiera 
sa  prudencia,  debiendo  ser  en  otro  caso  considerados  como  cómpfi- 
ees  del  delito  de  lesiones  ú  homicidio  s^n  los  resultados  del  duelo. 

El  padrino  que  en  vez  de  contribuir  á  que  el  desafio  no  se  veri- 
fique, incité  á  los  combatientes  paca  que  se  batan,  ó  anios  d  dospues 
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jgoiKífVlti  Mlgwa^e  tíS»t  mríi  coaúdoitadid  mído  vea  deMoitos 
4  bomkádio  can  circanataocia»  agra^aatis. 

Taoii^m  la  elecQk>a  de  ajriQa8  debe dQJaim  &  loa  que  86  desaiao, 
y, meaoíi ¿.uno de elto^^  comosac^  ah^va,  sagna las luoe ledbi- 
dcMt  eojnies^opaís. 

Loa  padrinos  son  loa  qao  dabeii*aiagvlaa^  7  al  haeerb  detoib 
foocfj¡f9r  z/Bdtí» qae  todaigo^  ^éfiftAlmam  sii  pqéhlb  la  4Miidl- 
901  deioa cQudmtíeotep^  ¥  cooka^toi  padckiofr^asiiio  b  hagan 
la^líejS:  ddMfi  aar  mof^w^ft^  im^ift^i^  etto.  el  legMaéte  p«ede 
ast«F*«(VW4fi  tonfsr  cín  sutappya.  el  «aateíeotii  páUíco,  qua  no 
iwA^ap  lami^  A^^4ii^kvcma(dfl  qnailaJ^^  u  tanga  ma^ 
dios  de  reprimir  la  osadía^de  eieirlaB^aiiCa&r  qoefitrfaoban  reeiM- 
dcr  al0paa  lap^úopaa  da  flprela<ii.da  aaUa «  bnacaa  eatna  lamea  con- 
taaíjíi  fw  ;<WP  4  »lffWo  .ryapoade  i.  ana,  pgoíTOflaniaiea^  l^eiMAoi^ 
de  armas  ha  de  ser  saya.  Así  los  daiafíoa aa'conwrten  tm  u>^j«ln 
de  diversión  y  de  mofo  para  loa  ho»l«ea  tnebufenloai  La  mtoIla  sa^ 
EL  ARKA  DEL  DBSAFío  i«9pi«aifo»  Sapprlo  Biaiios  co^laeque  se^Mme- 
h^  iMaag^fcíaf  j  fi  valw  qi^  naoa  da  w.  aentímienlf  <k  puflar  y 
de  vergüenza.  Solo  entre  dos  militares ,  6'CQanda  Jos  mmNrticintqi 
d«  cQwiii,acnei9da  lo  aceptáis.  es<yit  lalatabla  la  elaortoa  del  sable  á 
ddüottí^;  geBfra)ia^Ata.haUando,  alarma  Uanoa^a al  anaa da 
losieQhajpdes»  qoafian,  maa  qnee»  »  valor,  an  \á  foana'.de  f« 
bnu^6(aasodestieaaAjBmo^HiQii  lAawsaÁ  unufli»  Isastaaii 
^éeto  Ja  jdaa  da  un  desafilé  pistola  por  la  pasib^idad  deqtta:ter<¿ 
núne  mm  funeslaiaepte^  pfio  en  cambia' desaparecerísmí  loa  dnelaa 
ppc  moda»  tos  bQmhre^  dQ  bieía  no  eatarian,  espuastaa  á  la  bnria  dé 
nn  espf^aabin^  y  aeri^s^  pocos  Ia9  dooloi  qi»  s&  llevasen  á4;aboí 
porque  Joa  padiinoa  moairadanig^ande  empeio  por  estorbada;  y  loa 
interesados  vandriim.mas  fáaihpenle>á  un  acamadanúaoto. 

k  estas  piimeras  declacaqianes  deberían,  sagniraa  en  la?  ley  la» 
qn^  natqnUaieiHe  se  deducen-de  los  motivos iqne  hayaa  dada  tagar 
id  duelo,  porque  esta  diatineiiQA>es  indiapenflabla*! 

E^dnelo  ba  podido  provacarse  par  uníntevés  inmoral,  ó  corrup- 
toiSy  por  ua  motivo  leve  &  frifolp,  ó  poe  una  causa  gvave  qiie^4  lo> 
iPisaas  dep^t^  de  algana  de.loa  oaaíbatíealas  haga  legitima-ó  dis^ 
cu^aUe  sn  acdoiu 

.  Supongamos  que  un  marido  ea  provooado  idido  p<nr  el  aana- 
te  de  su  mujer  paca  ajtarrarb^t  y  con  jntenwa  de  que  coiñenla  6 
toJare  mde^bopra;.  4gw^qiono  eit<€i>ao^  u<daaif(o  ptovocaAvean' 
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«el  objeto  de  sacar  á  otro  un  interés  pecaniarío.  En  cualquiera  de  esH 
tas  dos  HIPÓTESIS,  si  el  lance  se  ha  vériBcado  resultando  la  herida:  ó 
la  muerte  del  que  fué  proTocado  á  aceptarlo,  el  provocador  debe  ser 
considerado  como  roQ  de  lesiones  ú  homicidio  con  agraVación,  y  es- 
piar este  crimen  en  un  presidio  ó  en  un  cadalso;  y  los  testigos  nom- 
brados por  su  parte  que  no  hayan  sido  engañados  respecto  de  sus 
jnotivos,  que  hayan  procedido  con  un  verdadero  conocimiento  de  la 
«ausa,  serán  cuando  menos  cómplices  de  los  mismos  crímenes.  Pero 
«el  marido  provocado  de  tal  inanera,  el  hombre  pacífico  y  honrado  á 
•quien  ppr  tal  medio  quena  robarse,  que  hayan  tenido  la  suerte  de 
Jierirómatar  i  su  contrario,  deberán  ser  aiisueltos  libremente,  y 
proclamada  su  inocencia  en  los  tribunales. 

Suponiendo  un  duelo  provocado  por  una  causa  ligera,  en  una  dis- 
puta de  café,  en  un  altercado  sobre  el  juego,  la  ley  deberá  consultar 
«n  este  caso  varias  circunstancias» 

1.*    Qién  ha  dado  causa  al  desafío. 

2.*    Quién  provocó  á  duelo  á  su  contrario. 

3.*  De  qué  modo  los  padrinos  concertaron  el  lance,  y  qué  esfüer^ 
zos  hicieron  para  evitarlo. 

£1  que  por  una  imprudencia  dio  causa  al  duelo,  y  el  que  por  un 
motivo  leve  le  provocó,  deben  ser  considerados  igualmente  como 
cómplices  del  delito  de  lesiones  ú  homicidio,  según  que  el  resultado 
del  desafío  haya  sido  la  muerte  ó  la  herida  de  alguno  de  ellos;  pero 
al  hacer  la  ley  esta  declaración  bebe  dejar  á  los  tribunales  ancho 
campo  para  recorrer  la  escala  de  las  penas ,  é  imponer  á  los  culpa- 
bles la  última,  la  mas  pequeña  de  las  designadas  en  el  derecho  co- 
mún al  delito  de  heridas  ú  homicidio,  autorizándoles  además  para 
recomendar  á  los  reos  á  la  real  gracia,  si  por  las  circunstancias  del 
hecho  alguno  de  ellos  lo  mereciere.  No  hay  peligro  oi  inconveniente 
en  dejar  á  la  sensatez  de  los  magistrados  esta  libertad,  esta  anchu- 
ra, para  que  decidan  en  un  juicio  de  esta  clase  sin  ninguna  repugw 
nancia,  sin  luchar  entre  su  deber  y  su  conciencia. 

£n  la  hipótesis  de  que  el  duelo  se  verifique  por  una  causa  grave, 
las  prescripciones  de  la  ley  deben  ser  otras.  Entendemos  por  causa 
grave  uno  de  aquellos  ultrajes  que  lastiman  profundamente  la  repu- 
tación, que  rebajan  la  dignidad  de  un  individuo,  que  hieren  ciertos 
sentimientos  é  intereses  que  el  hombre  debe  conservar  á  precio  de  su 
existencia,  si  ha  de  ser  digno  de  estimación,  y  en  cuya  defensa  y  pro- 
tQOcioA  lasley^y  l^^t4erespiiUicos  son  por  desgracia  ineficaces. 
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Bien  comprendemos  que  será  diUcU  h  califieaQion  de  los  hechos 
ea  el  terreno  de  la  práctica»  pero ,  en  materias  crimínales  algo  hay 
que  fiar  siempre  á.  la  ilustrada  probidad  de  la. magistratura ;  algo 
hayqne  dejar  al  buen  sentido,  al  poder  de  la  conciencia,  y  á  la  res- 
ponsabilidaid  moral  que  imp(me  la  fuerza  de  la  opinión  pública. 

No  es  esto  aconsejar  que  en  el  caso  de  un  desafío  por  motilo 
^Ye  las  leyes  no  puedan  ni  deban  estrechar  el  campo  de  la  arbi- 
trariedad judicial  hasta  donde  sea  posible. 

La  legislación  debe  distinguir  entre  el  que  dio  causa*  al  desafio, 
y  el  que  se  vio  obligado  á  provocarlo  ó  aceptarlo  á  su  pesar  por  la 
insotoicía  ó  villanía  de  su  contrario.  El  primero  será  considerado 
como  reo  de  heridas  ó  de  homicidio,  y  esta  debe  ser  la  primera  de- 
claración de  la  ley,  mientras  que  el  segundo  no  deberá  ser  condena- 
do mas  que  á  una  prisión  por  cierto  .tiempo  en  una  fortaleza,  ó  si  se 
qmere,  á  otra  pena  corporal  que  no  imprima  infamia  nr  deshonra. 

Puede  haber  ciertamente  motivos  que  atenúen  aaof  en  estos  casos 
la  re^nsabilidad  criminal  del  que  dio  causa  al  duelo  con  sus  atre- 
Timientos  ó  insultos,  y  qpid  agraven  enparte  la  culpa  de  su  con- 
trario. 

Puede  suceder  que  el  hombre  insolente  al  principio,  en  un  mo- 
mento de  reflexión  ó  de  calma,  cediendo  á  un  s^timiento  de  deber 
^  á  las  amonestaciones  de  los  p^rinos,  reconozca  su  error  y  se 
preste  á  dar  al  ofendido  una  satisfacción  decorosa  y  cumplida  ajuicio 
4e  los  mismos,  que  es  á. quienes*  corresponde  en  este  caso  natural- 
mente la  decisión. 

Puede  suceder  que  la  persona  agraviada  se  niegue  á  todo  géne- 
ro de  reconciliación,  y  entonces  las  condiciones  varian. 

La  ley,  para  en  el  casoque  asi  suceda,  debe  dejar  al  juicio  de 
los  tribunales  gran  latitud  para  la  apreciación  de  los  hechos,  como 
en  el  supuesto  de  un  desafio  por  un  motivo  leve,  con  la  sola  restric- 
ción de  que  no  pueda  ejecutarse  su  sentencia,  sino  después  de  con- 
sultada con  el  gobierno. 

La  suerte  de  los  padrinos  en  ambos  casos,  con  tal  que  hayan 
cumplido  con  su  obligación  y  que  no  haya  falta  reparable  en  su  con- 
ducta, debe  ser  la  absolución,  porque  harto  pesar  han  sufrido  con 
el  comprooiiso  de  un  lance  que  no  ha  estado  en  su  mano  impedir. 

Hé  aqui  las  bases  que,  con  alguna  modificación  en  los  pormeno- 
res, podiian  servir  á  nuestro  entender  para  formular  una  ley  sobre 
elduelo« 
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{íolíüo<l8»  porqM  sJBriMí  itfdttM'ó^DtMu^í  iúdllles  párá  nú  insolehte 
lirtvomkHr^  p«w  u^téUMM  di^^oié$>  éátsA  y  kaslá  ábfiforAls  pidni 
ttii  hbmbre  de  hMMír;  qtte  CMI«a^«a  VéliiltUkl  ^  vé  airfEditM^al 
desafio.  Bay  que  Q6iitídéraiMiéeiidü^<<f«Éf  lo»  deünóaenteá  qae  las 
mertsctii  por  sn^adaoUi  las^Uflrirti  tü^tlámtím^  ptíttpié  ett  el  de- 
fecho  eomaii  mi^iempiie  p^És^niótíésúñás^é^tís  ise^ladas  al  honih 
cidío  y  á  las  heridas,  la  pérMádé^tos  déifedioB^pOlfUéo»  y  lá  iidiá- 
MKlaolofl  perpetua  6  temporal  pára^hoMres  6  desCinod^ 

Hé  aqo(,larefoi«tia^qtf<9jÉz;¿att6s^  en  tíxMttiá  feyés 

sobre  el  doetov 

Btemos*di0hirlo6<{tediMitto»'déMe^trtíopMDff'ce]^^  él 

f^láúkme^  concia  mora^emta'fmHtiá}^  Uft 

irUm^nei  ppüfoám  yBéékOffBi'  e^HMMé  fo^  ífddMttíf  légtíñhbs: 

Para  eOtickÉr  aládMttos  tito  solá^ebéerradíOÉ^.  Lá  législacioit 
exbteflíle  sobre  eUdiiel6  há  caUto  eo  completo  desaso;  estamos  éú 
eüft  pi»rte^a vte^áyor  aiuti^b^  eü^álgWbs  pinitos^  dii^,  cual- 
quiera que  sea  su  resultado,  no  se  castiga  de  ningún  modo  niaüñ  se 
persigne;  enhetras  parles  ^sete' tmt^  con  seteiMád;  pbt  ^ék^,  en 
las  provinoías^' en>  las  fiequ^tas  pMlaéiotresv 

Lo6'espaaole^4se  tenfpersegddo^^segtti  el ptMo 'caique 
poronduelo;  ó  deseafisati  en  una  completa'  ittpuntdadK  ]SM  estáib 
de  cósase»  ioriigno  de^unpo^fcbto  etí^}  Éñ  Mádrtd  el  desttffo  está 
tolerado  de  tal  modo,  que  todos  los  días  se  anuncian  eu  lo9peri6di^ 
eos  lanoes  personales  i  praseiicia^  d^  géUetrnO'y  con  Mn^a  de  la 
autoridad.  En  uiuoeaMORM^mio!^ lejana  iMíestrdpariamenMv^ 
hadadómiieUra»deapadiinareM(ld0r  ni>(9dnstírO  ni  elogio  esta 
ceadncta;  refiero:  el  hech<y,  y  este  faecho  "dice  más^  que  cuatito  aqtd 
pudiéramos  a3adir  en  confimaeion  de  nueMHrs  do<ftrina^  este  be¿ 
che  significa q«e  el  dueto^podri  ser  w  «bMiitaM  repugnaMé  é  inmo- 
ral como  suponen  los  severos  moralistas,  pero  que-  la  sociedad  se 
empela  en  jiáq^arte  de^iBoy  áálM^ mééf^  qoe  los  hbmbres  timora - 
tos  y  coBoieisinloe. 

(M*  Ahnmt 

l^ey  de  Toledo. 

Una  mala  uianza  se  frecuenta  agora  en  estos-nnestr^RekiM, qoe cumh 
do  algún  caballero,  ó  olra  persona  menor  tiene  queja  de  otro,  luego  le  en- 
vía una  oarta ,  que  ellos  llaman  Gartbl  ,  sobre  la  queja  que  déi  tiene  i;  y 
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d«8la  y  de  Itraimiesta  del  otro  tiene  á  concluir,  que  se  salgan  i  matar  etl 
logar  cierto»  cada  ano  con  su  padrino  ó  padrinos,  ó  sin  ellos,  según  que  ios 
tratantes  lo  conciertan:  y  porque  esto  es  cosa  reprobada  y  digna  de  puni- 
cioOy  ordenamoM  y  mandamos,  que  de  aquí  adelante  persona  alguna ,  de 
cualquier  estado  y  condición  oue  sea,  no  sea  osado  de  facer  ni  enviar  los 
tales  carteles  ¿  otro  alguno,  ni  lo  enfie  á  decir  por  palabra;  y  qualquier  que 
lo  contrario  htdere,  siquier  sean  dos  ó  muchos,  cayan  é  incurran  por  ello 
en  pena  de  aleye,  y  hayan  perdido  y  pierdan  por  ello  todos  sus  bienes  para 
la  nuestra  Cámara;  y  el  que  rescibiere  el  cartel  y  aceptare  la  respuesta,  naya 
perdido  y  pierda  todos  sus  biches  para  la  Cámara,  aun<¡ue  trance  y  pelea  no 
v^oga  en  efecto;  y  si  de  ello  se  siguiere  muerte  ó  feridas  y  el  requeslador 
quedare  títo  de  la  requesta  ó  trance,  muera  por  ello;  y  si  el  requestado 

Íiaedare  vivo  sea  desterrado  del  Reyno  perpetuamente.  Y  porque  en  los  te- 
es delitos  t^en  gran  culpa  y  cargo  los  tratantes  que  llevan  y  traen  los 
mensages  y  carteles  desto,  y  los  padrinos  que  usan  con  ellos,  mandamos  que 
ninguno  sea  osado  de  ser  en  esto  tratanto ,  ni  llevar  ni  traer  los  cartoles  y 
mensages,  ni  sean  padrinos  del  tal  trance  ó  pelea;  so  pena  que  por  el  mismo 
fecho  caya  é  incurra  cada  uno  dellos  en  pena  de  aleve ,  y  pierda  todos  sus 
bienes,  y  sean  las  dos  torcías  partes  para  la  nuestra  Cámara,  y  el  otro  torció 
para  la  persona  que  lo  acusare  y  para  el  juez  oue  lo  sentenciare:  y  que  los 

Í[ue  miraren ,  j  no  los  despartieren ,  pierdan  los  caballos  ó  muías  en  que 
aeren,  y  Jas  armas  que  llevaren;  y  si  fueren  á  pie,  que  pague  cada  uno  seis* 
cientos  maravedís,  y  que  estas  penas  se  repartan  en  la  forma  suso  dicha. 

Eiej  4e  PeU^  Y  y  PeniMdo  Yl. 

No  habiendo  hasta  ahora  podido  las  maldiciones  de  la  Iglesia  y  las  leyes 
de  los  reyes,  mis  antecesores,  desterrar  el  detestable  uso  de  los  duelos  y 
de  los  d^ílos,  sin  embargo  de  ser  contrarios  al  derecho  natural,  y  ofensivos 
del  respeto  que  se  debe  á  mi  real  persona  y  autoridad;  y  valiéndose  los  que 
se  discurren  agraviados,  del  medio  de  buscar  por  sí  la  satisfacción  que  de- 
berían solicitar  recurriendo  á  mi  real  persona  ó  á  mis  ministros;  habiendo 
sugerido  é  en^no,  el  falso  concepto  ae  honor,  el  ser  falta  de  valor  no  in- 
tentar ni  admitir  este  modo  de  vengarse,  como  si  la  naCion  española  nece- 
sitase de  adquirir  créditos  de  valerosa  por  un  camino  tan  feo ,  criminal  y 
abominable,  después  de  tantas  conquistas,  sangre  vertida,  y  vidas  sacrifi- 
cadas á  le  propagación  de  la  Fé,  gloria  de  sus  reyes  j  créditos  de  su  patria; 
y  aonque  debo  esperar  de  la  obediencia  y  amor  de  mis  vasallos,  y  singular- 
mente de  la  nobleza,  que  se  ajustarán  á  esta  nueva  declaración  de  mi  real 
voluntad  en  detestación  de  este  delito,  por  si  hubiere  quien  se  desviare  da 
mis  reales,  justas  y  paternales  intenciones ,  declaro  primeramente  por  esta 
inalterable  ley  y  real  pracmática,  que  el  desafío  ó  duelo  deba  tenerse  y  es- 
timarse en  todos  mis  reinos  por  delito  infame;  y  en  consecuencia  de  esto, 
mando;  que  todos  los  que  desafiaren,  los  que  admitieren  el  desafío,  los  quo 
intervinieren  en  ellos  por  terceros  ó  padrinos,  los  que  llevaren  carteles  ó 
papeles  con  noticia  de  su  contenido ,  6  recados  de  palabra  para  el  mismo 
un,  pierdan  irremisiblemente  por  el  mismo  hecho  todos  los  oGcios,  rentai 
y  honores  qne  tuvieren  i>or  mi  real  gracia,  y  sean  inhábiles  para  tenerlos 
dorante  toda  su  vida;  v  si  fueren  caballeros  de  alguna  de  las  cuatro  órde- 
nes müiUres ,  se  les  degrade  de  este  honor  y  se  les  quiten  los  hábitos;  y 
sí  tovíeren  encomienda,  por  el  mismo  hecho  vaquen,  y  se  puedan  proveer 
en  otros;  y  esto  demás  de  la  pena  de  aleves  y  perdimiento  de  todos  sus  bie- 
nes, establecida  por  mis  abuelos  los  reyes  D.  Fernando  y  Dona  Isabel,  en  j 
la  loy  prscedente,  que  mando  sea  observada  en  todo  lo  que  por  este  mi  real 
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ada.  Y  aunque  por  el  estatuto  que  tienea  las 
1  caballero  que  recibe  el  hábito ,  si  ha  sido 
y  porque  si  lo  hubiese  sido  y  no  se  hubiese 
le  ecbariaa  de  la  órdeo ,  y  fe  teadriaa  por 
iderse  al  presente,  como  se  entendió  cuando  . 
i;  esto  es.  que  cualquier  cristiano  que  sien- 
defensa  de  la  Fó  no  admitiere  el  desafío,  sea 
iferido  estatuto  sea  entendido  en  otra  forma.   . 
tener  efecto  saliendo  los  desafiados,  ó  alguno 
Liado,  aunque  no  haya  riña,  muerto  ó  herida, 
;ados  con  pena  de  muerte,  y  todos  sus  bie« 
se  aplique  la  tercera  parte  á  hospitales  del  . 
1  delito:  y  comenzado  el  proceso  o  causa  por 
fama,  como  abajo  se  dirá,  se  secuestran  los 
illa;  y  de  los  frutos  se  paguen  los  gastos  que 
recompensa  razonable  al  administrador;  que« 
del  delincuente  el  recurso  á  los  jueces  de  la 
)lo  antes,  les  den  lo  necesario  para  su  pro^ciso 
lo  por  esta  mi  real  pragmática  sea  observado 
inviolablemente,  y  evitar  que  por  medios  indirectos  se Reculen  tale&desa^ 
ilos^  declaro,  que  cualquiera  riña  que  sucediere  después  del  Uempo ,  y  en 
otro  lugar  fuera  de  poblado,  ó  en  poblado  en  puesto  retirado  ó  á  decora,  en 
que  sobrevinieron  las  palabras,  ó  otra  cosa  que  dio  motivo  á  ella,  se  tenga 
por  desafío ,  y  se  castigue  como  tal ,  á  fin  de  que  no  pueda  aprovechar  el 
fraude  que  pudiera  haber,  afectando  que  se  encontraron  dé  casualidad  los 

enido;  y  solo  podrá  el  jueí  de 
a,  cuando  por  vehementes  oon^ 
precedido  desafio  ó  convención 
los  delincuentes;,  y  el  reoato 
obanza  y  averiguación  y  mando, 
indicios  y  conjeturas;  de  ma'- 
ile^iadas  en  este  delito  quc)  en 
\  si  el  delito  sé  probare  con  dos 
o^ei:  ha^bi4p  y  pr^o  ol  reo,  si* 
)3  en  las  de  rebeldia  1 1  d^|íitr<^ 
cia  no  se  presentare  en  la  cár«- 
en  cuanto  al  perdimiento  de  sus 
jamás  ser  oidó  para  su  desear^  . 
lal  alguno  suyo,  ni  de  otro  ea 
asentándose  ai^  en  la  cárcel, 
cuando  riñen,  ^  y  nq  lo  emba* 
I  viso  á  la  justicia,  sean  conde* 
I  la  tercera  parte  de  sus  bienes. 
Y  |)orque  h)k  que'  han  tenido  algún  desafío  pueden  refugiarse  ea  alguiMi^,  ca- 
sas de  grandes,  nobles  ú  otras  personas  de  mis  reinos ,  dec(<MX> ,  que  todqft 
los  que  tuvieren  refugiados  en  sus  casas,  de  cualquier  estado,  ¿nlio  6  coa- 
dicion  que  séaii  los  tales  delincuentes,  sabiendo  que  lo  son,  ó  despue»d^ 
set  pública  la  noticia  del  delito^  incurran  ei^  las  peiias  á  qu^  por  derech<9i  y 
y  leyes  de  inis  reinos  son  tenidos  los  receptores  de  otros  delÍQQueate$,  M^^ 
oo  á  todos  los  tribunales )[  justicias,  gue  luego  que  tuvieren  noticia  de  al- 
gún desafió  no  pierdan  tiempo  en  ejecutar  toao  lo  que  por  esta  mi  real 
prS/pática  se  manda;  y  cualquier  leve  descuido  que  en  esto  tuvieren  sea 
castigado  con  la  pena  de  suspensión  de  sus  oficios «  y  inhabilidad  da  teMr^ 
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Dtros  por  seis  años;  y  si  la  omísioo  fuere  ^ve^  ó  iocurríerea  en  dolo,  sean 
castigados  como  ffértf^tpantes  ?  cte^ioesf  éel  deittto  prl^ptoat;  Y  porque 
las  justicias  ordinaria»,  sísi  de'Vilihs  ettmidás  cómo  de  señorío;'  lugares  de 
<5rdeaes  t  abadengo,  suelen  ser  omisas  en  la  aferíguacion  de  este  delito, 
mezclándose  en  el  punto  de  honor,  por  ser  {parientes  de  los  delincuentes,  f 
incurriendo  en  el  silencio  pon  cooUnphieíoa' ó  .temor  de  los  poderosos, 
•que  son  los  que  suelen  atentar  este  delito:  mando  á  todos  mis  corregidores 
que  loe^  jú»  llegue  i  su  potieia  que  lia  liabido  aloun  deeafio  en  alguu  lu* 
^r  detuírnlol^io  dé  su  dlcabalatorio,  pasen  al  tal  Tugar,  y  sin  nece^tar  de 
tomar  el  uso,  procedan  á  laf  ateriguacion  y  castigo  de  los  reos,  recogiendo 
los  autos  que  se  liubieren  hecho  por  las  justicias,  sustanciando  y  determi- 
naoda  la  cassa  en  conformidad  4e  io  jprevenido  ,ea  e^ta  pragmática;  para 
todo  lo  cual  fes  dov  comisión  en  forma,  tam  amplia  como  de  aerecho  se  re-  . 
quisré;  y  les  mando  me  den  avfso  de  su  partida,  y  de  todo  lo  que  fticlr^ 
ohn«dp  y  lesliHare  en  éiiuto  á  la  averiguación.  Y  babieado  moairado  la  e$^ 
periencia  que  el  riffor  de  las  leyes  se  frustra,  porque  las  justicias  ordinarias 
tefiiplan  tas  penas  legales,  nó  llegando  ni  aun  las  noticias  de  las  causas  á  los 
tríimaales  su^iofes»  por  eotudií*  los  Promotóriüs  iseáte^,  y  püT  el  «itókíeie, 
pobreza  ó  aparttfmieat^  da  i^  inter^aidoa;  inomió  que  todas  ias^  a^iHenoiaa 
•qué  sobre  este  delito  dieren  los  corregidores,  siendo  en  el  distrito  de  su  ju-« 
Tí^dicdoii  el  desafío,  ó  én  el  diátrito'de  hs  dt^énej»,  (t  deñtrt)  délas  yeiáia 
]e|«|s  dt  ía«orM(  las oonsiiUea'coa'el  Ceoseto!;  -y  sieitdd enalte  rú\m  eú* 
midas,  lugares  de  señorío  y  abadeojjo,  fuera  de  las  vei9te  leguas,  las  cónsul^ 
ten  con  las  chancillerias  y  audiencias,  y  que  estas  há van  de  dar  ayiso  al  mi 
coittefOdé  tef^ttlééh  yistade  ías  cóftstmsreáolVfereH/Y  boifque'  alguito^ 
pq|i«ftUa(¡ic0rrCCH» mas  libertad  á'sa.ven^ansa,  tfepuodei  dm  mecBo  úkiá%^ 
sanar  á  otros  señalando  lugar  fuera  de  mis  reinos,  oenlas  fronteras  de  ellos, 
ddíefaro;  que  estos  tales  sean  también  comprendidos  en*  esta  ú}  rékr'ii/rag* 
ináliG&^!ainique«t  Iqgár  donde  bobierren  reñido  esté  fuera  deoiis'rqiiiosryT 
•docmnios.  Y  para  quejas  ososas  que  se  bieierea  por.  este  delilp  q^  ^  emba,* 
racen  ni  suspendan  con  pretesto  alguno,  mando  que  sean  pnyilegiarlas ;  dé 
mMéífo  i^efw''pclr  hallarse  preso  el  delincuente  por  otro  delito  y  én  dhvo 
ju^^ada,  ni  ott'TJrUui  de  declinatoria  dtoloero  militar,  nide  otra  cuaifanra ' 
calidad  que  sea ,  no.  puede  impedirse  el  curio  de  las  causas  que  se  hicierea 
pdi^  este  delito,  en  ei  cual  tampoco  ha  de  haber  lugar  la  prescripción.  Y  ', 
paM  qué  n<^  aea  necesario  poner  en  ejecución  la  justa  severtdnd  de  esta'  mi 
rqpl  jMDagmiüfa,  alborto  a  mis  Mbs  y  timados  vasallos  man  coa  la  pa^, 
uníou  xcQncordia  necesarias  para  su  conservación^  la  de  sus  fanlilias  y  la 
úMEsmai  guardando  enbe  sí  t((  co^re^póndéhcf^  y  el  respeto  qud  unos 
d^Mii  é  Mías,  iiegmisd  eaiktaü  y  estado;  haciendo  eadtfuifo  lo  que  t>uaáa 
para  evitar  todas  las  diferencias,  contiendas  y  querellas  que  pue4an  dar  cau« 
aa  á, procedimientos  de  hecho;  en  lo  cual  reconoceré  un  efecto  singular  de 
sÉwWfeüeiayafiéhclonámfs^reatés  órdenes,  téuiéadoibcómb  lo  tangos,  por 
mae  eoiMoma  á  las  mfoimu  del  visrdádecü  honor,  como  lo  ^  i  U»  r§sM . 
del  Evangelio.  Y  eiicargo  á  los  grandes,  nobles  y  personas  de  mapr  ^utb-* 
rrtai'en  mis  reinos,  que  sé  apliquen  don  el  mayor  culdadb  y'VIgHamSá  á 
t4Éniin«y  «^ompoite^  tüM  las  mfei«enoia^  y  dísgtntos  oue<  sobrevtnieim 
«ntre  mis  vasallos,  para  evitar  las  consecuencia^  q^  pueden  aeg^i^  y  ^oca¡^, 
nomr  que  se  incurra  en  el  detito  que  nuevamente  se  aetesta^  y  queda  prjplii- 
0N8  por  itota  ínii^eÁI  pragmática ,  la  cual'  quiero  que  teaga  nier%i/  dé  iey, 
como  Á  fuo^Qjiecha  y  promulgada  en  Cortes;  y  maado  sea  pr^onada  eiv 
eata  y  en  todas  las  cabezas  de  partido,  villas  y  lugares  de  estos  reingsi  para^ 
que  ninguno  pueda  pretender  ignoraraá;  v  .' 
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sobre  |M  M  imede  la  ieífiídicadaí  de  les  efectos  fiUiooi  al  forUdon 
sofaael  derecho  ceostiuido. 

k  esta  grave  cuesüon  ha  dado  lugar  un  reciente  fallo  de  la  Au- 
dienda  de  Madrid»  y  sin  embargo  de  que  ha  sido  decidida  en  favor 
de  la  reivindicación,  y  sost^do  ó  q>oyado  por  los  letrados  D.  Do- 
mingo Rivera,  en  la  estensa  memoria  que  ha  publicado  en  la  Revis- 
ta «inkral  DB  Lkgislacion  Y  lüBisPRüDBNCu  (1),  y  por  D.  José 
González  Serrano  en  El  Faro  nacUmal,  no  quiero  dejar  de  manifestar 
mi  opinión,  por  ser  una  de  las  cuestiones  mas  importantes  y  tras^ 
cendentales  al  comercio,  i  los  intereses  de  los  particulares,  y  ¿  Ios- 
generales  de  la  nación. 

Por  grande  que  sea  la  reputación  que  se  han  adquirido  en  ei 
foro  los  Sres.  Serrano  y  Rivera;  por  mucho  que  sea  mi  respeto^ 
hacia  las  disposiciones  de  los  tribunales,  y  á  pesar  de  estar  preveni* 
da  la  opinión  con  los  citados  escritos,  no  tengo  reparo  en  emitir  la« 
mia  de  un  modo  contrarío  á  la  de  dichos  señores. 

No  se  me  oculta  la  desventaja  de  tener  que  luchar  con  letrado» 
de  reconocida  nombradía,  que  han  hecho  un  estudio  cxprofeM  ád 
una  cuestión  que  han  tenido  que  sostener  y  discutir  minuciosamen- 
te ante  ios  Tribunales;  mas  ¿  pesar  de  todo  cumple  i  mi  deber  acu«» 
dir  al  campo  de  una  ilustrada  y  razonada  discusión  cuando  se  trata 
de  intereses  culminantes,  de  derechos  cuantiosos  é  importantes,  de 
cuya  decisión  pende  no  solo  la  suerte  de  las  familias  sino  el  crédito 
de  la  nación. 

Mi  opinión^  repito,  es  contraria  á  la  reivindicación  de  los  títulos, 
al  portador.  Sin  desconocer  los  principios  sentados  por  aquellos  se- 
ñores, no  puedo  admitir  sus  consecuencias  de  una  manera  tan  lata^ 
de  un  modo  tan  estenso,  que  no  admita,  según  los  casos  y  según  1&. 
clasa  de  valores  y  operaciones,  alguna  distinción. 

Es  cierto,  es  positivo,  está  fuera  de  duda,  que  la  cosa  clama  por 

(i)   Ytese  la  pág.  81  de  este  tQmo^ 
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jSD  daeño,  y  que  al  que  le  ha  sido  robada  puede  penegoirla,  puede 
reivindicarla  del  ladrón  ó  del  que  la  hubiese  adquirido,  sabiendo  (^ 
era  robada.  Pero  esto  tiene  sus  limitaciones,  y  por  consiguiente  no 
procede  en  todos  los  casos,  en  todas  las  operaciones,  sin  escqicion 
alguna,  como  se  ba  querido  suponen  Hay  casos  en  que  no  procede 
la  restitución  de  la  cosa,  aunque  no  sea  legitimo  el  origen  de  la  po- 
sesión, si  el  poseedor  la  ha  adquirido  por  un  medio  legal  ignorando 
«I  vicio  de  la  cosa. 

No  se  alarmen  nuestros  lectores;  no  crean  que  somos  el  eoode  los 
<XMDpradores  de  títulos  robados^  No,  nada  de  eso.  Soipos  escritores 
ondependientes  é  imparciales  que  venimos  aquí  á  sostener  nuestra 
opinión  sin  que  nos  arredren  estas  calificaciones  ni  las  impugnaciones 
4e  ningún  género,  y  en  verdad  que  hubiéramos  deseado  que  su  au- 
4or  las  hubiese  omitido  en  una  cuestión  ardua,  de  difícil  resoIucÍMi, 
en  la  que  caben  todas  las  opiniones  y  en  la  que  es  tan  necesaria  la 
iliscusion. 

Los  que  sostienen  la  opinión  favorable  i  la  reivindicación  de  los 
títulos,  parten  del  principio  de  que  el  ladrón  ó  encubridor  del  delito 
jamás  puede  hacerse  dueño  de  lo  adquirido  por  malos  medios.  «El 
>que  se  hallare  (dicen)  con  una  cosa  ajena,  nunca  la  hará  suya,  des- 
ipojando  de  sus  derechos  al  antiguo  propietario.  El  que  comprare, 
j»aun  que  fuera  con  buena  fé,  á  uno  que  no  era  du^  de  la  cosa 
«vendida,  permutada,  etc.,  no  tendría  mas  derecho  que  el  que  se  lo 
«cedió,  permutó,  ó  entregó  por  cualquier  otro  concepto.» 

Fundados  en  estas  teorías  ó  en  estos  principios,  es  como  pre- 
lenden  sostener  que  puede  y  debe  tener  lugar  en  todos  los  caso^, 
.fflu  esc^Káon  la  reivindicación  de  esta  clase  de  valores.  Respetamos 
-esta  opinión  porque  es  preciso  respetarlas  todas  en  el  campo  de  la 
discusión.  Es  verdad  que  en  tesis  general  no  puede  presmbirse  la 
cosa  que  ha  sido  robada  ó  forzada,  mas  es  preciso  hacer  una  distin- 
ción entre  el  ladrón  ó  el  poseedor  de  mala  fé,  y  el  que  la  ha  adqui- 
rido de  buena  fé,  y  por  justo  título,  ignorando  el  vicio  de  la  cosa. 

En  cuanto  al  primero,  es  cierto  que  no  puede  hacerla  suya;  peto 
«n  cuanto  al  segando,  esto  es,  al  que  la  ha  adquirido  de  buena  fé  y 
con  justo  título,  y  que  la  posee  pacíficamente  por  el  término  prescri- 
to por  la  ley,  este  purga  el  vicio  original  y  primitifo  que  afectaba  la 
tosa.  De  aquí  se  desprende  que  no  puede  reconveníñele  como  po« 
veedor  de  mala  fé,  ni  obligársele  á  la  restitución  de  la  cosa  sin  des- 
truir la  prescripción,  que  es  tíh  medio  de  adquirir  un  derecho  ó  de 
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libtarse^de oha obligación,  fil, quepresQrítK^  sé  )tsemeja  aL^p^ |^ 
'^'/Bl  curso  del  tiempo  ordenado  por  la  ley  es  aua  espeóie  de  m6- 
-  teda  que  eslíngae  y-  Asoelve  las  obiigació^es.  Véase  uliye.  Qwzé. 

¡Está  misma  distindoH  la  háltamos  dentro  del  art.  4^6  del  Gádf- 

^  go  penal  que  ser  invoca  por  los  sostenedores  de  la  opinión  contrar/a 

y  que  después  de  faáber  ordenado  la  restitucjon  de  la  cosa,  dice  así: 

<rB9tá^dispoácion  no  es  aplicable  en  el  caso  de  q,ne  el  tercero 
haya  prescrito  la  cosa  con  arreglo  á  lo  establecido  por  Jas  leyes  ci- 
viles:*'''      •    .  "       ' 

Se  Vé  por  esta  disposición  que  los  mismos  legisladores  de  aquel 
CMK^  reconocieron  <iue  aunque  la  <u)sa  l^ubiese  sido  forzada  ó  de* 
tentada  podia  estar  etento  de  la  restitución  el  que  la  liubiese  pra- 
crito con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  lo  que  oecesariamente  ha  ^t 
tntttendersecon  los  que  la  han  adquirido  con  ju3to  titulo  y  buena  fé. 

Véase,  pues;  como  el  principio  de  restitución  ó  reivindicación  de 
los  efectos  públicos  no  es  tan  general  y  abs()luto  como  se  ha  senta- 
do, y  qué  tiene  sus  limitaciones  en  el  mismo  Código  penal.  Por  eso 
'  hemos  dicho  antes,  que  hay  casos  en  que  no  procede  la  restitución 
de  la  cosa,  aunque  sea  vicioso  el  origen  de  la  posesioi^,  y  creemo» 
fa]d)er  demostrado  esta  proposición. 

Ahora  bien;  si  no  procede  esta  reivindicación  ó  restitución  en  et 
caso  de  prescripción,  si  por  medio  de  eRa  se  lava,  el  vicio  de  la  cosa,, 
ipor  qué  no  puede  también  en  algún  otro  caso,  aunque  muy  raro^ 
depurarse  este  vicio  y  eximirse  de  la  restitución? 

Desde  el  momento  en  que  hemos  probado  que  el  artículo  116  del 
€6£go  penal  no  tiene  una  apficacion  absoluta  y  sfai  limitación,  que- 
da demostradáque  no  procede  la  restitución  de  la  cosa  en  los  casos 
en  que  obra  ht  prescripción  con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  como  di- 
ce el  mismo  artículo. 

Si  fa  ley  obrara  de  otro  modo,  si  la  aplicación  del  citado  artíctila 
116  fuese  tan  general  y  absoluta,  como  se  ha  querido  suponer,,  no  ba- 
bria  ningún  caso  en  que  se  mirase  á  los  poseedores  como  propieta- 
rios de  la  eosa  6  cOmo  libres  de  la  restitución  ó  reivin(ficacion,  ni 
liabria  términos  hábiles  para  poner  un  justo  y  razonable  límite  á  los 
ÍÉnuchos  testigos  y  <»uisas  criminales  que  se  promoverían.  %\  desor- 
den, la  inceitidumbre  y  b  confusión  estarían  á  la  orden  deldia.  . 

la  prescripción  se  considera  entre  todas  las  i,i}stituoioaes  socia- 
les ¿oinb  la  ma» necesaria  al  orden  público,  jixo  siu  razón  ha  si^o 
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I  portos'iMigiK»  patroita  del  género  hanfatío,  poiróna  génfi 
lis  humante  y  fia  áé  los  cuidadoa  y  ansiedades,  /litei  iollicitudinvm,  ü 
MBa  ^  k»  yétñám  que  htóe  á  la  ^íeQad  máiltenie^do  ^a  paz  y 
'tnoMfíiiltaad  ^1%  Ibs  hontbr^  y  tórtándo  ¿irán  ndúiéró  de  Idl 
•^leüos. 

Si  tos  róñanos»  siaqúeRos  mimos  que  saneíohkrcÉ  éí  sáfbio  ptídÍ- 
cipio  de  qoe  la  cosa  clama  por  su  dueño,  res  ubieumque  sU  pro  suü 
40mino  danat,  se  vieron  pi^ecisados  á  éstabléiiér  él  principio  de 
preseripeiorpara  evitar  los  iMctíos  düdadds  y  afanen  y  un  gran  nü*- 
BÉ$ro  de  pleitos  i  la  socÜBdad,  en  toda  clase  de  bílénés,  no  ha  de  ha^ 
Mr  moMiteAfente  en  que  se  haga  estensivo  eáté  tíi^tao  principio 
eaire  nosotros  de  un  modo  mas  lato  y  sin  limitaeioh  de  tiénipo  para 
déHa  ciase  de  valotes. 

Gctaio  ni  los  romanos  ni  D.  Alonso  el  Sabio  éóuóciéron  los  tf* 
talos  al  portador  ni  las  operaciones  de  la  Bolsa,  qiie  necesariamente 
dri>ea  haoerse  con  rapMé^  y  con  er  asentimjénto  dé'  la  confianza 
pníbHea,  resuiCa  que  no  dictaron  nihguna  regla  sobre  está  clase  de 
•INeradonea  Pero  natuMlniente  se  vé,  que  si  fiutiiiésen  llegado  á  co- 
noeerlas,  si  hnbteran  tenido  esta  clase  de  documentos  ó  títulos  é 
p&rUuhr  hvbierjan  también  estableóido  realas  segm^ks  para  garántii^ 
íks  debidanfenfe  y  para  asegurar  en  la  poSé^n  de  los  mismos,  ttó 
ú  ladrón  ni  al  u^rpador,  porque  estos  solo  mereieisn  re[M^bacion  y 
oast^y  sino  al  que  los  hubiese  adquirido  de  bueáá  fé  por  un  títuM 
traslativo  de  dominio.  Los  legisladores  que  dictaron  té^és  parala 
prescripción  4e  toda  clase  de  bienes,  asi  muebles  como  inmuebles  de 
n  atoAo  tan  lato,  no  hubitevan  dejado  ^r  cierto  de  elstsatbiéceír  sóR^ 
das  garaatías  á  fiífor  de  los  tejedores  de  bueni^  té  dé  estü  clase  de 
valores. 

Asi  es  que  los  legisladores  franceses,  sin  embargo  de  haber  se- 
gado pase  á  paso  la  legislación  romana  en  la  formacidn  del  Código 
de  Napoleón,  á  h  que  dieron  el  nombre  de  ráfí»>n  escrita,  estable^ 
eiéroli  en  su  articuló  2960  que  «si  el  poseedor  actual  de  la  c^sa  ro^ 
»bada  6  perdida  la  hubiese  comprado  en  una  feria  ó  mercado  pdblí- 
900,  ó  de  vn  comerdante  que  la  vendiese,  en  scmiejátttes  casos  el 
«daefio  oríginorio  no  podrá  lograr  su  recobro ,  sin  que  primero  en- 
9tregtie  al  poseedor  el  precio  que  le  ha  costado.» 
.  En  otras  naciones  mas  adelantadas  que  la  nuestra  en  la  ciencia 
econóoiielt  se  persié;ue  alladron  de  los  títulos  al  portador  haáta  los 
pafce»  naBretauitasy  se  Ib  soleta  á  lasconsecoeicias  de  su  delito  aiui- 
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que  trate  de  ocaltarBe  en  los  Estados-Unidos;  pero  no  se  metesto 
4e  ningon  modo  á  los  poseedores  de  dichos  títatos. 

El  Rey  D«  Fernando  V1I«  deseando  imitar  la  condocta  de  estas 
naciones  y  de  aquellos  $ibm  legisladores  al  establecer  en  Madrid 
una  Bolsa  ó  Lonja  de  negociadion  pública,  por  Real  decreto  de  10 
de  setiembre  de  1831  y  ea  su  artículo  7J^  dispuso  literalmente  lo 
siguiente: 

aLos efectos  públicos  vendidos  en  la  Bolsa,  ya  sea  que  esténemi* 
tidos  al  portador,  ó  ya  lo  estén  &  favor  de  persona  determinada,  no 
están  sujetos  á  rewindieaciont  y  su  enajenación  será  válida  y  sub- 
atente,  consumado  que  sea  el  contrato,  aun  cuando  d  vendedor 
los  poseyese  de  mala  fé,  salva  la  acckm  del  legítimo  propietario  con- 
tra el  mismo  vendedor,  ú  otra  persona  que  tenga  responsabilidad  le^ 
gal  en  los  actos  en  que  haya  sido  desposeído  de  los  efectos  6  defrau- 
dada su  propiedad.» 

Esta  disposición  es  altamente  s&bia  y  benéfica,  porque  sin  osla 
garantía  para  los  adquisidores  de  los  efectos  públicos,  estos  no  po- 
drían suti^stir  en  la  rigurosa  acepción  de  la  palabra.  Estos  títidos 
acreditan  la  persona  del  tenedor;  por  eso  se  dicen  d  portadoTt  por- 
que han  de  pagarse,  no  á  la  orden  ó  por  endoso  de  determinada  per- 
dona, sino  al  que  los  tiene  en  su  poder.  Asi  es  que  no  debe  para  el 
pago  de  los  mismos  exigirse  justificación  alguna  de  la  identidad  de 
}a  persona  del  portador.  La  posesión  presume  el  dominio.  Passessar^ 
ergo  dominus. 

Cuando  la  ley  nos  concede  un  derecho,  nos  concede  también ,  al 
menos  tácitamente  y  por  vía  de  consecuencia,  todo  lo  que  es  nece- 
sario para  ejercerlo,  aun  cuando  esto  no  se  haya  esplicado,  porque 
no  puede  querer  el  fin  sin  querer  también  los  medios  de  llegar  á  él, 
ftíie  concesso,  oonoessa  intelUguntur  media. 

Hay  sin  embargo  una  persona  responsable  de  esta  clase  de  ope- 
raciones que  se  hacen  en  la  Bolsa,  y  esta  persona  es  el  ájente  ó  d 
corredor  que  interviene  en  la  operación  ó  en  el  traspaso  de  los 
títulos. 

Este  ájente,  como  que  es  el  responsable  de  la  operación,  tiene 
.buen  cuidado  de  tomar  todas  las  noticias  que  estime  necesarias  ó 
convenientes  para  cerciorarse  de  la  procedencia  y  legitimidad  de 
aquella  clase  de  valores  y  de  Jas  demás  circunstancias  del  vendedor. 

€  Ningún  ajenie  de  ciíídito  (como  dice  el  Sr.  González  Serrano)  se 
alanza  &  intervenir  en  una  operación  que  le  ofreiea  el  priaer  des^ 
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I coioddo,  poiq«e  m  oUig»ciop  es  saberbíeii  qmn  (M^eseBia  la  meÑ 
^caderia  y  la  garantiza,  asi  como  todo  Escribano  dá  fé  de  conocer 
9i  los  contrayentes:  y  les  ajeMes  de  Bolsa  no  son  otra  cosa  que  de- 
^posítarios  de  la  fé  publica  en  las  openuñones  bnrsátiles.  • 

Véase,  poes,  jcomo  segnn  bs  nüsmas  teorías,  tegnn  ios  mismos 
INrinGípios  sqniados  p(»^naestros  adversarios,  no  podrá  ocurrir  el  caso 
Üñ  quedar  estafado  ó  defraudadla  en  sw  intereses  el  qne  ha  tenido 
la  desgracia  de  ser  robado  ó  desposeída  ikgalaieate  de  aquellos  ti- 
talos,  aunque  se  admita  el  principio  de  la  no  reíviodicadon,  porque 
hay  un  ájente  que  debe  dar  razón  de  la  persona  del  vendedor  si 
ban  sido  vendidos  en  la  Bolsa  con  las  formalidades  prescritas  por  las 
leyes  de  la  misaia,  qne  es  en  el  ánico  caso  en  que  de  absoluta  con- 
formidad con  el  dtado  Real  decreto  entendemos  que  no  procede  la 
reivin£cacion  de  los  efectos  públicos,  porque  hay  quien  garantiza 
)a  operación. 

La  disposición  del  diado  articulo  es  siUa,  benéfica  y  previsora, 
porque  sin  lastimar  los  derechos  de  to  persona  que  ha  sido  robada 
ó  despoeeida  de  aquellos  valores,  dá  á  loscompraidores  todas  las  ga- 
rantías que  son  convenientes  para  inorarles  la  conflatza,  tan  ne- 
cesaria en  esta  dase  de  operadoaes,  ^que  no  serto  desposeídos  de 
ningún  modo  de  loe  valores  que  de  esta  suerte  adquieren  al  ampa- 
10  de  la  ley  y  om  la  interveadon  de  uno  de  los  ajentes  respon* 
sables. 

Por  eso  entendemos,  que  aunque  pudiese  ofrecer  alguna  duda 
si  el  dtado  Real  decreto,  que  es  una  ley  del  rdno,  ha  sh)o  deroga* 
do  por  otro  posterior,  aunque»  en  fin,  se  le  considerase  derogado  por 
wa  regla  de  sabia  y  benéfica  interpretación  y  por  disposición  espre- 
sa y  terminante  de  nuestra  legislación,  debe  aplicarse  en  la  cuestión 
que  nos  ocupa  d  citado  articulo  7^^  de  la  dtada  ley  de  i831  reco- 
pilada en  la  colección  oficial  de  Decretos,  tomo46,  pág.  375,  con 
freferencia  al  deredw  romano  que  citan  nuestros  adversarios,  según 
U  terminante  espresion  de  la  nota  segunda,  tít.  3,  lib.  3.^  de  la 
(iovidma  Reoopilacton,  que  dice,  que  se  observen  las  leyes  patrias 
con  preferencia  al  derecho  romano  y  canónico,  aunque  no  e^n  en 
didio  Código;  y  que  M  en  k  fteoopiÍÍEM»en  se  encuentra  alguna  ley  ó 
fragfliática  suspendida  ó  <kro.7(ida,  se  haga^apUcaekm  de  la  misma, 
ewmda ocurra  alguna  dudarin  que  haya  ley  eUtra  que  la  decida. 

Las  leyes  deben  proteger  siempre  los  intereses  creados  por  las 
jiisaiaa.,  Si  por  eUas  existen  los  titalos  al  portador,  que,  como  he- 
Tono  XVI.  48 
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nos  d¡ch«^  ne  se  oenocíerm  ^  liempo  de  Im  remattOi,  iK€ce9«M6'%k 
que  segaiaA^oen  los  GrMpftads  y  te  operaoioiieftqve  te  haga»  ai 
amparo  y  segaalaa  reglas  ettaUaeíéas  por  estas  adsiriás  leyes;  f 
que  el  queaflí  Jofradquieía  tenga  «oa  segaHM,  iiaía  ooafiMta  alf 
soluta  de  que  napodoAiMUifa  llogar  eleaso  de  ser  deq[M>sddo.  Sin 
esta  oonfiañía,  sin^esla  segnídad  nofMedsn^sabBÍstk'  los  tftolos  al 
pprUdor^  y  es  aooesarioeátoaBOs  qéeoe  abh)guea  é  que  se  dé  á 
sus  teaodíMres'esta  gaifaolia^ 

E&  preciso  cobveaeene  de  <pi0'estos  tfkalos  y  las  opetadones  de 
Bolsa  se  rigen  porrwa  legislácioa  espeoiat  i^la  que  débea  so  exis* 
lenoia  y  su  origSD,  y  <(ue  esta  tegielacioñ  és  nny  ^jstiila  del  dore- 
cbo  ronanoy  del  Código  panal,  ifie  kaa  sido  diclaáos  pUÉalos  lie* 
gocios  comunes  y  genmiaksf  nMiy  disliadoé: por  cierto  do  los^  eo* 
meroioy  dolaBoisli* 

Por  consiguiente,  en  esta  misma  legislación  debemaa  baíSCár  h 
solución  dd  negocio 'que  Ms^  001^  sintecurrir  ai  derecho  dvil  ni 
al  ponal  qneao  se^aftocapado  da  operaeioiies  baiattites  id  coméÑ 
cíales^  cuando  haU'Sido  faeéhas  con  arreglo  é  Jas  layes  de  la  Bolsa; 

Así  es^  que  ks  cüosliofies  promofidas  y  que  se  prontetan  ei 
los  Juagados  y  Tribunales  sobre  oata  daae  de  vaMe»  ó  docuAeritoá 
al  portador,  han  de  rasolíverse^  no  por  las  leyes  ddderodtoromaÉOy 
no  por  los  artkolos  del  Cédigo  penal,  sino  con  arreglo  i  lo  prescri^ 
to  por  el  Código  de  Comercio  y  por  la  legislación  eqiecial  de  la 
Bolsa. 

Mi  en  aquel  Códiga,  ni  ea  esta  legialacioft,  qve  sa  dice  ügéanti 
se  han  dictado  reglas  sobre  la  reí^indioacioa  de  los  titalaa  al  perfa^ 
dor.Por  la  misma  raaon  de  que  no  pueden  reínndioarse  cando  lili 
sido  adquiridos  legítimamente,  la  ky  ha  guardado  taadnen  sSenoío 
sohae-ia  preecripoion  de  los  efectos  públicos^  ni  se  ha  previsto  ti 
easQ  que  ha  venido  ¿  ocupar  la  ateanito  del  público  y  de  los  Trir 
faunales;  luego  en  este  y  en  loe  demás  que  oovntn  de  igual  naii- 
mleaa  debe  hacerse  apUcUoion  del  oitedo  artíaulo  7  de  tai  ley  de  f6 
de  setieadm  de  M&l,  atm^nla  faipóiasis  deeebaídoraréé  dorogadií 
esta  ley.. 

La  ley  tiene  foeíaa  perpélua,  miaatras  no  se  derogue,  bty  11^ 
tik%  I».  3/d0Í#iVto.  Bb6.  Puede  derogarse ^ma  ó táetaom- 
te:  se  der^  espresamente,  oaando  es  abafida  ó  invocada  por  aira 
ley  ontérmiiiosformafea:  se  deroga  táaítaiÉenteettaado  se  aatáUe- 
00.  una  nueva  ley  qae^  aia  rootear  ó^iinsliK  loaUiÉMQtoiaaatígM^ 


Digitized  by 


Google 


M  LOS.  JdqCPTOS  l^BUCQ^  Alf  fOUTALOU.  3^9 

^^^ivpadi^sigiQQea  iacoi^patibtes  con  ^^endo  de  observ^ 
q^^ei^este. caso  ^quedan  abrogadas  oteas  disposiciones  qae  1^ 
quespQ  positivamente  incompatibles  con  la  nueva  ley,  según  f^ 
principio  Pasteriorc&kQe$  qd  priores  pcrtinetU,  niii  eantrarUe  sUit^ 

>y  tó,  Díg.  (te  tó#ttt- 

£1  pitado  ñfíü  decreto  de.  10  de  setiembre  de  1831,  qiie  es  u^ 
li^diad^ra  ley  del  reino,  no  ha  sido  derogado  por  lo  que  le^ecta^ 
a^^lo  T,""  ni  espresa  ni  tácitamente»  No  ba  sido^d^Jiogado  esp^es^- 

^«fi^t^,,  por  el  articulo  adicional  de  la  ley  .provisional  en  que  pre- 
l^i^n  apoyarse  nuestros  adversarios,  porque  este  artículo  solo  de- 
roga cwüesq^iert^  cUspoticUmes  en  contrario,  6  que  sean  contrarias 
á  la  citada  ley  provisional;  y  el  mentado  articulo  T.""  no  le  es  con- 
trarío, puesto  que  nada  se  dispone  por  dicha  ley  sobre  la  reivindi- 
cación de  los  valores  al  portador.  Menos  lo  ha  sido. por  la  ley  provi- 
sional de  5  de  abríl  de  1846  que  siguió  el  espíritu  del  citado  Aeát 
decreto  de  1851,  como  lo  reconocen  nnestros  adversarios.  Ni  esia 
ley  ni  otra  alguna  de  Bolsa  contiene  ninguna  disposición  incgmpa* 
üble  con  dicho  ai^tículo*  y  por  consiguiente  no  ha  sido  derogado  tá- 
cita ni  espresamentei  segi^n  la  citada  ley  del  Digesto. 

Por  el  contrario  debe  considerarse  vigente  el  mentado  artículo, 
00  solo  por  las  razones  espuestas,  si  que  también  por  lo  dispuesta 
en  el  Real  decreto  de  8  de  Tebrero  de  185  i,  que  tuvo  por  principal 
oitieto  «despojará  las  operaciones  de  la  Bolsa  de  toda  formalidad^ 
«que  spbre  inútil  las  dificulta  y  retarda»  restableciiendo  (dice)  en  las 
>Qp€rQmfm  oí  cantado  la  sencillez  que  tenían  par  la  legisiacion 

j^  presenpia  de  esta  manifestación»  que  contiene  la  espesiciqu 
de  este  Real  decreto,nadie  podrá  negar  las  tendencias  á  restablecer, 
ó  por  lo  menos  á  con^derarse  vigente  por  Si  M.  todo  cuanto  puede 
ü^Uitar  la  sencillez  y  las  operaciones  de  lisi  Bolsa,  según  la  citada 
Iq^lis^^ipn  de  1831;  de  modo  que^  lejos  de  haber  sido  derogado,,  pue- 
de jqqy  bien  sostenerse  qu^  fu4  considerado  en  su  fuerza  y  vigor  el 
atíic^  7.^  del  Real  decreto  de  1831,  por  cuanto  no  puede  dudarle 
que  EaeiGta  poderosamente  esta  clase  de  operaciones,  que  es  el  ob- 
jeto que  se  propuso  la  ley,  por  la  grande  confianza  que  inspira  á  los 
queadqiiíereaenlaBolsa  los  espresadoj»  valórese  títulos  al  por- 
tador. 

JBI  UKsmo  poder  que  han  establecido  las  leyes  es  el  solo  que  pue- 
de dQS(fQU:la8-  £?i^.  ^^  tqüere  leQm^  cujus  est  condere.  De  esto  ^ 
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^igue,  que  la  ley  de  i831,  promulgada  por  el  rey  D.  Feraando  VH» 
como  supremo  imperante,  no  ha  podido  tampoco  destruirse  sin  la 
toncurrencia  del  poder  legislativo,  ó  sin  una  ley  hecha  en  Cortes. 
La  potestad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Cortes  con  el  rey»  según 
la  Constitución  de  la  Monarquía  española.  Ño  es  justo,  legal  ni  con- 
Teniente  reconocer  esta  teoría  constitucional  y  negar  sus  consecuen* 
cias.  Si  los  cuerpos  colegistadores  han  aprobado  alguno  de  Ibs  de- 
cretos emanados  del  poder  ejecutivo,  no  16  han  hecho  con  los  de  que 
se  trata»  y  por  lo  tanto  no  puede  por  ellos  ser  derogado  el  de  10  de 
setiembre  orgánico  de  la  Bolsa/ que  tiene  el  carácter  y  fuerza  de  ley 
y  que  se  ha  de  considerar  vigente,  señaladamente  en  todo  lo  que  no 
^tá  en  oposición  con  aquellas  resoluciones,  sin  que  por  eso  se  eche 
por  tierra  parte  alguna  de  la  legislación,  porque  difícilmente  volve- 
Tá  á  presentarse  un  caso  de  igual  naturaleza.  Pero  si  esto  pudiese 
llegar  á  ser  un  mal,  mil  veces  peores  y  mas  trascendentales  serian 
las  funestas  consecuencias  que  se  seguirían  de  los  principios  senta- 
dos por  nuestros  adversarios. 

Además  de  la  citada  ley  orgánica  de  la  Bolsa  hay  la  Real  orden 
de  4  de  marzo  de  i84i,  por  la  que  se  determina  cque  cese  el  perju- 
«dicial  sistema  de  obligar  á  los  tenedores  de  los  títulos  y  demás  do- 
Ycumentos  de  la  deuda  pública  á  t^sponder  de  su  procedencia,  y  los 
i>equipara  á  la  moneda.  > 

Resulta,  en  fin,  por  legítima  consecuencia  de  todo  lo  dicho,  que 
lia  de  canonizarse  el  principio  sostenido  por  los  Sres.  Weisweill^  y 
Bawer,  de  que  los  títulos  comprados  en  Bolsa  con  las  solemnidades 
de  ki  ley,  no  pueden  ser  rein vindicados  por  sus  dueños,  aunque  es- 
tos efectos  hubiesen  sido  robados,  salva  la  acción  que  compete  á  los 
dueños  oríginaríos  contra  el  vendedor  d  otra  persona  que  tenga 
responsabilidad  legal  en  los  actos  con  que  haya  sido  desposeído  de 
los  efectos,  ódeAraudada  su  propiedad,  con  arreglo  á  lo  prescrito  por 
el  artículo  7.^  del  citado  Real  decreto  de  f  O  de  setiembre  de  1831. 

La  cuestión  es  sumamente  grave  y  difícil,  y  abrigamos  la  con- 
Ticcion  de  que  el  Gobierno  de  S.  M,  se  apresurará  á  dictar  una  dis- 
posición que  ponga  término  á  estos  conflictos. 

Antes  de  concluir  esta  memoria  debo  protestar  que  no  es  mi  áni- 
mo ofender  en  lo  mas  mínimo  al  respetable  Tribunal  que  ha  fallado 
sobre  esta  ardua  cuestión,  ni  mucho  menos  el  que  se  dejen  impunes 
los  delitos  de  robo,  hurto,  sustracción,  estafa  y  demás  que  puedan 
cometerse  con  los  dueños  ó  propietarios  de  títulos  al  portador  y  de- 
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mis  docm^tíM  de  ¡goal  naturaleza.  Fiocé<laset>or  los  Tribiuale» , 
de  justida  con  la  rnaaesquisila  vigilaocia  y  009  todo  el  rigor  de  la 
ley  coolra  los  autores,  cóBipJices  y  encubridores  de  estos  delitos; 
pero  respétese  la  seguridad  individual  y  la  propiedad  de  los  que  los  [ 
han  adquirido  en  la  Bolsa  coa  Ja&  solemnidades  de  la  ley  • 

Si  asi  no  se  hace,  si  no  se  respeta  esta  propiedad  legítimamente 
adquirida,  no,  solo  satrir4  el  crédito  de  la  nación  y  los  intereses  de  < 
los  particulares,  sino  que  con  la  mayor  laciiidad  podrán  fingirse  ro^  > 
1^  de  esta  dase  de  valores  que  tengím  todas  las  apariencias  de reali*. , 
dad  y  que  vendrán  á  arrelNitar  los  intereses  y  la  fortuna  de  laafih « 
Biüias,  á  difundir  el  pánico  y  á  sembrar  la  desconfianza  en  la  Boka^  ^ 
en  £spaSa  y  en  el  estranjero.  Por  eso  opinamps,  que  atendido  ta^ 
muy  controvertida  que  h^  sido  esta  cuestión,  á  la  jurisprudencia 
varía  ó  poco  uniforme  de  ios  Tribunales  y  á  la  gravedad  y  trascen-^^ 
deocia  áá  negocio,  que  es  sin  disputa  uno  de  los  más  importantes  da 
la  nadon,  el  Gobierno  dé  S.  M.  está  en  el  deber  de  dictar  por 
Real  decreto  una  resolvcion  capaz  de  mantener  el  crédito  público^ 
la  confianza  de  los  particulares  en  los  efectos  públicos,  y  de  poner 
témúno  á  tantos  conflictos* 

Es  preciso  ¡Aspirar  confianza  á  los  adquisidores  de  esta  clase  de 
valores  si  queremos  que  se  mantenga  el  crédito  y  la  confianza  en  log^ 
títulos  al  portador,  que  es  el  alma^  del  comercio  y  la  prosperidad  de 
las  nacbnes.  Es  preciso,  en  fin,  que  se  haga  aplicación  del  citado  ar- 
tículo, ó  que  (fesaparezcan  los  títulos  al  portador  y  demás  efectos- 
públicos.  Imitemos  al  Banco  de  Barcelona,,  que  habiéndose  presen- 
lado  no  hace  mucho  tiempo  un  comerciante  para  que  suspendiese  el 
pa^  dé  un  talón,  qiM  decía  lubérsele  estraviado,  según  un  avise 
ioserfo  en  el  Diario  de  esta  ciudad,  que  presentaba ,  no  quiso  sus-^ 
pender  el  pago  de  (ficho  talón  por  ser  un  documento  al  portador  j" 
fot  creer  fundadamente  que  esto  podria  afectar  el  crédito  de  que 
justamente  goza  aquel  establecimiento.  Esto  está  conforme  con  la  re- 
solución tomada  por  el  Banco  de  España,  que  se  vio  precisado,, 
no  ha  nmciio  tiempo,  á  pasar  una  circular  al  comercio,  asegurando 
qoe  no  solo  pagarla  al  portador  ciertos  billetes,  mandados  retener 
¡tídiáabñmUe,  tíM  que  0freeia  además  no  descubrir  al  que  los  pre- 
sentase. 

Los  TrBmnales,  y  hasta  el  mismo  interesado,  han  considerada 
al  Banco  de  Barcelona  exento  de  responsabilidad,  y  libres  han  de  ser;, 
tamhíeo  de  ella  los  qi^adquiíi^rm  tí  talón  em  pago  de  alguna  deo.^ 
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cede  te  los  casos  qae  sta  han  enomerado.  Los  hoínbíes  dcsáj^stótoná-* 
d(Bi  hní^wircialtes  y  dereclb  sentir  juzgarán  de  si  hemos^cónse^ttidó^ 
^f^^ajHóqut  nos  hemos  propuesto,  y  de  todos  modos  estaínoiá  ¿oú-' 
vetot^dtesde  haber  hecho  uii"serricio  á  la  ciencia  con  esta  disbusion,  • 
'qtñ  es  el  üiiico  fin  que  nos  hemoá  propuesto.  ' 


I. 


i^nmdsM  49  Pm* 


!93  Qi£L  J^msm  <<)v 


^     .  AliiabUr  de  una  na^  pfo^iinta- 

ban  nuestros  abuelos  ¿es  honradal* 
*  Nuestros  padres  soUao  ya  pregudtat^ 

i.   ,       .  ¿6B beitmott? 

Nuestros  jóvenes  déla  actuaUdadi 
preguntan  ¿impleinenté  ¿es  rica? 
(SfftMTO  Cotaftha.  La  MtoJBá.) 

ExcMO.  íIlmo.  Señor. 

,  £ala¡^()a  siempre  la  dote »  bajo  sus  diversas  foriBad,  al  aoto  §dy 
neradqr  de  U  fa.aiilia ,  y  siendo  esta  la  mas  antigua  y  veaeraiHU' 
^e  nuestras  sociedades,  es  de  gran  iraportaacia  discarrir»  como  leu-' 
áfé  la  honra  de  intentarlo  ea  €iste  discurso,  sobra  n  las,  (iote».f(n 
n^ntan  el  matrimonio  ó  deberían  abolirse  para  que  el  interés  nú  Uif 
viera  ninguna  parte  en  este  negociode  pwo  mor. 

I  Lak maestra  de  la  vida,  recuerdo  de  lo  pasi4o,  la3  del  piteacuate' 
y.  faro  en  el  porvenir,  nos  ¡debe  guiar  á  tn^vés  de  WtinieUas  y  a«a 
4^  error  ¿la  investígacioa  de  la  verdad»  p|s^enti3ando<  qua  U  dote 
ha  sido  siempre  la  espresion  fiel  del  estado  social  de  la  mujer*  - 

I'  I       ■      IJ II      .íll      II         l^liij      tfUtUl       11      Hllllfl»       flUIMII k      II       I 

.(i).  Discurso  leído  en  lia  Universidad  Central  po/r.i).  Manial  Daovüry.. 
Collado.  Abogado  de  los  Tribunales  del  Reino,  en  el  acto  de  recibir  la  inves- 
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£a  agn^U^  ^oMi»  doiid*  iM'gBiitraoioiw»  roptüM  t  por  te 
majec  6itaiiK^kMl«8coBd«aaflkMá.aMrír»  (1)  el  taomke  s^a  I» 
elocaeates  palabras  del  atMieGamne^)  en  el  ejeeolor  desapiada- 
do y  á  veces  IflJMStQ  del  analeiiia  primitívo*.  Solo  asi  se  eos^iraide 
el  estado  de  porpétw.eselaTÍliid finque  vino  l»inqer  bMla  ea  re« 
geoeracion  por  el  Cristianismo. 

Copsc^^jaeiiciai  iMMvral  de,laa  iiáeiiz  coiidicioft  es*  el  rapto  de 
aguel^  castiga  croefaoeatft  por  el  togwiador,  y  oonsíderado  en 
las.pumitivasiQCÍedadeaeoniaiiiiiea  media  de  iiníoii  eatre  los  dos 
se;(os.  Por  fortuna  abrifíndoie  paaoi  k  dvíKaaeion  entre  tan  Mrbaraa 
costombces,  el  rap^  (oé  aaelUaidapor  la  compra.  Gatoree  amos  de 
seryidosam  el  prodo  detRaqntLy  Lia«  qneal  abandonar  la  casa  de 
su  padre  se  quejan  de  baber  sido  Yendidas  oono  estranas  (8). 

£n  medio  de  todo.resaka.  U  matalidad  de  ki'  Cunilta  jndfa  por  la 
forpoia  .d^.la  do^..£li  maúda  la cenoede  i  la  mqer  oono  preoúo  d» 
sos  virtudes.  Zarcillos  de  oro  y  bramdetes  4el  peso  de.  diez  sí* 
cipa  (4>  xeconipensan  las  wlndes  de  Rebeean  y  estas  largwzas  atra- 
vesando loasiglp9^,saMitea  y  saoonsídenm  como  imas  ó  prenídii^' 
de,  futuro  d^qjMMoriQ.  No  sin  nuBonliadwi^oiui  esclarecido  4nge^ 
nio  (o),  que  la  familia. judía»  y  aubla  laeiony  se  baliaba  en  un  esta^ . 
d9  inteifl^^eatce,la  degradMífn. pagana  y  la  regeneración  evan- 
gébea,  basta  qoe  ^  métiía  .rnp«lio atacando- por  ró  base  la  eensti- 
tncion  de  la  familia,  vino  á  degradarla |M)r  eompMov 

.  ¿Y,fMiáles  faeriin  s]D0  btalas  ebnseiwmomat 
eqr^iicu  El  bomÍNre^  como  eo  Babibmia  y  otios  pneMos  del  Asia,  - 
trpjpan^o  4  la  cama  dtf  m  oamt  en  vil  instmmenCo  de  placer,  la  es« 
poso  efi  el  jorreado  pábUco.  Bl  pricio.d&  las  hermosas  sirvió  para 
dotar  á  las  menos  agraciadas»  Ifes^ain,  silos  esposos  lo  deseaban, 
ell^uEatconyngal  qoedabftdisiello  em el  acto  con  la  restitución  de  la 
d9te(6)»pQeasegunHeM>diio>e8ta.napramas  que  el  precio  del 
cuerpo  déla  mujer. 

Inútilmente  busca^mos  la  dote»  como  institución  social  en  6re* 
da.  Licurgo  teniendo' solo  ppr  objeta  dar  al  Estado  mucbos  y  vigo- 


i 
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Ecle$.  XXV.— 33. 

Hi^oire  fb  hfQMOUf,  Ub,  I,  oip.  4. 

Génens,  XXIV.— 22. 
GsoM,  Ub,  L  cap.  %. 
César  Cania,  lib.  1,  cap.,  i. 
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it)4>8M)iH<MiM6»:oUigaÍM «I eiposb á'rotíftrá lá  ntajér cbá  qoieo 
d^ie9t)»¿  eiibMtte  (l^yi  hMa  lasmievfa  4i^m  del  Eforó  EpiUdes, 
fvmm  decM^mmdaslAftj dotes.  (I).  El  édpoi»  «iquiria  sm  lüdivas  á 
la;e0fi9ait:(ad¡ftl*ÍMAtimDé8ái^  proporción 

de JNt  lorUuiBiide  fu  ftiblU«,.y  «p«t90  «^oke^io,  sé  reátitiiía  lo 
dado  por  el  marido  á  Mi  mojer.  .<  ^  '    .   ;  r 

^La  p4^i|}deiMelés  yiFlátMéaM 
plfilo.  opfoftto..  Aristófeié^  áéegiirá>(S)  ^ 
nuijj^re^;  sobte  las  i  emites  éjerciaii  od 
dimdk)  que  enfre  Jos:  bátfaáros)  eran  i 
objigate.álaiiMedaraá.  casabe  co^  si 
aájilterio  quedót  formidiiíeB^auCótís^ 
i  quioA  se;  preient»  oQmo)modélo  de  d 
qpelo  mimo  «itiMMUa  éQn>lá  póligamii 
dpir  pe¿mítia^el  tcáfiop  ñas!  vier^oiiEOso  ^ 

da,  por  el)  ejemplo  de  .los  sáfalos  (S).  '<  ^  ''  "- 

. .  Los  rogiaaaa ,-  paca  (pijente'  la  fiímilia  se  eá^échábá  no  con  lo^  ^ 
laios  de  la<saiigQe>fSÍiio  coa  ios  ddpodi^rv consideraban  ala  esposa  ' 
comoiana  bijasujeitaáia  peifpétaa  tiiteia.de<su  -marido:  tiitfela  que  ' 
picaba  jáilosagMdos  ó  á,nntntorite«lantenu^^  ' 

.  I  LjBhcmáfiíLÓeompeipn ,  faé  }a  primitiva  forma  del  ^  matrimonio  ^ 
ettiRepa^|xmiO(lo!lDé  en  itodos  los  pneblos  de  lá  afat¡^édad(7)«. ' 
Ailí  nopodia  conoofi^aela  dot^«  /       ;      <  ^  i  .  . 
.  r  -JdHoa^  flkodificár  Ucondídoii  de  la  majer,  estableioíó  ef^iri-* 
moaio.pOi^^dote  cuja  jmeva  forma* eib  kt  oonsecnenctt'  dd  dteéchor  * 
deadqnifir j^tiidtteeeBOCía  enilalmq^  De ^ta  disq^osicioniiadó eT  ^ 
úyúifjt  imb^é^vf9mUa\k  las  mqeres  compradas  por  su^  maH- 
do6:(3)  y  ^iqwim  tf  «rirdmisi  lasiifáe  traian  «nadóte  (9)/ ' 

Bos^ootó  deadeíWtoiioesilas  dotes,  no  las  esposas,  y  Panla  ' 
retrataba  «I  e^rMer  de  laj^ca.  id  ^detir:  «impoluta  sobremanera  ah 

'(!)'  Kidode  Lfciirao,  Iradúc.  de  ÁmY0t,*píg,.31.  .     '     ! 

M  Moroo^  IfiBtorui  deiacktáiM.,  lee;  t.^.^  _  ^  •  ' 

Í3)  Polü.,  lib.  2,  cap.  8. 

W  Wotardi,  tn  Soíon.  pígr56.~ 

(5)  Gaume,  lib.  1,  cap.  5.  /        '    *'- 

(6)  Díonys.  Halícarn.  lib.  2.-rHS6Ílín8;  lib.  XVlfl,  cap.  t.  ' 

(7)  Géne$.  XXXI,  i4;  Acllian.  tíüt.  Var.  Ub.-lV.c.  K.MMiXXXr. 
Tácito,  De  Morib.  Germ.  c.  18.  .  .  .         > 

(8)  Beet.  comm.  od.  Topic.  ctc«r.  lib.  2.  Gellíus.  lib.  XVHI.  pte.  ei6* 

(9)  Plaut.  rrim.act.  Y.esc-JI,v6rs,».',  .      .    •• 
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bien  de  la  Bepiiblica,  que  las  hilas  omuerven  cuidadosamente  stt 
dale,  porque  es  la  úaica  coadieÍDa  qae  les  asegura  el  matriinoiiio.» 
(1)  ConficBíiábaloel  miaño  Gioeron,  aulor  De  los  deberes,  redan- 
do á  Tereoda  después  de  tretnta  aSos  de  matrimonio,  para  adqui- 
rir una  nueva  dote  oon  que  pagar  sus  deudas»  casándose  espresc- 
meute  con  la  impúdica  Faunla.  Repudióla  después  para  guardarse 
8u  dote ,  y  esta  infamia  turo  no  pocos  imitadores  (2). 

En  mal  iiora  pensaron  tos  Romanos  buscar  leyes  morales  en  Gre- 
cia. Este  pueblo,  cuna  de  la  cirilizadion ,  socavó  los  dmientos  de  la 
sociedad  doméstica,  al  establecer  el  derecho  del  mas  fuerte  comor 
ley  suprema  de  la  familia.  Por  ello  al  reconocer  y  sancionar  una  ley 
de  las  Doce  tablas  (3)  el  matrimonio  por  uso,  estableció  una  nueva 
forma  de  CMitrato  matrimonial  de  funestas  consecuencias.  Después 
se  completó  el  envilecimiento  de  la  mujer ,  privada  ya  con  la  ley  Yo- 
cania  de  los  derechos  concedidos  por  Numa,  cuando  las  victorias 
de  los  hijos  del  Lacio,  corrompiendo  las  costumbres,  ocasionaron 
las  leyes  Julia  y  Papia  Poppea,  que  hacian  obligatorio  el  matrimo* 
nio  y  la  multiplicación  de  los  ciudadanos.  (4) 

La  máxima  Reipublicce  intere$t ,  mülieres  (Mea  sabm  habere^ 
propler  quas  nubere  pos$wU  (tQ  justifica  que  desde  la  época  citada» 
la  dote  fué  una  institución  de  interés  público.  Ella  no  sirvió  mas 
que  de  fácil  medio  para  acelerar  la  decadencia  de  aquel  pueblo,  en 
otro  tiempo  señor  del  mundo.  Los  nombres  de  las  Poppeas,  Julias, 
Hesalinas»  Rerenices  y  Faustinas,  numcharán  siempre  la  historia 
de  aquella  época. 

Muy  distinta  de  lo  que  habia  sido  en  Asia»  en  Grecia  y  en  Ro^ 
ma,  fué  entre  los  Germanos  la  condición  de  la  mujer.  Respetaban 
en  ella  la  igualdad  de  naturaleza;  y  veneraban  aquel  ardor  de  sentí* 
miento  que  las  aproxima  á  seres  superiores.  Seguían  á  los  hombres 
en  la  guerra,  escitando  su  vabr,  combatiendo  algunas  veces  con 
ellos  y  curando  á  los  heridos.  Lejos  de  llevar  la  mujer  dote  al  mari- 
do ^  éste  compraba  su  benej^ácito  á  costa  de  ciertos  donativos!,  que 
frecuentemente  consistian  en  un  par  de  bueyes,  un  caballo  con  su 


Lib.  il  áejuredot. 

Plutarco*— Ftda  de  Mario. 

Tab.  5. 

Lex,  Pao.  Pop.  art.  31,  Dio.  lib.  54,  pág.  531. 

Dig.  23,  3, 2  f.  ülp. 
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•raes,  oaar  lutia  y  un  esovido.  ifo  cambio  daba  la  esposa  una  arma- 
dttra  conplatá ,  ámbok)  de  la  oomuniáad  de  bienes  y  fatigas  (1)* 

Entre  les  longobardos,  el  manámald  ¥endia  la  mujer  al  maride, 
^paen  per  este  medio  se  constituía  sa  heredero ,  y  se  aprovedhidn 
^eoiá»  de  las  umitas  ioaqf^nestas  á  aquellos  de  quienes  recibía  una 
ofensa.  No  existte  allí ,  propiamente  dicho,  ningima  dote,  po^el 
faderfium,  que  era  lo  que  el  padre  daba  k  la  esposa  según  su  to- 
luitad ,  para  que  no  alegase  derecho  á  la  herencia ;  el  mefium  ó  sea 
d  doa'ttre  q«e  hacía  el  marido  á  su  futura  antes  de  contraer  ma- 
tnmoaio ,  y  ^  morghengebinm  6  don  de  la  nmnana ,  bacian  las  ve- 
ceB  de  la  dote  (3). 

La  ley  de  los  horgoiones  disponía  (3)  que  si  alguno  despedía  á 
fltt  mujer  sia  moti?o,  la  habia  de  entregar  una  suma  igual  á  la  qne 
Jhabia  pagado  por  poseerla.  Y  Teodbrico,  rey  de  Italia,  al  dar  su 
liya  en  matrimomo  á  fiermanfrido,  rey  de  los  Turingios,  le  esoríMa: 
«Os  avisamos  que  con  vuestros  embajadores  hemos  recibido  por  esta 
^osa  inapreciable,  según  costumbre  de  los  Gentiles,  el  precio  que 
nos  habéis  enviado,  á  daber,  caballos  ton  ameses  de  plata  como 
conviene  á  semefante  matrimonio  (4).» 

El  pueblo  Germano,  pues ,  elevando  la  mujer  hasta  la  idolatría 
y  el  deUno,.  preparaba  la  humanidad  á  la  dvíKzaeion  cristiana.  Fn- 
oilitó  i  la  lüqer  su  emancipación  y  al  hombre  su  desarrollo  moral  é 
intelectuaK 

España  siguid  la*  misma  senda.  S^un  E^trabon  la  compra  de  la 
mujer  estuvo  en  uso  entre  sus  primeros  moradores  (8).  Después, 
Mil» Jos «áotabros,  et ntarídolá dotaba ;  mas  onando la Pnnksula 
(faé  invadida  por  toa  romanos,  se  «estableció  la  ley  contraria  (8),  oéIo 
esy  que  larÉQiiqer  dotase  al  marido.  Loa  Germanos  reetablecieron  el 
uso cántabiro»  pues  aegnn  Táoíto  (7)  ésle  dotaba  á  aquella,  y  los 
padres  y  paoieiiles  antorÍBaban  los  regalos  qne  la  aposa  redbk  del 
esposo;. 

Tal  fié  la  triatisima  historia  de  la  dotn  en  el  mundo  antiguo  ^  y 


(1)  Tácit.  De  mor  Germ. 

(2)  César  Cania,  lib.  i2,  cap.  15. 

(3)  TU.  43. 
Casiodoro.  Var,  4,  i . 
Lib.  3,pág.  114. 
Cód.  r/ieod.,Mb.  2,  tít.  15. 
De  mor.  Germ.^  núm.  18, 
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-pof  «Ua  ^iéotnpratíle  te  MadieMti  de  tai  mujer  paglmt  en  te  pife- 
blos  primitivos.  Desconocida  &a  yerdaderatniBioD;  oonsiderlulá  etno 
«osa,  y  toÉBÉiospredMdos  lo6  tíím  derágnios  de  la  creaetM,  fct  dote  no 
"fté  mad  fne  el  prMio  del  exxetpó  de  la  oompaiera  insepar&Ue  del 
"iuMBbre.  Paltiuido  á  <la  ftmilia  la  mridad  que  nace  del  miítiio  afecte, 
>qtted6  iMilorítado  oemo  ^ogma  soüiÉl  la  esposicmi  r  la  miferte  del 
•Újo.  Deseonocidos  les  htm  qae  debían  transformar  ^  matrimonio 
en  manantiiai  ^e  TelicMad ,  y  pm^  en  olvido  los  deberes  entre 
padres  é  hijos,  te  era  ]posible  que  la  do/Ce  fnese  eomo  lo  foé  después 
y  como  debe  serlo  siempre :  medio  de  independencia  para  la  ma|flr, 
7  garantía  del  compikniento  4e  liis  inescosaMes  obUgacmies  del 
matrimonio. 

El  Grisüaiifeme,  regeneirattdd  lli  fattHia;  restituyendo  ú  hombre 
la  idea  y  el  sentimimto  de  su  dígMdad ;  dando  á  la  mujer  un  santo 
modelo  de  obediente  Itíja ,  tiei'na  mxAH  y  amante  esposa ,  preparó 
Ja  sociedad  doméstica  á  un  nuevo  estado ,  como  introdaeoion  á  ia 
i^eferma  de  todas  tai  ia0ttliici<$ies« 

Redam&dk  la  MlMiuUtidad  de  la  abanla  «oayugal,  la  awjer 
fftsérde  esdavia  á  noble  eompainra  del  iMitnblro.  £1  afioyo,  la  pro- 
tección mutua  reemplazaron  á  la  tftwria  étí  nutrido.  La  esclavitud 
del  hijo  se  troc6  en -sumisión  filial,  la  crueldad  del  padre  en  autori- 
dad dulce  y  cariñosa.  La  «adre*  no  puede  ya  ser  fieparada  de  aquel 
á  quien  di6  ia  vida,  qi^  á  su  vez  b  obedece,  respeta  y  honraf  £n 
resiúmen,  todos  los  indivMuos  de  una  familia  forman,  gracias  al 
ttairimofmo,  un  bao  santo  de  Éiiltuoiamor  y  consideración  recíproca. 

Regenerada  la  sociedad  doméstica,  debía  serlo  también  la  dote, 
como  otra  de  las  instituciobes  sociales  que  tienen  eoa  ella  iomedíata 
relación.  Sabido  es  el  cambio  que  lalegisiaoion  suCnó  en  tiempo  de 
C(H»taDtino,  al  restablecer  la  indisahibUldad  del  lado  conyugal,  al 
permitir  la^  segundas  nuptías,  ai  derogad  la  célebre  ley  VocoAía ,  y 
por  fin  al  comenzar  una  refomia  terminada  decaes  por  Jaistímano, 

Beoimodda  per  éetüy  sandonada  ebmo  ley  (I)  la  obligación  en 
el  padre  y  la  madre  de  alimeolar  i  eos  hijos,  y  repetido  esie pre- 
cepto por  Yalentiníano ,  Vatente  y  Graciano  (2) ,  quedó  eonsignada 
la  verdadera  razón  de  la  dote.  No  era  ya  posible  la  duda ,  y  oónsi-* 


(1)  Cod,  Theod.,  ley  1. 

(2)  Dat.  IV.  NoD.  Mart.  374. 
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derada  como  obligaciotí  ea  el  padre ,  vino  á  rq>etir8e  mía  legisla^- 
doQ  de  los  pueblos  cristianos. 

Así  el  matrimonio  libre,  dio  entre  los  romanos  origen  á  una 
nneva especie  de  dote,  dos,  bajo  cuya  denominación  se  entendía 
todo  lo  que  llevaba  la  mujer,  res  uxoria,  para  soportar  las  cargas 
del  matrimonio,  ad  ferenda  matrímonii  onera.  Se  constituía  por 
donación  irrevocable  de  la  esposa  al  esposo  con  el  espresado  objeto, 
y  Augusto  y  Justiniano  garantizaron  en  la  mujer ,  el  uno ,  el  ¿mi^  . 
nío  de  los  bienes  dótales,  y  el  otro,  la  obligación  en  el  padre  de 
dotar  á  su  bija  (1). 

En  este  estado  encontraron  los  autores  del  inmortal  Código  de- 
las  Partidas  la  dote  romana,  mucbo  mas  social  y  perfecta  que  la 
gótica.  Según  el  Fuero  Juzgo  (2)  el  marido  venia  obligado  &  consti* 
tuir  la  dote ,  considerada  como  precio  del  cuerpo  de  la  muj^  y  cir- 
cunstancia precisa  en  los  matrimonios  de  los  nobles.  Ne  sine  dote 
conjugium  fiíU. 

Estas  disposiciones  que  hablan  de  conservarse  en  los  montes  de: 
Asturias  á  través  de  la  invasión  agarena,  sirvieron  de  base  á  nues-^ 
tra  legislación  uJbtt  la  dote ,  y  fueron,  no  solo  respetadas ,  si  qo» 
admitidas  por  el  deredio  foral  en  Aragón,  Gatalima,  Castilla  y 
León,  y  por  el  Fuero  Real  en  tiempo  de  D.  Alfonso  el  Sabio.  For- 
máronse luego  las  Partidas  é  importando  la  dote  romana,  cambia- 
ron radicalmente  este  punto  tan  importante  del  derecho  civil,  colo- 
cando ,  según  feliz  espresion  de  un  escritor  contemporáneo  (3),  át 
lado  de  la  dote  romana,  la  gótica  y  las  arras  castellanas  que  habiaa 
nacido  después  del  Fuero  Real. 

Admitiéronla  como  cel  algo  que  dá  la  mujer  al  marido  por  irazoa 
de  casamiento  (4)»  y  sancionaron  como  obligación  la  del  padre,  la 
del  abuelo  y  la  déla  madre  en  caso  de  heregíá  (8).  Las  leyes  áe 
Toro  aclararon  algunas  dudas  á  que  habia  dado  lugar  la  legislación 
délas  Partidas,  y  la  Novísima  Recopilación  concluyó  disponiendo 
que  las  dotes  debian  considerarse  inoficiosas  en  la  parte  en  que  es- 
cediesen de  la  legítima  de  los  hijos  (6). 

(1)    Lex  Julia  de  aduUeriis  et  de  fundo  dótale;  God.  5 ,  13.  Gonst.  i, 

(k)  ^Forumjudicum,  Ut.  i.%  3.*  y  4.*»,  Ub.  3.* 
Cárdenar,  Dro.  moderno. 
Ley  1,  Üt.  14,  Part.  4.' 
Leyes  8  y  9,  dicho  tít.  y  Part. 
Leyes  5  y  6,  üt.  3,  lib.  10.  • 
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'  Esta  dote,  qne  con  alguna  propiedad  podemos  llamar  cristiaiía, 
^  contraposición  á  la  de  los  pneblos  primitivos,  tiene  por  verdade- 
ro objeto  contribuir  al  cumplimiento  de  las  inescnsaUes  obUgacíones 
dd  matrimonio ,  mantener  hasta  cierto  punto  la  independencia  de 
la  mujer  y  simbolizar  la  comunidad  de  afectos  é  intereses.  No  es 
tstranOy  pues^  que  bajo  su  triple  aspecto  haya  merecido  en  el  nmndo 
civilizado  la  atención  del  legislador. 

iLdemás  la  dote,  como  deber  en  el  padre,  es  el  complemento  de 
la  obligación  natural  de  alimentar  á  los  que  dio  el  ser,  en  cualquier 
condición  de  la  vida  en  que  no  se  basten  á  sí  mismos.  Aboliría  seria 
jarrar  por  una  parte  los  nobles  sentimientos  de  la  naturaleza,  y 
hacer  por  otra  mas  dificultosa  y  pesada  la  posición  del  jefe  y  cabeza 
de  la  familia. 

Los  autores  del  proyecto  del  Código  civil,  comprendiendo  que  la 
dote  no  debe  considerarse  como  cargo  de  la  patria  potestad,  sino 
4el  matrimonio,  como  lo  es  la  de  dar  alimentos  y  educación  á  los 
hijos,  han  introducido  la  novedad  de  estender  á  la  madre  la  obliga^ 
«ion  de  dotar  á  las  hijas ,  y  de  eximir  de  ella  en  todo  caso  al 
a1)nelo  (1).  De  esta  manera  corrigen  uno  de  los  defectos  mas  nota*' 
bles  de  la  legislación  civil  española ,  y  evitan  las  dudas  sobre  la  ra- 
zón filosófica  de  la  constitución  dotal,  inevitables  hoy  con  la  incierta 
disposición  de  una  ley  de  Partida. 

Si  tal  es  el  fundamento  y  el  objeto  de  la  institución  de  la  dote, 
fio  será  aventurado  decir,  que  no  perdiendo  su  carácter  emmente- 
mente  social ,  en  términos  generales,  será  un  estímulo  para  la  cele- 
bración del  matrimonio.  Así  vendrá  á  ser  un  medio  de  cumplir  las 
obligaciones  inherentes  á  tan  augusta  unión  y  atender  al  cuidado  y 
desarrollo  de  los  hijos,  para  que  algún  dia  puedan  ser  útiles  á  su 
patria. 

^  la  dote  goza  de  tan  buen  cimiento  en  el  terreno  legal  ¿puede 
fundadamente  combatirse  en  el  filosófico? 

iDeberia  abotirse  para  que  el  interés  no  tuviera  ninguna  parH" 
^Apadonenerie  negocio  depuro  amort 

Examinémoste. 

En  el  matrimonio  deben  distinguirse  cuidadosamente  los  móvi- 
les que  impelen  á  celebrarlo.  Puede  serio  el  amor,  ó  éste  y  el  inte- 


(1)    Art.  1269. 
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tés  laudóle  de  cumplir  los  deb^r^  iotieceates  á  la^moa<;QnyugaT^ 
^  ijüBtioameate  la  codicia. 

Np  s}n  r;azoa  ba  dicho  ua  iQgeiMO  esolarecido,  que  la  historia  del 
mátriwQoio  y  de  la  qiujer  fori^a  la  de  los  verdaderos  progresos  de^ 
la»  hiunanidad,  ó  como  si  dijéramos,  acompaüaB  paso  á  paso  la  mar- 
cha del  cristianismo.  Si  el  esposo  y  Ja  esposfi ,  segiu  Chateaubriand, 
viven  y  mueren  y  renacen  juntos;  crian  á  la  par  los  fruto3  queridas 
de  8^  uníqo;  á^  par  se  redicen  al  primitivo  polvo,  y  unidos  vuelven 
á  ballaf^  por  fia  mas  allá  de  (09  límites  del  sepulcro ,  no  hay  duda 
que  el  amor  debe  ser  la  base  de  todo  consorcio.  Dios  estableció  es- 
ta verdad  gial  otro  de  sus  ámm»  preceptos,  y  ¿a^te ',  caballeres- 
co, spblime  ó  santo ,  siemprje  el  amor»  dice  un.  filóspfo  ( i ) ,  viene  á 
ser  tan  puro  y  tan  arraigado,  que  sobre  él,  como  sobre  pedestal 
mi^Qco»  se  alza.el  sentímienlio  Aoble  del  ma3  noble  patriotismo. 

Mas  no;  w  puede  ser  el  amor  el  pinico  móvil  de  una  unión  per-* 
p^tua  ccHUO  lo  es  la  del  matrimonio.  Un  céiebre  economista  ha  di- 
cho: «el  hombre  quQ  se  ha  casado  sin  tener  la  e^ranza  de  mante- 
ner la  ÍÍMnilia,  debe  ser  aJbtan4onado  á  sí  jnismo;  su  acción  es  inmo^ 
lal,  y  la  jQÚseria  es  el  castigo  natural  y  ju^to  (2)*9  T  taa  terribles 
patobi^as  se  han  coasignado  tal  vez  para  haoer  comprendere  qpe  el 
hombre  no  debe  caminar  al  matrimonio  sin  mas  esperamia  que  su 
afecto,  y  sin  otro  porvenir  para  cumplir  sus  deberes  qpe  el  amor. 
La  cueaqion,  de  una  familia  lle^a  consigo  atenciones  ínescusables 
que  no  se  satisfacen  solo  oqn  afecto,  y  un  matrimonio  sin  otra  espe- 
ranza, vendría  indudableipente  á  aumentar  e|  número  de  tos  desgra- 
cies. Creer  lo  contrario  y  pedir  en  térmicos  absolutos  la  abolición, 
de  la  dote  para  que  el  interés  no  tenga  ningima  parte  en  e^te  ne- 
gocio de  |^o  amor,  e^,  una  idea  propia  de  la  exaltada  im^nacioa 
del  poeta,  pero  no  digna  del  legislador  ni  del  filósofo,  llamados  1 
juxgar  d^ los  hechos  por  su  ipflueocia  en  j^l.ósdpa  sociaU 

Cierto  es  que  la  mujer  ^aoió  para  amar  y  ser  amada,  y-  que^ 
agostufnbr4ndola,al  verdadero  amor,  se  la  fortifica  coAtra  las  pasio- 
nes corruptoras  que  usurpan  s^  nombre;  pero  también  es  una  triste^ 
verdad,  que  la  actual  educación  de  la  mujer  no  llena  su  verda4era 
olgfi^tf^  OcuUindpla  c^a^to  el  ampr  tíen^de  it^eUó,  de  profundo  y 
ly^ta  de  snbUme»  se  Ip  miente  mas  perfecto  y,a^  puro^  afjamto  m^ 


I)    Catalina;  La  Mujer. 
1)    Blallhus. 
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soAoce  Io0  seotídoB.  Por  e«tQ^iio  cra^ireiide  que  el  andrtoan.paie^ 
za«  ccHiDO  dice  Madmaa  Txembiki^  es  kf  iedra  de  toqiie.de  la peefec- 
cm  moral.  El  ampr»  pue^  w^  la  mas  segura  prenda  de  v^alur a  ea 
l^jMM:iedaddm^Upt,  cuaado  lejas  do -ser  el  pnoductatld  óoitt'ó  ia 
satfiifiímon  del  apior  propio,  teaga  011  origea  ea  las  bueaes  cualida- 
des del  corazón  y  oq  los  encantos  del  talento. 

Bü  naeetra  .actual  sociedad  se  advierte  eoa  dolor  lo  eeatcario» 
por  aa  habersecpaservadola  familia  ea  el  grado  de  perfeocioa.y  fe- 
licidad á  que  la  elevó  el  Cristianismo.  El  gran  cisma  de  Oocideota 
carrofl^  la  antigua  {é,  i  pesar  del  concilio  de  Coastaaza  y  do  los 
esfiíeraos  de  tan  eoüuentes  varónos  como  Saa  Vipente  Fecrer  y  Fran* 
cima  lavier,  y  la  caidí^  de  la  antigua  capital  del  iaQmrio  biaantíDo, 
ea  medio^desus  adelaalos,  importó  de  nuevo  el  tcisto  reoaordo  da 
laai^ostuifdi^res  paganasj.  Por  otra  parie,  el  preteadido  Deformador  de 
la  tefesía  despojó  de  toda  su  digaidad  al  acto  augusto  qae  une  los  • 
esposos  santificándolos,  y  relajó  el  vínculo  fundameatal  4e  la  socie- 
dad domés4ica>  Declamando  contra  las  l^ea  pitoieotoraa  de  la  mu- 
jOil»  destruyó  su  dignidad,  voLviéndoIa  4  los  aciagos  tiempos  del  Pa- 
ganismo*  Alguaos  e^rit^res  de  la  llamada  escuela,  iíloaófica  del  si- 
gliQt  XVm  Gpmpletaroa  cuadro  tan  descomsolador,  eiM^ané^ála 
■Wj^r  <1)  que  el  pudor  ao  era  mas  que  una  eaaUdad  prapta  da  la 
bneaa  educaoioa;  que  k  castidad  y  ]a  contiaeacia  soa  virtmies  que 
pira  nada  i^mvechan  (SO;  <iue  la  conducta  de  las-  mujeiiea  liberti- 
nas es  muy  útil  al  público  (3),  y  otras  infames  paradojas  indignas  de 
ser  Iraascrítas. 

J^  deibQrda,mientp  social,  contenido  enSapaSa  porlaUtbil 
PAlftica  de  Felipe  II  y  el  piadoso  oelo  de  Santa  Teresa,  habia  de 
tpicender  ¿  las  instituciones  relacioaadas  con  la  familia.  El  matriz- 
monio  no  era,  ni  es  boy  para  la  mayor  parte  de  los  hombres,  mas 
qpie  w  innoble  qomercio,  ha  dote,  desposeída  de  todos  sos  earactén 
reapríipitivos,  no  lleaa  el  fin  social  de  su  íastitucioa.  Para  unir  la* 
qilijer.  al  hombre,  segíun  el  abate  Gaume  (4),  no  se  conailta  wi 
su  aptitud  ni  su  inclinación;  no  se  cuida  de  averiguar  sí  jeuna 
lap.  condiciones  exjigid^por  la.  reüigion  y  la  sociedad  para  ser 


■  I  h  '■ 


11  Las  cogtvmbresy  2.*  parte,  cap.  1,  art.  3. 

'2)  Cartas  Persianas,  113. 

3)  J)d  hombre,  tom.  2,  seoo.  8,  cap^  i8f 

4)  BisMredelafamiUe^tíb.L 
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una  esposa  fid:  se  cuida  meaos  aun  de  saber  si  el  esposo  qne  se  la 
destioa  posee  las  cualidades  necesarias  para  hacerla  feliz.  Su  casa- 
miento es  un  tráfico  en  que  no  pocas  veces  «e  fija  menos  la  atención 
que  en  cualquiera  otra  especulación  mercantil.  El  interés  personal 
de  los  padres  queda  satisfecho:*  hay  una  carga  menos  que  sufrir. 
Sin  embargo,  ¿quién  puede  olvidar  aquellas  sublimes  palabras?  «Ff- 
lúe  tibi  sunt't  Serva  eorpus  ülarum  et  fum  ostendas  hilarem  faciem 
tuam  ad  iUa$.  Trade  fiUam,  et  grande  apus  fecerís,  et  hommi  ten" 
satodaülam(i).9 

Allí,  pues,  donde  la  codicia  sea  el  único  móvil  del  matrimonio  y 
se  haya  fingido  amor,  imposible  será  encontrar  el  germen  de  la  íé* 
Kcidad.  Allí  donde  el  hombre  ó  la  mujer,  consumidos  por  la  fiebre 
de  los  goces  materiales,  consideren  el  matrimonio  como  medio  de 
enriquécese,  como  un  cálculo,  como  una  compra  venta;  allí,  como 
elegantemente  demuestra  Lamennais  (2),  no  puede  esperarse  ikias 
que  el  adulterio  ó  la  desesperación. 

La  aboUcion  de  la  dote  no  evitaría  tan  funestas  consecuencias, 
si  al  mismo  tiempo  el  legislador  no  colocara  á  la  mujer  en  estado  de 
ganar  en  virtudes  lo  que  perdía  en  bienes  y  en  independencia. 

Con  la  abolición  de  la  dote  no  renacerían  la  paz,  la  confianza 
mutua,  la  autoridad  del  padre  y  la  reverencia  de  los  hijos.  Guando 
se  turba  tan  dulce  armonía,  es  que  se  hallan  trastornadas  las  leyes 
primarias  de  la  naturaleza,  y  se  presenta  necesario  reconstituir  la 
familia. 

Para  conseguirlo  es  indispensable  comenzar  por  hacer  compren* 
der  á  la  mujer  la  idea  de  su  dignidad  y  su  influencia  en  la  civiliza- 
ción por  medio  de  sus  virtudes;  para  que  sepa,  en  una  palabra,  que 
todo  tiene  su  origen  en  los  arcanos  del  corazón  de  una  madre.  Un 
filósofo  de  nuestros  días  ha  dicho  con  punzante  ironía  (3)  que  el 
mundo  no  «abe  lo  que  es  la  mujer,  porque  la  sociedad  h  cierra  h 
boca  desde  que  nace  hasta  que  muere;  y  ha  considerado  la  educa- 
ción como  la  savia  dd  árbol  de  la  intelig^icia  y  del  áriml  de  la 
idrtud. 

Si  en  el  seno  de  la  sociedad  doméstíGa  ha  de  haber  virtudes, 
Iprzoso  es  comenzar  por  la  educación  de  la  mujer,  pues  por  ella»  se- 


(\)    ^cd.VU,  V.  26  y  Í7. 

(t)    Ámn^aipanda  y  Darvanáif  cap,  21. 

(3)    Catalina;  La  mt^. 
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gon  Sty  y  IGrabeaa,  debe  empezar  la  edocacíoQ  de  los  hombres.  El 
que  fat  corrija,  ese  habrá  rehabilitado  el  matrimonio. 

No  hay  imdie  cpie  dude  de  la  inflaencia  de  la  majer  en  los  desti- 
nos del  mondo.  Napoleón  aseguraba  «que  el  porvenir  de  un  niño  es 
siempre  obra  do  su  madre.»  El  poeta  polonés  Kransiki  decía:  t nos- 
otros gobernamos  el  mundo,  y  las  mnjeres  nos  gobiernan  ¿  nosotros.» 
Las  primeras  impresiones,  las  del  hogar  doméstico,  son  de  inmensa 
importancia  para  descuidar  su  dirección.  Los  consejos  recibidos  en 
el  regazo  de  una  madre  al  calor  de  su  afecto,  quedan  grabados 
siempre  en  el  corazón  del  hombre.  Hé  aquí  por  qué  interesa  á  la 
socí^lad  que  las  virtudes  sean  el  principal  adorno  de  la  mujer.  Li^ 
bres  ó  esclavas,  ellas  deciden  de  las  costumbres  de  los  pueblos,  por- 
que ellas  reinan  sobre  nuestras  pasiones. 

¿T  es  posible  infundir  aquellas  virtudes  á  la  mujer  de  nuestra 
época?  Para  lograrlo,  téngase  presente,  que  la  única  clase  de  rege- 
neración posible,  es  la  que  se  deriva  de  la  religión  cristiana.  Ella 
Irasformó  en  una  virtud  la  pasión  del  amor,  que  hallamos  como  la 
vida  en  el  primero  y  último  grado  déla  creación,  modificándose  con 
la  materia  y  divinizándose  con  el  espíritu.  Ella  hace  á  la  mujer 
tierna  maáre  y  fiel  esposa,  constituyendo  la  felicidad  de  la  familia 
cristiana. 

A.  los  que  se  sonrian  oyéndonos,  les  repetiremos  con  Aimé-Már- 
tin:  cAmad  y  vuestros  d^eos  quedarán  satisfechos;  amad  y  seréis 
felices;  amad  y  todas  las  potencias  de  la  tierra  se  arrastrarán  á 
vuestros  pies.  El  amor  es  una  llama  que  arde  en  el  cielo ,  y  cuyos 
dulces  reflejos  brillan  hasta  nosotros.  Abrensele  dos  mundos ,  con* 
cédensele  dos  vidas ;  por  medio  del  amor  duplicamos  nuestro  ser, 
por  media  del  amor  nos  unimos  i  Dios  (1). » 

La  mas  preciada  dote  de  la  mujer  ha  de  consistir  por  lo  mis- 
mo en  sus  virtudes.  La  práctica  de  ellas  la  hará  ser  querida ,  admi- 
rada, honrada  y  feliz.  Se  considerará  dichosa  con  la  felicidad  que 
produce  el  complimiento  desús  deberes  y  el  goze  de  un  amor  puro. 

ínterin  la  mujer  no  se  constituya ,  por  la  dirección  de  los  senti- 
mientos de  sus  hijos  y  por  el  ejemplo  de  sus  virtudes »  en  manantial 
de  v^tura  para  la  familia  y  para  la  sociedad,  mútil  es  que  el  legis- 
lador derogue  el  actual  sistema  dotal;  pues  con  ello  baria  aun  mas 
precaria  su  condición. 

(I)    Educación  de  las  maárei  d$  /omid'a.—Tomo  2.®  cap.  17. 
TOMO  XVI.  80 
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Uagta  ^oAonoea  al  hajib^r  de  una  nu^er,  pae^Uo^ji^veQe^.d^Jll. 
actaaUdadconUauaf^pregpi^tMidoftimple^eQte  jjes  ric^t  Qa^ta.eiVT 
tonees losseatiuú^^ que  ío«pi|^  b  «vUtod^  perpw^t^iPOfáA My^- 
gQBz^4o8  j  tood^rosoft,  poote^pjiaAclo  la  dogcddafiioa  dQ  los  e^p^ífu» 
ab6prbido6 por h co4i«fV U^ entavqee  jaqi^  Dios  creó  pmi^  ayur 
da  y4;0nip(¡mra  del  hornbrCf  ^  W¥>  f^fií^at^k  po^  l^vaataF^^  $0r 
b^Q  la  turbia  adiuósfera  4$^  las  fsmjna^' 

Pero  Quaudo  iaXi^i^  ^  rei^oostUaya  ^re  sus  verdaderas. ba- 
ses }  cuaado  la  umjer  sea  ^  madrft  j  Ja  espesa  digna  de  estos  sagra- 
dos títulos,  y  pueda ;^!i|  iiQmbre(esQr4))irse  en  el  ^adro  4e  la  familia 
cristiana;  cuiando  n^f^tra,  ^^lal  juventud  al  hablar  de  uoa  fuujer 
p^eg^nter  copio  lo  baciau  suf  ^uelffp  ^(^slieiuada?  eQtQuces  el  I^s- 
lador  en  vez  de  abolir  la  dote^  ^\^  qio4i^rla«  EntojObces,  al  re- 
fc^*inar  la  iustUuci0a.4^  1%  A(\\^>f  POWP  j^^uge  su  condiciqn «  podii  es- 
tablecer el  de^bode  retorsioa  aL  doioante  coai^do  la  mujftr  baja, 
fallecido  sin  bijp$,  como  se  ba  (xuiscf^OrC^d  la  legislación  fpxal  de 
ios  Reino?  de  An>aon^,VaJ|(wwia.y  Caspia  (i);  prohibir  el  tan  jus- 
tamente combatida  privilegio  d(>tal ;  <^)  y.  l/iast^  la  notpria  de^gual- 
dad  en  los  matoimonioB^  cofpo  lo  biso  la  legifda^on  gótica  (S),  li)e 

estewylp^afieiiitar^nmlv^espfw^         y  Wn  crímenes  es- 
pantosos. 

Regenerada  la  mujer  po):  la  jreljginQ^  la  doto  ser^  como  b^  de- 
bido ser  siempre^  upa  insjtitufm  social,  cuyo  objeto  es  garantizar 
el  cumplimien,to  de  las  cibligaqiones  inexcusables  del  matrimopiq.  y 
contrM>nir  á  qiue.la  Camilia  se  poiiser^ve,  eu  ^.gradQ  4»  perfección  y 
felicidad  í  que  la^elevó  el  Crí^tiaoismo.^Ha  ni(;HO, 


(i)  PortelM,  ai.  06.  52  de  Jun  Pbl.  ii6m.  4^-4iime  %Tt,i^  t^At- 
fonsoIII,  2i9>  2, 2.-*->Géoc«',  pwt.  i,  oip^a^  núm.  id^.H^oaiaa^l^^  cfan- 
snla7,  fflos*  a.part.  12,  nüm.  26* 

''2)    Oportebat  en?m  disponi,  mantos  creditúríbas  suís  ex  sua  substantia 

isfiíeere,  nqn  de  doto^inulieríft...  L.  it^^QvApoí*  in^ign^ 

O)    L«l  4.  Ut.  1 ,  \%  a  F<mm  juiicum.  ■ 
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Michas  baie^ct^aitci^rca  de  la  nece»da4  d^l  conseatíiniento 
f9tim^  m^ra  coDt^r  oíatf úoohíq:  uwcho  sobre  jb3  B^'^^^ticas  de 
1779  ;  iS05^  babieiulp,  como  ea  tod(W  J^^^^^^os»  ^w>  bay  siempie 
qp  m  agilaa  coestiopes  de  derecho,  partidarios  acérrimos  de  aqqe* 
HaiJacxdtad  del  padr^  é  im];mgx^adores  eialtadois  de  la  misma.  Son,. 
los  primeros,  los  goe  timefi  la  coocieiicja  4^1  respetp  debido  á  esa 
mf^tratura  domesticar  los  que  desean  robustece  los  sagrados  vio- 
coÁos  de  la  familia,  los  que  todo  lo  temen  de  la  resolución  arbitra- 
rij^  capricbosa  de  un  hijo  en  un  momento  de  pasión ,  y  no  puedea 
c^ec^r  que  un  padre  abuse  nunca  por  oálcodo  de  la  superioridad  ,^tt& 
la  «n^toraleza  y  la  ley  le  dan  sobre  su  hijo.  Son  los  segundos  los  que^ 
haciendo  intervenir  la  liberta  en  todos  los  ahitos  de  la  vida,  quieb- 
ren que  el  hijo  la  teng^  tan  amplia  con^p  pueda  sef  p^M^a  coi^br^^er 
matrimoiiio,  el  acto  mas  espontáneo  de  ella;  los  que  citan  por  ejem- 
plo^  t^ó  cual  padre  que  ha  opuesto  á  la  voluntad  del  hijo  la  suy^ 
pi^pi^»  impulsado  por  miras  de  interé^  Ip^  qi^e,  sin  ánimo  de  reba- 
jar la  autoridad  del  padre,  porque  eso  no  puede  quererlo  nadie,  tam- 
poco se  la  coi^den  tal  que  deba  ab^rber  la  personalidad  del  hijo, 
tal  que  se  mezcle  en  un  ^lo  al  parecer  esclusivo  de  este,  y  cuyof  re- 
si|U¿}oa,  ó  favorables  ó  adveraos,  á  él  solo  toca  soportarlos.  De, 
los  .dos  pareceres,  íAútil  será  decir  que  adoptainos  el  primero:  aun-. 
(p^  no  obraran  razones  parí^  ^^tribuir  al  padrQ  toda  entera,  la  facul- 
tadle i!;elar  por  sus  hijos^  dirigirlos  y  gpberoarios,  el  interés  de  es- 
tos ^aisfups  recotmienda  que  la  tenga  y  que  la  emplee  para  evitar  los 
niales  qpe  son  consiguientes  á  su  ín^jpíerencia.  Queremos  prescin- 
áj^  del  der^ho  que  el  padre  tiene  á  impedijr  que  su  hijo^  enlazando» 
sc^i^qp  lamili^  que  np  ^  corresponc^,  le  dé  un  heredero  á  disgusto; 
qi^semí^  olvidar  el  que  tiene  como  padre  para  no  consentir  la 
eíjoaa^Pf^^iQU  y  sus  efectg^,  sino  cuaodp  estén  compensados  con  la^ 
ventajas  morales  que  han  de  resultarle  de  la  acertada  elección  dei 
««posa:  quebremos  no  pensar  en  que  una  doble  cuestión  moral  y  fisio- 
üfffíg^  tiene  oumprendida  en  el  actp  de  negar  ó  conceder  socoosen- 
t^oWmp; aunque  de  todo  se  prescinda,  aunque  todo  se  olyide,  el 
Qf^se^tÍIf^eQJto  paterno  debe  intervenir  en  el  matrinonio  qomo  la 
safitj^a^^iidciia  toluut^d  del  lújp;  el  hijo  de})e  pedirle  ein  te^U'^ 
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monio  de  respeto^  como  complemento  de  una  resolncion  que  paeie 
«er  desacertada^  como  la  garantía  de  un  consejo  ilustrado  que  neoe* 
sita  moderar  y  dirigir  los  ímpetus  de  una  pasión  tal  vez  acalorada  y 
ciega.  En  esto  se  fundan  todas  las  legislaciones  para  exigirlo,  inclu- 
so la  nuestra  que  seria  mejor,  si  reconocido  el  principio,  no  hubiese 
«do  tímida  en  seguirlo,  si  no  hubiere  adoptado  un  término  medio 
^qüe  no  satisfisM^  i  la  verdad,  en  vez  de  seguir  resueltamente  el  ca- 
mino único  y  solo  que  puede  conducir  i  elfau  Son  de  esa  vacilación 
triste  resultado  las  disensiones  que  por  esta  causa  estallan  con  fre- 
cüencia  en  la  familia,  los  matrimonios  resistidos,  pero  al  cabo  ce- 
lebrados, los  funestos  efectos  de  esa  disidencia  doméstica  que  abon- 
ada el  abismo  entre  ks  familias  á  medida  que  el  hijo  reflexiona  so- 
lire  la  oposición  del  padre  y  que  este  vé  triunfante  la  desobediencia 
^1  hijo.  Agregúense  i  esto  las  circunstancias  que  de  continuo 
acompañan  á  esta  escisión;  cosa  por  otra  parte  bien  natural.  Cuan- 
to mas  apretados  son  los  lazos,  mayor  el  esfuerzo  que  hay  que  ha- 
cer para  quebrantarlos;  mayor  el  estrépito  de  su  rompnniento.  iQué 
suceso  ocurrirá  en  el  hogar  doméstico  ni  mas  sonado,  ni  mas  senti- 
do, quisiéramos  decir,  sí  la  ley  nos  lo  permitiese,  mas  escandaloso 
que  el  depósito  de  una  hija  de  familia?  Lo  es  mucho  el  que  un  hijo 
acuda  á  la  autoridad  de  la  provincia  buscando  amparo  contra  los  ri- 
{;ores  de  un  padre:  lo  es  la  disipación  de  un  hijo  que  obliga  á  un  pa- 
dre ¿  pedir  remedio  que  no  alcanzan  á  darle  sus  fueros;  lo  son  las 
rivalid^es  ó  por  cuestiones  de  familia  ó  por  causa  de  intereses  que 
turban  alguna  vez  la  paz  de  las  casas.  Pero  ¿qué  podrá  comparar- 
se con  el  quebranto  que  los  padres  esperimentan,  viéndose  sorpren- 
didos con  la  noticia  de  que  una  hija  ha  pedido  depósito?  Lo  que  con 
esto  ha  dado  á  entender,  lo  que  este  acto  significa  es,  que  la  hija 
desconfia  de  encontrar  justicia  en  su  padre  y  la  basca  en  la  auto- 
ridad civil;  teme  no  encontrar  seguridad  en  su  casa  y  la  busca  en  la 
del  amigo;  desea  salvar  el  recinto  de  carino  y  respeto  que  la  apri- 
siona en  su  familia,  para  ser  libre,  para  saúsfacer  su  voluntad, 
hija  tal  vez  del  capricho  y  siempre  de  una  pasión:  que  seria  la  pa- 
sión es  capaz  de  hacernos  desconocer  ciertos  deberes. 

To  digo  que  será  necesario  este  remedio,  puesto  que  la  ley  le  ha 
establecido;  pero  que  es  sensible,  pero  que  es  cruel  la  eficacia  dd 
remedio.  La  joven  que  pide  un  depósito  no  tiene  que  alegar  motivos 
para  que  se  le  conceda;  le  pide  porque  le  desea,  y  la  ley  la  concede 
lo  que  pide;  su  voluntad  no  se  halla  de  acuerdo  con  la  de  sus  pa- 
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dres,  7  en  el  disensa  de  las  dos  voluntades»  no  es  la  del  jefe  de  la 
üamiy»  la  que  la  ley  consoUa,  la  del  hombre  ¡mparcial  en  quien  i\o 
pueden  siqionerse  miras  contrarias  i  la  felicidad  de  la  hija:  se  con- 
sulta la  voluntad  de  esta ,  joven  inexperta,  joven  apasionada  y  que 
dá  la  medida  del  estado  de  su  corazón,  en  el  arranque,  impropio 
del  sexo  débil,  con  que  pugna  por  sacudir  la  tutela  de  sus  padres^ 

No  quiero  repetir  la  gran  razón,  para  mí  mas  que  grande,  mez* 
quina  y  vulgar,  por  la  que  se  pretenden  autorizar  estos  y  otros  abu* 
808.  La  ley'tiendte,  se  ha  dicho,  á  fomentar  los  matrimonios:  á  eso 
responderíaque  nunca  á  espensas  de  los  derechos  sagrados  de  familia» 
de  los  principios  de  orden  esenciaknente  interesados  en  que  no  de- 
saparezcan las  bases  del  doméstico;  nunca,  si  para  conseguirlo,  hay 
que  dejar  sin  garantías  la  autoridad  paterna.  Si  aun  por  fin  los  ma*. 
trimonios  no  se  celebraran  sino  en  edad  madura,  cuando  los  con- 
trayentes conociesen  la  trascendencia  del  acto,  la  circunstancia  si- 
quiera de  su  indisolubilidad.  Pero  la  ley  por  fomentar  los  enlaces, 
los  autoriza  en  una  edad  temprana,  la  ley  reconoce  en  los  jóvenes^ 
iqptitnd  para  casarse  á  los  catorce  y  doce  anos,-  cuando  sería  cues- 
tionable si  la  tienen  en  ese  tiempo  ni  física  ni  moral;  la  ley  peruM- 
te  celebrar  el  mas  grande  de  los  contratos  á  los  mismos  á  quiene» 
declara  incapaces  de  obligarse  por  ellos  y  por  una  contradicción  que 
es  el  resultado  de  un  falso  principio,  permite  hacer  un  sacramenta 
á  los  que  hasta  desconocen  los  términos  y  la  ostensión  de  un  con- 
trato. 

En  tan  desfavorables  condiciones,  es  natural  que  ocurran  casos^ 
de  depósito,  porque  lo  es  que  los  padres  resistan  las  determinacio- 
nes de  sus  hijas  fundadas  sobre  una  impresión  pasagera;  natural 
que  los  encargados  de  velar  por  la  suerte  de  sus  hijos,  aparten  á 
procuren  apartar  las  desgracias  que  se  ocasionarian  por  una  elección 
antojadiza  y  caprichosa;  natural  y  muy  natural  que  encargados  de 
dar  el  conseñtuniento  se  ^nieguen  á  prestarle,  mal  que  pese  ala 
voluntad  de  sus  hijos,  cuando  por  motivos,  que  ¿  aquellos  solo  toca, 
apreciar,  no  encuentren  ni  conveniente  ni  acertado  un  proyecto  de 
eiüace. 

Pero  este  es  uno  de  los  actos  en  que  no  suele  concederse  la  ra- 
zón ¿quien  la  tiene.  Si  la  ley  la  ha  hallado  para  conceder  al  padre 
esa  manifestación  de  su  voluntad;  si  ha  creido  que  es  de  rigor,  has- 
ta cierta  edad  por  lo  menos,  que  la  interponga  ¿  fin  de  completar  y 
Unificar  ia  del  hijo,  él  debe  ser  arbitro  y  jnez  único;  &  nadie,  debía 
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serle  permitido  inmiscuirse  en  stis  determinadtmes,  y  ísk^tk  féV6- 
carlas.  ¿Quién  puede  ser  juez  sobre  el  padre  ^n  lo  que  concierne  al 
régimen  y  dirección  de  la  familia?  ¿Qué  autoridad  mas  legítima  qtte 
la  suya? 

T  sin  embargo,  véase  un  caso  en  qué  las  leyes  dudan  y  prescin- 
den de  ella,  creyendo,  que  por  ser  nías  favorable  al  hijo,  puede  Btr 
mas  imparcial  la  de  un  Juez,  la  de  un  gobernador.  Esos  son  los  fun- 
cionarios designados  por  la  ley  para  oir  las  (pJtejáB  de  los  hijols,  pora 
darles  la  razón  aunque  conozcan  que  nó  pueden  tenerla  curado 
protestan  contra  el  que  llaman  rigor  de  un  padre. 

Un  hombre  há  logrado  escitar  la  imaginación  inpresiotaable  de 
una  joven:  puede  ser  aquel  mayor  de  edad,  puede  ser  un  fiiüot  mas 
frecuente  es  que  sea  lo  segundo,  porque  solb  en  los  pocos  aSos  se 
^concibe  que  uno  sugiera  derto  género  de  medios  para  i^moverlos 
«storbosque  se  aponen  á  la  realización  de  uñ  deíeo:  en  cualquiem  de 
los  dos  casos,  puede  ó  no  necesitar  ó  tener  de  antemano  el  coníieiili- 
miento  patetno,  que  no  se  le  rehusa  con  tal  de  alejarle  de  la  fomiNa; 
€se  hombre  en  estas  circunstancias,  ó  arrastrado  por  la  pasión  del 
^mor,  ó  lo  que  podría  también  Suceder,  obedeciendo  al  móiift  de  un 
interés  calculado,  es  el  obsequioso  amante  de  aquella  joven,  y  ni 
perdona  sacrificio,  ni  repara  en  medio  para  hacerse  dueño  de  su  co- 
razón y  mandar  en  su  aívedrío:  solo  un  obstáculo  se  opone  al  cÉtnpli- 
mrento  de  la  palabra  de  futuro  enlace,  con  que  h  tísongeó  desde  el 
primer  instante  y  pudo  abrirse  camino  en  su  corazón  candido  é  ino- 
cente, ese  obstácalo  es  la  negativa  del  padre;  y  qué  ¿le  cuesta  mu- 
cho por  ventura  triunfar  de  esa  negativa?  En  disimulando  sfts  !n- 
tenciones,  y  procediendo  por  ^rpresa,  cuando  el  padre  mém»  lo 
espere,  el  amante  habrá  conseguido  la  interposición  de  una  autbfí- 
-dad  que  remueva  la  suya,  un  juez  llamará  á  las  puertas  de  su  casa, 
esplorará  por  separado  la  voluntad  de  la  hija,  y  solo  con-  que  esta 
sostenga  su  palabra,  y  no  retracte  la  firma  con  que  *ha  suscrito  la 
esposicion  que  ella  no  ha  hecho  ó  que  otro  la  ha  sugerido,  el  juez 
pondrá  entredicha  á  la  autoridad  del  padre,  Mo  la  su^  prevalece; 
he  dicho-mal,  quien  dá  la  ley  es  la  hija  que  se  aparta  del  ho^r  pa- 
terno, seducida,  fascinada,  orguHosa,  si  cabe  que  tenga  orgullo,  la 
fcija  que  presta  los  medios  para  que  un  hombre  advenedizo,  un 
bombre  estrano,  un  seductor  quizás,  cause  á  la  autoridad  paterna 
«sa  herida  á  traición. 

Hhtódo  la  ley  po^derto  mtrf  indulgéttie^inífy  fádí  te  «sie  pfrtí- 
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lo:  jMura  eoiüfttút  nada  itnperteá  ¿ráñéés  40)g«todá9!  examen  de 
te9lf¡^,  reconocimientos,  inforínes  periciales  no  logran  acaso  de- 
parar urgente  nn  faegocio,  ó  que  se  admita  y  se  siga  un  recurso: 
los  depósitos  de  itiujef es  solteras  parecen  siempre  casos  de  sama  tir- 
gencia.  Poede  el  padre  sabeHb;  cerrrar  las  pnertas  de  sa  casa,  tí- 
gilar  mas  á  sn  hija,  Ilevarlaá  p^ís  estranjero:  á  un  Jaez  le  esponen 
esa  urgencia,  y  el  jaez  usa  dé  sa  oficio  y  dá  los  primeros  pasos  ya 
precipitados  para  llevar  en  pocos  días  á  completo  término  un  acto 
grave  sin  reparar  en  que  ese  término  puede  ser  [quién  lo  duda!  un 
pfiécipido. 

No  es  digna  una  bija  qneasí  se  levanta  contra  laautoridad  pa- 
terna de  que  esta  lleve  mas  adehnte^su  solicitud ,  y  de  que  en  mo- 
mentos de  tanta  angustia  y  de  tanta  premura,  seSale  con  ánimo  s^ 
mío  la  casa  que  considere  mejor  para  Imcer  él  depósito:  la  del  ami- 
go no  e*s  buena,  porque  quiere  evitar  ese  disgusto  al  amigo,  pretes* 
tos  á  b  depositada  ^ra  que  desde  alli  se  queje  contra  la  influencia 
de  su  padiie,  la  hija  lo  señala  quizás  y  el  padre  se  conforma.  ¿Al  pa- 
dre ya  que  le  importa? 

Durante  ima  sesión  (fue  acaba  en  pocas  boras  queda  consumado 
el  acto:  la  hija  envebena  el  ftistilto  que  ha  hecho  á  sus  padres,  repi- 
tiendo á  su  presencia  y  con  ^a  discusión  hisolente  que  hace  en- 
cender las  megitlas  de  las  personas  imparciales,  que  es  sa  voluntad 
ébemdonar  la  familia,  establecer  esa  separación  ¡ah!  que  puede  ser 
etette:  ^e  tal  vez  no  ceíiarti  sfno  enando  la  realidad  de  la  obceca* 
^don  busque  remedio  en  la  misericordia  de  los  padres:  el  juez  sale 
en  demanda  de  un  asilo  estraño  para  la  hija  que  ha  roto  con  el  su- 
yo; la  fSBimilía  sumida  en  él  mayot  quebranto  no  halla  consuelo  ante 
la  idea  de  que  la  autoridad,  'encargada  de  velar  por  los  derechos  del 
ciudadano,  sea  la  mi^ma  que  baya  desconocido  tos  suyos,  llevándole 
'  nna  alhaja  de  casa  sin  remedio  para  recuperarla,  sin  tribunal  nin- 
guno, como  no  sea  el  de  la  propia  conciencia,  para  esponer  sus  re- 
«entimientD».  ¿Para  qué  intentar  la  remodon  del  depósito?  Antes  de 
eonMgnkla  se  ha  obtenido  la  orden  de  la  autoridad  encargada  de 
enlender  en  los  espedientes  de  disenso.  En  cualquiera  casa  en  que 
la  hija  permamezca,  el  resullado  será  siempre  igual:  puede  estar 
^ségttra  de  conseguh*  de  la  autoridad  el  consentimiento  que  el  padre 
la  niega:  no  mudando  de  propósito,  y  eso  es  difícil  después  de  haber 
n^adoá  costa  de  un  escándalo  al  punto  en  que  se  encuentra,  sabe 
ipw^  deseo  se  cumpKrá,  q<ie  la  autoridad  de  la  provincia  tiene 
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^  coQoeder  lo  «peno puede  negar.  ¿En  qoé  se  fiiodaríala  negalmi 
de  laaatoridad  civil?  La  del  padre  se  oompreade:  hay  razones  de 
coQveoÁQoia  que  no  pueden  decirse,  que  ¿1  solo  puede  apreciar:  hay 
motivos,  bay  antecedentes  que  él  conoce,  que  no  constituyen  una 
falta,  pero  que  le  dan  razón  para  ei  no  asentimiento:  tienen  los  pa- 
dres el  instinto  de  la  felicidad  de  sus  hijos,  y  és  en  vano  traerles  á 
dar  cuenta,  obligarlos  á  que  espliquen  los  fundamentos  de  su  con- 
ducta. Nada  de  esto  sucede  con  la  autoridad;  y  como  no  se  le  dan 
razones,  y  está  llamado  &  conocer  de  un  espediente,  donde  lo  que 
mas  descuella  es  la  voluntad  firmemente  espresada  por  dos  jóvenes 
de  contraer  matrimonia,  inquiriendo  á  lo  más  que  el  aspirante  tiene 
algún  modo  de  vivir  ilo  demás  qué  le  importa?  ¿Está  llamado  él  á 
juzgar  de  las  demás  conveniencias  de  familia?  La  suerte  que  el  ma* 
trimonio  reserve  para  el  porvenir  ¿á  él  que  le  interesa?  Falla  este 
asunto  con  la  misma  fria  imparcialidad  con  qué  resuelve  otros,  sin 
;  conocer  siquiera  los  nombres  de  las  persona  que  lo  agitan,  para  ol- 
vidarse de  ellos,  ypara  que  el  espediente  pase  á  un  archivo  desde 
el  momento  que  salga  de  sus  manos. 

Por  manera  que  en  vano  es  la  resistencia  de  los  padres  de  fami» 
lia;  de  ella  triunfa  la  voluntad  de  las  hijas.  La  inauguración  de  una 
familia,  cosa  de  tanta  importancia  entre  los  romanos,  tau^  solemne 
para  los  godos,  se  verifica  entre  nosotros,  que  en  esta  parte  no  con- 
servamos aquellos  precedentes,  casi  á  la  fuerza,  solo  porque  dos  jó- 
venes lo  han  resuelto,  y  á  pesar  de  su  inexperiencia,  y  aunque  sea 
una  calaverada,  es  su  voluntad  consumarla  y  la  ley  no  les  quita  los 
medios. 

Muchas  de  nuestras  leyes  han  de  sufrir  reforma,  y  no  será  la  úl- 
tima la  que  ha  establecido  el  famoso  recurso  de  irracional  disenso. 
De  ella  proceden  todos  los  males.  Si  hasta  una  edad  mas  ó  meno& 
larga,  se  prohibiera  á  los  hijos  de  familia  contraer  matrimonio, 
mientras  el  padre  no  lo  aprobad,  no  sucedería  lo  que  hoy  pasa.  Los 
hijos  moderarían  su  impaciencia,  á  bien  que  esta  es  enemiga  det 
consejo,  y  pocas  resoluciones  le  neceátan  tanto  como  la  que  de  una 
vez  se  toma  para  no  revocarla  nunca.  La  disposición  de  la  ley  ca- 
nónica, y  que  es  lanuestra,  señalando  la  edad  de  los  14  y  de  los  ii 
anos  para  contraer  matrimonio  no  estarla  en  oposición  con  la  ley 
que  exigiese  además  hasta  otra  edad,  el  requisito  del  consentimien- 
to paterno.  Por  largo  tiempo  se  consideraron  nulos  los  matrimonifs 
contraidos  sin  esta  solemnidad»  y  aunque  hoy  no  lo  sea,  no  ti^  Ja 
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ac^t^árJh^'iHliáMkiecmyíigalf.egpsMrgai)^^^  tan  attofr^oAft,.* 

t^Mbo^4e9líií9^  U  mtésA  ftSrqii&  eopla  m^s^t  parlQ  4^  lo^pftfeeih 
af09Ua<6M  e«  pmQMütA;ry^r^.Bq«&«MÍa<4iie«lMiiw 

L|>^edM*ff»«iMl  fporr  el  4»!.  144.  d4  Gádieo^AHuntég  '6s  dtt  18» 
aoi^faft  k)0fiNir#]M6<^]r^&:pafa  ja^  mujeres^  Vam  eomffm  h%é^ 

cha  al  honor  y  la  nece8Í(jM4&^TiMHV  olieMéAMbl^^*^    W#  25  mm 

iiiílfi%rQoaMpiQrAi9^4iw^  á»<«L  eoQseoAwi^Ude' los^pudres:  em) 
easo  ^odUtMOr  ímt^i^MftAf^  Otras  pere^aas  le  reeiaptami  eni, 
e8M.49re^€ui^  <aUas4K><  existe»:  BPf"  ^úw  1^  hijp9<dei  familia 
nufy^ces  4e  dqaall%(edady  menorag  4e  30  aSos^  Jiia  ()q  pedir  el  ooa-r 
sei^^{WMr  iui»a6tMe9p<dh|09Q^TjB4il9¥iadoIe  do»  ólre9^Te«98<4^.ii^  em 
meMar^  «H  y  1S3). 

NaMii^  e9k^^id¡|spe6U$ioiV  ea«D  código  qii^^ 
tos^^eiipoesíd^J^abQffos^Li^ad^»  unaTev^cíon  que  babia  aflojado  to^ 
dos  los  vínculos,  que  habia  faltado  á  todos  los  resfitelosC'  el'  legislar, 
dei  eeqo^i4(la  fiece^idafl  4b  est^eobado^y  y  neoesilabapriatcÁpiar  por 
lo^rViaeiiiQSny reft9eMfiJq^e^^^'folmrva^9e ^n la  fátniliaicbasey 
fUft4^f»ffi.tft4»t,órd^qi,W^ 

ijli^h9jf  Jífteiirso^eeilira'laüegí^via:  es  el  voto  absí^to  qiie 
nqvcqo^UtlMip^aioQjBá  abada;  eL  Tiribmal  de  unt  ffiát^  m  reco- 
noce <4ro^fiapf»rii(>r«  £l^epé$ito  caceeede  obyeto  idead»  q^el  hqo  ó 
hfe  de  Cwili^.seifeBiiU^Kiea  de  iqfie.ao.ti^ei^  ma^rremeidiot  qi^e  coqk 
formir^  Q9a  lef-ii^liGmla^  fM^^  y^ava^  (uefa^^^Bl^lad^iíae  el.  padre  « 
sef^)sai¡aaerc%a(fia  un  hyoqaeinwifieataJMia  voluptad  pontiaria^á 
lM0j!%.e|'4X)eiiea<po$tJ>lf  (f^  hM9^  niv^fne  ejermtea^^teade  rigpr, 
cujM»do,eflt^«eAvenQidei  de  q^e  n^ieatcafv  tf  nO'  efUMÍwtaK  ne  ha  de 
celfi^^  jel  tújo  el'pcpyect^.  matrwmio. 

Ñi  hay«,9p06iciea  en  la  Uy  al  pernitir  ios  matiHmaoiog'á  Im  18  y 
iS  anos f  y  mand^  fff^  no  se  celebren  hasta  los  SS^y  (q9  31 ,  si  el 
ps^^l^jesi^. 

4a^  loerza^'del  cuerpo,  im  m  'Comentador  (Rogrqn),  se  dese^- 
vw^Uen antea q^e las- tacultadesdel alma; el  hombre  se  ea(Hieatra 
I^hil  pjM^,i^Qntfaer  mat^iponjo  antes  qoacapaz  deha^er  una  buena 
elección.  La^l^  hdkiqueriíHQ,  qm  la^  ternura  üus^ada  de  Im  padret 
wpla  al  defecto^  de  ¿  expeiiema  de  los  hijos  y  se  oponga  al  arrebor 
to  (k  las .pasiQnes.j>  £s  inicuo  sapon^le  otra$  mirast  pensar  que  se, 
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aíriesga  algo  concediéndole  esa  intervención.  La  ley  que  supone  á  los 
hombres  buenos,  ¿tiene  motivos  en  que  fundar  la  presunción  de  que 
lóst  padres  sean  malos?....  Sobre  todo,  el  que  alguno  lo  sea,  y  me 
cuesta  conceder  esta  suposición,  el  que  alguno  abuse,  es  menos  malo* 
que  el  que  de  todos  se  recele,  estableciendo  un  r^urso  general  de 
disenso  que  descansa  sobre  el  principio  de  que  es  abusiva  la  auto- 
ridad paterna.  Lo  primero  es  una  desgracia  sin  consecuencias:  lo 
segundo  autoriza  un  escándalo  que  las  tiene. 

En  este  sentido  está  escrito  el  proyecto  del  nuevo  Código,  cuyas  • 
disposiciones  importa  mucho  ir  conociendo  para  ^er  en  qué  puede 
mejorarse,  ó  si  por  ventura  contiene  alguna  peligrosa  innovación. 

El  art.  8t  dice:  el  hijo  de  familia  que  no  ha  cumplido  23  aSos  y  ' 
la  hija  que  no  ha  cumplido  20  necesitan  para  casarse  del  consenti- 
miento paterno.  Los  siguientes  artículos  enumeran  las  personas  en- 
cargadas de  prestarle  cuando  el  padre  ha  fallecido;  y  el  53  dispone: 
las  personas  atUcrizadás  para  prestar  el  consentimiento  tío  necesi- 
tan espresar  fia  rwm  de  la  negativa,  y  contra  su  disenso  tw)  se  ad- 
mUirá  recurso  alguno. 

No  promoveremos  cuestión  acerca  de  si  deben  ser  los  23  anos 
que  el  proyecto  señala  ó  los  25  del  Código  francés  como  término 
dentro  del  cual  no  se  puede  contraer  matrimonio  sin  consentimiento 
pá^rno:  en  una  y  otra  legislación  se  consigna  el  mismo  principio, 
y  esto  nos  basta.  Mas  esplícito  nuestro  proyecto  niega  todo  recurso 
contra  la  negativa:  el  Código  francés,  aunque  no  lo  diga,  tampoco  lo 
concede:  en  su  prohibición  vá  envuelta  la  idea  de  que,  resistiendo  el 
miatrimonio  las  personas  autorizadas  para  autorizarle  con  su  con- 
sentimiento, no  hay  recurso  posible  ni  queja  que  poder  hacer  valer. 

Deploraríamos  los  inmensos  males  que  trae  consigo  el  funesta 
recurso  y  las  informaciones  que  con  ocasión  de  él  pueden  hacerse. 
Pero  no  ha  sido  ese  nuestro  objeto:  el  caso  es  que  mientras  se  es- 
pera ese  resultado,  mientras  se  espera  el  término  del  espediente,  que 
por  lo  común  acaba  supliendo  el  consentimiento  paterno,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  con  la  declaración  de  que  la  negativa  del  padre  era  irra- 
cionaly  este  ya  ha  sido  previamente  castigado,  el  padre  ya  ha  pasa- 
do por  la  amargura  de  ver  que  la  han  arrebatodo  la  hija;  que  ella  ó 
la  ley  han  pi'esumido  que  serla  capaz  de  cometer  un  abuso,  y  para 
impedírselo,  de  fuerza  ó  por  grado,  le  han  obligado  á  sufrir  que  sal- 
ga su  hija  de  casa,  que  vaya  á  buscar  la  seguridad  en  la  casa  del 
vecino.  La  ley  lo  ha  mandado,  y  no  hay  mas  que  respetar  los  moti- 
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Yos  de  la  ley.  Sin  embargo,  debemos  disculpar  las  quejas  y  los  re* 
sentimientos  que  ocasiotaa.  El  depósito  de  su  k^h  es,  á  no  dudarlo, 
grande  humillación  para  un  padre. 

£1  examen  de  las  opiniones  reinantes  ofrece  dos  consideraciones 
que  abogan,  á  na  dudarlo,  por  lá  doctrina  que  sostenemos.  Es  la  pri- 
mera: que  el  tiempo  ha  hechQ  casi  imposible  las  exigenciasi  con  que 
ciertos  padres  han  pretendido  alguna  vez  formar  la  vocación  de  los  hi« 
jos  hacia  tal  ó  tal  estado;  sea  que  hoy  ninguno  tenga  ventajas  sobre 
otro,  si  eso  era  lo  que  se  buscaba,  sea  que,  como  cambian  los  tiempos,, 
cambian  ó  cesan  ciertas  preocupaciones,  la  que  se  refiere  ala  elección 
de  estado  ó  no  subsiste  ó  es  menos  de  temer.  La  segunda  tampoco  pue« 
de  negarse.  De  pocos  anos  4  esta  parte  las  condiciones  de  la  familia 
están  mudadas  por  con^pleto:  las  Gircunstanc^s  han  traido  cierta  fa* . 
ciudad  en  el  trato  que  nuesti^os  padres  no  conocieron:  la  casa  de  ua 
ciudadano  que  antes  era  un  santuario,  hoy  se  abre  á  todas  las  gen* 
tes:  no  se  inquieren  de  ordinaria  los  títulos  de  una  persona  que  as«  , 
pira  á  ser  contada  entre  los  tertulios,  entre  jos  amigos  de  la  casa:  el , 
menos  atrevida  está  autorizadp  para  frecuentar^  despiies  de  una^  , 
simple  presentación.  De  ese  modo  se  ha  hechoi  mas  fáci)  estender  las^ 
relaciones  que  antes  solq  ei^istian  entre  determinadas  familias,  qua 
venian  perpetuándose  de  padres  á  hijos,  que  rara  vez  lias  espoaian  4 
disgustos  de  ciertos  géneros;  na  nos  admiremos  de  que  también  la 
sea  el  abuso  de  que  algunos  padres  se  lamentan  sin  acqrjlarse  de 
que  puede  haber  tenido  gran  parte  en  su  quebrapto  su.  cpndescen-» 
dencia,  sq  propia  debilidad. 

Beiíto  dttienez. 
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récbo,  y  leis  iD(i/^Íá1áb  detóinár  páKé  eáüá  amistades  3r 

«á  las  efiemistyte  dé  íéíktíñkáy  éMi^^tto^ttétot^gos  i&été  ^i'atDe-- 
rístícos  dfeUsféttmaiJfettd^déKósiítitíHdá  de  ort^éft  gfefniiiiitid'yMfts. 
«aiidinatiD,  ((né  etanñío^éuMs',  atíiic(dé'  btevetnéíñteí ,  partf  cóm- 
pfetar  oltü&dh)  (ttiK'ito§  héjití(ys^dptfe^  fftizardeldéi^bht>;'dé  las- 
cd^tümbrl^á  de'aquettí^  ht¿d&  en  iiíátéi^íá  dé')[mtíalid;ád'.  E^'prfhin^H 
pi6  venia  i  jptddatefati^la'ábsttrdil  dobtritta  t)é  qtte  ño'SbU'tSehrsoiladés 
loV delitos,  y^dé'cóü^fi^títérUblafí^  to  i^fi  lái  péttas^fioe  se 
hátide  imp6ftfet*¿us  peirtlifetfaddrefá.  PóiTóh^  sti^apHcaciott 

eí^  una  tea  int^diaría'á¥í(tjadaeil  et  áenb  dé'la«o^iedáíd,  qU6^  vda 
destrozada  t^ót  dotatílfiíá^  yéhcárnl2kdá6  ^mm  dé  faüiillá,  áíthftett- 
tádas  por  él  e^píi^td  d¿f  IkiVétfgánzáf  t^etetí'va: 

Ya  hemos  visto  en  uno  délos  artículos  atfteHot^,  tftté'ji^aML  pficmer 
limites  á  este^UKflfq^e  j;i^í|7rllegar  hasta  el  estremo  de  producir  la 
tstincion  casi  completa  de  las  familias,  se  establecieron  las  compo* 
siciones,  voluntarias  al  principio  y  obligatorias  después.  Pero  asi 
como  los  parientes  del  ofendido  ejercían  el  derecho  de  venganza,  es- 
tendiéndose con  frecuencia  contra  los  parientes  del  agresor,  asi  tam- 
bien,  constituido  el  sistema  de  composiciones,  la  familia  del  culpa- 
ble tuvo  que  contribuir  á  ^n  pagpij  j  la.  M  agraviado  adquirió  una 
parte  de  la  cantidad  que  por  aquel  concepto  se  debia  satisfacer.  Era 
wia  consecuencia  rigorosa  de  la  obligación  deque  nos  habla  Tácito: 

(i)    Véanse  las  págs.  i43  y  317  del  tomo  XIY. 

(2)  Para  comprender  con  una  sola  oalabra  la  responsabilidad  y  el  dere- 
cho solidario  de  los  parientes,  usamos  de  la  vox  solidaridady  que  como  téc- 
Hka  puede  admitirse,  aunque  se  repute  poco  castiza  en  el  lenguaje  comuiu 
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Baaápere  fem  inmiátias  zeu  patri$  $eu  propmgui,  quam  amidtíoi 
neceíse tfrt; pstes  nada  mas  natural  segnaiascoítambres  deestoft 
paeMos,  que  los  qne  tenían  el  deber  deittxHiar  al  agraviado  pam 
Ttttgar  sus  injurias  turieran  el  dereeho  tle  |>ercibir  una  parte  de  ík 
edfflponcion  con  qne  se  rescataba  la  venganza,  ásl  como  tambieá 
que  porima  justa  reciprocidad  contribuyeran  con  él  agresor  para 
el  pago  <del  wergeid.  Y-esta  obligación  se  consideraba' lan  firme  | 
ianeSeaz,  qv^^en  algunos  pueblos  de  origen  germftiitico  el  jefb 
de  la  familia  no  pddia  desprenderse  libremente  de  su  patrimonio» 
garantía  eveotnaldel  pago  lie  las  composiciottes,  siendo  preciso  para 
que  surtiera  efecto  la  enajenación  el  coBsentimiento  de  sus  hijos  y 
aun  el  de  sus  parientes  colatei'aies,  por  d  interés '^etenian  en  que 
tío  se  disminuyera  su  responsabñidad.  En  comprobación  de  esta 
doctrina  tenemos  el  ejemplo  den»  magnate  franco  que,'^  hacer  cier- 
ta donación  de  bienes  ásu  futura  esposa,  manifiesta  queha  obtenido 
el  consentimiento  de  sus  parientes.  Unacwn  eomm$u  í^&rum  íllm- 
irium  pr^pinquormí  mearum  (i). 

Las'oittgeres  sé  hallaban  esduidas por  regla genertídel  derecho 
de  participar  de  las  composiciones,  así  como  también  exentasr  de  ja 
obligaron  decontribttír;  pues  no  pudiendo  ejerdtar  el  derecho  de 
Tenganza,  ni' tomar  las  armas  en  defensa  de  sus'  parientes,  á  canáa 
4e  la  debilidad  de'su  sexo,  erauna'OotosecuentsialiMéral  délos  prh- 
cipios  que  en  esta  materia  se  seguian/quenot^es  correspondtette 
^Kdaridád  alguna,  actíva,  ni  pasiva. 

Tenemos  un  ejemipfo  de  esto  entre  los  lombardos,  cttyas  tefes 
eschTjien  á  4as  hijas  ^  la  partidpaeíon  del  wergeid,  al  menos  e^ris- 
liendo  vawmes  libados  rf  difunto  con  vínculos  de  parentesco.  QíÁa 
/lite  Qi»  ^kmgobardi  intórfmít),  dice  Luitpratídov^o  qtíijéfemideo 
sescu  esse prabantur ,  mn  poséuni  ipsam  füiiamiefNtre[(i).  GmM 
fiempo,  ^  embargo,4as  mujeres  Regaron  á  adqitirir  en  alguna^  ^i- 
bus  él  derecho  á  la  composición:'  así  sucedía  entre  lo^-frisónes/^ya 
'ley  determina  qned'wergeM  por  i  el  homicidio  -corresp«hMÍa  tadto 
41a  hija  como  al  hijo,'  al  padre  como  i  la  madre  deldifunto  xS)',  Las 
leyese  Noruega  eoncéflén también  á  las  mujeres  el  derecho  de  per- 
«ibpr4lt9iWÍK44iiT4esjiH^H>l^  (^utU^ibwíjiísu'pago. 

it)    Littd^J#rqgMfj>™'7ít 


ii)  llap:  Xm,  feg.  Lditpfait^d. 
(3)    L.Fri8.,UtXtt.  ' 
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jdü^  ,     AS  VISTA  DS  LKGJSLAGIQll. 

.  ^n  lo$  pueblos  germánicos  y  escandioavos  no  había  una  regla 
tfijfnxvBí  y  uniforme  respecto  de  la  par^  ilel  wergeld^ue  los  parienr 
tes  habían  de  satisfacer  ó  percibir^  No  obstante^  se  cree  que  ea  un 
principio  íué  tan  completa  la  responsabilidad,  que  por  insolvencia 
del  culpare  estaban  obligados  sus  parientes  mas  próximos  á  pagar 
integramente  la  composición.  Pero  cualesquiera  q^e  sean  los  grados 
de  certidumbre  que  tenga  esta  proposición,  es  lo  cierU)  que  la  bar 
ilamos  profundamei^te  modificada  en  jas  leyes  de  aquellos  pueblos^ 
que  no  ^olo  no  imponen  la  obligación  de  contribuir  por  el  todo »  si- 
no que  desíg&au  la  parte  que  se  ha  de  satisEacer,  proporcionándola 
&  la  mayor  ó  menor  proximidad  del  parentesco. 

£1  título  61  de  la  ley  Sálica  enmendada,  que  en  algunos  textos  es 
el  $8,  establece  la  manera  de  exigir  la  responsabilidad,  y  el  orden 
que  para  este  efecto  se  seguía.  «El  que  ha  muerto  á  un  hombre,  se 
4ice  en  el  espcesado  título,  y  no  posee  bien^  bastantes  para  cum- 
4il¡r  con  la  ley,  ha  de  presentar  doce  testigos,  los  cuales  han  de  ju- 
rar que  ni  debajo  de  tierra,  ni  sobre  la  tierra  tiene  mas  que  lo  que 
4ut  entregado  ya.  En  seguida  entrará  en  su  habitación,  y  tomando 
tierra  de  los  cuatro  ángulos,  se  colocará  en  elund)ral,  y  volviéndose 
.  áácia  el  interior  de  la  casa,  arrojará  con  la  mano  izquierda  la  tierra 
quehabia  cogido,  por  encima  de  lostombros,  sobre  su  mas  próximo 
pariente.  Pero  si  su  padre,  su  madre,  ó  su  hermano  han  pagado  por 
éU  la  deb^r^  arrojar  sobre  (a  hermana  de  su  madre,  ó  sobre  los  hi- 
jos de  esta  hermana,  y  si  no  existen  tales  parientes ,  sobre  los  tres^ 
mas  próximos  de  parte  de  supadre  ó  de  su  madre.  En  seguida  debe- 
Ti  saltar  ^1  vallado,  descenido,encamisa,  descalzo^  y  con, u^i  palo  en 
;  la,mana(l);  y  todo  esto  á  fin  de  que  los  parientes  de  aquellas  tre» 

generacioQes  paguen  por  él  U  composición Pero  si  alguno  de 

^Uos  fuece  mas  pobre,  y  no  tiene  bienes  bastantes  para  el  comple- 
to pago,  deberá  echar  también  la  chrenecruda  (2)  sobre  el  que  tiene 
,  náSy  y  este  deberá  ^tisfacer  á  la  ley.  Si  tampoco  tuviere  bastantes 
,  medios,  el  homicida  ha  de  ser  preséntenlo  en  cuatro '  mallos^  y  en 

i  ■  \  "í  ;     ■  i       " '  ■     ,         ■ 

^,  (1)  Este  era  un  medio  de  man^fe^tar  ac^  pobreza,  jde  que  hacían  ce- 
sión de  todos  sus  bienes.  ^   " 

•  (?)  Oireoecruda»  (reines  kraut),  yerba  pura,  con' la  que  se  significaba 
el  acto  de  la  cesión.  Esta  es  la  opinión  de  Michelet,  Orígenes  det  derecho 
/rtmc^f.— ScgnnPliirio,  Bnsn  fWítortóiuittifa/,  22-4,  por  esté  medio  áh  la 
verba  manifestaban  los  vencidos,  que  cedian  la  tierra.  Guizot  interpreta 
igualnaente  por  yerba  verde  la  palabra  Chrenecruda— Pardessus  en  la  nota 
634  á  la  ley  Sálica  no  es  partidario  de  ésta  opíníc^y   , ,        .,  ^     /, 
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caso  de  ^e  nÍDgaao  de  sas  parientes  le  qai»iere  redimir  dando  por 
él  Ja  composiciou,  ba  de  ps^gar  con  9U  vid^.  i 

Résped  á  los  agraviados,  la  misma  ley  Sálica  disponia  que  los 
hijos  de  la  Tíctima  percibieran  la  mitad  del  wergeld,  adjudicándose 
la  otra  mitad  á  los  parientes  mas  próximos ,  tanto  de  parte  del  padre 
como  de  la  madre,  y  al  fisco  en  defecto  de  estos  (1).  Disposición  que 
en  cierto  modo  se  halla  reproducida  en  un  decreto  de  ChHdeberto, 
aunque  con  la  diferencia  de  que  solo  se  adjudicaba  una  cuarta  par- 
te á  los  parientes.  No  era  un  acto  de  heredero  la  participación  de 
Ja  composición  entre  los  francos  salios,  pues  en  este  caso  los  hijos 
del  difunto,  que  eran  sus  esclusi vos  herederos,  habrían  percibido  ín- 
tegramente el  wergeld.  Era  una  satisfacción  que  recibia  toda  la  fa- 
m'üia,  pues  según  las  costumbres  germánicas,  ofendida  con  la  muére- 
te de  uno  de  sus  individuos  tenia  el  derecho  de  vengar  el  homicidio» 
ó  de  percibir  la  correspondiente  composición  (2).  La  ley  de  los  Fri- 
sones  señalaba  al  heredero  las  dos  terceras  partes  del  wergeld  en  el 
caso  de  homicidio,  y  la  otra  tercera  á  los  demás  parientes  deldi*- 
fpnto  (3). 

Por  la  de  los  lombardos  se  establece  que  si  hay  hijos  legítimos 
y  naturales,  y  ha  sido  muerto  uno  de  ellos,  los  hermanos  legítimos 
perciban  lás  dos  terceras  partes,  y  los  naturales  el  resto.  Se  vé  tam- 
bién por  este  ejemplo,  que  no  siempre  estaban  relacionados  el  dere* 
dio  de  heredar  y  el  de  percibir  la  composición,  como  algunos  han 
creido,  pues  la  herencia  del  difunto  solo  se  trasmitia  entre  los  lom* 
bardos  á  los  hermanos  legítimos,  y  si  los  naturales  adquirían  una 
porción  del  wergeld,  era  con  el  objeto  de  que  por  su  parte  cesaran 
también  las  enemistades,  y  se  asegurase  la  paz:  propter  faidam  de- 
panendamf  qué  eran  las  palabras  de  la  ley  (4). 

Entre  los  sajones  se  verificaba  un  repartimiento  muy  particular 
y  digno  de  llamar  la  atención.  aSi  alguno  comete  un  homicidio,  dice 
•una  de  sus  leyes,  se  deberá  fijar  desde  luego  el  wergeld  con  arreglo 
»á  su  condición:  la  tercera  parte  será  pagada  por  sus  parientes,  las 
•otras  dos  por  el  homicida»  y  sobre  ellas  tendrá  que  satisfacer  una 

(4)    Lex  Sálícft,  tít.  65. 

(2)  Esta  es  la  esplicacion  que  dá,  y  con  ella  estamos  conformes ,  el  ilus- 
tre jonsconsulto  Pardessus  en  la  nota  666  de  su  escelente  publicación  de  la 
ley  Sálica. 

SLexFris.,Ut.I. 
LexRothar.,cap.  CXJCll. 
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»9«ma  siete  Teees  mayor,  sin  lo  cual,  ^él  y  stts  hijos  serán  fáSi&tm, 
9es  decir,  permatieceráa  espaedtos  á  la  ^^gaosa  4e  I«s  ofendí- 
»do»i(l).> 

En  ^te  pueblo,  uno  de  los  ntas  rodos  y  sangtrinaríosHle  los  ide 
las  razas  germánicas,  ^  estetídia  la  vengaofta,  ne  sold  contra  eleul'* 
pable  y  sn^escendenoia,  sino  contra  ^ssi^teparienles' mas  üime- 
•diatos.  Por  eso  es,  por  lo  que  habiendo  conlritraido  efstos  'ál  pa^ 
de  la  sífi^  composición,  t;um]íñienio  «sí  CM  sn^deber  de  f!Én»Hia, 
debía  teseatarlos  el  homicida  pagando  ^elootttplo 'Al  ^^m^eld,lm- 
jo  pena  de  quedar  espuésto  juntamentecon  ^sus  üQos'&'tas  itas  7  á 
la  venganza  de  los  del  difunto  <^. 

Entre  los  anglo-^ajones  existia  igualmente  ei  principio  4e1a  so> 
lidaridad,'  pero  sus  leyes  baeian  una  distinción  entre  la  Hnea  paterha 
y  la  materna,  estableciendo  que  los  parientesHiciecorresponéianá  la 
primera  pagasen  4a  mitad,  y  los  de  lasegunda  solo  la  tercera  parte 
de  la  composición.  Si  el  homicida  no  tenia  parientes  deia  una  ni  de 
la  otra  linea,  sus  eompartfcipes  en  la  comunidad  ^deMan  pagar  la 
mitad,  así  como  en  el  mismo  caso  tenían  el  derecho  de  perófbit 
igual  parte  del  wergeld,  correspoAdiendo  la  otra  tnit&d^  ^ey'(^. 

La  ley  de  los  borgoñones,  inspirándose  «n  ideas  mas  dévaíSas, 
Ofrece  una  escepcion  notable  áeste  principio  común  á*  todas  las  le- 
yes bárbaras,  proclamando  la  doctrina  de  que'las^'penas  son  perso- 
nales, que  solo  deben  ser  perseguido:^  los  autores  del  MH09  y  que 
no  hay  razón  alguna  para  molestar  á  los  inoceÉftes,  cualquiera  'que 
sea  la  réladon  que  tengan  con  el  culpable.  Estas  son  las  pdabras 
úeh^ey:  ihc  specialUer  in  ftttjusmúdi  cama  univergitíis iMveñi 
observandumy  ut  interfeai  parentes  nuUum  ntsí  hcmiiMafnp&se' 
quendum  esse  cognoseanl:  quia  sicut  úHminomm  jibf^us  extinguid 
ttanlñiimote^túe  smtmére  patímur  innoceñteím  (4). 

En  el  mismo  pueblo  franco  en  que  por  la  ley  SMica  se  haülaba 
establecida  la  responsabilidad  de  los  parientes ,  tomo  ya  hemos  ma- 
írífestado ,  había  medios  eficaces  para  übertarse  l)e  día,  luciendo 
una  renuncia  solemne  de  los  derechos  de  familia,  qué  pnMIucia  su 
disohieion,  con  ciertos  ritos  y  oeremoniae  simbólicas.  Piesentáudose 

(1)  LexSax.,ír/e. 

(2)  LexSrtx.,'iÍ, O.'Oü Bby^^Wstól^^áüdMttniintiel'áélíifefií^^ 
dernes,  tom.  1. 

(3)  Lois  d'AIfred,  cap.  XXVII. 

(4)  Lez  burg.,  Ut.  11,  nüm.  a. 
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wtl^tl  iimffimts  ti  qae^te  qiíariai  libertaf  de  esta  obligación»  rompía 
iohre 9Q  caben  ctatro  ramos  de  álamo,  lanzaba  los  pedazos  á  los 
4mftro  ángtilos^el  sitia  en  qne  se  celebraba  la  asamblea ,  y  decla- 
maba que  p&ra  to'stieesito  renimciaba  á  loda  to*]tttacion,  á  toda 
tieMieia/'^f á'todO'iikierés  eoieetivo'  ft}^  ¡tNsposiciou  stagular  qae 
friebay:«iifit«  faem  tenitf lá  irMnfitad'dél  individuo  entre  las  razas 
9ertnÍMkitts/fm^ne||;ábft^ti}aebra^  de  la  sangre,  y 

é-tompei^^'ttatttraleslazostiae  nnian  ft  bs  parientes  en  virtud  de 
^oadttiento! 

BsrerMn  eMat  niidniatiÉniiiiciá''lfegó  i  ser  en  cierto  modo  supér- 
ftiaitspecto&^latespons^HdádsbHttatia/d^^  CMidebeno  II, 
rey  de  Aostralia  y  de  Borgcma,  en  nna  de  sus  constituciones  diptada 
e&f0S,  iledaró^áboltdo  lo^ispnestoen  el  título  de  Chrenechruda, 
MBOf^fHígttairteátetiiátímas  ddcrfstfanJ^^  y  observado  du- 
fame^elliempo  entine losfrancos  estaban  sometidos  á  las  supersti- 
doaerpaganas^fS). 

En  las  leyes  escandinava^  se  establecieron  regla3  J)a$t&nte  preci- 
sispafala^páMitíon^ias'compiBdtiones,  y  se  modificó  la  disposición 
alffiíieipio  smuam^nte  rigorosa ,  de  qne  W  parientes  debían  satis- 
facer-él'wergeM  en  su  totaUda<fi>Ot Insolvencia  del  malhechor.  Se- 
gafr  li»íeyes*espresádas ,  et  vne)rgc9d  se  dividía  en  dos  mitades:  la 
Oda,  qoetl'CttipftMeiy  so» toas inmedlalos herederos  habian  de  pa- 
gar ó'los  mas  prójimos  parientes  del  difaiirto;  y  la  otra»  queres- 
peetiiraiiietfte  se' faabia:  de  satisfacer  y  reribfr  por  los  parientes  mas 
lejMOsJltttli&base  la  primera*  Omylfrai,"m(ílta  de  la  venganza;  y  la 
Mgafida,  AíiftdHftf  mültadela  raza  ó  de  los  herederos  (i).  Las  mujá- 
is'mtsnas/esehiidias  por  Tegla  general  del  derecho  de  la  venganza, 
y  por  ei»n»]|^iettte  dtítte^re^r  las  composiciones,  Je  ejercían  en 
delerimnad»  circunstancias  ó  percibían  el  wergeld,  estando  tam- 

I  ,   i     I  I       I    I    ■  .'I     I'l'   IM't    .<  llUi|i| I     I     ■  »'liiH  I 

(«)   *»*ytKf  üt  péfNiíCüfcí  Mtei^  4€^vélmé^k,^"inlilh  ante  tungfmm 

frangat;  et  illds  quatuor  partes  in  mallo  jactare  debet,  et^ibidicfire  ut  ti 
defuramentOy  et  de  hcereditcUe,  et  de  tota  ülorunri  se  ratione  toUat,  Lex  Sal. , 

,  ^    De  ChrenecbrudA  l^^  ^fMifiki^iígjf^nfffpmSmiy^ 
inStps  numquatn  valeat,  quia  per  ipsam  cecidit  muUorum  potestas. 

-(á)  tf»t,  amUa,  ropnwwion :  -Orm,  ^ngimtn  ^-tMen ,  furor.  Bu^Boys, 
BUtoiredu  droit  crimineL — Otros  han  hoctio  uun  distincioa  entre  la  multa 
do  los  herederos art?a6ot,  y  \t¡^  que  se  disttíbuye  entre, toda  la  faipilia  a«í- 
tarboi  6  nitkgiald. 

TOMO  xn.  M¡     ^  . 
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bien  obligadas  eu  los  casos  respecMyos  y. por  iiia  legítuna  coosd- 
cueucía  á  pagar  la^coi^iiiosicipiu  ^as  leyes  aoraegas  que  establecida 
esta  participapio9  de  la.ipuj^^jppooio  9pteüjOi;mepte  hemos  iadicado» 
se  espresaban  en  los  términos  siguientes:  «El  homicida  y  su  madrCp 
»su  mujer  y  suhijc^^  del^en  pa^af  jcada  uno  p<^r  su  parte  ui^i  onz$i  y 
»un  quinto  á  la  mujer  del  (Ufunto;  lo  que  que.equivale  á  dos  dones 
»de  paz.  La  hermaAa  del  homiqida  debe  un  medio  don  de  paz  á  la 
^hermana  del  difunto,  á^u  muje^ ,,  ^.su  hya  y  ¿  su  madre »  lo  que 
•completa  un  total  de  dos  dones  de  paz.  £1  mismo  semi-don  de  paz 
»debe  pagarse  4  la  hermana  del  mueptopor  el  homicida,  por  su  ma- 
»dre,  su  miyer  y  su. hya*  Todos  es^);s;  dqnes  juntos  forman  seis  do* 
nes  completos  (1).  9 

Por  las  misipas  leyes  de  Noruega,  así  como  por  las  de  Iskmda, 
era  regla  fundamental  para  la  perpepciotn  y  para  la  contribución  del 
wergeid  el  atender  á,  la  mayor  ó  menor  proximidad  del  parentesco» 
debiendo  pagar  ó  percibir  mas  en  sus  respectivos  casos  los  mas  in- 
mediatos parientes. 

En  las  legislaciones  de  Suecia  y  de  Dinamarca  se  hacia  la  si- 
guiente distinción  entre  la  imulta  del  h^r:e¡dero  y  la  multa  de  raza^ 
Consistía  esta  ultimar  en  las  dos  terceras  partes  del  wergeid,  y  se 
tenia  que  satisfacer  por  los  ps^r^e^tes  del  homicida  para  libertarse 
de  la  venganza  de  los  del  difunto.  El  homicida  mismo,  para  comple- 
tar el  pago  de  su  composición,  tenia  el  derecho  de  reclamar  la  parte 
correspondiente  de  la  multa  de  raz^;,y,en  caso  necesario  se  le  coa- 
cedia  una  acción  para  obligar  á  sus  parientes  por  la^  vías  judiciales. 
Por  otra  parte,  los  herederos  del  difunto  tenian  un  derecho  tan  efi- 
caz á  percibir  íntegramente  el  wergeid,  que  en  el  caso  de  que  no  se 
les  pagara  por  completo ,  podian  exigir  que  se  declarasen  proscrip- 
tos, tanto  el  homicida  como  tr^  parientes  suyos  de  la  línea  paterna, 
y  otros  tantos  de  la  materna  (2).  ¡Dureza  extraordinaria  que  solo 
puede  concebirse  en  pueblos  tanatrasados  en  la  carrera  de  la  civi- 
lizacion»  tan  ignorantes  de  las  mas  .sencillas  nociones  del  derecho  de 
penar ,  y  que  llevaban  hasta  las  consecuencias  mas  exageradas  et 
principio  de  la  solidaridad! 

No  obstante,  en  estas  mismas  regiones  se  fué  templando  con  et 
tiempo  un  rigor  tan  escesivo,  ¿  causa  de  los  abusos  á  que  daba  lugar. 


íJi 


Cap.  SÍ5,  Le«.  de  Gula-Thíog. 
Du-Boys,  Histoire  du  droü  crimiñeL 
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j  después  de  haberse  dispuesto  que  los  parieutes  no  fueraa  obligar 
dos  á  contribuir, siuo  á  proporción  de  sus  facultades,  vioo  una  ley  á 
combatir  mas  radicalmente  aquel  mal»  estableciendo  que  solo  el  ho- 
micida tuviera  obligación  de  pagar  íategrameute  el  wergeld»  prir 
Yándole  del  derc^cho  de  poder  apremiar  p^a  este  efecto  á  los  indi- 
viduos de  su  familia.  Solóse  consideraba  caso  de  escepcion  la  huida 
del  ^culpable  sin  cumplir  las  condiciones  para  la  pérdida  da  la  paz> 
pues  eotonces  tenían  los  parientes  que  satisfacer  las  dos  terceras 
partes  del  wergeld,  si  el  delincuente  qo  las  había  satisfecho. 

£a  algunos  países  la  responsabilidad  solidaria  no  se  limitaba  á 
los  parientes»  sino  que  se  estendia  sobre  los  individuos  de  del- 
tas agregaciones  ó  grupos  á  que  pertenecía  el  cu^ble»  y  que  se 
formaban  á  fin  de  prevenir  los  delitos^  y  de  poder  ofrecer  maa 
seguridad  á  las  personas  tranquilas  y  pacificas.  Según  una  ley  an- 
gtorsaiona,  todos  los  habitantes  de  los  pueblos  del  reina  sa  cía- 
sificabaa  de  'diez  en  diez»  y  si  uno  de  ellos  cometía'  nn  delito  los 
otros  nueve  respondían  del  culpable  ante  la  justicia*  Si  este  des- 
aparecía» se  concedía  para  presentarle  el  plazo  de  treinta  y  un  días» 
y  si  se  le  hallaba  durante  este  intervalo  era  conducido  ante  la  jus* 
ticia  del  rey»  y  se  le  condenaba  á  la  reparación  del  daño  que  habia 
causado.  Si  después  era  reincídente  en  la  misma  falta,  se  hacia  la 
justicia  en  su  propia  persona*  Mas  si  no  se  le  podía  hallar  en  el  tér- 
mino señalado»  el  fríborge^  beod,  jefe  de  la  decena»  se  asociaba  con 
dos  de  las  personas  mas  considerables  del  mismo  friborg,  y  además 
con  el  jefe  y  otros  dos  individuos  notables.de  los  tres  friborg  mas 
ÍBffiediatos»  y  con  ellos  juraba  que  no  tenía  participación  alguna  en 
el  delito»  ni  en  la  huida  del  malhechor.  Mas  si  no  podía  hacerlo»  te- 
nia que  presentarse  acompaiiado  de  m  friborg  á  reparar  los  danos,, 
primero  con  los  bienes  del  culpable,  y  no  siendo  suficientes,  con  los 
sayos  propios  y  con  los  del  mismo  firiborg,  hasta  que  la  justicia 
queda»  completamente  satisfecha  (1). 

Entre  los  francos  al  mismo  tiempo  que  se  abolía  el  título  de 
Chrenecruda  de  la  ley  Sálica,  y  en  su  consecueúcia  la  responsabili^ 
dad  de  los  parientes  en  casos  de  homicidio,  se  establecía  por  Cloto- 

(i)  En  Inglaterrn  estaba  aun  dividido  ei  territorio  en  condados,  y  estos 
en  centurias,  hundreds  y  decurias,  thythings^  antes  del  reinado  de  Alfre- 
de,  ^egun  las  opinioDes  mas  autoriúdae.  Sin  embargo»  no  siempre  la  reaK* 
dad  representaba  el  significado  de  las  palabras»  pues  las  decurias»  por  ejem* 
pío»  solían  comprender  mas  de  diez  families^ivc.  x.  y^  ■   ..  , .  .  ; 


Digitized  by 


Google 


44f  ftlTISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

irio  II,  qae  siempre  que  en  una  centena  se  robase  algona  cosa,  se  diQ- 
ra  al  interesado  su  valor,  y  se  persigaiera  al  ladrón  (1). 

T  no  solo  se  etigia  esta  responsabilidad  solidaría  á  los  individuos 
de  asociaciones  legales  y  permanentes,  sino  que  á  veces  recaía  tam- 
bién sobre  los  que  se  babian  juntado  para  cdebrar  un  banquete, 
durante  el  cual  se  habia'«onefido nú'^oníteMio  (S). 

En' Espafia  mismo  esislía  en  algunas  partes,  no  solamente  la  so- 
lidaridad respeotd  de  los  pudrios  «n  que^e'babía  cometido  el  homi- 
cidio, omeñéo  to  ee  desiMibrfa  el  tMínetienle,  sino  el  aboso  ttevado 
«1  estreflM)  de  «xigif  gruesasoaatídades los  minisCros  de  Justicia  á 
Mas4as  poblaciones  (cdisdantas,  siempreM^ese  ignoreba^  tér- 
flün^'enque'dlieíBbQroiiiHiiál  se  habia>  qeouiado.  M,  ^ipareee  de 
«n  doeomento  firmada  por  «idfonso  TI  enrque  «e  dcclara<iAolidft 
^erta  'élünia  oostumbre^l^. 

E4  pvinctpb  de  la-^ttildafidad,  que  4itpeiar<de  ser  'opuesto  i  las 
^nodoMs  de  I»  justicia- teKía^id 'menos  unií^plieacion  lógica  en  las 
^eoatumbres  de  ios'Mtiguoffftebios'geniiáüíoes,  se «onservé  todavía 
'ea  alguoas  partes  de  Smiopa  laif^  tíempováespues  de  tiaberse  mo- 
dificado p^ofufldamente*  el  estado^ocial  de- wiuMas  rasas,  defaaber 
penetrado  en  ellas  la  hn  de  la  «ivflisacion ,  y  cuando  pareda  que 
sus  resplandores  debían  báber  disipado  compielamenle  las  sombras 
del  error  y  de  envejeddas  pffeecupKioAes.  En>Mffirmacion  de  eslo 
^observaremos  que  la  multa  de  raza  no  se  suprimió  del  4odo'«Q  el 
mnede  Sueeia  has«a*el  áio  de  Í39B,  en  vMud^e  nua  disposieiM 
de  su  monarca  Magmis  üriehson  (4). 

■  i'iii  H|        mu  mu  gtttmt  É   Uii  «Hiii  »jM»**— fw»HO"*tO^-^i'7«>Hülli<Wiii 

(i)    Decreto  de  CipMnío  U,  aaa^e.W^. 

it)    Si  %n  convivio  ubi  qufltuor  aut,qtAinque  fuerint  homineij  deda  el 
Ut.  i5  de  lá  ley  Sálica  enrmendada  ,  tifiur  ex  %psi9  in^f\Mut  ftmít,  HU 

^(rnipofiticnetn  coniecieni,  QmB.legc  juamte  ($4  sfftet»  ^  f^fimt  «I  con- 
vivio illo  convenU  obserture. 

(3)  Sed  aliud  injuste  operabanimr  ihMít  dolosisayoneá),  man  mim 
.  mküa(i(ii\a:^defir4lmsa  /imm«(,  ei^otmet  vUkequtmMmeMi^mmaímper 

illas  jisnas  exissetU^  et  nne  culpa,  tune  faciebarU  in  eommune  cunctis  iU^ 
eiU/ie  eaiotvere  legem  homiciáii,  et  non  súlum  legem  sed  duptieatum  acet- 
fiehint  vivlentwr  ilJiám^  hwuicUiím.  Hoo^  Jdefúnmu^  ^em^  ptiatiépio 

irritumesse,  et  nurnqaam  amplius  id  fieri,  sed  ita  constituo 

ut  cum  talé  homicidium  perpetratum  fuerit ,  eujus  auetor  non  invenitur, 
«opufU'wtticK^ta  quábus  suepicio  9$t.  per  jwamSmíwn^'fer  pcmamñqmB 
-oébdcBu/Mqmmcumquedeprekeñmjuehí^ipBm  $okB  ^wokmtUgám^húmi^ 

ttO'dSidp^k.itpaia  Sagmda. 

(4)  Geyer,  Histoire  de  Suida. 
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folKianiarca  duró  mas  tiempo  todavía,  segon  aparece  de  an» 
le;  del  re;  Cristian  lU»  que  pinta  muy  al  vivo  los  gravea  escesos  á^ 
qp0  daban  iogar  las  composiciones,  á  cuyo  pago  tenian  que  contri- 
buir afln  personas  tan  inocentes  como  los  niños  que  estaban  en  Ibí 
cuna»  si  eranparienteá  del  culpable;  mientras  por  otro  lado  se  au- 
mentaban los  homicidios  por  la  seguridad  que  tenían  los  criminales 
de  no  ser  castigos  con  Üai  pena  de  muerte,  y  de  no  sufrir  otro  pa- 
decimiento que  el  pagar»  auxiliados  por  sus  parientes,  la  suma  que*' 
se  determinaba  (1>.  En  su  consecuencia,  este  monarca  declaró  aboU- 
daa  lastConytosiciones^.IasolídasidadMy  estableció  contra  los  ho> 
mieidas  la  pena  capital. 

Has  no  solo  en.las^egiooes  escandinavas  se  conservó  por  tanto* 
tiempo cSAátAHgSidofrdé'tel  familia:  en  Holanda  no  cesó  tampoco- 
hasta  la  mitad  del  siglo  XY^  desda  cnya^época  solo  quedaban  obli- 
gados los  parientes  que  hubiesen  acompaSado  al  homicida  al  tiem- 
po  de  perpetra!  él^dUilb; 

Aon  en  tiempos  mas  inmediatos  á  los  nuestros  se  conservabais 
restos  del  antiguo  derecho  que  tenian  los  parientes  de  perseguir  las^ 
tffettáas  causadas  á  tñdivídtaos  de  su  titítñh,  ó  de  conceder  perdoD 
i  hfe  ctrli)able^«  medíkbtleí  detenfthtada^  condiciones.  Una  costum^ 
Im  tiiíie  i  ikxes  del  littímú  sigfó  se  ob^rvabaen  Amberes  lo  de>- 
nhiestra  de  tmar  manera  evidente,  pues  para  que  produjera  efecto 
en  casos  de  homicidio  la  gruciaf  del  füdolto,  se'etigia  el  perdón  de 
loa  furwt^  del  difunto».  Oe  esta  suerte  se' venia  á  reconocer  el  an« 
tiguo  jr  erróneo  principa  de  que  la4)erpetracion  de  un  hecho  crimi^ 
nal.  era  principalmente. un  negocio  pjívado,  no  solo  en  cuanto  á  lai 
responsabilidad  civil  ^  sino  también  en  cuanto  á  la  imposición  de  la 
pena.  Las  formalidades  conque  se  pedia  y  obtenia  el  perdón  son 
curiosas;  dignas  de  mencionarse  en  breves  palabras.  «Los  parien- 
tes del  diídnto,  vestidos  da  luto,  se  reunian  en  una  habitación  ente- 
lamente  colgada  de  n^ro:  introducido  á  su  presencia  el  homicida 
con  la  oabeza  descubierta,  é  bincado  de  rodillas,  imploraba  el  per- 
don  de  su  delito,  y  aceptaba  la  composición  y  las  condiciones,  que 
se  le  imponían.  Cumplidas  estas  formalidades,  el  hijo  primogéniU> 
del  difunta,  ó  en  su  defecto  el  mas  próximo  pariente,  le  daba  el  ós- 
culo de  reconciliación,  con  lo  cual  la  familia  se  declaraba  satisfecha,. 
y  se  aseguraba  la  paz.» 


(i)    fiosevinget  CoUectkn  de  loi$  damises,  tom.  lY. 
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'  T  81  en  la  actualidad,  el  coasentímíeató  de  los  parientes  para  ¡la, 
concesión  de  los  indultos  no  se  halla  rodeado  dé  tantas  solemnida- 
des, no  por  eso  es  menos  real  y  efectivo  en  algunos  Estados  de  Eu- 
ropa, y  viene  á  recordar  la  antigua  venganza  privada  y  la  solidari- 
dad de  las  familias,  aunque  disfrazadas  y  envueltas  en  lasfermas 
judiciales. 

¡Testimonio  elocuente  que  demuestra  hasta  la  evidencia  cu&n, 
lentos  han  sido  los  progresos  de  la  humanidad,  y  cuan  poderosos  los 
obstáculos  que  ha  tenido  que  vencer  para  llegar  al  conocimiento  de 
ios  verdaderos  principios,  y  de  las  bases  en  que  descansa  la  justicia 
penal!  ' 

Joai  Ht  Hrataibu» 


JURISPRUDENCIA  CRIMIIVAL. 


¿£n  qué  grado  deberá  imponerse  la  pena  al  autor  de  un  solo  he^ 
chp,  qufi  constituya  dos  ó  mas  delitos,  ó  cuando  el  uno  de  eüos  sea 
m^dtú  necesario  para  cometer  el  otro,  en  el  caso  de  adquirirse  úni- 
lamente  el  convencimiento  de  la  criminalidad  del  acusado  según 
las  reglas  ordinarias  de  la  critica  racionalt 

Fácilmente  puede  á  primera  vista  resolverse  la  cuestión  pro- 
puesta, pues  la  ley  la  determina  distintamente,  y  siendo  clara  su 
disposición,  no  debe  penetrarse  en  el  terreno  de  las  interpreta- 
ciones; sin  embargo,  observándose  en  la  práctica  diversa  aplica- 
ción del  precepto  legal,  carece  de  duda  la  conveniencia  de  sipun- 
tar  los  fundamentos  de  una  y  otra  opinión,  que  han  producido  ju- 
risprudencia distinta  en  la  designación  del  grado  de  penalidad.  El 
párrafo  2.^  del  art.  77  del  Código  penal,  establece  que  cuando  un 
solo  hecho  constituya  dos  ó  mas  delitos,  ó  cuando  el  uno  de  elhos ' 
sea  medio  necesario  para  cometer  el  otro,  se  impondrá  la  pena  cor- 
respondiente al  delito  mas  grave,  aplicándola  en  su  grado  máximo. 

Esta  prescripción  parece  no  podia  inducir  vacilación  alguna  en 
dcaso  indicado;  bastaba  imponer  la  pena  señalada  al  delito  mas 
grave  de  los  consumados  en  el  grado  máximo  para  considerar  bien 
y  estrictamente  aplicada  la  ley  penal:  así,  pues,  si  para  suplantar 
lUi  documento  público,  había  de  sustraerse  el  protocolo  del  archivo 
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tn  donJe  se  custodiaba,  el  autor  de  este  doble  delito  debería  ser 
castigado  con  el  grado  máximo  de  la  pena  designada  al  mas  grave 
qlM  e5  el  de  falsificación;  empero  como  ai  juzgador,  en  su  constan- 
te afán  de  inquirir  la  razón  del  derecho  para  aplicarlo  rectamente, 
le  faera  preciso  comparar  unas  con  otras  disposiciones,  examinar  su 
analogia  y  relación  entre  ellas,  y  deducir  las  legítimas  consecuen- 
cias que  de  tal  estudio  se  desprenden,  á  fin  de  no  incurrir  en  error, 
siempre  funesto  y  perjudicial  irreparablemente  muchas  veces,  ha 
llegado  á  convencerse,  que  cuando  no  consta  acreditada  en  el  pro- 
ceso la  criminalidad  del  acusado  en  la  forma  que  requiere  la  ley  i2, 
título  44  de  la  Partida  3/;  sino  que  aquélla  la  adquiere  por  con- 
vcfncrmiento  después  de  examinadas  las  pruebas  y  graduado  su  va- 
lor, según  las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional;  solamente 
puede  imponer  la  pena  señalada  en  el  Código  al  hecho  justiciable 
en  el  grado  mfmmo,  conforme  ¿  lo  dispuesto  en  la  regla  4S  de  la 
ley  provisional  para  su  aplicación,  y  este  fandamento  legal  ha  ori- 
ginado doa  distintas  prácticas  al  aplicar  el  castigo  en  el  caso  dado. 
Siempre  que  no  aparece  legalmente  convicto  ó  confeso  el  pro- 
cesado de  autor  de  un  hecho  constitutivo  de  dos  delitos,  ó  en  que  el 
uno  baya  sido  medio  necesario  para  cometer  el  otro  de  los  que  re- 
sulten perpetrados,  le  castiga  uiia  jurisprudencia  con  la  pena  seña- 
lada al  detito  mas  grave,  apRcándda  en  el  grado  mínimo,  pero  en 
su  mayor  estension,  ó  sea  en  el  máximo  del  grado  mínimo:  en  el 
m^o  caso  otra  jurisprudencia  impone  al  acusado  igual  pena  en  el 
grado  máximo,  fijándola  deátro  de  este  en  consideración  á  las  cir- 
cunstancias atenuantes  ó  agravantes  que  concurran.  Fúndase  la 
última  en  la  literal  y  terminante  disposición  del  testo  de  la  ley,  se- 
gún la  cual  se  ha  de  aplicar  la  pena  en  el  grado  máximo,  y  en  una 
deducciou  legal,  tan  sencilla  como  fundada  en  nuestra  opinión  que 
consiste,  en  que  si  la  mente  del  legislador  hubiera  sido  no  imponer 
mayor  penalidad  al  autor  de  dos  delitos  provenientes  del  mismo  he- 
cho^ que  al  que  solamente  consumara  uno,  estaba  demás  y  era  su- 
perfina la  prescripción  del  párrafo  2.*  del  citado  artículo  77,  por 
cuanto  esto  mismo  ordenaba  por  punto  general  la  espresada  re- 
gla 4S;  observación  que  contestan  los  sostenedores  de  la  jurispru- 
dencia contraria  estableciendo  la  subdivisión,  también  en  tres  gra- 
dos, de  cada  uno  de  los  en  que  se  divide  toda  pena  divisible,  según 
se  infiere  de  lo  preceptuado  en  la  regla  7/  del  art.  74  y  párrafo  3.** 
del  95  del  mismo  Código;  y  por  consecuencia  al  determinar  esta  el 
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cacU.siemprei^a^aquel^eiitnQ^-dd  iQ(i>á»e^.$io4oaareMuioMMiCp 

aplica  l».4iflpofiiaÍM9Ái  iftftoyopiwMoiHA»fmr€i]iíam^4íepeMi^ 
lataitraoiaeiMí  dAAoaiiyuíA.cN^iwrraa^HWr^iaiK^la  |>eaaf^(eVHíiiaí-r 

y  calidadila  dichas  cÍFc«a8|4Dfia««ii 

GQBi(xaua8(rerfi(ap4gttff,a|íie8eriMf efit^iairtíoiia  setUflú^tJ^ear 
pooar  aanaUIaavftota^iiaaf^^y.AUaff^i^^        {uAdaAiMto6^at<}«at 
caéi  GuaUenafipfarpir^Mk^^l^oeata'r^^   «da  f%H\af^w\gskr. 
n^^waúi^.má^üimt  aiiiW(Hita«£i^'^G0F/rob9W¡f(a'4&^^larqW' 
nQ$^{)aceco  umoí^tM^^  mis  Molmmi  ^soeobf^f  etitaMai^ 
copio  iadíearéiiiMibr«vaiMiaterloaf9Q;(p«ra$Ui^ 
emuiciadaaípfácUefti»  JDc(l3rr^lainemmM!fr99QrÁta^i6fi.  iankjr  P^*^ 
viwiiiiU  coiad.ysv^s^baitiueiicii»iwid^MM9<9aa  (]í«i^.Í09r.  trilw^Ws^ 
caaado-no.axistd.Jar  praabartaxatimde  fai  ley^da-  Pactída^.ó.8ea  U( 
llannAa g()iieralry  témmvuihtopmebn  |;)l€ii%^ii9rpuedaiu«p(Hm^ 
la  peoa  <6ÍB(vea  el  gnadorimai0)o>t  J  deiadmiiicse  la  |urísp^eiieía 
que impog^Qvhabria  aeceBariameoita' do^dasirwsa Uraz^R  legal 
de  la  difareQCiaip0r>laiiDUma<^sta|ri9(ú()a9^aularlaeor|^a^     Pf^a* 
cindir  de  Ja  armaoia  jribrodo^ída,  paca .  la  deeigiacioa  •  dp  ia  peiialir 
dad»  seguQ  las  «giadosiie  cajrtasar^^Me^  .pw^n « adqairif^  acerca  de^ 
lajiCrimioalidad  del  .aGasado^,.topáAdo6^.CQa  jel  graviúmo  i^n^-^ 
nieote.de habac áe  impaaer  algoaa yesiade-inaarte ^ia obleoexae 
laevidecKia4BoiaU(ó'Com(^AOBOto^^du^iaii)os.iat|»r^    pUm.  Su* 
cedería,,  par  qeiapla,  si  na  empleada. publica  revelara  los. secretos 
de  qae  naviera  coiK)GÍniiaaU>.p(U^Jsaaoada^3U'^&Qío»  y  de>esta  revela^ 
cioa  pro viaiera  grave  4aao  para  la  causar  pública,  y  al  propio  tieíaT 
po  sua)yLoi«traraal<enemigpip|a0a8  da  for^lezaa,  ^^uiaentos  ó  no- 
ticias que  síryiesea  dixeaiaxQeAte^  paca  bcviiiUzar.  á  Empana;  ea 
tal  caso  habrtai  de  ca«tigarsee6tebecho,>qae.coostítay^  dos  de- 
litos coa  la  última  pena,  por  ser  laai  grave,  el  castigado  por  el 
número  3.^  del  arU.142,  ^  tarxevelacioa  de  secretos  determioada 
en  el  282,  ambos  del  Código  vigente;  y  como  aceptándose  aqaelU. 
práctica  ha  de  abdicarse  en  el  grado  miximo,  de  aquí  el  no  poderse 
legalmente  prescindir  de  condenar,  con  taa  severo  é  irreparable  cas^ 
tigp,  aun  cuando  no  exista  la  evidencia  moral. 

Además,  continúan,  de  admitirse  esta  opinión,  se  establece  mar- 
cada desproporción  entre  el  delito  y  la.  peoa;  de^pifoporcion  qa& 
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con  minncioso  cnidado  se  ha  procurado  evitar  en  la  tan  bien  medi- 
tada estmctnra  de  la  ley.  Sapongamos  qae  uno  dispara  arma  de 
fbego,  int^é^ÜItééictilé  con  otijeto  de  caosic  áíotird  la  tnuerle  y 
así  acontece;  mas  al  mismo  tiempo  infiere  lesiones  á  un  tercero;  en 
la  hipótesis  de  no  ejecutarse  el  homicidio  con  ninguna  de  las  cir- 
cjHlls^A6Íafl^l;esad¡ls  en^eliiúmaro  1.''  det  Ar^tíento  ]|5$ise  JU  de 
ppaf  fiQ«<ÍpF«^  á  >  pf esQfito  eA  el  náioer^  V  dAl  iW 
KQlffasipu.fc^ppf^^  j^  p^rtw^eií^o  ^&Jec\i0ine»,á  h  eh^  de  teve» 
con  el  arrestro,  destierro,  ó  multa;  por  manera  que  á  serhiMÍlQ9 
distintos,  por  el  primero  se  impondrían  á  lo  mas  al  agresor  14  anos 
da'ifdosíQB  coh  kts  aosaiorli»,  y/por  eltsegindo'iS  meses  de  ar- 
lesto  mayen  ó-rdei7  áii6^de  deatierro;  ó  lamilla  de  SOá  SOddir^d^ 
scgna  lo&  caB09'7  óirounstancias;  pses  bien'  adoptándode  (a  dis^ 
pdsiomi'diBl pámEfé Se"  =dél  aitibilo 77,  eomó és[lp¿6É Mliteral^fien-' 
tidt,  y  prmijiiend»  «niios  delitos  mencionados  de  üh'Bolo  ber^o^' 
Us de^xmáeoksoialteplpftbldifn  18  á 3d  de añosde  4ídba  penada 
lechaon;  y  deleita'  prábtica  dtAnostraom  iafieven-  la  deágMMad  4 
igfistibi^  deila  «f iníán  jqoeteovbáteD»  puesto  que  pbr  haberse  con*' 
snftadD^GooínKtane^e  unidelitoid^tesi^  otro  de  homicidio^ 

pwadoi  aquel  £n  el  caso  de  ejecntaffto  aislado  con  leres  ^rrécoio-^ 
neo,  poe  -  la-ebunoiaidii  «irottnslaneiaidéipro^nir  de  un'  solo  hecho-,' 
90  aúnenla»  al*»autor  de4^á  ftaaosfdeí'ttna  pena  grave,  segu  el' 
úpo^erse  MsptO'cn  útMh^  y  tanMarcSKla  diferencia  nb  nrguyé 
mÍBekiiamm4mbi^lfUiMA  de'aqtt^ltsn  céle- 

bre axioma  cde  estarse  en  caso  de*  duda  por  lo'ttia^fovi^abléal^ 
reo^»  adaotmptmüUimb  etfiápiíry^'de  la  ^uríspmdenola  queoondide- 
rafa  «nal  dega^ijpec^  qoe  la  inlwta»  destruir  io^«adkíto6  de  la  ceii^^ 
tmiasedtsÉi^»  «q^el plreesptatle  9a;iey,  dkroiyleMiáaQte,  ne^ 
adniteiiaidttdmi 

GoíisedMMB'fioa  inieéim>|»opésile  omittáios  adii^  icomentiirioj 
algiiw  en  pró^  ni  enicóotiraide  niriguna  de  anúMis  prtcttcas;  las  4m 
n^sdoerecea^aMsiaio  respeto,  poes  cnsAd»  menoto  dantiia  idea  ele^ 
Tttds  del' piefuñdo estudio  á  que  se  consagranlos  encargados  d(^> 
adnmástrar  jsstici^  pafa  llenar  can  ^ieK&éu  alta  misión;  pero  9t 
csDclairémes  rogande  ehearecidaiftente  al  gobierne  de  S.  M.  tomei 
eéi  oensideracion'esta  (&Mrgencia  en  punto  tan  íinporta^te  de  ja-^> 
rifpradeneia'eriniiDal,  ¿  fin  dét  qae  obtenga  stiítisfaotoría  y  ecpii*' 
taliva  solndon  en  Ja  ansiada  réforaa,  qne  se  prepara  á  la  ley  ví^ 
geéle.i-^3LJBL 
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DR  LA  DENONGIi  POft  EL  IIMTRRIO  FISGiL. 


lEstán  obligados  los  futidonarios  de  las  escalas  inferiores  que 
qefcen  el  Ministerio  Fiscal,  á  denunciar  al  Superior  correspon- 
diente los  delitos  justiciables  en  los  Tribunales  Superiores  ó  Su- 


Habremos.de  empezar  este  artículo  manifestando  que  era  para 
nosotros  doctrina  incontrovertible  la  de  que  la  acción  fiscal  en  nuestro 
país  de  tal  modo  se  halla  organizada,  de  tal  modo  precisada  á  poner 
en  conocimiento  del  Tribunal  competente  los  hechos  criminosos,  de 
tal  modo,  en  fin,  encadenada,  qm  allí  donde  se  cometiera  una  tras- 
gcesion,  allí  habría  un  funcionado  público  que  la  denunciase  al 
perseguidor  legal  correspondiente.  Mas  todavía,  opinábamos  que 
no  se  hallaban  deslindadas  las  esferas  de  acción  judicial  y  fiscal, 
preponderando  aun  en  los  funcionarios  de  la  primera  un  carácter 
investigador,  quizá  no  muy  conforme  con  la  elevada,  con  la  augus- 
ta, con  la  imparcial  misión  de  pronunciar  sentencias.  Tal  era  nues- 
tro modo  de  ver,  cuando  un  caso  práctico  resuelto  en  contrario  sen* 
tido  n^s  ha  hecho  tomar  la  pluma  para  tratar  este  punto,  y  ver  si 
obtenemos,  una  enseñanza  de  que  nos  confesamos  sinceramente  ne- 
cesitados. Entremos  en  materia. 

.  No  insistiremos  en  los  diversos  medios  de  entablar  una  acdoa 
crJAuinid.  Pero  hemos,  sí,  de  notar  que  cuando  los  particulares  {a 
entablan  usan  de  un  derecho,  al  paso  que  el  Ministerio  público  cum- 
ple con  un  deber.  De  aquí  es,  que  al  propio  tiempo  que  los  prime- 
ros, pueden  impunemente  omitir  la  denuncia  y  seguimiento  de  un 
proceso,  el  segundo  se  vé  precisado  á  denunciar  é  intervenir  en  las 
causas  de  h  manera  previa  establecida  en  la  ley.. Hasta  aquí  no  hay 
dificultad.  La  cuestión  consiste  en  averiguar  cuál  debe  ser  la  inter- 
vención d^l  Ministro  Fiscal  en  los  asuntos  penales,  cuyo  conoci- 
miento está  reservado  á  Tribunales  de  categoría  superior  á  la  en 
que  él  ejerce  sus  funciones.  La  cuestión  consiste  en  averiguar  si  el 
funcionario  de  primera  instancia  ha  de  permanecer  inerte  cuando 
llqgne  á  su  noticia  la  comisión  de  un  hecho  reprobado  y  peoado,  ó  . 
3i  por  el  contrario^  deberá  prevenir  al  Tribunal  competente. caaado 
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^ste  sea  an  Tribunal  Superior  ó  el  Sapremo.  Para  nosotros  es  indu- 
jtable  lo  último.  Creemos  firmemente  que  los  Promotores  y  Jueces 
tienen  el  estrecho  deber  de  noticiar  á  sus  superiores  gerárquicos 
cuantos  delitos  por  ellos  justiciables  lleguen  á  saber.  Y  para  nos- 
otros es  obvia  la  demostración.  Nu^tro  sistema  de  procedimiento 
criminal  es  misto  de  inquisición  y  de  acusación,  presentando,  sin 
embargo,  en  conjunto  un  carácter  eminentemente  inquisitivo.  En 
efecto,  ¿no  tienen  nuestras  leyes  espUcitamentemandado  que  de  ofi- 
cio se  persigan  y  ca:stiguen  bs  delitos?  Aun  en  el  caso  de  una  de- 
nuncia privada,  ¿no  es  verdad  que  los  Jueces  son  durante  el  suma- 
rio los  que  le  dirigen?  ¿No  se  vé  que  aun  después  de  practicadas  las 
pruebas,  pueden  los  Jueces  esclarecer  sus  dudas,  desaparecer  sus 
escrúpulos,  llenar  los  vacíos,  dictando  autos  para  mejor  proveer? 
ÍNo  se  vé  que  los  funcionarios  de  orden  administrativo  son  auxilia- 
res de  la  acción  pública,  y  que  aun  en  las  corporaciones  de  origen 
popular  está  representada?  Múltiples  disposiciones  legislativas  y 
numerosas  circulares  emanadas  del  Tribunal  Supremo  y  encamina- 
das á  regularizar,  vigorizándole,  el  Ministerio  público,  ¿no  demues- 
tran con  toda  la  claridad  apetecible,  que  el  fin  de  nuestras  leyes 
procesales  no  es  otro  sino  el  de  que  ni  un  solo  hecho  criminoso  que* 
de  impune?  T  ahora  bien:  ¿no  seria  un  contrasentido,  un  absurdo 
inesplicable,  que  al  paso  que  los  últimos  funcionarios  del  orden  ju- 
dicial tienen  sus  auxiliares,  por  do  quiera  atendidos,  el  primer  Tri- 
bunal de  la  nación,  el  llamado  á  conocer  de  los  hechos  mas  censu* 
rabies  y  á  juzgar  á  las  personas  cuya  responsabilidad  judicial  es  la 
mayor  garantía  de  la  sociedad,  se  encontrará,  por  decirio  así,  des- 
armado  y  sin  que  su  acción  alcanzase  mas  allá  de  su  propia  obser- 
vación? ¿Seria  posible  que  se  pudiese  castigar  á  un  Procurador  Sín- 
dico por  una  omisión  que  puede  ser  motivada  por  su  debilidad  y  de- 
pendencia, y  que  hubiera  de  tolerarse  la  negligencia  de  empleados 
cuya  posición,  cuyas  relaciones,  cuya  significación  social  les  pone  al 
abrigo  de  ciertas  asechanzas  que  son  bien  pequeño  obstáculo  para 
los  hombres  dignos  y  enérgicos  al  par  que  mesurados?  No,  esto  no 
era  posible,  y  la  ley  ha  ocurrido  á  ello  con  sus  preceptos,  que  ea 
nuetro  concepto,  son  bien  terminantes,  de  todo  punto  ineludibles- 
Veámoslo. 

Está  prevenido  en  numerosas  circulares  que  haya  una  corres- 
pondencia incesante  entre  los  diversos  miembros  del  Ministerio  fis-. 
cal;  á  fin  de  que  su  accioA  se  ejerza  coa  el  celo  é  interés  que  el  s^ 
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vicio  público  reclama.  T  esta  correspondencia  no  tiene  por  objeto 
i^clusVo  que  e|  superior  tenga  sobre  el  inferior  una  vigilancia  conr 
t(nua,  9fitfí9  biei;!  se  encamina  igualmente  á  ppner  á  cada  uno  evr 
situación  dé  de^mpeñar  sus  deberes  coa  la  covj^nientei  solicitud. 
I^  poco  ${3ryiria  sino  q^e  e,a,el  Bisal  (^qretp  de,  9  de  abril  de  188$ 
s^  encomenfte^.M  Ministerio  fiscí^  e^re  ptras  cos^  (^r^  17)  ve- 
l^  por  1^  pronta»  y  repta  9u|^  de  justicia  ^  reclam^adbgt 

contra  Iqs  abu^s,  cfírpjiptfilas  y  m^l^ts  prápticas  <me  notare;  promor 
T^r  el  cast^^go,  (Je  1^^  personas  respons^ijile^  de  los  delitosy  faltas;  ve- 
lajr por e} e^^ cuj^plimientode la^ ^j^  ojrdenanzas ^  reglameiir 
tos  y  dem^s  (lisp(|$icipnes.c^ya  observancia  corresponde  á  los  Tribus 
nales;  ejercer  la  inspección  in4i^pip^sable  p^ra  qu$  se  cumplan  las 
Qpndenas  ii^pijusstas  y  I$ts leyes  protector^  de  lo^  detenidos,  pre- 
sos y  sen^nciis^s.  pe  popo  servirían  las  obligaciones  impuestas 
Pjor  el  art.  18  del  re^Umento  provisiop^  y  el  nám.  5.^  del  art^cu- 
Ip  296  del  Código  penal,  de  p^co,  en  6n,  el  precepto  legal  de  que 
tdí|]os  los  delitos  s€|  castiga,  si  solOi  el  particular  contra  qüiien  se 
¿usa  hubiese  de. entabla,  una  aqcioa(Mres^A<)0;  préviamepte  una 
^nza  y  esponiénjdose  á  los  disgustos  consijguienles. 

Los  precept(]|$  leg;ales  citados  y  o^pos  i^uchQs  que  podrian  adu- 
cirse, demuestran  djB  una  manera  ii^cQi^trast^bl^:  1.^  queja  ley  prer 
visera  ha  querido  tener  un  representante  qi)ie  cuide  de  sueBcacia; 
i/  que  este  representóte  esti  obligado  í  promover  el  castigo  de 
los  delincuentes. 

T  ahora  bien  ¿ciMnplp  coa  el  precepto  legal  el  funcionario  pú- 
yainn  /niA  coK^iinr  Aa  un  Yt^c^Q  cr^minoso^  qiip  s^b^dor  de  una  infrac- 
(  i  al  superior  cprresppmdiente  ese  hecho? 

e  la  ley  el  que  aptlcip^o  de  que  se  ha  ho- 
i  reclamar  su  cujnplimiento  nada  hace? 
ts  personas  re^lpi^les  de  los,  delitos  y 
i  un  delito  se,  ^a  oometic^Q^  no  suministra 
^or  l^almente  coiupetente?  i^caso  se 
Sscal  solo,  se  ejerce  pq^  medio  de  la  acusa* 
nunciar  el  que  tiene  el  derecho  de  acusar. 
1.**  que  el  Ministerio  fiscal  de  primer  gra- 
do es  impotente  para  denunciar  los  delitos  de  los  aforados  y  de  los 
que  tienen  por  Jueces  á  los  Tribunales  Superiores  ó  Supremo.  2.^  que 
menos  libr^  que  los  particulares  no  puede  como  estos  denunciar  tó- 
eos los  delitos  y  á  toda  clase  de  jueces.  Z^  que  las  leyes  seráa 
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fanUsmágoricas  caando  los  particalares  no  tienen  recursos,  ó  ener- 
^para  acudir  á  otro  Tribunal  ^e  at  de  su  partido.  Si  á  pesar  de 
esto  se  nos  demostrara  que  estamos  equivocados^  TQgaríamos  at  Go- 
bierno que  remediara  tamaños  males. 

T*Dás  Itttíiet  (¡«italet. 


itlRfóPRüDÜNCIA  ADHIMSTEATnfl 


.  La  ley  es  en  sí  misma  una  palabra  muerta:  su  acción  empieza 
desde  el  momento  en  que.es  ejecutada,  desde  que  se  vá  aplicando  i 
la  vida  real.  El(nodo.de  entenderla»  el  de  reducirla  k  la  práctica, 
tienen  que  ejercer  necesariamente  una  grande  influencia  sobre  la 
sociedad  para  que  se  dicta:  cuando  la  ley  es  mal  interpretada,  cuan* 
do  se  juzga  por  ella  de  modo  diferente  al  que  el  legislador  se  pro- 
puso, no  puede  decirse  que  rige  al  país;  la  significación  torcida  que 
se  le  dá,  la  anula:  hace  mas;  sustituye  de  hecho  en  su  lugar  otra 
ley:  podrá  en  apariencia  gobernar  en  el  país,  pero  en  realidad  no 
lo  gobernará. 

Cuando  la  ley  es  entendida  de  diferente  manera  en  las  discutas 
fracciones  del  territorio  de  una  nación,  no  pupde  decirse  que  es  una 
misma,  sinp  tantas  cuántas  son  las  circunscripciones  territoriales  en 
que  se  le  dá  diferente  inteligencia.  Pai*a  evitar  este  gravísimo  in- 
conveniente, para  que  haya  verdadera  unidad  en  el  derecho  de  una 
nación,  para  que  la  ley  y  laji^risprudencia  no  estén  divorciabas,  se 
ha  introducido  en  los  tiempos  modernos  el  recurso  de  ca,sac¡on:  se 
ha  dicho,  no  basta  la  unidad  en  las  leyes,  es  menester  que  la  haya 
en  el  modo  de  entenderlas  y  aplicarlas.  Ta  pues  que  formando  nue- 
vos códigos,  ya  que  destruyendo  desigualdades  y  sacrificando  a' 
principio  de  unidad  en  la  legislación  instituciones,  profundamente 
arraigadas  en  las  costumbres  de  los  pueblos,  ya  que  renegando  d¡e 
precedentes  que  son  la  historia  de  provincias  ó  localidades  determi- 
nadas por  una  larga  serie  de  siglos,  llevamos  con  mano  atrevida  á 
4odo  el  nivel  de  la  igualdad,  no  desfiguraos  la  obra  que  ven- 
dendotanta resistencia,  estamos  levantando:  al  contrarío,  comple* 
iémosia  tiabiendoqucl  haya  un  centro  úmco'quissea  el  custodio  de  la 
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ley  ai  mismo  tiempo  que  su  único  intérprete:  ante  la  interpretación 
p^ntral  desaparezcan  todas  las  interpretaciones  locales;  ante  la  au- 
oridad  doctrinal  de  los  fallos  del  Tribunal  que  ocupa  el  mas  emi- 
nente lugar  en  el  Orden  judicial,  calle  la  autoridad  doctrinal  de  todos 
los  demás  tribunal^. 

Estos  principios  que  desde  la  introducción  de  los  recursos  de 
nulidad  en  i  838  empezaron  á  prevalecer  entre  nosotros  en  los  ne- 
gocios civiles,  que  después  han  teoido  mayor  desenvolvimiento  en 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  que  la  opinión  pública  reclama  que 
se  hagan  estensivos  á  las  causas  criminales,  sm  aun  mas  importan- 
tes en  las  cuestiones  administrativas.  Hay  muchas  razones  para 
ello. 

El  derecho  civil,  aun  en  el  estado  que  tiene  en  España  en  donde 
un  Código  general  común  no  ha  venido  aun  á  borrar  las  antiguas  le- 
gislaciones, como  ha  sucedido  en  otros  Estados,  no  presenta  las 
graves  dificultades  que  el  derecho  administrativo.  Calcado  sobre  el 
derecho  romano,  cultivado  con  grande  esmero  por  los  jurisconsul- 
tos de  todos  los  países,  comentado  hasta  en  sus  mas  pequeños  por- 
menores, estudiado  en  nuestras  escuelas  con  predilección  casi  esclu- 
siva  por  espacio  de  seis  siglos,  enriquecido  con  los  trabajos  de  loff 
grandes  maestros  nacionales  y  estranjeros,  forma  un  cuerpo  ordena^ 
do  y  regular  de  doctrina,  que  si  bien  aparece  diseminado  en  diferen- 
tes volúmenes,  guarda  en  todas  sus  partes  enlace,  cohesión  y  armo- 
nía. No  se  alarmen  por  esto  los  que  miran  la  codificación  civil  como 
la  primera  necesidad  de  la  sociedad  en  que  vivimos:  prescindienda 
de  la  mayor  ó  menor  urgencia  de  apresurar  la  reforma  de  las  leyes 
meramente  civiles,  puede  tenerse  por  cierto  que  si  dudas  de  derecha 
ocurren  hoy  en  su  aplicación,  dudas  habrá  en  el  diaen  que  un  nue- 
vo Código  civil  empiece  á  ser  ley  de  toda  la  Monarquía:  podrá  con- 
seguirse la  unidad  si  se  vencen  las  resistencias  que  ha  de  encontrar 
en  su  camino;  pero  al  paso  que  se  estingan  algunas  cuestiones  anti- 
.^ims,  nacerán  otras  nuevas  que  no  tendrán  por  mucho  tiempo  el 
auxilio  de  una  doctrina  generalmente  admitida,  ni  el  de  la  jurispru- 
dencia que  es  obra  lenta  y  sucesiva  del  tiempo,  de  los  afanes  de  loa 
jurisconsultos,  de  la  dilucidación  forense  y  de  los  fallos  judiciales. 

Mas  no  sucede  con  el  derecho  adnoiinistrativo  lo  que  hemos  es- 
puesto  del  civil.  Esparcido  en  muchos  mas  volúmenes,  y  aun  así  in- 
completamente conocido,  puesto  que  hay  importantísimas  disposicio- 
nes que  á  él  corresponden  que  no  han  sido  publicadas,  compuesta 
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del^es,  i^[laiDeiito6yotros  acto»  del  CMrferno,  prodtíctó  de  tiempos 
diferentes,  amalgama  de  preceptos  heterogéneos,  animado  en  sns ' 
diversas  partes  de  diferente  espirito,  vario  en  los  objetos  á  que  se 
estiende,  y  por  las  formas  de  qne  se  reviste,  modificándose,  déstm* 
yéndose,  y  rehadéi^ose  sin  interrupción,  reflejando  incesantemente 
las  necesidades  temporales  de  la  sociedad,  dominado  de  continuo  por 
ellas,  mudable  por  su  índole,  tiene  actualmente  que  ser  tan  oscuro 
y  tan  dificil  y  tan  conqdíoado  como  las  fuentes  de  que  se  deriva.  La 
multiplicidad  cada  dia  mayor  y  la  variedad  infinita  de  sns  prescrip- 
ciones, la  poca  estabilidad  de  muchas,  agregan  á  la  dificultad  del 
estudio  de  las  leyes  administrativas,  la  de  desconocerse  frecuente- 
mente cuáles  son  las  que  subsisten  en  vigor,  cuáles  son  las  que  se 
hallan  derogadas,  cuáles  las  que  solo  han  sido  modificadas  parcial- 
mente. 

Estas  dificultades  graves  siempre  son  de  mayor  importancia  en 
los  puntos  en  que  la  Administración  está  en  contacto  mas  inmediato 
con  el  orden  judicial,  y  con  los  derechos  que  se  desenvuelven  bajo 
la  influencia  de  las  leyes  civiles  en  el  sentido  estrecho  de  esta  frase. 
Así  suoede  respecto  á  las  competencias  entre  las  autoridades  admi- 
nistrativas y  judiciales,  en  las  autorizaciones  para  procesar  á  los 
agentes  de  la  Administración  por  fritas  cometi(kts  en  el  ejercicio  de 
sos  funciones,  y  en  las  cuestiones  contencioso-administrativas.  Res- 
pecto á  estos  puntos  se  suscitan  á  cada  paso  cuestiones  trascenden- 
tales: el  derecho  escrito,  escasísimo  de  suyo,  hace  acudir  á  los  prin- 
dpios,  y  el  libro  en  donde  estos  se  encuentran  consignados  es  prin- 
cipalmente la  serie  de  decisiones,  autorizaciones  y  fallos  que  el 
Consejo  Real  en  su  principio,  el  Tribunal  contencioso-administrati- 
vo  áespwsy  el  Consejo  Real  por  segunda  vez  y  boy  el  Consejo  de 
Estado  han  consultado  y  consultan  al  Gobierno  contribuyendo  efi- 
cazmente á  regularizar  la  marcha  de  la  Administración ,  á  contener 
á  ios  funcionarios  páblicos  dentro  del  círculo  de  sus  respectivas  atri- 
bociones,  á  mantener  las  leyes  en  observancia,  á  garantir  los  dere- 
chos civiles,  á  mtroducir  tradiciones  de  gobierno  y  á  cortar  abusos 
enveieddos.  Mucho  se  ha  hecho  en  este  camino:  mas  podrá  hacerse 
en  adelante:  laesperiencia  nos  ensena  ya  lo  que  debe  conservarse,  lo 
qoe  necesita  reforma,  y  lo  que  es  conveniente  proscribir,  para  que  - 
snestra  Administración  llegue  al  grado  de  perfección  posible;  pero 
les  cimÍNitos  de  la  obra  se  haUan  terminados,  yeitos  son  la  base  del> 
edífidaqae  tvaba}osamenteestamos  levantando.  Bien  merece  esta- 
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Cuando  el  demandado  residiere  en  pueblo  distinto  jü  del  juez  de 
paz  que  le  emplace,  ideberd  estenderse  en  papel  sellado  el  oficiq  que 
se  dirija  al  del  punto  en  que  aquel  se  halü  para  que  la  cita  tenga 
efecto^  * 

Gue^jtíea  ha  aisd^esta  de  dos  jiüeoes  de.pae,  sosteaieadajel  «oo 
ia^aSroM^iva  y  la  negativa  ^  oitro.  Aiabos  <)itaroa  ^s  arte.  3íi& 
y  1469  de  la  Ley  de  Eqpiciaiaieaftc^  civil ,  y  últimamoite  eidél  h»r 
gaiien  que  se  hallaba  el  demaodado ,  se  decidió  á  es^der  ia  díU* 
geaicia  déla  entrega  «de  la  cc^na  yr  la  cilacíoa;  p0Ní  ceasigiaiido 
<iae  ]a  )iae¿a  9íd  i^rj  wio  de  remtegra. 

£1  que  suscribe  lué  «oosaltado  sahre  eale  asualo,  y  altéalo  que 
el  oficio  4ebia  estendepse.  eo  f)apel  eomua,  óno  aeUado,  por  ser 
muy  claro  el  espkitu  de  los  articulos  citados;  pues  segan  el  priaia* 
roy  la  conuuiieacioiíaoes  mas  qae^Qeqaívldeate  ¿  la  papeleta  qoe 
se  eatrega  alx]iie  reside  ea  el  mismo  füaeMo  4el  juez  anteqaiea  ^ 
cila^  y  el fOOBductoi  legal  para  que  se^  ha^  y  surta  efecto;  y  segaa 
el  sotro,  es  el  mismo  ooadueto  y  paraiel  otro  fía»  aia  ñas  idK&reÉcia 
que  ea  estafe  debe  aeoi^i^aaar  copia; de  tatjpapaleÉaparftqQefla 
eAtpega  y  la  oitacioa  se  acredites  em  taidtligeocta  q«e^ae  debeipoDor 
¿.segiuidadedictiacomttaioacioAni.oficiO;4e  maAera-^neiyftiefe^ 
fiera  la  cita  ¿  los  actQ»4e  paz^  ó  yaálos'juicios  vaiMes^.esíídéftV 
tico  et  objeto ,  y  en  niagono  de  los  dos  easoa^debe  eii^rs^f^apel  dfe. 
diaijiataiclase  ala  de  aqaelen  quería  Ieyfpfitmtte.prdi»atÉrík(<qm 
propiamei^UaDayatp^eta ,  para qaeono  se leoafimdaaHí  I44e« 
meada ,  ai  se  interprete  de  un  aodo  íoaatirttríQ  áJo  tqaa  isa  aodaM 
coa  re^fieieto  á^o^jiiieadaí  4i  j^  Apiqpi-inu  D]^aiaa«i 

<|ae  ealas  .diligeaéias  ^soa  ^esolaaifaaMae  preparatoriásHle jtticío»f 
adoben  ios  cuate»  ao,  bay^ipráctiea  ai  ley  qae  ojU^ae  afcjwíM 
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papUípriWto,  tota  que^gedá  priocfpk)  Al  aetó  9  tíjfáéo  eserí^ 
bíÉDdo  y  uloriflando  la  eorreapoiMHeBle  ada. 

Md  Instalo  espaeata;  y  como  d  que  opina  de  >átelitito  modo 
tíMieiterécho  á  qo^  ga  opmioii  «ea  i«spotada,  deüeo  <f!i^  W.  se 
simmáar  é«uneotirlasfacMO»]q«e«o<estáü  ¿  ttil  atanco;  parft^ 
<3taveBoer  al  qae  sd  fmder  mal.-^Piksdoitx  FáAxifó. 

Estamos  de  acuerdo  coa  la  opinión  del  ilustrado  nomdlaiils^ 
peco  débenos  decir  tamhiea ,  coa  Ja  f nanquesa  qw  nos  learaoMza, 
qae  el  Su  Fraxno,  al  tnttw  JatcnatiDn  qne  ipcapone ,  há  dado  par 
ia^liai4>lca.<)ada:que»  |9ft  imo^titoj^QOplo^iefitásm  ^ipeff< 

<|B€^  la  ley  de  Eajok^amíeiBta  civil  {[uarda  eiieneio  aceo^Ae-ella^  f 
no  i^ití^  jtampoco  otra  idisposifwm  que^  tra^  ^obte  ^ste  panto. 

I^rcensolia,  dacttyaooAtpstsMHMfii^iieii^  ^nm 

sQhff^si  debe¡«MeBder6e  en^pepel  seUadoé  en  papel  eom^nteliofioia 
que  .un  j^ez.  de  paa^  di^e.  4  otcp  j«e;i,pw^  eitar  á.  uq,  demandado  í 
€íele|)|e^a49  de  rconcilíacion  ó;juioieíyerl^;  y  al  »atiife(»tap>eLe<m-r 
snUantesu  opinión,  resuelve  la  question  poü  analogia»  diaiepido  que 
MP  4ebe  exigirse  pajea  dicho  oficio  papel  de  disUoMki^kse  que  el  que 
la,|ey  permite  usar  en  (as  papi^etaa  de(oüaaiiMivq«e^.  el  papel  cotf 
mun.  En  este  punto  no  ce^?enÍB^s.;  la  ley  no>aateriza  en  aiiigina 
4b  ^^p^siciopes  el  Qsot  del  papel  oomm ;  y  aanque ^[uiera  supo- 
nerse, por  su  silencio  mi^mo,  fi^  lo  perpucafen  A^n  caM,  ao«0 
^^  Juina  cuestión  Tesi^fta  q«^  puei^  senrir  de  precedente'  pana  4ecÍT 
4kí(^lbí9k^f  199^1^^^  permitido 

bacer,  qoftfestarémosy  empezandq  por  hablar  délas  papeletas  de  e^ 
lí^nii^e.es>  eomo  ae  díoer^un  ponto  análogo  al  que  se  pregunta» 

M«áJ.(e#taM^cer,ialey  de  En|«iciamien<o  eivü  los  tciaiites  que  áot 
bs9  9blBecfm*seea|a.eelehri^ipndo;^J^^  «etoe  de  conciliaoioa  y  de 
Wiiii|9ío&,¥Qrbftl^,,  j[ie(^  ha ^pjieiM^ito*  «eqMteto  .del  /papel  en  qim 
he»  de  escribirse  sus  actaacíonea»)fiem(^lampo6a  lo  ha  hecho  al  trai» 
^,dí^  lies  demás^  juieiq^iPero  no  Jia  olyidedb  esta  necesidad  .ni  ha 
4«tN4  día^satÁsfiaearl^  poflimedÁe  de  mm  diapoeieion  geiteíal  que^los 
^eippieMe  4  lodosw  Nos  r eferimee  ai  art.  7.%  jen  el  cual  se  dispone: 
qfmtfU^  Im  aptaaoioftes  judiciales  4ebea  «eseiübicse  en  el  papel 
f^N»qii^  prnengan  las  ¿yes^jr*  regianeMaa.»  Ni  era  ntoesarip 
taPVfWftft  Jftl^ybatefú^i^preseQte  ^faftie^uw  .del  papel  seUacfe 
f^l^ffMumglafto  ppr  medio  de.  íabraa.diapnpiaíaMi]me&iei9>r 
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apeptando  este,  nm^lo,  lo  luü  reeomclBdido con  ana  pMcripoioiit* 
tan  lacóoica  como  la  que  acabamos  á%  trascribir ,  án  perjaicio  de  i 
las  ri^formas  (jae  acaso  convengiBt  hacer  en  lo  sacesivo,  cuya  previ* 
sion.se  déla  comprender,  en  la  ¡palabra  qne  hemos  subrayado.  Segmi  > 
eeto,'  p^tra  saber  en  qué  dase  de  papel  ddsen  escribirse  las  diferea* 
tes  actuaciones  de  Jos  jof^ios,  es  preciso  ttcodir  al  Real  xlecreto  de  %>  • 
de  agosto  é  Instrucción  de  1.^  de  octubre  de  1851 ,  que,  con  otras 
disposiciones  posteriores,  forman  la  legislación  que  hoy  rige  sobre 
esta  materia. 

Mas  desde  In^  se  nota  que  ninguna  de  estas  disposiciones  «e* 
Bala  la  clase  de  pi^l  que  debe  usarse  en  las  papeletas  que  se 
presentan  en  los  justos  de  paz;  con  el  objeto  de  que  se  cite  á  un  - 
demandado  para  celebrar  un  acto  de  conciliación  ó  un  juicio  ver-* 
bal;  y  la  razón  de  ello  es,  que  cuando  se  publicó  el  decreto  citado, 
no  se  conocían  todavía  las  papeletas  de  que  hablamos,  ó  á  lo  menos, 
no  estaban  establecidas  como  parte  de  los  procedimientos  civiles. 
En  este  estado,  en  el  silencio  de  la  ley  y  de  las  prescripciones  ante*- 
ñores,  cuya  observancia  previene,  ha  venido  la  jurisprudencia  k* 
llenar  el  vacío  resolviendo  que  dichas  papeletas  se  escriban  en  pa- 
pel común,  y  también  la  providencia  en  que  se  mándala  citación,  y 
la  notificación  que  de  ella  se  hace  al  demandado,  puesto  que,  según 
]á  ley,  han  de  estenderse  en  la  misma  papeleta. 

T  esta  práctica,  generalmente  admitida,  tiene  su  razón  en  la 
ley  misma,  cuyo  espíritu,  relativamente  á  esta  clase  de  negocios, 
es  bien  conocido.  Queriendo  conservar  la  institución  de  los  actos 
que  antes  se  llamaron  juicios  de  conciliación,  y  teniendo  necesidad 
de  los  juicios  verbales,  la  ley  ha  fijado  sus  trámites,  pero  tan  send* 
líos  como  correspondia  á  su  índole,  y  con  tanta  economía  como  exí- 
gia  la  escasa  importancia  de  su  objeto  y  la  pequeña  trascendáscia 
que  de  ellos  puede  esperarse.  Parece,  pues,  conforme  con  este  es^ 
piritu  de  k  ley,  que  las  diligencias  preparatorias  para  la  celebraeionr 
de  los  actos  y  juicios  de  que  •  tratamos,  se  practiquen  con  el  me- 
nor coste  posible,  escrilMéndose  en  papel  común,  toda  vez  que  no  16 
prohibe  la  legislación  que  rige  en  la  materia.  Además,  ya  hemo9 
dicho  que  las  papeletas  de  citación  son  diligencias  preparatorias; 
ellas  tienen  por  objeto  fM^ifitar  el  juicio,  disponer  las  cosas  para 
qne  tenga  efecto  su  celebración;  mas  en  rigor,  no  son  actuadones 
del  }uick>.  Será  conveoiente,  necesario,  que  conste  la  citación  dd 
demandado;  pero  el  juicio  no  empieza  hasta  que  el  actor  entabla  su 
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deiiiBQd%  de  palabra  en  presencia  del  juez,  y  entonces  es  coanclo  .el 
negocio  principia  á  tener  importancia,  y  cuando  propiamente  se; 
practican  actuaciones  judiciales.  ' 

Por  estas  razones,  opinamos  que  las  papeletas  y  demás  diligen-^r 
cias  preliminares  para  celebrar  actos  de  conciliación  y  juicios  ver-, 
bales  deben  escribirse  en  papel  común.  Vengamos  ahora  á  la  con-, 
sulta,  concreta  al  oficio  que  un  juez  dirige  á  otro  para  lacitacion. 

Cuando  el  demandado  se  encuentra  en  pueblo  distinto  de^  dC/Ia 
residencia  del  Juzgado  que  ha  de  conojcer  del  acto  de  conciliación  6 
del  juicio,  se  dirige  un  oficio  al  juez  de  paz  de  su  residencia  para 
que  disponga  su  citación,  segmx^lo  prescribe  la  ley  an  los  arts.  208 
y  4169.  En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  se  trata  de  un  acto  ie^ 
conciliación,  debe  insertarse  en  el  oficio  el  contenido  de  la  papeleta 
que  presentó  el  demandante,  para  hacerla  saber  al  demandado;  y  en 
el  segundo,  ósea,  cuando  se  haya  de  celebrar  juicio  verbal,  debe 
acompañarse  la  copia  de  dicha  papeleta,  para  su  entrega.  En  ano 
y  otro,  el  oficio  de  qi^e  hablamos  no  es  mas  que  un  medio  para  faci^ 
litar  la  notificación  que  se  hace  al  demandado  cuando  reside  en  el 
lugar  del  juicio;  y  si  esta  diligencia  debe  escribirse  en  papel  común 
á  continuación  de  la  papeleta,  como  ya  hemos  dicho  y  como  se 
practica^  lo  mismo  corresponde  hacer  respecto  del  oficio  por  razón 
de  anak^a.  De  este  modo  se  cumple  el  doble  objeto  de  la  ley  con- 
cillando las  formalidades  con  la  economía. 

HemeiegQi*  liria  Riii* 


»B  LOS  OMITADORBS  PIRA  LAS  PARTlGIOm 


«•M0IJI.TA. 

La  di$po$icUln  kgdqueoUigabií  á  ktn  vecinos  de  Madrid  dnom- 
brar  contadores  letrados  para  todas  las  particiones  lestá  derogada 
por  el  art,  468  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civiO 

La  derogación  general  del  articulo  1415  de  dicha  ley  ¿se  consi' 
dera  bastante  para  antdarwui  iUspOBition  especial  como  la  citadáf 

dictímbn. 

No  nos  parece  dudoso  que  el  auto  del  Consejo  de  Castilla  de  il 
de  abril  de  1768  que  ordenó  que  en  Madrid  los  abogados  solamente 
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42$  Hbvista   dk  legislación. 

j^odierán  hacer  Ias|^rticiónes,  está  derogado  por  la  ley  de  Enjuiciar 
<lÜelito  civil.  Ül  art.  1415  declara  derogadas  todas  las  leyes.  Reales 
decretos^  reglamentos,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hubieran  dietadó 
r^íhs  para  el  enjniciamieíito  civil,  y  el  auto  citado  del  C¡oQsejo  no 
puede  considerarse  mas  que  como  una  disposición  local,  un  fuen^ 
itttttiidpal  de  Madrid.  Procuró  la  ley  dé  Enjuiciamiento  civil  unifor- 
mar tMaá  las  disposiciones  relativas  á  los  procedimientos,  y  ante  su 
Éivel  désaparederon  todos  loa  privilegios  de  localidad:  lo  que  rige 
lioy^por  regla  general,  es  estébsivo  á  todos  los  pueblos  de  la  Monar- 
ijttía  sin  escepcion. 

-Y  tssto  tiene  aun  mayor  fuerza  en  el  caso  actual ,  si  se  Miende  á 
^pÉe^^  auto  acordado  de  t?68  no  fué  siempre  limitado  á  Madrid  sino 
^télisivo  á  todo  el  Reino,  como  se  demuestra  con  la  ley  9.*  del  títu- 
lo XS[,  lib.  X  de  la  Nqv.  Reqop.  AI  formarse  la  ley  de  Enjuicia- 
Itiieato  «iVH  en  que  tuvieron  parte  tan  prin(;lpal  algunos  abogados 
6e1  Ilustre  Colegio  de  ta^corte,  no  podia  pasar  desapercibido  lo  que 
estaba  én  observancia,  lo  que  todos  los  dias  se  veía  y  practicaba,  y 
fthi  embargo  se  propuso  que  el  bombramiento  de  contadores  pudiera 
tecaer  en  cualquiera  persona  de  la  confianza  de  los  que  la  eligieran, 
y  sólo  se  exigió  la  circunstancia  de  letrados  en  los  contadores  que  se 
nombraran  para  dirimir  las  discordias  entre  los  elegidos  por  los  in-^ 
tete^ados.  Por  hacer  esta  diferencia  hubo  el  motivo  de  que  la  con- 
fianza de  las  partes  es  suficiente  garantía  de  acierto  mientras  no  se 
suscitan  dMiciátades  y  desavenencias,  iporque  no  es  de  creer  que  se 
busque  al  imperito:  pero  cuando  hay  divergencia  de  opiniones  en  un 
punto  para  que  con  mayor  ó  menor  estension  se  necesitan  conoci- 
mientos jurídícDs,  bt^priirieicia  yalt  oniveaísiuift  deJos  iMeresados 
reclaman  que  se  busque  á  quien  por  su  profesión  tenga  la  capacidad 
necesaria  para  resolver  la  discordia. 

Los  IKr«M«re9  é»  h'tetistié 
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higqir diUúilío QLmq^¡o$  daños kfm rsiukaiOf  ^quéjuesserád oompe* 
da  daño? 

Crntameote  qo»  no  otseoe  4&  interés  la  ooeslioo  f  y  mas  ptca  nosoiroa^ 
096,  a6taaá9'4ÍaiQpre  d^  paiiMl  de  U  jofHídicoipaiiel  kigif.de  la  distrooeiooif 
beiiM^  visUK refteütameafce  deeidMa lacoapotaocia á Tafor del  jueaidellii^ 
gir  en  donde  ios  daaos  rec^ulMiron. 

Varías  9oa las  ppímonefl^  esle  pwile,  quo cada^uaJ  sostiene  oan een!f*^ 
Yiecioieft  al  paraoer  preAindas. 

El  pciocipal  argumento  «n  ooe  desodnsa  U  opinión  de  los  qae;Be|»Feirt 
nittdan  alKÍertl^inonte  en  fa^er  deljues;  d«l  lugar  endonde  los  daños'aptre*. 
ceo ,  se  reduce  é¡qae  oúentcaa  loe  daoes  no  sea  resiiltattes  ,<  el  delito  ne  se^ 
dftflfmiiia,  creyendo  aun  qo0  el  inismo  literal  osntesto  del  art.  489  del  CÍti 
digo  penal  resnelye  tib  su  pai;tela|4;uestton»  alcoloGar  los  danos  al  lado*  dei 
la  distracción  de  las  aguas. 

Vamos  á  ver  si^  como  creemos,  y.en  oposición  á aquellos  que  ven  de  sa 

Ke  á  la  ley  para  ctt^lifefrola^cpmpetsncia,  objeto  de  la  presente  consulta  oft 
nde,i^  jqrí^q$Áo»idalUigar  del  daño,  esa  roiaoia  ley  se  pronuncia 
alueittaiyndereotamefiAe  porfel  luAar  en  donde  la  distracción  se  verificó.» 

Mo  es  solamente  el  art.  489  el  que  vamos  4  llamar  ennuestroapoyo.  H^ 
moa  de  tomar  las  cosas  desde  mt^  fiirás  para  concretar  nuestros  raciooinioo« 
Reliocedemop  s^  art.  1.^  del  Código  penal,  para  recordar  y  tener  siemproi 
pfeseak^  (m  todo  delito  consiste  neeeearianiente  en  una  acción  ó^n.unii 
omisión.  Para  quQ  baya^  lespoppibilidad  es  de  todo  punto  preciso  que*  s« 
ejecute  .un  he(Mip.  9^0  la  ley  prohibedaterminada  y  pfóviamente  á  su  ejeoof» 
cion ,  ó  que  se  omita  hacer  aquello  que  con  ieual  puntualidad  y,  anteleoÍDi» 
tiene  dispuesto  que  se  haga.  Sin  una  de  esas  dos  circunstancias  el  delito  no 
jraede  proclamarse;  j  nunca  jamás  fuera  de  ellas.  Tenemos  esto  por  una  evi- 
dencia, y  la  evidencia  no  necesitttdemostrácion. 

Lo  que  cumple  después  de  ese  antecedente,  es  hacer  la  debida  aplica-<^ 
don  relativamente  al  art.  489,  de dopde  sacan  su  .principal  argumento  nnes- 
tros  anlafionisCas  en  la  cue>tion  que  nos  ocupa»  Para  ellos,  nada  es  y  nad%. 
significa  la  material  y  simple  distracción  de  las  agua3:  en  concepto  suyo^ 
todo  se  resuelve  por  el  daño.  Para  nosotros,  la  distracción  es  realmente  un 
hecho,  y  no  como  quiera,  sino  principal,  base  y  origen  de  todo,  del  cual 
depende  todo  como  el  accidente  de  la  esencia,  lo  accesorio  de  lo  principal^ 
la  consecuencia  de  su  principio.  T  con  efecto,  lo  que  realmente  determina. 
la  Intendon  del  agente  es  la, material  distracción  de  las.a^uas:  la  ejecución, 
propiamente  dicha  está  en  la  misma  distracción:  los  danos  son,  y  no  maSu 
una  consecuencia  de  la  acqipo  de  distraer;  y  en  esa  misma  acción,  es  don-^ 
d^  vemos  la  responsabilidad  del  que  con  ella  ha  inferido  un  daño  cualquiOí^^^ 
ra  de  aquellos  que  suben  á  la  estera  de  delitos  por  su  cuantía.  Los  daños». 
rigorosamente  hablaqdo^  y  en  el  faqgfuijd.  de  laJi^y^  no  son  c^jecutadoade. 
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una  manera  derecha;  y  por  esto  concretamos  la  acción  punible  á  la  mate- 
rial distracción. 

Y  cuando,  bfijo  otro  concepto, -^Ihecbo  de  distraer  es  ua  hecho  real, 
positivo,  concreto,  exacto  y  deternainado,  no  hallamos  motivo  para  que  el 
^conocimiento  de  la  causa  salga  del'lugar  en  donde  la  distracción  se  veriQ- 
có,  para  ir  á  buscar  el  lugar  del  daño,  que  es  la  consecuencia  de  la  acción 
misma  de  distraer.  Pero  la  distraíMon  nada  és,  se  repite  hasta  la  sociedad; 
y  nosotros  replicamos  que  tampoco  es  nada,  siguiendo  esas  doctrinas^  el  ar- 
ifia  con  qtie  ise  ejecutó  un  liomieidio,  y  sin  embargo,  todos  los  criminalistas 
están  conformes^n  atribuir  fuero  al  lagar  del  disparo  á  unA  con  el  lugar ' 
d^l^omicidio,  cuando  este  viene  á  resultar  en  territorio  de  diversa  jurisdic- 
ción de  la  de  aquel  lu^ar. 

Pero  vamos  al  unáhsísdel  precepto  legal, dentro  del  cual  á  nuestro  jui- 
do,  se  halla  resuelta  la  cuestión.  El  art.  489  del  Código  pedal  ha  venido  á 
^uiparar  y  confundir  en  Uno  los  dos  casos  del  aprovechamiento  y  de  la 
stmple  distracción  de  las  aguas.  No  hay  mas  que  pasar  la  vista  por  su  testo 
literal  y  nos  convenceremos  de  esa  identidad:  El  que  aprovechando  aguas  : 
de  otro  ó  distrayéndolas  de  su  Qursó  causare  daño,  etc.  Luego  si  es  igual 
la  responsabilidad  de  la  simple  distracción  que  la  del  aprovechamiento  de ' 
las  agnas^  y  en  el  caso  último;  el  delito  se  ha  cometido  por  completo  en  el 
lugar  del  aprovechamiento,  porque'allí  seha  veriücado  la  utilización  del 
objeto  por  la  cual  ha  provenido  el  daño,  viéneseá  parar  naturalmente  eik ' 
la  identidad  del  caso  de  la  distracción  con  el  del  aprovechamieuto  y  en  la 
decesidad  indeclinable,  por  lo  tanto,  de  que  él  procedimiento  se  instruya 
allí  donde  la  distracción  se  veriGcó. 

'  No  dejan  de  fijarse  también  ios  sostenedores  de  la  competencia  del  lu- 
gar del  daño  en  el  caso  particular  de  ser  varios  los  autores  de  la  distracción 
.  y' de  jurisdicciones  distintas.  Pero  sobre  que  esté  caso  no  parece  que  debe 
ser  frecuente,  en  todo  evento  un  caso  particular  no  puede  entrar  por  mucho 
en  la  adopción  de  principios,  y  por  lo  espuesto  resultan  en  favor  del  lugar 
del  daño  asi  los  preceptos  de  la  ley  penal,  como  los  prícipios  mas  triviales 
de  la  ciencia  jurídica,  y  aun  las  doctrinas  de  los  publicistas.  Persistimos, ' 

Íues,  en  creer  como  única  jurisdicción  competente,  en  el  caso  consultado, 
i  del  lugar  en  donde  sé  distrajeron  las  aguas,  sin  perjuicio  de  la  preven- 
ción que  alguna  vez  puede  existir  á  virtud  de  la  complicación  délos  hechos. 
—Manuel  Bboalla.  > 

CwtestadoUf 

Al  emitir  nuestra  opinión  sobre  el  punto  que  se  consulta,  debemos  su- 
poner que  se  trata  del  caso  en  que  se  cause  un  daño  que  esceda  de  25  duros, 
cuyo  hecho  se  reputa  como  delito  en  el  Código  penal;  así  lo  indican  las  pa- 
labras juez  y  delito  que  usa  repetidamente  el  consultante.  Cn  otro  caso,  el 
hecho  constituiría  una  falta,  y  conocería  de  ella  un  Alcalde  enjuicio  verbal^ 
al  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  regla  primera  de  la  ley  provisional  para  la  eje- 
cución del  Código.  Debe  entenderse,  sin  embargo,  que  cuanto  se  diga  rés- 
[ilecto  del  primer  caso,  tiene  aplicación  al  segundo ,  porque  uno  y  otro  son 
materia  del  procedimiento  criminal. 

Mas  antes  de  presentarse  esta  cuestión,  no  hubiéramos  creído  que  podfa 
seriamente  dudarse  si  el  castigo  de  un  usurpador  de  aguas  compelía  al  juez 
del  lugar  donde  se  cometió  la  usurpación,  o  al  del  en  que  se  sintió  el  daño, 
déctode  ella;  porque  las  leyes,  de  acuerdo  con  la  razón,  tienen  establecido 
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e^'faenqae  (Mesegróde,  con  dis^oeiekmes  Uo  darás  j  teéuáouiteB  q«d 

•o  perniüeQ  interpretación. 

'    Para  evitar  los  conflictos  i  qoe  podria  dar  lagar  el  ceiO'  de  los  jaeoes  en 
Jt  posecncioD  y  castigo  de  los  delitos,  era  preciso  fijar  la  competencia,  esto ' 
es, ^determinar  caál  de  eMos  debia  prevenir  el  jaicio,  averiguar  el  hecho ,  y  < 
^car  al  cnlpoble  la  pena  establecida  por  la  ley.  Este  es  uno  de  los  puntos 
principales  en  la  administración  de  justicia,  poñine  üe  otro  modo,  seria  po*i 
siftieque  sobre  un  mismo  delito  y  contra  un  mismo  delincuente,  se  instru- 
y^an  simultáneamente  dos  ó  mas  procesos,  y  se  pronunciaran  tal  vez  otras  • 
tintas  sentencias,  6  á  lo  menos,  se  suscitaran  graves  diücultades  sobre  cuál 
de  aquellos  habla  de  atraer  álos  demás.  Era,  pues,  una  necesidad,  y  unanece- . 
aidad  de  primer  orden,  terminar  las  atribaciones  de  los  funcionarios  del  po- 
der judtdal,  fijando  reglas  paní  que  cada  uno  obrase  iudependienlemeute. 

' :  Con  este  objeto,  y  estableciendo  estas  reglas,  las  leyes  han  prescrito  que 
sea  juez  competente  en  primer  logar  para  conocer  de  un  delito  y  castigarlo 
el  diei  distrito  ó  partido  á  que  (pertenezca  el  puebla  donde  se  haya  corneo; 
de  modo  que  si  otro  juez  previniera  eljuioio,  instruyendo  las  primeras  di-' 
Ikencias  del  proceso,  deberla  inhibirse  de  su  conocimiento,  y  remitirlas  con 
ef  procesado  al  de  aquel  pueblo.  Entre  varias  disposiciones  que  pudiéramos 
<iilar,  recordamos  la  ley  15,  tit.  i."*  de  la  Partida  7.^,  que  dice  así:  <c  Por 
todo  yerro,  ó  mal  fecho,  qi»  algnnd  ome  faga,  dene  ser  apremiado  por  el 
Jndgador  del  logar  do  lo  fiso ,  qne  cumpla  de  dereoho  á  los  que  lo  acusan : 
delto,  maguer  sea  el  malfechor  de  otra  tierra»;  v  conürmando  esta  disposi- 
ción la  ley  3.%  título  15  de  la  misma  Partida,  dice,  hablando  de  danos:  uE 
la  demanda  del  daño,  dezimos,  qoe  dene  ser  fecha  ante  el  iodgador  dello-^ 
gar  do  fué  fecho,})  Está,  por  lo  tanto,  fuera  de  duda  que  en  el  lugar  doiule  • 
se  comete  un  delito,  debe  ser  juzgado  y  castigado  su  autor.  Así  lo  ha  re- 
suelto además  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que,  decidiendo  una  compe« 
tencia,  calificó  de  indisimulable  el  error  cometido  en  esto  punto,  y  dijo  en  * 
sentencia  de  31  de  octubre  de  i837,  «que,  por  regla  general,  el  conocimiento  > 
de  los  delitos,  corresponde  de  pleno  derecho,  y  con  preferencia  al  juez  del 
territorio  en  qoe  se  cometen.» 

-  Y  aunque  nos  bastaría  alegar  como  fondamente  de  nuestra  opinión  las 
disposicionus  legales,  quereúaos  también  examinar  los  fundamentos  de  estas 
mismas  Ief|e8,  ó  sea  tratar  de  la  filosofía  de  sus  disposiciones. 

t  La  designación  del  lugar  donde  se  han  de  sustatíciar  las  causas  crimina- 
les no  debía  ni  podia  ser  arbitraria,  sino  que,  para  hacerla  era  necesario 
cansdttar  la  conveniencia  páblica,  prefiriendo  aquel  que  fuera  el  mas  á  pro- 
pénto  para  conse^;uir  los  dosünes  principales  de  la  penalidad,  á  saber:  la 
espiacton  y  la  intimidación. 

*  El  hombre  que  comete  un  delito,  causa  un  mal,  y  su  conducta,  le 
hace  merecedor  de  sufrirotro  mal  que  la  ley  tiene  establecido  de  antemano; 
eitepadecimientO:  del  delincuente  es  la  est>iacion,  primer  fin  de  la  penali- 
dad, y  este  fin  se  consigue  en  el  punto  en  que  se  ejecuta  el  hecho -criminal 
con  mayor  facilidad  que  en  otro  alguno.  Donde  se  comete  el  delito  quedan 
por  lo  comoíi  Vestigios  de  él  que  pueden  utilizarse  con  buenos  resultados: 
un  homicidio,  un  robo,  un  daño,  dejan  señales  de  su  perpetración  que  con- 
iribuyen  á  la  caliücacion  del  hecho  y  al  conocimiento  de  sus  circunstancias, 
4atos  esenciales  para  la  conveniente  graduación  de  la  pena.  En  ese  mismo 
Jugar  puede  descubrirse  al  culpable,  porque  allí  se  encuentran  los  testigos 
oue  acaso  presenciaran  la  ejecución  del  delito  y  que  pueden  suministrar  al 
Juez  noticias  acerca  de  su  autor. 

El  segundo  fin  de  la  penalidad  es  la  inlimidacioni  esto  es,  la  prevención 
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cometerlo.  La  ley.  en  sa  justicia,  se  propone  hacarMBlir  irdeiiieiisil^  l« 
pM»é  quiB^  ba.  mbo  aerHdui!;{p6li^:«ii  sii  ^re^sioa^. tiene  además  otro 
objeto;  se«  propone  ¡mtímldar  Mn|  qae  noise  repiU  por  otros  el  deüfes^  !•< 
qiai  oonaigtto.con  el  terror. sajodable  i|ue  infuiide  la  ejoe^MsioQ  asi  caillga.t* 
Pues  bies;  ea  aingoa  puiHo  es^tol  puede  ser^  mesr  fecundo  eso  terror  ^o^ 
ene]  lufar  mismoeoque  soicoinejlió  el  deiitoj  Allí  donde  se  pradiiyaol  es« 
cinoalo  cen  U  ÍAfraccion  dé  la.ley^  debe  tener  lu^  la  repafaoicm  con  tor 
aplicacioa  de  la  peaa.  De  este  modo  se  imprima  la  idea  de  la  justicia  .cob' 
tdda  stt  severídaclt  y  se  ofrece  la  ocasión  de  compar^ur  ia  satisfaecioo  qaa 
proporciona  q1  delito  con  el  suiríiQiento  que.  viene  detrás  de  él. 

En  estos  principios»  no  sokmeiite  contendrá  iCen  fiosoftros  el  autor  id»^ 
la  consulta,  sino  q^e  tambieadeheQ^coAveair  los  q^e  MsosiTen  Ja  cuesUoiÍ! 
eaiotro^entido;  pero  á  pesar  (le  elle,  opinan  de  distinto  modo  en  el  caso  que 
se  propone,  y  es  qae  concurre  ea  él  nlga  especial  que  debe  examinarse.* 

SupiM:»ta  la  competencia  legítima  del  jues  át\  higar  donde  se  comete 
ua delito  para  coaoQBir'de  él  y.caatigaf'á  su  autor,  se  duda^^  tratándose  da 
Dudaóo  causado  por  usurpacionide  aguas,  si  el  lugar  del  delito  es  equfl 
ea  que  se  ejec^t^ila.usuirpacioa  ó  el  eo  qu&se  sintió  eí  daño;  es  deoír^  si 
debe  entenderse  que  el  deliose  oometíó  donde  se  distrajo  el  curso  de  les 
aguas,  «ó  «dando. se  pefjttdieasop  los  intereses  de  su  dueño*  A  este>  punt»  vid* 
neá  Quedar  reducida  la  cuesUon,'  que  vaasos  á  resolver  con  uoa  sencilla 
relaxien. 

.    Ei  delito  consiaie  eot  up  acto,  voluntario,  del  deliacuente  por  el  cual  arao^c* 
tica  un  lieclio  que  ia  ley  prohibe.  Eitaes  la]  definición  que  luce  del  delita 
el  Código*  oenal,  y  así  Iq  comprendeperfeetamante  nuestra  raaoo.  £1  hecho 
intenoionaá  que  quebranta  un  precepto  de  ia  |ey  es  el  deülo;  Lasoe  el  la*r 

Sr  deade  este. hecho  se  ejeo^te  aerí^  propianeote  hablando,  el  lugar  delr 
lito.  Nada  impoctaioue  sus  efeelos  se  nentaa  éaotreiMifito  distinto,  por- 
(j^.cuaado  este  s.ucedev  ®l  delite  estaba  y^  Gometido»  fisto  mismo  dimmos' 
sise  ejecutáis  ua  enveaeoamieato  de  laaagttis  de  uoa  fuente  en  el  lugar 
de  su  nacimiento,  y  aquel  hecho  produjera  víctimasion  uaiNinte  distantat 
doadesebabieseaíasaguasenveneoadaa.  El  delito  consistiria  indudable* 
mente  eo  l9.acei(»n  de  echar  ea  la  fuente  la  sustancia  venenosa  con  la  io^ 
tención  de  dañar;  por  este  hecho  qQedaría;el •  delite  consumado,  y.  losjre^ 
suUados  no.^ao  mas.que  un  efecto  del  delito  ya  existente.  ¿Cuál  seria  en- 
toocesel  J^^z  competente  nar,aicastigará  su  autor?  Gtertenaente,  el  del; 

Sartidoi  d  que  perteneciese  el  lugar,  daade  se  hize  wo  del  veneno,  que  as  > 
eodeobco  el.deJwcuentei  sin  i|ue>obsli^'laiCiiieunstaiicia  de  haberse  unr 
tido  el  daño  en  otro  distinto. 

'  Es^rMes,  indudable  para  aójeteos  que  el  que,  aprovechando  aguas  de 
o^tx,  ó  aistrayéndotáede  su  Qurso^  causare  ua  daño,  debe  ser  juzgado  port 
eLjuez  del  lugfir  donde  ejecptó.  la  osuipacioAó  4islraccá8iiy  coa  preferencia 
á  pualquier  otro. 

lenenegiM*  lirk  ftus; 
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Sin  pfetensMm  alguna  de  dar  consejo  al  partido  progresista  nial 
moderado,  había  pensado  muchas  veces  escribir  alguna  cosa  sobre 
la  desamortización  de  los  bienes  eclesiásticos ;  pero  me  retraje  de 
baoerk)  al  ver  por  una  parte  que  se  habían  ocupado  de  esta  difícil  é 
importante  materiapnblicistas  de  primer  orden ,  asi  políticos  oomo 
canonistas,  y  por  otra  mis  muchas  ocupacioAes,  que  apenas  me  de- 
jan el  tiempo  necesario  para  descansar. 

No  pretendo  sostener  la  inmunidad  de  los  bienes  de  la  Iglesia, 
apoyado  en  el  anatema  que  se  fulminó  en  el  famoso  Concilio  de 
Trente  y  en  los  sagrados  cánones  contra  los  que  los  espilan  6  se 
apoderaa  de  ellos,  ni  tampoco  las  ideas  avanzadas  de  los  que  sostie- 
nen  que  el  Estado  puede  aplicarlos  á  sus  necesidades. 

Mucho  .habría  que  decir  en  pro  y  en  contra  de  estas  ideas,  si 
bien  en  último. resultado  la  opinión  mas  favorable  seria  la  de  la  in- 
munidad de  estos  bienes ,  apoyada  no  solo  en  las  leyes  canónicas^ 
sí  que  también  en  las  de  Ja  Novísima  Recopilación  y  en  las  de  las 
Cortes  de  España,  que  nos  presentan  pocos  ejemplos  de  haber  dis- 
puesto la  potestad  civil  de  los  bienes  de  la  Iglesia  sin  la  autorización 
del  jefe  de  la  misma ;  y  aun  en  los  pocos  casos  en  que  esto  se  ha 
hecho,  ha  tenido  que  recurrirse  á  la  Santa  Sede  para  la  espediqion 
de  un  Breve,  ó  para  la  celebración  de  ua  Concordato  para  legitiroar 
.  las  enajenaciones. 

Los  grandes  regalistas,  como  Campomanes ,  Macanaz,  Jovella- 

nos^y  hasta  el  mismo  Consejo  de  Castilla,  tan  ilustrado  como  celoso 

:  de  los  derechos  de  la  nación,  no  han  proclamado  jamás  en  ninguna 

de  sua  obras^ni  en  sus  escritos^  que  el  poder  temporal  pudiese  d^- 
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poner  por  sí  solo  de  aquellos  bienes,  si  bien  han  declamado  fuerte- 
mente contra  las  multiplicadas  Mquisiones  del  dero. 

El  mismo  Campomanes  en  su  célebre  Tratado  de  la  Regalía  de 
Amortización,  Jovellanos,  en  su  Informe  sobre  la  ley  agraria,  y 
cuantos  han  escrito  sobre  esta  iipportant^  materia  durante  el  reina- 
do del  ilustrado  y^jAstícíeró  d.  CáHos  IH,  precisamente  en  una 
época  en  que  descollaron  grandes  escritores  y  en  que  había  toda  la 
libertad  para  emitir  y  publicar  sus  pensamientos  por  medio  de  la 
prensa^  nó^e^ríUerOlkí  ai  l^oiisejaroíima^txjs^  al  paso 

que  no  cesaban  de  encarecer  la  necesidad  de  la  desamortización  ci- 
vil y  eclesiástica,  y  de  poner  coto  á  las  adquisiciones  de  bienes  rai- 
ces por  bÉi^inttMSiin«ertea. 

£1  respeto  á  las  citadas  leyes,  aunque  se  quisiese  prescindir  del 
der^if  deprapiéted^áaigrado  é  inívtoUble.-qile  tíeÉten'las'oo^ora- 
donei^^edítelimsjib  msBio^eios  demtfs'^pifféíoÉbffes  ^'iseg^n  its 

'  leyes^M  rdtta^'fa  ConlitAcnb'poiftíe»!de  to^Moñarililbfe^ 
sé  ^lidrhnísMipre  ir  Ik  es|;)raptacioil-  foraosa  de  te»  tMes  trieaés 
•in  la  ai^Mtecioii  óf«diiientinfientddeik*l^k6Ía,;i)aB0'  igualmente 
itúpíMf^éSié  mismoMiRreeho  depiiofMadiáfl^  ideas  y  4  los  pro- 
yectos de  la  Asamblea  nacional'  de"Stan€Ía  ^1  mMrderiWO;  Miaiujo 

'áttnxA>^4ialibrdMbwiiadD  y  conserriibbeirtopetal  ala  religión. 
Se '  ^dUpwy^fiieitemente  sobre  la*  naturafes»-  de'  laies  bienes;  si 

'  poditfá!{|líúiafrb^Mcimilales';  «i  kisiBi^  una  wrda- 

áeT9:pt^'ÑSÍ^,  rii'^08ta(iMtidgiiido6  torméáasteri06;)M8^  á  la 
nación.  Muchas* Uieteeehtronf  el  pemuüentó  ttopróptedafl;  ^yientrne- 

i  4ío(db^la^dl^i«tdiKÍ>d6rpfln5(^re»;  por  ifin  áe^^adoptó  h  pifopteicion 

-4e  Hrl  A^ckií^MdMimidd  h^ÉsamMea  eá<9  dtfwmeiiiiMf  de  dittho 

itiioi<^  mMiñ^  ikfikkim  ^iamcim. 

'  Síadia^lij^kioMcMr'd^MSte 
ptthíéá'deiW  j«%ifi«>^  <te1trk)<Mpád(«  «e'^üd  WeM^^brt^l^  tüe- 

peto  con  que  la  España  venera  á  la  cabeza  visible^^dOlíNfflñM?  Ale- 
ton  <ikf'M4MKntdi>4i¡#'Mftestaenftésfíéi!ii  con 

nioti*»  M  WM'^ifti'NnKkNMIdM^dtt'  ePn^H  «á^ÍigTMéH''«lé«^  le 
wticW'Ítf«s^iiMbMi%'9tofeMit^  0;^1«I  AMo^Ha§»í^leHMe0, 
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-aquella  carta  al  Consejo  pleno,  consultándole  la  respsesláM^^bbia 
"da^,  yia^itesliciMi'fÉé,  4ilé  1a«Élttf lie  MéaMa  en^iadd^a  $u 

En  U)d»Éf1«á  itadoa^^lilWM^Y^í'^ 
tioDes  sobre  los  casos  en  qoe  la  potestad  civil  paede  eéhftr^mano  do 

'4drbi6iiél^^«éy8i&stlbd!í?  l«#16blil#ílMlliMa«)0(MM  éMst  i^      por 
IbB'Ck^tMMMab,  (SáÉHj^éilMies;  VdSittoí,  mMfna^^  yolro^  C^^o- 
tesdéMa^^te,  y'poi^^)tra1as'de'1<#'M«tfM¿bf!^>M^ 
Hrta^€tiiiiíMíMMíry>trtroii!!tiifi^  de 

todos.  Por  esto  me  bastará  decir  solamente  que  eii'ioSas^laiÉ  'dtepu- 
tas  sobre1iiaimi^«iistái^!MU^1^^  M\W  apo- 

iraVse,  ifégotf  fas^'grihdéirtk^ilüétei'y'M^ 
€l  irttsenrsd  de  \úé  sij^os;  lój^nNiéÜ  el  a^Kiéndiéttle,  Vim  te  j^Mestad 
«^Mlesíá^^  era  fa  ci\rfl|  fi^Irt^qlieMMiMfMAfran ias>|Mí^íbiies,  la> 
«qve'n^aejatr'vé^ to ttEfrdÜti^MMr «s eltf  sf^i ptte9<^éMMa#>e§tM  no 

'  j^rmífMoMriri  la  tanm,  como^éíeia'^ik  \iÉftb6^:'rl<)H  McM  ofu- 
ít«s,  sed  affectus. 

Iletmo^j^ttes',  ifm  lA^^'UritnMót  tHKkr  ^M  ««estioir  ba{«  ^1  as- 
tve<io«afiMi(to6^desiá£9Cícov^^íE'6^é^^  é  mas 

MefideM!itMurlástei(tajftSé^«^^  reportado  la  na- 

<tíoitfd^%(Mh<Mh>Hiüe  acato  de^^éMHraúr  ooti  la  Santa  Sede. 

Este  conveoio,  á  mi  modo  de  ver,  es  diny  AttoMMé  á  ios  dere  • 
diooéiirtefesed^*de  la  Iglesia  if^nf  pefjúdteial  á  lá^  f^ií$^é  in< 

*  lete^^U  Bflteictí  édpáSola. 

Pero  ábtes  de  engbfforMe  en  eaia  discnsiotí  4éMrf)rétei$tar'>ttna  v 
'iBiiffteoes/ qué  "éste  esdritonbliefieft)or  MJeto  baleer  'hr^^op#«fcíoii 

*  aff'owMmo.  j 

'  fIiá^*é!(ftaA6rtUéd«^  tafiOBllld^«il4Htfi6te- 

'lri»'4iféPtai»W¿MMkitte']^iér  d^oddede  ItciMM/qnéWMi' he- 
cho un  solo  continamiento,  que  ha  levaÉtado^Ms^^sfiido^li^íifíO  en 

*^da1á^lUMMtutt,^  ^  en  Hú^íHfí  At  lli>KMVra  (^é^fiM^'a^épiba  ha 
««/ido  MtMt  etm  el^gnlIft^ylÉ  di jfáMad^paBola,  «rjpilaao  iOtt^uc 

^HMlMkAaNi^li  flfM  MMÉ'^a  el  'pi«o  de  áttaiMMtf -^fllaÉttosa 
que  ha  venido  á  exigirnos  en  Un  difíciles  t»Mi<yipMii«liÉtlk^!fns- 
tanoias. 
'  ¿(Mmo  hábia  dé  eoittrárih^  M«Mt^felia>de  %a  IMMrM'.o^üres  el 

'HHiíeo,  qM  éñ  estoá  «ttímos  lampos'  bal  sabida  gobmmr«lQ  imor  «i 
^^arato  de  filena,  y  sok^n  <A  ^restigkHfife  tohaü  Mto  mi 
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hte^  SOL  moralidad  y  el  respeto  á  las  leyes  y  á  la  Coostitucion  de  % 
Monarquía? 

Queda  pues»  consignado»  que  este  escrito  no  es  de  oposición^  y 
^í  solo  el  pensamiento,  la  espresion  del  jurisconsulto »  que  hacienda 
abstracción  de  partidos  y  de  ideas  políticas ,  sola  desea  la  felicidad 
de  su  patria. 

Para  convencerse  de  las  venti^^  que  lleva  la  Iglesia  sobre  el 
Estado  con  dicho  convenio,  por  lo  que  respecta  á  los  bienes  que  ofre* 
ce  cederle ,  bastará  hacer  un  análisis  de  sus  principales  artículos  y 
de  los  derechos,  seguridades  y  garantías  que  por  esta  cesión  se  coa* 
ceden  á  la  Iglesia. 

Por  el  primero  de  los  artículos  del  citado  convenio ,  el  Gobierno^ 
de  S.  H.  C,  deseando  asegurar  i  la  Iglesia  perpetuamente  la  poci- 
ficapo$e$ion  de  sus  bienes  y  derechos  ^  y  prevenir  todo  moüvo  de 
que  sea  violado  el  solemne  Q)ncordato  de  16  de  marzo  de  188i,  pro" 
mete  á  la  Santa  Sede  que  en  adelante  no  se  hará  ninguna  venta, 
conmutación ,  ni  otra  especie  de  enajenación  de  dichos  bienes  sin 
'  la  necesaria  autorización  de  la  misma  Santa  Sede. 

Por  este  artículo  se  devuelven  sus  bienes  á  la  Iglesia,  se  ratifica 
lo  solemnemente  estipulado  en  el  Concordato,  y  en  su  consecuencia 
((ueda  derogada  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855 ,  en  cuanto  ordena 
la  venta  de  dichos  bienes,  y  demás  disposiciones  que  se  han  publi- 
cado para  llevarla  á  cal^. 

En  este  artfeulo ,  con  el  que ,  no  solo  se  devuelven  á  la  Iglesia 
todos  sus  bienes,  sino  que  se  le  dá  la  mas  absoluta  seguridad  de  que 
no  volverá  la  nación  jamás  á  disponer  de  ellos  por  ningún  título,  sin 
la  necesaria  autorización  de  la  Santa  Sede ,  se  echa  de  menos  la 
aprobación  ó  asentimiento  espreso  del  jefe  de  la  Iglesia  á  las  enaje- 
naciones que  hasta  el  dia  se  han  hecho  de  parte  de  estos  bienes  con 
arreglo  á  la  citada  ley.  Este  era  sin  duda  el  lugar  mas  oportuno 
para  hacer  esta  declaración. 

Por  el  artículo  i.""  manifiestan  las  altas  partes  contratantes  sus 
deseos  de  llevar  definitivamente  á  efecto  de  un  modo  seguro ,  esta- 
ble é  independiente  el  plan  de  dotación  del  culto  y  clero  prescrito 
por  el  mismo  Concordato. 

Nada  mas  justo,  nada  mas  conforme  á  las  leyes  del  reino ,  á  la 
Constitución  política  de  la  Monarquía  y  á  las  buenas  máximas  de  la 
religión  cristiana ,  porque  justo  y  muy  justo  es,  que  una  nación 
católica  dote  competentemente  á  sus  fieles  servidores ,  á  los  mi- 
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^istros  del  altar  de  qq  modo  decoroso,  estable  y  coavenieDte, 

La  nación  y  el  elero  gaoan  sin  dada  en  qae  esta  dotación  consis« 
4a  en  una  renta  Ifqnida  y  permanente  no  dimanada  de  bienes  ratees. 
El  clero  se  evita  de  esta  saerte  los  gastos  y  dispendios  que  lleva 
-consigo  una  vasta  y  complicada  administración;  las  malas  cosechas, 
•qáe  se  snceden  con  harta  frecaeacia ,  y  la  odiosidad  que  en  ciertos 
«casos  y  con  cierta  clase  de  deudores  es  inherente ,  por  tener  qne 
apremiarles  al  pago  de  las  rentas;  y  sobre  todo  ese  vaivén  continuo 
de  ser  desposeído  de  sus  bienes  raices ,  porque ,  como  dice  el  céle- 
bre Montesqoiea ,  el  clero  ha  adquirido  siempre,  ha  restituido  siem- 
pre .  y  adquirirá  siempre. 

En  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia,  los  bienes  dados  á  la  misma 
se  vendían  para  cubrir  las  necesidades  de  sus  ministros  y  de  los  po- 
bres. Este  medio  era  el  mas  conforme  á  la  perfección  evangéKca, 
-qne  para  seguir  á  Cristo  en  la  vida  común  manda  vender  los  bienes 
7  dar  de  limosna  su  importe  á  los  pobres.  San  Pablo  estima  por 
opuesta  á  ella  distraerse  en  el  cuidado  de  bienes  y  negocios  tempo* 
rales  (f ).  Por  esto  se  establecieron  los  Diáconos  y  después  los  Ecó- 
nomos ,  para  evitar  que  los  sacerdotes  se  mezclasen  en  tales  admi- 
nistraciones temporales. 

ff  Art.  3.^  Primeramente  el  Gobierno  de  S.  M.  reconoce  de  nue- 
vo formalmente  el  libre  y  pleno  derecho  de  la  Iglesia  para  adquirir, 
retener  y  usufructuar  en  propiedad  y  sin  limUacian  ni  reserva  toda 
especie  de  bienes  y  valores;  quedanda  en  consecuencia  derogada 
por  este  Con^nio  cualquiera  disposición  que  le  sea  contraria ,  y 
señaladamente  y  en  cuanto  se  le  oponga  la  ley  de  i.''  de  mayo 
de  4880.» 

«Los  bienes  que  en  virtud  de  este  derecho  adquiera  y  posea  en 
adelante  la  Iglesia  no  se  computarán  en  la  dotación  que  le  está  asig- 
nada por  el  Concordato.  > 

Si  por  el  art.  2.^  se  reconoce  la  necesidad  de  dotar  al  clero  de 
un  modo  seguro,  estable  é  independiente;  si  esta  dotación  ya  le  ha 
sido  asignada  por  el  Concordato,  y  si  por  el  art.  4.^  se  admite  el 
principio  de  la  dificultad  de  administrar  sus  bienes,  lo  que  necesa- 
riamente ha  de  distraerle  de  las  funciones  de  su  sagrado  ministeriOy 
y  ha  de  producir  todos  los  males  que  se  han  enumerado,  ¿por  qu& 
concederle  de  nuevo  con  este  convenio  la  facultad  de  adquirir,  re« 

(i)    S.?9b\o,$pm.áTimflt. 

Digitized  by  CjOOQIC 


sf^ít  dQ  bíej»^?  i  Por  qiié,^|irf^uQU>&  ;  ^euU^np  ^^  iuta  id^ 
coiopvUr  ea  ladft^f^ioa  que  )é  eg^ti^gujwla^poc  el  j^oj^i^c^?  No^r 
lo  xxuiv>^^^ws;  f  ves  para.  OQ^ti^pe  ^  oa  c(>iUn«(^'4Pt  ^  <iue:  ^  * 
recQoojSf;»44xi^sidad4j^4otar  lal  cleyro  qm íi/m  f^ ^i^  Y  P^" 
roaoaate,  qq(}  ^  ja^mUiJa  (^^veoicyiic^jfl^QoowitW  sos  bienes  por., 
€sU  niism^  t^fú»,  por Jo^iiacoffVj^H^^tM  que  lU^v^  Q<m^  ^  ^djAJ:. . 
iiUtracipf^jfqui^i.^'ei^lQpj^^dip.^leiMM^  de , 

un  modo^iUmitadp,  toda  pla^.de  i)k^^,  coa  d^coma^lpR,  .de  caaiita$, 
d¡$posiciop);^  ^^.opoiiga^  á  esta.ppw\ii|^«^j^i#^  Y  e^  Miponoebir 
ble,  por  demás,  que  después  de  estar  dotad(]^.e(  clefO^jOomppt^tQr  . 
mente  jK)r  el  CoocprdatQ^^jdfíspt^^dejpagar  la  aacipa,  ,como  es  jys- 
to,  su  4aa|iuteAciafli,  en  ^mág^s  hmd.  (¡^  \^^ii(i  Ajada  por  el 
miwio  Concordato»  y  eq  uf  a^paUbw^  de^piii^d^^eopr  el  clero  todp  < 
cuaotpise  ba,poBpepM^4p  nec^po, pafi^  fu  deooro^a^  estable. y 
permanente  subsjísien^ia, ^.  |e  .co^^aJiaJac^ltad  de  /adquirir  ilir . 
miiadamoi^  y  sin  4|ue  la^  rent^  de  sus^  adquMifiíones  deb^ii  jmpa,- 
tarse  á  cuenta,  de  si»  dot^oi^t 

Este  articulQ  es  «Hm^nt^^fa^o^ableá  los  ¡nteci^a^  de  la  Iglesia 
y  muy  depresivo  de  los  derechos ,  de  las  regali^^  y  dejos  intereses  , 
deJia  nacioQf.  £ara  dfmos(j;i^rlA  iMt^tafi  d^  mía  iri¿Ma«pjea4ii  ppi  Ja 
historia  y  la  legislación  j^\fm^ 

Siempre  ha  sido  dí^pRítada  al  c|eroJ^í^u^t(id  de  adf  uiríi:,  y  ge- 
necsdmenjte  $eJuMi.co^sjd|ej?ado,perjii4ici¿4^;tSUs,  adpi^<^      de 
bienes  raip^  á  los  interés  de^  Aa4á^l«og,SnBeir)U^ 
concedieron  4  las  Ig|e^a8)IicefH^sv4e}adquj^vri)Pflff9  les,  ^        ¡^ 
testamento  (i). 

Las  leyes  civ^JiaqaB^ipe^í^a^eJiosi^i^s^  algi^iQs  ecle- 
siásticos y  monjes  fiara  o^lar^^  qonsug^tiones  JaSfJiíerencias  de  las 
viudas  y  pupilos  en  los  testamentos  (2).  Se  c^lÁIGicaha  con  el  dictado 
de  heredipetas  ó  corredores  de  bcjrepi^^,^  loi  que  s^u^abaí^  de  la 
piedad  de  la?  víudas^y  otras  personas.  deTqjtas,f  De  aqiu  dimapó  el- 
revocar  á  los  eelosiptico^  y  mqnges,  y  dospoesá  la  Iglesia.la  capii'-, 
cidad  de  adquirir.  No  fueron  Ioq  Emperadores  paganos  é  impíos  lo» 
que  promal^MTon  tale^  leyes»  sino  religiosisimos  y  católicos. 

No  se  ofreció  jajp4st  p^ner  en,  dnda,  to  potestad  imperial  para  es- 

(i)    Leg.  20,  22  et  27,  God.  Thoodos.  de  i^.<f  £lie»r 
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Ca}4iq|lfi^^(^>^lw  %#(06  Padres  quadaa  qoííc^  de«iU((j),j|>qrrvn 
enw^fPfldotWftv  y  4P0  ««i  so  mfio^efiiahfiíiymtiimrhK.  paq^^Ii^.,  ó 

cion^^toiefioio  i  gratíftaa^Hm  de  laa  IglMaa»(3J«  £1  wsnp  San 
<;eiMm^>^4ialá.laiUo  de^orMr  qoe  eala.  ottvpqpKÍoibfiweiiif^  de 
ba«ariiiieiiagc90t«aAaid^ab^  ^(waHad^r  qne 

fué  nocíaa  la.  nettiMieíaa  del  .privilegia  dejdqwirieA^M^  efeo- 

Mae  ea4  día»  ^pHitka^o.dalade  el  aüla.y  .clera4>eff  el  Ga^fpr- 
dato4^  «a  iQodq  deoerotOiy  peimQaftte..laa;adqiiiMiaie0  Jdo  ecaa 
oetpfaoaaáb  Iglesia»  ó  coaadoiflieBOs  dehia  kabéisék  otarg^a 
esia  /aoiiHad  6  privilegia  oeo  ciertea  reairiacíaaWj  iaipoltodo^ 
siempre  la  leotapeofepeiitejde  dkhos  b^at»  i  qpaala^w  doMir 
cUhil  y  dwame  elhr^aepMtfila  deifioliifya»  de  S.  M^  : 

Pam  fiie;«Qt!veaD  0ualeaíJiai^  aiáa  laaleBdaeoias  del,<})e8o^  to* 
daaiipeoaa .  $ebre  «eal»  liíaiievlaBie  matenay  basta  donde  llegii  la 
eBeffgte.del>gnm  Bey  O.  CádasIII  para. refins^ar  sos oouiteodaaadr 
quísieieaes,  eopiaréioos avii,al0iM8 fra^aKolo^de laiam^sa-Reil 
cédtilaqiied^en  Saa  lideioasQ  eaiS  de  agosto  de  1771. 

cLaaaibicioa  bomaiia  (dice)  ha  Uegadoiá  aQrfoaiper.aaA.le  Jnaa 
sagrado,  paea  laaehoa  conféaavefi  olvidados  de  su  conoieMia^  con 
variar.  ^sogwtieaaftuiíidNeeii  Á  loei  peaiteales^  y  leqoe^as  maaá  loe 
que  están  en  el  artículo  de  la  muerte,  á  que  les  dejen  sus  heieaoiaa 
coa;Mtiüh>  de^  6de«eaBiisa,.ó  cm  el  da  diatribaírlaaen  obni%«píaN  6 
apiiqadaeji  ifi» . Igleaiaay  eonvealoa  de  su  iaviíHito,  ^fundarcapella- 
níae  y  films  ^Bspowíoii^s  piadosas;  de  deode  proviene  «le  )as.lagí- 
tiaioeiierevderes,  lajuciadiccien  real  y  derechos  de  la  Beal  Baeieada 
quedaia  deftiaodadiís^  Jas  eoscieMas  delee qne  esto  aoeiacpaiy 
ejeeataa.  J^laatemeate  eaiedadaa,  y  sobfe  ioda  el  depones  graiisi- 


(1)  D.  Hieren,  in  Ejnst.  ad  Nepotianum,  D.  Ambros.  in  Epist,  31.  No* 
faíi  etkflD^vMe  suceesioni»  «molomeDta  rsoeatibus  Idgtbes  deDégAntar» 
«t  iMiiyit^ioaiierUur* 

^2)    lifí.  28,  Cod.  Theodos.  eod,  tit.  Leg.  únic.  Cod.  de  Test.  Clerieor. 

(3)  D.  Hieroníni.  in  vit.  Malehi:  Sicque  Bcelesia  potentia  quidem,  et  di* 
vitiis  majori  sed  virtuUvus  mínor  factt  est 
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00  y  mucho  mayor  el  escándalo...  Comprende  el  Conseje  qne  las 
mandas  que  hacen  los  fieles  á  sns  confesores,  parientes,  religiosos 
y  conventos  en  la  enfermedad  de  qne  mueren,  por  la  mayor  parte 
no  son  libres  ni  con  las  calidades  necesarias,  antes  bien  nray  violen- 
las- y  dispuestas  con  persuaciones  y  engaños,  sin  algún  consuelo  del 
enfermo  que  las  deja  en  perjuicio  de  otros  parientes  suyos  y  obras 
mas  pias:  y  as<  acordó  que  no  valgan  las  mandas  que  fueren  hechas 
en  la  enfermedad  de  que  uno  muere  á  su  confesor,  sea  clérigo  ó  reli- 
gioso, ni  á  deudo  de  ellos,  ni  á  su  Iglesia  ó  religión,  para  escusar  los 
fraudes  referidos...  Pero  habiendo  notado  el  mi  Consejo,  que  en  los 
repetidos  espedientes  seguidos  en  él,  el  olvido  y  total  abandono 
con  que  se  ha  mirado  hasta  ahora  lo  dispuesto  en  este  auto  acorda- 
do, dqando  correr  muchas  disposiciones  testamentarias  contrarias 
en  un  todo  á  su  literal  sentido,  en  grande  daño  y  perjuicio  del  Esta- 
do; de  mi  Real  Hacienda  y  de  los  particulares  interesados:  con  el  fin 
de  evitarlos  en  lo  sucesivo,  me  consultó  mi  Consejo  lo  preciso  y 
conveniente  que  era  tomar  provincia  para  que  esta  saludable  ley 
se  guardase  en  los  Tribunales;  y  conformándoine  con  su  dictamen. 
se  acordó  espedir  esta  mi  Real  cédala,  por  la  cual  con  el  fin  de  evi- 
tar descuidos  é  interpretaciones  en  la  observancia  del  citado  auto 
acordado,  mando  á  los  Tribundes  y  justicias,  que  todo  lo  cumplan 
segvn  su  literal  tenor,  arreglándose  i  él  tn  cualesquiera  determi- 
naciones que  diesen  sobre  los  casos  de  que  se  trata,  bajo  las  penas 
que  contienen;  imponiendo  como  impongo,  la  de  privación  de  oficio 
á  los  ecteribanos  que  otorgasen  cualesquiera  instrumentos  en  su  con- 
travención, pues  desde  hie'go  declaro  nulos  los  que  se  ejecutaren  en 
contrarío.» 

Hasta  aqui  la  Real  oédula.  Mas  espKcita  y  conveniente  era  á  los 
derechos  é  intereses  de  la  nación  y  conforme  al  espíritu  de  esta  Real 
cédula  e(  artículo  41  del  Concordato  de  16  de  marzo  de  1851,  que 
al  conceder  á  la  Iglesia  la  facultado  privilegio  de  adquirir  pone  la 
cortapisa  ó  condición  indispensable,  de  que  sea  por  titulo  legUimo. 
Es  cierto  que  toda  adquisición  presupone  necesariamente  esta 
circunstancia  para  que  sea  válida;  pero  estando  ya  concedida  á  la 
Iglesia  esta  facultad  por  el  Concordato,  ¿cómo  se  esplica  la  nueva 
concesión  que  se  le.  ha  heeho  con  el  articulo  3/  del.convenioen  que 
se  declara  vigente  q1  mismo  Con(x>rdato?  ¿Porqué  se  ha  omitido  aquC 
lá  ci^presíon  ó  circuostancia  de  título  legitimo  que  por  d  Concordato 
se  juzgó  indispensable?  .... 
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Esto  natmliiieiile  iweia  que  poede  UeTárte  otra,  idea,  y  qa» 
por  la  generalidad  con  que  se  estaUece  en  el  citado  artícalo  la  dno* 
gacion  de  cuantas  disposiciooes  se  epaagn  á  k  faeollad  de  adqui- 
rir, se  ponga  algún  día  entela  de  jnkío  si  ha  sido  tanÜMenderogí^ 
la  Real  cédala  que  hemos  copiado. 

ártfenio  4/  En  tirtud  del  mianodoíecho,  el  Gohienode  &  M. 
reconoce  ¿  la  Iglesia  como  propietacía  absolotá  de  todos  y  cada  uno. 
de  los  bienes  que  le  fueron  derueHos  por  el  Concordato.  Pero  habi- 
da consideración  ai  Estado  de  deterioro  de  la  nMtyor  parte  de  los  que 
aun  no  han  sido  enajenados,  i  su  (bfirit  MfaMistraeion  y  á  los  va- 
rios, contradictorios  é  inexactos  cdmputoa  de  su  valor  en  renta,  cir- 
cunstancias todas  que  han  hecho  baste  «horaladatMion  dea  dero  in- 
cierta y  aun  incongrua,  el  Gobíemode  S.  M.  ha  propuesto  ala  San- 
ia Sede  una  permutación,  dándote  á  l$$  OUtptm  ¡a  facultad  d&  de- 
termmar,  de  acuerdo  con  sus  cabUdoe,  elprecwde  ios  bienes  de  la 
IgUsia  situados  en  sus  respectivas  diócesis,  y  ofrectendo  aquel,  en 
cambio  de  todos  ellos,  y  mediante  en  cesión  heefaa  al  Estado,  tantas 
inscripciones  intransferibles  del  papel  del  3  por  100  de  la  deuda  pé* 
bHca  consofidada  deEspima,  cuantas  sena  necesarias  para  cubrir  el 
total  valor  de  dichos  bienes.  > 

Es  súmamete  perjudicial  la  adquirfcíon  que  se  propone  hacer 
el  Estado  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  por  medio  de  condiciones  tan 
onerosas  y  que  tanto  pueden  llegar  i  perjudiear  h>8  intereses  de  la 
nadoQ,  que  es  la  que  al  fin  y  al  cabo  teaÁrA  que  pagar  los  intereses 
de  las  inscripciones  del  papel  de  la  deuda  pdblioa  consolidada ,  que 
se  entreguen  en  cambio  de  dichos  bienes. 

Es  ciertamente  inconcebible  que  para  adquirir  unos  bienes  que 
luego  tienen  que  venderse  para  ase»  de  ellos  algún  hiero ,  aplican- 
do sus  capitales  á  la  estincion  de  la  deuda  de  España ,  se  esponga 
el  tiobiemo  de  S.  M.  á  tener  qoe  pagar  mucho  mas  de  lo  que  pueda 
sacarse  en  pública  subasta,  y  i  aumentar  todaviá  mucho  mas  el  im- 
porte de  la  deuda  que  se  pretende  drainnir. 

Mil  veces  mas  preferibles  eran  las  disposiciones  de  los  arts.  35 
y  38  del  Concordato,  por  medio  de  los  anees  se  obligaba  á  los  Pre« 
lados  á  proceder  inmediatamente  y  sin  demora  i  la  venta  de  los  es« 
presados  bienes,  por  medio  de  subastas  pAbücas  hechas  en  la  forma 
oanóaiea^  y  con  la  íntervencíoQ  de  persona  nombrada  por  el  üo- 
bíerno  de  S.  M.  El  producto  de  estas  ventas  debía  oeofverúrse  en 
inscripciones  intransferibles  de  1%  deuda  del  Estado  del  S  por  460 
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cierta  é  iovariabie  de  lo  qae  valiap )m  hkuKt^ étl^ckip ,  y  boj$0  es- 
pooia¿daroMWwipcio«»j<i  Hüliméiflft  ikiidA^por  mayon  vaior  4il 
<]ue  real  yiefeoüyaniiPliiieálMq»»^ 

Nttcoa(re«d0iios »  pues  r.  ^ jMoandtdrde  f artir  las  diiposkii- 
De&.^  unos  artifiilp8htaii»ioeKiiwoMat«i  Hoa>ía(anmia  ide  las  aHa$ 
partes  oaotrataatev  y  lasjaatoayi'eQiitíMtiiies  4  los  priaoipio^^fdel 
dereohp^.  ya.^oe.porusslar  laeAifi^aB*  preoavki  todo  per]aicia«'  toda 
equivooaoiM^  y.8eíaladanaila«l  daSo  ó  lakstoa  qiiA.piiadeTesttI-' 
ur  á  la oacioB  d^k;  dispteslo «a al «rt  ^'^  del  Convenio ,  que  hía 
venido  i  soslkoif  i  ka  is  y  3ft  del  Gonoatdala. 

No  ertemoa^paoes  á  Uf%  ftR*  ObispeS'de^abQsaril»  la  omoiiiMH 
dafiícukficpe^etoilHlt^rtíaiilailet  oMiqede  paradetemuar,  de 
acaeide  eon  los  ^cnhJMniy  y  no  eon  al  Gobierno,  el  precio  de  km 
bieaes-de  Ja  iglesia/ 8Ít«i|dos'  en  ,^is^  reepeetiraM  dióeesis;  pero  es 
contratioi  Josiprincipioa  «rnaa^irraalea  del  derecho. que  el  pieeio  de 
la  cosa,  objeto  de  la  venta  ó  de  la  traslacioade  dominio,  se  deje  al 
arbitrio  deb^eafedorjéf^osaedecjdeJa  misma,  pi  precia  debe  fijarse 
de  comnaanueido  de  jimbas  paf  tes  ioontratantes,  pues  es  sabido  que 
se  perfaooioaa  esla  oontralo  <)esde,el  nomentq  en  que  los  contra^ 
yenles.convienaniep  JavCoaa  ^pie(ae^.haxie  vender,  su  preeio  y  denús 
circpnstraoíaB^ofiegiMi  laikyiAv*  tál.»5,:Part4í.  £s  vetdadqne  puede 
dejarse  al  arbitrio  de  un  teeeeiog  paco  jamás ^debe  dejaraa  al  de^ 
mismo  vendedttTw 

Podrá  suceder  y  y  es  mny  lacil  i^esnceda,  que  por  circonstan- 
cias  locales  ó  dd  m^  apoaciamoa,  i^gnnas  de  les  Obispos  fijen  e( 
precio  de  los  bienes  en^mocho  maa,  valer  del  que  .materialmente  ten* 
gan»  ó  delqae  pueda  saearaajea  fiáblica  subasta.  De  modo  que  es 
muy  fácil  que  baya  finca  pamla  qne^Mgne  el  Gobierno  medio  mülon 
de.  reales  y  que^saki  myie  en-  venta:dosoieatos  mil ,  pues  á  esto  y  i 
macha  ma^  se  espeoe  «el  ^ne  tiene*  la  oandidea  de  dejar  al  arbitrio 
del  vendedor  el  fijar  el  preeia  de  la  venta.  Esto  es  demasiado  pa- 
teóle, demasiado  tgtiflgenéntal  pava  qne<qo  se  ecbe  de  yer^ine  no 
ba  andado  mny  atinado  ^el  representante  del  Gobierto  de  S«  II.  en 
I4  redacpJ9A  de  tal  oonveiip. 
«Árt.  S.""    La  Santpt  $k9de,  deseosa  de  qoe  se  lleve  inmediatamente 
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y  (|i|i^j^(il|ejCQrOMtp^io«  Ob^Mspos  ide  Eiprn  w  el  caso* 

actual,  y  en  el  conjuoto  de  todas  las  circuostaocias,  |a  OM^r  lUili* 

tacm^^.fr€$4k^  eixj^  J9qD^j)g9¡^ 

Ciertamentí^qnet  &  S.jUjO  t^faj*  fie  J|ialliN'íMw«rc»M«^  que 
se  realizara  OH  cambio  de  valofes  tJKi^vei|tfi$so  (^  )$tlgj|iii|^»  paes* 
tojqi^pWx so|q,3Q  obUffi  l<l  Mfiioqb  «w<i2p)«i.i  gagiMb  Ja  doUicioa  4e 
lo«  fomsUos  y  de],  culM»  de  la  UMAma,  de^pp  qiodo  ci«li9,  seguro  é 
¡Ddppieodieote;  y  oo  soIq  le  concede  la  imateoda  facqltad  de  adq^i^ 
ríiv  que  es  de  grande  importada,  sía  w^  lo«  bieiiea  que  adquiera 
se  impatea  A  caei^ta  ^  eft^dot{u»QD»  ^iVM  |b  wtonasa,pari^  fijsir 
el.yalor  d^;EM^  bÍMtfs..<Sin«,dufMi40i.4ei4aVfQfiio  fi^iw  macbQs,  y 
yo  el  primera^  que  se  pr^ianaagQsliwoA  á  l^  perpwtacim  ie  sus 
bienes^ 

£1  act.  6.""  es  una  reprodi^ion  áf^hfpt^M  ^^  W  Iqs artículos. 
31  y  33  del  Gonopcdalo,  cp9  lilgant^  v^ayor  latúiid,  tal  ct d)q  el  poder 
la  Iglesia  retener  alffwt  %|o^,  sí  en  algiunt  dUécesif  estimare  el 
i^b\spOi  qve  pee  p^Mcular^  (árcunslNiHHaa  debe  «esceptoarBe  de  la 
peiPHtacipn,  imputándole  el  imperte  de  ^u  re«ita  en  la  dotación  del: 
clero.  Est^  artículo  podrá  dar  lugar  á  qiieios  bienes  escepti^^os  de 
la  permutación  ó  que.reten^  la  Iglee^WtSÚi  embargo  de  ser  quizás 
los  mejores  ó. de  mas  estin^  sean.tawtos  á  un  tiajo  predo,  ya  q^^ 
se  dejf^  esta  fi^;aUa4,á  la  mísm^  Iglesia^y  quejel  impcirte  de  su  rea* 
ta  ^  de  imputar^  á.cuenta.di9  la  dotación  del  culta  y  clero. 

<Ajt  T.""  Hecha  p)Mc  los Obfepoa la  estimación  de  los  bienessur 
jetjQs  á  la.  pennotapipn,  se  entreñwráa  inme4H|tai»eate  á  aquellos, 
títulos  ó  JQscripciones.intiWfi^iblea,  a-si  por  ei  completo  valor  de  los 
mismos:bi^es>  coip9  por  el  valor  venal  4e  los  que  han  sido  enaje- 
nadp^ájka^poes  del„Genpordatfi«  ¥erifioa4íliia  entrega,  los  Obispos^ 
competentemente  autorizados  por  |a  Sede  .^IpesióJica,  harán  al  Es- 
dafiof inil  eepion  de  todos  los  bien^  fse  con  acrieglo  á  este  convenio 
estáfi  ^lyetos  á  la  pei^nwtacion»» 

tLas  inscripciones  se  imputarán  al  Cle^  oomo  parte  integrante 
desn  dotaciopr  y  km  resiiictiv^.4ipoesaiM>s  aplicarán  sus  réditos  k 
cubrirla  ^  el  modo  prescrito  e«  ai  Goncor^^tQ'» 

Puedfi  cQAsidonwiQ  QOQK^^fPiQWYA  4«  la  íignidad  de  la  nación 
espéjala  la  dej9(ymllapii^jVl^s^  apiréala  ea  estearticalo  de  no  que* 
ler  entregar  los  bienes  objeto  de  la  llamada  permutación,  sino  basta 
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después  de  haber  recibido  (os  tftalos  ó  inscripciones  de  la  deuda  re^ 
présentativos,  no  de  sn  valor  real  y  efectivo,  sino  del  que  le  habrán 
dado  los  Obispos.  - 

^Con  este  mismo  arlicnio  se  obliga  también  el  Gobierno  de  S.  M. 
á  entregar  á  los  Obispos  los  títulos  ó  inscripciones  intrasféribles, 
que  sean*  necesarios  para  cubrir  el  valor  venal  de  los  bienes  que  han 
sido  enajenados  después  del  Concordato. 

Si  la  Iglesia  recibe»  como  es  justo,  esta  indemnización ,  ¿en  qué 
^  la  ha  perjudicado?  ¿Por  qué  abusar  de  su  posición  hasta  el  punto 
<le  haber  exigido  condiciones  tan  duras  y  onerosas  para  la  cesión  de 
unos  bienes,  que  debía  ya  haber  vendido  según  el  Concordato,  para 
convertir  su  capital  inmeiiatamefite  y  sin  demora  en  inscripciones 
intrasferibles  de  la  deuda  del  Estado  del  3  por  100?  Ciertamente 
<iue  S.  S.  podia  haber  sido  mas  indulgente  y  generoso  con  una  Rema 
tan  piadosa  y  magnánima  como  Dona  Isabel  II,  que  tantas  pruebas 
le  ha  dado  de  su  acendrado  anior,  de  su  veneración  y  respeto.  De 
esa  segunda  Isabel,  que  tanto,  ha  mirado  por  el  bien  de  los  espano* 
les,  como  por  la  religión  y  la  felicidad  de  la  Iglesia. 

Si  se  había  faltado  al  Concordato  con  la  venta  de  algunos  de  los 
bienes  de  la  Iglesia,  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de 
S.  M.  C. ;  subsanada  ya  esta  Ailta,  é  indemnizada  la  Iglesia  de  la 
pérdida  de  estos  bienes  en  la  forma  prescrita  por  el  citado  artículo 
1,  no  páreda  regular  que  el  Santo  Padre  pretendiese  todavía  mayo- 
res indemnizaciones,  mayores  seguridades  y  garantías  de  las  que  se 
habían  consignado  á  la  Iglesia  por  el  Concordato,  hasta  el  punto  de 
hacer  representar  á  la  nación  española  un  papel  poco  conveniente. 

Sin  duda  que  no  habia  necesidad  de  c^ebrar  este  Convenio,  si- 
no que  bastaba  que  se  hubiese  indemnizado  á  la  Iglesia  de  los  bie- 
nes vendidos  después  del  Concordato,  como  se  hace  por  el  artículo 
sétimo,  y  que  se  hubiese  mandado  llevar  á  su  debido  efecto  lo  re* 
suelto  y  convenido  en  el  mismo  Concordato. 

«lArt.  8.^  Atendida  la  perentoriedad  de  fais  necesidades  del  cle- 
ro, el  Grobiemo  de  S.  M.  se  obliga  á  pagar  mensualmente  la  renta 
consolidada  correspondiente  á  cada  Diócesis.  > 

Esta  es  otra  prneba  de  desconfianza  hacia  el  Gobierno  de  S.  M., 
puesto  que  las  necesidades  del  clero  no  son  tales  que  le  obliguen  á 
cobrar  mensualmente  la  renta.  Gr^  que  podia  haber  cobrado  muy 
bien  por  semestres,  y  &  le^  nm  f^  trimeH^,  sin  ninguq  ineon* 
veniente. 
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•ArU  9A  En  el  caao.de^cpie  por  dispoBíoÍMi  deb  aotoridacf 
temporal  la  renta  del  3  por  100  de  la  deuda  pública  del  EMada  lle- 
gue i  sofíir  cualquiera  disminución  ó  reduceien,  el  Gobien^o  de  S.  M. 
se  obliga  desde  ahora  i  dar  á  la  Iglesia  taptas  insotipeioiies  iutras- 
feíibles  de  la  renta  que  se  sustituya  á  ladel  S  por  100,  cuantas  sean 
necesarias  para  cubrir  íntegramente  el  importe  anual  de  la  que  vá 
i  emitirse  en  favor  de  la  Iglesia;  de  modo  que  esta  renta  no  se  ha 
de  disminuir  ni  reducir  en  ninguna- eventualidad  ni  en  níogun 
tiempo.» 

Esta  doble  garantía  que  ha  exiigido  ta  Santa  Sede  de  que  tenga 
que  suplir  el  Gobierno  de  S.  M.  cnaViui^  déficit  que  esperimentiMre 
la  espresada  renta,  hace  un  vivo  contraste  con  no  querer  lajnisma 
Santa  Sede  quese  imputen  á  cuenta  de  la  dotación  del  culto  yolero 
la  renta  de  las  adquisiciones  de  bienes  raices  que  haga  la  Iglesia,  y 
que  bien  pronto  serán  de  mucha  consídeBacion.  Si  hay  justicia  para 
una  cosa,  también  debiera  haberla  para  h  otra.  La  condicioa  de  las 
partes  contratantes  debe  ser  igual,  y  la  una  no  debe  abusar  de  su 
posición  en  perjuicio  de.la  ot«a« 

«Art.  10.  Los  bienes  pertenecientes  á  capellanías  colativas  y  á 
otras  semejantes  fundaciones  piadosas  Eamiliares,  que  á  cuausa  de 
su  peculiar  índole  y  destino,  y  de  los  diferentes  derechos  que  en 
ellos  radican,  no  pueden  comprenderse  m  la  permutación  y  cesión 
de  que  aquí  se  trata,  seranobjeto.de  un  convenio  particular  cele* 
bradero  entre  la  Santa  Sede  y  S.  M«  G.» 

Ciertamente  que  los  bienes  perteneoíei^es  á  dichas  capellanías  y 
otras  semejantes  fundaciones  piadosas  f<tmliare$,  no  podian  com- 
prenderse en  la  permutación  ó  cesión  de  que  se  trata,  porque  sus 
rentas  están  destinadas  á  los  objetos  peculiares  de  las  fundaciones; 
y  si  llegasen  á  abolirse  estas  fi^idacíones,  como  se  hizo  por  la  ley 
de  19  de  agosto  de  1841,  pertenecerían  no  á  la  Iglesia,  sino  á  las 
personas  llamadas  en  la  fundación  y  que  tuvieren  la  calidad  de  pre- 
ferente parentesco  hacia  los  fundadores. 

tArt.  il*  £1  Gobierno  de  S.  M.  confirmando  lo  estipulado  en  el 
artículo  39  del  Concordato,  se  obliga  de  nuevo  á  satisfacer  á  la  Igle- 
sia, en  la  forma  que  de  común  acuerdo  se  convenga,  por  razón  de 
cargas  impuestas,  ya  sóbrelos  bienes  vendidos  como  libres  por  el 
Estado,  ya  sobre  los  que  ahora  se  le  ceden,  una  cantidad  alzada 
que  guarde  la  posible  proporción  con  las  mismas  cargas.  Tambica 
secompromete  á  cumplir  por  su  parle»  en  términos-.hábiles,  la?  obii- 
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fínmnes  ^  cétttraj^  el  'EsMcí  pttr  los  frtrrar(Asi)[!ff  imeré  y^á^ndo 

-■'  kSe  S^tl§aMtáuttacdii»^  mista  odü  «Fi^MtelxMr  de  Miú^Kiii^. 
^ueett  éHéiMiH>ide!%tt'á9(ÍÍ^iié2éá1a9Fofafgasi  ^^ 
tos  btetl^'^iriei^biWadG^''e«!  fil'ftáíHfb  pitikkó  dé^Me^  «rfl^cv;  y 
pt^^^ÉikciífltídádiUisMk^cá^eü^  éé^mmeev 

el  Estado.» 

CaAá' utlb  áétto  át«dMoá'«6^líMte  QKta^oio  lóío^  pM^k  Wi#tks 
seguridades  y  garantías  en  favor  de  la  Iglesia  y  pocas  ó  nífiígüiiá'en 
ftvor  délfi^do.  No  Vei6oá^tá'««e€^éíd  dé  estí^tdaV  dé  liii^o  con 
'  ^te  arttetíd  lo  iqué  esMbá^'yá  éilíptíado  y'^íyfemnénieñte  feMñrijiíRlo 
por  el  Ccmi^tdóto.'Nf  RalifltaM^t^Mj^  j<^  cMivenlénte  Hh^^i- 
iáÜrsL  esier  disj^Osfeion;  {ibft{^'§I  fo  rgKii^«y«dé»11!»ládtt'foilbs¡sus 
bienes  po^  él  ¿i'eéto  qué  «Snigli  «l)íenfl}ttt1es,inhtúráMieÉtét¡«Aé  la 
obligáoioa*dé'iéumpH^^<^1á8  «áléWaditínéé  y  "düfiífe  pías  fetfdMió- 
'  ñes  á  que  están  afecMi^  dtefíM'bKlnes/yk^^  céáM  í^n 

déducc}on^de'ti»*gfts. 

Los  demás  artículos  que  signen^^MAM  dé  M<WÍtKbtiklM'4é  las 
insdrifM^iones^^fMfasreribfes^'dé  ía  deuda,  de  coil^rfétai'  ta  dtnácion 
del  cúlló  y  éfet^  y^de  rteNrar  iOétté  Mt^Sbas  dftpo^<!«ettés  deH^on- 
eordato,  ha^táiél  toi.  49^<qu«'diée  así: 

«EKMM^tfb^dé  9.  K/^Hl¥«i¥»bDdienflb'ám^fesétf^ 
Sede,  7  qiiéNeikltf  dát'Hnühé^YefsIMéníd'de  ^>flttnedfst^o^'cf»n 
á  promover  no  solo  los  interesé^  nfátériales,  iimV'tilnMén  Ibs  esjiiffri^ 
tualés  de  la  Iglesia; kttdltt^^úo  ^dk^  «bicé  &  1«>0íMbMck)n  de 
Sfnodos  dtocétottos  euaiMó  lós  fé^CtVos'|li^ádor 'é^  (ave- 
niente ton  vecaMos'.  AWníil^mbmc^fó,  ^ue  ^Bóbré  la'  MUéb'racdofa  de 
«Inodos  t»róvmcitHe^^yiiéliNMoiré^^  pullos  ifiMft>^>é1l(nl^ 

tes,  se  própoUe  pone^  dé^áiítt^írdb  bdtk  Ift  9»áiia  Sedé,  «6ti§Mfíaido 
(ü  mayor  bienii  kspíáiMt  M  W^MHa:^ 

«PoriUtHhói  deehM^*bdo|iérat^^i^sif))áHtf)>e(]É^  (odtt»«Iteá- 
«cia  á  fin  de  que  se  lleven  »«»le^élo-siií^  d^üAira  1a«(>  áÍá|^)j#tíMéá^del 
€oncordáU)H!|üé'MtfWQ«aMii  (Miéfeüteíl  dtt*«jeétieibn.* 

¿Se  quiereh^ás^eélSdlKiiAeé?  ¿f^edétí  <Aí|^ei^^  Ma^^WM  se< 
güridades  y  p^nelbáé  liáíaáftitMM^^IneqW^^  M  mf^mm  f^^ 
plendor  delá  I^aM^  >E«k  tfn«YMMbrav  ¿IfmMélHiW^'tMfáJ Witdé»«ti- 
dencia  y^más ddUKdid  A^lMrll^ di$4á«i^«lémádtdvf^ 
mo^  no. 

Pero  en  ettoMé  deéiie' j^te^^fb  l)«)1Mlií(3i«  ftí  «KMiHKkilBF^á 
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favor  del  CkMern^  ée  S.  m.7>  IM»y  ibSDlMMMtB  aada;  le  ka  ooo- 
<^(te  ift'  perintitaoMm  de  m»  bienes  per  el  Tutor  qoe  les  Obfepos 
feagan  ábfeá  fijar,  y^r^^M.fWyhmm^^^iKáottíMétrdehecko 
el  bemgiiO'SaMMiemocoeUÉid9%tf  etM.  48ilel(¡Ofte«rdBto,  ált>s 
bienes  ecle«iáfefÍGOs  eM}eb«dok  á  GMiMieMta  de  tai  refc»rida  ley  de 
I.Me  ma^fo  de^iWS'/  Bsto es^tede^eiMiMi  ké heehe  8.  S;  en  ptmÁo 
detimtos  m^OB  y  sMAsiomeeJ^  MÉtwseguridiuies;  deimas  pro- 
ineMB,  de  \sM9é  garanties  y  eeneeikmes  bo«b  haemígideida  S*.  *M.  €. 
La  docilidad  y ^diidsiótf  det  fitibleryi»  der  la'aiwia,  ó  de  sirteprésen- 
lattfe*,  ba<heeh<>«ia  dcrdlinfiiek  aaftté^íMe  fuese  inase»^  la 
pehnütaéiefi  A  ittes  iKieaés  i}«ft>t|dtí<fiQb  ^nnpéie  se*  soüeitára  y 
qii^ta^>ferjMHdaltMhír'será4a'iaÉ¿iiHiai^  deu- 

da en  vez  de  disminairla»  eooio  se  ba  manifestado  en  este  escrito 
con  la  debida  extensión.     ' 

Dios,  de  quien  dimana  todo  poder,  creó  las  potestadades  ecle- 
siástica y  civil  ó  temporaI7S8l&Sü¡%'uñ  célebre  canonista,  y  marcó 
la  línea  dentro  de  la  cual  cada  una  de  ellas  debiese,  sin  traspasarla, 
ejerced  lo^UeMtfaoB  y  fuáaoneb'Méj^iva^  &  aiÉbasJLaÉ9'dos  son 
perfectas  y  soberanas  en  su  clase,  .y.  por  consiguiente  nada  les  fs^ta 
para  el  pleno  é  indépiencliente  ejercicio  de  las  atribuciones  augustas 
con  que  Dios  quiso  se  goberái^n  el  santuario  y  el  trono*  Objetos 
espirituales  de  primer  orden,  administración  de  sacramentos,  disci- 
plina ifrterior  y  olh)§^q<^1o^>si%rlMdri[&(lb«es  y  ley^  tlébeVi'reco- 
nocida  por  de  esa  clase,  soW  e¿bR(éi¥ainéfi^de  ta  comi^étéÉch^d^l 
pfiiíieró;'y1Ó^bieüeá  «éftnt)MMeft,'idíñd^  eiviK  tráftcfoiNAad  prtbKea, 
gobierüo  de  los  jpitfebtos;  stt  eceMoifa  'y  éuanie  de  esa  esfera  sé  ha- 
lie  denlre  del  estado  «ew^ál  )^»Wkm  al  s^ado. 

í^ad  ¿  Diod  lé  qtfe  e^dd  Dios  y  afl^0tor  by  que  es  del  César,  di- 
jo Jesu^ri^to;  y  yó  me  valgo  wrió'deí'ése^SlenplD  para  maeiffestar  con 
f!H9in4ttém  qtié  do'puedó  {«üllf  UeiM  élVfÉbi>M;«^,  yqué  tan  cul- 
pable seria  í  m  divina  preMítoisr  afrtÜAlNie  al  César  lo  que  es  de 
-Dio»;  eoeie^aámdd'á  la  Iglesia >dM^eíí4Mrél  nAdmoiDiós'ttoiso  re- 
servad at  Césa^'^eéto  es  áitt  M^redtái|Ai<(sllld  léMperal. 

Báe}d^eáfe«bfl<;efrtoJ«s^«MÍofíefeÉII*ádo  8  rifl«¿idareMa  cu^stiott, 
emiUéttde  tdi  opialm  'ébá  k  flñati(ittlsa'é  ítiáéptodeAciá  qne  lo  bago 
eii  fdd<»'M^i$^l«09yfii^;o(JK^^Éiáyef4irt^^ 

ha  MlMébhO<^^'WéaettaclM  t^W¿|^U(iníM%iirnftn(lb  Vte^fM^tf^ 
al  Gobiárae^de  S;  Ib  M  á  M'Sanfií^SMéi  ^Éits  «¿ley  éMi^v«MM6  qae 
io  todas  las  cuestiones,  y  mayormente  en  la  que  se  ventila,  debea 
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evitarse*  reteinunaeiottes  y  esprestees  irritaiiles ,  puesto  qve  con 
ellas  no  se  oonstgae  convencer  á  nadie.  Tal  ha  sido  mi  lengnaje»  así 
en  los  periódicos,  coino  en  las  obras  que  be  publicado;  de  modo  qae 
tengo  un  particular  orgullo  en  que  durante  mi  larga  carrera  de  pe- 
riodÍBta  y  escritor  juudico  ninguno  de  mis  escritos  haya  sido  denun- 
ciado. Fcro  en  medio  de  mi  comedimiento  y  de  mi  templanza  he.  sa- 
bido, sostener  mi  o|»nion  en  las  materias  mas  difíciles  del  derecho 
eonla  firmeza  necesaria.  Cumple  á  mi  deber  consignar  aquí  que  es- 
cribo por  convencimiento  y  no  por  espíritu  de  partido. 

Enobsequio  de  la  claridad  y  en  utilidad  de  la  patria,  no  he  teni- 
do reparo  en  sacrificar  el  amor  propio  de  la  gloria  de  escribir  bien» 
que  es  la^  pasión  que  con  mas  fuerza  suele  dominar  á  los  autores* 

PnieisM  it  P#i* 


M  LA  PRUIBi  nsriFKAL  KN  MATBKU  OVIL 

Su  origen,  ^ciiStodw  y  «fiado  oolool,  ■egan  lo  diipvietlo  por  ol  ort.  317 
de  lo  loy  de  Ea¡mmtamtnto, 


La  investigación  de  la  verdad  es  el  objeto  de  los  debates  judi- 
ciales; la  discusión  que  sostienen  los  litigantes  es  la  reunión  de  tos 
medios  con  que  aspiran  á  arribar  á  ella;  uno  de  estos  y  muy  im- 
portante, es  el  testimonio  humano»  Quédese  para  el  escepticismo» 
quédese  para  los  ilusos,  aquella  estraña  teoría  que  al  negar  la  ver- 
dad de  todo  testimooio,  niega  la  verdadera  naturaleza  monü  del 
hombre;  la  maldad  siempre,  la  virtud  nunca;  hé  aquí  el  principio 
destructor  del  orden  social  en  que  aquella  descansa.  ¿Puede  el  indi- 

.  viduo  tener  evidencia  interna  ó  esterna  de  todo  lo  que  existe?  Guan- 
do piensa  y  quieret  ¿sale  de  la  limitada  esfera  de  su  personalidad? 
No.  Cuando  ejercita  sus  sentidos,  ¿puede  con  ellos  abarcar  el. mun- 
do? No.  Pues  basta  aquí ,  y  no  m¿s,  llega, el  poder  de  la  evidencia. 
Ahora  bien,  ¿cómo  se  investigará  la  verdad  de  aquellos  hechos,  cuya 
evidencia  es.  imposible  para  nosotros,  que  desgraciadamente  son 
los  mas  en  el  orden  mond  y  materúü?  ¿Habremos  de  negarlos  todos? 

,  Esta  negación  seria  tan  horrible  come  la  negación  de  la  justicia 
misma. 


Digitized  by 


Google 


DI  LA  mJÜA  19mf|QAl..f  1| IHfüU  QTU.  A||l 

Si ;9reiN»o,too«tiimbmr3e  í  na  res.  en^  e)  hombre  uo  mradk^^íAt^ 
n^mUílBtiti  frwMOa.  delíipmda ;  ut  ser  4e<rel«eiQik»  cas(a.?ileei) 
imposible»  ó  cuando  menos  raquítica  y  mezquina  sin  el  conUMü.dt) 
¡m  oliostflérea  racMoties*  Im|Hite&le  por  sijsdlo  pamtlá  üiestiga- 
GMLdftia verdad,  neceaitAiei auxilio deJoa^emáshondires,  neoeirt 
9Ílib^llealiniawoide«llos«  Suprímase,  y  enUMves  el  hombre  no- tía^ 
nfltm^miiimlOfqiie  ei  ioacquino  que^  poeda^  reoonreí^  con  suiintrii^. 
gmnaiy  ooo<  siMstfitidos.  Pero  demos  al  oUido  una  leoría  queaüi 
h^eieoalrado  ni  eaoontrará  eco  en  la  meóle  de  los  hombres  ilustran, 
di»»  oiieftlajcoiMieQcia^iedoa  piieblos»  Negar  yo  qne  existe  Boma, 
poifiieaio.la  ha  visto»  equivaled  afiímar  que  los  ámbitos  del.mundot 
sea  jos^de^la'Ca^  en  ,qee  «vivo,  ó  ciiaadoi,m»6%  loa  /del  pneUo  eui 
qiie.esti^domiGiliado^  y  de  aquí  ir  de  negaeion  eiiiiegaeioQ.á  dea* 
traído  todo<.  £1  testimonio,  pnes^  ea  uaa  oeoesidad  de  la  jiaturaloaa^ 
meialdel  hambre  y  mi^oaaltado  preciso  de^a  peíaoaal  impotencia  * 
á:ia.vea<|ne  el  camino (piapnede condaoirle á .dascobrír id  misleí* 
rit ide  la^  verdad  en,  el  4Men  «noral  y  material» 

Efito-ne^  obstante  >  eslaw^  bien  lejos  de  jSoMaoer  «que  sea  un  me^ 
d¡or^«(aUbie  de  praeba*  Si  no  tenemos  evidencia  de  vm  hecho^  ¿poí? 
()rémos.aaegBrar  por  olffo  medio  eu  realidad?  La  vended  del  testimor^ 
nipi  dependef  de  la  víriud  de  los  t  hombres  y  de  su  honradez ,  y  un:^ 
nKl4iode<pnieba.qiieitieoetahpunto  de  apoyo,  bien  merece  que  se. 
le^rodee  de  precaucione».  A;|i  Jo  han  hacho  siempre  los  legisladores,^ 
est^Ueeíendo  todo^jaquellos  medios  pera  dar  solemnidad  y  garantías 
do^ verdad. al  tostímoeiOiqae  por  si  solo. se  presenta,siempre  láagui-^ 
^i  7}PQt>mo  Do/aqDH  las,  diversas  fonnas  establecidas  pera  hacer 
cfmsl^  esa;pn]^ba;  dei  nc^  los  ínstvumentospúblioes  y  aul4nticoa« 
los  pj^jvados  y  el  testioionio  simplede^aqwella^  pecsoaaa  que,  estrar 
n4ik!Í)UnJuiQ¡0',  son  llama4a$  á  declarar  como. testigos,  sobre  losi 
he^G^  eft  ¡H  alegados^  negados ;  de  aqiií  el  juramento i  la  edad  y 
algqaae  cjc^un^tia^ci^, negativas < exigidas. á Jo» t^^  y  de  aqui^ 
eg^  í&n ,  Ja^^ppnea  eits^lffcidas  para  los  Talsaxios^  Este  gran  cúmulo 
dí^.precduciones  conque»^  ha  rodeado  en  .todos  los  tiempos  y  paí^ 
sesel  testimonio,  es  la  prueba  mas  cooolay^nte  de  su  falibilidad  y. 
de;s<^  iameosa  necesidad.  Asi  como  el  hombre,  que  no  puode  vivir  siai 
respirar,  ciaaodo  se  halla  rodeado  de  una  atmósfera  iofestada,  em^ 
balsama  el  aire  para  que  no  le  mate,  así  elJegislador,  que  vé  en  el 
tesftimonio  una  triste  necesidad,  le  vigila  constantemente ,  le  rodea^ 
dot-pfeewtcioniss  para  evitar  ^i!aeisexM)e.viief  ta  ea  um  arma  con  q«e» 
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86  anulen  los  derechos  del  individuo.  Es  esta  la  lucha  del  hombre 
con  el  hombre  mismo ,  hija  dé  la  desconfianza  y  de  la  imperiosa  ne-' 
cesidad. 

Pero  la  falibilidad,  pesadilla  constante  del  escepticismo,  que  es 
condición  natural  del  testimonio,  cualquiera  que  sea  la  forma  bajo 
que  se  presente,  es  mucho  mas  temible,  es  por  lo  mismo  mucho  mas 
imponente,  cuando  este  se  ofrece  aislado,  sin  mas  garantías  de  ver-' 
dad  que  las  que  tiene  una  persona  cualquiera,  estrana  á  un  juicio,  y 
que  por  el  precepto  judicial,  acude  á  deponer  sobre  la^verdad  ó  false- 
dad de  los  hechos  que  han  de  servir  de  base  para  la  aplicación  de  la 
ley,  para  la  aplicación  del  derecho  en  favor  de  uno  de  los  litigantes. 
Entonces  la  desconfianza  se  acrecienta,  se  multiplican  los  temores,  se 
dificulta  mas  la  investigación  de  la  verdad  y  se  ofrece  la  gran  cues-  * 
tion  de  saber  cuáles  son  los  mejores  medios  para  apreciar  la  ver- ' 
dad  del  dicho  de  los  testigos;  cuáles  de  estos  son  dignos  dé  mas  cr¿« 
ani^  como  se  salvarán  las  contradicciones  en  que  puedan  incurrir  ai 
declarar;  cuál  será  la  fuerza  de  sus  dichos  en  cada  caso;  si  son  mu- 
chos, pocos  ó  uno  solo;  si  declaran  ex  vim  ó  ex  audüo;  sí  deponen 
fiobre  hechos  mas  ó  menos  pertinentes,  posibles,  verosímiles  ó  impo- 
sibles; si  sus  declaraciones  van  contra  una  prueba  preconstituída  ó 
contra  una  prueba  simple;  y  en  fin,  si  la  oscuridad  que  de  ellas 
resulte,  llega  á  tal  estremo  que  sea  verdaderamente  perpleja.  Hé 
aquí  el  objeto  constante  de  las  meditaciones  del  legislador  al  ocu- 
parse de  la  prueba  testifical.  Materia  es  esta  digna  de  profunda  re- 
flexión y  de  un  escrupuloso  estudio,  porque  afecta  íntimamente  álos 
derechos  individuales;  materia  es  esta  muy  discutida,  pero  no.  com- 
pletamente discutida,  pues  que  en  nuestros  dias,  en  el  siglo  en  que 
TÍvimos,  está  siendo  objeto  de  acaloradas  disputas  entre  los  legis- 
ladores y  los  jurisconsultos.  Es  en  mi  concepto  tan  grande  esta  cues- 
tión y  su  resolución  tan  diOcil ,  que  casi  casi  se  aproxima  á  lo  que 
en  las  matemáticas  se  disputa  sobre  la  cuadratura  del  círculo.  Arqní- 
'medes  se  atrevía  á  levantar  el  mundo  con  su  palanca  si  se  le  daba 
un  punto  de  apoyo,  pero  como  este  era  imposible,  no  pudo  resolver 
la  dificultad.  Nosotros,  por  el  contrario,  tenemos  punto  de  apoyo; 
imo  nos  falta  la  palanca  segura  y  fuerte  para  levantar  y  revdar  la 
Terdad  do  quiera  se  encuentre;  no  hay  mas  palanca  segura  que  la 
evidencia,  toda  otra  es  muy  frágil  y  puede  romperse  al  menor  es- 
fuerzo. Pero  sin  embargo  el  hombre  no  debe  reti^oeeder  ante  las  di- 
ficultades» mientras  no  sean  (ales  que  hagan  moral  6  materialmente 
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impouMe  la  empresa;  para  eso  es  un  ser  qae  piensa  y  quiere  per- 
dí designio  de  Dios;  y  mientras  pueda  realizar  loque  so  inteligencia, 
concibe  y  loque  determina  su  voluntad,  adelante,  que  esa  es  la  mi- 
sión de  los;  seres  racionales,  t 

Dos  escuelas  se  vienen  disputando  hace  algún  tiempo,  el  imperio, 
de  la  verdad,  acerca  del  medio  mas  conducente  para  la  apreciación 
de  la  prueba  testifical  en  materia  civil.  La  una,  que  somete  el  cri- 
terio del  Juez,  el  criterio  del  hombre,  ial  criterio  del  legislador,  at 
criterio  de  la  ley,  á  las  reglas  por  esta  determinadas,  según  las  que^ 
ha  de  graduarse  el  valor  de  la  prueba,  y  de  las  que  no  se  puede  se- 
parar sin  incurrir  en  una  infracción  del  derecho.  Esta  es  la  que  ae 
ha  llamado  escuela  dd  crüerio  legal,  porque  en  efecto,  el  mediq 
de  hallar  la  verdad  del  hecho  debatido,  está  tasado  en  la  ley,  y  fuera 
áe  este,  no  puede  emplearse  otro  medio;  por  eso,  según  los  princi^ 
pios  que  sostiene  esta  escuela,  no  es  el  juez  el  que  investiga  la  ver^ 
dad  de  los  hechps,  sino  la  ley  misma  por  medio  del.  juez.  La  ollr^  es^ 
cuelaque  recibeel  nombre  de  criteriQ  racional  abandona  al  magistra- 
do, á  su  razón,  á  su  sana  critica,  la  apreciación  de  la  fuerza  que  pue* 
den  tener  las  declaraciones  délos  testigos  en  el  juicio,  sin  fijar  reglas 
á  que  deba  atenerse,  sin  sujetar  su  criterio  al  criterio  de  la  ley, 
reconociendo,  por  el  contrario,  la  libertad  de  su  sazón,  para  que 
con  ella  pueda,  según  las  circustancias,  según  la  fisonomía  de  cada 
caso,  hacer  esa  prudente  y  delicada  apreciación.  No  entraremos 
ahora  á  examinar  cuál  de  las  dos  escuela^  es  la  preferible  ó  acepta- 
ble ;  no  es  esa  la  misión  que  nos  hemos  propuesto.  Ahora  nos  con- 
cretaremos, á  ver  cómo  y  por  qué  causas  se  han  desarrollado  en  el 
-campo  de  la  historia. 

En  el  derecho  primitivo  de  los  romanos,  en  el  derecho  decem- 
viral,  indígena  según  unos ,  importado  según  otros,  pero  bárbaro  y 
repugnante  en  concepto  de  todos,  apenas  hay  disposiciones  relativas 
á  la  prueba  testifical  que  puedan  servirnos  para  saber  la  fuerza,  el 
valor  que  allí  tenia  esa  prueba,  ni  tampoco  si  era  la  ley  ó  solo  el 
juez  el  que  había  de  apreciarla.  El  fragmento  tercero  de  la  Tabla  oc- 
tava, dice:  cui  testimoniufnde(uef%  iis  tercüs  diebusobportum  obaj 
gulatum  Üo;  el  que  no  hallare  testigos  con  que  probar  su  intención, 
fodrá  publicarla  en  alta  vo?;  y  por  tres  dias  consecutivos  á  la  puei:- 
ta  de  su  adversario.  Nada  se  vé  en  este  precepto  mas  que  la  impor- 
tancia de  la  prueba  t^tifical;  nada  que  deterpine  su  fuerza,  ni  el 
medio  que  se  dab%  para  iq^eciarla;  sin  embargo,  en  esta  prin^em 
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épáéa  déí'dki^ho  róináht)  y 'aüil^dg^(raes^  hitttMa  hf  EMidtt,'  i^ 
nfís  dél^i^id  VI  de<Rom8,  regía let sistema  délas  áócionesde  la  icry=^ 
sistema  esencíatMente  simbólico  y  en  el  qne  predominaba  constaaCd^* 
mente  la  jurisdicción  delegada;  el  ma^stráid^nombrabü^l  jaezpirt^ 
cada  «n^éj^iói^y  á  ve^es  juzgaba  por  sí  mismo.  En  senfójákm'siftedmft 
dé  pfácedimieñtés;  no  ^eiñBt  posible  esperar  que  ni  el  magisMdó  ái  e^ 
jué2  túvieraá'una'regtá  s^ra^pMsAcriCáen  la  ley,  qne  les  skvíeiá' 
para  api^éciar  la  Mefzá^e  los  testigos;  por  tanto,  puede  casi  aso|^" 
Táf^  que  él  cKterto  rábionalseritt  el  tinico'&orté  quegtoiai^  á  aqis-* 
lló^  en  esta  delicada  tarea. 

M&stai^,  en et^}gldlll^de''lá  Iglesia,  en  tiempo  de  Diocte^ 
cián'ó',  époba  en  qbé  espíiaba  el  sistétüa  formniario  desperes  de 
hábét  temado  mdas  de' tres  siglos  y  sosfitnido  al  dé*  las  acoiones  de 
la  ley;  efá  menos  concebible  todavía  la  apKcadon  déltcriterio  legri 
en  la' prueba  de  testigos;  Según  este  sistema,  mas  liberad  que  él 
antél^iór ,  en  un»  de  las  partes  ^^la  fórmula  daba  el  magistrádé  tí 
jwi  lá  órdendé  cóndettáir  ó  de  absolver ,  según  el  resdlado  de lá 

prueba:  al  efecto  le  déeia: condetrntUo;  si  non  patet;  obMvUo. 

De  aquí  sef  infiere,  que  al  juez  no  se  le  fijaba  el  medio  de  apreciar 
la  prueba',  sino  que*  se  encomendaba  ¿su  criterio  raeioiíal. 

Bajorel  terc()r  sistema,  el^e  los  prooefimfentos  estraordiH«riM^ 
que  erripieza^n  Diocléoiano,  comiéñzaúse  á  ver  reglas  importanff*^ 
simas  para  la  apreciación  de  la  prueba  testifical^  sin  qne  de  eHaa 
pueda  iáferirse^,  sin'enfbargo,  que  el  pensamiento  segnido  basca 
aquí,  que  la  teoría  del  criterio  racional,  fuese  modificada.  Enefect^t 
del  etánrett  de  algunas  disposiciones  de  I6s  códigos  de  Jnstiiüialio, 
resultará  esto  evidentemente  demostrado.  tUhi  nmnerustextium 
non  addkéiUr,  eHám  dúo  suffieienie plurtítísenmelocutio^  duarum 
nufmero'eoHtérUa  est,*  decía  una  ley  del  Digesto  (1).  La  imporcan^ 
cia  &  e^te  testo  es  iucúé^ioiiablé,  pNKsto  qne  de  él  resulta  una  idea 
que  tiene  tma  relación  inmediata'  con  la  teoríadei  qne'nos'venimos 
ocupando :.á)ilie> Me  ley  no  etige  mayor  numero  dé  testigos,  basta 
ef  testimonio  de  do9.  Exigíase  mayor  número  para  probar  la  solu^ 
tíon  de  un  ct^dHo  dé  mas  de  80  libras  de  oro,  contenido  en  un 
quirógrafo  (t>,  y  ctstndo  había  qne  acreditar  el  pago  de  una  déudtk 
consignada  irt  scripHs ,  en  el  primer  caao  eran  necesarios  tres  testli- 
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^f»,  y  ciMo  en  el  s^ndo;  si  ilgiiii»  habiarmüniajo,  y  truh 
"orrido  diez.aSosiiiiMiifestase  sa  v(daiiUuli€oiittarMiv^iMlrífr;^e 
j{mbaF,  por  tfies4eMig06 al  ümms,  qae  el  leilia#itfe Juéiaisido  tp- 
titoi(4).  Es  DOteble  ümbien  otra  ley  det  Código  (3),s^  dÍ0B:  «OMng 
lammiio  teitfs  iv^Mto  non  mdiaíur.  Ea  las  senMiibies  de  Paulo 
iíh.  V,  tít.  lY ,*§.  4.''>  se  lee:  Tetíes,  cimde  fidékMarm  nildl 
dkUiur,  éiverms  mripíurmn  interrúgari  non  pimmt.  La  auieridad 
ée  68le  lesto  estaría  bien  conficmada,  <  si  como  pretende  Giqas,  esta- 
^iese  apoyada  en  una  Constitacioii  del  emperador  Garacalla,  ^«e  atrí- 
éoye  á  este  principe  la  ley  De  TetUb.  del  Código  de  JostiftiflAO^  que 
dice:  ^ContraScrifitum  tesümoniummn  Seripíum  t$$Hmotiium  non 
^eonfertur;^  pero  está  Constitücioa  es  de  fecha  interior ,  sí  bien/á 
esto  se  opoaeo  dos  testos  de  la  deCoostaátino»  qae  forman  la  ley  15 
De  fidemtrumentonm,  ydiee:  s/n  exeromlU  lUUms,  eami^n 
vim  obtínent,  tan  fiies  imIrumenÉorum  qmm  depoiUiene  textiHm).i> 
A  pesarle  qae  4a  aotinumia  es  t&dadable  entre  algunos  de  los  testos 
qne  acabamos  de  reproducir  /  «ntimonia  qae  es  muy  frecuente  en- 
contrar ,  al  poner  en  armonía  dos  preceptos  de  los  Códigos  del  si* 
glo  VI;  á  pesar  de  esto  decimos,  se  presenta  la  legislación  romana 
i^iiraera  vista.  4asando  al  juez  el  críterío,  fijando  un  número  de 
leeligos  que  le  ha  de  senrir  para  fallar,  coartando  en  fin  ai  magis- 
trado la  libertad  de  juagar  de  los  hechos,  anulando  sucrilerio^  Sin 
embargo,  las  opismas  dísposictones  qne,  segnn  hemos  dicho;  ofre- 
oen  aparentemente  un  criterio  legal,  bien  eiaminadas ,  ■  conoien- 
aidainente  esttidiadas  ,idan  ár  conocer  que  h&oia  his  orillas  del  Bos- 
foro 00  respiraba  la  oisma  atmósfera  que  en  las  márgeneaidiel  Tíber: 
ywoque  la  forma  4el  gobierno  tendteáabsorbefflo. todo,  yiani- 
<|BUar  todo  lo  queiuera^derecho  indiyidual^  En 'efecto,  .Temos  pro- 
fanarse en*primer  logar  el(prmcipiodel número:  nuando la Ijsy  no 
elige  mayor  núntero  tle  testigos,  basta  el  de  dos>  y.despnes  die.  fijar 
.«BidÍTersos  testos  citados  los  .casos  en  que  se  requiere  m^yor*  nú- 
nKso,  que  es  siempre  que^se  trata  de  hacer  pmeba  contra  testimo- 
nio escrito,  se  dice  á  la  veaten  otros,  que  no  pnede  kilemigarse  á 
dosiiistigos  oootiaJas  esoriinras  coandia  á  estas  nada  se  hat^pues- 
to;'que  contra ellestímonio eocríto  no^se  ennfiere  el  testáMonioiHO 
tsorito;  y  por  otra  pirte,  qneenlos  pleitos,  la  misma  fé  tienen 
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•los  instrümeMMr  qae  las  deposíeíoaes  de  los  testigos.  Sin  em- 
liargo  de  estas  disposidoties,  cantradicU»rias  ¿  primer  golpe  de 
vista  •  lo  que  se  dedace  positiTameiite  no  es  otra  cosa  sino  qne  la 

'prueba  de  testigos  no  escrita  podía  presentarse  contra:  la  escrita 

'taando'esta  había  sido  impugnada,  y  queelvalor  de  áqaeUa  podia 
ser  tanlo  como  el  de  esta,  segnn  los  casos  y  drcunstatici^'.  Fero 
no  se  Té  nada  que  tienda  ¿  anular  el  crUerío  racional  del  jues:  este 

tfueda  subsistente,  si  bien  ha  de  tener  por  punto  de  apoyo  esas  re- 
glas qne  se  dictan  en  las  leyes. 

Esta  convicción  se  arraiga  profundamente  al  leer  otras  disposi- 
ciones de  suma  importancia.  La  ley  21,  §.  3,  D.  De  Tetíib.,  dice: 

^mad muUUudinem respid cporUt ,  sed  ad  mceram  tetíimonüh 
Ttm  fidem,  et  testimonia  quibus  potius  lux  verilaíis  adsidit.  Es 
también  notable  la  ley  21,  tít.  5.^  lib.  22  del  Digesto,  que  dice:  Si 
testes  omnts  ejusdem  hanestitatis  et  exlimatUmis  sint  et  negoHi  cua- 

'  Utas  ac  judiéis  naíus  eum  is  concurrít,  sequenda  sunt  omnia  teai- 
moma.  Merecen  también  llamar  la  atención  las  siguientes, palabras 
de  un  rescripto  del  emperador  Adriano  dirigido  á  Vivió  Garó ,  qne 
refiere  Calistrato  (5):  Tu  magis,  scire  potes  quanta  fides  habenda  sit 
iestibus:  qui  et  cujus  dignitatis  et  cu/t»  (BsHmationis :  et  qui  MmpU" 
eiter  visi  sint  dicere,  uírum  unum  eundemque  meditatum  sermonem 

' aitülerirU,  anadea quoR interrogaveras ex tempore  verosimiUa res^ 
ponderU.  Vése  por  estas  importantísimas  regliü ,  que  no  era  el  ná- 

-  mero  de  los  testigos  precisamente  al  que  había  que  atender  para 
formar  el  criterio  de  la  verdad  de  los  hechos  sobre  que  recaían  sns 
declaraciones,  sino  á  la  sincera  fé  del  testimonie,  ¿  aquellos  testi- 

*  monios,  qutífus  potíus  lux  veritatis  adristü,  á  la  dignidad,  á  la  repu^ 
tacion  6  fama  de  los  mismos,  y  á  la  raxon  de  sus  dichos.  Este  es  el 
principio  que  preside  én  el  derecho  romano  de  esta  época :  la  liber- 
tad del  criterio  del  juez  para  apreciar  la  fuerza  de  la  prueba  testifi- 
cal; principio  fecundo  en  consecuencias,  principio  salvador  de  ia 
injusticia  en  muchos  casos,  y  de  una  elasticidad  tal,  que  podía  aco- 
modarse muy  bien  á  todas  las  circunstancias;  y  aunque  menos  con- 
forme con  el  sistema  de  enjuiciar  vigente  en  tiempo  de  Justiniano,^ 

<  el  de  {os  juicios  estraordinaríos ,  que  son  los  anteriores ,  el  de  los 
ueeiones  delaleyY  el  fomndario ;  sjn  embargo  continuaba  por  no 

.  haber  una  incompatibilidad  real  y  positiva»  y  porque  los  romanos 

(O   D.,  L3,|.I,Cod. 
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iMdiaa  siempre  ¿  rendir  culto  á  las  obras  de  sa  historia  ^  aun  los 
emperadores,  que  teman  naturalmente  menos  interés  en  coiiser- 
yarlas^l 

Parece  que  cuando  ios  jurisconsultos  de  la  edad  media  asistían 
con  tanto  placer  al  solemne  espectáculo  de  la  restauración  del  de- 
secho romano,, debieron  si  tanto  le  amaban,  no  bastardearle  y  ca- 
lumniarle como  lo. hicieron;  aquí  se  vio»  como  en  otros  muchos 
puntos  del  derecho,  que  una  mala  inteligencia  de  los  jurisconsultos, 
una  doctrina  errónea,  entronizó  sistemas  perniciosos  que  no  eran 
los  de  las  leyes,  sino  los  de  la  torcida  y  cabilosa  inteligencia  de  los 
escritores.  De  aquí  es  que  los  jurisconsultos  en  esta  época  asenta- 
ran las  reglas  mas  anómalas,  según  las  que  podia  existir  la  convic- 
ción legal  de  la  verdad  del  hecho^  aun  cuando  la  verdad  positiva  n6 
existiese.  De  aquí  dimanó  el  siguiente  error:  <yo  estoy  convencido 
como  hombre;  pero  no  lo  estoy  como  juez.  >  «Este  hecho  es  verdad, 
y  no  lo  es  al  mismo  tiempo.»  cHaexistído  y  no  ha  existido  á  la  vez.» 
¡Obi  ;y  á  qué  estremos  tan  absurdos  conducen  ciertos  principios! 
¿No  es  la  verdad  la  que  se  busca  en  el  juicio?  ¿La  verdad  no  es  unaT 
¿No  se  dice  que  es  verdadero  aquello  que  existe?  ¿Pues  cómo  admi* 
tir  una  falsa  teoría  que  en  algunos  casos  convierte  á  los  jueces  en 
otro  Pilatos,  que  sin  convicción  abandonan  la  víctima  á  sus  verdu- 
gos, porque  estos  lo  piden  ciega  y  desatentadamente? 

Esta  estraña  teoría,  tan  fecunda  en  fatales  consecuencias,  tan 
irracional,  halló  su  confirmación  en  las  Decretales,  que  partiendo 
también  de  un  principio  falso,  é  incurriendo  en  gravísimas  contra- 
dicciones, negaban  la  fuerza  del  testimonio  único  (1),  estableciendo 
que  no  pudiera  condenarse  á  nadie  sin  el  testimonio  de  dos  ó  tres 
varones  frobata  vüíb  et  fiddis  conversatumis,  fundándose  en  que, 
según  la  Sagrada  Escritura,  in  ore  duoram  vel  trium  testium  stat 
omne  verbum  (2).  Era  consiguiente  que  después  de  consignar  este 
principio,  viniera  la  contradicción  que  se  encuentra  bien  maiMfiesta 
en  otras  muchas  disposiciones  y  en  los  escritores  de  derecho  canó- 
nico; asi  vemos  decir  á  Lancelot:  /estes  consideratUur  condüione, 
natura  el  vita. 

Mas  la  teoría  del  criterio  legal  iba  tomando  cada  vez  mayores 
proporciones,  protegida  por  los  errores  de  los  jurisconsultos  y  san- 

-  ■ ^ 

SCap.  10,  tft.  20,  lib.  2. 
Cap.  23  del  mismo  ÚU  y  Kb. 
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cionada,  como  hemos  visto,  por  las  Decretales.  Tocaba  áEspáfta^ 

~  esta  época  recibir  una  legislación  estranjera,  olvidando  tp»  habla 
fuentes  abundantísimas  donde  beber  el  derecho  indígena.  D.'^ftMli* 
so^XVcüyoi^ñOmbre  de  s&bio  aun  nd  se  ba  déM^strádó,^hik>  una 

'  amalgama  del^erecbo  roiliano  y  canónico  respecto  á'  la  ilpreéiiioién 
Üe  ia  prueba  testifical,  ^e  dio  el  resultado  que  se  debiaf  dee^iperír. 

' En  elbcto/lks  leyes  82,  40  y  41  del'  tít.  16'de  la  Patüida  S-sotivlia 
elocuente  t^i^iíéba  que  ftteñt  oflrecerse  de  lairrefletlon  dd^D.'  AMm- 
80  X  como  legislador.  Estas  leyes,  sin  eschipulo  lo  deciiiá>s,  sMQiiri- 
mieron  el  criterio  de  los  magistrados,  como  tendremos  ocasión  de 

'probar J  Tal  es^  su  iihpól^tancia;  qué  tíos  creemos  en  eF  deber'  de  in- 

'  sertaHas  literalmente. 

'  La  ley  32  dice  así:  «Cuántos  testigos  há  mfenesterparaptMilur 

'  en  cada  pleito.»  oDos  testigos  que  sean  dé  buena  fama,  ó  quesean 
átales  qne  los  non  puedan  desechar  por  aquellas  cosas  queraaiidin 

'  lás  leye^  de  este  nuestro  libro,  abonda  para  probaí'  todof  pleito  tn 
jufcio'r  herías  ende  en  razón  de  quitamiento  de'deuda^obreque'ftie- 

'  ré'fl^ha  carta  de  escribano.  Ca  si  el  deudor  quisiere  probar  que  hn- 
'iiíia'^l^ál^a  átal  deuda,  ó^  ^ue  gela habia  ijuitado  ^quel  á  quién'  la 
'<iébia,  desvelo  averiguar  por  carta  taledera,  ó  por  dncotesttgoáí^ 

^díigán  quetllos  eran  preieíttes  cuando  aquella  paga  é  quttáttientto  Alé 
fecho,  é  que  fueron  llamados  é'  rogados  que  fueren  ende  testígus. 

^  Otrosí  decimos,  qué  pleito  de  testamento  m  que  alguno  fuere  esta- 

'  blecido  por  heredero,  que  se  ha  de  probar  por  siete  testigos  rogados. 
'E  si  aquel  que  fizo  él  testamento  fuere  orne  ciego,  há  menester  que 
sé'prtiébe  el  pleito  por  ocho  testigos.  E  si  t)tro  pleito ftaere  en  raison 
de  manda  en  qtie  non  fuere  establecido  heredero,  abondárian  cinco 
testigos ''t)síra^  probarlo.  Mas  por  un  testigo  deéimos  que^iiiiiguB 
jpléito  líon  sé*puede'plV)bar,  caanto^iuierqtie  sea'ome  buetio  é4ion- 
tádo/como  quier  que  füitia  gran  permisión  al  fecho  sttbrequé  atteM- 
guÉse:  Pero  si  el  emperador  ó  rey  diere  ^stimoniosobre  alguna*  oésa 
d^imc^^hé  ábondaprira  probad  todo  pleyto;  Ca  debé^Éie  afilliup^(|iie 
aquel  y|ne  ^ésto  paírá^ttiántetter  la 'tierra  en'justicfía;  é  en'dcteoíko, 
que  non  diriaensu  testimonio  si  non  verdad,  niif^t|uerm^(éiii'tal 
mM  á^üdá^  toé  (Ryí'eátdrvár  al^tro........ 

lÁlñfW  deliniÉnid  iítUé  y  PurtMaí  dfee:  tQüér foerza4aBlos 
lestigos^n  los  pleitos  sobre^^pie  entienden  los  ornes  en  jaÍG¡«.».4j«a 
fuerza  que  han  los  testigos  en  los  pleitos  sobre  que-oontien4fA  los 
ornes  en  juicio  es  esU;  que  cuando  alguna  dtf  las  partes>  los  iuli(¿é  por 
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SÍ,  é](irUÉfcJi  por  eMos  cmapiitfameate  ro  intencioii,  sí  son  átales  qie 
fDtnnlhgua  drías  nusonea^e  deeiMs  este  título  noD  pueden  ser 
desecados,  debe  el  jnsgapddr  segttir  ira  testimonio  é  dar  el  jaidoper 
'lé{NirMqtte  lo9^trajo,  nü»  onandaaaailiás  partes  adnxeren  téstiges 
éfijüda^ é  oada^ano tfe'eltes prsMresa MíceftdOn poi^ ellos  de nnoe- 
la  qne  los'  dielios  de  la  nfta'parte^  fueren  contrarío  á  la  otra;  enran- 
ce  debe  catar  el  jnzgador  é  creer  los  dkhos  de  aquellos  testigos  que 
<«iilfenitel^'<)«ie  (fiee  lá  i^erdad;  é  4ue  ^  aéman  mas  á  ella,  é  que 
"ion oiies demayor  fa^ia  é  de  mayor  derecho,  debe  creer  á estos 
^MÉCij^éáe^nírse  porto  que  testiguasen;  maguer  que  los^  otros  qtte 
^M%ú  el  contrario  fáeite  mal.  E  si  por  veatmi  Aiere  iguale- 
aa  en  los  testigos,  en  vazon  de  sua  petsonas  Me  sos  dicbos,  poique 
tiunbten1ofl^«naDs  como  tos  (ftrof 'MereÉr  bwenss,  é  cadar  tíno^de  oNes 
eéideiate  que  dksen  ^oosa  que  podria  ser,  boiimce  deben*  <;i^r  los 
testigos^  qte'seaeorteon  é  fueren  ma^  é  juEgar  por  la  parte  que 
loa^adttko;  *£  si  la  phieba  fuere  alncb»«n"inicio'de!'maaeratqne 
fomn  twtos'de  la  ma  piarte  como  de  la  otra,  é  (üeren  iguales  en 
''Wí>diek08  é  en  su  fama,  entonce^^xlecimos  que  debe  el  juzgaéordar 
por^piito  al'demandado»  de  la  demanda  que  le  facen,  é  non  le  de- 
ben eoqieeer  los  testigos  que  ftieren  aduchos  contra  él,  pofque-los 
.  jmSgadotes  siempre  deben  áer^aporreíailos  Ma»  paraquitar  al  deman- 
dado que  para  condenarlo,  c«Mido«fallareñdc««chos  razonables  para 
foeMo.» 

4m  ley  41  dice  así:  «Ligeramehteiiodfia  acaescer,  que  los 
testigos  kpu». la'una parte -aduxere,. que  desMmrdarian »en  sus^dí- 
ches,  de  manera  ijue  los  unos^^dMahel  mn^ariode  los  otros.'^B'por 
eÉdcrdecfltiOB  que  caánda  íb(  acaeseiese,  qie  el  j«gador  debetreer 
aqneHas^qucsemeíar&qaese  aonestan  masila verdad,  é(|u6acuer- 
éiuiíiÉaflMeMrelffeeho,  maguer  ^pie^las  aires  Aeren  mas,  é  non  debe 
•'«mpéber*  b  parte  el  testfmonio^eontnrio  que  los  otros  ovieren  di- 
cho. Ca  como  qaier  qie  cuandovadnKess&'^eaí  j«oio«para  probar  Isu 
^MMlMon;^doé  cartas  qn€f'fu«fentMlMrfaa}'la«hiade  laotta,  que 
'-'  nén<M»e  ^lef  <ninguna  de  ^éHns,  asi  eolno  adelante  tnostrarénm. 
FévdiMnif  ddie  esto^  asi  ser  ju^^ado  en  los  testigos,  porgue  aquel  que 
aduce  laa  cartas  ai  jnicio,  p«ede  ante  que  las  muestre.ser  en  aviso 
-  'laráiter  6  saber  si  la  una  es  oolftraria  á  to  otra  6  non  dude  por  esto 
*lfbtlbemMré«icripa,  sí  «Mtttrfveartá  en  juicio  que  seatsan- 
'IfárJé:  Hé¿  eá los  látigos  flon '  |<odria  ningukió  poner  eeU'  guarda , 
IwyiMÉieha^-^r^eces  diifctt  ^Itos  á  la  parte  que  los  trae  qn^diián 
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I  wit^  é  cojBkndp  9on  4e|aitfe,  é  Joagador,  dioei|i«el  oositiiurio  en 
porídad  de  aquello  que  saben.  E  por  ende  non  es  en  culpa  U. parte 
que  los  trae  nin  le  .deben  eiQpe<m,  maguer  ellos  desacuerdea  sola- 
mente que  por  alguno  de  eHos  querían  ornes  buenos,  pueda  probar 
su  intención,  é  los  otros  qae  dicen  en  contrarío  no  sean  mas  ó  me- 
jores. Has  cuando  algún  testigo  fuere  contrario  así  mismo,  en  so  di- 
.  cbo,  non  debe  valer  su  testimonio.» 

Es  notable  también  la  ley  29  del  mismo  titulo  y  Partida,  cuya 
epigrafe  dice:  «En  cuales  pleyios  debe  valer  el  testimonio  que  dixe- 
re  de  oida.»  «Contiendas  hacen  entre  los  ornes  á  las  veces  en  razón 
.  de  las  voces  antiguas,,  querellándose  algunos  de  lavores  altas  que 
fueron  fechas  por  manos  de  omes,  é  correr  «guas  que  les  facen  da- 
ño en  las  heredades,  é  en  sus  casas,  é  piden  al  juzgador  que  las 
mande  toUer  ó  abajar.  Por  que  acaece  muchas  veces  que  tales  lavo- 
res  como  estas  son  antiguas,  que  non  ome  ninguno  vivo  que  las  vie- 
se facer,  por  ende  tobieron  por  bien  los  sabios  antros  que  ficie- 
ron  las  leyes,  que  en  tal  pleyto  como  este,  que  valiese  el  testfanonio 
de  oida,  seyendo  dicho  en  esta  manera,  digo  que  el  agua  que.  corre 
de  tal  lugar  á  tal  que  face  daño,  é  de  aquel  lugar  de  que  corre  que 
fué  fecho  por  mano,  é  si  fuere  preguntado  como  lo  sabe  é  respon- 
diere que  oyó  decir  á  otros  que  vieron  facer,  é  que  de  esto  era  fama 
entre  los  omes  que  así  fuera,  provindole  esto  ahóndale  al  deman- 
dador. Otrosí  decimos  que  si  el  demandado  pro  vare  por  los  testigos, 
que  non  vieron  nin  oyeron  decir,  que  aquella  obra  fué  fecha  por 
mano,  nin  oviese  ome  que  oyese  decir,  mas  que  comunalmente  era 
entre  los  ornes,  que  aquí  aquella  obra  era  segund  natura,  é  nonfiíe- 
ra  fechapor  mano  de  ome,  que  tal  testimonio  como  este  cumple  al 
demandado.  Mas  en  otro  pleyto  non  debe  ser  cabido  testimonio  de 
vida,  si  non  como  de  suso  diximos.  Otro  sí  decimos  que  el  .testigo 
que  non  diere  razón  de  como  sabe  lo  que  testiguan,  si  non  dice  que 
lo  cree,  que  non  debe  valer  aquello  que  testiguare.» 

Hemos  copiado  íntegramente  estas  cuatro  leyes  de  Partida  para 
presentar  en  conjunto,  toda  la  doctrina  que  sobre  el  valor  de  la 
prueba  testifical  admitió  el  rey  D.  Alonso  el  sabio.  De  su  lectjira  se 
infiere,  que  arrastrado  ese  monarca  por  las  malas  teorías  de  |os  ju- 
risconsultos de  su  tiempo,  y  por  el  espíritu  de  imüaoion  serviU  san- 
cionó el  criterio  legal  dejando  reducidps  já  los  marrados  i  iqn  file- 
ro instrumento  de  los  preceptos  del  d^echo.  Después  de  estai  leyes 
no  era  estraño  ya  qae  los  jurisoonsultos  y  los  jueces  se  creyeraii  en 
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d  íÉÉperioM  deber  de  admitir  ia  ya  ciiada  máxima:  yo  eHoy  conven- 
€Íio  eomojueXf  aunque  no  estoy  co^lveneido  como  hombre;  la  verdad 
poeda  existir  y:  no  existir  al  mismo  tiempo.  ¡Un  imposible  moral  ser- 
vir, de  base  para  la  decisión  sobre  los  derechos  del  individuo!  Pero 
elmal  estaba  hecbo,  las.oircttnátancias  le  favorecían  y  solo  una  re- 
•  vohicíoir.prohuida  en  las  ideas,  podia  condenar  al  absurdo  á  un  si- 
lencio perpetuo.  ¿Se  estranará  que  después  de  canonizada  tal  doctri- 
na, se  veadefinin  la  prueba  plena,  qu(B  fU  duobm  testtbu$f  Llegó, 
pmrqoe  no  podía  menos  de  suceder,  la  época  en  que  bombres  de  un 
ennneftte  talento,  espimoles  y  estranjeros,  se  levantaron  contra  la 
doctrina  del  criterio  legal ,  como  aniquiladora  de  la  sana  razón 
del  juez;  cundió  esta  idea  en  todas  las  naciones,  y  en  España  no 
tuvimos  la  dicha  de  verla  realizada  hasta  que  se  promulgó  la 
ley  de  5  de  octubre  de  1885  sobre  el  enjuiciamiento  civil ,  si 
bien  antes  se  habia  ya  visto  aceptada  en  cuanto  á  los  procedi- 
mientos criminales  de  diversa  índole;  lo  que  prueba  cuando  menos, 
que  d  pensamirato  de  la  reforma  bállia  en  las  cabezas  de  los  legisla- 
dores. 

La  ley  de  13  de  mayo  de  1855  que  autorizó  al  gobierno  para  or- 
denar y  compilar  las  leyes  y  reglas  del  enjuiciamiento  civil,  sujetó 
esta  rdTorma  ¿  varias  bases,  entre  las  que  es  muy  notable,  la  prime- 
ra que  exige  se  restablezcan  en  toda  su  fuerza  las  reglas  cardinales 
de  loe  juicios,  consignadas  en  nuestras  antiguas  leyes,  introduden" 
do  la$  reformas  que  la  ciencia  y  la  esperiencia  acensúan  y  dester- 
rando todos  los  abusos  introducidos  en  la  práctica.  Los  autores  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  cumplieron  sin  duda  con  esta  base, 
al  consignar  en  el  articulo  317  de  la  misma:  que  los  jueces  y  tribu- 
nales afn^edarin,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  la  fuerza  pro- 
batoria de  las  declaraciones  de  los  testigos.  Al  llegar  al  examen  de 
este  precepto,  los  mas  distinguidos  jurisconsultos  han  tenido  necesa- 
riamente que  fijar  su  atención,  pues  aun  para  los  menos  aficionados 
á  la  reforma,  el  lenguaje  de  la  ley  era  completamente  nuevo  y  se 
dehia.fijar  su  verdadero  sentido.  ¿Es  un  nuevo  sistemad  que  aquí 
se  plantea,  el  del  criterio  racional?  ;Es  el  sistema  de  las  leyes  de 
P^ida,  el  del  criterio  legal?  ¿Es  un  sistema  misto  que  deja  liber- 
tad al  criterio  judicial,  pero  sujetáiidole  i  hs  reglas  establecidas  en 
las  leyes  alfonsioas  para  la  apreciación  de  la  fuerza  y  valor  de  la 
pnieba  de  tesü^I  Fasa  resolver  esta  cuestión  con  el  debido  ader- 
tOy  es  preciso  fijar  préviamei^  el  sentido  filosófico,  verdadero  de 
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-h&  palabite  del  aKíc«lo;vde  otro  modo  no  nos  paNieépQriblt.ttigK 
4  la  intestigacioii  de  la  verdad  sobre  este  pm^. 

Según  lasreglas  de  la  sana  critica  apreciaién  los  jaeces  ftñ- 
tmnaleS'la  fiiersa  prebaloria  de  las  declaraeioiies^a  los  testigos;.  Hé 
aquí  la  disposidoa  Cermiiiaiite  de  4a  ley.»¿Qüé  «s>l#  ^e  ngniflca  i 
prmera  vista?  QÉe  lasre^to  de  la  sana  crUioa  han  de  ser  id  medio 
de  ^e  se  valgan  fieeesariamente  los  joeoés  y  tribunales  para  apit- 
ciar  la  ñiersa  de  tas^declantctones  de  los'tttMiges. 
'  La'verdad  es  una  sola,  y  el  qie  llega  á  conooerla,  ó  pone  en  jv- 
go  io^medios^  conducente» para  ello,  es  el  qoe^iensa  bien,  la  ver- 
dad-^deon  hecho  puede  eiistir  y  existe  iadependientetaaente  deldri. 
teñó  humano.  Antes  de  que  «Newton  sorprofedkira  al  mundo  con»  na 
ijnvento,  la  gravedad  era^-una^leytpositiva'deilos*  caerpo8;'^xxHio 
'Dio^  existe,  á  pesar  de  set  ignmdo  por  los  ateos;  asi  como  la  elec- 
'  trieviad  y  el  vaportenian  aas«pfopiddades^positl«as ,  antes:  de  ser 
oonocidais  porlostombres.  4)etlquí  la  iieoeti(Md^<bstinguirlavia'- 
dád del  objeto,  déla  verdad  delsngeCo,  la^xealidad ó  existencia  de 
la  cosa,  del  conocimiento  de  esa  realidad  por  el  hombre,  ó  en 'fin  lo 
•*^e  los  Mgicos  llaman  verdad' (^etiva  y  veréad-  áéjetwa.  La  pri- 
mera puede  existir  sin  la  segunda,  «porqne  las  cosas  no  dejarán  4e 
serlo  que  son  aunque  el  bmnbre  las  desoonezca;  la  ■segundano'po- 
dri  existir  sin  la  primera,  porque  el  hombre  no  poedeeonocer  lo  que 
reafanenteno  existe,  y  cuando  pretende  hacerlo  forma  un  juicio  fid- 
eo que  se  llama  error. 

El  hombre,  pues,  es  el  llanado  ¿  la  iavesligacíon  de  las  verda- 
des ó  de  la  realidad  de  las  cosas.'  El  Irabajo  de  la  investigación  es 
'puramente  personal,  no  porque  pueda  hacerla  sin  auiiitio  estraio, 
sinoporquesu  misión ^es  apfwrealaurse^de^sii^aaxilio y  por  Hodio 
4)cMte'inteli§enda  darle  ebapi^cio  y^laestiBMMSM'debida.  Ellmnbre 
no  Jpaede  temer  evidencir'mas  qaet  atando  piensa,  .qniere  óstoitte 
^f  si  DMsmoy  en  lo  que  hace  relación  á  si.  En  los  demás  caaos, 
'  cnando  tiene  qne  valerse  de  auxilios  eslraSos,  ya  no  es  evidenaia  la 
^<|tte)<ieae;^tpodrá  ser  probabilidad^  podrá  ser  cuando  máaceriMa, 
pero  no^  podrá  serimnca  e?  idencia.  Citando  yoaplioo  lamanédltbic^, 
-  adqirierb  la  evidencia  M  calóríco.Cuaado  <¿go*dacir  quo'se  ha  come* 
1'  tids^nn  rebo^  aecesito«n^[>MiderJaílabo»i6#aln«a  delainvestigaaiDn 
idé>la!VMdad  AM0cko,''y  cmno M^npesaneiof u^íecneiim,  lepgo^ 
^ir  eMcatiméttiade  los  demás  para^fMver  eLjtiidiaaobre  su  «ÉrUsii  ó 
'4<abidad,  y  no^m»baataié  airau>lei<aionio^iiioqn»»tewfcéi|iaaeiid>d 
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iciiratiim,  ek Jatai^^qoe  poditft  ttiiar  ea  el  iweho»  la^aibn  de-su» 
didte$  iu  dtcoataneias  eéptckte  dercada  uno,  y  tñ  fio  lodo^cuan- 
torooDdBoe  á  averigoav:  la  yerdad  M  robo.  Qiando  siqetó  mtín- 
taügeMÜ-á  eite  trabajo: de  mveatigudioa,  ejercito  tai  criterio  6  nú' 
erfüca;  y  4i  este  trabajo  le  formaüma  renaioii  de  los  medios  condo* 
oeotes  pava  hallar  ht  rerdád^  sofdicá  qee  he  apreotadó  segui  las) 
legte  del  )um  eriterio^  ó-s^gotvlarraglas de  lasaña  crtUca.  Bl  joesj 
q«e  ea  laaqpreeíácieo^'de  ia  féersapsobataria  délas  deelaraobnes  de^ 
los  testigos  se  oeiidace^  de  este  modsy  esrol  que  obra  segan  las  regla» 
de  la'^saoar^crMeayí conple  om el  precepta «del  artleolo Sil  de  U^ 
Ley  de  Enjaiciainiento  civil.  Interpretar  de  otro  modo  sospalabras^ 
eslrastomav  coinpletaiiievte^^l  pensamiento  del  legislador,  las  re- 
glas de  la  lógica  y  el  baen  sentido.  El  criterio  racional  det  juets»  estar: 
saoeionad^íttdabitaUenieBte  en  el  arttorio  3i7  citado. 

En  efiMle,  el  eríteri9de  la  ley  es-  iadependiente  en  un  todd  óét 
criterio  judicial;  Si  el  legislador  fuera  infalible,  podríamos  suponer 
que  no  «xMa^ta  indepenéewia,  porqoe  entonces  al  dictar  iWre^ 
glaa  paraF>apreeiar'la^foena  de  la  praeba  de  testigos»  baríamain»- 
nifestacion,  no  de  su  propio  >  criterio^  sino  del  criterio  universal;  yt 
SQS  reglas  cornos  infillibles  deberían  ser  adoptadas  por  todés,  y  lo 
serian  efectivamente  mientras  no  quisiera  separarse  de  la  verdad^ 
P^ro  por  desgracia  no  sucede  así;  el^criteriodel  legislador  es  falible 
y  délríl  como  eMel  jae2',  y  aunque  sea  mas  ilustrado  que  éste ,  al 
dictar  reglas  geneníleB  no  puede  proveer  todos  los  casos  y  se  es« 
pone  á  sancionar  la  arbitrariedad  y  la  injtMticia.  Por  eso  se  dice,  con 
sobrada  razón,  que  el  sistema  del  criterio  legal  aprime  el  criteria 
judicial,  porque  sustituye  en  efecto  la  critica  del  legislador  á  la  crí- 
tica del  jtEieE,  y  el  criterio  humano  es  puramente  personalísimo  e» 
tales  términos,  que  cvando  tenemos  que  pasar  forzosamente  y  sin 
razón  por  el  criterio  de  otro,  se  dice  que  nuestro  criterio  no  funcio- 
na, ó  que  está  dormido.  P6r  eso  el  artículo  347  de  la  ley  de  Enjui« 
damiento  <^il;  al  Uablar  de  las  reglasde  la  sana'Critica  esciuve  ab^ 
sohitamente  el  criterio  legal,  de  suerte  que  para  nosotros  es  indn^ 
dable  que  ese  sistema  ha  pasado  á  la  historia  y  ha  sido  sustituido 
por  el  del  criterio  racional.  No  es  de  este  momento  descender  á  \i 
crítica  de  la  ley ,  &^  saber,  si  ha  hecho  bien  6  ha  hecho  mal;  baste  so^ 
lo  asemUr  eMa  doctrina^ 

Al  llegar  aquí,  párete qoed^benamos  dbr  por  tmninado  ea*e 
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trabajo;  peroñD  aliba:rgo  teneiDM  iiMidió  camino  qiie.aiidbr^l^ 
«í  hemos  de  rebatir  una  opinión  peligrosa,  que  en  nuestro  hnmiiée 
^ncepto  se  ba  sostenido  por  algnnos  de  niieatros  joríseobMltofi*» 

Sí  el  artícolo  3i7  déla  leyde  Enjoioiamiento  civiLsanetoiiía  ooma: 
bemos  demostrado  el  sistema  del  criterio  racional ,  vetdadeira  anttn 
lesis  del  de  las  leyes  de  Partida,  que  es  el  criterio. legal,  parece  in- 
dudable ,  y  lo  es  efectivamente ,  que  las  leyes  29 ,  ^  ,40  y  41  del 
título  i6  y  117  del  tít.  13  de  la  Partida  tercera,  han  quedado  dero- 
fiadas.  Sin  embargo,  en  los  comentarios  i  dicha  kiy.de  Enjuioia- 
miento  por  los  Sres.  Mantesa,  Míquel  y  Reos,  ^  aostiene  una  opi* 
nion  hasta  cierto  punto  contraria,  pero  sin  el  fundamento  necesario 
en  mi  concepto  para  que  sea  aceptada. 

Su  doctrina  sobre  este  punto,  puede  reasumirse  en  los  estremos 
siguientes: 

1.^  El  art.  317,  ha  derogado  la  ley  32,  si  se  la  considera  como 
regla  general  y  absoluta  para  todos  los  casos,  pero  esto  no  obsta  para 
que  los  jueces  deban  dar  entera  f¿  y  crédito  al  dicho  conteste  de  dos 
testigos ,  libres  de  toda  escepcioa,  cuando  sean  personas  de  buena 
fama,  imparciales,  de  buen  criterio,  y  con  las  dotes  necesarias  para 
poder  apreciar  jos  hechos  cuales  son  en  sí. 

2.^  El  articulo  317  no  ha  derogado  igualmente  las  leyes  40  y 
41  del  título  y  Partida  citada. 

3.^  Ha  derogado,  sin  embargo,  la  ley  32  en  cuanto  exige  un  nú^ 
mero  de  testigos  determinado,  para  destruir  la  fuerza  de  instrumen- 
tos públicos,  y  la  117  del  tít.  18  de  la  Partida  tercera  que  exige 
cuatro  testigos  para  justificar  la  falsedad  de  un  documento  público, 
7  dos  para  la  de  cualquier  documento  privado. 

4.^  Un  solo  testigo,  por  mas  favorables  que  sean  sus  condiciones, 
no  hará  nunca  prueba  plena,  si  bien  el  juez  podrá  darle  mas  ó  menos 
valor,  según  las  circunstancias  que  en  ¿1  concurran. 

Hé  aquí  en  resumen  la  opinión  de  los  citados  comentaristas, 
acerca  del  artículo  317.  Nosotros  no  podemos  admitirla  en  todas 
sus  partes ,  por  mas  que  la  respetemos  cuanto  sus  autores  me- 
recen. 

Antes  de  entrar  en  el  examen  detenido  de  cada  uno  de  esos  pun- 
tos, conviene  dejar  asentados  ciertos  precedentes  que  empiezan  por 
destruir  la  fuerza  del  pensamiento  capital  que  en  ellos  domina.  En 
efecto,  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino  es  el  más 
importante  de  todos,  le  falta  muy  poco  para  s^rlo,  comp  que  en  él 
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se  eoMgaa  todo  mi  naeYo  sistema  para  la  apreciacMm  de  la  prueba 
de  testigos*  Esto  hace  suponer,  qoe  al  escribirle  los  legisladores  no 
la?ieron.ánimo  de  dejar  vigentes  antigaos  sistemas,  masó  menos: 
desacreditados. 

Si  respecto  de  cualquier  precepto  de  la  ley ,  es  aplicable  el  artí- 
culo 1415  de  la  misma,  derogatorio  de  todas  bks  leyes,  reales  decre- 
tó$,  reigtamentos,  órdenes  y  fueros  enfríese  hayan  dictado  reglas 
para  el  Enjukiamienio  civil;  ¿con  cuánta  mas  razón,  no  lo  será  el 
articulo  3i7,  que  establece  un  sistema  de  apreciación  de  la  prueba 
de  testigos,  completamente  opuesto  al  de  las  leyes  de  Partida? 
^Cámo  puede  hablarse  de  esas  leyes  después  del  articulo  317?  Po- 
drán ser  mas  que  un  monumento  histórico? 

De  este  empeño  de  dejar  vida  á  las  leyes  antiguas,  aun  después 
de  hechas  las  reformas^  proviene  el  caos  que  presenta  la  legisladon 
nuestra  en  su  desarrollo  histórico,:  caos  en  que  desgraciadamente» 
ana  se  encuentra.,  ¡Tanta  veneración  á  lo  pasado,  y  tan  poco  amor 
á  la  obra  de  nuestros  dias  amoldada  á  his  necesidades  y  circuns- 
tancias de  los  pueblos!  ¿Qué  esti;aSo.es  que  todavía  veamos  interpo- 
ner on  recurso  de  casación  por  haberse  infringido,  no  ya  un  prin- 
cipio de  derecho,  sino  una  ley  romanaf  ¿Cuánto  espíritu  de  estran-. 
\eá^  y  qué  poco  amor  al  derecho  nacional  indígena?  Este  apego  al 
derecho  importado  que  tiene  su  orígenen  el  sigloXIII,  hace  que  todos 
los  dias  veamos  cuestiones  de  interpretación  de  ley,  por  querer  citar 
las  antiguas  que  murieron  por  haber  sido  reformadas,  pero  que  en 
concepto  de  algunos ,  deberían  vivir  eternamente.  Así  se  embrollan 
las  negocios,  y  la  ley  mas  clara  y  mas  previsora ,  es  impotente  para 
resolver  las  mas  sencillas  cuestiones. 

Se  distingue  además  entre  unas  leyes  de  Partida  y  otras,  manifes* 
iandohallarseunas  vigentes  y  otras  no,  después  del  artículo  317  de 
la  de  Enjuiciamiento  civih  Esta  distinción  hace  todavía  mas  inadmi* 
aible  su  doctrina,  por  que  dá  lugar  á  que  suscitada  en  los  tribuna* 
les  una  cuestión  sobre  la  apreciación  de  la  prueba  testifical,  se  ven- 
me  la  duda  de  si  todas  han  sido  derogadas,  ó  solo  lo  han  sido  algu- 
Bas,  y  con  franqueza  lo  decimos,  una  reforma  que  hubiera  dejado 
«n  tal  estado  de  vacilación  el  valor  de  fat  prueba  de  testigos,  no  se- 
ria reforma,  seria  un  motivo  mas  para  que  se  aumentase  la  confu- 
flion  y  dcaos.  Ni  ¿quién  puede  creerse  autorizado  para  hacer  esas 
distinciones,  cuando  el  artículo  3l7  ni  por  incidencia  menciona  las 
leyes  de  Partida? 
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Anp  ctaMdft  é»  algalias  dA  eaatfleyaft  9&Wi«CQDrfg^^^ 
f^aaiídtiUMMMa*«ri^  qoe^laipii 

tífflieiBa'lei^mueila^  la^piokpJ&uitnot^Ue.  jiirisó^        qae.ae 
observarán  por  los  jueces  como  reglas  de  la  sana  criüca^  ea  tmBím  > 
esléo  éoBtani0s>)C6n  sa  reoto>o««eíeBoi|t7Íeoáaa'Sana  iMon^  pero 
mnca^poniiie  se*  bailen  eacrítaa  en  ha  leip^a. 

Brte«erá4cuan4(^má84iQ»  títalode^re^peto  de  «iteiickm  del  jues 
Ubciaiiqiietia,  pero  noel  cunipUmieiitode^naleyq«edej6de eiís* 
tir  por  otramat  sabia,  por  otra,  maa^ooibraie  con  los  principios  de<^ 
\k eténeia ,  con^el  buen  sentido'y'ifts  ieoeiones  de  la^esperíeneiai 

Despoe»  de  eslías  joonsidaráeiones  generales ,  entiwios  ya  en^^el  i 
detenido  examen  de  las  dóetrinas^  examinando^  puto*  pop  pnnio  to* 
doslos  que-seloean'enrlaoitadar  obra  de  prooedimiento  civil <4). 
Gomo^sabenaMWstrQsJeotofe»,  la  ley  32^  ííi.  i6de  laPári.  SA» 
contienaile&pcecepteBjsigaíentes:' 

1  «^    Dos  testigos  de  bvena  fama  é  intacbabte  y  contestes  en  sns- 
diebos»  baldea  prneba  plena  en4odO'pieitOi 
' %.""''  Paraprobar la-soluoiw deancrédílp contenido  en  escrkkmi 
públiqa,  se  retfnieren^  cinco  testigos  presenciales  del  acto  de  pago  6- 
remisioa  de  la  deuda,  llamadosy  rogados. 

3/    Siete  testigos,  si  se  litigasobre  la  vaHdeBde<u»  teslaaento; 
ocboy  síiqI  pleito  versa  sobre  el  dt4indego,  y  cineo  t  si  sobre-la  de  > 
UAamanda^ 

4.^    Ningan-pleito  se  puede  probar  por  nn  seio  tesügo,  aunque 
sea  bueno  y  honrado. 

5.^    Hacoisin  eanbargo  p^u^ba(plQ^a  el  testimonio  del  empendor 
6  rey. 

Difioil  será  bailar  un  juriseoiisnllo  quese^atreva  4  sostener  como 
viente  esta  ley  deipces  del  artt  347  d^  la  de  EnjuiciamieAto  civil% 
Goma  se  vé  por  tsdoé  los  preceptos  ^  que  contiene^,  es  la  saa^siondelt 
criterio  legal  y  l^  supresión  del  crüenio  Atunano;  como  muy  ele^ 
ganlemente^  y  en  una  oeaiáoataAOportnpa  coma  solemne,  dijo  e)t 
yenerable.  y  eminente  jurisconsulto  Se*  Lozuriaga.  Esta  ley  enea-* 
denaba,  en  verdad^  la  razan  y  la  conmenciadel  juez  al  ndñiero.d»' 
los-  testigos,  por  mas  que  sos  deolaracíoDes  fueran  evident^siente 
falsas.  ¡  Cuántas  veces  han  tenido^  (fit  lamentarse  los  tribunales  de* 
tener  que  cumplir  con  ellasl  Recordamos  con  este  motivo  un  pfeit»^. 

(1)    Comentario  al  art.  317 ,  tomo  2L* 
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fálbdo  pdr  la  Sala  primera  dé  la  Audicocia  de  Valladolid,  sobre  re- 
clamacioQ  de  un  crédito  de  cuarenta  mil  reales.  El  deudor,  persona 
bónrada  y  de  toda  probidad ,  había  satisfecho  ásu  debido  tiempo  el 
6rédito  que  se  le  reclamó  después  en  virtud  de  escritura  pública» 
coya  cancelación  se  habia  abstenido  de  exigir  por  razones  de  deli- 
cadeza, fundadas  en  una  antigua  é  íntima  amistad  con  el  acreedor. 
No  tirvo  tampoco  la  previsión  de  hacer  constar  la  entrega  de  los 
ciútrenta  mil  reales  delante  de  cinco  testigos,  según  exige  esta  ley; 
pero  en  d  término  probatorio,  declararon,  no  cinco,  sino  treinta 
testigos ,  en  tales  términos  y  con  tales  circunstancias,  que  hicieron^ 
al  tribunal  adquirir  la  profunda  convicción  de  que  el  deudor  había 
pagado  ya ,  y  de  que  se  abusaba  inicuamente  de  su  buena  fé.  En 
vano  su  abogado  defensor,  en «n  brillante  discurso  invocó  los  prin- 
cipios de  equidad  y  de  justicia  en  favor  de  aquella  víctima  de  la  ley. 
La  Sala,  como  no  podía  menos,  cumpliendo  rigurosamente  con  es* 
ta,  le  sentenció  al  pago  de  los  cuarenta  mil  reales,  como  si  no  los 
hubiera  satisfecho,  y  contra  toda  razón  y  contra  toda  justicia  ,  el 
infeliz  deudor  fué  víctima  de  la  dichosa  ley  32 ,  tít.  16  de  la  Parti- 
da 3/,  contra  los  mas  sanos  deseos  del  tribunal.  ¡Habrá  quien  de- 
see todavía  la  conservación  de  una  ley  que  consagra  un  sistema  tan 
abeordo!  ¡Habrá  quien  diga  que  no  se  tuprimia  el  criterio  humanol 
Los  citados  comentadores,  al  hablar  del  primer  precepto  de  la 
ley  32,  dicen:  «si  se  considera  dicho  principio  (el  de  los  dos  testigos 
¿contestes  y  libres  de  toda  escepcion)  como  una  regla  general  y  abso- 
>luta  para  todos  los  casos,  cual  solía  entenderse  en  la  práctica,  indu- 
^dablemente  ha  sido  modificado  por  el  artículo  que  estamos  comentan- 
»do.  Dos  testigos,  aunque  estén  contestes,  y  sin  tacba  legal,  no  pue- 
>den  hacer  prueba  plena,  cuando  sus  declaraciones  han  sido  desvir- 
»tiiadas  por  algún  otro  medio  de  prueba,  ó  cuando  los  hechos  sobre 
«que  declaran  son  inverosímiles  en  el  orden  material  de  las  cosas,  ó 
»cuando  no  concurren  en  ellos  las  condiciones  necesarias  para  poder 
^qireciar  los  hechos  debidamente  sin  temor  de  que  puedan  haber  sida 
«engañados.  Pero  fuera  de  estos  casos,  los  jueces  y  tribunales  no 
«podrán  menos  de  dar  entera  fé  y  crédito  al  dicho  conteste  de  dos 
«l&tigos  libres  de  toda  escepcion,  cuando  sean  personas  de  buena 
«fama,  imparciales,  de  buen  criterio  y  con  las  dotes  necesarias  para 
«poder  apreciar  los  hechos  cuales  son  en  sí Sostener  lo  contra- 
trio,  seria  proceder  arbitrariamente,  y  contra  las  reglas  de  la  sana 
«erftioa,  y  de  consiguiente  contra  el  precepto  terminante  al  artículo' 
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>()ue  estamos  oomentando.»  Admitíalos  sin  obstáculo  de  iiiBgim4i&' 
nero  la  idea  de  que  no  se  acepte  como  plena  la  praeba  de  los  ám 
testigos,  cuandapor  las  circunstancias  que  se  indicaa  ó  por  otras 
semejantes  se  halla  desvirtuada ,  advirtiendo  sin  embargo,  que  eMo 
mismo  sucedería  con  la  prueba,  no  de  dos,  sino  de  cuatro  ó  de  m» 
testigos,  porque  en  el  sistema  de  la  critíca  racional,  las  declaracío* 
¿es  se  pesan  y  no  se  cuentan.  Pero  no  admitimos  del  mismo  modoj 
que  deba  darse  entero  crédito  al  dicho  conteste  de  los  dos  testigos,, 
guando  no  se  halle  desvirtuado. por  las  circunstancias  anteriores; 
porque  la  buena  fama,  la  imparcialidad  y  el  buen  criterio,  no  son, 
cosas  que  en  la  mayoría  de  los  casos,  ni  con  mucho,  se  reveles  poc 
Ijas  circunstancias  puramente  esternas  que  la  ley  exige  i  los  testi- 
gos, ün  parentesco  de  (fiinto  grado^  por  ejemplo,  suele  ser  muchai^ 
Teces  motivo  díe  mayor  parcialidad  que  un  parentesco  de  segundo  6, 
de  tercero,  y  sin  embargo  m  es  tacha  legal.  Una  amistad  íntima, 
completamente  ignorada  é  improbable,  suele  ser  también  motivo  de 
parcialidad,  y  sin  embargo  no  estar  aI  alcance  del  juez  por  el  resnl-t 
Udo  de  los  a^tps.  Mas  fuerte  que  la  amista4  todavía,  pueda  ser  un. 
beneficio  del  momento  y  al  que  para  corresponder  tenga  el  testigo^ 
que  declarar  en  favor  del  que  se  le  hizo.  Nada  mas  feecoenle  «qoe 
ter  en  las  iotormaciones  de  pobreza  el  dicho  de  tres  testigos  con- 
stes y  libre3^de  toda  escepcion,  y  sin  embargo,  puede  declararse 
pobre  y  se  declara;en  efecto  á  la  persona  que  esté  mas  distante  á^ 
serlo.  Las  garantías  que  la  ley  exije  á  los  testigo^,  ni  son  m.podráo 
ser  nunca  bastantes  para  que  el  juez  pueda  conocer  por  ellas  la  ver- 
dad de  las  declaraciones.  La  buena  fama  se  snpsne  mieiitras jio  m 
prueba  lamal^,  que  exista  muchas,  veces  sin  que  se  intente  siguieía 
su  prueba  po)r  ser  imposible.  La  imparcialidad  se  Bifponenñfnlsi» 
1^0  hay  tacha  l^gal ,  yaun  sin  haberla  pueden  ser  inl^tos^los  Bior 
tivos  de  parciali4ad  que  iny)ulsen  a|  testigo  á  faltar  á  la  ver4^  El 
buen  criterio  h^iÁ  ajgun  caso  en  que  el  juez  no  pueda  apreciarla. 
7  aprecíete  ó  no ,  e3  mas  posible  la  falsedad  en  tesMgqi  de  buan^- 
terio  que  en  peonas  torpes;  aquellos  suelen  tener  malicia  pant 
proveer  y  librarse  de  toda,  contradicción,  á  la  vez  que  estas  inoniorw 
é;iella  lastimosamente;  en  fin,  e^  necesario  convencerse  de.qne  sor 
bre  esta  mí^teríano  bayar^gla  general  posible,  cada  testigo  es  m 
láisterio  y  el  juez  es  el  ll^^mado  á  descubririe  ppr  los  medios  ^pie  te 
sugieran  las  drcunstapcias;  dictarle  reglas  para^pe^obagfh,  fis^p^^ 
cUvm  su  inteligencia  y  su  corasKon  y  esppnerse  i  sacrificar  hjmr 
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Há&n  wméb  la  A»€M&UDn»  h&cia  é 
Untas  eircnnslapcias  y  de  tanias  r^tríocj 
aiero  de  dos  testigoe  ¿  (jae  habla  la  ley  ( 
de  tener  el  requisito  poiaineüte  e^tfi^m  ( 
iafinilos  los  motÍToa  internos  paia  dudar 
neíofifs?  Oigamos  úao,  lo  que  sobre  es 
jioiaoonsalto  que  con  su  acreditada  labori 
i  la  formación  de  la  ley  de  Enjuidamient 
tigos  es  la  única  circonstapcia  que  i^uestj 
Knjnieíamiealo  civil  quisieron  qoe  sirvier 
juzgador:  dos  testigos  contestes,  se  de( 
jtraeba;  el  juez  debe  someter  á  sepiejante 
en  nada  se  apieciaban  las  cirQunatanqias 
máenlras  no  eran  motivo  de  tacha  leigal: 
jdehiaconsideraise;  en  uaa  palabíoa.»  los  te 
qoe  se  contaban.  Esto  pareció  ¿  la  6>n|isiq 
derecbo  romanólo  recbasó;  quiso  y  con  i 
ate  ciencia  y  conciencia  de  los  jueces  la  apr^cia^^  de  los  medios : 
<|Ue  debian  formar  isa  convicción :  ia  sujetó  inflexiblemente  á  lo  qii^ 
digeran  dos  testigos ,  desautorizados  tal  y w,  y xuyo  testimonio  i 
fuerza  de  demasiado  conteste ,  daba  lugar  á  que  se  creyese  que  era 
ensenado  y  estudiado  hasta  en  las  palabras,  y  qjue  estaba  bien  apren- 
dido. Quode^al  juez  libertad  prudente  y  racional  pjstr^  formar  su  con- 
vicción, no  «e  le  sujete  á  condiciones  repugnantes ,  fíe^  ma»  ep  sy 
j»en  juicio  y  en  su  responsabilidad  y  no  se  le  convierta  en  un  autó- 
mata degradando  su  alto  ministerio.  Cuanto  mas  se  ensalcen  las  in^- 
.títeeiottes  judiciales,  mas  ganará  la  jaslícia,  qias  ganará  el  país.  Por 
«stola  comisión,  separándose  del  derecho  anterior,  proclamó  i^p 
principio  mas  antiguo,  mas  racional»  mas  filosófico,  á  sabQt:  que  lOs 
jueces  y  tribunales,  apreciaráp  según*  las  reglas  de  la  sana  critjic;^, 
Aa  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos.»  Esta^  au- 
iqnzAdas  palabraa  del  Sr,  Goipe?  de  la  Serna  (i),  puedep  Gfffi^ido- 
inirse.como  lina  interpretación  auténtica  del  art.  317,  interpretiaqlojiji 
gue  corrobora  nuestra  opinión  antes  manifestada. 

Preséntase,  sin  embargo »  como  argumento  contra  esta  doctrina^ 
el  art,.  319  y  siguientes  de  la  ley  que  hablan  de  la  prqebft  de  ia- 
4kas.  Si  el  dicho  conteste  de  dos  ó  mas  testigos,  se  dice  no  hici^c^ 

'"— ■ ■   I  .i  ■  ■    

-..^)    Motilas  do  la  ley  ds  Eojw^mi^i^to  civil. 
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prae^  plena,  ¿de  qué  «rviria  la  aI^;aciott  de  tachas?  ¿Para  qai 
desvirtuar  sos  declaraciones?  ¿Para  qué  admitir  la  prueba  de  testi- 
gos? Bien  sencillo  es  contestar  á  estas  preguntas.  La  alegación  áe- 
las  tachas  no  fierriria  para  nada  si  no  se  prohasen;  pero  como  se 
alegan  para  ser  probadas;  como  con  hechos  puramente  estemos  de 
*  que  el  juez  ha  de  adquirir  convicción  por  medio  de  la  prueba ;  como 
que  sin  esta  el  juez  no  podría  ejercer  su  sana  crítica  é  investigar 
la  verdad  de  aquellos  hechos,  por  eso  se  exige  la  alegación  y  la 
prueba  de  las  tachas ,  como  uno  de  los  medios  de  investigar  la  ver- 
dad y  por  consiguiente  una  de  las  reglas  de  la  sana  critica  que  e! 
•juez  apreciará  debidamente  según  las  circunstancias.  No  hablaré- 
mos  ahora  del  sentido  en  que  debe  tomarse  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  15  de  octubre  de  1886,  porque  nos 
reservamos  examinar  separadamente  estas  y  otras  sentencias  que  no 
son  por  cierto  un  argumento  poco  fuerte  en  contra  de  las  doctrinas 
que  nos  tomamos  la  libertad  de  combatir. 

Pero  la  ley  32  contiene  además  otros  preceptos  de  no  menos  im* 
portancia  que  el  anterior.  Tales  son,  el  exigir  cierto  número  de  tes- 
tigos para  determinar  la  fuerza  6  validez  de  los  instrumentos  públi- 
cos cuando  esta  se  disputa,  y  el  manifestar  que  el  dicho  de  un  solo 
testigo,  cualesquiera  que  sean  sus  circunstancias,  á  escepciea  dej 
Emperador  6  Rey,  no  hace  prueba  en  juicio. 

En  cuanto  á  lo  primero,  se  indica  que  las  disposiciones  de  la  Ley 
no  dejan  de  estar  fundadas  en  las  reglas  de  la  sana  crítica,  pues  pa- 
rece muy  racional  que  concurra  un  mayor  número  de  testigos  para 
desvirtuar  el  testimonio  del  escribano  y  de  los  testigos  instrumen^ 
tales.  Esto  parece  racional ,  en  efecto ;  pero  no  lo  parecerá  nunca 
'que  la  Ley  exija  el  número  determinado  de  dos,  cuatro,  cinco  é 
siete  testigos  contestes  y  presenciales  del  hecho ;  porque  esto  es  lo 
que  condena  el  buen  sentido,  el  art.  517,  y  lo  que  nos  conduci- 
ria  á  absurdos  tan  lamentables  como  el  que  tuvo  que  sancionar  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en  el  caso  que  hemos 
mencionado.  Respecto  de  lo  segundo,  es  decir,  de  la  fuerza  del 
testimonio  de  un  solo  testigo,  se  presenta  la  doctrina  corriente  y 
conforme  con  los  principios  de  la  ciencia;  pero  que  está  muy  lejos 
de  ser  la  doctrina  de  la  ley  32  que  dichos  comentadores  citan  y 
que  se  contiene  en  estas  palabras:.....  «Mas  por  un  testigo  de* 
cimos  que  ningund  pleyto,  non  se  puede  provar,  cuanto  quier 
quesea  orne  bueno  é  honrado,  como  quier  que  faria  gran  pre* 
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lanckm  al  fecho  sobre  que  atestigutie.  Pero  si  el  emperador  ó 
rey  diese  testimonio  sobre  alguna  cosa,  decimos  que  ahonda  para 
frorar  todo  pleyto.»  No  hay  dnda  de  que  por  estas  palabras  se 
lechaza  absolutamente  el  testimonio  de  un  solo  testigo  por  mueha 
que  sea  su  buena  fama  y  honradez.  De  aquí  se  dedujo  por  los  juris- 
consultos un  principio  falso  en  el  terreno  cientíBco:  vox  unius,  vax 
AttUúis  e$t;  imitts  emnino  testi$  respotmo  non  auiiatur;  como  si  no 
fuera  posible  que  esa  única  declaración  estuviera  corroborada  con 
otros  adminículos  resultantes  de  los  autos,  en  cuyo  caso  el  juez 
10  podria  impunemente  negar  el  valor  á  ese  único  testimonio,  que 
sin  embargo  rechaza  de  un  modo  absoluto,  la  tantas  veces  citada 
ley  32.  Hacemos  esta  advertencia,  para  que  se  comprenda  que  en 
esa  ley  no  está  la  regla  de  sana  crítica  respecto  del  testimonio  úni- 
co, sino  en  la  doctrina  de  los  jurisconsultos,  que  nosotros  también 
no  podemos  menos  de  admitir.  Mucho  pudiera  decirse  sobre  la  fuer- 
za que  la  ley  de  Partida  dá  al  testimonio  del  emperador  ó  rey;  pero 
nos  concretaremos  á  indicar,  que  si  ese  precepto  estaba  entonces 
conforme  con  las  circunstancias,  hoy  sería  un  verdadero  anacro- 
nismo, cuyos  efectos  llegarían  en  algún  caso  á  atacar  la  indepen- 
dencia del  poder  judicial,  sin  la  que  dejaría  de  ser  poder. 

Habiendo  demostrado  evidentemente  que  la  ley  32,  tft.  16  de  la 
Partida  3.^  ha  sido  derogada  por  el  articulo  317  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  vamos  á  ocupamos  ahora  del  examen  de  las  otras 
leyes  que  en  concepto  de  los  citados  autores  consignan  las  reglas  de 
lasaña  crítica  que  los  jueces  deben  seguir  en  virtud  del  art.  317. 
Tales  son  las  leyes  40  y  41  del  título  y  Partida  citados.  En  la 
ley  40  se  dice:  que  cuando  ios  testigos  presentados  por  una  parte 
fueren  contrarios  ¿  los  presentados  por  la  otra,  debe  creer  el  juez 
á  aqndlos  que  entendiere  que  dicen  la  verdad,  ó  que  se  acercan  tna$ 
á  ella,  óque$(m  ome$  de  mejor  fama  é  de  mQor  derecho,  aunque 
los  otros  que  digesen  lo  contrarío  fuesen  mas:  que  si  hubiese  igual* 
dad  absoluta  en  los  testigos  en  razón  de  sus  personas  y  de  sus  di- 
chos, porque  también  los  unos  como  los  oíros  fueren  bumos,  é  cada 
mo  de  ellos  sem^ase  que  dicen  cosa  que  podria  ser,  debe  creer  á  los 
testigos  que  se  acordaren  y  fueren  mas,  y  juzgar  en  favor  de  la  parte 
que  los  presentót  y  en  fin,  que  si  los  testigos  presentados  fuesen  tan- 
tos'de  una  parte  como  de  otra  é  iguales  en  sus  dichos  y  en  su  for- 
ma, debe  el  juez  absolver  al  demandado*  Estas  tres  r^las  merecen 
ttadeücado  examen  para  conocer  si  son  de  i^ta  6  de  torcida  crítica- 
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'  JJá  fñtteta  ilo  es'ttgfta  de  «^ntejmite  nombre:  es  «lo  de  táate 
[terfedós  como  hay  en  las  leyes  de  Partida  ea  que  D.  Alonso  d  Sé^ 
Uo  Mvo  pretensiones  de  d(k^¡f  imneho  y  realiAente  no  dijo  nad».  Wm 
eteotn,  ¿cnál  es  fai  regla  de  crítica  que  aquí  consigna ;  cnél  la  dadft 
de  que  á  Í68  jueces  saca?  Ninguna;  porque  decir  que  cuando  k»  tes^ 
tígos  de  ambas  partes  sean  contrarios  on  sus  dichos,  debe  el.jnei> 
(^reer  á  Ms  que  entendiere  que  dicen  la  verdad,  ó  que  se  acerca» 
mas  á  iflá,  ^  ^ue  sen  dé  m^or  fbma,  anwfie  kn  que  digan  la 
contrario  sean  mas,  es  dejarle  cenpletaniente  abandonado  ásu  pro-^ 
pió  criterio  para  la  apreciación  de  esas  oontradicdoneB,  pues  que  S9 
dice  ni  más  ni  menos,  que  crea  á  aqudlos  que  entíeikde  que  ákm 
Al  verdad,  óquese  aceitan  mas  ádla;  ó  que  son  ée  mqor  fámur 
tímque  los  contrarios  fítesen  mas.  ¿Pero  se  dice  aquí  á  los  jueoea 
¿6mo  han  dehacer  para  entender  si  los  testigos  dicen  la  verdad  ó  se 
acercan  mas  á  ella?  ¿Se  dice  si  la  apreciacioln  de  su  buena  fama  po^ 
Ara  hacerse  por  el  juez  fuera  de  aquellos  casos  en  que  se  hayan 
legado  y  probado  tachas  legales?  ¿Una  regla  de  sana  crítica  que 
tbdo  lo  deja  al  criterio  del  juez,  es  regla  vendadera,  ni  se  aproxima 
siquiera  á  serió? 

Menos  importante  es  todavía  la  segunda,  que  como  ya  hemos 
visto  decíala:  que  habiendo  igualdad  en  las  declaraciones  de  los  tes- 
figos  por  razón  de  sus  personas  y  de  sus  ékkos,  porqne  tamhkn  lút 
Unos  como  los  otros  fuesen  buenos,  é  cada  tmo  de  élhs  semejasen 
ipie  dicen  cosa  que  podría  ser  debe  creer  i  los  que  se  acordaren  y 
fueren  mas  y  juzgar  en  favor  de  taparte  tpte  los  presentó.  Esta  re- 
gla deja  de  serlo,  no  solo  por  su  vaguedad,  ^a  príacqNiImente  por 
una  grave  contradiccioii  que  contiene,  pues  al  siqicnerse  en  ella  el 
éáso  dé  la  ígunldad  de  los  t^tigos  por  razón  de  sus  personas  como 
i9e  suá  diehbs,  póVqne  son  bnenos  los  unos  como  los  otros,  porqne 
todos  dicen  cosa  qué  podría  ser,  dice  á  eontinuadon  que  se  otea  k 
los  que  se  acordaren  y  f aeren  mas.  A  primera  vista  se  oompi^endé 
4ue  si  unos  testigos  se  acuerdan  y  otros  no,  ó  sé  acuerdan  mas  anos 
^  otros,  no  hay  í^ftiotesa,  como  dice  la  ley,  «n  Ms  dichos,  yp^ 
^ttsiguiente  esta  regia  ciarece  de  base,  ó  favoreciéndola  algo  mas^ 
%ñ  bastante  confusa. 

La  tercera  y  tUtima  que  supone  el  caso  de  ser  iguales  los  feslU 
ig^  ée  amb»  partes,  por  rason  del  ndmero,  de  sus  dícbos  y  de  «I 
Utñt,  éeMéndose  absolver  entonces  al  demandadoy  mas^qne  regia^ 
4»  6Mptíoii,ipor4nft«inlh»eaaos  severiflcari,  y  mas  que  regln 
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Ifr 'MM  critica  para  fnvestígar  la  terdad  de  los  hechos,  es  la  v'^i- 
ipúáim  regla*  de  procedimiento,  adore  non  probante  reus  est  aby  I- 
nM»i  pero  en  ella  no  se  presenta  medio  algnno  á  los  jaeces  para 
InMar  k  redidad  de  los  hechos,  sino  que  partiendo  de  )a  hipótesis 
4e  ^  es  imposible  encontraría,  se  manda  absolver  al  demandado. 
Be  stterte,  que  en  nuestra  opinión  las  tres  reglas  de  la  ley  40,  qne 
aentotoos  de  abalizar,  nada  dicen  á  los  jueces  qne  pueda  guiarles  en 
el  dificil  senderó  de  la  investigación  de  la  verdad,  dejan  su  criterio 
Itn  ubre  como  si  la  ley  no  hubiera  hablado.  Veamos  lo  que  se  dice, 
«I  te  ley  4i. 

•Esta,  que  haUa  del  caso  de  ser  contrmos  los  dichos  de  los  tes- 
tigos presentados  por  una  de  las  partes,  se  limita  á  manifestar  lo 
ttiBmoque  la  anterior;  que  el  juzgador  debe  creer  aquelloi  que  se- 
mefñáe  que  se  aenesMn  mas  á  la  verdad,  maguer  que  los  otros  fue- 
remamos,  loque  claramente  hablando  no  significa  otra  cosa  que 
advertir  al  Juez:  tu  tienes  oktigacion  de  buscar  la  verdad,  cumple 
eon  elia.  ¿I  es  esta  por  ventura  alguna  regla  de  sana  crítica?  ¿y  esto 
ofreee  i  les  jueces  algan  medio  de  conocer  la  verdad?  No  podemos 
pMe  eonoebir  como  ^  ha  dado  tanta  importancia  á  las  reglas  con- 
signadas en  estas  leyes,  cuando  no  son  mas  que  vagas  indicaciones 
coDfufias,  contradictorias,  é  impertinentes. 

Pero  oigamos  lo  que  dice  la  29  del  título  16,  Partida  citada. 
Onipase  esta  ley ,  de  los  casos  en  que  es  admisible  el  testhnonio 
ex  auiUu  y  dispone  que  cuando  se  litigue  sobre  lavores  antiguas 
qu0r$(Umdase  dgunes  de  lavores  áUas  que  fueran  fechas  por  ma- 
íl$^  áe  mnm,  i  corren  aguas  que  les  facen  düño  en  ms  heredades 
é  en  9US  casas^,  é  piden  ^juxgador^ue  las  mande  toUer  ó  abajar ^ 
qm  en  esíos  casos  vale  el  tetümonio  de  oída,  seyendo  dicho  de  esta 
mamra,  dijo 4¡u$  d  agua  que  corre  de  tal  lugar  á  tal  quefacedaño, 
¿áeaqnü  lugar  de  que^corre  que  fué  fecho  por  manoy  sifuesepre- 
gwtíada  porque  lo  sabe,  y  responüei^e  que  lo  oyó  dedr  d  otros  que 
h  vierm  hacer,  y  que  asi  em  fiima  entre  tos  hombres,  hasta  para 
ei  áemandaintei  pero  si  loste9tígo&  digemí  que  ni  tAeroniri  oyeron 
isétrqueaqu^a  óbrafitese  hecha  pormanodeheriáfre,  sino  que  se 
crebí  ^mmmente  entre  los  hombres  que  era  obra  de  la  rutíüraleza, 
qimeUi  teetinumio  eumpk  al  demandado.  Maé  en  otro  pleito,  con- 
tíiiAa,  noH  debe  ser  ceMdo  tesíinumio  de  oida.  Parécenos  que  bs 
reglas  que  esla  ley  dicta,  no  podrán  aceptarse  por  nadie  en  eistos 
liifl|ieg,  oomo  re¿a6  detalla  crítica.  Cuando  se  trata  de  probar  si 
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una  obra  procede  de  la  mano  del  hombre  ó  de  la  naturaleza,  porm«f 
antigua  que  esta  obra  sea,  la  prueba  que  procede,  la  prueba  que 
ilustra  al  Juez,  es  la  prueba  pericial,  con  preferencia  ¿  todas;  por  lo 
demás,  la  común  de  testigos,  no  ex  visu  sino  ex  auditu,  es  una  prue- 
ba supletoria,  que  solo  podría  aceptarse  como  recurso  estremo,  i 
bita  de  toda  otra,  y  aun  así  y  todo  y  acompañada  de  la  vista  ocular 
sería  peligrosísimo  fallar,  sin  ver  d  dictamen  razonado  de  los  mis* 
inos  testigos  competentes,  los  peritos. 

Demostrado  cumplidamente  que  en  las  anteriores  leyes  no  se 
contienen  reglas  de  sana  crítica,  sino  indicaciones  vagas,  confusas, 
contradictorias  alguna  vez,  y  algunas  erróneas,  como  sucede  en  la 
ley  29,  no  podemos  aceptarlas  con  el  calificativo  de  reguladoras  del 
criterio  judicial.  Si  el  criterio  de  los  jueces  no  tuviera  otro  regulador 
que  esas  leyes,  bien  pudiera  decirse  que  estaba  abandonado  al  aca- 
so. Una  vez  consignado  en  la  ley  el  principio  que  reconoce  el  ar- 
tículo 317  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  es  forzoso  admitirle  con  to- 
das sus  consecuencias,  es  necesario  dejar  á  los  jueces  la  libertad 
de  la  inteligencia  sin  otra  restricción  que  la  que  las  reglas  de  la 
buena  lógica  establecen  para  llegar  á  la  investigación  de  la  verdad. 
Si  los  autores  de  la  nueva  ley  hubiesen  pensado  en  dejar  vigentes 
los  preceptos  de  las  de  Partida,  no  hay  que  dudarlo,  hubieran  hecho 
mención  espresa  de  ellas,  como  se  hizo  en  la  regla  48  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  penal,  y  puesto  que  no  lo  hi- 
cieron, no  nos  es  lícito  á  nosotros  considerar  como  viente,  aquello 
que  no  es  ya  mas  que  un  monumento  histórico.  T  no  se  diga,  que 
con  esta  interpretación  se  exime  á  los  jueces  y  tribunales  de  fallar  se- 
cundum  állegaía  et  probata  ^  no;  el  juez  ha  de  formar  su  convic- 
ción con  arreglo  al  resultado  de  los  autos  dirigiendo  su  juicio,  por 
medie  de  las  reglas  que  le  sugiere  la  sana  crítica  en  el  momento  en 
que  juzga,  y  no  por  reglas  establecidas  en  otras  leyes,  que  de  ad- 
mitirse, vendrían  en  último  resultado  á  anular  poco  á  poco  su  erile* 
rio.  Si  fuera  posible  que  el  legislador  examinara  caso  por  caso,  to- 
dos los  que  se  presentan  en  los  tribunales,  seguros  estamos  de  que 
no  se  atrevería  á  dictar  reglas  de  ningún  género,  sino  que  se  con- 
vencería de  que  cada  caso  es  un  misterio  que  solo  puede  profiíndi* 
zar  el  juez  cuando  se  le  deja  libre  y  se  le  guardan  las.considendo- 
nes  de  hombre  responsable.  Limpíese  de  errores  la  inteligencia  de 
los  jueces;  hágaseles  entender  que  están  fuera  de  la  presioft  de  al- 
gunos ridículos  principios,  como  por  ejemplo  el  de  mqgis  crtitíMT 
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mrgtiit  qumn  viáúm,  y  se  les  rerá  marchar  con  desembarazo  en  el 
camino  de  la  investigación  de  la  verdad.  No  opinaré  yo,  sin  embar- 
go f  porqne  se  adopte  en  este  ponto  el  tutimimiámetro  de  Benthan; 
por  mucho  qne  el  espíritu  humano  avance  hacia  el  progreso,  no  se- 
rá posible  sujetarle  á  grados  y  medidas,  como  se  ha  llegado  &  sujetar 
el  calórico,  la  humedad,  etc.;  es  sin  embargo  este  un  error ,  aun- 
que condenado  al  olvido,  digno  de  inmenso  respeto  porque  procede 
del  talento  gigante  del  inmortal  jurisconsulto  inglés ,  á  quien  la 
ciencia  debe  grandes  progresos.  Bastan,  á  pesar  de  esto,  las  reglas 
sencillas  de  la  lógica  para  que  el  juez  pueda  averiguar  la  verdad 
basta  donde  sea  posible. 

Si  no  temiéramos  rebasar  los  límites  de  la  cuestión,  nos  ocupa- 
ríamos estensamente  del  artículo  42  de  la  ley  de  11  de  mayo  de  1848 
que  reguló  el  sistema  de  procedimientos  del  Senado;  del  art.  82  del 
Real  decreto  de  20  de  junio  de  1882  sobre  delitos  de  Hacienda;  y 
en  fin  de  la  regla  45  de  la  ley  provisional  dictada  para  la  aplicación 
del  Código  penal;  pero  no  queremos  que  se  nos  arguya  con  la  di- 
versidad de  la  materia,  el  carácter  especial  del  procedimiento  y  la 
direrencia  de  Tribunales.  Bastan,  sin  embargo,  estas  citas  para  co- 
nocer cuál  es  el  espíritu  de  la  época. 

Mas  importante  es  todavía  el  detenido  examen  de  algunas  deci- 
siones del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  las  que  se  ha  interpre- 
tado el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Todas  ellas,  cuya 
mente  es  absolutamente  la  misma,  harán  comprender  á  los  que  ten- 
gan alguna  duda,  que  en  el  sistema  contenido  en  ese  artículo,  no 
cabe  de  ninguna  manera  ni  bajo  de  ningún  aspecto,  el  sistema  de 
las  leyes  de  Partida.  Este  examen  será  mas  detenido  de  lo  que  co- 
munmente se  acostumbra,  porque  la  materia  es  demasiado  impor- 
tante. 

En  la  sentencia  de  13  de  octubre  de  1856  pronunciada  en  el' 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Marqués  de  Rianzuela  contra 
la  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en 
pleito  sobre  abono  de  mejoras  hechas  en  bienes  que  fueron  vincu- 
lados, alegando,  entre  otros  fundamentos  del  recurso,  lainfnu> 
cion  de  las  leyes  32  y  33  del  tít.  16  de  la  Part.  3.^,  dice  el  Tribunal 
Supremo:  tConsiderando  que,  además  de  que  las  leyes  32  y  33,  titu- 
lo 46  de  la  Part.  3.^,  cuya  infracción  se  invoca  también,  han  sido  rñ" 
Ocalmente  modificadas  por  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil......  Los  citados  comentadores,  queriendo  interpretar  este  con- 
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iidmi^aeii'  itvor  de  em  opiaioD ,  «ntiendeii  que  las  yülÉütüs  MiK* 

fgjwríifff  mriff/íriTiíTir.  iir  'inn  mf  Trftaaat  Supremo,  nosuponeb 
qoftdngfasidoiderfigada,  «ioaen  kp^  toca  ai  ftdtnero  de  (es- 
tifos  ^  segm  ios  dtsos.  No  -vechasamosi  este  argumeoto  porqve  e^ 
eaüfaprodiioeiite.  La  ley  52  ^  toda  ella  taxativa  desde  la  rribrica 
basta  laiikina  palabra;  de  soerte^qoe  se  nos  eónoede  caaslo  ptfdié-* 
raíaos  ^)eiecer. 

El  mismo  espiritarse  Té  en  la  señtemúade  96  de  octubre  de  mi^ 
dictada  en  el  recurso  de  casaeioii  ioteipuesto  por  D.  Bbnuel  TabtAs, 
contra  la  protunotada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  0>* 
nma,  sobre  rescisión  de  un  contrato  por  lesión  enorme  yenormísíma, 
fundado  en  la  infracción  de  la ley  SK!  citada,  en  la  que  el  Tribunal 
Supremo  dice  en  el  primero  de  tes  cewiderandos:  cGensiderawio 
que  según  la  apreciación  de  las  pruebas ,  UgalmeifUe  hedias,e(m  9^- 
reglo  oí  art.  Sil  de  laleyée  EnjuidamUnto  eivü,  por  la  Sala  pri- 
mecadela  Attdíe«cia>delaCoru&a......  c Considerando  que  al  bacei' 

aquella  apreciación  la  Ssda ,  no  ha  cometido  ninguna  infracción  le- 
gal...... «Considerando  que  no  tiene  apücáeion  después  de  publica^ 

da  la  ley  de  Enjaiciamieato  civil,  la  32,  fit.  i6,  Part.  S."" t  Como 

se  vé,  se  reconoce  por  esta  sentenóa  la  libérrima  facultad  de  la  Sala 
primeva  de  la  Audiencia  de  la  GoruSa,  de  apreciar  la  prueba  según 
k)  dispuesto  por  el  art  317^  y  «e  declara  además,  terminantemente 
derogada,  y  ne  solo  rodicabmnte modificada  la  ley  3i,  tft.  i6  del 
laPart.  3." 

Es  digna  laminen  de  atención  la  sentencia  de  2  de  octubre  dé 
1^639,  dictada  en  el  recurso 'de  casación  interpuesto  por  D.  Bernardo 
Conde ,  contra  la  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Tailadolid, 
sebee  usufructo  y  posesión  de  bienes  de  una  capellanía  colativa  fa* 
miliar,  en  cuyo  primer  fundamento  de  derecho  se  dice :  «Gonside* 
rando  que  la  prueba  practicada  en  estos  autos  es  la  testffieal,  la 
eual  ha  sido  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civü» 
no  procediendo  por  tanto  contra  esta  apreciación  el  actual  recurso:» 
la  miaña  doctrina  exactamente  que  en  las  sentencias  anteriores. 

&  2  de  marzo  de  18S7  recayó  otra  en  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Udefonso  Vicente  de  Civutia,  contra  la  sente^sin 
definitiva  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  plato 
sobre  pago  de  una  pensión ,  en  cuyo  segundo  considerandb  se  4ioe: 
«Consíderaodo  que  patfa  probar m  intención,  y  en' pago  de  Ia4é^ 
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iMaii ,  Mm  uio  eíiotor  como  lifticb  láedlo^ttepnifliía'de  la  dvM-' 
figos; la ipieltt  sido  i|MGtadft  poriá  StrtS'Mitoiieiftdoni,  alded^ 
díi  koaostioii  (te  hedié,  de cotforniidad  cmtlo  dísyuMo  M^«r- 
ttaa»3t7  de  lakyde  flD]«íemiaíHilo  dMi.t 

HA,  hidictftda  eo  SS  dediárietibre  dé  t^l?  efe  iwonrse  de  «femcion 
i«lenra6d(o  por  Dr  Aotoftio  Roil  y  Ratfanid  e»nfra  la  séftleiioía  de  hi 
Stfla  s^poida  jte  te  ÁildieMia  de  MáHorca ,  en  itieitofobfedoAaekni^ 
ai  eiiyo  j^raier  cottskiérariido  se  dieet  «Cdnrideraiido  que  log  tribu-' 
néd»  deben  apreeiar ,  segim  lat  reghiB  de  la  sana  critíea ,  la  faenia 
pfataforia  de  tag  deeteracienes  de  k^  teitíges,  coa  arreglo  á  to  dú- 
IMRsto  en  el  avt.  S17  de  la  ley  de  Bajaiciámiento  civil,  y  «(ne  en  la 
apremckm  qae  ha  heebo  la  seganda  de  la  Aodíeneia  de  MttUoiN 
ea,  coa  sa}6eiea  al  artfoalo  cüado^nd  &a  i^riagido  las  leyes  <|iie  se 
dtao  'Mel  rocano,  y  qoe  soto  poedeii  oonsiderárse  vigettM  eto 
cuanto  no  se  opongan  á  la  última.» 

9ot  seniencía  ^  8  de  (sbrero  de  18B8,  botada  e»  el  recurso  de 
casaekfii  imerptiesto  por  D.  Viéeate  Pníggiffi ,  centra  la  de  la  Sáñ 
pHtiéra  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  wbfe  pago  de  tina 
caMSdad ,  tietie  tres  notables  considéfMdos  que  copiamos  á  conti- 
BtÉskHi:  «Coosideratfdo  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Birceknia ,  aprsdandé  del  modo  qUé  to  ha  hecho  en  los  ftitidamen- 
lia  de  SU  sebtenóia,  tas  pniebas  presentadas  por  las  parles  en  este 
pMto ,  éht6  en  aso  de  las^oHades  qae  le  coneede  el  art.  317  de 
laley  de  Ehjvitíantieiito  dvi).»  «Cnisideranxdo  que  promulgada  di^ 
Aa  toy ,  careee  de  apHcaciOD,  en  casos  tomo  el  presente,  la  32,  ti- 
lda 16,  Part.  S.\  que  es  una  de  las  que  se  suponen  infringidas  |»or 
dveeamuie.» 

icOonsUtaraado  qae  la  ley  i  14  y  449  del  tit.  48  de  la  indicada 
Mtida  Igualmente  citada  eoaio  infringida,  en  su  referencia  á  do- 
diiílttilOB  privados  exigen  para  su  vafidez  y  e6cacia  en  juicio  la 
posterior  disposición  de  testigos,  muD  la  de  aquellos  presenciales 
del  Mtb,  eáyos  noaAres  aparexdan  en  el  documento,  que  son  por 
lo  mi«tim,tbn  arre^  á  lo  prescrita  en  el  citado  articulo  317  de  la 
ley  de  BáiakiaiBíiieiilo,  tan  ia^UcáMe  camo  la  primera  al  presenta 
reeúao,  y  que  aíagmia  de  elUbS^par  eonsigaieate  ha  sido  infringida 
m  la  aeaieMia  de  cuya  ctaa^sion  ét  Uau.i» 

Bai  i7  de  lebrero  de  1858,  ge  diolórotra  en  recurso  de  casadon 
Kpor  daia  ftaita  Peíhsa>  assliu  la  senleBcia  pronuncian 
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da  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  GoroSa,  en  pleito  so- 
bre lesión  enorme  en  la  venta  de  un  prado,  en  que  se  dice:  cGou- 
siderando  que  al  calificar  la  referida  Sala  el  mérito  de  la  prueba 
testifical,  en  uso  de  las  facultades  que  le  concede  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha  infringido  ninguna  disposición  legal.» 
En  fin,  es  digno  de  especial  mención,  por  el  contraste  que  for- 
ma, con  los  anteriores,  la  sentencia  de  26  de  marzo  de  1858  en  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  por  D.  Manuel  Iturralde,  contra  la 
dictada  en  revista  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos  en 
pleito  sobre  entrega  de  cantidad  procedente  de  premio  de  lotería, 
en  cuyo  7.^  considerando  se  dice:  c  Considerando  que  es  jurispru- 
dencia inconcusa  de  este  Tribunal  Supremo  que  en  las  cuestionee 
de  puro  hecho  la  simple  apreciación  de  las  pruebas,  mientras  se  en- 
cierra en  los  límites  que  las  leyes,  fijan  á  la  crítica  racional  y  judi- 
cial criterio  del  Tribunal  sentenciador,  no  son  objeto  del  recurso  de 
nulidad.» 

De  las  ocho  sentencias  cuyos  considerandos  relativos  á  b  cues- 
tión que  nos  ocupa,  hemos  transcripto,  resultan  consideraciones  im- 
portantes sobre  la  apreciación  de  la  prueba  testifical.  El  artículo 
317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  recibido  con  las  decisia- 
nes  del  Supremo  Tribunal,  el  carácter  de  jurisprudencia  práctica, 
y  no  acertamos  á  comprender  cómo  después  de  dictada  la  primera, 
se  ha  seguido  alegando,  sin  embargo,  repetidas  veces  como  fun- 
damento de  casación,  la  infracción  de  his  leyes  de  Partida  en  eeos 
recursos  citadas.  Esta  es  una  de  tantas  pruebas  como  tenemos  <k 
que  la  ley  de  Enjuiciamiento  ha  abierto  de  par  en  par  las  puertas  del 
recurso  de  casación,  por  donde  pueden  entrar  todos  los  litigantes, 
aun  á  despecho  de  los  tribunales.  Es  este  un  mal  hijo  de  la  lejt 
cuya  reforma  se  hace  necesaria  por  momentos.  De  otra  manera,  re- 
petimos, no  se  comprende  cómo  después  de  haber  manifestado  ter- 
minantemente su  opinión  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  se  ha  in- 
sistido por  las  partes  sin  haber  motivo  de  duda. 

Como  se  deduce  á  primera  vista  de  la  lectura  de  los  conside- 
randos de  las  sentencias  de  13  de  octubre  de  1836,  26  de  octubre, 
9  de  marzo,  2  de  octubre  de  1887  y  27  de  febrero  de  1888,  el  ar- 
tículo 317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civili  ha  modificado  radical- 
mente  las  leyes  32  y  33,  tít.  16  de  la  Partida  5.%  según  se  dice  en 
la  primera  sentencia;  que  no  tienen  aplicación  posible  después  del 
artículo  317,  según  se  afirma  en  la  segunda;  que  la  única  i 
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pin  apiecitr  b  praete  tesdBctl,  es  dMio  wnietío  317,  degm  se 
di  á  eoBOoer  ea  la  3/,  y  en  Iki,  que  al  oaltficir  h»  tribiiiialesel  mé^ 
lito  de  la  jmidM  de  testigos  de  conformidad  con  ese  artículo,  no  iii- 
friagen  ningima  disposición  legal,  segnn  se  manifiesta  en  la  4/  No 
creónos  posible  qne  hasta  aquí  se  pueda  sascitar  ninguna  duda  so- 
bre la  inteligencia  del  artículo  3i7.  El  Tribunal  Supremo  de  Justí^ 
cia  en  estas  cuatro  sentencias  di  ¿  conocer  de  un  modo  bien  termii- 
nante  qne  la  disposición  del  artículo  817  tteya  envuelta  la  deroga- 
ción, no  soto  de  las  leyes  32  y  33  del  tít.  y  Part.  dudo,  sino  la  de 
todas  las  demás  que  hablan  M  valor  de  la  prueba  de  testigos,  pues 
que  sí  bien  en  esas  sentencias  no  se  hace  mención  de  todas  las  le- 
y^  de  Partida  referentes  al  asunto,  al  declararse  el  valor  del  artf> 
culo  317  citado^  no  se  dice  qne  quede  vigente  bajo  ningún  concepto 
algunas  de  esas  mencionadas  leyes,  sino  que  al  contrarío,  se  sienta 
el  principio  de  que  los  tribunales  de  justicia  al  apreciar  el  valor  de 
los  testigos,  según  el  artículo  317,  están  dentro  de  su  terreno  y  no 
infringen  ninguna  disposición  legal. 

Necesario  es  ,sin  embargo,  examinar  con  imparcialidad  las  otras 
sentencias,  que  á  primera  vista  no  parecen  tan  claras  como  las  an- 
teriores, y  como  la  cuestión  es  vital  para  el  procedimiento  cívil^  no 
economizaremos  ninguna  consideración  que  pueda  ser  necesa- 
ria, aun  á  riesgo  de  que  se  nos  califique  de  prolijos. 

La  sentencia  de  23  de  diciembre  de  1857,  después  de  sentar 
el  principio  de  las  anteriores,  de  que  los  tribunales  deben  apreciar 
segnn  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuerza  probatoria  de  las  de- 
daraciones  de  los  testigos,  dice,  que  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Mallorca  no  ha  infringido  las  leyes  que  se  citan  en  el  recur- 
so, y  ftie  solo  pueden  conriderarse  vigentes  en  cuanto  no  se  opongan 
á  la  última,  es  decir^  al  art.  317.  Parece  que  por  las  últimas  pala- 
bras de  este  considerando  se  dá  todavía  dlgon  valor  á  las  leyes  de 
la  Partida  3/,  32  y  40  del  tít.  16,  puesto  que  se  dice  que  solo  se 
podrán  considerar  vigentes,  en  cuanto  no  se  opongan  al  art.  317. 
Antes  de  ahora  hemos  examinado  estas  leyes  y  hemos  visto,  qué 
la  32  ei  taxativa  en  todas  sus  partes  é  incompatible  absolutamente 
con  el  art.  317;  y  qoe  la  40,  si  alguna  regla  de  sana  crítica  contiene 
es  vaga,  confusa  y  contradictoria,  y  mas  bien  que  regla  de  esa  ia^ 
dote,  es  un  principio  de  procedimiento  mal  espresado ,  por  consi- 
gniente  no  tuiy  siquiera  posibilidad  de  que  estas  leyes  dejen  de  opo- 
nerse al  art  317.  ^ 
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For k.mtea(m  d6;8  dft  febr^  dfl  iMIkM^s^^ 

ánUAo,  7  ¿  cwliwamii  se  dtoeigii^ di  iwptítaUi  M  onaosíoAMAl 
presente  ln  ky  3^  tfl.  i6  di  Ja  (!trt.  3;%  ^aft  «qme  iiifi^igii» 
da;  de  eaya»  palabras  pareoe  infenrae  que  iniiOlrofi  cMm»  difnmte 
ilel  quQ  68  ol^jiato  de  la  seoíte^a»  podrá  aplicarae  eaa  kgf»  ¿peaUt  dfc 
lo  di8pfie8lO(eii  «el  att^  5i.7«  Sta  eoiba^  no  cseeoos  qaa.  4al  haya 
^do  la  meóte  del  TntautSapraBo  de  Juatioia»  pttesJMteilaer  te 
ie7  32yvQr<|Qu^eDelbJaifiierzadelos  teeliiK^  $e.ÍLaae  diefesdAr 
ídel número  deleritíftado de  8,  ff  67^  segualos  caaoii  yaacMViüii- 
deráiqnelatalleír  no  puede; aeraflioable  nunca,  por  epoMffaanl 
Vtículo  317. 

Si  alguna  duda  nos  pudüva^Nter  respecto á  h^deetdm  «se  wr 
wnos  eostenieado,  qoedaii  completamente  di9eilttti€¡d^  coi^  aolp 
observar  el  oontraete  notable  go»  foraa  el;  leaguiú^  ^^  T^ribumif 
fiupremo  de  tesüoiaett  lasiflentencias  diotada^  3obte  recurso  de^  im- 
lidad,  según  las  antiguas  leyes,.]r  lai  que  ba  pronmciad^ea  lo^  im- 
corsoe  de  caeacimí»  eon.aire^  4  la.  de  fiojaidainieato  ei?4«  P&ra 
oonoeer  e^e  contmste»  bastaiiifiijaffse  eü  w  consideraiido  d^  hm^ 
tencia  de  20  de  mano  de  Í8tf8«  ya  cüade»  en. el  qm  se^dice  sm  i«h 
risprudeniaia  ineooousa  del  TribuiMl Supremo,  jipiemfleeQUi^^tMM? 
de  puro  hecho,  la  simple  apceciacion  delaa  prtjietos,  mmtru/te  m- 
cierra  en  logUmUeBiqne  la»  l$9e$^fiím  álatrMcarawmaluJ^^' 
^l  criterio  (M  tribunal  zenUndad» ,  no  aan i^^4eliwm^  ^ 
nulidad.  Eato  eentencia  reaayd  en  un  reourso  de  nulidad»  su^t4#(w- 
4o  por  supuesta  según  la  práctica  antigua,  y  en  el  que  la  {H^mojpir 
üíon  de  las  pruebas,  se  biso  coA.ajrr^b  4 1¿  leyes  de  Itotid^;  fÑf 
eso  se  esplica  ^le  d  Supremo  TcibuQal  bable  de  limita  qm  las  U- 
yfis  fijan  á  la  crUim  rarntial  y  juitMl  eritmo ;  pelabrasc^ue  i^  se 
han  vuelto  á  ufar,  ni  por  in^ideneian  en  decísioiies  sobre  recu^so»*^ 
casación  sustanciados,  según  la  ley  de  EiijuíciamieutQ  qivil;  lo  «Me 
prueba  terminantemente,  que  si  anle^  de  esto  ^  on^eiÉ»  j«dii¿íal 
se  l^laba  lionitado.ppiu  las  leyes^  boy  no  tiene  am  liwtes  que 
ios  regtas i$  la  yma^eritíáa  deqwe  haUa el  artíaiho3i7«  T  qw^  te- 
jos de  hallafse  ooneigiada»/en. .  níigana  ley .  anterior,  m^  p4i:a ilo^ 
i^f^m  y  tribunales^)  Im  de  iaíAógi^^  qoe^oÁdnoen  4  la  ia^^est^iMUAp 
de-Ia)  vewi^^  »         .  ' 

^ r^  A4;iiegar  aip^  ddfpves.dei  baber  dev^^eA^  eyidentemai9te  ea 
nuestro  humilde  concepto,  que  el  art.  317  de  la.lqy  d^  .^juifiift- 
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ra^  aoeaoa  <M  bm^  de  apredu  la  (noobe  de  testigo» ,  Im  eneti»^ 
lokb  «I  áAtieiie  criterio  bofoi,  el  raeianattrUma  áe  lo^jneúm  j  <r¿* 
tenate ,  pareee.qne  deherianíM  colicliiir  eaa  in  juicio  43MiparatífO 
Mtfe  el  antígoo  7  M  Mero  rntema  pAttL  ofUxipor  algano  de  ellos; 
pero  esto  seria  dar  désuiaada  eatearioa  al  artfoalo ,  en  el  qoe  peí 
oira  parte»  tmeeCro  prmoiiialehíDlo  no  ha  «ida  oiro  qae  ventitairaaa 
eaestion  j^áírtica  de  inraeasaioipeHÉiiciapiraaaeBtre  procedimiealQ 


II  LA  SSmim  H  LO»  fHf «HNfM  »  iUtl^ 


En  A»^;<Ntie  paede  kaeerM  lestamealo  aimciipativ^  ó  abierto 
aale  el  párreeo  y  dosi  iesti^e»^  observaado  las  Búsioas  selemiiidades 
fueea  el  teelifioado  fot  aotario.  Así  «e  otorgan  ea  donde  no  hay 
lal  fiuieioaarió  piUiUoo,  ó  imááo  m  poede  a|;iiardar8e  sa  llegada 
por  hallarse  el  testador  en  grare  nesgo  de  morir.  Para  que  et  testa^ 
flMOta  hecho  ante  el  páiroco  sarta  sa  efecto,  es  además,  indispon^ 
saUe,  qaese-dete  i  acto  ptfMica  por  medio  de  lá  adveración,  y  es- 
ta se  qecola  del  modo  sigaiente:  á  solicitad  de  los  albaceasóde 
^aakiaiera  (]pe  tenga  interés  en  el  testamento,  lo  presentan  al  pár^ 
loeo  y  testiées  que  intervimeron  en  ¿I,  delante  de  las  puertas  de  la 
iglesia  parroquial,  ante  el  jiez  (Mdiaario  de  la  población,  qae  debe 
aetar  acomp¿ado  de  on  notario  y  dos  testigos.  El  jaez,  entonces, 
dbierto  el  libro  de  los  Evangelios,  oáandá  que  se  lea  la  cédala  ó  pa« 
peí  que  oonLime  la  disposición  testamentaria,  y  después  de  jurar  el 
párroco  y  testigos  qoe  aquelti  es  la  líeriadera  dieiposicion  del  testa^ 
dor,  y  que  esteles  rogó  qoe  dieean  testinoni^aeello,  el  notario  for^ 
vu  acta  éb  todo,  ímsertando  ta  referida  disposición.  Sin  ejemplar  en 
Mntrario  seha  observado  lo  <fiebo  con  arreglo  á  los  fueros  1.^  de 
lütorifats  y*  ly  2  y  3' ie  tMáimntüy  hasu  qae  D.  Serapio  Rabio  sa- 
flioé  i  b  Aadieiida  de&mgota,  por  condACto  del  juez  del  partido, 
qae  se  sirviera  declarar  la  práctica  que  deUa  (¿^servarse  en  la  ad* 
iWñaioA  de  testaoteotos;  y  con  fecha  7  de  aovjeimbre  de  1887,  co- 
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minioó  la  provideneia  que  á  la  letra  eqpio.— cGontéstesé  al  jaet  de 
primera  instancia  de  Daroca  ipttUs  aioeraeUmei  de  te$Uime9iU>$ 
deben  hacerse  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria  y  en  el  modo  y 
fonna  ordenado  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  qoenna  vez 
practicadas  en  el  jazgado  las  diligencias  necesarias  para  acrefitar 
la  verdad  del  testamento  de  palabra,  debe  remitirlas  á  un  escribano 
numerario,  conforme  i  lo  dispuesto  en  los  artículos  i388  y  1389, 
para  que  lo  eleve  á  escritura  (ñiblica,  y  el  escribano  remitir  ai  jnz* 
gado  un  testimonio  del  día  en  que  hubiere  tenido  lugar  tal  acto,  y 
del  número  y  folio  que  ocupe.en  su  protqcolo«i 

Al  contestar  á  Qua  consulta  relativa  á  la  fijación  del  dia  desde  el 
cual  debe  empezar  á  correr  el  término  para  retraer,  dijeron  muy 
oportunamente  los  ilustrados  Stores  Birectores  de  la  Rbvista  gb- 
NBiuL  DB  Legislación  t  Jürispeudencu,  que  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento debió  salir  y  salió  al  encuentro  d^  opiniones  diametralmente 
opuestas.  Allí  se  comprende  que  pudo  hacerse  sin  destruir  la  base, 
pero  no  sucede  lo  mismo  en  el  caso  de  que  me  ocupo,  porque  el  pro-  * 
cedimiento  es  consecuencia  precisa  de  los  fueros,  á  los  cuales  se  ar- 
regla la  testamentificacion.  Voy  i  demostrarlo.  Todo  el  título  11  de 
la  segunda  parte  de  la  nueva  ley ,  se  refiere  al  modo  de  elevar  á 
escritura  pública  el  testamento  hecho  de  palabra.  ¿T  puede  califi- 
carse de  tal,  el  que  por  legislación  especial  se  otorga  en  AragOB 
ante  el  párroco  y  dos  testigos,  escrito  y  firmado  con  las  mismas  so- 
lemnidades que  el  que  se  recibe  por  notario?  T  si  el  que  así  se  hace 
se  considera  escrito,  ¿qué  diremos  del  que  según  costumbre  otorgan 
los  enfermos  del  hospital  de  Nuestra  Seuora  de  Gracia  de  Zaragoza, 
ante  cualquiera  capellán  del  establecimiento  y  dos  testigos,  surtien- 
do así  todos  sus  efectos?  Uno  y  otro  distan  muchcrdel  propiamente  Ua-^ 
mado  testameuto  de  palabra.  Este  debe  hacerse  ante  cinco,  y  si  no 
pudieren  ser  habidos,  ante  tres  testigos  vecinos  del  lugar  en  que  se 
hace  la  disposición,  ó  ante  siete  que  no  lo  sean;  y  aquellos  ante  el 
párroco  y  dos  testigos,  ó  ante  el  capellán  del  establecimiento  y  dos 
testigos;  de  maoera  que  para  estar  en  su  lugar  lo  dispuesto  por  Im 
Audiencia,  es  precisa  la  abolición  de  costumbre  y  fueros  regnícolas, 
porque  si  al  párroco  ó  capellán  no  se  consideran,  en  sus  respectivo» 
casos,  como  personas  autorizadas,  tampoco  debe  considerarse  bas- 
tante el  número  de  testigos,  ni  la  diferencia  de  hallarse  escritas  y 
firmadas  las  últimas  disposiciones. 

Si  lo  espuesto  no  fuera  suficiente  para  convencer  de  que  el  ín^ 


Digitized  by 


Google 


ra  LA  ADVIRACKHf  DB  LOS  T£STAMIIIT03  EN  ARAGÓN.      481 

dicado  título  i  1  no  ha  podido  referirse  á  la  adveración,  ni  alterar  4 
modificar  los  faeros  aragoneses,  será  la  praeba  mas  concluyente 
qne  se  puede  ofrecer:  la  de  la  incompatibilidad.  Según  el  art.  1387 
de  la  citada  ley,  ha  de  resultar  de  las  declaraeiones  clara  y  termi- 
nantemente: 1.^  El  propósito  deliberado  que  tuviere  el  testador  de 
hacer  su  última  disposición:  2.^  La  institución  de  heredero,  ó  el 
destino  que  el  mismo  diera  á  todos  sus  bienes  ó  parte  de  ellos:  3."^ 
Que  los  testigos  y  el  escribano  en  su  caso  han  oido  de  boca  del  tes- 
tador,' y  en  un  soló  acto,  su  disposición:  4.'*  Que  los  testigos  son  los 
qué  exige  la  Ley,  y  reúnen  las  cualidades  que  la  misma  establece. 
T  según  los  fueros  es  inoficioso  é  improeedente  lo  dispuesto  en  el  ca- 
so l.^  porque  constad  propósito  del  testador,  no  solo  deliberado, 
sino  también  llevado  á  efecto  en  todas  sus  partes:  lo  propio  sucede 
'con  k)  ordenado  en  el  segundo,  porque  del  mismo  testamento  resul- 
ta la  institución  de  heredero,  ó  el  destino  dado  á  los  bienes:  es 
igualmente  sapérfluo  el  contenido  del  S."",  porque  el  párroco  y  testi- 
gos suscriben  lo  mismo  que  el  testador  dictó  y  firmó;  y  es  también 
incompatible  lo  prevenido  en  el  4.^  porque  si  los  fueros  son  bastan- 
tes para  que  los  testamentos  se  otorguen  ante  el  párroco  y  dos  tes- 
tigos deben  serlo  también  para  que  se  adveren  en  el  modo  y  forma 
qué  los  mismos  disponen. 

A  pesar  de  mi  convicción  no  niego  que  podrán  ser  de  mas  ó  me- 
nos Talor  las  razones  que  motivaron  la  providencia  en  sentido  con- 
trario, pero  hay  que  concederme  el  interesante  servicio  que  presto 
&  mí  país,  poniendo  los  medios  que  están  á  mi  alcance  para  conse- 
guir la  uniformidad;  porque  en  unos  partidos  judiciales  se  elevan  á 
escritura  pública  los  testamentos  recibidos  por  los  párrocos,  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  por  la  Audiencia,  en  tanto  que  en  otros  se  ad- 
veran según  previenen  los  fueros,  y  seria  muy  triste  que  se  suscita- 
ran cuestiones  sobre  la  validez  de  los  últimos,  cuando  ya  no  hubie- 
ra remedio  para  reparar  los  danos,  por  haber  fallecido  todas  ó  cua- 
lesquiera de  las  personas  que  en  cada  acto  debieron  intervenir. 

PascnalFriiio* 
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Bictámm  de  la  PUealia  del  tribunal  Supremo  de  Jutíieia. 

El  Fiscal  dice:   Que  la  Real  áiadienoia  de eleiut  á  S»  V. 

por  conducto  de  este  Supremo  Tribunal  una  reverente  espeiioiea 
oon  motivo  de  haberse  eeocedido  á  D«  N***.«f  abogado  venesolAiio, 
permiso  para  ejercer  su  profesión  en  los  Tribunales  y  Juigadqs  de 
la  Isla.  ConsuUa  la  Audiencia  á  S*  M.: 

i.""  Si  el  permiso  pai^a  abogar  se  entiende  previa  natutaliyifiioii 
del  interesad^).  2,"^  Si  igualmente  se  ha  de  ei^teoder  previa  la  úicot- 
poraeioo.  en  la  Au^ieapia  que  practican  todos  los  abogados  no  recibi- 
dos eo  ella,  A 

Eli  Fiscal  cree  que  debe  hacer  aIg^nas  indicacioqes  del  derecho 
constituid^,  raq>ecto  á  todos  los  que  siendo  estranjeros  pueden  ser 
hjid)ili(ados  ps^ra  el  ^rcjcio  de  una  profeáon  cientifici. 

Dos  medios  hay  para  que  puedan  ejercer  Iqs  procedentes  de  es- 
tablecimieoitos  literarios  estranjeros,  una  profesión  científica  en  Es- 
pana.  Consiste  el  primero  en  la  incorporación  de  sus  títulos  en  las 
Universidades  empanólas;  el  plan  vigente  de  Estudios  de  2$  dolas- 
te de  1^150,  señala  en  su  artículo  84  el  modo  de  autorizarse  esta  in- 
corporacioQi.  No  es  del  caso  examinarlo  aquí,  porque  reempta^ndo 
los  títulos  e3p9Solea  en  este  caso  4  losi  títulos  estra9Jero(^>  se-  apoiQo- 
dan  en  tp4o  á  la^n^i^mas  reglas  los  que  Ips  hap  obteoijdo. 

El  oitr<v.medjp  ^  la  habilitación  t0mpoi:aló.perpétva  que  qoa  ar- 
reglo al  mi^n^  plan  y  su  art.  56,  puede  conceder  S.  M-  pi^e^dido 
el  diotánen  del  fl^  Consto  de  Instrucción  pública  á  km  prqtoom 
estranie^  quf  \(^  ^icU^n,  siep^pre  qup  a^edüte^  la  valide;^  4e  sus 
títulos,  el  ejercicio  de  su  profesión  en  el  estranjero  por  espacio  al 
menos  áe^m^S^fT  ^  Vi^^  ^^  1&  cantidad  que  en  cada  caso  se 
señale.  No  sabe  este  Ministerio  público  si  se  habrán  cumplido  estos 

requisitos  con  respecto  á  D.  N :  lo  supone,  porque  no  es  de  creer 

que  de  otro  modo  se  leiiubiera  concedido  una  habilitación,  que  casi 
siempre  condoce  á  hacer  de  mejor  condición  i  los  estranjeros  que 
k  los  subditos  de  S.  M.  T  en  prueba  de  ello,  baste  observar  que  en 
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lítalo  de  liceocii/dQ  eo,  ^er^choal  if^imo  Hi^mffit  we»  SQ.,Kf^^^^ 
si^^  España,  qu^^e?  fof^de  .1^  uacip|if)s  ^  qiM^jaaj||af  larga 
e9<acarxeca. 

Pero  sapoiMe9do  U/soas^t^qiCW^i^^  i^>u;«4ii  U^if^  las 
4i|ciilMes  que  pa^  el  ejww^  4e.  l«t  atwff^cía  siucUa  oportoi^ 
jfíífa^  la  Audiencia  de.....  dn  ,e(«ctf,  no.^  lo .^qieipiQ  eFej^rcicio, 
fOf  ejemplo,  de^la  farm^cia^^ó  de  J|a  aedí<Hn4i,qqe  el,(|e  la  a^ipgada. 
SI  ;9^bQgado  no  ejerce  ano^  p^vadp^.^uo  c{iigQ^e$enei^^lfl|ieQtf^ 
4i)qes;^no  para  U  adminisicaciqa  de  ju^ticja;  no  j»<?  liovUi  ^^pp^tp)^, 
fraeueotemenle  ^  a^oci^  cffffo  asesor  á  ^s  J^acioit^  Mi^f^>T 
b^l4  es  erigi(W  en  juez  por  la  lolna^fl:  4e  l«f  rntof^t  jp^^mwí 
nace  la  primera  dificuU^d;  iPHpd^  a^H)g»íilW  ^s¿|ii4fr^ 
4oi»inios  españoles? 

Difícü  es  conjcUiar  el  jiffWpiitOvq^^  tvef^^q^prps||M^  Jqi^,a)ki- 
jpidos  en  el  primer  ?^5o  desif  ^ci/cia,c(;(n  i^^^Wm^m^é^, 
si  4on  estr^eros,  al  gpbierjio  dp  sp  p^.  jP^to^  ^jt^/nt^eia  cqná- 
Jiar  el  foerg^  ^eestr^ojeri^i  de  qi¡^f|,gq^n^9^  i^^^(4i(^Uz(td^  con  ^ 
dependencia  en  que  están  respecto >  la  junadiccÁOQ  ordina^i^,  (^nn- 
tos  cony)  l^radf\^  intervienen,  i^  Ip^Juicjios  ,4^1  fuero  conni^ppr  lo 
que  al  elercjqig^de  ps  foncioQ^sse  refie^:^ 

Estas  consideraciones  hacen  que  el  Fisc^  ^  incline  á  que  solo 
debe  permitirse  á  I03  naturalizados  el  ejercicio  de  la  abogacía;  pero 
si  el  Tribunal  no  lo  creyese  asi,  deberían  por  lo  menos  limitarse  las 
fonciones  de  los  abogados  estraujeros  á  la  postulación,  y  consulta, 
7  de  ningún  modo  al  desempeño  de  funciones  de  asesor,  de  cargos 
fiscales,  y  de  árbitrof  de  derecho.  Debería  ^emás  declararse  que 
en  cnanto  concernía  al  ejercicio  de  su  profesión  no  gozaran  del  fue- 
10  de  estraujería. 

Si  de  estas  con8ic(?iracÍQne60^e^^9^aplÍ0$fb||je9,á^,^)djí^  Iq^abo- 
g^s  eitraiúeros,  nos  ^amos  en  el  ca^o  p^ticgian  qf/¡¡^,  b%  p(;o^- 
vido  este  espediente,  no  encontré rémps  n^otivo  para  sepf^i^q^  de 
la  regla  general.  El  único  tratado  que  hay  con  la  república  de  Ve- 
I ottMla  68  el  de  3i  de  junio  de  i846,  y  de  aeguroí  nadie .com- 
pfenderá  en  la  libelad >de  «j^o^ee  toda  filase  de  indasim^jejera- 
€Í9  de  lanobU  y  distingjiida  profetiion  de  la  abogacía^ 

Sl'Segnndo  pnato  que  mw^  la  Audieneia  es  dajoaattcíl  se- 
Mlidon  c»  el  sentir  del  FiscaU  Mn  puede  haoerae  al  ahogado  ts|nia- 
jeto  de  mejor  condición  que  al  abogado  español;  no  puede  por  la 
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tanto  dispénsasele  con  justicia  de  lo  que  á  esté  se  le  exige^  y  ñf- 
^ho  ñoenos  de  cuanto  conducen  acreditar  que  es  abogado. 

Alfinalizar  este  informe  debe  el  Fiscal  Hamar  la  atención 
de  y*  A.  hacía  lo  que  al  concluir  la  esposicion  á  S.  M.  dice  el  Tri- 
bunal espiónente,  que  en  su  lealtad  presagia  males  de  trascendencia 
con  semejantes  concesiones,  especialmente  en  las  provincias  de  01- 
tramar.  T  qué  estos  presagios  tienen  fundamento,  no  puede  ponerse 
en  duda.  Desde  el  dia  en  que  los  abogados  estranjeros  vengan  i 
Sspáná  á  ejercer  su  profesión,  está  andado  gran  parte  del  camino 
para  qué  los  españoles  va;an  á  aprender  la  jurisprudencia  en  el  es* 

trüijero,  y  estoes  mas  téiál  aun  en  donde,  como  en ,  no  hay 

niívérsSdad  literaria.  Cuan  dañoso  puede  ser  esto  á  hi  conserva;- 
cion  dé  las  provincias  ultramarinas,  cuan  perjudicial  á  la  buena 
administración  de  justicia,  cuan  funesto  para  nuestras  escuelas 
es  poír  demás  encarecerlo.  Si  es  conveniente  que  la  juventud  espa- 
ñola se  eduque  en  España,  esto  sube  mas  de  punto  cuando  se  trata 
de  las  provincias  ultramarinas  y  de  la  ciencia  del  derecho,  que  bajo 
f\  punto  de  vista  práctico  y  nacional  solo  en  los  dominios  de  España 
será  bien  entendida  y  estudiada. 

En  este  sentido  cree  el  Fiscal  que  debe  informar  V.  A.  al  ele- 
var al  Gobierno  la  esposicion  de  la  Audiencia,  ó  como  estime  mejor» 
--Madrid  11  de  febrero  de  1836. 

Gómez  de  la  Seru. 
DERECHO  PENAL. 


Bl  (jue  no  devuelve  una  cantidad  recibida  á  calidad  d^  depósito 
sin  otra  formalidad ,  y  lo  confiesa  en  esaitura  pública,  ¿puede  ser 
procesado  criminalmente  por  no  devolverlaf 

Tal  eff  la  cuestión  iniciada  por  Yds.  en  su  apreciable  Rkvkta 
GmiaÁL  DÉ  Lbgislacioii  y  Jurispbudbnoiá  ,  y  en  sentido  negativo 
resuelta  en  la  entrega  del  último  mes  de  noviembre,  pero  i  la  cual 
me  permitirá  su  bondad  hacer  observaciones,  indicadas  por  Vds.  an- 
Ucipadamente ,  y  cual  todas  las  mías,  someti4as  á  su  ilustrado  cri- 
'tetio.' 
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Dejando  aparte  los  exagerados  pactos  y  ganuitías  éacesivasi 
tjtte  Yds.  se  contraen ,  que  jualamante  re^raetian  y  considero  aje- 
nas de  las  buenas  conciencias  y  de  la  ley  de  14  de  marzo  de  1856» 
disposición  meramente  permisiva,  neduciendo  el  contrato  dentro 
de  los  verdaderos  Umites ,  entiendo  qoe  debe  tener  lugar  .el  proce- 
dimiento criminal  en  el  caso  de  insolvencia  indicada,  bien  se  consi- 
^re  como  mutuo  ó  préstamo ,  bien  como  depósito  ú  otro  contrato 
análogo ,  ya  se  crea  que  tuvo  lugar  por  él  la  traslación  de  dominio, 
ora  se  niegue  que  haya  habido  concesión  dominical;  porque  dos  cla- 
ses de  valores  se  hallan  en  todo  numerario  comprendidos ,  uno  el 
valor  concreto  con  las  formas,  modificaciones,  etc.;  otro  el  valor 
abstracto ,  ideal ,  estrinseco  á  la  moneda,  valores  tijo  é  intraisiti-, 
vo  éste,  movible  y  traslativo  aquel ,  á  disposición  del  deudmr  el  prí^ 
mero,  como  lo  es  del  acreedor  el  segundo. 

Bajo  este  concepto ,  pues,  es  que  el  Código  penal  castiga  toda 
distracción  de  cantidades  y  valores ,  ora  se  verifique  con  violencia 
<art.  431),  ora  sea  con  solo  ánimo  de  lucrar  (art.  437),  bien  usur- 
pando (art.  440),  bien  alzándose  con  sos  bienes  en  perjuicio  de  sus 
acreedores  (art.  443,)  ya  sea  constituyéndose  alguno  en  insolven- 
cia por  ocultación  ó  enajenación  maliciosa  (art.  448),  como  defrau- 
dando las  sustancias,  cantidades  ó  calidades  de  las  cosas  debi-, 
das  (art.  449),  ó,  por  último ,  apropiándose  dinero  ú  otros  efectos 
recibidos  en  depósito,  comisión,  adümnistracíon  ú  otro  titulo  obli- 
gatorio, según  el  art.  482. 

Asi  que,  no  podiendo  los  particnlares,  como  Vds.  dicen  mny 
bicm,  alterar  ni  cambiar  el  derecho  público,  no  estando  á  su  arbi- 
trio tampoco  modificar  al  menos  susiancialmente  el  uso  y  concepto 
de  los  espresados  valores,  es. forzoso  convenir  en  que,  si  no  por  un 
artícok),  por  otro,  deben  reputarse  penadas  las  omisiones  referidas 
qoe  caen  precisamente  bajo  la  acción  criminal  y  sus  defensores  y 
guardadores  legales,  al  parecer  sin  la  menor  duda ,  aunque  se  halle 
abolida  la  prisión  por  deudas,  con  razón  ya  pedida  por  Vds.,  me^ 
diaodo  hedios  vituperables. 

Y  no  podía  ser  de  otra  manera ,  atendido  el  espíritu  que  presi- 
dió á  la  redacción  del  OMligo  citado ,  si  la  propiedad  y  derechos 
privados  han  de  quedar  á  salvo  por  completo :  en  mal  hora  saldria 
á  luz  el  capital ,  palanca  del  comercio  y  auxilio  eficaz  de  la  indus- 
tria y  agricultura ,  ú  hubiera  de  swnergiise  entre  los  amaños  de 
u  deudor^  6  hajmiKapafQiiloi  f,  oriimoaiaB  ntcesidades  de  un  in* 
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^olreota^r^f  lo  bt  sancianachrlff  mohtl  púbüea ,  y  itM^ué  todd,  las 
praer ¡pciboes  reügioBas  que  trftdoMi  et  tobo  y  árfroiida^n  la  di^ 
laáón  Intenuu 

Sírvaitte  Vdi.  ahora  aSadir  lo  que  gusten  en  i>Ma  de  esto  é  w 
«tetásüno^atOM»  S.  S.  Q.  B.  SS.  MM.--JoA(tüñr  Mamosi,  üb  Monfti. 

Conteslaeion. 

ReéoMaráfl  noesMe  teofopes  qoe  en  laspáginas  de  L4  Rcvnra  ú 
directa  ifi  ittdtrectameiite  heno»  sostenido  qae  no  faeran  penables 
los  actos  <;dmprendidos  en  los  articalos  del  Código  penal  á  qae  se 
refiere  nftestro  ilustrado  susoritbir  en  las  observaciones  que  prece^ 
den.  Lo  que  hemos  sostenido  es  que  el  mutnario  qae  no  está  obliga^ 
do  á  i^^ir  la  eosa  qtie  redUé  porque  b  hi£o  sUya,  ooando  no  de- 
vuelve otro  tanto  del  mismo  género,  no  poede  ser  criDrinalmente 
perseguido  pdr^ta  bita  de  canipUmiearto  del  oontrato:  lo  que  he- 
ñios sostenido  también  es  que  cuando  se  dan  cosas  fnngibles  por 
Cuenta,  aunqáe  se  diga  que  es  en  depósito,  no  hay  verdadero  depó- 
sito sino  un  simple  mdtoo,  lo  que  créenos  haber  demostrado  con 
las  leyes  de  uofa  manera  eonduyente  á  nuestro  juicio. 

A  estas  ctiestiones  son  absolutamente  ajenos  los  artículos  del 
Código  penal  que  se  refieren  al  robo,  al  hurto,  á  la  nsorpadoii,  al 
alzamiento  de  bienes  coú^fjuicío  de  los  acreederes,  á  las  quiebras 
é  insolvencias  punibles,  y  á  hs  estafas  y  á  los  denás  engaños  qoe 
con  la  estafa  tienen  semejanza.  Sí  por  parte  del  mutu«rio^  que  ha 
recibido  como  depósito  lo  que  en  rí^  solo  y  eschisivamente  es 
préstamo  mutuo  según  el  precepto  terminante  de  wiestras  leyes  hasf 
alguno  de  Fos  engaños  penados  en  la  secoioit  seginda,  capítulo  IV, 
tftulolIV,  übróRdel  Código  penal,  no  hay  duda t|tte  deberá  ser 
juagado  y  castigado  con  arreglo  á  sus  prescríptíones;  pero  estoserá 
por  la  estafa  ó  por  el  engaio  que  comete  y  concurriendo  todas  las 
cbicunstancias  que  requiere  el  mismo  Código  para  que  su  acción  «oa 
reputada  cómo  criminal:  pero  mientras  nbiguno  de  los  hechos  «es- 
presamente  señalados  en  el  Código  puedan  imputarse  al  nmtaarie  y 
solo  se  pretenda  aplicarle  loque^del  depositaría  que  na  restituye 
diee  tá  ley,  nosotros  continuaremos  soneuendo  con  esta  que  no  hay 
^aléjame  depósito;  que  lo  que  el  Código  dioa  del  depositario  qoe 
indebidamente  retiene  la  eo^  depositada  no  es  aidicable  al  molna- 
tfe,  pólr  Miaste  IM  ^snieiM  q«ieMi  dando  á  las,  palabras  una  síg^ 
nlBdUüókk'  «Milsgld,  cMMMr  á  ti  l0}iw»ipslnÉi^MKde<flitttea- 
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qMsk  Utwín»;  que  lo  que  se  hace  eo  firadde  út  la  lé^  ño  pmdt 
aprovechar  al  que  asi  la  quebranta;  qoe  no  está  en  ailiitrto  d  >os 
pankfBÜHdb  tíipr  m  delitos  los  actos  á  qne  el  legislador  tto  señala 
ptñt;  q«e  ningnna  pena  establece  contra  el  mutuario  qne  no  resti^ 
tijeotn»  tamo  de  lo  recibido,  tal  vez  porque  oree  qoe  esto  está  bás^ 
taMemente  prevenido  6  reprimido  por  la  ley  civil,  y  por  úttiáid  qne 
fiaadtodofle  en  nMnes  de  atttalogk  no  pnede  lá  ley  penal  llevarse 
de  un  caao  esprese^áotrd  por  indnccione^. 

No  se  crea  por  esto  que  somos  partidarios  de  la  lenidad  de  nues- 
tro derecho  actnal  respeoto  á  los  deudores  insolventes:  hemos  itidi- 
cado  ya  nuestra  opinión  respeoto  á  este  punto  en  el  n4mem  de  La 
RntisTA  á  que  alude  nuestro  dísViiguido  suscritor:  creemos  qtle  no 
podrá  dejarse  de  tomaren  consideración  la  necesidad  moral  qte  tie^^ 
ne  el  pafe  de  evitar  ios  escándalos  repetidos  que  todos  los  días  pre- 
senciamos de  hombres  que  sobre  la  mina  de  sus  acreedores  levantan 
su  Ibrtuna:  creemos  por  último  qne  no  basta  en  el  estado  actnal  de 
nuestra  sociedad  castiglar  la  insolveáda  fraudulenta,  áino  qne  es  ne- 
cesario qne  el  legislador  busque  por  otros  medios  qne  los  penales  y 
sh  salir  del  orden  civil  reprimir  á  los  insolventes  á  quienes  no  ptíe- 
de*  echarse  en  cara  un  hecho  ertminal,  en  el  sentido  riguroso  de  la 
frase,  pero  sí  actos  que  desdicen  de  la  probidad,  buena  fé,  circuns- 
pección y  virtudes  4  que  todos  tienen  la  obligación  moral  de  arreglar 
su  conducta. 

Les  Directores  ét  la  Refisto. 


m  ■uuup 


iQuépena  debe  imponerse  por  la  simple  entrada  de  ganado  (a« 
liar  en  sitio  vedado  ó  heredad  agena,  cuyo  dueño  no  lo,  permita;  lo 
mismo  que  referida  la  suposición  á  ganado  cabrío  y  heredad  no  ar- 
bolada! 

Bl  ponto  respedivo  al  ganado  lanar  y  cabrío,  bajo  et  aspecto 
de  la  penalidad  én  el  caso  indicado,  adolece  en  el  Código  de  no  de* 
fetCoqae  muchos  habrán  notado  sin  dndaí,  y  sobre  el  cual  ve^  á 
eseribiir  unas  cuantas  líneas,  proponiendo  la  soiveion  que  me  ba  pa- 
recido mss  lógica,  y  qoe  he  dado  siempte  en  las  varias  oonsuMas 
qoe  se  Bie  han  hecho  por  diferentes  alcaldes. 

Consiste  el  defecto  en  que  siendo  respectiva  á  otro  eaao  la  peoa- 
lidad  establecida  para  el  qne  ahora  se  trata,  el  legislador  padeció 
un  JMohiAtarío  estravío,  viniendo  á  señalar  como  término  da  la  re- 
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ferencia  un  artículo  ó  precepto  penal  de  aplicacioQ  imposible  al  he- 
cho ó  falta  de  que  se  estaba  ocupando. 

En  efecto,  habiendo  penado  con  multa,  y  bajo  tipos  absolutos, 
los  daños  de  mas  de  dos  duros,  causados  en  heredades  ajenas  por 
el  gamado  vacuno,  caballar,  mular,  asnal  y  cabrío  (teniendo  en  el 
último  caso  la  heredad  arbolado)  determina  en  seguida  bajo  un  tipo 
relativo,  que  es  el  importe  del  daño,  la  multa  correspondiente  al 
que  causare  el  ganado  lanar  en  cualquiera  heredad,  como  al  proce- 
dente así  bien  del  cabrio,  careciendo  de  árboles  la  heredad  invadi- 
da por  él  (art.  487).  Pasando  de  aquí  á  ocuparse  (488)  déla  simple 
entrada  de  veinte  ó  mas  cabezas  de  ganado  en  sitio  vedado  ó  here- 
dad ajena,  establece  que  siendo  aquel  lanar  ó  cabrío  (con  igual  su- 
posición de  sitio  sin  árboles  por  lo  que  hace  al  segundo),  se  esté  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  496,  cualquiera  que  sea  el  número  de  cabezas 
ó  reses.  Pues  bien:  prescribiendo  este  último  artículo  que  «el  dueño 
de  ganados  que  entraren  en  heredad  ajena,  y  causaren  daño  que 
no  pasase  de  dos  duros,  será  castigado  con  una  multa  con  arre- 
glo á  la  escala  del  art.  487  en  su  grado  mínimo»  ¿qué  multa  se  im- 
pone en  su  respectivo  caso  por  la  simple  entrada  del  ganado  lanar 
y  cabrío,  cuando  el  art.  487,  término  de  la  referencia  en  el  panto 
en  cuestión,  señala  como  base  para  la  multa  el  importe  de  un  daño 
que  no  se  dá  en  la  hipótesis  en  que  estamos?  ¿Cuál  es  el  mínimum 
de  esa  multa»  cuyo  tipo  no  existe? 

Resultando  por  consecuencia  no  estar  castigado  el  hecho  de  que 
se  trata,  en  el  rigor  del  derecho  escrito  y  de  la  ciencia  penal  podria 
muy  bien  sostenerse  que  no  constituyendo  aquel  una  falta,  serán 
otros  tantos  casos  de  absolución  cuantos  quiera  que  de  la  especie 
indicada  se  propongan  en  su  respectivo  juicio  verbal  criminal. 

El  derecho  escrito  no  puede  estar  mas  esplícito  sobre  este  parti- 
cular: f  Es  delito  ó  falta  (dice  el  Código  en  su  primer  artículo)  toda 
acción  ú  omisión  voluntaria  penada  por  la  ley.»  Donde  no  hay  pena, 
DO  hay,  pues,  delito  ni  falta. 

La  ciencia  jurídica  proclama  á  su  vez  que  no  cabe  por  vía  de 
interpretación  establecer  una  penalidad  nó  marcada  en  las  leyes, 
ni  llevar  mas  allá  de  sus  casos  la  ya  prefijada.  La  absoluciones  por 
tanto  el  término  preciso  á  que  hay  que  venir  á  parar  en  las  men- 
cionadas hipótesis. 

To ,  sin  embargo ,  acatando  esa  disposición  y  esa  máxima  que 
la  humanidad  y  la  filosofía  consagran,  no  quiero  exajerarias  tuto,, 
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que  se  Ilegae  con  ellas  á  un  estremo  ridículo ;  porque  ridiculo  es 
todo  lo  qoe  traspasa  cierto  límite  racional  y  prudente ,  á  que  se  su- 
bordinan también  muchos  axiomas  jurídicos ,  por  universales  y  ab- 
solutos que  nos  parezcan. 

Cuando  yo  tengo  la  convicción  íntima  de  que  no  voy  á  crear 
una  penalidad  arbitraria ,  sino  á  descubrir  la  que  tiene  fijada  el  Có- 
digo, oculta  tras  una  errata  de  escritura  ó  imprenta,  no  me  deten- 
go ante  ese  augusto  principio  que  veda  la  interpretación  ostensiva 
eael  sentido  manifestado ,  porque  creo  que  el  invocarlo  en  un  caso 
como  este,  no  seria  enaltecerlo,  sino  degradarlo  y  ponerlo  á  nivel 
de  una  argucia  ó  tranquilla  escolástica.  Si  en  defensa  particular 
podría  admitirse,  la  ciencia  debe  rechazarlo,  tratado  el  caso  en  abs- 
tracto. 

¿Mas  cuál  es,  en  fin,  esa  responsabilidad  pecuniaria  que  por  vía 
de  pena  corresponde  en  el  caso  en  cuestión?  La  que  tiene  prescrita 
el  art.  497 ,  que  es  la  verdadera  referencia  del  488.  Hé  ahí,  pues, 
la  equivocación  del  Código ,  como  de  ello  convencen  dos  poderosos 
motivos:  1.%  que  refiriéndose  aquel  á  un  artículo  posterior,  que 
debe  hablar  de  ganados,  y  no  habiendo  en  este  caso  mas  que  el 
496  y  el  497 ,  necesariamente  ha  de  ser  este  último,  por  no  hallar- 
se b  debida  congruencia  en  el  otro:  ^.^,  que  la  primitiva  edición 
oficial  .establecía  la  referencia  a  esa  propia  disposición ,  contenida 
entonces  con  las  mismas  palabras  en  el  art.  484,  así  como  la  del 
boy  488  era  en  aquella  edición  el  precepto  testual  del  478;  corres- 
pondencia que  se  advierte  también  en  la  inversión  de  artículos  que 
ocasionó  la  reforma  de  21  de  setiembre  de  4848 ,  según  la  cual  el 
|ioy.488  se  hizo  478 ,  pasando  á  ser  hoy  487  el  actual  497. 

Con  cuyas  observaciones  me  persuado  de  que  sin  temor  alguno, 
-sin  sobresalto  ni  remordimientos,  podrá  aplicarse  el  art.  497  como 
referencia  legítima  del  488,  siempre  que  se  trate  de  la  «mple  en- 
trada de  ganado  lanar  en  heredades  ajenas  cuando  no  es  permitido, 
lo  msmo  que  respectando  el  caso  á  ganado  cabrío,  pero  no  teniendo 
la.  heredad  arbolado.  To  por  lo  menos  quedo  muy  tranquilo  con  la 
soiacion  que  acabo  de  proponer:  ni  la  ciencia  debe  darse  por  ofen-. 
dida,  ni  habrá  nunca  otra  calamidad  que  la  de  medio  i  cuatro  du- 
ros de  multa. 

Sean  como  esa  todas  las  vejaciones.é  injusticias  que  sufran  los 
hooübres. 

José  Arias  Brise* 

TOMO  XVI,  62 
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iPt^de  obU^ai^  á  ^  Mi^mé  auseroe  á  que  amparexca  ú  ju- 
rar  pótídhkes  eñ  ti  fitügádó  del  jniciot 

La  historia  de  mestrasleyíte  y  loe  principios  qae  domifian  m  la 
de EnJBiciamieiilociviU  mapifiestaii  4e «na  manera  indudable qoe 
no  paede  obligarse  &  ns  litígaiitft>  assente  i  que  comparezca  á  j  war 
poBioionea  en  el  }iBgadadei  juieiov  sino  únicamodie  i  dedarar  en 
cualquier  estado  de  éÉte  y  ante  el  juez  del  lugar  en  que  se  en^ 
cuentre. 

El  pánrafo  é.""  de  la  ley  39,  ttt«  L\  libre  4.""  del  Códisoremano, 
dedaqne  et  liligaaite  ausente  que  tuviere  procurador  en  antes^  po- 
dia  juraír  f aera  dé  la  prennda  del  juicio,  6  en  el  lugar  doide  se 
eaeontrase ,  si  el  juez  lo  estimaba  conveniente. 

Las  leyes  de  P^tidm-aceptaron  también ,  aunque  de  una  manera 
mas  general,  este  principio^  y  en  la  33,  tít.  11  de  la  3.*^  ai  desígaar 
las  personas  que  no  eatán  obleadas  á  prestar  la  jura  aníe  d  jw% 
del  pleita^  señalan  entre  otraa  al  litigante  que^  por  no  querer  Tmúr 
por  si  á  él^  tiene  proeurador. 

Pero  donde  esta  oiestion  se  resuelve  de  una  manera  bm»  espli- 
cita  y  mas  terminante  es  eak  ley  93 ,  tft.  S."",  Partida  5.*,  cuMdo 
dice :  cQoe  si  el  principal  del  pieito  fuere  en  el  lugar ,  mandamos 
>que  el  jazgador  4o  apremie ,  é  le  faga  venir  á  responder  i  las  pie- 
i^guntas  ante  sí.  O  si  fuere  á  otra  parte,  do  haya  otro  juzgador, 
idebe  mandar  escribir  las  preguntas  que  ficieron  antél,  é  embiarlas 
«selladas  con  su  sello  al  otro  juzgador  en  cuya  tierra  es  aquel  que 
]>quieren  preguntar,  rogándole  que  constringa  al  seior  deipleit*^ 
2>é  le  faga  venir  ante  si  é  deaque  hubiere  recibido  la  jura  del ,  que 
»le  faga  responder  á^  las  pregustas ,  é  que  le  embie  las  respuestas 
•escritas ,  cerradas ,  sdladasde  sa  sello;.  B  el  juzgador  que  reeibie^ 
re  la  carta  del  otro ,  mandamos  que  sea  tonudo  de  lo  facer  asi  coa» 
»uno  es  dicho,  t 

En  esta  ley,  pues,  no  solo  se  resuelve  de  una  manera  negativa 
la  cuestión  que  nos  ocupa,  sino  que  se  estallece  el  prindpie.de  que 
el  litigante  ausente  no  pueda  ser  apremiado  á  jurar  posiciones  mbs^ 
que  ante  el  juez  del  lugar  en  que  se  encuentre. 
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bé»  leyes  raeopíhida»  lo  aMigaron  Unfep««^  al  Uiígaate  anaette 
á  peraoatrse  ante'e}  Jimz  del  juicio  paraevaeaar  Wb  posiciaMs,  staa 
qm  dejaron  i  la  vointad  del  ooatrario  9«  elf  rooufadór  ifim  po* 
dee  especial  las  cóaleslase ,  ó  que  la  hKíara  el  misao  rea  ante  Jas 
justicias  del  lugar  donde  estuviese,  como  resslta  da  las  lefes  2/ 
y3.\  m.  Q."",  líb.  il  de  ia  Nov&iflB  Reoopilacíai^ 

La  Ley  de  EquÍBiamíento  civil ,  oompilaeioii  en  parle  de  aues- 
Um  ntigaas  leyes,  acepté  impUoilaoieate  ta  doetríaa  de  las  Parti- 
das cuando  eo  el  art.  292  dijo:  c  Que  todo  litigante  estaba  obKgada 
>á  declarar  bl^o  joiaiiBate  tm  cualquier  estado  del  juicio,  oonteáta- 
>da  que  sea  la  demanda  hasta  la  citacíoD  para  definitiva ,  si  así  lo 
j»axi|pere  el  contrario.» 

La  ley  no  dijo  que  todo  litigante  estdfaa  obligado  á  conparaoer 
personalmente  en  el  lugar  del  juicio,  sino  á  declarar  en  cuat^itkr 
eOadú  dd pleit&;  y  esto,  lo  nismo  lo  puede  verificar  ante  el  Jaez 
í|ue  eodoee  de  él,  qie  ante  el  del  lugar  donde  se  faaHe,  puesto  que ' 
el  juicio  está  en  anspmso  -haséa  que  se  evaonea  Jas  posiciones. 

Si  la  ley  hubiera  querido*  qae  lajtera  ó  bs  posiciones  solo  «e  pe- 
dieran lomar  ante  el  Juez  del  pleito,  ao  habria  dicho  tan  satamente 
que  todo  litigante  estaba  obligado  á  declarar  en  cualquier  estado 
det  juicio,  sHio  á  comparecer  personalmente  ante  el  Juez  de  él,  por- 
que podiendo  tener  lugar  lo  «no  sin  lo  otroi  habria  tenido  cuidado 
en  ser  mas  precisa  en  sos  términos,  y  en  no  dar  motivo  á  una  inter- 
pretaeiori  contnria  á  lo  que  <faeria  establecer* 

El  artículo  293  dice  que  el  que  ha  de  ser  interrogado  seri  cita** 
do  con  un  día  de  anteiacion  tan  solamenie,  y  por  lo  tanto,  esto  quie- 
re dar  á  entender  también,  que  aquel  ha  de  estar  en  el  lugar  del 
Juez  que  le  ha  de  interrogar,  porque  de  otro  modo  seria  inútil  la 
citación. 

Si  el  pensamiento  de  la  ley  hubiera  sido  qae  el  Htigante  ausente 
compareciere  á  contestar  las  posiciones  ante  el  juez  del  pleito ,  le 
habria  señalado  un  término  para  aHa  sagun  la  distancia ,  como  1q 
hizo  el  artículo  229  para  presentarse  en  juicio;  y  no  hubiera  esta- 
blecido el  principio  absoluto  de  que  su  comparecencia  habia  de  ser 
precisamente  al  dia  siguiente  de  la  citación;  mucho  mas,  cuando  no 
babienrioobliifado  á  los  litigantes  en  ningún  caso  á  comparecer  per- 
sonalmftnte  en  jaicio^  sino  á  verificarlo  taa  solo  por  medio  de  procn-* 
radM,  ata  mas  probiMaque  no  se  encontrase  en  el  lugar  donde  se 
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Las  poíBickmes,  toaio  el  examen  de  los  testigos  ausentes ,  perte- 
necen á  esa  clase  de  diligencias  que,  no  pndiendo  practicarse  en  et 
partido  donde  se  sigue  el  litigio,  tienen  que  cometerse  precisamentet 
según  los  artículos  34  y  312  de  la  ley  de  Enjaidamiento,  al  Jaes  de 
aquel  en  que  han  de  ejecutarse. 

Si  esto  no  fuese  cierto,  y  las  posiciones  tavie^n  que  contestarse 
precmmente  ante  el  Juez  que  conoce  del  juicio,  el  litigante  de  mala 
fé  tendria  siempre  un  arma  terrible  en  sus  manos  para  cansar  en  la 
lucha  á  su  contrario. 

Las  posiciones,  que  generalmente  son  un  medio  de  alargar  los  li- 
tigios y  de  prolongar  los  términos,  serian  entonces,  no  solo  un  bueo 
recurso  para  conseguir  esto ,  sino  un  resorte  para  llegar  á  alcanzar 
en  una  transacción  lo  que  difícilmente  se  lograría  en  una  decisión  de 
derecho. 

£1  litigante  ausente  tendria  que  abandonar  sus  negocios  y  sus 
mas  caros  intereses  para  irse  á  residir  en  el  partido  en  que  cualquie- 
ra le  promoviese  un  pleito,  ó  tendria  que  acceder  desde  luego  á  la 
demanda  si  quería  evitar  mayores  pérdidas. 

Las  posiciones,  en  fin,  darian  pábulo  á  la  estafa,  y  serían  el  des- 
crédito de  la  justicia. 

Creemos,  pues,  que  con  arreglo  á  los  preceptos  legales  y  á  lo  que 
aconseja  la  esperiencia,  no  puede  obligarse  á  un  litigante  ausente  ¿ 
que  comparezca  á  jurar  posiciones  en  el  juzgado  del  juicio,  sino 
únicamente  á  declarar  en  cualquier  estado  de  él  y  ante  el  luez  del 
lugar  donde  se  encuentre. 

Telesforo  Gómez  Ro<r¡gvez. 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


¿El  reconocimiento  ó  confesión  que  se  presume  por  la  ley,  U^aen 
ejecución  aparejada'^ 

El  art.  941  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  dá  I4)arejada  eje*, 
cncion  á  cualquier  documento  privado  que  haya  sido  reconocido  bajo 
juramento  ante  autoridad  judicial,  y  á  la  confesión  hecha  ante  Jnex 
competente.  Para  conseguir  el  reconocimiento  6  la  confeaiM^nsii 
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caso,  y  piepaeif  ctD  6lb»*la«coioa  egeeotif  a,  el  art.  942  4e  4a  mUma 
ley  cMcede  al  aíersedbr  el  derecho  de  peidir  que  se  praotiquea  las  di- 
tigeiMÍaa  jodiciales  neoesanas,  é  impone  al  Juez  la  obiigaeiOQ  de  or- 
denar sa  reaUzacion.  La  ley  citada,  tanto  en  este  artícalo  como  en 
ei  sigoieate  943,  parle  del  supuesto  de  que  el  deudor  comparece  y 
leconoee  i  niega  su  firma,  confiesa  ó  niega  la  deuda;  pero  á  las  ve- 
ces los  diligados  apelan  á  «n  medio  de  resistencia  pasiva,  no  pre- 
sentándose ante  la  autoridad  judicial  que  les  ha  mandado  compa- 
recer. ¿Podrán  en  este  caso  aplics^rse  las  disposiciones  que  para  el 
juicio  ordinario  establece  el  art.  297?  Si  á  la  segunda  citación  no 
compareciese  el  deudor  á  declarar,  aun  habiéndoles  hecho  la  con- 
minación de  tenerle  por  confeso  por  su  rebeldía,  y  hecha  solemne- 
mente esta  declaración,  notificándosela  debidamente  y  no  recla- 
mando de  ella  en  el  térmiho  de  cinco  dias,  ¿podrá  considerarse 
el  documento  como  reconocido  y  la  deuda  como  confesada  en  cuan- 
to al  ejercido  de  la  acción  ejecutiva?  ¿Podrá  solicitarse  el  manda- 
miento de  ejecución?  ¿Deberá  despacharse?— José  Valvebde. 

Contestación. 

Solo  los  títulos  que  espresamente  se  enumeran  en  el  artículo  941 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  traen  aparejada  ejecución:  el  Juez 
no  puede,  á  nuestro  juicio,  por  razones  de  inducción  ó  analogía,  es- 
tender de  un  caso  á  otro  el  precepto  de  la  ley,  ni  forzar  su  letra  á 
título  de  salvar  su  espíritu.  El  juicio  ejecutivo,  por  lo  mismo  que 
es  tan  rápido,  por  lo  mismo  que  comienza  por  embargo  de  bienes 
y  que  afecta  tan  gravemente  á  aquellos  contra  quienes  se  entabla, 
no  debe  llevarse  mas  allá  de  los  casos  en  que  esplícitamente  se  halla 
autorizado. 

Ni  se  crea  que  sería  conforme  con  el  espíritu  del  citado  artículo 
hacer  ostensiva  su  disposición  al  caso  consultado.  La  ley  concede  la 
vía  ejecutiva  fundándose  en  que  ciertos  document  ^  de  cuya  auten- 
ticidad no  hay  al  parecer  duda  ó  ciertas  declaracii  aes  de  un  indiví^ 
dno  dadas  paladinamente  contra  sí  llevan  la  convicción  segura  por 
regla  general  de  que  es  efectiva  la  deuda.  La  confesión  que  no  se 
presta,  pero  que  por  actos  del  interesado  se  supone,  no  tiene  la 
misma  hierza:  la  ley  solo  admite  esta  presunción  para  los  efectos 
de  la  prueba  dentro  del  término  señalado  para  hacerla:  así,  y  solo 
así;  autoriza  al  Juez  para  declarar  (wr  confeso  al  no  compareciente» 
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falque  rehuse  dedarftFd  {lersiBla  m^Mfeipoiidvpftpfttmió 
negatinmente,  á  pesar  dd  apereibiffliento  qw^  la  bayaihnko,  y 
4eja  salvo  d  recurso  de  apelación  al  que  se  cree  agraTiadeicK»  eila 
pr^vídenoia*  Todo  lo  qae  se  poede  eoQceder,  paes,  iestadedafa- 
cion  del  Juez,  es  el  carácter  de  una  confesioa  ticha,  6  peo  nejar 
deór»  de  una  confesión  presante,  y  la  vía  ejecutiva;  sob  le  dá  por 
la  confesión  real»  espresa  y  prestada  en  juicio  con  la  aotannidád  de 
dereoko* 

los  KreAtpr^sdela  Revi$lm 


ile  lasi^Q^m  efpr^^odos  melart.  869  de  la  leu  i^  Er^uMmkato 
civil ,  ¿podrá  utilizarse  el  término  concedido  para  hacer  prueba 
sobre  otros  estremos  no  coniff:e;tt4i^  en  el  mismo  artícubü 

jPara.guel^  prueba  proceda  en  seguida  ji^aqai  sfigpf^  d  ar- 
tfcplo  869  de  Ja  aueva  l^y  de  procedimiento  civil,  se  i^cpMei^  que 
exista  cualquiera  de  las  tres  causas  que  en  aquella  djsppsii^w  fe 
enumeran.  IMias  $p  ofrece  la  dud?»  si  otorgado  elrecHn^i^^  4peue- 
ba,  por  existir  alguna  de  ellas,  las  partes  pueden  ui^zaresta'^- 
lacion  para  practicar  al  mismo  tiempo  algunas  otras  di)igepQÍ|s 
sobre  otros  estremos  de  los  no  espr^ados  en  el  citado  ^tí^lo ;  ó  6i 
neoesariameote  s^,  han  d^  ffiíi^áv  todos  Jos  medios  que  se  «^pli^n 
á  los  puntos  que  dieron  ocasión  al  recibimiento,  por  estar  conpjp^- 
didos  en  uno  de  los  tres^ca^^aludidos.  Mas  claro:  el  art.  8Q9 ,  an- 
tes citado ,  i^ebe  servir  d^  punto  de  partida  solo  par^  abrir  ó  i^pfflir 
el  térmipo  de  prueba,  como  parece  inferirse  de  sos  pf^nas^inU- 
brasi  que  se  refieren, spio  al  recifnmimto,  6  upa  vezoitoijKada,  ha^  d^ 
«er  la  base  de  las  articulai<»ottes ,  ,no  pera|itiendo  4  1^  partea  %ae 
prueben. otim  estremos  qp^  <H»nirenirles  pudieran ,  y  aoae^.seiMi' 
tierou  en  la  primera  infit^c;i^  p^r  ^er^ror  ^  druida  de  m^  din^qlo- 
res»  ó  por  otras  causas,  cualf^iiiera,  que  no  scia»  k^  emimeniéas 
testualmonte  en  aquella  disposicioi)  hgúl  Qim^W  os  e^  desunía 
importancia  que, diapwoate  ^  otfm^p  y  m  que  has^  bo£  ^  ^' 
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9enra  direna  jarí^rodencia  y  qae  reclama  una  Mlacíon  definitiva; 
pero  entre  tanto  ¿cuál  pareiyJa  mar  j^ptableT^osá  Yalyxrdb. 

El  adagio  jurídico  trigUarUibus  jura  sucurrunt  63  mvy  diSPP  dfe 
tenerse  en  cuenta  siempre  que  se  trata  de  procedimientos  judiciales» 
y  mas  cuando  corren  términos  fatales  cuyo  lapso  trae  irreparables 
, pequioos  á  los, que»  iiteresadoa en  aprov^oMies;,  4s|a9  qpe^tras- 
onnraa  sin  nsar  opoetqnam^iite  de  ^llos.  La  nogUgeneía  no  pHe4e 
aenrirlesde  disculpa,  porque  para:  utilidad  general,  para  que  l9s 
pleitos  na  se  prolonguen  indefinidajnente  se  han  fijado  los  términos 
dentro  de  los  c^ale^  cada  uno  dedui^  sus  acciones ,  sus  esoepcio- 
nos ,  sos  pruebas  y  sus  alega</iones.,  sin  que  sea  licito  al  omiso ,  al 
negligente  6  al  mal  intencionado  YoWer  atrás,  ya  para  su[rfir  lo  que 
pudo  Imer  y  no  hizo,  ya  paj-a  Tfúar  i  $a  contrario  con  dilaciones 
indebidas,  con  pérdida  de  tiempf»,  con  gastos  innecesarios,  y  omp 
la  prolongación  de  la  incertidumbre>  de  los  disgustos  y  del  malestar 
qne  ocasionan  írecuentemente  los.pioitos. 

Goando  por  circunslancias  estñiordinarias  y  en  consideración  á 
ellas  se  di  cierta  amplitud ,  ó  se  concede  un  término  nuevo  para  k 
práctica  dé  alguna  diligjencia,  este  término  solo  se  dá  para  aquellp 
^e  es  objeto  de  la  esoepcion ;  sin  violar  la  ley  no  pne4e  ser  lleva(|o 
á  otros  casos  que  al  estraordinario  porque  se  otocgd.  Por  esfo  cian- 
do se  otorga  en  1^  segunda  instancia  el  repibimiento  á  prueba ,  en 
conformidad  del  art.  865 -de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cree- 
mos que  solo  puede  permitirse  articular  lasque  se  refiera  á  hechos 
que  no  pudieron  probarse  en  la  primera  instancia  por  cualquier 
causa  no  imputable  al  que  la  solicitó,  ó  á  hechos  nuevos  conducen- 
tes al  pleito  y  ocurridos  con  posterioridad  al  término  de  prueba 
de  la,  instancia  anterior ,  ó  á  hechor,  ignoraidos  antes.  Salir  de  aquí 
es  barrenar  la^  ley  y  dar  vida  á  derechos  caducados. 

Lm  INnetins  ie  li  Remta^ 


^  a  f 
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¿Puede  despacharse  mandamiento  de  ejecución  contra  una  mu- 
jer en  virtud  de  escritura  en  que  contra  la  prohibición  del  derecho 
se  ha  constituido  fladoral 

Contestación* 

Solo  puede  despacharse  ejecacion  en  virtud  de  una  deuda  civiK 
porque  las  que  carecen  de  este  carácter,  no  son  exigibles  ante  los 
tribunales.  La  obligación  de  la  mujer  constituyéndose  fiadora  en  los 
casos  no  esceptuados  espresamente  por  las  leyes,  es  nula,  y  no  puede 
por  lo  tanto  producir  efecto  alguno  en  la  vía  ordinaria,  y  lo  que  es 
consiguiente,  menos  aun  en  la  ejecutiva.  Su  deuda  no  paede  llamarse 
así  en  el  sentido  civil  de  la  palabra,  y  está  en  el  mismo  caso  que  las 
obligaciones  de  satisfacer  lo  perdido  en  un  juego  ilícito,  las  de  los 
hijos  de  familia  para  pagar  cuando  se  casan  ó  hereden  á  sus  padres 
y  otras  á  que  las  leyes  m'egan  la  fuerza  obligatoria.  El  instrumento 
público  en  que  se  otorgan,  no  les  dá  el  valor  de  que  carecen.  Mas 
debe  tenerse  presente,  que  aunque  por  regla  general  las  leyes  pro- 
hibitivas no  pueden  renunciarse  válidaaiente ,  no  sucede  siempre 
esto,  respecto  á  la  que  prohibe  que  bte  mujeres  se  obliguen.  La  ley 
3  del  tít.  Xn  de  la  Partida  Y  ordena,  que  uno  de  los  casos  en  que 
las  mujeres  que  salen  fiadoras,  quedan  obligadas  es  cuando  la  mujer 
fuesse  sabidora,  é  cierta,  que  non  podia,  nin  deuia  entrar  fiador,  si 
después  lo  fiziesse  renunciando  de  su  grado  é  desamparando  el  de- 
recho  que  la  ley  les  otorgó  á  las  mujeres  en  esta  razón.  Es  decir, 
que  en  este  caso,  mas  que  prohibir  la  ley  la  fianza  de  la  mujer,  se 
propuso  evitar  que  por  ignorancia  del  derecho,  y  por  no  conocer  h 
estension  de  la  obligación  y  el  peligro  á  que  se  esponia,  contragera 
la  obligación  accesoria  de  la  fianza:  si  advertida  de  la  protección  que 
la  ley  dispensa  á  las  de  su  clase,  todavía  insiste  en  salir  fiadora,  la 
ley  ya  no  la  liberta  de  la  responsabilidad  que  tan  deliberadamente 
quiere  contraer.  Si,  pues,  en  la  escritura  aparece  que  fué  advertida 
oportunamente  de  la  prescripción  de  la  ley,  y  que  á  pesar  de  esto, 
quiso  obligarse,  entonces  habrá  lugar  al  mandamiento  de  ejecución, 
porque  la  escritura,  atestiguando  un  hecho  lícito,  traerá  ejecución 
aparejada. 

Los  Directores  de  li  RevisUu 
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Cuando  el  deudor  paga  después  de  preparada  la  ^ecucion  por 
medio  de  la  confesión  judicial  ¿quién  debe  satisfacer  los  ga$tosf 

Coñíestacion* 

El  art.  964  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  contesta  á  la  pre- 
¿Qkitá  que  se  hace.  Dice  así:  Aunque  pague  el  deudor  dentro  de  las 
nentieuatro  horas  posteriores  al  requerimiento  y  aun  en  el  acto  de 
éste,  serán  de  su  cargo  las  costas  causadas  en  el  juicio.  Es  decir, 
que  solo  cuando  se  ha  hecho  al  deudor  el  requerimiento  con  el  man- 
damiento de  ejecución,  hay  lugar  á  imponerle  las  costas,  y  que  por 
lo  tanto  que  si  paga  antes  no  debe  satisfacerlas.  Esto  no  d^be  pare- 
cer estrano  porque  el  requerimiento  es  el  acto  que  en  el  juicio  eje* 
cativo  equivale  á  la  contestación  á  la  demanda  en  el  ordinario.  Y  en 
esto  hizo  una  variación  lá  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  dere- 
cho antiguo,  según  el  cual,  cuando  el  deudor  pagaba'dentro  de  las 
veinticuatro  horas  contadas  desde  la  notificación  de  estado  se  liber- 
taba del  pago  de  las  costas. 

Los  Direetires  de  la  Revista. 

I        ig  eee  &  i 


La  Ley  de  Enjuiciamiento  dvü  en  el  art.  941  pone  entre  los  tl-^ 
UdoB  que  traen  aparejada  ejecución  la  escritura  pública  con  los  re-* 
quisiios  que  espresa ,  ideberá  limitarse  la  inteligencia  de  esta  dis* 
posídún  esclusivamente  á  las  escrituras  depré^mo  nuétuOj  ó  se  ha 
de  estender  también  á  las  escrituras  de  los  demás  contratos,  como 
ventas  y  arrendanüentosl 

Contestación. 

Nuestra  opinión  es  que  toda  escritura  pública  en  que  aparezca 
deberse  una  cantidad  líquida ,  y  exigible  por  no  estar  pendiente 
del  cumplimiento  de  un  plazo  ó  de  una  condición  trae  ejecución  pre- 

TOMO  XVI.  63 
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parada.  Ni  las  leyes  anteriores  á  la  de  Enjuiciamiento  civil  ni  este 
hacen  distinción  entre  la  cansa  de  de^r;  cualquiera  que  ella  sea, 
el  precepto  de  la  ley  es  el  mismo,  y  por  lo  tanto  debe  ser  igual  su 
aplicación,  l^ii  lMr,4  íjtel  til.  X3f\(II| ,  ,lfft.  iflM  la JSwrf^mv^  ]^. 
piracipi^ » tra^  de  las  pífl^QC^nes  y.  c^i^c($  y  cfvai^misM  6.$^, 
tencias  ú  otras  euaíesquier  escrituras  que  tengan  aparejada  ejecu^ 
cion ;  es  decir  que  bastaba  m^  .^  d^i^a ,  que  esto  constara  por 


mero  soslieqj^n  gue  la  deuda ,  el  legado  y  el  fideicomiso  dejado  en 
testamento  solemne  ante  escribano  tiene  también  fuerza  ejecutiva. 
La  Ley  de  EnjuiQÍdmientQ  civil  ninguna  noxedad  ha  introducido 
en  este  punto:  ha  seguido  el  derecho  antiguo  sin  hacer  innovación 
alguna  respecto  á  la  causa  dtf^Mmr ;  ^sita  es  del  todo  indiferente 
para  el  legislador  que  al  acordar  la  vía  ejecutiva  solo  busca  la  au- 
tmtíoMad  (ffeifikc^nto  ^eseúiádo;  ^que  ápMBXda  tteildk ,  ^e 
Mtaseattiiüda^vfinew)  «até  aplazada  porque  entonnes  testa  «I 
onmpliMeab) tdetfÉiza hose puede  pedir,  ó  que  dependa  ée «t» 
QondicioQy  fémpndiMtaifne  asta  tenga  logar  enngor  no  hay  tdania* 

los  Direetwttiieta  tMBfllti 
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^réle<!ei»B; pór et E^cmo. 'Sr. D.  Jo¿¿ ALons^tfiarcetonA, 480dj  tmtomd 
«n  8:*  mayor.). 

Wkl  MtíMóeiMlMtar lipdgráám,  ytCM,  fwiy  pMM  ioa^  p#r  civto^M^M 
éMMfla8«D*oif}b«cáMen  niMM'é^dtt^^  kigirftrtBfenlÉfe 

áttlloryhoAkbrftdeGóbierrtd.Lt  áNMria  Minre  ^^fmai  «laiatasiiMB 
Importantes  de  la  «ieacíancaiiÓDica,  iMr4a»fiiMavf«la0ioiieé  tpiriitieiift  om 
UBrjtiffdíca.'pi^Htveciy  adthíwfswtiht  y  parraotMami  apiitaoioi)  ^reote^cna 
fiábtá  dado  larttftfAaa  fóhimlli  ^sd  firogHBao  ra  (««hras  4éhiftttttiliiisO»ttf 
dea  de  Campomane^rla  Qafiada  ytM  D.  lPiéa»(apfatfculnp<j'e»U  Hbro^  im  < 
«ftatatiCe,  tiene  á'deinoatnr  líe  un  moda  daréj'dednio  ki'ilieiaetllttd'de 
Mte concepto, etibríenáolea tlietob f  ácIánMb latummhoa  patita* «NMte« 
(loe  se  obserran  etilas  páginas  ikianwlfHBB^  tk^ürméi  Éilgrandayijuale  mé* 
jrfto  ^tie  Retan  conáig^.  Fwqtte  laímlená  de  km^ecnjfsoa  de  feensa  7 
pWtectbn  DO  se  haffhkba  espiiestatm*toda  su  amplütid,  ya  respeeto  á  todos 
losfeeinraos  qne  pueden  entaMavse,  ya  respecta  á  cada  «node  eHos,  biia* 
^dofben  acroff^eti,  «nsn^aiiaa  y  llevándolo  tíasta'SUriéniíwOylMslaik 
aaiitencia  det  IVibnnal  ^iie^de  él  debiere  cedeoan-aaiafaan»  Si;  tedaaúndio)- 
dos  con  mas  ó  menos  daridad,  «ataba  también  •aanlBdd'el  p»flipft»  qae  de 
Illa  sertlrnos  de  guia  sobre  este  punto-en  el  'vaalfaíaBo  caaqio  dO'la  prMj'* 
ca,  peito  ■e'habla  una  obra  qne  abarcase  en  ao  unidad  todo  lo  letiiipttte  fi 
eeía  materia,  sino  que  era  preciso  ir  á  o^las  pá^nas  del  maycr  fláiiMiv» 
<le  nuestros  jurfsconsnllos  y  eanooíalasdeéel siglos  I7y  iS^yaua  ,tle*a»te 
mdone  podíamos  bailar  nna  esposíeían  cempieta  y  pterféetu  tdal'mwf/iA 
^  trnen fásemois  eaMidfar.  farsee  qoé  s^oeikls  ftábíea,  ak^iOfíkirsfAm 
anta  ii^tefesÉnlliína  materia,'hafbíin  sido-viotimas  de  una  lucha  iBtiH'ior;6ii« 
tre  sos  éaotHnfaseiemlicaa'y  atnacaosas  prdpils  del  9ígi0>en  Afmtmmf 
que  no  es  necesario  manifestar  aquí,  pero  que  ejercían  una  violeñ&aiPieaíQli 
sübifetadsre^dsypmwaimociaíéntae.  iM m  qiMrCuai4a*«i medi^  dalos 
légodoa  nos  Mttbattos  de  'ftmMe««i  atguiiordeto  Bañabas  irar^uma^gnm 
se  presentan  cadadia,  no  nos  aatkfadamas  iii  podíamos 8atis|iflaip^..jKm, 
feíí^trarel  tratado  del  Conde  ó»  la  CMada  é  UiéiéoBinm^MSi.  Cmwn- 
blas,  sino  qoelbamos  alienar  el  vacío  que  eataa  dijaban  ea  BuaslffDi^imp• 
en  las  páginas  del  OMape  CkmuTUMas,  deMgado,  GabailMiSalQ^do^^tc^;  y 
Mpoeade'tirtvtiueMrttbÉMiíiBCia'taiiMVM^  dfí 
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^dicfaoB  eseritorat,  ya  acomodando  su  doctrina  á  las  modiUcadoiies  aeluiJeft 
tle  nuestra  legislación,  ya  desarrollando  las  ¡deas  que  aquellos  solamenü 
l^reeentaran  como  eil  germen.  Trabajo  molesto  y  muelas  :^es  dificultoso, 
^eno  podrían  tal  vez  ejecutar  algunos  de  los.que  se  dedican  á  los  negó- 
tíos,  y  que  la  obra  del  Sr.  Alonso  viene  boy  á  escusar  y  hacer  innecesario. 
En  ^na^pfIat»ca,  nuestra  riquísima  jurisprudencia  nacional  carecía  todavía 
^e  un  tratado  estenso  y  completo  sobre  los  r^ur«09  de  fuerza  y  protection^ 
y  la  obra  del  Sr.  Alonso  llena  satisfactoria  y  cumplidamente  este  vacío. 

No  se  crea,  sin  embargo,  que  en  este  libro  se  bailen  alteraciones  ó  inno- 
^taeiones.  esenciales  de  lo  que  hasta  el  día  era  admitido  8obr^  el  punto  «que 
instituye  sQinttería.  Esto  no  sucede  ni  puede  suceder.  Loereonrjosque 
^  Sr.  Atonso  reconoce  y  esplica  son  los  reeonoeidos  en  los  mejores  tjempos; 
de  nuestca  jorisprudencia  canónica,  y  todos  ellos,  todos,  sin  eicepcjoR,  tie^ 
«en  so  orige»  en  nuestras  leyes  recopüyubs,  y  en  la  repta  ioterpoetaeioa 
t|He  de  ellas  hicieron  nuestros  pragmáticos.  El  Sr.  Alonso  apoya  toda  sa 
-doctrina  en  la  ley  y  en  las  autorizadas  opiniones  de  los  mas  ilustres  trata- 
distas de  la  escuela  canónica  española,  nada  inventa,  nada  innova.  Su  mérito 
relevante  é  indisputable,  y  el  inmenso  servicio  que  su  obra  está  destinada  á 
pregar,  consiste  tan  solamente  en  haber  recopilado  y  reunido  en  un  cuerpo^ 
valiéndose  do  un  escelente  método,  las  doctrinas  esparcidas  en  el  inmenso 
número  de  las  obras  de  nuestros  escritores  de  tres  siglos,  en  haber  desarro* 
lindo  eii  toda  su  estensíon  y  haber  hecho  fácilmente  aplicables  las  ideas  que 
«ístos  se  limitaran  á  indicar  sin  desenvolverías,  y  finalmente  en  armooixar 
nuestra  veneranda  jurisprudencia  coa  las  modificaciones  introducidas  en  la 
presente  centuria  en  la  legislación,  y  organización  de  los  tribunales.  De 
«uerte  qué  el  libro  de  este  ilustre  sáhio,  y  en  cuyo  análisis  nos  ocupaaooi;^ 
está  en  perfecta  y  absoluta  consonancia  con  las  obres  de  los  inimitables  j 
piadosos  canonistas  españoles  que  desde  loS  tiempos  del  Concilio  de  Tren- 
te vinieron  elevando  la  ciencia  á  la  altura  en  que  hoy  la  vemos,  y  iipa-; 
rece  como  la  última  y  brillante  espresion  de  esa  gloriosa  escuela  regalis- 
la  española  que  desde  el  Arzobispo  de  Granada  Guerrero  y  del  Presidente  j 
Obispo  Covarrubias  contó  entre  sus  hijos  á  los  mas  sabios  y  santos  prelados,, 
magistrados  y  hombres  de  derecho  de  nuestra  patria  en  el  trascurso  de  los 
tres  últimos  siglos.  El  Sr.  Alonso  es  el  último  y  digno  eslabón  de  esa  cade- 
na cfentffféa,  y  su  obra  el  último  tomo  de  la  riquísima  y  preciosa  bíblioteca> 
de  esta  escuela. 

T  sénnos  permitido  hacer  patente  aquí  la  repugnante  mala  fé  con  que  se 
pretendió  m?ítichar  fm  fama,  y  la  vlllaiuealumnia  con  que  se  quiso  eovolver 
su  buen  nombre.  Achaque  añejo  es  de  ciertas  gentes  confundir  su  mala 
causa  cmi  otra  santa  y  sagrada,  y  presentar  como  enemigos  de  esta.al  que, 
amanté  de  la  pvíferj\  y  recto  espíritu  de  las  ínsiitMciones,  intenta  purgarlas,. 
<de  los  abusos  y^'corruptelas  con  que  se  ha  lo^H'aáo  empanar  su  brillo,  y  perr- 
Idgue  la  imáorididady  laüceada  d<mde  quiera  queaspiua  su  asquyoso  jct^^ 
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iéí.  Ata  es  Ti  aspticaeion  del  cataronioso  concepto  de  irreligiosidad  que  m 
ha  pretendido  unir  al  ¡lustre  nombre  de  este  eminente  jnnsconsultOy  qaa 
itai'él  seno  de  su  familia  y  en  el  círcalo  de  sns  amigos  era  respetado  por  sa 
Iráiente  féy  sn  sincera  piedad  y  sentimientos  religiosos.  Ahora  la  obra  de 
ijae  nos  ocupamos  viene  á  puriflcar  su  memoria  y  á  dar  mi  solemne  mentís 
Ifr  sos  detractores,  tbdaelía  rebosa  la  mas  para  doctrina  de  la  Iglesia»! 
Íes  una  esposicion  de  la  disciplina  mas  santa  y  recta.  En  cada  una  de  sus 
páginas  abundan  las  protestas  de  la  independencia  y  libertad  de  la  Iglesia 
y  de  sus  dereclios  esenciales.  La  facultad  de  imponer  censuras ,  de  conde- 
mar  los  libros  contrarios  al  dogma  ó  disciplina  interna  de  la  Iglesia  » de  juz-» 
gar  las  causas  sacramentales  y,  para  decirlo  de  una  vez,  de  conocer  de  los 
negocios  que  y  según  los  mas  sabios  canonistas,  corresponden  á  la  jurisdic- 
cion  propia  de  la  Iglesia ,  aparece  en  ella  de  una  manera  clara  y  patento^ 
iPermítasenos  esta  ligera  digresión  para  yindicar  la  inmaculada  honra  d$ 
este  patricio  ilustre  é  insigne  sabio,  víctima,  y  desgraciadamente  no  única, 
^0  los  odios  de  nuestros  intransigentes  partidos  políticos. 
'     Pero  no  se  busquen  en  este  libro  deslumbradoras  teorías  6  hermosas  elu- 
cubraciones especulativas,  porque  seria  ocioso  trabajo.  No  es  ese  su  objeto; 
la  obra  mencionada  no  tiene  su  destino  en  la  mesa  de  estudio  del  sabio,  sino 
'en  el  revuelto  bufete  del  abogado  y  hombre  de  gobierno ;  es  altamente 
práctica.  Por  esa  razón  no  hallaremos  en  ella  ni  siquiera  un  capítulo  desti'» 
*nado  esclusivamente  á  investigar  el  origen  histórico  y  científico  de  los  re* 
cursos  de  fuerza  y  protección ,  ni  á  hacer  ver  su  bondad  y  justicia  que  hoy 
ningún  hombre  medianamente  versado  en  la  ciencia  impugna;  pero  en  cam« 
íÁo  con  ella  sola  tendremos  bastante  para  dirigirnos  en  el  desempefto  de 
nuestro  cargo  si  ejercemos  funciones  gubernativas  ó  judiciales  ya  civiles 
ya  eclesiásticas,  ó  para  defender  los  derechos  que  se  nos  hayan  confiado ,  si 
estamos  consagrados  á  la  honrosa  profesión  del  foro.  Esta  obra  no  es  segv- 
ramente  una  obra  de  testo  para  las  aulas,  pero  es  una  obra  absolutamente 
Indispensable  para  los  hombres  que  salen  de  ellas.  Una  sucinta  esposicion  de 
su  método  y  de  las  materias  que  comprende  lo  demostrará  con  toda  cla- 
ridad. 

Se  halla  dividida  en  dos  partes:  la  1.*  dedicada  á  los  recursos  de  fuerza 
j^  protección  que  tengan  lugar  en  la  Península  é  Islas  adyacentes,  y  la  2.*á 
los  que  se  refieran  á  las  posesiones  de  Ultramar;  división  acertada ,  porque 
son  en  muchos  puntos  distintas  las  reglas  que  la  ley  ó  la  práctica  prescribe 
tn  \w  primeros  de  las  que  establece  nuestra  preciosa  legislación  de  Indias. 
La  causa  de  esto  es  manifiesta:  la  jurisdicción  atribuida  de  la  Iglesia  pare* 
^ia  tener  sobre  algunos  puntos  mas  ostensión  en  Ultramar  que  en  Gastille 
▼•  gr.:  en  la  jurisdicción  criminal  contra  clérigos,  mientras  que  sobre  otrót 
flo  solamente  estaba  cercenada  sino  que  era  del  todo  desconocida;  v.  gr.  lén 
fas  causas  dé  diezmos.  Y  por  consiguiente  siendo  distintos  en  los  dos  he- 
áusferios  los  límites  del  fuero  eclesiástico,  distintas  debían  igualmente 
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QO  eu  la  2/  parte  se  halla  espuesta  coa  toda  clari(li^  ú 
¿  ios  recursM  de  fuerza  en  ecmocery  proceder^  ,f^jf 
]f¡ir^  á  la  manera  de  prepararlos  ó,  interponerlos  al  it^ 
y  á  los  tribunales  qqe  de  ellos  4ebenjuz^.  Todo  03% 
i)s  libros.  Co  el  tercero  examina  el  autor  los  recursos  |la» 
{/  j9ro(eccíoii«,conio  son  elexámep  j  retencinn.de  hulaa-i 
uria  Romana»,  la  riogalia  de  ilamar  y  compaler  á  los  pre;? 
en«ciertos oasosá que  procedan á  la  reforma  de  abusos, |^ 
eclesiásticos  y  ocupar  sus  temporalidades ,  y  la  de  la  ^- 
que  la  Corona  concedió  á  los  regulares ,  y  examina  cuáles 
is  á  quienes  compete  el  conocimiento  de  estos  recur^  j 
la;  terminando  la  o)[)ra  con  un  libro  adicional  que  conúeof 
los  formularios  de  todos  ellos.  Por  lo  diclio  se  vé  que  es  un  trabs^o  compler 
to  y  acabado  sobre  tan  importantes  materias»  peto  mas.resaltará  esto  misooo 
jal  leer  en  sus  páginas  el  concienzudo<  examen  del  mayor  número  de  lo&  mo- 
chísimos casos  ei\  que  dichas  recursos  serán  procedentes»  y  al  hallar  Ira- 
^a  la  mavcha  que  deberá  hoy  segjairse  atendida  la, alteración  profunda  que 
nuestra  organización  política,  administrativa  y  judicial  ha  sufrido  en  loa 
..últimos  30  anos. 

No  nos  ocuparemos  de  la  parte  2/  referente  á  Indias»  por  no  luM^er  de- 
masiado largo  este  articulo^  una  vez  que  el  mayor  número  de  nuestros  lee- 
.lores  residen  en  la  Península»  y  presentaremos  á  grandes  rasgos  taa  solo  ei 
yoquis»  séanos  permitida  laespresion»  de  la  1.%  para  aqpeMos  mas  intera* 
sante. 

Comienza  el  autor  con  un  breve  párrafo  sobre  los  recursos  de  kerza  e» 
l^eneral,  dando  á  conocer  su  naturaleza  y  carácter,  y  deduciendo  de  aq^la 
ladiviiúon  trimembre  admitida  en  las  escuelasy  en  el  foro.  Pasajuego  á 
examinar  los  recureos  en  oonocer  y  proceder  consagrando  á  su  examen  todo 
elpriflier  ^tulo  que  se  halla  dividido  en  trto  seccione^.  En  la  1.*  se  abali- 
zan los  que  tienen  su  causa  en  proceder  los  jueces  eclesiásticos  qontr» 
.personas  y  en  negociiosiÚ^noa  al  fiíero^determinaudo  los  caaos  en  que  se- 
sgan las  leyes  recopiladas  hay  lugar  á  su  interposición,  y  esponiendo, en  j!^ 
Spftulos  la  doctrina  canónico-jjaridica,  sobro  las  sumisiones  y  iuramébtos 
ichos*en  las  Escrituras  públicas,  sobre  las  últimas  voluntades,,  patronatps 
4e  leaos  y  yinculacionés,.  juicios  posesorios,  ejecución  dedisposicione8,pi|« 
dosas,  aranceles  judiciales»  parroquiales  y  de  visita,  delitos  causativos  4^ 
desafuero,  cobranza  de  rentas  públicas  y  asilp  eclesiástico,  esponiendo  en 
„  fiad^  uno  de  ellos  la  parte  que  en  estos  puntos  es  eclesiástica,  y  los  Ilmit^ 
,  Jei  fuero,  pasados  loa  cuales  los  jtte<^  de  él  ahusarán  y  usurparán  juri^ 
dicdoo.  Estamos  conformes  con  las  ideas  emitidas  por  el  autor,  porq!fe 
ad<99ás  de  ser  las  reconocidas  por  él  mayor  y  n^je^  número  de.  canonistas» 
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Arte  fio?.  i^MiJip.  ItÉn  S6ld  no  podemos  prestar  Auesvh)  M«ttlüíiteJflo  á' A 
«ptaiotf  flMlMri4«'e»el  «aff.  9  flOffofé  te  aplieacioil  <|Qe  eégüa  la  preste  \^ 
gJBlmlPB  j^ttiil  <kAe  twdr  M  asilo  «oloaiáBtfety.  €^^áütor  c)ub  para  cori'^ 
«Mfr  toelNUNr  déla  I07  O,  m.  4.%  Hb.  l.«  ^  ti Nby. He^ófp.  qd^  fegula-^ 
itelrwMriÉ  áo  aaildt  ooa  la»  dbposicionea  del  CAáUffi  peftal,  ¿t^n  dis- 
thipiWntf  loeaiofrit  qw  el  refogíádo  baya  dOittetid^tiQa  /Mttió  Aérifto 
lana,  &  U&am  déliía'  no  aoótq^ado,  d*UDO  4lf^  qoe  aá  Inllte  en  el  núme- 
ioi4»«sUM  últímoa*  Eñ  el  primer  enao  ophirqtM  iñ  tátst  debe  hnpotier  ál 
dattoouetita  et  RNoiOMini  dé  M  ^rsefialádá  éní  é!  Código  á  tofáítas,  en  él 
segvüa^  qoardüwliiier  presente  la  eir««íiatt»óié  dH^  asilb,  paré  Ásmi- 
Mir  «o  lo  poaibto  la  pena  mareada  en  aqnet,  7  pfotedér  éú  ef  fercéro  sin 
Miar  00  csaota  la  effcmistancia  de  la  i^nHAMid'  déi  q\ie  nb  gomará  el 
foat,  Mra  ncMtros  dldia  ley  M«MpUada  no  puede  boy  prodotoir  éfláctb  algu- 
no «D  el  caaliga  de  loa  dMitos,  porque  el  Gédfgo  penal  nd  i^econd^  como 
eiNonalaieiaateiMiante'el  yefngfo'  M  reo  á  lilgaf  inmune,  fierto  e¿  qué 
da^oea-de  eoiunerar  variae  conefoye  détermtkiMlb  que  !to  considere  como 
lat  ouwcwüqmma  i$  igual  9Mi¡tHá  y^náhgit  6  les  átUetütres.  Pero  por 
aat*  BúaoiQ  no  nos  deeidfmos  á  tener  oomo  indtiida  eh  édUf  cláusula  gene- 
nl  la  del  aailo;  fafta  en  alia  la  aMiogfia  Mi'  «as  espre^Mttafifer  seüíahdas  por 
k  le^  enalídad  abaolatameiile  pnsdaa',  todas  reofbeá  sd*  füerta  y  fienen  ^ 
jrttfiif arfen  en>  fae  deiMao  wwnaa  per^^ersMad^  en  dfl  deüncuentb  que  la 
affiinann  y;  eamun,  pero  «I  refogío  á  logar  de  asilo  é»  wt  acto  postei^ior  á  lá 
ofBinoiin  4el'deKto  qne  awlH  iiiiuyd  oi  tíéñh  demuestra  sobre  li  fMencioá 
y  OMalnaüáBd  del  reo  aales  dB^jeeoiirlo.  Vú  ea  atiátoga  á  \te  desigoadds 
paral  Cédlf^eomo  eate  reqaiara;  «e  es^  poes^  dr^unstancia  ateouanie. 
Pttvtnwolrea,  por  eaaalguianU,  te  tegfalaeíoii  sabte*  asllbs  no  tfbne  bajo 
est^aipacto  teansa  alguna,  por  eatar  derogada  por  ef  GOdigcV  peMT,  y  poV 
Wiar  caído  en  completo  daaiHo.  Greemoa  qnn*  Ifr  «atoridM  ftittiWál  e»  la 
tete  7  eaeloaíta  compatent€^pava'dlcterdtopo^éÍb«esett'estepdlfto,  y  es* 
plteemoa^lúe  hectev  qya  i  éste  propeaieiott' pareen)  oponerse  por  Ui  aquies- 
cencia y  tolerancia  del  poder  civjl ;  no  ae  objeto,  pdr  le  teb^tV,  á' nuestra 
epfaüosiel  4aa  el  Gódigo^penal  m  pedia  affsctar  te  fberca  de  te  temunillad 
teeal^  paaqne  laobaaamaa  eamptetameaíte  este  ttaarcioii^. 

La  Seoeion  2/,  que  tieae  por  iob{ete  los  réeursos  en  eoXdeér  y  pfücéder 
e»  meterte» eclesiáatioae,  y  por  acioade  tea  jnecea  de  este  foeré',  ^'dMde 
enre^apíUilae^  censi^gradoe  ai  examen  müMiéte^  y  detenido  de  tddo  KTre- 
tenQla4te9  ooBtieadasdeoompetenote  enftie  loé)iieee»ytdbuMü«»eéte* 
siástícos,  á  los  procesos  y  proteeoten  de  los  réguUute»,  pdtirentlto  Rltef,  cón-^ 
daMalia»delos  eaecitos  eonlrarioa  akdegeteyá  te'dteciplina,  cetosuiii  y 
■poMaiaa|t4epóaito»de  peraoms.  Ite  mtfy  HÉ^ottante  éfplr^lb  pfélMii*^ 
narlreateeeeeten,  porqveenétaajQstidette  opinión  de  ¿ébellea,  tVins-^ 
aríte.eote.  tey  i7,  tü*  %  Mk  t,  Nov.  Rec.  y  ae  dettniyen  todas  las  rabobé» 
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4adas  por  Salgado  para  demoslrar  qua  dq  pciede  proceder  al  reoono.  di  f^0n» 
cuaqdo  dos  jueces,  eclesiásticos  eDtal>laa  cQmpeteacia.entre  sí  pan  ooBoear 
de  UQ  negocio  de  su  pr^piq  fuero,  Talióodose  al  efecto  de  las  eeosuru  y  def- 
inas medios  quQ  crean  coBv^nientes  para  pQitiar  espedUa  su  joriadiceioD, 
aunque  el  orden  púbUco  ae  altere^  con  estas  escandalosas  cuestionet.  Nada 
de  inexacto  observamos  en  e^fta  sección  en  que  resalla  un  esUidio  proftiado 
de  nuestra  disciplina»  cooio  en  el  capitulo  del  patronato  ReaU  J  la  pura 
doctrina  de  la  Iglesia,  como  en  el  do  la  copdenadon  de  Ubroa,  en  el  .ooal 
se  distingue  con  claridad  la  obra  del  aulor^  ej;igiendo  para  la  condenamoa 
de  este  como  previo  é  indispensable  requisito  la  audiencia ,  en  confonnidad 
del  vulgar  axioma  anón  error^  s^  erroris  perlinaUa  hoBtrétieum  fitoü.» 

En  la  Sección  3/  ae  axamioao  los  recurao^  procedentes  en  negocios  en 
los  cuales  tan  solo  son  en  parle  competentes  los  jueces  eclesiástícoa,  Al 
efecto  se  baila  dividida  ^  dos  capítulos»  ocupándose  el  primero  de  la  eia* 
cucion  de  las  sentencias  diptadas  por  los  Tribunales  ^lesiásticos,  y  el  últl* 
mo  de  las  causas  de,divorcio  y  bigamia  y  sus  incidencias.  En  aquel  el  aa* 
tor  defiende  la  opinión»  que  ppr  otra  parte  se  baila  transcrita  en  la  ley  9» 
título  8.**,  libro  i/  de  la  t^oy.  Hoic.»  de  que  los  jaeces  edesíástioos  no  de- 
ben  fulminar  censuras,  entretanto  que  puedan  conseguir  la  ejecueion  de 
sus  sentencias  solicitando  el  auxilio  del  brazo  secular.  Así  opinan  también 
Bobadilla,  Van-Espen  y  otros  escritores»  por  mas  que  tengamos  el  sentí- 
iniento  de  no  contar  en  este  número  al  Presidente  Govamibias.  En  el  2,^» 
deslindan  perfectatnente  y  con  toda  exactitud  las  atribuciones  respectivas 
de  los  fueros  ordinario  y  eclesiástico  en  las  causas  de  divorcio  y  sus  inci- 
dencias, y  se  prueba  por  la  ley  de  Carlos  IIl  y  por  el  Código  penal  qaeel 
delito  de  bigamia  corresponde  al  conocimiento  de  la  jurisdiedon  ordinaria. 
El  titulo,l2.^  sobre  Iqs  recursos  de  f^erña  en  el  modo  ae  baUa  dividido 
en  dos  secciones  que  venían  sobre  la  infracción  del  procedioúento  dvil  y 
criminad  En  el  párrafo  preliminar,  se  espene  con  toda  detencíMi  la  clase  de 
infracciones  que  pueden  dar  causa  al  recareo»  dátinguiendo  los  trámites 
esenciales  a^  juicio  de  los  que  interesan  tan«olo  á  la  defensa»  y  subdividien* 
do  eslas  en  os^cialea  y  simplemente.útilea*. 

En  el  tit.  ZJ"  se  estudian  los  reeunoe  en  no  otorgar^  fijado  los  tnc 
puntos  que  es  necesario  tener  presentes  para  eooooer  los  casos  eo  <|ae  pro- 
cede el  recurso»  á  saben  naturalexa  de  la  causa»  providencia  ap^da,  y 
tiempo  y  forma  en  que  se  interpone  la  apelacioi^  dedicando  á  cada  ano  de 
«líos  una  sección»  en  que  nada  se  dnja  que  desear»  relativo  á  esta  materia. 
Creemos  en  todo  admisible  la  doctrina  en  este  titulo  ooBlenida»  que  por  ein 
parte  ea  la.espijMsta  por  todos  los  tratadíalas. 
.  El  lib«2v  dividido  epi  tres  UtHljos  y  cada  oeo  de  ellos  en  dos  seooioBes 
sé  refiere  á  la  preparación  é  iaterposiolon  de  los  rMuraos  de  fafma»  á  lee 
tritMinalea  qup  de  elloa  deben  floe«eer  y  aft-óedee  eon  qoedobea  sostaaeíifw. 
H  y  determinarse.  Este  es  un  trabajo  péríteVl  fvÉdítdo  en  la  ^aqtigali  ajarla*» 
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ftodMcii  dd  GMMeiQ  y  de  I9S  ChtodUieits  7  ánéienriis/coQ  las  mMñ'- 
caeíoiias  iatrodadclu  en  ellt  por  el  ÚU  5.*  de  la  GoiuUliidoii  dei8l2  ti* 
^eiile  en  moehos  pantos  hoy,  y  por  la  munra  ley  de  BDjokiamlento  eitil. 
Bn  nuestra  opinión  esta  libro  es  uno  de  lee  mejores  de  la  obra,  y  en  él  seta 
el  profundo  saber  y  la  Tastfsima  práetka  de  saanter. 

'  Bl  Rb.  3/  está  destinado  al  examen  de  los  r90ur$oi  de  fmerza  y  proCee- 
eton,  ponsagrando  on  títnlo  á  la  retendon  de  las  bolas»  breves  y  despachos 
de  U  Coria  romana.  Se  halla  dividido  en  eineo  secciones.  En  la  primera  se 
instifica  la  prémpresentacioD  de  estos  documentos,  comentando  la  Real 
cédula  de  i768;  y  en  his  cuatro  siguientes  se  distingue  con  precisión  el  re- 
curso espedfico  de  retención,  de  la  regalía  que  tiene  el  mismo  objeto.  Aun-^ 
que  hoy  sea  casi  del  todo  inátil  el  recnrso  contencioso,  porque  si  alguna 
bala  d  despacho  se  ejecutase  úsi  el  préfio  pase,  no  sería  este  el  procedente, 
sino  on  ioido  criminal  por  la  infracción  de  la  .iey ,  el  -autor  espone  deteni^ 
demente  lodo  lo  á  él  relatito,  porque,  si  bien  raros ^  algonos  pueden  ser  los 
tasoe  en  qoe  tenga  lugar;  espone  las  disposiciones  de  la  ley  y  la  doctrina  de 
los  autores,  especialmenís  de  Salgado^  sobre  la  suplicación  á  Su  Santidad 
de  Jas  bolas  y  breves  retenidos,  y  finalmente  intesUga  la  autoridad  á  quien 
f3orresponde  el  conocimiento  del  recomo  contencioso  de  reelección,  pro- 
bando la  derogacioa  del  reglamento  providonlil  que  lo  adjudicaba  al  Trkra- 
nal  Supremo  por  el  título  5.®  de  la  Constituclon.de  1813,  puesto  en  obser- 
vancia con  posterioridad  á  la  de  1837,  que  concede  estas  atribocieries  al 
Tribunal  Supremo  y  á  las  Audiencias  en  sos  respectivos  casos.  En  cuanto  al 
080  de  la  regalía  del  past^  no  ofrece  duda  algoná  desde  la  creación  del  Gonr* 
sejo  Real  y  hoy  desde  la  promulgación  de  la  ley  del  Ck)n9ejo  de  Estado  qoe 
atribuye  á  este  alto  Cuerpo  la  facultad  de  emitir  su  dictamen  sobre  el  obje- 
to, cuando  fuese  consultado  por  la  Corona. 

En  el  titulo  2.^,  dividido  en*  4  secciones,  se  esplanan  las  regalías  que  ya 
llevamos  indicado  en  otra  parte.  Y  sobre  la  2.*  tenemos  el  sentimiento  de 
no  estar  conformes  con  este  jurisconsulto  eminente.  Siguiendo  á  Bobadilla 
sostiene  que  el  gobierno  temporal  puede  gubernativamente  estrañar  del 
reino  á  los  eclesiásticos  díscolos  en  casos  de  urjencia.  No  pretendemos  ne- 
gar la  conveniencia  de  esta  regalía  en  otros  tiempos  en  que  ni  los  derechos 
de  los  subditos  estaban  garantidos  de  una  manera  terminante  por  una  ley 
fundamenta),  ni  por  otra  parlé  la  estension  del  fuero  eclesiástico,  y  el  con- 
fuso procedimiento  en  los  tribunales  civiles,  servían  de  suQciente  resguar- 
do contra  los  desmanes  y  escesos  de  algunos  miembros  del  clero.  Mas  hoy 
la  Constitución  política  sanciona  la  seguridad  personal,  y  prohibe  imponer 
gubernativamente  verdaderas  penas  como  es  la  de  utraliamiento^  cuando 
previene  que  ningún  español  sea  juzgado  ni  sentenciado  sino  en  virtud  de 
Ufes  anteriores  al  delito  y  en  la  forma  que  estas  preseribany  es  decir,  por 
k»  trlbonales  competentes  y  por  el  procedimiento  establecido.  Y  no  se 
querrá  negar  á  los  eclesiásticos  la  cualidad  y  los  derechos  de  ciudadauoa* 
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kémáM  dt  <|Mihoy;iiMCcAbeii  to«  áéamniei  que  po^dv-taáieler  ü'^fétg» 
queoiiOtffOs  tíMpos,  ni  puede  tcHneMe  que  qosden  iiri|raae«7too  IÑblim^ 
4»;p9rfto  MwUi  mgQO  pUu9Hil6i  fM  ptíeda  servir  de  knéamiita»  árli^MI^ 
fmiMlcUel  fli»HiiTgiii¿i»É>i.loT  aüeetrOijQiefc),  Mar  r^W  bal  déMiftl^ol-^ 
do  por  anticoDstitucioMdró  kmeéoiirii. 

brlaV  paMsde'lrebHr,  JÉ  Uemirdiebo  €|w  el8r.  Aloft^4Í|{iii  qd 
nétodajfgoreetiiitfnte' igual  el  i|üei  hemoa  eiamíiiÉdo  en  la^füÉoM^  ftn. 
eapMMi  la  diíeñot»  tegiaiaeteit  y  juciapniéaiioia  t^ÜMM  á  VlttUMíár.  Né 
QmNzaréartfB'sa  trabajo  por  \minaÉ^mmqjtt^yríiW9m»Íoi6táá^s. 

Rioalaadnla  el  libro  sdldonal  es  de  cui:ioter6»1iieoiitestaHe  poiqw  nea 
ofimee  una  coleocbn  eompleta  de  fornmlatioa  eii*«ita  ^maiartí^  0ñ  fs» 
Uette  taüUravIaridad  lo'tradiotonali  y  aco8lumbrado>  y  en  que  tanti^  tmmpñ 
baj^  íbeca^  lasiproMrípaieaeB  d»  hn'kay^  j(m^ts¿i^  á  laa  rítttdidides  y 
pícUtaa  de^la  jwiaprodeneii. 

Nueairufi  leotonaa  cotteoerán  abdra  con  cuanta  razoa  dockoM^r  Al*eiH 
aenaareateartíciiloqué^laoba  del  Sr.  Álamo  yema  alienar*  mi  furairva- 
elo  en.ffuestra  biblii§rttfíft  juridieav  y.  éenclianta* joaUbia  It  conaideffibe- 
neanaceaaria  paraiiedo  magiatrado,  para  todo  jurisconauHo^ y-  yir#tDÍo 
bembre  de  «dnúniátraeitniL'  Gonciiúoéiiios  diciendo  que*  el  S^  Alonao  ad* 
qviviá  ceata  libro  un  derecho  á  la.-gratíloddetodda  loaqoelieaie»  en  Mta 
eatioia  loa  progresos  dé1»cienciaé 

DtokMttOD  advertir  que  la  obra  está  enlazada  con  las  diaposieieMBde  la 
ley  de  Enjiáciainienio  civil,  lo  que  es'debido.alfrabBJo  del  St.  ü*  Bdoarda 
MMiseGokneBares,  bijer^  autor.  Debele  modo  It' utilidad  detiibre  ea  ab« 
aoluta  y  (Sénplela. 

r«drá  (¡étnei  4«  la  Seruu 


fJK  9IL  TOMO  MU  Y  ftW^ 
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SECCfON    DIICTMIIAL. 


i4l«8  liÍ8i¿rÍeM  y  Íllos¿ÍlM-jBriil«#«.-^BiiMyo  kb- 

-  ldi'icd-fi]q84floM«gal  6eblre^  el  duelo;  por  D.  Gmito  At» 

▼AREZ. 


Id,  id.  ífi)ntvmacion)s, 
fd.  Jd.  O^oncluston.). 


p4fcll«9  •«i«ildbfle«.-4)icláfnoii  iseal  en  (pie'  se 
1    '         deslindan  los  actos  de  los  ecMáeticos  qm  son  jtistiehbles 
Mpl^jutisdfeeioneiffl,  de  los  que  no  pneden  caer  Imjft 
de  ta  polesfead  de  eiCa;  por  D.  Manokl  Sbmas  Loe  «no.  19^ 

Dtaténe»  fisoal  en  el  espediente  formado  á  consecueneia*  de 
QM  ReaiMenpara  que  e(  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
amiHawi  su  dietafloen  eobre  la  impetración  y  ejecución  de 
uo  reseaiptodftla  sagrada  penitencfaría  referente  á  bMee 
nacionales  sin  el  Reeium  ecoeqtMmr^  y  sobre  negara»  la 
«bsotocioiléoompraiom  de  los  miraios bienes;  por 9. Pv- 
m$»Géwu  nr  ía  8bma^  205 

lia  Iglesla^  y  el  Bstado  ó  d  Gobierno  y  el  Papa.--Obsertado- 
iiMiisobM'el  cwnveiiio  celebrado  coo  Ja  SahU  Sede;  por  don 
FaAiiasco  m  Pou.  433 

OcreitAi»  dirll.— De!  feudallsrao  y  de  los  Señoríos  territoriales  eü 

Ara|;on  {art,  8.^;  por  D.  Manobl  Lasau.  i4 

^       Dé  h  losinnacbn  de  las  donaciones;  por  D.  Francisgo  d^  Pou.        27 
De  la  sucesión  fortosa;  por  D.  Francisco  Castañs«  32 

0ir  los  (htereses  en  el  contrato  á»  préitamb.-^iHáy  en  et  tR¿ 
tt^ihos  hábiles  para  uea  dMnandtt  judicial  sobre  reduc- 
dbii  de  intereses  en  el  céntralo  de  préstamo?  Por  D.  losi 
AXUS  Bnitt;  44 

Id.  id«;  júr  D.  Tblesporo  GoMETlI^ítOiu^ite.  238 

{Mf  V^te  la  ley  que  prélilbe  á  losfabnídores  ser  Oadotes 
«liio  entre  si  mtsntosf  (MMka  contestada  pior  lo^  DHibc- 

TOBVSDKURsflSTA*  74 

ib  Üttfthidfead^Q  de  los  eíédsepéibllcos  üf poitiddt.  segbn 
#é0lreeira  éomiiiiiido;  po^l^.  ÍoiÉtitn(^flif^  81 
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80t  fafftiGi. 

De  la  legiÜmacioD  {art.  1.^);  por  D.  Catetaho  PoBuaofCT 

FERIlAIfDEZ.  130 

Memoria  sobre  la  racesien  tedMmeiitarki  y  la  legítima  óabin- 

testado  en  Cataluña;  por  D.  Francisgo  de  Pou.  141 

^Tiene  la  mujer  capacidad  para  ser  nombrada  curadora  ejem- 

Elar  de  su  hermana  ó  hermano?  Consulta  contestada  por  los 
IRBCTORES  DE  LA  ReTISTA.  172 

^Tieno el padrefacultad pant hipotecar ilosbienei que  tí fa^jo 
herede  de  su  madre?  Consulta  contestada  por  los  DiaECTO- 
RES  DE  LA  Revista.  174 

Be  la  sucesión  forzosa  {arL  5.^;  por  D.  Franqsco  de  Poc.         229 
Demostración   legal  sobre  que  no  procede  la  reiTÍndica- 
cion  de  los  efeotos  pá»llces  al  portador ,  según  el  derecho 
constituido;  por  D.  Francisco  de  Pou.  372 

De  la  dote;  por  D.  Manuel  Dantila  t  Collado.  382 

Del  depósito  de  mujer  soltera  por  causa  de  matrimonio;  por 
.  D»  Benito  GuTigaáEz.  391 

De  k  adveración  de  ios  testamentos  en  Aragón  ;^  por  D,  Pas- 
cual Fraxno.  479 

llereeho  peaal.— Debe  considerarse  siempre  como  circunstan- 
cia atenuante  la  confesión  del  reo,  ó  es  preciso  que  con- 
curran en  ella  ciertos  y  detonnhiadaft  i¿ij[uisitos?  Por  Don  • 
Telbsdoro  Gomrz  Rodríguez.  16t 

¿Bs  bastante  la  autoridad  que  ejercen  los  lueces  de  paz  para 
que  puedan  cometerse  contra  ellos  los  delitos  de  atentado 
y  desacato  de  ^ue  tratan  los  arts.  i%9  y  192  del  Código 
penal?  Caso  aürmativo»  ¿qué  Tribunales  conocerán  de  las 
causas  de  esta  especie?  Por  D.  Pedro  Ochando  Choitoxas.      212 

Orígenes  del  derecho  de  penar  en  los  antiguos  pueblos  Ger- 
mánicos; por  D.  Juan  M.  Montalvan.  404 

£1  que  m  devuelve  una  cantidad  recibida  á  calidad  de  depó- 
sito sin  otra  formalidad ,  y  lo  conüeea  en  eacritiira  pública* 
ipuede  ser  procesado  criminalmente  por  no  devolverm 
Consulta  de  D.  Ioaq9in  M.  de  Monbr,  contestada  por  los 
Directores  de  la  Revista.  484 

¿Qué  pena  debe  imnonerse  por  la  simple  entrada  de  ganado 
lanar  en  sitio  vedado  ó  heredad  ajena ,  cuyo  dueño  no  1o 
permita ;  lo  misnío  que  referida  la  suposición  á  ganado  ca- 
orío  y  heredad  no  arbolada?  Por  D.  José  Arias  Brime.  487 

Oeredio  admlnistmtivo.-^^Gl  que  por  causa  de  utilidad  pu* 
blica  ha  sido  expropiado  de  una  linca,  tiene  derecho  para 
recobrarla  en  el  caso  de  q^e  la  obra  proyectada  causa  de 
la  espropiacion  no  se  ejecute?  Consulta  constestada  p9r  los 
Directores  DE  LA  Revista,  28t 

¿Los  Consejos  provinciales  pueden  reformar  sq  resolución  una 

.    vei  dictada  en  asuntos  de  quintas?  Consulta  contestada  por 

los'DiRECTORBSDE  LA  Revista.  \  352 

,^l^re  el  ejercicio  de  la  aboffacia  en  &pajia  por  letrados  ea^ 
trañjeros.— Dictamen  del»  Fiscalía  del  Tnbunal  Supremo 
de  Justicia ;  por  D.  Pedro  Comsz  de  la  Serna.  482 
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admlakilralivo  y  e^iistf^.-^De  la  príTacko  de 
sepultura  eclesiástica.— Dictámenes  del  Fiscal  de  la  Cáma- 
ra del  Real  Patronato  D.  Peobo  Gómez  de  la  SBaiu,  y  del 
Consejo  de  Estado.  322 

■iereaatll.— Del  contrata  á  la  gruesa. ^¿Puede  el  Ca* 
DitM  constituirle  alguna  fez  sobre  las  mereadeHas  gue  eon- 
duoe  á  bordo  del  bcu|ue.de  su  mando?  Y  sí  la  pronibioíon 
llegase  á  ser  perjudicial  al  cargador,  ¿qué  conducta  debe  ob« 
serrar  aquel  mandatario  procurando  por  tos  intereses  del 
dueño  del  cargamento?  Por  D.  RAMon  ob  Solano  Alyear.       21S 

Ete^aimeímm  lüpotcearla — 1/ Estando  dentro  de  los  quince, 
días  del  otorgamiento  de  una  escritura  de  adjudicación  de 
bienes  de  una  herencia,  ¿habrá  lugar  á  la  multa  del  2  por 
106  aue  parece  ser  lo  que  exice  un. Contador  de  Hipotecas? 
— 2.*  Habiendo  tres  interesados  en  la  adjudicación,  ¿podrá 
comprenderse  la  de  todos  tres  bajo  un  solo  testimonio,  ó 
habrá  lugar  al  reintegro  de  un  pliego  de  papel  de  ilustres 
por  cada  uno,  como  exige  el  mismo  Contador?— 3/ ¿Puede 
negarse  el  Contador  de  Hipotecas  á  poner  en  el  testimo- 
nio, nota  del  dia  en  que  se  le  presentó?— 4.*  ¿Puede  negar- 
se á  dar  certificación  de  esta  negatifa  y  de  la  de  toma  de 
razón?  Consultas  contestadas  por  D.  Mauvbl  Gutierbbz 
Solano,  Í7S 

Herech^  loteraaeloaal  prlvado.^¿Será  válido  y  producirá 
efectos  legales  en  España ,  el  matrimonio  civil  contraído 
por  dos  españoles  residentes  en  Francia,  observando  las 
formalidades  que  allí  se  exigen  para  la  legitimidad  del  ma- 
tfimonio?  (Art.  2.®)  por  D.  Albjaroro  GaoizARD.  41 

Id.,  id.  {Art.  3.*»).  307 

De  los  instrumentos  otorgados  ante  los  Cónsules. — ^¿Qué  va- 
lor y  fé  deben  tener  en  España  los  instrumentas  otorgados 
por  subditos  estranjeros  ante  los  Cónsules  españoles?  Dic- 
tamen de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  lusticia.  55 

De  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  por  tribunales  es- 
tranjeros; por  D.  Maiiuel  Seijas  Lozano.  293 
Eajalciaaileiito  eivil.— Observaciones  sobre  el  recurso  de  ca- 
sación en  España;  por  D.  José  María  Manmrsa  t  Navarro.        257 

De  la  priieba  tesUGcal  en  maleria  civil. — Su  origen,  vicisitu- 
des y  estado  actual,  según  lo  dispuesto  por  el  art.  317  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento;  por  D.  Cayetano  Población  t 
Fernandez.  448 

¿Puede  obligarse  á  un  litigante  ausente  á  que  comparezca  á 
á  jurar  posiciones  en  el  Juzgado  del  juicio?  Por  D.  Teles- 
foro  Gómez  Rodríguez.  49<I 
Coniultos.— 95.— ¿En  los  juicios  ejecutivos  viene  obligado  el  reo 
ejecutado  á  enumerar  los  hechos  y  fundamentos  del  dere- 
cho en  el  escrito  en  que  alegue  sos  escepciónes?  Consulta 
de  D.  Manuel  Brualla,  contestada  por  D.  HERMENEGano 
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ime  los  represento  en  los  juicios  TolantaHos  detestanama- 
.iM^«i*fl»4^fiq«en-en&.Piaiín8tila.»  é  ttjedan-HplQaiié 

l»aii0dtspaQealosart8.vétd,  417  y  416 de  laaráMil^y? 
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..AttMMiUa  contMtadatpor  las  JkascifliBB.niukíBansnk.  67 


.—¿Es  indisoensable  proponer  U  penaba  .dentro  del  plasmo  que 
effo  concede  el  art.  273  de  la  ¿ey  de  Cojpiciamieqto 
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civil ,  ^  podrá  el  litigante  que  durante' él  no  fia^  Iaj>rp- 
puesta,  hacerla  en  el  resto  del  término?  Consulta  de  D.  Jqsá 
tUiG >  contestada  pqr.  tos  Dia^xoREs  de  la  Revista.  164 

.— Recibida.  la.just¡6caeiiHi«ifiieHixige  el  art.  1144  fie  la  ley  de 
.  iinjuÍGMmiaoli»civiJ ,  y  hjeoho  el  nombranieiito  d*eam- 
dor  ejemplar,  ^puede  el  declarado  incapacitado  ptmalar 
coolr^u^tKicaoion  para  protairaa  eifipaflid«d?JSite96oa&»» 
matizo  j  M«é  UranutacioQ  deberé  darse  á  esfeaa  ouefian  ac- 

Saciop^  Consulta  contastada  por.k)8  0iifiCTOiiB8  wb^la 
EViaTA^  242 

S90.— Cuando  mía  mujer  ossada.  exige  de  su  marido  almnntos 
provisionales,  ¿tendrá  necesidad  de  acompañar  á  su  solituli 
certificado  de  haber  sido  incoada  y  admitida  la  deraandn 
de  divorcio ,  ó  deberá  decretarse  por  el  jnes  sin  que  apa- 
rezca sameiaate  recurso?  Consulta  de  D.  Manosl  Brüalüa, 
contestada  por  los  'Direotores  db  la  RansTA .  24S 

tQi.— ¿Procede  el  interdicto  de  obra  nueva,  quando  se  ¿a  causeo 
perjuicio  á  un  vecino  agujereándole  basta  el  interior  de 
aus  habitaciones  la^pared  de  su  casa,  con  ocasfon  de  obras 
efecutadas  en  otrasu  contígna,  subiendo,  bajando  ó  varian- 
do los  pises,  ó  haciendo  otras  obras  interiores?  GonaiUta 
contestada  por  los  Directores  de  la  Revista.  250 

Ili€l9.— ¿Desde  cuándo  empieza  á  contarse  el  término  para  lajntqr- 
Dosiciondel  rc^tractp  en  la&i  ventas  ji^diciales?  Consúítada. 
Don  CAYKTAPto  PoBLAciotif  T  FeRTUNDEZ,  coutcstada  por  l09 
DniECTúRES  DE  La  Revista.  33S 

COS._De  loa  comp^misos  de  simias  pal»bjra«-*l/¿Ss  cálido  im, 
compromiso  celebrado  de  simple  palabra  antes  de  1.^  de 
^erode  1856,,  dia  en  que  empezó  á  regir  la  nuev^  Lejde 
Siyuiqi^rKMCintp  civíl?~2/  £n  ca^  qegfUivq,  ¿quedaron  ó 
no  obligadas  las  partes  compromitentes  a  pon^r  aus  p|e^ 
en  manos  de  avenidores,  al  tenor  de  lo  acordado  en  ta  es- 
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libro  iO  de  la  Not.  Rec.?  Gon^i^ltas  de  D.  FaANcneo  Smxi 
oilÉiMM>larpotl09!DimNMi«s  db  i|k  Rbyiíiba.  349 

1041.— Cuando  el  dematnllado  residiere  en  pueblo  distinto  al  del  loez 

de  paa  qMPte>ein|^,<ritofcaBÍ4iqiiiiiliei  «i  Btptft«ilMq[  >  .>*':» 
el  ¿fic^ qiiQ^^t dirija  al  del  multo «n  qoe  lonel sehaNe  f^^ 

c^l^ta4a  ;p<^  I^HmmaiGGiLM  yUnU  Bmm,  424 

1  #5  .-pniLa  iéwy>gicipi^lngiM|qe  éliligrta  ú  lee  ireeifios  "de  1MM  á 
nombrar  contado^w  teiMdwiMni  ledm 'huí  pertftftMiés, 
leelá  derogada  for  el  art.  488  de  la  Ley  de  Enjnidatnlento 
eíTíl?  La<4aro§aown  geMral  del  art.  '1415  dé  dicha  ley  ise 
eo^mdecatbaataDle^ffaMlariioaidieBosIciOn  especial  £>- 
mo  la  sátíMt  ^knmOtM^&tmák  pétm  DittBCfOBESDK'LA 
ttevi»A.  427 


492 


ep  el  mlisnio  «irtícpio?  Ck^nsum  f^jD.-Jo^.ViiiruiMB,  ooi^ 
testada  por  lo$  Dibecto^es  u^  uk  •Revista.  494 

!••.— ^Paede  do^paohasse  maudmieiito  «le  efeeaeion  contraiina 
^aojaren  virtud  di^eaorilaia  len  que  coolra  la  prohibiofon 
del  derecho  ü^  bi^  CQoetiluide  fiadoM?  GoniuUa  «faenada 
por*!^  PMUfi^TQMS  ME(U  BsviSfA.  49  S 

iMI.— Guando  el  d/)udorpBfla  después  de  preparada  la  ejecución 
por  medio  de  la  confesión  judicial  ¿nuién  debeeatisfacer  )o8 
gastos?  Goneolla  evaiouada  por  lea  Duibotorbs  db  la  Rb- 
•ma-A.  497 

ifl#.-^a  ley  de'BnjuieíainieBto  civi^  en  el  art.  94f ,  pone  entre  loe 
títulos  que  traen  aparejada  ejecución  la  estnritura  páblica 
con  los  requisitos  que  espresa ,  ¿deberá  limitarse  la  inteli- 
ge|io<a4eesta4«i^tici^  eaeiusivameiite  i  ha  eacriiuras 
de  pré^amo  mutuo,  ó  Se  ha  de  entender  también  á  las  es- 
crituras de  los  demás  contratos,  como  ventas  y  arrenda  <p  • 
«iféitoé?  Oodsutla  evacuada  por  los' Dabctores  db  la  Re- 
vista. '497 

BajBÍe|(li|aÍeiM»  elvll  y  ner««iil|l.r-4*ara  la  eomfeteimía 

en  Los  juicios  de  .conciliación. ao^re^e^ios  de  cooierdD, 
¿regirá  e^  art.  T.""  de  la  Ley  de  Bi^juieíainieqto  meraanlil 
ó  habrá  de  estarse  á  lo  ^ii^iiojilo  «a^^l  204  dala  civil?  Por 
Don  Francisco  Fornbr.  ^% 

Pr«ee4laiÍeBto  erÍnÍB«L-r¿Ha  IqgariJa  prisión  del  que  fin- 
giéndose dueño  de  utia  cosa  la  enajena,  arrienda,  grava  ó 
empeña,  delito  que  tiene  señalada  en  el  Código  una  pena 
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Jttrlspraden^ia  adMlaMr^liva^  por  D.  Pedro  Gohez  de 

LA  Serna*  421 

^rgaüiiaeloii  Jadielal.— El  Juez  de  paz  que  se  halla  desem- 
peñado las  funciones  de Itiez  de  primera  instancia  por  eo- 
krmedad  ó  ausencia  del  de  partiao,  ¿puede  continuar  de-  ' 

.  sempeoando  simultáneamente  el  Juzgado  de  paz?  Goasulla 
contestada  por  ie^  Directores  de  la  Revista.  73 

Dictamen  Oscal  acerca  de  cuál  sea  el  Tribunal  competente  pa- 
ra conocer  de  las  demandas  contra  el  Estado  ^  sobre  rein- 
tegro é  indemnización  de  prestaciones  suprimidas  por  la 
ley  de  Señoríos;  por  D.  Manuel  Sí4JAs  Lozano.  i  5a 

Dictamen  fiscal  emitido  en  un  espediente  sobre  declaración 
de  categorías  en.lacari:e]ra  judicial^  por  D.  Pedro  Gombz 
DE  LA  Serna.  45^ 
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Speculum  juris  ó  S^culuxn  judioia|e  Durantis;  por  D.  Behi- 
TO  Gutiérrez.  7S 

Tratado  teórico-práctico  de  los  recur.<;os  de  fuerza  y  de  pro- 

•  teecion,  con  arreglo  á  las  legisliciones  y  práctica  de  los 

tribunales  de  Espaüa  y  sus  Indias.  Obra  escrita  por  el 
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MMtiilVfitiOBiMIOCIOIMieilTOS^^ 

I)bstlMabteá'i^i1diiá8  eátíminítííáaás'  eh  em  iitfpoHimte'ramo 
éÜÍitl^éíóá;  iMmús t}«é  abrazad  loa' trámites  de  M^  joidos 
cMi^  y'ci;Mdfiates'e¿['todaW  estetisioñ.  La  Una  há'sído  i^inovida^ 
pói^  mróhJf^  dé  tde  octtíbik  dé  iSttI  que  tieúdeá  qfMé  se  etkimi- 
lá^^la  cóíñri^&tía  dé  aplicar  á  Pilipiúa^  tá'  lé^  d¿  EtijtficiáitíeDto 
dvtTdé^liT^tíífóalá;  y  hóték  e&  el  próyéijtb  deCMi^  d^pfodt?' 
c^ñ^^jp^Védácftládbpor  el' Oidor  de  la' AñdfeMJa^é  Mbnilá 
ÚhÉélL^^  AiMibs trabajo^  peiMÜéb  tfe'inr&r- 

xí^  dé'Uiiij[3m«;A\i(Ítrétiéia7  dfe  la  Sáláde  IttClias^dét^THbtttól  So- 
plféid'ó  dé  Jbsttófá.  Par&'^pVéciáf  isi¿  yeñtájas'é'incdiiTeílteiMiiik;  for- 
zoso es  me  hozamos  conocer  el  estado  de  la  lé^sfaciókilé  Üfttaitiar, 
enlp^^^  dé  l^^de^  aqu%iy  réAotás  prolrincfite;  y  btílttDTábio- 
iM^  q'aé  se  pbjiíóiiétí  j[>áia  ^ejor^iá:: 


L&%eá  dé^  lo8^UfiUlo6'18/  iB  y  di^iénftts  del^UU^  V.^'  de  la 
l^p^á¿léií'íle'lhpbsr;  reprbflái^dás  dlgtínáii^eil  las'OfésilkUn^  de 
BbVGbbirtíó^  IW,  sdfa  lkt)üé'ittás  ^  cbátráéh  í'lá  admínis- 
tfáci/$A  d'é'Kkiítfóiá/  péh>  sus' distiósiéfónéi  afectan^  looit&moo  y 
ré|!án)éntártó'iíte%iÉ  frñ)iítíhtesyau«  bieb  qüé'á-iiU  'filrMá^  "dSei'  jai- 
dé:  EtIféfetetíÁétitáWotIsiotial  ae^í«Mle'Séítfel»#VIéíl«te'W'll^ 
á  tíi^rdé^etíí^l^HiíaSli^ 

CmyP^etttí^lÁ^  aütJtrm'sLl  aSo 

I83B  con  lasialterabtoAeáíiedi&s^áé  aM(MÍ'a6¿MM€^Vplof''I«  'Real 
áívíkúbZb  éé  ^atb'tk'imí'  6á '  Ud'  éséid^y"  si^'  e^dAi'tj^'Real 
óf^ii^áe'/  de  octttt/r^de  l«{tt,*Y  1^  A^enléiaide-mnait^l^lr  ymm^ 
pluníeíalo  nátobrft'  ima'coíítídtttá  déf  sa'sétio'eóthpueistá  de'^ 
Fecales  dé  S/tf^y  del  Itfiíagfótrado'IWfráthba  (^^  l^^víjeion  sn 
descargo:  aloc^pa^úósdéf'él/pfor'^r'el'dóciíiíieiitó  mas' estéfoso  y 
rázonadóque  tenemos  á'i&^iit);  exige  él  büetar  tirden  qtte  HableiAos 
de  las  diversas  clases  dé  jaiciés  con  sepáratcion. -Téngase  t^resenlft' 
qoe  lú^  réTeritiios  ^  Neté^cdíiittn'.^ 
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6  iubyistá  de  legislación. 

Indoi  ¥erkales.^E8tiii  sujetos  ea  Filipinas  á  juicio  verbal  los  li- 
tigios cuya  entidad  no  pasa  de  cien  pesos  fuertes.  No  es  uniforme 
el  sistema  que  se  sigue  en  su  celebración;  en  la  mayor  parte  de  los 
juzgados  se  eMienden  por  acta  en  un  libro»  comparej^i^ndo  los  inte- 
resados y  los  intérpretes  cuando  son  necesarios;  en  otros  se  forma 
un  cuadáno  para  cada  juicio.  Contra  las  decisiones  está^cóiícedido 
el  recurso  de  nulidad  para  ante  la  Audiencia  por  el  artículo  6.^  de 
la  Real  cédula  de  18S5;  pero  esta  no  marca  los  casos  en  que  ha  de 
tener  lugar,  ni  el  término  dentro  del  cual  ha  de  interponerse,  de  lo 
que  suelen  surgir  no  pocos  incidentes  y  reclamaciones.  Sería  un 
trabajo  enojoso  y  ajeno  de  nuestro  propósito  enumerar  las  autori- 
dades qi^e  entienden  de  los  juicios  verbales  y  bajo  qué  reglas:  nos 
limitaremos  á  indicar  que  los  alcaldes  mayores,  los  tenientes  gober* 
nadores  y  algunos  gobernadores  político-militares  conocen  de  ellos 
en  toda  su  amplitud;  ciertos  comandantes  militares  de  distrito  con 
mas  restricciones;  los  alcaldes  de  1.*  y  2/  elección  de  Manila,  hasta 
la  cuantía  de  cincuenta  pesos,  y  los  gobernadorcillps,  hasta  la  de 
cuarenta  y  cuatro  pesos. 

Por  lo  que  acabamos  de  esponer  se  advierte  que  no  está  en  ob- 
servancia en  Filipinas  el  Reglamento  de  21  de  febrero  de  18S3,  ci- 
tado en  los  artículos  8,  20  y  113  de  la  Real  cédula  de  1858.  La 
comisión  de  la  Audiencia,  al  informar  acerca  de  la  Real  orden  de  7 
de  octubre  de  1887,  opina  que  el  tipo  para  los  juicios  verbales  de- 
bería ser  el  de  los  200  pesos  fijado  en  el  Reglamento  de  1883:  esto 
es  lo  mas  conforme  á  las  Ordenanzas  de  1768  y  al  espíritu  de  la  ley 
83,  tit.  18,  lib.  2.''  y  ley  10,  tít.  10,  lib.  8.''  de  la  Recopilación  de 
Indias.  Si  hoy  los  juicios  verbales,  sin  tener  apenas  una  sustancia- 
cion  conocida,  producen  ventajosos  resultados,  los  producirán  ma- 
yores cuando  se  regularicen  en  los  términos  que  designa  la  comi- 
sión, y  hay  sobrados  motivos  para  ampliar  en  esta  parte  en  benefi- 
cio público  las  facultades  de  los  jueces  de  Filipinas. 

jiidoi  éb  cQBdliidon.— En  la  organización  judicial  de  Filipinas  no 
se  conocen  los  jueces  de  paz  ni  en  el  procedimiento  los  juicios 
de  conciliación:  véase  aquí  otra  diferencia  de  la  legislación  de 
Cuba  y  Puerto-Rico.  Alguna  vez  se  intentó  su  establecimiento  en 
aquellas  islas,  y  muy  especialmente  en  el  ano  1883:  fácil  fué  conven- 
cerse de  la  imposibilidad  de  encomendar  funciones  tan  delicadas  á 
los  jueces  locales  (gobemadoreiUos),  quienes  por  lo  común  carecen 
de  las  cualidades  necesarias  para  d^mpdiarlas  con  equidad  j 
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acierto,  siendo  de  tem^r  que  por  el  a|[|h^o  de  libr^^á  los  indígeait; 
de  los  perjuicios  de  uua  contienda  jurídica^  }os  cpnstituyescfn^on  sa  r 
poca  circunspección  en  la  dura  necesidad  de  abandonar  los  deieduM , 
mas  legítimos,  cediendo  á  la  intimidación  6  á  la  violencia^itan  fre* , 
cuentes  por  desgracia  en  las  costubres  de  aquella  raza.  Así  que  se|( 
apeló  á  la  ingeniosa  idea  de  formaren  cada  feligresía  para  los  actos 
concifiatoríos  una  corporación  denominada  Consejo  de  páx,  com*-, 
puesta  del  cura  párroco  y  de  dos  ancianos  respetables:  en  los  pue-, 
Líos  donde  hubiera  dos  gremios,  uno  de  los  vocales  debía  ser  indio  ^ 
y  el  otro  mesázo.  Este  pensamiento  no  se  llevó  á  cabo.  La  comisión , 
€s  de  sentir  que  no  se  altere  el  método  vigente,  y  no  están  desti- 
tuidas de  valor  las  consideraciones  qne  aduce.  Basta  atender  al  ca-^ . 
lácter  de  los  naturales  y  á  lo  que  son  sus  gobernadorcfllps  para  no 
confiarles  atribuciones  que  pueden  ser,  según  las  circunstancias,  de 
inmensa  trascendencia.  Los  alcaldes  ordinarios  de  la  municipalidad 
de  MamJa,  únicos  de  su  clase  en  las  islas,  podrian  ser  en  la  capital.^ 
jueces  de  paz,  mas  ni  en  buenos  principios  deben  hacerse  escepció- 
nes  para  una  localidad,  ni  los  indios  y  mestizos  que  forman  la  ma- 
yoría de  la  población  están  habituados  á  la  autoridad  de  tales  alcal- 
des,  sino  á  la  de  sus  gobernadorcillos,  que  son  los  alcaldes  de  que  ha- 
blan las  leyes  15  y  16,  tít.  3.%  lib.  6.^  de  la  Recopilación  de  In- 
dias. Si  estos  mismos  juicios,  en  concepto  de  forzosos,  van  des- 
echándose de  los  códigos  modernos,  sería  aventurado  instituirlos  en 
im  país  dondo  no  existen  ni  han  existido  jamás.  En  cambio  está 
prevenido  por  repetidas  circulares  á  todas  las  justicias  de  Filipinas , 
que  procuren  terminar  por  amistosas  transacciones  las  diferencias 
éntrelos  naturales,  exhortándoles  á  ello  y  recomendándoles  los  be-  ' 
neficios  de  la  paz:  este  medio,  que  es  el  mas  arreglado  á  la  prácti- 
ca, suple  en  cierto  modo  la  falta  de  los  juicios  de  conciliación. 

Hay,  no  obstante,  cuestiones  en  que  interesa  alejarlos  de  la  pu- 
Uiddad  de  los  espedientes:  la  moral  lo  encarga,  la  paz  y  quietud  de 
Jas  familias  la  haoen  indispensable.  Penetrada  la  comisión  de  estas  ' 
razones  y  teniendo  en  cuenta,  así  la  especial  organización  de  Filipi- 
nas como  lo  que  se  ha  consignado  en  los  códigos  mas  filosóficos  de 
Ewopa,  propone:  1.^  que  se  celebre  juicio  de  conciliación  en  las  ^ 
den^üadas  entre  ascendientes  y  descendientes  por  consanguinidad  ó  ' 
afinidad  en  cualquier  grado;  entre  los  colaterales  en  el  segundo  gra- 
do; entre  marido  y  mujer,  aunque  estén  divorciados;  entre  socios  ' 
fobre  negocios  de  la  compaSía  y  entre  herederos  sobre  negocios  do.; 


Digitized  by 


Google 


'til^^A;  TtK  ueísLAdoii. 


cua¿l,í^eAlosdé|n.á8, , 

Serí»  jiecesarip  un  tratado  completo  p^a  e3p|icar,  Jq$  úájQMtes . 
de|  jujpíoordu^arío.e^TiKpiQ^:  á  nuestro.i^tonU)  i)a^|(i4eciir,4|U^  , 
G^i $0A  W  mismos  que  se  observahau  en  el'  rcjiíio  auté^delr^fl^.. 
m^nto  próyisional  para  la  administración  de  iu9tic¡;u  la  (Jf^maiiA^k^:. 
empta^zajoftiento,  e^pciones^  contesfacipn,  réplicas,,  pi^^e^s^-tncbas^.. 
a||^a|o$J  sentencias»  todo  es^  subordinado  ^  las,,prescqp9Íoi)e%46^;6 
Jes  leyes  ^^  Parüda  y'de  la  Aecopiiadon,  sstlvas  las  modifii^icione» 
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prfssciiiSir'en  Itfre^ñátjQe  estamos  escribiendo.  La  coiíiision  no  tie^* 
né^ddtíidén  admitir  ht  sostaneiacion^  la  iraeva  Ley  tie  Enjai-* 
ciátotebto;  haréitios  mérito  de  )tís  ¡nmtois  mas  esenciales  en  que' 
discifpa.  I 

tos*  tértníttos  fijos  éhnprorogáfites  patycKempIáíamíéttUK/pme-'* 
basy  otrds  actos  no  pnedetttetier  ingaren'  FiHpinas.  Rim  mal^- 
pmtnmnial  iñiemediáMe.  ^seminada  la  población tcinco  mHlónesi 
de  almas  próximamente)  en  nmttitnd  de!  islas,  hay  grandes^Uieni-»' 
tueste  comtinScatdon  etit^eiundhas  de'  eBásyia  navegátcieír  ^tá 
atenida  á  la  iAflnencia'de  la^' estaciones.  No  se  iiable  dé^  la  proim- 
cjáHé  Ha'rlaiías:  ba  séñáo  pasar  mas  de  'Un  año  sin  recibirse  no*- 
tibias  de'  a(iaél  distrito.  Lías  islas  atañes,  Catlámianes/MHidanao,' 
y  óUas,  carecen  taiQdbten 'de  comunicabíáttes'frecaentes.y'ifacede^ 
otro  taiito;  con  nnisi  paKe -denlas  proirinoias'dé  Yi^yas.  ffiífy^'  poesr, 
islas,  que  no  se  coincinicanni  pneden  comunicarse  en  bastan^  me^ 
sés:  sucede  otro  tanto,  annqoe  en  menor  escala/  entre  pueblos  de( 
intetioir  de  algunas  proyitícias^  y  seMa  vano  empeño  señalar 'térm^^ 
nos  inalterables  para  diligencias  que  en  ellas  hubieran  depraetiear^^ 
se.'  Ñ¡  éste  inconveniente  paede  satiáfactoriamente  allanarse  con  laM 
sn^nsion  de  términos,  por  qne,  sobre  haber  de  serinde6Mda;'se-'' 
riautf  contrasentido  efeCtaar,  por  ejemplo;  la  (profebáfen^a^pocft^ 
misma  en  que  el  derecho  de  hacerla  estuviera  en  suspen^.Bstofr» 
términos  deben  senalárloá  los  jueces  en'cada:taso  según  la  distanciara 
y  la  mayor  ó  menor  faciNdaden  las  comunicaciones,  comopd^idén^^i 
ticos  motivos  se autórítaá  los'deí  lá  Península* en  los  attfóttfes'  ÜSO^* 
yH49  de  la  ley  de  Epjüiciamíento  civil.  ' 

Esta,  en  su  art:'76  introdujo  una  dé  las  mas  radicales  reformas;  - 
lasupr^ion  de  la  tercera  instanciarcon>su  ado][>cion  no  estátonfbr-'' 
me  la  comisiona  que  aludimos.  La  primera  instancia  en  Filipinas* 
adolece  de  grávese  inevitables  imperfecciones.  Fuera  de  la  proviu-^ ' 
cia  de  Manila  apenas  hay  abogados,  escribanos  hlproturadoresy  y  - 
los  pijeitos  se  siguen -de  la  manera  mas  defectuosa,  con 'escritos  áu' 
Teces  ininteligibles  y  con  re'clatoaciones  lasmasestravagántestpor^ 
todo*  debe  pasarse  en  unos  juzgados  en  que  litigios,  auii  los  de  tna- ' 
yor  consideración^  son  porio  común  dirigidos  por  indios,  tftieesca^  i 
sámente  poseen  el  idioma  castellano  {abogadíllofs):  Nó  sería  oporíu-  ^ 
no  en  este  estado  suprimir  todo  otro  recurso  quenofuera  el  de^i»"*^' 
alción,  &  no  espon<eiiBe  £  dejar  los  pleitos  Teducidós  á^tnid^soM^iis^^ 
TOMO  viiu  2 
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laQdn  en  una  gran  parte  de  las  islai;  y  residiendo  adem&s  en  la 
metrópoli  el  Tribunal  de  casación»  se  alcanzan  las  dificultades  con 
<iue  habría  que  tropezar.  La  Real  cédula  de  30  de  enero  de  ÍSSS, 
en  sus  artículos  59,  60, 61,  62,  63, 64  y  65  limitó  el  uso  de  la  sú* 
plica  adoptando  testualmente  lo  establecido  en  los  reglamentos  so- 
bre lajurisdiccion  contendoso-administratiTa,  y  preciso  es  oonfesar 
que  la  innovadon  hecha  con  estas  prudentes  restricciones  ha  sido 
provechosa:  ampliada,  no  lo  sería  de  seguro  en  la  situadon  actual 
•de  la  organización  judicial  de  Filipinas. 

.AbI  juoo  ab-iitesui9'-7Sabido  es  que  jmra  estos  juicios  hay  en 
Filipinas  un  Juzgado  especial  que  toma  conocimiento  cuando  los 
interesados  están  ausentes  y  cuya  tramitadon  es  también  especial. 
Domina  el  pensamiento  de  que  las  disposiciones  de  los  títulos  9  y 
iO  de  la  primera  parte  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  se  entiendan 
salva  lajurisdiccion  del  Juzgado  general  y  privativo  de  bienes  de 
difjuntos,  conforme  á  las  leyes  de  Indias,  á  la  Instrucción  de  la  Au*- 
diencia  de  Mégico  de  1704  y  al  Real  decreto  de  .10  de  febrero  de 
1854.  De  notar  es  que  por  este  Real  decreto  se  hizo  cesar  al  Juzga- 
do de  difuntos  de  Puerto-Rico  y  por  el  art.  107  de  la  Real  cédula 
de  30  de  enero  de  1855  al  de  la  Isla  de  Cuba.  Dejóse  subsistente  el 
de  Manila  por  hallarse  en  otras  circunstancias  y  por  concurrir  allí 
todavía  los  motivos  que  dieron  margen  á  la  creación  de  esas  juris- 
dicciones en  Mégico  y  otros  puntos  de  América.  Las  comum'cacío- 
Bes  de  Cuba  y  Puerto-Rico  con  la  Península  son  fáciles  y  breves,  y 
lo  son  asimismo  entre  los  pueblos  del  interior  de  aquellas  islas:  en 
esto,  como  en  otros  ramos,  se  ha  operado  un  gran  cambio  en  nues- 
tras Antillas.  Pero  Filipinas  dista  mucho  de  la  madre  patria;  las 
reladonesentre  sus  diferentes  provincias  son  lentas  y  difíciles;  en 
mi.  sistema  judicial  no  se  ha  progresado  lo  que  en  Cuba  y  Puerto- 
Rico,  ni  quizás  pueda  progresarse  por  obstáculos  locales,  muchos  de 
iCUos  insuperables;  el  ministerio  fical  de  planta  fija  no  le  hay  en  el 
archipiélago  filipino,  á  escepcion  de  la  capital,  y  los  bienes  de  los 
que  en  él  mueren  necesitan,  aun  en  el  dia,  un  protectorado  eficaz. 
Circunscrito  el  Juzgado  de  difuntos  á  sus  justos  límites  por  el  de- 
creto de  1^54,  es  sin  disputa  uno  délos  mejor  organizados  de  aquel 
país;  está  desempeñado  gratuitamente  y  sin  emolumentos  de  ningún 
género  por  un  oidor  de  la  Audiencia;  los  fondos  se  hallan  interveni- 
dos y  asegurados  en  Tesorería;  las  costas  no  pueden  montar  sino  á 
ta  dédma  pac^  del  líquido  caudal  del  difunto»  y  la  inspección  del 
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ministerio  público  y  de  la  Sala  de  Indias  del  Tríbanal  Snpremo, 
además  de  la  del  Gobernador  Capitán  general,  es  constante.  Si  esta 
jurisdicción  se  trasladara  á  los  Juzgados  ordinarios,  en  los  cuales 
no  hay  promotores,  abogados  ni  escribanos  en  la  mayor  parte  de 
ellos  y  varios  de  los  jueces  son  también  legos,  sin  asesor  siquiera 
en  su  distrito,  se  concibe  que  con  estos  elementos  podría  haber  en 
aquellas  apartadas  provincias  fundados  temores  de  ocultaciones  y 
fraudes  que  á  veces  ni  á  los  jueces  mas  celosos  sería  dado  evitar. 
Estas  son  las  razones  que  abogan  en  flavor  de  la  subsistencia  del 
Juzgado  de  difuntos  en  Filipinas  con  su  organización  especial  y  su 
no  menos  especial  procedimiento.  No  se  nos  oculta  que  algunas  in- 
novaciones útiles  pudieran  hacerse  en  este  particular,  y  las  presen- 
taremos á  la  luz  de  la  discusión  en  otro  articulo. 

isGino  de  casacioL^Si  se  hicieran  ostensivas  á  Filipinas  las  pres- 
cripciones de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  habria  lugar  al  recurso  de 
casación  en  litigios,  cuyo  valor  no  escediera  de  seiscientos  ó  sete- 
cientos pesos,  y  esto  seria  sumamente  perjudicial  á  la  administra- 
ción de  justicia,  no  solo  por  la  distancia  de  aquellos  países  á  Euro- 
pa en  que  tiene  asiento  el  Tribunal  Supremo,  sino  también  por  los 
abusos  á  que  darían  margen  la  cavilosidad  ó  malicia  de  los  conten- 
dientes. Tan  funesto  fuera  prodigar  en  demasía  ese  recurso  como 
restringirlo  exageradamente.  A  ambas  eiigencias  responde  la  Real 
cédula  de  1885.  Concede  el  recurso  de  súplica,  ó  sea  la  tercera  ins- 
tancia en  casos  determmados,  y  respecto  del  de  casación  dicen  los 
artículos  194  y  198:  c  De  las  sentencias  ejecutorias  que  las  Audien- 
»cias  de  Ultramar  dictaren  en  asuntos  civiles,  habrá  lugar  al  recurso 
9de  casación  por  violación  de  ley  espresa  y  vigente  en  Indias ,  ó 
>de  una  doctrina  legal  recibida  á  falta  de  ley  por  la  jurisprudencia 
»de  los  Tribunales  relativa  al  fondo  ó  i  la  sustancia  de  la  cuestión 
j»resuelta  por  el  fallo  que  se  pretenda  anular:  1.^  si  la  cuantía  del 
^pleito  pasa  de  3,000  pesos  y  la  sentencia  no  es  dictada  por  unani- 
3imidad  de  votos,  ó  aun  cuando  lo  sea,  si  revoca  la  anterior  en  par- 
>te  sustancial:  2.®  siempre  que  la  cuantía  del  pleito  pase  de  cinco 
»mil  pesos,  aunque  la  sentencia  sea  confirmatoria  por  unanimidad. 
•iNo  tiene  lugar  el  recurso  de  casación:  1.^  en  las  causas  crími- 
•minales:  2.*  en  los  juicios  ejecutivos.  3.^  los  plenaríos  de  pose- 
3s¡on  cuya  cuantía  no  pase  de  20,000  pesos:  4.^  en  los  demás  asun- 
jitos  en  que  no  se  litigue  por  cantidad  mayor  de  3,000  pesos.»  A 
TOta  de  estos  testos  y  de  sus  fundamentos,  nada  mas  natural,  como 
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dfcé  latomisíóii;  que  aceplat  Tá  ley  dé  ^¡¿Jniciamiéotb  |[iárW  loé  ré* 
cursos  dé  casacíoíi  bajo,  las  b^ses  sígaientes:  1/  que  en  ói^éñ  i  la 
cuantía  del  p\é\(6,  ^egttú  stt  .respectiva.  índole,  se  obsefve'Ió  dis- 
puesto en  la  Real  cédula  dé^lltólS:  2:^  que  la  Sala  de  ládiás  sea  él 
tribunal  que  conozca  de  estos  recursos  (art.  1015):  S!^  que  el  depó* 
silo  se  constituya  ,en  el  Banco  Español  fiKpino  (art.  1030):  4/  que 
eí  término  4|élemplá2atekié¿tó"dé1o^  treinta  dias  (árt.  1033)  se  sus- 
tituya con  el  dé  doce  mése^,  cióíno  se  áoordó  para  los  negocios  dé  co- 
mercio por  Real  céídulá  dé  iS  dé  jdílió  dé  1^  f  es  el  mfsqío'^é'Ios 
recursos  dé  casación,  seguá  el'airt.  204  dé  Ja  Real  cédula  dé  ÍRfSS^ 
y  5.%  que  modlfi^ndose  él  artM068'dé,1a  léy  en  él  sentido  del  208^ 
de  dicha  Real  éédúlá;  se:  déH' la  sentencia  carácter  ejecutivo  en  toda' 
caso,  atendidas  las  dilaciones^  que  nO  puede  menos  de  babér  para' 
concluir  la  sustanciación  dé  esto§  recursos  por  etlárgó  terminó  del 
emplazamiento  y  por  la  distánéía  á  la  residencia  del  Tribunal  su* 
premo. 

Jirisdicckm  volótim—Ya,^  á. apuntar  bgerameú te  ]as  mpdifi-' 
caciones  que^e  ban  propuesto  á  lá  ley  de  Enjuiciamiento.  Eb  cuan- 
to á  los  depósitos  de  personas  sé  indiida  que  en  eT  art.  I2f7^se  su-- 
p;riman  las  palabras  (f  querella  de  adulterio,  porque  estando  en 
vfgor  en  Filipinas  la  ley  1.*,  íít.  IT,*  Vjiri.  7.',  no  puede  leper  lugar 
por  adulterio  la  querella  dé  la  mujer  conlrá^u  marjdo. 

JBn  los  espedientes  de;  disenso  paterno  para  el  matrimonio  bay 
en  Filipinas  un  procedimiento  especial  aprobado  , por  Real  orden  dé 
14  de  diciembre  de  íQ49:  con  la  mayor  sencillez  y  de  un  modo  aná- 
logo á  las  costumbres  dé  los  naturales  están  detalladas  las  diUgen- 
qas  que  motiva  el  disenso,  las  relativas  á  la  esploracioü  déla  volua* 
tad  de  los  padres  así  ()ue  dé  los  contrayentes  y  las  autoridades  que 
d^n  intervenir.  £s(as  disposiciones  ban  producido  los  mejores  re- 
sultados y  lo  que  en  la  i^ueya  ley  se  determina  deberia  entenderse, 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  lá  actualidad  se  practica. 

Las  informaciones  para  obtener  dispensa  de  ley  se  incoan  en 
Filipinas  y  se  instruyen  conforme  á  las  Reales  órdenes  de  19  de 
abril  de  1836,  fi  de  abril  de  1839  y  lo  de  diciembre  de  1841. 
Ofrecería  inconvenientes  por  razón  de  la  distancia  esperar  la.  R^' 
autorización  (art.  1336)  para  dar  principio  á  estos  espedientes,  j^ 
n^  ofrece  ningunos  el  que  por  decreto  de  la  Audiencia  se  instruyan 
á  solicitud  de  parte  como  sucede  en  el  dia;  sometiéndqse  despves.la^ 
actuado  á  la  resolución  del  Gobierno  dé  S.  K.  ^ 


Digitized  by 


Google 


M  LAS  LITIS  W  VM3WPtVmW.n  TIUMNAS*         i|3 

^  AAbiwM  4eLdi3eQ3qt  jiAí^aa  hay  ca^os  en^^ue^ilAs.  que.  intentan 
jcfmttm  matrimonio  no  ppedan  fácüm^nteJograr,  el  consentimiento 
4e  so^  padres ,  ttítores  &  paradores,,  como,  oenjrre coando  los  qnp 
han  dei  p;restarlo  se  hallan  fuera.de,  Ijis  i«Jas.  M^MÚdas  nu^j  iicecUr 
da»  q^  tienen  cerc^-dei  ua  siglo  de#ntfglUida4.j»e  di/ctacon.  en.FSir 
.pinas,  dis^ngniendo  con  suma  oportunidad  las  diferentes  clasesde 
ftf|ianolés,  eiiropeoa ,  españoles  iBl^unos  ^  indios ,  sangleyc^,.  jQt((^«  :j^ 
otorgaron  facultades,  con  relación* al  .modo  de  sapUr  el  Gonsenft- 
joiientq  paterno ,  A  k>s  alcaldes  y  corregidores»  ,y  muy  en  particular 
al g^dK^NM^r, general  de  las  islas;  y  .esas,dispoiMcioineS|(^estJMi 
enol^nrancía,  deberían  también eft^lo  en  losucesiyo^iatempí^ 
leudólas,  k  la  nueva  ley  de  Hiyi^iciamieato  ciyil. 

Qtras  modificaciones  bansido  propuesfasyiiero  son  de  nft^rden 
secundario:  quedan  explicadas  lasprincipates*  Felizmente  üOfCOd- 
tiene  ^n  Jo^general  la  nueva.Ley  innovaciones  radicales,  ni  proclama 
sisteafm^  peligrosos ;  y  confiamos  en.  la  sabiduría  del  Gobierno  que* 
acogiendo  (con.interés  las  juiciosas  .obiserv^cioneside  las  c^rporacioí- 
nes  y  ¿uriscoi^ultos  conoi^dores  d^  la  |figislacioa.de  las  Jslas  Filipi- 
nas, y^bre  jodo  Jas.de  los  ilustsados  r^nte ,  ministros  y„  fiscales 
deJn  Audiencia  de  Manila,  sabrá  armonizar  coAfaci^rto  Jas  respeta- 
bles instituciones  de  aquel  país  conM  adelantos  de  lai$ppca. 


UAudiepciade  Manila  ha  hecho, en. todas  épocas  gnndaa.^ 
fnerzps  para  mejorar  lel  procedimiento  en  lo  penal ;  w  desconoció 
qué  un buei^. procedimiento  pnede..hacQr  soportable, una  li^gislacion 
criminal  defectuosa,  mientras  que  un  mal  procedimiento  ha  de,pa- 
rali9^  oefffcsariampnte  Ips  efectos,  saludablas.de  Jas.  mejpres  J^yes. 
Ecat^.el  desárdsn  en  esta  materia  i.  que  k.  Audiencia  „j)or.aiüi|o 
acordado  de  17  de  junio  de  1826,^e  vio  enj^  precisíoQfde4ar.sanr 
cion  semirojBcial.á  la  obra  del  Ucenaiado.Sanz  jsobre  la  Corma  d^ 
sustanciar  c^aosas, criminales,  y  la  bizoi reimprimir  y  .circuló  i  todas 
ias^jn^iicias. con. notas  y  un  apéndice.de^Reales resoluciones:. pHbUr 
cironse  después  por  los  aSos  1837,  1838  y  1845  reg|^s  importante 
sobre  diferentes  puntos  de  la  instrucción  criminal ;  pero  el  tiempo 
Tínaádemostrar  su  insuficiencia, para icorregirel mal , y  se pvQpn* 
^ierpn.en  .18$i  nnevas  disposiciones  que >^i  bien  recaíaa sobre  dd- 
tejrminitdos  objetos»  no  diñaban  deaer,  en  nuestro  juicio^m^yaoel^- 
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tadas  7  aceptables.  Nb  se  pasieron  en  planta ;  y  cuantos  ensayos  se 
han  hecho  posteriormente,  ya  para  fijar  la  jufispnidencia,  ya  para 
dar  apariencia^  de  fundamento  legal  á  his  prácticas  mas  ó  menos 
racionales  del  foro,  han  sido  estériles  en  tnncha  parte.  No  tenemos 
necesidad  de  advertir  qae  la  Real  cédala  de  30  de  enero  de  18S5 
apenas  encierra  reglas  de  procedimiento,  y  que  ni  el  reglamento 
proTisional  de  1835,  ni  la  ley  promulgada  para  la  ejecución  del  Có- 
digo penal  tienen  aplicación  en  Filipinas. 

Tan  anómalo  y  tan  inconstante  es  en  varios  puntos  el  sistema 
de  enjuiciar  de  esas  islas ,  que  lo  que  en  un  juzgado  se  tiene  por 
trámite  legal ,  en  otro  es  considerado  como  innecesario  é  inconve- 
niente ;  resultando  de  aquí  los  entorpecimientos  y  complicaciones^ 
que  dificultan  la  pronta  acción  de  la  justicia.  El  ministerio  público 
del  Tribunal  Superior  denuncia  á  cada  paso  omisiones  sobre  lo  mas 
sustancial  de  los  procesos,  que  se  hace  imprescindible  devolver  á  los 
juzgados  para  su  reposición ;  y  al  recordar  que  estos  en  Filipinas 
existen  en  islas  diferentes,  entre  algunas  de  las  cuales  las  comuni- 
caciones son  mas  tardías  que  de  Manila  á  Madrid,  fácil  será  persua- 
dirse de  la  necesidad  de  un  procedimiento  regular  y  uniforme. 

Obsérvase  también  que  entre  las  actuaciones  de  la  primera  y 
segunda  instancia  no  hay  á  veces  el  enlace  debido :  un  juez ,  por 
ejemplo ,  pronuncia  la  sentencia,  cita  y  emplaza  al  reo  previniéndo- 
le que  si  no  nombra  procurador  y  abogado  que  le  defiendan  en  la 
Audiencia,  le  serán  por  esta  nombrados  de  oficio;  pero  como  la 
Audiencia,  respetando  antiguas  prácticas,  no  hace  tales  nombm- 
'mientos,  á  no  ser  en  delitos  de  cierta  penalidad,  ó  cuando  se  pide 
agravación  de  castigo,  queda  frecuentemente  sin  efecto  la  citación 
y  el  reo  sin  defensa. 

Estas  y  otras  irregularidades  que  hemos  visto  enunciadas  en  un 
concienzudo  trabajo  autorizado  por  dos  dignos  Fiscales  de  la  Au- 
diencia de  Manila,  evidencian  que  las  reformas  parciales  hechas  has- 
ta el  dia,  si  no  han  contribuido  á  aumentar  la  confusión,  á  lo  menos 
no  han  bastado  para  cortar  los  abusos,  por  mas  que  seamos  los  pri- 
meros en  aplaudir  el  celo  de  cuantos  á  porfía  se  han  consagrado  á 
poner  remedio. 

Tiempo  era  ya  de  pensar  en  un  plan  general  que,  fundado  en  los 
progresos  de  la  ciencia  del  derecho  y  en  las  lecciones  de  la  espe- 
rhencia  apreciadas  con  criterio,  sustituyera  á  la  incerCidun^bre  y  es- 
curidad  una  tramitación  clara ,  homogénea  y  acomodada  á  las  eos* 
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'diciones especiales  de  tqoettas  islas,  acreedoras  por  tantos- titulo» 
á  la  coBsideracion  del  Gobierno. 

En  tales  circunstancias  se  dirigió  con  apoyo  pior  la  Audiencia  de 
Manila  á  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  el  pr^ 
^ecto  de  Códigú  de  procedimienio  penal  para  las  Mas  FiUpbiOB, 
redactado  por  el  Magistrado  D.  José  Manuel  Aguirre-Míramon.  A 
este  trabajo  precede  una  estensa  memoria  con  la  esposicion  de  mo- 
tivos, y  de  ella  nos  valdremos  al  hacer  el  anáh'sis  de  la  obra  pam 
que  se  conozca  bien  el  estado  de  lá  legislación  y  pueda  formarse 
recto  juicio  de  las  innovaciones  que  se  preparan. 

El  Código  tiene  670  artículos  y  está  dividido  en  dos  partes.  La 
i.*  abraza  el  juicio  criminal  ordinario,  y  la  2.^  los  procedimiento» 
especiales.  Cada  parte  está  distribuida  en  títulos  y  estos  én  seccio- 
nes cuando  lo  requieren. 

Priaiera  parte.— El  título  4.^  trata  de  lo  respectivo  á  la 
competencm.  El  2.°  de  las  recusaciones  y  forma  de  proceder  en 
ellas.  El  3.^  de  las  acciones  procedentes  de  delito  ó  falta.  El  4.*^  de 
la  averiguación  sumaria  de  los  hechos  punibles.  El  8:^  del  Sobresei- 
miento. El  6.^  del  juicio  plenario  en  primera  instancia.  El  7/  dé  lá 
consulta  de  la  sentencia ,  apeladon  y  súplica.  El  8.^  de  los  juicios 
verbales  sobre  faltas. 

Seipnnda  parte.— El  título  1.^  trata  de  las  causas  contra 
funcionarios  públicos.  El  2.^  del  procedimiento  contra  reos  ausentes 
6  fugados.  EÍ  3.^  del  juicio  en  delitos  de  falsedad.  El  4.^  del  modo 
de  dar  sus  declaraciones  ciertas  personas.  El  8.^  de  los  bienes  ení- 
bargados,  su  administración  y  venta.  El  6.^  de  las  visitas  de  cárcef. 
El  7.^  de  la  prescripción.  El  8.^  de  la  extradición  de  reos  refugiados 
á  país  estranjéro.  El  9.""  de  la  entrega  de  los  reos  refugiados  en  ht- 
gar  sagrado.  El  iO  de  las  amnistías  é  indultos  (1). 

Be  la  oompeteoda  ei  to  feaal.— Con  este  título  encabeza  el  pro- 
yecto, mientras  que  la  mayor  parte  de  los  Códigos  modetnoé  daa 


(4)  Advierte  el  aator  en  su  menoorla  que  para  formar  su  obra  haíeAlré* 
sacado  de  nuestra  legislación  una  parte  de  iat^  ideas  que  contiene  yqii»h* 
trasladado  otras  de  los  Códigos  es^ranjeros  y  no  pocas  de  trabajos  conocir 
dos  de  nuestros  distinguidos  jurisconsulto<«,  á  quienes  cita.  Al  aplaudir  e^te 
bémeeaje  de  respeto  á  la  ciencia  y  á  los  grandes  hombres,  debemos  4ambiea 
decir  que  poco  nuevo  puede  hoy  escribirse  en  estas  materias.  En  loe  pro* 
n^sos  oue  se  han  hecho  en  los  diferentes  ramos  de  la  legislación,  todo  está 
mscutJao  y  analizado. 
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4jarUicHik)4?]H>rr4ispMÍ^^  sobre  la  poUcíi^  ía4icial.  .BL  de  Fmn^ 
ocupa  los  136  primeros  artículos  de  los  669  de  que  se  compoiiea  «I 
^1  Caalou  de  Vaod4odo  el.libro  l.^  y  por  esla  estíto  los  demás  á 
4ue  ka  iMsr.YÍde  de  modelo.elde'Fraficía;  diipoaíciene&qtte ,  auntpe 
jH::Qgj|iade^G<i4i99sde^taiia(ucaleza.,\iio  tienen  calada  eo.Filípi- 
aas  diMidef brp^iicía  judicial  na  está  erganiíada  á  «e  baila  aonfwdir 
«da  con  la  administrativa.  io,q|ie  el  autor  ba  coijsidecado  de  útíHj 
jiosíble,  Implicación  está  inchMdaea  el  tttuio.4.'^  de  larprimera  padei» 

Lo8|  ipriuiíipios.  sobre  competencias  fouvbien  sabidos.  Se  declina 
la  competencia  en  Cav4)r,de)  juzgiido  en  cuyAdemarci^cio&Je.httbii^ 
^  pe^pietradoiel^íelUft:.  sécemete  á  un  solo  juez  eloonoeimienlo  de 
ioa  4eU(Q&  ^le  tupieren  conexiou  entre  sí:  «e  dan  regl^  para  sus. 
tancí^  esto3^incideAtes;iy.en.ias.ouestipnes4urisdiccional^qiie^tía- 
nen  relación  con  el  derecho  internacional  se  toca  lo  absolutamente 
«precisa»  omitLéodose  con.  lattd^ble.cire9nspeocÍQn.lo3.paitlqa«ii  que 
jii  loífipublicistas  pl  los  C(Uligoa«stán.acoEdes«  La  Audiencia  de  Mar 
eiila  esila  autoridad  llamada  ¿ difimir  los  conflictos,  de  este^  género;, 
eea  entreilosjusg^os  especiales* civiles  ó  milüaMpes  de  Jas  islas,. -sea 
}antre«si(Mty  los,ord¡nacios:.así  está;iambien  expreso  enJoa  arts.  SI 
7  98  de  la  Real  Cédula  de  30.  de  eiicro  de  18S5. 

De  las  recisadous.— Las  causas  de  recusacitm  estáis  puntuUaar 
ilas  tan.  cir^K^unstaaciadamente  oomo  es  posible,,  asíicomo  la.^sus- 
.Haocjiípon  de  estos  arüculos..nubiera,sid0  de  desear  se  bobíase- din- 
cuesto  que  la  recu$acioa.de  iloa  jueces  inferiores  no  pudíecaibaGei^ 
:ain  justificación  de  causa ,  oomo  acons^jiui  las  teorías  mastantarizur 
4as  y  está  escrito  en,las  ^gislaciones  moderna»;  la  considecacian4]e 
estar. admitida  la  recusación  inmoti^cada  en  el  art.  176deí  lafietl 
Céduía  de  18S5^  de  conformidad  con  las  leyes  de  Indiea^fCS  lasque 
ha  retraido  al  autor,  sftgun  indica  en  at^memoria,  deíoptasiPQc  esta 
ipnoTfscian. 

Si  loaluncipúarioe  del  minÍ3tetío  fiscal  pueden  ó.  na  ser  recme^ 
dos,  ba  sido  cuestión  debatida  en  el  seno  de  la  ciencia  y  resuelta  no 
imitormemente  en  la  práctica.  La  recusadon  de  un  flscat,  amando 
ohia  dilectamente  cono  acusador  é  parte  actora ,  se^asemiya  i  la 
feemaeion'hecha^ior  el  demaadante  «I  deonnéMlo  6  ▼ieefersa*  Bl 
^artículo  166  de  la  Real  cédula  de  30  de  enero  sienta,  ún  émbargjo^ 
«na  regla  absoluta  qiae.eaeliprayei^se  1m-  creíde  deber  reapelait 

Be  kttcdMesviMéMfli  |or  átUto  0ldta.-^|^  de  la  mayor  importiih 
cia  en  el  procedimiento  definir  la  acción  penal  y  la  civil  y  bacer  co- 
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Hocer  SOS  efedtos.  En  el  proj^eeto  ise  daUsface  á  esta  necesidad.  Sé 
declara  cuándo  ha  de  tener  logar  el  procedimiento  de  oficio,  cuándo 
á  instancia  de  parte,  se^n  la  índole  de  ios  hechopnnibleis;  quiénes 
pueden  ejercitar  las  acciones  penales  y  las  civiles,  cuáles  sean  sos 
limites  y  n^ultados;  y  se  someten  á  previas  gestiones  coáciliatorias 
loá  delitos  de, familia  qne  la  sociedad  no  tiepe  interés  en'  revelar. 
'  i0  li  amigMtíon  de  los  bMhos  pnibles.— Este  es  uno  de  los  títulos 
mas  éBéndales  y  nutridos  del  proyecto:  en  él  está  el  mecanismo 
completo' del  juicio  supaario.  Comprende  lo  relativo  á:  los  pactes  y 
dilígeÉciad  prevebtívas;  á  las  denuncias ,  querellas  y  {delitos  in 
fraganii,  á  la  comprobación  legal  del  hecho,  al  examen  dé  testigos 
y  peritos,  á  la  detención  y  prisión,  embargo  de  bienes  y;  fianzas, 
declaraciones  indagatorias  y  confesión  con  cargos.  Está  dividido  en 
iO  secciones,  y  tiene  d92  artículos.  No  es  posible  detenernos  áana- 
li2ar  cuanto  en  ellos  se  inchiye:  diremos  únicamente  que  están  ba- 
sados en  reconocidas  doctrinas  y  en  el  estado  especial  del  paisa  que 
se  dirigen.  Estractarémos  lo  que  el  autor  espone  en  la  memoria  so* 
bre  algunos  de  los  puntos  mas  capitales. 

Si  bien  el  empleado  público  está  en  el  deber  de  prestar  su  con- 
curso á  la  administración  de  justicia,  mayormente  en  lo  criminal,  no 
todos  tienen  una  obligación  inmediata,  ni  todos  deben  estar  faculta- 
dos para  formar  actuaciones.  Conforme  al  buen  orden  dé  procedi- 
miento, y  haciendo  las  distinciones  oportunas,  están  detalladas  las 
•atribuciones  de  los  funcionarios  en  la  parte  de  policía  judicial,  sus 
deberes,  y  la  forma  de  ejercerlos. 

Las  denuncias  y  querellas,  han  sido  siempre  objeto  de  reglas 
particulares,  como  lo  son  en  el  proyecto.  El  derecho  de  denunciar, 
pnede  ser.  obligatorio,  y  puede  ser  voluntario:  se  especifican  en  este 
-títok)  los  casos  en  que  ciertas  personas  se  hallan  por  razón  dé  su 
oficio  obligadas  á  denunciar.  Los  denunciadores  y  querellantes  que- 
dan exentos  de  la  obligación  de  afiahzar,  y  noi^in  razón.  Exigir  fian- 
zas; al  denunciador  ó  querellante,  es  poner  trabas  al  ejercicio  de  la 
acción  penal  que  la  ley  otorga  y  recomienda:  es  impedir  que  los  de- 
Utos  lleguen  á  conocimiento  de  los  tribunales.  Los  reos  de  falso  tes- 
timonio, de  falsa  escritura,  de  falsa  denuncia,  de  acusación  falsa  6 
calumniosa,  todos  deben  ser  procesados  criminalmente:  aplíq^ieseles 
la  pena  merecida;  sepan  que  han  de  sufrirla  irremisiblemente,  y  esto 
se^í  mas  eficaz  que  todas  las  fianzas  para  contener  los  instintos  de 
ven^za  y  mal%  fé.^   ,  :.      ^í         : , ,,    .¡..^s;. 

TOMO  XVII.  *        3 
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Ea  cnanto  al  eximen  de  testigos,  hay  formalidades  que  tiendM 
á  asegurar  la  verdad,  y  son  necesarias  en  nn  país  donde  es  pasmost 
la  focilidad  e»  faltar  i  ella  y  en  retractarse  de  sus  dichos^  como  acipe- 
dita  todos  los  días  la  esperíenda. 

En  la  legislación  de  Filipinas  no  estaban  individiializados  kM 
casos  de  flagrante  delito,  y  preciso  era  enumerarlos  por  deber  jnsl»* 
mente  para  dispensarse  ea  ellos  los  trámites  ordinarios.  El  deHnctenr 
te  in  fraganti,  puede  ser  detenido  por  cualquiera  y  conducida  4  la 
cárcel  sin  mandamiento  ni  orden  de  arresto;  asi  se  establece  eet  d 
proyecto,  y  asi  lo  está,  aun  en  los  países  dcHide  la  libertad  iiidivf- 
dual  se  halla  elevada  á  dogma  político. 

Los  que  han  de  aplicar  el  Código,  son  personas  versadas  por  sv 
profesión  en  el  derecho  penal:  no  deben  en  él  espiicarse  los  peqiMh 
Ms  detalles,  como  las  diligencias  para  hacer  constar  el  delito  de  en- 
venenamiento,  d  de  aborto,  de  robo,  etc.,  en  sus  infinitas  varieda- 
des. No  es  el  Código  un  tratado  académico,  y  por  esto  dice  d  autor 
del  proyecto  que  se  ha  ceñido  á  lo  que  esencialmente  constituye  la 
comprobación  de  un  delito  ó  falta. 

Uno  délos  puntos  mas  diOdles  es  resolver  cuando  debe  privarse 
ó  restringirse  su  Ubertad  al  procesado,  antes  de  9&c  declarado  cd<> 
pable,  y  quizás  siendo  inocente.  Esta  dificultad  nace  en  Fibpínas  de 
la  carencia  de  un  Código  penal  que  defina  los  hechos  justíctaUes  y 
les  asigne  penas:  falta  la  base  en  que  debieran  estribar  fais  proví^ 
dencias  de  arresto,  prisión  y  soltura;  faltan  los  tipos  seguros  de  qtte 
partir.  Se  ha  apelado  en  esta  situación  á  la  jurisprudencia  áú  paby 
¿  los  principios  que  están  mas  en  acuerdo  con  la  razón,  que  con  el 
espíritu  de  rutina»  Se  ha  determinado  en  el  proyecto,  con  sujeción  é 
ellos,  cuando  debe  decretársela  restricción  de  la  libórtad,  se  hanfi* 
jado  sus  condiciones,  y  se  han  marcado  los  grados;  se  adoptan  pra- 
denles  precauciones  para  nO' dar  ocasión  á  abusos;  se  designan  las 
cauciones  admistbie^^áM  Ül  soltura,  y  cuando  pueden  ser  judidaio 
mente  intervenidos  los  bienes  del  inculpado,  en  qué  cuantfti  y  pan 
qué  efectos. 

El  Real  decreto  de  36  de  mayo  de  48S4,  suprimió  en  la  Ifeobí^ 
sula  la  confesión  con  cargos,  y  el  Gobierno  hizo  en  él  notorios  los 
motivos.  Si  en  Filipinas  fteeran  idénticas  las  circunstancias,  podria 
traerse  á  discusión  la  convenienda  ó  inconveniencia  de  este  trámite. 
Empero  allí  no  está  aun  planteado  el  Ministerio  fiscal  en  los  jui^- 
dos  ordmario3  de  primera  lAstaQciai  fuera  de  los  de  Manila;  proco- 
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MI  hagr  9«e  se  seateacú^i  sin  nomhri^rse  siq«ier%  promotor,  y  caai^ 
40  es  nombrado,  suele  ser  on  cua^oieca  .destituido  no  sob  d^  co^ 
secimiealoa  jaridico?,  sin»  de  ios  de  la  lengua  castellana:  de  ahí  e^ 
q«e  las  aeosaciones,  si  se  pres^tfu»,  son  escritos  llenos  de  vulgari- 
dades ó  estrayangancias:  otro  tanto  pasa  con  la  defensa.  Sin  embar- 
^  en  alguna  parte  del  proceso  áfi\^  aparecer  con  cierto  orden,  en 
ÍAlefés  del  procesado  y  de  la  causa  publica,  el  resumen  de  los  cae* 
£06  y  los  descargos^  y  esto  a1  menos  puede  conseguirse  con  la  dili- 
gencia de  la  confe^on.  La  lucha  entre  el  juez  y  el  reo  que  sueuf 
Aan  repugnante,  d^  de  serlo  cuando  se  la  subordina  i  las  condicio- 
nes que  pceseribe  el  proyecto  de  Código.  Ni  se  olvide  que  esa  luch^ 
Jiay  en  los  paíseaque  ^.dícen  mas  adelantados,  donde  los  presiden- 
tes de  los  tunales  interrogan,  ipterpelan  y  mas  de  una  yqz  cpu: 
funden  con  sus  razonamienlos  á  |os  abusados. 

El  carador  ai  likín  en  las  declaración^  imiagatorias  era,  seg^fi 
«nnestiannligua  legislación,  para  presencjar  el  juran^ento  del  n^eifqr 
/que  ya  no  se  j>resta,  ni  aun  puede  e^girse  la  palabra  de  dqcir  vei;- 
dad  (art.  O.""  de  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1835,  y  art.  347 
del  proyecto  de  Código):  el  curador  es,  pues,  una  personaíi^útil;  sjf, 
intenreBeion  qo  tiene  o]^Qtf>.  Na  sucede  así  en  la  confesión;  el  pro- 
ceso ee  páUico  desde  aquel  momento,  y  el  curador,  sin  daao  de  la 
administración  de  justicia»  puede  ser  beneficioso  al  menor.  Justo  ^ 
^fue  no  se  le  permita  tomar  parte  en  las  actuaciones  de  la  confesión, 
pero  puede  enterarse  de  si  se  llenan  en  ellas  las  formalidades  lega- 
les (art.  283)  y  evitar  que  se  cometa  uoa  vej^ion  con  su  repfe 
sentado.  «^ 

iei  MlNMDBieiUi.— Una  reforma  digna  de  atención  se  introdu^ 
m  el  prpyecto  en  consonancia  con  la  legislación  gei^ral  del  rei- 
no: e0  la  prohibición  de  pronunciar  penas  en  los  sobceseimienjQS. 
fio  pueden  estos  ser  procedentes,  ^ino  cuando  no  resulta  la  preew- 
lencia  del  delito;  cuando  aunque  resulte,  no  ha  podi4p  descubrir^ 
.quién  seii  el  culpable ;  cuando  consta  que  el  hecho  np  deb^.  elevarse 
¿  procedimiento  crioiioal;  cuando  está  acreditada  la  abspluta  ino- 
cencia del  prooesado,  ó  qne  se  baila  por  la  ley  exento  d^  resppns|i- 
-  Intidad,  y  cuando  en  delitos  privados  desiste  el  querellante  dp  su 
acckm  ó  ouando  la  ley  la  declara  estinguida.  Si  para  la  correccipn 
de  quince  i  veinte  dias  de  arresto  es  necesaria  (art.  ü  de  la  Rejal 
cédula  de  30  de  euero)  la  audiencia  de  partes  en  ud  juicio,  y  si  (o- 
Javla  puede  el  agraviado  ^udir  por  recurso  de  nulidad  al  Tribu^ 
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"Superior ,  no  se  concibe  por  qué  en  un  sobreseimiento  sin  mas  de^ 
Tensa  que  la  declaración  con  cargos  haya  de  imponerse  una  conde- 
na de  seis  meses  de  prisión;  El  art.  32Í  del  proyecto  espltea  la  ira* 
mitacion  que  ha  de  seguirse  cuando  se  trata  de  penas  corrécciO'^ 

'nales.*  *  -...:; •  u  ; 

'De  U  acuacíoi  y  iefent..— Todo  lo  concerniente  á  esta  sección  es- 
'U,  fuera  de  algunas  ligeras  variaciones ,  cimentado  en  la  legislacioir 
*actuá!  del  reino.  En  toda  causa  es  oido  el  reo,  y  sin  dar  lugar  á 
largas  y  dispendiosas  fórmulas  recibe  la  ley  su  aplicación. 

En  muchas  causas  el  inculpado,  lejos  de  entrar  en  el  fondo  de 
los  cargos  que  sobre  él  pesan,  presenta  artículos  solicitando  una  de* 
claracion  previa.  Los  procesos  se  complican,  y  reclaman  la  adop- 
ción de  medidas  como  las  que  el  proyecto  contiene.  Admifense  úYii- 
camente  como  incidentes  ó  cuestiones  preliminares  las  escepcioües 
de  declinatoria  de  jurisdicción,  existencia  de  otro  proceso  pendiente 
sobre  el  mismo  delito,  amnistía  ó  indulto  y  cosa  juzgada,  y'esto'no 
restringe  el  derecho  de  defensa.  Si  la  escepcion,  quizás  muy  lateo- 
^dible,  no  tiene  cabida  como  cuestión  preliminar,  la  tendrá  con*  las 
'demás  en  la  defonsa ,  y  el  tribunal  la  apreciará  en  definitiva.' .  '  > 
La  diferencia  entre  las  tachas  que  impiden  al  testigo  prestar  sa 
declaración,  y  las  que  no  le  impiden  (arts.  337  y  338)  era  ya  cono* 
'cida  CQ  la  jurisdicción  contencioso-admihislrativa  y  está  apoyada  eir 
las  mas  sanas  doctrinacs  del  procedimiento:  sobre  cada  hecho  no  se 
dá  entrada  mas  que  á  seis  testigos  (art.  334)  en  vez  de  los  treinta 
de  la  antigua  legislación:  el  juez  queda,  sin  embargo,  facultada 
**  para  admitir  mayor  número  de  declaraciones  cuando  las  considere 
necesarias  ó  conducentes.  ^        -  .    -  .. . 

De  U  pnieba.-í-La  publicidad  de  las  actas  de  prueba,  que  el  pro^ 
'yecto  proclama',  en  ninguna  parte  puede  ser,  según  el  autor  pa^ 
'  tentiza ,  mas^  provechosa  iféti  en  Filipinas.  El  testigo  no  dá  apentfs 
'  valor  á  su  dicho ,  >al  paso  que  la  debilidad  de  su  memoria  es  un  obs- 
'  táculo  para  que  se  esplique  coa  exactitud :  no  es,  pues ,  deestraSar 
*  que  los  indígenas  desfiguren  con  frecuencia  la  verdad,  en  particu- 
lar sobre  hechos  que  hubiesen  pasado  hace  algún  tiempo.  Hacer  la. 
prueba  á  presencia  de  los  interesados ,  otoi^arles  el  derecho  de  in- 
terrogar con  permiso  del  juez ,  celebrar  en  audiencia  pública  los  ca- 
'  reos  y  cuantas  diligencias  de  investigación  sean  pertinentes  (artícu* 
los  343  y  siguientes),  es  el  medio  mas  natural  y  espédito  de  asegu- 
rarse fie  la  certeza  ó  falsedad  de  los  hechos;  es  trasladar' lal  j^nwe- 
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amiento  té<»ico  algaoas  de  las  sencillas  rormas  del  tribnnaFdo- 
Biéstioo. 

Decretadas  por  providencia  jadicial  las  pruebas ,  nombrados  con 
^tnticipacion  los  únicos  testigos  que  han  de  deponer ,  y  sabidas,  en 
fin ,  desde  la  primera  hasta  ia  última  todas  las  actuaciones  informa-^ 
tívasque  han  de  practicarse,  al  juez  incumbe  (art.  342)  la  ejecu- 
ción de  ellas.  Él  debe  cuidar  de  hacer  presentar  á  las  partes  y  tes- 
tigos  y  de  que  el  juicio  tenga  su  complemento.  Dedúcese  que  en  una 
instrucción  así  ordenada  seria  perjudicial  y  dilatoria  la  fijación  del 
término  probatorio,  cual  no  tiene  lugar  en  el  proyecto. 
.  De  la  mteMia.— En  esta  sección  está  embebido  lo  referente  á 
la  ritualidad  de  las  decisiones  judiciales ,  al  razonamiento  que  de- 
ben, tener,;  ora  cuando  el  delito  sea  uno,  ora  cuando  sean  dos  ó  mas, 
término  dentro  del  cual  han  de  pronunciarse,  declaraciones  que  ha* 
yan  de  hacerse  y  sus  efectos.  Siente  el  autor  no  haber  barrado  la 
absolución  de  la  instancia.  Un  principio  de  humanidad  {dice)  dÍGl6 
la  máxima  non  bis  in  idem.  Autorizar  al  acusador ,  ya  público  ó  ya 
privado ,  para  reproducir  sus  acciones  sobre  la  qúsjQia  causa  y  con* 
tra  el  mismo  individuo;  teoer  á  éste  subjwUcc,  en  laj^.aips  sin 
poder  conseguir  la  declaración  de  su  inocenc^  ó  de  ^  culpiabilidad; 
j  después  de  haber  sufrido  las  angustias, de  Ufx  proceso  criminal  que 
comprometía  su  vida  ó  su  honor,  hacer  que  pase  todavía  intranqui- 
lo el  resto  de  sus  dias  con  el  temor  de  nuevas  persecuciones ,  no  es 
fsqttitativo :  la  conciencia  y  el  buen  sentido  condenan  ese  juícjb  sin 
.término.  Se  ha  cedido  no  obstante  en  el  proyecto  á  la  autoridad  de 
jina  antigua  y  constante  jurisprudencia. 
.  Arduo  es  resolver  hasta  qué  punto  puede  el  juez  ser  compelido 
á  declararse  convencido  por  tal  ó  cual  medio  de  prueba,  haciendo 
abstracción  de  su  convicción  personal.  Al  estudiar  los  diversos  sis- 
temas desenvueltos  «n.los  c(^digos ,  se  encuentran  el  de  la  convic- 
ción íntima  en  los  mas ,  el  ,de  Ja  prueba  legal  en  algunos,  y  el  de 
4^ierta8  reglas  combinadas  con  el  principio  del  juicio  moral  en  otros. 
Cl  célebre  auoma  del  derecho,  de  que  dos  testigos  contestes  y  ma- 
yores de  escepcion  dicen  siempre  la  verdad  legal,  y  que  uno  solo 
no  la  dice  nunca,  ha  sido  desterrado  de  las  legislaciones  modernas, 
j  debe  serlo  con  mas  razón  de  la  de  Filipinas ,  por  los  motivos  an- 
ies  indicados  sobre  la  escasa  ciq[Micidad,  carácter  poco  reflexivo  y 
condiciones  particulares  de  una  gran  parte  de  aquellos  naturale». 
Aiade  el  autor  del  proyecto;  que  si  hubieran  de  prevalecer  sos 
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o^pinioüéé)  sancionaría  sin  reparo  el  sistema  de  la  MivicckM^  fyV 
juez,  janto  con  la  publicidad  del  juicio ,  y  la  instancia  única  coi^ 
éí  prócédidiientoacttsstorial  y  el  recurso  de  casación ;  pero  recono- 
ce con  igual  franqueza  que  eistas  teorías  no  son  adaptables  á  la  kc*' 
tual  organización  de  los  trif)unales  de  Ultramar ,  con  lá  cual  9<rf<y 
puede  avenirse  una  forma  mista.  Apreciación  de  la  prueba  testimo- 
nial según  la  sana  crítica;  la  confesión  de  parte ,  y  la  iustrutnenia!, 
según  lo  qtie  el  derecho  común  establece.  Tales  son  las  bases  del 
proyecto ,  y  es,  en  sentir  del  autor,  todo  lo  mas  que  en  el  camino 
de  la  reforma  piíede  avanzarle  en  aquellos  paíseá. 

De  la  apelación,  consulta  y  recurso  de  sApUca.— Eu  los  trámites  de  la 
segunda  instancia,  el  proyecto  contiene  pocas  variaciones  en  lo 
existente:  su  tendencia  es  simplificar  la  sustanciacion,  y  hacerla  rá- 
pida y  menos  costosa. 

La  multiplicidad  de  las  instancias  es  un  mal  para  la  administra- 
ción de  justicia  y  para  el  prestigio  mismo  de  la  cosa  juzgada,  como 
lo  ha  reconocido  la  Real  cédula  de  30  de  emero  de  i8SS  en  Ibs  ar* 
tículos  58,  189  y  otros;  pero  son  todavía  imprescindibles  doáde  hay 
juzgados  unipersonales,  y  donde  el  recurso  de  casación  no  está  ins- 
tituido, según  acontece  en  lo  penal  en  la  legislación  ultramarina. 
La  instancia  de  súplica  está  limitada  en  el  proyecto  á  casos  muy  es- 
peciales, y  en  que  la  entidad  del  crimen  li  otras  poderosas  razones 
recomiendan  la  revisión  del  proceso. 

De  losr  juicios  de  faltas.— En  repetidos  artículos  de  la  Real  cédula 
de  30  de  enero  se  hace  mención  de  las  faltas,  señaladamente^  en  los 
artículos  23,  24,  88, 160  y  161,  y  no  se  esplica  en  ellos  cuáles 
sean.  Cierto  es  que  nuestro  Código  penal  hace  la  clasificación  de 
los  hechos  punibles  en  delitos  graves,  delitos  menos  graves  y  tai- 
tas, como  el  Códiüo  francés,  el  de  Nápoíes  y  algunos  otrofe,  én  crí- 
menes, delitos  y  contravenciones;  pero  ni  en  lá  legisláéíon  ni  éh  la. 
jurisprudencia  de  Filipinas  se  conoce  la  denominación  de  faltáis  en 
la  acepción  que  en  nuestro  Código.  A!  pé^ar  de  esto,  siendo  precfeo 
calificar  de  faltas  algunos  hechos,  se  han  reputado  cómo  tales  aque- 
llos á  que  hace  referencia  el  art.  22  de  la  Real  cédula  citada.  Segua 
su  mente,  son  juzgados  en  juicio  de  faltas  los  hechos  que  no  merez- 
can pena  mayor  que  la  de  treinta  días  de  arresto,  mulla  de  cmcuen- 
ta  pesoé  ó  reprensión.  Se  declara  que  no  pueda  imponerse  en  e$itú& 
juicios  la  pena  de  privación  Ai' suspensioh  de  tjárgo  público,  j^fc- 
sion*,  oficio  ó  derechos  honorífico».  Se  mancan  las  formas  deijttieíb» 
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les  CMOB  de  nnlídad^  el  término  para  b  interpottcion  de  esle  recur- 
so y  los  trámites  todos  en  el  juzgado  inferior  y  en  el  tribunal  de  la 
Aodiencia. 

Con  este  titulo  se  dá  fin  al  juicio  criminal  ordinario,  y  pasa  el 
proyecto  á  ocuparse  de  los  procedimientos  especiales  en  que  la  na- 
tonleza  de  los  heciios,  accidentes  de  cierta  especie  ó  el  carácter  de 
lae  personas  hacen  que  la  tramitación  comon  se  modifique. 

i0  las  GflMs  omUi  \m  fmáD— ios  del  mnisterío  jtikíil  y  InaL — Para  ha- 
cer respetar  la  investidura  póblica  de  la  magistratura,  conservar 
su  poder  y  ponerla  al  abrigo  de  los  tiros  del  interés  ofendido,  se 
han  promulgado  preceptos  especiales  en  el  procedimiento  contra 
los  encargados  del  ministerio  judicial  por  abusos  relativos  á  su 
cargo.  No  es  un  privilegio  concedido  en  obsequio  á  las  personas; 
lo  es  por  consideración  á  sus  funciones.  Cuanto  el  proyecto  abar- 
ca en  este  particular  está  fundado  en  las  leyes  de  Indias  y  en  los 
artkolos  24, 75,  76  y  77  de  la  Real  oédula  de  50  de  enero  de  Í8SS. 
Se  determina  el  carácter  especial  de  ios  hechos  que  entran  en  este 
procedimiento;  su  incoación  á  instancia  de  parte,  por  reclamación 
fiscal  ó  de  oficio;  las  garantías  del  juicio;  tribunal  que  debe  juzgar 
y  con  qué  formas.  No  quedan  por  esto  abolidos  los  juicios  de  resi- 
dencia respecto  de  los  gobernadores  y  alcaldes  mayores  de  Filipi- 
nas, ni  se  estatuye  la  necesidad  de  la  previa  autorización  del  po- 
der para  procesar  á  los  funcionarios  públicos:  semejantes  innovacio- 
nes, por  lo  tocante  á  aquellas  islas  que  están  tan  lejanas  y  son  de 
tan  especiales  circunstancias,  podrían  ocasionar  lamentables  pertur- 
baciones. 

Los  empleados  del  minislerio  fiscal  deben  ser  juzgados,  según 
el  proyecto,  por  los  mismos  principios  y  por  la  misma  autoridad 
que  los  jueces:  no  solo  hay  consecuencia  en  esto,  sino  que  es  lo  mas 
^oslado  al  art.  38,  núm.  S.""  de  la  Real  cédula  de  18S5. 

iel  prooedimieoto  oQUn  reos  ••sMtes.— Eminentes  jurisconsultos  han 
levantado  su  voz  en  todos  tiempos,  reprobando  el  método  de*  proce- 
da contra  reos  préfugos.  Si  la  sentencia  en  rebeldía  no  ha  de  eje- 
cutarse por  ser  contrario  á  la  razón  y  á  la  justicia  condenar  á  una 
persona  sin  oiría,  y  si  presentado  ó  aprehendido  el  reo  ha  de  anu- 
larse lo  actuado  y  abrirse  de  nuevo  la  causa,  el  procedimiento  es 
inútil,  es  hasta  peUgroso,  porque  se  anticipa  el  juicio  del  tribunal  á 
la  'defensa  del  encausado.  La  contumacia  no  debe  en  buena  teoría 
producir  otros  efectos  que  el  secuestro  de  los  bienes,  la  su^nsioa 


Digitized  by 


Google 


24  ^  REVISTA   DE  LEGISLAGIOEC. 

del  ejercicio  de  los  derechos  civiles^  privación  de  toda  acción  y  de- 
fensa dorante  la  ausencia,  y  la  facultad  de  ser  arrestado  el  ^nto- 
maz  por  cualquiera  y  en  cualquiera  parte. 
'    £n  el.'proyecto  se  han  aceptado  los  principios  del  Código  de  los 
Países-Bajos ,  según  los  cuales  el  tribunal  criminal  no  pronuncia 
condenación  contra  el  contumaz,  y  se  ha  desviado  de  los  del  Código' 
francés,  que  admite  la  condenación,  y  de  los  de  Prusia  y  Baviera/ 
que  también  la  admiten  precedida  defensa  do  oficio.  Se  espresaa 
los  casos  en  que  há  lugar  al  seguimiento  de  la  causa  en  rebeldía, 
los  llamamientos  que  han  de  hacerse  y  ios  términos;  se  distingue 
la  ausencia  verificada  antes  y  la  verificada  durante  el  proceso,  y 
según  el  estado  de  la  causa  se  asignan  diversos  efectos  i  la  contu- 
macia, dándose  fin  á  las  diligencias  sin  el  juicio  plenario. 

En  el  dia  en  los  juzgados  de  Filipinas  las  causas  en  rebeldia  ae 
siguen  por  todos  los  trámites  lentos  de  un  procedimiento  común.  En 
Cuba  y  Puerto-Rico  la  tramitación  es  la  misma;  escepto  la  ratifica- 
ción de  los  testigos  en  el  término  de  prueba ,  que  ya  no  tiene  lugar 
sino  cuando  lo  soliciten  el  ministerio  fiscal  ó  el  acusador  privado, 
ni  tampoco  la  formación  del  apuntamiento  por  el  relator. 

Del  juicio  sobre  delitoi  de  faliedal— En  casi  todos  los  códigos  mo- 
demos  está  comprendido  entre  los  procedimientos  especiales  el  de 
los  delitos  de  falsedad  dedocumentos  y  de  falsificación  de  moneda,  y 
asi  está  en  el  proyecto:  su  calidad  particular  exige  diligencias  de  la 
misma  clase  para  investigar,  examinar  y  hacer  constar  los  hechos, 
trasladar  y  asegurar  las  piezas  falsificadas,  y  cotejar,  anotar  y  des- 
truirlas. 

(  Del  BMdo  de  dar  ns  áedaradoMS  ciertai  persous  fli  1»  caiiit.--Este  título 
es  la  escepcion  al  principio  general  de  que  todos  están  obKgados  i 
comparecer  ante  el  juez  á  declarar  como  testigos  en  causas  crimina- 
les. La  justicia  no  está  en  pugna  con  las  preeminencias  de  honor 
que  se  deben  á  personas  constituidas  en  autoridad  ó  en  una  elevada 
gerarquía;  y  los  que  han  estudiado  las  necesidades  y  las  costum- 
bres de  nuestras  posesiones  de  Ultramar  no  pondrán  en^  duda  cuan 
conveniente  es  la  conservación  en  ellas  de  esas  prerogativas.  El  pro- 
yecto señala  las  personas  que  deben  declarar  por  escrito  y  bajo  su 
palabra  de  honor;  la  manera  de  oirías  verbabnente  cuando  esto  fuese 
indispensable,  sea  en  careos,  confrontaciones  ú  otras  diligencias ,  y 
lo  que  debe  hacerse  para  que  ese  privilegio  no  degenere  en  menos- 
dbo  de  la  admWHwwian  4%  inaticia. 


Digitized  by 


Google 


DB  LAS  LIYE9  DI  FReOEDIUBinOS  IH  FILIPINAS.  25 

^  De  los  MBDMy  efeotoi  íMerfNMoiM  laicttM  erWial8s.---Es  poco  unifor- 
me la  práctica  de  los  juzgados  de  Fili|lia¿s  sobre  la  entrega  de  bie- 
nes infervenidos  en  una  causa ,  y  sucede  casi  lo  mismo  en  algunos 
otros  de  las  provincias  de  Ultramar.  Á  veces  se  aguarda  al  feneci- 
mitoto  del  proceso;  otras  se  devuelven  desde  luego  los  efectos  al 
átíeao.  £n  algunos  espedientes  se  le  cobran  todas  las  costas;  en 
otros  se  ignora  el  destino  que  tienen  las  cosas  cuyo  propietario  no 
se  presenta,  y  generalmente  es  arbitraria  la  sustanciacion  en  estas 
ÍDCidencias.  En  el  proyecto  se  ocurre  á  estos  defectos. 

De  las  visitas  de  cárceles.— En  este  título  está  lo  respectivo  á  las  vi- 
sitas generales  y  ordinarias  de  cárceles ;  la  numera  de  verificarlas; 
funcionarios  que  deben  concurrir  y  facultades  de  los  jueces  y  tribu- 
nales en  las  visitas,  ora  con  relación  á  las  causas  y  estado  de  los 
presos,  ora  con  reiacion  á  su  alimentación  y  trato. 

De  la  |reicri|cioa.— La  prescripción  de  las  condenas  y  de  la  ac- 
ción penal  puede  ser  en  principio,  y  lo  ha  sido,  en  verdad,  objeto 
de  controversia.  Ni  en  nuestros  cuerpos  de  derecho  ni  en  el  código 
ultramarino  se  encuentra  ley  que  fije  por  punto  general  el  tiempo 
de  la  duración  de  las  acciones  que  nacen  de  delito ;  pero  hay  varias 
que  hablan  de  la  prescripción  respecto  de  algunos  hechos  aislados. 
El  Código  penal  del  reino  ha  llenado  este  vacio  tomando  por  base  la 
mayor  ó  menor  gravedad  de  la  pena,  y  no  hay  razón  para  que  las 
penas  que  se  prescriben  en  la  Península  á  los  diez  ó  tal  vez  cinco 
años  se  apliquen  en  Filipinas  fasta  treinta  annos ,  como  dice  la  ley 
del  Fuero  Juzgo.  En  el  proyecto  se  hace  la  diferencia  entre  la  ac- 
ción penal  y  la  civil ,  y  se  señala  el  plazo  de  la  prescripción  según 
la  escala  de  penalidad  de  Filipinas,  la  época  en  que  la  prescripción 
principia  y  se  hace  ésta  recaer  bajo  oportunas  reglas  sobre  la  ac- 
ción ,  sobre  la  decisión  judicial  y  sobre  sus  consecuencias  legales. 

De  la  eiCndMMoa  áe  reos  reftigiaáos  m  pala  eetra^jero.— Es  ajeno  de  un  códi- 
go de  procedimiento  definir  los  casos  de  estradicion :  esto  es ,  del  re- 
sorte del  derecho  internacional ;  y  así  es  que  en  el  proyecto  no  se 
hace  mención  sino  del^^iMÉ)  de  instruir  los  espedientes  de  esta  es- 
peoie.  El  juez  de  lfl(cail»i«qu¡en  debe  dirigir  la  reclamación  á  la 
Audiencia,  reupir  los  datos  necesarios  y  elevarse  á  la  Fiscalía  del 
Tribunal  Supremo  con  informe  que  tenga  por  sosten  los  tratados 
existentes  y  las  máximas  del  derecho  internacional.  Estas  dispesieío- 
nes  se  modifican  algún  tanto  respeelo  dist  imperio  de  China,  porqiie 
nuesfros  cónsules  ejercen  allí  plena  jurisdicción  civil  y  criminal  en 


Digitized  by 


Google 


26  UVISTA  U  íMUSJíCSOrU 

primera  ínstanda,  en  «imito 4 ios  sábcKlos  espaioles»  kiío  la i&s- 
peodoa  y  tlependeneia  de  la  Andíeiicia  de  Manila. 

m  h  oürefa  ée  Ms  nos  tétúfiíáM  a  togar  ugrado.— Los  ariios  ó 
lugares  de  inmunidad  fundados  (dice  el  autor  del  proyecto)  en 
el  espíritu  de  caridad  y  de  dol^Enn  del  Evas^Uo ,  fueron  en  los 
tionpos  de  barbarie  un  medio  de  mitigar  los  rigores  atroces  de 
castigos  frecuentemente  crueles,  y  de  prestar  un  reftigio  á  los  acu* 
sados  ínoc^tes  á  (|uiene8  no  ^empre  protegían  las  formas  arbi- 
trarias de  la  justicia.  Los  asilos  salvaron  en  aquella  triste  época  la 
Tida  ¿  multitud  de  desgraciados  inhumanamente  perseguictos  por 
la  venganza,  contra  la  cual  su  única  egida  era  la  inviolabilidad  del 
templo ;  pero  hoy  que  las  leyes  imperan  de  lleno,  que  la  autoridad 
funciona  en  su  esfera ,  y  que  los  tribunales  están  organizados  ,  la 
sociedad  y  los  particulares  tienen  todas  las  garantías  de  orden  y  de 
protecciotí ,  y  los  asiles  carecen  de  objeto.  Es  mas ;  se  oponen  á  la 
sana  moral.  En  un  país  no  debe  haber  lugar  alguno  qtie  esté  fuera 
de  la  dependencia  de  las  leyes,  que  dé  albergue  al  criminal,  y  sea  un 
baluarte  contra  los  agentes  del  poder.  Los  reos  tienen  en  la  ley 
misma  todos  los  medios  de  defensa  contra  los  abusos  de  los  funcio- 
narios y  el  odio  de  sus  enemigos.  La  institución  de  los  asilos  no  tie- 
ne en  el  dia  en  las  naciones  cultas  otro  interés  que  el  de  su  histo- 
ria. Su  aboliciott  es  un  hecho  constante  y  universal.  En  Francia  se 
decretó  en  1839,  y  en  Inglaterra  en  1624;  en  Prusia,  por  el  Código 
general  de  1794 ;  en  Baviera,  por  la  ley  de  86  de  mayo  de  4818; 
en  Sajonia,  por  el  edicto  real  de  19  de  febrero  de  1827 ;  y  para  de- 
cirlo de  una  vez ,  en  los  países  donde  no  se  han  publicado  decretos 
espresos  han  sido  abolidos  los  asilos  tácitamente. 

Por  estas  razones  se  declara  en  el  proyecto,  que  los  reos  refugia- 
dos á  lugar  sagrado  no  gozarán  de  gracia  ni  rebaja  en  sus  condenas; 
y  para  evitar  profanaciones  en  los  templos ,  se  adoptan  reglas  sen- 
cillas que  dirijan  las  relaciones^  entre  la  autoridad  civil  y  la  ecle- 
siástica. 

De  las  anmisuis  é  indiltos. — Los  gobernadores  cajNlanes  gene- 
rales de  Ultramar  representan  allí,  según  las  leyes  de  Indias,  la 
persona  de  S.  M.,  y  les  fué  cometida  la  alta  prerogativa  de  grada, 
desde  la  relajación  de  la  pena  hasta  la  prohibición  de  investigar  d 
delito.  Estas  facultades ,  que  tienen  su  nacinúento  en  la  ley  27,  tí- 
tulo S."",  libro  S.""  de  la  Recopilación  de  Indias ,  han  sido  adaradag 
por  resoluciones  soberanas  de  37  de  octubre  de  1798, 16  dejmüo 
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dfe  1850  y  29  de  maya  deiSSS;  pero  ana  en  el  dia  ejerce»,  een  mar 
6  menos  restricciones ,  el  derecho  de  clemencia  para  con  los  crímí* 
nales.  En  el  proyecto  se  respeta  esa  suprema  jarísdíccieB,  y  confíe- 
áe  que  así  sea ,  por  lo  mncbo  que  importa  hacer  brillar  en  aquellas 
posesiones  la  bondad  personal  del  monarca,  por  cuya  delegación  se 
dtor^  la  gracia,  y  que  sea  bendecido  su  augusto  uombre^  Interesa 
áBf  en  ocasiones  que  se  temple  con  prudencia  y  discreción  la  seve- 
ridad de  la  justicia ,  y  no  ha  dejado  de  ser  mas  de  una  Tez  en  la  es- 
fera de  gobierno  uq  resorte  de  gran  valor  y  de  felices  resultados. 

El  proyecto  define  las  amnistías,  indultos  y  conmutaciones:  de- 
clara corres|Kmder  la  aplicación  personal  de  las  amnistías  ¿  indultos 
á  la  autoridad  judicial  que  hubiese  juzgado  en  último  grado:  se  pro- 
hibe la  concesión  de  indulto  particular  hasta  que  recaiga  sentencia 
firme ,  ni  puede  aplicarse  á  los  reos  prófugos.  Se  hace  mérito  de  los 
indultos  generales  y  particulares  y  sus  efectos:  ni  en  las  amnistías, 
ni  en  los  indultos,  ora  generales,  ora  particulares,  se  estiende  la 
gracia  á  eximir  á  los  reos  de  la  indemnización  de  los  danos  ocasio- 
nados per  el  delito ,  ni  del  pago  de  las  eostas  procesales  y  gastos  del 
juicio ,  y  todo  lo  demás  del  título  en  este  asunto  y  en  lo  relativo  á 
conmutaciones  y  rehabilitaciones  concuerda  con  el  espíritu  de  nues- 
tra legislación. 

Hemos  presentado  en  bosquejo  lo  que  es  el  procedimiento  penal 
tñ  Ib»  Islas  Filipinas,  y  en  qué  difiere  del  de  Cuba  y  Puerto-Rico: 
las  dimensiones  de  los  artículos  de  una  Revista  no  permiten  mas  es* 
tensiott.  El  proyecto  de  Código  del  Sr.  magistrado  Miramon,  cuyo 
análisis  acabamos  de  hacer,  está  subordinado  á  un  pensamiento  ge-» 
neral ;  hay  unidad  en  el  plan  y  armonía  en  el  conjunto  de  sus  par- 
tes :  se  han  tenido  en  cuenta ,  como  hemos  notado  en  sus  respecti- 
vos lagares,  la  índole  del  país ,  su  grado  de  civilización,  el  influjo 
de  Sü  clima  y  de  su  situación  topográfica,  su  organización  judicial  y 
la  legislación  particular  de  Indias ,  y  se  han  adaptado  á  aquellas 
provincias  los  progresos  de  la  ciencia  del  derecho  en  cuanto  son 
compatibles  con  las  circunstancias  de  localidad  que  no  pueden  dejar 
de  afectar  á  las  combinaciones  ordinarias  por  mejor  desenvueltas  y 
cdealadasque  estén.  Diremos,  pues,  con  el  autor:  cEl  proyecto  no 
•halhrá  apoyo  en  los  que  no  conciben  cosa  mejor  que  el  procedí* 
«miento  escrito,  inquisitorial  y  la  prueba  legal,  ni  en  los  partidas 
yrfos  de  la  instruccioii  oral  y  pébiica,  de  la  prueba  por  eonviccioii 
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ninftima  y  de  ios  tríbunales  populares.  Empero  la  desaprobación  "de 
luaOs  y  otros,  basada  en  doctrinas  severamente  esclusiyas,  debe 
«üMMÜficarla  el  recto  sentido  ai  discurrir  sobre  leyes  que  la  intelí- 
»g^cía  ha  forma<k)  para  paises  de  diversa  posición  y  hábitos.  El 
»mérito  de  todo  procedimiento  es  relativo,  y  pocos  son,  muy  pocos, 
»los  principios  que  pueden  seguirse  en  todas  partes  con  inflexible 
^rigidez.  Compárense,  en  demostración  de  esta  verdad,  las  leyes 
n^criminales  de  Alemania,  Inglaterra  y  Francia.  >  r 

X.  í 

Por  eopta, 

Us  Directores  de  li  Reristat 


m  DE  ENinGIAlIKNTO  mi. 


taooBviiinlM  ei  la  aflicackm  fráctka  áe  algnn  éb  a 
qae  esta  dá  orifoi. 

Es  de  la  esclusiva  competencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
ticia  uniformar  la  jurisprudencia  civil;  y  al  efecto  ha  establecido  la 
ley  los  recursos  de  casación  en  el  fondo  y  en  la  forma;  en  cuya  vir- 
tud conoce  aquel  alto  coerpp  de  cierto  número  de  negocios  fallados 
ejecutoriamente  por  las  Audiencias  del  Reino  para  enmendar  la  in- 
fraceipn  de  ley  que  cont#«gan,  ó  para  subsanar  los  defectos  sustan- 
ciales cometidos  en  el  ójirden  del  procedimiento,  según  se  espondrá 
en  oportuno  l^gar;  y  es  de  preveer  la  diminución,  y  quizá  comple- 
ta estincion  de  los  ca$os,  en  los  cuales  se  interpongan  por  violación 
de  los  trAfnites  del  juicio,  á  medida  que  vayase  fijando,  la  jurispru- 
dencia por  las  repetidas  decisiones  adoptadas  en  mérito  de  los  iiuli- 
fCados  reQui;sps  en  la  forma;  mas  como  no  todos  los  actos  judiciales 
gozan  del  beneficio  de  este  remedio  legal,  ni  tampoco  otros  se  ha- 
llan comprendidos  en  las  causas  referidas  en  el  artículo  1015  de  la 
ley  vigente,  ni  producen  nulidad  en  la  esencia;  y  sin  embargo,  ó  no 
BOU  conformes  á  las  disposiciones  de  aquella  en  su  aplicación  prác- 
tica ó  modifican  sustancialmente  su  precepto,  y  aun  á  veces  le  su- 
plen y  estienden  por  ser  él  demasiado  conciso,  contradictorio,  é  in- 
9uftiHniite,  creando  por  ello  inconvenientes  y  dudas,  cuya  resolución 
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producé  joríspmdencia  diversa,  parece  oonveniente  enwiciár  la  que 
adoptan  los  tribunales  ea  caailtos  casos  de  esta  especie  ocurren  con 
dificaltad»  sino  imposibilidad,  de  practicarse  estrictamente  las  pres- 
eripciones  legales;  y  al  hacerlo  procuraremos  acomodar  nuestras 
obsecraciones  al  orden  establecido  por  la  misma  ley^  si  bien  aunan- 
do cuantas  disposiciones  tengan  relación  entre  sí,  y  alterándolo 
cuando  se  adquiera  noticia  de  nuevas  decisiones. 

.......      1/ 

Preceptúa  el  art.*  7.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  «que  todas 
las  actuaciones  judiciales  deben  esícribirse  en  el  papel  sellado  que 
prevengan  las  leyes  y  reglamentos.»  A  la  promulgación  de  aquella 
hallábase  vigente  el  Real  decreto  de  8  de  agosto  de  18S1  que  det'er- 
mina^en  el  cap.  4.''  la  ciase  de  papel  de  que  se  debe  hacer  uso  en  los 
juicios/ y  en  los  actos  judiciales,  propios  de  la  jurisdicción  volunta- 
ria, y  en  ningún  caso  autoriza  en  negocio  civil  el  del  papel  de  oficio. 
Esta  resolución,  aun  cuando  se  adoptó  por  el  Real  decreto  antes  ci- 
tado; adquirió  en  nuestro  sentir  fuerza  de  ley,  desde  el  momento 
de  publicarse  como  tal  la  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  al  determi- 
nar el  articulo  que  nos  ocupa,  que  las  actuaciones  judiciales  deben 
escrftirse  en  el  papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamen- 
tos, es  como  si  hubiera  dicho  han  de  estenderse  en  el  papel  que 
previene  el  capitulo  4.""  del  mencionado  decreto  de  8  de  agosto  de 
185i,  por  cuanlo'  el  verbo  prevengan  presuponen  disposición  ante* 
rior,  la  cual  adopta  y  vigoriza;  y  de  aquí,  que  el  enunciado  Real  de- 
creto adquirió  el  carácter  de  ley  única  en  la  materia,  mientras  no 
se  publique  otra  por  el  correspondiente  ministerio. .  '  • 

Otro  Real  decreto,  espedido  en  6  de  marzo  de  1857,  determinó 
la  forma  como  debia  llevarse  el  registro  de  sentencias  creado*  por  el 
artículo  S8  de  la  precitada  ley,  disponiendo  que  sea  un  libro  enk^ua- 
demado  dñ  papel  de  oficio,  y  tal  ¿sposicion  ciertamente  altera  la 
del  art.  7.^,  irrogando  á  la  Hacienda  pública  un  perjuicio  no  des- 
preciable, en  cuanto  deja  de  invertirse  todo  el  papel  del  sello  3.* 
que  antes  se  empleaba  en  la  redacción  de  las  sentencias  pronilácia- 
das  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  Audiencias  del  Reino,  á 
los  que  dicha  di^siéioñ  se  contrae;  por  cuya  sola  razón  pÚYece 
fuera  mas  legal  la  adopción  de  otro  de  los  sistemas  planteadas  ^ara 
eumpürcon  aquel  pre^pto;>empeh>  no  es  sola  eHa  la  queimpulsa 
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«na  refanaa  pronta, . skio^iaia «sta  es  redamada  ^npenggainftiitapof 
los  incaaveaieiites  .que  fio.  la  piácüca  produce  la  forma  dada  al  re- 
gistro d&  seateaeias,  y  obsiáculo^  que  opone  el  exacto  campUmíQn- 
4o  de  Qtr«s  pdresQripcioBes.de  la  ley. 

El  artir^65  de  la  wama  pefiriéodoee  al  ^l,  fija  el  término  pam 
•dictar  sotfencia  en  los  Tribunales  Superiores;  el^  autoriza  á  cual- 
tfuíera  de  sus  Ministros  para  pedir  los  autos  concluida  la  vistft  y  ce- 
onecerlos  privadamente,  y  el  51  impone  i  los  Presidentes  de  Sala 
la  obligación  de  señalar  dia  en  qte  haya  de  votarse  el  fallo.  Sucede 
muchas  veces  que  se  consume  todo  el  término  legal  en  el  reconocí- 
«liento  privado  9  viniéBd09e  en  el  último  dia  á  dictar  senteac^,  y 
4jomo  en  cada  Sala  funcionan  dos  Relatores ,  también  acontece  con 
Irecueneia  verse  en  un  oósmo  día  negocios  pertenecientes  i  cada 
uno  de  ellofs,  y  aun  ^ueie  repetirse  lo  mismo  en  la  Audiencia  inme- 
diata, y  por  coQsecuenciai  los  (érmjnos  conchiyen  i  un  tiempo ,  ^ 
«n  un  mismo  dia  se  pronuncian  los  fallos,  surgiendo  inmensas  díG- 
eultades  para  estenderl^  en  el  registro,  y  mayores,  sí  ca,be,  pai^ 
librar  la  certifi^cion  que  ha4e  unirse  á  lo&autos  ,  en  wm  á  i^s 
distintos  funcionarios  que  de  él  deben  hacer  uso;  una  ligera  reseña 
délas  operaciones práclicas,  patentizará  cumplidamente  la impp* 
sibilidad  que^tabtecemos.  El  último  día  de  término  se  dicta  sen- 
tencia OA  dos  ó  mas  nisgocios  radicados  en  distintas  Relatorías;  ijn 
^Uiguiente,  también  ^Uiímo  de  términp,  sí  no  es  festivo,  se  acuenia 
«tra  ú  «itras  en  diversos  negocios,  y  así  sucesivamente  según  se  van 
celebrando  las  vistas;  uno  de  los  relatores  ocupa  el  libro  registro 
para  etíender  la  corre^ndiente  al  primer  litigio  visto  después  4e 
la  hora  4e  audiencia,  y  no  obstóte  de  procurar  despacharlo  ea  ^ 
menos  tiempo  posible,  emplea  las  mas  veces  tres  y  mas  bocas  en  la 
estensiott,  pasándolo  después  á  su  compsmero  con  igual  oléete;  quien 
á  costa  de  alguna  vigilia  oonsigae  estender  la  perteneciente  al  se- 
gundo pleilo  que  se  vio  para  poderse  firmar  ambos  en  la  Audiencia 
inmediata  supuesta  la  asistencia  de  todos  los  Ministros;  luego  ha  de 
pasarse  consecutivamente  á  uno  y  otro  escribano  de  Cámara  para^^ 
libramiento  de  las  certificaciones  en  los  autos,  los  cuales  han  de  op- 
tejar  con  el  Psesidente  de  la  Sala  para  poner  el  visto  bueno ;  pe^ 
«n  aquel  instante  recaen  otros  fallos  de  pleitos,  cayo  plaao  espicf, 
7  el  relatar  necesita  el  libro  para  estender  nuevas  sentencias;  y  ^ 
han  de  firmar,  y  se  han  de  estraer  las  copias  certificadas,  y  se  tan 
4e  hacer  saber  A  las  parles  en  el  mismo  ^pr4mo  dia,  aegu  prf^ 
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cribe  el  «rtíetlo  64;  y  á  coDtimiaoioii  se  esperan  mas  teile&oias,  y 
de  esta  fornuí  vi  anmentanda  la  diflaakid  i  neAda  q«e  le  yea  ma- 
yier  admero  de  negocios,  pues  á  k»  mendoBados  funcionarios  no  les 
«}  dado  probagar  d  tiempov  ni  presofaidir  de  ks  restantes  aleacíe^ 
Aes  de  sn  respeetívo  cargo,  para  cayo  exacto  cumplimienlo  es  nn 
«bstáoalo  iaraperablela  existencia  de  nn  solo  registro  de  sentencias. 
IndadaUeneate  puédese  proi^eer  de  pronto  y  eficaz  remedio, 
adoptando  ano  de  dos  sistemas  eü  snstílacion  del  qae  se  observa.  El 
primero  de  ellos,  que  ya  pusieron  en  práctica  algunas  Ándienciss  al 
>con¥encerBe  de  los  inconveaieBles  de  los  demás»  parece  el  mas 
«ceptable,  tanto  por  «a  mayor  faeUidad  mi  la  ejecución  matmai, 
icuanto  porque  él  respeta  la  disposición  del  artículo  7."*  citado  aale- 
driormente»  y  consiste  en  eslender  las  sentencias  en  pliegoe  soelles 
del  papel  sellado  correspondiente,  formando  oon  eUos  al  fin  del  aia 
na  Kbrofoiíado  y  rmbricado  como  lo  establece  el  art.  i.^  del  Beal 
decreto  de  6  de  marzo  de  Í8S7  subsistiendo  para  los  velos  reeerva^ 
dos  el  que  previene  su  artículo  S.""  Verdad  es  que  en  el  preámbulo 
de  esta  soberana  disposición,  ya  te  indicó  el  peligro  de  si  podrian 
estraviarse  ó  perderse  los  pliegos,  y  el  mayor  todavía  de  que  al  for- 
mar con  ellos  el  libro,  se  revelami  lo»  escritos  que  contuviesen; 
^empero  ni  uno,  ni  otro  en  s^tir  nuestro  debían  reputarse  cansa 
^Mificiente  para  desechar  nn  sistema  que  en  cMobio  cuenta  ventajae 
apreciables;  aquel  peligro  fuera  fácil  proveer ,  imponiendo  severa 
responsabilidad  á  los  Presidentes  de  Sala  en  su  custodia,  y  así  como 
ahora  conservan  cuidadosamente  el  libro  encuadernado,  de  la  misma 
manera  guardariau  aquellos  con  mas  se^iridad,  pues  una  vez  libra- 
da la  certificación  respectiva  para  los  autos ,  y  entregado  el  pliego 
4Higinal,  para  nada  hulnera  necesidad  de  estraerle  del  lugar  en  don- 
de se  depositase  hasta  la  formación  del  libro,  al  paso  que  el  actual 
registro  corre  íntegro  de  mano  en  mano  cuantas  veces  en  él  ha  de 
ostenderse  un  fallo,  y  caso  de  estravio,  serian  inmensamente  meno- 
res los  perjuicios  que  acaso  se  irrogaran;  menos  atendible  conside- 
•ramos  el  temor  consignado  en  segwido  lugar,  pues  no  escribiéndose 
los  votos  reservados  á  continuación  de  aquellas,  no  puede  existir  re- 
velación en  lo  que  es  público  desde  el  acto  de  haberse  leido  en  se- 
mon  pública  por  el  Ponente,  al  tenor  de  lo  prevenido  en  el  espresa. 
do  artkulo  64;  aquellos,  si  los  hubiese ,  se  estenderian  en  el  libro 
ereado  al  efecto,  constando  únicamente  al  final  de  la  sentencia  la 
ijMa  de  rtfereacia»  como  en  la  actualidad  se  practica. 


Digitized  by 


Google 


32  asvutA  Dx  uutiMLAmmi 

El  otro  sistema  que  á  no  dadar  evitaría  algaoos  obstáculos  de 
los  notados  en  el  presente,  está  basado  en  la  creación  de  dos  regis- 
tros de  sentencias,  uno  para  cada  Relatoria,  en  vez  del  que  existe 
oomun  á  ambas ;  empero  aun  cuando  facüitaria  ciertamente  la  eje- 
cución, no  estingue  ^r  completo  todos  los  inconvenientes,  en  razón 
á  tener  en  distintas  ocasiones  necesidad  de  usarlo  al  misino  tiempo 
dicho  funcionario  y  su  escribano  de  Cámara ,  y  sobre  todo  adoptán- 
dolo se  infringiría  el  precepto  del  art.  88  de  la  ley,  el  cual  solo  auto^ 
riza  la  existencia  en  cada  Sala  de  un  registro  de  seníeneia^;  y  por 
consecuencia  es  preferible ,  bajo  todos  conceptos  el  primero  de  los 
sistemas  propuestos.' Como  en  nuestra  opinión  debe  continuar  el  de 
votos' particulares  en  la  forma  que  se  halla  establecido,  omitiremos 
toda  indicación  respecto  del  mismo,  por  mas  que  reputemos  violado 
el  art.  60,  en  cuya  virtud  han  de  estenderse  aqaellos  á  continua- 
cion  de  la  misma  sentencia,  puesto  que  semejante  práctica  les  baria 
perder  el  carácter  de  reservados. 


La  comparecencia  de  los  Procuradores  de  litigantes  declarados 
pobres,  ofrece  graves  inconvenientes  en  las  segundas  instancias,  y 
práctica  diversa,  supuesta  la  disposición  del  art.  13  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, que  no  observan.  Según  ella  deberá  ser  riempre  por 
medio  de  aquellos  con  poder  declarado  bastante  por  un  letrado,  cuyo 
documento  se  acompañará  prechatnente  con  el  primer  escrito.  Sea 
que  muchos  de  cuantos  gozan  del  beneficio  de  la  pobreza ,  resistan 
entregar  á  los  escribanos  el  papel  para  el  protocolo  y  la  copia  del  po- 
der, sea  que  estos  funcionarios  opongan  dificultades  para  otorgarlos 
por  falta  de  conocimiento  de  los  Procuradores  de  número  ó  por  cual* 
quiera  otro  motivo,  sea,  en  fin,  por  indolencia  ó  descuido  de  los  liti- 
gantes, es  lo  cierto  que  es  muy  reducido  el  número  de  ellos  que  com- 
parece en  forma  ante  el  Tribunal  Superior,  ó  sea  por  medio  de  Pro- 
curador con  poder  bastante;  siempre,  ó  al  menos  las  mas  veces,  ca* 
rece  su  representación  de  este  requisito.  Remitidos  los  autos  en  ape- 
lación ala  superioridad,  acuden  por  lo  común  con  una  solicitud  á 
nombre  propio,  designando  el  que  desean  les  represente,  6  pidiendo  se 
les  nombre  de  turno,  fiase  dudado,  y  con  razón  á  nuestro  modo  de 
ver,  si  los  tribunales  podrían  admitir  la  representación  del  litigante 
en  los  términos  espresados,  mayormente  cuando  en  la  generalidad 
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delofi  casos  no  sabe  escribir  el  mandante  y  siempre  infringiendo  cmi 
lal  práctica  el  precepto  legal  hasta  el  punto  de  producir  la  causa  de 
nulidad  segunda  del  precitado  art.  10i3 ;  empero  de  no  admitirse 
este  medio,  siquiera  sea  ilegal,  podrían  irrogarse  perjuicios  de  tras- 
cendencia, principalmente  siendo  apelante  el  pobre.  Suceden  fre- 
cuentemente que  estos  remiten  la  instancia  al  Presidente  de  la  Sala, 
cuando  ya  se  halla  próximo  á  espirar  el  término  del  emplazamiento; 
y  si  no  se  tuviera  por  legítima  la  representación  que  pretenden ,  íih 
dudaMamente  se  ejecutaria  la  sentencia,  acusada  la  rebeldía  por  el 
contrario,  y  esta  consideración  impulsa  y  obliga  á  adoptar  una  prác- 
tica contraria  á  ley,  si  bien  la  Sala  suele  acordar  previamente  la 
ratificación  con  juramento  de  la  solicitud. 

En  algunas  ocasiones  ha  dejado  el  apelante  pobre  trascurrir  ri 
término  legal  para  comparecer,  y  acusada  la  rebeldía  por  el  coliti- 
gante, se  ha  declarado  desierta  la  apelación ,  y  en  tales  casos  ha 
ocurrido  la  duda,  si  la  Sala  de  justicia  debia  pasar  de  oficio  el  pleito 
al  turno  para  la  designación  de  Procurador,  con  cuyo  acto  quedaba 
personado  el  apelante  á  los  efectos  legales,  fundándose  esta  opinión 
en  el  segundo  de  los  beneficios  que  concede  el  art.  181  á  los  decla- 
rados pobres,  cual  es:  cEl  de  que  se  les  nombren  Abogado  y  Procu- 
rador.» Gomo  el  nombramiento  de  estos  no  se  concede  al  mismo  li- 
tigante ,  según  lo  demuestra  la  locución  ese  le  nombren,»  se  consi- 
dera á  aquel  cumplido  interponiendo  la  apelación,  siendo  ya  después 
deber  del  Tribunal  cuidar  de  que  se  haga  en  tiempo  dicho  nombra- 
miento, para  lo  cual  se  pasen  los  autos  á  los  decanos  respectivos. 
No  deja  á  la  verdad  de  ser  fundada  esta  opinión ,  pues  es  lo  cierto 
que  los  constituidos  en  clase  de  pobres  gozan  del  enunciado  benefi- 
cio; también  lo  es  que  se  halla  establecido  el  turno  para  la  desig- 
nación de  defensor  y  representante;  y  no  lo  es  menos  que  la  anti- 
gua práctica  admitia,  sin  mas  formalidad,  la  representación  del  pri- 
mero; mas  promulgada  la  nueva  ley,  han  caducado  las  costumbres 
anteriores,  y  en  todo  ha  de  estarse  á  lo  en  ella  preceptuado.  Podrá 
sostenerse  con  mas  ó  menos  fundamento  la  doctrina  sentada  en  or- 
den á  ser  obligatorio,  según  la  ley  vigente,  disponer  de  oficio  el 
nombramiento  de  personero,  por  ser  este  un  beneficio  de  la  misma 
en  favor  del  pobre;  pero  nunca  podrán  invocarse  antiguas  prácticas 
para  justificar  la  que  se  pretende  establecer  en  abierta  oposición  con 
otro  precepto  de  la  propia  ley.  Nosotros ,  respetando  la  disposición 
del  art.  13  debemos  sostener  que  la  comparecencia  en  juicio  ha  de 
TOMO  xvu.  S 
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$n  p«  BMdio  de  Procurador  om  poder  bi8taitCe,8iohioerdÍ9tiiicMta 
de  ütiganlés,  y  p«rcoD8eGiMi€Ía,6nia  de  este  iwdk>  legal,  iio  po- 
demos adnílír  otro  aiguio,  con  mts  raxon  comdo  de  introdadr- 
ae  el  de  haberse  de  penr  de  olcio  kw  aolos  al  tinrtto  para  dar  re- 
presentaeion  al  apelante,  sargia  el  iBOOQTeiiente  de  precisarlo  ¿  se- 
gur la  segunda  íostanda,  que  fuera  su  ániíno  abandonar.  Conoce- 
mm  las  dtfcullades  que  se  oponea  al  declarado  pobre  para  procurar- 
se un  poder  en  forma;  conocemos  tmbien  la  obligación  de  tacilitar 
i  esta  cíaseles  medios  de  obtener  pronta  justicia  y  k»  beneficios  de 
que  gesa;  mas  no  por  ello  podeñios  anterizar  una  jurisprudencia 
abusiva  y  capaz  de  producir  grayisimos  defectos  en  el  prooodimiea- 
to;  abogaremos,  sí,  por  la  refoima  de  aquella  diq[M>iick)n,  adoptan- 
do, si  se  qaia«,  la  misma  que  se  observa  en  las  causas  criminales; 
^sto  es,  qne  los  interesados  nombren  Procurador  ápud  acta,  ó  sea 
en  el  acto  de  la  citación  y  emplaaamiento ;  mas  como  esta  diligen- 
cia se  ha  de  ptacticar  con  el  que  les  baya  representado  en  el  infe- 
rior ,  era  preciso  establecer  una  forma  distinta,  y  por  consiguiente, 
salvábase  todo  meonveniente  precq>tuando  que  los  litigantes  decla- 
rados pebres  ^rian  otorgar  á  su  v<rfuntad  poderes  en  la  forma  or- 
dinarfa,  ó  mi  4os  misflMs  autos  é  oontinuaeion  de  la  citación  y  em- 
plazamiento en  favor  de  cualquiera  de  los  Procuradores  habilitados 
de  los  tribunales  superiores,  i  cuyo  fin  debería  existir  oota  de 
eUosren  los  Juzgados  de  priawra  mstancia. 


c  I. 
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^emitídopor  el  Abogado  Fiscal  de  Hacienda  del  Tribunal  Supré^ 
mo  de  Justicia,  en  el  recurso  de  casación  interpuesto  de  una  sen^ 
tencia  de  la  Real  Audiencia  de  esta  corte,  á  nombre  de  los  Con^ 
des  de  Chinchoti. 

El  Akogááo  Fiscal  de  Hacieada,  en  el  recurso  de  casacioa  iater^ 
puesto  por  el  apoderado  geaeral  de  los  Condes  de  Cbinchon,  eva- 
cuando k  eomunicacMni  que  V.  A.,  ha  tenido  á  bien  conferirle  del 
escrito  presentado  por  D.  José  Prast»  solicitando  que  al  espresada 
focurso  se  acumule  el  deducido  por  él  de  otra  sentencia  dictada  por 
Ja  Real  Audieoeia  de  esta  corle,  en  ^1  de  enero  último ,  dice: 
^íoesinesltdiar  la  naturaleea  de  les  autos  á  que  se  refiere  D.  José 
ftast,  puede  augurarse  desde  luego  que  es  completaoiente  impro- 
cedente la  acunulacion  que  solicita.  Paca  ello  basta  considerar  que 
ae  Mta  de  dos  recursos  de  casación,  y  que  ni  los  principios  en  que 
tflie  estraordinarío  remedio  se  funda,  ni  la  ley  de  Enjuiciamiento 
cmi  la  caosienten. 

Verdad  es  que  esta  áMma  establece  en  su  •  articulo  189 ,  que  la 
acunulaoion  puede  pedirse  en  cualquier  esttido  del  juicio.  Pero  esto 
«lismo,  en  que  se  s^ya  D.  José  Prast  para  pensuadir  que  la  que  so- 
iKeíta  procede,  es  la  mejor  razón  que  puede  aducirse  para  sostener 
josiaiicnte  lo  constrario.  Porque  el  leourso  de  casación  no  es  la 
«MÍBiaoioii  del  j«eio,el  eual  real  y  verdaderamente  concluye 
Mftlla  ejeculoria,  síaouUn  praoedifliieiito  estiaorduario,  basado 
6a  un  abo  interés  público,  que  tiene  por  objeto,  no  resolver  la  cues- 
tión del  juicio,  tal  como  en  la  demanda  y  su  oontestacíon  es  plaa- 
4eada,  sino  declarar  si^  Tribunal  Superior ,  al  dictar  fallo  definüi- 
90,  infringió  6  no  las  leyes  citadas  por  el  agraviado  al  interponer 
«1  recurso.  Por  eso  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  estatuye,  en  su  ar- 
Ikttto  iOlO,  que  el  recurso  de  casación  se  dá  eonira  las  sentencias 
de  los  Tribunales  Superiores  que  recaen  sobre  definitiva,  añadiendo 
M  el  iOll,  que  para  este  efecto  se  entienda  por  definitiva  la  sen- 
teada  que,  aun  cuando  haya  recaído  sobre  un  artlealo,  ponga  tér* 
mino  al  juicio  y  baga  in^fiMde  su  tontinuwUm. 


Digitized  by 


Google 


'^  R1VI8TA    DE  LEGISLACIÓN. 

De  aquí  se  deduce,  que  la  acumulación,  que  puede  pedirse  en 
cualquier  estado  del  juicio,  no  puede  en  justicia  solicitarse  en  el  re* 
curso  de  casación,  porque  no  es  una  tercera  instancia,  sino  que  por 
el  contrario,  es  preciso  para  que  nazca,  que  el  juicio  esté  completa* 
mente  terminado.  De  todos  modos,  para  que  la  acumulación  de 
recursos  de  casación  tuviese  lugar,  seria  preciso  que  la  ley  de  En« 
juiciamiento  civil  lo  hubiese  asi  espresamente  declarado,  como,  por 
ejemplo,  al  hablar  de  la  defensa  por  pobre  estatuye,  en  el  art.  19S, 
que  la  regla  fijada  para  que  el  litigante  se  defienda  por  pobre  en  la 
segunda  instancia,  sea  aplicable  asimismo  al  que,  no  habiendo  liti- 
gado como  pobre  en  la  segunda  instancia,  solicitase  se  le  defendiese 
tomo  tal  para  interponer  ó  seguir  el  recurso  de  casación. 

Por  otra  parte,  suponiendo  que  la  naturaleza  del  remedio  con^ 
feintiera  la  acumulación,  seria  por  lo  menos  necesario  para  que  tu- 
viera lugar,  que  las  ejecutorias  de  que  se  interpusieran  los  recursos, 
y  los  escritos  en  que  se  interpusieran,  fuesen  idénticos  y  absolutar 
mente  las  mismas  las  leyes  citadas;  porque  solo  entonces  podría 
concebirse  la  homogeneidad  de  materia  que  la  acumulación  exige. 
*Pues  bien:  nada  de  esto  hay  en  el  presente  caso:  las  dos  sentencias 
son  distintas,  y  distintos  los  fundamentos  de  los  recursos.  En  la 
una,  la  Sila  segunda  de  la  Audiencia  confirma  el  auto  en  vista  que 
dictó  el  Juez  especial  de  Hacienda  en  13  de  octubre  del  ano  próxi- 
"mo  pasado,  por  el  cual  declaró  procedente  la  declinatoria  de  ju- 
risdicción ,  propuesta  por  la  parte  fiscal;  y  en  su  consecuencia, 
acordó  separarse  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  los 
Condes  de  Chinchón,  por  corresponder  su  conocimiento  y  el  asunto 
sobre  que  versa,  á  la  administración  del  Estado,  mandando  remitir  lo 
actuado  al  gobernador  de  la  provincia,  con  arreglo  á  la  Real  orden 
de  26  de  abril  de  1842.  En  la  otra,  la  Sala  primera  aprueba  el  auto 
que  en  1?  de  agosto  de  1889  dictó  el  Juez  de  primera  instancia  de[ 
distrito  d(^  las  Vistillas,  por  el  que  se  inhibió  del  conocimiento  de  les 
autos,  y  mandó  se  entregaran  á  D.  José  Prast  para  que  use  de  sa 
derecho  dónde  y  cómo  correspondía,  con  arreglo  á  la  Real  orden  de 
8  de  abril  del  mismo  año.  Al  propio  tiempo, en  el  recurso  interpues. 
to  contra  la  primera  de  estas  sentencias,  á  pesar,  de  que  los  Condes 
de  Chinchón  citan  como  infringidas  cuatro  leyes,  un  Real  decreto  y 
una  que  sostiene  es  doctrina  legal,  no  convienen  ninguna  de  estas 
infracciones  con  las  alegadas  por  D.  José  Prast,  al  deducir  el  suyo 
€onm  Ift  segunda,  y  eso  que  con  este  motivo  enumera  nada  sa/tim 
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que  un  artículo  de  la  Coastitacion,  seis  del  Reglamento  provisional 
para  la  adoúnistracioB  de  justicia,  uao  del  Reglamento  de  los  JoZ'* 
gados  de  primera  instancia,  tres  leyes,  una  Real  orden,  dos  doctri- 
nas aceptadas  por  los  tribunales,  y  otras  dos  que  se  califican  de  doc* 
trinas  legales. 

Ni  podia  ser  otra  cosa;  porque  verdaderamente  no  hay  en  los 
juicios,  que  han  dado  margen  á  los  recursos,  á  pesar  de  cuanto  por 
D.  José  Prast  se  espone,  identidad  de  personas;  pues  en  el  promo- 
yido  por  los  Condes  de  Chinchón  ninguna  intervención  ha  tenido 
D.  José  Prast,  ni  en  el  instaurado  por  este  han  sido  oidos  siquiera 
aquellos.  No  la  hay  de  cosas;  pues  en  tanto  que  en  el  primero  se 
trata  de  la  competencia  del  Juzgado  para  conocer  de  la  demanda 
entablada  contra  el  Estado  por  los  Condes  de  Chinchón,  el  segundo 
Tersa  sobre  si,  en  virtud  de  la  denuncia  presentada  al  Juzgado  de 
las  Vistillas  por  D.  José  Prast,  debía  el  Promotor  fiscal  entablar  en 
nombre  del  Estado  demanda  contra  los  bienes  secuestrados  de 
Godoy. 

De  modo  es,  que,  ya  se  sostenga  la  buena  doctrina  de  que  en  la 
casación  no  cabe  la  acumulación  de  recursos,  ya  que  lo  que  acerca 
4e  la  acumulación  durante  el  juicio  establece  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  es  aplicable  también  al  estraordinario  remedio  de  la 
casación;  es  improcedente  siempre  lo  que  pide  D.  José  Prast,  por 
faltar  la  identidad  necesaria  en  las  personas  y  las  cosas. 

En  todo  lo  cual  fundado  el  Ministerio  Fiscal,  es  de  dictamen 
que  Y.  A.  debe  declarar  que  no  há  lugar  á  la  acumulación  solicita  ** 
<ta,  ó  resolver  como  siempre  lo  que  crea  mas  arreglado  á  derecho. 

Madrid  4  de  mayo  de  1860  (1). 

(iroiuri 


(i)  Ea  vista  de  este  dictamen,  la  Sala  segunda  dictó  la  providencia  si* 
guiente:  «Por  las  razones  espuestas  por  el  Ministerio  Fiscal  en  su  preceden* 
te  dictamen,  y  muy  especialmente  por  que  la  acumulación  de  autos  no  pro- 
cede en  los  recursos  de  casación,  ya  se  atienda  á  los  principios  en  que  se 
funda  este  recurso  estraordinario,  ya  á  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjui- 
ciarotento  civil,  No  há  lugar  á  lo  que  solicita  D.  José  Prast  en  su  escrito.» 
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GontetUoioB  al  «rtionlo  de  D.  Patoual  Fraxao  (!)• 

Después  qne  los  ¡lastrados  Redactores  de  la  Revista  ctimuL  Djt 
IiGisLACioN  Y  JüHispRUDBNCUy  emítíeroD  sa  aotorizada  opinión  á 
virtad  de  la  consulta  que  en  el  mismo  sentido  hiciéramos  en  16'd^ 
abril  de  1857 ,  insertas  una  y  otra  en  las  páginas  3S7  y  sigoieotes 
del  tomo  9  de  la  citada  publicación;  y  sobre  todo,  después  que  la 
Audiencia  del  territorio,  accediendo  á  la  súplica  que  por  conidhicto 
del  jaez  del  partido  de  Daroca  le  dirigiera  el  escribano  D.  Serapia 
Rubio,  se  sirvió  contestar  que  las  adveraciones  de  testamentos  de- 
bían hacerse  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  según  refiere 
nuestro  apreciable  companero  D.  I^tscual  Fraxno,  en  su  articula 
mencionado;  no  creíamos  que  se  suscitase  ya  dificultad  sobre  el  mo- 
do de  verificarlas.  Mas  vemos  que  no  solo  es  duda  lo  que  aquel  pro- 
mueve, sino  que  hasta  se  propone  probar  que  el  tft.  li  de  la  segun- 
da parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha  podido  referirse  ni 
alterar  ó  modificar  los  fueros  aragoneses  en  este  punto,  lo  cual  in- 
tenta demostrar,  hasta  con  la  incompatibilidad  que  en  su  concepto' 
existe  entre  los  segundos  y  las  disposiciones  de  la  primera. 

Nosotros,  cuya  opinión  vale  bien  poco,  hemos  halhido  siempre 
perfecta  analogía:  de  la  misma,  que  vale  muchísimo  mas,  ha  sido  la 
Redacción  de  la  Revista;  y  ambas,  por  fin,  las  hemos  visto  con  sa* 
tisfaccion  consignadas  como  precepto,  por  la  Audiencia  del  territo- 
rio. Pero  como  todavía  hay  quien  esté  persuadido  de  lo  contrario, 
procuraremos  llevar  el  convencimiento  al  ánimo  de  todos;  y  demos- 
trar hasta  la  evidencia,  que  las  adveraciones  de  los  testamentos  ei^ 
Aragón,  ni  deben  ni  pueden  hacerse  de  otro  modo  que  el  prescribo 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  ordenado  Secutar  por  el  eüadih 
Superior  Tribunal. 

Rectificaremos  antes  el  aserto  del  autor  del  artículo  á  que  jio& 
proponemos  contestar,  de  que,  sw  ejenplar  en  contrario,  se  praoti- 
06  la  adveración  conforme  á  los  fueros,  hasta  que  la  Aodíeiuña  se 
lirvió  acordar  que  lo  fuese  en  la  manera  indicada;  porque,  suscitada 


(O    Véase  la  pág.  479  del  tomo  XVI  de  ItRiviiTA. 
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kd«<a  akMle  jugado  (á)8iimlaf8rniatdoksjdvonMÍiMt^did4 
que  iBoüvó  la  coosolta  de  que  al  principio  so  hacome&cioii;  ea  vis- 
tftiáel  hisíMao  y  (nodado  pareoer  de  fai.RnrnrAi  ya  aioguao  abri- 
gfraqui  U  práemr  8ÍM  la  con? iGoioBr4e  qaelasjilvoiiekN^ 
bian  practicar  conforme  i  lo  ord^ado  en  la  ley  de  Enjnieiamioite 
emf,  cnal  así  deide  entoncet  hibo  de  verificane,  y  con  anteriorí- 
dad,  por  coneiguiaile,  al  7de  noriambre  de  1887^  fecha  de  la  previ- 
dacia  diotada  á la  süpliea  de D.  Sonrio  RobiOi  escribano  en  k  ]ntr 
^^ado  de  Daroca,  qnenos  consta  haberla díri^do,  despnesde  exaaü^ 
nadas  las  repetidas  consulta  y  contestación  (en  cayos  f  andamentos 
apoyó  su  reoorso)  que  le  mostramos,  como  la  m^or  respaesta  á  las 
dudas  que  en  este  punto  manifestó  se  le  ofrecían. 

Hedía  por  lo  que  válgaosla  rectificadoo,  y  d^ando  aparte  los 
testamentos»  que  los  enfermos  del  hospital  de  Nuestra  Señora  de^ 
Gracia  de  Zaiageza  otorgan  ante  cual(pi¡er<  capellán  del  estaUeci* 
miento  y  dos  testigos,  los  cuales  con  este  solo  hecho  soa  perfectos, 
sía  que  por  ello  con  la  cuestkm  presente  digan  relación;  no  debe 
peiderse  de  vista^  que  en  los  qae  se  yerífican  ante  el  párroco  y  dos 
testigos  asímisnio,  como  que  con  este  acto  ánicanente  no  qoedao; 
completos,  es  necesario  proceder  para  que  lo  seta  k  otro  acto  pübli* 
co,  cual  es  laad^neraeioo.  Hay  en  ellos,  como  oportunaamte  sehiso 
ya  notar  por  la  Redacción  de  la  Rbtbta  (2),  dos  cosas  ^toramente 
diversas  y  que  se  rigen  por  diferentes  principios ;  una  es  el  acto  del 
otorgamiento;  y  oAra  el  de  la  adreracioa,  que  en  una  de  sus  aesp- 
ciones,  según  Escriche  en  su  Diccionario  (3),  <es  la  acción  y  efeote 
de  certificar,  asegurar  y  dar  por cieila alguna  cosa,]>  queco  »te  ca- 
sa será  el  testamento,  y  la  cual,  si  no  es  muerte  el  que  lo  oiorgói, 
qaíea  por  lo  mismo,  mal  puede  en  ella  intervenir,  ni  tiene  ni  pande 
tener  lagar.  Son  dos  actos-  separados»  en  distintos  tiempos,  de  tan 
diversa  naturaleza,  que  no  cabe  confundirlos,  y  sujetos  por  lo  tanle 
á  diferentes  disposiciones  legales.  A  las  de  derecho  civil  el  uno;á  las 
del  procedimiento  el  otro.  T  que  siempre,  y  coa  sujeción  á  los  mis* 
mas  fueros  citados  por  el  Sr.  Fraamo,  se  lu  instruido  un  proceso  y 
observado  un  procedimiento  para  la  adveradon  mencitMdaí  esUL 
fuera  de  duda.  Puede  el  que  tadaí^  la  tenga,  ver  en  la  «Mctica 


(1)    EldeC 
i)    Wgiw 


)  CalaUyud. 
jipa  359,  tomo  9. 
(2)    Paiabra  ^dt^erocton. 
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indiciaría  de  este  reino»  del  notarieqiie  fué,  de  Zaragoza,  Pedio 
Blolinos,  el  Proceso  de  adveración  de  testameiUo. 

SI,  poes,  aqaella  es  un  procedimiento,  este,  tal  cual  por  los  fue- 
IOS  se  practícalMi,  ha  desaparecido  por  lo  dispuesto  en  el  art.  4416 
déla  ley  de  Enjuiciamieato  civil  (1). 

Pero  el  Sr.  Fraxao,  dice:  que  csi  los  fueros  son  bastantes  para 
»que  los  testamentos  se  otorguen  ante  el  párroco  y  dos  testigos,  de- 
>ben  serlo  también  para  que  se  adveren  en  el  modo  y  forma  que  los 
^mismos  disponen.»  Aquello  es  cierto:  esto,  en  nuestra  opinión,  in- 
exacto; y  de  lo  primero,  en  manera  alguna  se  sigue,  ni  es  forzosa 
consecuencia  lo  segundo.  Seria  así,  y  tal  como  se  supone ,  si  una 
!ey  no  hubiera  venido  á  disponer  otra  cosa,  y  á  derogar  los  fueros 
en  la  parte  que,  valiéndonos  de  la  espresion  de  Bentham  (i),  con- 
tengan disposiciones  adjetivas,  procesales,  de  sustanciacion,  y  es 
sabido  que  un  mismo  fuero,  de  lo  cual  es  buen  ejemplo  el  1.^  de 
testamentis,  contiene  á  la  vez  aquella,  y  las  sustantivas. 

Queremos  ahora  conceder  que  á  la  adveración  de  los  testamen- 
tos nuncupativos  en  Aragón,  sea  inaplicable  el  título  XI  de  la  se- 
gunda parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  y  partiendo  del  prin- 
cipio innegable  de  que  para  la  adveración  existe  un  procedimiento, 
este  ha  de  ser  precisaoiente  de  jurisdicción  contenciosa  ó  acto  de 
voluntaria.  Imposible  de  sostener  lo  primero,  es  legítima  la  conse- 
cuencia de  lo  segundo.  Pues  bien;  siendo  tal,  y  aunque  de  él  no  hu- 
biera hecho  especial  mención  la  espresada  Ley ,  habría,  como  com- 
prendido en  el  art.  1207  de  la  misma,  de  acomodarse  &  las  reglas 
establecidas  en  el  1028,  y  de  las  cuales  (de  que  tampoco  se  separa 
la  adveración  de  los  testamentos  nuncupativos  en  este  reino)  es  la 
primera,  que  todas  las  actuaciones  relativas  á  los  actos  de  jurísdic- 
cion  voluntaría  hayan  de  practicarse  en  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia. 

cEsta,  como  dice  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  (3),  es  una  innova- 
»cion.  El  derecho  vigente  antes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
>ooncedia  á  los  alcaldes  la  facultad  de  conocer  en  los  asuntos  judi- 
»ciales  hasta  que  llegaban  á  ser  contenciosos:  consecuencia  de  esto 
>era,  que  intervinieran  en  muchos  actos  delicadísimos,  en  que  i  las 

(i)   Véase  lo  dicho  sobre  este  particular  en  la  pág.  361,  tumo  9. 
(tí    Prineipios  de  legislación ,  cap.  I.%  divisiones  nuevas. 
(3)    Motivos  de  las  variaciones  principales  que  ha  introducido  en  los 
procedimientos  la  ley  de  EnjuiciamieiUo  dvil,  pág.  214. 
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«veces  se  comprometía  toda  la  fortana  de  una  familia  (la  adveración 
>de  los  testamentos  nuncupativos  de  que  nos  estamos  ocupando  por 
«ejemplo),  y  cuyos  efectos  eran  después  irremediables.  La  espe- 
«riencia  habia  indicado  la  necesidad  del  remedio:  siguiendo  la  Go- 
^mision  sus  consejos ;  persuadida  de  la  escasa  garantía  que  los  juz- 
>gado8  de  paz  ofrecían;  y  teniendo  en  cuenta  que  en  los  actos  de 
«jurisdicción  voluntaria  mas  suele  tratarse  de  derechos  que  de 
«hechos,  propuso  que  se  practicaran  ante  los  jueces  de  primera  ins- 
«tancia  del  partido.  Asi  salió  al  encuentro  de  multitud  de  abusos  y 
«de  perjuicios,  que,  mas  por  ignorancia  del  derecho  que  por  malicia, 
«se  ocasionaban.» 

Acto  de  jurisdicción  voluntaria,  pues,  la  adveración,  para  la  que 
ha  sido  preciso  siempre  un  procedimiento,  y  como  tal ,  sujeto  en 
todo  ahora  á  las  prescripciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
no  pudo  ser  mas  conforme  á  esta  la  contestación  dada  al  juez  de 
primera  instancia  de  Daroca  en  7  de  noviembre  de  1857  por  la  Au- 
diencia de  Zaragoza,  en  cuyo  arbitrio  no  estaba  esceptuar  las  pro- 
vincias de  su  territorio,  puesto  que  la  ley  no  las  esceptúa,  y  todos 
los  tribunales  del  reino  deben  arreglar  sus  procedimientos  á  las  dis- 
posiciones de  la  misma,  según  lo  resuelto  también  por  el  Supremo 
de  Justicia  en  recurso  de  casación  de  20  de  octubre  de  4858.  Cum* 
pliéndose  y  observándose  así  la  ley ,  y  no  de  otro  modo,  es  como 
se  conseguirá  la  uniformidad  que  el  Sr.  Fraxno  echa  de  menos,  y 
nosotros  como  él,  aunqne  en  diferente  sentido,  deseamos. 

Dtmiiigt  Ibaiez. 
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ftERfiCHO  INTGRMOIOML  PRIVADO: 


iSeráviUé»  y  frodiwirá^Mcs  kgaks  m  Btpñña el  meMmé^ 
tiio  cttPti  corUrm(h<pardot  españoUt  reMenUs  en.  Frmieiu,  ob$m^ 
vendo  la»  fwmcüdadet  que  aUíse  preicribin^  pitra  la  I^ímíefaul 
dd  fiuiCrímatito? 

Esta  coestioB»  qpe  vino  deoeavoeiU  ppr  el  ilustrado  Sr.  Groi- 
zard  en  los  tomos  XV  y  XVI  de  la  apreciable  Retisva  gmhujjl  mi 
LifiísLACioN  X  JuniwEUBBifcu^  y  es  ds  graves  GOftseoienGias»  dq  ha 
sido,  ámi  jnioio,  resuelta  conforme,  á  todos  los  prindiiioa  de  dere- 
el»  internaeiooal  qne  abrasa,  y  ajustándose  i  las  leyes  patrias  ci-* 
vües  y  canónicas;  y  entiendo  ^be  sedo,  en  sentid»  dÜEerenle  al 
snyo,  según  voy  á  demostrar. 

Grande  es  el  principio  de  la  independencia  d^  las  nacionesi  rea- 
petaUe  el  de  las  soberanías  de  los  Gdúernos ,  y  atendible  el  de  a«- 
tonomias  de  las  sociedades.  Por  ellos  tiene  lugar  un  consorcio  entre 
los  individuos  que  las  componen,  una  solidaridad  de  derechos;  y  no 
hay  hecho  eslerior  humano  qne  no^  les  pertenezca ,  ó  en  alguna*  mai* 
ñera  pertenecerles  pueda;  lo  dice  Grocio:  Conaociatio  qua  m$ütó  por 
tres  fammarum  ,iu  unm^popidum  ac  cwüaUm  coeuiU,  vMuñmum 
datjm  corpori  tu  parUSf  qiáa  hoce  perfectisima  soeteUu  est;  msgn^ 
ulla  est  actio  hominisextetma  qum  non  sodetatem  spectet^  aut  ex  ctr- 
cunstanliis  spectat^e  posüt;  porque,  como  dice  Aristótdes:  c  las  le- 
yes compreuden  todos  los  objetos:  >  leges  de  onmis  generis  rebus 
pnmpere,  libro  %  párrafo  25,  de  Jure  beUiet  pacis.  Asi  que,  natu- 
ralmente, á  ninguna  nación  compete  derecho  dguno  á  actos  locante 
al  ejercicio  de  la  jurisdicción  de  otras.  Genti  nulli  naturalüer  com" 
petit  ju8  ad  áliquem  actum  qui  ad  exercUium  aUerim  pertínet; 
Wolf,  de  Jure  gerUium^  ca^.  2.^,  párr.  SttS;  ó  bien,  como  espresa 
Mr.  Foelix  en  su  Derecho  internacional  privado,  cada  nadim  posee 
y  ejerce  sola  y  esclusivamente  la  soberanía  y  la  jurisdicción  en  toda 
la  ostensión  d¿  su  territorio,  y  ningún  Estado,  ninguna  nación  pue- 
de por  sus  leyes  afectar  directamente ,  ligar  ó  reglar  objetos  qne  se 
hallen  fuera  de  su  territorio ,  ó  afectar  y  obligar  á  las  personas  qne 
en  él  no  residan,  estén  ó  no  sometidas  al  mismo  por  el  hecho  de  sn 
nacimiento.  Mas  de  estos  principios  no  se  desprende  que  los  súbdi- 
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toa  46  na  país  qoei^asea  á  otra  temporalmeato ,  pi(9«4aa«i  wmo^ 
i^líiílTf:  qf»Bt  Mlea  libre$  de  los  deberes  que  eate  les  impoBei. 
siüdo  iiuiegable  qoe  debea  regresar  á  so  patria  algoaas  veoes  llar 
mudos  por  sos  gobieraos ;  qoe  sieoipre  pesaa  sobre  ellos  Jas  ley» 
prohibitivas  de  todo  género;  y  qoe  cesan,  coando  las  hay»  los  fiieíoa^ 
iQit ,  persoaal  y  fornpL^  6  leyíes  <q^oestas  que  rige»  las  persoaas» 
bienes  y  actos ;  diyisioa  fondada  eo  el  derecho  de  reciprocidad  y 
cQ«»eotimíento  tácito  dalas  naciones. 

Tanto  por  estos  principios,  como  e»  virtod  de  estas  restrieeia* 
n»Q ,  la  Iglesia  católica ,  por  escelencia ,  ó  abarcando  todos  los  clhr 
nias^  regiones  y  hemisferios,  obliga  á  sos  sobordinados  con  sos  le* 
yes  en  toda  la  ostensión  del  mondo ,  y  estos  no  pneden  evadirse  dfr 
ellas  ni  ocoltarse  de  la  loz  indeficiente  qoe  arrojan,  no  solo  soa 
dogBiéSía,  sino  so  disciplina,  sino  es  qoe»  como  madre  cariñosa,  cona- 
ti  taya  ona  escepcioo  en  favor  de  albinos  de  sos  hijos ,  tolerando  h> 
(]ue  prohibe  á  los  demás,  6  bien  sospendiendo  los  efectos  de  las  in«^ 
validaciones  y  nolidades,  qoe  generalmente  impone  para  las  pecso* 
DOS  y  sos  actos.  Goal  se  vé  en  el  cap.  I."",  sección  24  del  Sagradla 
Concilio  de  Trento,  sobre  las  reformas  de  esta  soerte,  no  se  dirá 
«loe  los  católicos  salimos  de  los  dominios  de  las  leyes  conciliares,  ni 
los.  franceses  qoe  no  les  pertenezcan  los  preceptos  coando  cese  el 
cmsentimieato  del  legislador  qoe  las  tolera  ó  sospende ,  y  qoe  sea 
óá^íae  para  sos  consecoencias  el  cambio  accidental  de  territorio,  que 
no  es  capaz  de  alterar  las  condiciones  personales. 

Participan  de  este  modo  de  pensar  los  autores  de  dereobo  ínter» 
nadanal  modernos.  El  Sr.  Pando  en  sos  Elementos,  iit.  i."",  párra^ 
fai83 ,  dice:  «Qoe  el  imperio  con  respecto  á  los  dndadanos  no  eaté 
HBTConscrito  al  terrüoríci»  Asi  es,  qoe  son  responsables  de  so  con* 
doota  al  Estado,  aun  por  los  actos  de  infracción  de  las  leyes  patrias 
camélidos  en  tetritorio  estranjero ;  y  en  el  párrafo  85:  «qoe  la  pa-^ 
>lm  sok)  tiene  derecho  para  desccmocer  los  matrimonios,  qoe  so» 
«cindadsAos  han  celebrado  en  país  estranjero,  contravinieado  i  la& 
litgpes.»  Mr*  Fceüx ,  en  so  obra  citada,  libro  2.^  tit.  1.%  cap.  i.'': 
sqoe  la  regla  segon  la  coal  la  ley  del  logar  de  la  redacción  ri^  U 
yAraa  del  acto,  admite  eeeepcíon  coando  la  ley  de  la  patria  prohibe 
ijofecaamente  coniratar  ó  disponer  foera  del  territorio  y  con  otras 
»foi«ias  que  las  prescritas  por  esta  misma  ley;  i  y  Mr.  Dema^geat»» 
eoiaenlador  de  Foelix  ,.en  sos  notas  y.  edición  de  dicba  RavisTAt  p&^ 
IJbM  118,  adhiriéndose  al  pajreoer  de  M.  Savigny:  «poede  soetener* 
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se  qne  una  nnion  semejante ,  según  la  regla  loms  regü  aetum ,  no 
deba  tenerse  por  legítima,  atendiendo  á  que  la  ley  personal,  aim 
sin  suponer  haya  sobro  este  punto  una  disposición  espresa ,  se  re* 
Tiste  aquí  de  un  carácter  en  rigor  obligatorio.»  Otros  muchos  pien- 
san lo  mismo. 

Iguales  ideas  se  hallan  consignadas  en  algunos  Códigos  de  Eu- 
ropa. El  bávaro^en  su  art.  9.^,  previene  cque  los  efectos  civiles  del 
•matrimonio  son  de  competencia  de  los  tribunales ;  pero  la  valida- 
«cion  de  la  celebración  y  forma  del  acto  serán  juzgadas  por  los  tri- 
«bunales  eclesiásticos ,  según  el  derecho  canónico.  >  El  prusiano: 
«que  un  matrimonio  puede  ser  impugnado  por  causa  de  nulidad  ó 
ide  invalidación.  Si  hubiese  sido  celebrado  en  contravención  i  la 
»ley  que  prohibe  su  validación  ,  se  repula  nulo.»  El  de  las  Dos  Si- 
cilias,  arts.  i80  y  i  89:  «las  disposiciones  de  la  ley  en  lo  que  con- 
«cierne  al  matrimonio,  no  se  estiendea  mas  allá  de  sus  efectos  civi- 
»les  y  políticos.  El  matrimonio  no  celebrado  ante  la  Iglesia ,  según 
>las  formas  prescritas  por  el  Concilio  de  Trento,  no  producirá  efec- 
•tos  algunos  civiles.»  El  sardo  civil  decía:  «Los  actos  y  contratos 
•celebrados  en  países  eslranjeros,  según  las  formas  en  él  prescritas, 
•tienen  la  misma  fuerza  que  la  que  se  concede  en  ese  país  á  los  ac- 
atos y  contratos  celebrados  en  el  Estado.  Sin  embargo ,  respecto  á 
»los  matrimonios  que  los  subditos  del  Rey  hubiesen  contraido  en 
»país  estranjero ,  se  deberá  justificar  que  se  celebraron  conforme  á 
»las  leyes  de  la  Iglesia  católica ,  á  menos  que  se  tratase  de  subditos 
»no  católicos.»  Aun  el  Código  civil  francés  no  estrana,  bien  mirado, 
esta  clase  de  matrimonios,  el  de  un  francés  y  un  estranjero,  ade- 
más de  los  franceses,  según  el  art.  170,  pues  dice:  «El  matrimonio 
acontraido  entre  franceses,  ó  entre  francés  y  estranjero»  será  válido 
»»  se  celebró  en  la  forma  acostumbrada  en  el  país ,  con  tal  que  ha- 
»yan  precedido  las  publicaciones ,  y  que  el  francés  no  haya  contra- 
avenido  á  las  disposiciones  dadas  en  el  capítulo  antecedente ;  crea, 
»sí,  un  privilegio  á  favor  de  los  naturales,  no  estensivo  á  los  estran- 
»jeros.  >  Ninguno  de  los  demás  códigos  se  separa  de  esti^  preven- 
ciones. 

Nuestra  legislación,  eco  fiei  de  la  romana,  haciendo  suyas  las 
doctrinas  contenidas  en  las  leyes  ff.  3.*,  de  tetítínu »  Si  de  OBdüUio 
edido,  37  de  legibus,  i.*  de  iisurís,  1  /  de  impidendo  venire,  com- 
pendiadas en  las  reglas  49y  34,  qui  cum  alio  cotUrahÜ^  necesí, 
nec  dt^t  e$9e  ignarus  eondiUonU  ^ ,  imper  in  Mifulatí^niim^ 
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et  ceeiens  conkraeíibui  sequinmr,  quod  acíum  est,  autsitum  appih 
reat  quod  atíum  etí  erit  catuequens,  ut  id  sequamur  quod  in  regUh 
ne  qua  acPum  eü  frequenlatur;  aunque  hablando  de  cómo  deben  ha- 
ceise  las  leyes,  en  la  15,  tít.  10,  Partida  1.%  se  manda:  «Eso  mismo 
^decirnos  de  los  otros  que  fueran  de  otro  señorío ,  que  ficiesen  el 
>pley  to  ó  postura  ó  yerro  en  la  tierra  do  se  juzgase  por  las  leyes,  ca 
umagUer  sean  de  otro  lugar  non  pueden  ser  escusados  de  estar  í 
imandamiento  de  ellas ,  pues  que  el  yerro  ficiesen  donde  ellas  han 
>poder ,  é  aunque  sean  de  otro  señorío,  non  pueden  ser  escusados 
»de  se  juzgar  por  las  leyes  de  aquel  señorío  en  cuya  tierra  hubiesen 
» fecho  alguna  de  estas  cosas; »  no  fué  por  dar  valor  á  esta  clase  de 
matrimonio,  porque  el  Rey  Sabio  no  quiso  separarse  de  las  leyes 
eclesiásticas,  ni  se  refiere á  ellas,  habiendo  introducido  antes  en  h 
ley  12  como  regla  general:  «Emperador  ó  Rey  puede  facer  leyes  so- 
mbre las  gentes  de  su  señorío,  é  otro  ninguno  ha  poder  de  las  facer 
»en  k)  temporal ,  fueras  ende  si  lo  ficiesen  con  otorgamiento  de 
cellos.» 

En  vano  se  invocará  la  ley  23,  tít.  11 ,  Partida  4.*:  «E  decimos 
>que  el  pleyto  que  pusieran  entre  sí  (habla  de  las  donaciones),  debe 
9 valer  en  la  manera  que  se  avinieron  antes  que  casasen,  ó  cuando 
]»casaron,  é  non  debe  ser  emvargado  por  la  costumbre  contraria  de 
laquella  tierra  do  fuesen  á  morar.  Eso  mismo  seria  maguer  ellos  no 
«tuviesen  pleyto  entre  si,  ca  la  costumbre  de  aquella  tierra  do  ficie- 
»ron  el  casamiento  debe  valer ,  cuanto  en  las  dotes ,  é  en  las  arras, 
»é  en  las  ganancias ,  é  no  en  la  de  aquel  lugar  do  se  cambiaron;» 
porque  á  los  contratos  matrimoniales  se  refiere,  y  no  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  siendo  limitativa  á  las  dotes  y  demás  cosas  aje- 
nas de  las  formas  sacramentales  y  de  lo  que  se  propuso  allí  tratar  el 
legislador,  y  porque,  como  dice  la  nota  S.*"  de  la  Ley  Recopilada,  11 
del  libro  3.^  y  tít.  Z° ,  los  pley  tos  han  de  decidirse  por  las  leyes,  or- 
denanzas ,  fueros,  usos  y  costumbres  de  estos  reinos ,  no  por  doc- 
trinas, libros  estranjeros,  doctrinas  y  leyes  estranas  que  no  deben 
ser  usadas  ni  guar<btdas. 

La  legislación  novísima  lo  confirma.  Partiendo  del  Código  de 
Comercio  y  de  lo  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  establece 
en  su  art.  34,  á  saber:  «que  las  obligaciones  contraidas  en  países 

•  lestranjeros  no  serán  ejecutivas  en  territorio  español ,  sino  con  ar- 
^reglo  á  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  y  de  ella,»  pre- 

'  ceptti»  eA  el  Real  decr^tp  de  17  de  octubre  de  1861  que  sean  váli- 
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4ir  y  <mise&  e&  los  tiilHMlte  espaltotes  It»^ 
jastícia  todos  lo»  cMOrsitos  y  demás  aclos  púUiooB  lutfariidot  «t 
Francia  y  OA^Mlqaier  otro  psris  oslranjero ,  áempre  fus  el  asunta, 
nuneria  M  acto  ó  coolráto ,  sea  licito  y  permitido  por  las  leyeaée 
B8pi&,  que  tengan  los  otorganles  aptitid  y  capasMad  legal  paia 
«Migarse  con  arreglo  á  las  leyes  de  sn  país,  y  que  en  el  otorgaraíea* 
to  se  hayan  observado  las  fórmulas  estaUecidas  en  el  país  en  ^iiie  se 
luyan  terificado  los  actos  y  contratos^  Bn  la  ley  de  Enjuieiáoiienlo 
-dril  y  art.  282  ordena:  c<iae  los  documentos,  otoi^gadosen  otras  «a- 
aciones,  tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  ea  España,  n  rém- 
j^uen  todas  las  circunstancias  exigidas  en  aquellas,  y  las  que  ade- 
«más  requieran  las  leyes  españolas  para  su  autenticidad. ■  Afaoia 
tien ,  ¿tienen  los  matrimonios  que  nos  ocupan  todas  las  condiciones 
requeridas  por  estas  leyes?  Para  nosotros,  de  seguro  que  no,  faltsn- 
•do  la  aptitud  y  capacidad  de  los  contrayentes,  base  y  princ^  de 
>esl08  ados  y  de  las  demás  disposiciones  legales. 

Refundidas  estas,  por  decirlo  así,  en  el  célebre  CIoncHíO  'de 
Trenfto,  ley  del  Estado,  hay  que  recurrir  á  él  para  su  iatel^^cía, 
«sí  como  á  sus  prescripciones  referentes.  Este,  en  la  citada  sesión  34 
y  capitulo  1.%  después  de  declarar  la  valides  del  matrimonio  con- 
traidopor  los  hijos  de  familia,  con  el  objeto  "de  definir  la  ciandesti- 
■ídad  matnmonial,  confirmando  el  páTrafo  i.^,  cap.  3.^  de  dotides- 
iina  despomatione,  ó  canon  del  Concilio  lateranense,  que  anuló' ios 
casamientos  entre  parientes,  dijo:  ^iQui  alüér  tiuam  pmsento  Pa- 
rocho,  tml  dio  sacerdote  4e  ipstus  Paroehi  sfu  ordinam  licetUia^  et 
4htoiu9  vel  tribus  testibus,  matrimofrium  eonkralmrcaítenUwQnt,  oe$ 
Sanóla  SymdUs  ad  riccon  trakendum  onmino  inkabUes  reddií, 
et  kniusmodi  ooniracíüs  írritos  et  nuUos  esse  decemU,  prout  eos 
prassenti  decreto,  irtitos  faciteíannuUat.^  Esto  es,  que  eran  abso* 
lotamente  precisas  la  asistenda  de  los  contrayentes,  la  del  píürt>oeo 
y  de  los  testigos,  como  cireunstancias  personales  inherentes  y  pro- 
Ubílitas  de  otras,  sin  oonsíder  ación  á  los  higares,  y  por  lo  nkino 
nulos  todos  los  matrimonios  contraidos  de  otro  «modo,  en  razon^  á 
que  no  tienen  otra  versión  ni  sentido  diferente  las  palabras  aUUr,  om- 
niño,  inhabües,  nuUos,  junto  con  «I  espresivo  sic,  <fwso  enpkaá  to 
nismo  que  en  diferentes  leyes  del  Dígesto,  entre  otras  6/  De  tran- 
^actionibus,  14  Quodmetus  causa,  S.^Befideyussoríbus,  3.^  De  ven* 
dendis  rebus  dtHtatis,  y  otros  cánones  que  «^ria  largo  enumerar,  y 
porque  su  intento  patentemente  es  ataoar  con  la-antoddad  ^oe^ce* 
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íiSáMli^Bto8,no Mto Iba  hechas  oMirártes,  éatt los  ^IktM y  con- 
nmmmckA de  ellosi  por  me^de  «na  doleouddad  ktrfnseea  habiK- 
tmm,  dS'qlie  solo  pjsede  dispoisiir  el  qoe  kt  erea  4  otra  antoridttd 
Muyanle. 

I^«sta8  conáderacídnies,  son  de  parecer  maoitee  iatérpreHes  de 
deredio  canóaioe,  (González,  Gatierrez,  Davales,  Segara,  Samihet 
7  Sttarez,  que  solo  el  Papa,  derogador  délas  leyes  generales  discí- 
pinares  de  Ja  Iglesia,  segon  la  Deerelal  De  signifieasH  de  ekctione, 
poede  diipeiisar  la  anstencia  en  la  celebracioa  de  los  matrimonios, 
del  párroco  y  testigos,  aSadiendo  la  razón  Enriqaez  y  Covarrobias, 
de  <i«e  no  puede  la  necesidad  suplir  la  inhabilidad  de  la  mate- 
ria del  Sacramento;  de  forma,  que  tales  enlaces  no  valen  ni  como 
esponsales,  annque  vayan  acompañados  de  juramento,  á  tenor  de 
aquellas  dos  reglas  52  y  64  del  sesto  de  las  Decretales:  «iVort  prms- 
M  impedimeñtum  quúd  de  jure  non  $oaiíur  efet^um,  quce  contra 
fus  fiwit  debent  uHque  pro  mf^tU  Mbere*,  porque  los  actos  hu- 
maaos  no  deben  esteoderse  mas  allá  de  la  intención  del  que  obró,  ó 
de  sn  objeto,  y  el  juraiíiento,  como  accesorio»  es  insubsistente,  cam- 
biado el  contrato  principal. 

No  se  alegará  tasnpoco  que  el  matrimonio  que  nos  ocupa  haya 
de  valer,  verificándose  en  fraude  de  la  ley;  ¿y  no  ptiede  decirse 
^e  siempre  tiene  logar  el  fraude  ó  engaio  en  él?  Ciertamente  que 
espressaibie,  habiendo  en  España  tantas  leyes  protectoras  do  los 
que  por  edad,  estado  unido  ú  otra  viotencia,  tengan  que  recurrir  á 
ettaapara  evadir  eiertas  solemnidades  y  requisitos,  y  además  nunca 
lo  es  que  obra  de  buena  fé  el  que  á  la  ley  contraviene,  y  de  un  caso 
^rtíeolar  no  pue^  sacarse  tita  ley  general. 

La  disposición  conoitiar  no  es  ni  odiosa  ni  restringftle,  porqoe 
aunque  fuese  limitativa  ó  coercitiva,  qae  no  lo  es  por  corroborar  el 
derecho  eomvn,  es  útilísima  á  fuer  de  única  para  desterrar  abusos» 
cortar  de  raiz  los  fraudes,  dar  paz  y  seguridad  á  las  familias,  y  ha- 
berse con  ella  dado  fin  á  la  anarquía  matrimonial  y  opiniones  di* 
vergentes  contemporáneas. 

El  Sr.  Groizard,  con  formas  bien  eruditas,  cree  ver  en  el  canon 
del  Concilio  de  Tré veris  I.*'  De  sponsalíbus  et  matrinwniis^  un  fun- 
damento muy  poderoso  de  sus  asertos;  pero  nosotros  por  la  inversa 
no  vemos  en  él  mas  que  un  juicio  particular,  una  sentenciado 
que  debieron  ser  resultandos  en  la  mente  de  los  Padres,  el  fraude 
de  las  leyes  del  país  donde  se  verificó  el  primer  matrimonio,  indica? 
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do  por  d  abandouo  de  la  primera  esposa,  tratarse  de  esponsiler, 
entrega  y  dote  á  que  dá  valor  aiatrUnoaial  el  canon  16  del  mismi 
título,  y  quizá  alguna  prescripción  legal  y  local  prohibitiva.  Sí  así 
no  Tuese,  se  contradiría  con  sus  propíos  principios,  con  el  10  De 
consuetudine,  que  declaró  no  válidas  las  costuinbres  que  inducen  i 
pecado,  y  señaladamente  con  el  S.""  De  eonsanguinüate  et  affini- 
tate,  en  cuyo  final,  tratándose  de  los  matrimonios  entre  afines  en 
grados  prohibidos,  se  lee:  «iVe  aulem  itUer  gradus  proAtbttos  ma- 
trimonium  cantrahatur,  debes  publice  inhibiré,  et  prcBsumptores 
ecclesiastica  districtione  puniré,  tum  obstante  consuetudine  qum  di' 
cenda  est  poíius  corruptela.»  Asimismo  parece  que  olvida  que  en 
todo  caso  el  carácter  de  estas  controversias  es  potestativo,  y  no  im- 
perativo ,  y  que  nunca  este  que  se  halla  en  el  Concilio  de  Trento 
podrá  subordinarse  á  aquel. 

Por  último,  nos  resta  invocar  una  autoridad  bien  respetable.  Es 
la  de  dos  sentencias  pronunciadas  en  las  curias  eclesiásticas  de  Zara- 
goza y  Tarazona.  Según  Cenedo,  qucsstUmes  21,  párrafo  4.'',  se  de- 
claró la  nulidad  del  matrímonio  contraído  en*  la  diócesis  de  Bayona 
en  Francia  entre  D.  Basilio  de  Contamina  y  D.*  Catalina  Jiménez, 
siendo  arzobispo  D.  Alonso  Gregorio ,  por  causa  de  haberse  verifi- 
cado sin  las  disposiciones  conciliares  enunciadas,  y  esto  con  el  dic- 
tamen de  los  ocho  principales  letrados;  asi  como  siendo  vicario  ge- 
neral D.  Alonso  Serrano  con  el  parecer  de  doce  personas  eminentes, 
fallándose  por  igual  motivo  la  nulidad  en  estos  términos:  ^factus  est 
inhabUis  ad  sic  contrahendum  non  sohm  extra  limites  ejusdem  Pa- 
rochi(B  verum  in  quacumqm  parte  orbis.» 

Creo  bastará  lo  espuesto  para  convencimiento  de  la  nulidad  que 
entrañan  los  matrimonios  á  que  nos  hemos  referido. 

Joaquii  liBiel  de  loier. 


Digitized  by 


Google 


SOBRB  EL  Dl'KLO  (t). 

Vamos  á  hacernos  cargo  de  la  grave  cuestión  sobre  la  legitimi- 
dad ó  ilegitimidad  del  desafio,  y  de  las  doctrinas  y  sistemas  princi- 
pales, espaestos  y  adoptados  por  los  filósofos  y  legisladores  sobre 
esta  delicada  materia.  Todos  ellos  convienen  en  general,  en  que  el 
desafío  es  la  infracción  de  la  ley  sagrada  que  prohibe  al  hombre 
derramar  la  sangre  de  su  semejante,  y  en  que  se  halla  reprobado 
altamente  por  la  moral  y  por  los  sanos  principios  de  la  equidad, 
porque  sustituye  la  justicia  social  con  la  individual ,  autorizando  la 
venganza  privada  de  las  injurias,  ofendiendo  y  alterando  la  paz  pú- 
blica, y  llevando  la  turbación  á  las  conciencias.  Y  no  obstante  esta 
reprobación  general  de  parte  de  los  hombres  de  ciencia,  y  de  Iob 
que  tienen  á  su  cargo  castigar  toda  clase  de  infracciones  á  la  moral 
y  á  la  justicia,  á  pesar  de  las  terribles  penas  con  que  se  ha  tratado 
de  reprimir  y  penar  el  desafío,  la  opinión  pública,  representada,  ya 
que  no  por  los  individuos  mas  ilustrados  de  que  se  compone ,  al 
menos  por  aquellos ,  que  por  la  vehemencia  de  sus  declamaciones 
vienen  á  constituir  la  mayoría,  ha  levantado  la  voz  para  disculparlo 
y  aun  prescribirlo  como  una  necesidad  en  casos  especiales,  marcan- 
do con  el  stigma  de  la  infkmia  al  que  no  recurre  á  este  medio  para 
castigar,  ó  mejor,  vengar  cierta  clase  de  injurias.  ¿Cuáles  son,  pues, 
las  cansas  de  semejante  anomalía?  ¿En  qué  consiste  que  los  legisla- 
dores hayan  sido  impotentes  para  evitar  la  reproducción  de  Iof 
desafíos ,  y  que  aparezcan  en  contradicción  con  la  opinión  pública? 
Hé  aquí  lo  que  vamos  á  examinar,  si  bien  con  la  brevedad  á  que 
nos  obliga  el  poco  espacio  de  que  podemos  disponer.  Para  entrar 


(1)  En  el  tomo  anterior  de  nuestra  RsnsTA  hemos  insertado  un  tra- 
bajo concienzudo  de  nuestro  ami^o  Don  Cirilo  Alvarez  sobre  el  duelo. 
Dando,  como  bacemos  siempre,  cabida  á  todas  las  opiniones,  insertamos  la 
de  D.  José  Vicente  Y  Carabanles,  en  que  eiaminando  la  misma  cuestión 
opina  en  sentido  diferente. — Gslas  observaciones  que  ban  sido  impresas  en 
la  Colección  de  causa»  célebres  que  dirige  el  Sr.  Vicente,  son  dignas  de  la 
repotaciott  de  que  goza  con  sobrada  jusiicía.«-I.o<  Directores  ie  la  HsviafA.. 

TOUO  XVil.  7 


Digitized  by 


Google 


80  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

con  todo  conocimiento  de  causa  en  el  examen  de  estas  cuestionen, 
reseñaremos  el  origen  é  historia  del  duelo,  puesto  que  en  ella  se 
encuentran  las  ideas  y  preocupacioaes,  los  gérmenes  y  elementos, 
digámoslo  así,  de  este  acto  social. 

El  duelo  es  una  institución  moderna,  que  los  antiguos  no  ¿ono- 
cieron  jamás.  Las  querellas  é  insultos  personales  de  que  ^  conser- 
Tan  rastros  en  la  historia,  no  se  terminaban  por  esa  especie  de 
combate  singular  que  se  llama  desafío*  Aquiles,  insultado  per  Aga- 
menón, que  le  quita  en  su  ausencia  á  su  esclava  Bríseida,  no  le 
dirige  una  provocación,  sino  que  ^e  retira  á  su  tienda,  y  por  única 
venganza,  priva  al  ejército  griego  del  auxilio  de  su  brazo.  Ayax 
Telamón  no  se  quej^  á  sus  jueces  ni  á  Ulises  de  sus  agravios  contca 
40le,  sino  que  dirige  su  furor  qontca  9us  ganados  y  contra  si  mismo. 
Temistocles,  amenazado  por  Euribiades  de  darle  un  bastonazo  en 
4»!  Consejo  que  precede  á  la  bs^Ua  de  Calamina,  no  le  pide  esplica* 
^n  de  este  insulto,  sino  que  se  contenta  con  decirle:  Aíere,  pero 


La  opinión  general  es ,  qm^e  el  verdfidero  -origen  del  duelo  nació 
M  to^  sociedades  modernas.  Pero  no  fué  en  un  principio  lo  que  ha 
llegado  á  ser  coa  el  tiempo.  En  un  principio  fué  una  institución  ju- 
dicial, un  medio  de  prueba  á  que  se  recurrió  para  la  averiguación 
de  los  hechos  dudosos.  Varias  leyes  bárbaras,  desconociendo  el 
prifü^pio  de  derecho  sobre  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma, 
afeblecieron  que  cuando  no  hubiese  prueba,  el  demandado  jurase 
l^te  Dios  que  no  tenia  en  su  poder  lo  qqe  se  le  pedia,  ó  que  no  ha- 
^ia  verificado  los  hechos  que  se  le  imputaban.  La  ley  de  los  Wisi- 
godos  especiahnente,  contenia  una  dispo^ion  concebida  en  estos 
términos  (lib.  2.'',  til.  II,  cap.  V):  Sí  per  probationem  rei  veriins  m- 
9(sUgari  nequibüy  tune  Ule  qui  pulsaíus  sacratmnti  se  expía  rem, 
vel  si  quis  a¿  eo  requiritur^  ñeque  habuiise,  ñeque  diqua  de  cama 
unde  interrogatur  se  conscium  esse,  vel  quidguam  iiide  verüas  sd- 
re,  nec  id  quod  disütur  et  illi  parti  cui  disciíur  commissú.  Esta 
disposición  era,  sin  embargo,  efecto  mas  bien  de  la  necesidad  que 
de  la  ignorancia  ú  olvido  de  los  verdaderos  principios,  motivada  por 
(a  difk;ultad  de  presentar  pruebais  legales,  mucho  mas  si  se  consi- 
dera que  aquellas  se  hallaban  reducidas  á  la  de  testigos.  A  falta, 
pue9,  de  prueba,  era  natural  adoptar  el  único  medio  practicable,  la 
{denegación  bajo  juramento  deja  parte  demandacla.  Pero  este  me^io 
4ra  ttoy  iaiperfectovy.defi6UuMo,  ponina  cotourio  tt4eaMi«faiioei 
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iaaliawrtwa 4d  condoorse  ó  libourse.por  on  fiqorío ,  jutabfi  Iré- 
eoeiUemeote  en  falso.  Este  nial  era  tanto  mayor ,  cuando  que  leyes 
impradeates,  en  logar  de  reservar  el  juramento  para  los  casos  es- 
tiernos,  lo  hicieron  entrar  en  el  régimen  habitual  de  la  vida. 

Para  suplir  la  insuficiencia  del  juramento ,  se  imaginó  primera- 
mente axígir  que  se  certificara  la  veracidad  del  que  se  hallaba  obli- 
i;ado  á  prestarlo,  oon  cierto  número  de  personas.  Estos  certificado- 
res del  juramento  fueron  llamados  eompurgatores  sacraínentulus, 
porqae  jnientras  el  acusado  juraba  que  estaba  inocente,  ponian  coi^ 
¿1  la  mano  en  el  altar  donde  estaba  el  Y\bTO  de  los  Evangelios.  Pero 
este  medio  pecaba  por  el  vicio  que  queria  remediar.  Para  hacer  des* 
aparecer  este  abuso ,  se  instituyó  el  combate  justicial ,  autorizanda 
al  demandante  para  desafiar  al  demandado  que  juraba  en  falso,  para 
pedirle  satisfacción  por  este  medio  del  agravio  y  perjuicio  que  le  in- 
Cena  con  el  perjurio.  La  primera  ley  que  sancionó  el  uso  de  esta 
combate  se  halla  en  la  ley  de  los  Borgoñones,  conocida  con  el  nom- 
bre de  ley  6ombeta ,  del  nombre  de  su  autor  Gondebaud.  Esta  ins- 
4itocion  se  generalizó  poco  á  poco ,  y  se  introdujo  sucesivamentei 
en  los  hábitos  jurídicos  de  los  demás  pueblos  bárbaros :  porque  es- 
iaba  en  armonía  con  el  carácter  y  las  antiguas  tradiciones  de  aque-^ 
lias  poblaciones  guerreras.  Veleyo  Patérculo  nos  dice  que  era  cos- 
tumbre de  los  antiguos  germanos  terminar  por  las  armas  sus  dife^ 
i)inctas privadas.  Tácito  dice,  cap.  X,  que  cuando  estos  pucblqi» 
tenían  guerra  con  sus  vecinos ,  se  apoderaban  de  un  guerrero  ene- 
migo ,  á  quien  hacían  combatir  contra  uno  de  los  suyos,  y  por  el 
éxito  de  este  combate  singular ,  prejuzgaban  el  de  toda  la  guerra. 
Páeil  es  comprender  cómo  debió  propagarse  en  el  seno  de  las 
poblaciones  pertenecientes  á  la  familia  germánica  la  idea  del  com- 
bate judicial,  y  las  sublimes  enseñanzas  del  Cristianismo,  lejos  de 
destruir  en  su  raiz  la  idea  supersticiosa  que  á  él  iba  uoida,  no  hi^ . 
.cieron,  interpretadas  hasta  la  exageración  por  aquel  pueblo,  masi 
que  trasformark).  Puesto  que  Dios  es  la  justicia  y  la  verdad,  decían, 
j  que  inten^iene  directamente  con  su  acción  incesante  en  los  actos^ 
bomanps,  no  podrá  permitir  que  este  combate ,  á  cuyo  éxito  se  ha» 
Ua  subordinada  la  sentencia  de. la  causa,  termine  con  el  triuüfo  de 
la  iniquidad.  Asi,  pues,  el  combate  judicial  se  consideró  ser ,  como 
las  otras  pruebas  en  uso  en  esta  época  de  ignorancia  y  barbarie 
(el  hierro  candente,  la  agua  hirviendo,  la  cruz),  el  juicio  de  Dios. 
La  ley  Sálica  fué  la  línioa  que  no  admitió  la  prueba  i)crjura* 
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mentó  ni  por  combate  judicial.  Pero  ?enciendo  en  breve  las  cosliim- 
bres  á  la  ley  escrita ,  cayó  ésta  en  olvido ,  y  se  estableció  el  comba- 
te judicial  entre  los  pueblos  á  quienes  regia.  Garlomagno  lo  adoptó 
como  menor  mal  que  el  juramento  falso.  L.  Long.,  lib.  2.^,  tít.  LV, 
I,  23. 

Sin  embargo,  el  combate  judicial  no  se  estableció  sin  resisten- 
cia. Desde  el  origen  de  esta  institución,  no  cesó  la  Iglesia  de  protes- 
tar contra  ella.  Cuando  la  promulgación  de  la  ley  Gombeta ,  San 
Avito ,  arzobispo  de  Viena,  dirigió  á  su  autor  valerosas  represen- 
taciones. Mas  adelante,  San  Agobardo,  arzobispo  de  León ,  en  una 
carta  célebre  dirigida  al  rey  de' Francia,  pidió  que  se  aboliese  dieiía 
ley  por  la  Sálica.  Pero  la  Iglesia  no  se  contentó  con  dirigir  repre- 
sentaciones por  boca  de  sus  pontífices  á  los  gobernantes  ó  jefes  dr 
los  pueblos,  sino  que  estableció  penas  por  s(  misma  contra  los  que 
tomaran  parte  en  los  combates  judiciales.  Asi  hallamos  en  los  actos 
del  tercer  concilio  de  Valencia  celebrado  en  83S,  bajo  el  pontificado 
de  León  IV,  un  canon  que  dice,  que  cualquiera  que  se  haga  culpa- 
lile  de  homicidio  ó  heridas  graves,  en  semejante  combate,  será 
desterrado  como  pérfido  asesino  de  la  asamblea  de  los  fieles  hasta 
que  haya  espiado  su  crimen  por  una  penitencia  justa,  y  que  el  que 
sucumba,  será  considerado  como  suicida  (Concil.  Valent.,  can.  12). 
En  los  siglos  posteriores,  se  ven  las  mismas  reclamaciones,  los  mis- 
mos anatemas  renovados  sin  cesar,  ya  por  los  papas ,  ya  por  Ion 
obispos. 

A  la  ley  bárbara  y  anticristiana  del  combate ,  pedian  los  ecle- 
siásticos que  se  sustituyese  el  juramento,  y  que  se  echara  mano  de  la 
santidad  de  las  iglesias  para  hablar  á  la  conciencia  de  los  culpables. 
Pero  sus  esfuerzos  eran  combatidos  por  los  señores  á  quienes  pare- 
cia  mas  noble  sostener  sus  derechos  con  la  espada.  Citemos  solo  uno 
de  los  incidentes  mas  notables  de  este  antagonismo.  Según  una  an- 
tigua costumbre  de  los  longobardos,  cuando  se  redargüía  de  falsa 
nna  escritura  de  propiedad  de  una  heredad,  si  juraba  el  que  la  pre- 
sentaba ante  los  Evangelios,  que  era  la  verdadera,  se  le  declaraba 
sin  mas  juicio,  propietario  de  la  heredad,  de  suerte  que  los  perjuros 
tenian  un  medio  fácil  de  adquirir  bienes.  Los  abusos  que  resulta- 
ban de  esla  costumbre  suscitaron  vivas  reclamaciones,  de  las  que  se 
siguió  una  lucha,  que  traza  así  Montesqnieu  en  su  Espíritu  de  las  le- 
yes,  lib.  28,  cap.  XVIII.  Cuando  el  Emperador  Othon  I  se  hizo  co- 
ronar en  Roma,  celebró  el  Papa  Juan  XXII  un  concilio,  y  todos  los 
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«ñores  clamaron  porqae  el  Emperador  hiciera  una  ley  para  corre- 
gir aquel  indigno  abuso.  El  Papa  y  el  Emperador  creyeron  conve- 
niente aplazarlo  para  el  concilio  que  debía  celebrarse  poco  después 
•en  Rávena.  Los  señores  redoblaron  en  este  sus  clamores,  pero  aun 
entonces  se  aplazó  la  cuestión.  Cuando  Othon  II  y  Conrado,  rey  de 
Borgona,  llegaron  ¿  Italia,  tuvieron  en  Yerona  una  sesión  con  ios 
señores  de  Italia»  y  á  sus  instancias  reiteradas,  hizo  el  emperador 
una  ley,  con  el  consentimiento  de  todos,  que  establecia,  que  cuan- 
do hubiera  algún  pleito  sobre  heredades  y  una  de  las  partes  quisie- 
ra servirse  de  una  escritura  que  alegara  la  otra  ser  falsa,  se  deci- 
diera el  negocio  por  combate,  y  que  las  iglesias  quedaran  sujetas  á 
la  misma  ley  combatiendo  por  sus  campeones.  Asi,  pues,  la  institu- 
ción del  combate  penetró  hasta  en  los  tribunales  eclesiásticos. 

Pero  como  que  es  imposible  que  la  verdad  pierda  para  siempre 
su  imperio  en  el  entendimiento  humano,  se  reconoció  poco  á  poco, 
que  la  práctica  del  combate  era  viciosa  y  contraria  á  las  sanas  no- 
ciones de  la  justicia.  Los  tribunales  eclesiásticos  fueron  los  primeros 
que,  obedeciendo  á  las  intimaciones  pontificias ,  renunciaron  á  este 
medio  de  prueba,  y  su  ejemplo  preparó  á  los  demás  para  transformar 
el  procedimiento. 

Existia  en  aquella  época  de  anarquía  política  y  de  desorden  so- 
cial otro  abuso  menos  chocante  á  la  razón  que  el  combate  judicial: 
tal  era  el  de  las  guerras  privadas,  abuso  deplorable,  pues  si  la  guer- 
ra internacional  es  legítima,  porque  es  necesaria,  por  no  existir  au- 
toridad superior  á  que  puedan  someter  sus  diferencias  las  naciones, 
es  contraria  á  todas  las  reglas  del  derecho  público,  á  todos  los  prin- 
cipios que  deben  servir  de  base  á  la  organización  de  los  Estado:»,  que 
entre  las  fracciones  de  una  misma  sociedad  se  autorice  la  guerra  co- 
mo medio  de  hacer  valer  sus  derechos  y  de  obtener  justicia.  Es  ver- 
dad que  esta  costumbre  se  encuentra  en  la  antigüedad,  pues  sin  re- 
montarnos á  los  tiempos  heroicos,  sin  evocar  los  poéticos  recuerdos 
de  la  Iliada  y  de  la  Odisea,  podemos  citar  entre  otros  ejemplos,  en 
la  historia  griega  el  combate  de  Pitaco,  jefe  de  los  Mytilinienses, 
uno  de  los  siete  sabios  de  Grecia,  contra  Phrinon,  general  de  los. 
Atenienses,  y  en  la  historia  romana  el  de  los  Horacios  y  Ciiracios  y 
los  de  Manlio  Torcuato  y  Valerio  Corvo  contra  los  jefes  galos.  Pero 
estos  combates  tenian  por  objeto  el  bien  público,  el  amor  de  la  patria, 
y  no  se  hallaban  hostigados  por  pasiones  aviesas  y  bastardas.  Mas 
los  combates  privados  de  la  época  á  que  nos  referimos,  no  tcniaa 
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por  móvil  masque  pasiones  sobre  intereses  particulares,  y  como  na 
se  hallaban  ennobledtlas  y  purificadas  por  el  amor  de  la  patria,  se 
veían  frecnentemente  manchadas  por  innobles  escesos  y  perfidias  in- 
flijas. Así  fué,  que  á  medida  que  se  fué  estendiendo  y  fortificando 
el  poder  real  y  que  fué  por  el  contrario  disminuyéndose  la  influen- 
cia y  poderío  de  los  señores  feudales,  se  disminuyó  poco  á  poco  es- 
te abuso  de  las  guerras  privadas,  concluyendo  por  desaparecer  ente- 
ramente. 

Estas  diversas  formas  y  rastros  del  duelo,  se  encuentran  sancio- 
niadas  en  nuestros  monumentos  y  códigos  legales,  desde  muy  antí- 
,&:uo.  T  en  efecto,  el  desafío,  como  medio  de  prueba,  se  batía  esta- 
blecido desde  el  siglo  XI  en  el  fuero  de  Sahagun,  pues  que  faculta 
ni  acusado  de  homicidio  para  justificarse  por  medio  de  la  lid;  tam- 
bién se  encuentra  en  los  fueros  de  Salamanca,  Yanguas,  Oviedo, 
Molina,  y  en  otros  muchos  documentos  legislativos.  Como  combate 
privado  y  medio  de  satisfacción  respecto  de  las  injurias  personaleí;, 
lo  hallamos  reglamentado  especialmente  en  el  Fuero  Viejo  de  Cas- 
tilla, con  aplicación  á  la  nobleza.  V.  el  tít.  X,  lib.  S.**  El  orgullo  de 
lá  nobleza  adoptó  en  efecto  con  afán  el  derecho  de  hacer  uso  de  la 
espada  para  vengar  las  injurias ,  estableciendo  reglas  minuciosas 
sobre  el  modo  y  forma  de  realizarlo.  De  la  nobleza  pasó  ¿  la  clase 
media,  tanto  mas  fácilmente,  cuanto  que  al  cruzar  el  plebeyo  la  es- 
pada con  su  ofensor,  creyó  elevarse  á  la  gerarquía  del  fijodalgo. 

En  el  celebre  Código  de  don  Alonso  el  Sabio ,  las  Siete  Parti- 
das, se  hallan  también  disposiciones  que  sancionan  estas  diversas 
formas  del  duelo,  sí  bien  con  cierta  vacilación  y  varias  restricciones^ 
que  revelan  en  el  legislador  la  intención  de  hacerlo  desaparecer  de 
nuestras  costumbres.  Así,  la  ley  3.*,  tít.  XIV,  Part  S.',  al  enume- 
rarlo como  un  medio  de  prueba,  lo  censura  diciendo,  c  qne  en  taie^^ 
lides,  piérdese  la  verdad  y  vence  la  mentira»  y  asimismo  con  aquc- 
Ifas  palabras;  c porque  aquel  que  há  voluntad  de  se  aventurará  esta 
prueba,  semeja  que  quiere  tentar  á  Nuestro  Señor  Dios.»  Asi  la 
ley  í.^,  tít.  4,  Part.  7.*,  previene  que  el  desafío  se  haga  ante  el  rey 
y  citándose  los  contendientes  ante  doce  caballeros,  y  en  todo  el  con- 
testo de  los  líts.  3.®  y  4.**  de  dicha  Partida,  donde  se  espone  la  ma- 
nera de  hacer  el  reto,  se  prohibe  respecto  de  muchas  personas ,  se 
reseñan  las  causas  porque  podia  hacerse,  las  cuales  se  limitan  es- 
traordinariamente,  y  con  qué  formalidades  y  en  qué  pena  incarria 
cT  vencido,  se  advierte  de  nú  modo  daro  el  propósito  dd  fq;iriador 
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de  djeminoir  los  doelos  y  facilitar  las  avenencias  de  las  partes. 

No  obstante  estas  disposiciones,  lejos  de  desterrarse  el  uso  del 
desafío,  se  recurrió  á  él  con  mas  frecuencia,  estendiéndose  respecto 
de  todas  las  clases  del  Estado  y  con  aplicación  á  todo  género  de  ín^ 
junas,  aun  las  mas  lev^  y  condenables.  De  manera,  que  en  lugar 
de  disminuirse  los  desafíos  á  proporción  del  progreso  de  la  civiliza- 
ción, tomaban  cada  dia  mayor  incremento,  y  sin  motivo  alguno  de 
esculpacion,  como  se  ofrecia  en  lo  antiguo.  Porque  al  menos  el  com 
bate  judicial  de  la  ^tígUedad  se  fundaba  principalmenie,  según  he- 
mos indicado,  en  el  espíritu  religioso  y  guerrero  de  la  época  y  ani* 
maba  y  moderaba  al  mismo  tiempo  el  valor  de  cada  campeón,  que, 
convencido  de  su  derecho,  lleno  de  esperanza  en  que  Dios  le  auxi- 
liaría, podia  diferir  su  venganza,  calmar  los  arrebatos  de  su  cólera, 
y  sostener  en  último  trance  un  combate  leal  (si  bien  es  verdad  que 
así  se  exageraba  la  acción  providencial  y  se  consagraba  el  derecho 
ante-cristiano  de  la  venganza  personal),  pero  al  menos  todo  ello  re- 
velaba una  fé  ardiente  en  Dios  y  en  su  derecho.  Mas  en  los  desafíos 
de  la  edad  moderna,  no  aparece  esta  presunción  del  triunfo  del  de- 
recho, y  antes  se  advierte  la  probabilidad  inversa,  porque  siendo 
por  lo  regular  los  provocadores  mucho  mas  hábiles  en  el  manejo  de 
las  armas,  y  mas  dueños  de  sus  emociones,  que  el  ciudadano  inofen- 
sivo á  quien  tal  vez  por  esta  razón  obligaron  á  desafiarse ,  tienen 
grandes  ventajas  y  superioridad  sobre  éste,  resultando  por  lo  co- 
mún ser  el  ofendido  la  víctima.  El  recurso  á  que  se  ha  acudido  para 
igualar  las  condiciones  de  los  combatientes  de  apelar  á  la  suerte, 
por  ejemplo,  cuando  se  echa  suerte  entre  dos  pistolas,  de  las  cuales 
una  sola  está  cargada,  es  un  recurso  horrible,  propio  de  países  sal- 
vajes, según  se  dice  en  el  Código  sobre  el  Dueto,  porque  hace  dege* 
nerar  el  combate  en  una  apuesta  del  odio  jugando  á  blanco  ó  negro 
la  vida  de  un  hombre  contra  la  de  su  enemigo. 

Espuestos  el  origen  é  historia  del  duelo,  fácil  nos  será  deducir 
los  fundamentos  que  lo  sostienen  en  los  tiempos  modernos,  aten- 
diendo también  á  los  motivos  en  que  se  apoyaba  antiguamente.  Son, 
pues,  sus  fundamentos:  1.^  El  de  acreditar  el  que  se  vé  injuriado, 
que  estima  su  honor  tanto  como  su  vida,  y  que  no  teme  arrostrar  la 
muerte  para  reparar  la  herida  que  en  él  se  le  infirió:  2.^  El  castigar 
en  secreto  y  espoaiendo  la  propia  vida  cierta  clase  de  injurias,  cuya 
publicidad  é  impunidad  imprime  una  nota  infamante  en  el  que  las  so- 
porta^  impidiéndole  en  su  consecuencia  recurrir  á  la  autoridad  pú- 


Digitized  by 


Google 


56  REVISTA  DE  LEGISLACIOff. 

blica  para  su  castigo.  Tales  son,  por  ejemplo,  las  injarías  que  se  in- 
íieren  á  un  ciudadano  honrado,  abusando  de  su  mujer  ó  de  sus  hi- 
jas, ó  causándole  en  su  honra  una  lesión  de  esta  gravedad.  En  se- 
mejantes casos,  no  pudiendo  el  injuriado  recurrir  á  los  tribunales 
sin  que  se  haga  pública  su  afrenta,  y  sin  soportar  la  nota  infamato- 
ria con  que  le  marca  la  opinión  pública,  y  no  reconociéndose  por 
esta  otro  medio  de  probar  que  estima  cnanto  debe  su  honor,  sino  el 
de  esponer  por  él  su  propia  vida,  se  vé  obligado  á  recurrir  al  desafío. 

Teniendo,  pues,  el  desafío  por  objeto  y  fundamento  la  conserva- 
ción del  honor,  entendido  con  mas  ó  menos  exageración,  aun  á  cos- 
ta de  la  vida,  no  es  de  estranar  que  se  halle  tan  profundamente  ar- 
raigada esta  costumbre  en  países ,  que  como  el  nuestro,  hacen 
alarde  de  pundonorosos,  á  pesar  de  las  graves  penas  con  que  ha  si- 
do castigado  aquel  acto,  puesto  que  en  nuestro  juicio  las  leyes  pu- 
blicadas hasta  el  dia  sobre  la  materia,  no  han  dado  todavía  en  el  re- 
medio verdadero  para  tan  grave  mal,  según  vamos  á  esponer. 

Pero  antes  no  podemos  menos  de  hacernos  cargo  de  la  idea 
emitida  por  M.  Berryer  en  la  defensa  de  Beauvailon,  idea  que  pue- 
de considerarse  como  preliminar  de  nuestro  examen ,  puesto  que 
se  redujo  á  sentar,  que  el  castigo  del  desafío  no  debe  ser  objeto 
de  las  leyes  humanas,  así  como  no  lo  es  el  suicidio,  sino  que  debe 
quedar  reservado  á  la  Divinidad.  Respetando  como  es  debido  la  opi- 
nión de  este  eminente  jurisconsulto  no  podemos  menos  de  defen- 
der la  contraría.  £1  desafío  debe  ser  objeto  del  juicio  de  los  hom- 
bres, porque  es  efecto  de  la  falta  de  medios  legales  que  lo  suplan- 
evitando  los  inconvenientes  que  dejan  en  pié  los  adoptados  hasta 
ahora;  porque  es  efecto  asimismo  de  preocupaciones  lastimosas 
que  toca  al  legislador  corregir  y  destruir;  porque  este  acto  produ- 
ce una  grave  perturbación  pública,  porque  no  es  puramente  vo- 
luntario, sino  impulsado  por  la  violencia  que  ejerce  en  la  voluntad 
de  los  duelistas  la  preocupación  pública  que  nota  de  infamia  al  que 
no  acude  á  este  medio  en  las  cuestiones  de  honra.  No  puede  esta- 
blecerse paridad  bajo  este  aspecto  entre  el  suicidio  y  el  duelo;  por- 
que el  suicidio  es  un  acto  que  no  deja  objeto  culpable  sobre  que 
pueda  recaer  la  pena,  y  producido  comunmente  por  una  enajena- 
ción mental ,  que  es  en  lo  que  se  funda  la  ley  para  no  castigarlo; 
mas  en  el  desafío  queda  siempre  uno  de  los  contendientes  sobre 
quien  recaiga  la  pena  y  es  un  acto  adoptado  en  el  pleno  uso  de  la 
razón. 
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Pasando  ya  á  esponer  las  penas  sancionadas  contra  el  duelo  por 
las  legislaciones  mas  cultas  de  Europa,  y  los  diversos  sistemas  adop* 
tados  contra  este  género  de  delito ,  vemos  desde  luego ,  respecto  de 
Francia,  que  fué  castigado  severamente  hasta  4789.  En  el  edicto 
dado  por  Luis  XIV,  en  i699,  se  penó  el  mero  acto  de  desafiar  y  la 
aceptación  del  desafío  con  prisión  de  dos  años,  multa  igual  á  la  mi- 
tad de  los  bienes  del  culpable  y  suspensión  de  cargos  públicos  por 
tres  iSos;  si  babia  habido  combate,  aunque  no  resultara  muerte  ni 
heridas,  se  imponía  la  pena  de  muerte  y  confiscación  de  bienes,  y  si 
perecia  alguno  de  los  combatientes,  se  formaba  cansa  contra  su  me- 
moria, como  culpable  de  lesa  magestad  divina  y  humana.  Abolida 
esta  legislación,  las  nuevas  leyes  no  designaron  pena  alguna  contra 
el  doek),  haciéndolo  entrar  en  el  derecho  común  y  sometiendo  á  la 
apreciación  de  los  tribunales  ordinarios  los  homicidios  cometidos  6 
las  heridas  causadas  en  desafío,  como  cayendo  de  pleno  derecho  en 
la  aplicación  del  Código  penal  respecto  de  los  demás  delitos  comu- 
nes de  este  género.  Pero  el  tribunal  de  Casación  estableció  posterior- 
mente jurisprudencia  para  suplir  el  silencio  de  la  ley,  constituyendo 
al  jurado  en  tribunal  de  honor,  para  apreciar  soberanamente  las  cues- 
tiones de  honra  que  el  ministerio  público  se  halla  encargado  de  so- 
meter á  su  juicio.  M.  Dupin  propuso  últimamente  que  se  sustituye- 
ra i  ¡apena  de  muerte  la  de  la  pérdida  del  honor  y  consideración 
social,  como  mas  eficaz  para  reprimir  esta  clase  de  delitos.  lié  aquí 
las  notables  palabras  de  este  célebre  Fiscal. 

cLa  cuestión  del  duelo  ha  ocupado  siempre  un  lugar  muy  distin- 
guido entre  las  capacidades  y  lo  ha  obtenido  también  en  la  legisla- 
ción. Si  las  leyes  han  sido  hasta  aquí  impotentes  para  reprimirlo, 
es  quizás  por  haber  buscado  la  represión  de  este  delito  en  lo  que 
menos  temen  los  duelistas,  en  la  imposición  de  la  pena  de  muerte. 
Eq  efecto,  si  el  duelista  tiene  por  honroso  el  hacer  el  sacrificio  de  su 
vida;  sí  la  preocnpacion  le  hace  creer  que  perderla  el  honor  si  no  la 
arriesgaba,  si  se  espone  á  matar  ó  á  perecer,  decirle  la  ley  de  ante- 
mano: Si  te  bates,  si  arriesgas  tu  vida  ó  la  de  otro,  mereces  la 
muerte^  es  amenazarle  con  lo  que  no  le  arredra.» 

«Por  lo  contrario,  si  se  hubieran  buscado  represiones  morales 
que  pusieran  en  riesgo,  no  la  vida,  sino  el  honor  y  la  consideración 
social,  se  hubieran  obtenido  mejores  resultados:  la  ley  debería  hacer 
perder  á  los  duelistas  la  estimación  pública  y  los  derechos  civiles  y 
políticos.  Colocado  el  hombre  entonces  entre  una  preocupación  y  el 
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compromiso  de  una  pérdida  real  é  interesante,  no  hubiera  vacilado 
seguramente,  y  el  duelo  quedaria  reprimido.  El  que  hoy  no  se  bate 
por  temor  de  la  pena  de  muerte,  merece  el  dictado  de  cobarde  y  es- 
to le  compromete  á  la  lucha;  pero  si  el  que  admitiese  un  desafio  6 
lo  provocase,  quedara  escluido  de  la  participación  de  los  derechos 
civiles  y  políticos,  separado  de  toda  función  pública  y  privado  de  to- 
das las  ventajas  sociales,  por  decidido  que  estuviese  i  arrostrar  la 
muerte  y  por  poco  que  la  temiera,  hallaría  en  su  interés,  en  su  con» 
sideración,  en  su  porvenir  y  en  el  de  toda  su  familia  motivos  pode- 
rosos de  preferir  al  duelo  el  respeto  de  la  ley. 

cEI  desafío  no  es  sino  un  aoto  de  barbarie,  al  que  acudían  ios 
hombres  cuando  las  leyes  eran  insuficientes,  cuando  no  había  tribu- 
nales bastante  poderosos  á  contenerlo.  En  los  siglos  caballerescos 
se  creía  llenar  con  la  fuerza  el  vacio  de  la  civilización.  Pero  cuando 
las  monarquías  se  consolidaron,  cuando  los  Estados  fueron  llamados 
á  la  unidad,  cuando  los  señores  feudales,  iguales  hasta  entonces  en- 
tre sí,  siempre  dispuestos  á  cruzar  sus  lanzas  ó  á  tirar  de  sus  espa- 
das, se  vieron  obligados  á  reconocer  que  toda  justicia  emanaba  del 
Rey,  desde  este  momento  no  pudo  considerarse  ya  como  un  honor  el 
batirse,  sino  como  una  infracción  de  ley.  > 

En  Inglaterra,  el  duelo  seguido  de  la  muerte  de  uno  délos  com- 
batientes, se  asimila  al  homicidio  cometido  con  premeditación  y  es 
castigado  con  pena  de  muerte.  cUay  caso,  dice  Biackstone,  en  que 
la  muerte  accidental  cometida  pro  se  defendendo,  hace  culpahle 
del  crimen  de  homicidio,  como  por  ejemplo,  matando  á  otro  en  com- 
bate. 

En  los  Estados  Unidos,  hay  muchos  Estados,  como  Nueva  York, 
Vermont  y  Maine,  en  que  el  iK^micidio  perpetrado  en  duelo,  se  cas- 
tiga con  la  pena  de  muerte,  pero  en  la  mayor  parte  se  castiga  el 
duelo  con  multa  y  prisión  mas  ó  menos  rigorosa,  atendiendo  á  las 
circunstancias.  Así,  por  ejemplo,  en  los  Estados  de  PensUvaoia,  el 
que  envía  ó  acepta  un  cartel,  y  los  que  se  baten  en  desafío,  son  cas- 
tigados con  multa  de  800  doUares  y  prisión  de  un  ano  con  trabajos 
forzosos.  Si  muere  uno  de  los  combatientes,  el  que  sobrevive  es  cas- 
tigado con  la  pena  del  asesinato  en  segundo  grado,  es  decir,  con 
cuatro  á  doce  anos  de  prisión  solitaria ;  en  caso  de  reincidencia,  la 
pena  es  perpetua.  Pero  además,  tanto  en  uno  como  en  otro  caso,  la 
acción  del  desafío  lleva  consigo  la  privación,  ya  absoluta,  ya  tem- 
poral de  los  derechos  políticos  y  la  incapacidad  para  desempeñar 
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fattcioii  aigana  pública*  El  Código  de  la  Lui$iaHai  de  Lívíigston, 
casiiga  al  qoe  caosa  la  muerte  6  ana  herida  norial  en  desafio,  con 
do»  ó  cuatro  anos  de  pridion  y  pérdida  de  sus  derechos  polüicos  y 
ciTÍles  de  primera  y  segunda  clase.  En  cuanto  al  que  dé  traidora- 
mente  la  muerte  á  su  adversario  ó  le  causa  una  herida  mortal,  es 
considerado  como  asesioo  y  castigado  como  tal.  Se  supone  que  se  dá 
la  muerte  traidorameote  cuando  se  falta  á  las  leyes  del  combate  ó 
se  aprovecha  el  adversario  de  ventajas  que  se  suponen  prohibidas, 
ó  hiere  al  contrario  que  se  halla  desarmado,  sabiéndolo  el  agresor, 
.ó  si  se  dá  por  un  conteodiente  que  obtuvo  por  efecto  de  la  suerte 
en  que  se  convino  previamente,  la  ventaja  de  darla  sin  riesgo,  por 
ejemplo,  si  veri6cándo8e  el  duelo  con  dos  pistolas,  una  cargada  y 
otra  descargada,  le  hubiera  tocado  disparar  con  la  primera.  Los  de- 
más casos  se  castigan  con  multa,  prisión  y  suspensión  de  derecho 
civiles. 

En  Bélgica f  se  pena  el  duelo  por  nna  ley  especiaj,  dada  en  8  de 
enero  de  1844.  La  comisión  encargada  de  redactarla  sentó  por  prin- 
cipio general,  que  convenia  imponer  al  duelo  penas  muy  moderadas 
en  un  principio,  sin  perjuicio  de  agravarlas  en  lo  sucesivo,  á  medi- 
da que  la  opinión  se  pronunciara  mas  fuertemente  contra  los  com- 
bates singulares.  Así  es,  que  las  penas  que  se  aplican,  tanto  al  due- 
lo mismo  como  á  los  actos  que  á  él  se  reBeren,  son  en  todo  caso,  la 
multa  y  la  prisión  correccional  diversamente  graduadas,  según  la 
gravedad  de  los  hechos,  á  las  cuales  pueden  los  tribunales  agregar 
la  privación  temporal  de  los  empleos  civiles  y  militares,  en  los  ca- 
ses que  lo  juzguen  conveniente. 

En  Holanda,  rije  aun  en  materia  penal  el  Código  de  1810,  que 
no  castiga  el  duelo;  pero  se  ha  presentado  en  i842  á  las  Cámaras 
un  proyecto  de  ley  sobre  la  materia,  que  aunque  mas  severo  que  la 
ley  belga,  tiene  grande  analogía  con  esta  y  no  impone  la  pena  de 
nraerte,  ni  aun  en  el  caso  de  resultar  muerte  en  el  di^lo. 

El  Código  penal  de  Austria  castiga  el  desafío  con  pena  de  uno  á 
cineo  años  de  prisión,  aun  cuando  no  tenga  consecuencia  ninguna; 
si  resultan  heridas,  la  prisión  debe  durar  de  cinco  á  diez  anos;  si  hay 
muerte  de  alguno  de  los  contendientes,  se  impone  al  matador  la  pe- 
na de  diez  á  veinte  anos  de  prisión,  permaneciendo  el  cad^er  del 
nnierto  en  la  plaza  pública,  y  siendo  trasladado  después,  escoltado 
por  la  guardia,  á  un  sitio  fuera  del  cementerio  común  para  ser  in- 
humado. 
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En  PrusiOy  rige  sobre  esta  materia  una  ley  penal  del  áUimo  si 
glo.  Las  penas  que  se  imponen  participan  de  esa  severidad  qae  vá 
desapareciendo  poco  á  poco  de  todas  las  legislaciones  europeas.  Asi; 
dispone  respecto  de  la  nobleza»  que  cuando  el  duelo  ha  costado  la 
vida  á  alguno  de  los  combatientes,  el  que  sobreviva  debe  sufrir  la 
pena  del  homicidio  ó  del  asesinato  que  son  capitales;  no  teniendo 
consecuencias  funestas ,  pierden  los  contendientes  la  nobleza  y  las 
dignidades  de  que  se  hallan  revestidos,  y  deben  ser  encerrados  en 
un  fuerte  por  seis  años  ó  por  toda  su  vida,  según  las  circunstancias. 
En  cuanto  á  los  demás  ciudadanos,  que  no  gozan  de  nobleza,  el 
Código  reputa  culpable  de  tentativa  de  asesinato  á  todo  individuo 
que  ataca  á  alguno,  ya  con  espada,  ya  con  armas  de  fuego,  ó  le  de- 
safía, ó  acepta  la  provocación.  Masen  un  proyecto  de  ley  de  4843 
se  castiga  el  duelo  con  prisión,  lo  menos  de  tres  meses  ó  detención 
en  una  fortaleza  por  lo  menos  de  diez  años:  pero  si  ha  sido  muerto 
uno  de  los  contendientes,  no  puede  pronunciarse  pena  menor  que  la 
de  privación  de  la  libertad  durante  doce  anos.  El  duelo  á  muerte  se 
pena  cuando  fué  muerto  un  contendiente,  con  detención  del  que  so- 
brevivió en  una  fortaleza  por  espacio  de  cinco  á  veinte  años ,  y  si 
no  hubo  muerte,  la  pena  es  de  dos  á  diez  años. 

En  Suecia,  se  rige  el  duelo  por  ordenanzas  del  siglo  XVII.  Se- 
gún ellas,  corresponde  el  conocimiento  de  las  injurias  á  tribunales 
de  honor  encargados  de  aplicar  las  penas  proporcionadas  á  su  gra- 
vedad: pudiendo  obligar  al  agresor  á  retractarse  y  dar  al  ofendi- 
do una  reparación  pública.  Cuando  se  ha  verificado,  un  duelo  y  su- 
cumbe uno  de  los  combatientes,  es  castigado  con  pena  de  muerte 
el  que  sobrevive,  y  notada  de  infamia  la  memoria  del  otro.  Si  no  ha 
perecido  ninguno  de  ellos,  son  condenados  á  dos  años  de  prisión,  á 
pan  y  agua  y  á  una  multa  pecuniaria.  Sin  embargo,  apenas  se  apli- 
ca la  pena  de  muerte,  siendo  sustituida  por  la  prerogativa  real ,  en 
detención  en  una  fortaleza,  privación  de  empleos  públicos  y  multas 
pecuniarias. 

En  Cerdeña,  se  aplican  al  duelo  la  relegación  que  consiste  en 
una  detención  en  un  castillo,  la  prisión  y  el  confinamiento  á  un 
sitio  distante  un  miriámetro  y  medio  del  lugar  del  delito  ó  del  ho- 
micidio 4^1  ofendido.  La  relegación  se  impone  de  tres  á  diez  años';  la 
prisión  de  seis  dias  á  un  año;  el  confinamiento  de  tres  meses  á  ud 
año:  este  espacio  de  tiempo  se  halla  repartido  en  tres  grados.  El 
duelista  que  sufre  la  relegación  debe  ser  condenado  á  la  intcrdiccioa 
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de  foncioiies  públicas,  sí  safre  la  pena  de  prisión  ó  de  coofinaaiiett- 
to,  debe  ser  suspeodido  de  las  fanciones  públicas  qae  ejerciera. 

En  Alemania,  se  colocan  las  disposiciones  contra  el  duelo  entre 
lasqne  tienen  por  objeto  castigar  los  atentados  contra  el  orden  y  la 
paz  pública,  porque  si  en  efecto,  el  duelo  es  bajo  cierto  aspecto,  un 
delito  contra  las  personas,  lo  es  igualmente  contra  la  cosa  pública, 
una  usurpación  cometida  sobre  las  atribuciones  de  la  justicia  común. 
En  cnanto  á  las  penas  contra  el  duelo,  son  mas  ó  meaos  severas  se- 
gún la  gravedad  de  las  consecuencias  del  combate  y  la  naturaleza 
de  las  convenciones  que  le  han  precedido.  El  Código  penal  bávaro 
de  i831,  coloca  en  la  misma  línea  que  el  homicidio  cometido  en 
duelo,  las  heridas  que  han  causado  la  privación  de  un  miembro  ó  de 
nn  sentido,  la  enajenación  mental  ó  cualquier  otro  aehaque  incurable. 
La  estipulación  de  un  duelo  á  muerte  es  considerada  como  una  de 
las  circuntancias  mas  agravantes.  El  Código  de  Sajonia  y  el  Wur- 
temberg,  sientan  como  principio,  el  primero,  que  el  que  provocó  el 
duelo  por  malevolencia  ó  culpable  ligereza,  podrá  ser  castigado  mas 
severamante  que  la  otra  parte;  y  el  segundo,  que  el  retador  debe 
ser  castigado  con  mas  severidad  que  el  retado.  La  ley  del  Gran  du- 
cado de  BessCf  dispone  que  si  uno  de  los  adversarios,  por  la  natura- 
leza de  la  ofensa  ó  por  otra  circunstancia,  no  ha  podido  evitar  el 
dado,  para  reparar  su  honor,  sin  esponerse  á  graves  inconvenientes, 
ya  sea  el  retador  ó  retado,  podrán  los  tribunales  rebajar  en  una  mi- 
tad las  penas  en  que  ha  incurrido. 

En  los  Estados  pontificios,  aunque  las  leyes  vigentes  contra  el 
duelo  son  de  ana  época  reciente,  de  1832,  se  hallan  impregnadas 
de  ese  rigor  que  la  marcha  del  tiempo  ha  hecho  desaparecer  de  la 
mayor  parte  de  las  legislaciones  europeas ,  lo  que  proviene  de  que 
revendo  en  la  autoridad  suprema  el  poder  civil ,  juntamente  con 
el  espiritual,  las  leyes  de  la  sociedad  civil  esperímentan  necesaria- 
mente la  influencia  de  la  enérgica  reprobación  con  que  la  Iglesia  ha 
berido  siempre  al  duelo.  El  simple  acto  de  desafiar,  esx^astigado  con 
detención  de  uno  á  tres  anos,  y  multa  de  300  á  i, 000  escudos.  Si 
hay  combate,  aunque  no  resulten  heridas,  se  castiga  con  detención 
en  un  grado  mayor  que  en  el  caso  precedente,  y  multa  de  1,000  á 
9,000  escudos.  Las  heridas  causadas  en  duelo  se  castigan  con  la  pe- 
na ordinaria  con  la  agravación  de  dos  grados.  Cuando  ha  perecido 
ano  de  los  combatientes,  la  ley  hace  varias  distinciones.  Si  el  que 
cansó  la  mutrte  era  el  retador  y  el  provocador  en  la  querelUt  debe 
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sufrir  kt  imierte.  Si  el  matador  no  fué  el  provocador  «kt  qneréHa, 
ia  pena  no  es  mas  que  la  de  galeras  perpetuas.  Cuando  se  comete  el 
bomicidio  por  la  persona  retada  y  provocada,  si  han  pasado  mas  de 
yeiniicuatro  horas  desde  el  reto  y  la  provocación,  es  castigado  con 
pena  de  muerte;  pero  si  se  cometió  el  bomicidio  en  el  primer  movi- 
miento de  la  cólera,  ó  después  de  un  intervalo  menor  de  veiottcna- 
4ro  horas,  es  ia  pena  de  diez  á  quince  anos  de  galeras.  La  aniorídad 
que  sabiendo  el  duelo  no  hace  uso  de  hi  fuerza  para  impedirlo,  es 
imspendida  de  su  empleo  y  emolumentos  de  un  mes  á  un  imo^ 

Esta  mmna  distinción  entre  el  homicidio  en  duelo  ejecutado  en 
^1  primer  movimiento  de  cólera  que  ocasionó  la  injuria  ó  después  de 
pasadas  veinticuatro  horas,  se  encuenda  en  el  Digesto  ituso.  Según 
él,  se  considera  rebelde  á  la  ley  el  provocador,  aun  en  el  caso  de  no 
tener  consecuencia  funesta  del  desafio,  imponiéndosele  una  pena  cfue 
puede  graduarse  desde  una  simple  multa* hasta  la  deportación  ala 
^iberia.  Si  del  duelo  han  resultado  heridas  ú  homicidto ,  se  aptisan 
al  provocador  las  penas  que  impone  el  Código  penal  contra  el  autor 
de  homicidio  ó  heridas  cometidas  con  premeditación.  El  que,  siendo 
provocado,  acepta  el  combate,  solo  se  c(msideracomo  perturbador  de 
la  tranquilidad  púbUca,  y  es  castigado  con  penas  menores,  que  tas 
impuestas  á  esie  delito.  (Maniiesto  sobre  los  desafios,  publioado.oQ 
1787  por  Catalina.  >Digesto,  &IV,  articulo  372  á  S85  y  XV,  Código 
penal,  aft.  349  á  3360 

En  el  reino  de  las  Dos  Sidlias,  se  castiga  el  duelo  con  penas  se- 
veras. El  homicidio  óheridas  caotadas  en  él,  se  penan  con  la  muer- 
te: la  simple  provocación  ó  acq>lacion,  con  prisión  en  el  tercer  gra- 
do, interdicción  defunciones  ^blicas  y  pérdida  de- pensiones  remu- 
neratorias durante  la  prisión  y  dos  ó  cinco  anos  roas.  £1  duelo  vealt- 
2ado,  aunque  no  baya  habido  en  él  heridas  ni  muerte,  se  castiga  coa 
pena  de  presidio  de  siete  á  doce  años  y  multa. 

En  Fortttgal,  se  castiga  el  duelo  por  la  antigua  ley  de  i668,  fat 
cual  distingue  especialiiiente  para  la  ^reciacion  de  la  criminalidad, 
entre  el  tiempo  mas  ó  menos  largo  que  ha  trascurrido  entre  ia  ofen- 
sa y  el  combate.  El  duelo  inmediato  se  juzga  escusable  coom)  vía  de 
hecho  para  reobazar^una  injuria;  en  cuanto  al  d^to  premeditad», 
^  castiga  con  destierro  en  África,  arbitrio  prvwipis,  con  la  oonl¡$- 
•cacion debiene&y  la degradaeioQ eivii»u 

En>Espa^,  laprohibieion  de  los  duelos  data  de  la  época  de  los 
Jteye&GatolMios.>Rob«stecído4ltpod9rreal«aMsmaao8,.y^d 
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do  el  de  la  nobleza,  se  prohibió  el  duelo  por  ley  dada  en  Toledo  en 
4480,  que  forma  la  1.%  titulo  20,  libro  XII  de  la  Novísima,  impo- 
niendo á  los  qae  lo  provocaran  ó  aceptasen  la  pena  de  aleve  y  la 
confiscación  de  bienes,  y  al  retador  la  de  maerte,  si  mataba  ó  hería 
á  su  adversario,  y  la  de  destierro  perpetuo  fuera  del  reiooal  desafia- 
do qae  quedaba  con  vida,  y  asimismo  la  de  alore  y  pérdida  de  bie- 
nes á  los  padrinos  ó  que  trajesen  ó  llevasen  carteles  ó  mensajes,  y 
aun  á  los  simples  espectadores  les  impuso  la  pena  de  pérdida  de  las 
eaballerias  en  que  asistiesen  al  duelo,  y  600  maravedís  de  multa  á 
cada  uno,  en  caso  de  ir  á  pié.  Posteriormente,  por  Real  decreto  de 
f9  de  agosto  de  4678,  para  corregir  el  esceso  de  ht  frecuencia  de  los 
desafíos,  se  resolvió  que  de  todos  los  casos  de  esta  calidad  conociese 
privativamente  la  justicia  ordinaria  con  inhibición  de  las  demás  ju- 
risdicciones y  privación  de  todo  fuero  á  los  delincuentes,  por  privi- 
legiado que  fuese,  incluso  el  militar.  T  por  los  oapilulos  128  y  iin 
de  la  ordenanza  militar  deFlandes  de  48  de  diciembre  de  1701,  si^ 
prohibió  á  todos  los  oficiales  de  las  tropas  el  tomar  la  pistola  ó  espa- 
da en  la  mano,  los  unos  contra  los  otros,  pena  de  ser  privados  de  sus 
puestos,  y  se  impuso  la  pena  de  muerte  á  los  que  resultasen  agreso- 
res, previniendo  que  si  por  las  informaciones  practicadas  no  se  pu- 
diese descubrir,  fuesen  todos  privados  desús  puestos  y  perseguidos 
crimtnalmente  como  infractores  de<  la  ordenanza,  y  que  todo  el  que 
diese  aviso  á  los  comisaríosde  guerra  de  algún  duelo  verificado  entre 
las  tropas,  tendría  inmediatamente  80  escudos  y  su  licencia.  Notas 
4  y  2,  tít.  ^,  lib.  XU^  la  Novísima. 

Pero  ht  ley  que  impuso  penas  mas  severas  contra  los  desafíos , 
Hegando  hasta  el  dltimo  estremo  del  rigor,  fué  la  tan  célebre  prag- 
mática de  Felipe  V,  dada  en  37  de  enero  de  1716,  y  renovada  pos- 
teriormente por  D.  Femando  VI  en  9  de  mayo  de  1757 ,  que  forma 
la  ley  2.*,  tít.  20,  lib.  42  de  la  Nov.  Recop.,  y  cuyo  enérgico 
preámbulo  no  podemos  menos  de  trascribir,  por  demostrar  el  estado 
dehtóphiionydelas  costumbres  sobre  esta  materia ,  la  ineficada 
de  las  leyes  anteriores  para^  reprimir  los  des^afíos,  y  la  sabiduría  del 
legislador  al  evocar  ios -hechos  heroicos  de  arrojo  y  valentía  de 
nuestros  mayores  para  destruir  uno  de  los  motivos  en  que  se  fundan 
los  desafios,  á  saber,  el  acreditar  el  valor  suficiente  para  arrostrar- 
los: cNo  habiendo  hasta  ahora  podido  las  maMiciones  de  la  iglesia, 
y  las*  leyes  de  los  reyes,  mis  antecesores,  dice  este  preámbulo,  des- 
terrar el  detestable  uso  de  tos  duelos  y  desafios,  sin  embargo  de  ser 
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contraríos  al  dei*echo  natural  y  ofensores  del  respeto  que  se  debe  4 
ini  real  persona  y  autoridad,  y  valiéndose  los  que  se  discurren  agra- 
viados del  medio  de  buscar  por  sí  la  satisfacción  que  debieran  soli- 
citar recurriendo  á  mi  real  persoiía  ó  á  mis  ministros;  habiendo  su- 
gerido el  engaño  el  falso  concepto  de  honor,  de  ser  falta  de  valor  el 
no  intentar  ni  admitir  este  modo  de  vengarse,  como  H  la  nadon  es- 
pañola necesitara  de  adqumr  créditos  de  valerosa  por  un  camino 
tan  feo  y  criminal  y  abominable,  después  de  tantas  coiiquistas,  san- 
gre  vertida,  y  vidas  sacrificadas  á  la  propagación  de  la  fé,  gloria  ie 
sus  reyes  y  crédito  de  su  patria ;  y  aunque  debo  esperar  de  la  obe- 
diencia y  amor  de  mis  vasallos,  y  singularmente  de  la  nobleza,  que 
se  ajustarán  á  esta  nueva  declaración  de  mi  real  voluntad  en  detes- 
tación de  este  delito,  por  si  hubiere  quien  se  desviara  de  mis  reales, 
justas  y  paternales  intenciones,  declaro  primeramente  por  esta  inal- 
terable ley  y  real  pragmática,  que  el  desafío  ó  duelo  debe  tenerse 
y  estimarse  en  todos  mis  reinos  por  delito  infame;  y  en  consecuen- 
cia de  esto ,  mando  que  todos  los  que  desaliaren,  los  que  admitiesen 
el  desafio,  los  que  interviniesen  en  ellos  por  terceros  ó  padrinos,  los 
que  llevaren  carteles  ó  papeles  con  noticia  de  su  contenido,  ó  reca- 
dos de  palabra  para  el  mismo  fin ,  pierdan  irremisiblemente  por  el 
mismo  hecho  todos  los  fueros»  rentas  y  honores  que  tuvieren  por 
mi  real  gracia  y  sean  inhábiles  para  tenerlos  durante  su  vida,  y  si 
íueren  caballeros  de  alguna  de  las  órdenes  militares,  se  les  degrade 
de  este  honor ,  y  se  les  quiten  los  hábitos,  y  si  tuvieran  encomien- 
das, vaquen  y  se  puedan  proveer  en  otros;  y  esto,  además  de  la  pe- 
na de  aleves  y  perdimiento  de  bienes ,  establecida  por  mis  abuelos 
D.  Fernando  y  Dona  Isabel  en  la  ley  precedente  que  mando  sea  ob- 
servada en  todo  lo  que  por  esta  mi  real  pragmática  no  se  hallare  in- 
novada.» Además,  si  llegaban  á  salir  los  contendientes  al  punto  se- 
ñalado para  el  desafío,  aunque  no  hubiera  riña,  muerte  ó  herida,  s* 
les  imponía  la  pena  de  muerte  y  confiscación  de  todos  sus  bienes. 
Facultóse  también  para  probar  este  delito  con  testigos  singulares» 
indicios  y  conjeturas,  y  no  se  admitió  prescripción  contra  él. 

Estas  penas  quedaron  sin  aplicación  por  su  misma  dureza  y  por 
hallarse  en  pugna  con  la  opinión  general,  castigándose  el  duelo  con 
penas  arbitrarías.  Por  último  ,  en  el  Código  penal  de  1822  y  en  el 
nuevo  Código  de  1848 ,  se  hallan  atemperadas  las  disposiciones  pt^ 
nales  sobre  esta  materia,  si  bien  con  demasiada  laxitud,  á  las  con- 
sideraciones y  circunstancias  especiales  que  militan  y  que  han  in- 
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fluido  en  la  penalidad  de  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  moder- 
nas. Estas  circunstancias  consisten :  1.^,  en  la  violencia  que  produ- 
ce en  la  voluntad  de  los  duelistas  la  preocupación  general  que  cubre 
de  ignominia  al  que  no  acude  á  este  medio  en  las  cuestiones  de 
honra :  2/,  en  la  gravedad  y  naturaleza  de  la  provocación  ó  de  las 
ofensas  que  la  originan,  y  que  llegan  á  producir  cierta  especie  de 
obcecación  y  arrebato ,  y  á  interesar  vivamente  para  que  no  se  ha- 
gan públicas:  3.*^,  en  la  especie  de  convenio  que  preside  á  este  de« 
lito  y  que  le  despoja  del  dolo  que  constituye  el  homicidio  volunta- 
rio, y  sustituye  á  la  alevosía  que  produce  el  asesinato,  un  consenti- 
miento recíproco:  4.^,  en  la  reciprocidad  del  ataque  y  de  la  defen- 
sa,  y  en  la  presencia  de  los  testigos  que  aseguran  la  lealtad  y  ob- 
^rvancia  de  las  condiciones  en  que  consiste  esta  reciprocidad. 

Asi,  pues,  impone  la  pena  de  destierro  al  que  acepta  el  duelo, 
la  de  prisión  mayor  al  que  mata  en  duelo  á  su  adversario,  la  de 
prisión  menor  si  le  causa  lesiones  graves ,  y  la  de  arresto  mayor, 
aunque  no  haya  lesiones,  art.  330:  estas  penas  se  agravan  en  su 
grado  máximo,  si  el  que  provocó  al  duelo  no  esplica  los  motivos  á 
su  adversario  si  éste  lo  pidiese ,  ó  si  desecha  los  que  le  diese  éste, 
siendo  decorosos,  y  al  que  habiendo  hecho  á  su  adversario  una 
injuria,  se  negase  á  darle  esplicaciones  suficientes  ó  satisfacción 
decorosa.  Se  impone  la  pena  de  confinamiento  menor  en  caso 
de  homicidio,  la  de  destierro  en  el  de  lesiones  menos  graves ,  y 
la  de  10  á  iOO  duros  de  multa  en  los  demás  casos ,  al  provoca- 
do á  desafio  que  se  batiese  por  no  haber  obtenido  de  su  adversa- 
rio esplicacion  de  los  motivos  del  duelo;  al  desafiado  que  se  batiere 
por  haber  desechado  su  adversario  las  esplicaciones  suficientes  ó  sa- 
tisfacción decorosa  del  agravio  inferido ;  al  mjuriado  que  se  batiera 
por  no  hid)er  podido  obtener  del  ofensor  la  esplicacion  suficiente  ó 
satisfacción  decorosa  que  le  hubiese  pedido.  £1  que  incitare  á  otro 
á  provocar  ó  aceptar  el  duelo,  es  castigado  respectivamente  con  las 
penas  del  art.  350,  si  el  duelo  se  lleva  á  efecto.  El  que  denostare  ó 
desacreditare  públicamente  á  otro  por  haber  rehusado  un  duelo,  in* 
corre  en  las  penas  señaladas  para  las  injurias  graves.  Los  padrinos 
de  nn  duelo ,  de  que  resultaren  muerte  ó  lesiones,  son  respectiva- 
mente castigos  como  autores  de  aquellos  delitos  con  premedita- 
ción, si  hubieren  promovido  el  duelo  ó  usado  cualquier  género  de 
alevosía  en  su  ejecución  ó  en  el  arreglo  de  sus  condiciones ;  como 
cAmplices  de  los  mismos  delitos,  si  los  hubiesen  concertado  á  muerte 
TOMO  xvu.  9 


Digitized  by 


Google 


66  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

Ó  €0Q  ventaja  conocida  de  algono  de  ios  combatientes:  incurren  en 
ía  pena  de  arresto  mayor  y  multa  de  50  á  SOO  duros,  si  no  hubieren 
hecho  cuanto  estuvo  de  su  parte  para  conciliar  tos  ánimos  ó  no  pro- 
curan concertar  las  condiciones  del  duelo  de  la  manera  menos  peli- 
grosa posible  para  la  vida  de  los  combatientes. 

El  duelo  que  se  verificare  sin  la  asistencia  de  dos  ó  mas  padrinos 
mayores  de  edad  por  cada  parte»  y  sin  que  estos  hayan  elegido  las 
armas  y  arreglado  todas  las  demás  condiciones,  se  castiga  con  pri* 
sion  correccional^  no  resultando  ^inerte  ó  lesiones;  coalas  penas  ge- 
nerales del  Código,  si  resultaren,  pero  sin  que  nunca  pueda  bajarse 
de  la  prisión  correccional.  Se  imponen  también  las  penas  generales 
del  Código,  y  además  las  de  inhabilitacicm  absoluta  temporal  al  que 
provocare  ó  diere  causa  á  un  desafío,  proponiéndose  un  interés  pe- 
cuniario ó  un  objeto  inmoral:  y  al  combatiente  que  cometiere  la  alevo- 
sía de  faltar  á  las  condiciones  concertadas  por  tes  padrinos  (art.  349 
al  357  de  dicho  Código  penal  de  1848  reformado  en  1850).  La  espli- 
cacion  de  estos  artí(Hilos  la  hemos  e^mesto  en  los  Comentarios  que 
publicamos  sobre  el  Código. 

Tales  son  las  disposiciones  penales  que  han  creido  conveniente 
adoptar  contra  el  duela  los  legisladores  de  la  culta  Europa.  Según 
yernos  en  ellas,  se  ha  recorrido  la  escala  de  las  penas  corporales 
desde  sus  grados  menores  hasta  el  su^mo  formado  por  la  pena  de 
muerte^  y  se  han  aplicado  pienas  infamatorias:  y  ne  obstante,  no  se 
ha  legrado  reprimir  suficientemente  este  delito,  cuanto  menos  ha- 
cerlo desaparecer  de  nuestras  costumbres!  ¿Será  que  no  pueda  con- 
seguirse este  resultado,  como  debiera?  No,  cierbimente.  T^  efecto, 
el  duelo  no  presenta  los  caracteres  ni  los  móviles  que  ocastonan  la 
reproducción  de  los  demás  detitos.  No  es  como  estos,  un  acto  pura* 
mente  voluntario,  instigado  por  el  afán  de  procurarse  riquezas  6 
placeres  ó  de  contenlar  pasiones  malévolas  ó  desenfrenadas  que  la 
sociedad,  ni  menos  los  gobiernos  tengan  el  deber  de  satisfacer.  SI 
objeto  principal  del  duelista,  es  como  dice  Uonsieur  Chauveau  en  sa 
Teoría  del  Código  penal,  lavar  su  honor  mancillado  ó  conservado 
intaiclo:  la  vohmtad  de  herir  al  adversario  no  es  mas  que^Muádm* 
tal  y  secundaria,  y  aw  muchas  veces  no  existe*  En  ék  duelo,  no  obra 
por  lo  común  la  voluntad  libfe  como  en  los  demás  delitos;  hállale 
violentada  por  la  preocupación  sodal  que  nota  de  ignominia  al  que 
no  recurre  á  él  en  los  casos  de  homra,  á  falta  de  otro  medio  que  ao 
viplenci»  ni  eCusMm  de  sangre  luve  el  hoftor  mancillada*  cUno  dd  M 
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caracteres  peculiares  de  este  delito,  decia  Mr.  Livingston,  en  su  Es« 
posición  de  los  Motivos  del  Código  penal  de  la  Luisiana,  es  qae  sa 
€ouiete  con  repugnancia  de  diez  veces  lasnueve.»  Fundándose,  pues, 
el  desafío  en  una  pasión  noble  y  digna,  los  gobiernos  tienen  el  deber 
de  investigar  un  medio  que  la  satisfaga  sin  recurrir  á  la  lucha  priva- 
da. ¿T  es  por  ventura  este  medio  el  temor  que  puede  imprimir  la  pe- 
na de  muerte,  ó  la  infamia  legal?  Una  funesta  esperiencia  hacontes* 
tado  desgraciadamente  por  la  negativa.  La  pena  de  muerte  que  im- 
pone la  ley,  no  puede  intimidar  á  los  duelistas,  puesto  que  en  el  he- 
cho de  salir  al  desafio,  se  esponen  i  una  muerte  mas  segura,  porque 
es  mas  difieil  de  evitar  la  que  puede  darles  la  espada  ó  la  pistola  del 
contrarío  ante  las  cuales  presenten  desnudo  su  pecho,  que  la  escrita 
en  la  letra  de  la  ley  que  pueden  burlar  con  la  fuga.  La  pena  de  infa- 
mia legal  no  puede  afectar  tampoco  á  los  duelistas,  porque  carece 
de  la  sanción  de  la  opinión  pública,  la  cual  por  otra  parte,  infama 
doblemente  al  que  rehuye  el  duelo. 

£1  que  ha  sido  injuríado  por  otro  en  su  honor,  con  la  gravedad 
que  hemos  indicado  al  esponer  el  segundo  fundamento  del  duelo  en 
nuestro  concepto,  esto  es,  abusando  de  su  mujer,  hijas,  etc.,  que  e$ 
el  verdadero  caso  en  que  ofrece  la  cuestión  sobre  el  desafío  tcÑda  su 
dificultad,  se  encuentra  en  la  terrible  alternativa,  ó  de  recurrir  á  los 
tribunales  para  que  impongan  al  injuriante  el  condigao  castigo  y 
evitar  en  lo  sucesivo  la  reproducion  de  tales  injurias,  en  cuyo  caso» 
dándose  publicidad  á  su  ofensa,  tiene  que  arrostrar  la  nota  infaman- 
te de  cobardía  y  de  poca  estima  á  su  honor  con  que  le  marca  la  opi- 
nión pública,  siquiera  sea  injusta,  ó  de  esponer  su  vida  para  probar 
que  no  merece  tales  inculpaciones,  apelando  al  acto  cruel  é  inma* 
ral  del  desafío  (único  remedio  que  la  opinión  considera  como  sufi- 
ciente garantía  de  que  esthna  el  honor  en  cuanto  es  debido),  ó  de 
devorar  en  silencio  su  agravio  y  su  deshonra,  quedando  espuesto  & 
la  reincidencia  por  parte  del  injuriante  y  á  que  divulgue  este  la  di^ 
iBunadon,  atrayéndole  la  censura  de  la  opinión  pública.  El  mal  coii- 
siste,  pues,  en  que  los  gobiernos,  ya  que  no  han  juzgado  fácil  ó  po« 
sible  ilustrar  dicha  opinión  sobre  los  verdaderos  fundamentos  del 
honor,  destruyendo  sus  errores  y  preocupaciones  sobre  este  punto,, 
no  han  ideado  un  proceder  que  concillase  la  justa  satisfacción  del 
agraviado  y  el  castigo  del  culpable  por  medios  legales,  con  las  oon* 
«deraciones  de  la  opinión  pública,  evitando  su  reprobación  y  aii 
eeosanu  Si  se  hubiera  da^o  en  qste  proceder,  ofreciendo  1^  epbi/fü^ 
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nos  el  amparo  y  protección  debida  al  ciudadano  que  se  vé  herido  en 
lo  que  tiene  de  mas  apreciable,  en  su  honra,  no  se  hubiera  visto 
obligado  este  á  recurrir  á  un  medio  estralegal  para  satisfacer  su  ho- 
nor ultrajado,  én  la  especie  de  abandono  en  que  viene  á  quedar  de 
otra  suerte. 

Con  el  objeto  de  conciliar  la  satisfacción  de  dichas  ofensas  con 
las  exigencias  de  la  opinión  pública,  y  sin  apelar  á  la  lucha  priva- 
da, se  han  ideado,  sin  duda,  los  tribunales  llamados  de  honor,  para 
entender  en  las  cuestiones  de  honra.  Así,  vemos  formarse  en  Fran- 
cia un  tribunal  de  generales;  en  España  hemos  visto  un  tribunal  de 
honor  para  entender  de  los  agravios  que  pudieran  inferirse  los  escri- 
tores políticos  por  medio  de  la  prensa,  y  en  Inglaterra,  en  los  últi- 
mos años,  se  creó  una  asociación  cuyo  objeto  era  la  abolición  del 
duelo,  de  la  que  formaron  parte  los  personajes  mas  notables  del  or- 
den civil  y  militar.  Uno  de  los  medios  propuestos  por  esta  asocia- 
ción consistía  en  hacer  formar  previamente  álos  asociados  el  empe* 
ño  de  someter  toda  cuestión  de  honra  ¿  la  decisión  de  cierto  número 
de  jueces  arbitros,  nombrados  anualmente  por  la  sociedad.  De  esta 
asociación  se  dio  cuenta  en  las  Cámaras  inglesas,y  sir  Robesto  Peel 
declaró  de  un  modo  formal,  que  la  influencia  favorable  de  una  aso- 
ciación compuesta  de  esta  suerte,  y  rechazando  por  medio  de  una 
aclaración  pública  toda  aceptación  ó  misiva  de  cartel  de  desafío,  le 
parecia  mas  eficaz  que  toda  reforma  que  pudiera  hacerse  en  las  le- 
yes sobre  esta  materia.  Sin  embargo,  estos  tribunales  de  Jionor  no 
han  dado  los  resultados  que  se  apetecian  y  esperaban.  Esto  ha 
consistido,  en  nuestro  juicio ,  en  que  no  afianzándose  en  la  autori- 
dad pública,  carecian  de  la  fuerza  é  imperio  necesarios  para  hacer 
t>bedecer  sus  decisiones,  y  principalmente,  en  que  no  se  tuvo  á  la 
vista  la  única  base  que  podía  hacerlos  aceptables,  el  requisito 
esencial  é  indispensable  para  entender  de  las  injurias  graves  contra 
la  honra,  á  saber,  el  secreto^  y  antes  por  el  contrario,  el  número  de 
jueces  de  que  se  componían  y  la  movilidad  ó  renovación  frecuente 
de  estos,  era  opuesta  á  tan  importante  requisito. 

El  verdadero  y  único  medio,  pues,  que  existe  en  nuestro  juicio 
para  reprimir  debidamente  el  desafío,  consiste  en  castigar  de  ubi 
modo  severo,  cierta  clase  de  injurias,  origen  y  causa  primordial  dt 
este  delito,  y  una  vez  inferidas  estas,  en  procurar  al  ofendido  el  cas- 
tigo del  ofensor,  de  un  modo  secreto  ^  que  satisfaciendo  ¿  su  honor 
aancUladOy  impida  la  publicidad  de  la  ofensa,  evitando  de  esta 
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suerte  ese  fallo  tiránico  é  impío  de  la  opinión  pública,  siempre  es« 
travíada  en  esta  materia,  que  es  indudablemente  la  cau^  que  ár^ 
rastra  á  la  perpetración  del  desafío. 

Establézcanse  juzgados  y  tribunales  compuestos  de  jueces  y  fun- 
cionarios que  por  su  edad  provecta,  prudencia  é  ilustración,  ofrezcan 
suficiente  confianza  de  que  se  guardará  un  secreto  inviolable,  un  si- 
gilo sacramental  en  este  género  de  causas;  asegúrese  esta  confianza 
por  medio  de  penas  severas  á  los  que  revelen  aquel  secreto:  fórme^ 
se  un  procedimiento  especial  «n  que  se  adopten  todas  las  diligencias 
y  pruebas  compatibles  con  este  sigilo;  precédase  desde  luego  á  la  pri- 
sión é  incomunicación  del  injuriante,  en  virtud  de  la  querella  funda^ 
da  del  agraviado,  castigando  por  otra  parte,  severamente  al.calum- 
lüador,  y  apliqúense  á  esta  clase  de  delitos,  penas  que  afecten  á  la 
estimación  pública  y  en  especial  la  de  destierro  y  confinamiento  á 
países  distantes  del  domicilio  del  ofendido  y  por  un  espacio  de  tiem- 
po mas  ó  menos  prolongado  según  la  gravedad  de  la  ofensa;  y  de  es- 
ta suerte  se  obrará  con  mucha  mayor  eficacia  que  la  que  hasta  el 
dia  para  abolir  este  modo  ilegal,  injusto  y  bárbaro  de  vengar  las 
injurias. 

Este  medio  seria  solamente  aplicable  á  la  clase  de  injurias  que 
afectan  gravemente  el  honor,  que  se  infieren  en  secreto,  y  respecto 
de  las  cuales  imprime  la  sociedad,  no  bien  llega  á  saberlas,  una  no- 
ta infamante  en  el  que  las  soporta  sin  recurrir  al  desafío.  Si  estas 
injurias  se  hubieran  hecho  públicas,  los  gobiernos  podrían  evitar 
desde  luego  el  duelo,  poniendo  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad  al 
injuriante  é  injuriado,  y  procediendo  á  la  detención  ó  arresto  de 
aquel,  en  caso  necesario,  y  á  la  imposición  de  penas  de  la  clase  de 
las  referidas;  porque  habiéndose  hecho  en  este  caso  ya  pública  la  in- 
juria y  no  pudiendo  el  ofendido  recurrir  al  duelo,  para  lavar  su  ho-^ 
uor,  no  podia  la  opinión  acusarle  de  cobarde  ni  de  falto  de  dignidad 
ai  apelar  á  los  tribunales  para  satisfacer  su  agravio ,  puesto  que 
este  era  el  único  medio  que  le  quedaba.  Respecto  de  las  injurias  de 
poca  importancia  ó  sobre  motivos  fútiles  para  cuya  satisfacion  solo 
aconseja  el  desafío  un  puntillo  de  honor  á  todas  luces  exagerado  y . 
fako,  bastaría  que  imprimieran  la  ley  y  los  magistrados,  en  los  que 
recurriesen  al  duelo  para  vengarlas,  una  nota  desfavorable,  que 
siendo,  como  no  podría  menos  de  ser,  sancionada  per  la  opinión 
pública,  producirla  los  efectos  apetecidos. 

Esta  última  idea  la  hallamos  indicada  por  el  sabio  jurisconsulto 
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^fiscal  francés,  M.  Dupin,  en  uno  de  sus  informes  sobre  los  medios 
de  reprimir  los  desafios. 

c(Hay  querellas  de  ninguna  importancia,  por  motivos  indignos 
que  no  merecen  ocupar  un  instante  la  atención,  decía  M.  Dupín,  y 
cuando  se  combate  una  preocupación  como  esta,  no  me  parece  mal 
medio  el  de  apelará  la  solemnidadjudicial  que  comprometería  al  me- 
nos á  la  esposicion  de  los  hechos.  Cuando  fuese  un  motivo  fútil  el 
de  la  querella,  como  una  cuestión  de  preferencia  en  un  teatro,  un 
pretendido  insulto  á  una  señora,  un  codazo,  una  mirada  de  reojo  y 
otros  por  este  estilo,  y  el  público,  en  vez  de  leer  en  los  periódicos, 
que  dos  hombres  habian  satisfecho  su  honor  (según  su  lenguaje  ordi- 
nario), oyese  la  voz  severa  del  magistrado  calificar  el  duelo  y  sus 
circunstancias  como  se  merecen,  ¿no  seria  éste  un  medio  poderoso 
para  destruir  esta  preocupación?  A  las  veces,  el  que  dio  motivo  á  es- 
la  clase  de  duelos,  logrando  ser  absuelto,  llevaria  consigo  cierta  ani- 
madversión pública  que  contribuiría  no  poco  á  hacer  desaparecer 
este  resto  de  barbarie  de  nuestras  costumbres.» 

Al  que  se  )e  motejara  de  cobarde  por  no  haber  recurrido  al  desa- 
fio, debería  permitírsele  probar  judicialmente  haber  dado  muestras 
de  valor  en  el  curso  de  su  vida;  prueba  que  seria  segura  y  fácil  á 
todos,  pues  apenas  habrá  quien  no  haya  arrostrado  con  serenidad  y 
arrojo  apocas  y  circunstancias  difíciles  en  su  vida  que  requiríesen^ 
no  ya  el  simple  valor,  sino  hasta  el  heroísmo,  considerado  el  valor, 
no  solo  bajo  el  aspecto  físico,  sino  bajo  el  moral,  que  es  el  que  de- 
muestra un  ánimo  mas  esforzado. 

Por  estos  medios,  que  no  hacemos  mas  que  indicar,  auxiliados 
por  una  legislación  previsora,  prudente  y  sabia,  que  reprimiera  se- 
veramente las  injurias  é  impusiera  penas  proporcionadas  y  análogas 
á  los  diferentes  actos  que  constituyen  el  desafío,  se  consegairia,  en 
nuestro  juicio,  evitar  los  duelos  en  la  mayoi^P^^te  de  casos,  ya  que 
no  se  estinguieran  completamente,  cosa  que  no  es  posible  mientras 
la  sociedad  se  deje  arrastrar  de  preocupaciones,  de  errores  y  pasio- 
nes funestas,  mientras  no  se  halle  animada,  de  las  sublimes  virtu- 
des que  inculca  el  Crístianismo. 

T  en  efecto,  solo  la  Religión  puede  abolir  enteramente  el  duelo, 
porque  ella  sola  manda  con  autoridad  la  reconciliación  y  el  perdón. 
Una  sociedad  en  que  dominara  el  verdadero  espíritu  del  cristianismo, 
no  conocería  las  enemistades,  los  odios  ni  rencores.  £1  Evangelio 
ha  dicho:  «Si  antes  de  depositar  iu  ofrenda  en  el  altar,  te  acuerdas 
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de  qae  tu  hermano  tiene  alguna  queja  contra  tí,  deja  tu  ofrenda  y 
marcha  primero  á  reconciliarte  con  tu  hermano.  >  A  los  unos  prohi- 
be severamente  toda  ofensa,  á  los  otros  manda  siempre  el  perdón, 
c  ¿Cuántas  veces  deberé  perdonar  á  mi  hermano  que  me  haya  ofen- 
dido? preguntó  Pedro,  que  representaba  la  naturaleza;  ¿será  hasta 
siete  veces?  T  Jesús  le  respondió:  «No  digo  hasta  siete  veces,  sino 
hasta  setenta  veces  siete.  >  Una  sociedad,  pues,  en  que  la  religión 
tuviera  bastante  ascendiente  é  imperio  para  penetrarla  de  estos  pre- 
ceptos sublimes,  que  lejos  de  marcar  con  una  nota  infamante  al 
que  esperímentase,  sin  culpa  alguna  de  su  parte,  la  mayor  de  las 
desgracias,  al  que  se  viese  mancillado  en  su  honra,  le  prodigara  to- 
da clase  de  consuelos,  obligando  al  ofensor  á  darle  satisfacción  cum- 
plida de  su  agravio,  y  á  sufrir  el  castigo  ó  penitencia  que  su  ofensa 
mereciera,  ó  el  público  baldón  y  desprecio  en  caso  de  negarse  á 
ello,  separándole  de  la  comunicación  social,  como  un  miembro  degra- 
dado y  corrompido,  si  habia  arrojado  sobre  su  inteligencia  un  velo 
tan  oscuro  y  tan  denso,  que  le  cegara  hasta  el  punto  de  inferir  al- 
guna de  las  ofensas  que  manchan  gravemente  el  honor  del  próji- 
mo, no  tendría  necesidad  del  desafío,  y  este  se  veria  abolido  por  la 
opinión  misma.  El  sentimiento  del  honor  no  se  ajaría  en  lo  mas 
mínimo  por  ello,  antes  por  el  contrario,  quedaría  purificado  y  con 
nuevo  brillo.  No  se  consideraría  ya  como  un  punto  de  honor  el  ven- 
garse, sinc^el  reconocer,  la  una  parte  sus  agravios,  y  en  recibir  la 
otra,  en  todos  los  casos,  francas  escusas.  La  reprobación  y  nota  des- 
favorable de  la  opinión  recaeria  solamente  sobre  el  ofensor  obstinado 
cuyo  orgullo  no  quisiera  confesar  su  culpa,  ó  sobre  el  ofendido  cuyo 
rencor  rehusara  la  reconciliación  ofrecida. 


José  VíceDte  y  Garabantes* 
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SOBRE  LAS  PRESAS 
Y  EL  DERECHO  DE  INmTIGACfON  ¥  VISITA. 


La  presa  no  es  mas  que  el  botín  qae  se  hace  y  toma  al  enemigo 
en  la  guerra,  asi  por  tierra  como  por  mar,  y  especialmente  las  na- 
ves enemigas  de  que  se  apoderan  los  corsarios  autorizados  al  efec- 
to, sobre  lo  cual  se  dictaron  varias  reglas  en  la  Ordenanza  de  las 
matriculas  de  mar  de  i  2  de  agosto  de  1802. 

Pero  no  vamos  á  hablar  aquí  de  esta  clase  de  presas,  sino  de  las 
que  se  hacen  de  los  buques  de  las  naciones  neutrales  por  las  que 
están  en  guerra ,  para  demostrar  que  esto  es  contrario  al  derecho 
natural  y  de  gentes,  y  que  en  último  resultado  perjudica  notable- 
mente á  los  intereses  del  comercio. 

Las  leyes  que  se  dictan  por  las  naciones  beligerantes,  no  sola- 
mente alteran  su  comercio,  sino  que  afectan  estraordinariamente  al 
de  las  naciones  neutrales,  pues  son  inmensos  los  estorbos  y  dificul- 
tades que  introducen  al  comercio  de  Europa.  Los  riesgos  de  mar  se 
aumentan  en  más  del  50  por  100. 

Los  comerciantes  casi  no  calculan  entonces  los  de  las  arribadas 
y  borrascas ;  solo  atienden  á  las  leyes  y  á  las  prohibiciones  de  la 
guerra,  que  miran  como  los  huracanes  mas  difíciles  de  evitar  y  que 
aumentan  considerablemente  el  valor  de  la  mayor  parte  de  los  fru- 
tos y  mercancías. 

Un  Código  de  leyes  arbitrarias ,  que  cada  una  de  las  naciones 
que  están  en  guerra  quiere  imponer  á  las  demás  neutrales,  turba  de 
mil  modos  el  comercio  de  Europa.  Casi  todas  ellas  son  dictadas 
por  la  ambición  y  el  interés ,  que  son  los  que  estienden  la  guerra 
mas  allá  de  sus  límites  naturales,  y  los  que  hacen  que  sea  sensible 
aun  á  las  naciones  pacíficas  que  se  hallan  mas  distantes  de  ella. 

En  honor  y  bien  de  la  humanidad  quisiéramos  borrar  del  cuerpo 
de  la  Legislación  de  Europa  ese  Código  de  leyes  injustas  y  arbitra- 
rias, que  tanto  dificultan  la  navegación ,  como  perjudican  los  inte- 
reses del  comercio. 

Ninguna  nación  tiene  derecho  de  atribuirse  el  imperio  del  mar, 
aunque  por  algunos  tratados  de  paz  y  de  comercio  se  ha  fijado  á 
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éo6  leguas  de  la  costa  la  distancia  á  que  se  estiende  el  dominio  res- 
pectivo de  cada  soberano,  cuyos  estados  baña  el  mar. 

£1  mar,  por  su  vasta  estension ,  facilita  á  los  hombres  la  comu- 
nicación, por  decirlo  asi,  de  todas  las  partes  del  globo.  £1  aproxima 
todos  los  países. y  todos  ios  climas ,  y  las  riquezas  que  guarda  en 
su  seno  son  un  origen  tan  precioso  como  abundante  de  goces  para 
la  especie  humana.  Se  ha  disputado  frecuentemente ,  y  sobre  todo 
en  el  siglo  XVII,  sobre  la  libertad  de  los  mares;  pero  generalmente 
se  ha  buscado  menos  la  verdad  que  sostener  sistemas  ó  intereséis 
particulares,  y  á  pesar  de  las  doctas  disertaciones  de  los  sabios,  la 
cuestión  no  ha  quedado  menos  indecisa,  sino  sometida  mas  bien  á  la 
fuerza  que  á  la  razón.  Pero  á  pesar  de  todo ,  podemos  hoy  estable- 
cer como  principio  general  que  el  mar  es  libre. 

Los  publicistas  alegan  muchas  razones  para  fundar  este  princi- 
pió, pero  se^n  nosotros,  hay  una  que  disipa  todo  género  de  duda. 
El  mar  presenta  dos  objetos  de  utilidad ,  la  navegación  y  la  pesca; 
es  inagotable  respecto  de  los  dos ,  por  consiguiente  todos  pueden 
participar  de  ellos  y  ninguno  puede  alegar  el  interés  de  su  conser- 
vación, ni  aun  el  de  goces  para  abrogarse  un  derecho  esclusivo. 

£1  orgulloso  Edgard ,  rey  de  Inglaterra,  se  llegó  á  creer  señor 
del  mar ,  de  tal  modo ,  que  tenia  la  imprudencia  de  abrogarse  los 
vanos  y  pomposos  títulos  de  emperador  y  seoor  de  todos  los  reyes 
del  Occéano,  y  de  todas  las  naciones  establecidas  en  sus  costas. 

El  rey  Canuto,  uno  de  los  mas  célebres  y  poderosos  de  su  tiem- 
po, que  cenia  sus  sienes  con  la  triple  corona  de  Dinamarca,  de  No- 
ruega y  de  Inglaterra ,  tuvo  muy  diferente  conducta.  Queriendo  li- 
songearle  sus  cortesanos ,  trataron  un  dia  de  persuadirle  de  que  su 
poder  sobre  el  mar  era  ilimitado;  pero  este  sabio  príncipe,  sin  darles 
la  menor  respuesta ,  los  convidó  á  una  gran  pesca ,  y  habiendo  pre-^ 
parado  para  después  una  comida  suntuosa  á  la  orilla  misma  del  mar, 
y  sentándose  á  la  mesa  al  tiempo  de  comenzar  el  reflujo ,  vio  luego 
retirarse  sus  convidados  por  miedo  de  que  el  agua  no  los  cubriese; 
mas  el  rey  permaneció  inmóvil  ordenando  á  las  aguas  que  retroce- 
dieran ,  y  como  ellas  continuasen  creciendo,  fingió  arder  en  cólera, 
esclamando:  «Olas  del  Occéano,  ¿así  respetáis  á  vuestro  señor?» 
Volvióse  luego  hacia  sus  cortesanos  con  una  sonrisa  de  desprecio, 
y  les  dijo:  cEl  que  lleva  en  su  roano  poderosa  las  riendas  del  Uni- 
«verso,  es  el  único  que  puede  mandar  los  elementos,  y  señalar  limi- 
» tes  al  mar.» 

TOMO  xvir.  iO 
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Algaoas  naciones  han  reclamado  constantemente  de  las  que  es^ 
tan  en  guerra,  el  derecho  de  navegación  é  independencja  contra  los 
principios  establecidos  por  las  Constituciones  de  Yenecia  y  Genova, 
reconocidos  por  Grocío  y  Pofendorff,  segoidos  por  la  mayor  parte 
de  los  que  han  escrito  sobre  el  derecho  de  gentes,  y  adoptados  hoy 
generalmente  por  todas  las  naciones. 

Respetamos  estas  autoridades ;  pero  no  podemos  dejar  de  con- 
siderar muy  justas  las  reclamaciones  de  las  naciones  neutrales  con- 
tra aquellas  leyes  y  para  no  reconocer  absolutamente  mas  que  el 
derecho  natural  ó  de  gentes,  que  asegura  la  libertad  de  los  mares  y 
su  independencia ,  y  el  establecido  por  los  tratados  internacionales, 
que  es  una  ley  sagrada  que  nadie  puede  quebrantar. 

Los  principios  del  derecho  de  gentes  son  contrarios  á  lo  qne  se 
ha  querido  sostener  con  el  apoyo  de  las  referidas  autoridades ,  que 
no  es  licito  á  una  nación  neutral  trasportar  ni  vender  á  otra  que 
está  en  guerra,  madera  de  construcción,  navios  y  otros  efectos,  y 
que  en  el  caso  de  trasporte,  son  reputados  por  de  contrabando,  es 
decir,  como  socorro  que  se  dá  al  enemigo. 

Se  pretende  que  estas  mercaderías  se  hallan  entonces  sujetas  al 
embargo  y  confiscación ,  que  el  derecho  de  necesidad  ejerce  todo 
su  imperio ,  y  que  autoriza  á  la  nación  que  se  halla  en  guerra  para 
privar  á  su  enemigo  de  todo  lo  que  le  puede  poner  en  estado  de  re- 
sistirle y  perjudicarle. 

Este  pretendido  derecho ,  se  ha  ejercitado  siempre  con  efecto 
sobre  el  mas  débil ,  ;  ha  sido  constantemente  despreciado  por  el 
mas  poderoso,  lo  mismo  que  el  derecho  de  visita  en  los  buques  neu- 
trales. 

Se  ha  establecido  además,  como  máxima  del  derecho  de  gentes, 
(|ue  las  mercaderías  pertenecientes  á  los  enemigos,  halladas  en  un 
buque  neutral,  pueden  ser  embargadas  legítimamente,  pagando  el 
flete  debido  al  patrón  ó  capitán  del  buque. 

Sin  embargo  de  que  el  derecho  de  gentes  siempre  es  el  mismo,  y 
constantemente  igual  en  todas  partes  y  en  todos  tiempos,  no  es  uni- 
forme este  uso  en  todas  las  naciones.  Las  Ordenanzas  de  los  reyes 
de  Francia  de  1543  y  1884,  qne  permitian  á  esta  nación  apoderarse 
de  las  mercaderías  de  contrabando,  mandaban  al  mismo  tiempo  pa- 
gar su  valor. 

Se  conoció  ya  en  aquel  tiempo,  que  esta  ley  era  arbitraria  y 
contraria  á  los  derechos  que  se  fundan  en  la  equidad  natural,  y  qne 
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d  rigor  de  ia  confiscación  no  podía  conciliarse  con  ei  derecho  natu- 
ral, y  coa  la  libertad  y  la  independencia  de  las  naciones  nea- 
trales. 

Por  eso  el  legislador,  para  salvar  el  agravio  hecho  á  las  nacio- 
nes neutrales,  recurrió  al  medio  de  mandar  pagar  el  valor  de  los 
efectos  embargados,  con  lo  que  vino  á  reconocer  formalmente  que 
no  habia  derecho  para  embargarlos. 

En  cuanto  á  las  mercaderías  del  enemigo,  encontradas  en  un 
buque  neutral ,  solo  se  introdujo  la  confiscación  con  el  gravamen 
de  pagar  el  flete  ai  patrón  ó  capitán  del  mismo,  lo  que  manifiesta  el 
respeto  que  se  tenia  á  los  principios  del  derecho  natural,  pues  solo 
se  atrevian  á  quebrantarlo  en  parte.  Después  se  pasó  á  confiscar 
toda  la  carga,  y  á  veces  el  buque,  en  cuyo  caso  hay  pocos  ejempla- 
res del  pago  del  flete. 

Esto  ha  dado  lugar  á  una  grande  variedad  de  opiniones  y  jui- 
cios. Las  leyes  arbitrarias  que  se  han  multiplicado,  solo  se  han  sos- 
tenido por  medio  de  la  fuerza,  sin  tener  en  cuenta  el  derecho  pú- 
blico de  todas  las  naciones  neutrales.  ¿Puede  acaso  respetarse  coma 
ley  el  yugo  que  la  superioridad  de  fuerzas  ha  impuesto  comunmente 
á  estas  naciones,  y  que  no  tienen  otro  título,  otro  fundamento  que 
esta  superioridad?  Si  es  preciso  suscribir  á  ella ,  también  nos  es  U- 
cito  consignar  que  solo  se  cede  á  la  violencia,  al  imperio  de  la  ne- 
cesidad ,  y  que  pueden  emplearse  todos  los  medios  necesarios  para 
eludirla ,  y  que  no  hay  obligación  de  reconocer  sobre  esta  materia 
mas  que  el  derecho  natural  y  lo  convenido  en  los  tratados  interna- 
cionales, que  son  las  leyes  que  las  naciones  respectivamente  se  han 
impuesto  por  su  mutua  ventaja. 

Es  un  principio  cierto,  que  toda  nación  es  libre  é  independiente 
por  el  derecho  natural.  Luego  únicamente  en  este  estado  de  liber- 
tad é  independencia  se  debe  examinar  si  una  nación  puede  arro- 
garse el  derecho  de  interrumpir  el  comercio  de  las  otras ,  ó  de  im- 
ponerles leyes  arbitrarias,  bajo  el  principio  de  que  tiene  un  enemigo 
que  resistir,  subyugar  ó  castigar,  ó  lo  que  es  lo  nrismo,  con  el  úni- 
co fundamento  de  sus  intereses. 

Si  algunas  naciones  neutrales  acostumbraran  hacer  con  las  que 
están  en  guerra,  en  tiempo  de  paz  algún  comercio  de  mercaderías, 
qoeen  los  tratados  y  en  el  uso  se  ha  tenido  por  conveniente  llamar 
contrabando  de  guerra,  como  los  cañones,  pólvora,  balas,  buques  y 
lodo  Jo  destinado  á  la  marina,  ¿deben  dejar  de  introducirse  estas 
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mercaderías  en  una  de  estas  naciones ,  por  la  razcm  de  que  está  ea 
guerra  con  otra  nación? 

La  que  sujeta  estas  mercaderías  al  embargo  ó  conGscacion  en 
virtud  de  alguna  ley  ó  costumbre,  quebranta  el  derecho  natural  y 
destruye  la  libertad  é  independencia  de  la  nación  neutral, 

Se  alega  para  disculpar  este  comportamiento,  el  pretendido  de- 
recho que  tiene  la  nación  que  se  halla  en  guerra  de  impedir  que 
el  enemigo  se  fortifique  y  se  haga  poderoso.  De  modo  que  solo 
se  opone  como  única  razón  el  interés  de  la  nación  que  está  en 
guerra,  para  menguar  la  independencia  y  libertad  de  ia  nación 
neutral. 

Este  mismo  interés  es  el  apoyo  del  pretendido  derecho  de  em- 
bargo y  confiscación.  Pero,  ¿  puede  por  sí  solo  ser  el  principio  de 
algún  derecho?  El  solo  interés,  ¿puede  hacer  justas  y  legítimas  las 
empresas  de  una  nación  sobre  la  libertad  é  independencia  de  la  otra? 
Si  fuese  justa  esta  razón  indeterminada,  la  misma  nación  podría 
igualmente  con  justicia  prohibir  á  las  naciones  neutrales  todo  co- 
mercio  con  su  enemigo,  porque  cualquier  comercio  es  una  asistencia 
que  fortifica  ó  mantiene  las  fuerzas  de  la  nación  que  está  en  guerra, 
y  el  enemigo  se  hallaría  bien  presto  debilitado  y  vencido  por  esta 
interrupción  de  comercio. 

Si  el  interés  es  el  único  principio  del  derecho  que  se  atribuye  á 
la  nación  que  está  en  guerra,  igualmente  milita  el  mismo  principio 
para  el  de  los  comestibles,  y  entonces  se  destruiría  enteramente  el 
derecho  de  gentes  que  establece  la  libertad  é  independencia  de  to- 
das las  naciones. 

Para  legitimar  el  embargo  y  confiscación  es  preciso  suponer, 
que  una  nación  que  está  en  guerra,  tiene  derecho  á  limitar  á  su  ar- 
bitrio el  comercio  de  las  naciones  neutrales,  y  que  su  interés  es  la 
única  medida  de  los  límites  que  quiera  imponerle ,  y  esto  dará  por 
legítima  consecuencia  el  derecho  de  prohibir  todo  comercio  con  la 
nación  enemiga,  y  la  completa  destrucción  de  la  libertad  ilimitada 
que  tienen  todos  los  pueblos  para  usar  de  la  inmensidad  de  los 
mares. 

Si  se  admite  el  principio  de  que  la  nación  que  está  en  guerra 
tiene  el  derecho  de  privar  á  las  naciones  neutiáles  de  la  navega- 
ción y  de  todo  comercio  marítimo  para  debilitar  á  su  enemigo,  se- 
ria preciso  reconocer  en  esta  misma  nación  el  derecho  de  exigv 
subsidios  de  las  naciones  neutrales,  porque  lo  mismo  es  exigir  sub- 
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sidios  de  una  nacioD;  que  privarte  de  un  importante  ramo  de  co- 
mercio. 

El  principio  de  necesidad  conduce  visiblemente  á  este  absurdo 
palpable,  y  á  hacer  forzosamente  general  en  todas  las  naciones 
cualquiera  guerra  particular.  Por  lo  común,  no  se  distingue  bastan- 
te bien  sobre  esta  materia  el  imperio  del  derecho  de  gentes,  de  la 
autoridad  facticia  de  las  leyes  arbitrarias ,  y  generalmente  se  suje- 
tan los  derechos  sagrados  de  la  humanidad  á  ciertas  ideas  de  inte^ 
reses  personales. 

Las  constituciones  marítimas  antiguas,  el  uso  que  bien  presto  se 
generalizó,  y  los  autores  que  han  escrito  sobre  esta  materia ,  y  que 
nos  han  servido  de  guia  para  escribir  este  artículo ,  han  reconocido 
formalmente  la  injusticia  de  las  pretensiones  de  la  nación  que  está 
en  guerra  sobre  este  particular,  no  admitiéndolas  sino  con  el  gra- 
vamen del  pago  del  flete  de  los  efectos  del  enemigo  al  capitán  del 
buque  neutral. 

Esto  es  admitir  el  derecho  que  tienen  las  naciones  neutrales  de 
hacer  el  comercio  de  flete,  es  reconocer  su  justicia,  y  que  no  hay  de- 
recho para  privarlas  de  ello.  Pero  ¿el  pago  del  flete  es  bastante  pa- 
ra reparar  la  injusticia  y  el  perjuicio  que  se  causa  con  esto  á  una 
nación  neutral?  Ciertamente  que  no,  porque  el  beneficio  del  comer, 
ció  de  flete  no  está  limitado  i  solo  el  trasporte  de  las  mercancías, 
sino  que  se  entiende  á  las  otras  ventajas  que  produce  la  introducción 
de  aquellas,  como  son  la  descarga  del  buque,  los  derechos  de  entra- 
da, almacenaje  y  comisión,  los  precios  de  la  venta  y  las  reestraccio- 
nes,  de  cuyas  ventajas  no  puede  ser  privada  la  nación  del  buque 
neutral  sin  una  infracción  manifiesta  del  derecho  de  gentes. 

Por  el  contrario,  puede  reclamar  su  libertad  ó  independencia  en 
virtud  de  este  mismo  derecho,  por  no  ser  suficiente  el  pago  del  flete 
de  las  mercaderías  para  indemnizarle  de  las  indicadas  pérdidas. 

£1  uso  de  confiscar  los  efectos  del  enemigo  á  bordo  de  los  bu- 
ques neutrales,  solo  pudiera  considerarse  como  una  escepcion  del 
derecho  natural  y  de  gentes,  si  todas  las  naciones  estuviesen  some- 
tidas i  él,  porque  cada  una  puede  renunciar  su  derecho,  como  su- 
cede todos  los  dias  en  los  tratados. 

Esta  convención,  legitimaría  la  confiscación;  pero  lejos  de  ha- 
berse sometido  á  ella  las  naciones  neutrales,  han  contradicho  siem- 
pre el  uso  de  la  confiscación,  y  generalmente  ninguna  se  ha  sujeta- 
do á  ella  sino  cediendo  á  la  fuerza. 
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£1  derecho  de  la  nación  que  eati  en  gnerra,  se  Umita  á  oponerse 
¿  todo  socorro  directo  al  enemigo,  y  no  es  posible  concebir  como 
tal  el  comercio  que  una  nación  neatral  hacia  antes  de  la  guerra, 
porque  de  otra  suerte  todo  comercio  podria  ser  turbado  con  el  pre- 
testo  de  que  mantiene  las  fuerzas  del  enemigo,  y  que  es  un  socorro 
que  alarga  la  guerra.  Esto  seria  un  absurdo. 

El  imperio  del  mar  sería  una  quimera,  si  se  tomase  esta  voz 
en  la  significación  de  un  uso  esclusivo,  de  una  posesión  6  de  una 
propiedad.  Su  natural  sentido  se  reduce  á  la  superioridad  de  las 
fuerzas  marítimas,  cuyo  uso  legítimo  no  puede  pasar  mas  allá  de  la 
protección,  sin  perjurar  los  derechos,  la  libertad  y  los  intereses 
de  las  naciones  soberanas.  La  fuerza  y  el  derecho,  jamás  pueden 
ser  voces  comunes.  La  fuerza  y  la  guerra,  por  legitimas  que  sean» 
nunca  pueden  atribuir  el  derecho  de  perjudicar  á  una  nación  neutral. 
Siendo  libre  el  comercio  marítimo  ¿  las  naciones  neutrales  en 
tiempo  de  guerra  sobre  el  mismo  pié  que  en  el  de  paz,  las  que  es- 
timen guerra,  sin  jurisdicción  reléete  de  los  nentñdes,  sin  ofensa 
por  parte  de  estas,  no  tiene9  mas  autoridad  moral  en  tiempo  de 
guerra  que  en  el  de  paz  para  privarlas  de  su  comercio  marítimo,  si 
este  no  se  halla  prohibido  á  aquellas  n^u^ion/es  por  algún  tratado  ó 
convención  que  hubiesen  celebrado  con  laque  está  en  guerra. 

Haciendo  aplicación  de  estos  principios,  es  fácil  juzgar  de  la  le* 
gitimidad  de  las  presas  en  todos  los  casos.  Las  embarcaciones  neu- 
trales autorizadas  por  los  despachos  y  bandera  de  sus  soberanos, 
por  los  conocimientos,  factura  y  lista  de  equipaje,  que  regularmente 
verifica  su  nación ,  no  pueden  ser  detenidas  en  los  casos  siguientes: 

Primero.  Cuando  no  hacen  mas  que  el  comercio  de  su  nación 
sobre  el  mismo  pié  que  en  tiempo  de  paz. 

Segundo.  Cuando  no  mantienen  correspondencia  alguna  con  las 
plazas  sitiadas  ó  bloqueadas. 

Tercero.  Cuando  se  hallan  en  algún  puerto  d  tiempo  de  acabar 
de  ser  bloqueado  ó  tomado  por  el  eneimgo. 

Cuarto.  Cuando  están  c^ndfs  d$  mercaderías  pertenecientes 
al  enemigo  y  solio  hacen  el  comercio  de  flaCe^  como  lo  hacia)i  en 
tiempo  de  paz. 

Esto  está  fundado  en  la  recta  razón,  en  1^  princípioa  invariables 
de  la  equidad  natural,  y  puede  considerarse  como  la  única  ley  de 
todas  las  naciones  emanada  de  su  derecho  pAblicOi  eaccipto  ea  los 
casos  de  convenciones  particulares* 
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Las  naciones  que  se  hallan  en  guerra,  no  están  mas  autorizadas 
para  usurpar  los  derechos  de  las  que  viven  en  paz,  que  estas  para 
interrumpir  el  ejercicio  de  los  dercÑcbos  que  atribuye  la  guerra  á  las 
naciones  beligerantes.  £1  rigor  y  la  violencia  de  que  estas  pueden 
usar  legítimamente,  no  deben  estenderse  mas  allá  de  sus  enemigos, 
y  de  los  que  visiblemente  los  asisten;  porque  de  otra  suerte  la  guer- 
ra marítima  vendría  á  ser  una  piratería.  El  mismo  comercio,  el 
mismo  derecho,  la  misma  libertad  de  que  goza  la  nación  en  tiem- 
po de  paz,  deben  estar  exentos  de  toda  vejación  y  de  todo  perjuicio 
en  tiempo  de  guerra. 

Antiguamente,  jamás  se  ponía  obstáculo  alguno  á  la  libertad  de 
comercio  de  las  naciones,  á  escepcion  de  las  municiones  de  boca  y 
guerra,  destinadas  á  las  plazas,  campos  ó  parages  sitiados,  bloquea- 
dos ó  atacadas  por  el  enemigo.  Solo  en  esto  se  conocia  que  el  dere- 
cho natural  y  de  gentes  coartaba  el  comercio  de  las  neutrales,  pues- 
to que  estas  son  las  únicas  mercaderías  que  en  rigor  se  pueden  com- 
prender en  el  llamado  eotiirabando  de  guerra,  salvo  el  caso  en  que 
se  hubiere  derogado  este  dsrecho  por  medio  de  tratados. 

Has  en  el  dia,  en  que  ha  adelantado  tanto  la  civilización ,  hemos 
TÍ$to  desconocer  estos  príacipáos,  qae  tienen  por  base  la  razón  y  el 
derecho  [Máblíco  de  todas  las  nacimMB,  y  sa  han  presentado  como  re- 
glas de  conducta  de  las  naciones  sobevanas  máximas  mal  entendi- 
dídas,  nacidas  en  el  centro  de  la  barbarie,  de  la  ignorancia  ó  del  in- 
terés particular,  y  se  han  erigido  como  leyes  de  las  naciones  los 
usos  injustos  y  dominantes  de  algunas  de  ellas. 

Este  ha  sido  el  origen  de  los  defectos  de  que  adolece  la  legisla- 
ción universal  de  las  potencias  soberanas,  basta  el  punto  de  que  el 
conjunto  de  sus  determinaciones,  mas  bien  presenta  una  colección 
de  preceptos  (pe  se  destmyeki  mútnamente,  que  un  verdadero  có- 
digo de  la  humanidad,  que  un  código  propio  para  servir  de  base  á 
la  tranqnilidad  y  á  la  prosperidad  de  los  imperios. 

Según  los  rigurosos  principios  del  derecho  natural  y  de  gentes» 
ia  nación  que  se  halla  en  guerra,  ni  aun  tiene  derecho  para  pedir, 
como  se  ha  hecho  muy  á  mfAu4o,  el  juramento,  ni  otra  especie  de 
prueba,  de  que  la  carga  no  pertenece  al  enemigo.  Los  buques  neu- 
trales por  lo  conuin  solo  hacen  el  comercio  de  flete  y  de  comisión,  y 
es  tan  injusto  privar  al  comerciante  de  sus  mercaderías,  que  se  ha- 
llen á  bordo  de  alguna  de  estos  bnqnes,  como  lo  sería  el  arrebatar  su 
cosecha  al  labrador  con  el  pretesto  deque  la  ha  vendido  al  enemigo. 
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La  nación  que  pretende  poner  estos  estorbos  al  comercio  dé  los 
pueblos  amigos  con  los  Estados  de  su  enemigo,  cuando  este  comer- 
cio no  tiene  relación  alguna  directa  é  inmediata  con  la  guerra  y  sus 
operaciones,  se  arroga  una  autoridad  qué  no  pertenece  á  ninguno  de 
la  tierra.  Las  naciones  que  están  en  guerra,  se  colocan  en  el  caso 
de  la  violencia  y  de  la  piratería  cuando  se  apartan  de  las  leyes  de 
la  equidad,  ó  de  las  condiciones  de  los  tratados. 

Sino  puede  negarse  á  estas  naciones  el  derecho  de  visitar  á  los 
buques  neutrales,  es  preciso  reconocer  también  los  justos  límites 
que  ha  puesto  el  derecho  natural  al  ejercicio  de  aquella  facultad. 

El  derecho  de  investigación/  deL  que  también  nos  hemos  pro- 
puesto tratar  en  este  artículo,  es  el  que  tiene  todo  buque  que  repre- 
senta la  fuerza  pública  de  un  Estado  para  cerciorarse  de  la  naciona* 
lidad  de  otro  mercante  que  se  encuentra  en  mares  comunes.  De  es- 
te derecho,  aunque  establecido  para  destruir  la  piratería,  se  debe, 
sin  embargo,  usar  con  mucha  templanza  para  que  no  degenere  en 
vejamen  atentatorio  á  la  independencia  de  las  naciones.  iLsf  es  qoe 
en  su  forma  es  muy  sencillo,  pues  se  reduce  á  imponer  á  todo  ba- 
que mercante  el  deber  de  izar  su  pabellón,  cuando  encuentra  en  al* 
ta  mar  á  uno  de  guerra,  con  el  fin  de  que  sea  respetada  su  naciona- 
lidad. Si  no  lo  verifica,  á  pesar  de  que  el  buque  de  guerra  ize  el  sa- 
yo, entonces  puede  tirársele  un  cañonazo  sin  bala,  y  si  esto  no  bas- 
ta, puede  repetirse  el  tiro  con  bala,  y  aun  procedek'  á  abordar  el  ba- 
que, si  por  cualquiera  circunstancia  pareciese  sospechoso.  Cuando  al 
buque  registrado  se  le  encuentre  en  regla,  se  debe  dar  satisfacción 
á  su  comandante,  haciéndole  sentir  que  su  propia  seguridad  ha  sido 
la  causa  de  su  detención.  Una  visita  hecha  por  sospechas  fundadas  y 
suspendida  tan  pronto  como  se  conoce  la  nacionalidad  de!  mercante 
visitado,  no  dá  motivo  fundado  de  queja  de  ninguna  especie. 

En  cuanto  al  derecho  de  visita,  es  e!  que  tiene  todo  buque  de 
Estado  que  está  en  guerra  con  otro,  de  cerciorarse  de  la  nacionali- 
dad y  neutralidad  de  los  mercantes  que  encuentra  en  el  mar.  Este 
derecho  de  visita  se  diferencia  mucho  en  su  esencia,  en  su  foima  y 
en  su  origen,  del  de  investigación  de  que  acabamos  de  hablar. 

La  investigación,  como  se  ha  dicho,  tiene  por  objeto  el  interés 
universal  de  la  seguridad  de  los  mares,  y  la  visita  nace  del  interés 
especial  de  alguna  nación  que  está  en  guerra  con  otra,  para  evitar 
que  los  buques  de  comercio  de  naciones  neutrales,  se  ocupen  en  su- 
ministrar armas  y  pertrechos  militares  á  su  enemigo. 
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Los  baques  enemigos  navegan,  mientras  les  parece  que  lo  pueden 
hacer,  bajo  la  máscara  de  buques  neutrales.  Este  disfraz,  aunque 
permitido  para  huir  del  enemigo,  autoriza  á  este  á  detener  el  buque 
y.  á  examinar  los  papeles  que  acreditan  la  nación  á  que  per- 
tenece. Pero  este  derecho  no  puede  estenderse  á  mas ,  ni  aun 
usarse  sino  con  las  embarcaciones  mercantes  que  navegan  sin  con- 
voy, pues  es  necesario  distinguir  los  buques  de  guerra  y  los  acón- 
voyados. 

Las  leyes  de  España  y  los  tratados  celebrados  entre  esta  y  otras 
potencias,  están  conformes  con  la  doctrina  que  queda  establecida. 
Los  artículos  desde  el  86  al  9Q,  tít.  8.^  tratado  S.""  de  las  Ordenan- 
zas de  la  Armada,  declaran  que  los  buques  de  guerra  tienen  de- 
recho en  todo  tiempo  á  registrar  á  cualquiera  buque  mercante,  na- 
cional ó  estranjero,  para  cerciorarse  de  su  nacionalidad,  y  de  la  le- 
gitimidad de  su  navegación;  pero  en  tiempo  de  guerra,  esta  visita 
se  estiende  á  conocer  si  el  buque  lleva  ó  no  contrabando:  que  el 
primer  acto  de  inquirir  debe  ser  á  la  voz,  y  solo  cuando  esta  inda- 
gación no  satisfaga,  podrá  precederse  á  la  visita  por  un  oficial  y  dos 
ó  tres  hombres,  nada  mas  que  para  examinar  los  papeles,  pues  solo 
en  el  caso  de  haberse  de  marinar  una  embarcación  podrá  subirse  á 
ella,  ó  hacer  trasbordo  de  sus  efectos. 

Por  el  art.  22  de  las  Ordenanzas  de  Corso ,  que  es  la  ley  2.^,  tí- 
tulo 8.^  libro  6.°  de  la  Novísima  Recopilación,  se  declara  que  cuando 
la  detención  de  un  buque  no  se  pudiese  justificar  por  sus  papeles, 
por  su  carga  ó  por  sus  maniobras,  el  que  causó  la  detención  deberá 
indemnizar  los  perjuicios  que  haya  ocasionado. 

Por  último ,  la  España  tiene  pactado  en  sus  tratados  internacio- 
nales, que  el  derecho  de  visita  no  se  ejerza  sino  en  caso  de  guerra, 
y  que  se  limite  á  enviar  el  visitador  un  bote  con  dos  ó  tres  hombres' 
para  cerciorarse  que  el  visitado  no  lleva  contrabando,  mantenién- 
dose entretanto  á  la  distancia  de  tiro  de  canon. 

Por  el  tratado  de  Munster ,  celebrado  con  los  Paises-Bajos  en  50 
de  c^ero  de  1648 ,  se  estipuló,  que  los  buques  mercantes  no  serian 
molestados  en  alta  mar  ni  obligados  á  vender  el  todo  ó  parte  de  su 
cargamento.  Conforme  con  la  doctrina  establecida  están  redactados 
el  art.  iíáeí  tratado  de  1667  con  Inglaterra;  el  8.''  del  de  16S0  con 
los  mismos  Paises-Bajos;  el  8.^  del  de  1728  con  Austria;  el  7.^  del 
de  1742  con  Dinamarca ;  el  48  del  de  1795  con  los  Estados-Unidos 
de  América;  el  11  del  de  1782  con  la  Sublime  Puerta;  el  4.''  del 
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de  17S4  coa  ia  Regencia  de  Trípoli;  el  2."^  del  de  1791  con  T&ies» 
y  el  17  del  de  1799  con  el  emperador  de  Marraecos. 

De  modo  que  según  la  legislación  internacional  de  España  está 
admitido  el  derecho  de  visita,  haciendo  la  diferencia  del  tiempo  de 
paz  al  de  guerra ,  y  procurando  limitarlo  i  lo  mas  indispensable, 
dulcificándolo  cuanto  sea  posible  en  la  forma. 

Este  derecho  no  es  universal,  como  se  ha  manifestado,  sino  esti- 
pulado con  algunas  naciones,  y  solo  se  ejerce  en  cierta  zona  de  de- 
terminados mares,  con  el  objeto  especial  de  estinguir  la  trata  de  es- 
clavos. 

La  España  tiene  pactada  con  la  Inglaterra  la  aboliciop  de  este 
tráfico  por  los  tratados  de  1817  y  1835;  y  para  hacer  efectivas  las 
penas  que  impone  la  ley  penal,  promulgada  por  el  Gobierno  español, 
á  los  que  se  aprehendan  ocupándose  en  este  tráfico  declarado  ilícito, 
han  establecido  ambos  gobiernos  un  derecho  recíproco  de  visita  e» 
cierto  límite  de  mares,  y  lo  que  es  de  inmensas  consecuencias ,  que 
se  pueda  aprehender  aun  por  indicios  los  mas  leves  y  dudosos. 

£1  llevar  calderas  de  rancho ,  mas  víveres,  mas  aguada  que  la 
estrictamente  necesaria  parala  tripulación,  ó  algunas  tablas  que 
puedan  acomodarse  para  arreglar  el  trasporte  de  los  negros,  se  con- 
sideran indicios  prima  facie  suficientes  para  la  aprehensión  del  buque, 
sin  tener  en  cuenta  que  en  las  espedieiones  al  África  se  necesitan  ma^ 
preparativos  de  víveres  y  efectos ,  porque  en  aquellos  mares  las  na- 
vegaciones son  inseguras  en  su  plazo ,  los  víveres  y  aguada  no  pue- 
den reponerse  sino  con  mucha  dificultad,  y  sobre  todo  en  aquellos 
climas  se  consume  mas  agua  que  de  ordinario,  por  la  sed  que  causa 
el  calor  abrasador. 

La  arbitrariedad  á  que  por  este  derecho  de  visita  quedan  espues- 
tos los  buques  mercantes  españoles  que  comercian  en  la  costa  de  Afri- 
ca,unida  á  otros  abusos  á  que  dá  lugar  la  creación  de  las  comisiones 
mistas,  han  acabado,  como  dice  un  autor  moderno ,  con  nuestro  co- 
mercio de  aqueHál parte  del  mundo,  el  que  no  volverá  á  reponerse 
mientras  dure  la  prepotencia  de  ana  nación  y  la  tolerancia  de  las 
demás. 
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Cuando  un  jusugaio,  A  inicia  de  parte ,  ella  á  dguno  pare 
que  reconaxea  su  ^rma  ó  deuda,  y  prepare  así  la  acetan  ejecutiva^ 
¿es  obligatorio  que  el  Otado  asista  y  declara 

La  doda  que^resentamos  á  la  consideración  ilnstrada  4e  nues^ 
tros  lectores,  se  halla  de  hecho  resuelta  en  sentido  afirmatíyo;  per» 
eso  mismo  nos  impulsa  i  escribir,  porque  lo  conceptuamos  poco^  con- 
forme con  las  leyes. 

Es  obvio  que  esta  clase  de  juicios,  si  juicios  pued^  Uamane, 
se  introdujeron  en  beneficio  esclusivo  del  acreedor;  y  la  moderna 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  conserva  en  un  todo  esa  tend^ocia.  f  a-^ 
cilitar  y  abreviar  el  cobro  de  la  deuda  cuando  aparece ,  limitando» 
á  nuestro  dictamen ,  con  escesivo  rigor  los  medios  y  los  plazos  de 
escepciop,  hé  aquí  el  manifiesto-propósito  y  rumbo  de  la  tranútacioii 
actual.  Ella  señala  tres  clases  de  títulos  que  dan  entrada  á  este  ter- 
rible procedimiento  ,  la  escritura  pública ,  la  firma  reconocida  y  la 
deuda  confesada,  y  en  esas  tres  clases  comprende  todos  los  caaos 
del  mi|tuo  6  préstamo:  ella  cae  de  sorpresa  sobre  el  perseguido,  em-' 
bargando  su  dinero  ó  bienes  por  principal  y  costas,  y  le  apercibe 
el  remate  aunque  esté  ausente:  aquí  suspende  la  acción  so4os  tres 
días  para  que  el  deudor  pueda  oponerse',  por  medio  de  procuiador» 
y  no  de  otro  modo;  si  en  tan  angustioso  plazo  no  ha  podido  averi- 
guar que  se  necsita  representante ,  ó  habilitarlo,  le  ni0ga  la  de^Co»^ 
sa :  si  se  opone ,  te  concede  cuatro  dias  para  alegar  algunas  de  las 
causas  admiribles,  cerrando  los  oidos  del  juez  á  toda  dra.,  por  ra- 
zonable que  fuere ;  señala  para  su  prueba  diez  mas ,  y  termiiiA  et 
juicio ,  haciendo  imposible  hasta  la  apelación  suspensiva  en  ca^a 
de  condenar  al  reo ,  siempre  que  el  actor  dé  fianza. 

Pero  ya  que  la  ley  es  tan  rígida  con  quien  tiene  la  desgracia  de 
deber ,  sabe  Dios  por  qué  y  con  cuáles  condiciones ,  es  también  por 
ló  mismo  de  interpretación  estricta  y  de  aplicaeisa  rigorosa ,  de- 
biéndose' presumir  que  no  quiere  lo  que  no  manda.  ¿  K  manda,  por 
ventura,  que  tales  juicios  se  multipliquen,  á  que  se  reduzcan  á  los 
tres  medios  de  ejecución  los  variados  Unnóds  déla  vida?  De  niognn 
modo :  la  ley  dispone  que ,  una  vez  dentro  de  ellos ,  seproooda  ea 
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esa  forma  tirante;  pero  npooa  establece  que  la  autoridad  empuje  al 
deudor  de  buena  fé  hacia  tal  derrumbadero:  y  decimos  deudor  de 
buena  fé,  porque  al  malicioso  le  importa  poco  el  formidable  aparato 
que  se  le  preseata,  debiendo  ser  muy  otro  el  rumbo  para  con  él.  Lo 
único  que  autorizad  art.  942  es,  que  se  pueda  pedir  la  confesión 
judicial  ó  el  reconocimiento  de  firma,  y  que  deba  ordenarse  sin  exa- 
men la  declaración  solicitada,  bajo  juramento  indecisorío,  no  es  poco, 
dertamente;  pero  la  práctica  avanza  mucho  m^  allá.  Ordénala 
tompareceacia  á  declarar,  no  parece  sino  que  la  causa  interesa  á  la 
jurisdicción  >  y  que  á  todo  trance  debe  ser  obedecida:  piérdese  de 
vista  que  la  posición  de  los  jueces  los  eleva  sobre  las  personas  y 
las  cosas,  á  una  altura  donde  no  llegan  jamás  las  aspiraciones  pri- 
vadas ,  único  móvil  aquí  de  su  ccmducta;  y  aqpalgamando  la  ley,  lar 
autoridad  y  el  derecho  particular  de  quien  las  invoca ,  se  muestra 
una  actitud  imponente  contra  el  que  resiste ,  siquiera  lo  I^aga  con 
timidez  por  medio  de  la  e^usa  y  del  protesto.  Así  pues ,  el  citado 
que  no  acude  al  llamamiento,  se  encuentra  castigado  con  multa, 
apercibido  y  en  peligro  de  ser  tratado  como  desobediente.  Lo  propio 
«ucede  si  se  presenta  y  resiste  declarar:  por  manera  que  el  precepto 
legal  puede  pedirse  y  debe  ordenarse  la  declaración ,  quedaconver- 
tido  en  que  debe  irremüiblemente  prestarse ,  y  esto  con  palabras 
terminanles  que  dan  margen,  si  no  fueren  exactas^  á  una  fácil  es- 
tension  de  los  arts.  244, y  249  del  Código  penal. 

Semejante  conducta  dá  margen  en  la  vida  común,  á  los  abusos 
mas  repugnantes  de  parte  del  acreedor,  seálo  aparente  ó  verdadero. 
Bajo  nuestra  dírepcíon  han  corrido  casos  de  no  haber  querido  reci- 
bir el  pago,  y.  en  seguida  ejecutar  al  que  ansiaba  hacerlo,  y  aun 
cuando  este/consignó  la  suma  total  reclamada  en  el  acto  del  reque^ 
rímiento,  la  ejecución  prosiguió  adelante,  porque  reconocida  la  firma, 
se  dice,  debe  marchar;  y  porqu^i^a  escepcion  aun  cuando  resolte 
probada,  y  hasta  confesada  por  el  ejecutante,  no  es  ninguna  de 
las  de  ley*.  Sufre,  pues,  el  demandado,  sin  cidpa  y  sin  escape,  las 
costas  y  el  descrédito  que  en  especiales  situaciones  es  de  conse- 
cuencias incalculables.  Otros  muchos  ejemplos  pudieran  citarse^ 
atendibles  bajo  mil  aspectos;  pero  abusaríamos  denuestrog  lectores^ 
y  falsearíamos  el  propósito  de  este  artícujp,  que  es  demostrar  la  sin- 
raaon  de  la  práctica  introducida. 

Con  efecto,  la  igualdM  y  lib^ertad  de  los  litigantes,  exigen  que, 
pues  uno  de  ellos  reclama  el  auxilio  judicial  en  su  protecho,  el  otr* 
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pueda  utilizarlo  ea  ¡goal  sentido;  que  si  aquel  pide  y  consigue  ua 
llamamiento  á  juicio,  este  puede  oponerse  sujetándose  á  las  conse- 
cuencias legales  de  su  conducta ;  que  si  el  acreedor,  en  fin,  halla  có- 
modo que  el  mismo  ejecutado  le  dé  preparada  la  acción  ejecutiva,  el 
deudor  encuentre  posible  al  menos,  remitirle  á  otros  medios  de  dis* 
ponerla.  El  respeto  al  juzgado  y  la  consiguiente  obediencia,  nada 
tienen  que  hacer  en  este  asunto;  la  ley  así  lo  reconoce  y  acepta, 
como  veremos;  por  tanto  es  inconceblible  el  empeño  á  favor  del 
primero  que  le  interesó.  Decimos  que  la  ley  admite  el  caso  de  resis- 
tencia, sin  considerar  por  ello  agraviado  al  juez;  y  es  así:  el  ar- 
tículo S2  est£d)lece  lo  que  bá  de  practicarse  püando  alguno  tw  qui- 
siere firmar  la  notificación  que  se  le  hace  por  mandato  judicial;  y 
en  los  arts.  295,  296  y  297,  se  habla  del  litigante  á  quien  su  contra- 
rio pretende  hacer  confesar,  como  medio  de  prueba  y  él  se  niega  í 
declarar,  ó  dá  respuestas  evasivas,  6  no  quiere  firmar  la  declaración, 
ó  persiste  en  cualquiera  de  estas  cosas  á  pesar  del  apercibimiento 
que  se  le  haya  hecho  de  tenerlo  por  confeso.  Preciso  es  tomar  en 
cuenta,  que  la  jurisdicción  ó  autoridad  del  juez,  no  son  menos  en  el 
término  de  prueba  que  antes  de  principiar  el  litigio;  al  contrarío,  el 
llamado  á  preparar  ejecución,  puede  interponer  la  incompetencia, 
que  no  cabe  después  de  sometido  el  pleito  al  conocimiento  del  juz- 
gado: mayor  motivo  habría,  pues,  para  la  conminación  con  multa  y 
para  la  vindicta  del  desacato  en  el  término  probatorio,  ó  en  el  em* 
plazamiento  común;  y  cuando  en  estos  casos  no  hay  castigo  que  in- 
terese al  noble  oficio  del  juez,  menos  debe  haberío  en  la  citación 
preparatojria ;  y  si  entonces  puede  el  llamado  obrar  contra  los  de 
seos  de  quien  pidió  se  le  llamase,  con  mayor  copia  de  razón  deberá 
permitírsele  aquí.  ¿Por  qué,  pues,  no  sucede  lo  que  era  de  esperar? 
jEn  nuestro  concepto  por  una  costumbre  inveterada,  viciosa  y  anti- 
fiiosófica  que  perturba  las  ideas.  Ensayemos  esplicarla. 

£1  juicio  ejecutivo  moderno  no  es  mas  que  una  ordenada  reforína 
para  ciertos  casos ,  del  apremio  y  antiquísima  vía  de  posesión  que 
en  la  infancia  del  procedimiento  se  dio  contra  el  moroso  y  contumaz, 
como  remedio  de  sentido  común.  En  la  legislación  romana ,  en  la 
goda  y  ea  la  española,  tropezamos  con  este  modo  natural  de  hacer 
efectivo  el  derecho  del  querelloso;  pero  en  todas  ellas  se  descubre 
una  triste  verdad ,  á  saber:  que  la  persona  jurídicamente  deudora, 
ha  sido  siempre  asunto  de  menosprecio  en  la  conskilj^acion  social, 
con  grave  detrimento  de  la  sociedad  jnisi^a.  Sabemoi»  que  en  la  ley 
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^e  las  Doce  tablas  (i),  tenia  el  condenado  á  pagar,  un  plazo  de 
treinta  dias  para  cumplir  la  sentencia;  si  no  lo  hacia,  el  actor  sé* 
apoderaba  de  él  •  le  conservaba  preso  otros  sesenta,  y  en  tres  def 
mercado  mandaba  pregonar  su  nombre  y  el  importe  de  la  deuda, 
por  si  había  quien  le  facilítase  la  caución  ó  fianza  conveniente:  no 
dando  resultaido,  era  su  esclavo;  le  podía  matar  ó  venderlo  a!  es- 
tranjero;  y  concurriendo  muchos  acreedores  (2),  tenían  la  facultad 
de  cortarle  en  pedazos.  No  hay  sin  embargo  ejemplo  de  semejante 
atrocidad.  El  derecho  pretorio  y  el  procedimento  por  fórmulas  que 
sustituyó  al  de  las  acciones  de  la  ley,  mitigaron  este  rigor  (5),  ha- 
ciendo posible  que  el  demandante  se  apoderase  de  los  bienes  (mis^ 
in  po$se$ionem)  pdr  medio  de  un  decreto,  y  con  auxilio  de  los  oficia- 
les de  justicia ,  lo  cual  tenía  lugar  también  (4)  contra  el  ausente  y 
el  que  se  ocultaba  ó  se  negaba  á  responder  ante  la  autoridad:  pero 
siempre  quedó  la  esclavitud  para  el  insolvente  (S)  por  medio  de  la 
adjudicación  {manas  injectio);  si  bien  se  le  consideró  como  un  mero 
trabajador  forzado  hasta  amortizar  la  deuda,  conservándole  los  de- 
rechos de  ingenuo,  prohibiendo  las  prisiones  particulares  como 
crimen  de  lesa  majestad,  é  impidiendo  que  se  eslendiese  la  condena 
ó  sus  efectos  á  los  hijos  del  paciente.  Estas  doctrinas  importó  en  Es- 
paña la  conquista,  y  fueron  adoptadas  por  los  godos  sus  nuevos  do- 
minadores. El  Fuero  Juzgo  confirma  el  propio  rumbo  de  ideas  res« 
pecto  al  infeliz  que  debe,  y  le  compara  á  los  culpados:  la  ley  de  Re- 
cesvinto,  S.*"  del  tft.  6,  lib.  S,  establece  que  el  culpado  de  muchim 
deudas,  si  no  puede  pagar  á  cada  uno,  sea  siervo  de  todos;  y  si  pa- 
gare á  algunos,  sea  siervo  de  los  demás.  A  esta  miserable  condición 
vino  á  suceder  la  prisión  por  deudas,  no  menos  repugnante  y  dura. 
La  ley  10,  tit.  4."",  lib.  3  del  Fuero  Viejo  de  Castilla,  dispone  en 
tono  compasivo ,  que  si  el  insolvente  fuere  preso,  ael  que  lo  ficier 
4>render  devel  dar  cada  dia  de  pan  é  del  agua  cuanto  quisier:»  y 
la  io  manda  que  no  salga  de  prisión  fasta  que  dé  fiador.  Las  leyes 
del  Estilo,  escritas  sin  duda  para  mejor  inteligencia  del  Fuero 
Real,  y  conformes  á  la  práctica  mas  autorizada ,  hablan  en  igual 


(I 
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Ge!.  XX,  I. 

Waltc^/Cnj.  rom.  Yill,  2. 

Waller,  YIU,  3. 

Rubria,  o.  21,  22;  Nov.  13b,  c.  1:  L.  8,C.  qui  ¡m  ééd. 
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seatido.  £1  propio  Faero  Real  refleja  tal  dureza  con  respecto  al  deu- 
dor» que  la  ley  iff,  tít.  20  de  su  lib.  S."",  trata  del  caso  en  que  se  refu- 
gia ¿  la  igleña;  previeue  no  se  le  estraiga  de  ella  sino  acudiendo  al 
clérigo ;  y  causa  duelo  leer,  que  el  clérigo  cruegue  á  aquel  que  de- 
«manda,  que  dé  mayor  plazo  á  aquel  su  deudor ;  é  si  no  lo  quisiere 
9dar  mas  plazo,  ruégele  que  le  90  denueste,  ni  le  ligue,  ni  le  hiera.» 
El  Ordenamiento  de  Alcalá  reconoce  igual  derecho  (1);  los  fueros 
municipales  participan  de  él,  aunque  con  tendencia  á  modificarlo,  y 
al  prohibir  severamente  que  los  nobles  y  señores  prendan  por  si  al 
deudor,  manifiestan  cuan  cundida  y  arraigada  se  hallaba  esta  doc- 
trina en  España.  El  Fuero  de  Sepülveda,  uno  de  los  mas  famosos, 
dice  en  su  tít.  i9.  «Et  el  sennor  non  prenda  vecino ,  maguer  sea 
•vencido  por  su  debdo  propio,  ó  por  calonna  (multa);  mas  el  juez  lo 
»ten^  preso  en  su  casa,  fasta  que  pague  lo  que  debe.» 

Era,  pues,  el  contrato  civil  un  medio  preparatorio  de  atentar  i 
la  Ubertaidl  personal;  y  no  debe  maravillarnos  que  una  furiosa  reac- 
ción de  ideas  (el  socialismo  y  el  comunismo)  haya  querido  destruir 
por  su  base,  en  nuestros  dias,  todo  derecho  de  propiedad,  recordan- 
do que  i  tales  cosas,  y  por  tan  largo  tiempo,  dio  margen.  Con  efec- 
to, esa  dureza  no  tanto  se  puede  considerar  introducida  y  perpetuada 
en  odio  y  desprecio  del  pobre,  cuanto  en  ventaja  y  privilegio  del  rico, 
del  poderoso:  cuando  el  acreedor  no  tenia  este  carácter  social,  el 
principio  era  ya  muy  distinto:  asi  vemos  escrito  en  la  ley  20  del 
Estilo.  «El  abogado  por  su  salario,  si  aquel  que  ha  de  dar  salario  no 
»ba  bienes  de  que  lo  pague,  no  gek)  dará  preso:  vaya  el  ayuda  que 
»lefizo  por  el  amor  de  Dios.»  Por  manera,  que  mientras  el  deman- 
dado conserva  su  posición  de  litigante,  y  es  dudoso  el  triunfo,  la  ley 
procora  igualarlo  con  el  demandante  y  le  dispensa  la  mayor  consi- 
deración. Solo  él  con  su  adversario,  ó  bien  el  príncipe  y  sus  repre- 
sentantes, eligen  juez  que  falle  su  pleito  (2).  Si  el  rey  quiere  enco- 
mendarlo á  otro  que  no  sea  el  natural,  necesita  el  consentimiento  de 
ambas  partes  (5):  Las  dos  pueden  recusarle  por  sospechoso  (4):  á  la 
par  del  emplazado  tiene  obligación  el  que  le  emplazó  de  acudir  an- 


(1)  L.  5.*,  tít.  20. 

(2)  L.  13,  tít.  1,  lib.  2,  F.  Juzgo. 

(3)  L.  28  del  Estilo. 

(4)  L.  22,delB8t. 
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te  la  autoridad  (1):  él  malicioso  emplazador  sufre  pena  (2):  fioif- 
mente,  si  el  emplazado  no  quiere  comparecer,  la  vía  de  asentamien- 
to, ó  la  multa,  con  el  mayor  castigo  que  la  ley  permite,  en  lugar  cíe 
los  treinta  azotes  que  el  Fuero  Juzgo  (3)  mandaba  dar  (4) ;  y  esto, 
por  razón  del  desprecio  que  se  creía  hacer  al  alcaide,  rey  6  señor; 
de  donde  se  llamó  pena  del  desjn^ez.  Conserva,  pues,  su  dignidad,  se 
mantiene  á  nivel  de  su  adversario;  pero  desde  el  momento  de  la 
sentencia,  ó  de  la  confesión  en  jnicio  (5),  todo  cambia  de  aspecto; 
ya  solo  se  trata  de  un  sometido  por  razón  de  la  deuda,  y  se  creen 
escusadas  las  contemplaciones,  puesto  que  su  persona,  sus  bienes  y 
hasta  sus  hijos  pertenecen  al  acreedor  ú  obligante:  y  la  ley  abruma 
al  perseguido,  para  evitarle  mayor  opresión  de  parte  del  perse- 
guidor. 

Ni  esto  se  circunscribe  á  las  épocas  y  naciones  que  hemos  recor- 
dado; antes  parece  como  enfermedad  endémica,  ó  tendencia  innata 
de  la  humanidad:  el  mismo  pueblo  de  Dios  (6)  profesó  estas  máxi- 
mas, y  Eliseo  multiplicó  el  aceite  á  la  pobre  viuda,  para  que  tuvie- 
se de  qué  pagar  á  sus  acreedores,  preservando  asi  á  sus  hijos  de  la 
esclavitud.  Desde  este  punto  de  vista  adquieren  nn  valor  práctico, 
lleno  de  caridad  y  unción,  además  del  sentido  místico  y  principal, 
aquellas  divinas  palabras  que  el  Salvador  ensenó  á  los  judíos  para 
que  las  repitiesen  en  su  oración;  «perdona  nuestras  deudas,  como 
7iosotros  perdonamos  á  nuestros  deudoi-es.* 

Bajo  tales  auspicios,  nace  el  juicio  ejecutivo,  como  medio  de  ha- 
cer cumplir  cualquier  fallo  judicial,  ora  verse  sobre  deudas,  ó  sobre 
otro  contrato;  por  eso  se  llaman  cartas  ejecutorias  los  preceptos  del 
magistrado  que  ya  no  admiten  controversia  (7).  Para  obligar  á  la 
entrega  ó  pago,  se  interponia  la  acción  cuya  fórmula  ha  durado  has- 
ta nosotros,  contra  la  persona  y  bienes  del  sentenciado  ó  confeso;  si 
bien  la  ley  y  la  práctica  inclinan  desde  que  lo  regularizan,  á  que  se 


(1)  L.  4,  lit.  2,  lib.  2,  F.  Juzgo:  1.  6,  tít.  4,  lib.  2,  F.  Red:  1.  4,  Üt.  3, 
Ord.  de  Alcalá:  21  del  Est. 

(2)  Ll.  i  y  2,  tít.  2,  Ord.  de  Alcalá. 

(3)  L.  17,Ut.l,lib.2. 

(4)  L.  3,  til.  1,  lib.  3,  F.  Viejo:  I.  4,  Ut.  2,  Ord.  de  Alcalá. 

(5)  Ll.  5  y  6,  tít.  4,  lib.  3,  F.  Viejo:  1.  I,  tít.  7,  lib.  2,  F.  Real. 
(6^    Fléury;  Costumbres  de  los  Israelitas,  c.  24. 

(7)    Gómez  Negro,  Prác.  forense,  p.  i63  y  171,  citando  las  leyes  reco- 
piladas: 1. 19,  tít.  22,  p.  3.»  >»-  J       ' 
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aplique  especialmente  á  las  dendas,  y  por  ello  exigen  los  autoi^ 
desde  el  principio,  que  sea  líquida  la  cantidad.  La  preponderancia 
del  acreedor,  que  desde  htley  romana  era  el  único  apto  para  apode* 
rarse  de  una  persona  (1),  hace  que  á  él,  y  no  al  alguacil  directa- 
mente, se  entregue  el  mandamiento  de  ejecución,  so  pena  de  nuli- 
dad (2).  Pero  veintitrés  siglos  de  esperiencia dejan  por  fin  entrever 
los  males  públios  que  resultan  de  encarcelar  ai  deudor,  pertenecien- 
te por  lo  común  á  las  clases  mas  útiles»  ó  de  quitarle  tos  medios  de 
trabajar,  y  vemos  exentos  á  los  labradores  y  operarios,  por  privile- 
gio á  los  nobles  y  doctores,  y  por  compasión  á  los  que  ceden  sus 
bienes,  quedando  también  esceploados  de  embargo  los  aperos  y  bes- 
tias de  labor»  los  tornos,  telares  é  instrumentos  de  la  industria,  los 
caballos,  armas  y  sueldos;  de  los  militares,  los  navios  que  traen  mee- 
caderias,  y  los  libros  de  los  hombres  científicos.  Por  lo  demás,  el  ri- 
gor legal  no  cesa  hasta  la  consumación  de  la  obra:  pocas  y  difíciles 
escepciones  se  conceden  al  ejecutado  oon  un  angustioso  término  de 
prueba,  y  solo  la  fianza  de  la  ley  4e  Toledo  le  presenta  algún  reme- 
dio tardío  é  insuficiente  contra  lamina  sufrida. 

£1  enjuiciamiento  civil  moderad  se  resiente  4e  estas  costumbres 
juridícas,  aun  cuando  las  modifca;  pero  ya  que  hacreido  justa,  sí  se 
quiere  conveniente ,  la  adopci<m  de  tales  máximas,  siempre  que  el 
deudor  se  coloca  en  uno  de  sus  tres  caso»,  al  menos  los  jueces  no  le 
precisen  á  colocarse;  que  esto  no  lo  manda  la  ley,  y  por  su  natura- 
leza es  ile  interpretación  estricta.  Consideren  que  no  se  trata  del 
bien  público,  ni  obran  en  nombre  de  la  sociedad,  sino  del  particular 
que  mil  veces  abusa  á  su  sombra,  y  permitan  que  el  citado  no  com- 
parezca, ó  resista  declarar  en  su  beneficio,  á  la  manera  que  el  de- 
mandante se  lo  exige  en  ventaja  propia:  si  se  niega  el  llamado  á 
darle  la  prueba  hecha,  válgase  de  otros  medios,  y  no  se  obstine, 
auxiliado  del  juzgador,  en  arrancar  semejante  inmenso  provecho. 
Así  lo  practican  por  disposición  legal  los  jueces  de  paz,  y  antes  los 
alcaldes,  en  las  concifiaciones,  sin  que  por  eso  se  deprima  su  autori- 
dad, respetrable  como  la  de  los  juzgados.  Tengan  entendido,  que  la 
administración  de  justicia  se  hace  odiosa  por  la  manera  de  aplicar- 
la, y  debe  elevarse  á  la  attnra  que  le  corresponde.  No  crean  que  por 
ello  se  privará  de  sus  derechos  al  acreedor,  que  harto  sabe  buscar 


(O   GeI.,XX,  I. 

(2)    L.  iO,  til.  28,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

TOMO  XVII.  i2 
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garaatías,  aun  dentro  del  Código  peial:  lo  único  qne  sucedet&^y 
será  altamente  ventajoso,  es  que  se  cuidará  de  reducir  á  esecitnras 
soleniDes  los  préstamos;  ó  bien  que  se  llevarán  preparadas  pruebas 
al  tribunal,  ya  que  para  el  djpmandante  no  está  tasado  el  tiempo;  y 
el  deudor  cuando  caiga  bajo  las  severas  prescripciones  de  la  ley, 
vendrá  vencido  por  la  justicia,  nuaca.por  las  formas  del  procedi- 
miento que  frecuentemente  la  eclipsan;  en  una  palabra,  traerá  mere- 
cida su  suerte. 

Eiittdo  GMiei  Salta  liria. 
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La  Comisión  de  Codificación  presenta  en  junio  al  Gobierno  el 
Proyecto  de  Ley  hipotecaria  (i)  acompaiUuidole  de  una  espasi- 
cion  razonada  de  los  motivas  que  habían  aconsejado  las  grandes  y 
radicales  reformas  que  proponía  «b  nuestro  dereoho  antiguo.  Sepa- 
róse en  esto  la  Comisión  de  lo  que  hasta  aquí  se  habia  hecho  con* 
trabajos  de  igual  ctase,  pues  que  ni  el  proyecto  del  Código  penal  ni 
el  de  la  ley  de  Eojuiciamianto  civil  fueron  de  este  modo  presentados 
al  Gobierno.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  creyendo  que  U  espo- 
cion  de  los  motivos  es  un  dato  importante  para  ilustrar  la  discu- 
sión y  comprender  Ja  estension,  espfritii  y  enlace  de  todas  las  dis- 
posiciones del  Provecto,  la  ha  llevado  i  las  Cortes,  diciendo  que  la 
estima  como  d  mejor  preámbulo  y  moi  auhrbudo  eemeníarío  de  la 
ky.  Esta  declaración  dá  á  los  Motivos  un  valor  soperíor  al  qoe  ten- 
drían por  si  solos;  valor  que  se  aumentari  si  en  la  discusión  de  los 
Cuerpos  Colegisladores  se  les  dá  la  misma  importancia;  considera- 
dos en  sí  mismos  tendrían  un  valor  doclrinal:  considerados  como  la 
esplicacion  de  la  ley  por  los  ahos  poderes  del  Estado,  tendrían  ade- 
más la  autoridad  mayor  que  pueden  Uevar  las  obras  de  su  dase. 

¿Y  es  esto  conveniente?  ¿es  preferible  razonar  estos  projedos, 
eomo  sucede  en  el  presente  caso,  al  de  piasentarlosilesiiodoade  todo 
preámbulo  y  ite  todo  comentario? 

{{)    Mas  adelante  inserUmos  este  importanUsImo  Proysoto  y  las  espod- 
clones  á  que  aquí  nos  referímos. 
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Séneca  do  erü  partidario  de  que  las  leyes  faertnrasoiiádas:  re- 
comendando sa  brevedad^  para  qne  pudieran  mas  fáeiffliente  gra- 
iMurse  en  la  memoria  de  1¿  personas  imperittís,  pretendieBdo  qn^ 
raerán  consideradas  como  ima  voz  descendida  del  cielo,  quena  que 
mandasen,  no  que  discutiesen:  en  su  concepto  naéaháÚÉ  mas  frío» 
nada  mas  insustanciat,  que  una  ley  con  prólogo  {i),  ksí  discurrm 
el  filósofo  cortesano  de  Nerón,  y  no  estaba  desprovista  de  funda- 
mento su  opinión  en  vista  de  los  preámbulos  de  algunas  leyes,  que, 
lejos  de  conducir  á  la  inteligencia  de  la  parte  preceptiva,  son  ajenos 
ai  espíritu  del  legislador,  y  aun  á  las  veces  lo  contradicen. 

La  opinión  de  Séneca  prevaleció  en  el  Fuero  Juzgo.  En  la  ley 
primera  del  título  que  trata  del  kgishdor  (2),  al  hablar  del  arte 
con  que  las  leyes  deben  ser  formadas,  quiere  qne  se  huya  en  ellas 
de  toda  polémica,  y  que  con  frases  sencillas  y  puras  se  espresen  los 
preceptos  que  contengan.  Mas  concisa  aun  y  mas  enérgica  es  la  ley 
segunda,  al  inctlcar  la  misma  regla:  Pormandartetn  artifex  legnm 
non  disceptatione  debet  uH  sed  jure  (3).  El  pensamiento  es  el  mismo 
de  Séneca:  las  palabras  semejantes. 

No  era  sin  duda  de  esta  opinión  nuestro  gran  legislador  del  si- 
glo Xin.  la  mas  importante  de  sus  tfbras,  el  colosal  Código  de  las 
Siete  Partidas  lo  demuestra:  objeto  de  crítica  ha  sido  en  los  tiempos 
modernos  el  empeño  de  razonado  todo  y  de  aparecer  en  las  pala-- 
bras  del  legislador  que  manda  las  ihirás  del  filósofo ,  las  investiga^ 
dones  del  historiador  y  las  pretensiones  del  erudito. 

El  célebre  canciller  Bacon,  que  sin  duda  féé  una  de  las  inteli- 
gencias superiores  del  siglo  XYf ,  partieipó  también  de  la  opinión 
de  Séneca  y  del  Fuero  luzgo,  sr  bien  la  modificó,  atendida  la  época 
en  que  vivia  y  la  forma  del  gobierno  de  su  patria:  H  pudi^amos- 
ttnene  to  costurhbre$  atMguas ,  nos  dice,  no  me  agradarían  los 


(i)  Legem  eniín  brevem  esse  oportet  quo  facilius  ab  imperitis  teneator 
véhiteroissa  dtvinitüs  lex  sit.  Jubeat  non  dimutet.  Mú\  TklsUir  mihi  firi- 
dius.  Díhil  ineptíus  qukm  lex  cuám  prologo/(Cpístola  XGIV). 

(2)  Lej  2,  tit.  I,  lib.  I.  Ñeque  syUogismorfmi  aeumine  figuras  imprí* 
«Mt  disputatíoiú ,  sed  puris ,  honestíoque  proeeptis  modeste  statuat  ar- 
íscalos legis:  ó  como  dicen  los  CkkliceB  romanceados  que  non  sea  fecha  per 
soOexa  üe  silogismos,  nin  por  despotaefion,  mas  sea  fecha  de  boenos  é  ho- 
nestos comendamientDS. 

(3)  No  es  tan  clara  eomo  el  teíter  latino  la  versión  castellana  de  los  Có- 
(fices  romanceados :  El  faudor  dé  la$  leyeis  non  d0be  facer  el  derecho  por 
diputación f  mas  debe  facer  el  derecho. 
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prólogos  de  las  l^/es,  cousiderados  antiguamente  como  ineptos  (i)  y 
que  introducen  ¡ey^  disputadoras  ^  no  preceptivas  (2).  Pero  el  ciu- 
dadano ittglés^  sabia  muy  ¿ien  que  esto  no  satisfacía  á  su  país ,  j 
reconocía  la  necesidad  de  motivar  las  leyes,  si  bien  en  su  concepto 
Qo  era  para  ejsplicttrlas»  sino  para  aconsejarlas  ai  parlamento  y  para 
satisfacer  á  la  espectacion  pública  (3)*  Pero  dominado  siempre  de 
la  misma  idea,  quería  que  á  pesar  de  esto  los  prólogos  se  evitaran 
en  cuanto  fuera  posible  y  que  la  ley  contuviera  preceptos  sola- 
mente (4).    . 

Otro  jurisconsulto  inglés  de  nuestro  siglo,  JeremiasBentham,  se 
encargó  de  contentar  á  su  compatriota,  y  con  energía  combatió  la 
opinión  de  los  que  pretenden  que  solo  se  vea  en  la  ley  el  carácter 
de  la  autoridad  absoluta.  Hé  aquí  sus  palabras  esplicando  las  cau- 
sas que  movieron  al  célebre  canciller  á  opinar  como  lo  hizo.  cEl 
»canciller  Bacon,  este  gran  restaurador  del  entendimiento  humano, 
9no  quería  que  se  motivaran  las  leyes,  y  no  veía  ^n  ello  mas  que 
>un  germen  de  disputas  y  un  modo  de  debilitarlas.  En  esto  pagaba 
»un  tributo  á  las  ideas  de.  su  siglo,  y  sobre  todo  al  príncipe  de 
»quien  era  cortesano.  La  sabiduría  de  los  reyes  no  debía  ser  pues- 
»ta  en  duda:  Sk  voló,  sic  jvbeo,  sü  pro  ratiotie  voluntas:  esta  era  su 
«divisa.  Es  menester  couvenír  que  en  la  época  da  Bacon  las  nodo- 
jnes  sobre  el  principio  de  las  leyes  eran  imperfectas  para  poder 
^servir  de  base  á  un  sistema  razonado.  Nadie  mas  capaz  que  él  de 
'Conocer  la  debilidad  de  las  mejores  razones  que  podrían  darse  pa« 
»ra  justificar  la  mayor  parte  de  las  leyes  existentes:  nodebían  suje- 
itarse  á  una  prueba  que  no  podían  resistir.» 

Contra  la  opinión  de  Bacon  podemos  también  citar  la  autoridad 
dejdtAguesseau  cuando  dice  que  la  verdadera  dqcf  riña  que  consiste 
en  penetrar  en  el  espíritu  de  las  leyes  es  superior  á  su  mismo  co« 
nocimiento. 


<1)  Alude  sin  duda  á  la  caUfícacion  que  hizo  Séneca  de  los  prólogos  de 
las  leyes. 

(2)  Neoue  nobis  prologí  lagum,  qui  inepti  olim  habiti  sunt ,  et  leges  in- 
troducuut  disputantes ,  non  jubentes ,  utique  plaoerent ,  si  priscos  mores 
ferré  possemus. 

(3)  Sed  prologí  ífti  legum,  plerumque  (ut  nunc  suot  témpora)  necesa- 
rio adhibentur,  non  tam  ad  expficationem  legís,  quam  instar  suasioníst,  ad 
perferendam  legem  íncomítiis;  et  rariusjud  satisíacíendum  populo* 

>   (4)    Quantum  fierí  potest  tamen  prologí  e?iteiUur,  et  lex  incipiat  á  jus* 
sione. 


Digitized  by 


Google 


DE  LAS  ISPOSICIONES  RAZONADAS  SOBRB  MOYSCTOS  DS  LEY.        98 

La  sociedad  en  nuestros  días  mas  exigente  que  en  los  tiempos 
que  pasaron,  no  se  contenta  con  ser  gobernada,  sino  que  quiere  ser 
bien  gobernada;  no  basta  darle  leyes,  es  menester  que^  estas  sean 
las  mejores  posibles,  atendida  la  época  y  Hts  circunstancias;  no 
obedece  en  silencio,  entra  por  el  contrario  en  investigaciones  sobre 
la  justicia,  la  utilidad  y  la  couTentencia  de  los  preceptos  legislati- 
vos; eminentemente  disculidora,  lleva  el  examen  y  la  polémica  ¿ 
todas  las  cuestiones  sociales,  políticas  y^  civiles.  La  ley  no  hiere 
ahora  de  improviso  como  un  rayo  i  los  que  han  de  obedecerla: 
suelen  prepararle  el  camino  trabajos  ciehtíffcos  y  razonados  que, 
ilustrando  la  opinión  pública,  allanan  el  paso  al  legislador  y  hacen 
que  su  obra  sea  esperada  y  hasta  deseada.  En  las  asambleas  deli* 
¿erantes  de  los  pueblos  regidos  constltucionalmente  como  el  nues- 
tro, encuentran  eco  los  siátemas  diferentes  que  dividen  á  los  hombres 
de  la  ciencia,  se  ponen  unos  en  frente  de  otros,  y  en  la  lucha  salem 
vencedores  los  que  por  acomodarse  mas  á  las  necesidades  7  con- 
diciones de  la  sociedad  actual,  consultan  mejor  i  la  conveniencia 
pública,  y  ofrecen  ventajas  mas  practicasen  su  realización.  Querer 
que  el  principio  de  autoridad  sola  y  esclusivamente  domine  ai 
mundo,  es  hoy  un  impo^ble.  Bajo  este  punto  de  vista  sería  insoste* 
nible  lo  que  en  otros  tiempos  hubiera  presentado  menos  diflcul* 
tades. 

Pero  prescindiendo  de  las  consideraciones  especiales  de  la  apor- 
ca que  alcanzamos ,  creemos  que  es  conveniente  que  aparezcan  los 
motivos  que  tiene  el  fegislador,  especialmente  cuando  se  trata  dé 
hacer  reformas  radicales.  La'  oíeaoia  del  derecho  no  consiste  en 
tener  el  conocimiento  de  la  letra  de  las  leyes;  un  hombre  dotado 
de  una  memoria  felicísima,  podria  entonces  á  poca  costa  aparecet 
como  un  gran  jurisconsulto,  aunque  no  comprendiera  su  filosofía, 
á  pesar  de  que  nuestros  padres  le  llamaban  por  desprecio  legu- 
leyo. El  verdadero  conocimiento  de  las  leyes  está  en  su  espíritu,  no 
en  las  palabras  de  que  el  legislador  se  vale  para  espresar  su  volun- 
tad soberana:  el  $aber  de  la$  leyes  (i),  dice  el  Rey  Sabio,  non  e$ 
tan  solamente  en  aprender  i  decorar  las  letras  deUaSf  mas  el  ver- 
dadero'entendimiento  deUoBt  y  antes  había  escrito:  entenderse 
deben  las  leyes  bien  é  derechamente ,  tomando  siempre  verdade- 
ro  entendimiento  deüás  á  la  mas  sana  parte  é  mas  provechosa, 

i' I         I  II        I  I 

(I)    Ley  13,  Ut.  1,  Part.  I, 
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fflfüwrf tUf»  poMroi  que  yfitermsmf^'  ¿iLley  $e pebnmta  ana 
cnaftdo se  4¿  c<4io  aBWHUí^  á  sus  palabras»  si  se  desatieode  la  m- 
teocioQ  M  Ic^gú^lador»  por  b>  qiie  cuando  su  letra  y  su  espíritu 
aparecen  en  contradicción,,  jdebe  estarse  ai  espíritu  (1)  que  es 
el  pensamiento  Icigislativo.  ^bcrlofi  leyes ^  decía  el  juriscon* 
salto  Celso,  no  es  r^ener  en  la  m^^nma  s^  palabras^  sino  c^ 
^i$eer  su  fuerza  y  su  valor  (ü),  Kara  ^to  necesario  e&  fpMMr ev 
k  intencioadel  legisMpr,  investigar  el  q]pl»fiirsr propone»  es- 
lodiar  los  principios  ep  qi(e  salMÉl^f  ^mninar  con  cuidadoso 

ihhué  \m  pMiMHfcgy(|h  B^Jej^»  como  yernos  con  frecuencia  en 
faürjinfmiir»  ya  á  los  raxQiianMefntos  jn^clados  con  el  precepto 
imHMTo  como  en  l^s  Futidas»  y/at  i  Jas  e^siciones  de  0M)tivas 
de  las  GomisioneMS  cgncargadias  de  (^  preparación  de  la  ley  ó  en  las 
ifoe  el  Gobíemo  bace.aQpn^rldj>s^.  adopción,  como  socede  en  t^ 
actualidad  ii;efiuente|9|iei^e  ..futiré  ji^otros.  don  el  teísmo  objeto 
liemos  yisM>  taflabien  p«i|>lífíarsej|is  disqusioii^  de  que  ha  nacido  la 
ley  y  en  que  se  veo,  la  ibroiacijoip  d^l  pensamíen^  del  legislador» 
au  sttcesiv;o  deparroilo,  la^ ,  df Gcuftad^  con  qu^e  t^a  tenido  que  lu- 
char» sju  predile4?oii3|fi  jí  \m  f^ci^.fpr  t<^ías.que  se  ha  visto  en 
<ll  caso  de  dese^^r  |d*l^i()ttw,fjb  .^n^j^jf^M^l^s  en  la  vida  civil»  las 
causas  que  le  han  movido  á  eonservar  lo  antiguo»  á  rerormarlo, 
éí  pro^orihifio  porCiWWily^»  >»  Vtf4ftd(^^  significapíon  que 
quieie  dar  á  las  pa|abicas.4}ne  emplo^trla  >^tension  y  limites  del 
precepto»  en  fin»  4odas  las  ,lA|]|odos)i^,iaire9S  i^n  que  se  ha  empe- 

■■  .111 II       I     BJ I  III    I     III      I    U         I     )>p       I  I       ■  II  ij    I  I 

(1)  Fi^cneato4oiiMdD^éliurisaoBailloílHHri^  tít.  VI»  li- 
iiroi.  del  Digosto*  Contra ifl^^^&Oft,  f^t  id%H»quod,lexprQfubet:  in 
íraudem  vero  quí  s^lvis  verbis  ieg;is^  séntentiam  ejus  circoravcnil.  Este  frag* 
mentó  se  completa  con  otro  det  jurtseoosulio  UlpMiio,  que  «stá  también  eo 
«I  Digesto  (laj-30  del  nMoio<lftlilo.7  ittN)s)»:9tterdifGe:  irai^  ei^im  «logi  fit^ 
ubi  quod  fieri  n^J^i^»  fi^rtAHUm  uoa  v^tuit»  id.  Gt. 

Fragmento  tomado  del  mismo  jucisconsufto  (ley  f  9»  tít.  IV,  líb.  X  del 
Digesto).  Respondit,  non  oporteré  jus  eíñU  óalúimwrí»  HBqiiB  Juetéñ  cape- 
tari,  sed»  quA  nnenteiquklidiceretur»  i^HÍi^Kd^^Mtc^ 

Los  eiD(>eradores  Te^dosjo  y  Vat^otiaíano  se  espresaií  acerca  de  este 
punto  en  los  términos  sigaientes:  non  dolbium  est  iii  legdm  eomraitlere 
«am,  qai  verba  le^s  am^exus»  ceatri  ll^4iititur*«QhtnU(em.  Neapaamis 
insertas  ienbua«V4ta«t^,qut\seMnt|nJiirísM^  sffiva  prqprog^lÍ¥a 

verborum  fraudulenter  escusat.  (ley  5,  tít.  JlV,  ftb,  í,  del  Código  repetÜm 
pradilectionis.) 

(2)  Sctreleges  noa  eet-wU^arum  tañere  sediiat>c  potesUtem  (ley 
17,  tít.  UI,  lib.  I  del  Dig.) 
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BaAo  hasta  llevar  á  término  sa  obra.  En  manos  de  todos  corren 
los  motivos  y  disensiones  del  Código  civil  francés,  los  notabi- 
lisimos  discursos  y  disensiones  en  el  Consejo  de  Estado,  en  el  Tri- 
bimado,  y  en  el  Cuerpo  legislativo  ¿  qne  tantas  veces  se  acude  en 
el  vecino  Imperio  para  fijar  el  sentido  de  una  ley  dudosa,  y  es 
aquí  muy  conocida  también  la  publicación  que  de  los  demás  traba  •* 
jos  de  la  Codificación  francesa  en  el  primer  imperio  hizo  el  barón 
de  Locré,  publicación  de  un  gran  valor  para  las  nacrones  regidas 
por  los  códigos  franceses,  paralas  que  con  pocas  variantes  los  han 
adoptado,  y  aun  para  las  que  no  han  seguido  el  ejemplo  de  la 
Francia.  Bentbam  quiere  qne  al  lado  de  la  ley  haya  un  comentario 
razonado,  y  el  reino  de  Baviera  ba  dado  el  ejemplo  de  poner  tm 
comentario  oficial,  cosa  semejante  á  lo  que  se  hizo  en  tiempo  de 
Alaricoen  el  Breviario  de  Ajiiaoo.  Se  vé,  pues,  cuan  general  e»'la 
opinión  de  que  el  precepto  del  legislador  debe  ir  aeompsiaido  de 
docnmentos,  trabajos  y  consideracíonestpie^diseidiHettdo  bien  su 
e^ritu  bcHiten  su  inteligencia  y  prefiíMüt  aplicación. 

¿T  serán  solo  estas  las  veMi^^^qne  resultan  del  conocimiento  de 
espirittt  de  las  leyes?  ¿Coütes'  la  causa  principal  de  que  sea  reputad» 
el  estudio  del  derecho  como  tan  árido  y  aun  de  que  algunos  crean 
que  requiera  mas  memoria  que  talento?  Es  principatmeme  por  el 
dogmatismo  severo,  tan  común  en  los  libros  de  jnrísprudetfeia,  que 
mas  ocupados  en  la  letra  del  precepto  legislativo  que  en  su  espíritu, 
miran,  sino  con  desprecio,  con  tttdifereoeia  al  menos,  la  historia  de 
hs  leyes,  su  fiiosofia,  las  ideas  de  la  época  en  que  se  dictaron,  los 
errores  y  las  preocupaciones  del  legislador,  la  conveniencia  de  su 
continoacion  ó  la  necesidad  de  reformarlas.  Es  cierto  que  no  debe 
pretenderse  dar  razón  de  todo  lo  que  el  legislador  escribe:  lo  que 
lleva  en  si  el  asentimiento  universal,  esli  justificado  y  no  necesita 
esplicarse;  el  legislador  no  lo  crea,  lo  respeta,  lo  supone  y  así  á  las 
veces  te  dá  una  nueva  sanción  esprraa.  Dice  d'Aguesseau  á  este 
propósito,  que  no  debe  pedirse  cuenta  de  las  creencias  de  nuestros 
antepasados  ni  ponerse  en  cuestión  lo  que  está  reconocido  por  el 
consentimiento  unánime  de  la  humanidad,  pero  no  por  huir  de  ese 
estremo  ha  de  evitarse  investigar  el  principio  racional  de  las  instt» 
tuciones  y  de  las  leyes  por  que  se  rigen  los  Estados. 

Cuando  el  estudio  de  las  leyes  se  hace  de  esta  manera,  desapa* 
roeela  aridez  quefatiga  á  los  que  lo  cultivan;  la  panicipacion  qile 
se  tiene  ea  los  secretos  del  legMador,  alienta  para  seguirlo  basta  laa 
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Últimas  coQSdcuencias  que  ema^iaQ  de  los  príacipios  fandamenttles 
de  su  obra:  la  imaginación  se  pone  en  actividad;  el  talento  se  ejer- 
cita» y  la  memoria  no  necesita  hacer  tantos  esfuerzos;  porque  la  íi- 
losofia  de  la  ley,  mas  fácil  de  retejer  que  su  testo,  impide  que 
este  se  olvide  por  completo.  Bien  entendido  el  estudio  de  las  le- 
yes de  un  país  encierra  en  si  el  conocimiento  de  $u  historia 
social,  política  y  civil,  los  principios  universales  de  la  moral  y 
dd  derecho :  es  un  estudio  profundamente  Glosófico.  Bentham  ha 
dicho  á  este  propósito:  da  esppsicion  de  las  razones  de  las  leyes 
jofactlita  su  inteligencia:  una  disposición  cuya  causa  se  ignoradlo 
xse  arraiga  tan  profundamente  en  la  inteligencia:  no  se  compren^ 
joden  bien  las  cosas  cuando  se  ignoran  sus  causas:  los  términos  de 
]>la  ley  puedea  ser  claros  y  hasta  fomiliares,  pero  la  luz  se  aumenta 
«cuando  al  lado  del  precepto  del  legislador  está  la  razón  de  la  ley» 
j»porque  entonces  ya  no  puede  haber  duda  sobre  la  ver(kdera  ín- 
itenciondel  legislador:  la  inteligencia  de  los  que  la  leen  se  pone 
len  comunicación  inmediata  con  aqueUps  queja  formaron.  Cuanto 
^mas  fácihnente  se  entiendan  las  leyes, .  mas  posible  es  retenerlas 
»en  la  memoria:  las  razones  soi|  una  especie  de  memoria  técnica 
»que  sirven  de  lazo  y  de  cimiento  á  todas  sus  disposiciones,  que 
9sin  ellas  no  seriaa  mas  que  fragmentos  y  ruinas  dispersas.  Las 
»leyes»  por  si  solas  pueden  compararse  á  un  diccionario  de  pala- 
»bras:  las  leyes  acompañadas  de  las, razones  en  que  se  fundan,  spn 
luna  especie  de  lengua  cuyos  principios  y  analogías  se  conocen.» 

Revelar  el  espíritu  de  las  leyes » cuando  esta  revelación  procede 
del  que  las  forma,  evita  además  interpretaciones  arbitrarias  é  inmo- 
tivadas ,  cierra  la  puerta  á  abusos  que  de  otro  modo  van  prevale- 
ciendo en  la  práctica  á  la  sombra  de  la  ietc^  4^  las  leyes ,  da  nn 
criterio  seguro  á  los  que  han  de  aplicarlas  para  suplir  su  insuficien- 
cia en  los  casos  que  no  están  comprendidos  en  sus  palabras ,  hace 
respetable  la  autoridad  de  las  que  spn  buenas,  y  les  presta  desde  su 
origen  un  prestigio  y  una  fuerza  semejante^  á  la  de  las  instituciones 
antiguas  que  están  incrustadas  en  la  vida  del  pueblo  á  que  se  die* 
ron,  y  es  un  aviso  continuo^  eficaz  y  perpetuo  que  escita  la  reforma 
de  las  malas. 

Partiendo ,  pues ,  de  la  conveniencia  de  que  aparezca  el  espíritu 

del  legislador,  ¿cuál  es  el  medio  mas  ventajoso  para  consieguirlo? 

Desechamos  desde  luego  toda  espresion  de  motivos  y  doctrinas  que 

^estén  dentro  de  la  misma  ley,  bien  sea  ea.su  preámbulOp^bíqfi  nezr 
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dada  oob  Jas  reglas  que  establece.  El  precepto  del  legislador  debe 
estar  redactado  con  cuanta  concisión  sea  compatible  con  la  clari* 
dad:  toda  palabra  que  no  es  absolutamente  indispensable  en  el  tes- 
to de  la  ley,  sobre  rebajar  su  magostad,  daña  á  su  inteligencia:  no 
debe  formar  un  solo  cuerpo  lo  que  se  ordena  que  es  propiamente  la 
ley»  con  la  esposicion  de  las  razones  que  ha  habido  para  ordenarte, 
que  son  los  m(4ivos  de  la  ley.  Esta  mezcla  produce  la  confusión,  y 
bace  que  lo  que  es  la  causa  de  las  leyes  se  tome  frecuéntemete 
como  ley.  Ejemplos  presentan  de  esto  algunas  leyes  nuestras,  á  que, 
contra  la  Toluntad  del  legislador,  pero  siguiendo  sus  razonamientos, 
se  les  ha  dado  una  ostensión  que  no  se  les  habia  querido  otorgar. 
La  ley  solo ,  pues,  debe  comprender  al  precepto,  bien  sea  impera- 
tivo, bien  prohibitivo. 

Tampoco  somos  partidarios  de  los  oomentaríos  legales,  ó  de  los 
racionales,  como  quiere  Bentbam,  escritos  por  el  legislador,  k  las  ra- 
zones que  dejamos  indicadas  al  hablar  de  los  motivos  espuestos  den- 
tro de  la  ley  misma  se  agrega  que  eate  sistema  haría  demasiado  vo- 
luminoso el  cuerpo  de  leyes  de  cualquier  pais  y  que  dwaríaá  la 
claridad  de  su  conjunto. 

Parécenos  preferible  el  sistemado  la  publicación  de  las  esposi- 
ciones  de  los  motivos  que  han  tenido  en  cuenta  los  encargados  de 
preparar  las  leyes,  y  de  las  discusiones  de  los  cuerpos  en  que  se  han 
debatido.  Estos  cuerpos  pueden  ser  de  dos  ciases:  científicos  unos, 
en  que  por  su  índole  sobresale  el  carácter  técnico  y  que  son  llama- 
dos á  prepararlo  que  los  cuerpos  políticos  que  son  parte  del  poder 
legislativo  examinan  después,  y  adoptan,  si  lo  creen  conveniente  al 
país  para  que  legislan.  Las  discusiones  de  los  cuerpos  cien/ííeos, 
nunca  han  visto  en  España  la  hiz  pública:  discusiones  concienzudas 
y  modestas  al  mismo  tiempo  que  diOeiles  y  de  gravísimas  conse- 
cuencias en  el  orden  moral,  civil  y  aun  en  el  político  apenas  se 
conservan  en  la  memoria  de  los  que  toman  parte  en  ellas:  las  lumi- 
nosas observaciones  de  una  sesión  se  oívidan  con  las  impresiones 
délas  sesiones  que  siguen:  por  lo  mismo  qoe  no  hay  en  estas  reu- 
niones la  pretensión  de  hacer  discursos  de  grandes  formas,  ni  de 
p^ncir  efectos  deslumbradores,  ni  de  arrebatar  aplausos,  las  re- 
flexiones son  concretas,  la  polémica,  aunque  animada  á  veces,  no  es 
apasionada;  todas  las  opiniones  son  escuchadas,  y  los  mismos  que  en 
el  campo  de  la  política  parecen  mas  alejados  en  opiniones,  se  en- 
tienden con  facilidad  en  las  pacíficas  tareas  de  la  ciencia  á  que  to« 
TOMO  xvn.  13 
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dos  se  hallan  consagrados.  No  serian,  pues ,  ociosos  para  la  in- 
teligencia de  la  ley  los  debates  de  estos  cuerpos,  si  de  ellos  que- 
dara un  estrado  suficiente  á  formar  idea  exacta  de  las  discusiones. 
Mas  ya  que  esto  no  se  haga  tal  vez  con  el  loable  fin  de  dar  roas  li- 
bertad á  la  emisión  de  las  ideas,  quitando  á  las  sesiones  el  ca- 
rácter solemne  que  no  podrían  menos  de  tener,  si  de  todas  las  in- 
dicaciones, de  todos  los  argumentos,  de  todos  los  aciertos  y  de  todos 
los  errores  se  tomaran  notas  taquigráficas,  lo  que  tal  vez  retraería 
de  hacer  algunas  observaciones  á  jurisconsultos  eminentes,  pero 
modestos  y  tímidos^  aprovéchese  la  luz  que  para  comprender  el  es- 
píritu de  la  ley  arrojan  las  esposiciones  que  en  determinados  pro- 
yectos elevan  al  Gobierno.  No  son  ellos  en  verdad  los  legisladores; 
pero  son  sin  duda  los  mas  competentes  paraesplicar  sus  pensamien- 
tos, y  para  atestiguar  perpetuamente  qué  principios  prevalecieron 
en  la  formación  de  los  proyectos  que  redactaron  con  una  aten- 
ción, con  una  asiduidad  y  con  un  detenimiento  que  no  les  puedan 
dedicar  los  cuerpos  políticos,  por  celosos  que  sean,  distraídos  por 
otra  multitud  de  atenciones  legislativas  y  por  las  continuas  cuestio- 
nes de  la  política  militante.  En  las  comisiones  científicas,  como  en 
la  de  Codificación,  no  es  lo  mas  el  debate  de  los  principios,  lo  es  el 
modo  de  desenvolverlos,  y  la  forma  de  espresarlos:  no  hay  una  pa- 
labra que  no  sea  estudiada  y  elegida  como  la  mas  conveniente  para 
espresar  la  idea  que  envuelve:  no  hay  una  coma  solamente  que  es- 
té puesta  impremeditadamente.  De  aquí  que  no  se  hagan  los  pro- 
yectos de  ley  con  la  celeridad  que  algunos  impacientes  quisieran: 
para  ellos  formular,  por  ejemplo,  el  Código  civil  es  tan  fácil  como 
redactar  un  reglamento  de  administración,  ó  un  bando  de  policía. 
La  autoridad,  pues ,  de  las  esposiciones  de  Motivos,  hechas  por  los 
cuerpos  científicos,  es  de  grandísimo  peso. 

Los  cuerpos  políticos  que  legislan  no  pueden  descenderá  tantos 
pormenores:  bastante  exigir  de  ellos  es  que  examinando  los  princi- 
pios fundamentales  de  las  leyes  que  en  su  redacción  no  pueden  me- 
nos de  ser  rigurosamente  técnicas,  eleven  las  discusiones  á  la  altu- 
ra á  que  lo  hacen  generalmente  entre  nosotros  con  aplauso  gene- 
ral; son  sin  duda  los  cuerpos  mas  competentes  para  ju2gar  de  la 
conveniencia  ó  inconveniencia  de  las  reformas  consideradas  en  su 
conjunto,  y  en  sus  disposiciones  principales:  sus  discusiones  que 
ven  la  luz  pública  deben  ser  estudiadas  por  los  que  han  de  aplicar 
las  leyes  que  las  promovieron,  pero  ha  de  cuidarse  de  no  tomar  la 
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que  solo  es  la  opinión  individual  del  diputado  ó  del  senador,  y  aun 
la  del  ministro  de  la  Corona,  como  si  Tuera  la  del  cuerpo  colegislador 
en  que  se  emite;  esto  llevaría  á  consecuencias  que  en  último  resuU 
tado  vendrían  á  falsear  la  letra  y  el  espíritu  de  las  leyes. 

Pocas  veces  descienden  los  cuerpos  políticos  á  discutir  deteni-^ 
damente  todas  las  disposiciones  de  leyes  tan  complejas  como  los 
códigos  ú  otras  de  grande  estension  y  de  riguroso  tecnicismo.  No 
es  este  lugar  de  examinar  las  causas  que  así  lo  aconsejan:  el  ejem- 
plo de  la  discusión  del  Código  penal  de  1822,  que  por  tanto  tiempo 
duró  en  las  Cortes,  compuestas  entonces  de  un  solo  cuerpo ,  difícil- 
mente volverá  á  repetirse.  Los  reglamentos  de  nuestras  asambleas 
legislativas  facilitan  la  discusión  de  estas  leyes,  que  de  otro  modo 
no  sería  posible :  á  la  discusión  de  los  artículos  sustituye  la  de  los 
Utolos  ó  capítulos,  si  bien  la  votación  recae  individualmente  sobre 
aquellos.  De  aquí  que  pocas  veces  se  descienda  á  pormenores  pa- 
ramente científicos ,  ni  aun  á  los  de  aplicación :  la  discusión  priaci<^ 
pálmente  versa  sobre  los  principios  fundamentales,  y  aun  sobre  loa 
de  segundo  orden:  los  artículos  de  la  ley  no  suelen  gozar  de  esta 
ventaja,  aunque  sean  muy  trascendentales,  é  introduzcan  reformas, 
sino  tan  relumbrantes,  no  menos  radicales.  Para  esto  son  útilísimas 
las  esposiciones  de  Motivos  hechas  por  los  cuerpos  cientiíicos  que 
han  preparado  las  leyes,  especialmente  si  lo  hacen  con  alguna  es-> 
tensión,  como  lo  ha  verificado  la  de  Codificación  al  presentar  su 
Proyecto  de  ley  hipotecaria. 

¿T  cuál  será  el  valor  de  esta  esposicion  en  el  dia  en  que  el  Pro- 
yecto presentado  llegue  áser  ley?  ¿Será  un  comentario  auténtica 
de  ella?  Este  es  un  punto  sobre  el  que  no  creemos  ocioso  dar  algu-» 
na  esplicacion ,  y  para  ello  conviene  que  fijemos  bien  la  significa* 
cion  que  encierra  la  frase  de  comentario  auténtico. 

Cuando  el  Emperador  Augusto,  mirando  con  desconfianza  I4 
gran  popularidad  de  que  gozaban  los  jurisconsultos,  y  la  influencia 
justa  que  ejercían  por  la  sabiduría  de  sus  respuestas  en  las  cues^ 
lioDes  de  derecho  civil ,  quiso  rebajar  su  importancia ,  discurrió  el 
medio  de  autorizar  á  algunos  para  que  en  su  nombre  consultaran,  y 
declaró  que  sus  respuestas  eran  obligatorias  para  los  jueces.  De  esta 
modo ,  al  mismo  tiempo  que  hacia  que  fueran  menos  estimados  los 
dictámenes  de  aquellos  que  no  tenia  por  adictos ,  revestía  con  el  se^ 
lio  de  una  especie  de  autoridad  pública  los  de  los  jurisconsultos  á 
que  quería  favorecer.  A  estos  jurisconsultos  se  hubiera  dado  ea 
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nuestros  días  el  nombre  de  auténtico$,  como  si  digéramos  de  íé 
cierta  y  de  autoridad  incontestable.  Esponer  las  vicisitudes  por  que 
pasó  en  Roma  esta  autoridad,  nos  separaría  de  nuestro  propósito; 
bástanos  decir,  que  la  constitución  de  los  Emperadores  Teodosio  II 
y  Valenlliniano  III ,  á  que  se  suele  dar  el  nombre  de  ley  de  ata- 
dones,  fijó  de  un  modo  definitivo  la  fuerza  que  debía  darse  á  las 
respectivas  opiniones  de  los  jurisconsultos  antíguos  en  el  caso  de 
que  entre  ellos  hubiera  discordancia. 

A  imitación  de  lo  que  sucedió  en  Roma,  hubo  un  tiempo  en  que 
en  España  habia  también  jurisconsultos  auléntícos,  D.  Juan  I,  al 
ordenar  que  en  los  tribunales  no  pudiera  citarse  mas  que  la  autori- 
dad de  Bartolo  y  de  Juan  Andrés,  abrió  este  camino :  D.  Juan  H  la 
ensanchó  al  ordenar  que  en  el  foro  no  pudiera  alegarse  mas  autori- 
dad ni  glosa  que  de  los  doctores  canonistas  ó  legistas  anterioteg  í 
Bartolo  y  á  Juan.  Andrés,  y  como  si  estos  hubieran  pronunciado  la 
ultima  palabra  de  la  ciencia ,  anadia  que  tampoco  podrían  citare 
as  opiniones  de  los  doctores  que  de  aquí  addmte  fueren.  Loa  hfíses 
Católicos  fueron  mas  allá  en  la  Ordenanza  de  Madrid  de  I49&,  m 
que  fijaron  la  autoridad  que  respectivamente  debían  tener  las  opi- 
niones de  Bartolo,  Baldo,  Juan  Andrés  y  el  Abad  Panormilaao.  No 
puede  negarse  que  el  deseo  de  poner  término  á  las  dificultades  que 
en  el  foro  ofrecía  la  divergencia  délas  opiniones  de  los  jurisconsul- 
tos de  los  siglos  Xlil ,  XIV  y  XV,  fué  lo  que  promovió  la  soUtítnd 
de  los  reyes  para  adoptar  estas  medidas;  pero  el  medio  no  condueia 
al  fin  que  se  proponían:  no  debía  el  juez  buscar  el  es[rfritu  de  la  ley 
ni  su  interpretación;  habia  de  desentenderse  de  esto:  bastaba  que 
hubiera  duda  para  que  tuviera  que  subordinar  su  razón  é  la  de  uit 
jurisconsulto  de  los  autorizados  en  la  Ordenanza:  la  autoridad  par- 
ticular,  pues,  vino  á  reemplazar  á  la  pública:  la  opinión  dejm  sa- 
bio ,  á  la  ley:  el  juez  no  podía  tener  opinión  propia;  por  eminente 
jurisconsulto  que  fuese,  por  fijo  que  fuera  su  dicümen  en  un  pnalt 
dado,  tenia  que  renunciar  á  él,  ponerse  en  contradicción  con  su 
oondencia,  y  adoptar  como  propias  las  opiniones  ajenas,  por  mas 
que  no  le  parecieran  ajustadas  á  la  verdadera  inteligencia  que  á  la 
ley  debía  darse.  No  es  estrano,  pues,  que  los  Reyes  Católkos» 
tan  celosos  por  el  bien  de  los  pueblos,  convencidos  de  los  nuu 
les  que  producía  su  pragmática,  pocos  anos  después  se  delejr- 
minaran  á  reformarla:  su  error  era  disculpable;  porque  lo  era  4e 
la  época:  gloria  merecen  por  haberse  prestado  dócU|BWie4  ci»^ 
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regirlo,  tan  luego  como  se  apercibieron  de  sus  inconvenientes. 

Desde  qne  se  publicaron  las  leyes  de  Toro  desaparecieron  entre 
nosotros  los  jurisconsultos  auténticos:  ya  no  hay  autoridad  legal  en 
las  opiniones  de  ningún  jurisconsulto:  su  fuerza  dimana  sola  y  es« 
elusivamente  de  las  razones  en  que  se  funda:  el  que  logra  llevar  la 
convicción  al  ánimo  de  los  jueces,  es  el  que  prevalece:  no  se  cuen* 
tan  ios  que  opinan  en  cada  sentido,  sino  que  se  pesan  sus  racioci- 
nios. Mal,  pues,  haríamos  en  querer  resucitar  hoy  lo  que  hace  mas 
de  tres  siglos  y  medio  que  se  rechazó  como  malo:  mal  haríamos  en 
reproducir,  aunque  bajo  distinta  forma,  la  olvidada  institución  de  los 
jurisconsultos  anténticos. 

T  así  k)  ha  comprendido  el  Gobierno:  con  cuidadosa  diligencia 
se  ha  fimitado  á  decir  que  la  esposicion  de  motivos  de  la  Comisión 
de  Codificación  es  en  su  concepto  el  mejor  preáihbnro  y  mas  auto- 
rizado (^ometfterio  de  la  ley :  ha  dejado  abierto  el  palenque  de  la 
ciencia;  no  ha  cerrado  la  puerta  á  aprecmeiones  mas  exactas 
que  se  puedan  hacer  sobre  el  verdadero  setítido  de  algunas  dispo- 
siciones legales.  Y  con  rasen ,  porque  los  motivos  de  la  ley  no  son 
h  ley,  aunque  sirven  grandemente  paiia  esplicarla  y  focilitar  su 
inteligencia:  su  autoridades  meramente  doctrinal,  si  bien  muy 
fuerte  bajo  este  concepto,  porque  dnnana  de  los  mismos  que  han 
formado  el  proyecto  de  ley ,  y  que  son  tan  competentes  para  espo- 
ner las  rasiones  que  los  han  movido ,  el  espíritu  que  los  I»  animado 
en  todas  y  en  cada  una  de  las  disposiciones  que  han  presentado 
articuladas.  Pero  no  se  puede  confundir  el  valor  doctrinal  de  estas 
opiniones  con  el  legal  que  tendría  nn  comentario  auténtico:  serán 
sin  dttda  de  grsm  peso  en  el  foro,  pero  no  podrán  forzar  la  convic*^ 
eion  de  los  magistrados. 

Pedro  €mi6z  4e  bi  Sena. 
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Á  LAS  CORTES. 

Convencido  el  Ministro  que  suscribe  de  la  urgente  necesidad  de 
reformar  nuestra  defectuosa  legislación  hipotecaria,  si  tal  nombre 
merece  el  cúmulo  de  disposiciones  incoherentes  que  la  forman,  dedu- 
cidas unas  de  los  principios  del  derecho  romano,  tomadas  otras  de  las 
instituciones  del  sistema  feudal,  consideró  como  uno  de  sus  primero:; 
deberes  el  de  escitar  á  la  Comisión  de  Códigos  para  que  con  el  celo  é 
inteligencia  que  tanto  la  distinguen  concluyese  cuanto  antes  el  pro- 
yecto de  ley  hipotecaria  que  le  estaba  encomendado. 

Ya  los  Ministros  sus  predecesores,  movidos  por  la  misma  idea, 
habian  presentado  en  dos  legislaturas  consecutivas  las  bases  que  ha- 
bian  de  servir  de  fundamento  al  proyecto  de  reforma.  Estas  bases, 
si  bien  reducidas  en  número,  dejaban  ya  comprender  que  en  vista 
del  desarrollo  de  la  industria  y  del  comercio,  del  espiritu  de  especu- 
lación que  agita  á  las  sociedades  modernas,  y  del  prodigioso  aumen- 
to de  la  riqueza  pública,  la  nueva  ley  ofreceria  á  la  propiedad  ter- 
ritorial ,  mas  fija,  y  por  su  índole  menos  dispuesta  ¿  seguir  igual 
movimiento,  los  medios  de  atraer  á  si  los  capitales  que  le  son  nece- 
sarios para  su  fomento  y  mejora.  La  agricultura  en  sus  diversos  ra^ 
mos  no  puede  llegar  al  grado  de  perfección  que  reclama  su  impor- 
tancia, sin  emprender  obras  costosas  que  exigen  considerables  anti- 
cipos, sin  enterrar,  por  decirlo  así,  en  el  suelo  tesoros  inmensos  que 
multiplicando  sus  fuerzas  naturales  producen  en  lo  porvenir  abun- 
dantes frutos.  Estos  recursos  los  proporciona  el  crédito  territorial 
que  se  desarrolla  á  la  sombra  de  una  buena  legislación  hipotecaria, 
porque  dando  á  conocer  el  verdadero  estado  de  la  propiedad,  asegu- 
ra á  los  que  toman  parte  en  tales  empresas  el  reembolso  y  el  interés 
de  sus  capitales. 

Estas  consideraciones  arraigadas  en  el  ánimo  de  todos ,  y  la  co- 
mún impaciencia  por  gozar  cuanto  antes  de  los  beneficios  de  una  le- 

(1)  Este  es  el  proyecto  á  que  nos  referimos  en  el  artículo  anterior ,  y  et 
cual  fué  leido  en  el  Senado  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  la  se- 
sión de  4  de  julio. 
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gislacion  á  ia  altura  de  las  necesidades  presentes,  no  consentían  que 
se  aguardase  á  la  publicación  del  Código  civil ,  del  que  esta  ley  ha- 
bía de  formar  uno  de  sus  títulos;  ley  por  otra  parte  ¿e  tal  dificultad 
y  de  tan  graves  complicaciones,  que  los  pueblos  mas  adelantados  en 
civilización  están  continuamente  y  con  sumo  estudio  retocando  pa- 
ra mejorarla. 

£1  Gobierno  ha^^reido  preferible  al  sistema  de  bases  seguido  has- 
ta ahora,  presentar  la  ley  integra  á  la  deliberación  de  las  Cortes, 
para  que  examinando  el  conjunto  de  sus  disposiciones»  y  conociendo 
mejor  sus  tendencias ,  pudieran  con  tranquilo  ánimo  prestarle  su 
voto.  T  la  Cofuision  de  Códigos ,  respondiendo  con  laudable  celo  á 
los  deseos  del  Gobierno,  presentó  acabada  su  obra ,  acompañándola 
de  una  esposicion  de  los  motivos  que  le  sirven  de  fundamento,  y 
que  á  la  vez  esplican  la  estension ,  espíritu  y  enlace  de  todas  sus 
disposiciones. 

Examinados  ambos  documentos ,  y  conforme  con  su  doctrina  el 
Ministro  que  suscribe,  tiene  la  honra  de  presentar  á  las  Cortes  com- 
petentemente autorizado  por  S.  M.,  el  adjunto  proyecto  de  ley  hi- 
potecaria. Como  dato  importante  para  ilustrar  la  discusión ,  acom- 
paña la  citada  esposicion  de  motivos,  que  estima  como  el  mejor 
preámbulo  y  mas  autorizado  comentario  de  la  ley. 

Madrid  3  de  julio  de  1860.— Santiago  Fernandez  Negrete. 

ESPOSICION 

BE  MM»  M0TIY09  Y  FIJNWAMBMT99  BEIi  PmOYECTO  BE 
I.EY  HIPOTECABIA  (1). 

La  Comisión  de  Codificación  tiene  la  honra  de  elevar  á  manos  de 
V.  E.  el  adjunto  proyecto  de  ley  de  hipotecas.  Al  cumplir  con  este 
deber,  cree  que  está  en  el  caso  de  manifestar  los  fundamentos  car- 
dinales del  proyecto  y  de  las  disposiciones  mas  importaníes  que 
contiene. 

No  necesita  la  Comisión  examinar  los  vicios  de  nuestro  actual 
sistema  hipotecario.  El  digno  antecesor  de  V.  E.  que  aconsejó 

{i)  Coraponen  la  Comisión  de  Codificación,  y  han  suscrito  la  Esposicion 
de  Motivos  y  el  Proyecto  do  ley,  los  Sres.  O.  Manuel  Cortina,  D.  Pedro 
Gómez  de  la  Serna ,  D.  Pascual  Bayarri,  D.  Juan  Manuel  González  Acevedo, 
D.  José  Ibarra,  D.  Manuel  García  Gallardo  y  D.  Francisco  Cárdenas. 
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á  S.  M.  el  Real  decreto  de  8  de  agosto  de  4888,  espuso  su  msvfi- 
ciencia  y  la  necesidad  apremiante  de  la  reforma.  Con  sobrado  mo- 
tivo decía  qug  nuestras  leyes  hipotecarias  están  condenadas  por  la 
ciencia  y  por  la  razón,  porque  ni  garantizan  suficientemente  la  pro* 
piedad,  ni  ejercen  saludable  influencia  en  la  prosperidad  péblica,  ni 
asientan  sobre  sólidas  bases  el  crédito  territorial,  ni  dan  actividad  á 
la  circulación  de  la  riqueza,  ni  moderan  el  interés  del  dinero ,  ni 
facilitan  su  adquisición  á  los  dueños  de  la  propiedad  inmueble ,  ni 
aseguran  deUdamente  á  ios  que  sobre  esta  garantía  prestan  sus 
capitales.  En  esta  situación,  anadiad  Gobierno,  que  la  reforma  era 
urgente  é  indispensable  para  la  creación  de  bancos  de  crédito  ter- 
ritorial, para  dar  certidumbre  al  dominio  y  á  los  demás  derechos  en 
la  cosa,  para  poner  límites  á  la  mala  fé,  y  para  libertar  al  propieta- 
rio del  yugo  de  usureros  despiadados.  Nada  añade  la  Comisión  por 
su  parte :  bástale  decir  que  en  sentir  del  Gobierno  está  definitiva- 
mente  juzgada  nuestra  actual  legislación  hipotecaría ,  y  que  exige 
reformas  radicales  para  que  pueda  satisfacer  las  condiciones  que 
echa  de  menos  en  ella  la  socie^d  activa  de  nuestras  dias. 

Pero  ¿cuáles  deben  ser  las  bases  capitales  de  hi  nueva  ley?  El 
Gobierno  no  las  prescribió  á  la  Comisión,  si  bien  en 'Real  orden  de 
iO  de  agosto  del  mismo  ano  manifestó  el  deseo  de  que  la  nueva  ley 
partiera  del  principio  de  publicidad,  que  no  se  reconocieran  para  lo 
sucesivo  hipotecas  generales,  que  se  establecieran  formalidades  es* 
teriores  para  la  traslación  de  la  propiedad  y  de  los  demás  derechos 
en  la  cosa ,  que  se  meditase  con  detención  la  conveniencia  ó  incon- 
veniencia de  suprimir  las  hipotecas  legales,  y  que  en  el  primer  caso 
se  escogitaran  los  medios  de  conciliar  la  supresión  con  los  intereses 
que  antes  protegía  el  privilegio,  y  especialmente  los  de  las  mujeres 
casadas ,  menores  é  incapacitados.  Mas  reconociendo  el  Gobierno  la 
grave  trascendencia  de  estas  cuestiones,  confió  á  la  Comisión  la  difí- 
cil tarea  de  examinarlas,  en  la  seguridad  de  que  estudiaría  los  tra- 
bajos anteriores,  loscompararia  con  las  leyes  de  las  demás  nacio- 
nes ,  y  prepararia  un  proyecto  digno  de  ser  ley,  y  que  fawa  base 
y  punto  de  partida  para  plantear  reformas  vivamente  ansiadas  por 
el  país,  algunas  iniciadas  ó  reclamadas  enérgicamente  por  sus  re- 
presentantes. 

La  plena  confianza  que  el  Gobierno  ha  depositado  en  la  Comi- 
sión, y  la  libertad  en  que  la  dejó  para  seguir  sus  propias  in^iracio- 
nes,  la  han  comprometido  mas  y  mas  á  procurar  el  acierto :  estudios 
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ooneieMxiides  y  detenidos,  disensiones  frecuentes  y  prolongadas, 
y  mnltiplicadas  rerisíones ,  han  sido  por  mucho  tiempo  la  tarea 
oofltinoa  de  la  Comisión ,  qoe  si  no  ha  Hegado  á  llenar  su  encargo 
lan  cumpUdamente  eono  deseara,  puede  asegurar  al  menos  que  ha 
puesto  en  contribución  cuanto  alcanzaba  para  conseguirlo.  Pero  á 
pesar  de  haber  encontrado ,  no  soto  aceptables ,  sino  prereríbles  los 
principios  indicados  por  el  Gobierno,  no  por  eso  ti^ne  la  presunción 
de  haber  acertado.  En  materias  tan  difíciles,  tan  complicadas,  en 
que  vienen  á  jugar  todas  las  institaciones  sociades,  nadie,  por  gran- 
des que  sean  sus  esfuerzos,  puede  confiar  en  su  trabajo :  bastante 
gima  es  la  de  emprenderlo  y  llevar  una  piedra  á  la  grande  obra  de 
la  regenevacion  del  derecho. 

Y  esta  desconfianza  que  natarahaeiite  tiene  la  Comisión  en  todos 
sus  trabajos,  debe  ser  mayor  al  tratar  del  sistema  hipotecario.  No 
sucede  respecto  i  él  lo  que  en  la  mayor  parte  de  las  instituciones 
del  derecho  eivil,  en  que  la  ciencia  y  la  esperiencia  de  una  lai^ 
serie  de  siglos  han  Uegado  á  formar  reglas  admitidas  umversal- 
mente, y  que  vienen  á  formar  el  derecho  común  de  los  pueblos  civi- 
lizados. 

La  legislación  hipotecaría,  como  sistema,  es  hoy  objeto  de  gran- 
des controveráaa :  la  última  palabra  de  la  ciencia  respecto  de  las 
bases  sobre  que  debe  descansar,  no  ha  «ido  pronunciada  todavía. 
Las  naciones  de  Europa  están  divididas  en  el  modo  de  resolver  las 
grandes  cuestiones  á  que  dá  lugar  tan  interesante  parte  de  la  legis- 
lación civil:  dispútanse  el  terreno  dos  sistemas  puestos  frente  á  fren- 
te:  el  que  introdujo  el  código  civil  francés,  imitado  por  otros  mu- 
chos pueblos,  y  el  que,  nacido  en  Prusia ,  ha  llegado  á  obtener  en 
80»  reglas  capitales  tantos  partidarios  y  dominado  en  tantos  países. 

Si  en  esta  materia  tuvieran  que  seguirse  las  tradiciones  espumó- 
las, la  cuestión  acerca  de  las  bases  fundamentales  de  la  ley  estaría 
resuelta.  Nuestra  actual  legistecion  hipotecaria  adopta  un  sistema 
misto:  lejos  de  seguir  el  que  puede  llamarse  germánico,  cuyas  bases 
son  la  publicidad  absoluta  y  la  especialidad  rigurosa  de  las  hipote- 
cas, a¿Dite  una  combinación  de  este  sistema  con  el  de  las  hipotecas 
ocultas  y  generales,  no  ya  circunscríto  como  lo  han  hecho  otras  na- 
ciones, en  favor  de  las  mujeres  casadas,  de  los  menores,  de  los  in- 
capacitados y  de  la  firmeza  de  los  actos  judiciales,  sino  con  una  os- 
tensión que,  aun  dentro  de  su  base,  no  está  siempre  justificada. 

Mas  la  Comisión,  que  por  regla  general  propende  en  todos  sus 
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actos  á  lo  histórico,  á  lo  tradicional,  y  que  no  cree  que  deben  las 
leyes  cambiar  las  bases  del  derecho  antiguo,  sino  cuando  la  conve- 
niencia de  hacerlo  asi  se  halla  plenamente  justificada  y  que  recono- 
ce de  buen  grado  que  el  legislador  debe  progresar  conservando  cuan- 
do no  es  notoria  y  urgente  la  necesidad  de  echar  á  tierra  la  obra  de 
las  generaciones  que  pasaron  para  levantar  otra  mas  adecuada  á 
las  exigencias  4^  la  época,  se  vé  hoy  obligada  á  presentarse  como 
innovadora,  á  pedir  que  nuestro  sistema  hipotecario  se  asiente  so- 
bre nuevas  bases,  y  que  para  ello  se  modifiquen  todas  las  leyes  que 
se  refieren  á  las  hipotecas.  Profundo  debe  ser  el  convencimiento  de 
la  Comisión  cuando  á  pesar  de  su  religioso  respeto  al  derecho  nacio- 
nal, propone  que  esencial  y  radicalmente  sea  reformado* 

La  primera  cuestión  que  ha  tenido  la  Comisión  que  resolver,  es 
si  el  proyecto  de  ley  deberá  limitarse  á  la  reforma  del  sistema  hipo- 
tecario que  viene  en  observancia,  ó  ser  estensivo  á  asentar  la  pro- 
piedad territorial  y  todas  sus  desmembraciones  y  modificaciones  en 
bases  mas  seguras  que  las  en  que  hoy  descansa.  Basta  á  la  Comisión 
leer  la  esposicíon  de  motivos  que  preceden  al  Real  decreto  de  8  de 
agosto,  para  comprender  que  la  intención  del  Gobierno  se  estendia 
también  á  este  punto.  Ni  podia  ser  de  otra  manera:  la  condición 
mas  esencial  de  todo  sistema  hipotecario,  cualesquiera  que  sean  las 
bases  en  que  descanse,  es  la  fijeza,  es  la  seguridad  de  la  propiedad: 
si  esta  no  se  registra,  si  las  mutaciones  que  ocurren  en  el  dominio 
de  los  bienes  inmuebles  no  se  trascriben  ó  no  se  inscriben,  desapa- 
recen todas  las  garantías  que  puede  tener  el  acreedor  hipotecario. 
La  obra  del  legislador  que  no  estableciera  este  principio,  no  seria 
subsistente,  porque  caerla  abrumada  con  el  peso  de  su  descrédito. 

Así  se  ha  comprendido  entre  nosotros  en  todos  tiempos  el  siste- 
ma hipotecario,  desde  que  D.  Carlos  y  Dona  Juana,  accediendo  á  las 
peticiones  del  reino  en  las  Cortes  de  Toledo,  y  adelantándose  á  lo 
que  roas  de  ciento  treinta  anos  después  ideó  para  Francia  la  inteli- 
gencia privilegiada  de  Colbert,  allegaron  en  1839  por  primera  vez 
materiales  para  la  obra  que  ahora  se  trata  de  levantar  sobre  bases 
mas  sólidas.  Entonces,  con  sabia  previsión,  plantearon  el  doble  pro- 
blema que  se  ha  agitado  en  todas  las  naciones  que  modernamente 
han  querido  reformar  la  legislación  hipotecaria,  el  de  adquirir  sin 
temor  de  perder  lo  adquirido,  y  el  de  prestar  sobre  la  propiedad 
raiz  con  la  seguridad  de  que  no  seria  ineficaz  la  hipoteca.  Nos  es  fe- 
día  relación^  decian  los  Reyes,  que  se  escusarian  muchos  pleitos, 
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sábieiido  los  que  compran  los  censos  y  tr'éutos  que  tienen  las  here- 
dades que  compran^  lo  cual  encubren  y  callan  los  vendedores.  Que 
la  inscripción,  pues»  ó  trascripción  de  la  propiedad  inmueble  debe 
comprenderse  en  el  proyecto,  está  fuera  de  duda:  no  seria  reformar 
nuestra  legislación  hipotecaria  en  sentido  progresivo,  sino  empeo- 
rarla, ó  por  mejor  decir,  anularla  por  completo,  si  se  prescindiese 
de  que  la  primera  base  de  la  ley  fuera  el  registro  de  la  propiedad. 

Resuelto  este  primer  punto,  la  Comisión  tenia  que  decidir  ante 
todo  cuál  era  el  sistema  hipotecario  que  debia  adoptarse.  Esto  natu- 
ralmente la  empeñó  en  el  examen  del  mérito  relativo  de  los  sistemas 
que  hoy  dividen  á  los  pueblos  y  á  los  hombres  de  la  ciencia.  El  an- 
tiguo sistema  de  las  hipotecas  ocultas  desde  luego  debió  ser  dese- 
chado por  la  Comisión.  Con  él  es  incompatible  el  crédito  territorial, 
por  que  equipara  la  condición  de  la  propiedad  gravada  con  créditos 
superiores  á  su  valor,  á  la  propiedad  libre  de  todo  gravamen,  y  en 
último  resultado  desnaturaliza  la  hipoteca,  haciendo  que  en  lugar 
de  buscarse  como  garantía  el  crédito  real  del  deudor,  se  prefiera 
mas  bien  su  crédito  personal.  Todas  las  naciones  modernas  y  la 
nuestra  lo  han  anatematizado;  por  esto  puede  decirse  que  su  causa 
está  irremisiblemente  juzgada  por  la  historia,  por  las  leyes  y  por 
la  ciencia.  Partiendo  este  sistema  del  principio  de  las  hipotecas  pri- 
vilegiadas y  de  las  hipotecas  generales,  es  injusto  aun  respecto  á  las 
comunes  y  especiales.  La  preferencia  que  se  dá  al  acreedor  hipote- 
cario mas  antiguo  sobre  el  mas  moderno,  es  una  consecuencia  lógica 
y  natural  del  sistema  de  publicidad:  en  él  el  segundo  acreedor  co- 
noce el  derecho  adquirido  antes  por  otro;  sabe  que  este  ha  de  ser 
antepuesto;  contrata  con  pleno  conocimiento  de  la  ostensión  de  sus 
derechos  y  de  los  demás  que  pueden  concurrir  á  participar  en  su 
dia  del  valor  de  la  propiedad  hipotecada.  Pero  cuando  las  hipotecas 
son  ocultas,  esta  preferencia  es  injustificable:  todos  han  prestado  á 
ciegas;  las  hipotecas  anteriores  les  son  desconocidas;  cada  uno  se 
reputa  bastante  asegurado,  y  frecuentemente  todos,  menos  uno,  son 
engañados,  y  á  veces  lo  son  todos,  porque  á  ellos  se  antepone  otro 
que  tiene  hipoteca  legal  privilegiada.  Aun  sin  tan  poderosas  con- 
sideraciones, la  Comisión  hubiera  rechazado  este  sistema  como  fuen- 
te de  estelionatos  y  causa  de  usuras  inmoderadas,  pues  que  el  peli- 
gro que  incesantemente  corren  los  acreedores,  suelen  compensarla 
con  intereses  exorbitantes. 

No  presenta  tantos  inconvenientes  el  sistema  que,  admitien- 
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4o  la  publicidad  de  las  hipotecas  como  una  de  sos  bases  al  latfo 
de  ella  conserva  hipotecas  ocultas  que,  sin  necesidad  de  con- 
trato especial^  y  8<^  en  virtud  del  beneficio  de  la  ley ,  prertej<to 
los  intereses  de  personas  desvalidas,  ó  aseguran  créditos  á  que 
el  derecho  presta  especial  amparo  y  garantía.  Pero  este  sistema 
que,  como  queda  dicho,  es  el  adoptado  por  nuestras  leyes,  tampoco 
es  aceptable  á  juicio  de  la  Comisión.  Ajnalgama  de  dos  sistemas  que 
se  eschiyen,  pretende  en  vano  conciliar  la  prudencia  y  circunspec- 
ción de  los  acreedores  con  los  azaires  que  no  pueden  prever,  üm  él 
nunca  está  seguro  el  acreedor:  en  los  momentos  mismos  en  que  con- 
trata, después  de  asegurarse  por  el  registro  de  la  propiedad  de  que 
sus  garantías  son  buenas,  después  de  adquirir  por  el  registro  de  hi- 
potecas la  convicción  de  que  ningún  otro  tiene  inscrito  un  crédito 
que  pueda  anteponerse  al  suyo,  se  encuentra  burlado,  porque  una 
hipoteca  legal,  desconocida  tal  vez  hasta  para  el  deudor  mismo, 
vi^ne  á  frustrar  sus  cuidadosas  investigaciones,  á  convertir  un  con- 
trato calculado  cM  toda  pretision  y  prudencia  en  un  juego  de  azar, 
y  á  privarle  de  su  derecho.  El  sistema  misto,  pues,  si  bien  preferible 
al  de  hipotecas  ocultas,  no  dá  fai  seguridad  absoluta  que  nece^tan 
los  acreedores  para  que  el  crédito  territorial  sea  fecundo;  sistema  de 
transacción,  no  satisface  á  las  necesidades  para  que  se  ha  creado.  Ni 
es  esto  discurrir  sobre  teorías;  la  esperienda  lo  ha  pue^  bien  de 
realce  en  la  larga  serie  de  anos  que  ha  dominado  en  E^ima:  k^os 
de  consultar  de  un  modo  conveniente  al  crédito  territorial,  tía  dadp 
lugar  á  que  por  medio  de  artificios  jurídicos  buscaran  los  acreedordfs 
la  seguridad  que  la  ley  no  les  ofrecía.  Si  en  España  no  se  ha  puUi  • 
cado,  como  hasuce^do  en  el  vecino  imperio,  un  libro  sobre  el  peli* 
gro  de  prestar  con  hipofteca,  puede  asegurarse  que  hay  muchos  con- 
tratos que,  siendo  en  rigor  por  la  vcduntadde  los  contrayentes  prés- 
tamos con  hipoteca,  se  han  otorgado  como  ventas  con  pacto  de  r^o, 
originándose  pérdidas  considerables  para  el  supuesta  vendediñ',  y 
dándose  lugar  al  escándalo  de  que  bajo  el  nombre  de  im  contrato  11- 
cito  tenga  fuerza  el  reprobado  pacto  de  comiso  en  un  préstamo  coii 
garantía.  T  es  que  dentro  de  la  ley  no  hay  medios  paraqueel  acree- 
dor se  libre  del  riesgo  de  que  se  convierta  en  ineficaz  la  hipoteca, 
porque  el  mas  detenido  y  profundo  estudio  de  la  legislación  en  ma- 
teria tan  difícil,  y  el  extaien  mas  circunspecto  de  la  historia  de  lu 
fincas,  el  conocimiento  de  las  personas  que  las  han  obtenido,  de  los 
cargos  públicos  que  han  desempe&do,  de  Jas  empresas  en  que  han 
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tenido  ioterreiicioD,  de  las  responsabilidades  que  en  el  orden  de  fa- 
mi^a  puedan  haber  contraído ,  no  akanzan  á  poner  al  acreedor  á 
cuhíhertorde  loe  peligros  de  créditos  olvidados  de  todos  ó  desconocido» 
7  QiqfiiexísteQcia  no  puede  sospechar  ni  la  previsión  mas  esqnisita» 
Por.  esto  la  mayor  parte  de  las  naciones  que,  á  imitación  de  Francia 
adopteron  este  sistema  misto,  lo  han  abandonado,  y  quizá  no  esté  le- 
jana la  época  en  que  quede  tan  desantoriíado  como  d  de  la  hipoteca 
oculta  que  tenían  los  romanos. 

No-hay^  pues,  mas  que  un  sistema  aceptable:  el  que  tiene  por 
basa  la  publicidad  y  la  especialidad  de  las  hipotecas. 

Mas  come  es  necesario  fijar  bien  las  palabras  que  pueden  ser  de 
distinio  modo  interpretadas,  debe  decir  la  ComistoB.c6mo  entiende 
la  publicidad.  Ck)nsiste  esta  en  que  desaparezcan  las  hipotecas  ocul* 
tas;  ea.qveao'pueda  perjudiear  al  contrayente  de  buena  fé  niügn* 
na  carga  que  gravite  sobre  la  propiedad,  sí  no  se  halla  escrita  en  el 
re^roi  que  el  que  tenga  derechos  que  haya  descuidado  inscribir, 
no  perjudique  por  una  falta  que  á  él  solo  es  imputable,  al  que  sin 
halÑirkioometide'ni  podido  conocer,  adquiera  la  finca  gravada  ó  la 
redb^  como  hipeleca  en  garantía  de  lo  que  se  le  debe;  que  el  regis* 
tro  de  la  prafMedad,  que  el  registro  de  las  hipotecas,  se  franqueen  i 
tod»  el  que  quieta  adquirir  un  inmueble,  prestar  sobre  él ,  compro* 
bar  der^oe  que  puedan  corresponderle,  y,  para  decirlo  de  una 
vezj.qpe  tenga  un  interés  legítimo  en  conocer  el  estado  de  la  pro- 
piedad y  sus  gravámenes.  No  son  de  temer  en  este  sistema  pesqui- 
sas impertipemea  que  puedan  alentar  las  malas  pasiones  y  convertir 
en  daSa  (te  peisonas  determinadas  los  secretos  de  su  crédito. 

Pam  ceaadei !  la  importancia  y  necesidad  del  sistema  adoptado 
por  bi  GomisvMU.debe  tenerse  en  cuenta  que  el  fin  de  la  legisladoa 
hipotecaria  es  asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la  seguri^ 
d¿i  dekhi|ioleca  y  del  pago  de  lo  ofrecido.  El  que  presta  con  hi- 
poteca^ maabiffli  que  á  la  persona ,  puede  decirse  que  presta  á  la 
cosa:  el  valor  deila  finca  hipotecada  es  la  causa  por  que  entra  en  la 
obligación:  el  deudor  es  solo  el  representante  de  la  propiedad;  al 
prestamista  nada  le  interesa  el  crédito,  el  estado  de  fortuna,  las  cua- 
lidades uMrales-de la  persona  á  quien  dá  su  dinero,  porque  para 
nada;laftlieae  en  cuenta;  lo  que  le  importa  es,  que  la  finca  baste  a 
retategrarie  en  sa  dia  de  lo  que  dio.  Su  crédito  no  es  un  crédito 
jMrsosoI,  es  ua  ertíMo  real;  no  depende  de  la  persona  del  deador, 
■oealásujel^á  saaivioisttudes  :1o que  importa  al  a6reedereaqtt& 
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la  hipoteca  no  desaparezca:  adherido,  por  el  contrarío,  sa  crédito  á 
la  finca,  no  se  altera  por  la  pérdida  del  crédito  personal  de  su  due- 
ño. El  crédito  territorial  así  queda  suficientemente  garantido;  cada 
uno  sabe  hasta  dónde  alcanza  la  preferencia  que  puede  tener  sobre 
los  demás  acreedores:  está  en  el  mismo  caso  que  si  se  hubiese  seña- 
lado una  parle  del  precio  de  la  finca  para  el  dia  en  que  se  hiciera 
el  pago,  y  esto  sin  temor  á  privilegios  de  hipotecas  desconocidas 
por  él,  puesto  que  nunca  puede  perjudicarle  lo  que  no  constare  en 
el  registro.  Concia  adopción  de  este  sistema ,  los  capitales  tendrán 
un  empleo  sólido  y  fácil,  el  propietario  gozará  de  un  crédito  pro- 
porcional á  su  verdadera  riqueza,  se  activará  la  circulación,  bajará 
el  interés  del  dinero,  y  nacerán  nuevas  fuentes  de  riqueza  y  pros- 


Mas  este  sistema,  que  parece  tan  sencillo,  y  cuya  adopción  se 
presenta  á  primera  vista  tan  fácil  como  poco  complicada,  ha  sido 
objeto  de  fuertísimas  impugnaciones.  La  Comisión,  que  las  manifes- 
tará con  franqueza,  cree  poder  desvanecerias. 

Las  hipotecas  legales:  hé  aquí  la  primera ,  la  capital  dificultad 
que  se  opone  á  su  sistema:  En  nombre  de  la  famüia ,  dicen  sus 
contradictores,  os  pedimos  protección  para  la  rntger  y  para  los  hi- 
jos :  en  nombre  de  la  orfandad  y  déla  desgracia,  os  pedimos  pie- 
dad para  el  huérfano  y  para  el  incapacitado:  en  nonán'e  de  la  }its- 
ticia,  os  conjuramos  á  que  i  una  cuestión  de  forma,  i  una  solemni- 
dad estema,  no  sacrifiquéis  derechos  que  han  sido  respetados  en 
todos  los  siglos;  y  en  fwmbre  de  la  santidad  de  las  leyes,  no  deis  á 
una  omisión  mas  fuerza  que  al  precepto  soberano  del  legislador, 
cuando  estiende  su  mano  protectora  á  la  muger,  al  huérfano  y  al 
desvalido.  Necesario  es  que  sea  arraigada  la  convicción  de  la  Cornil 
sion  para  sobreponerse  á  estas  objeciones. 

Desde  luego  se  advierte ,  qne  los  que  invocan  la  snbsistenda  de 
las  hipotecas  legales  se  limitan  solo  á  las  que  pueden  considerarse 
como  mas  justificadas.  Pero  fuera  de  ellas ,  hay  otras  muchas  ea 
nuestras  leyes  á  que  nunca  alcanzaria  la  piedad  generosa  de  los 
impugnadore!^  del  sistema  absoluto  de  publicidad^ 

La  protección  de  las  mujeres  casadas,  de  los  hijos,  de  los  meao* 
res  y  de  los  incapacitados ,  puede  existir  en  igual,  y  aun  en  mayor 
escala  que  en  la  actualidad,  sin  la  hipoteca  legal,  tácita  y  general 
que  le  dan  nuestras  leyes.  El  ejemplo  de  Inglaterra  bastarla  á  de* 
Biostrarlo:  mas  la  Comisjion  no  aboga  por  la  sapresion  de  la  hipoteca 
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legal;  se  limita  i  proponer  qae  desaparezcan  las  que  no  deben  exis- 
tir; y  respecto  á  las  demás,  y  entre  ellas  las  que  se  refieren  á  la  so- 
ciedad doméstica  y  á  la  protección  de  ios  desvalidos ,  cambia  su 
forma^  convirtiendo  en  hipotecas  legales  espresas  las  hipotecas  le- 
gales tácitas,  y  dando  á  los  intereses  que  deben  protejer  una  garan- 
tía infinitamente  superior  á  la  escrita  boy  en  nuestras  leyes.  La  Co- 
misión, lejos  de  poner  en  pugna  los  derechos  seculares  de  la  mujer 
y  del  menor,  con  los  no  menos  respetables  de  los  que  con  buena  fé 
han  adquirido  el  dominio  ú  otros  derechos  reales,  los  armoniza;  no 
sacrifica  á  la  facilidad  de  los  préstamos  hipotecarios  un  interés  mas 
grande,  mas  moral,  el  interés  de  la  familia  y  del  Estado;  al  contra- 
rio, fortaleciendo  estos  intereses,  que  mira  con  veneración ,  hace 
compatible  con  ellos  el  crédito  territoriaL  Prefiere  darles  una  pro- 
tección verdadera  á  otra  menos  real,  aunque  mayor  en  la  aparien* 
cia:  respetando  derechos  que  están  consignados  en  nuestra  historia, 
en  nuestras  costumbres  y  en  nuestros  hábitos,  no  lleva  su  exajera ^ 
cion  hasta  el  estremo  de  que  absorban  otros  igualmente  legítimos; 
pero  no  quiere  tampoco  ver  reducidos  al  marido  y  al  tutor  á  la 
condición  tristísima  de  no  poder  enajenar  sus  bienes  ni  levantar 
préstamos  sobre  ellos ,  ó  de  hacerlo  con  condiciones  onerosísimas 
por  la  poca  seguridad  que  prestan  las  hipotecas:  procura  evitar  la 
ruina  de  los  acreedores  de  buena  fé,  restringir  el  estelionato,  mul- 
tiplicar los  recursos  del  propietario  con  la  ostensión  del  crédito ,  y 
no  convertir  la  protección  justa  que  debe  dispensarse  al  constituido 
bajo  potestad  ó  tutela  ó  curadoría  en  una  injusticia  escandalosa. 

A  estas  consideraciones,  que  son  generales,  se  agregan  otras  na 
meaos  importantes  con  relación  á  nuestra  patria. 

España  es  una  nación  principalmente  agricultora;  y  si  en  ella  na 
ha  prosperado  la  mas  antigua  y  la  primera  de  las  artes  tanto  como 
es  de  desear ,  débese  á  la  falta  de  capitales.  Estos  buscan  con  prefe- 
rencia otras  empresas,  ya  por  el  aliciente  de  las  mayores  ganancias; 
que  producen  y  ya  por  la  poca  seguridad  que  inspira  el  estado  actual 
de  la  propiedad  rústica.  En  esta  situación ,  con  el  aumento  rápido  y 
progresivo  de  la  riqueza  púbKca ,  de  la  industria  y  del  comercio, 
debe  el  legislador  procurar  por  medios  indirectos  que  los  capitales 
Ao  vayan  todos  á  buscar  las  empresas  mercantiles  y  comerciales, 
sino  que  también  vengan  en  auxilio  de  la  propiedad  territorial  y  de 
la  agricultura.  Conveniente  es  que  los  capitales  se  distribuyan  entre 
¡Qs  diferentes  ramos  que ,  con  beneficio  general  de  los  particulares 
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y  del  Estado ,  pueden  darles  cómoda  oolocacioB :  es  menester » por 
lo  ianto,  contrapesar  la  propensión  de  los  capitalistas  á  emplear  sos 
fondos  en  las  empresas  de  la  primera  clase ,  porque  les  reportan 
mas  crecidos  intereses ,  y  es  mas  breve  y  ficii  el  reembolso»  con  la 
seguridad  de  la  garantía  en  las  segundas,  poniéndola  publicidad 
como  una  de  las  bases  del  sistema  hipotecario. 

Consecuencia  lógica  del  sistema  de  publicidad  de  las  hipotecas 
es  que  desaparezcan  de  nuestro  derecho  las  generales:  si  prevalece 
el  principio  de  la  Comisión,  quedarán  desde  luego  reformadas  todas 
las  leyes  que  las  prescriben  ó  autorizan,  y  nada  significará  la  dtu- 
sula  de  hipoteca  general  que  en  adelante  se  ponga  en  los  oontralos 
entre  particulares ,  cmno  de  hecho  no  lo  ha  significado  desik  la 
creadcm  de  las  contadurías  de  hipotecas.  La  hipoteca  geneial ,  a«i* 
qoe  se  limite  á  los  bienes  presentes,  y  no  se  estienda,  ccndo  es  muy 
común ,  á  las  que  en  adelante  puedan  adquirirse ,  dá  por  resultado 
la  falta  de  publicidad  en  la  hipoteca,  porque  en  tanto  puede  decirse 
que  ésta  es  pública ,  en  cuanto  esté  inscrita  en  el  registro  con  indi* 
vidual  espresion  de  la  finca  á  que  afecta  y  de  la*  cantidad  á  que 
se  estiende  la  garantía.  La  especialidad,  pues,  delah^tecaet 
el  complemento  de  su  publicidad. 

Aun  sin  esta  consideracioa ,  que  en  el  sistema  adoptado  es  deci- 
siva, DO  hubiera  dejado  la  Comisión  de  saprímir  las  hipotecas  gene- 
rales ,  porque  su  misma  ostensión  ks  hace  ilusoria»;  Por  lo  dmmio 
que  comprei^n  todos  los  bienes  presentes  y  futuros  del  deudor, 
éste  tiene  que  quedar  en  libertad  de  enajeftarlos ;  y  sí  lo  hace  con 
todos,  dest^arece  la  garantía,  sm  que  haya  derecho  á  redamar 
contra  el  comprador ,  viniendo  así  á  hacer  nulo  en  reaKdad  el  dere- 
dmmla  cosa,  porque  hipoteca  que  no  sigue  á  la  finca,  cnalquiera 
que  sea  su  poseedor ,  no  merece  llamarse  hipóte^. 

Largos  debates  ha  suscitado  en  la  Comisión  la  cvestionde  las  hí- 
pelecas  judidales.  Nuestro  antiguo  derecho  escrito  las  admitia  con 
mas  ostensión  que  la  práctica  vigente  al  publicarse  la  ley  de  B^tá^ 
ciamiento  civil.  La  vía  de  asentanuente,  ese  apremio  contra  loacoo- 
tnmaces,  que  era  una  verdadera  hipoteca  judicial,  haUa  caído  en 
desuso,  porque  aun  después  de  pasar  los  términos  prescritos  pava 
ojr  al  rebelde  que  no  aeudia  á  los  llamanientae  judiciales ,  quedaba 
abierta  la  puerta  al  juicio  de  propiedad  por  un  tiempo  ilimitado.  A 
la  vía  de  asentamiento  habia  sustituido  el  procedimiento  en  lebel- 
4iav  ficción  legal  en  que  se  supone  piesent»  al  que  no  ioeMp  e» 
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qae  se  dá  vida  á  los  estrados»  considerándolos  como  imagen  y  re- 
presentación jurídica  del  contumaz ,  procedimiento  que  si  no  tenia 
fórmula  espresa  en  la  ley ,  la  encontró  en  el  foro »  por  la  necesidad 
de  hacer  respetable  la  justicia. 

La  Comisión  que  redactó  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  de- 
cidió esclusivamente  por  ninguno  de  los  dos  sistemas,  creyendo  que 
en  ambos  babia  principios  aceptables.  Partiendo  de  la  prosecución 
del  pleito  en  estrados,  autorizó  al  juez  para  que  desde  el  momento 
^  que  se  declarara  la  rebeldía,  pudiera  á  instancia  de  parte  decre- 
tar,  además  de  la  retención  de  los  bienes  muebles,  el  embargo  de  los 
inmuebles,  en  cuanto  fuera  necesario  para  asegurar  el  éxito  del  jui- 
cio; es  decir,  que  constituyó  una  hipoteca  judicial  sobre  la  propie- 
dad raíz,  hipoteca  que  lleva  consigo  la  prot^idon  absoluta  de  ven- 
der, gravar  ú  obligar  las  propiedades  sobre  que  recae.  La  misma 
ley  establece  otras  hipotecas  judiciales,  siempre  especiales  y  públi- 
cas, al  tratar  de  la  ejecución  de  las  sentencias,  del  embargo  preven- 
tivo, del  juicio  ejecutivo,  del  procedimiento  de  apremio;  hipotecas 
que  hoy  son  siempre  necesarias,  y  que  antes  solo  se  exigían  á  peti^ 
cíon  de  los  interesados,  y  aun  en  esto  no  era  uniforme  la  práctica. 
Hay  mas:  separándose  la  misma  ley  del  derecho  antiguo,  que  fun- 
dado en  motivos  históricos,  establecía  que  la  íianza  dada  por  los  tu- 
tores y  curadores  fuera  personal,  regla  que,  á  pesar  de  ser  una  es- 
pecie de  anacronismo,  atendidas  las  condiciones  de  la  sociedad  ac- 
tual, había  permanecido  firme  en  la  ley  en  medio  del  movimiento 
general  de  los  tiempos  modernos,  ya  que  no  lo  estuviera  siempre  en 
la  práctica,  ordenó  que  la  garantía  con  que  se  asegurasen  los  bie- 
nes de  los  menores,  y  de  los  incapacitados  fuese  hipotecaría,  y  que 
el  juez  mismo  la  exigiera,  es  decir,  que  creó  una  hipoteca  judicial, 
especial,  diferente  en  su  intensión  y  efectos  de  la  general  tácita  que 
por  ministerio  de  la  ley  pesa  aun  hoy  sobre  todos  los  bienes  del  tu- 
tor ó  curador,  hasta  que,  concluido  su  cargo,  y  dadas  cuentas  y  en- 
tregados los  bienes  y  los  alcances,  queda  libre  de  las  obligaciones 
que  su  cargo  le  impuso.  Puede  decirse  en  virtud  de  esto,  que  nues- 
tro derecho  novísimo  ha  propendido  mucho  á  la  constitución  de  hi- 
potecas judiciales,  porque  ha  ordenado  á  los  jueces  que  de  oficio  las 
exijan  en  muchos  casos,  y  les  ha  dado  una  ostensión  antes  deseo- 
nocida.  No  puede  decirse  en  verdad  que  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  haya  adoptado  esplícitamente  el  principio  de  que  todas  las  hi- 
potecas judiciales  deban  ser  especiales  y  espresas:  no  podia  adop«> 
TOMO  xvn»  18 
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tarlo,  porque  no  era  el  lugar  oportuno  para  hacerlo;  pero  al  menos 
por  lo  que  á  ella  toca,  aplicó  los  principios  de  publicidad  y  especia- 
lidad que  la  Comisión  proclama  en  este  proyecto  de  ley  como  únicos 
para  lo  sucesivo.  Tal  es  el  giro  que  en  los  últimos  tiempos  han  to- 
mado las  hipotecas  judici^es»  tanta  su  importancia,  tanta  la  seguri- 
dad que  prestan  para  que  sean  respetados  los  actos  que  garantizan. 
No  corresponde  á  la  Comisión  mas  que  continuar  la  obra  comenzada, 
la  cual  acabará  de  adquirir  toda  su  perfección  y  complemento,  for- 
mados que  sean  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  y  el  Código  civil, 
y  reformadas  las  leyes  mercantiles,  quedando  asi  armonizado  todo 
nuestro  derecho. 

Mas  á  poco  que  se  consideren  los  distintos  casos  en  que  pueda 
haber  lugar  á  la  hipoteca  judicial,  se  observa  que,  si  bien  en  algu- 
nos, como  sucede  en  el  de  la  tutela  y  curaduría,  tiene  un  carácter 
en  cierto  modo  permanente,  siendo  la  aplicación  de  una  ley  civil, 
casi  siempre  se  constituye  para  que  sea  respetada  la  administración 
de  justicia;  para  evitar  que  se  eludan  las  sentencias  haciendo  el  de* 
mandado  con  actos  propios  imposible  la  ejecución  del  fallo.  Enton- 
ces su  objeto  solo  dura  mientras  dura  el  juicio  y  se  ejecuta  la  sen- 
tencia; puede  asf  decirse,  que  mas  que  á  las  leyes  que  deben  com* 
prenderse  en  el  Código  civil,  se  refiere  á  las  de  procedimientos;  que 
las  leyes  que  la  establecen  ó  autorizan  no  crean  un  derecho  verda- 
dero, sino  que  garantizan  un  derecho  constituido  al  parecer,  aunque 
controvertido,  y  que  su  carácter  es  tan  transitorio  como  el  peligro 
que  se  trata  de  evitar.  Por  esto  la  Comisión,  dando  á  la  nomencla- 
tura una  importancia  que  no  debe  parecer  escesiva  cuando  se  trata 
de  materias  tan  técnicas,  ha  creido  que  á  la  denominación  antigua 
áe  hipoteca  judicial,  debia  sustituir  la  de  anotación  preventiva,  pa- 
ra indicar  aquellas  prohibiciones  de  enajenar,  cuyo  objeto  es  que  en 
su  dia  la  sentencia  tenga  ejecución  cumplida.  Por  razones  fáciles  de 
comprender,  sin  necesidad  de  esponerlas,  ha  hecho  estensiva  esta 
denominación  á  las  inscripciones  de  los  derechos  reales,  que  aun  n« 
han  llegado  á  su  perfección,  ni  están  consumados,  ó  que  son  even- 
tuales ó  transitorios,  ó  que  por  falta  de  alguna  circunstancia  legal 
requieran  subsanacion  antes  de  ser  inscritos  definitivamente  en  los 
registros.  Este  cambio  de  nomenclatura  no  es  nuevo;  el  sistema 
germánico  la  adopta  con  el  nombre  de  prenotacion. 

El  haber  sido  siempre  y  ser  hoy  entre  nosotros  especial  la  hip(>- 
teca  judicial,  liberta  á  la  Comisión  de  la  necesidad  de  e&trar  en  h 
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t^uestion  á  qoe  en  otros  países  ha  dado  lugar  la  que  se  esUende  sobre 
todos  los  bienes  presentes  y  aun  sobre  ios  futuros.  Al  propósito  de  la 
Comisión  basta  decir  que,  recayendo  siempre  la  hipoteca  judicial  so* 
l>re  un  derecho  real  determinado  por  la  inscripción,  cabe  perfecta- 
mente dentro  del  sistema  adoptado,  porque  ni  perjudica  ai  crédito 
territorial,  ni  disminuye  el  principio  de  la  publicidad,  base  cardinal 
de  que  nunca  se  prescinde  en  el  proyecto. 

Si  respecto  á  este  punto  tenía  la  Comisión  ya  recientemente  tra- 
zado su  camino,  y  puede  aun  decirse  que  conforme  á  los  principios 
del  derecho  secular,  lo  mismo  sucede  en  lo  concerniente  á  los  efectos 
de  la  hipoteca  judicial.  No  debió  buscarse  el  ejemplo  de  los  pueblos 
en  que,  prevaleciendo  el  principio  de  que  las  sentencias  constituyen 
de  derecho  una  hipoteca  sobre  todos  los  bienes  del  condenado  en 
ellas,  cambian  el  crédito  personal  en  un  crédito  real.  Este  principio, 
ni  ha  estado  nunca  escrito  en  nuestras  leyes,  ni  ha  sido  introducido 
por  la  práctica. 

Constituidas  en  nuestro  estado  actual  las  hipotecas  judiciales, 
que  en  adelante  según  el  proyecto  llevarán  el  nombre  de  anotacio- 
nes preventivas,  solamente  para  asegurar  las  consecuencias  de  un 
juicio,  no  declaran  ningún  derecho,  ni  menos  convierten  en  real  al 
que  no  tenia  antes  semejante  carácter:  no  puede  decirse  de  ellas  que 
^n  el  premio  de  la  carrera,  como  en  otra  nación  se  ha  dicho,  asi* 
milando  el  empeño  de  los  acreedores  para  anticiparse  á  obtener  la 
anotación,  al  afán  con  que  se  disputa  la  llegada  ai  término  en  las 
carreras  de  caballos:  no  son  un  favor  inmerecido  que  se  dá  al 
acreedor  mas  exigente:  no  modifican  el  carácter  de  las  obligaciones 
cambiando  las  simples  en  hipotecarias,  ni  hacen  al  juez  ájente  de  los 
litigantes,  compeliéndole  &  que  supla  la  negligencia  del  acreedor  y 
le  otorgue  garantías  que  tal  vez  el  deudor  mismo  al  tiempo  de  obli- 
garse no  habría  constituido.  La  hipoca  judicial,  que  solo  tiene  por 
objeto  asegurar  las  consecuencias  del  juicio,  nunca  ha  tenido  este 
carácter  en  España:  no  ha  creado  desde  luego  una  acción  hipoteca^ 
ría  á  favor  de  aquel  que  habia  obtenido  la  retención,  el  embargo,  ó 
la  providencia  de  que  no  pudiera  enajenarse  la  cosa  mientras  estaba 
pendiente  el  litigio:  el  derecho  del  acreedor  por  la  hipoteca  judicial 
no  se  ha  modificado,  no  ha  cambiado  de  carácter:  solo  ha  adquirido 
mayor  seguridad,  bajo  el  punto  de  vista  de  quitar  al  deudor  los  me- 
dios de  destruir  la  cosa,  de  enajenarla  y  de  constituirse  él  mismo  en 
insolvencia.  Por  esto,  en  un  concurso  de  acreedores  ó  en  una  quio* 
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bra,  los  que  haa  tAtenido  á  su  favor  hipotecas  judiciales  de  la  clase 
de  las  á  que  aquí  nos  referimos,  no  han  tenido  nunca,  no  tienen 
ahora  por  esta  consideración  un  título  de  preferencia  sobre  los  de* 
más  acreedores  de  su  especie,  ni  son  calificados  entre  los  hipóte- 

^^^'  .  .    .  .      ,,  .,    , 

Adoptando  el  proyecto  estos  mismos  principios,  da  nueva  vida  a 

nuestro  derecho  antiguo,  proclamando  otra  vez  que  el  acreedor  que 
lAtiene  á  su  favor  una  anotación  preventiva,  cuyo  objeto  sea  garan- 
tir las  consecuencias  de  un  fallo,  soló  gozará  de  preferenda  sobre  los 
que  tengan  contra  el  mismo  deudor  otro  crédito  contraido  con  pos- 
terioridad á  la  anotación-  Ni  podia  ser  de  otra  manera  sin  violar  lo8 
principios  de  justicia.  El  que  contrata  y  no  exige  hipoteca,  se  con- 
tenta con  la  garantía  que  le  dá  el  crédito  personal  del  deudor,  y  no 
debe  tener  preferencia  alguna  sobre  los  que  se  hallan  en  el  mismo  ca^ 
so.  Si  el  deudor  deja  de  cumplir  lo  pactado  al  tiempo  convenido,  po- 
drá el  acreedor  compelerle  al  pago  acudiendo  á  la  vía  judidal;  pero 
esta  demanda  no  cambia  ni  la  naturaleza  del  crédito  ni  la  faeraa  del 
título.  Si  se  estableciera  otra  regla,  resultarla  que  entre  diversos 
acreedores  de  un  mismo  deudor  que  se  hallarán  en  idéntico  caso,  se- 
ría  de  mejor  condición  el  mas  exigente,  el  que  guardara  menos  con- 
sideraciones, el  que  por  mejores  ó  peores  medios  adquiriera  noticias 
mas  exactas  del  verdadero  estado  en  que  se  hallara  la  fortuna  del 
deudor,  el  que  tuviera  un  procurador  mas  diligente.  La  Gomisiofi, 
atemperándose  el  antiguo  derecho,  ha  creido  que  ninguna  de  estas 
causas  debia  serlo  de  preferencia. 

No  faltará  tal  vez  quien,  apoyándose  en  el  ejemplo  de  otros  pue- 
blos, invocando  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  ponderando  el  es- 
cándalo que  resulta  de  que  cuando  existe  una  condenación  definiti- 
va, pueda  el  deudor  vender  los  bienes  inmuebles  que  posea  y  alzar- 
se con  su  precio  6  gravarlos  con  cargas  que  antes  no  tenian  6  con 
hipotecas  convencionales,  viniendo  de  este  modo  á  burlarse  de  la 
ley  y  de  la  qecutoria,  pretenda  que  toda  sentencia  condenatoria  de^ 
be  llevar  consigo  irremisiblemente  una  hipoteca  sobre  los  bienes  del 
condenado,  hipoteca  que  en  el  sistema  de  publicidad  y  especialidad 
adoptado  por  la  ComUion,  deberia  convertirse  en  una  inscripciOB  so- 
bre bienes  determinados.  La  Comisión  no  lo  reputa  necesario,  por- 
que, según  el  proyecto,  no  solo  el  que  ha  vencido  en  juicio  y  oMeni- 
do  ya  una  ejecutoria  que  obliga  á  su  contrario  á  entregarle  alguna 
cosa  6  á  satisfacer  alguna  cantidad  determinada,  «¡no  tanabieB  tl^tae 
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Yol  pedido  y  consegaido  un  embargo,  hh  secuestro  ó  una  prohibición 
de  enajenar  bienes  inmuebles,  ó  la  declaración  de  incapacidad,  de 
presunción  de  muerte  por  ausencia,  ó  de  interdicción  de  una  perso- 
na, pueden  obtener  la  anotación  preventiva  que  les  ponga  á  cubierto 
de  todo  peligro.  El  que  no  usa  del  derecho  que  la  ley  le  dá,  impútese 
á  sí  mismo  el  perjuicio  que  su  omisión  le  origine.  Esto,  y  solo  esto, 
es  k)  que  exige  la  justicia,  porque  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  so- 
lo consiste  en  que  no  encuentre  obstáculos  la  ejecución  de  la  senten* 
cia,  y  en  que  se  asegure  su  cumpKmiento  sin  perjuicio  de  otros  que 
tengan  igual  ó  mejor  derecho;  no  en  dar  al  vencedor  seguridad  de  pa- 
go que  no  estipuló,  ni  preferencias  sobre  otros  acreedores  dignos  de 
igual  protección  que  el  que  se  anticipó  á  litigar,  ó  que  obtuvo  antes 
una  sentencia  favorable.  Lo  que  queda  dicho  respecto  á  las  anotacio- 
nes preventivas  que  dimanan  de  actos  judiciales  para  asegurar  el 
éxito  del  juicio,  es  estensivo  á  las  que  pueden  obtenerse  también  del 
juez  para  evitar  el  abuso  que  en  daño  del  acreedor  pueda  cometer  el 
deudor  de  una  cosa  que  posee  ó  de  su  estimación. 

No  es  menos  grave  que  las  cuestiones  hasta  aquí  espuestas  la  de 
la  ostensión  que  debe  darse  á  los  efectos  de  la  falta  de  inscripción 
de  ios  derechos  reales  en  el  registro.  ¿Deberán  limitarse  á  los  terce- 
ros interesados,  ó  comprender  también  en  su  rigor  á  los  mismos  con- 
trayentes? Los  que  quieren  que  el  registro  sea  un  verdadero  censo 
de  la  propiedad  inmueble,  se  decidirán  indudablemente  por  esta  últi- 
ma opinión.  En  su  concepto  deben  ser  los  registros  un  gran  medio 
que  ha  de  tener  la  Administración  para  auxiliarse  en  sus  trabajos 
estadísticos;  y  esta  idea,  si  no  se  hade  predominar  sobre  el  interés 
civil  y  sobre  el  interés  social,  ha  de  ser  igual,  cuando  menos  á  ellos. 

No  es  esta  la  opinión  de  la  Comisión:  sin  negar  que  los  registros 
de  la  propiedad  y  de  las  hipotecas  puedan  y  deban  venir  al  auxilio 
de  la  Administración  en  las  arduas  tareas  que  para  el  beneficio  pú- 
blico le  están  encomendadas,  cree  que  esto  debe  entenderse  sin  de- 
trimento de  los  principios  de  justicia  y  sin  desnaturalizar  los  regis- 
tros, distrayéndolos  de  su  verdadero  objeto,  que  es  mejorar  las  con- 
diciones de  la  propiedad  innraeble,  asegurar  el  crédito  territorial,  y 
poner  coto  á  fraudulentos  engaños.  Salir  de  este  terreno ,  conside- 
rar los  registros  principalmente  como  un  censo  de  la  riqueza  inmue- 
ble, dar  intervención  directa  en  ellos  á  la  Administración ,  conduoe 
irremediablemente  á  desconocer  su  carácter  social ,  económico  y  ci-. 
1^1  y  á  sacrificar  lo  principal  á  lo  accesorio. 
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La  Comisión  ba.  considerado  ante  todo  en  la  cuestión  propuestar 
los  principios  de  justicia;  no  ha  creído  qne  con  arreglo  á  ellos, 
cuando  dos  contratan  y  los  dos  faltan  al  requisito  de  la  inscripción, 
deba  ser  de  condición  mejor  el  que,  burlando  su  solemne  compromi- 
so, se  niega  á  cumplir  el  contrato  celebrado  ó  pide  su  nulidad,  fun- 
dándose en  un  defecto  de  forma  y  faltando  á  la  buena  fé ,  á  la  leal- 
tad que  se  deben  los  contrayentes ;  buena  fé  que,  en  lugar  de  debi- 
litarla, debe  procurar  el  legislador  fortalecerla  en  cuanto  alcance. 
Por  esto  no  contiene  el  proyecto  la  pena  de  nulidad  de  los  contratos 
relativos  ¿  la  traslación  de  la  propiedad  y  á  sus  modificaciones  que 
no  hayan  sido  inscritos,  cuando  la  cuestión  es  entre  los  mismos  con- 
trayentes: por  esto  se  separa  de  lo  que  hoy  está  escrito  en  nuestras 
leyes,  y  vuelve  al  antiguo  principio  establecido  por  D.  Carlos  y  Dona 
Juana,  y  seguido  por  D.  Felipe  II,  por  D.  Felipe  V  y  por  D.  Car- 
los III ,  de  que  la  falta  de  inscripción  solo  puede  alegarse  por  los 
perjudicados  que  no  han  sido  parte  en  el  contrato  que  dejó  de  ins- 
cribirse. 

T  aquí  debe  con  franqueza  esponer  la  Comisión  el  gran  cambio 
que  acerca  de  este  punto  introduce  el  proyecto  en  los  principios 
generales  del  derecho  actual.  Nuestras  leyes,  siguiendo  á  las  roma- 
nas, adoptaron  la  diferencia  entre  el  título  y  el  modo  de  adquirir, 
y  establecieron  que  el  título  solo  produjera  acción  personal,  pero 
que  la  propiedad  y  los  demás  derechos  en  la  cosa,  y  por  lo  tanto 
las  acciones  reales  que  se  dan  para  reivindicarlos,  solo  nacieran  de 
la  tradición,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  la  posesión  de  las  cosas  in- 
muebles. Por  consecuencia  de  este  principio,  cuando  alguno  vende 
i  dos  la  misma  cosa,  no  es  su  dueño  el  que  primero  la  compró,  si- 
no aquel  que  tomó  de  ella  posesión.  Los  romanos,  á  pesar  de  haber 
despojado  el  derecho  antiguo  de  muchas  formas  groseras  y  materia- 
les, creyeron  siempre  que  un  acto  esterno,  público,  y  que  se  pu- 
diera apreciar  por  todos,  debia  señalar  al  que  era  dueño  de  la  cosa 
inmueble.  Este  principio  dominó  también  en  los  diferentes  Estados 
que  formaron  nuestra  gran  unidad  nacional,  si  se  esceptúa  el  reino 
de  Aragón,  en  el  que  basta  la  reducción  de  un  contrato  de  enajena- 
ción de  inmuebles  á  escritura  pública,  para  que  el  dominio  ó  el  de- 
recho real  quede  en  el  adquirente.  Contra  el  principio  romano  se 
ha  elevado  otro  en  los  tiempos  modernos  que  mereció  ser  adoptado 
en  el  Código  civil  francés.  Separándose  este  del  derecho  antiguo  y 
de  las  reformar  saludables  introducidas  por  la  ley  de  Bnimario  del 
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año  VII,  bascó  un  principio  mas  espiritualista ,  mas  filosófico,  sin 
duda,  pero  mas  espuesto  también  á  graves  inconvenientes:  el  deque 
Ja  propiedad  se  trasmitiera,  tanto  respecto  á  los  contrayentes  como 
á  un  tercero,  por  el  mero  consentimiento.  No  corresponde  á  la  Co- 
misión apreciar  este  principio  cuando  se  limita  á  los  mismos  contra- 
yentes; no  toca  á  la  ley  de  hipotecas,  al  menos  bajo  el  punto  de 
vista  del  proyecto,  entrar  en  su  examen:  lo  que  de  lleno  cae  bajo 
su  dominio  es  desecharlo  cuando  se  trata  del  interés  de  terceros  que 
no  han  sido  parte  en  el  contrato,  porque  no  se  aviene  bien  con  la 
lealtad  y  el  orden  de  las  transacciones,  dá  lugar  á  que  los  acree- 
dores sean  defraudados,  y  produce  la  injusticia  de  oponer  al  que 
legítimamente  adquiere  un  derecho,  contratos  y  actos  de  que  no  ha 
podido  tener  conocimiento. 

Según  el  sistema  de  la  Comisión,  resultará  de  hecho  que  para  los 
efectos  de  la  seguridad  de  un  tercero,  el  dominio  y  los  demás  dere- 
chos reales  en  tanto  se  considerarán  constituidos  ó  traspasados,  en 
cuanto  conste  su  inscripción  en  el  registro,  quedando  entre  los  con- 
trayentes, cuando  no  se  haga  la  inscripción ,  subsistente  el  derecho 
antiguo.  Así,  una  venta  que  no  se  inscriba  ni  se  consume  por  la 
tradición ,  no  traspasa  al  comprador  el  dominio  en  ningún  caso ;  si 
se  inscribe ,  ya  se  lo  traspasa  respecto  á  todos ;  si  no  se  inscribe, 
aunque  obtenga  la  posesión ,  será  dueño  con  relación  ai  vendedor, 
pero  no  respecto  á  otros  adquirentes  que  hayan  cumplido  con  el 
requisito  de  la  inscripción. 

Esta  manera  que  tiene  la  Comisión  de  considerar  la  ley  de  hipo- 
tecas, necesariamente  habia  de  conducirla  á  consignar  como  una  de 
las  bases  capitales  del  proyecto  que  los  registros  deben  estar  bajo  la 
dependencia  esclusiva  del  Ministerio  de  Gaacia  y  Justicia  y  bajo  la 
inspección  de  la  autoridad  judicial ,  siendo  esta  únicamente  la  lla- 
mada á  decidir  las  dudas  y  cuestiones  que  se  susciten.  Lo  que  á  de- 
rechos civiles  se  refiere  no  puede,  con  arreglo  á  nuestra  legislación 
política,  estar  subordinado  á  las  autoridades  del  orden  administrati- 
vo, á  lo  que  es  consiguiente  que  tampoco  dependa  de  los  centros 
que  han  de  impulsar  la  marcha  de  la  Administración  activa.  Y  que 
esta  ha  sido  la  intención  del  Gobierno  al  encargar  la  formación  del 
proyecto,  aparece  claramente,  tanto  por  emanar  del  espresado  Mi- 
nisterio las  órdenes  que  al  efecto  se  han  comunicado,  como  por  ha- 
berse confiado  este  trabajo  á  la  Comisión  de  Codificación  y  haber 
sido  ei  Ministro  de  Gracia  y  Justic;ia  el  que  en  las  Cortes  presentó 
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el  proyecto  de  aatorízacioa  en  que  se  propaso  esta  como  QBa  de  sus 
bases.  Ni  se  crea  que  por  esto  podrán  ser  perjudicados  los  intereses 
del  Erario  y  defraudados  los  impuestos  que  sobre  la  comunicación  ó 
trasmisión  de  la  propiedad  y  de  los  demás  derechos  ett  las  cosas  in- 
muebles establecen  ahora,  ó  en  adelante  establezcan  las  leyes  :  en 
tanto  podrán  hacerse  inscripciones  en  los  registros,  en  cuanto  estén 
satisfechos  los  impuestos  que  graviten  sobre  los  actos  civiles  qne 
sean  objeto  de  la  insoripcion.  Los  registros  vendrán  de  este  modo 
á  auxiliar  la  acción  fiscal,  pero  sin  ser  absorbidos  por  ella. 

Aunque  la  reforma  fuese  de  eficacísimos  resultados  para  el  por- 
venir, no  produciría  desde  luego  todos  los  que  se  apetecen,  si  no 
procurase  que  se  arreglaran  á  su  sistema  los  contratos  y  actos  ante* 
riores  á  ella.  Esto  lo  hace,  ya  ofreciendo  estímulos  á  la  inscripción, 
ya  negando  fuerza  contra  terceros  á  los  títnlos  que  en  contraven- 
ción á  las  leyes  anteriores  dejaron  de  inscribirse,  mientras  no  se 
subsane  el  defecto ,  y  entonces  solo  desde  la  inscrípcion.  Con  estas 
prescripciones  y  con  otras  que  se  adoptan  para  el  tránsito  del  anti- 
guo al  nuevo  sistema,  espera  la  Comisión  que  si  su  proyecto  llegase 
á  ser  ley,  pronto  se  conocerán  los  felices  resultados  que  se  ha  pro- 
metido el  Gobierno  al  promover  la  reforma  del  derecho  antiguo. 

Por  la  misma  causa  ha  creido  la  Comisión  que  debia  establecer 
reglas  para  libertar  la  propiedad  de  cargas  que,  aunque  resultan  de 
sus  títulos  sin  que  conste  su  redención,  han  dejado  á  veces  por  el 
trascurso  de  siglos  de  afectar  de  hecho  á  las  fincas  sobre  las  cuales 
se  impusieron.  Lejos  de  perjudicarse  con  esto  ningún  derecho  legi- 
timo, todos  son  consultados,  y  sin  producir  vacilación  ni  dadas  en 
los  que  en  realidad  existen,  se  introduce  la  presunción' legal  de  que 
las  fincas  están  libres  de  las  cargas  que  ha  anulado  una  prescripción 
secular  fortalecida  con  el  silencio  continuado  de  los  que  tenian  fa- 
cultad de  reclamarlas,  coa  la  imposibilidad  frecuente  de  saber  si  han 
sido  redimidas,  con  haberse  perdido  la  memoria  de  aquellos  á  cayo 
favor  estuvieron  constituidas,  y  con  no  presentarse  quien  tenga  á 
ellas  derecho.  Los  medios  de  publicidad  que  para  estas  liberaciones 
se  proponen ,  alejan  hasta  la  sombra  del  fraude ,  y  darán  lugar  á 
que  muchos  que  tienen  derechos  que  ignoran,  y  que  probablemente 
perderian  para  siempre  sin  el  procedimiento  que  se  establece,  pue- 
dan reclamarlos  y  entrar  así  en  el  disfrute  de  lo  que  ni  siquiera  ima- 
ginaban. 

Los  grandes  cambios  que  en  ios  principios  de  las  leyes  hipoteca- 
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ria&  se  iatradoeen,  hacen  iodispensable  que  el  ptoyecto  sea  estenso 
y  deseieiida  á  muchos  pormenores  para  que  no  pueda  haber  dudas 
acerca  de  lo  antiguo  que  queda  ó  derogado ,  ó  reformado ,  ó  subsis- 
tenle.  La  Comisión,  sin  embargo,  ha  procurado  no  conprender  en  la 
ley  mas  disposidones  que  las  que  por  m  naturaleuL  corresponden  á 
ella,  y  cree  poder  contestar  satisfáotoriamenle  á  los  que  la  censu- 
ren, ó  por  demasiado  iftrga,  ó  por  reglamentaria. 

Si  la  legislación  hipotecaria  estuviera  comprendida  en  un  código 
civil  cnyas  partes  guardasen  entre  si  la  unidad  y  correspondencia 
necesarias,  sin  duda  muchas  de  las  disposiciones  que  están  escritas 
en  el  proyecto  no  se  encontrarían  en  el  tltnio  del  código  consagrado 
eq>eoialn¿nte  á  las  hipotecas,  &m  que  estañan  diseminadas  en  toda 
la  obra.  Si  existiendo  un  GAdigo  civU  homogéneo  en  todas  sus  partes, 
se  tratara  para  completarlo  de  establecer  una  ley  especial  de  hipóte* 
cas,  tampoco  seria  necesario  dar  tanta  estension  á  la  obra;  en  el  Có- 
digo civil  se  encontraría  eonsideraMe  número  de  las  disposiciones  á 
que  se  di  cabida  ea  el  proyecto.  Si,  aun  fuera  de  estos  casos,  la  Co- 
misión adoptara  los  principíoi  eslaMeoidos  en  nuestras  leyes  secula- 
res, y  respetando  lo  que  existe  se  limilara  á  desenvolver  práctica^ 
mente  las  regias  escritas  ea  noestto  antígoo  dereeho,  sería  también 
fundada  la  censara.  Pero  nada  de  esto  sucede :  el  proyecto  cambia 
profunda  y  radicalmente  en  sns  principios  car<Mnales  la  antigua  le- 
gislación de  hipotecas:  casi  todas  las  disposiciones  que  hasta  aquí 
han  regido  respecto  á  elh»,  sufren  en  mayor  ó  menor  escala  cann 
bíos  importantes:  el  derecho  civil  esperimenta  alteraciones  trascen- 
dentales :  apenas  hay  una  de  sus  instituciones  á  que  no  afecte  la  in- 
novación: en  el  orden  de  la  CuniUa,  la  sociedad  conyugal  y  la  po- 
testad paterna:  en  el  de  tuteias  y  curadurías,  las  relaciones  entre  el 
menor  ó  incapacitado  y  los  que  están  encargados  de  su  guarda :  en 
el  de  la  propiedad  y  de  los  demás  derechos  en  la  cosa,  su  adquisición, 
su  conservación,  su  trasmisión  y  sus  modificaciones;  en  el  de  las  su- 
cesiones, el  respeto  á  la  voluntad  del  testador  ó  á  la  disposición  de 
las  leyes;  en  el  de  contratos,  la  segoridad  del  cumplimiento  de  mu- 
chos importantisimos. 

Todo  esto  está  intimamente  ligado  con  la  ley  de  hipotecas;  á  todo 
afecta  gravemente  el  nuevo  sistema;  todo  ha  sido  sujetado  á  revi- 
sión; todo  ha  sufrido  grandes  modificaciones.  T  no  son  solo  las  le- 
yes puramente  civiles  las  modificadas ,  aunque  bajo  esta  denomina- 
ción se  comprendan  las  prescripciones  del  Código  de  Comercio;  lo 
TOMO  xvn.  16 
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son  también  las  de  procedimientos,  porque  es  menester  para  evitar 
que  las  sentencias  sean  eludidas ,  adoptar  medidas  de  precaución 
conocidas  actualmente  con  el  nombre  de  hipotecas  judiciales,  que 
impidan  la  desaparición  de  la  cosa  litigiosa  y  su  enajenación ,  ó  que 
en  perjuicio  del  acreedor  demandante  se  constituya  el  deudor  en  in- 
solvencia. Ni  están  menos  interesadas  las  leyes  administrativas  que 
en  justa  protección  á  los  intereses  fiscales  y  comunes  crean  á  favor 
del  Estado,  de  las  provincias,  de  los  pueblos  y  de  los  establecimien- 
tos püblicos  hipotecas  sobre  los  bienes  de  sus  deudores;  las  que  para 
precaver  danos  á  la  Administración  exigen  garantías  sobre  los  bie- 
nes inmuebles  de  los  que  con  ella  contratan;  las  que  consideran  afec- 
tas ante  todo  las  propiedades  al  pago  de  los  tributos  no  satisfechos 
oportunamente,  y  las  que  provienen  de  la  gestión  de  los  que  han  ma- 
nejado caudales  públicos. 

A  estas  consideraciones,  que  por  si  solas  bastarían  para  justifi- 
car la  estension  de  la  ley,  debe  aSadirse  otra  importantísima.  El  le- 
gislador, al  hacer  cambios  aunque  no  sean  tan  profundos  como  los 
que  comprende  el  proyecto ,  debe  ante  todo  respetar  los  derechos 
adquiridos,  porque  de  otro  modo  su  obra  seria  efímera  y  caería  ante 
las  justas  reclamaciones  de  los  perjudicados.  Para  hacer  este  tránsi- 
to sin  violencia  conciliando  todos  los  intereses ,  ha  sido  necesario 
descender  á  muchos  pormenores.  Puede  considerarse  esta  parte  del 
proyecto  como  una  ley  distinta  é  independiente  de  la  de  hipotecas, 
que  lejos  de  tener  como  esta  un  carácter  de  perpetuidad ,  es  pasaje- 
ra, porque  se  limita  á  salvar  los  derechos  adquiridos  á  la  sombra  de 
la  legislación  que  concluye. 

Sin  embargo ,  conveniente  es  que  forme  un  solo  cuerpo  con  la 
ley  que  cambia  el  antiguo  sisteqia  hipotecario,  para  que  en  un  mismo 
acto  aparezca  el  legislador  innovando  el  derecho  y  respetando  los 
hechos  que  bajo  la  ley  antigua  se  crearon ,  atendiendo  á  las  nuevas 
exigencias  de  la  sociedad ,  pero  salvando  al  propio  tiempo  con  cui- 
dadoso afán  y  con  veneración  religiosa  los  derechos  que ,  sometidos 
imprudentemente  á  la  innovación  quedarían  en  realidad  violados. 

¿Y  podrá  ser  la  ley  tachada  con  justicia  de  reglamentaria?  La 
Comisión  no  duda  responder  negativamente.  No  siempre  es  fácil  fijar 
hasta  donde  debe  llegar  la  ley  y  donde  debe  comenzar  el  reglamento^ 
porque  no  lo  es  señalar  con  exactitud  matemática  los  límites  respec- 
tivos de  los  poderes  legislativo  y  ejecutivo.  Muchas  veces  se  ha  de- 
batido esta  cuestión  en  nuestro  Parlamento;  nunca  ha  dominado  un 
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principio  que  pueda  considerarse  generador  de  derecho  eo  materia 
tan  grave.  En  la  práctica  se  ha  visto  descender  algunas  leyes ,  no 
solo  á  pormenores  que  suelen  tener  carácter  de  estabilidad»  bajo  cuyo 
concepto  caben  muy  bien  en  reglamentos,  sino  á  disposiciones  me- 
ramente transitorias  y  aun  á  algunas  de  mera  ejecución  que  parecen 
mas  bien  objeto  de  circulares  ó  de  instrucciones  para  plantear  la 
nueva  ley.  De  aquí  se  infiere  que  en  esto  hay  mucho  de  arbitrario» . 
y  que  en  cada  caso  el  legislador,  según  la  mayor  ó  menor  importan- 
cia que  quiere  dar  á  su  obra,  deja,  ya  mas,  ya  menos,  á  la  aprecia* 
cion  del  poder  ejecutivo. 

Supuesto  esto,  y  libre  la  Comisión  del  temor  de  proponer  una 
invasión  peligrosa,  ha  podido  seguir  sus  propias  inspiraciones.  Con- 
vencida profundamente  de  que  todas  las  declaraciones  que  pueden 
atribuir,  negar,  aumentar  ó  disminuir  derechos  civiles,  correspon- 
den al  legislador ,  ha  huido  de  dejar  al  Gobierno  atribuciones  que 
en  muchos  puntos  vendrían  á  hacerle  arbitro  de  cuestiones  graves 
en  el  terreno  del  derecho  civil.  Nada  hay  de  cuanto  está  escrito  en 
el  proyecto,  que  mas  ó  menos  inmediatamente  no  se  refiera  á  la  de- 
claración de  derechos  y  á  las  garantías  que  se  han  creido  indispen- 
sables para  que  la  ley  en  su  dia  sea  bien  entendida  y  aplicada. 

Prescindiendo  de  estas  importantes  consideraciones,  hay  otras 
que  han  movido  á  la  Comisión.  En  su  concepto,  al  poder  legislativo 
toca  esclusivamente  dictar  las  reglas  á  que  se  quiere  dar  gran  esta- 
bilidad, y  que  se  dirígen  á  producir  á  veces  efectos  para  larga  serie 
de  siglos.  Estas  prescrípciones ,  que  tienen  cierto  carácter  de  per- 
petuidad, exigen  para  su  prestigio  la  sanción  de  la  autoridad  legis- 
lativa, que  es  la  única  que  les  imprime  ese  sello  de  respeto  que  las 
hace  atravesar  de  unas  á  otras  generaciones,  y  mirar  como  una 
profanación  el  cambiarlas  sin  que  esté  sobradamente  justificada  la 
reforma.  No  debe  quedar,,  en  concepto  de  la  Comisión,  al  arbitrio 
del  Gobierno  nada  que  pueda  debilitar  la  firmeza  de  los  principios 
que  se  proclaman,  ni  aun  con  motivo  de  esplicarlos,  de  aclararlos  y 
de  fijar  su  sentido  verdadero.  Las  cuestiones  á  que  pueda  dar  lugar 
la  ley  (y  las  habrá  sin  duda)  deben  dejarse  á  los  tribunales ,  para 
que  las  resuelvan ,  no  por  medidas  generales  que  no  caben  dentro 
de  sus  atribuciones  constitucionales,  sino  aplicando  la  ley  en  los  ca- 
sos que  ocurran  y  creando  jurisprudencia » que  es  la  mejor  regla  de 
interpretación  y  el  mejor  suplemento  del  derecho  escrito. 

Una  consideración  añadirá  por  último  la  Comisión  á  las  que  d^a 
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expuestas.  Hábta  ya  formado  la  ley,  é  iba  á  hacer  su  reyision  última» 
«nando  tavo  el  encargo  del  Gobierno  de  preparar  el  reglamento  para 
su  ejecución :  suspendió  entonces  la  revisión  definitiva  del  trabajo 
hecho,  con  el  objeto  de  perfeccionarlo  mas,  si  en  vista  de  las  nuevas 
tareas  á  que  iba  á  dedicarse  y  de  las  discusiones  á  que  dieran  higar, 
apareciera  la  c(mvenienoia  de  hacerte.  Teniendo  entonces  que  des- 
cender á  muchos  pormenores  de  ejecución,  se  convenció  de  que  al- 
gunos de  ellos  afectaban  mas  ó  menos  directamente  á  derechos  ci- 
viles, y  que  por  lo  tanto  no  delnan  comprenderse  en  el  reglamento, 
sino  en  la  ley,  como  los  comprendió,  no  encontrando  uno  solo  de  los 
artículos  de  la  ley  que  debiera  pasar  al  reglamento. 

T  esto  se  esplica  fáeihnttite,  teniendo  en  cuenta  que  la  ley  tiene 
por  objeto  asegurar  derechos;  que  al  efecto  requiere  formalidades 
rigorosas;  que  la  omisión  de  estas  solemnidades  dá  lugar  alguna  vez 
hasta  á  la  pena  de  nulidad;  que  esta  pena  lleva  envuelta  la  pérdida 
de  un  derecho  civil,  y  por  lo  tanto  que  todo  esto  debe  ser  obra  de  h 
ley  y  no  de  un  reglamenta  administrativo.  La  Comisión  puede  ha- 
berse equivocado  en  algunas  de  sus  apreciaciones;  pero  no  será  por 
falta  de  estudio  y  de  discusiones  detenidas. 

Espuestos  los  motivos  capitales  del  proyecto,  pasa  la  Comisión  i 
los  especiales  en  las  diversas  partes  del  mismo. 

PUEBLOS  EN  Qült  DEBEN  ESTAPLECERSE  LOS  REGISTROS. 

Nada  hay  que  justifique  variar  respecto  á  los  pueblos  en  que  han 
<le  establecerse  los  nuevos  registros « lo  que  ya  de  antiguo  se  halla 
dispuesto.  Cuando  hace  mas  de  tres  siglos  se  crearon  los  oficios  de 
hipotecas,  se  ordenó  que  los  hubiese  en  las  ciudades,  villas  6  luga- 
res donde  hubiera  cabeza  de  jurisdiecien:  posteriormente  el  Señor 
Don  Carlos  III  fijó  mas  el  antiguo  precepto ,  mandando  que  se  esta- 
blecieran en  los  pueblos  cabezas  de  partido,  que  es  lo  que  se  viene 
observando  hasta  nuestros  dias.  Parecerá  tal  vez  á  algunos  escesivo 
el  número  de  registros  de  hipotecas ,  y  querrían  en  su  lugar  que 
existieran  solo  en  las  capitales  de  provincia,  ó  quizá  que  se  limita- 
ran á  aquellas  en  que  se  halhm  establecidos  los  tribunales  superio- 
res. La  conveniencia  de  reducir  el  número  de  registros,  la  facHidad 
de  vigilarlos  y  de  elegir  las  personas  mas  idóneas  para  su  desempe- 
ño son  los  argumentos  que  pueden  oponerse  al  sistema  adoptada. 
La  Comisión,  sin  embargo,  no  ha  dudado  en  desechar  toda  innova- 
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cion  respecto  á  este  ponto:  ha  creído  que  lo  que  priacipahnente  debe 
ittierse  en  cuenta  es  la  facilidad  de  los  que  hayan  de  hacer  las  ins* 
cripcioaes.  Alejar  los  registros  de  los  que  han  de  acudir  á  ellos^ 
eq«tivale  frecuentemente»  y  con  especialidad  cuando  es  corto  el  valor 
de  las  fincas,  á  hacerlos  inaccesibles. 

No  por  esto  dejarán  de  estar  encomendados  á  personas  capaces 
de  comprender  en  toda  su  ostensión  los  deberes  que  la  ley  les  impo- 
ne,  ni  de  estar  bajo  una  vigilancia  continua  y  ¿Bcaz ;  las  disposi* 
ciaaes  qoe  al  efecto  establece  el  proyecto ,  satisfacen  cumplidamenr 
te  estas  necesidades. 

títulos  sujetos  k  INSGRVaON. 

Después  de  espresar  en  los  términos  que  ha  ereido  mas  á  propó- 
süo  los  títulos  9  actos  y  contratos  que  áében  sujetarse  á  la  inscrip- 
ción por  ser  traslativos  de  dominio  ó  constitutivos  de  un  derecha 
real,  ha  añadido  la  Comisión  algunos  otros  documentos  cuya  inf- 
cripcion  ha  considerado  no  menos  necesaria.  A  esta  clase  corres- 
ponden ante  todo  las  ejecutorias  de  los  tribunales  en  que  se  declara 
la  incapacidad  legal  para  administrar ,  ó  la  presunción  de  muerte  de 
personas  ausentes,  ó  se  impone  la  pena  de  interdicción  ó  cualquiera 
otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  en  cuanto  á  la  libre 
disposición  de  los  bienes.  Esta  prescripción  es  nueva  en  nuestras  le- 
yes, aunque  aceptada  ya  en  el  proyecto  de  Código  civil ,  pero  su 
simple  enunciación  la  justifica.  Para  adquirir  con  seguridad  bienes 
inmuebles  é  derechos  reales ,  no  basta  que  el  vendedor  ó  el  impo- 
nente sea  daeSo  de  ellos;  tampoco  es  suficiente  que  no  estén  los 
bienes  afectos  á  otras  cargas ;  es  además  necesario  que  el  que  ena- 
jena ,  que  el  que  trasmite ,  tenga  capacidad  civil  para  hacerlo.  Solo 
por  el  oonourso  de  estas  cirouDstancias  podrá  estar  completamente 
seguro  el  adquirente.  Si  la  ley  no  atendiera ,  pues ,  á  que  la  capaci- 
dad de  la  persona  constara  en  el  registro,  su  obra  seria  incompleta 
y  no  produciria  frecuentemente  el  efecto  apetecido. 

Ni  los  arrendamientos  por  largo  espacio  de  anos ,  ni  aquellos  en 
que  se  hayan  hecho  considerables  anticipaciones  son  generadores 
de  un  d^echo  real ,  quedando  siempre  limitados  á  una  obligación 
personal.  De  aquí  ha  dimanado  la  doctrina  jurídica  de  que  solo  el 
que  adquiere  el  dominio  en  virtud  de  un  título  universal,  está  obli- 
gado  á  respetar  el  arreadamiento  hecho  por  su  antecesOT,  pero  no  el 
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que  lo  hace  por  títulos  singulares.  Las  circunstancias  particulares 
que  concurren  en  estos  arrendamientos ,  los  gastos  á  que  suelen 
comprometer  á  los  arrendatarios,  y  la  protección  debida  á  la  buena 
fé ,  clave  del  crédito ,  exigen  que  acerca  de  este  punto  se  modifique 
ei  derecho  antiguo.  Ya  se  había  encargado  la  práctica  de  ir  allanan- 
do el  camino  para  la  reforma ,  convirtiendo  contra  los  cánones  reci- 
bidos en  una  especie  de  derecho  real  los  arrendamientos  de  que  se 
tomaba  razón  en  los  registros  de  hipotecas.  Y  es  que  cuando  el  de- 
recho escrito  ó  la  doctrina  legal  no  alcanza  á  satisfacer  una  necesi- 
dad ,  se  encarga  la  costumbre  de  llenarla ,  y  cuando  esto  acontece, 
toca  al  legislador  convertir  en  ley  y  dar  forma  y  regularidad  á  lo 
que  ya  es  una  necesidad  reconocida.  De  este  modo,  sin  perjuicio 
del  dueño  que  al  enajenar  y  traspasar  una  finca  no  pretende  burlar- 
le de  las  obligaciones  que  contrajo  con  los  arrendatarios ,  sin  daño 
del  comprador  de  buena  fé  que  entra  en  el  contrato  con  el  conoci- 
miento de  una  obligación  de  que  es  sucesor,  se  salvan  los  justos 
derechos  de  los  arrendatarios  en  los  casos  que  en  el  proyecto  se 
prefijan. 

La  Comisión  no  debe  ocultarlo :  en  ellos  ha  establecido  ímplíci- 
taraente  un  verdadero  derecho  real. 

No  tiene  esto  nada  de  común  con  la  inscripción  de  los  arriendos 
y  subarriendos  de  los  bienes  inmuebles  que  por  la  legislación  fiscal 
se  han  introducido ,  ya  para  hacer  efectivos  los  impuestos  sobre  los 
arrendamientos,  ya  después  de  suprimidos  los  impuestos,  como  un 
medio  para  perfeccionar  la  estadística  de  la  riqueza  raiz  y  conse- 
guir un  repartimiento  mas  equitativo  de  las  contribuciones.  Según 
queda  manifestado ,  ni  una  ni  otra  consideración  cabían  en  el  pro- 
yecto, si  la  Comisión  habia  de  ser  consecuente  con  los  principios 
que  proclama. 

Solo  han  sido  hasta  aquí  objeto  de  inscripción  los  títulos  cuya 
autenticidad  aparecía  desde  luego:  los  documentos  privados  no  so- 
lían admitirse  en  los  registros.  Cambiar  en  este  punto  y  por  regla 
general  lo  existente,  empeoraría  en  vez  de  mejorar  la  condición  de 
la  propiedad  y  del  crédito  territorial:  no  debe  recibir  el  sello  de  un 
archivo  público  mas  que  lo  que  no  deje  dudas  de  su  legitimidad, 
f^or  esto  la  Comisión,  siguiendo  en  parte  lo  propuesto  en  el  proyecto 
-del  Código  civil,  propone  que  solo  puedan  ser  inscritos  los  títulos  con- 
signados en  escritura  pública,  en  ejecutorías  ó  en  documentos  autcn- 
licos  espedidos  en  forma  legal  por  el  Gobierno  ó  por  sus  ajentes. 
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Otra  cuestión  importante  y  nueva  en  nuestra  patria  debía  resol- 
ver la  Comisión,  á  saber :  si  han  de  ser  inscritos  los  documentos  ó 
títulos  otorgados  en  el  estranjero  que  á  haberse  celebrado  en  Espa- 
ña estarían  sujetos  á  la  inscrípcion.  No  puede  en  nuestros  dias  el 
legislador  desentenderse  del  derecho  internacional  privado,  que 
menos  importante  en  otros  tiempos,  hoy,  gracias  al  aumento  de  las 
comunicaciones  siempre  crecientes  entre  todos  ios  pueblos  civiliza- 
dos, á  los  enlaces  de  familias  estranjeras  con  nacionales ,  á  la  mul- 
tiplicación de  las  empresas  industríales  y  agrícolas,  y  al  cosmopoli- 
tismo, si  así  puede  decirse,  de  la  edad  presente,  no  debe  pasar 
olvidado  y  como  tampoco  quedar  en  incierto  los  intereses  que  prote- 
ge. La  soberanía  del  legislador  está  en  verdad  limitada  por  las  fron- 
teras; este  principio,  que  no  obsta  á  que  los  estranjeros  entren,  pa- 
sen y  se  establezcan  en  el  territorio  de  una  nación  que  no  es  la 
suya,  á  que  ejerzan  en  ella  su  industria  ó  su  comercio,  á  que  ad- 
quieran bienes,  y  á  que  sucedan,  ya  en  virtud  de  disposición  testa- 
mentaria, ya  por  llamamientos  de  la  ley,  con  subordinación  siempre 
á  las  restricciones  que  en  cada  caso  se  hallan  establecidas  por  las 
legislaciones  especiales  de  cada  pueblo «  está  limitado  por  razones 
de  conveniencia  universal  de  todas  las  naciones.  £1  derecho  escrito 
es  en  verdad  escaso  por  do  quiera  en  disposiciones  referentes  á  las 
personas ,  á  los  bienes  y  actos  de  los  regnícolas  en  el  estranjero  y 
de  los  estranjeros  en  el  reino;  pero  motivos  de  utilidad  que  ninguna 
nación  ha  desconocido ,  han  hecho  que  en  cada  Estado  se  dé  á  las 
leyes  estranjeras  efectos  mas  ó  menos  estensos ,  efectos  que ,  escri- 
tos pocas  veces  en  las  leyes,  han  venido  á  formar,  con  la  repetición 
de  actos,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

Los  principios  de  este  derecho  internacional,  formulados  por 
ilustres  escritores,  desenvueltos  en  gran  parte  por  la  práctica  judi- 
cial, sancionados,  aunque  en  menor  escala,  por  algunos  tratados 
entre  las  diferentes  potencias  de  Europa  y  de  América  y  comenza- 
dos á  escribir  con  timidez  y  concisión  en  las  leyes,  van  ya  formando 
un  derecho  consuetudinario ,  que  mas  pronto  ó  mas  tarde  concluirá 
por  dominar  en  todas  las  naciones  civilizadas.  No  será  España  la 
que  mas  tarde  en  entrar  en  este  camino:  la  historia  de  lo  pasado  es 
«I  pronóstico  para  lo  futuro. 

Cuando  nuestra  patria  estaba  fraccionada  en  pequeñas  monar- 
quías, y  estas  monarquías  lo  estaban  por  los  estatutos,  ya  provin- 
ciales ya  municipales,  por  los  fueros  y  por  las  costumbres;  cuando 
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eD  medio  de  esie  descoacierto  general  se  espesaba  á  sentir  la  ne- 
cesidad de  fijar  reglas  para  los  conflictos  ocasionados  per  dos  ó  mas 
legislaciones  diversas ,  pero  que  la  ciencia  no  habia  comprendido 
aun  esta  necesidad ;  cuando  los  grandes  jurisconsultos  de  la  escuela 
de  Bolonia,  sin  conocer  el  vacío,  dejaban  al  siglo  siguiento  y  á  Bal- 
do y  Bartolo  la  gloria  de  llevar  la  primera  piedra  á  la  ciencia  del 
derecho  internacional  privado ,  D.  Alfonso  X,  adelantándose  á  su 
época ,  fijaba  como  legislador  tos  principios  q«e  hoy  prevalecen  en 
Europa. 

Al  renacer  en  España  en  este  siglo  el  espíritu  codificador  que 
animó  al  Rey  Sabio » las  mismas  ban  sido  sus  tendencias.  En  dife- 
rentes disposiciones  del  Gobierno »  en  el  proyecto  de  Código  civil, 
en  la  ley  vigento  de  Enjuiciamiento  para  los  negocios  civiles,  ha  pre- 
dominado la  idea  de  escribir  en  las  leyes  los  principios  que  recomien- 
da la  ciencia,  y  que  van  siendo  práctica  general  de  las  naciones. 

Fiel  la  Comisión  á  estos  antecedentes,  que  tiene  también  muy  en 
enalta  en  el  proyecto  de  ley  de  Enjuiciamiento  criminal ,  en  cuya 
redacción  se  ocupa ,  no  ha  creído  que  debia  prescindir  de  ellos  en 
la  de  hipotecas.  Por  esto  propone  que  los  títulos  otorgados  en  país 
estranjero  que  teagan  fuerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes ,  y 
las  ejecutorias  pronunciadas  por  tribunales  estranjeros ,  á  que  se- 
gún lo  prescrito  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  deba  darse  cum- 
plimiento en  España ,  se  inscriliafi  en  el  registro  correspondiente, 
siempre  que  debteMtn  inscribirse  los  mismos  documentos  si  eonlu- 
vieran  actos  celebrados  ó  senl^MÍas  pronunciadas  en  el  reino.  La 
Comisión  confia  en  que  si  su  prx)puesta  merece  la  aprobación  del 
Gobierno ,  resultará  de  ello  el  mismo  ó  quizá  mayor  beneficio  á  los 
Mcionales  que  á  los  estranjeros.  De  otro  modo ,  todos  ios  actos  de 
comunicación  ó  de  trasmisión  de  la  propieckd  ó  de  la  constitución 
de  im  derecho  real  verificados  en  el  estraiqero  por  estranjeresó 
regnícolas  que  se  refieran  á  bienes  sitos  en  España,  aunque  con  ar- 
reglo á  nuestras  leyes  fueran  aquí  válidos,  no  podrian  inscribirse, 
ni  aparecerian  tampoco  en  el  registro  las  incapacidades  para  ens^ 
nar,  que  obrando  dentro  <le  sus  atribuciones  y  derechos  indisputa- 
bles, impusieran  los  tribunales  estnanjeros,  conforme  i  las  reglas 
del  estaluto  personal,  por  el  que  se  gradúa  la  capacidad  civil  de  las 
personas,  á  subditos  suyos  que  tuvieran  en  nuestro  país  bienes  in- 
muebles, que  siempre  son  regidos  por  el  ssiakUo  reah  é  lo  que  es  lo 
mm^  por  ia  ley  del  suelo  en  que  se  hiüfam. 
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mEXES  i^Sñ  9M  ABFUTAír  HfWIBLlfl  PARA  LOf  ITieTOS  DS  LA  LIY. 

No  corresponde  á  la  ley  de  hipotecas  definir  y  dasificar  las  dife- 
rentes clases  de  bienes  qne  comprenáe  por  regla  general  la  división 
de  estas  en  mneMes  y  raioes.  Pero  no  pedia  desentenderse  la  Comi- 
sión de  resolver  algvnas  dndas  emi  qne  m  la  práctica  vendría  á 
tropezarse:  esta  es  la  cansa  per  qie  debe  dar  algunas  esplícaciones. 
Sabido  es  qae  los  oficioa  pdbHcos  eM^a&M  de  la  Corona  se  equi- 
paraban en  k  práctica  4  loa  bienes  raíoei;  qw  sobre  ellos  se  impo- 
nian  censos,  y  qne  se  les  gravaba  con  hipotecas  á  ciencia  y  pacien- 
cia del  legislador.  Esto,  que  en  los  tiempos  en  que  dominaban  otras 
ideas  no  parecia  estoma ,  en  la  actualidad  sería  un  anacronismo. 
Coando  está  universalmente  reconocida  la  necesidad  de  que  vuelvan 
al  Estaé)  todos  loa  oficios  pdKeos;  oiia8d#ya  mncfaos  de  eslos  ofi- 
cioa  h»  revertiera  él;  ctnado  para  la  sippesiOB  de  otros  pewle 
solo  la  ciestioa  del  modo  de  indrarntsar  á  s«s  dnenos ;  coando  ya 
hay  presentados  á  las  Ctetes  peoyeotoa  de  ley  pn^oniendo  la  re- 
versión de  los  que  aun  susbsistea,  na  iMoee^  propio  de  una  ley  me- 
ya dar  cabida  á  abuses  injustificables,  §«&  partían  de  la  ficción  de 
que  el  desempeño  de  un  oficio  pttlico  era.  igual  al  derecho  de  pro- 
piedad en  una  finca,  y  qne  debía  ser  ignahdiá  él  en  los  efectos: 
unida  esta  consideración  á  la  eonvenienaia  de  na  aumentar  las  difi- 
cultades para  la  reversión  de  estas,  oficios  á  la  Corona,  de  la  que 
coa  tanto  perjuicio  del  país  fueron  iesmenbrados ,  ha  movido  á  la 
Comisión  á  proponer  que  para  loaefecias  di  la  ley  no  se  crasideren 
tales  oficios  como  bienes  inmu^les. 

Menor  dificultad  se  presenta  respado  da  las  niscrípclones  de  la 
deuda  pübUca,  nociones  ée  ban€O0  y  de  oasa^MÍías  mercantiles. 
Desde  luego  ap^mce  que  euando  estos  tftatssé  acciones  son  al  por- 
tador, na  pueden  ser  ol^jato  de  inseñpaiaft,  porque  tampoco  lo  son 
de  endoso :  en  el  terreno  del  derecho  coaslitayente,  parece  que  de- 
be reputarse  como  dueSo  el  que  las  posee  y  presenta,  si  las  ha  ad- 
quirido en  forma  legal;  y  su  earáoter  distintivo  está  en  que  inme- 
diatamente qu&se  adquieran ,  su  propiedad  quede  prescríta  de  de- 
recho ,  impidiendo  que  sobre  ella  pueda  reclamarse.  Los  títulos  ó 
acciones  nominativas  no  están  á  la  verdad  en  el  mismo  caso;  solo  el 
que  legítimamente  las  adupiiere  del  que  es  su  dueño,  tiene  el  verda- 
dero dominio  de  ellas;  y  como  á  veces  aon  la.  representación  de  de* 
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rechos  en  bienes  inmuebles,  podría  dudarse  si  realmente  les  corres- 
pondía esta  clasificación.  La  Comisión  ha  creído  qne  la  índole  de  las 
sociedades  por  acciones  se  opone  á  darles  semejante  carácter:  cua- 
lesquiera que  sean  los  objetos  de  las  asociaciones,  el  carácter  co- 
mercial prevalece  en  ellas;  aglomerar  las  formalidades  para  su  tra- 
mitación es  desnaturalizarlas.  Podrán  poseer  bienes  inmuebles; 
pero  aunque  por. ser  estos  de  la  sociedad,  son  de  todos  los  socios  en 
común,  no  puede  en  rigor  decirse  que  están  representados  por  las 
acciones:  las  acciones  solo  representan  una  parte  alícuota  de  todo 
el  capital  social ,  sin  determinación  de  los  bienes  en  que  consiste,  ya 
sean  raices,  ya  muebles,  ya  cosas  incorporales. 

FORMA  DE  LA  INSCRIPGIOlf. 

¿Deberá  trasladarse  ai  registro  copia  literal  de  las  escrituras  de 
todos  los  actos  traslativos  de  la  propiedad  y  de  los  que  la  modifican, 
ó  solamente  se  pondrá  en  él  un  éslracto  de  las  escrituras?  En  otros 
términos:  ¿deberá  adoptarse  el  principio  de  la  trascripción,  ó  el  de 
la  inscripción?  Nuestro  derecho  hasta  ahora  ha  preferido  la  inscrip- 
ción; no  hubiera  esto  sido  motivo  suficiente  para  decidir  á  la  Comi- 
sión ,  si  la  inscripción  no  fuera  bastante,  á  fin  de  dar  á  la  propie- 
dad ,  á  los  demás  derechos  en  la  cosa ,  á  la  contratación  y  al  crédi- 
to, toda  la  firmeza  que  se  busca  al  reformar  la  legislación  antigua. 
Las  legislaciones  modernas  no  están  acordes  respecto  á  este  punto: 
unas  trascriben ,  otras  inscriben.  La  trascripción  tiene  las  ventajas 
de  representar  con  lóda  fidelidad  el  documento ,  de  constituir  dobles 
archivos  que  mutuamente  se  fiscalicen,  de  evitar  los  errores  á  que 
pueda  dar  lugar  un  estracto  mal  hecho ,  y  de  necesitar  menos  capa- 
cidad en  los  registradores.  Ai  lado  de  estas  ventajas  tiene  graves 
inconvenientes  nacidos  de  la  complicación  y  abultado  volumen  de 
las  titulaciones ,  de  la  poca  sencillez  y  precisión  de  los  formularios 
de  las  escrituras,  que  aun  dado  caso  que  se  reformaran  desde  lue- 
go ,  no  podría  remediarse  el  mal  respecto  á  los  títulos  anteriores,  y 
sobre  todo  el  de  que  eñ  las  enajenaciones  y  constitución  de  derechos 
reales  de  poco  valor  difícilmente  compensa  los  gastos  que  requiere. 
La  Comisión  ha  creído  que  la  inscripción  minuciosa  que  propone,  las 
fórmulas  concretas  y  comprensivas  de  todas  tas  circunstancias  que 
se  han  de  hacer  constar  en  los  registros ,  los  modelos  que  acompa- 
ña ,  y  las  precauciones  que  tdopta  para  que  no  se  eluda  la  ley>  sa- 
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tisfacen  camplidamente  á  las  ventajas  de  la  trascripción  salvand<^ 
sus  inconvenientes. 

En  el  sistema  de  la  Comisión  no  cabe  fijar  nn  término,  dentro 
del  cual  se  lleven  al  registro  los  títulos  que  para  ser  eficaces  contra 
tercero,  necesitan  la  inscripción.  En  el  interés  de  los  que  adquieren 
nn  derecho  está  la  adopción  de  las  medidas  necesarias  para  que  na 
sea  ilusorio :  al  que  se  descuida  le  debe  perjudicar  su  negligencia, 
pero  solo  cuando  esta  haya  inducido  á  otro  por  error  á  contraer 
acerca  de  la  misma  cosa  que  dejó  de  mscribirse  oportunamente^ 
Fundada  en  estos  principios,  la  Comisión  ha  formulado  un  artículo 
en  que  se  establece  que,  inscrito  en  el  registro  cualquier  título 
traslativo  del  dominio  no  pueda  inscribirse  ningún  otro  de  fecha 
anterior  por  el  cual  se  trasmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo  in- 
mueble. El  que  deja  de  inscribir  el  contrato  anterior  y  dá  lugar  á 
que  el  segundo  se  celebre  ó  inscriba,  no  puede  quejarse:  la  ley  pre- 
sume que  renuncia  su  derecho  en  concurrencia  con  un  tercero:  es* 
te  no  debe  por  la  incuria  ajena  ser  perjudicado ,  perdiendo  la  cosa 
comprada  ó  minorándose  su  valor  por  cargas  reales  que  no  pudo 
conocer  oportunamente. 

No  es  estensivo  esto  á  las  hipotecas:  la  anterior  no  inscrita  será 
postergada  á  la  que  de  fecha  mas  moderna  se  inscribió  mas  pronto; 
aquí  ya  no  existe  peligro  alguno;  si  la  finca  hipotecada  basta  para 
pagar  á  ambos,  ninguno  queda  perjudicado;  si  no  alcanza  á  tanto, 
el  que  inscribió  primero  será  siempre  el  atendido  con  preferencia;  si 
solo  se  puede  cubrir  el  crédito  del  primero  que  inscribió^  este  escln* 
sivamente  se  aprovechará  de  la  hipoteca. 

EFECTOS  DB  LA  INSCRIPCIÓN. 

Ya  queda  espuesto  anteriormente  que  el  principio  general  de  que 
los  títulos  que  han  dejado  de  inscribirse  no  perjudican  á  tercero,  e& 
una  de  las  bases  de  la  ley.  La  Comisión,  que  lo  ha  admitido  sin  es- 
cepcion,  ha  consignado  como  consecuencia  indeclinable  que  debic^ 
tener  fuerza  aun  contra  los  acreedores  singularmente  privilegiadosu 
En  esto  ha  reformado  el  antiguo  derecho  solamente  en  la  parte  que 
se  refiere  á  las  hipotecas,  porque  el  privilegio  nunca  ha  alcanzado  á 
los  demás  derechos  reales;  ha  sido  únicamente  una  prelacion  entre 
acreedores,  no  ostensiva  álos  que  tenian  ya  adquirida  la  propiedad 
é  cualquiera  de  sus  desmenbraoiones.  Otras  innovaciones  no  inejjLos. 
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iTMcendeatales  ialroduce  el  proyecto  en  el  suatígao  dereetio  respeor 
to  á  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias,  las  cuales,  á  no  violarse 
(A  principio  adoptado,  no  se  pueden  dar  contra  tercero  ni  en  su  per- 
juicio, cuando  no  aparezca  la  causa  de  ellas  en  el  registro. 

Las  innovaciones  que  con  este  motivo  ha  introducido  la  Comisión 
se  refieren  á  la  revocación  de  las  donaciones,  al  retracto  legal  por 
causa  de  venta,  á  las  rescisiones  de  las  ventas  por  no  haberse  paga- 
do el  todo  ó  parte  del  precio  al  comprador,  y  por  haberse  vendido 
y  entregado  ¿  un  segundo  comprador  lo  vendido  antes  á  otro,  á  las 
rescisiones  por  lesión  enorme  y  enormísima,  á  la  restitución  in  Me- 
grum,  y  á  la  rescisión  de  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  acreedo- 
res. Puntos  son  estos  sobre  ios  cuales  es  indispensable  que  la  Comi- 
sión dé  algunas  esplicaci(«es. 

Respecto  á  la  revocación  de  las  donaciones. 

Dista  mucho  de  ser  uniforme  el  derecho  en  las  diferentes  pro- 
vincias de  nuestro  territorio,  respecto  á  la  revocación  de  las  dona- 
ciones. La  legislación  aragonesa  declara  irrevocables  las  que  con- 
siáten  en  bienes  raices  entregados  con  la  debida  solemnidad:  la  de 
Castilla,  por  el  contrario,  establece  espresamente  la  revocación  por 
las  causas  de  ingratitud  y  de  superveniencia  de  hijos:  la  de  Catalu- 
ña, por  costumbre  elevada  á  derecho  escrito,  la  admite  solo  por  la 
superveniencia  de  hijos,  y  esto  después  de  la  muerte  del  padre,  y 
cuando  es  la  donación  de  todos  los  bienes  y  perjudica  á  los  legítimos,. 
y  la  de  Navarra  en  su  silencio  es  suplida  por  d  derecho  romano, 
que  establece  terminantemente  la  revocación  por  ingratitud,  y 
que  dá  lugar  á  reñidas  cuestiones  entte  los  intérpretes,  respecto  á 
la  que  tiene  lugar  por  el  nacimiento  de  hijos  posterior  á  la  dona- 
ción. 

Se  vé ,  pues,  que  la  legislación  mas  favorable  á  la  revocación  de 
las  donaciones  es  la  de  Castilla,  que  adoptando  una  opinión  mas  se- 
guida en  los  siglos  medios  que  en  nuestros  dias,  erigió  en  ley  lo  que 
opinaban  algunos  jurisconsultos,  jíl  saber;  que  el  derecho  romano,  al 
establecer  la  revocación  de  las  donaciones ,  refiriéndose  especial- 
mente á  las  relaciones  entre  los  patronos  y  libertos,  debia  aplicarse 
como  regla  general  á  todos  los  casos  que  se  presentaran,  cuales- 
quiera que  fueran  los  donantes  y  donatarios.  No  cabe  dentro  de  los 
límites  á  que  tiene  que  circunscribirse  el  proyecto,  borrar  estas  des- 
igualdades: solo  al  CódigOícivil  está  reservada  la  nivelación;  pero  sí 
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^tá  h  Comisión  en  el  deber  dé  iotrodoclf  una  i^ft  uniforme  por  I0 
que  respecta  á  los  derechos  del  tercer  adqnirente,  qne  sin  conocer 
ni  poder  inferir  la  condición  rescisoria  á  qne  está  snjeta  la  heredad, 
ia  recibe  en  virtud  de  nn  título  traslatiYo  de  dominio ,  ú  obtiene  so- 
bre ella  algnn  derecho  real.  T  esta  regla  solo  podía  ser  la  de  que  no 
estando  inscrita  la  condición  rescisoria,  no  perjudicara  á  tercero, 
porque  de  otro  modoquedaria  falseado  el  sistema  elegido. 

En  este  punto  sufrirán  una  reforma  todas  las  legislaciones  de  la 
Península;  no  así  en  las  relaciones  entre  los  donantes  y  adquirentes, 
respecto  á  los  cuales  quedará  subsistente  el  antiguo  derecho  en  lo 
que  concierne  á  la  acción  personal ,  y  aun  también  por  lo  tocante  á 
la  real,  mientras  que  la  cosa  donada  no  haya  pasado  á  manos  de  un 
tercer  poseedor,  ó  no  haya  sido  gravada  con  una  carga  real  ó  con 
una  hipoteca.  No  es  esta  reforma  tan  grave  como  á  primera  vista 
aparece,  si  se  atiende  á  que  son  pocos  los  ejemplos  que  se  presentan 
de  revocación  de  donaciones  por  ingratitud  ó  por  superveniencia  de 
hijos.  Pero  aun  en  el  caso  de  que  el  proyecto  pase  á  ser  ley,  podrán 
seguir  gozando  los  donantes  de  los  beneficios  hasta  aquí  establecidos, 
sin  mas  que  espresar  en  las  donaciones,  que  estas  quedarán  revoca- 
das en  los  casos  referidos  ó  en  otros  que  esthnen  conveniente. 

Conforme  está  en  parte  con  lo  que  propone  la  Comisión  el  pnh 
yecCo  del  Código  civil:  éste,  después  de  limitar  mucho  en  su  esten- 
sion  y  efectos  la  revocación  de  las  donaciones  por  la  ingratitud  del 
donatario,  establece  que  cuando  por  esta  causa  sea  revocada  la  do- 
nación,  queden  subsistentes  las  enajenaciones  é  hipotecas  anterior 
res  á  la  inscripción  de  la  demanda  de  revocación  en  el  registro  de 
hipotecas,  y  que  las  posteriores  sean  anuladas.  Sigue  en  este  pnnto 
i  la  ley  romana  que  lo  estableció,  y  cuyos  fundamentos  son  qne  al 
adquirente  de  buena  fé  no  debe  perjudicar  et  castigo  justo  que  se 
impone  á  la  ingratitud  del  donatario;  qne  la  traslación  hecha  por 
este  dá  al  tercero  un  derecho  absohto  no  sujeto  á  actos  ajenos ,  y 
que  en  el  hecho  de  no  haber  reclamado  el  donante,  dá  una  prueba 
de  que  ha  remitido  la  ofensa.  Nb  es  igual  la  decisión  del  proyecto 
<e  Código  civil  respecto  al  caso  de  revocación  por  la  superveniencia; 
de  hijos;  pero  la  Comisión,  sin  falsear  su  sistema,  no  podia  admitirla. 

Re$pe€to  al  retracto  legal  en  las  verOat. 

Tampoco  podia  admitir  la  Comisión,  que  pasada  la  cosa  á  u» 
tercer  poseedor,  hubiera  lugar  al  retracto  legal  en  fai  venta.  El  re- 
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tracto  convencional  no  necesita  esta  declaración ,  porque  si  la  venta 
está  inscrita  en  el  registro,  la  condición  resolutoria  del  contrato  apa- 
recerá  también  en  él,  y  el  retracto  podrá  verificarse  sin  dificultad 
alguna.  Si  no  está  inscrita  la  condición  resolutoria,  será  porque  no 
se  haya  espresado  en  el  contrato,  tal  vez  para  burlar  la  ley;  pero 
sea  la  omisión  efecto  de  descuido  ó  de  mala  fé,  solo  debe  perjudicar 
á  los  negligentes  y  á  los  maliciosos,  no  al  tercero  que  cx)mpra  en  la 
seguridad  de  que  no  existe  semejante  condición  resolutoria.  La  difi- 
cultad, pues ,  solo  puede  existir  respecto  al  retracto  gentilicio  y  al 
¿e  comuneros,  bien  lo  sean  en  el  dominiot  absoluto  de  la  finca,  ó  por 
estar  divididos  entre  ellos  el  dominio  directo  y  útil.  No  corresponde 
á  la  Comisión  examinar  en  esta  esposicion  las  ventajas  6  inconve- 
nientes de  semejantes  clases  de  retractos :  no  tiene  para  qué  recor- 
dar tampoco  la  censura  de  que  son  objeto,  la  odiosidad  que  en  sen- 
tido de  sus  mismos  defensores  tienen,  la  necesidad  legal  de  interpre- 
tarlos siempre  estrechamente ,  la  opinión  de  uno  de  los  Cuerpos  co- 
legisladores marcada  muy  signifíc^itivamente  respecto  del  retracta 
gentilicio ,  la  omisión  de  este  en  el  proyecto  del  Código  civil ,  y  la 
restricción  grande  que  pone  al  de  comuneros,  concediéndolo  sola- 
mente en  el  caso  de  que  se  venda  al  estraño  por  uno  de  los  condue- 
Sos  la  cosa  que  no  pueda  dividirse  cómodamente  ó  sin  menoscabo: 
tampoco  le  corresponde  entrar  en  el  examen  de  las  legislaciones  fór- 
rales ,  en  algunas  de  las  cuales  se  dá  mucha  mayor  estension  á  los 
retractos.  Respetando  lo  existente  tal  como  se  halla,  solo  propone 
reforma  en  la  parte  en  que  se  opone  á  los  principios  de  la  ley  que 
presenta.  Por  esto  declara  que  el  retracto  legal  por  la  venta  no  ten- 
ga fuerza  contra  el  derecho  de  un  tercero  que  haya  inscrito  su  títu- 
lo; de  otro  modo,  para  ser  consecuente,  seria  necesario  admitir  la 
regla  del  derecho  aragonés ,  en  virtud  de  la  cual  el  comprador  de 
una  cosa  sujeta  á  retracto  no  la  puede  vender  dentro  del  término 
legal  para  retraer,  lo  que  en  último  resultado  vendría  á  convertir  eu 
derecho  de  tanteo  el  que  es  de  retracto,  y  haría  indispensable  en 
todas  las  adquisiciones  por  título  universal  de  cosas  que  procedieran 
de  padres  ó  de  abuelos,  la  cláusula  de  que  quedaban  sujetas  al  re- 
tracto. En  los  términos  cortos  y  fatajes  en  que  es  permitido  el  re- 
tracto, pocas  veces  se  presentará  el  caso  de  haberse  hecho  á  un  ter^ 
cero  la  enajenación  de  la  heredad  sujeta  á  él ,  y  que  esta  se  haya 
inscrito  en  el  registro;  pero  cuando  ocurra,  no  debe  disimula  la  Co- 
misión que  se  separa,  ya  que  no  del  derecho  escritO;  de  la  jurispni- 
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delicia  recibi(bt  por  regla  general,  la  cual,  {andada  en  que  el  re- 
tracto nace  inmediatamente  de  la  ley,  estima  qne,  á  imitación  de  las 
acciones  reales,  debe  darse  contra  cualqoiera  poseedor  á  que  pase  la 
cosa  durante  todo  el  término  concedido  para  retraer. 

Al  derecho  de  tanteo  en  la  enfitéusis  es  estensivo  lo  que  queda 
espuesto  respecto  al  retracto  legal  por  la  venta.  Pero  la  Comisión  no 
se  ca^  de  repetirlo:  esto  sedo  se  entiende  respecto  de  los  terceros 
poseedores;  nunca  afecta  á  las  relaciones  entre  el  vendedor,  el  com- 
prador primitivo  y  el  retrayente4^  tanteante. 

Por  no  haberse  pagado  el  todo  ó  parte  del  precio  de  la  cosa  vendida, 
si  no  consta  de  la  inscripción  haber  sido  aplazado  el  pago. 

Sempre  que  en  la  escritura  de  venta  no  aparece  que  está  el  pre 
cío  por  satisfacer  total  ó  parcialmente ,  nace  la  presunción  legal  de 
que  integramente  ha  sido  satisfecho.  El  tercero  que  compra  ó  ad- 
quiere un  derecho  real  sobre  lo  asi  vendido,  si  después  se  vé  priva- 
do de  ello,  realmente  es  perjudicado  por  un  hecho  ajeno  imputable 
al  vendedor  y  al  comprador,  y  sobre  todo  al  primero,  en  cuyo  interés 
está  hacer  que  conste  la  falta  de  pago  en  la  escritura  y  en  el  regis- 
tro. Mas  justo  es,  pues,  que  el  perjuicio  recaiga  sobre  el  que  dio  lu- 
gar á  él,  que  sobre  el  que  no  pudo  preverlo  ni  evitarlo,  cuya  buena 
fé  no  debe  quedar  burlada. 

Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa  cuando  alguna  de  las  ventas 
no  haya  sido  inscrita. 

Consecuencia  es  esto  del  principio  espuesto  al  manifestar  los  mo- 
tivos de  las  bases  de  la  ley.  Cuando  se  trata  de  los  derechos  de  un 
tercero  solo  se  entenderá  trasmitido  el  dominio  desde  la  inscripción, 
no  desde  la  posesión,  y  menos  desde  el  convenio.  Admitido  el  prin- 
cipio, no  pueden  negarse  sus  corolarios  rigorosos.  Asi  lo  establece 
también  el  proyecto  de  Código  civil,  ordenando  que  cuando  el  pro- 
pietario enajene  unos  mismos  bienes  inmuebles  á  varias  personas 
por  actos  distintos,  pertenece  la  propiedad  al  adquirente  que  haya 
inscrito  antes  su  titulo; 

Por  causa  de  lesión  enorme  y  enormísima. 

El  Fuero  Juzgo  dijo  sucinta  j  genéricamente  que  ninguno  podia 
deshacer  la  validez  de  la  venta,  fundándose  en  haber  vendido  la  co- 
sa ea  meaos  de  su  valor.  El  Fuero  Real  y  las  Partidas,  no  aceptando 
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el  darocho  ¥ÍB¡godo,  al  qte  siguieroa  tot  fneroe  nmnuMpileft,  s«$Ci« 
luyeron  áesU  reglab  ronaiia,  segaB  la  cual  procedía  la  reseisioa, 
siempre  que  la  lesíM  esoaáíeEa  de  ia  ontad  del  justo  pieeio.  No  su- 
cedió lo  mismo  ea  Aragón»  en  donde  rige  la  veglade  qm  tentoes 
el  ?Mor  de  la  ^cose  en  cuaolo  se  ¡pnede  vender.  LeseédigoeModernos 
establecen  dootrinas  diferenles^  yá  fieapecto  á  rechasaré  admitir  ia 
rescifiien  por  este  cansa,  ya  neerea  de  si  deberá  ttnitane  al  ceinpn^ 
dor  <i  ^  Yendnder,  é  eei;-eslenaívn  éainbes,  ya  respecto  i  in  canti- 
dad que  debe  servir  de  tipo  fmm  graátar  la  lesión,  ya  raspeólo  i  á 
es  ó  no  renunciable  este  derecho,  ya  á  sí  ha  de  comprender  los 
bienes  inmuebles  ó  circunscribirse  solamente  á  los  muebles,  ya,  por 
tiltimo,  respecto  al  tiempo  en  que  puede  ejercitarse  el  derecho  de 
pedirla.  En  ^aSa  está  iniciada  estacnestion  en  sentido  denegar 
que  Us  enajenaciones  seají  rosdadiblespor  lesión.  El  Código  de  Go^ 
mercio  establece  que  las  ventas  meveanlíles  no  de  resotndaa  per  le« 
sien  enome  ó  «Mirmí$ima^  y  que  selo  tenga  lugat  la  repetición  áe 
danos  y  perjniii^  conira  el  cenlf  atante  que  proceda  con  dolo  en  el 
contrato  ó  en  su  cumplimiento.  Es  verdad  q«e  enlas  cesas  nMeUest 
y  con  especialidad  en  las  que  sra  eb^to  de  oontrnAacian  mercantil, 
bay  motivos  especiales  que  asi  l#  aconsejan;  pero  los  principios  ca- 
pitales en  que  se  funda  la  aboUeion  del  antiguo  deincho,  son  aplica- 
bles  igualmente  á  la  propiedad  inmueble*  Por  esto  sin  dnda,  en  el 
proyecto  del  Código  civil  se  establece  como  regla  general,  si  bien 
después  se  hacen  determinadas  escepciones,  que  ninguna  obligación 
ó  convenio  se  rescinda  por  lesión,  aunque  sea  enormísima.  Ni  se 
coateiOaron  los  autores  del  proyecto  con  dejar  de  hacer  mención  de 
ella,  k)  que  por  sí  solo  bastaría  para  que  no  pudiera  solicitarse  ni 
acordarse:  fueron  mas  adelante;  oonsignaeon  su  opnnonde  nn  nodo 
que  no  se  pudiera  atribuir  su  sitencio  á  qne  no  la  hubieran  tenido 
en  cuenta:  desecharon  la  rescisión  por  lesión  en  el  precio»  dejando 
escrita  de  un  modo  solemne  la  reprobación  que  les  merecia.  Lc^  qne 
buscan  el  equilibrio  entre  el  valor  de  la  cosa  y  el  precio  que  per 
ella  se  dá  hasta  el  punto  de  permitir  la  rescirion  á  título  de  lesiones, 
deben  considerar  que  es  inadmisible  en  las  subasti»  públicas,  á  pe- 
sar de  las  grandes  diferencias  que  hay  i  veces  entre  la  tasación  de 
las  (incas  y  el  precio  en  que  se  rematan,  y  que  no  debe  considerarse 
ni  inmoral  ni  falto  de  consentimiente  eü  el  contrato  otorgado  priva- 
damente entre  particuinres,  cuando  en  iguales  condiciones  no  lo  es 
entre  un  particular  y  el  Estado,  ó  si  se  verifica  con  intervencionde 


Digitized  by 


Google 


MOTIVOS  MU.  WOTlCtO  VE  LIT  «ffOTIGAmU.  137 

las  «Btorí(Me8  judMaliB.  Mm  h  Gonisioit,  Knrtliniose  ¿  lo  que  á 
hi  toy  corresponde^  no  ha  procedido  4  la  reforna  del  derecho  ci- 
vü  emtsie  poiHo»  srio  sohxeB  ooaiito  se  refere  i  un  tercer  poseedor 
que  tai  Tez  hi^  pagad)»  el  precio  irefdader^ds  lacosa. 

Por  efecto  dfi  la  restitución  ia  integranu 

Íjitet$k&áMinwtegrm%ü&ae^^  i  les  inca- 

pacitados 7  á  alganas  persona»  jorídioas  i  quienes  la  ley  ha  creida 
qae  debiadispeasar-efle  beaoftda^  no  eslá  aisKtidaan  todo  el  terri- 
loría  español.  La  kgislaoion  aoagoMsa  la  recbasa  por  complelo,  y 
los  ledaotores  del  ftof%títo  delCMiga  etrU»  m  bien  no  creyeron  qne 
debían  estender  á  toda  la  monarquía  la  ley  aragonesa  aboliendo  la 
restitución,  la  limitaron  mucho,  no  concediéndola  mas  que  á  los 
melares  é  incapacitados»  y  nanoacontra  el  poseedor  estrano  al  con- 
trate hecho  en  nombre  de  ellos,  si  baj»  la  sairagaaidia  de  la  ley 
bahía  adqairido  tta>deredia  mri.  M  benafido  deia  resíUucim,  di- 
cea  ios  redactoüs  del  proyecto,  wlammttetéenelmgar  camtra  el  ter- 
eem  qm  contraté  em  el  Mor  ó  mrodor^  y-  no  contra  loi  uUeriore$ 
odqukenieBf  ánoser  eotítra  el  qite  hlMe^e  aifniride  de  mala  fé; 
y  como  ti  eetalinitactoa  no ks  salisfiMÍiva  bastante,  añadieron  qae 
ao  goiarian  los  mesares  del.  beneficio  da  la  reiütacíoQ  respecto  á 
los  daios  que  se  ke  haUecaB  bocho  en  ta»  capiMriaoioneB  matrimo- 
niales ceiebradaí  con  bs  sotomridadfli  de  derecho,  ai  en  los  coave- 
níoB  m  aetie  detiatar  ó  catador  sobre  los  cuales  hri>iera  recaidela 
aprobación  juiUcial.  La  Gominon  cree  qite  el  beneficio  de  la  resti- 
tución se  coa?ierte  frecoentemente  coaAra  bs  penoaaa  4  cuyo  favor 
se  ba  introducido,  haciendo  mas  triste  su  condición,  porque  amino- 
ra s«  crédito,  porque  dejando  en  incierto  derechos  legítimos,  re- 
trae de  contsalar  cmi  elbs.á  amches  que  sin  el  privilegio  no  deja- 
rías de  hacerlo,  y  porque  losmismos  favoieeidos  ó  qae  creen  serlo 
se  vea  obligados  en  su  oonaecneaeia  4  pasar  por  b»  exigencias  de 
osurerea^  que  compensan  el riesgoique  se espauen  con  lo  escesi- 
vo  de  la  ganancia  áqaa  aspiran.  Hoy  es  miaveidad  reconocida  qne 
las  menores  y  los  que  á  ellas  en  el  derecho  se  equiparan,  estáa 
abraaadoa  con  el  peso  da  las  beneficies  que  4  manos  llenas  bu 
querido  dispensarles  las  leysIadoces.Uéveae  enhorabuena  la  pro* 
tecoiaa  basta  el  punía  adonde^  pueda  llegarse  sin  perjudicarles;  pe* 
ro  qae  eata  protección  tenga  por  objeto  impedir  la  superveniencia 
del  mal;  qae  por  medme  eficaces  en  este  sentido  se  multipliquen  los 
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beneficios;  pero  ^ue  no  se  basque  en  acciones  rescisoriasv  remedios 
por  SQ  índole  eelraordinariod,  la  anulación  del  crédito  de  los  prote- 
gidos, ni  se  dé  lugar  á  los  efectos  lamentables  que  son  siempre  su 
resultado;  en  una  palabra»  que  la  ley  isea  mas  previsora,  siguiendo 
el  adagio  jurídico  según  el  cual,  mas  vale  precaver  oportunamente 
el  mal,  que  tratar  de  atajar  sus  consecuencias.  Por  estas  conside- 
raciones la  ComisioB,  drcunscrihiéndose  á  ios  límites  indispensa- 
bles del  proyecto,  y  fiel  á  su  pensamiento,  n|ega  el  beneficio  de  la 
restitución  para  despojar  de  la  propiedad  ó  de  cualquiera  otro  dere- 
cho en  la  cosa  al  tercer  poseedor  que  la  ba  adquirido  con  buena 
fé,  si  ha  sido  ajeno  al  contrato  en  que  se  ha  causado  el  perjuicio. 

Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude  de  los  acreedores. 

Las  leyes  mismas  que  han  establecido  la  revocación  de  las  ena- 
jenaciones hechas  en  fraude  de  los  acreedores ,  se  han  mostrado 
muy  cuidadosas  de  restringir  los  efectos  de  semqante  derogación 
de  los  principios  que  protegen  el  derecho  de  contratadon.  Lioútan- 
do  la  acción  de  los  acreedores  di  corto  espacio  de  un  año ,  estable- 
ciéndola para  el  caso  en  que  las  enajenaciones  provengan  de  títulos 
meramente  gratuitos,  y  solameiíte  de  los  onerosos  cuando  el  adqui- 
rente  es  partícipe  <lel  engaSo^  exigiendo,  no  solo  que  haya  habido 
intención  de  defraudar ,  sino  que  la  intención  haya  producido  su 
eíecU>,  no  admitiendo  otra  presunción  de  derecho  para  juzgar  de  la 
intención  que  la  de  haber  sido  el  deudor  condenado  á  satisfacer 
deudas  ó  á  hacer  en^^ga  de  sus  bienes  á  los  acreedores ,  dan^á  en- 
tender muy  claramente  la  timidez  y  desconfianza  con  que  procedía 
el  legislador  en  esta  delicada  materia.  En  el  proyecto  de  Código  ci- 
vil no  podian  menos  de  tomarse  en  cuenta  los  inconvenientes  de^ 
derecho  antiguo  respecto  á  la  inseguridad  en  que  estaban  los  terce- 
ros poseedores  de  buena  fé,  y  del  peligro  que  corrían  de  verse  des- 
pojados de  lo  que  legítimamente  hubieran  adquirido.  Así,  al  tratar 
de  la  rescisión  de  las  obligaciones  á  instancia  de  los  acreedores,  se 
fijaron  algunas  reglas  respecto  i  las  cosas  inmuebles,  que  han  sido 
sttstancialmente  adoptadas  {K>r  la  Comisión.  Según  estas  r^bs ,  las 
enajenaciones  de  bienes  inmuebles  á  título  oneroso  pueden  ser  res- 
cindidas siempre  que  la  demanda  de  rescisión  se  baya  anotado  en  el 
registro  público  antes  de  haberse  inscrito  el  contrato  de  enajena^ 
cion ;  también  se  rescinden ,  aunque  no  hayan  sido  inscritas  antes 
de  Ja  demanda  en  el  registro ,  si  el  adquirente  obró  dolosamente. 
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salvo  en  este  caso  el  derecho  x]ue  un  tercero  haya  adquirido  entre 
tanto  con  huena  fé;  y  por  último  las  enajenaciones  á  título  gratuito 
hechas  por  el  deudor  en  estado  de  insolvencia,  son  rescindidas  como 
fraudulentas  á  instancia  de  losaoreederes.  La  Comisión  ha  seguido 
este,  ejemplo  en  la  parte  que  cabía  en  el  proyecto,  proponiendo  que 
la  acción  rescisoria  por  enajenación  en  fraude  de  acreedores  no  se 
dé  en  perjuicio  de  tercero  que  tenga  inscrito  el  título  de  su  dere- 
cho ,  á  menos  que  la  segunda  enajenación  sea  á  título  gratuito ,  6 
que  el  tercero  haya  sido  participante  en  el  fraude.  Ha  ido  mas  ade- 
lante aun,  proponiendo  que  en  estos  casos  el  ano  establecido  por  la 
ley  se  cuente  desde  el  día  de  la  enajenación  fraudulenta,  corrigien- 
do en  esto  las.  Leyes  de  Partida  que  lo  contaban  solo  desde  el  día  en 
que  los  acreedores  sabían  la  enajenación.  La  publicidad  del  registro 
en  el  que  debe  constar  la  enajenación  hecha  en  fraude  de  los  acree- 
dores, el  concederse  la  reducción  del  término  solamente  al  que  tie- 
ne inscrito  su  derecho,  y  la  odiosidad  de  estos  remedios  rescisorios, 
motivo  por  el  que  han  sido  siempre  de  interpretación  estrecha,  es- 
plícan  la  conducta  de  la  Comisión. 

Para  la  claridad  de  la  ley  es  menester  fijar  con  precisión  qué  es 
lo  que  debe  entenderse  por  enajenación  á  título  gratuito,  hacer 
aplicaciones  prácticas  de  la  definición,  y  declarar  también  quiénes 
deben  ser  considerados  como  participantes  del  fraude. 

La  Comisión  lo  ha  hecho  en  los  términos  que  ha  considerado  mas 
convenientes ,  y  cree  que  su  simple  lectura  bastará  para  que  todos 
conozcan  los  motivos  en  que  se  fundan  las  disposiciones  adoptadas: 
mas  que  establecer  derecho  nuevo,  puede  decirse  que  en  esta  parte 
del  proyecto  se  limita  á  formular  lo  que  ó  antes  estaba  escrito  en  la 
ley  sin  concretarlo  al  caso  actual,  ó  lo  que  viene  recibido  como  doc- 
trina, é  interpretado  prácticamente  por  la  jurisprudencia  de  los  tri- 
bunales. Sin  dar  grandes  dimensiones  á  esta  esposicion  de  motivos, 
no  puede  descenderse  á  otros  pormenores. 

ANOTACiONES  PREVENTIVAS. 

Ta  deja  la  Comisión  espuestos  los  motivos  que  la  han  obligado  á 
sustituir  esta  denominación  á  la  antigua  de  hipotecas  judiciales ,  y 
esplicados  los  principios  que  respecto  á  ella  prevalecen  en  el  pro- 
yecto. Ahora  le  toca  descender  á  algunas  disposiciones  particulares. 

Por  lo  mismo  que  la  hipoteca  judicial  no  emana  de  la  voluntad 
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4el  dueño  de  la  cMft  hipotecada,  debe  restHñgírse  la  facultad  de  los 
particulares  para  pedirla  y  la  del  juez  para  decretarla.  Soto  puede 
justificarse  la  coartadou  d¿t  derecho  de  propiedad  cuando  tenga  por 
objeto  la  protección  de  otros  derechos  no  menos  atendibles,  ó  la  ne- 
cesidad de  adoptar  precauciones  ({ue  impidan  al  deudor  ó  litigante 
hacer  imposible  en  su  dia  él  ettmplfmietito  de  una  sentencia  ejecu  - 
toria,  ó  constituirse  en  él  caso  de  no  tener  bienes  con  que  responder 
i  las  reclamaciones  justas  que  contra  él  se  dirijan. 

Esto  lo  ha  procurado  hacer  la  Comisión,  señalando  esplícitamen- 
le  los  casos  en  que  podrá  tener  htgar  la  anotación  preyeativa. 

Pero  además  de  les  anotaciones  pretentivas  que  exige  el  curso 
de  1m  procedimientos^  Jttdiciales,  se  necesitan  otras  que  tiendan  á 
asegurar  ciertos  derechos  reales  ya  existentes,  pero  que  no  se  hallan 
en  el  caso  de  ser  insc^toNi,  bien  porque  no  son  aun  definitivos,  ó 
bien  porque  su  verdadera  importancia  no  está  aun  determinada. 

¿te  es  el  fnndaihenvo  de  las  anotaciones  preventivas  á  favor  de 
los  legatarios  y  dé  kisi  acreedores  tefáccionarios. 

Respecto  d  legatario.  Des4e  luego  puede  comprenderse  que  la 
facultad  de  pedir  la  anotación  preventiva  solo  se  debe  dar  al  lega- 
tario que  no  tiene  el  derecho  de  provocar  el  juicio  de  testamentaría. 
El  legatario  de  parte  alícuota ,  mas  que  le^tario ,  puede  conside- 
rarse como  heredero;  sfu  condición  es  parecida  en  muchas  cosas  á  la 
de  este ,  y  con  el  derecho  que  tiene  de  salvar  sus  legítimos  intere- 
ses, impetrando  la  intervención  dé  la  autoridad  judicial,  está  sufi- 
cientemente garantido. 

La  protección  de  la  ley  de  hipotecas  solo  pues  debe  yttár  en  au- 
xilio del  que  carezca  de  aquel  derecho.  Cuando  la  cosa  legada  es 
determinada  é  inmueble  con  arreglo  á  los  principios  del  deredio,  la 
propiedad  pasa  al  legatario  desde  el  momento  en  que  espira  el  tes- 
tador; el  heredero  es  el  que  tiene  que  entregarla,  pero  sin  que  por 
esto  pueda  decirse  que  ni  un  solo  momento  ha  estado  la  cosa  en  su 
dominio.  Esto  supuesto,  mientras  llega  el  caso  de  que  la  tradición 
se  verifique,  justo  es  por  lo  menos  que  tenga  der^o  el  dueño  á 
impedir  que  la  cosa  se  enajene  á  un  tercero,  que  por  tener  inscrito 
un  derecho  y  ser  adquirente  de  buena  (6,  pueda  después  defenderse 
con  éxito  de  ia  reivin(fioadott.  Lo  que  ae  dice  del  l^ta^  de  Me- 
nos inmuebles  es  aplicable  por  identidad  de  raaon  al  legatario  de 
créditos  ó  pensiones  consignados  sobre  bicmes  ntfces  también ,  pOf- 
que  timie  sobre  ettos  un  verdadero  derecho  real. 
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No  es  esta  regla  aplicable  e^i^tamenie  al  legatario  de  géoero^ 
aunque  lo  sea  sa  espirito.  £1  legatario  de  géaero  no  tiene  una  ae-^ 
cion  real  en  virtud  de  la  cual  pueda  reivindicar  una  cosa  determi* 
nada  de  la  herencia ;  tiene  solo  una  acción  personal  por  la  cual 
puede  obfigar  al  heredero  á  que  cumpla  con  la  voluntad  del  tes* 
tador;  pero  si  bien  esto  es  cierto,  también  k)  es  que  nuestro 
derecho,  adoptando  la  innovación  introducida  por  el  Empera*- 
dor  Justiniano,  ha  constituido  como  garaatfai  de  la  obligadoi 
personal  del  heredero ,  una  hipoteca  tácita  en  todos  los  bienes  he* 
reditarioa.  Justo  es  pues ,  que  con  una  anotación  preventiva  pon<- 
*gaá  salvo  «o  derecho  el  legatario,  ya  lo  sea  de  bienes  muebles  de- 
terminado^ de  género  6  de  cantidad,  ya  de  bienes  inmuebles,  de  lai^ 
dilapidaciones  ó  Craudes  de  un  heredero  poco  respetuoso  á  la  memo- 
ria de  su  favorecedor.  Mas  esto  debe-entenderse  sin  perjuicio  del 
que  tenga  un  derecho  preferente  sobre  cosa  determinada :  por  esto 
ha  añadido  la  Comisión  que  el  legatario  de  género  ó  cantidad  no 
pueda  exigir  anotación  sobre  bienes  inmueUes  legados  especial* 
mente  á  otro»  lo  que  equivaldría  á  anular  la  trasmisión  en  estos  del 
dominio  que  la  ley  establece  á  su  favor,  y  que  después  de  obtenida 
la  anotación  tampoco  tenga  derecho  á  impedir  que  otro  legatario 
obtenga  igual  beneficio  dentro  del  plazo  concedido  á  todos.  Tiene 
aquí  aplicación  lo  que  respecto  á  la  concurrencia  de  las  anotaciones 
preventivaa,  llamadas  h¿ta  ahora  hipotecas  judiciales,  queda  es* 
puesto  anteriormente. 

Este  deiecho  no  debe  ser  ilimitado;  s<rfo  debe  durar  el  tiempo 
que  los.  legatarios  no  tengan  espedita  la  facultad  de  reclamar  con 
éxito  la  cosa  l#^tda.  Las  leyes  por  justas  causas  establecen  que 
mientras  dure  el  tiempo  otorgado  para  la  formación  del  inventario» 
no  puedan  ser  los  herederos  inquietados  por  los  legatarios.  Prote- 
ger á  estos,  principalmente  mientras  por  otros  medios  mas  eficaces 
y  directos  no  puedan  obtener  las  mandas,  es  lo  que  hace  el  proyec* 
to.  Pero  el  término  para  formar  el  inventario  no  es  siempre  el  mis* 
mo,  ni  con  arreglo  á  la  legislación  actual,  ni  según  el  proyecto  del 
Código  civil:  según  la  legislación  actual,  porque  ordena  que  para 
acogerse  ¿  su  beneficio  ha  de  comenzar  dentro  de  los  treinta  dias 
contados  desde  que  los  herederos  sepan  que  lo  son,  y  concluirse 
dentro  de  tres  meses  estando  en  el  mismo  pueblo  todos  los  bienes 
hereditarios,  y  dentro  de  un  año  si  est&n  en  pueblos  diferentes:  se- 
gún el  nuevo  pcojfecto,  poique  después  de  establecer  que  el  inven- 
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tarío  se  priocipie  á  mas  tardar  dentro  de  treinta  días  desde  que  es* 
piró  ei  término  señalado  para  que  asistan  á  su  formación  )os  acree- 
dores Y  legatarios,  ordena  qne  se  concluya  dentro  de  otros  se- 
senta. 

Por  esto  la  Comisión  creyó  preferible  establecer  un  término  ge- 
neral para  el  solo  efecto  de  poder  pedir  la  anotación  preventiva  so- 
bre cualesquiera  bienes  hereditarios,  dejando  después  libre  la  fa- 
cultad de  reclamarla  en  todo  tiempo  sobre  los  bienes  que  subsistan, 
pero  sin  que  la  anotación  surta  efecto  contra  el  que  antes  haya  ins- 
crito su  derecho  sobre  los  mismos  bienes.  De  este  modo,  los  que 
adquieren  bienes  inmuebles  ú  otros  derechos  reales  sobre  la  pro- 
pinad raiz  hereditaria  en  los  ciento  ochenta  dias  espresados,  saben 
el  peligro  á  que  se  esponen.  Si  una  anotación  preventiva  les  daña, 
impútenselo  á  sí  mismos,  porque  no  debian  ignorar  que  durante  el 
término  que  queda  señalado,  están  sujetos  á  responder  á  los  legata- 
rios en  lo  que  alcanzaren  los  bienes  inmuebles  que  pertenecían  á  la 
herencia.  Así  se  evitan  fraudes  por  parte  de  los  herederos,  y  se  les 
dá  un  estímulo  para  que  cumplan  cuanto  antes  la  voluntad  del  tes- 
tador, al  mismo  tiempo  que  se  consulta  al  interés  de  los  legatarios 
y  al  legítimo  de  los  que  después  de  espirar  el  plazo  hayan  adquiri- 
do derechos  reales.  Mas  estas  anotaciones  preventivas  no  tienen 
fuerza  indefinidamente;  el  trascurso  de  un  ano  basta  para  quitársela, 
á  no  ser  que  ni  aun  entonces  seaexigible  el  legado,  en  cuyo  caso  la 
anotación  subsistirá  en  todo  su  vigor  hasta  dos  meses  después  del 
día  en  que  pueda  exigirse.  Fúndase  esto  en  que  el  que  tiene  medios 
eficaces  para  conseguir  el  legado,  y  deja  de  hacerlo,  no  merece  la 
protección  que  se  dispensa  al  que  de  otro  modo  no  puede  mantener 
incólume  su  derecho. 

Mas  la  ley  no  seria  justa  si  al  mismo  tiempo  que  consalta  los  de* 
rechos  de  los  legatarios,  no  lo  hiciera  también  con  los  del  heredero. 
Puede  este  apresurarse  á  cumplir  la  voluntad  del  finado;  pueile  sa- 
tisfacer también  á  los  legatarios  de  un  modo  que  sea  útil  para  todos: 
impedir  que  en  estos  casos  el  heredero  inscriba  las  fiocas  á  su  favor 
antes  del  término  de  los  ciento  ochenta  dias,  equivaldría  á  privarle» 
aunque  temporalmente,  del  derecho  de  propiedad,  ó  á  considerarlo 
obligado  con  una  hipoteca  que  ya  no  tiene  objeto.  Por  esto  el  pro- 
yecto ordena  que  puede  hacer  á  su  favor  la  inscripción  de  los  bienes 
hereditarios  en  el  plazo  referido^  con  tal  ((ue  todos  los  legatarios 
renuncien  previamente  y  en  escritura  públic(\  4  su  derecho  de  ano- 
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tadon ,  ó  qae  én  defecto  de  esta  renoncia  se  notifique  solemne- 
mente á  los  legatarios  con  treinta  días  de  anticipación  la  solicitad 
del  heredero,  para  qae  darante  este  término  puedan  usar  del  dere- 
cho de  anotación. 

Regpecto  al  refaccionario.  Si  digno  es  de  ser  considerado  como 
hipotecario  el  crédito  del  que  dá  su  dinero  para  la  construcción  ó  re- 
paración de  un  edificio,  despaes  de  invertirse  en  la  obra  toda  la  can- 
tidad convenida,  aun  en  el  caso  de  qne  espresamente  no  se  haya 
pactado  la  hipoteea,  digno  es  tamhien  de  ser  considerado  como  hi* 
potecarío  por  las  cantidades  qae  parcialmente  vaya  anticipando 
mientras  dure  la  edificación,  concediéndole  al  efecto  el  derecho  de 
exigir  una  anotación  preventiva  sobre  la  finca  refaccionada  por  las 
cantidades  que  hubiere  anticipado. 

Mas  respecto  á  esta  hipoteca,  tan  privilegiada  en  nuestro  derecho 
actual,  ha  tenido  la  Comisión  qae  entrar  en  algunas  consideraciones. 
Jasto  es  qne  los  acreedores  reaccionarios  tengan  una  hipoteca  so- 
bre la  finca  qne  tal  vez  deba  solo  su  existencia  y  casi  siempre  su  ma- 
yor valor  á  las  constracciones  hechas  con  el  dinero  tomado  á  presta* 
mopara  su  reparación;  pero  no  es  tan  justificable  el  privilegio  que 
les  dá  la  ley  de  ser  antepuestos  á  todos  ios  demás  acreedores  hipo- 
tecarios mas  antigaos,  esceptuando  el  fisco  y  la  mujer,  por  lo  que  á 
la  dote  se  refiere,  los  cuales  gozando  de  igual  privilegio  guardan  en- 
tré sí  el  orden  de  antígQedad.  Proviene  de  aquí  que  cuando  concur- 
ren varios  acreedores  refaccionarios,  sean  satisfechos  por  orden  in- 
verso comenzando  por  los  más  modernos,  preferencia  que  se  funda 
en  el  beneficio  qae  á  todos  produce  la  conservación  de  la  cosa  que 
se  supone  debida  al  último  acr^or.  No  es  tan  aceptable  esta  regla 
cómo  aparece  á  primera  vista.  Su  resultado  puede  ser  que  los  acree- 
dores hipotecarios  anteriores  pierdan  por  completo  su  derecho  por 
reparaciones  que  tal  vez  no  sean  necesarias  ni  útiles,  sino  hechas 
indiscretamente,  quizá  por  capricho  y  sin  la  intervención  de  los  que 
se  ven  privados  de  sn  derecho  por  una  preferencia  fundada  en  la 
presunción  de  que  les  es  provechoso  lo  que  en  realidad  les  trae 
perjuicios  irreparables.  Justó  indudablemente  es  que  su  hipoteca 
sea  preferida  á  cualquiera  otra  mas  antigua,  por  el  mayor  valor  que 
la  finca  reciba  en  virtud  de  las  nuevas  construcciones,  pero  quedan- 
do sabsistente  el  derecho  de  los  acreedores  anteriores  por  un  valor 
igual  al  que  realmente  tenia  al  emprenderse  la  reparación.  En  esto 
se  fonda  la  Comisión  p«a  proponer  que  el  acreedor  refaccionario 
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sea  considerado  como  hipotecario  legal  respeelo  á  k>  que  eseedatl 
valor  de  la  fiaea  al  de  las  obligaciones  anteriores  reales  qne  están 
inscritas,  y  en  todo  ostso  respecto  á  la  difeieneia  entre  el  precio  da- 
do á  la  misma  finca  antes  de  las  obras  y  el  que  alcance  oa  su  eio|e- 
nacion  judicial.  Has  para  esto  es  neoesario»  é  km  q«e  los  aoiMio- 
res  hipotecarios  anteriores  convengan  ««áiiHiemonte  y  de  «n  inadb 
solemne,  tanteen  lo  tocante  al  valor  de  la  finca  antes  de  empezar 
las  obras,  como  sobre  el  objeto  y  necesidad  ó  tttUidadde  hi  refac- 
don,  ó  que  el  juez,  con  citaeioa  de  eUos,  haga  enstar  su  valar. 
De  este  modo  se  dá  girantia  bastante  i  loa  aoreedaits  antigioa  y  i 
los  refaccionarios. 

TÍTULOS  QUE  PUED£N  ANOTARSE  PREVENTIVAMENTE. 

El  registro  debe  contener  las  obUgacienes  que  prodnaean  dere- 
chos reales  cuyos  títulos  tengan  valor  jurídico,  no  aquellos  i  que 
las  leyes  niegan  fuerza  coactiva.  Guando  se  presenta  á  la  inscrv- 
cion  un  título  de  esta  clase,  no  debe  el  Decistrador  anotarlo  previ»- 
tivamente.  Pero  como  la  falta  de  que  el  título  adolezca,  paede  ser 
subsanable  ó  insubsanable,  deben  ser  diversas  las  resoluciones  qne 
en  uno  ü  otro  caso  se  adopten  en  el  proyecto. 

Si  conceptúa  el  registrador  como  insubsanable  la  falla,  seria 
injusto,  en  el  supuesto  de  ser  equivocada  sn  apreciación,  qoe  se  si- 
guiera de  ello  perjuicio  al  que  fué  oportunanei^  k  inscribir  un  ti- 
tulo válido:  lo  seria  también  <pie  el  errado  concepto  del  regislmd^r 
se  convirtiera  en  daño  de  un  adquirente  é  de  un  acreedor  hipoteca- 
rio, que  ignorando  la  cuestión  pendiente  y  observando  que  en  el  r»* 
gistro  no  habia  ninguna  inscripción  ni  anotación ,  adquiriera  un  de- 
recho real  sobre  la  finca.  Paia  obviar  estas  dificultades  propone  la 
Comisión  que  en  tales  casos  se  ponga  una  nota  marginal  al  asiento 
de  la  presentación,  en  que  concisamente  se  espíese  ú  motivo  de 
haberse  negado  la  inscripción  é  la  anotación..  £sta  nota  marginal» 
que  será  una  saludable  advertencia  k  cuantos  vean  el  asiento^  y 
que  bastará  paraqMe  conozcan  los  pi^igros  á  que  puede  Uevark» 
cualquier  contrato  que  pienaea  ceiobrai,  solo  surtirá  efecto  per  el 
espacio  de  treinta  días,  durante  cuyo  término  el  quejoso  de  la  cali- 
ficación hecha  por  el  registrador  podrá  acudir  á  los  tribunales  pi- 
diendo la  declaración  de  validez,  y  solicitando  al  propio  tiempoque 
se  tome  anotación  preventiva  de  la  demanda,  retrotra^^éMt  el 
efecto  de  esta  ^  la  fecha  del  asiento  de^fresantadoiu 
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Mas  cuando  los  títulos  que  se  llevan  á  la  inscripción  solo  tienen 
defectos  subsanables,  entonces,  al  paso  que  una  anotación  preven- 
tiva pondrá  á  todos  al  corriente  del  verdadero  estado  de  la  finca,  el 
que  presente  el  titulo  defectuoso  encontrará  la  garantía  de  su  dere- 
cho en  el  documento  que  podrá  exigir  al  registrador  para  hacer 
constar  en  todo  tiempo  si  habia  ó  no  pendientes  de  inscripción  otros 
títulos  relativos  al  mismo  inmueble,  y  cuáles  eran  estos  al  tiempo 
de  hacer  la  anotación.  Esta  anotación  solo  tiene  carácter  interino: 
á  los  interesados  les  corresponde  subsanar  el  defecto  y  poner  su 
derecho  á  cubierto  de  toda  objeción  justa;  al  efecto  se  les  señala  el 
término  de  sesenta  dias,  que  podrá,  cuando  concurran  ciertas  cau- 
sas, prorogarse  hasta  ciento  sesenta  por  la  autoridad  judicial.  El 
que  se  descuida  ó  despreciad  precepto  legal,  queda  castigado  con 
la  caducidad  de  la  anotación. 

EFECTO  DE  LAS  ANOTACIONES  PREVENTIVAS. 

•  Espuestos  quedan  ya  los  efectos  de  las  anotaciones  preventivas, 
cuando  siendo  el  resultado  de  una  providencia  judicial,  tengan  el 
carácter  de  transitorias  para  asegurar  las  consecuencias  de  un  jui- 
cio. Fuera  de  estos  casos,  las  anotaciones  preventivas  son  precur- 
soras de  la  inscripción  y  hacen  que  esta  surta  su  efecto  desde  la  fe- 
cha de  la  anotación.  La  razón  de  la  diferencia  salta  á  la  vista;  en 
los  casos  en  que  solo  se  trata  de  asegurar  para  su  dia  el  cumpli- 
miento de  la  cosa  juzgada,  no  puede  decirse  con  justicia,  que  por 
la  providencia  judicial,  que  solo  tiene  un  carácter  de  preventiva, 
se  cambia  la  índole  de  la  obligación,  ni  que  de  simple  se  convierta 
en  hipotecaria,  ni  que  hace  peor  la  condición  de  los  acreedores  que 
están  en  idéntica  circunstancia,  ni  que  destruye  el  orden  de  prela- 
cion  de  los  créditos  hipotecarios  que  se  halla  establecida  por  las  le- 
yes; pero  las  demás  anotaciones  preventivas  son  un  verdadero  dere- 
cho hipotecario  constituido  en  virtud  de  la  ley  y  ejercitado  por  el 
acreedor,  si  bien  por  las  dudas  á  que  dan  lugar  los  títulos  presen- 
tados ó  por  circunstancias  transitorias  no  han  llegado  aun  á  la  ins- 
cripción. 

DE  LA  ESTINGION  DE  LAS  INSCRIPCIONES  Y  ANOTACIONES   PREVENTIVAS. 

Las  disposiciones  adoptadas  respecto  á  la  eslincion  de  inscrip- 
ciones y  anotaciones  preventivas  no  presentan  tanta  dificultad  como 
las  que  se  comprenden  en  otros  títulos  del  proyecto,  porque  no  in« 
TOMO  xvu.  19 
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troducea  cambios  taa  profundos  en  nuestro  derecho  civil.  Su  sim- 
ple lectura  basta  para  que  se  conozcan  las  razones  que  ha  tenido  la 
Comisión  para  formularlas,  tanto  en  lo  que  toca  á  la  cancelación  to- 
tal como  á  la  parcial.  El  principio  dominante  en  toda  esta  materia 
es  que  las  inscripciones  no  se  estinguen  en  cuanto  á  tareero,  sino 
por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción  de  trasferencia  del  dominio 
ó  derecho  real  inscrito;  que  las  anotaciones  preventivas,  no  solo  se 
cancelan  por  la  estincion  del  derecho  anotado,  sino  también  cuando 
se  conviene  en  escritura  ó  se  dispone  por  providencia  judicial  con- 
vertirlas en  inscripciones  definitivas,  y  por  último,  que  la  cancela- 
ción de  las  inscripciones  ó  anotaciones  preventivas  no  estingue  por 
su  propia  virtud,  en  cuanto  á  las  partes,  los  derechos  inscritos  á 
que  afectan,  surtiendo  todos  sus  efectos  en  cuanto  á  terceros  que 
después  hayan  adquirido  ó  inscrito  algún  derecho.  Estas  reghis  so* 
lo  son  una  consecuencia  de  los  principios  adoptados  por  la  Comi- 
sión, y  que  dominan  en  todo  el  proyecto.  Las  medidas  que  se  es- 
tablecen para  evitar  fraude^  las  causas  de  nulidad  ó  de  anulación 
de  las  cancelaciones,  y  las  atribuciones  de  los  registradores  para 
calificar  la  legalidad  de  las  formas  esternas,  la  capacidad  de  los 
otorgantes  y  la  competencia  de  los  jueces  para  ordenar  que  se  can- 
cele la  inscripción  ó  anotación  en  virtud  de  despacho  firmado  por 
otro  juez,  las  autoridades  judiciales  á  que  corresponde  el  conod- 
niiento  de  las  diferentes  materias  en  este  título  comprendidas,  cuan- 
do es  necesaria  su  intervención,  y  las  formas  de  proceder  en  las 
diferencias  que  se  susciten,  son  puntos  de  que  la  Comisión  no  podia 
desentenderse  y  en  que  ha  procurado  conciliar  la  sencillez  con  la 
claridad,  huyendo  del  escollo,  no  siempre  evitable  con  facilidad,  de 
que  el  proyecto  incurra  en  el  vicio  de  casuístico. 

Pero  la  estincion  de  algunas  anotaciones  exige  que  consagre  la 
Comisión  algunas  líneas  para  esplicar  su  pensamiento.  Esto  sucede 
en  las  que  se  refieren  á  los  legatarios  y  á  los  refaccionarios. 

Respecto  á  los  legatarios.  Ta  queda  antes  dicho  que  la  anota- 
ción preventiva  para  garantir  el  legado  que  no  es  de  especie,  ca- 
duca al  ano  de  su  fecha,  y  que  .si  al  vencimiento  no  es  aun  exigi- 
ble  el  legado,  se  considera  subsistente  la  anotación  hasta  dos  mese» 
después  del  dia  en  que  debe  exigirse.  Pero  como  sucede  á  yeoes 
que  antes  de  estinguirse  la  anotación  se  haga  ineficaz,  porque  apa- 
rezca, ó  bien  que  la  cosa  anotada  no  era  hereditaria,  ó  bien  que  es- 
taba gravada  con  otras  cargas  que  antes  se  igooraban*  i  por  oati- 
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^piiera  otro  motivo,  pero  dando  siempre  por  resultado  que  deje  de 
ser  una  verdadera  garantía,  de  aquí  que  para  no  eludir  el  derecho 
de  hipoteca  que  nuestras  leyes  actuales  conceden  al  legatario,  se  le 
dé  facultad  para  exigir  que  constituya  la  anotación  sobre  otros  bie- 
nes de  la  herencia  que  puedan  admitir  el  gravamen  á  que  se  les 
sujeta. 

Mas  la  garantía  de  la  anotación  preventiva,  que  por  regla  gene- 
ral  basta  á  los  legatarios,  no  seria  suficiente  para  aquellos  en  que  la 
obligación  de  la  persona  gravada  no  se^uede  estinguir  entregando 
la  cosa  ó  la  especie  legada,  sino  que  es  de  tracto  sucesivo,  y  que 
por  lo  tanto,  necesita  una  seguridad  mas  permanente  que  la  transi- 
toria que  dá  la  anotación  preventiva.  Á  esta  clase  de  legados  perte* 
necea  los  que  consisten  en  pensiones  ó  rentas  periódicas  impuestas 
por  el  testador  á  cargo  de  alguno  de  los  herederos  ó  legatarios.  Si  el 
testador  declara  su  voluntad  de  que  esta  obligación  sea  personal,  no 
habrá  sin  duda  derecho  en  el  agraciado  para  exigir  ninguna  otra  ga^ 
rantía.  Pero  si  nada  dijo  el  testador,  justo  es  que  la  anotación  que 
pudo  obtener  el  legatario  dentro  del  plazo  de  los  ciento  ochenta  dias» 
ae  convierta  en  el  derecho  de  obtener  una  hipoteca,  bien  sobre  los 
mismos  bienes  anotados,  ó  bien  sobre  otros  que  se  hayan  adjudica- 
do al  que  haya  de  pagar  la  pensión,  y  que  esto  tenga  lugar,  tanto 
respecto  al  que  obtuvo  anotación  preventiva,  como  al  que  teniendo 
derecho  á  obtenerla,  fué  menos  exigente  con  el  heredero  ó  con  el 
legatario,  si  bien  en  este  último  caso  solo  debe  surtir  efecto  la  ano^ 
tacion  desde  su  fecha. 

¿T  á  quien  debe  corresponder  la  elección  de  las  fincas  que  han 
de  darse  en  garantía?  Solo  al  gravado  con  la  renta  ó  la  pensión;  el 
derecho  del  pensionista  no  debe  estenderse  mas  que  á  obtener  se* 
guridad  de  que  no  haciéndose  el  pago  á  los  respectivos  vencimientos 
haya  de  existir  una  finca  bastante  para  que  pueda  hacerse  eficaz  la 
obligación  á  su  favor  constituida;  solo  tendrá  derecho  para  pedir 
que  se  complete  la  hipoteca  en  el  caso  de  que  los  primeros  bienes 
gravados  con  ella,  fueren  insuficientes  para  garantir  su  legado» 

Respecto  al  refaccionario.  La  anotación  preventiva  que  obtiene 
ti  refaccionario  para  que  sucesivamente  consten  en  el  registro  sus 
anticipaciones,  no  tiene  tampoco  carácter  permanente,  sino  soto 
provisional,  hasta  que  llega  el  caso  de  poder  totalizar  su  crédito  y 
formalizar  la  hipoteca  que  le  corresponde  sobre  los  bienes  refección 
nados.  En  esto  se  funda  el  proyecto  para  establecer  que  la  anota- 
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cion  caducará  á  los  sesenta  días  de  coaclaida  la  obra  que  haya  sida 
Objeto  de  la  reraccion,  pero  dejando  al  acreedor  el  derecho  de  con- 
vertir la  anotación  en  inscripción,  si  no  está  entonces  aun  pagado  el 
crédito  por  completo.  No  podia  la  Comisión  omitir  aquí  la  clase  de 
juicio  que  debia  seguirse  para  dirimir  las  contiendas  suscitadas  en- 
tre acreedores  y  deudores  sobre  la  liquid^ion  del  crédito  refaccio- 
nario y  sobre  la  constitución  de  la  hipoteca,  y  es  claro  que  tratán- 
dose de  la  declaración  de  d^echos,  la  forma  elegida  solo  podia  ser 
la  del  juicio  ordinario. 

DE  LAS    HIPOTECAS. 

Al  tratar  especialmente  de  las  hipotecas,  ha  creído  la  Comisión 
que  debia  ante  todo  escribir  una  vez  mas  en  las  leyes,  que  la  hipo- 
teca es  un  verdadero  derecho  real  adherido  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  á  que  sirve  de  garantía;  que  sigue  siempre  á  la  cosa 
hipotecada,  cualesquiera  que  sean  las  manos  á  que  pase,  y  á  pesar 
de  los  cambios  que  ocurran  en  la  propiedad  que  grave.  Con  la  con- 
signación de  este  principio  implícitamente  se  aprueba  la  opinión  de 
los  que  sostienen  que  en  el  caso  de  que  la  cosa  hipotecada  haya  pa- 
sado á  un  tercer  poseedor,  puede  este,  cuando  sea  demandado,  exi- 
gir y  obtener  que  el  demandante  persiga  por  acción  personal  al  que 
con  él  se  obligó,  y  que  solo  cuando,  hecha  escusion  de  sus  bienes, 
resulte  insolvencia,  tenga  derecho  á  reclamar  por  la  acción  real  hi- 
potecaria contra  el  poseedor  de  la  cosa  hipotecada.  Así  se  ha  dado 
nueva  sanción  al  derecho  antiguo  que  siempre  ha  proclamado  estofa 
principios,  si  bien  no  siempre  han  sido  llei^aulos  á  sus  indeclinables 
consecuencias.  Después  de  este  principio,  que  es  cardinal  y  base  de 
las  disposiciones  que  á  la  hipoteca  se  refieren,  la  Comisión  para  qui- 
tar algunas -dudas  y  para  fijar  de  un  modo  claro  y  terminante  la  di- 
ferencia entre  la  prenda  y  la  hipoteca,  establece  que  solo  podrán  ser 
hipotecados  los  bienes  inmuebles  y  los  derechos  reales  impuestos 
sobre  ellos  que  sean  enajenables,  quitando  así  la  anfibología  que  en 
las  leyes  y  en  la  práctica  existe  respecto  al  uso  poco  preciso  de  es- 
tas palabras.  En  ello  no  ha  hecho  mas  que  fijar  la  tecnología  legal. 
Pero  no  siempre  la  constitución  de  hipotecas  se  presenta  de  fácil 
apreciación:  puede  dudarse  hasta  qué  punto  sean  ó  no  hipotecables 
ciertos  derechos,  y  hasta  dónde  son  ostensivos  los  efectos  de  la  hi- 
poteca. Esto  dá  lugar  á  que  la  Comisión  haya  introducido  en  mof^ 
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^asos  restricciones  á  la  estension  de  las  hipotecas,  y  declarado  que 
otros  derechos  no  pueden  ser  hipotecados. 

HIPOTBGAS  CUYOS  IFSGTOS  ESTÁN  aSSTRINGIDOS  £ff    EL  PROYECTO. 

La  primera  restricción  que  el  proyecto  establece  se  refiere  al 
que  hipoteca  el  edificio  que  ha  construido  en  suelo  ajeno.  El  princi- 
pio de  que  el  edificio  como  accesorio  cede  al  suelo,  que  es  lo  princi^ 
pal,  se  aplica  de  diferente  modo,  atendida  la  huena  ó  mala  fé  del  edi- 
ficante, ó  los  convenios  que  pueda  haber  entre  el  que  es  dueño  de  la 
superficie  y  el  que  lo  es  del  alzado.  Sin  resolver,  cuestiones  ajenas  á 
una  ley  especial  de  hipotecas,  no  podria  la  Comisión  entrar  en  tales 
apreciaciones;  pero  no  debia  dejar  de  consignar  el  principio  de  que 
la  hipoteca  del  edificio  construido  en  suelo  ajeno  no  modifica  en  na* 
da  el  derecho  común;  no  hace  derpeor  condición  al  dueño  del  solar, 
sino  que  se  entiende  limitado  siempre  por  la  voluntad  del  hipotecan* 
te  y  del  acreedor  hipotecario  al  derecho  que  aquel  tiene,  como  lo 
exigen  la  moral,  la  buena  fé  y  el  respeto  que  debe  tenerse  en  todos 
los  contratos  á  los  derechos  que  existen  al  celebrarlos.  Pasar  de 
aquí  seria  autorizar  al  edificante  á  que  con  un  hecho  suyo  pudiera 
perjudicar  gravemente  al  dueño  del  terreno,  que  es  el  que  tiene  la 
presunción  de  serlo  también  del  edificio. 

En  los  mismos  principios  del  derecho  común  se  funda  lo  que  pro* 
pone  la  Comisión  respecto  á  la  estension  de  la  hipoteca  constituida 
por  el  usufructuario.  Regla  generales  que  el  usufructuario  no  pue- 
da enajenar,  ni  la  cosa  de  que  no  es  dueño,  ni  el  mismo  derecho 
de  usufructo,  que  como  personalísimo,  no  es  comunicable  ni  trasmi- 
sible,  dependiendo  por  lo  tanto  la  duración  de  la  servidumbre,  de  la 
vida  del  usufructuario  ó  de  otra  limitación  que  se  haya  prefijado; 
pero  puede  enajenar  los  frutos  que  te  han  de  corresponder  mientras 
exista  la  servidumbre.  Consecuencia  de  esto  es,  que  la  hipoteca  que- 
da estingnida,  concluido  el  usufructo  por  un  hecho  ajeno  á  la  vo- 
luntad del  usufructuario.  Mas  no  debe  parar  perjuicio  al  acreedor 
hipotecario  la  conclusión  de  la  hipoteca  por  actos  que,  ó  no  se  des- 
prendan de  la  naturaleza  misma  de  esta  servidumbre  personal,  ó  de 
un  pacto  anejo  i  su  constitución,  porque  de  otro  modoquedariaal 
arbitrio  del  usufructuario  la  suerte  del  derecho  del  acreedor. 

No  se  deriva  tan  inmediatamente  del  derecho  escrito  laestensioa 
que  la  Comisión  propone  de  la  hipoteca  constituida  sobre  la  mera 
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propiedad  al  usufracto,  si  este  se  consolida  con  ella  en  Ja  persona 
del  propietario,  á  no  haberse  pactado  otra  cosa.  Fúndase  loque 
aquí  se  propone  en  la  presunción  de  la  voluntad  de  los  otorgantes^ 
que  ¿  estar  animados  de  otras  intenciones,  tendrán  cuidado  de  espre- 
sar  en  la  constitución  de  la  hipoteca  que  siempre  ha  de  entenderse 
limitada  á  la  mera  propiedad.  I  esto,  lejos  de  ser  perjudicial,  pue- 
de traer  también  ventajas  al  deudor  que  tal  vez  conseguirá  asi  que 
contento  el  acreedor  con  dirigir  su  acción  contra  los  frutos,  no  pida 
ejecutivamente  la  venta  de  la  finca. 

No  es  menos  importante  que  esta  declaración  la  que  hace  el  pro- 
yecto respecto  á  las  nuevas  hipotecas  sobre  los  bienes  qae  están  ya 
hipotecados,  aunque  exista  el  pacto  de  no  volverlos  á  hipotecar,  & 
lo  que  es  lo  mismo  en  el  lenguaje  del  foro,  el  pacto  prohibitorio  de 
ulteriores  hipotecas.  Semejante  convención  es  absolutamente  ínútiL 
para  el  primer  acreedor,  porque  además  de  no  dar  mayor  firmeza  á 
la  seguridad  de  lo  que  estipula,  en  nada  perjudica  al  crédito  que  ha 
inscrito,  pues  que  ninguno  de  los  hipotecarios  posteriores  puede 
anteponerse  á  él  para  la  realización  de  lo  que  se  le  debe.  Solo  es 
una  condición  onerosa  que  no  debe  tener  fuerza  civil  obligatoria  por 
carecer  de  objeto,  por  disminuir  innecesariamente  sin  justicia  y  sin 
esplicacion  posible  el  crédito  territorial,  y  por  aparecer,  mas  que 
como  garantía,  una  exigencia  exorbitante  arrancada  á  la  situación 
angustiosa  en  que  en  momentos  dados  pueda  hallarse  el  propietario. 
El  no  haberse  prescrito  en  las  leyes  actuales  la  ineficacia  de  este 
pacto,  podrá  ser  efecto,  ya  de  que  no  prestó  el  legislador  á  la  im- 
portante materia  de  las  hipotecas  tanta  atención  como  exigen  hoy 
las  necesidades  de  la  época,  ya  porque  limitándose  á  considerarla 
solo  respecto  á  la  seguridad  ¿el  acreedor,  y  aun  esto  de  un  modo 
imperfecto,  se  desentendió  absolutamente  de  dar  ostensión  al  crédito 
territorial,  que  es  una  de  las  causas  principales  que  hacen  necesaria 
la  reforma  emprendida.  Faltando  pues  toda  justificación  racional  á 
la  prohibición  de  hipotecar  impuesta  por  el  acreedor,  debe  desapa- 
recer por  la  misma  razón  que  dejan  de  ser  obligatorios  otros  pactos 
^ya  injusticia  aparece  evidentem^ite  en  sentir  de  los  legisladores, 
fero  es  necesario  que  la  ineficacia  de  semejante  pacto  esté  en  la  ley 
porque  la  duda  de  que,  considerándolo  licito»  pudiera  producir  efec- 
lo»  bastaría  para  retraer  á  algunos  que  mirando  la  finca  como  sufi- 
ciente á  cubrir  cargas  é  hipotecas  sobre  las  antenas  á  que  está  afec- 
ta» te  hallaran  dispuestos  á  hacer  nuevos  préstamos  sobre  eUa. 
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l!l  proyecto  contiene  otras  restricciones  qiie  no  necesitan  fan- 
darse  detenidamente  para  que  aparezcan  sus  motivos.  A  esta  clase 
confespondent  en  la  hipoteca  de  los  derechos  reales  de  superficie, 
pastos,  leñas  y  otros  semejantes,  la  de  que  siempre  queden  á  salvo 
los  derechos  de  los  partícipes  en  la  propiedad,  doctrina  conforme  á 
los  principios  generales  del  derecho ,  y  que  aun  sin  sanción  espresa 
sm  duda  prevalecería  en  la  práctica:  en  la  hipoteca  de  los  ferro- 
carriles, camales,  puentes  y  demás  obras  destinadas  al  servicio  pú^ 
buco,  cuya  esplotacion  haya  concedido  el  Gobierno  por  diez  ó  mas 
aSos,  la  restricción  de  que  dependa  la  hipoteca  de  la  resolución  del 
derecho  del  concesionario ,  porque  nadie  puede  traspasar  á  otro 
mas  derechos  que  los  que  él  mismo  tiene. 

El  derecho  de  hipoteca,  como  los  demás  derechos  reales  enaje- 
mMes,  es  susceptible  de  ser  hipotecado.  Aunque  sin  una  declara- 
ción egresa  del  proyecto  esto  se  sobreentenderia ,  la  Comisión  ha 
creído  que  debia  consignarlo  para  evitar  dudas ,  y  para  fijar  tam- 
bién la  estension  de  los  derechos  del  acreedor  hipotecario.  La  regla 
en  que  acaba  de  fundarse  la  Comisión  de  que  nadie  pueda  conceder 
á  otro  mas  derechos  e/a  la  cosa  que  los  que  él  mismo  tiene,  hace  que 
no  esté  en  las  facultades  del  acreedor  primitivo  dar  al  subhipoteca- 
rio  un  derecho  mas  estenso  que  el  suyo  en  la  cosa  hipotecca:  así, 
si  €l  deudor  antiguo  satisface  la  deuda,  la  hipoteca  y  la  subhipoteca 
diBsaparecen  simultáneamente.  De  otro  modo  acontecería,  que  un 
acto  ajeno  al  dueño  de  la  cosa,  viniera  á  hacer  mas  grave  su  situa- 
ción, y  que  la  hipoteca  constituida  sobre  otra  hipoteca,  esto  es,  so- 
bre una  cosa  incorporal,  sobre  un  derecho,  se  convirtiera  en  una 
hipoteca  constituida  directa  é  inmediatamente  sobre  una  cosa  cor- 
poral, sobre  una  propiedad  inmueble.  Por  esto  propone  la  Comisión 
que  las  subhipotecas  pendan  de  la  resolución  de  la  hipoteca  sobre 
que  se  hayan  constituido.  No  sucede  lo  mismo  si  el  que  paga  es  el 
segundo  deudor,  6  lo  que  es  igual,  el  subhipotecario ,  porque  en- 
tonces, quedando  estinguida  la  última  hipoteca,  subsiste  la  primera 
que  tenia  existencia  por  sí  misma. 

Has  la  autorización  para  subhipotecar,  que  no  presenta  ningún 
inconveniente  respecto  á  las  hipotecas  voluntarias ,  no  puede  admi- 
tirse en  las  legales.  En  estas  se  trata  de  la  protección  de  personas 
jurídicas  y  desvalidas,  ó  de  intereses  á  que  el  derecho  dispensa  una 
protección  mas  directa  para  que  no  sean  perjudicados.  Dar  facultad 
pai»  q«e  las  personas  así  protegidas,  y  que  por  regla  general  no 
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tienen  capacidad  para  contraer,  pudieran  subhipotecar,  equivaldría 
á  destruir  la  hipoteca  legal  á  favor  de  ellos  constituida.  El  legisla- 
dor  no  podría  hacer  esto  sin  destruir  su  propia  obra,  sin  ponerse  en 
contradicción  con  los  antiguos  principios  en  el  acto  mismo  de  pro- 
clamarlos de  nuevo. 

Aunque  no  cabe  al  parecer  duda  de  que  la  prohibición  de  hipo- 
tecar impuesta  á  los  que  no  tien^  la  libre  disposición  de  sus  bie- 
nes, está  limitada  á  los  casos  en  que  no  se  observen  las  formalida- 
des que  la  ley  establece  para  que  se  verifique  su  enajenación,  la 
Comisión  ha  creido  que  debia  repetirlo,  tanto  para  evitar  que  nacie- 
ra la  interpretación  equivocada  de  que  no  debia  en  este  punto  se- 
guir la  hipoteca  las  reglas  de  la  enajenación ,  como  para  no  dar 
por  su  silencio  lugar  á  que  se  suscitaran  dudas  peligrosas  y  funes- 
tamente perjudiciales  á  los  que  no  tienen  la  libre  disposición  desús 
bienes ,  acerca  de  si  será  licito  constituir  hipotecas  sobre  las  fincas, 
que  tal  vez  sin  este  recurso  tendrían  que  ser  necesariamente  enaje- 
nadas. 

BIENES  QUE  NO  PUEDEN  HIPOTECARSE. 

Al  esponer  lo  que  se  comprende  por  bienes  inmuebles  para  los 
efectos  del  proyecto,  queda  ya  consignado  que  ni  los  oficios  públi- 
cos ni  los  títulos  de  la  deuda  del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los 
pueblos,  ni  las  obligaciones  y  acciones  de  bancos,  empresas  y  com- 
pañías de  cualquiera  clase,  se  consideran  como  bienes  raices,  á  lo 
que  es  consiguiente  que  tampoco  puedan  constituir  una  hipoteca. 
Pero  hay  algunos  casos  en  que  bienes  que  tienen  el  carácter  de  in- 
muebles no  deben  ser  objeto  de  hipoteca  por  razones  especiales  de 
que  no  puede  desentenderse  la  ley. 

A  esta  clase  pertenecen ,  en  primer  lugar »  los  frutos  y  rentas 
pendientes,  que  solo  pueden  ser  hipotecados  en  unión  del  predio 
que  los  produce.  Los  árboles  en  pié,  los  frutos  mientras  no  están 
separados  del  suelo  que  los  produce ,  son  por  su  naturaleza  bienes 
inmuebles,  y  siguen  la  condición  de  la  tierra  en  que  se  hallan. 
Como  adheridos  á  la  finca,  y  como  parte  de  ella,  pueden  sin  doSa 
ser  hipotecados,  pero  no  independientemente  del  suelo  en  que  arrai- 
gan, porque  separados  de  él,  son  ya  bienes  muebles ,  y  como  tales» 
incapaces  de  hipoteca. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  los  objetos  muebles  colocados  perma* 
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nentemente  en  los  edificios ,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad ,  ó 
bien  para  el  servicio  de  alguna  industria.  En  tanto  pueden  ser  hi- 
potecados, en  cuanto  lo  sean  los  edificios  de  que  forman  parte.  A.  la 
razón  de  que,  considerados  aisladamente  no  son  bienes  raices,  sino 
muebles,  se  agrega  otra  iqiportantísima,  la  de  que  no  son  enajena- 
bles con  arreglo  á  las  leyes  de  Partida ,  que  de  este  modo  se  propu- 
sieron evitar  demoliciones  de  edificios ,  é  impedir  actos,  que  á  ve*> 
ees  mas  podrían  considerarse  como  de  un  vandalismo  grosero,  que 
como  verificados  bajo  la  protección  tutelar  de  las  leyes.  Ver  en 
efecto  que  para  pagar  á  un  acreedor  no  se  pone  en  venta  la  casa, 
sino  que  se  empieza  por  quitar  las  tejas  que  la  cubren  ó  las  vigas 
que  forman  la  techumbre,  sin  otro  objeto  que  el  de  sacar  los  mate- 
riales á  la  venta ,  seria  repugnante  é  indigno  de  un  pueblo  civili- 
zado. 

Razones  de  otra  clase  aconsejan  que  no  puedan  ser  objeto  de 
hipoteca  el  derecho  real  en  cosas,  que,  aunque  se  deban  poseer,  no 
estén  aun  inscritas  á  favor  del  que  tenga  derecho  á  poseerlas.  £1 
heredero  por  la  muerte  del  testador  entra  á  ocupar  su  lugar,  es  la 
continuación  jurídica  de  su  persona;  pero  aunque  por  una  ficción  de 
la  ley  se  entiende  traspasado  á  él  el  dominio  de  los  bienes  heredita- 
rios, esta  trasmisión  depende  del  hecho  de  la  aceptación,  de  que  las 
cosas  no  se  hayan  legado  determinadamente  á  alguno ,  y  de  la  ins- 
cripción, según  los  principios  del  proyecto,  cuando  se  trata  de  per- 
juicios que  puedan  resultar  á  un  tercero.  La  retroacción  de  la  acep- 
tación al  tiempo  en  que  se  verificó  la  muerte  de  la  persona  de  cuya 
sucesión  se  trata^  lo  mismo  que  la  consideración  de  que  la  hora  en 
que  el  testador  ordenó  su  última  voluntad  y  la  de  la  muerte  son 
una  misma,  aunque  ficciones  legales  que  traen  importantes  y 
útiles  consecuencias  en  el  derecho,  no  pueden  exajerarse  lleván- 
dolas á  diferente  propósito  que  aquel  para  que  han  sido  introdu« 
cídas. 

Hay  mas:  necesario  era  que  la  ley  de  hipotecas  se  pusiera  en 
relación  con  la  civil,  que  repugna  especialmente ,  respecto  á  suce- 
siones, la  enajenación  de  la  esperanza  de  los  que  tienen  la  presun- 
ción de  suceder  á  persona  determinada:  medida  justa  y  profunda- 
mente moral,  cuyo  fundamento  esplica  el  legislador  de  las  Partidas 
en  estos  términos:  porque  los  compradores  de  tal  esperanza  ó  de  tal 
derecho  iwn  hayan  raizon  de  se  trabajar  de  muerte  de  aquellos  cU" 
yos  son  los  bienes  por  cobdicia  de  los  aver.  Lo  que  se  dice  de  los 
TOMO  xvn.  20 
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derechos  hereditarios  es  aplicable,  acmque  no  con  tanto  motiyo,  k 
todos  los  demás  títulos  de  adquirir  los  derechos  reales. 

Mas  perceptible  es  á  primera  vista  la  razón  que  la  Comisión  ha 
tenido  para  proponer  q[ue  las  servidumbres  reales  no  puedan  hipo- 
tecarse ,  á  no  serio  juntamente  con  el  predio  dominante.  Lo  que  no 
puede  enajenarse  aisladamente,  como  sucede  con  estas  servidum- 
bres, tampoco  puede  ser  objeto  de  hipoteca:  una  y  otra  prohibición 
se  fundan  en  el  principio,  de  que  en  tanto  hay  servidumbre  real,  en 
cuanto  hay  predio  en  cuya  utilidad  esté  constituida.  El  derecho  ro- 
mano asi  lo  estableció  espresamente  respecto  á  las  servidumbres  de 
los  predios  urbanos ,  y  aunque  admitió  la  posibilidad  de  hipotecar 
las  servidumbres  d¿  predios  rústicos ,  dando  fuerza  al  pacto  en  que 
se  constituían  en  favor  de  un  acreedor,  mientras  no  fuese  pagado» 
esta  servidumbre  solo  podia  constituirse  en  favor  del  que  tenia  un 
predio  inmediato ,  y  si  al  cumplir  el  plazo  el  deudor  no  pagaba,  la 
enajenación  podia  hacerse  únicamente  á  favor  de  quien  tuviera  tam- 
bién un  predio  vecino.  De  aquí  se  infiere  que  aun  dentro  de  este 
sistema  la  servidumbre  nunca  podia  hipotecarse  aisladamente ,  por- 
que tampoco  aisladamente  podia  constituirse,  sino  con  relación  síem- 
pre  á  un  predio  dominante ,  viniendo  á  ser  un  derecho  que  duraba 
temporalmente  y  dependía  de  !a  condición  resolutoria  puesta  á  su 
concesión.  No  puede  estar  comprendida  en  esta  regla  general  la  ser- 
vidumbre de  aguas.  En  esto  se  ha  limitado  la  Comisión  á  poner  en 
armonía  el  proyecto  con  las  prescripciones  de  las  Partidas ,  que 
después  de  establecer  el  principio  de  que  la  servidumbre  real  es 
inalienable  sin  el  predio  dominante ,  desentendiéndose  de  la  cues- 
tión antigua  entre  los  Sabinianosy  Proculeyanos,  de  la  dtosion  dada 
per  el  emperador  Justiniaao,  y  de  las  dudas  á  que  podia  dar  lugar 
su  inteligencia  verdadera,  establecieron  de  un  modo  terminante  co- 
mo escepcion  que  la  servidumbre  de  agua  que  naciese  de  ana  here- 
dad y  regase  otra ,  pudiera  después  de  llegar  al  predio  sirviente 
cederse  para  regar  campo  ó  vinas  cercanos.  Esto  no  es  constituir 
una  servidumbre  sobre  otra  servidumbre ,  sino  ceder  el  dueño  de 
predio  dominante  una  parte  del  agua  que  ya  es  suya  desáe  ei  mo- 
mento en  que  llegó  á  su  destino. 

UnjFMJGTO  CONSTITUIDO  POR  LA  UET. 

Al  referir  las  cosas  que  pueden  hipotecarse,  aunque  con  restric- 
eiones,  se  comprende  el  derecho  de  percibir  los  frutos  en  el  usuDruc- 
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lo.  Bsta  regia,  auique  tiene  cíerlo  carácter  de  general,  no  debe  ser 
estensiva  á  los  usufruclos  constituidos  por  el  legislador.  En  este 
caso  se  halla  el  concedido  por- las  leyes  ó  fueros  especiales  á  los  pa- 
dres ó  madres  sobre  los  bienes  de  sus  hijos ,  y  al  cónyuge  supervi- 
viste sobre  los  del  difunto.  No  debe  permitirse  á  los  así  favorecí* 
des ,  que  recibiendo  anticipaciones  sobre  lo  que  se  les  dá  solo  en 
ccmoepto  de  jefes  de  familia  para  la  manutención  de  toda  ella ,  se 
constituyan  en  el  caso  de  no  poder  satisfacer  esta  obligación»  ni  que 
consuma  la  viuda  prematuramente  lo  que  se  le  concede  consultando 
al  decoro  y  i  la  buena  memoria  de  la  persona  á  que  estuvo  unida 
en  vínculo  conyugal  Parecida  es  la  condición  de  éstos  á  fai  de  los 
alimentistas  que  lo  son  por  obligaciones  nacidas  de  relaciones  de  fa- 
milia ,  cuyo  derecho  ni  es  enajenable ,  ni  admite  compensación,  ni 
puede  ser  objeto  de  renuncia,  ni  sujetarse  á  eobargo;  prohilrioiones 
cuyo  objeto  es  que  no  se  vea  eludida  la  intención  del  legislador  at 
crear  el  dnecho  é  imponer  la  obligación  de  dar  alimentos.  Es  ver* 
dad  que  esto  no  se  halla  ordenado  de  un  modo  espreso  por  nneslras 
leyes  actuales,  pero  lo  está  en  su  espíritu  interpretado  fielmente 
por  la  práctica.  En  este  espíritu  de  nuestro  derecho  se  funda  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  al  ordenar  que  caaado  haya  que  hacer  eje- 
cutivamente pago  á  acreedores  9  no  se  embarguen  los  sueldos  6 
pensiones  sino  en  la  parte  que  supone  que  no  es  absohitamenie  in- 
dispensable para  cubrir  los  alimentos. 

uso  Y  HABITACIÓN. 

No  es  aplicable  al  uso  lo  espueslo  respecto  al  usufructo.  Con  solo 
considerar  que  el  derecho  del  usuario  está  tan  limitado  por  las  Le- 
yes de  Partida ,  que  no  le  es  lícito  arrendar,  y  lo  que  es  mas,  ni 
conceder  el  uso  gratuito  de  la  cosa,  y  por  lo  tanto ,  mucho  menos 
enajenar  el  derecho  que  le  corresponde ,  claro  es  que  no  puede  te- 
ner la  facultad  de  hipotecar  ni  la  cosa  ni  su  uso.  Lo  mismo  debe  de- 
cirse de  la  habitación,  en  que,  si  bien  está  autorizado  el  que  la  tiene 
constituida  á  su  favor  para  arrendar  la  morada  en  que  consiste, 
nunca  puede  enajraar  su  derecho,  y  por  lo  tanto  tampoco  hipote- 
carlo. 

OTRAS  PRomBiaONas. 

Otras  clases  de  prohibiciones  hay  en  el  proyecto,  que  fácilmente 
se  comprenden :  la  de  los  bieae»  vendidos  con  pacto  ó»  r^reirenta. 
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mientras  la  venta  no  qaede  irrevocablemente  consumada  ó  resaelta, 
porque  hasta  entonces ,  aunque  el  comprador  tiene  el  dominio  de  lo 
vendido,  este  dominio  es  revocable :  la  de  las  minas ,  mientras  no 
se  haya  obtenido  el  título  de  la  concesión  definitiva »  porque  hasta 
entonces  no  hay  dominio;  y  esto  aun  en  el  caso  de  que  estén  situa- 
das en  terreno  propio ,  pues  que  el  que  es  dueño  de  la  superficie,  no 
lo  es  del  subsuelo ,  á  no  ser  que  haya  obtenido  del  Estado  su  pro- 
piedad por  consecuencia  de  haberla  adquirido  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  de  minería:  las  cosas  litigiosas,  porque  mien- 
tras está  en  tela  de  juicio  el  dominio  de  una  finca ,  no  puede  consi- 
derarse á  ninguno  de  los  contendientes  con  derecho  m'  para  enaje- 
narla ni  para  hipotecarla.  Respecto  i  los  bienes  que  por  contrato  ó 
última  voluntad  están  sujetos  á  condiciones  resolutorias ,  es  aplica- 
ble en  parte  lo  que  queda  espuesto  acerca  de  los  vendidos  con  cláu- 
sula de  retroventa ,  y  en  parte  lo  establecido  sobre  el  usufructo, 
.  porque  reúnen  las  dos  condiciones  de  ser  revocable  el  dominio  y  de 
corresponder  entretanto  todo  el  producto  de  los  bienes  al  que  los 
posee ,  mientras  no  sea  una  realidad  el  suceso  incierto  á  que  la  con- 
dición se  refiere. 

No  es  esta  condición  igual  al  pacto  de  retroventa,  porque  en 
éste  se  fija  un  tiempo  dentro  del  cual  se  ha  de  usar  del  derecho  de 
retraer ,  tiempo  que  ha  de  llegar ,  lo  que  no  sucede  en  el  caso  de  la 
condición,  la  cual  hace  incierta  la  resolución  del  dominio.  Sin  em- 
bargo, no  es  inflexible  el  proyecto  en  este  punto;  como  que  la  prohi- 
bición de  hipotecar  está  introducida  solo  á  favor  de  aquel  á  quien 
en  su  caso  puede  aprovechar  la  condición  resolutoria ,  y  á  cada  uno 
es  licito  renunciar  al  derecho  á  su  favor  constituido ,  se  permite  la 
hipoteca  con  el  espreso  consentimiento  de  éste ,  cuando  tiene  capa- 
cidad civil  para  obligarse.  Lo  mismo  se  establece  cuando  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  depende  esclusivamente  de  la  voluntad  del 
que  posee  los  bienes  que  se  hipotecan,  porque  entonces  hay  la  pre- 
sunción de  que  no  llegará  el  caso  de  cumplirse  la  condición  resolu- 
toria. Mas  si  subsistiendo  la  hipoteca,  el  deudor  hiciere  ó  dejare  de 
hacer  aquello  de  que  depende  la  existencia  de  su  derecho ,  la  obli- 
gación perderá  el  carácter  de  hipotecaria,  quedará  reducida  ala 
clase  de  común,  y  se  estinguirá  el  derecho  en  la  cosa ,  si  bien  ade- 
más de  la  responsabilidad  civil  que  pese  sobre  el  deudor ,  habrá  lu- 
gar á  una  acción  criminal  si  ha  obrado  con  fraude  y  perpetrado  al- 
guno de  los  hechos  que  caen  bajo  las  prescripciones  del  Código  Pe-. 
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nal.  Ni  podrá  quejarse  en  este  caso  el  acreedor  que  no  ignoraba 
que  al  prestar  con  semejante  garantía ,  tenia  que  confiar  mas  bien 
qne  en  la  seguridad  que  le  inspiraba  la  hipoteca,  en  el  conocimiento 
de  las  circunstancias,  probidad  y  buena  fé  de  aquel  á  quien  presta- 
ba  7  en  la  garantía  personal  que  le  ofrecía. 

BSTENSION  DB  LA  HIPOTECA. 

Las  Leyes  de  Partida ,  siguiendo  á  las  romanas,  establecieron 
que  el  derecho  de  hipoteca  no  se  limitara  á  la  cosa  hipotecada,  sino 
que  fuera  también  ostensivo  á  las  accesiones  naturales,  á  las  mejoras 
y  á  los  frutos  y  rentas  no  percibidos  al  vencimiento  de  la  obligación. 
Sirvióles  de  fundamento  que  todas  estas  agregaciones  eran  parte  de 
la  finca,  y  que  todas  pertenecian  á  la  clase  de  bienes  inmuebles,  6 
bien  por  su  naturaleza ,  ó  bien  por  su  adherencia  á  las  que  lo  eran. 
Lo  que  hicieron  las  leyes  de  Partida  ha  sido  admitido  sin  distinción 
en  todas  las  legislaciones  modernas;  no  podia,  por  lo  tanto ,  des^ 
entenderse  de  ello  la  Comisión ,  que  ha  creido  necesario  descen- 
der á  fijar  espresamente  los  casos  de  aplicación  del  principio,  pa- 
ra evitar  en  la  práctica  las  dudas  y  dificultades  á  que  es  tan  oca- 
sionada esta  materia ,  y  que  la  diversa  interpretación  de  la  ley  des- 
truya de  hecho  su  armonía.  Ha  imitado  en  esto  á  los  redactores  dei 
proyecto  de  Código  civil ,  si  bien  dando  mayor  ostensión  á  sus  apli- 
caciones ,  pero  huyendo  siempre  de  un  casuismo  peligroso.  Esta  es- 
tension  de  la  hipoteca  encuentra  también  apoyo  en  la  presunción  de 
que  tal  fué  la  voluntad  del  dueño  de  la  cosa  al  constituir  sobre  ella 
un  derecho  real. 

No  sucede  asi  en  el  caso  de  que  la  finca  hipotecada  pase  á  ma- 
nos de  un  tercer  poseedor;  la  voluntad  no  puede  presumirse  en  ét 
de  la  misma  manera :  por  esto  la  Comisión ,  siguiendo  en  parte  lo 
establecido  por  las  leyes ,  y  en  parte  ampliando  el  testo  legal  hasta 
donde  alcanza  su  espíritu ,  consultando  la  equidad  y  procurando 
acercar  esta  parte  del  derecho  á  los  principios  que  dominan  en  él 
por  regla  general ,  propone  que  los  frutos  pendientes  y  rentas  ven- 
cidas no  se  entiendan  en  este  caso  sujetos  á  la  hipoteca ,  y  que  lo 
mismo  suceda  respecto  á  los  muebles  colocados  permanentemente  en 
los  edificios,  y  á  las  mejoras  que  no  consistan  en  obras  de  repara- 
ción, seguridad  y  trasformacion ,  siempre  que  unos  ú  otros  se  hayan 
costeado  por  el  mismo  dueño.  Pero  en  la  aplicación  de  esta  regla. 
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aeoeeario  es  evitar  qae  se  demuelaH,  con  perjuicio  de  la  finoa,  las 
obras  eo  ella  practicadas :  por  esto  solo  se  permite  la  retencioa  de 
los  objetos  eo  que  consista  la  mejora.,  en  el  caso  de  que  pueda  verí- 
fioarse  sin  menoscabo  de  la  propiedad  á  que  están  adheridos,  tenien- 
do opción  el  poseedor,  ó  bien  á  esta  retención,  ó  bien  á  exigir  el 
importe  del  valor  de  los  objetos.  Cuando  las  mejoras  no  puedan  se- 
pararse sin  menoscabo  de  la  finca ,  solo  habrá  lugar  á  este  último 
remedio;  mas  en  ningún  caso  podrá  detenerse  el  cumplimiento.de  la 
aligación  hipotecaria,  porque  seria  un  perjuicio  injusto  al  acree- 
dor: al  nuevo  adquirente  solo  le  quedará  el  derecho  de  cobrar  en  lo 
que  alcance  el  precio  que  produzca  la  venta  después  de  cubierto  el 
crédito  hipotecario.  De  creer  es  que  todos  estarán  conformes  con  lo 
que  se  propone ,  porque  su  justicia  y  equidad  aparecen  evidente^ 
mente. 

El  proyecto  estieode  la  hipoteca  á  otras  accesiones,  que  si  bien 
basta  ahora  no  habian  sido  comprendidas  en  el  testo  literal  de  la 
ley ,  no  puede  desconocerse  que  b  estaban  ea  su  espíritu. 

A.  esta  clase  pertenecen  las  iademnizaoioi^  concedidas  ó  debi- 
das al  propietario :  de  eHos  puede  decirse  que  reemplazan  á  la  cosa 
hipotecada.  Así  la  indemnización  que  se  dá  al  dueño  del  terreno  que 
ba  sido  expropiado  por  causa  de  utilidad  pública,  sirve  de  garantía 
al  crédito  qae  antes  estaba  asegurado  con  hipoteca  sobre  la  finca  de 
esle  modo  enajenada.  Es  elaro  que  solo  en  los  pocos  casos  en  que 
por  convenio  entre  la  Administración  y  el  antiguo  propietario  se 
permuta  por  vía  de  indemnización  una  fiiaca  con  otra ,  habrá  lugar  á 
la  constitución  de  una  nueva  hipoteca  en  sustitución  de  la  antigua, 
pues  que  la  hipoteca  solo  puede  tener  lugar  sobre  cosas  inmuebles; 
pero  en  los  demás  casos  ,  otro  derecho  real ,  el  do  prenda ,  podrá 
decirse  que  debe  sostituir  al  hipotecario  que  quedó  estingnido.  Lo 
mas  frecuente  será  que  al  haoerse  la  espropiacion  perciba  el  acret- 
dor  lo  que  se  le  debe ,  quedando  de  este  modo  mas  completamente 
consultados  los  derechos  de  todos^ 

En  un  caso  semejante  se  baila  la  indemnización  concedida  ó  de- 
bida al  propietario  por  los  aseguradores  de  bienes  hipotecados  ó  de 
sus  frutos ,  cuando  el  siniestro  haya  tenido  lugar  después  de  consti- 
tuida la  hipoteca.  Esta  misma  regla  se  halla  escrita ,  aunque  no  con 
tanta  precisión ,  en  el  proyecto  de  Código  civil ,  y  guarda  armonía 
con  lo  que  acerca  del  particular  se  observa  en  Alemania.  No  vá  en 
esto  el  proyecto  tan  allá  como  la  legislación  de  Bavíerai  seguida  por 
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los  Códigos  de  otros  paises ,  que  daa  al  acreedor  hipotecario  el  de- 
recho de  obligar  al  deador  ¿  que  asegure  los  bienes  hipotecados. 
Nada  significa  que  en  naestras  aatíguas  leyes  qo  se  prescribiera  lo 
que  aquí  propone  la  Comisión:  el  contrato  dé  seguro  no  tenia  en 
otros  tiempos  la  importancia»  Eaciüdad  y  ostensión  que  tiene  en 
nuestros  dias. 

¿T  debe  ser  esteasiva  la  hipoteca  á  garantir  los  intereses  del  ca- 
pital as^urado  por  ella?  Nada  dice  de  esto  nuestro  derecho  antiguo, 
ni  era  de  presumir  que  lo  dijera»  cuando  tan  severamente  reproba- 
ba la  usura ,  entendiendo  que  lo  era  todo  aquello  que  el  deudor  te- 
nia que  dar  al  acreedor  que  escediera  de  la  misma  suma  prestada, 
y  considerando  solo  Udto  el  interés  cuando  lo  admitían  en  el  fuero 
de  la  conciencia  los  moralista»  mas  rígidos.  Pero  desde  que  el  dere- 
cho escrito  empezó  á  mitigar  el  rigor  antiguo ;  desde  que,  prevale- 
ciendo otros  principios  económico-políticos ,  quedó  para  siempro 
destruido  el  error  de  que  el  dinero  no  era  productivo ;  desde  que  el 
legislador  se  convenció  de  que  las  graves  penas  para  estinguir  el 
interés  del  dinero  se  convertían  contra  las  personas  para  cuya  pro- 
tección se  habían  dictado ,  pues  que  tenían  que  pagar  un  interés 
mas  alto  por  los  chítales  que  recibían  (medio  de  compensar  en  cier«* 
to  modo  los  peligros  que  corría  el  prestamista) ,  no  podían  dejar  de 
considerarse  afectas  las  fincas  hipotecadas  al  pago  de  los  intereses, 
como  lo  estaban  al  del  capital.  Asi  lo  viene  entendiendo  la  práctica; 
a»  está  aceptado  por  regla  general  en  los  demás  pueblos  de  Euro- 
pa ;  así  creyeron  que  debían  proponerlo  los  redactores  del  proyecto 
del  Código  civil.  Pero  no  debe  servir  esto  de  motivo  para  que  el  ter- 
cer adquirente de  la.  propiedad  gravada,  que  no  conoce  el  descu- 
bierto en  que  pnede  hallarse  el  deudor ,  y  que  naturalmente  presu- 
me que  está  corriente  en  el  pago  de  intereses ,  en  el  hecho  de  no 
haberse  reclamado  ooatra  la  hipoteca,  quede  pequdicado  por  omi- 
sión é  incuria  del  acreedor,  ó  tal  ves  por  mala  lé  de  éste  combina^ 
da  con  la  del  deudor,  fie  aqui  proviene  qoe,  á  imitación  de  muchos 
Códigos ,  se  proponga  la  cuantlia  de  intereses  que  deban  considerar^ 
se  asegurados  con  la  hipoieea,  inlrodueiendo  la  presunción  jurts  et 
dejtire  de  que  el  acreedor  renuncia  á  ella  en  la  parte  relativa  á  los 
demás  inteieses,  en  el  hecho  de  no  reclamarlos  ó  de  no  haber  exigi- 
do undf  ampliacioi  de  inscripción  sobre  los  mismos  bienes  hipoteca* 
dos ,  con  objeto  de  asegurar  lo  devengado  antes. 

Dos  medios  podían  adoptarse  al  efecto :  el  mas  general  $  que  la 
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limita  á  número  determinado  de  anualidades,  y  el  que  fija  un  máxi- 
mum como  el  iO  ó  el  20  por  100 ,  proporcional  al  capital  garantido. 
A  favor  del  primer  medio  está  la  mejor  combinación  del  interés  con 
el  tiempo :  á  favor  del  segundo,  en  sentir  de  los  que  lo  prefieren,  la 
mayor  igualdad  y  la  mayor  fijeza  de  la  regla. 

La  Comisión  ha  creido  preferible  el  primer  medio ,  porque  sobre 
ser  igualmente  fija  la  regla,  y  no  espuesta  á  alteraciones ,  á  pesar 
de  su  aparente  desigualdad,  es  en  rigor  mas  igual,  porque  la  igual- 
dad aquí  no  debe  considerarse  en  abstracto ,  sino  con  relación  al  in- 
terés estipulado.  Por  estas  consideraciones  establece  el  proyecto,  si- 
guiendo al  del  Código  civil,  que  la  hipoteca  solo  asegurará  con  per- 
juicio de  tercero  los  intereses  de  los  dos  últimos  anos  que  estén  en 
descubierto  y  la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente.  Mas  esto 
solo  es  para  el  caso  en  que  haya  un  tercero  que  pueda  resultar  per- 
judicado :  cuando  no  sucede  esto,  conserva  toda  su  fuerza  la  regla 
de  que  es  estensiva  la  hipoteca  á  la  seguridad  de  todos  los  inte- 
reses. 

Lo  que  se  dice  de  la  ostensión  de  la  hipoteca  á  los  intereses  ven- 
cidos ,  es  aplicable  por  identidad  de  razón  á  las  pensiones  atrasa- 
das de  los  censos.  Nada  hay  que  justifique  establecer  aquí  la  menor 
distinción,  porque  unos  y  otros  son  réditos  de  un  capital  anticipado 
y  gravitan  del  mismo  modo  sobre  las  fincas ,  no  habiendo  entre  ellas 
otra  preferencia  que  la  de  su  antigüedad  respectiva. 

Puede  suceder  que  el  predio  dado  en  enfitSusis  caiga  en  comi- 
so ,  porque  cualesquiera  que  sean  la  justicia  y  la  conveniencia  de 
este  precepto ,  es  un  hecho  que  hoy  está  escrito  en  la  ley ,  que  no 
puede  ser  incidentalmente  discutida  ni  reformada  en  el  proyecto  que 
se  presenta.  Arreglándose  la  Comisión  al  derecho  constituido,  y  en 
armonía  con  él ,  propone  que  cuando  por  haber  caído  el  predio  en 
comiso,  pase  el  dominio  útil  al  dueño  del  directo ,  se  entienda  que 
es  con  las  hipotecas  ó  gravámenes  que  hubiere  impuesto  el  enfiteuta 
en  cuanto  no  sean  perjudicados  los  derechos  del  mismo  dueño  di- 
recto. Esta  declaración  que,  atendidas  la  equidad  y  el  derecho,  de- 
bería sobreentenderse,  no  es  ociosa  para  quitar  cuestiones  fundadas 
en  que  la  constitución  del  enfitéusis  lleva  implícita  la  pena  del  co- 
miso ,  y  que  debiendo  retrotraerse  á  ella  la  caducidad  del  derecha 
del  enfiteuta ,  procede  que  se  tengan  como  anuladas  todas  las  hipo* 
tecas  y  cargas  reales  impuestas  por  el  dueño  útil. 

Mas  importante  bajo  el  aspecto  de  la  conveniencia  es  otra  íregla 
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adoptada  por  la  Comisión,  si  bien  no  de  las  capitales  de  la  ley,  que 
reforma  nuestro  antiguo  derecho.  Según  este ,  cuando  se  hipotecan 
varias  fincas  á  la  vez  por  un  solo  crédito,  todas  quedan  sujetas  á 
una  carga  real  por  el  importe  total  de  lo  debido,  y  sobre  todas  ellas 
se  estiende  por  igual  el  derecho  hipotecario  del  acreedor.  Resulta 
de  aquí  que  el  deudor  vé  frecuentemente  minorado  su  crédito  terri- 
torial mucho  mas  de  lo  que  en  realidad  han  desmerecido  su  riqueza  y 
la  garantía  que  aun  ofrecen  los  bienes  inmuebles  que  posee ,  reba  - 
jadas  las  obligaciones  y  cargas  á  que  se  hallan  afectos:  resulta  tam- 
bién que  asi  vienen  á  ser  protegidas  indirectamente  por  la  ley  las 
inmoderadas  exigencias  de  los  prestamistas,  que  no  contentos  con 
garantías  firmes  y  de  éxito  seguro,  multiplican  sin  utilidad  suya  y 
con  perjuicio  del  crédito  territorial ,  las  dificultades  del  préstamo 
sobre  hipotecas.  A  estos  inconvenientes  ha  ocurrido  el  proyecto 
proponiendo  que  cuando  sean  varias  las  fincas  que  por  un  solo  cré- 
dito se  hipotequen,  haya  de  determinarse  la  cantidad  ó  parte  de 
gravamen  de  que  cada  una  tiene  que  responder.  De  este  modo  la 
carga  real  no  se  estiende  ¿  todo  el  valor  de  la  finca ,  sino  solamente 
á  una  cifra  que  puede  ser  muy  inferior  ¿  su  valor  verdadero,  que* 
dando  en  libertad  y  en  posibilidad  el  dueño  de  poder  levantar  sobre 
la  misma  finca  otro  crédito  hipotecario  que  no  perjudicará  al  antiguo 
en  lo  que  alcance  al  valor  de  la  cantidad  hipotecada ,  pero  que  ten- 
drá preferencia  sobre  otros  créditos  y  aun  sobre  el  mismo  por  la 
parte  á  que  no  estén  afectos  los  bienes  inmuebles  ó  los  intereses 
vencidos  de  las  dos  anualidades  anteriores  y  la  parte  vencida  tam- 
bién de' la  anualidad  corriente. 

Por  consecuencia  de  esto,  enajenada  la  finca  á  un  tercero,  ó 
constituida  sobre  ella  una  hipoteca  nueva,  el  tercer  adquirenteó 
hipotecario  no  deberá  ser  inquietado  por  la  obligación  personal  del 
deudor.  Al  acreedor  le  quedará  siempre  espedita  la  acción  real  para 
redamar  contra  los  demás  bienes  hipotecados,  cualquiera  que  sea 
m  poseedor ,  hasta  donde  alcancen  sus  respectivas  hipotecas ,  y  res* 
pecto  á  la  suma  á  que  no  alcancen ,  como  su  acción  es  puramente 
personal ,  no  podrá  ni  perjudicar  á  las  enajenaciones,  ni  pretender 
que  queden  sin  efecto  cualesquiera  otras  cargas  reales  que  se  hayan 
impuesto  sobre  la  finca. 

El  derecho  de  hipoteca  ha  sido  siempre  y  es  hoy  indivisible  en- 
tre nosotros,  como  lo  fué  entre  los  romanos.  Este  princio  secular, 
admitido  en  todas  las  naciones,  no  puede  ser  objeto  de  disputa.  La 
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ComistOB  que  redactó  e(  proyecto  del  Código  cirH  creyó  qoe  laiiiiei<» 
proclamacioa  de  esta  máxima  jaridica  debía- ser  la  primera  frase  que 
pusiera  en  el  capítulo  que  trata  de  los  efectos  de  las  hipotecas:  la 
que  lioy  se  dirige  á  V.  E.,  siti  ennoeiarlo  espresamente,  dejando  á 
la  ciencia  el  cuidado  de  esplicario,  se  ha  limitado  á  aplicar  rigaro- 
mente  sus  consecuencias.  Existiendo  por  lo  tanto  la  hipoteca  sobre 
todos  los  bienes  gravados  ^  sobre  cada  uno  de  ellos  y  sobre  cada  una 
de  sus  partes,  subsistirá  íntegra  mientras  no  se  cancele»  annqne  se 
reduzca  la  obligaciongarantida,  y  permanecerá  integramente  sobre 
la  parte  de  bienes  que  quede ,  en  el  caso  de  que  otra  parte  haya 
desaparecido.  Gonseouenda  de  la  indivisibilidad  de  la  hipoteca  es 
también,  que  cnando  una  finca  hipotecada  se  divida,  subsista  la 
hipoteca  también  íntegramente  sobre  cada  una  de  las  nuevas  fincas, 
á  no  ser  que  el  deudor  y  el  acreedor  voluntariamente  estipulen  que 
se  distribuya  entre  ellas  ia  hipoteca.  Gaando  en  estos  términos  se 
hace  la  distrihaoion ,  la  antigaa  hipoteca  queda  estíagaida ,  y  nacen 
en  su  Ingar  tantas  hipotecas  independieiitis  onantas  son  las  fincas 
afectas  al  pago  del  crédito  primitivo.  Por  esto ,  pagada  la  parte  del 
crédito  con  quo  está  gravada  alguna  de  ellas,  qoeda  esta  libre ;  y 
por  el  contrarío,  cuando  es  una  sohi  la  finoa  hipotecada,  ó  cuando 
siendo  varias ,  no  está  distribuida  entre  ellas  la  hipoteca ,  ni  seña- 
lada la  parte  á  que  quede  afecta  cada  una ,  no  podrá  el  da^  exigir 
que  se  Hbre  ninguno  de  los  bienes  hipotecados  ni  ana  parte  de  ellos, 
por  grande  que  sea  la  cantidad  que  baya  pagado  ■,  mientras  no  esté 
satisfecha  toda  la  deuda. 

Mas  sucederá  á  veces ,  cuando  se  haya  distribuido  un  crédito  hi- 
potecario entre  diferentes  fincas,  que  la  parte  del  crédito  satisfecho 
pueda  aplicarse  á  la  liberación  de  una  ú  otra  de  las  gravadas  por 
no  ser  inferior  al  importe  de  la  responsabilidad  especial  de  cada 
una ;  en  este  caso  la  Comisión  no  ha  dudado  que  la  elección  debe 
corresponder  al  deudor,  ya  porque  es  regla  general  que  sn  condi- 
ción es  la  favorecida  por  el  derecho,  ya  porque  á  él  corresponde 
decir  al  hacer  el  pago,  á  qné  finca  quiere  libertar  de  la  carga  hipo- 
tecaria. 

Puede  ocurrir  que  el  que  no  aparezca  en  el  registro  con  dereclío 
para  hipotecar,  constituya  una  hipoteca ,  y  que  después  adquiera  el 
derecho  de  que  antes  carecía.  ¿Convalecerá  en  este  caso  la  hipote- 
ca? La  Comisión  ha  resuelto  esta  cuestión  en  sentido  negativo;  ni 
podía  hacerlo  de  otro  modo  á  no  ser  inconsecuente.  La  coavalidiK)íMi 
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lleva  tras  sí  la  eficacia  de  lo  que  inválidamente  se  ha  ejecutado ;  pof 
el  mero  hecho,  pues,  de  concederla,  implícitamente  quedarían  per-^ 
jndicados  los  que  tuvieron  un  derecho  real  adquirido  con  posteriorí* 
dad  á  la  constitución  de  la  hipoteca,  pero  antes  de  su  revalidación 
sobre  la  misma  finca,  y  así  el  dolo  ó  la  incuria  de  unos  vendría  á  con* 
vertirse  en  daño  de  otros  que  hubieran  obrado  de  buena  féycon  di  ^ 
ligencia.  Otra  razón  poderosa  ha  movido  también  á  la  Comisión:  e& 
necesario  alejar  de  la  propiedad  inmueble  y  del  registro  en  cuanto 
sea  posíUe,  todo  te  que  directa  ó  indirectamente  propenda  á  dismi- 
nuir el  crédito  territorial,  y  nada  lo  cercena  tanto  como  la  facíKdad 
de  enajenar  é  hipotecar,  concedida  á  los  que  no  tienen  el  título  de 
dueños,  tan  solemne  y  públicamente  reconocidos,  como  se  propone 
ei  legislador  por  medio  de  los  registros  que  ¿  la  propiedad  inmueble 
se  refieren. 

La  hipoteca ,  además  de  ser  un  derecho  real ,  es  la  garantía  dd 
una  obligación ,  y  por  lo  tanto  un  contrato  accesorio  y  subsidiario 
de  otro  principal.  De  esto  parece  deducirse ,  que  cuando  la  cosa  hi- 
potecada no  esté  ya  en  manos  del  hipotecante ,  sino  en  las  de  ua 
tercer  poseedor,  tenga  que  acudirse.  al  deudor  principal  para  que 
pague  antes  de  molestar  al  que  por  un  título  legítimo  de  adquisición 
es  el  dueño  de  la  finca  hipotecada.  Pero  si  esta  regla  no  tuviera  ua 
límite  breve  y  perentorio,  no  se  conseguiría  todo  el  efecto  que  se 
propuso  el  prestamista  al  buscar  su  segundad,  mas  en  la  garantía 
que  en  la  persona  á  quien  prestaba.  Por  esto  el  proyecto  señala  el 
término  de  los  diez  dias  siguientes  al  vencimiento  del  plazo ,  para 
que  requerido  el  deudor  principal  satisfaga  la  deuda,  sin  que  en  este 
tiempo  pueda  ser  molestado  el  tercer  adquirente;  mas  pasados  estos 
dias,  ya  está  el  acreedor  en  la  plenitud  de  su  derecho,  dirigiéndose 
contra  el  poseedor,  no  solo  por  el  capital,  sino  por  los  intereses ,  á 
que  según  lo  antes  espuesto  es  estensiva  á  la  hipoteca  en  perjuícia 
de  tercero;  y  si  el  poseedor  no  le  paga  en  el  término  de  otros  die2 
dias  contados  desde  el  requerimiento,  ó  no  desampara  los  bienes  hi- 
potecados, entonces  puede  ya  entablar  directamente  la  acción  eje- 
cutiva contra  los  mismos  bienes.  De  aquí  se  infiere  que  la  Comisión 
no  ha  admitido  los  beneficios  de  orden  y  escusíon  en  las  deudas  ga- 
rantidas con  hipotecas,  porque  cualesquiera  que  sean  su  importan- 
cia y  su  justicia  respecto  á  los  fiadores ,  cuestión  ajena  del  todo  á 
este  proyecto,  no  puede  satisfacer  al  que  por  medio  de  la  concita- 
ción de  nn  derecho  real;  mira  la  cosa  hipotecada  como  principal  ga^ 
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^antía  de  un  crédito.  Envolverlo  en  procedimientos  que  den  por  re- 
sultado la  insolvencia  del  deudor  >  obligarlo  á  que  se  hagan  antes 
escusíon  y  pago  con  los  bienes  no  hipotecados  que  en  los  que  han. 
sido  especial  objeto  de  la  hipoteca,  no  se  aviene  bien  con  la  índole 
del  crédito  real ,  y  destruye  su  principal  ventaja ,  que  es  la  segu- 
ridad de  un  próximo  reintegro  al  vencimiento  de  la  obligación  ga- 
rantida. 

No  desconoce  la  Ck>mision  que  entre  nosotros,  á  imitación  del 
derecho  romano ,  y  equiparando  la  hipoteca  á  la  fianza  ;  por  la  ana- 
logía que  hay  entre  ellas  de  ser  igualmente  obligaciones  accesorias^ 
se  ha  concedido  el  beneficio  de  escusion  al  tercer  poseedor  de  los 
bienes  hipotecados ;  pero  prescindiendo  de  la  vaguedad  de  la  juris- 
prudencia acerca  de  este  punto ,  de  la  dificultad  de  señalar  cuál  es 
la  estendida  mas  generalmente  por  falta  de  datos  que  puedan  ser- 
vir de  reguladores,  y  por  la  mcertidumbre  que  reina,  por  regla  ge- 
neral, en  todo  nuestro  sistema  hipotecario,  la  Comisión  debia  mirar 
por  los  intereses  que  principalmente  debe  protejer  la  reforma  que  se 
leba  encomendado.  En  lo  que  propone  haseguidoel  ejemplode  varios 
códigos,  y  con  especialidad  de  los  que  siguen  el  sistema  hipotecaría 
que  ha  prevalecido  en  Alemania,  y  lo  que  propusieron  los  redac- 
tores del  proyecto  de  Código  civil.  Tampoco  desconoce  la  Gomisioa 
que  la  facultad  de  desamparar  los  bienes  que  deja  propuesta,  puede 
ser  objeto  de  irapugoacion.  Se  dirá  tal  vez  que  abre  la  puerta  al  tercer 
adquirente  para  que  se  arrepienta  de  la  adquisición  cuando  no  la 
hizo  con  buenas  condiciones,  ó  pagó  por  la  finca  un  precio  superior 
al  que  en  realidad  tenia.  Pero  no  basta  esto  para  hacer  tan  mala 
su  condición;  porque  así  como  sufre  en  toda  su  estension  el  rigor 
de  la  ley  cuando  el  deudor  no  paga,  justo  es  compensar  esta  des- 
ventaja con  la  facultad  de  desamparar  la  cosa  hipotecada,  y  mucho 
mas  cuando  ningún  perjuicio  verdadero  se  sigue  á  los  acreedores 
por  el  desamparo,  porque  el  precio  del  remate  de  la  finca  es  la  me- 
jor espresion  de  su  valor  verdadero,  que  es  á  todo  lo  que  pueden 
aspirar ,  y  todo  lo  que  esperaron  los  acreedores.  El  perjuicio  que 
puede  resultar  al  deudor  que  vendió  la  finca  á  mas  alto  precio  de  la 
cantidad  garantida,  queda  compensado  con  el  término  que  se  le 
concede  para  pagar,  durante  el  cual  puede  procurarse  su  remedio» 
sí  es  que  con  regulares  condiciones  hizo  la  enajenación. 

Puede  también  suceder  que  la  finca  hipotecada  se  enajene  para 
pagar  con  su  importe  un  plazo  vencido  estando  los  demás  pendien- 
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tes  todavía.  Aunque  al  parecer  no  admite  duda  que  la  enajenación 
debe  hacerse  quedando  subsistente  la  hipoteca  por  la  cantidad  que 
reste  por  satisfacer,  ha  parecido  conveniente  consignarlo.  Lo  mismo 
ha  creído  la  Comisión  que  debia  hacer  respecto  á  otros  casos  que  se 
prestaban  á  pocas  dudas,  pero  qne  era  mejor  fijarlos  en  la  ley  que 
fiarlos  á  la  interpretación.  Por  esto  declara  que  se  considerará  como 
tercer  poseedor  para  los  efectos  de  que  acaba  de  hacerse  mención, 
al  que  solo  hubiere  adquirido  el  usufructo  ó  el  dominio  útil  de  la 
finca  hipotecada,  ó  la  propiedad  ó  el  dominio  directo,  quedando  en 
el  deudor  el  derecho  correlativo ,  é  igualmente  que  cuando  haya 
mas  de  un  tercer  poseedor  se  entienda  con  todos  los  que  lo  sean  el 
requerimiento,  y  que  corra  simultáneamente  para  todos  el  término 
de  los  diez  días  para  pagar  la  deuda  ó  desamparar  la  finca. 

Las  Leyes  de  Partida  señalaron  cuarenta  anos  de  duración  á  la 
acción  hipotecaria ,  cuando  se  intentaba  contra  el  deudor  ó  sus  he- 
rederos, y  treinta  cnando  se  dirigia  contra  los  estranos.  Las  de 
Toro  ordenaron,  que  cuando  en  la  obligación  hubiera  hipoteca,  la 
deuda  se  prescribiera  por  treinta  años  y  no  menos.  Según  la  inteli- 
gencia que  mas  generalmente  se  dá  á  la  ley  de  Toro,  la  acción  hU 
potecaria  dura  treinta  años,  considerando  como  reformado  en  este 
punto  el  derecho  antiguo.  Sin  embargo,  no  puede  dejarse  de  tener 
en  cuenta  qne  esto  ha  sido  objeto  de  serias  y  largas  cuestiones  en- 
tre los  jurisconsultos,  y  especialmente  los  de  los  siglos  XVI  y  XVn, 
que  han  sido  reproducidas  por  el  mas  notable  de  los  comentadores 
de  las  leyes  de  Toro  en  nuestros  mismos  dias.  Se  ha  dicho  contra 
la  prescripción  de  treinta  años,  que  la  ley  solo  se  refiere  á  la  deuda 
garantida  con  hipoteca  y  no  á  la  acción  hipotecaria,  la  cual  ha  que^ 
dado  dentro  de  sus  antiguas  condiciones:  se  ha  sostenido  que  la  ac* 
don  hipotecaria  puede  existir  después  de  la  estincion  de  la  obliga* 
cion  á  que  sirve  de  garantía,  y  suceder  por  lo  tanto  que  prescrita 
la  acción  personal  aun  dure  la  hipotecaria:  se  ha  considerado,  si- 
guiendo el  ejemplo  del  célebre  jurisconsulto  Cujas,  que  la  acción 
Upotecaria  no  es  accesoria  á  la  personal,  sino  que  exbte  por  s{ 
misma,  y  es  de  diferente  naturaleza  y  calidad:  se  ha  insistido  ea 
que  no  puede  depender  una  acción  real  de  una  personal:  se  ha  dis- 
putado acerca  de  si  hay  diferencia  entre  la  duración  de  la  acción 
hipotecaria  cuando  se  constituye  por  la  seguridad  de  una  deuda,  y 
cuando  es  para  la  de  una  venta,  comodato  ó  permuta;  y  se  ha  su- 
puesto, por  último ,  que  la  acción  hipotecaria  debe  durar  treinta 
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tmos  por  lo  menos,  pero  que  queda  subsistente  la  que  oon  arreglo  á 
las  Partidas  debía  tener  mayor  duración.  Necesario  era  poner  lími- 
te á  estas  diferentes  interpretaciones,  y  fijar  el  tiempo  que  debe 
durar  la  acción  hipotecaria:  la  Comisión  propone  el  de  vetnle  anos, 
porque  siendo  este  el  señalado  para  la  prescripción  de  las  acciones 
personales  á  que  está  adherida  la  hipoteca,  perdiendo  estas  su  fuer- 
za no  debe  conservarla  la  hipotecaria,  pues  que  estingnido  el  cré-> 
dito,  no  puede  menos  de  considerarse  estinguida  su  garantía. 

Pero  no  bastaba  señalar  el  término :  era  necesario  fijar  el  dia^ 
desde  que  habia  de  correr.  No  debía  esto  dar  lugar  á  dudas :  regla 
general  es,  que  el  tiempo  de  la  prescripción  en  las  acciones  corre 
desde  su  nacimiento,  esto  es,  desde  que  por  haber  lesión  del  dere- 
cho por  que  se  conceden,  pueden  ejercitarse:  de  lo  contrarío  se  se- 
guiría que  pudiera  estinguirse  por  prescripción  un  derecho  que  aun 
no  tuviera  verdadera  existencia.  Por  esto,  el  término  para  la  pres- 
cripción de  las  acciones  personales ,  empieza  á  correr  desde  que 
puede  exigirse  el  cumplimiento  de  la  obligación ;  por  esto  la  Comi- 
sión propone  que  el  tiempo  se  cuente  en  la  acción  hipotecaría  desde 
que  pueda  ejercitarse. 

Hay  bienes,  que  siendo  hoy  hipotecaUes,  y  habiéndose  consti- 
tuido hipoteca  sobre  ellos,  no  lo  serán  en  el  dia  en  que  Uegue  á  ser 
ley  este  proyecto.  Pueden  servir  de  ejemplo  los  oficios  enajenados 
de  la  Corona :  no  puede  menos  de  fijarse  cuáles  serán  en  lo  suce- 
sivo los  efectos  de  estas  hipotecas  anteripres.  La  Comisión  no  ha 
vacilado  en  lo  que  debía  hacer;  salvar  todos  los  derechos  constituid* 
dos  y  adquirídos  bajo  el  amparo  de  las  leyes ,  y  no  cambiar  en 
nada,  ni  su  estensíon,  ni  su  eficacia,  declarando  una  vez  mas 
que  la  ley  no  tiene  fuerza  retroactiva. 

La  armonía  (de  la  ley  exige  por  último  que  las  inscripciones  y 
cancelaciones  de  las  hipotecas  se  sujeten  á  las  disposicioaesgeae- 
rtles  establecidas  para  ios  demás  derechos  reales ,  sin  hacer  mas 
variaciones  que  las  que  su  índole  especial  requiere  aecesariamenie. 

DE  LAS  HIPOTECAS  VOLUNTARIAS. 

Toma  la  Comisión  el  derecho  actual  como  punto  de  partida  para 
establecer  las  reglas  á  que  han  de  ajustarse  las  hipotecas  volunta- 
rias.  Todas  las  disposiciones  que  formula  ahora  y  antes  ao  estaban 
escritas  en  la  ley,  ó  son  una  derivación  de  ella»  ó  coasecaencía  ne* 
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€«8«ría  de  los  princii^os  de  especialidad  y  publicidad ,  que  esr  la 
gran  reforma  que  introduce  el  proyecto. 

Siempre  ha  tenido  el  apoderado  la  necesidad  de  poder  especial 
paca  flojietar  i  una  carga  hipotecaria  los  bienes  de  su  represeala4o» 
Efi  la  eonsignacíon  de  esta  regla  no  podía  haber  la  menor  dada. 
Pero  en  el  caso  de  que  la  hipoteca  se  hubiera  constituido  por  el  que 
no  estaba  suficientemente  autorizado  y  fuese  después  ratificada  por 
el  dueño,  podría  suscitarse  la  cuesiion  del  tiempo  desde  que  debia 
cnimiar  i  surtir  efecto.  Basta  considerar  que  la  retroacción  de  la 
hfoteca  puede  perjudicar  á  un  segundo  acreedor  hipotecario,  que 
eñúdo  prestó  lo  hizo  en  la  seguridad  de  que  era  nula  la  anterior 
hipoteca,  y  de  consiguiente  qoe  esta  no  podia  ser  preferida  á  ki  que 
YálidaBante  estipulaba ,  para  conocer  que  no  puede  dársele  efecto 
retroaeliTo. 

Ganado  la  hipoteca  se  ha  constituido  para  la  garantía  de  una 
obligación  futura  ó  sujeta  á  una  condición  suspensiva  que  se  halla 
inscrita  en  el  registro,  debe  en  concepto  de  la  Comisión  afectar  á  la 
finca  y  prodncir  efecto  contra  un  tercero  desde  su  inscripción  si  la 
obligación  ó  la  condición  llegan  á  realizarse. 

Respecto  á  la  obligación  condicional  no  podia  haber  justo  moti- 
vo de  dada,  porque  la  obligación  existe  aunque  nada  se  deba  ni 
nada  pueda  pedirse  hasta  el  cumplimiento  de  la  condición  modifi- 
cadora. 

No  puede  decirse  lo  mismo  respecto  á  la  obligación  futura,  por- 
que no  ha  tenido  aun  nacimiento :  sin  embargo ,  existe  otra  obli- 
gación prdiminar  en  que  se  constituye  la  hipoteca,  y  que  lleva 
inqilícita  la  necesidad  é  la  suposición  de  la  existencia  de  la  se- 
gunda. 

Mas  cuando  la  obligación  asegurada  está  sujeta  á  una  condición 
resolutoria,  solo  la  hipojteca  puede  subsistir  en  toda  su  fuerza  hasta 
que  en  el  registro  se  haga  constar  el  cumplimiento  de  la  condición, 
pves  que  desde  entonces  la  obligación  se  desvanece ,  y  sin  obliga- 
ción que  garantir  no  puede  haber  garantía. 

Al  tratar  de  la  ostensión  de  la  hipoteca  queda  dicho  que  com- 
prando también  ios  intereses  del  capital  prestado  con  las  restriccio- 
nes que  se  han  creído  convenientes  para  evitar  perjuicios  á  tercero. 
I^ero  esta  regla  no  puede  menos  de  acomodarse  á  las  condiciones 
da  la  ley  que  abolió  ia  tasa  del  interés  del  dinero ,  la  cual ,  si  bien 
no  ^escribió  ninguna  restricción  legal  á  los  préstamos  usurarios, 
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les  puso  una  moral,  la  de  que  había  de  constar  por  escrilo  el  pació 
en  que  se  estipularan. 

Mo  cree  la  Comisión  necesario  descender  í  otras  disposiciones 
que,  ó  son  una  nueva  confirmación  del  derecho  antiguo»  ó  una  apli« 
cacion  de  los  principios  cardinales  de  la  ley ,  ó  una  derivación  de 
ellos.  Nadie  podrá  desconocer  los  motivos  que  se  han  tenido  en 
cuenta  al  escribirlas.  Hay,  sin  embargo,  algunos  puntos  respecto  á 
los  cuales  no  serán  ociosas  ligeras  indicaciones. 

Los  censos,  como  todos  los  demás  derechos  en  la  cosa,  pueden 
ser  hipotecados  por  el  censualista.  Esto  sin  embargo  en  nada  pue- 
de disminuir  la  facultad  que  tiene  el  censatario  para  hacer  la  re* 
denciouy  porque  no  puede  ser  privado  de  su  derecho  por  un  acto  & 
que  es  ajeno  y  en  el  que  no  ha  contraído  obligación  alguna*  Pero 
seria  injusto  que  en  este  caso  fuera  desatendido  el  derecho  del 
acreedor  hipotecario,  y  que  la  buena  fé  de  este  quedara  burlaida  por 
el  hecho  de  pagar  el  censatario  al  censualista  el  capital  del  censo, 
destruyendo  asi  el  derecho  hipotecario.  Por  esto  la  Comisión  pro^ 
pone  que  el  acreedor  tenga  entonces  derecho,  ó  bien  á  que  se  le 
pague  por  completo  su  crédito  con  los  intereses,  6 bien  á  que  se  le 
reconozca  su  misma  hipoteca  sobre  la  finca  que  estuvo  gravada 
con  el  censo.  Así  se  salva  el  derecho  del  acreedor  hipotecario,  sin 
perjuicio  del  censatario  antiguo,  á  quien  debe  ser  indiferente  pagar 
á  uno  ú  á  otro,  y  sin  daño  del  censualista,  que  está  siempre  obli- 
gado, tanto  por  la  acción  hipotecaria  como  por  la  personal,  á  pagar 
en  toda  su  estension  la  deuda  contraída. 

Nada  han  dicho  espresamente  nuestras  leyes  respecto  al  caso 
de  que  una  finca  acensuada  llegue  á  ser  insuficiente  para  garantir 
el  pago  de  las  pensiones,  y  esta  insuficiencia  no  sea  efecto  de  ca« 
so  fortuito,  sino  de  dolo,  culpa  ó  mera  voluntad  del  censatario.  La 
aplicación  de  las  reglas  generales  acerca  de  la  prestación  del  dolo 
y  de  la  culpa,  bastan  para  que  se  considere  viva  la  responsabilidad 
del  censatario,  si  bien  no  puede  menos  de  considerarse  ó  mengua* 
do  ó  eslinguido  el  censo,  según  sea  ó  no  completa  la  destrucción 
de  la  finca,  6  se  haya  vuelto  infructifera  en  todo  ó  en  i^rte.  Esto, 
que  es  la  opinión  uniforme  de  nuestros  jurisconsultos,  no  está  bien 
desenvuelta  en  la  práctica,  y  disto  mucho  de  satisfocer  cumplida- 
mente á  los  intereses  del  censual isto;  porque  en  lugar  de  un  cr6« 
dito  real  suficientemente  garantido,  solo  le  queda  un  crédito  per« 
sonal  que  depende  única  y  esclusivamente  de  la  sHoacion  del  a^tí- 
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fi^o  ceosatailOy  que  tao  mala  caeota  ha  dado  de  la  (¡oca  ateosoa* 
da.  Por  esto  la  ComisioQ,  despaes  de  proclamar  el  príocipio  de  la 
responsabilidad  del  censatario»  procara  «na  iodemnizacion  mucho 
mas  oorapleta  al  censualista,  estableciendo  que  cuando  la  finca  lie* 
gue  á  ser  insuficiente  para  garantir  el  pago  de  las  pensiones  por 
las  causas  antes  indicadas,  pueda  obligar  al  censatario,  ó  bien  á 
imponer  sobre  otros  bienes  inmuebles  la  parte  del  capital  que  deja 
de  estar  asegurada  por  la  disminución  del  valor  de  la  misma  finca, 
6  á  redimir  el  censo. 

No  puede  aplicarse  la  misma  regla  al  caso  en  que  sin  acto  al- 
guno culpable  ó  espontáneo  del  censatario,  se  deteriore  ó  haga 
menos  productiva  la  finca  acensuada.  Ninguna  decisión  hay  acerca 
de  esto  en  nuestras  leyes;  su  silencio  ha  dado  lugar  á  encontradas 
opiniones  entre  los  jurisconsultos.  AJgunos,  para  suplir  el  silencio 
de  la  ley  han  acudido  al  motu  propio  de  San  Pió  V,  y  fundándose 
en  ¿I  pretenden  que  el  censo  debe  reducirse  proporcionalmente.  La 
decisión  de  este  motu  propio^  por  regla  general,  no  sería  una  ra- 
zón, porque  sobre  no  ser  admisibles  en  el  reino  las  disposiciones 
pontificias,  en  lo  que  al  derecho  civil  se  refiere,  hay  la  circunstan* 
cia  particular  de  que  á  petición  de  las  Cortes  de  Madrid,  celebra- 
das en  1583,  declaró  Don  Felipe  11  que  tal  motu  propio  no  estaba 
recibido  en  estos  reinos;  pero  es  asimismo  indudable  que  én  Na- 
varra tiene  toda  su  fuerza  respecto  á  ios  censos  posteriores  á  su  fe* 
cha.  La  Comisión  al  establecer,  respecto  á  este  punto,  una  regla 
general,  no  ha  podido  adoptar  la  legislación  navarra,  porque  pres* 
eindiendo  de  la  autoridad  respetable  en  que  se  funda,  no  ha  encon- 
trado razones  bastantes  para  adoptarla.  Redúcense  las  que  al  efec- 
to se  alegan  á  que  lo  que  se  dice  del  todo  respecto  al  todo,  debe 
entenderse  de  la  parte  en  cuanto  á  la  parte,  y  á  que  el  censo  está 
estendido  sobre  toda  la  cosa  y  la  parte  en  la  parte;  razones  á  que 
sus  impugnadores  oponen  otra  de  la  misma  naturaleza,  á  saber:  que 
el  censo  está  constituido  sobre  toda  la  cosa  y  sobre  cada  una  de  las 
partes.  Poca  fuerza  tienen  para  la  Comisión  estos  argumentos,  mas 
propios  de  las  sutilezas  de  la  escuela  que  de  la  dignidad  del  legis- 
lador. Razones  mas  poderosas  espuestas  por  muchos  jurisconsul- 
tos, la  han  decidido  en  sentido  contrario,  siguiendo  en  esto  la  opi- 
nión generahnente  recibida  en  el  foro,  de  que  ni  el  censo  ni  la  pen* 
«ion  se  redvcen  mientras  quede  capital  para  cubrir  aquel  y  frutos 
suficientes  para  satisfacer  esta.  Fúndase  para  ello  en  que  el  een- 
TOMO  xvn.  22 
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siijkliftta  solo  tidne  el  derecho  de  exigir  i&  pensión,  y  que  esU  debe 
ser  Gonsideradft  sola  y  esclusivatteiile  con  relaotoa  á  les  frutee;  de 
jDodo  que,  mieairas  e^s  basiea  4  «abrirla»  no  poede  considerarse 
estinguído  parcialmente,  por  mas  que  la  finca  se  haya  em  parte 
destraido  ó  hecho  infru^eca.  Ni  seria  justo  considerar  parcial* 
mente  estinguído  el  cense  quedando  al  censatario  la  facultad. de 
coBstiUiir  otro  nuevo  sobre  la  misma  finca  acensuada  anles.  No  ba 
detenido  á  nuestros  jurieconsultos  para  opinar  asi  una  ley  de  Parti- 
da, según  la  cual  se  debe  la  pensión  en  el  censo  enfitéutico  cuan- 
do queda  mas  de  la  octava  parte  de  la  cosa  acensuada,  de  lo  que 
parece  iaferirse  que  el  censo  se  estmgue  cuando  el  menoscabo  es 
mayor,  aunque  la  cosa  no  haya  perecido,  porque  presdndiendo  de 
que  la  ley  solo  se  refiere  á  la  enfitéusis,  y  por  lo  tanto  no  compren- 
de los  censos  que  tienen  origen  diferente,  se  ha  entendido  siempre 
que  se  referia  al  caso  en  que  la  parte  reetaiRe  de  la  fiaca  no  pro- 
duzca frutos  bastantes  para  cubrir  toda  la  pensión. 

Mas  cuando  Uega  el  caso  de  que  el  valor  de  la  finca  acensuada 
decrezca  tanto  que  no  baste  su  rédito  liquido  á  cubrir  las  pensio- 
nes, injusto  seria  obligar  al  censatario  4  dar  mas  de  lo  que  ¡a  finca 
produjera:  por  esto  el  proyectare  ley  le  autoriza  i  que  opte  entre 
desamparar  la  finca  ó  exigir  que  se  reduzca  la  pensioa  en  propor- 
ción dd  valor  que  aquella  conserve.  En  este  último  punto  se  ba 
adoptado  el  matu  propio  de  San  Pió  Y,  no  admitido  antes  en  el  ca- 
so de  que  pudiera  continuar  satisfaciéndose  la  pensión  con  lo  exis- 
tente. La  razón  que  para  ello  ha  tenido  la  Comisión  es  evid^te:  ni 
podría  obligarse  con  justicia  al  ceasat^io  i  que  pagaae  integra- 
mente una  pensión  i  que  no  alcanzaba  la  finca  acensuada,  ni  por 
el  contrarío  dar  por  esttnguido  el  censo  de  su  totalidad  mientras 
produjera  aquella  algunos  frutos,  aunque  no  los  bastantes  para  pa- 
gar la  pensión  integramente,  ttas  si  hecha  la  reducción,  se  aumen- 
tase el  valor  de  la  finca  y  sus  productos,  justo  es  que  proporcio- 
nalmente  vaya  creciendo  tambíeíi  k  pensión  hasta  que  Uegue  á  su 
importe  prímitivo.  Es  verdad  que  esta  opinión  no  se  fanda  ni  en  las 
leyes  actuales,  silenciosas  en  el  particular,  ni  en  la  opinión  de  los 
jurisconsnltos  que  nunca  s^  refieren  á  la  rehabilitación  proporcio- 
nal de  las  pensiones  sino  á  la  total  del  censo,  y  que  disputan  acer- 
ca de  si  debe  limitarse  á  las  fincas  que  consisten  en  el  suelo,  ó  es- 
lenderse  también  ¿  los  edificios;  pero  la  Comisión  ha  eféido  que  á 
Im  antiguas  disputas  de  los  intérpretes  y  i  la  incertidumbre  de  la 
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prieüca  debía  sustituir  otras  reglas  mas  equitativas»  reemplazando 
«si  ia  fijeza  de  la  ley  al  arbitrio  judicial,  y  evitando  en  su  origen 
cuestiones  que  por  el  distinto  modo  de  ser  apreciadas  y  juzgadas, 
pueden  disminuir  el  prestigio  de  los  tribunales. 

Mas  dificultad  que  las  materias  hasta  aquí  examinadas  en  lo 
que  á  las  hipotecas  convencionales  se  refiere,  presenta  la  cuestión 
de  cómo  deben  enajenarse  ó  cederse  los  créditos  hipotecarios.  No 
pedia  la  Comisión,  al  entrar  en  este  punto,  desentenderse  de  una 
ojnnion  moderna  sostenida  con  energía  y  convicción  en  el  terreno 
de  la  ciencia,  que  ha  encontrado  hábiles  y  decididos  defensores  y 
que  ha  llegado  á  ser  ley  en  alguna  nación  estranjera:  la  de  la  ti^- 
misión  de  los  créditos  hipotecarios  por  endoso.  Su^  partidarios,  fun- 
dándose en  la  grande  facilidad  que  presenta  este  modo  de  trasmi- 
tir, en  la  economía  que  produce,  en  los  rodeos  que  evita,  en  la 
circunstancia  de  no  necesitar  ^ituíQS  intermediarios,  y  en  que  el 
endoso  hace  que  la  obligación  sea  un  valor  en  circulación  que  par- 
ticipa á  la  vez  de  las  ventajas  del  crédito  territorial  y  de  las  del 
crédito  personal,  creen  que  es  una  mejora  palpable  que  dá  grande 
ensanche  á  la  propiedad,  que  introduce  en  ella  la  vida  y  anima- 
ción mercantil,  y  que  destruyendo  trabas  y  ahorrando  gastos  inúti- 
les, proporciona  al  acreedor  hipotecario  medios  espeditos  para  ob- 
tener su  reembolso.  Esto,  añaden,  viene  á  convertirse  en  benefi- 
cio del  diieno  de  bienes  inmuebles,  porque  cuanta  mas  facilidad 
encuentren  h)s  prestamistas  para  ser  reintegrados  en  un  momento 
para  ellos  angustioso,  tanto  menor  será  la  dificultad  que  tendrán 
para  prestar  sobre  el  crédito  territorial  y  tanto  menores  los  intere- 
ses que  lleven  por  el  capital.  Agrégase  á  esto,  que  el  objeto  de  las 
leyes  hipotecaras,  no  es  solo  dar  mayor  seguridad  á  las  hipotecas, 
sino  también  aumentar  la  estension  del  crédito  territorial  y  comu* 
nicarle  una  facilidad  en  la  circulación  parecida  á  la  activa  del  eré* 
dito  mercantil,  facilidad  de  que  hasta  ahora  ha  carecido  y  que  de* 
be  ser  su  principal  elemento  de  vida. 

No  participa  de  estas  ideas  la  Comisión :  cree,  por  el  contrario^ 
que  está  erizada  de  dificultades  la  asimilación  de  un  contrato  hipo- 
tecario al  contrato  de  cambio.  Nada  hace  el  legislador  con  dar  i 
una  obligación  civil  el  carácter  y  los  efectos  de  una  obligación  mer- 
cantil, cuando  la  naturaleza  de  ellas  es  esencialmente  diferente;  la 
esencia  de  las  cosas  prevalece  y  se  sobrepone  á  la  vpluntad  del  le- 
gislador, que  solo  producirá  complicaciones  sin  conseguir  su  objeto. 
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La  )ey  civil,  como  la  mercantil,  tiene  sus  condiciones  indeclinables 
4t  que  no  es  Kcíto  separarse  sin  gravísimos  peligros;  y  como  las  di- 
ferencias, profundas  muchas  veces,  que  hay  entre  ellas,  no  son  ca- 
prichosas, sino  que  se  fundan  en  razones  incontestables,  el  legisla- 
dor no  alcanza  á  borrarlas:  por  esto  tienen  hasta  cierto  punto  una 
vida  independiente.  Si  se  quiere  confundirlas,  si  se  quiere  llevar  á 
las  transacciones  civiles  los  principios  y  formas  da  las  comerciales, 
se  desnaturaliza  el  derecho,  porque  se  hace  general  lo  que  solo 
como  escepcion  tiene  su  razón  de  existir. 

Los  créditos  hipotecarios,  como  representación  del  territorial, 
no  admiten  por  su  misma  naturaleza  la  movilidad  de  las  letras  de 
cambio  y  de  los  pagarés  á  la  orden.  Para  convencerse  de  ello  basta 
observar  que  en  las  obligaciones  civiles  la  solidaridad  no  se  presu- 
me ;  por  el  contrario ,  en  las  comerciales  la  solidaridad  es  la  regla 
general,  prueba  de  que  una  y  otra  legislación  parten  de  principios 
diferentes.  Y  esta  diferencia  se  funda  en  la  diversa  índole  de  unos 
y  otros  negocios;  las  obligaciones  mercantiles  son  de  poca  duración, 
rápidas  en  sus  formas,  rigurosas  en  su  cumplimiento  y  de  prescrip- 
ción corta:  en  ellas  la  solidaridad  es  fácil  y  natural,  porque  el  que 
firma  una  letra  de  cambio ,  el  que  la  acepta  y  los  que  la  endosan, 
4odos  se  hallan  en  iguales  condiciones,  todos  se  obligan  por  la  con- 
fianza que  les  inspira  el  crédito  de  los  que  antes  firmaron ;  y  como 
los  créditos  son  para  tiempo  limitado,  pueden  obligarse  sin  temeri- 
dad, y  aun  con  escaso  peligro,  porque  les  es  fácil  calcular,  si  no  con 
seguridad,  con  gran  probabilidad  al  menos,  la  garantía  que  al  ven- 
cimiento del  crédito  ofrecerán  los  nombres  de  los  que  aparecen  ya 
obligados. 

No  puede  decirse  otro  tanto  respecto  al  crédito  hipotecario:  los 
que  toman  préstamos  sobre  su  propiedad  no  suelen  hacerlo  para 
empresas  mercantiles  ó  industriales,  sino,  ó  para  salir  de  una  si- 
tuación apremiante,  ó  para  mejorar  la  misma  propiedad  con  capita- 
les que  solo  lentamente  y  en  una  larga  serie  de  años,  y  con  gran- 
des esfuerzos,  produce  la  6nca  mejorada,  la  cual  entre  tanto  tiene 
que  sostener  los  gastos  de  la  conservación  ó  del  cultivo,  y  el  pago 
de  los  intereses  del  capital  anticipado.  De  aquí  es  que  los  propieta- 
rios, al  tomar  dinero  á  préstamo  hipotecario  para  mejorar  sus  fin- 
cas, lo  hacen  á  los  plazos  mas  largos  posibles:  de  aquí  que  la  ra- 
zón aconseje  la  amortización  lenta  y  sucesiva  de  los  capitales  toma- 
dos á  préstamo  para  empresas  agrícolas  de  alguna  importancia,  y 
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qae  este  sea  el  sistema  seguido  en  los  países  en  que  mas  se  ha  es- 
tendido  y  favorecido  el  crédito  territorial.  Por  esto  la  trasmisión 
por  medio  de  endoso,  si  ha  de  conservar  sa  condición  general  de 
obligar  á  todos  los  endosantes,  no  se  acomoda  bien  á  los  contratos 
hipotecarios;  porque  no  es  de  presumir  que  personas  que  por  sa 
prudencia  y  previsión  en  los  negocios  hayan  adquirido  un  crédito 
sólido,  quieran  ser  endosatarios,  constituyéndose  obligados  solida- 
riamente y  á  muy  largo  término,  atendidas  las  vicisitudes  áque  es- 
tá sujeto  el  crédito  por  los  cambios  sucesivos  del  valor  de  la  pro- 
piedad, por  las  dificultades  que  para  el  cobro  oponen  las  sucesiones 
y  divisiones  de  bienes,  y  por  otras  causas  que  mas  fácilmente  se 
comprenden  que  se  enumeran,  pues  que  podrian  encontrarse  en  el 
caso  de  pagar  el  capital  prestado  y  los  intereses  en  el  momento  en 
que  mas  desapercibidos  se  encontraran  y  mas  ajenos  á  satisfacer 
una  obligación  que  hacia  muchos  anos  hubiera  pasado,  y  tal  vez 
solo  momentáneamente,  por  sus  manos. 

Mas  si  se  dijera  que  podria  hacerse  el  endoso  sin  responsabili- 
dad del  endosante,  entonces  quedarían  anuladas  en  su  principal 
parte  las  ventajas  que  el  sistema  del  endoso  produce  en  sentir  de 
sus  defensores,  á  saber,  que  el  crédito  personal  de  los  endosantes 
vengaá  fortalecer  el  crédito  real.  Hay  mas:  puede  decirse  sin  incon- 
veniente que  lejos  de  forti6carlo  lo  mrooraria:  cuanto  mas  circula 
una  letra  de  cambio,  mas  confianza  inspira,  porque  cada  firmado  un 
endosante  es  nueva  garantía  para  los  que  después  la  reciban;  pero 
SI  al  endoso  de  los  créditos  hipotecarios  se  quita  la  responsabilidad 
de  los  endosantes,  cada  firma  vendrá  á  ser  una  prueba  de  que  la  per- 
sona que  poseía  el  crédito  y  se  ha  deshecho  de  él,  ha  preferido  á  los 
intereses  que  producía  otra  especulación  ó  mas  segura  ó  mas  lu- 
crativa; y  quitada  así  la  responsabilidad  de  los  endosantes,  ya  des- 
aparece esa  facilidad  de  la  trasmisión  por  endoso,  porque  nadie  que 
lome  el  crédito  dejará  de  hacer  antes  serias  y  detenidas  investiga- 
ciones respecto  al  valor  y  circunstancias  de  la  hipoteca.  Queda  asi 
por  única  ventaja  el  menor  coste  de  la  trasmisión,  ventaja  bien  mez- 
quina al  lado  de  los  inconvenientes  que  lleva  consigo  el  sistema  de 
endoso.  No  es  el  menor  lo  que  se  presta  á  falsificaciones  de  descu- 
brimiento difícil  y  á  veces  hasta  imposible.  No  sirve  decir  que  es» 
te  temor  no  es  probable  como  se  demuestra  con  las  letras  de  cam- 
bio y  pagarés  á  la  orden:  basta  tener  en  cuenta  que  estas  obligacio- 
nes son  de  corta  vida,  que  pasan  por  mucbas  manos,  que  intervie- 
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nen  en  las^  transacciones  á  que  dan  origen  personas  que  frecuente* 
mente  se  conocen  y  se  ocupan  en  negocios  mercantiles,  y  que  tie- 
nen activas  relaciones,  para  que  se  c>onozca  que  la  facilidad  de  des- 
cubrirse el  fraude  es  grande  é  inmediata,  y  que  esto  mismo  retrae 
á  los  falsificadores;  pero  no  es  de  creer  que  esto  suceda  en  los  cré- 
ditos hipotecarios,  cuya  duración  es  inGnitamente  mayor,  cuya  cir^ 
culacion  será  lenta,  y  qne  tal  vez  pasarán  muchos  anos,  no  solo  sin 
descubrirse,  pero  aun  sin  sospecharse  la  falsificación. 

No  desconoce  la  Comisión  que  es  conveniente  y  aun  necesario 
imscar  el  modo  de  dar  á  los  capitales  prestados  sobre  bienes  in- 
muebles, una  actividad  en  la  circnlacion  de  que  hoy  carecen.  Pero 
esto  no  se  consigne  con  dispoáciones  legales  de  la  naturaleza  de 
la  que  acaba  de  ser  examinada,  ni  por  medios  qne  quepan  dentro 
de  la  ley  de  hipotecas:  para  ello  es  necesario  que  los  títulos  hipo- 
tecarios tengan  un  valor  conocido  y  notorio ,  que  pueda  este  ser 
apreciado  á  primera  vista  y  sin  necesidad  de  investigaciones  ,  que 
todos  comprendan  que  la  garantía  es  eficaz  y  legítima ,  y  que  los 
adquirentes  no  sean  defraudados  en  las  negociaciones  que  respecte» 
á  ellos  hagan;  en  una  palabra,  que  entre  los  capitalistas  y  los  pro- 
pietarios que  buscan  recursos  en  el  crédito  territorial,  haya  institu- 
ciones intermediarias  que ,  emitiendo  obligaciones  territoriales  de 
valor  auténtico,  uniformes,  fáciles  de  ser  apreciadas  por  todos  ea 
cambio  de  las  garantías  hipotecarías  que,  previo  el  debido  examen, 
reciban,  trasformen  en  inscripciones  territoriales  negociables  como 
los  efectos  al  portador  los  títulos  hipotecarios,  que  ellas  se  encar- 
guen de  realizar  por  su  cuenta  y  riesgo.  Esta  indicación  basta  al 
propósito  de  la  Comisión. 

Desechado  el  sistema  del  endoso,  la  Comisión  solo  tenia  que 
aplicar  para  la  enajenación  ó  cesión  de  los  créditos  hipotecarios  las 
mismas  reglas  qae  dominan  en  todo  el  proyecto :  que  la  trasferen- 
cía  del  crédito  hipotecario  se  haga  por  escritura  pública  para  evi- 
tar los  fraudes  á  que  puedan  dar  lugar  los  documentos  privados, 
poco  adecuados  siempre  para  la  adquisición  de  derechos  en  las  co-^ 
sas  inmuebles :  que  se  dé  conocimiento  al  deudor  para  que  sepa 
qne  en  lo  sucesivo  ya  no  debe  satisfacer  el  capital  y  los  intereses; 
al  acreedor  antiguo,  sino  al  cesionario:  que  se  inscriba  el  contrato 
en  el  registro ,  porque  en  él  debe  constar  todo  lo  que  modifica  el 
crédito  hipotecario  y  las  obligaciones  que  produce;  que  el  cedente 
descuidado  en  poner  en  conocimiento  del  deudor  la  enajenación  4 
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oesioa ,  responda  al  cesionario  de  los  perjuicios  que  esta  falta  ie 
ocasione,  por  consecnencia  de  la  regla  de  qoe  cada  uno  debe  res- 
ponder de  los  danos  qne  i  oiro  origine  por  no  hacer  lo  qae  la  ley 
lepreoepiia. 

Mas  la  bcultad  de  enajenar  ó  de  ceder  las  hipotecas  que,  cuan* 
do  se  trata  de  las  vohtotarías,  no  poede  ser  objeto  de  impngnacio- 
aes,  no  sería  sostenibla  respecto  á  las  legales.  Constituidas  estas 
frecuentemente  en  byor  de  personas  que  necesitan  ana  protección 
directa  y  especial  por  parte  del  legislador ,  si  fueran  trasmísibles 
por  aqaeltos  para  cuya  garantía  se  han  establecido,  quedaría  la  ley 
burlada  y  desatendidos  h»  intereses  y  derechos,  que  no  la  voluntad 
de  ior  otorgantes ,  sino  la  ley  nnsma  quiso  t)roCejer.  Por  esto  en  el 
proyecto  se  dice  qne  solo  podrin  cederse  los  derechos  y  créditos 
asegurados  con  hipoteca  legal  cuando  haya  llegado  el  caso  de  exi- 
gir su  importe,  y  teniendo  capacidad  para  enajenarlos  las  persona !( 
ácuyo  favor  están  constituidos.  Emonoes  ya  ha  cesado  el  peligro: 
la  viuda  que  cede  el  crédito  hipotecario  qne  tiene  contra  los  here- 
deros de  su  marido ,  el  mayor  que  enajena  un  crédito  de  la  misfliA 
clase  contra  el  que  f«é  sn  curador,  están  ya  fuera  de  las  condicio* 
nes  de  la  protección  espeoiai  que  las  leyes  antes  les  dispensaron:  la 
hipoteca  que  enajenan  ya  no  tiene  por  obfeto  asegurar  sus  bienes, 
sino  realiaar  el  pago  del  menoscabo  qae  hayan  esperimentado. 

DI   LAd  HIFOTBCAS  LIGALIS. 

Queda  ya  espnesto  al  tratar  de  la  bases  capitales  de  la  ley,  que 
la  Comisión  no  propone' la  estincion  de  las  hipotecas  legales,  sino  la 
redacción  de  su  aútaero ,  y  que  dando  nueva  forma  á  las  que  deja 
sabsbtentes,  las  convierte  en  obesas  y  especiales ,  quitáodotes 
su  actaal  carácter  de  tácitas  y  generales ,  medio  de  proteger  con 
mas  eficacia  y  ostensión  l<»  derechos  para  cuya  garantía  fueron  es- 
tablecidas. 

Respecto  á  algunas  hipotecas  no  se  ofrecen  graves  diGcnItades. 
La  ley  no  debe  ser  mas  solicita  en  proteger  los  derechos  individua- 
les ,  que  aquellos  á  quienes  mas  inmediata  y  directamente  corres- 
ponden. Si  estos  renuncian  á  la  garantía  que  para  la  seguridad  de 
sus  derechos  pueden  exigir  y  lo  demuestran  por  el  hecho  de  no  re- 
clamada, semejante  descuido  no  es  ímpivtable  al  legislador,  que  no 
debe  considerar  como  incapaces  de  mirar  por  sí  mismos  á  todos  los 
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que  componen  el  cuerpo  social ,  ni  ejercer  sobre  ellos  una  tutela 
perpetua.  Este  es  el  rundamenlo  de  la  supresión  de  algunas  hipote- 
cas legales:  el  proyecto  se  limita  aquí  á  declarar  que  los  particula- 
res son  arbitros  en  pedir  y  estipular  las  hipotecas  que  quieran,  pero 
que  la  ley  no  viene  por  un  acto  soberano  á  suplir  su  silencio  6  in- 
terpretar su  voluntad:  estipule  cada  uno  lo  que  mejor  estime >  res- 
pecto á  garantías ;  el  legislador  respeta  y  dá  Tuerza  coactiva  á  la 
espresion  de  la  voluntad  de  los  contrayentes,  pero  no  la  suple  ni  la 
completa;  no  supone  que  quieren  garantía  cuando  no  la  concier^ 
tan ;  no  induce  una  presunción  juris  et  dejare  para  dar  á  su  silen- 
cio una  interpretación  equivoca  muchas  veces,  y  forzada  otras.  Así 
desaparecen  varias  hipotecas  legales  hoy  existentes,  y  entrando  en 
Jas  condiciones  de  las  leyes  generales  de  los  contratos,  cuando  es- 
presamente  se  estipulen ,  darán  resuelta  en  parte  la  complicación 
que  acerca  de  este  punto  se  encuentra  en  nuestro  derecho. 

Pero  el  legislador  no  debe,  no  puede  desentenderse  de  que  hay 
personas  é  intereses  que  requieren  una  protecccion  mas  inmediata  y 
una  vigilancia  mas  continua.  Las  mujeres  casadas ,  los  menores, 
los  incapacitados,  los  hijos  de  familia  constituidos  en  potestad ,  son 
los  que  en  primer  término  necesitan  que  la  ley  venga  en  su  auxilio, 
que  los  defienda,  ya  de  su  propia  debilidad  é  inesperiencia ,  ya  de 
los  peligros  que ,  cuando  nada  pueden  por  sí  mismos  y  tienen  que 
sujetar  al  arbitrio  ajeno  su  conducta,  pueden  sobrevenirles  por  par- 
te de  aquellos  á  quienes  la  ley  confia  su  defensa. 

Y  ¿cuáles  serán  estos  medios  de  protección?  No  podia  subsistir 
la  hipoteca  tácita  y  general  que  hoy  reconocen  nuestras  leyes :  su 
indeterminación,  su  eventualidad  y  su  faltado  inscripción,  la  bacen 
incompatible  con  las  dos  bases  que  como  ñindamentales  del  siste- 
ma hipotecario  ha  adoptado  la  Comisión,  la  especialidad  y  la  puMi- 
cidad,  al  paso  que  de  hecho  dan  frecuentemente  á  la  garantía  una 
ineficacia  ajena  á  la  voluntad  del  legislador,  como  todos  los  dias  se 
demuestra  en  la  práctica.  Estas  hipotecas  ocultas  son  el  vicio  mas 
radical  del  sistema  hoy  vigente,  y  de  tal  modo  es  necesario  que 
desaparezcan,  que  si  subsistieran  ,  aunque  fuera  solo  como  escep- 
cion  para  proteger  á  las  personas  á  que  con  ellas  quiso  favorecerse , 
las  hipotecas  tácitas  no  inscritas  serian  mayores  en  número  que  las 
inscritas.  La  escepcion  anularia  la  regla  general  y  quedaría  com- 
pletamente destruida  la  obra  proyectada. 

Tampoco  podia  establecerse  una  ley  como  la  que  por  algún 
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tiempo  rigió  ea  Francia  antes  del  Código  Napoleón,  sometiendo  á 
la  necesidad  de  la  inscripción  estas  hipotecas,  pero  sin  adoptar  las 
medidas  necesarias  para  que  la  inscripción  se  verificara.  Esto  equi- 
valdría á  cortar  el  nudo  de  la  dificultad  en  lugar  de  desatarlo,  de- 
jando abandonados  los  derechos  que  la  ley  quiere  garantir,  porque 
ni  ei  menor  ni  el  incapacitado  pueden  mirar  por  sí  mismos,  y  por 
lo  tanto  tampoco  obtener  la  inscripción;  y  aunque  la  mujer  casada 
y  el  hijo  de  familia  tienen  frecuentemente  toda  la  capacidad  inte- 
leetual  necesaria  para  procurar  l^  garantía  de  sus  derechos  legíti- 
mos, hay  intereses  de  un  orden  superior  ligados  íntimamente  con 
la  constitución  de  la  familia ,  con  la  armonía  de  los  que  la  compo- 
nen, con  los  respetos  debidos  á  la  potestad  marital  y  paterna ,  que 
impelen  al  legislador  á  obrar  con  toda  circunspección  cuando  se 
trata  de  la  facultad  de  las  mujeres  y  de  los  hijos  para  tomar  pre- 
cauciones y  exigir  seguridades  qi^e  pueden  parecer  injuriosas  ai 
jefe  de  la  familia.  La  Comisión,  que  lejos  de  querer  debilitar  los 
lazos  de  la  familia  ha  procurado  estrecharlos,  no  trata  de  introdu- 
cir elementos  de  perturbación  en  los  sentimientos  de  carino  ,  con- 
fianza y  obediencia  de  la  «lujer  y  del  hijo;  asi  no  ha  podido  esta- 
blecer la  regla  aislada  de  la  necesidad  de  la  inscripción  sin  acom- 
pañarla de  medidas  que  la  redujeran  i  la  práctica  sin  daño  de  los 
intereses  de  la  sociedad  doméstica.  Por  estas  mismas  consideracio- 
nes no  ha  aceptado  la  regla  adoptada  en  Holanda  y  en  algunos  Es- 
tados alemanes,  que  equiparando  la  mujer  á  las  personas  eslranas, 
¿olo  le  concede  la  hipoteca  cuando  está  estipulada  é  inscrita. 

Solo  pues  restaba  á  la  Comisión  el  medio  de  establecer  la  hi- 
poteca legal  en  favor  de  los  menores,  de  los  incapacitados,  de  las 
mujeres  casadas  j  de  los  hyos  de  familia,  adoptando  al  mismo  tiem- 
po las  medidas  conducentes  á  que  la  hipoteca  que  había  de  ser  es- 
pecial y  pública,  fuera  inscrita,  tomando  precauciones  para  que  no 
quedara  eludido  el  precepto  de  la  ley.  Si  la  Comisión  ha  atinado  á 
dar  solución  satisfactoria  á  problema  tan  difícil,  de  seguro  que  ha- 
hcá  mejorado  mucho  la  condición  de  estos  hipotecarios  legales.  La 
esperiencia  acredita,  que  si  bien  la  hipoteca  general  y  tácita  que 
hay  tienen  les  aprovecha  cuando  sobreviene  una  desgracia  repenti- 
na é  imprevista  que  quebranta  la  fortuna  del  marido,  del  padre  o 
del  tutor,  apenas  les  es  de  utilidad  alguna  cuaodo  la  dismi- 
nución de  los  bienes  es  lenta  y  sucesiva,  porque  entonces  paulati- 
namente se  enaj/enan  las  fincas^  y  si  se  dirigen  contra  los  que  las 
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han  adquirido,  se  veQ  envueltos  en  multiplicados  y  difíciles  pleitos 
en  que  la  fuerza  de  la  opínioa  pronunciada  contra  las  hipotecas  no 
inscritas  los  hace  á  veces  sucumbir,  quedando  por  consiguiente  per- 
judicados en  sus  derechos  é  intereses.  Impedir,  pues,  que  esto  suce- 
da, sujetar  las  hipotecas  en  su  favor  constituidas  á  inscripción,  es 
un  beneficio  conocido  que  se  hace  á  las  mujeres  casadas,  á  los  hijos 
de  familia,  á  los  menores  y  á  los  incapacitados. 

Al  sistema  de  la  Comisión  seoponen[argumentos  cuya  gravedad 
no  puede  desconocerse»  Cuando  se  trata  de  dar  ensanche  al  crédito 
territorial,  ha  dicho  alguno  de  los  que  impugnan  el  sistema  de  la 
Comisión,  debe  huirse  d^  cuanto  le  perjudique,  y  la  publicidad  da- 
da á  las  hipotecas  de  que  aquí  se  trata,  es  funesta  para  él.  Apóyan- 
se  para  decir  esto  en  que  el  patrimonio  de  aquellos  á  cuyo  favor  se 
hallen  constituidas  las  hipotecas  legales,  viene  á  figurar  en  la  ri- 
queza general  del  país  por  una  suma  proporcional  á  lo  que  dichas 
personas  representan  en  la  cifra  general  de  la  población;  de  lo  que 
infieren  que  si  esta  riqueza  está  inscrita,  se  aumentará  en  una  gran- 
de proporción  el  pasivo  con  que  figure  recargada  lá  propiedad  in- 
mueble y  por  una  especie  de  ilusión  óptica  aparecerá  mas  grava- 
da de  lo  que  realmente  lo  esté.  Esto,  añaden,  por  mas  que  sea  un 
beneficio  exhorbitante  para  los  hipotecarios,  es  fatal  para  el  crédi- 
to, á  que  debe  consultarse  ante  todo  en  una  ley  de  hipotecas. 

No  tienen  fuerza  estos  argumentos:  la  inscripción,  la  sustitución 
de  la  hipoteca  especial  á  la  general,  de  la  espresa  á  la  tácita,  de  la 
definida  y  determinada  á  la  indeterminada  y  eventual,  no  hará 
mas  que  poner  de  manifiesto  la  verdad:  la  falta  de  la  inscripción  no 
quita  el  mal  ni  el  gravamen;  lo  ^ue  hace  es  solamente  ocultarlo,  y 
esta  ocultación  es  muy  dañosa  al  crédito  territonal,  porque  no  dá 
la  medida  de  seguridad  que  merece  el  de  cada  uno.  Es  necesario 
ser  lógicos:  si  se  admite  la  hipoteca  legal  para  asegurar  derechos 
de  personas  que  necesitan  la  protección  especial  del  legislador,  so- 
lo se  adelanta  con  ocultarla  hacer  peor  la  condición  del  que  con 
sobrado  desahogo  puede  cubrir  las  obligaciones  á  que  están  afectas 
sus  propiedades  en  beneficio  del  que  no  tiene  lo  necesario  para  sa- 
tisfacerlos, ó  que  si  lo  tiene,  carece  de  sobrantes  que  sirvan  de  ga- 
rantía á  nuevos  créditos.  Esta  ocultación  de  las  obligaciones  á  que 
está  afecta  la  propiedad,  sacrifica  el  crédito  real  al  crédito  aparen- 
te, introduce  la  desconfianza  en  la  propiedad,  y  hace  presumir  que 
todas  las  fincas  están  sujetas  á  iguales  cargas  y  obligaciones. 
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Adoptado  por  la  Comisión  el  sistema  que  queda  espueslo,  la 
frase  hipoteca  legal  no  tendrá  ya  la  acepción  antigua,  sino  que  sig* 
nificará  el  derecho  ó  la  obligación  de  pedir  y  obtener  una  hipoteca 
especial  sobre  bienes  raices  ó  derechos  reales  que  sean  hipoteca- 
bies  y  de  que  pueda  disponer  el  hipotecante. 

Aunque  por  regla  general  la  hipoteca  legal  surta  los  efectos 
mismos  que  la  voluntaria,  el  proyecto  establece,  sin  embargo ,  ea* 
tre  ellas  algunas  diferencias  que  son  resultado  de  su  diversa  natu« 
raleza.  Ta  quedan  indicadas  algunas,  y  se  espondrán  otras  en  ade« 
lante.  Desde  luego  debe  tenerse  en  cuenta  que  como  aqu(  la  hipo* 
teca  es  necesaria,  como  dimana  de  la  ley  y  no  de  la  voluntad  de  los 
contrayentes ,  no  puede  menos  de  establecerse  una  regla  para  el 
caso  en  que  no  haya  conformidad  entre  los  interesados  acerca  d^ 
la  suficiencia  de  los  bienes  ofrecidos  para  hipotecar  ó  de  la  parte  d^ 
responsabilidad  que  ha  de  pesar  sobre  cada  uno  de  ellos  cuando 
sean  varios  los  que  especialmente  hayan  de  hipotecarse.  La  Comi« 
sion  deja  á  la  decisión  de  la  autoridad  judicial  estas  diferencíaSi 
pero  exigiendo  como  requisito  previo  que  oiga  antes  á  peritos  que 
den  prendas  de  acierto  al  fallo  que  ha  de  pronunciarse. 

La  misma  razón  que  hay  para  la  constitución  de  las  hipotecas 
legales  existe  para  reclamar  y  obtener  su  ampliación  en  el  caso  de 
que  las  constituidas  lleguen  por  cualquier  causa  á  ser  insuficientes: 
sin  esta  ampliación,  la  protección  que  dispensa  la  ley  seria  incom- 
pleta: puede  decirse  mas:  que  aun  omitida,  se  sobreentendería, 
porque  la  interpretación ,  fundándose  en  el  espíritu  del  legislador, 
supliría  su  silencio. 

La  tramitación  que  debe  seguirse  para  la  constitución  de  la  hi- 
poteca legal  en  los  casos  en  que  el  juez  debe  exigirla  de  oficio  ó  á 
instancia  de  parte  legítima  y  para  declarar  su  suficiencia,  se  ha  de- 
terminado procurando  conciliar  la  brevedad  con  el  respeto  á  los  de^ 
rechos  de  los  interesados. 

Establecidas  estas  reglas  generales  respecto  á  la  hipoteca  legal, 
la  Comisión  espresa  ios  casos  únicos  en  que  ha  de  tener  lugar  en 
lo  sucesivo,  y  fija  en  cada  uno  de  ellos  las  reglas  que  ha  creído 
mas  adecuadas  para  que  realmente  sea  una  verdad  lo  que  en  el  pro- 
yecto propone.  Esto  requiere  algunas  observaciones. 

ASEGURACIÓN  DE  LOS  BIENES  DE  LAS  BfUJERES  CASADAS. 

La  Comisión  no  ha  hecho  ningún  cambio  respecto  á  los  casos  en 
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que  la  mujer  casada  ha  de  tener  hipoteca  legal  sobre  los  bienes  de 
su  marido :  este  punto  está  íntimamente  enlazado  con  la  constitu- 
ción de  la  familia  y  con  los  derechos  respectivos  de  los  cónyujes. 
Bacer  incidentalmente  alteraciones  seria  una  perturbación  ajena  á 
esta  ley:  esto  será  en  su  dia  el  resultado  de  los  detenidos^  y  con- 
cienzudos estudios  á  que  ha  de  dar  lugar  el  Código  civil.  La  hipo- 
teca legal  por  lo  tanto  »  se  constituye  por  las  dotes ,  por  los  para-* 
fernales  y  demás  bienes  que  las  mujeres  hayan  aportado  al  matn- 
monio,  si  bien  con  algunas  limitaciones,  conforme  á  nuestra  actual 
jurisprudencia. 

Para  que  la  dote  dé  lugar  á  la  hipoteca  legal  es  necesario  que 
haya  sido  entregada  solemnemente  al  marido  bajo  fé  de  escribano. 
La  mera  confesión  de  dote  no  produce  hoy  hipoteca  tácita,  y  no  de- 
be por  lo  tanto  ser  garantida  en  lo  sucesivo  con  hipoteca  especial; 
la  que  no  se  otorga  por  escritura  pública,  constando  en  ella  la  en- 
trega,  puede  ser  fácilmente  simulada.  Si  la  confesión  se  hace  en 
última  disposición  valedera,  según  nuestro  derecho  actual,  la  dote 
confesada  solo  tiene  la  consideración  de  legado,  y  no  puede  ser  por 
lo  tanto  invocada,  ni  contra  los  herederos  forzosos  en  cuanto  puede 
perjudicar  sus  legítimas,  ni  contra  los  acreedores.  Más  cuando  la 
confesión  es  por  acto  entre  vivos,  á  falta  de  una  declaración  espresa 
en  nuestras  leyes»  muchos  jurisconsultos  notables  buscan  en  el  de- 
recho romano  la  fuerza  de  esta  dote,  llegando  al  estremo  de  negar 
toda  escepcion  al  marido  cuando  ha  pasado  el  término  de  diez  anos 
después  de  la  confesión.  Esto  equivale  á  introducir  una  presunción 
juris  et  de  jure  de  haberse  verificado  la  entrega,  á  lo  que  parece 
consiguiente  que  después  de  trascurrido  el  término,  se  dé  á  h  dote 
confesada,  por  lo  que  se  refiere  á  la  hipoteca,  los  mismos  efectos 
que  á  la  dote  entregada.  Esta  opinión,  que  se  presta  ¿  fondadísi- 
mas y  fáciles  impugnaciones,  no  podia  ser  adoptada.  Mas  al  itrísmo 
tiempo  no  parecía  justo  privar  del  beneficio  de  la  hipoteca,  si  bien 
con  prudentes  precauciones  que  evitaran  el  abuso,  á  la  mujer  que 
realmente  hubiera  llevado  al  matrimonio  una  dote  cnvos  bienes 
existieran  aun,  ó  estuviesen  sustituidos  por  otros,  pero  de  que  por 
negligencia  ó  por  cualquiera  otra  causa  no  se  hubiera  otorgado  es- 
critura, ó  en  la  otorgada  no  se  hubiese  hecho  mención  de  la  entre- 
ga. El  medio  elegido  al  efecto  consi^e  en  dar  el  carácter  y  los  efec- 
tos de  dote  entregada  á  la  confesada  por  el  marido  antes  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  ó  dentro  del  primer  aSo  de  él,  síe&ipre 
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t|ue  se  baga  constar  judicialmente  la  existencia  de  los  bienes  dota* 
les,  ó  la  de  otros  semejantes  ó  equivalentes  que  los  hayan  susti- 
tuido. 

Mas'la  obligación  del  marido  respecto  4  la  restitución  de  la  do* 
le,  que  es  lo  que  aGaoza,  no  es  igual,  según  nuestro  derecho,  pues 
al  paso  que  en  la  dote  estimada  ol  marido  se  constituye  deudor  de 
género,  en  la  inestimada  deba  devolver  las  cosas  mismas  que  re- 
cibió. Asi  es  que,  aunque  las  leyes  de  Partida  digan  que  el  maric|o 
biempre  es  el  dueño  de  los  bienes  dótales,  ha  habido  que  acudir  á 
ingeniosas  distinciones  para  salvar  la  antinomia  que  resulla  entre 
este  principio  y  los  diferentes  efectos  que  establecen  en  cuanto  á 
una  y  á  otra:  distinciones  escolásticas  de  dominio  que  prueban  su- 
tileza é  ingenio,  pero  que  están  lejos  de  satis^cer  cumplidamente 
á  las  objeciones  á  que  dan  lugar.  La  Comidion ,  dcyando  aparte  es* 
tas  cuestiones,  ba  considerado  que  el  marido  es  el  dueño  de  la  do* 
te  estimada,  sin  mas  obligación  que  la  de  devolver  su  importe  á  la 
disolución  del  matrimonio;  pero  que  en  la  inestimada  solo  tiene  el 
derecho  de  aprovecharse  de  ella  para  las  necesidades  de  la  familia, 
como  lo  hace  el  usufructuario,  conservarla  en  buen  estado  y  resti- 
tuirla en  las  mismas  cosas  que  recibió. 

Consecuencia  de  esto  es  proponer  que  los  bienes  raíces  de  la 
dote  estimada  se  inscriban  á  nombre  del  marido  como  cualquiera 
otra  adquisición  de  dominio,  y  que  sobre  ellos  mismos  se  constituya 
la  hipoteca  para  la  xestitucion;  y  por  el  contrarío,  que  cuando  la 
dote  es  inestimada,  consistente  también  en  bienes  inmuebles,  si  es- 
tos se  bailan  inscritos  ya  antes  como  propios  de  la  mujer,  se  haga 
constar  solamente  en  el  registro  por  nota  marginal  su  calidad  de 
dótales,  y  en  otro  caso  se  inscriban  á  favor  de  la  mujer  con  igual 
nota,  pero  sin  que  por  estose  entiendan  alteradas  las  reglas  que  es- 
tablecen los  casos  y  las  limUaciones  en  que  debe  efectuarse  la  res- 
litación;  á  esto  no  alcanaa  el  proyecto.  Como  la  obligación  hipóte* 
caria  es  subsidiaria  4e  la  personal,  no  puede  entenderse  á  mas  de 
lo  que  esta  comprende;  de  aquí  jíc  infiere  que  la  cantidj^d  que  en  la 
dote  estimada  se  asegura,  nunca  puede  esceder  de  la  apreciaciqu 
de  los  bienes  dótales,  y  que  cuando  la  dote  se  reduce  porque  en  su 
constitución  se  han  traspasado  los  límites  señalados  por  las  leyes, 
se  reduaca  también  la  hipoteca  cancelándose  parcialmente. 

Cuando  la  dote  es  inestimada  y  consiste  en  bienes  inmuebles, 
que  se  eaitregan  al  marido  obligado  á  conservarlos  y  á  restituir- 


Digitized  by 


Google 


i82  REVISTA   DE  LEGISLACIÓN. 

los,  hay  que  adoptar  una'  regla  para  fijar  la  caótidad  á  que  debe 
estenderse  la  hipoteca  en  el  caso  de  que  no  subsistan  á  la  disolu- 
ción del  matrimonio.  Poca  diGcultad  presenta  eslo  en  el  caso  deque 
la  tasación  se  haya  hecho,  aunque  sea  como  comunmente  se  dice, 
sin  causar  venta,  porque  ya  hay  un  tipo  á  que  atenerse;  pero  cuan- 
do no  hay  valuación  alguna,  tendrá  que  hacerse  esta,  no  para  cam- 
biar la  índole  de  la  dote,  sino  solo  para  asegurar  el  reintegro  de  su 
importe,  si  llegasen  á  desaparecer  los  muebles  dados  en  dote. 

Aunque  nuestro  derecho  escrito,  como  queda  dicho,  establece 
el  principio  de  que  el  marido  es  el  dueño  de  la  dote,  no  le  permite 
enajenar  la  inestimada  por  estar  obligado  á  restituir  lo  mismo  que 
recibió:  por  esto,  bajo  cierto  aspecto,  puede  decirse  que  esta  dote 
corresponde  á  los  bienes  de  la  mujer.  Resulta  de  aquí  que  en  rigor 
de  derecho,  la  dote  inestimada  es  inalienable  y  que  los  bienes  que 
la  constituyen  no  están  en  el  comercio.  En  esto  adoptaron  las  Par- 
tidas la  innovación  que  el  Emperador  Justiniano  introdujo  para  líber- 
lar  á  las  mujeres  casadas  de  los  peligros  que  su  propia  debilidad 
podía  ocasionarles,  reformando  el  derecho  antiguo,  en  virtud  del 
cual  el  marido,  con  consentimiento  de  la  mujer,  estaba  autorizado 
para  enajenar  la  dote,  pero  no  para  hipotecarla;  diferencia  que 
se  fundaba  en  la  menor  resistencia  que  es  de  presumir  que  tendría 
la  mujer  para  hipotecar  que  para  vender.  No  está  conforme  la  le- 
gislación aragonesa  con  la  general,  pues  que  desentendiéndose  de  la 
cuestión  teórica  respecto  al  dominio  de  la  dote,  establece  que  la 
mujer  puede  enajenarla  y  obligar  sus  bienes  para  el  pago  de  las 
deudas  contraidas  por  el  marido.  La  legislación  que  actualmente 
rige  en  la  mayor  parte  de  la  monarquía  es  insostenible,  porque  deja 
fuera  de  circulación  la  gran  masa  de  bienes  que  corresponden  á  la 
clase  de  dótales,  y  hace  mas  triste  la  condición  de  la  propiedad  do- 
lal,  puesto  que  no  viene  en  auxilio  de  las  necesidades  del  propieta- 
rio, que  en  medio  de  riquezas  considerables  puede  encontrarse  re- 
ducido á  la  indigencia.  Para  obviar  estas  dificultades,  algunos  es^ 
critores  dicen  que  cuando  las  enajenaciones  no  llegan  á  la  mitad  de 
los  bienes  y  la  mujer  las  hace  en  unión  con  su  marido,  ó  cuando 
hechas  por  este,  tiene  ella  intervención  y  promete  con  juramento 
no  reclamar  contra  las  mismas,  suelen  sostenerse,  si  bien  á  la  mu- 
jer le  queda  el  derecho  de  ser  indemnizada  en  los  bienes  del  mari- 
do. En  la  práctica  actual  vemos  que,  desentendiéndose  de  la  prohi- 
bición legal,  la  mujer  enajena  la  dote  inestimada  con  licencia  del 


Digitized  by 


C^oogle 


MOTIVOS  DEL  PROYECTO  DE  LEY  HIPOTECAIUA.  Í83 

marido.  De  esta  divergencia  entre  la  ley  y  la  práctica  ha  dimana- 
do que  crean  algunos  que  esta  no  quita  á  la  mujer  el  derecho,  si 
el  marido  carece  de  bienes,  para  reclamar  contra  el  poseedor  de  la 
finca  vendida,  sí  no  satisface  su  importe.  Semejante  estado  de  con- 
tradicción entre  la  ley  y  la  conveniencia  pública,  y  entre  lo  pres- 
crito y  lo  que  se  observa,  crea  una  incertidumbre  que  el  legislador 
debe  apresurarse  á  resolver  dando  á  la  ley  la  flexibilidad  necesaria 
para  que  pueda  cumplirse  sin  inconveniente.  Atendiendo  á  esto  los 
redactores  del  proyecto  de  Código  civil,  propusieron  la  reforma  del 
derecho  antiguo  en  el  sentido  de  que  el  dominio  de  los  bienes  do- 
tales  fuera  de  la  mujer,  pero  sin  declarar  que  eran  siempre  enaje- 
nables, antes  por  el  contrario,  fijando  los  casos  y  la  forma  en  que 
el  marido  y  la  mujer  habian  de  poder  enajenarlos  y  obligarlos.  Si- 
guiendo este  mismo  espíritu,  la  Comisión  propone  que  los  bienes 
dótales  hipotecados  ó  inscritos  con  la  calidad  espresada,  no  se  pue- 
dan enajenar,  gravar  ni  hipotecar,  sino  en  nombre  y  con  el  consen- 
timiento espreso  de  ambos  cónyujes,  pero  auade  que  en  este  ca<^o 
quede  á  salvo  á  la  mujer  el  derecho  de  exigir  que  su  marido  le  hi- 
poteque otros  bienes  en  sustitución  de  los  enajenados,  ó  si  no  lo^ 
tiene,  los  primeros  que  adquiera.  Adopta  al  propio  tiempo  las  me- 
didas de  precaución  que  ha  creido  conducentes  para  alejar  los  peli- 
gros de  la  inesperiencia  cuando  uno  de  los  cónyujes  es  menor  de 
edad,  y  resolviendo  de  paso  respecto  á  este  punto  una  antigua  cue5- 
tion  agitada  entre  los  intérpretes  y  en  el  foro,  ordena  que  siempre 
que  sea  menor  uno  de  ellos,  se  observen  en  la  enajenación  de  los 
bienes  dótalas  las  reglas  establecidas  al  efecto  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y  que  si  la  mujer  fuese  la  menor,  el  juez  que  au- 
torice la  enajenación  haga  que  se  constituya  la  hipoteca  para  la  se- 
guridad de  la  dote.  Los  bienes  propios  del  marido  que  se  hipote- 
quen á  la  seguridad  de  la  dote  seguirán  la  condición  de  los  demás 
bienes  hipotecados.  Podrá  enajenarlos  su  dueño,  si  bien  siempre 
irá  adherida  á  ellos  la  hipoteca.  Pero  si  llega  el  caso  de  estinguirse 
ó  reducirse  la  hipoteca  porque  desaparezca  en  todo  ó  en  parte  la 
obligación  de  restituir,  ó  de  que  la  conveniencia  de  la  sociedad  con- 
yugal, y  tal  vez  la  de  la  misma  mujer  exija  que  se  subrogue  ó  pos- 
ponga, no  podrá  hacerse  esto  sin  su  consentimiento  y  sin  que  se  ob- 
serven en  el  caso  de  la  menor  edad  de  uno  de  los  cónyujes  ó  deam- 
bos  los  mismos  requisitos  que  para  la  enajenación  del  fundo  dotal. 
Para  evitar  toda  cuestión  que  pudiera  suscitarse  respecto  á  si 
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ciertas  disposiciones  del  Código  de  Comercio  acerca  de  los  bienes 
dótales  están  modificadas  por  esta  ley,  ha  creído  la  Comisión  con* 
veniente,  aunque  no  lo  reputa  absolutamente  necesario,  espresar 
que  quedan  en  toda  su  fuerza  y  vigor.  Por  ana  ley  especial  no  Aft- 
ben  considerarse  derogadas  las  anteriores  qite  tienen  ttü  caráeter 
mas  general  cuando  son  compatibles  con  ella  y  caben  dentro  die  m 
espíritu.  Así  se  propone  que  no  se  reputen  alterada»  ni  nrodiftcadas 
algunas  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  coya  simple  ieciiita 
justifica  lo  que  se  prescribe.  Por  la  misma  razón  declara  scfbsistente 
para  et  caso  en  que  el  marido  no  constituya  la  hipoteca  ó  do  his^ 
criba  los  bienes  de  la  mujer,  y  sin  embargo  los  dilapide,  el  dere- 
cho que  conceden  á  esXa  las  leyes  para  exigir  que  los  que  subsistan 
de  la  dote,  ó  se  le  enlreijuen,  ó  se  depositen  en  lugar  seguro,^  %t 
pongan  en  administración. 

Mas  no  son  los  bienes  dótales  los  únicos  que  necesitan  ser  aten* 
didos  por  el  legislador,  sino  también  los  parafernales  ó  cuatesqnie- 
ra  otros  aportados  por  la  mujer  al  matrimonio.  La  legislación  ara- 
gonesa no  admite  bienes  parafernales,  pues  los  que  así  se  denomi- 
nan en  otras  provincias  de  la  monarquía  tienen  en  hts  de  aqnel  an- 
tiguo reino  el  carácter  de  dótales:  no  puede  por  lo  tanto  á  ellos  re- 
ferirse lo  que  se  dice  en  el  proyecto,  aplicable  en  la  generalidad  de 
la  nación ,  donde  eiiste  esa  diferencia  de  dótales  y  parafernales 
para  los  efectos  jurídicos. 

La  misma  protección  que  tiene  la  mujer  respecto  á  los  bientss 
dótales ,  se  le  otorga  para  los  parafernales.  El  proyecto  no  innora 
en  esto  el  derecho  actual,  porque  hoy  respecto  á  ellos  existe  fa 
misma  hipoteca  tácita  que  en  los  dótales  cuando  el  marido  los  ad- 
ministra, si  bien  no  gozan  de  igual  prelacion  según  la  opinión  mas 
probable  y  la  mas  común  de  nuestros  jurisconsultos.  Caandt)  latnm- 
jer  se  reserva  la  administración  de  los  parafernales,  ó  estos  no  se 
entregan  al  marido  por  escritura  pública,  tampoco  debe  tener  lo- 
gar la  hipoteca ,  porque  nadie  tiene  obligación  de  garantir  la  resti- 
tución de  lo  que  no  recibe,  ó  de  lo  que  no  le  ha  sido  entregado  con 
las  formalidades  que  establecen  las  leyes:  si  se  permitiera  lo  con- 
trario, se  daria  lugar  á  fraudes  perjudiciales  á  uli  tercero. 

Respecto  á  los  demás  bienes  aportados  por  la  mujer  al  matri- 
monio, la  legislación  foral  es  muy  diferente  en  EspaSa.  Por  estola 
Comisión,  después  de  proponer  las  reglas  que  ha  estimado  conve- 
niente en  lo  que  toca  á  los  pueblos  regidos  por  las  leyes  de  Gastí- 
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Ha,  Jor  ser  las  cfne  rijen  eii  la  mayor  parle  de  úntelo  territorio, 
ha  cslahfecTdo  la  regfa  general  de  que  se  eülicndan  bienes  apor- 
tados ai  matrimonio  por  lo  que  á  la  constitución  de  la  hipoteca  le- 
gal se  refiere,  los  qne  bajo  cualquier  conoeplo  con  arreglo  á  fueros 
ó  costumbres  locales  traiga  la  mujer  á  ta  sociednd  conyugal.  Mas 
para  ello  exige  que  se  entreguen  al  marido  por  escritura  púbKea  y 
con  fé  de  escribaao,  bien  sea  con  estimación  que  cause  venta,  ó 
bien  con  obligación  de  conservarlos  y  devolverlos  á  la  disolución 
del  matrimonio;  y  que  cuando  la  entrega  solo  conste  por  confesión 
del  marido  se  siga  la  misma  regfo  que  en  igual  caso  qneda  espues- 
ta respecto  á  la  dote.  No  es  menester  demostrar  la  justicia  de  esta 
disposición  de  aplicación  fácil  y  segura,  porque  para  ello  concur- 
ren en  los  bienes  á  qne  se  refiere,  las  mismas  razones  que  en  loe 
dótales. 

La  hipoteca  legal  no  se  estiende  hoy  á  las  arras  y  donaciones 
esponsalicias,  á  no  ser  qtie  se  hayan  ofrecido  como  parte  de  la  do- 
te. Esto  mismos  propone  ahora.  Pero  como  ni  el  marido  ni  sos 
herederos,  cuando  en  la  celebración  del  matrimonio  hubo  arras  y 
donaciones  esponsalicias,  están  «oMigados  á  devolví  unas  y  otras, 
i«ino  que  su  obligación  es  alternativa,  tOBfeoéo  la  mujer  ó  sus  here- 
deros la  facultad  de  elegir  en  el  término  de  veinte  dias,  contMtos 
desde  el  requerimiento,  y  pasando  por  su  silencia  este  derecho  al 
marido  ó  á  sns  herederos,  la  -Comiston  no  ha  poéido  menos  de  to- 
mar en  cuenta  esta  inrporianie  eirooostancia.  Establécese  al  efec- 
to que  la  mujer  dentro  del  plazo  legal  tenga  qne  elegir  por  qué 
bienes  quiere  qne  se  constituya  la  hipoteca,  si  por  \m  arras  ó  por 
las  donaciones,  y  qne  se  'cnente  el  lérnnno  desde  el  día  en  que  se 
hizo  la  promesa,  pasando  despoes  ia  fticnitad  de  elegir  al  marido  y 
i  stts  sucesores.  El  precepto  en  el  fondo  es  el  mismo;  solo  se  cam- 
bia etUempo  en  qne  debe  etegh^,  para  hacer  posible  y  oportuna 
la  constitución  de  la  hipoteca. 

Delicada  es  la  cneslion  de  las  persemis  á  quienes  debe  otorgar- 
se el  derecho  de  exigir  ^m  preste  «el  marido  la  hipoteca  legal  esta- 
blecida i  Tavor  de  la  mujer,  porque  en  eUo  se  interesan,  además 
de  kis  consideracioaes  genérale»,  tas  de  drden  y  tweva  «rmonía  en 
el  malrimonto. 

Cuando  ei  matrimonio  ha  sido  ya  cootmido,  y  la  mujer  es  hni- 
yor  de  edad,  ha  reputado  laCoft)ision-coniO'péli|gr«soqne  cualquie- 
ra persona,  por  allegada  que  sea,  venga  á  interponerse  entre  ella 
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y  el  marido;  ha  temido  por  la  felicidad  doméslica  de  los  cónyojes, 
y  ha  preferido  que  padezcan  los  intereses  á  que  se  perturbe  la  pa^ 
de  la  fámula.  Si  la  mujer  calla,  teaíendo  capacidad  para  reclamar 
y  franca  la  puerta  para  hacerlo,  debe  respetarse  su  silencio:  la  in- 
tervención de  otras  personas  será  generalmente  mas  fecunda  en 
males  que  en  beneficios. 

Mas  cuando  aun  no  se  ha  contraído  el  matrimonio ,  cesan  estos 
temores,  y  sobre  todo  si  la  mujer  es  menor  de  edad,  no  puede  la 
ley  disminuir  la  vigilancia  especial  y  la  protección  que  dispensa 
siempre  á  los  que  no  considera  con  la  aptitud  y  medios  bastantes 
para  protegerse  á  sí  mismos. 

Por  eso,  no  solo  se  permite,  sino  que  se  escita  á  las  personas 
que  mas  naturalmente  se  interesan  por  la  mujer,  á  ejercitar  el  de«- 
recho  de  exigir  la  hipoteca  y  calificar  su  suficiencia.  Entre  ellas  no 
podrá  dudarse  que  el  padre,  la  madre  y  el  que  dio  la  dote,  deben 
ser  los  primeros  autorizados  para  reclamar  la  seguridad  de  los  bie- 
nes de  la  mujer;  el  amor  que  á  unos  inspira  la  naturaleza,  el  de* 
seo  que  debe  tener  el  donante  de  que  no  se  malogre  el  sacrificio 
que  hace,  y  que  no  perezca  su  donativo  á  manos  de  un  marido  di- 
sipador, son  una  prenda  de  que  la  hipoteca  se  exigirá  y  quedará 
constituida. 

Pero  si  la  mujer  estuviere  bajo  curadoría,  ya  hay  persona  obli- 
gada á  exigir  la  hipoteca  al  celebrarse  el  matrimonio :  el  curador 
que  lo  omite,  debe  quedar  sujeto  á  responsabilidad,  y  el  promotor 
fiscal,  en  representación  del  Estado,  tutor  supremo  de  los  menores, 
denunciará  al  juez  la  conducta  del  curador,  bien  de  oficio,  ó  bien 
á  instancia  de  cualquiera  persona,  que  compadecida  de  la  desgra- 
cia ajena,  quiera  contribuir  á  su  alivio,  y  solicitará  que  se  compela 
al  marido  á  otorgar  la  hipoteca.  Para  aumentar  la  seguridad  de 
que  no  será  eludido  este  deber,  los  jueces  de  paz  tienen  el  de  esci- 
tar á  los  promotores  fiscales  á  su  cuihplimiento. 

Como  las  personas  llamadas  á  calificar  las  hipotecas  puedem 
creer  que  los  bienes  ofrecidos  para  constituirlas  no  son  bipotecables, 
ó  que  no  corresponden  al  marido,  ó  que  no  son  suficientes,  ó  que 
por  cualquiera  otra  circunstancia  no  deben  ser  admitidos  para  se- 
guridad de  los  correspondientes  á  la  mujer,  y  en  estas  apreciacio- 
nes puede  haber  error  ó  alguna  vez  falta  de  buena  fé,  queda  abier* 
ta  la  puerta  al  marido  para  hacer  valer  sus  pretensiones  ante  la  au- 
toridad judicial. 
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¿Quedará  así  bastantemente  asegurado  el  otorgamiento  de  la  hi- 
poteca? La  Comisión  solo  dirá  que  cree  haber  buscado  todos  los  me- 
dios posibles  para  que  sea  una  verdad  práctica  la  hipoteca  legal  á 
favor  de  la  mujer  casada,  y  que  tiene  la  convicción  intima  de  que 
lo  que  propone  le  dá  mucho  mayores  garantías  que  cuanto  hasta 
aquí  se  ha  establecido. 

HIPOTECA  POR  LOS  BIENES  RESERVARLES. 

Aunque  es  generalmente  conocida  por  lodos  la  poca  espresion 
de  nuestras  leyes  en  lo  que  concierne  á  los  bienes  reservables,  no 
se  nota,  sin  embargo,  en  ellas  la  omisión  de  consignar  que  los  hi- 
jos del  primer  matrimonio  tienen  una  hipoteca  tácita  para  su  resti-* 
cucion  en  los  bienes  del  consorte  que  sobrevivió  y  pasó  á  segundas 
nupcias.  Pero  como  la  hipoteca  es  general  sobré  todos  los  bienes  det 
cónyuge  obligado  á  restituir,  puede  conocerse  su  frecuente  inefica* 
cia  y  la  necesidad  de  armonizarla  con  los  principios  que  dominan 
en  todo  el  proyecto.  Hay  en  este  caso  una  razón  mas:  no  definido 
de  un  modo  terminante  en  la  ley  el  derecho  que  después  del  segun- 
do matrimonio  tiene  el  cónyuge  superviviente  en  los  bienes  reser- 
bables,  pareciendo  por  una  parte  dueño  de  ellos  y  por  otra  un  mero 
usufructuario,  se  ha  suscitado  la  duda  de  si  las  enajenaciones  que 
hace  deben  considerarse  y  declararse  en  su  caso  nulas  desde  luego 
ó  si  ha  de  esperarse  á  su  fallecimiento  para  que  la  declaración  de  nu- 
lidad pueda  tener  efecto.  Esta  opinión  es  generalmente  la  segui- 
da, porque  no  obliga  á  anular  la  enajenación  cuando  aun  no  puede 
saberse  si  ha  de  llegar  el  caso  de  la  restitución,  puesto  que  es  in- 
cierto si  los  hijos  del  primer  matrimonio  han  de  sobrevivir  á  su  pa-« 
dre  ó  madre.  Mas  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  se  adopte,  na^» 
die  desconocerá  que  en  ninguna  de  ellas  se  hallan  bien  definidos 
los  derechos  del  padre  ó  madre,  que  el  dominio  del  adquirente  de 
los  bienes  de  esta  clase  se  halla  en  incierto,  porque^  pende  mas  que 
de  la  ley  de  las  opiniones  de  los  jueces,  que  la  propiedad  pierde  ea 
tal  estado  de  vacilación  é  incertidumbre,  y  que  los  hijos  pueden  en- 
contrarse despojados  de  sus  derechos  legítimos  á  la  reserva  por  fal- 
ta de  hipoteca  eficaz  ó  de  inscripccion  que  los  asegure.  Para  salir  de 
semejante  estado,  la  Comisión  ha  establecido  reglas  análogas  á  las  que 
deja  espuestas  para  garantir  los  derechos  de  la  mujer  casada.  Estas 
son  hacer  constar  la  cualidad  de  bienes  reservables  en  las  inscripcío* 
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nes  respectivas  del  deminio,  para  que,  apercibidos  las  adquirentes» 
sepan  la  reserva  á  que  esláa  afectos  los  inmuebles ,  ó  coastituir  uoa 
hipoteca  por  su  valor  y  por  el  de  los  deitt&s  bienes  sujetos  á  reser- 
va sobre  los  mismos  inmuebles  y  los  de  la  propiedad  absoluta  del 
padre  ó  madre  que  se  ofrezcan  ea  garantía.  Asi  la  carga  hipoteca* 
ria  pesará  constantemente  sobre  las  fincas  basta  que  llegue  el  caso 
del  fallecimiento  del  que  debe  reservar,  ó  hayan  los  bienes  vuelto  á 
adquirir  su  condtcioB  de  libres. 

Para  que  el  precepto  sea  eficaz  habia  también  que  establecer 
«na  serie  de  personas  que  pudieran  redamar  la  inscripción  é  la 
constitución  de  la  hipoteca.  Cuando  los  hijos  son  mayores  de 
edad ,  lo  natural  es  que  ellos  sean  los  únicos  que  puedan  pedirla: 
si  ellos  DO  lo  hacen,  impUcitamente  renuncian  á  su  derecho  y  uo 
debe  el  legislador  protegerlos  innecesariamente:  las  escepciones 
que  se  hacen  del  derecho  común  en  atención  á  la  menor  edad,  no 
deben  ser  ostensivas  á  los  que  ya  tienen  toda  la  capacidad  intelec- 
tual que  supone  la  ley -en  Jos  que  han  salido  de  ella. 

Pero  cuando  los  hyos^ie  familia  son  menores,  entonces  la  ley 
debe  ser  solícita  por  «us  interoses,  y  garantirlos  contra  la  malversa- 
ción de  los  padres  y  contra  la  imposibilidad  que  ellos  tienen  de  mi- 
rar por  sí  mismos.  Ai  efecto  se  impone  al  padre  ó  á  la  madre  la 
obligación  de  presentar  al  juzgado  un  espediente  suficientemente 
instruido,  en  oí  que  se  comprendan  todos  los  particulares  que  pue* 
dan  condnoir  á  asegurar  ios  derechos  de  los  hijos;  se  les  sálala  pa- 
ra su  presentación  ^n  el  término  de  noventa  dias,  contados  desde 
que  por  la  celebración  del  segundo  ó  último  matrimonio  hayan  ad- 
quirido los  bieaes  el  cariotor  de  reservables;  se  ^jan  los  procedi- 
mientos que  han  de^eguirse  para  obtener  la  inscripción  ó  la  hipo- 
teca, y  se  impone  al  juez  la  obligación  de  cuidar  bajo  su  responsa- 
bilidad de  que  se  hagan  las  inscripciones  y  asientos  en  los  registros 
de  la  propiedad  y  de  las  hipotecas.  Mas  si  el  que  debe  reservar  de- 
ja de  oun^^lir  i  su  tiempo  con  el  precepto  de  la  ley,  entonce  esUt<- 
rán  en  el  caso  de  reclamar  su  cumplimiento  los  tutores  ó  curadoras 
de  los  hijos  si  tos  tuvieren,  y  en  su  delecto  los  parientes  de  cual- 
quier grado  y  Unea  y  los  albaceas  del  cónyuge  premuerto. 

Cuando  «el  padre  no  tiene  bieaes  para  asegurar  en  todo  ó  ep 
parte  la  obligación  de  restituir,  no  por  oso  se  omitirá  la  formítciop 
del  espediente,  que  tendrá  por  objeto  biu^r  constar  |a  reserva,  3U 
cuantía,  y  la  obligación  do  constituir  la  hipoteca  en  los  primeros 
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inmuebles  que  el  padre  adquiera.  Mas  si  los  bieues  reservables 
fueren  raíces,  la  garaatía  será  hacerlo  constar  en  el  registro  de  la 
propiedad.  Lo  que  se  dice  del  padre  es  estensivo  á  la  madre;  pero 
entonces  la  obligación  de  hipotecar  será  estensiva  también  á  los 
bienes  presentes  ó  Tuturos  de  aqvel  con  qoien  se  enlace  en  segun- 
das nupdas. 

HIPOTECAS  FOn  llAZON  DE  l>«CCLIO. 

La  hipoteca  legal  que  tienen  tos  hijos  sobre  los  bienes  del  padre 
por  los  del  peculio  que  administra,  esto  es,  por  los  del  peculio  ad- 
venticio, se  baila  espresament^  establecida  en  hts  Leyes  de  Partida, 
las  cuales,  sin  embargo,  van  mas  adelante,  declarando  que  si  el  pa- 
dre no  pttcde  restituirlos  por  babero  deshecho  de  ellos  y  no  tiene 
lo  bastante  para  satisfacer  al  hijo,  correspov^  ¿  este  una  acción 
real  contra  cualquier  poseedor  de  los  bienes  que  constituyan  el  pe- 
culio. Bsta  regla  no  es  estensiva  á  los  bienes  prorecticios,  tanto  por- 
que en  elFos  la  propiedad  es  del  padre,  como  porque  no  es  este,  sino 
el  hijo  el  que  los  administra,  ni  á  los  pecvtios  castrenses  ni  casi- 
cástrenos,  en  cuya  propiedad,  usufructo  y  administración  el  hijo 
es  considerado  como  padre  de  fkaoiilia.^La  Comisión  ha  aceptado  lo 
dispuesto  en  las* Leyes  de  Partida,  sin  dar  á  la  hipoteca  legal  mas 
estensiob  que  la  en  ellas  establecida. 

Cuando  ios  hijos  son  mayores  de  edad,  no  hay  mas  que  aplicar 
los  mismo!5  principios  adoptados  respecto  ¿  los  bienes  reservables. 
Cuando  sOíi  menores,  ha  parecido  que  sería  conveniente  establecer 
otro  átdeti  de  personas  que  puedan  pedir  la  inscripción  ó  la  hipo- 
teca, facultando  al  efecto  á  aquellos  de  quienes  procedan  los  bie* 
tfes  en  que  consiste  el  peculio,  á  sus  herederos  y  aibaeeas,  ¿  los 
as^eendientes  del  menor  y  á  la  madre  cuando  estuviere  separada 
fegalmenie  del  marido.  Pero  en  iodo  caso  tendrá  el  tutor  ó  curador 
del  hijo  dueño  del  peculio,  la  obligación  de  pedir  la  GOMtitucion 
de  la  hipoteca;  y  si  algún  otro  de  los  antes  indicados  se  anticipare 
á  solicitarlo,  siempre  se  dará  al  tutor  conocimiento  del  espediente, 
y  será  oido  en  él.  La  diferencia  que  hay  entre  las  personas  autori- 
zadas para  pedir  la  hipoteca  en  este  caso  y  en  el  de  los  bienes  re- 
servables, se  funda  en  la  distinta  procedencia  de  unos  y  otros  bie- 
nes, y  en  que  no  concurren  por  regla  general  respecto  al  padre 
los  motivos  de  desconfianza  que  inspiran  las  segundas  nupcias^ 


Digitized  by 


Google 


i90  REVISTA  DE   LEGISLACIOlf. 

HIPOTECA  POR  RAZÓN  DE  TUTELA  Y  CURADORÍA. 

La  ley  de  Eojuiciamiealo  civil,  que  taa  solícita  se  mostró  en  fa- 
v^r  de  los  meaores  fijaado  reglas  no  siempre  coafonnes  coo  el  an- 
tiguo derecho,  sustituyó  la  garantía  hipotecaria  ¿  la  de  fiadores, 
que  era  la  que  según  las  leyes  de  Partida  debian  dar  los  guarda- 
dores para  asegurar  el  exacto  cumplimiento  de  su  cargo.  La  Comi- 
sión aceptando  las  reformas  de  la  nueva  ley,  asegura  mas  y  mas 
su  cumplimiento.  La  obra  estaba,  no  solo  comenzada,  sino  casi  ter- 
minada: la  Comisión  se  limita  á  completarla  en  lo  que  se  refiere  i 
bacer  efectiva  la  hipoteca  con  que  debe  afianzarse  el  buen  desem- 
peno  de  la  tutoría  ó  curadoría  de  los  hijos,  cuya  madre  pasando  i 
segundas  nupcias  ha  obtenido  dispensa  de  ley  para  continuar  en  la 
dirección  de  los  que  hubo  en  su  primer  enlace. 

El  remedio  mas  radical  consiste  en  que  no  se  espida  la  real  cé- 
dula de  habilitación  antes  de  haber  prestado  la  hipoteca  corres- 
pondiente, y  es  el  adoptado  por  la  Comisión.  Pero  como  es  necesa- 
rio que  la  guarda  del  huérfano,  del  menor  ó  del  incapacitado  no 
esté  abaodonada  indefinidamente,  se  señala  el  término  de  sesenta 
días  desde  la  celebración  del  nuevo  matrimonio,  para  que  si  dentro 
de  él  la  hipoteca  no  se  constituye,  nombre  el  juez,  bien  de  oficio, 
bien  á  instancia  de  cualquiera  de  los  parientes,  otro  tutor  ó  cura- 
dor que  dé  la  seguridad  hipotecaria,  ordenando  que,  además  de  las 
solemnidades  que  esta  previene,  antes  de  aprobar  la  fianza,  oiga 
en  su  caso  al  pariente  que  pidió  el  nombramiento,  porque  es  el 
que  parece  mas  interesado  en  que  no  se  dilapide  la  fortuna  del 
hijo. 

Otro  medio  no  menos  eficaz  establece  el  proyecto  para  que  no 
deje  la  madre  que  se  case  por  segunda  vez  de  afianzar  la  gestión 
de  su  cargo  continuando  sin  embargo  en  su  desempeño.  Este  me- 
dio es  obligar  al  marido  á  imponer  sobre  sus  propios  bienes  una 
hipoteca  especial  bastante  para  que  queden  garantidos  los  intere- 
ses del  constituido  en  tutela  ó  curadoría.  La  misma  disposición  se 
ha  hecho  estensiva  al  caso  en  que  la  madre  que  está  desempeñan- 
do, ó  ha  desempeñado  el  cargo  de  tutora  ó  curadora,  pase  á  se- 
gundas nupcias  antes  de  obtener  la  aprobación  de  las  cuentas  de 
su  cargo»  porque  no  habia  motivo  alguno  para  establecer  diferen- 
cias. 
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Pero  si  se  ha  de  evitar  que  el  precepto  de  la  ley  sea  ilusorio» 
es  iudispeusable  señalar  las  personas  á  quienes  la  ley  impone  la 
obligación  de  reclamar  la  prestación  de  la  hipoteca,  cuando  el  hijo 
sea  menor  de  edad.  Al  efecto  ha  impuesto  este  deber  por  orden 
sucesivo  al  tutor  ó  curador  ad  bona  del  hijo,  al  curador  ad  litem  sí 
io  tuviere,  á  todos  sus  parientes  por  línea  paterna,  y  después  á  los 
de  la  materna. 

Por  último ,  se  declara  espresamente  que  en  el  caso  de  que  la 
hipoteca  constituida  llegare  á  ser  insuficiente,  pueda  el  juez,  ó  exi- 
gir que  se  amplíe,  ó  adoptar  las  medidas  que  conceptúe  mas  efica- 
ces para  asegurar  los  bienes  del  menor  y  del  incapacitado.  Se  le 
ha  dejado  en  esto  una  latitud  prudente,  porque  establecer  una  re- 
gla general  á  que  tuviera  que  sujetarse  inflexiblemente ,  podría 
ceder  en  daño  del  menor  ó  del  incapacitado.  En  todas  las  disposi* 
ciones  que  comprende  esta  parte  del  proyecto ,  ha  cuidado  la  Co- 
misión de  ponerlo  en  estrecha  armonía  con  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  en  la  que  se  encuentran  otras  medidas  saludables  respecto 
á  la  garantía  de  los  que  están  en  tutela  y  curadoría,  que  si  hubie- 
ran sfdo  omitidas  en  ella ,  no  dejarían  de  figurar  en  el  trabajo  que 
la  Comisión  presenta.  Reunidas  pues ,  las  prescripciones  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y  las  que  ahora  se  proponen  en  lo  que  se 
refiere  á  la  garantía  de  los  huérfanos,  de  los  menores  y  de  los  inca- 
pacitados, cree  la  Comisión  que  quedan  mas  asegurados  sus  intere- 
ses que  por  el  antiguo  sistema  de  las  hipotecas  tácitas  por  los  me- 
dios mas  eficaces ,  determinados  y  prácticos  que  el  derecho  nuevo 
les  otorga. 

HIPOTECAS  Á  FAVOR  DE  LA  ADMINISTRACIOIf. 

En  todos  tiempos  se  ha  equiparado  al  Estado,  á  las  provincias  y 
á  los  pueblos,  con  los  menores,  y  se  les  han  dispensado  iguales  ó 
mayores  consideraciones,  hasta  la  de  concederles  el  beneficio  de  la 
restitución  in  integrum ,  para  que  pudieran  obtener  reparación  de 
los  perjuicios  que  les  sobreviniesen  por  culpa  de  los  que  debían  mi- 
rar por  sus  intereses ,  ó  por  fraude  de  otras  personas.  No  está  lla- 
mada la  Comisión  en  este  proyecto  á  examinar  si  son  ó  no  son  jos* 
tos  y  convenientes  á  la  Administración  estos  beneficios ,  pero  limi- 
tándose al  estado  actual  de  nuestro  derecho ,  cree  que  no  puede 
negárseles  la  hipoteca  legal ,  si  bien  con  el  carácter  de  especial  y 
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pública,  para  ponerla  en  armonía  coa  el  mievo  sistema.  La  bij^te- 
ca  tegai  se  establece  sobre  los  bienes  de  ios  que  contratan  con  la 
AdministraeioQ  y  manejan  sus  intereses  por  la  responsabilidad  en 
que  pueden  incurrir ,  y  sobre  los  bienes  de  los  contribuyentes  por 
el  import)e  de  uaa  anualidad  vencida  y  no  p^^^  de  los  impuestos 
que  gravitan  sobre  ellos.  No  puede  ser  mas  reducido  el  beneficio. 
Aun  el  primero  de  estos  dos  casos,  mas  que  como  beneficio  singu- 
lar ;  puede  considerarse  como  una  disposición  común  del  deracho, 
porque  siguiendo  el  sistema  de  la  Comisión,  se  ba  sustituido  la  hi- 
p<Heea  especial  y  espresa  á  la  general  y  táciU»  y  ha  babido  por  lo 
lanto  necesidad  de  ordenar  que  las  direcciones  generales  del  Esta- 
do, los  gobernadores  de  las  provincias  y  los  alcaldes  exijan  la  cons- 
ttitttoioD  de  hipotecas  especiales  sobre  los  bienes  de  los  que  manejan 
fandos  públicos  ó  contratan  con  el  Estado,  con  las  provincias  ó  los 
paeblos  en  la  forma  que  pr«seriban  los  reglamentos  administrati- 
vos. Es  decir,  que  en  lo  que  se  refiere  &  la  hipoteca  cesa  el  antiguo 
pvivUegio;  por^tte  del  mismo  modo  q«e  un  particular  exige  las  ga- 
rantías que  esUma  convenientes  á  sus  administradores  y  á  Jas  per- 
sonas que  con  él  contratan,  la  Administración,  exigiéndolas »  no 
hace  mas  que  aplicar  á  la  gestión  de  los  negocios  públicos  lo  que 
los  particulares  á  veces  hacen  en  los  suyos.  Ubre  es  la  Adminis- 
tración para  aumootar  los  casos  en  que  han  de  exigirse  estas  ^can  • 
tías:  en  sus  reglamentos,  en  sus  contratos,  no  dejará  de  asegnrar 
por  medio  de  bipotiecas  espresas  y  convencionales  los  intereses  cuya 
dirección  le  está  encomendada;  en  ellos  está  el  medio  de  evitar 
perjuicios  á  los  pueblos ,  á  las  provincias  y  al  Estado.  Este  es  el 
sistema  que  tiene  ya  adoptado  en  todos  sus  contratos  y  en  todas  las 
administraciones  de  fondos  públicas ,  dando  uaa  prueba  evidente 
de  que  está  convencida  del  poco  valor  de  la  hipoteca  legal,  gene- 
ral y  tácita,  que  mas  que  para  su  garantía  sirve  para  que  figure 
entre  sus  privilegios  uno  que,  siendo  frecoentemeate ineficaz ,  dá 
¿  veces  ocasión  á  que  se  miren  con  desonido  las  precauciones  oon^ 
venientes  pai^  evitar  que  sean  perjudicados  los  intereses  públicos, 
;  escita  justos  clamores  por  su  exorbitancia.  Mas  previ^^ura  la  Ad- 
ministración en  nuestros  días  que  en  los  tiempos  que  pasaron ,  se- 
muda  de  atajar  el  mal  en  su  origen  mas  que  de  buscar  después  de 
flicedido  remedios  estraordínarios,  de  utilidad  problemática  y  de 
4udoso  éxito.  La  Comisión  sigue  el  impulso  de  la  Administración  al 
fM^fomt  la  reforma. 
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La  hipoteca  de  los  bienes  de  los  contribuyentes  para  el  pago  de 
las  contribociones  se  ha  limitado  á  un  ano ,  porque  no  es  de  presu- 
mir qne  dentro  de  él  deje  la  Administración  de  hacer  que  se  satis«> 
faga  lo  que  en  este  concepto  se  adeuda.  El  que  compra  una  finca 
debe  suponer  que  esté  al  corriente  del  pago  de  contribuciones» 
porque  nadie  ignora  las  vías  de  apremio  que  tan  ejecutivas  son 
contra  los  morosos.  Si  los  ajentes  de  recaudación  han  sido  omisos, 
esta  fiüta  no  debe  recaer  sobre  un  tercero,  que  no  puede  menos  de 
considerarlos  como  diligentes.  Asi  sabe  el  adquirente  hasta  donde 
puede  llegar  la  responsabilidad  de  una  finca,  y  tendrá  buen  cui- 
dado, si  la  adquisición  es  por  título  oneroso ,  de  que  le  acredite  el 
enajeiante  que  no  tiene  descubiertos ,  ó  sabrá  por  lo  menos  de  un 
modo  fijo  los  que  tenga. 

mPOTSCA  Á  FAVOR  DBL   ASEGURADOR. 

El  premio  del  seguro  es  deuda  que  debe  afectar  con  hipoteca  á 
la  finca  asegurada :  no  hay  ley  que  terminantemente  lo  ordene, 
pero  no  puede  dudarse  de  su  justicia,  tanto  por  los  riesgos  que  cor- 
re el  as^:urador  mayores  que  en  los  demás  contratos,  como  porque 
si  bien  no  puede  decirse,  atendido  el  tecnicismo  rigoroso ,  que  es 
una  carga  real  que  grava  la  propiedad,  tiene  mucha  semejanza  con 
ella  y  suele  estipubürse  en  los  contratos  de  seguros  de  bienes  in- 
muebles. 

Por  esto  el  proyecto,  siguiendo  el  ejemplo  de  otras  naciones ,  y 
alendiendo  mas  á  lo  que  debe  ser  que  á  lo  que  de  derecho  existe, 
comprende  entre  las  hipotecas  legales  la  de  los  bienes  asegurados 
por  los  premios  del  seguro  de  dos  anos,  y  cuando  el  seguro  es  mu- 
tuo, por  los  dos  últimos  dividendi^  que  se  hubieren  hecho.  Lo$ 
premios  devengados  anteriormente  no  deben  exigirse  en  perjuicio 
de  tercero :  la  ley  presume  que  estaban  satisfechos.  Si  no  lo  están , 
es  por  culpa  de  los  aseguradores,  los  cuales  pueden  perpetuar  su 
derecho  exigiendo  y  obteniendo  una  hipoteca  especial  por  las  cau'- 
tidades  que  se  adeuden,  cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  debie- 
voi  satisfacerse,  pero  sin  que  esto  perjudique  al  tercer  adquirente, 
i|ue  obtovo  el  dominio  de  la  finca  ú  otro  derecho  real  sobre  ella 
I  de  que  la  inscrípcioa  llegara  á  efectuarse. 

OBL  MOHO  DE  LLEVAR  LOS  REGISTROS. 

No  ha  tenido  la  Comisión  que  luchar  con  dificultades  tan  graves 
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én  esta  parte  del  proyecto  como  en  todas  las  hasta  aqai  menciona- 
das. No  hay  que  consultar  en  ella  los  derechos  existentes,  ni  tratar 
de  conciliarios,  ni  establecer  el  dificilísimo  tránsito  de  un  sistema  á 
otro  basado  sobre  principios  diferentes.  Sin  inconveniente  alguno  se 
puede  adoptar  un  nuevo  método  de  llevar  los  registros  y  aceptarlo 
con  todas  sus  consecuencias.  No  podrán  perder  en  ello  los  derechos 
civiles;  al  contrario,  ganarán  mucho,  porque  la  esperiencia  ha  ense- 
bado las  reformas  que  pueden  y  deben  hacerse,  y  esto,  además  de 
convenir  al  orden,  á  la  facilidad  del  manejo  de  los  libros,  es  benefi- 
cioso á  la  propiedad  y  á  los  demás  derechos  en  la  cosa^  pues  que, 
cuanto  mejor  constituidos  estén  los  registros,  mayor  es  su  garantía. 
No  debe  la  Comisión  esponer  aquí  todas  las  medidas  que  propone 
sobre  el  modo  de  llevarlos  para  asegurar  su  legalidad  y  su  auten- 
ticidad: la  mayor  parte  de  ellas  no  necesitan  ni  esplicarse  ni  juslifi- 
carse.  Por  esto  la  Comisión  solo  hará  mención  de  muy  escasos 
puntos. 

Entre  ellos  ocupa  el  primer  lugar  la  necesidad  de  que  todos  los 
libros  de  registro  sean  iguales  y  se  formen  bajo  la  dirección  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  con  cuantas  precauciones  sean  con- 
venientes para  impedir  fraudes  y  falsedades.  No  teme  la  Comisión 
que  ni  aun  los  partidarios  mas  decididos  de  la  descentralización  ab- 
soluta encuentren  poco  atinada  esta  prescripción.  Los  registros  de 
Ja  propiedad,  los  registros  de  las  hipotecas  encierran  en  sus  pági- 
nas el  depósito  de  intereses  permanentes  del  Estado;  lo  que  en  ellos 
áe  escriba,  si  bien  algunas  veces  tiene  limitados  sus  efectos  á  la  ge- 
neración que  vive,  ha  de  afectar  aun  mas  profundamente  á  los  in- 
tereses de  las  generaciones  venideras ,  que  en  ellos  verán  escritos 
los  derechos  de  ia  propiedad,  la  serie  de  las  sucesiones,  las  alianzas 
de  las  familias ,  la  garantía  del  crédito  y  la  seguridad  de  las  tran- 
sacciones verificadas  en  los  siglos  que  pasaron.  La  dirección  del 
Gobierno  es  la  única  capaz  de  dar  á  estos  registros  la  uniformidad, 
sin  la  cual,  abandonada  la  ley  al  arbitrio  de  los  registradores, 
pronto  perdería  su  carácter,  se  desfiguraría  en  las  localidades»  y 
muy  luego  caería  en  un  descrédito  completo.  El  papel  de  ios  libros, 
el  modo  de  fabricarlo ,  las  marcas  y  señales  qae  debe  llevar «  la 
forma  de  hacer  las  encuademaciones,  y  hasta  la  tinta  y  lá  phutta 
que  se  usen  para  escribir  en  ellos ,  pueden  influir  grandemente  eo 
su  larga  conservación,  en  hacer  imposibles  ó  difíciles  al  n^enos  las 
falsificaciones  y  fácil  su  descubrimiento :  esto  por  si  solé  bs^ta  á 
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veces  para  detener  la  mano  de  los  falsificadores.  La  díreccioA  def 
Oobieroo  será  cada  vez  qae  se  renueven  ios  registros  una  nueva 
advertencia  á  los  registradores  de  que  tienen  rigorosamente  que 
ajustarse  á  las  formalidades  establecidas  por  la  ley  y  reglamentos» 
llenar  las  casillas,  y  hacerlo  todo  con  entera  sujeción  á  lo  que  i>e 
¿alie  prevenido :  asi  no  nacerán  prácticas  abusivas  que,  fundadas 
aparentemente  en  la  conveniencia  de  simplificar,  pero  aconsejadas 
en  realidad  por  la  desidia,  concluirían  por  dejar  sin  efecto  las  pre- 
cauciones mas  bien  meditadas. 

Nunca  deben  salir  de  las  oficinas  los  libros  del  registro:  nada 
hay  que  pueda  justificar  esta  traslación:  si  se  necesitan. para  dili- 
j^encias  judiciales ,  medios  tienen  los  juzgados  para  obtener  de  un 
modo  fehaciente  todo  cuanto  conduzca  á  la  aclaración  de  Ips  hechos 
que  se  quieran  averiguar,  ya  sea  en  el  orden  civil,  ya  en  el  crimi- 
nal. Desde  el  momento  en  que  se  sacan  los  libros  de  un  archivo, 
pueden  correr  peligro  cuantiosos  intereses ,  y  no  es  justo  que  para 
la  comodidad  de  un  litigante  ó  para  la  decisión  de  un  solo  negocio, 
5e  cause  perjuicio  á  todos  los  que  tengan  derechos  reales  en  la  d,e« 
marcación  de  un  partido  judicial.  Este  mismo  principio  ha  prevalQ- 
cido  en  el  proyecto  de  ley  del  notariado ,  y  merecido  la  aprobación 
de  uno  de  los  Cuerpos  colegisladores.  Desde  el  momento  en  que  los 
libros  salen  de  la  oficina  en  que  se  hallan  y  pasan  á  manos  diferen- 
tes de  aquellas  que  en  todo  tiempo  tienen  obligación  de  responder 
de  su  autenticidad;  desde  que  pasan  de  unas  á  otras  oficipas,  por 
esmeradas  y  escrupulosas  que  sean  las  diligencias  que  se  adopten 
para  salvar  su  integridad;  desde  que  la  responsabilidad  no  es  una, 
sino  que  se  divide  y  subdivide  entre  muchos ,  natural  es  que  pier- 
dan cu  el  órdea  moral  algún  tanto  la  confianza,  la  seguridad  qu(¿ 
deben  inspirar  á  todos  por  completo . 

La  división  del  registro  en  dos  secciones,  la  de  la  propiedad  y 
la  de  hipotecas ;  ios  diferentes  libros  que  deben  llevarse  por  los  re- 
gistradores; la  manera  de  llevarlos;  las  circunstancias  de  los  asien- 
tos ;  las  diligencias  que  diariamente  han  de  practicarse  para  alejar 
todo  peligro  de  que  aparezca  hecho  en  tiempo  ó  fuera  de  ti^po  un 
asiento;  las  notas  en  los  títulos  inscritos;  las  precauciones  conve- 
nientes pata  que  no  queden  perjudicados  los  derechos  fiscales;  la 
conservación  de  los  documentos  que  han  de  quedar  en  las  otjpinas» 
y  el  modo  deque  no  sea  ilusoria  la  facultad  de  los  interesados,  para 
^rcíorarse^áe  que  las  inscripciones,  anotaciones  ó  canc^la^i^ttc^ 
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tstán  escritas  coa  toda  exactitud  y  que  no  tienen  omisiones  inde-^ 
bidas,  se  describen  ajuicio  de  la  Comisión  con  precisión  y  claridad^ 
no  desdeñando  descender  á  pormenores  que  no  son  ociosos  en  pan- 
to de  tanta  gravedad,  y  en  que  tan  irreparables  perjuicios  puede  oca- 
sionar el  mas  pequeño  descuido.  Se  lisonjea  la  Comisión  de  no  ha- 
ber omitido  nada  de  cuanto  ha  encontrado,  en  nuestro  derecho  pro- 
pio ó  en  el  derecho  estranjero,  que  sea  aplicable  á  estos  tiempos  y 
i  España,  y  pueda  contribuir  á  la  perfección  de  los  registros. 

Dos  observaciones  añadirá  aquí  respecto  á  dos  disposiciones  que 
ha  escrito  en  el  proyecto.  Es  la  primera,  que  las  inscripciones  be* 
chas  en  dias  feriados  sean  nulas.  Parecerá  tal  vez  i  algunos  escesi- 
vo  el  rigor  de  esta  prescripción ,  y  creerán  que  la  Comisión  por 
una  falta  disculpable,  ó  de  poca  importancia  al  menos,  ha  impues- 
to la  gravísima  pena  de  pérdida  de  derechos.  Pero  á  poco  que  me* 
diten»  no  podrán  menos  de  reconocer  la  justicia  y  la  necesidad  de 
este  articulo ;  de  otro  modo,  el  que  en  un  dia  festivo  no  llevase  al 
registro  una  escritura  para  que  se  tomase  de  ella  razón  en  la  segu- 
ridad de  que  tampoco  otro  podia  hacerlo,  y  acudiera  á  la  primera 
hora  del  siguiente  día  hábil,  quedaria  perjudicado  por  el  que,  solo 
á  la  sombra  de  la  infracción  de  la  ley,  hubiera  ganado  la  preferen- 
cia. La  otra  observación  se  refiere  á  la  facultad  que  se  dá  á  los  in- 
teresados para  exigir  que  antes  de  hacerse  un  asiento  en  el  libro, 
se  les  dé  conocimiento  de  la  minuta  con  objeto  de  que  puedan  pe* 
dir  y  obtener  que  se  subsanen  los  errores  ú  omisiones  que  advier* 
lan.  Ni  el  registrador  contra  su  opinión  debe  acceder  á  lo  que  et 
interesado  reclame ,  ni  al  interesado  tampoco  ha  de  privársele  de 
lodo  recurso  para  obtener  su  deseo  en  el  caso  de  que  se  hubiere 
desestimado.  Pero  en  estas  cuestiones  de  fácil  apreciación ,  no  de- 
berán seguirse  las  largas  y  solemnes  formas  de  los  jm'cios ;  son  mas 
bien  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que  pueden  resolverse  coa 
acierto,  sin  necesidad  de  contención.  Por  esto  la  Comisión  ha  deja- 
do la  decisión  á  los  regentes  de  las  Audiencias  ó  á  sus  delegadts, 
creyendo  que  así  quedan  bastantemente  garantidos  los  derechos  de 
lodos  los  interesados. 

PB  LA  niCTIPICACION  DK  LOS  ASHCNTOS  BBL  EIGimO. 

Si  imprudentemente  se  abriera  la  mano  para  facilitar  las  rec- 
lificadones  en  los  registros,  se  daria  lugar  á  falsificaciones  y  á 
«busos  escandalosos.  No  debe  por  otra  parle  impediite  que  I» 
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«rrore»  cometidos  y  que  puedao  ser  perjudiciales  ¿  alguno  de  los 
ioteresados,  se  corrijan  oportunamente,  porque  á  la  sombra  de  una 
equivocación  no  es  justo  se  creen  ó  se  quiten  derechos  legítimos. 

Los  errores  que  puedan  cometerse,  ó  han  de  ser  materiales  ó  de 
concepto.  Gomo  esta  simple  enunciación  por  lo  vaga  é  indetermi- 
nada podría  dar  lugar  á  dudas,  ha  creído  la  Comisión  que  debía 
fijar  la  significación  de  las  palabras,  si  no  por  definiciones  poca 
propias  de  una  ley,  por  regla  general,  con  su  descripción,  procu- 
rando la  mayor  exactitud  en  materia  tan  delicada* 

Propone  pues  que  se  entienda  por  error  material  el  que  consis- 
te en  poner  sin  intención  conocida  unas  palabras  por  otras,  en  omi- 
tir la  espresion  de  algunas  circunstancias  cuya  ^Ita  no  sea  causa 
de  nulidad,  ó  en  equivocar  los  nombres  propios  ó  las  cantidades  al 
copiarlas  del  titulo,  sin  cambiar  el  sentido  general  de  la  inscrip- 
ción ni  el  de  ninguno  de  sus  conceptos.  AJ  contrario;  por  error  de 
concepto  entiende  el  que  se  comete  alterando  ó  variando  el  senti- 
do del  titulo  al  espresar  en  la  inscripción  alguno  de  los  puntos  que 
contiene,  pero  sin  que  esta  falta  produzca  necesariamente  la  nuli* 
dad,  pues  entonces  la  inscripción  no  es  rectificable,  quedando  ásal« 
vo  á  quien  la  nulidad  cause  perjuicio,  el  derecho  de  reclamarla. 
T<o  sabe  la  Comisión  si  habrá  llegado  á  formular  estas  declaracio* 
nes  con  la  claridad  que  desea  y  apetece. 

Respecto  á  los  errores  materiales  hizo  la  Comisión  diferencia  en- 
tre aquellos  que  pueden  ser  rectificados  en  vista  de  los  títulos  que 
obran  en  los  registros  ó  de  las  inscripciones  principales,  y  aquellos 
deque  no  existan  allí  estos  medios  de  examen,  comparación  y 
comprobación.  En  el  primer  caso,  ha  creído  que  sin  inconvenientes 
dignos  de  tomarse  en  cuenta,  podria  dejarse  á  los  registradores  la 
facultad  de  hacer  las  rectificaciones;  no  así  en  el  segundo,  en  que 
para  la  rectificación  le  pareció  necesaria  la  conformidad  del  inte- 
resado  que  tenga  en  su  poder  el  título  inscrito,  ó  en  su  defecto  una 
providencia  judicial,  dando  de  este  modo  en  todo  caso  una  garantía 
de  que  no  ha  de  procederse  con  ligereza. 

Con  mayor  circunspección  se  deberá  proceder  respecto  á  los 
-errores  de  concepto,  cuando  estos  no  aparezcan  claramente  de  las 
mismas  inscripciones,  anotaciones,  cancelaciones  ó  asientos:  laCo- 
misión  exige  que  la  rectificación  no  se  pueda  hacer  sin  consenti- 
miento unánime  de  todos  los  interesados  y  del  registrador,  6  sin 
luwprofídencia  judicial,  fai  ciMl  ^ieoipre  que  haya  oposición  sea 
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resultado  de  un  juicio  ordinario»  con  todas  las  fórmulas  y  solemnf- 
dades  que  esta  clase  de  pleitos  requiere  para  el  acierto  de  los  fa- 
llos. Mas  cuando  el  error  está  solo  en  los  asientos  de  presentación, 
^n  las  notas  marginales,  en  las  indicaciones  de  referencia  y  en  los 
asientos  del  registro  de  las  hipotecas  por  orden  alfabético,  y  la  ins- 
cripción basta  para  hacerlos  conocer,  entonces  se  dá  facultad  al  re- 
gistrador para  que  por  sí  los  rectifique. 

Se  vé,  pues,  por  lo  que  queda  espuesto,  que  la  Comisión  ha 
adoptado  un  orden  gradual,  atendida  la  diferencia  de  casos,  para 
impedir  que  eñ  los  registros  se  hagan  variaciones  que  no  estén  mo- 
tivadas, y  evitar,  cuando  esto  suceda,  perjuicios  á  los  interesados. 
Pero  no  se  ha  contentado  la  Comisión  con  estas  prescripciones 
que  por  sí  mismas  parecen  suficientes  á  alejar  fraudes  y  peligros  á 
tercero.  Ha  querido  que  nunca  se  vean  en  los  registros,  con  moti* 
vo  de  errores,  bien  materiales  ó  bien  de  concepto,  enmiendas,  ta- 
chas ni  raspaduras:  estas  hacen  desmerecer  los  libros  en  que  se 
hallan  y  les  dan  un  carácter,  aunque  sea  esteríor,  de  poca  autenti- 
cidad, desfavorable  al  crédito  territorial,  que  es  uno  de  los  intereses? 
que  en  primer  término  deben  consultarse  en  las  leyes  hipotecarias. 

El  error  debe  quedar  siempre  escrito  para  que  en  todo  tiempo 
puedan  conocerse  y  justificarse  el  motivo  y  la  exactitud  de  la  recii- 
ficacion.  Así,  cuando  se  trata  de  errores  materiales,  un  asiento 
nuevo  en  el  cual  se  esprese  y  rectifique  con  claridad  el  error  come- 
tido, será  el  modo  de  corregirlos. 

Los  errores  de  concepto  pueden  reconocer  dos  causas  diferen- 
tes: ó  la  equivocada  inteligencia  que  den  los  registradores  á  alguna 
cláusula  clara  y  precisa  del  título ,  ó  la  redacción  vaga,  ambigua  ó 
inexacta  de  este.  Cuando  los  errores  son  de  esta  última  clase ,  solo 
en  virtud  de  un  título  nuevo  podrá  hacerse  la  inscripción,  debiendo 
ser  todos  los  gastos  que  se  ocasionen  de  cuenta  de  los  interesados^ 
que  por  su  descuido,  falta  de  previsión  ó  impericia,  dieron  lugar 
á  ello. 

Pero  cuando  el  error  dimane  del  registrador,  la  nueva  inscrip- 
ción se  hará  teniendo  á  la  vista  el  título  ya  inscrito,  siendo  de  cargo 
del  registrador  los  danos  y  perjuicios  que  su  falta  de  inteligencia 
esclusivamente  ocasionó.  Soto  á  la  autoridad  judicial  corresponderá 
resolver  las  diferencias  á  que  den  lugar  las  rectificaciones:  la  Co- 
misión así  lo  consigna  espresamente. 

Pero  de  todos  modos  las  rectificaciones  de  concepto  no  psedeD 
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f  etrotraerse  á  la  fischa  de  la  inscripción  rectificada;  por  pequeña  que 
sea  la  equivocación,  los  interesados  tienen  en  el  proyecto  medios 
suficientes  para  evitar  el  error »  reclamándolo  oportunamente :  el 
que  ignorante  de  ella  acude  al  registro  y  contrata  en  la  seguridad 
de  que  no  hay  una  inscripción  ó  anotación  que  pueda  perjudicar  á 
la  adquisición  de  un  derecho  real »  no  debe  esperimentar  daño  por 
la  omisión  del  que  no  cuidó  oportunamente  de  que  la  mscripcion 
fuera  rectificada.  £ste  es  el  único  que  debe  sufrir  las  consecuencias 
de  su  conducta^  como  se  declara  en  el  proyecto. 

DE  LA  DIRECCIÓN  É  INSPECCIÓN  DE  LOS  REGISTROS. 

Al  espooer  las  bases  generales  de  la  ley,  queda  consignada  la 
de  que  los  registros  dependan  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia ,  y 
los  motivos  poderosos  y  decisivos  que  así  lo  aconsejan;  punto  que 
por  otra  parte  está  ya  resuelto  por  el  Gobierno.  Pero  allí  solo  quedó 
omsignado  el  principio  general,  cuyo  desenvolvimiento  exige  otras 
medidas  que,  en  concepto  de  la  Comisión ,  deben  tener  el  carácter 
legislativo. 

Estas  medidas  son  las  de  establecer  un  sistema  de  dirección,  de 
inspección  y  de  vigilancia,  que  al  mismo  tiempo  que  sea  una  prenda 
de  que  la  ley  se  cumplirá  religiosamente ,  dé  impulso  y  uniformi- 
dad i  su  ejecución,  impida  que  nazcan  abusos  ó  malas  prácticas  y 
castigue  en  su  origen  las  que  comiencen  á  aparecer.  Sin  un  siste- 
ma de  dirección  y  vigilancia  organizado  del  modo  que  propone  la 
Comisionó  de  otro  equivalente,  la  obra  del  legislador ,  falta  de 
centro  especial,  que  es  una  condición  necesaria  para  su  buena  eje*- 
cucion,  abandonada  á  la  interpretación  local,  y  por  lo  tanto  á  la  di- 
versidad de  prácticas  y  abusos  que  de  ella  se  derivan ,  aislada  y 
mirada,  no  con  la  predilección  y  cuidado  que  de  suyo  exige,  sino 
como  nú  negocio  subalterno ,  quedará  imperfecta  y  no  producirá 
los  bienes  que  de  ella  debo  esperar  el  país,  que  con  tanta  ansia  pi- 
de y  desea  la  reforma  hipotecaria.  Estas  consideraciones  han  mo- 
vido á  la  Comisión  á  proponer  que  bajo  la  dependencia  inmediata 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  establezca  una  Dirección  ge- 
íieral  del  registro  de  la  propiedad^  lijando  las  atribuciones  necesa- 
rias para  que  se  llene  cumplidamente  el  objeto  de  su  creación.  Así 
se  formará  prontamente  y  conservará  una  jurisprudencia  tan  gene- 
ral como  ajustada  al  espíritu  de  la  ley ,  que  será  el  complemento 
necesario  del  precepto  escrito  por  el  legislador,  y  habrá  un  depó- 
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silo  de  tradiciones  y  doctrinas  de  que  aun  mas  que  la  generacM 
actual  se  aprovecharán  las  venideras. 

Pero  esta  doctrina  necesita  ser  secundada  en  sus  esfuerzos  por 
ajentes  entendidos  y  prácticos  en  los  negocios.  No  ba  pensado  la 
Comisión  en  el  establecimiento  de  ftmcionarios  especíales  que  íns* 
peccionen  y  vigilen  el  cumplimiento  de  la  ley  y  la  ejecución  de  las 
reglamentos  y  disposiciones  del  Gobierno.  Los  graves  incoiwenieiH 
tes  á  que  esto  daria  lugar  no  necesitan  encarecerse :  la  ComisMi 
por  esto  propone  que  los  regentes  de  las  Audiencias  sean  los  ins- 
pectores de  los  registros  de  su  territorio  y  que  ejerzan  inmediata* 
mente  las  facultades  que  en  este  concepto  les  corresponden  por 
medio  de  los  jueces  de  primera  instancia  de  los  respectivos  partidos, 
que  para  este  objeto  serán  sus  delegados»  y  que  en  los  partidos  en 
que  haya  mas  de  un  juez  de  primera  instancia,  ejerza  la  delegados 
el  que  designe  el  regente.  Así  se  enlazan  también  los  registros  es* 
trechamente  con  los  funcionarios  del  orden  judicial ,  que  sen  les 
que  tienen  mas  ocasión  y  mas  medios  de  conocer  los  defectos  y  la 
conducta  de  los  registradores. 

La  inspección  deberá  ejercerse  por  medio  de  visitas  ordinarias 
y  estraordinarías,  para  las  cuales  se  autoriza  á  los  regentes  á  de* 
legar  sus  facultades  en  un  magistrado  de  la  Audiencia ,  por  eomu- 
nicacíones  y  estados  periódicos  que  deben  dirigírseles,  y  por  la  ju- 
risdicción disciplinal  que  se  les  confiere  y  que  comprende  hasta  h 
atribución  de  suspender  á  los  registradores ,  nombrando  al  que, 
mientras  resuelva  el  Gobierno,  haya  de  suplirios. 

A  su  vez  los  registradores  pueden  consultar  con  el  regente  ó 
con  el  juez  delegado  las  dudas  que  se  ofrezcan  sobre  la  inteligen- 
cia y  ejecución  de  la  ley  y  de  sus  reglamentos,  ios  delegados  con 
los  regentes,  y  estos  con  el  Gobierno,  quedando  así  establecido  un 
sistema  completo  de  dependencia  y  de  unidad  en  esta  parte  intere- 
sante dé  la  administración  pública. 

Has  como  no  es  justo  que  mientras  no  se  resuelven  las  dadas 
puedan  causar  perjuicio  á  los  derechos  de  los  que  llevan  sus  tílulos 
para  la  inscripción ,  anotación  ó  cancelación ,  ni  que  causen  mayo- 
res gastos  á  los  interesados,  se  adoptan  en  el  proyecto  medidas 
conducentes  para  evitarlos. 

DE  LA  PUBLICIDAD  DI  LOS  REGlSTaOS. 

La  publicidad  de  los  registros,  cuya  inteligencia  y  esteasMi 
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quedan  manifestadas  al  principio  de  esta  esposkion ,  es  una  de  las 
bases  fandamentales  de  la  ley.  A  su  desenvolvimiento  ha  destinado 
la  ConÚBion  nn  tftnio  del  proyec^. 

La  publicidad  puede  darse  ó^por  laedio  de  la  exhibición  de  loa 
registros  en  la  parle  necesaria  á  las  personas  que  tengan  interés  en 
consultarlos,  ó  por  certificación  de  los  registradores ,  únicos  docu- 
mentos con  que  puede  acreditarse  en  perjuicio  de  tercero,  la  liber- 
tad ó  gravamen  de  los  bienes  inmuebles  ó  de  los  derechos  reales« 
Esto  es  consecuencia  necesaria  del  principio  de  que  á  los  terceros 
solo  pueden  perjudicar  los  derechos  inscritos,  no  los  que  no  lo  es- 
tén» por  mas  que  realmente  existan  y  tengan  fuerza  entre  los  con* 
trayentes. 

Lo  que  pueden  certificar  los  registradores ,  el  modo  de  pedir  y 
obtener  las  certificaciones,  la  forma  de  espedirlas ,  el  término  den* 
tro  del  cual  deben  darse,  los  asientos  á  que  solo  pueden  referirse, 
y  tas  autoridades  i  que  se  ha  de  acudir  por  los  interesados  contra 
hs  injustas  denegaciones  de  los  registradores ,  todo  se  prefija  con 
la  posible  concisión ,  pero  sin  sacrificar  la  claridad.  No  necesitan 
esplicarse  los  motivos  de  las  disposiciones  de  este  titulo  :  las  que 
podrían  exigirlo  están  intimamente  enlazadas,  y  aun  puede  decirse 
que  dependen  de  otras  prescripciones  del  proyecto ,  y  por  lo  tanto 
quedan  ya  consignados  sus  motivos  en  esta  esposicion. 

DKL  NOMBRAMlBIfTO,  CUAUOADES  Y  DEBERES  DE  LOS  REGISTRADORES. 

GoflBo  son  tan  eslensos  los  deberes  que  el  proyecto  impone  á 
los  registradores  y  tan  grave  la  responsabilidad  que  hace  pesar 
sobre  ellos,  natural  es  que  exija  que  los  que  han  de  serlo  reúnan 
circunstancias  que  prometan  el  buen  des^npeno  de  su  cargo,  pre- 
caviendo así  los  males  que  no  siempre  se  remedian  fácilmente  por 
completo  cuando  suceden,  por  mas  que  la  ley  en  su  previsión  con 
medidas  preventivas  y  reparadoras  procure  la  completa  indemni- 
zación de  los  perjudicados. 

Tres  requisitos  ha  exigido  I&  ley  en  los  registradores,  á  saber: 
la  mayor  edad,  que  sean  abogados  y  que  hayan  desempeñado  fun- 
ciones judiciales  ó  fiscales,  6  ejercido  la  abogacía  cuatro  anos  por 
lo  menos. 

Nada  debe  decir  la  Comisiott  del  primer  requisito;  no  cree  que 
habrá  quien  sostenga  que  el  que  en  concepto  de  la  ley  necesita  la 
<ttreccion  ajena  en  todos  sus  intereses  hasta  los  mas  pequeños,  pue* 
TOMO  xvu.  26 
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de  tener  á  su  cuidado  eo  tan  grande  escala  y  con  tanta  responsa- 
bilidad los  ajenos.  Pero  si  necesita  fundar  el  cambio  que  hace  ea 
la  legislación  boy  existente,  al  proponer  que  en  adelante  se  confíe 
á  letrados  lo  que  basta  aquí  ha  correspondido  i  los  escribanos. 

Todos  los  que  lean  la  ley  con  detención  se  convencerán  de  que 
necesita  tener  muchos  conocimientos  jurídicos  el  registrador,  pues- 
to  que  está  llamado  á  resolver  graves  y  complicadas  cuestiones  de 
derecho.  No  basta  que  tenga  una  instrucción  práctica;  es  menester 
que  esta  sea  también  científica;  en  materias  técnicas  y  facultativas 
debe  buscarse  al  que  por  su  profesión  tiene  la  obli^on  de  saber, 
y  por  presunción  de  la  ley  sabe  el  tecnicismo  y  la  facultad.  No  es 
esto  disminuir  el  justo  aprecio  que  merece  la  clase  á  cuyo  cargo 
están  hoy  los  registros  de  hipotecas:  complácese  por  el  contrario  la 
Comisión  en  declarar  que  especialmente  en  los  últimos  tiempos,  y 
desde  que  se  abrieron  las  escuelas  especiales  de  escribanos,  ha  ga- 
nado mucho  esta  clase  de  funcionarios,  adquiriendo  conocimientos 
científicos  que  no  tenia  la  generalidad  de  sus  individuos  cuando  la 
profesión  estaba  entregada  al  empirismo  y  á  la  práctica.  Pero  la 
instrucción  del  que  sigue  solo  los  estudios  de  la  carrera  del  notaria- 
do dista  mucho  de  ser  tan  completa  como  la  del  abogado:  ios  estu- 
dios de  unos  y  de  otros,  si  bien  todos  jurídicos,  se  diferencian  con- 
siderablemente por  su  estensíon,  por  el  carácter  que  tienen  y  por 
el  fin  á  que  se  dirigen:  lo  que  para  unos  es  instrucción  completa, 
para  los  otros  no  sería  ni  aun  elemental.  La  Comisión,  pues,  no  po- 
día dudar  en  exigir  como  condición  esencial  en  los  registradores, 
que  fueran  abogados,  como  ya  lo  hizo  antes  el  proyecto  de  Código 
civil. 

Pero  no  se  ha  contentado  con  esto:  ha  tratado  de  evitar  que  los 
alumnos  cuando  salen  de  las  aulas  entren  desde  luego  en  d  cargo 
de  registradores.  Su  instrucción  teórica  es  sin  duda  suficieiite,  pe- 
ro por  regla  general  les  faltan  aun  conocimientos  prácticos  que  so- 
lo en  las  diferentes  funciones  del  foro  pueden  adquirirse.  Por  esto 
propone  el  tercer  requisito  de  los  antes  mencionados. 

Las  incapacidades  que  se  establecen  en  el  proyecto  son  las  que 
inhabilitan  para  cargos,  que  como  el  de  registrador,  nece^tan  le* 
ner  prestigio  é  inspirar  á  todos  confianza. 

La  incompatibilidad  del  cvf^  de  registrador  coa  los  de  juez  de 
paz,  alcalde,  notario,  y  con  todos  los  empleos  dotados  con  fondos 
del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los  pueblosi  tiene  por  olyeto  q«e 
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DO  se  distraigan  de  sus  tareas,  que  han  de  ser  diarias,  á  horas  deter- 
minadas y  de  asistencia  precisa.  Respecto  al  cargo  de  notario  se  agre* 
ga  la  importantísima  circunstancia  de  entrar  en  las  miras  de  la  Co- 
misión que  los  registros  de  la  propiedad  é  hipotecas  y  los  protoco-r 
los  sean  una  comprobación,  una  fiscalización  recíproca,  que  no  po- 
dría siempre  esperarse  si  unos  y  otros  archivos  estuvieran  enco-*^ 
mendados  á  las  mismas  personas. 

No  podia  la  Comisión  adoptar  un  sistema  análogo  al  actual  para 
el  nombramiento  de  registradores,  floy  lo  es  por  regla  general  e) 
escribano  numerario  mas  antiguo  de  la  cabeza  del  partido.  Atender 
solo  á  la  antigüedad  es  cerrar  los  ojos  ante  la  idoneidad,  que  es  lo 
principal  que  debe  buscarse  para  el  acierto.  Por  esto  propone  la 
Comisión  que  los  registradores  sean  de  elección  del  Gobierno,  lo 
que  dará  á  sus  nombramientos  prestigio  é  importancia.  Con  objeta 
de  que  la  elección  reúna  mas  prendas  de  acierto,  establece  que  se 
publiquen  las  vacantes  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  los  Boletines 
Oficiales  de  las  provincias  respectivas,  para  que  puedan  presentar 
sus  solicitudes  documentadas  dentro  de  un  término  perentorio  todos 
los  que  se  crean  con  las  cualidades  necesarias  para  obtenejrlas.  So- 
lo el  nombramiento  de  los  registradores  es  del  Gobierno;  los  auxi- 
liares necesarios  en  cada  registro  no  tienen  ni  el  carácter  ni  la  con- 
sideración de  los  empleados  públicos,  sino  la  de  meros  dependien- 
tes de  los  registradores  que  los  nombran  en  el  número  que  los  ne- 
cesitan, los  separan  cuando  quieren,  y  les  dan  la  remuneración  que 
estiman.  Para  el  Estado  no  hay  ni  mas  empleados  ni  mas  responsa- 
bles que  los  registradores. 

Solo  se  ha  exigido  la  aprobación  del  regente  de  la  Audiencia  en 
el  nombramiento  del  sustituto  que  debe  tener  cada  registrador  pa-^ 
ra  que  lo  supla  en  ausencias  y  enfermedades.  Este  sustituto  desem- 
peñará sus  funciones  bajo  la  responsabilidad  del  registrador  y  se- 
rá removido  siempre  que  este  lo  solicite,  porque  de  otro  modo  no 
se  podría  con  justicia  hacerle  responsable  por  las  faltas  de  una  per* 
sona  que  había  ya  desmerecido  su  coníianza. 

Impone  también  el  proyecto  á  los  registradores  la  obligación  de 
ptestar  una  fianza,  cuyo  importe  se  ha  de  fijar  en  la  forma  que 
prevengan  los  reglamentos.  Su  objeto  es  cubrir  las  responsabilida- 
des en  que  puedan  incurrir  por  razón  de  sus  cargos,  con  preferencia 
i  cualesquierft  otras  obligaciones  contraidas  por  ellos.  Por  lo  mis- 
mo que  los  registradores  pueden  causar  graves  perjuicios  á  los  par-r 
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lioulares,  áebe  el  JBstado,  eo  justa  proporciou  de  estos,  prevetir  el 
modo  de  qoe  proata  y  seguramente  sean  reintegrados  sa  sujetar- 
los á  las  contingencias  del  estado  de  fortuna  del  registrador»  á  las 
dilaciones  y  molestias  de  un  juicio  ejecutivo»  y  i  las  inciertas  yící- 
situdes  de  un  concurso  de  acreedores.  Esto  mismo  se  ha  votado  res- 
pecto á  los  depositarios  de  la  fé  pública  por  uno  de  los  Cuerpos  Co- 
legisladores en  el  proyecto  de  ley  del  notariado.  No  conviene  se* 
Salar  en  la  ley  la  cuota  de  las  fianzas;  esta  medida  es  de  suyo  mas 
variable  que  las  demás  que  aquella  contiene,  y  tal  vex  despues.de 
jBjada  habrá  que  aumentarla  é  reducirla»  lo  cual  basta  para  dejar  al 
Gobierno  su  señalamiento. 

Puede  ocurrir,  sin  embargo,  que  en  algún  partido  no  haya  quien 
solicite  ser  registrador  dando  fianza;  para  esto  caso  propone  la  Co- 
misión que  el  Gobierno  pueda  nombrar  sin  ese  requisito,  pero  que 
enlonces  el  nombrado  deposito  en  le  caja  general  de  depósitos,  en 
algún  banco  autorizado  por  la  ley  ó  en  sus  comisionados,  la  cuarta 
parto  de  honorarios  que  devengue»  hasta  completar  la  suma  en 
que  deba  consistir  la  fianza. 

Para  mayor  garantía  de  los  perjudicados,  se  propone  que  el  de- 
pósito ó  la  fianza  no  se  devuelvan  basta  después  de  tres  anos  (tér- 
mino que  empezará  á  o^rer  desde  el  dia  en  que  el  registrador  deje 
de  ejercer  su  cargo,  y  no  desde  que  cesó  en  un  registro  para  pasar 
i  otro),  y  se  establecen  amplios  medios  de  publicidad  para  que  lle- 
gue á  noticia  de  todos  los  que  tengan  acciones  que  deducir  contra 
el  registrador.  En  el  caso  de  que  este  sea  trasladado  de  un  registro 
de  mayor  fianza  á  otro  que  la  exija  menor,  no  se  le  devolverá  la 
diferencia  sino  después  que  queden  satisfechas  las  responsabilida- 
des en  que  pueda  haber  incurrido  mientras  ha  tenido  á  su  cargo  el 
primer  registro. 

Si  la  condición  de  los  registradores  fuera  tan  eventual  é  inmerta 
como  la  de  la  mayor  parte  de  los  empleados  de  la  Administracíoa, 
no  apeteceriaa  cargos  que  tanta  responsablidad,  garantías  y  obliga- 
ciones llevan  consigo,  aquellos  que  conviene  mas  que  los  obtengan. 
Esto  consideración,  muy  atendible  siempre,  toma  mayor  importan- 
cia cuando  se  trato  de  la  seguridad  de  los  derechos  civiles.  Por 
esto  la  Comisión  pn^ne  que  solo  puedan  8.er  removidos  los  regia* 
tradores,  ó  por  sentencia  judicial  ó  por  el  Gobierno,  en  virtud  de 
espediento  instruido  por  el  regento  con  audiencia  del  interesado  y 
previo  informe  del  juez  del  partido ,  si  se  acredito  alguna  folto  car 
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melidá  en  el  ejercicio  de  sus  funoioiies,  ó  que  le  haga  desmerecer 
en  el  concepto  público. 

Entre  las  obligaciones  generales  de  los  registradores  se  les  im- 
pone la  de  formar  estados  anuales  duplicados  y  espresivos  de  lo» 
derechos  inscritos,  con  destino  á  los  Ministerios  de  Gracia  y  Josti-- 
cia  y  de  Hacienda,  para  los  efectos  que  puedan  convenir  en  sus  de- 
pendencias. Estos  datos  podrán  ser  de  muy  conveniente  uso  para  la 
reforma  de  las  leyes,  para  conocer  el  estado  de  movimiento  y  con- 
dición de  la  riqueza  inmueble,  la  dirección  de  muchos  capitales ,  y 
para  tener  datos  estadísticos  exactos  tan  importantes  en  el  orden 
administrativo  y  económico  de  los  pueblos.  Los  registradores  no 
gozarán  soeldo  del  Estado;  por  el  contrario,  percibirán  como  basta 
aquí  en  pago  de  sus  servicios  los  honorarios  de  arancel,  y  con  ellos 
satisfarán  los  gastos  necesarios  para  conservar  y  llevar  los  regis- 
tros. Justo  es  que  esta  carga  gravite  sobre  los  que  mas  inmediata- 
mente reciben  el  beneficio,  y  en  proporción  al  provecho  que  sacan.. 

ni  LA  RESPONSABILIDAD  DI  LOS  RBGSTRADORBS. 

La  responsabilidad  civil  de  los  regktradores  no  se  limita  á  la 
fianza  ni  al  depósito,  por  mas  que  una  y  otro  queden  afectos  en 
primer  lugar  al  resarcimiento  de  los  perjuicios  que  indebidamente 
causen  los  nrismos  registradores  en  ^el  ejercicio  de  sus  cargos.  Se 
estiende  además  á  todos  los  otros  bienes  que  tengan  los  registra- 
dores, porque  con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecho 
están  obligados  á  resarcir  todos  los  danos  y  perjuicios  que  proven- 
gan de  su  omisión,  descuido  ó  negligencia  nunca  disculpables  en 
eHos.  Las  faltas  que  puedan  dar  lugar  á  esta  responsabilidad  están 
espresa  y  esclusivamente  escritas  en  el  proyecto;  no  ha  creído  la 
Clomision  que  debia  dejar  abierta  la  puerta  al  libre  arbitrio  judicial, 
como  suocMleria  en  el  caso  de  que  se  hubiera  limitado  á  hablar  en 
general  de  ellas;  estudiándolas  todas,  comprendiéndolas  individual- 
mente, ha  fijado  el  derecho,  y  cortado  malas  interpretaciones.  Pero 
para  que  proceda  la  responsabilidad  es  necesario  que  el  defecto  no 
nasca  del  mismo  título  inscrito,  porque  este  solo  puede  ser  impu- 
table á  les  que  en  él  intervinieron. 

Consecuencia  de  lo  que  queda  espuesto  es  que  los  perjudicados 
estén  en  el  derecho  de  pedir  directa  é  inmediatamente  la  respon  - 
sabiüdad  civil  de  ios  registradores,  sin  que  esto  obste  á  la  acción 
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«crimioal  qae  ellos  mismos  ó  el  ministerio  público  en  so  caso»  pue- 
den promover.  Así  el  que  pierde  por  causa  de  un  registrador  Hgm 
derecho  real,  puede  desde  luego  pedir  y  obtener  su  importe^  f  al 
que  pierde  solamente  el  derecho  de  hipoteca  se  le  dá  ^  de  eiigir, 
ó  que  el  registrador  constituya  otra  igual  á  la  pérdidUt  ó  que  de* 
posite  la  cantidad  asegurada  para  responder  eiksu  dia  de  la  obii- 
.gacion. 

Pero  la  falta  del  registrador,  cualqniera  que  sea  fa  causa  de  que 
•dimane ,  se  convierte  casi  siempre  en  beneficio  de  alguna  persona 
<]ue  aparece  libre  de  la  obligación  inscrita.  No  sería  justo  que  el  así 
favorecido,  aun  suponiendo  que  sea  sin  fraude  por  su  parte  ,  quede 
l)ene6ciado  por  un  acto  ajeno  mas  ó  menos  indiscreto,  mas  órnenos 
culpable.  Por  esto  la  Comisión  propone  que  sea  responsable  solida- 
riamente con  ei  registrador  al  pago  de  la  indemnización,  y  que  este, 
si  hubiere  iadenmizado  ya,  pueda  repetir  de  aquel  la  cantidad  pa- 
gada. De  aquí  resulta  que  si  el  perjudicado  dirige  su  acción  contra 
el  favorecido  por  la  falta  del  registrador ,  solamente  pueda  recla- 
mar contra  este  cuando  no  pudo  obtener  del  demandado  toda  la  in- 
demnización reclamada.  Estas  reglas  se  fundan  en  los  principios 
generales  de  que  nadie  debe  lucrarse  con  el  delito  ó  falta  de  otro» 
ni  pedir  á  dos  la  misma  cosa  por  la  misma  causa,  ni  obtener  á  título 
de  perjuicios  una  indemnización  doble  por  los  que  ha  sufrido. 

La  forma  de  exigirse  la  responsabilidad  por  los  perjudicados  no 
podía  ser  gubernativa.  La  naturaleza  de  los  derechos  reclamados 
aconseja  que  se  discutan  ec  juicio  contradictorio  y  con  pleno  cono- 
cimiento de  causa.  Si  derecho  tiene  el  perjudicado  ¿  la  indemniza- 
ción ,  también  lo  tiene  el  registrador  á  no  ser  atropellado  y  á  que 
no  se  establezca  por  la  ley  la  presunción  de  que  siempre  es  suya  la 
culpa.  Así  el  proyecto  considera  estos  negocios  como  ordinarios, 
ios  deja  al  conocimiento  de  los  juzgados  del  partido  ea  que  la  falla 
se  comete,  y  señala  para  los  pueblos  en  que  baya  mas  de  un  juez 
de  primera  instancia^  como  competente ,  al  mas  antiguo. 

La  responsabilidad  civil  de  Jos  registradores  no  es  obstáculo  á 
las  facultades  disciplinarias  que  aun  en  los  casos  en  que  no  resul- 
te perjuicio  á  tercero,  «i  haya  un  hecho  criminal  que  dé  lugar  ú 
formación  de  causa,  corresponden  á  los  regentes  para  corregir  las 
infracciones  de  ley  6  reglamentos  cometidas  por  los  registradores. 
No  ha  parecido  conveniente  dar  estas  facultades  á  los  jueces  de 
partido,  aunque  en  el  proyecto  tienen  el  caricteí  dQ  autoridades 
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détegadas,  sido  á  ios  regeates  de  las  AodieDcias,  de  quienes  es  de 
y^reer  que  obrarán  con  circunspección  y  prudencia  al  usar  de  ellas, 
evitando  asi  la  desigualdad  que  puede  haber  entre  los  registrado- 
res que  corresponden  al  territorio  de  una  misma  Audiencia.  No  es 
de  temer  por  otra  parte  que  haya  mucha  diferencia  entre  los  re- 
gentes en  el  modo  de  considerar  las  faltas  y  en  el  de  reprimirlas 
oorreccionalmente.  La  Comisión,  estableciendo  una  multa  de  20  á 
200  duros,  ha  dejado  latitud  suficiente  para  que,  atendidas  las  cir- 
eonstancias  tanto  de  la  falta  del  registrador  como  de  la  importancia 
y  condiciones  del  registro,  y  de  las  ventajas  q«e  proporcione,  pue- 
da el  regente  castigar  con  prudencia  las  faltas  que  no  merezcan  la 
caKficacion  de  delitos. 

Cuando  se  dicte  una  ejecutoria  condenando  á  un  registrador  á 
Ja  indemnización  de  danos  y  perjuicios,  deben  tomarse  algunas  pre- 
cauciones para  que  el  que  primero  se  quejó  no  sea  el  único  indem- 
nizado, sino  que  lo  sean  también  proporcionalmente  los  demás,  que 
€n  la  seguridad  de  que  la  fianza  constituida  responde  en  todo  tiem- 
pa  de  los  danos  ocasionados  por  el  registrador,  no  hayan  aun  de- 
ducido sus  acciones.  El  derecho  de  todos  es  igual:  son  acreedores 
de  una  misma  clase,  y  no  hay  razón  alguna  para  establecer  entre 
ellos  pretacíones  ni  privilegios. 

Si  el  registrador  condenado  á  satisfacer  la  indemnización  lo 
hace  sin  necesidad  de  que  se  proceda  contra  la  fianza,  nada  hay 
que  decir,  porque  queda  esta  garantizando  como  antes  á  los  de- 
más perjudicados.  Mas  cuando  hay  que  hacer  efectiva  la  condena 
con  la  fianza,  se  ha  procurado  que  sean  atendidos  los  derechos  de 
todos  por  igual,  dando  con  la  publicidad  de  la  sentencia  en  los  pe- 
riódicos oficiales  lugar  á  que  cuantos  se  estimen  perjudicados  por 
actos  del  mismo  registrador  puedan  deducir  sus  demandas  respec- 
tivas dentro  del  término  perentorio  que  se  señala,  sin  que  entre 
tanto  se  lleve  á  efecto  la  ejecutoria.  No  es  esto  faltar  al  respeto 
qne  se  debe  á  la  cosa  juzgada:  la  sentencia  queda  siempre  firme,  y 
la  obligación  de  indemnizar  irrevocable:  lo  que  se  trata  es  solo  de 
«stabiecer  el  modo  de  concurrir  á  participar,  de  la  fianza  los  que 
tienen  un  derecho  igual  á  ser  reintegrados  con  ella  de  las  pérdidas 
que  han  csperimentado.  Si  nadie  acude,  entonces  habrá  lugar  á  la 
ejecución  del  fallo;  pero  debe  continuar  en  suspenso  su  cumpli- 
miento si  alguno  reclama,  hasta  qtiie  sobre  esta  reclamación  recaí* 
ga  ejecutorial  á  no  ser  que  conocidamente  baite  la  fianza  para  ^or 
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brír  el  importe  de  todo  lo  reclaoMuio  y  de  lo  senteaciado  anees  • 

No  alcanzando  la  fianza  á  satisGu^r  á  todos  los  perjudicados  coa 
arreglo  á  los  fallos»  se  prorateará  entre  todos  la  cantidad  de  la  fian- 
za, quedando  por  el  descubierto  que  reste  derecho  á  los  que  obtu- 
vieron sentencia  favorable  para  ser  indemnizados  en  la  parte  que  \ts^ 
falte  con  los  demás  bienes  del  registrador.  El  que  dentro  del  término 
señalado  para  presentarse  no  lo  haga,  no  debe  perjudicar  á  los  que 
oportunamente  acuden  á  participar  del  beneficio  de  la  ley:  sean  en 
buen  hora  indemnizados  hasta  donde  alcance  la  fianza;  pero  des- 
pués de  satisfechos  los  que  fueron  puntuides  al  llamanuento:  si  con 
esto  queda  alguno  perjudicado,  impútese  á  sí  mismo  las  consecuen- 
cias de  su  negligencia.  Has  en  todo  caso,  cuando  no  sea  suficiente 
la  fianza,  quedará  á  los  interesados  espedito  su  derediopara  recla- 
mar contra  los  demás  bienes  del  registrador. 

Desde  el  momento  en  que  es  condenado  el  rcigistradc^  por  eje- 
cutoria auna  indemnización,  puede  decirse  que  la  fianza  deja  de 
estar  integra  mientras  no  se  cumpla  la  sentencia  é  se  asegure  su 
cumplimiento:  es  necesario  por  lo  tanto  que  vuelva  el  registrador  ¿ 
entrar  dentro  de  las  condiciones  normales  de  su  cargo:  por  estose 
propone  en  el  proyecto  que  si  en  el  breve  térmido  de  diez  dias  no 
completa  ó  no  repone  la  fianza,  ó  no  asegura  &  los  reclamantes  las 
resultas  de  los  juicios  respectivos,  sea  suspenso  desde  luego  en  el 
ejercicio  de  su  cargo. 

Gomo  los  derechos  que  han  de  inscribirse  en  tos  registros  son  á 
veces  cuantiosísimos,  y  puede  por  lo  tanto  suceder  que  no  bástela 
fianza  á  satisfacerlos,  se  establece  que  si  no  parece  esta  bastante 
después  de  admitida  la  demandado  indemnizadoa  para  asegurar  el 
importe  de  lo  que  deba  resarcirse,  tenga  derecho  el  actor  de  exigir 
una  anotación  preventiva  sobre  otros  bienes  del  registrador;  pres> 
cripcion  que  tiene  por  objeto  salir  ai  encuentro  de  las  cuestiones 
que  en  el  silencio  de  la  ley  podrían  suscitarse  respecto  á  si  era  ó  no 
procedente  esta  precaución  para  garantir  el  cumplimiento  délo  que 
en  su  día  se  sentenciase. 

El  Código  penal,  al  establecer  el  irden  según  el  cual  deben  sa- 
tisfiícerse  las  diferentes  responsabilidades  pecuniarias  en  que  «n  de-  • 
líncuente  ha  incurrido  por  ejecutoria,  pone  ante  todo  la  reparacioa 
del  daño  causado  y  la  indemnización  de  perjuicios»  y  en  último  lugar 
la  multa:  esto  es  lo  mismo  que  decretó  el  Código  de  1822  y  lo  que 
fMscribea  laabien  algunos  eódigos  estranjeros.  La  Gomisioa»  si- 
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^Hiendo  estos  ejemplos  y  completando  por  su  parte  lo  que  ya  se 
halla  establecido,  propone  también  qae  la  indemnización  de  danos 
y  perjuicios  tenga  prererencia  sobre  el  pago  de  las  multas.  Nadie 
habrá  que  desapruebe  esta  preferencia,  porque  ya  no  tienen  séquito 
las  opiniones  exajeradas  que  á  favor  del  interés  fiscal  en  otros  tiem- 
pos se  agitaban. 

Solo  resta  esponer  en  este  lugar  los  motivos  que  han  guiado  á 
la  Comisión  al  fijar  los  términos  para  la  prescripción  de  las  accio- 
nes que  tienen  por  objeto  la  indemnización  de  danos  y  perjuicios 
por  los  actos  de  los  registradores. 

Cuando  el  perjuicio  es  reconocido  por  el  que  puede  reclamarlo, 
el  término  debe  ser  muy  corto:  la  Comisión  señala  el  de  un  año. 
El  que  no  usa  de  este  derecho,  implícitamente  lo  renuncia  por  pre- 
sunción de  la  ley,  que  no  debe  dejar  indefinidamente  abierta  la 
puerta  á  reclamaciones  contra  funcionarios  públicos,  mucho  mas 
cuando  con  el  largo  trascurso  del  tiempo  puede  darse  lugar  al  olvi- 
do de  los  hechos  y  &  que  sea  roas  difícil  la  justificación  de  los  re- 
gistradores. 

En  el  caso  de  que  no  pueda  acreditarse  que  el  perjudicado  há 
tenido  conocimiento  del  acto  que  le  daña,  se  ha  señalado  como  tér- 
mino de  la  prescripción  el  que  por  regla  general  se  halla  estableci- 
do para  las  acciones  personales;  este  es  el  de  veinte  años,  fijado 
por  las  leyes  de  Toro,  término  que  se  arreglará  siempre  á  lo  que 
las  leyes  ordenen  respecto  á  la  prescripción  de  las  acciones  perso- 
nales en  el  caso  de  que  en  adelante  lo  reduzcan  ó  lo  amplíen.  La 
Comisión  ha  creído  que  no  habia  motivo  para  introducir  una  escep- 
cíon  en  este  caso,  lo  cual  se  aviene  perfectamente  con  sus  ideas  de 
dar  en  lo  posible  unidad  á  las  diversas  partes  del  derecho  escrito. 
Otra  clase  de  prescripciones  se  establece  en  el  proyecto:  esta  es  la 
de  noventa  dias  cuando  el  demandante  por  indemnización  no  agite 
la  contínuacion  del  litigio.  Supónese  en  esta  caso  una  renuncia  de 
derechos.  No  conviene  que  estén  en  du(bt  la  diligencia  y  la  probidad 
de  los  registradores:  no  es  solo  el  interés  de  estos  lo  que  con  tal 
inacción  se  compromete;  lo  es  también  el  interés  público.  Dividida 
la  opinión  entre  los  que  creen  responsable  al  registrador  y  los  que 
opinan  que  no  lo  es,  y  siguiendo  este  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, de  que  sin  injusticia  no  podría  separársele  ó  suspendérsele,  la 
fé  y  la  exactitud  del  registro  se  debilitan,  y  de  aquí  nace  la  descon- 
[  q«e  tantos  perjuicios  puede  acarrear  al  crédito  territorial.  El 
TOMO  xvu.  27 
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que  demaodaí  no  lo  debe  hacer  con  pretestos  livianos;  tíempo  tiene 
para  preparar  su  acción  y  los  medios  de  prueba  antes  de  comenzar 
el  juicio;  si  se  lanza  impremeditadamente  á  un  pleito,  recaiga  sobre 
él  esclusivamente  la  responsabilidad  de  su  ligereza,  no  sobre  todos 
los  que  tienen  inscripciones  en  el  registro. 

DE  LOS  HONORARIOS  DE  LOS  REGISTRADORES. 

No  es  fácil,  aun  después  de  tener  á  la  vista  el  arancel  de  los  ho- 
norarios que  devengan  actualmente  los  registradores,  y  conocerse 
por  esperiencia  algunos  de  los  defectos  de  que  adolecen,  establecer 
otro  que  esté  al  abrigo  de  impugnaciones,  ni  aun  evitar  que  mu- 
chas de  ellas  tengan  sólido  fundamento.  Cuando  se  trata  de  un  sis- 
tema nuevo,  solo  la  esperiencia,  después  de  ensayada  por  algunos 
anos  la  ley,  ha  de  enseñar  hasta  qué  punto  pueden  disminuirse  ó  au-* 
mentarse  los  derechos  de  los  registradores,  para  que  al  mismo  tiem- 
po que  su  idoneidad  y  su  trabajo  sean  recompensados  como  corres- 
ponde i  la  larga  carrera  que  se  les  exije,  á  la  asiduidad  de  sus  fun- 
ciones, á  las  fianzas  que  tienen  que  dar  y  á  la  severa  responsabili- 
dad á  que  se  los  sujeta,  no  sean  gravados  en  mas  de  lo  absoluta- 
mente necesario  ios  que  tengan  que  acudir  á  los  registros. 

La  Comisión,  sin  embargo,  comprendiendo  que  la  fijacioü  del 
arancel  corresponde  i  la  ley,  propone  el  que  ha  creído  que  podía 
llenar  mejor  las  condiciones  apetecidas.  Presenta,  á  pesar  de  todo, 
con  desconfianza  su  trabajo,  y  no  como  parte  integrante  de  la  ley, 
sino  como  una  adición  que  la  completa.  Asi,  dejando  íntegro  todo 
el  testo  de  la  ley,  y  sin  temor  de  desfigurarla  ó  de  destruir  su  armo- 
nía, podrá  el  arancel  ser  fácilmente  corregido  si  en  la  piedra  de  to- 
que de  la  práctica  aparece  algún  vicio  que  deba  reformarse.  En 
prueba  de  la  desconfianza  que  la  Comisión  tiene  en  este  ponto  y 
que  confiesa  ingenuamente,  propone  que  se  faculte  al  Gobierno 
para  que,  dentro  de  los  cinco  anos  siguientes  á  la  publicación  de  la 
ley,  pueda  hacer  en  el  arancel  las  alteraciones  que  la  esperiencia 
aconseje,  pero  exigiendo  que  esto  lo  haga  con  audienda  del  Con- 
sejo de  Estado,  para  que  asi  aparezcan  mas  meditadas  las  refor- 
mas y  lleven  mas  prendas  de  acierto,  bien  favorezcan»  bien  perju- 
diquen á  los  registradores.  Pero  esta  disposición  solo  debe  tener 
carácter  de  transitoria:  pasadas  las  circunstancias  que  pueden 
hacer  urgente  un  cambio,  hechas  las  reformas  que  la  práctica  de 
cinco  anos  aconseje,  no  podrán  ea  adelante  considerarse  otras  laa 
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apremiantes  que  deban  libertarse  de  pasar  por  los  trámites  ordina-^ 
tíos  que  para  la  formación  de  las  leyes  requiere  la  Conslitucion. 
Propónese  por  lo  tanto  ta  autorización  que  estima  necesaria,  pero, 
sin  estenderla  mas  allá  de  lo  que  aconseja  la  necesidad  que  lo  re- 
comienda. 

Establecido  que  los  registradores  no  deben  percibir  sueldo  det 
Estado  y  que  sus  honorarios  hun  de  satisfacerse  por  aquellos  que 
reporten  de  los  registros  inmediato  beneflcio,  no  puede  la  Comisiou 
menos  de  señalar  las  personas  obligadas  á  hacer  el  pago.  Lo  mas^ 
justo  en  su  concepto  es  que  recaiga  esta  obligación  en  aquellos  á 
cuyo  favor  se  inscriba  ó  anote  el  derecho,  y  que  sí  son  varios»  no 
tenga  el  registrador  que  entenderse  con  cada  uno  individualmente, 
sino  que  pueda  exigir  el  pago  á  cualquiera  de  ellos,  quedando  al 
que  lo  verifique  á  salvo  el  derecho  de  reclamar  contra  los  otros  lo 
pagado  por  lo  que  respectivamente  les  corresponda.  Considera  por 
lo  tanto,  solidaria  la  obligación,  y  no  sin  motivo  bastante,  porqua 
no  seria  justo  obligar  al  registrador  á  dirigir  su  ación  contra  cada 
uno,  y  porque  como  todos  están  interesados  en  la  inscripción,  todos 
sacan  provecho  de  ella  por  completo,  sin  que  nadie  pueda  intentar 
que  su  parte  se  inscriba  y  otra  ü  otras  dejen  de  inscribirse. 

La  comunión  de  bienes  6  de  intereses  de  los  comuneros  ó  aso* 
ciados  lleva  en  sí  esta  necesidad  de  división  de  gastos  para  las  co- 
sas que  son  de  interés  común,  en  que  todos  pueden  considerarse 
como  gestores.  Cuando  no  se  cumple  la  obligación  de  pagar  los  Ko^ 
Horarios,  no  es  justo  comprometer  al  registrador,  ni  á  las  solemni- 
dades del  juicio  ordinario,  ni  aun  á  las  del  ejecutivo  para  conseguir 
la  satisfacción  de  lo  que  ha  dejado  de  pagársele.  Negocio  de  apre«* 
ciacion  fácil,  no  necesita  las  formas  de  un  juicio;  el  procedimien- 
to de  apremio  es  bastante:  la  Comisión  por  esto  lo  acepta,  y  coa 
tanta  mas  razón  proponiendo,  como  lo  hace,  que  por  falta  de  pago 
flanea  se  detenga  la  inscripción.  Los  asientos  por  los  cuales  no  de- 
¿en  devengarse  honorarios;  la  necesidad  de  poner  el  importe  de 
estos  al  pié  de  los  asientos,  certificaciones  ó  notas  por  que  se  deven- 
guen; el  eximir  de  ellos  las  anotaciones  preventivas,  notas  margi- 
nales ó  cancelaciones  á  que  dé  lugar  la  negativa  infundada  de  los 
registradores,  asi  como  los  nuevos  asientos  que  estos  ^eben  ha** 
cer  para  rectificar  errores  que  hayan  cometido,  y  las  demás 
deposiciones  que  comprende  esta  parte  del  proyecto,  son  pun- 
tos que  úo  necesitan  ser  detenidamente  examinados  en  esta  c$^^ 
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7)Osicion,  porque  son  evidentes  los  motivos  en  que  se  funda»»^ 
Solo  debe  la  Comisión  hacerlo,  aunque  brevemente,  respecto  k 
lo  que  propone  sobre  rebaja  proporcional  de  honorarios,  cuando  ts 
escaso  el  valor  de  la  finca  ó  derecho  i  que  se  refiera  el  asiento  ó  la 
certificación.  Es  necesario  no  alejar  del  registro  á  los  peqnems  in-> 
tereses  con  la  perspectiva  de  gastos  desproporcionados,  si  no  al  ser- 
vicio que  se  presta,  al  valor  que  los  bienes  representan.  Los  regis- 
tros no  son  menos  provechosos  á  la  propiedad  muy  fraccionada  y 
subdividida,  como  lo  está  en  algunas  de  nuestras  provincias,  que  íl 
la  propiedad  acumulada:  lejos  de  dificultar  el  legislador  á  los  que  la 
poseen  el  acceso  á  ellos,  tienen  el  deber  de  estimular  por  medios 
indirectos,  que  no  suelen  ser  los  menos  eficaces,  %  que  acudan  to* 
dos  á  hacer  las  inscripciones. 

DB  LA  LIBERACIÓN  DE  LAS  HIPOTBGAS  LEGALES  T  OTROS  GRAVÁHEfltS 
EXISTENTES. 

Difícil  es,  por  regla  general,  el  tránsito  de  una  legislación  m 
Otra  en  materia  civil;  y  loes  mas,  cuando  las  reformas  encaman  tan 
profundamente  en  lo  antiguo,  como  lo  hace  el  proyecto  variando 
cardinalmente  princ^ios  y  disposiciones  que  por  espacio  de  tanto» 
siglos  están  en  observancia.  Esta  dificultad  suele  ser  en  su  mayor 
parte  efecto  del  trastorno  que  tí  nuevo  derecho  introduce  en  el 
modo  de  ser  de  muchas  instituciones,  en  los  hábitos  envejecidos  y 
en  las  costumbres  civiles  que  vienen  á  ser  una  segunda  religión  en 
las  naciones.  Un  principio  salvador  sale  al  encuentra  de  todas  las 
dificultades:  este  es  que  cada  hecho  sea  examinado  y  juzgado  á  la 
luz  de  la  ley,  de  las  costumbres  y  hasta  de  las  opiniones,  errores  y 
preocupaciones  del  tiempo  en  que  se  verificó;  principio  que  es  la 
aplicación  práctica  de  la  antigua  máxima  qne  declara  que  la  ley  na 
tiene  efecto  retroactivo» 

T  ¿podría  adoptarse  esta  regla  de  un  modo  absoluto  é  incomip- 
cional,  tanto  respecto  á  los  mismos  derechos  creados,  como  á  la 
forma  de  su  existencia?  Responder  afirmativamente  á  esta  pregua^ 
ta  equivaldria  á  anular  el  proyecto,  dejando  al  crédito  territorial 
en  sus  actuales  condiciones,  y  á  renunciar  á  la  reforma.  ¿De  qué  sor- 
viria  en  efecto  que  se  prescribieran  acertadas  disposicíoims  para  lo 
futuro,  si  la  propiedad  había  de  continuar  envuelta  en  la  confusión 
en  que  se  halla?  ¿k  qué  conduciría  que  en  lo  sucesivo  con  cnidá-^ 
doso  afán  todas  las  hipotecas  fiíeran  espresas  y  especiales»  si  por 
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tu»  serie  iüdefiaida  de  anos  habiaa  de  conüauar  las  tácitas  y  ge^ 
nerales  hoy  existentes?  ¿Habian  de  seguir  perpetuamente  como 
vivos,  derechos  desconocidos ,  cargas  estinguidas ,  pero  que  por 
]a  imperfecta  organización  de  los  archiros  ó  el  descuido  de  los 
interesados  ó  por  su  larga  antigüedad  aparecen  aun  como  exis* 
tente»? 

La  Comisión  no  teme  asegurar  que  á  creerse  esto  y  decidirse 
asi,  serian  escasos  los  bienes  que  producirian  los  nuevos  registros 
tal  vez  hasta  que  pasara  medio  siglo»  y  los  actuales  derechos  se 
estinguieran,  dando  lugar  á  los  que  lenta  y  pausadamente  han  de 
venir  á  reemplazarlos.  La  reforma  en  este  caso  sería  sin  duda  muy 
útil  á  las  generaciones  venideras,  pero  de  escasa  ó  ninguna  impor- 
tancia para  la  actual.  No  es  esto  lo  qoe  el  país  apetece;  no  es  esto 
lo  que  el  Gobierno  se  propone  al  intentar  la  reforma, 

Pero  como  la  ley  no  debe  tener  fuerza  retroactiva,  necesario  es 
examinar  si  dejando  subsistente  el  principio,  puede  en  su  aplicacioi^ 
conseguirse  el  resultado  que  se  desea.  Respétense  enhorabuena  los 
derechos:  la  Comisión  no  puede  proponer  que  uno  solo  sea  violado. 
Pero  no  es  una  violación  cambiar  la  forma  de  hacerlos  efectivos, 
que  es  lo  mas  grave  que  se  propone  en  el  proyecto.  No  deben  sa- 
crificarse en  verdad  los  derechos  civiles  invocando  el  nombre  del  in- 
terés público;  pero  tampoco  es  lícito  á  los  particulares  dejar  de  ha- 
cer cuanto  salvando  sus  derechos,  exija  la  sociedad  para  conciliar- 
ios con  el  bien  general.  Necesario  es  no  confundir  los  derechos  ad- 
quiridos con  las  formalidades  que  se  establecen  para  conservarlos. 
Las  leyes  nuevas  no  deben  destruir  los  derechos  creados  por  otras 
anteriores,  porque  se  dan  para  lo  futuro;  mas  el  legislador,  cuando 
se  vé  obligado  á  introducir  reformas  reclamadas  por  las  necesida- 
des sociales,  no  puede  renunciar  una  facultad  que  es  inherente 
esencialmente  á  su  misión,  la  de  poner  en  armonía  el  ejercicio  de 
todos  los  derechos  con  las  disposiciones  de  interés  general  que  le 
obligan  á  cambiar  la  legislación  antigua.  Sujetar  á  ciertas  formali- 
dades la  declaración  y  conservación  de  derechos  preexistentes,  no 
es  anularlos;  es  mas  bien  hacer  posible  que  sean  eficaces:  de  otro 
modo,  habría  i  un  mismo  tiempo  vigentes  dos  legislaciones  distin- 
tas, que  marchando  paralelamente  producirían  un  antagonismo  fu- 
nesto, y  serían  origen  fecundo  de  litigios.  Por  esto  la  Comisión  ha 
adoptado  la  que  ha  creido  que  podia  armonizar  los  derechos  adqui- 
ridos coa  el  nuevo  sistema  que  propone. 
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La  regla  general  que  al  efecto  establece  respecto  á  las  hipote- 
ccas, si  bien  con  algunas  escepcíones,  es  que  las  generales  y  tácitas 
anteriores  á  la  ley  hayan  de  convertirse  en  especiales  y  espresas, 
dando  derecho  á  los  que  tengan  aquellas  constituidas  á  su  favor 
para  eiigir  de  las  personas  obligadas  una  inscripción  de  hipoteca 
especial  suficiente  á  responder  del  importe  de  la  obligación  asegu- 
rada. Ningún  perjuicio  pueden  sufrir  en  esto  los  acreedores  hipo- 
tecarios ;  muy  al  contrario,  la  ley  les  permite  mejorar  notoriamen- 
te su  condición,  logrando  por  la  especialidad  de  la  hipoteca  y  por 
la  inscripción  en  el  registro,  que  siempre  haya  una  fianza  sujeta  al 
pago  de  la  deuda,  y  que  no  se  pueda  desvanecer  el  derecho  real 
que  ahora  tiene  por  la  voluntad  solo  del  obligado ,  el  cual  por  et 
actual  sistema,  usando  de  su  derecho  y  enajenando  sus  bienes ,  6 
tal  vez  hipotecándolos  espresamente,  puede  constituirse  en  insoU 
vencía  y  obligar  al  acreedor  á  tener  que  dirigirse  contra  terceros 
poseedores,  con  las  desventajas  que  antes  quedan  espuestas. 

Tampoco  se  empeora  la  condición  del  deudor ,  porque  la  ley 
supone  que  el  que  se  obliga  con  hipoteca  teniendo  fincas,  no  lo 
hace  con  ánimo  de  eludir  el  cumplimiento  de  la  obligación,  que  es; 
responder  con  todos  y  con  cada  uno  de  los  bienes  inmuebles  que 
posea  á  la  satisfacción  del  crédito :  al  contrario,  limitándose  la  bi» 
potoca  á  bienes  determinados,  adquiere  mayor  seguridad  de  no  per- 
der la  confianza  de  los  acreedores,  los  cuales  naturalmente  le  mo- 
lestarán menos ,  porque  cualquiera  que  sea  la  decadencia  de  for- 
tuna del  deudor,  siempre  les  quedará  espedita  la  acción  real  para 
ser  pagados  de  todo  su  crédito. 

Ésta  trasformacion  de  las  antiguas  hipotecas  legales  en  espresas^ 
debe  tener  un  término  perentorio;  de  otro  modo  se  dilatarían  inde- 
finidamente los  mejores  efectos  de  la  ley:  la  Comisión  ha  señalado 
el  de  un  año,  que  le  ha  parecido  mas  que  suficiente  para  que  todos 
los  derechos  antiguos  queden  protegidos;  el  que  deje  pasar  el  tér- 
mino sin  ejercitar  su  derecho,  no  debe  estrañar  que  este  caduque: 
la  ley  cumple  con  acoger  y  amparar  á  los  que  no  renuncian  esplí-^ 
cita  ó  implícitamente  á  la  protecion  que  les  dispensa. 

En  este  caso  se  hallan  las  antiguas  hipotecas  legales,  constitui- 
das á  favor  de  la  Hacienda  pública  sobre  ios  bienes  de  sus  deudo*» 
res,  administradores,  contadores,  tesoreros  y  los  demás  ajentes  y 
personas  que  les  sean  responsables;  la  que  tienen  las  mujeres  so^ 
bre  los  bienes  de  un  tercero  que  haya  ofrecido  dotarlas;  la  del  ma*-^ 
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rido  sobre  los  bienes  de  la  mujer  que  ha  prometido  aportar  dote,  ó 
sobre  los  bteaes  de  ua  tercero  que  por  ella  hubiese  hecho  igual 
promesa;  la  de  los  meaores  ó  incapacitados  sobre  los  bienes  de  sus 
guardadores  ó  de  los  herederos  de  estos;  la  de  los  hijos  sobre  los 
bienes  de  su  madre  ó  sobre  los  bienes  de  su  padrastro  por  la  ges- 
tión de  la  tutela  ó  curadoría;  la  de  los  menores  sobre  los  bienes  de 
su  propiedad  rendidos  y  cuyo  precio  no  haya  sido  pagado  por 
completo;  la  de  los  legatarios,  si  el  legado  no  estuviese  cumplida- 
mente satisfecho;  la  de  los  acreedores  refaccionarios  sobre  tas  fin- 
cas refaccionadas  por  las  cantidades  ó  efectos  anticipados  y  no  sa- 
tisfechos para  edificación  y  reparación;  y  por  último,  la  de  los  ven* 
dedores  sobre  las  fincas  vendidas  por  precio  cuyo  pago  se  haya 
aplazado. 

Para  que  este  derecho  pueda  ejercitarse,  la  Comisión  ha  desig- 
nado las  personas  que  tienen  obligación  de  promover  la  inscripcioa 
de  las  hipotecas  dentro  del  plazo  señalado.  La  naturaleza  misma  de 
Jas  obligaciones  ha  indicado  quiénes  deben  ser  los  autorizados  al 
efecto  en  cada  caso ;  ya  lo  son  los  centros  administrativos  ó  los  dele- 
gados de  la  Administración  en  la  forma  que  prescriben  los  regla- 
mentos ;  ya  el  marido ,  ya  la  mujer ,  ya  los  hijos  si  son  mayores  de 
edad;  ya  si  son  menores,  todos  los  que  en  lo  futuro  han  de  tener  de- 
recho para  pedir  que  se  aseguren  los  bienes  de  su  peculio ;  ya  lo>r 
ascendientes ,  ya  los  parientes  trasversales,  ya  los  guardadores ,  ya 
los  jueces  de  paz,  ya  los  de  primera  instancia,  y  sobre  todo  los  mis- 
mos interesacks  cuando  tienen  capacidad  para  hacer  por  sí  las  re- 
clamaciones correspondientes.  Estas  disposiciones  tienen  mucho*; 
puntos  de  contacto  con  otras  del  proyecto  anteriormente  espuestas; 
la  Comisión  cree  que  con  ellas  quedarán  suficientemente  protegido;? 
todos  los  derechos  legítimos,  creados  al  amparo  del  actual  sistema 
hipotecario. 

Cuando  la  obligación  que  se  ha  de  asegurar  es  determinada  y  lí- 
quida ,  ninguna  dificultad  presenta  la  constitución  de  la  hipoteca  es- 
pecial ,  en  lugar  de  la  general  y  tácita ;  pero  como  no  siempre  reú- 
ne estas  condiciones ,  necesario  es  establecer  el  modo  de  determinar 
y  reducir  á  una  cifra  precisa  el  importe  de  la  obligación.  Lo  mas 
sencillo  es  el  acuerdo  de  los  interesados ,  y  si  éste  no  pudiera  obte- 
nerse, la  decisión  de  la  autoridad  judicial,  que  observará  las  for- 
mas prescritas  en  otros  casos  de  grande  analogía  con  el  presente. 

Hecha  la  inscripción,  surtirá  efecto  desde  la  fecha  en  que»  con 
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arreglo  á  la  legislación  anterior ,  debía  producirlo  el  <)erecho  asegu- 
rado ,  lo  qae  habrá  de  espresarse  en  la  inscripción ,  porque  de  lo 
contrario ,  dándose  fuerza  retroactiva  á  la  ley ,  podría  resultar  per- 
judicado el  antiguo  acreedor  hipotecario» 

Pero  si  bien  la  conversión  de  h  hipoteca  tácita  en  espresa  es 
necesaria  por  regla  general  para  que  noseestínga  el  derecho  hipote- 
cario constituido  con  arreglo  á  las  disposiciones  que  hoy  están  ea 
observancia,  hay  algunos  casos  en  que  intereses  mas  altos  aconsejaQ 
que  no  se  dé  derecho  para  exigir  la  inscripción  en  la  nueva  forma 
que  se  propone.  En  las  hipotecas  legales  hoy  existentes  á  favor  de 
las  mujeres  casadas  sobre  los  bienes  del  marido ,  á  favor  de  los  hi* 
jos  sobre  los  bienes  de  los  padres ,  razones  de  un  orden  superior,  y 
especialmente  la  armonía  de  la  familia ,  que  fácilmente  se  alteraría 
cambiando  los  derechos  y  obligaciones  de  los  que  la  componen  res- 
pecto á  los  bienes  que  entraron  en  ella  con  anterioridad  á  la  publi- 
cación de  la  ley ,  aconsejan  una  escepcion  de  la  necesidad  de  con- 
vertir en  espresas  y  especiales  las  hipotecas  generales  y  tácitas  qne 
por  beneficio  de  la  ley  vienen  constituidas,  y  que  respecto  á  eUas 
quede  en  observancia  en  todo  su  vigor  el  derecho  antiguo.  Mas  esto 
se  entiende  mientras  que  por  voluntad  conforme  de  los  interesados, 
ó  del  obligado  al  menos ,  no  se  sustituyan  tales  hipotecas  con  otras 
especiales ,  6  dejen  de  tener  efecto  ea  cuanto  á  tercero ,  en  virlod 
de  providencia  judicial  que  se  dé  en  juicio  de  liberación ,  qne  es, 
como  espondrá  la  Comisión ,  el  modo  de  que  todo  propietario  pueda 
entrar  dentro  de  las  condiciones  de  la  ley ,  aun  en  el  caso  de  que 
no  sea  ó  no  pueda  ser  compelido  á  ello. 

Los  que,  según  la  legislación  antigua,  tienen  gravados  sus  bie- 
nes con  una  hipoteca  general,  lejos  de  menguar  el  derecho  de  aque- 
llos á  cuyo  favor  está  constituida,  solicitando  y  obteniendo  que  se 
convierta  esta  hipoteca  en  especial,  aseguran  mas  y  mas  la  obliga- 
ción garantida.  Natural  es  que  los  antiguos  hipotecarios  accedan  á 
lo  que  se  les  propone  cuando  la  garantía  especial  sea  suficiente;  pero 
si  sobre  esto  se  suscitaran  diferencias  por  no  avenirse ,  ya  sobre  el 
importe  de  la  obligación  que  haya  de  asegurarse ,  ya  sobre  la  sufi- 
ciencia de  los  bienes  ofrecidos  en  hipoteca ,  ó  por  cualquiera  otra 
causa,  á  la  autoridad  judicial  puede  dejarse  solamente  la  resolución; 
á  este  efecto  se  senalan^ra  la  tramitación  las  mismas  solemnidades 
que  para  los  incidentes  se  hallan  establecidas  en  la  ley  de  Enjiúcia- 
miento  civil. 
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Tampoco  perjudica  el  proyecto  á  los  que  tienen  una  accioD  re- 
solutoria ó  rescisoria  procedente  de  derechos  que  en  adelante  sia 
la  inscripción  no  han  de  surtir  erecto  contra  tercero.  Les  concede 
para  que  puedan  hacerlo  el  término  de  un  año ,  si  no  ha  prescrito  su 
derecho;  pero  si  el  derecho  no  es  exigible  por  depender  del  cumplí* 
miento  de  una  condición ,  entonces  podrá  aquel  en  cuyo  favor  esté 
constituid)  pedir  y  obtener  que  se  lo  asegure  con  una  hipoteca  el 
obligado ,  y  en  su  caso  el  poseedor  de  los  bienes  que  lleven  consigo 
la  obligación.  Solo  el  que  deja  pasar  estos  términos  sin  hacer  uso 
de  su  acción  ó  sin  obtener  la  garantia  dentro  del  término  prefijado, 
no  podrá  después  hacerlo  en  perjuicio  de  tercero:  medida  justa  que 
consulta  los  derechos  existentes»  cuando  no  quiere  renunciar  á  eUos 
aquel  á  cuyo  favor  se  hallan  constituidos. 

Semejante  á  esta  decisión  es  la  que  se  adopta  respecto  á  las  hi- 
potecas legales  existentes  á  favor  de  I09  legatarios  y  reEacoionarios* 
El  sistema  de  la  Comisión  es  el  mismo;  la  diferencia  está  solamente 
en  lo  que  exige  la  índole  especial  de  cada  caso. 

Ya  ha  hecho  antes  la  Comisioo  una  indicación ,  aunque  ligera, 
del  juicio  de  liberación:  necesario  es  aq«í  esplicar  este  importantísi- 
mo punto  del  proyecto. 

La  ley  nueva ,  en  lo  que  se  refiere  á  los  derechos  existentes  an- 
tes de  su  publicación  y  no  dd)6  atender  solo  al  interés  de  los  que 
tienen  constituido  un  derecho  real  en  propiedad  ajena,  sino  al  de 
los  dueños  que,  lejos  de  perjudicar  los  derechos  reales  adquiridos  y 
gravados  sobre  su  propiedad,  los  mejoran ,  mostrándose  dispuestos 
á  entrar  en  la  reforma.  A  esta  necesidad  se  satisface  por  medio 
de  la  liberación ,  que  es  un  procecfimiento  admitido  y  probado  ya 
en  otros  países.  Por  él  será  licito  á  todos  los  que  tienen  sus  bienes 
gravados  con  hipotecas  legales  existentes  al  publicarse  la  nueva  ley 
(cuando  no  hayan  hecho  uso  del  derecho  de  exigir  una  hipoteca  es- 
pecial aquellos  á  cuyo  favor  venia  constituida  la  antigua),  ó  con  al- 
gún gravamen  procedente  de  acciones  rescisorias  ó  resolutorias,  po- 
ner en  claro  el  verdadero  estado  de  su  propiedad,  y  obtener  que  se 
reduzca  el  gravamen  á  las  fincas  que  basten  á  asegurar  los  derechos 
constituidos  sobre  ellas.  Al  efecto  estableced  proyecto  un  orden  de 
procedimientos  meditado  y  minucioso^  en  que  al  interesado  se  impo- 
ne el  deber  de  manifestar  con  toda  precisión  cuanto  puede  conducir 
á  formar  idea  de  los  inmuebles  que  posee,  de  las  hipotecas  ó  gravá- 
menes ocultos  á  que  pueden  estar  afectos ,  y  de  Isus  personas  i 
TOMO  xvn.  28 
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quienes  corresponden,  y  se  les  exige  la  presentación  de  los  títdos 
que  acrediten  la  pertenencia  de  los  bienes ;  se  oye  á  los  que  ten* 
drian  derecho  en  su  caso  á  pedir  la  sustitución  de  la  antigua  hi- 
poteca con  la  nueva;  se  emplaza  á  los  interesados  desconocí* 
dos  ó  ausentes  por  edictos  fijados  en  los  parajes  públicos  y  en 
los  periódicos  oficiales ,  se  admiten  las  pretensiones  que  tienen  por 
objeto  la  constitución  de  la  hipoteca  especial  en  seguridad  de  de~ 
rechos  existentes ,  ó  la  [renuncia  de  la  hipoteca  general  en  cuanto 
á  lo  que  especialmente  se  pretende  liberar ;  se  señala  el  modo  d& 
proceder  en  cada  uno  de  estos  casos ;  se  prescribe  que  en  el  mismc^ 
juicio  sean  oidos  todos  los  que  acudan  en  solicitud  de  hipotecas  dife- 
rentes ;  se  ordena  cuál  debe  ser  la  resolución  del  juez  en  los  diver- 
sos casos  que  pueden  presentarse ,  y  se  desciende  á  cuantos  porme- 
nores son  necesarios  para  que  la  ley  se  entienda  por  todos ,  se  evi- 
ten dificultades  al  ejecutarla»  y  sea  aplicada  de  la  misma  maner^i 
por  todos  los  jueces  y  tribunales. 

Pero  no  ha  creido  la  Comisión  que  debia  limitarse  á  la  liberación 
de  las  hipotecas  ocultas,  ó  que  estuvieran  constituidas  á  favor  de 
personas'  desconocidas:  ha  fijado  también  su  atención  en  ios  bienes 
que  están  colectivamente  gravados  con  censos  ó  con  hipotecas  vo- 
luntarias,^ cuyo  capital  no  se  halla  dividido  entre  los  mismos ,  igno- 
rándose por  lo  tanto  hasta  qué  punto  está  gravada  cada  finca.  La 
gran  facilidad  que  ha  habido  en  nuestra  patria  para  multiplicar  in- 
definidamente las  garantías,  es  harto  sabida  por  todos.  Pueblos  hay 
que  tomaron  en  tiempos  mas  ó  menos  remotos  capitales  á  censo  6 
con  hipoteca,  no  siempre  crecidos,  constituyendo  el  común  de  veci- 
nos el  censo  ó  la  hipoteca,  no  solo  sobre  los  bienes  que  comunal- 
mente poseían,  sino  sobre  todos  y  los  de  cada  uno  de  los  que  aca- 
dian  al  concejo:  así  en  estos  pueblos  toda,  ó  casi  toda,  su  propie- 
dad territorial ,  se  halla  afecta  á  una  obligación  hipotecaría.  Dima- 
na de  esto  la  dificultad  de  enajenar  que  tienen  los  vecinos ,  porque 
la  opción  que  tienen  los  censualistas  ó  los  acreedores  hipotecarios 
para  pedir  directamente  contra  cualquiera  de  los  postores  de  las 
fincas  acensuadas  ó  hipotecadas,  por  ser  el  censo  y  la  hipoteca  indi* 
visibles,  y  subsistir  en  todas  y  en  cada  una  de  las  cosas  á  que  afec- 
tan, es  causa  de  que  en  la  incertídumbre  de  si  la  finca  enajena* 
da  será  la  elegida,  se  retraigan  de  adquirir  ninguna  de  ellas  los  que 
de  otro  modo  se  apresurarían  tal  ves;  á  comprarlas.  Común  es  tam- 
bién que  sobre  todos  los  bienes  de  una  vinculación ,  cuantiosos  i 
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Teces ,  haya  censos  ó  hipotecas  de  poca  importancia  relativamente 
al  capital  que  los  asegura.  De  esta  desproporción  de  los  bienes  hi- 
potecados con  las  deudas  garantidas,  ninguna  ventaja  saca  el  acree- 
dor ,  que  no  puede  obtener  mas  que  una  sola  vez  lo  que  le  corres- 
ponde; al  contrario ,  el  deudor  se  vé  gravado  estraordinariamente» 
porque  su  crédito  no  aparece  tal  como  en  realidad  es ,  por  tener 
afectos  á  censos  ó  hipotecas  muchos  mas  bienes  de  los  que  verdade- 
ramente necesita  en  todo  caso  para  cubrir  la  obligación  ó  el  derecho 
garantido.  No  son  estas  trabas  que  coartan  la  propiedad  menos  fu* 
nestas  que  las  de  la  amortización,  con  la  que  tienen  ciertos  puntos 
de  contacto,  porque  si  bien  no  prohiben  la  enajenación,  la  dificultan 
y  restringen  mucho  la  circulación  de  la  riqueza  inmueble,  disminu- 
yendo innecesariamente  el  crédito  territorial.  Movida  por  estas  con- 
sideraciones, propone  la  Comisión  que  quien  al  publicarse  la  ley  tu- 
viese gravados  diferentes  bienes  de  su  propiedad  con  un  censo  ó  una 
hipoteca  voluntaria,  cuyo  capital  no  se  haya  dividido  entre  los  mis- 
mos bienes,  pueda  exigir  que  se  reparta  entre  los  que  basten  para 
responder  de  un  triplo  del  mismo  capital ;  que  si  una  de  las  fincas 
basta  para  responder  del  capital ,  pueda  exigirse  que  se  reduzca  á 
ella  el  gravamen ,  y  que  si  dos  ó  mas  fincas  hubieren  de  quedar 
gravadas ,  cada  una  debe  ser  suficiente  para  responder  de  la  parte 
del  capital  á  que  quede  afecta.  Has  cuando  los  bienes  acensuados  6 
hipotecados  no  basten  á  cubrir  con  su  valor  el  triplo  del  capital  del 
censo  ó  de  la  deuda,  solo  podrá  exigirse  la  división  del  capital  entre 
los  mismos  bienes  en  proporción  á  lo  que  valgan ,  pero  no  la  libera- 
ción de  ninguno.  No  debe  parecer  estrana  la  fijación  del  triplo  que 
algunos  tal  vez  reputen  escesiva  garantía,  si  se  considera  que  la  hi- 
poteca es ,  por  regla  general,  de  bastante  mayor  valor  que  la  deuda 
hipotecaria,  y  que  en  cambio  de  la  nueva  pierde  el  acreedor  la 
mas  amplia,  aunque  menos  eficaz ,  que  tenia  antes  sobre  todos  los 
Uenes  del  deudor.  No  podrá,  de  seguro,  con  estas  disposiciones 
quejarse  con  justicia  el  censualista  ni  el  prestamista  con  hipoteca, 
los  cuales ,  siempre  que  á  ellos  alcancen  los  bienes  que  tenian  eu 
garantía,  quedan  suficientemente  asegurados  con  un  capital  tripla 
¿a  que  representa  su  derecho. 

Por  las  mismas  causas  propone  la  Combion  la  facultad  de  redu- 
cir las  hipotecas  y  los  censos  impuestos  sobre  varios  bienes,  sin  de- 
terminación de  la  suma  con  que  cada  uno  está  gravado ,  á  lo  nece- 
sario para  cubrir  el  triplo  del  capital  para  cuya  seguridad  se  cons« 
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tituyeron ,  fijando  la  parte  con  que  ha  de  quedar  gravada  cada  una 
de  las  fincas. 

Como  no  seria  justo  que  estos  beneficios  con  que  ha  creído  la 
Comisión  consultar,  no  solo  los  intereses  de  los  deudores  y  censa* 
taríos,  sino  también  de  los  acreedores  y  censualistas,  solo  pudieraui 
ser  reclamados  por  aquellos,  hace  la  declaración  espresa  de  que 
estos  tienen  igualmente  el  derecho  de  solicitarlos. 

La  división  y  reducción  de  las  garantías,  de  que  queda  hecho 
mérito ,  deben  hacerse  por  la  libre  voluntad  de  los  interesados,  que 
son  los  que  mejor  pueden  calcular  las  ventajas  é  inconvenientes  de 
la  operación.  Cuando  la  avenencia  no  es  posible ,  ó  bien  por  no 
conformarse  los  interesados,  ó  bien  por  ser  alguno  de  ellos  persona 
incierta,  no  queda  mas  medio  que  el  de  acudir  á  la  autoridad  judi- 
cial ,  siendo  representada  la  persona  incierta  por  el  ministerio  pú- 
blico, defensor  por  la  naturaleza  de  su  cargo,  y  en  nombre  del  Es- 
lado  en  los  negocios  civiles ,  de  todos  aquellos  que  no  tienen  ó  no 
pueden  tener  otro  que  los  represente  con  arreglo  á  las  leyes. 

DE   LA   INSCRIPCIÓN  DJS  LAS  OBLIGACIONES  CONTRAÍDAS  Y  NO  INSCRITAS 
ANTES  DE  LA  PUBLICACIÓN  DE  LA  LEY. 

Siempre  que  se  hacen  cambios  profundos  en  la  legislación ,  ae 
procura  estimular  y  facilitar  los  medios  de  que  la  nueva  ley  sea 
pronto  ejecutada  para  que  se  consigan  los  beneficiosos  resultados 
que  de  la  innovación  se  esperan.  Respecto  á  la  inscripción  de  loa 
derechos  reales  y  de  las  hipotecas  en  los  registros,  no  solo  se  ha 
procurado  esto  siempre  que  se  han  hecho  algunas  reformas  impor- 
tantes, &no  que  ha  sido  frecuente  señalar  nuevos  plazos,  dentro  de 
los  cuales  pudieran  sin  temor  á  penalidad  alguna  librarse  los  inte- 
resados de  los  perjuicios  que  según  el  tenor  titeral  de  las  leyes  de- 
bieran esperimentar  por  no  haber  hecho  oportunamente  la  inscrip* 
don.  No  debia  ser  mas  severo  el  proyecto  respecto  á  las  omisiofies 
que  pueden  haberse  cometido  con  arreglo  á  las  leyes  anteriores ,  ni 
desechar  un  medio  tan  eficaz  para  conseguir  que  sean  registrador 
los  actos  y  contratos,  que  según  la  reforma  deben  estar  inscrítos en 
los  registros.  Los  estímulos  que  la  ley  establece  son  la  fijación  at- 
ún plazo,  dentro  del  cual  deben  hacerse  las  inscripciones  para 
aprovecharse  del  beneficio  de  la  ley ,  y  la  relajación  del  rigor  con 
que  las  disposiciones  fiscales  castigaban  á  los  omisos. 

El  plazo  se  ha  fijado  en  un  aSo  desde  el  dia  en  que  la  nueva  ley 
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empiece  á  regir ;  término  que,  si  bien  no  es  muy  largo,  basta  para 
que  todos  puedan  hacer  oportunamente  y  sin  grave  incomodidad 
las  inscripciones.  Los  que  dentro  de  an  ano  acudan  á  inscribir  títu- 
los referentes  á  adquisiciones  de  inmuebles  ó  derechos  reales  verífi* 
cadas  noventa  ó  mas  dias  antes  de  la  publicación  de  la  ley,  se  exi* 
miran  de  pagar  el  derecho  de  hipotecas  y  las  multas,  satisfaciendo 
solo  al  registrador  la  mitad  de  los  honorarios  señalados  á  la  inscrip- 
ción. La  fijación  de  los  noventa  dias  tiene  por  objeto  evitar  los  abu- 
sos que  á  la  sombra  de  un  indulto  que  se  dá  por  omisiones  pasa« 
das  podrían  cometerse ,  defraudando  al  Estado  de  lo  que  debia  per- 
dbir  en  virtud  de  adquisiciones  recientes  ó  de  las  posteriores  á  la 
ley.  De  igual  beneficio  gozarán  las  inscripciones  de  adquisiciones 
verificadas  dentro  de  los  noventa  dias  espresados,  cuando  con  arre- 
glo á  las  leyes  y  disposiciones  actuales  no  deb^  inscribirse,  pero  no 
las  que  debieron  registrarse  >  las  cuales  quedan  enteramente  sujetas 
al  rigor  antiguo. 

Ann  después  de  pasado  el  año  no  se  cierra  la  puerta  á  los  inte* 
resados  para  que  puedan  hacer  la  inscripción  de  adquisiciones  an- 
teriores á  la  ley,  si  bien  entonces  devengarán  derechos  y  honorarios 
dobles  de  los  que  les  estuvieren  respectivamente  señalados. 

La  pena  de  nulidad  por  defecto  de  inscripción  no  podia  ser  to- 
mada en  cuenta,  atendido  el  principio  del  proyecto  que  no  altera 
las  obligaciones  y  derechos  por  falta  de  inscripción  entre  los  que 
son  parte  en  el  acto  ó  contrato  en  que  debe  hacerse,  limitándose  á 
salvar  los  derechos  del  tercero  que  adquirió  el  dominio  ú  otro  dere- 
cho real  sobre  bienes  inmuebles ,  en  la  seguridad  de  que  estaban  li- 
bres de  las  cargas  ó  responsabilidades  que  no  aparecian  en  el  registro. 

De  todos  modos  es  claro  que  la  inscripción  nueva  que  se  haga» 
no  debe  ser  de  mejor  condición  que  las  hechas  oportunamente  em 
adelante,  y  que  no  puede  por  lo  tanto  perjudicar  á  tercero  sino 
desde  el  ^  de  la  hiscripcion. 

Respecto  á  los  derechos  adquiridos  antes  de  la  nueva  ley  ^  y  que 
según  esta  dan  lugar  á  anotaciones  preventivas ,  se  establecen  reglas 
predsas  para  que  los  interesados  puedan  obtenerlas  siguiendo  siem- 
pre el  espíritu  que  prevalece  en  todo  el  proyecto. 

Pero  la  mas  firme  garantía  del  cumplimiento  de  la  ley,  tanto  res- 
pecto á  los  derechos  antiguos  como  á  los  que  de  nuevo  se  oonstilu- 
yan,  está  en  la  prohibición  que  espresamente  se  establece  de  admi- 
tir en  los  juzgados ,  tribimales  ordinarios  y  especijerfes,  en  los  con- 
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sejos  y  en  las  o6ciiias  del  Gobierno,  ningún  docomento  de  que  ño  so 
haya  tomado  razón,  si  por  él  se  constituye,  trasmite,  reconoce,  mo- 
diñca  ó  estingue  derecho  sujeto  á  inscripción.  De  seguro  que  cuando 
todos  vean  que  esta  prescripción  es  una  verdad,  que  no  queda  como 
hasta  aquí  en  amenaza  la  ineficacia  de  los  títulos  no  registrados,  que 
los  tribunales  aplican  con  todo  rigor  la  ley ,  serán  mas  diligentes 
en  apartar  de  sí  las  perjudiciales  consecuencias  que  una  omisión 
culpable  puede  ocasionarles. 

La  Comisión  no  podia  hacer  caso  omiso  de  un  hecho  demasiado 
general  por  desgracia  en  nuestra  patria.  Este  es  la  falta  de  títulos 
que  tienen  muchos  para  acreditar  la  propiedad  ú  otros  derechos  rea- 
les que  legítimamente  les  corresponden.  Debido  es  esto  ya  á  la  sub- 
división escesiva  del  suelo  en  algunas  de  nuestras  provincias ,  ya  á 
las  guerras  civiles  y  estranjeras  que  han  ensangrentado  el  territorio 
español,  ya  á  los  incendios  y  ruinas  que  en  la  serie  de  los  siglos  han 
tenido  lugar,  ya  al  poco  esmero  en  la  conservación  de  los  archivos, 
ya  por  último  á  la  incuria  de  los  propietarios.  Pero  cualesquiera  que 
sean  las  causas,  no  puede  desconocerse  que  esta  falta  de  titulación 
hace  desmerecer  mucho  á  la  propiedad  que  aparece  sospechosa  ó  in- 
segura, y  por  consiguiente  falta  del  valor  que  sin  tales  circunstan- 
cias tendría  á  los  ojos  de  los  que  deseando  adquirirla,  creyeran  poder 
hacerlo  sin  riesgo. 

De  aquí  resulta  la  necesidad  de  procurar  que  á  la  titulación  per- 
dida ó  nunca  formada  reemplace  una  titulación  nueva,  la  cual,  si 
bien  no  podrá  inspirar  desde  luego  tanta  confianza  ni  tener  tanta 
eficacia  como  los  verdaderos  títulos  de  propiedad ,  acreditará  la  po- 
sesión, y  con  el  trascurso  del  tiempo  y  con  llegar  á  ser  mas  antigua 
que  la  prescrípcion  mas  larga ,  será  tan  buena  y  tan  segura  como  la 
titulación  mas  completa.  Este  es  uno  de  los  puntos  mas  interesantes 
de  la  ley. 

No  puede  dudar  la  Comisión  cuál  debe  ser  el  principio  de  esta 
titulación  nueva.  Por  mas  que  las  informaciones  de  testigos  sean  por 
sí  mismas  poco  apreciables  tratándose  de  cuestiones  sobre  derechos, 
son  las  únicas  pruebas  posibles  cuando  se  ha  de  acreditar  la  exis^ 
tencia  de  un  hecho.  Admítese  pues  este  modo  de  prueba  en  la  impo- 
sibilidad de  otro  mejor,  por  no  existir  la  titulación  antigua,  y  por 
haber  desaparecido  las  huellas  para  encontrarla.  Con  esmerada  di* 
ligencia  ha  procurado  la  Comisión  fijar  la  forma  y  requisitos  de  estas 
informaciones,  declarando  qne  su  objeto  es  hacer  constar  la  posesioa 
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M  que  está  el  reclamante  del  derecho  que  desea  iuscribir ,  señalar 
los  documentos  que  han  de  presentarse ,  la  autoridad  ante  quien 
debe  promoverse  el  juicio,  con  audiencia  del  promotor  fiscal,  ó  del 
síndico  del  ayuntamiento  en  su  caso »  si  se  trata  de  la  inscripción  del 
dominio,  y  con  la  del  propietario  y  de  los  demás  partícipes  en  la 
propiedad  si  se  quiere  justificar  la  posesión  de  un  derecho  real;  el 
número  de  testigos ,  sus  cualidades,  el  modo  de  probarlas,  la  estén- 
sion  de  sus  declaraciones,  la  responsabilidad  en  que  incurren  por  la 
inexactitud  de  sus  dichos,  el  modo  de  salvar  los  derechos  de  los  par- 
tícipes que  estén  ausentes,  la  forma  de  entablar  las  reclamaciones 
contra  la  inscripción « la  clase  de  juicio  en  que  han  de  ventilarse,  la 
resolución  de  los  espedientes,  y  las  circunstancias  que  debe  tener 
la  inscripción  decretada  por  el  juez. 

Pero  no  contenta  la  Comisión  con  estas  precauciones,  propone 
que  los  registradores ,  antes  de  hacer  inscripciones  en  virtud  de  in- 
formación, examinen  cuidadosamente  el  registro  para  asegurarse 
de  las  relativas  á  la  finca ,  que  por  consecuencia  del  nuevo  asiento 
puedan  quedar  total  ó  parcialmente  canceladas ;  que  si  de  esta  ave- 
riguación resulta  algún  asiento  de  adquisición  de  dominio  no  cance- 
lado que  se  halle  en  contradicción  con  el  hecho  justificado,  suspen- 
dan la  inscripción,  tomando  una  anotación  preventiva,  hasta  que, 
enterado  el  juez  y  oída  la  persona  que  en  el  asiento  aparezca  inte- 
resada, confirme  ó  revoque  el  auto  de  aprobación ;  mas  si  solo  re- 
sulta haber  un  asiento  no  caducado  de  censo ,  de  hipoteca  ó  de  otro 
derecho  real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha  de  inscribirse,  entonces 
que  se  haga  espresion  de  él  en  la  inscripción  que  se  estienda. 

Cree  pues  la  Comisión  que  ha  hecho  lo  posible  para  que  la  nue- 
va titulación  no  tenga  por  base  la  sorpresa  ó  el  despojo,  y  para  que 
los  derechos  bastardos  no  se  sobrepongan  á  los  legítimos,  al  satis- 
facer la  necesidad  por  todos  reconocida  de  establecer  los  medios 
para  que  toda  propiedad  que  carezca  de  títulos  pueda  llegar  á  ob- 
tenerlos. 

Mas  estas  informaciones^  por  mas  que  se  haya  procurado  ro- 
dearlas de  cuantas  precauciones  son  posibles  para  que  correspondan 
á  su  objeto,  no  pu^en  favorecer  ni  perjudicar  á  terceros  sino  desde 
la  fecha  de  su  inscripción :  por  ella  no  toma  la  posesión  mas  impor- 
tancia ni  mas  valor  que  el  que  las  leyes  le  atribuyen  ^  ni  se  perja* 
dica  siquiera  al  verdadero  propietario ,  aunque  no  tenga  inscrito  su 
derecho;  todos  los  derechos  conserr^u  s^  «uitígaa  natoraleata:  l¡k 
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cabeza  de  la  naeva  titulación  solo  podrá  de  pronto  producir  efecto 
contra  los  que  tengan  títulos  mas  débiles ,  y  solo  con  el  trascurso 
del  tiempo,  si  no  aparece  alguno  que  acredite  mejor  derecho,  será 
un  título  verdadero  de  propiedad ,  porque  la  posesión  continuada  y 
el  concepto  público  de  dueño  y  el  lapso  de  una  larga  serie  de  aios 
concluyen  por  introducir  la  presunción /uris  et  de  jure,  de  que  el 
poseedor  es  dueño  de  la  cosa,  abriendo  la  puerta,  aun  sin  título  ni 
buena  fé ,  á  las  prescripciones  estraordínarias. 

A  poco  que  se  medite,  nadie  desconocerá  que  no  puede  ser  es- 
tensivo  á  la  hipoteca  este  modo  supletorio  de  justfficar  los  demáí^ 
derechos  reales;  en  todos  ellos  hay  posesión,  y  el  hecho  de  la  po- 
sesión es  lo  que  se  prueba  por  ia  información:  en  la  hipoteca  la 
cuestión  no  es  de  hecho ,  porque  el  acreedor  hipotecario  no  posee; 
consiste  solo  su  derecho  en  ser  reintegrado  con  el  valor  de  la  finca 
sobre  que  ha  prestado. 

nS  LOS  LIBROS  DB  REGISTRO  AICTBIUO&RS  Á  LA.  LBT  ,   Y   DE  SU  RKLAdOM 
CON  LOS  NUEVOS. 

Ninguna  precaución  debe  parecer  escesiva  para  conservar  la  in- 
tegridad de  los  registros  hoy  existentes ,  cerrarlos  y  hacer  el  trán- 
sito del  antiguo  al  nuevo  sistema  ordenadamente  y  de  modo  que  es- 
tén en  relación  los  libros  existentes  hoy  y  los  que  han  de  abrirse. 

La  Comisión  ha  adoptado  al  efecto  las  disposiciones  que  ha  creí- 
do necesarias,  prefiriendo  parecer  nimiamente  escrupulosa,  á  poder 
ser  tachada  de  poco  previsora.  A  esto  ha  destinado  el  ultimo  titulo 
del  proyecto,  cuyas  disposiciones  son  otras  tantas  garantías  de  la 
fidelidad  con  que  se  trasmitirán  de  unas  á  otras  manos  los  registros. 

Ha  concluido  la  Comisión  de  esponer  tos  fundamentos  del  pro- 
jMo.  Sin  pretensiones  de  amor  propio ,  sin  alarde  de  las  largas  ta- 
reas en  que  se  ha  empeñado  para  hater  una  obra  aceptable,  los 
presenta  al  Gobierno  como  fruto  de  sus  estudios ,  de  sus  discusiones 
y  4e  la  esperíencia  de  los  individuos  que  la  componen.  Tiene ,  sin 
embargo ,  la  profunda  convicGion  de  que  si  se  acepta  el  proyecto, 
será  un  gran  progreso  en  nuestras  instituciones  civiles,  precursor 
de  otros  que,  dando  unidad  á  nuestro  derecho  en  todas  las  divisio- 
nes territoriales ,  aproximen  la  época  en  que  Uegue  á  ser  una  ver- 
ted el  príncipk)  eserito  en  la  Constitución ,  de  que  un  s(*)  C4^^ 
^vU  rija  en  toda  to  monarquía; 
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htülo  i. 

DE  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  A  INSCRIPCIO:^. 

Arliculo  1.°  En  todos  los  pueblos  cabezas  de  partido  jadicial  se 
establecerá  un  Registro  á  Qargo  de  funcionarios  que  se  llamarán  re- 
gistradores. 

Art.  i.""  En  el  Registro  espresado  en  el  articulo  anterior  se  ins- 
cribirán: 

Primero.  Los  títulos  traslatifos  de  dominio  de  los  inmuebles,  ó 
de  los  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos.  ' 

Segundo.  Los  títulos  en  que  se  constituyan,  reconozcan,  modi- 
fiquen ó  estingan  derechos  de  usufructo,  uso,  habitación,  eofitéulis, 
hipotecas,  censos,  servidumbres  ú  otros  cualesquiera  reales. 

Tercero.  Los  actos  ó  contratos  en  cuya  virtud  se  adjudiquen' á 
alguno  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  aunque  sea  con  la  obli- 
gación de  trasmitirlos  á  otro,  ó  de  invertir  su  importe  en  oi^etbfi 
determinados. 

Cuarto.  Las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapacidad  legat 
para  administrar,  ó  la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentes, 
se  imponga  la  pena  de  interdicción  ó  cualquiera  otra  por  la  que  se 
modifique  la  capacidad  civil  de  las  personas,  en  cuanto  á  la  Hbre 
disposición  de  sus  bienes. 

Quinto.  Los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles; 
por  un  periodo  que  esceda  de  seis  anos. 

Sesto.  Los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  en 
que  se  hayan  anticipado  las  rentas  de  tres  ó  mas  aiios. 

Art.  3.^  Para  que  puedan  ser  inscritos  los  títulos  espresados  en 
el  articulo  anterior,  deberán  estar  consignados  en  escritura  públi-* 
ca,  ejecutorias  ó  documentos  auténticos  espedidos  por  el  Gobierno 
ó  sus  ajentes  en  la  forma  que  prescriban  los  reglamentos. 

Art.  4.*  No  se  consideran  bienes  inmuebles  para  los  efectos  de  la 
ley  los  oficios  públicos  enajenados  de  la  Corona,  las  inscripciones 
de  la  deuda  pública,  ni  las  acciones  de  bancos  y  compañías  mercan- 
tiles, aunque  sean  nominativas, 

Art.  8.*  También  se  íncribirán  en  el  Registro  los  documentoéPé 
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lílulos  osprcsadoá  ea  el  art.  a."*,  otorgados  en  país  eslranjero,  que 
tpnp:an  fuerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes,  y  las  ejecutorias 
de  la  clase  indicada  en  el  número  cuatro  del  mismo  artículo  pro- 
nunciadas por  los  tribunales  estranjeros  á  que  deba  darse  cumpli- 
miento en  el  Reino,  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

título  n. 

DE  LA  FORMA  T  EFECTOS  DE  LA  L*fSCRlPCIOI«. 

Art.  6.*  La  inscripción  de  los  títulos  en  el  Registro  podrá  pedir- 
se indistintamente: 

Por  el  que  trasmita  el  derecho. 
Por  el  que  lo  adquiera. 

Por  quien  tenga  la  representación  legítima  de  cualquiera  de 
ellos. 

Por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se  deba  ins- 
cribir. 

Art.  7.""  La  inscripción  de  los  actos  ó  contratos  en  que  se  re- 
serve cualquier  derecho  á  personas  que  no  hayan  sido  parte  en  ellos, 
se  deberá  exigir  por  el  escribano  que  autorice  el  título  ó  por  la  au- 
toridad que  lo  espida,  si  no  mediare  aquel  funcionario,  siempre  que 
el  interés  de  díciías  personas  resulte  del  título  mismo,  ó  de  los  do- 
cumentos ó  diligencias  que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  su  espe- 
dkion. 

Art.  8.^  Cada  una  de  las  üncas  que  se  inscriban  por  primera- 
vez  en  los  auevos  Registros  se  señalará  con  número  diferente  y  cor- 
relativo. 

Las  inscripciones  correspondientes  á  cada  finca  se  señalarán  con 
otra  numeración  correlativa  y  especial. 

Art.  \)J*  Toda  inscripción  que  se  haga  en  el  Registro  espre- 
sará las  circunstancias  siguientes: 

Primera.  La  naturaleza,  situación,  medida  superficial,  linderos, 
nombre  y  número,  si  constaren,  de  los  inmuebles  objeto  de  laias- 
crípcion,  ó  á  los  cuales  afecte  el  derecho  que  deba  inscribirse. 

Segunda.  La  naturaleza,  valor,  estension,  condiciones  y  cargas 
de  cualquiera  especie  del  derecho  que  se  inscriba. 

Tercera.  La  naturaleza,  estension,  condiciones  y  cargas  del  de- 
recho sobre  el  cual  se  constituye  el  que  sea  objeto  de  la  inscripción. 

Cuarta.  La  naturaleza  del  título  que  deba  inscribirse»  y  su 
fecha. 
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Quinta.  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  ha-* 
ga  la  inscripción. 

Sesla.  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quien  procedan  in- 
mediatamente los  bienes  ó  derechos  que  se  deban  inscribir. 

Sétima.  El  nombre  y  residencia  del  juez,  escribano  ó  funciona- 
rio que  autorice  el  título  que  se  haya  de  inscribir. 

Octava.  La  fecha  de  la  presentación  del  título  en  el  Registro, 
con  espresion  de  la  hora. 

Novena.  La  conformidad  de  la  inscripción  con  la  copia  del  títu- 
lo de  donde  se  hubiere  tomado,  y  si  fuere  este  de  los  que  deben  coi;- 
s^rvarse  en  el  oficio  del  Registro,  indicación  del  legajo  donde  se  en- 
cuentre. 

Art.  iO.  En  la  íoscripcion  de  los  contratos  en  que  hayan  nir* 
diado  precio  ó  entrega  de  metálico  se  hará  mención  del  que  resulte 
del  título,  así  como  de  la  forma  en  que  se  hubiere  hecho  ó  conveni- 
do el  pago. 

Art.  i1.  Si  la  inscripción  fuere  de  traslación  de  dominio,  es- 
prcsará  si  esta  se  ha  verificado  pagando  el  precio  al  contado  ó  á 
plazo:  en  el  primer  caso,  si  se  ha  pagado  todo  el  precio  ó  qué  parte 
de  él;  y  en  el  segundo^  la  forma  y  plazos  en  que  se  haya  estipulado 
el  pago. 

Iguales  circunstancias  se  espresarán  también  si  la  traslación  de 
dominio  se  verificare  por  permuta  ó  adjudicación  en  pago,  y  cual- 
quiera de  los  adquirentes  quedare  obligado  á  abonar  al  otro  ai:>una 
diferencia  en  metálico  ó  efcclos. 

Art.  12.  Las  incripciones  hipotecarias  de  crédito  espresaráu  en 
todo  caso  el  importe  de  la  obligación  garantida  y  el  de  los  intereses 
si  se  hubieren  estipulado,  sin  cuya  circunstancia  no  se  considcraráa 
asegurados  por  la  hipoteca  dichos  intereses,  en  los  términos  prescri- 
los  en  la  presente  ley. 

Art.  i5«    Las  inscripciones  de  servidumbre  se  harán  constar: 

Primero.    En  la  inscripción  de  propiedad  del  predio  sirviente. 

Segundo.    En  la  inscripción  de  propiedad  del  predio  dominante. 

Art.  14.  La  inscripción  de  los  fideicomisos  se  hará  á  favor  del 
heredero  fiduciario,  sí  oportunamente  no  declarare  con  las  formali- 
dades debidas  el  nombre  de  la  persona  á  quien  hayan  de  pasar  los 
bienes  ó  derechos  sujetos  á  inscripción. 

Si  hiciere  el  fiduciario  aquella  declaración,  se  verificará  la  ins« 
Cripcion  desde  luego  á  nombre  derfideicomisario. 
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Art.  13.  La  inscripción  de  las  ejecutorias  espresadas  en  el  nú^ 
mero  cuarto  del  art.  2.'',  y  en  el  art.  S.""  de  esta  ley,  espresará  cla- 
ramente la  especie  de  incapacidad  que  de  ellas  resulte. 

Art.  16.  El  cumplimiento  de  las  condiciones  suspensi?as»  reso- 
lutorias ó  rescisorias  de  los  actos  ó  contratos  inscritos  se  hará  cons- 
tar en  el  Registro,  bien  por  medio  de  una  nota  marginal,  si  se  consu* 
ma  la  adquisición  del  derecho,  ó  bien  por  una  nueva  inscripción  á 
favor  de  quien  corresponda,  si  la  resolución  ó  rescisión  llega  á  veri- 
ficarse. 

También  se  hará  constar  por  medio  de]una  nota  marginal,  siem- 
pre que  los  interesados  lo  reclamen  ó  el  juez  lo  mande,  el  pago  de 
cialqnier  cantidad  que  haga  el  adquirente  después  de  la  inscripción, 
por  cuenta  ó  saldo  del  precio  en  la  venta  ó  de  abono  de  diferencias 
M  la  permuta  ó  adjudicación  en  pago. 

Art.  17.  Inscrito  en  el  Registro  cualquier  titulo  traslativo  del 
dominio  de  los  inmuebles,  no  podrá  inscribirse  ningún  otro  de  fecha 
anterior  por  el  cual  se  trasmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo  in- 
mueble. 

Art.  18.  Los  Registradores  calificarán  bajo  su  responsabilidad 
)a  legalidad  de  las  formas  estrínsecas  de  las  escrituras  en  cuya  vir- 
tud se  solicite  la  inscripción,  y  la  capacidad  de  los  otorgantes  por  lo 
que  resulte  de  las  mismas  escrituras. 

Art.  19.  Cuando  el  Registrador  notare  falta  en  las  formas  es- 
Irínsecas  de  las  escrituras,  ó  de  capacidad  en  los  otorgantes,  la  ma- 
)iifestará  á  los  que  pretendan  la  inscripción;  y  si  no  la  subsuiaren  á 
Isatisfaccion  suya,  les  devolverá  las  mismas  escrituras  para  que  re- 
curran, si  quieren,  á  los  tribunales,  sin  perjuicio  de  hacer  la  anota- 
ción preventiva  que  ordena  el  art.  42  en  su  número  octavo. 

Art.  20.  También  será  causa  bastante  para  suspender  ó  de- 
liegar  la  inscripción,  la  de  no  hallarse  anteriormente  inscrito  el  do- 
minio ó  derechos  de  que  se  trate  á  favor  de  la  persona  que  lo  tras- 
íicra  ó  grave. 

Para  subsanar  esta  falta  deberá  hacerse  previamente  y  en  cual* 
quier  tiempo  la  inscripción  omitida  mediante  la  presentación  del  tí- 
tulo correspondiente,  y  en  su  defecto,  conforme  á  lo  prevenido  eu 
los  arts.  397  al  410  de  esta  ley. 

Art.  21.  Las  escrituras  públicas  de  actos  ó  contratos  que  de- 
Iban  inscribirse  espresarán  por  lo  menos  todas  las  circunstancias  que, 
bajo  pena  de  nulidad,  debe  contener  la  inscripción  y  sean  relativas  á 
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las  personas  de  los  otorgantes,  á  las  fincas  y  á  los  derechos  ins^ 
«ritos. 

Art.  22.  El  escribano  qae  cometiere  alguna  omisión  qae  impK 
da  inscribir  el  acto  ó  contrato  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articula 
anterior,  la  subsanará  esteudiendo  á  su  costa  una  nueva  escritura» 
¿i¡  fuere  posible,  é  indemnizando  en  todo  caso  á  los  interesados  dc^ 
1^  perjuicios  que  les  ocasione  su  falta. 

Art.  23.    Los  títulos  mencionados  en  los  arts.  2.®  y  5.**  quet, 
no  estén  inscritos  en  el  Registro,  no  podrán  perjudicar  á  tercero. 

Art.  24.  Los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto,  aun  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados  por  la  legislación  común. 

Art.  28.  Los  títulos  inscritos  no  surtirán  su  efecto  en  cuanta 
á  tercero,  sino  desde  la  fecha  de  la  inscripción. 

Art.  26.  Para  determinar  la  preferencia  entre  dos  ó  mas  ins- 
cripciones de  una  misma  fecha  relativas  á  una  misma  finca,  se  aten«> 
derá  á  la  hora  de  la  presentación  en  el  registro  de  ios  títulos  res- 
pectivos. 

Art.  27.  Para  los  efectos  de  esta  ley  se  considera  como  ter- 
cero  aquel  que  no  haya  intervenido  en  el  acto  ó  contrato  inscrito. 

Art.  28.  Se  considera  como  fecha  de  la  inscripción  para  todos 
los  efectos  que  esta  debe  producir,  la  fecha  del  asiento  de  presen- 
tación, que  deberá  constar  en  la  inscripción  misma. 

Art.  29.  Todo  derecho  real  de  que  se  haga  mención  espresa 
on  las  inscripciones  ó  anotaciones  preventivas,  aunque  no  esté  con- 
signado en  el  Registro  por  medio  de  una  inscripción  separada  y  cspe* 
cial,  surtirá  efecto  contra  tercero  desde  la  fecha  del  asiento  de  pre- 
sentación del  título  respectivo. 

Esceptüase  únicamente  la  hipoteca,  la  cual  no  surtirá  efecla 
contra  tercero  si  no  se  inscribe  por  separado. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo  se  entenderá 
sin  perjuicio  de  la  eficacia  de  la  obligación  de  inscribir  especíalmen^ 
te  los  derechos  reales  mencionados  en  otras  inscripciones,  y  de  la 
responsabilidad  en  que  pueda  incurrir  el  que  deba  pedir  la  inscrip- 
ción en  casos  determinados. 

Art.  30.  Las  inscripciones  de  los  títulos  espresados  en  los  ar* 
tientos  2.®  y  5.^,  á  escepciondel  de  hipoteca,  serán  nulas  cuando  ca- 
rezcan de  las  circunstancias  comprendidas  en  los  números  primero, 
segundo,  tercero,  cuarto,  quinto,  sesto  y  octavo  del  art.  9.**,  y  en  el 
múroero  primero  del  art.  15. 
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Las  ¡Qscripeiones  de  hipotecas  serán  nulas  cuando  carezcan  de 
las  circunstancias  espresadas  en  los  números  primero^  segundo,  ter- 
cero, cuarto,  quinto  y  octavo  del  mismo  art.  9.® 

Art.  31.  La  nulidad  de  las  inscripciones  deque  trata  el  artícu- 
lo precedente  no  perjudicará  al  derecho  anteriormente  adquirido  por 
nn  tercero  que  no  haya  sido  parte  en  el  contrato  inscrito. 

Art.  52.  Se  entenderá  que  carece  la  inscripción  de  alguna  do- 
las  circunstancias  comprendidas  en  los  números  y  artículos  citados 
en  el  art.  30,  no  solamente  cuando  se  omita  hacer  mención  en  ella 
de  todos  los  requisitos  espresados  en  cada  uiío  de  los  mismos  artícu- 
lo^ ó  números,  sino  también  cuando  se  espresen  con  tal  inexactitud 
<]iie  pueda  ser  por  ello  el  tercero  inducido  á  error  sobre  el  objeto 
ih  la  circunstancia  misma,  y  perjudicado  además  en  su  conse- 
<'t:f»ncia. 

Cuando  la  inexactitud  no  fuere  sustancial,  conforme  á  lo  prevé» 
ui'Jo  en  el  párrafo  anterior,  ó  la  omisión  no  fuere  de  todas  las  cir- 
cunstancias comprendidas  en  alguno  de  los  referidos  números  ó  ar- 
tículos, no  se  declarará  la  nulidad  sino  en  el  caso  de  que  llegue  á 
producir  el  error  y  el  perjuicio. 

Art.  53.  La  inscripción  no  convalida  los  actos  ó  contratos  ins- 
critos que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  54.  No  obstante  lo  declarado  en  el  artículo  anterior,  los 
actos  ó  contratos  que  se  ejecuten  ú  otorguen  por  persona  que  en 
el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  no  se  invalidarán  ea 
ruante  á  tercero,  una  vez  inscritos,^  aunque  después  se  anule  ó  re- 
suelva el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  titulo  anterior  no  ins- 
crito, ó  de  causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo  Registro. 

Solamente  en  virtud  de  un  título  inscrito  podrá  invalidarse  en 
perjuicio  de  tercero  otro  título  posterior  también  inscrito. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  producirá  efecto  hasta  un  ano 
ti  spues  que  empiece  á  regir  la  presente  ley,  y  no  será  aplicable  en 
iiiii¿;un  tiempo  al  título  inscrito  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 597,  á  menos  que  la  prescripción  haya  convalidado  y  asegu- 
rado el  derecho  á  que  se  refiera  dicho  título. 

Art.  55.  La  prescripción  no  perjudicará  á  tercero,  si,  requi- 
riendo justo  título,  no  se  hallare  este  inscrito  en  el  Registro. 

El  término  de  la  prescripción  empezará  á  correr  en  tal  caso  y 
para  dicho  efecto  desde  la  fecha  de  la  inscripción. 

En  cuanto  al  dueño  legítimo  del  inmueble  ó  derecho  que  se  esté 
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prescribiendo,  se  calificará  el  título  y  se  contará  el  tiempo  con  ar*- 
reglo  á  la  legislación  común. 

Art.  o&  Las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  no  se  darán 
contra  terceros  que  hayan  inscrito  los  títulos  de  sus  respectivos  dt*.- 
recbos  conforme  á  lo  prevenido  en  esta  ley. 

Art.  37.  Se  esceptüan  de  la  regla  contenida  en  el  articulo  an- 
-lerior: 

Primero.  Las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  que  deban  su 
origen  á  causas  que  consten  esplicitamente  en  el  Registro. 

Segundo.  Las  acciones  rescisorias,  de  enajenaciones  hechas  en 
fraude  de  acreedores  en  los  casos  siguientes: 

Cuando  la  segunda  enajenación  haya  sido  hecha  por  título  gra- 
tuito. 

Guando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  fraude. 
En  ambos  casos  prescribirá  la  acción  al  aao,  contado  desde  el 
tlia  de  la  enajenación  fraudulenta. 

Art.  38.  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  art.  36 ,  no  se 
anularán  ni  rescindirán  los  contratos  en  perjuicio  de  tercero  que 
haya  inscrito  su  derecho,  por  ninguna  de  las  causas  siguientes: 

Primera.  Por  revocación  de  donaciones  en  los  casos  permitidos 
por  la  ley ,  escepto  el  de  no  cumplir  el  donatario  condiciones  ins- 
critas en  el  Registro. 

Segunda.  Por  causa  de  retracto  legal  en  la  venta ,  ó  derecho 
de  tanteo  en  el  eníitéusis. 

Tercera.  Por  no  haberse  pagado  todo  ó  parte  del  precio  de 
la  cosa  vendida ,  si  no  consta  en  la  inscripción  haberse  aplazado 
el  pago. 

Cuarta.  Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa ,  cuando  alguna 
de  ellas  no  hubiere  sido  inscrita. 

Quinta.    Por  causa  de  lesión  enorme  ó  enormísima. 

Sesta.  Por  efecto  de  la  restitución  in  integrum  á  favor  de  los 
que  disfrutan  este  beneficio. 

Sétima.  Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude  de  acreedores, 
con  esclusion  de  las  esceptuadas  en  el  artículo  anterior. 

Octava.    Por  efecto  de  cualesquiera  otras  acciones  que  las  leyos 
ó  fueros  especiales  concedan  á  determinadas  personas  para  rescin- 
dir contratos  en  virtud  de  causas  que  no  consten  espresamente  de 
la  inscripción. 
•     £n  todo  caso  en  que  la  acción  resolutoria  ó  rescisoria  no  se  pue- 
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da  dirigir  contra  el  tercero,  conforme  á  lo  dispuesto  en  este  artie«'- 
lo,  se  podrá  ejercitar  la  personal  correspondiente  para  la  indemm* 
zacion  de  danos  y  perjuicios  por  el  que  los  hubiere  csoisado. 

Art.  39.  Se  entenderá  enajenación  á  título  gratuito  en  fraude 
de  acreedores  en  el  caso  primero,  número  segundo  del  art.  37,  no 
solamente  la  que  se  haga  por  donación  ó  cesión  de  derecho ,  sino 
también  cualquiera  enajenación,  constitución  ó  renuncia  de  dere- 
cho real  que  baga  el  deudor  en  los  plazos  respectivamente  se- 
lialados  por  las  leyes  comunes,  y  las  de  comercio  en  su  case,  para  la 
revocación  de  las  enajenaciones  en  fraude  de  acreedores,  siempre 
que  no  haya  mediado  precio,  su  equivalente,  ú  obligación  preexis- 
tente y  vencida. 

Art.  40.  Se  podrán  revocar  conforme  á  lo  declarado  en  el  ar< 
tículo  anterior ,  y  siempre  que  concurran  las  circunstancias  (pie  en 
él  se  determinan: 

Primero.  Los  censos,  enfitéusis,  servidumbres,  usufructos  y  de- 
más derechos  reales  constituidos  por  el  deudor. 

Segundo.  Las  constituciones  dótales  ó  donaciones  prapter  nup- 
tias  á  favor  de  la  mujer,  de  hijos  ó  de  estranos. 

Tercero.  Las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  en  pago  de 
deudas  no  vencidas. 

Cuarto.  Las  hipotecas  voluntarias  constituidas  para  la  seguri- 
dad de  deudas  anteriormente  contraidas  sin  esta  garantía  y  no  ven- 
cidas, siempre  que  no  se  agraven  por  ella  las  condiciones  de  la  obli- 
gación principal. 

Quinto.  Cualquier  contrato  en  que  el  deudor  traspase  ó  renun- 
cie espresa  ó  tácitamente  un  derecho  real. 

Se  entenderá  que  no  media  precio  ni  su  equivalente  en  los  di- 
chos contratos  cuando  el  escribano  no  dé  fé  de  su  entrega,  ó  ñ, 
confesando  los  contrayentes  haberse  ésta  verificado  con  anteriori- 
dad, no  se  justificare  el  hecho  ó  se  probare  que  debe  ser  compren- 
dido en  el  caso  tercero  del  presente  artículo. 

Art.  41.  Se  considerará  al  poseedor  del  inmueble  ó  derecho  real 
cómplice  en  el  fraude  de  su  enajecion  en  el  caso  segundo,  número 
segundo  del  art.  37: 

Primero.  Cuando  se  probare  que  le  constaba  el  fin  con  que  di- 
cha enajenación  se  hiciera,  y  que  coadyuvó  á  ella  como  adquirente 
inmediato  ó  con  cualquier  otro  carácter. 

Segundo.    Cuando  hubiere  adquirido  su  derecho ,  bien  iniMdia* 
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tamente  del  deudor,  bien  de  otro  poseedor  posterior,  por  la  mitad 
ó  menos  de  la  mitad  del  jnsto  precio. 

Tercero.  Cuando  habiéndose  cometido  cualquier  especie  de  su- 
posición ó  simulación  en  el  contrato  celebrado  por  el  deudor,  se 
probare  que  el  poseedor  tuvo  noticia  ó  se  aprovechó  de  ella. 

título  m. 

DE  LAS  ANOTACIONES  PREVENTIVAS. 

Art.  42.  Podrán  pedir  anotación  preventiva  de  sus  respectivos 
derechos  en  el  registro  público  correspondiente: 

Primero.  El  que  demandare  en  juicio  la  propiedad  de  bienes  in- 
muebles ó  la  constitución ,  declaración,  modificación  ó  estincíon  de 
cualquier  derecho  real. 

Segundo.  El  que  en  juicio  ejeeutiro  obtuviere  á  su  favor  man- 
damiento de  embargo  que  se  haya  hecho  efectivo  en  bienes  raices 
del  deudor. 

Tercero.  El  que  en  cualquier  juicio  obtuviere  sentencia  ejecuto- 
ria condenando  al  demandado ,  la  cual  deba  llevarse  á  efecto  por  los 
trámites  establecidos  en  el  titulo  XVIII ,  parte  primera  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Cuarto.  El  que  demandando  en  juicio  ordinario  el  cumplimiento 
de  cualquiera  obligacbn ,  obtuviere ,  con  arreglo  á  las  leyes,  provi- 
dencia ordenando  el  secuestro  ó  prohibiendo  la  enajenación  de  bie- 
nes inmuebles. 

Quinto.  El  que  propusiere  demanda  con  objeto  de  obtener  algu- 
na de  las  providencias  espresadas  en  el  número  cuarto  del  art.  2." 
de  esta  ley. 

Sesto.  El  legatario  que  no  tenga  derecho ,  según  las  leyes  ,  á 
promover  el  juicio  de  testamentaría. 

Sétimo.  El  acreedor  refaccionario,  mientras  duren  las  obras  que 
sean  objeto  de  la  refacción. 

Octavo.  El  que  presentare  en  el  oficio  del  Registro  algún  tittflo 
cuya  inscripción  no  pueda  hacerse  definitivamente  por  falta  de  algún 
requisito  subsanable  ó  por  imposibilidad  del  Registrador. 

Noveno.  El  que  en  cualquier  otro  caso  tuviere  derecho  á  exigir 
anotación  preventiva  conforme  á  lo  dispuesto  en  esta  ley. 

Art.  43.  En  el  primer  caso  del  artículo  anterior  no  podrá  ha- 
cerse la  anotación  preventiva  sino  cuando  se  ordene  por  providencia 
TOMO  xvu.  50 
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judicial ,  dictada  á  instancia  de  parle  legitima  y  en  virtud  de  docu' 
mentó  bastante  al  prudente  arbitrio  del  juez. 

En  el  caso  segundo  del  mismo  articulo  será  obligatoria  la  anota- 
ción, según  lo  dispuesto  en  el  9¿0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cívii. 
En  el  caso  quinto  de  dicho  articulo  anterior  deberá  hacerse  tam- 
bién la  anotación  en  virtud  de  providencia  judicial ,  que  podrá  dic- 
tarse de  oficio  cuando  no  hubiere  interesados  que  la  reclamen,  siem> 
pre  que  el  juez,  á  su  prudente  arbitrio,  lo  estime  conveniente  para 
asegurar  el  efecto  de  la  sentencia  que  pueda  recaer  en  el  juicio. 

Art.  44.  £1  acreedor  que  obtenga  anotación  á  su  favor  en  los 
casos  segundo ,  tercero  y  cuarto  del  art.  42 ,  será  preferido ,  ea 
cuanto  á  los  bienes  anotados  solamente,  á  los  que  tengan  contra  el 
mismo  deudor  otro  crédito  contraído  con  posterioridad  á  dicha  ano*- 
tacion. 

Art.  45.  El  legatario  que  no  tenga  derecho  según  las  leyes  á 
promover  el  juicio  de  testamentaría,  podrá  pedir  en  cualquier  tiem- 
po anotación  preventiva  sobre  la  misma  cosa  legada,  si  fuere  deter- 
minada é  inmueble. 

Si  el  legado  no  fuere  de  especie,  podrá  exigir  el  legatario  la 
anotación  de  su  valor  sobre  cualesquiera  bienes  raices  de  la  heren- 
cia bastantes  para  cubrirlo  dentro  de  los  ciento  ochenta  días  si- 
guientes á  la  muerte  del  testador. 

En  uno  y  otro  caso  se  hará  la  anotación  presentando  en  el  Re- 
gistro  el  título  en  que  se  funde  el  derecho  del  legatario. 

Art.  40.  El  legatario  de  bienes  inmuebles  determinados,  ó  de 
créditos  ó  pensiones  consignados  sobre  ellos ,  no  podrá  constituir  su 
anotación  preventiva  sino  sobre  los  mismos  bienes. 

Art.  47.  El  legatario  de  género  ó  cantidad  no  podrá  exigir  sa 
anotación  sobre  bienes  inmuebles  legados  especialmente  á  otros. 

Art.  48.  Ningún  legatario  de  género  ó  cantidad  que  tenga  á  su 
favor  anotación  preventiva ,  podrá  impedir  que  otro  de  la  misma 
clase  obtenga  dentro  del  plazo  legal  otra  anotación  á  su  favor  sobre 
los  mismos  bienes  ya  anotados. 

Art.  49.  Si  el  heredero  quisiere  inscribir  á  su  favor  dentro  del 
espresado  plazo  de  los  ciento  ochenta  dias  los  bienes  hereditarios,  y 
no  hubiere  para  ello  impedimento  legal,  podrá  hacerlo ,  con  tal  que 
renuncien  previamente  y  en  escritura  pública  todos  ios  legatarios  á 
su  derecho  de  anotación,  ó  que,  en  defecto  de  renuncia  espresa,  se 
notiíiquc  á  los  mismos  legatarios  con  treinta  dias  de  anticipae¡(m  ia 
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solicitud  (Id  heredero ,  á  fin  de  que,  durante  dicho  término,  puedan 
hacer  uso  de  aquel  derecho. 

Esta  nolifícacioQ  se  hará  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 228,  229,  250  y  231  de  la  ley  de  Enjuíciaiuieato  civil. 

Si  alguno  de  los  legatarios  no  fuere  persona  cierta,  el  juez  maa- 
dará  hacer  la  anotación  preventiva  de  su  legado ,  hien  á  instancia 
del  mismo  heredero  ó  de  otro  interesado,  ó  bien  de  oficio. 

Art.  50.  El  legatario  que  obtuviere  anotación  preventiva,  será 
preferido  á  los  acreedores  del  heredero  que  haya  aceptado  la  heren- 
cia sin  beneficio  de  inventario,  y  á  cualquiera  otro  que  con  poste- 
rioridad á  dicha  anotación  adquiera  algún  derecho  sobre  los  bienes 
anotados ;  pero  entendiéndose  que  esta  preferencia  es  solamente 
en  cuanto  al  importe  de  dichos  bienes. 

Art.  51.  La  anotación  preventiva  dará  preferencia,  en  cuanto 
al  importe  de  los  bienes  anotados ,  álos  legatarios  que  hayan  bedio 
uso  de  su  derecho  dentro  de  los  ciento  ochenta  dias  señalados  en  el 
urt.  4o ,  sobre  los  que  no  lo  hicieren  del  suyo  en  el  misnoo  término* 
Los  que  dentro  de  éste  la  hayan  realizado  no  tendrán  preferen- 
cia entre  sí;  pero  sin  perjuicio  de  la  que  corresponda  al  legatario 
de  especie  respecto  á  los  demás  legatarios ,  con  arreglo  á  la  legií^* 
lacion  común  ,  tanto  en  este  caso  como  en  el  de  no  haber  pedido  su 
anotación. 

Art.  52.  El  legatario  que  no  lo  fuere  de  especie  y  dejare  tras- 
currir el  plazo  seiíalado  en  el  art.  45  sin  hacer  uso  de  su  dere- 
cho, solo  podrá  exigir  después  la  anotación  preventiva  sobre  lo> 
bienes  de  la  herencia  que  subsistan  en  poder  del  heredero;  ' 
pero  no  surtirá  efecto  contra  el  que  antes  haya  iidquirido  é  inscrita 
^Igun  derecho  sobre  los  bienes  hereditarios. 

Art.  53.  El  legatario  que  ,  trascurridos  los  ciento  ochenta  dias, 
pidiere  anotación  sobre  los  bienes  hereditarios  que  subsistan  en  po- 
der del  heredero,  no  obtendrá  por  ello  preferencia  alguna  sobre  los 
demás  legatarios  que  omitan  esta  formalidad,  ni  logrará  otra  ven- 
laja  que  la  de  ser  antepuesto  para  el  cobro  de  su  legado  á  cualquie* 
ra  acreedor  del  heredero  que  con  posterioridad  adquiera  algún  de- 
recho sobre  los  bienes  anotados. 

Aru  54.  La  anotación  pedida  fuera  del  término  podrá  hacerse 
sobre  bienes  anotados  dentro  de  él  á  favor  de  otro  legatario,  siem- 
pre que  subsistan  en  poder  del  heredero;  pero  el  legatario  que  la 
obtuviere  no  cobrará  su  legado  sino  en  cuanto  alcanzare  el  importe 
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de  los  bienes,  después  de  satisfechos  los  que  dentro  del  término  hi« 
cieron  su  anotación. 

Art.  as.  La' anotación  preventiva  de  los  legados  y  de  los  eré* 
ditos  refaccionarios  no  se  decretará  judicialmente  sin  audiencia 
previa  y  sumaria  de  los  que  puedan  tener  interés  en  contradecirla. 

Art.  S6.  La  anotación  preventiva  de  los  legados  podrá  hacerse 
por  convenio  entre  las  partes  6  por  mandato  judicial. 

Art.  SI.  Cuando  hubiere  de  hacerse  la  anotación  por  mandato 
judicial,  acudirá  el  legatario  al  juez  competente  para  conocer  de  la 
testamentaría,  esponiendo  su  derecho ,  presentando  los  títulos  en 
que  se  funde,  y  señalando  los  bienes  que  pretenda  anotar.  £1  juez, 
oyendo  al  heredero  y  al  mismo  legatario  en  juicio  verbal,  según  los 
trámites  establecidos  en  el  título  XXIY,  parte  primera  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  dictará  providencia ,  bien  denegando  la  pre- 
tensión ,  6  bien  accediendo  á  ella. 

En  este  último  caso  señalará  los  bienes  que  hayan  de  ser  anota- 
dos, y  mandará  librar  él  correspondiente  despacho  al  Registrador, 
con  inserción  literal  de  lo  prevenido  para  que  lo  ejecute. 

Esta  providencia  será  apelable  para  ante  la  Audiencia  del  ter* 
ritorio. 

Art.  58.  Si  pedida  judicialmente  la  anotación  por  un  legatario, 
acudiere  otro  ejercitando  igual  derecho  respecto  á  los  mismos  bie- 
nes, será  también  oido  en  el  juicio. 

Art.  89.  El  acreedor  refaccionario  podrá  exigir  anotación  sobre 
]a  finca  refaccionada  por  las  cantidades  que  de  una  vez  ó  sucesiva- 
mente anticipare ,  presentando  el  contrato  por  escrito  que  en  cual- 
quier forma  legal  baya  celebrado  con  el  deudor. 

Esta  anotación  surtirá,  respecto  al  crédito  refaccionario,  todos 
los  efectos  de  la  hipoteca. 

Art.  60.  No  será  necesario  que  los  títulos  en  cuya  virtud  se 
pida  la  anotación  preventiva  de  créditos  refaccionarios,  determinen 
fijamente  la  cantidad  de  dinero  ó  efectos  en  que  consistan  los  mis- 
mos créditos,  y  bastará  que  contengan  los  dalos  suficientes  para  li- 
quidarios  al  terminar  las  obras  contratadas. 

Art.  61.  Si  la  finca  que  haya  de  ser  objeto  de  la  refacción  es- 
tuviera afecta  á  obligaciones  reales  inscritas ,  no  se  hará  la  anota- 
ción sino  bien  en  virtud  de  convenio  unánime  por  escritura  publica 
entre  el  propietario  y  las  personas  á  cuyo  favor  estuvieren  consti- 
tuidas dichas  obligaciones,  sobre  el  objeto  de  la  refacción  misma  y 
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el  valor  de  la  tinca  antes  de  empezar  las  obras,  ó  bien  en  virtud  de 
providencia  judicial  dictada  en  espediente  instruido  para  hacer 
constar  dicho  valor,  y  con  citación  de  todas  las  indicadas  per- 
sonas. 

Art.  62.  Si  alguno  de  los  que  tuviere  á  su  favor  las  obligacio- 
nes reales  espresadas  en  el  articulo  anterior,  no  fuere  persona  cier- 
ta, estuviere  ausente  ignorándose  su  paradero ,  ó  negare  su  censen* 
timiento,  no  podrá  hacerse  la  anotación  sino  por  providencia  ju- 
dicial, 

Art.  63.  £1  valor  que  en  cualquier  forma  se  diere  á  la  finca  que 
ha  de  ser  refaccionada  antes  de  empezar  las  obras,  se  hará  constar 
en  la  anotación  del  crédito. 

Art.  64.  Las  personas  á  cuyo  favor  estuvieren  constituidos  de- 
rechos reales  sobre  las  fincas  refaccionadas ,  cuyo  valor  se  haga 
constar  en  la  forma  prescrita  en  los  artículos  precedentes ,  conser- 
varán su  derecho  de  preferencia  respecto  al  acreedor  refaccionario, 
pero  solamente  por  un  valor  igual  al  que  se  hubiere  declarado  á  la 
misma  finca. 

El  acreedor  refaccionario  será  considerado  como  hipotecario  res- 
pecto á  lo  que  esceda  el  valor  de  la  finca  al  de  las  obligaciones  an- 
teriores mencionadas,  y  en  todo  caso  respecto  á  la  diferencia  entre 
el  precio  dado  á  la  misma  finca  antes  de  las  obras  y  el  que  alcan- 
zare en  su  enajenación  judicial. 

Art.  65.  Serán  foltas  subsanables  en  los  títulos  presentados  á 
inscripción  para  el  efecto  de  anotarlos  preventivamente,  las  que 
afecten  á  la  validez  del  mismo  titulo,  sin  producir  necesariamente  la 
nulidad  de  la  obligación  en  él  constituida. 

Serán  faltas  no  subsanables  que  impidan  la  anotación,  las  que 
produzcan  necesariamente  aquella  nulidad. 

Art.  66.  Los  títulos  que  contuvieren  alguna  falta  no  subsanable 
á  juicio  del  Registrador ,  no  se  anotarán  preventivamente,  pero  se 
pondrá  una  nota  marginal  al  asiento  de  su  presentación,  espresan- 
do brevemente  el  motivo  de  haberse  denei^o  tanto  la  inscripción 
como  la  anotación. 

Si  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  á  la  fecha  de  dicha  asiento 
propusiere  aquel  cuyo  título  haya  sido  desechado,  demanda  para 
obtener  su  inscripción  ó  la  declaración  de  su  validez  pidiendo  ano- 
tación preventivfi  de  ella,  la  que  se.  verifique  se  retrotraerá  á  la. 
fecha  del  asicn^  de  presentación. 


Digitized  by 


Google 


238  REVISTA  DE  LEGISLACIOIf. 

Después  de  dicho  término  no  surtirá  efecto  la  anotación  pre- 
rentiva  de  la  demanda,  sino  desde  su  fecha. 

Art.  67.  En  el  caso  de  hacerse  la  anotación  por  no  poderse  eje- 
cutar la  inscripción  por  falta  de  algún  requisito  suhsanable,  podrá 
exigir  el  interesado  que  el  Registrador  le  dé  copia  de  dicha  anota- 
ción autorizada  con  su  Krma,  y  en  la  cual  conste  si  hay  ó  no  pen- 
dientes de  registro  algunos  otros  títulos  relativos  al  mismo  inmue- 
ble, y  cuáles  sean  estos  en  su  caso. 

Art.  68.  Las  providencias  decretando  ó  negando  la  anotación 
preventiva  en  los  casos  primero,  quinto  y  sesto  del  art.  42,  serán 
apelables  en  un  solo  efecto. 

En  el  caso  sétimo  del  mismo  artículo  será  apelable  en  ambos  la 
providencia  cuando  se  haya  opuesto  á  la  anotación  el  que  tuviere  á 
su  favor  algún  derecho  real  anterior  sobre  el  inmueble  anotado. 

Art.  69.  El  que  pudiendo  pedir  la  anotación  preventiva  de  un 
derecho  dejare  de  hacerlo  dentro  del  término  señalado  al  efecto  no 
podrá  después  inscribirlo  á  su  favor  en  perjuicio  de  tercero  que  haya 
inscrito  el  mismo  derecho,  adquiriéndolo  de  persona  que  aparezca 
en  el  registro  con  facultad  de  trasmitirlo. 

Art.  70.  Cuando  la  anotación  preventiva  de  un  derecho  se  con- 
vierta en  inscripción  definitiva  del  mismo  ,  surtirá  esta  sus  efectos 
desde  la  fecha  de  la  anotación. 

Art.  71.  Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  anotados  po- 
drán ser  enajenados  ó  gravados,  pero. sin  perjucio  del  derecho  de  la 
persona  á  cuyo  favor  se  haya  hecho  la  anotación. 

Art.  72.  Las  anotaciones  preventivas  comprenderán  las  circuns- 
tancias que  exigen  para  las  inscripciones  los  artículos  9.*,  ÍO,  11» 
t2  y  13,  en  cuanto  resulten  de  !os  títulos  ó  documentos  presentados 
para  exigir  las  mismas  anotaciones. 

Las  que  deban  su  origen  á  providencia  de  embargo  6  secuestro, 
tspresarán  la  causa  que  haya  dado  lugar  á  ellos,  y  el  importe  de  la 
obligación  que  los  hubiere  originado . 

Art.  73.  Todo  mandamiento  judicial  disponiendo  hacer  una 
anotación  preventiva,  eepresará  las  circunstancias  que  deba  esta 
contener  según  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  si  resultaren  de 
los  títulos  y  documentos  que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  dictar 
la  providencia  de  anotación. 

Cuando  la  anotación  deba  comprender  todos  lod  bienes  de  uní 
persona,  como  en  los  casos  de  incapacidad  y  otros  análogos,  el 


Digitized  by 


Google 


PROYECTO  DE   LEY   HIPOTECARIA.  2*0 

Rep;istra(lor  anotará  todos  los  que  se  hallen  inscritos  á  su  favor. 
También  podrán  anotarse  en  este  caso  los  bienes  no  inscritos, 
'iempre  que  el  juez  lo  ordene,  y  se  haga  previa  su  inscripción,  ii 
favor  de  la  persona  gravada  por  dicha  anotación. 

Art.  74.  Si  los  títulos  6  documentos  en  cuya  virtud  se  pida  judi- 
cial ó  estrajudicialmenle  la  anotación  preventiva  no  contuvieren  las 
Circunstancias  que  esta  necesite  para  su  validez,  se  consignarán  di- 
cha* circunstancias  por  los  interesados  en  el  escrito  en  que  de  comnn 
acuerdo  soliciten  la  anotación.  No  habiendo  avenencia,  el  que  soli- 
cite la  anotación  consignará  en  el  escrito  en  que  la  pida  dichas  cir- 
t'uostancias,  y  previa  audiencia  del  otro  interesado  sobre  su  exac- 
titud, el  juez  decidirá  lo  que  proceda. 

Art.  75.  Las  anotaciones  preventivas  se  harán  en  el  mismo  libro 
«n  que  correspondería  hacer  la  inscripción,  si  el  derecho  anotado  se 
convirtiere  en  derecho  inscrito. 

Art.  76.  La  anotación  preventiva  será  nula,  cuando  por  ella  no 
f^ueda  venirse  en  conocimiento  de  la  finca  ó  derecho  anotado,  de  la 
persona  á  quien  afecte  la  anotación,  ó  de  la  fecha  de  esta. 

TÍniLO  IV. 

DC  LA  ESTinaON  DB  LAS  l^fSCMPCIOrfES  Y  A?(OTAaO?IE3  PREYENTIVA». 

Art.  77.  Las  inscripciones  no  se  estinguen  en  cuanto  á  tercero, 
HÍfio  por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción  de  la  trasferencia  dd 
dominio  ó  derecho  real  inscrito  á  otra  persona. 

Art.  78.  La  cancelación  de  las  inscripciones  y  anotaciones  pre- 
ventivas podrá  ser  total  ó  parcial. 

Art.  Id.  Podrá  pedirse,  y  deberá  ordenarse  en  su  caso«  la  can* 
ceiacion  total : 

Primero.  Cuando  se  estinga  por  completo  el  inmueble  objeto  de 
la  inscripción. 

Segundo.  Cuando  se  estinga  también  por  completo  el  derecho 
inscrito. 

Tercero.  Cuando  se  declare  la  nulidad  del  lítalo  en  cuya  virtud 
>e  hizo  'a  inscripción. 

Coarto.  Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la  inscripción  por  falta 
de^ alguno  de  st»  requisitos  esenciales,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  oO. 
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Art.  80.  Podrá  pedirse,  y  deberá  decretarse  ea  su  caso,  la  ean- 
cclacioQ  parcial : 

Primero.  Caaado  se  reduzca  el  ¡amueble  objeto  de  la  iuscrip^ 
clon  ó  anotación  preventiva. 

Segundo.  Cuando  se  reduzca  el  derecho  inscrito  á  favor  del 
dueño  de  la  finca  gravada. 

Art.  81 .  La  ampliación  de  cualquier  derecho  inscrito  será  objeto 
de  una  nueva  inscripción,  en  la  cual  se  hará  rererencia  de  la  del 
derecho  ampliado. 

Art.  8i.  Las  inscripciones  ó  anotaciones  preventivas,  hechas  en 
virtud  de  escritura  pública,  no  se  cancelarán  sino  mediante  otra 
escritura ,  en  la  cual  manifiesten  su  consentimiento  la  persona  á 
cuyo  favor  se  haya  otorgado  la  primera,  sus  causahabientes  6  re- 
presentantes legítimos,  ó  en  virtud  de  providencia  ejecutoria  contra 
la  cual  no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación. 

Las  inscripciones  ó  anotaciones  hechas  en  virtud  de  mandamien- 
tos judiciales,  no  se  cancelarán  sino  por  providencia  ejecatoria  que 
tenga  la  circunstancia  prevenida  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  83.  Si  constituida  una  inscripción  ó  anotación  por  provi- 
dencia judicial,  convinieren  váKdamente  los  interesados  en  cance- 
larla, acudirán  al  juez  por  medio  de  un  escrito  manifestándolo  así, 
y  después  de  ratificarse  en  su  contenido ,  si  no  hubiere  ni'  pndiere 
haber  perjuicio  para  tercero,  se  dictará  providencia  ordenando  la 
cancelación. 

También  dictará  el  juez  la  misma  providencia  cuando  sea  pro- 
cedente, aunque  no  consienta  en  la  cancelación  la  persona  á  cuyo* 
favor  se  hubiere  hecho. 

Si  constituida  la  inscripción  ó  anotación  por  escritura  pública, 
procediere  su  cancelación  y  no  consintiere  en  ella  aquel  á  quien 
esta  perjudique,  podrá  el  otro  interesado  demandarlo  en  juicio  or- 
dinario. 

Art.  84.  Será  juez  competente  para  ordenar  la  cancelación  de 
una  anotación  preventiva,  ó  su  conversión  en  inscripción  definitiva, 
el  mismo  que  la  haya  mandado  hacer,  ó  el  que  le  haya  sucedido  le- 
galmente  en  el  conocimiento  del  negocio  que  diera  I^B;ar  á  ella. 

Art.  83.  La  anotación  preventiva  se  cancehivá,  no  solo  cnafido 
se  estinga  el  derecho  anotado,  sino  también  cuando  en  la  esoriuira 
se  convenga  ó  en  la  providencia  se  disponga  respectlvammite  emk" 
vertirla  en  inscripción  definitiva. 
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Si  se  habíere  becho  la  anotación  sin  escritura  pública,  y  se  tra- 
tare de  cancelar  sin  convertirla  en  inscripción  definitiva,  podrá  ha- 
cerse también  la  cancelación  mediante  documentos  de  la  misma  es- 
pecie que  los  que  se  hubieren  presentado  para  hacer  la  anotación. 

Art.  86.  La  anotación  preventiva  á  favor  del  legatario  que  do 
lo  sea  de  especie,  caducará  al  ano  de  su  fecha.  Si  al  vencimiento  del 
ano  no  fuere  todavía  exigible  el  legado ,  se  considerará  subsistente 
la  anotación  hasta  dos  meses  después  del  dia  en  que  pueda  eKÍgírie. 

Art.  87.  Si  antes  de  estinguirse  la  anotación  preventiva  resul- 
tare ser  ineficaz  para  la  seguridad  del  legado  por  razón  de  las  car- 
gas ó  condiciones  especiales  de  los  bienes  anotados,  podrá  pedir  el 
legatario  que  se  constituya  otra  sobre  bienes  diferentes,  siempre 
que  los  haya  en  la  herencia  susceptibles  de  tal  gravamen. 

Art.  88.  El  legatario  de  rentas  ó  pensiones  periódicas  impuestas 
por  el  testador  determinadamente  á  cargo  de  alguno  de  los  herede- 
ros ó  de  otros  legatarios,  pero  sin  declarar  personal  esta  obligación, 
tendrá  derecho,  dentro  del  plazo  señalado  en  el  art.  86 ,  á  exigir 
que  la  anotación  preventiva  qae  oportimamente  hubiere  constitaidb 
de  su  derecho,  se  convierta  en  inscripción  hipotecaria. 

Art.  89.  El  heredero  ó  legatario  gravado  con  la  pensión ,  debe- 
rá constituir  la  hipoteca  de  que  trata  el  artículo  anterior  sobre  los 
mismos  bienes  anotados,  si  se  le  adjudicaren,  ó  sobre  cualesquiera 
otros  inmuebles  de  la  herencia  que  se  le  adjudiquen. 

La  elección  corresponderá  en  todo  caso  á  dicho  heredero  6  le- 
gatario gravado,  y  el  pensionista  deberá  admitir  la  hipoteca  qae 
aquel  le  ofrezca,  siempre  que  sea  bastante  y  la  imponga  sobre  bie- 
nes procedentes  de  la  herencia. 

Art.  90.  El  pensionista  que  no  hubiere  constituido  anotadon 
preventiva,  podrá  exigir  también  en  cualquier  tiempo  la  inscripción 
hipotecaria  de  su  derecho  sobre  los  bienes  de  la  herencia  que  sub- 
sistan en  poder  del  heredero  ó  se  hayan  adjudicado  al  legatario  6 
heredero  especialmente  gravado,  siempre  que  pudiera  hacerlo  me- 
diante anotación  preventiva  eficaz,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior. 

Esta  inscripción  no  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

Art.  91.  El  pensionista  que  hubiere  obtenido  anotación  preven- 
tiva, no  podrá  exigir  que  se  le  hipotequen  otros  bienes  que  los.anp- 
tndos,  si  estos  fueren  suficientes  para  asegurar  el  legado.  Si  no  lo 
ln^il,  podrá  eiúgir  el  complejnento  de  su  hipoteca  sobre  otros  hie- 
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nes  de  la  herencia,  pero  con  sajecion,  en  cuanto  á  estos  últimos,  á 
lo  dispuesto  en  el  segundo  párraüTo  del  artículo  anterior. 

Art.  92.  La  anotación  á  favor  del  acreedor  refaccionario  caduca- 
rá á  los  sesenta  diasde  concluida  la  obra  objeto  de  la  refacción. 

Art.  93.  El  acreedor  refaccionario  podrá  convertir  su  anotación 
preventiva  en  inscripción  de  hipoteca,  si  al  espirar  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  anterior  no  estuviere  aun  pagado  por  completo  de 
su  crédito  por  no  haber  aun  vencido  el  plazo  estipulado  en  el  con- 
trato. 

Si  el  plazo  estuviere  vencido,  podrá  el  acreedor,  ó  prorogarlo 
mediante  la  conversión  de  la  anotación  en  inscripción  hipotecaria,  ó 
exigir  el  pago  desde  luego,  para  lo  cual  surtirá  la  anotación  todos 
los  efectos  de  la  hipoteca. 

Art.  94«  Para  convertir  en  inscripción  hipotecaria  la  anotación 
de  crédito  refaccionario,  se  liquidará  este,  si  no  fuere  líquido,  y  se 
otorgará  escritura  pública. 

Art.  9S.  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  acreedor  y  el 
deudor  sobre  la  liquidación  del  crédito  refaccionario  ó  sobre  la  cons- 
titución de  la  hipoteca,  se  decidirán  enjuicio  ordinario.  Mientras  es- 
te se  sustancie  y  termine,  subsbtirá  la  anotación  preventiva  y  pro- 
ducirá todos  sus  efectos. 

Art.  96.  La  anotación  exigida  á  consecuencia  de  no  poderse  ve- 
rificar la  inscripción  por  defectos  subsanables  del  titulo  presentado, 
caducará  á  los  sesenta  dias  de  su  fecha. 

Este  plazo  se  podrá  prorogar  hasta  ciento  ochenta  dias  por  justa 
cáüsa,  y  en  virtud  de  providencia  judicial. 

Art.  97.  La  cancelación  de  las  inscripciones  ó  anotaciones  pre- 
ventivas no  estíngue  por  su  propia  y  esclusiva  virtud,  en  cuanto  á 
las  partes,  los  derechos  inscritos  á  que  afecte;  pero  la  que  se  verifi- 
que sin  ningún  vicio  esterior  de  nulidad  de  los  espresados  en  el  ar- 
tículo siguiente,  surtirá  todos  sus  efectos  en  cnanto  al  tercero  que 
por  efecto  de  ella  haya  adquirido  é  inscrito  algún  derecho,  aunque 
después  se  anule  por  alguna  causa  que  no  resulte  claramente  del 
mismo  asiento  de  cancelación. 

Art.  98.    Será  nula  la  cancelación: 

Primero.  Cuando  no  dé  claramente  á  conocer  la  inscripción  6 
«notación  cancelada. 

Segundo.  Cuando  no  esprese  el  doci^mento  en  cuya  virtud  se 
haga  la  cancelación  los  n<¿[ü>res  de  los  otorgantes,  del  e^rtba 
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ao  y  del  juez  en  su  caso,  y  la  fecha  del  otorgamieoto  ó  espedícion 
Tercero.    Cuando  no  esprese  el  nombre  de  la  persona  á  cuya 
instancia  ó  con  cuyo  consentimiento  se  veriGque  la  cancelación. 

Cuarto.  Cuando  haciéndose  la  cancelación  á  nombre  de  persona 
distinta  de  aquella  á  cuyo  favor  estuviere  hecha  la  inscripción  ó  ano- 
tación, no  resultare  de  la  cancelación  la  representación  con  que  ha- 
ya obrado  dicha  persona. 

Quinto.  Cuando  en  la  cancelación  parcial  no  se  dé  claramente 
i  conocer  la  parte  del  inmueble  que  haya  desaparecido,  ó  taparte  d^ 
la  obligación  que  se  estinga  y  la  que  subsista. 

Sesto.  Cuando  habiéndose  verificado  la  cancelación  de  una  ano- 
tación en  virtud  de  documento  privado,  no  dé  fé  el  Registrador  de 
conocer  á  los  que  lo  suscriban,  ó  á  los  testigos  en  su  defecto. 

Sétimo.  Cuando  no  contenga  la  fecha  de  la  presentación  en  et 
Registro  del  titulo  en  que  se  haya  convenido  ó  mandado  la  cance- 
lación. 

Art.  99.  Podrá  declararse  nula  la  cancelación ,  mas  sin  perjui^ 
cío  de  tercero,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  97: 

Primero.  Cuando  s^  declare  falso ,  nulo  ó  ineficaz  el  titulo  en 
cuya  virtud  se  hubiere  hecho. 

Segundo.    Cuando  se  haya  verificado  por  error  ó  fraude. 

Tercero.    Cuando  la  haya  ordenado  un  juez  incompetente. 

Art.  100.    Los  Registradores  calificarán  bajo  su  responsabilidad 
la  legalidad  de  las  formas  estrínsecas  de  las  escrituras  en  cuya  vir- 
tud se  soliciten  las  cancelaciones,  y  la  capacidad  de  los  otorgantes^ 
en  los  términos  prevenidos  respecto  á  las  inscripciones  en  los  ar^ 
Ifculos  18  y  19. 

Art.  101.  Los  Registradores  calificarán  también  bajo  su  res- 
ponsabilidad la  competencia  de  los  jueces  que  ordenen  las  cancela- 
ciones, en  los  casos  en  que  no  firmare  el  despacho  el  mismo  qu^ 
hubiere  decretado  la  inscripción  ó  anotación  preventiva. 

Si  dudaren  de  la  competencia  del  juez,  darán  cuenta  al  regente 
de  la  Audiencia  respectiva ,  el  cual  decidirá  lo  que  estime  pro- 
cedente. 

Art.  102.  Cuando  el  regente  declare  la  competencia  del  juez^ 
^  llegistrador  hará  desde  luego  la  cancelación. 

Cuando  no  lo  estime  competente,  el  mismo  Registrador  comuni- 
cará esta  decisión  al  interesado,  devolviéndole  el  despacho. 

Art.  103.    Contra  la  decisión  de  los  regentes  podrá  Recurrirse. 
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\anto  por  los  jaeces  como  por  los  interesados ,  á  la  Audiencia,  la 
tual,  oyeodo  á  las  partes,  determinará  lo  que  estime  justo. 

Contra  el  fallo  de  la  Audiencia  procederá  el  recurso  de  ca- 
nción. 

Art.  104.    La  cancelación  de  toda  inscripción  contendrá  pre- 
cisamente las  circustancias  siguientes: 

Primera.  La  ciase  del  documento  en  cuya  virtud  se  haga  i^ 
Cancelación. 

Segunda.  La  fecha  del  documento  y  la  de  su  presentación  en  el 
Registro. 

Tercera.  £1  nombre  del  juez  ó  autoridad  que  lo  hubiere  espe- 
dido, ó  del  escribano  ante  quien  se  haya  otorgado. 

Cuarta.    Los  nombres  de  los  interesados  en  la  inscripción. 

Quinta.    La  forma  en  que  la  cancelación  se  haya  hecho. 

TITULO  V. 

OB   LAS  HOrOTSCAS. 

SECCIÓN    PRIMERA. 
De  las  hipotecaáen  general. 

Art.  105.  Las  hipotecas  sujetan  directa  é  inmediatamente  los 
bienes  sobre  que  se  imponen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
para  cuya  seguridad  se  constituyen ,  cualquiera  que  sea  su  po- 
seedor. 

Art.  106.    Solo  podrán  ser  hipotecados: 

Primero.    Los  bienes  inmuebles. 

Segundo.  Los  derechos  reales  enajenables  con  arreglo  á  las  le- 
yes, impuestos  sobre  los  bienes  inmuebles. 

Art.  107.  Podrán  hipotecarse ,  pero  con  las  restricciones  que 
t  continuación  se  espresan: 

Primero.  El  edificio  construido  en  suelo  ajeno,  el  cual,  si  se  hi* 
potecare  por  el  que  lo  construyó,  será  sin  perjuicio  del  derecho  del 
propietario  del  terreno,  y  entendiéndose  sujeto  i  tal  gravimen  so- 
lamente el  derecho  que  el  mismo  que  edificó  turiero  sobre  lo  ^«- 
ficado. 

Segundo.  El  derecho  de  percibir  los  frutos  en  el  usufructo,  ft- 
to  quedando  csliogui^a  la  hi{H)teca  cuando  concluya  el  mismo  usa- 
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fmcto  por  un  hecho  ajeno  á  la  voluntad  del  osafractuario.  Si  con^ 
ciayere  por  su  voluolad,  subsistirá  la  hipoteca  hasta  que  se  cum-^ 
pía  la  obligación  asegurada,  ó  hasta  que  venza  el  tiempo  en  que  el 
usufructo  habria  naturalmente  concluido,  k  no  mediar  el  hecho  que 
le  puso  fin. 

Tercero.  La  mera  propiedad,  en  cuyo  caso  si  el  usufructo  sq 
•consolidare  con  ella  en  la  persona  del  propietario,  no  solo  subsisti- 
rá la  hipoteca,  sino  que  se  estenderá  también  al  mismo  usufructo, 
como  no  se  haya  pactado  lo  contrario. 

Cuarto.  Los  bienes  anteriormente  hipotecados,  aunque  lo  estéu 
t^on  el  pacto  de  no  volverlos  á  hipotecar,  siempre  que  quede  á  sal- 
vo la  prelacion  que  tuviere  para  cobrar  su  crédito  aquel  á  cuyo  fa-^ 
vor  esté  constituida  la  primera  hipoteca. 

Quinto.  Los  derechos  de  superficie,  pastos,  aguas,  lenas  y  otros 
semejantes  de  naturaleza  real,  siempre  que  quede  á  salvo  el  de  los 
demás  partícipes  en  la  propiedad. 

Sesto.  Los  fbrro-carriles,  canales,  puentes  y  otras  obras  desti- 
nadas al  servicio  público  cuya  esplotacion  haya  concedido  el  Go- 
bierno por  diez  ó  mas  años,  pero  quedando  pendiente  la  hipoteca 
que  sobre  ellos  se  constituya  de  la  resolución  del  derecho  del  coa- 
cesionario. 

Sétimo.  Los  bienes  pertenecientes  á  personas  que  no  tienen  la 
libre  disposición  de  ellos,  en  los  casos  y  con  las  formalidades  quo 
prescriben  las  leyes  para  su  enajenación. 

Octavo.  El  derecho  de  hipoteca  voluntaría,  pero  quedando  pen^ 
diente  la  que  se  constituya  sobre  él  de  la  resolución  del  mi.^no  de^ 
recbo. 

Kxi.  108.    No  se  podrán  hipotecar: 

Primero.  Los  frutos  y  rentas  pendientes  con  separación  del  pre- 
dio que  los  produzca. 

Segundo.  Los  objetos  muebles  colocados  permanentemente  en 
los  edificios,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien  para  el  ser- 
vicio de  alguna  industria,  á  no  ser  que  se  hipotequen  jnntamenfai 
con  dichos  edificios. 

Tercero.    Los  oficios  públicos.  • 

Cuarto.  Los  títulos  de  la  deuda  del  Estado,  de  las  provincias  á 
de  los  pueblos,  y  las  obligaciones  y  acciones  de  bancos ,  empresas 
ó  compañías  de  cualquiera  especie. 

Quinto.    El  derecho  real  en  cosas  que,  aun  cuando  se  deban  po<« 
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^er  en  lo  futuro,  no  estén  aun  inscritas  á  favor  del  qnc  tenga  el 
lierecbo  á  poseerlas. 

Sesto.  Las  servidumbres,  á  menos  que  se  hipotequen  junta- 
mente con  el  predio  dominante,  y  esceptuándose  en  todo  caso  la  de 
aguas,  la  cual  podrá  ser  hipotecada. 

Sétimo.  El  derecho  á  percibir  los  frutos  en  el  usufructo  conce- 
ilido  por  las  leyes  ó  fueros  especiales  á  los  padres  ó  madres  sobre 
los  bienes  de  sus  hijos;  y  al  cónyuge  superviviente  sobre  los  del  di- 
funto. 

Octavo.    El  uso  y  la  habitación. 

Noveno.  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retro  venta,  mien- 
tras la  venta  no  quede  irrevocablemente  consumada  ó  resuelta. 

Décimo.  Las  minas,  mientras  no  se  haya  obtenido  el  título  de 
)a  concesión  definitiva,  aunque  estén  situadas  en  terreno  propio. 

Undécimo.    Los  bienes  litigiosos. 

Art.  409.  El  poseedor  de  bienes  cuyo  derecho  sobre  ellos  es- 
té sujeto  por  contrato  ó  última  voluntad  á  condiciones  resolutorias, 
no  podrá  mientras  estas  se  hallen  pendientes  hipotecar  la  propiedad 
de  dichos  bienes,  pero  si  el  derecho  de  percibir  sus  frutos  con  suje- 
ción á  lo  dispuesto  en  el  número  segundo  del  art.  107. 

La  propiedad,  en  el  caso  del  párrafo  anterior,  solo  podrá  hipo» 
Secarse  con  el  espreso  consentimiento  de  aquel  á  quien  pudieren 
-Aprovechar  las  condiciones  resolutorias,  si  existiere  y  fuere  capaz 
por  si  de  obligarse,  ¿  cuando  el  cumplimiento  de  la  condición  de- 
j{>enda  esclusivamente  de  la  voluntad  del  poseedor  de  los  bienes; 
4>ero  entendiéndose  entonces  obligado  este,  mientras  snbsista  la  hi- 
poteca, á  hacer  ó  no  hacer  aquello  de  que  deba  depender  la  sub- 
sistencia de  su  derecho,  y  quedando  civil  y  criminalmente  en  sa 
caso  responsable  para  con  el  acreedor,  cuando  por  faltar  á  dicha 
obligación  se  estinga  la  misma  hipoteca. 

Art.  110.    La  hipoteca  se  estiende  á  las  accesiones  naturales, 
H  las  mejoras,  á  los  frutos  pendientes  y  rentas  no  percibidas  al  vencer 
«la  obligación,  y  al  importe  de  las  indemnizaciones  concedidas  ó  de- 
bidas al  propietario  por  los  aseguradores  de  los  bienes  hipotecados. 

Art.  111.  .Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se 
entenderán  hipotecados  juntamente  con  la  finca,  aunque  no  se  men- 
cionen en  el  contrato,  siempre  que  correspondan  al  propietario: 

Primero.  Los  objetos  muebles  colocados  permanentemente  en 
Mü  edificio,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien  para  el  serví- 
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€Ío  de  alguna  industria,  aunque  su  colocación  se  haya  verificado 
después  de  consliluida  la  hipoteca.  ^ 

Segundo.  Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas  plantaciones, 
obras  de  riego  ó  desagüe,  obras  de  reparación,  seguridad,  trasfor- 
macion,  comodidad,  adorno  ó  elevación  de  los  edifícios,  y  cuales- 
quiera otras  semejantes  que  no  consistan  en  agregación  de  terre- 
nos,  escepto  por  accesión  natural,  ó  en  nueva  construcción  de  edi- 
ficios donde  antes  no  los  hubiere. 

Tercero.  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  hacerse  efecti- 
va la  obligación  hipotecaria  estuvieren  pendientes  de  los  árboles  ó 
plantas,  ó  ya  cogidos,  pero  no  levantados  ni  almacenados. 

Cuarto.  Las  rentas  vencidas  y  no  pagadas,  cualquiera  que  sea 
la  causa  de  no  haberse  hecho  ereclivas,  y  las  que  se  liayan  de  pa- 
gar hasta  que  el  acreedor  sea  satisfecho  de  todo  su  crédito. 

Quinto.  Las  indemnizaciones  concedidas  ó  debidas  al  propieta- 
rio de  los  inmuebles  hipotecados,  bien  por  la  aseguración  de  estos 
ó  de  los  frutos,  siempre  que  haya  tenido  lugar  el  siniestro  después 
de  constituida  la  hipoteca,  ó  bien  por  la  espropiacion  de  terrenos 
por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  112.  Cuando  la  finca  hipotecada  pasare  á  manos  de  un 
tercer  poseedor ,  no  será  estensiva  la  hipoteca  á  los  muebles  colo- 
cados-permanentemente  en  los  edificios,  ni  á  las  mejoras  que  no  con- 
sistan en  obras  de  reparación,  seguridad  ó  trasFormacion,  siempre 
que  unos  ú  otras  se  hayan  costeado  por  el  nuevo  dueño,  ni  á  los 
frutos  pendientes  y  rentas  vencidas  que  sean  de  la  pertenencia  del 
mismo. 

Art.  113.  El  dueño  de  las  accesiones  ó  mejoras  que  no  se  en- 
tiendan hipotecadas  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrá 
exigir  su  importe  ó  retener  los  objetos  en  que  consistan,  si  esto  pu- 
diera hacerse  sin  menoscabo  del  valor  del  resto  de  la  finca;  mas  en 
el  primer  caso  no  podrá  detener  el  cumplimiento  de  la  obligación 
principal  bajo  el  prelesto  de  hacer  efectivo  su  derecho ,  sino  que  ha- 
brá de  cobrar  lo  que  le  corresponda  con  el  precio  de  ia  misma  fin- 
ca, cuando  se  enajene  para  pagar  el  crédito. 

Art.  114.  La  hipoteca  constituida  á  favor  de  un  crédito  que 
devengue  interés  no  asegurará  con  perjuicio  de  tercero ,  además 
del  capital ,  sino  los  intereses  de  los  dos  últimos  anos  trascurridos 
y  la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente. 

Art,   115.    Al  trascurrir  tres  anos  contados  desde  que  el  prés- 
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tamo  empezó  á  devengar  réditos  ao  pagados ,  podrá  el  acreedif 
exigir  que  la  hipoteca  constituida  se  ampUe  sobre  los  mismos  bie* 
nes  hipotecados,  coa  objeto  de  asegurar  los  interesen  eorrespoa*- 
dientes  al  primero  de  dichos  anos;  pero  solo  en  el  caso  de  que  ha- 
biendo vencido  la  obligación  de  pagar  alguna  parte  de  los  mismos 
réditos»  hubiere  el  deudor  dejado  do  satisfacerla. 

<  Sí  el  acreedor  hiciere  uso  de  su  derecho  despnes  de  los  tres 
anos ,  podrá  exigir  la  ampliación  de  hipoteca  por  toda  la  parte  de 
réditos  que  en  el  momento  de  hacerse  dicha  ampliación  no  estu* 
viera  asegurada  con  la  hipoteca  primera;  pero  sin  que  en  níngancaso 
deba  perjudicar  la  que  se  constituya  al  que  anteriormente  y  des- 
pués de  los  dos  anos  haya  adquirido  cualquier  deredio  sobre  los 
bienes  hipotecados. 

Si  el  deudor  no  consintiere  dicha  ampliación  de  hipoteca »  podrá 
el  acreedor  reclamarla  enjuicio  ordinario,  y  anotar  preventiva* 
mente  la  demanda  que  con  tal  objeto  dednzca. 

Art.  116.  Si  la  (inca  hipotecada  no  perteneciera  al  deudor,  no 
podrá  el  acreedor  exigir  que  se  constituya  sobre  ella  la  amplíacíoft 
de  hipoteca  de  que  trata  el  artículo  precedente ;  pero  podrá  ejerci- 
tar igual  derecho  respecto  á  cualquiera  otros  bienes  inmuebles  que 
posea  el  mismo  deudor  y  pueda  hipotecarlos. 

Art.  117.  El  acreedor  por  pensiones  atrasadas  de  censo  no 
podrá  repetir  contra  la  finca  acensuada  con  perjuicio  de  otro  acree- 
dor hipotecario  ó  censualista  posterior,  sino  en  los  términos  y  con 
las  restricciones  establecidas  en  los  artículos  114  y  115;  pero  po- 
drá exigir  hipoteca  en  el  caso  y  con  las  limitaciones  qne  tiene  de- 
recho á  hacerlo  el  acreedor  hipotecario ,  según  el  artículo  anterior, 
cualquiera  que  sea  el  poseedor  de  la  Gnca  acensuada. 

Art.  118.  Cuando  un  predio  dado  en  enfitéosis  caiga  en  comi- 
so con  arreglo  á  las  leyes ,  pasará  al  dueño  del  dominio  directo  con 
las  hipotecas  ó  gravámenes  reales  que  le  hubiere  impuesto  el  enfi- 
teuta,  pero  quedando  siempre  á  salvo  todos  los  derechos  correspon- 
dientes al  mismo  dueño  directo. 

Art.  119.  Cuando  se  hipotequen  varías  fincas  á  la  vez  por  un 
solo  crédito,  se  determinará  la  cantidad  ó  parte  de  gravamen  de 
que  cada  una  deba  responder. 

Art.  120.  Fijada  en  la  inscripción  la  parte  de  crédito  de  que 
deba  responder  cada  uno  de  los  bienes  hipotecados ,  no  se  podii 
repetir  contra  ellos  con  perjuicio  de  tercero,  sino  por  la  <»ntidad  i 
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que  respectivamente  estén  afectos,  y  la  que  á  la  misma  correspoa« 
da  por  razón  de  intereses  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  anterio- 
res artículos. 

Árt.  131.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  que  si  la  hipoteca  no  alcanzare  á  cubrir  la  totalidad 
^el  crédito ,  pueda  el  acreedor  repetir  por  la  direrencia  contra  las 
demás  fincas  hipotecadas  que  conserve  el  deudor  en  su  poder,  pero 
sin  prelacion  en  cnanto  á  dicha  diferencia  sobre  los  que  después  de 
inscrita  la  hipoteca  hayan  adquirido  algún  derecho  real  en  las  mis- 
mas fincas. 

\rt.  iiS.  La  hipoteca  subsistirá  íntegra  mientras  no  se  can- 
cele, sobre  la  totalidad  de  los  bienes  hipotecados,  aunque  se  reduz- 
ca la  obligación  garantizada,  y  sobre  cualquiera  parte  de  los  mismos 
bienes  que  se  conserve,  aunque  la  restante  haya  desaparecido; 
pero  sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispone  en  los  dos  siguientes  ar- 
tículos. 

\rt.  133.  Si  una  finca  hipotecada  se  dividiere  en  dos  ó  mas, 
no  se  distribuirá  entre  ellas  el  crédito  hipotecario  sino  cuando  vo- 
luntariamente lo  acordasen  el  acreedor  y  el  deudor. 

No  verificándose  esta  distribución,  podrá  repetir  el  acreedor  por 
la  totalidad  de  la  suma  garantida  contra  cualquiera  de  las  nuevas 
fincas  en  que  se  haya  dividido  la  primera  ó  contra  todas  á  la  vez. 
Art.  134.  Dividida  la  hipoteca  constituida  para  la  seguridad 
de  un  crédito  entre  varias  fincas,  y  pagada  la  parte  del  mismo  cré- 
dito con  que  estuviere  gravada  alguna  de  ellas,  se  podrá  exigir 
por  aquel  á  quien  interese  la  cancelación  parcial  de  la  hipoteca 
en  cuanto  á  la  misma  finca. 

Si  la  parte  de  crédito  pagado  se  pudiere  aplicar  á  la  liberación 
de  una  ó  de  otra  de  las  fincas  gravadas  por  no  ser  inferior  al  im- 
porte de  la  responsabilidad  especial  de  cada  una,  el  deudor  elegi- 
rá la  que  haya  de  quedar  libre. 

Art.  125.  Cuando  sea  una  la  finca  hipotecada,  ó  cuando  sien* 
do  varias  no  se  haya  señalado  la  responsabilidad  de  cada  una 
por  ocurrir  el  caso  previsto  en  el  art.  1^,  no  se  podrá  exigir  la  li- 
beración de  ninguna  parte  de  los  bienes  hipotecados,  cualquiera 
que  sea  la  del  crédito  que  el  deudor  haya  satisfecho. 

Art.  136.  La  hipoteca  constituida  por  el  que  no  tenga  dere- 
cho para  constituirla  según  el  registro,  no  convalecerá  aunqne 
el  constituyente  adquiera  después  dicho  derecho. 

TOMO  XVII.  53 
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Art.  i?7.  El  acreedor  no  podrá  reclamar  del  tercer  poseedor 
Hfi  los  bienes  hipotecados  el  pago  de  su  crédito  sino  cuando  el  deu- 
dor no  lo  verifique  en  los  diez  dias  siguientes  al  vencimiento  del 
plazo. 

Art.  128.  Requerido  al  pago  el  tercer  poseedor,  deberá  sa- 
tisfacer en  el  término  de  otros  diez  dias  la  deuda  con  sus  intereses» 
regulados  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  114,  ó  desamparar 
los  bienes  hipotecados. 

Art.  129.  Los  diez  dias  que  áegua  el  art.  127  deben  tras- 
currir para  reclamar  la  deuda  hipotecaria  del  tercer  poseedor  de  la 
cosa  hipotecada,  empezarán  á  correr  desde  el  siguiente  al  del 
vencimiento  de  la  obligación. 

Durante  dicho  término  deberá  el  acreedor  pedir,  judicial  ó  es- 
trajudicialmente,  al  deudor  el  cumplimiento  de  su  obligación,  y  sí 
esto  no  tuviere  efecto,  cualquiera  que  sea  la  causa,  se  podrá  repe- 
tir contra  el  tercer  poseedor. 

Los  diez  dias  que  se  conceden  al  tercer  poseedor  para  pagar  la 
deuda  ó  desamparar  la  cosa  hipotecada,  empezarán  á  correr  desde 
el  siguiente  al  en  que  se  haga  el  requerimiento. 

Art.  130.  Lo  dispuesto  en  los  tres  anteriores  artículos  será 
igualmente  aplicable  al  caso  en  que  d^je  de  pagarse  una  parte  del 
capital  del  crédito  ó  de  los  intereses  cuyo  pago  deba  hacerse  en 
plazos  diferentes,  si  venciere  alguno  de  ellos  sin  cumplir  el  deudor 
su  obligación. 

Art.  131.  Si  para  el  pago  de  alguno  de  los  plazos  del  capi- 
tal ó  de  los  intereses  fuere  necesario  enajenar  la  finca  hipotecada, 
y  aun  quedaren  por  vencer  otros  plazos  de  la  obligación,  se  verifi- 
cará la  venta  y  se  trasferirá  la  finoa  al  comprador  con  la  hipoteca 
correspondiente  á  la  parte  del  crédito  que  no  estuviere  satisfecha, 
la  cual  con  los  intereses  se  deducirá  del  predo. 

Si  el  comprador  no  quisiere  la  finca  con  esta  carga,  se  deposita- 
rá su  importe  con  los  intereses  que  le  correspondan  para  que  sea 
pagado  el  acreedor  al  vencimiento  de  los  plazos  pendientes, 

Art.  132.  Se  considerará  también  como  tercer  poseedor,  para 
los  efectos  de  los  artículos  127  y  128,  el  que  hubiere  adquirido  so- 
lamente el  usufructo  ó  el  dominio  útil  de  la  finca  hipotecada,  ó  bien 
la  propiedad  ó  el  dominio  directo,  quedando  en  el  deudor  el  dere- 
cho correlativo. 

Si  hubiere  mas  de  un  tercer  poseedor,  por  hallarse  en  una  per-. 
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^na  la  propiedad  ó  el  domioio  directo ,  y  en  otra  el  usufructo  ó  et 
domioio  útil,  se  enteuderá  con  ambas  el  requerimento ,  y  será 
comuo  á  ellas  el  término  de  los  diez  dias  para  pagar  la  deuda  ó  des- 
iunparar  la  finca. 

Árt.  135.  Si  requerido  el  deudor ,  ó  el  tercer  poseedor  en  su 
caso ,  no  pagare  ni  desamparare  los  bienes  hipotecados  en  los  tér- 
minos señalados  respectivamente,  podrá  pedir  el  acreedor  que  se 
despache  mandamiento  de  ejecución  contra  los  mismos  bienes,  pre- 
sentando el  titulo  de  su  derecho  y  el  documento  que  acredite  ha- 
berse veriücado  dichos  requerimientos  y  su  fecha. 

Art.  134.  La  acción  hipotecaria  prescribirá  á  los  veinte  anos, 
contados  desde  que  pueda  ejercitarse  con  arreglo  al  titulo  inscrito. 

Art.  135.  Las  hipotecas  legítimamente  constituidas  sobre  bie- 
nes que  no  han  de  ser  en  adelante  hipotecables  con  arreglo  á  esta 
ley,  se  regirán,  mientras  subsistan,  por  la  legislación  anterior. 

Art.  136.  Las  inscripciones  y  cancelaciones  de  las  hipotecas, 
i^c  sujetarán  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  2."^  y  4.*  para 
las  inscripciones  y  cancelaciones  en  general,  sin  perjuicio  de  las 
especiales  contenidas  en  este  título. 

Art.  137.    Las  hipotecas  son  voluntarias  ó  legales. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  las  hipotecas  voluníarias. 

Art.  138.  Son  hipotecas  voluntarias  las  convenidas  entre  par- 
tes,  ó  impuestas  por  disposición  del  dueño  de  los  bienes  sobre  que 
se  constituyan. 

Art.  139.  Solo  podrán  constituir  hipoteca  voluntaria  lo$  que 
tengan  la  libre  disposición  de  sus  bienes ,  ó  en  caso  de  no  tenerla, 
se  hallen  autorizados  para  ello  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  140.  Los  que  con  arreglo  al  articulo  anterior  tienen  la 
facultad  de  constituir  hipotecas  voluntarias ,  podrán  hacerlo  por  si 
ó  por  medio  de  apoderado  con  poder  especial  para  contraer  este 
género  de  obligaciones  otorgado  ante  escribano  público. 

Art.  141.  La  hipoteca  constituida  por  un  tercero  sin  poder 
Jbastante,  podrá  ratificarse  por  el  dueño  de  los  bienes  hipotecados, 
pero  no  surtirá  efecto  sino  desde  la  fecha  en  que  por  una  nueva 
inscripción  se  subsane  la  falta  cometida. 

Art.  142.    La  hipoteca  constituida  para  la  seguridad  de  una 
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obh'gacioD  futura  ó  sujeta  á  condiciones  suspensivas  inscritas,  sQt« 
tira  efecto  contra  tercero  desde  su  inscripcioú,  si  la  obligación  llega 
á  contraerse  ó  la  condición  á  cumplirse. 

Si  la  obligación  asegurada  estuviere  sujeta  á  condición  resolví 
toria  inscrita ,  surtirá  la  hipoteca  su  efecto  en  cuanto  ai  tercero, 
basta  que  se  haga  constar  en  el  Registro  el  cumplimiento  de  la  con<^ 
dicioB. 

Art.  143.  Cuando  se  contraiga  la  obligación  futura  ó  se  cum- 
pía  la  condición  suspensiva  de  que  trata  el  párrafo  primero  del  ar^ 
ticulo  anterior,  deberán  los  interesados  hacerlo  constar  asi,  por 
medio  de  una  nota  al  margen  de  la  inscripción  hipotecaría ,  sia 
cuyo  requisito  no  podrá  aprovechar  ni  perjudicar  á  tercero  la  hipo- 
teca constituida. 

Art.  144.  Todo  hecho  ó  convenio  entre  las  partes  que  pueda 
modificar  ó  destruir  la  eficacia  de  la  obligación  hipotecaria  ante- 
rior, como  el  pago,  la  compensación,  la  espera,  el  pacto  ó  promesa 
de  no  pedir,  la  novación  del  contrato  primitivo  y  la  transacción  ó 
compromiso,  no  surtirá  efecto  contra  tercero  ,  como  no  se  baga 
<u>nstar  en  el  Registro  por  medio  de  una  inscripción  nueva,  de  una 
cancelación  total  ó  parcial,  ó  de  una  nota  marginal,  según  los  casos. 

Art.  145.  No  se  considerará  asegurado  con  la  hipoteca  el  in- 
terés del  préstamo  en  la  forma  que  prescribe  el  articulo  ii4,  sino 
cuando  la  estipulación  y  cuantia  de  dicho  interés  resulten  de  la 
inscripción  misma. 

Art.  146.  Para  que  las  hipotecas  voluntarias  puedan  perju* 
dicar  á  tercero,  se  requiere: 

Primero.  Que  se  hayan  convenido  ó  mandado  constituir  en  es« 
crítura  pública. 

Segundo.  Que  la  escritura  se  haya  inscrito  en  el  Registro  que 
se  establece  por  esta  ley. 

Art.  147.  El  acreedor  hipotecario  podrá  repetir  contra  los  bie- 
nes hipotecados  por  el  pago  de  los  intereses  vencidos ,  cualquiera 
que  sea  la  época  en  que  deba  verificarse  el  reintegro  del  capital; 
mas  si  hubiere  un  tercero  interesado  en  dichos  bienes  á  quien  pue- 
da perjudicar  la  repetición ,  no  podrá  esceder  la  cantidad  que  por 
«Ha  se  reclame  de  la  correspondiente  á  los  réditos  de  los  dos  Ahí* 
mos  anos  trascurridos  y  no  pagados  y  la  parte  vencida  de  la  anuar 
lidad  corriente. 

La  parte  de  intereses  que  el  acreedor  no  pueda  exigir  por  la  ac« 
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^n  real  bipotocaria,  podrá  reclamarla  del  obligado  por  la  persa- 
nal  ,  siendo  considerado  respecto  á  ella  en  caso  de  concurso  como 
acreedor  escrítarario. 

Art.  148.  Las  inscripciones  de  hipotecas  voluntarias  solo  po- 
dían ser  canceladas  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  8i. 

Si  no  se  presentaren  á  la  cancelación  los  que  deban  hacerla^ 
podrá  decretarse  judicialmente. 

Art.  149.  Cuando  se  redima  un  censo  gravado  con  hipoteca» 
tendrá  derecho  el  acreedor  hipotecario,  á  su  elección,  á  que  el  re-* 
dimente  le  pague  su  crédito  por  completo  con  los  intereses  vencidi» 
Y  por  vencer,  ó  le  reconozca  su  misma  hipoteca  sobre  la  finca  que 
eHuvo  gravada  con  el  censo. 

En  este  úlMmo  caso  se  hará  una  nueva  inscripción  de  la  hipote- 
ca, la  cual  espresará  claramente  aquella  circunstancia,  y  surtirá 
efecto  desde  la  fecha  de  la  inscripción  anterior. 

Art.  ISO.  Siempre  que  por  dolo,  culpa  ó  la  voluntad  del  oes'^ 
satario  llegare  la  finca  acensuada  á  ser  insuficiente  para  garanti- 
zar el  pago  de  las  pensiones ,  podrá  exigir  el  censualista  á  dicho 
censatario  que,  ó  imponga  sobre  otros  bienes  la  parte  del  capital 
del  censo  que  deje  de  estar  asegurada  por  la  disminución  del  valor 
de  la  misma  finca,  ó  redima  el  censo  medíante  el  reintegro  de  todo 
su  capital. 

Art.  151.  Cuando  una  finca  acensuada  se  deteriorare  ó  hicie- 
re matos  productiva  por  cualquier  causa  que  no  sea  dolo,  culpa  ó  la 
voluntad  del  censatario ,  no  tendrá  este  derecho  á  desampararla  ni 
i  exigir  reducción  de  las  pensiones  mientras  alcance  á  cubrirlas  el 
rédito  que  deba  devengar  el  capital  que  represente  el  valor  de  la 
finca,  graduándose  dichos  réditos  al  mismo  tanto  por  ciento  á  que 
estuviere  constituido  el  censo. 

Si  el  valor  de  la  finca  se  disminuyere  hasta  el  punto  de  no  has  - 
tar  el  rédito  líquido  de  él  para  pagar  las  pensiones  del  censo,  podrá 
optar  el  censatario  entre  desamparar  la  misma  finca  ó  exigir  que  se 
reduzcan  las  pensiones  en  proporción  al  valor  que  ella  conservare. 

Art.  152.  Si  después  de  reducida  la  pensión  de  un  censo,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  s^undo  párrafo  del  artículo  anterior, 
se  aumentare  por  cualquier  motivo  el  valor  de  la  finca  acensuada, 
podrá  exigir  el  censualista  el  aumento  proporcional  de  las  pen- 
siones, pero  sin  que  escedan  en  ningún  caso  de  su  importe  pri- 
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Art.  i53  £1  crédito  hipotecario  puede  enajenarse  ó  cederse 
á  un  tercero  en  todo  ó  en  parte,  siempre  qne  se  haga  en  escritora 
pública  de  que  se  dé  conocimiento  al  deudor,  y  qne  se  inscriba  en 
el  Registro. 

El  deudor  no  quedará  obligado  por  dicho  contrato  á  mas  qnelo 
estflviere  por  el  suyo. 

El  cesionario  se  subrogará  en  todos  los  derechos  del  cedente* 

Art.  154.  Si  se  omitiere  dar  conocimiento  de  la  cesión  al 
deudor,  será  responsable  el  cedente  de  los  perjuicios  que  pueda  su- 
frir el  cesionario  por  consecuencia  de  esta  falta. 

Art.  155.  Los  derechos  ó  créditos  asegurados  con  hipoteca 
legal  no  podrán  cederse  sino  cuando  haya  llegado  el  caso  de  exigir 
su  importe  y  sean  legalmente  capaces  para  enajenarlos  las  perso- 
nas que  los  tengan  á  su  favor. 

Art.  156.  La  hipoteca  subsistirá  en  cuanto  á  tercero  mien- 
tras no  se  cancele  su  inscripción. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  las  hipotecas  legales. 

§.!.<> 

Rcflas  coMies  á  las  hipoCMU  Mfdtt. 

Art.  157.  Son  únicamente  hipotecas  legales  las  establecidas 
en  el  art.  168. 

Art.  158.  Las  personas  á  cuyo  favor  establece  esta  ley  bipin 
teca  legal,  no  tendrán  otro  derecho  que  el  de  exigir  la  constítucioa 
de  una  hipoteca  especial  suficiente  para  la  garantía  de  su  derecho. 

Art.  159.  Para  que  las  hipotecas  legales  se  entiendan  cons- 
tituidas» se  necesita  la  inscripción  del  título  en  cuya  virtud  se  cons- 
tituyan. 

Art.  160.  Las  personas  á  cuyo  favor  establece  esta  ley  hipo- 
teca legal  podrán  exigir  que  se  constituya  la  especial  sobre  cuales- 
quiera bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  de  que  pueda  disponer  el 
obligado  á  prestarla,  siempre  que  con  arreglo  á  esta  ley  sean  hi- 
potecables. 

También  podrán  exigir  dicha  hipoteca  en  cualquier  tiempo» 
aunque  haya  cesado  la  causa  que  le  diere  fundamento,  como  el  ma^ 
Irimonio,  la  tutela,  la  patria  potestad  ó  la  administración,  siempre 
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que  esté  pendiente  de  cumplimiento  la  obligación  qae  se  debiera 
haber  asegurado. 

Art.  161.  La  hipoteca  legal,  una  vez  constituida  é  inscrita, 
surte  los  mismos  efectos  que  la  voluntaria,  sin  mas  cscepciones  que 
las  espresamente  determinadas  en  esta  ley,  cualquiera  que  sea  la 
persona  que  deba  ejercitar  los  derechos  que  la  misma  hipoteca  con- 
fiera. 

Art.  162.  Si  para  la  constitución  de  alguna  hipoteca  legal  se 
ofrecieren  diferentes  bienes  y  no  convinieren  los  interesados  en  la 
parte  de  responsabilidad  que  haya  de  pesar  sobre  cada  uno  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  artículo  119,  decidirá  el  juez,  previo  dicta- 
men de  peritos. 

Del  mismo  modo  decidirá  el  juez  las  cuestiones  que  se  susciten 
entre  los  interesados  sobre  la  calificación  de  suficiencia  de  los  bie- 
nes ofrecidos  para  la  constitución  de  cualquiera  hipoteca  legal. 

Art.  163.  En  cualquier  tiempo  en  que  llegaren  á  ser  insufi- 
cientes las  hipotecas  legales  inscritas,  podrán  reclamar  su  amplia- 
ción ó  deberán  pedirla  los  que  con  arreglo  á  esta  ley  tengan  res- 
pectivamente el  derecho  6  la  obligación  de  exigirlas  y  de  calificar 
su  suficiencia. 

Art.  164.  Las  hipotecas  legales  inscritas  subsistirán  hasta  que 
:se  estingan  los  derechos  para  cuya  seguridad  se  hubieren  cons- 
tituido, y  se  cancelarán  en  los  mismos  términos  que  las  voluntarias. 

Art.  165.  Para  constituir  ó  ampliar  judicialmente  y  á  instan- 
cia de  parte  cualquiera  hipoteca  legal,  se  procederá  con  suje- 
ción á  las  reglas  siguientes: 

Primera.  El  que  tenga  derecho  á  exigirla  presentará  un  escrito 
en  el  juzgado  del  domicilio  del  obligado  á  prestarla,  pidiendo  que 
se  constituya  la  hipoteca,  fijando  la  cantidad  por  que  deba  consti- 
tnirse,  y  señalando  los  bienes  que  puedan  ser  gravados  con  ella ,  ó 
por  lo  menos  el  registro  donde  deban  constar  inscritos  los  que  posea 
la  misma  persona  obligada. 

Segunda.  A  este  escrito  acompañará  prcisamente  el  título  ó 
documento  que  produzca  el  derecho  de  hipoteca  legal ,  y  si  fuere 
posible ,  una  certificación  del  Registrador  en  que  consten  todos  los 
bienes  hipotecables  que  posea  el  demandado. 

Tercera.  El  juez  en  su  vista  mandará  comparecer  á  su  presen- 
cia á  todos  los  interesados  en  la  constitución  de  la  hipoteca ,  á  fia 
de  qae  se  avengan,  sí  fuere  posible,  en  cuanto  al  modo  de  veriScarli^ 
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Cuarta.  Si  se  avinieren,  mandará  el  juez  consliluir  la  hipoteca 
en  los  términos  que  se  hayan  convenido. 

Quinta.  Si  no  se  avinieren,  ya  sea  en  cuanto  á  la  obligación  de 
hipotecar ,  ó  ya  en  cuanto  á  la  cantidad  que  deba  asegurarse  ó  la 
suficiencia  de  la  hipoteca  ofrecida,  se  dará  traslado  del  escrito  de 
demanda  al  demandado  y  seguirá  el  juicio  los  trámites  establecidos 
para  los  incidentes  en  los  arts.  342  al  350  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil. 

Art.  166.  En  los  casos  en  que  el  juez  de  primera  instancia 
deba  proceder  de  oficio  para  exigir  la  constitución  de  una  hipoteca 
legaU  dispondrá  que  el  Registrador  correspondiente  le  remita  la 
certificación  prevenida  en  la  regla  segunda  del  artículo  anterior: 
en  su  vista  mandará  comparecer  al  obligado  á  constituir  la  hipoteca^ 
y  con  su  audiencia  y  la  del  promotor  fiscal  seguirá  después  el  juicio 
por  los  trámites  que  quedan  prescritos. 

Art.  167.  Lo  dispuesto  en  los  dos  anteriores  artículos  se  enten- 
derá sin  perjuicio  de  las  reglas  establecidas  en  el  art.  194  sobre  hi- 
potecas por  bienes  reservables ,  y  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
sobre  fianzas  de  los  tutores  y  curadores ,  y  no  será  aplicable  á  la 
hipoteca  legal  á  Tavor  del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los  pueblos, 
sino  cuando  los  reglamentos  administrativos  no  establecieren  otra 
procedimiento  para  eligirla. 
Art.  168.  Se  establece  hipoteca  legal: 
Primero.  En  favor  de  las  mujeres  casadas»  sobre  los  bienes  de 
sus  maridos : 

Por  las  dotes  que  les  hayan  sido  entregadas  solemnemente  bajo 
fé  de  escribano: 

Por  las  arras  y  donaciones  que  los  mismos  maridos  les  hayan 
ofrecido  dentro  de  loé  limites  de  la  ley: 

Por  los  parafernales  qie  con  la  solemnidad  anteriormente  dicha 
hayan  entregado  á  sus  maridos: 

Por  cualesquiera  otros  bienes  que  las  mujeres  hayan  aportado 

al  matrimonio  y  entregado  á  sus  maridos  con  la  misma  solemnidad. 

Segundo.    En  favor  de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  sus  padres» 

por  los  que  estos  deban  reservarles  según  las  leyes ,  y  por  los  de 

su  peculio. 

Tercero.  En  favor  de  los  hijos  del  primer  matrimonio  sobre  ios 
Ittcnes  de  su  padrastro,  por  los  que  la  madre  haya  administrado  ¿ 
jfiMJiminislre ,  6  por  los  que  deba  reservarles* 
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Cuarto.  En  Tavor  de  tos  menores  ó  incapacitados  sobre  los  bie- 
nes de  sus  tutores  ó  curadores,  por  lo  que  estos  hayan  recibido  de 
ellos,  y  por  la  responsabilidad  en  que  incurrieren. 

Quinto.    En  favor  del  Estado,  de  las  provincias  y  de  los  pueblos: 
Sobre  los  bienes  de  los  que  contraten  con  ellos  ó  administren 
sus  intereses,  por  las  responsabilidades  que  contrajeren  con  arreglo 
á  derecho. 

Sobre  los  bienes  de  los  contribuyentes,  por  el  importe  de  una 
anualidad  vencida  y  no  pagada  de  los  impuestos  que  graviten  so- 
bre ellos. 

Sexto.  En  favor  de  los  aseguradores,  sobre  los  bienes  asegura- 
dos por  los  premios  del  seguro  de  dos  anos,  y  si  fuere  el  seguro 
múluo»  por  los  dos  últimos  dividendos  que  se  hubieren  hecho. 

§.2.« 
De  la  hifoteca  doul. 

Arl.  i69.  La  mujer  casada,  á  cuyo  favor  establece  esta  ley 
hipoteca  legal ,  tendrá  derecho: 

Primero,  k  que  el  marido  le  hipoteque  é  inscriba  en  el  Registro 
los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que  reciba  como  dote  esti- 
mada,  ó  con  la  obligación  de  devolver  su  importe. 

Segundo.  A  que  se  inscriban  en  el  Registro,  si  ya  no  lo  estu- 
vieren, en  calidad  de  dótales  ó  parafernales,  ó  por  el  concepto  legal 
que  tuvieren,  todos  los  demás  bienes  inmuebles  y  derechos  reales 
que  el  marido  reciba  como  inestimados,  y  deba  devolver  en  su  caso. 

Tercero.  A  que  el  marido  asegure  con  hipoteca  especial  stt6- 
ciente  todos  los  demás  bienes  no  comprendidos  en  ios  párrafos  an- 
teriores, y  que  se  le  entreguen  por  razón  de  matrimonio. 

Art.  170.  La  dote  confesada  por  el  marido,  cuya  entrega  no 
constare  ó  constare  solo  por  documento  privado,  no  surtirá  mas 
efecto  que  el  de  las  obligaciones  personales. 

Art.  i7i.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
U  mujer  que  tuviereá  su  favor  dote  confesada  por  el  marido  antes 
de  la  celebración  del  matrimonio,  ó  dentro  del  primer  ano  de  él, 
podrá  exigir  en  cualquier  tiempo  que  el  mismo  marido  se  la  asegu- 
re con  hipoteca,  siempre  que  haga  constar  judicialmente  la  exis- 
tencia de  los  bienes  dótales,  ó  la  de  otros  semejantes  ó  equivalen- 
tes, en  el  momento  de  deducir  su  reclamación. 

TOMO  zvir.  33 
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Art.  172.  Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  que  se  en- 
treguen como  dote  estimada,  se  inscribirán  á  nombre  del  marido  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  en  la  misma  forma  que  cualquiera  olra 
adquisición  de  dominio,  pero  espresándose  en  la  inscripcioo  la  cuan- 
tía de  la  dote  de  que  dichos  bienes  hagan  parte,  la  cantidad  en  que 
hayan  sido  estimados,  y  la  hipoteca  dotal  que  sobre  ellos  quede 
constituida. 

kl  tiempo  de  inscribir  la  propiedad  de  tales  bienes  á  favor  del 
marido»  se  inscribirá  la  hipoteca  dotal  que  sobre  ellos  se  constituya 
en  el  Registro  correspondiente. 

Art,  173.  Cuando  la  mujer  tuviere  inscritos  como  de  su  pro- 
piedad los  bienes  inmuebles  quehayan  de  constituir  dote  inestimada 
ó  los  parafernales  que  entregue  á  su  marido,  se  hará  constar  en  el 
Registro  la  cualidad  respectiva  de  unos  y  otros  bienes,  poniendo  una 
nota  que  lo  esprese  así  al  margen  de  la  misma  inscripción  de  pro- 
piedad. 

Si  dichos  bienes  no  estuvieren  inscritos  á  favor  de  la  mujer,  se 
inscribirán  en  la  forma  ordinaria,  espresando  en  la  ínscripcioa  sa 
cualidad  de  dótales  ó  parafernales. 

Art.  174.  Siempre  que  el  Registrador  inscriba  bienes  de  dote 
estimada  á  favor  del  marido  en  el  Registro  de  la  propiedad,  hará  de 
oficióla  inscripción  hipotecaria  correspondiente  en  el  Registróla 
las  hipotecas. 

Si  el  título  presentado  para  la  primera  de  dichas  inscripciones 
no  fuere  suficiente  para  hacer  la  segunda,  se  saspenderán  una  y 
otra,  tomando  de  ambas  la  anotación  preventiva  que  proceda. 

Art.  175.  La  hipoteca  legal  constituida  por  el  marido  á  favor 
de  su  mujer  garantizará  la  restitución  de  los  bienes  ó  derechos  ase- 
gurados solo  en  los  casos  en  que  dicha  restitución  deba  verificarse» 
conforme  á  las  leyes  y  con  las  limitaciones  que  estas  determinan^  y 
dejará  de  surtir  efecto  y  podrá  cancelarse,  siempre  que  por  cual- 
quiera causa  legítima  quede  dispensado  el  marido  de  la  oMigacion 
de  restituir. 

Art.  176.  La  cantidad  que  deba  asegurarse  per  razón  de  dolé 
eétimada,  no  escederá  en  ningún  caso  del  importe  de  la  estimacicm; 
y  si  se  redujere  el  de  la  misma  dote,  por  esceder  de  la  euantfa  que 
el  derecho  permite,  se  reducirá  igualmente  la  hipoteca  en  la  misnia 
proporción,  previa  la  cancelación  parcial  correspondiente. 

Art.  177.    Cuando  se  consiítuva  dotcTinesUraada  ea  Mines  m 
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iomuebies,  se  apreciaráa  estos  coa  el  údíco  objeto  de  fijar  la  cantil 
dad  que  deba  asegurar  la  hipoteca  para  el  caso  de  que  no  subsistan, 
los  mismos  bicues  al  tiempo  de  su  restitucioo,  mas  sin  que  por  ello 
pierda  dicha  dote  su  calidad  de  ioestimada»  si  fuere  calificada  asi 
en  U  escritura  do  tal. 

Art.  178.    La  hipoteca  legal  por  razón  de  arras  y  doaacioncíy 
espoQsalicias  solo  tendrá  lugar  en  el  caso  de  que  unas  ú  otras  sq 
ofrezcan  por  el  marido  cono  aumento  de  la  dote.  Si  se  ofrecierer 
sin  este  requisito»  solo  producirán  obligación  personal,  quedaud 
^  arbitrio  del  marido  asegurarla  ó  no  con  hipoteca. 

Art.  17i).  Si  el  marido  ofreciere  á  la  mujer  arras  y  donación 
esponsalicia,  solamente  quedará  obligado  á  constituir  hipoteca  por  las 
anas  ó  por  la  otra,  á  elección  de  la  misma  mujer,  ó  á  la  suya,  6i  ella 
HO  optase  en  el  plazo  de  dos  meses  que  la  ley  señala,  contado  des- 
de el  dia  en  que  se  hizo  la  promesa. 

Art.  180.  El  marido  no  podrá  ser  obligado  á  constituir  hipo- 
teca por  los  bienes  parafernales  de  su  mujer,  sino  cuando  estos  le 
sean  entregados  para  su  administración  por  escritura  pública  y  bajo- 
fé  de  escribano. 

Para  constituir  esta  hipoteca  se  apteciarán  los  bienes  ó  se  fijaría 
nú  valor  por  los  que  con  arreglo  á  esta  ley  tienen  la  iacultad  de  exi^ 
gtrla  y  de  calificar  su  suficiencia. 

Art.  181.  Entiéndese  por  bienes  aportados  al  matrimonio  para 
los  efectos  del  párrafo  último  del  número  primero  del  art.  168  aque- 
líos  cpie  bajo  cualquier  concepto,  con  arregla  á  fueros  ó  costumbres 
locales,  traiga  la  mujer  á  la  sociedad  conyugal,  siempre  que  se  ea«- 
Ueguen  al  marido  por  escritura  pública  y  bajo  fé  de  escribano,  pa- 
ra que  los  administre,  bien  sea  con  estimación  que  cause  Tenta,  ¿ 
biea  con  la  obligacioa  de  conservarlos  y  devolverlos  á  la  disolucioa 
del  matrimonio. 

Cuando  la  entrega  de  los  bienes  de  que  trata  el  párrafo  anterior 
<:«i^are  solamente  por  confesión  del  marido,  no  podrá  exigirse  la 
eoBsIitQcion  de  la  hipoteca  dotal,  sino  en  los  casos  y  términos  pres- 
'crítos  en  el  art.  171. 

Art.  182.  La  constitución  do  hipoteca  é  inscrípcioa  de  bienes 
de  que  trata  el  art.  169,  solo  podrán  exigirse  por  la  misma  mujer» 
sisstttviere  casada  y  fuere  mayor  de  edad. 

Si  no  hubiere  contraído  aun  matrimonio,  ó  habiéndolo  contraída 
ÜMie  menor,  deberán  ejercitar  aquel  derecho  en  su  nombre,  y  c^ 
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ficar  la  suficiencia  de  la  hipoteca  que  se  constituya,  el  padre,  \m* 
madre,  ó  el  que  diere  la  dote  ó  los  bienes  que  se  deban  ase- 
gurar. 

A  falta  de  estas  personas  y  siendo  menor  la  mujer,  esté  ó  no 
casada,  deberá  pedir  que  se  hagan  efectivos  los  mismos  derechos  el 
curador,  si  lo  hubiere. 

Art.  483.  Si  el  curador  no  pidiere  la  constitución  de  la  hipo- 
teca, el  promotor  fiscal  denunciará  el  hecho  al  juez  que  le  haya  dis- 
cernido el  cargo  para  que  proceda  á  lo  que  haya  lugar. 

En  defecto  de  curador ,  el  mismo  promotor  solicitará  de  oficio  é- 
á  instancia  de  cualquier  persona,  que  se  compela  al  marido  al  otor- 
gamiento de  la  hipoteca. 

Los  jueces  de  paz  tendrán  también  obligación  de  escitar  el  cela 
de  los  promotores  fiscales  á  fin  de  que  cumplan  lo  preceptuado  eor 
el  párrafo  anterior. 

Art.  184.  £1  curador  de  la  mujer  podrá  pedir  la  hipoteca 
dótal ,  aunque  exista  la  madre  ó  el  que  haya  dado  la  dote ,  si  no  lo 
hicieren  una  ni  otro  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  á  la  entre- 
ga de  la  dote. 

También  deberá  el  curador  calificar  y  admitir  la  hipoteca  ofre- 
rtda,  si  se  negaren  á  hacerlo  la  misma  madre  ó  la  persona  que  haya 
(lado  la  dote. 

Art.  i85.  Pedida  judicialmente  la  hipoteca  dotal  por  cual- 
quiera de  las  personas  indicadas  en  el  segundo  párrafo  del  arlicu- 
lo  18i!,  se  observarán  para  su  calificación  y  admisión  las  reglas  sí- 
^uientes: 

Primera.    Si  la  dote  fuere  dada  por  el  padre,  por  la  madre ,  é 
por  ambos,  ó  se  constituyere  con  bienes  propios  de  la  hija,  la  califi- 
^cion  y  admisión  de  la  hipoteca  corresponderán:  en  primer  lugar  ^. 
ai  padre;  en  su  defecto,  á  la  madre,  y  por  falta  de  ambos,  al  cu- 
rador. 

Segunda.    Si  la  dote  ó  bienes  que  deban  asegurarse  fueren  da- 
dos por  cualquiera  otra  persona ,  corresponderán  á  esta  la  califica- 
ción y  admisión  de  la  hipoteca ,  y  solo  cuando  ella  no  las  hiciere  • 
tiespues  de  requerida,  podrán  ejercitar  igual  derecho  el  padre,  é  la 
•)nadre  en  su  defecto,  y  el  curador  á  falta  de  ambos. 

Tercera.  £1  que  deba  calificar  la  hipoteca,  podrá  oponerse  á  su 
admisión,  bien  por  considerar  insuficientes  los  bienes  ofrecidos  en 
*garaittia,  ó  bien  por  cualquier  otra  causa  que  pueda  afectariM 
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validez ;  mas  sí  la  oposición  no  faere  fundada »  el  juez  lo  declarará^ 
msí,  ▼  admitirá  la  hipoteca. 

Art.  186.  Si  el  marido  careciere  de  bienes  con  que  constituir 
ia  hipoteca  de  que  trata  el  número  (ercero  del  art.  169,  quedará 
obli^do  á  constituirla  sobre  los  primeros  inmuebles  ó  derechos 
reales  que  adquiera,  pero  sin  que  esta  obligación  pueda  perjudicar 
á  tercero,  mientras  no  se  inscriba  la  hipoteca. 

\rt.  187.  Cuando  el  marido  no  hubiere  constituido  hipoteca 
<iotal,  y  comenzare  á  dilapidar  sus  bienes,  quedará  á  salvo  á  la  mu^ 
jer  ei  derecho  que  le  conceden  las  leyes  para  exigir  que  los  que 
subsistan  de  su  dote  se  le  entreguen,  se  depositen  en  lugar  seguro, 
ó  se  pongan  en  administración. 

Art.  188.  Los  bienes  dótales  que  quedaren  hipotecados  ó 
inscritos  con  dicha  cualidad,  según  lo  dispuesto  en  los  números  pri^ 
mero  y  segundo  del  art.  169,  no  se  podrán  enajenar,  gravar  ni  hi- 
potecar sino  en  nombre  y  con  el  consentimiento  espreso  de  ambos 
^nyuges,  y  quedando  á  salvo  á  la  mujer  el  derecho  de  exigir  que 
su  marido  le  hipoteque  otros  bienes,  si  los  tuviere,  en  sustitución  de 
ios  enajenados,  ó  los  primeros  que  adquiera  cuando  carezca  de  ellos 
al  tiempo  de  la  enajenación. 

Sí  cualquiera  de  los  cónyuges  fuere  menor  de  edad,  se  observa- 
rán en  la  enajenación  de  dichos  bienes  las  reglas  establecidas  para 
-este  caso  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Sí  la  mujer  fuere  la  menor,  el  juez  que  autorice  la  enajenaua-* 
i:ion  cuidará  de  que  se  constituya  la  hipoteca  de  que  trata  el  párrafo 
primero  de  este  artículo. 

\rt.  189.  Los  bienes  propios  del  marido,  hipotecados  á  la 
seguridad  de  la  dote,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  número  tercero 
del  artículo  169,  podrán  enajenarse,  gravarse  ó  hipotecarse  por  et 
mismo  marido  sin  los  requisitos  espresados  en  el  párrafo  primero 
del  artículo  anterior  y  siempre  que  esto  se  haga  dejando  subsistente 
la  hipoteca  legal  constituida  sobre  ellos ,  con  la  prelacion  corres- 
4K>ndíente  á  su  fecha. 

Cuando  dicha  hipoteca  haya  de  estinguirse  ,  reducirse,  subro- 
garse ó  posponerse,  será  indispensable  el  consentimiento  de  la  mu- 
jer, y  se  aplicará  lo  dispuesto  en  et  articulo  precedente. 

Art.  190.  La  mujer  podrá  exigir  la  subrogación  de  su  hipoteca 
en  otros  bienes  del  marido,  según  lo  dispuesto  en  los  dos  anteriores 
artículos  y  en  cualquier  tiempo  qne  lo  crea  conveniente,  desde  qu^ 
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^ya  consentido  por  escrito  en  la  enajenación  ó  gravamen  de  to» 
inmuebles  afectos  á  su  dote,  ó  como  condición  previa  para  prestar 
tiicbo  consentimiento. 

Si  la  mujer  se  bailare  en  cualquiera  de  los  casos  previstos  en 
los  párrafos  segundo  y  tercero  del  art.  i82,  podrán  también  ejercí- 
'ter  este  derecho  en  su  nombre  las  personas  designadas  en  el  mismo 
artículo. 

Art.  19i»  Los  bienes  pertenecientes  á  dote  inestimada,  y  tos 
parafernales  que  se  bailaren  inscritos  con  su  respectiva  calidad,  se 
sujetarán  para  su  enajenación  á  las  reglas  del  derecho  coipan;  y  si 
se  enajenaren,  será  con  la  obligación  de  restituirlos  al  marido,  y 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  488. 

Art.  492.  Cuando  los  bienes  dótales  consistan  en  rentas  6  pen- 
siones perpetuas,  si  llegaren  á  enajenarse,  se  asegurará  su  devolu- 
ción constituyendo  hipoteca  por  el  capital  que  las  mismas  rentas  ó 
pensiones  representen,  capitalizadas  al  interés  legal. 

Si  las  pensiones  fueren  temporales  y  pudiera  ó  debieren  sob- 
sistir  después  de  la  disolución  del  matrimonio,  se  constituirá  la  hi- 
poteca por  la  cantidad  en  que  convengan  los  cónyuges ,  y  sí  do  se 
convinieren ,  por  la  que  Gje  el  juez. 

Art.  i93.  Las  disposiciones  de  esta  ley  sobre  la  hipoteca  do- 
tal  no  alteran  ni  modiOcan  las  contenidas  en  los  artículos  Í059,. 
1041  y  i  114  del  Código  de  Comercio;  pero  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 1117  del  mismo  no  tendrá  lugar  cuando  la  dote  estnviera 
asegurada  con  hipoteca  anterior  á  los  crédílos  que  se  reclamen. 

§.  3.« 

De  la  hipoteca  por  bieiies  reservaUes. 

Art.  194.  La  hipoteca  especial  que  tienen  derecho  k  exigir  los 
hijos  menores  por  razón  de  bienes  reservables ,  se  censtitinri  eos 
los  requisitos  siguientes: 

Primero.  El  padre  presentará  al  juez  el  inventarío  y  tasaci#a 
pericial  de  los  bienes  que  deba  asegurar ,  con  una  relación  de  los 
que  ofrezca  en  hipoteca,  acompañada  de  los  títulos  que  prueben  su 
dominio  sobre  ellos,  y  de  los  documentos  que  acrediten  su  valor  y 
iu  libertad ,  ó  los  gravámenes  á  que  estén  afectos. 

Segundo.  Si  el  juez  estimare  exaetas  las  relaciones  de  bienes, 
y  suficiente  la  hipoteca  ofrecida,  iKetari  providencia  mandando  es-* 
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lender  ud  acta  ea  el  mismo  espediente ,  en  la  cual  se  declareo  los 
iomuebles  reservables,  á  fio  de  hacer  constar  esta  cualidad  en  sufi 
io^cripcioDes  de  dominio  respectivas,  y  se  constituya  la  hipoleca 
por  su  valor  y  por  el  de  los  demás  bienes  sujetos  á  reserva ,  sobre 
los  mismos  inmuebles,  y  los  de  la  propiedad  absoluta  del  padre  que 
se  ofrezcan  en  garantía. 

Tercero.  Si  el  juez  dudare  de  la  suficiencia  de  la  hipoteca  ofre- 
cida por  el  padre,  podrá  mandar  que  este  practique  las  diligencias 
ó  presente  los  documentos  que  juzgue  convenientes  á  fin  de  acre- 
ditar aquella  circunstancia. 

Cuarto.  Si  la  hipoteca  no  fuere  suficiente ,  y  resultare  tener  el 
padre  otros  bienes  sobre  que  constituirla,  mandará  el  juez  esten- 
derla á  los  que,  á  su  juicio ,  basten  para  asegurar  el  derecho  del 
hijo.  Si  el  padre  no  tuviera  otros  bienes,  mandará  el  juez  constituir 
la  hipoteca  sobre  los  ofrecidos,  pero  espresando  en  la  providencia 
que  son  insuficientes ,  y  declarando  la  obligación  en  que  queda  el 
mismo  padre  de  ampliarla  con  los  primeros  inmuebles  que  ad- 
quiera. 

Quinto.  El  acta  de  que  trata  el  número  segundo  de  este  ar- 
tículo espresará  todas  las  circunstancia  que  deba  contener  la  ins- 
cripción de  hipoteca,  y  será  firmada  por  el  padre,  autorizada  por  el 
escribano,  y  aprobada  por  el  juez. 

Sesto.  Mediante  la  presentación  en  el  Registro  de  una  copia  de 
esta  acta  y  del  auto  de  su  aprobación  judicial,  se  harán  los  asientos 
é  inscripciones  correspondientes  para  acreditar  la  cualidad  reser- 
vable  de  los  bienes  que  lo  sean,  y  llevar  á  efecto  la  hipoteca  cons- 
tituida. 

Art.  195.  Si  trascurrieren  noventa  días  sin  presentar  el  padre 
al  juzgado  el  espediente  de  que  trata  el  articulo  anterior,  podrán 
reclamar  el  cumplimiento  del  mismo  los  tutores  6  curadores  de  los 
hijos,  si  los  hubiere,  y  en  su  defecto  los  parientes,  cualquiera  que 
sea  su  grado,  ó  el  albacea  del  cónyuge  premuerto. 

El  término  de  los  noventa  dias  empezará  á  contarse  desde  que, 
por  haberse  contraido  segundo  ó  ulterior  matrimonio,  adquieran 
los  bienes  al  carácter  de  reservablcs. 

Art.  196.  Si  concurrieren  á  pedir  la  constitución  de  la  hipo- 
teca legal  dos  ó  mas  de  las  personas  comprendidas  en  el  artículo 
anterior,  se  dará  la  preferencia  al  que  primero  la  haya  recla- 
mado. 
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Art.  197.  Cuando  los  hijos  sean  mayores  de  edad,  solo  ellos 
podrán  exigir  la  constitución  de  la  hipoteca  á  su  Tavor. 

Art.  i98.  El  juez  que  haya  aprobado  el  espediente  de  que 
trata  el  art.  194,  cuidará  bajo  su  responsabilidad,  de  que  se  hagan 
tas  inscripciones  y  asientos  prevenidos  en  el  número  sesto  del  mis- 
mo artículo. 

Art.  199.  Si  el  padre  no  tuviese  bienes  que  hipotecar,  se  ins- 
truirá también  el  espediente  prevenido  en  el  art.  194»  con  el 
único  fin  de  hacer  constar  la  reserva  y  su  cuantía. 

La  providencia  que  en  tal  caso  recaiga,  se  limitará  á  declarar 
lo  que  proceda  sobre  estos  puntos,  y  la  obligación  del  padre  á  bt- 
polecar  los  primeros  inmuebles  que  adquiera. 

Si  fueren  inmuebles  las  bienes  reservables,  mandará  el  juez 
que  se  haga  constar  su  calidad  en  el  registro  en  la  forma  prescrita 
en  el  art.  173. 

Art.  200.  Lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  articulo  an- 
terior no  será  aplicable  á  la  madre ,  sino  en  el  caso  de  que  su  se- 
gundo marido  no  tuviere  tampoco  bienes  que  hipotecar. 

Art.  201.  La  madre  asegurará  con  las  mismas  formalidades 
que  el  padre  el  derecho  de  sus  hijos  á  los  bienes  reservables,y  si  no 
tuviere  bienes  inmuebles  propios,  ó  los  que  tenga  no  fueren  sufi- 
cientes para  constituir  hipoteca  por  la  cantidad  necesaria,  hipoteca* 
rá  su  segundo  marido  los  que  poseyere  hasta  cubrir  el  importe  to- 
tal de  los  que  deban  asegurarse. 

Si  entre  ambos  cónyuges  no  pudieren  constituir  hipoteca  bas- 
tante, quedará  solidariamente  obligado  cada  uno  á  hipotecar  los 
primeros  inmuebles  ó  derechos  reales  que  adquiera. 

§.  4.^ 
De  la  hipotect  por  razoi  de  leadio. 

Art.  202.  El  hijo  á  cuyo  favor  establece  esta  ley  hipoteca  le- 
gal por  razón  de  peculio,  tendrá  derecho: 

Primero.  A  que  los  bienes  inmuebles  que  formen  parte  del  pe- 
culio se  inscriban  á  su  favor,  si  ya  no  lo  estuvieren ,  con  espresion 
de  esta  circunstancia. 

Segundo.  A  que  su  padre  asegure  con  hipoteca  especial,  si  pu- 
diere, los  bienes  que  no  sean  inmuebles,  pertenecientes  al  roisno 
peculio. 


Digitized  by 


Google 


PROTBGTO  OB    LBY   HIPOTSCARIA.  265 

kxi.  903.  Se  entenderá  que  no  puede  el  padre  constituir  la  hi* 
poteca  de  que  trata  el  articulo  anterior,  cuando  carezca  de  bienes 
ioaiuebles  hipoteca  bles. 

Si  los  que  tuviere  fueren  insuficientes,  constituirá  sin  embargo 
fobre  ellos  la  hipoteca,  sin  perjuicio  de  ampliarla  á  otros  que  ad- 
quiera después,  en  caso  de  que  se  le  exija. 

Art.  204.  Si  los  hijos  fueren  mayores  de  edad,  solo  ellos  po- 
drán exigir  la. inscripción  de  bienes  y  la  constitución  de  hipoteca  á 
que  les  dá  derecho  el  art.  20i2,  procediendo  para  ello  en  la  forma 
establecida  en  el  art.  i  65. 

Art.  205.  Si  los  hijos  fueren  menores  de  edad,  podrán  pe- 
dir en  su  nombre  que  se  hagan  efectivos  las  derechos  espresados 
tm  el  art.  202: 

Primero.  Las  personas  de  quienes  procedan  los  bienes  en  que 
«onsista  el  peculio. 

Segundo.    Los  herederos  ó  albaceas  de  dichas  personas . 

Tercero.    Los  ascendientes  del  menor. 

Cuarto.  La  madre,  si  estuviere  legalmente  separada  de  su 
marido. 

Art.  206.  El  curador  del  hijo  dueño  del  peculio  estará  obli- 
gado en  todo  caso  á  pedir  la  inscripción  de  bienes  y  la  constitución 
de  la  hipoteca  legal;  y  si  se  anticipare  á  hacerlo  alguna  de  las  per- 
iconas indicadas  en  el  articulo  anterior,  se  dará  á  dicho  curador 
conocimiento  del  espediente,  el  cual  no  se  decidirá  sin  su  audiencia. 

§.  5.^ 

Be  la  hipoteca  fot  raxoi  de  totela  ó  cnradnria. 

Art.  207.  No  se  espedirá  la  Real  cédula  de  habilitación  para 
«oQtinuar  en  la  tutela  ó  curadoría  de  sus  hijos  á  la  madre  que  pase 
á  segundas  ó  posteriores  nupcias  y  obtenga  dicha  habilitación,  sin 
que  constituya  previamente  y  con  aprobación  del  juez  la  hipoteca 
especial  correspondiente. 

Art.  208.  Si  la  madre  se  mezclare  ó  continuare  mezclándo- 
se en  la  administración  de  la  tutela  ó  curaduría,  antes  de  constituir  la 
hipoteca  prevenida  en  el  articulo  anterior,  quedará  obligado  su  ma- 
rido á  prestar  la  que  se  establece  en  el  art.  211,  respondiendo  con 
ella  de  las  resultas  de  la  administración  ilegal  de  su  mujer. 
TOMO  xvu.  54 
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Art.  209.  Si  la  madre  no  coQslíUiyere  la  hipoteca  en  el  lér- 
nÚDo  de  sesenta  días»  contadas  desde  la  Techa  del  naevo  matrisM*- 
nio,  nombrará  ó  hará  nombrar  el  juez,  con  arreglo  á  las  leyes,  oUt^ 
tutor  ó  curador  al  huérfano  ó  incapacitado»  bien  á  instancia  de 
cnalqulera  de  los  parientes  de  éste,  ó  bien  de  oficio. 

Art.  210.  El  tutor  ó  curador  nombrado  conforme  á  lo  prevenir 
do  en  el  articulo  anterior  prestará  su  tíanza  con  las  formalidades 
prescritas  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  oyéndose  además  par% 
su  aprobación  al  pariente  que  en  su  caso  haya  pedido  el  nombra^ 
miento. 

Art.  21i.  El  hijo  cuya  madre,  siendo  ó  habiendo  sido  sn 
tutora  ó  curadora,  contraiga  nuevo  matrimonio  antes  de  la  aprobar 
cion  de  las  cuentas  de  su  tutela  ó  curaduría,  podrá  exigir  que  d  pa^ 
drastro  constituya  sobre  sus  propios  bienes  hipoteca  especial  bas- 
tante á  responder  de  las  resultas  de  dichas  cuentas. 

Art.  212.  Si  el  hijo  fuere  menor  de  edad,  deberán  pedir  en 
su  nombre  la  constitución  de  la  hipoteca  de  que  trata  el  ariteulo 
anterior,  y  calificar  la  suficiencia  de  la  que  se  ofreciere: 

Primero.    El  tutor  ó  curador  del  mismo  hijo. 

Segundo.    El  curador  para  pleitos,  si  lo  tuviere  Bombeado. 

Tercero.  Cualquiera  de  los  parientes  del  hijo  por  la  línea  pa- 
terna. 

Cuarto.  En  defecto  de  todos  estos,  los  parientes  de  la  linea  al- 
terna. 

Art.  213.  Si  concurrieren  á  pedir  la  hipoteca  dos  ó  mas  de  las 
personas  indicadas  en  el  artículo  anterior ,  será  preferida  para  la 
prosecución  del  espediente  la  que  corresponda  siguiendo  el  orden 
prescrito  en  el  mismo  artículo. 

Si  concurrieren  dos  ó  mas  parientes  de  una  misma  línea,  se  en- 
tenderá con  todos  el  procedimiento,  siempre  que  convengan  en  li- 
tigar unidos. 

Art.  214.  Los  tutores  ó  curadores  obligados  á  dar  fianza  ^  de- 
berán constituir  hipoteca  especial  á  favor  de  las  personas  que  ten- 
gan bajo  su  guarda ,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  titulo  III, 
parte  segundado  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  215.  Si  la  hipoteca  constituida  por  el  tutor  ó  curador  lle- 
gare á  ser  insuficiente,  el  juez  exigirá  á  su  prudente  arbitrio  naa 
ampliación  de  fianza,  ó  adoptará  tas  providencias  oportunas  para 
asegurar  los  intereses  del  menor  ó  incapacitado. 
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\rt.  216.  La  ampliación  de  fianza  de  que  trata  el  artículo  an- 
terior, podrá  pedirse  por  cualquiera  persona,  ó  decretarse  de  oficia 
en  cuaíqnier  tiempo  en  que  el  juez  lo  eslime  conveniente;  pero 
guardándose  en  lodo  caso  las  formalidades  prevenidas  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  para  la  constitución  de  la  primera  fianza. 

Si  el  juez  no  creyere  procedente  exigir  dicha  ampliación ,  debe* 
rá  disponer  el  depósito  del  sobrante  de  las  rentas  ó  la  imposiciMí 
de  los  fondos  conforme  á  lo  determinado  en  los  números  cuar* 
to  y  quinto  del  art.  1272  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  217.  Las  direcciones  generales ,  los  gobernadores  de  la» 
provincias  y  los  alcaldes  deberán  exigir  la  constitución  de  hipe- 
tecas  especiales  sobre  los  bienes  de  los  que  manejen  fondos  pébii-» 
eos  ó  contraten  con  el  Estado,  las  provincias  ó  Jos  pueblos,  en 
todos  los  casos  y  en  la  forma  que  prescriban  los  reglamentos  ad- 
ministrativos. 

Art.  218.  El  Estado  tendrá  preforencia  sobre  cualquiera  otr# 
acreedor  para  el  cobro  de  una  anualidad  de  los  impuestos  que  gra- 
ven á  los  inmuebles. 

Para  tener  igual  preforencia  por  mayor  suma  que  la  correspoB^ 
diente  á  dicha  anualidad,  podrá  exigir  el  Estado  una  hipoteca  es^ 
pecial  en  k  forma  qne  determinen  los  reglamentos  ¿Iministra- 
tivos. 

§.  6.* 

Be  otras  hipoCeGis  legales. 

Art.  21^.  El  asegurador  de  bienes  inmuebles  tendrá  derecho  á 
exigir  una  hipoteca  especial  sobre  los  bienes  asegurados,  cuyo 
dueño  no  haya  satisfecho  los  premios  del  seguro  de  dos  ó  mí» 
anos,  ó  dos  ó  mas  de  los  últimos  dividendos ,  si  el  seguro  fnece 
mutuo. 

Art.  220.  Mientras  no  se  devenguen  los  premios  de  los  d^ 
mos ,  ó  los  dos  últimos  dividendos  en  su  caso ,  tendrá  el  crédito 
del  asegurador  preforencia  sobre  los  demás  créditos. 

Art.  221.  DÍevengados  y  no  satisfechos  los  dos  dividendos ,  é 
las  dos  anualidades  de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores ,  da* 
berá  constituirse  la  hipoteca  por  toda  la  cantidad  que  se  debiere,  j 
la  inscripción  no  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 
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TITULO  VI. 

OCL  HODO  DE   LLBTAK   LOS  REGISTROS. 

kti.  S22.  El  Registro  qae  según  el  artículo  i.*^  de  esU  ley  debe 
tiRber  eo  cada  pueblo  cabeza  de  partido  judicial,  se  llevará  en  libro» 
foliados  y  rubricados  por  el  juez  de  primera  instancia  del  mismo 
partido,  ó  por  el  decano  donde  hubiere  roas  de  uno. 

Art.  923.  Los  libros  espresados  en  el  artículo  anterior  serán 
vnirormes  para  todos  los  Registros,  y  se  formarán  bajo  la  direccíoii 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  con  todas  las  precauciones  con- 
venientes, á  Gn  de  impedir  cualesquiera  fraudes  ó  falsedades  que 
pudieran  cometerse  en  ellos. 

Art.  224.  Solo  harán  fé  los  libros  que  lleven  los  Registrado- 
res formados  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  articulo  anterior. 

Art.  228.  Los  libros  del  Registro  no  se  sacarán  por  ningún 
motivo  de  la  oficina  del  Registrador;  todas  las  diligencias  judiciales  j 
eeirajudiciales  que  exijan  la  presentación  de  dichos  libros,  se  ejecn- 
taran  precisamente  en  la  misma  oficina. 

Art.  226.  El  Registro  se  dividirá  en  dos  secciones:  una  que 
ae  titulará  de  la  Propiedad,  y  otra  de  las  Hipotecas. 

Cada  sección  se  llevará  en  libros  diferentes,  numerados  por  or- 
den de  antigüedad. 

Art.  227.  La  sección  del  Registro  titulada  de  la  Propiedad, 
eomprenderá  todas  las  inscripciones,  anotaciones  preventivas  y 
cancelaciones  de  los  títulos  sujetos  á  inscripción,  según  los  arts.  2.* 
y  8.*,  con  escepcion  de  las  inscripciones,  anotaciones  y  cancelacio- 
nes de  las  hipotecas. 

Art.  228.  El  Registro  de  la  Propiedad  se  llevará  abriendo  uno 
particular  á  cada  finca  en  el  libro  correspondiente,  asentando  por 
primera  partida  de  él  la  primera  inscripción  que  se  pida  relativa  á 
la  misma  finca,  siempre  que  sea  de  traslación  de  propiedad. 

Guando  no  sea  de  esta  especie  la  primera  inscripción  que  se 
pida,  se  trasladará  al  Registro  la  última  de  dominio  que  se  haya 
hecho  en  los  libros  antiguos  á  favor  del  propietario  cuya  finca  quede 
gravada  por  la  nueva  inscripción.  Todas  las  inscripciones  y  cance- 
laciones posteriores  se  asentarán  á  continuación ,  sin  dejar  claros 
entre  unos  y  otros  asientos. 
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A.rt.  2i9.  Los  asientos  rclalívos  á  cada  fiaoa  se  numeraraD 
eorrelativamente,  y  se  tirmaráa  por  el  Registrador. 

Art.  ¿30.  La  sección  del  Registro  titulada  de  las  HipoUcat: 
se  llevará  en  dos  libros :  uno  pov  árdea  ie  fechas,  y  otro  por  órdei% 
alfabélico. 

Art.  231.  En  el  libro  llevado  por  orden  de  fechas,  se  asenta- 
ran todas  las  inscripciones  y  cancelaciones  de  hipotecas  que  deban 
hacerse ,  así  como  las  notas  marginales  que  á  las  mismas  hagan 
rererencia. 

Los  asientos  se  numerarán  por  el  mismo  orden. 
Art.  2$3.    En  el  libro  de  hipotecas  llevado  por  orden  alfabé- 
tico se  colocarán  los  asientos  en  la  letra  que  corresponda  á  la  iniciad 
del  apellido  del  dueño  del  inmueble  hipotecado. 

Art.  233.  Los  folios  del  libro  de  hipotecas  por  orden  alfabé- 
tico, estarán  divididos  en  cinco  columnas,  en  cada  una  de  las  cua- 
les se  anotará : 

En  la  primera,  el  nombre  del  que  constituya  la  hipoteca. 

En  la  segunda,  la  fecha  y  clase  del  título  en  cuya  virtud  se  ba- 
ya constituido. 

En  la  tercera,  el  número  que  tuviere  en  el  Registro  la  Gnca  hi« 
potecada  ó  la  gravada  con  el  derecho  hipotecario  y  el  número  de  la 
inscripción  de  este. 

En  la  cuarta,  la  fecha  en  que  se  haya  hecho  la  inscripción ,  el 
tomo  y  folio  del  Registro  por  orden  de  fechas  en  que  la  misma  se 
halle,  y  el  número  que  tuviere  en  dicho  Registro. 

En  la  quinta,  la  cancelación,  cuan  Jo  se  baga,  espresando  la 
fecha  del  título  y  la  del  asiento  de  ella. 

'  Art.  234.  El  registro  por  orden  alfabético  se  considerará  co- 
mo índice  del  llevado  por  orden  de  fechas.  Los  asientos  que  en  él  se 
hagan  no  surtirán  por  sí  solos  los  efectos  de  las  inscripciones,  pero 
servirán  de  prueba,  á  juicio  de  los  tribunales,  en  las  cuestiones  que 
se  susciten  sobre  la  validez  de  las  mismas  inscripciones. 

Art.  235.  La  falta  de  asiento  de  una  inscripción  en  el  libro 
por  orden  alfabético  no  afectará  á  la  validez  de  la  misma,  si  se  ha- 
llare estendida  en  el  Registro  por  orden  de  fechas  coa  las  formali- 
dades ^correspondientes. 

Art.  236.  Cuando  no  haya  conformidad  entre  la  inscripciou 
hecha  en  el  libro  llevado  por  orden  de  fechas  y  el  asiento  del  Re^;:!^- 
ir%.airabélico,  hará  fé  la  primera. 
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Art.  337.  El  ilegistrador  autorizará  confirma  eatera  los 
los  de  presentación  del  diario,  las  inscripciones,  anotactooes  pre* 
▼entíTas  y  cancelaciones  del  Registro  de  la  propiedad,  y  las  del  He- 
lero de  las  hipotecas  por  orden  de  fechas:  con  media  firma  las  ño- 
las marginales  y  los  asientos  de  referencia  de  hipotecas  que  bagaa 
en  el  mismo  Registro  de  la  propiedad,  y  con  rúbrica  solamente,  ios 
asientos  del  Registro  de  las  hipotecas  por  orden  alfabétioo. 

Art.  338.  Los  Registradores  llevarán  además  «n  libro  Uamadoí 
Diario,  donde  en  el  momento  de  presentarse  cadatitalo,  estenderta 
un  breve  asiento  de  su  contenido. 

Art.  359.  Los  asientos  del  diario  se  numerarán  correlatira* 
mente  en  el  acto  de  ejecutarlos. 

Art.  340.  Los  asientos  de  que  trata  el  artículo  anterior  se  et^ 
lenderán  por  el  orden  con  que  se  presenten  los  Utulos,  sin  dejar  cla- 
f06  ni  huecos  entre  ellos,  y  espresarán: 

Primero.  El  nombre,  apellido  y  vecindad  del  que  présenle  el 
titulo. 

Segundo.    La  hora  de  su  presentación. 

Tercero.  La  especie  del  título  presentado,  su  fecha,  y  auloridad 
é  escribano  que  lo  suscriba* 

Cuarto.  La  e^eie  de  derecho  que  se  eonstiiuya,  trasmitftt  im-» 
difique  ó  estinga  por  el  título  que  se  pretenda  inscribir. 

Quinto.  La  naturaleza  de  la  finca  ó  derecho  real  qve  sea  objeto 
del  titulo  presentado,  con  espresion  de  su  situación,  aa  nombre  y  sa 
número,  si  lo  tuviere. 

Sesto.  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  i  cuyo  iim>r^e  pre« 
tenda  hacer  h  inscripción. 

Sétimo.  La  firma  del  Registrador  y  de  la  persona  que  preaenta 
el  título,  6  de  un  testigo,  si  este  no  pudiere  firmar. 

Art.  341.  Cuando  el  Registrador  estienda  en  el  libro  correapon^ 
diente  la  inscrípeion,  anotación  preventiva  ó  cancelaeioii  á  que  ao 
refiera  el  asiento  de  presentación,  lo  espresará  asi  al  nduigen  de  di« 
<ho  asiento  indicando  el  tomo  y  folio  en  que  aquella  se  baUare,  así 
eomo  el  númiero  que  tuviere  la  finca  en  el  fiegistro,  y  el  que  se  kk^ 
ya  dado  á  la  misma  inscripción  solicitada. 

Art.  343.  Todos  los  dias  no  feriados,  á  la  hor«  préviasanoia 
inalada  para  cerrar  el  Registro,  en  la  forma  que  determinen  loe  re* 
glamentos,  se  cerrará  el  diario  por  medio  de  una  diligoiieia  qne^e§- 
lenderá  y  firmará  el  Registrador  inmediatamente  desp«ea  del  dttíaio 
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^»reoto  que  hubiere  hecho.  En  ella  se  hará  mención  del  número  de 
alientos  qae  se  hayan  estendido  en  el  día,  ó  de  la  circunstancia,  en 
su  caso,  de  no  haberse  veríücado  ninguno. 

Si  llegare  la  hora  de  cerrar  el  Registro  antes  de  concluir  un  asien* 
to«  se  continuará  éste  hasta  su  conclusión,  pero  sin  admitir  entre 
tanto  ningún  otro  titulo,  y  espresando  aquella  circunstancia  en  la 
diligencia  de  cierre. 

Art.  245.    Las  inscripciones  hechas  en  dias  feriados  serán  nulas. 

Art.  244.  Al  pié  de  todo  título  que  se  inscriba  en  el  Registro 
de  la  propiedad  ó  en  el  de  las  hipotecas  pondrá  el  Registrador  una 
nota  firmada  por  él,  que  esprese  la  especie  de  inscripción  que  se 
haya  hecho,  la  sección  del  Registro,  tomo  y  fóHo  en  que  se  halle» 
el  número  de  la  finca,  y  el  de  la  inscripción  ejecutada. 

Art.  245.  Ninguna  inscripción  se  hará  en  el  Registro  de  la 
propiedad  sin  que  se  acredite  previamente  el  pago  de  los  impuestos 
establecidos  ó  que  se  establecieren  por  las  leyes,  si  los  devengare 
el  acto  ó  contrato  que  se  pretenda  inscribir. 

Art.  246.  No  obstante  lo  prevenido  en  el  articulo  anterior,  po- 
drá estenderse  el  asiento  de  presentación  antes  que  se  verifique  el 
pago  del  impuesto;  mas  en  tal  caso  se  suspenderíi  la  inscripción  y 
se  devolverá  el  titulo  al  que  lo  haya  presentado,  á  fin  de  que  en  su 
vista  se  liquide  y  satisfaga  dicho  impuesto. 

Pagado  éste,  volverá  el  interesado  á  presentar  el  título  en  el  Re* 
j^tro,  y  se  estenderá  la  inscripción. 

Art  247.  La  liquidación  del  impuesto  que  deba  pagarse  en 
cada  caso  se  hará  por  las  oficinas  de  Hacienda  pública  en  la  forma 
que  determinen  los  reglamentos. 

Art.  248.  Las  cartas  de  pago  de  los  impuestos  satisfechos  por 
actos  ó  contratos  sujetos  á  inscripción,  se  estenderán  por  duplicado, 
7  se  entregarán  ambos  ejemplares  á  la  persona  que  los  satisfaga. 

Uno  de  estes  ejemplares  se  presentará  y  quedará  archivado  en 
el  Registro. 

EhRegístrador  que  no  oonsenrarc  dieho  ejemplar,  será  respon- 
f«ble  directamente  de  los  derechos  que  hayan  dejado  de  sattsfacer<» 
se  á  la  Hacienda. 

Avt.  249.    Para  que  en  virtud  de  providencia  jndiciaf  pueda 
hacerse  cualquier  asiento  en  el  Registro,  espedirá  et  juez  por  dnpli* 
cado  el  mandamiento  correspondiente. 
*     El  Rtgistrador  devolverá  uno  de  (os  ejemplares  al  arismo  jaet 
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que  lo  haya  dírigiJo,  ó  al  iutcresado  que  io  haya  presentado,  con^ 
nota  firmada  por  él,  en  que  esprese  quedar  cumplido»  y  conservara 
el  olro  en  su  oficio,  estcndiendi)  en  él  una  nota  rubricada  igual  á  ia 
que  hubiere  puesto  en  el  ejemplar  devuelto, 

£sios  documentos  se  archivarán  enlegajados,  numerándolos  por 
el  orden  de  su  presentación. 

Art.  ^0.  Los  Registradores  conservarán  también  en  legajos 
por  orden  de  fechas  y  numerados  los  títulos  de  otra  especie  en  cuya 
virtud  cancelen  total  ó  parcialmente  alguna  hipoteca,  pero  ponkn- 
do  previamente  en  ellos  la  nota  á  que  se  refiere  el  art.  244. 

Art.  251.  Los  demás  titules  que  se  presenten  al  Registro  se 
devolverán  á  los  interesados  con  la  nota  prevenida  en  el  art.  244» 
después  de  haber  hecho  de  ellos  el  uso  que  corresponda. 

Art.  232.  Los  interesados  en  una  inscripción,  anotación  pre- 
ventiva ó  cancelación,  podrán  exigir  que,  antes  de  hacerse  en  el 
libro  el  asiento  principal  de  ella,  se  les  dé  conocimiento  de  la  mínala 
del  mismo  asiento. 

Si  notaien  en  ella  algún  error  ú  omisión  importante»  podrán  pe- 
dir que  se  subsane,  acudiendo  al  Regente  ó  su  delegado,  en  el  cas« 
de  que  el  Registrador  se  negare  á  hacerlo. 

El  Regente  ó  su  delegado  resolverá  lo  que  proceda  sin  forma  de 
juicio  y  en  el  término  de  seis  dias. 

Art.  233.  Siempre  que  se  dé  al  interesado  conocimiento  de  la 
minuta  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior  y  manifieste  su 
conformidad,  ó  no  manifestándola  decida  el  Regente  la  forma  en 
que  aquella  se  deba  estender,  se  hará  mención  de  una  ú  otra  cir- 
cunstancia en  el  asiento  respectivo. 

título  vn. 

DE  LA  BECTIFICACION  DÉLOS  ASIENTOS  DEL  RECISTaO. 

Art.  234.  Los  Registradores  podrán  rectificar  por  si,  bajo  su 
responsabilidad,  los  errores  materialas  cometidos: 

Primero.  En  los  asientos  principales  de  inscripción,  anotación 
preventiva  ó  cancelación  que  existan  en  el  Registro  de  la  propiedad 
ó  en  el  de  las  hipotecas  por  orden  de  fechas,  y  cayos  respectivos 
V'tulos  se  conserven  en  el  Registro. 

Segundo.    En  los  asientos  de  presentación,  notas  margiiMites^ 
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indicaciODee  de  referencia  y  asientos  del  Registro  de  las  hipotecas 
por  orden  alfabético,  aunque  los  títulos  no  obren  en  la  ofícina  del 
Registro,  siempre  que  la  inscripción  principal  respectiva  baste  para 
dar  á  conocer  el  error  y  sea  posible  rectificarlo  por  ella. 

Tercero.  En  los  mismos  asientos  comprendidos  en  el  párrafo 
anterior,  cuando  la  inscripción  principal  no  baste  para  dar  i  cono- 
cer el  error,  pero  exista  en  el  Registro  el  título  de  ella. 

Art.  255.  Los  Registradores  no  podrán  rectificar  sin  la  con- 
formidad del  interesado  que  tenga  en  su  poder  el  título  inscrito,  6 
sin  una  providencia  judicial  en  su  defecto,  los  errores  materiales  co- 
metidos: 

Primero.  En  inscripciones ,  anotaciones  preventivas  ó  cancela- 
ciones comprendidas  en  el  Registro  de  la  propiedad  ó  en  el  de  las 
hipotecas  por  orden  de  fechas ,  y  cuyos  títulos  no  existan  en  el  Re- 
gistro. 

Segundo.  En  asientos  de  presentación ,  notas  marginales,  indi- 
caciones de  referencia  ó  asientos  de  Registro  de  las  hipotecas  por 
orden  alfabético ,  cuando  dichos  errores  no  puedan  comprobarse 
por  las  inscripciones  principales  respectivas,  y  no  existan  tampoco 
los  títulos  en  la  oficina  del  registro. 

Art.  286.  Los  errores  de  concepto  cometidos  en  inscripcio- 
nes, anotaciones  ó  cancelaciones,  ó  en  otros  asientos  referentes  á 
ellas,  cuando  no  resulten  claramente  de  las  mismas,  no  se  rectifica» 
rán  sin  el  acuerdo  unánime  de  todos  los  interesados  y  del  Registra- 
flor,  ó  una  providencia  judicial  que  lo  ordene. 

Los  mismos  errores  cometidos  en  asientos  de  presentación ,  no^ 
tas  marginales,  indicaciones  de  referencia  y  asientos  del  R  gistro  de 
las  hipotecas  por  orden  alfabético ,  cuando  la  inscripción  principal 
respectiva  baste  para  darlos  á  conocer,  podrá  rectificarlos  por  si  el 
Registrador. 

Art.  ^7.  El  Registrador  ó  cualquiera  de  los  interesados  en 
una  inscripción  podrá  oponerse  á  la  rectificación  que  otro  solicite  por 
causa  de  error  de  concepto,  siempre  que  á  su  juicio  esté  conforme 
el  concepto  que  se  suponga  ecpiivocado  con  el  correspondiente  en 
el  título  á  que  la  inscripción  se  refiera. 

La  cuestión  que  se  suscite  con  este  motivo  se  decidirá  en  juicio 
ordinario'. 

Art.  438.  Cuando  los  errores  materiales  ó  de  concepto  pro^ 
dttzcan  la  nulidad  de  la  inscripcioq,  conforme  al  art.  o  J,  no  habrá  lu- 

TOMO  XVII.  38 


Digitized  by 


Google 


274  BEViSTA  DE   LEGISLACIÓN. 

gar  á  rectificaciones,  y  se  pedirá  y  declarará  por  quien  corresponda 
dicha  Dulidad. 

Art.  259.  Se  entenderá  que  se  comete  error  material  para  el 
efecto  de  ios  anteriores  artículos ,  cuando  sin  intención  conocida  se 
escriban  unas  palabras  por  otras,  se  omita  la  espresion  de  alguna 
circunstancia  cuya  Taita  no  sea  causa  de  nulidad ,  ó  se  equivoquen 
los  nombres  propios  ó  las  cantidades  al  copiarlas  del  título ,  sin 
cambiar  por  eso  el  sentido  general  de  la  inscripción,  ni  el  de  nin- 
guno de  sus  conceptos. 

Art.  260.  Se  entenderá  que  se  comete  error  de  concepto, 
cuando  al  espresar  en  la  inscripción  alguno  de  los  contenidos  en  el 
título,  se  altere  ó  varíe  su  sentido,  sin  que  esta  falta  produzca  ne- 
cesariamente la  nulidad,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  aru  30. 

Art.  261.  Los  errores  materiales  que  se  cometan  en  la  redac- 
ción de  los  asientos  no  podrán  salvarse  con  enmiendas,  tachas  ni 
raspaduras ,  ni  por  otro  medio  que  un  asiento  nuevo,  en  el  cual  se 
esprese  y  rectifique  claramente  el  error  cometido  en  el  anterior. 

Art.  262.  Los  errores  de  concepto  se  rectificarán  por  medio 
de  una  nueva  inscripción,  la  cual  se  hará  por  medio  de  la  presenta- 
ción del  mismo  lílulo  ya  inscrito^  si  el  Registrador  reconociere  su 
error,  ó  el  Juez  lo  declarare;  y  en  virtud  de  un  título  nuevo  si  el 
error  fuere  producido  por  la  redacción  vaga,  ambigua  ó  inexacta 
del  título  primitivo,  y  las  partes  convinieren  en  ello,  ó  lo  declarare 
así  una  sentencia  judicial. 

Art.  263.  Siempre  que  sehsTga  la  rectificación  en  virtud  del 
mismo  título  antes  presentado,  serán  todos  los  gastos  y  perjuicios 
que  se  originen  de  cuenta  del  Registrador. 

En  el  caso  de  necesitarse  un  título  nuevo,  pagarán  lo$. interesa- 
dos los  gastos  de  la  nueva  inscripción  y  los  demás  que  ia  rectifica- 
ción ocasione. 

Art.  264.  El  concepto  rectificado  no  surtirá  efecto  en  ningún 
caso,  sino  desde  la  fecha  de  la  rectificación. 

irruLo  vm. 

DE  LA  DIRECCIÓN  É  lüSPEGClON  DE  LOS  P.BGISTaOS. 

Art.  28a.    Los  Registros  dependerán  esclusivamente  del  Mí-- 
nisterio  de  Gracia  y  Justicia. 
Art.  266.    Se  establecerá,  bajo  la  dependencia  ínmodiaU  del 
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nismo  Hioislro  de  Gracia  y  Justicia,  una  Dirección  general  del  /tf « 
(fisUv  de  la  propiedad. 

An.  26T.  Correspoaderá  á  la  Dirección  general  que  se  esta- 
blece por  el  articulo  anterior: 

Primero.  Proponer  al  Ministro  de  Gracia  y  justicia»  ó  ddoptar 
por  si  en  los  casos  que  determinen  los  reglan^ntos»  las  disposicio- 
nes necesarias  para  el  establecimiento  de  los  Registros  de  la  pro* 
piedad  en  todo  el  reino,  y  para  asegurar  en  ellos  la  observancia  de. 
esta  ley  y  de  los  reglamentos  que  se  dicten  para  su  ejecución. 

Segundo.  Instruir  los  espedientes  que  se  formen  para  la  provi- 
sión de  los  Registros  vacantes,  6  la  separación  de  los  Registradores, 
proponiendo  la  resolución  definitiva  que  en  cada  caso  proceda  coü 
arreglo  á  la  tey. 

Tercero.  Resolver  las  dudas  que  se  ofrezcan  á  los  funcionarios 
encargados  de  la  aplicación  de  esta  ley,  en  cuanto  no  exijan  dis- 
posiciones de  carácter  general  que  deban  adoptarse  por  el  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia. 

Cuarto.  Formar  y  publicar  ios  estados  del  movimiento  de  la 
propiedad  coa  arreglo  á  los  datos  que  suministren  los  Registra -> 
dores. 

Quinto^  Ejercer  la  alta  inspección  y  vigilancia  en  todos  los  Re- 
gistros del  Reino,  entendiéndose  para  ello  con  los  Regentes  de  las 
Audienciai^  y  ^un  con  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  los  mismos 
itegistradores  cuando  lo  crean  conveniente  al  mejor  servicio. 

Las  demás  atribuciones  de  la  Dirección,  su  organización  y  plan- 
ta, se  fijarán  por  un  Real  decreto. 

Art.  26S.  Los  Regentes  de  las  Audiencias  serán  inspectores 
de  los  Registros  de  su  territorio,  y  ejercerán  inmediatamente  las  fa- 
cultadps  qfie  en  tfil  poncepto  les  corresponden  por  medio  de  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  de  los  partidos  respectivos,  quienes  serán 
para  e^le'i^fécto  sus  delegados. 

En  los  partidos  dpnde  haya  mas  de  un  Juez,  ejercerá  la  delega^' 
cion'éí  qué  el  Regente  designe. 

Art., 269.    ^os  Regentes  ó  sus  delegados  visitarán  los  Registros - 
el  día  liUimo  de  cada  trimestre,  estendiendo  acta  esprestva  del  es- 
lado,  en  que  los  encuentren. 

Art.  3TÓ.  Los  Regentes  podrán,  además  de  la  visita  ordinaria 
trimestral,  practicar  por  sí  ó  por  medio  de  sus  delegados  las  e^- 
Uaordíoarias  que  juzguen  convenientes,  bien  generales  á  toda 


Digitized  by 


Google 


276  REVJSTA  DE  LEGISLACIÓN. 

el  Registro,  ó  bien  parciales  á  determinados  libros  det  mismo* 
Para  las  visitas  estraordinarias  podrá  delegar  el  Regente  sus  fa- 
cultades, si  lo  creyere  necesario,  en  un  Magistrado  de  la  Audiencia. 

Art.  271.  Los  delegados  remitirán  á  los  Regeates  las  actas 
<>.spresadas  en  el  art.  269  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  ém 
que  termine  la  visita. 

Art.  272.  Los  Regentes  darán  cada  seis  meses  al  Mioistería 
de  Gracia  y  Justicia  un  parte  circunstanciado  del  estado  en  que  se 
bailaren  los  Registros  sujetos  ásu  inspección  y  autoridad. 

Art.  273.  Si  los  Regentes  notaren  alguna  falla  de  formalidad 
por  parte  de  los  Registradores  en  el  modo  de  llevar  los  Registros,  é 
cualquier  infracción  de  la  ley  ó  de  los  reglamentos  para  su  ejeeu- 
cion,  adoptarán  las  disposiciones  necesarias  para  corregirlas,  y  en 
su  caso  penarlas  con  arreglo  á  la  misma  ley. 

Si  la  falta  6  infracción  notada  pudiere  ser  calificada  de  delito, 
pondrán  al  culpable  á  disposición  de  los  tribunales. 

Art.  274.  Si  el  Regente  notare  que  algún  Registrador  no  hu- 
biere prestado  fianza  ó  no  hubiere  depositado  la  cuarta  parte  de  sus 
honorarios,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  SOS,  lo  suspenderá 
en  el  acto. 

Art.  27o.  Siempre  que  el  Regente  suspenda  á  algún  Registra- 
dor, nomhnirá  otro  que  le  reemplace  interinamente,  y  dará  cuenta 
justiKcada  de  los  motivos  que  para  ello  hubiere  tenido  el  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  276.  Los  Registradores  consultarán  directamente  con  el 
Regente  ó  con  el  Juez  su  delegado  cualquiera  duda  queseles  ofrez- 
ca sobre  la  inteligencia  y  ejecución  de  esta  ley  ó  de  los  reglamen-^ 
los  que  se  dicten  para  aplicarla. 

Si  consultado  el  Juez  de  primera  instancia  dudare  sobre  la  re- 
;soluc¡on  que  se  deba  adoptar,  elevará  la  consulta  con  su  informe  al 
Regente. 

Si  consultado  el  Regente  por  el  Juez  ó  por  el  Registrador  Cavíere 
Ja  misma  4uda,  elevará  la  consulta  al  Gobierno. 

Art.  277.  Siempre  que  la  duda  que  dé  lugar  á  la  consulta  det 
Registrador  impida  estender  algún  asiento  principal  en  el  Registro 
<le  la  propiedad  ó  en  el  de  las  hipotecas  por  orden  de  fechas,  se  ha* 
rá  una  anotación  preventiva  en  el  libro  correspondiente,  la  cual 
surtirá  (odos  los  efectos  de  la  prevenida  en  el  párraro  octavo  dél' 
«t.42; 
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La  reso)iic¡<m  á  la  consulta  eo  tal  caso  se  comanicará  precisa^ 
iMDte  al  Registrador  en  el  término  de  los  sesenta  dias  senalado<^ 
jpara  la  duración  de  dichas  anotaciones  en  el  art.  96. 

Si  no  se  comnnicare  dicha  resolución  en  el  término  espresado» 
continoará  produciendo  su  efecto  la  anotación. 

Art.  278.  Por  la  anotación  preventiva  de  que  trata  el  arKciiío 
anterior,  no  se  llevará  al  interesado  derecho  alguno. 

TITULO  IX« 

DE  LA  PUBLICIDAD  DE  LOS  ftEGISTaOS. 

\rt.  279.  Los  Registros  serán  públicos  para  los  que  tengan 
interés  conocido  en  averiguar  el  estado  de  los  bienes  inmuebles  6 
derechos  reales  inscritos. 

Art.  280.  Los  Registradores  pondrán  de  manifiesto  los  Regis- 
ti;os  en  la  parte  necesaria  á  las  personas  que  á  su  juicio  tengan 
interés  en  consultarles,  sin  sacar  los  libros  del  oficio  y  con  laspre-» 
cauciones  convenientes  para  asegurar  su  conservación. 

Art«  281.    Los  Registradores  espedirán  certificaciones: 

Primero.  De  los  asientos  de  todas  clases  que  existan  en  el  Re- 
gistro relativos  á  bienes  que  los  interesados  señalen. 

Segundo.  De  asientos  determinados  que  los  mismos  interesa- 
dos designen,  bien  fijando  los  que  seau,  ó  bien  refiriéndose  á  los 
que  existan  de  una  ó  mas  especies  sobre  ciertos  bienes. 

Tercero.  De  las  inscripciones  hipotecarias  y  cancelaciones  de 
Ja  misma  especie,  hechas  á  cargo  ó  en  provecho  de  personas  sena^ 
ladas. 

Cuarto.  De  no  existir  asientos  de  ninguna  especie  ó  de  espe- 
cie determinada  sobre  bienes  señalados,  ó  á  cargo  de  ciertas  per- 
jionas. 

Art.  282.  Las  certificaciones  espresadas  en  el  articulo  ante- 
rior podrán  referirse,  bien  aun  período  fijo  y  señalado,  ó  bien  á  todo 
el  trascurrido  desde  la  primitiva  instalación  del  Registro,  respectivo. 

Art.  285.  La  libertad  ó  gravamen  de  los  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales  solo  podrá  acreditarse  en  perjuicio  de  tercero,  por 
la  certificación  de  que  trata  el  artículo  precedente. 

Art.  284.  Cuando  las  certificaciones  de  que  trata  el  art.  281 
AO  fueren  conformes  con  los  asientos  de  su  referencia,  se  estará  á 
lo  que  de  estos  resulte,  salva  1^  acción  <^el  perjudicado  por  ellas 
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^ara  exigir  la  indemnización  correspondiente  del  Registrador  q«e 
-Jiaya  cometido  la  Taita. 

Art.  28o.  Los  Registradores  no  espedirán  las  certificaciones  dé 
que  tratan  los  anteriores  artículos,  sino  á  instancia  por  escrito 
del  que,  á  su  juicio,  tenga  interés  conocido  en  averiguar  el  estado 
ilel  inmueble  ó  derecho  real  de  que  se  trate,  ó  en  virtud  de  man- 
damiento judicial. 

Art.  286.  Cuando  el  Registrador  se  negare  á  manifestar  el  Re- 
f^istro,  ó  á  dar  certificación  de  lo  que  en  él  conste,  podrá  el  qne  lo 
haya  solicitado  acudir  en  queja  al  Regente  de  la  Audiencia,  si  resi- 
diere en  el  mismo  lugar,  ó  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido^ 
<^n  cualquier  otro  caso. 

El  Regente  ó  el  Juez  decidirá,  oyendo  al  Registrador. 
Si  la  decisión  fuere  del  Juez,  podrá  recnrrirse  al  Regente  en 
queja. 

Art.  287.  Las  solicitudes  de  los  interesados,  y  los  mandamien- 
tos de  los  Jueces  en  cuya  virtud  deban  certificar  los  Registradores, 
«spresarán  con  toda  claridad: 

Primero.  La  especie  de  certificación  que,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 28i,  se  exija,  y  si  ha  de  ser  literal  ó  en  relación. 

Segundo.  Las  noticias  que,  según  la  especie  de  dicha  certiB- 
cacion,  basten  para  dar  á  conocer  al  Registrador  los  bienes  ó  per- 
sonas de  que  se  trate. 

Tercero.    El  periodo  á  que  la  certificación  deba  contraerse. 

Art.  288.  Las  certificaciones  se  darán  de  losasientof  del  Regis- 
Iro  de  la  propiedad  ó  del  de  las  hipotecas  por  orden  de  fechas,  ó  de 
ambos  á  la  vez,  según  fuere  su  clase. 

También  se  darán  de  los  alientos  del  diario,  cuando  al  tieropa 
de  espedirla  existiere  alguno  pendiente  de  inscripción  en  dichos  Re- 
gistros que  debiera  comprenderse  en  la  certificación  pedida,  y 
cuando  se  trate  de  acreditar  la  libertad  de  alguna  finca,  ó  la  no  exis- 
tencia de  algún  derecho. 

Art.  289.  Los  Registradores  no  certificarán  de  los  asientos  del 
Registro  de  las  hipotecas  por  orden  alfabético,  ni  de  los  del  diario, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  anterior,  sino 
cuando  el  Juez  lo  mande,  ó  los  interesados  lo  pidan  espresa- 
inente. 

Art.  290.  Las  certificaciones  se  espedirán  literales  é  en  reladM^ 
Mgun  se  mandaren  dar  ó  se  pidieren. 
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Las  cerlificaciones  literales  corapreoderáa  iotegraménte  lo^r 
asientos  á  que  se  refieran. 

Las  certificaciones  en  relación  espresarán  todas  las  circunstan- 
cias que  los  mismos  asientos  contuvieren,  necesarias  para  su  vali- 
dez, según  el  art.  30,  las  cargas  que  á  ía  sazón  pesen  sobre  el  in- 
mueble ó  derecho  inscrito,  según  la  inscripción  relacionada,  y  cual* 
quiera  otro  punto  que  el  interesado  señale,  ó  juzgue  importante  el 
Registrador. 

Art.  291.  Los  Registradores,  previo  examen  de  los  libros,  es- 
tenderán las  certificacienes,  con  relación  únicamente  á  los  bienes» 
personas  y  períodos  designados  en  la  solicitud  ó  mandamiento,  sin 
referir  en  ellas  mas  asientos  ni  circunstancias  que  los  exigidos, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  288  y  en  el 
292,  pero  sin  omitir  tampoco  ninguno  que  pueda  considerarse  com- 
prendido en  los  términos  de  dicho  mandamiento  ó  solicitud. 

Art.  292.  Cuando  se  pidiere  ó  mandare  dar  certificación  de  una 
inscripción  señalada,  bien  literal  ó  bien  en  relación,  y  la  que  se  se~ 
Halare  estuviere  cancelada,  el  Registrador  insertará  á  continuación 
de  <^lla  copia  literal  del  asiento  de  cancelación. 

Art.  293.  Guando  se  pidiere  certificación  de  los  gravámenes  que 
tuviere  sobre  sí  un  inmueble ,  y  no  apareciere  del  Registro  ningu- 
no vigente  impuesto  en  la  época  ó  por  las  personas  designadas,  lo 
espresará  así  el  Registrador,  refiriéndose  á  cada  uno  de  los  libros 
de  los  dos  Registros,  y  al  diario. 

Si  resultare  algún  gravamen,  lo  insertará  literal  ó  en  relación, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  290,  espresando  á  continuación 
que  no  aparece  ningún  otro  subsistente. 

Art.  294.  Cuando  el  Registrador  dudare  si  está  subsistente  una 
inscripción,  por  dudar  también  de  la  validez  ó  eficacia  de  la  cance- 
lación que  á  ella  se  refiera,  insertará  á  la  letra  ambos  asientos  ea 
la  certificación,  cualquiera  que  sea  la  forma  de  esta,  espresando 
que  lo  hace  así  por  haber  dudado  sí  dicha  cancelacisn  tenia  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  producir  sus  efectos  legales,  y  los 
motivos  de  la  duda. 

Art.  295.  Los  Registradores  espedirán  las  certificaciones  que  se 
les  pidan  en  el  mas  breve  término  posible,  pero  sin  que  este  pueda 
esceder  nunca  del  correspondiente  á  cuatro  días  por  cada  finca  cu- 
yas inscripciones,  libertí^  ó  gravámenes  se  trate  de  acreditar. 

Art.  29o.    Trascurrido  el  término  prefijado  en  el  articulo  ante- 
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tior,  podrá  acudir  el  interesado  al  Regente  ó  á  su  detegtdo  solici- 
tando le  admita  justificación  de  la  demora,  y  procediendo  conrorme 
á  lo  prevenido  en  el  art.  286. 

TITULO  X. 

DEL  IlOMBRAllIENTOy  CUALIDADES  T  DEBKtKS  DE  LOS  BBGISTRADOKBS. 

Art.  297.    Cada  Registro  estará  á  cargo  de  un  Registrador.. 

Art.  298.    Para  ser  nombrado  Registrador  se  requiere: 

Primero.    Ser  mayor  de  25  anos. 

Secundo.    Ser  abogado. 

Tercero.  Haber  desempeñado  funciones  judiciales  ó  fiscales,  ó 
ejercido  la  abogacía  cuatro  anos  por  lo  menos. 

Art.  299.    No  podrán  ser  nombrados  Registradores: 

Primero.  Los  fallidos  ó  concursados  que  no  hayan  obtenido 
rehabilitación. 

Segundo.  Los  deudores  al  Estado  ó  á  fondos  públicos  como  se* 
gundos  contribuyentes  ó  por  alcance  de  cuentas. 

Tercero.    Los  procesados*criminalmenle,  mientras  (o  estuvieren. 

Cuarto.  Los  condenados  á  penas  aflictivas  npentras  no  obten- 
gan rebabililacion. 

Art.  300.  El  cargo  de  Registrador  será  incompatible  con  el  de 
Juez  de  paz,  alcalde,  notario,  y  ^on  cual(|uiera  empleo  dotado  con 
fondos  del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los  pueblos. 

Art.  301.  En  cada  Registro  habrá  los  oGciales  y  auxiliares  que 
el  Registrador  necesite,  nombre  y  retribuya,  los  cuales  desempeña- 
rán los  trabajos  que  el  mismo  les  encomiende,  pero  bajo  su  ünica  y 
esclusiva  responsabilidad. 

Art.  303.  El  nombramiento  de  los  Registradores  se  hará  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  303.  Antes  de  proceder  al  nombramiento  de  los  Registra- 
dores anunciará  el  Gobierno  las  plazas  vacantes  en  la  Gocetod^iVa- 
drid  y  en  los  Boletines  oficiales  de  las  provincias  respectivas,  para 
que  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  á  la  publicación  del  anun- 
cio puedan  presentar  sus  solicitudes  documentadas  los  aspirantes 
que  se  crean  con  las  cualidades  necesarias  para  obtenerlos, 

Art.  304.  Los  que  sean  nombrados  Registradores  no  podrán  ser 
puestos  en  posesión  de  su  cargo,  sin  que  presten  previamente  uoa 
fianza  cuyo  importe  Gjarán  los  reglamentos. 
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Art.  30S.  Si  aDQOcíada  una  yacante  en  ItíGaóeta  d^  Madrid  J 
CD  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva,  no  se  presentare  i 
^solicitarla  quien  pueda  prestar  fianza,  la  proveerá  el  Gobierno  siiL 
dicha  fianza  previa;  pero  en  este  caso  el  nombrado  deberá  deposi- 
tar en  la  caja  general  de  depósitos,  en  algún  banco  autorizado  por 
1^  ley,  ó  en  sus  comisionados,  la  cuarta  parte  de  los  honorarios  que 
devengue  hasta  completar  la  suma  de  la  garanlía. 

ktu  306.  El  depósito»  ó  la  fianza  en  su  caso,  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior,  no  se  devolverá  al  Registrador  hasta  tres  anos  des- 
pués de  haber  cesado  en  su  cargo,  durante  cuyo  tiempo  se  anuncia- 
rá cada  seis  meses  por  el  Juez  dicha  devolución  en  el  Boletín  y  pe- 
riódicos oficiales  de  la  provincia  y  en  la  Gaceta  de  Madrid^  á  fin  de 
que  llegue  á  noticia  de  todos  aquellos  que  tengan  alguna  acción  que 
deducir  contra  el  mismo  Registrador. 

Xrt.  307.  La  fianza  de  los  Registradores  y  el  depósito  eo  su  ca- 
so, quedarán  afectos,  mientras  no  se  devuelvan,  á  la  responsabili- 
dad en  que  aquellos  incurran  por  razón  de  su  cargo  con  preferen* 
cia  á  cualesquiera  otras  obligaciones  de  los  mismos  Registradores. 

Art.  308.  Los  Registradores  no  podrán  ser  removidos  sino  por 
sentencia  judicial  ó  por  el  Gobierno,  en  virtud  de  espediente  ins- 
truido por  el  Regente  con  audiencia  del  interesado  é  informe  del 
Juez  del  partido. 

Para  que  la  remoción  pueda  decretarse  por  el  Gobierno,  se  debe- 
rá acreditar  en  el  espediente  alguna  falta  cometida  por  el  Registra- 
dor en  el  ejercicio  de  su  cargo,  ó  que  le  haga  desmerecer  en  el 
concepto  público. 

Art.  309.  Luego  que  los  Registradores  tomen  posesión  del  car- 
ero, propondrán  al  Regente  el  nombramiento  de  un  sustituto  que  los 
reemplace  en  sus  ausencias  y  enfermedades,  pudiendo  elegir  para 
ello  bien  á  alguno  de  los  oficiales  del  mismo  Registro,  ó  bien  á  otra 
persona  de  su  confianza. 

SI  el  Regente  se  conformare  con  la  propuesta,  espedirá  desde 
luego  el  nombramiento  al  sustituto.  Si  no  se  conformare  por  algún 
motivo  grave,  mandará  al  Registrador  que  le^  proponga  otra  per- 
sona. 

El  sustituto  desempeñará  sus  funciones  bajo  la  responsabilidad 
4^1  Registrador,  y  será  removido  siempre  que  este  lo  solicite. 

Art.  310.  Los  Registradores  formarnu  en  fío  de  cada  año  tr^s 
estados  duplicados  y  espresivos; 

TOMO  ivii.  36 
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El  pr¡mero>  de  la»  enajenaciones  de  inmuebles  hechas  daranie 
e)  ano,  sus  precios  líquidos,  y  derechos  pagados  por  ellos  á  la  Ha- 
cienda púbh'ca. 

El  segundo,  de  los  derechos  de  usufiraoto,  uso,  bahitacion,  ser- 
vidumbres, censos  y  otros  cualesquiera  reales  impuestos  sobre  tos 
inmuebles,  con  esclusion  de  las  bipoteca9>  sus  valores  en  capital  y 
renta,  y  derechos  pagados  por  ellos  á  la  Hacienda  pública. 

El  tercero,  de  las  hipotecas  constituidas,  número  de  fincas  hipo- 
tecadas, importe  de  los  capitales  asegurados  por  ellas,  cancelacio- 
nes de  hipotecas  verificadas,  número  de  fincas  liberadas  y  de  capi- 
tales reintegrados. 

El  reglamento  determinará  las  demás  circunstancias  que  deban 
espresar  dichos  estados,  y  la  manera  de  redactarlos. 

Art.  311.  Los  Registradores  remitirán  antes  del  dia  1."*  de  abril 
los  estados  espresados  en  el  artículo  anterior  á  ios  Regentes  de  las 
Audiencias,  los  cuales  los  dirigirán  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia antes  del  1.^  de  junio,  con  las  observaciones  que  estimen  con- 
venientes. 

El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  remitirá  antes  del  1.*  de  agosto 
uno  de  dichos  estados  al  de  Hacienda  para  su  conocimiento. 
;    Art.  312.    Los  Registradores  percibirán  los  honorarios  que  se 
establecen  por  esta  ley ,  y  costearán  los  gastos  necesarios  para 
conservar  y  llevar  los  Registros. 

TITULO  XI. 

DB  U  RBSPOÜSABILIDAD  DBLOS  BEGBTRADOaBS. 

Art.  313.  Los  Registradores  responderán  civilmente,  en  primer 
lugar  con  sus  fianzas,  y  en  segundo  con  sus  demás  bienes,  de  todos 
los  danos  y  perjuicios  que  ocasionen: 

Primero.  Por  no  asentar  cu  el  diario,  no  inscribir  ó  no  anotar 
preventivamente  en  el  término  señalado  en  la  ley  los  títulos  que  se 
presenten  al  Registro. 

Segundo.  Por  error  ó  inxactitud  cometidos  en  inscripciones, 
cancelaciones,  anotaciones  preventivas  ó  notas  marginales. 

Tercero.  Por  no  cancelar  sin  fundado  motivo  alguna  inscrip- 
ción ó  anotación,  ú  omitir  el  asiento  de  alguna  nota  marginal  en  el 
término  correspondiente. 
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Cuarto.  Por  cancelar  alguna  inscripción,  anotación  preventiva 
ó  nota  marginal  sin  el  título  y  requisitos  que  exige  esta  ley* 

Quinto.  Por  error  ü  omisión  en  las  certificaciones  de  inscrip- 
ción 6  de  libertad  de  los  inmuebles  ó  derechos  reales,  6  por  no  es- 
pedir dichas  certificaciones  en  el  término  señalado  en  esta  ley. 

Art.  SI  4.  Los  errores,  inexactitudes  ú  omisiones  espresados  en 
el  artículo  anterior,  no  serán  imputables  al  Registrador  cuando  ten- 
gan su  origen  en  algún  defecto  del  mismo  título  inscrito,  y  no  sea 
de  los  que  notoriamente,  y  según  los  artículos  19 ,  número  octavo 
del  42, 100  y  101,  debieran  haber  motivado  la  denegación  ó  la  sus- 
pensión de  la  inscripción,  anotación  ó  cancelación. 

Art.  315.  La  rectificación  de  los  errores  cometidos  en  asientos 
de  cualquiera  especie,  y  que  no  traigan  su  origen  de  otros  cometi- 
dos en  los  respectivos  títulos,  no  librará  al  Registrador  de  la  respon- 
sabilidad en  que  puede  incurrir  por  los  perjuicios  que  hayan  ocasio- 
nado los  mismos  asientos  antes  de  ser  rectificados. 

Art.  316.  El  Registrador  será  responsable  con  su  fianza  y  con 
hus  bienes  de  las  indemnizaciones  y  multas  á  que  puedan  dar  lugar 
los  actos  de  su  suplente,  mientras  esté  á  su  cargo  el  Registro. 

Art.  317.  El  que  por  error,  malicia  ó  negligencia  del  Registra- 
dor perdiere  un  derecho  real  ó  la  acción  para  reclamarlo,  podrá  eli- 
gir desde  luego  del  mismo  Registrador  el  importe  de  lo  que  hubiere 
perdido. 

El  que  por  las  mismas  causas  pierda  solo  la  hipoteca  de  una  obli- 
gación, podrá  exigir  que  el  Registrador,  á  su  elección,  ó  le  propor- 
cione otra  hipoteca  igual  á  la  perdida,  ó  deposite  desde  luego  la 
cantidad  asegurada  para  responder  en  su  dia  de  dicha  obligación. 

Art.  318.  £1  que  por  error,  malicia  ó  negligencia  del  Registra- 
dor quede  libre  de  alguna  obligación  inscrita  será  responsable 
solidariamente  con  el  mismo  Registrador  del  pago  de  las  indem- 
nizaciones á  que  este  sea  condenado  por  su  Taita. 

Art.  319.  Siempre  que  en  el  caso  del  artículo  anterior,  indem- 
nice el  Registrador  al  perjudicado,  podrá  repetir  la  cantidad  que 
por  tal  concepto  pagare  del  que  por  su  falta  haya  quedado  libre  de 
la  obligación  inscrita. 

Guando  el  perjudicado  dirigiere  su  acción  contra  el  favorecido 
por  dicha  falta,  no  podrá  repetir  contra  el  Registrador,  sino  en  el  ca- 
so de  que  no  llegue  á  obtener  toda  la  indemnización  reclamada,  ó 
alguna  parte  de  ella. 
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Art.  330.  La  acción  civil  que  con  arreglo  al  ari..  317  ejercite  el 
perjudicado  por  las  faltas  del  Registrador,  no  impedirá  ni  detendrá 
el  oso  de  la  penal  que  en  su  caso  proceda  conrorme  á  las  leyes. 

Art.  321.  Toda  demanda  que  haya  de  deducirse  contra  el  Re- 
gistrador para  exigirle  la  responsabilidad^  se  presentará  y  sustan- 
ciará ante  el  juzgado  á  cuyo  partido  corresponda  el  Registro  en  que 
se  haya  cometido  la  falla. 

En  las  capitales  de  provincia  donde  haya  mas  de  un  juzgado»  se 
presentarán  dichas  demandas  ante  el  juez  decano. 

Art.  522.  Las  infracciones  de  esta  ley,  ó  de  los  reglamentos  que 
se  espidan  para  su  ejecución,  cometidas  por  los  Registradores, 
aunque  no  causen  perjuicio  á  tercero,  ni  constituyan  delito,  serán 
castigadas  sin  formación  de  juicio  por  los  Regentes,  con  multa  deiO 
¿200  duros. 

Art.  323.  Las  sentencias  ejecutorias  que  se  dicten  condenando 
á  los  Registradores  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  se  pu- 
blici^rán  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia, si  hubieren  de  hacerse  efectivas  con  la  fianza,  por  no  satis- 
facer el  condenado  el  importe  de  la  indemnización. 

En  virtud  de  este  anuncio,  podrán  deducir  sus  respectivas  de- 
mandas los  que  se  crean  perjudicados  por  otros  actos  del  mismo  Re- 
gistrador, y  si  no  lo  hicieren  en  el  término  de  noventa  dias,  se  lle- 
vará á  efecto  la  sentencia. 

Art.  324.  Si  se  dedujeren  dentro  del  término  de  los  noyenla 
dias  algunas  reclamaciones,  continuará  suspendida  la  ejecución  de 
la  sentencia  hasta  que  recaiga  sabré  ellas  ejecutoria,  á  no  ser  que 
la  lianza  bastare  notoriamente  para  cubrir  el  importe  de  dichas  re- 
da^maciones  después  de  cumplida  la  ejecutoria. 

Art.  323.  Cuando  la  fianza  no  alcanzare  á  cubrir  todas  las  re- 
clamaciones que  se  estimen  procedentes,  se  prorateará  su  importe 
entre  los  que  las  hayan  formulado. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  de  los  demás  bienes  délos  Registradores. 

Art.  326.  El  Regente  suspenderá  desde  luego  al  Registrador 
condenado  por  ejecutoria  á  la  indemnización  de  danos  y  perjuicios, 
«i  en  el  término  de  diez  dias  no  completare  ó  repusiere  su  fianza,  ó 
no  asegurare  á  los  reclamantes  las  resultas  de  los  respectivos  jai- 
pios, 

Art.  527.    El  perjudicado  por  los  aclos  de  un  Registrador  que  no 
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deduzca  su  demanda  ea  el  térniíno  de  los  noventa  días  señalados  en 
el  artículo  323»  deberá  ser  indemnizado  con  lo  que  restare  de  la 
lianza  ó  de  los  bienes  del  mismo  Registrador,  y  sin  perjuicio  de  ló 
dispuesto  en  el  art.  318. 

Art.  328.  Sí  admitida  la  demanda  de  indemnización,  no  pare- 
ciere bastante  para  asegurar  su  importe  el  de  la  fianza,  deberá  el 
Juez  decretar  á  instancia  del  actor  una  anotación  preventiva  sobre 
los  bienes  del  Registrador. 

kn.  3^9.  Cuando  un  Registrador  fuere  condenado  á  la  vez  á  ^ 
indemnización  de  danos  y  perjuicios  y  al  pago  de  multas,  se  abo9a- 
rán  con  preferencia  los  primeros. 

Art.  330.  El  término  para  la  devolución  de  las  fianzas  deberá 
contarse  desde  que  el  interesado  deje  de  ejercer  el  cargo  del  Regis- 
trador, y  no  desde  que  cese  en  un  Registro  para  pasar  á  otro. 

Art.  331 .  Al  Registrador  que  pase  de  un  Registro  de  mayor  fian- 
za á  otro  que  la  exija  menor,  no  se  le  devolverá  la  diferencia,  sino 
en  el  plazo  y  con  las  condiciones  que  prescribe  el  art.  306. 

Art.  o32.  La  acción  para  pedir  la  indemnización  de  los  danos  y 
perjuicios  causados  por  los  actos  de  los  Registradores,  prescribirá  él 
ano  de  ser  conocidos  los  mismos  perjuicios  por  el  que  pueda  recia- 
marlos,  y  no  durará  en  ningún  caso  mas  tiempo  que  el  señalado 
por  las  leyes  comunes  para  la  prescripción  de  las  acciones  perso- 
nales, contándose  desde  la  fecha  en  que  la  falta  haya  sido  cometida. 

Art.  333.  El  Juez  ante  quien  fuere  demandado  un  Registrador 
para  la  indemnización  de  perjuicios  causados  por  sus  actos,  dará 
parte  inmediatamente  de  la  demanda  al  Regente  de  quien  dependa 
el  mismo  Registrador. 

£1  Regente  en  su  vista  deberá  mandar  al  Juez  que  disponga  la 
anotación  preventiva  de  que  trata  el  art.  328,  si  la  creyere  proce- 
dente y  no  estuviere  ordenada,  previniéndole  al  mismo  tiempo  que 
le  dé  cuenta  de  los  progresos  del  litigio  en  períodos  señalados. 

£1  que  ausente  noventa  dias  no  agitare  el  curso  de  la  demanda 
que  hubiere  deducido,  se  entenderá  que  renuncia  á  su  derecho. 

TITULO  xnu 

DE  LOS  HONORARIOS  DE  LOS  RBGISTRADOABS. 

Art.  33i.  Los  Registradores  cobrarán  los  honorarios  de  los 
isienlos  que  hagan  en  los  libros  y  de  tas  certificaciones  que  espi- 
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dan,  coa  sujeción  estricta  al  arancel  que  acompaña  á  esta  ley. 
Losados  ó  diligencias  que  no  tengan  señalados  los  honorarío& 
en  dicho  arancel,  no  devengarán  ningunos. 

Art.  355.  Los  honorarios  del  Registrador  se  pagarán  por  aquel 
6  aquellos  á  cuyo  favor  se  inscriba  ó  anote  inmediatamente  el  de- 
recho. 

Art.  336.  Cuando  fueren  varios  los  que  tuvieren  la  obligación 
espresada  en  el  artículo  anterior,  el  Registrador  podrá  exigir  el  pa- 
go de  cualquiera  de  ellos,  y  el  que  lo  verifique  tendrá  derecho  á  re- 
clamar de  los  demás  la  parte  que  por  ios  mismos  haya  satisfecho. 
En  todo  caso  se  podrá  proceder  á  la  exacción  de  dichos  honora- 
rios por  la  vía  de  apremio,  pero  nunca  se  detendrá  ni  negará  la  ins- 
cripción por  falta  de  su  pago. 

Art.  337.  Los  asientos  que  se  hagan  en  los  índices,  en  el  Regis- 
tro de  las  hipotecas  por  orden  airabético,  y  en  cualesquiera  libros 
auxiliares  que  lleven  los  registradores,  no  devengarán  honorarios. 

Art.  338.  En  los  honorarios  que  señala  el  arancel  á  las  certifi- 
caciones de  los  Registradores  no  se  considerará  comprendido  el  im- 
porte del  papel  sellado  en  que  deban  estenderse,  el  cual  será  de 
cuenta  de  los  interesados. 

Art.  339.  Al  pié  de  todo  asiento,  certificación  ó  nota  que  haya 
devengado  honorarios,  estampará  el  Registrador  el  importe  de  los 
que  hubiere  cobrado,  citando  el  número  del  arancel  con  arreglo  al 
cual  tos  haya  exigido. 

Art.  340.  Los  honorarios  que  devenguen  los  Registradores  por 
lo$  asientos  ó  certificaciones  que  los  Jueces  manden  estender  ó  li- 
brar á  consecuencia  de  los  juicios  de  que  conozcan,  se  calííicaráa 
para  su  exacción  y  cobro  como  las  demás  costas  del  mismo  juicio. 

Art.  341.  Cuando  declare  el  Juez  infundada  la  negativa  del  Re- 
gistrador á  inscribir  ó  anotar  definitivamente  un  título,  no  estará' 
obligado  el  interesado  á  pagar  los  honorarios  correspondientes  á  la 
anotación  preventiva,  ó  en  su  caso  á  la  nota  marginal  que  el  mismo 
registrador,  haya  puesto  al  asiento  de  presentación  al  tiempo  de  de« 
volver  dicho  título,  ni  á  lá  cancelación  de  fa  misma  nota.  -^ 

Art.  342.  Cuando  se  rectificare  un  asiento  por  error  de  cual- 
quiera especie  cometido  en  él  por  el  Registrador,  no  devengará  este 
honorarios  por  el  asiento  nuevo  que  estendiere,  pero  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  art.  263. 

Art.  343.    Cuando  el  valor  de  la  finca  ó  derecho  á  qtte  se  refie- 
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ra  ct  asiente  ó  la  ceriificacioa  &o  escediere  de  2,000  rs. »  y  pasare 
ús^í  i,000>  se  exigirá  tao  solo  la-miiail  de  los  honorarios  respectiva- 
meóte  señalados  en  el  arancel.  Si  escedieodo  de  SiOO'rs.  no  pasare 
da  1,000,  se  exigirá  solamente  la  cuarta  parte  de  los  mismos  hono- 
rarios. 

Si  no  escedíere  de  ^0  rs. ,  solo  se  exigirá  la  cantidad  fija  que 
^uala  el  mismo  arancel. 

Art.  544.  Los  Registradores  se  sujetarán  estrictamente  en  la  re- 
dacción de  los  asientos,  notas  y  cerliUcaciones ,  á  las  instrucciones 
y  modelos  que  contendrá  el  reglamento  para  la  ejecución  de 
csla  ley. 

Art.  345.  Los  Jueces  delegados  de  los  Rege&les  para  la  inspeo* 
cion  de  ios  Registros  examinarán  cuidadosamente  en  Jas  visitas  si 
los  asientos  están  redactados  con  arreglo  á  los  modelos  indicados 
en  el  artículo  anterior,  y  consigoaráu  en  el  acta  las  fiíltas  que  no* 
taren  de  esta  especie»  á  lia  de  que  sea  corregido  disciplinariamenle 
el  Registrador  que  diere  á.sus  asientos  mas  ostensión  que  la  nece* 
aaria,  ü  omitiere  hacer  mención  en  ellos  de  las  eircunstancias  que 
deba  contener  según  su  okise. 

Art.  546.  El  Gobierno ,  dentro  de  los  cineo  anos  siguientes  á  in 
publicación  de  esta  ley,  podrá  hacer  en  el  arancel  que  á  la  misma 
acompaña  las  alteraciones  que  aconseje  la  esperiencia ,  oyendo  al 
Consejo  de  Estado. 

Pasados  los  cinco  aaost  no  podrá  hacerse  variación  alguna  sino 
por  medio  de  una  ley. 

TITULO  xm. 

I>B  LA  LIBERACIO?!  OB  LAS  HIVOTSCAS  LB6ALES  T  OTAOS  GaATÁXBfOES  BIlSTBirTE»* 

Art.  347.  Los  que  á  la  publicación  de  esta  ley  tengan  á 
su  favor  alguna  hipoteca  legal  de  las  no  esceptuadas  en  el  art.  354, 
podrán  exigir  en  el  término  de  un  año  que  la  persona  obligada  por 
dicha  hipoteca  constituya  é  inscriba  en  su  lugar  una  especial,  su* 
licienle  para  responder  del  importe  de  la  obligapion  asegurada  por 
la  primera. 

El  auo  prefijado  en  el  párrafo  anterior  empezará  á  correr  desde 
el  día  en  que  comience  á  regir  esta  ley. 

Art.  348.    Si  el  importe  de  la  obligación  que  se  deba  ase«* 
gurar  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  no  fuere  d«* 
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termioado  ó  líqaido,  se  fijará  de  comim  acuerdo  entre  ios  ¡aieresa- 
dos  ó  sus  representantes  legítimos  para  el  efecto  de  señalar  la 
cnaotía  de  la  ñipoteca  especial. 

En  este  caso  no  quedará  obligado  el  que  coostituya  la  hipoteca 
á  mas  que  á  lo  que  pueda  exigí rsele  por  resultado  de  la  obligación 
principal»  ni  el  que  tenga  á  su  favor  dioha  hipoteca  perderá  su  d^,- 
recho  para  exigir  por  la  acción  personal  la  parte  del  crédito  que  no 
alcancen  á  cubrir  los  bienes  hipotecados. 

Art.  549.  Si  no  hubiere  avenencia  entre  los  interesados 
sobre  la  determinación  del  importe  de  la  obligación  que  haya  de 
asegurarse,  ó  la  suficiencia  de  los  bienes  ofrecidos  en  hipoteca,  se 
decidirán  uno  y  otro  punto  por  el  Juez  en  la  forma  prescrita  cu  ^1 
artículo  165. 

Art.  3S0.  Trascurrido  el  ano  prescrito  en  el  art.  347 ,  no  po- 
drán exigir  la  constitución  de  hipotecas  especíales  en  sustitución 
de  las  legales  sino  los  que  tengan  derecho  á  ello  con  arreglo  á  esta 
ley»  y  en  la  forma  que  la  misma  prescribe » sin  perjuicio  de  lo  e;^- 
tablecido  en  el  art.  384. 

Art.  381.  Tampoco  surtirá  efecto  contra  tercero,  trascurrido 
el  año,  ninguna  hipoteca  legal  no  inscrita, con  esclusion  de  la^ 
comprendidas  en  el  referido  art.  354. 

Art.  352.  Las  hipotecas  especiales  que  se  constituyan  dentio 
del  espresado  término  de  un  ano,  bien  en  sustitución  de  las  lega- 
les comprendidas  en  los  artículos  353  y  354,  ó  bien  en  seguridad 
de  los  derechos  á  que  se  refiere  el  art.  358,  surtirán  su  efecto  des- 
de la  fecha  en  que,  con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  debería 
producirlo  la  hipoteca  legal  ó  el  derecho  asegurado,  para  lo  cual 
deberá  fijarse  dicha  fecha  en  la  inscripción  misma. 

Las  qtie  se  constituyan  pasado  dicho  término,  cualesquiera  que 
sean  su  origen  y  especie,  no  surtirán  efecto ,  en  cuanto  á  tercero, 
sino  desde  la  fecha  de  su  inscripción. 

Art.  353.  Las  hipotecas  legales  existentes,  cuya  inscripción 
como  hipotecas  especiales  podrá  exigirse  según  lo  dispuesto  en 
el  artículo  347,  serán  las  que  á  la  publicación  de  esta  ley  existan 
eon  el  carácter  de  tácitas  : 

Primero.  En  favor  de  la  Hacienda  pública,  sobre  los  bienes  ie> 
los  que  manejen  fondos  de  la  misma  ó  contraten  cota  ella,  y  sobi^ 
los  bienes  de  los  contribuyentes  que  deban  mas  de  una  anualid^id 
de  los  impuestos  que  graven  los  mismos  inmuebles. 
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Segundo.  En  favor  de  las  mujeres»  sobre  los  bieoes  de  an  leH 
cero  que  baya  ofrecido  dotarlas. 

Tercero.  En  favor  del  marido,  sobre  los  bienes  de  la  majer  qae 
haya  ofrecido  aportar  dote,  ó  sobre  los  bienes  de  un  tercero  que  ha-- 
biere  hecho  ignal  ofrecimiento  por  ella. 

Coarto.  En  lavor  de  los  menores  ó  incapacitados,  sobre  los  bie- 
nes de  sns  tutores  6  curadores ,  ó  de  los  herederos  de  estos  si  sus 
causantes  hubieren  fallecido  sin  tener  aprobadas  las  cuentas. 

Quinto.  En  favor  de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  su  madre  y 
los  de  su  padrastro,  si  aquella  hubiere  sido  su  tutora  ó  curadora  y 
no  tuviere  aprobadas  sus  cuentas. 

Sesto.  En  favor  también  de  los  menores  sobre  ¡os  bienes  de 
su  propiedad  vendidos ,  y  cuyo  precio  no  haya  sido  pagado  por 
completo. 

Sétimo.  En  favor  del  legatario  sobre  los  bienes  del  testador,  si 
el  legado  no  estuviere  pagado  por  completo. 

Octavo.  En  favor  de  los  acreedores  refaccionarios  sobre  las  An- 
cas refaccionadas,  por  las  cantidades  ó  efectos  anticipados  y  no  sa- 
tisfechos para  la  edificación  ó  reparación. 

Noveno.  En  favor  de  los  vendedores  sobre  la  cosa  vendida  por 
el  precio  de  la  misma,  cuyo  pago  no  haya  sido  aplazado. 

Art.  354.  No  podrán  exigir  la  constituciojí  é  inscripción  de 
hipoteca  especial «  según  lo  dispuesto  en  el  art.  347 ,  y  salvo  lo 
prescrito  en  los  articulos  568  y  siguientes,  los  que  á  la.  publicación 
de  esta  ley  se  hallen  disfrutando  alguna  de  las  hipotecas  generales 
que  establecía  la  legislación  anterior : 

Primero.  En  favor  de  las  mujeres  casadas  sobre  los  bienes  de 
sus  maridos  9  por  la  dote  y  parafernales  que  les  hayan  sido  entre- 
gados. 

Segnndo.  En  favor  también  de  las  mujeres  casadas,  sobre  los 
bienes  de  sus  maridos ,  por  las  dotes  y  arras  que  estos  les  hayan 
ofrecido. 

Tercero.  En  favor  de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  sus  padres, 
|íor  los  que  tengan  la  cnalidad  de  reservables. 

Cuarto.  En  favor  de  los  hijos  sobre  loe  bienes  de  los  padres, 
por  los  de  su  peculio,  que  estos  usufructúen  ó  administren. 

Qínto.  Las  hipotecas  análogas  que  establecieren  los  fueros  6 
leyes  especiales. 

Art.  3$K.    Las  hipotecas  espresadas  en  el  artículo  anterior,  y 
TOMO  ivu.  37 
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1^  exisUer^fi  á  ia  publicacitiD  de  esta  ley,  sabsistiráo  god  ant^o 
á  ia  legislación  precedente,  mientras  duren  las  obligaciones  que 
garanticen»  á  róenos  que  por  la  voluntad  de  ambas  partes,  ó  la  del 
obligado,  se  sustituyan  con  hipotecas  especiales,  ó  dejen  de  tener 
erecto  en  cuanto  á  tercero,  en  virtud  de  providencia  dictada  en 
ei  juicio  de  liberación  establecido  por  los  articules  365  y  si- 
guientes. 

A.rl.  336.  Los  que  á  la  publicación  de  esta  ley  tuvieren  gra- 
vados sus  bienes  con  alguna  hipoteca  tácita  de  las  comprendidas  en 
los  artículos  353  y  3S4,  podrán  exigir  en  cualquier  tiempo  de  la 
persona  á  cuyo  favor  tengan  dicha  obligación ,  que  acepte  en  sn 
lugar  una  hipoteca  especial  y  espresa  suilcieute. 

Si  dicha  persona  se  negare  á  aceptar  la  hipoteca  ofrecida ,  6  si 
aceptando  la  oferta,  no  hubiere  conformidad  entre  los  interesados 
sobre  el  importe  de  la  obligación  que  haya  de  asegurarse,  ó  sobre 
la  suficiencia  de  los  bienes  ofrecidos  en  garantía»  decidirá  el  Jaez 
en  la  forma  prevenida  en  el  art.  163. 

Estas  hipotecas  surtirán  su  efecto  según  la  regla  establecida  en 
el  art.  552. 

Art.  357.  Lo  dispuesto  en  los  articnlos  que  preceden  no  altera 
ni  modi6ca  la  preferencia  concedida  por  las  leyes  en  los  bienes  que 
no  sean  inmuebles  ni  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos  á 
(as  personas  á  cuyo  favor  se  hayan  constituido  hipotecas  legales. 

Art.  358.  Los  que  á  la  publicación  de  esta  ley  tengan  &  so  Fa* 
vor  alguna  acción  resolutoria  ó  rescisoria ,  procedente  de  derechos 
que  en  adelante  no  han  de  surtir  efecto,  en  cuanto  á  tercero  sin  sn 
inscripción,  conforme  á  los  artículos  16,  36  y  144,  la  podrán  ejer- 
citar dentro  de  un  ano  contado  desde  que  empiece  á  regir  la  misma 
ley,  si  antes  de  hacerlo  no  hubiere  prescrito. 

Art.  359.  Si  los  derechos  á  que  se  refiere  el  artículo'  anterior 
no  fueren  exigibles  dentro  del  «ano  por  no  haberse  cumplido  la  con- 
dición de  que  dependan,  podrá  el  que  los  tenga  á  su  Tavor  pedir  que 
se  los  asegure  con  hipoteca  especial  la  misma  persona  obligada,  y 
en  su  caso  el  tercer  poseedor  de  ios  bienes  que  lleven  consigo  hi 
obligación. 

\rt.  360.  Trascurrido  el  término  del  ano  sin  haberse  becb# 
uso  de  las  acciones  resolutorias  ó  rc^cisorias  á  que  se  refiere  d  ar- 
tículo 558,  ó  sin  haberse  obtenido  la  garantía  de  que  Irala  el  3S9* 
no  se  podrán  ejercitar  las  espresadas  acciones  en  perjaieiode  ier- 
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oo|m;  ne  M  baya  asegurado  el  derecho  cot  hipoteca  c&i» 
fiieial. 

Art.  561.  El  importe,  la  suficieocia  y  los  efectos  de  la  hipoteca 
^e  deba  coostitairse  coororme  ¿  lo  preveaido  en  el  art.  339,  se 
delermioaráa  por  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  348  y  349. 
Art.  36^.  Las  hipotecas  legales  existenles  á  la  publicacioQ  de 
esta  ley  á  favor  de  los  legatarios  y  de  los  acreedores  refaccioaarios 
«e  inscribiráQ  dentro  del  ano  prefijado  en  el  art.  347  como  anota- 
ciones preventivas. 

Los  acreedores  refaccionarios  podrán  hacer  la  anotación  co  di« 
cho  plazo ,  no  solamente  por  las  cantidades  entregadas ,  sino  tam* 
bien  por  las  que  entregaren  durante  el  espresado  término. 

Respecto  á  las  primeras  surtirá  efecto  la  anotación  desde  que 
se  entregaren,  y  en  cuanto  á  las  segundas  desde  su  fecha. 

Art.  3d3.  Tendrán  derecho  á  promover  la  inscripción  de  la« 
hipotecas  legales  espresadas  en  el  art.  S33  dentro  del  plazo  sena- 
4ado  en  el  347: 

En  el  caso  del  número  primero  de  dicho  art.  353 ,  las  Direccio- 
nes generales  de  la  Administración  del  Estado  y  los  Gobernadores 
de  las  provincias  cuando  les  corresponda  en  la  forma  que  prescri- 
han  los  reglamentos. 

En  los  casos  de  les  números  segundo  y  tercero,  el  marido  y  la 
•mujer  en  su  caso. 

En  el  caso  del  número  cuarta,  los  ascendientes ,  los  pariente» 
dentro  del  cuarto  grado  civil,  y  en  su  defecto  los  jueces  do  ^mx. 

En  el  caso  del  número  quinto,  el  hijo,  si  fuere  mayor  de  edad, 
,y  si  no  lo  fuere,  las  personas  que  designa  el  art.  203. 

En  el  caso  del  número  sesto,  los  guardadores,  los  ascendientes, 
ios  parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil,  y  en  su  derecto  los  Jue- 
j^oes  de  printera  instancia  que  hayan  autorizado  la  enajenación. 
V.  En  los  casos  de  los  números  sétimo ,  octavo  y  noveno,  los  mís-« 
mos  interesados  ó  sus  representantes  legítimos. 
«  Art.  364.  Para  inscribir  dentro  del  ano  las  hipotecas  le** 
gales  espresadas  en  el  art.  353  se  presentará  el  título  en  cuya  vir« 
ind  se  hoyan  constituido  como  hipotecas  especiales. 

Si  no  existiere  título,  será  indispensable  niandaroiento  jiidíciaL 

vArt.  365,    Loa  que  á  la  j^|^iu:ion  ,de  est^  tey  i^uvioraa 

gravados  sus  bienes  con  alguna  hipoteca  legal  de  las  compre^4si^ 

;#t  loa  altor  SiP3  y  384*  y  ih>  hioieiw  m^^  im^^  qae  ies^con^ 
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^de  el  art.  896  >  ó  con  alguna  otra  carga  procedente  de  los  demi 
dios  á  qne  se  refiere  el  art.  358,  podrá  liberarlos  en  la  forma  qué 
prescriben  los  articnlos  siguientes. 

Art.  366.  El  propietario  qne  se  hallare  en  cualquiera  de 
tos  casos  previstos  en  el  artículo  anterior,  podrá  acudir  al  Juez  ma- 
nifestaudo  los  inmuebles  que  posea»  con  espresion  de  la  especie  de 
hipoteca  legal  ó  gravamen  oculto  á  que  estén  ó  pudieren  estar 
^rectos,  ó  de  no  estarlo  á  ninguno,  los  nombres  y  circunstancias  de 
las  personas  á  cuyo  favor  puedan  existir  dichas  cargas»  ó  espresion 
de  no  ser  conocidas,  ó  de  ignorarse  su  paradero,  y  la  pretensión  de 
liberar  todos  los  referidos  bienes,  ó  señaladamente  algunos  de 
ellos,  y  pidiendo  en  su  consecuencia  se  señale  un  término  á  dichas- 
personas  para  solicitar  la  constitución  de  una  hipoteca  especial  en 
sustitución  de  la  general,  bajo  apercibimiento  de  que  no  haciéndo- 
lo dentro  del  plazo  que  se  señale,  se  tenga  por  estiaguida  la  carga 
6  hipoteca ,  en  cuanto  al  tercero  que  después  adquiera  dominio  6 
derecho  real  sobre  cualquiera  de  los  bienes  tácitamente  gravado» 
y  que  se  liberen. 

Art.  367.  El  escrito  formulando  la  pretensión  espresada 
en  el  artículo  anterior,  se  presentará  con  los  títulos  que  acrediten 
la  pertenencia  de  los  bienes  ante  el  Juez  del  domicilio  de  la  persMuí 
que  deba  ser  citada ;  y  si  no  se  designare  ninguna ,  ó  las  designa- 
das residieren  en  diversos  partidos  ante  el  Juez  de  aquel  en  qne 
Tadiquen  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  bienes  que  han  de  ser  libe- 
rados. 

Art.  368.  Si  la  hipoteca  ó  cargas  legales  fueren  de  aquellas 
cuya  sustitución  por  hipotecas  especiales  pudiere  exigirse  por  otro 
que  el  que  los  tenga  en  su  favor,  según  los  arts.  183,  f  S3,  184, 
195,  205, 206,  212,  217  y  363,  se  entenderá  la  demanda  con  el 
que  respectivamente  tenga  derecho  á  exigir  la  hipoteca  en  nombre 
tiel  interesado  según  los  referidos  arttoulos ,  y  si  hubiere  mas  de 
uno  con  igual  derecho,  con  todos  ó  el  que  designe  el  Juez. 

Art.  o69.  Presentada  la  solicitud  en  la  forma  que  prescri-- 
^  el  art.  366,  el  Juez  mandará  formar  espediente,  y  sí  sedesigaa* 
re  persona  conocida,  interesada  en  la  liberación,  le  señalará  nn  tér- 
mino, que  no  bajará  de  treinta  días  ni  escederá  de  ciento  veinte, 
para  deducir  la  acción  indicada  en  el  mismo  artículo  bajo  el  aper- 
'leibimien to  sol  ¡citado. 

Esto  pcovideneia  se  hirá  saber  en  la  forma  esUbiecidA  para  al 
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eivil- 

Jan.  370^  Si  no  se  deeignare  persona  conocide  interesada  ea 
la  liberación ,  y  aun  designándose ,  pero  sin  perjuicio  en  este  lU^ 
timo  easo  de  la  intimación  prevenida  en  el  articula*  anterior ,  dis* 
pondrá  el  juez  que  se  cite  y  emplace  por  edictos  á  los  interesados» 
díosconocidos  é  ausentes»  señalándoles  un  término »  que  no  bajará 
de  sesenta  días  ni  escederá  de  ciento  veinte,  para  que  dentro  de^ 
él  puedan  presentarse  ¿dedncir  la  acción  espresada  en  el  art.  56C» 
bajo  el  apercibímienlo  que  en  él  se  prescribe. 

Art.  371.  El  término  prefijado  en  el  artículo-  anterior  ae  otor- 
pkTk  del  modo  siguiente :  primero  se  señalará  el  de  sesenta 
días :  si  el  Juez  lo  creyere  oportuno,  según  las^  circunstancias  del 
ca^,  lo  prorogará  por  treinta  dias  mas ,  publieando' nuevos  edic* 
t05 ;  y  si  todavía  le  pareciere  conveniente ,  concederá  nueva  próro- 
ga  por  otros  treinta  con  igual  publicación  de^  edictos. 

KrL  372.  Los  edictos  se  fijarán  en  el  pueblo  oabeza  de  parT 
lido  judicial,  en  tos  piieblos  donde  estén  situados  los  bienes  de 
coya  liberación  se  tóate ,  y  en  el  del  domicilio^  si  fuere  conocido» 
de  los  que  bayan  poseído  dichos  bienes  en  los  lUtimos  diez  aios ,  \í 
además  se  publicarán  en  los  periódicos  oficiales  de  la  provincia  don- 
de se  siga  el  juicio^  en  los  de  aquella  donde  radiquen  los  bienes 
ú  fueren  distintas  >  y  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

\rt.  373.  Al  notificar  al  interesado  la  providencia  de  que  trata 
el  articulo  anterior,  se  le  entregará  una  cédula  firmada  por  el  es« 
oribano,  que  esprese: 

Primero.  El  nombre,  apellido,  domicilio,  estado  y  profesión 
del  actor. 

Segundo.    La  relación  de  bienes  que  haya  éste  presentado. 

Tercero.    La  designacioade  los  que  pretenda  liberar. 

Cuarto.  La  especie  de  hipoteca  legal  ó  gravamen  oculto  á  que 
puedan  estar  afectos  dichos  bienes,  según  la  manifestación  del 
saismo  actor. 

Art.  374.  Loa  edictos  prevenidos  en  el  artículo  anterior  es- 
presarán: 

Primero.  Bi  nombie,  apellido,  domicilio,  estado  y  profesión  del 
actor. 

Segundo.  La  relación  de  los  bienes  que  este  pretenda  libe- 
lar, indicando' stt*  litiMaioft,  nambre,:  námeco  y  linderos,  el  Uiu^^ 
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1»  ^  SU  úlíim$t  adqnisicfon  ▼  k(  nombre  de  mi  anterior  ] 

Tercero.  La  maotfestacioQ  que  hubiere  hecho  el  actor  sobra  iü 
dase  de  hipoteca  ó  gravamen  que  pudieren  tecer  dichos  bienes,  ó 
de  DO  tener  en  su  concepto  ningunos. 

Cuarto.  El  término  señalado  por  el  Juez  para  ejercitar  la  ac- 
ción de  hipoteca,  con  el  apercibímieato  correspondieote. 

Art.  375.  Las  prórogas  que  se  concedan  i  los  interesadoa 
ausentes  ó  desconocidos»  se  entenderán  igualmente  concedidas  á 
los  presentes  para  hacer  uso  de  su  derecho ,  pero  sin  que  en  d«q- 
gun  caso  puedan  esceder  de  ci^to  Teinte  días  los  términos  otar^ 
gados  á  unos  y  otros. 

Art.  376.  Cuando  la  finca  que  se  trate  de  liberar  estuviere 
hipotecada  en  favor  de  la  Hacienda  pública «  se  hará  la  ialimacton 
al  Gobernador  de  la  provincia  respectiva ,  ó  al  Director  general  á 
quien  corresponda  el  negocio  que  haya  dado  lugar  á  la  hipoteca. 

En  ambos  casos  se  concederá  por  el  Juex  el  término  máxiiM 
que  se  espresa  en  el  artículo  anterior. 

Art.  377.  Durante  el  término  señalado  podrán  acudir  lo6  qua 
tengan  á  su  favor  cualquier  hipoteca  tácita  ó  gravamen  no  ias- 
erito  de  los  indicados  en  el  art.  358,  bien  solicitando  una  hipo- 
teca especial  en  seguridad  de  su  derecho,  ó  bien  manifesiand» 
que  sin  renunciar  á  su  hipoteca  generaU  renuncian  á  elfat  en  cnanl» 
á  lodos  ó  algunos  de  los  bienes  que  señaladamente  se  pretendan 
liberar. 

En  el  primer  caso  se  dará  traslado  al  actor  de  la  pretensión  del 
interesado  que  saliere  al  juicio,  y  se  procederá  á  la  constítudon  de 
la  hipoteca  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  165. 

Eq  el  segundo  caso  se  tendrán  por  liberados  los  bienes  que  sn 
señalen  de'  toda  carga  ó  hipoteca  oculta  á  (kvor  del  <|ue  haya  hecho 
la  manifestación»  mas  sin  perjuicio  de  las  que  puedan  existir  á  fiívor 
de  otras  personas,  si  se  rechunaren  dentro  del  término. 

Art.  378.  Si  acudieren  varios  interesados  en  solicitud  de  hi^ 
potecas  diferentes,  todos  serán  oidos  en  un  mismo  juicio,  y  no  sn 
declararán  liberados  ningunos  biettes  hasta  que  se  dicte  sentencia, 
firme  sobre  sus  pretensiones. 

Art.  379.  Trascurrido  el  término  scoAmIo  pof  el  Juez  sin 
presentarse  reclamación  ninguna,  y  no  siendo  prorogable  ó  no  em* 
yendo  el  mismo  Juez  conveniente  proregarla,  se  declararán  en  vir- 
tad  de  nucfva  instaneinddaolorlitTOaétlndalMpaleantáatnygín^ 
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tétten  no  inscrito  los  bienes  cuya  liberación  se  haya  solicitado. 
Si  reclamare  algún  interesado,  se  dictará  igual  providencia 
liego  que  se  detída  sobre  su  pretensión,  liberando  en  tal  caso  los 
iHenes  «in  perjuicio  de  las  hipotecas  especiales  que  por  efecto  del 
misnio  juicio  se  constituyan  sobre  todos  ó  algunos  de  ellos,  ó  de  la 
hipoteca  tácita  legal  sobre  otros,  si  se  hubiere  hecho  esta  reserva. 

Árt.  380.    La  proYÍdencia  de  liberación  espresará: 

Primero.  El  nombre,  situación,  número,  linderos  y  pertenencia 
de  cada  una  de  las  Gncas  que  se  liberen. 

Segunda.  La  circunstancia  de  haberse  dictado  con  audiencia 
de  parte  contraria,  ó  sin  ella. 

Tercero.  La  de  haberse  ó  no  constituido  hipoteca  especial  en 
seguridad  de  derechos  que  antes  estuvieren  garantizados  con  hipo- 
teca legal  ó  gravamen  no  inscrito. 

Caarto.  La  de  no  haberse  en  su  caso  constituido  otra  hipoteca 
especial,  por  haber  renunciado  los  interesados  á  su  hipoteca  taclla 
sobre  los  bienes  que  se  liberen,  reservándosela  sobre  los  demás  que 
I^sea  ó  adquiera  el  propietario. 

Quinto.  La  de  quedar  libres  de  toda  carga  no  inscrita  é  hipote- 
ca legal  los  bienes  liberados,  con  esclusion  en  su  caso,  de  las  hi- 
potecas especiales  que  se  constituyan  sobre  ellos,  espresando  la<: 
que  sean. 

Art.  381.  Los  poseedores  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les que  quieran  liberarlos  de  cualesquiera  hipotecas  legales  y 
gravámenes  ocultos,  ó  constituidos  á  favor  de  personas  deáconoci* 
das,  podrán  obtenerlo,  observando  los  trámites  que  se  establecen 
por  los  artículos  565  y  siguientes  con  las  modificaciones  que  se  es- 
presan á  continuación: 

Primera.  La  solicitud  se  presentará  ante  el  Juez  de  primera 
instancia  del  lugar  donde  esté  situada  la  finca  que  se  quiera  liberar. 

Segunda.  El  Juez  otorgará  un  plazo  de  sesenta  dias,  para  que 
en  él  puedan  deducir  los  interesados  las  acciones  que  les  correspon- 
dan, y  anunciará  esta  providencia  por  edictos  que  se  fijarán  en  el 
pueblo  cabeza  del  partido  judicial,  en  los  pueblos  donde  estuvieren 
situados  los  bienes  de  cuya  liberación  se  trate,  y  en  el  del  domici- 
lio, 8Í  fuere  conocido  de  los  que  los  hubieren  poseído  en  los  últimos 
diez  anos. 

Tercera.  Los  edictos  se  publicarán  también  en  el  Boletín  ofi- 
cial de  la  provincia  donde  se  siga  el  juicio,  y  en  la  Gaceta  dr  Ma* 
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dnd,  uniéndose  al  espediente  los  ejemplares  efi  que  se  haga  lapu-; 
blícacion. 

Cuarta.  Trascurrido  ^1  plazo  señalado,  se  Gjarán,  sí  se  pidiere, 
aueyos  edictos  por  término  de  otros  sesenta  dias  en  la  forma  pres- 
crita en  las  dos  reglas  anteriores. 

Quinta.  También  será  oido  en  todo  caso  el  Promotor  fiscal  del 
juzgado  antes  de  dictar  providencia  definitiva,  para  que  manifieste 
^i  se  han  guardado  en  el  espediente  las  formalidades  prevenidas  en 
la  ley. 

Art.  382.  La  providencia  de  liberación  se  hará  saiber  á  los  inte- 
resados que  hayan  acudido  al  juicio  en  la  misma  forma  que  la  de 
:ieSalamiento  de  término,  y  se  inscribirá  por  medio  de  una  noUi^  al 
margen  de  la  última  inscripción  de  propiedad  de  cada  uno,  de  \(h 
bienes  liberados. 

Para  este  efecto  se  dará  al  propietario  de  dichos  bienes  ui^  tes- 
timonio de  la  providencia  referida. 

Art.  383.  El  que  á  la  publicación  de  esta  ley  tuviere  gravados, 
diferentes  bienes  de  su  propiedad  con  un  censo  ó  una  hipoteca  vo- 
luntaria cuyo  capital  no  se  haya  dividido  entre  los  mismos,  teadrá 
derecho  á  exigir  que  se  divida  entre  los  que  basten  para  responder, 
de  un  triplo  del  mismo  capital,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 96. 

Si  una  sola  de  las  fincas  gravadas  bastare  para  responder  de 
dicha  suma ,  también  podrá  exigirse  que  se  reduzca  á  ella  el  gra« 
vámen. 

Si  dos  ó  mas  de  las  mismas  fincas  hubieren  de  quedar  grava-, 
das,  cada  una  deberá  ser  suficiente  para  responder  del  triplo  de  la 
parte  del  capital  que  se  le  señale. 

Art.  38i.  El  acreedor  ó  censualista  podrá  también  exigir  la  di- 
visión y  reducción  del  gravamen  en  el  caso  previsto  en  el  artículo^ 
anterior,  si  no  lo  hiciere  el  deudor  ó  censatario. 

Art.  585.  Si  los  bienes  acensuados  ó  hipotecados  en  la  forma, 
espresada  en  el  art.  383  no  bastaren  para  cubrir  con  su  valor  el 
triplo  del  capital  del  censo  ó  de  la  deuda,  solo  se  podrá  exigir  la 
división  de  dicho  capital  entre  los  mismos  bienes  en  proporción  á  lo 
(|ue  respectivamente  valieren,  pero  no  la  liberación  de  ninguno  de 
ellos. 

Art.  386.  La  división  y  reducción  de  los  censos  é  hipotecas  de 
qve  tratan  los  anteriores  artículos,  se  verificarán  por  acuerdo  mi]^ 
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Hi^  entre  les  qne  paedan  tener  interés  en  la  sobeisleneui  de  unos  4 
•tras. 

si  no  hubiere  cenftNrmidad  entre  los  interesados,  4  si  alguno  d» 
^los  fuere  persona  incierta,  se  decretarán  dichas  división  y  rednc-* 
cion  por  el  Juez  en  juicio  ordinario,  y  con  audiencia  del  Promotor 
Bscal  fi  hubiere  interesados  iiiciertos  ó  desconocido^. 

4rt.  387.  Verificándose  la  división  y  reducción  del  censo  6  hin 
poteca  de  conformidad  entre  ios  interesados,  se  hará  constar  por 
medio  de  escritura  pública. 

Cuando  haya  precedido  juicio  y  recaído  sentencia,  el  Juez  espe- 
dirá, el  correspondiente  mandamiento. 

\rt.  588.  Mediante  b  presentación  de  la  escritura  ó  del  manda-, 
miento  judicial  en  su  caso,  se  inscribirá  en  el  Registo  la  nueva  hi-^ 
potoca  ó  gravamen  en  la  forma  en  que  quede  constituido,  y  se  cao- 
ociarán  los  anteriores  que  delNin  reemplazar,  si  estuvieren  inscritos. 

título  XIV. 

»K  LA  inSCRIKlOI^  Itf:  US  OBUGACIONES  COI«TRAUIA$  T  NO  INSCHITAS  ANTES  OX^ 
LA  POBLICAaON  Ofi  LA  PRESENTE  LET. 

Art.  S89.  Los  que  á  la  publicación  de  esta  ley  hayan  adquirido, 
y  no  inscrito  bienes  ó  derechos  que  según  ella  se  deban  inscribir, 
podrán  inscribirlos  en  el  término  de  un  aSo,  contado  desde  la  fecha 
en  que  la  misma  ley  empiece  á  regir. 

\r^  390.  Si  las  adquisiciones  de  inmuebles  ó  derechos  de  que 
txatta  el  articulo  anterior,  se  hubieren  verificado  noventa  dias  antes, 
o  ujií^^dela  publicación  de  esta  ley,  se  inscribirán  libres  del  dere- 
cho de  hipotecas  y  de  la  multa  en  que  el  propietario  haya  podido  in- 
oirrír,  y  pagándose  solamente  al  Registrador  la  mitad  de  losho* 
Borarios  que  estuvieren  señalados  á  la  inscripción  respectiva. 

Si  la  adquisición  se  hubiere  verificado  dentro  de  dicho  período, 
y  no  fuere  de  las  que  debian  inscribirse  según  las  leyes  y  disposi- 
dooes  anteriores,  disfrutará  también  el  beneficio  establecido  en  el 
párrafo  precedente. 

Si  fuere  de  las  que  debian  inscribirse,  según  dichas  disposicio- 
eioaes,  se  verificará  la  inscrifk^ion  con  arreglo  á  lo  que  estas  deter- 
ttínaraa.en  cuanto  á  ios  derechos,  multas  y  honorarios  del  Regis- 
trador. 

Art.  391.  Las  inscripciones  que  se  verifiquen  en  el  men*. 
cioñado  plazo  de .m  mío  conforme  á  lo  di/^puesto  en  los dosaiH 

TOMO  XVII.  Sí 
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miares  artículos,  oo  suriiráo  efecto  en  oiNuito  k  tercero,  eiao  é&sét 
mk  fecha ,  cualquiera  que  sea  la  de  las  adquisiciones  ó  graváuieM» 
á  que  se  refieraD,  si  el  derecho  inscrito  ao  eonstare  ét  los  tttnkK 
de  propiedad  al  tiempo  de  su  úUiína  adquisición. 

Si  constare  tal  derecho  en  los  tUnlos,  se  retrotraerio  los  eléc^ 
tos  de  la  inscripción  á  la  fecha  en  qoe  se  baja  adqnirido  por  el 
dueño. 

árt.  392.  Trascurrido  el  térniao  del  aio,  se  podrán  ins- 
cribir también  los  inmuebles  ó  derechos  adquiridos  antes  de  la 
publicación  de  esta  ley;  pero  tales  inscripciones ,  aunque  se  refie- 
ran á  derechos  cuya  existencia  se  acredite  por  los  titules  de  pro- 
piedad al  tiempo  de  su  adquisición,  no  perjudicarán  ni  favoreoerán 
á  tercero  sino  desde  su  fecha,  y  devengarán  derechos  y  bonorMío^ 
dobles  de  los  que  le  estuvieren  respectivamente  sdUados. 

Axt.  393.  El  que  á  la  publicación  de  Cita  ley  tuviere  ad- 
quirido  algún  derecho  de  los  que  se  pueden  anotar  preventiva- 
mente, según  Indispuesto  en  los  números  primero,  tercero,  cuar- 
to, quinto  y  sétimo  del  art.  42,  podrá  pedir  su  anotación  en  el 
plazo  del  ano  señalado  en  el  art.  389 ,  y  la  que  obtuviere  surtirá 
efecto  desde  la  fecha  en  que  debería  tenerlo  el  acto  anotada  Oon 
arreglo  á  la  legislación  anterior. 

También  podrá  hacerse  la  anotación  después  de  dicho  ptaaco. 
pero  en  ningún  caso  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

Art.  o94.  En  el  caso  comprendido  en  el  número  sesto  del  mis- 
mo art.  42 ,  empezará  á  correr  el  término  de  los  ciento  ochenta  Ais 
para  pedir  la  anotación  del  legado  cuyo  derecho  estuviere  ya  ad- 
quirido desde  la  fecha  en  que  principie  á  regir  esta  ley. 

Art.  393.  Los  mandamientos  de  embargo  de  que  aun  n^  m 
haya  tomado  razón  en  los  Registros,  conforaie  i  lo  dispuesto  e»  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  no  surtirán  efecto  en  cuanto  á  tercero^ 
sino  desde  la  fecha  de  su  anotación,  pero  sin  perjuicio  de  lo  4fe- 
puesto  en  el  número  segundo  del  art.  37  y  en  los  arts.  39,  40  y  41 
sobre  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  acreedores. 

Art.  396.  Desde  la  publicación  de  esta  ley  no  se  admitirá  en 
los  juzgados  y  tribunales  ordinaríos  y  especiales ,  en  los  Coas^^ 
y  en  las  oficinas  del  Gobierno ,  ningún  documento  4  eseritara  -do 
que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro ,  si  por  él  se  constüur 
yeren,  trasmitieren,  reconocieren,  modificaren  ó  estingoierea  de- 
foehos  sujetos  á  inscripción  según  la  nisnu  lef  • 
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ÁrU  397.  El  propieUrio  qae  careciere  de  Utalo  de  dottioi» 
escrito,  deberá  ¡oscribír  su  derecho  justificaodo  préviameDte  su  po* 
sesioa  ante  el  Juez  de  primera  iosumcia  del  lugar  en  que  estén  si- 
toados  los  bienes,  con  audiencia  del  Promotor  fiscal ,  si  tratare  de 
inscribir  el  dominio  pleno  de  alguna  finca »  y  con  la  dd  propietaria 

6  la  de  los  demás  partícipes  en  el  dominio ,  si  preteodiere  inscribir 
un  derecho  real. 

Sí  los  bienes  estuvieren  situados  en  poeUo  ó  término  donde  not 
resida  el  Juez  de  primera  instancia,  podrá  hacerse  dicha  informa- 
ción ante  el  Juez  de  paz  respectívoy  con  audiencia  del  síndico  del 
ayuntamiento  en  todos  los  casos  en  que  debiera  ser  oido  el  Prome* 
tor  fiscal. 

La  intervención  del  promotor  ó  del  sindico  se  limitará  á  procu- 
rar que  se  guarden  en  el  espediente  las  formas  de  la  ley. 

Art.  398.  El  escrito  en  que  se  pida  la  admisión  de  la  ínformí^ 
cion  de  que  trata  el  artículo  anterior,  espresará: 

Primero.  La  naturaleza,  situación,  medida  superficial,  linderos, 
nombre,  número  y  cargas  reales  de  la  finca  enya  posesión  se  trate 
de  acreditar. 

Segundo.  La  especie  legal,  valor,  eondieíones  y  cargas  del  de- 
recho real  de  cuya  posesión  se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,^ 
linderos,  nombre  y  número  de  la  finca  sobre  la  cual  estnviere  aquel 
impiitstou 

Tercero.  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quira  se  hay« 
adquirido  el  inmueble  ó  derecho. 

Cuarto.    El  tiempo  que  se  llevare  de  posesiett. 

Quinto.  La  circunstancia  de  no  existir  título  escrito,  ó  de  no  sor 
ftcil  ballarlo  en  el  caso  de  que  exista. 

Art.  399.  La  información  prevenida  en  el  art.  397  se  verí6« 
cara  con  des  ó  mas  testigos  vecinos  propietarios  del  pueblo  6  tér-* 
MMien  qtte  estuvieren  situados  los  bienes. 

Art.  490.  Los  testigos  de  que  trato  el  articulo  antmrior,  justtft* 
carán  tener  las  cualidades  en  él  referidas  presentando  los  documen- 
tos que  las  acrediten:  contraerán  sus  declaraciones  al  hecho  de 
poseer  los  bienes  en  nombre  propio  el  que  promueva  el  espediente» 

7  el  tiempo  que  haya  durado  la  posesión^  y  serán  responsables  «de 
los  perjuicios  indebidos  que  puedan  causar  con  la  inexactitud  de 
MS  deposiciones. 

Art.  40t .    El  que  trate  de  inscribir  su  posesión  prenentará  ^m^ 
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Meo  el  recibo  del  ülUmo  trimestre  de  contribacioa  territortat  que 
haya  salisfeeho.  " 

Si  no  tmbiere  pagado  ninguno  por  ser  su  adquisición  reciente, 
¡se  dará  conocimiento  del  espediente  á  la  persona  de  quien  proceda 
ei  inmueble  6  á  sus  herederos,  i  fin  de  que  manifiesten  sí  tienen 
algo  que  oponer  á  su  inscripción.  '* 

Sí  el  que  la  solicita  fuere  heredero  del  anterior  poseedor,  pre* 
iootará  el  último  recibo  de  contribución  que  este  haya  satisfecho. 

\rt.  402.  Si  el  participe  en  la  propiedad  ó  en  los  derechos  de 
wia  finca  que  deba  ser  citado  estuviere  ausente,  el  Juez  le  señalará 
para  comparecer  por  si  ó  por  medio  de  apoderado,  el  término  que 
juzgue  necesario  según  la  distancia. 

Si  $e  ignorare  su  paradero,  ó  si  trascurrido  dfcho  término  no 
compareciere  el  citado,  se  aprobará  el  espediente  y  mandará  hacer 
la  inscripción  del  derecho>  sin  perjuicio  át\  que  corresponda  á  di* 
cho  partícipe,  espresándose  que  este  no  ha  sido  oido  en  la  ínfor- 
Iftacion. 

La  inscripción  ea  tal  caso  espresará  también  dichas  circnos* 
tancías. 

Art.  403.  Cualquiera  que  se  crea  co&dereoho  á  los  bienes,  cuya 
íliHcripcion  se  solicite  medíante  información  de  posesión,  podrá  ale* 
gu'lo.ante  el  Juez  competente* en  juicio  ordinario; 

La  interposición  de  esta  demanda  y  su  inscripción  en  el  Regia- 
ITP  suspenderán  el  curso  ití  espediente  de  información,  4  la  ins- 
cripción del  mismo  si  estuviere  ya  concluido  y  aprobado. 

Art.  404.  Siendo  suficiente  la  información  pracUcada  en  la  for- 
na  prevenida  en  los  anteriores  articules,  y.  no  habiendo  oposídon 
de  parte  legítima,  ó  siendo  desestimada  la  que  se  hubiere  hecho,  el 
Juez  aprobará  el  espediente  y  mandará  estender  en  el  Registro  la 
inscripción  solicitaba  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho.. 

Art.  405.  El  poseedor  que  haya  olitenidoi  la^  providoKía 
espresadaien  el  artículo  anterior,  presentará  en  el  Registro  el  espe- 
diente original  que  deberá  habérsele  entregado  para  este  efecto,  y 
solicitará  en  su  virtud  la  inscripción  correspondiente.. 

Art..  406..  La  inscripción  que  se  haga  espresará  todas  lat  cir» 
onnstancias.referidas  en  el  art.  388,  y  además  los  nombres  de  los 
látigos  qne  hayan^declarado,  el  resultado  de  sus  declaraciones.^  el 
de  las  demás  diligencias  practicadas  en  el  espediente »  la  opinioR 
4ot,  ministerio  fiscal,  y  las  circunstancias  peculiares <le  la  inscríp^ 
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cion,  según  su  especie,  en  cuanto  constaren  del  mismo  espediente;. 

Art.  407.  Los  Registradores,  antes  de  inscribir  alguna  finca 
ó  derecho  en  virtud  de  informaciones »  examinarán  cuidadosamente 
el  Registro  para  averiguar  sí  hay  en  él  algún  asiento  relativo  al 
mismo  inmueble,  que  pueda  quedar  total  ó  parcialmente  cancelado 
por  consecuencia  de  la  nueva  inscripción.  Sí  hallaren  algún  asienta 
de  adquisición  de  dominio  no  cancelada  que  esté  en  contradicción 
con  el  hecho  de  la  posesión  justificada*  suspenderán  la  inscripción, 
harán  una  anotación  preventiva»  y  remitirán  copia  de  dicho  asien- 
to al  Juez  que  haya  aprobado  la  información.  El  Juez  en  su  vista 
comunicará  el  espediente  á  la  persona  que  por  dicho  asiento  pueda 
tener  algún  derecho  sobre  el  inmueble ,  y  con  su  audiencia  confir- 
mará ó  revocará  el  auto  de  aprobación,  dando  conocimiento  en  toda 
case  de  la  providencia  que  recayere  al  Registrador,  á  fin  de  que  en 
su  vista  lleve  á.  efecto  la  inscripción  ó  cancele  la  anotación  preven- 
tiva. 

Si  el  Registrador  hallare  algún  asiento  de  censo ,  hipoteca,  ^ 
cualquier  derecho  real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha  de  ser  ins- 
crita, y  no  cancelado ,  lo  mencionará  en  la  inscripción  que  estenr- 
diere. 

Art.  408.  La  inscripción  hecha  en  virtud  de  justificación  de 
posesión  perjudicará  ó  favorecerá  á  tercero  desde  su  fecha  y  sola«- 
mente  en  cuanto  á  los  efectos  que  atribuyen  las  leyes  á  la  mera  po- 
sesión. 

Art.  409.  La  inscripción  de  posesión  no  perjudicará  en 
BÍngun  oaso  al  que  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  del  inmue- 
ble, aunque  su  título  no  haya  sido  inscrito. 

Entre  las  partes  surtirá  su  efecto  la  posesión  desde  que  deba 
producirlo,  conforme  al  derecho  común. 

Art.  410.  Lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos  sobn>  las 
inscripciones  de  posesión  no  será  aplicable  al  derecho  hipotecario, 
el  cual  no  podrá  inscribirse  sino  mediante  la  presentación  del  titulo 
escrito. 

TITULO  XV. 

O&LOS  UBEOS  DE  aEGISXaO  ANTSaiORBS  Á  ESTA  LET  ,  T  SO  RBtAClOIl  €011  LOS 

KUEVOS. 

Art.  411.  Todos  los  libros  de  Registro  existentes  en  las  con- 
lidurías  de  hipotecas  á  la  publicación  de  esta  ley  se  cerrarán  en 
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ff  «stado  eo  que  se  hallen  el  día  qae  seiale  el  Gobierno  para  lá 
toma  de  posesión  de  los  nuevos  Registradores. 

Art.  412.  Los  libros  espresados  en  el  artículo  anterior  se  cer- 
rarán con  las  siguientes  formalidades: 

Primera.  Asistirán  personalmente  á  la  dilígedcta  el  Jnez  de 
|>rimera  instancia  del  partido,  ó  el  decano  donde  hntnere  mas  de 
tino,  el  Registrador  nombrado,  y  el  contador  safiente. 

Cuando  recayere  en  este  último  el  nombramiento  de  Registra- 
dor, asistirá  también  el  Promotor  Kscal  ó  el  decano  de  los  promoto- 
res (¡scales,  si  hubiere  mas  de  uno. 

'    Segunda.    El  Registrador  y  el  contador,  ó  el  Promotor  fiscal  en 
su  caso,  pondrán  á  continuación  del  último  asiento  estendido  en 
Jcada  libro  una  certificación  en  que  conste: 
'    Primero.    Cuál  es  el  último  asiento. 

Segundo.    £1  número  total  de  Tótios  qne  contenga  e!  fíbro. 

Tercero.  Cuántos  de  estos  fólios  resultan  escritos  y  cuántos  en 
blanco. 

Cuarto.  El  número  de  hojas  que  hubiere  con  claros  entre  moi 
y  otros  asientos,  6  no  acabados  de  llenar,  6  espresion  de  no  btlhr- 
se  ninguna  de  dichas  circunstancias. 

'    Quinto.    El  número  de  asientos  que  hubiere  en  eada  una  de  di- 
chas hojas. 

Tercera.  Las  hojas  en  blanco  y  los  claros  que  se  bailen  en  las 
escritas,  se  inutilizarán  de  modo  que  no  se  pueda  volver  á  hacer  M 
ellas  ningnn  asiento. 

Cuarta.  Los  libros  de  índices  se  cerrarán  poniendo  el  Registra- 
dor nombrado,  ó  el  Promotor  en  su  caso,  á  continuación  del  último 
asiento  hecho  por  el  contador  saliente,  una  certificación  espresiva 
de  las  circunstancias  comprendidas  en  los  números  primero,  segan- 
do y  tercero  de  la  regla  segunda,  inutilizando  las  hojas  en  blanco  y 
los  ciaros,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  regla  anterior. 

Quinta.  El  Juez  de  primera  instancia  selhtrá  con  el  sello  def  jua- 
gado todas  las  hojas  escritas,  y  dictará  un  auto  aprobando  la  dili*- 
gcncia,  que  se  escribirá  á  continuación  de  la  certificación  del  Re- 
gistrador, contador  ó  Promotor  (iscal,  si  hubiere  concurrido  al  acto. 
^  Art:  413  Los  Registradores,  después  de  cumplir  lo  que  pre- 
viene la  regla  cuarta  del  articulo  anterior,  examinarán  los  índices 
etistentes  ea  los  Registros  actuales :  si  los  hallaren  inconpletos  6 
jneíaclost  loft  completarán  ü  reformaráa,  síencto  susceptibles  da 
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«Nft.  Si  no  los  hubiere,  ó  los  que  haya  fuercD  inútiles,  rormariii 
4)tros  nuevos  en  la  forma  prescrita  en  esta  ley. 

Art.  414.  Al  margen  de  toda  inscripción  estendida  en  los  li- 
bros antiguos  \  que  después  de  cerrados  se  cancele  en  los  libros 
nuevos,  se  pondrá  una  nota  espresando  dicha  cancelación,  y  el  li- 
bro y  folio  ea  que  se  halle. 

Art.  415;  En  toda  inscripción,  anotación  preventiva  ó  cance- 
lación que  se  haga  en  los  nuevos  libros,  de  finca  ó  derecho  inscrita 
bajo  cualquier  concepto  en  los  libros  antiguos,  se  citará  el  número, 
folio  y  nombre  del  libro  en  que  se  halle  dicho  asiento. 

Art.  416.  Los  asientos  que  se  hagan  en  los  nuevos  índices, 
relativos  á  fincas  ó  derechos  inscritos  en  los  libros  antiguos,  con- 
tendrán la  cita  espresada  en  el  articulo  anterior,  además  de  la  cor- 
respondiente á  los  libro.)  nuevos. 

Madrid  3  de  julio  de  1860.— «El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Santiago  Fernandez  Negrete. 

ARANCEL 

DK  LOS  HONOnAAIOS  QUE  DBVCNGARAX  LOS  BB6I8T1IAD0RE8. 


ns.  ciirrs. 

1/ — Por  el  examen  y  asiento  de  presentación  de  cual- 
quier título  cuya  inscripción,  anotación  ó  nota 
marginal  se  soficite»  entendiéndose  por  un  titulo 
todos  los  documentos  que  deban  dar  lugar  á  un 
solo  asiento  de  presentación 2 

2/ — Por  cada  línea  de  inscripción  ó  anotación  de2i  sí- 
labas por  lo  menos,  que  se  basa  en  el  Registro 
de  la  propiedad  ó  en  el  de  las  hipotecas  por  ór* 
den  de  lechas,  y  no  sea  de  las  trasladadas  de  los 
anteriores  Registros 0,40 

^.''— Si  los  títulos  que  deba  examinar  el  Registrador  pa- 
saren oe  20  folios,  cobrará  además  por  cada  folio 
?ue  escedíere 0,10 

or  cada  línea  de  igual  número  de  sílabas  de  ins- 
cripción ,  trasladada  de  dichos  Registros  antiguos 
k  los  nuevos , 0,10 

5.** — Por  cada  asiento  de  referencia  de  hipoteca  que  se 
haga  en  el  Registro  de  la  propiedad,  con  remisión 
al  principal  correspondiente  en  el  Registro  de  las 
hipotecas ^^ 
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6/ — Por  cada  nota  marginal  que  sea  coosecuencia  de 
oira  inscripción  relativa  á  la  misma  finca,  hecha 
al  mismo  tiempo,  y  por  la  caal  se  paguen  honora- 
rios   i 

'7.^— Por  la  nota  marginal  que  no  estuviere  comprendí* 

da  en  el  número  anterior.  .  . .  , 4 

8/^~Por  la  dilig;enc¡a  de  ratificación  de  los  interesados 
en  alguna  inscripción  ó  anotación  preventiva  que 
deba  hacerse  ó  cancelarse  por  solicitud  directa  al 
Registrador • 6 

9/--Por  la  nota  que  deba  ponerse  en  el  titule  que  se 
devuelve  al  interesado,  espre^ndo  quedar  hecha 
ó  suspendida  la  inscripción ¿ 

10. — Por  ia  manirestacion  del  Registro  de  la  propiedad 

ó  de  las  hipotecas,  por  cada  finca 4 

11. --Por  ia  cancelación  de  cualquier  inscripción  ó  ano- 
tación preventiva *  .  « «  ^  6 

i2.-r-Por  la  certificación  literal  de  asientos  de  cual- 
quiera clase,  por  la  primera  página,  esté  ó  no 
ocupada  íntegramente « S 

13.— Por  cada  una  de  las  secundas  y  posteriores  pági- 
nas dé  dichas  certificaciones,  contándose  por  cada 
página  26  líneas  de  29  silabas 4 

14.— Por  la  certificación  en  relación,  por  cada  uno  de 
los  asientos  de  inscripción  y  anotación  preventiva 
ó  de  presentación  pendiente  c^ue  comprenda.  ...  6 

16.— Por  la  certificación  de  no  existir  en  el  Registro 

asiento  ninguno  de  los  buscados 8 

16.— Por  la  busca  en  los  antiguos  Registros  para  dar 
las  certificaciones  de  (|ue  tratan  los  tres  números 
anteriores,  por  cada  ano  cuyos  asientos  se  consul- 
ten    : I,2¿> 

17.— Por  toda  inscripción,  anotación,  cancelación  ó  nota 
marginal  de  uu  título  relativo  á  finca  ó  derecho, 
cuyo  valor  no  csccda  de  500  rs.,  comprendiendo 
el  asiento  de  presentación,  nota  marginal  y  cual- 
quiera otro  asiento  necesario  para  que  dicho  título 
quede  debidamente  inscrito .  .  .  ^ ^«5^ 

Por  copia, 

Los  Directores  de  U  legista. 
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ORIGEN  I  PROGRESAS  DEL  ESTADO  ¥  DEL  DERECHO 

EN  ESPAÑA    (i). 


Ilmo.  Sr.: 
Renuévase  todos  los  anos  la  solemnidad  que  hoy  nos  convoca 
en  el  templo  de  las  ciencias  para  cerrar  con  una  mano  el  último 
período  de  la  enseñanza  académica,  y  abrir  con  la  otra  el  nuevo 
curso  de  los  trabajos  á  que  por  deber  y  vocación  estamos  consa- 
grados. T  al  tender  una  mirada  retrospectiva  hacia  lo  pasado,  y  al 
dirigir  la  vista  á  las  oscuras  sombras  del  porvenir,  nos  parece  que 
surge  por  sí  mismo  el  problema  del  destino  que  á  las  ciencias  ha 
sido  señalado,  y  creemos  la  ocasión  oportuna  para  preguntarles  si 
este  curso,  en  que  continuadamente  las  agitamos »  es  la  reproduc- 
ción de  un  círculo  sin  salida,  ó  si  progresan  y  viven,  como  vive  y 
progresa  la  humanidad  en  el  espacio  y  en  el  tiempo. 

Sin  duda ,  esto  último  es  lo  cierto;  y  en  esa  larga  peregrina- 
ción y  que  se  llama  la  historia ,  siempre  han  marchado  las  ciencias 
delante  de  los  pueblos,  alumbrando  el  camino  con  sus  resplando- 
res; y  á  cada  paso ,  que  la  sociedad  ha  ascendido  en  la  trabajosa 
pendiente  por  donde  camina,  ha  descubierto  la  inteligencia  mas  es- 
tensos y  bellos  horizontes. 

Desde  hace  algunos  siglos  tienden  los  pueblos  á  la  unidad  coa 
irresistible  fuerza,  y  nuestros  antiguos  reinos ,  hoy  provincias  her- 
manas, se  acercan  y  preparan  en  el  orden  social  una  fusión  que 
debe  consagrarse  en  la  esfera  del  Derecho.  A  los  lazos  formados 
por  la  electricidad  y  por  el  vapor,  por  las  ciencias  exactas,  que  en 
sus  aplicaciones  á  la  industria  han  escedido  los  milagros  de  la  an- 
tigua magia ,  corresponden,  por  su  parte ,  las  ciencias  sociales  coa 
nuevos  adelantos ;  y  esta  enseñanza  oficial ,  por  algunos  tan  dura- 
mente calificada,  ha  intentado  desde  sus  últimas  reformas  conden- 

(i)  Discurso  leído  en  la  inauguración  de  los  estudios  de  la  Universidad 
de  Valencia  el  día  i.®  de  octubre  de  1860,  por  el  Dr.  D.  Eduardo  PevBt 
Pujol,  Catedrático  de  la  Facultad  de  Derecho. 
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sar  en  una  síntesis  suprema  el  caudal  de  saber  y  de  prudencia»  que 
encierran  las  legislaciones  de  todas  las  provincias  de  España,  á  la 
manera  que  el  cauce  de  un  rio  reúne  el  caudal  de  aguas  que  brotan 
de  apartadas  fuentes. 

Permitidme,  pues,  que,  hojeando  á  vuestra  vista  el  libro  de  la 
Historia ,  os  recuerde  el  nacimiento  y  desarrollo  del  Derecho  y  del 
Estado  en  todos  nuestros  anUguos  rtínos,  para  mostraros  por  entre 
opuestos  sucesos  la  uniforme  ley  de  sus  evoluciones,  y  estudiar  las 
raices  que  inconscientemente  han  echado  en  otros  tiempos  las  re- 
formas á  que  con  pleno  conocimiento  hoy  aspiramos. 

*  Confío  en  que  la  importancia  del  asunto  ocultará  á  vuestros  ojos 
la  humildad  del  artificio  con  que  he  de  desempeñarle ,  y  os  moverá 
á  escuchar  benévolamente  al  que,  sin  merecerlo  ni  desearlo,  antes 
cumpliendo  con  un  deber  de  respetuosa  obediencia,  se  vé  levantado 
á  esta  cátedra,  que  otros  han  hecho  gloriosa. 

Los  hombres  pasan  y  la  especie  se  perpetúa.  También  se  renue- 
van las  leyes  y  las  costumbres,  y  el  Derecho  subsiste  y  se  perfec- 
ciona. Arrancado  de  las  entrañas  de  la  Humanidad,  hijo  de  la  razón 
y  del  libre-albedrío,  vive  en  la  historia  con  indestructible  dualismo, 
como  idea  en  el  entendimiento  y  en  la  ciencia,  como  hecho  en  las 
instituciones  sociales.  Has  no  son  estas  fiel  trasunto  de  la  justicia 
absoluta;  y  se  trasforman  gradualmente  bajo  el  influjo  innovador 
de  la  inteligencia,  que  ensancha  todos  los  dias  los  limites  de  la  ac- 
ción individual,  estrecha  los  vínculos  de  la  solidaridad  humanítaría^ 
y  se  acerca  gradualmente  al  ideal  del  Derecho,  aunque  solamente 
perfecto  en  la  sabiduría  divina,  no  acierte  jamás  á  reflejarle  en  toda 
su  pureza,  como  no  puede  el  mas  bruñido  espejo  reflejar  con  todo 
su  esplendor  el  brillo  de  los  rayos  solares. 

T  esta  reacción  continua  del  entendimiento  humano  sobre  las 
instituciones,  del  libre-albedrío  sobre  la  fatalidad,  esplica  cómo  el 
progreso,  ley  del  mundo  moral,  debe  serlo  de  la  historia  jurídica 
desde  sus  principios  hasta  sus  últimas  evoluciones. 

Los  orígenes  históricos  del  Derecho  son ,  como  todos  los  oríge- 
nes ,  desconocidos :  la  humanidad  ha  perdido  la  memoria  de  sus 
primeros  siglos ,  á  la  manera  que  el  hombre  olvida  los  vagos  re- 
cnerdos  de  la  niñez;  pero  siempre  ha  partido  de  4a  ignorancia,  para 
llegar  al  conocimiento;  del  instinto,  para  ascender  á  la  razón;  de 
la  fuerza,  para  conquistar  la  libertad.  T  como  predomina  la  fé  en 
esos  tiempos  que  Yarron  llama  oscuros  y  Vico  divinos,  tiene  la  re- 
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lígin  poder  ettcMo  en  los  «simu»  temporales ;  y  bajo  el  velo  del 
sjiBtaarío,  en  las  palabras  mÑIeriosas  de  los  oráculos,  ha  eoeootra* 
d»el  Derecho  sa  espresioa  primitiva:  el  sacerdote  ha  sido  el  pri-< 
mer  legislador,  el  primer  magistrado,  el  primer  juriscoosulto.  Pro* 
cede  en  esa  edad  la  vida  espaatánea  á  la  vida  reflexiva ,  la  justieía 
se  ha  revelado  por  actos  mas  qae  por  escritos ,  las  leyes  han  &ido 
pocas  y  laa  costumbres  muchas^  Ea  esos  pueblos  jóvenes,  en  quie* 
nes  sobresalen  la  imaginación  y  al  sentimiento,  las  leyes,  si  pocas» 
son  poéticas  por  sus  metafóricos  conceptos,  y  por  el  ritmo  armóni« 
co  en  que  están  escritas;  y  para  hacer  penetrar  las  ideas,  al  través 
de  los  sentidos,  en  el  todavía  torpe  entendimiento,  revístense  los 
actos  jurídicos  de  bellas  formas  simbólicas,  haciendo  de  la  vida  civil 
un  drama  no  interrumpido,  con  sus  representaciones  iguradas ,  su 
vigorosa  acentuación  en  las  frases ,  su  gesto  espresivo ,  su  ritual 
pantomima:  entonces,  dijo  bien  el  malaventurado  Vico,  el  Derecha 
es  un  serioso  poema. 

Mas  el  progreso  consiste  en  la  transición  de  la  poesía  á  la  prosa; 
y  pasando  también  la  juventud  de  los  pueblos ,  como  pasa  la  bella 
estación  de  las  fk^rea,  viene  un  diaen  que  se  rompe  el  candido 
misterio  de  la  antigua  ignorancia,  y  se  torna  ridicula  la  inocente 
farsa  de  la  primera  poesía  jurídica.  El  Derecho  sale  del  templo  para 
asentarse  en  la  plaza  pública :  las  frias  fórmulas  de  los  abogados 
reemplazan  á  las  representaciones  poéticas ;  y  sintiéndose  los  pue« 
blos  estrechados  bajo  la  presión  de  las  antiguas  bárbaras  costum^ 
hres,  aflojan,  sin  romperla  todavía,  la  cadena  de  la  tradición  para 
grabar  las  tablas  de  la  ley. 

De  esta  reforma  ha  sido  la  autoridad  civil  el  brazo,  la  ciencia  la 
cabeza;  y  á  la  ciencia  toea  completar  la  evolución  del  Derecho,  ha« 
déndoie  pasar  por  el  crisol  de  una  crítica  reflexiva.  Ascendiendo 
de  la  ley  al  Estado  y  del  Estado  al  hombre,  recorriendo  esta  escala 
que  tiene  en  Dios  su  último  apoyo,  logra  descubrir  el  principio  fun^ 
damental  de  la  justicia,  que  le  sirve  de  regla  para  criticar  los  vi- 
cios  de  la  legislación  presente,  para  reconstruiria  con  la  ordenada 
estructura  de  los  métcídos,  para  reconocer  entre  el  dédalo  de  lo  pa« 
sado  el  camino  que  ha  venido  haciendo  hasta  lo  presente  y  abrir 
las  vías  que  debe  recorrer  en  lo  futuro. 

No  está  sujeto  el  desarrollo  del  Derecho  á  esta  ley  única  é  in» 
flexible.  Como  en  el  mundo  celeste  es  á  veces  perturbada  la  órbita 
4e  ios  planetas  por  la  cot^binacioa  de  las  atracciones  astronómicas 
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^t  la  acción  de  las  facultades  materiales  del  honAre,  y  la  tiemr 
que  huellan  sus  planUs  y  el  cielo  que  contemplan  sus  ojos  imprime» 
su  propio  colorido  en  cada'  una  de  las  gradaciones  por  que  pasa  la^ 
idea  de  lo  justo. 

Mientras  los  hombres  vivieron  en  desparramadas  tribus,  dadoK 
4  la  caza  v  al  pastoreo,  sirviéndoles  de  habitación  los  carros  ó  las^ 
chozas,  solo  pudo  aparecer  en  sus  costumbres  el  derecho  de  la  per- 
sonalidad y  de  la  familia.  Cuando  empezó  el  cultivo  de  la  tierra,  y 
las  tribus  adquiriendo  los  sentimientos  y  los  hábitos  que  produce  la 
posesión  permanente  del  suelo,  se  trasformaban  en  pueblos,  la  re- 
ligión levantó  sus  altares  al  Dios  Término;  y  el  Derecho  fundó  el 
«rden  social  sobre  la  ancha  base  de  la  propiedad  del  territorio. 
Cnando  el  trabajo,  estimulado  por  las  necesidades  de  la  civiliza- 
tiion  creciente  y  guiado  por  los  descubrimientos  de  las  ciencias, 
forma  las  maravillas  de  la  industria,  que  el  comercio  reparte  con  sus 
€ien  brazos,  redactan  los  legisladores  sus  ordenanzas  mercantiles, 
como  ya  las  escribieron  Fenicios  y  Ródios ,  como  España  las  pu- 
l)licó  la  primera  entre  los  modernos  pueblos. 

Los  aires,  las  aguas  y  los  lugares,  según  Hipócrates  define  los 
climas,  modifican,  aunque  nunca  alteren,  el  tipo  de  la  humana  na- 
turaleza. Es  degradar  al  hombre  suponerte  como  el  &rbol,  depen- 
diente del  terreno  que  lé  sustenta;  es  calumniar  la  historia  creer 
que  la  civilización  se  fija  con  las  latitudes,  ó  brota  del  suelo  según 
la  fuerza  con  que  el  sol  le  calienta;  mas  parece  cierto  que  la  Pro- 
videncia, dividiendo  la  tierra  con  las  montañas,  los  rios  y  los  ma- 
res, ha  preparado  á  las  familias  de  una  raza  y  de  un  idioma  habi- 
taciones adecuadas  á  sus  destinos  diversos,  pero  armónicos,  para 
conspirar  unidos  al  gran  fin  humanitario.  T  este  carácter  peculiar 
tle  las  nacionalidades  no  ha  podido  menos  de  reflejar  su  acción  en 
el  Derecho.  De  él  se  deriva  el  singular  contraste  que  aparece  entre 
las  costumbres  germánicas  y  la  inmovilidad  de  los  pueblos  del  Orien- 
té, y  por  eso  mismo  son  belicosos  los  habitantes  de  las  montañas 
y  de  natural  mas  blando  y  pacífico  los  labradores  de  las  llanuras; 
Ibs  que  viven  en  las  costas  fueron  los  primeros  comerciantes,  y  ellos 
han  escrito  las  primeras  leyes  marítimas  y  mercantiles. 

No  resultan  de  estos  principios  combinados  leyes  históricas  fijas, 
porque  no  hay  en  el  mundo  moral  leyes  sino  tendencias,  á  las  cua- 
les se  inclina  la  libertad  humana  sin  cumplirías  fatalmente.  Pero  sf 
el  libre  aibedrio  del  individuo  es  algo  mas  que  una  ilusión  del  or« 
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'^io  ¿cómo  conciliarle  con  el  progresa  reconocido  por  ley  necesar 
ría  de  la  especie? 

La  verdad  es  que  cualquiera  de  estos  términos  supone  la  exts« 
«tenciadel  otro»  y  que  el  progreso  histórico  no  se  concibe  sin  el  li« 
bre-albedrío  humano  que,  sustraído  á  la  corriente  de  las  tradiciones» 
^s  el  único  iniciador  de  los  adelantos.  Podrá»  segunJa  acertada  fra- 
se de  Ovidio,  ver  lo  bueno  y  aprobándolo  seguir  lo  malo;  pero  la 
obra  de  la  voluntad  en  el  mal,  la  del  legislador  ó  pueblo  que  san- 
ciona la  injusticia,  se  desmorona  por  si  misma,  como  ruinoso  edifi- 
cio, mientras  dura,  como  imperecedero  monumento,  la  obra  bende- 
cida del  bien;  y  cada  día  se  halla  el  hombre  en  posesión  de  una  he- 
rencia de  bondad  mas  rica,  y  encuentra  el  estadio  de  la  maldad 
mas  reducido.  Por  eso  el  movimiento  de  la  historian  uniformemen*» 
te  acelerado;  por  eso  las  desviaciones  de  la  libertad  son  pasajeros: 
-accidentes,  que  no  perturban  la  magestuosa  marcha  del  Derecho; 
7  por  eso  de  la  conciliación  suprema  entre  la  ley  del  progreso  y  el 
ilibre^albedrío  humano,  resulta  el  dogma  do  la  Providencia,  como 
-por  primera  vez  en  la  historia  lo  definió  la  religión  cristiana. 

Al  compás  de  estas  leyes,  en  el  variado  movimiento  de  la  his:* 

4oria  moderna,  se  ha  desarollado  el  Derecho  en  España,  si  bien  apo* 

jándose  en  la  justicia  civil  de  los  romanos  y  en  la  independencia 

germánica,  para  acomodarlas  lentamente  al  ideal  que  mostró  antei 

-sus  ojos  el  cristianismo. 

La  civilización  romana,  antes  de  encerrarse  en  la  ciudad  suii« 
tttosa  que  habia  levantado  para  su  sepulcro,  legó  á  la  nueva  Euro* 
pa  una  mstitucion  viva  aun,  si  amortiguada  en  el  municipio,  y  nn 
testamento  inmortal  en  sus  leyes. 

Las  colonias  y  municipios  espumóles,  los  mas  numerosos  y  prós« 
peros  del  imperio,  se  gobernaban  por  aquel  régimen  aristocrático» 
en  virtud  del  cual  fueron  en  Roma  las  magistraturas  patrimonio  de 
la  nobleza  hasta  el  tiempo  de  las  rogaciones  lidnias.  Así  lo  han 
H^onfirmado  recientemente  los  bronces  de  Málaga ,  esos  preciosos 
fragmentos  de  la  antigüedad  exhumados  de  entre  sus  escombros, 
^ne  tan  lisongeramente  han  sido  acogidos  mas  allá  del  Rhin  y  qui 
con  tanta  injusticia  han  sido  tratados  por  un  sabio  francés ,  á  quien 
la  imparcialidad  no  nos  permite  negar  el  saber  ni  el  talento.  Cuan'» 
do  mas  adelante  Juliano  el  Apóstata  admitió  los  plebeyos  á  las  ma« 
{[ístratnras,  y  se  intentó  un  tardío  remedio  del  poder  tribunicio  ei 
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manos  de  los  presidentes  de  las  provincias  que  las  eq^UdMa,  ao 
l^reteito  de  gobernarlas. 

Vinieron  así  á  nivelarse  las  cindades  üáHoas.y  proTinciaies  Imío 
el  yngo  férreo  de  los  gobernadores,  cuya  rapacidad  fué,  al  decir  de 
un  historiador ,  el  recuerdo  de  la  república  que  mejor  eonservóel 
imperio;  y  escalonadas  las  provincias  en  diócesis  y  las  diócesis  ca 
prefecturas,  formaban  como  una  altísima  pirámide,  en  cuya  cúsfúde 
se  alzaba  el  emperador ,  César  y  poatiice ,  que ,  eseediendo  ¿  Im 
modernos  reyes ,  hubiera  podido  decir  cyo  soy  la  lOMiad ,  eoy  et 
Estado.  > 

El  derecho  romano,  j^«e  merece  el  nombre  de  razón  esorüa» 
leeoaocta,  sm  esriMdrge,  iajusUs  privilegios  en  los  territories  y  las 
personas. 

£1  suelo  provindai ,  perteneciendo  al  Estado,  no  podía  ser  ob- 
jeto de  particular  dominio.  En  vano  k»  cultivadores  le  regaban 
een  el  sudor  de  su  frente:  instrumentos  de  la  gcaadeza  romana,  sin 
participar  de  su  gloria,  solé  alcanzaban  una  posesión  precaria,  me* 
diante  el  pago  de  enormes  impuestos,  que  no  satisfacían  la  sed  hi- 
drópica de  aquel  confiscador  gobierno.  ¥  iio  eran  tampoco  escasos 
los  tributos  que  amenguaban  la  propiedad  dd  lavorecíé»  aiiek> 
itálico. 

Las  personas,  acaso  igualadas  por  Antomno  Caracalla  pava  su- 
frir ,  como  ciudadanos ,  la  misma  servidumbre,  se  repartían  en  ge- 
rarquias  por  el  orden  de  sus  privilegios.  Eran  poeos  los  qoe  goza- 
ban de  honores ,  exentos  de  cargas  municipales :  solo  tenían  esle 
privilegio  los  senadores,  varones  clarísimes,  es{rfeftdor  de  la  dodad, 
favoritos  de  las  leyes  y  de  la  fortuna.  Por  bajo  de  elles  los  curian 
les,  adscríptos  al  orden  munidpal  con  su  persona  y  bienes,  eiervos 
condecorados  de  la  cosa  pública,  á  quienes  no  libraban  la  fuga  ni 
el  sacerdocio ,  solo  tenían  el  derecho  de  elegir  entre  la  confisca- 
ción y  su  cadena.  Los  legionarios ,  dependientes  del  ^Uerno 
central,  medios  de  opresión,  no  de  dclensa,  vivían  come  in*> 
Auines  y  estrenos  en  las  ciudades ,  cpue  con  igaal  indiferencái  de-- 
Ikian  considerar  luego  la  invasión  como  asunto  propio  de  bárbaros 
y  legionarios.  La  plebe  hacinada  en  Los  tugurios  ,  ejerciendo  los 
oficios  mecánicos  despreciados  basta  por  los- filósofos ,  se  agrupaba 
teas  por  instinto  que  por  cálculo ;  y  modelando  sus  corporaciones 
^r  la  curia,  preparaba,  sin  pensarla ^  }m  modwnos  gremiea.  EUá 
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sidria  el  peso  de  las  cargas  ordinarias  y  sórdidas ,  harto  pareci- 
das á  las  prestaciones  feadales,  como  se  parecen  todos  los  despojos 
que  la  propiedad  sufre  de  la  violencia,  cuando  no  está  garantizada 
por  el  poder  político.  En  la  última  grada  social  vivian  los  esclavos» 
que  la  ley  fríamente  declaraba  cosas» 

Asi  la  desunión  de  las  clases ,  no  menos  que  los  desórdenes  del 
gobierno,  contribuían  á  disolver  el  imperio  romano. 

La  historia  antigua  tocaba  á  su  término;  y  la  humanidad  pare- 
cia  condenada  á  inevitable  decadencia ,  si  no  hubieran  acudido  á 
regenerarla  una  nueva  raza  y  una  nueva  idea:  la  raza  vino  del  Nor- 
te, la  idea  como  la  luz  vino  de  Oriente. 

El  rigor  de  los  climas  septentrionales  y  los  trabajos  de  la  emi- 
gración por  tierras  ásperas  é  ingratas  debieron  dotar  á  los  bárba- 
ros de  aquel  vigor  salvaje  que  engendró  en  la  nueva  Europa  el 
sentimiento  de  la  individual  independencia.  Libre  era  el  bárbaro  en 
el  hogar  doméstico  desde  que  recibía  la  framea  ante  la  reunión  de 
sus  iguales,  libre  cuando  comparecía  armado  en  las  asambleas  no 
sometidas  al  privilegio  del  censo  ó  de  la  curia,  libre  de  escoger  en 
el  <^cito  la  banda  y  capitán  para  el  combate;  y  este  desconocido 
principio  de  la  iniciativa  del  hombre  en  el  Estado,  debiera,  tras  lar- 
ga incubación  en  la  Historia ,  formar  el  espíritu  de  la  política  mo- 
derna. 

Suevos  y  vándalos ,  bárbaros  del  Occidente ,  trajeron  á  España 
estas  aspiraciones,  un  tanto  modificadas  en  los  hermosos  alanos  del 
Cáucaso:  traíanlas  también  los  veisigodos ,  cuyo  origen  germánico 
atestiguan  de  consuno  tradiciones,  costumbres  y  lenguaje. 

Como  la  lluvia  rocía  juntamente  los  verdes  campos  y  los  de- 
siertos arenales ,  así  la  religión  cristiana  descendió  á  la  vez  sobre 
bárbaros  y  romanos.  La  buena  nueva,  que  anunció  al  mundo  su  re- 
dención en  el  orden  sobrenatural,  le  abrió  la  senda  de  nuevos  des- 
tinos en  el  orden  humano.  Declarando  al  hombre  imagen  é  hijo  de 
Dios  y  poniendo  el  fia  moral  en  la  imitación  divina,  subordinó  la 
voluntad  á  la  conciencia ;  y  como  la  voluntad  es  principalmente 
movida  por  el  resorte  poderoso  de  la  pasión,  purificó  el  sentimiento 
en  su  origen,  fundiendo  el  amor  divino  y  el  amor  humano  en  la  ley 
de  caridad,  que  no  habian  acertado  á  comprender  reyes,  ni  sacer- 
dotes, ni  filósofos.  Fundó  la  sociedad  en  el  trabajo,  santificándole 
con  escándalo  de  aquellos  pocos  holgazanes  en  quienes  radicaba  la 
civilización  antigua;  y  en  el  orden  jurídico ,  trazando  los  límites 
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.hasta  entonces  no  señalados  entre  la  moral  y  el  Derecho ,  entre  la 
religión  y  el  Estado ,  emancipó  la  conciencia  de  la  tiranía  política, 
que  hablan  ejercido  sin  freno  el  Areópago  de  Grecia  y  los  censores 
en  Roma.  Era  el  cristianismo  una  profundísima  filosofía,  una  moral 
acabada,  y  contenia  los  gérmenes  de  una  economía  y  de  un  nuevo 
Derecho ,  porque  encerraba  en  su  profundo  seno  el  ideal  de  la  per- 
fección á  que  la  humanidad  aspira. 

Cuando  apareció  el  cristianismo  en  el  orbe  romano  ,  aquel 
pueblo  escéptico  y  corrompido  sentia  hambre  y  sed  de  moralidad  y 
de  creencias,  y  refrescó  con  ansia  los  labios  enardecidos  en  las  pa- 
ras fuentes  del  bautismo.  Sentíanse  los  bárbaros  atraídos  i  la  na- 
ciente religión  por  la  insuficiencia  de  los  feroces  dogmas  que  antes 
profesaban,  y  por  aquel  espíritu  independiente  que,  aunque  agres- 
te ,  no  era  desconforme  con  la  sencilla  dignidad  de  los  cristianos. 
Mas  un  funesto  error ,  fecundo  en  males,  convirtió  los  godos  á  ia 
heregía  arriana. 

Con  tales  antecedentes  se  abrió  en  España,  al  asomar  el  si- 
glo y,  el  drama  de  la  historia  moderna.  Ya  habían  llegado  en  son 
de  conquista  suevos,  alanos  y  vándalos ,  cuando  pasaron  los  godos 
el  Garona  y  los  Pirineos,  y  luchando  contra  todos ,  se  anunciaron 
como  los  futuros  señores  de  la  Península.  ¡  Funesto  período  de 
muertes,  violencias  y  depredaciones....  Laborioso  parlo  que  en 
medio  de  crueles  angustias  dá  á  luz  á  la  nacionalidad  española: 
bárbaros  é  ibero-romanos ,  diversos  en  sus  orígenes ,  opuestos  en 
sus  costumbres ,  separados  en  sus  altares ,  pugnan  trabajosamente 
por  alcanzar  una  unidad  que  es  al  cabo  mas  aparente  que  verda- 
dera. 

Los  godos,  á  quienes  Dión  llama  los  griegos  de  los  bárbaros, 
hablan  adquirido  en  las  orillas  del  Danubio  la  afición  á  la  vida  civi- 
lizada, y  buscaban  ya  una  patria ,  á  cuya  sombra  pudiesen  reposar 
de  sus  viajes.  Vinieron  á  encontrarla  en  España,  donde  Ataúlfo  so- 
naba tempranamente  el  imperio  de  Carlo-Magno;  pero  le  detuvo  en 
sus  sueños  y  en  sus  victorias  el  puñal  asesino  de  Sigerico.  Sus  su- 
cesores prosiguieron  la  lucha  con  bárbaros  y  romanos,  y  subyuga- 
ron en  tiempo  de  Suintila  toda  la  Penísula  españob.  También  habia 
sido  preciso  defender  el  territorio  de  aquellos  feroces  hunnos ,  es- 
panto de  los  pueblos,  que ,  dejando  tras  sí  un  rastro  de  desolación 
y  sangre,  amagaban  sumergir  á  la  Europa  en  una  insondable  bar< 
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barie.  Dios  defendió  la  buena  causa,  y  aunque  Teodoredo  selló  la 
victoria  con  su  sangre,  de  su  muerte  surgió  constituida  la  mouar-* 
quia  visigoda. 

Pero  aun  no  lo  estaba  la  nación:  habian  podido  los  ibero -roma- 
nos transigir  con  el  despojo,  mas  no  con  la  herejía  de  los  vence- 
dores, pues  no  hay  transacciones  con  la  conciencia;  y  los  auxilios 
que  prestaron  á  francos  y  suevos  en  el  Norte  y  las  rebeliones  del 
Mediodía,  donde  predominaba  la  raza  católica,  demostraban  que 
ao  era  posible  la  paz  entre  los  dos  pueblos,  mientras  no  se  postra- 
ran juntos  ante  los  mismos  altares.  Recaredo  tuvo  el  acierto  de 
conciliarios  y  de  abrir  los  ciegos  ojos  á  la  luz  de  la  verdad,  abju- 
rando ante  el  clero  la  herejía.  Recesvinto  apresuró  la  fusión  de  las 
razas;  y  levantando  la  barrera,  ya  muchas  veces  quebrantada  por 
la  pasión,  que  no  distingue  razas,  ni  reconoce  clases,  permitió  á 
^odos  y  romanos  unirse  con  el  santo  lazo  que  crea  la  familia. 

Fué  así  formándose  la  España  goda.  Eran  romanas  las  masa- 
sociales,  y  superiores  por  el  número  y  la  civilización,  aparecían  co- 
mo el  fondo  sobre  el  que  debiera  dibujarse  el  cuadro  de  la  sociedad 
nueva.  Juntando  apartados  tiempos,  traían  de  la  antigüedad  los 
derechos  civiles  mutilados  por  la  conquista,  el  recuerdo  de  una  sa- 
bia jurisprudencia  y  cierto  principio  de  organización  en  las  no  es- 
tinguidas  curias. 

Goda  la  monarquía,  porque  godo  y  noble  era  el  rey;  atada  por 
la  elección,  daba  en  manos  de  la  aristocracia;  y  fué  impotente  para 
fundar  la  unidad  política,  porque  no  habian  nacido  los  concejos 
que,  haciéndola  hermana  primogénita  de  las  franquicias  naciona- 
es,  le  asegurasen  su  eficaz  apoyo. 

Escalonados  los  godos  en  aquel  como  feudalismo  personal,  su- 
bordinados los  bucelar'm  á  los  patronos^  como  los  leudes  debian 
estarlo  al  rey,  sustentaban  el  poder  de  la  nobleza,  asentando  los  ci- 
mientos del  régimen  señorial  del  territorio,  é  infundían  nuevo  alien- 
to en  la  nación  con  su  espíritu  enérgico  é  independiente,  y  sobre 
todo  con  las  costumbres  de  la  familia  germánica  que  habria  de  pre- 
dominar sobre  la  romana  como  mas  conforme  á  la  moral  del  cris- 
iianismo. 

Mediador  entre  godos  y  romanos,  depositario  de  la  religión  y 

heredero  de  las  ciencias,  que  los  vencidos  empezaban  á  olvidar  y 

los  vencedores  no  habian  llegado  á  aprender,  era  el  clero  la  graa 

fuerza  moral  de  aquel  tiempo.  Unido  con  los  reyes,  inmune  y  po- 
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Ceroso,  no  lo  foé  tanto  que  no  se  riese  obligado  i  sancionar  todas 
^as  usurpaciones  de  la  nobleza,  pero  puede  reclamar  la  aureola  de 
los  últimos  resplandores  con  que  la  ciTÍlizacion  moribunda  alvoK 
braba  en  España,  ouaodo  «tros  pueblos  estaban  ja  en  la  oseara  no- 
cbe  de  la  edad  media. 

Grave  mal  fué  entonces  que  á  lo$  poderes  sociales  no  corres- 
pendiera  la  constitución  poUtioa.  Elaborada  por  el  clero  y  el  mo» 
narca,  levanta  el  poder  de  ambos  sobre  un  pedestal  de  arena:  el 
rey,  que  legisla  y  juzga,  convoca  los  concilios  y  manda  ios  ejérci- 
tos, parece  el  arbitro  supremo  del  país  y  es  solo  el  jefe  de  la  par- 
cialidad que  le  sublima  al  trono:  el  clero,  legislador  en  los  conci- 
lios, amparo  legal  de  los  pobres,  censor  de  los  jueces,  presume  en 
la  elección  del  monarca  una  influencia  que  dmiosamente  ha  ejer- 
cido. 

El  municipio  ibero*romano  sufre,  sin  que  apenas  se  perciba  en 
las  leyes  la  lenta  elaboración  de  la  crisálida  antes  de  d^plegar 
sus  alas:  la  curia  muere  y  vá  á  nacer  el  concejo  tan  pronto  como 
en  su  seno  se  identifiquen  la  libertad  civil  romana,  la  libertad  in- 
dividual germánica  y  la  libertad  moral  del  críslianismo.  La  reli- 
gión y  la  curia  se  estrechan,  aplicando  á  la  eleoeion4el  obispo  los 
sufragios  populares  del  defensor  el  espirita  germinico  penetra  en 
las  ciudades,  asociando  tímidamente  la  acción  de  los  vecinos  al  go- 
bierno privilegiado  de  los  decuriones.  Los  nobles,  servidores  de  ios 
reyes  en  el  oficio  palatino,  testigos  de  solemnidad  en  los  concisos, 
gobernaban  como  condes  y  duques  las  ciudades  y  provincias,  mas 
iH>  gozaban  en  el  gobierno,  á  faka  de  asambleas  feudales,  aquel 
poder  que  su  influencia  social  requería.  No  escribiendo  las  leyes 
sus  fueros,  hubieron  de  buscarios  en  el  pnnal  con  que  segaban  la 
garganta  de  sus  reyes  ó  en  las  tigeras  con  que  los  degradaban,  ai 
toDsurarlos. 

A  este  vicio  del  Estado  debe  atribuirse  la  decadencia  de  fispa- 
Sa  y  su  rota  en  el  trance  fatal  del  Ouadalete.  No  bastaba  el  clero 
á  contener  la  desbordada  furia  musulmana,  ni  el  rey  podía  ordenar 
la  nación  para  la  pelea  desde  que  Wamba  descendió  del  sélio,  y 
cayeron  sus  leyes  militares.  Era  la  nobleza  el  alma  del  ejército; 
mas  perdido  su  valor  de  otros  tiempos  y  desgarrada  en  Aicoiones 
intestinas,  pudo  ser  de  un  golpe  esteminada.  Solo  quedi^ian  tos 
íbero-romanos;  pero,  acordándose  de  los  desafueros  de  los  godos» 
«e  cruzaron  de  brazos  y  cambiaron  con  indiferencia  de  señores. 
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FricasaroD  las  gmemoMs  teatalWas  de  la  moBarqiik  y  del  ole- 
ra en  fiívor  de  la  uaidad  social  y  política:  solo  quedaron  de  su  obra 
"laiBiidadcmt  y  religiosa;  y  ellos  y  los  restos  del  municipio  fueron 
las  seafUas  que  el  porvenir  debía  fructificar  en  ocho  siglos  de  labo^ 
rioso  cultivo. 

Fácil  es  ahora  comprender  el  estado  del  Derecho  en  este  pe- 
riodo. 

Son  sos  fuentes  las  leyes  romanas  y  las  costumbres  godas,  pues 
este  retorno  á  la  barbarie  no  estinguió  del  todo  la  luz  del  Derecho; 
y  los  restos  informes  de  la  legislación  de  Roma  sirvieron  á  la  nueva 
sociedad,  como  sirven  al  mendigo  las  ricas  vestiduras  cuyos  despo- 
jos aprovecha.  Vuelven  las  costumbres  á  oscurecer  las  leyes  en  es- 
ta época  de  irreflexión  y  de  ignorancia;  y  la  fé,  uniendo  la  Iglesia 
y  el  Estado,  junta  la  sanción  civil  y  la  religiosa,  la  escomunion  y 
las  multas.  Refleja  el  derecho  las  artes  sociales;  y  al  leer  el  Fuero- 
Juzgo  se  percibe  el  afán  con  que  descuaja  las  selvas  un  pueblo  que 
gasta  sus  fuerzas  en  el  trabajo  agrícola.  T  oomo  los  códigos  son  la 
•obra  reflexiva  de  la  clase  que  ha  heredado  su  ciencia  de  una  socie- 
dad degenerada,  es  inútil  buscar  en  ellos  la  poesía  de  un  pueblo  jo- 
ven, que  solo  se  encuentra  en  el  estudio  de  las  costumbres;  y  en  su 
lugar  aparece  ^  la  ley  la  hueca  y  enfadosa  retórica  de  una  litera- 
tura decrépita,  que  el  Fuero^Juzgo  toma  prestada  del  bajo  im- 
perio. 

La  invasión  y  el  respeto  que  los  bárbaros  profesaban  al  indiví^ 
dúo  introdujeron  en  España  las  leyes  de  castas.  Alarico  escribió  la 
de  los  vencidos,  y  probablemente  también  la  de  los  vencedores,, 
como  parece  indicarlo  el  palimpsesto  de  Gorbia,  oculto  muchos  si- 
glos bajo  una  nueva  escritura  que  ha  levantado  la  generación  pre- 
sente para  volver  á  leer  la  primitiva,  como  levanta  la  losa  de  lo$ 
sepulcros  para  interrogarles  el  secreto  de  la  Historia.  Esa  misma 
ley  antigua  de  los  wisigodos  sirvió  de  base  al  derecho  de  las  dos 
razas  cuando  empezaron  á  formar  un  solo  pueblo,  y  de  ella  y  de 
los  restos  del  derecho  romano,  fundidos  en  el  crisol  en  que  la  Igle- 
sia vaciaba  la  sociedad,  se  formó  el  Fuero-Juzgo,  cuyo  método,  es- 
lilo  y  doctrinas  son  incontestablemente  superiores  á  cuanto  produ- 
jo la  Europa  contemporánea. 

El  estudio  de  estas  fuentes  nos  permite  conocer  los  mas  íntimos 
secretos  de  la  vida  ciüü  de  aquellos  tiempos,  la  condición  de  las 
personas,  los  misterios  del  hogar  doméstico. 
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Las  preocapteiQQes  religiosas  Ucieroa  de  los  judíos  los  parias 
de  aqadla*  sociedad;  7a  se  dístiDgaian  ios  optimates  de  ios  ingé- 
;iiaos,  como  Iiabian  de  levantarse  las  torres  señoriales  sobre  las  Im- 
mildes  casas  de  ios  villanos;  ia  manclia  de  la  servidumbre  en  los 
libertos  era  mas  oscura  que  lo  fué  en  Roma;  pero  el^  esdavo  roma- 
-no  iba  lentamente  titisformándose  en  el  siervo  de  la  üerrat  dei  cual 
á  su  tiempo  saldría  el  solariego,  precursor  ya  del  hombre  libre. 

Predominan  en  la  familia  las  costumbres  germánicas  sobre  las 
4eyes  romanas»  como  lo  demuestran  los  derechos  otorgados  á  la 
mujer  y  la  intervención  solidaria  de  los  parientes  en  el  amparo  de 
Jos  huérfanos;  y  se  percibe  el  empeño  sostenido  de  ia  Iglesia  para 
Jograr  que  los  hombres  no  separen  á  los  que  ante  Dios  se  unie- 
ron (1).  En  cambio,  convertidos  los  bárbaros  en  propietarios  por  la 
4M)nquista»  se  encontraban  presos  en  las  mallas  del  orden  civil  ro« 
mano,  por  lo  cual  tomaron  de  los  vencidos  las  leyes  del  dominio. 
I  como  es  la  herencia  el  punto  en  que  se  encuentran  sin  desequi- 
Jibrio  la  propiedad  y  la  familia,  recibieron  de  los  romanos  las  leyes 
testamentarías,  que  desconocian  en  tiempo  de  Tácito  y  de  César, 
y  que  combinadas  por  Chindasvinto  con  la  antigua  sucesión  forzosa 
engendraron  la  sabia  institución  de  las  mejoras. 

Amiga  de  los  desamparados,  introdujo  la  Iglesia  garantías  en  el 
procedimiento;  opuso  precauciones  á  la  barbarie  de  la  tortura,  y 
obra  suya  fué  la  estudiada  economía  con  que  las  leyes  hablan  de  las 
pruebas  vulgares. 

El  derecho  penal  empezaba  á  salir  del  feroz  palenque  de  las 
venganzas  individuales;  la  acción  pública  se  mostraba  ya,  aunque 
como  vergonzosa  participación  de  la  multa  perteneciente  aJ  ofendí- 
4o,  y  guiada  por  una  igualdad  mas  simbólica  que  verdadera,  im- 
ponía el  talion  en  sus  castigos.  Pero  ya  la  Iglesia  proclamaba  en 


(1)  L^Uty  1.",  tüiUo  6,  W.  3.^  del  Fuero- Juzgo  reconoce  terminante- 
mente el  divorcio.  Carece  de  epígrafe  y  puede  por  lo  mismo  suponerse  que 
procede  de  la  ley  antigua  de  los  wisiffodos,  aunque  no  se  encuentra  su 
correspondencia  en  el  palimpsesto  publicado  por  Blume,  ó,  lo  que  parece 
mas  cierto,  que  se  deriva  del  derecho  romano. 

La  Ley  í*  del  mismo  titulo  y  libro,  que  lleva  el  epígrafe  de  Chindas^ 
vinto,  restringe  la  doctrina  de  la  anterior.  Ya  la  Iglesia  española  liabia 
manifestado  su  oposición  al  divorcio  en  el  canon  VIH  del  concilio  de  Elvi- 
ra,—C/oí.  can.  del  Sr.  Tejada,  tom.  2.*,  pág.  21.— y  había  admitido  la 
^^.^^ífS^  establecida  por  el  concilio  de  Mileva-cáium  JTF///— sobre  indi- 
solubilidad del  matrimonio— Col  can.  dt.  tom.  i.**,  pág.  320. 
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VOZ  alta  que  las  leyes  se  hacen  para  que  los  bueaos  vivan  en  paz» 
refrenados  los  criminales  y  proporcionada  la  espiadon  ¿  la  culpa» 

Asi  el  Derecho  en  punto  á  loi  imtUuci(me$.  No  eran  los  tiem- 
pos  á  propósito  para  la  ciencia.  Medrosa  del  fragor  de  las  armas, 
se  habia  refugiado  en  los  claustros,  donde  á  la  luz  oscilante  de  las^ 
lámparas  del  templo  escribían  los  monges  sus  pergaminos,  mien* 
tras  que  la  Jurisprudencia,  sierva  humilde  del  derecho  práctico, 
ensenaba  en  sus  formularios  la  aplicación  de  las  leyes  á  aquellos^ 
incultos  pueblos. 

En  los  padres  de  la  Iglesia  se  encuentran  los  restos  del  saber 
antiguo,  y  en  las  Etimologías  de  San  Isidoro  se  leen  compendiada» 
las  doctrinas  del  derecho  romano;  pero  á  su  lado  aparecen  ya  en  la 
legislación  las  ideas  cristianas.  Distingue  S.  Isidoro  el  Derecho  en 
divino  y  humano,  busca  su  fundamento  en  la  razón,  somete  á  la 
moral  los  legisladores;  y  aunque  estas  máximas  fuesen  para  la  Igle-- 
sia  interesadas,  eran  el  único  límite  á  la  barbarie  de  aquellos  po* 
deres  políticos,  y  espresaban  acertadamente  el  espíritu  del  tiempo. 
Nacidas  de  las  profundidades  teológicas,  decoradas  con  bellas  for- 
mas por  la  literatura  (1),  fueron  escritas  en  el  Fuero-Juzgo,  y  me* 
recieron  pasar  á  las  leyes  y  á  la  enseñanza  de  otras  naciones. 

De  este  modo  pensaron  y  obraron  nuestros  abuelos,  en  el  órdea 
del  Derecho,  en  aquel  periodo  que  concluye  en  la  supuesta  pérdi* 
da  de  España. 

AI  principiar  el  siglo  YIII,  la  invasión  sarracena  abre  una  nue- 
va época  en  nuestra  historia.  Sométense  las  poblaciones  á  los  lla- 
mados bárbaros  del  Mediodía,  que  respetan  sus  leyes  y  su  culto, 
sus  sacerdotes  y  sus  magistrados.  Estos  bárbaros  habían  recogido 
entre  las  cenizas  de  la  biblioteca  de  Alejandría  los  restos  del  saber 
antiguo,  y  los  muzárabes  les  ayudaban  en  la  tarea  de  cultivarle 
para  enseñanza  de  la  ignorante  Europa.  Tornábase  á  veces  perse- 
cución la  tolerancia;  mas  de  este  modo  se  mantenía  viva  en  los 
vencidos  la  llama  de  la  fé,  para  que  estuviesen  prontos  á  ayudar  á 
los  cristianos  del  Norte  en  la  empresa  de  repoblar  la  tierra,  que 
estos  redimían  á  precio  de  su  sangre. 

(i)  El  obispo  Tajón— Senííníiortim—/i6.  L—XXXVHl  Quibus  mo^ 
di$  Deus  loquitur  hominibtís—lib.  V.-^IX  De  prinaipibus  mundi  y  X  De 
bonis  principibus,  (Florez  torno  31)  espoae  las  ideas  de  San  Isidoro,  que 
también  se  encuentran  en  los  versos  de  San  Eugenio.— Opúscute  QS—De 
jft»9tioia<*69  De  Misericordia^  etc.  PP.  Tokdanoi:  tom,  L 
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Los  mmos  ea  BtJunero't  pero  los  mas  poderosos  ea  eslíieno«  se 
refiigiaroii  en  las  sierras  lleviuMto  consigo  sos  reliquias  y  sas  ar^ 
roas,  su  fé  en  la  religioa  del  Crucificado  y  eo  los  destinos  de  la  pa- 
tria. Godos  y  romanos  fundidos  en  el  yunque  de  la  guerra,  se  unie- 
ron ea  las  montanas,  eterno  asilo  de  la  independencia,  con  acpie* 
líos  cántabros  y  vascoaes  no  domados;  y  así  la  raza  originaria  es- 
pañola Tuelve  al  cabo  de  los  siglos  á  tomac  la  iniciativa  de  la  His- 
toria. 

La  resistencia  debia  ser  mas  pronta  en  Asturias  que  en  los  Pi- 
rineos; apretados  aUí  los  cristianos  entre  el  mar  y  las  medias  lu- 
nas, no  tenian  otea  alterftativa  que  la  muerte  ó  la  victoria;  aquí 
guarecidos  en  tierra  amiga  podían  avanzar  ó  retroceder,  según  ar- 
reciase el  viento  de  las  invasiones.  Por  eso  renace  primero  la  mo- 
narquía de  Pelayo  en  la  ilustre  cueva  de  Govadonga,  aúentras  los 
montañeses  de  Sobrarve  repartidos  en  bandas,  semejantes  al  go- 
bierno del  godo  Ansemondo  en  Seplimania,  conquistan  la  tier- 
ra sittd  Rege,  comp  declara  el  Fuero  á  pesar  de  fabul9sas  genea- 
logías. 

El  ímpetu  y  la  fortuna  musulmana  tuvieron  suspensa  en  el  fiel 
de  dudosa  suerte  la  existencia  de  los  remes  eqianoles  has(a  que  faé 
Aimanzor  vencido  en  las  cuestas  del  Águila;  y  ya  entonces  la  caro- 
na de  D.  Sancho  el  mayor  eclipsaba  i  todas  las  de  la  Pemnsula. 

En  las  faldas  de  los  Pirineos  habían  nacido  gemelas  en  una  misma 
cuna,  escondida  entre  las  nieblas  de  la  Historia ,  las  Monarquías  de 
Aragón  y  Navarra.  D.  Sancho  las  dividió  á  su  muerte,  y  el  tiempo 
las  condujo  á  bien  diversos  destinos. 

En  tanto  otros  godos  formaban  la  Marca  hispánica,  gobernada 
bajo  el  poder  de  los  reyes  francos  por  los  condes  de  Barcelona,  que 
iban  aflojando  hasta  romperle  el  vínculo  feudal  del  vasallaje. 

Impulsados  todos  por  la  Providencia,  estendían  al  Sur  sus  con« 
quistas;  pero  todos  fueron  tambieb  culpables  de  estériles  divisiones 
y  guerras  intestinas.  Tan  cierto  es  que  la  libertad  humana  retarda 
ó  apresura  el  cumplimiento  de  los  fines  sociales. 

Fernando  Magno  reparte  los  reinos  de  Castilla;  logra  Alon- 
so VI  reunirlos  y  conquistar  á  Toledo;  pero  una  horda  de  almorá- 
vides pone  en  üciés  en  peligro  su  corona*  Dona  Urraca  y  £1  Bota- 
lladar  estrechan  con  sus  manos  los  vínculos  de  la  España  cristiana, 
pero  se  rompe  esta  unión  con  su  consorcio;  y  Aragón  y  Navarra, 
temporalmente  unidos,  vuelven  por  siglos  ásepararse.  Júntansepw 
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otr»  enlate  Aragón  y  GaEtalana,  á  tiempo  que  León  y  Castilla  se  dí« 
viden;  y  tantos  pequeños  reinos  se  ven  á  la  vez  amenazados  por 
otra  oleada  de  africanos^  pocios  bárbaros  almohades.  El  riesgo  agru- 
pa á  lo9  cristianos;  á  las  Navas  de  Tolosa  vienen  juntos  Pedro  de 
Aragón  y  Alfonso  de  Castilla,  y  hasta  Sancho  el  fuerte  de  Navarra 
que  no  tiene  ya  frontera  con  los  moros,  llega  á  romper  con  ellos  la 
líltíma  lanza^  y  ganar  por  Masón  la  cadena  qne  cerraba  las  tiendas 
musulmanas. 

Desde  entonces,  lejos  Navarra  de  los  agarenos,  pierde  sus  fuer- 
zas en  remotas  cruzadas;  Aragón  conquista  á  Valencia,  pero  dete- 
nido ante  los  linderos  castellanos,  estiende  sus  galeras  y  sus  ahno- 
gavares  por  el  Mediterráneo:  Castilla  que,  unida  bajo  Femando  el 
Santo  habia  conquistado  á  Córdoba  y  Sevilla,  resiste  á  los  beni-me- 
rines,  rechaza  á  Alboacen  en  el  Salado,  y  se  innM)viliza  bajo  la  di- 
nastía bastarda  hasta  qne  Uegaa  al  solio  los  Reyes  Católicos.  Engasa- 
tan  estos  á  su  doble  corona  la  perla  de  Granada,  y  Navarra  es  so- 
metida por  las  facciones  iatastÍBas  á  Fernando  Y,  que  con  razón  se 
titula,  el  primero,  rey  de  España.  La  nación  española  estaba,  en 
efecto,  constituida» 

Entre  el  calor  de  los  combates  y  el  estruendo  de  las  armas  iba 
formándose  la  sociedad  moderna;  y  estos  reinos  cristianos,  al  pare- 
cer diversos,  tienen  sin  embargo,  inevitable  semejanza.  Desc^- 
dientes  de  la  misma  estirpe  han  heredado  los  mismos  elementos  so- 
cides:  la  monarquía  y  el  clero,  la  nobleza  y  la  clase  libre  y  propie- 
taria prosiguen  sus  destinos  en  toda  la  Península,  y  representan  en 
todas  partes  las  mismas  ideas,  bien  que  con  variado  éxito,  segua 
los  trances  mudables  de  la  fortuna. 

Es  la  monarquía  encamación  del  principio  de  unidad,  déla 
unidad  del  territorio,  la  unidad  del  poder  político,  la  unidad  del 
*  Derecho.  En  eUo  estriba  el  secreto  de  su  larga  duración,  porque 
resisten  á  la  prueba  del  tiem^  las  instituciones  que  saben  hacerse 
órgano  de  providenciales  ideas,  y  nacen  boy  para  morir  mañana  las 
que  llevan  el  cáncer  del  mal  en  su  seno. 

Débil  en  sus  principios  en  Asturias,  por  estar  sometida  á  la  elec- 
ción, no  fué,  como  debiera,  engrandecida  por  la  herencia  hasta  que 
cesaron  los  repartos  feudales;  y  tras  intervalos  de  lozanía,  dio  con 
frecuencia  en  manos  de  validos  y  oligárquicas  facciones.  Las  con- 
quistad aumentalmn  el  patrimonio  de  los  reyes,  y  las  donaciones  los 
empgbveeám.  Jueces  de  los  rie^,  convirtieron  en  su  provecho  sit* 
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mediación  interesada  entre  los  nobles;  y  como  jefes  del  ejército,  les  • 
imposieron  subordinación  enla  crazada  no  interrumpida  contra  los 
agarenos.  Las  tradiciones  godas»  el  esfuerzo  de  algunos,  aunque 
pocos,  monarcas,  el  apoyo  de  los  concejos,  y  mas  que  todo  el  des* 
concierto  de  los  demás  poderes  sociales,  hicieron  de  la  corona  cas  ^ 
tellana  la  mas  poderosa  de  las  españolas. 

En  Sobrarve  nació  oprimida  de  los  nobles,  como  instrumento  de 
sus  ambiciones  para  conquistar  las  tierras  y  repartirles  las  conquis- 
tas. Llega  en  Navarra  á  ser  hereditaria;  mas  cuando  acaban  las 
guerras  con  los  moros  y  los  reyes  de  la  casa  de  Champagne  peregri- 
nan alas  Cruzadas,  y  los  de  Francia  y  los  de  Evrenx  gobiernan  des- 
de lejos  por  mercenarias  manos,  se  debilita  el  poder  real,  se  desqoi* 
ciala  unidad  del  Estado  y  se  prepara  la  ruina  de  la  monarquía. 

A  mas  altos  destinos  fué  llamada  en  Aragón,  aunque  nació  de 
principios  igualmente  humildes.  Pudieron  amenguar  su  ñoierza  las 
elecciones  de  Borja  y  el  compromiso  de  Caspe;  pero  suplia  al  enfla- 
quecimiento de  la  institución  la  grandeza  personal  de  los  reyes  que, 
sabiendo  ceder  y  resistir  á  tiempo,  convírüeron  su  cetro  en  eje  de 
la  equilibrada  máquina  de  la  Constitución  aragonesa. 

Fué  en  Cataluña  donde  el  poder  central  olvidó  del  todo  las  mo- 
nárquicas tradiciones  godas.  Allí  el  pueblo  era  español;  pero  el  poder 
venido  de  Francia  hubo  de  tomar  las  formas  del  feudalismo.  Como 
cortijos  se  dividían  ó  enlazaban  los  condados  con  herencias  y  ma» 
trimonios;  y  aunque  la  corona  del  marqués,  centro  de  todo  vasalla* 
je,  se  vinculó  en  ios  condes  de  Barcelona,  se  vio  mas  de  una  ver 
ceñirla  juntamente  dos  hermanos,  si  bien  ensangrentada  por  el  fra- 
tricidio. 

Por  armónica  oposición  á  la  corona  representaban  los  concejos 
de  la  edad  media  el  principio  de  las  franquezas  populares;  y  par* 
tiendo  de  las  libertades  civiles  redimidas  de  la  opresión  feudal,  as- 
piraban al  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

De  las  ruinas  del  municipio  surgió  el  concejo  al  primer  golpe 
de  la  reconquista,  como  renace  el  fénix  de  entre  sus  cenizas,  sin  que 
se  viera  el  punto  en  que  empezaba  á  organizarse.  No  ya  la  raza  ibe- 
ro-romana, sino  la  clase  libre  y  propietaria  es  la  que  constituye  el 
concejo;  el  espíritu  germánico  infiltrándose  en  ella  la  ha  dotado  dd 
poder  de  la  iniciativa;  la  Iglesia,  que  tomó  del  municipio  la  forma 
de  sus  elecciones,  se  la  devuelve  al  concejo,  y  por  parroquias  se 
eligen  los  magistrados  de  los  hombres  buenos.  Avanzando  al  Me- 
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díodía  abrazan  á  los  muzárabes,  como  hermanos  separados  por  lar- 
ga ausencia;  y  por  medio  de  ellos  reciben  de'  la  influencia  sarrace- 
na las  formas  de  la  administración  local.  Para  ser  en  la  frontera 
baluartes  inespugnables,  se  abroquelan  los  concejos  tras  de  fuertes 
muros,  desplegan  al  aire  sus  pendones,  seguidos  de  hombres  de 
armas,  á  quienes  los  reyes  honran  como  caballeros;  los  privilegios 
atraen  pobladores;  la  industria  los  hace  ricos,  y  sus  riquezas  son  la 
llave  de  oro  que  les  abre  la  puerta  de  las  Cortes. 

Así  nacieron  en  toda  España  (os  concejos.  En  Castilla  fueron 
tan  antiguos  como  la  reconstitución  del  Estado ,  y  tan  poderosos, 
que  un  erudito  escritor  tiene  al  reino  por  una  confederación  de  re- 
públicas, presidida  por  el  monarca.  Faltábales  en  Navarra  terrena 
para  asentarse,  repartido  á  los  nobles,  según  fuero,  todo  el  que  ad* 
judicaba  la  victoria ;  pero  llevada  la  nobleza  por  la  guerra  al  Me- 
diodía ,  aparecen  y  respiran  los  concejos ,  que  crecen  en  fuerza  y 
número  al  separarse  Aragón  y  Navarra.  Aquí  no  llegan  á  prepon- 
derar en  el  Estado ;  allí  logran  en  el  Gobierno  una  influencia  que 
estuvieron  distantes  de  conseguir  los  de  Castilla ,  siquiera  en  poder 
interior  los  escediesen.  En  Cataluña,  él  municipio  se  trasforma  en 
concejo  en  la  asamblea  feudal :  los  curiales,  vestidos  á  usanza  de  la 
edad  media,  se  encuentran  como  jueces  en  el  placüum,  en  medio 
de  los  hombres  libres;  y  el  concejo  está  constituido  tan  pronto  como 
los  propietarios  alodiales  sacuden  de  sus  hombros  las  cargas  con 
que  la  violencia  del  feudalismo  les  ha  gravado,  á  favor  de  la  confu- 
sión de  los  tiempos  (1)  • 

El  Clero  continuaba  siendo  el  depositario  de  las  ideas  cristianas, 
palladium  de  la  sociedad  moderna;  mas  su  acción  espiritual  hubie- 
ra sido  estéril,  si  el  poder  de  la  Iglesia  no  hubiese  abierto  en  la 
dura  tierra  de  la  edad  media  el  surco  en  que  las  ideas  cristianas 
pudieran  germinar  y  producir  su  sazonado  fruto.  Donaciones  rea- 


(i)  De  los  reyes  francos  son  las  primeras  exenciones  á  los  españoles  re* 
fugiados  en  su  imperio,  y  su  confirmación  repetida  prueba  los  gravámenes 
que  ¿  pesar  de  las  leyes  se  les  imponían.  Bajo  este  punto  de  vista,  es  curio- 
so el  privilegio  otorgado  en  i03o  por  Ramón  Berenguer  1  á  los  habitantes 
de  Barcelona  y  su  condado.  Marca  hispánica^  pág.  1038. 

De  la  influencia  que  la  asamblea  feudal  ejerció  en  las  ciudades  de  Cata» 
luna  se  conserva  una  prueba  patente  en  las  costumbres  de  Tortosa ,  redac- 
tadas en  el  siglo  XIU.  Según  ellas,  los  magistrados  no  podían  ejercer  el  po- 
der judicial  sino  ante  la  reunión  ae  los  vecinos. 

TOMO  XVU.  41 
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les ,  donaciones  y  encomiendas  privadas  engrandecieron  al  clero  & 
porfía;  inmune  en  sus  bienes  y  personas,  ejerció  jarisdiccíoo,  visti4 
la  cota  de  malla  y  formó  un  brazo  de  las  Cortes.  Se  contagió ,  es 
cierto,  de  los  vicios  feudales;  pero  no  podia  sustraerse  á  la  atmós- 
fera de  su  tiempo.  En  canriiio ,  ayudó  poderosamente  á  la  repobla- 
ción y  al  cultivo,  dio  asilo  á  la  ciencia  en  los  claustros,  proclamó 
las  treguas  de  Dios,  dulcificó  la  servidumbre  y  sometió  á  grandes  y 
pequeños  al  nivelado  yugo  de  la  moral  cristiana. 

La  Iglesia  habia  conservado  en  Castilla  las  tradiciones  godas; 
mas  al  finalizar  el  siglo  XI  se  vio  arrastrada  por  la  general  corrien- 
te, y  hubo  de  abandonar  con  pena  sus  antiguos  ritos  nacionales ,  y 
recibir  con  los  roonges  de  Cluny  la  influencia  ultramontana,  que 
sin  embargo,  no  fué  allí  tan  vigorosa  como  llegó  á  serio  en  Navar* 
ra,  Aragón  y  Cataluña.  Los  mongos  de  Leire  preponderaron  en  los 
primeros  tiempos  en  la  mitra  de  Pamplona,  y  eran  los  mongos  la 
milicia  avanzada  de  los  Papas;  ejercían  estos  desde  antiguo  su  poder 
en  Cataluña:  Ramiro,  primer  rey  de  Aragón,  se  hizo  feudatario  de 
Gregorio  YII;  y  del  Pontífice  recibió  la  corona  Pedro  11,  no  sin 
protestas  de  sus  subditos,  ni  riesgos  para  la  independencia  del  Es« 
tado. 

Con  la  reconquista  resucitaron  los  nobles  en  España  el  belicoso 
espíritu  germánico,  que  habia  comprimido  el  clero  en  el  anterior 
periodo.  Con  calderas  por  blasones ,  como  caudillos  de  mesnadas, 
confederados  con  amigos  y  parientes  para  hacerse  la  guerra  por 
venganza,  pudiendo  despedirse  del  rey  y  combatirte  y  matarle,  caso 
funesto  tal  Tez  ocurrido  en  Atapuerca  (1),  dueños  de  ricos  acosta- 

(1)  En  la  Colección  denominada  de  Salva,  perteneciente  á  la  Academia 
de  la  Historia,  entre  los  manoscrit*»  que  forman  parte  de  los  llamadoi  Fue- 
ros de  Castilla,  hay  uno  titulado  Fazañas,  sacado  do  un  códice  en  vitela  de 
la  Biblioteca  nacional ,  escrito  al  parecer  á  principios  del  siglo  XV.  De  él 
existe  en  la  biblioteca  de  la  universidad  de  Salamanca  una  copia  que  era- 
pieza  por  el  siguiente 

Título.  De  una  Pasanna  del  tiempo  del  Rey  D.  Ferrando  de  CasiieUa, 
«El  Rej  D.  Ferrando  de  Castiella  lidió  con  el  Rey  D.  García  de  Navar-» 
ra,  su  hermano,  en  Atapuerca,  cerca  de  Burgos,  é  murió  el  Rey  D.  García» 
et  una  noche  ante  de  la  pelea ,  dos  ca valleros  navarros  que  al  uno  decían 
Martin  Pérez,  é  al  otro  Dia  Pérez  de  Barcina,  teníalos  el  Rey  des  heredados» 
et  vinieron  al  Rey,  et  pidiéronle  merced ,  que  les  dexase  su  heredad,  et  él 
non  quiso,  et  despidiéronse  del,  et  desnaturáronse,  et  otro  dia  en  la  mañana 
entrante  la  pelea  pusieron  encima  do  un  ribero  los  que  pudieron  haber,  t\ 
quando  los  Reyes  vinieres  á  la  pelea,  dexáronse  derribar  del  cabes^o  en  qua 
estaban^  et  ürieron  en  el  tropel  ai  Rey  de  mvarra,  6  derribaron  le  del  ct* 
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tnientos,  ganados  con  los  botes  de  sus  lanzas ,  ó  debidos  á  la  real 
maaificeDcía,  ejerciendo  jurisdicción  sobre  sus  vasallos  y  señorío 
casi  absoluto  sobre  los  solariegos,  emplearon  los  nobles  su  poder 
en  recobrar  la  tierra ,  pero  también  en  rebeliones  y  privadas  qae« 
rellas. 

£n  Castilla  no  desempeñó  la  nobleza  otra  Tuncion  que  la  guerra; 
y  como  era  necesidad  accidental  de  los  tiempos ,  estaba  destinada 
'  aquella  ilustre  clase  á  descender  de  la  altura  de  su  prepotencia,  por 
no  haber  sabido  desempefiar  oportunamente  la  alta  misión  de  me- 
dianera entre  los  pueblos  y  los  reyes ,  la  gloriosa  tutela  históricaí 
que  forma  el  mejor  timbre  de  la  aristocracia  inglesa:  Ün  dia,  cuanda 
el  Cid  hizo  jurar  á  Alonso  VI  que  coon  pasase  contra  fijodalgo  nín 
cibdadano  sin  ser  oído  como  debie  por  fuero,»  pudo  esperarse  que 
la  nobleza  castellana  arrancaría  á  los  reyes  un  privilegió  general  & 
nna  carta-magna ;  pero  desde  entonces  pocas  veces  levanta  el  es- 
tandarte de  su  clase ,  nunca  la  bandera  de  los  derechos  generales 
del  Estado.  Los  Castros  y  Laras,  Luna,  Yillena  ó  la  Cueva ;  oscu* 
recen  con  su  brillo  iodividual  el  lustre  de  la  aristrocracia ,  y  solo 
buscan  medros  personales  bajo  el  manto  de  la  debilitada  mo- 
narquía. 

Discuten  i  este  propósito  los  historiadores  si  era  feudal  la  cons- 
titución de  la  nobleza  castellana;  mas  si  fuera  cerrar  los  ojos  á  lá 
verdad  negar  la  existencia  de  los  feudos,  seria  igualmeute  falso 
medir  la  constitución  de  este  reino  por  la  de  Francia  ó  la  del  Im- 
perio germánico.  Las  tradiciones  godas ,  restableciendo  los  Conci- 
lios en  lugar  de  las  asambleas  feudales ,  la  guerra  con  los  sarrace- 
nos que  no  permitió  estender  al  Mediodía  grandes  señoríos,  como 
el  de  Vizcaya  ó  los  condados  de  Galicia  y  Castilla,  y  la  pronta  apa^ 
ricion  de  los  concejos  dieron  al  feudalismo  castellano  la  original  ti«i 
sonomía  que  tuvo  la  sociedad  de  aquel  tiempo. 


bailó,  é  mataron,  et  hinchieron  le  la  carganta  de  tierra,  et  dixeron  le:  la 
tferra  tomaste,  et  fártate  de  tierra.  Et  fasta  qui  dice  la  fazzanna  de  los  fljo- 
dalgo,  et  dicen  los  Privados  de  Jos  Reyes,  que  verdat  es  que  así  pasó:  maa 
otro  dia  que  estos  cavalleros  viaierou  al  Rey  Don  Ferrando,  et  dixeron; 
Sennor  facednos  mercad  por  el  servicio  que  vos  feclmos  ayerí;  et  el  dixo: 
Pláceme:  mas  nunca  véades  Rey.  Bt  estas  palauras,  que  fueron  la  sen-' 
tancia.» 

Sea  cualquiera  el  valor  histórico  de  este  manuscritOi  es  un  Oel  trasunt(^ 
del  espíritu  de  la  época. 
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lotermedias  entre  la  libertad  del  coacejo  y  la  servidombre  dtt 
senoriot  aparecen  en  Castilla  las  behetrías,  único  grado  á  qoe  al- 
canzan las  exenciones  de  los  campos ,  mientras  llegan  en  las  Pro^ 
vincias  Vascongadas  á  la  independencia  de  cofradías  y  hermanda- 
des. Es  que  en  Casliliat  suspendida  sobre  la  frontera  la  amenaxa 
continua  de  la  guerra ,  necesitan  buscar  los  labradores  el  brazo  de 
un^enor  que  les  defiende,  pero  que  también  con  dura  mano  les 
castiga ,  mientras  los  campesinos  del  Norte,  apartados  de  la  guer- 
ra, no  han  menester  para  defenderse  un  señorío  que  rechaza  la  he- 
redada independencia  de  los  vascos. 

En  Navarra  impusieron  los  nobles  al  monarca  un  consejo  ie 
doce  ricos-hombres  para  proceder  en  todo  fecho  granado ;  mas  la 
debilidad  de  la  corona ,  dejando  á  la  aristocracia  sin  contrapeso,, 
hizo  que  degenerase  en  turbulenta  oligarquía,  cuyas  facciones  em- 
pezaron por  desgarrar  la  patria  entre  agramonteses  y  viamonteses^ 
para  concluir  por  entregarla  desangrada  en  brazos  del  rey  ca- 
tólico.. 

De  Navarra  había  recibido  la  nobleza  de  A.ragon  su  régimen  co- 
lectivo, que  empleó  dignamente  para  defender  los  fueros  de  su  ge- 
rarquía,  para  servir  de  amparo  á  los  pueblos  y  de  escudo  á  los  re- 
yes; y  ella  es  merecedora  de  las  alabanzas  que  con  josücia  se  tri- 
butan á  la  Constitución  aragonesa. 

Es  en  Cataluña  completamente  feudataria  la  aristocracia,  y  á 
tanto  alcanza  la  superioridad  del  feudo  que  en  casos  estremos  im- 
pone la  ley  al  alodio  radicado  en  sus  términos.  Hállase  aquí  com- 
pleta la  escala  de  la  gerarquía  feudal ,  y  en  su  última  grada  vienen 
á  tomar  asiento  los  hombres  de  paratjCf  como  en  Castilla  los  caba- 
lleros sacados  del  estado  llano. 

Nobles  y  reyes,  obispos ,  abades  y  concejos ^  luchan ,  transigen 
t  se  alian  en  cada  uno  de  los  reinos  de  España,  y  combinando  con 
irregular  medida  los  elementos  sociales  y  imprimen  su  peculiar  sello 
tn  la  Constüucion  polUica  de  cada  Estado. 

En  Castilla,  á  la  cual  tenia  mas  tarde  Fernando  V  por  tan  díú- 
til  de  concertar,  como  lo  era  de  desconcertar  Aragón,  aspiró  cada, 
uno  de  los  poderes  á  constituir  el  Estado  en  su  provecho.  El  clero, 
haciendo  bajar  del  cielo  el  imperio  y  la  gracia,  pretendió  imponer 
á  los  reyes  la  investidura  de  los  pontífices,  y  alguna  vez  desató  la 
Iglesia  el  juramento  de  fidelidad  á  los  subditos.  La  nobleza  y  los 
concejos ,  cuyo  poder  crecia  siempre  que  declinaba  el  del  monarca^ 
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acudieron  juntos  ó  separados  al  común  medio  de  las  hermandades, 
para  predominar  en  la  constitución  del  Estado;  mas  por  una  ley  de^ 
equilibrio ,  análoga  al  movimiento  de  una  balanza,  se  disminuía  su 
fuerza  y  abdicaban  sus  pretensiones  cuando  afirmaba  su  poder  el 
trono. 

Era  en  efecto  la  monarquía ,  como  todo  principio  unitario ,  la 
piedra  angular  sobre  que  descansaba  el  edificio  político.  Convocabas 
el  rey  los  concilios ,  donde  ya  pudieron  entenderse  clérigos  y  no- 
bles; y  cuando  llega  el  siglo  XII,  los  procuradores  de  los  concejos 
franquean  la  entrada  de  aquellas  asambleas ,  y  las  convierten  en 
Cortes.  Su  historia  refleja  la  del  país ,  tan  mudable  como  los  vien-r 
tos  de  la  fortuna ,  y  ya  retrata  la  prepotencia  de  la  nobleza,  como 
en  Burgos,  bajo  Alonso  VIII;  ya  la  superioridad  de  los  Consejos,  co* 
mo  en  Briviesca,  bajo  Juan  I.  La  acción  monárquica  organiza  tam- 
bién los  demás  poderes  del  Estado  :  á  los  rebeldes  condes ,  herede- 
ros de  los  godos ,  sustituyen  los  mas  sumisos  adelantados ;  y  las 
atribuciones  judiciales  van  desprendiéndose  de  éstos  á  medida  que 
en  los  siglos  XlfT  y  XIV  penetra  en  el  Gobierno  el  suave  calor  del 
Derecho.  Los  alcaldes  de  corte  y  alzada,  las  chancillerías  y  el  Con- 
sejo estrechan  la  unión  de  reyes  y  letrados ,  someten  la  bárbara 
justicia  feudal ,  y  reemplazan  el  derecho  de  la  fuerza  con  la  fuerza 
del  Derecho. 

Navarra  en  tanto  se  agitaba  en  violentas  convulsiones.  Gober« 
nadores ,  nobles ,  clero  y  concejos ,  los  barrios  de  una  misma  ciu-» 
dad  vivían  en  continuo  combate ,  y  se  avenian  mejor  al  estrepita 
de  las  armas  que  á  la  pacífica  plática  de  las  Cortes.  Los  reyes  sien- 
ten la  necesidad  de  organizar  el  Estado :  Carlos  II  el  malo  crea  (a 
cámara  de  comptos  hacia  los  tiempos  en  que  se  instituye  la  chanci- 
Hería  castellana:  Cários  III  establece  el  Tribunal  de  Corte;  pero 
estos  remedios  eran  inútiles  para  curar  una  llaga  que  tenia  causa 
mas  profunda. 

En  Aragón  es  tan  antiguo  el  concierto  de  los  poderes ,  que  en 
la  elección  deBorja  aparecen  ya  las  Cortes  constituidas.  Sus  fueros 
faccionados  son  para  todos  respetables ;  y  el  rey  ,  no  solo  reparta 
sus  atribuciones  con  las  Cortes ,  sino  también  con  el  Justicia ,  pro- 
tector natural  de  los  fueros,  amparo  de  los  derechos  individuales» 
gran  magistrado ,  á  quien  sus  nebulosos  orígenes  dan  el  prestigia 
de  la  antigüedad ,  pero  á  quien  someten  las  leyes  á  rigorosas  pes- 
quisas y  estrechas  responsabilidades.  A  su  lado  surge  luego  la  ()*•• 
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*)mtooíon ,  representante  de  todos  los  poderes.  Reyes  ,  noUes  y 
concejos  forman  en  el  siglo  XIO  el  pacto  del  prmkgi4>  general,  j^o 
comparable  ni  aun  á  la  carta-magna ;  y  la  Gonstitudon  aragonesa» 
obra  trabajada  por  los  siglos ,  como  la  de  Boma  ó  la  de  Inglaterra, 
neva  escrita  en  la  primera  de  sus  páginas  de  oro  las  palabras  con- 
iervacion  y  progreso.  Alguna  vez  se  intenta  perturbar  su  mages*^ 
tuosa  marcha ;  ya  es  el  clero ,  que  reclama  el  vasallaje  de  los  re- 
yes ;  ya  son  las  alteraciones  de  los  confederados ;  pero  estas  sacudi- 
das, con  que  conmueven  la  tierra ,  no  hacen  oscilar  un  edificio  le- 
vantado sobre  tan  firmes  cimientos. 

Puramente  feudal  es  en  sus  principios  la  constitución  de  Cata* 
luna ;  mas  aquella  misma  alianza »  que  hemos  observado  entre  el 
placitum  y  los  restos  del  municipio  ,  allana  la  subida  de  los  conce- 
jos á  las  Cortes ,  que  empiezan  aun  antes  que  en  Aragón,  si  hemos 
de  creer  á  los  BoUandistas  (1).  T  mas  tarde ,  la  unión  del  prümpa- 
do  y  de  la  monarquía  aragonesa  se  refleja  en  la  semejanza  de  la 
diputación  de  ambas  coronas. 

De  Aragón  y  Cataluña  salieron  los  clérigos ,  nobles  y  concejos 
x}ue  ayudaron  á  D.  Jaime  en  la  empresa  de  arrancar  estas  risueñas 
orillas  de  manos  de  los  sarracenos ,  para  fundar  el  nuevo  reino  de 
Valencia.  Mas  no  le  sirvieron  de  principal  ba^  los  solariegos  cris- 
tianos ,  sino  los  moros  repartidos  por  el  derecho  de  la  victoria  parn 
que  cultivasen  estas  mismas  tierras  que  habían  fecundizado,  ha^ 
ciendo  circularen  sus  entrañas  la  sangre  del  fértil  Tucia.  D.  Jaime 
que ,  bajo  las  modestas  apariencias  del  estado  llano  ,  habia  adivi- 
nado la  grandeza  de  sus  destinos  {%  modificó  la  constitución  de  sus^ 

{{)  Reioouard  en  su  Histoire  du  droü  muntcípal.^Lifr.  3.*  cop.  Xltí^ 
•«-cita  unas  Cortes  de  Barcelona  en  1126,  refiriéndose  el  siguiente  pasaje 
de  los  BoUandistas : 

«Annuit  Gomes  propoeitioní  presulis  et  comitiis  convocatis,  adfder» 
haymundus  ausonensis ,  Bernardus  gerundensis  episcopi,  Abbates,  Comi- 
tés ,  Nobiles.  et  urbium  principatus  comisarií ,  quos  prefuit  orones  Oldega- 
rlus.  Acta  SS.  VI  MartH-^Tomo  1.®,  pág.  489.»  Esta  narración  está  uk 
mada,  según  en  ella  misma  se  declara ,  de  un  volámen  de  las  antígüedades 
de  Barcelona,  existente  en  su  archivo  capitular. 

Diago  en  su  Historia  de  los  vietoriosisimos  antiguos  condes  de  Barce- 
iona,  pág,  180,  habla  de  estas  C6rt«8  y  del  códice  en  que  constaban ,  que 
aseguraba  haber  visto,  pero  nada  dice  de  los  wbium  prín^iMtíus  comtsarii. 
Creemos  sin  embarj^o  que  hay  en  ello  mas  bien  una  omisión  de  Diago,  que 
una  interpolación  de  los  BoUandistas. 

(2)  Mr.  Perrens  en  el  libro  que  acaba  de  publicar  en  Francia  stíbn  Es-> 
léban  Marcel  y  el  Gobierno  de  1^  clase  medjaj  sostiene  la  idea  de  que  lana- 
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uUgaos  reinos  al  apiiearla  á  Valencia»  dando  á  los  hombres  buenos 
en  el  gobierno  de  las  ciudades  un  poder  que  no  pudo  menos  de  es- 
cítar  los  celos  de  la  nobleza.  Surgieron  de  aquí  conflictos  que  tran- 
sigió Alonso  IV,  repartiendo  los  cargos  de  justicia  entre  nobles  y 
ciudadanos;  mas  estas  semillas  de  odio  debían  producir  eon  el  tiem- 
po abundante  mies  de  guerras  y  trastornos. 

Estas  variedades  del  estado  político  se  reflejaban  ,  como  en  su 
natural  efecto,  en  las  fuentes  del  derecho;  mas  el  común  impulso 
de  las  mismas  fuerzas  sociales  daba  uniformidad ,  con  raras  escep- 
ciones ,  al  movimiento  legislativo.  Hasta  el  siglo  XUI  prepondera  en 
España  la  tendencia  que  pudiéramos  llamar  federalista,  como  propia 
del  desconcierto  de  la  época,  pero  desde  entonces,  asentada  firme- 
mente la  unidad  del  Estado,  logran  abrirse  camino  las  leyes  gene- 
rales, y  van  poco  á  poco  enseñoreándose  de  cosas  y  personas. 

Pugna  el  clero  en  todas  partes  por  estender  la  acción  del  dere* 
cbo  canónico ,  que  habia  empezado  siendo  régimen  de  gobierno 
interior  para  estender  su  acción  al  fuero  esterno  de  la  Iglesia,  é 
introducir  en  las  leyes  temporales  el  espíritu  cristiano. 

Tienen  derecho  propio  los  nobles.  En  Castilla  redacta  Alon- 
so VII  el  código  aristocrático,  cuya  coníirmacion  asusta  á  Alon^ 
so  Vni,  y  cuyos  privilegios,  escolio  á  los  proyectos  de  Alonso  el 
Sabio ,  son,  par  último,  sancionados  ó  reformados  por  D.  Pedro 
el  Cruel  ó  el  Justiciero.  La  Constitución  aragonesa ,  armonizando 
iodos  los  poderes,  consigna  en  las  leyes  generales  los  fueros  de  los 
nobles.  En  Navarra,  á  falta  de  ley  común  escrita ,  constan  sus 
privilegios  en  los  cuadernos  de  los  concejos  ó  en  las  costumbres 
del  país;  y  en  Cataluña  ia  ley  feudal  es,  como  veremos,  ley  en 


cion  DO  se  ha  emancipado  por  el  concurso  de  los  reyes,  sino  á  pesar  de  ellos, 
y  considera  graluita  la  hipótesis  de  una  alianza  entre  el  poder  real  y  las 
clases  populares.  Sin  decidir  esta  cuestión  por  lo  tocante  á  la  historia  de 
Francia ,  es  indudable  en  cuanto  ¿  la  de  España  que  los  reyes  tenian  cabal 
conocimiento  de  la  misión  popular  que  desempeñaban.  Entre  numerosas 
pruebas  hay  de  ello  una  clarishna  en  los  consejos  que  D.  Jaime  daba  á  Don 
Alonso  él  Sabio.  El  4.^  decía  ,  «que  si  no  pudiese  conservarlos  á  todos,  que 
á  lo  menos  procurase  mantener  a  dos  partidos,  que  eran  la  Iglesia  y  las  ciu- 
dades y  pueblos,  porque  ¿  estos  quiere  Dios  mas  (juc  á  los  caballeros,  por- 
que suelen  los  caballeros  levantarse  contra  su  señor  con  mas  ligereza  que 
los  demás;  y  que  si  pudiese  mantener  á  todos  seria  muy  bueno ;  pero  que 
si  no,  mantuviese  á  los  dos  referidos;  aue  con  ellos  sujetarla  á  los  demás.» 
Semperey  hist.  del  der.  e$p,  pág,  363 ,  citando  las  Memor,  hist,  del  Rey 
D.  Alfonso  el  SMo^  por  el  marqués  de  Mondéjar,  lib,  4.^,  cap.  4\. 
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todo  ei  país ,  porque  en  ios  principios  es  aquella  sociedad  el  feuda- 
Jismo. 

La  reconquista  apresuró  en  toda  España  el  desarrollo  de  los 
fueros  municipales.  Siéntese  en  Castilla  primero  la  urgente  nece- 
sidad de  la  repoblación,  y  la  carta-puebla  aparece  sobre  el  fuero 
desde  el  siglo  VIII  al  XI;  mas  entooces  se  desarrollan  ampliamente 
los  cuadernos  Torales  para  tener  á  raya  las  invasiones  de  los  seño* 
res  dentro  de  los  muros  de  los  concejos  para  interesar  á  los  hom- 
bres bueoos  en  su  defensa,  y  sellar  en  nombre  del  Derecho  la 
alianza  de  los  pueblos  y  los  reyes.  Distínguense  en  esta  empresa 
los  Fernandos  y  los  Alonsos,  que  escriben  su  gloría  legislativa  en 
fueros  tan  ordenados  y  completos  como  los  de  Cáceres  y  Cuenca. 

Las  mismas  causas  producen  iguales  efectos  en  los  demás  rei- 
nos cristianos.  Sancho  el  Mayor,  Alonso  el  Batallador  y  Sancho  el 
Sabio,  dan  fueros  á  la  ciudad  de  Navarra:  Sancho  Ramirez  sancio- 
na en  Aragón  el  de  Jaca,  modelo  de  cuadernos  forales,  que  vienen 
á  estudiar  de  lejanas  tierras;  y  aunque  otros  reyes  continiian  su 
obra,  no  acaban  los  tiempos  medios  sin  que  pierdan  su  importancia 
los  fueros,  porque  bastan  á  las  ciudades,  como  amparo,  las  garan- 
tías de  la  Constitución  aragonesa.  En  Cataluña  son  exenciones  feu- 
dales las  que  Borrel  II  concede  á  Cardona  y  Enmengardo  de  Crgel 
á  Agramunt;  pero  Ramón  Berenguer  IV  dá  ya  completos  fueros  á 
Lérida  y  Torlosa,  sometidas  á  su  espada  triunfadora. 

Era  esta  anarquía  legislativa  resultado  forzoso  de  la  anarquía 
social.  Cada  brazo  de  la  nación  pretendía  constituir  un  Estado 
dentro  del  Estado,  con  sus  prerogativas  políticas,  sus  jueces  pro- 
pios y  sus  leyes  civiles.  La  violencia  del  tiempo  hizo  volver  otra  vez 
la  justicia  al  cielo;  se  borró  del  idioma  la  palabra  derecho,  porque 
significa  igualdad ,  y  fué  reemplazada  con  la  palabra  fuero ,  que 
indica  privilegio ,  porque  era  gran  exención  la  de  hacer  respetado 
su  derecho. 

Ahogada  en  medio  del  tumulto  la  legislación  común ,  no  tuvo 
hasta  el  siglo  XIII  otros  apoyos  que  las  oscurecidas  memorias  del 
Fuero-Juzgo,  conservado  como  piadosa  herencia  en  todas  las  mo- 
narquías, y  las  costumbres  que  restableció  en  todas  partes  este  re- 
torno ya  completo  á  la  barbarie.  Las  fazanas  y  albedríos  en  Casti- 
lla, y  en  Sobrarve  los  usos  que,  redactados  luego,  formarían  su 
fabuloso  fuero,  son  el  derecho  común  de  aquel  tiempo. 

Por  su  situación  escepcional  llegó  pronto  Cataluña  á  tener  leyes 
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geoeraies  escritas.  Eq  aqoel  conflicto  entre  la  legislación  antigua 
wisigoda  7  el  feudalismo  de  nnevo  introducido,  debía  predominar 
el  último;  y  ya  mediado  el  siglo  XI  tuvieron  los  condes  de  Barce- 
lona la  gloria  de  redactar  los  Usatjes,  primer  trabajo  que  aseguró 
á  las  costumbres  feudales  de  Europa  ia  perdurable  duración  de  la 
escritura. 

Llegó  por  fin  el  siglo  XUI;  los  pueblos  sentían,  con  esa  vaga 
inquietud  que  precede  á  todo  cambio  social » la  insuficiencia  de  sus 
bárbaros  usos,  la  necesidad  de  las  leyes  estables,  y  la  monarquía, 
ya  constituida,  contrajo  el  empeño  de  establecerlas. 

En  Castilla  acomete  la  empresa  S.  Fernando :  reanuda  el  roto 
hilo  de  las  tradiciones,  vertiendo  al  romance  el  Fuero-Juzgo;  pero 
la  muerte  interrumpe  sus  proyectos  y  aparece  en  el  trono  la  noble 
figura  deD.  Alonso  el  Sabio.  Aspira  en  vano  á  la  unidad  legislativa 
en  el  Fuero  Real ,  que  compendia  el  derecho  de  las  municipalida- 
des; mas,  dejándose  llevar  de  sus  aficiones  de  sabio,  cambia  de  ten- 
dencias en  el  Espéculo ,  y  encomienda  probablemente  al  maestro 
Jacome  la  redacción  del  Código  immortal  de  las  Partidas  (1).  Cúl- 
panle  de  haber  sido  eco  indiscreto  de  las  doctrinas  ultramontanas, 
como  si  desde  el  siglo  XI  no  hubieran  invadido  el  reino;  le  acusan 
de  haber  comprimido  el  vuelo  original  del  ingenio  castellano,  como 
si  ésta  no  fuese  la  obra  de  ios  jurisconsultos  del  renacimiento  que, 
al  restaurar  el  derecho  romano ,  procuraban  levantarle  al  solio  de 
los  tribunales. 

Siguiendo  opuesto  rumbo ,  inicia  al  mismo  tiempo  sus  reformas 
D.  Jaime  I.  Confia  á  Vidal  de  Canellas  la  redacción  de  los  Fueros 


(1)  D.  Fermín  Gonzalo  Moren  en  su  Curso  de  Historia  de  la  civiliza-' 
eion  española ,  dice  baber  visto  una  nota  de  letra  de  Ambrosia  de  Morales, 
al  margen  de  un  ejemplar  de  la  Crónica  general ,  propio  de  D.  Gregorio 
Mayans ,  en  la  cual  se  asegura  que  el  Mtro.  Jacome  escribió  las  Partidas, 
siendo  pídr  esto  llamado  el  de  las  leyes. 

Esta  opinión  debía  ser  corriente  en  el  siglo  XVI,  porque  es  la  misma 
que  dácomo  recibida  el  licenciado  Rosales,  en  la  petición  que  hizo  á  Foli-^ 
pe  II,  para  que  se  invenlariasen  y  llevasen  al  archivo  de  Simancas  los  fue- 
ros, privilegios,  bulas  y  escrituras  que  D.  Alfonso  mandó  juntar  en  Murcia 
para  la  redacción  de  las  Partidas.— i4rcAtvo  de  Simancas. -—Patronato 
eclesiástico.^Leg.  núm.  138. 

Sin  duda  á  consecuencia  de  esta  petición  se  espidió  en  el  Pardo  á  iO  de 
julio  de  1578  la  cédula  de  que  hablan  Cáscales  y  el  Sr.  La  Serna;  pero  es  lo 
cierto  que  al  archivo  de  Simancas  no  h:m  llegado  tales  documentos.  ¿Los 
tuvo  presentes  la  Academia  en  su  edición  de  las  Partidas?  ¿Se  conservan  en 
los  arcbívos  de  Murcia? 

.    TOMO  XVII.  42 
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aragoneses;  poblica  los  de  Valeadat  apeaas  acAbade  conqoistarte, 
y  encarga  después  su  revisión  ¿  Pedro  Martell  que  los  reforma  €  to- 
mando ora  la  espada,  ora  la  plaima  (1).»  Eneíaigo  del  derecho  ro- 
mano ,  le  condena  á  ínierdiecíoB  ^  sus  Esliidos;  y  los  joriscensnl- 
t0Sy  siguiendo  el  íHipulso  de  los  tiempos»  le  dan  carta  de  naturaleza 
ai  restablecer  los  códigos  justinianeos  con  el  caos  de  sus  comealarís- 
tas  y  glosadores.  En  tanto  la  ob»  de  Alonao  el  Sabio ,  que  había 
fracasado  en  su  siglo ,  como  todo  esfuerzo  prematuro  del  iftgeiiio, 
alcanza  autoridad  de  Alonso  XI  y  dern^na  sin  confusión  sobre  A 
imperreclo  derecho  de  Castilla  el  rico  venero  cte  la  sabiduría  roma- 
na.  Así  el  contraste  de  las  reformas  legislativas  de  estos  dos  gran- 
des monarcas  es  un  claro  eíemplo  del  poder  de  la  libertad  humana 
en  la  Historia  del  derecho. 

Navarra  hacia  al  mismo  tiempo  inútiles  esfueraos  para  redactar 
sus  leyes  comunes,  y  el  proyecto  de  TeobaUo  I  en  las  Cortes  de 
Estella  no  llegó  á  realizarse ,  tal  vez  por  •«  espedícion  á  Tierra 
Santa. 

Hasta  el  reinado  de  los  Reyes  Católicos  presigtte  cada  pueblo 
apartadamente  sus  destinos  legislativos.  Castilla  se  esfuerza  por  ar- 
monizar el  derecho  indígena  y  romano,  trabajo  que  eúgia  el  con-» 
curso  de  algunas  generaciones,  y  que  plantean  el  Ordenamiento  de 
Alcalá  y  las  Leyes  de  Toro,  mientras  liontalvo  recopila  sos  Orde- 
nanzas reales ,  cuando  la  monarquía  ha  llegado  á  su  apogeo.  Ara» 
gon  aumenta  con  sus  reyes  los  volúmenes  de  sus  fueros,  y  escribe 
sus  Observancias.  Cataluña  continúa  redactando  sus  costnbr^  y 
reúne  todas  $us  leyes  bajo  Fernando  L  Los  reyes  de  Navarra  cnm- 
píen  por  acaso  el  juramento  de  amejorar  y  no  apeyorar  los  fueros; 
y  aunque  Felipe  de  Evreux  proyecta  un  código  para  los  hidalgos» 
otro  para  los  labradores  y  otro  para  los  ruatws  ,  hombres  de  calle 
ó  vecinos  de  los  concejos,  carece  también  de  tiempo  ó  poder  para 
llevar  á  cabo  su  reforma,  retratando  así  á  lo  vivo  la  flaqueza  de  la 
nM>narquía. 


(1)  Pedro  Martell,  caballero  al  servicio  de  D.  Jaime,  que  murió  pelean- 
do en  Benisa,  fué,  según  las  trovas  de  Mosen  Febrer,  esailor  contempo- 
ráneo, el  autor  de  la  reforma  de  los  Fueros. 

«Bt  son  fill  En  Pere,  que  foncb  bon  Ueglsta, 
Els  furs  de  Valencia  corregué  ab  revista». 

Trova  306,  pág.  165,  edio,  de  Valencia^ 
Debe  advertirse  que  es  dudosa  la  autenticidad  de  estas  trovas. 
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En  estos  códigos,  piadosa  herencia  de  nuestros  mayores,  se  en* 
cuentra  la  historia  de  la$  inaüucioiies  civiles,  y  comparando  sus 
variedades  de  pueblo  á  pueblo ,  aparecen  como  grados  diversos  de 
una  misma  idea,  comunes  en  sus  elementos ,  di8|ini08  en  sus  com- 
binaciones. 

En  todas  partes  es  semejante  el  estado  de  las  personas.  Traza  la 
religión  con  honda  valla  la  línea  que  las  separa;  los  judíos,  tal  cual 
vez  favorecidos  con  el  valimiento  de  los  reyes.  Manco  de  las  iras 
populares,  sufren  el  peso  de  la  persecución  y  de  las  incapacidades 
civiles,  hasta  que  los  Reyes  Gatólioos  sacrificando  juntamente  el 
derecho  y  el  interés  en  aras  de  la  unidad  religiosa,  los  espulsan  de 
sus  reinos:  los  moros  vencidos,  mudejares  ó  moriscos,  para  quienes 
Alonso  Yl  en  Castilla,  y  el  Batallador  en  Aragón  y  Navarra,  habian 
abierto  una  era  de  tolerancia,  son  al  cabo  perseguidos  por  el  fána^ 
tismo  de  las  masas,  de  que  se  hacen  instrumento  en  vez  de  mode- 
rador  las  leyes,  y  viven  alimentándose  de  odios  hasta  que  sea  pre- 
ciso espulsarlos,  como  se  amputa  un  miembro  gangrenado. 

Los  bellos  símbolos  de  la  poesía  jurídica,  propia  de  esta  edad, 
esplicüB  con  animados  colores  la  humillación  de  los  villanos  y  la  ar- 
rogancia de  los  nobles:  el  caballero,  á  quien  la  pobreza  no  permite 
sostener  su  hidalguía,  entra  en  la  clase  de  los  pecheros,  pasando 
con  ritualidad  solemne  por  bajo  de  una  ahyada  que  sostienen  dos 
villanos;  la  viuda  de  un  plebeyo  recobra  su  nobleza  arrojando  una 
albarda  sobre  la  tumba  de  su  esposo.  ¿Sorprenderán  ahora  los  pri- 
vilegios civiles  y  políticos  de  la  nobleza? 

Bajo  su  dependencia  estaban  los  solariegos,  herederos  de  los 
siervos  adscripticios,  que  ascendían  á  la  categoría  de  hombres  li- 
bres el  dia  en  que  las  leyes  los  autorizaban  para  abandonar  los  so- 
lares. No  fué  blanda  su  condición  en  Castilla;  pero  fué  mas  dura  ea 
Aragón,  donde  podían  los  señores  matarlos  de  hambre  y  sed,  en 
Cataluña  donde  no  se  lee  sin  rubor  la  lista  de  sus  cargas  en  la  sen- 
tencia del  rey  católico,  en  Navarra,  donde  á  veces  fué  preciso  ta- 
sar su  alimento,  como  las  XII  tablas  tasaron  el  de  los  Nexos.  Pero 
su  suerte  se  dulcifica  á  medida  que  adelanta  la  reconquista;  y  el 
Llobregat  en  CataluSa  y  el  Duero  en  Castilla  son  para  solariegos  y 
hombres  de  remcnsa  el  Jordán  en  que  reciben  el  bautismo  de  la  li- 
bertad. 

La  familia  lleva  en  todas  partes  impreso  el  sello  de  sus  orígenes. 
De  Roma  y  de  los  bárbaros  procede  la  plaga  del  concubinato,  á 
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que  la  Iglesia,  en  oombre  de  ia  honestidad  crístiana,  opone  sos  ar* 
mas  espirituales,  sin  lograr  preservarse  del  contagio.  Las  solemni- 
dades del  matrimonio,  abandonadas  al  poético  rito  de  las  costum- 
bres, dejan  subsistir  las  uniones  clandestinas  con  dañosa  incerti- 
dumbre  en  el  estado  de  las  personas,  que  la  Iglesia  no  evita  hasta 
el  concHio  de  Trento. 

Los  efectos  civiles  de  las  bodas  varían  sí,  de  pueblo  á  pueblo, 
según  se  han  combinado  las  tradiciones  de  Roma  y  de  Germania. 
Guárdase  en  Castilla  la  dote  romana,  mas  se  completa  con  la  so- 
ciedad de  gananciales  y  las  arras  wisigodas.. Tiene  también  Navarra 
gananciales  6  coíiquütas,  palabra  que  en  ei  orden  civil  es  toda  una  es- 
plicacion  del  estado  social,  y  del  mismo  origen  deriva  sus  derechos 
de  viudedad.  Predominan  en  Cataluña  las  tradiciones  romanas  bajo 
el  influjo  de  las  ciudades  Trancesas,  donde  Aiarico  las  habia  arrai- 
gado con  el  Código  de  Tolosa;  se  olvidan  allí  los  gananciales  ger- 
mánicos, se  copia  la  dote  de  Roma,  y  del  origen  wisigodo  solo  se 
conserva  el  arra  trasfórmada  en  escreix  ó  sponsalicio.  Aragón  lleva 
escritas  en  sus  instituciones  domésticas  las  vísitudes  de  su  historia 
política;  sus  gananciales  y  sus  leyes  de  viudedad  son  el  recuerdo 
de  sus  orígenes  confundidos  con  los  de  Navarra,  su  escreix  ó  au- 
mento de  dolé  está  acosando  su  dilatada  unión  con  Cataluña.  Va- 
lencia recibe  su  dote  y  su  creix  de  la  influencia  catalana,  qoe  for- 
maba 00  gran  partido  en  la  corte  de  Jaime  1,  y  toma  de  tos  aragone- 
ses el  osufructo  que  concede  en  la  dote  á  caballeros  y  ciudadanos. 

La  constitución  de  la  propiedad  surre  también  la  acción  de  los 
poderes  sociales.  El  libre  dominio  romano  se  conserva  en  el  alodio 
y  en  la  socampana  de  los  concejos;  pero  el  servicio  militar,  incrus- 
trando  en  el  territorio  por  medio  de  la  enfitéusis  del  bajo  imperio, 
el  patronato  personal  germánico,  hace  nacer  el  feudo  y  el  señorío 
de  la  unión  del  poder  público  y  la  propiedad  privada.  También  ei 
clero  participa  de  los  feudos;  y  clérigos,  nobles  y  concejos,  celosos 
del  poder  civil,  como  del  político,  pugnan  por  levantar  recíprocas 
barreras  á  las  intrusiones  del  realengo,  abadengo  y  solariego. 

La  herencia  es  sometida  al  yugo  de  los  señoríos.  La  Iglesia 
amortiza  sus  bienes;  porque,  viviendo  elernamente,  no  puede  tener 
herederos.  La  nobleza,  queriendo  á  ejemplo  de  la  Iglesia  perpe- 
tuarse, ofrece  en  holocausto  de  su  ambición  los  víncuros  de  la  san- 
gre y  los  derechos  de  la  familia,  trasíbrma  los  feudos  vitalicios  en 
hereditarios  y  llega  á  constituir  los  mayorazgos.  Los  concejos  sou 
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los  Únicos  qae  conservan  en  la  propiedad  libre  las  facultades  del 
testador  y  las  esperanzas  de  la  familia,  combinándolos  en  cada  rei- 
no segan  las  especialidades  de  su  constitución  doméstica. 

El  derecho  de  las  obligaciones  y  de  los  cambios  es  Kel  transunto 
del  espíritu  de  los  tiempos.  La  esca5ézde  estas  leyes  revela  el  atra- 
so de  las  artes,  la  falta  de  circulación  y  de  vitalidad  de  la  riqueza; 
pero  tras  de  los  muros  de  los  concejos  se  oía  el  acompasado  rumor 
de  los  telares  de  Toledo  ó  Valencia:  en  las  orillas  de  los  mares  se 
condensaban  los  esfuerzos  délos  mercaderes;  y  antes  deque  en  los 
puertos  españoles  del  golfo  de  Gascuña  se  tradujesen  los  Roles  del 
Oleron,  los  pro-hombres  de  Barcelona  habían  escrito  su  célebre 
Consulado  del  mar,  que  alcanzó  á  ser  la  ley  del  Mediterráneo. 

Las  instituciones  penales  se  constituyeron  trabajosamente  en 
medio  de  la  turbulencia  de  los  tiempos.  El  espíritu  germánico  re- 
sucitó las  venganzas  privadas;  asaltábanse  los  nobles  sus  castillos,, 
asolaban  los  campos,  prendaban  solariegos;  los  concejos  ensangren- 
taban con  sus  bandos  calles  y  plazuelas,  y  aunque  la  Iglesia  hacia 
sonar  su  voz  proclamando  las  treguas  de  Dios,  era  voz  que  clamaba 
en  el  desierto.  Del  esceso  del  mal  surge  el  bien;  y  la  caballería  se 
propuso  amparar  á  los  desvalidos  y  deshacer  los  agravios  de  los  po- 
derosos; pero  la  caballería,  dice  bien  un  escritor,  se  encuentra  mas 
en  las  novelas  que  en  la  Historia.  Consolidada  la  monarquía,  aplicó 
los  castigos  como  represión  social;  y  valiéndose  de  los  concejos  opuso 
con  la  santa  hermandad  la  espada  y  la  vara  de  la  justicia  á  los  des- 
afueros de  magnates  y  pequeños;  pero  olvidándose  de  la  moralidad 
de  las  penas,  consideró  á  los  delincuentes  como  instrumentos  con 
que  podia  decorar  á  su  antojo  los  espectáculos  de  sangre  ofrecidos 
al  público  como  saludable  ejemplo. 

Tampoco  guardaba  mas  respetos  á  las  garantías  individuales 
la  administración  de  justicia  de  condes  y  adelantados.  Bien  la  sim- 
bolizaba la  venda  en  los  ojos,  si  por  ella  se  entendía  su  ceguedad 
4  la  luz  del  Derecho ;  pero  era  en  cambio  estremadamente  espe* 
dita,  porque  la  violencia  no  ha  menester  dilaciones.  Los  reyes^ 
aliados  con  los  jurisconsultos ,  es  decir  la  autoridad  apoyada  en  la 
razón  y  en  la  igualdad  del  derecho^  humillaron  ante  la  ley  común 
las  horcas  y  cuchillos  señoriales ;  y  en  las  chancillerías  y  consejos 
administraron  una  justicia  acusada  con  razón  de  tardía,  pero  pru- 
dente y  equitativa  como  el  derecho  romano  y  canónico,  á  los  que 
pidió  prestado  sus  trámites  y  sus  ritos. 
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Day  quienes  tienen  esta  alianza  de  monarcas  y  letrados  pot  fu- 
nesta ¿  la  independencia  de  los  pueblos ;  pero  olvidan  que  letrados 
eran  los  que  esforzaban  la  defensa  de  los  concejos  en  las  Cortea, 
afectan  ignorar  las  listas  de  los  proscritos  comuneros  de  Castilla,  y 
no  quieren  recordar  que  jueces  y  abogados  dieron  en  la  monarquía 
aragonesa  fianza  á  los  derechos  civiles  con  las  firmas  y  el  privile- 
gio de  manifestación»  que  eran  además  sólida  base  de  los  derechos 
políticos. 

De  este  modo  se  hacia  lentamente  la  luz  en  el  caos  de  los  tiem- 
pos medios;  caos  fecundo,  como  el  que  precedió  á  la  creación,  lle- 
vaba en  su  seno  ricos  gérmenes  que  en  la  sociedad,  en  el  Estado  y 
en  el  Derecho  hicieron  brotar  por  todas  partes  el  orden  con  la  ra- 
.  zon  y  la  libertad  hermanas  del  espíritu  cristiano. 

T  puesto  que  largo  tiempo  hemos  bajado  los  ojos  á  la  tierra, 
buscando  en  el  tropel  de  los  hechos  la  ley  de  su  armonía,  justo  es, 
levantándolos  por  un  momento  al  cielo,  preguntemos  á  la  ciencia 
qué  fué  de  el|a  en  la  oscura  noche  de  aquella  edad»  que  hizo  pali- 
decer sus  puros  rayos. 

La  ciencia  dd  derecho  moribunda»  si  no  muerta,  se  vincula  en- 
tonces en  los  pocos  monjes  que  escriben  en  sus  pergaminos  las  os- 
curas memorias  de  la  antigüedad.  Vigila  y  Velasen  han  mereci- 
do bien  de  la  Historia  por  las  copias  de  los  cañones  y  de  las  leyes 
con  que  enriquecieron  sus  monasterios;  Pedro  de  Granon,  menos  co- 
nocido, pero  mas  digno  de  alabanza,  conserva  en  San  Mlllan  de  la 
Cogulla  el  recuerdo  de  las  leyes  romanas. 

La  llama  de  la  ciencia  y  de  la  fé,  reciben  vida  juntas  del  fnego 
sagrado  de  los  templos,  pero  á  fines  del  siglo  XII  ó  al  principiar 
el  Xin,  cuando  los  concejos  llegan  á  las  Cortes»  sale  la  ciencia  de 
las  catedrales  para  fundar  la  Universidad,  dando  un  tímido  paso 
.  hacía  la  secularización  del  pensamiento.  Es  la  primera  la  de  Sala- 
manca, plantel  de  los  sabios  de  Castilla,  puerto  al  naufragio  de  la 
ciencia  en  las  borrascas  de  la  barbarie,  que  divide  con  Pari»%  Oxibrd 
y  Bolonia  la  envidiable  gloria  de  formar  los  estudios  generales  del 
orbe  cristiano.  Constituida  por  la  autoridad  regia  y  pontificia»  perof 
nacida  en  el  seno  del  concejo»  afecta  en  su  gobierno  las  formas  po^ 
puiares.  A  su  ejemplo  surgen  varias  también  ilustres  en  Castilla»  j 
mas  tarde  la  de  Lérida»  y  otras  no  menos  sabias  academias  de  Ca- 
talana, Aragón  y  Valencia  dan  á  sus  hijos  el  pan  de  la  enseianza» 
que  mendigaban  fuera  de  su  patria. 
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Edacaroa  las  nniversidades  á  los  letrados,  bajo  las  alas  de  la  (i* 
tosoCía  escolástica,  eo  las  doctrinas  canónicas  y  romanas;  y  así  lle- 
varon al  foro  su  influencia  con  aquellos  alardes  indigestos  de  erudi- 
ción, k  que,  como  abuso,  hubieron  de  poner  coto  las  leyes  de  cita- 
ciones. 

Invocando  la  autoridad  del  derecho  romano,  rompió  la  Jurispru-* 
dencía  la  tutela  del  derecho  canónico,  y  bien  pronto  sometió  ambas 
autoridades  al  criterio  de  la  rason.  Aparecieron  al  principio  las  in** 
ducciones  racionales  sofocadas  por  el  fárrago  de  la  erudición  clási- 
ca y  teológica,  como  saltan  entre  el  hnmo  las  chispas  dé  un  incen- 
dió, y  así  lucian  tal  cual  vez  en  los  últimos  tiempos  de  la  edad 
aedia,  para  brotar  como  esplendente  llama,  á  los  albores  de  la 
«(bd  moderna. 

Todos  estos  grados  recorrieron  con  gloría  los  jurisconsultos  es- 
panoles.  Bernardo  de  Gomposlela  y  Son  Raimundo  de  Penafort  re- 
dactan en  Itaha  las  colecciones  canónicas,  y  Martínez  de  Luna  y 
Casaoova  diseuten  los  derechos  del  Papa  y  el  concilio,  éste,  cuan^ 
do  se  agita  la  Iglesia  en  BasHea.  Mateo,  García,  Ansaldo  cooperan 
en  Bolonia  y  Pádia  al  renacioifento  del  derecho  romano.  Cultivan 
las  leyes  de  Castilla  los  doctores  de  Alonso  el  Sabio,  y  después  de 
ellos  Oldrado,  Arias  de  Balboa,  Palacios  Rubios  y  el  gran  Montalvo, 
Escriben  comentarios»  sumas,  observancias  y  costumbres  forales, 
en  Aiagon,  Patee,  Naja,  Hospital  y  PMusa;  en  Valencia,  Jafer,  Jo- 
fré  y  Rabasa;  en  Cátale^,  Bótelo,  Alberto,  Mont-jui ,  Vallesica, 
Mieres,  Socarrast  y  tantos  otros. 

Entonces  invade  b  jurisprudencia  el  terreno  de  la  política,  y 
son  los  jurisconsultos  valencianos,  me  complazco  en  proclamarlo 
desde  este  sitio,  loe  que  tienen  la  honra  de  esta  iniciativa.  Ta  ea 
el  siglo  XUt  habla  escrito  S.  Pedro  Pascual  De  regimine  principum 
$eeularium;  pero  en  el  XIY  Fr.  Francisco  Eiximenez  dedicó  á  los 
jurados  de  Valencia  su  libro  Dd  regimerU  de  la  cosa  pública  dondd 
tuvo  el  feliz  atisbo  de  hnsear  los  fundamentos  sociales  en  la  caridad 
y  en  la  división  del  trabajo.  Juan  Pedro  de  Belluga,  que  pertenece 
á  esos  heroicos  letrados  perseguidos  por  defender  los  fueros,  escri'* 
bió  bajo  Alonso  el  Noble  su  Speculmn  principum^  verdadera  suma 
det  derecho  póMico,  tejida  con  la  trama  de  la  erudición  teológica 
y  del  renacimiento,  donde  sabe,  sin  embargo,  buscar  el  principio  de 
la  justicia  en  la  razón  divina  y  su  asiento  en  el  mundo  en  la  intelí- 
lieírte  alme  humana,  de  la  que  en  su  concepto,  es  inmortal  gemela. 
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Mas  lardíamente»  como  no  eslimaladas  por  el  ejemplo  de  la 
coostitiicioD,  aparecen  en  Castilla  las  doctrinas  políticas;  pero  ape- 
nas se  organizan  las  nacionalidades^  el  Dr.  Juan  López  de  Rívero  é 
de  Palacios  Rubios,  les  hace  oir  su  voz  en  defensa  de  Femando  V, 
justificando  la  conquista  del  reino  de  Navarra. 

A  esta  altura  rayaban  la  cíenda  y  las  instituciones  de  la  na- 
ción española,  cuando  graves  sucesos  abrieron  para  ella  y  para 
Europa  las  puertas  de  la  edad  moderna. 

Al  terminar  el  reinado  de  los  Reyes  Católicos  encontrábase  la 
nación  engrandecida,  no  menos  por  el  vigor  de  estos  monarcas  que 
por  el  próspero  enlace  de  Aragón  y  Castilla;  mas  esta  unión  de  kw 
pueblos  y  aquella  afinidad  que  en  sus  elementos  sociales  hemos  ob- 
servado, no  Tueron  bastantes  para  borrar  las  diferencias  d^  su  cons- 
titución política.  Navarra  vencida  sufría  la  dura  ley  del  vencedor; 
Cataluña  y  Aragón  descansaban  á  la  sombra  de  las  libertades  y  de 
los  garantías  de  su  constitución  histórica;  pero  en  Valencia  conti- 
nuaba la  lucha  entre  nobles  y  plebeyos,  sorda  y  escondida  como  el 
trabajo  de  la  mina  que  amaga  una  esplosion  inesperada. 

El  curso  de  los  tiempos  había  modificado  la  situación  de  los  po- 
deres en  Castilla:  el  alto  clero,  en  vista  de  la  decadencia  del  influ- 
jo temporal  del  Pontificado,  firmaba  paces  con  la  monarquía,  con- 
tento con  la  unidad  del  dogma,  que  la  inquisición  garantizaba,  y 
con  sus  antiguos  privilegios:  la  nobleza  sufría  entre  irritada  j 
vergonzosa  el  yugo  á  que  la  habían  sometido  los  Reyes  Católi- 
cos: el  problema  político  salía  de  la  edad  media  simplificado ,  que- 
dando solo  en  pié  el  poder  de  los  reyes  y  el  de  los  concejos.  £1  car- 
denal Giménez  de  Cisneros,  á  quien  Robertson,  para  no  citar  auto- 
ridades sospechosas,  tiene  por  el  primero  de  los  estadistas  moder- 
nos, quiso  conjurar  la  tempestad,  que  ya  tronaba  en  el  horizonte, 
fundando  el  Estado  sobre  la  unión  de  la  autoridad  monárquica  y  de 
las  franquicias  populares;  mas  la  llegada  del  Emperador,  que  re- 
chazó desabridamente  sus  consejos,  y  Ja  sórdida  codicia  de  los  tu- 
descos, dieron  triste  ocasión  á  un  rompimiento. 

Hubiera  podido  la  nobleza  sostener  el  equilibrio  de  la  balanza 
política,  arrojando  el  peso  de  sus  armas  al  lado  de  los  concejos^ 
pero  se  inclinó  al  del  César;  y  las  comunidades  de  Castilla,  no  apo- 
yadas por  las  de  Aragón,  fueron  vencidas  en  ios  campos  de  Villalar» 
donde  se  consumó  el  divorcio  entre  las  libertades  y  la  monarquía» 
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No  habiao  corrido  cuatro  lastros  y  la  nobleza  espiaba  su  culpa» 
espolsada  de  las  cortes  en  Toledo,  sufriendo  todo  el  pesar  de  una 
derrota,  sin  la  gloria  del  combate  ni  la  aureola  del  martirio. 

Estremaron  en  Valencia  el  rigor  de  ios  sucesos  las  luchas  de 
nobles  y  ciudadanos;  y  las  germanías  representaron,  con  escasa  di- 
ferencia de  tiempo,  el  mismo  drama  que  en  Castilla,  pero  con  mas 
sangrientas  peripecias. 

Aragón  y  Catalana  sufrieron  luego  la  pena  de  su  egoismo  y  de 
su  aislamiento,  aquel  con  la  ejecución  de  Lanuza,  ésta  con  el  azote 
de  la  guerra,  que  la  asoló  bajo  Felipe  lY. 

Fué  así  resolviéndose  por  grados  el  problema  político  qae  lega- 
ron á  los  tiempos  modernos  los  tiempos  medios;  arrancando  la  mo« 
narquia  caantos  obstáculos  se  oponían  á  su  marcha,  quedó  prepon- 
derante en  el  Estado.  Completó  entonces  su  tendencia  á  la  unidad 
del  territorio  c«n  la  conquista  de  Portugal;  mas,  atado  á  España 
por  el  vínculo  de  la  servidumbre,  no  por  el  lazo  de  la  fraternidad, 
rompió  su  cadetta,  tan  luego  como  halló  ocasión  propicia. 

Bien  pronto  la  omnipotencia  de  la  momarquía  degeneró  en  m^ 
potencia.  La  nación  mas  fuerte  de  Europa,  la  que  habia  combatido 
en  Francia,  en  Italia,  en  Alemania,  en  todas  las  tierras  y  en  todos 
Jos  mares,  para  defender  un  poder  que  dentro  la  asfixiaba,  la  que 
liabia  poblado  on  mundo  con  sus  hijos,  privada  de  los  fueros  que 
son  aliento  de  los  pueblos,  yaciá  enflaquecida  y  postrada  á  fines 
del  siglo  XYII;  y  en  poco  estuvo  que  no  fuera,  como  Polonia,  raya- 
da del  mapa  de  las  naciones. 

Los  reyes  y  el  país  languidecian  juntamente ;  y  la  estincíon  de 
la  dinastía  austríaca  llamó  al  trono  á  los  Borbones.  Apoyado  Feli- 
pe V  por  los  castellanos ,  rechazado  por  los  aragoneses ,  vencedor 
reconocido  por  la  paz  de  Utrecht,  arrancó  á  Cataluña,  Aragón  y 
Valencia  las  últimas  reliquias  de  sus  fueros. 

Inútil  es  decir  cómo  en  el  nuevo  estado  de  España  quedaron 
constituidos  los  poderes  polUieos.  Bajo  la  casa  de  Austria ,  aun  vi- 
vieron las  Cortes,  como  sombra  venerable  de  su  pasada  grandeza; 
y  la  Administración  escalonó  su  gerarquía  con  los  Consejos,  go-« 
biernosy  vtreinatos,  dóciles  instrumentos  del  monarca,  señor  de 
vidas  y  haciendas.  Pero  aun  la  sombra  de  las  Cortes  fué  como  re^ 
cuerdo  inoportuno  relegado  al  olvido  por  los  Borbones.  La  historia 
debe  á  esta  dinastía  la  justicia  de  reconocer  las  nobles  tendencias 
de  su  poder  ilustrado ,  que  hacen  verdaderamente  grata  la  memo-s 
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ria  de  algunos  reyes ;  pero  si  sus  reformas  podian  ,  <:oiiio  la  elec- 
tricidad que  galvaniza  un  cadáver ,  dotar  á  la  nación  de  pasajero 
movimiento,  no  lograrían  restituirla  á  ia  vida ,  sin  cambiar  radft* 
cálmente  los  principios  de  su  constitución  poKlica. 

Perdida  la  independencia  de  los  antiguos  reinos,  no  se  enciien- 
tran  ya  las  fuentes  del  derecho  en  los  Tueros ,  sino  en  las  leyes  rea- 
les ,  y  el  trabajo  legislativo  se  reduce  á  la  enojosa  tarea  de  orde- 
narlas en  recopilaciones.  Castilla  publica  la  suyu  ea  tiempo  de  Fe- 
lipe II,  y  tras  varias  correcciones  hace  la  última  al  comensar  nues- 
tro siglo,  dejando  en  ella  un  rico  pero  desordenado  arsenal  para 
la  historia.  Aragón  reúne  sus  fueros  y  observancias  en  el  siglo  XYI: 
Yalencia,  qoe  le  habia  precedido  en  la  pnblieacion  de  los  privile-^ 
gios,  no  consiguió  hacer  la  de  sus  fueros :  Catalma  pablica  su  re* 
copilacion  al  terminar  aquel  siglo;  y  por  fin  ,  Navarra  logra  dar  k 
luz  la  suya  juntamente  con  su  fuero. 

Mas  estas  leyes  no  fundan  nuevas  instituciones  en  el  dereclH»; 
la  sociedad  civil  salió  constituida  de  la  edad  media,  y  las  ordenan- 
zas reales,  si  pudieron  enriquecerla  con  sus  pormenores,  no  inten- 
taron alterar  su  esencia.  En  todas  las  comarcas  españolas,  l&h^ 
mitia ,  la  propiedad ,  la  herencia  y  los  cambios  hacen  idéntica  i  la 
que  ya  hemos  descrito  la  vida  íntima  de  los  tres  últimos  siglos.  Se« 
lamente  Valencia,  al  terminar  la  guerra  de  sncesion  ,  sufre  con  es* 
cepcional  injusticia  la  violencia  hasta  en  las  intimidades  (fel  bogar 
doméstico ,  el  despojo  de  sus  fueros  hasta  en  las  leyes  civiles. 

El  movimiento  jurídico  se  trasporta  en  esta  época  de  los  hechos 
á  las  ideas ,  de  hs  instituciones  á  la  ciencia. 

En  el  siglo  XVI ,  podemos  decirlo  con  orgullo ,  la  Jurigpntéen^ 
cia  española  tnarcha  al  frente  de  la  europea.  Los  maestros  y  dísd- 
pulos  de  nuestras  universidades ,  maestros  y  discípulos  en  París  y 
Bolonia,  estienden  su  influjo  á  las  de  Flandes  é  Italia,  sometidas  i 
nuestro  imperio ;  á  la  de  Coimbra,  unida  á  la  nación  por  breve 
plazo. 

En  todos  los  ramos  del  Derecho  penetró  el  escrutador  análisis  de 
la  ciencia. 

Partiendo  de  la  teología ,  Victoria  y  Soto  presíenteíli  la  teorim 
del  derecho  de  gentes  y  la  del  derecho  natural,  que  Vázquez  Ifen- 
chaca  asienta  con  gran  libertad,  al  decir  de  Grocio,  sobre  el  prin- 
cipio de  la  razón ,  un  siglo  antes  que  el  jurisconsulto  holandés  la 
fundase  sobre  la  indeterminada  base  de  ta  sociabilidad  humaDa« 
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Arias  dB  Yatderas  y  Alvarez  Guerrero  estudian  la  justicia  de  la 
gverra  cérea  de  medio  siglo  antes  de  que  Ayala  publicase  su  libro, 
tae  encomiado  por  los  estranjeros.  Molina  el  jurísconsulto  y  Yaz- 
(pKz  de  Arce  van  á  Portugal  á  defender  los  derechos  de  Felipe  11» 
que  otros  jurisconsultos  niegan  y  combaten. 

Hierve  también  de  discusiones  el  palenque  del  derecho  político. 
La  Torre  busca  en  la  Esorítura  y  los  sagrados  doctores  la  ínstitu* 
oion  <e  un  príncipe  cristiano ,  mientras  Fox  Morcillo  apoya  sus 
doctrinas  en  la  antigüedad  clásica.  Rivadeneira  refuta  con  general 
aplauso  á  Machiavelo ,  y  Furió  y  Seriol ,  Antonio  Pérez  ,  Monzón» 
Felipe  y  tantos  otros  escriben  instrucciones ,  Norte  y  Consejos  de 
príncipes ,  antes  de  que  Mariana  cerrase  el  siglo  con  su  famoso  li^* 
bro  del  Rey  y  de  la  instUucion  real. 

Antonia  Agustín,  Govea ,  Pichardo,  Vinuesa  y  Ramos  del  Man* 
zano  profundizan  la  legislación  romana,  que  Villalobos,  Martines 
de  Olaao  y  Grimenez  cotejan  con  el  derecho  de  Castilla. 

Cl  mismo  Agustin»  Chacón ,  Tomás  el  baleárico ,  Barbosa,  kz- 
pücueCa  cultivan  el  derecho  canónico  y  dan  correctores  á  Graciano, 
¿Podrá  acusarse  de  esterilidad  á  la  nación  madre  de  tan  escla- 
recidos ingenios?  Mas  no  llegaron  á  sazonado  fruto  las  bellas  espe- 
ranzas que  prometían :  la  decadencia  general  de  España  arrastró 
en  su  caida  los  estudios  legislativos,  y  la  presión  del  poder  se  opu« 
so  á  todo  adelanto.  Loff  jurisconsultos  de  nuestras  escuelas  de  Flan- 
<jles »  ya  emancipadas,  se  apoderaron  de  la  iniciativa  que  abando- 
nábamos ;  y  cuando  Hugo  Grocio  proclamó  el  derecho  natural  y  la 
libertad  de  los  mares ,  una  voz  se  levantó  en  España,  pero  fué  para 
contestarle ,  defendiendo  en  los  de  Asia  el  imperio  que  á  nombre  de 
Portugal  nos  correspondía.  Surgen  de  vez  en  cuando ,  á  modo  de 
relámpagos  en  la  oscuridad ,  talentos  como  Navarrete  ó  Saavedra 
Fajardos  mas  desaparecen  sin  dejar  rastro,  ni  formar  escuelas. 

£1  derecho  civil  fué  por  mas  tiempo  cultivado  con  éxito ,  por^ 
^e  es  una  ley ,  ya  observada  en  la  declinación  del  imperio  roma- 
no^, que, la  libertad  del  espíritu ,  proscrita  del  orden  político,  se  re^ 
fagia  en  el  orden  civil  hasta  que  allí  se  estingue  su  vigor  con  su 
independencia.  Mientras  Gregorio  López  publicaba  su  inmortal  glo- 
sa de  las  Partidas ,  y  Avendano ,  Matienzo  ,  Gutiérrez  y  Acevedo 
comentaban  la  Recopilación  ,  la  flor  de  nuestros  jurisconsultos,  y 
con  ellos  Antonio  Gómez ,  desenvolvía  los  principios  de  las  leyes  de 
¥oro ,  para  hermapar  la  sabiduría  de  nuestras  antiguas  costumbi;Qi 


Digitized  by 


Google 


340  REVISTA  BE  LBGISLACRHf . 

y  la  erudición  del  derecho  romano.  Covarrabias »  Bobadilla,  Paria- 
dorio  ,  Castillo  y  tantos  otros,  se  distinguían  por  diversos  caminos. 
Abundaba  la  práctica  de  escritores  ,  y  no  carecía  de  ellos  el  dere^ 
f^ho  penal,  en  cuyas  doctrinas  ya  se  presentíanlas  filantrópicas  ideas 
t[ue  hoy  profesamos. 

También  las  leyes  de  otras  provincias  eran  objeto  de  especíales 
lesludios :  Pasquier ,  Sada  y  Chavier  en  Navarra;  Cáncer,  Ferrer  y 
Fontaneila  en  Cataluña;  Molino ,  Bardaji  y  Soler  en  Aragón ;  Tara- 
2ona,  Matheu  y  Crespí  de  Valdaura  en  Valencia,  por  no  citar  sino- 
Ios  mas  notables ,  hicieron  predilecto  asunto  de  sus  medítacioDes  el 
derecho  de  los  países  que  les  sirvieron  de  cuna. 

Pero  nada  detuvo  á  la  ciencia  en  la  fatal  pendiente ,  por  donder 
caminaba;  rotas  las  libres  alas  con  que  ascendía  á  la  mas  pura  re- 
gión de  las  ideas ,  se  agitaba  caída  en  el  fango  de  un  casuismo  in- 
forme ,  abandonada  de  la  crítica  y  del  buen  gusto  literario.  Sufrie- 
ron las  universidades  la  común  decadencia ,  y  fueron  en  el  sw 
glo  XVIII  duramente  reconvenidas,  porque  abandonaban  el  dere- 
cho patrio  y  desconocían  los  métodos  elementales,  como  si  la  ela- 
boración de  sintéticos  sistemas  no  requiriese  el  ejercicio  de  una  in- 
dependencia de  pensamiento  que  les  estaba  prohibida. 

Bajo  la  nueva  dinastía,  fué  algo,  aunque  poco,  aportillada  I» 
barrera  que  nos  aislaba  del  movimiento  científico  de  Europa,  y  es- 
timulada por  cierto  calor  artificial  volvió  á  florecer  la  jurispruden- 
cia; Abren  y  Marín  cultivan^  entonces  el  derecho  natural  y  de  gen* 
les;  Mayans  y  Finestres,  el  romano;  Mayans,  el  derecho  y  las  letras 
unidas  en  agradable  consorcio;  Floranes  y  Burríel,  preparan  los  es- 
tudios histórico-jurídícos,  que  habían  de  continuar  Sempere  y  Ma^ 
riña;  Macanaz  y  Campomanes,  prosiguen  la  obra  antes  empezada 
por  Salgado  y  Zevallos;  Asso  y  Sala,  redactan  instituciones;  Dan- 
vila,  lecciones  de  economía  civil ;  Lardizabal  prepara  las  reformas 
penales  que  una  nueva  oscilación  del  poder  abandona  en  medio  del 
camino,  y  la  legislación  dá  la  úUín)a  prueba  de  su  impotenda  ea 
jla  obra  de  D.  Juan  de  la  Reguera.  Eran  ya  los  tiempos  en  que  so- 
naba en  el  reló  de  la  historia  la  hora  del  siglo  XIX,  cayos  altos  he- 
chos abren  á  la  nación  nuevo  horizonte ,  que  no  alcanza  á  recorrer 
nuestra  vista  desde  el  lugar  humilde  en  que  le  contemplamos. 

Ahora ,  si  llegados  á  punto  de  descanso  en  el  viaje  que  hemos 
hecho,  queremos  recorrerle  de  una  ojeada,  y  olvidanaos  por  na 
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liloinento  las  debilidades,  ios  errores  y  las  injustícíasy  que  pasai^ 
stD  dejar  permaDente  huella,  recoDocerémos  eu  la  Historia  mués-» 
•tras  inequívocas  de  la  ley  del  progreso. 

Fué  la  primera  la  constitución  de  la  España  goda:  aquella  so* 
-ciedad  envejecida  prematuramente,  nacia  condenada  k  próxima 
•muerte;  pero  legó  al  porvenir  los  gérmenes  de  la  nación  moderna. 

Empieza  verdaderamente  la  edad  media ,  el  retorno  á  los  ticm-» 
pos  bárbaros  después  de  la  jornada  del  Guadalete;  y  al  ver  estin*» 
tinguirse  los  últimos  resplandores  de  la  civilización,  que  todavía^ 
iluminaban,  como  un  dudoso  crepúsculo,  á  la  España  goda,  n(x 
parece  sino  que  Dios  ha  dejado  ¿  los  pueblos  de  su  mano.  Pero 
bajo  aquella  áspera  corteza  se  ocultan  las  fuerzas  vitales  de  una 
civilización  y  de  un  derecho  mas  perfecto.  El  adelanto  no  se  veri- 
fica entonces  en  las  leyes,  es  preciso  buscarle  en  la  sociedad:  las 
leyes  se  borran  de  la  memoria  de  los  hombres,  y  son  reemplaza-^ 
das  por  costumbres,  que,  aunque  groseras,  retratan  con  vivo  colo-i% 
rido  la  poética  y  enérgica  juventud  de  los  pueblos:  los  vínculos  del 
Derecho,  relajados  por  la  Violencia,  se  desarrollan  poco  á  poco  coa 
doble  progreso,  ya  en  intensidad,  fortaleciendo  en  el  individuo  el, 
poder  de  la  razón  y  del  libre-albedrío,  ya  en  ostensión ,  estrechan-* 
do  ios  lazos  de  apartados  pueblos  para  formar  con  ellos  una  nación 
sometida  á  las  mismas  leyes. 

Como  se  dilata  eo  la  tersa  superficie  de  un  lago  el  círculo  que 
traza  la  piedra  arrojada  en  su  fondo,  así  se  ha  ido  estendiendo  el 
círculo  de  la  nación  española;  y  al  sentimiento  de  unidad  del  po-* 
der  monárquico  toca  la  gloria  de  este  feliz  progreso,  si  bien  estu- 
To  á  punto  de  dejar  romper  en  girones  la  Península,  cuando  me^ 
diaba  el  siglo  XVII. 

También  toca  á  la  generación  presente  poner  la  cúpula  en  el 
edificio  de  la  unidad  civil,  ya  levantado  á  grande  altura  por  núes*, 
tros  abuelos.  Para  quien  sabe  leer  en  el  fondo  de  las  instituciones, 
las  diferencias  civiles  de  las  provincias  españolas  no  son  mas  que 
'desarrollos  diversos  de  los  mismos  principios,  elementos  incomple- 
tos que  la  ciencia  esta  llamada  á  reunir  en  un  código  sistemático, 
sm  buscar  en  otros  pueblos  un  patrón  que  no  pudiera  acomodarse 
á  España. 

Mas  lenta  y  combatida  la  acción  de  la  inteligencia  y  de  la  libre 
actividad  del  hombre,  no  ha  sido  menos  eficaz  ni  menos  progresiva 
tn  nuestra  historia.  Nacieron  las  libertades  en  el  modesto  rincón 
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Ht  los  concejos,  y  avaoiaron  ptso  á  pMo  e&  las  hermaidaies  j  .m 
tas  Cortes  para  reclamar  sa  puesto  en  la  gobernadoii  del  EstaidQ. 
La  ciencia,  la  última  en  llegar,  salió  de  los  eUnstr^s,  donde  la 
Iglesia  la  había  dado  generoso  asilo,  para  fundar  las  «niversidades^ 
apenas  se  serenó  un  poco  la  tempestad  de  la  barbarie;  redactó  las 
antiguas  costumbres  y  las  leyes  canónicas  y  romanas  en  los  códi- 
gos del  siglo  Xm  para  dar  fijeza  á  las  instituciones  civiles,  y  abrió 
después  el  camino  de  las  ciencias  jurídicas  modernas:  aliada  de  los 
reyes,  sometió  el  feudalismo  á  la  justicia;  aliada  de  los  pueUos» 
formuló  los  ca[rftulos  de  reforma  que  los  concejos  exigieron  de  ía 
monarquía.  Otra  vez  la  victoria  se  decide  contra  el  Derecho :  ia 
nación  decae  poco  á  poco,  y  la  ley  del  progreso  parece  por  algoa 
tiempo  desmentida;  mas  los  públicos  fueros,  hollados  momentánea- 
mente, cediendo  como  las  palmeras  á  impulsos  del  huracán ,  se  le- 
vantan con  mas  fuerza  en  nuestros  tiempos  para  regenerar  la  so- 
ciedad y  reconstituir  el  Estado.  El  árbol  de  la  ciencia ,  no  es  tam-* 
poco  en  España  la  planta  exótica  importada  de  estraños  climas,, 
sino  el  retoño  vigoroso  de  las  raices  que  dejó  en  el  suelo  la  segur 
que  corló  su  robusto  tronco;  y  las  generaciones  presentes,  cerran- 
do el  paréntesis  abierto  por  tres  siglos  en  ia  historia,  deben  conli-^ 
nuar  la  obra  de  nuestros  mayores  sin  mendigar  eslranjeras  dectri* 
ñas,  á  la  sombra  de  nuestras  antiguas  venerandas  tradiciones. 

Gran  lección  y  provechosa  enseñanza  esta  que  resulta  de  la 
Historia,  considerada  desde  la  altura  adonde  no  llegan  las  preocu- 
paciones de  la  pasión  ni  las  torcidas  miras  de  intereses  bastardos. 
Haciendo  desfilar  ante  la  vista  deshimbrada  el  largo  cortejo  de  lo» 
pueblos  y  evocando  los  ingenios  que  duermen  en  su^  tumbas;  con- 
versando, como  dice  Descartes,  con  las  gentes  mas  honradas  de  la 
antigüedad  ,  y  contemplando  coa  el  ojo  del  individuo  el  camino  de 
la  especie,  engrandece  el  espirilu  del  hombre  con  la  conciencia  de 
los  destinos  humanitarios,  sostiene  á  los  débiles  de  espirilu  con  Ja 
Té  en  el  progreso,  templa  los  caracteres  ardientes  con  el  espec- 
táculo de  la  serena  marcha  délos  pueblos ,  muestra  al  vicio  la  ne-: 
dida  de  su  impotencia,  y  á  la  virtud  su  fecundo  poder  en  los  siglos, 
^  infunde  en  todos  valor  y  aliento  para  cumplir  los  destinos  qae 
señala  la  sabia  Providencia.— Ha  dicho. 

Mut4»  fmi  f^á. 


Digitized  by 


Google 


H  LA  LUÍITIMAGHNI. 


ARTÍCULO  2.""  (i). 

Hemos  eoosagrado  el  artículo  anterior  á  examinar  la  justicia  y 
conifeniencia  de  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio,  y  si 
f roeedia  de  este,  ó  provenía  de  la  ley.  Ahora  nos  ocuparemos  de 
otro  modo  de  legitimar,  reconocido  por  nuestras  leyes;  la  iegitima- 
cioa  que  los  romanos  denominaron  por  rescripto  delpríntípe  y  reco- 
noce nuestro  derecho  con  el  nombre  de  por  autor izacion  real.  Si- 
guiendo el  pensamiento,  que  desde  el  principio  nos  propusimos,  la 
examinéros  en  el  campo  puramente  legislativo,  sin  perjuicio  de  tocar 
aunque  de  ligero  alguna  cuestión  práctica,  en  cuanto  sea  necesario 
para  ilustrar  el  punto  principal.  Desconocida  entre  los  romanos  la  le^ 
gitimacion  por  subsiguiente  matrimonio  hasta  los  tiempos  del  em- 
perador Constantino,  no  era  de  esperar  que  se  conociera  antes  la 
^e  ahora  nos  ocupa.  Las  instituciones  se  plantean  antes  de  desar- 
rollarse, lo  primero  es  fijar  laid^  fundamental,  el  pensamiento  que 
es  su  base,  el  cimiento  natural  sobre  que  descansan;  por  eso,  antes 
que  los  modos  diversos  de  legitimar,  se  ooaoció  la  idea  de  legitima- 
ción, de  dar  á  ciertos  hijos  que  nacen  fuera  de  la  esfera  de  la  ley, 
las  condiciones  de  la  legitimidad;  por  eso  la  legitimación  porr^s- 
tripto  delpiincipe,  que  era  incompatible  con  las  formas  republicanas, 
no  se  estableció  hasta  el  tiempo  de  Justíniano.  Esto  no  es  decir  que 
M>  pudiera  haberse  establecido  antes;  desde  Augusto  se  la  pudo  ya 
teservar  un  lugar  en  el  derecho,  pero  no  se  hizo.  La  jurisprudencia 
es  ciencia  de  aluvión,  como  ha  dicho  muy  oportunamente  un  juris- 
consulto inglés,  y  es  necesario  dar  tiempo  para  que  las  reformastSe 
▼eriiquen.  El  emperador  Jusliniano ,  en  cuya  (rente  se  veía  escul- 
pido el  sello  de  las  reformas  legislativas,  creyó  que  la  legitimación 
por  subsigmeiüe  matrimonio  no  era  suficiente  para  garantizar  los  de* 
reeiios  de  los  hijos;  creyó  que  podría  haber  algunos  casos  en  que  el 
padre  se  bailase  en  la  imposibilidad  de  casarse  con  la  madre ,  sin 
que  por  eso  los  hijos  dejasen  de  ser  puramente  naturales,  esto  es, 
nacidos  de  concubina,  y  le  pareció  muy  duro,  muy  injusto,  que  es- 

{l)    Véase  la  pág.  130  del  tomo  XVI  de  la  Revista. 
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tos  hijos  sufrieran  las  consecaeaciasdel  acaso  cuando  la  ley  les  eq\u- 
paraba  en  un  todo  en  cuanto  á  su  condición;  creyó  que  era  injusta 
la  desigualdad  de  derechos  á  hijos  de  una  misma  clase;  creyó,  en 
fin,  que  los  que  por  circunstancias  especíales  no  hubiesen  podido  go- 
zar del  beneficio  de  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio, 
deberian  obtener  el  favor  del  príncipe,  quien  ex  plenüudine  potesta- 
tis  podia  otorgarles  ese  privilegio.  Estos  motivos  decidieron  á  Justi» 
niano  á  establecer  en  las  novelas  74  y  89,  que  los  hijos  naturales 
serian  legitimados  por  el  príncipe  á  instancia  del  padre,  cuando  no 
tuviere  hijos  legítimos  y  le  fuera  imposible  casarse  con  la  madre, 
por  haber  muerto  ó  desaparecido  esta,  ó  por  otra  razón  iguahnente 
válida,  con  tal  que  no  fuese  impedimento  procedente  de  una  acción 
criminal  como  el  adulterio,  el  sacrilegio,  el  incesto,  pues  entonces 
los  hijos  ya  no  eran  naturales.  Meditando  sobre  estos  principios, 
es  preciso  confesar,  que  Justiniano  no  bastardeó  la  naturaleza  esen- 
cial de  la  legitimación,  no  desconoció  la  ficción  santa  en  que  se 
funda,  no  quiso  en  una  palabra,  que  el  fruto  de  acciones  crimina- 
les adquiriera  jamás  el  premio  de  la  legitimidad.  En  esto  hay  que 
hacer  justicia  al  legislador  del  siglo  VI;  fué  consecuente  con  los 
principios  sobre  que  su  antecesor  Constantino  habia  asentado  la  le- 
gitimación por  subsiguiente  matrimonio;  pues  de  un  modo  ú  otro, 
solo  los  hijos  naturales  podrian  ser  legitimados.  Pero  al  mismo 
tiempo  no  hay  que  olvidar,  que  al  príncipe  se  daba  el  derecho  de  le- 
gitimar y  que  la  arbitrariedad  era  la  consecuencia  posible  de  esa 
concesión;  y  aunque  se  advierta  como  de  paso  que  la  forma  del  go* 
bierno  lo  exigía  así,  eremos,  sin  embargo,  que  pudo  haberse  enco- 
mondado  á  la  ley,  como  se  hizo  con  la  legitimación  por  el  matrimo- 
nio subsiguiente.  Sin  embargo,  convengamos  en  que  si  Justiniano 
fué  impolítico,  no  fué  igualmente  inmoral,  y  por  esto  es  digno  de  in- 
dulgencia. 

Una  ley  del  Fuero  Real  (1)  vino  á  dar  carta  de  naturaleza  entre 
nosotros  á  la  legitimación  por  rescripto  del  príncipe,  que  se  denomt^ 
nó  real  ó  hecha  con  licencia  ó  atUorixacion  real,  pero  conservándo- 
se el  espíritu  de  moralidad  de  la  legislación  romana,  es  decir,  lími* 
tando  el  beneficio  á  los  hijos  naturales  ó  habidos  en  barragana.  El 
Código  de  las  Partidas  siguió  como  era  de  esperar  las  reglas  del  de- 


(1)     17,  Ut.  6.%  lib.  3.*» 
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Techo  romano,  estableciendo  en  nna  de  sos  leyes  (1)  qne  solo  po« 
tfian  ser  legitimados  por  el  rey,  los  hijos  de  mujer  que  non  Au- 
iiere  marido,  con  lo  que  escluyó  á  los  adulterinos,  y  diciendo  en 
^tra  (2),  que  c  piden  merced  los  ornes  á  los  emperadores  é  reyes  en 
cuyo  señorío  viven  que  les  fagan  sus  fijos  que  han  de  barraganaf 
legítimos.  E  si  cabe  su  ruego  é  les  legitiman,  son  dende  adelante 
legítimos,  é  han  todas  las  honras  é  los  proes  que  han  los  fijos  que 
nacen  de  casamiento  derecho,  >  con  lo  que  escluyó  los  espúreos  de 
otras  clases.  Las  palabras  de  esta  ley  hacen  conocer  como  la  ante- 
rior, que  el  Justiniano  del  siglo  XIII  seguia  la  huella  del  legislador 
de  Oriente;  quería  que  solos  los  hijos  naturales  pudieran  ser  los  le- 
gitimados por  la  gracia  del  rey,  dándoles  las  honras  é  proes  de  los 
legítimos.  Por  otra  parte,  en  una  ley  del  Fuero  Real  (3)  se  prohibía 
esta  forma  de  legitimación,  en  el  caso  en  que  existieran  hijos  legíti- 
mos,  en  cuya  disposición  se  vé  la  tendencia  de  no  menoscabar  nun- 
ca los  derechos  de  estos  y  de  los  legitimados  por  el  matrimonio.  Mo- 
tivos que  nadie  ignora,  dieron  lugar  á  la  cuestión  de  si  sobreviniendo 
hijos  legítimos  ó  legitimados  por  matrimonio  después  de  la  legitima- 
ción por  concesión  real,  quedaría  esta  destruida,  sosteniendo  algu* 
nos  jurisconsultos  la  afirmativa,  fundados  en  que  el  privilegio  habia 
venido  á  parar  á  un  caso  en  que  no  pudo  tener  principio,  y  defen- 
diendo otros  la  negativa  apoyándose  en  que  no  es  cosa  nueva,  que  lo 
que  una  vez  se  estableció  por  utilidad,  se  conserve  aun  llegado  el 
caso  mencionado  antes.  La  ley  12  de  Toro  puso  término  á  esta  cues- 
tión estableciendo:  que  los  legitimados  por  licencia  del  rey,  aunque 
lo  hubieran  sido  para  heredar  á  sus  ascendientes,  no  pudiesen  ha- 
cerlo ni  ex  testamento  ni  ab  intestato  en  el  caso  en  que  sobrevinie- 
sen hijos  legítimos  ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio;  que 
sin  embargo  pudieran  dejarles  el  quinto,  pero  no  mas;  y  que  en  la 
sucesicm  de  los  deuiás  parirates  y  en  las  honras  y  preeminencias 
fuesen  iguales  á  los  legítimos. 

Basta  aquí  vemos  que  el  derecho  iba  conservando  los  buenos 
principios  en  que  debe  descansar  la  legitimación.  Pero  la  ley  11  de 
Toro  habia  cansado  una  revolución  profunda  en  la  verdadera  inte- 
ligencia de  lo  que  son  los  hijos  naturales;  habia  roto  completamente 


(i)  9,tít.  18,Parl.3.* 
h)  4,  tlt.  15,  Ptrt.  4.» 
<3)    5,  til.  6.%  lib.  3.* 
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tf0&  la  hislom ,  y  «us  km^itiAtoB  oonasoBéoeias  ae  teaiaB  qws  éfr* 
)«r  sintir  desgraciadamenCe  ea  cuanto,  á  la  le^timacioa  por  €o*- 
oesfon  real,  eomo  ya  se  habkiQ  sentido  en  cnanto  á  la  que  se  auri- 
fica per  subsignieote  Matrimonio.  Sn  efedo^  la  Bealcédnia  de  21  de 
diciembre  de  1860  satoe  graciasaljacar,  odoGÓ  entre  ellas  las  legili- 
maeionesde  los  hijos  dñfenoms  ema(ku,£lérigo$peahalleri»profC' 
90S  delas4rdene$  miUtar^;  la  monü  suHrió  una  lesión  profnnda;  el 
escándalo  quedó  consagrado  porla  ley;  los  hijosadnlterinos  y  sacri- 
legos podían  ser  legitimados  por  el  favor  de  la  corona;  yanoque  d 
decreto  de  5  de  agosto  de  1818^  hizo  caso  omiso  de  k»  hijos  de  clé- 
rigos y  de  casados,  dejó  no  obstante  subsistente  el  precepto  de  4800 
respecto  á  los  de  caballeros  profesos.  La'Real  cédula  de6  de  jnlio  de 
1803,  dedaró  sosoeptibles  de  legitimacioaálos  hijos  inoesUiosos,  y 
la  de  11  de  enero  de  d837  dictó  una  resolución  semejante,  fiado  es- 
te paso,  asentados  estos  precedentes,  no  puede  sorpraoder  que  la 
ley  de  14  de  abril  de  1838  sobre  gracias  al  sacar,  antorixase  al 
rey  para  legitimar  á  los  hijos  natmules  en  bs  términos  que  los  de- 
fine la  ley  11  de  Toro,  que  por  muy  eqoitativamento  ^e  se  la  ha- 
ya querido  interpretar,  siempre  dara  por  resultado  qne  admite  una 
ifttal  disyuntiva  por  la  que  los  hijos  son  naturales,  si  los  padres  fue- 
ron hábiles  para  casarseal  tiempo  de  laoonoepoion  ó  del  parto.  Esta 
ley  que  ha  producido  cuestiones  escandalosas  en  todos  sentidos ,  ha 
roto  también  con  el  espíritu  (pie  presidia  á  las  antiguas,  que  antes 
de  todo  daban  plaza  á  la  moralidad,  evitando  el  escándalo  social. 

La  resena  histórica  que  acabamos  de  haeer  de  la  legitimaeioa 
por  rescripto  del  principe ,  dá  por  resultado  dos  ideas  importantísi- 
mas. Hasta  las  leyes  de  Toro  se  halló  basada,  en  cuanto  era  posi- 
ble, en  los  principios  de  moralidad ;  desde  esas  leyes  participa  aigo 
del  escándalo. 

Cualquiera  que  sea  su  fundamento,  ¿deb^  admitirse  la  legiti- 
mación que  nos  ocupa,  ó  será  mejor  .proscribirla  de  los  oóáigosT 
Esto  es  el  punto  para  cuya  decisión  hemos  creído  oportuno  eqtoner 
las  anteriores  consideraciones.  Rasones  politicas,  de  josticii^  de  mo- 
ral y  de  conveniencia  pública  aconseían  que  la  l^itimaioioa  por 
concesión  real  sea  abolida.  Vamos  á  asnerías  para  justificar  esta 
proposición. 

Que  eu  el  derecho  romauo  se  conociese  esto  modo  especial  de 
legitimación  que  supone  la  plenitud  de  la  soberanía  en  el  príncipe, 
no  era  estrano.  La  hipócrita  usurpación  de  Augusto  produjo  ooaio 


Digitized  by 


Google 


consecaaicia,  que  algún  tiempo  despaies,  na  mtBÍstro  mercenario  y 
aihifador  dijera  en  tono  de  aforismo:  quod  prUicifi  j^aeuU,  kabet  li- 
éis rigorem;  exactísima  fórmala  de  la  tiranía  imperial.  Ante  estoa 
principios  nada  había  qoe  ño  qnedase  al  arbitrio  6  arbitrariedad  doi 
príncipe;  cómodameüe  podia  mandar  lo  que  quisiera.  Goando  Don 
Alonso  X  consignó  esos  principios,  la  legitimación  por  autorización 
real  era  preciso  admitirla  también ,  porque  habia  necesidad  de  co» 
piarlo  todo,  y  el  plagio  halagaba  al  legislador.  Mientras  el  gobierno 
absoluta  fué  el  que  nos  rigió ,  no  eraasombro  ver  que  la  legitima- 
ción por  autorización  real  subsistiese ;  no  debió  suceder,  pero  suce- 
dió á  favor  del  mismo  sisleiña.  Plahteado  en  nuestra  patria  el  régi- 
men constitucional,  tan  fecnndoen  acontecimientos  y  tantas  veces 
bastardeado,  debía  esperarse  que  la  ley  fuera  el  único  regulador  de 
los  derechos  de  los  hijos  ilegítimos;  que  la  legiümacion  no  pudiera 
hacerse  por  el  monarca,  puesto  que  un  derecho  tan  importable  como 
la  legitimidad,  no  debe  abandonarse  al  capricho.  Dígase  lo  que  se 
quiera ,  con  la  ley  de  14  de  abril  de  1858 ,  no  se  hizo  mas  que  os^ 
tentar  un  espíritu  de  legalidad  que  realmente  no  existía.  Se  autori* 
xó  al  rey  para  legitimar.  ¿  T  qi¿  mas  se  habia  hecho  en  Roma  bajo 
un  gobierno  imperial?  ¿No  se  consignó  esa  autorización  en  las  no- 
velas de  Justiniano,  en  el  Fuero  Real  y  en  las  Partidas?  Siempre 
hemos  creido  que  el  sistema  de  las  autorizaciones  es  un  medio  muy 
cómodo  de  eludir  las  formas  constitucionales  é  inutilizar  las  garan- 
tías de  la  libertad  civil.  ¿Qué  importa  cpie  se  reconozca  en  el  poder 
legislativo  la  facnltad  de  dispensar,  si  esta  facultad  se  delega  luego 
en  el  rey?  ¿Por  qué  no  dejar  á  la  ley  que  lo  haga  todo ,  cuando  po- 
sible sea,  como  se  hace  respecto  de  los  demás  derechos  civiles  ?  Por- 
que sí  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio,  no «e  cree  bas- 
tante para  asegurar  en  todo  caso  los  derechos  de  los  hijos  natura- 
les,  no  se  6jan  en  la  ley  reglas  por  las  que  esos  derechos  queden 
asegurados? 

Así  como^  derecho  romano  fijaba  los  casos  en  que  podia  tener 
kgar  la  legitimación  por  rescripto  del  príncipe ;  ¿porqué  reservar  á 
éste  la  facultad  de  declarar  un  derecbo  que  le  otorgaba  previa- 
mente la  ley,  cuando  de  un  modo  bien  sencillo,  el  juez  lo  declararía 
después  de  probados  los  estiemos  por  una  información  sumaria?  No 
hutio  mas  raeon  ^ue  la  de  réasomir  t«to  el  poder  legislativo  en  el 
príncipe;  pero«8to  en  vez  de  satisfocer  ofende  y  es  inadmisible.  Es 
astrano  que  quien  dejaba  al  jaet  la  declaración  de  tantos  y  tan« 


Digitized  by 


Google 


S48  RttTI8TA  DE  LEGISLACIÓN. 

tos  derechos  civiles,  no  quisiera  dejarle  la  de  la  legitimidad  en  sa 
caso.  Sok)  el  espítilu  dé  usurpación,  es  el  que  puede  sostener  se- 
mejante doctrina,  que  coloca  en  manos  del  monarca,  los  inteseses 
mas  caros  de  las  familias,  que  traslada  al  rey  lo  que  corresponde  at 
poder  judicial ;  y  aunque  se  diga  que  los  tribunales  tienen  interven- 
ción, pues  que  forman  el  espediente,  oyen  al  ministerio  fiscal  y  emi- 
ten su  dictamen,  es  lo  cierto  que  la  resolución,  el  fallo,  la  sentencia 
declarativa  sobre  la  legitimidad  ó  ilegitimidad  la  pronuncia  el  rey, 
convirtiendo  á  los  tribunales  en  jueces  meramente  instructores,  co- 
ssL  que  desde  luego  ataca  y  mina  por  su  base  la  independencia  de 
ios  poderes  públicos  y  la  libertad  civil  del  ciudadano.  De  suerte  que 
bajo  el  aspecto  puramente  politico,  la  legitimación  por  rescripto  es 
cuando  menos  una  usurpación  de  la  soberanía,  que  sí  pudo  parecer 
lógica  á  la  sombra  de  ciertas  formas  políticas,  es  una  inconsecuen- 
cia el  admitirla  bajo  las  que  hoy  nos  rigen.  Bien  seguro  es,  que  si 
á  los  tribunales  de  justicia  se  hubiese  encomendado  la  ejecución 
de  la  ley  de  14  de  abril  de  1838,  en  lo  que  á  este  punto  se  refiere, 
no  se  hubieran  dado  tan  equivocadas  interpretaciones  á  la  undécima 
de  Toro,  que  si  bien  muy  mala  de  suyo  en  la  definición  de  los  hijos 
naturales,  la  equidad  que  es  la  religión  del  juez,  hubiera  templado 
su  rigor  y  no  se  hubiesen  visto  legitimaciones  escandalosas  de  hijos 
adulterinos,  sacrilegos  é  incestuosos. 

Esta  legitimación  es  además  inmoral,  porque  lejos  de  fomentar  el 
matrimonio  que  debiera  ser  su  único ,  ó  cuando  menos  su  principal 
objeto,  fomenta  el  concubinato,  puesto  que  se  ha  de  verificar  preci- 
samente en  ciertos  casos  en  que  el  matrimonio  no  es  posible  por  la 
muerte  ó  desaparición  de  la  madre,  ó  por  alguna  otra  razón  que  no 
suponga  que  hubo  una  unión  criminal.  Comprendemos  que  podrá 
argUirse  que  se  hace  de  peor  condición  á  aquellos  hijos  naturales 
que  tuvieran  la  suerte  de  ser  legitimados  por  el  matrimonio  de  sus 
padres,  que  aquellos  de  la  misma  clase  que  tuvieron  la  desgracia 
de  que  el  matrimonio  no  se  verificase;  mas  sin  embargo,  este  argu- 
mento se  contesta  teniendo  presente  que  el  fin  de  la  legitimación, 
no  es  solo  favorecer  á  los  hijos,  sino  á  los  padres  y  al  matrimonio 
mismo. 

Pero  aun  hay  mas:  al  admitir  la  legitimación  por  rescripto,  pue- 
den ocurrir  tres  casos:  I.""  que  existan  hijos  legítifl»>s  é  legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio:  3*^  que  no  existan  unos  ni  otros;  3.* 
que  vengan  después  de  hecha  la  legitimación  por  rescripto.  En  el- 
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primer  caso,  ni  el  derecho  romano  ni  el  patrio  admitían  esa  clase  de 
legitimación,  ni  nadie  ha  pensado  en  admitirla  por  razones  tan  ob- 
vias qne  no  se  ha  vacilado  en  adoptar.  Enel  segundo,  es  decir,  cuan- 
do no  habia  ni  hijos  legítimos  ni  legittmados  por  subsiguiente  ntatri- 
monio,  parece  qne  la  legitimación  por  rescripto  se  presenta  mas  fácil 
y  menos  inconveniente  que  nunca;  pero  sin  embargo,  hay  que  consi- 
derar que  sobre  ser  mala  por  naturaleza,  se  dan  á  los  hijos  todos  los 
derechos  de  legitimidad  sin  que  la  unión  de  sus  padres  haya  recibi- 
do la  sanción  del  matrimonio,  y  por  voluntad  del  príncipe  reciben 
derechos  de  sucesión.  No  hay  que  olvidar  además  que  pueden  venir 
después  de  la  legitimación  hijos  legítimos  ó  legitimados  por  el  ma- 
trimonio, en  cuyo  caso  la  legitimidad  de  los  primeros  desaparece  é 
queda  reducida  á  una  vana  fórmula.  En  el  tercer  caso,  que  supone 
qne  después  de  la  legitimación  por  rescripto,  han  venido  hijos  legí* 
timos  ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio»  ó  se  anula  la 
primera  legitimación,  y  entonces  el  favor  del  rey  se  reputa  que  no 
ba  existido,  ó  se  conceden  en  virtud  de  ella  algunos  derechos,  coma 
por  ejemplo,  los  que  determina  la  ley  i2  de  Toro,  y  entonces  la  le- 
gitimidad es  casi  formnlaria,  6  se  concede  mas,  y  entonces  se  ata- 
can los  derechos  de  los  legítimos.  En  efecto,  el  dar  á  los  padres 
la  facultad  de  dejar  á  sos  hijos  así  legitimados,  el  quinto  de  los  bie- 
nes, ¿es  prueba  de  ligitimidad?  No,  porque  esa  misma  porción  pue* 
de  dejarse  á  los  espúreos  y  aun  á  los  estranos.  El  derecho  de  suce- 
der á  los  demás  parientes  en  concurrencia  con  los  hijos  legítimos  6 
legitimados  por  subsiguiente  matrimonio  y  el  de  disfrutar  de  los  mis- 
mos honores  y  prerogativas  que  estos,  ¿es  prueba  de  legitimidad? 
Es  darles  un  carácter  indefinible,  pues  á  tanto  equivale  declararles 
ilegítimos  con  respecto  á  sus  ascendientes,  y  legítimos  con  relación 
á  los  colaterales  y  siempre  en  este  último  concepto,  perjudicando  á 
los  hijos  legítimos,  pues  que  concurren  con  ellos  á  participar  de  la 
herencia  de  los  colaterales,  y  es  altamente  ridículo  declarar  primero 
á  un  hijo  los  derechos  de  la  legitimidad  en  toda  su  estension,  revo- 
carle después  esos  derechos  como  descendiente  y  conservárselos 
como  colateral,  con  perjuicio  de  los  hijos  legítimos;  este  es  un  ver- 
dadero desorden  jurídico,  que  carece  de  justicia  y  de  esplicacion. 
La  ley  ii  de  Toro  quiso  transigir  con  los  jurisconsultos  que  profuur 
damente  divididos,  daban  unos  absoluta  fuerza  á  la  legitimación  por 
rescripto,  y  otros  se  la  negaban  completamente  en  el  caso  que  sobre- 
viniesen hijos  legítimos  ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimoniq. 
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Esta  ley  comilió  «i  <lada,  per»  fué  ios  áníoMl  dividídes  de  ks 
jurisooiisuttos ,  Bo  lo»  priaeipíos  de  equidad  y  de  justicia ;  por  eso 
si  bajo  el  primer  aspecto  la  transaecioii  fué  verdadera,  bajo  el  se- 
ipiod^raé  ridicula  eo  una  parte  y  atentatoria  en  otra  de  loa  dere- 
dK08  de  los  hijos  legítimos.  ¿Ni  cómo  había  de  ser  de  otro  modo,  si 
en  ?ez  de  fijarse  los  legisladores  de  Toro  ea  los  precedentes  lega- 
les ,  se  fijaron  en  una  cuestión  que  acaso  sin  necesidad  habían  pro- 
vocado nuestros  jurisconsultos?  Si  se  hubieran  meditado  con  deleB<- 
<^on  los  precedentes  contenidos  sobre  esta  materia  ea  el  derecbt^ 
romano  y  en  nuestras  leyes ,  no  sebulnese  concedido  efecto  lungu- 
no  á  la  legitimación  por  rescripto,  coando  sobrevinieran  hijos  legíti** 
mos  ó  legitimados  por  matrimonio. 

No  se  crea  por  esto  que  abogamos  por  lo  estaUecido  en  miestraa 
antiguas  leyes ,  porque  aimque  mejor  que  lo  preceptuado  por  la  12 
de  Toro ,  no  podemos  aprobarlo ,  puesto  que  ea  día  se  reconoce 
el  principio  de  la  legitimación  por  rescripto ,  que  no  admitimoa 
de  ninguna  manera.  Y  lo  mas  sensible  es  que  sus  partidarios ,  por 
mas  que  quieran  modificar  el  s^urdo  que  resulta  de  la  ley  taaríaa» 
no  pueden  conseguirlo  sin  hallar  de  frente ,  en  oposición,  los  dere- 
chos de  los  hijos  legítimos  ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimo- 
nio. De  cualquier  modo  que  la  ley  se  redactase ,  seria  preciso  ata* 
car  algún  tanto  los  derechos  de  estos.  T» además,  ¿no  será  ridiculo 
y  aun  absurdo  que  lo  q«e  una  vez  se  declaró  legítimo,  se  declare 
luego  ilegítimo ,  sin  haber  variado  en  nada  las  condiciones  y  estado 
de  la  persona  objeto  de  la  declaradoa? 

Estas  y  otras  muchas  razones  que  pudiéramos  esponer,  nos  ha- 
cen conocer  que  la  legitimación  por  rescripto  debe  desaparecer  de 
los  códigos,  como  en  efecto  ha  desaparecido  de  algunos.  £1  Código 
francés,  el  proyecto  del  Código  civil  español  y  otros  de  Europa,  no 
la  mencionan  siquiera,  considerándola  como  uaainstitncioa de  otros 
tiempos  y  propia  de  otras  formas  politicas ,  incapaz  de  aclimatarse 
en  los  pueblos  libres ,  é  injusto  á  la  vez  qtte  inconveniente  el  con- 
signarlo en  sus  leyes. 

En  efecto,  una  institución  que ,  como  hemos  visto,  se  funda 
fiñ  la  usurpación  de  la  soberanía ,  que  ataca  de  frente  k»  derechos 
de  los  hijos  legitimes  ó  legitimados  por  subaiguienle  matrimonio; 
que  afecta  profundamente  á  la  moral ,  porque  fomenta  el  concubi* 
nato  en  vez  de  impulsar  al  matrimonio;  que  ha  sido  objeto  de  tan- 
gos abusos,  y  lo  será  siempre ,  y  en  fin,  que  trastorna*el  orden  «ve 
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Míe  bttber  en  bs  reglas  cpie  fljeii  legHimidad  de  los  hijos »  ao  éebe 
sosienerse,  aunque  pudiera  alegarse  alguna  razón  de  justicia  en  su 
favor, 

dvftin»  Pabiion  y  Feraaidei. 


^  ottt  g» 


DI  LAS  iMCIOm 

¿Cuándo  son  posible^  en  sentido  legal,  las  condiciones  de  no  ca* 
$(irse  ó  de  casarsel 

Elprinolpio  espiritualista  tan  profundamente  incrustradoen  el 
derecho  romano  y  acogido  enel  nuestro,  ha  hecho  establecer  como 
reglas  que  todas  las  condiciones  que  en  los  contratos  y  en  iaá  úíti« 
mas  voluntades  se  pongan,  cuando  no  guarden  consonancia  con  las 
buenas  costumbre,  se  consideren  como  imposibles.  La  ley  asi  ha 
Tenídio  á  decir,  que  tan  imposible  es  en  el  orden  moral  faltar  á  las 
buenas  costumbres  como  eñ  el  orden  físico,  paravalernos  del  ejem^ 
pío  de  los  juriscoiBUttos  romanos,  tocar  el  cielo  conlamano:  sidigi' 
to  ceámn  attigerit,  como  dice  el  Emperador  Justiniano  en  sus  In8tí>- 
tUGkmes  (§.  11,  ilu  XIX,  lib.  III).  Filosofía  sublime  la  que  iguala 
lo  inmoral  á  lo  imposible,  filosofía  digna  del  pueblo  que  proclamó 
como  el  primer  principio  del  derecho  la  máxima  Honesté  viv^e^ 
protesfta  eterna  contra  todos  los  sistemas  que  materializando  el 
derecho  le  priven  de  ese  quid  divinum  que  es  uno  de  sus  principa-^ 
les  elementos  de  vida.  Todo  lo  que  es  contra  la  moral  es  efecliváf- 
juente  contra  el  derecho,  porque  el  derecho  se  funda  en  las  relacio- 
nes eternas  que  la  razón  y  la  conveniencia  aunadas  han  estableci- 
do entre  lodos  los  hombres.  Y  nadie  piíede  quebrantarlas,  y  el  le- 
gislador que  tuviera  la  audacia  de  empreoderlo,  se  pondría  frente  ¿ 
Iprente  de  la  obra  providencial  de  Dios  que  ha  gravado  en  el  co- 
razón de  todos  los  hombres  el  sentimiento  moral  y  el  de  derecho 
«lidos,  hermanados  con  vicnlos  indelebles  que  nunca  perecerán 
j  que  serán  leidos  en  todas  las  regiones,  en  todos  los  sigk)s  formanh 
do  así  un  contraste  singular  con  las  leyes  hnmanas  que  en  vano  se 
eteulpen  en  mármoles  y  en  bronces  para  perpetuarlas,  aunque  tam- 
bién se  lleven  con  la  civilización  y  con  las  armas  á  otras  regiones 
pretlsndiendoe$teAderlas  al  universo  entero. 
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Pero  las  leyes  que  qúierea  que  todas  las  coadictoaes  sean  iNK 
rales,  que  eu  nada  se  opongau  alas  buenas  costumbres,  no  definen^ 
no  describen  siquiera  cuál  es  la  estension  que  debe  darse  á  este 
precepto.  Los  jurisconsultos  han  querido  demostrarlo  con  ejemplos: 
sabido  es  por  todos  el  mas  usado  el  de  baylar  desnudo  eti  púbUeo, 
el  de  pasear  desnudo  por  las  calles.  Pero  estas  condiciones,  que  no 
solo  son  imposibles  de  derecho,  sino  que  puede  decirse  que  lo  son 
también  de  hecho,  porque  solo  se  concibe  que  las  imponga  un  de- 
mente, en  cuyo  caso  ni  aun  habria  lugar  á  juzgar  de  sus  efectos, 
porque  la  cuestión  seria  la  de  nulidad  de  un  acto  civil  hecho  por  el 
que  no  tenia  la  integridad  intelectual  para  ejecutarlo,  aunque  grá- 
ficamente manifiestan  la  justicia  de  la  ley,  distan  mucho  de  indicar 
él  alcance  del  precepto.  No  será,  pues,  inútil  que  acerca  de  esto 
hagamos  algunas  indicaciones,  refiriéndonos  á  lo  que  puede  ser  ob-^ 
jeto  de  discusión  en  los  tribunales. 

Escusado  es  aquí  indicar  que  la  ley  del  Ordenamiento  de  al- 
calá que  establece  que  de  la  manera  con  que  el  hombre  quiso  obli- 
garse, queda  obligado,  ley  que  ha  dado  lugar  á  tan  absurdas  inter- 
pretaciones ,  y  que  de  las  formas  esternas  de  las  obligaciones  á  que 
sola  y  esclusivamente  es  aplicable  y  para  las  que  se  escribió  ha 
querido  traerse  por  algunos  á  la  parte  misma  interna  de  las  obliga- 
ciones, en  nada  ni  directa  ni  indirectamente  se  roza  con  esta  mate- 
ria. Antes  de  ella,  lo  mismo  que  después  de  su  publicación,  los  con- 
tratos necesitan  una  causa  lícita,  los  contratos  rechazan  todo  lo  que 
se  opone  al  derecho,  los  contratos  no  pueden  ir  contra  los  princi- 
pios de  la  moral.  Es  ley  de  formas  y  nada  mas;  sacarla  de  ahí,  es 
falsear  la  obra  del  legislador  que  con  harta  claridad  manifestó  ea 
sus  palabras,  cuál  era  el  espíritu  que  lo  dominaba. 

Hecha  esta  indicación,  veamos  qué  clase  de  condiciones  soo: 
las  que  como  inmorales  deban  ser  consideradas  en  la  categoría  de 
las  imposibles. 

Desde  luego  no  podemos  en  este  punto  guiamos  por  laopínioa 
pública  cuando  es  transitoria,  accidental,  hija  de  las  milcírcunstao- 
cias  que  contribuyan  á  formarla  en  circunstancias  dadas,  y  que  á 
las  veces  es  efecto  de  preocupaciones  dominantes.  Para  calificar  ana 
condición  de  moral  ó  inmoral  debe  profundizarse  mas,  debe  bus- 
carse lo  que  en  sí  es  esencialmente  conforme  ó  contrarío  á  las  bue- 
nas costumbres. 

Partiendo  de  esto  consideramos  como  inmorales  todas  aqne- 
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lias  qae  coartan  gravemeate  la  libertad  de  las  personas,  impidiendo 
qne  celebren  un  contrato  tan  importante  en  el  orden  moral,  en  el 
edesiistico,  en  el  social,  en  el  político  y  en  el  civit. 

Las  leyes  romanas  (22,  tit.  I,  lib.  XXXV  del  Dig.)  con  profun- 
da sabiduria  establecieron  que  debia  tenerse  por  imposible  la  con- 
dición de  non  nubendo:  no  precisamente  era  esto  efecto  de  las  leyes 
Julia,  de  marilandis  ordinibm  y  Papia  Popea,  en  que  por  medios 
tan  artificiales  se  procuró  retraer  á  los  romanos  del  estéril  celibato 
'  por  los  tan  profundos  males  que  causaba  á  la  República;  era  mas 
bien  la  aplieaciondel  principio  moral  de  dejar  al  hombre  en  la  pru- 
dente libertad  de  contraer  matrimonio  y  de  cumplir  con  este  deber 
no  individual,  pero  general  á  nuestra  especie,  alejando  todos  los  mo- 
tivos sórdidos  que  pudieran  inducirle  á  permanecer  en  una  soltería 
forzada.  No  lo  consideraban  esto  los  romanos  tanto  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  conveniencia  pública,  del  orden  material,  del  fomento  de 
la  población,  como  bajo  el  de  la  libertad  individual,  en  el  orden  mo- 
ral, en  lo  repugnante  de  una  condición  que,  generalizada,  seria  una 
especie  de  lucha  contra  el  precepto  de  la  multiplicación  impuesto 
á  la  humanidad ,  precepto  que  no  puede  tener  mediano  desenvol- 
vimiento ni  en  uniones  vagas  y  fortuitas,  ni  en  vincules  menos  so- 
lemnes, menos  estables,  menos  civilizadores  que  el  del  matri- 
monio. 

Consecuencia  de  esto  es  que  en  el  caso  de  que  se  deje  á  algu- 
no un  legado  con  la  condición  de  no  casarse,  esta  condición  se 
tenga  como  no  escrita  y  que  el  legatario  perciba  su  manda  como 
si  fuera  incondicional  ó  pura.  Y  ¿qué  sucederá  cuando  el  testador 
deje  un  legado  mayor  á  alguno  si  no  se  casa  y  otro  menor  si  se 
casa?  También  el  derecho  romano  resolvió  esta  cuestión:  el  legata*- 
rio,  casándose,  percibia  el  legado  mayor,  y  no  los  dos,  porque 
como  dice  con  razón  el  jurisconsulto  Papiniano ,  seria  ridículo  que 
una  misma  persona  fuera  admitida  al  legado  en  el  doble  concepto 
•de  viuda  y  de  casada  (Ley  100,  tit.  I,  lib.  XXXV  del  Dig.). 

Mas  si  la  condición  de  no  casarse  no  es  absoluta,  sino  limitada  á 
tiempo  determinado,  necesario  es  penetrar  en  sus  palabras  y  en  el 
espíritu  que  la  domina  para  decidir  de  su  moralidad.  Así ,  cuando 
el  término  durante  el  cual  se  prohibe  el  matrimonio  es  muy  le- 
jano, de  modo  que  venga  á  significar  una  prohibición  absoluta  ó 
que  al  menos  se  aproxime  á  ella  por  impedir  el  matrimonio  en  los 
aSos  mas  á  propósito  para  cpntraerlo  ^  deberá  considerarse  la  coa- 
TOMO  xvn.  45 
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^ieion  como  impo&iblc.  Por  el  contrarío,  si  lai  coodfCwii  (empenl, 
lejos  de  impedir  por  largo  plazo  el  matrimonio ,  se  línita  á  dic- 
tarlo por  cierto  tiempo ,  y  esto  por  motivos  justos  de  convenieiuaía 
at  mismo  á  quiea  se  impone  la  prohrbicioiiy  ¿  su  familia ,  6  á  cua- 
lesquiera otros,  eotoQoes  la  condicionas  moral, es  licita, es posiUr. 
Valdrán  por  lo  tanto  la  condieioa  que  se  impone  al  que  «goenDa 
carrera  de  ao  oasarse  hftsta  que  ki  concluya;  la  del  que  concede 
alwentos  ^soltero  mientras  lo  sea,  porque  esto  ao  lleva  implícita 
la  prohibición  de  casarse,  sino  suministrarle  auxtfios  «n  ana  situa- 
ción <la4a^¿  no  ser  ti«e  de  bs  palabras  de  la  GondicioB  se  iAfirieae 
qneel  objeto  era  hwrlar  de  este  inod»  indirecto  la  leyqueconsideca 
Himoralla  proliibi(^on  del  matrimonio;  la  del  qoe  deja  á  un  berma- 
ftto  mayor  una  cantidad  para  el  caso  en  que  sin  casarse  adminislce 
Ja  tutela  de  sui  hermanos  menores.  No  es  posible  fijar  reglas  aobae 
lodos  ios  casos  que  de  este  géiero  pueden  pfeseniarse:  la  pratai- 
aia  de  los  que  juzgan  es  la  única  guía  que  en  la  práctica  les  debe 
servir  paraoonooer  cuál  Cué  la  intención  que  presidié  á  la  ooniÜ- 
oion  impuesta ,  considerando  «olo  imposibles  las  que  tengan  por 
4}bjeto  príBoipal  el  impedir  el  matrimonio ,  no  confundiendo  esta 
ooodicioa  con  las  que  tienen  causa  diferente»  como  son  lastfnefdt- 
janos  espuesias,  las  cuales,  aunque  estén  formuladas  tmm  si  6m- 
ran  condiciones  verdaderas,  no  le  son  en  realidad,  sino  quepaale- 
Jieceñ  á  Jas  qae  ttamabaa  los  romaaosaufr  modo  J  nuMra  eomo  di- 
oen  lasieyes  de  Partida  (Ley  21,  tít.  IX,  Part.  VI.). 

T,  ¿la  condición  de  no. pasar  á  secundas nopeias,  debefá  au»- 
derarse  como  Imposible?  El  derecho  romano  novisimo  laarfmítia.  IH 
emperador  JuBtiniana  asi  terminaatejnente  la  dedar&aa  una  da«is 
novelas:  no  eran  entonces  bien  vistas  por  el  legéladorlafi  sega»- 
dasnupoias,  yno  se  tenia  por  inmoral  el^  prohibirles' indireotar- 
inente  por  medio  de  ecadiotones.  Desde  luego  nos  parece  que  sa- 
xia  duro  ooBsiderairias  imposibles  respaeto  á  lototeyoges :  cenan 
es  que  el  marido  deje  el  usufructo  de  ^us  bienes  á  la  mujer  mien- 
tras se  mantenga  viuda,  esdeetr,  mientraa  Uaira  sa  nombre,  mien- 
tras carezca  de  la  prateceian  de  un  marido*  UHentraana  tttya  qaien 
lenga  la  x>bliga€Í0Q  civil  de  manteáerla :  no  es  aquí  lo  que  prind* 
palmente  ha  querido  impedir  el  cónyuge  premórtao  al  segando 
matrimoniof  lo  qoe  ba  qnarido  laas  que  todo  es  io^pedir  que  la  qae 
con  él  estuvo  enlazada  se  vea  en  una  situación  precaria  y  de  nbaa* 
dono;  lo  que  ha  qaeridQ  tal  vq^  es  que  la  m^iec  aa  coatrajera  aa 
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iHaKrmiooio  buscando. por  un  especalador  iodtgiio,  peaaido  en  Im 
calamidades  qae  un  segundo  matrimonio  nud  «aculado ,  y  qoí^ 
previsto»  podría  traer  á  toda  la  fomitki.  Pero  otando  la  coadícioo 
está  impuesta  por  on  estrano,  jen  ellano  se  vé  masque  eiobjotode 
impedir  las  segundas  nupcias  y  no  otras  consideraciones  superio- 
res á  esta,  creemos  que  la  condición  podrá  ser  considerada  como 
inmoral.  Hepetimos  q«e  no  debe  buscarse  la  solución  de  las  difi- 
cultades qoe  en  la  práctica  se  presenten  en  reglas  fijas:  en  stt 
criterio  deben  pesar  los  jueces  todas  las  cítcnnsiancias  de  ca(bi 
caso:  ellas  les  dirán  si  han  sido  loables  y  morales  ó  dignas  4e 
Tituperio  y  contrarías  á  las  buenas  costumbrlM  las  condicionen 
puestas. 

Gomo  contraria  á  la  libertadle  contraer  matrimonio  se  ropata 
también  en  el  derecbo  romano,  la  que  establece  que  solo  puede  ce- 
lebrarse según  lo  quiera  persona  determinada  (§•  4,  ley  72,  Mt.  i» 
lib.  XXXV  del  Dig.).  En  ningún  acto  de  la  vida  ci?il  es  tan  neceenp 
ría  la  libertad  como  en  el  del  matrimoDio,  por  lo  mismo  que  da  Ift 
^lecdon  que  se  haga  pttede  ¿imanar  la  felicidad  ó  la  desgracia  dd 
la  Tída  entera:  los  temores  de  perder  una  herencia,  ó  un  legada 
pingüe,  la  de  nó  adquirir  lo  que  por  contrato  ofreciera  alguno  baja 
semejante  condición,  si  valieran,  podrían  ser,  especiabnente  en  pensó- 
nas  necesitodas,  una  causa  decisiva  para  que  ooÉtrajeran  una  uoM)ft 
.aborrecida;  es  una  gcave  coartaoton  moral  de  ia  libertad :  doí^ 
considerarse  á  nuestro  juicio  omm^  condición  «(iraliiieole  impOM^ 
ble.  Mas  no  ha  de  conrandirse  esta  condición  con  la  impuesta  i  ai* 
gnno  de  que  su  matrimonio  téngala  aprobación  de  la  peisoUa,  %m 
MU  arreglo  alas  leyes  está  llamada  á  prestar  su  oonsentimieola: 
«sta  condición  es  moral,  es  legal,  es  lictta,  viene  á  ayudar  al  legis^ 
kkiúT  en  su  loable  propósito  de  que  en  la  celebración  del  aiatrímo- 
nío  de  los  menores  de  edad  intervenga  el  consejo  de  los  que  por  et 
amor  que  t«s  tienen  ó  que  al  menos  les  supone  la  ley,  por  su  pru-^ 
asocia,  por  su  madntes,  pmden  ^plir  la  ineq^eríenoia  de  la  juven- 
tud y  librárrlds  de  los  |M^ros  en  que  ^us  pasiones  y  sn  debilidad 
pueden  precípüarlos. 

Pero  si  en  higar  de  eetar  envíos  tátntnos  concebida  la  cimdi* 
«ion,  lo  estuviera  ai  kis  de  que  negara  el  padre  el  conséoümienld 
para  que  se  casaran  sus  hijos,  seria  considerada  como  inoivirat  é 
imposible,  porque  equmldria  d  imponer  á  los  hijos  la  condioioQ 
feoerai  de  quenotecwarati  m  mas  t^zm  querhdecontdirw  uí| 
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i^Derat  el  matrimonio.  No  así  en  el  caso  en  que  se  limitara  i  ca»» 
^sas  y  períodos  determinados. 

La  condición  de  no  casarse  con  personas  de  determinada  fami* 
lia,  ó  pueblo,  ó  con  parientes,  tampoco  pnede  ser  tachada  de  inmiv- 
tal:  indicará  en  él  que  la  pone  poca  afición  4  algún  pueblo  ó  fá^ 
«lilia;  pero  de  ningún  modo  hacer  imposibleel  matrimonio:  aun  en  al- 
gunas ocasiones  podrán  ser-loables  las  causas  que  hayan  aconseja^ 
^  la  esclusion.  Pero  desde  el  momento  en  que  por  ella  se  llegara 
é  dificultar  mucho  el  matrimonio  deberían  reputarse  como  impo- 
nibles. 

De  distinta  índole  que  las  condiciones  de  no  casarse  sin  limita- 
tion  de  tiempos  ni  con  espresion  de  personas ,  son  las  que  se  refie- 
:ren  á  no  hacerlo  con  persona  ó  personas  determinadas.  El  derecho^ 
t'omano  las  reputó  posibles  (ley  63,  tít.  I^lib.JXXXV  delDig.).  Noe^ 
en  ellas  lo  que  se  pretende  por  el  que  las  pone  que  quede  otro  en  la^ 
^oondicion  de  celibatario:  por  el  contrario,  dejándole  plenísimamenie 
libertad  para  casarse,  solo  quiere  impedir  un  enlace  que  con  mas  6 
menos  fundados  motivos  puede  reputar,  ó  poco  ventajoso  ó  perju- 
Hlicial.  Nada  hay  en  esto  por  regla  general  que  se  oponga  á  las  bue- 
nas costumbres:  nada  por  lo  tanto  que  haga  la  condición  imposv-^ 
Me.  Decimos  por  regla  general^  porque  hay  casos  en  quesemejan- 
4e  condición  puede  ser  un  ataque  á  la  moral.  Así  sucedería  cuando* 
«e  hubieran  ya  contraído  esponüsales  con  la  persona  á  que  se  refiríe- 
ta  la  condición,  ó  que  hubiera  tenido  en  ella  un  hijo  natural.  Las* 
^sposíciones  civiles  y  canónicas  en  un  caso,  y  el  honor,  la  concien- 
"cia  y  la  delicadeza  exigen  en  otro  que  se  realice  el  matrimonio: 
querer  contrariarlo,  es  ir  contra  las  buenas  costumbres. 

Esto  es  lo  que  opinamos  respecto  á  la  condición  de  no  auane 
itespecto  á  la  cual  no  encontramos  decisiones  espr^as.  en  nuestras 
leyes. 

De  las  condiciones  de  no  casarse  pasemos  á  las  de  casarse.  Níb- 
guna  duda  puede  caber  en  que  debe  ser  válida  la  condición  de  ca- 
sarse: nada  hay  en  ella  de  repugnante;  nada  hay  que  lleve  aneja  la 
idea  de  inmoralidad;  un  contrato,  una  última  voluntad  al  otorgar 
ciertos  derechos,  pueden  tener  en  contemplación  solo  el  matrimonio 
tfue  ha  de  venir.  Puede  muy  bien  un  testador  sin  nota  de  fallar  k 
las  buenas  costumbres  dejar  una  manda,  la  herencia  tal  vez  á  uoft 
joven  en  el  supuesto  de  que  contraiga  matrimonio,  y  privarle  de 
%lla  si  Uega  á  hacer  votos  que  le  impidan  conbaedo.  Conoddasdon 
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4e  todos  las  mfinitas  fandaciones  qae  existían  y  que  no  se  han  es- 
tingoido  aun  por  completo,  según  las  cuales  á  doncellas  de  püe- 
])los  ó  familias  determinadas  se  les  daba  un  dote  en  eldiaen^ 
que  contraían  matrimonio.  Todas  estas  fundaciones  eran  la  consti-^. 
tucion  de  una  serie  indefinida  de  legados  establecidos  á  favor  de  la» 
llamadas  si  se  casaran.  T  nadie  ha  dudado  de  su  validez,  ni  ha  creí-^ 
do  que  habla  en  ellas  nada  de  inmoral,  nada  que  mereciera  justa, 
censura  bajo  este  aspecto.  Otras  han  sido  las  razones  porque  se  ha 
combatido  su  existencia:  el  principio  de  la  desamortización  es  et 
que  se  ha  sido  invocado  para  combatirlas. 

La  dificultad  de  la  calificación  de  la  condición  de  casarse  podrá 
ser  solamente  cuando  se  limita  á  cierta  clase  de  personas,  ó  tal  ves 
4uQa  determinada.  Examinaremos  este  último  caso ,  porque,  resuel- 
to él,  puede  decirse  que  lo  están  todos  los  demás.  El  derecho  romana 
decidió  en  sentido  de  ser  licita  la  condición  (§.  l.^  de  la  ley  65,  tí- 
4ulo  I,  lib.  XXXV  del  Dig.):  imitáronle  las  Partidas  que  al  tratar  det 
>^legado  sub  modo^  ó  manera  pusieron  por  ejemplo:  Mando  i  fulana: 
'mujer  mil  marauedís,  parque  case  con  tal  orne.  E  la  manda  que  et 
fecha  enettamanera  ó  en  otrasemefafUede  ella^  vale.  Tanaden  que 
la  manda  en  este  caso  debe  ser  desde  luego  entregada  al  legatario 
que  dará  caución  de  que  se  dedicará  á  cumplir  la  voluntad  del  tes- 
tador (ley  91,  tit.  IX,  Part.  VI).  Lo  mismo  declaran  las  Partidas 
respecto  á  la  sustitución  de  heredero  hecha  con  la  misma  condición* 
añadiendo  que  si  la  agraciada  ó  la  persona  con  quien  debía  con- 
traer matrimonio ,  muriere  antes  de  que  la  condición  se  efectúe» 
no  valga  la  institución,  como  tampoco  en  el  caso  de  que  la  persona 
agraciada  se  niegue  á  cumplir  la  voluntad  del  testador:  pero  si  na 
consiste  en  ella  sino  en  la  otra  el  no  celebrarse  el  matrimonio,  se 
considerará  como  cumplida  por  su^  parte  la  condición.  Lo  que  de  la 
institución  se  dice,  es  esteosivo  á  los  legados  de  los  que  también  ha* 
ce  espresion  la  ley  al  establecer  las  reglas  que  quedan  espuestas: 
(ley  14,  tíL  IV,  Part.  VI). 

Mas  estas  reglas  no  son  absolutas.  Las  mismas  Partidas  (ley  14 
citada)  hacen  una  escepcion  importantísima.  Fueras  ende,  si  aqud 
con  quien  la  mandasse  que  casase  fuesse pariente  delta,  ó  tal  ome^ 
can  quien  non  deuia,nin  podría  casar  según  derecho.  No  creemos 
que  se  estienda  esto  á  los  que  tienen  impedimento  dispensable  para 
contraer  matrimonio;  opinamos  por  el  contrario  que  se  refiere  á  los 
impedimentos  que  no  admiten  dispensación :  en  los  que  la  admi- 


Digitized  by 


Google 


ten  la  ooQdieioQ  es  peeible,  no  es  ceoUa  las  buenas  costombiv. 

I  si  la  pmíNsa  vmüA  en  la  ^Ddicioa  fuere  iadigna,  ¿debeirii 
repulaise  válido  idi  bgado  ó  la  ínstitacion  de  heredero  aonqae  U 
persona  bvareeida  por  el  testador  se  case  coa  otra?  Creemos  q«e  si 
y  aoa  no6  parece  que  puede  considerarse  comprendido  esto,  sino  en 
las  palabras  en  el  espíritu  de  la  ley:  á  la  persona  indigna  bien  pue- 
de aplicárselo  que  se  dice  del  ame,  con.  quien^^  nodemay  nin podría 
casar  según  derecho.  Bl  Digestí  ó)érrafo  1  de  la  ley  68,  tít  I,  U- 
bH>  XXXV  del  JDig.)  nos  dá  re^uelu  la  cuestión  en  este  sentido: 
dignas  son  de  referirse  sus  conoisas  razones:  Pero  sí  Tido  e$  indif'- 
no  del  matrimonio,  puede  decirse  q^e  elUh  u$ando  del  beneficio  dé- 
la ley  puede  casarse  con  oiro,  ponpic  á  la  que  se  le  in^ne  la  Mifa- 
don  de  casarse  con  Jteio,  se  le  prohibe  eoniraer  matrimonio  con  las 
úemás:  asi  si  Tiáoes  indigno,  es  lo  mismo  que  si  la  condu^on  dige- 
se;  si  no  se  casare^  y  si.  hemos  de  decir  la  verdad  es  mas  dura  que 
la  de  si  no  casare,  porque  no  solo  se  le  prohibe  casar  con  los  demás 
moqúese  ¡emenda  casar  conTicio  con  quien  solo  in4ignamenle 
puede  casarse.  Asi.  el  jurisconsulto  Gay^  lo  dijo:  asi  lo  aceptó  el 
EmperadoF  Jastiniano  al  dar  cabida  en  las  Pandectas  á  este  /rae- 
meato  del  ilustee  juriseonsuUo. 

Siendo  cono  queda  e&pwesto.mpral  por  regla  general  y  posible^ 
poi  lo  tanto,  la  condicioa  de  casarse  con  persona  determinada,  do 
puede  <^er  duda  que  lo  ser4  con  mayor  razón  la  que  en  lugar  d& 
un  malrimonio  esclusivo,  estieode  el  círculo  á  las  personas  de  una 
famüa,  de  una  cl«3e,  de  un  pueblo,  de  una  provincia  6  de  una  na* 
eian;  cnanto  mayor  es  el  circulo  de  las  personas  señaladas,  tanto^ 
mayores  la  libertad  en  que  queda  constituida  aquel  á  quien  la 
condición  se  impone,  disminuyéndose  por  lo  tanto  la  Aierza  de  tas 
oktieciones  que  comra  la  moralidad  de  la<;ondic¡on  pueda  <q[KMierse* 

Fedre  (iomez  4e  to  Sern* 
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I. 

Bl  Paowcto  dk  Lbt  HiPotscAniA  presentado  á  las  Cortes  por 
e^ftetl!rat  Mioiatro  de  Gracia  y  Justicia,  está  á  la  altura  de  todos  los 
adelantos  de  la  ciencia,  y  es  nn  trabajo  que  honra  tanto  á  la  Co- 
mimoB  que  le  ha  elaborado,  como  al  Ministro  qne  le  suscribe. 

La  publicidad  del  registro,  la  especialidad  en  la  hipoteca,  la  in- 
admisión á  la  inscripción  de  todo  documento  que  no  sea  completa- 
mente  válido  ó  baga  plena  prueba  en  juicio^  la  declaración  del  de- 
recho real  desde  el  momento  solo  de  su  presentación  en  el  regis- 
tro y  la  abolición  de  hipotecas  ocultas  ó  legales,  han  sido  unos 
d»  tos  mas  importantes  principios  que  se  han  desenvuelto  en  el 
mencionado  proyecto  de  una  manera  completamente  científica  y 
rasMaUe,  sí  se  atiende  á  su  cualidad  innovadora. 

Bn  el  título  I.""  se  ocupa  de  los  documentos  sujetos  á  inscripción 
y  en  él  se  encuentran  todos  los  que  pueden  sertír  de  medio  de  ad- 
qoirir  la  propiedad  y  de  limitarla;  pues  si  bien  no  se  dice  nada  en 
el  espresamente  de  los  contratos  de  retroventa  6  de  reversión;  sin 
eiBbargo  es  cierto  que  ha  querido  comprenderlos  en  el  espíritu  del 
nimero  S.""  del  art.  S."",  cuando  después  de  enumerar  que  deben  de 
sis  objeto  de  inscripción  todos  los  títulos  que  constituyen^  reconoz- 
can, modifican  ó  estioguen  los  derechos  de  usurrncto,  uso,  hahila- 
ckm,  enfitéusis,  hipotecas,  censos  y  servidumbres,  señala  también 
genéricamente  otros  derechos  reales,  y  el  pacto  de  reiro  como  el  de 
r^fcrsion  constituye,  modifica  y  estingue  relativamente  un  derecho 
real.  Se  confirma  aún  mas  esta  opinión,  cuando  ai  tratar  en  el  títu-^ 
lo*  2.°  de  la  forma  y  efectos  de  la  inscripción,  se  ocapa  en  el  artícu- 
lo 10  del  m#do  de  inscribir  las  candiaiones  suspensifas,  resolntorías 
y  ^reaciaorias  de  los  contratos;  sin  embargo,  hubiéramos  querido  que 
solrabíese  espresado  en  aquel  lagar  como  se  hizo  en  el  cap.  S."", 
til*  20,  lib;  3."*  del  proyecto  de  Código  civil. 

En  el  número  S*""  y  6."*  de  dicho  art.  i.^  se  hace  obligatoria  ka 
insaripdon  para  lo»  árreadamieiitos  por  an  periodo  que  esceda  de 
seis  aios  y  parólos  qoe  se  haya  adelantado  la- reata  de  troaamm* 
lididefc.  El  avremlamiento  esan  contrato  personal,  pero  como  que 
limita  en  pacte  el  derecho  de  propiedad  y  puede  servir  además  de 
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no  dato  preciosisimo  para  la  estadística  territorial,  creemos  que^  es 
acertada  la  necesidad  de  sa  inscripción»  pero  no  de  una  manera 
concreta  y  determinada,  sino  estensiva  á  todos  en  general,  ya  se 
bnbiese  ó  no  adelantado  alguna  anualidad,  ó  ya  durase  cualquier 
tiempo  como  habian  dispuesto  los  ^leales  decretos  de  33  de  mayo 
de  1848  y  19  de  agosto  de  1853,  porque  las  razones  manifestadas 
sobre  este  punto  por  la  Comisión,  creemos  que  son  mas  hipotéticas 
que  reales,  puesto  que  además  de  ser  un  axioma  que  admüido  co* 
mo  bueno  un  principio  no  debe  de  limitarse  ni  eircunseribirse^  no 
se  ha  tenido  en  cuenta  para  aquella  determinación,  ni  el  precio  de 
la  anualidad  del  arrendamiento,  ni  el  valor  de  la  cosa  arrendada,  y 
puede  suceder  que  una  cosa  que  se  arriende  por  un  ano  en  la  can- 
tidad de  mil  duros  no  se  registre,  y  haya  que  verificarlo  con  una 
que  en  tre&anos  cueste  ciento. 

No  nos  hemos  ocupado  antes  del  número  4.**  de  dicho  artículo, 
porque  creemos  que  debia  de  ser  el  último  6  el  primero,  si  es  que 
ha  de  de  proceder  con  método  y  no  se  han  de  involucrar  las  personas 
entre  las  cosas.  La  inscripción  de  las  ejecutorias  en  que  se  modifi- 
que la  capacidad  civil  de  una  persona,  es  como  dice  la  Esposícion 
de  motivos  del  proyecto ,  una  innovación  en  nuestra  legislación 
que  se  funda  en  los  mas  altos  principios  de  justicia,  puesto  que  no 
solo  es  necesario  demostrar  la  pertenencia  de  una  finca  ó  si  tiwe 
ó  no  algún  gravamen,  sino  que  es  preciso  saber  que  la  persona  á 
quien  corresponde  se  halla  en  la  facultad  de  disponer  de  ella  como 
tenga  por  conveniente;  pero  si  esto  es  justo,  y  ha  tenido  cuida- 
do de  aplicarse  en  los  arts.  172  y  173  para  la  mujer  casada,  en  el 
194  para  los  bienes  reservables,  y  en  el  202  para  bs  bienes  per- 
tenecientes al  peculio  de  los  hijos,  es  estrano  que  no  se  haya  he- 
cho lo  mismo  para  los  bienes  de  los  menores,  lo  cual  hubiera  suce- 
dido con  haber  mandado  registrar  los  discernimientos  de  tutores  y 
curadores  de  la  manera  prevenida  en  el  art.  1271  de  la  ley  de  En- 
jniciamiento  civil.  De  este  modo  constaría  en  el  registro  si  los  bie- 
nes eran  pertenecientes  i  un  mayor  ó  menor  de  edad  y  se  evita- 
ría el  peligro  de  contratar  con  una  persona  que  no  tenga  capacidad 
para  verificarlo. 

El  artículo  Z^  está  conforme  ccm  los  príndpios  de  nuestra  le- 
gislación, puesto  que  no  pudiéndose  transferir  y  modificar  el  dere- 
cho de  propiedad  sino  por  escritura  pública,  era  evidente  que  no 
doblan  inscribirse  sino  los  documentos  de  esta  clase,  pnestoqneda 
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otro  modo  se  destroiria  el  Talor  de  la  itscripcion  con  la  nalklad  del 
tiíalo  defectuoso. 

La  ley  ha  querido  dar  toda  la  Talidez  posible  contra  tercero  al 
derecho  ioscrito  desde  el  momento  de  la  presentación  en  el  registro, 
y  ha  tratado  de  destruir  todos  los  inconvenientes  que  pudieran  opo- 
nerse i  ello,  llegando  hasta  el  estrémo  de  asegurar  la  legitimidad 
del  acto  por  medio  de  la  responsabilidad  del  registrador  en  el  ar- 
ticulo 317. 

Una  reforma  sin  embargo,  establece  aquel  artículo  en  nuestra 
legislación  civil,  que  es  la  obligación  de  reducir  á  escritura  públi- 
ca los  contratos  de  arrendamientos  que  duren  mas  de  seis  anos  ó 
paguen  adelantado  tres  anualidades,  y  lo  cual,  en  nuestro  sentir, 
iiene  los  mismos  inconvenientesque  hemos  designado  para  el  regis- 
tro, porque  vá  á  suceder  que  para  un  arrendamiento  de  cien  realeo 
se  necesite  escritura  pública,  mientras  que  no  será  necesaria  para 
otra  de  cien  mil.  Es  decir  qae  unas  veces  será  válida  para  el  ar- 
rendamiento la  convención^  mientras  que  en  otras  no  tendrá  ningu- 
na fuerza  sino  consta  por  escritura  pública;  unas  veces  constituirá 
una  obligación  personal  y  otras  un  derecho  real. 

Nosotros  creemos  que  los  arrendamientos  deben  de  registrarse, 
pero  que  deben  de  serlo  todos  sin  escepcion  ninguna,  y  quo  no 
siendo  obligatorio  en  nuestro  derecho  que  conste  por  escritura  pú- 
blica, y  no  teniendo  ninguna  prelacion  los  que  se  hagan  de  este  ó 
del  otro  modo ,  debia  bastar  que  se  trascribiesen  ó  inscribiesen 
en  el  registro  autorizados  con  la  firma  del  arrendador  y  del  arren- 
datario y  dándoles  de  este  modo  una  prueba  plena  de  autentici- 
dad. Es  decir,  que  debía  autorizarse  la  anotación  de  los  arrenda* 
mientos  hechos  privadamente,  ya  por  escrito  ó  de  palabra;  pero 
con  la  obligación  de  trascribir  literalmente  en  el  registro  sus  cláu- 
sulas constitutivas,  firmadas  en  él  por  los  contratantes  ó  sus  repre- 
sentantes, especificando  en  este  easo  tas  circunstancias  légala  del 
apoderamiento. 

Sobre  lo  que  hemos  dicho  de  los  arrendamientos,  se  nos  dirá 
acaso  que  constituyendo  una  obligación  personal,  únicamente  po- 
dían admitirse  como  derechos  reales  cuando  durasen  largo  tiempo; 
roas  esto  no  tiene  sólido  fundamento,  porque  el  vmls  ó  el  menos 
nunca  puede  ser  motivo  bastante  para  cambiar  la  índole  de  los  con- 
tratos, y  porque  el  mismo  proyecto  ha  desechado  esta  doctrina, 
cuando  no  ha  admitido  tiempo  ninguno  para  permitir  el  retracto  le* 
TOMO  \yiu  46 
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gal  fmira  tercero  y  íum^  d4[>e«Wi  fte  «oa  «ansa  iBdepeDdie&^ 
del  retrayente  la  existencia  ó  inexistencia  de  este  derecho. 

La  que  hemos  eslranado  es,  que  cuando  por  el  artículo  4i  se 
permite  pedir  apotacioa  p^ve^ifadetada  deniinda  4e  bienes  in* 
muebles  y  de  cualquier  senteo^iat  ejecutoria,  mientras  que  Uega  k 
época  en  que  se  pueda  hacer  la  c^rrespendieate  inscripción;  no  se 
haya  eaimefado,  como  $0  biiioeAiel  proyecto  del  Código  cíviK  en- 
tre los  documentos  sujetos  al  registro  las  sentencias  ejecutoriaídas 
de  los  tribunales  y  de  los  arbitros  que  causen  la  mutacioa  6  trasla- 
ción de  la  propiedad,  puesto  que  si  de  todos  modos  tienen  capada 
dad  para  ser  inscrita/^ « este  era.  el  itkgK  para,  haberlo  maniTestado» 
por  mas  que  ea  otros  se  espliease  el  modo  y  la^  circai»taACÍa$  pa- 
ra verilearlo. 

Es  verdad,  que  esta  iascripeion  no  as  obligatoria,  y  que  por  ^ 
articulo  42  y  43,  se  deja  &  la  voluntad  da  Jas  partes  d  pedir  ó  no  la 
anotación  cómala  cancelacien,  pero  siempre  es  derlo  que  segua 
los  fundamentos. de  U  ley»  na  surtirán,  eGocto  contra  tercero  sia» 
de^de  la  fecha  de  la  in^cripcitnf  y  que  siendo  uno  de  los  docu- 
mentos que  pueden  inscribirse,  debía  haberse  ocupado  de  eHos  es* 
presamente  en  el  título  que  sirve  paradeaígnarlos. 

El  títi^lo  S.""  trata  de  la  forme  y  efectos  de  la  inscripción,  y  en  d 
se  resuelven  cue&tiones  de  la  mas  alta  importancia  y  de  bt  manera. 
ma3  propia  para  el  desarrollo  del  crédito;  sin  embargo,  vamos  á  ir 
marcando  las  observaciones  que  su  lectura  nos  ha  sugerido  con.el 
único  objete  de  llevar  nuestro  grano  de  er^ua  4  una  refernut  taa 
importante.  . 

El  articulo  6."^  y  el  7-"*  tratan  de  la^  peraonas  que  pueden  pedir 
laiaseripoion,  y  en  ellos  se  encuentran  garantidos  ios  intereses  de 
todas  las  personas  á  quienes  pueda  favorecer  ó  perjudicar;  ain  em- 
b^go  de  que  la  igmratma  de  de^^echa  ti0  ii^Qimeha,  creemos  ba- 
hiera  sido  uuy  conveniente  que  se  bebiesen  restablecido  ios  artien* 
los  15  y  i}y  del  Real  depreto  de  26  4e  UAViemhre  de  1852»  por  las 
que  se  obligabaii  los  escribanos  que  autoriíasea  cualquier  titulo» 
de  los  sujetos  al  registro,  á  espresar.al  pié  de  él  U  cláuninde'iiii- 
liduA  si  no  la  presentaban  en  la  contaduría  de  hipoteieas. 
.  Roy  que  es  tan  general  la  ignorancia  de  |aa  i^ye^»^  m^.  fácil 
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qa^  iJgim  deoomeiUa  no  ser^tre^por  de$ooaocer  los  intasados 
e^  requisilo,  y  que  se  perjodíquea  de;rochQs  legítimos  por  ímperi* 
cía  do  ios  contrataates« 

Los  articulos  8,  9,  21  y  22  trataa  del  modo  de  veirificar  las  ins- 
ci:ip^ooes  é  impoQeu  ¿  los  escríbanos  la  obligación, de  espresar  en 
los  documentos  en  que  intervengan»  y  que  deban  registrarse  to- 
di^  las  circuAstao^ías  necej^arias  pa^a  la  anotapion,  bajo  pona  de 
nulidad»  de  hacer  á  su  costa  una.  nueva  escrituira  y  de  indemnizar 
á  los  contratantes  los  perjuicios  que  por  su  oulpa  se  les  ocasionen. 
E)  proyecto  es  lógico,  puerto  ^ue  ^1  lado  del  mandato  ha  puesto  la 
sanción  penaL 

ios  autores  del  proyecto  opinan  en  esto§  artículos  por  la  ins- 
ct'i^ian  y  no  por  la  Uramñpcion  del  título,  como  se  hace  en  Prusia 
y  los  mas  de  los  Estados  que:  adoptan  el  sistema  alemán»  Nosotros 
creemos  que  esta  ouesiions^  ha  resuelto  perfectamente  en  el  pro- 
yecto, porque  los  inconvenientes  de  que  se  hiciesen  mal  los  estrac- 
tQs,  se  h^n  e.vii^o  coa  la  designación  de  todas  I^jí  circunstancias 
f]ue  debo  comprender,  con  Us  penas  impuestas  al  escribano  que 
1^  omita  en  los  documentos  que  autorice,  con  las  declaraciones 
n^arcadaa  en  los  artículos  30  y  32,  y  con  la  responsabilidad  ímpoesr 
ta  al  re^stiador  por  el  18.  Sin  embargo»  creemos,  como  ya  hemos 
ii^dicado  antes,  que  no  debia  de  establecerse  como  condición  precí* 
S9  para  el  regir^tro  la  reducción  á  escritura  pública  del  contrato,  si 
esteno  eca  de  los  que  necesitaban  aqu/&l  requisito  para  su  validez, 
y.  que  debia  aulorís^arse  la  trascripción  firmada  por  los  interesa- 
dos de  las  convenciones  de  otro  género* 

,  El  artícenlo  35  establece  que  la  prescripción  no  perjudicari  á 
tcruro,  si  requiriendo  justa  titulo  no.>e  hallase  inscripto  en  el  re- 
gistro; lo  cual  es  dejar  vigente  los  males,  y  las  inseguridades  de  la 
prescripción  detreinta.anos,  y  admitir  cofnp  bu^na  la  qne  tiene  por 
objeto  libertarse  de  una  carga  ó  una  ob^gacion,  puesto  que  por  es- 
te artículo  no  se  destruyen  his  prescripciones  que  no  requieren  tí*- 
tulOr  y  no  i$e  a^da  la  diferencia  estro  hát,<iomnio  y  la.  de  acdgn* 
l9,cual»  como  dice  un  notable  jurisconsulto,  e&fwidar  el  derecho  e¡i 
la,faUa  de  derecho^  la  justicia  en  la  Uy^usticia  misma.  La  ley  hubie- 
ra sido  mas  l<igica.y  mas  consecn^nte  con  sus  principios  científicos 
é  innovadores,,  sj  hubie^  dicho  «solo  sq  admite  la  pr^cripcion  co- 
mo medio  de  adquirir,  y  est$t  no  perÁw^íoarái  á  teircero,  si  no 
epnstael  título  en  el  registro,  ó  la  toma  de  posesión  en  conjCaroM* 
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4há  con  lo  prerefiído  en  los  artículos  397  y  siguientes  del  titulo  14. 

ÜQE  reforma  establece  en  nuestra  legislación  el  número  9.^  det 
«rticulo  38»  que  es  no  dar  contra  tercero  acción  rescisoria  por  el  re- 
tracto legal,  lo  cuaí  implícitamente  es  destruir  por  completo  este ' 
derecho;  porque  el  que  tema  vá  á  verse  privado  por  él  de  una  fin* 
ea  que  ha  adquirido,  la  enajena  á  un  amigo ,  y  destruye  las  espe« 
Tanzas  del  retrayente.  E)  tiempo  tan  perentorio  que  hay  por  la  ley 
para  proponerle,  no  exigia  de  esta  un  cuidado  tan  especial  para 
proteger  los  derechos  de  tercero,  que  por  la  adquisición  de  su  ante- 
cesor debia  saber  al  contratar ,  si  podia  ó  no  ejercitarse  todavía 
aquel  derecho.  Nosotros  no  tratamos  de  defender  el  retracto  legal, 
sino  procurar  que  no  se  desprestigien  las  leyes  con  los  medios  que 
ellas  mismas  proporcionan  para  eludirlas;  y  demostrar,  que  hubiem 
¿ido  mejor  desecharie,  que  no  establecer  una  transacción  ineficaz, 
que  bace  depender  de  un  tercero  la  existencia  ó  no  de  este  de- 
recho. 

Lo  mismo  sucede  con  negar  al  menor  el  beneficio  de  la  restitu- 
don  in  tntegrum  contra  tercero,  porque  no  hallándose  libre  de  este 
inconveniente  el  primer  contratante,  se  hará  pagar  caro  el  riesgo 
<{oc  después  hace  desaparecer  por  medio  acaso  de  una  enajenacieii 
simulada  por  el  mismo  precio;  y  de  este  modo  la  desaparición  de 
este  mal  ttamado  beneficio^  no  viene  sino  á  redundar  en  provecho 
del  primer  adquirente.  Nosotros  creemos  que  debe  desaparecer  It 
restitución  in  integrum  como  medio  de  reivindicación,  pero  que 
debe  de  ser  contra  cualquier  poseedor,  para  que  de  este  modo  ob* 
tenga  únicamente  el  menor  las  ventajas  de  su  madmisíon. 

Hoy  que  lá  ciencia  económica  tiene  admitido  como  prrndpío 
que  las  cosas  valen  tanto  como  cuestan,  y  que  la  filosofia  del  dere- 
cho ha  sancionado  que  nadie  debe  rescindir  un  contrato  bajo  4 
preie^o  de  un  engaño  que  pudo  evitar,  es  inadmisible  la  lesión  y  la 
restitución  in  integrum  como  medio  de  reivindicación ,  puesto  que 
esta  no  es  mas  que  aquella  aplicada  á  distintas  personas. 

Sancionado  hoy  por  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil  que  los  bie- 
nes inmuebles  de  los  menores,  que  es  á  lo  qué  se  contrae  el  pro- 
yecto de  ley  hipotecaria ,  tienen  que  venderse  en  subasta  pública» 
y  que  la  enajenación  que  se  haga  de  otro  modo  es  de  nmgun  va- 
lor, no  puede  casi  darse  el  caso  en  qtie  sufra  perjuicio  en  sos  bie- 
nes raices ,  porque  haciende  constar  en  el  registro  que  los  bien» 
perteneceh  á  un  menor,  las  enajenaciones  que  se  hagan  de  oHú 
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modo  dislioto  del  qae  hemos  iadícado ,  será  nula  contra  cualquier 
poseedor,  y  no  habrá  necesidad  de  intentar  el  beneficio  de  la  restir 
tucion  t  que  siempre  es  en  defecto  de  otro  medio. 

Por  esta  razón ,  y  atendiendo  á  ia  doctrina  que  la  Comisión  ha 
enunciado  en  laEsposicion  de  motivo?,  creemos  que  debia  haber 
declarado  que  no  seria  causa  de  rescisión  de  un  contrato  en  nigua 
caso  la  lesión  ni  la  restitución  in  inlegrumy  y  de  este  modo  daba 
un  paso  mas  para  la  aparición  del  Código  civil ,  que  03  lo  que  se  vj^ 
proponiendo  en  las  leyes  que  hasta  ahora  ha  trabajado  con  un  celo 
que  somos  los  primeros  en  admirar. 

.  También  se  establece  en  el  art.  38  que  el  vendedor  no  tendri 
hipoteca  tácita  legal  contra  tercero  en  la  cosa  vendida,  si  no  lo- 
pacta  espresamente,  ó  hace  constar  en  la  escritura  que  se  le  debe 
el  precio  ;  lo  cual  es  una  consecuencia  natural  de  haber  estableci- 
do como  principio  la  especialidad  en  la  hipoteca;  pero  á  pesar  de 
esto ,  hubiéramos  creido  muy  conveniente  que  se  hubiese  aceptad» 
el  art.  60  de  la  ley  hipotecaria  de  Genova ,  que. obliga  á  los  escri- 
banos á  interpelar  á  las  partes  sobre  si  quieren  ó  no  estipular  aque- 
lla condición  resolutoria.  Si  todos  los  contratantes  fuesen  instruidos 
en  el  derecho «  y  comprendiesen  los  perjuicios  que  una  omisión  de 
esta  clase  pudiera  ocasionarles,  no  era  necesaria  esta  previsión  de 
parte  del  legislador;  mas  como  no  es  así ,  y  los  mas  de  ellos  no  co-- 
nocen  la  trascendencia  del  acto  en  que  intervienen ,  es  preciso  que 
la  ley  se  adelante  á  su  solicitud  ,  y  proteja  á  las  personas  de  buena 
fé,  para  que  no  sean  perjudicadas  por  ignorancia  ó  por  error. 

Lo  mismo  creemos  que  debia  de  hacerse  en  las  escrituras  de 
donación ,  y  que  se  estaba  en  el  caso  de  obligar  al  escribano  á  que 
preguntase  al  donante  si  estipulaba  ó  no  la  revocabilidad  de  ella 
por  ingratitud  ó  por  otra  causa  que  creyese  justa,  para  de  este 
modo  evitar  que  la  buena  fé  pueda  ser  burlada,  y  triunfe  la  astucia 
de  la  honradez. 

Lo  que  hemos  estranado  es,  que  no  se  diga  nada  de  si  el  per- 
mutante tendrá  hipoteca  tácita  legal  contra  tercero  en  la  cosa  per- 
mutada para  que  le  responda  de  la  eviccion  y  saneamiento  del 
contrato  en  caso  necesario.  El  artículo  1471  del  proyecto  del  Có- 
digo civil  dá  al  permutante  la  facultad  de  elegir  en  este  caso  en- 
tre la  cosa  que  dio  en  cambio  y  la  indemnización  de  danos  y  per- 
juicios, pero  siempre  que  no  haya  pasado  aquella  á  poder  de  uu 
tercero.  Ampliando  á  la  permuta  las  determinaciones  que  par^  la 
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Tenta  ha  establecido  ta  ley  Hipotecaría,  y  teivíendó  en  considera- 
cion  que  ea  las  mas  de  $us  disposiciones  ha  tratado  de  estar  de 
acuerdo  con  el  proyecto  de  Código  civil,  cuya  pubKcacíon  sin  duda 
prepara,  creemos  que  en  la  permuta  no  se  data  derecho  de  atcíon 
contra  tercero  que  haya  adquirido  la  cosa  permutada,  sí  del  regis- 
tro no  aparece  espresamente  que  está  afecta  á  esta  responsabilidad. 

A  pesar  de  que  en  ei  titulo  que  trata  de  las  hipotecas  legales 
nos  ocuparemos  de  la  que  tiene  d  poseedor  de  bnena  fé  en  la  cos^ 
poseída  hasta  que  se  indemnice  de  tos  gastos  necesarios  invertidos 
en  ella,  y  de  otros  que  se  hallan  en  el  mismo  caso  que  aquel,  bue- 
no hubiera  sido  que  en  el  artículo  38  $e  dijese,  si  aquel  tendría  ó 
no  derecho  para  retener  la  fihca  hasta  que  se  le  haga  el  abono  cor- 
respondiente, en  virtud  de  que  el  art.  432  del  proyecto  del  Código 
civil  le  faculta  para  ello. 

Establecido  el  filosófico  principio  de  que  contra  tercero  no  hay 
cansa  de  rescisión  si  no  consta  del  registro ,  es  claro  y  tenttinánte, 
que  si  el  poseedor  no  ha  pedido  la  ant>tacion  en  aquel  de  su  dere- 
cho, suflrírá  las  consecuencias  á  que  su  abandono  le  condena,  y  tto 
podrá  retener  la  finca  para  el  cobro  de  sus  espensas,  sí  se  faatta  eti 
f)oder  de  un  tercero  y  en  virtud  de  un  tituto  obligatorio. 

En  el  rai^mo  caso  se  encuentran  los  empresarios,  arquitectos  y 
maestros  de  obras  por  el  importe  de  to  gastado  en  material  y  sala- 
rios de  la  finca  construida  ó  reparada.— (Se  ^títinuará.) 

Telesfor»  fiwez  Eodrigui* 


Iffi  \M  fiOMPAMAS  MgBCAMTBJB, 

Establecida  um  sociedad  vnercwniil  $m  ninguM  de  las  reqitm- 
tos  previos  que  la  ley  exlje,  ¿podrá  el  Tribunal  de  Qmenio  deldi$- 
trito  obligáis  de  oficio  áhsque  resiUteti  sédOBOl^orgamiento  de  la 
escritura  prevenida  en  el  art.  284  del  Código^  y  iMía  imponerles 
ta  multa  de  diez  mU  i^etdes^  señalada  en  el  28S? 

Ignoro  si  en  algunos  tributiales  se  habrá  tocado  esta  cuestión  y 
81  habrá  ya  jurisprudencia  establecida.  Confieso  que  es  grave  yd^ 
licada,  así  como  reconozco  también  qué  para  resoUv^Ha  ea  sentidb 
afirmativo  no  hay  una  dísposidon  tan  dará  y  terminante  que  evite 
toda  (toda;  pero  combinadas  y  estadiadas  oon  detencton  diveiw 
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<lib{HMríeioiie9  del  Código  mercaotil  y  el  espíritu  que  rige  en  todas 
eftas,  y  siu  perder  de  risla  la  misioQ  especial  y  protectora  de  cier« 
tos  intereses  que  tienen  los  TrMmiíales  de  Gomeccio,  creo  que  ski 
Tacilar  mucho  podria  contarse  entre  las  atribución^  de  estos  tH" 
imnales  la  que  encierra  ta  preguofta. 

tnútil  es  que  la  ley  fije  un  precepto  si  no  impone  al  mismo  tiem- 
po un  correctivo  al  que  lo  iarríffja.  Por  esto  no  ha  bastado  decir  en 
«I  art.  284,  que  todo  contratado  sooíedad  ha  de  redecirse  á  «sgri- 
tura  publica,  sino  que  además  de  repetirlo  en  el  285  como  condicvNi 
indispensable  para  dar  principio  i  las  operaciones,  permite  escep- 
oiones  contra  las  reclamaciones  de  la  sociedad  mal  establecida»  y 
basta  impone  una  pena  pecuniaria.  Dos  objetos  se  propone  la  ley 
en  este  artículo,  y  asi  vemos  que  trata  de  dos  clases  de  intereses: 
i.""  de  los  intereses  privados:  S."" de  los  intereses  púbKcos.  Respec- 
to i  los  primeros,  les  concede  él  derecho  de  oponerse  á  oierta  cla- 
se de  reclamaciones  de  la  sociedad,  á  menos  que  no  justifique  que 
se  constituyó  con  las  solendídades  debidas.  En  cnanto  á  tos  segim- 
Aas,  no  ha  podido  hacer  otra  cosa  que  setlalar  una  pena. 

Ahora  bien,  y  vuelvo  ¿  la  pregunta.  ¿Bs  indrspensabte  que^te 
dos  correctivos  se  ¡apliquen  á  la  vez,  6  pueden  usarse  por  separado? 
Mas  claro;  para  obrar  un  Tribunal  mirando  por  los  kitereses  páblí- 
«^,  ¿deberá  procisamente  esperar  á  que  á  instancia  de  parte  se 
promueva  una  coute^adon  juáciat,  de  la  que  resulte  la  infraccioa 
del  art.  384? 

Be  dicho  antes  que  para  resohrer  icotí  acierto  esta  cuestión  era 
necesario  combinar  varias  disposiciones  del  Código.  Algunas  se  en- 
cuentran que  á  primera  vista  parece  que^contradicen  los  princtpioa 
sentados  para  este  caso,  pero  meditadas  bien,  creo  poder  dtarias 
stfi  temor  para  corroborar  mi  opinión.  Voy,  pues»  á  ocuparme  lige<- 
ramente  de  ethts,  péfque  m  apKcacion  ha  de  servirme  de  grande 
apoyo. 

La  ley  mercaotil,  mirando  por  los  intereses  generales  del  co- 
nercio,  loma  dettas 'precauciones  y  esrtiblece  dertas  formalidades 
previas  con  que  ha  de  cumplir  toda  persona  qne  quiera  dedicarse 
é  ttíiSL  honrosa  profesión,  bieti  m  ffrepoaga  ejecutado  individual* 
mente,  6  «sodiadose  i  oteas.  Una  vez  ya  establecido  legalmente, 
entonces  respeta  sus  actos  todos,  y  sea  cualqtiera  el  crédito  y  coii^ 
fianza  que  merezca,  ó  aun  cuando  haya  fttndadas  sospechas  de  que 
s«  proceder  ao  se  ajusta  4  detennioados  preceptos  del  Código,  sít 
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embargo  se  absiíene  de  oíolestarle  dí  hacer  pesquisa  niaguoa  ie 
oficio;  y  respeta  su  casa,  su  despacho»  sus  libros  y  sus  operaciones 
todas,  auoque  por  sus  actos  66  iofrinjau  di^posicioues  (|ue  lleven 
430Dsigo  una  peoa;  porque  la  ley  misma  ha  comprendido  que  un 
proceder  de  oficio,  en  todos  estos  casos,  causaría  muchos  mas  per- 
juicios que  ventajas  para  el  comercio  mismo»  y  que  podría  dar^ 
lugar  á  abusos  y  consecuencia^  de  inmensa  trascendencia;  asi, 
pues,  los  tribunales  deben  permanecer  pasivos  y  esperar  á  recla- 
mación de  parte  legítima* 

Has  nótese  bien,  que  la  ley  no  se  ha  contentado  en  estos  casos 
con  disposiciones  generales,  sino  que,  para  evitar  dudas,  ha  prohi- 
bido espresamente  á  los  tribunales  que  procedan  de  oficio,  para  ser 
de  este  modo  consecuente  con  sus^ludiables  doctrinas. 

o  kaí  vemos  que,  por  los  art.  32  y  40  se  obliga  á  todo  comercian- 
te á  llevar  libros  de  contabilidad  con  ciertas  formalidades,  cuya  in- 
fracción castiga  c^n  una  crecida  multa  en  el  43;  pero  en  seguida 
viene  el  art,  49  prohibiendo  hacer  pesquisas  de  oficio.  También  el 
art.  1143  concede  á  los  Tribunales  de  Comercio  la  facultad  de  im- 
poner penas  correccionales,  hasta  un  ano  de  reclusión  en  ciertos  ca- 
sos de  quiebra,  pero  igualmente  en  los  arts.  1(H6  y  1025  ya  les 
previene,  que  para  proceder  ¿  la  declaración  de  quiebra  esperen  la 
reclamación  de  acreedor  legitimo,  y  solo  encaso  de  fuga  notoria  del 
comerciante,  les  permite  por  el  art.  10¿4  la  adopción  de  ciertas 
medidas  de  mera  precaución.  Aun  vá  la  ley  mas  allá.  Después  de 
declarada  la  quiebra,  y  cuando  ya  aparecen  consignados  hechos  y 
operaciones  que  el  Código  castiga  con  severas  penas,  todavía  no 
permite  que  los  tribunales  procedan  de  oficio;  y  si  los  acreedores, 
á  manera  de  jurado,  celebran  convenio  con  el  quebrado  en  los  tér* 
minos  del  art.  114S,  aun  respeta  sus  actos  y  quiere  que  se  guarde 
silencio  y  se  sobresea,  sin  otra  diligencia  en  el  espediente  de  cali- 
ficación. 

Las  disposiciones  que  acabo  de  examinar,  se  refieren  todas  ¿ac- 
tos privados  del  comerciante  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  y  ya 
hemos  visto  que  estos  actos  se  penan  tan  solo  cuando  en  la  tramita- 
ción de  un  juicio  aparecen  oficialmente  consignados.  Veamos  ahora 
las  disposiciones  relativas  ¿  los  deberes  que  tiene  que  cumplir  toda 
persona  que  se  dedique  al  comercio  antes  de  dar  principio  á  esta 
profesión,  ya  por  sí  sola,  ó  asociada  ¿  otilas;  y  si  bien  parecía  que 
debia  haberme  ocupado  primero  de  estas,  be  preferido  adoptar  na 
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sisleiiia  isTerso/porcfue  así  convenía  mejor  al  fin  qne  me  propongo « 
Ei  art.  il  impone  á  toda  persona  que  quiera  dedicarse  al  co- 
meicio  la  precisa  obligación  de  inscribirse  en  la  raatricala  general 
de  s«  provincia,  y  hasta  que  haya  llenado  este  requisito  no  se  le  su-' 
pone  en  derecho  comerciante^  según  el  art.  i.^  Aquí  vemos  un  pre- 
cepto terminante,  sin  embargo  en  el  Código  no  se  establece  pena 
ninguna  al  que  lo  infrinja,  si  bien  el  qne  se  encuentre  en  este  caso 
queda  privado  de  ciertos  goces  y  prerogativas  que  solo  se  conce- 
den á  los  matriculados.  Empero  notándose  la  falta»  el  legislador, 
para  que  no  se  infrinjan  impunemente  los  preceptos  legales  y  mi- 
rando por  los  intereses  públicos  del  ramo,  ha  tenido  buen  cuidado 
dedictar  medidas  por  separado.  La  Real  orden  de  4  de  julio  de 
1839,  después  de  repetir  la  obligación  de  inscribirse  en  la  matricur 
la,  conforme  á  los  artículos  1.*  y  H,  prohibe  el  ejercicio  del  co*' 
mercio  á  los  que  falten  i  esta  previa  formalidad;  y  otra  de  16  de' 
marzo  de  1846  los  sujeta,  además»  á  las  consecuencias  del  suma-* ' 
rio  que  se  les  forme' como  trasgresores  de  la  ley»  sin  que  para  apli- 
car estos  correctivos  se  diga  á  las  autoridades  que  esperen  escita- 
cíoQ  de  parte,  sino  que  pueden  proceder  de  oficio.  ' 

'  Llenado  ya  este  requisito,  el  comerciante  queda  en  aptitud  para ' 
ejercer  la  profesión;  pero  en  el  bien  entendido,  que  si  se  propone ' 
asociarse  á  otros  comerciantes  para  plantear  en  común  cualquier 
empresa  6  establecimiento,  todavía  queda  sujeto  á  nuevas  formali- 
dades tan  precisas  y  obligatorias  como  la  primera;  porque  el  legisla* 
dor  entonces,  velando  porque  se  conserve  el  crédito  y  buena  fé  que- 
es  el  alma  del  comercio,  y  para  evitar  que»  mezclándose  nombrcff 
respetables  y  ofreciéndose  garantías  que  no  existan,  se  abuse  de 
la  confianza  de  los  que  fien  sus  intereses  á  estas  asociaciones»  quie*  ^ 
re  se  den  á  conocer  los  nombres  y  domicilio  de  los  asociados,  las* 
garantías  que  ofireceú  y  la  parte  de  responsabilidad  que  alcance  á 
cada  uno.  De  aquí  dimana  la  obligación  de  reducir  todo  contrato  so-  ' 
cial  á  escritura  pública  con  hs  circustancias  del  art.  286.  No  satis- 
fecho aun,  les  obliga  todavía  á  que  se  tome  razón  de  la  escritura  ea 
el  registro  de  la  provincia  y  que  se  anote  también  en  el  doble  regis^ 
tro  del  Tribunal  de  Comercio  del  distrito  y  qne  se  publique  por  edic- 
tos en  los  estrados  del  mismo,  según  el  art.  31.  Páralos  qne  falten 
¿  eslas  indispensables  formalidades»  están  las  penas  marcadas  en  los 
articttIosSOy  285. 
>  Ahora  bien;  cuando  un  comerciante  falta  al  precepto  d^l  árticos 
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kk^SAi  y  ai  Tribanal'de  Gooiercio  del  distrko  le  consta  la  h 
de  uoa  manera  positiva,  ¿deberá  para  castigar  la  falta,  esperará  qae 
se pnoiBoeTa  una ooBtestaoion Judicial  sobreestás  hechos,  é pocha 
tainbíea  prpceáer  da  oficio?  Mas  conveniente  fáera  que  hubiese  na* 
di^^cíoa  espresa,  ó  que  el  Gobierna  lo  declarara  de  aanera  qn» 
e^Uase  toda  dada;  pero  teniendo  presente  las  reglas  generales  de 
derecho,,  observando  el  espíritu  que  rige  en  Its  disposiciones  dd 
Código  mercantil  y  aun  concretándome  al  art.  285,  me  parece  qae 
los  tribunales  puedLen  proceder  de  oficio  en  estos  casos. 

Este  artionla  está  dividido  en  tres  parles:  en  la-  primera  ae- 
consigna  el  derecho  que  tiene  un  sóoio  para,  obligar  i  los  demáa  4 
qne  se  eleve  á  escritura  pública  el  contrato  de  sociedad  que  hoftíe* 
sen  celebrado  de  una  manera  privada;  en  la  segunda  .ptmüle  lan 
escepcion  legítima  contra  ciertas  reclamaciones  que*  haga  la><oii« 
panía.ó  alguna  de  sus  individuos,  si  estos  no  acreilitatt  haberse  tt- 
tablecido  con  todas  laa  formalidades^  legale^^^F  en  la  teceemse  mno** 
ea  ht  pena  en.  que  ii^corren.  Coma  aaabamos'de  ver,  el  primer  páp* 
raíase  refiero  á  la.  obligación  de  los  socios  entre  si;  el  segando  á 
los  derechos  de  socios  contra  la  sociedad  mal  establecida;  y  el  iüIíh 
nipi  toca  i  la.  autoridaiA  enoaügada  de '  velar  porel  complittie&to  de 
la«  leyes  mercantiles. 

Cuando  hnmos  examinada  las 4isposjcioaesi rcferenÉesáio^as»^ 
tonpcivadaí  del  csinerciama  en  el  ejercicio  de  su  ptvfesioat  faemoa 
enwitraida  la  prohibtoioai  ie6preca./de ipie  loa  tribunales é  antatidaí 
des  se^  me^tlaraui  de  oficiop  paro  aquí'  na  hay  disposiciotií  algnov 
piobihitiva.  Bay  soIO' an  poecepto  terminantet  y  una  péaa  al qnela 
inAii^.  Es  verdad  que  el  mismo  articnlo  donde  se  marca  la  pe<^ 
na  habla  taahien-  délos  derechas  y  obiigacíeaes  civilss^  pemyai 
dice,  que  la  compelía  inourcirá  ademá$  por  dicha,  emisión  en  1» 
multa  de  diez  mtlreales*  Convengo  en  qué  este  artfouloyodiaita»^ 
berseredactadoi  de  una  manera  clara,  y  convengo  igualmente  ea 
que  el  adverbio  aiemái  que  usa  la  ley  peed&danledos.sentidas  dis** 
tintos,  ó  para  que  ia^MUiga  la-  pena  el  TrHmnal  al  &Har  sobre  lov* 
dewchos  civiles,  como  onaifaeultad  que' al  nisme^  tiempo  le  coqo»> 
de;:é  para  que  pueda  irapqnorla  también  por  jepamdn,  preseiodien** 
do  de  los  dereehofrciviles». 

En  vista  de  loe^principioa  sentados^me  inclino  por  la  segante: 
porque  veo  un  precepto  terminante,  y  una  pena  marcada  parsa« 
siopte  ominen»  La  ley  ne  peohibe  eaíestc  oasoí  como  ea  olroeria 
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péM(aÍMl  (M  éfféid;  pMfHe  no  (msca  ai  eomercianle  en  si»  átelos  pri- 
vados, sino  en  sus  deberes  para  con  la  tey,  y  sin  enyo  exacto  cwi« 
plteriento  le  éstá  ludada  efetcer  el  comercio  de  ta  manera  que 
pretende.  Si,  pnés,  la  ley  proMbe  denn  modo  espreso  que  una  so -^ 
ciédad  dé  principio  á  sus  operaciones  hasta  que  se  hayan  Henatfo^ 
todas  ias  formalidades  que  prescribe,  é  impone  at  mismo  tlempa 
una  pena  al  infractof  por  su  omisión,  natural  parece  que  haya  a^-« 
torkkdes  también  encargadas  dé  velar  de  oficio  por  et  cumplimíen* 
to  de  estos  cfebéres;  7  mas  propioparece  qtte  estas  autoridades  sean 
los  tríbonaies  de  Cbmercio,  qne  son  Ids  encairgad^  especíalmeiite 
de  apKear  Is»  leyes  mercantiles  y  de  imponer  las  penas  peetnriariasi 
qne  marca  e(  Gódfj^o  se^n  el  art.  Í909. 

De  otro  modo,  d^poes  que  la  tey  ha  creído  indispéñsalble  pres**» 
crilnr  tatftas  y  tan  minneiosas  formalidades  antes  que  uaa  eompa^ 
iía  quede  legalmente  establecida  y  en  aptitud  de  funcionar,  tM  tH 
único  objeto  de  qne  no  ^  abuse  del  crédito  y  baena  fé  del  comc^cio^ 
y  de  ofrecer  esta  garantía  pública,  ¿no  seria  muy  estrano  qne  e^a 
mfenm  1^  tolerara  y  permitiera  su  infracción,  y  que  las  autoridá-^ 
de»  encargadas  (te  hacerla  respetar  y  cumplir  permanecieran  pásf* 
va&,  aun  constáodoles  la  omisión,  solo  porque  no  se  presentaba  olía/ ' 
peleona  que  hiciera  una  redamación  judicial?  Sí  la  ley,  como  así ' 
eSf  soblñl  qaerido  poner  trabas  á  las  compañías  de  mala  fé,  para 
-eiitar  los  agios  y  tos  engaSos  y  que  se  abuse  de  la  confianza  me^«  ' 
cantil  ¿no  sert^  ttn  cotitfraseñfMIo,  que  ¿  sabiendas  se  permitieran  es^ 
is0  mismas  sodieda^s  fraudulentas;  y  se  toierai'an  Ibsr  abos^s^  qrfe^ 
coa  tanta  previ&íon  j  esmero  se  quisieran  pr ecatert 

A  esto  podrfr  objetarse,  acaso,  que  el  interés  privado  buen  cul-: 
dado  tendrá  eiai^eriguar  el  grado  de  eoftfián^a  que  inspire  la  com^* 
pania  ilegalmente  establecida,  puesto  qne  i  nadie^  se  obliga  á  coft** 
iratsrr  con  las  qne  se  encuentren  en  este  caso  :  pero  e^  nio  basta^ 
j;Kurqne  el  com^cio  no  puede  vivir  ai  prosperar  sin  la  confianza  y 
bueoft  ié ,  y  no  á  mdos  n!  eia  todo»  (iasos  es  posible  al  comert^iante 
detenerse  en  tantas  itfVcsti^cione?;  porque  neeesHa  descansar  en  ' 
las  garantías  y  seguridades  públicas  qííe^  ba  establecido  la  ley ,  y 
supone^  que  las  aufOridadbs  habrán  reládo  por  su  cnmpliVniento. 
ün  estranjem,  por  ejemplb,  qtfó  sabetfoe  en  Bspáfia  ne^  puedea 
establecerse  compaHas  mercantiles  sin  determinadas  formalidades 
previas  y  que  hay  hasta  marcada  una  pena  al  que  las  omita,  si'  tie- 
|IQ  Ueeesídad  de  contratar  com  úú»  de^  élite;  ¿cMo  no  ha  de  s«^^ 
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nerJa  legalmonte  establecida  y  descanáar  ea  la  vigílaQe|«^  de-4afr 
tribufiales  ó  autoridades  del  país? 

.  Todavía  están  recientes  las  consecuencias  df\  aboso  qoe  en 
«iertá  época  bicieron  las  compañías  mercantiles  por  acciones.  Re* 
co^rdamoa  lo  que  sobre  este  particular  se  dice  en  el  preámbulo  de  la 
ley  vigente  de  28  de  enero  de  1848:  cEs  un  becho  indud^le  que 
ea.  España  ban  caido  en  lamentable  descrédito  estas  compaüas, 
por  el  abuso  que  se  hizo  de  ellas  en  18i6i  en  que  el  público  atóni- 
to presenció  los  mayores  escándalos  y  los  mas  punibles  desafueros. 
Para  remediar  esos  males  y  evitar  se  abuse  de  la  credulidad  jtm* 
blica,  etc.^  Después «  en, el  testo,  se  establecen  yarias  formalidades 
para  su  formación,  y  por  el  art.  18  se  sujeta  á  los  infractoires  á  una 
multa  de  cincuenta  mil  reales.  Véase  cómo  en  estos  casos  el  objeto 
del  legislador  es  sie^npre  evitar  que  se  abuse  de  la  confianza  y  cre- 
dulidad pública* 

,  lUQI  medios  bay  por  los  que  puede  hacerse  constar  de  una  ma- 
nara positiva  y  hasta  oficial  la  existencia  de  una  sociedad  mal  esta* 
blecida ,  sin  ser  necesario  que  la  autoridad  se  tome  el  trabajo  de- 
hacer  pe^uisas  ni  investigaciones.  Entre  otras  pueden  citarse- 
^pn^o  mas  comunes  los  anuncios  y  circulares,  y  muy  frecuente  es 
también  que  se  remita  un  ejemplar  de  estas  al  Tribunal  de  Comer-* 
€Íyo.  Llegado  este  caso ,  le  consta  ya  la  existencia  «n  la  plaza  de 
^na  coippania  mercantil  que  no  ha  cumplido  los  requisitos  previos 
déla  la  ley,  y  le  consta  hasta  por  denuncia  de  los, infractores.  Pava 
hacer,  pues«  que  se  respete  y  cumpla  y  que  no  sé  abuse  de  la  cour 
fianza  y  credulidad  pública ,  ¿deberá  todavía  espesar  impasible  ¿ 
Hpie  se  promueva  una  cgntestaeion  judicial,  ó  podrá  ya  preceder  de 
oficio?  Lo  segundo  es  lo  que  aconsejan  la  equidad,  la  razón  y  los 
huenos  principios  en  materia  mercantil. 

Dije  al  principio  que  consideraba  delicada  esta  cuestión,  porque 
sobre  tratarse  de  los  intereses  generales  ó  públicos  del  comercio, 
afecta  á  las  atribuciones  de  los  tribunal^,  y  esto  es  siempre  grave 
y  de  mucha  trascendencia.  Por  las  razones  que  he  creído  oportmio 
esponer,  me  ha  parecido  resolverla  en  sentido  afirmativo;  pero  los 
«ejSores  Directores  de  la  Revista,  que  con  tanto  acierto  saben  con- 
testar á  las  consultas  que  se  les  hacen,  y  que  tan  repetidas  pruebas 
tum  dado  de  sus  profundos  conocimientos  en  materias  mercantil 
les,  confío  tomarán  esta  en  consideración  y  tendrán  la  bondad  de^ 
ejmitir,  como  otras  veces,  su  ilustrado  parecer.— Faakcisco  Founbs- 
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Contetíacbm.  . 

La  DireccioQ  de  la  Rivista  acepta  como  sifyo  el  dictamen  que 
precede,  tanto  relativamente  á  la  solución  que  propone  como  á  las 
luminosas  razones  eñ  que  se  funda. 

Los  Direetores  4e  U  ReTísi^. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO. 

DE  LOS  EHABLBGIHffiNTOS  PSNITffilíGlABiOS. 

DICTAMEN 

-emitido  pqr  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  endespe* 
diente  sobre  una  proposición  para  levantar  cuatro  grandes  esU'^ 
blecimientos  penales. . 

El  Ministro  Fiscal  ha  examinado  el  espediente  promovido  por 
D.  I.  V.  y  N.  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación  del  Reino,  en  el 
que  se  propone  levantar  cuatro  grandes  edificios  de  forma  panópti- 
ca para  todos  los  penados  y  utilizar  sus  servicios.  Tratándose  de 
un  asunto  de  tanta  gravedad  é  importancia  en  el  orden  mord ,  en 
^i  social,  en  el  penal,  en  el  económico  y  hasta  en  el  político  y  reli- 
gioso, ha  querido  S.  M.  oir  á  este  Tribunal  Supremo ,  que  con  su 
ilustración  y  celo  contribuirá  sin  duda  eficazmente  para  que  en  la 
Te^ohicion  se  consulten  todos  los  grandes  intereses  á  que  ha  do 
afectar  necesariamente. 

Conviene  ante  todo  hacer  la  indicación  necesaria  de  las  prómé-^ 
sas  de  D.  I.  y. ,  y  de  las  condiciones  que  im^ne,  porque  este  es 
el  punto  de  partida  del  espediente.  En  U  condición  primera  se  obli- 
ga á  erigir  los  cuatro  grandes  establecimientos  en  Tarragona,  Gair« 
tagena,  fttroí  y  Sevilla;  añadiendo  en  la  esposicion  á  S.  M.,  que 
»e  conformaría  con  otros  puntos  que  se  le  seSalcn.  Cada  uno  de  es- 
tos establecimientos,  que  serán  de  construcción  sólida ,  podrá  con* 
tener  hasta  dneo  mil  penados  con  incomunicación  absoluta  de  sexos 
y  hi  separación  necesaria  de  departamentos  para  el  exacto  cumpfí* 
niíeuto  de  lo  dispuesto  por  el  Código  penal  y  ley  de  prisiones.  Coma 
^bta9  de  utilidad  pública  se  ha  de  conceder  á  la  empresa  el  derecha 
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lie  espropiacioD  forzosa»  y  además  el  aprovecbamiento  de  montes  Y 
tanteras  de  la  propiedad  áé  Estado  en  io  qae  sea  necesario  para 

h  CQOSUUCCJÍOD.      , 

El  establecimiento  de  Tarragona,  según  ía  c<mdjc¡on  segon4«^ 
ha  de  darse  concluido  en  el  terminote  tres  anos^ cantados  desde  el 
día  en  que  por  la  autoridad  se  coloque  la  primera  piedra ,  i  no  ser 
que-aIgñii<a90''fbr€Éito  lo  impidiere.  Este  edificio  ba  de  ser  el  mo- 
delo, y  después  de  su  aprobación  han  de  levantarse  los  tres  restan- 
les,  que  no  mediando  tampoco  caso  fortuito  ban  de  quedar  conclui- 
dos á  los  cinQQa$06-  - 

La  condición  tercera  quiere  que  al  empresario  se  facilite  el  nú- 
mero de  penados  útiles  para  la  albaSilería,  carpintería,  peoneria  y 
demás  qqe.pida,  sieadg^  4e  «u  cuenta  la  mánuteneion  y  las  gratifi- 
caciones que  le  parezca  regular  darles  sin  participación  alguna  del 
Cobiemo. 

Diceseen  la  condición  cuarta,  que  el  Gobierno  dispondrá  qoe 
-Mdos  los  penados  de  ambos  seso»  con  presidio  mayor,  menor  6  cor- 
reccional ,  prisión  mayor  ó  correccional ,  y  rednstoa  perpétna  é 
temporal «  ai$i  comiólos  llams^Ios  de  ACricaypettnsoiam,  según 
f^\  derecho  antiguo ,  ingresen  euiíno  de  ios  cuatro  eslaUecíoiiet-^ 
^,  ios  condenados  á  cadena  temporal  ó  perpetua  j^odc^  entrar 
por  gjracia  de  S.  M.  por  tres  meses  en  clase  de  prueba,  y  s^gnír 
4espues  si  hubieren  dado  muestras  de  sincero  arrepentimiento.  Las 
previstas  de  comisario  pasadas  por  el  Gobiemaüeréji  intervenidas 
,  por  los  subdelegados  del  concesionario. 

Obligase  el  empresario  en  la  concesión  quinta  á  suministrar  á 
.  los  penados  manutención^  vestuario,  asistencia  en  las  enfermería^ 
y  todo  lo  relativo  á  la  parte  material ,  como  lo  baoe  hoy  el  Gobter- 
|tQ,  y  á  gratificarlos  según  su  trabajo,  llevando  cuenta  individual 
,  de  esto ,  que  recibirán  los  penados  al  cumplir  sus  ooodanas;  y  en 
la  sesta,  se  pacta  que  se  les  dará  educapioumora),  civil  y  «eÚ§i«sa 
jpr9porciooada  ¿  la  condición  de  cada  uno. 

Según  la  condición  sétima  ^  el  empresario  se  cMigt  i  salisfiMer 
jk>s  sueldos  de  los  empleado?  dfj  Gobierno  para  cQnMrrar  la  disci^ 
plína  y  responsabilidad  personal  dorante  la  condena  de  qada  pena-- 
do.  En  cada  es^blecímíento  debe  haber  un  comandaate^eoD.i8,000 
véales,  un  ayudante  con  6,000,  un  capataz  escrjU)idiUe,.y  otie  de 
brigada  para  c^a  doscientos  penados  conel  soQldade  3,000  rs.,  y 
«n  el  departamento  de  mujeres  xm  io^ecto^  tm  3WH»»jf  .V 
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^^«rtero  con  4^800;  Ktbrá  además  ea  cada  estableciiMento  (matfo 
tapeHanes  y  cuatro  médico-cnrajanos.  Todos  egtos  empleados,  9^-- 
í^an  la  cotidieion  octara,  deben  ser  nombriúlos  por  el  Gobierno  á 
pro|Mfe8la  en  terna  hecte  por  el  empresario. 

La  condición  notena  establece  que  ei  concesionario  disponga  h 
ocopaeion  de  ios  penados  según  sn  cTftse  y  voluntad ,  destinándolos 
ya'eá  los  laHeres,  Con  arregfo  á  la  inclrnacion  de  cada  uno«  ya  en 
tahuas  pdblieas  que  él  emprenda  por  cuenta  propia  ó  a^ena,  facili- 
tando al  efecto  el  Gobierno  la  escolta  necesaria.  ABádese  que  nin* 
gtenm  será  ocupado  á  no  ser  voluntariamente  en  trabajo  que  no  le 
eetresponda»  y  que^e  dará  á  los  inútiles  trabajo  análogo  á  su  esta- 
co, para  que,  al  salir,  puedan  con  mas  bcilidad  atender  á  su  sub- 
sistencia. Las  horas  y  condiciones  del  trabajo ,  y  cuanto  se  refiera 
al  inoda  de'  vivir  de  los  penados  será  objeto  de  un  reglamento  in- 
ferior, sobre  el  cual  deberá  recaer  la  aprobación  del  Gobierno. 

Pijaose  en  la  condición  décima  algunas  precauciones  para  no 
perjudicar  el  trabajo  libre.  Reducense  estas  á  que  se  manufacturen 
principalmente  los  géneros  que  boy  se  importan  del  estranjero,  y 
que  fos  que  ya  se  fri)rican  en  los  establecimientos  penates  en  la 
actualidad,  si  siguen  manufacturándose,  se  den  un  diez  por  ciento 
menos  deY  precio  fijado  por  la  venta  á  tos  particulares ,  siempre 
que  los  perjudicados  nombren  una  comisión  que  se  baga  cargo  de 
fes  giéneros  elaborados. 

Debe  pasar,  en  conformidad  de  la  condición  undécima,  al  con- 
cesionario la  propiedad  de  los  edificios  ocupados  en  la  actualidad 
por  los  penados  de  ambos  sexos,  la  maquinaria,  muebles,  enseres, 
efectos  y  vestuario  etistenles,  á  medida  qne  pasen  los  rematados  i 
lot  nuevos  establecimientos.  Se  volverán  al  clero  los  edificios  que 
le  han  peHenecido,  pero  en  la  inteligencia  de  que  se  restituirán  al 
eoncesíonario  siempre  que  el  Gobierno  se  apodere  de  ellos  y  el 
nfelero  no  pvdiere  poseerios. 

Resérvase  el  empresario  en  la  condición  duodécima  hacer  las 
tseiofas  y  modificitciones  que  recomiende  la  espertencia^  éñ  favor 
^  kwpenadioB  y  de  las  industrias,  previa  la  aprobación  del  Go- 
"Metno. 

'  HSrla  eottAéion  décimate^cera  fíjase  en  99  aios  la  dtiradon  del 
'CcMiIralo.  GOttenzacá  i  correr  el  término  desde  el  dia  en  que  qde« 
lieireoMpleíaniettte  plameados  los  nuevos  estaMecimientos.  Duráínte 
«ta^eitsicmda'M  eot^ato  no  reoíbirt  el  Gobíe^o  retribución  algm^ 
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na;  p^ro  concluido  el  plazo ,  quedará  el  Estado  dueio  denlos  6(fi&- 
cios  y  maqpiioaría ,  mobiliario ,  veaiaario  y  eíeptas  existeoles  en  el 
jiuen  uso.en  que  estén-  Esceptúanse  solo  los.g^eros  elaboiados  y 
primeras  materias.  T  según  la  condición  siguiente,  si  el  Gobierno 
j^e^olviese  dar  en  arrendamiento  los  establecimientos ,  los  derecbo- 
habientes  del  concesionario  seirán  preferidos  en^igualdad  de  precio. 

Poij^  último  en  la  condición  décimaquinta  se  pacta  que  ba  jde 
autorizarse  al  concesionario  á  formar  una  sociedad  anónima,  para 
llevar  á  efecto  el  pensamienio. 

Acerca  de  ,este  punto  oyó  el  Gobierno  á  la  Dirección  de  pi^- 
dios,  al  Consejó  Real  y  á  la  Academia  de  San  Fernando.  No  consta 
en  el  espediente  el  dictamen  de  la  Dirección  de  presidios;  el  de  la 
Academia  se  limita  en  su  mayor  parte ,  como  debe,  á  las  condicio- 
]ies  de  los  edificios ;  el  del  Consejo  Real  es  desfavorable  al  cyooipre- 
sarío,  si  bien  hay  un  voto  particular  suscrito  por  cinco  consejeros 
que  creen  aceptable  el  proyecto  con  ciertas  modificaciones. 

AI  primer  golpe  de  vista  cautiva  la  atenci(m  y  predispone  A  su 
favor  la  realización  de  un  pensamiento  que  se  presenta  como,  de 
ejecución  fácil  y  de  fecundas  y  útiles  consecuencias.  La  descrip- 
ción de  nuestros  establecimientos  penales ,  la  enumeración  de  los 
capitales,  vicios  de  que  adolecen,  la  imposibilidad  de  inirodacir  un 
sistema  peoitencíairio  sin  una  reforma  radical  en  los  edificios  y  en 
cuanto  á  ellos  se  refiere,  la  conocida  verdad  de  que  están  l^os  de 
corresponder  á  los  fines  que  se  propone  la  ley  penal,  son  puntos 
que  siempre  que  se  tocan,  escitan  la  sensibilidad  de  las-aln^s  ge- 
nerosas, y  que  dan  lugar  á  que  se  levanten  clamores,  que  por  des- 
gracia no  han  llegado  nunca  á  producir  todo  el  efecto  que  es  apete- 
cible. En  tal  estado  ,  el  que  tiene  bastante  resolución  para  propo- 
ner un  remedio  completo,  el  que  ofrece  levantar  grandes  edificicios, 
proporcionarse  para  ello  un  capital  de  doscientos  millones,  morattr 
zar  á  los  penados,  hacerlos  miembros  úlUes.á  1^  soc^iedad^  introdo* 
cir  industrias  nuevas,  economizan  una  suma  considerable  enelpre* 
.supuesto,  y  elevar  á  nuestra  patria  en  el  régimí^  penal  á  nna  altu- 
ra áqne  pocas  naciones  ó  ninguna  basta  ahora  han  podido  asfín^y 
escita  á  su  favor  las  simpatías  de  los  hombres  de  gob¡erno,.4^lDs 
q^e  encanepidos  en  la  ma^ratura  y  ei^  el  {orod^eanfooi^rdor 
)a  reforma  de  nuestros  establecimientos  pen«^es,  y  4e^fti|ant09.  ^^hwi 
la  humanidad  y  se  conduelen  del  funesto  atrafo  en  qiiaa9s,>ballar 
inos  en  uno  de  jos  puntos  mas  Jmportantes-ei^^  órdfn  ^^fjiigiQsa^ 
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poliitca»  socM-é  iQdostij^.'Pera  no  bastid  exmuiiar  la  oue^km  |Mir 
uD  solo  lado;  es  menester  estadÍAcla  bajo  todOfr^us^peclM,  y  esto 
es  lo  qae  prooiirará  hacer  este  Ifimsterio,  bacíéAéose  careo  al 
efecto  de  diferentes  ciMistjoneSy'Si  bien  con  la  breYedad  que  rcJtat- 
míenda  la  ilusUracioo  de  V«  k^qw  bace, innecesarias  largas  espla- 
nacíonet. 

i/ cvtsrvm.^lEs  oportuna  la  propuesta? 

£1  Cédigo  penal  bace  pocos  nos  qae  es  Jey  del  fielado.  Sn  ca^- 
rácter,  siii  embargo,  no  ei^  atan  el  de  leypennasente.  Ha  pasado 
con  macho  esceso  eltéroMo  de  los  tres  aios  en  que  el  Oobierno» 
cumpliendo  con  la  ley  de  9  de.  marzo  de  1A48,  debía  proponer  las 
reformas,  é  mejoras^iue  en  él  óeof  endria  hacer.  El  Real  decreto  de 
1/  de  odubre  de  este  ai»  hace  esperar  que  sean  próximas.  En  el 
di$t,  pues  y  que  el  Gsobíemo,  ett  virtud  de  este  deber  indecKnable, 
preseirte  la  refema,  ee  d»  ciear  ^que  tabfk  grandes  y  notables  cam- 
bios en  todo  el  sisteoia  depenas,  y  eapecialm«ite  en  las  que  se  re- 
fieren á  la  priy«5ion  deJbeitod  con,  h  am  trabajo.  Este  cambió  no 
puede  menos  de  afectar  i  losipeoyectpsque  como  el  propuesto  por 
D.  I.  V.,  deben  tener  por  guia  la  mayor  6  menor  intensión  delí» 
penas,  el  número  de  penados  y  las  bases  del  sistema  penal  que  se 
adopte. 

T  el  Fiscal  tiene  la  convicción  intima  de  que  no  puede  menos 
de  esperimentar  considerables  reforsuas  la  parte  del  Código  que  se 
refiere  á  las  penas  que  han  de  sufrirse  en  los  establecimienlos  pá-  . 
blicos.  Desde  el  mpmeato  en  que  una  CoqMmcion  ilustre  demostró 
al  Gobierno  que  sin  temar  en  cuenta  la  pena  de  arrestomenor  se 
necesitaban  para  la  ejecución  del  Código  en  España  2|144.estable- 
cimientos  penales,  y  que  este  dictamen  vio  la  luz  pública,  quedó 
demostrado  por  lo  que  al  parti(^ar  hace ,  la  necesidad  de  la  refer- 
ida del  Código.  No  hay  uno  solo  que.  crea*  que  semejante  sistema  es 
realizable  en  la  práctica,,  y  las  leyes  se  escriben  para  su  ejecución, 
no  para  que  queden  en  el  estreno  ckcatq^e  teorías  ma^  ó  menas 
bieii  imaginabas. 

Si  el  Códigp  penal ,  después  de.refermado ,  siguiera  ordenando 
que  en  cada  cabesa  de  partido  haya  una  casa  destinada  á  ams- 
to  mayor,  en  cada  capilal  de  provincia  un  presidio  correccional,  en 
cada  población  resi^nci^  de  Audien^  un  presidio  menor ,  que  el 
p^dio  mayor  se  coiaipla  eü  ^  F^aíQMilaf  en  las  Baleares  y .  Ca- 
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«S^oat  Dañera  4e  «sUMeeitfMMe  qw  pera  1w  fr^ 
tlitttaies  peifilawi  7  tttftpdwJes  de  mdivim&ii  la  Peofasiita,  Isfars 
-liieamB  y'. Canaria»  /<^iie  ia  leadena*  temporal  se  tnmpla  en  los  ar- 
-ieaaies  de  ünariiia  ^  m  obNi»'de  foréifioaoion ,  «amhkos  y  canales 
dentro  de  la  Península  é  islas  adyacentes,  y  la  cadena  perpéfoa  ea 
África,  Canarias  ó  Ultramar,  y  quor  sean  diferentes  Jos  estableci- 
mientos de  penalidad  para  hombres  y  mujeres  ¿podrá  ser  aceptable 
^  prayecAo  presentado  «n  qme  stéo-se^tiaila  de  la  creaeton  de  coa- 
ftro  graides  ealaUeoiiníaaofr  penalesf  6i%l  Código  relbrmario  r^- 
oanaoiese  oomoel  adaal  <{««  no  se^pMde  teponer  et  ttabajo  á  al- 
fnnoa  de  ios  iiMdOffOi  lapeaa;  de  pritacian  de  Ifteriad,  ;podfá 
Mstenevaa  que  estos  vayaa  &  e9lMecíariettlk>s  soslOHidosyor  «na 
ampresa  ouyo  oléete  principalfaattte  e»  «Iflíaarse  del  producto  de 
tiahaia  de  lasqtte-an  filos*  cumplen  ^aus*  •condenad  AiM  podrían 
jauU^iearse  pregontas  qie  damoüearatt  qoe  atties  de  ferformarae 
-el  Código  penal  no  es  oporutao  entvar  en  coiitMos  de  esta  magnn 
md,  CHitratos  que  dan  partuefuegadaa  ks  graTlMmas  coestfoaes 
ique  ftoeroa  del  óbíod  de  la  pésídidad  na  e^n  am  definíthramenip 
^resoallai  por  las  leyes. 

2/  CUESTIÓN.— ¿Es  compatible  la  propuesta  con  un  buen  $Utema  de 

nciíalidaff 

El  art.  07  leí  Código  penal  dispone,  que  los  sentenciados  á  cá- 
rdena temporal  ó  t^et^péhia  no  puedan  sef  destinados  á  obras  de  par* 
'tioaiares ,  ni  á  las  fAbRotts  qtíe  se  ejecuten  por  empresas  á  cootra- 
^aas  oon  el  QoMerno.  TVo  Eligirá  el  ihtA  S  ¥.  K.  trayendo  á  la  roe- 
míoria1o& abusos  escandalosos  y  ios  a(Hos'de  tnfmmanidad  que  die* 
«ron  Ingafá  tan  jtisio  preceffto;  prdceptor  áj[teudidopor  cuantos  han 
tenido  ocasíoÉ  de  enterarse  de  la  conducta  bárbara  y  kmt  de  al- 
gunos ajentes  desalmados  de' onfpresaríos  quenoTeparabao  en 
buscar  lucro  torpea  la  sangit  y  en  la  miseria  de  los  rematados. 
Jévtn ,  m«y  jóraa  ora  el  Ffseál  'qM  (fener  la  Honra  de^abtar  hoy 
á  V.  A.  cuando  empezó  á  ejercer  la  judicatura,  y  jñflás  ^Itorraran 
«de  su  memoria  I4s  llantos  dé  madres  y  eispoñts  que  pfitténció  ea- 
-tonees ,  pidiendo '  por  grattiá  qae  se^'iíestíaaní  ^las  peleonas ,  ^ler 
qruion  tanto  se  interesaban^  á  lo^  pfeéiüostfe  fclHeat^pr«fettntía 
>á  los  paninsolares.  Preferian  la  penaMtf(>r<  hf  Éettor/^QVqne  esta  ^ 
•anTria  enel canal  de^astíHa, y  a)  canal de€a^!l<^v{MDr%eiiB|fMr 
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so/XMídena;  ibaAiO«8i  toto  4  morir,  j  4  morir  lentaycmAmoitfe;)» 
j^vAriciase  había  ^ol^cepaerto^  la  tey  ^  y.hab¡a  coomittado  feraw^i^ 
)ii^  I^a,  No:  donde  la  UsMMria  xoiUettfMráaea  kos  reeueida  tantos 
^«90^ peceño  e# ser  muy  cauto^anles  de  iu  hi^ar  á  otros  mayo- 
j;^^  No  es  jtuiOrAO^  es  pradealeabaadooar  ladireGaon  y  los  trabáis 
jos  4^1ofr;p6nado(.al  ioterés  partipalar  que  lüsea  sobre  lodo  la  ga- 
jmci%9  y  4iie  ^o  repaga  fcecu^Miemeot^  ealos  0^oém  de  adquirir- 
Ja*  Bú»queae  para  ia  dirección  es(clusiva  de  ios  «staUeoioúeaUs  pa- 
jadas boo^bDes  de  costumbres  aiisteraa»  deeoteiesadeciafáotet»  de 
^Btimieatos.bumiMios,  de  probidad  y  de  attecedeotea  muy  depura- 
dos, y  aléjese  á  lo^  espaouladoreat  qno  poeasveees  «oncondacídoB 
jkor  miras  del  bien  púbHeOf  Lo  qoo  el.Códígo  ^  obadeeieado  á  lo^ 
bu^Qoa  priacipioa  dice  de  las  pauaa  de  ca4a»a^  es^  par  analogía 
apliqahle  4  ,toda8,las /dem4## 

.    Ni  es  sqlp  de.Aeov^  ia  ag^rapipQ.mmodQnida'd^ilae  pcmas:  airo 
^igroopu£«^o.bay  oa  seatir^el  Fisoalé  &»te  eoi  q/m  U.alilidad 
j|iie4lé  á  la  empuesa  algua  peMdo,  las  ^Mumeias  ique  pueda  pro- 
4ucirle,  sirvan  de  motivo  para  q«e  so  oondioiaa  no  sea  la  que  4  m 
jH^iado  coirTesponde*. Si  debe etiiarpeealoa  «labledmmutos  pena- 
les, ese  rigor  escesivo  que  loaba  convertido  4  veoes  en  casas  de 
tormento,  también  debe  evitarse  con  esmero  que  h  situación  del 
.penfdo^ea  mejor,  y  mas  halagüeña  queda  det  hombre  de  igual  con- 
rdjcion  4ue m  ba  delinquido.  .Necesario-et  no  perder  nunoa  de  viste 
jque  elipriacipat  objeto  de  las  ponas  erlaespíaoioa  justa  de  les  de* 
Utos  y  el  aviso  continuo  que  detiene  en  sfteamíno  4  los  delincoe»- 
Jes,  que  k^.  ateua  cuando  concierian  eleAímen,  los  sigue  á  todas 
partes  y  hace  muchas  veeea^pie  des4ita«de  nus  proyectos,  y  que  al 
.lado  de  este  objeto  esiti  el  ide  la  retema  nioral  del  ddiaooente,  re- 
Jorwque  se  AvÁ<»e  mal  con  la^  lenidad  y  la  oohideBoeideacsa  que 
determinados  servicios  iraeríM  ea^sígo  m^  sistema^quese  pro-* 
pone. 

Podo  b#ylambien  oteas  isazoMS  qiia  baooi  iaateiaible  la  pro- 
.iniosta,  tal  como  sepresenla.  No  crse>el'i|ne  suscribe  quedada  está- 
blecimÍMiA  fmal  deba*  tener  d^  gran /ntaerode<;incoi4tttt  delin- 
^míúm.  Sstia  lémcro  escesiva  solo  fuede^ar  reeoMadadopor  ia 
.^e^onomia..  Bl  buaüvéidea  >  da  te'  r  TlinhteriMiietttoa  fcy feehai»,  y  lo 
^recbaia  tambimí  la  reforma  mondiéerlotfienadosi^pmito» mas  aceo- 
¿dibles  sin  duda  que  la  misera  diferencia  que  puedetpmdiieir  eo^el 
cprasupufl^  le  graiHla  aglomcracipn  4e  pe«idas.  Sa .  oooaq^  áel 
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qae  8iifieribe/'á  lo  sumo  debería  teher  cada  esiaMééímieáto  mil  reos 
^ufKendo  sus  <;0AdeDas,  y  esteoúmero  pecará  quizá  por  escesíTo: 
Ni  es  aceptable  kt  reunión  de  hombres  y  mujeres  en  im 
mismo  estaUeeimiento  penal.  A  este  propósito  dirá  el  Fiscal  Ib 
qne  manifestó  la  Corporación  á<[tte  antes  hizo  referencia,  en  el  la- 
minoso itfforme  qoe  di¿  isóbre  et  Código  penal.  «La  separación  ab^ 
soluta  de  establecimientos  de  personas  de  ambos  sexos  es  una  necef- 
sidady  pforque  aío'bay  división,  portigurosa  qne  sea,  dentro  de  na 
*establteiaiiento,  no  hay  paredes  tan  altas  y  espesas  qne  contenga^ 
la  imaginación  de  los  qoe  sufren;  están  aislados  muchas  horas,  y 
saben  queá  sn  Mío  hay  otras  personas  de  organización  diferentes, 
sujetas  á  la  misma  pena;  de  lo  qne  nacen  desórdenes  espantosos 
<[ue  influyen  en  la  sttMy  en  la  moÉalidad  de  los  reclusos.»  Por  otra 
parte,  poco  se  adelantaría  con  la  separación  As  sexos  dentroilel  mis- 
mo establecimiento,  sí  la  administración  fuera  como  debia  ser,  di* 
4érente,  porqnie  no  pr()dhciria  este  mal  sistetna  muchas  economías. 
Y  de  notar  es,  que  loa  condenados  á  cadena  temporal  y  perpe- 
tua, según  está  redactado  el  proyecto,  no  pueden  tener  lugar  en  los 
^tablecimientos  propuestos,  y  por  lo  tanto,  no  logrará  el  Gobterao 
•dispensarse  de  tener  otros  establecimientos  en  que  se  estítigan  es- 
tas penas.  Lo  que  dice  la  condición  cuarta  de  que  los  condenados  á 
cadena  temporal  ó  perpetua,  puedan  entrar  por  gracia  de  S.  M.por 
tres  meses  en  dase  de  prueba  y  seguir  después,  si  hubieren  dado 
muestras  dé  sincero  arrepentimiento,  es  cambiar  la  penalidad  smf- 
lituyendo  al  castigo  de  la  ley  otro  castigo  mas  snaye,  y  es  casi 
•coaverür  en  regla  general  la  conmutadon  de  las  penas,  que  soto 
debe  acordarse  como  los  demás  inddios  en  los  casos  en  que  las  cir< 
cunstaactas  especiales  delerimen  ó  del  criminal  hagan  á  este  dig- 
no de  la  gracia.  Hacer  lo  <|ae  ae^propone,  es  ponerse  encontnulio- 

•  «ion  con  los. principios  qne  recomiendan  la  prerogativa  real  de  ha- 
£er  gracia  á  los  delincuentes.  ^ 

Ni  es  menos  espaesto  á  losfineode  todo  buen  efeletna  de  pena- 
lidad esa  igualdad  de  ceodleion  entfe  k»  penados,  asa^a  que  qma- 
ra  la  causa  de  su  castigo,  yla  pena  á  que  se  baüea  condenados. 
En  el  proyecto  se  ignabúi  del  *  todo  en  la  penaKdéá  el  condenado  á 
cadena,  si  se  halla  por  gnaeia  dentro  del  establedoriénto,  con  los 
reclusos  perpetua  ó  temporalmente,  con  los  que^suGpeélas  penas  de 
presidio  mayor,  menor  é  oorrevoionai,  con  las  condenadora  príttin 

ida  cwlqniera  de  lasitrea  clases»  y  por  uto»;  cot  los^eondeiHMhK 
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«m(^  de  la  .pablicacioa.  del  Código  penal,  á  los  presidios  de  África  y 
á  los  p^amsalares.  Coa  solo  decir  esto,  se  vé  que  desaparece  este  ór - 
dei^  gradual  sucesivo  de  pena^  que  los  principios  de  la  cíeacja  rece- 
mi^daa.  Todos  los  condenados  sin  distinción  deben,  según  el  pro- 
yecto, trabajar  según  su  clase  y  voluntad,  destinándolos  yá  en  los 
talleres,  con  arreglo  á  la  inclinación  de  cada  ano,  ya  en  las  obras 
pilbücas  que  emprenda  el  contratista  por  cuenta  propia  ó  ajena: 
todos  deben  ser,  gratificados  propprcionaiment^  áBu  trabajo:  de 
modo  que  desaparece,  en  esto  la.  gradoacioa  que  hacen  tas  leyes 
castigando  con  la. pérdida  dcila  libertad  &  unos  sjn  imposición  nin- 
guxMíde  trabajo,  á  otros  con  trabajo  dentro  del. establecimiento,  á  i 
otros  con  trabajo  fuera  del  establecimiento,  á  unos  dejándoles  uiili* . 
dad  de  suirabajay  cediendo  todo,  el  de  otros  en  beneficio,  del  Es^- 
d4..Tal  nivelación  de  penas  lucha  con  los  buenos  principios  del  de- 
recho p^nal» 

5.*  CUESTIÓN.— ¿Caíe  la  propuesta  dentro  M' Código  penaU 

Debe  tenerse  en  cuenta^  ai  examinar  esta  cuestión,  que  los  con-^ 
denados  &  cadenas  temporal  y  perpetua  no  han  de  entrar  en  los  es- 
taUecimientos  penales,  &  no*  ser  porgraeia  de  S.  M.  Aestoes^ 
consiguienle  que  io&  estabieoimiVntos  son  para  los  condenados.á 
las  penas  de  qae  se  hace  mención  en  el  proyecto,  y  solo  para  los  de 
cadena,  coando  su  condición  se  asiúiilá  á  la  de  los  otros  penados. 
Esto  supuesto»  limitándose  el  Código  á  imponer  la  pena  de  trabajos 
públicos  á  los  que  como  castigo  de  grandes  delitos  han  de  arrastrar 
la  cadena,  ¿es  licito  llevar  alas  obras  públicas  ó  particulares  que  la 
empresa  contrate  á  los  que  fueron  sentenciados  ó  ano  trabajar,  ó  á. 
trjEi^ajar  solo  dentro  de  un  establecinúenlo  penal?  ¿Se  ha  considera- 
do al  proponer  esto,  la  vergüenza  continua  á  que  se  sujeta  al  que 
con  el  uniforme  de  presidiario,  con  un  grillete  á  las  píes,  dirigido 
por  cabos  de  vara,  y  rodeado  de  soldados,  está  trabajando  á  la  vis- 
ta del  público;  y  es  ya  ofageto  de  escarnio,  ya  de  compasión  á  los  que 
lo  miran?  ¿Se  ha  calculado  cuanto, deben  escatimarse,  yaque  exis- 
tan las  penas  que  destruyen  el  sentimiento  de  la  vergüenza,  endu<» 
recen  mas  y  masa  los  criminales,  y  les  hacen  mirar  con  tedio  y 
horror  á  la  sociedad  que  los  pone  á  la  mofa  de  sus  conciudadanos? 
,  Pero  no  es  solo  esto :  el  Código  penal  fija  los  puntos  en  que  han 
de  existir  los  establecimientos  penales  con  mejor  ó  peor  acierto^ 
cuestión  que  no  debe  ahora  examinarse,  establece  los  puntos  donde 
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ddben  sutrffte  las  penas  ite  recAníon  tempomt  y  perpétaft ,  Idi^dé  * 
presidio  y  las  de  prisroft.  Este  es  todo  un  sistema :  el  mayor  ó  me- 
nor alejamíeato  dei  deliacüente  det  miio  en  qoe  deHnqaió ,  es  lá 
base  en  que  se  fubda :  1á  ereceion  dé  caatro  grandésr  establecnmen- 
tos  se  opoike  direef^metífe  á  esa  escaEa  gradital. 

Mudto  mas  ^e  opone  á  éllá  lá  aglomeración  de  todos  los  pena* 
dos «  á  pesftr  de  la  áfferenda:  de  sns  condenas  en  unos  mismos  esta- 
btoc¡mienio9,  y  la  remnneracion  que  todos  ban  de  Tecibir  per  su 
trabajo.  El  proyecto  echa  por  tieita  todas  las  escafas ;  m  lagar  de 
la  prolija  enameracion  de  las  peaas  del  Gtfdi^,  esiablece  ona  pemc 
áfrica  y  general ,  que  por  lo  que  hace  ál  snfilmiento  de  (os  penados, 
es^  igual  en  todos ,  lo  mismo  para  el  recluso  perpetuamente ,  que  ' 
para  el  que  esté  sentenciado  por  siete  meses  á  prtsioü  correccional' 
les  inpone  á  todos  trabajo  forzoso,  y  á  Codos  los  baee  participsntes 
de  las  ganancias  que  proporciona.  No  es  esto  lo  que  quiere  el  OS* 
digo :  no  cabe,  pu^s ,.  dentro  de  eu  si&tema. 

No  permite  la  ley  estas  alteraciones :  el  art.  87  del  Código  pe« 
nal  dice:  c  Tampoco  puedé  ser  ejecttti^  pena  alguna  en^otraf  Arma 
«que  la  prescrita  por  la  ley,  ni  eon  otras* eirconstaneias  ó  ñceüM^ 
»tes  que  l6s  espresades en  stt  testo:»  El  CMígn  peUál;  pttes ,  eoftt*  ' 
dona  la-  proposictoá  que  se  ha  a ujetade  al  eximen  dé  Y .  Á. 

4>  GUBSTioN.— (£{  tiempa  propu^ita  m  d  amífpato  ea  advfUsikUf 

La  ciencia  del  derecho  en  ninguna  de  su^  partes  es  tan  progí^- 
sita  como  en  la  pensil  t  Al  mismo  tiempa  que  los  principios  sobre  que 
descansa  el  derecho  civil  están  firmemente  asentados ,  y  pnede^ 
decirse  que  estacionarios  desde  el  tercer  siglo  de  la  era  cristiana» 
eh  derecho  penal  ha  tenido  notables  adelantos ,  especialmeoílt  tt 
^e  siglo.  Las  naciones  que  se  precian  de  mas  adelantadas  han  dado 
grandes  pasos  en  el  sentido  de  la  reforma  de  los  establecimientos^ 
penales  en  los  últimos  anos,  y  han  procurado  á  costa  de  grandes  sa- 
crificios mejorar  la  condición  moral  y  religiosa  de  los  penados.  To- 
davía esti  por  resolver  el  problema  de  cuál  es  el  sistema  preferible. 
I  esto  es  muy  interesaínte  cuando  se  trata  fie  erigir  desde  los  cimien-^ 
tos,  nuevos  establecimientos  penales ,  porque  cada  sistema  exige  su 
forma  especial  de  construcción.  Pero  aun  suponiendo  que  entre  los' 
sistemas  conocidos  se  elídese  el  mejor,  ¿es  prudente  que  el  Estado 
se  obligue  á  renunciar  nada  menos  que  por  un  siglo  á  todos  los 
iMWaiítos,  á  todas  1^  mejoras  de  uu  ramo  que  puede  decir  qw 
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thiá  e»  la  ofiaa  dB  sb  dtsenyolYioúmto  7  i  E»  priideBle  «oadMít  & 
la»  geimacíoocs  que  vienen  á  q«e  Bcípnediaperfeceionar  sa  nle^- 
nui  penal?  El  Fiscal  ne  lo  cvt»j 

En  oUas  amebas  eoasideiacieiies  podrii*  caniar  eiit.MiiiatiUio; , 
pero  ea  elte  le  ha  piecedMe  el  Con0€^  Real,  y  oittiaaMifte  bmí'. 
eran  de  sa  cQqppetencia  que  de  la  4e  V.  A;  Talee  sea^  qae  el  re*^ 
curso  de  rescisión  es  ilaeorio  paratel  fiobíemo » qisena  debemadi*  • 
ñutirse  laía<^4ad  de  tantaar  q«e  se  reseo^  4  los  dececbe^b^ea^ 
tes  del  concesionaciot  ftte«lUul  gntndeflMiledaKesa.paca^l  Estodo» 
qne  es  mala  IaA»iocacionqi|(afaqtiief^daf:iÍDetsiaWeeioiiei^ 
penales ,  y  que  podría  fomentar  el  contrabando :  tampoco  ealfirá 
á.examinar  la  cuestión-  bajo  saaq^lo»  eaoBMoo»  T4Kto  esta  lo 
hi9o  oportunamente  i  y  biaat  oh  Consto  AmI  ,  y  el  Fiaeal  hao»M' 
estos  puntos  suyo  el  dietámen  emitido  pac  tan  distiD§tiMlo  oaeipov    * 

Tampoco  antcatá  en  el  ojíbmbi  40.  loa^  pianos ;  aufue  prqiM^ , 
alarte  a^uitecliníco  i  podii»  el  Fiscal  emitir  sUidíeÜmen  >  \^  da » 
Jaqiie  ha  visto  en  los  mas  célebres  estaUbcnaiealos  de  las  Meio<> 
nes  estmaieras»  ai  meAoa  en  bb  pafta^qBeee  refiee»  al  aíatemd^^  ^ 
fiak  Peno  eomo  naoreía  aaepublo  el  {raasamíeato  pcopnesüa^  noiée*» 
be  entiaii  en  olraa  eapUcamoaos^y  oeo  tasOí  bmimoo,  enanto  ^aOf! 
estiuonido  aLespediente  eHafiorme  de  la  AcMttBsa  de  San  Keraaiir^* 
do,  que  especialmente  trata  de  este  ponto,  para  el  que  sin  éudiat 
liene  mayor  competencia  que  .el  qnetsn^cribe. 

En  los  términos,  qne  quedan  indicados  puede  V.  A.  evacúas  el 
informe  pedido  ó  de  la  manera  que  crea  mas  acertada. 

Madrid  fí  de  octubre  de  i8S6. 

ütmez  4e  b  Sena» 


Eiy VKIAMIEKTO  CIVIL 

La  senttneia  de  remate  dictada  sin  haberse  opuestü  el  détríbr 
cUitd(yper9i)nahnente'é^arinedió  de  cédala,  íes  preciso  grte  s^pn- 
Mffue  en  el  Boletín  oficial  déla  prorincUt 

En  algunos  juzgados  se  hace  esta  publicación,  fundándose  en 
que,  habiéodose  acusado  la  rebeldía  que  previene  el  art.  961  de  la  { 
ley  de  EDJoioiamiento  civil,  los  autos  ejecutivos  se  han  seguido.eoQ. 
aquel  caricter ,.  y  por  consiguiente  debe  cumplirse  lo  dispuesto  ea 
eU190, 


Digitized  by 


Google 


3H  RlYlffBJÍ  JA  LlttHUODIfi 

/  fiiBdtros  vemos  eateasukilo  bija  otro  prisba.  Ba  j^rimer  kígir, 
lá  idistiiita  íadole  y  naCjuraleza  det  jiH<io  ejecutivo  y  el  ordiaario:  ea 
segundo,  la  diferente  tramitación  de  uBo  y  otro.  Ai  practicarse  It 
citación  dé  remite,  et>  ejecutado  lo  féé  ya  para  la  sentencia'  qfue 
después  babiá deproniuidaiise;  y  aun  cuando  té  haya  sido  acusada 
la  rebeldía,  no  puede  deducirse  de  eito  qu!e  los  autos  ban  de  seguir 
su.  curse  en  tal  sentido/  puesto  que  ya  no  queda  mas  trámite  que 
pronunciar  el  fallo  ceín  et  cual  se  termina  el  primer  período  del  jui- 
cio; rásón  por  la  cual  sin  dtKk  la  ley  no  ha  hecho  declaración  es- 
presa sobre  esiepartieular^  como  sutedeeu  el  juicio  ordinario^  ar- 
tícuíoMi. 

' '  La  petición  de  rebeMía  es  y  debe  considerarse  como  untrámite 
natttiril  pr6ximaiiKne4iaÍá  que  ha^  de  preceder  ¿  la  sentencia  de 
remate,  por  la  regla  general  de  que  enatontos  civiles  nada  pnede 
practicarse  de  oficio,  ni  sigttilicar  otra  cosa  que  eídeüdor  ha  dejado 
de  nliliBar  las  escepeiones  qné  la  ley  le  permite:  Bajo  este*  supues- 
to, nos  pérebe  qOe  no  debe  hacerse  la  publícaciea  en  el  fiotetfii 
ofieiaíi  y  que  la  práctica  masiadapiable  es  la  de  notificar  al  deudor 
la  sentencia  en  su  persona  ó  por  cédala  á  la  primera  díUgencia  en 
boscai— Bipero  que  los*  Sres:  Redactores  de  la  Rk^tk  se'  sirvan 
emitir  sii  ilustrada  opiníonf  acerca' del  caso  propne$to.-44iM>.  GÁit- 
LOS  MoirrEscfao. 

Contestación. 
La  opinión  que  precede  nos  parece  tan  atinada  y  justa,  que  bo 
tenemos  inconvenieate  en  considerarla  como  nuestra.  La  acusación 
de  una  rebeldía  y  el  auto  teniéndola  por  acusada,  cuando  está  pre- 
sente el  demandado  en  enjuicio,  no  hacen  que  el  procedimiento 
deba  continuarse  en  rebeldiiu  ui  la  letra  de  la  ley  dice  esto,  ni  po- 
dría ser  conforme  á  su  espíritu,  que  en  lugar  de  la  prosecución  del 
juicio  con  el  demandado,  se  entendiera  con  los  estrados,  ficción 
legal  que  iria  contra  la  verdad  suponiendo  rebelde  al  que  no  lo  es,. 
y.no  tendria  por  lo  tanto  términos  hábiles*  Agregúense  á  esto  los 
perjuicios  que  ocasionaría  al  demandante  esta  ficción/  oenvirtiendo^ 
asi  en  su  daño  lo  que  solo  para  su  beneficio  se  habia  introducido. 
Creemos,  pues,  con  el  consultante,  que  en  el  caso  propuesto  debe 
hacerse,  no  en  estrados,  no  por  el  Boletin  oficial j  sino  personal- 
mente ó  por  cédala  en  su  caso  la  notificación  al  ejecutado. 

Us  Directores  de  la  RevisU* 
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TITULO (í). 

DEL    BECUBS9    DE   CASACiOJI   (3). 

CAPITULO  L 

IDEA  GEHlftÁL  ACUKU  DE  MR  MCDHflO. 

El  recurso  de  casación,  tal  cual  se  halla  establecido  eu  España» 
es  una  institución  nueva  para  nosotros,  si  bien  venili  ya  anunciada 
en  cierto  modo  desde  las  reforúMs  judiciides  planteadas  en  la 
Constitución  de  1819,  y  mas  especialmente  desde  la  tey  ítleO  de^ 
octubre  de  aquel  mismo  afio;  Nuestro  antiguo  procediíAíento  auto^ 
rizaba  para  anular  las  ejecutorias  de  las  Ghaneilletlas  y  Andíen^' 
eiis,  los  recursos  de  injusticia  notoria  y  de  segunda  suplicación, 
que  ya  corresponden  á  la  parte  histárica  de  los  juicios;  pero  la  le« 

M    ■         II  II      II , 

(i)  Debatidas  las  ciestionM  deptiad^ios  aeerea  del  recurso  de  casara 
cien,  en  los  escritos  que  sucesivamente  hemos  ¡do  publicando  en  nuestra 
REtisTA,  faltaba  para  completar  esta  imporUnte  materia,  un  tratado  que 
se  limitaie  pora  y  esclusifamente  á  espticar  los  medios  de  aplieacíon  prae<* 
tica  de  la  ley  de  Eqjuicíamiepto  cítíI  en  esta  parte  de  nuestro  moderno 
procedimiento.  Tarea  tan  ardua  no  podía  confiarse  sino  á  persona  muy  au- 
torizada Y  competente;  y  en  ello  pensaban  los  Directores  de  la  Revista, 
cuando  el  digpo  Ministro  de]  Tribunal  Supremo  de  Joatida,  Excma  Señor 
D.  Manuel  Ortiz  de  Ziiñiga,  ha  tenido  la  bondad  de  facilitamos,  y  por  ello 
le.  estamos  altamente  reconocidos,  el  notable  trabuo  que  había  esento  para 
una  obra  suya,  tan  bien  conocida  como  apreciada  oel  público.  Así,  pues,  el 
título  Del  recurso  de  casación,  con  que  principia  esta  entrega  do  nuestra 
Revista,  es  un  fragmento  de  la  2/  edición,  no  publicada  aún,  de  la  obra 
titulada  Práctica  general  forense  é  Teoría  de  los  procedimientos  judi'' 
dales,  por  dicho  autor.— Los  Directores  de  la  Revista. 

(2)  varios  escritos  se  han  publicado  sobre  esta  importante  materia  des« 
de  la  promulgación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  ñero  merecen  espe** 
cial  mención  y  son  mas  dignos  de  estudio  el  Examen  ad  recurso  de  casar 
don  en  España  del  Sr.  Marqués  de  Gerona ,  presidente  que  fué  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  el  dictamen  del  Sr.  Seijas  Lo- 
zano, fiscal  del  mismo  Tribunal,  y  las  observadones  sobre  el  mismo  asunto 
del  Sr.  Manresa,  Secretario  de  Gobierno  (a).  Todos  ellos  difieren,  sin  em- 
bargo, del  objeto  del  presente  título,  limitado  pura  y  esclusivament^  á  es- 
plicur  los  medios  de  aplicación  práctica  de  la  ley  sin  entrar  en  cuestiones  de 
principios ,  á  que  tanto  se  presta  esta  materia,  porque  este  trabajo  es  ajeno 
de  nuestro  propósito. 

(a)  Pueden  TPree  todos  estos  eserítos  en  Ui  pigs*  345  4f  I  tono  XIU,  33S  del  UMBO  XV 
1 W  d«l  tomo  XVI  de  esta  Revista.— iVo/a  de  lot  Direttaret  déla  Ketista. 
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gislacíoQ  moderoa,  desviándose  del  sistema  de  aquellos,  ha  ¡otro- 
dacido  t  CQ  nuestro  concepto  con  ventaja  del  interés  público,  el  re- 
curso de  que  nos  vamos  á  ocupar  en  este  título. 

Prescíittiiendo  de  la  citada  ley  de  9;de  octubre  en  que  por  pri- 
mera vez  se  introdujo  uno  algo  análogo ,  se  echaron  los  cimientos 
de  esta  notable  innovación ,  en  el  de  nulidad  establecido  por  el 
Beal  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838 ,  y  abolido  ya  por  la  nue- 
va ley  de  Enjuiciamiento.  Encuéntrase  después  algo  mejor  delinea- 
do en  el  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1832,  aunque  limitado  á 
los  procesos  por  delitos  contra  la  Hacienda  pública.  Lo  vemos  lue- 
go mas  completamente  desenvuelto  respecto  á  los  negocios  civiles 
de  Ultramar,  en  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855 ;  y  por  úl- 
timo, la  espresada  ley  de  Enjuiciamiento,  i  pesar  de  algunos  luna- 
res fáciles  de  borrar ,  lo  ha  mejorado  en  cuanto  á  los  pleitos  de  la 
Península  é Islas  adyacentes;  siendo  de  sentir  que  no  se  haya  es- 
teUdido  todavía  á  las  cansas  criminales »  sino  solo  de  un  modo  im- 
perfecto, y  con  el  título  de  nulidad ,  en  cuanto  á  los  delitos  de  im- 
prenta. Hay  además  otros  recursos  análogos  en  los  pleitas  de  co- 
mercio ,  que  si  bien  se  denominan  de  injusticia  notoria ,  esiáa  casi 
ea  un  todo  equiparados  por  el  Real  decreto  de  12  de  enero  de  1859 
á  los  comunes  de  casación;  y  aun  puede  decirse  que  se  conoce  otro, 
sí  bien  anámalo  é  imperfecto ,  en  los  negocios  ordinarios  que  ter- 
minan en  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina  (1). 

Esta  diversidad  de  recursos  en  una  materia  en  que  tan  necesa- 
ria es  la  uniformidad  en  el  procedimiento,  si  se  ha  de  conseguir 


(1)  Gomo  el  recurso  de  casación  pro 
vas  dictadas  por  los  Tribunales  Superior 
miento  civil),  y  como  todos  los  jueces  j 
fuero,  que  no  tengan  ley  especial  para  s 
Jos  en  los  pleitos  y  ne/<oc¡os  civiles  de  qi 
Ij  misma  ley  de  Eojoiciamiento  (art.  i  4 
recursos  contraías  sentencias  de  vista  ó 
las  Salas  de  ministros  togados  del  Tribu 
debiera  conocer  el  primero  de  la  nación, 
la  Real  orden  de  12  de  marzo  de  1856, 
subordinarse  aquel  Tribunal  especial  á  I 
dispuso  que  el  recurso  de  casación  se  er 
se  por  él ,  aunque  por  diversos  ministi 
sentencia,  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
De  este  modo  se  ha  contrariado  la  índole 
estraordinarios,  que  deben  siempre  deci 
que  haya  unidad  de  doctrina  en  los  fallo 
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:^gana  unidad  eii  la  jaiíspraáeücia,  revela  cuáa  irregular  es  toda^ 
Tíá  en  España  una  iustítudou  que  bien  planteada ,  ^  auxiliada  de. 
los  elementos  necesarios,  pdede  producir  resultados  útilísimos. 

Los  antiguos  recursos  anteriores  al  de  nulidad  creado  en  {838; 
tenían  por  especial  y  í&nico  objeto  alzar  la  injusticia  causada  poc 
las  sentencias  de  los  Tribunales  Superiores ,  protegiendo  losdere- ' 
cbos  individúales,  pero  sin  tomar  en  cuenta  para  nada  el  interéa^ 
público,  ni  la  necesidad  de  fijar  la  inteligencia  de  la  ley,  ni  d^ 
•aclarar  su  sentido  oscuro,  ni  de  esplicar  las  antinomias  que  á  ve-* 
ees  suelen  encontrarse  en  una  legislación  tan  complicada,  ni  de 
uniformar  las  reglas  de  jurisprudencia  que  forman  parte  integrante 
del  derecho  y  que  constituyen  el  fin  principal  y  mas  importante 
•del  recurso  de  casación.      ^    . 

Las  sentencias  dictadas  en  los  de  injusticia  notoria  y  segunda 
suplicación,  ni  se  razonaban,  ni  se  piAlicaban,  ni  tenían  aplicación 
anas  que  al  punto  concreto  controvertido  en  el  juicio  de  que  traían 
origen;  pero  los  fallos  del  nuevo  recurso  de  que  nos  estamos  ocu«» 
pando  contienen  fundamentos  de  derecho,  fijan  doctrinas,  espUcan 
Ja  ley,  forman'reglas,  que  aunque  no  legislativas,  ni  obligatorias» 
son  de  grande  autoridad  para  los  Tribunales,  y  por  medio  de  su  pu- 
iblicidad  ofiéial  sirven  de  complemento  á  la  legislación  civil,  que  ni 
puede  ni  debe  ser  casuista,  ni  es  posible  prevea  y  resuelva  todos  los 
puntos  susceptibles  de  controversia.  En  suma,  el  recurso  de  casa-^ 
•clon ,  como  ha  dicho  oportunamente  un  distinguido  jurisconsulto  de, 
ios  que  concurrieron  á  formar  la  ley  de  Enjuiciamiento,  cno  es  una 
tercera  instancia.  El  Tribunal  Supremo  al  fallar  vá  á  decidir  una 
<:uest¡on  de  derecho,  vá  á  juzgar  si  se  ha  quebrantado  ía  ley  6  na 
por  un  Tribunal  Superior,  vá  á  cortar  en  su  raíz  las  malas  interpre* 
iaciones  de  la  ley,  que  por  ignorancia » por  error  ó  por  malicia  sa 
dan  en  un  pleito,  y  que  á  quedar  sin  correctivo,  podrían  citarse, 
después  como  precedentes  autorizados  generadores  de  jurispruden^ 
€ia,  vá  á  vigilar  por  último  por  la  genuina,  por  la  recta  aplicacioa 
déla  ley  escrita  ({).> 

Este  es  en  efecto  el  fin  principal  del  recurso  de  casación,  y  coi^> 
Tendría  que  siempre  se  tuviera  presente ,  para  no  confundirio  con 
una  nueva  instancia,  y  para  persuadirse  de  que  respecto  de  él  na 


(1)    El  Sr.  Gómez  de  la  Serna  en  sus  UoUvom  de  la  Uy  de  Enjuipia^ 
miento  civil. 
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se  poede  entrar  eA  la  calificación  de  la  sf^nfencia  qae  la  motiva^, 
bajo  el  concepto  de  su  justicia  ó  injusticia,  sino  solo  baje  la  oonsí-  , 
aeración  de  si  se  ha  ajustado  a  la  ley  en  el  buen  sentido  en  que  la - 
entiende  la  jurispirudencia. 

Dada  esta  breve  idea  de  diqho  recurso»  examinaréo^Qs  ea  Tos; 
4si£uieote3  capítulos: 

1.^    Cuái^do  es  admisible  con  arreglo  á  la  ley  y  á  la  juríspni^ 
^ncia  autorizada  por  el  Tribunal  Supdremo. 

2/    Los.  incidentes  relativos  á  su  aduMsion  ó  denegación. 

ZJ"    Sus  trámites  hasta  después  de  dictado  el  fallo. 

4.''    Los  recursos  que,  a^^que  admisibles,  no  deben  prevalecer*. . 

S.""   Los  que  puede  proponer  el  Ministerio  fiscal. 

CAPITULO  IL 

CUÁNDO  ES  AmnSIBLB  SL  RBCUBIO  »■  CÁSACIOIf. 

Para  que  sea  admisible  el  recurso  de  casación » son  indispensa^ 
bles  tres  requisitos: 

1.^    Que  la  sentencia  que  lo  i 

2,"    Que  se  cite  como  inrringi( 

Y  o.*    Que  se  propooga  en  e 

desde  el  siguiente  al  de  la  notific 

De  todos  estos  puntos  tratara 

mas  esencial  condición  para  qiie 

recurso  estraordinario ,  es  que 

contra  la  sentencia  que  lo  m( 

esta  dictada  por  un  Tribunal  Su 

pensable  de  definitiva,  pues  siei 

tecursó  de  súplica  para  ante  la  n 

do,  y  no  procede  por  lo  tanto  el 

Para  evitar  dudas  sobre  la  admis 

lo  que  se  entiende  por  sentencia 

que,  aun  cuando  haya  recaido  se 

término  al  juicio  y  haga  impo$il 

ciare  haber  ó  no  lugar  á  oir  á 

día  (2) ;  pero  á  pesar  de  esta  r^j  ^ 

(4)    Seoieneias  del  Tribanai  Suj^remo  de  S^2  de  octubre  de  4857,-  48  de 
febrero  de  1958  y  4  d^  marzo  4e  1859.      . 
(2)    ^rts.  1010  y  iOi  1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cirii. 
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de  ofrecer  dificultad  en  los  tribunales 
clase  ó  naturaleza  de  las  sentencias,  y  ] 
•6  denegación  del  recurso.  T  la  prueba 
nicíon  legal  de  las  palabras  sentencia  di 
tinguen  bien  en  abstracto  V  en  término 
TerdaderamenXe  esta  cualidad,  cuando  i 
de  casación  que  se  proponen  y  se  admi 
definitivas  las  sentencias ,  y  son  sin  ei 

inadmisibles,  por  ser  aquellas  en  realidad  mterlocutprias,  y  no  po- 
ner término  al  juicio.  Conveniente  será  por  lo  mismo,  que  se  fije  la. 
atención  en  las  varias  decisiones  que  á  este  propósito  se  han  dicta-* 
•do  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  pues  de  este  examen  pon- 
drán deducirse  provechosas  doctrinas,  que  sirvan  de  regla  y  evitea 
•dudas  sobre  esta  materia.  Las  providencias  dictadas  en  cualquier 
incidente  preparatorio  de  un  juicio,  no  pueden  calificarse  de  sen*^ 
tencías  definitivas,  porque  ni  terminan  la  cuestión  principal, ni  im-^ 
posibilitan  el  seguimiento  de  aquel  (1),  y  ya  hemos  dicho  que  6s 
siempre  indispensable  para  que  proceda  ef  recurso,  que  la  senten- 
cia que  lo  motiva  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  con- 
tinuación (2). 

Asi  es  que  la  providencia  en  que  se  deniega  ó  repele  la  admí^ 
¿ion  de  una  demanda,  solo  por  la  forma  indebida  en  que  se  ha  pró<- 
puesto ,  no  puede  dar  lugar  al  espresado  recurso ,  porque  ni  pon6 
término  al  juicio,  ni  impide  que,  presentándole  en  otra  forma,  6 
llenando  algunos  requisitos,  ó  bien  acreditando  no  ser  posible  cum-* 
pliT  con  tas  formalidades  exigidas,  se  abra  de  nuevo  el  pleito ,  y  sa 
ejercite  el  mismo  derecho.  Por  igual  razón  no  es  tampoco  admisi-* 
ble  el  recurso,  cuando  es  posible  reproducir  la  acción  deducida,  6 
teclamar  de  otro  modo  lo  que  antes  se  pidió  (Sí:  ni  contra  las  pro<^ 
videncias  dictadas  para  poner  en  seguridad  los  bienes  de  una  tes«^ 
itamentaría,  ó  denegando  la  entrega  de  autos  al  que  no  legitima  su 
j)ersonálídad ,  puesto  qué  no  recaen  sobre  definitiva ,  ái  sobre  ar- 
tículo qtíe  termine  el  juicio  é  impida  stt  continuación  (4). 


(1)  Sentencia  de  20  de  nayo  de  i857.  Bn  8eoli((o  análogo  están  dicta- 
das las  de  8  de  febrero  y  48  de  marzo  de  1858  y  las  da  i  i  y  26  de  junio  dd 
4860.     < 

(2)  Sentencia  de  i5  de  jonio  y  de  16  de  noviembre  de  1859. 

(3)  Sentencia  de  3  de  mayo  de  1860.  . 
i4)    Sentencia  de  11  de  mayo  de  1860. 
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De  las  seolencias  dictadas  sobre  los  incidentes  relatíTos  i  Iade«* 
t^hracion  de  ser  pobre  un  litigante,  para  disfrutar  el  beneBcio  qoe- 
la  ley  concede  á  esla  clase,  se  han  propuesto  muchos.reciirsos4e 
tasación,  creyéndose  que  deben  siempre  ser  reputadas  definitivas» 
jorque  ponen  término  á  aquel  juicio,  estoes,  al  seguido  sobra 
^  incidente  de  la  pobreza;  pero  en  estos  recursos  Jas  decisiones, 
^el  Tribunal  Supremo  han  distinguido,  y  resuelto  la  cuestión,  se- 
Igun  la  clase  de  declaración  contenida  en  el  fallo  reclamado.  Si  se. 
ha  concedido  en  él  el  beneficio  que  la  ley  otorga  á  los  pobres,  co- 
mo el  fallo  no  pone  fin  á  la  cuestión  principal  objeto  del  pleito,  ni 
kace  imposible  la  continuación  de  este,  se  ha  considerado  improce- 
dente con  arreglo  á  las  prescripciones  de  los  artículos  1010  y  lO^l 
^e  la  ley  de  Enjuiciamiento  (1);  pero  por  el  contrario,  cuando  Ui 
^sentencia  (leniega  el  beneficio  de  ser  declarado  pobre  un  litigante^ 
€omo  en  este  caso  cierra  en  cierto  modo  la  puerta  al  juicio,  é  im- 
posibilita su  continuación,  porque  priva  á  aquel  de  los  medios  de: 
«9Slener  su  defensa,  entonces  se  reputa  el  recurso  admisible  (¿)» 
^un  cuando  después  se  declare  por  motivos  fundados  no  haber  iu- 
jgar  á  él.  Sin  embargo,  sí  el  incidente  de  la  pobreza  se  ha  sosciCadcv 
len  la  segunda  instancia,  y  se  deniega  la  concesión  de  este  benefi^ 
t^io,  no  puede  interponerse  desde  luego  la  casación  contra  la  sen- 
tencia denegatoria,  sino  que  es  preciso  intentar  el  recurso  ordinaria 
^e  súplica  para  ante  la  misma  Audiencia,  y  solo  en  el  caso  de  confir-* 
marse  dicho  fallo,  procede  y  es  por  consiguiente  admisible  el  es- 
traordinario  de  casación  (3). 

En  los  incidentes  de  tercería,  aunque  provengan  de  unjuícia 
ejecutivo,  debe  también  admitirse,  si  la  sentencia  termina  aque* 
fia  cuestión  y  hace  imposible  que  continúe,  ya  declarando  el  domi- 
tAO ,  ya  el  derecho  preferente  de  lo  que  se  litigue ;  pero  no  cuanda 
lieja  medios  de  seguir  el  juicio ,  por  quedar  á  salvo  los  derechos 
tiue  se  disputan ,  como  por  ejemplo,  si  estando  pendiente  la  cues- 
Vion  sobre  preferencia  de  crédito  ,  se  manda  entregar  4  una  de  Jas 
partes  la  cosa  de  que  se  trata,  con  la  reserva  de  responder  del  re.- 
^ottado  de  la  misma  tercería,  porque  entonces  esta  adjudicación  ó 

(1)    Sentencias  de  i  .*  dd  octubre  de  1857  y  de  16  de  febrero,  10  de  mtr«- 
«»y3dem}»yode  iSeo. 

(2}    Sentencias  de  23  de  octubre  de  1857 ,  de  28  de  febrero  y  27  de  ju*-^ 
^¡0  de  1859  7  de  16  de  febrero,  10  de  marzo  y  3  de  miyo  de  1860. 
^  (3)    Sentencia  de  4  de  marzo  de  1859. 
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entrega,  ni  pone  término  al  juicio,  ni  dificulta  su  ulterior  curso ,  sí- 
no,  por  el  contrario,  deja  espedito  el  derecho  de  preferencia  que 
puedan  tener  los  terceros  interesados  á  la  misma  cosa  (1). 

Sobre  el  incidente  relativo  á  la  incontestacion  de  una  demanda, 
base  propuesto  también  alguna  vez  dicho  recurso ,  por  no  fijarse 
bien  la  consideración  sobre  los  verdaderos  efectos  de  la  sentencia 
contra  la  cual  se  ha  ejercido  este  remedio  estraordinario.  Asi  es, 
que  dirigido  á  combatir  una  sentencia  en  que  se  ha  admitido  la  es- 
cepcion  de  incontestacion ,  por  no  haber  justificado  el  actor  su  per- 
sonalidad ,  por  no  haberse  formulado  la  demanda  con  arreglo  á  la 
ley ,  7  porque  no  la  acompañaban  los  debidos  documentos ,  se  ha 
denegado  el  recurso  (i);  y  lo  mismo  ha  sucedido  cuando  se  ha  pro* 
puesto  éste  contra  sentencia  que  declara  no  haber  lugar  al  articulo 
de  incontestacion  (3) ,  fundándose  en  uno  y  otro  caso  el  Tribunal 
Supremo  en  que  las  citadas  sentencias  no  ponian  término  al  juicio, 
Ai  impedían  que  éste  continuase ,  puesto  que,  subsanados  los  es- 
presados defectos,  podia  aquel  proseguirse. 

Lo  mismo  vemos  respecto  á  los  fallos  en  que  se  declara  no  ha- 
ber lugar  á  la  inhibición  del  conocimiento  de  un  pleito,  ó  no  acce-* 
derse  á  una  acumulación  de  autos ,  porque  ni  terminan  el  juicio,  ni 
estorban  su  seguimiento ,  y  por  el  contrario  obligan  al  demandado 
¿  contestar  á  la  demanda ,  dejando  asi  abierta  la  puerta  al  litigio, 
para  que  se  siga  por  todos  sus  trámites  (4). 

Las  sentencias  relativas  al  cumplimiento  de  una  ejecutoria  tam- 
poco pueden  reputarse  definitivas ,  en  el  sentido  legal  de  terminar 
un  pleito  que  ya  ha  fenecido ,  y  por  consiguiente  no  dan  lugar  al 
recurso  de  que  tratamos  (8):  ni  las  que  recaen  en  los  juicios  suma- 
rísimos  sobre  reclamación  de  alimentos  provisionales,  porque  no  re- 
suelven definitivamente  un  asunto  que  puede  ser  objeto  de  otro 
pleito  (6),  ni  tampoco  las  que  mandan  la  presentación  ó  exibicion 
de  un  documento  (7).  Pero ,  por  el  contrario ,  deben  considerarse 
•^.■■»»^— — ■— ^^— ^— — ^— i^— ^i^— — ^-^^i^«^i"«^-^— ^— — ^i^—^-^i^"*""^^»""» 

Sentencia  dcl8  de  marzo  de  1858. 
Sentencia  de  19  de  mayo  de  i85S. 
Sentencias  de  21  de  mayo  de  4858,  y  de  3  de  marzo  de  1860. 
Sentencias  de  21  de  mayo  de  1858,  y  de  20  de  octubre  de  1859. 
Sentencias  de  10  de  enero  de  1889  y  de  25  de  abril  y  13  de  junio 
delSeO. 

(6)  Sentenciado  16 de  octubre  de  1800,  fundada  en  los  arts.  1011, 
1014  y  1218  de  la  ley  de  Enjuicinmiento. 

(7)  Sentencia  de  1 1  de  junio  de  1860. 
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definitivas  las  fienteocías  que  deciden  sobre  la  legUinúdM  y  gn^^ 
duacíoQ  de  créditos  en  los  juicios  de  concarso ,  porque  ooastitayea 
el  fondo  y  lo.  sustancial  de  la  cuestión,  y  fot  coosiguiaute ,  procede 
contra  ellas  el  recurso  (1).  Lo  mismo  sucede  respecto  de  las  provi- 
dencias que  repelen  á  liminejudicii^  ó  desde  luego  la  demanda,  6 
que  declaran  desierta  una  apelación  y  ejecutoriada  una  sentencia, 
porque  tienen  todos  los  caracteres  que  la  ley  exige,  puesto  que  fi- 
Balizau  de  un  modo  irrevocable  el  juicio,  é  impiden  por  consiguien^ 
te  que  pueda  continuarse  (2). 

Es  necesario,  pues,  para  evitar  recursos  infundados  ,  y  todas 
]as  consecuencias  que  se  siguen  á  esta  especie  de  temeridad  ,  fijar 
mucho  la  consideración  en  la  verdadera  índole  y  naturaleza  del  Cam- 
ilo dictado  por  la  Audiencia,  pues  muchas  veces  se  pretende  dar  á 
sentencias  verdaderamente  interlocutorías  la  fuerza  y  carácter  de 
definitivas,  para  sostener  contra  ellas  ua  recurso  improcedente, 
cuando  en  realidad  no  tienen  aquel  carácter  mas  que  las  que  fina- 
lizan el  juicio,  decidiendo  sobre  el  fondo  del  mismo  (3),  las  qiie  de^ 
claraa  consentida  una  sentencia  que  tiepe  el  carácter  de  definitiva» 
y  la  providencia  que  deniega  su  reposición  ó  reforma  (4),  las  que  re-* 
suelven  sin  ulterior  instancia  el  objeto  déla  demanda  (5) ,  y  las  que 
contienen  una  declaración  de  derechos,  aun  cuando  por  error  6 
equivocación  se  haya  dado  á  la  segunda  instancia  Ja  susta&ciaciOQ 
propia  de  los  incidentesX6>.  « 

De  la  regla  general  sentada ,  de  haber  de  ser  deSnitiva  la  pa- 
tencia para  la  admisión  del  recurso,  hay ,  sin  eoibargo,  una  escep* 
cion ,  que  conviene  consignar  aquí ,  y  es  cuando  aquella  ha  recaída 
eu  las  cuestiones  ó  incidentes  sobre  competencia  de  jurísdiccioix, 
pues  aunque  las  decisiones  de  estas  contiendas ,  dictadas  por  las 
Audiencias ,  no  ponen  término  al  juicio ,  ni  hacen  imposible  su  con* 
tinuacion « ni  son ,  por  consiguiente,  definitivas  en  q1  concepto  en 
que  así  las  declaran  los  arL  1010  y  1011  de  ia  ley  de  Enjuiciamienr 
to,  se  admite  contra  ellas  el  recurso  de  casación,  y  se  resuelve  éste 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  fin  r^or  de 


Sentencia  de  i  5  de  abril  de  1856. 
SenteQoias  de  3  y  de  i  8  de  mayo  di»  iSGO. 
Sentencia  de  2  i  de  febrero  de  i  846. 
Sentencia  de  i5  de  junio  de  4860. 
Sentencia  de  22  de  abril  de  i 850. 
Sentencia  de  i8  de  noviembre  de  1851. 
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primeipte » no  dobímt  haber  ni  mb  esta  esoepeíon»  (letque  la  ioiii- 
€a4a  regla  oaasigoada  ea  la  ley  as  ahsohua»  y  tiertaaeaie  no  ha- 
boa  níDgia  case  ea  ^que.  la  deeisiea  de  ana  oempeUneia  fiaalice  <t 
jaicio  é  impida  su  prosecacioa,  paes  sea^ewil  fiíere  la  Iniisiitoeioa 
qie  ee  declare  compéleme. para  el  oonociaueoto  del  asuato,  éste 
habrá  de  eontínaarM  haata  que  fe  teeadoe  por  los  medies  legales» 
Por  050  la  ley,  al  tiatar  de  los  trámite»  preenos  para  dirimir  las 
caestioaetde  eompeteaeia,  aoaqae  permite  d  recurso  de  Giaackm^ 
lo  limita  á  sa  tiempo  y  higar  (att  111  de  U  ley  de  Eajitíciamiea- 
lo)t  esto  es,  para  caando  el  jaioío^priuripál  estkifiere  terminado» 
por  haber  recaído  en  él  la  rerdadera-senteacia  deflnitiTa  qae  causa 
ejecutoria  9  y  no  sea  posible  ya.  mas  coatrotttsía  jurídica.  Pero  sin 
eatbargo,  la  jmrisprideada  segaida  por  dicha  Sata  del  Tribanal 
Supremo ,  irtendiendo  á  poésrosas  ratones  qae  debeaios  respetar» 
estima  aAnisible  d  recurso  ceatm  las  seaOiacias  de  kt  clase  espre- 
sada ,  y  lo  resuelve  dedanmde  haber  ó  notagar  á  él,  y  per  consi* 
guíente,  designando  la  jarisdiccianá  qnien  oree  coapetente  entre 
las  dos  que  ee  dispotan  el  cenomraíenito  (1) ;  y  ana  dedira  también 
admisible  el  recmno  propuesto  contra  pravideacia  en  que  se  manda 
ano  juez  oodinario  inhibirse  dd  ceaeeimieBie  fie  un  asunto^  y  pasar-> 
lo  á  una  jurisdicción  pritilegiada  <S)« 

El  segundo  requisito  indispennbie  para  intentar  el  recurso  de 
casación  es,  como  antes  digimos ,  que  se  tunde  ea  alguna  iafirac* 
don  de  ley. ó  doctrina  q«e  afecte  al  fondo  ó^eseada  de  tos deredies 
controvertidos ,  ó  bien  en  haberse  Taltado  á  alguna  de  las  solemni- 
dades mas  esenciales  del  procedimiento.  Üste  punto  es  también  de 
gravedad ;  y  merece  que  nos  detengamos  algunos  momentos  en  su 
esplicacion. 

Los  recursos  mas  comunes  son  los  de  la  primera  clase ,  porque 
en  ellos,  supuesta  la  circunstancia  de  ser  deBoitiva  la  sentencia,  ca- 
ben muy  pecas  restricciones  para  su  admisión ,  mientras  que  en  los 
de  la  segunda  clase  espresada,  los  defectos  que  dan  lugat  al  reeur«> 
so  son  taxativos,  y  no  admiten  una  interpretación  muy  lata»  En 
efecto»  paca  proponer  un  fcmirso  de  casación  en  d  foniOy  y  que  sea 
admisible»  bc»ta  citar  la  inAraccíon  de  una  le^  de  cualquier  código 

(1)  Se  han  dictado  en  este  sentido  vams  Potencias  por  ta  Sala  segunda 
de  dicho  Tribunal,  pero  espedalmente  lae  de  S5de  enero  y  23  de  diciem- 
bre de  1858, 29  de  junio  de  4859  y  28  de  abril  de  i  860. 

(2)  Sentencia  de  28  de  febrero  do  1999. 
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ócoiecdon  deUs  mtifitts  que  ooKütayen  naeslro  derecbe,  6  et 
foral  en  sos  respeetíTos  x^asos,  y  asa  del  derecho  romaao,  si  d  jit» 
do  se  ba  seguido  en  aigima  de  las  provincias  en  que  rige  eon  pre- 
ferencia k  las  leyes  patrias; 

Hay,  sin  embargo,  algunas  restriecionest  como  son:  i/,  que  las^ 
leyes  que  se  citen  no  sean  de  las  penales,  pues  éstas  no  son  apli- 
cables á  las  cuestiones  de  érden  dvH  (1) :  %\  que  no  se  aluda  ge* 
néricamenté  ó  en  globo  á  un  título  comprensivo  de  deferentes  leyes,, 
sino  que  se  haga  apUcafeion  de  cada  una  de  ,eii#s  al  punto  contro- 
vertido, procuriadose  demostrar  su  infracción  (2);  y  3/,  que  tam- 
poco se  aleguen  como  infringidas,  si  él  recurso  se  ha  propuesto  ea 
el  fondo ,  leyes  puramente  formularías  ó  de  procedimiento  (5)^  sino^ 
las  que  afectan  á  los  derechos ,  y  las  obligadenes  de  ios  litigantes» 
.  Muy  amplia  es  Cambien  la  facultad  del  recurrente  para  citar 
como  infringidii  alguna  doctrina,  pues  la  1^  esti  poco  concreta  y 
precisa  sobre  este  paulo,  y  así  no  seto  puede  proponerse  el  reeor* 
80  por  ser  la  sentencia  contraria  4  doctrina  admitida  par  lajuriS' 
prudencia  de  los  Tribunaki  (arl.  1012  de  la  ley)  (4),  sino  por  ser 
opuesta  á  doctrina  legal  á  de  derecho  (párrafo  3/  del  art.  1  A2(í)  (5)» 
Pero  es  indispensable  precisar  cuál  es  esa  doctrina,  á  fpé  particu* 
lar  se  refiere  y  que  sea  legal  ó  esté  admitida  por  la  )urtsprudeQcia 
de  los  Tribunales  (6):  por  consigniente  no  basta  citar  como  doctri- 
na la  consignada  en  una  obra,  aunque  sea  de  testo^  cualquiera  que 
fuese  el  mérito  científico  de  ella  (7),  ni  las  opiniones  de  autores  que 
han  escrito  sobre  cuestiones  de  derecho  (8). 

Aunque  la  sentencia  sea  definitiva,  y  notoria  la  infracción  de 
ley  ó  de  doctrina,  no  es  admisible  el  recurso. en  el  fondo: 

1*^    £q  los  juicios  posesorios. 

2.**    En  los  ejecutivos  (9), 


Sentencia  de  29  de  diciembre  de  1859. 

Seotenciis  de  20  de  octubre  dt  I8S9  y  de  t8  de  febrero  y  43  de 
marzo  de  1860. 

(3)  Sentencias  de  9  de  diciembre  de  1859  y  de  28  de  marzo  j  iSáe 
mayo  de  1860. 

(4)  Ea  el  nüsfflosenUdo  se  esprssin  tesaits.  áOlS,  1027,  Um^  10^9, 
1060,  1064  y  4073,  v  sentencia  de  10  de  mano  de  18o9. 

(5)  Con  el  artfcalo  citado  concuerdan  sobre  este  punto  el  1016,  10t8> 
1024, 1049, 1074  y  It  seotaocia  indicada  de  10  de  marzo  de  1890. 

,  (6)    Senleocia  de  10  y  do  18  de  febrero  de  1860. 
.  n\    Sentepcía  de  1 1  de  febrero  de  1860. 

(8)    Semencia  de  27  de  mano  de  1860. 

(9j    Sentencia  de  1 1  de  febrero  de  1860.  j 
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3.^  Ea  todos  los  asuntos  en  qae  después  de  dictada  senteocia, 
se  puede  seguir  otro  juicio  sobre  lo  mismo  4ue  haya  sido  objeto  dek 
pleito  (1).  ,       -. 

Cuando  lalnfracciou  que  se  alega  para  faudar  el  recurso ,  con* 
siste  eu  algua  vacio  ó  defecto  del  proc^imiento ,  uo  basta  sosteoer 
que  se  ba  cometido  cualquiera  de  estos»  sino  que  es  preciso  citar 
como  quebrantada  alguna  de  las  regUs  mas  esenciales  <te  los  juicios^ 
cuales  son  las  siguientes: 

.i.*  falta  de  en^plazamiento  en  cualquiera  de  las  instancias  de 
los  que  debieran  haber  sido  citados  para  el  juicio» 

X''  Falta  de  personalidad  en  el  litigante  ó  «i  el  procurador  que 
lo  baya  representado. 

5.^:  F¿dta  de  citación  para  sentencia  en  cualquiera  de  las  dos 
instancias. 

,  4/  Falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las  instan  * 
cías,  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

S^  Falta  de  ckacion  para  alguna  diligencia  de  prueba  que  ha- 
ya podido  producir  indefensión. 

6.''  Denegación  de  cualquiera  diligencia  de  prueba,  admisible 
según  las  leyes,  y  cuya  falta  haya  podido  producir  indefensión. 

7.*^    Incoropetencia4e  jurisdicción,  aunque  solo  en  los  casos  en  • 
que  no  haya  recaído  sobre  este  punto  decisioft  del  Tribunal  Su- 
pr^o. 
.9^   El  haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó  mas  jueces » 
cuya  recusación^  intentada  en  tiempo  y  forma,  se  hubiere  denega* 
dOy  siendo  procedente. 

9.^  Baberse  dictado  la  sentencia  por  menor  número  de  jueees^ 
del  senidado  por  la  ley  (2). 

Estas  son  taxativamente  las  infracciones  que  pueden  dar  lugar 
al  recurso  en  la  fi>rma  ó  respecto  á  los  trámites ,  porque  como  se 
yéf  todas  eUas  sonde  tanta  entidad,  y  pueden  influir  tan  directa- 
mente en  el  resultado  del  juicio ,  que  si  se  tolerasen  sin  acudir  a| 
remedio  estraordínarió  dé  la  anulación  der  procedimiento ,  se  que- 
brantarían los  derechos  mas  sagrados  de  la  defensa  f  la  garantía 
mas  firme  de  la  justicia.  Tan  graves ,  tan  trascendentales  son  estos 


(1)   Art^  (014  de  la  ley  y  sentencias  de  7  de  octubre  de  i8?7  y  de  21  de 
¡tunre^ 


octubre  y  de  19  de  diciembre  de  ^8^9. 
(2)    Art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 
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vicios  en  las  actuaoiottes  jttdiciates,  qnt  prddacen  jasto  motivo  de 
oasaoioQt  MOr  ea  tos  pletl^s  poséanos,  en  lo^  ejeenlivos  y  es 
•cualquier  asunto  en  que,  después  de  dictada  sentencia,  ^  paede 
«egoir  otro  juicio  sobre  to  nrismo  que  haya  sido  objeto  de  él  (1). 
Pero  BÍBgan  otro,  aunque  en  efeeio  ^  haya  cometido,  es  canstr 
bastante  pam  ftmdar  utt  recurso  de  esta  clase,  como  por  ejemplo  to 
:seria  el  vicio^de  no  haberse  firmado  por  letrado  tm  escrfto  de  apela- 
don,  y  haberse  esta  admitido  sin  embargo  (2).' 

ÁuB  trattndose  de  cualquiepa  délos  derectos  mencionados,  no 
basta  tampoco  que  ise  haya  cometido  en  un  incidente,  sino  que  es 
preciso  que  afecte  a(  juicio  princfpat.  Así,  por  ejemplo,  ta  falta  de 
«itaciott  para  sentencia  sobre  un  artículo ,  no  es  causa  legal  para 
fondar  el  rocurso,  pues^  él  parido  S.""  del  art.  iOlS  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento alude  á  las  sentencias  definitivas  y  no  á  las  interiocu- 
torias  (^.  Ni  procede  contra  la  declaración  de  haber  decaído  el  de- 
recho de  un  litigante ,  por  no  haber  practicado  las  diligencias  con- 
<lucente8  i  completar  su  personalidad  dentro  del  término  que  al 
•efecto  se  le  hubiere  señalado  (4).  Ni  es  suficiente  tampoco  alegar  la 
}!iHa  de  prueba ,  cuando  ya  se  ha  praetícadó  ó  íntenhulo  otra  en  la 
primera  instancia  sobre  los  mismos  puntos  ú  otros  contrarios  á  los 
•  <iue  en  la  segunda  Se  han  pi^etendído  justificar;  ni  cuando  es  idénti- 
ca en  su  esencia ,  aunque  diferente  en  su  forma  y  en  los  términos; 
m  cuando  versa  sobre  particulares  que  no  han  sido  objeto  del  liti- 
gio (5);  ó  cuando  el  asuhto  por  su  naturaleza  no  requiere  prueba, 
'Como,  por  ejemplo,  en  los  interdictos  de  ad<;^Hr,  en  los  cuales  no  ts 
necesario  este  medio  de  justificación  (6).  Ni  procede  cuando  se  han 
deaegado  diligencias  normativas,  soRcitafdas  en  lá  últíma  instancia, 
si  la  cuestión  es  de  puro  derecho,  y  conformes  con  esto  las  parles^  no 
solicitaron  el  recihio^ento  aprueba  en  ninguna  de  las  instancias  (7); 
é  cuando  esle  recibimiento  na  «ido  denegado  por  no  estar  compren** 
4ido  en  ninguno  de  los  casos  qtle  espresa  el  art.  869  de  la  1^  do 


Art.  lOf 4  de  h  ley. 
Santeacia  de  29  de  febrero  de  1660. 
Sentencia  de  21  de  octubre  de  1859. 
Sentencia  de  11  de  febrero  de  1800. 
Sentencia  de  20  de  diciembre  de  1859. 
,.,    Sentencias  de  25  de  junio  de  1SS3,  de  2Í  de  octubre  de  !SS7.  da  Ü 
de  marzo  de  1859  y  de  22  de  marzo  de  1880. 
(7)    Sentencia  de  30  de  enero  de  1860. 
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EojuicumMiilo  (1);.  p«ro  sí  es  procedente  ei  recurso  ooando  se  de- 
niega la  admisioa  de  la  íftfonaacioa  de  testigos  ofrecida  para  jasti-- 
jficar  la  pobreza,  pues  esto  equivale  á  la  deoegacioii  de  lUia  (filí^ 
^cpcia  d%  prueba  (i).  No  sirve*  tampoco  para  fundar  el  recurso  ci- 
tar otra  falta  >  por  grave  que  parezca ,  bo  siendo  de  las  menciona* 
das»  que  son  las  espresameate  comprendidas  en  el  art.  1048  de  lai 
ley  i^.  Ni,  por  último ,  puede  apoyarse  t  refiriéndose  en  general  k 
loa  defectos  de  snstanciacion  contenidos  en  el  mismo  articulo ,  sino 
que  es  indispensable  designar  en  el  escrito  en  que  se  interpone  et 
jecarsot  la  causa  concreta  que  dá  motivo  á  la  nulidad ,  porque 
iBolo  asi  se  puede  examinar  la  cuestión  de  si  la  bita  que  se  alega 
es  ó  no  de  las  que  la  ley  declara  suficieales  (4). 

El  tercer  requisito  indicado  al  principio  como  indispensable' 
para  que  ae^  admisible  el  recurso ,  es  que  ae  interponga,  como  en- 
tonces dijimos ,  en  el  término  de  diez  dias  perentorios  ^,  conta-^ 
diosilesde  el  siguiente  al  de  lanotificacioa  de  la  sentencia;  pero  síD' 
necesidad  de  presentarse  para  ello  poder  especial ,  pues  basta  et 
general  y  ordinario  que  tenga  el  proeuiador.  Este  término  corre- 
ann  durante  el  periodo  de  vacaeioaes  en  ios  recursos  relativos  á 
cuestiones  de  competencia  de  jurisdicción,  qi^  por  la  ley  están  ca- 
lificados de  urgentes  (6),  pero  no  en  los  demás  recursos  de  casa^ 
cion. 

Por  graves  que  sean  las  infracciones  de  ley  ó  de  doctrina ,  y 
por  notorios  los  defectos  que  se  supongan  cometidos  en  el  proce- 
dimiento» no  es  admisible  el  recurso  bajo  uno  ni  otro  concepto ,  ei> 
los  juicios  verbales ,  ni  en  los  de  menor  cuantía  (7),  porque  seria 
aun  mas  perjudicial  que  la  infracción  ó  defecto,  dar  lugar  á  gran- 
des gastos  é  inevitables  dilaciones  en  cuestiones  de  tan  escasa  en- 
tidad, como  las  que  son  objeto  de  aquellos  juicios.  No  sucede  lo 
mismo  respecto  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria ,  los  cuales 
__^_^.^^_____^^^^^.    .  , 

Íl )    Sentencia  de  4  de  febrero  de  4860. 
2)    Semencia  de  28  de  abril  de  1860. 
a)    Seotenoias  de  27  de  enero,  28  de  janio  y  29  de  noviembre  de  i  858^ 
e  24  de  setiembre  de  1859. 

(4)  Regla  3.*^  de  la  segunda  parle  del  art.  1025  de  la  ley  de  Enjuiciar 
miento  ^sentencias  dd  27'de  abril  de  1858  y  de  27  de  abril  de  1859. 

<5)  Lo  mismo  sacedia  respecto  al  recnrso  de  nulidad,  pues  también  era 
perentorio  el  término  para  interponerlo ,  según  ma  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  24  de  enero  de  1859. 

(6)  Sentencia  de  25  de  enero  de  1860. 

(7)  Art.  1014  de  la  ley. 
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puedea  e6r  de  unta  gravected  y  tra«ceiideiiGia  como  los  juvñw 
coDteQoio^os,  y  por  eso  eo  ellos  es  admisible,  tanto  en  el  Umió,  eo*  ^ 
«no  eo  la  forma  del  prooedímienle  (1). ' 

Debe  proponerse  el  recurso  ante  el  mismo  Tribnal  y  Sala  que : 
luiya  dictado  la  semencia  contra  la  cual  se  iateote  (3);  y  corres* 
ponUe  esclusivamente  su  coooeímieiUo  al  Tribunal  Supremo»  con  * 
sujeción  ¿  las  reglas  «gm'eoles: 

1  / .  a!  la  Sala  primera  los  que  se  funden  en  ser  la  sentencia  con*  * 
^aria  á  ley  ó  doctrina. 

2/    A.  la  Sala  segunda  los  que  se  funden  en  alguna  de  las  cau- 
tt9  espcesadas^con  telaoioa  al  procedimiento  (3). 

3/  Si  se  hubiere Jnterpnesto  por  ser  el  fallo  contra  ley  6  doc-' 
trina  hgfi ,  y  ala  vez  por  cualquiera  de  las  causas  que  anulan  el 
proceso,  toca  conocer  primero  i  la  Sola  segunda,  la  cual  se  liririta 
al  punto.de  su. competencia;  y  si  declara  haber  lugar  al  recurso/ 
manda  pasar  los  natos  i  la  Sala  primera  del  mismo  Tribunal  Su« 
premo ,  para  que  lo  sustancie  y  determine  en  la  parte  que  tenga 
por  fundamento  la  infracción  de  ley  6  doctrina  legal  (4). 

Esta  distribución  de  negocios  entre  las  dos  espresadas  Salas  det 
Tribunal  Supremo  tiene  por  objeto  conseguir  que  haya  unidad  en 
las  decisiones  respectivas,  y  se  fije  y  uniforme  la  jurisprudencia  y 
la  interpretación  legal,  tanto  en  ios  puntos  de  derecho,  que  afectan 
á  la  esencia  de  las.  cuestiones  btigiosas,  como  en  el  orden  estableoído 
p^ra  el  finjuiciamienlo  civil  ante  todas  las  jurisdicciones  que  no 
tengan  un  procedimiento  especial. 

CAPITULO  in. 

DB  LOS  mCIDENTES  SOBRE  LA  ADMÍSIOIT  Ó  DENEGAqiOÍT  DEL  aSCüRSO  ÜK 

CASACIOIV. 

Para  la  admisión  de  este  recurso  es  necesario  distinguir: 
1.^    Si  es  relativo  á  infracción  de  ley  ó  doctrina. 
S."",   Si  se  promuQ|ve  á  consecuencia  de  infracción  de  las  reglas 
del  Enjuiciamiento. 

(1)    Sentencia  de  19  de  junio  de  4857,  fundada  en  los  arts.  iOlO  y  1208 
•de  la  ley  d^  Enjuiciamiento. 

Art.  1021  de  dicüt  lev. 

Art.  1015  de  id. 

Artículos  1016  y  1018  de  la  ley. 
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En  el  primer  caso,  eslo  es,  ea  el  recuno  de  casacíoa  en  el  fon- 
do f  no  se  necesita  ninguna  preparación :  basta  que  el  escrito,  se. 
presente  en  el  término  señalado ,  y  «e  cite  la  ley  ó  dodrina  que  se 
suponga  infiriogidaf  pars^  que  sea  admisible  f  sin  perjuició.de'qne 
luego  proceda  ó  no»  según  sea  ó  no  verdadera  la  infracción  que.8& 
suponga.  Pero  el  fundado  en  algnii  ricio  ó  defecto  ciñnetido  .eiLIa 
tramitación  del  juicio ,  es  oecelario  qae  se  haya  preparado  antes, 
apurando  todos  los  medios  legalmente  posibles  para  sobsanarJa 
falta  que  al  procedimiento  se  atribuye..  Si ,  pues ,  ésta  se  ha  come- 
tido en  la  primera  instancia,  la  parte  interesada  debe  haber  recla« 
mado  contra  ella  en  la  misma  ó  en  la  segunda  aate  la  Ajndiencia,  y 
si  en  esta ,  también  es  preciso  que  se  haya  hecho,  la  reclamación 
sin  fruto  en  la  misma,  pues,  como  ya  antes  se  indicó,  el  recurso  de 
casación  es  un  remedio  estremo  y  estraordiaario,  :al  cual  no  se 
puede  apelar,  sino  cuando  se  han  apurado  en  vano  todos  los  medien 
ordinarios  que  la  ley  autoriza  para  subsanar  cualquier  agravio  6  in- 
fraccion(l).  Pero  por  el  contrario,  cuanda  las  redamaidottes  se  han 
hecho  oportunamente,  no  puede  negarse  Inadmisión  del  recar« 
so  (2),  ni  tampoco  cuando  el  vído  ó  defecto  no  ha  podido  reda- 
marse oportunamente,  como,  por  ejemplo,  si  se  hubiere  diefado  sin 
dtacion  la  sentencia  definitiva  en  la  segunda  instancia  (S^ 

El  recurso  debe  interponerlo  el  procurador,  como  ya  hemos  di- 
cbs,  en  el  término  de  diez  días,  citando  en  d  escrito  la  ley  é  doc- 
trina infringida  en  la  sentencia,  si  se  apoya  ea  alguna  de  estas  cau- 
sas, ó  la  omisión  6  frita  que  se  hubiere  cometido,  si  se  funda  en  al- 
guna de  las  que  anulan  el  procedimiento  (i). 

Interpuesto  el  recurso,  la  Sab,  sin  conferir  traslado ,  y  sin  otro 
trimite  ni  sustanciacion,  debe  examinar  si  concurren  las  circuns- 
tancias siguientes : 

(i)  Artículos  1019  y  i<^  de  la  ley  de  EojuieUmiento ,  y  muchas  sen* 
•teneías  en  igual  sentido,  entre  otras  las  de  i7  de  setiembre  de  i 857, 
de  2(  de  enero  de  1858,  de  28  de  abril,  de  9  de  majo,  i3  de  setiembre,  t9 
de  noviembre,  44  de  diciembre  de  1859 ,  y  26  de  marzo  y  30  de  abril 
de  t860.  En  igual  concepto  se  dictaron  dos  sentencias  por  el  Tribunal 
Supremo  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  una  de  25  de 
junio  de  1853  y  otra  de  6  de  febrero  de  1854,  fundadas  en  el  art.  5.^  del 
Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838. 

(2)  Dichos  artículos  1019  y  1020  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  senten* 
cia  oe  24  de  marzo  de  1858  y  de  24  v  27  de  setiembre  de  1859. 

(3)  Dichos  artículos  1019  y  1020. 

(4)  Art.  1022  i  1024  de  la  (nisma  ley  de  EnJuicíamíQntQ  ci?iU 


Digitized  by 


Google 


40O  RinSTA  01  LEG19LAGI0N* 

Caande  el  rocarso  se  fimde  eo  ktrncdoii  de  le;  ó  doetn&a 
legal: 

1/    Si  la  sentencia  ipie  loprednce  ha  recaído  sobre  definitiva: 

9.*    Si  en  ei  escrito  se  ba  citado  la  ley,  disposición  legal  6  doc* 
trina  qnebnntadns: ' 

T  S."*    Si  d  reeorso  se  ha  interpuesto  en  el  término  espresado.- 

Y  cuando  m  fonde  en  infiraccion  de  las  reglas  qne  rigen  el  pro* 
cedñnenCo,  se  ha^  de  observan 

i/    Si  ía  senfenoía  contra  qne  se  interpeiie,  se  ha  dictado  en 
defiíüíva. 

%?    Si  elTeeorae^se  hapfopoesto  en  tiempo. 

Sw''    Si  se  ba  designado  te  omiskm  6  Cslta  en  que  sefande,  y  son 
6É0I  de  las  previstas  por  la  tey. 

4/   Si  se  ha  redamado  la  omi8ion*6  falta  en  tiempo  oportono 
con  arreglo  i  los  arts.  idl9  y  1030  de  la  misma. 

Verifieado  este  exiami,  debe  la  Sala  dictar  en  seguida  provides* 
cía,  admiüendo  ó  denegando  la  adarisída  del  recurso,  sin  ocnparse 
de  ttingana  otra  cnestioQ  é  ¡acídente,  pies  todo  cnanto  ocnrra  goe- 
da  reservado  al  jníoío  del  Tribunal  Supremo,  qne  es  á  qüitA  esclu* 
shrameote  conesponde  resolver  (1).  Es  posible  que  propuesto  el  re» 
curso  ante  la  Audiencia,  j  ami  admitido  ya  por  ta  Saíla,  el  recur- 
rente,  mas  refleiivo  6  me)or  aconsejado,  desista  de  su  seguimiento» 
y-entonces  la  misma  Salsí  dcAie  admitir  et  desistimiento  y  snspen* 
der  la  remesa  de  autos  al  Tribmal  Supremo  para  evitar  costas  y 
^tos  innecesarios.  Algunos  hait  creído  que  to  Audiencias  no  tit» 
nen  facultades  para  meaelárse  eneste  incidente ;  pero  la  ley  no  les 
prohibe  que  se  ocupen  de  él,  sino  de  teda  otra  cuestión  ajena  ó  la 
admisión  ó  delegación  del  reeurso;  y  ftlndado  en  esta  considera- 
ción el  Tribunal  Supremo  ha  sancionado  la  doctrina  de  que  la  mis- 
ma Sala  senteneiadora-debe  deoidif^obre  el  desistimiettio  presenta- 
do ante  ella.  La  providencia  que  la  Audieseia  dicte  admitiendo  ó 
denegando  la  admisión  del  recurso  debe  ser  fundada,  y  si  se  denie- 
ga, ha  de  espresar  las  circunstancias  que  falten,  con  individualidad 
y  precisión  (^).  En  este  caso  el  auto  es  apelable,  dentro  de  los  cin* 
co  días  siguieates  al  de  la  notificación,  para  ante  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  si  el  recmrso  se  funda  en  infracción  de  ley  ó 

(1)  Ari.  1025  de  la  l^y  de  Enjuiciamiento  civfl  y  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  16  de  noviembre  de  1859. 

(2)  Art.  mo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 
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doctrina  de  derecho,  ó  para  aute  la  Sala  segundat  si  lo  motiva  al* 
gana  omisión  ó  falta  en  'el  procedimiento,  ó  si  concurren  las  do» 
circonstancias  á  la  vez  (1). 

Interpuesta  la  apelación  en  tiempo  y  Torma»  debe  la  Audiencia 
remitir  los  autos  al  Tribunal  Supremo  á  costa  del  apelantCi  con  ci- 
tación y  emplazamiento  de  los  procuradores  de  las  paste»,  para  que 
estas  puedan  presentarse  en  dicho  Tribunal  dentro  de  treinta  dias; 
y  si  se  hubiere  pedido  ó  se  pidiere  el  cumplimiento.de  la  sentencia, 
debe  formarse  ramo  sqparado,  con  certificación  de  ella  y  de  lo  de- 
más que  el  Tribunal,  oyendo  á  las  dos  partes»  estime  necesario  pa- 
ra ello  (2). 

Recibidos  los  autos  en  el  Tribunal  Snpremo  y  personado  el  ape- 
lante, se  pasan  al  relator  para  qne  forme  el  apuntamiento,  siguien- 
do el  orden  con  que  hayan  entrado  aqueUos  en  su  poder  (3);  y  for- 
mado, se  entrega  con  los  autos,  primero  á  la  parte  recurrente,  y 
deanes  á  la  contraria,  por  término  de  diez  dias  á  cada  una,  para^ 
que  sus  letrados  se  instruyan  (4).  Pero  si  aquel  no  se  ha  personado 
en  el  Tribunal  dentro  de  los  treinta  dias  del  emplasamiento,  acu- 
sada una  sola  rebeldia,  debe  declararse  desierta  la  apelación,  con- 
denársele en  costas,  y  devolverse  á  sus  espensas  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  que  procedan,  con  certificación  de  la  providencia  en  que 
se  haya  declarado  desierto  el  recurso,  y  de  la  tasación  de  costas. 
Sino  se  acusa  la  rebeldia,  en  cualquier  tiempo  en  que  el  apelante 
se  persone,  debe  seguirse  el  curso  de  la  apelación  (S). 

Si  el  recurrente  se  ha  personado  en  el  Tribunal  y  se  han  entre* 
gado  los  autos  á  las  partes  para  que  sus  abogados  seinstruyan  y  de- 
ben, al  devolverlos,  manifestar  bajo  las  firmas  de  los  mismos  y  de 
los  procuradores,  su  conformidad  con  el  apuntamiento,  ó  las  omi^ 
sienes  ó  inexactitudes  que  á  su  juicio  puedan  haberse  cometido. 
Conformes  las  partes  con  el  apuatamiento,  6  hechas  en  él  las  modí^ 
fieaeíones  que  la  Sala  eslime,  oído  sobre  este  punto  el  informe  ver-r 
háí  del  Minis  tro  ponente,  con  arreglo  al  art.  37  de  la  ley  de  Enjui--! 
ciamiento,  deben  Uevarse  lo^  autos  á  la  vista  con  citación;  acto  que 
debe  tener  lugar  por  el  orden  rigoroso  de  las  fechasen  que  se  ha* 
I         I     I         II 

Arts.  4012  á  1074  de  It  ley  de  Eitjuiciamlf&todvit. 

Art.  1076  do  id. 

Arls.1045,  1077  y  1080  de  id. 

Art.  1081  de  id. 

Arta.  107B  y  1079  de  id. 

TOMO  XVU.  51 
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yan  mandado  llevar  loa  avíos  para  dicho  objeto,  y  si  por  cualquie- 
ra causa  no  pudiere  veriiicarse  ia  vista  en  el  día  designado,  se  ha 
de  volver  á señalar  otro  á  la  mayor  brevedad,  evitándose  en  lo  po- 
sible aKerar  el  orden  de  los  señalamientos.  Ni  en  la  vista,  ni  antes, 
ni  después  de  ella»  puede  admitirse  en  el  Tribunal  Supremo  nin- 
gún documento  que  las  partes  presenten,  porque  el  recurso  ha  de 
verse  con  los  mismos  fundamentos  que  la  Audiencia  tuvo  presente 
al  dictar  su  fallo. 

La  vista  de  estas  apelaciones  debe  verificarse  en  Sala  ordinaria 
compuesta  á  lo  menos  de  tres  Ministros,  de  los  cuales  uno  es  po«» 
nente;  y  ejecutado  dicho  acto,  se  debe  dictar  sentencia  fundada 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes,  término  angustioso  muchas  ve- 
ces, porque  bajo  la  forma  sencilla  de  una  apelación,  se  suelen  pre- 
sentar cuestiones  muy  complicadas,  que  es  necesario  resolver  siem- 
pre con  detenimiento  y  con  la  pausada  meditación  que  requiere  la 
consignación  de  dognias  qi^  han  de  servir  de  norma  para  los  casos 


Contra  la  decisión  de  estos  recursos  incidentales  no  cabe  nin- 
gún otro,  y  aquella  ha  de  publicarse,  dentro  de  ios  cinco  dias  pos- 
teriores á  su  fecha,  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  á  su  tiempo  en  la 
Colección  legislcUiva,  Si  la  sentencia  fuere  confirmatoria,  se  debea 
devolver  los  autos  al  Tribunal  de  que  procedan,  k  costa  del  ape- 
lante, y  con  certificación  de  la  sentencia,  y  de  la  tasación,  pues  en 
este  caso  ha  debido  haber  condena;  y  si  fuere  revocatoria,  quedan 
aquellos  en  la  Sala  para  sustanciar  y  decidir  el  recurso  principal. 

El  litigante  que  hubiere  obtenido  á  su  favor  una  ejecutoria^ 
contra  la  cual  se  ha  interpuesto  y  admitido  por  el  Tribunal  que  la' 
dictó  recurso  de  caáacion,  y  creyere  que  no  ha  debido  adnutirse, 
puede  promover  esta  cuestión  previa  ante  la  misma  Sala  del  Tri- 
bunal Supremo,  á  quien  corresponda  la  decisión  del  recurso,  siem- 
pre que  lo  verifique  antes  de  pasarse  los  autos  al  relator  pata  for- 
mar el  apuntamiento,  y  no  después.  En  este  caso,  el  incidente  so 
sustancia  en  los  mismos  términos  y  trámites  espuestos  acerca  de  ia 
apelación  de  la  providencia  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso, 
y  el  apuntamiento  debe  limitarse  á  esta  misma  cuestión  inddenla). 
Sí  se  confirma  la  providencia  de  admisión,  debe  condenarse  en  las 
costas  de  este  artículo  al  que  lo  hubiere  promovido,  y  precederse  k 
sustanciar  el  recurso  como  si  no  se  hubiera  Suscitado,  ampliándose 
en  este  caso  el  apuntamiento  k  cuanto  al  efecto  fuetQ  necesario* 
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Pero  sí  se  revoca,  y  se  declara  improcedente  la  admisión  del  re* 
curso,  deben  devolverse  los  autos  al  Tribunal  de  que  procedan,  á 
-costa  del  recurrente,  con  certificación  de  la  sentencia  (1). 

CAlPITULO  IV. 

DE  LOS  TRAMITES  DEL  RECURSO  HASTA  SU  DECISIÓN. 

Admitido  desde  luego  el  recurso  por  la  Sala  que  hubiere  dicta-^ 
<lo  la  sentencia  que  lo  motiva,  ó  bien  por  el  Tribunal  Supremo,  ea 
el  caso  de  revocarse  en  virtud  de  apelación  la  providencia  deuega-^ 
toria  de  él,  deben  depositarse  en  el  Banco  de  España  o  en  poder 
de  sus  comisionados  en  las  provincias  (2)  : 

1.^  Cuatro  mil  reales,  si  se  funda  en  infracción  de  ley  ó  de  doc** 
trina  de  derecho,  y  han  sido  conformes  de  toda  conformidad  las 
sentencias  de  primera  y  de  segunda  instancia ;  pero  si  la  cantidad 
objeto  del  litigio  es  inferior  á  doce  mil  reales  vellón  >  no  puede  es-^ 
ceder  el  depósito  de  la  sesta  parte  de  ella. 

S.""    Dos  mil  reales,  si  el  recurso  es  por  omisión  ó  falta  en  el  ór«^ 
•den  del  procedimiento;  y  siendo  inferior  á  doce  mil  la  cantidad  que 
se  litiga,  no  puede  esceder  de  la  dozava  parte  de  ella. 
Pero  no  procede  el  depósito  : 

1.^  Cuando  el  recurso  se  funda  en  infracción  de  ley  ó  doctrina 
«n  el  fondo,  si  no  son  conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias 
de  la  primera  y  de  la  segunda  instancia  (3). 

2/    Si  la  sentencia  de  la  segunda  instancia  es  revocatoria  (4)«. 

3/  Si  el  punto  litigioso  no  consiste  en  cantidad  fija,  ni  tampo* 
<o  en  derechos  cuya  entidad  pueda  determinarse  (5). 

4.''    Si  la  sentencia  no  es  confirmatoria,  ni  revocatoria,  sin<^ 


(1)    Arts.  1082  y  i094  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU.  * 
(S)    La  ley  manda  que  estos  depósitos  se  hagan  en  el  Banco  de  San  Fer« 
nanoo,  ó  de  España  como  hoy  se  titula:  pero  las  disfKMicíones  generales  ro^ 
lativas  á  la  Caja  de  Depósitos  previenen  que  se  verifiquen  en  ella.  De  aquí 
se  sigue  que  sea  raria  la  práctica;  i»ero  creemos  preferible  este  último  me« 
4io,  porque  dicha  O^ja  abona  un  interés  y  el  Banco  no,  y  habiendo  L^ 
misma  seguridad  en  uno  ^ue  en  otro  establecimieato ,  no  es  justo  quo  so^ 
jpríre  al  recurrente  de  los  intereses  que  el  depósito  pueda  devengar. 
""^    Artículos  i027  al  1030  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Sentencia  de  3  de  febrero  de  1859. 
Sentencia  de  23  de  octubre  de  1857* 
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dictada  por  la  Audiencia  sobre  algan  incideate  seguido  ante 
«Ha. 

SJ"  Siendo  el  recnrrente  pobre ,  paes  entonces  en  níngon  caso 
8e  le  exige  depósito;  aonque  si  la  sentencia  es  confirmatoria  de 
toda  conrormidad,  se  le  obliga  &  prestar  caución  de  pagar  la  canti- 
dad respectivamente  espresada,  si  fuere  condenado  á  su  pérdida  y 
finiere  á  mejor  fortuna  (i). 

Sobre  la  absoluta  conformidad  de  las  sentencias  de  primera  j 
de  segunda  instancia  puede  haber,  y  ha  habido  ya,  cuestiones  cuya 
decisión  influya  para  exigir  ó  no  el  depósito.  Pero  es  doctrina  ad« 
mitida  por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo ,  en  primer  Ju- 
^r,  que  la  conformidad  ó  divergencia  entre  los  folios,  no  se  ha  de- 
buscar  en  los  considerandos  ó  fundamentos  de  los  mismos ,  sino  eo 
su  parte  dispositiva:  en  segundo ,  que  no  impide  para  reputarlos 
absolutamente  conformes,  como  exige  la  ley,  que  en  la  parte  reso- 
lutiva se  hayan  hecho  algunas  reservas  innecesarias,  ó  declaracio- 
nes que  en  nada  afecten  á  lo  esencial  de  los  puntos  decididos  (2);  y 
en  tercero,  que  la  condena  de  costas  en  la  segunda  instancia  no  al- 
tera la  conformidad  absoluta  entre  esta  sentencia  y  la  del  inferior,, 
para  los  efectos  del  depósito  (3). 

Puede  asimismo  suceder,  y  también  se  ha  visto  en  la  práctica, 
que  sobre  este  incidente,  ya  respecto  á  la  obligación  de  efectuar 
dicho  depósito  por  ño  ser  del  todo  conformes  las  sentencias  de  prí* 
mera  y  de  segunda  instancia,  ya  en  cuanto  á  su  entidad,  se  suscite 
alguna  cuestión  ante  la  Sala  juzgadora;  y  la  jurisprudencia  ha  san- 
cionado la  doctrina  de  que  de  la  decisión  que  haya  recaido  sobre 
este  incidente,  se  admita  apelación,  como  sucede  respecto  á  la  de- 
negación de  la  admisión  del  recurso ,  para  ante  el  mismo  Tribunal 
Supremo,  el  cuat  entonces  resuelve  sobre  él  sin  ulterior  reclama- 
ción. La  ley  no  autoriza  espresamente  esta  apalaciog.  (articulos 
4072  y  1074)  mas  que  en  el  caso  ia(licado  de.  negarse  la  admisión 
del  recurso  de  casación ;  pero  el  buen  sentida  la  ba  «mpb'ado  á  las 
cuestiones  subalternas  del  depósito,  ya  porque  el  exigirlo  indebida- 
mente  la  Audiencia ,  equivale  en  cierto  modo  i  una  denegación  de 
aquel,  ya  porque  la  misma  ley  no  ha  prohibido  que  se  admita  b 

<1)    Articulo  1032  de  la  ley  de  EnJQiciamiento  civil. 

<2)    Sentencias  de  23  de  diciembre  de  1857  y  3  de  mayo  de  1858. 

<3)    Sentencia  de  17  de  enero  de  1860. 
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apdaeioii  en  otros  casos  análogos  al  de  los  arUculos  citados »  y  ya 
también  porque  de  lo  contrario  se  daría  á  las  Aodiendas  un  poder 
irrevocable  sobre  un  panto  de  tanta  entidad,  contra  el  espíritu  quei 
preTaíeee  en  la  ley  de  Eajuioiamiento  (1). 

Guando  es  inescusable  dicha  seguridad  para  prevenir  por  est^ 
medio  la  temeridad  del  litigante  que  acude  infundadamente  al 
recurso  estraordinario  de  la  casación ,  debe  verificarse  dicho  de- 
pósito y  acreditarse,  uniéndose  á  los  autos  el  documento  en  que  se 
haga  constar,  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  a  la  notificación  de 
k  providencia  en  que  aquel  se  hubiere  admitido  (i) ,  ó  de  haberse 
publicado  en  la  Gaceta  la  sentencia  revocatoria  del  Tribunal  Su- 
premo en  su  caso  ,  esto  es ,  cuando  manda  admitirlo  en  virtud  de 
4^elacion  (3). 

Si  no  se  hiciere  d  depósito  en  el  término  espresado  cuando  es 
obligatorio,  ó  si  no  se  acredita  debida  y  oportunamente  en  los  au«^ 
tos ,  ó  la  caución  por  ser  pobre  el  recurrente  (4),  previa  una  sola. 
rebeldía,  debe  declararse  desierto  el  recurso;  pero  si  no  se  acusa  la, 
rebeldía,  en  cualquier  tiempo  en  que  se  hiciere  ó  justificare  haber- 
se hecho,  deb^  remitirse  los  autos  al  Tribunal  Supremo  (i). 

Acreditado  el  depósito,  debe  verificarse  dicha  remesa  de  autoft 
por  el  primer  correo,  y  á  costa  del  recurrente,  al  presidente  del 
Tribunal  Supremo,  citándose  y  emplazándose  á  los  procuradores» 
para  que  ks  partes  comparezcan  á  usar  de  su  derecho  en  el  tér- 
mino de  treinta  dias  (6).  Si  se  remiten  los  autos  á  instancia  de  par- 
te pobre,  debe  hacerse  la  remesa  de  oficio ,  luego  que  haya  pres« 
tedo  la  caución  (7). 

Pero  si  se  hubiere  promovido  el  incidente  relativo  al  cumplí*^ 
miento  de  la  sentencia,  como  no  pueden  remitirse  los  autos  hMta 
^ue  se  haya  sacado  el  testimonio  de  lo  necesario ,  y  prestado  la 
fianza  con  arreglo  á  los  arts.  1068  y  siguientes  de  te  ley ,  no  de- 
l>en  hacerse  los  emplazamientos  hasta  que  vaya  á  hacerse  la  re- 
al Tribunal  Supremo. 


(1)  Sentencia  de  3  de  mayo  de  1858. 

(2)  Artículo  103i  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

(3)  Artículo  108i  de  id.  id. 

<i)  ártíeiloi  1031  y  i03$  de  la  ley  y  sentencias  de  iO  de  febrero  y  Ift 
de  setíembre  de  1859  y  de  5  de  enero  de  1860. 

(5)  Artículo  1089  de  la  ley  de  Enjuiciamientb  cIviL 

(6)  Artículos  1033  y  1034  de  id. 

(7)  Artículo  1036  de  id. 


Digitized  by 


Google 


406  RimTA  DI  LtOISUGlOlf. 

A  aquellos  debe  acompañar  certificación  i  la  letra  de  los  votos  re* 
^rvados,  si  los  hubiere  habido,  ó  negativa  en  su  caso,  para  que  (i) 
pueda  la  Sala  que  ha  de  ver  y  fallar  el  recurso ,  estimar  las  razones 
en  que  se  fundaron  los  magistrados  que  hubiesen  disentido  del  voto- 
éb  la  mayoría  que  constituye  la  ejecutoria ;  pero  no  parece  necesa- 
lio  que  se  remita»  cuando  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  ínter*- 
puesto  el  recurso ,  se  ha  dictado  solo  por  tres  magistrados ,  pues 
entonces  ha  habido  precisamente  conformidad,  y  ninguno  ha  podi-* 
^0  ser  de  voto  contrario :  ni  tampoco  cuando  se  remiten  los  autos; 
4il  Tribunal  Supremo  en  apelación  de  providencia  denegatoria  de  la 
admisión  del  recurso,  porque  entonces  no  tiene  objeto  dicha  certi-- 
ficRcion,  mediante  ¿que  no  se  vá  á  entrar  en  la  calificación  de  1% 
potencia.  En  este  caso ,  si  el  tribunal  revoca  el  auto  apelado ,  y 
admite  el  recurso ,  manda  que  se  remita  dicho  documento  para  te<» 
nerlo  presente  al  tiempo  de  la  vista. 

Ta  se  dijo  antes,  que  cuando  el  recurso  se  interpone  en  el  fon»^ 
^0  ó  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  de  jurisprudencia,  correspon- 
"de  el  conocimiento  ¿  la  Sala  primera,  y  ¿  la  segunda  cuando  se  b» 
propuesto  por  haberse  (Cometido  alguna  de  las  faltas  eseocía/es  en  te 
^ustanciacion  del  juicio:  y  por  consiguiente  cuando  se  reciben  los 
autos  por  el  presidente  del  Tribunal ,  se  pasan  á  la  Sala  respectiva» 
para  su  terminación  y  fallo.  Sucede  á  veces,  como  también  se  ha 
indicado,  que  se  intenta  el  recurso  por  Íes  dos  conceptos  á  vat 
tiempo ,  en  el  fondo  y  en  la  forma ,  y  entonces  pasan  primero  i  b 
Sala  segunda  para  que  lo  decida,  y  si  declara  no  haber  lugar  i  él, 
por  juzgar  que  no  se  ha  cometido  en  el  curso. del  juicio  el  defecto 
^e  se  supone ,  se  remite  después  á  la  primera ,  para  que  allí  se 
sustancie  y  falle  bajo  el  otro  concepto. 

Personado  el  recurrente  en  la  Sala  respectiva,  se  entregan  lo^ 
autos  al  relator  para  la  formación  del  apuntamiento  ó  para  su  con- 
tinuación ,  si  ya  se  hubiere  formado  en  virtud  del  recurso  de  apela* 
eion.  Pero  si  han  trascurrido  los  treinta  días  del  empiazamíento 
sin  haberse  personado  la  parte  i  cuya  instaneia  han  venido  los  au- 
tos ,  con  una  sola  rebeldía  debe  declararse  desierto  el  recurso ,  y 
eondenársele  en  las  costas,  devolviéndose  aquellos  ásus  espensas 
al  tribunal  de  que  procedan.  Además,  en  la  misma  provid^cia  se 
debe  mandar  devolver  el  depó$ito,  si  se  hubiere  constituido ,  des* 


(O    Art.  1037  de  la  ley  de  Enjnidamieoto  civil. 
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paes  de  aplicarse  la  parte  necesaria  al  pago  de  la  condena  de  cos- 
tas. Pero  si  no  se  acosa  la  rebeldía ,  debe  continuarse  el  recurso  ea 
cualquier  tiempo  que  se  presente  el  que  lo  interpuso. 

Si  por  el  contrario ,  no  se  persona  en  el  término  del  emplazar- 
miento  el  litigante  á  cuyo  favor  recayó  la  ejecutoria »  debe  conti- 
nuarse la  sustanciacion,  haciéndose  las  notificaciones  en  los  estra- 
do» del  tribunal;  y  si  se  presenta  durante  ella ,  se  le  tiene  por  par- 
te f  sin  que  retroceda  en  el  curso  del  juicio.  Puede  suceder  muy 
bien  y  y  se  vé  algunas  veces,  que  los  dos  interesados  que  litigan  in- 
terponen á  un  tiempo  recurso  de  casación,  porque  ambos  creen  la 
sentencia  contraria  á  derecho»  y  entonces,  si  no  se  presenta  uno  de 
los  recurre^es»  debe  declararse  desierto  en  cuanto  á  él,  y  seguirse 
la  sostanciacion  con  los  estrados,  re^ecto  al  punto  que  continúa 
siendo  objeto  del  recurso.  También  es  posible,  que  la  parte  que  ha 
obtenido  en  la  sentencia,  se  adhiera  ai  recurso  de  casación,  por  no 
considerarla  enteramente  favorable  á  sus  pretensiones ;  pero  esta 
adhesión  no  puede  admitirse,  como  no  se  llenen  las  formalidades 
indispensables  para  interponer  el  recurso,  pues  se  daria  lugar  á 
eludir  por  este  medio  la  ley  y-  la  responsabilidad  consiguiente  ({). 

En  cualquier  estado  del  recurso  puede  separarse  de  él  el  que  lo 
haya  intentado;  pero  es  necesario  para  ello,  ó  que  él  mispio  firme 
el  escrito  de  desistimiento,  en  el  cual  se  ratifique  judicialmente,  6 
qiO  el  procurador  presente  poder  especial.  Gomo  estp.  separación 
puede  perjudicar  tanto  ¿  la  parte  interesada,  se  necesita  esta  for* 
malidad  de  nuevo  poder ,  á  diferencia  de  la  interposición  del  re- 
curso, qne  como  no  perjudica  en  nada  al  Uligante  puede  hacerla  el 
procurador,  sin  otra  autorización  que  la  que  tuviere. 

Pero  no  siempre  son  iguales  los  efectos  del  desistimiento ;  pues 
si  se  haceantes  de  concluirse  la  sustanciacion  del  recurso,  tiene 
derecho  el  recurrente  á  la  devolución  de|  depósito ;  mas  si  se  veri- 
fica después  de  mandarse  llevar  los  autos  á  la  vista ,  solo  se  le  de- 
vuelve la  mitad  de  la  cantidad  depositada,  dándose  á  la  otra  mitad 
la  aplicación  que  después  veremos;  aunque  en  uno  y  otro  caso  debe 
ser  el  recurrente  condenado  en  las  costas  (3). 

Formado  el  apuntamiento ,  debe  entregarse  por  su  érden  con 


(i)    Así  86  declaró  en  una  sentencia  dictada  en  5  de  julio  de  1851  en  un 
recurso  de  nulidad. 
(2)   Arts.  1038  á  4044  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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los  autos  á  las  paites,  para  qtie  sus  letrados  se  ittstrayao,  por  tér- 
mino de  vaíiite  dias  á  cada  una,  y  al  deTolverles  debeu  manifestar» 
con  la  firma  de  aquellos  y  de  sus  procuradores,  su  conformidad  ^  6 
las  enmiendas  ó  adiciones  que  convenga  hacer  en  dicho  trabajo;  y 
pueden  además,  si  el  recurso  se  funda  en  infracción  de  ley  é  ite 
doctrina  legal ,  citwr  otras  «fistintas  de  las  que  al  interponerlo 
se  hubieren  mencionado  como  infringidas ;  pero  después ,  ni  por 
escrito ,  ni  de  palabra,  es  Ucito  alegar  otras  infraoctmies.  Si  el  re- 
curso se  ha  fundado  ^n  omisión  ó  falta  de  las  reglas  de  enjuicia- 
miento,  no  se  puede  hacer  variación  de  ninguna  clase  (4). 

Conformes  las  partes  con  el  apuntamiento,  é  hechas  en  su  easo 
las  enmiendas  que  la  Sala  estnne,  previo  informe  del  Mmi^fo  po- 
nente ,  debe  scíalarse  dia  para  la  vista,  por  el  orden  rigoroso  de 
las  fechas  en  qué  se  hayan  mandado  llevar  los  autos  para  este 
efecto ;  y  si  por  cualquier  motfvo  no  puede  verificarse,  debe  aeSa- 
larse  otro  dia  á  la  mayor  brevedad,  evitándose  en  to  posiUe  aHerar 
el  orden  establecido.  Lo  mismo  que  dijimos  respecto  del  inddecle 
de  la  apelacton ,  ni  en  la  vista ,  ni  antes ,  ni  despees  de  ella,  pse^ 
de  admitirse  ningún  documento  que  las  partes  presenten»  porque 
ha  de  verse  el  recurso  solamente  con  los  méritos  que  influyeron 
para  la  sentencia.  A  la  vista  deben  coDCumr  predsamente  siete 
Ministros ,  uno  de  ios  cuales  es  el  ponente.  Si  falta  alguno  en  cual- 
quiera de  las  dos  Satas ,  debe  completarse  el  niiméro  con  los  4e  las 
*  otras  por  riguroso  tumo ,  que  ha  (te  empezar  por  los  mas  «nüguos; 
y  si  falta  el  presidente  de  cualquier  Sala,  debe  reemplasario  el  éé 
Tribunal,  ó  los  de  las  otras  Salas  por  tumo  ea  igoal  fnrma  (i). 

Concluida  la  vista ,  en  el  reducido  termina  de  veinte  éias,  que 
no  basta  comunmente  para  el  examen  detenido  y  la  discusión  que 
tan  graves  asuntos  requieren ,  debe  pronunciarse  sentencia  ftiada- 
da ,  estableciéndose  con  la  oportuna  separación  los  he^os  y  los 
puntos  de  derecho  que  hayan  sido  ebjeto  del  recurso,  y  después  de 
h  fórmula  común  de  resuúafidos  y  eonridermdas ,  ha  de  contener 
una  de  las  siguientes  decisiones : 

1/    Si  se  estima  que  la  ejecutoria  es  contraria  á  la  ley  «  doc- 
trina admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  debe  deda- 


^V    ^^^\\^^J'  í?^^  ^®  **  *«y  de  Enjuiciamiento  citfl. 

(2)    Art.  i05C  de  id.,  que  aiteri  lo  ditpnsito  ea  el  40  de  las  Otieawuu. 
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ntr  la  Sala  primera  haber  btgor  al  reeurto ,  casando  y  anulando  la 
ejecutoria ,  y  iMmdando  devolrer  el  depteito  si  le  kubiere^  y  i 
continoacioa ,  pero  separadamente ,  y  sin  necesidad  de  nueva  vis*- 
ta ,  diotar  sobre  la  coestion  objeto  dri  pleüo  la  sentencia  irrevoca- 
ble que  crea  conforme  iJos  méritos  de  ios  aatos ,  y  á  bqne  exija 
la  ley  ó  doctrina  quebrantada  es  la  ejecntoria  (4). 

2.*  Si  el  reeuno  se  imbiere  fondado  en  alguna  de  las  ialtas  ii 
omisiones  de  las  reg^  esenoialeB  del  i»eoedimienle»  y  lo  eslima 
así  la  Sata  segunda,  que  es  la  competente,  debe  también  declarar 
haber  Ingar  al  reemrso,  casando  y  anulando  la  ejecutoria»  y  man- 
dar devolver  los  auu»  al  tribunal  de  qne  proeedna,  para  que  repe- 
triénddlos  al  estado  ifie  tufinran  caando  sa  cometió  h  fidta,  los 
sustente  y  determine  por  si,  ó  ios  haga  sustanniar  y  determinar 
por  el  juez  competeitte,  segnn  sn  estado  y  con  arseglo  á  derecho* 
En  este  caao  'también  díqpene  la  ^weludon  del  depósito  sí  Jo  hu«* 
biere  habida  (S). 

3.*  Pero  si  dicha  Sala  primieva  juaga  qneiaejeentería  no  es 
contra  ley,  ni  oontiadaotrísa  legal ,  ó  la  segunda  en  su  caso  cree 
que  no  se  ha  cometide  üakamel  procedínienlo ,  oque  esta  no  es 
de  las  que  pueden  motivar  lannUdad-de  éste,  segm  el  art.  1013^ 
dedara  tw  haber  lié§ar  al  reemwr,  condenando  al  recurrente  en  las 
costas  y  en  la  pérdida  del  depósito,,  si  se  hubiere*  constituido  (3)» 
entmg&ndose  la  mitad  de  su  imperte  per  via  de  indemnización  de 
perjuicios  al  que  hubiere  sostenido  la  ejecutoria ,  y  conservando-» 
se  la  otra  mitad  depositada  pata  el  efocloqne  se  dio&  después  (4). 

4.*  Puede  suceder  también,  que  tanto  la  Sala  pdmera  como  la 
si^gunda ,  aunque  no  se  haya  propuesto  por  la  parte  favorecida  en 
la  sentencia  ejecutoria,  el  articulo' previo  pora  que  se  declare  que 
no  ha  debido  admitirse  el  recurso ,  conceptúe  que  no  era  admisible 
este,  por  no  reunir  algunas  de  las  condiciones  indispensables  para 
su  admisión ,  y  entonces  en  va  de  dictar  sentencia  decidiendo  ha- 
ber 6  no  lugar  á  él ,  declara  no  hcíber  habido  lugtír  á  su  admisión^ 
y  en  este  caso  no  condena  en  las  costas  al  recurrente,  sino  cada 
uno  de  los  litigantes  abona  las  que  por  si  le  conesponda,  porque 


Arts.  á050  á  1060  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Arts.  i059  á  1061  de  id.  id. 
ArU  1002  de  jkl.  id. 
Art.  1063  de  id.  id, 
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Bo  ha  sido  cQlpa  suy»  el  que  la  Sala  jiugadofade  la  Audiencia  baya 
admitido  indebídam^ie  el  recurso  que  podo  y  debié  haberse  esco* 
sado  (1). 

5/  Parecía  que  fijadas  por  la  ley  las  fóratulas  precisas  de  ha-- 
ber  ó  no  lagar  al  rocano,  no  podría  adoptarse  ninguna  otea ;  pero 
como  no  es  posible  que  aquella  prevea  todos  los  casos  que  pueden 
presentarse ;  como  por  otra  parte  no  pldúbe  que  se  dicte  alguna 
otra  sentencia  <pe  se  ocmsidert  necesaria;  y  como  por  último  el  Tri- 
bunal Sapremo  regulador  de  la  jurisprudeoicia,  tiene  que  adoptar 
reglas  ajustadas  á  los  buenos  principios  4e  derecÍM> ,  cuando  la  ley 
calla  ó  no  le  impone  una  rigorosa  prohibición,  ha  habido  ya  ua 
ejemplar  de  una  sentencia  de  irdea  diverso  de  las  indicadas.  Eft 
un  recurso  de  casación  en  el  fondo ,  en  que  no  fué  emplazada  en 
primera  ni  en  segunda  instancia  una  (karla  á  quien  interesaba  muy 
directamente  la  resolución,  antes  que.  sandonar  can  su  solemne 
fallo  la  injusticia  de  declarar  haber  ó  no  lugar  al  recurso  y  hacec 
irrevocable  una  sentencia  ^e  podía  pequéioar  i  aquelh  mi$nia 
parte  no  invitada  á  comparecer  en  juicb.  ^),  dedaró  el  Tribunal 
que  no  habia  bagar  á  deeUir  elrecun&f  á^ímdo  sin  efecto  la  senr 
tencia  de  la  Audiencia ;  fundánddse  paeá  dío ,  en  que  aun  cuando 
la  ley  de  Eajaiciamiento  hubiese  limiíado  las  atribuciones  del  Tri- 
bunal Supremo  en  los  recursos  de  casación  en  el  fondo ,  i  declarar 
si  la  ejecutoria  ee  ó  no  conlrarm  i  la  ley  ó  doctrina  que  se  hayan 
citado  oportunamente,  no  es  posiMeauponer  que  hubiese  (perido 
colocarle  en  ht  inelucUble  alternativa  de  lyinr  contra  derecho,  ó  de 
causar  á  sabiendas  un  pérjuiciaiirreparable  i  quien  no  hubiese  fiti- 


(i)  En  este  sentido  se  han  dictjida  varias  seatendaa  por  el  Tribonal 
Supremo ,  entre  oirás  las  de  ?  de  junio  de  18S8  y  de  4  de  noviembre  de 
1859. 

(2)  Era  la  jaota  de  banefieeaeia  en  representaeioo  de  los  pobras  de  an 
pueblo  y  se  trataba  de  la  nulidad  de  un  te3tanieQto,  eo  q¡a^  se  dimaia  la 
distribución  de  cierta  parte  de  bienes  entre  aquellos,  y  sustfodáoo  el  li- 
tigio en  los  términos  ordinarios ,  no  se  habla  emplatade  ^lajoiiti  da  teoe-^ 
ficenda,  niá  oingoaa  otiu  parte  que  representase  ios  .dmcbos  que  di- 
chos pobres  tuvieran  en  el  caso  de  declararse  la  validez  dé  la  misma  dispo» 
sicion  testamentarift;  Y  aunque  pudiera  decirse  que  la  ejeeatoria  que  recá- 
vese ,  en  cualquier  sentido  que  fuera ,  no  podia  perjudicar  i  |ps  que  no  ha- 
bían liti^do  y  ni  sido  emplazados  siquiera,  como  el  Tfibonai  SupMmo  tenia 
que  decidir  en  casación  sobre  la  nulidad  ó  validez  de  ese  mtsmo  testamen- 
to ,  hubiera  quedado  prejuzgada  la  cuestión ,  y  peijodícados  los  pobres  m 
ser  oidos,  en  el  caso  de  declararse  la  nulidad  de  aquel  doeamemo. 
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gado,  ni  sido  llamado  al  jiricio;  altematiTa  peligroaa  y  notorianien- 
te  ÍDJQsta  (1).  Esta  notable  deeisioQ  ka  Iqado  la  joiispriidencia  9^ 
bre  nn  ponto  tan  importante  como  el  mendonado. 

6/  Por  úhimo,  es  posible  también  tener  que  usar  el  Tribunal 
otra  fórmula,  cual  es ,  la  de  declarar  no  haber  lugar  al  reevrso, 
bajo  el  concepto  de  no  haberse  infrinjido  noa  de  las  leyes  citadas,  y 
Juüfer  lugar  áél^fot  ser  la  sentencia  contraria  á  otra  de  las  que 
se  han  invocado'  para  apoyarlo  {%  en  cuyo  «isa  el  Tribunal  tiene 
que  dictar  segunda  sentencia  en  la  parte  en  que  la  ha  considerado 
contraria  á  derecho. 

CAPITULO  V. 

M  LOS  RECURSOS  DI  CASACIÓN  QOI  AUlfftUB  AUMtSIBLftS,  NO  UBtN  MUÍ- 

▼ALICIR. 

Nos  ocupamos  en  el  segundo  capitulo  de  este  titulo,  de  espli* 
car  cuándo  es  admisible  el  recurso  de  casación;  pero  conviene  aho« 
ra  espouer  algunas  observaciones  acerca  de  los  muchos  casos  en 
que,  aunque  haya  sido  admitido  por  la  Audiencia,  ó  por  el  Tribu- 
nal Supremo  en  virtud  de  apelación,  no  procede  notoriamente,  y 
debe  por  lo  tanto  esperarse  la  declaración  de  no  haber  lugar  á  él , 
con  la  condena  de  costas  y  la  pérdida  del  depósito,  si  lo  hubiera 
habido.  No  se  crea,  sin  embargo,  que  vamos  á  presentar  aquí  el 
resultado  de  hts  doctrinas  jurídicas  sancionadas  por  el  Tribunal  Su* 
premo,  desde  que  resuelve  los  recursos  de  nulidad  y  de  casación. 
Trabajo  seria  este  de  suma  utHidad  para  los  que  ejercen  la  aboga- 
cía y  para  los  tribunales;  pero  esta  tarea  taním^rtante  y  provecho- 
sa es  propia  de  un  tratado  de  derecho  propiamente  dicho,  y  no  de 
un  libro  que  soto  tiene  por  objeto  la  teoría  y  la  práctica  de  los  pro* 
eedimíentos  judiciales.  Debemos,  pues,  limitarnos  á  lo  que  antes  se 
indicó,  á  esponec  ciertos  casos  muy  frecuentes  en  que  es  improce- 
dente el  recurso  de  casación,  no  por  la  doctrina  que  en  él  se  con* 
trovierta,  en  cuanto  á  la  parte  esencial  de  los  derechos  que  se  dis- 
putan, sino  por  defectos  relacionados  con  el  orden  esterior  ó  estrín- 
seco  de  esM  clase  de  recursos. 


i)    Sentencia  de  28  de  roano  de  i859.  ^ 
2)   Sentencia  de  i2  de  octubre  de.  i859. 
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En  l06  que  vienai,  por  ejeaplOf  de  k  Audíeicia  de  Bdicelmt 
««cede  á  Teces  que  al  ii^erfiOBciios  ae  ciUii  como  tefriegidas  ^ 
níones  de  autores.  No  es  ealraSo  esto,  pus  ea  Cataluña  se  coosh 
4era  como  ley  la  doclrífta  de  los  Doctores,  segu  la  coastitiicion 
iknca,  tít.  30,  lib.  I.""  de  las  de  aqael  Priicipado,  y  la  cita  serk 
4)portana  para  la  adoiisíon  del  recnrso;  pero  es  necesario,  si  este 
ha  de  prosperar  ante  el  Tniranal  Supremo,  además  de  que  sea  apli* 
cable  la  doctmna  al  ponto  jurídico  eft  cuestión,  que  aparezcala 
uniformidad  de  eHa  y  su  ApUeacíen  constante  por  los  tribunales  (1); 
en  una  palabra,  es  necesario  que  la  opinión  de  los  doctores  esté 
autorizada  por  la  jurisprudencia,  pues  de  otro  modo  se  declararía 
no  haber  lugar  al  recurso. 

Igual  resultado  debe  esperarse  cuando  la  ley  ó  doctrina  que  se 
«uponga  infringida  sea  relatÍTO  á  «sebones  qie  no  se  hayan 
opuesto  en  tiempo  oportuno,  ni  sido  motivo  de  prueba  en  el  plei- 
lo  (2),  pues  asi  como  en  todo  juicio  el  fallo  ha  de  guardar  coagruen  - 
oía  can  tos  fmtos  qae  hansidf)  objeto  del  litigio  (3),  lo  mismo,  y 
aun  con  mayor  raaon,  sucede  lospectodel  recurso  de  casación.  Se- 
«i,  puttB,  admisible  ^n  este  caso;  pero  no  podrá  prosperar  ante  el 
Tribunal  Supremo.  Tampoco  será  procedente  cuando  se  tache  k 
wa  sentencia  de  ser  contcuria  á  ia  ley,  por  no  abrazar  todos  los 
puntos  que  sias  6  monos  directamente  se  hayan  indicado  en  los  de* 
bates,  pues  basta  que  decida  sobre  las  pretensiones  deducidas  for- 
malmente en  la  demanda,  y  en  la  contestación,  aunque  nada  re- 
suelva sobre  tas  que  solo  se  bayaa  indicado  en  el  curso  del 
pleito  (4).  í, 

En  los  recursos  de  casación  que  se  proponen  contra  las  senten* 
oias  que  deniegan  e|  beneficio  concedido  i  los  pobres  para  litigar 
¿ratoitamente,  es  muy  común  alegiurse  la  infracción  del  art.  182 
de  la  ley  de  Enjuiciamieato ,  que  determina  quiénes  son  los  que 
tienen  aquella  cualidad;  pero  comunmente  se  olvida  el  amplio  aibí- 


<i)    Sentencia  de  4  de  mayo  de  1859. 

{^)  Sentencias  de  25  de  junio  de  4859,  de  30  de  abtll  y  de  12  de  mayo 
^e  1800. 

(3)  Sentencias  de  17  y  28  de  mayo  dci  4858,  eooformas  coa  el  pncepto 
de  la  ley  16,  tíi.  22,  Part.  3.*  y  otra  de  5  de  febrero  de  1855. 

(4)  Sentencias  de  24  de  marzo  y  21  de  noviembre  de  1846  y  de  18  de 
marzo  de  1859,  fundadas  en  la;  leyes  7,  Ut  10  y  16,  tíl.  22,  Part  3.\  La 
de  21  de  noyiembre  de  1846  no  está  inserU  en  iMCohcoion  l^fié9iwa. 
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trio  que  concede  á  los  tríbooales  el  art.  184  para  hacer  la  calffica- 
tñon  de  la  pobreza  del  litigaate,  segoQ  los  sigiot  estertores  y  de>* 
laás  Circunstancias  que  induzcan  icreer  que  posee  medios  holgado» 
^subsistir;  por  cuya  razón  difteilmente puede  prosperar  «n  recur-^ 
so  de  esta  ciase  fundado  en  dichas  ^afraociones  (1). 

Podrá  proponerse  y  admitirse^  coando  se  crea  por  los  funda- 
mentos consignados  en  la  semencia  ser  esta  contraria  á  la  ley  ó  i 
doctrina  legal,  pero  tampoco  podrá  prosperar  en  fiívor  del  recur«» 
7enle,  al  fallarse  por  el  Tribunal  Supremo,  doade  solo  se  atiende  i 
Jas  infracciones  que  se  bapn  cometido  en  la  parte  dispositiva  de 
los  fallos,  pues  es  muy  posible  que  en  los  considerandos  ó  razona» 
Hrientosse  hayan  consignado  doctrinas  poco  aeeptables,  ó  sis» 
quiere  opuestas  á  la  ley  6  á  la  jnrisprudeBcia,  y  sin  embargo  ser 
la  decisión  6  declaración  que  contenga  comptetamente  ajustada  á 
derecho  (i). 

De  algún  precedente  que  encontramos  consignado  en  unanotaf» 
ble  sentencia,  debe  deducirse  también,  que  cuando  no  procede  ti 
recurso  contra  la  parte  principal  6  mas  esencial  de  eHa,  mucho  no* 
nos  procedente  es  en  lo  accesorio  de  la  imposieioa'de  costas  (3)^ 

Es  muy  frecuente  fundarlo  en  ser  la  sentencia  comraria  i  la  i»* 
teligencia  que  se  pretende  dar  á  una  cláusula  de  un  lestameato,  4 
á  los  términos  en  que  está  redactado  un  contrato,  teniéndose  por 
]ey  en  la  materia  el  mismo  contrato  ó  testamento  de  cuya  inCeli* 
gencia  se  traía;  pero  esta  clase  de  recursos,  que  son  ciertamente 
de  esclnsiva  utilidad  individual  y  no  de  interés  público,  porque  no 
:^e  trata  en  ellos  de  fijar  el  sentido  de  una  ley  general,  ni  de  esta^ 
i)lecer  ninguna  regla  de  jurisprudencia,  por  lo  cnal  ni  auu'debia 
autorizarlos  la  ley,  rara  vez  podrán  prosperar,  porque  e&  necesario 
para  que  se  declare  la  nulidad  del  &No,  que  e^e  sea  manifiesta- 
mente contrario  al  tenor  de  la  cláusula  testamentaria  ó  del  contra* 
lo  controvertido  (4),  lo  cual  e^  muy  difidl  de  calificar,  ovando  se  tra» 
ta  de  la  inteligencia  ó  apreciación  de  l09  términos  de  dichos  doot^ 
mentes. 

(i;  Pueden  verse  en  este  concepto  varias  sentencias,  entre  otras  las  de 
30dé  marzo  y  5  de  junio  de  !S60. 

(2)  Sentencia  de  i3de octubre  de  i856,  no  inserta  en  la  Colee,  kg,  pe- 
ló pUbticadd  en  la  Gaceta  dél8  del  mismo;  y  otras  de  20  de  octubre  de  i^d 
y  de  13  de  junio  de  1860. 

(3)  Sentencia  de  20  de  mayo  de  1857. 

(4)  Sentencia  de  28  de  octubre  de  1859. 
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Tampoco  pueden  tener  éiito  favorable  los  recursos  de  casactoa 
que  se  Amdan  úakamente  en  la  iofticeioa  de  las  leyes  formularias» 
eomo  por  ejempto^  si  se  ataca  la  sentencia  porque  no  ha  «do  razo* 
nada»  si  se  impugna  porque  la  demanda  no  estuvo  bien  rormnlada, 
y  se  admitió  sin  embargo»  ó  por  cualquiera  otro  defecto  de  esta  na- 
turaleza (i).  Si  el  recurso  se  ha  intentado  por  violación  de  ley  6 
doctrina  legal  en  el  fondo,  es  inescusaUe  que  la  ley  6  la  doctrina 
sean  relativas  á  los  derechos  y  no  á  la  parte  ritual  de  los  juicios;  y 
si  es  referente  i  violacionea  en  las  formas»  no  pnede  prosperar 
tampoco»  si  no  alude  á  alguna  de  las  faltas  conprendidas  en  el 
art.  1013»  de  qoe  ya  se  hizo  mención  en  el  lugar  oportuno.  Seria 
también  improcedente  y  no  podria  por  lo  tanto  prosperar  el  recurso 
que  se  fundase  en  la  infracción  de  ley  acerca  de  nn  punto  en  que 
lada  interese»  ni  afecte  al  recurrente  ó  respecto  del  cual»  de  cual- 
quier modo  que  el  recurso  se  resolviera,  no  podria  alterar  la  parte 
dispositiva  del  fallo  (2);  y  el  que  se  funde  en  haberse  cometkio  la 
infracción  en  una  sentencia  dictada  de  conformidad  con  lo  preten« 
dido  por  el  misme  recurrente  (3). 

Por  último»  no  puede  tampoco  prosperar  un  recurso  contra  la 
providencia  que  desestima  el  remedio  estraordiuario  de  queja,  no- 
toriamente improcedente»  como  por  ejemplo »  ú  que  tiene  por  ob- 
*  jeto  anular  actuaciones  y  autos  contra  los  cuales  no  cabe  recurso 
alguno ,  según  la  ley  (4). 

Vamos  á  tratar  ahora  de  una  clase  de  recursos »  evidentemente 
improcedentes»  que  dan  lugar  á  la  pérdida  de  mucho  tiempo  y  de 
cuantiosas  costas »  y  que  á  pesar  de  ser  tan  uniformes  y  tan  reite* 
redámente  proclamadas  acerca  de  ellos  las  doctrinas  del  Tribunal 
Supremo ,  se  introducen  con  deplorable  frecuencia  por  los  litigan- 
tes»  y  se  sostienen  con  tenaz  temeridad»  á  pesar  de  que  ya  que 
ante  las  Audiencias  no  han  sido  estos  bien  aconsejados»  debieran 
4serlo  en  la  corte »  al  instruirse  de  los  autos  los  letrados  de  los  re- 
-cnrrentes.  Aludimos,  como  pueden  presumir  los  que  tengan  alguna 
inteligencia  de  esta  clase  de  negocios »  á  los  recursos  en  que  solo 
4se  trata  de  cuestiones  de  hecho»  y  especiahnente  do  apreciación  de 

Sentencias  de  9  y  29  de  diciembre  de  1859  y  de  22  de  junio  de  i890. 
Sentencia  de  7  de  mayo  de  1860. 
Sentencia  de  25  de  abril  de  1860. 
Sentencit  de  11  de  juuio  de  1860. 
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!praeba  testifical.  No  parecía  posible  qae  se  entabiaraa  tantos  re-> 
cursos  de  nulidad  de  esta  clase»  despnes  de  haber  consignado  taa 
reiteradamente  el  Tribunal  Supremo  sus  buenas  doctrinas  sobre 
este  punto;  pero  aun  menos  podía  esperarse  que  se  introdujeraa 
recursos  de  casación  de  esta  misma  natartieza ,  sise  examinara, 
bien  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  relativo  á  la  prue- 
ba de  testigos;  y  mucho  menos  todavía  despneade  haberse dic* 
tado  innumerables  sentencias  que  los  repradban  por  ser  opuestos  k 
la  índole  y  naturaleza  de  la  casación. 

En  efecto ,  «no  pueden  ser  objeto  de  dicho  recurso  cuestiones 
de  hecho,  de  justicia  ó  de  injusticia ,  de  mejor  ó  peor  apreciación 
de  las  probanzas,»  como  ha  dicho  muy  acertadamenle  el  distingui- 
do jurisconsulto  á  quien  citamos  al  principio.  Esta  es*  la  doctrina 
seguida  en  todas  las  naciones  donde  se  ha  estaUecido  el  recurso 
de  casación,  y  esta  es  la  constantemente  observada  en  España 
desde  que  se  creó  el  de  nulidad  en  1838.  Así  remos  una  sentencia 
dictada  en  un  recurso  de  esta  clase  (1) ,  en  la  cual ,  tratándose  de 
prueba  documental»  dijo  el  Tribunal  Supremo  q«e  «los  documentos 
presentados  en  autos  habian  constituido  para  la  Sala  sentenciadora 
tina  prueba  suficiente,  siendo  esta  por  lo  tanto  cuestión  de  hecho  y 
de  convicción  moral ,  sin  qie  se  hubiese  infringido ,  ni  podido  in- 
fringir en  esta  parte  ley  alguna ,  por  no  existir  disposiciones  legis- 
lativas especiales  que  determinen  las  cualidades  ó  circunstancias  de 
tas  probanzas  en  Ules  casos,  y  que  limiten  en  el  Juez  su  derecho 
de  apreciación  y  valoración  de  las  presentadas.!  Quedó,  pues,  san- 
cionada la  doctrina  de  que  en  materia  de  prueba ,  aun  siendo  esta 
documental,  no  era  procedente  esta  clase  de  recursos,  por  no  caber 
en  ellos  infracción  legal  sobre  ia  manera  de  hacer  la  apreciación  de 
ia  fuerza  probatoria  de  los  docita»ntos  producidos  en  juicio. 

En  otras  sentencias  posteriores  (2)  se  consignó  el  principio  de 
que  en  la  apreciación  de  pruebas  no  podia  entrar  el  Tribunal  Su« 
premo  (3).  Dictáronse  despnes  otras  en  que  se  dijo  que  ¡la  Sala 
juzgadora  de  la  respectiva  Audiencia  «estuvo  en  su  derecho  al  ha- 
cer ea  la  sentencia  ejecutoria  de  que  se  trataba ,  y  en  vista  de 
pruebas,  la  apreciación  que  le  pareció  justa  acerca  de  los  he- 


rí)   En  15  de  julio  de  1848. 

12)    En  8  de  octubre  de  1853. 

(3)    Sentencia  de  13  de  enero  y  23  de  noviembre  de  1854. 
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ebos  (1);  y  qae  el  eooocimíeato  del  Tribanal  SupredM)  esliba  Ubk  - 
tado  «á  la  cueetioB  de  dereeho »  á  la  de  apreoiadoa  de  la  ley ,  q«» 
es  lo  que  basta  psra  saWar  el  ialeróa  de  la  mísüa»  cifrada  príiici* 
pálmente  en  que  por  todos  loa  tribunales  se  aplHine  ¿  bs  becbos- 
en  el  mismo  sentido^»  Bn  otios  dos  fiílk»  (2)  se  sentó  mas  resuella- 
mente  la  doctrina  de  que  las  eoestíones  de  beeho  eran  ajenas  de 
los  reenrsos  de  nnlkluL  En  otro  de  feeha  mas  reciente  (3)  se  reite- 
ró este  mismo  principio  ^  dtciéndese  que  tía  apredaoton  de  las 
pruebas  hecba  por  el  Tribunal  i  quúf  no  podía  tomarse  en  cvsBla 
por  el  Supremo  en  los  reciirsaB  de  dieha  clase;»  y  por  último,  en 
otra  sentencia  (4) «se  afirmó  ser  dMrína  inconcosa  dei  Tribunal 
Supremo  que  en  kB* cuestiones  de  pura  hecho,  la  sim{de  aprecia- 
ción de  las  pmebis^  mienliras  se  encierre  en  hi  lámtíes  qu»  los  leyea 
fían  á  la  eritíearúeümal  y  juMeiál  criterio  éel  tribunal  amlendo- 
4er ,  no  era  objeto  del  recurso  de  miUdad.>;Ea  esle  fallo  se  biso  la 
salvediad  que  dqamos  seiabda,  y  de  la.enal  nos  baremae  cargo 
después ;  pero  quedó  también  consignado  ef  miamo  principio  sobre 
las  cuestiones  de  becbo« 

Tan  teiminMte  y  uniforme  ha  sido. laespc^ada  doctrina;  y  aun- 
que esta  era  en  goseral  referente  i  los^Mcursos  de  nulidad » en  que 
el  Tribunal  Supremo  nunca  podía  descender  i  la  oueslion  de  interéa 
prirado  sobre  el  pmto  concreto,  acerca  del  cual  Tolvia  á  decidir  la 
misma  Audiencia  ú  otra  inmediata ;  ba  prevalecido,  sin  embargo, 
respecto  de  los  recursos  de  oasadon »  porque  estos  son  absoluta- 
mente  idóaticos  &  los  de  nulidad,  basta  el  momento  de  decidirse, 
si  bien  después  corresponde  á  aquel  mismo  Tribunal  dictar  segunda 
sentencia  sobre  el  punto  litigioso ,  cuando  declara  haber  lugar  al 
recurso  y  anula  por  consiguiente  el  fikllo  de  la  Audiencia. 

En  efecto,  la  misma  doctrina  indicada  fué  consignada  espresa- 
Stente  por  ú  Tribunal  en  ima  de  las  próneras  senCcneias  que  dictó 
con  arreglo  á  la  nueva  ley  de  Equioíamíento  (5),  diciendo  que  no 
)e  competía,  sin  dedarar  previamente  4a  «asaoian ,  examinar  si  ha- 
bían sido  bien  apreciadas  las  pruebas  por  la  Audieaeta»  pues  lo 

Sentencias  de  27  de  junio  de  f  856. 

Ídem  ^  (^  ée  febrero  y  23  de  junio  de  4as$  y  30  da  enero  de  i8S6. 

ídem  de  30  de  junio  de  i859. 
Ídem  de  26  de  marzo  de  i 858. 
^w.    De  i3  de  octubre  de  i856,  no  inserta  en  la  Coleoeion  IbgkUa^y 
pero  sí  publicada  en  la  Gaceta  dei  18  del  mismo. 


Digitized  by 


Google 


DEL  UCUBSO  DB  OASAjClOlf.  417 

contrario  equivaldría  á  juzgar  sobre  la  certeza  de  los  hechos;  y  fué 
confirmiida  después  la  espresada  máxima  ea  repetídfis  sentencias, 
cuyo  testo  omUiows  por  iouecesario  (1).  Sin  embargo,  coa  viene  ob- 
servar, qi}e  en  una  de  eUas  (de  20  de  marzo  de  1888)  se  desvió  al- 
gún tanto  el  Tribunal  de  la  fórmula  coman  y  absoluta  que  habia^ 
usado  hasta  entonces  en  esta  ciase  4e  decisioDest  y  dejji  entrever » 
lo  misino  que  en  otra  semencia  que  ya  hemos  apuntado  (la  de  36  ^ 
del  mismo  mes  y  ano),  que  se  reservaba  su  jujrisdiocion  para  decía* 
rar  la  nulidad,  ea  el  caso  de  que  las  Audiencias,  al  hacer  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  quebrantasen  alguna,  ley  ó  doctrina  de  dere- 
cho. Así  se  deduce  del  testo  literal  de  un  razonamiento ,  en  que  se 
leen  estas  notables  palabras;  c  Considerando  que  al  fallar  la  Sala  (de 
la  Audiencia)  ha  declarado  que  las  pruebas  de  la  parte  demandante 

no  son  suficientes  para  justificar  su  aocion; que  las  apr/eciacio- 

ne^  de  esta  clase,  cuando  al  hacerlas  no  se  ha  quebrantado  ley  ni  doc^ 
trina  legaU  son  de^  la  esclusíva  c^ompeiencia  del  tribunal  sentenciar- 
dor;  y  que  las  hechas  en  el  presenta  caso  por  la  Sala  se  reducen 
meramente  á  la  calificación  de  hechos ,  y  ppr  lo  mismo  el  Tribunal 

Supcemo  no  puede  entrar  en  esta  cuestión >  '  . 

Merece  ea  nuestro  concepto  esta  sentencia  que  fijemos  la  aten- 
ción, por  un  niomento  acerca  de  elja^  porque  ha  sido  la  primera 
vez  que  dicho  Tribunal ,  separáxidpsa  algo  del  principio  absolu- 
ta dO' no  tener  potestad  para  entrar  en  las  cuestiones  de  hecho,  so 
ha  reservado  la  facultad  de  casar  y  anular,  en  cualquier  caso 
en  que  la  Sala  juzgadora  infringiese,  al  hacer  la  apreciación  de  1^ 
pruebas  6  calificar  los  hechos,  alguna  ley  ó  doctrina  de  jurispruden- 
cia, T  la  previsión  del  Tribunal  quedó  justificada  en.  un  caso  re- 
ciente, que  aunque  único  hasta  ahora,  no  debe  dejar  por  eso  de 
ser  digno  de  examen.  En.  un  pleitQ  seguido  sobre  una  cuestión  pu- 
ramente dehecboü,  fué  condenada  la  parte  demandada  sobre  uno  . 
de  los  eatremos  de  la  demanda,  sin  haberse  practicado  acerca  de  él 
ninguna  prueba  por  el  demandante ,  con  infracción  manifiesta  de  la 
ley  1.^1  tit.  14,  Part.  3/,  que  dá  por  quito  al  demandado ,  cuando 
no  se  justifica  la  demanda;  y  el  Tribunal  Suprema,  á  pesar  de  tra- 
tarse de  ui)  punto  de  hecho ,  como  encontró  ÍAfraccion  legal  en  la 


{{)  Pueden  verse  la  de  6  de  diciembre  de  i856,  no  inserta  en  la  Colee- 
$ionitffi$iaHva'y  ptiblieaéft  en  la  Gaceta  de  11  del  mísmomes,  y  otras  de 
20  de  marzo  y  30  de  junio  de  1858. 
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calificación  qae  hizo  la  Audiencia,  saponiende  una  prueba  que  uo 
existia,  no  pudo  menos  de  anular  la  sentencia  que  condenaba  a\ 
demandado ,  i  pesar  de  la  falta  de  justificación  (1).  Con  este  prece- 
dente quedó  confirmado  el  principio,  que  ya  el  Tribunal  habia  de« 
jado  á  salvo  en  otras  dos  ocasiones ,  de  que  cabe  nulidad  ó  casación 
aun  en  las  cuestiones  de  hecho ,  cuando  la  apreciación  de  la  prue- 
Jba  no  se  encierra  en  los  límites  que  tas  leyes  fijan  á  la  crítica  racio- 
jial  y  judicial  criterio  del  juzgador,  ó  cuando  al  hacerse  esa  misma 
apreciación »  se  quebranta  la  ley  6  la  doctrina  legal.  Ni  podía  ser  de 
otro  modo:  porque  si,  por  ejemplo,  una  Audiencia  al  calificar  un 
documento  legalmenté  auténtico  y  sin  la  menor  tacha,  le  negase  la 
fuerza  probatoria  que  en  sí  tiene ,  6  si  por  el  contrario,  apreciando 
el' valor  de  otro  derectuoso,  presentado  en  autos  para  probar  un 
acto,  lo  estimase  como  instrumento  público  legalmente  hábil  para 
la  justificación  de  aquel ,  indudablemente  daria  lugar  á  la  casación 
del  fallo  que  estuviese  basado  en  tan  ilegal  fundamento.  Asi  puede 
en  nuestro  concepto  sentarse  ja  regla  general,  de  que  siempre  que 
en  la  calificación  de  un  hecho ,  ó  de  la  prueba  ejecutada  en  su  apo* 
yo,  se  comete  alguna  infracción  de  ley  ó  de  doctrina,  procede,  y 
no  puede  menos  de  proceder,  la  casación  de  la  sentencia.  £n  este 
concepto  es  en  lo  que  se  ha  modificado  recientemente  el  principio  ab* 
soluto  que  antes  regía ,  de  que  en  materia  de  hechos  no  cabía  nan- 
ea el  recurso  de  nulidad ;  princi{iio  que  se  haseguido  estrictamente 
en  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  t858»  relativa  á  los  asuntos  de 
Ultramar,  de  los  duales  no  nos  ocupamos  en  esta  obra. 

En  las  cuestiones  en  que  nunca  ó  rarísima  vez  procede  el  recur- 
so estraordinario  de  la  casación,  es  en  ;las  de  hechos ,  justificados 
linica  y  esclusivamente  por  testigos,  porque  en  este  punto  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  ha  jntroducido  una  innovación  notabilísima» 
estableciendo  (art.  317)  que  los  jueces  y  magistrados  aprecien  el 
valor  de  la  prueba  testifical  según  las  reglaa  de  la  sana  critica.  Pero 
todavía  se  ha  fijado  tan  poco  la  atención  en  este  precepto  legal,  que 
son  infinitos  los  recursos  que  vienen  al  Tribunal  Supremo,  funda- 
dos solo  en  la  apreciación  de  este  medio  probatorio ,  á  pe»r  de 
las  innumerables  decisiones  en  que  se  ha  declarado  su  improcedeor 
cia;  y  es  que  son  difíciles  de  plantear  innovaciones  que  alteran 
prácticas  arraigadas  en  la  escuela  y  en  el  foro  por  espacio  de  siglos, 

'  I  I  I  —i— i*^— — — — M^M^        > 

(1)   Sentencia  de  !}2  de  junio  de  1860. 
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<iotño  sacede  con  los  principios  eonsignftdos  en  tos  leyes  32,  40  j. 
41,  til.  16  de  la  Part.  3/  acerca  del  valor  de  la  prueba  testifical. 
«Dos  testigos  qae  sean  de  buena  fama  (decía  to  primera  de  estas: 
leyes)  é  que  sean  á  tales  que  los  non  puedan  desechar  por  aqueltosr . 
€osas  que  mandan  las  leyes  deste  nuestro  libro,  ahonda  para  pro* 
IM  todo  pleito  en  joicio.»  Esta  inflexibílidad  en  la  tasa  del  valor  de^ 
la  prueba  testimohial,  ha  sido  por  muchos  siglos  un  axioma  juri- 
-dico,  al  cual  han  tenido  los  tribunales  que  someter  su  conciencia  ; 
^subyugar  su  convicción,  á  pesar  de  descubrir  moralménte  en  mo* 
<;has  ocasiones  la  inverosimilitud,  y  tal  vez  hasta  la  falsedad  de  lo 
<]ue  esos  dos  testigos  aseguraban.  Pero  la  nueva  ley,  dejando  fttí 
prudente  criterio  del  juzgador  una  libertad  raionable ,  le  ha  tras^. 
formado  de  autómata  ó  de  instrumento  mecánico  en  un  ser  pensa-i^ 
4or  é  inteligente ,  capaz  de  ejercitar  la  sana  crítica  y  de  aplicar  tos  i 
reglas  de  la  buena  lógica  al  examen  de  los  hechos  atestiguados  por 
'dos  ó  mas  personas ;  y  esta  es  la  gran  reforma  verificada  por  el  ar-*' 
4ículo  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

>La  foerza  que  han  los  testigos  en  tos  pleitos  sobre  que  con-^ 
tienden  los  ornes  en  juicio,  es  esta  (decia  la  ley  40  citada),  que 
cuando  alguna  de  las  partes  aduce  por  st,  é  prueba  por  ellos  cum-- 
jpKdamente  su  intención,  si  son  á  tales,  que  por  ninguna  de  las  ra«^ 
zones  que  dijimos  en  este  titulo  non  pueden  ser  desechados,  debe  ek^ 
juzgador  seguir  su  testimonio  ,  é  dar  el  juicio  por  la  parte  que  los. 
trajo,  mas  cuando  ambas  partes  aduxessen  testigos  en  juicio,  é 
cada  una  de  ellas  provase  su  intención  por  ellos,  de  manera  quer . 
les  dichos  de  una  parte  fuesen  contrarios  á  to  otra;  entonce  deveí  • 
«catar  el  judgador  é  creer  los  dichos  de  aquellos  testigos ,  que  en-^ 
•tendiese  que  dizen la  verdad,  ó  que  se  acercan  mas  á  ella ,  é  que^ 
son  omes  de  mejor  fama;  ¿  de  mayor  derecho  de  ve  creer  á  estos^ 
tales,  é  seguirse  por  los  que  testiguassen  magtter  que  los  otros* 
<lue  dixessen  el  contrario ,  fuesen  mas....»  En  estos  términos  sigua 
la  ley  citando  casos  de  posibilidad,  y  dando  reglas  de  solución  á 
cada  uno ,  cómo  midiendo  ¿compás  la  ftierza  probatoria  de  las  dor 
claraciones. 

La  otra  mencionada  arriba  (la  41  j  dá  mas  ensanche  al  criterio^ 
judicial  y  se  acerca  al  principio  hoy  vigente ,  cuando  dice :  c  Lige- 
ramente podia  acaecer  que  testigos  que  la  una  parte  aduxese  qu» 
desacordarían  en  sus  dichos,  de  manera  *qtte  los  unos  diriaa  et 
contrario  de  los  otros.  £  por  ende  decimos ,  qué  cuando  así  aóae-^ 
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ciere ,  (pie  el  jiiídgafdpir  déte  pri^r  i  a(me|ÍQ^  que  s^ineja^re  qae  se 
acuestan  mas  á  la  verdad,  éque  acuerden  mas  en  el  fecho ,  ma- 
quee que  los.  otros  Tueseu  mas;  é  Dion.debe  en^ecer  4  la  jparte  el, 
testa'InoiiíQ  oonlraf  ío »  que.  los  ostros  ov.iesQn,d¡chQ...i> 

Tales  eraA  los  priuoipale^  preceptos  que.lutQ  regüdp  en  materia 
de  prueba  de  testigos;  pero  Ja  nueva  ley  f  ilustcactacon  las  leccior 
oes  de  la  esperiencia»  ha  evitado  la^  firecueiotes.  cuestiones  &  qqe 
daban  lugajr  aquellas  inflexibles  reglas»  sentando  el  precepto  de  que 
lo&iueoe&y  tribunales  aprecien  el  valor  y  fuerza  probatoria  de  las 
declarackaies  de.  lo^  testigos  según  las  reglas  de  la.  sa^ia  crítica. 
Pür  eso  desde,  el  primer  rejcurso  de.  est^  clase  que  se:  sometió  al 
fallo  del  Tribunal  Supremo ,  Bjó  este  el  dogma  ya  inconcuso  y  ele-  ^ 
vado  á  doctrina  de  jurisprudencia,  deque  Jais  leyes  de  Partida  qu^ 
Boalto  de  copiar ,  baa  sido,  ra^ioalmnte  modificadas  poi  ejL  articukh 
317dela.de£iyuiciamíeQto(l).  Con,  posteriorid^id  á  e$te  notable 
fallo  díctase  otrx)  (^)»  ea  que.  también  se  £^firm6  termin^emente 
que  la  ley  52,  titulo  16,  Fartids^  3/  uq  tenia  aplicación  después  de 
publicada  la  de  EnjuiciamleAto  civil.  Todavía  foé  necesa^'o  con- 
sifi^narenotro  (3)  ladéala] 
ba  i  hecha  por  la  Sala  juzg 
habia  ijarriDgídoJas.53.y4Í 
sitlerarse  vigentes  en  t^uan 
la  de  Enjuiciamiento  .^n  aj 
en  que  se  consignó  ia  m 

ley,  carecia  de  aplicación,  en  casos  como,  el  de  que  se  trataba»  la  3^ 
ciiadt  ya;  y  todavía  fué  preciso  que  otros,  Callos  (8)  sentasen  ia 
doctrina  de  que. esta. misma  ley  haJi)i^  sido  eseucialmei^^  modifica- 
da por  el  art«  317  de  la  de  l^njuicjamieuto  civjl,  i.  i  cuya  disposi- 
ción (anadió  uno  de  ellos)  deben  s'ujet^r§e:  los  tribunales  para  es- 
timar la  fuer;za  probatqria  délas  dei^laracio^es  de  Jos  testigos»» 
Tan  uniforme  ha  sido  la  <  opinión  del  Tribup^l  áuprenip  sobre  U^ 


¡jr 


0)    Sentencia  de  13  de  octubre  de  1356,  no  inserU  en  la  CoUccUmU- 
^sliÉtim  Y  publicada  én  1a  €Aéetú  ^ellá.' '  «ir. 

(2)    En  26  de  octubre  de  ia$7. 


i 


3)    En  23  de  dicierabre  de  1857. 
>)    La  de8défébréi^o'del858l 
(5)    tá  dé'O  de  ncíviMibre  dd  1658;  de  21  de  najo  de  1689  ;  de  23  da 
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failU  de  autoridad  que  sobre  este  punto  tiéJiénlá^iAencíátiadas  le- 
Jes  de  "Partida. 

Imposible  parecia  que  despue^  de  sancionadas  estás  doctrinas» 
y  de  estar  autorizadas  por  la  jürís[irudeuciíi  del  Tribunal  hias  cf!é- 
vado  y  competente;  que  depues  del  18  de  octubre  de  1856  en  que 
se  publicó  la  primera  sentencia  de  casación  en  este  senlido ,  se  en- 
tablasen todavía  recursos  fundados  en  supuestas  inrraccíones  sobre 
punios  de  hecho ,  y  que  fueran  necesarias  tantas  décifeioriesrcomo 
las  que  van  anotadas,  y  tantas  otras  en  que  el  Tribunal  ha  tenido 
rprerísíon  de  declararlos  irajprocedcnles,  fúndkdo  eñ  áqud  rtiismo  ar- 
tículo dé  íá  nueva  Tey*.  T  sin  embargo ,  tal  ha  ¿ido  lá  temeridad  de 
)os  litigantes  sobre  este  punto,  ó  tan  maT  aconsejados  se  han  vista 
por  sus  defensores,  que  sin  cbntai:  con !as  stehíeúcias  mas  redientes, 
que  no  nos  hemos  ocupado  en  examinar  i  son  numerosas  las  qrfc 
íian  denegado  recrirsos  de  igual  cíase,  fiíndadás  casi  éscTusira- 
mente  en  el  precepío  ineludible  de!  mismo  articulo  tantas  veces 
diado  (1).        *        ' 

Debeniós  antes  de  finalizar  este  cap/tuto, 'flkibaT  especiálmenle 
la  atención  sobre  aígunas  sentencias,  en  (i^é  sé  üs^' de  una  f&rmtida 
^ue  acaso  haya  pasado  desapercibida ,  y  que  eá  iiií  embargo  muy 
significativa ;  á  saber,  la  que  espresa  que  c  kl  aptedlar  las  priikbas 
la  Sala  juzgadora  en  uso  de  las  facultades  consignadas  en  él  ártf* 
«ulo  317  de  la  léy ,  no  habia  cometido  ¿iiíguná  infracción  legal  (2)» 
liándose  cotí  esto  á  entender ,  que  aun  al  hacerse  Ik  apréciacicm 
¿)or  una  Audiencia,  es  posible  due  se  coitfeia  alguna  ínfraccidíi;  co* 
mo  sucedió,  por  ejemplo,  en  el  casó  ya  atíuiítado  antea,  de  cón-^ 
Cenarse  á  un  demandado  sobfe  (m  pimío  ék  que  la  deUaanda  'care- 
da  absolutamente  dé  justificación.  ' 

Lo  éspuesto  hasta  ahora  ¿réebós  qné  .baátárá  para  plst^uáÜir» 
'que  no  debe  jámaé  fundarse  ningún  recurso  solámiéñté  en  él  Su- 
puesto de  estiiharse  que  Han  sido  mal  apreci'ados  los  hechos  por  ía 
Audiencia  qi^e  ha^a  dictado  ta  ejecutoría;  y  qué  es  úé^ce^h>qtt^ 

ti)  Pueden  verse  á  este  propósito  ,  entre  otras ,  las  senteDcias  de  9  da 
marto  dé  195T,  dos  de  I. *tte  octubre,  otra  <fe!í6  detintsmomes  y  aHopie 
$>3  ¥  27  jdefipbrero  V  a  de  mayo  de  185S«  de  ^-y  i8,4e  febrero,  de  5,.  16  y 
21  de  noviembre  v  Qe  $,  17  y  ¿9  d^  diciembre  4c  18Sd  y  de  25  á$  enero» 
24  de  febrero  y  2L^  mayo  de  iS60.  ^. , 

(2)  En  aillos  o  .parecidos  tér;a\qos  éatáiV  redactados  I03  GüIqs  de  23  y  27 
de  febrero  de  1857,  el  de  3  dé  mayo  de  ISS8  y  álgdn  otro. 
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*«6ttíbe  aquel  ea  yerdadera  infraccíoa  de  ley  ó  dpctpma,  único  h^ 
Iíyo  fundado  para  la  casación ,  pues  délo  contrario  se  espoodrá 
«íempre  el  recarrenle  á  sufrir  todas  las  responsabilidades  y  conse- 
*  cuencías  con  que  la  ley  castiga  al  litigante  temerario. 

CAPITULO  VI. 

DIL  EBCURSO  DI  CASAeiON  Á  INSTANCIA  DBL  MUflSTEEIO  FISCAL.. 

El  Ministerio  fiscal,  lo  mismo  que  uaparticnlar  cualquiera,  pne-^ 
4e  proponer  el  recurro  de  casación  en  lq&  pleitos  en.qae  sea  parte. 

Solamente  se  diferencia  en  este  caso  el  procedimiento ,  en  que 
410  está  el  recurrente  obligado  á  hacer  el  depósito  ó  prestar  la  caiH 
cion  que  respectivamente  se  exige  á  los  demás  litigantes,  y  si  fuese 
^desestimado  el  recurso,  ó  la  apelación. en  su  caso,  deben  satisb- 
cerse.las  costas  ocasionadas  á  la  parte  adversa,   de  los  fondos  que 
ya  digimos  quedaban  retenidos  á  disposición  del  Tribunal  Supremo 
procedentes  de  1^  mitad  de  los  d 
declarada.  Lo  mismo  corresponde, 
Te  de  un  recurso,  ó  de  la  apelacio 
px  que  se  le  hubiere  denegado  su 
^cion  que  la  ley  concede  al  litiganí 
recurso  promovido  ppr  el  Minister 
roso  orden  de  antigüedad,  y  coo 
fondas  existentes  (1).  En  todo  lo 
^€stos  recursos  y  los  promovidos  por  parüüuuiros. 

También  puede  el  Uinisterio  fiscal  en  nqne 

no  haya  tenido  participación  en  el  asunto^  fene- 

cido y  la  ejecutoria  ha  quedado  firme,  p(  so  de 

su  derecho  ninguno  de  los  litigantes  en  c  or  1» 

4ey.  En  este  caso  no, tiene  por  objeto  con  lar  y 

dejar  sin  efecto  la  ejecutoria,  sino  solo  m;  ¡a  de 

la  ley  y  conservar  lá  pureza  de  la  doctrin  , cree 

^ue  "aquellahaya  sidu  infringida  4  mal  aplicada,'  ó  "que  se  ha  vnloe-^ 


'  .  (1)  Con  este  objeto  el  Presidente  del  Trítmna!  Supremo  hace  llevar  ud 
'registro  én  la  secretaria  dé  gobierno  del  mismo,  donde  sé  asienta  una  cueo- 
.U  y  razón  de  las  cantidades  que  existen  depositadas  para  el  espresado  olijeio 
'  y  de  las  que  se  vun  aplicando  á  las  indemoitadones  que  i0  decntan. 
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.  rada  éeta.  No  hay,  pues,  en  este  recurso  Dinguaa  coaveaíencia  pri- 
tada,  y  solo  tiene  por  objeto  el  interés  públieo. 

Poderosas  razones  movieron  á  la  Comisión  redactora  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  á  adoptar  esta  grave  innovación,  sin  deseo-* 
nocer  por  eso  ios  inconvenientes  que  podría  ocasionar,  f  No  hay  por 
qué  ocultarlo,  ha  dicbo  uno  de  los  ilustrados  jurisconsultos  que  la 
amaron  (2):  la  Comisión  estuvo  vacilante  acerca  de  la  adopción 
de  esta  r^gla:  por  nn  lado  consideraba  que  cuando  las  partes  se 
aquietan  con  la  sentemeia»  cuando  el  interés  de  la  sociedad  no  es  in- 
mediato, cuando  cualquiera  que  sea  el  resultado  del  recurso,  la  eje- 
cutoria siempre  ha  de  ser  subsistente,  parece  que.  no  debia  otorgarse 
remedio  tan  estraordinarío.  Consideraba  también  (añade),  que  este 
recurso,  en  el  caso  de  que  prosperase,  cedería  en  desdoro  de  lo^ 
tríbuoales  y  de  la  administración  de  justicia,  por  que  declarar  nula 
una  sentencia,  [decir  el  primer  Tribunal  de  la  nación  de  un  modo 
solemne,  que  en  un  lallo  ha  sido  quebrantada  la  ley  ó  una  doctrína 
adoptada  por  la  jurisprudencia  de  ios  tribunales,  y  sin  embargo, 
producir  este  fiülo  todos  sus  efectos,  causa  cierta  alarma  en  los  que 
no  se  paran  á  analizar  los  motivos  de  esta  especie  de  contra  sentido, 
que  por  instinto  miran  con  repugnancia.  Si  embargo,  otra  conside- 
ración se  ha  sobrepuesto  á  todas:  la  importantísima  que  se  despreur 
de  del  objeto  principal  del  recurso  de  casación.  No  es,  como  tantas 
Teces  he  dicho,  el  interés  privado  solo,  sino  mas  aun  el  público,  la 
uniformidad  de  la  jurisprudencia,  lo  que  ha  dado  origen  &  este  re- 
curso: en  interés  público,  pues,  ha  decidido  este  punto  la  Comisión, 
siendo  en  ello  lógica,  y  siguiendo  el  ejemplo  de  otras  naciones.! 

Con  claridad  y  exactitud  están  espuestas  en  los  párrafos  copia- 
dos los  gravísimos  y  positivos  inconvenientes  y  la  utilidad  proble- 
mática de  este  recurso  fiscal;  y  por  mas  que  una  comisión  tan  doc- 
ta haya  seguido  en  este  punto  el  ejemplo  de  otros  países,  adoptan- 
do del  modo  que  lo  -ha  hecho  este  estraordinario  y  entre  nosotros 
exótico  remedio,  son  en  nuestro  concepto  infinitamente  mayores 
los  males,  que  los  beneficios  que  pueden  esperarse  de  esta  innova- 
ción. Por  fortuna,  en  los  anos  que  ya  se  cuentan  desde  que  empezó 
á  aplicarse  la  nueva  ley,  ni  un  ejemplar  siquiera  hemos  visto  de 
esta  clase  de  recursos  de  interés  público,  y  es  de  presumir  que  sea 
rarísimo  el  caso  en  que  el  Ministerio  fiscal  haga  uso  de  este  dere*- 

(2)    El  Sr.  la  Sema  en  el  lugar  ya  citado. 

Digitized  by  CjOOQIC 


tíi  "MmSfk  DE  LEOISLACHm. 

eho;  y  de^Snas  afetPittadIttireBte ,  parque  acdslumbrados,  como  ^ 
tamos,  á  acatar  con  profeádo  respeto  h  santidad  de  la  cosa  jiiz^- 
út,  leería  dé  ftinestisírtto  efódo  verla  moraltnente  bollada ,  por  mas 
Tiue  legal  y  judiciahiieatose  la  debiera  prestar  obedieneii. 

Tampoco  én  esta  clase  de  tecnttos  puede  exigirse  depdsíto  iál 
4Aini6terio  fi^l.  Vara  htterponerlo,  no  hay  Bhigim  témnao  señala- 
do; pero  ima  tez  propnesto,  se  sigoen  los  mismos  trámiiies  estable^ 
cidos  pi^a  los  dem&s,  aWqne  sin  dfatse  ni  emplazarse  á  k^litígaii- 
les,  qoe  no  pueden  por  consiguiente  «er  obligados  á  eompareoer; 
dunque  sí  tienen  derecho  á  personarse,  si  quieren,  ante  el  Tribmml 
Supremo,  en  cuyo  casó  se  les  deben  letatregár  los  autos  para  ins- 
truirse, y  se  les  ha  ide  eftar  para  la  vi^ta. 
f  Por  esta  razón,  sí  los  interesados  no  han  hecho  uso  del  mismo 
recurso  eu  tiempo  hábil,  no  les  afectan  las  resultas  del  interpuesto 
'  por  el  Ministerio  fiscal,  ni  la  ejecutoria  puede  ser  anulada,  ni  Me- 
rada  en  lo  )nas  mhrimo;  y  asf  el  fallo  (fne  se  pronuncie  solo  sirve 
"para  formar  regla  de  jurisprudencia  sobre  la  cuestión  D^l  discuti- 
da en  el  pleito  y  resuelta  en  la  ^cutoria  (1). 

Kauel  te  de  Ziuga» 

(1)    Arts.  1096  á  1 102  de  la  ley  de  Eojuiciaraieuto  civil. 
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CVAL  DEBE  SER  EL  UMITE  DE  LA  SUCESIÓN  INTESTADA  (i). 

Seioits: 

Greia  qtte  coa  la  ooudmioii  dd  MUeriiH*  iao  ^acudémieo  hubria 
.terBÚBado  et  honor  ^«e  mt  ikptméMiék  «1  fiolocarme  en  eHe 
-puesto,  qtte  bftD  oevpado  ñas  dignaofeeftléque^yo  iHi^stros  mas 
4istipguido6  juriaooJisullos;  pivo  it^  baMs  liosNMito  de  nuevo  con 
Hfia  reekcetott  fiaiaíniet  4ii«  yo  no  tesiacterecbo  &  esperar.  Así 
habéis  q^do,  «A  dQda^  MNufestar  e^nlo  aprecmis  mis  buenos 
deseos  por  el  bien  y  prosperidad  de  e^ta  brillante  corporaeiont  que 
.«acierra  den(ro  de  $l  la»  esperaizas  de  imestfo  foro  y  de  nuestra 
tribuna  parlamentaría;  y  yo  no  poáia  menos  tie  admitir  con  recono- 
cimieato  es(a  seSalsda^  lisonjera  müeslra  de  la  perseverante  coa- 
fiansa  coa  que  os  babefe  propuesto  dislíngitifme.  Pero  debo  al 
mismo  tiempo  declararos  que,  aunque  iuvíese  la  forinnade  corres- 
ponder i  elle  de  un  modo  salisitctoriov^a  padiáa  eontinuar  acep- 
¡lando  la  bonra  de  yresidirDS,  no  stdo  porque  puede  creerse  que  hs 
reeieeciones  saoeaiTas  quitan  íadgD  i  la  eapootaneídadl,  qne  es  lo 
quecooBiiMiye  el  inécítode  loda  .eteectonv  sno  por  no  privaros  de 
la  mas  ilustrada  d¡)pecctoa  de  Ibs  qtte  en  otros  tiempos*  han  presidi- 
do esta  Academia,  ó  de  los  que  posteriosüente  baa  lenúdo  ooasion 
de  aerediiar  que  pueden  «eea^riasarlos  «Kgnaaraile; 

Asi,  podfeis  esQojec  i  tos  que,  cDn.nia8tr<tfM|«ilidad  de  ánimo  y 
.mas  tiempo  que  é  qued^jau  laaaténciOBes  de  la  vida  pública,  y 
fliobre  lodo  coa  mas  talOrto  que  yo,  puedan  en  estos  momentos  so- 
lemnes en  que  inauguráis  vuestros  trabajos,  levantar  su  voi  ele- 
futiente  para  gaiaros  por  mievasaendaris  al  descabrimiento  de  al- 
.jgunas  verdades  de  grande  importancia  social^  que  tiene  todavÉi 
ocultas  ó  poco  eonooidas  la  ciencia  delDecedho,  y  eoitespander  á  la 
eapeotaeton^.que  yo  voy  &  defraudac  enestle instante, de k)s  ilus- 
ires  manteados,  de.  Jos. distíngutdos  jarí^consuho&  y  de  todo  el 
ilustrado  auditorio  que  nos  hooíra  oon  su  preseneiA. 

(i)  Discurso  pronunciado  por  el  Exccupi.  Sr.  D.  Salustiáno  Olóza^a  en  la 
sesión  inaugural  qel  curto  de  fS60  á  iM\ ,  en  la  Academia  malrilensc  de 
Jarispradencia  y  Legación. 
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Como  escaso  tributo  pagado  i  la  costumbre  y  ofrecido  á  voes» 
tra  benévola  atenoioor  roy  úDioamenle  i  presentaros  algunas  b'ge- 
ras  consideraciones  sobre  uno  dejos  temas  que  no  pudisteis  exa- 
minar en  el  ano  anterior,  y  que  probablemente  será  en  este  de- 
baüdo:  .  /^  /^  -  :     • 

CtM  debe  ser  el  limite  de  la  sucesión  intestada. 

Pocas  veces  se  babri  ibriMlaáo  len  tan  4>reves  palabras  un  pro* 
blematan  importante.  Yosotros  lo  ^examinaTéis  detenidamente  ba- 
jo todos  sus  aspectos  legal,  mekal,  social  f  poKiioo,  y  acaso  baila-» 
reís  una  solución  muy  oeitfórme  coa  lo  que  dispone  nuestra  legis- 
lación actual,  que  tjene  en  sn^apoy^  <a  aíntigiia  legislación  romana 
y  la  de  todos  los  países  que  mas  ó  mesos  fielmente  la  ban  copiado. 
Pero  esta  solución  llevará  el  sello  del  acierto  y  podrá  satisiácer  á 
vuestro  criterio  legal  cuando  se  fende  conocidamente  en  los  gran-» 
des  principios  de  la  6losoiía  M  Derecho^  y  no  como  hasta  ahora,, 
en  la  autoridad  del  tiempo  y  hasta  en  la  fi^ilichd  y  la  indiferencia 
con  que  solemos  admitir  sin  examen  lo  que  encontramos  general- 
mente y  de  antiguó  establecido. 

Al  principiorde  esta  época  canstítacíonaU  en  las  primeras  Cer- 
otes que  se  reunieron  con  arreglo  al  Estatuía  Real,  se  presentó  ua 
proyectó  de  ley  cuyo  principal  objeto  era  suprimir  el  juxgado  dt 
mostrencos  y  la  odiosa  y  privHegiáda  togíslacien  que  esteba  encar- 
gadt  de  aplicar;  y  á  rueitas  de  algtmas  escelentes  disposiciones 
sobre  la  natoraleia  de  tos  bienes  qae  pueden  corresponder  al  Esta- 
do y  los  trámites  qae  deben  seguirse  para  que  en  nombre  de  este 
iM>«e  atente^  como  acontecia  antes,  contraía  propiedad  particular» 
se  proponia  que  el  derecho^  de  «ueéder,  limitado  entoncea  á  los  pa- 
rientes dentro  del  coarto  grido,  se  qstendiese  á  todos  lo»  parientiís 
dentro  del  décimo. 

Entre  estas  dos  categevias  se  estabiecia  otra  délos  hijos  natura- 
les y  de  los  cónyujes^  que  aunque  no  akanzaran  el  lugar  goe  la 
naturaleaa  y  la  racon  Jes  conceden  respecto  de  los  parientes  colate- 
rales, merecieron  en  la  iimíoosa  dísousion  que  sobreestá  y  olrea 
puntos  ilustró  y  m^oró  la  tey,  las  mas  vívassimpatiaidoaqueUos  res- 
petables legisladores.  Pero  s(^e  d  punta  principal,  sobre  la  tras- 
misión de  la  propiedad  á  los  parientes  mas  lejanos  y  por  lo  común 
desconocidos,  ninguna  duda  se  ocurrió  y  nada  absolutamente  se 
dijo  en  uno  ni  en  otro  Estamento,  donde  se  sentaban  los  hombres 
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mas  ilustres  de.aqqella,  époqa.  Se  consideró  sob  la  reforma  cojo» 
un  regalo  que  el  Estado  ha^ia  de  loa  bieaes  que  por  lalegisIacioA 
]  vigen^  le  correspondían,  como  si  el  Estado  pudiera  mpverse  á  im- 
pulsos  únicamente  de  (a  generosidad  y  sin  examinar  las  conse^aea- 
cias  de  una  donación  inmotivada  y  trascendental. 

Taxnbíen  en  jos  primeros  dias  de  Ja  revolución  francesa  se  alté* 
j:aTon  graveoienté  las  leyes  de  succión,  y  abolidas  todas  las  dife- 
rencias quebabia  entre  los  pueblos  que  se  regían  por  el  derechO' 
escrito,  y  los  que  no  reconocían  en  tan  importante  materia  mas  que 
sus  usos  y  cQstumbres  peculiares,  se  proclamó  el  derecho  de  suce- 
der de  los  parientes  colaterales  hasta  el  duodécimo  grado.  T  conu> 
^(|uell9s  grandjss  le^'sladores  á^iuíenes  la  Francia  y  el  mnndo  en* 
tero  deben  la  resprreccion  de  todos  los  principios,  cardinales  en  qod 
descansa  actualpieote  el  derecho  público,  no  se  detenían  ante  ^ia- 
guna  consideración,  y  aceptaban  todas  las  consecuencias  lógicas^ 
por  mas  exageradas  que  fuesen,  de  las  doctrinas  que  proclamaban; 
una  vez  reconocido  el  derecho  de  los  colaterales  á  tes  supesiones 
ab-intestatOf  limitaron  el  de  los  testadores  hasta  el  punto  de  prohip 
birles  por  las  leyes  del  ano  segundo  de  la  República  (art.  S.""  de  la 
del  5  Braumaire,  y  artículo  il  de  la  del  17  Nivoae),  que  dispusie- 
ran de  mas  del  sesto  de  sus  bienes  en  perjuicio  de  los  parientea 
coteterales. 

El  Código  Napoleón  corrigió  en  esta  parte  te  exájeracion  de  lci» 
primeros  legisladores,  pero  sancionó  el  derecho  de  los  parientes  mas 
remotos  á  las  sucesiones  intestadas.  Así,  pues,  en  Francia  como  en 
España,  y  mas  ó  menos  en  todas  las  naciones  cultas,  se  lia  consi- 
'derado  en  estos  tiempos  de  grandes  reformas  políticas  como  uii 
principio,  ó  al  menos  como  una  tendencia  liberal,  el  consignar,  el 
favorecer  y  ampliar  este  derecho.  Examinando  bien  las  causas  qué 
han  podido  influir  en  que  se  haya  dado  á  semejante  doctrina  nii 
cierto  color  político,  se  veríi  que  n^ts  nacían  de  las  circunstanciáis 
y  de  las  preocupaciones  del  momento,  que  de  los  principios  politir 
eos,  con  los  que  se  presenta  asociada.  Los  legisladores  franceses  és* 
taban  dominados  por  su  amor  escesivo  é  inconsiderado  á  la  igual-^ 
dad  en  la  división  de  las  fortunas  particulares,  y  prevenidos  en  de- 
masía contra  toda  acumulación  de  riqueza,  mas  que  procediese  dd 
los  títulos  qas  legítimos.  Así  vemos  á  la  Convención  Nacional  abo-» 
lir  de  todo  punto  la  facultad  de  disponer  de  sus  bienes,  ni  por  do- 
nación, ni  por  testamento,  á  los  que  tengan  descendientes,  y  prohí<» 
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Ijlr  toda  méjófa)  *pSr  liísigaíflcáutc'cjtíe  scfa;  en  fávbr  ác  cüalíjarfe- 
^a  de  estos;  V  ^co  después'  tómaír  en  coíisídcVaéioQ  an  píoyeóli, 
'privando  tfef oda  participación  en  fais  hertncias  á  los  que  luvíésca 
"una  fortuna  de  doscíetttó^  mií  ffaricós  Aé'cipítal.  Este  proyecto  filé 
por  último  desechado,  y  en  cuaÁtó  á  íos  bieñe'á  que  debían  heredar 
los  jléscendiéntés,  sé  perúiitii)  á  lóá  testadores  (fue  pudieran  dispo- 
ner de  tiúa  décima  parte  de  elTos;  pero  estás  taiodiBcáctones,  qu^e 
'prué'baín  cóiño  la  espéríencia  vá  tapiando  ^áiempre  el  ri^dr  lógico 
<le  ló§  principios  absolutos,  t'o  bastan  %  quitar  á  aquelTá  época  j  i 
^quello^  hombres  verdaderamente ,cstraordinari6s,  su  tendencia  co- 
nocida hacia  la  üi véfacíoñ  de  las  fórtd'nas. 

Nuestros  legisláddres  ti6  partréi^aban  dé' semejantes 'íileá$;  pero 
tes  doitíinabk  la  reacción  qué  el  triunfo  díe  los  prlnclpioá  íAcias  favo- 
rables á  la  libertad  de  Ibs  pu^ 
produjo  contra  el  espíritu  fi^c 
'<le&cótiocido  y  ooúculcaáo.  Ls 
crificaba  á  I6á  derechos  incierf 
«¡udadános ;  qufe  los  espónía  'i 
los  despojaba  dé  suá  pVópiédác 
<Ie  sus  jueces  nafürarcs  para  ei 
interesado  én  su'  co'ndenadiob , 
que  hacia  la  opinión  de  todos  I 
tíoh  ccfnlra  el  absófüíísm'ó  ié 
justificaban  niás  y  mas  el  ctaní 
■y  la  noloVia  connivencia  tfé  íli 
denunciadores  ^Ue  quedaban  s 
ciosos  cuáildóálacábáh1ás][>ró| 
Hosolo  con  buenla  fé,  sibocon  l( 

En  ódío  de  ésta  jurisdicció 
üiaido,  y  envueltas  en  sus  ruic 
tsin  examen ,  las  disposiciones 
las  que,  los  bienes  de  los  que 
HÍenlro  del  cuarto  grado,  perte 
<Íue  se  trataba  de  restablecer  1 
bá  como  tal  la  ley  de  las  Parti 
4;eder  á  los  parientes  hasta  el 
^ué  no  prevaleciese  la  variUnt 
algunos  códices  que  lo  éstiend 
éste  el  momento  de  examinar 
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como  legisla/^ioa  p¿lría  la  del  Gó4¡gq  <Ioctriiial  de  Us  Partidas;  fpvo 
aui^da^o  que  lo  faese«  desde  qa^  se  le  di6  fuei:za le^i  por  e|  Or^- 
dooaiQÍQnio  de  AIcal¿,,nuiica  obr^^  Ui(  de  lleao  como  ep  este  caso. 
laxestficcioA  que  eot^a^es  se  pi^ea  foyor  de  los  fueros  á,  la  ^zoi^ 
subsistentes  t  que  ea  poca^  maieiri^  haa  ofrecjdo  taotia  vafáedad  y 
aDomalias  oomo  en, materia  de.sacesipaes.  Además,  no  tardaron  mu-r 
c^Q  lo^  Re^es  Católicos  eQ  decl^ar.pi^^s  eran  las  I^es  e^pa^ola^ 
CQ  estas  ¡patecas ,  y.  cómo  limitaban  á  los  parientes  hast^  el  cuarto^ 
gjrado  el  derecho  de  sucedei;.  ... 

.  Así,  pues,  jio  el  prestigio  de  la  antigüedad^  no  el  £avor  de  lo» 
principips  lil^eral^St  pueden  ,esp|icar  la  estensioadada  á  e^te  derer 
cíio;  pero  aunque  así  fuera,  aunque  el  círeufo  eterna  del  tiempo^ 
protegiera  semejante  causa  ^  4Q  impediría  esto  que  se  jeiaminase  h, 
cuevstion  en.sl misma  y  ¿  la.lus de. Ío^  únicos  principios, coa  arreglf>. 
á.losque  d§be  decidirse^opo^o  ^(m^  los  que  se  fondas  en  ia  nj^tufra* 
leza  y  los,  que  sp  dirigen  al  bien  de,  la  sociedad. 

¿Es  cierto^  por.  ventura,  que  la  náturalez^t  establece  ese  yí^guIo^ 
que  sp  llama  de  la  sangre,  paca,  unir,  £^  u^d^s  las  pejrsonas  que  pro- 
ceden de  un. tronco  común?  Quq  entre  las  maspr6x,imas  i^aya  geii^r 
raímente  grande  semeja^iza,  no  solo  flsica,  sino  moral,  ;  haya^ 
siempre  una  mutua  irresistible  atracción»  que  la  vjda,  eu-  cofaun 
exige  para  que  cada  fan^iilia  no  ,forme  ms^  qv^e  una  sola  unída^d^sO'-: 
qal,  es  i^i  hecho  taii  cier]io  y  tan  impor^nt^,  que  sin  él  apenas  se 
puede  concebir  la  sociedad*  ¿Hay  n^da  mas  tierno  que  el  cariño 
que  tenemps  á  nuestros  hijos,  mas  puro  y  ma?  delicado. qup, el,  qnp^^ 
ellos  empiezan  á  mostrarnos  cuando  apenas  dos  conocen^. ni  piípdc^ 
ludier  n^s.  grato  cuidado  que  e|  de  la  qa/Jce  que  los.  cri^,,  el  del 
]Ñú]re  que.lpsimantiene  y  los  educa,  ni  espectáculo,  mas  i4teresante: 
que  el  dp.Ia  familia  unicja  por  tan  dulces  lazos,  participando  dp  Ipg^ 
n^ismos  placpres  y  de  las  mismas  penas,  contribuyendo  cada  un^oal. 
lüenestar.  detodps^  y  Yxvie^dq.l^iQ^m^  mismo  techp  ha|sta  qupja, 
iQuerte  inexorai^le  viein^  á  separarlos?  Entonces,  ¿qu^  tiepe  q9e  hf^r 
cer  el  legislador.mas  que  respetar  y  con^ii^uar  la  o^ra  de  la  natupar, 
leza,  y  entregar  á  los  hijo^  Jo$  bienes  del  padi:e  que  ya  estaban  djsr*. 
atando  en  con^uQ?  X  ^í  pontra  el  órde9  de  la  n^turi^es^  los  p^^ree^ 
nnf^ianopisobrevivenálps  hijos  qi^  ya  han  ppdidf  adquirir  ppr,.8|> 
alguna  fortuna  ,r  claro  es  que  auoquo  ipí  carino  fij^l  nq^la  di^ra^ 
les  corrpsppnderia  poo^o  tri^i^e  é  ipsuTicicQte  cpjup^s^piqn  del  appy^ 
que  habiaafierdido.         .  ..... 
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Ef  Carino  de  lod  hermanos  tiene  por  lo  coman  la  ventaja  de  ser 
«I  de  mas  larga  duración,  y  formándose  desde  la  infancia,  y  nu- 
triéndose por  el  sentimiento  de  la  mas  perfecta  igualdad,  se  hace  ' 
«ada  dta  mas  íntimo,  y  se  yá  fortificando  en  todos  los  trances  de  la 
Tida.  Pero  aqnf  concluye  propiamente  la  bmilía,  porque  después 
<ada  uno  vá  á  formar  otra  nueva  y  á  establecer  otra  casa  paterna, ' 
á  ejercer  probablemente  otra  industria  ó  modo  de  vivir,  y  sobre  todo 
i  unirse  con  otra  persona  estraSa  á  la  propia  familia.  Los  hijos  que' 
deestauuion  resulten  pertenecen  asi  &  dos  familias  distintas;  y 
aunque  la  sangre  por  si  sola  produjera  los  efectos  prodigiosos  que 
algunos  quieren  atribuirla,  no  se  comprende  fiicilmente  c6mo  puede 
responder  á  un  mismo  tiempo  á  dos  diversos  y  acaso  opuestos  Ha- 
mlBimientos.  Pero  al  fin,  los  hijos  de  los  fiérmanos  pueden  quererse 
á  la  inanera  que  sus  padres,  y  heredar  de  eHos  el  espíritu  de  fami- 
lia: Por  eso  se  considera  ampliada  hasta  ellos ,  por  las  leyes  que  fi- 
jan el  derecho  de  suceder  á  los  parientes  hasta  el  cuarto  grado  civil, 
que  es  el  parentesco  de  los  primos  camales  ó  primos  hermanos. 
Este  es  el  límite  estremo  á  que  puede  llegar  la  familia,  que  en  rigor ' 
4Solo  debe  comprender  á  los  que  han  vivido  constantemente  bajo  on  ' 
mismo  techo,  descendientes,  ascendientes  y  hermanos. 

Mas  ¿cómo  pueden  igualarse  con  estos  y  sus  hijos  los  parientes ' 
hasta  el  décimo  grado  que  descienden  de  una  persona  &  quien  nin- 
guno de  ellos  ha  conocido?  ¿Quién  ha  podido  conocer  á  su  tatarabuelo 
para  observar  y  sentir  la  fuerza  délos  vínculos  de  la  sangre  que  se 
supone  que  le  ligan  con  sus  descendientes?  Pues  aun  es  preciso  subir 
mas  arriba  contra  la  corriente  del  tiempo  para  encontrar  la  raíz  del 
parentesco  que  dá  derecho  á  las  sucesiones  intestadas ,  y  falta  has- 
ta el  idioma ,  que  no  ha  querido  dar  nombre  al  padre  del  tatara- 
buelo ,  que  solo  podemos  designar  apelando  ¿  la  aritmética.  Ni  lo 
hallamos  tampoco  para  espresar  la'  relación  que  nos  une  con  sus 
descendientes.  Deteneos ,  señores,  un  instante  en  está  observación 
tan  trivial.  Las  primeras  palabras  de  todas  las  lenguas ,  las  ilnicasr 
*casi  de  las  lenguas  cuando  empiezan  á  formarse,  son  las  que  nos 
«irven  para  espresar  nuestros  afectos  y  para  llamar  á  las  personas 
de  nuestro  carüo.  La  voz  es  el  instrumento  del  amor  para  casi  to- 
dos los  seres  de  la  creación,  y  aunque  el  hombre  haya  llegado á* 
hacer  del  habla  el  órgano  de  todos  sus  progresos  en  las  ciencias'y' 
en  las  artes,  y  el  medio  mas  poderoso,  mas  beflo  y  mas  seductor, 
papara  manifesUr  sus  pasiones,  ya  para  esciur,  cahnar  y  dhigír 
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las  de  los  demás  hombres,  no  ia ha  despojado  por  cierto  de  su  ca«» 
rácter  y  objeto  primitivo  que  es  la  espresioa  de  los  afectos  de  la 
naturaleza,  y  es  bíeo  sejg^ro  c^e  si  esta  nos  llevase  por  sí  sola  & 
querer  á  todos  los  que  procedea  de  un  tronco  común ,  pero  lejano, 
á  ninguno  le  faltaría  su  nombre^  como  lo  tienen ,  no  solo  todos  los 
objetos  de  nuestro  carino » sino  hasta  los  de  nuestros  gustos  y  ca~ 
prichos. 

Prescindamos ,  sin  embargo,  de  la  insuficiencia  y  la  vaguedad 
de  las  voces.  Oigamos  la  de  nuestro  coraron.  Al  acercarse  á  nos- 
otros un  pariente  remoto  y  desconocido,  ¿nos dice  algo  con  sus  / 
dulces  y  misteriosos  latidos  que  pueda  servirnos  para  descubrir  la 
oculta  relación  que  con  él  nos  une  ?  Y*  una  vez  conocido ,  ¿  es  por 
Tentura  poderoso  á  cambiar  la  impresioQ  que  nos  haya  producido»  - 
que  ha  podido. ser  de  indiferencia  y  aioi  de  marcada  antipatía?  Pero 
tanta  es  ia  foerza  del  hábito ,  tanto  y  tan  ciego  el  respeto  qoe  nos 
inspira  todo  lo  que  tiene  la  doble. sanción  del  tiempo  y  de  la  legali- 
dad ,  que  no  es  imposible  que  alguno  creyese  obra  de  la  naturaleza 
lo  que  solo  sería  un  sentimiento  paramente  artificial. 

Por  eso  es  menester  consideiar  la  cuestión  ea  sí  misma  y  re- 
montarse con  la  imaginación  á  una' época  en  que  la  ley  no  hubie* 
ra  creado  todavía  la  parentela ,  que  no  es  mas  que  itna  ficcjoa^ 
legal  inventada  para  distribuir  los  bienes  que  quedaa  al^intestato 
entre  aquellos  á  quien®  se  supone  que  los  luiría  dejado  el  difunta 
si  hubiera  hecho  testamento.  Las  fiécioies  del  deredú)  son ,  no  solo 
inocentes,  sino  por  to  común  muy  útiles;  pero  cuando  el  derecho 
quiere  reemplazar  á  la  naturaleza  y  la  contrahace,  puede  causar 
una  perturbación  de  tal  índole ,  que  ni  el  trascurso  de  los  siglos 
basta  á  borrar  sus  malos  efectos. 

Los  parientes  remotos  que  se  ven  considerados  por  la  ley  como 
tierederos  presuntivos  de  un  pariente  rico,  no  pueden  creer  que 
correspondiéndoles  todo  después  de  su  muerte^  no  tengan  derecho 
é.  nada  dorante  su  vida.  De  aquí  proceden  las  peticiones  y  aun  las 
extjeneias  de  los  necesitados  y  de  los  holgazanes ,  y  como  ni  la  na- 
toraleza  ha  depositado  en  el  pecho  el  afecto  que  se  supone ,  ni  la  ley 
ha  sido  poderosa  para  oreario,  de  aquí  la  resistencia  de  los  mas  fa- 
vorecidos por  la  suerte  ó  de  los  mas  laboriosos  y  económicos ,  y  last 
frecuentes  y  odiosas  querellas,  tan  comunes  en  las  parentelas.  Su- 
/cede,  sin  embargo,  que  los  parientes  mas  afortunados  que  son  ea 
Tída  avaros  de  lo  suyo,  suelan  ser  pródigos  cuando  ^  tx^t^  d^lan 
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intereses  del  E^do»  y.eedieado  ¿la  preocopáctoD  cttaado  poedea 
hacerlo  aUiníogim  sacrífick^deiSii  propiedad ,  ó  á  ia  vanidad  de  Oft 
apellido  que  se  creea  obligados  ¿  ílusintr » nepartea  á  manos  llenas 
entre  los  que  ^,  Uevan  oscuramente »  y  basta  donde  alcanza  su  in- 
fluenda  >  ios  destino^  públicos ,  vías  condeoocacioaes  y  los  títulos  ho* 
neríficos^  .         . 

Este  ridiculo  vicio  del  nepotismo  parece  que  debiaser  patnaio- 
níDesdusiTo.delos  Gobiernos  absMutos,  en  los  que  puede  tener 
una  racional  apKoaoí^  ;.pttes  procedbnde  todas  las  gracias  de  la 
voluntad  del  Soberano ,  nada  mas  natuAl  que  el  que  las  trasmitaa 
sus  ministros  y  fiívontos  por  Jos.  misnos  medios  que  las  leyes  han 
fijado  para  las  hercacias.  Pero  es  lo  cierto  que  loa  Gobiernos  repre- 
seataüTos  que  nosotros  copocemos  adoteoea  del  mismo  defecto ,  6 
loi consienten  al  menos;  y  siendo  las  elecciones  el  medio  de  elevar 
á  Jos  hombres  públicos ,  y  muchos  k»  <iu&  con  este  caráder  ejercea 
influencia,  y  br^ve^por  lo  común,  ladwacionde  esta,  el  mal  su- 
ba de  piuHo  en  perjuicio  de  ios  o^idadafK^s  beneméritos  [que  no 
cuentan  con  el  apoyo  de  parientes  poderosos,  y  en  mengua  siem-v 
pre  del  servido  del  Estada.  Lo  oual-puede  hacernos  conocer  cuan 
lejos  está  de  poder  ser  considerada  bajo-  este  aspecto ,  como  doctri- 
na liberal  ,  la  que  dá  mayor  estei|sion  y  derechos  k  las  paienlelas. 

No  es  tan  generajmente  conocido,  pero  no  por  eso  es  menos 
funesto ,  el  inficqo  de  estas  en  )a  admívstraeion  interior  de  los  pue- 
bles :  ¿pero  cuánitos  hay,  sobcetodo ,  en  las  peavincias.,  donde  está 
poco  repartida  la<  propiedad ,  qoe  sehaa  visto  y  ana  se  vea  tira- 
nizados y  esplotados  por  esta  especie  de  dioaatias  locales?  Aun  es 
peor  la  suerte  de  los  que ,  en  ves  4^  una  ^  tienen  que  sufirk  las  fa* 
tales  consecuencias  y  el  alternado  predominio  dedos  é  tres  podero*- 
sas  parentelas  y  de  los  bandos  y  parcialidades,  que  acaudillan.  De 
grande  enseñanza  seria  la  historia  que  se  escribiera  dealguaosape* 
llidos  que  se  han  hecho,  en  este  sentido,  funestamente  célebres  en 
ciertos  distritos,  y  veriase  entonces  que  algunos  han  influido  en  las 
discordias  7  generales  disturbios  de  maestra  patria ,  como  nos  dke 
de  la  suya,  que  aconteció  en  la  lacha  de  GUelfos  y  GébeCaos ,  el 
profundo,  y  no  bien  apreciado  generalmente,  historiador  de  Fio- 
renda. 

Aunque  no  fuera  dado  á  nadie  entrever  las  trascendentales  con- 
secuencias de  la  escesiva  ostensión  dada  á  los  deredons  de  los  pa- 
mnteS)  es  de  creer  que  si  en  siglos  muy  remoto^  jí% sebabieraxe*^ 
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sseltoprácUcanieiite  esta  cuestión,  segnn  lo  exigían  los  intereses  de 
aqoelias  primitivas  sociedades,  la  legislación  romana  habría  encon- 
trado mas  acertada  solución  á  las  dificultades  que  ofrece.  Pero  los 
primeros  pueblos,  y  antes  que  ios  pueblos,  las  primeras  tribus,  que 
de  seguro  precedieron  á  la  formación  de  estos ,  y  se  hicieron ,  sin 
duda,  el  primer  repartimiento  de  las  tierras  en  los  higares  que  en- 
contraron mas  fértiles  ó  mas  acomodados  á  sos  necesidades ,  mira* 
ron  menos  como  un  derecho  que  como  una  obligación  la  de  que 
continuasen  en  su  cultivo  los  parientes ,  cualquiera  que  fuese  su  lí* 
nta  y  grado  de  los  primeros  ocupantes.  Asi  se  esplica  cómo  los  ro* 
manos  consideraban  que  nadie  podia  morir  sin  heredero ,  y  segua 
la  gráfica  espresion  de  los  antiguos  jurisconsultos  franceses ,  le 
mort  sahií  le  vlf,  parecía  que  nadie  podia  morirse  sin  dejar  en  este 
mundo  quien  le  reemplazara.  ¡Tan  poca  fé  muestran  los  pueblos 
antiguos  en  el  progreso  de  la  raza  humana ,  y  tan  lejos  estaban  de 
adivinar  los  prodigios  de  la  industria  y  de  la  civilización  en  los 
tiempos  venideros! 

Pero  esta  organización  de  la  parentela  no  se  limitaba  en  Io9 
pueblos  primitivos  á  la  trasmisión  de  la  propiedad,  sino  que  produ* 
eta  ciertas  obKgaciooes  civiles  y  aun  penales,  que  hacia  necesaria, 
ó  al  menos  conveniente,  la  imperfección  de  su  estado  social.  Las 
costumbres  de  los  germanos  y  de  casi  todos  les  pueblos  bárbaros, 
q«e  les  obligaban  á  la  defefensa  de  los  parientes,  á  la  ccmjuracion 
con  ellos,  esto  es,  á  jurar  juntamente  y  responder  de  lo  jurado,  á 
pagar  con  los  ofensores  las  eomposieiones  ó  penas  pecuniarias ,  á 
percibir  con  los  ofendidos  la  parte  que  les  correspondiera ,  esplican 
perfectamente  la  tendencia  de  aquella  civilización,  incompatible  de 
lodo  punto  con  las  ideas  que  sirven  de  base  á  la  de  Ids  pueblos  rao*** 
demos.  Por  eso  parece  estrano  que  la  hayamos  aceptado  en  lo  que 
toea  á  las  sucesiones;  y  no  se  podría  espliear  ese  fenómeno  hisló-» 
rico ,  si  los  romanos ,  que  la  adoptaron,  no  la  hubieran  después  mo- 
dificado por  el  derecho  pretorio,  y  sobre  todo  por  la  Novela  148 
del  célebre  Justiniano. 

Aun  así ,  es  bien  singular  que  la  ley,  que  funda  el  derecbo  de 
suceder  de  los  parientes  mas  remotos  en  un  carino  que  se  supone 
inspirado  por  la  naturaleza,  proceda  de  las  legislaciones  que  no 
^»>ncedian  ningún  derecho  á  las  hijas ,  coma  si  los  padres  solo  pu- 
dieran amar  á  los  varones.  La  verdad  es  que  han  llegado  hasta 
•nosotros,  arrastrados  por  la.  corriente  de  los  tiempos,  materis^s 
TOMO  xvn.  66 
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del  antiguo  edificio  social,  y  por  falta  de  exámeo  hemos  creída  qae . 
podían  aprovecharse  igaalmente  para  la  grande  obra  de  nuestra 
regeneración.  Fijemos  nuestra  atención  en  las  reformas  que  se  van 
haciendo,  penetrémonos  de  su  espíritu,  procedamos  con  sistema,  y 
examinando  á  la  luz  de  la  filosofía  todas  Jas  cuestiones  que  se  haa 
considerado  como  resuellas  por  el  tiempo ,  se  logrará  la  unidad  en 
nuestra  legislación,  y  el  influjo  saludable  que  debe  ejercer  en  nues- 
tras costumbres  y  en  la  organización  social  y  política  de  nuestra 
nación. 

No  ha  habido  ninguna  en  Europa  en  la  que  se  generalízase  tan- 
to esa  manía  de  conservar  los  bienes  de  ciertas  familias  unidos  á 
los  apellidos  que  estas  llevaban»  Sí  otras  se  han  distinguidos  por  el 
poder  de  una  aristocracia  creada  por  la  escesiva  acumulación  de  la 
riqueza  territorial,  la  nuestra  presentaba ,  en  cambio,  una  clase  en 
estremo  numerosa,  cuyas  propitídades  vinculadas  eran  por  lo  común 
poco  considerables.  Bastaban/^pen^s»  sobre  todo  en  ciertas  provín* 
cías ,  para  que  los  primogénitos  vivieran  con  decencia,  y  el  resto 
de  la  famUia  condenado,  por  las  preocupaciones  de  su  clase»  ¿  per* 
pétua  holganza;  se  alimentaba  conlá  vana  .satisfacción  de  llevar  ua 
apellido  que  llamaban  ilustre.  Cada  generacioa  iba  aumentando  así 
las  ramas,  unas  secas  y  otras  parásitas,  deV árbol  de  los  mayoraz- 
gos, que  ganando  en  follaje  á  medida  que  las;  raices  perdían  en  nu- 
trición y  vida,  habría  al  fin  venido  al  su^lá  ú  la  revolución  no  lo  hu- 
biera partido  por  la  mitad. 

La  operación  se  hizo  con  acierto  y  loB  ;  resultados  económicos 
han  sido  magníficos  ,  pero  han  quedadb  físparcidas  por  la  tierra 
las  raíces  de  los  árboles  genealégtcos^  y.  por  algún  tiempo  lisoa- 
jearon ,  con  sujeslédl  vejetacion ,  la  pueril  vanidad  de  millares  de 
familias,  privando  á  la.pfodtie^ion  de  muchos  brazos  útiles,  y  que- 
riendo perpetuar  ridiculas  distinciones,  que  nunca  admitió  de  buea 
grado  el  pueblo  español ,  y  que  aun  en  las  naciones  donde  fueron 
en  lo  antiguo  provechosas  y  donde  son  todavía  respetadas,  van  ce*» 
diendo  el  paso  al  espíritu  del  siglo ,  que  es  esencialmente  demo« 
crátíco.  Seamos  ,  pues,  consecaentes ,  y  después  de  haber  abolido 
el  derecho  de  los  parientes  llamados  por  los  fundadores ,  no  vaya- 
mos á  dar  á  los  mas  remotos  los  que  de  hecho  les  han  negado  los 
que  mueren  sin  testar.  No  alimentemos  así  esperanzas  tan  eventua- 
les y  fomentemos  el  espíritu  de  parentela.  Lejos  de  favorecer  nues- 
tra legislación  moderna  la  ostensión  que  la  daban  ciertas  leyes  an- 
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ti^uas ,  íá  han  negado  jasUtoente  toda  protecion,  y  aun  puede  de«C 
<3írse  que  desconocen  su  existencia.  *^ 

Si  alguno  saliese  á  la  defensa  de  otro  ó  se  escediése  en  la  vin^' 
di<iacion  de  una  ofensa  grave  hecha  á  algún  pariente ,  esa  circuns-^ 
tancia ,  según  el  Código  penal ,  no  atenuaría  la  culpa  que  cometie* 
se  sino  en  et  c^etso  de  ser  asceudiente ,  descendiente ,  hermano  & 
cónyuje  del  ofendido.  ¿T  no  sería  una  contradicción  trascendental 
y  grave  que  el  Código  penal  consideire  á  los  demás  como  estraSoSi, 
y.  que  el  civil  los  llamara  á  heredar  la  fortuna  del  que  no  teníais 
derecha,  ni  natural  deseo  de  defender?  Cuando  se  trata  de  los  de^ 
Htos  que  pueden  cometerse ,  tampoco  se  agravan  las  penas  smok 
cuando  el  ofendido  es  alguno  de  los  que  acahamos  de  itídícar,  quot 
son  los  que  constituyen  verdaderamente  la  familia.  Asi  no  puedoi 
iser  mas  completa  la  esclosion  de  la  parentela ,  cuando  se  dejan  síi^ 
ninguna  sanción  penal  los  derechos  que  se  la  atríbuyra. 

Pero  la  contradicción  no  existiría  únicamente  entre  las  leyeai 
pebales  y  civiles,  sino  entre  los  mismos  príncipios  que  han  servid<^ 
de  base  á  todos  ios  Códigos  modernos  y  á  los  trabajos  que  se  haa 
hecho  para  preparar  la  formación  de  nuestro  Código  civil.  El  espf<« 
ritu  de  las  leyed  favorables  á  la  sucesión  de  los  paríentes  remotos» 
reconocía  elderecho,  ó  al  menos  la  conveniencia  de  conservar  ^i^ 
la  parentela;  los  bienes  raices,  y  no  como  quiera  en  las  generación 
oes  nuevas,  sino  aun  en  las  que  babian  llegado  á  desprenderse  d^ 
ellos. 

Este  es  el  origen  de  la  troncalidad  sancionada  por  aquel  antí*% 
fao  principio  de  paUma ,  partemis  y  materna  ,  matemis^  Coa  el 
iqiismo  objeto  se  estableció  el  retracto  llamado  de  sangre  ó  de  abo^ 
len§o ,  que  por  satisfacer  la  vanidad  de  los  parientes ,  disminuye  el 
valor  de  las  propiedades ,  di6cuItando  las  enajenaciones.  i 

Cuando  para  facilitar  su  libre  circulación  se  acaba  de  presentac 
á'tas  Cortes  un  proyecto  de  ley  hipotecaría ,  que  en  mí  entender  ha 
de  realzar  grandemente  la  reputación  de  los  distinguidos  Juríscon* 
sultos  que  lo  han  redactado ;  cuando  la  opinión  pedia  á  grandes 
gritos  esta  importante  reforma ,  no  hay  que  detenerse  á  impugnar 
las  rancias  preocupaciones  con  que  en  los  tiempos  pasados  se  favo-^ 
recia  el  espíritu  de  parentela.  Pero  si  uno  á  nno  han  caído  ó  estám 
próximos  á  caer  todos  los  puntales  que  la  servian  de  apoyo,  ¿que^ 
daráuíT  en  pié  sus  pretendidos  derechos? 

Si  hay  alguna  razón  de  justicia  en  que  puedan  apoyarse  i  Uciih 
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|io  es.  de  qne  la  aleguen  lo6<iae  quieraa  {aroreceibu  Kk  dniea  ar^ 
¿omeDto  en  qae  han  solido  fundarse «  es  en  el  amor  que  siipoiie0 
qoe  se  tiefte& los  panootas  eatre  si,  por  maa  reaieles que  seaa; de 
modo  que  la  ley ,  segim  sa  sentir,  no  hace  mas  qae  distribuir  s«h 
JMones  como  eUos  los  hubieran  diatribaido. 

Sí  se  consultara  4  todos  los  q«e  no  han  he<4io  teslamealo»  ¡qo^ 
pocos  seríaa  los  que  dijeran  que  la  ley  se  habíaanticipade  á  sos  de>» 
«eos,  interpretando  idmeatesu  aver  á  la  parentela!  Ni  es  {acil  d» 
t)aa€ebir  que.exista  un^  eaiáno  de  esta  especie  á  todos  los  pariente^ 
j  que  se  acomode  exactan^ente  ¿  las  lineas  y  ¿  loa  grados  ea  que 
^Nmsistan  sus  respectivos  derechos.  El  que  qiMmi  i  sus  parienler 
mas  que  á  todos  los  eslraios,  á  alguno  de  ellos  dará  la  preferencia, 
j  entonces  testará  en  favor  de  este.  Para  merecer  esta  distinción, 
y  para  conservada  una  vez  obtenida ,  procurará  hacerse  agradable? 
sd  testador,  al  que  pagarianticipadamente  con  sus  buenos  oficíc9> 
y  cuidado  los  frutos  de  la  herencia  que  le  deetíim  ¡  T  cuánto  mas^ 
uaAquüa  y  segura  serbia  vida,  y  mas  sosegada  la  muerte,  que^ 
]a  del  que  tenga  cerca  de  si  parieates  que  no  le  qmeren  y  que  es-, 
tan  por  consiguiente  interesados  en  que  no  haga  testamento/ 

Pero  prescindiendo  de  las  asechanzas  posibles  de  laxodieia,  quA- 
«elen  avenenar  la  existencia  de  los  que  m  vida  no  pudiecoa  ó  w^ 
quisieron  salisfocerla,  suele  baber  otros  parienles  en  iodos  sentí* 
eos  tan  lejanos,  que  mmca  conocieron  á  aquel  cuya  fortuna  impeit'- 
fiadamente  vienen  á  heredar.  Si  el  hábito  no  nos  familiarizase  coft 
esos  anuncios  judiciales  qne  van  buscando  por  las  cinoo  partes  del 
mundo  parientes  desconocidos,  á  quienes  regalar  una  cuantiosa  ha« 
venda,  ¿qué  pensaríamos  de  la  legisbtdon  de  un  Estado,  que  á  íal- 
ta  de  herederos  forzosos  no  sabe  cómo  disponer  de  la  pnq^ad  qae 
queda  sin  dueSo  conocido ,  y  establece  una  especie  de  loleria  en 
áivor  de  los  que  presenten  ciertas  partidas  de  bautismo  ó  de  naci* 
miento  de  personas  qne  hace  mas  de  un  si^  que  murieron?  4N0 
tiene  el  Estado  sagradas  obUgactoims,  que  no  puede  desatender 
ain  peligro  suyo  y  mengua  de  la  hmnanidad? 

En  tiempo  de  los  Reyes  Gatáltcos,  y  aun  en  ¿paca  muy  poste» 
rior,  se  destinaban  los  produfctos  de  las  herencias  de  ios  que  morían 
íib'intestato,  sin  dejar  parientes  dentro  del  cimrte  grado,  á  la  re-^ 
dentíon  de  ciuitivos.  Tiempo  bace  que  es  respetado,  y  ahora  mas 
^ue  nunca,  nuestro  pabellón  en  las  aguas  de  Berbería;  ¿pero  cuáa^ 
los  millares  de  españoles  gipen  en  otro  cautiverio  m  menos  ter« 
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*ñ1)Ie,  el  doble  cautiverio  de  la  miseria  y  de  la  ignoraacia?  La  bene^ 
ficeneía  pública  y  privada  dan  pan  al  meodigo;  ¿pero  qaiéa  dá  ver- 
dadera educación  á  los  pobres;  quién  procura  convertirlos  en  bue-^ 
líos  ciudadanos,  útiles  para  si  y  para  el  Estado ;  quién  cultiva  st¿ 
«entendimieiito  para  que  aquellos  á  quién  l)¡os  ha  querido  favorecer 
ipnedan  sobreponerse  á  los  demás?  Cuando  han  empezado  á  cundir^ 
:y  aun  cnando  parezca  que  han  hecho  alguna  pausa ,  cundirán  por 
^todas  partes  ideas  las  mas  absurdas  y  de  todo  punto  incompatibles 
con  la  existencia  de  la  sociedad,  pero  que  ofrecen  un  celo  irresistible 
al  apetito  por  no  decir  al  intinto  de  las  clases  menesterosas;  es  jus« 
ÍOf  es  necesario,  es  urgente  mejorar  la  condicíoá  de  estas ,  ilustrar** 
las  y  ofrecerlas  beneficios  positivos  en  vez  de  las  quiméricas  y  an-» 
tisociales  esperanzas  con  que  otros  las  alucinan  y  las  pervienten.  T 
^omo  los  medios  que  principalmente  emplean  para  estraviarlas,  los 
•qñe  solo  por  antífrasis  pueden  llamarse  socialistas,  consisten  en  su¿ 
ataques  contra  las  dos  bases  fundamentales  de  la  sociedad ,  la  h^ 
milia  y  la  propiedad,  fortifiquemos  una  y  otra.  Esto  solo  se  consi-*^ 
gue  reduciéndolas  á  sus  verdaderos  limites,  y  quitándolas  todo  ladd 
vulnerable.  La  parentela  es  una  superfetacion  de  la  familia,  y  el 
derecho  que  se  la  concede  de  heredar  á  los  parientes  remotos»  ^ 
una  estension  artificial  del  derecho  de  propiedad. 

Quédese  la  familia  dentro  del  hogar  en  que  venimos  al  mundo» 
-santificado  por  el  amor  de  nuestros  padres ,  embellecido  por  el  ca-> 
Tino  de  nuestros  hermanos,  testigo  de  nuestra  vida,  depositario  d^ 
iruestros  secretos  y  de  nuestros  mas  Íntimos  afectos;  y  no  temáis» 
señores»  que  venga  la  piqueta  del  socialismo  á  destruir  el  templo 
Aq  la  familia:  que  nadie  hay,  por  bárbaro  que  sea,  qUe,  recordando 
la  suya,  pueda  dejar  de  contemplarlo  con  terüura  y  con  respeto.  T 
én  cuanto  á  la  propiedad,  que  no  todos  pueden  respetar  igualmente» 
porque  nadie  aprecia  bien  los  goces  legítimos  q^ne  no  ha  disfruta- 
do, y  la  envidia,  la  mas  vil  de  las  pasiones,  tiende  siempre  á  la  des<» 
iruccion,  si  hay  algún  úiedío  eficaz  para  protegerla  contra  los  ata* 
4\\iBs  de  la  escuela  antí-social  y  contra  el  instinto  de  las  clases  des* 
iheredadas,  ha  de  ser  eíde  reducirla  al  dominio  del  que  la  ha  ad-^ 
•qurido,  y  de  aquellos  á  quienes  quiera  dejarla  para  después  de  su 
muerte. 

Es(a  facultad  de  disponer  de  ló  suyo  hasta  en  el  porvenir,  éi. 
\todo  lo  qiie.el  prfpietario  piede  pedir  á  la  sociedad:  que  haya  It*' 
i)ertad  para  testar»  y  que  ta  voluntad  del  testador  sea  sagrada;  pero 
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"no  yeoga  la  ley  á  interpreUAa  cnando  no  existe»  ni  ¿buscar.  Iiere«- 
tleros  cuándo  no  los  hay  forzosos.  Todo  lo  que  puede  hacer  el  Es- 
tado es  estimular  el  uso  de  la  facultad  de  (estar,  y  medios  indirec* 
ios  se  eacontrarán  para  vencer  la  repugnancia  que  nos  causa  el  pen* 
sar  en  el  dia  en  que  dejemos  de  existir;  pero  los  que  no  quieren  usar 
lie  este  derecho  ni  aprovechar  la  ocasión  de  mostrar  el  carino  que 
pudieran  tener  á  algún  pariente  lejano,  tengan  por  herederos  á  los^ 
pobres,  y  por  consuelo  en  la  hora  de  la  muerte  el  beneficio  que  así 
dispensan  á  la  sociedad  en  que  han  vivido. 

Sí  me  hubiera  propuesto,  señores,  sustentar  una  opinión  y  de- 
fenderla con  todas  las  razones  que  estuvieran  á  mi  alcance,  tendría 
^ue  abusar  por  mas  tiempo  de  vuestra  benévola  atención;  pen^ 
siendo  ^n  este  momento  mi. único  propósito  presentar  algunas  indi* 
t^cíones  de  las  que  pueden  hacerse  considerando  bajo  un  aspecto- 
migo  nuevo  una  cuestión  muy  grave  que  se  ha  resuelto  sin  examen,, 
pongo  aqui  término  &  mí  razonamiento.  La  luminosa  discusión  de 
que  serík  objeto  en  esta  Academia,  y  en  la  que  seria  de  desear  que 
lomaran  parte  todos  los  que  puedan  ilustrar  un  punto  de  tanto  in- 
terés y  tan  poco  estudiado  liasla  el  día,  j>odrá  demostrar  el  acierto 
<^on  que  procedieron  nuestros  Estamentos  en  estender  hasta  los  pa» 
tientes  del  décimo  grado  el  derecho  de  suceder  ob-intestoto,  y  al 
desempeñar  la  para  mí  siempre  grata  tarea  de  resumir  vuestras 
discusiones,  tendré  un  verdadero  placer  cu  proclamarlo  así  y  ea 
tinir  mi  umiíde  opinión  á  la  de  aquellos  sabios  legisladores. 

Pero  si  de  los  debatas  resultara  que  jpudo  estraviarles  un  instan^ 
le  el  justo  horror  con  que  miraban  aquel  monstruo  que  con  el  nom* 
bre  de  Fisco  devoraba  la  sustancia  de  los  pueblos,  y  amenazaba 
la  propiedad  de  los  particulares;  si  por  otras  razones  mas  poderosas 
qué  las  que  acabo  de  indicar  se  creyera  que  conservando  todas  las 
reformas  saludables  que  introdujo,  y  todos  los  buenos  principios  que 
sancionó  la  ley  de  16  de  mayo  de  i855  se  debía  restablecer  la  an* 
ierior  legislación  sobre  sucesiones  intestadas,  no  seria  perdido  vues* 
tro  trabajo^  porque  ilustrado  por  vuestros  debates,  y  apoyado  por 
fa  opinioQ  que  viniese  en  auxiUo  de  su  resultado,  no  faltaría  quien  so- 
metiese á  nuestros  Cuerpos  Colegisladores  tan  importante  cuestión.. 

Mientras  tanto,  no  pa^o  yo  decir  mi  úlima  palabra,  y  sdo  ccr 
diendo  ¿  la  Qostumbre,  p^edo  usar  la  fórmula  Anal:  Ha  diqbo. 

StlisliiM  (Mniga. 
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{Continuación,) 
IIL 

Los  titüios  3.*  y  4/  se  ocupan  de  las  anotaciones  preventivas  y 
de  ios  medios  de  eslkiguirse  estas  y  las  inscripciones,  y  en  ellos  do 
podemos  menos  de  decir  qae  se  advierte  una  estructura  lógica  y 
científica  yee  desciende  á  un  casuismo  sumamente  útil  para  su  aplt» 
caeión. 

El  legatario  de  una  pequeña  parte  del  caudal  que  por  la  ley  de 
Enjuiciamiento  carecia  de  medios  para  proponer  el  juicio  voluntario 
de  testamentaría,  estaba  cspuesCo  á  perder  su  legado  y  á  aque  se 
defraudase  la  liberalidad  del  testador  por  falta  de  una  acción  pron- 
ta y  eficaz  para  asegurarlo,  y  la  ley  con  un  detenimiento  admirable 
ha  atendido  á  esta  necesidad  y  hallado  recursos  para  que  no  sea  bor- 
lado en  sua  esperanzas. 

El  tener  el  acreedor  por  el  artículo  407  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil  fiícnliad  para  pedir  la  formación  del  inventario  de  la 
testamentaria,  y  asegurar  de  este  modo  el  caudal  del  finado,  ba  sido 
sia  duda  el  motivo  que  ha  tenido  la  ley  para  no  aceptar  el  art.  1872 
del  proyecto  de  Código  civil,  en  cuanto  hace  referencia  á  los  acredo- 
res  de  la  finabilidad :  mas  á  pesar  de  esto ,  creemos  que  para  evitar 
fraudes  ó  impedir  que  un  heredero  aparezca  indebidamente  insol- 
vente para  los  acredores  de  su  antecesor,  hubiera  convenido  que 
se  aplicase  á  estos  la  doctrina  establecida  tan  filosóficamente  para 
los  legatarios  con  las  variaciones  que  la  diversa  cualidad  de  aque- 
llos exigía;  puesto  que  de  este  modo  se  les  daba  una  doble  protec- 
cioD  muy  atendible»  y  un  medio  mucho  mas  pronto  aún  y  mas  rápi* 
do  que  el  juicio  de  testamentaría  para  la  seguridad  de  su  reclama*' 
cion,  y  que  no  perjudicaba  á  nadie  sino  á  lo  mas  al  heredero  que 
había  adquirido  los  bienes  por  título  gratuito. 

No  es  necesario  manifestar  que  este  derecho  seria  para  los  acre- 
dores  sin  hipoteca,  por  que  los  de  otra  clase  no  tenian  necesidad  de 
hacer  uso  de  él  per  tener  ya  una  especial  garantía  para  su  crédito. 
La  anotacfo»^ reventiva,  pues,  para  los  acredores  de  igual  género 
ó  que  tengan  una  misma  clase  dedocumentos,  seria  un  medio  de  pre* 

(i)    Véase  la  pág.  359  de  este  tomo. 
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lacioQ  entre  ellos,  coáio  lo  es  entre  los  legatarios,  f  de  este  modo 
se  evitarían  las  dudas  que  suelea  «uscítarse  hoy  entre  aquellos  y 
sobre  todo  entre  los  que  solo  tienen  para  hacer  constar  su  crédito 
un  documento  privado. 

Hubiéramos  creído  muy  conveniente  también,  que  se  hubiesen 
mandado  anotar  preventivamente  las  herencias  intestadas  vacantes, 
y  mientras  se  presentaban  los  que  debían  adquirirlas  con  arre- 
glo i  las  leyes  para  los  efectos  de  ios  artices  1/  y  3/  de  la  le;  da 
mostrencos  de  16  de  mayo  de  1835,  puesto  que^ste  seria  un  medio 
para  evitar  detentaciones  ilegítimas,  para  que  el  Estado  no  se  viese 
4tefreudado  en  sus  intereses,  y  para  facilitar  al  Ministerio  público  las 
aoticias  necesarias  para  intentar  esta  clase  de  reclamaciones. 

Tampoco  hubiera  estado  de  mas  que  se  hubiese  mandado  «uh 
tar  preventivamente  y  mientras  se  hacia  laoorrespondiente  inscrip- 
cion  la  repudiación  y  aceftacion  de  la  herencia,  y  si  se  verificaba  ó 
no  á  beneficio  de  inventario,,  como  dispone  el  artículo  4i  de  la  ley 
de  Genova,  para  que  así  los  acreedores  y  legatarios  viesen  si  les 
convenia  ó  no  pedir  la  anotaeion  de  sus  deudas  y  legados,  y  para 
que  el  que  contraUse  con  el  heredero  conociese  Iwla-daBde  se  es* 
tendía  la  responsabilidad  de  este,  y  cuál  era  la  verdadera  síUm^q 
de  sus  bienes;  desapareciendo  igualmeote  los  males  y  las  dudaa  qiii& 
hoy  suele  ocasionar  la  aceptación  tácita^  puesto  que  la  anotaciop  se- 
ria la  cmceladon  ó  consignación  del  título  qae  capacitase  ó  iocapa- 
citase  al  heredero,  y  para  todo  lo  que  se  le  daria  el  término  de 
treinta  días  que  previene  el  art.  833  del  proyecto  de  Código  civil* 
Di  ley  al  ocuparse  del4u;reedor  rebcctonarí»  lo  hace  de  «na  nuH 
ñera  tan  justa  y  tan  paternal,  ^ne  Mnque  ha  tenido  que  qoitarieia 
hipoteca  tácita  en  la  finca  refaccioBada,  le  hn  dado  en  caabio  ga<- 
NAtías  bastantes  para  que  si  es  algo  previsor  no  pueda  anfirir  meaos- 
cabo  alguno  en  sus  intereses;  mas  á  pesar  de  esto,  y  ya  que  la  ley 
se  hace  del  absoluto  principio  consignado  por  ella  ea  el  art.  3.% 
que  era  que  no  pudiera  hacerse  anotación  niagnna  en  fi  Regírtro, 
aino  en  virtud  de  documentos  qae  constasen  por  eseiitora  piíblíca,  y 
lo  cual  hemos  censurado  en  el  lugar  correspondiente;  taMo  hubie- 
ra sido  que  hubiese  ya  acepUdo  el  articulo  1874  del  priqfaelo  de 
Código  civil,  por  el  que  se  dispone  que  es  bástanle  (pan  hacer  la 
anotación  el  allanamienlo  del  propietario  á  qne  ae  verifique,  y  ai& 
que  sea  necesaria  la  presentación  de  título  auténtteo  de 
clase. 
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La  tey  ba  tenido  sin  duda  en  cnenta,  qne  este  es  un  contrato  dé 
arrendamírato,  y  que  no  siendo  en  él  necesario  por  la  I^y  dvil  tí 
que  se  rednzca  á  escritora  pública,  seria,  como  hemos  manifestado 
antes,  nn  absurdo  en  exigirla,  y  ha  dicho  que  es  bastante  para  la 
anotación  del  crédito  refaccionario»  qne  el  ccUtrato  conste  por  ^- 
erüOf  aunque  sea  cualquiera  la  forma  en  qne  se  haya  hecho;  roas  es 
preciso  que  sea  mas  rigorosa  en  sos  principios,  y  ya  que  se  ha  sa- 
lido del  círculo  que  se  habia  tratado  para  aceptar  una  doctrina  so* 
mámente  legal,  que  tenga  también  en  cnenta  que  el  acto  es  iguaU 
mente  válido  si  consta  de  aquel  modo  é  de  palabra,  y  que  debe  d^ 
lener  en  consideración  que  no  todos  los  operarios  saben  escribir,  y 
que  esta  falta  pudiera  dificottar  en  parte  el  eiercicio  de  este  át^ 
recbo. 

Con  lo  que  no  estamos  conformes  es  con  fo  tttspuesto  en  el  at* 
artículo  83,  6  qne  sea  necesario  para  la  cancelación  de  mía  ms* 
^ipeion  6  anotación  preventiva  hecha  en  \ifiúé  de  escritura  púbtí* 
ca,  otra  escritora  también  con  las  mismas  solemnidades,  porque 
además  de  causar  gastos  innecesarios  ¿  las  partes,  se  dá  lugar  i 
una  nueva  clase  de  contratación  que  no  existe  en  nuestras  leyes  y 
que  solo  es  un  resultado  noMrar y  fbrtotoát  olía  Obligación  an* 
lerior« 

Nosotros  creemos  que  para  el  acto  de  la  cancelación  debía  bas« 
lar,  eomo  disponen  casi  todas  las  legislaciones  de  Europa,  el  sim- 
pie  consentimiento  de  las  partes  ó  de  sus  apoderados  ,  espresado 
ante  el  encargado  del  Regi^ró ,  y  el  cual ,  para  mas  seguridad, 
si  se  quiere,  podia  estenderse  en  el  Kbro  bajo  la  firma  de  la  perso- 
na á  qoíen  perjudicase  6  de  su  representante  legal,  dando  el  Regis^ 
Irador  fé  de  su  ^nocimiento  ó  dle  los  testígos ,  como  previene  el 
número  6/  del  art.  98. 

Lo  que  me  parece  estraSo  es ,  qoe  en  este  título  de  la  ley  no  se 
trate  de  las  caneelaetones  de  taa  Mpoteea»  legales ,  pues  si  bien  los 
arts.  148  y  164  se  refieren  á  él,  sin  embargo  hubiera  sido  bueno  qué 
lo  qoe  aW  se  dice,  se  huMese  espresado  aquí  ett  una  regla  genefal, 
mocbeí  mas  cuando  la  redacción  de  ente  último  artículo,  puede  dar 
logtiré ^tfttdar  m  la  mofer  podrA  4  no  cancelar  la  hipoteca  constituí* 
da  i  a«  fiívor  pMi  la  Mgttrídad  de  la  dote,  pnestb  que  si  bien  dice 
que  la  liipoieoa  legal  inscripta  subsi^irá  hasta  que  se  estinga  el  de- 
redio  para  euya  seguridad  se  ha  eonsUciiido ,  aSade  luego  é  incoo* 
tínentif  qoe  se  caÍBeelaráe&  los  mismo»  términos  qoe  la  votutitam} 
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y  iCQmo  esta  se  Mdime,.  8^g)m  el  aru  148 ,  por  solo  la  Toluntad  de 
la  persona  á  cayo  favor  se  haya  establecido ,  parece  qae  está  ea 
contra  díccjoa  estl  vegonda  parte  del  arícalo  con  la  primera,  si  el 
i89  DO  lo  resolviesl  de  upa  maniera  explícita. y  terminante  en  sentí'- 
do  fovorable  pa^a  )i  libeptad  de  la.piujer.y  desfavorable  para  sos 
bienes,  . 

Ya  nos  oci^parémot  de  esta  cuestión  al  tratar  de  las  hipotecas 
legales;  pero  entre  tanfo  lo  qae  conviene  ¿  nuestro  propósito ,  es. 
demostrar  que  el  sitio  paNt  tratar  de  to4as  las  cancelaciones  que 
¡medan  tener  lugar  con  arreglo  á  la  ley  que  nos  ocupa,  no  debe  ni 
puede  ser  otro  mas  queéstOt^oomo se  hace  bajo  ^i  epígrafe  de  este 
Ululo  en  las  mas  de  Jas  legi^ftqiones  estranjeras. 

Tampoco  hubiera  estado  ntii  que  se  hubiese  adoptado  el  núme- 
ro I.""  4^1  art.  1866  4el  proyecto  de  C¿dig{>  civil,  que  lo  mismo  qne 
el  170  de  la  la  jey  hipotecaria  de  Genova^  previene  que  al  misma 
tiempo  que  se  inscribe  la  n^utacioik^de  propiedad  en  favor  del  que  la 
adquiera,  se  cancele  de  oficio  la  inscripción  del^  qne  la  empana;  pues 
si  bien  dice  el  art.  228  que  se  lleyaiñi  un  rc^stro  para,  cada  finca» 
y  en  él  se  irán  correlativa  y  numéric4||||ieQte  arcando  las  inscripcio- 
nes y  cangelapiones  posterioresi  sin  ejpibarge  no  espreisa  si  es  ó  na 
obligatoria  la  cancelación^  y  si  se  ha  ae  hacer  ó  no  de  oficio;  aales^. 
por  el  ceotrafiO|  según  el  ar|.  77,  bftitará  la  insc^pcion  de  la  tras- 
ferencia  del  dominio^para  la  cancelación  de  la  anterior,  y  solo  podrá, 
hacerse  espresamente,  según  el  núm-  2.''  del  19  y  la  generalidad 
del  82,  si  Jos  interc^dos  lo  solicitasen;  lo  cual ,  en  nuestro  sentir^ 
si  no  dificulta  la  fijeza  de  los.  derechos ,  enmaraña  cuando  menos  el 
estudio  de  los  registros ,  porque  habrá  qu^  ir  cotejando  nombres  y 
fechas  que  desde  luego  entorpecen  su  conocimiento^ . 

IV. 

Después  de  las  esplicaciones  q«e  «e  dan  en  la  Beposicion  de  mo- 
tivos de  la  ley  que  examinamos,  hemos  creído  que  era  inritütodo 
comentario. á  sus  disposijciones^.y  que  solo  debíamos  conoretar- 
nos  k  ir  marcando  Jas  omisiones  y  defectos  que  taviesot  en  wastn^ 
humilde  sentir,  y  las  ceestionee  qufr  de  ella  pudiecaa  oriíginaive; 
pero  no  podemos  meao^  dersalimoe  del  circjilo  que  sos  hemoa  tía*, 
zado  al  ¡legar  á  lodispuesto  ea  eluüm^  4»*>  díol.art^  .Í4Kí  por  esta» 
Mecer  una  reforma  importante  ea  nuestra  Jegifánctoi^  iki  •ftv^r  4d 
deudor.y  en  desarrollo  del  crédito,  queesiteftulidaddelpa^opi^hi-. 
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bitorío  de  tilt^resbipolecas que  cansábala  mina  de  macMsíiMs 
deudores/que  afectando.ea  caso  de  ^poro  todos  sos  bienes  paca  ki 
seguridad  de  im  préáWno  .insigi^caote,  se  «ncontraban  despiM 
sin  inedios  paca^  ullef  ¡ooes  especalaciones.      ^  ^ 

£1  provecto  del  Gédigo^eÍYil  qniso  poner  remedio  h  estenal  ea 
el  art.  1805;  detertaJAando  que  la  eslipnlacion  de  no  hipotecar  los 
bienes  á  otto  f  úoicamenle  seria  Tálída  contra  d  qoe  no  tnviese  ti« 
tulo  legal  hipotecario ,  si  constaba  con  anterioridad  en  el  Registro» 
lo  cual  era  dejar  T¡g;eiHe dicho  pacto,  annqne  sujetándole ¿mayo^ 

res  fiDtoialídades. 

^El  proyecto  d^  ley  bipoteoaria  ha  sido  mas  lógico  y  mas  fllosó- 

íico,  porque  adem^«d^.qa¡tar¡an  arma  tan  terrible  de  opresión  del 
necesitado,  ha, despriy^o  hasta  la  facultad  de  pedir  la  hipoteca  del 
duplo  de  la  Cjftfiti^ad ,  ^jet(>  del  contrato  que  iba  á  garantir,  y  qoe 
quería  darle  fi.ar^.  1785  del  proyecto  de  Código  civil,  depretanda 
en  el  art.  12,  dr  acuerdo  con  el  213i  de  la  l^y  francesa,  el  117  do* 
la  4e  Polonia  y  el  2195  de  la ,  de  Gerdena ,  que  no  s^  ^coQsiderariA 
garantidas  por  la  hipoteca  las  inscripciones  de  crédito  que  no  deter- 
minea  feamente  \^  cantidades  por  ella  asegnradaf.  De  e^  modo, 
además  de. protegerse  el  crédito  piersonal  de^  deudor,  que  podrá 
garantir  ulteriores  obligacío^ies  con  el  mayor  valor  de  las  fincas  hi- 
potecadas, Bo  se  perjudica  el  dek acreedor,  que  siempre  tendrá  de* 
recho  por^u  .<^rdena4: cobro  de  la, cantidad  impuesta,  y  que  únicas 
mente  podía  en  su  caso  recbMUyar  á  pesar  de  que  tuviese  el  duplo  ó 
mas  por  garantia. 

Una  cuestión  6U8<át^  el  utU  11^;  ¿Será  preferido  el  acreedor 
hipotecario  por  la  totalidad.de  su  crédito  á  los  gastos  y  accesiones 
hechas  por  un  tercer. posador  en  la  finca  hipotecanda,  ó  solo  4en- 
drá  opción  aquel  á  lo  que  esta  valga»,  descontando  el  importe  de  las 
mejoras^Pelart.  11$  parece  que  el  .tercer,  poseedor  solo  tiene  de- 
recho por  las^iuM^ioneq  al  sobrante  que  resulte  después  d^  pagado 
el  crédito  á que  estaba  afocta  la  finca;  mas  esto,  además  de  sec 
poco  justo,  porque  puede  suciodec  que  no  valga  para^pagar  á  ambos, 
y  si  vale  es  por  causa  de  las  mejoras^  es  hacer  responsable  á  un 
tercero  de  una  obligación  que  no  ha  ccmtraido  y  estar  en  contra- 
dicción con  lo  dispuesto  en  el  112  y  con.  lo  .determinado  en  el  64 
para  et  acreedor  refaccáonario*  Nosotros  creemos  que  del  misma 
modo  que  el  acreedor  hipotecario  no  tiene  derecho  contra  el  refac*» 
cionarío  sino  por  el  valor  que  tenia  la  finca  antes  de  empezar  la 
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«bra»  así  tampoco  le  teadrá  aquel  contra  ^ta«r  poseedor  siao  {Mü* 
le  qae  valiese  ames  éh  hacer  en  éllarias  mejoras;  mas  en  Tea  ét 
JiaberestaUecMo  el  arU  ^12  en  ébtoiUOf  le  habiéraaios  conereUuto 
respecto  á  las  mejoras ,  á  lo  dispuesto  para  el  refAeciooarie,  bajo 
^a  ée  iio  datfe  ningtta  privilegio  y  de  considerarle  como  el  pri- 
milito  dbefto,  se^  dispone  el  art.  2161  de  la  ley  francesa  para  et 
tercer  detentador  que  no  llene  las  formali^bules  necesarias  para  la 
purga  de  la  hipoteca. 

La  ley  no  habla  nada  de  si  eistá  ó  no  enlígate  el  tercer  poseedor 
¿  responder  de  los  desperfectos  ó  menoscabos  que  sufra  la  finca  hí « 
pótecada  en  per]úício  de  los  acreedores;  y  isdo  en  los  arts.  150 
y  191  hace  mérito  de  ésta  cuestión  respééto*  al  censatario  que  por 
^olo  ó  culpa  dejase  hacer  á  la  Anca  acehsuadá  insuficiente  para  ga^ 
rantir  el  pago  de  tas  pensiones.  Nosotros  creemos  que  por  igual 
/azon  podrá  el  acreedor  bipotecario,  como  dispone  el  art.  9I1S  del 
Código  francés,  exi^r  disl  tercer  detentador  lo^  dáios  que  sufra  h 
finca  por  su  culpa  ó  por  su  abandom) ;  puesto  que  esfi  obligado  i 
conservarla  como  el  hombre  mas  cuidadoso  de  sus  cosas. 
*  Los  arts.  !t4  yH5  están  copiados  deí  180i  del  proyecto  dfl 
Código  ei^il  aunque  de  una  manera  mas  justa,  porque  no  éan  dere« 
dio  contra  tercero  por  tos  réditos  vencidos  de  mte  de  dos  áfios,  si  no 
han  sido  inscriptos  con  anterioridad  ál  crédito  de  aquel.  Sin  embargo 
de  que  el  espíritu  de  estos  artículos  está  de  acuerden  con  Tarios  de 
lás  diversas  leyes  idé  Eurdpa,  creemos  que  buMera  sido  mas  confor- 
me al  principio  de  la  fijeza,  y  determinación  de  la  cantidad  garantida 
por  la  hipoteca,  el  haber  dicho  que  ésta  no  asegurada  efr  vn  crédito 
con  interés  y  en  perjuicio  de  teipcefo ,  mas  ^tie  «I  nMlto  áútíf^  eer- 
rieoté  si  ha  sido  hiscripto  eotdo  previene  él  i45,  y  que  los  que  vea« 
2an  y  no  se  paguen  deberán  sef  anotados  con  anterioridad  á  los  de* 
rechos  de  aquel  jmra  que  le  perjudique,  de  lá  manera  liiiBireada  ea 
tí  párrafo  2.*  del  art.  i6;  pudieiido,  si  la  Snea  fuese  fusuficrenfe» 
pedir  al  acreedor  constitución  de  otra  nueva  Upoteca  para  garantüt 
de  su  crédito ,  pero  sin  que  en  ningún  caso  pteijudiqne,  eómo  di8« 
pone  el  artículo  li5,  al  que  anteriormeMe  faiya  adquirido  cual- 
quier derecho  sobre  tos  bienes  hipotecados. 

De  este  modo  se  dará  toda  la  fijeza  posiMe  i  la  hípotecaK,  y  se 
sabrá  de  una  manera  cierta  y  pronta  el  éébe  y  hu  deh»btñr  áé  c1la^ 
quier  deudor,  no  habiendo  tampoto  necesidad  de  btMSer  gastos  eft 
b  ampHation  de  ia  hipoteca,  porque  de  éereeko  estará  ampKadst 
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ooillasaifl«»»oiitt8i|aeiMreaelart.  i6,  8i  se  las  baoe  tftteittiTM' 
á  ette  caso^  y  solo  tendrá  el  eoreedM  q«e pedir unaaueva  htpoleoft 
por  garaatít,  eaaodo  la  prtowra  no  bme^  m  sa  juicio  saficienle  para, 
responder  del  capital  prineipal  y  de  la  soma  de  los  intereses  l^oí* 
dos  y  TOBcidos  eon  posterioridad  ¿  su  prioiera  conslituciott. 

Lo  misiBo  creemos  qae  debe  sueeder  para  el  eensoaüsu,. 
porque  no  debe  de  haber  mas  hipoteca  que  la  wscripta ,  si  es  que 
se  quiere  regularizar  el  créditOr  y  que  el  bbro  registro  sea  un  ver- 
dadero asieDto  de  la  fortuna  de  cada  mo;  porqne  de  otro  mode^ 
siempre  habr¿  dudas  para  et  tareero  sobre  la  esteasion  de  las  deu-^ 
daa  de  SQ  obligado ,  y  para  no  peijodicarse  dará  siemi^e  per  cieN 
tas,  con  perjuicio  del  crédito,  personas  del  deudér^  las  del  canon  y 
lédüos  de  los  dos  anos  Mimos  en  las  obtigaciones  hipotecarias  an-* 
teriores. 

Despees  de  los  afts*  ii4  y  1A5  no  puede  ya  suscitarse  la  duda 
qne  sostuvo  el  Sr.  Arias  Brime,  y  qae  nosotros  combatimos  en  esta 
MnvisvA  GKvmiAL  na  Ligvlacioii  y  Ji»ispei»»cu  (I),  sobre  si  po^ 
dffá  d  no  re$ctadine  per  lesión  ea  el  interés  el  contrato  de  presta*' 
jDo ,  puesto  que  en  ellos  se  ha  aceptada  oomo  legítimo  todo  rédita 
y  no  se  ha  querido  fijar  el  md¿riaioai  que  rinda  el  capital  garantidla; 

Los  arts.  127 ,  138,  i»  y  133,  que  han  sido  copiados  del  1810 
y  1814  del  proyecto  del  Código  oirá ,  reforman  de  aaa  manera  im^ 
portante  el  derecho  comna  y  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque,^ 
segvtt  ellos,  no  podrá  emburgarse  la  cosa  hipotecada  qae  se  halle 
en  poder  de  aa  tercero ,  shko  cuando  el  deador  prinoipal  no  lo  vt^ 
lifique  en  los  diez  dias  siguieates  al  vencimiento  del  plazo ,  y  pasea 
otr&d  diez  para  el  tercero  después  del  requerimiento. 

Los  artículos  M8  y  9B0  de  la  ley  de  Eojuieiaauento  civil  dis-r 
poaen  que  si  re^rido  de  pago  el  deudor  no  lo  verifica  en  él  aci0^ 
se  procederá  al  embargo  de  sus  bienes,  y  si  algnnos  de  ellos  están 
hipotecados,  contra  estos,  si  el  actor  lo  solidtase.  ^y  no  podría 
hacerse  esto  porque  era  necesaria  qne  pasksea  veinte  dias  despue» 
del  vencimiento  de  la  obligación,  y  de  todos  modos  diez  de^uea 
del  reqaerimiento  de  pago  al  tereer  poseedor,  lo  cual  pensamos 
qae  es  un  mal  para  un  procedimiento  tancorto  y  tan  rápido  coma. 
el  ejecutivo ,  y  qae  debía  adoptarse  lo  dispuesto  en  la  ley  de  En* 
jaiciemiei^  porque  la  hipoteca  ea  ana  aecim  real  que  se  dirige 

^       ■■  ■  ■'  ■■  "  M  II  II      ■    I     t ti        i|<     i>  ■     ■   1^— i— 

(1)    Véase  el  tomo  XVI,  pág.  238. 
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tMUm la eosa rik ooondecaoiaa atposeete;  y. de-ofero  omIo seldi- 1 
iattda  en  perjQido  del  acreieder  el  pago  del  crédito,  pociiiie  sb-. 
liincar  subterfiígíos  ni  svposieíooesi  irrealizables^  pMda  taoeder 
Húe  al  ir  á  vencer  los  días  dias.del  reítuanwweiilaidel  tteter  posea-^. 
dor,  este.la  enajene  á  otro  qoe  ^piMhki«aqQeUa  cireafeilMria,  f, 
entonces  el  acreedor  teidria:qne  esperar  otros- diti^^te^^pocfne 
al  último  poseedor  no ;podria.obligárseb>i.'f»  de^  la  finca  sino- 
despn^ide  qne  trascnrrieBen  alNBNSsa  (fias  desde  que  se  ie  hizo  el  ^ 
SHyíeriBiiento  persoM^  y:«f  estaría)  stteesivamen0e  esperando  el  i 
aoireedor  hasta  fKOo  hubiese  quien  quisteae  la  finoat  puesto  que^ 
Ao  tenía  wmgtm  medio  para  apíodemrsede  eUa^  y  ni  aun  para  res- 
dístfi  el  contrato  de  Teata,  porque  los  artíoulés  .39  y  40  no  la  con- 
sideran en  fraude  de  los  acreedores  sino  cuándo  fiíese  á  título  gra^-i 
tuüo  ó  le  constase  al  adquirente  el  fin  con  que  se  hizo. 

Aprobamos  que  se  hkya  destraído  r  el  beneficio  de  esouiúmíque 
tenia  el  tercer  poseedor  en  los  bienes  del  deader  principal » porque* 
así  se  hace  mas  obligada  la  hi[íoteca:  y  mas  pronta*  la  r^iíadon 
del  crédito,  pero  debía  de  haberserdicho,  como  había  prefísto .  el 
artículo  Í81S  del  proyecto >de  Gédigo  civil,  si  pagada  ia  deuda  p<Mr 
aquel,  se  subrogaba  ó  no  en  Jugar  del  acreedora 
f  La  ley  no  dice  nada,  sobre  si  podrfc  ó  no  pedir  al  aeceedoc  en 
cuslqnier  tiempo  ampliación  de  la  hipoteca  por  no  haber  valido  nua- 
<;a  el  inmueble  gravado  el  valor  de  que  tiene  que  req^der;  y  era 
preciso  que  lo  hubiera  hecho,  porque  muchas  veces  hemos  visto  en 
la  práctica,  que  con  el  objetode  pedir  prestado  y  aumentar  su  i^- 
dito.personal,  se  han  confabulado  en  dar  á  una  finca,  coiiq>rador  y 
vendedor,  un  precio  exajerado  con  el  único  objeto  de  daria  en  ga- 
rantía.á  un  acreedor,  incautó,  y  después  repartiiee  el  fruto  desús 
engaños;  y  es  preciso  que  la  ley  trate.de  evitar  estos  fraudes  faci* 
litaudo  al  acreedor  medios  de  evitados.-  o 

Bien.conocemosqueadmitída  la  especialidad  y  eompoItMitdad 
déla  hipoteca,  no. debe  s^alarse  ninguna. causa  de  oaiji^íactofi 
ni  de  restriecion^  mas  que' la  marcada  en  el  artículo  145,  para  los 
intereses  devengados  con  postmorUad  al  contrato,  y  que  no  hayan 
.sido  satisfechos,  porque  el  interés  individual  ha  dd)ido  antes  de 
contratar  haberse  cerciorado  de  ia  naturaleaa- de  la  cosa  solm 
que  lo  verificaba;  mas  i  pesar  de  esto^  bueno  hubiera  sido  que  la 
Jey  le  ayudase,  siempre  que  no  fuese  eu  perjuicio  de  tercero  que 
hubiese  inscripto  su  derecho. 
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'  Bu  Suiza,  y  priAcipatmeate  ^d  Wurttemberg,  ddode  ol  síslem% ' 
bipoteeario  fancioaa,  como  dtce-M.  MiUermaier,  de  ona-niaaera  ad- 
mirable 7  Teiitajosa  para  ei  crédHo,  «e  ha  tratado  de  efitar  el  nial 
de  que  la  fioca  hipotecada  no  valga ^  la  gmuitía.á  que  li  á  estar ' 
afecta,  tasándose  por  la  cáoattra:  hipotecaria;  pero  allí  puede  hacer*^ 
se>es(o  ponine  las  maiiicipiHdades  estkui  e&cargadas  de :  los  regts** 
tros  hipotecarios,  y  saben  por  coogígaieateel  valor  correspondieu- 
te  á  cada  propiedad;  lo  cual  era  imposible  que  se  hiciese  ^en  Espa» 
5a,  porque  además  de  gastarse  suatas  iumeolasy  se  necesitaba  usa- 
iostruccioB  para  la  que  no  están  prepaiades  nuestros  Ayunta- 
mientos. 

Los  art.  16f  y  <63  facultan  al  Juez  en  las  hipoteeas  jípales  pa- 
ra que- califique  ó  ñola  iasuficiaieia  dé  los  ibt¿ies  ofrecidos  para 
la  constitución  de  aquellas,  si  es  que  los  interesados  no^está&  con^ 
formes,  y  permite  al  acreedor  que-  en  cualquier  tíemipo' pueda  re- 
clamar por  insuficiencia  la  aofiacion  de  las;  hipotecas  iasoriplasv 
Eu  la.  hipoteca  voluntaria,  que  no  es  dada  por  la  vohntadde  la  ley, 
no  puede  suceder  lo  primero,  porque  es  un  coafaraio  que  úitícamm^ 
tt  depende  del  consentiaiiéttlade  ios  iaienendes;  y  si  no  se*  avie- 
nen, la  hipoteca  no  tiene  motiva  pan- existir;-  paro  puede  liacersa 
€omo  hemos  dicho  lo.  segundo,  siempre  que  quedettiá  salvo,  los  de« 
Techos  de  (entero,  quese  hallen  inscrfpiíos'  con  aitteriofidad,  y.  sia 
perjuídO'de  laitfmon  ertmi;ta{  á  que  pudiera  dar  lugar  el  fraude, 
con  arreglo  al  articulo  4S9  del  Código  peaid. 

V. 

El  proyecto  no  reconoce  mas  dase  de  hipotecas  que  la  volw/úa^ 
ria  y  laU^al,  según  el  art.  137,  y  solo  hace  referencia  de  la  ;udi«* 
t»at  como  uno  de  los  títulos  fjpae  pueden  inscriHrsef  y  de  la  cual 
nos  hemos  ocupado  en  otro  lugar, manifestando  laestnmeza  deque 
no  la  haya  enumerado  en  el  tít.  i/  al  hablar  de  los  doeuiientos  so* 
jetos  al  Registro,  y  de  que  no  haya  estableciilo  para  ella  la  obliga-» 
^ion  absoluta  de  su  anotación.  ^ 

Admitido  el  principio  de  la  e$peeuüidüd  y  fíe%a  de  la  hipoteca, 
^era  indudable  que  no  podía  tener  cabida  la  juÁcial,  en  el  sentida 
jurídico  de  esta  palabra;  y  por  esto  se  vé  que  casi  todos  los  pueblos 
que  han  adoptado  aquellas  bases  para  sos  códigos,  no  hacen  men- 
«iou  alguna  de  la  hipoteca  judidal  sino  para  comprenderla  entra 
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les  doMutíenlAs  sujetos  4  jasccipttSM*  y  4e  niflgu  modo  cono  ews» 
quería  dé  eiÍ9tttBoit..La  Gomisioii  ha  oslado  saipaaienie  6ios4ifica  y 
coiMectteiiie  OA  esta  dasificack»,  y  Ao  11^  kuU 
etta  Goaforn»  á  lo  qie  jbw  heaM  poopoosio»  sí  oo  faabiaia  sido  par 
ra  dar  método  átaneBlrai  obsorvadoMSi. 

Laloy»q«aliaflUtotaiLproIijaaa:laoMaiaraoioiide  ciertos  ro- 
qujsjtoi  y  üiroaaiHaaoias,  no  ha  ywrido  sin  ombarg»,  deteaorse  mi 
mometite como  k»  hisool  art«  1791  ddproyecto  de  Código cítíI, de 
acoaDdo  coa dda  Wotemba^  «adesi^pur  los  modas  por  los  qoe 
podía  CQiismiiina  Ja UpetaoavQlaalariaí.  El  138  aldafimria  dice» 
qae  es  la  convenida  entre  partes  é  impuesta  por  disposicioa  del 
dotSo^  los  faiesaa sobse  qne  se  conMítaye,  y  dfe  aqil  úakamente 
paede<iad«Btise«iee  estaUaceá  «alo. mismo  por  aa  coüntlo  en* 
ire  vives,  que  por  úUíma  vohmad.  NoscitfiM  creemos,  qae  por  loa 
términos  de  la  defimeioa,  el  «tonlnmeato  y  el  eodieito  non  lo  mismoi 
qmb  cvalqoier  toateato,  actos  en  qae  se  paade  imponer  ana  hipo* 
toca,  paasloqM  oa  caalqriíara  de  eUas  pafide  espresarae  Táüda- 
meato  la  vdantad^  datna  de  loabieais  qaesft^raTta. 

iPodrÉ  establecerse  en  naa  memoria  tasteamararia?  JH  süeoci^ 
de  la  tey  y  la  latitoA  de  su  defiftickm  da»  máitiea  i  eaia  caasliQa  y 
á  otras  qoct  eomaJas  del  testamntoyoadlcila^  bamoa  dado  por  to* 
soeltas.  Nosotroft  opinamos  qao  ea  aaa  mamacia  teslameatarai 
pande  dejan»  establecida  ana  Upoleea»  siemprovqae  co»  arreglo  4 
derecho  sea  válida  y  roana  tedas  las  eoadkioaes  necesarias  pacm 
considerarla  como  parte  integrante  del  mismo  testamento. 

Una  cuestión  se  origina  aqot  f  que  no  queremos  pasar  en  sí* 
lencio.  ¿Podrá  el  Registrador  inscribir  una  hipoteca  qae  conste  en 
an  tegmento  qae  ao  esljé  líedaaidoAieaentimpiblieÉt  SI  aritcu* 
lo  Z.""  ¿yooi  que  para  que.  pnada  .saríinaoriptorimi  Utnb  en  que  so 
constituya  uaa,bip04eca«  esipneoísp  qoo  eatáooBdigaado  ea  uaa  ea* 
entura  púbSea,  por  cuya  razoa.  parece  .qae^)a.que  halla  oaastíloída 
en  ualesftameitaquo  no  tenga,  este  reqinsílo.  sari  de  mngaa  valor 
si  no  se  elavaidocaaraito  piU)liao«  Pero  annjdaado  esto  par  ctei* 
to,  y  siendo  como  es  la  reducción  á  eacntm  péblíoa  da  «a  taata»* 
meato  un  acto  de jnirisdkxion  vohiataríat  ¿quiéa pagarÉ^laa  castas 
que  por.  ello  se  origioenT  Pareoe  que  debia  ser  aqael'  ea  caya 
ftvor  se  ha  dado  la  hipoteca,  y  que  además  de  ser  el  qae  probable<- 
mente  lo  pída^  puede  ser  también  la  úaica  cansa  ét  que  aa  añgi* 
jm;  pero  teniendo  en  cuenta  que  iMumñpekmr  no  podia.  basarse  si 
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Bo  se  redocia  ei  .testamento  á  escritura  pública»  y  que  el  testador  al 
establecerla,  quiso  darla  toda  la  autenticidad  posible  y  rodearla  de 
todas  las  circofistancias  necesarias  para  su  validez,  porque  no  es 
de  suponer  que  quisiese  hacerla  de  ningún  valor,  es  indudable  que 
deben  pagarse  del  cúmulo  general  de  bienes  de  la  testameiUaría. 

Estén,  pues ,  ó  no  conformes  los  interesados  en  la  legitimidad 
de  un  testamento  t  siempre  tendrin  que  reducirle  á  escritura  pú- 
blica, si  en  él  se  trasmiten  ó  se  gravan  bienes  inmuebles ;  lo  cual 
si  bien  pareee  demasiado  oneroso  paca  las  partes ,  es  sin  embargo 
de  grande  utilidad  para  el  crédito,  porque  asi  se  dá  toda  la  segu- 
ridad posible  al  derecho  inscripto,  y  se  evitan  los  inconvenientes 
que  pudieran  sobrevenir  i  un  tercero  por  no  haberse  hecho  la  ins- 
cripción del  derecho  de  su  antecesor  en  virtud  de  un  documento 
de  plena  prueba  y  que  no  pueda  ser  redargüido  de  fialso. 

Por  esta  razón  no  estamos  confórmes  con  lo  permitido  en  el 
artículo  141 ,  ó  con  que  se  pueda  constituir  hipoteca  por  un  tercero 
sin  poder  especial  para  verificarlo,  aunque  sea  con  la  obligación  de 
ratificarse  después  por  el  dueño  de  los  bienes  hipotecados ;  porque 
esto  dará  motivo  á  que  todas  las  inscripciones  no  sean  válidas  y 
definitivas ,  y  en  el  Registro  no  debe  de  haber  nada  que  pueda  ser 
nulo,  provisional  y  transitorio. 

Aceptado  en  los  articules  159  y  140  el  principio  de  que  la  hi- 
poteca no  puede  constituirse  sino  por  el  que  está  en  la  libre  dis- 
posición de  sus  bienes ,  ó  por  un  apoderado  con  poder  especial  pa- 
ra contraer  este  género  de  obligaoiones ,  no  había  motivo  bastante 
fundado  para  variarle  de  una  manera  tan  opuesta  y  contradictoria. 
Además  ¿cómo  ha  de  hacerse  la  ratfficacion  ?  ¿  Bastará  la  sola  pre- 
sentación del  dueño  al  encargado  del  Registro,  ó  será  necesario  que 
lo  haga  por  medio  de  un  documento  público?  La  ley  no  dice  nada 
sobre  esto,  y  era  preciso  que  lo  manifestase  para  desvanecer  todas 
las  dudas  qne  puedan  ocurrir;  por  que  no  surtiendo  efecto  la  hi- 
poteca, sino  desde  la  ratificación,  y  no  pudiendo  constituirse  aque- 
lla sino  por  un  documento  público ,  pudiera  creerse  que  debía  ser 
del  mismo  modo  necesario  para  esta,  que  es  la  que  esclusívamen- 
te  k  dá  vida. 

No  se  manifiesta  tampoco,  si  puede  ó  no  estipularse  la  prohibi- 
ción de  enajenar  la  finca  hipotecada  como  habia  indebidamente 
permitido  el  art.  1803  del  proyecto  de  Código  civil;  y  era  necesario 
que  lo  hubiese  hecho,  del  mismo  modo  que  lo  verificó  con  el  pacto 
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(Je  ulteriores  hipolccas.  Nosotros  pensamos  ,  que  así  como  se  ha 
prohibido  este  último,  debe  estarlo  tambiea  aquel,  porque  siuo  se 
destruirían  en  su  mayor  parte  las  ventajas  de  semejante  prohibi- 
ción y  se  desnaturalizaría  el  carácter  propio  de  la  hipoteca. 

Ya  nos  hemos  ocupado  en  el  número  anterior  de  la  omisión  que 
ha  tenido  la  ley  en  no  manifestar  si  el  tercer  detentador  que  paga 
al  acreedor  se  subroga  ó  no  en  todos  sus  derechos  y  acciones,  co- 
mo hablan  dispuesto  el  proyecto  de  Código  civil  y  varias  leyes  de 
Europa,  y  entre  ellas  la  de  Wurtemberg  (1)  que  debe  tenerse 
siempre  muy  presente  en  esta  materia. 

Del  mismo  modo  hicimos  presente  la  necesidad  de -que  se  hu- 
biese manifestado  lo  que  sucedería  en  el  caso  de  que  la  finca  hipo- 
tecada se  destruyese  por  dolo  ó  $m  culpa  del  poseedor ,  como  se 
habla  cuidado  de  espresar  con  la  acetisuada  en  los  artículos  150, 
151  y  152. 

Los  articules  153  y  154  determinan  que  el  crédito  hipotecario 
puede  cederse  ó  enajenarse  i  un  tercero  en  todo  ó  parte ,  siempre 
que  se  haga  por  esciitura  pública»  se  iMcriba  en  el  registro»  y  se 
dé  parte  al  deudor,  lo  cual  está  conforme  con  el  espíritu  y  tenden- 
cias de  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  que  siguen  el  sistema 
alemán ,  y  que  no  tratamos  de  justificar  después  de  lo  que  ee  dice 
en  la  Espositíon  de  motivos;  pero  hubiéramos  querido  que  se  hubie- 
se indicado  algo  mas  en  este  lugar  para  la  organización  del  crédito 
territorial  y  movilización  de  nuestro  suelo.  Hablamos  de  las  letras 
de  cambio  como  se  conocen  en  A.lemania  y  en  Polonia ,  y  que  no 
son  masque  obligaciones  territoriales  que  bajóla  inscrípciott  de 
establecimientos  públicos  creados  por  el  Estado,  se  negocian  como 
efectos  públicos  bajo  la  garantía  de  la  primera  hipoUea  previamente 
apreciada  y  garantida  por  aquellas  instituciones  intermediarias;  y 
las  cuales  son  un  medio  riquísimo  para  el  desarrollo  del  crédito 
territorial,  porque  sin  necesidad  de  despréndase  el  propietario  de 
sus  fincas ,  adquiere  el  dinero  que  necesita  para  cnhivarlas ,  por  un 
premio  insignificante  y  sin  obligación  de  reembolsar  el  capital  en 
un  día  determinado ,  sino  que  le  vá  amortizando  por  nnaumento  in- 
significante en  el  interés.  Esta  institución  intermedia  entre  el  deu- 
dor y  el  acreedor  es  la  encargada  del  pago  de  los  intereses  á  su 


(1)    ArUculo  i20. 
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YeocimientOy  y  se  halla  revestida  de  todas  las  facultades  necesanaa 
para  su  cobro,  y  que  hace  imposible  toda  clase  de  derraudacioo. 

Es  verdad  que  la  Comisioa  hace  mérito  de  estas  instituciones 
en  la  Esposicion  de  mctivo$,  y  que  no  se  atreve  á  decretar  su  or- 
ganización por  creerlas  ajenas  á  una  ley  hipotecaria,  mas  á  pesac, 
de  esto,  bueno  hubiera  sido  que  al  hablar  de  la  cesión  de  la  hipo- 
teca ,  se  hubiese  indicado  algo  para  el  caso  en  que  aquella  se  esta- 
bleciese ,  como  hizo  el  Código  penal  con  el  consto  de  familia. 

El  art.  436  dice,  que  la  hipoteca  subsistirá  contra  tercero  mien^ 
tras  no  se  cancele  su  inscripción ,  y  aquí  se  nos  ocurre  tratar  del 
134  que  á  propósito  dejamos  para  este  lugar ,  y  por  el  que  se  es* 
tableceque  la  acción  hipotecaria  se  prescribe  á  los  veinte  anos  des^ 
de  que  pueda  ejercitarse*  con  arreglo  á  derecho. 

Ya  hemos  dicho  antes ,  que  la  prescripción  no  debía  de  admí-^ 
tirse  como  medio  de  libertarse  de  una  obligación ,  porque  ella  ea 
€ontra  derecho;  pero  ya  que  se  ha  admitido,  creemos  que  debia 
liaberse  adoptado  el  periodo  de  treinta  anos,  como  en  Baviera  ;, 
como  disponían  nuestras  leyes  de  Toro ,  para  que  asi  sea  menos, 
terrible  en  sus  efectos ;  y  en  todo  caso  haber  determinado  lo  qua 
dispuso  el  reglamento  de  Oénova  de  19  de  noviembre  de  1821,  qua 
era  obligar  al  eacarga(|o  del  Registro ,  á  que  bajo  su  responsabili-^ 
4ad  avisase  á  los  acreedores  tres  meses  antes  de  que  pudiera  tener 
iugar  la)pire8cripcion,  y  para  lo  que  podían  adoptarse  las  disposl- 
iOíones.que  para  el  emplazamiento  adoptan  los  artículos  228  al  252;, 
4eialey  de  Enjuiciamiento  civil.  De  este  modo  la  renuncia  presunta 
de  un  derecho,  que  es  uno  de  los  fundamentos  en  que  se  apoya  1% 
prescripción,  se  convertiría  en  ua  desistimiento  espreso ^  que  siem« 
4)re  es  mas  filosófico  y  mas  legal. 

VL 

llegamos  al  título  mas  trascendental,  mas  innovador  y  mas  ne- 
'Cesarío  del  proyecto,  que  es  el  que  trata  de  la  abolición  de  las  hi** 
fKUecas  l(id(iiS'ú  ocultas,  y'qtte^*oomo  decía  Cíeszkowsky  (1),  es  el 
delenda  Cariago  del  crédito  territorial. 

Para  examinar  debidamente  una  materia  tan  importante  y  ver 
si  la  Comisión  ha  resuelto  ó  no  eon  aciértelas  cuestiones  que  á ella 

l\)    Rapport  fait  au Congrés  central  d'agricullure— 1847. 
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se  refieren,  es  preciso  alterar  el  orden  que  se  sigue  en  el  proyecto; 
y  principiando  por  la  hipoteca  dotal,  ocaparse  en  priner  lugar  de 
Jas  personas  que  están  facultadas  para  pedir  su  costítucíon. 

El  art.  d^  dice:  «que  la  constitución  de  la  hipoteca  dotal  ¿  ins- 
icripcion  de  bienes  únicamente  puede  exigirse  por  la  misma  mu- 
a>jer,  si  estuviera  casada  y  fuera  mayor  de  edad;  y  si  no  hubiere 
ncontraido  aun  matrimonio  ó  fuere  menor,  deberán  ejercer  aquef 
#derecbo  en  su  nombre  el  padre,  la  madre,  el  que  di6  la  dote ,  ó  e( 
:»curador.9 

Nos  causa  éstraSeza  que  cuando  el  proyecto  contiene  disposi- 
ciones tan  acertadas ,  y  cuando  se  ha  atrevido  á  dar  un  paso  tan 
necesario  como  era  lá  abolición  de  la  hipoteca  táata  dótala  no  haya^ 
logrado  protejer  mas  los  derechos  de  la  mujer ,  y  no  dejarla  aban- 
donada á  su  inespériencia  y  á  la  coacción  del  marido ,  que  cons* 
lantemente  tiene  que  pesar  sobre  eUa. 

La  mujer  necesita  en  la  ley  un  apoyo  mas  fuerte  y  una  protec-» 
«ion  mas  constante  que  la  que  se  la  dá  en  el  proyecto  contra  la& 
exigencias  de  su  cónyuje ,  sí  es  que  no  se  la  quiere  dejar  indefimsa 
y  desamparada  en  los  combates  de  la  familia.  Es  verdad  que  la 
mujer  puede  pedir  á  su  marido  seguridad  para  su  dote;  ¿pero  si  éste 
no  quiere  otorgársela ,  se  dará  por  la  ley  motivo  á  que  la  lucha  y 
la  desavenencia  nazcan  en  el  seno  del  hogar  doméstico ,  en  el  que 
todo  debe  ser  paz,  orden  y  armonia?  Nosotros  creemos  que  para 
«vitar  estos  males ,  era  itaas  propio  que  la  hipoteca  naciese  de  lar 
]ey ,  y  no  se  hiciese  al  marido  ver  en  su  mujer  un  acreedor  des* 
confiado,  exigente  é  importuno. 

Por  esta  razón  consideramos  mas  filosóficos  et  artfeulo  133  de 
)a  ley  de  los  Estados  Romanos  y  el  SISO  de  ta  fnncesa,  que  obligan 
al  escribano  que  autorice  la  escritura  dota!  á  inscribirla  en  el  re-^ 
¿istro,  bajo  la  pena  de  la  pérdida  de  sus  honorarios  y  de  conside- 
rar al  marido  que  no  lo  verifica  como  reo  de  estelionato. 

Aplicando  estos  principios  á  nuestra  legislación ,  y  «eomedando 
i  estos  casos  nuestras  leyes ,  creemos  que  el  árt.  438  del  Código 
penal  debía  bacerse  estensivo  para  el  marido  que  no  asegurase 
la  dote  en  los  treinta  dias  siguientes  á  su  entrega ,  ó  no  inscriba, 
cuando  deba  de  hacerlo ,  los  que  adquieren  en  los  treinta  dkrs  si- 
mientes á  su  adquisición ;  y  el  459  para  el  escribano  que  no  haga 
inscribir  la  escritura  dotal  en  que  Intervenga  ó  haga  subrogar  pré- 
iriamenle  por  otros  del  marido  los  bienes  de  la  mujer  que  se  vtn- 
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dan  por  su  testimonio ,  si  no  presentan  la  información  judicial  da 
no  poseer  aquel  ningunos,  y  de  la  que  hablaremos  mas  adelante. 

La  hipoteca  así  constituida  nace  ip$o  jure  de  la  ley,  y  no  úni* 
camente  de  la  voluntad  de  la  mujer;  que  tendrá  que  renunciar  gus^^ 
losa  á  esc  derecho  por  no  recibir  de  su  marido  disgustos  y  sinsa* 
botes. 

Pero  no  solo  la  ha  dejado  el  proyecto  aislada  para  pedir  la  hi- 
poteca en  seguridad  de  sus  bienes ,  sino  que  por  los  arts.  164  y  189^ 
la  ha  facultado  para  cancelarla  cuando  tenga  por  conveniente ,  6 
para  que  acceda  á  las  eiigencias  de  su  marido ,  que  viendo  en  ella 
la  única  causa  de  una  obligación  que  le  grava,  no  perdonará  me- 
dios para  liberlarse  de  ella,  y  hacer  que  se  destruya  lo  que  aqueHa 
Jogró  acaso  en  un  momento  de  carino,  ó  á  fuerza  de  perseverancia. 

Mucho  mejor  hubiera  sido  haber  dicho  que  la  hipoteca  no  po- 
<iria  cancelarse  mientras  existiesen  los  bienes  en  el  matrimonio ,  y 
que  la  enajenación  libre  de  los  dótales  inscriptos  seria  nula  ó  de 
ningún  valor,  si  teniendo  otros  el  marido  no  ios  hipotecaba  para 
responder  del  importe  de  los  vendidos;  porque  de  este  modo  et 
comprador,  por  su  propio  interés,  trataría  de  llenar  aquella  forma- 
lidad en  beneficio  de  la  mujer. 

Es  verdad  que  esto  produciría  obstáculos  y  dificultades  algunas 
veces  insuperables ,  por  la  imposibilidad  que  tendria  un  tercero  en 
saber  si  el  marido  poseía  ó  no  mas  bienes;  pero  esto  se  salvaba  con 
una  inforaiacion  judicial  previa ,  que  sostuviese  los  derechos  del 
<^omprador ,  y  con  decretar  que  en  caso  de  ocultación ,  se  conside- 
faria  al  mando  comprendido  en  el  art.  4S8  del  Código  penal ,  que 
es  por  el  que  hemos  dicho  debe  penarse  al  que  no  asegure  la  dote 
en  los  casos  prevenidos  por  la  ley. 

No  nos  ha  dejado  de  causar  estrañeza  también ,  que  cuando 
nuestras  antiguas  leyes  no  permitían  hipotecar  la  dote ,  se  con- 
sienta ahora  á  ambos  cónyujes  sin  tener  en  consideración  si  son  6 
JDO  menores  de  edad  y  sin  sujetarlos  á  las  formalidades  que  para  la 
venta  de  los  bienes  de  aquella  ciase  exige  la  ley  de  Enjuicia-- 
miento  civil. 

Una  hipoteca  suele  ser  mas  trascendental  que  una  enajenación 
y  siempre  puede  ser  un  medio  de  sustituirla  y  de  eludir  las  dispo- 
siciones que  á  ella  se  refieren,  si  no  se  trata  de  revestirla  de  igua- 
les requisitos  para  su  validez,  porque  donde  hay  la  mUma  razon^^ 
debe  de  existir  igual  disposición  de  derecho.  Por  esto  creemos  que 
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isiendo  menor  ()e  edad  la  mujer  ó  el  marido  no  debía  permitírseles 
constituir  y  co^mguir,  reducir  ni  subrogar  la  hipoteca,  sioodespueí^ 
^e  una  informacioa  previa  de  utilidad  y  necesidad  y  que  impusiere 
al  Juez  que  la  autorizase  la  obligarion  que  se  le  marca  en  el  ar- 
tículo 188. 

La  omisión  de  la  ley  sobre  este  particular  es  muy  eslraña,  por- 
que habiendo  dicho  en  el  art.  83,  que  las  inscripciones  hechas  en 
virtud  de  mandamiento  judicial  no  se  cancelarían  sino  por  provi- 
dencia ejecutoria,  no  debía,  en  nuestro  juicio,  haber  autorizada 
después  á  la  mujer  por  el  art.  189  para  estinguirla  por  su  sola  vo- 
luntad, puesto  que  puede  suceder  que  una  dote  que  se  inscriba  por 
s(Mitcncia  ejecutoria  se  redima  deanes  por  la  mujer  sin  este  requi- 
sito. De  todos  modos  siempre  es  una  cuestión  que  la  ley  no  resuel- 
ve y  que  tiene  que  dar  lugar  á  distintas  interpretaciones. 

Ya  hemos  dicho  en  otro  número,  que  la  Comisión  de  codificación^ 
con  una  inteligencia  que  la  enaltece,  vé,  insensiblemente  introdu- 
ciendo reformas  en  nuestro  derecho  civil  y  resolviendo  en  cuantas- 
ocasiones  se  la  presentan,  las  cuestiones  á  que  dá  lugar  la  oscuri-- 
<lad  y  contradicción  de  nuestras  leyes,  y  ahora  tenemos  que  aña- 
dir la  resuelta  por  el  art.  188  ó  que  no.  son  válidas  las  enajenacio- 
nes de  bienes  inmuebles  hechas  por  los  casados  menores  de  edad, 
lañando  no  se  han  guardadp  las  formalidades  establecidas  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  y  lo  cual  defendimos  en  el  tomo  14  de  la  Re- 
vista GENERAL  DE  LEGISLACIÓN  Y  JcRISPaUDENCIA  (1). 

No  es  menos  notable  la  reforma  introducida  en  nuestro  derecha 
por  el  art.  171  para  la  dote  confesada  dentro  del  primer  ano  de  la. 
celebración  del  matrimonio,  y  la  cual,  como  dice  la  Esposicion  de 
motivos,  daba  lugar  á  diversas  opiniones  en  la  práctica. 

La  dote  confesada  es  declarada  las  mas  de  las  veces  en  perjui- 
cio de  los  hijos  de  primer  matrímonio  ó  para  privar  á  ascendientes 
4c  la  legítima,  y  es  preciso  no  darja  todo  el  crédito  necesario,  por- 
que en  los  mas  de  los  casos  es  arrancada  por  los  amaños  y  halagos, 
de  una  mujer  demasiado  previsora  y  egoísta;  por  esta  razón  na 
creemos  que  sea  el  mejor  tiempo  para  adquirír  seguridad  de  que  la. 
dote  haya  sido  cierta  el  primer  año  de  matrímonio ,  porque  en  esta 
época  suele  ser  mas  grande  el  influjo  de  la  mujer,  y  hubiera  sida 
mas  acertado  haber  dicho  que  esta  solo  podrá  exigir  del  marida 


(|)    Véase  la  páy.  420  de  dicho  tomo. 
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hipoteca  para  la  dote  confesada,  cuando  después  de  dos  anos  de  la 
fecha  de  su  declaración  no  haya  intentado  aquel  la  acción  de  non 
munei-atm  pecunUe;  Y  de  esiQ  modo  se  evitaba  el  peligro  de  que 
una  esposa  demasiado  cauta  abusase  con  sus  primeras  caricias  de 
su  cónynje. 

La  abolición ,  pues ,  de  la  hipoteca  dotal  es  una  determinación 
justa  y  urgente ,  pero  que  tiene  que  irrogar,  en  nuestro  sentir, 
graves  perjuicios  en  la  práctica,  por  lo  poco  protegidos  que  están 
en  el  proyecto  los  derechos  de  la  mujer. 

VIL 

Los  arts.  194  al  :201  traían  de  la  hipoteca  por  bienes  reserva- 
bles,  y  en  ellos  no  se  hace  innovación  en  nuestro  derecho  mas  que 
la  necesaria  para  determinar  la  especialidad  de  ella  ó  la  inscripción 
con  la  cualidad  á  que  los  bienes  pertenecen,  si  son  inmuebles. 

Para  garantir  mas  los  derechos  de  los  hijos  en  los  bienes  reser- 
vables,  hubiera  sido  bueno  haber  castigado  los  segundos  matrimo- 
nios que  no  presentasen  á  su  celebración  la  certificación  correspon- 
diente de  haber  constituido  la  oportuna  hipoteca  de  ellos  en  los  ca- 
sos que  deban  hacerlo ,  ó  una  información  de  no  estar  obligados  á 
verificarlo ,  como  hizo  el  art.  400  del  Código  penal  para  la  mujer 
que  se  casase  antes  de  los  301  dias  de  la  muerte  de  su  marido. 

Los  segundos  matrimonios  son  constantemente  una  causa  de 
perturbación  entre  los  hijos  del  primero,  y  es  preciso  que  la  ley  no 
proporcione  la  chispa  que  ha  de  dar  lugar  al  incendio  facilitando  á 
los  hijos  reclamaciones,  que  aunque  sean  justas,  alteren  la  tran- 
quilidad doméstica ,  y  hagan  ver  en  ellos  ideas  de  sobrevivencia 
desfavorables. 

El  padre  es  el  juez  de  la  familia,  y  cuando  se  apela  de  sus 
mandatos,  se  duda  de  su  integridad  y  se  falta  á  la  sumisión  que 
las  leyes  deben  proteger  dificultando  estos  recursos  y  tratando  de 
asegurar  por  otros  medios  los  derechos  de  los  hijos. 

El  art.  195  dice  que  el  padre  ó  la  madre  tienen  noventa  dias 
desde  que  contrajeron  el  segundo  matrimonio,  para  presentar  al 
juzgado  el  inventario  de  los  bienes  sujetos  á  reserva;  y  de  esto  se 
deduce  que  no  ha  tenido  en  cuenta  los  bienes  que  hereden  después 
cualquiera  de  ellos  de  los  hijos  del  anterior  matrimonio. 

Esta  omisión  de  la  ley  es  tanto  mas  cslraiia,  cuanto  que  hallán- 
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dose  divididos  los  jaríscoosultos  sobre  la  clase  de  bienes  (1)  qae  los 
padres  están  obligados  á  reservar  por  herencia  de  los  hijos  del  pri- 
mer matrimonio,  podía  haber  fijado ,  como  ha  hecho  en  otros  caaos, 
la  doctrina  qae  la  pareciese  mas  justa  7  mas  razonable. 

Sabido  es  también  que  escritores  notables  (2),  fundándose  en  el 
derecho  romano  (3),  han  sostenido  qae  el  padre  ó  la  madre  no  de- 
ben reservar  los  bienes  que  adquieran  de  los  hijos  por  socesk» 
testada ,  y  los  que  provengan  del  cóny uje  sobreviviente :  y  qne  otros 
mas  acertados  (4),  apoyándose  en  que  los  padres  no  pueden  ser 
privados  por  los  hijos  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  bienes  (8), 
que  es  lo  que  constituye  su  legítima ,  creen  que  aunque  sucedan 
por  testamento ,  siempre  tendrán  que  reservar  esta  porción  que 
adquieren  ex  disposUione  legis  (6). 

El  proyecto  que  en  muchas  ocasiones  ha  resuello ,  con  la  mejor 
buena  fé ,  cuestiones  que  no  eran  de  sn  incumbencia ,  debía  tann 
bien  en  este  caso  haber  dirimido  las  controversias  qne  se  suscitan 
en  la  práctica ,  y  decidido  cuál  era  la  doctrina  mas  conforme  con 
los  buenos  principios  y  con  nuestro  sistema  legal. 

¿Habrá  querido  el  proyecto  libertar  al  padre  de  la  obligación 
en  que  está  de  reservar  los  bienes  que  adquiera  de  los  hijos?  No 
podemos  creer  que  haya  sido  este  el  objeto  de  la  Comisión,  y  su  si- 
lencio únicamente  podemos  atribuirlo  á  una  omisión  al  redactar  los 
artículos  de  la  ley ,  porque  si  hubiese  sido  aquella  su  intención,  la 
hubiera  manifestado  espresamente  y  de  ana  manera  qne  no  ^ra 
lugar  á  dudas. 

Aplicando,  pues,  el  precepto  del  art.  195  al  caso  qne  nos  ocu- 
pa, creemos  que  el  término  de  ios  noventa  días  qne  concede  la  ley 
al  padre  para  hipotecar  los  bienes  reservaUes ,  deben  contarse 
desde  el  fallecimiento  del  hijo ,  si  se  ha  verificado  durante  el  se- 
gundo matrimonio,  puesto  que  si  ha  sido  antes»  los  bienes  no  tie- 


(\)    Posadilla  dice  que  lodos,  ya  sean  profectíctos  ó  adventicios; 

tras  que  Llamas ,  Gómez ,  Malieozo  y  otros,  fundándose  ea  la  Novela  2Í, 
iiicen  que  solo  los  primeros. 

Í2J    Gómez,  Malienzo  y  Ayora. 

t3)    Novóla  22,  cap.  46. 

(4)    Entre  ellos  Gómez  de  la  Serna,  digno  individuo  de  la  Comisión  del 
proyecto  de  ley  hipotecaria. 

(51    Ley  í.\  tít.  20,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec. 

(6)  Febrero. 
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Dea  todavía  aquel  carácter  y  se  hallaráa  comprendidos  después  ea 
las  disposiciones  del  194. 

Para  garantir  en  este  caso  los  derechos  de  ios  hijos  y  evjtar 
desuniones  en  la  familia  debían  adoptarse  las  disposiciones  que 
hemos  indicado  para  la  hipoteca  dotal,  y  en  su  virtud  casligar  al 
escribano  que  hiciese  el  inventario  y  no  le  presentase  en  el  regis- 
tro, y  al  padre  que  no  hipotecase  ó  inscribiese  los  bienes,  con  arre-  . 
glo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  458  y  459  del  Código  penal. 

Tampoco  nos  parece  bien  que  se  haga  responsable  al  segundo 
marido  de  los  bienes  reservables  que  no  existían  en  el  matrimonio 
cuando  le  contrajo,  y  hubiera  sido  mejor  que  la  obligación  de  hipo- 
tecar hubiese  sido  solo  ostensiva  para  los  que  existían  á  su  cele- 
bración, y  para  los  que  faltasen  en  aquella  época  haber  obligado  á 
la  madre  con  los  bienes  que  adquiriese  y  que  la  fueran  correspon- 
diendo por  su  mitad  de  gananciales. 

Es  verdad  que  hasta  la  disolución  del  matrimonio  no  podia  sa- 
berse la  parte  de  gananciales  que  correspondían  á  la  mujer,  pero 
podia  haberse  mandado  hipotecar  los  que  se  adquiriesen  durante  el 
segundo  matrimonio,  si  bien  con  la  facultad  al  marido  de  hacer  con 
acuerdo  4ú  juez  ó  de  los  interesados  en  sus  fespectivos  casos  la 
correspondiente  liberación  cuando  lo  creyese  conveniente,  y  pre- 
via la  presentación  del  oportuno  inventario.  De  otro  modo  es 
obligar  á  un  tercero  á  responder  de  una  deuda  que  no  ha  contraído , 
y  di&cultar  los  segundos  matrimonios  en  perjuicio  de  la  mujer. 

vin. 

Aunque  la  Esposicion  de  motivos  del  proyecto  será  en  muchos 
casos  una  interpretación  auténtica  de  grande  utilidad  en  la  prácti- 
ca y  hará  desaparecer  las  dudas  que  pudiera  suscitar  el  art.  202, 
sin  embargo  hubiera  sido  bueno  que  al  ocuparse  del  derecho  que 
tiene  el  hijo  para  pedir  á  su  padre  hipoteca  por  los  bienes  corres- 
pondientes á  su  peculio ,  hubiese  designado  su  dase,  ó  si  era  ó  ao 
solo  el  adventicio;  porque  no  especificando  la  naturaleza  del  pecu- 
lio á  que  se  refiere,  y  hablando  de  una  manera  tan  general,  pudie- 
ra creerse  que  se  había  hecho  alguna  innovación  en  nuestro  dere- 
cho y  que  se  hallaban  comprendidos  también  los  que  no  debían  es- 
tarlo por  su  carácter  especial  y  consiliativo. 
,   No  necesitamos  decir  que  según  las  doctrinas  que  hemos  es-* 
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puesto  al  tratar  de  loá  bienes  reservables ,  no  nos  parece  aceptable 
de  una  roaaera  absoluta  el  art.  ¿Oi,  porque  es  dar  lugar  á  que  se 
perjudique  al  hijo  que  por  ser  demasiado  sitmiso  y  respetuoso  do  se 
atreva  á  iutenlar  esta  clase  de  reclamaciones  contra  un  padre  acaso 
descuid  ado  y  poco  solícito. 

Hemos  estranado  que  no  se  haya  dado  en  la  ley  mas  represen- 
tación al  ministerio  fiscal,  y  que  no  se  le  haya  Facultado,  cuando 
los  hijos  sean  menores ,  para  poder  reclamar  la  hipoteca  por  bienes 
reservables,  peculio,  tutela  ó  curaduría  en  los  arts.  493,  203  y  313; 
porque  facultándosele  en  casos  iguales  por  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  para  promover  peticiones  análogas,  se  establece  una  escepcioir 
indebida  y  contraria  á  la  unidad  y  concordancia  de  nuestra  legisla- 
ción con  negarles  donde  hemos  dicho  un  derecho  completamente 
semejante  y  tan  beneficioso  para  los  fVLpAos.— {Se  continuará.) 

Telesforo  Goaez  Rodrigiei. 
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1. 

Cuando  se  constituye  sociedad  entre  dos  individuos  llevatido  una 
el  capital  y  otro  la  industiia,  ¿son  participes  por  igual,  si  asi  está 
estipulado  en  el  contrato  social,  en  las  mejoras  que  se  introduzcan 
en  la  industria  como  en  las  ganancias  y  pérdidasl 

Indudablemente  sí. 

Los  sócips  pueden  establecer  en  la  escritura  de  contrato  cuan* 
tas  cláusulas  y  condiciones  quieran,  y  deberán  cumplir  con  ellas,  y 
á  las  mismas  atenerse,  siempre  que  no  sean  opuestas  á  las  leyes  ó 
la  moral. 

Por  esta  consideración,  para  conocer  la  parte  en  que  es  partí- 
cipe en  las  ganancias  ó  responsable  en  las  pérdidas  cada  ano,  de- 
be acudirse  á  lo  establecido  en  la  escritura  'social,  y  en  el  silencio 
de  esta,  á  las  leyes  comunes  ó  mercantiles,  según  Los  casos.  Lo  que 
se  dice  de  las  ganancias,  debe  estenderse  á  las  mejoras  industriales^ 
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siempre  que  entre  unas  y  otras  no  se  hayan  establecido  direrencia«^ 
al  constituir  ía  sociedad.  La  mejora  que  se  introduce  en  una  indus» 
tría  aumenta  el  caudal  común,  y  es  por  lo  tanto  realmente  una  ver- 
dadera ganancia. 

Si  constituyeron,  pues»  sociedad  dos  personas  pactando  partir 
con  igualdad  las  ganancias  y  las  pérdidas,  establecieron  un  pacto  lí« 
cito  que  debe  cumplirse  y  hacerse  estensivo  á  las  mejoras  introdu- 
cidas en  la  industria,  objeto  de  la  sociedad. 

II. 

Si  á  uno  de  los  socios  se  le  ocurre  introducir  una  mejora  en  lü 
indüstría  y  presenta  á  su  compañero  parte  de  las  herramientas  pa- 
ra llevar  á  efecto  su  idea^  y  el  otro  no  solo  la  acepta  sino  que  cons- 
truye por  si  diferentes  utensilios  para  realizarla,  hace  los  primei^os 
ensayos,  y  al  rendir  cuentas  sufre  la  parte  de  gasto  que  le  corres^ 
ponde  por  la  compra  de  las  Jierramientas  ideberá  ser  común  la  me* 
ora  ó  de  uno  solo;  y  en  este  caso,  á  cual  le  corresdonderlal 

Para  mí  es  incuestionable  que  un  aparato  ó  máquina,  adquirido 
con  las  circunstancias  que  se  especifican  en  la  pregunta,  destinada 
á  obtener  un  adelanto  en  la  industria  objeto  de  la  sociedad,  no  per- 
tenece á  ninguno  de  los  socios  esclusivamente,  sino  que  debe  ser 
considerado  como  un  erecto  común  y  propio  de  la  sociedad,  salvo 
siempre  los  pactos  especiales  que  acerca  de  este,  como  de  cualquie- 
ra otro  punto;  pudieran  haberse  celebrado  entre  los  socios.  La  ges- 
tión social,  y  por  consiguiente  el  comprar  máquinas  y  utensilios  pa*^ 
ra  establecer  una  mejora  industrial,  corresponde  á  la  persona  á 
quien,  según  el  contrato,  incumbe  la  dirección  de  la  sociedad.  No^ 
habiendo  acerca  de  este  particular  nada  espreso,  debe  entenderse 
que  los  socios  tienen  poder  reciproco  para  esta  clase  de  operaciones- 
las  cuales  no  deberá  el  uno  eJecHtar  sin  consentimiento  del  otro.  En^ 
el  caso  á  que  la  consulta  se  concreta,  repetidos  hechos  acreditan  el 
común  consentimiento.  Si  el  uno  compró  utensilios  y  propuso  la 
idea ,  el  x)tro  la  aceptó,  completó  las  herramientas  y  montó  la  má* 
quina.  Y  como  los  dos,  á  mayor  abundamiento,  costearon  lob  gas- 
tos, los  dos  son  dueños  del  espresado  artefacto  que  compraron, 
completaron,  montaron  y  destinaron  para  mejorar  la  industria 
que  en  común  ejercían.  ] 
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III. 

Concluida  la  sociedad  por  mutuo  convenio  y  no  habiéndose  acor- 
dado la  pertenencia  esclmiva  ni  colectiva  de  una  mejora  introdu- 
cida en  la  industria  durante  la  existeneia  de  aqudla  ¿puede  esta 
mejora  ser  por  uno  de  los  só^os  espUHada  con  perjuicio  de  atrot 

La  contestación  i  esta  pr^ui^ta  está  ya  dada,  en  rigor  ante- 
riormente; al  disolverse  la  sociedad  han  debido  dividirse  entre  las 
personas  qne  la  constituían  todos  los  efectos,  productos,  máqui- 
nas y  artefactos. 

El  aparato  de  que  se  trata,  si  no  era  susceptible  de  cómoda  y  útil 
división,  ha  debido  gidjudícarse  ¿  iioo  de  los  socios,  otorgando  al 
otro  la  oportuna  compensación.  Nada  de  esto»  sin  embargo,  parece 
que  se  ha  hecho,  y  en  este  casa,  es  daro  qne  la  máquina,  por  medio 
<le  la  cual  se  obtuvo  l$t  mejora  industrial,  no  podrá  ser  esplotada 
{)or  el  uno  sin  consentimiento  del  otro  condueño. 

IV. 

Prohado  que  la  mejora  introducida  en  la  iniusíria  lo  fué  mien- 
tras existia  la  sociedad  ipodrá  privársele  á  un  socio  que  se  aprove- 
che de  ella  porque  el  otro  haya  sacado  privilegio  esclusivo  sin  con^ 
lar  coíi  su  antiguo  compañero^ 

De  Bíiguna  «añera. 

Los  privilegios  esohisivos  tienen  por  objeto  el  adelantamiealo 
<le  la  industria  y  de  las  artes  por  medio  de  la  muItipUcaciiMi  y  pef- 
íeccion  de  máquinas,  if»tf«meitfoa,  artefactos,  aparatos,  procedi- 
mientos y  métodos  ciemificos  y  mecánicos  no  conocidos  ó  no  apíú»- 
•dos  en  Estaña.  J)e  aquí  se.infiere  que  recaen  sobre  la  nanera,  ao* 
4o,  medios  y  procedimientos  tiii^os  de  ejecutar  y  producir;  paro 
no  sobre  los  mismos  procedimientos,  los  cuales  por  otnos  medios 
•distintos  que  se  introduzcan  ó  inventen  pueden  ser  Ubiemente  ela- 
borados. Ni  es  esta  doctrina  arbitraria:  está  consignada  ternünan- 
lómente  en  los  dos  prioMros  artículos  del  Beal  decreto  de  i4  de  ju- 
nio de  1839. 

Los  privilegios,  como  es  sabido,  son  de  ¡avApcíon  y  de  intco- 
dnccíon.  cSerá  materia  del  privilegio  ée  invencion-^lice  el  ártica- 
lo  6.""  del  Real  decreto  de  27  de  marzo  de  1826— io  que  no  se  halle 
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practicado  en  Espaaa  ni  en  país  eslranjero;  y  lo  que  no  lo  esté  aquí, 
pero  si  eo  el  eslranjero,  lo  podrá  ser  de  introducción.» 

Ahora  bien,  estas  palabras  contestan,  por  si  solas,  á  la  consulta* 
Si  la  mejora  introducida  en  laindastria  de  que  se  trata  era  ya  prac- 
ticada en  España,  ó  por  la  sociedad  ó  por  cualquier  fabricante 
cuando  se  impetró  el  privilegio,  no  ha  debido  este  por  nadie  impe- 
trarse, y  si  se  ha  impetrado  y  obtenido  es  notoriamente  nulo,  por* 
que  faltaba  materia  en  que  fundarlo. 

T  esto  se  desprende,  no  solo  de  las  terminantes  prescripciones 
que  he  citado  del  Real  decreto  de  27  de  marzo,  sino  que  también 
del  examen  de  otros  de  sus  artículos.  El  1.^  exije  que  los  aparatos 
ó  máquinas  en  todo  ó  en  parte  han  de  ser  nuevos  ó  no  establecidos 
del  mismo  modo  y  forma  en  estos  reinos.  El  7.""  estatuye  que  al  me- 
morial impetrando  el  privilegio  acompañe  entre  otras  cosas  t un 
plano  ó  modelo  con  la  descripción  y  esplicacion  del  objeto,  especi* 
ñcando  cuál  es  el  mecanismo  ó  proceder  que  se  presenta  como  no 
practicado  hasta  entonces.Ti>  T  el  15  fija  los  derechos  del  dueño  de 
un  privilegio  esclusivo  y  los  limita  al  todOt  ó  parte  que  hubiera  de^^ 
clarado  ser  nuevo  ó  no  practicado  en  estos  reinos. 

Ea  vista  de  estas  consideraciones  y  de  estos  testos  legales,  com* 
préndese  que  haya  alguno  que  estrane  que  se  haya  concedido  á 
una  persona  un  privilegio  esclusivo  para  practicar  una  cosa  qne^con 
autoridad  otro  ya  ejecutaba.  Mas  esta  estrañeza  solo  puede  abri-» 
garse  ignorando  el  sistema  adoptado  por  nuestra  legislación  admi- 
nistrativa. Cuando  se  acude  al  Gobierno  de  S.  M.  en  solicitud  de 
Real  cédula  de  privilegio  esclusivo  de  invención  ó  de  introducción, 
este  no  tiene  en  cuenta  al  concederle  ni  examina  la  utilidad  ni  la 
novedad  del  invento.  Bástale  el  que  se  afirme  que  hay  materia  de 
privilegio;  bástale  que  se  diga  que  se  introduce  una  mejora  nueva 
en  la  industria  para  previas  diferentes  formalidades,  espedir  la  Rear 
cédala  de  concesión.  Si  después  los  hechos  no  resultan  ciertos,  s[ 
hay  otros  derechos  adquiridos,  el  privilegio  con  la  facilidad  con  que 
fué  obtenido  puede  ser  destruido  por  aquellos  á  quienes  perjudica^ 
quedando  sujeto  el  que  con  poca  verdad  de  los  hechos  pidió  y  obtu- 
vo el  privilegio  á  todas  las  resultas  y  consecuencias  de  su  conduc- 
ta. En  corroboración  de  esta  doctrina  puede  recordarse  el  art.  %^ 
del  espresado  Real  decreto.  Para  asegurar — dice— el  interesado  la 
propiedad  esclnsiva,  se  le  espedirá  una  Real  cédula  de  privilegio  sin 
previo  examen  de  la  novedad  ni  de  la  ulüidad  del  objeto  y  sin  que 
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la  concesión  de  la  gracia  pueda  mirarse  en  niogun  caso  como  ana 
calilkadondesutiovedail^  y  utilidad,  quedando  el  interesado  SQ)eto 
á  las  resultas  con  arreglo  á  lo  que  se  previene  en  este  Real  decreto. 

De  modo,  que  probado  que  la  mejora  introducida  en  la  jndus- 
iría  lo  fué  durante  la  Sociedad,  no  solo  no  podrá  privar  el  socio  que 
baya  sacado  privilegio  esclusivo  al  otro  socio  que  se  aproveche  de 
la  espresada  mejora,  sino  que  este  tiene  una  acción  indisputable 
para  pedir  y  obtener  la  nulidad  del  privilegio,  y  aun  la  indemniza- 
ción de  los  perjuicios  que  por  la  conducta  de  aquel  se  le  sigan. 

£1  artículo  21  dispone,  que  cesan  los  efectos  de  la  Beal  cédula 
y  queda  anulado  y  sin  valor  el  privilegio  en  cinco  casos;  y  es  el  5/ 
cenando  se  prueba  que  el  objeto  privilegiado  está  en  práctica  en 
cualquiera  parte  del  reino  ó  descrito  en  libros  impresos  ó  en  lámi- 
nas, estampas,  modelos,  planos,  ó  descripciones  que  haya  en  el 
Real  Conservatorio  de  Artes  ó  que  se  ejecuta,  ó  se  halla  estableci- 
do en  otro  país,  habiéndolo  presentado  el  interesado  como  nuevo 
y  suyo  propio.» 

De  lo  espuesto  resulta,  pjues,  que  desde  el  momento  en  que  se 
justifique  que  la  mejora  industrial  fué  obtenida  durante  ei  tiempo 
de  la  sociedad,  debo  ser  anulado  el  prívílegioá  que  se  alude  en  esta 
consulta. 

La  información  y  la  pretensión  para  anular  la  Real  cédula  con- 
cedida,  deberá  ser  deducida  ante  el  juzgado  de  primera  instancia, 
que  es  el  competente  para  resolver  esta  clase  de  caestiones,  como 
Jo  ha  declarado  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia  y  la  Real  orden  de 
46  de  julio  de  1849. 

Akjudre  firtíiard. 


ENJIUCIAHIENTO  CIVIL. 


COimiiTA. 


¿La  esclusion  prescrlpta  por  el  artieulo  S6  de  la  ley  de  Enfki^ 
damiento  civil  para  que  los  Presidentes  de  Sala  m  diriman  discor- 
dias, es  tan  general,  tan  absoluta  que  en  ningún  caso  puedan  ni 
deban  ser  dirimentesl 

Por  mas  que  ae  pueda  creer  fuera  de  dada,  y  poco  probable  el 
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caso  de  que  la  presente  cuestión  lo  sea  verdaderamente  para  los 
hombres  dedicados  ai  foro,  es  lo  cierto,  que  conocemos  opiniones 
encontradas,  y  que  hay  quien  opina  por  la  resolución  negativa  á  la 
consulta  precedente,  y  de  esa  opinión  es  el  que  se  loma  la  libertad 
de  llamar  hoy  la  atención  de  los  Directores  de  la  Revista  hacia  ese 
punto,  no  tan  claro  como  algunos  juzgan,  para  que  se  sirvan  emi- 
tir su  opinión.  Me  concretaré  á  apuntar  ligeramente  las  principales 
razones  en  que  mi  modo  de  pensar  se  funda. 

La  razón  de  la  ley,  y  que  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  dá  en  los  Mo- 
tivos de  ella,  para  escluir  á  los  Presidentes  de  Sala  de  dirimir  una 
discordia,  mientras  haya  ministros  hábiles  en  la  Sala,  ó  en  el  Tri- 
bunal, solo  fué  no  distraer  á  aquellos  de  sus  funciones,  y  evitar  el 
desconcierto  que  podría  seguirse  de  su  falta  en  los  puestos  que 
ocupan.  Pero  cuando  ni  en  la  Sala  discordante,  ni  en  las  otras  haya 
ministros  suGcientes  para  dirimir  la  discordia  ¿se  irá  á  buscar  fuera 
del  Tribunal  á  un  auxiliar  ó  á  un  juez  ó  abogado  con  preferencia  í 
un  Presidente  de  Sala,  por  entender  tan  absoluta  la  csclusion  del 
artículo  S6  y  tan  literalmente  sus  palabras?  To  creo  que  no.  Pues 
en  tal  caso  seria  mayor  el  desconcierto  que  producirla  esa  inter- 
pretación, se  faltaría  al  príncipio  cardinal  de  traerse  la  mayor  prác-* 
tica  y  esperiencia  á  resolver  la  discordia,  y  se  podría  combatir  co- 
mo nula  la  sentencia  en  que  votara  un  Juez  que  no  es  de  la  dota- 
ción del  Tríbunal,  mientras  en  él  lo  hay  hábil,  siquiera  sea  pre- 
sidente.—Un  SUSCRITOR. 

Contestación. 

Nos  parece  no  solo  fundado  sino  conforme  con  el  espírítu  que 
domina  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el  dictamen  que  aptecede. 
ReGríéndose  esta  á  lo  que  ordinariamente  sucede,  busca  en  los  ma- 
gistrados dirímentes  las  mayores  garantías  posibles*  Se  separó  de 
lo  que  antes  venia  en  observancia,  á  saber:  que  á  falta  de  los  ma- 
gistrados de  la  dotación  de  la  misma  Sala  que  no  hubieran  concur- 
rido á  la  vista  y  fallo  del  pleito  en  que  se  había  causado  la  discor- 
dia, entraran  á  dirimir  los  ministros  mas  modernos  de  las  otras  Sa- 
las alternativamente.  £n  su  lugar  estableció  que  la  discordia  se  de- 
cidiera por  el  Presidente  del  Tríbunal,  y  sucesivamente  por  los  mi- 
nistros mas  antiguos:  la  presunción  de  que  estos  tienen  mas  espe- 
riencia de  juzgar  hizo  que  fueran  los  designados  para  las  cuestiones 
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en  qoe  hay  discordia  y  qae  por  regla  general  suelen  ser  lasque  mas 
dificultades  orrecen,  ó  bien  por  la  complicación  de  los  hechos,  6 
bien  por  la  incertidumbre  de  la  ley  escrita  ó  por  las  divergencias 
de  la  práctica.  La  esclusion'de  los  Presidentes  de  Sala  no  tiene,  no 
puede  tener  otra  esplicacion  que  la  de  evitar  la  confusión  y  d  des- 
concierto, que  serian  de  temer  si  con  frecuencia  faltaran  en  las  Sa- 
las á  cuyo  frente  se  hallan:  difícil,  sino  imposible,  sería  asignar  otra 
razón,  á  no  suponer  que  la  referida  esclusion  se  hizo  impremedita- 
damente y  sin  objeto,  lo  que  no  puede  suponerse. 

No  se  pensó  tal  vez  que  se  presentara  el  caso  en  que  no  que- 
dara ningún  magistrado  hábil  en  una  Audiencia  para  dirimir  una 
discordia ,  caso  que  es  de  creer  que  pocas  veces  tenga  lugar.  Sin 
embargo ,  cuando  esto  acaezca,  ¿qué  deberá  hacerse?  ¿Se  llamará 
á  los  Presidentes  de  Sala,  ó  á  los  que  no  formando  parte  del  Tri- 
bunal están  designados  para  auxiliarlo  cuando  no  está  completa  su 
dotación  para  evitar  retrasos  en  la  Administración  de  justicia?  Nos- 
otros opinamos  que  sean  llamados  los  Presidentes  de  Sala.  En  la 
consulta  que  antecede  se  dan  para  ello  razones  poderosas  :  na 
creemos  que  en  el  espíritu  de  la  ley  esté,  que  en  su  silencio  res- 
pecto á  los  que  deben  entrar  después  de  los  que  espresamenle 
llama ,  sean  preferidos  los  suplentes  á  los  que  son  magistrados  de 
la  dotación  del  Tribunal.  Escluye ,  es  verdad,  á  los  Presidentes  de 
Sala,  pero  es  solo  mientras  existen  ministros  que  no  hayan  discor- 
dado y  puedan  dirimir  la  discordia :  no  considera  el  caso  de  que 
puedan  ser  llamados  suplentes,  pero  es  de  presumir  que,  á  haberse 
propuesto  á  sus  Redactores  este  caso,  obrando  con  lógica  y  siguien- 
do el  espíritu  de  la  ley,  lo  hubieran  resuelto  sin  vacilar  del  modo 
que  propone  el  consultante,  porque  no  puede  suponerse  que  cuan- 
do con  tan  cuidadoso  afán  buscaban  garantías  de  acierto,  creyén- 
dolas encontrar  en  la  mayor  esperiencia ,  pudieran  abrigar  la  idea 
de  que  fuera  llamado  un  juez  de  primera  instancia  ó  una  persona 
ajena  del  todo  tal  vez  al  orden  judicial  á  dirimir  una  discordia  en* 
tre  magistrados. 

Los  DíreeUres  de  la  teTísU. 
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Desde  el  último  tercio  del  siglo  XVIII  empezaron  entre  nos- 
otros á  elevarse  clamores  por  el  caos  á  que  habia  llegado  nuestro 
derecho  escrito  y  por  las  voluminosas  obras  á  que  era  necesario 
acudir  para  conocer  toda  nuestra  legislación.  De  aquí  comenzaron 
ya  los  proyectos  de  reforma,  y  el  espíritu  codificador  de  los  tiem- 
pos modernos  encontró  en  ese  cúmulo  de  tomos,  en  las  diversas 
épocas  enque  habian  sido  formados,  en  los  diferentes  principios  que 
los  dominaban,  en  la  incoherencia  que  tenían  los  unos  con  los  otros 
y  otros  consigo  mismos,  en  lo  opuestos  que  eran  en  muchas  de  las 
disposiciones  que  contenían  al  espíritu  y  á  la  civilización  de  la  épo- 
ca motivos  poderosos  para  pedir  enérgicamente  reformas  radicales 
y  profundas,  y  la  formación  de  códigos  breves,  comprensivos  de 
todo  el  derecho  vigente,  y  á  los  que  creían  que  se  deberla  que  el 
estudio  de  la  legislación  nacional  fuera  muy  fácil  y  estuviera  al  al- 
cance de  todas  las  inteligencias  medianas,  sin  grandes  trabajos, 
sin  asiduas  tareas,  sin  hacerlos  objeto  principal  de  sus  vigilias.  Pres- 
cindiendo del  error  que  pudiera  haber  en  esta  patriótica  creencia, 
no  puede  negarse  que  era  una  opinión  nacional,  como  lo  era  tam- 
bién que  la  Novísima  Recopilación  de  leyes  de  España  publicada 
en  el  reinado  del  Sr.  D.  Carlos  IV,  distaba  mucho  de  llenar  las  ne- 
cesidades generalmente  reconocidas.  Así  vemos  el  afán  con  que  los 
legisladores  de  Cádiz  quisieron  codificar,  siendo  digno  de  llamar  la 
atención  que  en  el  dia  mismo  en  que  se  propuso  que  se  nombrara 
la  Comisión  de  Constitución,  se  pidió  también  por  un  celosísimo  di- 
putado que  se  nombraran  otras  para  la  formación  de  los  códigos. 
Decía  á  este  propósito  en  9  de  diciembre  de  1810  el  Sr.  Espiga,  ini- 
ciador del  pensamiento:  c  Habiendo  sido  convocadas  las  Cortes  ge- 
inerales  y  eslraordinarias,  no  solo  para  formar  la  Constitución,  sino 
«también  para  reformar  nuestra  legislación;  y  conteniendo  estadi- 
Yversas  partes  que  exigen  diferentes  comisiones,  pido  qne  se  nom- 
»bre  una  para  reformar  la  legislación  civil,  otra  para  la  criminal, 
«otra  para  el  sistema  de  hacienda,  otra  para  el  de  comercio  y  otra 
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ipara  un  plan  de  educación  é  instrucción  pública.»  Se  vé,  pues, 
que  á  pesar  de  que  la  Novísima  Recopilación  llevaba  tan  pocos 
anos  de  vida  era  considerada  por  este  señor  diputado  como  lo  Tué 
también  por  las  Cortes  al  adoptar  el  pensamiento  del  Sr.  Espiga 
como  insuficiente  para  llenar  las  necesidades  de  los  dias  mismos  en 
que  se  hizo.  Ni  era  de  estrañar  porque  sabido  es  cuan  lejos  estaba 
de  satisfacer  la  espectacion  pública,  y  las  gravísimas  censuras  de 
que  fué  objeto  merecido.  De  este  clamor  general  nació  una  opinioQ 
tan  fuerte  y  arraigada  que  todos  los  partidos  políticos  tuvieron  que 
rendirle  homenage;  nada  importaba  que  en  1814  y  en  1823,  reac- 
ciones furibundas  se  conjuraran  contra  todo  lo  que  habían  hecho 
sus  adversarios  políticos  y  quisieran  borrarlo  de  la  memoria  de  los 
hombres  con  la  mkma  impavidez  con  que  quisieron  borrar  de  la  serie 
de  los  tiempos  el  que  habia  trascurrido  sin  que  dominaran  sus  ideas: 
apenas  empezaba  á  enfriarse  el  rencor  de  los  odios  políticos,  apa- 
recía de  nuevo  la  necesidad  y  no  podia  menos  de  ser  reconocida. 
Así  D.  Fernando  YU,  al  crear  en  1819  una  Comisión  para  la  forma- 
ción del  Código  penal,  y  otra  para  igual  objeto  en  1829,  al  encar- 
gar en  1833  un  proyecto  de  Código  civil  al  distinguido  letrado  don 
Manuel  María  GambronerK),  al  promover  la  formación  del  Código  de 
Confercio  que  rige  actualmente,  al  sancionarlo  en  1829,  y  al  publi- 
car la  ley  de  Enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas  de  comer- 
do  en  4830|  dio  una  satisfacción  á  las  necesidades  publicas,  y  rín- 
Aó  e^e  tributo  á  la  opinión  qne  por  do  quiera  prevalecía  respecto 
á  la  necesidad  de  presentar  reunidas  leyes  dispersas,  de  hacer  des- 
aparecer muchas  absurdas,  espedalmeote  en  el  orden  criminal,  que 
escritas  en  los  códigos  no  estaban  ni  podian  estar  en  observancia  en 
los  tribunales,  de  completar  grandes  vacíos  «n  el  derecho  escrito, 
de  prescribir  reglas  necesarias,  si  bien  en  otros  tiempos  no  exigían 
la  atención  del  legislador;  y  por  último,  de  acomodarse  al  estado  de 
la  civilización  de  la  época  en  que  reinaba.  El  mismo  espíritu  ha 
prevalecido  en  el  reinado  de  Dona  Isatel  ti:  las  diferentes  comisít- 
Bes  que  se  han  nombrado  ya  para  la  codificación  general  como  pa- 
ra determinados  códigos,  y  la  publicación  del  penal  y  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  bastan  á  demostrario. 

Pero  toda  la  legislación  no  está  en  los  cuadernos  í  que  por  con- 
Tenio  general  se  les  dá  el  nombre  de  Códigos;  su  parte  mas  vohi- 
minosano  consiste  en  las  leyes  del  orden  civil  y  penal  y  en  lasque 
arreglan  los  procedimientos,  sino  en  las  que  se  reGeieB  ^  los  inte- 
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reses  colectivos  de  la  sociedad,  establecen  ios  principios  del  dere«- 
€ho  político,  los  desarrollan  en  su  aplicación  práctica»  arreglan  los 
servicios  públicos,  establecen  el  modo  de  contribuir  todos  por  sí 
mismos  y  con  su  fortuna  á  la  defensa  de  la  patria  y  á  la  satisface 
€Íon  de  las  necesidades  colectivas  de  la  sociedad,  dan  protección  á 
las  personas  y  á  las  cosas,  cuidan  del  dominio  público,  organizaa 
la  beneficencia,  crean  y  admiaístran  todos  los  establecimientos  de 
utilidad  general,  dan  fomento  á  la  agricultura,  á  la  industria,  á  las 
artes  y  al  comercio,  alientan  con  recompensas  los  grandes  mereci»- 
mientos,  ordenan  los  impuestos  y  los  distribuyen,  dan  vida  ála& 
obras  públicas  sin  <iesatender  los  intereses  morales  y  perpetuos  do 
la  sociedad,  como  el  culto  religioso  y  la  instrucción  de  las  genera- 
ciones que  vienen,  y  para  decirlo  de  una  vez,  todas  las  leyes  quñ 
se  refieren  al  orden  moral,  político  y  administrativo  en  sus  múlti- 
ples aspectos  y  en  sus  variadísimas  combinaciones.  Puede  decirse» 
pues,  sin  temor  de  errar,  que  aunque  las  leyes  civiles,  raercantíles» 
penales  y  de  procedimientos,  son  una  muy  principal  p^trte  de  üW9r 
tra  legislación,  distan  mucho  de  ser  la  mas  voluminosa,  k  esto  sq 
agrega  que  las  leyes  y  disposiciones  del  orden  adminislrativa  por 
regla  general  suelen  ser  <le  carácter  menos  permanente,  lo  enalba^ 
ce  que  con  macha  mayor  frecuencia  se  reformen,  y  que  exigen  que 
se  descienda  á  infinitos  pormenores  reglamentarios  y  á  iostruccío-^ 
nesljel  poder  central  para  su  ejecución,  lo  que  aumenta  la  compli* 
cacion  y  la  estension  de  las  compilaciones  en  que  se  publican. 

Esto  supuesto,  veamos  qué  es  lo  que  sucede  entre  nosolro». 
Tenemos  la  legislación  administrativa  repartida  en  diversidad  de 
volúmenes.  A  veces  hay  que  buscarla  en  nuestros  antiguos  Códi- 
gos,  especialmente  en  el  de  las  Partidas,  en  la  Novísima  Kecepila- 
cion,  en  los  cuadernos  ó  instrucciones  dados  para  determinados  ra- 
mos, como  sucede,  por  ejemplo,  con  los  de  propios  y  de  mesta,  «a 
las  guías  de  Hacienda ,  en  los  Boletines  de  los  Ministerios ,  en  Ips 
tomos  de  decretos  de  las  Cortes,  en  los  publicados  durante  las  dos 
épocas  de*  gobierno  absoluto  de  D.  Fernando  Vil  ^  en  los  de  eate 
reinado  y  en  la  Colección  legislativa.  Y  como  si  esto  no  bastara» 
aun  no  se  encuentra  á  veces  en  tan  crecido  número  de  libros  Jo 
que  se  busca,  porque  desgraciadamente  ha  habido  tiempos  en  que 
los  tomos  de  decretos  y  las  colecciones  especiales  estaban  lejos^  de 
contener  todas  las  disposiciones  que  tenian  carácter  de  general, ob- 
servancia: por  eso  hemos  visto  tener  que  acudir  á  las  Gaceta^  j 
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Iiasta  á  Diarios  antiguos  de  Madrid,  en  donde  se  ha  encontrado  al^ 
l^nna  resolución  que  en  ninguna  otra  parte  habia  sido  impresa.  Ni 
^s  infrecuente  que  haya  disposiciones  de  la  misma  clase  que  no 
-lian  salido  nunca  á  la  luz  pública  y  permaneciendo  siempre  sepul- 
tadas en  un  archivo  y  que  solo  son  conocidas  por  los  empleados 
«de  algunas  dependencias. 

Supuestos  estos  hechos  innegables,  ¿es  fítcil  poder  jactarse, 
-después  del  mas  profundo  estudio,  de  haber  llegado  i  apurar  toda 
la  parte  legislativa  de  una  materia  determinada  de  las  muchas  que 
icorresponden  al  orden  administrativo?  Y  si  se  apura,  y  sí,  como  su- 
X^e,  es  muy  complicada  la  legislación,  entonces  entran  otras  difi- 
cultades y  dudas  gravísimas  para  saber  lo  que  está  vigente  y  lo 
"que  se  halla  derogado ,  porque  no  siempre  es  fácil  conocerlo.  De 
^quí  nace ,  que  si  bien  nuestras  colecciones  legislativas  son  un 
^nagnifico  arsenal  donde  se  encuentran  armas  de  todos  géneros  y 
de  todas  épocas,  parecen  un  caos  cuando  se  trata  de  su  aplicación 
á  la  vida  actual  y  administrativa. 

Otra  razón  habria ,  y  muy  poderosa  por  cierto ,  para  pensar  en 
«1  modo  de  salir  de  semejante  estado.  El  gran  precio  de  tantos  vo- 
'lúmenes  los  hace  de  difícil  adquisición  aun  para  las  personas  aco- 
modadas :  el  no  existir  ejemplares  de  algunos  para  la  venta  es 
icausa  de  que  ni  aun  los  de  mediana  fortuna  puedan  obtenerlos  con 
-Regulares  condiciones;  circunstancias  que  deben  tenerse  en  cuen^ 
ta  por  el  Grobiemo ,  porque  interés  general  es  que  el  conocimieit- 
%o  de  las  leyes  y  disposiciones  por  que  se  rige  el  país,  no  apa* 
irezcan  como  un  misterio  al  alcance  solo  de  los  que  tengan  alguna 
fortuna. 

T  ¿cuál  será  el  remedio  de  este  mal  que  demostramos?  A.  nues- 
tro modo  de  entender  solo  hay  uno:  el  de  hacer  una  ó  mas  compi- 
laciones ordenadas  de  nuestras  leyes,  que,  comprendiendo  los  dis- 
tintos ramos  de  la  Administración,  y  partiendo  de  un  buen  sistema 
de  clasificaciones,  divisiones  y  subdivisiones,  omitieran  todo  lo  de- 
rogado esplícita  ó  implícitamente,  dejaran  á  un  lado  todo  lo  inútil, 
y  redactaran  con  orden ,  precisión  y  claridad  lo  vigente.  Seria  sio 
duda  difícil  la  obra,  exigiría  mucha  atención ,  muchos  estudios  y 
muchos  conocimientos:  tendría  que  ser  confiada  á  personas  muy 
capaces ,  pero  sería  fecundísima  en  buenos  resultados ,  produciría 
grandísimas  ventajas,  y  contribuiría  en  prímer  término  á  regulari- 
xar  la  Administración ,  lo  que  no  se  conseguirá  por  completo  $i- 
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guiendo  por  el  camino  que  llevamos.  Es  verdad  que  las  neces¡da« 
des  nuevas  vendrían  á  exigir  nuevas  disposiciones ;  pero  esto  ha 
debe  ser  obstáculo  para  la  obra:  apéndices  hechos  oportunamente 
podrían  por  mucho  tiempo  hacer  innecesarias  nuevas  compilaciones; 
y  cuando  llegara  el  día  en  que  por  cambios  profundos  sucesivos 
apareciera  la  necesidad  de  Sustituir  á  las  compilaciones  antiguas- 
otras  nuevas,  mucho  se  habria  adelantado  para  que  la  obra  saliera 
con  la  perfección  posible  en  ^ta  clase  de  trabajos.  El  Gobierna 
solo  es  el  que  con  todas  las  prendas  de  acierto  puede  hacer  lo  qua 
deseamos :  los  particulares  no  tienen  ni  los  medios  ni  la  autoridad 
bastante  para  hacerlo. 

Pedro  Gómez  de  la  Sena. 


ANMIS  DE  LA  PRESCBIPGiON  DEL  DERECHO  DE  ACUSAR 

T  DE  LA  PRESGRIPaOlf  DE  LAS  PENAS. 


iSon  filosóficos  los  principios  que  rigen  en  estas  materias'! 

El  derecho  de  acusar  á  los  delincuentes  y  de  ejecutar  las  penas 
que  se  les  imponen  en  virtud  de  una  sentencia  ejecutoría,  ha  sida 
siempre  considerado  como  la  primera  garantía  del  orden  social,  ¿it 
qué  objeto  conduciria  definir  los  delitos  y  señalar  las  penas,  si  na 
fuera  inconcuso  el  derecho  de  acusar  y  el  de  ejecutarlas?  Donda 
hay  delitos,  es  forzoso  que  haya  penas;  donde  hay  delitos  y  penas» 
es  necesario  el  derecho  de  acusar ;  donde  hay  derecho  de  aca«« 
sar  9  es  preciso  que  exista  derecho  de  ejecutar  la  pena  impuesta. 
Así  lo  dicen  de  consuno  la  razón  y  la  historia  del  mundo;  así  lo  ha 
dicho  y  lo  dice  la  conciencia  universal. 

La  sociedad  es  una  necesidad  natural  del  hombre  :  el  orden  ea 
una  necesidad  natural  de  la  sociedad;  los  delitos  son  un  hecha, 
constante  de  todas  las  sociedades  y  de  todos  los  tiempos :  los  deli- 
tos, son  todos  un  atentado  mas  ó  menos  directo,  mas  ó  menos  tras- 
cendental al  orden  de  la  sociedad :  la  pena  es  la  reprobación  que 
esta  levanta  contra  ellos;  el  derecho  de  acusar ,  es  la  acción  de  la 
sociedad  para  perseguidos  ;  la  ejecución  de  la  pena  es  la  verdade- 
ra ^vindicación  de  la  ofensa  recibida.  Hé  aquí  cómo  el  derecho  da 
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itcusar  á  los  delincoeotes  y  de  ejecutar  las  penas  que  se  les  jmpo* 
Deo,  es  un  derecho  encarnado  en  la  sociedad  misma,  que  no  puede 
renunciar  si  no  renuncia  también  á  su  propia  existencia ,  lo  qoe  e& 
verdaderamente  imposible.  Luego  la  sociedad  no  puede  renunciar 
al  derecho  de  acusar  á  los  delincuentes  y  al  de  hacer  efectivas  las 
penas,  por  lo  mismo  que  nadie  puede  renunciar  su  propia  vida. 

¿Mas  podrá  establecer  algunas  limitaciones  en  la  forma  y  en  e( 
Tiempo  en  que  ha  de  ejercer  estos  derechos  ?  Que  lo  ha  hecho  asi 
constantemente  y  que  lo  hace  también  en  nuestros  dias,  no  cabe  la 
menor  duda;  y  esta  es  desde  luego  una  prueba  de  que  habrá  podi« 
do  hacerlo :  si  fuera  cosa  esclusíva  de  una  época  dada » podría  atri- 
buirse á  error  ó  preocupación ;  pero  cuando  es  cosa  de  todos  los 
tiempos ,  es  preciso  considerar  casi  imposible  que  la  sociedad  se 
haya  equivocado  :  los  verdaderos  errores  pierden  su  imperio  al 
€abo  de  cierto  tiempo  :  las  verdadades  imperan  soberana  y  eterna- 
mente, por  lo  menos  en  la  conciencia  de  los  pueblos.  En  efecto,  por 
mas  que  la  sociedad  no  pueda  renunciar  esos  derechos  de  que  veni- 
mos hablando,  ha  podido  limitarlos  hasta  donde  k)  peroiíte  la  jus- 
ticia y  la  conveniencia  pública,  y  los  ha  limitado  eo  efecto:  no  otra 
cosa  ha  hecho  estableciendo  la  prescripción  del  derecho  de  acusar 
á  los  delincuentes  y  de  ejecutar  las  penas ;  la  prescripción  que  no 
es  mas  que  un  medio  de  éximme  de  las  persecticiones  y  ie  la  pena 
ligd  por  el  trascurso  ie  cierta  tiempo  y  el  cumplimiento  de  las  con- 
dkiones  determinadas  por  la  ley.  Al  admitirla  bo  ha  renunciado 
á«606  derechos  sagrados ,  no;  se  ha  limitado  á  decir :  tm  misión, 
conforme  con  mi  derecho ,  es  peneguir  á  todos  los  ddinquentes  y 
apliear  á  todos  la  pena  de  que  se  hayan  hecho  diynas:  pero  $i  álgu- 
no  consigue  eludir  mi  vigilancia  por  cierto  tiempo  y  cumpliendo 
eoH  las  condiciones  que  al  efecto  e^blezco ,  á  ese,  aimque  llegue  á 
tonocerie  como  ddineuenU,  ó  á  poderle  hacer  sufíir  la  pena ,  ni  le- 
persigo,  ni  la  ejecuto,  sino  que  U  perdono.  ¿Qué  es ,  pues,  la  pres- 
cripción, sino  una  especie  de  indulto  ó  gracia  que  la  sociedad  olor- 
^  á  todos  los  delincuentes  coando  han  llegado  á  encontrarse  en  el 
taso  por  aquella  definido  ?  La  som'edad ,  al  reconocerla  entre  sus 
leyes,  no  renuncia  al  derecho  de  acusar  y  de  ejecutar  la  pena:  an- 
\es  al  contrario ,  le  confirma :  si  no  íbera  asi,  no  la  estableceríar 
la  prescripción  supone  que  el  deítnquente  se  exime  de  que  aquella 
ejercite  sobre  él  sus  derechos;  pero  no  que  renuncie  á  ellos:  lo  que 
h^ce  es  dispensarle ,  en  virtud  de  ciertas  causas,  de  sufrir  el  pf^ 
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ceso  y  las  penas ,  tributos  que  la  ley  de  la  sociabilidad  exige  de  to- 
dos los  hombres  malos.  Ahora  bien ;  ¿la  prescripción  del  derecho 
de  acusar  y  de  las  penas »  es  conveniente  ó  perjudicial? 

La  sociedad  no  acusa  ni  castiga  á  los  criminales,  impulsada  por 
el  espíritu  de  venganza.  Este  principio  pudo  imperar  ea  otros  tiem- 
pos, en  otras  edades  en  que  la  ciencia  de  la  legislación  penal  care*^ 
cía  completamente  del  carácter  humanitario  que  hoy  tiene  y  del 
sello  filosófico  de  que  en  estos  días  se  halla  revestida:  la  persecu* 
cion  y  represión  de  los  hechos  criminosos ,  no  se  verifica  á  merced 
de  tales  condiciones.  La  prudente  combinación  de  los  principios  de 
justicial  de  orden  social  y  del  respeto  debido  á  los  derechos  del 
individuo;  la  amalgama  del  individualismo  y  del  socialismo,  que 
ha  venido  á  formar  la  escuela  ecléctica,  es  lo  que  hoy  sirve  de  nor- 
ma para  la  acusación  y  para  el  castigo  de  los  hechos  penados  por 
la  ley.  En  esia  combinación  admirable,  que  tan  saludables  efectos  ha 
producido  y  que  ha  venido  á  constituir  la  reacción  mas  posible  con- 
tra el  exagerado  individualismo  del  siglo  XVllI,  la  sociedad  ha 
podido  admitir  sin  grave  peligro  la  prescripción  del  derecho  de 
acusar  y  de  las  penas. 

El  orden  público  que  no  con  todos  los  delitos  se  encuentra 
igualmente  amenazado ,  no  exige ,  no  puede  exigir  que  el  delin- 
cuente que  supo  eludir  por  cierto  número  de  anos  y  con  ciertas 
condiciones  la  vigilancia  de  la  ley,  venga  en  cualquier  tiempo  que 
sea  aprehendido,  á  sufrir  todo  el  peso  de  un  proceso ,  ó  todo  el  ri- 
gor de  la  pena,  cuyo  cumplimiento  habia  hasta  entonces  logrado 
evitar;  la  sociedad,  de  seguro,  no  recuerda  al  cabo  de  ese  tiempo 
la  comisión  del  delito ;  la  víctima  ó  sus  parientes ,  si  no  le  han 
olvidado,  le  han  perdonado  allá  en  lo  íntimo  de  su  conciencia,  por- 
que el  trascurso  del  tiempo  tiene  el  irresistible  poder  de  destruirlo 
todo.  ¿Quién  verá  con  noble  satisfacción  que  se  procese  al  que  de- 
linquió hace  diez,  veinte  ó  mas  anos,  ó  que  se  ejecute  la  pena  que 
hace  ese  tiempo  se  le  impuso?  ¿No  parece  que  si  la  sociedad  lo  ve- 
rifica, se  venga,  se  ensaña  con  los  delinquentes?  En  la  conciencia 
pública  hay  un  gran  fondo  de  generosidad  que  el  legislador  no 
puede  desconocer;  él  mismo  siente  como  hombre  toda  la  gravedad 
de  su  peso.  Al  cabo  de  cierto  tiempo  todas  las  acciones  malas  re- 
ciben la  amnistía  del  olvido  y  de  la  consideración.  El  perdón  de  las 
ofensas  recibidas,  es  la  mayor  honra  de  las  almas  grandes:  y  si  el 
podex  público  tiene  la  alta  delegación  de  castigar,  bien  se  presume 
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que  la  sociedad  que  se  la  ha  conferido  consiente  en  que  no  la  ejerza 
en  tan  especiales  casos.  La  sociedad  ¿  no  delega  en  el  monarca  el 
dereclio  de  hacer  gracia  á  los  criminales?  La  prerogatíva  de  indul- 
to, ¿recae  nunca  en  condiciones  tan  Tavorables  como  el  derecho  de 
prescripción?  ¿En  el  fondo,  son  ambas  otra  cosa,  que  un  acto  de 
alta  piedad  social?  La  sociedad  debe  dejarse  arrastrar  alguna  vez 
de  tan  noble  abnegación  con  sus  hijos ,  porque  al  fin ,  hijos  suyos 
son  los  desgraciados  criminales.  La  venganza  es  una  planta  exó- 
tica en  el  corazón  de  la  paternidad. 

¿  Pero  alcanzaría  la  ley  al  objeto  que  debe  proponerse  al  casti- 
gar á  los  delincuentes,  no  admitiendo  la  prescripción?  Es  cierto 
que  el  orden  fué  profundamente  alterado  al  cometerse  el  delito, 
pero  en  cinco,  en  diez,  en  veinte  ó  mas  anos  que  ha  tardado  en 
aparecer  el  delincuente,  se  han  perpetrado  de  seguro  muchos  de- 
litos de  la  misma  especie  ó  diferentes ,  y  la  sociedad  ha  quedado 
desagraviada  con  la  persecución  y  la  pena ;  en  vez  de  abdicar  su 
poder  ha  continuado  ejerciéndole ;  en  vez  de  alentar  la  impunidad, 
ha  demostrado  que  no  impunemente  se  perpetran  los  hechos  crimi- 
nosos. 

Cuando  ha  trascurrido  cierto  tiempo  desde  que  se  cometió  el 
crimen  ó  se  impuso  la  pena  y  el  criminal  ha  sabido  eludir  la  acción 
de  la  ley,  el  castigo  pierde  gran  parte  de  sus  efectos:  aunque 
el  delito  sea  muy  grave,  á  penas  se  conserva  de  él  un  vago  recuer- 
do en  la  memoria  del  pueblo :  perseguirle  entonces  ó  castigarle ,  es 
reproducir  las  desagradables  impresiones ,  que  causó  en  el  seiUi- 
miento  público  su  perpetración,  y  entonces  la  acusación  y  la  pena, 
en  vez  de  contener  en  sí  la  moralidad ,  lleva  consigo  cierto  ca- 
rácter desagradable ,  pues  que  parece  que  el  poder  público  hace 
efectivo  un  resentiraieíito. 

El  derecho  de  acusar  debe  prescribirse  al  cabo  de  cierto  tiempo, 
si  se  quiere  huir  del  gran  peligro  de  condenar  á  muchos  inocentes. 
La  oportunidad  para  probar  la  delincuencia,  es  precisamente, 
los  momentos  que  siguen  al  acto  de  la  ejecución :  entonces  el  cuer- 
po del  delito,  los  efectos  é  instrumentos,  los  indicios  de  todo  géne- 
ro, hasta  la  prueba  evidente  es  fácil  conseguir;  pero  coando  han 
trascurrido  cinco,  diez,  veinte  años,  ¿dónde  están  los  rastros,  los 
efectos,  los  instrumentos  del  delito,  los  testigos  que  declaren?  La 
investigación  que  en  ese  caso  hagan  los  tribunales,  tiene  que  ser 
por  necesidad  embarazosa,  difícil,  tardía,  incompleta  y  á  veces  has* 
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U  imposible,  y  sobre  todo,  como  se  ha  dicho  antes,  may  á  propósito 
para  sacrificar  la  inocencia.  Este  mal  se  evita  con  la  prescríp* 
cion. 

Es  preciso  no  olvidar  tampoco  que  la  suerte  de  los  criminales  se 
agrava  notablemente  no  admitiéndola.  Sin  ella  muchas  penas 
temporales  se  convierten  en  perpetuas  y  hacen  á  los  reos  víctí« 
mas  de  los  sufrimientos  hasta  el  último  instante  de  su  vida.  Culpa 
suya  fué  ciertamente  no  presentarse  á  tiempo  ó  fugarse  para 
eludir  el  cumplimiento  de  su  condena ;  pero  es  culpa  tal  que  en  sí 
misma  contiene  la  pena.  ¡  Guán  pocos  son  los  que  deponen  el  amor 
á  la  libertad  y  á  la  vida!  Por  escasos  que  sean  los  requisitos  que  la 
ley  exija  para  que  se  verifique  la  prescripción ,  siempre  exije  gran- 
des sacrificios  por  parte  de  los  crimínales ,  que  huyendo  de  sacri- 
ficar su  libertad  en  un  calabozo ,  consienten  en  sacrificarla  de  otros 
modos ,  viviendo  una  vida  agitada ,  fijando  la  vista  en  todas  par- 
tes ,  viendo'constantemente  las  sombras  de  los  ajentes  de  la  auto« 
ridad ,  viviendo  bajo  un  seudónimo ,  sufriendo  un  destierro  volun- 
tario de  su  domicilio  ó  tal  vez  de  su  pais ;  haciendo  &  caso  muy 
difícil  el  sostenimiento  propio  y  el  de  su  familia,  alarmándose  cons- 
tantemente ,  siendo  víctima»  en  fin,  de  la  inexorable  ley  del  remor- 
dimiento ,  que  impone  la  conciencia  á  todos  los  hombres  que  han 
delinquido. 

£1  que  quiere  aprovecharse  del  tiempo  déla  prescripción,  se 
resigna  necesariamente  ¿  vivir  una  vida  virtuosa ,  á  consagrarse 
al  trabajo ,  á  adquirir  los  hábitos  de  todo  buen  ciudadano,  porque 
otro  nuevo  delito ,  una  falta  siquiera  que  cometa,  no  se  escapará 
de  seguro  al  ojo  vigilante  de  la  antoridad.  Esto  es  una  consecuen« 
cía  indeclinable  de  la  misma  situación  del  delincuente.  Si  á  pesar 
de  todo  la  sociedad  le  acusa  y  le  castiga  en  cualquier  tiempo  en 
que  sea  conocido  ó  aprendido ,  esteriliza  de  seguro  esos  hábitos  de 
virtud,  y  tal  vez  hace  que  el  hombre  que  una  vez  entró  en  el  buen 
camino ,  salga  de  él  á  la  primera  oportunidad.  El  arrepentimiento 
es  uno  de  los  objetos  de  las  penas.  Cuando  sin  ellas  ha  podido  con- 
seguirse y  se  ha  conseguido  de  hecho ,  no  ha  de  ser  la  ley  tan  se- 
vera que  pretenda  ir  aun  mas  allá ,  consiguiendo  acaso  el  objeto 
contrario  al  que  se  propone.  Guando  el  orden  social  y  la  justicia  no 
exijen  el  sacrificio  de  un  ciudadano ,  la  ley  que  le  consagra  aun  el 
recuerdo  de  algún  hecho  criminoso  que  pasó  hace  algún  tiempo 
lleva  escrito  el  odioso  lema  de  la  venganza;  y  las  pasiones  for« 
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iMD  el  criterio  abominaUe  de  la  tiraaia,  que.ea  las  leyes  peínales 
sioiboliza  la  supresioa  de  ia  persoaalidad  baoiaoa. 

Aceptada  la  prescripción  del  derecho  de  acusar  y  de  las  peoas^ 
consagrado  este  prinoípki  en  el.procedinuenVa  y  en  el  derecho  pe- 
nal» es  forzoso  pensar  en  como  se  organizará,  de  modo  que  ni  se 
haga  imposible ,  ni  sea  tampoco  un  principio  de  perjudicial  impuni- 
dad. Esta  es  en  mi  opinión  la  mayor  dificultad  que  se  presenta  so- 
bre tan  importante  institución  jurídica.  Los  Códigos  antiguos  y  mo- 
dernos, convienen  casi  uninimemeitfe  en  admitir  el  principio,  pero 
difieren,  y  algunos  difieren  en  alio  grado  ea  el  modo  de  desarrollar- 
le. El  principio  es  el  beneficio  de  los  aousftdos;  los  detalles  susti- 
tuyen la  garantía  de  la  sociedad;  por  eso  en  ellos  está  el  peligro, 
por  eso  hay  que  meditar  tanto  para  desarrollarlos.  Aplicar  bien  d 
principio,  es  aquí  la  tarea  mas  difícil  y  trai^ceadental  del  legislador; 
la  falta  de  garantías  puede,  producir  grandes  males  ea  la  sociedad; 
el  esceso  puede  hacer  imposible  ¿demasiado  difícil  la  prescripción* 
Hay,  pues,  que  admitir  el  principio  y  desarrollarle  de  modo  que  se 
pueda  realizar  en  beneficio  de  los  acusados  y  sin  perjuicio  de  la  so* 
ciedad.  Veamos  pues,  cual  es  la  dootrina  mas  conveniente  sobre 
la  materia  y  el  juicio  que  merecen  las  leyes  de  Eepaoa  á  ello  refe-*^ 
rentes. 

El  beneficio  de  la  prescripción  debe  hacerse  estensiva  á  todos 
los  ddincuentes ,  cualquiera  que  sea  la  transgresión  que  hojian  co^ 
metido,  Hé  aquí  la  primera  regla  que  en  mi  coacepto  debe  figurar 
al  frente  de  esta  doctrina:  es  el  principio  de  la  igualdad,  tan  fecui* 
do  en  trascendentales  consecuencias.  Ni  puede  ser  de  otro  modo; 
admitida  y  reconocida  la  prescripción  como  beneficiosa,  es  absolu- 
tamente necesario  estender  sus  favores  á  toda  clase  de  criminales, 
desde  el  que  comete  una  levísima  (alta,  hasta  el  que  perpetra  el  hor- 
rible delito  de  parricidio  ó  de  regicidio.  La  diferencia  estará  jostifi- 
cada  en  cuanto  al  m^  ó  el  menos  tiempo  que  se  necesite  para 
realizar  la  prescripción;  pero  por  lodemis,  todos  los  delincuentes, 
cualquiera  que  sea  su  clase,  deben  tener  capacidad  para  exioúrse 
de  la  acusación  ó  de  ta  ejecución  de  la  pena,  cuando  hayan  llenado 
todos  los  requisitos  que  constituyen  la  prescripciqn.  Si  se  luciera, 
de  hacer  escepcion  sobre  este  punto,  sería  siempre  contra  ios  mas 
desgraciados;  son  los  autores  de  esos  delitos  que  se  llaman  atroces» 
porque  la  sociedad  se  consterna  al  tener  noticia  de  su  perpetimcioa; 
y  si  bien  es  cierto  que  en  estos  es  mas  temible  la  impujüdad„  n^ 
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lo  es  menos  que  en  ellos  es  mas  necesaria  qne  en  los  leves  la  pres* 
crípcíon.  El  Código  penal  español  ba adoptado  este  principio:  se* 
gun  él  H)  se  prescriben  todas  las  penas ,  sean  aflidívas,  correcck)*^ 
nales  ó  leves. 

Por  analogía  debe  seriambien  susceptible  de  prescripción  el  de^ 
techo  de  acusar  toda  clase  de  delitos.  Si  todas  las  penas  pueden 
prescribirse ,  ¿porqué  no  se  ha  de  prescribir  la  acción  contra  toda 
dase  de  delitos?  No  encuentro  razón  nüiguna  que  pueda  justificar- 
la diferencia  entre  un  caso  y  otro. 

El  término  de  la  prescripción  debe  ser  difei^enie,  según  la  ma^ 
yor  ó  menor  gravedad  de  los  delitos  y  de  las  penas.  El  Códiga 
penal  vigente  (2)  fija  el  término  de  veinte  anos  para  la  prescrip- 
ción de  la  pena  de  muerte  y  cadena  perpetua;  el  de  quince  para  las 
demás  penas  aflictivas;  el  de  diez  para  las  penas  copreccionales  ,  y 
el  de  cinco  para  las  penas  leves«  Reconocido»  pues ,  el  principio  ea 
el  Código ,  solo  puede  ser  objeto  de  censura  en  cuanto  á  los  diver^ 
sos  términos  que  ha  fijado.  El  término  de  veinte  aios  para  la  pres- 
cripción de  la  pena  de  muerte  y  la  de  cadena  perpetua  ^  me  parece 
muy  bien  calculado.  Es  cierto  que  los  delitos  á  que  señala  esas  pe-^ 
nas^  son  sumamente  graves,  son  los  mas  graves  que  se  pueden 
perpetrar,  pero  también  lo  es  que  el  trascurso  de  veinte  anos  basta 
para  que  se  haya  olvidado  la  memoria  del  delincuente  y  del  delito 
perpetrado. 

El  término  de  quince  anos  para  todas  las  demás  penas  aflicti- 
va», parece  muy  escesivo  en  algunos  cases.  Con  efecto^  ¿no  es 
algo  duro  que  se  exija  el  mismo  tiempo  para  prescribir  las  pe- 
nas de  reclusión ,  relegación  y  estranamiento  perpetuo ,  que  la  de 
prisión  menor  ó  confinamiento  menor?  Presentemos  un  caso  de  los 
respectivos  delitos  á  que  se  imponen  estas  penas  en  el  Código.  La 
tentativa  para  abolir  ó  variar  en  Espala  la  religión  eatóliea  apostó^ 
lien  romana  se  castiga  con  las  penas  de  reclusión  temporal  y  estra. 
namiento  perpetuo ,  si  el  culpable  se  bailare  constiti^o  en  autorí<^ 
dad  pública  y  cometiere  el  delito  abasando  de  ella.  Los  meros  eje» 
enteres  de  sedición  son  castigados  según  el  art.  178  con  la  pena  de 
confinamiento  menor.  Ahora  bien;  coiopárese  la  gravedad  respectiva 
de  uno  y  otro  delito^  de  una  y  otra  pena,  y  severa  cómo  es  exaje* 


(O    Art.  i26. 
(2)    Art.  i  26. 
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vado  el  término  de  quince  anos  para  la  prescripción  de  todas  las 
penas  aflictivas;  las  primeras  son  perpetuas:  la  mayor  daracton 
de  la  de  confinamiento  menor,  puede  ser  de  seis  anos;  quince  amos 
para  prescribir  una  y  otra  nos  parece  un  término  algo  despropordo« 
nado;  aun  entre  las  penas  temporales,  ¿cómo  podrá  compararse  la 
de  cadena  con  la  de  confinamiento  menor?  Ni  por  la  gravedad  de 
las  penas  ,  ni  por  la  gravedad  de  los  delitos  á  que  estas  se  impo* 
nen,  parece  que  hay  justa  proporción  estableciendü  el  mismo  tér* 
mino  de  quince  anos  para  prescribir  todas  las  aflictivas ,  fuera  de 
la  de  muerte  y  cadena  perpetua.  Sin  duda  que  el  Código  hubiera 
andado  mas  acertado  limitando  el  término  de  los  quince  anos  á 
las  penas  de  cadena ,  reclusión,  relegación»  estragamiento  tempo- 
rales que  duran  de  doce  á  veinte  anos ,  á  las  de  presidio ,  prisión  y 
confinamiento  mayores  que  duran  de  siete  á  doce  años,  fijando  para 
las  de  inhabilitación  absoluta  y  especial  temporales  que  duran  de 
Iresiocho  anos,  presidio,  prisión  y  confinamiento  menores  que 
duran  de  cuatro  i  seis  aSos,  el  término  de  once,  por  ejemplo ;  por- 
<iue  dígase  lo  que  se  quiera,  siempre  se  notará  una  desproporción 
muy  grande  entre  la  pena  de  veinte  años  de  cadena  y  la  de  cuatro 
anos  de  confinamiento;  exigir  quince  para  prescribir  una  y  otra 
pena,  me  parece  exigir  demasiado.  Asi,  pues,  yo  creo  que  podría 
«establecerse  ese  nuevo  término  de  prescripción ,  ó  sea  el  de  once 
años,  para  pref^cribir  las  penas  aflictivas ,  de  inhabilitación  tempo- 
ral, presidio,  prisión  y  confinamiento  menores. 

Las  penas  correccionales  se  prescriben ,  según  el  Código,  por 
diez  años.  No  puedo  menos  de  manifestar  también  respecto  de  este 
término,  que  contiene  en  sí  alguna  dureza;  desde  el  presidio  cor- 
reccional, que  es  la  mas  grave,  hasta  el  arresto  mayor,  que  es  la 
mas  leve  de  todas  ellas,  hay  una  diferencia  bastante  marcada.  La 
duración  de  la  pena  mas  grave  de  estas,  es  de  siete  meses  á  tres 
años;  la  duración  de  la  mas  leve,  de  uno  á  seis  meses.  Por  esto  fi- 
jaría el  término  de  ocho  años  para  prescríbir  las  penas  de  presidio, 
prisión  correccionales ,  destierro,  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad y  suspensión;  pero  el  término  para  la  prescrípciou  de  la 
pena  de  arresto  mayor ,  no  le  baria  subir  de  cinco  años.  Y  no  puede 
decirse  contra  los  términos  que  propongo,  que  se  altera  el  princi- 
pio de  que  penas  de  la  misma  clase  se  prescriban  por  distinto  tiem- 
po, porque  el  Código  es  el  que  empieza  por  relajar  ese  principio, 
estableciendo  un  término  distinto  para  la  prescripción  de  la  pena 
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de  muerte  y  cadena  perpetua ,  que  figurao  eu  la  clase  de  peoas 
aflictiras ,  como  figura  el  coofíaamieato  meuor ;  y  si  hay  razón 
para  que  la  pena  de  muerte  y  cadena  perpetua  se  prescriban  por 
mas  tiempo  que  las  otras  penas  aflictivas,  también  !a  hay  para 
que  las  mas  inferiores  de  las  penas  aflictivas  se  prescriban  por 
menos  tiempo  que  otras  mas  graves ,  aunque  estén  en  la  mism» 
clase. 

Por  fin ,  las  penas  leves  que  son  el  arresto  menor  y  la  repren- 
sión privada  se  prescriben  por  cinco  anos.  El  arresto  menor  se  sa- 
lle que  dura  de  uno  á  quince  dias.  Estas  penas  solo  se  aplican  á  las 
faltas»  según  declara  el  art.  6."*  del  Código  y  se  vé  por  todas  las 
disposiciones  contenidas  en  el  lib.  3.°  del  mismo.  Ahora  bien,  ¿es 
racional  y  prudente,  que  penas  tan  leves  como  esas,  necesi- 
ten cinco  anos  para  prescribirse  ?  Me  parece  un  término  muy  exa- 
gerado. Piénsese  bien  en  que  esas  penas  son  tan  leves  como  las 
infracciones  sobre  que  recaen;  tan  leves  que  á  los  dos  meses  d& 
cometidas,  nadie  tiene  memoria  de  ellas;  por  esto  creo  que  el  ma» 
yor  término  que  pudiera  fijarse  para  la  prescripción  de  ellas  de- 
biera ser  el  de  dos  anos ,  y  era  muy  suficiente.  En  mi  opinión, 
pues,  el  término  para  la  prescripción  de  las  penas  debería  ser  vein- 
te anos  para  la  de  muerte  y  cadena  perpetua :  18  para  las  de  re- 
clusion,  relegación  y  extrañamiento  perpetuo ,  *cadena ,  reclusión^ 
relé  gacion  y  extrañamiento  temporales ,  presidio  ,  prisión  y  confi- 
namiento mayores  :  11  para  las  de  inhabilitación  temporal,  presi- 
dio ,  prisión  y  confinamiento  menores :  8  para  las  de  presidio  y 
prisión  correccionales  ,  destierro  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad y  suspensión;  5  para  la  de  arresto  mayor,  y  2  para  la  de 
arresto  menor  y  reprensión  privada,  ó  sean  las  penas  leves.  Creo 
que  de  esta  manera ,  habria  verdadera  proporción  entre  la  grave- 
dad de  la  pena  y  del  delito  y  el  tiempo  de  la  prescripción. 

Importa  también  en  alto  grado ,  fijar  el  momento  desde  et 
qne  se  empieza  á  contar  el  término  para  esta.  Nuestro  Código  pe- 
nal dice,  que  el  término  de  la  prescripción  se  cuenta  desde  que  fe 
notifique  la  sentencia  que  cause  la  ejecutoria  en  que  se  imponga 
la  pena  respectiva  (1).  En  este  punto  no  puede  estar  el  Código 
mas  filosófico  ni  mas  acertado :  hasta  que  no  hay  ejecutoria ,  no 
está  terminado  el  proceso,  no  existe  definida  de  una  manera  irre- 

(1)    Art.  i26. 
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Tocable  la  pena:  ia  ejecutoria »  pues,  es  el  hecho  Becesarío  pan 
>comeDzar  á  contar  el  trempo  de  la  prescripción;  la  notiücacioa  de 
la  ejecutoría,  es  eso  mismo  para  ei  procesado:  para  él  ao  hay 
«eatcDcia  hasta  qoe  no  so  le  notifique ,  y  desde  ese  momento ,  es 
'Cuando  puede  comenzar  á  poner  en  acción  los  medios  condaceales 
para  conseguir  ia  presoripcion:  como  hasta  entonces  no  hay  peía, 
no  puede  empezarse  á  prescribir  la  pena  que  aun  no  existe :  se  es- 
pera acaso ,  pero  mientras  no  se  pronuncie 'ejecnloria  y  no  se  no- 
tifique al  reo»  no  existe  pena  ni  absolución »  existe  solo  na  pro- 
cedimiento criminal  contra  nn  ciudadano,  que  se  dice  cometió  na 
delito. 

Otro  de  los  requisitos  indispensables  para  qne  se  veri6q«6  la 
prescripción,  esqtie  el  sentenciado  durante  el  término  de  ella  no  hoya 
úometido  delito  alguno.  Este  requisito  lo  exige  como  no  podía  netos 
el  Código  penal  de  España  (i).  La  ley  otorga  á  los  deliaeuentes  el 
beneficio  de  la  prescripción,  no  para  qne  delincan  de  MieYovao 
para  que  se  hagan  mas  perversos ,  mas  criminales,  sino  para  qne 
tome  asiento  en  su  alma  el  arrepentimiento.  Cuando  durante  el 
término  marcado ,  cometen  un  nuevo  delito  ó  ana  nueva  falta,  ea- 
loncos  se  hacen  indignos  de  ese  beneficio ;  puede  decirse  que  eUos 
mismos  renuncian  á  ék  Si  otra  doctrina  se  admitiese^  se  entroniía- 
na  la  impunidad. 

Pero  el  Código  no  ha  resuelto  una  dificultad  que  puede  presen- 
tarse en  la  práctica.  ¿El  delincuente  que  durante  el  térome  de  la 
prescripción  comete  otro  delito ,  pierde  solo  el  tiempo  que  había 
ganado ,  ó  se  imposibilita  para  prescribir ,  caatquiera  que  sea  el 
tiempo  que  trascurra  y  la  conducta  que  guarde?  La  prescripción 
no  se  verifica  solo  por  el  mero  trascurso  del  tiempo ;  si  sek>  esto  se 
agiese,  seria  inicua. casi  siempre;  necesita  otras  condiciones 
esenciales,  tan  esenciales  como  aquella ,  en  términos  que  mientras 
todas  no  se  cumplen ,  no  puede  decirse  que  hay  prescripción.  £a 
el  momento  que  sobreviene  un  accidente  de  los  que  segvn  la  /ey  k 
interrumpen,  todo  lo  que  ha  hecho  el  procesado  para  conseguirla, 
se  reputa  que  no  ha  existido :  así  es  que  el  tiempo  que  pasó  ao  ha 
«trascurrido  legalmente,  el  procesado  ha  vuelto  al  dia  en  que  se  fe 
notificó  ia  sentencia  ejecutoria ;  ¿pero  podia  vt)lver  á  aprovechar  el 
fceneficiorde  la  ley  si  de  nuevo  trascurre  el  tiempo  y  cumple  te 

(4)    Art.  127. 
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requisitos  marcados  por  ella?  Ea  el  silencio  del  Código  ,  y  eo  la 
necesidad  de  adoptar  la  interpretación  restrictiva,  creo  que  sí; 
a^veo  que  si  llena  las  condiciones  de  la  ley,  que  antes  no  satis* 
fizo,  habrá  prescrito  la  pena;  muchas  dificultades  encontrará  para 
conseguirlo ,  porque  al  fin  el  nuevo  delito  ,  habrá  herido  de  nuevo 
la  atención  de  la  autoridad  ,  pero  puesto  que  no  es  imposible,  si  lo 
consigue  debe  concedérsele  el  beneficio.  La  ley  diee  que  para  que 
tenga  lugar  la  prescripción  no  -se  ha  de  cometer  ningún  delito 
mientras  trascurre  el  tiempo ,  pero  no  dice  si  lo  ptrede  prescribir 
el  que  ha  delinquido  una  vez ,  ó  el  que  ha  cometido  varios  delitos; 
por  esto  yo  creo  que  cumpliéndose  todos  los  requisitos  de  la  pres- 
cripción ,  debe  otorgarse  al  sentenciado  el  beneficio  de  esta. 

Otra  dificultad  surge  del  atento  examen  de  nuestro  Código :  ¿se 
reputará  por  nuevo  detito  para  el  efecto  de  impedirse  su  prescrip- 
ción, el  quebrantamiento  de  la  sentencia?  En  el  cap.  i."^,  lít.  5/ 
del  libro  1.^  del  Código,  se  imponen  penas  á  los  sentenoiados 
que  quebranten  su  condena ,  y  la  imposición  de  pena ,  hace  cono* 
€er  desde  luego  que  el  quebrantamiento  de  la  sentencia  es  un  de- 
lito. En  efecto,  en  las  once  reglas  que  contiene  el  art.  \^i  del  Có- 
digo ,  se  vé  que  no  solo  se'  anmentan  las  privaciones  y  sacrificios 
que  lleva  consigo  una  pena  dada ,  cuando  se  ha  quebrantado  la 
condena ,  sino  que  se  aSaden  nuevas  penas  como  la  de  reclusión  á 
la  de  relegación ,  la  de  relegación  á  la  de  extrañamiento ,  la  pri- 
sión correccional  al  extrañamiento  ó  relegación  temporal,  y  asi  en 
otros  casos.  Es  cierto  que  no  figura  el  quebrabtamte nto  de  la  con- 
dena entre  los  hechos  criminosos ,  entre  los  delitos  y  faltas,  com- 
prendidas en  el  lib.  2.*  y  3."  del  Código ;  pero  no  es  esta  tampoco 
ana  razón  para  que  aquel  no  se  repute  como  delito ,  toda  vez  que 
según  el  art.  l.^  es  delito  ó  falta  toda  acción  ú  omisión  voluntaria 
penada  por  la  leg:  el  quebrantamiento  de  la  condena,  se  halla  pe- 
nado por  la  ley ,  luego  no  cabe  duda  que  es  delito,  luego  no  cabe 
duda  que  interrumpe  la  prescripción. 

Pero  es  necesario  no  olvidar  que  en  este  caso  no  habia  aun  co- 
menzado :  que  el  seotenciado  estaba  Cumpliendo  su  condena ,  y 
que  por  el  amor  qne  tiene  todo  hombre  á  la  libertad,  la  quebran- 
tó, se  fugó  del  establecimiento  penal;  ¿porqué  desde  este  mo- 
mento no  ha  de  poder  comenzar  la  prescripción?  ¿Porqué  no  con- 
cederle el  "beneficio  si  cumple  todos  tos  requisitos?  ¿Será  de  peor 
i^ondicion  el  que  cumplió  parte  de  la  pena,  que  el  que  la  supo  ^lu- 
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dir  absolQtamente ,  desde  que  se  le  notificó  la  ejecutoría?  El  Có- 
digo habla  además  del  nuevo  delito  que  se  comete  durante  el  /tem- 
pódela  preserípdon^  no  del  que  se  perpetúa  cuando  esta  no  ht 
comenzado.  Por  esto  creo  que  el  quebrantamiento  de  la  condena, 
por  mas  que  sea  un  nuevo  delito ,  no  sirve  para  impedir  la  pres- 
cripción. 

Sentada  esta  doctrina  surge  otra  dificultad  cnya  resolución  es 
también  de  alto  interés:  tal  es  la  de  saber  si  en  el  caso  de  quebran- 
tamiento de  condena»  será  necesario  que  trascurra  el  tiempo  de  una 
prescripción  ó  de  dos.  Los  delitos  son  dos:  las  penas  que  el  Código 
impone  dos  también;  la  qae  corresponde  según  el  libro  2.**  al  pri- 
mer delitOt  y  la  que  se  establece  para  el  quebrantamiento  de  la 
condena,  en  las  diversas  reglas  que  contiene  el  art.  124:  son  pues, 
dos  penas  lasque  se  tratan  de  eludir ;  mas  sin  embargo,  como  la  li- 
bertad es  un  requisito  indispensable  para  la  prescripción,  como  la 
primera  pena  no  podía  ya  prescribirse  sin  incurrir  en  la  segunda, 
que  se  impone  por  haber  adquirido  la  libertad,  no  parece  racional 
y  prudente  exigir  el  tiempo  de  dos  prescripciones  en  vez  del  ne- 
cesario para  una.  Admás,  sería  preciso  que  el  Código  hubiera  es- 
tablecido nuevos  términos  para  prescribir  el  quebrantamiento  de 
las  condenas;  porque  ¿cómo  exigir  sino  los  términos  prescritos,  có- 
mo exigirlos  con  razón  y  con  justicia  para  el  quebrantamiento  de 
las  condenas?  El  haber  recobrado  ilegítimamente  la  libertad;  el  ha- 
berse fugado  de  un  establecimiento  penal,  ¿podría  equipararse  nun> 
ca  al  homicidio,  al  robo,  ó  cualquier  otro  delito,  que  por  el  que  se 
estaba  sufriendo  la  pena?  Yo  creo  por  estas  razones,  que  basta  que 
trascurra  el  tiempo  preciso  para  una  prescripción.  De  otro  modo 
seria  esta  imposible  muchas  veces,  porque  no  tendría  el  sentencia» 
do  bastante  vida  para  prescribir. 

Otra  circuDstrncia  exige  el  Código  (1)  para  que  se  verifique 
aquella:  tal  es  la  de  que  el  sentenciado  no  se  haya  ausentado  de 
la  Penííisula  é  Islas  adyacentes.  Con  el  respeto  debido  á  la  ley, 
debemos  manifestar  que  es  esta  una  exigencia  tan  dura,  que  hace 
casi  imposible  la  prescripción.  Difícil  es  que  permaneciendo  en  la 
Península  é  Islas  adyacentes,  se  puede  ocultar  un  sentenciado  de  las 
miradas  de  la  autoridad.  La  policía  ha  tomado  grande  incremento; 
las  comunicaciones  van  estando  á  la  altura  de  los  adelantos  de  la 

0)    Art.  í27. 

Digitized  by  CjOOQIC 


DI  LA  PRBSG&IPCION  DIL  DBRXCHO  DB  ACÜBÁR.  481 

época;  el  telégrafo  hace  casi  imposible  la  faga  de  los  crimioales; 
la  imprenta  denuncia  los  ddincuentes;  los  pone  en  conocimiento  del 
pais;  hace  qne  todas  las  autoridades  del  reino  lo  sepan.  ¿Cómo  es 
posible  qne  con  tantos  elementos  contraríos  pueda  el  penado  per* 
manecer  en  el  país  20  ó  15  anos  sin  que  sea  aprehendido?  Rara  vez 
podrá  suceder;  el  único  recurso  que  les  queda  es  la  fuga  al  estran* 
jero;  pero  no  lo  pueden  utilizar  porque  entonces  no  hay  prescríp* 
cion  según  el  Código.  Por  esto  creo  que  debiera  suprimirse  esa  cir* 
cnnstancia»  y  entonces  la  prescripción  podría  veríficarse  algunas 
veces;  de  otro  modo»  serán  bien  raros  los  casos  que  se  presenten.  ' 
El  Código,  como  se  vé,  no  se  ocupa  mas  que  de  la  prescripción 
de  las  penas:  nada  absolutamente  dice  dé  lo  que  se  reGere  al  dere- 
cho de  acusar:  no  era  incumbencia  suya,  sino  de  la  ley  de  pro- 
cedimiento criminal.  Yeamo»  pues  los  precedentes  que  tenemos 
sobre  esta  materia.  Mas  bien  que  príncipios,  puede  decirse  que  te- 
nemos disposiciones,  lo  que  hace  echar  mucho  de  menos  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal.  El  derecho  romano  y  nuestras  antiguas 
leyes,  pecaron  de  sobrado  casuísticas  al  fijar  el  término  para  la 
prescripción  del  derecho  de  acusar  los  delitos.  Las  leyes  romanas 
se  resentían  además  de  desproporción  en  el  término  fijado  para 
prescribirlos;  asi  vemos  que  fijaban  los  términos  de  uno,  dos,  cin- 
co y  veinte  anos  para  prescríbir  ios  diversos  hechos  criminosos. 

La  legislación  de  Partidas  contiene  varias  dbposiciones  sobre 
esta  interesante  materia.  Según  ella,  los  delitos  de  falsedad  pue- 
den acusarse  durante  el  término  de  veinte  imos  y  nomas  (l);,el 
adulterio,  el  estupro  y  el  sacrilegio  por  el  de  cinco  anos,  ó  de  trein- 
ta, si  fué  ejecutado  por  fuerza.  Él  delito  de  injurias  se  prescribe  por 
el  trascurso  de  un  wo  (i).  Finalmente »  segnn  estas  leyes ,  la  pres- 
cripción de  los  delitos  empieza  á  contarse  desde  el  ¿a  en  que  se 
cometieron  (3). 

Es  notable  una  ley  del  Fuero  Juzgo  (4),  que  fija  el  término  de 

treinta  anos  para  prescribir  todos  los  delitos :  Omnes  causes  $m 

hotm  me  malce^  aut  etiam  crimmal^s,^  qua  infra  Uriginta  annos  de^ 

fintíce  non  fu^rint^  nulb  modo  repetantur.  Este  término»  sobre  ser 

-  de  suyo  demasiado  larga,  tiene  el  gritn  defecto  de  ser  aplicable  á  la 

0)  Ley  5,  Ht.  7,  Part.  7. 

{%)  Leyes  3  y  4,  tít.  47,  Part.  7. 

(3)  Ley  2,  tíL  48,  Part.  7.  Ley  22,  tít.  9,  Part.  7. 

(4)  Ley3,  tít.  2,Iib.  10. 

TOMO  XVU.  61 
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pr^scrij^on  de  Uda  cbi69  de  deUtostyppr  cpos^giiiepto  no  p^edt 
m^pi^se,  hoy  q\ie  el  téraÚBO  mayor  piur^  k  prescripcioB  d«  la» 
peoast  es  el  de  veíate  aooa.  Esto  es  bastante  para  comprender  ha$r 
1^  apunto  ne^e^ta  reformarse  puestro  procedimiento  penal  9Pr 
lire  esta  m^ter^  ios  t^rmÍAos  establecidos  ea  las  antigaa;^  kjfi», 
para  la  prescripción  del  derecho  4|»  abusara  es  indudable  (pie  «o 
pAi^edeu  aplicar^  bjoy,  ^porcm^np  ^correspc^n^en  á  los  establecido» 
por  el  Cji^díga  para  la  aplicación,  de  las  p^pas;.  mas  es  lo  cierto  q^ 
para  establearla  ba|»i  que  ^uir  las  mismas  regbs  que  hei^o^ 
indicado  al  tratac  di^  las  prescripciones  de  las  pinnas*  ^ 

.  Pudiéramos  estender  mRcho  ma^  este  art^;oK  pare  ertemos 
que  lo  dicbo  es  suñoieiUe  para  cpafu^er  los  principios  fundameati^ 
les  del  derecho  de  prescripción  eu  materia  peinal;  las  dificultades 
«ue  puede  produ/fív  el  Código  s9bre,este.p«nto  y  el  juicio  que  m^ 
le^e  á  nuestroíif  9ÍW  el  d^rec^  vigi^AtQ. 

GayetMtt  P«llieÍM  y  Fenwda.  ; 


¥ 

DE  LOS  mm  wm^nm  u  w^m  co.  . . 


AaTÍGO^O  9J 


Exannaado  ya  el  (aodalismo  arag^és  á  fe  liz  4e  su  régtaMQ 
feral ,  que  es  la  dniea  ñauara  legítima  de  Umt  á  efeátten  laa  im- 
portante institución,  poco  pueden  dañar  á  mi  propésito  tesadas 
abusivos  que  eá  eaftra  puedan  citarse ,  y  qat  san  e>  punta  de  apo- 
yo de  los  instintos. saSoniíles.  Sí  tan  baslwdo  modo  de  caméatir 
las  iastiiuciones  de  na  pat^b  prevaleciese ,  y  si  loa  casos  de  eeoap-' 
cien  alcanaasan  i  destruir  la  regla  wtmm^  ¿qué  Teidad  hisMiiél- 
legal  qnedaria  en  píáea  los  áudes  de  ninguft  paia  eoulfa  1^  dÓH 
manes  y  desafueros  que  por  debilidad  de  unos ,  y  por  falta  de 

(O    Véase  la  pág.  14  del  tomo  XVí. 
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#Aerj^  y  4üijgw^^  m  los  ifimi»,  cqo^iguievoo  eludir  la  sancioii 
peaal4e>sh^e^? 

Igv^l  sei^i^  es^  c(MUradiccioa  eqi»  el  heefao  y  el  derecho,  á^l^^ 
^p» ,  dentro  de  ^IgWd^s  úgifl&f  se  acttase^  i^ra  probar^  que  eu  eat« 
Auestro,4i^^abia  e^ús^Ma^a  Eapana  régúnea  alguno  coustitucioaal» 
porque^  ^e  citasen  ^g]Biió8  fstspii  ei»  eme  se  ha  faltado  abiertameota 
i  las  leyes  y  al  huen  concierto  de  los  poderes  público?. 

Cantea  la&  u^t^.y  oonUra.  1(^  óticos  i^j^  pecando  wucbas  vece?,  el 
^eeotíTOc^deins^^,  y  el  judicial  con  bien  lastimosas  debilida^ 
lies;  pera  alrifaúy^se  e^o  ¿  no  haberse  exigido  la  respoft^biUd^ 
ministerial  en  tan-gr^v^  casos  por  los  represeutant^  deilpws,  y  K 
Ja  ialta  de  independícela  de  la  mi^istratur^  español » (j^e  no  s^^o 
4  no  quiso  desnudarse  de  sju  t/oga  antes  que  oonsentíi;  s^  i^iam^l^ 
4niento.  Mii^p^«s|p,  nmca  podrá  decirse  con  razón  qti^e  las  ínstí« 
tuciones  que  n%»  rigen,  den  h  la.  Carona  la  prerogi^va  de  cobj^v 
contribuciones  u^  Vpt^idas  por  las  (¡AtfMs  6  de  a^tar.  4  la  seguridad 
individuai;  ni  (|ue  el  ppder  militar  ha^ya  sacado  la  autorización  do 
jos  estados  de  sil^a  y  dequái^  esc^pcippajes.»  de  las  leyes  cQnstimU* 
Yaa,  ni  aw  de  If^  orijiemMim  delqiércita,  dictadas  bs^o  e^  antíguA 
xégJmenahsoMe* 

En  Ax^^gm^  c^ntcalqaabuws  senaríales  en  Iqs  feudos  de  honoir» 
«xistian  Ifs  cfcui^sos  privilegiados  ante  el  JastiQia¡9go ,  y  en  les  ser 
noríos  de  Pot^mí  nk^iutOi^  Ijt  in^nrreccien  armada»  que  si  biea^ 
abolió  bajo  P^ro  IV,  sm  se  ciwjieyrvaba  en  vigor  para,  esto?  casos 
^n  el  último  período  de  su  monar(|iMa- 

Por  mu^bo  4ieiWP^,  y  basta  las  Cluir^s  de  Zaragoza  de  1442 ,  jf 
Jas  de  Mon^m  d^  ÚOili^  w  se  habian  impuesto  p^a^  ev^peicJales  ^ 
los  vaaallos  q^3^  ipani;rec«i»w^n  ei^  ^n(ra  de  ^m  señoce^^  síjvjo 
^ue  vino  tolerada  píir  k  pwtiíja  el  repwr?^  ^^e  qf^e  b^a^i^  echj?^^ 
mapo  los  coj^li  teíidelli  pai^  redimir  su  vejíimei^í .  y  (}e,  vasales 
$ervitutis  convertirse  en  colonos  adscriptos  de  contratp*  Aun  en  el 
ultimo  fiffiTft  (iw>  i^  í^  tr*)*  i  hay  ij^dicios  bairt^Bfes  para  comba- 
tir la  PotfiiÍa4i  ob^btí»  s^mM.  ^  se  quiere  sost^ener ,  tod^  v^% 
que  vedando  k  (q3  se^p/^e^.  el  q.4e  se^  tomasen  por  §u  mano  la  j^sti-- 
cía ,  obligátwilo^,4  JAeVíar  sp^qpí^i!^  ^nte,  les.  trib^unjiles  ordinario?* 

No  espero  se  tome  acta  de  ésta  indicación  para  fulmins^  pi\eyas^ 
^usuras  cgyatra  el  ré^ío^eiJ^ar^^gl^»  jorque  en  este  punto  4e  laa 
guerras  particnlares^se dejVc  IIqv^i:  del  espíritu  de  §u  época,  iyi 
geijer^izadq  ep  Mf  fy^f9íf^*  Pq^^  un  principio  < 
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tueros  de  restringir  tan  absordo  sistema ;  qae  aun  caando  p6r  cortil 
espacio,  volvió  á  usarse  por  las  universidades  para  abolirse  de  míe* 
TO  por  dos  actos  de  Cortes.  Sin  embargo,  ann  abolida  esta  rindicta 
^particular,  que  tan  arraigada  había  estado  en  el  ánimo  de  aqnellax 
gentes,  no  es  de  estrañar  que  los  hábitos  y  costumbres  creadas  á  su 
apoyo ,  viviesen  y  dieran  muestra  de  si  durante  algunos  tiempo», 
después  de  su  abolición. 

Había  en  nuestro  reino  un  motivo  roas  que  en  otros  para  que  su 
derecho  público  se  resintiese  de  estos  resabios  y  alardes  de  ftierza; 
porque  el  recurso  de  la  insurrección  popular  se  codocíó  como  Toral 
Ihasta  Pedro  IV;  y  en  la  lucha  contra  los  abuso»  y  usurpaciones  se- 
ñoriales, no  solo  venía  de  muy  antiguo,  sino  que  se  autorizaba  de 
tsuyo  con  el  origen  ilegal  de  los  señoríos. 

De  terribles  escenas  fué  teatro  el  condado  de  Ribagorza ,  punto 
^onde,  según  nuestros  foeros,  se  arraigó  mas  qoe  en  ningún  otro 
del  reino  el  espíritu  feudal ,  y  de  donde  pasó  á  contagiar  los  pue- 
Uos  comarcanos :  y  la  sangre  en  que  se  empapó  su  suelo,  y  la  b(H^ 
tibie  carnicería  en  que  se  cebaron  unos  y  otros  contendientes ,  son 
tina  protesta  contra  la  legalidad  de  las  domínícatnras  feudales  y  dé 
la  violencia  con  que  se  ejercitaban.  Cansados  de  luchar  y  reluchar 
«en  vano,  hubieron  aquellos  condes  de  llamaran  su  aeuiilio  al  poder 
del  Monarca,  quien  á  la  postre  incorporó  el  feudo  á  los  Estados  d^ 
su  corona ,  viviendo  desde  entonces  á  la  jurisdicción  real. 

Si  como  prueba  del  feudalismo  aragonés  se  nos  citase  este  ejem- 
plo, no  mereceria  desaprovecharse  la  ocasión  de  torcer  el  argu» 
tnento ,  devolviéndolo ,  muy  ventajosamente  para  nosotros,  contra 
nuestros  adversarios.  Dé  lamentar  es,  que  ni  al  apoyo  del  espíritu 
del  siglo,  ni  por  la  necesidad  dé  combatir  coa  lulAe)^  los  desafoe- 
tos  isénoriales ,  que  splo  pbr  la  fuerza  sé  sustentaban,  se  legitímase 
este  derecho  de  guerrear  ^  remitiendo  á  la  suerte  de  las  armas  el 
Tallo  de  la  justicia. 

No  es  mi  ánimo  disimular  este  deltectó  de  nuestras  instítuciónes: 
que  algunos  otros  caen  bajo  mf  censiira ,  aunque  tenga  para  mí, 
que  so  escelencia  política  sea  sosteníblé  en  gented  sobre  las  que 
modernamente  se  han  iniciado  en  Burópa  bajo  biün  miseraUes  re- 
sultados. 

l^ero  si  los  lamentables  conflictos  de  ftibagorza  en  sus  abona- 
mientos contra  sus  señores  prueban  lá  existencia  díe  su  poder  fea* 
dal,  ¿qué  no  probarán  contra  ia  legitinüdhd  de  ks  ^seiMJos  ee^ 
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firpélM  é  íneeMuite  desasosiego,  ese  perenne  batallar  entre  vasa* 
líos  y  señores,  que  terminó  por  la  intervención  del  Monarca  en  tft« 
les  lides,  y  su  incorporación  á  la  Corona,  que  tan  apaciguados  d^ 
4  unos  y  otros?  ¿Cómo,  si  tan  legitmio  era  su  derecho,  no  acerlaroft  * 
^.sostenerse  en  él  con  el  apoyo  del  Monarca?  ¿Cómo  siendo  ^n  se- 
diciosas las  pretensiones  de  aquellos  vasallos,  se  concluyó  por  dar-^ 
les  la  razón ,  devolviéndoles  sn  condición  de  realengo  ?  ¿Es  que  Ri^ 
bagorza  se  impuso  al  leiao  todo ,  y  ¿  guisa  de  conquistador  le  di4 
las  leyes  do  su  apaciguamiento? 

No:  fué  que  no  se  compadecían  con  la  índole  foral  las  institucio- 
nes  señoriales;  y  que  contra  la  legalidad  constitutiva  del  país,  los 
abusos,  por  muy  poderosos  que  ellos  sean ,  suelen  Saquear  mas  ó 
menos  tarde  por  su  base,  hasta  venk  á  tierra  al  embaió  de  las  con-- 
tínuas  contradicciones  que  su  repugnancia  suscita  de  continuo. 

Podrá  la  prepotencia,  en  fuerza  de  una  robusta  organización,  y 
de  UQ  arraigo  de  muchos  aSos^  prevalecer  por  algún  tiempo  contra 
las  constituciones  mismas;  pero  el  juego  y  continuo  toce  de  eitaa 
las  traerán  de  desmedro  en  desmedro  hasta  su  aniquilamiento^  tw 
eso  no  alcanzó  muchos  anos  la  máquina  feudal ,  que  importada  dft 
estrenas  tierras ,  funcionó  en  las  comarcas  defiibagorza;  pero  por 
eso  también  les  continuos  choques  en  que  inoesautemenle  andaba. 
^Km  las  ruedas,  con  el  artificio  foral  del  país,  la  trajearon  al  térmmoí 
de  su  ruina. 

¿Quién  negará  hoy  que  el  poder  militar ,  creado  para  defender 
las  nacionalidades  de  los  pueblos  de  Buropa,  es  á  las  veees  el  gnuí 
punto  de  apoyo  de  las  demasías  del  poder  en  los  países  oonstilucio« 
nales?  ¿T  quién  duda  tampoco  que  el  juego  perpétoo  é  incesante  da 
las  instituciones  que  alcancen  no  mas  que  é  sostenerse  en  pié,  con* 
Ira  esas  tendencias  invasoras,  dará  al  traste  con  ellas  con  el  acoOH 
pasado  ejercicio  de  los  derechos  constituoioaales? 

Empero  dejando  á  un  lado  esUs  reflexiones,  y  viniendo  ya  al 
resumen  de  lo  espnesto  sobre  el  feudalismo  aragonés  para  dar  cabo 
y  término  á  este  asunto ,  conviene  cecoHdar  que  ^  el  carácter  eaea* 
cial  de  dicho  sistema  era  la  oiioriptiQ  gMíB  de  los  germanos ,  taft 
parecida  á  la  esclavitud  romana ,  como  que-  consolidaba  al  vasallo^ 
con  el  feudo,  dejando  de  ser  persona  para  convertirse  én  objeto 
comerciable,  y  seguir  todas  las  vicisitud»  del  dominio  alodial  da 
las  tierras  á  qae  venia  adherido.  < 

•  JSeioriosdemsíahies  á  estos,; se  oeaocieron  en  nuestro  reinoti 
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«iMtela,  tíl  mnm  equipararse  en  la  maMra^lé  Roerla,  fia  eüe- 
jpUfi^a  ti  aéiorfo  átedlato  aiitiftMral  de  ntesM  feiMtaaia  iiaa  del 
jfni  vUkB  ae  nem  bizantíao,  que  del  germáíiiico  donde  Iwiwretreeer* 
wm  m  vkuntís  et  opsre  eoercsre  rarum :  Oaiékñ  non  úM/Hbn^ 
ae  severUaíe,  seátmpetu  et  irá ,  «I  íñinhMañ,  nM  qkod  imptme. 

Ignórase  él  véirdadefe  (erigen  etitre  M^tre^  dee^  etee  á» 

¥waHáj^ ,'  fitttMili  6  nutíy  i^mmieniie  usade  al  ¡dnétt  éa  <}alteiD  ftattv» 

>eE,  quiea  supone  que  tenia  su  raíz  éniis  toyea  de  eoBqQkl»$obre^ 

>Iod  sarracenos,  etr]\)S  cuerpos  perCMeciaii  eooM  «üea,  se  ha  indi* 

cado,  ákfiffi<marciA&. 

'  Deaq«f  aUu|Nmrqaepis6esU«DiididMia^^^ 
consígnátadóla  en  sds  caitud-puéMas,  eo«éetttidas  por  eolotios  que^ 
bajo  tan  dura  seíiid^mtbre»  $e  BonMita  á  poblar  tas  tierras  que  la^ 
maban  en  oottiVo.  Lo  cfertd  es,  que  en  loe  fondos  de  Foimt,  que 
son  kns  úiiieoB  que  reconoce  como  propios  iraesim-sisietta  foral ,  j 
di^nde  los  ^éEores  de  inasaMos  ejercían  jtttiadiceloa  con  arreglo  á  loa 
fiiei^os,  nunca  se  oonoeieiron  semejantes  duniaieainras  de  abeolnta 
pealad. 

^  La  priment  fea  qde  ée  traxó  la  caesttolaiidal  ten  iniaaif  o  telDo^ 
fié  (bomo ir«|MtíAafi(liMi«a aaha indíeado) en CArtaa catebnite baf» 
Mdre  tV,  donlte  nl^tto^  ríeoáKhbmbr^  htetaíerott  de  itdamar  aoii«- 
Ira  la  inhibición  que  espidió  dicho  monarca  ai  señor  de  Aizanígio 
sabré  él  espreao  4e  «u  poia^taii  seSoriaL  AMí  hubo  d  nonaittsa  de 
liDbar ,  al  apoyo  de  las  daioriiías  forales;  castra  loaataiae  y  aanr- 
pobíon'es  que  toa  vicoa^iembres  veiiat  antoHanádo  en  d  reino ,  j 
aHIsucoHiikíóV  súieaiibergOv  ensn justa ileannda,  sieMióeáieci 
primer  pasable  fentala  oan  que  «oipreadió  -sacainno  d  espínta 
fendat^É  el  territorio  araf^ooésí 

Empero  semejante  carFoptda;,  ao  pudo  éstendarse  ni  protandí- 
ifir  sus  finces  en  la  legíiiacibn  aragonesa.^  qnelebabin  sido  adaer- 
sai4esdé uDprindpfo^y tfie cuntiáilé  «iéiHiolo  haslar  loa  tíempaa 
éf  nufestra  degradaoion  ^treai  Bt  Vaero  da  Wpacuítia  babía  ana- 
laaiatisadv  loa  saiorlas  ftudates,  indioandb4il  arigea  baatard»  de 
ailUvevedad  eh  nuestro  idiia>tamaado4asidispasieb^  iboei»^ 
lüs  ^ainapedirsn  prapagaeioft ,  y  deeaTohinao  i  las.pÉebioa  qna 
aé  htabiesíen  BOBMtidO'i  su  MgíméB. 

Sobre  el  mismo  espíritu  antifeoiálae  basaron «1  Mfilogia  ga* 
muúi  yiadaisu9dedaraainQeaqua(^%tovaiUi4.i«RMaMhet 
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TOS ;  y  üisl  ctmmo  de  medrar  llevtbft  el  feudalismo,  etAttdo  tao  so^ 
lélúiiemente  se  declaraba  imposible  el  mero  y  milito  imperio,  y  se 
rMrittgía  tan  angostiosameiite  el  poder  real,  origen  y  rai¿  de  todos 
Ids  leiorfos  jurisdiceienales. 

Largo  silencio  goarda  desde  entonces  nnésti'a  te^fhlacion  sobre 
este  punto,  hasta  qne  recopiladas  las  otoervantias  del  reino,  se 
foftntf  con  tilas  el  código  supletorio  de  naestro  régimen  fbral.  Alli 
sé  eonsigiié  la  costnmbre  coibo  Aoctrioa  legal ,  y  se  tid  declarado 
poír  prlttiefa  ves ,  qat  existía  en  el  reino  la  de  que  los  Señores  de 
vasallos  semtuiis ,  esto  es,  de  signo  servítio  tenian  la  potestad  dlr- 
soHáa  út  tratar  bien  y  mal  á  sus  astriptos  podiendo  darles  muerte 
piurf^  y  hambre  sin  fortea  de  proceso  y  foera  de  toda  fórmula  ju'- 
rlsdiecional. 

Esto  no  era  mas  que  conflrmar  la  existencia  de  los  pueblos  de- 
safbñtdos  de  que  habia  hecho  mérito  el  Fuero  de  Ripacurtia :  pero 
las  mismas  observancias  que  repitieron  este  recuerdo  añadieron  en 
segtfeMá,  qne  los  eolUUi  tmáeüi ,  es  decir,  los  colonos  enfeudados 
en  hrs  tie^his  seioriales,  qne  eran  los  verdaderos  vasallos  servitutts 
habiaú  dejado  de  existir  en  el  reino  desde  muy  antiguo ,  porque 
puestos  en  armas  contra  sos  señores  cambiaran  stt  condición  por  la 
de  i^MsaHM  de  perada ,  que  tanto  montaba  como  colonos  de  con^- 
trato.   , 

T  no  se  crea  qne  la  oliservancía  de  eonsuetudine  regni  que  tan 
ellÉiera  eiistencia  fldcancara  en  nuestra  legislación ,  consiguió  que 
prefvidéciera  sn  espirito  por  nratho  ni  poco  tiempo  entre  las  doctrf* 
ñas  de  nuestros  jori^consoltos.  Uno  de  los  roas  autorizados  entre 
eHes  y  y  de  tos  más  aleccionados  también  en  la  escuela  absolutista 
de  éüs  lietopos ,  el  célebre  Calisto  Ramiret ,  en  su  tratado  de  Lege 
regia^  no  solo  la  combate,  declarando  que  semejante  observancia, 
no  j^asó nunca  de  una  mera  fótihula  en  sn  sentido  legal,  sino  ma- 
nifestando hi  aversión  del  reino  todo  á  su  doctrina,  con  la  acerba 
fmse  de  qne  la  tenia  por  on  engendro  6  aborto  del  infierno. 

Quede  esto  consignado,  aunque  no  importe  mucho  para  la 
exiisteneia  legal  del  feudalismo  en  Aragón ;  y  aunque  nada  ie  quie- 
ra deducir  de  ello ,  contra  las  nsarpadones  y  abusos ,  qué  los  se-" 
nOreé  jurisdiccionales  cometieran ,  al  apoyo  de  tan  cOnibatida  ob« 
séftaácia,  y  por  imitación  y  mal  ejemplo  de  esos  pueblos  desafo- 
radosy  que  en  mas  ó  menos  número  existieran  en  nuestro  reMo. 

De  todos  estos  antecedentes  se  desprende  lo  que  anteriormente 
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tengo  ¡acucado ,  y  es » que  en  A.ragoa ,  se  Gonocieroii  dos  clases  de 
seSoríoSy  de  potestad  absoluta  los  unos ,  y  de  índole  jurisdíccio- 
nal  los  otros:  que  los  primeros  existieron  de  hecho,  como  una  es- 
cepcíon  Toral ,  pero  nunca  de  derecho  al  apoyo  de  sus  leyes:  j  que 
los  pueblos  sometidos  á  este  régimen  feudal  por  su  voluntad  ó  su 
ignorancia ,  estaban  fuera  de  la  icy ,  sin  constituir  parte  de  la  in- 
tegridad constitucional  del  reino ,  al  paso  que  los  pueblos »  dudes 
en  honor ,  vivian  á  los  fueros  de.  él,  reconociendo  la  jurisdicción 
real ,  que  por  merced  y  delegación  del  monarca  ejercían  sus  se* 
Sores. 

No  son  fáciles  de  combatir  ni  la  verdad  histórica  de  estos  he- 
chos ni  la  legalidad  de  estas  doctrifias.  El  sistema  de  ataque  que 
contra  una  y  otra  se  adopte,  habrá  de  fundarse  necesariamente,  no 
en  leyes,  sino  en  actos  ilegales :  yJa  existencia  de  tos  abusos  ( por 
muy  estensa  que  sea  la  serie  de  ellos ) ,  no  probará  nunca  su  legi- 
timidad. 

No  prevalecen  siempre  la  cazón  y  la  justicia  sobre  las  maqui- 
naciones de  la  iniquidad  y  de  la  fuerza ;  y  en  el  sistema  de  aducir 
hechos  abusivos  contraía  existencia  incuestionable  del  derecho  que 
los  condena  y  proscribe ,  podrá  sufrir  quiebras  el  principio  de  auto- 
xidad  en  las  naciones  donde  esto  acontezca,  paro  no  el  espíritu  de 
su  legislación,  que  es  lo  que  aquí  tratamos  de  examinar. 

T  con  esto  ¿se  querrá  acaso  sostener  que  en  Aragón  no  tenía  el 
poder  público  los  medios.necesarios  para  hacer  que  se  respetasen 
las  leyes?  ¿Querráse  suponer,  que  e)  absolutismo  tanto  político  como 
feudal ,  halló  en  su  carrera  menos  tropiezos  que  en  ninguno  de  ios 
pueblos,  entonces  conocidos,  y  que  por  esta  razón  la  institución 
monárquica  como  la  señorial  alcanzaron  mas  medros  que  en  los  de- 
más de  Europa? 

Contra  este  tan  desatentado  empeño  no<^|^ondria.mas  contesta- 
ción que  la  revena  de  nuestras  instituciones,  tal  cual  la  llevo  in- 
dicada ,  dispuesto  como  me  hallo  á  sostener  su  exactitud  y  verdad 
contra  todo  linaje  de  censuras  é  impugnaciones.  Citar  los  desafue- 
ros de  la  edad  media,  y  traer  como  prueba  de  su  le^^dídad  la  nin- 
guna corrección  ni  castigo  de  mudhos  de  ellos,  ni  se  compadece 
con  la  buena  lógica,  ni  aplicada  esta  en  igual form^  á  los  hechos  y 
casos  abusivos  de  mas  modernas  civilizacioi^s  dejarían  d^e  dar 
idéntico  resultado. 

I  Cuántos  ejemplos  de  esta  índole  neceíút^  los  que  por  ^ta  ca- 
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Qüiio  q«ierftii  impagoarne,  para<M>iistil«ir  fkm  probanza  eoilra  el 
estado  social  y  polüko  de  aoestra  época  ?  ¿Guánlos  caaos  de  im- 
paoidad,  bastarán  en  su  coacepto  para  probar  la  inexistencia  ó 
completo  olvido  de  una  ley » de  ealas  que  maa  eaplfeitamente  con- 
sígiuMlas  se  hallan  en  Mestoos  Gódtgoa»  y  qne  mas  caracterizan  el 
espfritu  y  tendencias  de  nuestras  instilicioñes? 

Por  muy  numeroso,  que  sea  el  catálogo  deles  abusos  y  dema- 
sías que  para  eUo  se  me  exqa«  seguro^esloy  de  completarlo  á  toda 
mi  ventaja,  y  de  probar  oon^su  exbibicion  ,qaa  en  el  siglo  XIX  ea 
que  vivimos,  y  al  amparo  de  los  sistemas  ocnstituoionales  que  rijen 
en  varios  pueblos  de  Europa,  ni  se  conoce  la  responsabilidad  de  los 
funcionarios  públicos ,  ni,ladiv¡sion  de  los  poderes  políticos ,  ni  nin- 
guna de  las  prerogativas  parlamentarias  queeonstitayen  el  carácter 
esencial  de  las  cámaras  legislativas.  Porque  si  contra  esto  se  opu- 
siesen casos  efectivos  da  esta  responsabilidad  ^  y  actos  parlamen- 
torios  que  justifiquen  el  ejercicio  de  4icbaa.  pterogativas ,  también 
yo  citaré  casos  idénticos  que  pruebea  mi  teoría  foral ,  contra  los  de 
escepcion  ó  inobservancia»  que  con  menoscabo  de  ella  se  aleguen, 
en  este  punto  de  los  8W)rk>6  dominicales.  T  algunos  podría  espo- 
ner en  que,  aun  dentro  de  le»  feudos  de  pakHud  absoluta ,  en  que 
tan  omnímoda  dominioalurftcottcedo  yo4  las  scMres  de  vasallos, 
tuvieron  lugar  los  reoorsos  fbralea  contra  jsus  desaforadas  preten- 
siones. 

El  condado  de  ffibagonaifuér-el  tipo  feudal  mas  acabado  de 
nuestro  reiao ,  la  muestra  mas-eompleta  del  peder  señorial »  y  sin 
embargo  casos  hubo,  en  que  sisseSoüea  echaron  mano  de  los  re- 
medios ferales  entela  corte  dellusticia,  para  hacer  buenas  sus 
pretensiones ,  y  otros  en  que  su  Castellano  da  Amposta,,  acudió  en 
queja  contra  sus  vasallos  á  las  Gj^rtes  del  reino,  recibiendo  por  toda 
satisfacion  que  dedujera  su  deredm  ante  los  Tribunales  (esto 
aconteció  en  1888.) 

Mas  ^isto,,  mas  conforme  al  eapirít«'  y  tendeneias  característi* 
cas  de  aquellas  épocas ,  seria,sof»te96rti,qtia  i^  por  falta  de  leyes, 
ni  por  descuido  ó  flaovesa-  de  )i9s  poderea;  .públicos,  encargados  de 
su  observancia^  sino  jpoiP,Qe|;Ug<^^  en  eiit^  de  los  remedios  fe- 
rales, destinados  á  reparar  los  agravios,  soljaa naceny  perpetuarse : 
los  abusos  oontraríoB  á  nuesiro  régimeii  forat. 

No  dejó  de  adoleeer  nuestra  legislación  de  los  vicios,  que  ea  su 
época  convertían  en  eoestieaas  d«  dommo  privado ,  los  mas  gran- 

TOMO  XVIf.  62 
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ák  M^m^^l  4tM¡^  |^iM>  y  w  qwloi  ftgrtvtoi  4ft.  tofe 
géfl0rei%eteiiHiaiáy«^6  lá  dectoíot  ttetfii%  sótt  tífail^dena  «*« 
büraego,  eMfido  »o  t  te  fcmnt  y  áitM  áe  in  oomtalepor  mml 
De  tt(pi# ,  tal  «biMwditt  f  Mmatfeits  «n  <pie  k  igÉotiwciit  sueom- 

sobre  los  mas  ¡mportáfa^M  é^fMm  «y  en  eoÉtra  dtti  mas  geiraiM 
y-eípitoito  di<iMMir  ée'fos'léeiitay  |»i^^  del  reino.  De«qii{  tas 
iMttp^eecíoie^  de  nmiloai  Mitra  Miorter  la»  ImM  de  pocMo  i 
p«0blo/y  de  AiteiMa  áiwíKe::  ^  MidoeísiiQ  for  «nfeas  de  lo  que 
s0lo  debie  deetdifse»  ^lií  jüliiáé.-^ 

Vkio  era  «Ble»  Bode  snie^Alaeioi^,  abo  4e  su  é^wet  y  M 
que,  prevaleeieido  eetMoei  eb  ladn EÉiepa ,  ne  «bnsigvU  tOier- 
taiM  el  paebto  erágeméi; 
-  ¥ahemo6  fttto  ccmiobifMel  prMemiie4eesteiaftieüeia&e 
se  eooBidereba  ée  derebbb  pébUeo  la  saneiot  ptiAl  de  lee  delitos, 
süe  que  se  iteraba  k  k^  aMtoi  dei  ieterts  frifedo*  y  odqio  ol  edK 
pito-de  esie  erret  tde'<»Midirar  agwiee  pereonales  el  robo  y  el 
asesiute,  creyerob  nqu^k»  gentes  ^pie  >  ameigÉtMle  la  accieft 
fifeal ,  y  rédnciétidelá  áios  ibae  estrecbos  lámites,  dábase  mayor 
desahogo  ¿  las  Ubertadee  púbtieaév  f  se  pe&in  ee  mas  ipreute 
trMoelos  desapodemnüÉies  de  bie  eCeios^Males. 

El  desuso,  piedi  demunUts,  de  U»  ieyee^de  t(|ael  reino  en  este 
ponto  importante  de  ios  señoríos,  los  grandes  absurdos  que  cetcra 
se  espirite  y  eentrá  áü  ktrt  y  den  éígrtfito  de  Ms  «knq«M«e  po^n* 
Idtes  se  veo  seneioiikndod^É  ttlgeiits  eeicwMta»  y  «veiMeias  en^ 
tre  sáSeres  y  Tn^allM,  y  Bobre  ledo  któ  gtfai^B  nsMfaeío&esde  fes 
primeree,  sostennUs  Mftreel  éilaide  ¿  eqnieeeeneía  de  fes  segnn» 
do9,  haita  reiMtitM  del  ooréeier  de  íaMmMaleb,  debidee  twiw 
kAá  negligencia  con  que  tes  kgrtttiaaeü ,  renÚneMbaiÉ  (pát  deeiito 
EÉií,)  su  deret3ho,  esqiiivande  el  ejenúde  tié  lee  reberdos  jedloMes. 
Fácil  fuera  estenderme  sobre  este  punto,  basta  ptebar,  ^e  no 
obfiltante  los  riéft^  ^  eoMb  'iá  i^gomiuM  y  el  deMtfmí^kfo 
bi^e  este  siseeem^  en^é'itfinterftii  prhreddíse  Meiftiye  al  ejeieicie 
de  la  ley  y  de  losTribtítiUé^,  eklás  isekiftiMies  deeto  deredbee, 
no  pnede  preseMatee  iM>Étt>  miéMb  m^á  i|ite  lode  teeemeie  i 
ledeeisfon  déleiítMiMespilMlcesr      ' 

Pero  dejando  á  un  Ibde^eítt  élMitMÉ  d«1a  itfrtWiftáaicia  de  tai 
faerae ,  «timo  técmiíso  de  des  ad^^mariM  i  M^  éeía  iaiatécA  del 
feeiMi5ma>  diré  qne :  eoniMMM  4e*iehito  lee  icSette  de 


Digitized  by 


Google 


DB  LOS  ñwmmm  vmMsammmMwm  akagon, 
QBMte  'Mw>:M  de  F9taMd'mbiolÉi%  i  ks  jtariniioeionaleb^ 

i;  Skm  ios .prim«r«  «Mi  iasiílBCMi  esUrafiínat^  ift  «ayo  origen 
nade , tiene  iwti¿a«ianft,.3r  een  lima  re^^aaéié  mímdie  por 
tMo  el  roiao^^ae  but  flM«!(daadeellM«»d0lbaiteo»4ifl»brea. 
ti|W'sniii^e^aBita^>dedaMreftfiMka<áB  te^f  4  ios>p^^loi  c(v» 
áftalirégijtaeatsfriimrtieietii  i^TerrMe«oodeamon'«i  oa  pato  doa»' 
denofii  caaeetNaJavnaiaiMapolitiea»  *i  am  aMeíMi  bíhd  .ia  de 
las  franquezas  püpolávea/^y  iaarie  faaau  las  piedme  seía^atabaa' 
(ségoiieépMpioÉ  fr«fti»>de  MeaMe^iMjOfés)  Itl  ftitti  de  lAertad! 

,'  "Bt  príflKrafiae  (fae^le  esta  cine  de  aefetíos  apereee<eii  tws^' 
tNt hfatbria;  faé en  d  reniade  Ael  Cerealomlie,  «uatodeel  g^emgei 
dal  seño^de  áazttaiffoi  pere  peeo  des^mi,  ««i  lt^€ávtes  f a  de  Za^ 
ragdzft  («800^9  se  útwfí^  fmnlneiite  el  lúe  de  ^progresos  qae 
ea^ei  GOtabder  dé  Mikagotn  ibabaeieadé»  estaiimtililciÁf^ittperla^ 
da>4fete  Saroa  Hispau^  La  ficüuul  dat  PaMaáMnto  mi  ella  oeasioa 
fa*peir  dente  veiueUa;  y^^otono  éootonj^oritó  -eenvo  «ameHor^ 
méate  can  tan  reyogaaateaalniaau,  atáo  qae<$eíaittide  el  origen 
viciéae  dci  deiide  premiad  ^  y  ib^  teneim  edaiohqa  eoe*  qae  á  gai^ 
sa  de  ladren  nocturno  habíanse  introdaeide  w  aMMiio  tevritorie^ 
oerMés  iu  p«ma  t)alé  ctfadeiaafie^iMqHdíeido^i  pieguMo  y  de* 
eiáMiide»  i»  pebtadssrálbs  6i«Bae  dU/reiheVlsv  voáiÉhlios  que  á 
talv%i9áeb  se  hulMoea  80flialide.< 

"  iHÉB  'nKoai  fuam  la  retedui  de  mUdo  abasos^,  ai  sé  hnbieraa 
absüAns  proaeritos  jéa^vw  de  lMbertoB>anateitialHado ;  pero  dei» 
adeértírse 48e  eh ájnágeq, M  iMiiltaddei  dispodetf  de<aa8 cosas  y 
lavUeirdesQs^^peieokBBajeia^aiiadí^aQs  legakniai  «pm^eaurimoda' 
como  abaelota;  y'qiie  hi^esis  paoleídb  .Tota'^  sit<léa  faeíos  no  da<^ 
bHH6a<08Hc¡e& 4 esté  kaajedeoapiMtoa ^.taáipoee pbdíae anafor- 
\m.  -Buer|i'de'drteth«¡eéoailB8Ni6iiaad»iaipiri'Be^  ctaato  les  em.' 
daUe/>leda.n«)que.dt8Bfa^^FOftáfla6<p•eUo8r'qirláftl^  uso  ha« 
lttHilie(^4efBii.itbeflad¿  . 

'  ^  AAíteeaiieii*  k cuestieiiifeiidat^ihaai»  la.fecopHamÉ  de  las íA^ 
setiMcías  bajb'dJeiBso  Vlj  en:  «scer  Oódige  :stt(ileaipie^  ^que  nt 
laM, «d pifdo^MAiea  leaer  eireaoatfáclef^  fe'Totvié^fttfalar  de  los 
íirfkttoside  petesiiidabeotaia,  do  f%»  swoíena^  wk|gaU»ir  el  Ak 
mlñk^momaHk  Íes<0tí«ra8Jde:«a8dHe»»iÉÉy«9iMi#saadO'él*^ 
dd  ^¥^^&&imér0Mreihéi  los  MMdi>d«ibeaHRmibreá,  venia» 
ejewlendé  di^  iitaadllasi  a8*iiri;^  dbiratarlea 

bieift  y  Éiát  pK>*  t^li»  eédMaiift^taliskadarii»»  mneite^portaunb^ef» 
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^edtSmforttfttlgiiitde  iniáúf  ai  «Ira  manen  de  pracadiflMéttkv 
j visdiccionid.  Pero  aóftete,  que  cnú  i  reogh»  seguido^  se  ainna 
en  la  mma  sériev  ó  eapkulo,  ipie  eoi^iene  ^ía  observancia,  ifia 
tal  clMe  de  yasallos,  eoaooiéM.  omi  el  nenibrede  coUasúsé  e$IUái 
iMéfeUi,  habían  desapáDecMe  4«  macho  ameSf^arqtte  desde  iMty 
aatígue.  haUanse  inswfteoeioaado  contra  loa  senoresi  por  faena  de 
armaa,  y  modifieado  granéeiaenté  smeilaadon,  eonfktiéBdase  ea 
vasallos  de  parada;  es  decir,  ea  caksMS  de  coalralou 

No  hay  que  repetir  lo  cpa  sota»  eate  eatremf  leago  iadíeado 
ya  aateríormeate:  peio<  sí  conviene  coaaigilar  porque  es  ineoneaso, 
<ine  esta  dase  de  Tasallaje  tenuua  ftia;  ao  en  fa^o  alcana  del  rei* 
no»  sino  en  ooaliatol  jpartíeaiarés^  eaire  wolerea  y  vasaUoBt  y  qw 
donde  los  prnoeroB  no  piteeatan  las  cartas-pieblas^  ea  qoe  se  ha« 
ya  consignado  tal  género  de  añrasaliamieirto,  alU  debe  calificarse 
de  abusiva  é  ilegal  «sla  domisiaatara,  parque  las  costumbres  (por 
mas  que  lo  contrarío  hayan  declarad»  ka  jurisconsultos  de  la  es** 
cuela  austríaca),  no  podían  legitimar  ana  oandicion,  anatema tísada 
por  los  rucfos,  y  que  salo*  sobre  tat  libre  vdnatad  de  tos  qae  así  se 
avasallasen,  podía  susteatarse* 

Pero  aun  en  caso  contono,  era  iaiosteaihia  ia  potestad  abaihi- 
tadelos  señares^  contra  Ja.  vidluilad  de  los  vaaiAos  i  eHa  someti- 
dos. Se  han  indicado  ya  las  muchas  aianeFas  que,  para  libertarse 
da  su  servidumbre  Y  concedían  Jioastros  foeros  i  esta  dase  de  co- 
laos adseriptioios»  Podían  consegnirlai  en  toda  ocasiott,  peidie»» 
do  el  dominio- étit  de  SHÉ  bieaes/y  sin  k  pérdida  de  estos,  ea-  lea 
varios  casos/  qneaqneHos  eoasigutiv^WBdo  el  vns  singular,  coma 
mas  á  la  maao,  etde  avecindarseí^  la  dudad  de  Zaragomu 

Pero  sea  de  esto:  toque  seiquiera,  y  catificándose  oomomas 
plazca  i  nuestros  advenaries  esta  aMoera^de  esclantod,  qae  foeca 
de  su  régimeafsialae  coaasié  ea  nnealro.  reino,  iberan  acaso  mt» 
4^ho8  en  número  los  pueblos  sometidos  á  este  régímmi  escepmanil 
Del  Ifolíno,  diee(  que  sato  eran  dos  ea  nuestro  reino:  que  jw  había 
conocido  qiasqim  Berbegal  y  Ariaairy  queto  onsmo  habiaeidad^ 
cir  á  sus  mayores»  JNa  tendría  ineanvtauente  aa  esteadér  a^  maa 
esta  número;  pena  deaégmoo  aa  puede  afirmar  que  aiaguno  daka^ 
seSores  de  vasaHos  queltayaAllegadoiá^neÉtso  slgto,  preantará 
«1  título  de  «a  propiedad  ohaiMÍ  en  el  «terrítorto  dasn  aeSerto»  ai  ia 
earta^pimUa  tampoco,  16a  tpia  ae  contratara  tal*  Júu^  da  dMuaioa- 
tiira.  lodoi  sin.  escepdoa,iexbibhéa  cuasdo  mas  Ucart%¿d^gi9i? 
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«iar^^neetlioiwrai  les  hieteim  mepeed  de  siwtierrad  ea  feudo  de 
heiBor,  {mrque  l^s  reyes  de  Aragón,  seto  pedian  dotiarlas  en  esla 
forma,  denegándoles  el  ejeroicía  de  la  real  jarisdiceion'.  Donde  es- 
la  exfolia,  donde  esta  baya  eiistide^no  podía  ni  ha  podido  existir 
te'poiesutd  ahsoleta,  porque  le  era  mcompatidle,  ]^  hé  aqui  la  ma* 
Aem  Inas  segura  y  menos  controvertiMe  de  conocer  la  índole  domi- 
vical  á  que  hayan  pertenecido  en  nuestro  remo  Ibs  pueblos  de  se» 
Serio. 

No  kay  uno  solo,  de  los  conocidos^  m  queJos  seSeres  de  vasa» 
líos  no  hayan  ejercido  jurisdicción,  y  dónde  haya  por  consiguien- 
te radicado  el  verdadero  feudaKsmo;  Mfese  este,  si  se  quiere,  pa- 
ta las  d^vniíifeafiiriis  de  potestad  absoluta,  que  sin  leyes  que  modi- 
floaran^u  ejercido,  y  sin  género  ilguno  de  protección  para  los  va- 
sallos, que  ¿  tan  absurdo  régimen  se  sometían,  formaban,  por  de- 
cirlo así,  un  estado  dentro  de  otro  estado,  ó  mejer  dicho,  una  raa- 
Aeria  de  siervos  ó  una  mesnada  de  esclavos:  dentro  de  una  nación 
ubre*  Pero  entiéndase  que  esta  situación  escepcional  no  tenia  otro 
asiento  que  el  de  la  fuerza  ó  el  de  la  aquiescencia  de  los  vasallos 
que  á  ella  se  sometían:  que  esta  fuerca  del  señor  podia  combatirse 
por  la  faerza  del  vasallo:  y  que  elsometimientade  este  de  tal  ma- 
nera dependía  de  su  voluntad «  que  á  tener  la  de  sacudir  su  yugo 
seSorial,  sobrábanle  medk»  para  hurtarse  al  señorío  feudal. 

Acaso  se  me  responda  que  la.abolicion  del  derecho  de  guerrear 
entre  vasallos  y  sames  sobre  cuestione»  dominicales,  debió  prece- 
der á  la  de  los  priñiegios  que  pai^  dirimir  sus  controversias^  por 
kt  Via  de  las  amias,  tenían  tambim  las  üoiversidades ,  y  que  la  de 
estas  tuvo  lugar  por  los  actos  de  Corte  de  1358  y  1431 ,  y  que  por 
cottsiguienfe  desdeesta  época;c«mdo  menos,  so  debieron  quedaí^ 
le»  á  los  vasallos  de  seicdo  partieslM^  mas  que  Jos  medios  fórales 
M' sacudir  su  jurisdicción,  manteniéndose  en  el  dominio  útil  de  las 
tierras  que  poseían. 

Ni  haUe  inconveniente  en  aceptar  este  diotámen»  m  «na  vez 
aceptado,  puede  agravarse  la  condición  de  m  vaeallaje^  toda  vez 
que  aun  en  este  caso  éMtes  tan  fácil  salir  de  él ,  según  se  ha  indi- 
cado anteriormente.  Y  convengo,  además,  en  que  abolido  el  dere- 
cho de  guerrear ,  habría  de  ser  grave  la  j^a  de  los  que  echaseis 
mano  del  antiguo  derecliío'Selns^reccíoñ ,  y  que  acaso  se  castiga- 
ría desde  nn  principio  este  delito  con  la  capital,  que  posteriormente 
se  vé  establecida.  Pero  del  mismo  rigor  con  que  se  procediera  en 
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4M  .  u  .um$téwmvutBiMSM^ 

^6  puma»  7  Mi  It'  pMHtaAjerádkehMl  kt 

^icmom  di  €Mt  <pdM4  fMMdea  oúr  yíokhiM  «aatM  «pnpMM 

«a  cMára  de  las  ati#dM  <to  poMtai  iriMhilft« 

Claro  (Mi  qiit  4e  k  á^ireia  «M  9ie  M  «toaligik^  ^ 
iosQrreocíM  (tblervk^  antas ,  ya  qaa  na  saadoaada ,  p«r  WMlril 
leires^  pftci4ck  y'delieiMatíNii.qw.ak4em9ob áet  legMadar  íoá  al 
4i  protagar  ka  'mUMvm  fiomWas  oanArt  fa»  Tafl^lloa  ^hq  miaMastft 
desconocer  la  jurisdicción  ó  potestad  de  sus  señores »  y  qna  ka|E> 
aate  puntan  ét  viata^iiMefalaraKd  tay  7  at^faítoADmaoaerüia^Mi 
<pe  meaoacakffíiaa^ataiitos^aiaHatoi*    ^  7 

Paaa  libu  de  aalii  oisaMtpntacdbn^aaiifia^aasaiatM^ 
loe  aenaresr  emitía  ana  xasaHoB;  sb  deipi|eaé&q«if  loé  laiariai  éa 
pateatad  ^olnla^  la  sale  aai  efían  ieo^i¡oaidos  péritniatnas  layeik 
no  solo  no  exkKaii  da  daradkaea  imlro'iMBay'  sina  <fnafde  kuk§ 
bebían  de»4iareek)a.  ya  eÉ  anestfií épéca*  .1 

El  mianai  f aeaa  ^uat  ooiirMnl*  i%ar  eaetifiba  la  m8arreiNÍa»4a 
las  vasaUoe^  prahüía  aepreñ  y  tBtniaaaleaiaBM  (fa»p«ad«  I»  Jtf- 
^rí$dicciom  iBeamid  peeoeiaf  oemta  ésta  tshee'  dé'^deltteei  7  «Mft» 
^e  aa  saacioa  fiemi  eéHeipoade  i  la'  opünaiia.  ¿Oteda^  paa^ 
^stta^  ehtooeee'  ak  parienjafíedlibcío^ai  de^ltfsanéffésft  t  Malte  ^1^ 
jiítfMM  ofciotetodoiloafMna  qvotán^  ni'anBoa|wMÍMoa4|aroar 
jurisdicciatL  é^  üimgssi  géaoixit  Si  oapádé  ea  Iraü  dé  fijIaMWr 
ana  ariiaréis  imponieádb  pent-^feüBaevta  áloe  «aaaMas  foe  paf.?áts 
4c  keehD  lea  deaeeiaaéHM^  eedaaegé  i  lasaaina^  laÉIarjaBeiía- 
^mmalea  oea»  da  poiaeted  ateoktlv,  e)  ^aa^iíai  ije^ukh!.  jtíMik 
<Qion,  da  todojMMbr^  ^ajb  podremos  caasÍBaap^eieiütifeMedli 
4qiiella,/sL  éa  el  acto  dé  plNieagélla*  apaseoiati«t|oWBa'y  amana* 
^ematíaadaaf  Tdmaaeaalaiíndieaaíaa^  na  á  la  aedeaidad  4lNitaa0t 
de  añadir  iMNíTos  bigiiniaaÉoiíteaiBa-lataiiáleneia  deliittdaiíiiiOfrMt 
4I  oeino  daAragto;  «íBoiMaibíe^iíaabra  dar  íMíoQiaiDalF  imalia 
legales  en  esta  materia,  pues  por  lo  demás ,  ni.naoeeito  da»  oafopmr 
^aato  ais.  iataüiganiaaaav  ni  ifnpartan  lania  esim  á  ai  ft^gUíto 
ifüd  no  pw4a  Ipfaoeíadif  da  aUaav    . 
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•  ■ ' '  ' ' 
ífa  ley  4 ,  tít.  X  de  ln  P»ítid^  V  f  4ic^'.  fB|??  si  ía?ea  t^leyU^ 
cpie  el  nao  ouiesae  tjoda  U  g^^i^w^»  é  cH^^  om,  oaiesse  p^^te  efi 
la  pérdid^i;  <^  toda  la  p^djd^  fi^iw^  j^nya  é  ooi^pviiesse  parte  ev 
Ia{;apancí3.;  npp  Y«Jdj:ía  ej  pl^ftoi  qn»  d^  f^t^  guisa  piisiesi^iu  t 
4al  compaKa  co/opia  esta  llaman  la»  leye^  looaií^-^ 

{)e ta simrie tectuiA ^^  frqgwexMo ^  1^ lej^íDie qveda  trana- 
crito,  puede  inferirse  qae  la  cnestiop  plaiHOfKta  4ependjei  w  W 
to4o  de  la  sigoiQ<^i<m  que  %^  4i^  Ift  palaj^a  f^a^  Si  se  r^ere 
al  cQotcatp  dQ  sqcieda4/sef^  w^lg  Ufá^Ür  tV  fil  font^ario  si  si^ft* 
miu  á  la  4^0^  ó  cwrafiqioada  ^  de^giiaMa4  d^  1^  c<^iulí<^ 
nes  de  los  socios.,  solo  ella^d^l^  «fT  JWteü  W^Aap^  w  ¡m  <to«M^ 
.subsistente  el  qoAtratou  i 

¿Y  cn41 4e  ^as  4os  sigaificacúQQes  d^  dasse  ^n  el  oaso  pn^ 
puesto  i  la paMwft  pl^yto?  ^  fsM>  fe  baila  toda  la  di^cujtad  df^  (a 
ley.  Ea  e}  Fu«cfi  Jii^>s  ^^  las  Pactidaa  la  p^toa>;'M^«igni(i»a 
lo  lujsivp  <p&  pa^^io»  ooiavao^  t  fiomrato,,,  y  e^  «ü^^ificacio^  d«Á^ 
la  dificultad  eo  pié,  porque  pleyto  ó  contrato  es  la  socie(|^^  y 
pl^yto  ó  poicto  e^  la  i^l^soU  IfiOW^a.  .No,pw)i^Ailo^  pue^  ^  encootrar 
ea  el  tenoir  literal  4e  I»  leff  )a  re^luc^  A  *»  4¡^I»a4  PíPpnwfci. 
debemos  bi»scaf  en  su  le^írU^ ,!«.  intf((|f^iou  que  pa^e^^a  v^ 
aceptable. 

Para  sostener  la  opinión  de  que  el  contrato  es  Tálido  y  solo  A\i|a 
la  oláusala  Ae;  c»xM^t  lf^9  piiw^v  W<^^  estqs  argu- 
meatos:  ,  , 

1,^   QiM^l(^pa^Iff9?4e:lA)Wr<w)»PV^jUi^ 
«e  refieroA  &  la  d^oiMila  y  ha  4  l|S(wí$4^:;  mffs  ^ifofet^f^^,  es 
dewJooqpeyatiaaeaMaal<;c#yenio4(KlfPia^     . 

s^""  Qtto  pawJiQ  fmmilir^  coa  el;  Hik.i^.  mi^f  qua  e^  |a 
participación  ef^#flu9r:o^|ttfpqH^^«N»M 
Jugar  la,C(tglf^  (^«^««n^^My^^  ({tjoDiao)!^     sadartir  1;^  »^ 
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nancias  y  de  contribuir  á  las  pérdidas  cuando  con  pactos  lícitos  no 
se  ponen  cláusulas  especiales. 

S.""  Que  según iategia  de  que  Id  Afill&o  se  vicia  por  lo  inütíJ, 
ni  lo  licito  por  lo  ilícito»  debe  subsistir  el  contrato  á  pesar  de  la  nu- 
lidad de  las  cláusulas. 

No  podemos  avenimos  óon  esta  opinión.  Creemos  que  la  ínter- 
pretadon  sacada  de  las  palabras  de  la  ley  ^  forzada,  y  que  es  em^ 
peno  vano  querer  aplicarlas  tn  determinado  sentido.  A  nuestro 
entender ,  tan  efímeros  son  los  argumentos  que  del  testo  legal  se 
deduzcan  á  favor  de'  una  opmíon  coüio  de  la  otra:  no  debe  darse 
tormento  á  las  frases  ni  k  las  palabras  para  hacerlas  aparecer  como 
'esplicativas  de  lo  que  ño  se  entiende  con  facilidad  por  los  que  con 
detención  las  examinan.  Semejuite  manera  de  alambicar  podría 
parecer  ingeniosa  en  las  escuelas  cuando  se  tenia  por  obligacioa 
impugnar  una  verdad  legal  que  no  admitía  contestación,  pero  nunca 
podrá  ser  un  argumento  serio. 

No  tíene  mas  fuerza  el  segundo  de  los  motivos  indicados ,  sino 
que  por  el  contrario  es  mucho  mas  débil.  No  puede  ser  argumento 
bastante  para  considerar  válida  una  sociedad  el  que  pueda  cum- 
plirse en  diferentes  términos  dé  los  estipulados:  es  necesario  ade- 
más que  pueda  cumplirse  dentro  de  las  bases  esenciales  que  deter- 
minaron á  los  contrayentes  á  celebrarla:  de  otro  modo  falta  el  con- 
trato del  consentimiento  sin  el  cual  m  bun  se  concibe,  es  insubsis- 
tente. T  que  este  consentimiento  no  eiáste,  lo  demostraremos  al 
manifestar  los  motivos  que  tenemos  piará  no  reputar  válida  la  so- 
ciedad. 

Es  cierto  que  lo  din  nó  se  vicia  ^gun  regia  general  por  lo 
inútil,  ni  lo  lícito  por  lo  iHcíto,  pero  este  argumento  no  resuelve 
la  cuestión  sino  qué  la  dá' por  reéúelía.  La  Validez ,  la  legaUdad 
de  la  compañía  no  puede  suponerse,  debería  probarse  para  que  tu- 
viera ftaerza  el  argumento. 

La  opinión  de  que  la  cUMísula  leonina  iricia  toda  h  sodedad,  nos 
parece  mucho  mas  aceptable,  porque  es  mas  conforme  con  hs  ftien- 
tes  de  nuestro  deret^ho  y  con  la  naturaléta  áñl  colitttrato  de  sociedad. 

A  falta  de  ley  nttestfa  espresa  que  lo  diga  de  un  modo  termi- 
nante, tenemos  una  dU  Digesto ,  4e  donde  tomaron  las'  Partidas  el 
fragmento  que  antes- hemos  insertado.  Eria  ley  del  Digésto  áque 
nos  referimos ,  que  es  bi  49  del  tít.  nnfel  \&.  X*VH ,  en  su  párrafo 
segundo  se  copian  estas  pálabrais  del  juriseonstdto  €Ipiano:  tArísto 
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refert,  Cassium  respotidisse ,  societatem  talem  iniri  tum  posse^  ut 
aUer  lucrum  tantum ,  alte^'  damnum  sentiret :  et  hanc  societalem 
leoninam  solitum  apellare,  Et  nos  consentimus^  talem  sodelatem 
nullam  esse,  u$  aUer  lucrum  setiHiM^  aUer  vero  nuUum  lucrum, 
sed  damnum  sentiret.  Iniquissimum  enim  genussodetatisestj  ex 
quáquis  ikimnum,  non  etiam  lucrum  specíat.*  Se  vé,  pues,  de  qaé 
modo  tan  termioaate  resolvió  la  caestioa  el  derecho  romaDo.  T  ¿es 
de  creer  que  nuestro  legislador  de  las  Partidas  tuviera  el  propósito 
de  separarse  de  esta  decisión,  y  mucho  menos  en  una  materia  en 
que  tanto  la  seguiaT  T  sí  Tuera  este  su  propósito,  ¿hubiera  dejado 
de  espresarlo  de  un  modo  que  no  diera  lugar  á  dudas ,  aunque  no 
fuera  mas  que  por  evitar  la  interpretación  errada  que  los  juriscon- 
sultos, tan  empapados  en  el  espíritu  y  decisión  del  derecho  romano» 
darían  al  precepto  q^e  en  términos  tan  oscuros  se  oponía  á  la  doc- 
trina dominante  en  aquellos  dias?  No  lo  creemos.  Por  esto  hemos 
dicho  que  las  fuentes  de  nuestro  derecho  estaban  conformes  coa 
nuestra  opinión* 

Pero  si  dejando  aparte  el  principio  de  autoridad  doctrinal  en  el, 
terreno  del  derecho  c9nst¡tuido,  nos  fijamos  en  el  constituyente» 
meaos  dudosa  puede  ser  la  resolucioQ.  Base  ineludible  es  del  con- 
trato de  sociedad  la  participación  de  todos  los  asociados  en  el  lucro: 
cuando  falta  esta  circunstancia  esencial  no  puede  subsistir  el  con- 
trato porque  está  viciada  en  su  origen  la  obligación^  pues  que  le 
falta  el  interés  común  de  los  socios  que  es  la  causa  del  contrato ,  y 
el  contrato  sin  causa  es  insubsistente. 

La  pretensión  de  que  considerando  como  no  escrita  la  cláusula 
de  carácter  leonino  se  tenga  la  sociedad  como  sujeta  á  las  condicio- 
nes ordinarias  de  este  contrato  y  de  que  por  lo  tanto  sean  propor- 
cíonalmente  iguales  las  ganancias  y  las  pérdidas  de  los  socios»  es 
opuesta  á  la  voluntad  de  los  contrayentes  que  de  un  modo  esplícita 
manifestaron  que  no  querían  contraer  con  tales  condiciones.  Querer 
que  subsista»  equivale  así  á  dar  como  bueno  un  contrato  en  que 
&lta  su  mas  esencial  requisito»  el  consentimiento  de  los  que  lo  ce- 
lebran» y  lo  que  es  mas  ir  contra  este  consentimiento ,  y  todo  esto 
para  <kir  vida  y  modificar  un  contrato  que  sie  ha  hecho  en  contra- 
dicción abierta  de  la  ley. 

fein  deiei  ie  |i  Sena* 

TOMO  XVU.  *3 
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LIS  CARTAS  DE  6BACU 

OOMO  0011  T  GOMO  WfBBEM  GOHBIDBEAB8B. 


puteM  quesehíteüm  emaréo  s$0é»* 
9enMa  hUyde  Mwes  que  ícm  per» 
mitió,  1^  Saláy  ümlraHon  al  ie^ho 
Realde  E$paña.  Tomo  i^^ 

Llámase  atrta  de  grada ,  y  por  tal  emendemos  en  la«Mt)Ba  de 
Aragón,  ei  pacto  de  rettovendendo  qae  suele  establticerte  en  algn^ 
nas  ventas,  y  qne  coniste  en  qCie  el  comprador  de  una  finca  se  obK^ 
gue  á  devcÁveila  á  la  persona  6  familia  de  qnieti  la  recibió,  é  ikm^ 
pre  y  cuando  te  reintegra  ^  ^^  ¿  los  snyos  «de  la  suma  que  por 
<!fla  ha  dado,  ó  al  espirar  el  pla^o'de  dos ,  enálit>  6  mas  anos  que 
algunos  estipulan ;  devolviendo  también  esa  cantidad^  perabida  ni 
entregar  h  cosa.  Es  por  consSgaieme;  una  venta^coofideiMd;  paasto 
que  el  llegará  ser  absdlota,  depende  Se  q«e  qorten  am  vende,  M 
quiera  ó  no  pneda  usar  del  derecho  indefiniílo  é  determinado  «|ue 
se  reservó,  de  redimir  su  fiáca;  á  lá'tnattera  quefsn  las  ventas  alH 
sohitas  ó  no  condicionales ,  Héga  á  faax^ene  la  entrega;  si  bien  la 
obligación  de  retrovemOerlk  eta  el  prhnet*  taso,  demtMIim  que,  a^^ 
niás  del  goce  de  sus  rentas,  coMo  premio é  Htterés  del-dinero,  sele 
dá  una  prenda  en  seguridad  de  su  importe;  *ó  eapitel  'prestado.  &* 
tan  conformes  los  cometftaddres  del  detethft;  ehqm  el  llamase 
carta  de  gracia  este  contrato,  es  porque  la  daneíM  de  ios  efeoos 
de  la  venta  pende  prebísámenee  dé  la.  gracia  qotí  hace  él  vendedor 
en  tardar  á  redimir  ta  cosa  frucCiñeTa  que  cedió;  y  et  ceiebte  ins^ 
tílntista  valenciano,  D.  Itan  Sala,  le'  ttamá  retracto  coirre&eioiudy 
que  reconoce  ser  freeuentfóimb  en  elreino^  de  Vál^iieia; 

Es  indudable  la  utHtdad  qtte  elcompradbruqiovta,  porque  boih 
ca  dá  por  la  cosa  todo  sü  Tálor,  &préím>  drhi  ínsQ^fúidid  de  con* 
servarla  en  su  pod^fr,  mediante  la  factíltáddewdimMa  ^ue  se  ve- 
serva  para  si  y  los  suyo^  el  ^entfedor^  Y  por  tmm  de  ^e  eépone: 
en  este  necesidad  de  numerario,  aprovechando  tochas  loa  ^hifosde^ 
la  cosa,  q^e  como  sujfai  ooi^i:i^.áf  manera  de  venta  hasta  que  se 
le  redime :  luego  á  su  favor  es  la  gracia  que  dá  nombre  á*  tal  carta 
4  escritura.  Jamás  al  vendedor  le  es  útil ;  á  no  ser  en  el  sentida 
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qae  liftce  relftcron  á  la  neoosMad  qae  toha  llerad^i  buscar  por  este 
medio  capitales  para  sus  empicas,  ó  para  s«s  apremiantes  urgen*» 
cías,  faltáuMe  et  suBeieute  erédíto  para  adquirirlos  sin  la  garantía  ' 
<|ue  la  Boca  presta,  y  sitt  el  estimulo  que  produce  en  el  ánimo  del 
comprador,  la  consideración  del  mayor  producto  de  los  frutos  de  fat* ' 
cosa,  que  el  que  pudiera  darle  el  premio  ó  interés  del  dinero  que 
permítia  la  ley.  Hé  aquí  la  razón  de  haberse  podido  reputar  basia 
el  dia  como  usurarias  fas  cartas  d^  gracia,  resultando  de  este  nodO' 
una  contradicción  evidente  en  la  legislaciob,  que  por  una  parte  au- 
tdiñaba este  contrato  yporolra  tasaba  d  intetés  del  dinero,  kM 
-cuál  es  á  no  dudar  et  pacto  antipirético  reprobadopor las  leyes.  Loa  • 
autores  todos,  que  sobre  eete  particutar  he  consultado, «onvioMi- 
en  que  d  que  vende  á  carta  de  gracia  no  quiere  vender,  sino  8oIq<- 
rfemedíarsei  y  asi  lo  sugiere  el  senfido  común,  y  por  ello  se  resenrH' 
et  derecho  de  redimir  que  «n  la  mayoría  de  tos  casos  es  ilusorio,  «n^i 
ptrede  ejeréittirlo  per'  <ju^  siciiandií»  contaba  con  los  réditos  detiM 
finca  asi  veMida,  nó  pudo  evitar  su  enajenación,  y  hablando  aoftl 
teda  propiedad,  s«  eftipeSo,   ¿qué  probabilidad  hay  de  que  á'ka/ 
cuatro,  sefe  6  ocho*^os,  consumido  et  escaso  capital  que  ella  ledi6i 
y  no  habiendo  contado  con  éss  réditos  ,  lo  pueda  devolver?  Satí^^ 
pues,  las  carias  de  gracia  im  mal;  pero  un  lAal  neeesario,  el  menor 
<{elo9  males  que  la  demanda  de  capitales  exije.  eses  mismos  auto^' 
res^áque  me  refiero,  las  suponen  en  su  esencia  un  préstamo  con'' 
hipoteca  establecidúí  á  la  sfmém  ^  bi  toy  en  ta  forma  que  algonoi  i 
detallan  e§elusfvamente  á  la  ffrénda^  y  esos  deberían  ser  sus  eÍQC'*> 
tos,  por  mas  que  la  codibta  de  algunos  eapitaüstaste  pongff  el  noni^* 
bre  de  venta  iÉondícional  é  de  pacto  de  reiretfieadettdo,  para  que  ai* 
fenecer  el  plazo  sin  podetf  redimir  el  vendedor,  m>se  jasiipr<9oie  fati 
ftttca  y  poder-haceria  suya  «I  coibpradof  ^medíanle  el  titulo  de  do-^ 
minio  absoluto-,  que  vulgarmente  se  coMce  per  venta  á  todas  pasa*^ 
das,  qtie  es  indispensable,  y  para  no  tener  que  abonar  la  diferenoi»' 
del  valor  de  ella  reconomdó  por  los  petítas ,  con  el  dinero  entregáis 
tto^,  uo  CNonténüSindose  oófrtoher  sacado  los  réditos  de  él,  en  los  fhn 
tos  de  laeosa,  sbp(Sirier  envincho  al  que  ta(l0y  peraáitía  (meftiéndo^ 
Ét  en  el  anlíiñrerfs),  y  qáéi  eft  vendedor  eubm  todo  el  valor  déla 
misma  que  ettajeUtt>  httbidndo  pagado  todo  el  >  Interés  del  eapiíak 
utilizado  sittqfHJbaij^Malveadidoieiipf^edad,  «lientras  que  el 
eomprador  la  consigue  k  menos  prétío,  itttpbuíendo  la  ley  iutaoml 
ét  lasicireuiistanoias  al  que  soKeitd'iiia  fandosé  '     '^ 
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No  fie  usa  «1  coiCralo  de  prenda,  porque  ea  él  los  frutos  de  hh 
«osa  cedeo  á  fa?or  del  du^o,  y  el  acreedor  no  tiene  sobre  ellos^ 
f>tro  derecho  que  el  de  írselos  datando  i  cuenta  de  la  cantidad  que 
se  le  adeuda;  y  para  que  se  usase  franca  y  paladinamente»  con  sos 
x^ondicionesleigales,  convenientes  á  aml^  partes*  necesario  era. 
prohibir  el  pacto  de  relrovendendo.  Este  podia  ser  el  medio  mas 
propio  y  eficaz  para,  remediar  tos  abusos  que  con  el  titulo  de  caru. 
de  gracia  se  cometeui  como  lamenta  el  célebrelnstitutista  ya  citado^ 
y  reconoce  igualmente  el  ilustrado  profesor  de  la  Universidad  de 
Valencia  D.  Salvador  del  Viso.  Lo  que  observamos  boy  ea  este 
contrato»  es  que  en  cnanto  á  tos  efectos  que  haqen  relación  al  com- 
prador, es  el  de  préstamo  con  réditos  é  hipoteca»  que  toma  las  for» 
mas  del  de  prenda»  puesto  que  se  queda  ya  con  la  finca  i  título  de 
coaq^ra  y  percibe  sus  frutos;  no  obstante  que»  en  realidad»  aun  esta 
no  es  definitiva»  £altándole  el  carácter  de  absoluta » que  es  el  desis«^ 
timientp  del  derecho »  por  lo  cual  puede  el  vendedor  recuperarla^ 
luego  hay  de  por  medio  una  condición*  Pero  no  así  en  lo  que  at 
Tendedor  hace  referencia»  porque  ea  caso  de  no  poder  redimir,  na 
percibe  el  tanto  mas  valor  que  suele  tener  la  finca  abandonada»  re- 
lativamente á  la  suma  que  se  le  dio  para  salir  de  sus  apttrqa. 

Todas  estas  causas  hm.  contribuido  á  desvirtuar  compleiamente 

las  carias  de  gracia,  que  no  se  hacen,  diee  Sal^t  con  la  pureza  que 

se  Jiacian  en  los  tiempos  de  Moisés,  y  clama  por  su  prohibición»  6^ 

)al  menos  porque  se  impidan  los  perjuicios  que  ocasionan.  El  s^r 

del  Viso  en  su  obra»  reconoce  los  abusos  ^ue  se  oometea  en  esta 

clase  de  ventas^  por  haber  servido  hasta  el  presente,  como  medio  de 

percibir  intereses  crecidishios  de  la  suma  que  se  3uponia  entregada» 

por  precio  de  la  cosa »  cuando  en  realidad  no  era  ims  que  un  fr¿$* 

tamo  con  réditos  qm  no  mUerbtm  la$  l$ye$.  D.  Damián  de  Sogravo- 

en  sus  Elementes  de  derecho  mercantil^  se  apoya  en  lasnismas  ra- 

Kmes  para  creer  que  la  retroventa  más  es  un  préstamo  con  hipoteca 

que  solo  por  necesidad  admite  el  llamado  vendedor,  quien  lioíla^ 

mente  manitíesta  no>er  su  ánimo  enajenar  la  cosa»  y  que  el  oom-^ 

prador  no  aceptaría  bajo  condiciones  que  parecen  poco  favorablefr 

para  él »  sino  por  el  lucro  que  realmente  le  reporta*  Zúüga  en  sa 

Biblioteca  de  eseribanoSt  tratando  de  este  mismo  pacto  esplica  1» 

ley  de  Partida  en  el  sentido  propio  para  ¡«^[ledir  las  sapercberiaa 

que  generalmente  se  lamentan  y  dicte;  cque  empeñando  alguna 

cosa  en  seguridad  de caAtídadprestada  coa  la  condícíeii  d«  qna n« 
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Mlevolviéndose  en  tí^to  día,  qaede  aqnelta  en  calidad  de  comprada 

^r  et  pre^üista  és  válida  la  renta  si  sobre  la  suma  entregada  á 
préstamo  se  completa  su  valor  fijado  por  peritos ,  mas  no  én  caso 
eontrario.i^  T  por  lo  mismo  el  derecho  vígeate  ea  Cataluña  presa* 

me  contratos  de  prenda  nsurarios,  y  anula  y  sujeta  á  las  penas  de 
la  usura ,  los  pactos  de  redimir  en  un  plazo  determinado  por  un 

yredo  bajo ,  que  media  en  las  cartas  de  gracia.  Luego  debemos 
considerar  dos  cosas  en  estas  escrituras,  ó  mejor  dicho  hemos 
^e  estudiarlas  bajo  dos  diferentes  aspectos;  el  primero  es  el  que 
tfueda  resenado,  el  propio,  el  genuino,  en  el  cual  nada  hay  fuera  de 

ia  Índole  legal  de  una  venta  con  pacto  de  retrovendendo  por  tiempo 

indefinido,  ó  fijo  y  determinado,  llegado  el  cual  es  costumbre,  es 

-jurisprudencia  en  el  territorio  de  Valencia,  y  todos  tenemos  noticia 

-de  casos  así,  y  es  de  ley ,  según  veremos  luego ,  es  de  equidad,  y 

-subsana  los  defectos  y  abusos  que  tantos  escritores  juristas  han  ob« 
servado,  que  autorizaban  estos  contratos,  que  el  comprador  inter- 
pele a!  vendedor  para  que  use  del  derecho  de  redimir,  <i  le  otorgue 
la  venta  absoluta,  y  así  se  verifica,  puesto  que  este  es  el  contrato 

-que  la  ley  no  reprueba  y  que  debe  cumplirse.  Y  bien  el  vendedor 
redima,  6  bien  no  hallándose  con  medios  para  ello,  porque  sus  es- 
peranzas han  sido  defraudadas  ,  no  pudtendo  utilizar  su  derecho, 

•otorgue  el  título  competente  para  que  el  vendedor  posea  en  ade- 
lante con  derecho  estable  la  finca ,  de  la  que  solo  tenia  una  oferta 

^í  no  se  verificaba  tal  condición,  no  se  vé  mas  que  haber  pagado 
mn  crecido  rédito  del  capital  prestado,  tal  vez  proporcionado  al 
apuro  con  que  tuvo  que  buscarle.  Siendo  como  debe,  ninguno  de 
los  contratantes  es  perjudicado. 

Estas  son  las  cartas  de  gracia;  así  deben  considerarse;  y  usu- 
rarias como  fueren,  así  las  ha  reconocido  el  derecho  patrio,  y  este 
€8  el  uso  general ,  y  así  y  todo  han  podido  producir  beneficios ,  y 
aun  pueden  prestarlos  hoy  mayores  revestidas  de  la  equidad  que 
les  faltara,  ya  que  la  ley,  aunque  con  algunas  condiciones,  ha  le- 

•  yantado  la  tasa  del  interés  del  dinero;  y  en  defecto  de  bancos  y  de 
otros  medios  para  proporcionar  capitales  á  precios  asequibles  á  la 

-  industria  y  á  las  necesidades  de'  la  familia,  y  mientras  se  quiera 
buscar  y  se  encuentre  el  modo  de  llenar  el  vacío  que  deja  la  rotura 
del  límite  legal  de  los  intereses,  que  enfrenaba  la  usura,  como  me- 

^io  social,  pueden  ser  las  cartas  de  gracia,  así  consideradas,  el  me- 

'nos  gravoso,  el  mas  proporcionado. 
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En  este  c<Hitrato  puede  bo  ser  tan  dañoso  i^  el  piecie«Mr  J»)o^ 
y  desígiuii  al  terdadero  valor  de  la  fiüica  empeñada,  porque  d  paao 
que  el  oomprador  se  reembolsará  del  que  dióy  pereibieade  lot  m^ 
BIOS  fratos  que  si  el  valor  faera  eí  justo  ^  el  vendedor  podiA  deveir 
verlo  mejor  si  fuese  bajo,  ya  que  bastajido  á  sus  ne«eadades  aa 
tuvo  precisión  de  adquirir  mas  cantidad;  y  como  ha  de  ser  ialer- 
pelado,  podrá  redimir  la  finca;  y  la  garanta  de  lo  mas  qae  eUa  vai- 
Uese  podría  proporcionarle  lo  que  le  faltara. 

El  segundo  aspecto  bajo  el  que  se  presentan  las  cartas  de  grar 
eia  al  estadio  y  consideración  de  los  juristas ,  es  el  de  pacto  ooiai^ 
sorío ;  el  ctíal  consiste  en  que  á  esta  misma  forma  eseríturaria»  se 
ingiera  un  pacto  que  se  intenta  velar  con  el  crespón  de  reltovoi- 
dendo,  del  que  se  deduce  que  si  dentro  del  plazo  convenido,  no  re- 
dime el  vendedor  la  in€a,  cumplido  él ,  al  siguiente  dia^  una  hora 
después,  ya  es  esta  á  todas  pasadas  del  comprador,  sin  que  pueda 
intentarse  redencioa,  ni  venga  este  obligado  á  concederla ,  porque 
así  se  ha  convenido  ea  pacto  especial. 

Dice  la  ley  1/,  tft.  13  de  la  Partida  5/,  que :  peñe  $s  propish 
mente  aqueüa  cosa  que  un  orne  empeña  á  oiro  upoderánéose  deUa^ 
-itf  mayormente  cuando  es  mueble.  Mas  segund  el  largo  entendimieii- 
to  de  la  ley,  íoda  eosa,  qaier  sea  mueMe  ó  rtm  (pte  sea  empeñada 
ú  oíri,  puede  ser  dicha  peño ,  maguer  non  fuese  entregado  della 
^quel  á  quien  la  empeñasené  B  son  tres  maneras  de  peños.  Lapri^ 
fnera^  es  la  que  facen  los  ornes  entre  siáesu  voluntad,  empeíiando 
de  sus  bienes  unos  á  otros  por  razón  de  algtma  cosa  que  deban  imr 
é  facer,  cíe.  Es,  pues,  viifto  que  la  prenda  ó  peno  puede  coostítuúr- 
sCt  ya  sea  la  cosa  mueble  ya  sea  raíz,  porque  cuando  esta  ley  dice: 
tmayormeníe  si  es  mueble,i  este  mayormente  hace  relación  á  otra 
cosa  que  no  lo  sea «  es  decir ,  ¿  la  raíz.  Pero  no  se  qume  dar  al 
contrato  el  carácter  espKeito  de  hipoteca,  porque  pase  á  manos  del 
prestamista  la  finca  á  rendir  sus  frutos;  ni  tampoco  el  de  prenda, 
por  no  dejar  de  percibirlos  y  por  no  abonar  al  deudor  el  mas  valar 
^ue  ella  tuviese  respecto  al  capital  prestado,  si  no  pudiera  redimir, 
tomo  manda  la  ley  i2,  tíL  13,  Partida  6.\  porque  siempre  cu/en* 
tan  los  vendedores  con  esta  imposibilidad , ;  ha  tenido  que  vemrse 
á  la  venta  condicional  de  que  me  ocupo,  pero  con  el  pacto  especial 
referido ,  que  tiende  á  burlar  la  que  esta  misma  ley  prohibe  en  es- 
tas palabras  :  é  por  ende  decimos  qm  si  algún  orne  em^tíkue  su 
tosa  á  otro  á  tal  pleyto ,  didende  ^ :  ai  i^^a  ngn  quítate  este  peía 
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ftitía  Uú  dto»  «(orgo  gite  sea  vuestro  dende  adelante  por  esío  que  me 
pgetíaeSf  ó  que  sea  vuestro  eomprado  ^  que  tal  pleyto  como  este  noa 
áüevaier. 

JÜtosa  bi0B»  desde  el  momeato  ea  que  s«  nos  presenta  una  veiH 
4a  qae  bo  e$  absoluta^  que  ao  ^netitye  con  la  entdrega  dé  la  cosa  j 
«I  precio,  sia  otra  respoBsabilidad  qne  la  eviecion  y  saneamieoto  en 
Jas. casos  del  dorecbo,  aates  por  el  oonlrario  qaeda  abierta  la  paer-* 
4a  del  contrato  para  que  el  qtie  dá  i  otro  su  dinero  vuelva  ¿  recupe- 
'«rio»  asi  eono.la  fi&ea  el  que  se  desprendió  de  eUa,  en  virtud  de 
iéditoa  y  prenda  dé  él,  ¿no  diremos  con  toda  seguridad  que  ella  vir- 
4Balaienle  es  un  préstamo  con  interés?  T  sí  vemos  que  entre  sus 
-jp«etos  y  condiciones  bay  uno  especial  que  dice  que  si  dentro  de 
-determinado  plaxo,  el  que  allí  se  llama  vendedor  no  vuelve  el  di-p 
Aeto  qne  le  entregó  el  por  correlación  llamado  comprador,  sin  mdA 
tabene,  na  otro  contrato  ni  otro  título  traslativo  de  dominio,  que  el 
<pm  ya  resulta,  quedase  la  finca  definitivamente  por  suya,  sin  po- 
éet  ser  reeonvenido  para  la  retroventa,  auaque  se  llame  la  venta  á 
bastía,  de  gracia,  y  sin  estar  obligado  á  verificarla  por  quedar  ya  fe- 
McU»  e$U  derecho  por  pacto  especial,  ¿no  diremos,  puesta  la  mano 
sebee  el  coraaon  y  fijos  los  ojos  en  la  ley,  que  allí  bay  una  infrac- 
<áoñ  de  sn  precepto?  ¿que  allí  hay  un  perjuicio  de  tercero?  ¿que 
alU  está  visible  en  su  esencia,  aunque  se  baya  querido  ocultar  ea 
la  fonna,  el  pacto  comisorio?  Indudablemente;  porque  allf  ban  con- 
venido el  acreedor  y  el  deudor,  que  si  este  no  satisrace  la  deuda 
en  el  plazo  señalado  haya.aquel  de  quedarse  con  la  prenda;  debién- 
dose advertir  que  generalmente  el  precio  que  se  confiesa  recibido 
iOa  DMiy  poce  mas  de  la  mitad  del  justo,  es  decir  que  bay  lesión 
enorme.  Este  paeto  es  uno  de  los  probibklos,  es  otro  de  los  que  la 
ley  qne  acabo  de  citar  no  quiere  que  valgan.  El  por  qué,  ella  lo  es^* 
pUea  en  las  sigoientes  frases:  tea  si  tal  postura  valiese  non  querían 
Im  ornes  reeeibir  de  otra  guisa  los  peños  é  vemia  por  ende  muy  gran 
daño  á  la  tierrai  porque  cuando  algunos  estuvieren  muy  cuitados, 
empeñarían  las  cosas  por  cuanto  quier  que  les  dieeen  sobre  ellas,  é 
perderlas  y  anpor  tal  postura  como  esta.*  Lo  mismo  esplica  el  Se- 
ñor D.  Pablo  Gorosabel,  dignísimo  Magistrado  de  la  Beal  Audien- 
-m  de  Canarias  en  su  Código  dtnl,  nueva  edición  rerorraada  y  me- 
jorada, relativamente  á  la  ley  41,  tít.  5.°  que  dice:  Mas  si  la  com- 
prase de  otra  guisa  diciendo  assi  que  fada  tal  pleyto  coíi  él,  que  si 
kt  non  quitase  é  dia  senaiada  que  ftiese  st^fa  por  aquello  que  daba 
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Áobre  ella,  ápeuoBy  enknces  non  valdría  el  pleyto  nin  Id  vendida. 
Y  dá  la  misma  razón  que  la.esplreada  en  la  traoserita  aa^riormeii- 
te.  Luego  sí  no  puede  caber  duda  que  este  pactóos  ilícito»  pocqve 
la  moral  Iq  rechaza  y  las  leyes  lo  prohiben,  ¿qoé  debe  hacerse  cuan- 
do sufire  impugnación  el  contrato  que  lo  lleva  consigo,  hayase  en- 
cabezada y  denominado  del  modo  que  á  los  contrayentes  haya  pla- 
cido? Declararlo  nulo,  como  dno  hubiera  existido,  porque  hay  no^ 
tidad»  cuando  el  acto  se  halla  en  contradicción  con  las  leyes,  p«es* 
to  que  la  nulidad  no  se  cubre  con  la  prescripción,  respetando  ks 
demás  condiciones  que  contenga,  si  están  coitfbrmesooo  eliasy  oot 
las  buenas  costumbres,  porque  estas  y  solo  estas  son  las  compren- 
didas en  la  famosa  ley  1/,  tít.  1/,  libro  iO  de  la  Novísima  Reeopi- 
lacioQ,  la  que  al  esciuir  tas  escepciones,  de  que  na  fué  hecha  etíi* 
pulacion^  que  quiere  decir  promMmiento  concierta  wlemnidai  de 
derecho,  ó  que  fué  hecho  el  contrato  ú  obligaciaH  entre  ameníesy  6 
que  no  fué  hecho  ante  escribano  público,  ó  que  fué  hecho  á  otra  per- 
sana  privada^  en  nombre  de  otros  entre  ausentes^  á  que  se  obligó 
alguno  que  dariaáotro  ó  haría  alguna  cosaf  á  pesar  de  las  que  man- 
da,  que  todavía  valga  la  dicha  obligación  y  contrato  que  fueee  hecho, 
no  ha  mandado  como  pudiera  por  ser  mas  moderna,  que  valga  awi- 
que  lleve  los  pleitos  y  posturas  que  acabamos  de  ver  proscrip- 
tos en  los  Me  la  S.*"  Partida  citada.  Por  eso  ningún  intérprete 
lia  dicho  que  ley  alguna  quiera  que  se  cumplan  pactos  que  ellas 
determinan  como  fraudulentos  é  inmorales;  esto  equivaldría  á  de- 
clarar que  no  los  hay,  á  negar  la  eviden(;la  ¿No  lo  son  el  anticrélí- 
co,  el  comisorio,  el  de  quola  litis? 

Declarado,  pues,  nulo  el  pacto  de  que  me  ocupo,  puesto  en  mut 
escritura  de  carta  de  gracia,  queda  esta  en  los  casos  de  las  le- 
yes 41  y  42,  título  15,  Part.  5.'  según  si  hubiese  ó  no  plazo  para 
devolver  el  dinero.  En  uno  y  en  otro  supuesto  establecen  aquellas 
que  el  que  recibió  la  cosa,  haya  de  avisar  al  que  la  entrega  en  pe- 
no, doce  dias  antes  de  disponer  de  ella  y  treinta  si  fuere  raví*  Así 
las  entiende  y  esplica  el  citado  D.  Salvador  del  Viso,  edgieodo  el 
aviso  relativo  antes  de  llevar  á  efecto  el  pacto;  siendo  de  notar  qoft 
este  autor  en  la  lección  que  dedica  en  su  obra  á  esplicar  los  modos 
de  disolverse  el  contrato  de  compra  y  venta,  llegando  á  la  fielro- 
renta  dice:  asomos  de  opinión  que  tanto  que  se  haya  señalado  aigun 
tiempo  como  en  el  caso  de  que  no  se  hubiese  hedió  ninguna  derig- 
nación,  podrá  en  cualquiera  tiempo  el  vendedor,  üra  haya^Uroiew^ 
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rido  el  pUno  s^teA>;  ara  el  de  beime  qñoi  sino  se  hkto  ningún  se- 
üaUmiento  reseinéHr  el  eontirOOr  «i  awles  ^e  le  interpela  el  compra* 
dor  pura  que  le  devuelva  el  preoio  ó  le  otorgue  escritura  de  venta 
^soluta. 

r  Creo  haber  deslincMe  las  veriüderas  cartas  de  gracia,  que 
pueden  llamarse  legales,  y  las  «muladas  cpie  no  soa  otra  cosa  que 
el  pacto  comisorio,  inmoral  y  prebibido  en  eonsecnencia  por  las  le- 
yes ;  me  parece  haber  puesto,  «unqne  saperícialmenle ,  bajo  un 
fmnto  de  vista,  las  ventajas  siquiera  sean  relativas,  que  aquellas 
proporcionan,  y  los  perjuicios  absolutos  de  estas,  asi  como  las  ra- 
zones de  consideración  y  apoyo  de  las  verdaderas,  y  las  de  nulidad 
<;on  todos  sus  efectos  de  las  felsas. 

El  compromiso  contraído  con  un  amigo  y  apreciable  companero 
^n  cierta  consulta  sobre  la  pregunta  siguiente,  es  etinioo' móvil  que 
me  ha  obligado  á  la  publicación  de  este  escrito.  ¿Se  invalidará  una 
€ttírta  de  gracia  que  Heve  el  pacto  de  que^si^m  el  plazo  de  dos  años 
no  redime  el  vendedor  la  finca  vendida  por  peco  mas  de  la  mitad 
•del  justo  predOy  ó  quedará  en  absoluta  propiedad  del  comprador  sin 
mas  abono  ni  poder  ser  obligado  á  la  retroventa  por  haberlo  asi  con- 
venido  por  pacto  -especiafí  He  emitido  mí  opinión  firanca,  leal  y  ca- 
tegóricamente, apoyada  siempre  en  la  Tason  de  la  ley  y  en  el  pare- 
cer de  célebres  autora;  no  debo  abusar  mas  de  las  páginas  de  la 
Revista  ,  coosagrada  á  mas  de  una  cuestión  y  á  diversas  materias 
tan  útiles  como  ésta  para  él  interés  público,  reservándome,  sin  em- 
bargo, tratarla  en  otra  ocasión,  si  me  persuado  de  que  hay  nece- 
^dad. 

J«sé  Haría  Roy«  j  Haháano. 


DELiOPaONDOTAL. 

Es  un  privilegio  que  tiene  en  CataluSa  la  mujer  para  oponerse 
^  la  ejecución  que  se  traba  en  los  bteoes  del  marido»  á  6n  de  que  se 
le  adjudiquen  por  el  importe-de  la  dote  y  esponsalicio  ó  donación 
propter  nupcias  que  en  ello»  acredita.  Constüucion  1.*,  Ht,  S."*,  li- 
bro  iJ"  del  Código  municipiü.  Esta  opción  es  muy  frecuente  en  Ca- 
ialuaa  y  sobre  ella  han  escrito  mucho  los  autores ,  señaladamente 
el  inmortal  Fontanella  en  su  obra  de  Pactis  nupt.  refiriendo  los  va- 
rios requisitos  que  son  necesarios  para  que  pueda  tener  lugar  este 
TOMO  xvn.  64 
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privilegio,  que  eiii  lodos  podtedeckievkaea  4  pu»  Íft}t9* 
lífioockm  de  IfttdMe  y  eeponalície;  pidiciaaá  los  deeiád  ocfeado* 
lOsporraioBielmisaMiv  yuchübot  moMoMoá  lo»  beaofidos 
que  las  leyes  conceden  en  este  Principado  á  la  mujer  casada»  ya  tm 
bcreacÍDQde^n8aksliodia.pieel  WMkná^  iOAó^oiftsa  Mlicia^ 
ya  en  te  denáA^oatrito  on  qoo  ^ode  inlanrenir ,  (Mienda  pie«- 
señte  el  beiefaio éA £$fmdú ■  mmulto  V\ámana,  qie  oa  él  está  tm 
EBO^y  seosBctdBálaiWijer^yii  eajpitalo  ti  Aü  Reeogmmenad 
PrvofnSfeñ  eüifm  «edisj^onfi  qno  laiOHiJer  que  se  obiígn  ymk^ 
con  el  Muridoes  el  oontiMode niUio  i^4epé8ili,  no  cota  oUigada 
&  pagar  mientras  faortoni  los>  biotioo  deoK|iitU  y  en  su  defecto  solo 
está  obligada  á  la  mitad,  aunque  Jut^i  jorado  y  reauactado  al  be* 
«efioio  de  did»  Scnado^oiiiiiUry  dciwiho4e  su  bij^oleca.  Consti- 
tttcidn  7,  títiúf^%  üib.  i.\  Y0l«  S^  9, 4ÍL  35v  lib.  9»  y  3,  ÜL.  li,  li- 
bro 7  del  citadoCódigo. 

Ddien  aboBflrsOiadeiiéc  áhi  major  las  oooiae  qoa  se  le  causea 
por  raaon  da  cata  teveerfa  ú  opeioa  dotal»  segaa  la  doctrina  legal 
espaesta  por  FontáneUa,  ckm.  7,  ffi^  2/,  pM.  5^t9ám.  S2;  Coa- 
4¡er,pai'L  1,  oÜDias*  9^^iAnk  5  al  38,  y  fatrt.  i^eap.l,  núm.  93. 

La  opción  dotal  ao  tiene  lugar  oaando  la  ejecoaioase  ba  traba^ 
do  on  los  bienes  del  Marido  pot  aaa  «édiea  oaaüdad ,  según  la  piag- 
mática  dada  ea  Barcelona  áSde  loo  idus  daagosto  de  1374,  qae 
dice  asi: 

«Nos  mandaoms que^  algún  judío  deaiaadaseá algua eristiaao 
tuaa  cantidad  menor  de  diez  'Sueldos^  no  tponailais  que  la  dm^ 
»de  aquel  cristiano  firme  de  derecho  (1)  en  razón  de  esponsalicio» 
»ni  la  oigáis  sobre  ek  pavücular,  porqae  no  queremos  que  por  tan 
«pequeña  cantidad  pueda  la  mujer  impedir  los  pagos  á  los  que  es- 
>tán  obligados  sus  maridos.» 

Mieres  en  el  comentario  del  capítulo  de  las  Cortes  de  Monlblanch,. 
dice ,  que  como  la  razón  de  esta  pragmátioa  es  que  los  gastos  de  la 
oposición  importarían  mas  que  el  pago  do  la  deoda^  debe  l»er  la- 
gar esta  disposición  siempre  que  eoaouria  bi  misma  razón ,  aunque 
la  deuda  sea  iaayor  de  diez  sueldos ,  sieado  empero  módica. 

'  ■       '  <    II m  m        iiü  jt ■  I    

^  (1)  En  lugar  de  Is  eaucioa  eras  prestebatr  tos  yonmaos^  babia  eo  Catalu- 
ña lo  que  »e  llamaba  firma  (U  aret ,  mandada  por  ua  uso,  ^uedice:  Omac» 
hommes  firmare  debent  de  judiciis  et  firma  juris^  que  es  el  título  l.% 
libro  3,  vol.  i.^,  mas  eáto  se  ha  dejado  ya  desde  ffue  se  ímWíeótt  HBgfwnea- 
topwiswnalparalaodniinistraeifDdejasUoiat  . 
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.  Hay  otros^avlores  que  no  admiten  esta  ínierpn^aaien  tanf^s^ 
tensa ,  porque  creen  qae  podría  perjudicar  nuiobo  á  las  mujeres» 
Es^  ^  dicen ,  podría  ser  ventajoso  á  la  mnjer ,  ti  pagando  una  mó- 
diea  cantidad  como  la  de  mil  leales  kabia  de  qaedar  seciifra;  pere^ 
al  dia  Bígnieiyte.  se  le^^dman  otros  mil»  otro  día  otra  cnntídad  ma^ 
sor óuMBior ;  siesupra se eoeontraria  con  lamiwa incertidnmbre^ 

La  dote  se  fa%4enidoeiempre  y  enlodas  partes  por  muy  respe- 
teUe^^pnvUoiiada»  siendo  muf  impórtame  al  bien  común  con^ 
Sfcvar  Ja  dote  á  las  mujeres  paralaprocceasion  de  los  hijos  y  au- 
jnentD  de*  le  poUncion.  Lejt  ig  D.  SotuU  mtírim*  L.  in  bello  §.  me^ 
dio  tmnpore^  B.  de  mfíip.  ac  poftiim. 

fit  marido  durante  el  matrioionio  se  constituye  dueño  de  lo  que 
se  le  dá  en  dote.  Le¡f  i»  {.  1,  y  1^  dotaU  13,  §»  3  (i^  fundo  doíalU 
l^^f  §<  ^^d$  jmt  doí* L,  tifrmMmm.  ^emdwismottu  Al  ma- 
ride es  á  qnien  debe  dMsC'  la  dote^  como  (¡ne  sobre  él  pesan  por  lo^ 
coBHHi  las  cargas  del  matrioionio^  £^  pve  oneríbun,  C  dejur.  dot. 
Fontanella,  ie  paUk,  i,  dam.  6^  jrtos.  1,  por.  1»  míms.  8  y  9. 

Asi  es  que  para  el  cobro  de  la  dote  no  necesita  de  poderes  de  la 
nmjfif,  ni  ba  de  psestar  eaucion  4e  que  esta  lo  aprobará ,  puesto 
que  perlft  coastitucion  dotal  se  le  trasflere  el  derecho  de  exigir 
aquella.  Fontanellav  De  Pmíís  nuft.  % »  dau$é  6 ,  glo$.  i  ,  par.  i, 
núm.  3,  8  y  9* 

Eslo  no  obstante  se  acostumbra 'generalmente  hacer  firmar  kt 
apoca  ó  carta  de  pago  de  la  dote  por  mando  y  mujer;  pero  Fonta* 
•goUat  CímIw  7,  ^s.  3«  puprí.  4^  mima.  i9  y  siguientes,  dice,  que 
•aunque  eslé  irmada  por  los  dos  y  que  ambos  hayan  coofesado  ha^ 
tor  recibido  el  dinero ,  se  presume  que  el  marido  lo  ha  recibido  to- 
do^ citando  para^Uo  viarios  ejemplos.  El  mismo  Fontanella,  en  su 
obra  de  Pactis,  clous*  i4y  última»  esplieael  modo  de  justificar  et 
f^fo  de  la  dote  y  las  ¥ariaa  cuestiones  que  sobre  esto  pueden  ocur- 
Hir^  eegun  las  regias  del  derecha  comun^ 

Asi  en  los  pleitos  de  opción  dotal  como  en  los  demás  en  que  se 
•trate  de  la  pceTet^eDoia  de  la  dote,  es  preciso  tener  presente  el  ar^ 
tículo  27  del  Código  de  Comercio,  en  que  se  dispone,  que  las  es- 
-eátaras  dótales  entra  consortes  €[ue  profesen  el  oomeriáo  ,  de  que 
.M  se  haya  tomada  razón  en  el  'fogistro  ^neral  de  la  provincia  se- 
rán ineficaces  para  obtener  la  prelackm  del  crédito  dotal  en  con- 
-«urrencia  de  otros  acreedores  de  grado  inferior. 

Compete  la  of^on  t  J&mi^r,  tanto  si  la  ejecución  setrab» 
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daraüte  la  vida  fel  marido  cómo  después  &sa  aAierle,  según  ^on- 
tanelía,  claus.  7,  gloB.  2,  parUS,  núms.  40  y  siguientes. 

Como  que  \o^  bienes  del  marido  quedan  gravados  ó  hipotecados 
&  la  restitución  de  la  dote  desde  el  momento  en  que  se  otorgan  los 
capítulos  matrimoniales  que  contienen  esta  promesa  6  la  obligadon 
de  restituirla  en  su  caso ,  naturalmente  se  concibe  que  desde  eo- 
lonces ,  esto  es,  desde  ta  imposición  de  este  gravamen  empieza  á 
contarse  la  prelacíon  de  este  crédito,  aunque  se  haga  efectiva' ta 
dote  después  de  algún  tiempo ,  con  tal  empero  que  se  acredite  edla 
entrega  debidamente  por  medio  de  la  correspondiente  carta  de  pa- 
go firmada  por  el  inarido.  La  entrega  de  la  dote  se  retrotrae  en  es- 
te caso  al  tiempo  en  que  sé  Contrajo' hi  obligación  j  se  impuso  el 
gravamen  de  restitución  en  los  bienes  de  aquel. 

Los  efectos  del  indicado  privilegio  son,  <ine  luego  de  hecha  Ja 
^cíon  se  suspenda  la  ejecución  >  jorque' debiéndose  proceder  á  la 
tasación  y  sucesiva  entrega  de  tos  bienes  del  marido  ala  mujer  has- 
ta cubrir  el  importe  de  su  dote  y  esponsalicio /no  pueden  tenderse 
4ücho8  bienes. 

Esta  suspensión  ó  sobreseimiento  &  lo  menos  d^ia  proveentñ 
por  los  diez  dias  que  la  ley  7,  Ktulo  44,  libro  7  det  volumen  1.* 
concede  para  justificar -los  requisitos  necesarios  para  la  opción ;  y 
por  eso  si  el  juez  pasaba  adelante  en  la  ejecución  y  después  qtie« 
daba  justificada  la  oposición  y  opción  de  la  mujer,  eran  mdos  to- 
dos los  procedimientos. 

Porla  ley  16,  tit.  98,  üb/  44  de  la  Novísima  Recopilación  esls- 
bn  también  prevenido  que  cuando  contra  alguna  ejecución  se  opa- 
siere  alguna  mujer  por  su  dote ,  no  se  mandase  dar  información 
sumaria ,  sino  que  se  recibiesen  tos  autos  luego  á  prueba  con  tér^ 
mino  ordinario  á  la  opositora  por  la  vía  ordinaria. 

Mas  en  el  dia  que  han  sido  derogadas  estas  y  las  demás  leyes 
que  regían  sobre  procedimientos  por  la  Ley  de  Bojnicianiiento  oí- 
Til,  cuando  se  opusiere  á  (a  ^eoucion  alguna  mujer ,  deberá  ante 
todo  calificarse  su  oposición  ó  tercería,  por  ver  si  es  de  dominio  6 
tie  preferencia  de  crédito.  *    í         ■ 

La  opción  dotal,  aunque  no  sea  una  verdadera  lerc^a  de^h^ 
minio»  produce  uoos  efectos  de  igtwl  naturaleza  y  le  es  por  io  tanto 
aplicable  el  art.  996  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  como  así 
lo  declaró  la  Audiencia  territorial  de  Catalofia,  después  de  nna  re- 
gida discusión,  en  el  pleito  segdid»  por  D.  EeequM  Pacer  contra 
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Hártin  Serra,  en  el  qae  compareció  la  esposa  de  este  formando 
Uf  certa  de  date  -y  opei09k  iefal  por  los  bienes  ejecutados  á  sa  marido. 

En  otro  pleito  ejecutiro  y  en  la  pieza  separada  sobre  tercería  de 
dominio  formada  á  instancia  de  Teresa  Arqnés  de  Malla ,  seguido 
por  Jnaa  Aovira  contia  Juan  y  José  MaUa  en  el  juzgado  de  Grano- 
Uers,  y  por  apelación  en  la  citada  Audiencia  del  territorio»  con  sen- 
tencia de  vista  de  l^  de  junio,  de  1860»  se  confirmó  con  costas  la  del 
juez  de  primera  instancia  de  SO  de  diciembre  de.  18SS,  por  la  cual 
declaró  procedente  la  opción  dekU  redamada  por  Teresa  Arques  de 
llalla  sdbre  los  bienes  de  su  suegro  Joan  iialla  por  la  cantidad  de 
2)040  librap  <;atalana8 ,  equivalentes  á  3i,760  rs.  vn.,  adjudicando 
i  la  misma  los  bienes.que.  relata  dicba  sentencia  de  valor  22,762. 
reales  en  que  faeron  tasados ,  por  $u  dote  y  esponsalicio,  debiendo 
eapero  hacer  efectivo  el  esceso  de  i»Oii  rsi,  y  en  su  consecuen- 
cia mandó  que  se  levantase  el  embargo  puesto  en  la  cosa  y  piez» 
de  tierra  que  fueron  objeto  de  la  ejecución  instada  por  D.  Juan  Ro- 
vka»  tan  luego  como  se  hiciese  efectivo  el  indicado  esceso ;  y  re^ 
servó  á  dicho  Rovira  el  derecho  para  utilizarlo  contra  los  demás^ 
bienes  presentes  y  futuros  de  los  deudores  Malla. 

Estos  casos  y  otros  que  igualmente  podríamos  citar»  Eallados' 
por  el  Tribunal  Superior  de  este  antiguo  Principado  en  el  mismo 
sentido»  prueban  con  evidencia  dos  cosas  muy  importantes:  Pri- 
mero ,  que  el  privilegio  de  la  opeian  dotél  á  favor  de  la  mujer  sub^ 
siste  en  Cataluña»  según  el  fuero  municipal  y  la  doctrina  legal 
adoptada  por  ht  jurisprudencia  de  los  tribunales.  Segundo;  que 
cuando  la  mujer  se  opusiere  á  la  ejecución  trabada  en  los  bienes 
dd  marido»  haciendo  opción  dota!  por  su  dote  y  esponsalicio,  debe 
sustanciarse  esta  torcerte  como  de  dominio»  con  arreglo  á  lo  pres» 
«ito  por  el  arl.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

A)  proponer  I  pues»  esta  oposición  ó  tercería » es  preciso  presen-^ 
tar  el  título  ó  documento  en  que  se  funda  y  formular  la  demanda  á 
tenor  de  lo  prescrito  por  el  art.  224  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
dvil ,  ya  que  debe  sustanciarse  como  todas  li»  tercerías  en  juicio 
erénario»  segua  el  art¿  90ftde  la  citada  ley. 

tmm»  ie  f  #■• 
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ydmnás  fundaeSOMs  4e  m  tfáBé,  Mim eéii^pMMUkm en ta lUm- 
ntí;íiael(mdepiadosmfmMtaris,  é  ^  Mr$li$4ePm,  ptimet^^* 
ñ»Ml  (tocretú  de  30  de^oMi  áei^Ü ,  der^gmvl»  te  lUepetteionee  á 
IM  últimas' ire»peótitHiérf  deepkéi  et  de^^dámenrimbre^ms»;* 
stin»éí$plióaHe  p&rió  léiii&diaspPUnetñéioetékiUsée  m  fot  MA^ 
dte  decr€t09^  y  referekl»  A  kt^ m^m^m  el  drtí  WHMGmfmio  fái\- 
íMdo  eoñ  laSrnit»  ISédden  9ftde^éi§^k>'d&AS9Sff^' 

.'        ■•  •  ...  .•    '    ■      "í./i 

sfi  sveicUaaM  el  fiiBOit.i^Q  lit  iMdad^rit^flAeUgcvicia  i^  to  4Mp«n 
sioifii9g  Ugides.,,  QMMtfií A  no  Mftr  f»o  9«tpr«p»  «fttef^i  mv^ 
<}uiea  la»  itaie^  y  iMMtio  mw(»  bMiMéo  mwismM  algttnMfr 

páginas  de  la  RbviwWí.  01»  í¿pit^»  ffw^M>Mri»m^  emmn 
ciíada ,  por  i»&  duda»  9'difioa^df»iq»e  ^eW  sostuUidíii^UMid.fess 
peieto  á  ta  proseriMim.dct  1#»  jtti(^Q»«eft^«tikM  «Pf^^  W  pibl^ 
el^mere  d«  loft4o9icMa4o9  deimtQi»»  #H#ta  ^(«ufiiMmi  emuU^ 
dof  y  proqíipyida^  4e.W(»V9i4«ispiip94eftiAW¥«4Q¿/:««í^^ 
al|fUQ08  ha&u.&i^si^tQQtea  .d€#fle'efi^oopQP[:tofi.i^^«Pid|kSriviM^^ 
laoioaes,  y  aia derecho  p9PlA  ta^to  j^.IflNmww^^ilid.  «|  iqH^.ikfe 
Uece  ^u^io  pQsie^iwdp.^^SilBfk  d^teltají^  m  il^X9^gnwnH^é.Ík 

que  deíaWs  duda«y  ApwMie^y  4tfQi|Mi^Mi4i»e>Mjii^Wií»«irttS! 
han  llevado  Qimigov.iy.  towp^  Mi»(p  la  ¡sü^fif»^  ^¡m»^ÁmÍ^ 
vmoot  de  ob*o0  de  i<]|iii4iia«€ÍQii9d(^ipieiiQf^4e  ém  ywiowiMtorse 
oca«á«iado ,  de  .ctt|Qi  jnalo^fNnfielaW  ^  UHM.imiQlW.  t 

lion  pr«fMuiiavf<ti)kiiiftoiadMniii:í^^^  db 

11  de  octubre  de  182e,/ffealdUepídliM||iJHI;di»ii0|stojdft  iSSiw  fw 
cuyo  articulo  primero  (jui^aroQ  suprimidos  todos  los  mayorazgos» 
iideicoitfísos ,  (íaMrooáios^y  cualquiera  otra  especie  de  ?ÍDculacioiies 
de  bieues  raices,  muebles,  semovientes,  censos,  joros,  foros  ó  de 
cualquier  otra  naturaleza, ToTcuái^s^seréstituyeron desde  entonces 
4  la  clase  de  absolutamente  libres. 
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cEdte  ^  fA  artteoto  tanánnental ,  ki  ^ipr^BMU'  4el  objeto  j  4ei 
tprecepto  de  la  ley,  >  eene  dkéel  8r.  Psache«p  «m  sos  odmeüUriw 
á  ta  misma.  «En  este  se*  ha  qaerido  contigaar ,  aüade,  la<i«e  había- 
^de  poaer  termine  al  éisiema  de  amorti^acioa  eivil,  permitido  y  á 
ATeees  fE>meTita<b  per  ttiMlfa  legl«foi»M^ 

dNo  hay  necesidad  de  advertir»  pfosigtte  pece^eapaet,  ^pie  es 
>^aquella  especie  sola  de  amortización  á  la  que  esa  letra  y  ese  tspir^ 
»rítu  se  refieren..:..  El  fi»  á  qie^seeneantoa ^la  ley)  ea  á  ta  ealin- 
teiofl  de  los  méyotaagos,  piiopíos  ó  iai|Mpios,  etmaciáos  eea* 
«aqttel  nombre^  eoQ  otro  de  íesqae  están  en  elartúmlo,  ó  mu  ai^ 
»^B0  qne  no  se  ha  pretiato ,  pero  que  indiea  ei  mismo  carácter. 
»Vor  eso  se  aiade  ssqai  patmmútos^  fUakaamwa  9  cualqmwa  otra, 
réspede  de  vinculación  de  bieftee  raices.  Lee  pataonatos  de  qocee. 
»haMa  s^en  eVideoterneüle  les  laieales':  id  ideieoníiaB  aan  4os  (itor- 

}9pétllOS«>  • 

¿Y  ana  eéíp^iaiíá  taleal  6  bmdaoiéa  de^ni  dascv  «a  otta  cosH' 
que  ua  patronato  de  legos,  una  via^nhieian  'ctoi|l7tqeta  en  todo  ^ 
por  todo  á  tas  áispesitíenedd^leit 

Entre  otros 'es^ritoiiee  quedara  deiMetrarla:  ^ditomies  oitar^ 
lo  hatemes'de  ftarardi;  qtte'fiiF<fieita  áa^se  padiáíiachaii  de^oipe-' 
choso  en  este  punto,  quien  en  su  obra  C(nñmeiüaria  in  jus  .üMl^^) 
gküWcijmrUmimmitn,  seMada^ét4éato ]^ov  eH^laade  ealndi<MS de 
49S4  para  kr  asignatura  deJecrétales,  at  rtiaiar  ida  las  oapeHaaia^ 
en  el  apéadíse  delseguado  tono  (4)  jdiceí  ser  Iaic8iea.la9:ettque'per. 
la  vetuntad^^fhndade>r,  ni  en  eu  eteoaien»  cnanto,  menea  oa  el' 
newbramience  .de  capellanes,  ÍBAeniene  la  autoridad  epbeepal,  aw » 
<nwndo  aquel  hubiere  erdénatto  tfue  d  poseedcnr  seauA:eeleH»tástÍ€o;.í 
y  que,  tMleaBeeomoiifoiera  tae'deesteteBpeoic^ibíeasalafios  4 «0^ 
lifMdiostte^ti^  eléfigeB^ami8'UieBnsiaai6  aíH^  deát-t 

fofftos,  se  aseiiic}an-inaa  ii  tofideiconrisos  ()aeA  loa  beneficios;  4er 
manera  que,  á  M  halber^  tedádor  diapnesteetra  cosa»  (nMea 
obteneriae  les;  togoa^  las  mojeveft  y  haatá  Jaa  infantes  ^eob  tal  quelas: 
cargas  espiritaálea  se4tf«aaÉaa»síMpve  par  Qléir||^i9'.id(ineos;  y  por 
útítao^  ^m,mñlpmMtí^ifmlúita^á»\9í<í^  procu- 

rar el  cumplimiento  de  la  piadosa  voluntad  del  difunto  (2)  en  los 

^   Pág.  333  delsiSMera  adioion. 

(2)    Cita  el  autor  eo  apoyo  de  mkm  doctrina  los  capítulos  i.^  y  2i?  de  Ja  • 
Nbv«la  43iule4MtiiiUao,  can  ai  e.%  sesiaa  ^  d$fí4fmnaiio»e  del  Concl- 
Jio  Trídentino;  pero  debe  en  lo  primero  haber  equÍTOcacion  («jano  daim*'. 
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á^is  mmM  I  QMitrofexBitfs,  &  ao  m94m  ptohiMcieii  espresa,4d 
faodaier,  referaites  por  ^mplo  at  deceeiio  d^  tos  Uamidoft  á  li. 
<AleiibkMide  la  capellitfiia»  oDajeBaeion  de  bienes  y  cosas  semejan- 
tes, cdmsponde  antes  bien  el  eoaooimieQto4  la  j^irisdíccion  de  los 
públicos  magistrados,  y  estarte  ea  la  decisión  dé-esias  causas,  naa 
i  lo  eataUeeido  por. las  leyes  civiles»  ^uei  lo  ordenado  por  las  ecle- 
si&stíea»* 

Nadie, enconfbrmidad ¿los^anos  prioieipios de  derecho  cañó* 
nko,  y  i  lo  dispuesto  por  bs  4eyeft  ci?ile^,  dudó  que  las  capellanías 
laicales  y  fundaciones  de  su  dase  estuvieran  comprendidas  ea  Jn 
citada  ley  de  11  de  octubre  <le  48^;  y  cQmo  desvinculados  que  fue- 
ron y  estím,  se  hizo  siempre  la  fuijudioaoion  de  ios  bienes  de  aque«- 
lias  con  sujeción  á  lo  bpdáiado  en  esta.  : 
-  Que  continnó  en  su  indisputable  y  pl^na  aplicación  respecto  de 
las  mencionadas  vinculaciones,  sin  que  á  ello  opusiera  ni  pudiera 
oponer  el  menor  obstáculo  elGoniBordato  de  16  de  mano  de  1854. 
No  lo  primero,  por^  ni  meneion  haeO'este  de  capellanía»,  patro- 
natos,  ó  fundaciones  merameate  laicales:  ni  taoq^oeo  lo  segundó,, 
porque  referente  aquel  á  cosas  bdesi&stieas,  mal  podía  ser  esiensí<> 
▼o,  &  lo  que  hasído,  es  y  debe  serpropio  de  la  jurMícdon  Tleyes- 
civiles.  i  :    '        ; 

Ni  ana  respecto  de  las  capellanes  cotalivas  hubo  duda,  hasta 
que  suscitada  por  un  promotor  fiicd^  é  instruido  en  su  vírtnd  espe- 
diente, en  la  manera  que  t\St  A^ubrre  tan  competente  en  eMaa- 
materias  refirió  en  la  sesión  tiel  ¡Congreso  de  diputados  de  14  de 
enero  de  4889  (1)  resultócomo  dice  a<|piel  cel  famoso,  el  nunca  Uea 
^ponderado  decreto  de  50  de  abrH  de  Í8Si  origen  de  todas  las  dis- 
leordias  en  esta  materia,  ftmdnmentode  la  confusión  que  se  ha  eb- 
«servado  ea  los  tribunales  para  la  aplicaóion.  de  estas  leyes,  y  mas- 
ique  todo,  que  comprende  en  si,  nb  sob  la  derogación  de  lah&y  de 
»capellan(as  de  sangre,  srino  todas  las  leyes  relaü vas  á  vincnlacia- 
ines  en  q^  hubiese  funáaciánei  fáad^w  famUm^  Crtae  ffemki* 
»ca,  según  la  cual,  no  han  (Mtado  tribunales  que  han  enteadíde 
»que  hasta  los  mayorazgos  en  qué  habla  simpimneate  alguna  csiga 


pronta,  por  no  ser  los  citados  capítuloitaloo  d  O.^de  la  mencionada  No^elí^ 
el  que  dispone  lo  que  en  el  testo  se  refiere. 
<l)    Página  i06  del  tomo  14  de  la  Rtnstk  cbübsal  m  Lnoiucain  i 
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upiadosa  estaban  compretidídos  en  el  decreto  de  30  de  abril  de  1882. 
jSí  esto  fuera  asi,  anadió  el  mismo  Sr.  Aguirre,  valdría  tanto  como 
»baber  derogado  inddeotalmente  toda  la  legislación  acerca  de  los 
^mayorazgos  existentes  en  España;  porqne  además  de  estar  com- 
^prendidos  en  esas  leyes  de  desvincnlacion  los  aniversarios,  las  ca- 
ipellanías  laicales,  las  memorías,  etc.,  apenas  bay  en  España  ua 
•mayorazgo,  una  yincnlacion  pequeña,  que  no  é^té  gravada  con  al- 
aguna carga  piadosa.» 

Sobrada  razón  tenia:  pues  si  en  el  decreto  de  4882,  por  el  cual 
(y  dejando  aparte  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841  respectiva  á  las 
capellanías  colativas),  ni  fué  ni  pudo  ser  derogada  la  de  11  de  oc- 
tubre de  1820,  estaban  comprendidas  las  laicales,  que  no  son  otra 
cosa  que  unas  vinculaciones  civiles,  también  ios  mayorazgos  con 
cargas  de  misas.  ¿T  quién  podrá  sostener  semejante  absurdo?  Lue- 
go si  no  están  comprendidos  los  mayorazgos ,  estas  vinculaciones 
civiles  por  mas  que  contra  sí  tengan  el  referido  gravamen  ó  el  de 
aniversarios;  que  por  cierto  apenas  habrá  alguna  que  se  encuentre 
libre  de  semejantes  cargas  piadosas,  tampoco  las  capellanías 
laicales  y  fundaciones  de  su  clase,  que  no  son  otra  cosa, 
como  llevamos  espresado  y  repetimos,  porque  esto  no  es  de  ol- 
Tidar,  que  nnas  vinculaciones  de  la  mencionada  naturaleza  pura- 
mente civil. 

¿Ni  qué  relación  han  de  tener  con  ellas,  el  concordato  de  16  de 
marzo  de  1881 ,  el  decreto  de  SO  de  abril  de  1882  y  el  de  28  de  no* 
Tiembre  de  1886  que  es  correlativo  del  anterior,  por  haberse  et 
el  inlermedio  de  ambos  y  por  el  de  6  de  febrero  de  1888  declarad» 
m  sn  fuerza  y  vigor  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841? 
^  Prevalederon  sin  embargo  en  algunas  partes,  y  no  cabe  negar- 
lo, esas  opiniones  por  mas  infundadas  y  en  nuestro  humilde  pare- 
cer erróneas,  que  nos  hemos  prcqpuesto  combatir,  de  considerar 
comprendidas  las  capellanías  laicales  y  fundaciones  análogas,  en  la 
dmominacion  de  piadosas  familiares,  y  por  consiguiente  en  log 
mencionados  decretos:  opiniones  qne  el  espirito  de  la  época,  al  cual 
bien  podremos  calificar  de  sobradamente  ultramontano,  sostuvo; 
pero  el  tiempo  y  los  sucesos  han  hecho,  que  aquella  atmósfera  vi- 
ciada y  tan  perjudicial  i  la  Tecta  administración  de  justicia  y  á  la 
desamortización  civil;  aquella  oscuridad  flctieia,  que  impedía  ver 
claramente  y  hacer  la  debida  aplicación  de  la  ley,  que  no  podrán 
menos  de  disiparse  y  desaparecer  en  su  totalidad,  y  con  ellas  loa 
TOMO  xvn.  68 
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gravísimos  perjuicios  que  han  causado  y  ocasionaUi  se  hayan  ido 
puriGcando  y  aclarando. 

Para  convencerse  mas  y  mas  de  que  las  repetidas  capellanías  y 
inndacíones  de  su  clase  bajo  la  denominación  genérica  indicada,  no 
están  comprendidas  en  ninguno  de  los  dos  repetidos  decretos,  y 
ju-escindiendodel  final  del  art.  i."*  del  de  30  de  abril  de  1832,  por 
sí  alguna  duda  pudiera  suscitar  el  no  haber  á  las  palabras  c  funda- 
ciones piadosas,»  añadido  el  correctivo  «de  igual  clase»,  lo  cual 
era  hasta  innecesaria,  haciendo  espresamente  referencia  la  prime- 
ra liarte  del  artículo  citado  á  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841  reía* 
tiva  á  capellanías  colativas  de  patronato  activo  ó  pasivo  de  sangre; 
Bos  haremos  cargo  de  aquellas  terminantes  palabras  de  la  disposi* 
don  primera  del  de  28  de  noviembre  de  1836  c  se  suspenden  los 
^efectos  del  Real  decreto  de  5  de  febrero  de  1853,  por  el  que  se 
^restableció  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841,  sobre  capellanías  cola- 
>tivas  de  patronato  Esimiliar  activo  ó  pasivo  y  demás  fundaciones 
piadosas  de  igual  cUue^^  ó  lo  que  es  lo  mismo,  también  colativas 
ó  en  que  hubiere  intervenido  igualmente  la  autoridad  eclesiástica, 
descendiendo  al  no  menos  terminante  artículo  2.\  «Quedan,  dice, 
»en  suspenso  los  juicioso  reclamaciones  que  pendan  ante  ios  tribu- 
anales  civiles  y  eclesiásticos,  así  respecto  de  la  división  6  $ecula- 
yfrízacion  de  los  bienes  comprendidos  en  dichas  fundaciones  y  ca- 
ipellanías,  como  sobre  el  derecho  á  suceder  en  ellas,  y  hasta  nue- 
>»va  providencia  no  se  admitirán  en  lo  sucesivo  demandas  de  esta 
ociase.» 

Acorde  cual  no  podía  menos  de  estar  con  el  art.  l."^  la  disposi- 
ción del  segundo,  fíjese  bien  la  consideración  en  las  palabras  de, 
este  at  asi  respecto  de  la  división  ó  secularización  f »  haciendo  lo 
uno  sinónimo  de  lo  otro ;  porque,  de  lo  que  es  lego,  secular,  laical, 
no  cabe  secularización ,  sí  solo  de  lo  que  es  eclesiástico.  Bien  claro 
es  de  consiguiente,  que  ambas  disposiciones  solo  se  re6eren  á  los 
Juenes  de  capellanías  y  fundaciones  qne  reúnan  dicha  calidad  de 
eclesiásticos ,  ó  lo  que  es  igual ,  que  en  su  erección  y  fundación, 
oomo  carácter  distintivo  de  su  naturaleza ,  haya  intervenido  la  aa- 
loridad  eclesiástica,  autoridad,  qne  el  fundador  general  y  espresa- 
nente  tiene  prohibido  que  intervenga  en  las  capellanías  laicatest 
patronatos  de  legos,  y  demás  fundaciones  de  su  clase. 

Y  de  que  ni  estas ,  ni  aquellas ,  ni  los  segundos  están  compren- 
didos en  los  repetidos  decretos ,  tenemos  u^  documento  además  de 
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«urna  importancia  que  evidentemente  lo  demuestra.  Tales  sonólas,, 
jnstrucciones  (i)  comunicadas  por  el  señor  Ministro  de  Estado  en. 
18  de  noviembre  de  1858  al  Sr.  D.  Antonio  deiosRios  y  Rosas,^ 
nombrado  embajador ^estraprdinario  y  plenipotenciario  de  S.  M.  cer- 
ca de  la  Santa  Sede/enlas  que  se  lee  el  siguiente  párrafo,  sobre  el 
cual  y  por  hacer  á  nuestro  proposito  no  podemos  menos  de  llamar 
la  atención. 

c  Otras  varias  cuestiones  y  algunas  de  importancia  trascendental, 
<>tendrá  Y.  E.  que  arreglar  también  con  la  corte  pontificia.  Es  lapri- 
>mera  entre  todas ,  la  que  ha  de  decidir  la  suerte  de  las  capellanías 
>de  sangre  y  las  capellanías  colativas  eclesiásticas,  qtie  consistiendo 
»e?i  beneficios  fundados  sobre  vinculaciones  eclesiásticas »  habrán  de^ , 
^seguir  en  su  forma  una  modificación  análoga  á  la  que  se  dá  á  la, 
«propiedad  territorial  de  la  Iglesia. • 

Sabido  es,  que  hay  capellanías  colativas  de  sangre ,  y  no  famí- 
Jiaresy  pero  también  colativas;  paes  bien,  á  unas  y  otras  como  coa- , 
«istentes  en  beneficios  fundados  sobre  vinculaciones  eclesiásticas» 
^  á  las  que  el  antecedente  párrafo  y  el  articulo  10  (2)  del  conve-^. 
oio  con  la  Santa  Sede  de  25  de  agosto  de  1859  indudablemente  sd 
^refieren. 

Si  necesitáramos  recurrir  á  la  interpretación  auténtica,  la  encona 
tt'aríamos  en  la  sesión  del  Congreso  de  Diputados  de  16  de  junioi 
^lltimo  y  en  las  palabras  del  mismo  embajador  estraordínario  an<^ 
teriormente  citado ,  contestando  á  las  impugnaciones  hachas  al 
mencionado  convenio. 

«Obtenido  por  el  Gobierno,  dijo  (3)«  de  parte  de  la  Santa  Sedo, 
«el  principio  de  la  desamortización  de  los  bienes  que  poseía  1% 
«ciglesia,  este  Gobierno,  deseando  llevar  á  sus  últimas  conse-% 
>cuencias  la  aplicación  de  este  principio ,  siempre  en  la  forma  y 
»por  los  trámites  con  que  lo  habia  llevado  hasta  entonces  y  quQ 
«constituyen  aa  sistema  peculiar,  pensó  en  la  desamortización  dd 
«las  capellanías.»  Porque  al  cabo,  añade  mas  adelante,  «la  des-» 


(i)  Documentos  relativos  ai  convenio  de  25  de  agosto  de  iS59,  adicional 
al  concordato  celebrado  en  id  de  marzo  de  1851,  entre  Su  Santidad  y 
S.  M.  Católica,  presentados  por  el  Gobierno  á  las  Corles. 

(2)  aLos  bienes ,  dice,  pertenecientes  L  capellanías  colativas  y  á  otras 
59m^afUe9^(iii(iaeione9  piadosas  familiares,  que  á  causa  de  su  peculiar  fn«» 
dolé  y  destinó,  etc.» 

(3)  Diario  de  ¡as  Sesiones  de  CórteSf  núm .  17,  páginas  201  y  202. 
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«amortización  de  las  capellanías,  hecha  por  ley  de  4841^  si  mal  n(r 
»recaerdOy  suspendida  se  halla;  y  sí  han  de  desamortizarse  las  ca- 
>pellanfas,  preciso  es  hacer  algo  para  remover  ese  obstáculo;  y  ese 
«tdgo  I  en  las  condiciones  tle  hos  tiempos ,  en  la  actualidad,  y  me 
^atrevo  á  decir  en  el  porvenir,  es  negociar  en  Roma  la  desamorti* 
>xacion  de  las  capellanías.  ¿Por  qué,  pnes,  hace  objeciones  el  se* 
aoSor  Aguirre  á  este  artículo?  ¿por  qué  á  este  sistema?  Porque  está 
suspendida  la  ley  de  capellanías  de  las  Cortes  Gonsttuyentes. 

Después,  por  fin,  el  mismo  Sr.  Rios  Rosas  se  espresa  de  este 
modo  :  «También  ha  censurado  S.  S.  la  espresion  que  se  hace  en^ 
el  artículo  (2)  de  otras  sem^antes  fundaciones  piadosas  familiares. 
Sabe  bien  el  Sr.  Aguirre,  que  además  de  las  conocidas  capellanías 
4e  sangre,  hay  otras  fundaciones  piadosas  que  no  son  patronaiosr 
^ioües,  ni  patronatos  de  legos ,  que  tienen  el  carácter  de  institudO' 
»ies  eclesiásticas,  que  son  muy  cuantiosos  en  algunas  provincias  de- 
Xspana,  que  están  siendo  pasto  de  administradores  infieles ,  y  que^ 
IBS  necesario  desamortizar  en  términos  hábiles  cuando  se  desamor* 
ticen  his  verdaderas  capellanías  de  sangre ,  como  se  deben  des- 
ttttortizar  en  su  caso  y  lugar  las  capellanías  de  jure  devoluío.» 

¿T  á  qué  capellanías  era  rererente  la  ley  de  las  Cortes  Consti* 
tnyentes,  por  dicho  señor  diputado  indicada,  de  15  de  iunio 
tfe  1886?  A  las  colativas,  como  aclaratoria  y  adicional  que  es  de  la. 
de  19  de  agosto  de  1841.  ¿Qué  fundaciones  piadosas ,  pues,  serám 
lesas,  á  que  los  decretos  tantas  veces  citados  se  refieren?  Las  que,, 
vadiéndonos  de  las  propias  palabras  del  repetido  Sr.  Rios  y  Rosas». 
M  son  patronatos  civiles,  ni  patronatos  de  legos,  que  tienen  el  ca- 
rácter de  instUiidones  eclesiásticas:  lasque,  por  último,  no  estén 
comprendidas  en  la  ley  de  11  de  octubre  de  1^20;  ^  la  cual,  y 
tín  duda  alguna  lo  están,  las  de  que  al  principio  del  párrafo  que  á^ 
.teste  articulo  sirve  de  epígrafe  se  hace  mención. 


(1)    EliO. 


Digitized  by 


Google 


OBSERVACIONES  AL  PROTECTO  DE  LEY  mmm  (í). 


(CorUhmacum.) 

a. 

Dignas  sen  de  encomie  les  disposiekmes  de  los  artíealos  967  al 
:211 ,  por  que  si  bien  por  nuestra  actual  legislación ,  la  mujer  qoe 
contrae  segundo  matrimonio  no  poede  continuar  en  kt  tutela  y  cu- 
raduría de  sus  hijosy  si  no  obtiene  prériamenle  le  oportuna  habtli-^ 
lacion;  sin  embargo,  mucbas  veoes  las  personas  que  deUan  estar 
interesadas  en  arrancarla  aquella  administración,  no  se  irtreviau  k 
verificarlo  por  no  producir  disturbios  en  la  familia  y  ponerse  en 
aposición  con  el  nuevo  cónyuge;  y  por  cuya  raion  los  moiores  su« 
iriau  perjuicios  de  consideración  en  sus  intereses  per  este  mal  tenida 
respeto  de  sus  defensores.  La  ley  ha  querido  salvar  eate  ineonvenieit* 
te  determinando  que  csi  la  madre  continua  meiciándose,  después 
-óñ  haber  contraído  segundo  matrimonio  en  la  tuteU.  ó  cunduria  da 
«US  hijos  sin  haber  obtenido  la  correspondiste  habilitación  y  cons*' 
iituido  previamente  la  debida  hipoteca,  estará  el  marido  «ridigado  t 
prestarla  para  responder  de  las  resultas  de  la  administración  ik^ 
^L »  Mas  aonque  es  acertada  esta  determinación,  no  por  eso  deja 
4e  ser  incompleta  y  hallarse  espuesta  á  los  miamos  males  que  la 
legislación  anterior,  por  no  haber  mandado  qne  esta  hipoteca  se 
exigiese  de  o/feío,  y  que  los  jueces  de  paz  estuviesM  obtigadoi 
para  este  efecto  á  poner  en  conocimiento  de  los  jueces  de  primera 
instancia  todos  los  segundos  matrimonios  que  se  celebrasen  en  sa 
jurisdicción» 

La  esperiencia  ha  demostrado  que  el  deber  cede  muchas  vecea 
4Uite  consideraciones  personales,  cuando  de  su  infracción  no  resuUa 
un  determinado  mal;  y  el  tutor,  curador  ó  pariente  quenada pier^» 
den  con  no  pedir  hipoteca  para  la  seguridad  de  losbienes  de  los  me* 
ocres ,  no  se  atreven  á  ponerse  en  rivalidad  con  personasque  acasa 
le  son  afectas  é  con  quienes  no  quieren  enemistarse.  Por  esta  ra- 
sen hemos  creido  siempre  que  estas  redamaciones  no  debían 
'Considerarse  como  ua  dere<Ao,  ¿ino  como  un  deber  eon  sanción  pe- 
4taí,  y  que  la  ley  debia  imponer  rdativa  y  sncesivameate  el  me^ 

■»■>■»■  III  «        I      .  11». 

(i)    Véase  las  páginas  359  y  439  de  este  tomo. 
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recido  castigo  al  tator,  curador  ó  pariente  que  faltase  ¿  una  de  es-^ 
las  obligaciones,  y  sin  perjuicio  de  que  el  Juez  pi^dlera. pedir  de 
oficio  la  correspondiente  seguridad  para  los  pupilos. 

£1  proyecto  está  conforme  <Mm  4a  -ley  de  Enjuiciamiento  civil  en 
todas  las  demás  disposiciones  que  se  refieren  á  la  tutela  y  curada-^ 
ría»  y  solo  difiere  de  ella,  como  hemos  dicho  antes,  en  la  menor 
intervención  que  se  dá  al  ministerio  fiscal,  y  que  tiene  que  ocasio- 
liar  una  diseórdancia'en  nuestro  derecho  en  perjuicio  de  los  me- 
nores. 

El  artículo  217  deroga,  en  nuestro  sentir,  la  Real  orden  de  3^ 
lie  marzo  ^  1846  que  esceptuaba  de  presentar  en  el  registro  las 
escrituras  que  otorgasen  los  labradores  para  estraer  los  granos  de 
los  pósitoB,  y  subrogaba  esta  formalidad  con  la  obKgadon  impues- 
ta álos  ayuntamientos  de  pasar  anualmente  á  las  oficinas  de  Ha- 
cienda,  una  nota  de  las  fincas  que  i^pareciesen  hipotecadas  por 
aquel  concepto.  Hoy,  después  del  principio  absoluto  de  la  especian^ 
dad  y  publicidad  de  la  hipoteca,  no  era  conveniente  este  beneficio^ 
y  el  artículo  citado  obliga  á  las  Diirecciones  generales,  Crobemado* 
res  y  Alcaldes  que  exijan  la  necesaria  hipoteca  á  todos  Jos  que  coki-> 
traten  con  el  Estado,  las  provincias  y  los  pueblos. 

El  articulo  118  establece  una  escepcíon  en  lá  ley  hipotecaria^ 
que  es  el  derecho  de  prekecion  que  se  dá  al  Estado  para  el  cobro 
de  una  anualidad  de  los  impuestos;  ló  cual  si  bien  parece  injusto 
en  el  rigorismo  lógico  del  derecho,  no  sucede  así,  si  se  atiende  á  que 
el  impuesto  sobre  los  inmuebles  es  una  deuda  pública,  cierta  y  per^ 
nanente  que  no  necesita  de  la  inscripción  para  determinarse. 

X. 

La  hipoteca  legal,  según  el  proyecto,  está  establecida  en  favor 
^e  las  personas  que  por  sú  debilidad  ó  falta  de  capacidad  civil  no 
))ueden  proporcionarse  por  sí  mismas  todas  las  garantías  necesarü^ 
para  sus  derechos,  y  también  para  proteger  acciones  ciertas  que 
no  pueden  realizarse  ^ino  en  un  porvenir  tnct¿fto.  Ahora  bien, 
gexisten  estos  requisitos  en  la  eoncedida  por  el  ^utíealo  219  al 
«segurador  de  bienes  fnmuébles?  Nosotros  creemos  que  no,  y  que 
naciendo  el  seguro  del  contrato  solo  podía  tener  lugar  la  vokmtaria 
si  en  él  se  estipulaba,  pu^to  que  las  personas  que  en  61  iaterrie- 
nen,  no  necesitaa  otra  protección  de  parte  dd  legislador,  masque 
la  concedida  á  los  demás  en  general.  ¿Qué  razón  hay  para  que  se 
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dé  al  asegurador  hipoteca  legal  contra  tercero  por  los  premios  de 
los  dos  anos  ó  de  los  dos  últimos  dividendos  y  no  se  conceda  al  ven* 
dedor  para  cobro  del  precio? 

Ta  hemos  dicho  en  otro  número  que  el  proyecto  ha  estado  de 
acuerdo  en  este  punto  con  las  doctrinas  admitidas  por  la  mayor 
parte  de  los  códigos  que  siguen  el  sistema  alemán ,  y  que  era  una 
determinación  en  Tavor  de  la  fijeza  y  especialidad  de  la  hipoteca; 
pero  por  la  misma  razón  que  defendimos  la  abolición  de  la  hipote- 
ca del  vendedor  para  indemnizarle  del  precio  cuando  no  la  ha  pac- 
tado en  el  contrato  de  venta,  creemos  ahora  también  que  la  esta- 
blecida en  favor  del  asegurador  no  es  muy  conforme  á  los  princi- 
pios que  ha  adoptado  el  proyecto  para  la  institución  de  la  hipoteca 
legftl»  y  que  contrariando  el  sistema  de  la  determinación  y  fijeza  de 
la  hipoteca,  vá  á  dar  motivo  á  que  existan  algunas  que  no  estén  ins- 
criptas en  perjuicio  del  crédito  en  general. 

El  seguro  nace  del  contrato  y  no  de  la  ley  como  la  dote,  bienes 
reservables,  peculio,  tutela  y  curaduría,  y  por  lo  tanto  la  hipoteca 
para  el  asegurador  debe  nacer  de  aquel  y  no  de  esta.  Si  el  asegura- 
dor tiene  perjuicios  por  no  haber  estipulado  la  correspondiente  hipo- 
teca para  la  seguridad  de  sus  derechos,  culpe  á  su  imprevisión  y 
no  exija  de  la  ley  una  protección  que  no  dispensa  á  otros  por  igual 
género  de  contrataciones. 

El  premio  de  dos  anos ,  y  mas  aun  el  de  los  dos  últimos  divi- 
dendos, es  una  cantidad  incierta  que  tiene  que  perjudicar  la  pro- 
piedad del  deudor  por  diGcullar  la  exacta  liquidación  de  su  haber^ 
y  esto ,  como  ya  manifestamos  al  tratar  de  la  hipoteca  voluntaria^ 
tiene  que  ocasionarle  el  perjuicio  consiguiente  á  este  gravamen  tá^ 
cito  ¿indeterminado^ 

Desechada,  pues,  la  hipoteca  del  vendedor  sobre  los  bienes 
vendidos  para  el  pago  del  precio  de  la  venta ,  la  del  permutante 
en  la  cosa  permutada  para  asegurar  los  efetos  de  la  permuta  come 
había  dispuesto  el  artículo  1787  del  proyecto  de  Código  civil ,  la 
del  poseedor  en  la  finca  poseída  para  indemnizarse  de  las  mejoras 
bochas  en  ella,  y  la  del  legatario  en  los  bienes  del  testador  para  ha- 
cer efectivos  sus  derechos;  que  tienen  un  fundamento  mas  confor- 
me con  los  principios  que  ha  aceptado  el  proyecto  para  el  esta- 
blecimiento de  la  hipoteca  legal,  no  nos  parece  muy  legítima  la  es- 
4cepcion  establecida  por  el  asegurador. 

La  hipoteca  por  legado  ha  debido  comprenderse  entre  las  Iega« 
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les»  como  han  hecho  varios  códigos  estranjeros,  y  entre  ^Uo»  la^Icf 
hipotecaría  de  Wurtemberg»  de  15  de  abril  de  i823,  mucho  mas 
cuando  se  concede  por  el  proyecto  al  legatario  los  mas  de  los  den^ 
ehos  <;uaIificativos  de  acj^ella.  Pna  de  las  facultad^  que  tíeoe  la 
hipoteca  legal  es  la  de  poder  pedirse  en  cualquier  tiempo  su  coosti* 
lucion;  y  esto  se  concede  al  legatario  por  el  articulo  4S,  cuando  U 
oosa  legada  es  cierta  y  determinada.  El  que  tiene  hipoteca  legal» 
puede  reclamar  en  los  mas  de  los  casos  omptiodan  de  la  constitui* 
da  á  su  favor  cuando  la  creyese  insuficiente  para  garantizarle,  ; 
lo  cual  se  concede  también  aj  legatario  por.  el  artículo  87,  cuando 
no  se  ha  estioguido  aun  la  anotación  preventiva;  y  por  último ,  la 
hipoteca  legal  puede  constituirse  algunas  veces  de  oficio,  y  el  aC'» 
tículo  49  determina  que  se  haga  lo  mismo  con  el  legado  cuando 
el  interesado  no  fuese  persona  cierta.  No  habiendo  casi  ninguna 
diferencia  entre  las  hipotecas  legales  y  las  por  legado,  ha  debídQ 
kicluirse  entre  aquellas. 

II. 

Hemos  hablado  en  los  números  6,  7,  8,  9  y  iO  de  las  distintas 
clases  de  hipotecas  legales,  del  modo  de  constituirse  ^  de  las  per- 
sonas que  pueden  verificarlo,  y  ahora  solo  nos  resta  para  termi* 
nar  el  examen  de  esta  segunda  parte  de  la  ley,  el  tratar  de  la  ma- 
nera de  estinguirse. 

El  artículo  i64  dice,  que  las  hipotecas  legales  incriptas  subsisr 
tiran  hasta  que  se  estingau  los  derechos,  para  cuya  seguridad  se 
hubieran  constituido;  lo  cual  está  conforme  con  lo  determinado 
en  la  ley  de  Austria,  Genova,  Holanda  y  aun  Wurtemberg,  que 
determinan  que  la  hipoteca  subsiste  mientras  dura  el  crédito,  y 
mas  racional  que  lo  dispuesto  en  los  artículos  13  y  14  de  la  ley 
de  19  de  junio  de  1826  de  Milán,  y  el  2207  del  Cód%o  de  Parma» 
que  imponen  la  obligación  de  renovar  las  hipotecas  legales  cada 
diez  anos. 

Pero  aunque  es  justísimo  que  la  hipoteca  legal  exista  miea- 
Iras  no  se  realice  el  crédito,  hubiéramos  querido  que  hubiera  sidf 
mas  esplícita  en  el  modo  de  cancelarse,  y  que  hubiera  dicho  si  la 
hipoteca  dotal  y  por  peculio ,  cuando  los  interesados  soa  menores 
podían  ó  no  solo  cancelarse  judicialmente.  Si  el  proyecto  hubieie 
dicho  al  hablar  de  estas  hipotecas,  como  hace  con  la  de  bienes 
i^servaMes  y  curaduría,  que  cuando  la  muger  ó  el  hijo  es  osmor. 
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la  Upotelca  se  bahía  de  coisliloir  Becesariamefite  por  aprobadoa 
jadicial^iM)  era  necesario  qne  hicieBe  esla  ad?erteBcia,  porque 
habíeiid[>  diehoqae  se  caneelarían  como  las  volontaríast  y  dispon 
níéodose  para  estas  que  las  establecidas  jadícialmente  solo  por 
seateoeia  del  tiábvnal  podían  canodarse,  era  iodudable  qne  la  dotol 
ó  de  pecaKo  correspoadieBte  á  menores  solo  por  el  Juzgado  poAan 
destruirse. 

Disponiendo  el  artículo  i63»  qoe  selo  podrán  caUfiear  h  sufi* 
ciencia  de  la  hipoteca  delal  cuando  la  muger  fitere  menor»  el  padrcp 
la  madre  6  el  que  dio  ladoU^  es  terminante  que  si  aquella  se  ins» 
cribe  de  acuerde  con  estas  personas,  no  es  necesario  hacerlo  por 
mandato  judiciali;  y  no  habiéndolo  ét  este  modo»  podrá  cancelarse 
según  el  articulo  8i  por  solo  la  volanlad  de  la  persona»  en  cuyo 
laTor  se  ha  constituido;  lo  cual»  en  nuestro  sentir  y  como  ya  hemoi 
indicado  en  el  número  6.^,  es  sumamente  perjudicial  para  los  dere« 
€hos  de  la  muger. 

Nosotros  huhitauBOs  dicho  que  la  hipoteca  dotal  ó  de  peculio 
no  podrían  cancelarse  mientras  ios  interesados  fueran  menores, 
sino  por  mandato  judicial  y  después  (fe  una  información  préfia  de 
utilidad  y  necesidad.— (5^  eonHnuarú.) 


LKTlffiENJIMAlHiiNrOfinflL. 


InooBTeDÍeBlet  en  la  ■plSeaeioii  prAotíoa  de  «IgwiMif  de  tof  dlfpotideiief.-^ 
GMfiMniet  A  que  éste   dá   or%eB  (i). 


{Coatiñuaeion,) 

m. 

Vigente  la  antigua  legislación  en  materia  de  procedimientos, 
autorizaban  los  Relatores  en  los  Tribunales  Superiores  con  firma 
entera  las  sentencias  definitivas»  y  con  media  firma  las  interlocutor 
rías  y  de  sustancíacion»  firmadas  las  primeras  por  los  ministros» 
quienes  rubricaban  las  segundas »  haciéndolo  solo  de  las  terceras  el 
que  presidia  la  Sala.  El  art.  20  de  la  nueva  ley  ha  dispuesto  que 
todos  los  ministros  firmen  con  firma  entera  las  providencias  definí* 

(i)    Véase  la  pág.  28  de  este  tomo. 
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tiyás  y  las  inieriocutorias  que  causen  estado,  y  las  demás  las  robri- 
que  el  Presidente :  no  se  espresa  si  unas  ú  otras  deben  autorizarse 
por  el  funcionario  ante  ^uien  se  dicten;  y  de  este  silencio  de  la  ley 
ha  surgido  práctica  diversa*  Se  observa  en  algún  Tribunal  que  los 
Relflítorés  no  autorizan  las  proTÍdeadas  definitivas  ni  las  interlocu- 
torias  que  causan  estado  y  se  estienden  en  el  libro-registro  de  que 
antes  nos  hemos  ocupado;  al  paso  que  lo  hacen  con  firma  entera  en 
lentas  se  escriben  en  los  mismos  abtos,  ya  sean  de  las  que  debeo 
firmar  y  firman  los  ministros^  yá  de  las  que  solo  rubrica  el  Presi- 
dente: en  algún  otro ,  al  parecer,  las  suscriben  todas ;  esto  parece 
lo  mas  lógico ,  pues  á  la  verdad  no  akanxámos  la  razón  de  la  dife- 
rencia. Si  la  razón  de  no  firmar  estos  fundonaríos  las  primeras, 
nace  de  no  establecerlo  el  precepto  legal,  la  misma  razón  concurre 
para  que  dejen  de  autorizar  las  segundas.  Si  proviene  4lé  que  las 
unas  las  deben  redactar  los  ministros  ponentes  y  las  otras  se  pro- 
nuncian en  voz ,  contestaremos  que  para  el  efecto  de  la  firma  nada 
en  lo  legal  influye  que  se  dé  al  Relator  una  minuta  de  la  providen- 
cia^  ó  en  voz  esa  misma  providencia.  Si  reconociera  por  causa  la 
circunstancia  de  redactarse  ks  sentencias  en  primera  persona  del 
plural  presente ,  y  en  las  demás  en  teroeía  del  pasado;  6  como  h 
dijéramos  que  en  aquellas  hablan  los  ministros  y  en  las  segunda?; 
se  relata  el  acuerdo,  y  poí  eso  Tas  unas  las  firman  solamente  los 
que  hablan  y  las  otras  quien  las  refiere ;  en  tal  caso  llevaríamos  la 
cuestión  al  terrenoJegal  establedendo  un  dilema  para  su  resolu- 
ción: ó  los  acuerdos  de  las  Salas  de  justicia  deben  ó  no  autorizarse 
por  el  funcionario  ante  quien  se  dictan;  la  concurrencia  de  los  Re- 
latores al  pronunciarse  el  fallo  es  necesaria  para  la  legalidad  del 
acto  ó  no  lo  es.  Si  lo  primero,  deben  firmarlas  todos,  como  se  prac* 
ticaba  antes,  prescindiendo  de  la  fórmula  en  la  redacción :  si  lo  se- 
gundo, ninguna  de  ellas;  empero  cualquiera  que  sea  la  práctica  que 
se  juzgue  mas  legal ,  parécenos  debe  ser  uniforme  en  todos  los 
Tribunales. 

Para  determinarla  no  debe  perderse  de  vista  la  esenda  del 
cargo  de  Relator;  las  leyes  de  la  Novisima  Recopilación  y  las  Orda- 
nanzas  de  las  Audiencias,  si  bien  enumeran  prolijamente  sus  atribu- 
ciones y  deberes,  nada  espresan  relativamente  á  su  intervendon  en 
los  actos  judiciales ,  aun  cuando  de  aquellas  sé  infiera,  que  puede 
coDsiderarse  como  el  secretario  de  la  Sala;  ó  que  sus  funciones  ante 
estas  equivalen  á  las  que  ejercen  ios  escribanos  en  los  Justos;  ea 
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este  concepto  carece  de  dada  que  los  tlelatores  tienen  carácter  oñr 
cial  en  los  acuerdos  judiciales,  y  admitida  esta  hipótesis,  se  deduce 
como  consecuencia  indeclinable  que  han  de  autorizarlos  tal  cual 
autorizan  los  secretarios  ó  escribanos  los  que  ante  ellos  pasao:  y  no 
de  oirá  forma  podría  concebirse  su  necesaria  concurrencia  á  la  con» 
feccíon  de  las  sentencias  definitivas  é  interlocutorias  que  causen  es- 
lado,  puesto  que  despojado  de  carácter  oficial,  quedarla  limitado  sa 
cargo  al  de  simple  amanuense;  cargo  á  la  verdad  poco  digno  para 
ún  letrado  que  ocupa  su  puesto  después  de  haber  probado  su  apti- 
tud en  pública  oposición.  Si  con  la  creación  de  los  Ministros  ponen- 
tes fuera  la  mente  de  la  ley  separar  á  los  Relatores  de  toda  ioter- 
Vención  en  las  espresadas  sentencias ,  parece  consecuencia  lógica 
que  debieran  estenderse  en  el  registro  por  los  mismos  ponentes ,  ó 
por  un  amanuense  de  su  orden,  toda  vez  que  terminada  la  vista  del 
pleito,  ha  debido,  según  la  jurisprudencia  admitida,  terminar  aque- 
flos  su  misión.  Nosotros,  sf  hemos  de  manifestar  leal  y  francamente 
la  opinión  que  sustentamos,  habremos  de  convenir  en  que  los  ponen- 
tes ejercen  hoy  muchas  délas  obligaciones  peculiares  antes  al  cargo 
de  Relator ,  y  necesariamente  han  debido  cercenarse  las  atríbucio- 
nes  del  mismo ;  mas  no  por  eso  asentiremos  á  menoscabar  su  im* 
pbrtancia  hasta  el  punto  de  establecer  que  ha  quedado  su  misioa 
reducida  á  la  de  mero  lector  sin  representación  oficial  en  los  autos 
mas  que  para  suscribir  los  estractos.  Creemos  mas :  creemos  nece- 
isaria  su  concurrencia  para  la  legalidad  de  los  acuerdos  colectivos 
de  las  Salas  como  funcionario  creado  por  la  ley  á  fin  de  recibirlos,, 
y  dar  fé,  digámoslo  asi ,  de  la  unidad  y  legitimidad  del  acto ,  y  en 
tal  concepto  deben  autorizarlo  con  su  firma.  Desaparezca  en  buen 
hora  esa  clase  de  los  Tribunales  de  Justicb ,  sustituyase  por  los 
Ministros  ponentes  en  cuanto  requiera  conocimientos  de  derecho^ 
quedando  solo  la  ejecución  de  los  acuerdos  á  Secretarios  no  letra- 
dos, é  indudablemente  se  economizará  tiempo  y  gastos  á  los  litigan- 
tes ,  reportando  á  la  vez  beneficios  la  administración  de  justicia. 

IV. 

Tanto  el  orden  que  nos  hemos  propuesto  seguir  en  el  curso  de 
estas  observaciones,  como  la  circunstancia  de  haber  indicado  algo 
acerca  de  los  Ponentes,  nos  precisa  á  ocuparnos  en  este  lugar  de  lo 
peculiar  á  su  cargo  en  lo  concerniente  á  nuestro  objeto;  una  idea 
no  obstante  emitiremos  ajena  á  él  Aceptamos  como  provechosa  k 
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la  mejor  administración  de  justicia  la  creación  de  estos  cargos;  pem 
nos  complaciera  mas  su  institacion  concediendo  mayor  ensanche  á 
la  esfera  de  lo  que  no  vacilamos  en  llamar  deberes  de  aquellos 
funcionarios.  Nosotros  hubiéramos  deseado »  como  ligeramente  an» 
4es  se  ha  indicado ,  que  á  los  Ministros  ponentes  se  impusieran  las 
obligaciones. todas  propias  de  los  Relatores,  desapareciendo  estos 
funcionarios  de  los  Tribunales  de  Justicia,  siendo  sustituidos  por 
Secretarios  no  letrados ,  con  solo  las  funciones  que  ejercen  los  Es- 
<;ríbanos  de  Cámara,  con  mas  la  lectura  del  estracto.  Las  bases  de 
este  sistema  y  sus  ventajas  nos  precisarian  &  desviamos  del  plan 
propuesto ;  y  por  lo  tanto ,  apuntada  la  idea ,  continuaremos  espía* 
tiando  las  observaciones. 

Enumera  el  artículo  37  de  la  ley  los  deberes  del  Ministro  Po» 
nente,  y  entre  ellos  se  comprende  el  de  oltformar  i  la  Sala  sobre 
la  reforma  ó  adiciones  del  apuntamiento  solicitada  por  los  litigan- 
4es.ii>  De  esta  prescripción  y  d< 
responde  á  aquel  funcionario 
^tracto  con  los  autos;  solo  ¿1 
Jos  artículos  86  y  109  de  las  O 
gen  desde  19  de  diciembre  de 
ananero  de  rubricarlo,  y  al  Re 
•cuando  lo  Heve  para  que  se  t 
Creados  los  Presidentes  de  Sal 
<le  1843  pasaron  á  estos  las  ati 
Semaneros,  según  esplícitamei 
decreto  promulgado  en  5  de  e 
<:orrió  á  cargo  de  los  Presidenl 
dos  objetos  puede  tener  la  ad( 

nifestar  la  conformidad  del  apuntamiento  con  los  autos;  la  segunda 
•evitar  la  sustitucion.de  uno  con  otro.  En  el  actual  enjniciamientOt 
¿quién  con  mas  razón  debe  cumplir  con  aquel  precepto,  el  Piresia 
diente  de  Sala,  ó  el  Ministro  Ponente?  Indudablemente  parece  atri* 
i)ucion  del  último,  pues  siendo  desniacumbencia  examinar  la  exac- 
titud y  conformidad  de  la  relación  con  el  original;  si  solo  ¿  él  le  im* 
pone  la  ley  la  obligación  de  estudiar  los  autos  ¿quién  mejor  que  él 
puede  certificar  su  legitimidad  y  poner  la  nota  de  conforme? 
Pues  ello  no  obstante  existen  dos  prácticas  diversas  en  los  Tribuna- 
les  de  Justicia;  en  alguna  Audiencia  continúan  los  primeros  pres»» 
tando  este  servicio,  en  otras  se  trasmitió  á  los  Ponentes  desde  que 
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la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil  principió  á  regir ;  y  parece  ^ 
que  también  debia  uniformarse  la  práctica  en  este  punto,  bien  por 
medio  de  una  disposición  particular,  toda  vez  que  se  trata  de  for- 
malidad reglamentaria,  bien  estableciendo  en  la  ley  cuando  en  elia^ 
se  introduzcan  las  reformas  que  la  esperiencia  aconseje,  la  oportu« 
na  aclaración  en  el  sentido  de  corresponder  al  Ministro  Ponente^ 
como  parece  lógico. 

La  segunda  de  las  obligaciones  asignadas  al  referido  cargo,  con-^ 
ftíste  en  «examinar  los  interrogatorios  y  posiciones  presentadas  por 
los  litigantes,  y  caliíicar  su  pertinencia;*  y  añade  la  ley:  tSi  se  re- 
clamare contra  la  calificación  que  hiciere  decidirá  la  Sala.»  Forman 
distinta  se  ha  introducido  al  ponerse  en  práctica  esta  disposición  ea 
los  Tribunales  de  Justicia.  Si  se  medita  bien  acerca  de  la  importan- 
cia de  ella,  se  comprenderá  distintamente  la  razón  de  la  diferencia 
al  ejecutarse  la  primera  parte  del  precepto  legal.  O  el  Ministro  Po-- 
nente  tiene  en  el  examen  y  calificación  de  los  interrogatorios  y  po- 
siciones, jurisdicción  propiay  esclusiva,  ó  no  la  tiene  sino  colecti- 
yameote  con  los  demás  Ministros  de  la  Sala:  si  lo  primero  será  mas^ 
aceptable  la  forma  de  consignar  por  sí  mismo  su  opinión  en  los  au- 
tos, y  no  mediando  sobre  ella  reclamación  de  parte  se  lleva  á  efec- 
to cual  si  fuera  un  acuerdo  de  la  Sala,  que  es  una  de  las  prácticas- 
adoptadas.  Si  carece  de  jurisdicción  esclusiva,  entonces  convendre- 
mos en  que  ha  sido  mejor  interpretada  la  disposición  legal  por  ht 
otra  práctica  establecida,  según  la  cual,  hecha  la  calificación  de , 
pertinencia  ó  impertinencia  por  el  Ponente,  la  Sala  admite  ó  des« 
hecha  la  pretensión  mandando  ejecutar  lo  acordado. 

Antes  de  apreciar  los  diversos  efectos  prácticos  de  una  y  otra 
fórmula,  preciso  será  que  sentemos  algunos  principios  de  la  ley  re- 
lativamente á  la  prueba  en  segunda  instancia.  Concisa  aquella  tvt 
demasía  se  ha  limitado  á  consignar  en  su  art.  868  la  facultad  de  las 
partes  p)ara  exigirse  confesiones,  estado  en  que  deben  hacerlo,  y 
condiciones  que  han  de  reunir;  en  el  867  estiende  aquella  facultad 
á  la  presentación  de  documentos;  en  el  868  autoriza  el  recibimiea- 
to  á  prueba  para  utilizar  cualquiera  de  los  medios  de  hacerlo;  en 
el  869  espresa  los  requisitos  que  deben  concurrir  para  otorgarse 
aquel;  y  en  el  870  dispone  que  para  concederlo  se  ha  de  oir  á  la 
parte  contraria  y  ha  de  informar  á  la  Sala  el  Ministro  Ponente. 
Guarda  silencio  la  ley  acerca  de  la  sustanciacion  que  ha  de  darse  al 
incidente  de  prueba,  cuando  la  impugna  el  liligante  contrario,  co* 
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tno  geDefalmente  sucede;  y  también  si  al  solicitarse  el  recibimiento 
deben  proponerse  ios  estremos,  respecto  de  los  cuales  se  desea  sa- 
ministrar.  Desdé  luego  la  práctica  actual  de  acuerdo  con  la  antigua 
h(i  aceptado  la  de  previa  citación  de  las  partes  para  resolver  el'uici- 
dente  en  vista  pública.  No  existe  igual  conformidad  en  cuanto  al  se-  . 
^uhdo  estremo;  se  observa  unas  veces  que  en  la  pretensión  de 
prueba  se  añaden  los  estremos  sobre  que  ha  de  versar,  y  otras  omi* 
4eesta  designación.  De  no  escasa  importancia  es  determinar  este 
punto  en  la  ley;  pues  si  los  estremos  deben  espresarse  precisamen- 
te al  solicitarse  el  recibimiento  á  prueba,  la  misión  del  Ponente  mas 
bien  que  la  de  calificarla  pertinencia  de  los  interrogatorios  y  posi- 
ciones consistirá  en  examinar  si  los  formulados  se  hallan  confor- 
mes con  lo  acordado  por  la  Sala;  por  cuanto  esta  verdaderamente 
its  quien  ha  hecho  la  calificación  de  pertinencia  al  recibir  los  autos 
¿prueba;  empero  si  no  es  de  esencia  aquella  espresion,  entonces 
se  está  de  lleno  en  la  disposición  de  la  ley  relativamente  á  los  debe- 
res de  los  Ministros  Ponentes ,  y  en  tal  concepto  basamos  nuestras 
observaciones,  puesto  que  de  él  se  deriva  la  razón  de  las  dos  prác« 
Cicas  adoptadas. 

Ta  se  ha  indicado  antes  en  qué  consiste  cada  una  de  estas,  y 
para  determinarlas  bien  distintamente ,  las  enunciaremos  con  las 
mismas  fórmulas  adoptadas.  La  primera  solo  consigna  en  el  proce- 
dimiento la  opinión  del  Ponente  en  estos  ó  parecidos  términos: 
^'Califico  de  pertinentes^  ó  impertinentes ,  los  estremos  eontenOos 
en  el  interrogatorio  presentado  por  tal  parte «  ó  tales  posicionest; 
cuya  califlcacion,  autorizada  únicamente  con  la  firma  del  Ponente» 
se  notifica  á  los  procuradores  de  los  litigantes ,  y  si  de  ello  no  se 
produce  por  alguno  de  estos  reclamación,  acuerda  por  si  sn  eje- 
cución, y  ante  él  se  cumple,  ó  por  el  juez  inferior  i  quien  delega; 
)a  Sala  no  tiene  conocimiento  alguno  de  semejante  acuerdo,  y  nin- 
gún funcionario  de  los  que  intervienen  en  el  juicio  le  autoriza;  ca- 
rece, pues,  de  forma  y  solemnidad.  La  otra  práctica  admite  dos 
diversas  fórmulas:  la  una  consigna  la  opinión  del  Ponente  en  los 
términos  espresados,  y  si  de  ella  no  se  interpone  redamación,  la 
Sala,  después  de  establecer  los  fundamentos  de  hecho  y  de  dere* 
cho,  dicta  providencia,  admitiendo  el  interrogatorio  ó  posiciones 
presentadas,  mandando  precederse  á  la  ejecución  en  el  modo  que 
se  pretende;  y  añade:  <rá  cuyo  fin  pasen  los  autos  al  señor  iBnistro 
Ponente.ii  La  segunda  jurisprudencia  omite  estender  en  el  proceso  b 
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€a<i6eactoa  de  este  foncioBario,  y  solo  aparece  en  él  la  providencia 
<]e  la  Sala  concebida  en  iguala  términos;  pero  anteponiendo  á  la  - 
parte  preceptíTa  esta  cláusula  toiio  in  voee^  el  señor  Ministro  Po- 
nente». Cuál  de  las  fórmulas  enundadas  sea  mas  conforme  á  ley» 
mas  en  armonía  con  la  constitución  y  costumbre  délos  Tribunales, 
y  de  menos  inconvenientes  en  su  ejecución,  es  lo  que  debemos  in- 
vestigar. 

La  primera,  con  efecto,  se  acomoda  perfectamente  al  testo  li« 
ieral  de  la  ley  vigente;  empero  aceptada  en  et  foro ,  se  destruye  el 
principio  de  la  autoridad  colectiva  en  los  Tribunales  Superiores»  ' 
otorgándola  propia  y  esolusiva  á  los  Ministros  Ponentes ,  jueces 
únicos  en  esta  materia;  y  á  la  verdad  no  será  supérfluo  preguntar: 
¿De  quién  reciben  estos  esa  potestad  esclusiva?  Alcanzamos  la  con* 
testación:  de  la  misma  ley.  A  pesar  de  tan  categórica  y  verdadera 
contestación»  todavía  objetaremos:  pues  si  de  su  calificación  cabe 
reclamación  á  la  Sala,  será  su  autoridad  limitada » incompleta;  no 
será  propiamente  potestad;  así  parece:  luego ^rá  verdadero  déek 
que  su  jurisdicción  se  perfecciona»  ó  toma  sa  esenqia»  del  consenti- 
miento de  las  partes»  aquietándose  con  el  dictamen  que  ba  emitido; 
luego  tampoco  será  mucho  sentar,  que  se  antepone  al  criterio  de 
Ta  Sala  el  criterio  de  uno  de  sus  ministros  garantido  por  la  volun- 
tad de  los  litigantes;  y  cuántos  y  cuáles  inconvenientes  de  ello  pue- 
den sobrevenir,  no  hay  para  qué  espresarlos;  sin  embargo,  no  nace 
de  esta  consideración  el  principal»  al  prohijar  la  potestad  esclusiva 
de  los  Ponentes  en  cnanto  á  la  calificación  de  pruebas ,  cuando 
aquella  no  es  reclamada  y  constituye  umt  verdadera  decisión  firme; 
nosotros  la  encontramos  en  el  modo  y  forma  de  practicarse ;  desde 
luego  ella  carece  de  toda  solemnidad;  no  se  halla  revestida  de  las 
formalidades  de  todo  precepto  judicial:  no  obstante  produce  igua^ 
les  efectos;  y  á  pesar  de  no  Jiaber  intervenido  para  acordaría  nia» 
gnxk  otro  funcionario,  se  vé  despoes  un  Escribano  de  Cámara  ejeco* 
tándola»  sin  constar  en  los  anios  debidamente  autorizado  para 
€Ílo;  y  no  sé  tache  de  inneeesaria  esta  autorización ,  puesto  que 
tanto  estos  funcionarios,  como  los  Relatores,  fueron  creados  para.^ 
las  Salas  de  justicia,  y  en  ninguna  disposición  se  ha  prevenido  que 
asistan  á  los  Ministros  Ponentes,  y  por  consiguiente»  fuera  de  la 
Sala  respectiva  ninguna  ÑM^ultad  tes  compete»  ningún  servicio  pue- 
den legalmente  desempeñar»  sino  los  relativos  al  cumplimiento 
de  lo  acordado  por  aquella . 
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Si  el  objete  de  estas  obsarrMkmes  m  esleMfi^A  á  cotteotar  y 
«atlisar  las  disposieioiies  de  la  ley,  eombaürütiios  cíertaMiKe  it 
antoridad  esclusiva  de  los  Ponentes  «a  el  ezáaiea  j  calíficadoD  de 
103  pnietNis,  DO  tanloripor  iavartirse  coa  ello  el  priaeipto  de  la  aots-^ 
lidad  colectiva»  concefida  de  antiguo  á  las  Sobs  de  justicia,  coiik> 
por  otras  conaideraeíoaes  de  alta  importancia.  La  opínioA  de  aqae* 
Uos  obtiene  fuerza  de  ejecutoria  por  el  asentimiento  de  las  partes; 
queda,  pues,  i  la  velmtad  de  estas  la  admisión  éenaa  prueba  qu& 
pudiera  considerarse  npertinente  por  los  restantes  Magistrados, 
obUgándoles  á  demorar  el  curso  del  preoedimieoto  á  conseeaeoci» 
de  una  dilación  impieoedente.  Las  leyes  ({ue  arreglan  la  tramita- 
ción de  aquellos  pertenecen  al  doeeho  páblico;  sus  dtsposicioDes 
tienen  determinados  ios  casos  en  que  procede  la  prueba  y  los  en^ 
que  no  debe  admitiese;  podria  suceder-  que  un  Ponente  calificara 
de  pertinente  alguna  que  no  procediera,  y  por  eonsigaiente  no  de- 
biera, ni  podia  adontirse ,  y  á  su  diotáiBea  se  soiietieima  los  inte*^ 
rosados;  la  voluntad  príiEiMla  en  este  caso  alteraría  iás  prescripción 
nes  de  las  leyes^  que  osnstinyenhparte  del  derecho  páblíoo,  y  los 
Magistrados  se  verían  predsadoa  i  consentir  impasibles  ooa  sos- 
lanciacíon  viciosa  para  utíliear  medkis  protateríos  mendueentes* 
Cierto  que  en  negodios  civiles  cede  teda  consideración  en  beneficio 
del  interés  de  las  partes;  estas  instan,  7  eUas  deben  mostrarse 
guardadoras  de  sus  propios  derechos,  pero  entiéndese  en  nnesiro- 
concepto  en  lo  relativo  id  interés  privado;  no  así  cuando  se  trata 
de  disposiciones  ooncerniéntes  á  la  púUiea  utilidad;  así ,  pues,  no 
se  accedería  á  la  próroga  de  un  térimi&e  improregable  t  aun  euan- 
4to  ambas  partes  de  coman  acuerdo  « intetesarain  en  eUo,  m  tam* 
poGO  i  prolongar  el  probatorio  á  mas  del  legal,  ai  á  variar  la  sus- 
tanoiaóion  determinada  para  cada  cfaise  de  juicio:  al  m^os  tal  es 
nuestra  opinión:  en  resumen^  d  sistema  adaptado  para  el  examen 
y-calificacien  de  interrogatorios  y  posiciones  impone  A  las  Silifó  do 
justicia,  la  opinión  de  no  de  sus  ^ndiiríduos  elevada  á  la  categoría 
de  decisión  judicial  por  el  asentimiento  de  las  parles,  y  ta  sistema 
no  parece  el  mas  acertado. 

En  el  terreno  prácüoo ,  no  sen  estos  ios  únicos  kioonvenentes 
que  crfreee  la  jnrisprudencm  que  analiaamos*  Gl  caso  oontráiio,  esto 
es,  oaando  los  litigantes,  6  alguno  de  i^los  no  se  conforma  eim. 
la  opinión  del  Ponente  coasignada  en  el  proceso,  y  reolaraa  con^ 
tra  ella,  y  ha  de  decidir  la  Sala,  los  .presentó  d«Ma  por  <^'t 
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to  d#  ateacioo.  Desde  loego  ocurre  uno  muy  grave,  y  es ,  en 
delermínar  si  aquel  Ministro  formará  parte  de  la  Sala  que  de- 
ba decidir,  pues  la  verdad  es  que  su  opinión  se  conoce  de  ante- 
aianOf  y  parece ,  si  no  ilegal,  al  menos  reparable  que  constituya 
parte  de  ella,  con  mayoría  de  razón  cuando  sean  solos  tres  ios  Mi- 
nistros asisteiites ;  en  cayo  caso  solo  á  dos  puede  racionalmente  su- 
ponerse adornados  de  tqdos  los  requisitos  necesarios  para  ver  el  in* 
eidente.  Prohibición  absoluta  imponía  la  antigua  legislación  al  Juei 
djB  revelar  su  opinión  en  el  negocio  sometido  á  su  fallo;  en  este 
precepto  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  precisa  al  Juez  á  decía- 
nurla  terminantemente ;  y  como  nada  dice  de  su  compatibilidad  é 
incompatibilidad ,  podrid  dudarse  sobre  circunstancia  tan  importan- 
te. La  práctica  acepta  su  asistencia  á  la  vista  de  aquellos  inciden- 
tes; pero  siempre  con  la  contingencia  de  discordar,  causando  coa 
eMo  retrasos  á  la  administración  de  justicia  y  mayores  gastos  á  las 
partes*  Igual  inconveniente  se  nos  argüirá  ocurre  en  todos  los  ca- 
aos de  pedirse  reposición  de  providencias  de  un  Juez  de  primera 
instancia  y  en  todos  los  etn  que  se  suplica  de  alguna  para  ante  la 
misma  Sala  qne  la  dicté ;  no  deja  de  ser  razonable  la  observación, 
4i  bien  existen  algunas  diferencias  de  las  cuales  nos  ocuparemos  ea 
lugar  oportuno;  concretándonos  ahora  á  indicar  otra  duda,  que  in- 
duce el  silencio  de  la  ley  acerca  del  modo ,  forma  y  término  en  que 
debe  producirse  la  reclamación.  ¿Podrá  hacerse  en  el  acto  de  noti- 
ficar á  las  partes  la  caliGcacjon?  ¿Deberá  deducirse  precisamente 
ci  escrito  formal?  ¿Se  interpondrá  ante  el  mismo  Ministro  Ponente 
6  ante  la  Bala  f  ¿Dentro  de  qué  término  se  habrá  de  utilizar  el  re- 
i^orso?  Estas  cuestiones,  no  obstante  de  un  interés  secundario,  crean 
^torpecimientos  prácticos ,  que  unidos  á  los  espuestos  anterior- 
Viente,  nos  inclinan  á  considerar  mas  aceptable  la  otra  jurispruden- 
cia adoptada. 

Según  esta,  hecha  la  caliGcacion  por  el  Ministro  Ponente ,  y  no 
producida  reclamación  de  ella,  la  Sala  llama  los  autos  por  Relator t 
y  en  su  vista  admite  ó  desecha  la  prueba  articulada ,  mandándola 
en  su  caso  recibir ;  ó  conforme  á  la  otra ,  y  para  nosotros  menos  in- 
conveniente ,  propuesta  la  prueba  y  examinada  por  aquel  funciona- 
rio ,  la  Sala,  oida  in  voce  su  calificación ,  dicta  la  providencia  mas 
procedente.  Estas  prácticas  á  la  verdad  no  contarán  en  su  apoyo  la 
literal  disposición  de  la  ley;  mas  ellas  salvan  cuantos  obstáculos 
prosita  la  primera;  califica  á  no  dudar  el  Ponente  la  pertinencia 
4  impertinencia  de  la  articulada;  aparece  en  los  autos  un  decreto 
TOMOxvn,  67 
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vevestido  de  las  formalidades  de  derecho  acordado  por  quien  tiene 
furísdiccion  propia,  y  por  consecuencia  facultad  para  mandario  eje* 
eutar  á  sus  subalternos  en  cuanto  á  estos  concierna ;  evitase  &  los 
demás  individuos  de  la  Sala  la  presión  de  estar  y  pasar  por  ana 
prueba  que  juzgaran  improcedente ;  y  sobre  todo  no  se  falta  á  la 
unidad  en  la  administración  de  justicia  confiada  á  Tribunales  Cole- 
giados y  ni  se  antepone  el  interés  privado  á  la  pública  utilidad ;  y 
de  estas  consideraciones  deducimos  también  que  se  halla  mas  en 
armonía  con  la  base  sobre  que  descansa  la  constitución  de  aquellos» 
^con  la  antigua  práctica  en  cuanto  pueda  acomodarse  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  vigente. 

«Si  se  reclamare  contra  la  calificación  que  hicieren ,  decidirá  la 
Sala;»  así  lo  establece  la  segttuda  parte  del  núm.  2.*  del  art.  S7. 
Ta  se  ha  ipdicado  que  nada  espresa  el  testo  legal  acerca  del  modo, 
forma  y  término  para  producirse  esta  reclamación ,  ni  tampoco 
acerca  de  la  sustanciacion  que  esta  deba  seguir,  y  tal  vacío  ha  ori- 
ginado diversa  jurisprudencia.  Según  una,  interpuesta  la  reclama- 
eion,  la  Sala  llama  los  autos  por  Relator ,  y  sin  más  trámites  acuer- 
da la  resolución  qué  considera  Justa;  según  otra,  se  oye  previa- 
mente á  la  parte  que  reclama  con  entrega  de  los  autos  ]para  ins- 
trucción, y  devueltos,  citada,  resuelve  en  justicia;y  según  otra  dan- 
do mayor  solemnidad  al  incidente,  manda  la  entrega  de  los  autos  á 
ambas  partes  para  instrucción,  y  previa  citación  de  las  mismas  y 
Tjsta  pública,  pronuncia  su  fallo.  La  adopción  de  una  úotradeestas^ 
m^ácticas  es  consecuencia  de  la  que  se  haya  establecido  para  la 
calificación  del  Ponente;  si  esta  se  estiende  en  el  procedimiento  de 
la  manera  espresada ,  no  vacilamos  en  optar  por  la  última,  tanto 
por  ser  reproducción  de  la  práctica  antigua,  cuanto  por  otorgarla 
debida  solemnidad  á  una  solicitud  de  reconocida  importancia  en  el 
pjroceso,  mayormente  cuando  la  prueba  articulada  por  una  parte 
aea  impugnada  por  la  contraría;  y  cuando  la  falta  de  citación  com- 
'  pétente  podría  ser  causa  de  nulidad;  empero  si  dicha  calificación 
no  figura  en  los  autos,  sino  solamente  la  providencia  acordada  por 
l^  Sala,  después  de  pir  in  voce  aquella,  en  este  caso  no  concdu- 
mos  ulteríor  reclamación,  puesto  que  equivaldría  i  wml  súplica 
ante  la  misma  Sala,  cuyo  recurso  no  se  concede  contra  los  acuer- 
dos de  esta  especie,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  «71  y  872. 
Además ,  jurisprudencia  tan  conforme  cu  nuestro  sentir  al  tratarse 
de  interrogatorios  y  cualquiera  otra  prueba  instrumental,  no  la  re- 
Butamos  conYeniente  ni  conforme  á  los  buenos  principios  de  toe- 
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cho ,  si  la  producida  coosiste  en  posiciones  propuestas  por  uno  i 
otro  litigante,  pues  estas  tienen  el  carácter  de  reservadas  hast^  el 
momento  de  prestar  la  declaración  aquel  á  quien  se  piden;  cayov 
K^arácter  pierden  luego  que  calificadas  de  pertinentes  ó  impertínea*^ 
tes  por  el  Ponente ,  reclama  la  parte  ante  la  Sala ,  promoviéndose  el 
incidente  que  antes  hemos  apuntado.  Como  la  ley  no  distingue  en- 
tre interrogatorios  y  posiciones,  la  jurisprudencia  adoptada  para 
llevar  ¿  efecto  en  la  forma  mas  equitativa  su  precepto,  tampoca 
distingue,  si  bien  en  algún  caso,  con  objeto  de  salvar  este  incoa-* 
Teniente,  se  manda  la  entrega  de  autos  para  instrucción,  quedando, 
reservadas  las  posiciones  en  la  Escribanía  durante  la  sustanciacion 
del  incidente »  y  por  consecuencia  la  discusión  se  limita  al  modo  y; 
tiempo  en  que  aparecen  propuestas. 

De  las  observaciones  enunciadas  venimos  á  deducir  la  necesi- 
dad de  establecer  reglas  precisas  y  terminantes  para  uniformar  la 
práctica  en  orden  al  modo  y  forma  de  ejercer  su  cargo  los  Ministros. 
Ponentes,  principalmente  en  lo  relativo  á  la  materia  de  que  se  tra-^. 
ta.  Opinamos  por  que  sus  dictámenes,  ó  llámense  informes ,  sean* 
Terbíues  y  privados  á  la  Sala,  con  cuyo  método  se  evita  la  publici-* 
dad  de  su  opinión,  y  que  aparezca  esta  alguna  vez  desairada  pop* 
acuerdo  contrario  de  aquella,  limitándose  en  consecuencia  su  mw 
sion  á  examinar  los  interrogatorios  y  posiciones  presentadas  por  fosí 
litigantes  é  informar  á  la  Sala  sobre  su  conformidad  ó  no  confor- 
midad con  lo  acordado  por  ella;  la  misma  en  su  virtud  resolverá  ea 
justicia.  Como  precedente  á  esta  disposición  debíase  prevenir  qad 
antes  de  notificarse  la  providencia  mandando  pasar  los  autos  al 
Relator  para  la  conclusión,  pueden  las  partes  proponer  prueba,  ess 
.presando  los  estremos  sobre  que  ha  de  recaer;  de  la  solicitud  de 
una  conferirse  necesariamente  traslado  á  la  contraria,  y  después; 
de  pasar  el  pleito  al  Ministro  Ponente ,  la  Sala,  previa  citación^  if 
en  vista  pública  caso  de  mediar  impugnación,  resuelva  lo  que  crea 
justo.  Si  la  propuesta  consistiera  en  confesión  judicial,  la  Salav 
con  solo  el  dictamen  verbal  de  aquel,  previa  entrega  del  pleito» 
proveerá  lo  procedente.  Parece  que  la  designación  de  estos  sencí^ 
Uos  trámites ,  á  la  vez  que  espresamente  marcados  en  la  ley  uni« 
formarian  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  se  conseguirla  tam- 
bién economía  de  tiempo  y  gastos,  además  de  las  ventajas  antes 
mencionadas.— (Se  cantitmari.)    . 

Garbs  Haría  Bri. 
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iProcedé  pedir  ejecutivamente  y  por  escrito  cuando  el  acreedor 
no  reclama  moi  de  treinta  duro$t  pero  teniendo  en  $u  favor  un  Ü^ 
iulo  de  los  que  traen  preparada  tijecueionl 

Jamás  se  nos  había  ofrecido  dada  alguna  que  nos  pnsiera  en  éP 
caso  de  hacer  esta  pregunta»  persuadidos  firmemente  dé  no  pro* 
ceder  otro  juicio  que  el  verbal  en  el  consultado*  Pero  habiendo  vis- 
to pensar  de  otro  modo  á  mas  de  un  juez,  y  lo  que  mas  nosbs  Ha-^ 
jnado  la  atención,  habiendo  oido  que  en  un  Tribunal  Superior  ser 
liabia  revocado  cierta  providencia  denegando  la  ejecución  en  cascr 
parecido,  por  mas  que  ni  tengamos  certeza  de  si  existe  ese  Real 
auto,  ni  menos  le  créateos,  nos  tomamos  la  libertad  de  molestar  la 
«tención  de  Y Y^  rogándoles  que  emitan  su  opinión  por  tantos  títu- 
los respetable* 

Toda  cuestión  entre  partes,  dice  el  art.  1162  de  la  Ley  de  En* 
juiciamiento  civil  cuyo  interés  no  esceda  de  seiscientos  rs.,  se  decl- 
ara en  juicio  verbal,  y  su  letra  parece  no  dejar  duda  de  no  poder- 
se pedir  por  escrito  cuando  se  reclama  una  cantidad  no  mayor  que 
aquella. 

Sabemos  (y  son  las  en  que  se  fiíndan  quienes  piensan  de  otrf^ 
BkkIo)  las  palabras  del  1134  tcuálquiera  que  sea  la  cantidad  de^ 
Hfue  se  traten  pero  sobre  poderlas  decir  aclaradas  por  las  siguientes- 
Hen  los  casos  en  que  proceda  con  arreglo  d  derechos;  paranosotros- 
no  han  tenido  jamás  otro  objeto  (si  así  podemos  esplicamos),  que  efe 
de  evitar  el  que  se  diese  al  precedente  la  interpretación  dada  ea 
su  tiempo  por  algunos  á  la  ley  de  1838  para  los  negocios  de  menor 
cuantía,  pero  entre  eso  y  no  admitir  un  juicio  escrito  por  cien  rea- 
les hay  una  distancia  inmensa.  ¡Bellísimo  modo  habria  sido  ese  de 
f  procurar  la  mayor  economía  posible»  en  la  tramitadon! 

Comprendemos  la  necesidad  de  no  confundir  el  juicio  ejecutivo 
con  el  declarativo;  sabemos  que  ni  aun  el  nombre  de  juicio  quisiertt 
dar  algunos  al  primero,  pero  aun  prescindiendo  de  que  la  ley  asi 
lo  llama  y  de  esa  cuestión  de  nombres  de  ningún  interés  para  tos 
litigantes,  no  encontramos  fundamento  por  ello  para  la  <^inioa  con- 
traria, buena  solo,  á  nuestro  juicio,  para  multiplicaf  tOs  platos  f 
causar  la  ruina  de  los  pequeños  deudores.— Un  autígpüo  suscnntMu 

Contesláctoné 
Opinamos  del  mismo  modo  que  nuestro  íliKtrado  suscfHor.  A 
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las  razones  que  dá  añadiremos  dos  que  tienen  importancia  á  núes» 
4ro  modo  de  ver. 

Es  la  primera  la  diferencia  notable  qne  hay  en  la  Ley  de  Enjui* 
ajamiento  civil  en  la  redacción  de  lo  que  al  partícnlar  se  refiere  en^ 
tre  los  juicios  de  menor  cuantía  y  los  verbales.  Los  primeros  ar- 
tículos de  uno  y  otro  juicio  son  exactamente  iguales»  sin  mas  dife- 
rencia que  la  que  era  indispensable  respecto  á  su  denominación  y  á 
la  cuota»  acerca  de  que  pueden  versar,  pues  que  el  art.  1133  dice: 
Toda  &mte$tttri(m  entre  partes  cuyo  itUerés  no  eseeda  Ae  3,000  r^a- 
fes»  se  decidirá  en  juicio  de  menor  cuantía;  y  el  1162»  toda  €ue$* 
tion  entre  partes,  cuyo  interés  no  esceda  de  0Í90  rs*»  se  decidirá  en 
juicio  verbal.  Pero  después  de  está  enunciación  se  diferencian  les 
4ítalos  referentes  á  estos  dos  juicios»  en  que  al  paso  que  en  el  ver<> 
bal  nada  se  a&de»  en  el  de  menor  cuantía  se  lee  este  otro  articulo 
que  es  el  1134:  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se  entiende  sin 
perjuicio  de  la  acción  ejecutiva,  de  la  cual  podrá  usarse,  cualquier 
ra  que  sea  la  cantidad  deque  se  trate,  en  los>  c^sos  f  rt  que  proceda 
4:on  arreglo  á  derecho.  ¿Y  por  qué  esta  diferencia?  ¿Es  de  presumir 
que  si  la  intención  del  legislador  hubiera  sido  que  se  reservase  la 
•acción  ejecutiva  en  los  juicios  verbales  como  en  los  de  menor  cuan- 
iia  hubiera  dejado  de  escribirlo  en  aquellos  como  en  estos?  ¿T  hay 
acaso  motivos  para  interpretar  estensivamente  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1134  de  unos  á  otros  juicios?  Al  hacernos  cargo  de  la  se- 
igunda  razón  en  que  nos  fundamos»  demostraremos  á  nuestro  modo 
de  entender»  que  nada  hay  que  pueda  aconsejar  esta  interpretación. 

Por  esto  nos  parece  estraSo  que  se  quiera  ampliar  el  arL  1134 
que  solo  es  una  esplkaeionde  lo  que  el  anterior  establece»  respecto 
á  los  juicios  de  menor  cuantía »  ¿  lo  que  en  otro  título  y  acerca  de  o^a 
juicio  se  dice  mas  adelante.  Las  palabras  del  citado  arlíeuk)  1154 
«cualquiera  que  sea  la  cantidad  de  qne  se  trate»  no  se  refieren»  no 
pueden  referirse  mas  que  ai  artículo  á  que  espresamente  aludea 
j  por  lo  tanto  á  los  juicios  en  que  se  trate  de  cantidades  qne  esce- 
diendo de  seiscientos  reales  no  pasen  de  tres  mil.  El  artículo  que 
modifica  no  puede  llevarse  mas  allá  del  modificado. 

Mas  fuerte  que  esta  razón  es  la  segunda  que  pasamos  á  espoaer 
«n  apoyo  de  nuestro  dictamen.  En  los  juicios  de  m^or  cuantía»  el 
juez  del  partido  es  el  competente  en  la  primera  instancia  y  la  Ap- 
diencia  territorial  entiende  en  la  segunda:  en  los  verbales  conoce 
«la  primera  instancia  el  juex  de  pas  y  en  la  aluda  el  de  par- 


Digitized  by 


(^oogle 


S34  RBTISTA  DE  LS6ISLAGI0N. 

4id0;  Esto  supuesto  ¿puede  creerse  que  quepa  en  la  ley  que  se  cam- 
bie el  orden  de  las  jurisdicciones  que  tiene  establecido  en  conside- 
•iracion  á  la  diferente  cuantía  de  los  negocios  que  se  ventilan  y  que- 
seguB  la  diversa  manera  de  entablar  las  pretensiones»  sean  ya  unos 
ya  otros  los  ju^t^doros?  ¿Puede  presumirse  que  se  haya  querido- 
llevar  á  las  Audiencias  la  decisión  de  una  demanda  que  tenga  por 
objeto  muy  pocos  reales?  ¿Puede  creerse  que  al  que  se  le  confia  1^ 
decisión  de  los  juicios  declarativos  de  apreciacicm  mas  difícil ,  se  le 
quisiera  negar  el  conocimiento  de  los  que  por  fundarse  en  un  de-» 
^recho  mas  claro,  como  suelen  ser  los  negocios,  que  cuando  se  trate 
de  cantidades  de  mas  monta,  se  ventilan  en  el  juicio  ejecutivo,  son- 
"éd  resolución  mas  fácil?  No  lo  creemos  :  por  esto  opinamos  con^ 
nuestro  suscritor  y  hacemos  nuestro  su  dictamen. 

Los  Directores  ie  li  KevisU. 
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BE  LOS  ENBiR«OS  PREVENTIVOS. 


¿Podrd  un  Juez  de  paz  decretar  un  embargo  preventivo  cuando 
la  cuantía  sobre  que  verse  no  esceda  de  600  rs.,  ó  deberá  acudirsc 
ifara  gue  tenga  efecto  ^  al  Juez  de  primera  instancia ,  sin  perjuicio^ 
de  que  se  celebre  ante  el  Juez  de  paz  el  juicio  verbal  que  correspon- 
da, para  tratar  del  pago  de  la  cantidad  ? 

Fundándose  en  lo  absoluto  y  terminante  que  es  el  artículo  950 
4e  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  opinan  algunos  que  para  que  ten- 
ga efecto  un  embargo  preventivo  sobre  cantidad  que  no  esceda  de 
600  rs;,  debe  acudirse  al  Juez  de  primera  instancia,  porque  al  es* 
>  tablecer  la  ley  su  competencia  en  este  punto,  no  hace  distinción; 
de  lo  cual  deducen  que,  sea  cual  fuere  la  cuantía  del  negocio ,  es 
esclusiva  la  facultad  de  dicho  Juet.  Pero  yo,  aunque  incompetente 
en  la  materia,  entiendo  lo  contrario ,  y  me  fundo  para  ello  en  ias^ 
consideraciones  siguientes:. i/  que  no  pudiendo  los  jueces  de  pci- 
mera  instancia  conocer  mas  que  en  segunda  de  las  cuestiones  cayo- 
interés  no  esceda  de  600  rs.,  seria  un  contrasentido  el  acudir  í 
•ellos  para  embargar  bienes  preventivamente  á  las  resultas  de  un 
jm'cio  verbal,  en  que  acaso  no  se  reclamasen  mas  que  30, 40  ó  lOO 
reales,  para  lo  cual  tondria  el  acreedor  que  presentar  escrito,.! 
debería  instruirse  espediente  en  toda  regla,  causándose  costas  ( 
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si¥amente  mayores  que  el  débito,  para  cuyo  pago  tal  vez  no  al- 
canzaran los  bienes  embargados  ni  aun  los  recursos  del  que  solici- 
tare la  diligencia:  2/  que  en  los  juicios  yerbales  no  pueden  admi- 
tirse escritos ,  indispensables  para  decretar  dichos  embargos;  y  3.^ 
que  no  tendría  objeto  el  que  un  Juez  de  paz ,  después  de  haber 
efectuado  el  embargo  con  dictamen  de  asesor,  remitiese  al  de  pri- 
mera instancia  las  diligencias  relativas  á  un  juicio  de  que  solo  po- 
día conocer  en  segunda,  y  esto  én  el  único  caso  de  no  consentirse 
Ja  sentencia  por  las  partes.— Juan  de  Ortega. 

Ck>ntestaewn. 

No  son  nuevas  las  medidas  de  garantía  establecidas  en  benefi- 
cio de  los  acreedores  para  asegurar  las  resultas  del  juicio  que  pro- 
muevan contra  sus  deudores :  además  de  los  privilegios  que  disfru- 
tan ^n  la  sttstanciacion  de  los  juicios  ejecutivos,  siempre  han  podi- 
do disponer  de  otros  medios  contra  la  mala  fé  de  los  que  ocultaa 
sus  bienes  y  se  declaran  insolventes  por  no  pagar  sus  deudas.  La 
ley  41,  tít.  2.%  Part.  3.%  estableció  la  fianza  de  estar  á  derecho  que 
el  demandante  podia  exigir  á  su  demandado;  otra  del  mismo  Có- 
digo dispuso  el  secuestro  preventivo  de  la  cosa  mueble,  objeto  de 
la  demanda;  y  después,  el  Reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia,  aceptando  esta  misma  doctrina ,  autorizó  á  los 
alcaldes,  como  jueces  de  paz,  para  que,  á  petición  del  demandan- 
te, decretasen  la  retención  de  efectos  de  un  deudor,  que  intentara 
sustraerlos,  procediendo  inmediatamente  á  la  celebración  del  juicio 
de  conciliación. 

Mas  como  de  esta  facultad  podia  abusarse,  y  de  hecho  se  aba- 
saba por  los  acreedores  demasiado  suspicaces,  causando  vejaciones 
injustas  á  sus  deudores ,  se  ha  reconocido  la  necesidad  de  restrin- 
girla, y  asi  lo  ha  hecho  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  exigiendo 
•  ciertos  requisitos  para  que  pueda  decretarse  dicha  retención ,  á  que 
ha  dado  el  nombre  de  embargo  preventivo ,  y  limitando  las  atribu- 
ciones de  los  Jueces  de  paz  respecto  de  este  punto.  Nos  concreta- 
remos i  hablar  de  estas  atribuciones  al  contestar  la  consulta  que 
antecede,  toda  vez  que  versa  solamente  sobre  ellas. 

«En  los  pueblos  cabezas  de  partido,  dice  la  ley  (art.  930),  sol» 
los  Jueces  de  prímera  instancia  pueden  decretar  el  embargo  pre- 
ventivo.» Estas  palabras  de  sentido  claro  y  terminante  no  admiten 
interpretación:  solo  los  Jueces  de  primera  instancia  tienen  hoy 
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competenda  para  decretar  embargos  preventivos ;  niagana  otra 
aatoridad  puede  acordar  esta  medida  de  garantía ,  qae  asegtua 
el  resultado  áque  aspira  un  demandante  ai  entablar  sn  acción.  Pe** 
ro  esto  se  entiende,  eomo  la  misma  ley  Ip  espresa,  cuando  el  em- 
bargo se  pide  en  los  pueblos  cabezas  de  partido ,  pues  sí  se  pi<fiefe 
esta  diligencia  en  cualquier  otro  donde  no  resida  el  Juez  de  prime* 
ra  instancia,  podrán  decretarla  los  Jueces  de  paz,  según  io  esta** 
blece  el  artículo  citado,  aunque  con  ciertas  coMttciones  qae  tmpo* 
Be  para  asegurar  el  acierto ;  á  saber ,  que  lo  haga»  coi  dictamen  de 
Ajesor,  si  no  fueren  Letrados^  y  que ,  practicado  elembargo,  remi- 
tan las  diligencias  al  Juez  de  primera  instancia. 

Desde  luego  se  vé  que  la  ley  habla  en  términos  generales  sia 
hacer  distinción  entre  los  negocios  de  mayor  y  de  menor  cuaatte» 
ni  entre  los  que  competen  i  los  Jueces  de  primera  instancia  y  les 
que  deben  ventilarse  en  juipio  verbal  ante  los  Jueces  de  pai.  To* 
dos  están  comprendidos  en  su  prescripción,  sea  cual  fuere  ki  impor* 
lanciade  la  cosa  6  cantidad  por  que  se  haya  de  litigar.  En  todos 
se  han  de  observar  las  mismas  formalidades.  Todos  se  hallan  suje- 
tos á  la  misma  tramitación. 

AI  espresarnos  de  este  modo,  dejamos  ya  indicada  ti  eipimoii 
que  sobre  este  punto  profesamos.  Creemos ,  fondados  en  las  pala» 
¿ras  terminantes  de  la  ley ,  que  si  un  acreedor  trata  de  asegurar, 
por  medio  del  embargo  preventivo,  las  resultas  de  un  juicio  oval- 
quiera ,  debe  acudir  al  Juez  de  primera  instancia  soKcttando  esta 
diligencia ,  cuando  los  bienes  que  hayan  de  embargarse  etistaa  m 
la  cabeza  del  partido;  y  si  se  hallan  en  cualquier  otro  de  los  pue- 
blos que  lo  componen,  pueden  acudir  al  Juez  de  paz  respectivo, 
quien  lo  habrá  de  decretar  con  dictamen  de  Asesor,  si  no  fuere  Le- 
trado, y  en  todo  caso ,  remitir  á  aquella  autoridad  las  diligencias, 
luego  que  se  hubiere  practicado ;  entendiéndose  todo  eUo  sin  per- 
juicio de  la  competencia  del  Juez  que  deba  conocer  de  la  cuestioa 
principal,  que  es  independiente. 

Pero  la  disposición  de  que  nos  ocupamos,  no  ofrece  fos  meore- 
nientes  que  se  manifiestan  por  el  autor  de  esta  consulta,  ba  com- 
petencia de  los  Juzgados  de  primera  instancia  para  decretar  em* 
bargos  preventivos ,  no  causa  costas  escesivamente  mayores  que 
las  que  se  ocasionan  en  los  Juzgados  de  paz,  porque  en  UMs  y 
otros  Juzgados  es  igual  la  tramitación  del  embargo,  aunque  sea 
diferente  la  de  los  juicios  de  que  respectivamente  conozcan.  II»  ds^ 
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f>é  confóndirse  el  embarga  prev^dtfv^  coa  el  \wAo  <|ne  le  sigiier 
este  se  sustancia  con  ñias  economía  en  los  Aligados  de  pas,  poft> 
que  su  tramitactott  eé sencilla  y  btett;  pero  Bqatl  está  si^eto 
i  las  mismas  regias  en  unos  y  en  otros  Iszgados;  de  modo  ^e  si 
un  juicio  Terbal ,  celebrado  ante  un  luez  de  pas,  es  rápido  y  pooo 
costoso,  vkk  embargo  pretentiyo  para  asegnrar  sus  resultas  seria 
pesado  y  di^p^ioso  en  el  mismo  Juagado,  pvesto  que  habia  de 
pedirse  y  decretarse  con  las  mismas  formalidades  c(ue  si  se  pidiera 
y  decretara  para  asegurar  el  resukaéo  de  un  pleito  de  gran  cuan- 
tía. Las  diligencias  de  embargo  sm  síeapie  iguales:  es ,  pues,  mh 
diferente » si  se  atiende  á  laa  costas ,  que  se  instrayan  ante  los  juc^ 
cesde  primera  mstaneia  ó  ante  los  loeces  de  paz.  Solo  poedé  IÑiber 
alguna  diferencia  entre  las  que  devenga  el  escribano  en  aqueHoe  y 
el  secretario  en  estos;  pero  tal  incontenieMe  menee  despreciarne, 
cuando  se  compensa  con  la  tentaja  qoe  produce  el  eonocer  de  es- 
tos negocios  una  antoridMique,  por  sus  cnrcmistancias  y  saposí- 
don ,  ofrece  mayores  garabtias. 

fleniengMo  Hvít  Rnz* 


1  mimnéi 


lPu6ie,mUmjiikkmverlml0$flMien0  par  cédula  lacUacim 
del  demandado,  hallándole  eeíefiwadeta  poModon,  pero  ea  su 
iámiim  juriMeciúnalt 

En  esle  cato,  ipueieúelebrar$e  eljmeb  en  rtí^eldlal 

Aunque  la  consuHa  que  antecede  está  concebida  en  téminos 
demasiado  concisos»  nos  parece  que  consiste  la  duda  en  si,  bañán- 
dose un  demandado  (taera  de  su  casa  cuando  se  le  tá  á  citar  para 
celebrar  un  juicio  verbal ,  habrá  necesidad  de  nottScarle  á  él  mis- 
imo ,  por  hallarse  dentro  del  término  jurisdiccional ,  ó  si  bastará  en- 
tregar á  otra  persona  la  papeleta  que  di6  el  demandante ,  para  que 
se  entienda  bien  hecha  la  citación.  Bs  posibie  que  haya  sido  esta  la 
duda  cuya  resolución  se  nos  pide,  y  en  tal  sentido  vamos  á  con- 
testar. 

El  articalo  25  dé  la  Ley  de  Bujuíciamien^  civil  establece  ter- 
minantemente que,  sí  á  la  primera  diligencia  que  se  practique  én 
busca  de  b  penona  á  quien  se  trata  de  notificar ,  no  fuere  habida, 
se  haga  la  notificación  por  cédula  sin  necesidad  de  mandato  judic»l« 
TOMO  zvn.  68 
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£sta  di9po9idoD8ejeatíeDde.pm  el  ,c«^  en  que  dicha  persoia  se 
Aalle  accidentalmente  ausente  de  m  casa;  y  prescindiendo  del 
,pan|o  en  qne ae  encuentre  en  aqael  instante*  manda  qae  no  sala 
ibusque  mas  (1).  De  consignieate,  es  ignal  qne  el  demandado  k 
<qttien  se  ha  de  citar  se  halle  en  el  ténninp  del  pueblo  ó  fnera  de  él: 
sn  paradero  nada  importa  en  este  ceso :  sea  cnal  fuere,  quedará 
bien  hecha  la  eitaeion  ^  entregando  la  papeleta  ¿  «a  mujer  *  hijos» 
parientes  que^  vivan  en  su  oompania^  criados  ó  vecinos ,  como  lo 
•dispone  el  arU  SS8  de  la  misma  ley  qne»  aunque  no  habla  de  los 
juicios  verbales,  tiene  natUNd  aplicación  4  ellos.  La  citadon  hecha 
de  este  modo  produce  sus  «toctos ,  nomo  los  produciría » si  se  hicie- 
se en  la  persona  misma  del  demandado,  aunque  se  encuentre,  no 
ya  oi  el  término  jurisdiocional,  según  supone  la  consulta ,  sino  aun 
dentro  del  pueblo  mismo^     / 

T  la  raion  que  la  ley  ha  tenido  para  establecerlo  así  es  muy 
obvia :  la  actividad  en  la  administración  de  justicia.  Si  para  que  la 
citación  del  demandado  pudiera  causar  astado ,  fuese  necesario  bar 
cerla  en  su  persona,  se  dilat^iria  la  celebración  de  un  juicio  todo 
cuanto  el  mismo  demandado  quisiere ,  porque ,  una  vez  apercibido 
de  las  gestiones  del  actor,  elmüria  muy  ficilmenle  la  nolificacioQ 
de  la  demanda  por  el  medio  sencillo  de  salirse  de  la  población  en 
aquel  instante ,  ó  trasladarse'  i  la  casa  del  vecino ,  ú  ocultarse  en 
alguna  habitación  de  su  misma  casa,  sustrayéndose  así  al  escriba- 
no ó  secretario  que  ftiese  i  notificarle. 

Para  precaver  este  mal ,  y  i  falta  de  una  disposición  legal  que 
proveyese  el  resledio ;  estiéleció  la  práctica  que  si  á  las  tres  dili- 
gencias en  busca  no  pudiese  ser  habida  la  persona  á  quien  se  hu- 
biese de  notificar,  se  dejase  á  su  familia  una  cédula  que  contuviera 
la  providencia,  y  asi  se  observaba.  Mas  después ,  perfeccionó  este 
.  mismo  pensamiento  la  ley  de  4  de  junio  de  1837 ,  disponiendo  que 
■  á  la  primera  .diligencia  en  busca,  se  dejase  ya  la  cédula  citatoria, 
si  no  fuese  habido  el  que  se  habia  de  notificar ;  y  aunque  los  auto- 
res prácticos  han  suscitado  la  duda  de  si.  en  esta  disposición  se 
compreaderia  ó  no  el  emplazamiento  de  la  demanda »  no  puede  ha* 

(i)   Esceptáanie  sofamenle  los  ttes  ctsot  «specisles  qna  delsrmina  la 
ley /de  citación  para  el  juicio  Terbal  én  los  de  aosaacio,  y  raqueriimento  de 

Eago  y  citación  de  remate  en  los  juicios  ejecutivos ,  en  fos  cuales  deberá 
uscarse  dos  veees  al  que  ha  de  ser  citado  6  requerido,  naca  que  la  ifiUgen- 
cia  pueda  pracUcarse  por  cédula.  Arts.  §40, 95«  |  SS». ;  . 
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ber  ]fa  en  el  dia  motivo  de  caestion  sebre  este  punto ,  porque  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ;  ha  ordenado  de  un  modo  terminante  lo 
que  acabamos  de  esponer.  Eg ,  por  conaiguiente ,  indudable ,  que 
el  comandado  que  no  sea  haÚdo  i  la  primera  diligencia  que  se 
practique  en  su  busca,  puede  y  debe  ser  citado  y  emplazado  en  la 
persona  de  su  mujer»  hijo,  pariente,  criado  6  vecino. 

Otra  cosa  seria  si  |a  ausencia  de  su  casa  no  fuese  accidental» 
como  venimos'suponíeido ,  sino  que  tui[iere  sa  residencia  fuera  d^í 
territorio  del  Juagado  qoe  le  mande  citar.  Sntonces  debería  dirigirse 
oficio  al  del  punto  en  que  se  bailase ,  para  que  la  citación  tuviera 
eiMto ,  según  lo  establece  el  art.  1169. 
f  Respecto  de  la  segunda  parte  de  la  consulta,  contestaremos^ 
repitiendo  las  palabras  de  la  ley  en  el  art«  1173.  «No  compare- 
ciendo el  demandado,  continoari  el  juicio  en  su  rebeldía  sin  volver 
á  citarlo.» 

HenHiegíMt  lana  Rus* 
D£RECHO  CIVIL  Y  lERCANTIL. 

Cuando  uno  de  los  socios  de  una  compañia  formada  con  arregla 
al  derecho  civü  ó  mercantil  hace  concurso  de  acreedores  ó  quiebra, 
¡podrán  sus  consocios  exigir  que  la  sociedad  continúe,  si  esto  es  cou'^ 
veniente  á  sus  interesesl 

Que  la  cesión  de  bienes  y  la  quiebra  son  causas  en  virtud  de  las 
cuales  queda  disuelta  la  sociedad,  tanto  con  arreglo  i  los  principios 
del  derecbo  civil ,  como  á  los  del  mercantil ,  está  fuera  de  duda. 
Pero  conviniendo  con  la  regla  en  general,  hemos  visto  sostener  que 
no  debia  entenderse  del  caso  en  que  los  socios  que  no  hablan  hecho 
cmcurso  de  acredores,  ó  quiebra,  creyeran  conveniente  que  conti- 
nuara la  sociedad ;  y  esta  opinión  es  la  que  examinamos. 

Que  la  disolución  de  k  sociedad  en  el  caso  de  concurso  ó  quie- 
bra de  uno  de  los  socios  está  introducida  sola  y  esclusivamente  en 
fovor  de  los  otros  asociados,  no  puede  «ponerse  en  duda  á  nuestra 
modo  de  entender.  El  concurso  ó  quiebra,  como  dice  oportunamen* 
te  II.  Troplong,  destruye  la  igualdad  entre  los  miembros  de  la  aso* 
dación,  hace  recaer  sobre  los  que  son  solventes  el  peso  de  las  obli- 
gaciones i  cuya  satisfacción  e^  insolvente  no  puede  contribuir  y 
perturba  la  sociedad  por  la  intervención  que  en  ella  deberían  tener 
los  acreedores  del  fallido  ri  el  contni,to  continuase  en  observancia^ 
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Para  evitar  estos  inconveoientes  i  los  socios  es  por  lo  que  h  ley  ea 
su  previsioD  ha  establecido  que  la  sociedad  sea  disoella. 

Como  consecuencta  de  lo  dicho  parece  deducirse  qae  ornto 
los  sódos  creen  coirreoiente  i  ras  inlereses  qae  continée  la  sede» 
dad ,  tengan  el  derecho  áe  oMgar  at  coneartíado  ó  qaebrado,  6  fc 
Jos  que  tengan  su  representadoli ,  i  que  siga  en  ella;  deiñiniii 
«ion  á  que  tampoco  pueden  oponerse  los  acreedores  que  al  suceder 
•en  sus  derechos  al  buido  le  reemplaian  tanbien  en  sus  oMígMO- 
fies.  Por  esto  dice  M.  Pardessus,  quie  la  quidira  no  es  como  h 
muerte  un  acontecimiento  necesario  y  natural,  que  i  la  ret  disuel- 
Ta  todas  las  obligaciones  del  quebrado.  En  una  palakra,  la  eesMi 
"6  la  quiebra  dá  lugar  k  que  seaní  exigibles  todas  las  deudas  del  ta- 
ludo, pero  no  á  compeler  á  los  deudores  ¿  pagar  antes  del  témiBo 
de  sus  respectiras  obiígaeiones,  y  Im  aereedores  deboft  eofiteniíiise 
con  poder  obtener  la  liquidación  y  la  división  al  tiempo  en  que  cor- 
responda hacerlo  según  las  basesi  del  contrato. 

Estas  razones  nos  parecen  tan  fiíertes  en  el  terreno  del  derecho 
•constituyeate,  tan  eonfiílnies  con  k 
disolución  de  la  sociedad  por  razón 
cribinamos  á  ellas  por  parecemos  o 
^ue  cabla  dentro  de  nuestro  derect 
]>argo,  hacerlo,  visto  el  tenor  de  las  I 
Comercio.  La  ley  10,  tít.  10  de  la  F 

«un  decimos  que  se  desfkce  la  cémpania  sí  alguno  de  los  compañe- 
ros es  encargado  de  muchos  débdos,  que  ha  i  desamparar  por  Mié 
iodos  sus  bienes  (é)  ¿  aquellos  á  quien  son  obligados,  por  noon  de 
las  debdas. » Esta  disposición  paite  de  la  equiparación  pora  los  edic- 
tos de  la  sociedad  del  fallido  con  el  muerto,  y  aplica  rigorosameMe 
la  misma  disposición  al  uno  y  al  otro.  Mas  terminante  está  si  cabe 
«I  art.  929  del  Código  de  Comercio,  que  entre  las  causas  en  vir- 
tud de  las  cuales  se  disuelven  totalmente  las  compaSas  meicantí- 
les ,  pone  como  quinta:  Por  la  qttiebta  de  to  socieáad  Ó  dd  Mtf- 
quiera  de  $m  indMduas.  Palabras  tan  concluyentes  de  las  leyes  no 
permiten  que  á  título  de  penetrar  en  su  espíritu ,  les  demos  un 
sentido  que  estamos  convencidos  estuvo  lejos  del  áAímo  <M  legii- 
lador. 

feirafiomezdellSeiit. 
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Análisis  de  la  prescripción  del  derecho  de  acusar  y  de  la  pres* 
cripcion  de  las  penas.— iSon  filosóficos  los  principios  que  rw 
gen  en  estas  materias?  Por  O.  Gatetaüo  pobiacioic  t  Fem* 

NANDEZ.  490 

Sereeha  adiiilnÍ8lratlva.--De  los  establecimientos  peniten« 
ciarios. — Dictamen  emitido  por  D.  Pedro  Gómez  de  la  Ser- 
na, como  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  el  es- 
pediente sobre  una  proposición  para  levantar  catiro  gn^ndes 
establecimientos  penales.  373 

Oereeha  ■aereantU.— 4)e  k»  compañíu  mercantiles.— Estable- 
cida una  sociedad  mercantil  sin  ninguno  de  los  reqmsitos 
previos  que  la  lev  exige,  ¿podrá  el  Tribunal  de  comercio  del 
distrito  obligar  de  oficio  a  los  que  resulten  socios  al  otorga- 
miento de  la  escritura  prevenida  en  el  art.  284  del  Código,  v 
hasta  imponerles  la  multa  de  diez  mil  reales  seadada  en  « 
285?  Por  D.  Francisco  Fornrr.  366 

Oere^haBRarJtlaia.— Sobrelaspnsasyel  derecho  ile  investi- 
gación y  visita;  por  D.  Francisco  de  Pou.  7t 

Dereeha  Internaelaiial  privada.— ¿Será  válido  y  producirá 
efectos  legales  en  Gspana  el  matrimonio  civil  contraído  por 
dos  españoles  residentes  en  Francia,  observando  las  formali  - 
dades  que  allí  se  prescriben  para  la  legitimidad  del  matrimo  -  , 
nio?  Por  D.  Joaquín  Manuel  de  Moner.  42 

ftiagislaelan  hlpoléearla.— Proyecto  de  ley  hipotecaria,  pre- 
sentado á  las  Cortes.  i92 
Esposicion  de  los  motivos  y  fundamentos  del  proyecto  de  ley 
hipotecaria  elevado  al  Cfobierno  por  la  Comisión  de  Go^« 
cacion.                                                                                  103 
Proyecto  de  ley  hipotecaria  redactado  por  la  misma  Gonuáoo.         22& 
Arancel  de  los  honorarios  que  devengarán  los  RegistradoreSi  M* 
gun  este  Proyecto.       ^         -^             ^                       ^^ 
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ÍNDICK.  543 

PÁGIIfAS. 

Observaciones  al  Proyecto  de  lej  hipotecaria;  por  D.  TELEsroao 

Gómez  Rodríguez.  359 

Id.  9I  id.  ÍÁH.  2.*V;  por  eliiBÍ9mo.  439; 

Id.  al  id.  (Art.  3.°);  por  el  mismo.  5i7 

liegislaeUn  nllramarlna.— De  las  leyes  de  procedimientos  en 
las  Islas  Filipinas.— Procedimiento  civil.— Procedimiento  pe- 
nal. Por  X.  '  5 

Cnjiiieiaiiilent»  el  vil  .-Inconvenientes  en  la  aplicación  prác- 
tica de  algunas  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil.—Cuestiones  á  que  dá  origen.  Por  D.  Garlos  M .  Brú.     28  y  521 
De  la  acumulación  de  recursos  de  casación.— Dictamen  emitido 

for  el  Abogado  Gscal  de  Hacienda  del  Tribunal  Supremo  de 
usticia  D.  Alejandro  Groizard^  en  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto de  una  sentencia  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid,  i 
nombre  de  los  condes  de  Ghinchon.  35 

De  la  manera  de  adverar  los  testamentos  en  Aragón;  por  D.  Do- 
mingo Ibaüez.  38 

De  la  citación  á  instancia  de  parte.— Guando  un  juzgado,  á  ins- 
tancia de  parte,  cita  á  alguno  para  que  reconozca  su  firma  ó 
deuda,  y  prepara  asi  la  acción  ejecutiva,  ¿es  obligatorio  que 
el  citado  asista  y  declare?  Por  D.  Eduardo  Gómez  Santa 
María.  83 

Del  recurso  de  eoMciofi.— 1.*  Idea  general  acerca  de  este  re* 
curso. — ^2.®  Guando  es  admisible. — 3.*  De  los  incidentes  so- 
bre su  admisión  ó  denegación.— 4.®  De  los  trámites  hasta  su 
decisión.— 5.*  De  los  rettonea  de  caaMion  que,  aunque  ad- 
misibles, no  deben  prevalecen— Y  6.^  Del  recurso  de  casación 
i  instancia  del  Ministerio  fiscal.  Por  D.  Manobl  Ortiz  de  Zú- 
fhGA.  385 

€on^u/¿a5.— 111.— La  sentencia  de  remate  dictada  sin  haberse 
opuesto  el  deudor  citado  personalmente  ó  por  medio  de. cé- 
dula, ¿es  preciso  que  se  publique  en  el  Boletín  oficial  de  la 
{)rovincia?  Gonsulta  de  D.  Garlos  Montesoro,  contestada  por 
os  DmECTORES  de  la  Revista.  38S 

119.— La  esclusion  prescrita  por  el  art.  56  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  para  que  los  Presidentes  de  Sala  no  diriman  dis- 
cordias, ¿es  tan  general,  tan  absoluta,  que  en  ningún  caso 
puedan  ni  deban  serdirimentes?  Gonsulta  contestada  por  los 
Directores  de  la  Revista.  462 

lis.— ¿Procede  pedir  ejecutivamentey  por  escrito  cuando  el  acree- 
dor no  reclama  mas  de  treinta  duros,  pero  teniendo  en  su  fa- 
vor un  titulo  de  los  que  traen  preparada  ejecución?  Gonsulta 
contestada  por  loa  Directores  de  la  Revista.  532 

111.- De  los  embargos  preventivos.- ¿Podrá  un  Juez  de  paz  decre- 
tar un  embargo  preventivo  cuando  la  cuantía  sobre  que  ver- 
se no  esceda  de  600  rs. ,  ó  deberá  acudirse,  [nra  aue  tenga 
efecto,  al  Juez  de  primera  instancia,  sin  perjuicio  de  que  se 
celebre  ante  el  Juez  de  paz  el  juicio  verbal  que  corresponda  1 
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DiBlralardel  pagc»  dek  oocidadt  CSmi«^ 
Oiteca;  conteMaoa  por  D.  Hbrmenkgilco  MáKÍiBott. 

flft.— De  Ips  juicios  vorbdes.— ¿Pttfáo .  «i  loi  jticíos  «Mfitht, 
hAcene  por  códult  U  dtacion  M  dtaintiíAi  haNáiHUiB  ésta 
inora  da  la  pobUcíoA,  poro  oa  su  léraoiao  jyriadiooioQal?  Eo 
osle  caso»  xpuodocelehrarsool  juicio  oareboldíat  Por  Don 
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